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Mbdellík,  á  29  ^Octubre  de  18§l. 

Siííos  D.  Juan  Pablo  Bsstrefo. 

Muy  estimado  señor  y  amigo. 

Ateiítttmente  y  con  complacencia  he  leído  stí  trabajo  sobre  las  re- 
laciones de  la  Iglesia  y  los  Gobiernos  de  nnestra  patria  desde  la  fan- 
daci6n  de  la  católica  monarquía  eq)añola  hasta  naestros  días^  en  el 
continente  americano. 

Debo  manifestar  á  ü.  qae^  en  mi  concepto,  esta  obra  es  la  más 
importante  que  se  ha  escrito  sobre  la  materia.  La  claridad,  precisión 
y  exactitud  con  que  ü.  narra  los  hechos ;  la  jasta  y  concienzada  apre- 
ciación que  hace  de  ellos ;  la  solidez  de  los  argomentos,  y  lo  incon- 
testable de  las  razones  con]  que  defiende  los  derechos  de  la  Iglesia 
y  sus  divinas  prerrogativas  contra  la  injusticia  de  los  ataques  y 
la  crueldad  de  las  persecuciones  suscitadas  contra  ella  y  sus  ministros 
por  los  gobiernos,  todo  hace  comprender  aun  á  los  xb6s  ciegos  y 
apasionados,  el  odio  insensato  y  las  ruinef  pasiones  que  han  impulsado 
á  los  gobernantes  de  nuestra  patria,  especialmente  en  los  últimos  treinta 
años,  á  no  omitir  medio  alguno,  por  indigno  y  reprobable  que  sea,  para 
destruir,  si  posible  fuera,  el  sólido  y  grandioso  edificio  del  Catolicismo. 

Es  efectivamente  su  trabajo  una  obra  de  actualidad,  cuya  lectura  hará 
comprender  á  todos,  que  la  Iglesia  católica  remonta  su  origen  al  cielo  y 
cuenta  siempre  con  la  protección  de  su  divino  fundador,  pues  de  otro 
modo  su  desaparecimiento  se  habría  consumado  ya  en  este  país,  tan 
trabajado  por  la  violencia  y  la  injusticia  de  los  gobiernos. 

Felicito,  pues,  muy  corcKalmente  á  U.  por  el  importantísimo  servicio 
que  prestará  al  pais  con  la  publicación  de  esta  obra,  lo  que  conviene 
hacer  lo  más  pronto  posible,  y  para  lo  cual  pongo  á  disposición  suya  mi 
cooperación  sin  reserva  alguna. 

Con  «mtimientos  de  afectuosa  amistad  doy  á  U.  mi  bendición  pastoral, 
y  me  suscribo  su  atento,  seguro  servidor  y  amigo. 

){i    Josfí  Ignacio, 
Obispo  de  Medellín. 
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Diócesis'  de  Ántioquia.^^Gobiemo  eclesiástico. — Tarumal,  á 
2  de  Febrero  de  1883. 

SiííoR  Vicario  foráitbo  db  .  .  .  . 

Nos,  como  Pastor  encargado  de  velar  por  los  intereses  espirituales 
de  la  grey  confiada  á  nuestro  paternal  cuidado,  debemos  en  todo 
tiempo  proporcionarle  el  alimento  de  la  verdad,  depurado  de  todo 
error,  bien  por  medio  de  la  predicación  evangélica,  bien  por  nuestras 
cartas  é  instruccíopes  pastorales,  ó  bien  indicándole  las  fuentes  donde 
puede  beber  puras  las  santas  enseñanzas  de  la  Beligión  católica,  y 
donde  puede  encontrar  una  acertada,  sólida  y  exacta  solución  á  las 
varías  y  complicadas  cuestiones  que  se  suscitan  desde  que  el  espíritu 
del  error,  de  debilidad  y  de  corrupción  lleva  sus  gérmenes  disolventes 
al  seno  de  la  verdad,  de  la  unidad  y  de  la  virtud. 

Hoy  día  que  con  el  culto  de  la  materia,  autorizado  por  las  institu- 
ciones sociales  de  la  época>  ban  tomado  tanto  vuelo  las  doctrinas  racio- 
nalistas, con  su  cortejo  de  errores  que  lleva  al  indiferentismo  y  á  la  más 
deploKtble  postración  moral  é  intelectual,  hay  necesidad  de  lachar  con 
energía,  oponiendo  á  la  movible  cátedra  del  error,  la  cátedra  fija  y 
severa  de  la  verdad ;  y  como  en  las  presentes  circunstancias  la  lucha 
viene  de  parte  de  los  poderes  de  la  tierra  y  ha  sido  provocada  directa- 
mente contra  la  Iglesia  católica,  es  de  importancia  vital  devolver  á  ésta 
todo  su  esplendor,  todas  sus  prerrogativas  y  todo  su  imperio,  deter- 
minando las  legítimas  relacio&es  que  la  ligan  al  Estado,  á  quien  propor- 
ciona vida,  estabilidad  y  progreso,  beneficios  que  sólo  ella  da,  sin  que 
nunca  pueda  recibirlos ;  porque  es  propio  de  su  sobrenatural  consti- 
tución y  del  espíritu  que  la  vivifica  y  la  guía,  ser  fuente  fecunda  de  todo 
bien,  y  protectora — no  protegida— de  todos  los  gobiernos  y  sociedades 
de  la  tierra. 

Guiados  por  estas  reflexiones,  y  palpando  estas  necesidades,  nos  ha 
parecido  muy  oportuno  dirigir  á  TJ.  la  presente  nota  circular,  para 
recomendarle,  y  por  su  conducto  á  los  señores  sacerdotes  de  esa  Vicaría 
para  que  ellos  la  recomienden  á  sus  feligreses^  una  obra  de  mérito  espe- 
cialísimo,  por  la  doctrina  que  encierra  y  por  el  carácter  de  actualidad 
que  en  ella  resplandece. 

Hablamos  de  la  obra  que  el  señor  D.  Juan  Pablo  Eestrepo,  con  un 
tino  y  una  laboriosidad  dignos  de  elogio,  ha  escrito  y  titulado  La  Iglesia 
y  el  Estado  ;  obra  en  que  el  autor  se  ha  propuesto  no  un  vil  y  bastardo 
interés  humano,  sino  servir  con  sincera  convicción  á  la  causa  de  sus 
principios,  que  es  la  causa  católica,  la  causa  de  la  Iglesia  de  Jesucristo 
y  de  todos  los  que  nos  hemos  afiliado  en  sus  banderas  de  salud.  aqJp 


(  ^  ) 

•  Por  la  lectura  que  hemos  hedió  con  la  detención  posible,  de*an  im- 
portante trabajo,  hemos  notado  que  por  su  claridad,  sencillez  y  precisión 
está  al  alcance  de  todas  las  inteligencias  y  lo  juígamos  muy  útil  á  toda 
clase  de  personas  por  lo  ortodoxo  de  sus  escrupulosas  enseñanzas,  por 
ser  un  semillero  de  doctrinas  teológicas,  canónicas,  morales  é  históricas, 
y  porque  deslinda  de  nna  manera  luminosa  los  campos  en  que  se  ejer- 
citan las  dos  potestades,  eclesiástica  y  civil,  señando  á  cada  una  la 
esfera  de  sus  respectivos  derechos  y  atribuciones^ 

Allí  aprende  el  católico  á  discernir,  con  razonable  criterio,  lo  que 
es  peculiar  al  imperio  de  la  verdad,  de  todas  las  adulteracionas  que 
intrudpcen  en  su  seno  las  preocupacionefS  y  el  espíritu  de  partido, 
ofuscado  por  las  innobles  arterías  de  la  pasión ;  allí  se  convence  de  que 
la  Religión  católica  no  está  reñida  con  ninguna  forma  de  gobierno,  y  que 
todas  las  instituciones  sociales  pueden  prosperar  al  abrigo  de  su  sombra 
bienhechora ;  allí  se  le  enseña  á  distinguir  la  República  grande,  heroica, 
progresista,  tolerante  y  amiga  del  Catolicismo,  de  la  República  raquítica, 
escandalosa,  retrógrada,  materialista  y  enemiga  encarnizada  de  la  Iglesia 
y  del  Estado ;  allí,  en  ifna  palabra,  encuentra  todo  hombre  de  buena  fe 
ana  lectura  interesante,  una  guía  para  la  inteligencia,  un  alimento  sano 
para  el  corazón ;  y  preciosas  enseñanzas  para  templar  el  carácter  bajo  la^ 
acción  vigorosa  del  deber. 

Para  que  los  beneficios  de  esta  obra  edificante  penetren  en  todas  las 
capas  sociales,  seriado  desearse  que  cada  padre  de  familia  tuviera  un  ejem- 
plar y  lo  hiciera  leer  y  releer  á  todas  las  personas  de  sa  dependencia, 
liaciendo  llegar  su  benéfica  doctrina  hasta  los  que  en  calidad  de  sir- 
vientes, tienen  mayor  necesidad  de  elevar  su  convicción  por  l^s  inspira- 
ciones de  la  verdad.  A  este  resultado  deben  tendw  sus  esfuerzos,  señor 
Yicario,  y  los  de  los  demás  sacerdotes  de  nuestra  Diócesis,  para  dar  así 
un  testimonio  de  fidelidad  religiosa  y  del  celo  santo  por  la  gloria  del 
Señor  que  debe  arder  en  el  pecho  de  los  ministros  del  altar. 

Dios  guarde  á  U. 

í¡f    Joaquín  6uill{:bmo, 
Obispo  administrador. 
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AL  LECTOR. 

OBJETO  DE  ESTA  PUBLICACIÓN. 

Si  hojeamos^  annque  sea  rápidamente^  los  códigos  de  leyes  expedidas 
en  nuestra  Patria,  desde  la  época  de  la  independencia  hasta  ahora^ 
encontraremos  frecuentemente  disposiciones  que  afectan^  de  un  modo» 
más  ó  menos  directo^  los  derechos  y  las  prerrogativas  de  la  Iglesia,  y 
que,  al  menos  en  los  últimos  veinte  años,  constituyen  un  verdadera 
estado  de  persecución  permanente,  más  6  menos  frtinca  y  violenta,, 
contra  el  catolicismo.  * 

Visto  está  que  damos  á  la  palabra  persecución  un  sentido  lato^  que* 
comprende  todo  la  que  hiere  en  alguna  manera  los  intereses  y  los 
derechos  del  catolicismo,  y  aun  aquello  que  pugna  con  lo  que  debiera 
existir  razonablemente  en  un  país  católico  como  el  nuestro.  Esta 
deben  tenerlo  en  cuenta  los  que  crean  que  con  esa  palabra  no  deben 
designaüge  sino  actos  de  tiranía,  como  los  que  han  poblado  el  cielo  de 
mártires  en  diversas  edades  y  países,  á  fin  de  que  no  nos  atribuyan  la 
intención  de  probar  que  vivimos  en  tiempos  como  los  de  los  Nerones  y 
Dioclecianos. 

No  es  ciertamente  por  las  huellas  de  estos  monstruos  por  donde 
marchan  en  nuestro  país  los  enemigos  del  catolicismo.  Esa  sería  de  su 
parte  una  franqueza  que  abriría  los  ojos  á  las  muchedumbres  ^igañadas,. 
y  que  los  privaría  de  un  apoyo  que  necesitan  para  continuar  su  obra  da 
iniquidad  y  de  perdición. 

Es  más  bien  á  Juliano  el  apóstata  á  quien  ellos  imitan,  aunque,  coma 
es  natural,  hayan  modificado  las  formas  de  la  persecución,  en  cuanto  lo 
exigen  imperiosamenta  las  ideas  y  las  costumbres  de  la  época  presente. 

No  es  ésta  una  mera  aserción  nuestra  infundada  y  temeraria.  En 
comprobación  de  ello,  permítasenos  insertar  este  fragmento  de  una  obra 
de  un  célebre  escritor  moderno,  en  el  que  pinta,  en  pocas  palabras,  el 
comportamiento  de  ese  Emperador  hacia  los  católicos : 

Juliano,  sobrino  del  'gran  Oonstantino,  ciñó  la  corona  en  el  año  355,  y  sedncido- 
por  algunos  filósofos  gentiles  y  arrastsrado  por  sus  propias  pasiones,  abjuró  públi- 


AL   LECTOR.  VU 

oamente  la  Beligión,  7  trfttó  de  reancitar  la  idolatHa;  para  ello  decretó  una  pers^ 
CQción  S^rda  y  pérfida  contra  los  cristianos,  despojó  á  las  iglesias  de  todos  sus 
bienes,  revocó  cuantos  privilegios  habían  obtenido,  suprimió  las  pensiones  seña- 
ladas por  Constantino  para  sustento  de  los  clórigos,  de  las  viudas  y  de  las  vírgenes, 
y  prohibió  á  los  cristianos  abogar  y  ejercer  cargos  púbHcos.  No  contento  aúh,  no 
quiso  que  enseñasen  las  bellas  letras,  sabiendo  el  partido  qae  de  los  libros  pro- 
fanos sacaban  contr?,  el  gentilismo  y  la  irreligión ;  pero  á  pesar  de  manifestar 
desprecio  á  los  Cristíanes,  á  quienes  llamba  galiUos,  comprendía  la  ventaja  que 
les  daban  la  pureza  de  sus  costumbres  y  la  fama  de  BWfi  virtudes,  y  no  cesaba  de 
citarlos  como  á  ejemplo  á  los  sacerdotes  gentiles.  El  carácter  de  la  persecución  de 
Juliano,  fué  una  aparente  dulzura  y  una  continua  irrisión  del  Evangelio ;  sin  que 
por  eso  dejase  de  recurrif  á  los  medios  violentos,  cuando  vio  la  inutilidad  de  los 
demás,  y  bajo  su  reinado  muchos  mirtires  sellaron  nuestra  fe  con  su  sangre. 

Fácil  es  encontrar  numerosos  puntos  de  semejanza  entre  esa  pérfida 
y  sofística  persecución  del  Emperador  apóstata^  y  las  no  menos  pérfidas 
7  sofísticas  que  emplean  en  los  tiempos  actuales  ciertos  gobiernos  que 
se  dicen  cristianos^  y  que  en  realidad  han  arrojado  al  Cristo  de  su 
corazón. 

Si  Juliano  despojó  á  las  iglesias  de  sus  bienes^  lo  mismo  han  hecho 
los  modernos  perseguidores ;  si  revocó  los  privilegios  de  que  gozaban, 
según  las  leyes  del  imperio,  otro  tanto  y  aun  más  han  hecho  aquí  con 
la  Iglesia  y  las  entidades  religiosas ;  si  suprimió  las  pensiones  del  clero» 
lo  propio  ha  sucedido  entre  nosotros ;  si  prohibió  á  los  cristianos  el 
ejercicio  de  empleos  públicos,  una  cosa  semejante  ha  ocurrido  aquí  con 
los  miembros  del  clero ;  finalmente,  si  quiso  separarlos  de  la  enseñanza 
de  las  bellas  letras,  algo  parecido  han  querido  hacer  en  nuestro  país 
algunos  de  los  gobiernos  anteriores ;  aunque;  como  es  natural,  no  lo 
han  manifestado  con  suficiente  franqueza.  ¿  En  qué  ea|;riba,  pues,  la 
diferencia  ? 

La  diferencia  principal  está  en  que  Juliano  tuvo  la  franqueza  de 
manifestar  públicamente  su  pensaofiiento,  al  paso  que  los  modernos 
perseguidores  se  dicen  cristiano^  y  católicos,  practican,  como  en  com- 
probación de  ello,  ciertas  exterioridades  del  culto,  y  en  realidad  no 
son  sino  lobos  con  pieles  de  ovejas,  entrados  fhrtivamente^al  aprisco  del 
Señor.  Eesulta  de  ahí  necesariamente,  que  Juliano  no  engañó  á  ningún 
cristiano,  y  que  fué  secundado  en  su  inicua  tarea  únicamente  por  los 
paganos,  que  querían  ver  la  destrucción  de  la  nueva  fe  y  la  reconstruc- 
ción de  sus  demolidos  altares ;  al  paso  que  los  nuevos  perseguidores  se 
dicen  católicos,  arrastran  en  pos  de  sí  una  parte  del  pueblo  fiel,  y  lo 
liaoen  cooperar  á  la  destrucción  de  su  fe,  cuando  él  quisiera,  si  n  duda, 
sostenerla  y  defenderla.  Atenémonos  á  la  franq^^  del  primero,  y  no 
ála  hipocresía  de  los  segundos. 

Entre  los  modernos  perseguidores,  los  hay  de  dos  clases :  uno^q^ 
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quieren  destruir  deliberadamente  el  catolioismo^  y  que^  si  aparentan  ser 
católicos^  es  sólo  para  poder  engañar  á  las  masas ;  y  otros  que  desean 
verdaderamente  en  el  fondo  de  su  corazón  ser  católicos^  pero  que^  por 
consecuencia  de  una  defectuosa  educación,  están  en  la  más  lastimosa 
ignorancia  en  asuntos  religiosos,  y  cualquier  charlatán  los  envuelve 
fácilmente  en  los  lazos  de  sus  artificiosos  argumentos,  les  pone  delante 
de  los  ojos  el  engañador  prisma  de  las  pasiones  políticas,  y  consigue 
así  hacerlos  concurrir  al  logro  de  sus  perversos  designios. 

Y. no  sucede  esto  únicamente  con  las  masas  ignorantes  y  embrutecidas, 
á  quienes  la  pasión  ciega  fácilmente  y  el  odio  extravía  y  pervierte. 
Conocemos  no  pocas  personas  de  buen  talento  y  de  algunos  conocimientos 
en  diversos  ramos  del  saber  humano^  que  se  ejercitan  en  la  práctica 
del  culto  público  exterior,  que  no  se  avergüenzan  de  confesar  pública- 
mente su, calidad  de  católicos,  que  se  manifiestan  dispuestos  hasta  á  dar 
su  sangre  en  -defensa  de  la  fe ;  y  sin  embargo,  van  á  los  congresos  y  á 
loa  legislaturas,  y  resultan  sosteniendo  con  su  palabra  y  apoyando  con 
su  voto  disposiciones  que  pugnan  clara  y  patentemente  con  los  derechos 
y  con  los  intereses  de  la  Iglesia. 

¿  Cómo  explicar  semejante  fenómeno  ?  En  nuestra  opinión,  dos  son 
las  causas  principales  que  lo  producen.  La  primera,  la  lamentable  ig- 
norancia que  en  general  reina  en  asuntos  religiosos.  Este  mal  es 
muchísimo  más  grave  de  lo  que  á  primera  vista  pueda  parecer.  Varias 
veces  nos  ha  sucedido  oír  proferir  enormes  despropósitos  en  materia  de 
religión  i  personas  reconocidas  generalmente  como  de  talento  é  instruc- 
ción ;  pero  siempre  que  hemos  entablado  con  ellas  una  ligera  discusión, 
ha  resultado  ^1  punk>  que  lo  que  atribuyen  á  la  Iglesia  y  al  clero, 
no  le  ha  pasado  por  las  mientes  á  ninguna  persona  razonable  y 
sensata,  mucho  menos  á  sabios  eminentes  como  son  la  mayor  parte 
de  los  altos  dignatarios  eclesiástico^,  y  menos  todavía  á  la  Iglesia,  que 
á  más  de  la  sabiduría  humana,  tiene  en  su  apoyo  la  inspiración  y  la 
protección  divinas. 

Fermítaseops  referir,  á  este  propósito,  un  caso  que  nos  ocurrió  á 
nosotros  mismos.  Conversábamos  con  un  hombre  instruido  y  adornado 
de  varias  recomendables  prendas  personales,  que  ha  sido  Presidente  de 
uno  de  los  Estados  de  la  unión,  Bector  de  un  Colegio,  y  miembro  del 
Congreso  repetidas  veces ;  y  habiéndose  traído  á  cuento  el  poder  tem- 
poral de  la  Santa  Sede,  se  volvió  á  nosotros  y  nos  dijo  con  marcado 
acento  de  sinceridad  y  buena  fe : — 

Ése  es  el  único  punto  en  que  no  estamos  de  acuerdo,  porque  yo  no 
admito  el  poder  tetnporal  del  Papa.  En  lo  demás,  soy  papista  rema- 
tado :  tanto  como  pueda  serlo  el  Papa  misma  ^  , 
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Admirámonos  por  lo  pronto,  pues  no  esperábamos  una  declaración 
de  ese  género;  y,  alentados  ppr  ella,  fuimos  haciendo  rodar  la  con- 
versación sobre  diversos  puntos  de  controversia  que  agitan  hondamente 
á  las  sociedades  modernas.  Á  poco  se  fué  desvaneciendo  como  el  humo 
el  papismo  de  nuestro  interlocutor,  y  acabamos  por  descubrir  que  él 
estaba  persuadido  de  que  los  sacramentos  eran  invenciones  del  clero 
para  engañar  á  los  tontos  y  medrar  con  ellos.  Por  ese  mismo  estilo 
eran  sus  demás  creencias  religiosas. 

Pero  acontece  con  la  ignorancia  religiosa,  que  mientras  más  patente  y 
manifiesta  es,  mayor  empeño  se  toma  en  ocultarla  á  todo  el  mundo. 
Con  frecuencia  sucede  en  las  controversias  sobre  asuntos  científicos,  que 
se  excusan  de  tomar  parte  en  ellas  los  que  no  tienen  conocimientos 
suficientes  para  dilucidar  las  cuestiones  con  maestría  y  acierto ;  pero  si 
se  trata  de  asuntos  religiosos,  los  más  graves  é  importantes  que  pueden 
presentarse  en  el  mundo^  entonces  se  levantan  como  movidos  por  un 
resorte  los  que  de  buena  ó  de  mala  fe  persiguen  á  la  Iglesia ;  emiten 
parecer  en  todo,  y  los  que  más  dogmatizan  son  cabalmente  los  más 
ignorantes.  Ninguno  de  ellos  tolei*a  que  se  dude  de  su  capacidad  para 
dictar  un  fallo  definitivp  é  inapelable ;  y  cosa  rai'a,  cada  uno  presume 
de  infalible  en  la  materia,  y  niega  la  infalibilidad  á  la  Iglesia,  que  goza 
de  ella  por  derecho  divino. 

Las  pasiones  políticas  son  otra  de  las  causas  más  poderosas  para  que 
los  a:^üütus  rLHgíoíHi.Ls  \s\i  mcaentren  en  el  lamentable  estado  á  que  han 
llegado,  desdo  largos  aüos  atrás,  entre  nosotros. 

Viene  en  huracán  rüvolucionario,  de  esos  que  azotan  frecuentemente 
noeí^tro  suelo,  envuelve  entre  sus  torbellinos  la  nación  entera,  y  hace 
derramar  por  todas  pai  tea  saugre  y  lágrimas,  luto  y  desolación :  ¿  quién 
ea  responsable  de  todos  eíios  males  ?  Uno  de  dos :  ó  el  Grobiemo,  que 
por  una  serie  de  grandes  iniquidades^  puso  á  los  hombres  honrados  en  la 
necesidad  de  ocurrir  á  la  insurrección,  como  único  medio  de  remediar  tan- 
tos y  tan  graves  males,  ó  los  ambiciosos  que  engañan  á  las  masas,  y  las 
levantan  contra  un  Gobierno  justo  y  honrado,  que  cumplía  lealmente  su 
deben  Á  veces  hay  de  una  y  otra  parte  injusticias  recíprocas  y  recíprocas 
imprudencias;  y  entonces  tanto  al  Gobierno  como  á  los  ambiciosos  les 
fion  imputables  Ion  males  que  la  revolución  atrae  sobre  el  país. 

Sin  embargo,  con  frecuencia  sucede  que  no  es  ni  sobre  el  Gobierno,  en 
el  primer  caso;  ni  sobre  los  ambiciosos,  en  el  segundo;  ni  sobre 
amboSj  en  el  tercero,  sobre  quienes  recaen  las  consecuencias  terribles 
de  la  gnarra^  y  Ioh  efectos  desastrosos  del  vencimiento.  Es  sobre  las 
entidades  religiosas,  sobre  el  episcopado  y  sobre  el  clero,  y*  de 
rechazo  sobre  la  Religión  misma,  sobre  quienes  recaen  las  persecu- 
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ciones^  los  vejámenes^  las  calamnifts  de  todo  linaje^  y  cuantos  males 
pueden  hacérsele  á  uno  sobre  la  tierra. 

I  Quién  sino  la  ignorancia  más  completa  y  lamentable^  de  un  lado^  y 
de  otro  la  ceguedad  de  las  pasiones  políticas^'  puede  inducir  á  los 
gobiernos  y  á  los  partidos  á  cometer  tantas  y  tan  insignes  iniqui- 
dades ? 

Son  esos  momentos  de  exaltación  de  las  pasiones  los  que  general- 
mente se  escogen  para  herir  los  intereses  de  los  católicos,  que  son 
realmente  los  de  la  nación  entera.  Los  que  asi  obran  conocen  bien 
nuestra  situación  política  y  social,  y  saben  que  sólo  aprovechando  el 
apoyo  de  las  masas,  pervertidas  en  parte  y  en  parte  engañadas,  pueden 
imponer  al  país  su  voluntad,  que  es  enteramente  contraria  á  lo  que 
sería  en  realidad  la  voluntad  unánime  del  país,  si  pudiese  expresarse 
libremente  y  con  pleno  conocimiento  de  causa. 

Sólo  asi  puede  explicarse  la  repugnante  anomalía  de  que  en  una 
nación  eminentemente  católica  como  la  nuestra,  se  encuentren  nume- 
rosas disposiciones  que  hieren  más  ó  menos  directamente  los  intereses 
católicos  del  país,  no  sólo  en  las  personas  de  los  ministros  del  culto  y 
en  los  bienes  materiales,  sino  también  en  los  dogmas  de  la  Religión  y 
en  la  disciplina  de  la  Iglesia. 

Asunto  es  de  altísima  importancia  el  estudio  de  las  causas  de  ese 
fenómeno  y  de  los  antecedentes  de  las  disposiciones  citadas,  que  es  lo 
que  nos  hemos  propuesto  en  la  presente  obra;  pero  él  no  puede 
hacerse  de  una  manera  provechosa  aisladamente.  Es  necesario  abrazar 
en  su  conjunto  las  relaciones  de  la  Iglesia  y  el  Estado,  desde  los 
tiempos  primitivos  de  la  actual  monarquía  española,^  hasta  el  presente, 
para  conocer  bien  el  carácter  general  de  la  legislación,  y  estimar  debi- 
damente el  alcance  de  las  disposiciones  que  hoy  rigen,  y  la  intención 
que  se  tuvo  al  expedirlas.  Por .  eso  hemos  tenido  que  dar  á  este 
trabajo  una  extensión  mucho  mayor  de  la  que,  según  nuestro  plan 
primitivo,  debía  tener. 

Tres  épocas  principales  comprende  el  tiempo  á  que  hemos  contraído 
nuestras  investigaciones,  á  saber:  la  época  del  Gobierno  español; 
la  del  Gobierno  republicano,  durante  la  unión  de  la  Iglesia  y  el 
Estado;  y  la  de  la  separación  de  las  dos  potestades.  Compréndela 
primera  desde  el  origen  de  la  monarquía  hasta  la  independencia  de 
estos  países ;  la  segunda,  desde  este  último  suceso  hasta  el  año  de 
1853 ;  y  la  tercera  desde  dicho  año  hasta  el  presente. 


>  Nos  referimos  ¿  la  monarquía  que  se  estableció  después  de  la  invasión  de  los 
moros. 
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Cada  nn^  de  esos  épocas  presenta  una  fisonomía  j  un  carácter 
especiales. 

En  la  primera  predominan  la  armonía,  la  buena  fe  y  el  interés 
positivo  de  reunir  los  esfuerzos  de  las  dos  potestades  en  beneficio  de 
la  Patria ;  bien  qi^e  al  fin  del  largo  período  que  ella  comprende,  deje 
mucho  que  desear  el  coi^portamiento  del  |)oder  temporal. 

ALprincipio  del  segundo  período,  se  echa  de  ver  el  positivo  deseo 
que  abrigaban  la  mayor  parte  de  nuestros  proceres,  de  que  las  reía* 
cienes  entre  la  Iglesia  y  el  Estado  continuasen  sobre  las  mismas  bases 
que  tenían  en  la  época  colonial,  con  sólo  las  variaciones  de  forma  que 
el  nuevo  sistema  de  gobierno  hacía  necesarias;  pero  á  medida  que 
van  pasando  los  años  se  ve  desaparecer  esa  rectitud  de  intenciones,  y 
es  reemplazada  en  muchos  de  los  nuevos  hombres  públicos  por  mala 
voluntad,  y  en  no  pocos  por  odio  ciego  y  desenfrenado.  Al  fin,  lo 
que  debía  ser  protección  decidida  y  eficaz,  se  convirtió  en  persecución 
manifiesta  y  declarada. 

La  separación  de  los  dos  poderes  puso  término  á  esa  borrasca,  y 
fué  el  punto  de  partida  de  la  tercera  época.  Por  lo  pronto  esa 
separación  fué  provechosa  para  la  Iglesia,  porque  le  proporcionó  unos 
días  de  calma,  en  los  cuales  pudo  curar  sus  heridas  y  apercibirse  para 
la  nueva  lucha  que  más  tarde  6  más  temprano  había  de  llegar. 

No  parece  sino  que  los  enemigos  de  la  Iglesia  hubieran  contado 
con  que,  al  retirarle  su  protección,  ella  no  podría  sostenerse  y  pere- 
cería por  falta  de  recursos ;  pues  no  de  otro  modo  se  explica  la  tran- 
quilidad en  que  la  dejaron  por  algún  tiempo,  y  la  crudeza  de  la 
persecución  que  sobrevino  después. 

No  fué  ya  á  pretexto  de  patronato  como  esa  persecución  levantó  la 
cabeza  y  extendió  su  negro  masito  por  todos  los  ámbitos  del  país.  El 
genio  del  mal,  que  es  fecundo  en  invenciones  satánicas,  sacó  entonces 
á  lucir  los  pretendidos  derechos  de  tuición  y  suprema  inspección  en 
materia  de  cultos,  incompatibles  con  el  estado  de  absoluta  separación 
de  las  dos  potestades ;  y  en  nombre  de  ellos  dicha  Iglesia  ha  sido 
perseguida  y  atormentada  en  los  últimos  veinte  años.  Así  es  que, 
por  un  contrasentido  inexplicable,  esta  época,  que  debiera  haber  sido 
de  libertad,  h¿  sido,  en  general,  de  verdadera  e  insoportable  tiranía. 

Basta  lo  dicho  para  que  se  comprenda  bien  cuál  es  el  verdadero 
objeto  de  la  presente  obra.  En  ella  hacemos  un  estudio  crítico  de 
las  relaciones  entre  la  Iglesia  y  el  Estado,  desde  el  principio  de  la 
actual  monarquía  española  hasta  nuestros  días,  en  los  diferentes 
asuntes  en  que  se  rozan  las  dos  potestades ;  y  hacemos  así  patentes 
las  frecuentes  invasiones  del  poder  civil  en  los  dominios  de  la  Iglesia, 
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y  la  moderación  y  pradencia  de  ésta,  que  se  ha  Umitadp  siempre  á 
defender  sus  derechos  y  á  resistir  y  rechazar  los  ataques  dirigidos  contra 
ella.  Su  papel  ha  sido^  pues^  siempre  el  de  víctima^  nunca  el  de 
verdugo. 

No  nos  conformamos^  sin  embargo,  con  eso  :  aspiramos  á  contribuir 
con  nuestro  pequeño  contingente  á  hacer  desaparecer  las  frecuentes 
colisiones  entre  los  poderes  eclesiástico  y  civil,  mediante  un  asreglo 
conveniente  y  oportuno,  en  términos  justos  y  equitativos ;  y,-  caso 
de  que  eso  no  pueda  conseguirse,  á  que  los  fieles,  y  en  general  los 
hombres  de  buena  voluntad,  se  resuelvan  á  seguir  en  tales  conflictos 
una  línea  de  conducta  firme,  segura  y  unifqrme,  que  sería  de  inmenso 
provecho  para  la  causa  de  la  justicia  y  del  derecho.  Somos  un  pueblo 
eminentemente  católico ;  y  sin  embargo,  entre  las  instituciones  que  nos 
rigen  hay  muchas  que  atacan  de  lleno  los  intereses  y  las  prerrogativas 
de  la  Iglesia  católica ;  y  los  Gobiernos,  cada  vez  que  se  les  propone,  em- 
puñan la  espada  de  la  persecución,  y  llevan  el  desconsuelo  y  la  tribu- 
lación ár  todas  las  conciencias.  ¿  Y  eso  por  qué  ?  Porque  los  católicos, 
que  somos  la  casi  totalidad  de  los  habitantes  del  país,  no  obramos  en 
tales  casos  con  la  energía  y  uniformidad  que  debiéramos ;  y  muchos 
ayudan  con  sus  propias  manos  á  destruir  lo  que  en  su  corazón  quisieran 
conservar. 

Tal  es  nuestro  propósito.  Si  la  ejecución  no  corresponde  al  designio, 
culpa  es  de  nuestra  insuficiencia,  no  de  nuestra  voluntad,  que  se  en- 
camina firmemente  á  la  mayor  gloria  de  Dios,  y  al  verdadero  progreso  y 
la  felicidad  verdadera  de  la  Patria. 

Por  vía  de  introducción,  hacemos  algunas  observaciones  acerca  de  la 
Iglesia  considei'ada  en  si  misma  y  en  sus  relaciones  con  el  Estado ;  las 
cuales  juzgamos  convenientes  para  la  más  fácil  y  recta  inteligencia 
de  algunos  de  los  puntos  que  tenemos  que  tratar. 

Innecesario  es,  por  lo  demás,  advertir  que  siendo  como  somos  firmes 
y  decididos  católicos,  sometemos  humildemente  nuestro  trabajo  al  juicio 
y  decisión  de  la  Iglesia.  Si  ella  rechazare  alguna  de  las  ideas  y  con- 
ceptos que  emitimos,  tendremos  á  mucha  honra  y  gloria  el  aceptar 
su  decisión  plena  y  completamente,  sin  restricciones  ni  reservas  de 
ninguna  clase. 

No  conocemos  los  originales  de  la  mayor  parte  de  los  documentos  que 
citamos.  Casi  todos  los  hemos  estudiado  en  ejemplares .  impresos.  Si 
éstos  no  estuvieren  rigorosamente  acordes  con  aquéllos,  no  nos  es  impu- 
table la  diferencia, 
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INTRODUCCIÓN. 

LA  IGLESIA   Y  LOS  GOBIERNOS. 

1.  La  Iglesia  es  la  congregación  de  los  fieles,  gobernada  por  el  Sumo 
Pontífice.  Fué  instituida  por  Jesucristo  Nuestro  Señor/parala  propagación 
y  conseryación  de  su  admirable  doctrina,  y  para  facilitar  á  la  humanidad 
entera  los  medios  más  adecuados  á  fin  de  aprovecharse  de  los  inmensos 
beneficios  de  la  redención. 

Jefe  supremo  de  la  Iglesia  es  el  Papa.  Á  él  le  confirió  Jesucristo 
Nuestro  Señor  plenitud  de  potestad  para  r^r  y  gobernar  su  Iglesia, 
y  enseñar  su  doctrina  á  todas  las  gentes.  HÍé  aquí  las  propias  palabras 
de  que  se  vale  San  Mateo^  al  tratar  de  esta  materia^  en  el  capítulo 
XVI  de  su  Evangelio : 

13.  Y  yino  Jesús  á  las  partes  de  Cesárea  de  Philippo ' :  y  preguntaba  á  sus 
discipnlos  diciendo :  ¿  Quién  'dicen  los  hombres  que  es  el  Hijo  del  hombre  P 

14  T  ellos  respondieron :  Los  unos,  que  Juan  el  Bautista,  los  otros  que  Elias,  y 
los  otros  que  Jeremías  ó  uno  de  los  protetas. 

15.  Y  «fesús  les  dice :  Y  vosotros ^uién  decís  que  soy  yo  P     ^^ 

16.  Bespondió  Simón  Pedro,  y  dijo :  Tú  eres  el  Cristo,  el  Hijo  de  Dios  vivo.' 

17.  Y  respondiendo  Jesús,  le  dijo :  Bienaventurado  eres,  Simón,  hijo  de  Juan : 
porque  no  te  lo  reveló  carne  ni  sangre,  sino  mi  Padre  que  está  en  los  cielos.' 

18.  Y  yo  te  digo,  que  tú  eres  efedro,*  y  sobre  esta  piedra  edificaré  mi  Iglesia, 
y  las  puertas  del  infierno  no  prevalecerán  contra  ella. 

19.  X  á  ti  te  daré  las  llaves  del  reino  de  los  ciel<^    Y  todo  lo  que  ligares  sobre 


>  Esta  ciudad  estaba  situada  al  pie  del  Líbano,  junto  al  nacimiento  del  Jordán 
(Nota  de  Scío). 

'  Como  si  diiera:  Vos  sois  el  Cristo,  y  ú  Ungido  del  Señor  por  excelencia. 
Vos  sois  el  veraadero  Mesías  prometido  y  deseado  después  de  tantos  siglos.  Yos 
sois  el  Sijo  verdadero  y  único  del  Dios  vimeTite  (Nota  de  Scío). 

'  Bienaventurado,  porque  este  conocimiento  lo  has  tenido  por  sola  revelación  de 
nd  Padre  celestial :  no  la  carne,  ni  la  sangre ;  esto  es,  no  tus  padres  ni  algún  otro 
hombre  te  lo  han  enseñado  ni  persuadido,  sino  sólo  mi  Padre  es  el  que  te  lo  ha 
levekdo  (Nota  de  Scío). 

*  Tú  eres  real  y  efectivamente  una  piedra,  según  el  nombre  (}ue  ya  te  he  dado : 
Juan  I,  42  y  43;  añadiendo  al  de  Simón  el  de  Cephas,  que  quiere  decir  jnedra  ó 
Pedro  ;  y  sobre  la  firmeza  de  esta  piedra  fabricaré  yo  mi  Iglesia.  Por  estas  pala- 
bras, dice  San  Juan  Crisóstomo,  le  anunciaba  que  muchos  observarían  la  misma 
íe  que  acababa  de  confesar ;  y  constituyéndole  pastor  de  su  Iglesia,  le  aseguró 
que  las  puertas^ del  infierno  no  prevalecerían  contra  ella;  esto  es,  que  aunque 
todo  el  poder  del  infierno  te  reuniese  no  podría  derribarla.  Por  estas  palabras 
se  prueba  el  primado  de  San  Pedro  y  de  todos  sos  sucesores  sobre  toda  la  Iglesia 
(Nota  de  Scío).  r^  ^^^l^ 
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la  tierra,  ligado  será  en  los  cielos  ^ :  j  todo  lo  que  desatares  sobre  la  tierra,  será 
también  desatado  en  los  cielos. 

Yeamos  ahora  los  términos  en  que  se  expresa  San  Lucas  en  su 
Evangelio,  capitulo  XXII. 

31.  Y  dijo  más  el  Señor  :  Simón,  Simón,  mira  qne  Satanás  te  ha  pedido  para 
zarandearte  como  trigo.' 

32.  Mas  yo  he  rogcdo  por  ti,  que  no  falte  tn  fe  ' :  j  tú,  ana  vez  convertido,  con- 
firma á  tus  hermanos. 

San  Juan  habla  también  de  este  mismo  asunto,  y  en  el  capítulo  XXI 
de  su  Evangelio,  se  expresa  asi : 

15.  Y  cnando  hubieron  comido,  dice  Jesás  á  Simón  Pedro :  Simón,  hijo  de  Juan, 
¿  me  amas  más  qne  éstos  P  ^  Le  responde :  Sí,  Señor,  td  sabes  qne  te  amo.  Le 
dice :  Apacienta  mis  corderos. 

16.  Le  dice  segnnda  vez :  Simón,  hijo  de  Joan,  ¿me  amas  P  Le  responde:  Sí, 
Señor,  tu  sabes  que  te  amo.    Le  dice  :^  Apacienta  mis  corderos. 

17.  Lo  dice  tercera  vez :  Simón,  hijo  de  Juan,  ¿  me  amas  P  Pedro  se  entristeció, 
porque  le  había  dicho  tercera  vez  ¿  me  amas  P,  v  le  respondió :  Señor,  tú  sabes 
todas  las  cosas  :  tú  sabes  que  te  amo,    Le  dijo :  Apacienta  mis  ovejas.' 

Agreguemos  á  estos  pasajes  el  siguiente,  que  tomamos  del  Evangelio 
de  San  Mateo,  en  el  capítulo  XXVIII : 

18.  Y  llegando  Jesús  les  habló  (Uciendo  :  Se  me  ha  dado  toda  potestad  en  el 
cielo  y  en  la  tierra.  •  • 


'  Esta  es  una  locución  metafórica,  y  el  sentido  es  éste:  Dios  sólo  es  el  que 
puede  perdonar  los  pecados,  y  así  te  doy  esta  potestad;  y  para  esto  puedes 
exhortar,  corregir  y  castigar  los  rebeldes,  nsando  de  toda  la  autoridad  del  mismo 
Dios,  para  concederles  ó  negarles  la  absolución,  según  las  reg[laB  del  Evangelio  y  la 
luz  del  Espíritu  Santo.  Y  esto  es  lo  que  generalmente  se  entiende  por  los  términos 
figurados  atar  y  desatar,  Y  añade  el  Señor,  que  todo  será  confirmado  por  ól,  que 
es  la  cabeza  suprema  de  toda  la  Iglesia,  y  ^tá  en  el  cielo  sentado  á  la  derecha  del 
Padre  (Nota  de  Scío). 

^  Quiere  decir :  os  ha  pedido  á  Dios,  como  hizo  con  el  santo  Job,  para  combatí* 
ros  con  las  más  violentas  tentaciones,  con  el  fin  de  derribaros,  y  haceros  perder  la 
fe  (Nota  de  Scío). 

*  Como  cabeza,  qne  eres  de  los  otros.  Por  estas  palabras  parece  que  no  faltó  la 
fe  en  S.  Pedro,  y  que  por  cobardía  y  por  temor,  negó  al  Señor  con  la  boca,  pero  no 
con  el  corazón.  Fué  reo  de  una  grande  infidelidad,  pero  sin  perder  la  fe.  Así  lo 
significan  San  Ambrosio  y  San  Juan  Grisóstomo.  El  Señor  permitió  esta  terrible 
tentación  y  caída  de  Pedro,  para  que  escarmentando  en  su  propia  cabeza,  se 
levantase  más  fuerte  y  fortificase  á  los  otros  (Nota  de  Scío). 

*  Cristo  dice  en  otro  lugar,  qne  aquel  ama  más  á  quien  más  se  perdonó.    San 
Pedro  había  negado  tres  veces  al  Señor,  lo  que  no  habían  hecho  los  otros,  y  por 
esto  le  dice  estas  palabras,  que  no  movieron  envidia  en  los  corazones  de  los  demás 
porque  en  el  amor  espiritual  no  tiene  entrada  esta  peste  (Nota  de  Scío). 

*  Jesucristo  pidió  a  Pedro  tres  protestaciones  de  su  amor  para  que  reparase  sus 
tres  negaciones.  Pero  escarmentado  con  sus  caídas  pasadas,  cuando  el  Señor  le 
pregunta  si  le  ama  más  que  los  otros,  responde  modestamente ;  }[  poniendo  al 
Señor  por  testigo  de  su  amor,  da  testimonio  de  su  propio  corazón,  sin  querer  en- 
trar á  ser  juez  de  los  otros.  Se  entristece  la  tercera  vez  que  el  Señor  le  hace  la 
misma  pregunta,  temiendo  con  lo  que  ya  otra  vez  le  había  acaecido,  que  el  Señor 
registrase  en  su  corazón  un  amor  mucho  más  remiso  de  lo  que  á  el  le  parecía. 
Jesucristo  le  recomienda  el  cuidado  de  apacentar  el  corazón  de  Iqs  fieles  sin  ex- 
cepción, figurados  por  las  ovejas  y  por  los  corderos.  Porque  San  Pedro  fué 
establecido  por  estas  palabras  cabeza  universal  de  toda  la  Iglesia  y  pastor  de  todo 
el  ganado. — San  Bebkasdo  (Nota  de  Scío). 

'  Por  su  muerte,  y  por  haber  resucitado  y  triunfado  de  la  muerte,  le  fué  dada 
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19.  Id  pnest  j  enseñad  á  todas  las  gentes,  bautbándolas  en  el  nombre  del* 
Padre,  y  del  Hi]<n  y  del  Espíritu  Santo. 

20.  Enseñándolos  &  observar  todas  las  cosas  qne  os  he  mandado.^  Y  mirad 
que  yo  estoy  con  vosotros  hasta  la  consumación  del  siglo. 

De  los  pasaíes  trasorítos  aparece  claramente  qae  Nuestro  Señor 
Jesucristo  estableció  su  Iglesiai  y  colocó  al  frente  de  ella  á  San  Pedro^ 
que  fué  el  más  listo  en  confesar  y  proclamar  la  divinidad  de  su  Maestro^ 
aquel  á  quien  Satanás  quería  zarandear  y  por  ^uien  Jesucristo  rogó 
especialmente»  y  le  encargó  que»  ima  yez  conyertido»  confirmara  á  sus 
humanos,  y  apacentara  sus  corderos  y  sus  ovejas. 

2.  Antes  de  tratar  de  las  relaciones  de  la  Iglesia  con>los  Gobiernos^  es 
conveniente  que  expliquemos  con  mayor  extensión  lo  que  es  la  Iglesia 
en  sí  mismáj  y  los  derechos  y  prerrogativas  que  su  divino  fundador  tuvo 
á  bien  concederle. 

El  fin  primordial  de  la  Iglesia  es  la  salvación  del  género  humano^ 
para  mayor  gloria  de  Dios  en  la  eternidad.  Ella  se  diriffe,  pues^  princi- 
palmente á  las  almas.  Mas  como  existe  en  el  mundo^  se  compone 
de  hombres^  y  se  sostiene  directa  é  inmediatamente  por  medios  é  ins- 
trumentos humanos^  no  puede  dejar  de  tener  intereses  terrenaleSj  que^ 
aunque  secundarios^  no  le  es  ]^ible  desatender  del  todo. 

Hemos  dicho  que  la  Iglesia  se  sostiene  directa  é  inmediatamente  por 
medios  é  instrumentos  humanos^  y  eso  requiere  una  explicación.  La 
garantía  de  la  existencia  y  perpetuidad  de  la  Iglesia,  está  en  la  palabra 
misma  de  Dios,  que  no  puede  fallar.*  Yo  estaré  con  vosotros  hasta  la 
consumación  de  ios  siglos,  dijo  á  sus  discípulos ' ;  pero»  hablando  de  un 
modo  ^neral,  esa  acción  constante  de  Dios  sobre  su  Iglesia^  se  ejerce 
inmediatamente  por  medios  humanos^  ó  valiéndose  de  instrumentos 
terrenales.  Bara  vez  la  omnipotencia  infinita  de  Dios  brilla  sobre  su 
Iglesia  de  una  manera  especial  y  directa,  excluyendo  por  completo  los 
medios  é  instrumentos  materiales  y  humanos. 

Besulta  de  ahí,  que  la  Iglesia  tiene  dos  clases  de  intereses  á  qué 
atender :  los  espirituales  y  los  temporales.  Aquéllos  se  dirigen  directa- 
mente á  la  salvación  de  las  almas^  y  éstos  tienen  por  objeto  atender  á  la 
conservación  material  de  la  misma  Iglesia,  proveyéndola  de  los  elementos 
materiales  que  necesita  para  llenar  fielmente  su  santo  y  sublime  destino. 


por  BU  Padre  toda  potestad  en  d  cielo  para  estar  sentado  á  su  derecha,  y  para  ser 
leoonoádo  Bey  de  todos  los  Angeles ;  j  enla  tierra  para  fnndar  sa  Iglesia,  com- 
pcoiiéndola  de  todas  las  naciones,  reuniendo  en  on  solo  cuerpo  todos  sus  miembros 
y  reinando  soberanamente  sobre  todas  las  criaturas  (Nota  ae  Scío). 

*  Despn^  de  la  instrucción  en  las  cosas  de  la  fe,  manda  el  Señor  á  sus  Após- 
toles que  enseñen  á  todos  las  reglas  de  las  costumbres ;  porque  la  vida  de  un 
hombre  que  está  bautizado,  debe  formarse  sobre  las  reglas  que  Jesucristo  ordenó 
á  sus  di^pulos  en  su  Evangelio,  y  no  sobre  alguna  solamente  sino  sobre  todas. 
Porgue  él  que  quehra/nta  uno  de  los  preceptos,  ae  hace  reo  como  si  los  htibiera 
miaSponiado  toaos. — Santiago,  II,  10.  i  así  no  basta  tener  la  fe,  ni  haber  recibido 
w  bvitismo,  sino  que  es  necesario  observar  exactamente  todo  lo  que  el  Hijo  de 
Dios  nos  ha  ordeiíado  por  la  boca  de  los  Apóstoles,  que  fueron  los  ministros  de  su 
palabra,  y  los  interpretes  de  su  voluntad.-— San  Jebonimo  (Nota  de  Scío). 

*  En  cielo  y  la  tierra  pasarán,  mas  mis  palabras  no  pasarán.-— S.  Lucas,  xxi,  33. 
»  San  Mateo,  xxviii,  20. 
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Los  primeros  son^  por  su  naturaleza  y  su  esencia,  del  dominio  exclusivo 
de  la  Iglesia ;  los  segundos  pueden  ser  confiados  á  los  Gobiernos^  al 
menos  en  parte,  según  los  tiempos,  los  lugares  y  las  circunstancias,  y 
mediante  arreglos  hechos  con  la  misma  Iglesia. 

Pretenden  muchos,  aun  entre  los  (]^ue  pasan  ó  quieren  pasar  por 
católicos,  que  la  Iglesia,  en  cuanto  á  sus  intereses  terrenales^  está,  como 
toda  asociación  humana^  al  arbitrio  de  las  lores  civiles;  y  que  los 
Gobiernos  pueden  disponer  en  éstas^  con  pleno  aerecho,  lo  que  á  bien 
tengan^  relativamente  á  dichos  intereses.  Mas  los  que  así^  piensan  y 
tal  cosa  pretenden^  no  creen  en  Jesucristo^  6  ignoraii  u  olvidan  que  él 
dijo  termmantemente :  8e  me  ha  dado  toda  potestad  en  el  cielo  t.en  la 
TIERRA^;  y  que  en  ejercicio  de  eesL plena  potestad  terrenal,  él  autorizó  á 
su  Iglesia  para  atender  cumplidamente  á  sus  intereses  mundanos. 
Tiene,  pues,  la  Iglesia  potestad  espiritual  en  lo  que  concierne  ¿Urecta* 
mente  á  la  salvación  de  las  almas^  y  potestad  temporal  en  lo  relativo  al 
manejo  de  sus  intereses  terrenales. 

Nada  hay  de  extraño  ni  de  particular  en  esto.  Al  contrario,  lo  raro 
sería  que  la  Iglesia  no  tuviese  esa  plena  y  doble  potestad.  ¿  Por  qué  ? 
La  razón  es  bien  sencilla :  porque  fué  fundada  por  Dios  mismo ;  y  como 
obra  divina,  debía  gozar  del  don  déla  perfección,  y  tener  en  oonsecu^icia 
todas  aquellas  prerrogativas^  y  autorizaciones  necesarias  para  llenar  fiel- 
mente su  misión  sobre  la  tierra. 

Ahora  bien,  ¿  necesitaba  la  Iglesia  tener  potestad  para  arreglar  y  mane- 
jar sus  negocios  temporales?  Para  contestar  satisfactoriamente  esta 
Sregunta^  basta  observar  que  la  Iglesia  iba  á  establecerse  en  el  mundo  á 
especho  y  contra  la  voluntad  de  los  poderes  temporales.  Era,  pues, 
necesario  que  la  Iglesia  se  bastase  á  sí  misma^  y  que  tuviese  plenitud  de 
potestad,  tanto  para  el  manejo  y  dilación  de  sus  asimtos  espirituales, 
como  para  el  de  los  temporales. 

Por  otra  parte,  ¿  podía  Dios  comunicar  á  la  Iglesia  semejante  potestad  ? 
Es  evidente  que  sí,  puesto  que  la  tenía,  y  podía  delegarla  á  quien  quisiese. 

En  resumen.  Dios  quería  fundar  una  Iglesia  que  fuese  una  sociedad 
perfecta,  provista  de  todo  lo  que  necesitase  para  establecerse  y  subsistir, 
á  pesar  de  la  oposición  y  de  las  persecuciones  de  los  gobiernos  y  poderes 
.de  la  tierra ;  por  lo  mismo,  le  concedió  la  plenitud  de  ])otestad  para  el 
manejo  de  todos  los  asuntos  que  fuesen  de  su  resorte,  ya  en  el  orden 
espiritual,  ya  en  el  temporal. 

Para  nosotros  esté  punto  es  enteramente  claro  y  sencillo ;  y  si  insisti- 
mos en  él,  es  porque  hay  muchos  que  tienen  ideas  erróneas  en  el  par- 
ticular. Si  tuviésemos  que  discutir  alguna  vez  con  uno  de  ellos,  nos 
limitaríamos  á  hacerle  estas  preguntas :  ¿  Oree  U.  que  la  Iglesia  fué 
fundada  por  Jesucristo  Nuestro  Señor,  que  es  Dios  mismo  ?  ¿  Reconoce 
TI.  en  ese  divino  fundador  la  potestad  de  que  estaba  investido,  tanto  en 
los  cielos  como  en  la  tierra  ?  ¿  Cree  U.  que  Él  se  conformaría  con  crear 
una  asociación  imperfecta,  desprovista  de  los  elementos  materiales  que 
necesitaba  para  cumplir  su  misión  sobre  la  tierra  P  <¡  Y  no  juzga  U.  que 
la  Iglesia,  destinada  á  establecerse  contra  la  voluntad  de  los  poderes 

^  San  Mateo,  xxviii,  18. 
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mundanos,  j  á  sostener  frecuentemente  luchas  contra  ellosi  necesitaba  de 
la  potestad  temporal  tanto  como  de  la  espiritual,  para  desempeñar  su  santo 
y  sublime  destino  sobre  la  tierra  P  Las  respuestas  son  demasiado  obvias 
para  que  nos  detengamos  á  darlas,  y  ellas  resuelven  satisfactoriamente 
la  cuestión. 

Tratándose  de  la  Iglesia,  que  viene  á  ser  el  complemento  natural  de 
la  admirable  obra  de  b^  redención,  nosotros  no  concebimos  ni  podemos 
concebir  que  carezca  oe  alguna  de  las  facultades  y  prerrogativas  que 
necesita  para  poder  llenar  fielmente  su  santo  y  admirable  objeto. 
Obra  de  un  Dios  todopoderoso,  ella  .debe  tener  en  sí  misma  la  perfección 
suficiente  para  desarrollarse  y  subsistir,  no  sólo  sin  el  auxilio  de  la 
potestad  temporal^  sino  contra  la  voluntad  de  ésta,  en  todos  los  casos  en 
que  tuviere  la  insensatez  de  oponerse  á  su  establecimiento,  propagación  y 
conservación. 

Y  asi  es  en  efecto.  La  Iglesia  se  estableció  contra  la  voluntad  de  los 
poderes  de  la  tierra,  y  manejó  á  la  vez  sus  intereses  espirituales  y  los 
temporales.  Guando  ya  el  número  de  los  fieles  fué  considerable^  y  los 
Apóstoles  no  pudieron  atender  suficientemente  á  unos  y  otros,  se  ocurrió 
al  medio  de  nombrar  los  diáconos^  á  quienes  se  encomendaron  estos 
últimos.  Así  consta  claramente  en  el  capítulo  YI  del  libro  de  Lo9 
Hechos  de  las  Apóstoles. 

3.  Tres  largas  centurias  duró  ese  orden  de  cosas.  Durante  ese  lapso 
de  tiempo,  el  poder  inmenso  de  los  Emperadores  romanos  se  estrelló  en 
vano  contra  h,  piedra  escogida  por  Dios  para  que  sirviese  de  fundamento 
á  su  Iglesia,  y  al  fin  ésta  se  alzó  vencedora,  apoyada  en  la  cruz,  y  fué 
i  seotar&íí  tranquila  ínéíit^  bajo  el  solio  mismo  de  los  Emperadores  que 
antes  habían  pretendido  ahogarla  en  la  sangre 'de  sus  mártires. 

Fué  entauces  cuando  por  primera  vez  comenzó  á  tomar  intervención 
el  poder  ei^iI  en  los  intereses  terrenales  de  la  Iglesia ;  pero  esa  inter- 
vención futí  enioDceB  puramente  protectora.  Más  tarde  principiaron 
entre  las  dos  potestades!  las  contiendas  y  las  disensiones  que  por  tanto 
tiempo  h^n  agitado  el  mundo,  y  que  tantos  perjiíicios  han  ocasionado  á 
k  causa  do  la  verdad  y  de  la  justicia.  Investiguemos,  aunque  rápida- 
mente, el  origen  de  tales  contiendas. 

lia  Iglesia^  como  asociación  perfecta  emanada  directamente  de  Dios 
mismo,  tiene,  por  delegaciua  divina,  potestad  plena  para  atender  oportuna 
y  eficazmente  al  ciimpl  i  miento  de  su  augusto  y  sublime  destino^  y 
para  emplear  los  medios  necesarios  al  efecto.  Tiene,  por  lo  mismo,  y  ha 
tenido  siempre,  el  derecho  de  dictar  leyes  obligatorias  á  todos.sus  miem- 
hroB ;  el  de  establecer  autoridades  encargadas  de  hacerlas  cumplir  y 
ejfcutar  I  y  finalmente,  el  de  crear  tribunales  á  los  cuales  se  confiase  la 
deci&iun  de  las  controversias  suscitadas  entre  sus  miembros,  con  motivo 
dfr  las  disposiciones  de  las  mismas  leyes.  En  suma,  tiene,  como  ha 
tamdo  siempre  y  tendrá  hasta  el  fin,  lo  que  en  el  lenguaje  poUtico  de 
la  época  se  llama  Poder  Legislativo,  Poder  Ejecutivo  y  Poder  Judicial. 
Sin  esos  tres  poderes^  ella  no  sería  una  sociedad  perfecta^  y  no  podría 
Ucnar  fielmente  su  íin  sobre  la  tierra. 

Uiia  cosa  semejante  Bucode  con  los  gobiernos  temporales.  Ellos  tienen^ 
eomo  han  tenido  siempre,  el  derecho  de  dictar  leyes  en  los  asuntos  de  su 
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incumbencia,  el  de  hacerlas  cumplir,  y  el  de  establecer  jueces  y  tribunales 
encargados  de  administrar  justicia  á  los  ciudadanos. 

En  un  orden  de  cosas  semejante,  puede  suceder  que  las  leyes  y  la 
acción  de  las  autoridades  eclesiásticas  estén  en  armonía  con  las  leyes  y 
la  acción  de  las  autoridades  civiles,  ó  que  baya  colisión  entre  las  imas  y 
las  otras.  En  el  primer  caso,  no  puede  haber  lugar  á  disturbios  ni  á 
pretensiones  encontradas  entre  las  dos  potestadiB ;  y  ambas  de  consuno 
concurren  al  bienestar  común,  y  al  progreso  y  prosperidad  de  la  Patria. 
En  el  segundo,  es  imposible  la  armonía  entre  los  dos  poderes,  y  los  miem- 
bros del  Estado  que  sean  á  la  vez  amantes  de  su  Religión  y  de  su  Patria, 
no  pueden  cumplir  á  im  tiempo  los  deberes  que  se  les  imponen  en  su 
doble  calidad  de  católicos  y  de  ciudadanos.  Si  oyen  á  la  Iglesia  deso- 
bedecen al  poder  civil ;  y  si  á  éste  atienden,  tienen  que  desobedecer  á 
aquélla.  Nacen  de  ahí  turbulencias  y  agitaciones  que  conmueven  más 
ó  menos  profundamente  las  sociedades  humanas,  impiden  el  bienestar 
común,  y  entorpecen  la  marcha  pacifica  de  los  pueblos  y  el  público 
progreso. 

Basta  tener  esto  en  cuenta  para  comprender  la  ptof  unda  sabiduría  que 
revela  la  Iglesia,  cuando  ha  condenado  la  doctrina  de  la  absoluta  sepa- 
ración de  la  Igl^ia  y  el  Estado. 

¿  Qué  quiere,  pues,  la  Iglesia,  dirán  algunos  ?  ¿  Quiere  que  el  Estado 
incline  reverente  la  cabeza  ante  ella,  y  se  someta  á  sus  mandatos,  en 
toda  clase  de  asuntos,  sin  réplica  ni  observación  alguna?  No,  por 
cierto :  la  Iglesia  quiere  que  la  acción  de  las  dos  potestades  sea  armó- 
nica y  dirigida  al  bien  común  de  la  sociedad  entera ;  quiere  que  la  con- 
ciencia del  católico  quede  tranquila,  al  mismo  tiempo  que  las  aspiraciones 
del  ciudadano  y  del  patriota  sean  satisfechas ;  quiere,  en  fin,  que  no  haya 
cosa  alguna  que  turbe  el  bienestar  y  la  tranquilidad  públicos,  é  inter- 
rumpa los  progresos  constantes  de  la  civilización  verdadera.  ¿Hay  nada 
más  noble  y  más  santo  que  eso  ?  ¿  Por  qué  se  convocan,  pues,  contra  la 
Iglesia  las  Potestades  del  siglo,  la  escarnecen  y  la  persiguen,  y  quisieran 
arrancar  de  cuajo  hasta  las  más  hondas  raíces  de  su  antigua  aominación 
y  poderío  ? 

No  hay  gobierno  alguno  de  los  que  se  interesan  verdaderamente  por 
la  felicidad  de  los  asociados,  que  no  pueda  armonizar  perfectamente  con 
la  Iglesia  católica.  Desde  la  monarquía  absoluta,  hasta  lo  que  más  se 
aproxime  á  la  democracia  pura,  todas  las  formas  y  todas  las  combi- 
naciones son  compatibles  con  las  leyes  de  la  Iglesia  y  los  mandatos  de 
sus  autoridades.  La  razón  es  bien  clara :  la  Iglesia  no  trata  directa  ni 
indirectamente  de  las  formas  de  gobierno,  ni  de  los  sistemas  de  adminis- 
tración. Ella  deja  que  las  sociedades  humanas  se  desenvuelvan,  desa- 
rrollen sus  elementos  de  prosperidad  y  de  riqueza,  y  administren  sus 
intereses  políticos  y  económicos,  como  lo  tengan  por  conveniente.  No 
exige  sino  que  no  le  cercenen,  sin  anuencia  y  acuerdo  suyo,  las  prerro- 
gativas y  facultades  que  recibió  de  su  divino  fundador. 

Por  eso  es  por  lo  que  el  Evangelio  se  ha  difundido  por  todo  el  mundo, 
y  ha  podido  subsistir  en  todas  las  épocas,  al  través  de  los  tiempos  y 
de  los  acontecimientos,  á  pesar  de  la  diversidad  de  formas  de  gobierno 
que  existen  en  los  diferentes  pueblos,  y  de  la  oposición  ó  contrariedad 
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que  se  observa  entre  las  costumbres^  las  inclinaciones,  los  gustos  y  los 
intereses  de  las  diferentes  razas  que  habitan  la  tierra. 

Pero  veamos  en  suma^  cuál  es  la  actitud  que  asume  la  Iglesia  en 
frente  de  los  gobiernos  políticos.  Desde  luego  ella  les  dice  :  "  Yo  estoy 
encargada  de  proveer  á  la  felicidad  eterna  de  los  hombres,  y  vosotros 
á  su  felicidad  temporal  Estas  felicidades  no  sólo  no  son  incompatibles^ 
sino  que  por  su  esencia  y  su  naturaleza,  son  armónicas  entre  sí.  Una- 
mos, pues,  nuestros  esfuerzos  para  alcanzar  la  dicha  común  en  el  tiempo  y 
en  la  eternidad.^'  • 

A  veces  los  gobiernos  atienden  solícitos  esa  prudente  y  previsora 
invitación;  y  entonces  de  acuerdo  las  dos  potestades  determinan  la 
órbita  de  acción  que  cada  una  debe  recorrer.  Sucede  en  ese  orden  de 
cosas,  que  en  ocasiones  la  Iglesia  adquiere  derechos  y  prerrogativas  que 
le  concede  el  poder  civil,  y  que  no  le  corresponcUan  por  derecho  divino ; 
y  en  cambio  ella  concede  á  los  gobiernos  temporales  intervención  en 
asuntos  que  por  su  naturaleza  no  les  corresponden.  Esas  mutuas  con- 
cesiones duran  á  veces  tan  largo  tiempo,  que  llegan  á  formar  costumbres 
inmemoriales,  y  hacen  creer  á  algunos  que  son  im  positivo  derecho 
perfecto  y  no  una  mera  y  simple  concesión.  Sin  embargo,  la  autoridad 
respectiva  conserva  siempre  derecho  á  revocar  la  concesión^  á  menos  que 
la  revocación  se  oponga  á  algún  compromiso  solemne  contraído  de  ante- 
mano, y  que  esté  en  vigor. 

Otras  ocasiones  la  autoridad  publicase  niega  á  unir  sus  esñierzos  á  los 
de  la  Iglesia  en  beneficio  de  los  pueblos.  Entonces  la  Iglesia^  confor- 
mándose con  un  orden  de  cosas  que,  aunque  inconveniente,  no  le  es  dado 
variar,  se  limita  á  reclamar  plena  y  completa  libertad  para  desempeñar 
su  augusto  destino,  y  ejercer  las  atribuciones  que  tuvo  á  bien  conferirle 
m  di  vino  íUn  dador,  luda  vía  esta  situación  es  compatible  con  la  tran- 
quilidad pública  y  el  progreso  de  las  sociedades ;  porque  basta  que  la 
autoridad  civil  respetcj  los  dorcchijí  de  la  Iglesia,  y  se  limite  á  arreglar 
(."on  justicia  y  prudencia  los  usuntoa  que  son  de  su  resorte,  para  que  las 
dos  pütestados  marchen  sin  cbocarso  y  los  pueblos  puedan  obedecer  fiel- 
mente á  la  Iglesia  y  al  Gobierno. 

Pero,  preciso  ea  reconocerloj  rnra  vez  se  presenta  en  el  mundo  uu 
fenómeno  semejante.  Los  gubieruos  se  creen  omnipotentes  en  todo  lo 
que  directa  ó  indirectamente  se  roza  con  los  asuntos  terrenales ;  y  no 
admiten  ni  toleran  contradicción  alguna  en  este  particular.  Por  esa 
nu^n,  cuando  no  obran  de  acuerdo  con  la  Iglesia,  no  dejan  de  afectarla 
más  ómcDOS  hondamente  en  aua  intereses  materiales ;  y  vienen  de  ahí  las 
etie^tiones  de  fuero  y  otraa  i g anímente  funestas  para  la  nación,  y  en 
especial  para  los  fieles. 

Eso  sucede  en  el  caso  de  que  el  Gobierno  tenga  apenas  la  pretensión 
de  arreglar  loe  asuntos  do  la  tierraj  sin  preocuparse  por  los  derechos  que 
en  el  particular  tiene  la  Iglesia ;  pero  es  tal  la  calamidad  de  los  tiempos 
j^>e^n£e3,  que  ha«ta  eso  acontece  rara  vez.  Lo  que  se  ve  con  mayor 
£r«ette9icsa  son  gobiernos  que  intencional  y  deliberadamente  atacan,  de 
plano  loe  más  claroa  6  indissputableg  derechos  de  la  Iglesia,  y  afectan  á 
Teoe9,  no  solo  sus  intereses  materiales  y  sus  ministros  sino  también  su 
disciplina,  su  culto  y  aun  sus  dogmas.  ^^  ^^^^  ^^  ^v>Ogle 
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Pero  hay  otro  fenómeno  más  notable  en  este  particular.  Presentaneo 
á  veces  gobiernos  que  se  dicen  católicos,  y  á  quienes  las  instituciones  del 
país  imponen  la  obli^ción  indeclinable  de  proteger  á  la  Iglesia^  que 
lejos  de  cumplir  con  dicha  obligación  se  erigen  en  perseguidores  de  la 
misma  fe  que  dicen  profesar,  y  en  verdugos  de  todos  los  que  intentan 
defenderla. 

En  estos  dos  últimos  casos  es  cuando  se  necesitan  un  valor,  una  pru- 
dencia y  im  tino  admirables^  para  manejar  los  negocios  é  intereses  de  la 
Iglesia,  y  para  dirigir  la  conducta  de  los  fíeles.  'Resistir  en  todo  lo  que 
la  ley  humana,  ó  los  mandatos  de  la  autoridad,  se  opongan  á  la  ley 
divina,  es  deber  ineludible;  pero  también  lo  es  obedecer  en  todolodemásp 
que,  con  derecho^  mande  el  Gobierno.  Difícil  en  extremo  es  fijar  con 
precisión  y  acierto  la  línea  de  separación  entre  lo  que  debe  ser  obedecido 
y  lo  que  debe  ser  resistido ;  y  eso  es,  sin  embargo,  indispensable  para  no 
excederse  en  la  defensa  de  los  derechos  de  la  Iglesia,  y  para  no  tomar  por 
cumplimiento  de  un  deber  sagrado,  lo  que  pu^a  ser  en  realidad  un  abuso 
injustificable. 

Fácil  es  comprender  que  el  nudo  de  la  dificultad,  en  los  choques  entre 
las  autoridades  eclesiásticas  y  civiles,  depende  de  la  fijación  del  límite 
entre  las  facultades  y  atribuciones  de  unas  y  de  otras.  Sabemos  que 
Nuestro  Señor  Jesucristo  invistió  á  su  Iglesia  de  las  facultades  necesarias 
para  administrar  tanto  sus  intereses  espirituales  como  los  materiales; 
pero  sabemos  también  que  los  gobiernos  ejercen  el  poder  supremo  en  lo 
temporal,  en  todo  aquello  á  que  no  se  extiende  el  de  la  Iglesia.  Sabemos, 
por  lo  mismo,  que  debemos  obediencia  á  ambas  potestades  en  lo  que  cada 
una  mande,  en  asuntos  que  son' de  su  incumbencia.  Mas  ¿  quién  nos 
enseña,  en  cada  caso,  si  el  punto  de  que  se  trata  es  de  aquellos  que  están 
atribuidos  á  la  Iglesia,  ó  de  los  que  conciernen  al  poder  civil  ?  Mas 
claro,  ¿  quién  dirime  las  competencias  que  se  susciten  entre  las  autoridades 
de  uno  y  otro  orden  ? 

En  este  particular,  bien  lo  sabemos,  el  mundo  se  inclina  generalmente 
del  lado  del  Gobierno,  y  quisiera  por  lo  mismo  ver  circunscrita  la 
acción  de  la  Iglesia  á  los  límites  que  tuviese  á  bien  fijarle  el  poder  tem- 
poral. Mas,  éste  es  un  error  funesto*  para  la  causa  de  la  verdad  y  de  la 
justicia. 

Conceder,  en  efecto,  á  la  autoridad  civil  el  derecho  de  fijar  los  límites 
de  la  potestad  temporal  de  la  Iglesia,  es  firmar  la  esclavitud  de  ésta,  y  su 
dependencia  de  los  poderes  de  la  tierra ;  y  por  una  triste  y  dolorosa 
experiencia  sabemos  cuántos  y  cuan  graves  y  desastrosos  son  los 
abusos  á  que  en  este  particular  se  entregan  las  autoridades  del  orden 
civil. 

Para  resolver  atinadamente  este  punto,  hay  que  tener  en  cuenta  lo  que 
antes  habíamos  dicho  acerca  de  la  constitución  íntima  de  la  Iglesia. 
Ella  fué  dotada  por  su  divino  fundador  de  todas  aquellas  facultades  y 
prerrogativas  necesarias  para  el  desempeño  de  sus  augustas  y  sublimes 
funciones»  tanto  en  el  orden  espiritual  como  en  el  temporal ;  y  una  de 
esas  atribuciones  debe  ser  naturalmente  la  fijación  y  determinación  de 
los  puntos  á  que  su  potestad  se  extiende,  tanto  en  el  uno  como  en  el  otro 
orden.    Lo  contrario  seria  anular  por  completo  la  autoridad  temporal  de 
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la  Iglesia,  y  comprometer  seriamente  los  intereses  religiosos  de  los  que 
formamos  esa  grande  y  admirable  asociación. 

¿  Se  temen^  por  yentura,  los  abusos  de  las  autoridades  eclesiásticas  en 
este  particular  ?  Mas  ¿  no  son  de  temerse  los  de  las  autoridades  civiles  P 
¿  Han  sido,  por  ventura,  tan  comedidas  y  tan  moderadas  en  sus  pre- 
tensiones sobre  la  Iglesia  y  sus  ministros  ?  !N^o  sabemos  como  es  que 
personas  instruidas  y  sensatas,  en  vista  de  lo  que  sobre  este  punto  nos 
enseña  la  experiencia  diaria,  en  todos  los  pueblos  y  en  todas  las  edades, 
quieren  atribuir  al  poder  temporal,  tan  terrible  y  funesta  potestad. 

4.  ¿  Cuáles  son,  por  %tra  parte,  las  exorbitantes  «pretensioneis  de  la 
Iglesia  en  los  puntos  en  que  está  en  roce  y  puede  ponerse  en  colisión 
con  la  potestad  civil  ? 

La  Iglesia  pretende,  desde  luego,  que  aquellos  gobiernos  que  rechacen 
la  unión  de  las  dos  potestades  en  beneficio  de  la  sociedad,  le  reconozcan 
y  garanticen  su  libertad  para  el  desempeño  de  sus  santas  y  augustas 
funciones.  Libre  íué  establecida  por  Jesucristo  Nuestro  Señor,  y  libre 
debe  subsistir :  el  que  quiera  esclavizarla,  quiere  destruirla. 

Pretende,  en  segundo  luear,  tener  el  derecho  de  adquirir  y  conservar 
bienes  y  rentas,  de  manéjanos  á  su  voluntad,  y  darles  el  destino  que  á 
bien  tenga.  Ninguna  asociación  lícita  de  hombres  puede  ser  privada, 
sin  injusticia,  de  esta  clase  de  derechos. 

Pretende,  en  tercer  lugar,  que  para  aplicar  el  castigo  á  que  se  hagan 
acreedores  sus  ministros,  por  los  delitos  que  puedan  cometer,  se  procma 
en  conformidad  con  las  reglas  que  ella  tiene  establecidas  en  el  parti- 
cular ;  reglas  que,  lejos  de  propender  á  la  impunidad  de  los  delincuentes, 
tienden  más  bien  á  asegurar  y  hacer  inexorable  pero  prudente  y 
provechoso  el  castigo.  En  casos  graves,  la  Iglesia  misma  ordena  que  se 
deponga  ¿  los  criminales  de  las  órdenes  sagradas,  y  se  les  entregue  al 
\ttnEO  secular** 

Pinalmentej  pretende  que  sus  tribunales,  y  no  los  laicos,  tengan  el 
conocimiento  de  laa  contrüversias  civiles  que  se  ventilen  entre  sus  minis- 
tros, y  de  las  que  ee  originen  entre  los  seglares  como  demandantes  y 
dichos  ministros  como  demandados;  pero  debe  tenerse  en  cuenta  que 
esta  pretíínsión  lejos  de  ser  gravosa  páralos  seglares,  les  es  provechosa; 
porque  eu  los  tribunales  eclesiásticos  encuentran  en  general  mayores 
garantías  de  acierto,  y  medios  más  eficaces  para  la  definitiva  ejecución  de 
las  sentencias  obtenidas  contra  los  miembros  del  clero. 

Parece^  á  primera  vista,  que  estas  dos  últimas  pretensiones,  que  se 
refunden  en  k  gravísima  cuestión  del  fuero  eclesiástico,  fueran  las  que 
proporcioníiaen  mayor  número  de  colisiones  entre  las  dos  potestades^ 
por  cuanto  el  poder  civil  no  reconoce  por  lo  común  el  derecho  judicial  y 
crxírcitivo  de  la  Iglesiaj  ni  se  presta,  én  general,  á  dar  eficacia  á  las 
deciíáones  do  los  tribunales  de  ésta;  mas,  no  es  así.  Rara  vez  los 
ministros  del  altar  delinquen ;  y  cuando  eso  sucede,  y  son  arrastrados 
nt©  los  tribunales  laicos  liel  orden  criminal,  pretermitiendo  las  formali* 
ifides  prescritas  por  la  Iglesia,  ésta,  si  no  guarda  prudente  silencio, 
fBclama  moderada  y  comedidamente  sus  derechos,  y  lo  propio  acontece 


'  YésyBtí  el  Concilio  de  Treuto,  sesión  13,  cap.  4?,  de  reí. 


Digitized  by 


Google 


10  INTRODÜOOIÓX. 

cuando  por  asuntos  civiles  son  emplazados  sus  ministros  ante  los  juzga- 
dos y  tribunales  laicos. 

La  gran  mayoría,  la  casi  totalidad  de  las  colisiones  entre  las  potes- 
tades civil  y  eclesiástica^  provienen  de  que  la  primera  pretende  aniquilar 
la  libertad  é  independencia  de  la  segunda,  entrabar  su  benéfica  acción 
sobre  la  multitud  de  los  creyentes,  y  afectar  más  ó  menos  directamente 
sus  intereses  materiales.  Ya  se  apodera  de  los  bienes  de  las  entidades 
religiosas^  ya  les  prohibe  adquirir  otros,  ora  ciega  las  fuentes  de  sus 
rentas,  ora  quiere  someter  al  clero  á  una  tutela  vergonzosa  y  humillante, 
ó  bien  profana  los  templos,  cementerios  y  denfás  lugares  sagrados,  6 
finalmente  prohibe  ó  estorba  la  administración  de  los  sacramentos  y  el 
libre  ejercicio  de  las  funciones  del  clero.  No  faltan  también  á  veces 
disposiciones  que  pugnan  con  el  dogma  y  con  la  disciplina  general  de  la 
Iglesia.  En  todos  esos  casos,  ya  se  deja  ver  que  la  Iglesia  es  victima  de 
las  tropelías  del  poder  civil,  en  lugar  de  ser,  como  se  dice,  violadora  de 
la  soberanía  y  prerrogativas  de  la  Nación  y  del  Gobierno. 

Circunscribiéndonos  á  la  época  presente  y  á  nuestro  propio  país, 
podemos  desafiar  á  los  enemigos  de  la  Iglesia,  para  que  nos  presenten 
los  casos  de  usurpación  de  la  potestad  polítioa  y  civil  por  las  autoridades 
de  la  Iglesia.  Oreemos  que  no  podrán  presentar  un  solo  caso  que  en  el 
fondo  no  sea  el  simple  ejercicio  de  la  legítima  potestad  de  la  Iglesia  en 
los  asuntos  que  son  y  deben  ser  de  su  resorte.  En  cambio,  las  usur- 
paciones de  los  derechos  y  prerrogativas  de  la  Iglesia  por  parte  de  la 
autoridad  civil  son  tan  numerosas,  que  no  hemos  podido  mencionarlas 
todas,  aunque  hemos  destinado  á  ello  la  mayor  parte  de  este  libro. 
Creemos  que  lo  mismo,  poco  más  ó  menos,  sucede  en  los  demás  países. 

En  vista  de  eso,  no  es  posible  que  los  fieles  convengamos  en  que  s^ 
la  potestad  civil  la  encargada  de  fijar  la  órbita  de  acción  de  las  autori- 
dades eclesiásticas.  Son  éstas  las  llamadas  á  determinar  cuáles  son  los 
asuntos  de  su  incumbencia,  y  cuándo,  cómo  y  en  qué  términos  debe 
entrar  á  examinarlos  y  resolverlos. 

No  pretendemos,  por  cierto,  atribuir  á  la  Iglesia  y  á  sus  ministros  el 
don  de  la  infalibilidad  en  el  manejo  jie  sus  asuntos  terrenales.  La  infali- 
bilidad está  reducida  al  campo  del  dogma  y  de  la  moral,  y  reside  en  la 
cabeza  de  la  Iglesia.  Fuera  de  ahí,  es  posible  una  equivocación,  y  posi- 
ble también  un  abuso.  Mas,  la  posibilidad  de  abusos  que  probablemente 
no  se  presentarán  nunca,  ó  se  presentarán  muy  rara  vez,  ¿  nos  autoriza- 
rá, por  ventura,  para  entregar  nuestros  intereses  religiosos  en  manos 
de  gobiernos  que  a  cada  paso  y  por  cuantos  medios  están  á  su  alcance, 
los  hieren  y  tratan  de  aniquilar  P    Es  claro  que  no. 

Hay  otra  consideración  que  creemos  conveniente  aducir  para  ^clarecer 
mejor  el  asunto,  y  es  ésta :  la  potestad,  en  el  más  elevado  sentido  de  la 
paíabra,  viene  de  Dios,  ya  la  ejerzan  las  autoridades  civiles  ó  las  eclesiás- 
ticas, ya  se  refiera  á  asuntos  espirituales  ó  á  los  temporales ;  sin  que 
los  abusos  á  que  ella  da  lugar  puedan  destruir  la  verdad  absoluta  de 
esta  doctrina.  lío  hay  potestad  sino  de  Dios,  dice  expresamente  el 
Apóstol  \  y  Nuestro  Señor  Jesucristo,  cuando  Pilat5s  le  hizo  observar 
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que  tenía  poder  para  crucificarlo  y  para  libertarlo,  le  contestó  :  No  ten» 
drías  poder  alguno  sobre  mí,  si  no  te  hubiera  sido  dada  de  amba^  ^  De 
donde  resulta  que  Dios  trasmite  el  don  de  la  potestad,  del  cual  pueden 
hacer  bueno  ó  mal  uso  los  hombres^  así  como  de  los  demás  dones  del 
cielo. 

Si,  pues,  tanto  la  potestad  de  la  Iglesia  como  la  de  los  gobiernos  pro- 
cede de  Dios,  es  evidente  que  son  en  si  mismas  armónicas  y  conciliables, 
y  que  están  destinadas,  según  la  mente  de  la  justicia  y  de  la  bondad 
divinas^  &  ser  ejercidas  {)or  cada  clase  de  autoridades  en  los  asuntos  que 
son  de  su  incumbencia.  Pensar  que  Dios  delegara  su  potestad  en  la 
Iglesia  y  en  el  Gtebiemo,  para  que  ambos  á  la  vez  la  ejercieran  en  unos 
mismos  asuntos,  y  en  opuesto  sentido,  sería  desconocer  en  Dios  su  infinita 
sabiduría,  y  su  bondad,  su  misericordia  y  su  justicia,  que  también  son 
infinitas.  Para  Dios  tiene  que  ser  perfecta  é  infinitamente  clara  la  línea  de 
demarcación  que  separa  los  asuntos  atribuidos  á  la  Iglesia,  por  derecho 
divino,  de  los  que  pertenecen  á  los  gobiernos ;  y  es  para  que  atienda 
cumplidamente  cada  una  de  esas  entidades  á  la  buena  marcha  de  los 
que  le  corresponden,  para  lo  que  Dios  les  ha  delegado  su  potestad. 

Pero  si  eso  es  infinitamente  claro  para  Dios,  no  lo  es  para  los  hombres ; 
y  éstos  pueden,  obrando  de  buena  fe,  por  una  convicción  sincera  y  hon- 
rada, tener  pareceres  diferentes  acerca  de  los  límites  de  acción  de  las  dos 
potestades,  j  Cómo,  pues,  zanjar  la  dificultad  y  establecer  la  armonía 
entre  esos  dos  poderes  á  quienes  Dios  ha  delegado  su  autoridad  para  la 
felicidad  temporal  y  eterna  de  los  hombres  P 

El  medio  que  naturalmente  se  ocurre  es  el  de  un  convenio  expreso 
entre  las  dos  entidades,  que  fije  la  apetecida  línea  de  demarcación.  Esa 
ha  eido,  ea  y  será  siempre  la  más  firme  aspiración  de  la  Iglesia  católica, 
y  la  doctrina  que  híi  ütisl'üüíIo  como  buena  en  sí  misma.  No  es  culpa 
suya  si  á  tal  convenio  no  su  uecede  siempre,  para  armonizar  los  intereses 
reUgioaos  con  loa  p<í]íticos  en  el  país.  La  culpa  es  de  los  gobiernos  que, 
6  lo  rechazan  irianifi estamento,  ó  pretenden  adquirir  en  él  derechos  que 
la  Iglesia  no  puede  ni  debo  concederles. 

Si  ese  medio  ee  desecha,  y  si  Dios  no  quiere  ni  ha  querido  dirimir  él 
mismo  la  competencia  en  cada  caso  especial,  ni  erigir  un  tribunal, 
soperiot  4  las  dos  potestades,  que  la  dirima,  no  queda  sino  uno  de  dos 
medios :  ó  ae  le  concede  críe  derecho  á  la  Iglesia,  ó  se  les  reconoce  á  los 
gobiernos. 

¿  Cuál  de  esos  dos  purtidoíi  debemos  tomar  los  fieles  ?  La  especiali- 
dad misma  de  la  iMstitucion  de  la  Iglesia;  el  elevado  encargo  que  se  le 
ha  confiado,  superior  en  ú  mismo  al  de  los  poderes  de  la  tierra,  desde 
cualquier  punto  de  vista  que  se  le  considere;  el  grado  jerárquico  del  Jefe 
de  la  Iglesia^  superior  también  en  sí  mismo  al  de  todos  los  Soberanos  de 
k  tierra,  puesto  que  su  jurisdicción  se  extiende  al  globo  que  habitamos, 
y  comprende  todos  los  pueblos  y  todas  las  naciones ;  la  protección  que  le 
ofreció  su  divino  fundador,  j'  que  en  lo  necesario  llega  hasta  la  perfecta 
y  segura  infalibilidud  ;  k  moderación  y  la  prudencia,  la  sabiduría  y  la 
(»rídad  que  briUan  en  sus  resoluciones,  aun  en  los  asuntos  en  que  no 
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goza  de  la  infalibilidad ;  los  escandalosos  abusos  á  que  se  entregan  en 
este  particular  los  gobiernos ;  y  otras  varias  circunstancias  que  sería 
largo  enumerar,  exigen  de  los  fieles,  como  lo  dijimos  antes,  que  en  estas 
materias  nos  atengamos  á  las  decisiones  de  la  Iglesia  antes  que  á  las  del 
Gobierno.* 

Por  lo  demás,  bueno  es  advertir  que  sobre  la  mayor  parte  de  los 
puntos  que  hemos  examinado  en  esta  introducción,  existen  disposiciones 
expresas  de  la  Iglesia,  acordes  con  la  doctrina  que  dejamos  sentada. 
Así  puede  verse  en  las  proposiciones  19,  20,  24,  27  y  otras  del 
Syllabm? 

Esperamos  que  este  imperfecto  trabajo  nuestro  contribuirá  en  algo  á 
que  los  espíritus  rectos  y  sinceros  se  persuadan  de  la  necesidad  que  hay 
de  seguir  la  línea  de  conducta  indicada ;  esto  es,  de  seguir  á  la  Iglesia, 
y  no  al  Gobierno,  en  los  conflictos  que  frecuentemente  se  presentan 
en  nuestro  país  entre  las  autoridades  civiles  y  las  eclesiásticas.  Ojalá 
Dios  se  digne  de  bendecir  nueátros  esfuerzos,  y  hacerles  producir  algún 
fruto.    Ésa  será  nuestra  mejor  recompensa. 


^  Véase  el  documento  A. 
'  Yéase  el  documento  B. 
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PARTE  PRIMERA. 

ÉPOCA  DEL  GOBIERNO  ESPAÑOL. 

CAPITULO  I. 

PATRONATO  REAL. 

1.  Con  la  invasión  de  los  moros,  en  el  año  de  714,  corrió  la  España 
cristiana  el  más  grave  peligro  que  haya  podido  correr  nunca  nación 
alcona  en  el  curso  de  su  existencia. 

Vencido  el  rey  Rodrigo,  y  destruido  completamente  su  ejército  en  la 
desastrosísima  jomada  de  Guadalete,  pudieron  derramarse  las  hordas 
Yencedoras  por  los  fértiles  valles  y  pintorescas  montañas  de  la  Península, 
sin  encontrar  en  parte  alguna  resistencia  seria ;  hasta  que  al  cabo  de 
poco  tiempo  se  vieron  dueñas  y  señoras  de  casi  toda  la  extensión  de  ese 
vasto  y  hermoso  país. 

No  quedaron  librea  sino  unas  pocas  comarcas  septentrionales,  quizá 

Eorque  presentaban  pocos  atractivos  para  los  vencedores,  que  no  creían 
aliar  en  ellas  ni  suave  clima,  ni  fértil  suelo,  ni  riquezas  capaces  de 
tentar  seriamente  su  cüdicía. 

A  esas  comarcaSj  y  principalmente  á  las  montañas  de  Asturias,  se 
encaminaban  loa  restos  de  la  nación  goda,  retirándose  delante  de  la  ola 
mosnlmana  que  avanzaba  rápidamente  en  todas  direcciones.  Así  se 
encontraron  reunidos  en  ese  territorio  unos  cuantos  puñados  de  hombres, 
á  quienes  se  podía  tomar  más  bien  por  simples  fugitivos  que  por  solda- 
dos capaees  de  volver  á  empeñar  ima  lucha  que  parecía  definitivamente 
terminada. 

Sin  embargo,  esos  hombres  vencidos,  fugitivos  y  medio  dispersos,  eran 

capaces  de  altos  hechos  y  de  hazañas  pocas  veces  vistas  en  el  curso  de 

loa  siglos.      Probablemente  había  entre    ellos  descendientes    de  esas 

antiguaa  y  valientes  tribus  celtíberas,  á  quienes  ningún  conquistador 

pudo  dominar  por  completo,  de  los  cartagineses  y  de  los  romanos^  que 

llenaron  el  mundo  con  la  lama  de  sus  grandes  hazañas,  y  sobre  todo  de 

resa  noble  y  valerosísima  raza  goda  que  después  de  recorrer  victoriosa  la 

>  Italia  y  la  Galiaj  fijó  su  residencia  en  España,  y  fundó  la  vasta  é  im- 

'  portante  monarquía  que  los  moros  acababan  de  destruir  en  los  campos 

\c&  Quadalete,     Eran^  puesj  raza  de  valientes,  si  valientes  ha  habido  en 
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Si  á  eso  se  atiende,  no  habrá  porqué  extrañar  que  resolvieran  empu- 
ñar las  armas  y  defenderse  hasta  morir.  Principió  así  esa  gigant^ca 
lucha  de  cerca  de  ocho  siglos^  la  más  larga,  la  más  encarnizada^  la  más 
gloriosa  de  cuantas  ha  habido  jamás  en  el  mundo;  lucha  que  ini- 
ciaron Pelayo  y  sus  compañeros  con  la  victoria  de  Covadonga,  y  que 
vinieron  á  terminar  los  católicos  reyes  Femando  é  Isabel,  con  la  toma 
de  Granada  en  1492. 

Afortunadamente  los  Keyes  tuvieron  desde  un  principio  el  talento 
suficiente  para  comprender  que  la  fe  religiosa  era  el  más  nrme  baluarte 
de  la  independencia  nacional  Jefes  de  un  pueblo  eminentemente  ca- 
tólico^ catolices  ellos  mismos  de  todo  corazón,  y  empeñados  en  lucha 
mortal  y  desesperada  con  los  sectarios  de  Mahoma^  ninguna  ^cosa  más 
acertada  podían  hacer  que  acogerse  á  la  Cruz  del  Salvador,  y  oponerla, 
cual  escudo  impenetrable,  á  la  media-luna  del  Profeta,  xa  en  tiem- 
pos anteriores,  á  la  sombra  y  bajo  la  protección  de  aquel  instrumento 
redentor,  el  gran  Constantino  haoía  vencido  á  Majencio ;  y  lo  mismo 
era  de  esperar  que  sucediese  en  la  tenaz  lucha  empeñada  á  la  sazón 
entre  los  audaces  y  afortxmados  dominadores  del  patrio  suelo,  y  sus 
valerosos  y  leales  hijos. 

En  esa  gigantesca  lucha  todo  se  puso  al  servicio  de  la  Patria :  el 
talento  de  los  Reyes,  la  pericia  de  los  generales  y  el  indomable  valor  de 
los  soldados,  concurrieron  á  porfía  á  dar  importancia  y  esplendor  á  los 
anales  del  país  en  esa  larga  época.  Mas,  todo  eso  habría  sido  quizá 
insuficiente,  sin  la  fe  religiosa,  que  infundía  en  los  pueblos  constancia 
invencible,  heroico  valor,  perseverancia  indomable;  y  fortaleza  sufi- 
ciente  para  sobrellevar  las  más   duras  pruebas   y  los    reveses    más 


En  medio  de  esas  continuas .  campañas  y  de  ese  incesante  batallar, 
cuando  el  Cetro  era  sostenido  por  la  Cruz,  y  la  Cruz  defendida  por  el 
Cetro,  principiaron  á  establecerse  las  primeras  bases  ó  sea  los  rudimen- 
tos de  lo  que  más  t^rde  había  de  llegar  á  ser  la  grave  y  complicadísima 
cuestión  de  patronato. 

Conquistada  una  ciudad,  merced  las  más  de  las  veces  al  entusiasmo 
religioso  que  el  clero  mantenía  vivo  y  despierto  en  toda  clase  de  per- 
sonas, desde  los  héroes  como  el  Cid  hasta  los  más  sencillos  y  humildes 
labradores,  los  Beyes  convertían  las  mezquitas  en  iglesias,  dotaban  á 
éstas  con  rentas  y  bienes  suficientes  para  atender  con  pompa  y  majestad 
á  las  necesidades  del  culto,  y  retribuían  así  á  la  Iglesia  siquiera  una  , 
parte  de  los  beneficios  que  de  ella  recibían  todos  los  días.  La  Iglesia 
por  jsu  parte,  atenta  á  la  generosidad  y  munificencia  de  los  Reyes,  no 
menos  que  á  su  espíritu  sincera  y  firmemente  católico,  no  tenía  emba- 
razo en  concederles  de  grado  ciertos  derechos  y  ciertas  prerrogativas 
Íue  por  su  naturaleza  y  su  esencia  no  pertenecían  sino  á  la  misma 
glesia.     Hé  ahí  el  verdadero  origen  del  patronato. 

Si  se  quieren  pruebas^  podemos  darlas,  satisfactorias  y  decisivtis,  con 
sólo  consultar  los  antiguos  códigos,  en  los  cuales  los  Beyes  dejaron 
constancia  de  esos  hechos,  sea  por  gratitud  ó  por  simple  sinceriaad  y 
buena  fe. 

2.  El  más  antiguo  de  los  monumentos  que  conocemos  relativamente 
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á  este  asunto  es  la  ley  18,  título  5? ;  partida  1%  que  se  expresa  en  estos 
términos : 

Antigua  costumbre  fue  de  España,  e  dura  todauia,  e  dura  oy  dia,  que  quando 
fina  el  Obispo  de  algún  liigar,  que  lo  fazen  saber  el  Dean  e  los  canónigos  al  Bey 
por  sns  mensajeros  de  la  Eglesia,  con  carta  del  Dean  e  del  Cabildo,  como  es  finado 
sn  Perlado,  e  que  lé  piden  por  merced,  que  le  plega  que  ellos  puedan  fazer  su 
elección  desembargadamente,  e  que  le  encomiendan  los  bienes  de  la  Eelesia :  e  el 
Rey  deue  gelo  otorgar,  e  embiarles  recabdar,  e  después  que  la  elección  ouieren 
fecno,  preséntenle  el  elegido,  e  el  mándele  entregar  aquello  que  rescibio.  E  esta 
mayoría  e  Honra  Han  los  Beyes  de  España,  por  tres  razones.  La  primera  porque 
ganaron  Jas  tierras  de  los  Moros,  e  fizieron  las  Mezquitas  Eglesias,  e  echaron  de  y 
el  nome  de  Maboma,  e  metieron  y  el  nome  de  nuestro  Señor  Jesu  Christo.  La 
segunda,  porque  las  fundaron  de  nueuo,  en  logares  donde  nanea  las  ouo.  La 
tercera,  parque  las  dotaron,  e  demás  les  fizieron  mucho  bien :  e  por  esso  han 
derecho  los  Beyes,  de  les  rogar  los  Cabildos,  en  fecho  de  las  elecciones,  e  ellos  de 
caber  su  ruego. 

Es  también  notable  el  proemio  del  titulo  15  de  la  misma  partida, 
que  se  expresa  asi : 

Katura,  e  razón  mueue  a  los  omes  para  amar  las  cosas  que  fazen,  e  para 
guardarlas  quanto  pueden,  que  se  mejoren,  e  non  se  menoscaben ;  assi  como  el 
padre  que  ama  a  su  fijo,  e  puna  de  guardarlo,  porque  biua  en  buen  estado,  e  el 
que  planta  algún  árbol,  que  lo  riega,  porque  aya  fruto  d^el,  de  que  se  sima.  Esso 
mismo  acaesce  en  todas  las  cosas,  que  fazen,  o  crían  los  omes,  ca  les  son  assi  como 
en  manera  de  fijos ;  e  por  ende  las  criaturas  que  han  en  si  entendimiento  de  razón, 
deuen  amar,  e  honrar,  e  seruir  a  los  que  las  fizieron,  o  las  críaron,  o  de  quien 
rescibieron  bien  fecho.  Onde  por  esta  razón  el  que  faze  la  Eglesia,  deue  amarla, 
e  honrarla,  como  cosa  que  el  fizo  a  seruicio  do  Dios :  e  otrosi  la  Eglesia  deue  amar 
a  el,  e  honrrarle,  e  reconoscerle  ansí  como  a  Padre.  .  .  . 

Merece  también  la  pena  de  que  trascribamos  lo  que  dice  á  este 
respecto  la  ley  1^  del  título  y  partida  últimamente  citados,  que  con- 
firma lo  que  se  ha  yisto  hasta  ahora. 

Patronus  en  latin,  tanto  quiere  dezir  en  romance,  como  padre  de  car^a.  Ca 
assi  como  ^  el  padre  del  orne  es  encargado  de  fazienda  del  fijo,  en  críarlo,  e  en 
guardarlo,  o  en  buscalle  todo  el  bien  que  pudiere ;  assi  el  que  fíziere  la  Eglesia,  es 
tenudo  de  sofrir  la  carga  della,  ahondándola  de  todas  las  cosas,  que  fueren  menester 
cuando  la  faze,  e  amparándola  después  que  fuere  fecha.  E  Patronadgo  es 
derecho,  o  poder  que  ganan  en  la  Eglesia,  por  bienes  que  fazen,  los  que  son 
Patrones  defla,  e  este  derecho  gana  ome  por  tres  cosas.  La  vna,  por  el  suelo  que 
da  a  la  Eglesia,  en  que  la  fazen.  La  segunda,  pjorque  la  fazen.  La  tercera,  por 
heredamiento  que  le  da,  a  que  dizen  dote,  onde  binan  los  Clerígos  que  la  siruieren, 
e  de  que  puedan  com|)lir  las  otras  cosas,  según  dize  en  el  titulo  que  f  abla  de  como 
deuen  fazer  las  Eglesias.  Otrosi  pertenescen  al  Patrón  tres  cosas  de  su  derecho, 
por  razón  del  patronadgo.  La  vna,  es  honra:  la  otra,  es  pro,  que  deue  auer 
ende :  la  tercera,  cuydado,  e  trabcno  que  deue  auer.  E  quando  la  Eglesia  vacare, 
deue  presentar  clérigo,  para  ella.  E  esto  se  entiende,  si  non  fuere  Eglesia  Cathe- 
dral,  o  conuentual,  ca  en  estas  átales  el  Cabildo,  o  el  Conuento  ha  de  elegir  su 
Perlado.  .  . 

Al  ver  que  esta  ley  señalaba  como  uno  de  los  efectos  áú  patronadgo 
en  favor  del  patrono,  el  pro  que  deve  auer  ende;  tal  vez  habrá  quien  se 
imagine  que  ese  pro  constituía  una  verdadera  viña,  de  la  cual  el 
patrono  podía  obtener  ganancias  considerables  ;  pero  saldrá  de  su  error 
si  pasa  la  vista  por  las  leyes  2%  3?  y  4%  que  sirven  de  desarrollo  á  la 
que  queda  copiada ;  y  en  las  cuales  se  ve  que  el  único  derecho  del  patrono. 
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en  materia  de  bienes  de  fortuna,  se  reaucía  á  recibir  alimentos,  si  era 
tan  pobre  que  los  necesitase,  y  la  Iglesia  los  podía  dar  (ley  2*) ;  al  paso 
qrue  tenía  obligación  de  defender  los  intereses  de  su  Iglesia,  aun  contra 
el  Obispo  y  el  Arzobispo  mismos  (ley  3f) ;  y  no  podía  tomar  para  d  cosa 
alguna  de  las  que  pertenecían  á  la  Iglesia. 

Todavía  hay  otro  punto  en  el  cual  las  disposiciones  copiadas  pueden 
inducir  á  error,  y  es  éste:  ¿el  derecho  de  patronato  pertenecía  al 
Gobierno  y  6,  los  particulares,  porque  tuviesen  á  él  un  derecho  propio, 
real  é  indisputable,  independiente  de  la  voluntad  de  la  Iglesia,  ó  porque 
esa  misma  Iglesia  hubiese  querido  concedérselo  y  reconcíeérselo  P 

Contesta  satisfactoriamente  esta  pregunta  la  ley  15  de  los  mismos  título 
y  partida  citados^  que  se  expresa  así : 

Sufre  Santa  Eglesia,  e  conBciente,  que  los  legos  hayan  algún  poder  en  algunas 
cosas  spiñtnales,  assi  como  en  poder  presentar  Clérigos  para  las  Eglesias,  que 
es  cosa  spiritnal,  o  allegada  con  spiritual ;  e  esto  fizo  por  facerles  gracia  e  merced. 
E  maguer  qne  leís  Eglesias  con  sns  dotes,  e  con  todas  las  otras  cosas  qne  han,  sean 
én  poder  de  los  Obispóos,  e  lallos  las  denen  ordenar,  e  poner  Clérigos  en  ellas ;  touo 
por  bien  Santa  Eglesia,  qne  este  poder  oniessen  los  legos,  (^ne  puedan  presentar 
Clérigos  para'  las  Eglesias  onde  son  Patrones.  E  esta  gracia  que  les  ñzo,  tanto* 
tiempo  la  vsaron,  que  es  tomada  en  derecho  comunal :  e  por  este  poder  que  han  y 
los  legos,  llaman  el  derecho  de  Patronadgo,  como  spiritual,  e  ayuntado  a  spiritual ; 
ca  si  puramente  lo  fuesse,  non  le  podrían  los  legos  auer,  porque  según  la  fuei^a 
del  derecho,  los  legos  non  han  poder  por  si  de  entremeterse  en  las  cosas  que 
pertenescen  a  la  Eglesia,  e  mayormente  en  las  qne  son  spirituales.  .  .  . 

Es  de  advertir  que  esta  ley  se  remonta  al  año  de  1255,  en  que  se  prin- 
cipió la  obra  de  las  Partidas ;  y  según  consta  en  dicha  ley,  en  esa  época 
hacía  ya  tanto  tiempo  que  la  Iglesia  había  concedido  la  gracia  del  patro- 
nato, que  se  la  consideraba  como  un  derecho  comunal.  Esto  explica 
Sorqué  se  habla  en  otras  leyes  del  patronato  como  de  un  derecho  verda- 
ero  y  perfecto,  cuando  no  era  en  sí  mismo  sino  una  mera  tolerancia  ó 
una  concesión  de  la  Iglesia. 

Resultan  claramente  de  las  citadas  leyes,  los  hechos  siguientes : 

1?  Que  hubo  desde  un  principio  en  España  patronato  real  y  patrona- 
tos particulares. 

2?  Que  tanto  el  uno  como  los  otros  tuvieron  su  fuente  y  origen  en 
concesiones  hechas  por  la  Iglesia,  como  remuneración  y  en  agradeci- 
miento de  servicips  positivos  é  importantes  prestados  á  la  misma  Iglesia. 

8?  Que  el  patronato  real  se  reducía  entonces  á  que  el  Deán  y  Cabildo 
eclesiástico  dieran  cuenta  al  Eey  de  la  muerte  del  Obispo»  y  tamaran  su 
beneplácito  para  proceder  á  elegir  el  sucesor ;  y  que  el  elegido,  antes  de 
entrar  á  funcionar,  le  fuera  presentado.  En  cambio  tenía  la  obligación 
de  dotar  las  iglesias  sujetas  á  su  patronato,  y  defender  sus  derechos 
contra  todo  género  de  ataques. 

Si  alguna  duda  pudiera  quedar  en  este  particular,  la  disiparían  dos 
leyes  expedidas  en  los  años  de  1328  y  1348,  que  son  la  3%  título  3? ;  y 
la  2%  título  6?  del  libro  1?  del  Ordenamiento  de  Alcalá ;  refundidas  pos- 
teriormente en  la  ley  6%  título  6?,  libro  Vi  de  la  Recopilación  Castellana,  y 
,  últimamente  en  la  ley  1%  titulo  17,  libro  1?  de  la  Novísima  Recopilación. 
Yeamos  sus  términos : 

Costumbre  antigua  es  en  España,  qne  los   Reyes  de  Castilla  consientan  las 
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« 
elecciones  que  se  Lan  de  hacer  de  los  Obispos  y  Perlados,  porque  los  Beyes  son 
Patrones  de  las  Iglesias ;  y  costumbre  antigua  fué  siempre,  y  es  guardada  en  Es- 
paña, que  quando  al^un  Perlado  ó  Obispo  finare,  que  los  Canónigos  é  otros  qua- 
lesquier,  á  quienes  de  Derecho  y  costumbre  pertenece  la  elección,  deben  luego  hacer 
salíer  al  Rey  por  mensajero  cierto  la  muerte  del  tal  Perlado  ó  Obispo  que  finó,  é 
antes  desto  no  puedan,  ni  deban  elegir  el  tal  Perla<|o  ó  Obispo :  é  otrosi,  desque  el 
tal  Perlado  6  Obispo  fuere  elegido  como  debe,  y  confirmado^ fué  y  es  costumbre  an- 
tigua, que  antes  que  haya  de  aprehender  posesión  de  la  Iglesia,  deben  venir  por 
sus  personas,  ¿  hacer  reverencia  al  Eey  :  y  por  ^sto  rogamos  y  mandamos.  •  .  . 

«k  Arrojan  también  viva  luz  en  esta  cuestión  de  patronato  diferentes 
leyes  relativas  á  la  cualidad  que  se  exigía  de  ser  naturales  de  España 
aquellos  á  quienes  se  nombrase  para  ocupar  dignidades  eclesiásticas  en  el 
reino. 

Trataron  del  asunto,  entre  otros  D.  Enrique  II  en  Burgos,  año  de 
1377 ;  D.  Juan  I,  en  la  misma  ciudad,  año  de  1879 ;  D.  Enrique  III 
en  Tordesillas  año  de  1401 ;  D.  Enrique  IV  en  Santa  María  de  Nieva, 
año  de  1473  ;  y  finalmente,  D.  Fernando  y  Doña  Isabel,  primero  en 
Madrigal,  año  de  1476,  y  después  en  Toledo,  año  de  1480. 

Resumen  de  todos  esas  disposiciones  es  sin  duda  la  ley  14,  titulo  13, 
libro  1?  de  la  Eecopilación  Castellana,  correspondiente  á  la  ley  1*, 
título  14,  Hbro  1?  de  la  Novísima  Recopilación,  que  se  expresa  así : 

Notorio  es  qne  en  todos  los  rejrnos  y  provincias  de  cristianos,  ó  en  la  mayor 
parte  de  ellos,  se  nsa  y  gnarda  inviolablemente  de  tiempo  inmemorial  acá,  que  los 
natnrales  de  cada  nn  reyno  y  provincia  hayan  las  Iglesias  y  beneficios  de  ellas 
...  y  esta  loable  costumbre  vemos  que  fué  siempre  tolerada  por  los  Santos 
Padres ;  y  es  de  creer  qne  la.  hayan  tolerado,  conociendo  qnanto  es  fundada  sobre 
buena  igualdad  y  razón  natural;  j  sien  los  otros  Príncipes  cristianos  esto  les  es 
guardado  por  antigua  costumbve  mtroducida  por  buena  razón,  bien  se  debe  conocer 
quanta  mayor  razón  bebieron  los  Beyes  de  gloriosa  memoria  nuestros  progenitores, 
de  haber  para  sus  natiuules  las  Iglesias  y  beneficios  de  sus  reynos,  y  con  quanta 
razón  los  Padres  Santos  pasados  se  movieron  4  gratificar  en  esto  a  los  Reyes  de 
Castilla  7  de  León ;  los  quales  con  devoción  ferviente  y  católicos  y  animosos  cora- 
zones, y  con  derramamiento  de  la  sangre  suya,  y  de  sus  subditos  y  naturales 
finaron  y  libraron  esta  tierra  de  los  infieles  moros  y  enemigos  de  nuestra  Santa 
e  Católica,  y  la  pusieron  so  la  obediencia  de  la  Santa  Fe  Católica ;  y  la  tierra 
que  jpor  tantos  tiempos  fué  ensuciada  con  secta  mahomética  fué  por  ellos  recobrada 
y  ahmpiada ;  y  las  Iglesias  que  por  tantos  tiempos  hablan  sido  casas  de  blasfemia, 
no  solo  fueron  por  ellos  recobradas  para  loor  de  Dios  y  ensalzamiento  de  nuestra 
Santa  Fe,  mas  abundosamente  dotfulas :  por  donde  parece  que  los  Santos  Padres 
que  confirmaron  á  estos  nuestros  reynos  la  libertad  y  exención  y  Corona  Imperial 
movidos  por  la  virtud  de  la  buena  conciencia  y  agzudecimiento,  en  algunos  casos 
expresamente,  y  en  otros  casos  calladamente  les  otorgaron  4  los  dichos  Señores 
Beyes  y  ¿  sus  naturales  que  en  aquella  santa  conquista  se  esmeraron,  muchas 
prero^tivas,  derechos  y  preeminencias  sobre  las  Iglesias,  según  que  hoy  dia  la 
eoqpenencia  lo  muestra :  y  los  dichos  Santos  Padres  alumbrados  por  este  verdadero 
conocimiento,  y  movidos  por  la  virtud  del  agradecimiento,  quisieron  y  toleraron 
que  las  DignidÍEkdes  y  Beneficios  eclesiásticos  de  cualquier  calidad  que  fuesen,  que 
en  qualquier  maneja  vacasen  en  estos  nuestros  reynos,  se  diesen  como  siempre  se 
dieron  &  los  naturales  dellos,  y  de  las  Prelacias  y  dignidades  mayores  siempre  los 
Santos  Padres  proveyeron  á  suplicacioa  del  Bey  que  á  la  sazón  reinaba.  .  .  . 

Del  tenor  de  esta  ley  se  desprende  claramente  que  la  manera  de  ejercer 
el  patronato  había  variado,  probablemente  en  virtud  de  algunas  disposi- 
ciones emanadas  de  la  Santa  Sede.  En  lugar  de  darle -cuenta  al  Eey  de 
la  muerte  del  Prelado,  y  tomar  su  venia  para  elegir  el  sucesor^  era  el 


18  PATRONATO   EEAL. 

• 
Rey  quien  iniciaba  en  cierta  manera  el  nombramiento  suplicando  ala 
3anta  Sede  que  nombrase  la  persona  que  él  mismo  le  indicaba.  Es  éste 
un  ensanche  de  mucha  magnitud  en  el  derecho  de  patronato  ;  pues  es 
claro  qiie  quien  tiene  el  derecho  de  proponer  candidatos  para  una  elección^ 
interviene  más  directa  y  eficazmente  en  ella,  que  aquel  á  quien,  sólo  como 
por  cortesía,  se  le  pide  permiso  para  hacerla. 

Con  razón  califica  dicha  ley  repetidas  veces  de  tokrancia  de  la  Santa 
Sede  el  hecho  de  que  las  dignidades  y  los  beneficios  eclesiásticos  se  dis- 
tribuyesen entre  los  naturales  del  reino^  y  que  la  autoridad  civil  tuviera 
el  derecho  de  presentar  candidatos  para  laís  prelacias  y  dignidades  mayores; 
porque  ya  otra  ley  anterior  del  reino  había  reconocido  la  plena  potestad 
de  la  Santa  Sede  para  proceder  en  el  ^asunto  sin  restricciones  de  ninguna 
clase.  Esa  ley  es  la  1^  d^l  título  16  de  la  partida  1%  en  la  cual,  después 
de  definir  lo  que  se  entiende  por  beneficio,  y  de  determinar  la  manera 
de  proveerse  los  que  haya  en  las  diversas  diócesis,  se  dice  : 

E  sobre  todas  las  cosas  que  son  dichas  en  esta  ley,  el  Apostolice  *  ha  poder  de  dar 
Dignidades,  e  Personajes,^  e  todos  los  otros  beneficios  de  Santa  Eglesia  a  qnien 
quisiere,  e  en  qnal  Obispado  quisiere. 

Permítasenos  que  insistamos  aún  sobre  este  punto,  porque  queremos 
establecer  de  la  manera  más  clara  é  indudable  que  lo  que  se  ha  llamado 
derecho  de  patronato  no  tiene  otra  fuente  ú  origen  que  las  concesiones 
tácitas  ó  explícitas  de  la  Santa  Sede,  ó  su  mera  tolerancia  ;  y  que,  por  lo 
mismo,  tal  derecho  no  puede  existir  realmente  contra  la  voluntad  expresa 
de  la  Santa  Sede,  en  tanto  que  ella  no  se  haya  ligado  á  sí  misma  por 
compromisos  solemnes  anteriores,  que  sean  fielmente  guardados  y  cum- 
plidos por  la  respectiva  potestad  civil. 

Agreguemos,  pues,  otra  ley  expedida  por  los  citados  reyes  B. 
Femando  y  Doña  Isabel  en  Toledo,  año  del  1480,  que  es  la  3?,  título  6?, 
libro  1?  de  la  Recopilación  Castellana,  corr^pondiente  á  la  ley  5*,  título 
17,  libro  1?  de  la  Novísima  Recopilación,  Hablando  de  la  provisión  de 
cierta  clase  ^e  beneficios  que  por  costumbre  había  pertenecido  á  la 
Corona,  agrega  lo  siguiente : 

Y  en  aquesta  costumbre  de  las  proveer  estuvieron  nuestros  antecesores  antes  y 
después  acá ;  y  esta  costumbre  ha  sido  tolerada  por  los  Santos  Padres  de  tiempo 
inmemorial  acá,  y  aun  por  virtud  della  dadas  algunas  sentencias  en  Corte  de  ■ 
Boma.  .  •  . 

Los  dichos  reyes  D.  Femando  v  Doña  Isabel,  en  el  propio  año  de 
1480,  y  en  la  misma  ciudad  de  Toledo,  expidieron  otra  ley  que  fué  la  13, 
título  3?,  libro  1?  de  la  Recopilación  Castellana,  correspondiente  á  la  1% 
título  8,  libro  1?  de  la  Novísima  Recopilación,  que  se  expresa  asi : 

Cosa  razonable  y  justa  es,  que  pnes  los  Arzobispos  y  Obispos  de  las  Iglesias  de 
nuestros  reynos  han  de  ser  proveídos  á  nnestra  suplicación,  que  no  tomen  ellos  ni 
consientan  tomar  las  nnestriebs  alcabalas  ni  los  otros  nuestros  derechos,  que  qos  son 
y  fueren  debidos  en  las  ciudades  é  villas  é  lugares  de  sus  Iglesias  y  Dignidades : 
por  ende  ordenamos  y  mandamos,  que  de  aquí  adelante  quando  Kos  dieremos 


*  Nombre  dado  al  Padre  Santo  en  algunas  de  las  leyes  de  partida.    En  otras  se 
le  llama  Papa. 
^  Cierta  clase  da  beneficio  eclesiástico.  /^  t 
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Huevaras  suplicaciones  á  cnalesqnier  personas,  para  que  sean  proveídas  de  las  tales 
dignidades,  antes  que  les  sean  entregadas  las  tales  suplicaciones,  hagan  juramento 
solemne  por  ante  Escribano  público  y  testigos  que  no  tomaran  ni  ocuparan,  ni  man- 
daran ni  consentirán  tomar  en  tiempo  alguno  las  nuestras  alcabalas  é  tercias,  ni  los 
nnestroB  pedidos  j  monedas.  ... 

Del  tenor  literal  de  esta  ley  parece  deducirse  que  la  presentación  con- 
cedida á  los  Reyes  de  España  no  la  hacían  directamente  á  la  Santa  Sede 
sino  por  conducto  de  los  respectivos  presentados,  aunque  tal  vez  esa 
inteligencia  sea  errónea,  porque  lo  natural  es  que  para  esa  clase  de 
asuntos  se  entendiesen  entre  sí  las  dos  potestades  de  una  manera  directa. 
£n  cnanto  á  lo  principal  de  la  ley,  no  tiene  de  reprensible  sino  la  injusta 
desconfianza  que  reveía,  de  que  los  Prelados  ejecutaran  una  acción  tan 
indigna  como  la  que  alli  se  les  prohibe.  Eso  prueba  que  es  vieja  la 
mama  del  poder  temporal.de  abrigar  injustas  prevenciones  y  descon- 
fianzas contra  los  ministros  del  culto,  aun  en,  el  tiempo  en  que  él  mismo 
e8Coc;ía  los  que  debían  regir  y  gobernar  las  Diócesis,  y  podía  preferir  los 
que  le  fueran  más  adictos. 

4.  En  1497  expidieron  los  mismos  Reyes  D.  Femando  y  Doña 
Isabel  la  real  cédula  de  22  de  Junio ;  v  en  ella  insertaron  y  mandaron  , 
observar  la  bula  del  Papa  Alejandro  VÍ,  de  26  de  Junio  de  1493,  en  la 
cual  se  disponía  *'  que  estén  suspensas  é  no  se  prediquen  ni  publiquen 
bulaa  ni  qüestas  Apostólicas  algunas,  salvo  sevendo  primeramente 
examinadas  por  el  ordinario  de  la  Diócesis  do  se  hayan  de  publicar,  ó 
por  el  Nuncio  apostólico,  é  por  el  Capellán  mayor  de  sus  Altezas,  é  por 
uno  6  dos  Perlados  de  su  Consejo,  por  sus  Altezas  para  esto  diputados.^'  * 

fiste  es  el  más  antiguo  monumento  que  conocemos  relativamente  al 
derecho  de  examinar  los  actos  de  la  Santa  Sede,  antes  de  proceder  á  su 
ejecución ;  pero  nótese  que  ese  derecho  no  se  concedió  al  G-obierno  tem- 
poral sino  a  determinados  dignatarios  de  la  Iglesia.  Probablemente 
esto  no  tenía  por  pbjeto  reconocer  en  tales  dignatarios,  ni  en  el  Gobierno, 
d  derecho  de  oponerse  á  las  decisiones  de  la  Santa  Sede,  dictadas  con 
pl^io  conocimiento  de  causa,  sino  más  bien  cerciorarse  de  la  autenticidad 
del  documento,  y  prevenir  los  efectos  de  una  equivocación  posible ;  como 
si,  por  ejemplo,  en  algún  caso  particular  la  Santa  Sede  llegaba  á  olvidar 
que  ciertos  puntos  estaban  previstos  en  concesiones  anteriores,  y  los  • 
resolvía  como  si'no  lo  estuviesen.  En  todo  caso,  conviene  hacer  notar 
que  el  derecho  emana  de  una  concesión  expresa  de  la  Santa  Sede ;  y 
por  lo  mismo  no  puede  existir  independientemente  de  la  voluntad  de  ésta, 
y  mncho  menos  cuando  la  contraríe  abiertamente. 

Pocos  años  después,  en  1525,  D.  Carlos  I  y  Doña  Juana  expidieron 
e&  Toledo  otra  ley,  que  es  la  5%  título  6?,  libro  1?  de  la  Becopilación 
OaateUana,  correspondiente  á  la  6',  título  17,  libro  1?  de  la  Novísima 
Beoofñlación ;  en  la  cual,  hablando  del  derecho  de  patronato  se  lee  lo 
8Íg«ieoLte: 

Porque  es  cosa  mnv  justa,  qne  el  nuestro  Patronazgo  Beal  sea  guardado  en  t-Ddo 
fiexapo;  y  •  •  •  confortne  á  la  costumbre  en  que  Nos  y  los  Beyes  nuestros 
progenitor^  habernos  estado  y  estamos  de  facer  las  dichas  presentaciones  y  nomi- 

^  Sotal  ala  ley  2^,  título  Z\  libro  2^.  de  la  Novísima  Becopilación,  edición  de  1805.T 
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naciones,  ^  ¿  las  bulas  y  privilegios  que  sobre  ello  por  los  Sumos  Pontífices  pasa- 
dos han  sido  concedidas.  ...  , 

Esos  mismos  Reyes  expidieron  una  pragmática  en  Madrid^  año  de 
1543,  que  es  la  ley  25,  título  3?,  libro  1?  de  la  Recopilación  Castellana, 
cocrespondiente  á  la  1%  titulo  13,  libro  1?  de  la  Novísima  Recopilación ; 
y  en  ella,  hablando  de  este  asunto,  dicen  : 

.  .  .  Nuestra  intención  j  voluntad  es,  como  siempre  ha  sido  y  será,  que  los 
mandamientos  de  Su  Santidad  y  Santa  Sede  Apostólica,  y  sus  ministros  sean 
obedecidos  y  cumplidos  con  toda  la  reverencia  y  acatamiento  debido  ...  y  así 
como  es  jasto  proveer  en  lo  susodicho,  lo  es  asimismo  proveer  en  lo  que  por  parte 
de  los  dichos  nuestros  Eeynos  nos  es  suplicado,  en  que  tienen  razón  y  justicia,  que 
se  guarde  y  cumpla  lo  concedido  por  los  Pontífices  pasados  á  Nos  y  á  los  Beyes 
nuestros  predecesores,  de  gloriosa  memoria,  y  á  los  dichos  nuestros  Reynos,  y  la 
costumbre  inmemorial  que  en  esto  ha  habido  y  hay,  y  lo  que  las  leyes  y  pragmá- 
ticas de  estos  Eeynos  cerca  dello  disponen,  a^i  en  que  no  se  derogue  la  preeminencia 
de  nuestro  Patronazgo  Beal.  .  .  . 

5.  En  las  dos  leyes  que  acabamos  de  citar,  y  especialmente  en  la 
última,  se  ve  que,  aunque  los  Reyes  principiaban  ya  á  invocar  en  apoyo 
del  derecho  de  patronato  la  voluntad  y  suplicas  de  los  pueblos,  reconocen, 
sin  embargo,  de  la  manera  más  clara  y  terminante,  que  él  debe  limitarse 
á  los  derechos  adquiridos  por  concesiones  pontificias ;  y  esa  parte 
está  c^  armonía  con  lo  que  se  había  reconocido  por  tantos  Reyes  en 
tantas  y  tan  diversas  leyes.  No  se  descubre,  á  pesar  de  eso,  todavía  el 
ánimo  de  hacer  otra  cosa  que  ejercer  los  derechos  adquiridos  en  virtud 
de  las  concesiones  otorgadas  por  la  Santa  Sede ;  cosa  que,  en  verdad, 
no  tiene  nada  de  reprensible. 

Fué  el  Rey  D.  Felipe  II  el  primero  que  alegó  un  verdadero  derecho 
en  materia  de  patronato  ;  y  aunque  hizo  valer  en  su  apoyo  las  conce- 
siones pontificias,  habló  también  de  justos  títulos,  aunque  no  se  dignó  de 
enumerarlos.  Hé  aquí  sus  propias  palabras,  en  una  ley  del  año  de 
1565,  que  fué  incluida  en  la  ílecopilación  Castellana,  bajo  el  número  1? 
del  título  6?  del  libro  1?,  y  después  en  la  Novísima  Recopilación,  bajo 
el  número  4?  del  título  17  del  libro  1? : 

Por  Derecho  y  antigua  costumbre,  y  justos  títulos,,  y  concesiones  Apostólicas 
somos  Patrón  de  todas  las  Iglesias  catedrales  de  estos  Beynos,  y  nos  pertenece  la 
presentación  de  los  Arzobispados  y  Obispados,  y  Prelacias  y  Abadías  consis- 
toriales destos  Beynos,  aunque  vaquen  en  Corte  de  Boma. 

Las  numerosas  leyes  que  hemos  examinado  antes  nos  autorizan  para 
concluir  que  ese  derecho  y  esos  justos  títulos  que  alegaba  D.  Felipe  II 
en  apoyo  del  patronato  real,  no  consistían  en  otra  cosa  que  en  las  con- 
cesiones expresas  ó  tácitas  de  la  Santa  Sede,  ó  en  la  simple  tolerancia 
de  la  misma.  Hemos  citado,  en  efecto,  los  muchos  Reyes  que  así  lo 
reconocieron  expresa  y  solemnemente,  y  los  lugares  y  las  fechas  de 
esas  repetidas  concesiones ;  y  no  creemos  que,  en  vista  de  todo  eso, 
haya  persona  alguna  sensata  que  pueda  creer  en  la  existencia  de  otros 
títulos,  ni  de  un  verdadero  derecho  independiente  de  la  voluntad  primi- 
tiva de  la  Santa  Sede. 

6.  Probablemente  fué  entonces  cuando  principiaron  á  surgir  algunas 
disensiones  entre  los  Reyes  de  España  y  el  Padre  Santo,  con  motivo  de 
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las  cuestíones  de  patronato;  pero  sea  desde  entonces  ó  un  poco  más 
tarde^  el  hecho  es  que  hubo  conflictos  y  dificultades  más  6  menos  serios^ 
más  ó  menos  trascendentales^  que  por  fortuna  no  llegaron  á  producir 
un  rompimiento  definitivo  entre  ambas  potestades. 

No  es  éste  el  lugar  ni  la  oportunidad  de  hacer  un  estudio  prolijo  del 
origen  y  marcha  progresiva  de  esas  desgraciadas  desavenencias,  que 
tanto  mal  habían  de  causar  naturalmente  al  católico  pueblo  español. 
Nos  limitaremos  á  hacer  notar  que  la  Santa  Sede  no  llevó  nunca  sus 
pretensiones  hasta  más  aUá  de  los  derechos  que  clara  é  indisputable- 
mente le  reconocían  muchas  de  las  antiguas  leyes  del  reino.  Fué  la 
potestad  civil  la  que  aumentó  sus  exigencias  y  sus  pretensiones  de  día 
en  dia^  lentamente  y  con  cautela  y  moderación  en  un  principio,  y  des- 
pués con  menores  miramientos^  especialmente  en  el  curso  del  siglo 
anterior. 

Una  observación  se  ocurre  naturalmente  en  este  lugar.  La  guerra 
de  la  independencia  duró  en  España  cerca  de  ocho  siglos,  con  cortos 
intervalos,  porque  la  invasión  de  los  moros  se  verificó  en  el  año  714,  y 
su  expulsión  definitiva  en  el  de  1492 ;  y  á  pesar  de  ser  tan  largo  ese 
espacio  de  tiempo^  no  se  conserva  en  las  leyes  rastro  alguno  de  disi- 
dencia ó  discordancia  entre  la  autoridad  civil  y  la  eclesiástica,  con 
motivo  de  la  cuestión  del  patronato. 

La  Iglesia  mantenía  el  fuego  sagrado  del  patriotismo  en  el  corazón 
de  los  españoles,  y  desempeñaba  así  uno  de  los  más  importantes  papeles 
en  la  magna  lucha  contra  el  islamismo.  Los  Beyes,  por  su  parte, 
patriotas  verdaderos^  conociendo  su  alto  destino,  y  deseando  llenarlo 
cumplidamente,  en  la  medida  de  sus  recursos  y  de  sus  fuerzas, 
aprovechaban  el  importantísimo  auxilio  de  la  Iglesia,  y  reconquistaban 
con  él  palmo  á  palmo  el  suelo  de  la>  Patria.  Agradecidos  y  generosos, 
prestabEm  á  la  Iglesia  una  protección  decidida  y  eficaz  ;  y  se  limitaban 
á  ejercer  los  derechos  que  la  Santa  Sede  les  concedía  expresa  ó  tácita- 
mente, y  reconocían  de  im  modo  terminante  que  tales  derechos  no 
tenían  otro  fundamento  ni  otro  origen  que  las  citadas  concesiones. 

Así,  no  hubo  ni  podía  haber  en  esa  larga  época  contienda  de  ningún 
género  entre  las  dos  potestades,  con  motivo  de  los  asuntos  de  patronato. 
Al  menos  no  se  encuentra  señal  de  discordancia  alguna  en  las  leyes  de 
esos  remotos  tiempos. 

Pero  después  de  terminada  la  guerra,  y  afianzado  completamente  el 
trono  de  los  Beyes,  éstos  comenzaron  ya  á  mezclar  á  los  verdaderos 
fundamentos  de  su  derecho  de  patronato,  ciertos  títulos  legítimos,  que  no 
se  dignaron  de  damos  á  conocer,  probablemente  porque  su  mérito  sería 
escaso  ó  nulo. 

No  se  necesita  ni  mucha  perspicacia,  ni  gran  talento,  ni  profundo 
conocimiento  de  los  sucesos  de  esos  tiempos,  para  echar  de  ver  que 
mientras  el  Cetro  necesitó  de  la  Cruz,  la  trató  con  los  miramientos 
y  consideraciones  que  le  son  debidos ;  y  que,  después  que  se  creyó 
sólidamente  asegurado,  principió  á  miraría  con  cierta  especie  de  desdén 
4$  desconfianza,  y  á  dejar  traslucir  de  cuando  en  cuando  sus  intenciones 
de  someterla  á  un  pupilaje  humillante  y  vergonzoso,  para  llegar  acaso 
Á  desconocerla  y  repudiarla  x>or  completo. 
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No  creemos  justo  atribuir  esto  á  los  Reyes,  que  nunca  tuvieron  mala 
Tolunt-ad  hacia  la  Iglesia,  ni  á  la  nación,  que  ha  sido  siempre  profunda 
y  netamente  católica.  Lo  atribuimos  más  bien  al  espíritu  filosófico, 
indiferentista  é  incrédulo  que  se  esparció  por  Europa  en  los  últimos 
siglos,  y  que  no  dejó  de  penetrar  en  España  y  apoderarse  de  una  parte 
de  las  clases  elevadas^  á  pesar  de  los  obstáculos  que  encontró  en  la  índole^ 
las  costumbres  y  las  instituciones  de  esa  fidelísima  nación. 

AbÍj  á  medida  que  nos  remontamos  de  siglo  en  siglo,  hasta  el  origen 
de  las  monarquías  católicas  que^  miidas  al  fin^  lograron  expulsar  á  los 
moros,  encontramos  más  firme,  más  estrecha,  más  sincera^  la  unión 
entre  las  dos  potestades  ;  y,  como  fruto  de  ella,  un  progreso  constante 
más  ó  menos  rápido,  que  convirtió  por  último  á  los  vencidos  de 
Ghiadalete  en  la  nación  más  poderosa  que  el  mundo  contaba  en  su 
tiempo.  Pocos  é  insignificantes  son  los  períodos  de  decadencia  relativa 
que  podrán  presentársenos  en  esa  larga  época. 

Entró  al  fin,  con  el  curso  de  los  siglos  y  la  variedad  de  los  sucesos,  el 
espíritu  filosófico,  incrédulo  é  indiferentista,  se  apoderó  de  gran  parte 
de  los  que  rodeaban  al  Monarca,  llegó  hasta  alojarse  en  el  corazón  de 
algunos  Ministros,  sopló  sobre  ese  grand<e  y  magnífico  edificio  catóUco, 
y  á  su  aliento  envenenado  y  corruptor  se  fué  desmoronando  el  coloso  hasta 
quedar  reducido  á  pigmeo.  Lo  que  la  fe  católica,  la  prudencia  de  los 
Reyes,  el  heroísmo  inmortal  de  los  adalides  cristianos,  y  el  concurso 
unánime  de  los  pueblos  todos,  habían  fundado  en  cerca  de  mil  años  de 
gigantescos  esíuerzos,  de  batallar  incesante,  y  de  constancia  y  perseveran- 
cia imponderables,  vino  el  ^enio  del  mal  á  destruirlo,  en  su  mayor  parte, 
en  menos  de  dos  centurias  de  una  dominación  que  no  se  vio  nunca  bien 
establecida,  y  que  siempre  fué  contrarrestada  por  elementos  poderosos,  más 
ó  menos  bien  dirigidos,  y  más  ó  menos  hábilmente  combinados.  Prueba 
terrible  y  palpitante  del  funesto  poder  del  mal  cuando  encuentra  eco  en 
las  regiones  del  poder,  y  recibe  allí  bendiciones  y  aplausos,  en  vez  del  rayo 
vengador  que  debiera  aniquilarlo  y  reducirlo  á  la  impotencia  de  dañar. 

Fué  probablemente  cuando  la  Santa  Sede  advirtió  que  el  Oobierno 
del  Rey  pretendía  fundar  en  derechos  propios  y  en  otros  justos  títulos  el 
derecho  de  patronato,  que  solo  por  concesión  y  tolerancia  suya  ejercía, 
cuando  principiaron  á  surgir  controversias  y  dificultades  en  el  particular. 
No  entra  en  nuestro  ánimo  seguir  paso  á  paso  el  curso  de  esas  discu- 
siones y  contiendas,  como  ya  lo  dijimos ;  y  nos  limitaremos  á  hacer 
prese|;ite  que  á  pesar  de  haberse  celebrado  en  1737  un  concordato,  y 
á  presar  de  haber  sido  la  cuestión  de  patronato  una  de  las  que  debieron 
decidirse  en  él,  quedó  pendiente,  porque  las  pretensiones  del  Rey  fueron 
tan  exorbitantes,  que  la  Santa  Sede  no  pudo  acceder  á  ellas. 

7.  El  asunto  siguió  discutiéndose  por  una  y  otra  parte,  y  llegó  á 
temerse  fundadamente  un  rompimiento  difinitivo,  hasta  que  al  fin  pudo 
llegarse  al  avenimiento  que  consta  en  el  concordato  de  11  de  Enero  de 
1753,  que  fué  promulgado  por  el  Rey  D.  Femando  VI  en  su  cédula 
de  31  de  Enero  de  1753,  expedida  en  Buen-Retiro.  La  importancia 
de  ese  documento,  que  fué  comprendido  entre  las  leyes  de  la  Recopilación 
de  Castilla  bajo  el  número  11  del  título  6?  del  libro  1%  y  que  después  fué 
la  ley  1?  del  titulo  18  del  libro  1?  de  la  Novísima  Recopilación,  hace 
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que  insertemos  de  él  la  parte  más  notable,  y  que  se  roza  más  directa- 
mente con  el  objeto  de  nuestro  estudio.    Dice  así : 

H.abiendo  visto  y  examinado  el  Concordato  inserto',  que  se  concluyó  y  firmó  en 
Boma  el  día  11  de  Enero  de  este  año  por  el  Cardenal  Secretario  de  Estado  de  su 
Santidad,  y  el  auditor  de  la  Sacra  Rota  por  la  Corona  de  Castilla,  autorizados 
ambos  Ministros  con  los  plenos  poderes  necesarios ;  he  venido  en  aprobarle  y 
confirmarle,  como  en  virtud  de  la  presente  le  apruebo,  ratifico  y  confirmo  en  todos 
y  cada  uno  de  sus  artículos,  en  la  mejor  y  más  amplia  forma  que  puedo  :  prometien- 
do en  fe  de  mi  palabra  Beal,  por  mí  y  mis  sucesores,  de  cumplir  y  hacer  cumplir 
cuanto  en  él  se  contiene  y  expresa,  sin  permitir  que  en  tiempo  alguno  se  faite  ni 
contravenga  á  ello  en  la  menor  cosa. 

Artículos  del  Concordato  de  11  de  Enero  de  1753. 

Habiendo  tenido  siempre  la  Santidad  de  nuestro  Beatísimo  Padre  Bene- 
dicto Papa  XIV  que  felizmente  rige  la  Iglesia,  un  vivo  deseo  de  mantener  toda 
la  más  sincera  y  cordial  correspondencia  entre  la  Santa  Sede  y  las  Naciones, 
Príncipes  j  Reyes  Católicos,  no  na  dejado  de  dar  continuamente  señales  segurí- 
simas y  bien  particulares  de  esta  su  viva  voluntad  hacia  la  esclarecida,  devota  y 
piadosa  Nación  española,  y  hacia  los  Monarcas  de  las  Españas,  Reyes  Católicos 
por  título  y  sólida  religión,  y  siempre  afectos  á  la  Sede  Apostólica,  y  al  Vicario 
de  Jesncristo  en  la  tierra. 

Por  tanto,  habiéndose  tenido  presente,  que  en  el  último  Concordato,  estipulado  el 
día  18  de  Octubre  de  1737  entre  Clemente  Papa  XII,  de  santa  memoria,  y  el  Rey 
Felipe  V,  de  gloriosa  memoria,  se  había  convenido  en  que  se  deputasen  por 
el  Papa  y  el  Rey  personas  que  reconociesen  amigablemente  las  razones  de  una  y 
otra  parte  sobre  la  antigua  controversia  del  pretendido  Real  Patronato  universal, 
,ue  quedó  indecisa,  no  omitió  Su  Santidad,  desde  los  primeros  pasos  de  su 
Pontificado,  hacer  sus  instancias  con  los  dos,  al  presente  difuntos.  Cardenales 
Belluga  y  Acquaviva,  á  fin  de  <}ue  obtuviesen  de  la  Corte  de  España  la  deputación 
de  personas  'con  quienes  se  pudiese  tratar  el  punto  indeciso :  y  sucesivamente  para 
facilitar  su  examen,  no  dejó  Su  Santidad  de  unir  en  un  escrito  suyo,  cj^ue  entregó 
á  los  expresados  dos  Cardenales,  todo  aquello  que  creyó  conducente  a  las  intenciones 
y  derecnos  de  la  Santa  Sede. 

Pero  habiéndose  reconocido  por  la  práctica,  que  no  era  éste  el  camino  de  llegar 
al  deseado  fin,  y  que  por  los  escritos  y  respuestas  se  estaba  tan  lejos  de  allanar 
las  disputas,  que  antes  bien  se  mnltiplicabau,  suscitándose  controversias  que  se 
creían  olvidadas,  en  tanto  extremo  que  se  hubiera  podido  temer  un  infeliz  rompi- 
miento, pernicioso  y  fatal  á  una  y  otra  parte,  y  habiendo  tenido  pruebas  seguras 
de  la  piadosa  propensión  del  ánimo  del  Rey  Fernando  VI,  que  felizmento  reina, 
á  un  equitativo  y  justo  temperamento  sobre  las  diferencias  promovidas,  y  que  so 
iban  siempre  aumentando,  á  lo  que  igualmente  se  hallaba  propenso  con  pleno 
corazón  el  deseo  de  su  Beatitud,  ha  creído  Su  Santidad,  que  no  se  debía  malograr 
una  ocasión  favorable  para  establecer  una  concordia,  que  se  expresa  en  los  capítulos 
siguientes.  ... 

No  habiendo  habido  controversia  sobre  la  pertenencia  á  los  Reyes  Católicos  de 
las  Españas  del  Real  Patronato,  ó  sea  nómina  á  los  Arzobispados,  Obispados, 
Monasterios  y  Beneficios  consistoriales,  es  á  saj^r,  escritos  y  tasados  en  los  libros 
de  Cámara,  cuando  vacan  en  los  reinos  de  las  Españas,  hallándose  apoyado  su 
derecho  en  bulas  y  privilegios  Apostólicos,  j  en  otros  títulos  alegados  por  ellos ; 
y  no  habiendo  habido  tampoco  controversia  sobre  las  nóminas  de  los  Reyes 
Católicos  á  los  Arzol^ispados,  Obispados  y  Beneficios  que  vacan  en  los  reinos 
de  Granada  y  de  las  Indias,  ni  tampoco  sobre  la  nómina  de  algunos  otros  Beneficios, 
se  declara,  deber  quedar  la  Real  Corona  en  su  pacífica  posesión  de  nombrar  en  el 
caso  de  las  vacantes,  oofixo  lo  ha  estado  hasta  aquí ;  y  se  conviene  en  que  los  nomi- 
ikados  á  los  Arzobispados,  Obispados,  Monasterios  y  Beneficios  consistoriales 
d^)an  también  en  lo  futuro  continuar  la  expedición  de  sus  respectivas  bulas  en 
Homa,  en  el  mismo  modo  y  forma  practicada  nasta  aquí  sin  innovación  alguna. 

Pero  habiendo  sido  graves  las  controversias  sobre  la  nómina  á  los  Beneficios 
xndenciales  y  simples  que  se  hallan  en  los  reinos  de  las  Españas,  exceptuados 
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como  Be  ha  dicho,  los  qne  están  en  los  reinos  de  Granada  y  de  las  Indias ;  j  habiente 
pretendido  los  Beyes  Católicos  el  derecho  de  la  nómina  en  virtud  del  Patronato 
nniversal ;  y  no  habiendo  dejado  de  exponer  la  Santa  Sede  las  razones  que  creía 
militaban  por  la  libertad  de  los  mismos  Beneficios,  y  su  colación  en  los  meses 
Apostólicos  y  casos  de  las  reservas ;  y  así  respectivamente  por  la  de  los  ordinarios 
en  sus  meses  ;  después  de  una  larga  disputa  se  ha  abrazado  finalmente*  de  común 
consentimiento,  el  temperamento  siguiente : 

La  Santidad  de  nuestro  Beatísimo  Padre  Benedicto  XIV  reserva  á  su  privativa 
libre  colación,  á  sus  sucesores,  y  4  la  Sede  Apostólica  perpetuamente  cincuenta 
y  dos  Beneficios,  cuyos  títulos  serán  expresados  inmediatamente  para  que  así  Su 
Santidad  como  sus  sucesores  tengan  el  arbitrio  de  poder  proveer  y  premiar  á  los 
Eclesiásticos  Españoles  que  por  probidad,  é  integridad  ae  costumbres,  ó  por  in- 
signe literatura,  ó  por  servicios  hechos  á  la  Santa  Sede  se  hicieren  beneméritos.  .  .  . 

Salva  siempre  la  reserva  de  los  cincuenta  y  dos  Beneficios  hecha  á  la  libre 
colación  de  la  Santa  Sede,  y  salvas  siempre  las  declaraciones  poco  antes  expresadas. 
Su  Santidad,  para  concluir  amigablemente  todo  lo  restante  ae  la  gran  controversia 
sobre  el  Patronato  universal,  acuerda  á  la  Majestad  del  Bey  Católico  y  á  los 
Beyes  sus  sucesores  perpetuamente  el  derecho  universal  de  nombrar  y  presentar 
indistintamente  en  todas  las  Iglesias  metropolitanas,  catedrales,  colegiatas,  y 
diócesis  de  los  reinos  de  las  Enpañas  que  actualmente  posee,  á  las  Dignidades 
mayores  post  Pontificalem  y  otras  en  Catedrales  y  Dignidades  principales,  y  otras 
en  Colegiatas,  Canonicatos,  Porciones,  Prebendas,  Abadías,  Prioratos,  Encomiendas, 
Parroquias,  Personatos,  Patrimoniales,  Oficios  y  Beneficios  eclesiásticos. 

Que  para  el  mismo  fin  de  mantener  ilesa  la  autoridad  ordinaria  de  los  Obispos 
se  conviene  y  se  declara,  que  por  la  cesión  y  subrrogación  en  los  referidos  derechos 
de  nómina,  presentación  y  Patronato,  no  se  entiende  conferida  al  Bey  Católico,  ni  a 
sus  sucesores,  jurisdicción  alguna  eclesiástica  sobre  las  Iglesias  compreheudidaa 
en  los  expresados  derechos,  ni  tampoco  sobre  las  personas  que  presentare  y  nom- 
brare para  las  dichas  Iglesias  y  Beneficios ;  debiendo  así  éstas  como  las  otras  á 
quienes  fueren  conferidos  por  la  Santa  Sede  los  cincuenta  y  dos  Beneficios  reserva- 
dos, quedar  sujetas  á  sus  respectivos  ordinarios,  sin  poder  pretender  exención  de 
su  jurisdicción ;  y  salva  siempre  la  suprema  autoridad  que  el  Pontífice  Bomano, 
como  Pastor  de  la  Iglesia  universal,  tiene  sobre  todas  las  Iglesias  y  personas  eclesiás- 
ticas ;  y  salvas  siempre  las  Beales  prerrogativas  que  competen  á  la  Corona  en  con- 
secuencia de  la  Beal  protección,  especialmente  sobre  las  Iglesias  del  Beal  Patronato. 

Basta  la  simple  lectura  dé  este  Concordato,  aprobado  en  todos  y  cada 
uno  de  sus  artículos  por  el  Rey,  para  comprender  que  la  Santa  Sede  hizo 
oportunamente  cuanto  pudo  para  zanjar  las  dificultades  surgidas  entre  las 
dos  potestades  en  lo  relativo  al  asunto  de  que  tratamos ;  y  que,  por  lo 
mismo,  si  dichas  dificultades  no  fueron  allanadas  antes,  no  íué  por  culpa 
del  Soberano  Pontífice. 

En  cuanto  á  lo  principal,  también  basta  leer  el  Concordato  para  com- 
prender que  las  diferencias  estaban  reducidas  á  '^la  nómina  á  los 
Beneficios  residenciales  y  simples  que  se  hallan  en  los  reinos  de  las 
Españas,^'  exceptuados  los  de  los  reinos  de  Granada  é  Indias. 

Pretendía  el  Bey  que  á  él  le  pertenecía  el  patronato  de  tales  beneficios, 
y  la  Santa  Sede  sostenía  lo  contrario.  El  resultado  fué  que  en  el 
Concordato  se  estipuló  que  la  Santa  Sede  se  reservaba  la  privativa  y  libre 
colación  de  cincuenta  y  dos  de  dichos  beneficios,  y  ^  cuanto  á  los  otros, 
"  para  concluir  amigablemente  todo  lo  restante  de  la  gran  controversia 
sobre  el  Patronato  uuiversal,''  concedió  al  Rey  y  é  sus  sucesores  el  derecho 
de  nombrar  y  presentar  para  la  provisión  de  los .  respectivos  beneficios. 
Eso  significa  que  el  Rey  no  tenía  realmente  derecho  alguno ;  puesto  que 
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lo  que  obtuvo  no  fué  como  reconocimiento  de  tal  derecho,  sino  como  una 
simple  concesión  hecha  por  la  Santa  Sede,  con  el  laudable  fin  de  concluir  , 
ami^ble  y  definitivamente  todo  lo  relativo  á  la  antigua  y  gran  contro- 
versia del  patronato  universal. 

8.  Las  .excepciones  míe  se  hacían  de  los  beneficios  existentes  en  los 
reinos  de  Granada  é  Indias,  estaban  fundadas  en  la  ^ula  del  Papa 
Inocencio  VIII  expedida  en  8  de  Diciembre  de  1480,  relativamente  al 
primero,  y  en  la  biüa  del  Papa  Julio  II  expedida  enltoma  á  28  de  Julio 
de  1 508,  respecto  del  segundo.  Por  esta  última,  que  es  la  que  directa- 
mente concierne  á  nuestro  país,  concedió  el  Padre  Santo,  con  acuerdo 
Í  unánime  consejo  del  Sacro  Colegio,  á  los  Reyes  D.  Femando  y  Doña 
uaná  y  sus  sucesores  en  Castilla  y  León,  el  derecho  de  patronato  de  las 
iglesias  de  Indias. 

En  dicha  bula  se  dispuso ''  que  ninguna  Iglesia  metropolitana,  catedral, 
colegial,  abacial,  parroquial,  monasterio,  convento,  hospital,  hospicio,  ni 
otro  lugar  pío  y  religioso  de  la  clase  y  graduación  que  fuese,  se  pudiese  en 
todo  el  estado  de  las  Indias  erigir,  instituir,  fundar,  dotar  ó  construir, 
sin  que  precediese  el  permiso  de  sus  Majestades ;  y  que  en  las  ya  entonces 
erigidas  y  edificadas  y  que  en  adelante  se  erigiesen  y  edificasen,  tuviesen 
y  ejerciesen,  como  Patronos  únicos  é  insolidum  de  ellas,  el  derecho  de 
ratronazgo,  y  de  presentar  á  Arzobispos,  Obispos,  Prebendados  y 
Beneficiados  idóneos,  y  la  nominación  en  otros  cualesquiera  oficios 
eclesiásticos  laicales,  como  quiera  anexos  y  dependientes  de  ellas.'' 

Tal  vez  algunos  extrañarán  que  existiendo  esta  bula  que  establece 
claramente  el  derecho  de  patronato  real  sobre  las  iglesias  de  Indias,  nos 
hayamos  detenido  á  investigar  el  origen  del  mismo  derecho  en  el  reino 
de  España;  pero  debe  tenerse  en  cuenta  que  nuestro  principal  objeto  es 
hacer  patente,  con  documentos  irrecusables,  la  lealtad  y  buena  fe  con  que 
ha  procedido  siempre  la  Iglesia  para  con  el  Estado,  en  todos  los  asuntos 
en  que  se  rozan  las  dos  potestades,  y  los  justísimos  motivos  de  queja  que 
tenemos  los  católicos  contra  el  Gobierno  de  nuestra  patria,  por  su 
conducta  en  esos  mismos  asuntos.  Convenía,  por  lo  mismo,  que  en  cada 
negocio  importante  nos  remontásemos  hasta  el  origen,  y  siguiésemos  su 
curso  rápidamente,  al  través  de  los  tiempos,  haciendo  notar  de  paso  lo 
más  importante  que  hubiese  ocurrido  relativamente  á  él. 

Oportuno  nos  parece  presentar  aquí  una  rápida  revista  de  las  dis- 
posiciones dictadas  especialmente  para  las  Indias  en  lo  relativo  á  esta 
materia ;  lo  cual  servirá,  además,  para  corroborar  lo  que  hemos  dicho  ya 
sobre  el  particular. 

La  más  antigua  de  las  leyes  relativas  á  este  asunto  que  se  encuentran 
en  la  Kecopilación  de  Indias,  se  remonta  apenas  á  los  tiempos  del 
Emperador  Carlos  y  la  Eeina  Gobernadora,  año  de  1537.  Posteriormente 
D.  Felipe  U  ratificó  dicha  ley,  que  fué  después  la  20,  del  título  6?,  libro 
Vt  de  la  citada  Recopilación.  En  ella  se  dispuso  que  ningún  clérigo 
pudiera  tener  á  la  vez  dos  dignidades,  beneficios  ú  oficios  eclesiásticos. 

,£n  virtud  de  disposiciones  emanadas  de  este  último  Monarca,  fechadas 
en  Aranjuez,  año  de  1561 ;  el  Escorial  y  Madrid,  año  de  1569,  y  San 
Lorenzo,  año  de  1574,  la  provisión  de  dignidades,  c8Uionjías,  raciones  y 
medias-raciones  de  las  catedrales  de  Indias,  debía  hacerse  por  presen- 
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tación  librada  por  el  Consejo  de  Indias  y  firmada  en  nombre  del  Rey  ;  y 
en  virtud  de  ella  el  Prelado  respectivo  debía  dar  la  colación  y  canónica 
institución  al  presentado.  Tales  disposiciones  constituyeron  al  fin  la  ley 
4%  título  6?,  libro  1°  de  la  Recopilación  de  Indias. 

Quizá  no  esté  esta  ley  en  perfecta  armonía*  con  la  bula  qu^  citamos 
hace  poco,  relativa  al  patronato  de  Indias ;  porque  hay  dignidades  en 
cuya  provisión  debía  intervenir  la  Santa  Sede,  según  dicha  bula,  y  la 
presentación  relativa  á  ellas  debía  hacerse  ante  el  Padre  Santo  y  no  ante 
el  Prelado  respectivo. 

El  mismo  Rey  D.  Felipe  II  tuvo  á  bien  determinar  las  fuentes  del 
derecho  de  patronato  ;  en  lo  cual  se  ocupó  en  Madrid,  año  de  1564 ; 
en  San  Lorenzo,  año  de  1574;  y  otra  vez  en  Madrid,  año  de  1575.  Esas 
disposiciones  vinieron  á  formar  la  ley  1*,  título  6?,  libro  1*?  de  la  Reco- 
pilación do  Indias,  según  la  cual  las  fuentes  expresadas  son :  el  descu- 
brimiento de  estos  países,  la  edificación  de  iglesias,  y  las  concesiones 
hechas  "  por  bulas  de  los  Sumos  Pontífices,  de  su  motu  propio/'  Dispone, 
además,  esa  ley  que  nadie  estorbe  el  ejercicio  del  derecho  de  patronato, 
ni  lo  cercene  en  manera  alguna. 

Los  títulos  ó  fuentes  del  derecho  de  patronato,  enumerados  en  la 
citada  ley,  se  reducen  en  realidad  á  las  concesiones  hechas  por  la  Sajata 
Sede ;  porque,  según»  vimos  en  las  leyes  de  partida  qué  analizamos  antes, 
la  construcción  de  iglesias  y  otros  servicios  prestados  á  la  causa  de  la 
religión,  no  producen  por  sí  mismos  verdadero  derecho  de  patronato, 
independientemente  de  la  voluntad  de  la  Santa  Sede,  sino  que  son  motivos 
por  los  cuales  la  Iglesia  ha  tenido  k  bien  conceder  de  motu  propio  seme- 
jante derecho  á  sus  benefactores. 

El  citado  Rey  D.  Felipe  II  dispuso  en  el  año  de  1574,  que  no  se 
construyese  ninguna  iglesia,  monasterio,  ni  otro  lugar  pío  y  religioso, 
sin  licencia  especial  y  directa  de  la  Corona.  La  orden  l'ué  expedida  en 
San  Lorenzo,  y  constituyó  después  la  ley  2%  título  6?,  libro  1*?  de  la 
Recopilación  de  Indias.  Esto  debe  tenerse  en  cuenta  para  <jue  no  se 
alegue  después  que  la  existencia  de  tales  ó  cuales  monasterios,  fundados 
con  real  permiso,  es  indebida.  El  Rey  pudo  disponer  eso  en  virtud  de 
la  autorización  que  le  confirió  en  el  particular  la  bula  del  Papa  Julio  II 
de  que  hablamos  antes. 

Por  ley  del  mismo  Monarca,  expedida  en  San  Lorenzo  el  año  de  15V4, 
que  es  la  3*,  título  6?,  libro  1?  de  la  Recopilación  de  Indias,  se  dispuso 
lo  siguiente : 

Los  Arzobispados,  Obispados  y  Abadías  de  nuestras  Indias,  se  provean  por 
nuestra  presentación  hecha  á  nuestro  muy  Santo  Padre,  que  por  tiempo  fuere, 
como  hasta  ahora  se  ha  hecho. 

Esta  disposición  es  acorde  con  la  bula  de  concesión  del  patronato,  y 
por  lo  mismo  no  vulnera  derecho  alguno.  Si  algo  pudiera  objetársele 
sería  el  ser  inútil. 

Se  deben  también  al  mismo  Rey  D.  Felipe  II  dos  leyes  dictadas  la 
una  en  Pardo  y  la  otra  en  San  Lorenzo,  ambas  el  año  de  1591,  que 
fueron  después  las  leyes  43  y  44,  del  título  6?,  libro  1?  de  la  Recopilación 
de  Indias.     La  primera  concede  el  derecho  de  patronato  al  que  funde 
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monasterio^  hospital,  ermita  6  iglesia  á  otra  obra  pía,  previa  la  licencia 
necesaria ;  y  la  segunda  dispone  que  los  mayordomos  de  fábricas  y  hos- 
pitales de  Indias  se  nombren  de  conformidad  con  las  reglas  del  patronato 
reaL  Á  nuestro  entender,  ambas  cosas  podían  ser  dispuestas  por  el  Rey, 
no  en  virtud  de  derecho  propio,  sino  por  razón  de  las  concesiones  que  se 
le  hicieron  en  la  tantas  veces  citada  bula  que  otorgó  al  Monarca  el 
patronato  de  las  iglesias  que  se  estableciesen  en  las  Indias. 

El  mismo  Key  D.  Felipe  II  expidió  otra  ley  en  Madrid,  año  de 
1693,  que  es  la  45,  titulo  6%  libro  1^  de  la  Becopilación  de  Indias,  en  la 
cual  mandó  á  los  Prelados  que  observasen  el  patronato  en  la  forma  pre- 
vista y  ordenada  en  las  leyes ;  y  que  si  encontrs^ban  alguna  cosa  que  les 
pareciera  irregular^  hiciesen  la  reclamación  correspondiente,  sin  intro- 
ducir novedad  alguna,  entre  tanto  se  resolvía  lo  conveniente.  Era  esto 
someter  la  Iglesia  á  la  autoridad  temporal  en  las  colonias  de  América^  al 
menos  mientras  se  resolvía  el  asunto. 

En  el  año  de  1609,  y  en  la  ciudad  de  Madrid,  expidió  el  Rey  D. 
Felipe  III  una  ley^  que  después  fué  la  24  del  título  6%  libro  1°  de  la 
Recopilación  de  Indias.  En  ella  se  dispone  que  para  la  provisión  de 
beneficios  curados  se  fijen  '^  edictos  públicos  para  cada  caso,  con  término 
competente,  para  que  se  vengan  á  oponer ''  los  que  deseen  obtenerlos ;  y 
qijie  de  los  que  se  presenten  y  sean  aprobados,  escojan  los  Prelados  los  tres 
mejores  y  los  presenten  al  Virrey,  Presidente  ó  Gobernador  para  que 
escoja  el  que  deba  desempeñarlo. ' 

Lo  que  se  había  dispuesto  desde  1591  para  los  Mayordomos  de  Fábrica, 
se  hizo  extensivo  en  1620  á  los  sacristanes ;  pues  en  una  ley  expedida 
en  dicho  año  por  D.  Felipe  III  en  Madrid,  se  dispuso  que  fueran 
nombrados  con  arreglo  á  los  principios  del  patronato  real.  Dicha  ley 
fué  después  la  21  del  título  6^,  libro  1?  de  la  Recopilación  de  Indias. 

No  estimaron  los  Reyes  suficientes  las  garantías  que  les  otorgaba  el 
derecho  de  patronato,  y  ordenaron  exigir  juramento  á  los  Prelados.  Se 
remonta  esa  disposición  al  año  de  1629,  en  que  la  dio  D.  Felipe 
rV  en  Madrid.  Después  fué  aprobada  y  confirmada  en  1663  y  1667  é 
incluida  en  la  Recopilación  de  Indias,  bajo  el  número  1?  del  título  7?  del 
libro  1?  Puede  verse  en  dicha  ley  que  los  Prelados  debían  jurar  *'  no  con- 
travenir en  tiempo  alguno,  ni  por  ninguna  manera  nuestro  Patronazgo 
Real,  y  que  lo  guardarán  y  cumplirán  en  todo,  y  por  todo,  como  en  él  se 
contiene,  llanamente  y  sin  impedimento  alguno,  y  que  en  conformidad 
de  la  ley  13,  titulo  3?,  libro  1?  de  la  Nueva  Recopilación  de  estos  reinos 
de  Castilla,  no  impedirán  ni  estorbarán  el  uso  de  nuestra  Real  jurisdicción 
y  la  cobranza  de  nuestros  derechos  y  rentas  reales,  que  en  cualquier 
manera  nos  pertenezcan,  ni  la  de  los  dos  novenos  que  nos  están  reser- 
vados en  los  diezmos  de  las  iglesias  de  las  Indias,  y  que  antes  ayudarán 
para  que  los  ministros  á  quien  toca  los  recojan  llanamente  sin  contradic- 
ción alguna,  y  que  harán  las  nominaciones,  instituciones  y  colaciones 
que  están  obligados,  conforme  ii  dicho  nuestro  Patronazgo.^' 

Como  se  ve,  el  juramento  no  era  otra  cosa,  en  sustancia,  que  prometer 
solemnemente  los  rrelados  al  Rey  reconocerle  y  hacerle  efectivos  los 
derechos  que  le  habla  concedido  especial  y  expresamente  la  Santa  Sede  á 
dicho  Gobierno ;  y  en  atención  á  eso,  podían  prestarlo  sin  grave  incon- 
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Teniente.  Este  juramento  es  más  estricto  y  minucioso  que  el  que  se 
exigía  á  los  Prelados  en  España^  y  revela  también*  prevenciones  y  des- 
confianzas injustas  del  poder  temporal  respecto  de  los  ministros  superiores 
del  culto. 

Ese  mismo  año  de  1629  se  ordenó  por  D.  Felipe  IV  en  Madrid,  que 
para  el  nombramiento  de  religiosos  doctrineros,  el  provincial  y  Capítulo 
nombraran  tres  y  los  presentaran  al  Virrey,  Presidente  ó  Gobernador, 
para  que  eligieran  uno,  y  el  Arzobispo  ú  Obispo  hiciera  la  provisión,  cola- 
ción y  canónica  instituéión.  La  misma  disposición  fue  ratificada  en 
1634  y  1637  y  comprendida  en  la  ley  3%  título  15,  libro  1?  de  la  Reco- 
pilación de  Indias. 

Sobre  este  asunto  de  curas  doctrineros^  es  decir  párrocos  encargados 
de  administrar  poblaciones  indígenas^  se  había  dispuesto  desde  1578  por 
el  Rey  D.  Felipe  II  en  Madrid^  que  en  los  capítulos  de  presentación 
se  estipulase  expresamente  que  al  quitarse  la  doctrina  á  los  religiosos,  en 
los  casos  en  que  hubiera  lugar  en  derecho,  quedasen  los  monasterios 
para  las  iglesias  parroquiales.  Esto  tenía  por  objeto  estimular  con  ese 
apremio  á  los  doctrineros  al  fiel  complimiento  de  sus  deberes.  Figura 
esa  ley  en  la  Recopilación  de  Indias,  bajo  el  número  26  del  título  15  del 
libro  1? 

Como  fácilmente  se  observa,  son  relativamente  de  poca  importancia 
las  leyes  expedidas  eil  materia  de  patronato,  y  destinadas  en  especial 
para  las  Indias.  La  mayor  parte  estáil  acordes  con  la  bula  que  concedió 
á  los  Reyes  de  España  el  patronato  de  las  iglesias  de  Indias ;  pero  no 
faltan  algunas  que  tienden  á  ensanchar  indebidamente  ese  derecho^  como 
lo  hemos  hecho  notar  oportunamente. 

Por  lo  que  hace  á  España,  creemos  que  con  el  Concordato  de  1753,  se 
puso  término  satisfactorio  á  lo  que  propiamente  puede  llamarse  cuestión 
de  patronato,  en  el  sentido  que  daba  á  esa  palabra  la  legislación  de 
esos  tiempos.  No  significa  eso  que  el  Rey  se  conformase  con  los 
derechgs  qoe  se  le  concedieron  en  dicho  Concordato  ;  pues  al  contrario, 
sus  pretensiones  fueron  en  aumento  en  varios  otros  ramos,  como  tendre- 
mos ocasión  de  hacerlo  notar  á*  su  tiempo.  Por  ahora,  sentaremos  las 
siguientes  proposiciones,  que  son  como  el  resumen  del  escrupuloso  aná- 
lisis que  acabamos  de  hacer  : 

If  El  patronato  no  corresponde  de  derecho  al  poder  civil  y  político,  ni 
á  los  particulares ;  y  ni  aquél  ni  éstos  pueden  ejercerlo  justa  y  razona- 
blemente, sino  en  virtud  de  delegación  ó  concesión  hecha  por  la  Santa 
Sede. 

2f  Ese  derecho  ha  sido  concedido,  ya  á  los  particulares,  ya  á  los 
gobiernos,  en  atención  á  su  espíritu  recto  y  sinceramente  católico,  y  á 
los*  grandes  é  importantes  servicios  prestados  á  la  iglesia  sobre  la  cual 
ha  de  ejercerse,  y  los  que  se  le  deberán  prestar  en  lo  sucesivo. 

3'  Tal  derecho  concede,  á  la  verdad,  ciertas  prerrogativas  al  patrono ; 
pero  á  la  vez  le  impone  deberes  bien  gravosos  ;  entre  otros  el  de  dotar 
la  iglesia  respectiva,  defender  sus  intereses  como  los  de  sus  propios  hijos, 
y  respetarlos  él  mismo  escrupulosamente. 

4*  Por  consiguiente,  el  derecho  de  patronato  no  puede  existir  sino  en 
tanto  que  el  patrono,  sea  particular  ó  Gobierno,  esté  animado  de  un 
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espíritu  sincera  y  decididamente  católico,  y  cumpla,  además,  cbn  los 
deberes  que  como  á  patrono  le  corresponden.  La  Santa  Sede  tiene,'  pues, 
derecho  perfecto  é  ÍHdisputable  para  retirar  las  concesiones  que  en  este 
particular  haya  hecho,  siempre  que  los  patronos  respectivos  dejen  de 
tener  las  cualidades  que  por  su  esencia  y  su  natiiraleza  exige  este  derecho, 
para  ser  ejercido  digna  y  provechosamente. 

9.-  Aunque  el  examen  y  revisión  de  bulas  y  otros  actos  pontificios,  no 
es  asunto  de  verdadero  patronato,  sí  tiene  con  él  algunos  puntos  de 
contacto ;  y  ya  que  citamos  antes  la  real  cédula  de  22  de  Junio  de  1497, 
en  la  que  se  inserta  la  bula  de  Alejandro  VI  sobre  dichos  examen  y 
revisión,  creemos  conveniente  hablar  aquí  de  otras  leyes  expedidas  sobre 
el  mismo  asunto. 

La  más  antigua  de  esas  leyes  ñié  dada  especialmente  para  las  Indias 
por  D.  Carlos  en  Valladolid,  año  de  1538,  y  ratificada  después  por 
Felipe  II  en  Madrid,  año  de  1671,  y  en  Aranjuez,  año  de  1583,  y  por 
Felipe  lY  en  Madrid,  año  de  1649.  £n  ella  se  dispuso  que  á  las  bulas 
que  no  fuesen  presentadas  previamente  al  Consejo  ae  Indias,  no  se  les 
diese  cumplimiento  y  ejecución  desde  luego,  sino  que  se  suplicase  su 
revisión  á  la  Santa  Sede,  y  se  enviasen  al  Consejo  de  Indias ;  y  que  si 
éste  les  encontraba  inconvenientes  en  algún  sentido,  suplicase  á  Su 
Santidad  que  las  reformase,  y  entre  tanto  9U8pendie$e  su  ejecución. 
Pueden  verse  al  efecto  las  leyes  2^  y  3%  título  9?,  libro  1?  de  la  Recopila- 
ción de  Indias. 

Claramente  se  reconoce  en  esas  disposiciones  la  plenitud  de  potestad  en 
la  Iglesia,  para  decidir  los  asimtos  de  su  incumbencia.  £1  poder  civil  se 
atribuía  únicamente  el  derecho  de  suspender  provisionalmente  su 
ejecución,  y  suplicar  luego  á  la  Santa  Sede  que  las  revisase  y  reformase. 
Para  obrar  así,  probablemente  se  fundaba  el  Gk)biemo  en  la  citada  bula 
de  Alejandro  VI  expedida  en  1493,  que  tal  vez  se  había  creído  de  buena 
fe  que  autorizaba  para  semejante  cosa;  bien  que  ella  lo  único  que 
establecía  era  el  examen  de  los  actos  pontificios  por  cierto  número  de 
Prelados,  que  ciertamente  no  es  lo  mismo. 

Viene  luego  otra  ley  dada  por  Felipe  IV  en  Madrid,  año  de  1613,  que 
fué  después  la  66,  título  7?,  libro  1?  ae  la  Recopilación  de  Indias.  Se 
dispuso  en  ella  que  los  breves  que  no  tuvieran  el  pase  no  se  cumpliesen  y 
ñiesen  remitidos  al  Consejo  de  Indias.  Si  para  fijar  la  inteligencia  de 
ésta  ha  de  atenderse  á  la  anterior,  se  deberá  concluir  que  semejante 
remisión  tenía  por  objeto  A^er  si  los  breves  afectaban  los  derechos  de 
la  Corona,  emanados  de  las  concesiones  pontificias,  para  suplicar  su 
reforma  á  la  Santa  Sede,  y  suspender  entre  tanto  su  ejecución ;  pero  es 
preciso  confesar  que  la  ley  se  prestaba  á  mayores  y  más  perniciosos 
abusos. 

Tócale  su  tumo  á  la  ley  expedida  por  el  Rey  D.  Felipe  IV  en  el  año 
de  1681,  que  es  la  1*,  título  9?,  libro  1?  de  la  Recopilación  de  Indias.  Se 
dispuAo  en  ella  que  se  cumplieran  las  bulas,  breves  y  demás  actos  ponti- 
ficios que  no  afectasen  el  patronato,  los  privilegios  y  las  concesiones 
apostób'cas ;  y  que  respecto  de  los  que  los  afectaren,  **  nos  den  cuenta 
de  ello,  para  que  interponiendo  los  remedios  legítimos  y  necesarios, 
supliquemos  á  Su  Santidad  que  mejor  informado  no  dé  lugar  ni  permita 
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Be  haga  perjuicio  ni  novedad  en  lo  que  á  Nos  y  á  nuestros  progenitores 
ha  pertenecido  y  pertenece  por  derecho,  gracias  apostólicas  y  costumbre, 
porque  así  conviene  para  el  Servicio  de  Dios  Nuestro  Señor/^  Clara- 
mente se  ve  que  el  Gobierno  reconoce  una  vez  más  la  plenitud  de 
potestad  y  jurisdicción  en  la  Santa  Sede,  y  aunque  habla  de  lo  que  le 
corresponde  por  derecho  y  costumbre,  limita  sus  pretensiones  únicamente 
al  derecho  de  súplica  y  representación,  que  á  nadie  puede  desconocérsele 
ni  negársele. 

Las  leyes  que  hemos  examinado  hststa  ahora,  fueron  dadas  especial- 
mente para  las  Indias.  Veamos  ahora  otras  referentes  á  la  monarquía 
española  en  general. 

La  primera  fué  expedida  por  el  Rey  D.  Femando  VL  Consta  de  las 
reales  cédulas  de  2¿  de  Mayo  y  7  de  Septiembre  de  1753  y  22  de 
Febrero  de  1756,  que  se  refundieron  después  en  la  ley  1%  título  22,  lijbro 
1^  de  la  Novísima  Recopilación ;  y  en  ella  se  dispuso  que  no  se  ejecu- 
taran bulas  que  fuesen  contrarias  al  concordato  de  1753,  en  lo  relativo 
á  dispensas  en  materia  beneficial. 

La  segimda  tuvo  su  origen  en  la  pragmática  de  16  de  Junio  de  1768 
expedida  en  Aran  juez  por  el  Rey  D.  Carlos  III,  y  fué  después  la  ley  9^, 
título  3?,  libro  2?  de  la  Novísima  Recopilación.  En  ella  se  dispuso  que 
las  bulas,  breves  y  despachos  procedentes  de  Roma,  fuesen  presentados 
al  Consejo  para  su  reconocimiento. 

Esa  ley  tiene  el  grave  defecto  de  ser  muy  ambigua,  y  prestarse,  por  lo 
mismo,  á  numerosos  abusos.  En  lo  demás,  si  la  presentación  al  Consejo 
tenía  por  objeto  que  se  hiciera  el  examen  permitido  en  la  bula  de 
Alejandro  VI,  fechada  el  26  de  Junio  de  1493,  de  que  hablamos  en  otro 
lugar,  no  tiene  nada  de  objetable  la  ley ;  pero  si  se  le  quería  conceder  al 
Consejo,  como  corporación  laica,  el  derecho  de  revisar  los  actos  de  la 
Santa  Sede,  es  inaceptable,  por  no  haber  en  ese  particular  una  concesión 
expresa  del  Padre  Santo. 

La  tercera  y  última  fué  expedida  por  el  mismo  Rey  D.  Carlos  III  en 
el  año  de  1788,  y  es  la  ley  6%  título  22,  libro  1?  de  la  Novísima  Recopi- 
lación. En  ella  se  dispuso  que  no  se  ejecutaran  las  bulas  contrarias  al 
concordato  de  1753,  en  lo  relativo  á  pensiones,  permutas,  dispensas,  etc. ; 
con  lo  cual  en  nada  se  afectaron  los  derechos  de  la  Iglesia.  Si  algo 
tiene  de  vituperable  la  ley,  así  como  la  primera  de  que  hablamos  hace 

Í)oco,  es  la  desconfianza  que  revela  hacia  la  Santa  Sede,  sin  motivo  algimo 
úndado  y  razonable. 

10.  Agreguemos  aún,  más  bien  como  datos  curiosos  que  por  otro 
motivo,  la  enumeración  de  algunas  leyes  relativas  á  la  celebración  de 
Concilios  provinciales. 

La  primera,  que  se  remonta  al  año  de  1570,  fué  expedida  por  Felipe  II 
en  Madrid,  ratificada  por  el  mismo  en  1591,  y  depués  por  Felipe  m 
en  1621,  y  por  Felipe  I V  en  1681.  Dispúsose  en  ella  que  los  intervalos 
entre  uno  y  otro  Concilio  pudieran  ser  de  doce  años,  según  el  breve  de 
7  do  Diciembre  de  1610.  El  Gobierno  aquí  no  hizo  sino  prestar  su 
sanción  á  lo  que  sobre  el  particular  dispuso  la  Santa  Sede,  y  nada  tiene 
eso  de  malo  ni  de  reprensible.  Esa  ley  fué  incorporada  en  la  Recopilación 
de  Indias,  bajo  el  número  1?  del  título  8?  del  libro  1? 
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La  segunda  fué  expedida  por  Felipe  II  en  Barcelona,  año  de  1585, 
y  codificada  bajo  el  numero  2°  del  título  y  libro  que  acaban  de  citarse. 
En  ella  se  dispuso  que  los  Virreyes,  Presidentes  y  Gobernadores  fueran 
representantes  del  Key  en  los  Concilios,  y  que  no  ejecutaran  nada  de  lo 
que  en  ellos  se  resolviera,  sin  real  orden.  Esto  mismo  había  dispuesto 
el  Rey  desde  el  año  de  1560  en  Toledo,  y  lo  repitió  en  1590,  como 
puede  verse  en  la  ley  S't  del  título  y  libro  citados. 

La  tercera,  es  la  ley  que  expidió  Felipe  II  en  San  Lorenzo,  año  de 
1591,  ratificada  en  Madrid,  año  de  1593,  y  posteriormente  en  la  misma 
ciudad  por  Felipe  III,  año  de  1621.  En  ella  se  dispuso  la  aprobación 
y  cumplimiento  de  las  disposiciones  de  los  Concilios  del  Perú  y  de 
Méjico,  años  de  1583  y  1585,  respectivamente.  Si  esto  se  hizo  después 
de  la  aprobación  de  la  Santa  Sede,  nada  tiene  de  objetable  ;  pero  si  el 
punto  fué  decidido  en  la  Corte,  sin  parar  mientes  en  lo  que  resolviera 
la  Silla  Apostólica,  la  aprobación  es  inaceptable,  por  falta  de  jurisdicción 
para  decretarla.  Esta  ley  fué  después  la  7%  título  8%  libro  1?  de  la 
Becopilación  de  Indias. 

Creemos  que  en  vi^ta  del  análisis  que  precede,  nadie  puede  desconocer 
que,  en  general,  el  GFobierno  español  se  esforzaba  en  conservar  la 
armonía  con  la  Santa  Sede  ;  y  que,  sin  embargo,  no  dejó  de  ensanchar 
considerablemente  sus  primitivos  derechos,  al  paso  que  la  Santa  Sede 
cedió  muchos  de  los  suyos,  trasladándolos  á  los  Beyes  por  medio  de 
concesiones  especiales.  En  vano  se  buscará  en  esos  antiguos  y  numerosos 
monumentos,  la  huella  de  una  siquiera  de  tantas  usurpaciones  como  le 
imputan  á  la  Santa  Sede  los  enemÍ6;os  de  la  Iglesia.  Hagamos  alto  aquí, 
y  pasemos  á  tratar  de  otro  asunto  importante  en  la  época  del  Gobierno 
español. 
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1.  Como  este  asunto  está  íntimamente  relacionado  con  la  potestad  que 
tienen  en  la  Iglesia  el  Sumo  Pontífice  y  los  Obispos^  trataremos  de  todo 
ello  á  la  vez. 

La  potestad  de  la  Santa  Sede  se  extiende  á  todo  el  mundo.  Eecono- 
celo  así  expresamente  la  ley  3'  del  título  5*  de  la  partida  1%  que  termina 
con  estas  palabras : 

...  el  Apostólico  es  Yicarío  señaladamente  de  Jesa-Okristo  en  todo  el  mondo. 

Habla  en  el  mismo  sentido,  y  con  mayor  extensión,  la  ley  4'  de  los 
mismos  título  y  partida,  cuando  dice  lo  siguiente : 

Papa  ha  nome  otrosí  el  Apostólico  qne  quiere  tanto  dezir  en  griego,  como  Padre 
de  padres.  E  esto  es  porque  todos  los  Obispos  son  llamados  Padres  spiñtual- 
mente,  e  el  sobre  todos :  e  por  esso  lo  llaman  assi.  Ga  bien  como  el  poder  qne  es 
sobre  todas  las  cosas  del  mundo  se  ayunta  e  se  afirma  en  Dios,  e  del  le  resciben ; 
otrosí,  el  poder  que  Han  los  Perlados  de  Santa  Eglesia,  se  ayunta  e  se  afirma  en  el 
Papa  e  del  les  viene.  ... 

La  potestad  suprema  de  la  Santa  Sede  aun  sobre  los  Emperadores, 
está  expresamente  reconocida  en  la  ley  1%  título  l°de  la  partida  2'  He 
aquí  sus  palabras : 

.  .  .  E  por  esso  es  llamado  Emperador,  qne  quiere  tando  dezir,  como  Man- 
dador, porque  al  su  mandamiento  deuen  obedescer  todos  los  del  Imperio,  e  el  non 
es  tenudo  de  obedescer  a  ninguno  fueras  ende  al  Papa  en  las  cosas  spirituales. 

Jjbs  leyes  de  las  Partidas  hablaban  de  la  dignidad  de  Emperador  como 
superior  á  la  de  Rey  ;  de  suerte  que  lo  que  aquí  se  dice  de  los  Empera- 
dores es  aplicable  con  mayor  razón  á  los  Reyes. 

Congruentes  con  esto  son  las  disposiciones  de  varios  de  los  fragmentos 
de  leyes  que  copiamos  al  tratar  la  cuestión  de  patronato  real,  y  que  es  inútil 
reproducir  aquí. 

2.  Vimos  nace  poco  que  el  poder  de  los  Obispos  emana  de  la  Santa 
Sede.  Veamos  ahora  en  qué  consiste  ese  poder.  Nos  lo  dice  la  ley  16, 
título  5^,  partida  1',  que  se  expresa  en  estos  términos : 

Obispo  tanto  quiere  dezir  como  Sobreentendiente,  esto  es,  porque  ha  de  entender 
sobre  todos  los  de  su  Obispado,  en  guardar  las  almas.  E  ha  poder  sobre  los 
clérigos  de  su  Obispado,  en  lo  temporal,  e  en  lo  spiritual :  e  sobre  los  legos  en  las 
cosas  spirituales.  ...  r^  i 
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Son  concordantes  con  esta  ley  las  que  llevan  los  números  56,  57  y  58 
del  título  6?  de  la  partida  !• : 

Ley  56. — Franqneados  son  atin  los  clérigos  en  otras  cosas,  sin  las  que  dizimos  en 
las  leyee  antes  desta,  e  esto  es  en  razón  de  sus  jnvzios,  que  se  departen  en  tres 
maneraa.  Ca,  o  son  de  las  cosas  spiritnales,  o  de  las  temporales,  o  de  fecho  de 
pecada  Onde  de  cada  nna  destas  tres  maneras  mostró  Santa  Eglesía,  qaales  son, 
e  ante  qnien  se  deaen  jndgar  aquellos  qne  fueren  demandados  por  caalqoir  dellas, 
e  mostró:  (|ue  aquellas  demandas  son  spirituales,  que  se  fazen  por  razón  de  diezmos, 
o  de  primicias,  o  de  ofrendas,  o  de  casamiento,  o  sobre  nascencia  de  ome  o  de 
mujer,  si  es  legitimo  o  non,  o  sobre  elección  de  algún  Perlado,  o  sobre  razón  de 
derecbo  de  Patronadgo,  ca  como  quier  que  le  puedan  auer  los  legos,  seg^n  dice 
adelante  el  titulo  que  f abla  del ;  pero  porque  es  de  cosas  de  Eglesia,  cuéntase  por 
spiritnal.  E  otrosi  son  eosas  spirituales  los  plejtos  de  las  sepulturas,  e  de  ios 
beneficios  de  los  clérigos,  e  los  plejtos  délas  sentencias  que  sonde  muchas  maneras, 
assi  como  descomulgar,  e  vedar,  e  entredecir.  .  .  .  E  todas  estas  cosas  sobre- 
dichas, e  las  otras  semejantes  dellas,  pertenescen  a  juyzio  de  Santa  Eglesia,  e  los 
Perlados  las  deuen  judgar. 

Ley  67. — Temporales  son  llamados  los  pleytos  que  han  los  omes  vnos  con  otros, 
sobre  razón  de  heredades,  o  de  dineros,  o  de  bestias,  o  de  posturas,  o  de  auenen- 
cias,  o  de  cambios,  o  de  otras  cosas  semejantes  destas,  quier  sea  mueble  o  rayz :  e 
cuando  demanda  yn  clérigo  con  otro  sobre  alguna  destas  cosas,  deuese  judgar 
ante  sus  Perlados  e  non  ante  los  legos.  .  .  .  Mas,  si  el  clérigo  demandare  alguna 
cosa  al  lego  temporal,  tal  demanda  como  esta  deue  ser  fecha  ante  el  jud^dor 
seglar.  ... 

Ley  58. — ^Todo  ome  que  fuesse  acusado  de  herejia,  e  aquel  contra  quien  mouiessen 
pleyto  por  razón  de  vsuras,  o  simonía^  o  de  perjurio,  o  de  adulterio ;  assi  como 
acusando  la  mujer  al  marido,  o  el  a  ella,  para  partirse  vno  de  otro, 'que  non 
morassen  en  yno ;  o  como  se  acusassen  algunos  que  fuessen  casados,  por  razón  de 
parentesco;  o  de  otro  embargo  ^ue  ouiessen,  porque  se  partiesse  el  casamiento 
del  todo :  o  por  razón  de  sacrilejo  .  .  .  todos  estos  pleytos  sobredichos  que  nascen 
destos  pecados,  que  los  omes  fazen,  se  deuen  judgar  e  librar  por  juyzio  de  Santa 
Eglesia. 

Otras  dos  leyes  muy  antiguas  hay  que  explican  el  por<mé  del  fuero 
eclesiástico.  Sion  las  leyes  2^  y  3%  título  5%  libro  1"  del  Fuero  Real, 
compilación^  exnedidas  en  el  año  de  1255»  es  decir  al  mismo  tiempo  que 
se  principiaba  la  formación  de  las  Partidas.  Dichas  leyes  fueron 
refundidas  en  la  6%  título  2?,  libro  1^  de  la  Recopilación  Castellana, 
correspondiente  á  la  2%  título  5*?,  libro  1?  de  la  Novísima  Recopilación, 
qae  dice  asíc 

Porque  somos  tenudos  de  honrar  la  Salita  Madre  Iglesia  sobre  todas  las  cosas 
del  mundo,  porque  en  ella  habernos  grande  esperanza,  que  quando  la  guardaremos, 
T  la  tuviéremos  en  sus  franquezas  y  libertades,  que  habremos  por  ello  galardón  de 
i)ios  á  los  cuerpos  y  á  las  ánimas  en  vida  y  en  muerte.  .  .  . 

Es  probable  que  el  mundo  se  ría  de  la  fe  ardiente,  sencilla'y  candorosa 
que  revela  esa  le^.  Mas,  preciso  es  recordar  que  fué  esa  fe  la  que  salvó 
á  la  España  cristiana  del  yugo  musulmán,  que  parecía  entonces  no  podría 
apartar  nunca  de  su  altiva  cerviz.  Nosotros  por  nuestra  parte  nos 
inclinamos  reverentes  ante  esa  fe  que  salva  y  engrandece  las  naciones. 

Agreguemos  á  lo  expuesto  lo  que  sobre  este  mismo  punto  dice  la  ley 
50,  título  6%  partida  lí 

Franquezas  muchas  han  los  Clérigos,  mas  que  otros  omes,  también  en  las  per- 
sonas, como  en  sus  cosas :  e  esto  les  dieron  los  Emperadores,  e  los  Beyes,  e  los 
otros  señorea  de  las  tierras,  por  honrra,  e  por  reverencia  de  Santa  Eglesia :  e  es  gran 
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derecho  que  las  Hayan,  ca  también  los  Grentiles,  como  los  Judíos,  como  las  otras 
gentes  de  cualquier  creencia  que  fnessen,  honrrauan  a  sus  Clérigos,  e  les  fiazian 
muchas  mejorías,  e  non  tan  solamente  a  los  suyos,  mas  a  los  extraños,  que  eran  de 
otras  gentes  .  .  .  e  pues  que  los  Gentiles,  que  non  tenían  creencia  derecha,  nin 
conoscian  a  Dios  complidamente,  los  honrrauan  tanto,  mucho  mas  lo  deuen  fazer  los 
Christianos,  que  han  verdadera  creencia,  e  cierta  salvación:  e  por  ende  fran- 
quearon a  sus  Clérigos,  e  los  honrraron  mucho ;  lo  vno  por  la  honrra  de  la  Fe,  e  lo 
al,  porque  mas  sin  embargo  pudiessen  seruir  a  Dios,  e  fazer  su  oficio,  e  que  non  se 
trabajassen,  sinon  de  aquello. 

Es  inútil  insistir  más  en  este  particular.  Con  las  leyes  trascritas 
tenemos  elementos  superabundantes  para  fijar  las  bases  de  la  más 
antigua  jurisprudencia  de  España,  posterior  á  la  invasión  de  los  moros, 
en  lo  relativo  á  la  potestad  pontificia  y  episcopal,  y  al  fuero  eclesiástico. 
Dichas  bases  son  las  siguientes  : 

1*^  El  Padre  Santo  tiene  poder  absoluto  y  universal,  sobre  todo  el 
mundo,  en  todos  los  asuntos  espirituales.  El  poder  mismo  de  los 
Emperadores  y  de  los  Reyes  debe  inclinarse  humilde  y  reverente  ante 
ese  sublime  poder  espiritual  establecido  por  Dios  mismo,  en  beneficio  de 
la  humanidad  entera. 

2^  El  poder  de  los  Obispos  emana  de  la  Santa  Sede.  En  lo  espiritual 
se  extiende  á  todos  los  fieles  de  sus  Diócesis  respectivas ;  en  lo  temporal, 
sólo  á  los  clérigos. 

3?  Para  el  efecto  de  deslindar  las  atribuciones  de  los  poderes  espiritual 
y  temporal,  se  dividían  los  asuntos  en  tres  grupos,  á  saber :  asuntos 
espirituales,  asuntos  temporales  y  asuntos  de  fecho  de  pecado, 

4*  Los  asuntos  espirituales  eran  atribuidos  á  la  autoridad  eclesiástica. 
Tales  eran :  las  controversias  sobre  diezmos,  primicias,  y  ofrendas  para 
el  culto;  los  juicios  relativos  al  matrimonio  y  consiguientemente  á  la 
legitimidad  é  ilegitimidad  de  los  hijos;  lo  relativo  á  la  elección  de 
Prelados  y  al  derecho  de  patronato ;  las  cuestiones  sobre  sepulturas  para 
el  entierro  de  los  cadáveres,  y  las  que  se  promovían  relativamente  á  bene- 
ficios eclesiásticos ;  finalmente,  las  cuestiones  sobre  disciplina, .  como 
excomuniones,  prohibiciones,  entredichos,  etc.  **  E  todas  estas  cosas 
sobredichas,  e  las  otras  semejantes  dellas,  pertenescen  a  juyzio  de  Santa 
Eglesia,  e  I09  Perlados  las  deuen  judgar''  (ley  66  ya  citada). 

5'  En  cuanto  á  los  asuntos  llamados  temporales,  consistían  en  las 
controversias  que  se  suscitaban  entre  los  hombres,  sobre  bienes  muebles 
ó  inmuebles,  y  sobre  toda  clase  de  contratos  ó  convenios  celebrados  entre 
ellos.  El  conocimiento  de  tales  asuntos  ei^taba  atribuido  á  la  potestad 
civil;  menos  cuando  la  acción  se  dirigía  contra  un  clérigo,  porque 
entonces  debía  conocer  la  autoridad  eclesiástica. 

6f  Finalmente,  los  fechos  de  pecado  consistían  en  acusaciones  sobre" 
herejía;  juicios  sobre  usura,  simonía,  perjurio,  adulterio,  divorcio  y 
nulidad  del  matrimonio,  y  sacrilegio.  Estos  asuntos  fueron  atribuidos 
al  poder  eclesiástico,  según  estas  palabras  de  la  ley  58  ya  citada: 
"  Todos  estos  pleytos  sobredichos  que  nascen  destos  pecados,  que  los 
*  omes  fazen,se  deuen  judgar  e  librar  por  juyzio  de  Santa  Eglesia.^' 

Tal  era  la  jurisprudencia  de  aquellos  tiempos.  Ella  puede  resumirse 
en  estas  pocas  palabras :  El  poder  civil  conocía  de  los  juicios  pura  y 
exclusivamente   civiles,  cuando  el  demandado   era  seglar.     El  poder 
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eclesiástico  conocía  de  todos  los  demá&;  es  decir^  de  todos  los  que  eran 
paramente  espirituales ;  ó  que  participaban  de  lo  espiritual  y  de  lo  tem- 
poral ;  ó  en  que,  siendo  puramente  temporales,  figu;|raba  como  demandado 
un  miembro  del  clero. 

£n  1371  prevalecían  aún  las  mismas  ideas.  Pruébalo  así  la  ley  que 
expidió  ese  año,  en  Toro,  el  Rey  D.  Enrique  II,  que  fué  después  la  4', 
titulo  2*?,  libro  1?  de  la  Recopilación  de  CastUla,  y  luego  la  ley  2*, 
título  2?,  libro  1^  de  la  Novísima  Recopilación.  En  dicha  ley  se  lee  lo 
siguiente :  . 

La  Iglesia  Militante,  que  es  ayuntamiento  de  los  fíeles,  debe  ser  honrada,  tenida 
y  guardada  como  madre  é  maestra  universal  de  todos :  por  ende  mandamos,  que 
niiigano  sea  osado  de  .  .  .  quebirantar  sos  privilegios  y  iranquezas.  .  .  . 

Más  .terminante  aún  es  otra  ley  expedida  por  el  mismo  Rey,  proba- 
blemente en  el  citado  año  de  1371,  que  fué  incluida  en  la  Recopilación 
bajo  el  número  4?  del  título  3?  del  libro  1^,  y  posteriormente  en  la  Novísi- 
ma Recopilación,  bajo  el  número  2**.  del  título  9?  del  libro  1?     Dice  así : 

Establecemos  que  los  dichos  Consejos  y  justicias  no  se  entremetan  de  tomar  ni 
ocupar  la  jurisdicción  civil,  que  por  uso  y  costumbre  6  privilegio  pertenesce  á  las 
Iglesias  ó  Monasterios ;  y  los  Merinos,  contra  sus  privilegios  si  los  tienen,  no  se 
entremetan  en  les  tomar  yantares,  ni  les  impidan  ni  estorben  de  cobrar  sus  derechos 
é  tributos :  y  mandamos  que  les  sean  guardadas  las  leyes  que  los  Eeyes  nuestros 
progenitores  dieron  é  hicieron,  y  otorgaron  en  favor  de  las  Iglesias  y  Monasterios, 
Prekídos,  Clérigos  y  Beligiosos,  so  las  penas  en  ellas  contenidas  :  é  confirmamos  y 
mandamos  que  les  sean  guardados  á  las  dichas  Iglesias  y  Monasterios,  Prelados, 
Clérigos  y  Seligiosos,  todos  los  privilegios,  franquezas,  libertades  y  sentencias, 
buenos  usos  y  costumbres,  mercedes  y  donaciones,  según  que  las  han  y  tienen. 

Del  tenor  de  esa  ley  se  deduce  que  el  Rey  estaba  animado  del  mismo 
espíritu  de  benevolencia  y  protección  á  la  Iglesia  que  sus  predecesores ; 
f  que  estimaba  como  uno  de  sus  más  sagrados  é  imprescindibles  deberes 
A  defensa  eficaz  y  oportuna  de  los  derechos  y  prerrogativas  que  per- 
tenecían á  dicha  Iglesia.  Por  otra  parte,  puede  conjeturarse  que  ya 
algunos  miembros  subalternos  de  la  potestad  temporal  principiaban  á 
querer  invadir  el  campo  de  acción  de  la  Iglesia ;  pues  de  lo  contrario 
no  se  alcanza  á  ver  el  objeto  de  «^as  severas  intimaciones  á  los  Consejos, 
Justicias  y  Merinos  del  reino,  de  respetar  y  proteger  á  la  Iglesia  en  el 
^ce  de  todos  sus  derechos  y  privilegios. 

Se  indica  en  esta  ley  que  las  prerrogativas  y  los  derechos  de  la 
Iglesia  venían  de  costumbres  y  privilegios,  lo  cual  era  cierto  sólo  en 
parte ;  pues  la  Iglesia  podía  alegar  en  su  favor,  además  de  usos,  costum- 
bres y  privilegios,  sus  derechos  propios  naturales,  y  las  disposicions 
expresas  y  terminantes  de  muchas  de  las  leyes  del  reino. 

Corre  parejas,  en  lo  principal,  con  la  ley  de  que  acabamos  de  hablar, 
la  6%  del  título  3?,  libro  l*i  de-  la  Recopilación  Castellana,  que  es  la  3% 
título  1%  libro  2^  de  la  Novísima  Recopilación.  Hé  aquí  su  tenor 
literal: 

Asi  como  Nos  queremos  qne  ninguno  se  entremeta  en  la  nuestra  Justicia  tem- 
poral, así  es  nuestra  voluntad,  que  la  Justicia  eclesiástica  y  espiritual  no  sea  per- 
turbada, y  sea  guardada  en  aquellos  casos  que  el  Derecho  permite:  por  ende 
ordenamos   y  mandamos,    que  los  seiores  temporales,  ni  los  Cons^os  ni  los 
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nuestros  Jaeces  j  Alcaldes  seglares  no  embarguen  ni  perturben  de  hecho  la  juris- 
dicción eclesiástica  en  aquellas  cosas  de  a ue  {)aede  conocer  según  Derecho,  tanto 
que  la  Beal  jurisdicción  no  sea  perturbaaa  ni  impedida  por  La  Iglesia;  ni  sean 
osados  de  impedir  ni  embargar  a  los  que  fueren  citados  por  los  Prelados  6  sus 
Vicarios  sobre  los  plejtos  á  la  Iglesia  pertene  cientes,  que  no  vengan  ni  parezcan  á 
sus  citaciones ;  ni  nayan  sobre  ello ;  ni  emplacen  ante  sí  á  los  clérigos  de  Orden 
sacra  que  deben  gozar  del  privilegio  clerical,  ni  los  apremien  á  que  respondan  ante 
ellos ;  ni  se  entremetan  contra  la  libertad  eclesiástica,  so  las  penas  contenidas  en 
los  Derechos. 

Prevalecía  aún  el  mismo  espíritu  de  protección  y  acatamiento  á  la 
Iglesia  en  el  año  de  1390.  Véase  si  no,  en  comprobación  de  ello,  lo 
que  dispuso  el  Rey  D.  Juan  I  en  Ouadalajara^  en  tma  ley  que  después 
nié  la  1',  título  3®,  libro  1?  de  la  Recopilación  Castellana,  correspon- 
diente á  la  1*,  título  1?,  libro  2?  de  la  Novísima  Recopilación : 

Temer  deben  á  Dios  los  hombres  sobre  todas  las  cosas^  v  obedescer  sus  manda- 
mientos, especialmente  los  Beyes  y  Principes  de  la  tierra,  a  quien  Dios  encomendó 
la  defensión  de  la  Santa  Madre  Iglesia :  por  ende  ordenamos  y  mandamos,  que 
ninguno  ni  algunos  Consejos,  ni  uaballeros,  ni  hombres  poderosos,  ni  otras  per- 
sonas algunas  de  cualquier  ley,  estado  6  condición  que  sean,  no  hagan  ni  consientan 
hacer  estatutos  ni  ordenanzas,  defendimienU>s,  pactos  ni  conveniencias  con  penas  ó 
sin  ellas,  de  no  obedescer  ni  rescibir,  ni  consentir  leer,  ni  notificar  las  cartas  citatorias 

Ír  monitorias  de  excomunión,  é  otros  cartas  quales(^uier  que  se  diesen  derechas  por 
os  Perlados  é  Jueces  eclesiásticos  contra  qualosqmer  personas.  .  .  . 

Cien  años  más  tarde,  en  1493,  encontramos  también  espíritu  de  pro- 
tección decidida  á  la  I^esia^  como  puede  verse  en  una  pragmática  de 
D.  Femando  y  Doña  Isabel,  expedida  en  Barcelona,  y  comprendida 
después  en  la  Recopilación  Castellana,  bajo  el  número  6?  del  título  4*?, 
libro  !•,  y  más  tarde  en  la  Novísima  Recopilación,  bajo  el  número  9?, 
del  título  1®,  libro  2í    Hó  aquí  sus  propias  palabras : 

Los  Jueces  eclesiásticos  no  pueden,  ni  deben  usar  para  execucion  de  la  justicia 
eclesiástica,  ni  aprovecharse  de  las  armas  temporales,  ni  sobre  ello  hacer  juntas  de 
gentes  ni  escándalos,  porque  dello  no  tienen  necesidad,  porque  cualquier  cosa  que 
conviniere  para  defensión  de  la  Iglesia  y  sus  bienes  o  jurisdicciones,  queriendo 
ayuda  de  nuestro  brazo  seglar,  en  lo  justamente  pedido  se  les  esta  mandado  dar: 
y  es  nuestro  principal  intento  de  mandar  defender  v  guardar  las  Iglesias  y  sus 
bienes,  rentas  y  jurisdicciones;  j  pidiendo  el  dicho  brazo  seglar,  podran  sin 
escándalo  executar  lo  que  por  ellos  justamente  fuere  determinado.  | 

Algunas  controversias  se  suscitaron  entre  los  dos  poderes,  con 
motivo  de  los  juicios  sobre  divorcio,  aunque  las  leyes  antiguas  eran  á 
este  respecto  perfectamente  claras  y  explícitas.  Se  ocuparon  en  el 
asunto  Carlos  III  y  Carlos  IV,  el  primero  en  su  resolución  á  consulta 
de  12  de  Diciembre  de  1786,  y  cédula  del  Consejo  de  Indias  de  20  de 
Marzo  de  1787 ;  y  el  segundo  en  resolución  dictada  en  Aranjuez  por 
consulta  de  31  de  Enero,  y  cédula  del  Consejo  de  18  de  Marzo  de  1804. 

Besumen  de  esas  decisiones  es  sin  duda  la  ley  20,  título  1^,  libro  2^ 
de  la  Novísima  Recopilación,  según  la  cual  á  los  jueces  eclesiásticos 
corresponde  conocer  de  las  causas  de  divorcio,  y  á  los  civiles  de  los 
juicios  sobre  alimentos  que  puedan  promoverse  por  consecuencia  del 
divorcio. 

3.  Hasta  ahora  hemos   examinado  la  legislación  española  propia- 
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mente  dicha.  Veamos  sí  en  la  legislación  especial  de  las  Indias  exis- 
ten disposiciones  que  modifiquen  las  que  hemos  citado. 

La  más  antigua  ley  que  encontramos  en  este  particular^  se  remonta 
al  año  de  1530,  bajo  el  Gobierno  del  Emperador  Carlos  V  de  Alemania 
y  I  de  España.  La  expidió  este  monarca  en  asocio  de  la  Emperatriz 
Gobernadora  en  Madrid  á  21  de  Septiembre  de  dicho  año,  y  fué  in- 
cluida ^n  la  Recopilación  de  Indias  bajo  el  número  12  del  título  10 
del  libro  1?  Se  dispuso  en  ella  que  cuando  los  jueces  eclesiásticos 
tuviesen  necesidad  de  verificar  prisiones  ó  ejecutar  sentencias  sobre 
las  personas,  ocurriesen  á  la  potestad  temporal,  la  cual  tenía  el  estricto 
deber  de  prestarles  mano  fuerte  para  la  cumplida  ejecución  de  sus 
sentencias  y  mandatos. 

Congruente  con  ésa  es  otra  ley  dada  por  los  mismos  en  Yalladolíd  á 
l>de  Julio  de  1565,  y  confirmada  por  el  Rey  D.  Felipe  IV  en  1681 
en  la  4%  título  1%  libro  3?  de  la  Recopilación  de  Indias,  que  principia 
por  estas  palabras : 

Deseamos  que  entre  las  jurisdicciones  real  y  eclesiástica  haya  en  las  Indias  toda 
paz  y  conformidad,  porqne  de  la  discordia  se  signen  graves  inconvenientes. 

Ordena  en  seguida  que  las  autoridades  civiles  den  protección  y 
auxilio  á  las  eclesiásticas  para  la  completa  eficacia  de  las  providencias 
que  dicten  en  los  asuntos  que  les  están  atribuidos. 

Las  mismas  órdenes  se  repitieron  por  la  Reina  Gobernadora  en 
Yalladolíd^  año  de  1559,  y  por  Felipe  II  en  Bosque  de  Segovia,  año  de 
1573.  Así  consta  en  la  ley  1%  título  10,  libro  1?  de  la  Recopilación 
de  Indias.  % 

Los  citados  Felipe  II  y  Reina  Gobernadora  en  Valladolid,  año  de 
1559,  y  el  primero  en  Badajoz,  año  de  1580,  ordenaron  que  los  jueces 
eclesiásticos  se  limitaran  al  ejercicio  de  las  atribuciones  que  les  corres- 
pondían, sin  usurpar  la  lurisdicción  real.  Véanse  al  afecto  las  leyes  1* 
y  2%  título  10,  libro  1?  de  la  Recopilación  de  Indias. 

4.  La  citada  Primera  Gobernadora  en  Valladolid,  año  de  1559,  y 
Felipe  II  en  San  Lorenzo,  años  de  1573  y  1596,  atribuyeron  á  las 
Reales  Audiencias  el  conocimiento  de  los  recursos  de  fuerza^  en  los 
mismos  términos  en  que  conocían  de  ellos  las  audiencias  de  Castilla. 
Así  consta,  en  la  ley  134,  título  15,  libro  2?  de  la  Recopilación  de 
Indias. 

Ese  asunto  de  recursos  de  fuerza  es  de  aquellos  que  por  su  naturaleza 
deben  ser  materia  de  convenio  especial  y  expreso  entre  los  Gobiernos 
políticos  y  la  Santa  Sede  ;  pero  no  encontramos  en  las  antiguas  leyes 
españolas  constancia  de  que  se  hubiera  ai^reglado  de  semejante  manera, 
y  antes  bien  consta  que  la  potestad  civil  por  sí  y  ante  sí  se  invistió  de  la 
£umltad  de  conceder  dicho  reciirso. 

La  ley  más  antigua  que  conocemos  relativa  á  ese  asunto  se  remonta 
é  fines  del  siglo  XlV ;  íué  expedida  por  el  Rey  D.  Juan  I,  en  Segovia, 
y  se  expresa  ad : 


>  £1  recurso  defiterza  tenía  por  objeto  que  las  autoridades  civiles  examinaran 
m  las  eclesiásticas  abusaban  de  su  poder,  con  el  fin  de  impedirlo.  t 
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Los  Reyes  de  Castilla,  de  antigua  costumbre  aprobada,  y  nsada  y  guardada, 

Í)ueden  conocer  y  proveer  de  las  injurias,  violencias  y  fuerzas  que  acaescen  entre 
08  Prelados,  y  clérigos  y  eclesiásticas  personas  sobre  las  Iglesias  ó  Beneficios. 

Esa  ley  es  la  2%  título  6%  Kbro  1?  de  la  Recopilación  Castellana, 
correspondiente  á  la  l'í  título  2?,  libro  2*í  de  la  Novísima  Recopilación. 

Otras  leyes  de  uno  y  otro  código  determinaban  la  naturaleza  y  objeto 
de  ese  reciirso  y  las  autoridades  que  conocían  de  él.  En  general  él  se 
concedía  sólo  para  impedir  que  los  jueces  eclesiásticos  conocieran  de 
causas  civiles  contra  los  legos  ;  y  para  obligarles  á  conceder  apelación 
para  ante  los  superiores  respectivos  contra  las  sentencias  definitivas,  ó 
con  fuerza  de  definitivas,  ó  que  producían  gravamen  irreparable  por  la 
definitiva. 

No  dejó  á  veces  de  contradecirse  ese  derecho  por  la  Santa  Sede,  como 
aparece  de  una  ley  expedida  por  D.  Felipe  II  en  Madrid,  año  de  1593, 
que  luego  fué  la  80  del  título  5?,  libro  2?  de  la  Recopilación  Castellana, 

?^  al  fin  la  8%  título  2%  libro  2°  de  la  Novísima  Recopilación.     Dicha 
ey  dice : 

Por  quanto  por  los  Procuradores  de  Cortes  de  estos  nuestros  Reynos  nos  fué 
hecha  relación,  que  perteneciendo  á  Nos  como  Key  y  Señor  natural,  por  Derecho  y 
costumbre  inmemorial  quitar  y  f^ar  las  fuerzas  que  hacen  los  Jueces  eclesiásticos 
de  estos  Eeynos  en  las  causas  de  que  conocen ;  nabiendo  siempre  usado  de  este 
remedio  por  los  que  han  padecido  las  dichas  fuerzas»  despachándose  por  este  efecto 
en  el  Consejo  y  Chancilleria  las  provisiones  necesarias,  de  poco  tiempo  á  esta  parte 
los  Nuncios  de  su  Santidad  hacen  diligencias  extraordinarias  con  el  Estado  eclesiás- 
tico, para  que  no  usen  de  este  remedio,  haciendo  publicar  en  los  pulpitos  y  otras 
partes,  que  los  que  usan  de  él  incurren  en  las  censuras  del  cap.  16  de  la  bula  in  Coend 
Vomini ;  y  á  peaimento  del  Fiscal  de  la  Cámara  Apostólica  se  traen  de  Roma  moni- 
torias, para  que  parezcan  allí  personalmente  los  que  usan  del  dicho  remedio,  j  los 
condenan  por  ello  en  muchas  penas ;  y  de  temor  de  esto,  aunque  se  ven  oprimidos 
de  los  Jueces  eclesiásticos,  no  se  atreven  á  usar  del  dicho  remedio;  y  que  lo 
susodicho  es  en  mucho  perjuicio  de  la  autoridad  y  preeminencia  de  la  Corona  de 
estos  BeynoB ;  y  que  el  remedio  de  la  fuerza  es  el  mas  importante  y  necesario  que 
puede  haber  para  el  bien  y  quietud  ó  buen  gobierno  de  ellos,  sin  el  qual  toda  la 
JSiepública  se  turbaria,  y  se  seguirían  granaes  escándalos  ó  inconvenientes :  man- 
damos al  nuestro  Consejo,  Cnancillerías  y  Audiencias  tengan  gran  cuidado  de 
fifuardar  justicia  á  las  partes  que  acudieren  ante  ellos  por  via  de  fuerza,  conforme 
a  Derecho  y  costumbre  inmemorial,  leyes  y  pragmáticas  de  estos  Reynos:  y  con- 
forme á  ellas  castiguen  á  los  que  contravinieren. 

Convenimos  en  la  posibilidad  de  que  un  juez  ó  tribunal  eclesiástico 
quiera  hacer  nugatorios  los  derechos  de  las  partes  que  litigan  ante  él,  y 
aun  ejercer  contra  ellas  violencias  indebidas ;  pero  nadie  desconocerá 
que  los  jueces  y  tribunales  civiles  pueden  también,  á  pretexto  de  dicho 
recurso,  hacer  nugatorias  é  ineficaces  la  jurisdicción  de  las  autoridades 
eclesiásticas  y  las  más  justas  decisiones  dictadas  con  pleno  derecho  y  con 
estricta  justicia.  Y  téngase  en  cuenta  que  la  potestad  civil  es  más  inclina- 
da al  abuso  que  la  eclesiástica ;  de  donde  se  deduce  naturalmente  que  el 
recurso  de  fuerza,  así  organizado,  presenta  mayores  inconvenientes  y 
peligros  que  los  que  se  dice  llamado  á  remediar. 

Por  lo  demás,  ya  demostramos  en  la  Introducción,  que  no  podemos 
conceder  al  Gobierno  civil  el  derecho  de  determinar  los  asuntos  que  son 
de  la  incumbencia  de  la  Iglesia ;  y  en  lo  relativo  á  apelaciones,  no  se 
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necesita  establecer  recursos  de  fuerza  cuando  basta  el  de  ocurrir  de  hecbo 
ante  el  superior.  Esto  en  el  caso  de  que  no  se  pueda  ó  no  se  quiera 
celebrar  uq  convenib  que  zanje  toda  dificultad.  Continuemos  abora  la 
enumeración  de  las  leyes  de  Indias  relacionadas  con  el  fuero  eclesiástico. 

5.  El  Rey  D.  Felipe  II  en  Toledo,  año  de  1560,  y  D.  Felipe  III  en 
Pardo,  año  de  1613,  se  ocuparon  en  remediar  algunos  abusos  que  pro- 
bablemente se  habrían  presentado  en  materia  de  censuras  y  apremios 
respecto  de  las  autoridades  eclesiásticas ;  y  mandaron  que  dichas  autori- 
dades cumplieran  lo  dispuesto  en  el  Concilio  de  Trente,  y  se  abstuvieran 
por  lo  mismo  de  decretar  excomuniones  por  causas  leves,  y  de  imponer 
multas  á  los  legos.  Efectivamente  esa  disposición  está  acorde  en  lo 
principal  con  lo  dispuesto  en  el  Concilio  de  Trente  sobre  excomuniones ;  ^ 

Sero  parece  que  esa  especie  de  amonestación  debiera  venir  más  bien 
el  poder  eclesiástico,  que  es  el  encargado  especialmente  de  conservar  en 
todo  su  vigor  la  disciplina  eclesiástica.  Tales  disposiciones  forman  la  ley 
47,  título  7*?,  libro  1°  de  la  Recopilación  de  Indias. 

Oirás  dos  disposiciones  de  alguna  importancia  fueron  dictadas  por 
el  citado  Rey  D.  Felipe  II.  La  primera,  del  año  de  1578,  expedida 
en  Madrid,  y  ratificada  después  en  San  Lorenzo,  año  de  1593,  es 
la  ley  11,  título  7°,  libro  1°  de  la  Recopilación  de  Indias;  y  por  ella 
se  ordenó  á  los  Prelados  que  castigaran  severamente  de  acuerdo  con  las 
leyes  y  los  cánones  á  los  clérigos  que  cometiesen  delitos  comunes,  como 
homicidios,  robos,  etc.  La  segunda  es  del  año  de  1563  y  fué  dictada  en  el 
Escorial;  es  la  ley  3*,  título  1°,  libro  3^  de  la  Recopilación  de  Indias,  y 
en  ella  se  previno  á  las  autoridades  eclesiásticas  que  prestaran  el  favor 
y  la  ayuda  que  estuviesen  á  su  alcance  á  las  Audiencias  y  Ministros 
reales,  á  fin  de  que  la  administración  de  justicia  marchase  con  la  apetecida 
regularidad  y  buen  orden.  Se  ve  por  esta  disposición  que  el  lley  re- 
conocía el  merecido  influjo  que  ejercían  en  los  pueblos  las  autorioades 
religiosas,  y  no  se  desdeñaba  de  invocar  su  auxilio  para  mejorar  la 
marcha  de  la  administración  de  justfcia. 

6.  Algunos  abusos  debieron  de  cometerse  en  esos  tiempos  por  las  auto- 
ridades civiles  respecto  de  las  eclesiásticas,  porque  el  mismo  Rey  B. 
Felipe  n  expidió  otra  ley  en  Madrid,  año  de  1569,  que  es  la  150,  título  15, 
libro  2't  de  la  Recopilación  de  Indias^  en  la  cual  se  dice  lo  siguiente  : 

Nuestras  Audiencias  en  todo  lo  ano  tocare  á  los  Jaeces  eclesiásticos,  atiendan 
mucho  á  la  autoridad  y  dignidad  ae  los  Prelados  y  de  sa  jorisdiccion  eclesiás- 
tica, y  DO  se  entrometan  en  ella,  si  no  fuere  en  los  casos  que  el  derecho  y 
leyes  de  estos  Reynos  de  Castilla  dieyen  lugar ;  y  den  y  hagan  dar  á  loa  Pre- 
lados y  á  sus  Ministros  el  favor  y  aniilio  que  convenga,  para  la  ejecución  de  la 
justicia  eclesiástica. 

Á  pesar  de  tantas  órdenes  terminantes,  los  abusos  de  las  autoridades  ^ 
civiles  debieron  de  continuar  como  antes,  porque  al  año  siguiente  de  1570 


^  **  Aunque  la  espada  de  la  excomunión  sea  el  nervio  de  la  disciplina  eclesiástica, 
j  sea  en  extremo  saludable  para  contener  á  los  pueblos  en  su  deber,  se  ha 
de  manejar  no  obstante  con  sooriedad,  y  con  gran  circunspección ;  pues  enseña  la 
experiencia,  que  si  se  fulminan  temerariamente,  6  por  leves  causas,  más  se  desprecia 

S»  se  teme,  y  más  bien  causa  daño  que  provecho"  (Conciüo  de  Trente,  sesión 
capítulo  3%  de  reforma).  C"r^i^n]í> 
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el  mismo  Bey  dictó  en  Córdoba  otra  orden  sobre  el  particular^  que  es  la 

ley  54,  titulo  7%  libro  1?  de  la  Recopilación  de  Indias,  y  dice  así : 

* 
Mandamos  á  los  Presidentes  j  Oidores  de  nuestras  Audiencias  reales  de  las  Indias» 
qne  no  impidan  á  los  Prelados  ni  jaeces  eclesiásticos,  ni  á  sus  ministros  ni  oficiales 
la  jurisdicción  eclesiástica ;  antes  para  la  ejecución  de  ella,  les  den  y  bagan  dar 
todo  el  favor  y  auxilio  que  se  les  pidiere  y  aebieren  dar,  conforme  á  derecho. 

Hemos  visto  antes  que  á  la  jurisdicción  eclesiástica  estaba  atribuido  el 
conocimiento  de  las  causas  criminales  contra  los  miembros  del  clero,  no 
sólo  por  faltas  en  el  cumplimiento  de  sus  deberes,  sino  también  por  los 
delitos  comunes  de  que  pudieran  ser  responsables.  Una  nueva  prueba 
de  ello  encontramos  en  la  ley  12,  título  7^  libro  1?  de  la  Eecopilación  de 
Indias,  dictada  por  el  mismo  Felipe  II  en  Madrid,  año  de  1578 ;  por 
la  cual  se  encargó  á  los  Prelados  que  castigaran  con  inflexible  severidad 
á  los  doctrineros  *  que  fuesen  viciosos. 

7.  Ese  mismo  Monarca  expidió  una  ley  en  San  Lorenzo,  año  de  1586, 
que  fué  ratificada  después  en  Madrid,  año  de  1594,  por  la  cual  dispuso 
que  las  Audiencias  pudieran  bacer  levantar  las  censuras  impuestas  por 
la  autoridad  eclesiástica.  Esa  ley,  que  es  la  9%  titulo  10,  libro  1°  de  la 
Recopilación  de  Indias,  ataca  evidentemente  la  autoridad  de  la  Iglesia 
y  sus  indisputables  derechos  para  el  manejo  de  los  asuntos  espirituales. 
La  facultad  de  levantar  censuras  eclesiásticas,  no  puede  residLir  sino  en 
las  autoridades  establecidas  por  la  Iglesia,  para  la  administración  de  sus 
asuntos ;  y  sólo  en  el  caso  de  una  delegación  especial  y  expresa  de  la 
Santa  Sede,  podría  entrar  á  figurar  en  el  asunto  la  potestad  civiL 

No  se  comprende  cómo  pudo  dictar  semejante  disposición  un  Bey  que 
era  sincera  y  realmente  católico.  Tan  extraño  es  que  la  potestad  civil 
haga  levantar  censuras  espirituales  impuestas  por  las  autoridades  ecle- 
siásticas, como  sería  que  éstas  pretendiesen  levantar  las  multas  y  otras 
penas  impuestas  á  los  individuos  por  las  autoridades  legalmente  cons- 
tituidas. ¿  Admitiría  semejante  pretensión  dje  potestad  civil  ?  Es  claro 
que  no;  y  por  lo  mismo,  ella  tampoco  puede  pretender  un  derecho 
semejante,  respecto  de  la  autoridad  eclesiástica. 

Habla  también  de  hacer  levantar  las  censuras  eclesiásticas  la  ley  10» 
título  10,  libro  1?  de  la  Recopilación  de  Indias,  expedida  el  año  de  1589 
por  Felipe  II  en  Madrid,  en  el  caao  de  que  se  ''  protestare  nuestro  real 
auxilio."  Tales  son  los  términos  precisos  de  la  ley  citada^  á  la  cual  es 
aplicable  cuanto  hemos  dicho  de  la  anterior. 

Suscitóse  en  ese  tiempo  competencia  entre  las  autoridades  civiles  y 
eclesiásticas  sobre  cuál  de  ellas  debía  conocer  de  los  juicios  relativos  al 

Kgo  de  estipendio  de  capellanías ;  y  con  motivo  de  eso,  el  mismo  Rey 
Felipe  II  dispuso  en  Valladolid,  el  año  de  1592,  que  las  autoridades 
civiles  no  interviniesen  en  dicho  asunto,  por  ser  de  jurisdicción  eclesiástica. 
Esa  ley  fué  la  15,  título  10,  libro  1^  de  la  Recopilación  de  Indias,  y  estuvo 
en  observancia  hasta  que  se  expidió  la  real  cédula  de  22  de  Marzo  de 
1789,  fechada  en  Madrid,  por  la  cual  fué  derogada  dicha  ley. 


*  Se  daba  el  nombre  de  doctrineros  á  los  sacerdotes  encargados  de  la  adminis- 
tración espiritual  de  los  pueblos  ó  caseríos  de  indios.  ^^  ,  * 
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Esa  derogación  quizá  no  era  armónica  con  el  espíritu  general  de  la 
jurisprudencia  de  ese  tiempo,  que  concedía  grande  ensanche  de  facultades 
á  la  jurisdicción  ecjiesiástica.  Hoy  día  sería  aceptable  respecto  de  las 
capellanías  laicales^  pero  no  en  cuanto  á  las  colativas ;  pues  éstas  son  á 
manera  de  beneficios  eclesiásticos,  que  están  siempre  en  todo  sentido  y 
por  todos  aspectos^  sujetas  al  exclusiyo  conocimiento  de  las  autoridades 
eclesiásticas. 

La  última  de  las  leyes  expedidas  por  D.  Felipe  II,  de  que  debemos 
hablar,  fué  fechada  en  Madrid,  año  de  1597,  y  es  la  44,  título  7^, 
libro  1^  de  la  Recopilación  de  Indias,  por  la  cual  se  confirmó  el  derecho 
que  tenían  en  ese  tiempo  los  Prelados  para  conocer  de  las  causas  contra 
los  miembros  del  clero,  no  sólo  por  mal  desempeño  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones,  sino  también  por  delitos  y  culpas  inclusive  los  tratos  y  gran- 
jerias indebidos. 

Datan,  pues,  del  tiempo  de  D.  Felipe  II  la  mayor  parte  de  las  leyes 
dadas  especialmente  para  las  Indias,  en  lo  relativo  al  fuero  eclesiástico. 
Sas  sucesores  también  expidieron  algunas,  de  las  cuales  trataremos 
brevemente.  ' 

Fué  la  primera  del  año  de  1609,  y  la  expidió  en  Pardo  el  Rey  ^D. 
Felipe  III.  Dispuso  en  ella  que  los  jueces  eclesiásticos  no  conociesen 
de  las  causas  contra  les  corregidores  por  traios  y  granjerias,  á  pretexto  de 
que  contenían  perj lirio ;  pues  el  perjurio  en  esa  época,  y  aun  mucho 
tiempo  después,  lué  del  conocimiento  de  la  autoridad  eclesiástica. 
Creemos  que  el  Rey  tuvo  derecho  para  disponer  eso,  porque  el  asunto  no 
era,  por  su  naturaleza,  del  dominio  de  la  autoridad  eclesiástica,  y  no 
sabemos  que  en  algún  convenio  con  la  Santa  Sede  se  lo  hubiera  delegado 
el  Rey ;  pues  en  este  último  caso  no  podía  por  sí  solo  revocar  la  delegación, 
salvo  alguna  estipulación  en  contrario.  Dicha  ley  fué  después  la  5%  título 
10,  libro  1^  de  la  Recopilación  de  Indias. 

Otras  dos  leyes  dictó  D.  Felipe  III  en  Almada,  el  año  de  1619. 
Por  la  primera  prohibió  que  se  recibiesen  escritos  en  los  cuales  se  irres- 
petara á  los  jueces  y  tribunales  eclesiásticos  y  mandó  que  se  rompieran 
y  mandaran  reponer  todos  aquellos  en  que  se  contraviniese  á  esta 
disposición,  y  por  la  segunda  se  ratificaron  las  que  existían  antes  sobre 
la  no  intervención  de  la  autoridad  eclesiástica  en  los  asuntos  sujetos  á  la 
jurisdicción  real.  Dichas  leyes  son  la  151,  título  15,  libro  2*?,  y  la  5% 
título  1?,  libro  3?  de  la  Recopilación  de  Indiíis. 

Dudóse  en  ese  tiempo  á  qué  fuero  pertenecían  las  sucesiones,  y  el  Rey 
D.  Felipe  IV  declaró  que  eran  del  fuero  mixto.^  Esa  decisión  fué 
dictada  el  año  de  1621,  y  es  la  ley  146,  título  15,  libro  2*?  de  la  Recopi- 
kuHÓn  de  Indias. 

Hubo  poco  después  alguna  duda  sobre  la  manera  como  debían  ejecu- 
tarse las  penas  impuestas  por  los  Prelados  á  los  religiosos,  y  el  Rey  D. 
Felipe  I V  la  resolvió  en  el  sentido  de*  que  se  procediese  conforme  á 
"  lo  que  está  dispuesto  por  derecho  común  canónico,  y  Santo  Concilio  de 
Trente.^'  Esa  resolución  se  dictó  en  Madrid  el  año  de  1629,  y  es  la  ley 
72,  título  14,  libro  1*?  de  la  Recopilación  de  Indias. 

'  Que  participa  del  fuero  eclesiástico  y  del  fuero  secular. 
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Por  último,  el  mismo  Rey  Felipo  IV  di6  resoluciones  en  los  años  de 
1636  y  1651,  por  las  cuales  atribuyó  al  Consejo  de  Indias  el  conoci- 
miento de  los  recursos  de  fuerza.  Esas  resoluciones  forman  la  ley  1*, 
título  2%  libro  2*í  de  la  Recopilación  de  Indias. 

El  fuero  eclesiástico  subsistía,  pues,  en  América  poco  más  ó  menos  en 
los  mismos  términos  en  que  lo  había  fijado  la  primitiva  ^legislación  del 
reino.  Sin  duda  podían  introducirse  algunas  mejoras  obrando  de  acuerdo 
las  dos  potestades,  ya  para  atribuir  algunos  asuntos  á  la  autoridad  civil 
de  los  que  entonces  estaban  al  conocimiento  de  la  eclesiástica,  ya  para 
eliminar  ó  arreglar  satisfactoriamente  el  recurso  de  fuerza ;  pero  indu- 
dablemente las  bases  principales  y  máa  importantes  de  ese  orden  de  cosas 
eran  justas  y  equitativas. 

En  este  estado  se  encontraba  el  asunto  de  fuero  eclesiástico,  cuando 
se  proclamó  nuestra  independencia  de  España.  Ahora  vamos  á  estudiar 
otro  punto  en  el  mismo  período  de  tiempo  de  la  dominación  española. 
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CAPITULO  III. 

BIENES  DE   MANOS   MUERTAS. 

1.  Se  da  el  nombre  de  bienes  de  manos  muertas  á  los  que  pertenecen,  á 
entidades  ó  asociaciones  de  duración  permanente  ó  indefinida;  pero 
aquí  no  vamos  a  tratar  sino  de  los  que  pertenecían  á  las  entidades  reli- 
giosas. Gomo  de  costumbre,  nos  remontaremos  al  origen  de  las  cosas, 
para  poder  apreciarlas  con  mayor  exactitud  y  mejor  criterio* 

Uno  de  los  más  antiguos  monumentos  de  la  legislación  en  este  par- 
ticular es  la  ley  1%  título  11,  partida  1%  que  se  expresa  asi : 

•  •  .  E  ann  sin  estas,  ban  otras  franqnezas  las  Eglesias ;  que  las  heredades  que 
les  faessen  dadas,  o  vendidas,  o  mandadas  en  testamento  derechamente,  ma^er 
non  fnessen  apoderados  dellas,  ganan  el  señorío  e  el  derecho,  que  a  ellas  auia 
aqnel  que  las  dio,  o  vendió,  o  mando,  de  manera  que  las  pueden  demandar  por 
suyas,  a  quien  qnier  que  las  tenga :  e  este  mismo  previllejo  han  también  los  Mo- 
nesteriofi,  e  los  08pitale8,^e  los  otros  logares  religiosos,  qne  son  fechos  a  servicio  de 
Dios. 

Se  ve  por  esa  ley  que  las  iglesias,  monasterios,  hospitales  y  demás 
lugares  religiosos,  no  sólo  podían  adquirir  bienes  de  cualquiera  clase, 
sino  que  gozaban  del  privilegio  de  consumar  la  adquisición  sin  necesi- 
dad de  tradición  ó  entrega  formal,  y  poder  reivindicarlos  de  tercer 
poseedor. 

Á  la  vez  que  las  antiguas  leyes  favorecían  la  adquisición  de  bienes, 
sobre  todo  inmuebles,  para  las  iglesias  y  entidades  religiosas,  ponían 
trabas  y   obstáculos  para  su  enajenación.      Véase,  en  comprobación 


D,  i< 


de  ello,  10  que  disponían  las  leyes  1?  y  2%  título  14,  partida  lí 

Ley  1*  ...  E  las  cosas  de  la  Eglesia  non  se  pueden  enajenar,  si  non  por  alguna 
destas  razones  señaladamente.  La  primera  es,  por  gran  deuda  que  deoiesse  la 
Eglesia,  qne  non  se  pndiesse  quitar  de  otra  manera.  La  segunda,  para  quitar 
BUS  parrochianos  de  catiuerío,  si  non  ouiessen  ellos  de  qne  se  quitar.  La  tercera, 
para  dar  de  comer  a  pobres  en  tiempo  de  hambre.  La  cuarta,  para  fazer  sn  Eglesia. 
La  quinta,  para  comprar  logar  cerca  della,  para  crescer  el  Cimenterio.  La  sexta, 
por  pro  de  su  Eglesia,  como  si  vendiesse,  o  cambiasse  alguna  cosa,  que  non  fuesse 
Duena,  para  comprar  otra  mejor. 

Ley  ¿'-^Enajenar  pueden  los  Perlados  los  bienes  de  sus  Eglesias,  en  alguna  de 
las  aeeja  maneras,  que  aon  dichas  en  la  1^  ante  desta.  Mas  esto  se  entiende  que 
dene  ser  fecho  con  otorgamiento  de*8us  Cabildos,  e  déuenlo  fazer  desta  manera : 
que  li  la  Eglesia  ouiere  mueble  de  que  se  cumplan  las  cosas  sobredichas,  que 
esto  deue  primero  vender  que  la  raiz ;  e  avn  del  mueble,  ante  lo  deuen  fazer  de 
las  cosas  que  non  fnessen  sagradas,  que  de  las  que  lo  f  uessen,  e  si  acaesciesse  que 
laa  cosas  sagradas  las  ouiessen  de  vender,  assi  como  calizes,  cruzes,  e  vestimentas 
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de  qnalqoier  manera,  deuenlos  vender  a  ak^ina  Eglesia,  queriéndolas  comprar, 
ante'qne  a  otro  orne  ...  empero  las  heredades  que  los  Emperadores,  o  los  Beyes, 
o  sus  mujeres  oniessen  dado  a  las  Eglesias,  non  las  pueden  enajenar  en  ninguna 
manera. 

Se  ve^  sin  embargo,  que  sólo  se  daba  el  carácter  de  inalienables  á  las 
fincas  que  los  Emperadores,  los  Reyes  y  sus  muj  ere»  hubiesen  donado  á  las 
iglesias.  Los  demás  podían  venderse^  sin  exceptuar  los  vasos  y  los  orna- 
mentos sagrados ;  y  las  trabas  y  restricciones  que  ponían  las  leyes  no  tenían 
otro  objeto  que  el  de  impedir  que  administradores  infieles  y  perversos 
pudiesen  derrochar  los  bienes  de  las  entidades  referidas.  Fijando  la  aten- 
ción en  la  parte  final  de  la  ley  1%  se  ve  que  en  realidad  podían  enajenar  sus 
bienes  en  todos  los  casos  en  que  la  enajenación  fuese  provechosa. 

El  proemio  del  título  18  de  la  partida  1*,  expone  los  motivos  por  los 
cuales  debía  ser  protegida  la  Iglesia  en  todo  sentido,  y  se  expresa 
así: 

•  .  .  Mas  de  la  Eglé&ia,  que  nos  es  madre  spiritual,  rescebimos  buena  vida  en 
este  mnndo,  e  saluacion  en  el  otro ;  e  por  ende  la  deuemos  honrrar  e  guardar  mas 
que  a  otra  cosa ;  assi  que  ninguno  non  sea  osado  de  fazer  mal,  nin  fuerza  en 
ella.  .  •  •  nin  en  las  otras  sus  cosas  .  .  . 

La  ley  3*^  de  ese  mismo  título  reconoce  que  es  un  sacrilegio  el  apo- 
derarse de  las  cosas  de  las  iglesias  ó  hacerles  cualquier  daño.  He  aquí 
sus  propias  palabra : 

...  E  en  las  cosas  de  la  Eglesia  se  faze  otrosí  sacríllejo,  quando  alguno  ge 
las  toma,  o  las  entra  sin  derecho,  o  faze  algún  daño  en  ellas,  quier  sean  aquellas 
cosas  sagradas  o  non. 

El  título  12  de  la  misma  partida  prohibe  enajenar  los  lugares 
religiosos.      Estas  son  sus  propias  expresiones,  en  el  principio  de  la 

Mudadas  non  deuen  ser  las  Eglesias,  nin  los  Monesterios,  nin  los  otros  logares 
religiosos,  que  son  nombiudos  en  la  segunda  ley  deste  titulo,  para  seruirse  los 
omes  dellos,  assi  como  fazian  de  los  otros,  que  han  poder  de  los  vender,  nin  para 
vsar  dellos  en  otra  manera. 

2.  La  ley  55,  título  6?  de  la  misma  partida  habla  de  las  exenciones 
que  deben  tener  los  bienes  y  rentas  eclesiásticas,  en  estos  términos  : 

Diezmos,  e  primicias,  e  ofrendas  son  quitamente  de  la  Eglesia,  e  non  deuen  los 
Clérigos  dar  pechos  dellas  al  Rey,  nin  a  otro  ome  ninguno.  E  otrosí  de  las  here- 
dades que  dan  los  Beyes,  e  los  otros  omes  a  las  Eglesias,  quando  las  fazen  de 
nueuo,  o  quando  las  consagran,  non  deuen  por  ellas  pechar,  nin  por  las  qne 
les  dan  por  sns  sepulturas.  Esso  mismo  es  de  las  Eglesias,  que  son  fechas,  e 
fincaron  desamparadas,  ca  las  heredades  que  les  diessen,  para  mantenerlas,  que 
non  deuen  por  ellas  pechar.  E  otrosí  de  los  donadíos  que  los  Emperadores,  e  los 
Beyes  dieron  a  las  Eglesias,  non  deuen  por  ellos  pechar  los  Clérigos  ninguna  cosa, 
fueras  ende  aquello  que  estos  señores  touieren  para  si  señaladamente. 

Tal  era  la  legislación  de  las  Partidas  en  el  punto  de  que  tratamos  ; 
pero  tenemos  otras  dos  leyes  puestas  en  vigor  un  poco  antes,  que  respiran 
el  mismo  aire  de  protección  eficaz  á  leis  entidades  religiosas  en  la  adqui- 
sición y  conservación  de  sus  bienes^  así  como  en  el  respeto  debido  á  las 
cosas  destinadas  al  culto.     Son  las  leyes  1"^  y  5%  título  5^.  libro  V.  del 
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Fuero  Real,  que  son  las  leyes  5*  y  7*,  título  2?,  libro  1?  de  la  Recopilación 
Castellana,  correspondientes  á  las  leyes  1*  y  3%  título  5?,  libro  1?  de  la 
Novísima  Recopilación.     Dicen  así : 

Si  Nos  somos  tenndos  dar  galardón  de  los  bienes  de  este  mundo  á  los  qne 
nos  sirven,  mayormente  debemos  dar  á  nuestro  Salvador  y  Señor  Jesucristo  de  los 
bienes  temporales  por  salud  de  nuestras  ánimas,  de  quien  habernos  la  vida 
en  este  mundo,  y  todos  los  otros  bienes  que  en  él  tenemos  y  esperamos  haber 
galardón  y  vida  perdurable  en  el  otro;  y  no  solamente  lo  debemos  dar,  mas 
aun  guardar  lo  que  es  dado :  por  ende  mandamos,  que  todas  cosas  que  son 
6  fueren  dadas  á  las  Iglesias  por  los  Beyes  6  por  otros  fieles  cristianos,  de 
cosas  que  deben  ser  dada»  derechamente,  sean  siempre  guardadas  y  firmadas  en 
XX>der  de  la  Iglesia. 

Ley  3* — Defendemos  qne  ningún  cristiano,  ni  judio,  ni  moro,  ni  otro  alguno 
sea  osado  de  comprar  ni  de  tomar  á  empeño  cálices,  ni  libros,  ni  cruces,  ni  vesti- 
mentas, ni  otros  ornamentos  que  sean  de  la  Iglesia;  y  si  alguno  lo  tomare, 
eutr^^elo  luego  libremente  á  la  Iglesia  sin  algún  precio:  y  mandamos  que  aquel 
á  quien  lo  traxeren  á  empeñar»  6  á  vender,  que  lo  tome  y  resciba,  y  lo  ten^a  en 
su  poder,  porque  no  se  pierda,  y  descúbralo  luego,  de  ^isa  que  no  lo  pierda 
la  Iglesia  cuyo  es :  y  quien  esto  no  hiciere,  haya  la  pena  que  es  puesta  contra 
los  que  encubren  los  hurtos,  según  se  contiene  en  la  ley  segunda  UtuU)  de  los  furtos 
del  Fuero. 

Subsistía  el  mismo  espíritu  de  protección  en  el  año  de  1371.  Prué- 
balo asi  la  ley  que  expidió  ese  año  en  Toro  el  Rey  D.  Enrique  U,  que 
después  fué  la  ley  9*,  título  12,  libro  8?  de  la  Recopilación  Castellana, 
y  al  'fin  la  6%, título  5?,  libro  1?  de  la  Novísima  Recopilación.  Se  ex- 
presa asi: 

Qualesquier  forzadores  y  tomadores  que  forzaren  y  tomaren  algunos  bienes 
de  las  Iglesias  y  Monasterios  y  personas  eclesiásticas,  que  siendo  requeridos,  fasta 
seis  dias  del  día  que  fueren  requeridos,  si  no  tomaren»  v  fizieren  enmienda  y 
satisfacción  de  lo  que  asi  tomaren  .y  forzaren;  mandamos  a  los  nuestros  Adelan- 
tados y  Merinos,  y  Justicias  de  las  nuestras  ciudades,  villas  y  lugares  donde 
aoaesaere,  que  fagan  ejecución  en  bienes  de  los  dichos  forzadores  y  tomadores, 
y  les  fagan  pagar  con  el  doble  todo  lo  que  asi  tomaren  j  forzaren,  y  vendan 
sus  bienes  como  por  nuestro  haber,  y  paguen  á  quien  rescibió  el  daño  y  fuerza 
lo  que  le  tomaron  y  forzaron.  .  .  . 

Otra  ley  se  dio  en  el  año  de  1390  por  D.  Juan  I  en  Guadalajara,  que 
después  fué  la  ley  1^,  titulo  5?,  libro  1?  de  la  Recopilación  Castellana, 
luego  la  1%  título  6?,  libro  1?  de  la  Novísima  Recopilación.  Esa 
ly  revela  que  el  espíritu  piadoso  y  justiciero  aun  no  había  comenzado  á 
decaer.  Véanse,  en  comprobación,  sus  primeras  palabras,  que  son  las 
siguientes : 

Temporales  frutos  reservó  Dios  en  señal  de  universal  señorío  para  sustentación 
de  los  sacerdotes ;  y  sería  cosa  muy  aborrecible,  que  los  bienes  que  los  Santos 
Padres  dieron  y  ordenaron  para  mantenimiento  de  los  Sacerdotes  y  Ministros 
de  la  Santa  Iglesia,  porque  rogasen  á  Dios  por  la  salud  de  las  ánimas  crístianas, 
sean  ocupados  y  usurpados  por  persona  alguna.  .  «  . 

Á  principios  del  siglo  XY  encontramos  una  ley  que  no  deja  de  llamar 
la  atención.  Fué  expedida  por  el  Rey  D.  Juan  II  en  Burgos,  año  de 
1409,  y  ratificada  posteriormente  por  el  mismo  en  1432,  durante  su 
immsión  en  Zamora.  Esa  ley  fué  incluida  en  la  Recopilación  Caste- 
llana bajo  el  número  9?  del  título  2?,  libro  1?,  y  posteriormente  vino   á 
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ser  k  ley  8*,  título  5?,  libro  1?  de  la  Novísima  Recopüacióo.     Hé  aquí  su 
tenor  literal : 

La  plata  y  bienes  de  las  Iglesias  el  Rey  no  lo  puede  ni  debe  tomar ;  pero  si 
acaesciere  tiempo  de  guerra  ó  de  gran  menester,  que  el  Rey  pueda  tomar  la 
tal  plata,  con  tanto  qxie  después  la  restituya  enteramente  sin  alguna  diminución  á 
las  Iglesias. 

No  parece  sino  que  el  Rey  hubiese  visto  al  través  de  cuatro  siglos  lo 
que  el  Gobierno  republicano  de  la  nueva  Colombia  iba  á  hacer  con  los 
bienes  y  rentas  de  las  iglesias ;  y  que  hubiese  expedido  esa  ley  para 
ignominia  y  confiísión  de  estos  modernos  Licurgos  de  nuestro  país  y  de 
nuestros  tiempos. 

8.  Ese  mismo  Rey  D.  Juan  II  fué  quizá  el  primero  que  creyó  de  su 
deber  poner  trabas  á  la  adquisición  de  bienes  raices  por  parte  de  las 
Universidades,  Colegios  y  personas  exentas,  como  lo  comprueba  una  ley 
que  expidió  en  Valí^dolid,  el  año  de  1452,  que  fué  el  auto  1?,  título  10, 
libro  5?  de  la  Recopilación  Castellana,  y  después  la  ley  12,  título  5?, 
libro  I?  de  la  Novísima  Recopilación.  Hé  aquí  la  manera  como  se 
expresa : 

Ordenamos  y  mandamos,  que  cualquier  lego  y  otra  persona  sujeta  á  nuestra 
jurisdicción  Real,  que  donaren  ó  vendieren,  6  en  otra  (^ualquier  manera  enajenaren 
por  qualquier  título  qualquier  heredamiento  ú  otros  bienes  raices  á  Universidad  ó 
Colegio,  a  persona  ó  personas  exentas  que  no  sean  de  nuestra  jurisdicción  Real  ni 
sujetas  á  eÚa,  sean  tenidas  de  pa^ar,  y  paguen  á  Nos  la  quinta  parte  del  verdadero 
valor  de  las  tales  heredades  y  bienes  raices  que  asi  donaren  y  enajenaren,  y  esto 
demás  de  la  alcabala  que  nos  pertenece,  quando  por  manera  de  venta  ñieren 
enajenados.  •  •  • 

¿  Comprendía  esta  ley  á  las  corporaciones  y  entidades  religiosas  P 
Respecto  de  ellas  puede  observarse  que  existe  la  misma  razón  que  se 
hace  valer  para  coartar  á  las  Universidades  y  Colegios  el  derecho  de 
adquirir  inmuebles ;  y  si  se  atiende  á  que  donde  existe  la  misma  razón 
debe  existir  la  misma  disposición,  el  ánimo  se  inclina  á  creer  que  la 
prohibición  se  extiende  á  las  entidades  religiosas.  Mas,  si  se  tiene  en 
cuenta  que  dichas  entidades  son  más  numerosas  y  más  importantes  que 
las  Universidades  y  Colegios,  y  que  en  ese  tiempo  no  se  acostumbraba 
darles  el  nombre  de  persona,  se  verá  que  lo  más  probable  es  que  la  ley 
no  se  extendiese  sino  á  las  personas  y  corporaciones  expresadas  clara- 
mente en  ella. 

Además  de  eso,  la  piedad  de  los  Reyes,  de  sus  Ministros  y  Consejeros, 
parece  que  aun  no  había  principiado  á  decaer  en  ese  tiempo ;   y  es 

Í)robable  que  el  Rey  D.  Juan  II  no  quisiese  poner  sobre  un  pie  de  per- 
ecta  igualdad  á  las  Iglesias  y  las  Universidades. 

Pero  sea  de  eso  lo  que  fuere,  importa  fijar  la  atención  en  que  el 
motivo  del  impuesto  especial  creado  por  esta  ley  fué  sólo  el  hecho  de 
que  las  Universidades,  Colegios  y  personas  exentas  tenían  un  fuero 
particular,  y  no  estaban  sujetas  á  la  jurisdicción  directa  de  los  jueces 
ordinarios,  lo  que  naturalmente  debía  repugnar  al  Rey. 

Años  después,  D.  Femando  y  Doña  Isabel  expidieron  una  ley,  que  fué 
la  3^  del  cuaderno  de  alcabalas  de  1491,  y  después  la  6%  título  18,  libro 
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9?  de  la  Recopilación  Castellana,  y  por  último  la  8%  título  9?,  libro  1?  de 
la  Novísima  Recopilación,  que  se  expresa  así : 

Porque  nuestra  intención  es  qne  á  los  Clérigos  é  Iglesias  de  nuestros  Reynos 
les  sean  guardadas  las  franquezas  que  por  derecho  les  competen,  también  en  lo 
tocante  á  las  alcabalas;  mandamos,  que  los  nuestros  arrendaaores,  y  otras  quales- 
quier  personas  que  por  Nos  hobieren  de  recaudar  nuestras  alcabalas,  no  las  pidan 
ni  demanden  de  las  ventas  que  hicieren  de  sus  bienes  qualesquier  Iglesias  j 
Monesterios,  Perlados  y  Clérigos  de  estos  Rey  nos,  ni  de  los  trueques,  por  lo  que  a 
eUos  toca  y  puede  tocar. 

Había  pues  en  ese  tiempo  marcado  espíritu  de  protección  á  las  personas 
y  entidades  religiosas,  y  eso  duró  aún«por  varios  siglos. 

4.  Muchos  años  más  tarde  vino  otro  Rey  que  parece  que  también 
hubiera  previsto  lo  que  había  de  suceder  en  los  tiempos  presentes  con 
los  bienes  de  las  iglesias  y  entidades  religiosas,  y  hubiese  querido  con- 
denarlo de  antemano  y  entregarlo  á  la  execración  de  los  hombres  de 
bien :  fué  Felipe  V.  En  su  resolución  á  consulta  d^  5  de  Noviembre  de 
1708  dictada  en  Madrid,  que  fué  comprendida  en  el  auto  8?,  título  2?, 
libro  3?  de  la  Recopilación  Castellana,  y  que  después  formó  la  ley  13, 
título  5?,  libro  1?  de  la  Novísima  Recopilación,  dice  : 

Enterado  de  lo  que  el  Consejo  me  representa  en  la  consulta  de  10  de  Septiembre 
de  este  año,  sobre  si  las  Comunidades  eclesiásticas  del  reino  de  Valencia,  que  han 
sido  rebeldes,  deben  gozar  ó  no  los  bienes  raices  y  jurisdicciones  que  poseían,  y 
otros  puntos  convenientes  á  esto ;  y  considerando  que  en  virtud  de  las  regalías 
que  tengo  en  aquel  reino,  no  puedo  quitar  á  las  Comunidades  eclesiásticas,  (^ue 
han  sido  rebeldes,  los  bienes  raices  y  las  jurisdicciones  que  con  justo  titula  poseían 
en  él,  asi  por  razón  del  indulto  general  que  después  de  recobrado  el  reino  concedí 
(en  virtua  del  qual  quedaron  indultados  todos  los  bienes  de  los  que  permanecían 
en  mi  obediencia,  y  particularmente  los  de  las  .Comunidades  eclesiásticas,  porque 
de  lo  contrario  se  laltaria  á  la  fe  pública,  y  á  la  con  que  estaban  aquellos  vasallos), 
como  j)orque  estas  iurisdicciones  y  bienes  raices  son  de  la  Iglesia,  que  no  se  con- 
sidera incursa  en  el  crimen  de  rebelión,  y  no  puede  perder  lo  que  es  suyo  por  el 
delito  en  que  han  incurrido  los  individuos.  .  .  . 

De  suerte  que  en  esos  tiempos,  ni  aun  la  rebelión  del  clero  daba 
derecho  á  apoderarse  de  los  bienes  de  las  iglesias ;  y  ahora  ni  aun  la 
fidelidad  de  ese  mismo  clero  puede  servir  de  escudo  eficaz  á  dichos 
bienes.  Pero  no  nos  anticipemos  á  los  sucesos  :  á  cada  cual  le  llegará 
su  tumo. 

6.  Por  ese  tiempo  ó  quizá  un  poco  antes  hubo  algunos  casos  de 
enajenaciones  fraudulentas  y  simuladas,  por  las  cuales  aparecían  bienes 
más  ó  menos  considerables  como  pertenecientes  á  personas  eclesiásticas, 
sin  serlo  en  realidad. 

Para  poner  remedio  á  semejante  mal,  ocurrió  el  Rey  á  la  Santa 
Sede;  y  ésta,  que  nunca  ampara  el  fraude  contra  el  derecho,  y  que 
antes  protege  á  éste  contra  aquel  hasta  donde  su  poder  le  alcanza,  se 
apresuró  á  expedir  el  breve  de  14  de  Noviembre  de  1737,  el  cual  fué 
insertado  en  otro  de  23  de  Diciembre  de  1740,  que  fué  publicado  eñ  un* 
edicto  del  Nuncio  de  Su  Santidad  y  mandado  observar  por  real  decreto 
de  18  de  Enero  de  1741,  y  provisión  del  Consejo  de  12  de  Mayo. 
Puede  verse  en  la  ley  3*,  título  12,  libro  1?  de  la  Novísima  Recopilación. 
La  parte  en  que  tratísi  de  este  asunto,  dice  así : 
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...  Y  para  que  del  todo  se  destierren  las  enajenaciones  engañosas,  donaciones 
fingidas  j  contratos  simulados  que  se  acostumbran  hacer  y  celebrar  con  personas 
eclesiásticas  solo  en  apariencia,  para  que  con  este  falso  pretexto  y  so  color  los  legí- 
timos y  verdaderos  señores  de  las  haciendas,  según  el  estado  y  calidad  de  cada  uno, 
se  eximan  injustamente  de  pagar  los  Reales  derechos  y  tributos  á  que  están 
obligados,  sin  hacerse  cargo  de  que  este  delito,  ademas  de  ser  en  si  mismo  pecami- 
noso y  gravemente  culpable,  incluye  una  usurpación  manifiesta  de  los  reales 
derechos,  que  quaksquiera  vasallos  cleben  de  justicia  al  Rey,  y  ademas  es  también 
de  gravísimo  detrimento  al  bien  público ;  por  tanto  y  principalmente  por  lo  refe- 
rido, te  ordenamos  y  mandamos  por  las  presentes  letras,  las  quales  queremos  se 
inserten  palabra  por  i)alabra  en  el  edicto  que  has  de  promulgar  en  España,  que  á 
qualesquiera  Eclesiásticos  y  á  seculares,  y  á  regulares  de  qualesquiera  Ordenes,  asi 
de  Monjes  como  Mendicantes  de  uno  y  otro  sexo.  Prelados,  Comunidades,  también 
de  ambos  sexos,  de  qualquier  género,  condición,  estado,  grado  ó  dignidad,  que 
hicieren  los  fraudes  y  contratos  sobredichos,  é  dieren  auxilio,  favor  y  ayuda  para 
hacerlos,  les  impongas  las  penas  canónicas  y  espirituales,  aunque  sea  con  excomu- 
nión ipeo  fado  incurrenday  reservada  á  ti  y  tus  sucesores  que  por  tiempo  fueren, 
y  también  la  privación  de  voz  activa  y  pasiva,  y  todas  las  demás  penas  correspon- 
dientes á  los  transgresores  de  los  preceptos  Pontificios  en  materia  de  tanta  grave- 
dad como  esta.  * 

No  obstante  la  solicitud  de  la  Santa  Sede  en  acceder  á  las  preten- 
siones razonables  de  los  Reyes,  en  lo  que  se  rozaban  con  los  bienes  ecle- 
siásticos, parece  que  ellos  principiaban  ya  á  mirar  con  disgusto  que  las 
entidades  religiosas  adquiriesen  bienes  raíces.  Sin  embargo,  por 
.entonces  Felipe  V  se  limitó  á  ocurrir  á  Su  Santidad,  y  hacerle  presente 
que  las  entidades  religiosas  hablan  adquirido  bienes  considerables ;  que 
las  cargas  del  Estado  eran  gravosísimas  para  I03  laicos,  y  lo  serían  más 

Í7  más  de  día  en  día,  á  medida  que,  por  razón  de  nuevas  adquisiciones, 
as  entidades  religiosas  fuesen  disminuyendo  la  masa  de  bienes  sujetos 
á  gravamen  ;  y  concluye  pidiéndole  que  declare  sujetos  á  todos  los 
impuestos  y  tributos  los  bienes  pertenecientes  á  iglesias  y  demás  enti- 
dades religiosas. 

Es  probable  que  el  Rey  tuviera  razón,  al  menos  en  parte,  para  solicitar 
alguna  restricción  á  loa  derechos  de  la  Iglesia,  en  este  particular,  por- 
que en  el  artículo  8?  del  Concordato  de  26  de  Septiembre  de  1737, 
después  de  hacer  mérito  de  la  dificultad,  se  dijo  lo  siguiente : 

.  .  .  Por  tanto,  habiendo  considerado  Su  Santidad  la  quantidad  y  qualidad 
de  dichas  cargas,  y  la  imposibilidad  de  soportarlas  á  que  los  legos  se  reducirían,  si 
por  orden  á  los  bienes  futuros  no  se  tomase  alguna  providencia,  no  pudiendo  con- 
venir  en  gravar  á  todos  los  Eclesiásticos,  como  se  suplica,  condescenderá  solament-e 
que  todos  aquellos  bienes  que  jwr  cualquier  título  adquirieren  cualesquiera  Iglesia,' 
Lugar  pió,  ó  Comunidaa  eclesiástica,  y  por  esto  cayeren  en  Manos  muertas, 
queden  perjietuamente  sujetos,  desde  el  día  en  que  se  firmare  la  presente  concordia, 
a  todos  los  impuestos  y  tributos  Begios  que  los  legos  pagan.  .  .  . 

Esta  medida  estaba  llamada  á  cortar  de  raíz  el  mal  en  lo  porvenir ; 
pero  quizá  se  tropezó  con  algunos  inconvenientes  para  plantearla,  porque, 
á  pesar  de  que  el  Rey  Felipe  V  había  publicado  el  Concordato  por  real 
resolución  y  cédula  de  24  Octubre  de  1745,  expedida  en  San  Lorenzo, 
tuvo  que  repetir  la  promulgación  el  Rey  Carlos  IV  por  real  cédula 
dada  en  Madrid  el  10  de  Agosto  de  1793,  que  es  la  ley  14,  título  6?, 
libro  1?  de  la  Novísima  Recopilación. 

6.  La  autoridad  civil  no  se  conformó  con  esa  concesión,  aunque  ella 
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llenaba  en  lo  principal  sus  aspiraciones  y  sus  deseos,  puesto  que  reme- 
diaba el  mal  para  lo  futuro.  Sucedió^  pues^  que  á  poco  tiempo  se  prin- 
cipiaron á  expedir  órdenes  perentorias  para  impedir  que  las  entidades 
religiosas  adquiriesen  bienes ;  pero  en  ese  particular  se  luchaba  con  el 
sentimiento  y  la  piedad  de  la  inmensa  mayoría  de  la  nación^  y  no  era 
fácil  obtener  inmediatamente  el  éxito  apetecido.  Mas^  como  ni  los  par- 
ticulares ni  las  entidades  religiosas  querían  quebrantar  las  prohibiciones 
reales^  comenzaron  á  hacerse  considerable  numero  de  solicitudes  espe- 
ciales para  que  se  permitiese  la  adquisición  de  determinados  bienes  para 
ciertas  entidades. 

Dio  lugar  eso  á  una  resolución  general  dictada  por  el  Rey  D. 
Carlos  m,  en  Pardo  á  10  de  Marzo  de  1763,  que  fué  después  la  ley  17, 
título  6?,  libro  1?,  de  lo  Novísima  Eecopilación.  Hé  aquí  su  tenor 
literal: 

Habiendo  llegado  á  mi  noticia,  qne  por  no  haberse  observado  en  el  todo  las 
repetidas  ordenes  qoe  anteriormente  se  han  dado,  para  que  se  negasen  absoluta- 
mente los  privilegios  que  solicitaban  las  Comunidades  y  otras  Manos  mjaertas  para 
la  adquisición  de  bienes,  se  ha  aumentado  considerablemente  el  daño  de  mis 
vasallos ;  y  queriendo  atajar  de  una  vez  este  perjuicio,  he  resuelto,  que  por  ningún 
caso  se  admitan  instancias  de  Manos  muertas  para  la  adquisición  de  bienes,  aunque 
vengan  vestidas  de  la  mayor  piedad  j  necesidad ;  y  que  el  Consejo  de  Hacienoa, 
siempre  que  vea  este  género  de  concesiones,  ó  se  le  pida  informe  sobre  ellas,  antes 
de  darles  cumplimiento  ni  informar,  represente  todas  las  órdenes  dadas  en  contrario, 
y  los  intolerables  daños  que  se  siguen  a  la  cansa  pública,  de  que  a  título  de  una 
piedad  mal  entendida  se  vaya  acabando  el  patrimonio  de  legos. 

Esas  fueron  las  primeras  prohibiciones  de  carácter  general  para  la 
monarquía  de  que  nosotros  tenemos  noticia,  referentes  á  la  adquisición 
de  bienes  por  las  entidades  religiosas.  Antes  di  eso  se  habían  hecho 
algunas,  pero  de  carácter  especial  para  ciertas  regiones,  por  lo  cual  no 
las  habíamos  tomado  en  cuenta  en  este  examen.  Es  conveniente,  sin 
embargo,  que  demos  una  idea  de  ellas. 

La  primera  es  la  de  D.  Alonso  I  de  Castilla  y  VI  de  León,  quien  en 
ima  ley  expedida  en  el  año  de  1102  dispuso  que  "  ninguno  pudiese^Asi 
por  contrato  como  por  título  gracioso,  dar  ni  dexar  bienes  raices  alas^ 
Iglesias,  pena  de  perderlos,  excepto  á  la  de  Toledo  por  ser  cabeza." 
Posteriormente  esa  ley  fué  renovada  por  San  Femando,  quien  no  la 
revocó  á  pesar  de  las  instancias  del  Papa  Gregorio  IX  ;  pero  tal  ley  no 
tuvo  cumplida  ejecución,  quién  sabe  por  qué  circunstancias,  pues  el 
Consejo  propuso  al  Rey  en  consulta  de  los  años  de  1677,  1678  y  1691, 
que  suspendiese  el  tratar  de  esa  materia  hasta  que  se  pudiera  promover 
coa  esperanza  de  arreglarla  bien  ;  ya  por  entonces  se  estaban  tomando 
Tarias  medidas  sobre  reforma  del  clero  secular  y  regular,  y  no  se  sabía 
aun  qué  bienes  quedarían  sujetos  á  contribuir,  y  cuáles  exentos  de  ello. 
El  Rey  se  conformó  con  eso.  Así  consta  en  el  número  XXXIII  del  auto 
4*,  título  1?,  libro  4?  de  la  Recopilación  Castellana.' 

La  segunda  es  la  de  D.  Jaime  I  de  Aragón,  relativa  al  reino  de  Valencia, 
que  conquistó  de  los  moros  el  año   de   1238.     Hecha  la  conquista, 


'  Yéase  la  nota  3^  á  la  ley  12,  título  5%  Hbro  1"  do  la  Novísima  Becopilaeíóii, 
e^dón  de  1805.  ^  , 

y  Google 


Digitized  by' 


50  BIENES   DE    MANOS    MUERTAS. 

repartió  las  tierras  entre  los  que  le  ayudaron  á  Uevaria  a  término,  y  doto 
bien  las  iglesias ;  pero  prohibió  que  las  entidades  religiosas  pudiesen 
adquirir  bienes  de  realengo,  alegando  como  razón  justificativa  de  ello, 
que  era  para  que  no  quedasen  fuera  de  la  circulación.  Hace  mención  de 
esta  prohibición  el  Rey  D.  Carlos  IV  en  la  resolución  á  consulta  de  23 
de  Septiembre  de  1796,  y  cédula  de  20  de  Diciembre  de  1797,  que 
después  fué  la  ley  20,  título  6?,  libro  1?  de  la  Novísima  Recopilación. 

La  tercera  es  la  que  se  refiere  al  reino  de  Córdoba,  de  la  cual  se  hace 
mérito  en* la  resolución  del  Rey  D.  Carlos  III  dictada  en  San  Ildefonso, 
á  .consulta  de  25  de  Septiembre  de  1770,  y  en  la  cédula  del  Consejo  de 
18  de  Agosto  de  1771.  He  aqu^  los  términos  en  que  da  cuenta  del 
asunto  la  ley  21,  título  5?,  libro  1?  de  la  Novísima  Recopilación  : 

Consiguiente  á  la  conquista  hecha  por  el  señor  Rey  D.  Femando,  mi  glorioso 
predecesor,  de  la  ciudad  de  Córdoba  y  todo  su  reino,  estableció  para  su  Gobierno 
en^  de  Abril  era  de  1269  el  fuero  particular  cuyo  tenor  dice  así:  "Establezco, 
é  confirmo,  que  ningún  home  de  Córdoba,  varón  é  mujer,  no  pueda  vender  ni  dar 
BU  heredad  a  alguna  Orden,. fuera  de  Santa  Maria  de  Córdoba  que  es  Catedral  de 
la  ciudad,  mas  de  su  mueble  dé  quanto  quisiere,  según  su  fuero  :  é  la  Orden  que 
la  recibiere  comprada  ó  donada,  piérdala,  é  el  vendedor  pierda  los  dineros,  é 
háyanlos  sus  parientes  mas  cercanos."  Mando  •  que  se  guarde  y  cumpla  este 
capítulo  de  dicno  fuero. 

Nótese  que  esta  ley  de  Carlos  III  es  de  los  años  de  1770  y  1771,  y 
que  las  prohibiciones  generales  de  que'  hablamos  antes  se  remontan  al 
año  de  1763  ;  de  donde  se  desprende  rectamente  que  el  Rey  mismo,  con- 
vencido de  la  ineficacia  de  sus  órdenes  nuevas  y  generales  se  acogia  á  las 
antigtías  y  especiales^  para  alcanzar,  siquiera  en  parte,  su  objeto.  Al 
menos  no  se  nos  ocurte  otra  explicación  plausible  á  esas  prohibiciones 
especiales  comprendidas  en  otras  generales  anteriores. 

Hay  otro  documento  de  este  mi^mo  Rey  que  podemos  citar  en  apoyo 
de  la  opinión  que  acabamos  de  exponer.  Es  la  resolución  que  dictó  por 
consultas  de  19  de  Agosto  de  1769,  20  de  Julio  de  1771  y  4  de  Abril  de 
1772,  y  cédula  de  la  Cámara  de  25  de  Julio  de  1775.  Puede  verse  en  la 
lej*19,  título  5?,  libro  1?  de  la  Novísima  Recopilación,  tal  como  quedó  al 
formarse  esa  compilación.  Consiste  en  una  instrucción  relativa  al 
derecho  de  amortización  en  los  reinos  de  Valencia  y  Mayorca.  Hablando 
de  la  adquisición  de  bienes  por  las  entidades  religiosas^  dice  así  el 
número  6? : 

Concedida  la  gracia  por  mi  Real  Persona,  se  expedirá  eí  privilegio  por  la  Cámara 
con  las  cláusulas  de  estilo,  y  sin  omitir  nunca  la  de  deberse  pagar  á  la  Real 
Hacienda  los  derechos  de  amortización  y  sello,  y  la  de  haber  de  qu^ar  los  bienes 
amortizados  sujetos  no  solamente  á  las  cargas  reales  y  vecinales,  sino  á  todas  las 
contribuciones  que  pagan  los  legos.  .  .  . 

Ya  difiere  esto  mucho  de  la  prohibición  absoluta  y  general  de  1763  ; 
y  nótese  que  esta  disposición  se  refiere  al  reino  de  Valencia,  respecto 
del  cual  había  una  antigua  y  especial  prohibición  que  data  del  tiempo 
de  la  conquista. 

7.  Por  los  años  de  1795  ya  la  prohibición  general  en  que  nos  hemos 
ocupado  no  tenía  eficacia  alguna  en  varios  de  los  países  de  la  monarquía. 
Pruébalo  patentemente  el  real  decreto  dado  por  D   Carlos  IV  en  San 
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Ildefonso  el  21  de  Agosto  de  diclio  año,  y  cédula  de  24  de  los  mismos. 
Su  tenor  literal,  según  la  ley  18,  título  5?,  libro  1?  de  lá  Novísima  Reco- 
pilación, es  el  siguiente : 

He  resuelto,  que  con  el  preciso  é  invariable  destino  de  extinguir  los  Vales  Eeales 
se  imponga  y  exija  un  quince  por  ciento  de  todos  los  bienes  raices  y  derechos  reales, 
que  de  aquí  adelante  adquieran  las  Manos  muertas  en  todos  los  reinos  de  Castilla 
y  León,  y  demás  de  mis  dominios  en  que  no  se  halla  establecida  la  ley  de  amorti- 
zación, por  qualquiera  títnlo  lucrativo  u  oneroso,  por  testamento  6  qualquiera  última 
voluntad,  ó  acto  entre  vivos ;  debiendo  esta  imposición  considerarse  como  un  corto 
resarcimiento  de  la  pérdida  de  los  Reales  derechos  en  las  ventas  ó  permutas  que 
dejan  de  hacerse  por  tales  adquisiciones,  y  como  una  pequeña  recompensa  del  per- 
juicio que  padece  el  público  en  la  cesación  del  comercio  ae  los  bienes  que  paran  en 
este  destino.  ...  • 

Antes  vimos  que  á  los  Reyes  desde  principios  del  siglo  XVIII  les  repug- 
naba la  adquisición  de  bienes  por  las  entidades  religiosas,  y  que  alegaban 
la  circunstancia  de  quedar  exentos  del  pago  de  impuestos  públicos,  y  la 
imposibilidad  de  que  los  legos  pudiesen  soportar  por  sí  solos  las  cargas 
fiscales  del  Estado.  Eemediado  ese  mal  por  el  concordato  de  1737, 
vienen  ahora  á  alegar  que,  en  virtud  de  esas  enajenaciones,  no  se  hacían 
otras  muchas,  y  el  Gobierno  dejaba  de  percibir  los  impuestos  relativos  á 
ellas.  Agregan  también  que  el  público  sufría  por  la  cesación  del 
comercio  de  los  bienes  adquiridos  por  dichas  entidades. 

8.  Estos  no  pasaban  de  ser  meros  pretextos,  demasiado  ridículos  para 
que  nos  detengamos  á  examinarlos.  Lo  que  sucedía  realmente  era  que 
el  filosofismo  de  la  época  se  había  apoderado  del  Gabinete  español,  y 
comenzaba  ya  á  hacerle  la  guerra  indirectamente  al  catolicismo. 

Ya  lo  hemos  dicho,  tratando  de  las  cuestiones  de  patronato  y  de  fuero 
eclesiástico.  Fué  entonces  cuando  principió  á  a&ortiguarse  seriamente 
el  espíritu  católico  que  había  animado  siempre  al  Gobierno  español ;  no 
porque  el  monarca  estuviese  imbuido  en  principios  y  doctrinas  anti- 
católicos, sino  más  bien  porque  muchos  de  sus  cortesanos,  y  aun  algunos 
de  sus  ministros,  eran  filósofos  á  la  usanza  del  tiempo ;  y,  tal  vez  sin 
intención  deliberada,  principiaban*  á  socavar  lo  que  pudiéramos  llamar 
las  obras  exteriores  y  avanzadas  de  la  gran  fortaleza  del  catolicismo. 
Llamamos  apenas  de  paso  la  atención  sobre  esto,  reservándonos  el  tra- 
tarlo más  extensamente  al  estudiar  otras  materias,  principalmente  de 
las  comunidades  religiosas.  Allí  hablaremos  también  de  la  confiscación 
de  los  bienes  de  las  jesuítas,  que  ocurrió  en  ese  tiempo. 

9.  Ese  movimiento  anticatólico,  que  en  un  principio  fué  tan  lento,  tan 
moderado  en  su  forma,  tan  circunspecto,  era  ya  audaz  y  marchaba 
rápidamente  y  con  la  frente  alta  á  su  objeto.  Yéase  si  no  el  real  decreto 
expedido  por  D.  Carlos  IV  el  19  de  Septiembre  de  1798,  inserto  en  la 
cédula  del  Consejo  de  "26  del  mismo  mes,  y  que  es  la  ley  22,  título  5?, 
libro  1?  de  la  Novísima  Recopilación. 

Continuando  en  procnrar  por  todos  los  medios  posibles  el  bien  de  mis  amados 
vasallos  en  medio  délas  orgencias  presentes  de  la  corona,  he  creido  necesario  disponer 
un  fondo  qnantioso,  que  sirva  al  doble  objeto  de  subrogar  en  lugar  de  los  vales 
iUales  otra  deuda  con  menos  interés  é  inconvenientes,  y  de  poder  aliviar  la  industria 
T  comercio  con  la  extinción  de  ellos,  aumentando  los  medios  que  para  el  mismo 
latente  están  ya  tomados ;  y  siendo  indisputable  mi  autoridad  Sooerana  para  dirigir 
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á  estos  7  otros  fines  del  Estado  los  establecimientos  públicos ;  he  resuelto  después  de 
un  maduro  examen,  se  enajenen  todos  los  bienes  raices  pertenecientes  á  Hospitales^ 
Hospicios,  Gasas  de  misericordia,  de  reclusión  j  expósitos,  Cofradias,  Memorias, 
Obras  pias  y  pati^natos  de  legos,  poniéndose  los  productos  de  estas  ventas,  asi 
como  los  capitales  de  censos  que  se  redimieren  pertenecientes  á  estos  estableci-  . 
mientes  y  fundaciones,  en  mi  Keal  Caxa  de  amortización,  baxo  el  interés  anual  de 
tres  por  ciento  ...  y  que  se  invite  4  los  M.  RR.  Arzobispos,  RR.  Obispos, 
y  demás  Prelados  eclesiásticos  seculares  y  Regulares  á  que  .  .  .  promuevan  espon- 
tá:neamente  por  un  efecto  de  su  zelo  por  el  bien  de  Estado,  la  enajenación  de  los 
bienes  correspondientes  á  Capellanias  colativas  ú  otras  fundaciones  eclesiásticas, 
poniendo  su  producto  en  la  Caxa  de  amortización  con  el  tres  por  ciento  de  renta 
anual. 

Esta  fué  una  grande  expoliación  contraria  á  todo  derecho  y  á  toda 
conveniencia  publica  bien  entendida  ;  pero  no  trataremos  de  ella  en  este 
lugar  para  demostrar  nuestro  aserto^  porque  la  mayor  parte  de  las 
observaciones  que  liaremos  más  tarde,  al  tratar  de  la  desamortización 
yeríficada  en  nuestro  país,  son  aplicables  á  ésta,  y  por  ahora  nuestro 
ánimo  principal  es  señalar  el  espíritu  de  la  legislación  en  este  particular, 
en  los  diversos  tiempos  en  que  se  han  introducido  variaciones  en  ella. 

Probablemente  algunos  subalternos  dieron  á  la  citada  ley  mayor 
extensión  de  la  que  era  compatible  con  su  tenor  y  su  espíritu,  y  pre- 
tendieron apoderarse  de  algunos  bienes  espirítimUzados,  á  los  cuales  tenía 
derecho  perfecto  y  exclusivo  la  Iglesia,  aun  después  de  expedida  dicha 
ley. 

Conjeturamos  esto,  porque  el  mismo  D.  Carlos  IV  el  año  siguiente  de 
1799,  con  fecha  18  de  ííoviembre,  dio  una  real  resolución  que  fué  inserta 
en  la  circular  del  Consejo  de  29  del  mismo  mes,  y  que  es  la  ley  23, 
título  5?,  libro  1?  de  la  Novísima  Recopilación.     Dice  así : 

Declaro,  que  la  enajenación  de  los  bienes  que  se  haga  constar  que  están  espiritua- 
lizados por  cláusula  expresa,  corresponde  á  los  Prelados  eclesiásticos  con  inhibi- 
ción de  los  Tribunales  y  Juzgados  Keales,  asi  como  la  de  las  ñucas  de  obras  piaa 
que  se  hallen  fundadas  con  caudales  propios  de  las  Iglesias,  6  con  el  producto  de 
rentas  episcopales,  si  el  derecho  de  Patronato  se^  halla  concedido  á  alguna  Dignidad, 
Cuerpo  o  Comunidad  eclesiástica.  « 

No  quería,  pues,  el  Rey  que  nadie  pudiese  despojar  á  la  Iglesia  de  loa 
bienes  que  estaban  bajo  su  poder  é  inmediata  administración. 

Esta  primera  desamortización  alcanzó  también  á  estos  países,  aunque 
con  algunas  modificaciones,  como  aparece  de  los  siguientes  pasajes  del 
historiador  Qroot* : 

Las  novedades  de  su  ministerio  (el  de  Carlos  IV),  aue  tanto  habían  afectado  la 
Iglesia  en  España,  se  dejaban  sentir  con  más  intensidad  en  sus  colonias.  Carlos 
lY,  obedeciendo  á  las  inspiraciones  de  su  ministro,  había  alcanzado  del  Papa  unas 
cuantas  gabelas  sobre  las  rentas  eclesiásticas  bajo  el  especioso  pretexto  de  urgencias 
de  la  monarquía.  Las  urgencias  eran  verdaderas,  pero  la  inversión  do  los  caudales 
que  se  recogmn  no  era  tan  verdadera  como  se  pretendía.  Godoy  se  distinguió  -por 
su  habihdad  para  sacar  dinero :  excogitó  y  llevó  á  cabo  varios  modos  muy  ingenio- 
sos y  eficaces,  entre  ellos  el  de  la  Caja  llamada  de  Conaolidacíón,  que  hizo  venir  al 


^  Historia  eclesiástica  y  civil  de  Nueva  Gratiada,  tomo  2%  páginas  150  á  153. 
Fué  la  primera  desamortización  de  carácter  general,  pues  la  confiscación  de  los 
bienes  de  los  jesuitas  fué  anterior.    V.  el  cap.  6%  n?  26. 
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NueTO  Beino  en  1807  con  todo  el  tren  de  amortización  para  feriar  en  poco  tiempo 
loe  bienes  de  comunidades  religiosas  y  obras  pías.  Con  este  nnevo  sistema  de  exac- 
ción  se  bacía  entrar  nn  torrente  de  dinero  á  las  arcas  reales  con  proyecbo  de 
mncbos  particulares,  al  mismo  tiempo  qne  mejoraba  (según  decían  sns  inren- 
tores)  la  suerte  délos  dueños  usufructuarios,  ^  mesen  frailes,  monjas  6  capellanes, 
á  quienes  se  descargaba  del  trabajo  de  admmistrar  sus  cosas,  entendiéndose  sólo 
con  el  tesorero  real,  que  era  para  ellos  más  bonroso,  aunque  no  pudieran  deman- 
darlo cuando  les  dijera :  no  baj  dinero. 

Por  este  medio  el  Eey  se  constituyó  inquilino  de  todos  ellos  baciéndose  cargo 
de  los  fondos  de  sus  capellanías  y  demás  imposiciones,  mandando  que  se  pregona- 
sen T  rematasen  las  fincas  y  que  el  caudal  resultante  entrase  en  la  Caja  de  con- 
soHoación  para.que,  p^^do  por  sa  cuenta  los  réditos  se  aborrasen  los  frailes, 
capellanes  y  monjas  del  trabajo  y  riesgo  que  suelen  correr  en  la  cobranza,  cuando 
«stos  capitales  están  reconocidos  por  los  particulares.  No  babia  en  esto  más' 
diferencia  sino  que  á  los  particulares  se  les  podía  demandar  y  ejecutar  el  día  que 
rebusasen  el  pago,  y  al  Rey  no.  Ob  !  y  que  de  yentajas  proporcionaba  la  inyen- 
ción  al  estado  eclesiástico  en  España !  ¡  Qué  apologías  las  que  de  ella  bacían  sus 
inyentores  !  Pero  como  no  era  regular  que  los  oenefícios  alcanzados  con  la  real 
cédula  de  28  de  Noyiembre  autori^ída  por  D.  Miguel  Cayetano  Suya,  que  no  le 
iba  en  zag»  á  Godoy,  fuesen  solamente  para  los  ya^allos  x>eninsulare8,  preciso  er% 
bacerla  extensiya  á  los  yasallos  de  Indias,  que  también  eran  acreedores  á  los  fayores 
del  señor  Ministro ;  por  eso  en  la  citada  real  cédula  se  les  dirigían  estas  palabras : 
'*  Habiendo  acreditado  la  experiencia  los  yentajosos  efectos  que  ba  proaucido  en 
"EspañA  la  enajenación  ...  be  tesuelto,  por  todas  estas  razones  y  la  del  par- 
ticular cuidado  y  afecto  que  me  merecen  los  yasallos  de  América,  nacerlos  par- 
ticipantes de  igual  beneficio.  .  .  ." 

Mas  no  paro  en  esto  tanto  fayor ;  establecióse  en  cada  una  de  las  capitales  de 
América  un  tribunal  que,  con  nombre  de  Junta  suprema  de  consolidacián,  cuidase 
de  lleyar  adelante  y  bacer  efectiyas  las  benéficas  ideas.  La  Junta  se  componía 
del  Yirrey,  del  Prelado  eclesiástico  y  de  otros  yaríos  ministros  dotados  del  tesoro 
riMd,  á  unos  con  sueldo  fijo,  á  otros,  como  el  Virrey  y  el  Prelado,  con  el  tanto  por 
ciento  de  todo  lo  que  se  amortizase,  seguramente  con  la  intención  bien  estudiada 
de  interesar  en  el  negocio  á  estos  dos  funcionarios  excitando  su  codicia ;  y  el  pensa- 
miento era  fino,  porque  si  esto  se  conseguía  en  los  Obispos  era  seguro  que  no  se 
pasaría  por  alto  lundación  alguna  en  la  amortización. 

A  este  tribunal  se  le  dieron  leyes  y  reglamentos  perfectamente  calculados,  en 
que  se  preyenían  basta  los  menores  acontecimientos  aue  pudieran  ocurrir  para 
estorbar  la  más  exacta  ayeriguación  de  los  fondos  de  obras  pías,  caso  que  el 
Prelado,  no  dejándose  corromper  de  la  codicia»  quisiese  fayorecer  algunas  de  ellas. 
Godoy  aprendió  sin  duda  en  las  instrucciones  del  conde  Aranda,  sobre  temporali- 
dades de  los  Jesuítas.  Por  éstas  se  babía  empezado  el  negocio  que  debía  seguir 
sobre  todo  el  estado  eclesiástico. 

Hubo  entonces  quienes  diesen  alabanzas  al  ministerio  de  donde  emanaban  tan 
acertadas  providencias  ;  pero  alabanzas  de  personas  tan  candidas  como  poco  pre- 
YXBoras.  Otros  más  avisados  las  juzgaron  de  muy  diverso  modo  desde  que  fijaron 
su  atención  en  el  párrafo  doce  del  reglamento  de  GUkío;^.  Allí  se  exceptuaban  del 
gran  beneficio  los  bienes  raíces  de  las  Iglesias  j^  Comunidades  religiosas  que  fuesen 
jcmdoa  dótales^  con  cuyos  productos  se  sostuvieran  las  fundaciones  y  se  mantu- 
Tieaen  los  incKyiduoe.  ¿  x  esto  por  qué  P  ¿  Qué  razón  babía  para  que  sólo  por  ser 
bieiies  dótales  de  los  conyentos  para  alimentar  á  sus  religiosos  baoían  de  quedar 
«xcluidos  de  la  enajenación  que  tantos  bienes  proporcionaba  á  las  comunidades  P 
^Gabía  esto  én  el  corazón  del  benefactor  de  las  órdenes  religiosas  y  obras  píasP 
iVro  tampoco  escapó  á  la  penetración  de  aquellos  críticos  la  significación  del 
fljguiente  párrafo  que  decía :  "  que  se  amortizasen  los  bienes  raíces  de  los  bospitales 
7  cftsas  de  caridad,  si  no  se  practicaba  en  ellos  la  bospitalidad  ni  se  cumplía  con 
^  mgtituto  de  sus  fundaciones."  ¿  Luej^o  si  se  ejecutiQbba  en  esos  establecmiientos 
^ak  bospitalidad  y  se  cumplía  con  el  instituto  de  su  fiíndación,  no  eran  acreedores  á 
hj9  hendidos  que  resultaban  de  la  amortización  P  ^  Era  por  yentura  un  crimen  ó 
¿^Ha  grayísima,  el  practicar  la  caridad  con  los  pobres  y  enfermos  y  cumplir  con 
W  leyes  de  la  fundación,  para  que  desmereciesen  ser  participantes  de  loa  heneficioa 
ajotíB  pfoporcionaba  el  nuevo  proiecto,  habi&ndo  acrtditado  la  eosperiencia  loa  ventar 
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J0808  efectos  que  lidbia  producido  en  España  ?  Aquí  es  preciso  confesar  que  Godoy 
se  había  olvidado  de  la  lógica;  porque  entre  estas  dos  conclusiones  no  hay  medio  : 
ó  el  cumplir  con  esos  santos  y  sagrados  deberes  era  un  crimen  digno  de  castigo,  ó 
la  amortización  era  un  mal  para  las  comunidades  y  obras  pías. 

El  exceptuar  del  beneficio  de  la  amortización  los  bienes  dótales  de  las  comuni- 
dades religiosas,  también  envolvía  su  incógnita.  Esto  se  hacía,  para  que  cuando 
llegase  el  caso  de  no  pagarles  los  réditos  de  sus  principales  amortizados  poder 
decirles  lo  que  á  los  dominicanos  de  Atocha  en  Madrid ;  y  fué,  que  para  no  morirse 
de  hambre,  demasiado  tenían  con  los  bienes  dótales  que  les  habían  señalado  sus 
fundadores  p<)r  congrua  sustentación. 

Á  los  hospitales  se  les  exclaia  del  dichoso  henefido  para  escapar  á  la  maldición 
piiblica  el  día  que,  hallándose  sin  rentas  esos  esteblecimientos,  se  encontrasen  lo* 

Sobres  y  enfermos  destituidos  de  todo  socorro  sin  tener  dónde  refugiarse.  Hé  aquí 
escifrados  los  enigmas  del  reglamento  de  Godoy  :  esto  se  comprendía,  pero  no  s& 
podía  decir  entonces,  y  era  preciso  besar  la  mano  que  tantos  beneficios  impartía 
al  clero. 

La  amortización  comenzó  á  hacer  su  oficio :  ¡  jamás  se  había  visto  un  heiieficio  má» 
temible  para  los  beneficiados,  ni  más  productivo  para  el  benefactor !  En  sola  la 
demarcación  del  Virreinato  de  Santafé,  arrebató  en  poco  menos  de  dos  años,  casi 
medio  millón  de  pesos  fuertes ;  producto  de  las  fincas  de  conventos  yi)bra8  pías- 
que  se  remataron.  Esto  se  halla  demostrado  en  el  informe  de  la  comisión  de 
hacienda  presentado  á  la  legislatura  de  1811  por  el  Doctor  Femando  Caiceda 
Flórez,  individuo  del  Capítulo  Metropolitano. 

Cierto  es  que  en  Santafé  se  pagaban  con  regular  exactitud  los  réditos  de  lo» 
fondos  amortizados ;  pero  se  pagaban  con  las  mismas  rentas  del  clero,  es  decir, 
aue  se  les  pagaba  con  lo  suyo,  porque,  eso  con  que  pagaban,  lo  quitaban  de  Ios- 
diezmos  por  medio  de  una  nueva  exacción ;  operación  parecida  á  la  del  que  quita 
á  su  acreedor  para  pagarle  lo  que  le  debe.  Esto  se  nacía  por  medio  de  la  real 
cédula  de  28  de  Noviembre  de  1804,  que  mandaba  sacar  un  nuevo  noveno  de  toda  la 
masa  de  diezmos  de  España  é  Indias,  sin  descontar  ni  el  tanto  por  ciento  que  se 
pagaba  á  los  recaudadores. 

Este  nuevo  noveno,  llamado  de  consolidaci&rit  se  destinó  en  Santafé,  sin  saber  en 
virtud  de  qué  disposición,  fjara  pagar  los  dichos  réditos,  y  el  Capítulo  Metropoli- 
tano, en  vista  de  la  aplicación  que  se  le  daba,  lo  cedió  al  Gobierno.  De  ese  modo 
tuvo  aquí  la  exacción  mejor  título  de  legitimidad  que  en  España,  donde  se  hacía, 
nada  más  que  en  virtud  de  una  real  cédula  que  se  expidió  sin  contar  para  ello  con 
el  Papa,  ni  con  autoridad  alguna  eclesiástica. 

Sin  embargo  de  esto,  pasado  algún  tiempo,  los  conventos  empezaron  á  sufrir 
grandes  retardos  en  el  pa^o  de  sus  réditos,  y  tales  que  tuvieron  que  llevar  en  paciencia 
muchas  penuri&,s  y  trabajos.  Pero  no  era  esto  lo  peor,  sino  que  en  los  remates 
de  las  fincas  más  valiosas,  tuvieron  que  sufrir  desfalco  los  fondos,  por  falta  de  lici- 
tadores  y  entonces  perdían  parte  del  principal.  El  monasterio  de  la  Enseñanza  fué 
uno  de  los  perjudicados  de  este  modo  en  aos  casas  que  se  le  remataron  por  menos 
del  fundo  y  con  cuyos  arrendamientos,  que  producían  más  del  rédito  del  principal,, 
hacían  parte  de  sus  gastos  las  religiosas  c^ue  destinadas  por  su  institulo  á  la  ense- 
ñanza de  las  niñas,  prestaban  un  servicio  importante  al  público  y  principalmente  á. 
las  hijas  del  pueblo  en  la  clase  pobre.  Personas  hubo  entonces  que  ofrecían  dar  el 
dinero  de  su  valor  para  evitar  el  remate  y  para  que  les  quedasen  las  casas  á  las 
monjas  ^  pero  no  se  admitió  la  propuesta,  porque  el  reglamento  de  Godoy,  ^ue 
todo  lo  había  previsto  y  calculado,  menos  ciertas  consecuencias  ó  inconsecuencias, 
no  lo  permitía. 

Las  gentes  de  aquel  tiempo  no  regulaban  sus  acciones  por  el  principio  utilitarista,, 
porque  las  doctrinas  que  excluyen  la  conciencia  no  habían  invadido  estos  países,, 
aunque  no  faltaban  hombres  bien  contaminados  ya  con  el  filosofismo  francés.  Poír 
eso  había  tan  poca  concurrencia  de  licitadores  en  los  remates  de  fincas  de  manos 
muertas :  se  creía  que  aquello  se  verificaba  en  virtud  de  una  ley  injusta  y  desa> 
piadada  que  tendía  á  concluir  coh  el  culto  quitando  el  alimento  á  sus  ministros.  Bajo 
este  punto  de  vista  la  amortización  era  mirada  con  horror ;  y  esto  contribuyó  no  poco 
¿  formar  la  opinión  contra  el  Gobierno  español,  lo  que  vino  á  tener  sus  consecuencias 
•  en  Julio  de  1810.  Por  eso  desdé  el  oía  de  la  revolución  se  oyó  proclamar  la 
defensa  de  la  religión ;  arma  dé  que  se  aprovecharon  los  caudillos  para  concitar 
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más  al  pueblo  contra  el  Gobierno  que  tales  leyes  daba;  aunque  no  todos  ellos  la 
esgrimían  de  buena  fe,  porque  tales  habría  que,  con  la  revolución,  no  tenían  en 
mira  tan  solamente  la  emancipación  de  la  metrópoli  sino  también  la  destrucción  de 
lo  que  llamaban  preocupaciones  y  fanatismo,  en  el  sentido  de  la  escuela  volteriana, 
Que  ya  tenía  sus  agentes  en  el  país.  Atendiendo  á  esto  era  por  lo  que  los  Goberna- 
dores del  Arzobispado  decían  en  una  pastoral  de  ese  tiempo,  sobre  la  necesidad  de 
conservar  el  orden  público  (año  de  1809):  "Anticipadamente  han  procurado  intro- 
ducir también  en  estas  retiradas  partes  sus  apestados  libros  que  contienen  las 
impías  máximas  de  sus  pretendidos  filósofos." 

Bien  pintados  están  aquí  los  funestos  efectos  de  esa  primera  des- 
amortización. Á.  su  tumo  verenos  los  de  las  que  se  han  verificado  en 
épocas  posteriores. 

10.  Antes  hemos  examinado  las  leyes  expedidas  en  España  con  el  fin 
de  prohibir  la  adquisición  de  bienes  á  las  entidades  religiosas.  Veamos 
ahora  una  expedida  muchos  años  antes,  para  las  Indias.  Es  la  ley  10, 
título  12,  libro  4?  de  la  Recopilación  de  Indias,  que  se  remonta  al  27  de 
Octubre  de  1535,  tiempo  en  el  cual  dirigían  los  negocios  públicos  del 
reino  el  Emperador  Carlos  y  la  Emperatriz  Gobernadora.  En  dicha  ley 
se  dispuso  lo  siguiente  : 

Bepártanse  las  tierras  sin  exceso  entre  descubridores  y  pobladores,  y  sus  descen- 
dientes, que  hayan  de  permanecer  en  la  tierra,  y  sean  preferidos  los  mas  calificados, 
y  no  los  puedan  vender  á  Iglesia,  ni  Monasterio,  ni  á  otra  persona  eclesiástica,  pena 
de  que  las  hayan  perdido  y  pierdan,  y  puedan  repartirse  á  otros. 

Á  primera  vista  parece  que  esta  ley  impidiera  la  adquisición  de  bienes 
por  las  entidades  religiosas ;  pero  si  se  examina  el  asunto  con  alguna 
detención,  se  echa  de  ver  que  lo  único  que  en  ella  se  prohibía  era  que  los 
que  recibían  tierras  gratuitamente  en  calidad  de  descubridores  y  pobla- 
dores ó  descendientes  de  ellos,  pudiesen  enajenarlas  á  las  entidades 
religiosas ;  esto  con  el  objeto  de  impedir  que  grandes  porciones  terri- 
toriales vinieran  á  quedar  en  manos  de  dichas  entidades,  exentas  por  lo 
mismo  de  las  cargas  y  contribuciones  públicas. 

Creemos  no  engañamos  si  afirmamos  que,  por  regla  general,  el 
Oobiemo  español  en  los  últimos  siglos  exi^a  su  intervención  en  la 
adquisición  de  bienes  por  las  entidades  religiosas;  pero  concedía  su 
permiso  fácilmente  con  especialidad  en  estos  países,  donde  se  necesitaba 
la  acción  constante,  enérgica  y  eficaz  de  esas  mismas  entidades  para  la 
conversión  y  civilización  de  los  indígenas.  Concurre  á  probar  esta 
aserción  la  circunstancia  de  que  las  entidades  referidas  poseyeran 
bienes  de  alguna  consideración,  pero  muy  inferiores  á  los  que  parece  que 
debieran  haber  adquirido  por  razón  de  los  inmensos  servicios  prestados  al 
país ;  de  donde  se  infiere  que  no  tenían  absoluta  libertad  de  adquirir, 
pero  que  tampoco  pesaba  sobre  ellas  una  prohibición  absoluta  y 
rigorosa.  Además,  sabemos  que  el  Bey,  por  regla  general,  no  autorizaba 
fimdación  alguna  sino  en  el  caso  de  que  se  contara  con  recursos  suficientes 
para  sostenerla ;  y  repetidas  pruebas  de  ello  encontramos  en  las  varias 
fotidaciones  de  que  hablamos  en  otro  lugar. 

Tales  eran  las  principales  leyes  que  había  expedido  el  Gobierno  de 
Eqiaña  relativamente  á  los  bienes  de  las  entidades  religiosas.  Algunas 
de  ellas  conculcaron  gravemente  los  derechos  é  intereses  de  la  Iglesia 
católica,  en  especial  las  de  los  últimos  tiempos,  dictadas  bajo  as  per- 
>  influencias  del  filosofismo  irreligioso  é  incrédulo.  ^  ^ 
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CAPITULO  IV. 

DIEZMOS,   PRIMICIAS  Y  OTROS  IMPUESTOS  ECLESIÁSTICOS. 

1.  La  primera  ley  que  conocemos,  de  la  antigua  monarquía  española, 
sobre  primicias  es  la  1%  título  19,  partida  1%  que  se  expresa  así : 

Primicia  tanto  quiere  dezir,  como  primera  parte,  o  la  primera  cosa  que  loa  ornes 
midieren  o  contaren  de  los  frntos  qne  cogieren  de  la  tierra,  o  de  los  ganados  que 
criaren  para  darla  a  Dios.  E  por  esto  es  llamada  primicia.  E  mandola  dar  pri- 
meramente nuestro  Señor  Dios  a  Moysen  en  la  vieja  ley.  •  .  . 

La  ley  5^  de  los  mismos  título  y  partida,  hablando  de  este  asunto  se 
expresa  así : 

A  los  Clérigos  de  las  Eglesias  Parrochiales  deuen  ser  dadas  las  primicias,  donde 
resciben  los  Sacramentos  de  Santa  Eglesia  los  que  las  dan  :  e  son  en  poder  de  los 
Obispos,  de  mandar,  como  las  partan.  E  si  alguno  non  las  quisiere  dar  también 
los  pueden  descomulgar,  como  por  loe  diezmos. 

Se  ve  claramente  que  las  leyes  de  la  monarquía  reconocían  el  origen 
divino  de  las  primicias,  en  lo  cual  estaban  de  acuerdo  con  la  tradición 
constante  de  la  Iglesia,  y  con  el  tenor  mismo  de  la  ley  eclesiástica ;  y 
aunque  no  se  establecían  apremios  civiles  para  hacer  que  fuesen  pagados, 
6Í  se  reconocía  claramente  á  la  Iglesia  el  derecho  de  usar  para  el  efecto 
los  apremios  espirituales,  aun  el  de  la  excomunión. 

El  origen  y  la  naturaleza  del  diezmo  están  detallados  en  el  proemio 
y  en  la  ley  1*  del  título  20  de  la  partida  1?: 

Abraham  .  .  .  conosciendo  que  era  poco  aquello  que  dauan  los  ornes  que  fueron 
ante  que  el  a  Dios,  sefinin  los  bienes  que  del  resciben,  comen9o  a  dar  el  diezmo  demás 
de  las  primicias  e  de  las  ofrendas,  que  ellos  dauan.  ... 

Ley  1* — Diezmo  es  la  decima  parte  de  todos  los  bienes  ^ue  los  omes  ganan  derecha- 
mente :  e  esta  mando  Santa  Eglesia,  que  sea  dada  a  Dios,  porque  el  nos  da  todos 
los  bieifes,  con  que  vinimos  en  este  mundo.  E  este  diezmo  es  en  dos  maneras.  La 
vna  es  aauella  que  llaman  en  latin,  predial,  que  es  de  los  frutos  que  cogen  de  la 
tierra,  e  de  los  arboles.  La  otra  es  llamada  personal,  e  es  aquella  que  los  ornes  dan 
por  razón  de  sus  personas,  cada  vno  segund  aquello,  que  ganan  por  su  servicio,  o 
por  su  menester. 

Gomo  se  ye,  desde  esos  remotos  tiempos  se  reconocía  la  obligación  de 
pagar  el  diezmo  no  sólo  los  que  labraban  la  tierra,  sino  tamláén  los  que 
ejercían  algún  oficio  ó  industria. 

También  consta  en  esas  antiguas  leyes  que  sólo  el  Padre  Santo  tenía 
derecho  de  eximir  á  los  particulares  del  pago  del  diezmo.    Hé  aquí  las 
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palabras  cjue  se  leen  en  la  ley  23,  título  20,  partida  1%  hablando  de 
"¿sta  materia : 

Soltar  'puede  el  Apostólico  por  su  previnejo  a  los  legos,  si.  les  quisiere  fazer 
gracia,  que  non  den  (uezmo  de  sus  heredades. 

"No  hay  en  tan  remotos  tiempos  nada  que  indique  que  el  poder  civil 
tuviese  participación  alguna  en  los  proauctos  de  estas  rentas  eclesiás- 
ticas.  " 

2,  Fué  San  Femando  el  primero  que  por  especial  gracia  apostólica, 
tuvo  alguna  participación  en  dichas  rentas.  Se  hace  mérito  de  ello, 
aunque  incindentalmente,  en  la  bula  de  16  de  Octubre  de  1302,  expedida 
por  el  Papa  Bonifacio  VIII  á  favor  de  Femando  IV,  Rey  de  Castilla  y 
de  León,  por  la  cual  le  concedió  el  derecho  de  percibir  por  un  trienio  la 
tercera  parte  de  los  frutos,  réditos,  rentas  y  obvenciones  de  los  bienes 
eclesiásticos,  que  antes  se  destinaba  para  las  fábricas  de  las  Iglesias.* 

El  mismo  Rey  Femando  IV  ocurrió  á  la  Santa  Sede,  y  le  suplicó 
se  dignase  de  proveerle  de  algunos  socorros  para  i-eparar  los  castillos  y 
tierras  del  reino  de  Castilla,  que  en  otro  tiempo  habían  ocupado  los 
sarracenos  ;  y  para  atender  á  la  defensa  de  dichas  tierras. 

Atento  á  eso,  el  Papa  Clemente  V  expidió  el  breve  de  2  de  Noviembre 
de  1313,  dirigido  á  los  Arzobispos  de  Toledo,  Sevilla  y  Santiago,  por 
el  cual  concedió  por  un  trienio  dos  partes  de  la  tercera  porción  délos 
diezmos  de  las  Iglesias  de  sus  dominios,  en  los  que  esta  porción 
se  pagaba  á  sus  fábricas.* 

Era,  pues,  una  cosa  perfectamente  bien  establecida  en  esos  tiempos, 
que  la  autoridad  civil  no  podía  tomar  participación  alguna  en  las  rentas 
^esiásticas  sin  e^special  y  expresa  concesión  de  la  Santa  Sede.  Eso  es, 
por  otra  parte,  acorde  con  lo  que  dictan  el  simple  sentido  común  y  la 
razón  natural ;  porque  tan  irregular  y  extraño  sería  que  la  potestad  civil 
interviniese  en  lo  relativo  á  las  rentas  de  la  Iglesia,  por  su  propia 
autoridad,  como  que  la  autoridad  eclesiástica  interviniese  en  la  adminis- 
tración fiscal  laica,  sin  arreglo  previo  ni  concesión  alguna  del  poder 
civfl.^ 

Cuidado  especial  de  los  Reyes  en  esos  tiempos  fué  el  establecer  clara 
y  perfectamente  bien  el  límite  de  las  dos  jurisdicciones,  civil  y  eclesiás- 
tica, y  conservar  entre  ellas  la  más  perfecta  armonía. 

Entre  los  muchos  que  se  ocuparon  en  ese  asunto  puede  citarse  á  I). 
Alonso  en  Burgos,  año  de  1365  ;  D.  Juan  I  en  Córdoba,  año  de  1372; 
D.  Femando  y  Doña  Isabel  en  Medina  del  Campo,  año  de  1480,  y  después 
en  Granada,  año  de  1501 ;  D.  Carlos  y  Doña  Juana  en  Madrid,  año  de 
1534,  y  en  Valladolid,  año  de  1537,  El  resumen  de  esas  disposiciones 
consta  en  la  ley  2*,  título  5?,  libro  1?  de  lá  Recopilación  Castellana,  co- 
rrespondiente á  la  ley  2*,  título  6?,  libro  1?  de  la  Novísima  Reco- 
pilación.   Dicha  ley  principia  con  estas  palabras : 


'  Véase  la  nota  1'  á  la  ley  1%  título  7%  libro  1"  de  la  Novísima  Eecopilación, 
fidicióii  de  1805.  ^ 

•  Véase  la  nota  2?  á  la  ley  1',  título  7%  libro  1?,  Novísima  Recopilación,  edicióu 
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Porque  nuestro  Señor  en  señal  de  nniversal  Señorío  retuvo  en  sí  el  diezmo,  y  no 
quiso  que  ninguno  se  pueda  excusar  de  lo  dar.  ... 

Establece  en  seguida,  como  una  consecuencia  de  esa  premisa,  la 
obligación  en  que  todos  están  de  pagarlo,  el  perfecto  derecho  que  tiene  la 
Iglesia  de  usar  apremios  espirituales  para  el  efecto,  aun  el  de  la  exco- 
munión, y  la  obligación  de  las  autoridades  temporales  de  respetar  tales 
apremios ;  sobre  lo  cual  dice  lo  siguiente  : 

Y  queremos  que  tales  sentencias  de  excomunión  sean  bien  guardadas  por  Nos  y 
por  ellos,  de  manera  que  el  poder  temporal  y  espiritual,  que  viene  todo  de  Dios,  se 
guarden  y  acuerden  en  uno. 

No  obstante,  quizá  hubo  de  parte  de  los  Reyes  un  abuso  en  lo  relativo 
á  la  parte  de  diezmos  que  les  concedió  la  Santa  Sede ;  pues  esa  con- 
cesión fué  sólo  por  tres  años,  y  ellos  la  prorrogaron,  probablemente 
como  ñor  vía  de  costumbre  tolerada  por  la  Santa  Sede.  Al  menos, 
eso  es  lo  que  puede  deducirse  de  las  leyes  y  documentos  pontificios  de  que 
tenemos  conocimiento ;  pues  en  ellos  hay  constancia  de  la  percepción  y 
no  del  derecho  que  para  ello  hubiera  concedido  Su  Santidad. 

Hay,  por  otra  parte,  un  documento  legal  del  cual  se  dediKe  que  no 
faltaron  contradicciones  al  Rey  en  la  percepción  de  la  parte  de  diezmos 
á  que  pretendía  derecho.  Es  la  lev  4?,  título  5?,  libro  6?  del  Ordena- 
miento Real,  expedida  por  D.  Juan  II  el  año  de  1438,  por  la  cual  pro- 
hibió que  nadie  arrendase,  ni  tomase,  ni  llevase  parte  alguna  de  sus 
tercios  de  diezmoa  Tal  vez  esas  contradicciones  y  dificultades 
nacerían  de  la  falta  de  una  concesión  expresa  de  la  Santa  Sede.^ 

Pero  sea  de  eso  lo  que  fuere,  el  hecho  es  que  cuando  se  preparaban 
los  Reyes  de  España  á  la  conquista  de  Granada,  ocurrieron  á  Su 
Santidad,  suplicándole  que  les  concediese  una  parte  de  los  diezmos  para 
atender  á  los  cuantiosos  gastos  de  tal  empresa.  El  Padre  Santo  con- 
vino en  ello ;  pero,  sea  que  la  concesión  hubiese  sido  temporal,  ó  que 
se  presentasen  algunos  inconvenientes  para  hacerla  efectiva,  los  Reyes 
volvieron  á  acurrir  á  la  Santa  Sede,  le  recordaron  las  anteriores  con- 
cesiones, y  le  suplicaron  que  las  confirmase  y  ampliase.  En  efecto,  el 
Pontífice  reinante,  que  era  Alejandro  VI,  expidió  un  breve  en  Roma, 
con  fecha  13  de  Febrero  de  1494,  en  el  cual  aprobó,  confirmó  y  perpetuó 
las  referidas  concesiones,  y  las  extendió  al  reino  de  Granada ;  para  que 
dichos  Reyes  católicos  y  sus  sucesores  pudiesen  percibir  en  él  los 
referidos  tercios  perpetuamente  en  los  tiempos  futuros,  como  hasta 
entóneoslos  habían  percibido  en  los  reinos  de  Castilla  y  de  León.' 

Quizá  ni  aun  eso  bastó  para  cortan  toda  dificultad,  porque  el  Rey  D. 
Felipe  II  dio  una  pragmática  el  30  de  Marzo  de  1565,  en  la  cual  reiteró 
lo  ordenado  por  D.  Juan  II  un  siglo  antes,  sobre  que  nadie  se  apoderase 
en  ningún  caso  de  sus  tercios  de  diezmos.  Esa  pragmática  fué  después 
la  ley  1*,  título  21,  libro  9?  de  la  Recopilación  Castellana,  y  últimamente 
la  ley  1%  título  7?,  libro  1?  de  la  Novísima  Recopilación. 


\  Yéanse  la  ley  1%  título  7?,  libro  1%  Novísima  Recopilación,  y  la  nota  4?  de  la 
edición  de  1805. 

^  Véase  la  nota  3'  á  la  ley  1',  título  7^  libro  1?,  Novísima  Eecopilación,  edición 
de  1805. 
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Á  fines  del  siglo  XVIIT,  y  probablemente  con  motivo  de  gestiones 
hecbas  por  el  Gobierno  español,  dio  el  Padre  Santo  el  breve  de  8  de  Enero 
de  1796,  en  el  cual  revocó  las  exenciones  relativas  á  diezmos.  Ese  breve 
faé  mandado  cumplir  por  cédula  expedida  en  Aranjuez  el  8  de  Junio 
del  mismo  año  por  el  Rey  D.  Carlos  IV,  y  es  la  ley  14,  título  6?,  libro 
1?,  Novísima  Recopilación.     En  él  se  lee  lo  siguiente : 

Por   las  presentes  letras    que  han    de  valer  á  perpetuidad,  y  por 

nuestra  autoridad  Apostólica  revocamos,  casamos,  abolimos,  quitamos  y  anulamos 
todas  las  exenciones  de  pagar  diezmos,  concedidas  por  privilegio  general  ó  especial, 
y  que  provengan  de  costumbre  inmemorial  por  losTPontífices  Bomanos  ó  por  otros 
en  su  nombre,  y  con  su  autoridad  corroboradas  con  ^cualquier  fórmula  ó  Letras 
a^ostálicaay  aunque  estén  incluidas  en  el  cuerpo  de  Derecho.  .  .  . 

3.  Tales  son  las  leyes  relativas  á  la  monarquía  española,  tomada  de 
un  modo  general.  En  cuanto  é  las  colonias  de  las  Indias,  son  va^rias  é 
importantes  las  leyes  especiales  dictadas  respecto  de  ellas  en  el  asunto 
de  que  tratamos.  Conviene  que  echemos  sobre  ellas  siquiera  una  rápida 
ojeada. 

Es  la  más  antigua,  la  que  expidió  el  Emperador  D.  Cfü-los  V  de 
Alemani#y  I  de  España,  en  Victoria,  año  de  1522,  y  que  confirmó  en 
Valladolid  el  año  siguiente  de  1523.  Es  la  ley  16,  título  16,  libro  1?  de 
la  Recopilación  de  Indias,  y  se  expresa  así : 

Es  nuestra  voluntad,  y  mandamos,  que  de  todas  las  haciendas  y  granjerias,  que 
•en  las  Indias  tenemos,  y  por  tiempo  tuviéremos,  los  Oficiales  de  ellas  hagan  pagar 
y  paguen  el  diezmo,  según  y  de  la  forma  que  lo  pagan  los  demás  vecinos. 

Resulta  de  allí  claramente  que  los  Reyes  de  España  querían  que  en 
América  se  pagase  puntualmente  el  diezmo,  no  sólo  de  los  bienes  de  los 
particulares,  sino  también  de  los  dominios  ó  fundos  de  la  Corona, 
¿  Cuáles  de  los  Gobiernos  republicanos  de  América  habrán  hecbo  lo 
mismo  ?  Probablemente  ninguno  ;  y  al  decir  esto  no  creemos  irrogarles 
ofensa  alguna,  sino  sólo  hacer  notar  un  hecho  de  incontestable  evi- 
dencia, debido  al  espíritu  que  ha  prevalecido  por  lo  común  en  nuestras 
repúblicas  americanas. 

El  mismo  Emperador  en  el  año  de  1530,  y  el  Cardenal  Gobernador 
en  1541  dispusieron  que  en  las  Indias  no  se  pagaran  diezmos  personales.^ 
£n  efecto  creemos  que  en  pocas  partes  se  pagan  en  la  actualidad ;  y 
-eso  á  virtud  de  recientes  disposiciones  de  las  autoridades  de  la  Iglesia, 

De  la  recaudación  é  inversión  de  los  diezmos  trataron  varios  Reyes. 
Primeramente  el  Emperador  Carlos  en  Pamplona,  año  de  1523  ;  luego . 
Felipe  II  en  Madrid,  año  de  1572;  y  finalmente  Felipe  IV  en  la  ley  1% 
título  16,  libro  1**  de  la  Recopilación  de  Indias,  que  dice  así : 

Por  cuanto  pertenescen  á  Nos  los  diezmos  eclesiásticos  de  las  Indias,  por  con- 
cesiones apostólicas  de  los  Sumos  Pontífices.  Mandamos  á  los  oficiales  de  nuestra 
real  Hacienda  de  aquellas  provincias,  que  hagan  cobrar  y  cobren  todos  los  diezmos 
que  son  debidos  y  hubieren  de  pagar  los  vecinos  de  sus  labranzas  y  crianzas  délas 
•especies,  y  de  la  forma  que  esta  en  costumbre  pagarse,  y  de  ellos  se  provean  las 
I^^eeias  de  personas  de  buena  vida,  é  idóneas,  que  las  sirvan,  y  de  todos  los  orna- 
mentos y  cosas  necesarias  para  el  servicio  del  culto  Divino,  de  forma  que  estén 
fuay  bien  servidas  y  proveídas,  y  se  me  haga  saber  luego  como  esta  proveído 


'  Ley  20,  título  16,  libro  1?,  Recopilación  de  Indias,  años  de  1530  y  1^.  , 
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esto,  por  ser  del  servicio  de  Dios  N.  Señor,  lo  cual  guardaran  donde  lo  coiitrario 
no  estuviere  mandado  por  Nos  ú.  ordenado  por  las  erecciones  de  las  Iglesias. 

Tal  vez  parecerá  raro  á  algunos  que  siendo  los  diezmos  pertenecientes 
al  Rey ;  por  concesión  apostólica,  como  se  expresa  en  esta  ley,  se  ordena- 
se, como  vimos  hace  poco,  que  se  pagara  diezmo  de  los  fundos  ó  fincas 
de  la  Corona.  ¿  Cómo  puede  ser  uno  deudor  de  sí  mismo,  y  qué 
objeto  puede  tener  el  pagarse  á  sí  mismo  lo  que  se  debe?  Eso  se 
explica  satisfactoriamente,  si  se  tiene  en  cuenta  que  la  mayor  parte  del 
diezmo  estaba  destinado  al  sostenimiento  del  culto  y  sus  ministros ;  pues 
el  Rey  no  se  reservaba  sino  una  pequeña  parte,  y  frecuentemente  aun 
esa  parte  la  cedía  para  efectos  piadosos.  Así  aparece  de  las  leyes  que 
pasamos  á  enumerar. 

Sea  la  primera  la  ley  1*,  título  24,  libro  8?  de  la  Recopilación  de 
Indias,  dictada  en  Madrid  por  el  Emperador  Carlos  el  3  de  Septiembre 
de  1539,  y  ratificada  por  Felipe  II  el  21  de  Junio  de  1562,  y  el  17  de 
Julio  de  1572,  en  la  cual  se  dispuso  que  se  cobrasen  dos  novenos  de  los 
diezmos,  aunque  estuviesen  cedidos  á  alguna  iglesia  ú  obra  pía  ;  y  que 
una  vez  coljrados  se  les  diese  la  debida  inversión. 

Sea  la  segunda,  la  ley  34,  título  7?,  libro  1?  de  la  Recopilación 
de  Indias,  expedida  desde  el  año  de  1540  por  el  Emperador  Carlos, 
y  ratificada  en  el  de  1638,  por  D.  Felipe  IV  en  Madrid.  En  ella  se 
ordenó  que  se  averiguara  lo  que  les  correspondiese  á  los  Obispos  de 
Indias,  islas  y  demás  países  ultramarinos,  por  razón  de  diezmos ;  y  que 
á  todos  aquellos  que  no  alcanzasen  á  recibir  500,000  maravedís,  se  les 
ajustase  esa  suma  de  la  Real  Hacienda.^ 

La  tercera  es.  la  ley  22,  título  16,  libro  1?  de  la  misma  Recopilación, 
dictada  por  el  Emperador  y  el  Cardenal  Gobernador  en  Talavera,  año  de 
1540/  Se  dispuso  en  ella  que  de  los  diezmos  de  cada  Obispado  se  sacaran 
las  casas  excusadas,  es  decir  lo  gue  producía  la  segunda  casa  más  rica  de 
cada  parroquia,  lo  cual  se  destmaba  para  la  fábrica  de  la  catedral ;  y  del 
resto  se  sacara  la  cuarta  parte  del  Obispo,  para  saber  si  faltaba  algo  para 
los  500,000  maravedís  que  le  garantizaba  la  real  Hacienda. 

En  cuarto  lugar,  la  ley  23,  título  16,  libro  1?  de  la  Recopilación  de 
Indias,  expedida  por  los  citados  Emperador  y  Cardenal  en  Talavera, 
año  de  1541,  y  ratificada  por  D.  Felipe  IV  en  1681.  En  ella  se  dispuso 
lo  siguiente : 

Ordenamos  j  mandamos  «[ue  de  los  diezmos  de  cada  Iglesia  catedral  se  saqnea 
las  dos  partes  de  cuatro  pata  el  Prelado  y  Cabildo,  como  cada  erección  lo  dispone,  y 
de  las  otras  dos  se  hagan  nneve  partes,  las  dos  novenas  de  ellas  sean  para  Nos,  y  de 
las  otras  siete,  las  tres  sean  para  la  fábrica  de  la  Iglesia  catedral  y  hospital,  y  las 
otras  cuatro  novenas  partes,  pagado  el  salario  de  los  curas  que  la  erección  mandare,, 
lo  restante  de  ellas  se  dé  al  mayordomo  del  Cabildo,  para  que  se  haga  de  ello  lo  que 


^  Creemos  haber  visto  una  ley  de  Indias  en  la  que  se  dice  que  el  peso  ensayada 
tenía  450  maravedís  ;  y  á  juzgar  por  el  sentido  en  que  se  toma  la  voz  peto  en  alfanas 
fundaciones  de  capellanías,  conjeturamos  que  la  expresión  peso  ensanjado  signifi- 
caba lo  mismo  que  castellano  de  oro  de  veinte  quilates.  Aceptando  esos  datos  come 
ciertos,  el  mínimo  de  la  renta  de  los  Obispos  en  las  Diócesis  pobres  seria  1111  cas- 
tellanos de  oro  de  20  quilates,  sin  que  álos  délas  Diócesis  ricas  se  les  dedujera  .cosa 
alguna  de  su  asignación  ordinaria  en  beneficio  de  la  real  Hacienda.  Esta  dato  no 
lo  garantizamos  porque  desconfiamos  mucho  de  nuestra  memoria.    ^  , 
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la*  erección  dispusiere,  j  se  junte  con  la  otra  cuarta  parte  de  los  diezmos  que  per- 
tenecen á  la  Mesa  capitular,' de  todo  lo  cual,  que  al  dicho  Cabildo  prteneciere,  se 
paguen  las  dotaciones  y  salarios  de  las  Dignidades,  Canonjias  y  Raciones,  y  Medias 
Kaeionee,  y  otros  oficios,  que  por  la  erección  estuvieren  erigidos  y  criados  para 
servicio  de  la  Iglesia  Catedral.  .  .  . 

Dispone,  además,  esa  ley  que  donde  los  diezmos  no  alcancen  para 
atender  á  los  gastos  á  que  están  destinados,  se  cpbren  por  los 
recaudadores  civiles,  y  se  atienda  de  preferencia  al  sostenimiento  del 
Prelado  y  del  culto ;  pero  que  donde  si  alcancen,  se  administren  por  la 
autoridad  eclesiástica,  previa  licencia  real,  y  los  recaudadores  reales  sólo 
perciban  los  dos  novenos  de  la  Corona.  Dispone  también  que  en  las 
parroquias  que  se  hicieren,  se  dividan  los  diezmos  de  la  misma  manera ; 
pero  los  1^  se  apliquen  para  sostener  los  clérigos  y  ministros  que  en  ellas 
administren  los  sacramentos. 

Otras  leyes  relativas  al  asunto,  serán  examinadas  luego. 

4.  Hacia  este  mismo  tiempo  se  dictó  la  providencia  más  antigua  que 
conocemos  relativamente  á  los  espolies  y  vacantes  en  las  Indias.^  La 
expidió  D.  Carlos  en  Madrid,  año  de  1543,  y  fué  ratificada  por  Felipe  II 
en  la  Ordenanza  de  Audiencias,  año  de  1563 ;  en  el  Escorial,  año  de 
1581 ;  y  en  Tofedo,  año  de  1596.  Fué  después  la  ley  4»,  título  9?,  libro  1? 
de  la  Recopilación  de  Indias,  que  principia  así : 

Después  que  los  Sumos  Pontífices  k  suplicación  de  los  católicos  Beyes  nuestros 
antecesores  erigieron  é  instituyeron  Obispados  y  Arzobispados  en  nuestras  Indias, 
no  se  han  pedido  ni  mandado  liomar  para  la  Cámara  Apostólica  los  espolies  de  los 
Prelados  de  ellas  que  han  fallecido,  ni  las  sedes  vacantes,  por  guardarse  en  esto  el 
derecho  canónico.  .  ,  , 

OrdeDa  luego  quo,  sí  sd  e:£  piden  bulas  sobre  recaudación  de  dichos 
impuestosj  no  se  cumplan  ;  y  ^^e  enyíen  al  Consejo,  para  suplicar  á  Su 
Santidad  que  las  revoque.  Esta  es  una  confesión  paladina  de  que  á 
esas  rentas  no  tenía  derecho  alguno  el  poder  civil,  y  que  si  las  había 
percibido,  era  Siólo  por  mera  tolerancia  de  la  Santa  Sede. 

Las  leyes  20  y  21  ^  títiUo  l^J,  libro  1**.  de  la  Recopilación  de  Indias, 
expedidas  por  I>,  Felipe  11  en  Madrid,  año  de  1566  la  primera,  y  en 
Córdoba,  ano  de  1^370  la  sogujida,  y  confirmadas  por  el  mismo  Rey  en 
Burgos^  año  de  1592,  dispusit  ron  que  á  los  curas  se  les  diese  la  parte  que 
les  correspondía  en  los  diezniOí^i ;  y  que  si  no  alcanzaba  á  cubrir  50,000 
toara  ved  i.^;  parii  cada  uno^  y  2^)^000  para  el  sacristán,  se  les  completasen 
esas  gumas  reepectivanionte. 

El  Rey  D.  Felipe  UI  dispu^ío  en  Lisboa,  años  de  1619  y  1620,  que  no 
Be  procediese  á  ocupar  las  temporalidades'  de  los  empleados  eclesiásticos, 
sillo  en  los  casos  estremor^j  y  después  de  pasadas  inútilmente  cuatro 
notas,  con  el  fin  de  remediar  el  mal  existente.  Tales  órdeiíes  forman  la 
ley  143,  título  15,  libro  2'\  de  la  Recopilación  de  Indias. 


*  Se  daba  el  nombre  de  e»pdw^  al  unmento  de  capital  del  Obispo  durante  el  tiempo 
4b  w%í  administración,  y  vamntes  A  U  parte  de  renta  del  Obispo  devengada  durante 
I»  vacante-  Según  las  leyes  eclcí^iíisticas,  esas  rentas  pertenecían  &  la  Santa  Sede 
deede  el  tiempo  en  que  fuei^on  establecidas  para  atender  á  las  necesidades  de  la 
SÜIaí  Apostólica. 

*  Segnn  lu  ley  145,  títtilo  1í>,  in>ro  3*.  de  la  Recopilación  de  Indias,  dictada  desde 
1563  por  Felipe  lillas  t^niporalidinlea  comprendíanlos  frutos  y  rentas  episcopales. 
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Vimos  hace  poco  lo  que  sobre  espolias  y  vacantes  dispuso  el  Rey  D. 
Felipe  II  desde  1543.  Probablemente  lo  que  entonces  se  dispuso  no 
surtió  plenamente  sus  efectos ;  pues  el  Rey  D.  Felipe  IV  volvió  á  legislar 
sobre  el  asunto  en  los  años  de  1626,  1627  y  1648,  y  dispuso  que  se 
tuviese  mucho  cuidado  en  la  recaudación  de  esos  ramos.  Esas  medidas 
dieron  lus^ar  á  la  ley  37,  título  7?,  libro  1?  de  la  Recopilación  de  Indias^ 
que  principia  con  estas  palabras  : 

De  los  diezmos  que  á  Nos  pertenecen,  por  concesiones  apostólicas,  hemos  dotado 
todas  las  Iglesias  de  nuestras  Indias,  Arzobispados  y  Obispados  de  ellas 
supliendo  de  nuestra  Real  Hacienda  lo  necesario  para  su  dotación,  alimentos  y 
congrua  sustentación. 

Parece  que  por  ese  tiempo  se  pretendió  exigir  á  los  miembros  del  clero 
el  impuesto  que  se  denominaba  media  annata,  y  que  consistía  en  la 
renta  ó  sueldo  correspondiente  á  la  mitad  de  un  año ;  pero  el  Rey  D. 
Felipe  IV,  en  una  ley  expedida  en  1631  y  ratificada  en  1649,  que  fué 
después  la  4f,  titulo  19,  libro  8?  de  la  Recopilación  de  Indias,  declaró  que 
las  mercedes  y  títulos  eclesiásticos  no  estaoan  sujetos  á  tal  impuesto. 

Como  ha  podido  observarse  por  la  mayor  parte  de  las  disposiciones 
que  hemos  examinado,  los  Reyes  de  España  eran  verdaderos  patronos  de 
las  iglesias  de  América;  pues  desempeñaban  para  con  ellas  oficio  de 
padres.  "No  obstante,  á  veces  las  esquilmaban ;  pero  aun  entonces  casi 
siempre  ocurrían  á  la  Santa  Sede  para  legitimar  sus  procedimientos. 
Eso  sucedió,  por  ejemplo,  con  el  impuesto  llamado  mesada  eclesiástica^ 
que  consistía  en  una  contribución  impuesta  á  los  beneficiados  igual  á  la 
renta  del  beneficio  en  xm  mes,  según  lo  que  había  producido,  por  término 
medio,  en  los  últimos  cinco  años.  Tal  impuesto  fué  mandado  recaudar 
por  Felipe  IV  desde  1629,  en  conformidad  con  una  bula  de  Urbano  VIII. 
En  esos  tiempos  la  concesión  pontificia  duraba  cinco  años  solamente ; 

{)ero  al  terminar  un  período,  se  prorrogaba  por  otro,  hasta  que  Carlos  IH 
a  obtuvo  por  su  vida,  y  luego  Carlos  IV. 

Volvióse  á  hublar  de  la  renta  de  vacantes  en  la  ley  41,  título  7,  libro 
1?  de  la  Recopilación  de  Indias,  expedida  por  Felipe  IV  desde  1631,  y 
ratificada  en  1648 ;  ley  que  principia  con  estas  palabras  : 

A  los  Señores  Eeyes  nuestros  {progenitores  y  ¿  Nos  pertenecen  loa  diezmos  ecle- 
siásticos de  nuestras  Indias  occidentales  por  concesión  apostólica,  mediante  la 
qual  se  incorporaron  en  nuestra  Real  Corona  como  bienes  libres  y  temporales,  con 
cargo  de  dar  congrua  sustentación  y  alimentos  4  los  Prelados  y  ministros 
eclesiásticos,  y  lo  hemos  hecho  y  mandamos  hacer  larga  y  copiosamente. 

Declara  luego  que  la  renta  de  vacantes  pertenece  á  la  real  Hacieíida,  y 
dispone  que  la  tercera  parte  de  ella,  destinada  á  obras  pías,  se  envíe  al 
Tesorero  del  Consejo  de  Indias. 

Nuestros  lectores  habrán  podido  notar  que  muchas  de  las  leyes 
dadas  por  el  Gobierno  español  no  hacen  otra  cosa  que  mandar  observar 
las  disposiciones  de  la  Iglesia  en  lo  relativo  á  determinados  asuntos. 
Un  ejemplo  más  de  ello  podemos  presentar  en  la  ley  43,  título  7?,  libro 
1?  de  lo  Recopilación  de  Indias,  expedida  en  1642  por  Felipe  IV,  en 
Zaragoza.  Dispone  dicha  ley  que  se  observe  el  Conque  de  Trente  en  lo 
relativo  á  los  aranceles,  para  el  cobro  de  derechos  eclesiásticos. 
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•Vimos  hace  poco  una  ley  de  1631  en  la  cu^l  se  da  por  cierto  que  los 
diezmos  se  incorporaron  en  la  real  Corona,  como  bienes  libres  y  temporales. . 
Debemos  ahora  advertir  que  en  la  real  cédula  de  13  de  Abril  de  1777  se 
declaró  que  aunque  dichos  diezmos  no  eran  rigurosamente  de .  la  Real 
Hacienday  sin  embargo,  por  la  protección  y  patronato  que  ejercía  el  Rey, 
podía  intervenir  en  el  asunto.  Dispuso  en  consecuencia  que  los  Virreyes 
y  Gobernadores  asistieran  con  el  Juez  hacedor  al  arrendamiento  de-  los 
diezmos,  é  interviniesen  en  su  recaudación  y  en  las  cuentas  de  fábrica. 

Por  último,  en  otra  cédula  de  26  de  Diciembre  de  1804  se  dispuso  que 
en  cada  Obispado  se  dedujera  un  noveno,  aun  antes  de  la  casa  excusada 
y  demás  divisiones,  y  se  remitiese  su  importe  á  la  Caja  de  Consolidación, 
para  atender  á  las  urgencias  del  crédito  público. 

6.  Creemos  que  el  rápido  bosquejo  que  precede  convencerá  á  todo  lector 
imparcial  de  la  exactitud  de  las  siguientes  conclusiones : 

!•  El  Gobierno  español  no  pretendió  nunca  tener  derecho  á  los 
diezmos,  ni  en  España  ni  en  América,  sino  única  y  exclusivamente  en 
virtud  de  concesiones  especiales  y  expresas  de  la  Santa  Sede. 

2f  Esas  concesiones  se  hicieron  á  los  Reyes  de  España  respectó  de 
América  en  atención  al"  decidido  interés  que  tomaban  por  la  difusión  de 
la  luz  del  Evangelio  entre  las  diversas  tribus  que  poblaban  estos  países, 
y  al  empeño  que  tenían  en  la  construcción  y  dotación  de  iglesias,  y  en 
el  sostenimiento  del  culto  con  el  debido  esplendor. 

3'  Esas  mismas  circunstancias  contribuyeron  á  que  la  Santa  Sede  no 
hiciera  reclamación  alguna  por  el  hecho  de  haberse  apoderado  el  Rey  de 
algunos  imnuestos  que  pertenecían  á  la  Santa  Sede,  como  el  ramo  de 
espolies  y  el  de  vacantes. 

4*  La  distribución  de  los  diezmos  debía  hacerse  de  la  manera 
siguiente :  En  primer  lugar  se  tomaba  la  novena  parte  de  la  mitad  del 
total,  para  enviar  á  la  Caja  dé  Consolidación.  En  segimdo  lugar, 
se  tomaban  las  casas  excusadas^  para  la  fabrica  de  la  CatedraL  De  lo 
restante,  se  tomaba  la  mitad  y  se  distribuía  entre  el  Obispo  y  el  Cabildo, 
por  iguales  partes.  El  resto  se  dividía  en  novenas  partes,  así :  dos 
para  el  £sco,  tres  para  la  fábrica  de  la  Catedral,  y  las  cuatro  restantes 
para  pagarlos  curas  que  la  erección  mandase,  y  el  sobrante  se  acumulaba 
á  la  cuarta  del  Cabildo.  Esto  era  en  las  Diócesis  donde  los  diezmos 
alcanzaban  á  cubrir  todas  las  necesidades  del  culto  y  sus  ministros ; 
porque  en  las  otras  el  Gobierno  recaudaba  por  su  cuenta  los  diezmos  y 
fiortenía  á  sus  expensas  el  culto  y  sus  ministros. 

6*  Se  ve,  pues,  pue  el  Gobierno' sólo  percibía  de  la  renta  de  diezmos 
un  poco  menos  de  tres  dieziochoavas  partes  del  total ;  pero  si  se  tiene 
en  cuenta  que  muchas  veces  dos  de  esas  partes  las  cedía  para  objetos 
piadosos  ó  de  beneficencia,  y  que  completaba  siempre  la  congrua  donde 
el  diezmo  no  alcanzaba  para  eUo,  se  comprenderá  que  en  realidad  era  de 
poca  importancia  el  beneficio  líquido  que  reportaba  la  Corona  de  la 
cesión  de  los  diezmos  hecha  por  la  Santa  Sede. 

Ya  que  hemos  visto  las  disposiciones  que  debían  observarse  en  la 
distribución  de  los  diezmos,  en  la  época  de  la  colonia,  veamos  la  manera 
como  se  distribuiai^ealmente,  según  los  datos  que  nos  suministra  el 
historiador  de  Colombia  Dr.  José  Manuel  Restrepo,  que  desempeñó  en 
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la  época  de  la  trasformación  política  destinos  de  grande  importancia,  en  los 
cuales  pudo  informarse  muy  bien  de  la  manera  como  pasaban  las  cosas, 
que  acaso  no  era  acorde  con  los  preceptos  legales  vigentes.  En  la  in- 
troducción de  su  Historia  de  Colombia,  página  XXVII,  se  lee  lo 
siguiente : 

El  clero  seculax  y  el  culto  se  sostenían  con  el  producto  de  los  diezmos  que  el  Papa 
Alejandro  VI  concedió  á  los  B>ejeB  católicos  de  España  desde  los  primeros  días  del 
descubrimiento  de  América.    Cforrespondían  á  la  Real  Hacienda  tres  novenos, 

Ír  el  resto  se  distribuía  entre  el  clero,  las  iglesias  y  los  hospitales.    Administrábanse 
os  diezmos  por  una  jurisdicción  mixta,  civil  y  eclesiástica. 

Más  extensamente  vuelve  á  tratar  el  asunto  en  la  nota  24,  página 
593  del  tomo  1?,  donde  dice  lo  siguiente : 

Los  diezmos  de  América  que  Alejandro  VI  ooi^cedió  á  los  Reyes  de  España  se 
invirtieron  al  principio,  que  eran  pequeños,  en  construir  y  mantener  las  iglesias, 
y  em  pagar  los  ministros  del  culto.  Poco  tiempo  después  el  Emperador  Carlos  V 
dispuso  en  3  de  Febrero  de  1541  que  los  productos  de  los  diezmos  se  dividieran  en 
cuatro  partes,  de  las  cuales  la  una  se  aplicaba  al  Obispo,  la  otra  al  Cabildo  ecle- 
siástico, y  de  las  dos  restantes  se  deducirían  dos  novenas  partes  para  la  Eeal 
Hacienda,  tres  para  la  fábrica  de  las  iglesias  y  para  los  hospitales,  y  las  cuatro 
restantes  se  repartirían  entre  los  curas  y  los  sacristanes.  Esta  disposición  se 
observó  hasta  principios  del  presente  siglo  en  que  por  concesiones  del  Papa  se 
mandó  sacar  un  noveno  extraordinario  de  la  masa  total  de  los  diezmos,  aplicado 
al  fisco,  sin  perjuicio  de  los  otros  dos  que  continuó  exigiendo.  Estas  mismas 
disposiciones  en  cuanto  á  diezmos  regían  en  Venezuela  respecto  de  los  Obispados 
de  Caracas  y  Mérida ;  pero  en  el  de  Guayana  la  Real  Hacienda  percibía  todos 
los  diezmos  y  abonaba  al  Obispo  un  sueldo  anual  de  4,000  pesos.  Hasta  1803  se 
aplicaban  al  Obispo  de  Caracas  como  60,000  pesos  de  renta  anual;  pero  desde 
aquella  época  se  reservó  el  Rey  una  tercera  parte.  Cerca  de  20,000  tocaban 
al  Obispo  de  Mérida  en  las  distribuciones  de  diezmos. 
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IGLESIAS   Y   CEMENTERIOS. 

1.  La  Iglesia  ha  considerado  sieiñpre  los  cementerios  como  meras 
anexidades  de  sus  templos.  Ese  mismo  carácter  les  reconoce  la  antigua 
legislación  española,  acorde  en  esto^  como  en  todo,  con  las  doctrinas 
católicas.  LoiB  monumentos  que  nos  quedan  de  ello,  no  dejan  duda 
alffuna  en  el  particular. 

£1  proemio  del  titulo  11  de  la  partida  1?  se  expresa  así : 

Previllejos  e  grandes  francraezas  lian  las  Eglesias  .  .  .  conniene  dezir  en  este 
titnlo  de  las  muiqüezas  e  de  los  preyiUejos  que  han  también  ellas  como  ST7S 
cementerios. 

La  ley  2*  se  expresa  en  estos  términos : 

Franqueza  ha  la  Eglesia  e  stt  cementerio  en  otras  cosas  demás  de  las  qne 
dixmíoe  en  k  ley  ante  oesta :  ca  todo  ome  que  fuyere  a  ella,  por  mal  que  ouiesse 
fecho,  o  por  debda  que  deuiesse,  o  por  otra  cosa  cualquier,  deue  ser  j  amparado,  e 
non  k>  deuen  .  .  .  nin  cercarlo  al  derredor  de  la  Eglesia,  nin  del  cementerio,  mn 
vedar  que  non  le  den  a  comer  nin  a  be  ver.  E  este  amparamiento  se  entiende  que 
dene  ser  fecho  en  ella,  e  en  sus  portales,  e  en  su  cementerio.  .  •  . 

Pero  acaso  preguntará  alguien :  ¿  qué  tienen  de  común  la  iglesia 
y  el  cementerio  ?  ¿  Por  qué  ha  de  considerarse  éste  como  anexidad  de 
aquélla  ?  ¿  Va  é  decírnoslo  la  ley  2%  título  13,  partida  1?,  que  principia 
aá: 

Cerca  de  las  Silesias  touieron  por  bien  los  Santos  Padres  que  fuessen  las 
sepulturas  de  los  Christianos :  e  esto  por  cuatro  razones. 

Expone  en  seguida  esas  razones,  una  de  las  cuales  es  que  los  fieles,  al 
ir  á  la  iglesia,  vieran  los  cementerios,  se  acordaran  de  sus  deudos  deposi- 
tados am,  y  oraran  á  Dios  por  el  descanso  de  sus  almas ;  y  agrega 
luego: 

Pero  antiguamente  los  Emperadores  e  los  Beyes  de  los  Christianos,  fízieron 
estaUecimiento  e  lejes,  e  mandaron  que  fuessen  fechas  Eglesias,  e  los  Cementerios, 
fuera  de  las  Cibdades  e  de  las  Villas,  en  que  soterrassen  los  muertos,  porque  el 
fedor  dellos  non  corrompiesse  el  ayre  nin  matasse  los  bivos. 

Citemos  también  la  ley  4f,  título  13,  partida  1*,  que  se  expresa  así : 

Cementerio  tomo  iflme  de  Cimenterio,  que  quiere  tanto  dezir,  como  logar  donde 
sotierran  los  muertos,  e  se  tornan  los  cuerpos  dellos  en  ceniza.    E  los  Obispos 
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denen  señalar  los  Cementerios  en  las  Eglesias  que  touieren  por  bien  que  hafan 
sepulturas. 

Las  leyes  7*  á  10,  título  13,  partida  lí  señalaban  los  casos  en  los 
cuales  debía  negarse  la  sepultura  en  los  cementerios  de  las  igksias ;  y 
enumeran,  entre  otros,  los  cadáveres  de  los  que  habían  fallecido  por 
mano  de  la  justicia  sin  arrepentirse,  los  de  los  excomulgados,  los  de  los 
impenitentes,  y  los  de  los  que  morían  en  torneos,  aunque  se  confesasen. 

Veamos  ahora  el  proemio  del  título  18  de  la  misma  partida,  que  es 
también  importante  en  el  particular : 

Mas  de  la  Eglesia,  que  nos  es  madre  spiritoal,  rescebimos  buena  vida  en  este 
mundo,  e  saluacion  en  el  otro ;  e  por  ende  la  deuemos  honrrar  e  guardar  mas  que  a 
otra  cosa ;  assi  que  ninguno  non  sea  osado  de  fazer  mal,  nin  fuerza  en  ella,  nin  en 
su  cimenterio,  nin  en  las  otras  sus  cosas  :  ca  también  de  la  guisa  que  es  simonía 
vender,  o  comprar,  cosa  spiritual,  otrosí  es  sacrillejo  fazer  mal  fuerza  en  la  Eglesia, 
o  en  su  cimenterio,  o  en  sus  cosas. 

Tiénense  ahora  como  cosa  de  poca  monta  las  iglesias  y  demás  lugares 
sagrados,  y  se  profanan  con  una  facilidad  y  ima  serenidad  que  pasman. 
No  era  así  en  aquellos  antiguos  tiempos.  Entonces  se  profesaba  á  esos 
lugares  el  respeto  y  la  veneración  que  merecen  de  suyo.  Las  leyes  civiles 
y  las  religiosas,  obrando  de  concierto  sobre  una  población  eminentemente 
cristiana  y  piadosa,  habían  conseguido  inculcar  hondamente  en  las  cos- 
tumbres ese  respeto  y  esa  veneración  que  tanto  van  escaseando  entre 
nosotros.  Veamos  cómo  se  expresaban  las  leyes  en  lo  relativo  á  los 
desacatos  cometidos  contra  dichos  lugares. 

La  ley  1*,  título  18,  partida  1%  dice : 

Sacrillejo  es,  segund  derecho  de  Santa  Eglesia,  quebrantamiento  de  cosa  sagrada, 
o  de  otra  que  pertenezca  a  ella.  .  .  .  E  llaman  cosa  sagrada  ....  a  las  Eglesias 
.  .  .  onde  sacríllejo,  tanto  quiere  dezir  como  tomar  sin  derecho  cosa  sagrada,  o 
dañar,  o  fazer  daño  en  ella. 

Confirma  lo  mismo  la  ley  2*,  título  y  partida  citados,  en  las  siguientes 
palabras : 

Fazese  el  sacrillejo  en  quatro  maneras.  ...  La  segunda  es  ...  e  quien  quier 
que  quebrantasse  las  puertas,  e  foradasse  las  paredes,  o  el  techo,  para  entrar  a  la 
Eglesia.  .  .  . 

Hablando  de  esto  mismo  la  ley  3?  de  dichos  título  y  partida,  se  expresa 
así : 

Ciertas  son  las  cosas  en  que  se  faze  el  sacr^lejo.  ...  E  en  los  logares  se  faze, 
assi  como  quando  algún  ome  derrompiesse  la  Eglesia,  o  el  cementerio,  faziendo  y 
alguna  enemiga  de  las  que  son  dichas  en  lá  ley  ante  desta. 

El  mismo  espíritu  se  nota  en  la  ley  8%  título  5?,  libro  1?,  del  Fuero 
Real,  correspondiente  á  la  ley  2%  título  2?,  libro  1?  de. la  Recopilación 
Castellana,  y  después  á  la  1*,  título  2?,  libro  1?  de  la  Novísima  Recopi- 
lación ;  lo  cual  es  natural  en  atención  á  que  estas  leyes  y  las  de  partida 
se  expidieron  en  ima  misma  época,  veamos  su  tenor  literal,  que 
dice  así : 

Ninguno  sea  osado  de  quebrantar  iglesia  ni  cimenterio  por  su  enemigo,  ni  para 
hacer  cosa  algiuia  de  fuerza ;  y  el  que  lo)  hiciere  peche  el  sacrilegio  al  Obispo,  ó 
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al  Arcediano,  6  á  aquel  qae  lo  bobiere  de  haber ;  j  el  Merino  ó  alcalde  bagan  gelo 
dar,  si  la  Iglesia  por  su  justicia  no  lo  pudiere  baber. 

Más  de  un  siglo  trascurrió,  hasta  llegar  al  reinado  de  D.  Enrique  II, 
quien  expidió  una  ley  en  la  ciudad  de  Toro,  en  al  año  de  1371^  que  no  es 
en  cierta  manera  sino  el  cumplimiento  y  ratificación  de  la  anterior. 
Picha  ley,  que  es  la  4*,  título  2?,  libro  1?  de  la  Recopilación  Castellana, 
eqijivalente  á  la  ley  2%  título  2?,  libro  1?  de  la  Novísima  Becopilación, 
dice  así : 

La  Iglesia  Militante,  que  es  ayuntamiento  de  los  ñeles,  debe  ser  honrada, 
tenida  y  guardada  como  madre  y  maestra  universal  de  todos  :  por  ende  mandamos, 
que  ninguno  sea  osado  de  (Quebrantar  Iglesias  ni  Monasterios,  ni  quebranten  sus 

Srivilegio»  ni  franquezas,  m  ocupen  los  wenes  ni  mantenimientos,  ni  ornamentos 
e  ellas,  ni  entren  en  las  dichas  Iglesias  á  hacer  ni  tratar  cosas  deshonestas ;  y 
que  las  Iglesias  sean  tratadas  con  gran  reverencia,  porque  son  casas  diputadas  para 
oración,  y  para  servir  á  Dios.  .  .  . 

Cuatro  siglos  más  tarde  volvió  á  tratar  de  los  cementerios  el  Rey  D. 
Carlos  m,  quien  en  una  resolución  de  9  de  Diciembre  de  1 786,  y  en  la 
cédula  de  3  de  Abril  de  1787,  que  forman  la  ley  1*,  título  8?,  libro  1?  de 
Novísima  Recopilación,  dispuso  lo  siguiente : 

He  tenido  á  bien  resolver  y  mandar,  que  se  observen  las  disposiciones  Canónicas, 
de  que  soy  protector,  para  el  restablecimiento  de  la  disciplina  de  la  Iglesia  en  el 
uso  y  construcción  de  cimenterios,  según  lo  mandado  en  el  Eitual  Romano,  y  en 
la  ley  11,  título  13,  partida  1' ;  cuya  regla  y  excepciones  quiero  se  sigan  por 
ahora.  .  .  . 

3*.  Se  harán  los  cimenterios  fuera  de  las  poblaciones,  siempre  que  no  hubiere 
dificultad  invencible  ó  ^ndes  anchuras  dentro  de  ellas,  en  sitios  ventilados  é 
inmediatos  á  las  Parroquias,  y  distantes  de  las  casas  de  los  vecinos.  •  •  •    , 

5*^  Con  lo  que  resolviese  o  resultase  se  procederá  &  las  obras  necesarias,  cos- 
teándose de  los  caudales  de  fábrica  de  las  Iglesias,  si  los  hubiere,  y  lo  que  faltare 
se  prorateará  entre  los  participes  en  diezmos,  inclusas  mis  Reales  tercias, 
Excusado  y  Fondo  pió  de  pobres,  ayudando  también  los  caudales  públicos  con 
mitad  6  tercera  jparte  del  gasto,  según  sxuest&do,  y  con  los  terrenos  en  que  se  haya 
de  construir  el  cimenterio,  si  fueren  concejiles  ó  de  propios. 

No  tenemos  noticia  de  otras  disposiciones  importantes  en  este  ramo, 
en  la  época  del  patronato  real,  y  extensiyas,  en  general,  á  la  monarquía 
española.  ,  Resulta  de  ellas  claramente  que  los  cementerios  se  conside- 
raban como  accesorios  de  las  iglesias,  y  como  tales  disfrutaban  de  todos 
los  derechos  y  prerrogativas  concedidos  á  éstas.  Por  lo  mismo,  la  mano 
protectora  de  la  autoridad  pública,  que  se  extendía  ampliamente  sobre 
las  iglesias,  comprendía  en  igual  protección  á  los  cementerios.  Veamos 
ahora  las  disposiciones  especiales  para  los  dominios  de  Indias,  emanadas 
del  mismo  Gobierno  español. 

2.  La  más  antigua  de  esas  leyes  se  remonta  al  año  de  1532,  y  fué 
expedida  por  el  £mperador  Carlos  y  la  Reina  Gobernadora  en  Medina 
del  Campo.  Es  la  ley  2*,  título  5?,  libro  1?  de  la  Recopilación  de 
Indias  ;  y  se  dispuso  en  ella  que  no  se  acogieran  á  los  templos  y  monas- 
terios los  delincuentes  que,  se^ún  el  derecho  de  Castilla,  no  debían 
gozar  de  la  inmunidad  eclesiástica ;  y  que  los  que  debían  gozarla,  no 
estuviesen  en  el  asilo  por  mucho  tiempo.  Si  no  nos  equivocamos,  el 
objeto  de  esa  ley  era  organizar  el  derecno  de  asüo  en  las  Indias' sobre 
las  mismas  bases  que  lo  estaba  en  Castilla.  ^ 

Conocían  los  Reyes  de  España  que  el  medio  más  eficaz,  ó  mejor  dicho 
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el  único  que  había  para  llamar  á  los  pueblos  salvajes  á  la  vida  civilizada, 
consistía  en  procurar  su  conversión  al  catolicismo  ;  y  como  para  esto  era 
necesaria  la  construcción  de  ielesias,  la  fomentaron  de  todas  maneras.  Por 
esa  razón,  el  Emperador  Carlos  en  Monzón,  año  de  1533 ;  el  Rey  Felipe 
II,  en  1594,  y  el  Rey  Felipe  IV  en  la  ley  6%  título  2?,  libro  1?  de  la  Reco- 

I)ilación  de  Indias,  recomendaron  que  se  construyesen  iglesias  en  todos 
os  lugares  de  indias^  v  autorizaron  para  auxiliar  la  construcción  hasta 
con  la  cuarta  parte  del  tributo  de  los  mismos  indios. 

Otra  cosa  era  necesaria  para  la  buena  administración  de  las  poblaciones 
indígenas,  y  era  un  techo  bajo  el  cual  pudiera  abrigarse  el  pastor  de  las 
almas.  Al  remedio  de  esa  necesidad  ocurrió  el  mismo  Emperador 
Carlos  en  Toledo,  año  de  1534,  cuando  dispuso  aue  los  indios  construye- 
sen casas  cúrales  anexas  á  las  iglesias.  Esa  disposición  fué  más  tarde 
comprendida  en  la  Recopilación  de  Indias»  bajo  el  número  19^  título  3? 
del  libro  1? 

Sobre  cementerios,  la  más  antigua  ley  que  encontramos  se  remonta 
apenas  al  año  de  1539.  Fué  expidida  por  el  citado  Emperador  en 
Madrid,  y  vino  á  ser  más  tarde  la  ley  1%  título  18,  libro  1?  de  la  Reco- 

f  ilación  de  Indias.  Por  ella  se  dispuso  que  los  vecinos  y  naturales  de 
ndias  fueran  enterrados  en  las  iglesias  y  monasterios  de  su  voluntad, 
siempre  que  estuviesen  benditos. 

Hasta  el  año  de  1552  se  habían  construido  las  iglesias  con  la  parte  de 
los  diezmos  perteneciente  á  la  Corona ;  pero  en  esa  época  se  ordenó  por 
D.  Felipe^  como  Gobernador  del  Reino,  que  en  lo  sucesivo,  para  las 
catedrales  se  contribuyera  en  la  forma  siguiente :  tma  tercera  parte  por  la 
real  Hacienda ;  otra  tercera  por  los  indios ;  y  otra  tercera  por  los  en- 
comenderos, incluyendo  entre  éstos  la  Corona,  cuando  tuviese  alguna 
encomienda.  Se  dispuso^  además,  que  los  españoles  no  encomenderos 
contribuyesen  con  alguna  cantidad,  y  ésta  se  abonase  á  las  terceras  de 
los  indios  y  encomenderos.^ 

Es  curiosa  la  cédula  expedida  por  Felipe  II  en  Madrid  el  año  de  1569, 
que  después  fué  la  ley  1?^  título  5?,  libro  1?  de  la  Recopilación  de  Indias. 
En  ella  se  encarga  con  el  mayor  encarecimiento  xm  gran  respeto  á  las 
iglesias,  en  términos  que  prohibe  arrimarse  á  los  altares^  pasearse,  y  otras 
acciones  que  hoy  día  ejecutan  la  generalidad  de  las  gentes  sin  escrúpulo 
alguno. 

Por  disposición  de  Felipe  II  dada  en  Madrid  el  año  de  1587,  y  ratifi* 
cada  después  por  FeUpe  III  en  1598^  se  mandó  dar  á  cada  iglesia  que 
se  construyese  en  las  Indias,  im  ornamento  completo,  un  cáliz  con 
patena  y  una  campana.  Más  tarde  esa  dis|>08Íciótt  vino  á  ser  la  ley  7% 
titulo  2?,  libro  1?  de  la  Recopilación  de  Indiaa 

Timos  antes  la  manera  como  se  dispuso  que  se  contribuyese  para  la 
construcción  de  catedrales,  á  saber :  la  real  Hacienda^  con  la  tercera 
parte ;  los  indios,  con  otra  tercera,  y  los  encomenderos,  con  la  restante ; 
deduciéndose  de  estas  dos  ultimas  lo  que  diesen  los  españoles  no  encomen- 
deros. Eso  fué  el  año  de  1552.  Más  tarde,  en  1588,  el  Rey  Felipe  H 
dispuso  que  para  la  construcción  de  las  iglesias  parroquiales  se  siguiese 

1  Ley  2%  titulo  2*:,  libro  1%  Becopilación  de  Indias. 
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la  misma  regla^  con  la  diferencia  de  que  lo  que  diesen  los  españoles  no 
encomenderos  se  abonase  exclusivamente  á  la  tercera  de  los  indios. 
Esta  disposición  fué  ratificada  por  Felipe  IV  en  la  ley  3%  título  2?, 
libro  1?  de  la  Becopílación  de  Indias. 

Probablemente  algunos  entendieron  que  la  ley  de  que  acabamos  de 
hablar  era  aplicable  á  todo  caso  en  que  se  tratase  de  construir  un 
tejitplo,  aunque  fuera  para  reemplazar  uno  existente  de  antemano ;  porque 
en  1604  la  aclaró  D.  Felipe  Ili  en  VaUadolid,  en  el  sentido  de  que  el 
real  Erario  no  contribuiría  sino  para  la  primera  construcción.  Esa 
disposición  fué  más  tarde  la  ley  5*,  título  2?,  libro  1?  de  la  Recopilación 
de  Indias. 

No  faltará  alguien  que  crea  que  el  Qobiemo  tiene  algún  derecho  en 
las  iglesias  actuales^  por  razón  de  las  cuotas  con  que  contribuyó  para  su 
construcción.  Mas,  debe  tenerse  en  cuenta  que  la  concesión  de  los  diez- 
mos^ hecha  por  la  Santa  Sede  á  los  Beyes  de  España,  ñié  con  la  obli- 
gación de  atender  cumplidamente  á  las  necesidades  del  culto.  Por 
consiguiente,  todo  lo  que  los  Beyes  hicieron  en  beneficio  de  la  Iglesia^  no 
fué  sino  en  compensación  de  ésas  y  otras  mercedes  hechas  por  la  Iglesia 
á  dichos  Beyes. 

No  queremos  con  eso  amenguar  el  mérito  de  las  acciones  de  los  Beyes 
en  el  punto  de  que  tratamos.  Fué  generoso  su  comportamiento  para 
con  la  Iglesia,  hablando  de  un  modo  general ;  pero  el  de  ésta  para  con 
eUoe  no  lo  fué  menos ;  y  nadie  puede  formular  á  ese  propósito  cargo 
algtmo  contra  ella,  al  paso  que  contra  ellos  si  existen  algunos  motivos 
de  queja,  como  ya  lo  hemos  visto  y  tendremos  ocasión  de  confirmarlo 
en  lo  sucesivo. 
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1 .  No  pretendemos  remontamos  al  origen  de  las  comunidades  religiosas, 
para  trazar,  siquiera  á  grandes  rasgos,  la  admirable  historia  de  sus 
hechos  portentosos  y  de  los  eminentes  servicios  prestados  por  ellas  á  la 
Iglesia,  á  la  civilización  del  mundo,  á  las  ciencias  y  á  las  artes  en  todos 
sus  ramos.  Pretender  eso^  seria  querer  acomodar  la  inmensidad  de  los 
mares  en  el  hueco  de  la  mano,  v  amos  sólo  á  recordar  en  pocas  pala- 
bras el  carácter  general  dp  los  institutos  monásticos,  para  poder  juzgar 
con  mayor  acierto  de  las  medidas  tomadas  en  nuestra  patria  relativamente 
á  eUos. 

Nacidos  en  Oriente  desde  los  primeros  siglos  de  la  Iglesia  cuando 
la  cuchilla  de  los  verdugos  derramaba  á  torrentes  la  sangre  cristiana  en 
todos  los  ámbitos  de  Imperio,  pasaron  poco  después  al  Occidente  y  se 
multiplicaron  con  pasmosa  rapidez  por  todo  el  mundo  conocido  de  los 
antiguos. 

Sus  primeras  y  preferentes  ocupaciones  fueron  la  oración  y  la  peni- 
tencia ;  pero  \ma  oración  tan  constante,  fervorosa  y  ardiente,  por  la  paz 
y  el  triunfo  de  la  Iglesia,  y  una  penitencia  llevada  á  tan  alto  grado  de 
heroísmo,  y  secundada  tan  eficazmente  por  los  esfuerzos  de  todos  los 
demás  cristianos,  que  al  fin  Dios  se  apiadó  de  su  Iglesia,  y  le  concedió 
el  más  completo  y  admirable  triunfo  de  que  hay  noticia  en  los  anales 
de  la  humanidad. 

Los  horizontes  se  dilataron  entonces  súbitamente  ante  los  ojos  de  los 
cristianos  y  les  dejaron  ver  extensos  y  fértiles  campos  que  podían 
cultivarse  con  increíble  provecho.  La  Iglesia  salió  de  las  catacumbas ; 
los  pueblos  encorvaron  su  altiva  frente,  para  recibir  el  dulce  yugo  de 
la  cruz  ;  basílicas  inmensas  y  suntuosas  se  levantaron  como  por  encanto 
en  todas  partes ;  y  la  pompa  y  las  maravillas  del  culto  pudieron  desple- 
garse á  los  ojos  de  todos  para  proclamar  en  voz  alta  y  á  la  faz  del  mundo, 
las  glorias  del  Eterno,  y  las  bellezas  y  consuelos  inefables  de  la  religión 
cristiana. 

En  ese  estedo  de  asombroso  desarrollo  de  la  Iglesia,  tres  necesidades 
se  hacían  sentir  vivamente  en  el  mundo,  á  saber : 

1?  La  expiación  y  la  reparación  de  los.  innumerables  pecados  que  se 
cometen  siempre  en  todos  los  tiempos,  en  todos  los  países  y  en  todas  las 
circunstancias ; 
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2?  La  defensa  de  la  verdadera  fe  contra  los  últimos  esfuerzos  del 
paganismo^  y  contra  el  furor  de  los  herejes,  que  á  cada  paso  aparecían, 
en  diversos  puntos ;  y 

3?  £1  alivio  de  las  miserias  humanas,  especialmente  en  los  pobres 
desvalidos  y  desamparados. 

E^  espíritu  cristiano,  llevado  á  un  alto  grado  de  perfección  en  el  seno 
de  las  comunidades  religiosas^  atendió  cumplida  y  oportunamente  á  la 
satisfacción  de  estas  tres  grandes  necesidades ;  y  de  ahí  surgió  natural-^ 
mente  la  división  de  las  órdenes  religosas  en  treís  grandes  grui)os,  según 
el  objeto  principal  á  que  se  dedicaban,  sin  excluir  por  eso  Tos  otros  dos. 

órdenes  contemplativas  fneron  llamadas  las  que  continuaron  la  grande 
obra  iniciada  por  San  Antonio^  principe  de  los  cenobitas^  en  los  primeros 
años  del  siglo  IV.  Orar  fervorosa  y  ardientemente  por  los  pecados  pro- 
pios y  por  los  ajenos ;  hacer  obras  dignas  de  penitencia^  para  su  propia 
santificación^  y  para  apartar  la  justicia  divina  de  las  cabezas  de  los 
pecadores^  y  procurar  que  éstos  voly^esen  al  camino  de  la  verdad  y  de  la 
vida;  conservar  la  práctica  de  las  virtudes  evangélicas  en  su  mayor 
pureza,  tales  eran  las  obras  á  que  dedicaban  su  vida  entera  esos  insignes 
varones^  honra  y  gloria  de  la  humanidad. 

Al  lado  de  las  órdenes  contemplativas^  y  según  las  necesidades  de  los 
tiempos  y  de  los  lugares^  aparecían  las  órdenes  que  pudiéramos  llamar 
eruditas  ó  apologistas.  Á  la  oración^  al  ayuno  y  otras  mortificaciones 
corporales  de  diverso  género,  tmían  el  estudüio  constante  y  la  meditación 
atenta  y  profunda^  no  sólo  en  los  misterios  y  en  las  verdades  eternas, 
para  la  defensa  y  propagación  de  la  buena  doctrina,  sino  también  en 
las  ciencias  profanas  y  en  las  artes  de  diversa  clase  y  naturaleza^  parala 
enseñanza  á  las  gentes  y  fomento  de  la  civilización. 

'No  era  para  eUas  la  fe^  como  algunos  necios  lo  creen  ó  fingen  creerlo^ 
pesada  carga  que  gravitaba  sobre  sus  hombros,  y  les  impedía  elevarse  á 
las  altas  y  luminosas  regiones  de  la  ciencia,  donde  el  genio  del  hombre 
despliega  las  poderosas  facultades  de  su  inteligencia  y  de  su  razón^  y 
arranca  á  la  naturaleza,  como  á  pesar  suyo^  sus  arcanos.  No,  la  fe  .era 
para  ellas  como  ima  maravillosa  antorcha  que  iluminaba  constantemente 
sos  senderos  y  les  impedia  caer  en  los  abismos  que  el  genio  del  mal  ha 
cavado  hábilmente  en  los  límites  de  la  ciencia,  para  la  perdición  y 
ruina  de  los  que  á  ella  se  consagran ;  era  lo  que  sería  para  un  astró- 
nomo un  admirable  telescopio  con  el  cual  trajese  á  su  gabinete  las  más 
retiradas  nebulosas,  contase  y  describiese  los  mundos  que  las  forman,  y 
diese  soluciones  claras,  perentorias  y  decisivas  á  los  más  altos  y  difíciles 
problemas  de  la  ciencia^  cuando  los  demás  sabios  apenas  pueden  aven- 
turar conjeturas^  idear  sistemas^  y  desbarrar  lamentablemente  en  todo 
sentido. 

Otro  servicio  de  grande  importancia  prestaron  las  órdenes  religiosas 
eruditas,  que  no  han  podido  negarles  ni  aun  sus  más  encarnizados 
aiemigos..  Nos  referimos  á  la  salvación  de  los  grandes  monumentos  de 
la  oivmzación  antigua,  que  habrían  desaparecido  con  la  invasión  de  los 
bárbaros,  si  ellas  no  los  hubiesen  conservado. 

Paralelamente  con  esas  dos  clases  vinieron  las  órdenes  enfermeras, 
dedicadas  especialmente  al  alivio  de  los  infelices  que  antes  no  tenían  un    ^ 
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paob  ni  un  abrigo.  ¿  Qué  cosa  más  noble  y  más  admirable  que  oros  seres 
priyilegiadosj  que  abandonan  hogar,  familia,  riquezas,  comocjidadee  y 
cuanto  tiene  el  mundo  de  más  atractivo  y  seductor,  para  encerrarse  en  A 
estrocho  recinto  de  un  hospital,  á  curar  las  llagas  de  los  infelices»  j  á 
consolarlos  en  sus  aflicciones  de  todo  género,  como  una  madre  cariñosa 
pudiera  hacerlo  con  su  más  amado  hijo  P 

Muchos  y  notables  monasterios  habia  levantado  en  España  el  espíritu 
piadoso  de  sus  moradores  en  los  primeros  siglos  de  la  era  cristiana ;  y 
aunque  ellos  desaparecieron  naturalmente  en  la  invasión  musidmana, 
fueron  restableciéndose  á  medida  que  las  armas  cristianas  recon<|mstaban 
el  territorio  en  el  lento  trascurso  de  los  tiempos.  De  consiguiente, 
cuando  el  genio  del  inmortal  Colón  presentó  el  nuevo  continente  á  los 
ojos  admirados  del  antiguo,  las  órdenes  monásticas  habían  adquirido  uñ 
gran  desarrollo  en  la  Península,  y  estaban  en  situación  de  suminiatarar 
operarios  para  cultivar  la  Viña  del  Señor  en  estas  extensas  y  magnífifaift 
comarcas. 

Así,  las  embarcaciones  que  cruzaban  los  mares  recién  desoubiertos  oon 
rumbo  al  Nuevo  Mundo,  conducían  dos  clases  de  hombres.  Los  unos 
vestían  cota  de  maUa,  ceñían  al  cinto  la  fina  toledana,  y  tramn  armado 
su  poderoso  brazo  con  la  temida  lanza ;  los  otros  cubrían  su  cuerpo  con 
tosco  sayal,  y  traían  por  únicas  armas  un  libro  bajo  el  brazo  y  una  cruz 
en  la  mano.  Aquéllos  eran  guiados  por  el  amor  á  la  gloria  y  al 
engrandecimiento  de  la  patria,  á  lo  cual  mezclaban  frecuentemente  la 
codicia  y  la  rapacidad  más  6  menos  desenfrenadas ;  éstos  eran  movidoe 
por  la  caridad  más  ardiente,  por  el  engrandecimiento  y  ensanche  de  la 
santa  fe  católica,  por  la  mayor  gloria  de  Dios  y  por  la  salvación  de  las 
almas.  Los  primeros,  en  fin,  derramaban  á  tonentes  la  sangre  indígena, 
y  fundaban  en  el  temor  el  dominio  del  Monarca  emañol  sobre  estos 
inmensos  países;  al  paso  que  los  otros,  enjugando  las  lágrimas  de  loa 
naturales,  fundaban  en  el  amor  y  el  reconocimiento  el  dominio  de 
Cristo  sobre  millones  de  seres  entregados  antes  á  las  abominadones  de 
la  idolatría. 

Al  leer  la  relación  de.  los  admirables  trabajos  de  los  conquistadores, 
nos  sentimos  sobrecogidos  de  admiración  en  vista  del  valor  heroico,  la 
constancia  indomable  y  la  energía  sobrehumana  de  esos  valentísimos 
capitanes,  en  quienes  se  aliaban  frecuentemente  los  grandes  talentos 
militares,  con  no  pequeñas  dotes  administrativas.  Balboa,  descubriendo 
el  Grande  Océano  desde  la  cumbre  de  la  cordillera  que  recorre  el 
Istmo  de  Panamá ;  Cortés,  quemando  sus  naves^  para  colocarse  entre  la 
victoria  y  la  muerte  ;  Quesada,  remontando  el  Magdalena,  á  pesar  de 
innumerables  dificultades ;  Pizarro,  conquistando  con  un  puñado  de 
hombres  el  poderoso  imperio  de  los  Incas,  son  ciertamente  espectáculos 
que  nos  causan  admiración  y  entusiasmo.  Pero  si  examinamos  fría  é 
imparcialmente  las  cosas,  no  serán  menores  nuestra  admiración  y  nuestro 
entusiasmo  á  la  vista  de  los  repetidos  actos  de  heroísmo  cristiano 
ejecutados  por  los  misioneros,  con  el  único  fin  de  atraer  á  los  salvajes  á 
la  verdadera  fe,  y  atender  á  la  salvación  de .  sus  almas,  ¿  Quién  será 
capaz  de  pintar  el  admirable  desprendimiento  de  esos  hombres  generoses 
que  abandonan  patria  y  hogar,  que  rompen  los  gratos  lazos  de  la  amistad 
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j  aun  de  la  familia^  y  que  renancian  á  las  dulzuras  y  comodidades  de  la 
yida  en  los  pueblos  ciTÜizados,  para  ir  á  recorrer  comarcas  no  exploradas^ 

5 obladas  de  fieras  y  de  reptiles  venenosos^  cruzadas  por  caudalosos  y 
^conocidos  ríos,  cubiertas  de  tupidas  selvas,  y  dotadas  generalmente  de 
climas  ardientes  é  insalubres,  sólo  por  atraer  los  salvajes  á  la  vida 
civilizada  y  defenderlos  de  las  vejaciones  á  que  querían  someterlos  los 
rudos  conquistadores  ? 

Que  un  caudillo  de  valor  indomable,  que  tal  vez  tiene  en  sus  venas 
sangre  de  los  descendientes  de  Pelayo  ó  del  Cid,  acometa  una  heroica 
empresa  y  la .  lleve  á  feliz  término,  es  cosa  que  se  comprende  por  el 
atractivo  de  la  gloria,  el  deseo  legítimo  de  conseguir  honores  y  riquezas 
y  el  anhelo  natural  de  conquistar  un  nombre  ilustre  que  legar  á  los 
descendientes ;  pero  que  un  hombre  oscuro,  que  pasa  sus  días  en  el 
tranquilo  retiro  de  una  celda,  que  no  aspira  á  fama  ni  a  gloría  mundana, 
que  se  considera  como  muerto  para  el  siglo,  cambie  i^u  reposo  inalterable 
por  la  penosísima  vida  del  misionero,  y  vaya  á  exponer  su  vida  á  remotos 
pakes,  sin  aspiración  ninguna  terrenal  y  sólo  por  la  gloría  de  Dios  y 
la  ovación  de  las  almas,  es  cosa  tan  extraordinaría,  tan  heroica  y  tan 
sublime,  que  tal  vez  dudaríamos  de  ella,  si  no  hubiese  millares  y  nmlares 
de  ejemplos  de  incontestable  notoríedad  que  la  acreditan  patentemente. 
Sabemos,  sin  embargo  de  eso,  que  el  espírítu  del  siglo,  descontento 
con  los  institutos  monásticos,  ha  hecho  lo  posible  por  desacreditarlos,  y 
hacerlos  aparecer  como  madrígueras  de  holgazanes,  fecundos  para  el  mal 
y  estériles  absolutamente  para  el  bien.  Tales  calumnias  propagándose 
de  boca  en  boca,  de  pueblo  en  pueblo  y  de  año  en  año,  van  ganando 
teireno  lentamente ;  y,  al  favor  de  los  trastornos  y  de  los  revueltas,  se 
van  arraigando  aun  en  ciertc^s  espírítus  sinceros  á  quienes  los  perversos 
€Dgaian  y  seducen  fácilmente. 

Cf^bdo*^,  por  tanto,  oportuao  presentar  á  nuestfos  lectores  un  cuadro, 
moque  sea  sucinto  ó  incompleto,  de  los  trabajos  de  los  misioneros  en 
ime^tTa  patria,  ptira  que  üm  puedan  juzgar  con  mayor  acierto  de  la 
injusticia  de  Im  medidas  que  contra  ellos  se  han  tomaao,  sobre  todo  en 
im  ülútaos  tiempos» 

2.  Los  primeros  miaionerog  que  predicaron  el  Evangelio  en  nuestra 
pitria  fueron  fríinciacanos,  que  trajo  consigo  el  Obispo  Juan  de  Quevedo, 
perteneciente  n  la  misma  cirden.  Vinieron  con  íedro  Arias  Dávila, 
destinados  á  8anta  Mar  i  a  k  Antigua,  colonia  fundada  por  Nicuesa  y 
i^da  »  la  sazón  por  el  célebre  Vasco  Núnez  de  Balboa. 

Dos  graves  tropiezos  encüiitraron  los  misioneros  desde  luego  en  su 
Ardua  y  delicada  mi.^iún.  Do  un  lado  la  tenaz  inclinación  de  los  indios 
i  h  ociosidad  y  a  la  vida  licenciosa,  y  de  otro  la  codicia  y  la  rapacidad 
de  W  español  es  j  que  producían  el  natural  efecto  de  hacer  odioso  para 
loft  tiat Urales  hasta  el  nombre  cristiano. 

Puede  juzgarse  de  la  gravedad  del  primero  de  esos  obstáculos,  por  la 
drcuDstancia  de  que  el  Obispo  Quevedo,  que  era  un  prelado  instruido, 
piadbso  y  benévolo,  Uegi>  a  conYcncerse  de  que  el  único  medio  eficaz  de 
ocmTeftir  a  loe  indios^  era  reducirlos  á  una  moderada  servidumbre.  En 
machtú  al  segundo^  baetarn  hacer  notar  que  en  una  sola  de  las  expedi- 
jlsmm  de  uno  de  los  teoientee  de  Pedro  Arias  hizo  aquél  perecer  máf 
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efe  cuarenta  mil  indígenas,  porque  no  pudieron  satisfacer  su  condicia ;  sin 
que  el  P.  Francisco  de  San  Bomán  que  lo  acompañaba^  hubiese  podido 
evitarlo^  á  pesar  de  los  muchos  y  grandes  esfuerzos  que  hizo  para  eUo. 

Convencido  al  fin  ese  excelente  misionero  de  que  la  rapacidad 
española  hacía  inútiles  sus  esfuerzos  y  los  de  sus  compañeros^  hizo 
viaje  á  E^spaña  en  1517  para  implorar  del  Gobierno  un  remedio  eficaz  á 
tamaños  males.  Tanto  aumentaron  éstos,  que  al  año  siguiente  el 
Obispo  Quevedo  emprendió  el  nñsmo  viaje,  con  idéntico  objeto. 

En  España  encontraron  al  célebre  las  Casas  que  andaba  también  en 
solicitud  de  remedio  para  el  referido  mal,  que  se  hacía  sentir  en  todas 
partes. 

En  audiencia  solemne  fueron  oídos  las  Casas  y  el  Obispo  Quevedo, 
por  el  Emperador  Carlos  V  y  su  Consejo,  en  la  ciudad  de  Barcelona ;  y 
al  fin  el  Gobierno  aprobó  los  planes  del  primero,  basados  en  la  com- 
pleta libertad  de  los  indios,  y  expidió  las  órdenes  del  caso,  que  desgra- 
ciadamente no  fueron  cumplidas  en  su  mayor  parte. 

3.  Después  de  la  Antigua  del  Darién,  fué  Santa  Marta  el  primer 
lugar  donde  se  jfen&ó  seriamente  en  fundar  ima  colonia  estable.  En 
1531  fué  nombrado  Obispo  de  esa  ciudad  el  dominicano  Tomás  Ortiz ; 
y  el  P.  Juan  Méndez,  de  la  misma  orden,  fundó  un  convento  que  fué 
semillero  de  operarios  evangélicos  en  esa  región  y  en  la  de  Cartagena, 
ciudad  ñmdada  poco  después. 

Conserva  la  historia  los  nombres  de  los  primeros  misioneros  que  predi- 
caron el  Evangelio  pn  esas  dos  importantes  provincias,  que  hoy  forman  los 
Estados  del  Magdalena  y  Bolívar ;  y  creemos  que  nuestros  lectores  no 
llevarán  á  mal  que  los  consignemos  aquí,  como  una  señal  del  respe^ 
que  nos  merecen  sus  importantes  trabajos  y  su  heroico  desprendimiento. 
Fueron  los  sieuienlfes  :  Jerónimo  de  Loaisa,  que  fué  después  Obispo  de 
Cartagena  y  luego  Arzobispo  de  Lima ;  Gregorio  de  Beteta,  que  fué 
después  Obispo  de  Cartagena ;  Domingo  de  Salazar,  después  Obispo  de 
las  Filipinas ;  Juan  de  Aurres,  Agustín  de  Zúñiga,  Domingo  de  las 
Casas^  ílodrigo  de  Andrade,  Martín  de  Trujillo,  Bartolomé  ae  Ojeda, 
Pedro  de  Villalba,  Pedro  Zambrano,  Gaspar  de  Carvajal,  Martín  de  los 
Angeles,  Tomás  de  Mendoza,  Juan  de  Ossio,  Francisco  Martínez,  Pedro 
Duran,  Juan  de  Montemayor  y  Bartolomé  de  Talavera.  Muchos  do 
ellos  trabajaban  todavía  en  esas  misiones  en  el  año  de  1590,  es  decir^ 
treinta  años  más  tarde. 

Poco  después  de  fundada  Santa  Marta  lo  fué  Cartagena  en  el  año  de 
1533  ;  y  ^desde  mi  principio  concurrieron  á  ese  teatro  los  domini- 
canos Diego  Bamírez  y  Luis  de  Orduña,  á  quienes  se  unieron  poco 
después  Jerónimo  de  Loaisa,  Bartolomé  de  Ojeda  y  Martín  de  los 
Angeles. 

El  celo  y  la  actividad  de  esos  misioneros  facilitaron  considerable- 
mente la  conquista  ;  pero  á  pesar  de  ello,  y  de  la  decidida  oposición  de 
los  misioneros,  los  españoles  establecieron  un  gravosísimo  servicio 
personal  sobre  los  indígenas.  • 

En  vista  de  eso,  el  P.  Loaisa  hizo  viaje  á  España  en  1534,  con  el  fin 
de  reclamar  contra  las  vejaciones  de  las  autoridades  sobre  los  infelices 
naturales.      Á  la  sazón  Carlos  V,  conociendo   la  importancia  de  la 
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niieya  ciudad,  la  halua  hecho  eri$rir  en  Obispado,  y  ese  mismo  año  llegó 
á  ella  su  primer  Obispo,  Tomás  Toro,  dominicano  de  Salamanca,  quien 
trajo  consigo  un  buen  refuerzo  de  misioneros. 

"So  es  fácil  formar  una  idea  del  celo  del  Obispo  y  sus  misioneros,  de 
sus  esfuerzos  en  beneficio  de  los  indígenas,  y  de  las  penalidades  de  todo* 
género  que  tuvieron  que  soportar,  principalmente  por  parte  de  los  con- 
quistadores. 

No  se  había  engañado  Carlos  V  en  cuanto  á  la  importancia  de  Car- 
tagena, que  más  tarde  había  de  merecer  el  nombre  de  heroica,  Á  poco 
de  fundada,  era  el  emporio  de  la  riqueza  y  del  comercio  en  las  costas  de 
"Kerra  Firme ;  pero  con  «u  prosperidad  y  esplendor  crecían  también  las 
cargas  impuestas  á  los  infelices  naturales,  y  las  dificultades  de  los  tni- 
síoneros  para  defender  los  derechos  de  los  nuevos  cristianos. 

El  Obispo  principió  por  instar  y  suplicar ;  luego,  amonestó  seria- 
mente ;  y  cuando  vio  que  sus  esfuerzos  esan  inútiles,  porque  no  produ- 
cían resultado  alguno  satisfactorio,  fulminó  censuras  sobre  los  que,  á 
despecho  de  las  órdenes  é  instrucciones  del  Monarca  y  con  violación  de 
las  sagradas  leyes  de  la  caridad  cristiana,  tiranizaban  á  los  indios ;  y 
dio  cuenta  de  todo  al  mismo  Emperador. 

Aniquilado  pronto  por  sus  trabajos  y  sufrimientos,  comprendió  que 
le  restaba  poco  tiempo  de  vida ;  y  queriendo  prolongar  hasta  más  allá 
de  la  tumba  los  benéficos  efectos  de  su  celo  y  de  su  previsión,  convocó 
al  dero,  con  el  fin  de  exhortarlo  á  que  perseverase  en  la  obra  de  salud 
y  de  protección  que  habiá  emprendido.  "  No  temáis,  les  dijo,  la  cólera  de 
los  hombres  ;  pero  aguardad  con  confianza  el  socorro  de  Dios  que  os  ha 
«enviado,  y  que  ha  adquirido  un  gran  pueblo  en  estas  vastas  regiones.*' 
Poco  después,  en  1536,  durmió  el  sueño  del  justo  en  el  Seno  del  Señor. 

Sucedióle  en  su  silla  el  célebre  dominicano  Jerónimo  de  Loaisa,  hom-  • 
t)re  de  sólida  virtud  y  de  profunda  ciencia.  Carlos  V,  para  determinarlo 
á  admitir  la  mitra,  le  ofreció  generosamente  concederle  todo  lo  que  jua- 
gase conveniente  pediiie.  El  excelente  Prelado  sólo  pidió  tres  cosas  : 
la  primera,  que  se  protegiese  á  los  indígenas  contra  sus  injustos  opre- 
sores ;  la  segunda,  que  se  construyese  una  catedral  proporcionada  á  las 
necesidades  del  culto ;  y  la  tercera,  que  se  construyese  un  convento 
de  dominicanos,  y  se  hiciesen  venir  cada  año  seis  religiosos  escogidos  de 
esta  orden  para  el  fomento  de  las  misiones. 

Todo  fué  concedido.  Las  órdenes  para  la  protección  de  los  indígenas 
ae  reiteraron  ;  la  catedral  se  construyó,  y  fué  consagrada  en  1538 ;  y  en 
el  siguiente  los  dominicanos  Juan  ae  Robles,  Juan  de  Avila,  Juan  de 
Chaves  y  Juan  de  Cea  fueron  puestos  en  posesión  del  convento  llamado 
de  San  José,  construido  con  dineros  del  Eey  y  de  muchos  ricos  espa- 
ñflles.  ^  .  ^ 

No  es  posible  mencionar  siquiera  los  grandes  é  importantes  trabajos 
'  del  célebre  y  celosísimo  Prelado  y  de  los  misioneros  que  obraban  bajo 
su  dirección;  pero  no  dejaremos  de  hacer  mérito  de  la  fundación 
de* un  convento  de  franciscanos,  y  del  establecimiento  de  un  colegio 
en  el  cual  los  dominicanos  enseñaban  á  los  hijos  de  los  caciques  y  de 
otros  indígenas  notables,  los  principios  y  fundamentos  de  la  fe,  el  latín, 
la  filosofía,  la  teología  y  las  leyes  y  costumbres  españolas. 
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Los  misioneros  tuvieron  la  dicha  de  ver  coronados  sns  esfuerzos  por  el 
éxito  más  completo.  El  Evangelio  se  propagó  rápidamente  pc^  toda  la 
comarca ;  y  aun  la  suerte  ie  los  naturales  había  mejorado  de  un  modo 
notable^  cuando  en  1541  ñié  trasladado  el  Obispo  Loaisa  al  Arzobispado 
de  Lima  y  dejó  su  silla  á  Francisco  BenavideSi  de  la  orden  de  loe 
Jerónimos. 

4.  Mientras    se  echaban  así  los  fundamentos  de    la  primera  ena- 
tiandad  floreciente  en  las  costas  de  Tierra  Firme,  otro  teatro  más  vasto  • 
se  abría  al  celo  de  los  misioneros  en  el  interior  del  país, 

Una  expedición,  al  mando  del  ilustre  capitán  D.  Gonzalo  Jiménez  de 
Quesada,  había  salido  de  Santa  Marta,  á  principios  de  1536^  con  rumbo 
á  las  comarcas  del  interior,  siguiendo  el  curso  del  gran  río  Magdalena. 
Después  de  ocho  meses  de  esfuerzos  heroicos  y  de  fatigas  inauditas,  llega- 
ron los  expedicionarios  á  las  tierras  fértiles,  ricas  y  pobladas,  donde  los 
conquistadores  fueron  recibidos  con  señales  de  amistad.  En  Enero  del 
año  siguiente  el  dominicano  Domingo  de  las  Casas,  que  acompañaba  la 
expedición,  construyó  un  altar  y  dijo  en  Chípatá  la  primera  misa. 

En  Gacheta  presenciaron  el  P.  las  Casas  y  otro  sacerdote  que  le  acom- 
pañaba, llamado  Juan  de  Legazpes,  una  escena  que  los  conmovió  viva- 
mente. Los  naturales  del  peas  creían  que  los  españoles  eran  hijos  del 
Sol^  á  quien  ellos  adoraban,  y  que  habían  sido  enviados  para  que  los 
castigasen  por  sus  faltas.  Resolvieron,  en  consecuencia,  ofrecer  en 
sacrificio  á  su  divinidad  un  considerable  número  de  niños,  los  cuales  eran 
despeñados  de  la  cima  de  ima  escarpada  colina,  y  se  mataban  ó  estropea- 
ban horriblemente  en  la  caída.  Los  misioneros  corrieron  al  lugar  del 
suceso,  bautizaron  los  niños  que  aun  no  habían  muerto,  y  pusieron  tér<^ 
mino  á  tan  bárbaro  sacrificio. 

En  todos  los  pueblos  por  donde  pasaron  los  celosos  misioneros  fueron 
dejando  sembradas  las  primeras  semillas  de  la  palabra  divina,  que  eran 
bien  recibidas  por  los  naturales ;  hasta  que,  fundada  la  ciudad  de 
Santafé  de  Bo^tá^  y  erigida  la  primera  capilla^  dijo  ^i  ella  la  misa  el  P. 
las  Casas  el  6  de  Agosto  de  1538. 

Entre  los  incidentes  de  esa  primera  y  rápida  predicación,  nu^ece 
citarse  la  conversión  del  cacique  de  Suba ;  el  cual  habiendo  enfermado 
repentinamente,  recibió  el  bautismo  de  manos  del  P.  las  Casas. 

Poco  después  de  la  llegada  de  D.  Gonzalo  Jiménez  y  sus  compañ^'oa  á 
la  altiplanicie  bogotana,  aparecieron  por  diversas  vías  otros  dos  conquis- 
tadores^ Belalcázar  y  Federmán ;  v  si  no  se  disputaron  la  posesión  del 
Sais  con  las  armas  en  la  mano,  se  debió  principalmente  á  los  esfuerzos 
e  los  misioneros  que  venían  con  cada  uno  de  los  tres. 

Apenas  llegó  á  Santa  Marta  la  feliz  nueva  *de  los  importantes  des- 
cubrimientos del  interior,  se  apresuró  el  Obispo  á  enviar  un  considerable 
refuerzo  de  misioneros  dominictmos  y  seculares,  bajo  U  dijreocióa  de  su 
Vicario  general  Pedro  García  Matamoros. 

Estos  misioneros  principiaron  por  prestar  un  insigne  servicio  á  1^  paz 
de  la  colonia,  pues  evitaron  un  conflicto  entre  el  hermano  de  Queaada, 
que  gobernaba  en  su  ausencia,  y  Jerónimo  Lebrón,  que  venia  4  U>mfipr  el 
mando  por  nombramiento  que  en  él  hizo  la  Audiencia  4e  Santo 
Domingo. 
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Inmediatamente  después  se  esparcieron  por  todo  el  país,  con  el  fin  de 
atraer  al  aprisco  del  Señor  tantos  millares  de  almas  que  poblaban  esta 
rica  comarca,  y  se  mostraban  áyidas  de  oír  la  palabra  divina  y  entrar  á 
iormar  parte  de  la  inmensa  grey  católica.  £1  P.  Juan  de  Lezcano  se 
encargó  del  curato  de  Vélez ;  el  P.  Pedro  Duran,  unido  al  P.  Juan  de 
Montemayor,  dominicanos,  de  la  numerosa  tribu  de  Bamiriquí ;  el  P. 
Juan  de  Aurres,  también  dominicano,  de  Santafé  de  Bogotá,  a  contar 
del  20  de  Septiembre  de  1540,  pues  antes  había  estado  á  cargo  del  P. 
Juan  Verdoso. 

Con  el  dominicano  Juan  de  Aurres  trabajaba  en  el  apostolado  de  los 
indígenas  de  Bogotá  Juan  Méndez,  quien  logró  establecer  el  culto  del 
Terdadero  Dios  en"  el  gran  templo  destinado  antes  por  los  Zipas  para 
ofrecer  abominables  sacrificios.  No  bastaba,  sin  embargo,  el  espacioso 
edificio  para  contener  la  muchedumbre  de  gentes  que  venían  ansiosas  á 
oír  la  palabra  divina  de  boca  de  los  dos  buenos  misioneros ;  por  lo  cual, 
cuando  el  uno  predicaba  en  la  iglesia,  el  otro  lo  hacía  en  la  plaza  pública, 
bajo  el  palio  inmenso  de  los  cielos. 

Abundantes  eran  también  los  frutos  de  la  viña  del  Señor  en  Timia. 
La  elocuente  voz  de  los  PP.  Duran  y  Montemayor  conmovía  á  los 
(Salvajes  y  los  atraía  irresistiblemente  al  aprisco  sagrado  de  los  escogidos. 

5.  Lo  que  dio,  sobre  todo,  grande  importancia  á  esta  misión,  fué  la 
conversión  del  Zaque  y  del  gran  sacrificador,  obtenida  por  el  P.  Duran. 
Era  el  Zaque  un  joven  de  22  años,  de  notable  talento,  de  corazón  recto 

Íde  alma  sencifia  y  candorosa.  TTna  vez  convertido  al  cristianismo, 
abrazó  con  un  ardor  digno  de  los  antiguos  tiempos  de  la  Iglesia ;  y 
ifan  podía  considerarse  le  como  una  de  las  más  bellas  esperanzas  de  la 
Helicón  de  la  patria  en  lo  porvenir. 
•  Tal  vez  el  deseo  de  inducir  á  los  jefes  indígenas  de  los  alrededores  á 
abvazar  el  catolicismo,  le  determinó  á  invitarlos  á  su  matrimonio,  que 
■  debía  celebrarse  con  gran  solemnidad,  conforme  á  los  ritos  de  la 
Igieaia.  Lejos  estaba  el  infeliz  de  imaginarse  que  esa  inocente  acción 
si^a  iba  á  echar  sobre  su  garganta  la  cuchilla  del  verdugo. 

Y  así  fué,  sin  embargo.  .  Hernán  Pérez  de  Quesada,  á  pretexto  de  que 

em  teonión  de  jefes  indígenas  tenía  miras  revolucionarias,  hizo  condenar 

á  moerte  al  Zaque  y  á  algunos  de  sus  compañeros.     Notificada  la  inicua 

aentencia   por  el  escribano,  el   noble  y  valeroso  joven,  sin  palidecer 

mqmera,  y  teniendo  un  crucifijo  en  la  mano,  contestó  con  voz  clara  y ' 

«vanrn  estas  elocuentísimas  palabras :   '^  Decid  á  vuestro  general  que  le 

.  >4Qgr  las  gracias  porque  me  libra  con  un  solo  golpe  de  todos  los  males  de 

.IkyidgL,  &  la  cual  yo  había  ^a  renunciado  desde  que  me  hice  cristiano. 

,:SÍ0bU>  menos  el  reino  de  la  tierra  que  pierdo  con  la  muerte,  de  lo  que 

yJSBtáitÍB  el  reino  eterno  del  cual  él  se  excluye  á  sí  mismo  por  su  propia 

Ho  obstante  ese  infame  asesinato  jurídico,  la  conversión  de  los  indi- 
no se  suspendió,  y  antes  bien  continuó  su  marcha  progresiva  con 
i  rapidez.    El  gran  sacrificador,  llamado  Alfonso  en  el  bautismo, 
i6  con  admirable  celo  la  conversión  de  los  demás  sacrifícadores, 
fe  miraban  como  su  dráculo;    después   de    muchos  años  de  vida 
,  Murió  en  Sogamoso,  y  fué  enterrado  en  la  iglesia  de  franciscanos.^ 
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Armónico  coii  el  buen  éxito  obtenido  por  el  P.  Duran  en  Tunja,  fué 
el  que  alcanzó  el  P.  Montemayor  en^Boyacá.  Él  había  notado  que  entre 
los  ídolos  de  esos  salvajes  el  más  notable  era  el  de  Bóchica,  que  tenía 
tres  •rostros  de  hombre.  Viendo  la  celebridad  de  ese  ídolo,  que  atraía  á 
su  alrededor  gran  muchedumbre  de  gentes,  preguntó  un  día  qué  era  lo 
que  pretendían  adorar  presentando  sus  votos  y  sus  víctimas  á  una 
estatua,  que  no  era  sino  una  gran  masa  de  tierra  cocida.  Los  in- 
dígenas le  contestaron  que,  siguiendo  una  antigua  tradición,  ellos 
pretendían  adorar  al  Dios  criador  de  todas  las  cosas;  y  que  aunque 
tenía  tres  rostros,  no  era  sino  un  solo  espíritu,  un  solo  corazón  y 
una  sola  voluntad.  Entonces  el  misionero  les  dijo,  como  en  otro  tiempo 
San  Pablo  á  los  atenienses :  "  Yo  vengo,  pues,  á  anunciaros  ese  Dios 
á  quien  adoráis  sin  conocerle.  Lo  que  veis  aquí  no  es  sino  obra  de  los 
hombres,  y  no  puede  adorársele ;  pero  eso  os  representa,  según  la  debili- 
dad de  vuestro  espíritu,  lo  que  no  os  es  dado  ver  ni  comprender  en  esta 
vida :  un  espíritu  puro,  increado,  eterno,  invisible,  el  Ser  Supremo,  el 
único  todopoderoso,  que  no  tiene  principio  ni  tendrá  fin.^^  Así  continuó 
explicándoles  la  fe  católica,  con  tanta  claridad  y  tanta  unción,  que  la 
palabra  divina  penetró  hasta  el  fondo  de  los  corazones  sencillos  y 
rectos  de  la  muchedumbre;  y  todos,  á  porfía,  contribuyeron  á  la 
destrucción  del  ídolo,  y  llegaron  á  ser  bien  pronto  cristianos  fer- 
vorosísimos. 

La  obra  de  Dios  avanzaba,  pues,  admirablemente,  cuando  vino  un 
nuevo  refuerzo  de  misioneros  en  1542,  con  Alfonso  Luis  de  Lugo,  nombrado 
Gobernador  de  una  parte  de  los  países  conquistados.  Entre  los  nuevos 
misioneros  se  distinguían  sobre  todos  los  dominicanos  Antonio  de  la  Penna 
y  López  de  Acuña,  quienes  habían  pasado  dos  años  en  el  convento  de 
San  Pablo  de  Sevilla  con  el  P.  las  Casas,  y  habían  recibido  de  él  buenas  • 
instrucciones  sobre  la  manera  de  predicar  el  Evangelio,  con  buen  éxito  en 
estas  comarcas. 

Desgraciadamente  la  rapacidad  y  la  crueldad  de  los  conquistadores 
entrababan  constantemente  la  acción  benéfica  de  los  misioneros,  y  á  veces 
la  hacían  completamente  infructuosa  y  estéril.  Puede  juzgarse  de  la 
gravedad  del  mal  por  las  siguientes  palabras  de  una  nota  dirigida  al 
Emperador  Carlos  V  por  el  Obispo  de  Santa  Marta,  con  fecha  20  de 
Mayo  de  1541 : 

Yo  digo,  César,  que  el  medio  de  remediar  los  males  de  esta  tierra  es  quitarle 
estos  padrastros  ávidos  de  sangre,  y  darle  un  esposo  que  la  trate  como  la  razón 
manda  y  ella  lo  merece.  Pero  esta  medida  debiera  ser  inmediata,  pora  ue  de  1& 
manera  como  estos  tiranos  la  atormentan  y  la  oprimen,  bajo  pretexto  de  gobernarla, 
tengo  por  cierto  que  perecerá  pronto  de  un  inevitable  aniquilamiento.  .  .  . 

Vuestra  Majestad  tiene  en  estas  comarcas  más  s&i'vidorea  de  los  que  piensa  ; 
porque  los  soldados  dicen  públicamente  que  si  ellos  atacan,  pillan,  destruyen,  matan 
y  queman  á  los  subditos  ae  Vuestra  Majestad,  para  recoger  oro,  es  en  servicio  ele 
Vuestra  misma  Majestad,  ]>orque  una  parte  de  ese  metal  le  está  destinado.  Sería., 
pues,lineno,  César  muy  cristiano,  que  Vuestra  Majestad  hiciese  castigar  severametite 
a  muchos  de  esos  culpables,  y  les  hiciese  conocer  así,  que  ánimos  tan  contrarios 
á  la  ley  de  Dios  no  merecen  el  nombre^  que  se  les  da. 

El  célebre  Bartolomé  de  las  Casas  cita  esta  carta,  cuya  mayor  parto 
hemos  suprimido,  y  agrega  lo  siguiente  :  r^^^^T^ 
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Lo  qae  aquí  se  dice  de  las  crueldades  de  los  españoles  es  ciertamente  poco  en 
comparación  de  lo  que  imbiera  podido  hacerse  saber  al  Rey. 

6.  El  celo  de  los  misioneros  había  producido  abundantes  frutos  en 
el  interior,  y  pronto  hubo  en  Bogotá  conventos  de  franciscanos  y 
dominicanos,  y  de  estos  últimos  en  Tocaima.  Carlos  Y  deseaba  que  se 
erigiese  una  nueva  provincia  de  dominicanos ;  pero  el  Superior  general 
Francisco  Homero,  no  creyó  que  fuesen  suficientes  las  casas  que  hasta 
entonces  tenían,  y  se  limitó  á  erigir  una  congregación  con  el  nombre  de 
San  Antonio,  líombró  Vicario  general  de  eUa  al  P.  José  de  Robles,  el 
cual  vino  al  interior  en  1550,  y  por  sus  esfuerzos  se  fundaron  sesenta 
parroquias  que  vinieron  á  ser  otros  tantos  centros  de  población. 

Tuvo  Tunja  también  un  convento  d^  dominicanos,  que  pronto  llegó  á 
ser  una  escuela  general  en  forma  de  universidad,  y  prestó  grandes  é 
importantes  servicios  á  la  causa,  de  la  civilización. 

Los  franciscanos  y  los  religiosos  de  la  Merced  rivalizaban  en  celo  con 
loe  dominicanos,  y  contribuyeron  también  poderosamente  á  la  propaga- 
ción de  la  fe.  Lo  propio  puede  decirse  de  los  agustinos,  especialmente 
desde  que  el  P.  Agustín  Caronio,  de  esa  orden,  ocupó  la  silla  de  Po- 
payán  y  fundó  allí  im  convento. 

Por  ese  mismo  tiempo  se  establecieron  en  varios  puntos  monasterios 
de  religiosas  de  Santa  Clara,  Santa  Catalina  y  la  Concepción,  asi  como 
hospitales  para  el  cuidado  y  asistencia  de  los  enfermos.  Así  curaba  la 
BeUgión  por  medio  de  sus  ministros  y  de  sus  instituciones,  las  llagas 
que  algunos  de  los  conquistadores  abrían  en  el  seno  dq  la  naciente 
cristiandad. 

El  Capítulo  general  de  los  dominicanos,  reunido  en  Salsunanca  en  el 
año  de  1551,  nombró  Vicario  general  de  la  Congregación  de  San 
Antonio  al  P.  Pedro  de  Miranda,  religioso  de  raro  mérito,  que  trajo 
consigo  al  Nuevo  Reino  veinte  dominicanos  para  dar  ensanche  á  la  obra 
de  la  propagación  de  la  fe  y  civilización  del  país. 

De  vuelta  á  España  el  anterior  Vicario,  informó  del  estado  de  las 
coBas,  é  instó  para  que  se  enviasen  nuevos  operarios.  En  conformidad 
con  sus  deseos,  se  dio  la  orden  de  hacer  venir  veinticinco  más,  los  cuales 
se  pusieron  en  camino  en  1555,  con  el  P.  Domingo  de  AT9ola,  que 
sucedió  al  *P.  Miranda  en  el  gobierno  de  la  Congregación  de 
San  Antonio. 

7.  Fué  considerable  el  desarrollo  de  las  misiones  con  tan  importante' 
aumento  de  misioneros ;  á  los  cuales  siguieron  otros  poco  después,  entre 
ellos  San  Luis  Beltrán^  que  vino  en  1562. 

I7acido  en  Valencia  de  España  el  1?  de  Enero  de  1526,  y  admitido  en 
'  la  (xtáea  de  Santo  Domingo  en  1544,  se  sintió  atraído  á  la  América 
desde  su  juventud;  mas  no  pudo  verificar  su  viaje  sino  el  año  citado 
de  1562. 

Panamá  fué  su  primer  teatro ;  pero  puede  decirse  que  allí  no  hizo 
otra  cosa  que  prepararse  al  ejercicio  de  su  ministerio  con  vigilias  y 
JBortificaoíones  inauditas.    Después  pasó  á  Cartagena. 

Su  piedad  y  demás  virtudes  fueron  premiadas  aun  en  este  mundo 
ooa  dimes  excelsos,  como  el  de  lenguas  y  el  de  hacer  milagros.  Así 
eoQAta  en  la  bula  misma  de  su  canonización ;  y  ya  se  sabe  que  la  Corte 
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Pontificia  procede  en  eso  con  tanto  rigor,  que  se  excluye  hasta  la 
posibilidad  de  equivocación. 

En  la  Diócesis  de  Cartagena,  fué  Tubará  el  primer  teatro  de  sus 
predicaciones;  y  la  conversión  de  más  de  diez  mil  indígenas  en  tres 
años,  el  fruto  que  de  ellas  se  obtuvo. 

De  allí  se  trasladó  el  misionero  á  los  pantos  denominados  por  los 
indígenas  Oipacoa  y  Palnato,  donde  los  frutos  fueron  tan  abimdantes 
como  en  Tubará.  Sin  embaído,  una  de  las  tribus  de  Paluato  se  mostró 
rebelde  á  las  exhortaciones  del  Santo,  y  no  pasaron  de  dos  los  individuos 
que  de  ella  pudo  convertir  en  una  larga  y  penosa  misión. 

Trasladóse  luego  al  seno  de  ima  tribu  de  caribe^  denominada 
Gallinago,  compuesta  de  hombres  crueles,  salvajes,  intratables,  que 
llevaban  la  superstición  y  la  ferocidad  á  im  grado  increíble  de  exagera- 
ción. Ninguno  hasta  entonces  había  podido  convertirlos  á  la  fe ;  y 
aun  el  mismo  San  Luis  no  obtuvo  un  éxito  enteramente  satisfactorio. 
Sin  embargo,  fueron  mudios  los  que  arrancó  de  las  garras  de  Satanás 
y  santificó  con  las  aguas  saludables  del  Inutísmo ;  pero  los  trabajos  y  las 
penalidades  de  esa  misión,  fueron  muy  superiores  á  todo  lo  que  la 
imaginación  puede  concebir.  Baste  aeoir  que  estos  salvajes,  para 
vengarse  del  siervo  de  Dios  que  quería  conducirlos  al  camino  de  Gudvaoión, 
le  «envenenaron  con  el  más  terrible  de  los  venenos  que  manejaban* 
Cinco  días  fluctuó  el  Santo  entre  la  vida  y  la  muerte,  en  medio  de 
sufrimientos  atroces;  hasta  que  al  fin  por  la  omnipotencia  de  Dios,  y 
con  grande  |dmiración  de  los  salvajes,  recobró  la  salud. 

Más  eficaz  fué  su  predicación  entre  los  indígenas  vecinos  á  Santa 
Marta.  Allí  fué  recibido  como  un  ángel  bajado  del  cielo,  y  escuchado 
con  gran  recocimiento  y  verdadera  ansiedad.  Más  de  quince  mil  aban- 
donaron la  idoíalxía  y  entraron  en  el  apriaeo  del  Señor. 

Lo  <jue  más  admiró  al  Santo,  y  lo  llenó  de  ine&hle  consuelo  durante 
esta  misión,  fué  la  llegada  de  mil  quinientos  de  aquellos  que  en  Paluato 
habían  rechazado  sus  esfuerzos  para'atraerlos  al  camino  de  la  vida.  Aquí 
terminaron  su  instrucción,  y  recibieron  el  bsuitismo  con  muestras  de 
sincera  piedad  y  recogimiento. 

De  allí  pasó  a  Mompós  y  hiégo  á  la  isla  de  Santomas,  donde  propor- 
cionó nuevos  triunfos  á  la  Iglesia.  Un  día  predicaba  ante  una  gran 
muchedumbre  de  gentes,  cuando  se  vio  avanzar  hacia  ese  punto  una 
tropa  de  indígenas  en  actitud  amenazante  y  terrible.  Suplicáronle  al 
predicador  que  se  retírase,  para  salvar  la  existencia  con  la  fuga,  pero  61 
contestó  :  "  No  temáis :  ellos  no  podrán  ejecutar  lo  que  han  meditado  "; 
y  continuó  su  predicación  con  perfecta  tranquilidad.  .  En  efecto,  los 
íurioaoB,  luego  que  llegaron  al  alcance  de  su  voz  se  detuvieron,  escucha- 
ron en  silencio  y  con  respeto,  y  doscientos  de  entre  ellos  se  convirtieron 
y  pidieron  el  bautismo. 

Mayares  mortificaciones  causaron  al  Santo  las  calumnias  de  que  fué 
víctima.  No  una  sino  repetidas  veces  fué  acusado  públicamente  de 
faltas  contra  la  pureza ;  pero  Dios  temió  siempre  á  su  cargo  la  causa  de 
su  siervo,  é  hizo  patente  su  perfecta  inocencia. 

El  último  lugar  que  evangelizó  ese  célebre  misionero  fué  l'enerife^ 
donde  permaneció  algunos  días  predicando  con  su  acostombrado  celo« 
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Después  de  un  apostolado  de  cerca  de  ocho  años  autorizado  con  multitud 
de  prodigios  y  con  la  admirable  práctica  de  las  más  excelsas  virtudes, 
volVió  á  Europa  en  1569,  y  murió  el  9  de  Octubre  de  1581.  Fué  beati- 
ficado por  Paulo  Y  el  29  de  JuHo  de  1608,  y  canonizado  por  Clemente 
X  el  12  de  Abril  de  1671. 

En  la  época  del  apostolado  de  San  Luis  Beltrán  ocurrieron  tres 
hecbos  importantes  en  la  historia  del  país.  Fué  el  primero  la  venida  del 
Doctor  Andrés  Venero  de  Leiva,  sujeto  de  excelentes  prendas,  que  gobernó 
el  pais^  como  Presidente,  con  sabiduría,  tino  y  prudencia  ^  el  segundo^ 
la  erección  de  la  Iglesia  de  Santafé  de  Bogotá  en  metropolitana,  y  nom- 
bramiento de  Juan  de  los  Barrios  para  pnmer  Arzobispo ;  y  el  tercero, 
la  erección  de  la  provincia  dominicana  de  San  Antonio^  circunscrita  al 
lluevo  Beino  de  Granada.  Tenían  á  la  sazón  los  dominicanos  diez  y 
siete  conventos  con  titulo  de  priorato  y  un  considerable  número  de  casas 
de  instrucción  dependientes  de  dichos  conventos.  Llegaban  en  ese 
tiempo  á  ciento  setenta  los  pueblos  confiados  al  cuidado  y  al  celo  de  Ibs 
dommicanos  en  nuestro  solo  país. 

8.  Con  tan  buenos  elementos  los  dominicanos  resolvieron  ensanchar 
sus  trabajos,  y  extendieron  sus  misiones  á  las  regiones  ardientes  del  alto 
Magdalena,  que  comprenden  parte  de  los  actuales  Estados  de  Cundina- 
marca  y  Tolima.  Andrés  de  Santo  Tomás  y  sus  compañeros  predicaron 
el  Evangelio  á  los  panchos,  los  yalcones  y  los  paeces^  y  estuvieron  varias 
veces  á  punto  de  perecer  en  el  curso  de  su  correría. 

Antes  de  eso  Antonio  de  la  Penna  y  López  de  Acuña  habían  conver- 
tido los  prímeros  á  los  panches  y  utagaos,  y  habían  acompañado  á  D. 
Alfonso  Luis  de  Lugo  al  descubrimiento  del  país  donde  fué  fundada  la 
ciudad  de  Tocaima.  Allí  edificaron  im  convento,  como  vimos  antes,  y 
algunr  tiempo  después  otro  en  Pamjdona,  en  1563. 

De  este  último  salieron  gran  número  de  misioneros,  de  los  cuales 
unos  administraban  los  pueblos  vecinos  y  otros  extendían  las  luces  de  la  fe 
por  los  valles  de  Suratá,  Camera,  Capacho,  Locos,  Arboledas,  Guaca- 
mayas y  Susaoon  y  á  los  pueblos  que  habitaban  en  las  vertientes  del 
Chicamocha. 

No  habían  penetrado  hasta  allí  las  armas  españolas,  y  la  obra  de  las 
mistones  no  tuvo  que  liKdiar,  como  en  otras  partes,  con  los  tropiezos  que 
ponían  á  veces  las  autoridades  políticas  ó  militares.  Por  otra  parte, 
casi  todos  esos  salvajes  eran  de  condición  dulce,  y  no  fué  necesario  sino 
instruirlos  en  las  verdades  cardinales  de  la  Beligión,  para  que  abandona- 
ran la  idolatría,  entraran  en  el  seno  de  la  Iglesia^  y  reconocieran  como 
rey  y  señor  suyo  á  Felipe  II. 

Si  en  esas  misiones  no  había  que  luchar  sino  con  la  ignorancia,  en 
cambio  había  otras  de  penosísima  administración,  tales  como  las  de  los 
Cahiras,  Yehemas^  Camias  y  Bocalenas,  en  las  cuales  era  necesario 
recorrer  países  muy  cálidos  ó  atraverar  largas  laderas,  para  subir  luego 
4  montañas  elevadas  de  climas  muy  fríos.  Á  veces  era  necesario  sopor- 
tar el  hambre  y  la  sed ;  pero  los  frutos  que  se  cosechaban  eran  tan 
idmndantes,  que  compensaban  muy  bien  todas  esas  penalidades. 

Casi  al  mismo  tiempo  que  los  dominicanos  se  establecían  en  Pamplona, 
agregaban  al  número  de  sus  conventos  el  que  fundaron  en  ^Mmquita^l 
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año  de  1565.  Los  PP.  Juan  de  Chaves^  Gonzalos^  Méndez  y  Juan  de 
Ossio  fueron  los  primeros  que  lo  habitaron ;  y  en  él  murió  el  célebre  P. 
Bartolomé  de  Ojeda^  uno  de  los  primeros  que  TÍnieron  á  Santa  Marta. 
Este  misionero  murió  centenario,  y  durante  su  apostolado,  que  duró 
setenta  años,  bautizó  más  de  doscientos  mil  indígenas.  Puede  colegirse 
de  ahí  cuan  copioso  era  el  fruto  de  sus  predicaciones. 

Poco  despuá  se  establecieron  en  la  misma  ciudad  de  Mariquita  loe 
franciscanos,  y  ayudaron  eficazmente  á  la  conversión  de  los  pueblos 
vecinos,  y  principalmente  los  Pantagoras,  Camaneos,  Ghiarinoes  y 
Gualíes. 

Ese  mismo  año  de  1565  los  dominicanos  Juan  de  Tordesillas,  Andrés 
de  la  Asunción,  Gaspar  Coronel  y  Luque  de  Ossuna,  fundaron  otro 
convento  en  Hagua,  que  corrió  riesgo  de  ser  destniido  por  loe  pijaos,  y 
en  el  cual  se  formaron  para  el  ministerio  apostólico  los  padres  Baltasar 
de  Bocanegra,  Alfonso  de  Meneses  y  Gabriel  Téllez,  que  murieron 
centenarios,  despu^  de  un  lars^o  apostolado  de  setenta  años. 

En  1569  reunieron  los  dominicanos  im  capítulo  en  Tocaima ;  el  cual, 
atendiendo  á  una  real  excitación  de  5  de  Diciembre  de  1565,  dispuso 

Íue  se  establecieran  conventos  en  los  valles  de  Guatavita,  XJbaque  y 
'ocarema,  y  en  las  ciudades  el  Tolú,  Muzo  y  otras. 

La  propagación  del  Evangelio  fué  tan  rápida,  que,  en  tiempo  de  D. 
Juan  Flórez  de  Ocáriz,  ya  ascendían  á  cuatrocientas  las  iglesias  erigidas, 
incluyendo  en  eUas  las  capillas  de  los  conventos. 

En  el  año  de  1578  la  orden  de  franciscanos,  que  sostenía  misiones 
con  celo  y  provecho  en  diversas  partes  del  país,  dio  al  líuevo  Beino  un 
grande  Arzobispo,  el  célebre  Luis  Zapata  de  Cárdenas,  que  defendió  con 
brío  y  prudencia  los  derechos  de  la  Iglesia  contra  las  injustas  y  codi- 
ciosas pretensiones  de  los  oidores  Mesa  y  Anuncibay.  Fueron  también 
laudables  y  tuvieron  buen  éxito  sus  trabsijos  para  el  restablecimiento  de 
la  disciplina,  que  es  indispensable  al  bienestar  de  los  pueblos. 

En  su  tiempo  una  cruel  epidemia  azotó  los  pueblos  de  la  Arquidió- 
cesis.  El  Prelado,  que  se  consideraba  padre  y  pastor  de  sus  ovejas, 
empleó  más  de  veinte  mil  pesos  de  oro  en  aliviar  la  suerte  de  los  pobres 
indígenas ;  y  esto  facilitó  admirablemente  la  definitiva  conversión  de 
muchos  de  eUos.  Pueblos  hubo  donde  los  mismos  que  habían  quemado 
poco  antes  los  templos,  los  conventos,  las  casas  de  instrucción  y  los  hos- 
pitales, corrieron  en  multitud  á  restablecerlos,  admirados  sin  duda  ,de 
que  hubiera  ima  religión  capaz  de  inspirar  actos  tan  laudables  de 
caridad  y  de  desprendimiento. 

ün  dominicano,  Juan  Méndez,  que  había  encanecido  en  un  largo 
apostolado  de  más  de  cincuenta  años,  durante  el  cual  convirtió  al 
Evangelio  varias  naciones  salvajes  de  este  país,  fué  promovido  al  Obispado 
de  Santa  Marta,  Cinco  años  no  más  ocupó  su  silla,  pues  murió  en  1580, 
y  dejó  su  puesto  al  franciscano  Sebastián  de  Ocando. 

9.  Por  este  tiempo  ocurrió  en  Popayán  uno  de  tantos  sucesos  desagra- 
dables y  escandalosos  que  pintan  á  lo  vivo  el  carácter  y  las  tendencias  de 
los  conquistadores  y  de  los  misioneros.  Dejemos  que  nos  lo  refiera  el 
barón  Henrion,  en  su  Sisfofna  de  las  misiona  católicas. 

Las  traslaciones  eran  frecuentes  en  América ;  porque  el  buen  éxito  que  obtenía 
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un  Prelado  en  cierto  panto,  determinaba  á  enviarlo  k  otro,  para  renovar  la  faz  de 
nna  Diócesis  difícil  de  gobernar  ó  qne  había  experimentado  disturbios. 

Tai-era  la  de  Popayán,  qne  el  P.  Agustín  de  Caronio  había  gobernado  con  tina 
firmeza  j  nna  carioad  qne  le  hicieron  comparar  á  los  más  generosos  Obispos  de  la 
primitiva  Iglesia. 

Empleados  sin  humanidad  7  sin  religión  agobiaban  ¿  los  indígenas  con  nuevos 
impuestos,  á  despecho  del  Soberano,  ó  los  recargaban  de  tal  manera  de  trabajo, 
<^ae  perecían  agotados,  como  lo  comprueban  los  censos  de  población  de  esos 
tiempos.  La  sola  ciudad  de  Popayán,  ^ue  contaba  más  de  60,000  americanos  al 
momento  de  la  conquista,  ya  no  tenía  sino  10,000 ;  v  lo  mismo  sucedía  en  todos 
los  lugares  donde  los  padres  espirituales  de  los  recien  convertidos  ejfan  obligados 
á  guardar  silencio  ó  á  plegarse  á  la  violencia. 

El  valeroso  Agustín  de  Caronio  no  dejó  de  proteged  su  rebaño  contra  los 
opresores.  Representó  al  Gobernador  de  Popayán  y  á  la  Audiencia  de  Quito,  que 
la  manera  como  se  obraba  hacia  los  indígenas,  era  no  sólo  injuriosa  á  la  Iglesia 

Lá  la  humanidad,  sino  aun  á  los  intereses  y  á  las  intenciones  conocidas  del 
jy  de  España.  Demostró  con  hechos  que  los  nuevos  cristianos  no  podían 
pagar  los  impuestos  arbitrarios  con  que  se  les  recargaba,  y  que  la  humedad 
de  las  minas  donde  se  les  obligaba  á  trabajar  sin  descanso,  arrebataba  algunos 
cada  día.  Suplicó,  pues,  al  Grobemador  y  á  la  Audiencia  que  pusiesen  límites 
á  las  exacciones,  y  que  disminuyesen  un  trabajo  que  parecía  aumentar  á  medida 
que  la  muerte  diezmaba  los  trabajadores. 

En  lugar  de  atender  esas  solicitudes  tan  comedidas  y  respetuosas,  el  Gobernador 
acusó  al  Obispo  de  entrabar  la  percepción  de  los  impuestos,  é  invitó  á  la  Audiencia 
á  que  enviase  un  Magistrado  á  instruir  el  proceso  respectivo. 

Las  ávidos  Oidores  pusieron  precio  á  su  intervención,  y  el  Gobernador  resolvió 
tomar  por  sorpresa  de  los  cofres  del  Prelado  el  oro  que  necesitaba  para  pagar 
^  inicuo  servicio  que  exigía  de  la  Audiencia.  La  noche  de  Navidad,  mientras 
el  Obispo  ofrecía  los  divinos  misterios  en  su  catedral,  rompió  las  puertas  del 
palacio  episcopal,  hizo  abrir  las  cofres,  y  tomó  el  dinero  reservado  en  ellos  para 
atender  a  la  subsistencia  de  los  pobres. 

Bien  pronto  fué  publico  el  escándalo.  El  Obispo  excomulgó  al  culpable,  quien 
pidió  en  al  acto  que  se  le  levantara  la  excomunión ;  pero  el  Prelado  exigió  que  ante 
todo  restituyese  el  dinero  robado  á  los  pobres. 

El  Grobernador  interesó  en  su  querella  á  la  Audiencia  de  Quito,  la  cual  dictó 
una  sentencia  en  la  que  invadiendo  el  dominio  espiritual,  declaró  que  la  censura  era 
nula  é  injuriosa  al  Key.  Al  mismo  tiempo  se  citó  al  Prelado  para  que  compare- 
ciese en  persona  á  Quito,  so  pena  de  tenerlo  por  rebelde. 

El  Obispo  pidió  sólo  que  no  se  le  alejase  de  su  pueblo  antes  de  la  fiesta  de 
Pascua ;  y  ya  el  Juez  comisionado  iba  á  convenir  en  ello,  cuando  las  amenazas 
del  Gobernador  lo  comprometieron  á  hacer  arrestar  al  Prdado  el  sábado  anterior 
al  Domingo  de  Pasión. 

El  santo  Obispo,  prevenido  del  atentado,  se  había  trasladado  desde  muy  temprano 
¿  la  iglesia,  donde  se  había  revestido  con  sus  vestiduras  pontificales.  Prosternado 
al  pie  del  altar,  había  encomendado  su  rebaño  á  Jesucristo,  el  soberano  Pastor, 
y  le  pidió  la  fuerza  necesaria  para  sufrir  no  sólo  su  prisión,  sino  la  muerte  misma, 
por  la  defensa  de  los  indígenas  oprimidos. 

Estaba  aun  en  oración,  cuando  el  Juez  con  sus  satéíites,  penetró  en  el  templo 
y  arrancó  del  altar  al  Pontífice ;  el  cual,  á  ejemplo  de  su  divino  Maestro,  se  dejó 
condneir  á  la  prisión,  sin  proferir  siquiera  quejas  ni  amenazas  contra  sus 
persegxááores. 

Entre  tanto  los  gritos  del  pueblo  llevan  á  lo  lejos  el  mido  de  este  sacrilegio. 
Cristianos  é  idólatras,  todos  aerraman  lágrimas ;  y  estos  últimos  preguntan,  si 
loe  aae  tratan  asi  á  un  hombre  justo  creen  en  Jesucristo. 

Algunos  indígenas  á  quienes  se  quiere  obli^  á  llevar  el  cautivo  en  una  silla, 
liiijen  de  temor  de  participar  también  de  la  imquidad ;  y  los  soldados  sacan  pre- 
eÍTOtadamente  al  Obispo  fuera  de  la  ciudad,  de  temor  de  un  levantamiento  general 

Jjos  habitantes  más  distinguidos  siguen  á  su  Pastor  y  le  ofrecen  su  bolsa;  pero 
d  les  da  las  gracias,  y  los  invita  á  ejercer  esta  liberalidad  entre  los^  pobres  á 
«luleiies  se  ha  despojado.    Deja  el  gobierno  de  su  diócesis  á  Sebastián  de  San 
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Esteban,  Deáu  del  Capítulo,  y  le  ordena  levantar  el  entredicho,  porque  no  creía 
justo  que  una  ciudaa  entera  sufriese  por  el  crimen  del  solo  gob.ernante  y  de 
algunos  cómplices. 

lia  detención  del  Prelado  fué  tanto  más  penosa,  cuanto  un  aislamiento  ab- 
soluto le  privó  de  todo  consuelo  humano,  y  no  tuvo  conocimiento  de  cosa  alguna 
de  las  que  sucedían  en  sus  Diócesis. 

Al  fin  el  Bey,  instruido  de  esas  violencias,  envió  orden  terminante  de  poner  en 
libertad  al  Prelado  cautivo,  v  de  castor  ejemplarmente  4  sus  perseguidores. 
El  santo  Obispo  se  apresuró  a  regresar  á  su  ciudad  episcopal ;  pero  en  el  punto 
denominado  Timiama,  que  queda  en  el  camino  de  Qmto  &  Popayán,  terminó  en 
1590  una  vida  ilustrada  con  milagros,  y  cuyo  fin  fué  también  señalado  con  otros 
nuevos. 

Esas  persecuciones  impidieron  al  santo  é  ilustre  Obispo  concurrir  al  sínodo  ó 
Concilio  provincial  convocado  por*  el  señor  Arzobispo  Luis  Zapata  de  Cárdenas, 
para  el  año  de  1582. 

10.  .Por  ese  tiempo  el  Arzobispo  Zapata  de  Cárdenas,  ardiendo  en 
celo  por  la  xjonversion  é  instrucción  de  los  infieles  hizo  redactar  al  asesor 
Miguel  de  Espejo  un  catecismo  al  alcance  de  las  más  limitadas  inteligen- 
cias, el  cual  fué  traducido  inmediatamente  á  los  idiomas  del  país,  por 
los  más  antiguos  y  sabios  misioneros  dominicanos.  Con  esa  medida  la 
luz  del  Eyangelio  se  difundió  rápidamente  por  todas  las  comarcas  ve- 
cinas. 

En  1585  fué  elegido  jefe  de  la  provincia  dominicana  de  San  Antonio, 
el  P.  Diego  de  Godoy,  antiguo  misionero  en  la  Nueva  Granada.  El 
ilustre  y  sabio  provincial  secundó  admirablemente  la^  buenas  medidas 
del  Arzobispo  Zapata;  para  la  difusión  de  las  luces,  la  formación  de 
misioneros  y  la  instrucción  de  los  pueblos.  Puso  al  frente  de  las 
comunidades  dominicanas  á  los  religiosos  más  sobresalientes  por  la 
virtud  y  la  ciencia,  hizo  que  los  misioneros  jóvenes  acompañasen  á  los 
antiguos  en  sus  excursiones  para  que  se  perfeccionaran  en  la  mejor 
manera  de  desempeñar  provechosamente  su  elevado  y  dificilísimo 
encargo ;  escogió  para  profesores,  varones  de  ciencia  y  de  piedad  ;  señaló 
las  materias  de  enseñanza,  excluyendo  las  que  no  servían  sino  para 
satisfacer  la  curioiridad ;  finalmente,  dio  grande  impulso  á  la  enseñanza 
de  todas  aquellas  lenguas  indígenas  para  las  cuales  pudo  encontrarse 
profesor. 

Entre  los  dominicanos  ilustres  que  predicaron  entonces  el  Evangelio  en 
estas  comarcas,  pocos  hay  tan  célebres  como  el  P.  Luis  Vero.  Una  sola 
palabra  de  San  JJuis  Beltrán  lo  hará  conocer  mejor  que  largas  diser- 
taciones sobre 'su  vida  y  trabajos  apostólicos.  Instábale  á  dicho  Santo 
uno  de  sus  hijos  de  confesión,  para  que  rogara  á  Dios  le  concediese 
el  remedio  de  cierta  necesidad,  y  él  le  contesto  : 

— ^Recomendad  vuestro  negocio  á  mi  compañero  Luis  Vero,  porque 
él  tiene  más  crédito  que  yo  cerca  de  su  Divina  Majestad. 

El  celo  de  Luis  Vero  se  ejercitó  principalmente  en  las  comarcas 
situadas  desde  el  Gobierno  de  Santa  Marta  hasta  el  lago  de  Maracaibo. 
De  ese  misionero  dice  Alfonso  de  Zamora^  lo  siguiente : 

Instruyó  con  sus  predicaciones  á  los  pueblos  más  feroces  del  Nuevo  Reino,  é 
hizo  entrar  al  seno  de  la  Ifflesia  una  multitud  de  indios  á  quienes  bautizó  con 
BU  mano,  después  de  haberles  hecho  abjurar  bus  antiguas  supersticiones  y  dejax* 
sus  criminaleB  prácticas. 
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Los  cronistas  de  su  tiempo  aseguran  que^  tanto  en  vida  como  en  muerte, 
fué  instrumento  de  varios  prodigios  hechos  por  la  voluntad  omnipotente 
del  Altísimo. 

Coadyuvó  admirablemente  al  celo  del  P.  Vero,  Pedro  de  Falencia, 
célebre  capitán  que  había  venido  de  Castilla  la  Yieja  con  García  de 
Lerma.  En  Santa  Marta  trocó  la  espada  del  conquistador  por  la  cruz 
del  misionero,  j  concurrió  con  su  fortima  y  con  su  crédito  á  consolidar 
la  colonia  de  los  Beyes  en  el  Yalle  Dupar  ;  á  la  cual  salvó  de  su  total 
ruina  en  una  expedición  que  contra  ella  emprendieron  los  indios  tupes, 
auxiliados  por  los  chimilas. 

Valerosos  misioneros  dominicanos  fueron  á  predicar  el  Evangelio  aun 
entre  los  mismos  tupes,  y  imo  de  ellos,  Cristóbal  Franco,  consigmó  fundar 
dos  casas  de  instrucción ;  pero  habiendo  marchado  de  allí  á  otra  misión, 
los  salvajes  rehusaron  seguir  concurriendo  á  las  exhortaciones  de  los  que 
le  sucedieron  en  el  apostolado. 

11.  En  1590  el  celo,  la  prudencia  y  el  admirable  valor  del  domini- 
cano I>iefi;o  Mancera  obtuvieron  la  conversión  real  y  definitiva  de  los 
ramiriquies,  que  hasta  entonces  conservaban  un  culto  idolátrico  en 
algunas  cavernas,  en  las  cuales  llegaban  hasta  á  sacrificar  victiman 
humanas.  Los  Ídolos  fueron  conducidos  á  la  plaza  pública  de  Ramiriqui, 
donde  iueron  quemados;  y  la  palabra  conmovedora  y  persuasiva  del 
misionero,  bendecida  por  el  Dios  misericordioso  y  bueno  por  cuya  santa 
causa  trabajaba,  acabó  la  obra  de  la  conversión. 

Á  ese  mismo  misionero  cupo  la  gloria  de  extinguir  los  restos  de  la 
idolatría  entre  los  gachetaes  y  otros  pueblos  vecinos.  Inminente  peUgro 
corrió  su  vida  en  cierta  ocasión,  en  (|ue  vinieron  á  estrellarse  contra  su 
serenidad  j  su  inalterable  calma,  la  ira  y  la  ferocidad  de  los  salvajes. 
Triunfó,  sm  embargo,  el  siervo  de  Dios :  los  ídolos  fueron  quemados  en 
la  plaza  de  Gacheta,  y  la  fe  cristiana  tomó  pacífica  posesión  del  corazón 
de  esos  pueblos,  de  im  modo  definitivo. 

Una  victoria  semejante  obtuvo  el  dominicano  Rainaldo  GraUndo,  que 
predicaba  en  la  provincia  de  Tunja,  y  que  al  principio  sólo  obtuvo  un 
éxito  aparente.  Su  celo  consiguió  al  fin  apoderarse  de  los  ídolos,  que 
^neraLnente  eran  de  madera  y  piedra,  aunque  había  algunos  de  oro  y 
plata.  Todo  fué  arrojado  á  las  llamas ;  y  aunque  el  misionero  autorizó 
Á  los  indios  para  que  emplearan  esos  metales  fundidos  en  el  paffo  del 
tributo  al  Rey,  ninguno  quiso  tocarlos,  y  le  suplicaron  al  P.  Galindo  que 
los  empleara  en  el  adorno  de  las  iglesias. 

Más  admirable  fué  quizá  una  victoria  obtenida  por  el  dominicano 
Gonzalo  Méndez,  natural  de  la  isla  de  Tenerife,  y  misionero  en  nuestro 
prá  desde  1555  hasta  1599. 

Méndez  predicaba  á  los  naturales  de  Fuquene  esparcidos  en  las 
montañas  que  dominan  el  la^o  é  isla  de  Tinjacá.  En  esta  isla  había  un 
templo  cflebre,  servido  por  cien  sacerdotes  paganos,  y  lleno  de  ídolos  de 
diversas  clases  y  formas.  Un  óíbl  el  P.  Méndez  pasó  á  la  isla  y  se  propuso 
demostrarles  a  los  principales  sacerdotes  que  no  nay  sino  un  solo  Dios,  y 

?ue  el  culto  en  que  ellos  se  ejercitaban  era  una  abominable  idolatría. 
*odo8  sabían  que  ése  era  un  varón  de  alta  ciencia  y  de  insigne  virtud, 
que  practicaba  por  sí  mismo  cuanto  aconsejaba  á  los  demás ;  y  en  esa 

v?ogle 


uiyiu^itiu  uy  -v^j  v^  > 


86  COMUNIDADES    BELIGIOSAS. 

tesi  ftu  palabra  ardiente  y  perstmsÍTa  penetró  tan  eficazmente  en  el 
cótaz6n  de  su  auditorio,  que  los  mismos  sacerdotes  idólatras  prendieron 
fuego  al  templo  y  á  los  ídolos  que  contenía. 

Pero,  cotia  rata :  ese  admirable  triunfo,  l^jos  de  atraer  sobre  el 
elocuente  misionero  el  cariño  y  la  admiración  de  sus  compatriotas,  le 
acatteó  persecuciones  más  6  menos  declaradas,. promovidas  por  meüdio  de 
eali!MDnias  infames  y  de  manejos  indignos.  Los  españoles  lo  acusaron  de 
bebente  apropiado  los  tesoros  del  templo^  6  haberlos  ocultado ;  y  al  fin  se 
stipa  g[ue  la  mayor  parte  de  dichos  tesoros  había  ido  á  parar  á  manos  de 
los  mismos  españoles  que  propagaban  las  calumnias. 

Pbr  esos  mismos  tiempos^ ocurrió  otro  fausto  suceso  en  los  anales  déla 
naciente  Iglesia  americana.  El  P.  Pedro  Mártir  de  Cárdenas,  domini- 
cano, turo  conocimiento  de  que  los  indígenas  de  Suesca  tenían  una 
caverna  ^n  la  que  eiiterraban  sus  muertos  con  ritos  idolátricos.  Cerciorado 
de  ello  por  su  propia  vista,  puso  remedio  al  mal ;  y  aunque  los  indígenas 
paganos- se  manifestaron  disgustados,  y  aun  comenzaban  á  amenazar,  las 
palabras  oportunas,  prudentes  y  juiciosas  del  misionero  les  hicieron  tal 
impresión,  que  ál  fin  ellos  ayudaron  con  celo  y  alegría  á  exterminar  los 
últimos  restos  de  sus  supersticiones. 

También  en  Cartagena  se  descubrió  per  ese  tiempo  un  subterráneo 
donde  los  indígenas  se  reunían  á  ofrecer  abominables  sacrificios  á  los 
espíritus  malos.  Esto  sucedió  siendo  Obispo  Juan  de  Ladrada,  al  tiempo 
de  echar  los  cimientos  de  un  convento  de  agustinos,  bajo  la  dirección 
del  P.  Alfonso  de  la  Cruz,  quien  hizo  construir  una  capilla  en  el  lugar 
mídmo  que  había  sido  teatro  de  tantas  profanaciones. 

12.  EreLíi  los  musos  una  de  las  tribus  más  feroces  entre  las  que  habita- 
ban el  Nuevo  Mundo:' carne  humana  era  su  manjar  predilecto,  y  á 
veces  la  comían  cruda  al  arrancarla  de  un  cuerpo  vivo  todavía.  No 
tenían  templos  ni  altares,  ni  más  ídolos  que  dos  pirámides  situadas  á 
larga  distancia  una  de  otra,  á  las  cuales  ofrecían  víctimas  humanas,  y 
trataban  como  enemigos  á  los  vecinos  si  pretendían  tomar  parte  en  su 
abominable  culto. 

Difícil  empresa  era  por  cierto  convertir  un  pueblo  de  semejantes 
costumbres  ;  á  todo  lo  cual  debe  agregarse  que  usaban  flechas  envenena- 
das, y  con  un  veneno  tan  activo  que  poco  después  de  recibida  una 
herida,  aunque  pareciera  insignificante,  el  cuerpo  se  caía  á  pedazos.  Lo 
más  temible  era  que  esos  salvajes  envenenaban  las  espinas  de  sus 
florestas  vírgenes,  para  que  bastara  tma  leve  punzadura  á  causar  la 
muerte;  de  manera  que  la  mayor  parte  de  los  misioneros  encargados 
de  predicarles  el  Evangelio  morían  envenenados  por  esa  circxmstancia. 

No  obstante,  la  palabra  de  Dios  se  abrió  paso  al  través  de  esas  dificul- 
tades que  parecían  insuperables.  Tras  el  P.  Rodrigo  de  Andrade,  que 
penetró  el  primero,  siguieron  los  dominicanos  Luis  de  Maldonado,  Pedro 
de  Castro  y  Femando  de  Ángulo.  El  sacrificio  del  P.  Pedro  de  QÍizmán, 
también  dominicano,  á  quien  se  comieron  vivo,  les  abrió  el  camino  á  los 
otros;  y  al  fin,  después  de  inauditos  esfuerzos  y  sacrificios,  consiguierou 
los  misioneros  que  escaparon,  fundar  doce  pueblos,  que  fueron  reducidos 
á  nueve  en  1610.    Cuatro  de  ellos  fueron  confiados  á  eclesiásticos  secu- 


Digitized  by 


Google 


COMUNIDADES   EELiaiOSAS.  87 

lares ;  dos  á  los  agustinos,  y  los  tres  restantes  continuaron  á  cargo'  de 
los  dominicanos. 

Uno  de  esos  pueblos  era  el  de  Aricagua,  que  administraba  en  1619  el 
P.  José  de  Solís,  cuando  los  indígenas  giriaros  ó  giros  lo  asaltaron  de 
repente.  El  misionero  huyó  con  la  parte  de  su  rebaño  que  quiso 
seguirlo,  y  fundó  otro  pueblo  en  el  lugar  llamado  Guriríes.  Su  pequeña 
grey  aumentó  considerablemente  con  los  indígenas  de  los  alr^edores, 
que  fueron  convertidos  por  él,  y  nueve  años  más  tarde  el  P.  Francisco 
Achuri  pudo  dar  consistencia  y  desarrollo  considerable  á  la  nueva 
colonia. 

La  obra  de  la  civilización  marchaba,  pues,  viento  en  popa  en  el  interior 
del  Nuevo  Breino.  La  palabra  de  los  misioneros  arrancaba  por  millares 
á  los  salvajes  de  sus  vergonzosas  costumbres  y  de  sus  prácticas  supersti- 
eiosas  y  los  atraía  dulcemente  á  la  vida  civilizada.  Las  escuelas  se  levan- 
taban al  lado  de  las  iglesias ;  y  si  bien  es  cierto  que  en  ellas  la  enseñanza 
era  elemental,  y  constituía  apenas  los  primeros  rudimentos  del  saber 
humano,  en  cambio  era  sólida  y  verdaderamente  piadosa. 

Entre  los  muchísimos  misioneros  que  sobresalieron  en  esa  obra  ad- 
mirable de  verdadera  civilización  y  de  positivo  progreso,  citaremos  los 
siguientes  dominicanos,  que  se  distinguieron  particularmente:  Tomás 
de  Acuña,  Ángel  Serafín,  Luis  Colmenares,  llamado  el  Crisóstomo  de  la 
Nueva  Granada,  Alfonso  Ronquillo,  Juan  Martínez  Meló,  Pedro  Bedón, 
Bernardino  Tllloa  y  José  Pérez  Ugarte. 

En  1590,  es  decir  poco  antes  de  los  últimos  sucesos  referidos,  vinieron  • 
al  Nuevo  Iteino  algunos  jesuítas ;  pero  por  entonces  estuvieron  como  de 
paso,  y  no  fundaron  establecimiento  alguno.  En  1598  los  PP.  Alfonso 
de  M^irano  y  Francisco  Figueroa  principiaron  seriamente  la  obra  de  las 
misiones.  El  P.  José  Dadey  estudió  los.  dialectos  de  varias  tribus  y 
formó  un  diccionario  para  facilitar  su  aprendizaje. 

Poco  después,  en  1604,  esa  ilustre  orden  tan  perseguida  y  tan  calum- 
niada en  todos  tiempos  y  lugijires,  contaba  en  Santafé  de  Bogotá  un  buen 
colegio,  que  prestó  al  país  inmensos  servicios. 

18.  No  obstante,  el  teatro  más  glorioso  de  la  orden  en  esa  primera 
época  de  su  establecimiento,  fué  Cartagena,  la  primogénita  de  la  patria 
y  la  más  heroica  de  cuantas  fieroicas  ciudades  existen  ontre  nosotros. 

Fué  teatro,  en  primer  lugar,  de  los  admirables  trabajos  apostólicos 
del  P.  Alfonso  de  Sandoval,  y  en  seguida,  de  los  más  admirables  aún  del 
P.  Claver,  á  quien  por  sus  heroicas  virtudes  y  altísimos  merecimientos 
ha  colocado  la  Iglesia  sobre  los  altares,  para  que  los  fieles  le  tributemos 
el  culto  y  le  rindamos  los  homenajjes  que  le  son  debidos. 

Creemos  que  nuestros  lectores  nos  agradecerán  que,  tratándose  de  tan 
excelsos  varones,  interrumpamos  por  un  momento  nuestra  rápida  revista 
para  darles  siquiera  una  ligera  idea  de  lo  que  fueron  esos  dos  siervos  de 

I>Í06. 

De  tierna  edad  era  todavía  Alfonso  de  Sandoval,  cuando  su  familia, 
qae  era  noble  y  piadosísima,  se  trasladó  á  Lima,  para  ciertos  efectos  del 
Imen  servicio  público.  Su  educación  fué  confiada  á  los  jesuítas ;  y  luego 
ipte  la  concluyó,  entró  á  formar  parte  de  esa  célebre  Compañía. 

Destinado  á  Cartagena,  después  de  algún  tiempo  emprendió  la  marcha 
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pot  camino  de  tierra,  ápie,  desprovisto  de  todo,  y  sin  más  recursos  ni  pro- 
visiones que  su  breviario  y  algunos  escritos  devotos. 

Lo  que  suñ-ió  en  ese  largo  y  penoso  viaje,  no  puede  saberlo  sino  quien 
haya  viajado  de  la  propia  manera,  por  países  que  se  encuentren  en  el 
estado  en  que  se  hallaban  éstos  en  aquellos  tiempos. 

Desde  su  llegada  se  hizo  notable  por  el  espíritu  de  humildad  y  ée 
caridad  que  se  revelaba  en  todas  sus  acciones ;  y  desempeñó  también 
varias  tareas  apostólicas  que  se  le  encomendaron,  aunque,  en  general,  el 
buen  éxito  no  correspondió  á  sus  esfuerzos. 

Atacado  entonces  de  una  enfermedad  terrible,  estuvo  á  punto  de 
morir.  Al  fin  se  salvó  ;  su  curación  se  miró  como  milagrosa,  creyén- 
dose que  se  había  verificado  por  ruegos  de  San  Ignacio,  á  quien  Dios 
había  revelado  que  destinaba  á  Sandoval  para  trabajar  en  la  salud  de 
los  negros.  Sea  como  fuere,  el  hecho  es  que  desde  entonces  se  consagró 
casi  exclusivamente  á  las  misiones  de  los  negros  de  los  alrededores  de 
Cartagena,  á  quienes  amaba  tiernamente  con  el  más  entrañable  amor. 
Hé  aquí  ima  ligera  descripción  de  sus  tareas,  que  tomamos  de  la  citada 
obra  de  las  Misiones,  por  el  barón  Henrion : 

Desde  que  llegaba  un  navio  que  debía  desembarcar  esclavos,  el  P.  Alfonso  de 
Sandoval  corría  al  puerto  con  suma  diligencia  y  acompañado  de  un  intéxprete. 
Sus  primeros  cuidados  eran  para  los  enfermos,  cuyas  almas  quería  salvar :  bauti- 
zaba á  los  unos,  confesaba  a  los  otros ;  y  según  lo  permitian  las  círcui^tancias, 
los  disponía  á  todos  4  una  muerte  cristiana :  parecía  á  veces  que  muchos  de  esos 
des^praciados  no  esperaban  sino  ese  momento  de  gracia  para  morir  en  paz. 

Si  el  mal  no  urgía,  el  misionero  los  consolaba,  los  aliviaba  en  cuanto  podía  y 
les  daba  el  alimento  más  de  su  gusto,  y  pequeños  refrescos  que  llevaba  consigo ; 
después  de  lo  cual  tomaba  cuidado  de  su  conciencia.  Con  respecto  á  los  que 
estaban  en  plena  salud,  él  los  preparaba  suficientemente  ¿  recibir  el  bautismo. 

Ocupado  noche  y  día  con  sus  queridos  esclavos,  ni  el  rigor  de  las  estaciones, 
ni  las  fatigas,  ni  las  enfermedades  encadenaban  su  celo.  El  se  creía  obligado  á 
exponer  por  caridad  una  vida  que  le  había  sido  conservada  como  por  milagro. 
Después  de  haber  consultado  á  los  intérpretes  de  las  diferentes  lenguas  de  los 
negros,  según  sus  nacionalidades,  anotaba  en  un  pequeño  libro  los  nombres  de  los 
esclavos  y  los  de  sus  amos,  así  como  el  lagar  de  sus  habitaciones. 

Todos  los  años  ofrecía  una  modesta  comida  no  sólo  á  los  intérpretes,  para  ser 
bien  servido  en  caso  necesaiio,  sino  á  los  principales  amos,  para  conseguir  permiso 
de  reunir  los  esclavos  en  ciertos  momentos,  y  ejercer  con  ellos  las  funciones  de 
su  sagrado  ministerio. 

Había  preparado,  además,  otros  registros  en  los  que  cada  nación  estaba  ano« 
tada  con  ci&rto  orden;  y  á  medida  que  bautizaba  algún  negro  escribía  su 
nombre  debajo  del  de  la  nación  respectiva,  y  agregaba  una  señal  para  distinguirlo 
de  los  otros.  Cuando  encontraba  negros,  fuera  en  su  casa  ó  en  el  camino, 
constiltaba  su  libro,  y  si  no  estaban  bautizados  acababa  de  instruirlos ;  y  como 
llevaba  siempre  consigo  una  vasija  con  -agua,  los  bautizaba.  Se  refiere  que  en 
siete  años  regeneró  asimás  de  treinta  mil. 

En  esa  admirable  escuela  de  ardiente  caridad  se  formó  el  que  debía 
reemplazar  y  aun  exceder  al  célebre  misionero  en  su  obra  de  verdadera 
civilización,  el  P.  Pedro  Claver ;  pero  antes  de  tratar  de  éste,  veamos 
el  fin  del  P.  Sandoval. 

Después  de  un  viaje  á  Lima,  durante  el  cual  fué  reemplazado  en 
Cartagena  por  el  P.  Claver,  y  viendo  que  ya  sus  servicios  no  eran 
indispensables  en  esa  ciudad,  recorrió  más  de  cuatrocientas  leguas,  pre- 


uiyiii-/t;u  uy  -^.^-j  v_y  x_-' 


e>'^ 


COMUNIDADES   BELIGIOSAS.  89 

dicaBdo  el  Eyangelio  á  los  indígenas;  pero  los  frutos  que  obtuvo 
no  correspondieron  á  sus  desvelos  j  fatigas.  Al  fin,  agotado  por  sus 
sufrimientos,  cubierto  de  úlceras  y  agobiado  de  dolores,  pasó  los  dos 
últimos  años  de  su  vida  tendido  en  su  lecho,  y  casi  abandonado  de  todos ; 
porque  las  tareas  y  fatigas  de  sus  pocos  compañeros  eran  tantas  y  tan 
graves,  que  no  les  qu^aba  tiempo  de  asistirlo  con  el  cuidado  é  interés 
que  deseaban.  Á  pesar  de  todo,  no  se  le  oían  sino  expresiones  como 
éstas :  Bendito  sea  Dios  !  Alabado  sea  Dios  !  Murió  de  setenta  y  seis 
años  de  edad. 

El  P.  Claver,  su  sucesor  en  la  conversión  de  los  negros,  era 
natonl  de  Verdu  en  Cataluña,  y  había  nacido  el  año  de  1581,  de  una 
familia  ilustre.  Entró  al  noviciado  de  los  jesuítas  en  Tarragona,  el  7  de 
Agosto  de  1602.  En  1609  el  general  de  la  orden,  que  era  el  P.  Acquaviva, 
CHHlenó  que  de  cada  provincia  de  España  enviasen  im  misionero  escogido 
al  Nuevo  Beino,  y  la  de  Aragón  eligió  al  P.  Claver,  quien  se  embarcó 
con  sus  compañeras  en  1610  y  llegó  poco  después  á  Cartagena.  Fué  al 
interior  del  país,  pasó  el  tercer  año  de  su  noviciado  en  Tunja,  y  volvió 
en  Diciembre  de  1615  á  Cartag^ia,  donde  recibió  el  sacerdocio  y  celebró 
sa  primera  misa.  Veamos  cómo  pinta  su  vida  el  historiador  antes 
citado: 

NÍBgima  de  las  dificultades  del  ministerio  apostólico  debía  espantar  á  ese 
misionero  qne  trataba  su  onerpo  con  nn  rigor  que  nacía  temblar  al  más  valeroso. 
Su  lecho  ordinario  era  una  piel  de  bnej,  ó  una  simple  estera,  sin  otra  almohada 
que  un  grueso  trozo  de  madera ;  j  durante  mochos  años  usó  acostarse  en  el  suelo 
desnudo.  Estaba  tan  acostombrado  á  esto,  qae  machas  veces  hallándose  enfermo, 
salía  de  su  lecho  j  se  tendía  en  tierra,  sin  qae  de  ordinario  nadie  lo  notase ; 
y  cuando  alguno  lo  reprendía  por  exponerse  de  esa  manera,  se  excusaba  diciendo 
que  así  descasaba  mas  cómoaamente. 

Tres  veces  cada  noche  se  azotaba  hasta  derramar  sangre :  la  una  antes  de  tomar 
un  tígero  sueño,  la  otra  á  la  media  noche,  j  la  tercera  al  dar  la  señal  para 
levaifÍEurse  la  comanidad.  «El  instrumento  que  irisaba  para  asiotarse  se  formaba  de 
cuerdas  llenas  de  nudos,  6  cadenitas  de  hierro  armadas  de  puntas.  Hasta  los 
vecmos  oían  el  ruido  de  los  golpes,  y  aquellos  á  quienes  se  encargaba  la  vigib^ncia 
del  colegio  durante  la  noche,  se  detenían  á  su  puerta  para  oírlos,  y  se  alejaban 
luego  poseídos  de  un  espanto  mezclado  de  compasión,  que  les  impedía  decir  una 
palabra. 

Por  toda  curación  á  las  llagas  que  se  hacía  con  estas  piadosas  crneldades,  se 
apHcaba  un  áspero  cilicio  que  le  cubría  todo  su  cuerpo.  Desde  luego  entrelazaba 
loe  dedos  de  sus  pies  con  delgadas  cuerdas  de  cerda,  llenas  de  nudos.  Luego  á  lo 
laargo  de  las  piernas  y  musk>s  agregaba  otras  más  ásperas  y  gruesas  porque  allí 
las  podía  ocultar  más  fácilmente.  8e  aplicaba  en  seguida  dos  crnces  toscas  de 
aiaaera,  la  una  en  la  espalda  j  la  otra  sobre  el  x>echo ;  pero  ésta  estaba  erizada  de 
moita«  en  el  lado  que  tocaba  el  cuerpo.  Para  unir  esas  cruces  fuertemente  se  valía 
oe  cuerdas  de  cerda,  cuyas  extremidades  se  envolvía  en  los  brazos  hasta  los  puños ; 
III0DOS  seis,  con  las  cuales  formaba  una  especie  de  banda  armada  de  puntas  de 
Ueno  que  bajaba  á  manera  de  estola,  cruzaba  el  estómago,  y  formaba  sobre  los 
sañoies  una  especie  de  cinturón. 

Para  que  no  hubiese  una  sola  parte  de  su  cuerpo  exenta  de  dolor,  cuando  se 
encerraba  én  su  cuarto  se  ponía  en  la  cabeza  una  corona  de  espinas  agadas,  al 
eneSIo  una  guesa  v  áspera  cuerda  y  en  las  manos  una  especie  de  gantes  de  cerda ; 
pero  á  fin  de  ocultar  mejor  esas  austeridades  terribles,  ponía  al  mismo  tiempo  á  su 
puerta  una  piedra  que  caía  al  tiempo  de  abrir,  v  esa  señal  le  daba  tiempo  de 
detpojarse  al  menos  de  una  parte  de  esos  aparatos  de  penitencia. 

X^peÉAT  del  calor  del  clima,  llevaba  sobre  todo  eso  una  camisa  de  lana  tosca, 
tfe  la  cuál  sólo    el   cuello  era  de  tela  común  como  las  de  los  otros.    Lo  más 
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admirable  es  que  aimqae  eetuviese  asi  atado  y  por  decirlo  así  cmcifícado,  desde 
qne  se  trataba  de  ir  á  algima  parte  ea  servicio  (^1  prójimo,  niugano  estaba  más 
,  listo  que  él ;  mas  frecuentemente  se  encontraba  tan  apretado,  tan  agobiado  de 
calor  y  de  dolor,  que  perdía  la  respiración  hasta  caer  desvanecido. 

Un  día  íuó  atacado  de  nna  Eebre  violenta,  y  el  médico  le  ordenó  que  se  recogiese 
á  su  cama ;  y  como  vacilaba,  porque,  teniendo  necesidad  del  auxilio  de  al^fimo  para 
desnudarse,  iban  á  ponerse  á  la  vista  los  instrumentos  de  penitencia  de  que  e^aba 
cubierto,  vino  el  Provincial  á  ordenarle  que  obedeciese  al  médico,  y  encardó  al 
F.  Sandoval  que  le  ayudase  á  acostarse.  Al  ver  los  cilicios  con  que  estaba  cubierto, 
el  médico  se  arrojó  á  sus  pies  y  exclamó  llorando : 

— ^Ab!  mi  querido  padre,  ¿  cómo  queréis  no  estar  enfermo  ?  ¿No  es  esto  un 
verdadero  homicidio  P 

La  manera  como  el  Santo  soportaba  los  mosquitos  y  otros  insectos  tan  coimunes 
en  esos  climas,  es  quizá  una  de  las  mortificaciones  más  admirables.  Tiranos  ha 
habido  que  después  de  t^aber  ensayado  los  más  crueles  saplicio3  contra  los  mártires 
sin  conmoverlos,  han  creído  pod^  abatir  su  valor  exponiéndolos  á  las  picaduras  de 
los  mosquitos  y  las  avispas.  Es,  pues,  necesario  un  verdadero  heroísmo  para  soportar 
semejante  tormento  durante  un  gran  número  de  años,  sin  hacer  movimiento  -alguno 
con  el  ñn  de  apartar  esos  animales  importunos,  y  librarse  de  sus  persecuciones. 
Pero  en  todo  ei  tiempo  que  el  P.  Ola  ver  vivió  en  Cartagena,  estuvo  expuesto  á  las 
picaduras  de  los  mosquitos  y  de  los  tábanos,  de  los  cuales  basta  que  se  quede  uno 
encerrado  en  un  caarto  para  interrumpir  el  sueño ;  y  lejos  de  tomar  algana  pre- 
caución para  preservarse  de  ellos,  sufría  con  una  tranquilidad  increíble  que  le 
picaran  en  las  manos  v  el  rostro  hasta  llenarlo  de  sangre.  Cuando  los  que  veían 
al  misionero  en  ese  lamentable  estado  lo  conjuraban  á  que  arrojase  de  sí  esos 
insectos,  él  respondía  sonriendo  que  le  eran  muy  útiles  porque  lo  sangraban  sin 
lanceta;  y  si  alguno  movido  á  compasión  quería  matarlos,  soplaba  duloemente 
para  hacerlos  volar. 

Eü  yista  de  esas  terribles  austeridades^  cualquiera  podría  creer  que 
el  P.  Claver  estaba  entregado  exclusivamente  al  más  riguroso  ascetismo ; 
y  que  no  pensaba  en  ninguna  otra  cosa.  No  era  así,  sin  embargo» 
porque  la  parte  principal  de  su  misión  era  el  cuidado  de  las  negros.  Hé 
aquí  cómo  la  desempeñaba,  según  el  misino  historiador  : 

Apenas  llegaba  al  puerto  un  navio  cargado  de  negros,  iban  á  avisánselo,  y 
))arecía  que  entonces  reviviese.  Sus  ojos  se  animaban,  y  su  semblante,  pálido  y 
desfigurado  de  continuo,  tomaba  un  aire  de  salud  que  no  le  era  habitual 

Después  de  arrodillarse  para  dar  gracias  á  Dios  por  este  favor,  se  informaba  de 
la  lengua  que  hablaban  los  nuevos  esclavos,  buscaba  intérpretes  de  su  nación, . 
y  partía  provisto  de  bizcochos,  conservas,  aguardiente,  tabaco,  limones  y  otras 
provisiones  semejantes,  que  hacen  las  delicias  de  los  africanos. 

Como  la  mayor  parte  de  los  pobres  negros  venían  persuadidos  de  que  se  les 
traía  para  emplear  su  grasa  en  la  carena  de  los  navios  y  su  sangre  en  el  tinte  de 
las  telas,  el  apóstol  hacía  lo  posible  para  sacarlos  de  su  eri'or.  .  .  . 

Su  aire  afectuoso,  más  elocuente  que  sus  palabras,  le  ganaba  inmediatamente 
los  corazones.  Les  distribuía  lué^o  los  refrescos  que  había  llevado;  y  al  fin 
cautivaba  por  completo  todos  los  ámmos. 

Después  que  el  P.  Claver  se  había  atraído  asi  á  los  negros,  se  ocupaba  en 
ganarlos  paxa  Dios,  informándose  de  los  que  habían  nacido  durante  el  viaje  para 
bautizarlos,  y  de  los  que  se  encontraban  gravemente  enfermos,  para  disponerlos  á 
recibir  ese  sacramento,  ó  el  de  la  penitencia  si  eran  cristianos.  Como  muchos 
morían  inmediatamente  después  de  esta  gracia,  parecía  que  la  Providencia  no  los 
había  conservado  hasta  allí  sino  para  dar  á  su  siervo  el  consuelo  de  salvarlos. 
Acariciaba  á  los  enfermos  uno  á  uno,  curaba  sus  llagas,  llevaba  alimento  á  su 
boca,  los  abrazaba  tiernamente  al  dejarlos,  y  quedaban  así  tan  encantados  como 
sorprendidos  de  una  caridad  que  ciertamente  no  esperaban. 

Él  día  del  desembarco  general  se  le  veía  aparecer  puntualmente,  provisto  de 
efectos,  y  acompañado  de  esclavos  de  la  misma  nación.    Daba  la  mano  á  los  unos 
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para  ayudarles  á  poner  el  pie  en  tierra,  recibía  en  bus  brazos  á  los  enfermos, 
á  oníenes  coloraba  en  carretas  qne  su  soliicútad  había  hecho  preparar,  prodigaba  á 
toao#-  tales  señales  de  bondad,  qne  los  ei^pectadores  qaedab¿a  sobrecogaos  de 
admiración,  j  condacía  en  fín-4  esos  negros  como  en  trínnf o  4  su  alojamiento,  más 
honrado  con  su  compañía,  al  entrar  &  Carta^enai  qne  los  triunfadores  roma^o&lo 
erají  en,otro  tiempo  con  su  impoi^ente  cortejo.  Cnandp  los  africanos  estaban  ya 
alojados,  iba  aún  á  visitarlos  uno  después  de  otro,  les  prometía.yolyer  pronto  y  los 
recomendaba  con  instancia  4  sus  asaos. 

Macho  trabajo  le  costó  formar  y  pagar  intérpretes;  pero  al  ñn  lo  oonsigpúó, 
merced  4  las  piadosas  liberalidades  de  algunas  personas.  Aun  pudo  a  veces 
rematar  algunos  esclavos,  de  los  más  reducidos  á  la  desesperación,  para  daiies 
libertad. 

El  método  que  observaba  en  la  instrucción  de  los  negros,  exige^gunos  detalles. 
A  las  horas  convenidas  con  los  intérpretes,  iba  al  alojamiento  de  \o^  esclavos, 
especie  de  largas  prisiones,  húmedas,  oscuras,  y  que  no  tenían  sino  las  cuatro ' 
paredes.  Aunque  pudiesen  contener  muchos  centenares  de  negros,  la  muche- 
dumbre de  los  que  acumulaban  alU  los  obligaba  á  estar  unos  sobre  otros,  sin  otro 
lecho  que  la  tierra.  El  aire  cálido  y  apestado  que  se  exhalaba  de  tantos  cuerpos, 
ya  tan  infectos  por  sí  mismos,  hacía  insoportable  la  mansión  en  ellas ;  y  los  q^ie 
no  estaban  habituados,  no  podían  permanecer  largo  tiempo  sin  desvanecerse.  Si 
la  viruela  ó  alguna  otra  enfermedad  epidémica  llegaba  á  declararse  allí,  los  esclavos 
núsiQos  no  podían  resistir. 

El  misionero,  fortificado  por  fervientes  oraciones  hechas  delante  del  Santísimo 
Sacramento  y  con  rigurosas  mortifícacioneR,-  partía  para  estas  tristes  moradas, 
teniendo  en  la  mano  un  bastón  terminado  en  forma  de  cruz,  un  crucifijo  de  bronce 
sobre  el  pecho,  y  á  la  espalda  un  saco  que  contenía  una  sobrepelliz,  una  estola,  los 
santos  óleos,  bizcochos,  algunos  frascos  de  aguardiente  y  de  agua  de  olor,  con  todo 
lo  démaa  necesario  para  levantar  un  altar  y  aliviar  4  los  enfermos. 

Aunque  fuese  cargado  de  esa  manera,  marchaba  con  tanto  valor  y  agilidad.  Que 
su  compañero  tenía  trabajo  en  seguirlo.  A  su  llegada,  entraba  al  cuartel  de  los 
enfinrmoe:  allí  comenzaba  por  lavarles  el  rostro  con  aguas  de  olor,  para  disminuir 
la  infección  que  loe  inundaba;  enseguida  los  fortificaba  con  un  poco  devino  ó 
aguardiente, los  regalaba  ooii  bizcochos  y  conservas  de  que  iba  provisto;  y  les 
confería  luego  los  sacramentos  que  se  encontraban  en  estado  de  reabir* 

Pasaba  después  al  local  de  los  negros  sanos,  los  reunía  en  un  patio  ú  otro  lugar 
espacioso,  donde  levantaba  un  altar,  encima  del  cual  colocaba  cuadros  á  propósito 
para  dar  4  esos  espíritus  toscos  alguna  idea  de  nuestros  misterios.  .  .  • 

Omitinios  la  parte  de  eeta  relación  en  que  se  describen  los  medios 
de  qae  el  misionero  ae  valia  para  trasmitir  á  los  negroB  la  in^trupción 
necesaria,  y.  para  hacer  que  perseveraran  en  las  práctica^^  reli^osaa  y 
morales  que  les  inculcaba^  porque  esos  detalles,  aupque.  cui;ioi9Q9  é 
instmctivoft,  tienen  menor  importancia. 

£steba  empleado  en  esas  penosas  ocupaciones,  cuando  recibió  ordep  de 
prepu^arse  h  hacer  snñ  últimos  votos^  á  fines  de  1622^  Los  hizo,  en 
efecto^  agregttndo  á  lüs  comunes  el  de  consagrarse  al  servicio  de  los  negros^ 
y  firmó  íísí  :    Periro,  eseluity  de  lo8  nfgros para  siempre, 

Cmmdo  medí  tumos  en  ks  excelsas  virtudes  y  en  el  admirable  desprendi- 
miento de  ese  siervo  de  Dios,  no  podemos  menos  de  recqrdar  lo  que  dice 
de  él  su  biógrafoj  el  l\  Flcurian : 

£a  u6\o  en  el  s^no  de  la  Iglesia  católica  romana,  á  quien  pertenece  ezc]uBÍva- 
metite  la  formación  de  lo8  siintos^  donde  se  encuentran  hombres  semejantes,  Es 
de  alH  de  donde  ha  Balido  1»  ki^  del  Asia  v  de  las  Indias  Orientales,  un  Javier; 
y  m  de  allí  también  de  donde  ha  salido  la  luz  de  las  Indias  Occidentc^les,  un 
Clftver.  En  cualqtLigm  relif^ion  se  pueden  hallar  hombres  fíeles  á  los  deberes 
de  «n  estado,  generoso b  hacia  loa  miserables,  modestos  en  la  prosperidad,  pacientes 
en  \m  desgiuciEj  arregladoB  iri  t^uB  costumbres  y  en  su  conducta;  en  una  palabra. 
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buenos  padres,  bnenos  amigos,  buenos  ciudadanos.  ¿  Haj  alguna  nación,,  aun 
entre  las  idólatras  un  poco  cultas,  donde  no  haya  aparecido  alguno?  No  se 
necesita  para  eso  sino  tener  razón  7  valor,  ó  aun  yanidaid  é  interés.  ¿  Pero  dónde 
se  encontraría,  aun  entre  las  sectas  7  sociedEides  que  afectan  cierto  aire  de  probidad 
7  de  reforma,  un  hombre  siempre  inviolablemente  unido  á  Dios,  hasta  en  la  manera 
de  desempeñar  los  deberes  de  su  empleo,  porque  no  los  Uena  sino  por  agradarle ; 
un  hombre  pobre,  humilde,  mortificado  hasta  encontrar  su  riqueza  en  la  indigencia» 
«u  gloria  en  las  humillaciones,  su  placer  en  las  afliceiones  7  en  las  cruces ;  un 
honSbre  caritativo,  hasta  despojarse  de  todo  por  enriquecer  á  los  extraños ;  generoso, 
hasta  sacrificar  su  propia  dicha  por  librarlos  de  sus  miserias;  paciente,  hasta 
agradecer  sus  penas  á  los  que  se  las  hacen  sufrir ;  desprendido  de  sí  mismo,  hasta 
no  ocuparse  sino  en  la  felicidad  de  los  otros,  7  mirar  á  todos  sus  conciudadanos 
como  hermanos  ?  ^  ¿  Dónde  se  encontrará  semejante  hombre,  ó  dónde  se  ha 
encontrado,  sino  en  la  Iglesia  romana  ? 

Ese  hombre  admirable  prolongó  su  ministerio  hasta  el  año  de  1654,  en 
el  cual,  el  día  de  la  natividad  de  Nuestra  Señora,  entregó  dulcemente  su 
alma  al  Criador. 

14.  En  su  tiempo  un  grande  Arzobispo  ocupó  la  silla  de  Santafé  de 
Boffota^  el  P.  Cristóbal  de  Torres.  Nacido  en  Burgos,  capital  de  Castilla 
la  Nueva,  en  1674,  entró  á  la  fecunda  y  vigorosa  orden  de  los  domini- 
canos el  28  de  Marzo  de  1590,  se  hizo  célebre  por  su  ciencia  y  por  su 
piedad,  y  fué  designado  para  reemplazar  al  Arzobispo  Almansa,  muerto 
en  1633. 

Á  su  entrada  en  Bogotá  el  1?  de  Octubre  de  1635,  se  encontró  en 
presencia  de  tres  pueblos  diferentes :  los  españoles,  los  indígenas 
convertidos^  y  los  indígenas  idólatras.  Puede  decirse  que  la  conversión 
de  los  últimos  y  la  perseverancia  de  los  segundos  dependían  sobre  todo 
de  la  conducta  de  los  primeros.  Conocedor  de  eso  el  nuevo  Arzobispo, 
se  propuso  restablecer  la  armonía  entre  las  familias  españolas,  agitadas 
por  divisiones  y  discordias,  y  restablecer  en  todo  lo  posible  el  orden,  la 
subordinación,  la  justicia  y  la  paz.  Obtenido  eso,  volvió  sus  esfuerzos  á 
la  reforma  d^  las  costumbres,  y  trabajó  con  celo  infatigable  en  la  noble 
empresa  de  refrenar  los  vicios,  reanimar  los  hábitos  virtuosos,  y  extender 
por  todas  partes  la  piedad  sincera  y  la  moralidad  más  estricta.  El  buea 
éjtito  coronó  también  sus  esfuerzos  en  este  particular. 

Los  misioneros,  viendo  á  su  cabeza  un  hombre  de  tanto  mérito, 
poderoso  en  obras  y  en  palabras,  redoblaron  sus  esfuerzos  en  el  cumplido 
desempeño  de  su  noble  y  dificilísimo,  encargo,  y  extendieron  rápidamente 
la  luz  del  Evangelio  entre  las  naciones  idólatras  que  les  estaban  confiadas. 
Las  conversiones  fueron  más  frecuentes,  aim  entre  los  panches,  que  habían 
sido  tan  rebeldes  y  difíciles  de  someter  al  dulce  yugo  del  cristianismo. 

Otras  obras  importantes  ejecutó  ese  grande  Arzobispo,  entre  ellas  la 
fundación  del  Colegio  del  Kosario,  de  que  hablaremos  en  otro  lugar. 
Al  fin  murió  en  1653,  á  la  edad  de  ochenta  años  y  después  de  diez  y 
ocho  de  uno  de  los  episcopados  más  laboriosos  y  benéficos  que  ha  habido 
en  el  país.  « 

En  su  tiempo  dictó  la  Corona  de  Castilla  una  medida  que,  aunque  de 
pequeña  importancia  en  sí  misma,  prueba  el  espíritu  de  reconocimiento 
y  de  protección  de  que  estaba  animada  la  Corte,  hacia  las  comunidades 
religiosas.  Nos  referimos  á  la  ley  expedida  por  Felipe  TV  en  liíbkdrid, 
año  de  1639,  que  fué  después  la  12,  título  3?,  hbro  1?  de  la  Becopilaoión 
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de  Indias^  por  la  cual  se  dispuso  que  en  caso  necesario  se  destinase  el 
feble  de  las  casas  de  moneda,  para  proveer  á  los  conventos  del  vino  y 
aceite  que  necesitasen. 

No  siéndonos  posible  en  este  rápido  bosquejo  seguir  paso  á  paso  el 
desarrollo  gradual  y  progresivo  de  las  diversas  misiones,  nos  contentare- 
mos con  hacer  mención  especial  de  algunos  de  los  misioneros  que  más 
sobresalieron. 

Figura  en  primer  término  el  dominicano  Francisco  Garaita,  <jue  vino 
á  estoa  paises  en  1614.  En  el  año  de  1630  fué  elegido  provincial,  y 
TÍsitó  todas  las  comunidades  y  casas  de  instrucción  que  existían  en  su 
provincia,  viajando  siempre  á  pie,  á  pesar  del  rigor  de  las  estaciones  y 
las  innumerables  dificultades  de  locomoción  que  había  en  esos  tiempos. 

Entre  los  muchos  frutos  que  produjeron  esos  penosísimos  viajes,  debe 
contarse  el  establecimiento  de  una  casa  de  dominicanos  en  Mompós,  en 
la  cual  dejó  al  P.  Esteban  Santos.  Se  proponía  con  esa  medida  hacer 
predicar  el  Evangelio  á  nuestros  salvajes  que  ocurrían  á  Mompós  con 
motivos  puramente  comerciales.  Este  misionero,  de  quien  se  refieren 
muchos  sucesos  admirables  y  maravillosos,  se  trasladó  de  Mompós  á 
Zaragoza,  lugar  situado  sobre  el  río  Nechí,  y  murió  allí  el  29  de 
Septiembre  de  1641. 

Otros  dos  dominicanos,  Diego  de  Valderas  y  Pedro  de  Saldaña, 
fundaron  un  nuevo  convento,  al  rededor  del  cual  se  fué  formando  una 
población  que  se  denominó  Ecce-Homo. 

Es  digno  tembién  de  que  se  haga  mención  especial  de  él  el  dominicano 
Joan  de  Pereira,  quien  descubrió  que  varios  pueblos  indígenas,  aparente- 
*  mente  sometidos,  perseveraban  en  sus  prácticas  idolátricas,  en  una  caverna 
situada  frente  á  frente  de  un  precipicio  que  había  en  Macheta.  Su  celo, 
su  prudencia  y  su  firmeza  hicieron  desaparecer  ese  baluarte  del 
paganismo,  y  desde  entonces  la  conversión  de  esos  pueblos  fué  sincera. 
Ese  benemérito  misionero  murió- en  1682. 

Los  agustinos  descalzos  concurrieron  con  los  dominicanos  á  disipar  las 
tinieblas  de  la  idolatría  en  la  Nueva  Granada.  Ya  antes  de  1629  el  P. 
Alfonso  de  la  Cruz  había  convertido  ocho  mil  indígenas ;  por  lo  cual  en 
dicho  año  se  le  envió  un  refuerzo  de  doce  religiosos,  y  otros  doce  diez 
años  más  tarde. 

Hasta  aquí  nos  hemos  limitado  á  extractar  parte  de  lo  que  dice  sobre 
las  misiones  de  la  Nueva  Granada  el  barón  Henrion  en  su  Siatoria 
general  de  loa  misiones.  Si  alguno  se  imagina  que  eso  es  todo  lo  que  hay 
aobie  el  particular,  y  que  no  resta  nada  que  decir,  se  equivoca  lamenta- 
Uemente.  En  prueba  de  ello  vamos  á  copiar  algunos  fragmentos  de  un 
notable  escrito  publicado  en  El  Catolicismo^  año  de  1849,  con  el  título  de 
Influencia  del  sacerdocio  católico  en  la  educación  y  bienestar  social  de  los 
gnmadinos.  Por  ellos  se  verá  que  hubo  muchos  varones  eminentes  en  la 
ohra  de  las  misiones  á  quienes  ni  siquiera  hemos  mencionado  en  este 
rápido  bosquejo.    Dicen  así : 

líos  dominicanos  y  los  {ranciscanos,  que  fueron  [los   primeros  religiosos  que 

tttvmon  conventos  en  el  Naevo  Beino  de  Granada,    se  ^  distinguieron   por    su 

'    CJOUMpración  y  celo  en  favor  de  los  naturales,  á  quienes  inspiraban  el  amor  á  la 

ittd&  7  al  trabajo,  y  los  hábitos  de  orden  y  economía,  enseñándoles  al  mismo 
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tiempo  el  cultivo  del  campo,  algunas  artes  y  el  nso  de  varios  instramentos  músi- 
cos ;  y  sirviéndoles  casi  siempre  de  protectores  y  mediadores  para  con  los  corregji- 
dores,  encomenderos  y  demás  agentes  del  poder  colonial.  Las  crónicas  de 
aqnellos  tiempos  hacen  mención  especial  de  los  dominicanos  Dionisio  de  la  Cmz, 
üranciseo  Hinojosa  y  Di^o  de  Yalderas,  y  de  los  franciscanos  Mignel  de  los 
Santos,  Tomás  Morales  y  Juan  Martín,  como  santos  é  insignes  benefactores  del 
reino.  La  primera  escuela  pública  que  bubo  en  esta  ciudad  fué  sostenida  y  diri- 
gida por  los  religiosos  dominicanos,  y  en  ella  aprendían  la  lectura  y  escritura  los 
hijos  de  los  españoles  y  en  general  todos  los  niños  pobres ;  lo  cual  era  de  grande 
importancia  j)ara  aquellos  siglos  de  ignorancia,  en  que,  aun  en  las  naciones 
europeas,  los  individuos  de  la  alta  clase  de  la  sociedad  eran  tan  poco  instruidos, 
que  rara  vez  sabían  escribir  su  nombre* 

En  otro  lugar  agrega  lo  siguiente : 

Después  de  haber  recorrido  casi  todo  el  territorio  granadino  los  españoles  que 
lo  conquistaron,  escogieron  para  fundar  sus  poblaciones  los  lugares  más  ventajosos 
y  adecu&dos  por  la  bondad  de  su  clima,  fertilidad  de  su  suelo,  riquezas  de  sus 
minas,  situación  favorable  al  comercio,  ó,  en  £n,  por  su  posición  militar  para  defender 
la  Colonia  de  las  agresiones  de  los  corsarios  y  piratas,  y  descuidaron  la  reducción 
de  las  tribus  salvajes  errantes  en  desiertos  insalubres.  El  sacerdocio  católico 
tomó  entonces  á  su  cargo  la  tan  cristiana  cuanto  difícil  empresa  de  atraerlos  á 
la  vida  social,  empleando  para  ello,  no  la  violencia  y  cruddad  de  muchos  de  los 
conquistadores,  á  quienes  miraban  con  detestación  y  horror,  sino  la  dulzura, 
los  agasajos,  la  persuación  y  el  ejemplo.  £n  los  principios  fueron  los  reli^osos 
dominicanos  y  franciscanos  quienes  trabajaron  en  ello  con  un  celo  superior  á 
todo  elogio,  campeando  entre  los  primeros  fray  Dionisio  de  la  Cruz,  que  había 
acompañado  muchos  años  á  San  Francisco  Javier  en  sus  predicaciones  por  el  Japón ; 
pero  fué  á  principios  del  siglo  XYII,  en  que  se  estaHeeieron  los  padres  jesuítas 
en  estos  países^  cuando  se  empezó  á  trabajar  en  una  escala  mayor,  bajo  un  vasto 
plan  y  con  un  sistema  bien  calculado  y  combinado  para  civilizar  á  los  indígenas. 

15.  Eéstano8  hablar  de  las  misiones  de  los  jesuítas  en  Casanáre^ 
Mocoa  y  el  Caquetá.  Principiemos  por  insertar  lo  que  sobre  ellas  dice 
el  escritor  de  quien  hemos  hablado  hace  poco. 

Las  primeras  excursiones  de  los  misioneros  jesuítas  se  dirigieron  á  las  inmensas 
llanuras  que  bañan  el  río  Meta  y  sus  confluentes :  al  efecto  se  establecieron  en  los 
pueblos  de  Morcóte,  Támara,  (xuaseco  y  Pauto  como  puntos  de  escala,  y  liiégo 
empezaron  á  internarse  en  las  tribus  de  los  achaguas,  airicos  y  jiraras.  En 
poco  tiempo  aprendieron  el  dialecto  de  estos  indios,  por  cuyo  medio,  no  menos  que 
por  la  suavidad  con  que  los  trataban,  los  fueron  reduciendo  á  la  vida  social  é 
incorporándolos  en  el  rebaño  de  Jesucristo.  £n  1661  fundaron  el  pueblo  de 
la  Yirgen  del  Pilar,  y  más  tarde  los  de  San  Javier  de  Macaguane,  San  Salvador 
del  Puerto,  San  José,  San  Joaquín  de  Atanari,  la  Concepción  de  Crabo,  San 
Francisco  Regia,  la  Trinidad  y  San  Ignacio,  en  donde  lograron  reunir  una. 
sran  parte  de  los  guaríbas  y  chiricoas,  peqaeñas  tribus  de  costumbres  semejantes 
a  las  de  los  antiguos  gitanos  de  España.  Después  de  la  reducción  de  las  tribus 
mencionadas  s^^ióse  la  de  los  salivas,  que  era  muy  nxunerosa  y  de  costumbres 
pacíficas,  y  con  ella  se  formaron  tres  importantes  poblaciones,  siendo  la  principal 
Ja  de  San  Migael ;  poco  tiempo  después  tuvo  lu^ar  la  de  los  betoyes,  con  la  cual 
se  fundó  el  pueblo  que  lleva  este  nombre ;  y  últimamente  la  de  los  anaboUs  y. 
amaricanos. 

Quien  haya  atravesado  la  provincia  de  Casanare,.  ó  tenga  de  ella  noticias 
exactas  y  detalladas,  podrá  calcular  las  dificultades,  las  privaciones  y  las. penas  que 
experimentaron  los  Jesuítas  en  estas  misiones,  luchando  con  una  naturaleza  áspera 
y  cerril,  viviendo  á  la  inclemencia  en  un  país  en  que  las  lluvias  convierten  en 
lagos  los  llanos  durante  siete  meses  del  año,  y  los  otros  cinco  de  caJoi'es  abrazadores, 
en  aue  la  fiebre  continua  ó  intermitente  es  un  estado  casi  natural  en  el  hombre, 
sin  nabitaciones,  sin  víveres,  sin  más  sociedad  que  los  insectos  v  reptiles  venenosos, 
ó  los  tigres,  osos  y  leopardos;  ñero  ninguna  de  estas  cosas,  m  las  contradicciones 
y  embarazos  que  les  pretfentaoan  los  mismos  agentes  del  poder  español,  eran 
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{>aTte  ¿  entibiar  el  celo  de  loe  fervorosos  misioneros.  Asombra,  sobre  todo,  al  leer 
as  crónicas  de  aqnellos  tiempos,  la  paciencia,,  la  perseverancia,  la  rara  habilidad 
con  c[Qe  triunfaban  de  la  inconstancia  y  de  la  desidia  de  los  naturales  y  de  su 
continna  tendencia  a  volver  á  la  vidja  salvaje.  Preciso  ^ra  muchas  veces  enga^ 
ñarloa  j  divertirlos  como  á  niños,  inventar  danzas  y  bailes  honestos  con  qne 
reemplazar  sos  lúbricas  y  abominables  diversiones^  partir  con  ellos  1m  faenas  oel 
campo  para  estimularlos  al  trabajo,  y  sufrirles  con  imperturbable  resignación  sus 
necedades  y  exigencias.  Asi  se  fundaron  sin  embargo,  numerosas  poblaciones  y 
se  ganaron  para  la  civilización  cristiana  millares  de  hombres  cuyos  descendientes 
habían  de  contribuir  algún  día  á  dar  gloria,  independencia  y  libertad  k  este  país. 
Todavía  c<mserva  la  tn^ición  la  memoria  de  algunos  de  esos  misioneros  que  más 
se  distinguieron  en  esta  especie  de  campaña  ver£ideramente  apostólica,  y  nosotros 
no9  complacemos  en  tributar  el  homenaje  de  nuestra  gratitud  á  la  de  los  PP. 
Alonso  de  Neira,  Antonio  Monteverde  y  Juan  de  ^bero,  que  escribió  una 
interesante  relación  de  estas- misiones. 

Lo  que  llama  la  atención  del  filósofo  cristiano  es  que  en  estas  conquistas  sobre 
la  barbarie  no  se  hubiera  empleado  nunca  el  detestable  uso  de  las  aunas,  ni  derra- 
mádose  una  sola  gota  de  sangre  de  los  infelices  é  inocentes  naturales.  Cnando  las 
empresas  de  los  hombres  tienen  por  objeto  ensanchar  los  límites  de  un  Estado  ó 
la  adquisición  de  riquezas,  no  se  omite  medio  alguno  para  su  log^^ :  el  robo,  el 
pillaje,  la  devastación,  el  exterminio,  todo  se  cree  permitido  en  estos  casos ;  pero 
el  .fin  que  se  proponía  el  sacerdocio  católico  en  sus  misiones  era  más  noble  y 
elevado; propiígar  en  Amérioa  la  reUgián  que  liabia  dviUtado  la  Ev/ropa  yj^oner 
leu  h€ute$  de  soeiedudea  qys  con  d  tiempo  Aahtan  de  rwáUzcur  á  las  más  cuMob 
del  orbe^  Empresa  tan  conforme  con  el  espíritu  del  EvangeHo,  forzoso  era  que 
fuese  sellada  con  el  martirio,  y  lo  fueron  en  efecto  las  misiones  de  que  hemos 
hecho  mención.  No  todas  las  tribus  cuya  civilización  era  -objeto  de  los  esfuerzos 
del  sacerdocio  tenían  el  carácter  suave  de  los  salivas  y  de  los  achagnas :  una 
tribu  indomable  cuya  ferocidad  es  proverbial,  los  caribes,  no  solamente  se  resístia 
á  recibir  la  luz  del  Evangelio,  sino  que  estorbaba  su  propagación  en  las  demás,  y 
continuamente  molestaba  y  tenía  en  alarma  á  los  misioneros,  hasta  que  en  una.iíe 
sus  incursiones  asesinaron  cruelmente  al  P.  Vicente  Loberzo,  el  12  de  Febrero 
de  1693,  habiendo  tenido  igual  suerte  el  3  de  Octubre  del  año  siguiente  los 
PP.  Ignacio  Fiol  y  Gaspar  Beck.  Esta  sangre  preciosa  santificó  los  selvas  del 
cavidaJoBo  Meta,  de  las  cuales  puede  decirse  que  fueron  entonces  *'  habitadas  por 
santos,  como  el  cielo,"  según  la  bella  expresión  de.  San  Jerónimo,  hablando  de  los 
desiertos  de  la.  Tebaida. 

Casi  al  mismo  tiempo  que  el  sacerdocio  trabajaba  en  la  reducción  de  los  bárbaros 
óel  Meta,  se  hacían  igualmente  esfuerzos  por  civilizajr  los  de  Mocoa,  Putumayo  y 
Caqnetá,  estando  también  confiada  esta  empresa  al  celo  de  los  x>adres  de  la  Com- 
pañía de  Jesús.  Hallándose  entonces  bajo  la  dependencia  de  Quito,  en  lo  judicial 
7  eclesiástico,  Pasto  y  los  lugares  (|ue  están  al  Este  de  la  provincia,  los  miedoneros 
eran  despachados  de  la  casa  principal  de  aquella  ciudad,  desde  la  cual  se  dirigía  y 
daba  impulso  á  aquellas  misiones  del  Amazonas  y  de  sus  confluentes,  con  especiali- 
dad para  reducir  á  los  omaguas,  tribu  numerosa  y  quizá  la  más  importante  de 
.  aqoeUOB  vastísimos^  países.  Los  pogresos  de  aquellas,  misiones  fueron  lentos  y 
frecaentemente  interrumpidos  por  la  indolencia  de  las  autoridades  españolas,  mas 
no  por  escaso  celo  de  los  padres  jesuitas,  quienes,  como  dicen  D.  Antonio  ülloa  y 
D.  Joi^  Juan  en  sus  Menwríae  secretas  al  Gobierno  de  Madrid, "  se  quejaban  de 
permanecer  en  los  colegios  de  Quito  y  no  pasar  á  las  misiones,  llegando  el  caso 
os  mostrar  formalmente  su  resolución  de  volverse  á  Europa  si  no  se  pensaba 
«eriamente  en  que  llenasen  el  objeto  de  su  venida  á  la  Amórica."  A  pesar  de  esto 
T  «oittrayéndonos  á  los  lugares  que  formaban  parte  del  territorio  granadino  en  el 
Sudeste  de  la  Bepública,  no  fué  poco  el  fruto  que  sacó  la  civilización  cristiana  con 
la  Tednceión  de  los  moceas,  putumayos,  sibundos,  mamos,  guameyes,  maoagua^es, 
mHotos  Y  merayas,  y  con  la  fundación  de  las  poblaciones  de  Mocoa,  Sibundoy, 
MU  Vearo  de  Gofanes,  Santa  María,  Santa  Cruz,  San  Miguel,  San  Diego, 
Cvaiabl,  los  Aguaricos,  Picudos,  Concepción  de  Mamos,  Turuyaco,  Solano, 
faoayaoo.  Limón  y  otras  variaá.  En  estas  pacíficas  conquistas  mostraron  los- 
en acostumbrado  celo  apostólico,  su  constancia  heroica,  su  tacto  fino  y  c 
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8u  amor  á  la  humanidad,  distingpiiéndose  partionlarmente  el  P.  Eafael  Ferrer, 
que  dio  principio  á  ellas,  el  P.  Samuel  Fritz,  que  las  continuó  é  impulsó  cuando 
habían  decaído,  y  el  P.  Lorenzo  Lucero,  natural  de  Pasto.  Allí,  lo  mismo  que  en 
Casanare,  recibieron  la  corona  del  martiria  de  manos  de  los  infieles  habiendo)  sido 
sacrificados  el  mismo  P.  Ferrer,  el  P.  Francisco  Keal  y  algunos  m&s.  Bien  pu- 
diera decirse  así,  sin  tocar  en  la  exageración,  que  la  conducta  de  los  misioneros  en 
los  desiertos  de  nuestro  territorio  ha  sido  un  vivo  y  brillante  comentario  del 
Evangelio. 

En  rigor,  bastaría  para  nuestro  objeto  esta  rápida  reseña.  Mas,  en 
atención  á  la  grandísima  importancia  de  esas  misiones,  que  parecían 
destinadas  á  trasformar  inmensas  regiones  desiertas  y  salvajes  en 
emporios  de  población  y  de  riqueza,  se  nos  permitirá  que  entremos  en 
algunos  detalles,  que  servirán  también  para  dar  á  conocer  el  mérito 
admirable  de  los  jesuítas  como  misioneros.  Principiaremos  por  las 
misiones  del  Sureste  de  la  República,  porque  parece  que  éstas  fueron  más 
antiguas,  no  obstante  lo  que  sobre  el  particular  dice  el  escritor  de  quien 
acabamos  de  hablar. 

16.  El  historiador  Borda  pinta  así  el  origen  de  estas  misiones : 

El  P.  Rafael  Ferrer,  valenciano,  fuó  uno  de  los  primeros  jesuítas  españoles  G[ue 
llegaron  á  Lima,  de  donde  pasó  á  Quito,  y  fué  el  primero  de  su  orden  que  pisó 
nuestro  suelo. 

Las  poblaciones  fundadas  en  el  Caquetá  habían  desaparecido  á  impulsos  de  la 
ferocidad  de  los  bárbaros.  Esto  no  impidió  que  el  fervoroso  jesuíta  emprendiese 
la  obra  de  buscar  i  los  más  feroces  de  aquellas  selvas,  los  cofanes,  y  de  reducirlos 
á  vida  civilizada.  Solo,  sin  compañero  alguno,  entró  á  la  provincia  de  Ibarra  y 
atravesando  por  el  pueblo  de  Pimampira  la  gran  Cordillera  Oriental,  pasó  por  la 
provincia  de  los  Jumbos  y  llegó  á  la  de  los  Cofanes,  á  orillas  del  Amazonas.  Los 
indios  le  recibieron  como  apóstol  y  vieron  llenos  de  admiración  su  vida  penitente 
y  consagrada  al  bien  de  la  humanidad.  Fundó  en  breve  la  población  de  San 
Pedro,  que  llegó  á  contar  3,000  indios,  y  i)osteriormente,  en  1604,  fundó  las 
poblaciones  de  Santa  María  y  Santa  Cruz.  En  seguida  fcrató  de  ganarse,  por 
medio  de  los  indios  ya  conquistados,  á  los  de  los  países  más  lejanos,  y  cuando  creyó 
realizable  su  proyecto,  emprendió  una  correría  que  daró  dos  años  y  medio,  durante 
los  cuales  recorrió  más  de  mil  leguas  de  terreno  desconocido,  atravesando  la 
multitud  de  ríos  que  caen  por  una  y  otra  banda  al  Marañen.  En  1608  volvió  al 
seno  de  sus  cofanes  y  los  últimos  meses  de  ese  año  los  empleó  en  arralar  sus 
apuntes  de  viaje  y  en  formar  su  catecismo  y  vocabxdario  de  la  lengua  cofana, 
papeles  de  suma  importancia  que  hasta  fines  del  siglo  pasado  se  conservaban  en 
los  archivos  de  Qtdto. 

Habiéndose  inclinado  mucho  hacia  el  Sur  en  la  pasada  correría,  emprendió  otra 
hacia  las  comarcas  del  Oriente.  A  las  cincuenta  leguas  descubrió  el  gran  la.go 
Puequeya;  caminó  otras  cincuenta  le^as  y  descubrió  el  curso  del  hermoso  río 
Putnmayo,  que  nace  en  Mocoa.  Recomo  otras  tantas  leguas  hacia  arriba  y  hacia 
abajo  por  la  banda  occidental  de  aquel  río  y  regresó  á  los  Cofanes,  en  donde 
terminó  sus  apuntes  de  viaje. 

Tales  fueron  los  principales  trabajos  apostólicos  de  ese  célebre  misionero. 
Los  españoles,  animados  por  el  buen  éxito,  emprendieron  la  reconstruc- 
ción de  los  pueblos  arruinados  y  el  establecimiento  de  un  presidio.  £1 
P.  Ferrer  comprendió  al  momento  lo  pernicioso  de  esta  última  medida 
para  la  obra  de  las  misiones,  y  emprendió  viaje  á  Quito  para  impedirla  ; 
pero  al  atravesar  un  río  caudaloso  los  naturales  le  volcaron  el  puente  y 
pereció  abobado.     Esto  sucedió  en  1611. 

La  rebelión  de  los  cofanes  cerró  por  entonces  la  hoya  del  Marañón   á 
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los  trabajos  apostólicos,  por  nov  haber  otro  punto  por  donde  penetrar. 
Los  misioneros  se  ocuparon  entonces  en  reducir  las  tnbus  vecinas. 

Trabajaron  en  la  conversión  de  los  paeces  primero  dos  {)adres,  los 
cuales  tuvieron  que  principiar  por  enseñar  el  castellano  á  los  niños ; 
pero  más  tarde  fueron  á  esa  misión  los  PP.  Gaspar  Cujia,  Ignacio 
Navarro  y  Juan  de  Ribera,  excelentes  misioneros,  y  la  reducción  se  hizo 
rápidamente. 

£n  1640  ya  los  misioneros  habian  logrado  abrirse  paso  á  las  regiones 
del  Marañón.  Los  PP.  Cristóbal  de  Acuña  y  Andrés  de  Artieda 
exploraron  el  río  en  ese  tiempo  y  dirigieron  sus  observaciones  á  la  Corte, 
en  las  que  insistían  en  la  necesidad  de  mandar  poblar  y  -  resguardar  el 
río  para  utilidad  del  Monarca  y  bien  de  los  gentiles,  que  serían  redu- 
cidos á  la  fe.  Ojalá  el  Key  hubiese  escuchado  ese  desinteresado  y  útilí- 
simo consejo ! 

£n  esas  misiones  del  Marañóñ  prestó  importantísimos  servicios  el  P. 
Figueroa,  natural  de  Popayán,  que  trabajó  en  ellas  con  excelente  suceso 
veinticuatro  años  al  lado  del  P.  Cujia,  fundador  ó  al  menos  restaurador 
de  dichas  misiones.  El  P.  Figueroa  jnurió  al  fin  á  manos  de  los 
salvajes.  Iba  en  1666  por  el  río  Apena,  y  al  llegar  al  Marañón  se 
encontró  un  gran  numero  de  canoas  cargadas  ae  indios  cocamas, 
chepeos,  ucayales  y  maparimas.  Desembarcó  el  misionero  é  invitó  á 
los  indios  á  hacer  lo  mismo,  como  lo  verificaron,  en  son  pacífico ;  pero 
al  llegar  á  él,  le  dieron  muerte  á  fuerza  de  golpes. 

Otro  jesuíta  célebre  que  se  señaló  en  esas  misiones  fué  el  P.  Pedro 
Suárez,  natural  de  Cartagena  de  Indias.  Era  modelo  de  virtud,  y  de 
piedad,  y  muy  joven  aún  instó  para  que  lo  destinasen  á  las  misiones. 
«Se  accedió  á  su  deseo  y  se  le  destinó  á  la  tribu  de  los  abijiras,  situada  á 
orillas  del  Curaray.  En  esa  nación  era  admitida  la  poligamia,  y  el  caci- 
que Quiricuare  tenía  doce  mujeres.  El  misionero  se  esforzó  por  des- 
truir ese  funesto  cáncer  social  del  seno  de  su  pobre  grey ;  y  por  eso  el 
cacique  y  algunos  de  sus  compañeros  lo  atacaron  y  mataron  á  lanzadas. 
Largo  fué  el  suplicio,  y  no  obstante  lo  soportó  de  rodillas,  clamando 
sin  cesar :  Dios  mío  !  Bios  mío  !  Cuando  fué  martirizado  tenía  apenas 
veintiséis  años  de  edad. 

Debemos  citar  también  al  P.  Agustín  Hurtado,  natural  de  Panamá, 
y  destinado  á  las  misiones  de  San  Javier  de  los  Gayes  y  de  Boamainas. 
Fué  asesinado  por  un  mulato  á  quien  había  hospedado  en  su  casa^  y  á 
quien  reprendió  por  sus  vicios ;  pero  el  asesino  fué  despedazado  por  los 
indios. 

17.  El  más  célebre  de  los  misioneros  que  sirvieron  por  este  tiempo  en 
el  Amazonas  fué  el  P.  Juan  Lorenzo  Lucero,  natural  de  Pasto,  de  quien 
«e  expresa  Yelasco  en  estos  términos : 

He  dicto  ya  que  fué  el  mayor  hombre  que  en  el  siglo  XVII  vio  el  Eeino  de 
Quito,  digno  por  su  sabiduria  y  talentos  de  gobernar  una  entera  monarquía. 
Fué  quien  méw  y  con  mayor  gloria  trabajó  en  las  misiones  del  Marañón.  Ganó 
la  mayor  parte  de  las  naciones  y  su  fama  esparcida  por  los  bosques  más  retirados, 
Idso  que  los  indianos  saliesen  en  busca  suya,  pareciendo  cosa  de  encanto  el  imperio 
que  Dios  le  dio  sobre  los  corazones.  El  P.  Yieyra,  predicador  del  Bey  de  Portugal, 
q«e  lo  trató  por  cartas,  asombrado  de  su  sabiduría  y  de  sus  hechos,  contrapuso 
en  una  de  sus  obras  al  Lucero  de  Occidente  con  el  sol  de  Oriente,  San  Javier.    I^ 
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Teintiniieye  adoos  eme  estuToen  las  miñones  fné  superior  los  veinte,  y  fué  saeado 
para  Rector  del  cmegio  de  Popaján  en  1688. 

Se  conserva  del  P.  Lucero  una  hermosa  carta  dirigida  á  su  provin- 
cial^ en  la  que  habla  extensamente  del  estado  de  las  misiones  en  su 
tiempo.  Creemos  que  nuestros  lectores  la  leerán  con  gusto,  pues  ella 
pinta  bien  la  naturaleza  de  esas  misiones  j  las  dificultades  que  presen- 
taban para  su  administración.     Dice  así : 

La  carta  que  Y.  B.  se  sirvió  de  escribirme  desde  Latacungá  la  recibí  en  estas 
márgenes  del  Marañón,  j  luego  al  punto  visité  como  superior  las  misiones.  Puse 
en  ws  Roamainas  al  P.  Francisco  Fernández,  en  lugar  del  P.  Miguel  de  Silva, 
difunto  en  Jaén  de  Bracamoros,  cuya  noticia  dio  ya  por  mi  orden  á  V.  R.  el  P. 
Juan  Jiménez,  á  quien  tengo  puesto  por  cura  de  San  Francisco  de  Borja,  donde 
cuida  de  los  pueblos  de  Mainas,  San  Luis  Gonzaga,  nuestro  P.  San  Ignacio  y  Santa 
Teresa  de  Jesús.  El  P.  Francisco  Fernández,  además  de  cuidar  del  pueblo  de  los 
Santos  angeles  de  Roamainas,  cuida  de  San  Javier  de  Gayes.  El  P.  Pedro 
Ignacio  de  Cáceces  cuida  del  pueblo  de  la  Limpia  Concepción  de  Jeberos  y  de  otros 
tres,  como  son  Chayavitas,  Municbes  y  Paranapuras. 

Yo  estoy  en  esta  Laguna,  donde  tengo  tres  naciones  juntas,  como  son  Ucayales, 
Jitipos  y  Chepeos.  Tengo  á  mi  cargo  tres  días  de  Eío  arriba  y  á  la  lengua  del 
agua  otras  cuatro  reducciones,  como  son  Santa  María  de  Guallaga,  San  José  de 
Maparimas,  nuestro  P.  San  Ignacio  de  Mayurunas  y  San  Estanislao  de  Otanavis. 
Tengo  también  de  gente  de  tierra,  en  distancia  de  un  día,  tres  pueblos,  como  son 
San  Lorenzo  mártir  de  Jibüos,  San  Javier  de  Chamicuros  y  San  Antonio  Abad  de 
Agúanos.  Estos  últimos  pueblos  visito  en  muía,  porque  los  caminos  son  llanos  y 
tiesos,  aunque  siempre  debajo  de  árboles,  por  ser  todo  esto  bosque  espesísimo,  que 
*  aun  los  pueblos  gozan  sólo  de  aquel  despeio  que  les  da  la  importunidad  de  las 
hachas  y  machetes,  y  es  tanto  el  vicio  de  la  tierra  que  á  seis  meses  de  descuido 
están  los  pueblos  sin  forma  de  pueblos,  porque  la  infinita  ramazón  del  bosque 
salvaje  los  encubre,  de  forma  que  parece  se  han  desaparecido. 

Las  comodidades  que  tenemos  por  acá  son  solamente  tener  por  cierto  se  salvan 
muchos  de  estos  bárbaros,  que  parece  dúo  de  ellos  David  nablando  con  Dios  t 
Hominea  et  jumenta  salvdbis,  Don^ine,  Son  estos  indios  animales  estólidos,  sin 
gobierno,  porq^ue  jamás  reconocieron  príncipe ;  mandan  los  hijos  á  los  padres,  los 
agravian  y  hieren;  matan  sus  hijos,  unas  veces  porque  nacen  mujeres  y  no 
varones,  á  que  más  se  inclinan ;  otras  veces  porque  la  mujer  tuvo  pereza  de  criar 
á  su  hiio,  que  ésta  es  la  razón  que  dan  cuando  los  reprendemos.  El  modo  de 
matar  las  crías  es  meterlas  vivas  en  unos  agujeros  que  nacen,  donde  las  ahogan 
echándoles  ceniza  encima  muy  despacio,  en  que  fundan  la  piedad  maternal,  pues 
á  no  sex  madre  del  infante  la  que  ejecuta  la  muerte  dicha,  sino  mujer  extraña,  con 
cogerlo  de  un  pie  y  echarlo  al  río  y  reír  mucho,  estaba  todo  hecho.  Cuando  muere 
alguno  de  eniermedad,  dicen  lo  hechizaron;  porque  entre  éstos  la  muerte  no  es 
natural  sino  casual,  causada  en  beneficio  de  otro  a  quien  ellos  tienen  por  Mohán. 
Decirles  que  statutum  est  homvaibwt  sertiel  mori,  es  hablarles  en  jerigonza.  Pedirles 
los  cuerpos  muertos  para  enterrarlos  en  la  iglesia  es  darles  una  lanzada,  y  aunque 
entierro  muchos  en  la  iglesia  á  que  asisto  con  rigor,  á  una  vuelta  de  cabeza  hallo 
muchos  enterrados  en  sus  casas.  Otros  hay  que  ni  en  la  iglesia  ni  en  sus  casas 
los  entierran,  porque  dicen  es  lástima  que  á  sus  parientes  se  los  haya  de  comer  la 
tierra,  con  que  los  descuartizan  como  a  carneros  y  entre  todos  los  deudos  se  los 
comen.  Los  huesos  muy  bien  asados,  los  muelen  y  revueltos  en  sus  vinos  se  los 
beben  con  grande  llanto.  Hacen  lué^o  una  grande  borrachera,  que  dura  ocho 
días,  donde  beben,  se  embriagan,  se  tiznan  con  jagua  y  lloran  sus  difuntos  con 
grandes  alaridos. 

En  muchos  tiene  ya  hoy  otra  forma  la  nueva  cristiandad,  porque  Nuestro  Señor 
ha'^ido  servido  de  mirarlos  con  ojos  especiales  de  piedad.  El  año  parado,  á  prin- 
cipios de  Junio,  entró  la  peste  de  las  viruelas  en  los  primeros  pueblos  de  Río 
arriba;  llegó  aquí  la  noticia  y  con  ella  dispuse  cinco  procesiones  en  aue  hubo 
muchas  penitencias  á  que  asistí  predicando  con  la  palabra  y  con  la  obra,  haciendo 
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epaato  pnde  por  darles  ejemplo  de  penitencia.  Confesaron  y  comulgaron  mnchí- 
ráoos  eon  gran  ternura  que  me  haeian  llorar;  pero  viendo  que  sin  embargo  de 
todo  caminaba  la  peste,  el  día  23  de  Junio  vi  setenta  y  cinco  canoas  de  gente  en 
esta  Laguna,  diciéaidoBie  todos  desde  ella:  "Retírate,  Padre;  no  aguardes  la 
peste,  porque  «i  la  esperas  te  ha  de  matar."  Lloraban  todos,  dando  desde  las 
oanoas  grandes  gemidos  y  añadían :  *'  No  huimos  de  ti.  Padre  amado,  sino  de  la 
peste;  porque  tú  nos  quieres  y  ella  nos  aborrece.  Adiós,  adiós!  Oacuire  tanu, 
papa,  Qaquere  nra  Dios  ica-iotcmare,  que  <juiere  decir :  Quédate  con  Dios,  hombre 
enorzaedo.  Dios  te  guarde  y  te  dé  mucha  vida.'* 

Quedé  sin  esta  parcialidad  como  en  un  desierto ;  porc^u'e  axmque  restaban  las 
dos  de  Ohepeos  v:  Jitápos,  juzqué  habían  de  hacer  lo  mismo,  y  aun  llegué  á  sos- 
pechar me  querían  matar,  porque  en  todo  el  tiempo  de  la  despedida  dicha  no 
parecieron  en  el  pueblo.  Entrame  á  mi  iglesia,  encendí  luces  y  descubrí  á  la 
Virgen  Santísima,  donde  estuve  de  rodillas  mucha  parte  del  día,  aguardando  se 
bidera  en  todo  la  voluntad  de  Dios.  Como  á  las  cinco  de  la  taVde  vino  junta  toda 
la  ^ute  restaáte ;  saldes  al  encuentro  ¿  la  puerta  de  la  iglesia ;  eran,  ccmio  dije, 
jitiposy  ohepeos.  Al  acercarme  dijeron  todos  el  Alabado,  en  tono  alto  y  devoto, 
Y  á  porí^  unos  por  un  lado  y  otros  por  el  otro  me  cogieron  las  manos  y  me  las 
oesaron.  Dijéronme  venían  4  hablarme ;  díjeles  que  hablasen  lo  qae  gustasen^ 
que  ya  les  oía  de  buena  gana.  "  Hemos  entendido,  diieron,  estás  muy  pesaroso  de 
haber  visto  la  facilidad  con  que  han  dejado  este  pueblo  los  ucayales,  habiéndoles 
tú  reducido  á  él  con  tanto  trabajo,  y  ya  se  ve  tienes  razón ;  pero  ahora  deseamos 
mucho  alegrarte  y  para  eso  te  ofrecemos  nuestra  compañía,  aunque  haya  de  vei^ 
la  peste,  pues  los  que  muriéremos  hemos  de  subir  al  cielo,  porque  moriremos 
creyendo  en  Dios  y  doliéndouos  macho  de  haberle  ofendido.  Los  que  Dios  ^ 
quisiere  que  escapemos,  estamos  aparejados  á  rastrear  los  retirados  y  traértelos 
otra  vez." 

Oon  este  razonamiento  quiso  Dios  consolarme.    Visité  los  enfermos  de  arriba, 
consolándolos  y  sacramentándolos  y  bautizando  á  muchísimos  infieles.    Entró* 
aquí  la  peste  y  á  una  dio*  también  en  los  tres  pueblos  de  la  tierra  adentro  y  duró 
desde  Octubre  hasta  principios  de  Mayo. 

El  trabajo  que  tuve  en  asistir  á  tanto  enfermo  casi  incapaz  de  asistencia  por  el 
pestilente  hedor  del  contagio,  en  tierras  tan  sumamente  calientes,  no  es  decible,  ni 
mi  intento  es  explicarlo,  dejándolo  todo  para  el  día  del  juicio  donde  para  con- 
fusión mía  se  verá  claramente  las  muchas  ocasiones  que  Nuestro  Señor  me  ha 
dado  para  servirle  y  lo  poco  ó  nada  que  se  ha  aprovechado  nú  alma,  pues,  como 
dijo  San  Agustín,  non  quatn  multum  sed  quam  hene.  Murieron  muchísimos  y  juzgo 
que  todos  se  salvaron  porque  fuera  de  confesarse  eü  sana  salud,  lo  hacían  tam- 
•  uén  cuando  les  comensaba  el  achaque.  Los  gentiles  tomaron  ejemplo  de  los 
enutianos  y  venían  á  mí  á  bandadas  pidiéndome  el  bautismo.  En  menos  de 
quince  días,  sobre  asistir  á  tanto  moribundo,  instado  de  ellos  bauticé  y  puse 
Seo  y  crisma  á  seiscientos  indios.  Cuando  éstos  morían  y  yo  los  enterraba, 
m£n<laba  repicar  las  campanas,  y  como  para  los  cristianos  antiguos  se  doblaban, 
dándoles  yo  la  distinción  de  unos  á  otros,  quedó  ya  por  común  dicho  suyo  decirme  : 
*  Padre,  ya  muríó  N.,  el  que  no  debe  nada,  y  es  fuerza  que  mandes  repicar  á  su 
entierro.  Cuando  moría  de  los  crístianos  alguno,  me  decían :  '*  Muríó  uno  que 
debe  y  asi  roguemos  á  Dios  por  él,  y  las  campanas  dóblense ;"  con  que  todavía 
he  tenido  ocasión  de  explicarles  el  purgatorío,  que  era  antes  imperceptible  para 
estos  indios. 

Habrá  como  ocho  días  se  me  vinieron  cinco  indios  de  los  retirados  y  me  dicen 
están  los  demás  en  camino  para  venirse,  sin  embargo  de  que  toparon  el  Río  abajo 
ffnuí  comodidad  de  vivir  sm  ley  de  'Dios,  que  es  lo  que  la  carne  tanto  apetece. 
Toparon  con  tres  pueblos  de  omaguas,  los  cuales  les  hicieron  mucho  agasajo. 
Setos  tales  dicen  se  me  acercan  de  miedo  del  Portugués,  que  desde  la  ciudad  de 
San  Luis  y  castillo  del  gran  Para,  donde  están  haciendo  rostro  al  Holandés,  se  han 
ettbido  á  1&  gmn  Omagua  en  busca  de  cautivos.  Asegúranme  que  vendrán  los  más, 
^pie  son  como  tres  mil  indios,  y  claro  está  que  los  trae  el  miedo  del  Portugués,  por- 
mie  á  vueltas  de  rescatar  cautivos  juzgo  les  hacen  mucho  daño.  En  todo  este  mes 
40  Junio  aguardo  aquí  la  gente  retirada  de  este  pueblo,  y  por  Agosto  juzgo  me 
fluirán  4  ver  los  omaguas  que  he  dicho,  y  puede  3er  conchabe  yo  con  ellos  se  me 
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pueblen  seis  días  de  esta  Laguna.  Lo  que  siento  muolio  es  no  tener  que  darles ; 
porque  sin  los  dones  de  hachas  y  cuchillos  ifo  se  hace  nada,  y  con  ellos  se  obra  m¿s 
que  con  las  escopetas  j  estruendos  militares.  Ho^  no  tiene  la  Misión  una  libra  de 
hierro  ni  una  onza  de  acero.  Yo  veo  que  de  Quito  es  dificultoso  venga,  j  así  há 
cerca  de  cuatro  años  aue  no  nos  envían  una  hilacha.  Las  sotanas  son  de  manta  j 
sobre  las  carnes  no  dejan  de  congojar,  aunque  con  mucho  consuelo  de  entender 
servimos  k  tan  soberano  Señor.  Ñudos  a/mat  eroemus,  dice  el  F.  San  Jerónimo,  con 
que  por  esta  parte  no  hemos  menester  más.  Lo  que  deseamos  es  tener  con  que 
proseguir  nuestras  conquistas  espirituales  y  para  eso  diré  k  Y.  B.  en  papel  aparte 
un  medio  que  me  dieron  unos  indios  de  la  jurisdicción  de  Jaén,  distantes  de  Boya 
siete  días  sólo.  Guarde  Dios  á  Y.  B.  muchos  años,  para  aumento  de  estas  sus  con- 
quistas del  Marañen  y  Amazonas.  Laguna,  y  Jumo  3  de  1681. 
S.  de  Yuestra  Beverencia— Jwaít  Lorenzo  Lucero. 

Hemos  insertado  este  largo  documento,  porque  nos  parece  muy  á  pro- 
pósito para  pintar  la  naturaleza  y  clase  de  los  trabajos  de  los  misioneros 
y  las  dificultades  que  encontraban  para  el  desempeño  fiel  de  su  misión. 
Ahora  seguiremos  enumerando  rápidamente  algunos  de  los  más  insignes 
misioneros  y  los  resultados  generales  de  sus  trabajos. 

El  P.  Raimimdo  Santacruz  abrió  el  camino  del  Ñapo  y  el  de  Pastaya, 
escribió  una  gramática  y  un  diccionario  de  la  lengua  cocama,  y  murió  en 
1662  ahogado  en  uno  de  los  afluentes  del  Marañen. 

El  P.  Enrique  Richter  redujo  los  salvajes  del  Ucayale  y  fué  muerto 
por  los  cunibos.  £1  P.  Samuel  Fritz  convirtió  á  los  omaguas,  los  fijó 
á  orillas  del  Marañón,  fundó  en  menos  de  dos  años  cuarenta  pueblos,  que 
se  extendían  desde  la  boca  del  Ñapo  hasta  la  del  Bío-Negro.  Poco 
después  el  Gobernador  del  Para  envió  una  expedición  que  se  apoderó  de 
todo  ese  territorio,  sin  que  el  Gobierno  español  hiciera  grandes  esfuerzos 
por  conservarlo. 

El  P.  Simón  Rojas  predicó  el  Evangelio  en  el  Putumayo  y  fundó  el 
pueblo  de  San  Simón,  en  el  cual  estableció  im  orden  y  una  cultura  ad- 
mirables. No  obstante,  el  Gobierno  arrebató  esa  misión  al  P.  Rojas  y  la 
erigió  en  encomienda ;  pero  los  indios  despedazaron  á  los  encomenderos, 
y  se  retiraron  á  los  bosques. 

El  P.  Juan  UUauri  evangelizó  á  los  lamas  durante  veinte  años ;  el  P. 
Andrés  Camacho  de  Popayán,  convirtió  á  los  muzatos  y  á  los  jibaros  ; 
mientras  el  P.  Luis  Coronado,  también  de  Popayán,  reducía  á  los 
payaguas,  manchados  con  la  sangre  de  muchos  misioneros. 

No  pudiendo  detenemos  á  dar  otros  detalles  relativos  á  estas  misiones, 
permítasenos  agregar  siquiera  este  dato  general.  Del  año  de  1650  al  de 
1682,  se  redujeron  treinta  y  dos  tribus  y  se  fundaron  treinta  pueblos  ; 
de  1683  á  1727,  se  redujeron  treinta  y  cuatro  tribus  y  se  fundaron 
setenta  y  cinco  pueblos;  y  de  1728  á*1768  se  redujeron  treinta  y  seis 
tribus  y  se  fundaron  varios  otros  pueblos.  Juzgúese  por  eso  sólo  cuánto 
era  el  fruto  de  los  trabajos  apostólicos  de  esos  insignes  misioneros. 

18.  Por  ese  tiempo  lundaron  los  jesuítas  dos  misiones  importantes. 
La  primera,  la  de  los  natagaimas  y  coyaimas,  tribus  numerosas,  valientes 
y  aguerridas,  que  ocupaban  cuarenta  leguas  de  llanuras  á  lo  largo  de  la 
cordillera,  en  lo  que  es  hoy  Estado  del  Tolima  La  segunda,  la  de  los 
noanamas,  chocoes  y  citaraes,  tribus  que  contaban  con  20,000  indivi- 
duos cada. una,  y  habitaban  en  el  Chocó.  Ambas  se  convirtieron  poco 
después  en  curatos  seculares,  y  la  segunda  fué  arruinada  casi  por  com- 
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pleio,  á  consecuencia  del  trabajo  de  las  íninas  impuesto  á  los  recién 
convertidos. 

19.  Pasemos  ya  á  tratar  del  principio  de  las  misiones  del  Meta.  El 
historiador  Borda  lo  reñere  asi : 

Los  jesuítas  no  reparaban  en  los  peligros :  eran  discípulos  é  imitadores  de  Javier, 
el  apóstol  de  las  Indias  Orientales.  Nuestro  eran  Arzobispo  Arias  de  Ugarte  se 
apresuró  á  secundar  sus  designios  y  en  1628  salieron  de  Santafó  cinco  misioneros 
para  los  Llanos,  los  cuales  llegaron  felizmente  á  la  cordillera,  por  caminos 
peligrosísimos,  ó  mejor  dicho  por  trochas  abiertas  en  montanas  seculares  y 
desmaderos. 

Al  trasmontar  la  Cordillera  Oriental,  descubren  los  ojos  un  océano  de  sabanas  de 
distintos  matices,  que  presentan  dos  grandes  zonas.  En  la  primera,  desde  el ' 
Ho  U{>ia  hasta  el  Uharte,  se  elevan  los  páramos  de  Toquilla  con  sus  ásperos 
y  precipitados  declives,  que  conducen  al  valle  de  las  Salinas.  Desde  el  Charte  al 
Casanare  se  alzan  las  descamadas  cimas  de  Lajas,  Pisba  y  Canoas,  dando  seno  en 
sus  quiebras  á  valles  deliciosos  que  riegan  sonantes  y  tumultuosas  aguas. 

En  estos  valles  se  detuvieron  los  misioneros. 

José  Dadey  se  encargó  del  pueblo  de  Támara,  sentado  en  una  meseta  á  1,400  pies 
sobre  el  nivel  del  mar,  la.  cual  domina  los  valles  de  Panto,  y  las  aldeas  de  Paya  y 
Fisba  en  el  valle  de  este  nombre. 

Al  P.  Di^o  de  Acuña  tocó  el  pueblo  de  Morcóte,  situado  entre  la  cordillera  y  un 
ramal  de  colinas  donde  se  fundaron  después  otros  pueblos. 

Tobalina  se  encargó  del  pueblo  de  Panto  en  el  valle  de  su  noibbre,  y  el  P.  Moliua 
del  de  Chita,  en  el  valle  de  Casanare,  no  lejos  de  la  Sierra  Nevada. 

Bajo  la  inteligente  y  bábU  dirección  de  los  jesuitas,  esas  poblaciones 
crecieron  rápidamente,  y  se  fundaron  otras  nuevas.  No  obstante, 
fueron  calumniados,  y  separados  de  las  misiones  con  gravísimo  detri- 
mento de  ellas.  Al  fin,  visto  que  ellas  marchaban  rápidamente  á  su  ruina, 
se  les  devolvieron. 

Loe  jesuitas  principiaron  por  explorar  de  nuevo  el  terreno ;  operación 
Que  ejecutaron  con  buen  *exito  los  PP.  Francisco  Jiménez  y  Francisco 
Alvarez.  En  seguida  emprendieron  la  obra  los  PP.  Alonso  de  Neira, 
Ignacio  Cano  y  Juan  Fernández  Pedroche,  quienes  ocuparon  el  pueblo 
de  Panto,  la  encomienda  de  Casanare  y  una  población  de  Tunebas. 

Las  primeras  tribus  reducidas  fueron  las  de  achaguas,  jiraras  y 
AÍrícos.  Después,  en  1662,  se  fundó  la  población  de  San  Javier  á  seis 
leguas  de  Tame,  que  era  otra  población  de  salvajes  cristianos. 

£n  seguida  emprendió  el  P.  Monteverde  la  reducción  de  los  guahivos 
y  chirícoas,  que  obtuvo  al  fin,  después  de  muchos  esfuerzos  y  penali- 
dades. Se  fundaron  dos  pueblos  :  San  Ignacio  de  los  Guahivos,  y  uno 
á  orillas  del  Ariporo. 

Supo  el  P.  Neira  que  existía  una  población  de  achaguas  á  mucha 
distancia  de  las  reducciones^  y  emprendió  una  larga  y  penoksima  expe- 
dición con  el  fin  de  hallarla.  Lo  logró  al  fin,  y  obtuvo  que  los  indios 
06  trasladasen  á  otro  punto  más  conveniente.  Así  se  fundó  San 
Joaquín  de  Atanari,  que  fué  una  importante  población. 

Por  este  tiempo  emprendieron  los  misioneros  ponerse  en  comunicación 
dilecta  con  la  Guayana;  pero  la  poca  cooperación  de  parte  de  las 
««torídades  de  esa  región  y  otros  inconvenientes  de  diverso  género 
lucieron  fracasar  tan  útU  é  importante  empresa. 

Poco  después  emprendió  el  P.  Monteverde  y  llevó  á  cabo  con  el 
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mejor  éxito  la  reducción  de  los  salivas.  No  bastando  sus  esfuerzos 
para  cultivar  t«n  abundante  viña,  vino  en  su  auxilio  el  P.  Gastan ;  j 
entre  los  dos  fundaron  en  poco  tiempo  tres  grandes  é  importantes 
poblaciones.  Desgraciadamente  esa  empresa  causó  la  muerte  á  los  dos 
misioneros,  que  murieron  víctimas  de  la  fiebre,  tan  común  y  tan  terrible  en 
esos  parajes.  Fueron  á  reemplazarlos  los  PP.  Alonso  ífeíra  y  Bernabé 
González ;  pero  habiendo  enfermado  inmediatamente,  recibieron  orden  de 
regresar  á  los  Llanos  y  la  misión  quedó  transitoriamente  abandonada. 

Cuatro  años  más  tarde  fueron  enviados  los  PP.  Ignacio  Fiol  y 
Felipe  Gómez  á  visitar  esa  misión,  y  á  adquirir  noticias  sobre  las  vastas 
regiones  del  Orinoco.  Obtenidos  los  datos  solicitados,  vino  á  traerlos  á 
Santafé  el  P.  Fiol,  y  regresó  con  un  considerable  refuerzo  de  misioneros 
europeos,  encargados  de  impulsar  seriamente  las  misiones  del  Orinoco 
y  fermentar  el  establecimiento  de  haciendas  de  ganado  y  la  mejora  y 
ensanche  de  la  agricultura.  Los  nuevos  operarios  eran  los  PP. 
Cristóbal  Radiel,  Gaspar  Beck,  Agustín  Campos  y  Julián  Vergara. 
Poco  después  marchó  á  rfeunírseles  el  P.  Ignacio  Teobast. 

Los  misioneros  fueron  recibidos  por  los  salivas  con  las  mayores 
muestras  de  regocijo  en  Tabaje  ó  Nuestra  Señora  de  los  Salivas,  donde 
el  P.  Monteverde  había  fimdado  la  primera  iglesia.  De  allí  se  dis- 
persaron á  evangelizar  los  pueblos  vecinos,  en  lo  cual  no  encontraroa 
obstáculo  ni  inconveniente  alguno.  Pronto  quedaron  arreglados  los 
pueblos  de  Adoles,  Barva,  Cusía,  Masibay,  Duma  y  Cataruben  y  se 
encargó  de  todos  ellos  el  P.  Radiel,  para  que  los  otros  pudieran 
emprender  nuevas  correrías  en  busca  de  otras  almas  que  salvar.  Des- 
graciadamente en  1684,  es  decir  el  segundo  año  de  la  misión,  se  ahogó 
al  vadear  un  río. 

Esas  misiones  tan  florecientes  y  de  tantas  esperanzas  fueron  arruinadas 
cuando  menos  se  pensaba.  Ese  mismo  año  de  1684,  el  8  de  Octubre, 
una  partida  de  caribes  sorprendió  á  la  vez  los  pueblos  de  Cataruben, 
donde  estaba  el  P.  Fiol ;  Duma,  donde  residía  el  P.  Teobast ;  y  Cusía, 
donde  habitaba  Beck.  Los  indígenas  huyeron,  y  los  caribes  marti- 
rizaron á  los  misioneros. 

Se  salvó  sólo  el  P.  Vergara,  que  se  encontraba  en  el  lugar  donde  loa 
misioneros  tenían  sus  almacenes  de  víveres,  telas  y  ornamentos.  ^Con  unos 
pocos  salvajes  emprendió  vuelta  para  Casanare,  á  donde  llegó  al  fin, 
después  de  inauditas  fatigas  y  penalidades,  en  una  marcha  de  ciento 
cinco  días. 

No  desistieron  por  eso  los  jesuítas  de  sus  misiones  de  los  Salivas. 
Ocurrieron  á  la  autoridad  en  solicitud  de  una  pequeña  escolta  de  vein- 
ticinco hombres  para  resguardo  de  la  misión ;  pero  en  lugar  de  encon- 
trar apoyo,  se  desató  contra  ellos  una  deshecha  tormenta  suscitada 
por  la  calumnia,  la  envidia  y  la  venganza. 

20.  El  Gobierno  eclesiástico,  á  cargo  de  fray  Ignacio  de  Urbino, 
nombró  visitador  al  canónigo  Pedro  de  Urretabizque,  poco  afecto  á.  la 
Compañía  de  Jesús  ;  pero  éste,  persuadido  de  la  iniquidad  de  las  acusa- 
ciones dirigidas  contra  ella,  dio  un  excelente  informe,  que  el  Arzobispo 
hizo  quemar  por  no  encontrarlo  á  la  medida  de  sus  deseos. 

Á  pesar  de  tantas  contrariedades,  los  jesuítas  no  abandonaron  absoluta 
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y  decididamente  la  misión  de  los  Salivas.  Los  PP^  Francisco 
Ubiema  y  Carlos  Panigati  los  visitaron  y  refrescaron  entre  ellos  la 
memoria  de  Cristo,  pero  pronto  murieron  por  la  escasez  y  el  mal  clima. 

Al  fin  la  Audiencia,  convencida  de  la  imp>ortancia  de  esa  misión  y  de 
la  necesidad  de  defenderla  eficazmente,  resolvió  enviar  alguna  tropa  para 
el  efecto.  Por  desgracia  se  dejó  engañar  del  capitán  Tiburcio  Medina^ 
quien  decía  que  doce  hombres  eran  bastantes  para  imponer  respeto  á  los 
caribes,  y  linoitó  á  eso  la  escolta.  Con  ella  entraron  á  las  tierras  de  los 
SáUvas  los  padres  Vicente  Loberzo  y  José  Silva,  recién  venidos  de  Eu- 
ropa, con  Alonso  Neira  y  José  Cabarte,  domiciliados  desde  tiempo  atrás 
en  las  misiones. 

Los  salivas  los  recibieron  con  frialdad^  y  costó  muchos  esfudrzos 
reducirlos  á  oír  de  nuevo  la  palabra  de  Dios.  Puede  juzgarse  cuál 
sería  la  situación  de  los  misioneros  por  las  siguientes  palabras  del  P. 
Loberzo  al  P.  Bubio,  rector  de  Santaié  : 

En  mis  correrías  llegó  mi  necesidad  á  tal  extremo,  qne  tuve  por  gran  fortana 
mantenerme  comiendo  gasanos,  ratones,  hormigas  y  lagartijas. 

Luchando  con  tantas  dificultades,  y  sobre  todo  con  el  temor  que  ins- 
piraban los  caribes,  la  colonia  no  podía  progresar.  No  obstante,  la 
Audiencia  no  quiso  aumentar  la  fuerza  del  resguardo ;  y  para  colmo  de 
males  se  suspendió  el  pago  de  raciones  á  los  soldados,  quienes  se  reti- 
raron y  dejaron  indefensa  la  misión.  Los  caribes  la  atacaron  en  el 
acto,  dieron  la  palma  del  martirio  al  P.  Loberzo  y  saquearon  las  pobla- 
ciones.   Los  demás  misioneros  escaparon  á  duras  penas. 

Una  última  tentativa  hicieron  aún  los  jesuítas  por  esa  vía»;  pero  la 
falta  de  protección  eficaz  contra  los  caribes  la  hizo  fracasar,  y  entonces 
resolvieron  los  padres  buscar  otra  vía,  la  del  Grande  Airico,  extenso 
territorio  poblado  por  numerosas  tribus. 

Principiaron  la  exploración  los  PP.  Silva  y  Cabarte,  que  estuvieron 
á  punto  de  recibir  la  palma  del  martirio  en  la  primera  aldea  de  salvajes 
que  encontraron  ;  pero  al  fin  con  grandes  esfuerzos  y  dificultades  con- 
siguieron irse  ganando  la  buena  voluntad  de  los  naturales,  y  dieron 
informe  del  resultado  obtenido  á  Santafé.  Fueron  enviados  en  seguida 
los  PPi  Neira  y  Mateo  Mimbela ;  y  entre  todos  ellos  y  algunos  otros 
que  fueron  después,  hicieron  grandes  esfuerzos  por  ensanchar  y  mejorar 
la  misión.  £1  éxito,  sin  embargo^  no  correspondió  á  sus  esfuerzos  ;  y 
después  de  siete  años  de  fatigas  y  labores,  apenas  se  habían  formado 
dos  poblaciones  de  alguna  importancia. 

21.  Principiaron  por  entonces  los  largos  y  difíciles  trabajos  que 
dieron  al  fin  por  resultado  la  reducción  completa  de  los  indios  betoyes. 
Fué  el  principal  operario  en  esa  empresa  beneficia  el  P.  José  Gumilla, 
uno  de  los  jesuítas  más  beneméritos  que  pisaron  estos  países.  El  éxito 
en  su  empresa  ñié  completo,  y  sus  neófitos,  á  pesar  de  su  habitual  pereza, 
dieron  frecuentes  ejemplos  de  virtud  y  de  piedad. 

Cupo  al  P.  Tabarte  la  dicha  de  lograr  reducir  al  fin  los  restos  de  los 
achaguas.  Fundó  con  ellos  el  pueblo  de  jSan  Juan  Francisco  Regis, 
llamado  también  Ghianapalo,  y  allí  murió  en  1724,  después  de  cuareant 
años  de  apostolado.  ^ 
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Fué  8Dce%or  suyo  el  P.  Juan  Ribero,  quien  no  sólo  conservó  sino  que 
aumentó  la  misión  con  la  fundación  de  un  pueblo  de  chiricoas,  mandado 
por  el  cacique  Chacuamare. 

22.  Nos  es  imposible  mencionar  siquiera  el  número  de  expediciones 
dirigidas  por  los  misionero^ con  el  fin  de  reducir  á  los  salvajes.  Nos 
contentaremos  con  recordar  que  sólo  el  P.  Gumilla,  después  de  la  re- 
ducción de  los  bétoyes  y  de  im  viaje  á  la  Guayana,  fundó  tres  pueblos, 
á  saber:  San  José  de  Mapoyes,  Nuestra  Señora  de  los  Ángeles  y 
Santa  Teresa  de  Tabaje.  Los  demás  misioneros  trabajaban  con  infati- 
gable celo  ;  y  bien  fuera  que  viesen  coronados  sus  esfuerzos  con  el  buen 
éxito,  como  sucedía  ordmariamente,  ó  que  después  de  innumerables 
fatigas  y  desvelos  resultara  que  trabajaban  en  terreno  árido  y  que  todo 
era  perdido,  siempre  estaban  contentos  y  siempre  trabajaban  con  el 
mismo  brío  y  con  el  mismo  ardor,  porque  sólo  tenían  en  mira  el  cum- 
plimiento de  su  deber. 

No  era  por  cierto  nuestro  país  el  único  de  los  que  pertenecían  á  la 
Corona  de  Castilla  donde  los  jesuítas  fueran  las  más  firmes  columnas  de 
las  misiones :  al  contrario,  puede  asegurarse  que  no  había  colonia 
alguna  donde  ellos  no  se  hubiesen  colocado  á  la  vanguardia  de  esa  obra 
admirable  de  verdadera  civilización  y  de  progreso  verdadero.  En  el 
Virreinato  de  Méjico,  en  la  Capitanía  general  de  Venezuela,  en  el 
Virreinato  de  Buenos  Aires,  en  el  del  Perú,  en  la  Capitanía  general  de 
Chile,  en  el  Paraguay,  en  la  Florida,  en  las  remotas  islas  Carolinas  y 
Filipinas  ;  y  no  sólo  en  los  dominios  españoles  sino  en  todas  partes,  en 
Oriente  como  en  Occidente,  en  África  como  en  Oceanía,  eran  los  jesuítas 
los  portaestandartes  del  cristianismo  y  de  la  civilización  en  su  lucha 
secular  con  la  idolatría  y  la  ignorancia. 

23.  Tanto  desprendimiento,  tanta  abnegación,  tanto  celo,  tan  firme 

Ír  bien  entendido  patriotismo,  bien  merecían  el  aplauso  de  los  pueblos  y 
a  decidida  protección  de  los  Gobiernos.  ¿  Quién  había  prestado,  en 
efecto,  y  quién  estaba  llamado  á  prestar  mejores  y  más  importantes  y 
oportunos  servicios  á  la  Iglesia  y  á  la  Patria,  que  esa  célebre  sociedad, 
semillero  admirable  de  varones  ilustres,  tanto  por  su  ciencia  como  por  su 
virtud  P  Veamos,  pues,  como  recompensó  el  Gobierno  tantos  y  tan  im- 
portantes servicios.  Nos  ló  dirá  la  pragmática  expedida  el  2  de  Abril 
de  1767  por  el  Rey  Carlos  III,  la  cual  es  la  lev  38,  título  8?,  libro  IV 
de  la  Recopilación  Castellana,  correspondiente  á  la  3%  título  26,  libro  I? 
de  la  Novísima  Recopilación,  y  dice  así  : 

Habiéndome  conformado  con  el  parecer  de  los  de  mi  Consejo  Eeal,  en  el  extra- 
ordinario que  se  celebra  con  motivo  de  las  resultas  de  las  ocurrencias  pasadas,  en 
consulta  de  29  de  Enero  de  1767,  y  de  lo  que  sobre  ella,  conviniendo  en  el  mismo 
dictamen,  me  han  expuesto  personas  del  mas  elevado  carácter  j  acreditadaexperien- 
cia ;  estimulado  de  gravísimas  causas,  relativas  á  la  obligación  en  que  me  hallo 
constituido  de  mantener  en  subordinación,  tranquilidad  y  iusticia  mis  pueblos,  y 
otras  urgentes,  justas  y  necesarias,  que  reservo  en  mi  Real  ánimo ;  usando  de  la, 
suprema  autoridad  económica  que  el  Todo  Poderoso  ha  depositado  en  mis  manos 
para  la  protección  de  mis  vasallos,  y  respeto  de  mi  Corona,  he  venido  en  mandar 
extrañar  de  todos  mis  dominios  de  España  é  Indias,  é  islas  Filipinas  y  demás 
adyacentes,  á  los  Regulares  de*la  Compañía,  así  Sacerdotes  como  Coadjutores,  á. 
Legos  que  hayan  hecho  la  primer»  profesión,  y  á  los  Novicios  que  quisieren 
seguirles ;  y  que  se  ocupen  todas   las  temporalidades  de  la  Compañía  en  mis 
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dominios :  y  para  la  ejecución  nníforme  en  todos  ellos  be  dado  plena  y  prirativa 
comisión  y  autoridad  por  otro  mi  Real  decreto  de  27  de  Febrero  al  Presidente  del 
mi  Consejo,  con  facultad  de  proceder  desde  luego  á  tomar  las  providencias  corres- 
pondientes. 

1?  Y  he  venido  asimismo  en  mandar  que  el  Consejo  haga  notoria  en  todos  estos 
reynos  la  citada  mi  Beal  determinación;  manifestando  á  las  demás  órdenes  Religiosas 
la  confianza,  satisfacción  y  aprecio  que  me  merecen  por  su  fidelidad  y  doctrina, 
observancia  de  vida  monástica,  ejemplar  servicio  de  la  Iglesia,  acreditada  instruc- 
ción de  sus  estudios,  y  suficiente  número  de  individuos  para  ayudar  á  los  Obispos  y 
Párrocos  en  el  pasto  espiritual  de  las  almas,  y  por  su  abstracción  de  negocios  de 
Grobiemo,  como  ajenos  y  distantes  de  la  vida  ascética  y  monacal 

2^  Igualmente  dará  a  entender  á  los  Reverendos  Prelados  diocesanos,  Ayunta- 
mientos, Cabildos  eclesiásticos  y  demás  estamentos  ó  cuerpos  políticos  del  reyno,  que 
en  mi  Real  persona  quedan  reservados  los  justos  y  graves  motivos  que  á  pesar  mió 
ban  obligado  mi  Real  ánimo  á  esta  necesaria  providencia,  valiéndome  únicamente 
de  la  económica  potestad,  sin  proceder  por  otros  medios,  siguiendo  en  ello  el  im- 
pulso de  mi  Real  benignidad  como  padre  y  protector  de  mis  pueblos. 

6*^  Declaro  que  si  algún  jesuita  saliere  del  estado  eclesiástico  (á  donde  se  remiten 
todos),  ó  diere  justo  motivo  de  resentimiento  á  la  Corte  con  sus  operaciones  ó 
escritos,  le  cesará  desde  luego  la  pensión  que  le  va  asignada :  y  aunque  no  debo 
presumir  que  el  cuerpo  de  la  Compañía,  faltando  á  las  mas  estrechas  y  superiores 
obligaciones,  intente  ó  permita,  que  alguno  de  sus  individuos  escriba  contra  el 
respeto  y  la  sumisión  debida  á  mi  resolución,  con  titulo  ó  pretexto  de,  apolo^s  ó 
def enserias  derigidas  á  perturbar  la  paz  de  mis  rey  nos,  ó  por  medio  de  emisarios 
secretos  conspiren  al  mismo  fin,  en  tal  caso,  no  esi)erado,  cesará  la  pensión  á 
todos  ellos. 

15.  Todo  el  que  mantuviere  correspondencia  con  los  jesuítas,  por  prohibirse 
general  y  absolutamente,  será  castigado  á  proporción  de  su  calpa. 

16.  Prohibo  expresamente,  que  nadie  pueda  escribir,  declamar  ó  conmover  con 
pretexto  de  estas  providencias  en  pro  ni  en  contra  de  ellas ;  antes  impongo  silencio 
en  esta  materia  a  todos  mis  vasallos;  y  mando,  que  á  los  contraventores  se  les 
castigue  como  reos  de  lesa  Majestad. 

No  creemos  que  haya  habido  en  el  curso  de  los  siglos  muchas  iniqui- 
dades mas  insignes  que  ésta  y  más  desastrosas  para  la  causa  de  la  civili- 
zación y  del  progreso.  Millares  de  varones  apostólicos,  que  á  costa  de 
8U  tranquilidad  y  su  reposo,  y  aun  de  su  vida  misma,  sin  miras  ni  intereses 
mundanos  de  ninguna  clase/ esparcían  la  luz  del  Evangelio  en  todas  las 
comait^as  de  la  tierra  y  echaban  los  fundamentos  de  grandes  y  poderosas 
naciones  en  los  vastísimos  territorios  ocupados  por  las  armas  españolas, 
predicando  á  la  vez  á  muchos  millones  de  subditos  obediencia,  sumisión 
y  respeto  á  su  Monarca  y  á  las  autoridades  que  lo  representaban^  son  de 
repente  expulsados  de  todos  esos  países,  y  de  muchos  otros,^  y  perse- 

S nidos  por  todas  partes  como  si  fuesen  insignes  malhechores  sobre  quienes 
ebiera  caer  con  todo  «u  peso  la  vindicta  de  las  leyes  y  la  execración  de 
los  hombres  de  bien. 

¿  Qué  razones  hubo  para  tan  monstruoso  atentado,  y  tan  insigne 
iniquidad  ?  Conveniente  es  examinarlas  una  á  una  con  la  atención  que 
merece  un  asunto  de  semejante  magnitud. 

La  primera  es  el  parecer  del  Consejo  Real  dado  con  motivo  d^  las  ocurren- 
cias pasadas.    No  expresándose  esas  ocurrencias^  no  pueden  impugnarse 


*  Casi  al  mismo  tiempo  fueron  expulsg^dos  de  los  dominios  franceses  y  de  los 
portugueses.  ^  , 
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uno  á  uno  los  fundamentos  en  que  apoyó  su  parecer  el  Consejo.  En  la 
imposibilidad  de  dar  una  respuesta  categórica,  por  no  estar  suficiente- 
mente precisado  el  cargo,  nos  limitamos  á  preguntar :  ¿  qué  ocurrencias 
pueden  justificar  nunca  el  destierro  inmediato  y  colectÍYO  de  millares  de 
nombres  destinados  única  y  exclusivamente  á  la  propagación  de  las  luces 
entre  los  salvajes  y  á  la  reforma  de  las  costumbres  tanto  entre  ellos  como 
en  las  poblaciones  cristianas  ? 

La  segunda  razón  es  el  dictamen  de  personas  del  más  elevado  carácter  y 
acreditada  experiencia.  Suponemos,  sin  embargo,  que  esas  personas  no 
serían  superiores  á  los  miembros  del  Consejo  ni  en  carácter  ni  en  expe- 
riencia. Á.  dichas  personas  podemos  hacerles  la  misma  pregunta  que 
acabamos  de  formular  para  los  del  Consejo. 

La  tercera  razón  consiste  en  gravísimas  causas  relativas  d  la  obligación 
fie  mantener  la  subórdiruicióny  tranquilidad  y  justicia  en  los  pueblos.  Era 
eso  cabalmente  lo  que  predicaban  los  jesuitas ;  de  suerte  que  desterrarlos 
para  conseguir  lo  mismo  que  ellos  predicaban,  era  en  realidad  minar  por 
sus  cimientos  el  mismo  edificio  que  se  quería  sostener  y  defender. 

La  cuarta  razón,  finalmente,  comprendía  otros  urgentes,  justos  y  nece- 
sarios motivos  que  se  reservó  el  Real  ánimo  del  clementísimo  Monarca. 
Reservados  como  están  en  el  Real  ánimo,  no  podemos  conocerlos  ni  exami- 
narlos. 

Después  de  esa  ridicula  y  miserable  exposición  de  motivos,  invoca  la 
pragmática  la  suprema  autoridad  depositada  por  el  Todo  Poderoso  en 
manos  del  Rey,  para  la  protección  de  sus  vasallos  y  respeto  de  $u  Corona. 
Que  el  poder  del  Rey  venga  de  Dios  no  lo  negamos,  porque  eso  sucede, 
con  toda  potestad.     Tampoco  negamos  que  ese  poder  se  le  naya  conferido 

Í)ara  proteger  á  sus  vaaaUos.  Mas  ¿  qué  tiene  que  ver  la  protección  de 
os  vasallos,  con  la  expulsión  de  los  jesuitas  ?  ¿  Era,  por  ventura,  una 
protección  aceptable  para  los  millones  de  vasallos  á  quienes  dirigían  los 
jesuitas  por  los  senderos  de  la  justicia  y  de  la  virtud,  el  privarlos  de 
sus  admirables  guías,  para  que  volviesen  á  extraviarse  en  las  sendas 
del  error,  hasta  sentarse  otra  vez  en  las  sombras  de  la  muerte  ? 

Viene  luego  el  decreto  de  expulsión,  y  la  orden  de  ocupar  las  tem- 
poralidades de  la  Compañía ;  es  decir,  la  orden  de  apoderarse  de  los 
bienes  que  la  piedad  y  el  reconocimiento  de  los  fieles  habían  puesto  en 
maños  de  los  jesuitas,  para  que  pudiesen  desempeñar  con  mejor 
provecho  y  más  fácilmente  sus  santas  y  augustas  funciones.  Esos 
bienes  adquiridos  por  la  Compañía  á  costa  de  la  ciencia  de  sus  sabios,  de 
las  fatigas  y  desvelos  indecibles  de  sus  misioneros,  y  de  la  sangre 
misma  de  sus  mártires,  eran  arrebatados  así  de  una  plumada,  como  si 
fuesen  fruto  de  rapiñas,  extorsiones  y  escándalos  de  aquellos  que  claman 
venganza  y  justicia  al  cielo  y  á  la  tierra. 

lío  podía  bcidtarse  al  Monarca  español  que  el  destierro  de  los  jesuitas, 
sin  fórmula  de  juicio  y  sin  motivo  alguno  justificativo,  debía  Úevar  el 
alarma  á  todas  las  demás  órdenes  rengiosas,  y  se  apresuró  por  eso  á 
tranquilizarlas,  manifestándoles  la  confianza,  satisfacción  y  aprecio  que 
le  merecían  por  su  fidelidad  y  doctrina,  observancia  de  la  vida  monástica, 
ejemplar  servicio  de  la  Iglesia,  acreditada  instrucción  en  los  estudios  y 
abstracción  de  los  negocios  del  Gobierno.     Eso  equivalía  á  decirles  á  las 
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otras  órdenes  religiosas :  *^  Á  vosotras  os  aprecio  mucho  porque  no  sois 
como  los  jesuítas^  infieles  y  traidores  á  su  Rey,  propagadores  de  malas 
doctrinas,  relajados  en  la  vida  monástica,  descuidados  en  el  servicio  de 
la  Iglesia,  negligentes  notoriamente  en  sus  estudios^  y  entrometidos 
en  las  cosas  de  gobierno  y  administración  pública/' 

Sobre  el  decreto  de  expulsión  y  la  orden  de  privar  á  la  Compañía  de 
sus  bieneSj  vienen,  pues,  la  calumnia,  el  insulto  y  el  baldón,  á  perfec- 
cionar la  obra  de  la  iniquidad,  digna  de  ser  inspirada  por  los  malignos 
espíritus.  En  realidad,  los  elogios  á  las  otras  órdenes  eran  justos  y 
merecidos ;  pero  lo  mismo  exactamente,  y  acaso  con  mayor  razón,  podía 
y  debía  decirse  de  los  jesuítas.  En  fidelidad  al  Rey  y  pureza  de 
doctrina,  todas  las  órdenes  corrían  parejas.  En  la  observancia  de  la 
vida  monástica  y  celo  por  la  causa  de  Dios  y  de  la  Iglesia,  no  había 
quien  excediera,  y  pocos  igualarían,  á  los  jesuítas :  prueba  patente  de 
ello  son  los  hechos  que  contienen  las  páginas  precedentes.  Y  por  lo 
que  hace  á  la  instrucción,  se  sabe  que  el  celo  por  ella  ha  llegado  en  los 
jesuitas  á  una  especie  de  santa  locura.  Finalmente,  su  intervención  en 
asuntos  de  gobierno  y  administración  era  nula  en  todas  partes,  salvo  en 
las  misiones  del  Paraguay,  y  en  las  de  los  Chiquitos;  pero  pronto 
veremos  que  esas  admirables  misiones  son  una  de  las  más  preciosas 
perlas  de  la  inmortal  corona  que  ciñe  las  sienes  de  .la  célebre 
Compañía. 

Repite  luego  la  pragmática  que  en  el  Real  ánimo  quedan  sepultados 
los  motivos  de  la  medida,  y  que  al  tomarla  se  dio  rienda  suelta  al 
impulso  de  la  Real  benignidad,  como  padre  y  protector  de  los  pueblos. 
Esto  equivale  á  decir  á  los  jesuitas :  '^  Salid  inmediatamente  de  mis 
reinos ;  perderéis  todos  vuestros  bienes ;  y  agradeced  que  mi  clemencia 
y  mi  benignidad  no  me  permiten  pasar  adelante  á  cosas  más  serias  y 
desagradables.''  ¿Es  tolerable  este  lenguaje,  aun  tratándose  de  una 
caa£iUa  de  bandoleros?  No  por  cierto,  pero  era  con  los  jesuitas  con 
quienes  se  usaba,  y  contra  ellos  todo  es  permitido  á  los  obreros  del  mal. 

Después  de  varias  disposiciones  de  menor  importancia,  viene  la  6?  por 
la  cual  se  prohibe  á  la  Compañía  y  sus  miembros  el  hacer  cosa  alguna 
con  el  fin  de  sincerar  su  conducta,  á  pretexto  de  que  así  era  necesario 
para  conservar  la  paz  en  los  pueblos.  ¿  No  'es  esto  reconocer  que  se 
había  engañado  miserablemente  á  los  pueblos  ;  y  que  al  saber  éstos  lo 
ocurrido^  tratarían  de  reriH^diar  la  iniquidad,  aun  comprometiendo  los 
grandes  intereáe^  vinculados  en  la  paz  pública? 

Pero  aun  no  bastal>a  eso.  Era  posible  que  hubiese  hombres  generosos 
que  quisiesen  tt>mar  á  su  cargo  la  defensa  de  las  inocentes  víctimas ;  y 
pam  ímpidirlo  se  prohibu)  tener  correspondencia  con  ellos,  y  hablar  ó 
eíícribir  cosa  alguna  en  pro  ni  en  contra ;  y  se  mandó  castigar  las  con- 
travenciones ív  esto  último,  como  delitos  de  lesa  Majestad.  Difícil  es 
llevar  la  tiranía  á  miis  alto  grado  de  exageración  y  de  iniquidad. 

Y  sin  embargo,  aqui  en  k  Nueva  Granada,  después  de  establecida  la 
Repiiblicaj  a  la  mitad  del  siglo  XIX,  siglo  de  las  luces  y  de  la  libertad, 
de  las  garantías  indisiduales  y  de  la  fraternidad,  ha  habido  un  Gobierno 
que  desentierre  ese  iní^igne  monumento  de  iniquidad,  para  aplicarlo  de 
nuevo  á  e3&  misma  Conipaiua,  vuelta  al  país  por  solicitud  expresa  y  ter- 
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minante  de  dicho  Gobierno.^  Pero  no  anticipemos  los  sucesos :  su 
turno  les  llegarái;  y  entonces  nos  ocuparemos  en  ellos  con  la  debida 
detención. 

Antes  de  pasar  adelante,  es  bueno  que  consignemos  aquí  un  documento 
que  forma  contraste  con  los  elogios  tributados  á  las  órdenes  monásticas, 
exceptuada  la  de  los  jesuitas.  Es  una  ley  expedida  por  D.  Carlos  II,  en 
Madrid,  en  virtud  de  consultas  hechas  el  9  de  Diciembre  de  1677,  el  18 
de  Diciembre  de  1678  y  el  13  de  Agosto  de  1691.  Fué  incluida  en  la 
Recopilación  de  Castilla  bajo  el  numero  4?,  título  1?,  libro  4?,  corres- 
pondiente á  la  ley  1',  título  26,  libro  1?  de  la  Novísima  Recopilación,  y 
dice  así : 

Para  el  remedio  de  reformar  y  reprimir  la  relaxacion  que  se  lamenta  en  el 
Estado  Religioso  en  la  consulta  del  año  de  1619  propuso  el  Consejo  en  general,  se 
detuviese  la  mano  en  dar  licencias  para  muchas  fundaciones  de  conventos,  y  que 
convenia  se  suplicase  á  Su  Santidad,  se  dignase  poner  Kmite  á  los  Conventoa  y  al 
número  de  Religiosos  en  «líos ;  y  para  evitar  muchos  inconvenientes  €[ue  se  reconocen 
en  la  admisión  de  Religiosos  de  menos  edad  de  la  que  parece  se  debía,  mandase  Su 
Santidad,  no  se  pudiese  dar  el  hábito  á  ninguna  persona  menor  dé  diez  y  ocho 
años,  ni  las  profesiones  hasta  veinte  cumplidos.  .  .  . 

Comparando  esta  ley  cop.  la  de  expulsión  de  los  jesuitas  se  ye  que  las 
comunidades  religiosas  se  encontraban  en  notable  estado  de  relajación  á 
fines  del  siglo  X Vil ;  y  ya  á  fines  del  XVIII  se  encontraban  en  un  estado 
brillante  y  plenamente  satisfactorio.  Eso  prueba  una  cosa  que  es,  por 
otra  parte,  evidentemente  cierta,  á  saber:  que  las  órdenes  religiosas 
pueden  relajarse  y  se  relajan  á  veces ;  y  pueden,  después  de  eso,  re- 
formarse y  recobrar  sus  antiguas  virtudes  y  sus  primitivas  austeridades. 
Los  enemigos  de  las  órdenes  religiosas  olvidan  esta  verdad  cada  vez  que 
pueden  aprovechar  la  relajación  pasajera  y  momentánea  de  un  instituto^ 
con  el  fin  de  destruirlo  de  raíz. 

En  vista  de  los  inmensos  servicios  que  prestaban  los  jesuitas  al 
Gobierno  español,  y  del  rigor  de  las  medidas  tomadas  contra  ellos,  se 
ocurre  naturalmente  esta  pregunta :  ¿  cuál  fué  la  verdadera  causa  que 
motivó  semejantes  medidas  P    Para  contestar  esta  cuestión,  insertaremos 

lo  que  sobre  el  particular  dice  el  historiador  Borda. 

• 

En  vano  quiere  hacerse  á  los  jesuitas  responsables  de  su  caída :  los  escritores 
protestantes  Ranke,  Schoell  y  Adam  han  descubierto  las  maquinaciones  de  los 
hombres  que  quisieron  perderlos.  Carlos  III  era  un  príncipe  católico  y  amigo  del 
proceso,  que  sólo  podía  i;jealizar  el  plan  de  los  anticatólicos  impulsado  por  algún, 
motivo  extraordinario.  "Desde  1764,  dice  Schoell,  el  duque  oe  Ohoiseul  había 
expulsado  á  los  jesuitas  de  Francia  y  hasta  en  España  perseguía  á  esta  orden.  Se 
emplearon  todos  los  medios  de  hacerla  un  objeto  de  temor  para  el  Rey,  j  lo  con- 
siguieron al  fín  con  una  calumnia  atroz.  Asegúrase  que  pusieron  4  su  vista  una 
pretendida  carta  del  P.  Ricci,  Greneral  de  los  jesuitas,  de  cuya  fabricación  ea 
acusado  el  duque  de  Ghoiseul;  carta  por  la  cual  el  dineral  había  anunciado  á 
su  corresponsal  que  había  logrado  juntar  documentos  que  probaban  indisputa- 
blemente que  Carlos  III  era  hijo  adulterino.  Causó  tal  impresión  al  Rey  esta, 
absurda  invención,  q^ue  se  dejó  arrancar  la  orden  de  expulsar  á  los  jesuitas.*  De 
ahí  nació  ese  silencio  sombrío  en  (jue  se  encerró  Carlos  III;  de  ahí  esa  cruel- 
dad con  que  no  respetó  á  jefes  ni  á  subditos ;  de  ahí  esa  sentencia  de  muerte. 


El  Gobierno  era  el  mismo,  aunque  los  gobernantes  fderan  distintos* 
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á  k)s  que  no  obedeciesen  su  pragmática,  a  los  que  abriesen  los  pliegos  del  extraña- 
miento antes  del  día  fijado,  á  los  que  pusiesen  el  menor  obstáculo  a  la  ejecución  de 
su  Toluntad,  y  lo  que  parece  increíble  á  los  que  se  atreviesen  á  hablar  6  á  escribir 
en  contra  de  sus  decisiones.  Pero  como  la  verdad  siempre  triunfa,  aquellas 
importunas  se  descubrieron,  por  desgracia  cuando  ya  no  babia  remedio.  El  pro- 
testante Juan'  de  Muller  escribe ;  **  Bueno  es  añadir  aquí  una  particularidad 
interesante  á  la  historia,  de  los  medios  empleados  para  perder  á  la  Compañía  de 
Jesús  totalmente  en  el  espíritu  de  Carlos  III.  Fuera  de  la  pretendida  carta  del 
P.  Bicci,  hubo  otras  piezas  supuestas,  y  entre  estas  j>ieza6  mentirosas,  una  carta 
en  que  se  había  imitcLdo  perfectamente  la  letra  de  un  jesuita  italiano  que  contenía 
invectivas  sangrientas  contra  el  Golñerno  español.  Por  las  instancias  que  hacía 
Clemente  XTII  para  tener  algunas  pruebas  de  convicción  que  lo  ilustrasen  le  fué 
enviada  la  carta.  Entre  los  que  fueron  encargados  de  examinarla,  se  encon- 
traba Pío  VI,  entonces  simple  prelado.  Al  examinarla  notó  desde  luego  que  el 
papel  era  de  fóbrica  española,  y  le  pareció  extraordinario  que  para  escribir  de  Koma 
se  nubiera  ido  á  buscar  papel  en  España.'  Mirando  más  de  cerca  y  á  toda  luz, 
descubrió  que  el  papel  no  sólo  llevaoa  el  nombre  de  una  fábrica  española,  sino 
también  la  fecha  del  año  en  que  había  sido  hecho.  Pues  bien !  esta  fecha  era  dos 
años  posterior  á  la  de  la  carta,  de  donde  se  se^ía  que  la  carta  había  sido  escrita 
en  aquel  papel  dos  años  antes  de  que  él  existiese.  La  impostura,  la  falsificación 
era  maninesta ;  pero  ya  el  golpe  estaba  dado  en  España."  Esto  mismo  fué  lo 
que  más  tarde  dijo  su  nieto  Femando  YII  con  las  sig^entea  palabras,  según  dice 
D.  Francisco  Gurtiérrez  do  la  Huerta  en  su  exposición  y  dictamen  sobre  U 
conveniencia  de  restablecer  la  Compañía  de  Jesús :  **  Esta  Sociedad  fué  expulsada 
á  perpetuidad,  en  virtud  de  una  medida  arrancada  por  sorpresa  y  por  los  manejos 
más  artificiosos  y  más  inicuos  á  su  magnánimo  y  piadoso  abuelo  el  Rey  Carlos  III." 

No  se  declararon  satisfechos  los  enemigos  de  los  jesuítas  con  verlos 
expulsados  de  todos  los  dominios  españoles,  franceses  y  portugueses. 
Llevaron  adelante  sus  miras  de  iniquidad,  hasta  que  obtuvieron  del  Papa 
Clemente  XIV  que  los  extinguiese,  como  lo  hizo  por  breve  de  21  de 
Julio  de  1773.  Con  esa  medida  se  dio  un  golpe  terrible  á  las  misiones ; 
pues  el  vacio  que  dejó  esa  poderosa  falange  de  habilísimos  obreros,  era 
imposible  de  llenar,  á  pesar  de  los  heroicos  esfuerzos  que  con  tal  fin 
hicieron  las  demás  órdenes.  Ese  breve  fué  promulgado  como  ley  del 
fieino  por  real  decreto  de  2  de  Septiembre  de  1773,  y  cédula  del  Consejo 
de  16  del  mismo ;  todo  lo  cuál  consta  en  la  ley  4?,  título  26,  libro  1?  de 
la  Novísima  Recopilación. 

24.  Dijimos  antes  que  los  jesuítas  no  tomarop  parte  en  el  gobierno  y 
administración  de  ninguna  de  las  colonias,  salvo  en  las  misiones  del  Para* 
goay  y  de  los  Chiquitos ;  de  donde  se  deduce  rectamente  que  el  car^ 
que  en  este  particular  se  les  hizo,  no  tiene  otro  fundamento  que  ese  solo 
hecho,  que  conviene  examinemos  detenidamente.  Nada  mejor  podemos 
hacer  al  efecto  que  insertar  una  página  en  que  pinta  las  misiones  del 
Paraguay  con  admirable  fidelidad  el  célebre  autor  de  El  Oenio  del  Cris* 
tíámimto.    Dice  así :  . 

Los  primeros  salvajes  qne  se  reunieron  á  la  voz  de  los  jesuítas  fueron  los 
l^oarinis,  pueblos  esparcidos  por  las  orillas  del  Paranape,  del  Pirape  y  del 
umgoay.  Establecieron  un  lagar  bajo  la  dirección  de  los  PP.  Maceta  y 
Cataldino,  cuyos  nombres  es  justo  conservar  entre  los  muchos  bienhechores  de 
loe  hombres.  Aquel  lugar  se  donominó  Loreto,  y  en  lo  sucesivo,  según  se  iban 
«rigiendo  iglesias  indianas,  se  comprendieron  todas  con  el  nombre  general  de 
Jímuciones.  Estas  llegaron  hasta  treinta  en  pocos  años  y  formaron  entre  sí 
aquella  República  criatiema  que  parecía  una  reliquia  de  la  antiguidad  descubierta 
en  el  Nuevo  Mundo,  confirmando  á  nuestros  ojos  la  verdad  tan  conocida  de  Boma 

uiyiii-/t;u  uy  -^..^-j  v_y  x_-' ^t  i. v- 


lio  COMUNIDADES   EELIGTOSAS, 

y  de  la  Grecia,  qne  con  la  religión  y  no  con  principios  abstractos  de  filosofía,  es 
como  se  civilizan  los  hombres  y  se  fundan  los  imperios. 

Cada  villa  6  lugar  era  gobernado  por  dos  misioneros  que  dirigían  los  negocios 
espirituales  y  temporales  de  las  pequeñas  repúblicas.  Ningún  extranjero  podía 
permanecer  en  ellas  más  de  tres  días,  y  para  evitar  toda  intimidad  que  hubiese 
podido  corromper  las  costumbres  de  los  nuevos  cristianos,  estaba  prohibido 
aprender  la  lengua  española,  aunque  los  neófitos  sabían  leerla  y  escribirla 
correctamente. 

En  cada  Eeducción  había  dos  escuelas :  la  t^na  para  los  primeros  elementos  de 
las  letras,  y  la  otra  para  la  danza  y  la  música.  Este  último  arte,  que  servía  tam- 
bién de  fundamento  á  las  leyes  de  las  antiguas  repúblicas,  se  cultivaba  con  parti- 
cularidad por  los  guarinis,  los  cuales  sabían  hacer  órganos,  flautas,  guitarras  é 
instrumentos  de  guerra. 

Cuando  un  niño  había  llegado  a  la  edad  de  siete  años,  los  dos  religiosos  estudia- 
ban su  carácter  y  si  parecía  á  propósito  para  los  oficios  mecánicos,  se  le  ponía  en 
uno  de  los  talleres  de  la  Beducción,  y  en  aquel  mismo  á  que  era  inclinsído.  De 
este  modo  llegaba  á  ser  platero,  dorador,  carpintero,  tejedor  etc.  En  aquellos 
talleres  habían  sido  jesuítas  los  primeros  maestros,  habiendo  aprendido  estos 
padres  expresamente  las  artes  útiles  para  enseñarlas  á  los  indios,  sin  necesidad  de 
tener  que  valerse  de  persona^  extrañas. 

Los  jóvenes  que  preferían  la  agricultura  eran  alistados  en  el  gremio  de  los 
labradores,  y  los  que  conservaban  aún  algo  del  genio  vagabundo  de  su  primera 
vida,  eran  destinados  á  guardar  ganados. 

Las  mujeres  trabajaban  separadas  de  los  hombres,  dentro  de  sus  moradas.  Al 
principio  de  cada  semana  se  les  distribuía  cierta  cantidad  de  lana  y  algodón,  que 
debían  entr^^r  hilado  el  sábado  por  la  noche,  y  en  los  ratos  libres  se  ocupaban 
también  en  las  labores  del  campo,  según  lo  que  sus  fuerzas  permitían. 

No  habiendo  mercados  públicos  en  los  nuevos  lugares,  en  ciertos  días  deter- 
minados se  daba  á  cada  ramilia  lo  más  necesario  para  subsistir,  y  uno  de  los 
misioneros  cuidaba  de  que  las  porciones  fuesen  proporcionadas  al  número  de  los 
individuos  que  habitabaii  en  cada  barraca. 

Emprendían  y  dejaban  el  trabajo  á  son  de  campana,  cuyo  primer  toque  se  daba 
al  rayar  el  alba.  Inmediatamente  se  reunían  los  niños  en  la  iglesia,  y  comenzaban  su 
concierto  matutino,  que  duraba  como  el  de  los  pajarillos  hasta  salir  el  sol.  Hombres 
y  mujeres  asistían  toaos  á  oír  misa  y  acabada  ésta,  iban  á  ocuparse  en  sus  tareas. 
Al  ponerse  el  sol  llamaba  otra  vez  la  campana  á  los  nuevos  ciudadanos  al  altar  y 
rezaban  en  voz  alta  la  oración,  cantando  á  dúo  un  largo  cántico. 

El  terreno  estaba  dividido  en  muchas  suertes,  y  cada  familia  cultivaba  una  de 
ellas  para  su  manutención.  Había  además  un  campo  público  llamado  la  posesión 
de  Dios,  y  los  frutos  de  estas  tierras  comunes  estaban  destinados  á  rem^iar  las 
escaseces  por  las  malas  cosechas,  á  socorrer  á  las  viudas,  los  huérfanos  y  los  im- 
pedidos, V  aun  también  para  los  gastos  de  guerra.  Si  quedaba  alguna  cosa  del 
tesoro  publico,  al  cabo  del  año  se  aplicaba  este  excedente  á  los  gastos  del  culto» 
y  se  rera,jaba  el  tributo  del  escudo  de  oro  que  cada  familia  pagaba  al  Rey  de  España. 

Un  oocúm^  ó  jefe  de  guerra,  un  corregidor  para  la  administración  de  justicia, 
unos  regidores  y  alcaldes  para  la  poligia  y  dirección  de  los  trabajos  públicos, 
formaban  el  cuerpo  militar,  civil  y  político  de  las  Beducdoyies.  Todos  estos  magis- 
trados eran  nomorados  por  la  junta  general  de  los  ciudadanos ;  mas  parece  que 
habían  de  elegirse  precisamente  del  número  de  los  sujetos  propuestos  por  los 
misioneros,  ley  que  rué  tomada  del  Senado  y  del  pueblo  romano.  Había  además 
un  jefe  Uamado  fiscal,  especie  de  censor  público  elegido  por  los  ancianos,  el  cual 
llevaba  un  registro  de  los  hombres  aptos  para  tomar  las  armas.  Un  teniente  cuidaba 
de  los  niños,  los  guiaba  á  la  iglesia,  los  acompañaba  á  las  escuelas,  llevando  en  la 
mano  una  vara  larga,  y  daba  cuenta  á  los  misioneros  í  de  cuanto  había  observado 
acerca  de  las  costumbres,  el  carácter,  las  cualidades  y  los  defectos  de  sus  discípulos. 

Finalmente  el  lugar  estaba  dividido  en  muchos  cuarteles,  y  cada  cuartel  tenía  un. 
celador.  Como  los  indios  son  naturalmente  indolentes  y  desidiosos,  había  nn 
jefe  de  agricultura  encargado  de  reconocer  los  arados  y  de  obligar  á  las  cabezas  de 
familia  á  sembrar  sus  tierras. 
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Gnando  algtmo  inflingía  las  leyes,  la  primera  falta  era  castigada  con  una  repren- 
sión secreta  de  los  misioneros,  la  se^nda  con  nna^  penitencia  pública  á  la  puerta 
de  la  iglesia,  como  lo  hacían  los  primitivos  fíeles,  y  la  tercera  con  la  pena  de  azotes. 
Pero  es  admirable  que  en  el  espacio  de  siglo  j  medio  que  ha  durado  esta  Eepública, 
apenas  se  encuentre  un  ejemplar  de  que  un  indio  haya  sufrido  este  último  castigo. 
Todas  sus  faltas  son  faltas  de  niños,  dice  el  !P.  Charlevoix ;  y  lo  son  toda  su  vida 
en  muchas  cosas,  y  tienen  por  otra  parte  todas  sus  buenas  cualidades. 

Los  perezosos  eran  condenados  á  cultivar  una  porción  del  campo  común,  y  de 
esta  suerte,  mediante  una  sabia  economía,  se  había  conseguido  convertir  en  bene- 
ficio de  la  prosperidad  pública  hasta  los  defectos  de  aquellos  hombres  inocentes. 

Para  evitar  el  libertinaje,  se  tenía  particular  cuidado  de  casar  muy  temprano  á 
.  los  jóvenes :  las  mujeres  que  no  tenmn  hijos  vivían  retiradas  durante  la  ausencia 
de  sus  maridos,  en  una  casa  particular  llamada  Gasa  de  Refugio  j  ambos 
sexos  estaban  separados  casi  del  mismo  modo  que  en  las  repúblicas  griegas,  y 
tenían  bancos  distintos  en  la  iglesia,  y  puertas  diferentes  por  donde  salían  sin 
confundirse. 

Todo  estaba  arreglado,  hasta  el  vestido  que  convenía  á  la  modestia,  szd  oponerse 
á  las  gracias.  '  Las  mujeres  llevaban  una  túnica  ceñida  por  la  cintura,  las  piernas 
y  los  brazos  desnudos,  y  el  cabello  suelto,  sirviéndoles  de  velo. 

Los  hombres  vestían  como  los  antiguos  castellanos,  y  cuando  se  ponían  a  trabajar, 
cubrían  aquel  noble  traje  con  un  saco  de  color  de  púrpura. 

Los  españoles,  y  más  aún  los  portuguesas  del  jBrazil,  hacían  correrías  por  las 
tierras  de  la  RepúhUca  cristia/na,  y  arrebataban  frecuentemente  algunos  desgraciados 
para  reducirlos^  á  la  esclavitud,  hjósta  que  los  jesuítas,  resueltos  a  poner  fin  á  este 
salteamiento,  á  foerza  de  representaciones  consiguieron  permiso  de  la  Corte  de 
Madrid  para  armar  á  sus  neóntos.  Se  proporcionaron  los  primeros  materiales  para 
construir  armas,  establecieron  fundiciones  de  cañones  y  molinos  de  pólvora,  y 
adiestraron  en  los  ejercicios  militares  é,  los  que  se  veían  más  amenazados.  Todos 
los  lunes  se  ejercitaba  una  milicia  organizada jpara  maniobrar  y  pasar  revista  delante 
de  xm  cacique,  en  lo  cual  había  premios  señalados  x>ara  los  oaUesteros,  lanceros» 
honderos,  artilleros  y  arcabuceros.  Volvieron  los  portugueses,  y  entonces  en 
lugar  de  labradores  tímidos  y  dispersos,  encontraron  batallones  que  los  derrotaron 
arrojándolos  hasta  el  pie  de  sus  baluartes.  Observóse  que  aquella  tropa  nunca 
volvía  atrás,  y  que  se  reunía  con  orden  bajo  el  fuego  enemigo.  Tenía  también  tal 
ardor  que  se  exaltaba  en  los  ejercicios  miutares,  y  muchas  veces  era  preciso  hacer 
descanso  por  temor  de  alguna  desgracia. 

Observábase,  pues,  en  el  Paraguay  un  Estado  que  no  tenía  los  riesgos  de  una 
constitución  enteramente  militar,  como  la  de  Lacedemonia,  ni  los  inconvenientes 
de  una  sociedad  enteramente  pacífica,  como  la  fraternidad  de  los  cuákeros.  Estaba 
resuelto  el  problema  político,  pues  se  encontraban  allí  reunidas  la  agricultura  que 
fonda,  y  las  armas  que  conservan,  siendo  los  guarinis  cultivadores  sin  tener  esclavos, 
7  gnerreros  sin  ser  feroces :  inmensas  y  subhmes  ventajas  que  se  debían  á  la  reli^ón 
erutíana,  y  de  que  no  habían  podido  gozar  bajo  el  politeísmo  ni  los  griegos  ni  los 


Este  sabio  medio  se  observaba  en  todas  partes :  la  República  crisUoñía  no  era 
dbsohitamente  agrícola,  ni  del  todo  dedicada  a  la  guerra,  ni  enteramente  privada  de 
huí  letras  y  del  comercio ;  tenía  un  poco  de  todo,  y  particularmente  abundancia 
de  fiestas.  No  siendo  tétrica  como  Esparta,  ni  frivola  como  Atenas,  el  ciudadano 
no  se  veía  agobiado  del  trabajo,  ni  absorbido  ó  dominado  del  placer.  En  suma, 
los  misioneros,  reduciendo  la  midtitud  á  las  primeras  necesidades  de  la  vida,  supieron 
¿xstinguir  entre  la  grey  los  niños  que  la  naturaleza  había  indicado  para  más  altos 

Pieos.  Así  como  Platón  lo  aconseja,  pusieron  con  separación  á  los  que  descu- 
i  ingenio,  para  dedicarlos  al  estudio  de  las  ciencias  y  de  las  letras.  Estos 
\  escogidos»  que  se  Uámaban  la  Gon^egación,  eran  educados  en  una  especie  de 
lario»  y  sujetos  á  la  ri^dez  del  silencio,  del  retiro  v  de  los  estudios  de  los 
fliwiípiílnn  de  Pitágoras.  Bemaba  entre  ellos  una  emulación  tan  grande,  que  sólo 
Ift  amenaza  de  ser  despedido  y  enviado  á  las  escuelas  públicas,  bastaba  para 
ledneír  un  alumno  á  la  desesperación.  De  esta  reunión  excelente  habían  de  salir 
IB  db  los  sacerdotes^  los  magistrados  y  los  héroes  de  la  Patria. 
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Los  pueblos  ó  lugares  de  las  Reducciones  ocupaban  un  territorio  muy  extenso, 
generalmente  á  las  orillas  de  un*río,  y  en  un  sitio  ameno  y  fértil. 

Las  casas  eran  uniformes,  de  un  solo  piso,  construidas  de  piedras,  y  las  calles 
anchas  y  tiradas  á  cordeL  En  el  centro  de  la  población  estaba  la  plaza  pública, 
formada  por  la  iglesia,  la  casa  de  las  misiones,  el  arsenal,  el  granero  común  6  pósito, 
la  casa  de  refugio  y  el  hospicio  para  los  extranjeros.  Las  iglesias  eran  muy  bellas 
y  sus  paredes  muy  adornadas  con  cuadros,  cuyos  intervalos  se  veían  cubiertos  de 
graciosos  festones  de  follaje.  En  los  días  festivos  se  rociaba  la  nave  con  a^uas 
olorosas,  y  el  pavimento  del  santuario  estaba  cubierto  de  flores  de  lianas  deshojadas. 

Á  espaldas  del  templo  se  hallaba  el  cementerio,  que  formaba  un  cuadrilongo 
cercado  de  paredes  de  altura  hasta  el  pecho,  con  una  calle  de  palmeras  y  cipreces 
al  rededor,  y  dividido  en  su  longitud  por  otras  calles  de  cidros  y  naranjos,  de  las 
cuales  la  de  enmedio  iba  4  parar  á  una  capilla,  donde  se  celebraba  todos  los 
lunes  una  misa  de  difuntos. 

Las  calles  del  lugar  daban  &  unas  alamedas  hermosísimas  de  frondosos,  altos  y 
corpulentos  árboles,  las  cuales  llegaban  hasta  otras  cabillas  erigidas  en  el  campo 
y  que  se  veían  de  frente :  en  estos  monumentos  religiosos  terminaban  las  pro- 
cesiones en  los  días  más  solemnes. 

El  domingo,  después  de  misa,  se  formalizaban  los  esponsales,  se  celebraban  los 
matrimonios,  y  por  la  tarde  se  bautizaba  á  los  catecúmenos  y  los  niños,  cuyos 
bautizos  se  hacían  como  en  la  primitiva  Iglesia,  con  las  tres  inmersión^,  los 
cánticos  y  la  veste  de  lino.  • 

Anunciábanse  las  principales  fiestas  de  la  religión  con  una  pompa  exteaordi- 
naria.  La  víspera  se  hacían  iluminaciones  en  demostración  de  regocijo,  se 
encendían  hogueras  y  los  muchachos  bailaban  en  la  plaza  principal.  Él  día 
siguiente  al  amanecer  se  presentaba  la  milicia  armada  v  el  cacique  que  la  capi- 
taneaba iba  montado  en  un  soberbio  caballo,  andando  bajo  un  dosel  que  llevaban 
dos  oficiales  uno  á  cada  lado.  Á  medio  día,  concluidos  los  divinos  oficios  se  daba 
on  banquete  á  los  extranjeros^  si  se  encontraban  algunos  en  la  Bepública,  y  se 
permitía  beber  un  poco  de  vino.  Por  la  tarde  había  carreras  de  sortija,  presididas 
por  dos  misioneros  que  distribuían  los  premios  á  los  vencedores,  y  al  anochecer 
haciéndose  la  señal  de  retirada,  las  familias,  felices  y  pacificas,  iban  á  gozar  de 
las  dulzuras  del  sueño. 

En  el  centro  de  aquellos  bosques  salvajes,  en  medio  de  aquel  reducido  pueblo 
antiguo,  la  tiesta  del  Santísimo  Sacramento  en  particular,  presentaba  un  espectá- 
culo majestuoso  y  extraordinario.  Los  jesuítas  nabían  introducido  allí  las  danzas 
al  estilo  de  los  griegos,  porque  nada  tenían  que  temer  con  respecto  á  las  costumbre?, 
entre  unos  cristianos  de  tan  grande  inocencia. 

Con  un  Gobierno  tan  paternal  y  tan  análogo  al  genio  sencillo  y  pomposo  del 
salvaje,  era  muy  natural  que  los  nuevos  cristianos  fueran  los  hombres  mas  nuros 
y  felices  de  ac[uella  edad.  La  variación  de  sus  costumbres  era,  pues,  un  mua^n^ 
obrado  á  la  vista  del  Nuevo  Mundo,  donde  se  veían  transformados  en  un  espíritu 
de  dulzura,  de  paciencia  y  de  castidad,  aquel  espíritu  de  crueldad  y  de  venganza  y 
aquel  abandono  con  que  se  entregaban  á  los  vicios  más  groseros  que  caracterizan 
á  las  hordas  ó  cuadrillas  indianas.  Juzgúese  de  sus  virtudes  por  la  expresión 
sencilla  del  Obispo  de  Buenos  Aires :  *^  Señor,  escribía  á  Fehpe  Y,  en  estos 
pueblos  numerosos,  compuestos  de  indios  naturalmente  propensos  á  todo  género 
de  vicios,  reina  una  inocencia  tan  grande,  que  no  creo  le  cometa  entre  eUos  ni  un 
solo  pecado  mortal." 

Entre  los  salvajes  cristianos  no  se  veían  procesos  ni  disensiones ;  no  se  conocía 
aquello  de  íwyo  y  mió ;  porque,  como  observa  Charlevoix,  el  estar  siempre  dis- 
puesto á  compartir  con  el  menesteroso  lo  que  uno  tiene,  es  verdaderamente  no 
tener  nada  propio.  Provistos  abundantemente  de  todo  lo  indispensable  ó  necesario 
para  vivir,  gobernados  por  los  mismos  hombres  que  los  habían  sacado  de  la  bar- 
barie y  á  quienes  miraban  con  razón  como  una  especie  de  divinidad,  gozando 
en  el  seno  de  sus  familias  y  en  su  patria  de  los  mas  dulces  sentimientos  de  la 
naturaleza,  conociendo  las  ventajas  de  la  vida  civil  sin  haber  dejado  el  desierto,  y 
los  atractivos  de  la  sociedad  al  mismo  tiempo  que  conservaban  los  de  la  soledad, 
aquellos  indios  podían  gloriarse  de  que  gozaban  de  una  felicidad  sin  ejemplo 
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hasta  entonces  en  la  tierra.  La  hospitalidad,  la  amistad,  la  jasticia  y  las  tiernas 
virtudes,  salían  naturalmente  de  sus  corazones  al  oír  la  palabra  de  la  religión, 
semejantes  á  loe  olivos,  que  dejan  caer  su  maduro  fruto  al  apacible  soplo  del  fresco 
ambiente.  .  •  . 

Tal  es  el  testimonio  de  la  historia ;  y  en  vista  de  él  puede  asegurarse, 
sin  nesgo  de  equivocación,  que  los  indígenas  de  las  reducciones  del 
Paraguay  formaron  el  pueblo  más  feliz  y  más  sabiamente  gobernado '  de 
cuantos  han  existido  en  la  tierra^  y  que  eso  fué  debido  á  la  circunstancia 
de  que  el  gobierno  hubiese  sido  confiado  absolutamente  á  los  jesuitas.  Lo 
propio  sucedió  con  los  pueblos  de  los  Chiquitos. 

Lo  repetimos  :  sólo  en  las  misiones  del  Paraguay  y  de  los  Chiquitos 
tomaron  intervención  los  jesuitas  en  el  gobierno  temporal,  y  el  resultado 
filé  convertir  esas  regiones  afortunadas  en  un  edén  delicioso^  tal  como 
no  se  ha  visto  otro  semejante  en  el  mundo.  ¿  Por  qué,  pues,  se  habla  de 
8u  ambición  y  de  su  espíritu  de  dominación  sobre  los  pueblos  y  sobre  los 
gobiernos  ?  ¿  No  debiera  lamentarse  más  bien  el  que  todos  los  pueblos 
de  la  tierra  no  disfruten  del  beneficio  de  tener  gobiernos  tan  admirables 
como  ésos  ? 

Ya  que  hemos  visto  el  brillante  estado  de  estas  cristiandades,  no  se 
llevará  á  mal  que  hagamos  conocer  los  resultados  producidos  en  ellas  por 
la  expulsión  de  los  jesuitas.  Al  efecto  insertaremos  ima  página  de  un 
viajero  francés,  M.  Alcide  d^  Orbigny,  que  visitó  el  centro  de  la  AmSrica 
meridional  en  1828. 

Expulsados  los  jesuítas  era  preciso  reemplazarlos.  Se  destinaron  al  Paraguay 
religiosos  de  la  orden  de  mendicantes  y  administradores  seculares.  Entre  los 
Chiquitos,  el  Obispp  de  Santa  Cruz  de  la  Sierra^  redactó  el  15  de  Septiembre  de 
1768  un  reglamento  por  el  cual  un  cura  .  .  .  debía  reemplazar  á  los  jesuitas  de 
cada  misión.  .  .  .  Las  cosas  siguieron  así  hasta  1789  en  que  se  colocó  en  cada 
mifflÓD,  como  en  el  Paraguay,  un  secular  encargado  de  la  administración.  .  .  . 
Extraños  &  la  lengua  de  la  provincia  y  á  las  formas  administrativas  seguidas  hasta 
entoncest  los  nuevos  agentes  dejaron  las  cosas  como  estaban  antes.  ...  Se  debe  á 
esa  sabia  medida  ...  la  conservación  de  las  misiones  de  los  Chiquitos.  .  .  . 

.  .  .  En:  el  Paraguay,  donde  Bucareli  (Virrey  de  Buenos  Aires)  estableció  un 
Gobierno  diferente  del  de  los  jesuitas  ...  los  indios  comenzaron  á  dispersarse  en 
las  florestas;  y  en  1801  había  ya  98,388  habitantes  menos  que  en  1767.  En 
1828  ya  no  encontró  yo  en  el  lugar  de  esas  opulentas  misiones,  objeto  de  envidia 
de  los  Grobemadores  y  de  los  Obispos  y  materia  de  crítica  de  los  filósofos  del 
último  siglo,  sino  florestas. 

Entre  nosotros  los  resultados  fueron  semejantes.  Las  misiones,  que 
tan  florecientes  estaban  y  que  parecían  destinadas  á  convertir  en  grandes 
emporios  de  riqueza  y  de  población  la  inmensa  extensión  desierta  de 
naestro  suelo^  se  arruinaron,  y  no  hubo  quien  pudiese  sostenerlas  ni 
restablecerlas. 

26.  Para  terminar  este  capítulo,  haremos  una  rápida  enumeración  de 
las  leyes  dictadas  especialmente  para  las  Indias  en  lo  ;relatÍYO  á  las 
comunidades  religiosas. 

La  más  antigua  de  que  tenemos  noticia  es  la  ley  2%  título  3?,  libro 
1?  de  la  Recopilación  de  Indias,  expedida  en  Valladolid  por  Felipe  II  y 
la  "Beina  Gobernadora  en  1556,  por  la  cual  se  dispuso  que  no  se  ocupase 
can  ningún  monasterio  más  del  terreno  necesario ;  y  que  si  había  exceso 
se  aplicase  para  otra  fundación.  ^  t 

Digitized  by  VjOOQlC 


114  COMUNIDADES    RELIGIOSAS, 

El  mismo  Felipe  II  ordenó  en  Madrid,  año  de  1563,  y  en  Aranjuez, 
año  de  1568,  que  los  monasterios  se  construyesen  á  costa  de  los 
encomenderos,  inclusive  la  real  Corona;  y  que  los  indios  también 
ayudasen  ;  pero  no  fijó  el  monto  del  auxilio.  Esas  disposiciones  forman 
la  ley  4',  título  3?,  libro  1?  de  la  Eecopilación  de  Indias. 

El  mismo  Rey  dispuso  en  Madrid,  año  de  1573,  que  en  los  capítulos 
de  presentaciones  para  los  curas  de  las  doctrinas  se  estipulara  expresa-  , 
mente  que  si  se  daba  lugar,  conforme  á  derecho,  á  que  se  privase  á  los 
religiosos  de  la  doctrina  6  curato,  perderían  el  monasterio  construido,  y 
sería  para  la  iglesia  parroquial.  Esa  orden  fué  más  tarde  la  ley  24 
título  15,  libro  1?  de  la  Recopilación  de  Indias. 

Atento  el  mismo  Rey  D.  Felipe  II  á  que  los  religiosos  carecían  de 
recursos  en  América,  y  que  debían  dedicar  todo  su  tiempo  á  la  evangeli- 
zación  de  los  salvajes,  dispuso  en  San  Lorenzo,  año  de  1588,  que  á  cada 
convento  que  se  fundase  se  le  diesen  un  ornamento  completo,  un  cáliz  con 
patena  y  una  campana.  Esa  concesión  fué  ratificada  por  D.  Felipe  IV. 
en  la  ley  5%  título  3?,  libro  1?  de  la  Recopilación  de  Indias. 

Viene  en  seguida,  en  orden  cronológico,  la  ley  1%  título  3?,  libro  1?  de 
dicha  Recopilación,  que  parece  ser  el  resumen  de  las  disposiciones  dictadas 
sobre  erección  de  conventos  por  D.  Felipe  II  en  Madrid,  años  de  1591  y 
1594  ;  D.  Felipe  III  en  Madrid,  año  de  1608,  y  en  Lisboa,  año  de  1619 ; 
D.  Felipe  IV,  años  de  1635  y  1653.  Dicha  ley  recomienda  que  se  cons- 
truyan todos  los  conventos  que  sean  necesarios,  pero  ordena  que  se 
pida  previamente  el  respectivo  permiso ;  y  como  si  temiera  que  se 
pudiesen  cometer  abusos  más  ó  menos  considerables,  dispuso  terminante- 
mente que  fuesen  demolidos  todos  •  aquellos  que  se  edificasen  sin  el 
previo  permiso  de  la  Corona. 

Tuvieron  los  Reyes  pleno  derecho  para  dictar  esa  medida,  porque  en 
la  bula  que  les  conceaió  el  patronato  en  los  reinos  de  Indias  se  les 
autorizó  de  una  manera  clara,  expresa  y  terminante  para  ello  ;  y.  como 
debe  presumirse  que  á  esa  ley  se  le  dio  pimtual  cumplimiento,  resulta 
naturalmente  que  para  la  construcción  de  cada  uno  de  los  monasterios 
que  existían  en  la  República,  se  expidió  un  permiso  especial  y  expreso. 
Ño  se  olvide  esto  para  cuando  estudiemos  la  extinción  de  las  comuni- 
dades religiosas  en  nuestro  país. 

Por  las  leyes  que  acabamos  de  citar,  se  ve  cuál  es  el  origen  de  los 
primeros  conventos  que  se  construyeron  en  el  país.  Fueron  levantados 
por  los  encomenderos,  ayudados  de  los  indios,  para  que  sirviesen  de 
alojamiento  á  los  misioneros  que  asistían  á  unos  y  otros  en  sus  necesi- 
dades espirituales,  y  nunca  pudieron  fundarse  sin  permiso  especial  del 
Monarca,  ni  ocupar  mayor  extensión  de  terreno  que  la  que  era 
necesaria. 

Más  tarde  cuando  esas  nacientes  cristiandades  fueron  desarrollando 
sus  recursos  naturales,  y  la  riqueza  comenzó  á  prosperar  considerable- 
mente, pudieron  los  religiosos  pensar  en  cambiar  sus  antiguas,  estrechas 
é  incómodas  moradas  por  edificios  espaciosos  y  sólidos.  No  tenían,  en 
verdad,  recursos  de  ninguna  elase  para  emprender  esas  costosas  cons- 
trucciones ;  pero  ahí  estaba  el  pueblo  católico,  á  quien  habían  prestado 
continuos  é  importantísimos  servicios  por  el  largo  trascurso  de  varios 
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siglos,  que  miraba  en  ellos  á  sus  padres^  sus  maestros^  sus  más  fíeles  y 
mejores  amigos,  y  que  estaba  dispuesto  á  protegerlos  y  auxiliarlos,  á  su 
tomo,  en  todo  cuanto  le  fuese  posible. 

Al  oro  del  rico  se  unieron  el  óbolo  del  pobre  y  el  trabajo  personal  de 
todos  para  levantar  á  esos  bienhechores  del  pueblo,  verdaderos  héroes  del 
progreso  y  de  la  civilización,  moradas  que  pudiesen  desafiar  el  trascurso 
de  los  tiempos,  y  que  manifestasen  á  las  generaciones  futuras  los  méritos 
de  sus  dueños  y  el  reconocimiento  del  pueblo  fiel. 

Tal  es  el  origen  de  los  magníficos  edificios  que  poseían  los  religiosos, 
y  de  los  cuales  han  sido  arrojados  inicuamente  por  el  mismo  Gobierno 
que  debía  darles  protección  y  garantías  en  sus  derechos  y  propiedades. 
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CAPITULO  VII. 

INSTRUCCIÓN   PÚBLICA.     • 

1.  No  fué  el  Gobierno  quien  dio  los  primeros  pasos  para  la  difusión 
de  las  luces  en  nuestro  país.  Fueron  los  frailes  dominicanos ;  esos 
mismos  que  han  sido  después  tenazmente  perseguidos  por  el  Gobierno 
hasta  arrebatarles  sus  bienes,  arrojarlos  de  sus  conventos  y  extinguir  y 
dispersar  sus  comunidades. 

Fundaron  primero  en  Bogotá  una  cátedra  de  gramática  el  año  de 
15^3,  es  decir,  cuando  aun  vivía  el  Adelantado  D.  Gonzalo  Jiménez  de 
Quesada,  conquistador  del  centro  del  Nuevo  Reino  y  fundador  de  eu 
capital. 

Poco  jiespuós,  en  1573,  montaron  las  primeras  cátedras  de  filosofía  y 
teología  ;  y  al  Adelantado  le  causó  tanto  placer  este  suceso^  que  insti- 
tu3Íó  una  fiesta  á  Santo  Tomás  para  conmemorarlo,  y  donó  al  convento 
su  tiiblioteca. 

se  contentaron  con  eso :  quisieron  fundar  una  Universidad 
publida,  en  la  que  se  pudiesen  hacer  estudios  completos  y  conferir 
gradeas  académicos.  Enviaron  al  efecto  al  P.  Juan  Mendoza  á  la  Corte, 
y  á  virtud  de  su  solicitud  se  dispuso  por  real  cédula  de  10  de  Noviembre 
de  1393  que  informasen  el  Presidente  y  la  Audiencia  sobre  la  convenien- 
cia de  conceder  el  permiso  solicitado. 

Como  los  informes  se  demoraban,  el  P.  Mendoza  ocurrió  á  la  Santa 
Sede^  haciéndole  presente  la  buena  voluntad  del  Monarca  y  pidiéndole 
que  expidiera  bula  de  erección  de  una  Universidad  regia  y  pontificia  en 
la  que  se  pudiesen  conferir  toda  especie  de  grados. 

Ocupaba  la  SiUa  de  San  Pedro,  Gregorio  XIII,  quien  se  apresuró  á 
acceder  á  los  deseos  de  los  dominicanos,  y  expidió  la  bula  correspon- 
diente en  1563.  Presentada  al  Consejo  de  Indias,  se  obtuvo  una  real 
cédula  de  1?  de  Enero  de  1594,  en  la  cual  se  reiteraba  la  petición  de  in- 
forme, y  se  obtuvo  favorable  en  el  siguiente  año  de  1595.  Después 
de  varios  incidentes  que  no  es  del  caso  relatar  aquí,  obtuvieron  éxito 
favorable,  á  partir  del  año  de  1623,  á  virtud  de  una  bula  expedida  por 
la  Santa  Sede  desde  1619. 

Mientras  se  verificaban  esos  sucesos,  se  había  llevado  á  término  la 
fundación  de  otros  planteles  de  instrucción  de  que  debemos  tomar  nota 
en  la  presente  enumeración. 

2.  El  ilustre  Arzobispo  Luis  Zapata  de  Cárdenas,  religioso  francí^ 
cano,  después  de  gastar  cuanto  tenía  y  empeñar  su  vajilla  de  plata  pal 
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socorrer  á  sus  fíeles  en  una  grande  epidemia  de  viruela,  resolvió  la  fun- 
dación de  un  Seminario^  con  el  título  de  San  Luis,  para  la  instrucción 
de  la  juventud^  y  en  conformidad  con  las  disposiciones  que  acababa  de 
expedir  el  Santo  Concilio  de  Trente.  El  Seminario  se  abrió  en  las 
casas  del  arcediano  D.  Salvador  López  Garrido.  Se  establecieron  en- 
señanzas de  música^  canto^  latín,  retórica  y  lengua  muisca.  Todos  los 
gastos  se  hacían  con  las  rentas  propias  del  Seminario,  tanto  para  el 
mantenimiento  de  colegiales,  como  para  los  superiores,  salvo  el  sueldo 
del  catedrático  de  muisca^  que  se  pagaba  de  las  cajas  reales  por  orden 
del  Rey. 

Muerto  el  señor  Zapata,  el  Cabildo  suprimió  el  Seminario ;  por  lo  cual 
la  Corte  expidió  dos  reales  cédulas,  con  fecha  23  de  Enero  de  1588,  en- 
caminadas la  una  á  reprender  severamente  al  Cabildo  por  esa  medida  y 
la  otra  á  excitar  al  nuevo  Arzobispo  Lobo  Guerrero  á  fin  de  que  resta- 
bleciese cuanto  antes  el  Seminario. 

3.  Era  el  señor  Lobo  Guerrero  hombre  de  altas  dotes  y  recomendables 
prendas.  Desde  que  aceptó  la  mitra  de  Santafé,  pensó"  en  establecer  un 
buen  colegio,  y  trajo  al  efecto  dos  religiosos  de  la  Compañía  de  Jesús, 
los  PP.  Alonso  Medrano  y  Francisco  Figueroa,  únicos  que  pudo  pro« 
porcionarle  el  respectivo*  superior  en  el  Virreinato  de  Méjico.  Con 
ellos  llegó  á  Bogotá  el  Arzobispo  en  el  año  de  1599. 

No  eran  suficientes  esos  religiosos  para  regentar  con  provecho  un 
buen  establecimiento  ;  y  el  ilustre  Arzobispo,  que  encontró  á  su  llegada 
la  real  cédula  de  1588  citada  antes,  y  que  deseaba  hacer  una  funda- 
ción firme  y  estable,  convino  en  que  marcharan  á  la  Corte  los  PP. 
Medrano  y  Figueroa,  con  el  fin  de  solicitar  autorizaciones  y  conseguir 
operarios. 

Acogidos  benignamente  los  religiosos  en  la  Corte,  obtuvieron  del  Rey 
la  autorización  necesaria  para  fundar  est;ablecimientos  no  sólo  en 
Santafé  sino  también  en  cualquier  otro  punto  del  Nuevo  Reino ;  pues 
la  real  cédula  de  concesión  fechada  en  Yalladolid  á  30  de  Diciembre 
de  1602,  se  expresa  así : 

Y  por  la  presente  doy  licencia  á  los  Beligiosos  de  la  Compañía  de  Jesús  para 
que  puedan  fnndar  en  el  dicho  Nuevo  Beino  de  Granada,  sm  embargo  de  coal- 
qoiera  orden  que  haya  en  contrario. 

No  bastaba  eso  para  poder  fundar  un  establecimiento  como  el  que 
deseaban  el  Arzobispo  y  sus  colaboradores,  pues  todavía  faltaban  ope- 
rarios. Con  el  fin  de  remover  ese  último  obstáculo,  el  P.  Medrano  pasó 
á  Boma^  donde  fué  paternalmente  acogido  por  el  General  de  su  orden, 
que  b  era  el  célebre  P,  Claudio  Acquaviva.  Este  comprendió  al  primer 
golpe  de  vista  los  excelentes  resultados  que  podrían  obtenerse  si  se 
flecaba  á  término  obra  tan  importante,  y  accedió  inmediatamente  á  la 
solicitud  que  se  le  hizo  para  que  autorizase  la  fundación,  nombrase 
Bector  al  r.  Martín  Funes,  y  ordenase  al  Superior  de  Méjico  el  envío 
<k  otros  operarios. 

A  consecuencia  de  esos  pasos  vinieron  al  país  en  1604,  fuera  de  los 
doft  religiosos  comisionados,  los  PP.  Martín  Funes,  Bartolomé  de  Bojas, 
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Jaan  Bautista  Coluchini '  y  José  Dadey.   Poco  después  vino  el  P.  Diego  de 
Torres. 

Tomóse  grande  empeño  en  la  fundación  del  nuevo  establecimiento.  El 
Arzobispo  señor  Lobo  Guerrero  compró  para  el  efecto  las  casas  de  Juan 
de  Albisy  y  destinó  de  sus  rentas  quinientos  pesos  anuales  para  el  sosteni- 
miento de  los  padres,  y  otras  sumas  para  la  refección  del  edificio.  El 
Presidente  D.  Juan  de  Borja  dio  dos  mil  pesos  para  este  ultimo  efecto,  y 
cierta  renta  anual.  Los  Oidores  y  algunos  particulares  contribuyeron 
también  con  algunas  sumas,  y  el  Cabildo  de  la  ciudad  dotó  una  clase  de 
gramática.     El  señor  Borda,  hablando  de  este  plantel  se  expresa  asi : 

Este  Colegio  se  fundó  en  el  edificio  qne  hasta  nuestros  días  se  ha  llamado  Las 
Aula»,  El  espacioso  salón  en  que  hoy  tienen  sus  sesiones  los  Bepresentantes  de  la 
Nación^  servía  de  iglesia;  los  padres  estaban  alojados  en  los  piezas  altas  qaekoj 
ocupa  la  biblioteca  nacional,  y  las  piezas  bajas  se  destinaron  para  las  aulas. ^ 

Tal  fué  el  primer  Colegio  fundado  por  los  jesuitas  en  nuestro  país,  que 
después  se  llamó  Colegio Máonmo.  En  él  se  daban  enseñanzas  de  gramática 
castellana,  latín,  filosofía  y  teología ;  y  los  profesores  trabajaron  con  tanta 
asiduidad  y  acierto,  que  la  fama  de  los  progresos  que  en  él  se  hacían  llegó 
hasta  Boma,  y  proporcionó  medios*  de  ensancl?ar  cousiderablemente  la 
instrucción.  En  efecto,  el  P.  Acquaviva,  que  todavía  era  General  de  los 
jesuitas,  envió  un  refuerzo  de  operarios  compuesto  de  los  PP.  Francisco 
de  Lugo,  Antonio  ÁngeP  y  Lorenzo  Larrazaga ;  y  para  dar  mayor  brillo 
al  estaljlecimiento  obtuvo  una  bula  de  la  Santa  Sede,  por  la  cual  se  per- 
mitía erigir  el  Colegio  en  Universidad. 

4.  El  buen  éxito  animó  al  señor  Arzobispo  Lobo  Guerrero  á  emprender 
inmediatamente  el  restablecimiento  del  Seminario ;  pues  el  Colegio  de 
los  jesuitas  no  tenía  carácter  de  tal.  Compró  al  efecto  las  casas  del 
arcediano  Francisco  Porras  Mejía,  en  ocho  mil  pesos,  y  renovó  en  ellas  la 
fundación  del  Seminario,  bajo  la  denominación  de  San  Bartolomé.  Se 
establecieron  diez  y  ocho  becas  para  los  pobres,  y  se  dio  la  dirección  del 
establecimiento  á  los  jesuitas. 

Para  el  establecimiento  de  este  Seminario  no  se  necesitaba  un  permiso 
especial  y  directo,  ya  por  lo  que  disponía  la  real  cédula  de  1588  citada 
antes,  ya  porque  en  la  ley  Vt  título  23,  libro  1?  de  la  Recopilación  de 
Indias,  expedida  el  22  de  Junio  de  1592  por  Felipe  II  en  Tordesillas,  se 
había  dispuesto  de  una  manera  general  que  los  Seminarios  se  fundasen  y 
sostuviesen  de  la  manera  dispuesta  por  el  Concilio  de  Trente,  y  dicha 
Concilio  había  dispuesto  todo  lo  conveniente  al  asunto  en  la  sesión  XXIII, 
capítulo  XVIII  de  reforma. 

Cuál  fuera  la  importancia  de  la  instrucción  dada  en  esos  tiempos  por 
los  jesuitas,  se  deduce  de  las  siguientes  palabras  del  historiador  Zamora  : 

Es  tan  ilustre  y  necesaria  esta  fundación  como  se  manifiesta  cada  día  en  los 


'  Según  Borda,   este    apellido  se   escribe   Coluccini,  y  según  otros  Colinucci 
(Sutoria  de  la  Oompañta  de  Jesús  en  la  Nueva  Ora/nada,  tomo  I,  pág.  12). 

'  Historia  de  la  Componía  de  Jesús  en  Nueva  Granada,    Esa  obra  se  escribió  en 
1869.    Hoj  día  no  se  reúne  la  Cámara  de  Eepresentantes  en  el  salón  deque  aqa£ 
se  habla,  sino  en  el  Capitolio ;  pero  dicho  salón  es  conocido  de  todos. 

'  Creemos  haber  visto  ese  apellido  escrito  Ea^ijel,  pero  no  recordamos  dónde. 


INSTRUCCIÓN   PÚBLICA.  119 

hombres  insignes  en  letras  escolásticas  y  expositivas  que  salen  de  este  Colegio, 
admirando  la  multitud  de  doctos  que  concurren  bn  las  oposiciones  de  curatos  y 
canonjías :  de  que  ha  tenido  y  tiene  muchos  y  doctísimos  sujetos  prebendados 
en  esta  catedral  y  en  otras  de  Indias,  y  algunos  señores  Obispos  que  siempre  han 
reconocido  deber  sus  honores  á  la  beca  que  tuvieron  en  este  insigne  Colegio. 

5.  Por  los  mismos  tiempos  de  la  fundación  del  primer  Colegio  de  jesuítas 
en  Bogotá,  se  verificó  el  de  la  ciudad  de  Cartagena.  Fueron  designados 
para  dar  los  pasos  conducentes  á  la  fundación  los  PP.  Francisco  Perlín 
y  Humando  Núñez,  y  fué  su  primer  rector  el  P.  Diego  de  Torres.  Como 
no  se  contaba  con  fondos  de  ninguna  clase  para  esa  fundación;  fué 
necesario  ocurrir  al  medio  de  pedir  limosnas^  y  aun  el  mismo  Obispo,  el 
célebre  dominicano  Juan  de  Ladrada,  solió  á  recoger  de  puerta  en  puerta 
el  óbolo  del  pobre  y  la  ofrenda  del*  rico  para  tan  benéfico  establecimiento. 
Al  fin  pudo  principiarse  la  obra  el  14  de  Junio  de  1605  ;  y  la  generosi- 
dad de  los  cartageneros  fué  tal,  que  al  fin  se  construyó  xm  ed^cio  que, 
al  decir  de  algunos,  es  la  mejor  obra  de  arquitectura  construida  en  el  país 
hasta  hoy.  Cooperaron  activa  y  eficazmente  á  esta  empresa  el  Gobernador 
D.  Jerónimo  Zuazo  Cásasela  y  un  portugués  que  había  sido  discípulo  de 
los  jesuítas  y  les  regaló  dos  mil  pesos. 

6.  Hacia  el  año  de  1608  proyectaron  los  dominicanos  la  fundación  de 
mi  nuevo  Colegio  llamado  de  Santo  Tomás,  en  virtud  de  fundación 
hecha  por  los  herederos  de  Gaspar  Nuñez.  Ese  Colegio  fué  dotado  con 
la  suma  de  treinta  mil  pesos  y  debía  tener  una  escuela  anexa  para 
enseñar  á  los  niños  pobres  á  leer,  escribir  y  contar. 

Fué  impugnada  esa  pretensión  por  los  jesuítas,  no  porque  les  repugnase 
la  diñisióa  de  las  luces,  ni  la  importancia  y  mei;ecimientos  de  los 
dominicanos,  sino  porque  tenían  un  documento  privado  del  dicho 
Gaspar  Núñez  en  el  que  éste  manifestaba  su  voluntad  de  dotar  con  sus 
bienes  el  excelente  Colegio  que  ya  regentaban  los  jesuítas  en  la  ciudad. 

Decidióse  la  controversia  en  favor  de  los  dominicanos,  en  el  año  de 
1610^  y  se  expidió  real  cédula  para*  la  fundación  del  Colegio,  con  pro- 
hibición de  que  se  hiciera  Universidad  en  él,  y  reservando  *^  su  derecho 
á  favor  de  la  Compañía  de  Jesús.'* 

Hecha  la  fundación,  obtuvieron  los  dominicanos  autorización  para 
traaladar  la  Universidad  de  su  primer  Colegio  al  de  Santo  Tomás,  lo 
qae  verificaron  con  gran  pompa  el  3  de  Agosto  de  1639. 

7.  Una  prueba  patente  de  que  los  jesuítas  no  eran  movidos  por  malos 
efltímuloB  en  la  oposición  que  nicieron  al  Colegio  de  Santo  Tomás,  es  el 
gran  celo  que  desplegaron  en  esos  tiempos  para  multiplicar  por  todas 
partes  sus  establecimientos  de  educación. 

Fundaron  en  1611  el  de  Tunja,  que  es  el  más  rico  y  el  mejor  de 
cuantos  ha  habido  en  esa  sección  de  nuestro  país ;  y  que,  á  pesar  de  la 
desamortización,  goza  todavía  de  cuantiosas  rentas.  Fué  tal  el  entusias- 
mo de  los  habitantes  por*  ese  establecimiento,  que,  cuando  estaba 
apenas  en  proyecto,  se  hicieron  numerosas  donaciones  para  su  fundación, 
ana  de  ellas  de  seis  mil  pesos ;  en  vista  de  lo  cual  determinó  llevarla  á 
enibo  el  provincial  Gonzalo  de  Lira. 

8.  Por  los  años  de  1620  á  1622  establecieron  los  jesuítas  un  nuevo 
Colegia  en  la  ciudad  de  Honda,  que  gozaba  ya  de  una  grande  impor-^ 
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tancía.  La  ñindación  se  hizo  fácilmente  por  el  P.  Pedro  de  Ossat, 
merced  á  la  benevolencia  del  Gobernador  de  Mariquita  y  al  desinterés  j 
protección  del  Capitán  Pantoja. 

9.  Veinte  años  después,  en  1640,  se  fundó  el  Colegio  de  la  Compañía 
en  la  ciudad  ¿e  Popayán,  sobre  los  cimientos  echados  por  Belalcázar 
desde  1536.  Debióse  este  beneficio  al  P.  Francisco  Fuentes,  provincial 
de  Quito.  Este  establecimiento  fué  cuna  de  muchos  varones  ilustres,  ya 
en  las  letras  y  la  oratoria^  como  los  PP.  Mosqueras,  ya  en  el  impor- 
tantísimo ramo  de  las  misiones,  como  los  insignes  misioneros  Luis  Coro- 
nado y  N.  Figueroa. 

10.  Poco  tiempo  después  la  ciudad  de  Mompós,  que  en  nuestra  guerra 
de  independencia  había  de  adquirir  el  renombre  de  valerosa^  recibió  un 
beneficio  semejante.  Llegaron  á  ella  en  1643  el  P.  Marcos  Gómez  y  un 
compañero,  en  ocasión  en  que  los  vecinos  formaban  bandos  enemigos, 
entre  otros  motivos  por  simpatías  y  antipatías  que  experimentaban 
unos  y  otros  respecto  de  los  jesuítas.  La  situación  era  realmente 
delicada  y  difícil;  pero  el  P.  González  la  manejó  con  tanto  tino  y 
acierto,  que  pocos  días  después  todos  los  vecinos  á  porña  solicitaban  no 
sólo  que  permaneciese  entre  ellos,  sino  que  fundase  un  Colegio. 

Los  miembros  del  Cabildo  les  regalaron  á  los  padres  dos  mil  pesos 
para  comprar  el  solar,  y  recogieron  en  limosnas  de  otros  vecinos  más  de 
otros  dos  mil  pesos  para  la  construcción  del  edificio.  Agotada  esa  suma 
sin  concluirlo,  vino  en  ayuda  de  los  padres  el  señor  Lázaro  Corcuesa» 
quien  les  dio  una  suma  considerable  y  adquirió  el  título  de  fundador  y 
patrono  del  Colegio. 

11.  Tocóle  su  tumo  á  la  ciudad  de  Panamá.  D.  José  Alvaro  Alonso  y 
Mesa  y  Doña  Beatriz  Montero^  su  mujer,  dieron  cuarenta  mil  pesos  para 
la  fábrica  de  iglesia  y  sustento  de  los  religiosos^  y  manifestaron  su  deseo 
de  que  se  estableciesen  cátedras  de  filosofía  y  teología.  La  fundación 
se  hizo  desde  1651,  siendo  primer  Rector  el  Jr.  Hernando  Cabero ;  pero 
las  cátedras  dichas  no  se  establecieron  hasta  1744^  en  que  el  sacerdote 
Francisco  Javier  de  Luna  Victoria  regaló  seis  mil  novecientos  pesos 

{ara  el  efecto.     Á  petición  de  la  Audiencia,  fué  erigido  el  Colegio  en 
Fniversidad. 

12.  Llegamos  ya  á  la  fundación  del  Colegio  del  Rosario,  que  subsiste 
aún.  La  emprendió  el  ilustre  Arzobispo  Cristóbal  de  Torres,  antes 
religioso  dominicano,  y  principió  por  solicitar  el  real  permiso  que  era 
necesario  para  esa  clase  de  fundaciones.  Consiguiólo  sin  dificultad  á 
fines  de  1657,  en  los  términos  más  lisonjeros  para  el  ilustre  Prelado. 

El  señor  Torres  quería  que  ese  establecimiento  tuviese  toda  la  impor- 
tancia y  el  desarrollo  que  podían  tener  en  su  tiempo  las  buenas  Univer- 
sidades. Debían  pues  montarse  en  él  cátedras  de  gramática,  filosofía, 
teología,  cánones,  jurisprudencia  y  medicina^  y  para  mayor  acierto  y 
provecho  hizo  venir  de  España  sabios  afamados  á  regentarlas. 

Ko  sólo  convino  el  Monarca  en  la  erección  de  todas  esas  cátedras,  sino 
que  concedió  al  Colegio,  por  una  real  cédula,  todos  los  privilegios  de  que 
gozaba  la  célebre  y  afamada  Universidad  de  Salamanca,  y  manifestó 
suma  complacencia  porque  el  Nuevo  Reino  poseyese  un  plantel  más^  6^ 
propósito  para  formar  hombres  doctos  é  ilustradoa  (T^ooolc 
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En  la  dedicación  de  la  igl^a  6  capilla  del  Colegio^  el  señor  Torres 
manifestó  su  voluntad  de  que  en  ese  Colegio  se  enseñasen  siempre  las 
doctrinas  católicas^  según  el  célebre  y  eminente  sabio  Santo  Tomás  de 
AauinOy  objeto  con  el  cual  lo  había  entregado  á  los  dominicanos.  Esa 
voluntad  ha  sido  desatendida  desde  largos  años  atrás ;  pues  se  ha  des- 
tinado el  Colegio  á  la  difusión  de  doctrinas  condenadas  por  la  Iglesia 
católica^  como  son  las  que  forman  el  utilitarismo  materialista  de  Bentham 
y.deTracy. 

una  noble  emulación  se  suscitó  desde  un  principio  entre  los  Colegios 
del  Rosario  y  San  Bartolomé.  Profesores  y  estudiantes  rivalizaban  en  celo 
para  obtener  en  pro  de  su  instituto  el  lauro  de  la  primacía  en  los  pro- 

Sresos  de  la  enseñanza ;  de  donde  resultó  gran  provecho  para  la  difusión 
e  les  luces  y  solidez  de  los  conocimientos.  Al  fin  los  jesuítas  y  los 
dominicanos  fueron  igualados  en  todo  lo  tocante  á  estudios,  lo  que  prueba 
que  ambos  se  distinguían  considerablemente  en  la  enseñanza. 

Por  ese  mismo  tiempo  resolvieron  los  jesuítas  acometer  una  empresa 
que  debía  ponerlos  en  aptitud  de  sostener  sus  establecimientos,  sin  necesi- 
dad de  traer  de  Europa  todos  los  operarios  que  se  necesitaban  para  el 
efecto.  Tal  fué  la  traslación  del  Colegio  de  novicios  de  Tunja,  donde 
prestaba  servicios  muy  limitados,  á  Bogotá,  donde  podía  y  debía  tomar 
CTan  vuelo  y  desarrollo.  Favorecieron  esa  empresa  el  señor  Obispo 
Jriedrahita,  que  era  entonces  gobernador  del  Arzobispado,  quien  regaló 
dos  casas  suyas  ;  el  Dr.  Antonio  Verganzo  y  Samboa,  que  regaló  otras 
dos ;  y  el  bachiller  D.  Bemardino  de  Rojas,  que  regaló  los  muebles, 
cuatro  posesiones  rurales,  y  al  fin  todos  sus  bienes  muebles  é  inmuebles 
y  catorce  mil  pesos  en  dinero.  Fué  el  primer  Rector  el  P.  José  de  TJrbina ; 
y  el  establecimiento  fué  tan  hábilmente  dirigido,  que  de  él  salieron  padres 
que  rivalizaban  en  mérito  con  los  que  venían  directamente  de  Europa. 

13.  Deuda  inmensa  de  gratitud  debemos  reconocer  en  Antioquia  á 
favor  del  Ilustrísimo  señor  Obispo  de  Popayán  Dr.  Juan  Gómez  de 
Frías,  de  D.  José  Blanco,  vecino  que  fué  de  la  ciudad  de  Honda,  y  de  los 
padres  jesuítas,  porque  fué  debida  á  sus  esfuerzos  la  fundación  del^imer 
Colegio  que  existió  en  el  Estado. 

El  Dr.  Gómez  de  Frías  pasó  por  Antioquia  cuando  iba  para  Popayán  y 
comprendió  la  necesidad  que  había  de  fundar  un  Colegio.  Concibió,  pues, 
el  pensamiento  de  llevar  a  cabo  esa  fundación  desde  1716,  pero  no  pudo 
hacerlo  inmediatamente  por  falta  de  recursos.  En  1720  el  citado  D. 
José  Blanco,  de  acuerdo  con  varias  personas  de  Antioqi^a,  promovió 
seriamente  la  fundación,  entregando  para  el  efecto  en  Bogotá  al  P.  Mateo 
Mirobela,  procurador  de  la  Compañía,  cuarenta  mil  pesos,  y  ofreciendo 
aum^entar  hasta  sesenta  mil 

Con  semejante  base  no  encontró  tropiezo  el  P*  Mimbela  para  obtener 
una  real  cédula  que  autorizase  la  fundación  ;  y  la  real  cédula  se  expidió 
60  Valsain  el  5  ae  Septiembre  de  1722. 

Fueron  comisionados  para  fundar  ese  Colegio  los  PP.  José  de  Molina 
y  Femando  de  Vergara,  quienes  presentaron  la  real  cédula  al  Gober- 
luidor,  que  era  el  capitán  de  Infantería  D.  Jacinto  Guerra  Calderón, 
qiiien  le  puso  el  obedecimiento  y  la  pasó  al  cabildo  de  la  ciudad,  siendo 
¿balde  de  primer  voto  el  alférez  Mateo  de  Ceballos ;  de  segundo,  el 
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teniente  general  de  caballería  D.  Pedro  de  Toledo  y  Silva,  y  procu- 
rador general  D.  Alejandro  González  de  la  Madrid.  Poco  después  se 
dio  cima  á  la  empresa  con  provecho  y  alegría  de  todos. 

Á  partir  de  esa  época,  los  antioqueños  pudieron  hacer  algunos  estudios 
sin  tener  que  ir  á  Bogotá  ó  á  Popayán,  donde  estaban  los  establecimien- 
tos más  cercanos  que  existían  hasta  entonces. 

14.  También  se  solicito  cédula  especial  ^  para  la  fundación  del  Colegio 
de  Buga,  la  cual  se  expidió  en  San  Lorenzo  el  3  de  Agosto  de  1743. 
Para  esa  fundación  dieron  Doña  María  Lenis  y  Gamboa  cincuenta  mil 
pesos  y  D.  Cristóbal  Votín  cuarenta  mil ;  y  la  licencia  se  obtuvo  merced 
á  los  informes  favorables  del  Presidente  de  Quito,  de  los  Gobernadores 
y  cabildo  eclesiástico  y  secular  de  Popayán  y  Buga,  y  de  los  Ilustrísimos 
señores  Obispos  de  Quito  y  Popayán. 

15.  Hacia  ese  mismo  tiempo^  ó  un  poco  antes,  se  introdujo  la  primera 
imprenta  al  país,  hecho  debido  al  infatigable  celo  de  los  jesuítas  en  favor 
de  la  difusión  de  las  luces.  Se  ignora  el  año  preciso  de  su  introducción ; 
pero  se  conserva  un  impreso  del  año  de  1740. 

Fundaron  también  los  jesuitas  un  Colegio  en  Pamplona ;  pero  no 
conocemos  los  detalles  relativos  á  esa  fundación. 

No  descuidaban  los  religiosos  la  instrucción  pringaría.  Citemos  siquiera, 
en  comprobación  de  ello, la  escuela  de  primeras  letras  que  los  jesuitas 
sostenían  en  Bogotá,  y  á  la  cual  asistían  doscientos  cincuenta  niños. 

En  esta  rápida  revista  hemos  anotado  la  fundación  de  catorce  colegios 
destinados  á  la  instrucción  secundaria,  y  de  ellos  diez  eran  debidos  al 
celo  de  los  jesuitas  secundado  por  la  piedad  de  los  fíeles,  el  interés  y 
buenos  informes  de  las  ^  autoridades  locales  y  la  buena  voluntad  del 
Monarca,  que  autorizaba  gustoso  las  fundaciones  y  prodigaba  en  sus 
cédulas  palabras  de  aliento  á  los  obreros  de  la  civüizacióii.  Es  de 
advertir  que  todos  esos  colegios  contaban  con  recursos  propios  para 
subsistir,  y  podían  por  lo  mismo  irse  desarrollando  lenta  y  paulatina- 
mente, pero  de  una  manera  sólida  y  segura. 

16.  Llegó  entre  tanto  el  día  de  consumar  la  insigne  iniquidad  de 
expulsar  á  los  padres  de  la  Compañía  de  Jesús ;  y  puede  decirse  que  por 
consecuencia  de  ella  desaparecieron  diez  de  los  catorce  colegios  de  que 
hemos  hablado  ;  pues  aunque  el  Gobierno  hizo  esfuerzos  por  consérvanos 
todos  ó  la  mayor  parte  de  ellos,  pocos  pudieron  resistir  tan  rudo  golpe ; 
y  los  que  sobrevivieron  sufrieron  alteraciones  tan  graves  que  hasta  algún 
tiempo  después  no  pudieron  continuar  el  curso  regular  de  sus  tareas. 

El  mismo  día  en  que  B3  notificó  á  los  jesuitas  el  decreto  de  expulsión, 
el  Virrey  dirigió  una  nota  al  Cabildo  eclesiástico,  con  el  objeto  de  hacerle 
presente  que  el  Rey  quería  "  que  en.  los  pueblos  en  que  hubiese  casas  de 
seminarios  de  educación,  se  proveyese  en  el  mismo  instante  á  sustituir 
los  directores  jesuitas  con  eclesiásticos  seculares  que  no  fuesen  de  su 
doctrina,  y  que  entre  tanto  que  con  más  conocimiento  se  providenciaba 
su  yégimen,  lo  participaba  al  Cabildo  para  que  en  su  inteligencia  y  en 


'  No  sabemos  porqué  se  solicitó  esta  cédula  especial,  cuando  los  jesuitas  tenían 
una  general  que  los  autorizaba  para  fundar  establecimientos  en  cualquier  lugar 
del  Nuevo  Reino.  ^^ 
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la  de  que  era  preciso  que  la  i;pal  resolución  se  observase  en  el  Colegio 
Seminario  de  ban  Bartolomé  de  esta  ciudad,  de  que  el  Cabildo,  vacante 
la  silla,  tenia  el  patronato,  procediese  en  el  día  á  destinar,  por  lo  menos 
interinamente^  personas  de  las  calidíwies  necesarias  para  dicho  efecto,  en 
atención  á  tener  providenciado  que  en  el  mismo  saliesen  los  religiosos 
que  allí  existían,  y  ser  urgente  la  subrogación  de  los  que  debían 
sucederles,  y  cuidar  de  la  quietud  de  dicho  Colegio/' 

Hiciéronse  los  nombramientos,  pero  fué  inútil.  La  desmoralización 
candió  entfe  los  estudiantes,  y  los  nuevos  superiores  no  pudieron 
impedirlo,  ni  pudieron  tampoco  mantener  las  enseñanzas  á  la  altura  á 
que  las  habían  elevado  los  jesuítas. 

17.  Hasta  aquí  no  le  había  disputado  el  poder  temporal  al  eclesiástico 
el  derecha  de  patronato  en  el  Colegio  Seminario  de  San  Bartolomé,  que 
el  Gobierno  hizo  trasladar  al  local  del  Colegio  Máximo  de  los  jesuítas. 
Fundado  por  el  señor  Lobo  Guerrero,  dotado  por  él  y  destinado  á  dar  una 
educación  sana  á  la  juventud,  principalmente  á  loe  que  aspiraban  al 
eacerdocio,  era  patente  el  derecho  exclusivo  de  la  autoridad  eclesiástica 
al  nombramiento  de  empleados,  manejo  de  fondos  y  dirección  de  la 
enseñanza.  Sin  embargo,  poco  después  de  la  expulsión  de  los  jeóuitas 
principió  el  Gobierno  á  pretender  intervenir  directamente  en  el 
nombramiento  de  empleados,  sobre  lo  cual  sostuvo  una  larga  y  porfiada 
polémica  con  las  autoridades  de  la  Iglesia ;  y  al  fin  usurpó  ae  tal  manera 
el  dominio  y  manejo  del  establecimiento,  que  en  1773,  habiendo  querido 
el  señor  Arzobispo  H.  Agustín  Manuel  Camacho  remediar  los  muchos 
desórdenes  que  se  habían  introducido,  se  le  negó  hasta  el  derecho  de 
visitarlo,  á  pesar  de  que  había  recurrido  á  la  Corte  contra  el  despojo  del 
patronato,  desde  que  tuvo  noticia  de  él.  Así  llegó  al  fin  el  Gobierno  á 
apoderarse  del  Seminario,  que  pertenecía  indisputablemente  á  la 
Iglesia. 

Lo  más  lamentable  de  todo  eso  era  que  la  usurpación  del  Colegio  se 
bacía  con  la  mira  de  desvirtuar  las  enseñanzas  católicas  con  el  filoso- 
fismo que  tan  en  boga  estaba  en  Europa,  y  al  cual  se  había  entregado 
en  cuerpo  y  alma  el  conde  de  Aranda,  Ministro,  ó  mejor  dicho  director, 
del  Rey  Carlos  III.i 

18.  Al  mismo  tiempo  que  se  daba  un  golpe  de  muerte  á  la  instrucción 
publica  de  los  jóvenes  con  la  inicua  expulsión  délos  jesuítas,  se  echaban 
los  cimientos  del  primer  plantel  de  educación  primaria  y  secundaria  de 
Jb8  niñas. 

Debióse  esta  importante  obra  á  la  señora  Doña  Clemencia  Caicedo  y 
Vélez,  mujer  de  raro  talento,  piedad  sincera,  copioso  caudal  y  corazón 
magnánimo  y  generoso.  Desde  1766  había  ocurrido  al  Rey  en 
solicitud  de  permiso  para  fundar  un  monasterio  de  religiosas  de  María 
Santísima,  llamadas  vulgarmente  de  la  Enseñanza. 

Cuatro  años  se  demoró  el  asunto  en  la  Corte,  probablemente  porque, 
ocupada  en  la  insigne  iniquidad  de  la  expulsión  de  los  jesuítas,  no  tuvo 


'  Así  lo  prueba  patentemente  el  señor  Groot  en  su  Historia  eclesidsiiea  y  civil 
Se  la  Nueva  Granada^  tomo  I,  páginas  434  á  437.  ^ r\r\cs\c> 
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por  conveniente  considerar  dicho  asunto  hasta  1770,  en  que  lo  despachó 
favorablemente. 

En  bienes  suyos  propios,  y  bajo  su  inmediata  dirección,  emprendió  en 
el  mismo  año  los  trabajos  convenientes  al  avreglo  del  monasterio,  pero  no 
lo  vio  concluido  porque  falleció  en  1779,  antes  de  que  se  verificase  tan 
feliz  suceso.  Poco  antes  había  fallecido  su  marido,  el  Oidor  decano  de  la 
Real  Audiencia  D.  Joaquín  de  Arostegui  y  Escoto,  quien  dejó  sus  bienes 
á  favor  de  la  obra. 

El  patronato  especial  del  Colegio  concedido  á  la  fundadora,  con 
facultad  de  trasferirlo  á  quien  quisiese,  lo  confió  ella  á  los  Arzobispos 
de  Santafé  y  las  Prioras  de  la  Enseñanza. 

La  obra  fiíé  concluida  en  1783,  y  las  tareas  principiaron  inmediata- 
mente ;  pues  el  objeto  de  la  fundación  era  proveer  alas  necesidades  de  la 
instrucción  de  la  mujer,  asunto  que  tan  alta  importancia  tiene  en  la 
buena  marcha  de  la  sociedad.  En  poco  tiempo  alcanzaron  á  más  de 
doscientas  las  alumnas  que  concurrían  á  las  clases. 

Por  este  tiempo  ya  los  franciscanos  habían  establecido  dos  colegios  en 
Cali  y  Popayán.  El  fundador  de  ambos  fué  fray  Fernando  Larrea,  hijo 
de  un  Presidente  de  la  Real  Audiencia  de  Quito  y  confesor  de  Doña 
Clemencia  Caicedo ;  pero  ignoramos  si  esos  dos  planteles  estarían 
dedicados  exclusivamente  á  la  formación  de  misioneros,  ó  si  en  ellos  se 
daría  instrucción  á  la  juventud  en  general. 

18.  Fué  únicamente  por  estos  tiempos  cuando  el  Gobierno  pensó  en 
establecer  una  Universidad  pública;  pero  en  lugar  de  fundar  realmente 
un  establecimiento  de  esa  clas3,  lo  que  hizo  fué  apoderarse  de  los  Colegios 
del  Rosario  y  San  Bartolomé,  y  dirigir  en  ellos  las  enseñanzas  á  su  modo, 
(¡roemos  que  nuestros  lectores  verán  con  gusto  lo  que  sobre  este  particular, 

Í  sobre  otras  consecuencias  de  la  expulsión  de  los  jesuítas,  dice  el 
istoriador  Groot. 

Aplicó  Guirior  (el  Virrey)  sus  cuidados  al  fomento  de  los  estudios  generales,  y 
sus  ideas  sobre  este  asunto  están  consignadas  en  ^u  relación  de  mando.  Hé  aqaí 
sus  palabras : 

'^  lia  instracción  de  la  juventud  y  el  fomento  de  las  ciencias  y  artes  es  uno  de 
los  fundamentos  principales  del  buen  gobierno  de  que  como  faente  dimana  la 
felicidad  del  país ;  y  coo  este  conocimiento  y  el  de  los  esmeros  con  qae  nuestro 
sabio  Monarca  y  sn  Gobierno  se  han  dedicado  á  establecer  acertados  métodos  ea 
las  enseñanzas,  procuré  también  instruirme  del  estado  que  tenían  en  este  Reino 
para  contribuir  por  mi  parte  á  tan  gloriosa  empresa,  continuando  lo  que  S.  E. 
mi  antecesor  dejó  instaurado,  de  eri^  Universidad  pública  y  estudios  generales, 
por  no  desmerecer  este  Reino  la  glona  que  disfrutan  Lima  y  Méjico,  mayormente 
ofreciendo  proporciones  para  sn  logro  la  aplicación  de  temporalidades  ^  y  pudiendo 
á  poca  costa  hacer  el  Rey  felices  ¿  estos  tan  amados  vasallos,  que  privaaos  de  la 
instrucción  en  las  ciencias  útiles  se  mantienen  ocupados  en  disputar  las  materias 
abstractas,  fútiles  contiendas  del  peripato,  privados  del  acertado  método  y  buen 
gusto  que  ha  introducido  la  Europa  en  el  estudio  de  las  bellas  letras.-' 

Estas  cláusulas  hacen  honor  al  Virrey  y  desmienten  á  los  injustos  apasionados 
aue  se  han  empeñado  en  pintar  al  Gobierno  españttl  como  opuesto  á  la  difusión 
de  las  luces  en  sus  colonias  y  empeñado  en  mantener  á  los  americanos  en  las 


^  Se  daba  ese  nombre  á  los  bienes  arrebatados  á  los  jesuitas,  al  tiempo    de 
expulsarlos. 
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tiiúeblas  de  la  ignorancia.  Cierto  es  qne  no  hay  mucha  exactitud  en  Guirior  al 
decir  que  basta  entonces  no  se  habla  ocupado  á  los  estudiantes  sino  en  las 
cuestiones  inútiles  del  peripato,  cuando  ya  hemos  visto  k  los  jesuítas  enseñando 
las  ciencias  físicas  y  exactas  en  sus  clases  desde  que  establecieron  colegio  en 
Sautafé. 

Este  Virrey  se  quejaba  de  los  padres  dominicanos,  porque  celesos  del  lustre  de  su 
convento  se  oponían  á  la  erección  de  Universidad  pública,  teniéndola  ellos  por 
privilegia  Sin  embargo  el  proyecto  se  llevó  adelante  y  se  encargó  al  fiscal  Dr. 
Francisco  Antonio  Moreno  la  formación  del  plan  de  estudios  que  se  puso  en 
práctica  en  los  dos  Colegios  de  San  Bartolomé  y  el  Rosario  sin  permitir  que  los 
estudiantes  acudiesen  á  otras  clases :  "  En  solo  un  año  que  se  ha  observcuío  este 
acertado  método,  decía  Guirior,  se  han  reconocido  por  experiencia  los  progresos 
giie  hacen  los  jóvenes  en  la  aritmética,  álgebra,  geometría  y  trigonometría,  en  la 
jurisprudencia  y  teología.'' 

Lo  único  que  en  ^o  había  de  malo  era  que  el  Colegio  Seminario  habia  des- 
aparecido, estaba  eliminado ;  y  tan  cierto  era  esto,  que  el  mismo  Virrey  mandó  que 
se  estableciese  Colegio  de  ordenandos,  con  estatutos  especiales  dados  por  el  Gobierno, 
sin  ceñirse  á  las  prescripciones  del  tridentino,  y  con  profesores  nombrados  por  el 
mismo  Gobierno.  Esto  no  era  más  qne  la  secolarízación  del  Seminario  eclesiás- 
tico bajo  el  nombre  de  Colegio  de  ordenandos,  sin  otro  objeto  que  el  de  separar  de 
la  influencia  eclesiástica  la  educación  de  los  mismos  que  se  dedicaran  á  la  carrera 
de  la  Iglesia.  Ya  en  otra  parte  hemos  observado  el  plan  que  en  esto  seguían, 
quizá  sin  comprenderlo,  las  mismas  autoridades  ejecutoras  de  las  órdenes  del  conde 
de  Aranda,  que  era  quien  dirigía  todos  estos  negocios,  de  acuerdo  con  los  enciclo- 
pedistas franceses.' 

Informando  el  Virrey  Guirior  á  su  sucesor  sobre  esta  materia,  decía  haber 
destinado  un  local  conveniente  para  el  Colegio  de  ordenandos,  "  donde  con  arreglo 
al  capitulo  del  tomo  regio  j  dios  particulares  instrucción  es  que  se  les  prescrihaM, 
sujetos  d  los  directores  que  se  les  nombraren^  vivan  por  el  tiempo  señalado  ins- 
truyéndose en  la  moral,  Hturj^  y  demás  conducente  á  un  perfecto  eclesiástico, 
que  se  les  facilita  con  la  inroediaci<ni  de  la  biblioteca  y  el  lugar  á  donde  se  leen  las 
cátedras,  á  la  parroquia  matriz  v  catedral,  á  donde  es  r^ular  acudan  con  alguna 
frecuencia  á  la  celebración  de  los  divinos  oficios,  y  se  instruyan  en  todo  lo  con- 
veniente á  su  estado." 

Por  estas  palabras  del  Virrey  se  ve  cuan  lejos  estaba  esto  de  ser  Seminario  con- 
ciliar. Continuando  sobre  la  misma  materia  decía :  "  Este  es  uno  de  los  objetos 
Í[ue  ha  estimulado  el  mejoramiento  de  las  enseñanzas,  y  presGnhir  el  método  y 
íbros  por  donde  deben  los  maestros  instruir  á  la  juventud,  dándole  noticia  de  la 
antigua  disciplina  eclesiástica,  pai'a  que  bebiendo  en  las  fuentes  pura^  de  la 
Sagrada  Escritura  y  Santos  Padres,  salgan  robustos  defensores  de  la  verdad, 
Butríéndoee  los  jóvenes  con  ellos,  libres  de  inútil  sofistería  y  de  la  preocupación 
qne  es  inseparable  del  espíritu  de  escuela."    Por  este  trozo  podríamos  decir  con 


1  Aunque  al  principio  de  este  aparte  dice  el  señor  Groot  que  lo  único  que  mi  esto 
tabía  de  rnato  era  la  desaparición  del  Seminario,  al  fin  reconoce  que  lo  qne  se 
limcía  era  secundar  la  obra  demoledora  de  los  enciclopedistas  franceses,  de  acuerdo 
eqn  los  cuales  expedía  sus  órdenes  el  conde  de  Aranda.  De  ahí  dedacimos  que 
lo  qne  había  realmente  de  malo  era  casi  todo.  Era  mala  la  eliminación  del 
Seminario  y  su  reemplazo  con  un  establecimiento  pecular,  independiente -de  la 
autoridad  de  la  Iglesia ;  malo  asimismo  el  apoderarse  el  Gobierno  de  dos  estable- 
cimientos fundados  por  los  Prelados,  y  a  los  cuales  no  tenía  aquél  derecho 
alguno;  finalmente,  malo  también  en  más  alto  grado,  pervertir  las  enseñanzas 
eatóHcas  para  dar  entrada  al  filosofismo,  que  tan  perniciosas  consecuencias  ha 
tmfdo  consigo  en  todas  las  naciones  que  le  han  dado  acogida.  Se  ve,  pues,  qae  el 
6obÍ0mo  apenas  tuvo  el  hu&n  pensamiento  de  ensanchar  y  mejorar  los  estudios ; 
pero  en  realidad  lo  aue  hizo  fué  cometer  jdos  usarpaciones  contra  la  Iglesia  y 
Perjudicar  considerablemente  la  instrucción,  especialmeute  en  lo  relativo  á  filosofía 
y  aíBuntos  eclesiásticos.  El  celo  por  el  perfeccionamiento  de  la  enseñanza  en  las 
I  exactas  sí  es  digno  de  aplauso  en  todo  sentido.  OOoIp 
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Dayid  que  aquí  andaba  la  mano  de  Joab.  Quizá  Guirior  no  entendía  este  lenguaje, 
<ixie  no  era  otro  que  el  de  los  jansenistas,  filósofos  y  proteertantes ;  los  unos  que 
acusaban  á  la  Iglesia  romana  de  haberse  separado  de  la  pureza  autigiia,  y  los 
otros  de  preocupada  y  sofística.  Antigua  disciplina,  santos  padres,  Biblia,  hé  aquí 
el  cacareo  de  esas  tres  falanges  anticatólicas. 

.  El  local  destinado  para  el  Colegio  de  ordenandos,  fué  el  Colero  Máximo  de  la 
Compañía ;  y  en  el  local  que  ocupaba  el  Seminario  se  puso  la  biblioteca  y  el  cuartel 
del  batallón  auxiliar.  El  fiscaíl  D.  Francisco  Ajitonio  Moreno,  propuso  en  el 
artículo  13  del  plan  de  aplicaciones  de  temporalidades,  la  formación  de  una 
l)iblioteca  pública  reuniendo  en  la  capital  las  librerías  de  los  Colegios  de  Tunja, 
Pamplona  y  Honda  que  habían  sido  ocupadais  á  los  jesuitas,  asignando  al  estable- 
cimiento para  pago  de  bibliotecario  un  principal  que  reconocía  á  favor  de  su 
biblioteca  el  Colegio  Máximo,  cantidad  que  con  réditos  caídos  ascendía  á  5,701  pesos, 
cuyo  principal  reconocía  D.  Miguel  Rivas  sobre  la  hacienda  de  la  Chamicera^  que 
había  rematado  en  45,817  pesos,  dos  reales ;  todo  lo  cual  fué  aprobado  por  la  junta 
•de  12  de  ^Septiembre  de  1774,  nombrando  para  primer  bibliotecario  al  Pbro.  D. 
Anselmo  Alvarcz. 

En  Panamá,  Popayán  y  Quito  se  habían  urruinado  completamente  los  estudios 
desde  el  extrañamiento  de  los  jesuitas,  que  eran  los  que  habían  establecido  colegios, 
en  los  cuales  tenían  el  privilegio  de  Academia  universitaria  para  conferir  ^ados. 
Después  de  aquel  suceso  el  Obispo  de  Panamá  formalizó  expediente  ocurriendo  á 
la  Corte  para  que  continuara  el  privile^o,  nombrando  rector  y  profesores.  El 
Bey  pidió  informe  al  Virrey  y  Audiencia  de  Santafé ;  pero  de  lo  actuado  se 
reconoció,  dice  Guirior,  que  ni  los  fondos  de  temporalidades  eran  suficientes  por 
aquella  parte,  ni  se  encontraban  sujetos  idóneos  en  aquella  ciudad  para  enseñar 
aunque  fuera  interinamente,  pero  ni  discípulos  que  fueran  á  oírlos. 

También  pretendía  Popayao  igual  privilegio,  ofreciendo  los  particulares  con- 
tribuir con  su  dinero  para  formar  un  fondo  suficiente ;  pero  el  Virrey  estaba  en 
•contra  de  esta  idea,  siendo  la  suya  que  se  fomentara  aquel  seminario  y  que  en 
Cartagena  se  erigiese  otro,  quedando  sólo  en  la  capital  del  ileino  el  monopolio 
universitario.^ 

Pocos  años  después  de  estos  sucesos  el  Virrey  D.  Manuel  A.  Flórez 
hizo  traer  la  primera  imprenta  pública,'  poderoso  elemento  indirecto 
de  instrucción.  Cooperó  para  el  efecto  la  autoridad  eclesiástica  con  una 
suma  no  despreciable. 

Pero  eran  casi  vanas  esas  y  las  demás  medidas  que  se  tomaban  para 
fomentar  la  instrucción  pública.  El  golpe  que  se  le  había  dado  con  la 
expulsión  de  los  jesuitas  era  tan  terrible,  que  no  había  medida  alguna 
<;apaz  de  reparar  sus  funestas  consecuencias.  Así,  á  pesar  del  notable 
empeño  que  tomaron  las  autoridades  para  sostener  y  mejorar  la  instruc- 
<íión,  ésta  fué  decayendo  en  todas  partes  con  mayor  ó  menor  rapidez. 

En  la  época  del  señor  Arzobispo  Virrey  D.  Antonio  Caballero  y  Gón- 
gora,  había  llegado  á  un  estado  verdaderamente  lamentable ;  y  aunque 
este  magistrado  ilustre  hizo  cuantos  esfuerzos  estaban  á  su  alcance 
para  restituirle  su  antiguo  brillo,  fue  imposible  conseguirlo,  aunque  sí  la 
mejoró  algún  tanto. 

El  Arzobispo  Virrey  volvió  al  proyecto  de  Universidad  publica ;  pero 
su  pensamiento  no  pudo  realizarse  por  lo  pronto,  por  falta  de  fondos. 

Desde  tiempo  antiguo  había  establecido  el  Gobierno  cierto  número  de 


*  Groot,  Histoi-ia  eclesiástica  y  civil  de  la  Nueva  Granada,  tomo  I,  paginas 
461  ¿  463. 

2  Esta  fué  la  -púmetrvi,  pública.  Antes  habían  traído  los  jesuitas  una  que  era  de 
ííu  propiedad  particular,  como  lo  dijimos  en  su  lugar.  >  ] 
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becas  en  el  Seminario  de  San  Bartolomé.  En  realidad  esa  medida  no 
podía  tener  otro  carácter  que  un  apoyo  concedido  al  establecimiento,  que 
no  debía  alterar  en  manera  alguna  su  naturaleza  y  el  exclusivo  derecho 
qne  á  él  tenía  la  Iglesia  desde  su  fundación.  No  obstante,  entonces  se  dio 
por  cierto  que  la  dotación  de  esas  becas  daba  al  establecimiento  el  doble 
carácter  de  Colegio  real  y  Seminario  conciliar,  y  se  trató  de  separar  los 
dos  establecimientos  en  dos  locales  distintos,  y  cada  uno  con  sus  rentas 
propias.  Es  probable  que  loe  que  promovían  y  agitaban  esta  medida,  lo 
hicieran  con  las  más  rectas  intenciones,  movidos  tal  vez  del  deseo  de  ver 
reaparecer  el  Seminario,  aunque  se  perdiese  parte  del  edificio  y  de  las 
rentas ;  pero  es  claro  que  aunque  la  medida  tuviera  el  carácter  de  una 
resiitueián  parcial  de  lo  que  pertenecía  á  la  Iglesia,  en  el  fondo  envolvía  la 
consumación  irrevocable,  aunque  parcial,  de  la  usurpación  cometida  en 
años  anteriores  y  que  por  entonces  subsistía ;  pues,  como  vimos  antes,  el 
Seminario  había  desaparecido  de  hecho^  por  consecuencia  de  usurpaciones 
de  la  autoridad  temporal. 

Á  tiempo  que  la  educación  de  los  jóvenes  decaía  con  la  funesta 
expulsión  de  los  jesuítas,  la  de  las  niñas  tomaba  un  vuelo  consolador. 
El  ilustre  Arzobispo  Baltasar  Jaime  Martínez  y  Compañón  hizo  aumentar 
el  número  de  las  religiosas,  costeó  la  construcción  del  edificio  necesario 
para  que  todas  las  oficinas  del  Colegio  fuesen  perfectamente  bien  montadas 
y  servidas,  regaló  un  servicio  de  mesa  completo  á  las  colegialas,  y 
aseguró  51,600  pesos  para  dotes  de  las  veinticmco  religiosas  con  que  se 
aumentó  el  establecimiento.  Esto  pasaba  en  los  años  de  1791  y 
signientes. 

El  célebre  Virrey  Ezpeleta  reconoció  la  conveniencia  de  fundar  ima 
Universidad  pública,  según  el  proyecto  concebido  desde  tiempos  atrás ; 
pero  no  pudo  llevarlo  á  efecto  por  falta  de  'recursos.  Trató  también,  de 
acuerdo  con  el  señor  Arzobispo  Martínez  Compañón,  de  separar  el  pre- 
tendido Colegio  real  del  Seminario  de  San  Bartolomé,  sobre  lo  cual  pro- 
pusieron á  la  Corte  cierto  convenio  que  no  sabemos  si  sería  aprobado. 

Justo  es  hacer  mención  de  ima  medida  del  Gobierno  español  en  favor 
de  la  instrucción  de  los  americanos.  Nos  referimos  á  la  fundación  de  un 
Colegio  de  nobles  americanos  en  la  ciudad  de  Granada,  para  la  instruc- 
ción de  la  juventud  distinguida  de  estos  dominios,  en  las  cuatro  carreras, 
eclesiástica,  togada,  militar  y  política.     Esta  medida  se  tomó  en  1792,  y 

Erueba  que  el  Gobierno  español  tenía  interés  en  la  sólida  instrucción  de 
I  juventud  americana,  aunque  á  veces  la  afectaba  considerablemente  de 
un  modo  indirecto,  como  sucedió  con  la  expulsión  de  los  jesuitas. 

19.  Mompós  recibió  al  principiar  este  siglo  uno  de  aquellos  beneficios 
que  rara  Tez  reciben  los  pueblos  de  parte  de  los  individuos  que  viven  en 
elloa  D.  Pedro  Martínez  de  Pinillos,  español  de  nacimiento  y  domici- 
liado  en  esa  ciudad,  fundó  aUi  im  colegio,  dos  escuelas  y  un  hospicio- 
hospital,  destinando  la  suma  de  175,000  pesos  para  su  sostenimiento. 
Ese  benemérito  español  era  tan  piadoso  como  benéfico ;  y  en  prueba  de 
eUo  puede  citarse  el  hecho  de  que  á  una  notable  obra  de  caridad  ejecutada 
por  él  en  favor  de  los  presos  puso  la  condición  de  que  rezaran  diariamente 
el  rosario  de  la  Virgen  y  la  doctrina  cristiana,  para  que  se  instruyesen 
«L  los  misterios  de  la  fe  y  en  las  obligaciones  del  cristiano.        r^  ^  ^^T^ 


128  INSTEüCClÓN   PUBLICA. 

Otras  muchas  obras  importantes  hizo  el  señor  Pinillos  en  beneficio  de 
Mompós;  pero^  por  su  objeto^  no  tienen  relación  con  la  materia  en  que 
nos  ocupamos. 

Ya  por  este  tiempo  loe  males  causados  á  la  instrucción  publica  con  la 
expulsión  de  los  jesuítas  se  habían  subsanado  en  la  capital,  á  lo  menos 
en  la  parte  que  era  posible ;  y  el  celo  desplegado  por  las  autoridades 
eclesiásticas  y  civiles,  había  producido  buenos  rrutos.  Prueba  de  ello  es 
la  notable  pléyada  de  sabios  y  de  héroes  que  brillaron  desde  el  principio 
de  la  independencia.  ¿  Cuánto  más  brillante  no  hubiera  sido  el  estado  de 
ese  importantísimo  ramo,  si  los  jesuítas  hubiesen  continuado  al  frente  de 
sus  establecimientos^  siendo  como  eran  los  más  aventajados  maestros, 
los  más  decididos  partidarios  de  la  instrucción,  los  que  mejores  medios 
tenían  de  impulsarla,  y  finalmente  los  que  habían  desplegado  mayor 
habilidad  para  aprovecharse  de  dichos  medios  P 

20.  Eéstanos  sólo  tratar  de  la  fundación  del  Convento  y  Colegio  de 
franciscanos  en  Medellín.  Dicha  fundación  fué  promovida  desde  1796  ; 
pero  no  se  despachó  hasta  1801,  año  en  que  se  concedió  el  permiso 
solicitado. 

Primeramente  fué  designado  para  fundador  el  P.  José  Ovalle,  y  se  le 
dieron  por  compañeros  los  PP.  Juan  Alonso  y  Rafael  de  la  Serna ; 
pero  poco  después,  á  solicitud  del  cabildo  de  Medellín  fué  nombrado 
superior  el  P.  Sema,  y  se  le  concedió  el  permiso  para  abrir  estudios  de 
facultad  mayor. 

Al  P.  Sema  se  le  dieron  por  compañeros,  después'de  su  nombramiento, 
el  P.  Juan  Can  ció  Botero  y  dos  legos.  Más  tarde  fué  enviado  también 
el  P.  Manuel  Garay. 

A  pesar  de  algunas  disensiones  entre  el  Provincial  de  los  francis- 
canos y  el  cabildo  de  Medellín,  las  obras  avanzaban  rápidamente.  Ya 
estaban  abiertas  la  escuela  y  las  clases  de  gramática^  y  éstas  habían 
presentado  actos  muy  lucidos,  cuando  llegó  el  año  de  1810,  y  todo  se 
paralizó  porque  el  P.  Sema  no  pudo  avenirse  con  el  cambio  político  y 
se  retiró.  Lo  propio  hicieron  sus  compañeros,  y  el  establecímiente 
quedó  cerrado. 

Preciso  es,  pues,  reconocer  que  durante  el  Gobierno  español  fué  la 
Iglesia  la  que  mayores,  más  importantes  y  más  eficaces  esfuerzos  hizo 
con  el  fin  de  difundir  las  luces  en  nuestro  país. 

No  obstante,  estamos  muy  lejos  de  suscribir  á  la  acusación  que  se  ha 
presentado  contra  el  Gobierno  español,  de  que  hacía  lo  posible  por 
mantener  á  los  pueblos  americanos  envueltos  en  las  espesas  tinieblas  de 
la  más  completa  ignorancia.  Al  contrario,  el  Gobierno  se  manifestó 
siempre  dispuesto  á  coadyuvar  en  lo  posible  á  la  hermosa  obra  de  la 
civilización  de  sus  posesiones  en  América,  y  en  prueba  de  ello,  fuera  de 
las  medidas  de  que  hemos  hablado,  podemos  citar  las  siguientes  palabras 
de  la  ley  1%  título  22,  libro  1?  de  la  Recopilación  de  Indias,  tratando 
de  cierta  medida  que  se  había  tomado  en  ese  ramo : 

...  Y  por  el  mucho  amor  j  yolnntad  qae  tenemos  do  honrar  y  favorecer  á 
los  de  nuestras  Indias  y  qtts  se  destierren  de  ellos  las  tinieblas  de  la  ignorancia. 

Lo  que  sí  sucedió  fué  que  los  esfuerzos  del  Gobierno  fueron  muy 
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inferiores  á  los  de  la  Iglesia ;  y  que  eii<  consecuencia  los  pueblos  ameri- 
canos son  deudores  á  ésta  de  una  inmensa  suma  de  gratitud  por  lo  que 
ha  hecho  en  obsequio  de  la  difusión  de  las  luces  en  nuestro  suelo. 
Evidentemente  no  seríamos  lo  que  boy  somos^  sin  el  celo  admirable^  el 
desprendimiento  y  la  abnegación  del  Episcopado  y  del  clero,  y  principal- 
mente de  las  órdenes  religiosas,  que  nos  han  proporcionado  un  grado  no 
despreciable  de  civilización  y  de  progreso  intelectual. 

¿  Cómo  ha  coiTespondido  el  Gobierno  á  esos  desvelos  y  fatigas  P  El  de 
España  con  la  expulsión  de  los  jesuíta  9^  que  eran  los  más  hábiles 
maestros  que  había  en  el  país;  y  el  de  la  República  con  frecuentes 
persecuciones  al  Episcopado  y  al  clero^  y  cm  la  extinción  absoluta  de  las 
órdenes  religiosas,  como  veremos  luego. 
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SEGUNDA   PARTE. 

ÉPOCA  DEL   GOBIERNO    REPUBLICANO  DURANTE 
LA  UNIÓN  DE  LA  IGLESIA  Y  EL  ESTADO. 


CAPITULO  I. 

PATRONATO  DE  LA  REPÚBLICA. 

1.  No  fué  uniforme  la  manera  de  pensar  de  los  proceres  de  la  inde- 
pendencia sobre  el  gravísimo  asunto  de  patronato.  Creían  unos  que  la 
Kepúbliea  tenía  derecho  á  él,  como  sucesora  del  Rey  en  todos  sus 
derechos  y  prerrogativas ;  pero  otros  abrigaban  al  menos  algunas 
dudas  en  el  particular,  si  no  es  que  tuviesen  una  opinión  enteramente 
contraria. 

Figuraban  entre  los  primeros  los  que  componían  la  Junta  Suprema 
del  Socorro;  entre  los  cuales  era  el  principal  el  Canónigo  magistral  Dr. 
Andrés  María  Rosillo,  que  tan  importante  papel  desempeñó  el  20  de 
Julio  de  1810  en  Bogotá,  y  que  era  en  realidad  un  hombre  eminente  en 
letras  y  en  virtudes. 

Esa  Junta  se  creyó  representante  de  los  derechos  de  Fernando  VII^ 
en  cuyo  nombre  obraba,  y  pretendió  ejercer  el  patronato  desde  los 
primeros  días  de  la  trasformación.  Al  efecto  exigió  de  los  Goberna- 
dores del  Arzobispado  que  enviasen  los  poderes  de  cada  uno  de  los 
canónigos^  para  la  percepción  de  la  parte  de  diezmos  que  les  correspon- 
dían en  los  de  la  provincia;  y  que  asimismo  enviasen  las  nóminas 
de  los.propuestos  para  curatos  que  pertenecían  al  Socorro,  para  su  pre- 
sentación. 

Probablemente  la  Junta  del  Socorro  obró  en  eso  de  buena  fe,  cre- 
yendo que  ejercía  un  derecho  perfecto ;  y  es  probable  también  que  la 
responsabilidad  de  esas  imprudentes  y  perniciosas  exigencias  corresponda 
en  su  mayor  parte  al  Dr.  Rosillo,  pues  si  él  se  hubiese  opuesto  á 
ellas,  naturalmente  no  habrían  recibido  la  sanción  de  la  Junta. 

Esta  última  circunstancia  daba  al  asunto  un  carácter  especial  de 
gravedad,  que  no  se  escapó  á  los  Gobernadores  del  Arzobispado.  No 
queriendo  resolverlo  por  sí  solos,  dieron  cuenta  de  él  al  Capítulo,  el  cual 
resolvió  que  se  contestase  por  los  Gobernadores  negándose  á  acceder  á 
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tan  extrañas  exigencias,  haciendo  responsable  á  la  Junta  de  las  sumas 

aue  indebidamente  fuesen  pagadas  pertenecientes  á  los  diezmos,  y 
iamándole  la  atención  á  la  circunstancia  de  que  la  Santa  Sede  había 
conocido  el  derecho  de  patronato  en  el  concepto  de  que  nadie  podría 
ejercerlo  sin  expresó  consentimiento  de  los  Reyes.  Por  último,  debía 
hacérsele  ver  á  la  Junta  que  el  punto  era  tan  delicado,  que  envohía 
la  nulidad  de  los  nombramientos,  é  invalidaría  las  instituciones  canóni- 
cas de  los  que  fuesen  presentados  por  ella,  como  lo  pretendía. 

Creyóse,  por  lo  pronto,  que  con  eso  calmaría  la  tormenta,  pero  no 
fué  así.  La  Junta  del  Socorro,  lejos  de  desistir  de  su  propósito,  dio  á 
sus  pretensiones  una  extensión  que  nadie  había  imaginado  en  un  prin- 
cipio ;  y  en  sus  sesiones  de  11  y  12  de  Diciembre  decretó  la  erección 
del  Obispado  del  Socorro,  y  nombró  para  Obispo  al  Dr.  Rosülo. 

Quisieron  ios  Gobernadores  del  Arzobispado,  de  acuerdo  con  el 
Capítulo,  tratar  tan  grave  asunto  por  las  vías  de  la  dulzura  y  de  la 
prudencia  humanas,  y  al  efecto  dirigieron  un  oficio  comedido  y  suave 
a  la  Junta,  con  el  fin  de  hacerle  ver  el  error  en  que  oe  encontraba,  y 
las  perniciosas  consecuencias  que  de  él  podían  resultar.  Al  mismo 
tiempo  dirigió  xma  circular  á  los  curas  con  el  fin  de  recordarles  sus 
deberes  en  esas  circunstancias. 

Mal  fueron  recibidos  estos  pasos  por  la  Junta  Suprema  del  Socorro. 
Desconoció  la  autoridad  de  los  Gobernadores  del  Arzobispado,  ordenó 
que  no  se  les  atendiese  en  nada,  y  mandó  recoger  la  circular  como 
escrito  sedicioso  y  atentatorio  á  los  derechos  de  la  potestad  temporal. 
La  exageración  de  la  Junta  llegó  al  extremo  de  aprobar  poposiciones 
como  la  siguiente : 

Si  reconvenidos  los  Hustrísimos  fleñores  sufragáneos  para  consagrar  al  Obispo 
electo,  se  resistieren  á  ello,  el  Gobierno  secolar  les  niegue  las  temporalidades,  con- 
minándolos con  extrañamiento  y  verificándolo  en  caso  necesario,  por  apóstatas  y 
enemigos  de  la  religión. 

Era  un  verdadero  cisma  lo  que  había  en  el  Socorro,  y  cada  día  se 
hacía  más  y  más  preciso  que  cayera  sobre  él  con  mano  firme  y  vigorosa 
la  autoridad  respectiva  para  extirparlo.  En  efecto,  los  Gobernadores 
del  Arzobispado  ¿irigieron  á  los  pueblos  una  enérgica  y  vigorosa  pas- 
toral, que  abrió  los  oíos  á  los  que  de  buena  fe  iban  en  el  error,  y  aban- 
donaron á  la  Junta,  la  cual  se  vio  en  la  necesidad  de  plegar  velaa. 

No  obstante,  pocos  días  después  se  quiso  justificar  el  procedimiento 
de  la  citada  Junta,  y  al  efecto  el  licenciado  Manuel  Plata  publicó  por  la 

5>ren8a  un  cuaderno  encaminado  á  demostrar  que  la  Junta  Suprema  y 
06  pueblos  del  Nuevo  Reino  tenían  legítima  autoridad  para  ejercer  el 
derecho  de  patronato,  cuidar  del  culto,  proveer  de  ministros  y  socorrer 
de  todos  modos  la  Iglesia  de  Jesucristo. 

Probaba  eso  que  debajo  de  las  cenizas  del  anterior  incendio  habían 
quedado  algunas  chispas  que  podían  reproducir  la  hoguera.  Era,  pues, 
predso  refutar  ese  escrito,  y  lo  hizo  el  Dr.  José  Antonio  Torres  y  Peña 
en  un  erudito  é  importante  cuaderno,  en  el  que  probó  la  identidad  de  las 
doctrinas  de  su  adversario  con  las  que  han  profesado  los  novadores  y 
damáticos  de  otros  tiempos. 
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2.  No  en  todas  partes  surgieron  pretensiones  semejantes.  Hubo,  por 
el  contrario,  moderación  en  el  mayor  número  de  los  proceses  de  las 
demás  ciudades,  principalmente  los  que  ocuparon  puestos  páblicos  de 
importancia. 

Una  prueba  de  ello  tenemos  en  el  artículo  3?  del  título  2?  de  la  Cona- 
titución  de  Cundinamarca^  sancionada  el  30  de  Marzo  de  1811,  qae 
disponía  lo  siguiente : 

A  fin  de  evitar  el  cisma  y  sus  funestas  con  secuencias,  se  encargará  á  quien  corres* 
ponda,  qne  á  la  mayor  brevedad  posible,  y  con  preferencia  á  casuquiera  negociación 
diplomática,  se  trate  de  establecer  correspondencia  directa  con  la  Silla  Apostólica, 
con  el  objeto  de  negociar  un  concordato  y  la  oontinaación  del  patronato  qne  el 
Gobierno  tiene  sobre  las  Iglesias  de  estos  dominios. 

Como  en  esa  Constitución  se  reconocía  á  Femando  VII,  no  es  de 
extrañar  qne  se  diera  por  existente  el  derecbo  de  patronato  en  el 
Gobierno ;  pues  el  Rey  lo  ejercía  con  indisputable  derecho,  como  lo 
hemos  visto  antes.  No  obstante,  el  Colegio  electoral  comprendía  que  las 
modificaciones  en  la  organización  del  GoDÍemo,  exigían  también  modifi- 
caciones en  la  manera  de  ejercer  el  patronato ;  y  de  ahí  el  que  se* 
encareciese  la  celebración  de  un  concordato,  el  cual  sería  inútil  si  el 
referido  derecho  hubiese  de  continuar  sin  alteración  alguna 

Poco  más  ó  menos  en  el  mismo  sentido  se  redactó  el  artículo  41  del 
acta  federal  de  27  de  Noviembre  de  1811,  que  se  expresa  asi : 

Entre  las  relaciones  exteriores  que  debe  mantener  el  Congreso  será  nna,  y  de  la 
má3  estrecha  recomendación  que  hacen  las  provincias,  la  de  la  Silla  Apostólica,  para 
ocurrir  á  las  necesidades  espirituales  de  los  fíeles  en  estos  remotos  países,  promo- 
viendo la  erección  de  Obispados,  de  qne  tanto  se  carece,  ^  qne  tan  descuidados  huí 
sido  en  el  antiguo  Gobierno,  y  todos  los  demás  establecimientos,  arreglos,  concor- 
datos etc.  en  que  conforme  á  la  práctica  y  ley  g:eneral  de  las  naciones,  debe  intervenir 
la  suprema  potestad  de  un  Estado,  para  el  bien  espiritual  de  sus  subditos. 

Todavía  en  ese  tiempo  se  aceptaba  al  Rey  como  jefe  del  Gobierno,  y 
se  reconocía,  sin  embargo,  la  necesidad  de  celebrar  con  la  Santa  Sede 
arreglos,  concordatos  etc. ;  pero  se  conoce  que  las  ideas  regalistas  iban 
ganando  terreno,  porque  ya  aquí  se  da  por  sentado  que  el  poder  temporal 
debe  intervenir  en  algunos  asuntos  relacionados  con  el  bien  espiritual  de 
los  individuos. 

Llegó  entre  tanto  el  año  de  1813,  y  en  él  se  proclamó  decididamente 
la  independencia  de  estos  países,  lo  que  se  hizo  en  Bogotá  el  19  de  Julio. 
Poco  después,  el  24  del  mismo,  se  reunió  el  Colegio  electoral  de  Cundi- 
namarca  y  expidió  un  decreto  que  principia : 

Nos,  los  representantes  del  pueblo  de  Cundinamarca,  libre  é  independíente,  re- 
unidos para  tratar  de  su  felicidad,  repara üdo  Ips  males  que  se  experimentan  por  no 
estar  decidido  si  el  derecho  de  patronato  lo  ha  reasumido  la  autoridad  de  la  Iglesia, 
ó  si  pertenece  á  la  soberanía  de  este  pueblo  como  inherente  á  ella,  tomando  un  medio 
que  por  ahora  concilie  las  dos  opiniones  "^  desvanezca  cualquiera  motivo  de  eacrápiílo, 
mientras  se  nos  facilita  el  recurso  á  la  Silla  Apostólica  y  podemos  negociar  con  Su 
Santidad  sobre  éste  y  otros  asuntos  interesantes,  hemos  venido  en  decretar :  Que 
sin  perjuicio  de  los  derechos  que  le  corresponden  ó  puedan  corresponder  á  la  soberanía 
del  pueblo  de  Cundinamarca,  j  sin  que  se  entienda  que  es  nuestro  ánimo  péijudicar 
los  que  corresponden  á  la  autoridad  eclesiástica,  el  Poder  Ejecutivo  del  Estaco,  trate 
con  la  brevedad  posible,  con  la  potestad  eclesiástica,  de  una  concordia  provisional 
en  cuanto  al  derecbo  de  patronato. 
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Do8  cosas  son  aquí  patentes  y  manifiestas :  la  primera,  que  los  miem- 
bros del  Colegio  electoral  tenían  duda  sobre  sí  el  Gobierno  republicano 
gozaría  6  no  del  derecho  de  patronato ;  y  la  segunda^  que  reconocían  en 
la  Santa  Sede  plena  potestad  para  decidir  el  pun^o.  ror  eso  mandaban 
celebrar  un  acuerdo  provisional  con  la  autoridad  eclesiástica,  mientras  se 
facilitaba  recurso  á  la  Silla  Apostólica. 

Eso  demuestra  que  los  patriotas  de  ese  tiempo  no  creían  que  el  Gobierno 
pudiese  ejercer  el  derecho  de  patronato  sino  mediante  un  convenio  con  la 
autoridaa  eclesiástica^  y  que  ésta  tenía  el  derecho  de  concederlo  ó  negarlo. 
£n  realidad  eso  equivalía  á  reconocer  la  falta  de  derecho  en  la  potestad 
civil ;  porque  si  éste  existiera  realmente,  no  podía  desconocerlo  ni  negarlo 
la  Santa  Sede. 

3.  Hablando  de  este  asunto  el  Dr.  José  Manuel  Bestrepo  en  su 
Historia  de  Colambia,  se  expresa  en  los  términos  siguientes : 

De  tres  puntos  nacían  los  embarazos  principales  que  el  Gobierno  republicano 
experimentaba  en  las  materias  eclesiásticas :  del  derecho  de  patronato,  de  los  diez- 
mos y  de  las  btdas  de  cruzada. 

IiOB  Beyes  de  España  debieron  ¿  la  política  previsiva  y  desconfiada  de  Femando 
el  Católico  el  proveer  exclusivamente  y  con  muy  poca  intervención  de  una  autoridad 
extranjera,  toaas  las  grandes  dignidades,  piezas  eclesiásticas  y  beneficios  carados 
de  sn  vasto  imperio  de  América.  Este  precioso  derecho,  llamado  de  pcUronato,  que 
envolvía  miras  de  una  política  muy  profunda,  había  sido  de  la  mayor  importancia; 
la  Iglesia  americana  conservaba  así  una  perfecta  unidad  con  el  Estado,  y  á  pesar  de 
las  riquezas  del  clero,^  jamás  se  experimentó  la  menor  conmoción  ni  disturbio  por 
su  causa. 

lios  republicanos  habían  queridb  conservar  ileso  en  la  autoridad  nacional  el 
derecho  de  patronato.  Mas  el  clero  se  opuso,  manifestando  ser  un  privilegio  con- 
cedido por  ios  Papas  á  los  Beyes  de  España,  y  que  había  cesado  desde  el  momento 
en  que  sé  declaró  la  independencia.  Dividiéronse  las  opiniones  de  los  teólogos  y 
canonistas  en  esta  materia  delicada.  Unos  decidieron  que  debía  tocar  el  patronato 
de  las  Iglesias  de  la  Confederación  ¿los  nuevos  Gobiernos  que  eran  obra  del  pueblo, 
Terdadero  fundador  y  sostenedor  de  las  mismas  Iglesias,  con  calidad  de  llevar  las 
cargas  inherentes  á  aquel  derecho ;  otros,  que  era  preciso  ocurrir  &  la  Silla  romana 
para  que  continuara  el  privilegio,  opinión  que  fué  más  gener  límente  seguida. 
Aconsejaban  que  entre  tanto  se  proveyesen  los  beneficios  por  la  autoridad  eclesiás- 
tica, previo  el  consentimiento  de  los  Gobiernos  respectivos.  Practicábase  esto  en 
los  Obispados  de  Cartagena  y  Popayán  ;  {)ero  en  la  diócesis  de  Santafé,  donde  los 
gobemacLores  Pey  y  Duqnesne  con  la  mayor  parte  de  los  prebendados  eran  enemi- 
gos de  la  Bepúbhca,  nada  pudo  conseguirse.  Todos  los  beneficios  se  proveían  in- 
terinamente, para  lo  cual  jamás  había  intervenido  la  autoridad  civü,  aun  en  tiempo 
de  loe  Beyes.í 

I  Qaé  hizo  el  Gobierno  republicano  en  vista  de  esa  actitud  del  clero  ? 
£1  mismo  historiador  nos  lo  dice,  á  la  página  266,  donde  se  lee  lo 
fligoiente : 

Compuesto  el  Congreso  granadino  '  de  ciudadanos  distinguidos  por  su  moral  y 


^  Esto  de  las  riquezas  del  clero,  debe  entenderse  relativamente  al  de  otros  países 
dirersos  de  Colombia.  En  la  introducción  á  la  misma  Historia  se  lee,  página 
XZYÜ,  hablando  del  clero  de  Colombia,  lo  silente :  *'  Los  miembros  del  clero  no 
eran  ricas,  como  en  otras  partes  de  la  América  española." 

«  Historia  de  Colombia,  capítulo  VII,  páginas  268  y  269,  de  la  edición  de  1848. 

^  Habla  aquí  del  qu^  se  reunió  en  Leiva  el  4  de  Octubre  de  1812.  Antes  habían 
existido  el  que  se  reunió  en  Bogotá  el  22  de  Diciembre  de  1810,  y  que  se  disolvió  á 
los  dos  meses  sin  hacer  nada  de  importancia,  y  el  que  se  reunió  enlamismaciudacU 
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por  ens  sentimientos  religiosos,  dirigió  desde  el  principio  sn  atención  á  conservar 
la  santa  religión  catódica,  apostólica,  romana,  en  toda  su  pureza  é  integridad. 
Como  para  esto  era  preciso  establecer  comunicaciones  con  el  Papa,  cabeza  de  la 
Iglesia,  el  Congreso,  cumpliendo  con  el  encargo  del  artículo  41  del  acta  de  federa- 
ción, había  exj^ido  un  decreto,  desde  el  mes  de  Abril  del  año  anterior  (el  de  1813), 
invitando  &  los  Gobernadores  del  Arzobispado  de  Santafé,  para  que  convocaran  y 
reunieran  un  convento  ó  asamblea  del  clero  de  la  Confederación :  en  él  debían 

Sarse  los  principios  bajo  los  cuales  convendría  dirigir  las  preces  á  la  Silla  Apos- 
lica,  y  por  medio  de  qué  personas,  revestidas  por  el  Congreso  con  el  carácter  j 
dignidad  de  una  Diputación  nacional. 

Al  mismo  tiempo  que  se  invitaba  á  los  Gobernadores  de  la  Silla  metropolitana 
de  Santafé,  ¿  (quienes  correspondía  la  iniciativa,  se  requería  también  á  las  autori- 
dades eclesiásticas  que  regían  los  Obispados  sufi*agáneos  de  Carta^na  y  Popaján, 
pues  el  de  Santa  Marta  se  bailaba  dominado  por  los  realistas.  I^inguna  de  las 
sillas  tenía  Obispo  que  las  dirigiera  en  la  actualidad.  El  Arzobispo  de  Santafé, 
Dr.  D.  Juan  Bautista  Sacristán,  que  vino  á  Cartagena  á  principio  de  la  revolución, 
no  fué  admitido  en  su  Diócesis  por  enemigo  de  la  independencia  $  se  le  mandó 
salir  de  la  Nueva  Granada  en  1811,  j  residía  en  Cuba.  El  de  Cartagena  había 
emigrado  por  igual  motivo  en  la  misma  época,  j  el  de  Popayán  falleció  antes  de 
la  revolución.  Los  Cabildos  eclesiásticos  v  los  Gobernadores  de  las  Diócesis  en 
sede  vacante  contestaron  de  conformidad  a  la  invitación  del  Congreso.  La  mismo 
hicieron  todos  los  Gobiernos  provinciales,  incluso  el  de  Cundinamarca ;  mas  no  así 
los  Gobernadores  del  Arzobispado,  que  eran  los  Doctores  Juan  Bautista  Pey  y 
José  Domingo  Duquesne.  Fué  necesario  que  el  Presidente  del  Congreso  los 
requiriese  fuertemente  hasta  por  segunda  vez,  para  que  contestaran  al  cabo  de  seis 
meses  de  un  silencio  desdeñoso  hacia  la  autoridad  nacional.  Con  su  respuesta 
incluyeron  los  votos  de  algunos  miembros  del  Cabildo  eclesiástico.  Se  reducían  á 
decir  que  ni  los  Gobernadores  ni  este  cuerpo  tenían  facultad  de  convocar  la  Asam- 
blea proyectada,  que  seria  peligrosa  por  las  novedades  que  podría  suscitar ;  que 
sería  igualmente,  perjudicial  porque  los  curas  y  otros  eclesiásticos  tendrían  que 
abandonar  sus  beneficios  para  trasladarse  á  grandes  distancias.  Opinaban  que  el 
mejor  medio  para  tratar  con  el  Sumo  PontíüQce  era  que  reunidos  el  Congreso,  el 
Gobierno  de  Cundinamarca,  los  Gobernadores  del  Arzobispado  y  el  Capítulo  eclesiás- 
tico, elevaran  á  Su  Santidad  los  memoriales,  diputaciones  ó  enviados  que  juzgaran 
convenientes  para  el  bien  de  la  Religión  y  de  la  Iglesia. 

Esta  contestación  no  satisfizo  al  Condeso,  que  nombró  una  comisión  de  dos 
célebres  canonistas,  los  Diputados  Marimón  y  Gutiérrez,  para  que  rebatieran, 
según  lo  hicieron,  las  objeciones  de  los  Gobernadores  del  Arzobispado,  é  indicaran 
los  medios  de  allanar  las  dificultades  que  se  habían  propuesto  sobre  el  sínodo  ó 
convento  eclesiástico,  arreglándose  á  la  disciplina  de  la  Iglesia.  Sin  embargo  de 
que  el  Congreso  adoptó  las  opiniones  que  emitieron  sus  comisionados,  nada  se 
pudo  adelantar  por  la  oposición  de  los  Gobernadores  del  Arzobispado  y  de  la 
mayoría  del  Capítulo  metropolitano :  tres  de  sus  miembros,  Andrade,  Bosillo 
y  Caicedo,  estuvieron  por  la  convocación ;  y  los  restantes,  Pey,  Duquesne,  Barco, 
León  y  Cuervo,  fueron  de  opinión  contraria,  y  no  quisieron  acceder  á  la  medida  que 
proponía  el  Congreso.  Por  tanto,  el  proyecto  encalló  y  no  tuvo  otro  resultado  que 
suspenderse,  mandándose  imprimir  todas  las  piezas  oficiales. 

Bueno  es  que  agreguemos  á  estos  pasajes  otro  de  la  Introducción,  en  el 
cual  el  historiador  explica  cómo  ejercía  el  Gobierno  español  el  derecho 
de  patronato.     A  la  página  xxvüi  se  expresa  asi : 

Los  Beyes  de  España  ejercían  un  derecho  precioso  sobre  todas  las  Iglesias  de 

y  firmó  el  27  de  Noviembre  de  1811  el  acta  de  federación,  documento  á  que  se 
dio  la  forma  de  un  tratado.  Lo  firmaron  los  Diputados  de  cinco  provincias,  y  fué 
aceptado  y  ratificado  por  casi  todas  las  demás.  Sirvió  de  norma  para  ese  tratado 
el  Acta  de  Confederación  de  los  Estados  Unidos  del  Norte,  acordada  el  año  de 
1776. 
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América ;  tal  era  el  de  patronato,  que  Femando  el  Católico  tuvo  la  sabia  previsión 
de  aseg^nrar  para  sí  j  para  sos  sucesores,  cuando  aun  no  se  conocía  toda  la 
importancia  de  los  nuevos  descubrimientos  del  célebre  Colón.  Como  patronos  de  las 
Iglesias  de  América,  los  Reyes  de  España  nombraban  todos  los  Arzobispos  y 
Oolspos,  j  el  Papa  les  expedía  inmediatamente  las  balas  ;  elegían  también  para 
las  dignidades,  prebendas,  canonjías  y  demás  piezas  eclesiásticas,  y  con  sólo  su 
nombramiento  los  Cabildos  daban  la  institución  cauÓDÍca  á  los  electos.  Los 
beneficios  curados  y  otros  menores  se  proveían  por  el  Virrey,  el  Capitán  general  de 
Venezuela  y  los  Gobernadores  que  ejercían  el  vice  patronato  real. 

4.  De  los  párrafos  trascritos  resultan  claramente  los  siguientes* 
hecbos : 

1?  Que  á  la  época  de  la  independencia,  los  Eeyes  nombraban  los 
Arzobispos  y  Obispos»  y  el  Papa  les  expedía  inmediatamente  las  bulas. 
Elegían  también  las  personas  que  debían  ocupar  las  dignidades,  preben- 
das, canonjías  y  demás  piezas  eclesiásticas ;  y  con  sólo  ese  nombramiento 
los  Cabildos  daban  la  institución  canónica  á  los  electos.  Los  beneficios 
curados  y  otros  menores  eran  provistos  por  el  Virrey,  el  Capitán  general 
y  los  GoDernadores. 

2?  Que,  al  proclamarse  la  independencia,  el  Gobierno  repubUcano 
pretendió  conservar  ileso  en  la  autoridad  nacional  ese  derecho  ;  pero  el 
clero  se  opuso,  porque  creyó  que  tal  derecho  había  cesado  al  extinguirse 
la  autoridad  de  los  lleyes^  á  quienes  había  sido  concedida. 

3?  Que  á  consecuencia  de- eso,  se  estableció  la  práctica  de  que  los 
beneficios  se  proveyesen  por  la  autoridad  eclesiástica,  previo  el  consenti- 
miento de  los  Gobiernos  respectivos ;  menos  en  la  Arquidiócesis,  donde 
se  proveían  interinamente  sin  intervención  alguna  de  la  autoridad 
pública. 

4?  Que  el  Congreso,  compuesto  de  hombres  eminentemente  católicos  y 
morales,  dirigió  desde  el  principio  su  atención  á  conservar  la  santa 
religión  católica,  apostólica^  romana*,  en  toda  su  pureza  é  integridad ;  y 

Sue,  como  para  eso  era  necesario  entablar  comunicaciones  con  el  Papa, 
ispuso  excitar  á  los  Gobernadores  del  Arzobispado  á  fin  de  que  convo- 
caran y  reunieran  un  convento  ó  asamblea  del  clero  de  la  nación,  en  el 
cual  se  fijaran  los  principios  según  los  cuales  convendría  dirigir  las 

I  reces  á  la  Santa  Sede  ;  medida  que  no  pudo  llevarse  á  término,  por 
I  oposición  de  los  dichos  Gobernadores  del  Arzobispado. 
Sespecto  del  primer  hecho,  tenemos  que  observar  que  los  Reyes  ya 
habían  falseado  en  su  provecho  el  patronato  que  les  concedió  la  bula  del 
Papa  Julio  II  expedida  en  Boma  el  28  de  Julio  de  1508,  de  que  hablamos 
antes ;  pues  según  los  términos  de  esa  concesión,  los  Reyes  sólo  tenían  el 
derecho  de  presentar  personas  idóneas  para  los  Arzobispados,  Obispados, 
Prebendas  y  Beneficios.  Se  excedían,  pues,  si  hacían  verdaderas  ekcciones¡ 
obligatorias  en  todo  caso  para  la  Santa  Sede ;  y  más  aún  si  respecto  de  los 
Prebendados  y  Beneficiados  prescindían  por  completo  de  la  Santa  Sede 
en  las  elecciones,  á  menos  que  hubiesen  recibido  autorizaciones 
especiales  posteriores  para  obrar  en  el  particular  de  esa  manera,  lo  que 
Oo  creemos ;  pero  en  uno  6  en  otro  caso,  es  la  potestad  temporal  la  que 
V»  enaanchando  más  y  más  su  esfera  de  acción  en  asuntos  que  por  su 
Mforaleza  y  su  esencia  pertenecen  á  la  Iglesia. 

2n  cuanto  á  lo  segundo,  nos  parece  natural  que  sucediera  lo  quep 
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sucedió  realmente.  Los  Gobiernos  son,  por  lo  general,  poderes  absor- 
bentes que  quiesen  disponer  de  todos  los  resortes  de  la  sociedad,  para 
dirigirla  en  cualquiera  circunstancia  según  su  voluntad.  No  es  extraño, 
pues,  que  el  republicano,  que  surgió  de  la  revolución  de  1810,  se  creyera 
con  derecho  á  ejercer  el  patronato  de  los  antiguos  Reyes ;  máxime  si  se 
atiende  á  que  los  que  lo  ejercían  eran  firmes  y  sinceros  católicos,  prote- 
gían decididamente  la  religión,  y  estaban  dispuestos  á  llevar  todas 
las  cargas  del  patronato. 

En  cuanto  al  clero,  es  también  natural  que  su  mayoría  se  inclinase  á 
creer  que  el  patronato  se  había  extinguido  desde  que  se  proclamó  la 
independencia;  pero  no  entraremos  á  exponer  aquí  las  razones  que 
podía  alegar  en  apoyo  de  su  opinión,  porque  ése  es  un  punto  que 
trataremos  extensamente  dentro  de  poco. 

En  lo  relativo  á  la  práctica  establecida  de  proveer  los  beneficios  la 
autoridad  eclesiástica,  previo  consentimiento  del  Gobierno  respectivo, 
prueba  que  los  Gobiernos  republicanos  no  tenían  un  convencimiento 
pleno  y  perfecto  de  que  pudieran  ejercer  realmente  el  derecho  de  patro- 
nato, tal  como  había  sido  concedido  á  los  Beyes  de  España.  Á  tener 
tal  convencimiento,  no  habrían  convenido  en  volver  á  lo  que  .  era  el 
primitivo  derecho  de  patronadgo  ;  pues,  si  no  nos  equivocamos,  la  frase 
previo  consentimiento  no  significa  otra  cosa  que  tomar  la  venia  del  poder 
temporal  para  hacer  el  nombramiento,  y  eso  era  lo  que  constituía 
el  patronato  primitivo,  como  lo  hicimos  notar  en  su  lugar. 

Itespecto  á  la  práctica  observada  por  los  Gobernadores  del  Arzobispado 
de  proveer  interinamente  los  beneficios,  nos  parece  prudente  y  razonable. 
Si  el  Gobierno  republicano  pretendía  tener  alguna  intervención  en  las 
elecciones  de  los  propietarios,  y  los  Gobernadores  creían  que  no  debía 
tomar  ninguna,  el  medio  de  evitar  conflictos,  escándalos,  y  quién  sabe 
cuántos  otros  males,  era  limitarse  á  hacer  nombramientos  interinos,  y 
diferir  la  provisión  de  las  vacantes  en  propiedad  para  cuando  hubieran 
desaparecido  los  inconvenientes  que  por  lo  pronto  se  presentaban. 

En  lo  que  se  refiere  á  la  convocación  de  un  convento  ó  asamblea  del 
clero  de  la  Confederación,  no  entraremos  á  examinar  si  esa  medida  era 
ó  no  conforme  al  espíritu  y  disciplina  de  la  Iglesia,  ni  tampoco  si  los 
Gobernadores  del  Arzobispado  tenían  facultades  para  semejante  convo- 
cación. Nos  limitaremos  á  observar  que  la  reunión  de  tal  sínodo  ó 
asamblea  habría  sido  perjudicial  para  las  miras  del  Gobierno. 

En  efecto,  de  lo  que  se  trataba  era  de  fijar  "  los  principios  bajo  los 
cuales  convendría  dirigir  las  preces  á  la  Süla  Apostólica,  y  por  medio 
de  qué  personas,  revestidas  por  el  Congreso  con  el  carácter  y  dignidad 
de  una  I)iputacióa  nacional ;  "  y  como  al  clero  le  repugnaba  el  ejercicio 
del  derecho  de  patronato,  es  claro  que  habría  optado  por  los  principios 
y  personas  menos  á  propósito  para  conseguir  el  fin  que  deseaba  el 
Gobierno. 

Es  muy  probable  que  en  esa  asamblea  se  hubieran  decidido  dos  cosas, 
á  saber :  la  una,  que  no  existía  el  derecho  de  patronato,  el  cual  se  habict 
extinguido  con  la  autoridad  del  Rey ;  y  la  otra,  -que  no  convenía  resta- 
blecerlo. 

¿  Qué  habría  hecho  el  Gobierno  republicano  en  ese  caso^    Si  ejercísL 
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coacción  sobre  la  asamblea,  se  constituía  en  perse^idor  del  clero,  y 
comprometía  con  eso  sólo  tan  seriamente  la  independencia,  que  tal  yez 
la  hacía  imposible.  Si  se  limitaba  á  hacer'  sus  gestiones  ante  la  Santa 
Sede,  respetando  la  libertad  de  la  asamblea,  es  muy  probable  que  al  fin 
no  consiguiera  el  anhelado  derecho  de  patronato,  porque  en  el  ánimo  de 
la  Santa  Sede  tendrían  una  fuerza  inmensa  las  opiniones  de  tan  numerosa 
y  respetable  asamblea,  que  debía  conocer  mejor  que  nadie  el  estado  y  las 
necesidades  del  país. 

Eran,  pues,  muy  fundados  los  temores  que  abrigaban  los  Gobernadores 
del  Arzobispado,  de  que  pudieran  suscitarse  novedades  peligrosas ;  y 
nosotros  agregaremos  que  los  peligros  eran  especialmente  para  el 
Oobiemo  que  proponía  la  medida,  y  al  cual  se  cree  querían  causar 
perjuicio  los  Gobernadores  del  Arzobispado  con  su  negativa.  Era,  por 
lo  demás,  de  incontestable  evidencia  el  inconveniente  que  apuntaban 
los  Gobernadores,  consistente  en  que  los  curas  abandonaran  por  largo 
tiempo  sus  parroquias  para  concurrir  á  la  asamblea. 

Dos  medios  había,  en  nuestro  concepto,  para  conseguir  lo  que  el 
Gobierno  republicano  deseaba.  El  primero,  cortar  de  lleno  la  dificultad, 
nombrando  un  Enviado  ante  la  Santa  Sede,  que  hiciese  directamente 
las  gestiones  correspondientes  en  Koroa;  y  el  secundo,  si  el  Gobierno 
quería  que  en  el  asimto  interviniera  el  clero  de  la  Kepública,  ponerse 
previamente  de  acuerdo  con  los  Gobernadores  del  Arzobispado,  como  lo 

{>roponían  éstos,  ó  bien  con  los  Gobernadores  de  todas  las  Diócesis  y  todos 
os  Capítulos  si  así  se  creía  preferible,  y  ejecutar  luego  lo  que  de  comtín 
acuerdo  se  resolviese.  El  Congreso  se  limitó  á  hacer  publicar  los 
documentos  respectivos,  y  nada  se  adelantó  por  entonces. 

Yino  luego  la  aciaga  época  de  1816  á  1819,en  la  cual  la  cuchilla  delojs 
paeificadores  llenó  de  sangre,  lágrimas  y  luto  la  vasta  extensión  de  la 
República. 

El  genio  de  Bolívar,  que  concibió  y  llevó  á  cabo  la  admirable  ex- 
pedición de  1819,  terminada  con  la  espléndida  victoria  de  Boyacá,  hizo 
lucir  de  nuevo  sobre  los  horizontes  de  la  patria,  el  sol  de  la  libertad. 

Dos  años  más  tarde,  al  feliz  éxito  de  la  batalla  de  Carabobo  aseguró 
la  independencia  de  Venezuela,  que  con  nuestro  territorio  formaba 
entonces  la  grande  y  gloriosa  República  de  Colombia. 

Hubo  entonces  por  primera  vez,  un  verdadero  Gobierno  general, 
sólidamente  establecido-,  que  mandaba  en  todas  partes,  y  era  obedecido 
con  prontitud  y  eficacia,  que  prometía  y  hacía  esperar  largos  años  de 
paz,  de  prosperidad  y  de  ventura,  y  que  infundía  respeto  y  admiración 
aun  á  algunas  de  las  Naciones  extranjeras. 

5.  Desgraciadamente  ese  Gobierno,  tan  digno  de  lá  gratitud  nacional 
por  muchos  conceptos,  trajo  consigo  1^  antiguas  pretensiones  de  patronato, 
aun  más.  exij^entes  é  injustas  que  las  de  los  primeros  años  de  la 
Bepública.  Todavía  resonaba  en  los  aires  el  eco  del  cañón  que  defendía 
nuestro  suelo  contra  los  pacificadores,  cuando  ya  el  Gobierno  del  general 
Santander  tomaba  las  medidas  que  le  parecían  conducentes  al  reconoci- 
miento de  su  prete^^dido  derecho  de  patronato  sobre  la  Iglesia 
colombiana. 

Una  de  esas  medidc^p,  aunque  indirecta,  fué   la  de  dar/^L  y 
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ensanche  posible  á  la  logia^  de  la  cual  hacían  parte  el  Yicepresidente 
Santander»  sus  Secretarios,  varios  ministros  de  la  Corte  Suprema,  los  jefes 
militares,  la  mayor  parte  de  los  comerciantes,  y  lo  que  es  peor  aún,  no 
pocos  miembros  de  uno  j  otro  clero.  Fué  moda  corriente  entonces 
clamar  en  todos  los  tonos  contra  la  tirania  de  los  Papas,  y  sus  exorbi- 
tantes pretensiones,  distinguiéndose  entre  todos,  los  malos  clérigos  de 
que  acabamos  de  hablar. 

Preparado  por  ese  medio  el  terreno,  el  Gobierno  resolvió  consultar  el 
asunto  con  algunos  sacerdotes  que  le  eran  adictos  en  ese  particular,  y  que 
eran  reputados  por  patriotas,  sabios  y  virtuosos.     Uno  de  ellos,  quizá  el 

Írincipal,  fué  el  Dr.  Juan  Nepomuceno  A2suero,  á  quien  el  Secretario  del 
Qterior,  de  orden  del  Vicepresidente,  hizo  la  siguiente  consulta  : 

¿  Los  reyes  de  España  necesitaron  de  concesión  para  ejercer  el  patronato,  6  podían 
hacerlo  como  nna  regalía  inherente  al  Gobierno  supremo  P 

¿  Si  lo  eiercían  en  virtnd  de  privilegio,  se  entenaerá  concedido  éste  al  Grobiemo 
de  la  Eepublica  por  ana  epiqneya  ó  por  las  circunstancias  P 

¿  Siendo  nna  regalía  de  toda  antondad  suprema  é  independiente,  se  podrá  ejercer 
con  la  misma  extensión  ^ue  los  Eejes»  ó  con  modificaciones  P 

¿  Si  ni  como  privilegio  ni  como  regalía  corresponde  el  ejercicio  del  patronato 
al  Gobierno  de  la  Bepública,  quién  deberá  proveer  los  beneficios  y  con  qué 
limi^iones  P 

¿  A  qué  autoridad  corresponde  declararlo,  mientras  la  Silla  Apostólica  determina  P 

Finalmente,  4  siendo  unos  ciudadanos  los  eclesiásticos,  y  estando  la  Iglesia  dentro 
del  Estado,  cuál  será  su  subordinación  al  Gobierno  en  cuanto  á  la  provisión  de 
beneficios  y  modo  de  desempeñarlos  P 

El  Dr.  Azuero  presentó  su  informe,  en  el  cual  se  limitó  á  tratar  AA 
primer  punto  consultado.  Para  que  se  forme  una  idea  de  ese  documento, 
que  reyela  bien  las  tendencias  del  Gobierno  consultor  y  las  ideas  del 
teólogo  consultado,  copiaremos  unos  pocos  párrafos. 

Nada  tiene  en  mi  concepto  de  espinosa  la  cuestión,  nada  de  difícil  ni  de  oscura,  si 
prescindimos  de  preocupaciones  absurdas,  y  miramos  con  el  desprecio  que  sé  merecen 
las  miserables  opiniones  de  autores  ignorantes  y  rancios.  Ocurramos  más  bien  á 
fuentes  puras,  y  sismos  las  luces  de  £k  razón,  de  la  historia,  de  una  juiciosa  crítica. 
Felizmente  para  el  género  bumano,  pasaron  aquellos  tenebrosos  siglos  en  que  se 
vio  á  los  Monarcas  encadenados  bajo  el  ilimitado  poder  de  los  Papas,  en  que  dispo- 
nían éstos  á  BU  antojo  de  las  coronas  y  de  los  imperios,  y  en  que  dudar  ae  las  m- 
mensas  facultades  qtie  se  usurparon,  se  hubiera  tenido  por  un  sacrilego  atentado 
contra  la  religión. 

•  •.....« 

El  entusiasmo  de  los  primeros  Beyes  y  Magistrados  cristianos  por  los  virtuosos 
ministros  de  la  religión  que  habían  abrazado,  los  movió  á  concederles  exenciones 
y  prerrogativas  más  ó  menos  grandes ;  y  lo  que  al  principio  fué  una  gracia,  se 
usurpó  oespués  como  un  derecho,  y  como  derecho  divino.  Cada  día  más  ricos, 
más  poderoso^  y  más  vencedores  los  pontífices,  fueron  también  más  celosos  de 
ensanchar  su  autoridad ;  y  al  fin  disputaron  el  poder  á  los  tronos,  á  los  mismos 
Príncipes  que  los  habían  engrandecido. 

Pero  es  inconcuso  que  el  reino  fundado  por  Jesucristo  es  todo  espiritual :  que 
no  disminuyó  en  lo  más  mínimo  la  autoridad  de  UU  potestades  temporales  ;  que 
lejos  de  sustraer  de  su  obediencia  á  los  clérigos,  á  los  Obispos,  á  los  nusmos  Pontí- 
fices, les  dio  positivos  preceptos  de  la  más  inalterable  subominación,  y  que  todos  loa 
privilegios  que  el  estado  eclesiástico  puede  alegar  en  su  favor,  son  puramente 
humanos,  debidos  á  la  generosidad  y  munificencia  de  los  Príncipes,  y  que  éstos 
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pueden  extenderlos  7  coartarlos  confirmándolos  ó  revocándolos  del  todo,  segú^ 
tengan  por  más  conveniente  á  la  felicidad  de  los  Estados. 

■  •••  .  •  •  •  • 

Nnnca  entró  tn  los  designios  del  divino  legislador  de  la  Iglesia,  el  despojar  á 
los  snpremos  directores  de  las  naciones  del  derecho  de  mirar  por  la  inviolable  con- 
servación de  las  leyes,  por  la  prosperidad  y  tranquilidad  de  la  República ;  del 
derecho  de  impedir  que  dentro  de  sns  Sstados  no  se  levante  nna  asociación  de 
hombres  ÍDde{>endientes  y  privilegiados  que  un  día  puedan  turbar  el  orden  ó 
resistir  á  sus  justos  mandamientos ;  del  derecho  de  prohibir  (jue  estos  hombres 
adquieran  territorios  y  riquezas  inmensos,  y  que  estos  territorios  y  riquezas 
queden  exentos  de  todo  servicio  y  contribación ;  y  en  fin,  del  derecho  de  ver  y  pro- 
curar por  todos  los  medios,  que  la  BepúbUca  no  safra  ningún  detrimento  de  parte 
de  unos  hombres  que  tienen  tan  grande  influjo  sobre  las  conciencias,  que  pueden 
abusar  de  él  para  corromper  las  costumbres,  para  introducir  doctrinas  ó  supers- 
ticiones perniciosas,  ó  para  sustraer  á  los  subditos  de  una  obediencia  racional  y 
legítima. 

Si  no*  supiéramos  que  eso  lo  escribió  un  sacerdote,  estaríamos  tentados 
á  atribuirlo  á  alguno  de  esos  impíos  enemigos  de  Dios  y  de  su  Iglesia, 
que  con  la  blasfemia  en  los  labios  y  el  odio  en  el  corazón,  pasan  la  vida 
en  lucha  continua  con  la  verdad  y  con  la  virtud,  para  mantener  triun- 
fantes el  vicio  y  el  error.  Todavía  hoy  se  extraña  que  haya  habido  un 
sacerdote  capaz  de  escribir  tales  despropósitos  contra  la  Iglesia  y  en 
favor  de  los  poderes  temporales.  Sin  embargo,  si  se  medita  un  momento 
en  las  medidas  tomadas  por  el  Gobierno  desde  la  expulsión  de  los  jesuítas, 
relativas  á  la  instrucción  publica,  especialinente  en  materias  filosó- 
ficas, políticas  y, eclesiásticas,  se  echa  de  ver  que  estas  ideas  no  eran  sino* 
fruto  natural  de  aquellas  medidas.  La  semilla  sembrada  por  el  Gobierno 
había  germinado  y  principiaba  á  producir  fruto  :  eso  era  todo. 

Los  autores  rancios  que  el  celebre  mentor  del  Gobierno  de  Colombia 
rechazaba  para  atenerse  á  las  luces  de  su  razón,  es  decir  al  filosofismo 
indiferentista  é  incrédulo^  eran  nada  menos  que  los  santos  padres  y  los 
más  sabios  y  virtuosos  expositores  sagrados.  Con  razón  que,  desechadas 
esa  sautoridades  y  refugiado  en  el  seno  del  filosofismo,  no  encontrase 
espinas  ni  dificultades  ni  inconveniente  alguno  en  plegarse  á  los  deseos 
del  Gobierno. 

La  afirmación  de  las  usurpaciones  de  los  Papas  sobre  los  poderes 
temporales^  no  pasa  de  una  mera  calumnia.  Para  desmentirla  y  refutarla^ 
en  lo  que  concierne  á  España  y  los  países  americanos^  especialmente 
al  nuestro,  hemos  emprendido  esta  obra. 

Al  decir  del  Consejero,  N.  S.  Jesucristo  quiso  que  la  Iglesia  estuviese 
sometida  en  todo  y  por  todo  á  la  autoridad  temporal ;  pero  sí  las  cosas 
hubiesen  pasado  así  realmente^  no  se  habría  establecido  el  cristianismo^ 
pues  ninguno  de  los  poderes  temporales  que  existían  en  la  época  de  la 
predicación  apostóUca,  quiso  permitirla  en  manera  alguna.  Todos  se 
opusieron  á  la  propagación  del  Evangelio  y  contra  la  voluntad  de  todos 
prevaleció  al  fin  en  ^  mundo. 

Lo  que  más  debe  admirarnos  en  el  particular^  es  que  un  escrito  de  esa 
clase,  que  desconocía  y  vulneraba  los  más  claros  y  patentes  derechos  de 
la  lelesía,  que  hacía  á  ésta  el  cargo  disimulado  de  corromper  las  cos- 
tumbres y  adulterar  las  buenas  doctrinas,  y  que  confiaba  por  eso  á  los 
poderes  temporales  el  delicado  encargo  de  velar  por  la  pureza^  de  unas 
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Ír  otras,  quedase  sin  réplica  por  parte  de  la  autoridad  eclesiástica  y  de 
os  fieles.  Atribuimos  eso  á  la  perversión  de  las  enseñanzas'  de  que 
hablamos  hace  poco,  con  lo  cual  se  había  obtenido  un  doble  resultado^  á 
saber:  que  el  sentimiento  católico  se  amortiguase  considerablemente 
en  la  mayor  parte  de  los  hombres  de  letras,  y  que  fuesen  muy  pocas  las 
personas  que  tuvieran  voluntad,  recursos  y  aptitudes  para  defender  la 
buena  causa,  comprometida  seriamente  con  esa  clase  de  escritos.  Todo 
eso  contribuía  á  difundir  y  propagar  los  errores  que  tales  escritos  con- 
tenían. 

Parece  que  el  propósito  del  Gobierno  no  era  por  lo  pronto  sino  esparcir 
por  todas  partes  las  más  perniciosas  y  extremas  doctrinas  regalístas, 
porque  al  fin  no  tomó  providencia  alguna  especial.  Preparó  apenas  el 
terreno  para  que  el  Congreso,  que  pronto  se  reuniría,  pudiese  dar  el 
gol^  más  cómoda  y  seguramente. 

6.  Entre  tanto  llegó  la  instalación  del  Congreso  de  Cúcuta,  q\ie  debía 
constituir  la  gran  Eepública.  Principiados  los  trabajos,  se  promovió  la 
cuestión  de  patronato  por  el  Vicepresidente  Castillo.  Opinaba  él  que 
ese  derecho  pertenecía  al  Gobierno  de  la  República,  y  era  impugnado 
su  parecer  por  el  Ilustrísimo  señor  Obispo  de  Mérida,  Dr.  Rafael  Lasso. 
Después  de  varios  incidentes,  el  resultado  fué  que  el  Congreso  mandó 
formar  una  Junta  eclesiástica  compuesta  de  los  diocesanos  y  apoderados 
de  las  diócesis,  para  discutir  los  términos  en  que  convendría  celebrar  un 
concordato  con  la  Santa  Sede,  y  la  manera  como  pudieran  zanjarse  las 
dificultades  que  entre  tanto  surgiesen. 

Esa  resolución  se  tomó  el  12  de  Octubre  de  1821 ;  y  si  por  ella  sola 
hubiésemos  de  juzgar  délas  ideas  de  la  mayoría  del  Congreso  de  Cúcuta, 
tendríamos  que  aplaudirlas  leal  y  sinceramente,  porque  el  Congreso  reco- 
nocía, como  era  razonable,  la  nececddad  de  obrar  de  acuerdo  con  la  Santa 
Sede  en  un  negocio  de  tamaña  trascendencia.  No  obstante,  el  juicio 
formado  con  vista  de  ese  solo  dato,  sería  erróneo ;  porque  cuando  se 
tomó  esa  resolución,  ya  había  manifestado  en  otros  actos  sus  malas 
disposiciones  en  el  particular. 

Una  prueba  de  ello  podemos  presentar  en  la  ley  de  17  de  Septiembre, 
1821,  que  después  fué  colocada  en  la  parte  3^  tratado  2?  de  la  Recopila- 
ción Granadina,  bajo  el  número  23.  En  dicha  ley,  expedida  con  el 
principal  objeto  de  abolir  la  inquisición,  se  encuentra  un  artículo,  mar- 
cado con  el  número  4?,  que  dispone  lo  siguiente  : 

En  todos  los  negocios  y  causas  relativos  á  la  disciplina  extema  de  la  Iglesia, 
como  prohibición  de  libros  y  otros  semejantes,  se  conservarán  íntegras  6  ilesas  las 
prerrogativas  de  la  potestad  civil,  lo  mismo  que  todas  aquellas  que  correspondan 
al  Sapremo  Gobierno  en  calidad  de  tal  y  como  protector  de  la  Iglesia  de  Co- 
lombia. 

Es  ésta  la  primera  disposición  que  nosotros  conozcamos  en  la  cual  el 
Gobierno  republicano  se  atribuyera  claramente  no  sólo  la  calidad  de 
protector  de  la  Iglesi^i  colombiana,  sino  también  el  derecho  de  intervenir 
en  todas  las  causas  y  negocios  relativos  á  la  disciplina  externa  de  dicha 
Iglesia. 

Excesiva  es  á  todas  luces  semejante  pretensión.  Sucede  á  veces,  es 
verdad,  que  los  poderes  temporales  intervienen  en  determinados  asuntos 
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de    disciplina^    en    virtud    de    concesiones   expresas  ó   de  costumbres  . 
toWadas  por  la  Santa  Sede ;  pero  evidentemente  ningún  poder  humano 
y  terrenal  tiene  de  sí  mismo  dereclio  y  potestad  para  intervenir  í*  en 
todos  los   negocios  y  causas  relativos  á  la  disciplina  externa   de  la 
Iglesia/' 

Se  comprende  que  el  Gobierno  republicano,  en  su  calidad  de  heredero 
y  sucesor  del  Rey,  pretendiera  ejercer  los  derechos  concedidos  á  éste  por 
la  Santa  Sede,  en  determinados  puntos  de  disciplina  exterior  de  la 
Iglesia ;  pero  extender  tales  derechos  á  intervenir  en  todos  los  puntos  de 
esa  misma  disciplina,  es  una  pretensión  notoriamente  injusta  y  de  todo 
punto  indebida.  * 

Lo  más  raro  es  que  para  fundar  disposiciones  de  esa  clase,  se  alegaba 
lo  siguiente : 

Considerando  ser  uno  de  loe  primeros  deberes  el  conservar  en  toda  su  pureza  la 
religión  católica,  apostólica,  romana,  como  uno  de  los  más  sagrados  derechos  que 
corresponden  á  los  ciudadanos  y  que  influyen  poderosamente  en  el  sostenimiento 
del  orden,  de  la  moral  y  de  la  tranquilidad. 

De  suerte  que  por  cuanto  era  uno  de  los  principales  deberes  del 
Gobierno  conservar  en  toda  su  pureza  la  religión  católica,  ese  mismo 
Gk)biemo  se  arrogaba  el  derecho  de  intervenir  en  todos  los  asuntos  de 
disciplina  externa  de  la  misma  Iglesia,  y  falseaba  así  su  libertad  y  su 
independencia,  bases  necesarias  de  la  misma  pure^sa  que  se  quería 
conservar.     Sólo  el  filosofismo  puede  explicar  esto, 

7.  Ma^  preciso  es  que  digamos  con  entera  claridad  todo  nuestro 
pensamiento.  Por  lo  mismo  que  el  patronato  no  pertenece  de  derecho  á 
la  potestad  civil,  la  cual  para  ejercerlo  necesita  concesión  expresa  de  la 
Santa  Sede  ;  y  por  lo  mismo  que  ese  género  de  concesiones  no  se  hace 

Eor  lo  común  sino  á  virtud  de  grandes  é  importantes  servicios  que  se 
an  prestado  y  deben  seguir  prestándose  á  la  Iglesia,  y  en  atención  al 
espíritu  recta  y  sinceramente  católico  de  quien  ha  de  ejercerlo,  es  claro 
que  él  no  se  adquiere  para  el  Gobierno  de  una  sección  cualquiera  por  el 
simple  hecho  de  emanciparse  de  la  metrópoli,  y  constituirse  en  nación 
independiente. 

¿  Quién  responde,  en  efecto,  de  que  los  que  dirigen  el  nuevo  Gobierno 
estarán  animados  del  mismo  espíritu  religioso  que  prevalecía  en  el 
anterior  P  ¿Ni  quién  sabe  si  el  nuevo  Soberano  estará  dispuesto  real- 
mente á  soportar  las  cargas  anexas  al  patronato,  oon  la  misma  buena 
voluntad  con  que  quiere  ejercer  los  derechos  que  de  él  emanan  P 

Todo  eso  dice  claramente  que  al  verificarse  en  un  país  una  revolución 
radical,  que  cambia  completamente  su  manera  de  ser  anterior  y  las 
condiciones  de  su  existencia,  el  nuevo  Gobierno  no  goza  de  un  verdadero 
deredio  de  patronato,  en,  tanto  que  no  se  entienda  con  la  Santa  Sede,  y 
obtenga  de  ella  una  nueva  concesión  ó  bien  la  ratificación  de  las 
anteriores. 

ISste  es,  por  otra  parte,  un  hecho  perfectamente  natural,  y  acomodado 
á  la  naturaleza  misma  de  las  cosas. 

¿  Qué  es  un  G9biemo  P  Es  una  entidad  encargada  de  la  adminis* 
tnción  de  los  asuntos  públicos,  y  de  regir  y  gobernar  el  país  con  justicia 
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y  equidad.     Es,  en  otros  térmÍDOs,  el  representante  y  mandatario  de  los 

{meblos,  para  el  ejercicio  de  aquellas  funciones  de  interés  general  que 
es  corresponden,  y  que  ellos  no  pueden  desempeñar  por  sí  mismos,  con 
provecho  propio  y  de  los  asociados. 

Por  consiguiente,  lo  que  puede  y  debe  hacer  el  Gobierno,  es  exacta- 
mente lo  que  podrían  y  deberían  hacer  los  pueblos,  si  un  cúmulo  extraor- 
dinario de  circunstancias  especiales  los  colocasen  en  posibilidad  de 
manejar  por  sí  mismos  sus  asuntos  de  interés  común. 

Todo  Gobierno  debe,  pues,  dictar  las  leyes  que  se  necesiten  para  el 
arreglo  de  los  intereses  que  le  están  confiados,  que  son  puramente 
mundanos  y  terrenales,  determinar  la  manera  de  ejecutarlas,  y  hacer 
efectivos  los  derechos  que  en  virtud  de  ellas  corresponden  á  los 
asociados. 

Eso  y  nada  más  es  lo  que  pertenece  de  derecho  á  todo  Gobierno,"  en  su 
carácter  de  representante  de  la  sociedad  y  administrador  de  sus  negocios 
de  interés  general ;  y  eso  y  nada  más  lo  que  se  trasmite  realmente  al 
Gobierno  que  lo  reemplace  por  cualquier  medio,  y  sea  cual  fuere  la  forma, 
organización  y  distribución  de  funciones  de  uno  y  de  otro. 

Fuera  de  esas  atribuciones  y  derechos  naturales  y  propios  de  los 
Gobiernos,  en  su  calidad  de  tales,  ellos  pueden  ejercer  otros  de  dos  clases 
distintas,  á  saber :  los  derechos  que  corresponden  á  la  Nación,  en  sa 
calidad  de  persona  jurídica,  como  el  dominio  en  sus  fincas  y  en  sus  bienes 
muebles ;  y  los  que  se  han  dado  al  Gobierno,  por  convenciones  especiales, 
en  atención  á  las  prendas  y  cualidades  de  los  que  lo  ejercen,  ó  á  los 
servicios  que  de  ellos  se  han  recibido  ó  deben  recibirse,  como  por  ejemplo 
el  derecho  de  decidir  una  contienda  suscitada  entre  dos  naciones  amigas. 

Los  primeros  pasan  á  todo  Gobierno  que  se  establezca  en  el  país,  sean 
cuales  fueren  su  forma,  la  persona  que  lo  ejerce,  y  los  medios  por  los  cuales 
ha  llegado  al  poder.  La  razón  es  muy  clara  y  sencilla  :  tales  derechos 
pertenecen  á  la  Nación  de  una  manera  perfecta  y  exclusiva,  y  son 
ejercidos,  por  lo  mismo,  por  el  Gobierno,  sea  cual  fuere,  que  es  su 
representante  legítimo  y  natural. 

Los  otros,  al  contrario,  no  pertenecen  á  la  Nación  de  una  manera 
plena  y  perfecta,  ni  se  han  constituido  en  favor  suyo,  sino  más  bien  en 
favor  de  los  que  en  ella  ejercen  el  poder  público,  y  en  atención  á  sus 
cualidades  personales  ó  á  sus  aptitudes  especiales.  Residen  en  éstos,  en 
cierta  manera,  y  desaparecen  con  ellos,  al  cambiarse  radicalmente  el 
Gobierno  establecido.  Así,  por  ejemplo,  si  un  Soberano  conviniese  en 
someter  la  decisión  de  unst  controversia  al  Emperador  de  Eusia,  y  antes 
de  pronunciar  su  fallo,  los  nihilistas  lo  derribasen  y  reemplazasen  el 
Gobierno  por  otro  de  su  agrado,  éste  no  podría  pretender  que  tenía  el 
derecho  de  fallar  la  contienda  y  hacer  cumplir  su  fallo,  por  ser  sucesor  del 
Zar ;  porque  la  concesión  hecha  á  él  era  naturalmente  en  considera- 
ción á  que  sus  prendas  y  dotes  personales  inspiraban  confianza,  lo  que  de 
seguro  no  sucedería  con  el  Gobierno  nihilista. 

A  esta  clase  de  derechos  pueden  asimilarse  el  de  patronato  y  otros 

semejantes  á  él.     Ellos  no  se  conceden  á  la  Nación,  en  términos  que  ellcr 

los  adquiera  de  una  manera  perfecta,  irrevocable  y  definitiva.     Son^ 

.  al  contrario,  derechos  que  se  conceden   al  Gobierno  por   su  espiriten 

uiym^tid  by  VjOOQIL 
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firme  y  decididamente  católico,  y  por  servicios  recibidos  de  éL  Van 
acompañados  de  deberes  graves  y  delicados,  y  están  expuestos  á 
destruirse  y  á  perderse,  desde  que  un  cambio  brusco  y  violento  haga 
desaparecer  el  Gobierno  anterior,  y  sea  de  temerse,  por  lo  mismo,  que  no 
subsistan  las  circunstancias  y  los  motivos  por  los  cuales  se  concedieron. 

Así,  por  ejemplo,  si  una  revolución  destruyese  el  trono  español,  y  se 
levantase  en  su  lugar  una  Kepública  comunista,  impía  é  indiferentista, 
no  habría  nadie  que  pudiese  pretender  que  ese  Gobierno,  enemigo  de 
Dios  y  de  su  Iglesia,  debía  continuar  ejerciendo  el  derecho  de  patronato 
y  los  demás  concedidos  por  la  Santa  Sede  á  los  Keyes  católicos,  por  su 
fe  ñrme  y  sincera,  por  los  muchos  é  importantes  servicios  prestados  á  la 
Iglesia  en  el  largo  trascurso  de  los  siglos,  y  por  los  que  están  dispuestos 
*á  prestarle  en  lo  sucesivo. 

£n  Francia  los  descendientes  de  San  Luis  gozaban  del  derecho  de 
patronato  y  otros  varios,  y  de  ellos  hizo  uso  repetidas  veces  el  virtuoso  y 
desg^raciado  Luis,  XVI.  ¿Y  quién  podría  sostener  que  la  Convención  que 
llevó  al  cadalso  á  ese  infortimado  monarca,  y  abrió  Icis  puertas  de  la 
Francia  al  genio  del  mal  y  á  los  horrores  del  terrorismo,  pudiera  ejercer 
tales  derechos  como  sucesora  en  el  Gobierno,  de  la  antigua  Monarquía  P 

Verdad  es  que  raras  veces  los  cambios  de  Gobierno  son  tan  profundos 
y  tan  radicales  como  el  que  hubo  en  Francia  en  esa  época ;  y  es  verdad 
también  que  muy  bien  puede  venir  una  Eepública  cristiana  tras  ima 
Monarquía  cristiana ;  pero  por  lo  mismo  que  puede  suceder  lo  uno  y  lo 
otro,  es  indisputable  el  derecho  que  tiene  la  Santa  Sede  para  desconocer 
el  derecho  del  nuevo  Gobierno  al  ejercicio  del  patronato,  hasta  tanto  que, 
plenamente  impuesta  de  los  hechos,  extienda  una  nueva  concesión  al  nuevo 
Gobierno,  ó  ratiñque  la  que  había  hecho,  en  tiempos  pasados,  al  anterior. 
Si  en  ocasiones  no  obra  así,  es  sin  duda  por  el  espíritu  de  tolerancia  y 
de  benevolencia  que  puede  y  debe  desarrollar  á  veces  en  beneficio  de  la 
Iglesia,  cuando  no  se  compromete  ninguno  de  los  altos  intereses  que  le 
están  confiados. 

Parece  que  fué  en  1822  ó  1823  cuando  pudo  reunirse  la  Junta 
eclesiástica  ordenada  por  resolución  del  Condeso  de  Gúcuta,  aprobada 
el  12  de  Octubre  de  1821 ;  Junta  que  debía  discutir  los  términos  en  que 
convendría  celebrar  un  concordato  con  la  Santa  Sede,  y  la  manera  como 

Sadieran  zanjarse  las  dificultades  que  entre  tanto  surgiesen.  La 
unta  resolvió  que  mientras  se  impetraba  de  la  Santa  Sede  el  derecho  de 
patronato  para  el  Gobierno,  la  intervención  de  éste  se  limitase  á  manifes- 
tar si  los  propuestos  por  el  Cabildo  eclesiástico  merecían  ó  no  su 
aprobación ;  porque  obrando  de  esa  manera  resultaba  que  la  provisión 
de  beneficios  tenía  origen  eclesiástico,  y  no  se  corría  el  peligro  de  viciar 
en  BU  origen  mismo  la  jurisdicción  de  los  electos. 

9.  Pero  preciso  es  confesarlo  :  la  autoridad  eclesiástica  no  desconoció 
eonstante  y  decididamente  el  derecho  de  patronato  en  la  autoridad  civil ; 
7  á  veces  hubo  dignatarios  de  la  Iglesia  que  lo  reconocieron  expresa  y 
tenninan  tómente. 

£n  prueba  de  esto  último  podemos  citar  lo  que  ocurrió  entre  el 
Canónigo  magistral  Dr.  Andrés  María  fiosillo  y  el  Gobierno  en  los 
pnmeros  meses  del  año  de  1823.     Con  motivo  de  la  muerte  del  Br. 
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Duquesne,  el  Dr.  Rosillo  se  dirigió  al  Vicepresidente,  con  el  fin  de 
mai\ifestarle  la  falta  que  hacia  en  el  Capítulo  y  la  necesidad  de  reempla- 
zarlo^ en  estos  términos : 

Con  este  motivo  he  creído  ser  de  mi  oblieacióir  hacer  presente  á  Y.  É.  esta 
necesidad,  á  fin  de  que  se  digne  socorrer  á  la  Iglesia  de  pronto  con  un  Prebendado 
que  sea  capaz  de  llenar  el  puesto  en  las  tristes  circunstancias  en  que  nos  hallamos. 
Bien  sé  que  toco  un  punto  de  muy  ardua  dificultad.  Esta  consideración  me  ha 
hecho  callar  miei^tras  que  la  meditaba  con  detención ;  y  como  estoy  convencido 
últimamente  de  la  importancia  y  legítimo  valor  de  los  nombramientos,  pido  & 
Y.  E.  se  sirva  escuchar  en  paciencia  mis  reflexiones  relativas  á  un  negocio  tan 
interesante. 

Realmente  el  negocio  era  grave  é  interesante,  porque  al  momento  se 
tropezaba  con  la  cuestión  de  patronato.  Si  el  Gobierno  podía  ejercerlo, 
á  él  le  correspondía  la  presentación  ;  y  en  caso  contrario,  no  tenía  para 
que  intervenir  en  el  asunto.  El  Dr.  lilosillo,  después  de  muchaa  con* 
sideraciones  encaminadas  á  dilucidar  el  origen  del  derecho  de  patronato 
y  la  manera  de  ejercerlo,  llegaba  á  una  conclusión  favorable  á  los  deseos 
que  el  Gobierno  había  maniiestado  en  la  consulta  al  Dr.  Azuero,  de  que 
hablamos  antes.     He  aquí  lo  que  decía  entre  otras  cosas : 

i  Quién  sostiene  actualmente  las  iglesias,  culto  y  ministros  del  altar  P  Ta  se 
deja  ver  que  los  caudales  de  diezmos  contribuidos  por  todos  loa  colombianos. 
Con  que  el  pueblo  es  el  que  tiene  el  derecho  de  patronato ;  y  habiendo  depositado 
«n  Y.  E.  toda  la  potestad,  es  consiguiente  que  es  el  verdadero  patrono  para  la  pre- 
sentación de  ministros,  velar  sobre  el  cumplimiento  de  la  erección  de  iglesias 
catedrales,  cuidar  del  esplendor  y  conservación  del  culto  divino. 

De  suerte  que  cuando  el  Gobierno  solicitaba  el  parecer  de  sacerdotes 
•que  le  eran  adictos,  y  obtenía  así  documentos  como  la  citada  contesta- 
ción del  Dr.  Azuero,  y  luego  en  el  Congreso  declaraba  que  tenía  derecho 
de  intervenir  en  todas  las  cuestiones  relativas  á  la  disciplina  externa  de 
la  Iglesia,  como  protector  de  ella,  la  autoridad  eclesiástica,  lejos  de 
contrariar  esos  esfuerzos,  refutar  esos  escritos  y  protestar  contra  esas 
usurpaciones,  se  unía  en  cierto  modo  al  Gobierno,  para  reconocerle  el 
derecho  de  patronato  que  hasta  entonces  no  habla  pedido  ejercer  amplia 
y  libremente. 

Puestas  así  de  acuerdo  las  dos  potestades,  fueron  provistas  todas  las 
plazas  que  había  vacantes.  No  obstante,  el  Capítulo  no  quedó  muy 
tranquilo  con  ese  procedimiento;  y  se  apresuró  á  dirigir  una  minuciosa 
-exposición  á  la  Santa  Sede,  em  la  cual  le  suplicaba  se  dignase  de  aprobar 
lo  hecho,  confirmar  á  los  electos,  y  ordenar  lo  que  debiera  hacerse  en  lo 
sucesivo  para  la  provisión  de  las  vacantes.  Luego  veremos  que  esos 
temores  eran  fundados  sobremanera,  y  como  zanjó  la  dificultad  la  Santa 
Sede. 

10.  Ese  mismo  año  de  1823  fué  presentado  el  proyecto  de  ley  de 

Íatronato.  Fué  objeto  de  acaloradas  discusiones  en  la  Cámara  de 
Lepresentantes,  y  al  fin  se  aprobó  el  4  de  Agosto ;  pero  en  el  Senado  le 
hizo  fuerte  oposición  el  Ilustrísimo  señor  Obispo  de  Mérida,  Dr.  Lasso^ 
por  lo  cual,  y  por  haber  cerrado  sus  sesiones  el  Congreso  el  8  de  los 
mismos,  no  fué  al  fin  expedida  por  entonces. 

Al  año  siguiente  se  continuó  con  gran  calor  la  discusión  del  pro* 
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yecto  referido,  sobre  la  cual  y  sobre  otras  que  por  enionces  hubo  en 
asuntos  religiosos^  dice  el  Dr.  José  Manuel  Eestrepo  lo  siguiente : 

En  la  Cámara  de  Representantes  hnbo  algunas  disputas  acaloradas,  porque  se 
formaron  dos  partidos  llamados  Montaña  j  el  VaUe.  El  primero  propendía  á 
oponerse  al  Gk>biemo  existente,  y  en  lo  general  sus  opiniones  no  eran  liberales. 
En  el  segundo  estaban  los  Diputados  más  distingaidos  por  la  liberalidad  de  sus 
opiniones,  los  que  apoyaban  las  medidas  y  proyectos  del  Ejecutivo  colombiano. 
Cfuatro  meses  duraron  las  sesiones  y  los  dos  primeros  se  pasaron  en  la  Cámara  de 
Bepresentantes  en  una  contienda  de  partidos.  Las  opiniones  extravagantes  del 
virtuoso  Obispo  de  Mérida,  doctor  Baiael  Lasso,  aunque  tuvieron  poco  séquito  en 
el  Senado,  no  dejaron  de  causar  embarazos.  Lasso  las  publicaba  por  la  imprenta 
y  esto  fomentó  el  partido  fanático,  que  siempre  existia  en  Bogotá.^ 

Los  que  conozcan  la  circunspección  de  ese  historiador,  se  sentirán  incli- 
nados á  creer  exacta  la  pintura  hecha  por  él  en  ese  párrafo  relatiyamente 
al  Congreso  de  1824,  pero  preciso  es  confesar  que  en  esta  vez  se  equivocó 
por  completa 

Hubo  en  realidad  los  partidos  que  se  citan ;  pero  el  de  la  Montaña 
no  bacia^  en  lo  general,  sino  defender  los  derechos  y  los  intereses  católicos 
contra  las  indebidas  pretensiones  del  Gobierno  sobre  la  Iglesia ;  en  cuyas 
pretensiones  era  sostenido  por  el  Valle,  De  suerte,  pues^  que  el  Valle 
coadyuvaba  los  ataques  del  Gobierno  contra  la  Iglesia,  y  la  Montaña  se 
Uiuitaba  á  sostener  una  guerra  defensiva,  en  la  cual  fué  vencida  al  fin^ 
aunque  tenía  de  su  parte  la  razón. 

En  cuanto  á  la  extravagancia  de  las  opiniones  del  Ilustrísimo  señor 
Liasso,  no  sabemos  en  que  pueda  consistir.  Ese  virtuoso  y  patriota  Prelado 
demostró  que  el  principio  republicano  exigía  que  en  las  leyes  se  consultase 
la  voluntad  de  lo8>  pueblos ;  y  que,  como  los  pueblos  eran  católicos,  no 
querían,  ni  podían  querer,  que  se  diesen  leyes  que  pugnasen  con  los  pre- 
ceptos y  mandatos  de  su  religión  :  ¿  tiene  esto  algo  de  extravagante  P 
¿  No  es,  por  el  contrario,  la  esencia  misma  de  lo  que  debe  ser  el  sistema 
representativo  ?     Esto  nos  parece  evidente. 

Pasando  luego  á  otro  género  de  consideraciones,  demostró  que  el 
derecho  de  patronato  no  era  inherente  á  la  soberanía,  porque  entonces  lo 
habrían  ejercido  los  más  sanguinarios  perseguidores  de  la  Iglesia  como 
loa  Nerones  y  los  Dioclecianos,  y  que  el  Gobierno  republicano  no  lo  había 
adquirido  por  herencia  ni  sustitución  de  los  Heyes  católicos,  porque  esa 
dase  de  derechos  no  era  trasmisible  de  semejante  manera.  Los  Heyes 
elegían  válidamente  en  virtud  de  la  delegación  hecha  en  ellos  por  la 
Santa  Sede ;  y  el  Gobierno  colombiano  no  podía  hacer  lo  mismo  sino  en 
virtud  de  una  delegación  semejante  hecha  directamente  á  él.  J  Qué  hay 
«n  esto  que  pueda  parecer  extravagante  ?  Nada  por  cierto.  Tal  vez  ese 
severo  juicio  del  historiador  de  Colombia  lo  formularía  en  vista  del  estilo 
pesado  y  difuso  del  Ilustrísimo  señor  Lasso,  ó  porque  diera  á  algunas 
expresiones  suyas  un  sentido  diferente  del  que  el  les  había  querido  dar. 

Sostuvo  en  definitiva  el  Ilustrísimo  señor  Obispo  de  Merida,  que  el 
Congreso  debía  acomodarse  á  lo  resuelto  por  la  Junta  del  clero  reunida 


>  Historia  de  CohmUa,  tomo  III,  capítulo  VIII,  pág.  412  de  la  2?  edición. 
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en  el  año  anterior  por  disposición  del  Congreso  de  Cúcuta ;  y  ciertamente 
era  Ib  tínico  que  podía  hacerse,  si  se  quería  proceder  con  acierto  y  cordura. 

La  ruidosa  discusión  de  esa  ley  hizo  volver  sobre  sus  pasos  el  Capítulo 
metropolitano ;  y  cuando  pasó  el  proyecto  al  Senado, después  de  aprobado  en 
la  Cámara  de  Representantes,  suplicó  dicho  Capítulo  que  se  demorase  un 
tanto  Ja  discusión,  mientras  concluía  y  presentaba  una  memoria  que 
estaba  preparando  con  el  fin  de  demostrar  que  el  Gobierno  de  la  República 
no  podía  ejercer  el  patronato  sino  en  virtud  de  un  convenio  expreso  con 
la  Santa  Sede  ;  y  que  si  no  era  posible  aguardar,  se  permitiese  á  uno  de 
los  Prebendados  ir  á  exponer  de  palabra  sus  razones. 

Á  nada  se  atendió,  sin  embargo,  y  la  ley  fué  expedida  y  sancionada. 
Lo  más  raro  y  doloroso  es  que  dicha  ley  fué  defendida  con  mayor  ó 
menor  brío  por  varios  miembros  del  clero,  como  el  Dr.  Juan  José  Ocio, 
que  de  jefe  del  partido  de  oposición  en  la  Cámara  pasó  á  ser  sostenedor 
decidido  de  las  miras  del  Gobierno ;  el  Dr.  Juan  Fernández  Sotomayor, 
sacerdote  muy  ilustrado,  que  hizo  constar  su  voto  .afirmativo ;  el  Dr. 
Tala  vera,  que  después .  fué  Obispo  de  Tricala  é  impugnador  del  derecho 
que  por  este  tiempo  patrocinó  ;  y  quizá  algunos  otros  más. 

Creemos  conveniente  insertar  aquí  un  fragmento  de  un  importante 
escrito  del  Dr.  Talavera,  referente  á  esta  materia  y  presentado  al  Con- 
greso de  Venezuela  cuando  se  discutía  un  proyecto  sobre  patronato.  En 
él  se  condensan  con  admirable  acierto  algunas  de  las  razones  que  pueden 
alegarse  en  defensa  de  los  intereses  de  la  Iglesia,  y  varios  de  los  incon- 
venientes á  que  dan  lugar  leyes  de  semejante  naturaleza.     Dice  así : 

Qae  el  patronato  esté  en  la  República,  no  pasa  de  una  simple  opinión  de  pocos» 
que  carece  de  probabilidad  intrínseca  y  extrmseca*  Si  esta  opinión  no  esta  bien 
mndada,  como  no  lo  está  en  concepto  de  los  inteligentes  que  han  profundizado  la 
materia,  el  Cuerpo  legislativo^  obrando  conforme  á  ella,  se  expone  á  violar  la  dis- 
ciplina de  la  Iglesia,  las  presentaciones  serán  nulas,  nulas  las  instituciones,  nulos 
los  actos  que  emanen  de  los  presentados,  y  lo  que  es  más  sensible,  se  vicia  para  el 
caso  de  vacante  de  las  Sillas  episcopales  la  fuente  de  la  jurisdicción  espiritual  que 
no  puede  residir  en  los  Cabildos  compuestos  de  Prebendados  cuya  institución  es 
nula.  Nada  importa  que  la  mayoría  de  las  honorables  Cámaras  opine  que  la  ley 
esté  bien  fundada,  si  los  que  la  han  de  recibir,  obedecer,  ejecutar  y  sentir  sus 
efectos,  opiuan  de  contrario :  la  ley,  pues,  quedará  problemática.  La  aceptarán 
unos,  la  rehusarán  otros  por  defecto  de  potestad  en  el  legislador.  De  aquí  las 
dudas  de  los  fieles  y  de  los  ministros  mismos  en  la  administración  de  los  sacra- 
mentos. Porque  no  es  ésta  una  ley  como  las  demás,  en  que  sólo  se  exige  de  los 
subditos  la  ejecución,  sea  su  opinión  la  que  fuere.  Aquí  es  necesaria  la  persua* 
siÓD,y  si  ésta  no  es  favorable  á  la  ley,  es  preciso  violentar  las  conciencias  cuando 
se  trate  de  su  cumplimiento  poniéndolas  en  el  conflicto  de  desobedecer  ó  de  pre- 
varicar. Para  evitar  males  de  tanta  trascendencia  he  creído  de  mi  deber  elevar 
mi  voz  al  Congreso  con  todo  el  respeto  que  me  inspira  su  alta  representación,  y  en  > 
la  confianza  de  que  meditará  en  su  sabiduría  las  razones  de  mi  exposición. 

Esto  se  decía^  años  después,  al  Congreso  de  Venezuela.  Volviendo 
ahora  á  la  lej  de  patronato  de  1824,  ella  fué  sancionada  el  28  de  Julio;  y 
el  Gobierno  inmediatamente  mandó  pasarla  á  los  Prelados  eclesiásticos 
y  Capítulos  catedrales  para  su  obedecimiento,  cosa  innecesaria  según  las 
instituciones  del  país.  Se  hacia  esto  porque  el  Gobierno  quería  obtener 
la  explícita  aprobación,  6  al  menos  el  expreso  sometimiento  de  las  auto- 
ridades eclesiásticas.    Efectivamente  manifestaron  su  obediencia  y  sumi^ 
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sión  el  Capítulo  y  el  Provisor  de  Bogotá,  el  Obispo  y  Cabildo  de 
Popayán,  el  Cabildo  y  Gobernador  del  Obispado  de  óartagena,  •  el 
Cabildo  y  Provisor  de  Santa  Marta,  el  Cabildo  y  Provisor  de  Panamá, 
el  Cabildo  y  Provisor  de  Quito,  y  el  Cabildo  y  Provisor  de  Cuenca 

Se  ve  por  esto  sólo  que  esos  tiempos  no  eran  tan  propicios  para  la 
Iglesia  como  algunos  se  lo  imaginan.  Verdad  es  que  entonces  la  mayor 
parte  de  los  empleados  públicos  eran  católicos  sineeros,  y  que  los  que 
no  lo  eran  evitaban  cuidadosamente  todo  lo  que  pudiese  hacerlos 
aparecer  como  enemigos  de  la  Iglesia ;  pero  por  una  parte  la  masonería 
y  el  filosofismo  habían  extraviado  un  número  considerable  de  los  hombres 
de  algima  instrucción;  y  por  otra  las  ideas  regalistas  eü  que  esta- 
ban imbuidos  aún  muchos  de  los  miembros  del  plero,  hacían  que  se 
inclinasen  á  obedecer  en  todo  á  las  leyes,  sin  protestar  siquiera  contra 
ellas  cuando  vulneraban  los  derechos  de  la  Iglesia. 

Otro  grave  inconveniente  que  hubo  entonces  fué  la  falta  de  fijeza  de 
principios  en  los  que  estaban  llamados  á  defender  los  intereses  de  la 
Iglesia.  Así,  por  ejemplo^  el  Dr.  Rosillo,  excelente  patriota  y  hombre  de 
notable  instrucción,  que  defendió  con  brío  y  abundancia  de  buenas 
razones  en  1815  la  falta  de  derecho  en  el  Gobierno  para  hacer  uso  de  las 
concesiones  personales  hechas  por  la  Santa  Sede  á  los  Reyes  de  España, 
resultó  en  1823  sustentando  una  doctrina  contraria  en  su  representación 
al  Vicepresidente  Santander,  y  en  los  tiempos  de  que  actualmente  tra- 
tamos vuelve  á  sostener  los  derechos  de  la  Iglesia  como  en  1815.  Él 
fué,  en  efecto,  quien  redactó  la  exposición  que  el  Capítulo  pensaba 
presentar  al  Senado,  y  quien  la  hizo  publicar,  á  pesar  de  haber  mani- 
festado su  sumisión  y  obediencia  á  la  ley.  Esas  contradicciones  natu- 
ralmente favorecían  la  labor  de  los  pocos  que  eran  realmente  enemigos 
de  la  Iglesia  en  esos  tiempos.  Agregúese  á  eso  el  número  no  pequeño 
de  sacerdotes  patriotas  é  instruidos  que  sostenían  siempre  las  regalías 
del  Gobierno,  y  se  comprenderá  la  facilidad  con  que  éste  pudo  invadir 
los  derechos- de  la  Iglesia  sin  causar  escándalos  en  los  pueblos,  ni 
turbulencias  religiosas  de  serias  consecuencias. 

Preciso  es  también  tener  en  cuenta  ima  circunstancia.  La  gran 
mayoría  de  los  hombres  que  en  esos  tiempos  defendieron  las  regalías 
del  Qobiemo  era  sincera  y  firmemente  católica ;  y  si  por  una  parte 
creían  que  el  Gobierpo  gozaba  del  derecho  de  patronato  y  de  los  demás 
que  constituían  dichas  regalías,  por  la  otra  reconocían  la  obligación  en 
que  estaba  de  constituirse  en  protector  fiel  y  sincero  de  la  Iglesia. 
Deseaban  la  continuación  del  orden  de  cosas  que  había  venido  rigiendo 
en  estos  países  ^esde  el  tiempo  de  la  conquista,  y  ni  siquiera  llegaron  á 
imaginarse  que  andando  los  tiempos  hubiera  de  pretenderse  que  subsis- 
tii^en  los  mismos  derechos,  no  sólo  sin  las  obligaciones  correlativas 
sino  marchando  paralelamente  con  las  persecuciones  y  las  iniquidades  del 
Gobierno  para  con  la  Iglesia.  Después,  cuando  vieron  que  ése  era  el 
Ciro  que  llevaban  las  cosas,  hubo  muchos  que  lamentaron  amargamente 
ík  parte  que  habian  tomado  en  la  expedición  de  la  ley  de  patronato, 
foente  y  raíz  de  tal  orden  de  cosas. 

jL  pesar  de  todas  las  circunstancias  mencionadas,  de  la  misma  ley  de 
28  de  JuUo  de  1824  sobre  patronato,  que  es  la  1%  parte  1%  tratado  4?  de  o 
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la  Recopilación  Granadina^  aparece  que  los  legisladores  no  tenían  un 
convencimiento  firme  y  decidido  de  que  la  República  gozara  del  patro- 
nato concedido  por  la  Santa  Sede  á  los  Reyes  de  España^  puesto  que 
en  ella  reconocieron  la  necesidad  de  celebrar  con  la  Silla  Apostólica  un 
concordato  que  asegurase  para  siempre  irrevocablemente  esa  prerroga- 
tiva de  la  República.     Veamos  sus  propias  palabras : 

Art.  1?  La  República  de  Colombia  debe  continuar  en  el  ejercicio  del  derecho  de 
patronato  que  los  Beyes  de  España  -  tayieron  en  las  Iglesias  metropolitanas, 
catedrales  y  parroquiales  de  esta  parte  de  la  América. 

Art.  2f  Es  nn  deber  de  la  República  de  Colotnbia  y  su  Gobierno  sostener  este 
derecho  j  reclamar  de  la  Silla  Apostólica  que  en  nada  se  varíe  ni  innove ;  y  el 
Poder  Ejecutivo,  bajo  este  principio,  celebrará  con  Su  Santidad  un  Concoraato 
que  asegure  para  siempre  irrevocablemente  esta  prerrogativa  de  la  República,  y  evite 
en  adelante  quejas  y  reclamaciones. 

Si  el  derecho  existía  realmente,  no  se  necesitaba  un  nuevo  concordato 
que  lo  garantizase ;  y  si  dicho  concordato  era  necesario,  eso  dependía 
forzpsamente  de  que  el  derecho  no  existiá  realmente  de  una  manera 
indisputable. 

Esa  duda  manifestada  por  el  Gobierno  mismo  al  asumir  clara- 
mente el  ejercicio  del  derecho  en  cuestión^  en  toda  su  amplitud,  es  la 
paladina  confesión  de  que  no  tenía  un  convencimiento  firme  é  íntimo  de 
la  existencia  de  tal  derecho. 

Sobre  esto  observa  un  escritor  del  año*  del  1852,  lo  siguiente : 

Bien  dejó  conocer  esta  duda  el  Congreso,  pues  habiendo  sido  sancionada  la  ley  en 
1824,  habiendo  durado  cuatro  meses  cada  una  de  las  sesiones  de  1825  y  1826,  y 
halléíndose  vacantes  diez  obispados  de  los  doce  erigidos  en  Colombia ;  no  se  pensó 
en  elegir  personas  para  ellos  hasta  el  año  de  1827,  en  que  se  supo  oficialmente  que 
Su  Santidad,  bien  que  desconociendo  el  derecho  de  presentar  en  el  Gobierno, 
había  ofrecido  preconizar  los  que  el  Poder  Ejetutivo  había  pedido  respetuosamente 
desde  el  año  de  1823,  antes  de  la  sanción  déla  ley  de  patronato. > 

'  Y  téngase  en  cuenta  que  entonces  no  había  motivo  para  temer  que  la 
Santa  Sede  desconociese  el  derecho  de  patronato  en  el  nuevo  Gobierno^ 
si  él  existía  realmente.  En  efecto,  los  diversos  Gobiernos  republicanos 
que  había  habido  hasta  entouces,  se  habían  declarado  francamente 
católicos,  y  en  numerosos  actos  y  por  diferentes  órganos  de  comunicación 
habían  ofrecido  del  modo  más  solemne  proteger  el  catolicismo,  tal  como 
pudiera  haberlo  hecho  el  Rey  de  España.  No  había,  por  otra  parte^ 
motivo  para  temer  que  no  soportara  con  buena  voluntad  las  cargas  que 
el  patronato  echaba  sobre  sus  hombros. 

Verdad  es  que  existía  la  ley  de  1821  de  que  hablamos  hace  poco^  pero 
ella  no  podía  ser  un  motivo  suficiente  para  que  se  desconociese  el  derecho 
de  patronato  si  existía  realmente,  sino  sólo  para  que  se  redujera  á  lo 
que  debía  ser.  En  cuanto  á  las  tendencias  irreligiosas  que  principiaban 
á  desarrollarse  en  algunos  de  los  altos  empleados^  no  habían  producida 
escándalo  tal  que  hiciera  temer  cosa  alguna  por  la  suerte  de  la  Iglesia 
en  el  país. 


^  Número  71  de  El  Oaioliciamo,  correspondiente  al  20  de  Diciembre  de  1852. 
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11.  La  Santa  Sede  no  reconoció  nunca,  sin  embargo,  de  una  manera 
expresa  y  solemne,  ese  pretendido  derecho  de  patronato ;  y  si  bien  es  , 
cierto  toleró  que  el  Gobierno  ejprciera  actos  á  que  no  habría  tenido  un 
derecho  perfecto  sino  en  razón  del  patronato,  también  lo  es  que  en 
muchos  y  repetidos  casos  lo  desconoció  más  ó  menos  formalmente. 
Ése  es  un  temperamento  (jue  adopta  á  veces  Su  Santidad,  como  ya  lo 
indicamos,  cuando  así  lo  exigen  los  intereses  generales  de  la  Iglesia  ó 
los  especiales  de  una  localidad  determinada.  No  se  funda  así  un  derecho 
perfecto  para  lo  porvenir,  ni  se  provoca  un  rompimiento  que  causaría 
males  graves  á  la  Iglesia,  y  que  debe  evitarse  á  todo  trance  hasta  el 
último  momento. 

Hemos  dicho  que  la  Santa  Sede  desconoció  el  derecho  de  ejercer  el 
patronato  por  parte  de  la  República,  y  es  conveniente  que  citemos 
algunos  de  los  actos  que  así  lo  prueban. 

Cuando  la  independencia  se  consumó,  regía  la  Iglesia  el  Papa  León 
XII ;  este  Pontífice  no  quiso  convenir  en  reconocer  el  derecho  de  patro- 
nato en  la  preconización  de  Obispos  ;  y  procedió  en  el  asunto  de  motu 
propio,  como  lo  veremos  cuando  examinemos  las  bulas  que  se  expidieron 
en  la  época  de  su  pontificado. 

Otra  prueba  aun  más  concluyente  podemos  presentad,  y  es  la  conducta 
observada  por  la  Santa  Sede  con  motivo  de  la  elección  de  miembros  del 
Capítulo  metropolitano  hecha  por  el  Vicepresidente  Santander,  en  virtud 
de  la  solicitud  que  le  dirigió  el  Dr.  Bosillo  á  principios  de  1823. 

Recordarán  nuestros  lectores  que  el  Capítulo  dirigió  á  Su  Santidad 
una  detallada  exposición  acerca  de  los  nombramientos  referidos;  le 
suplicó  se  dignase  de  aprobarlos,  confirmar  á  los  electos,  y  señalar  la  linea 
de  conducta  que  debiera  seguirse  en  lo  sucesivo.  Era  eso  afrontar  de  lleno 
la  cuestión  y  provocar  una  decisión  de  la  Silla  Apostólica,  á  quien  aun 
el  Gobierno  mismo  reconocía  plenitud  de  potestad  para  resolver  el 
punto  referido,  como  varias  veces  lo  hemos  hecho  notar. 

La  Santa  Sede  no  yii^o  á  resolver  el  punto  sino  en  Agosto  de  1825. 
No  aprobó  el  procedimiento,  porque  no  podía  aprobarlo ;  pero  por  medib 
de  un  breve  saneó  las  elecciones,  condonó  los  frutos  percibidos  indebida- 
mente por  los  electos  y  autorizó  al  Capitulo  para  hacer  elecciones  de 
Prebendados  válidamente. 

El  negocio  tenía  una  parte  que  debía  ser  tratada  de  una  manera  reser- 
vada, y  era  la  relativa  al  fuero  interno,  porque  los  Canónigos  nombrados 
habían  incurrido  en  censuras,  y  no  convenía  hacer  eso. público  para  que 
el  Gobierno  no  fuera  á  creer  que  se  trataba  de  desacreditarlo.  En  efecto, 
Su  Santidad  expidió  una  bula  especial  en  virtud  de  la  cual  el  Obispo  de 
Herida  podía  absolver  á  los  Canónigos,  y  dispuso  que  Iqs  que  en  lo 
sucesivo  fuesen  elegidos  por  el  Gobierno,  protestasen,  al  recibir  la  insti- 
tución canónica,  que  lo  hacían  como  elegidos  por  el  Sumo  Pontífice,  y  que 
así  se  hiciese  constar  en  el  acta.  La  prot^ta  se  hacia  realmente ;  y 
aunque  se  introdujo  la  corruptela  de  no  dejar  la  debida  constancia  en  el 
acta,  al  menos  se  nacía  eso  en  \m  certificado  que  expedía  el  Secretario 
del  Cabildo. 

Más  explícito  no  pudo  ser  el  desconocimiento  del  pretendido  derecho  de 
patronato ;  pero  la  manera  de  proceder  de  la  Santa  Sede  fué  tan  pru- 
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dente  y  moderada,  que  el  mismo  Gobierno  de  Colombia  no  pudo  menos 
de  reconocer  la  gratitud  de  que  era  deudora  Colombia  á  la  Sede  Apos- 
tólica. Hé  aquí  en  efecto  las  palabras  que  se  leen  en  la  Gaceta  Oficial 
correspondiente  al  20  de  Septiembre  de  1829  : 

Para  el  pueblo  de  Colombia  es  sin  duda  un  motivo  de  gran  placer  el  ver  tan 
dignamente  elo^ado,  por  los  representantes  de  tres  Soberanos  poderosos,  al  ilustre 
pontífice  León  All,  por  la  conducta  verdaderamente  evangélica  que  usó  con  los 
neles  de  estas  regiones  distantes.  No,  jamás  se  borrará  de  nuestra  memoria  el 
Vicario  digno  de  Jesucristo,  que  desconociendo  esa  política  mundana  qtie  somete  las 
cosas  más  santas  á  los  intereses  temporales,  sólo  se  acórelo  de  qiie  era  nuestro  padre 
común  y  de  nuestra  prolongada  o-íf andad.  Nuestros  votos  serán  constantes  por  su 
eterna  dicha  y  porque  sus  sucesores  se  gloríen  de  seguir  sus  huellas  verdadera- 
mente apostólicas ;  lo  que  esperamos  conforme  á  las  promesas  del  que  gobierna 
actualmente  la  Iglesia. 

Merecidos  eran  esos  elogios,  y  de  seguro  que  no  se  los  habría  tributado 
*el  Gobierno  de  Colombia  si  hubiese  tenido  firme  convencimiento  de 
que  le  correspondía  el  ejercicio  de  un  derecho  perfecto,  que  le  hubiese 
sido  negado  repetidas  veces  y  de  im  modo  tan  solemne  por  ese  sabio  y 
virtuoso  Pontífice. 

El  sucesor  de  León  XII  fué  Pío  VIII,  quien  en  una  hermosa  carta 
dirigida  al  Arzobispo  de  Friburgo  y  á  los  Obispos  de  Maguncia,  de  Ro- 
themburgo,  de  Limburgo  y  de  Fulda,  con  fecha  30  de  Juuio  de  1830, 
se  expresa  así : 

La  Santa  Esposa  de  Jesucristo,  cordero  sin  mancha,  es  libre,  de  institución  divina,  y 
no  está  sometida  á  ningún  poder  de  la  tierra ;  pero  con  esas  profanas  novedades  se  la 
ha  reducido  á  miserable  y  vergonzosa  esclavitud  cuando  se  permite  á  la  autoridad 
civil  confirmar  ó  rechazar  los  concihos,  dividir  las  diócesis,  jelegir  los  candidatos  para 
el  sacerdocio,  y  los  que  deben  ser  promovidos  á  las  pensiones  edesiás ticas ;  cuando  se 
le  atribuye  la  dirección  de  la  enseñanza  y  de  la  disciplina  religiosa  y  moral ;  cuando 
los  Senainarios  mismos  y  todo  lo  que  se  refiere  especialmente  al  Gobierno  espiritual  de 
la  Iglesia,  se  ha  entregado  á  la  discreción  de  los  legos,  y  se  impide  á  los  fieles  la  libre 
comunica<5Íón  con  el  jefe  de  la  Iglesia,  aunque  esta  comunicación  sea  esencial  en  la 
constátuoión  de  la  Iglesia  catóHca,  y  no  puede  ser  impedida ;  de  ^tra  manera,  los 
fieles  privados  de  un  socorro  necesario  están  en  peligro  de  su  salvación  eterna. 

Las  palabras  del  Santo  Pontífice,  aunque  dirigidas  especialmente  á 
otro  país,  son  en  todo  aplicables  á  la  ley  de  patronato  de  que  vamos 
á  tratar  dentro  de  poco  y  á  otras  que  se  han  expedido  entre  nosotros^ 
sobre  los  puntos  á  que  Su  Santidad  se  refiere  en  esa  explícita  y  solemne 
condenación. 

En  cuanto  al  Papa  Gregorio  XVI,  desconoció  el  derecho  de  patronato 
en  las  bulas  de  erección  de  los  Obispados  auxiliares  del  Metropolitano  y 
del  Obispo  de  Popayán ;  y  finalmente  Pío  IX  hizo  igual  desconocimiento 
en  varios  actos,  de  fecha  más  reciente,  tan  claros  como  terminantes. 

Aim  en  los  documentos  oficiales  del  Gobierno  republicano,  encontra- 
mos pruebas  patentes  de  que  la  Santa  Sede  no  ouiso  reconocer  el  pre* 
tendido  derecno  de  patronato  en  el  Gobierno  de  Colombia.  Citemos,  como 
muestra  de  ellos^  las  siguientes  palabras  del  Yicepresidente  Santander  etx 
su  Mensaje  al  Congreso  de  1827  : 

Las  relaciones  que  con  tanto  ahinco  hemos  solicitado  con  la  Silla  Apostólica,  no 
se  han  adelantado.    El  Ministro  de  la  Eepública  regresó  de  Florencia  a  Boma,  -y 
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no  parece  haber  mejorado  su  situación.    Ya  se  han  librado  sus  letras  de  retiro, 
conforme  á  los  últimos  arreglos  decretados  por  el  Libertador  Presidente. 

Al  leer  estas  palabras  del  que  ejercía  el  Poder  Ejecutivo  en  Colombia, 
podría  creerse  que  la  Santa  Sede  tenía  mala  voluntad  al  Grobierno  esta- 
blecido en  el  país  después  de  la  expulsión  de  los  españoles,  y  no  que  se 
trataba  de  simples  dificultades  relativas  al  patronato  y  regalías  del  poder 
temporal.  Pero  ésta  sería  una  grave  equivocación,  porque  nunca  el 
Padre  común  de  los  fieles  dejó  de  mirar  con  paternal  ternura  á  sus 
numerosos  hijos  diseminados  en  estas  vastas  y  remotas  regiones. 

Asi  fue  que  casi  al  mismo  tiempo  que  el  Vicepresidente  de  Colombia  se 
quejaba  al  Congreso  de  la  inutilidad  de  los  esfuerzos  hechos  para  entablar 
y  regularizar  relaciones  con  la  Santa  Sede,  ella  preconizaba  los  Prelados 
presentados  por  el  Oobierno,  bien  que  obrando  como  de  mo¿u  propio,  por 
lo  que  dijimos  bace  poco. 

Otro  documento  hay  que  podemos  aducir  á  este  propósito,  el  cual  fué 
traducido  del  Journal  du  Commerce  de  6  de  Julio  de  1827,  y  se  publicó 
en  el  numero  337  de  la  Gaceta  Oficial  de  Colombia,  correspondiente  al 
30  de  Marzo  de  1828.     Dicho  documento  es  del  tenor  siguiente  : 

Hé  aquí  en  resamen  las  determinaciones  del  Consejo  de  Castilla  y  de  Indias 
sobre  asuntos  del  Papa. 

El  Santo  Padre  ha  procedido  bien  en  dar  la  institucióa  canónica  á  los  Arzobispos 
de  Colombia,  atendiendo  á  qne  esta  parte  de  la  cristiandad  carecía  del  x>asto  espiritual 
conferido  á  esas  dignidades.  Los  del  Consejo  de  Castilla  que  se  han  pronunciado 
con  más  ardor  por  esta  resolución  han  sido  los  Consejeros  Hevia,  Torres  Cónsul, 
Puig  y  Suárez  V  aJdés ;  y  en  el  Consejo  de  Indias,  los  Consejeros  Morqnera  y  Caro. 
BeBulta  de  nna  carta  leída  y  consignada  en  el  Consejo,  que  desde  él  año  de  1822  Su 
Santidad  no  ha  cesado  de  msiaivr  cerca  del  Gobierno  español  por  wi  acomodamiento 
con  estas  colonias. 

De  suerte  que  la  Santa  Sede,  por  una  parte  instaba  al  Gobierno 
español  para  que  se  entendiese  con  las  colonias  insurrectas  por  medio 
de  un  acomodamiento,  y  por  otra  no  quería  prestarse  á  reconocer  el 
derecho  perfecto  que  alegaba  el  Gobierno  de  la  Eepública  para  ejercer  el 
patronato  ooncedido  á  I09  Reyes  de  España  por  la  Santa  Sede. 

.^^eguemos  aún  otro  documento  que  prueba  la  benevolencia  de  la 
Santa  l^e  hacia  estos  países.  Es  la  carta  de  León  XII  al  Proyisor 
ÍA  Arasobispado,  de  fecha  1?  de  Enero  de  1825^  documento  que  fué 
pobücado  en  el  número  102  de  la  Gaceta  Oficial.  Insertaremos  de  él 
0<90  estos  fragmentos : 

Sean  testigos  estas  nuestras  letras  de  la  paternal  caridad  con  que  abrazamos  sin- 
eeninente  á  esa  parte  del  rebaño  del  Señor,  que  se  nos  ha  encomendado,  aunque 
tal  separada  de  nosotros  por  la  distancianle  los  lugares.  Igualmente  deseamos 
Éfdentísimamente  poder  cuanto  antes  sea  posible,  daros  un  pastor ;  y  vosotros  que 
MdL  tan  ardientes  aeseos  pedís  esto  mismo,  haced  con  vuestros  megos  y  oraciones 
Que  Píos  nos  abra  camino  j  modo  de  ejecutarlo. 

Entre  tanto  procurad  en  vuestras  necesidades  es[>irítuale8  ocutrir  á  nuestro 
Y9ii«raUe  hermano  el  Arzobispo  de  Philipos,  pues  lo  único  que  hemos  podido  hacer 
«B.  la  dificultad  de  los  tiempos  es  destinar  para  esa  América  meridional  un  Yicario 
ÉfOstiSico  ¿on  la  potestad  j  facultades  necesarias  al  efecto. 

Si  estado  de  esa  Iglesia  j  Diócesis  que  nos  expusiste  compendiosamente,  nos  será 
ISig  y  por  lo  mismo  lo  hemos  recibido  con  ánimo  benigno ;  7  á  ti  te  exhortamos  á 
-  ifl0«iAre  tanto  emplees  todo  cuidado  y  solicitud  para  que  los  fíeles  encomendados, 
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á  tu  cuidado  se  conserven  diligentemente  en  la  Santa  Religión,  y  en  la  obediencia 
á  esta  Santa  Sede,  como  á  centro  de  la  fe  católica.  Y  á  ti  ^r  á  ellos,  con  propensio- 
8Í sima  voluntad  y  de  nuestro  corazón,  impartimos  la  bendición  apostólica. 

Mucho  más  importímtfe  es  aún  en  el  particular  la  carta  que  escribió 
directamente  el  Padre  Santo  al  Vicepresidente  Santander,  la  cual  es  del 
tenor  siguiente : 

Amado  bijo,  os  saludamos  y  damos  nuestra  bendición  apostólica. 

Nos  ba  llenado  de  la  mayor  satisfacción,  amado  hijo,  vuestra  carta  de  1".  de 
Febrero  del  año  de  1824  por  circunstancias  muy  particulares ;  mas  habiendo  sido 
escrita  dicha  carta  no  sólo  á  nombre  vuestro,  sino  también  al  de  toda  la  Nación 
Colombiana,  hemos  conocido  cuU  y  cuánto  es  vuestro  celo  en  favor  de  la  Iglesia 
católica  y  vuestro  respeto  á  la  Santa  Silla  apostólica,  lo  que  ciertamente  no  nos  ba 
sido  nuevo  pero  sí  grato  y  satisfactorio.  Por  este  motivo  bemos  leído  con  mucho 
gusto  vuestra  carta,  y  al  leerla  os  abrazamos  con  singular  benevolencia  y  amor 
paternal,  sin  embargo  de  la  distancia,  como  si  estuvieseis  presente. 

Pero  si  nos  ba  llenado  de  regocijo  la  demostración  que  nos  babéis  hecho  de 
vuestra  adbesión  y  reverencia,  mucho  más  nos  hemos  contristado  y  afligido  al  saber 
por  vuestra  carta  que  la  Religión  católica  coitc  el  mayor  peligro  entre  vosotros. 

De  aquí  es  que,  poniendo  todo  el  esmero  que  debemos  á  fin  de  alentarla  y  sos- 
tenerla, bemos  creído  que  de  ningún  modo  mejor  se  podría  proveer  de  remedio  á 
sus  Iglesias  que  nombrándoles  pastores  buenos  y  celosos.  Por  esta  razón  hemos 
determinado  que  cada  una  de  las  Iglesias  de  Colombia,  que  por  cansa  de  muerte 
baya  quedado  vacante,  ten^  su  Obispo.  Y  estando  impuesto  de  este  negocio 
mucho  tiempo  há  el  esclarecido  varón  Ignacio  Tejada,  vuestro  enviado  ante  Nos, 
no  dudamos  de  que  él  inmediatamente  os  lo  haya  comunicado,  atendido ,  su 
notable  interés  y  actividad.  Confiamos  que  á  esta  nuestra  resolución  todiada  des- 
pués de  haber  dirigido  á  Dios  las  más  fervorosas  oraciones,  favorecerá  la  miseri- 
cordia del  Todopoderoso  con  grande  utilidad,  de  las  expresadas  Iglesias. 

Entre  tanto,  damos  con  el  mayor  afecto  nuestra  bendición  pa^mal  á  vos,  amado 
hijo,  y  á  toda  la  Nación  Colombiana. 

Dada  en  Roma,  en  San  Pedro,  á  20  de  Febrero  del  año  de  1827  y  4"  de  nuestro 
pontificado. 

León,  Papa  XIL 

Lo  más  curioso  en  este  asunto  es  que  los  únicos  peligros  reales  que 
corría  la  religión  en  este  país,  provenían  de  los  actos  del  mismo  Go- 
bierno que  hablaba  al  Padre  Santo  de  tales  peligros. 

12.  Uno  de  esos  actos  era  la  ley  de  patronato,  sancionada  el  28-de 
Julio  de  1824 ;  de  la  cual  queremos  presentar  á  nuestros  lectpres  un 
ligero  extracto,  para  que,  comparando  sus  disposiciones  con  las  del  anti- 
guo patronato  real,  podamos  saber  si  son  iguales,  como  lo  dice  el  artí- 
culo 1?  de  la  citada  lev,  que  hemos  trascrito  en  otro  lugar. 

El  artículo  3?  declaró  que  el  patronato  se  ejercería  por  el  Congreso, 
por  el  Poder  Ejecutivo  con  el  Senado  6  solo,  por  los  Intendentes  y  por 
los  Gobernadores.  Atribuyo  además  á  la  Alta  Corte  y  á  las  Cortes 
superiores  el  conocimiento  de  los  asuntos  contenciosos  relativos  á  la 
materia  y  detallados  en  la  ley. 

El  Congreso  se  reservó  por  el  artículo  4?  lo  relativo  á  erección  de 
Arzobispados,  límites  entre  las  Diócesis,  convocación  de  Concilios  y 
aprobación  de  sus  sinodales,  fundación  ó  eliminación  de  monasterios  y 
hospitales,  empleo  de  sus  rentas  y  examen  de  sus  estatutos.  Se  reservó 
asimismo  la  formación  de  aranceles  y  el  arreglo  de  diezmos  y  demás 
rentas  eclesiásticas ;  el  examen  de  las  bulas  sobre  disciplina  universal   y 
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reforma  de  regulares,  el  mantenimiento  de  la  disciplina  eclesiástica,  la 

{)re8entaci6n  de  Arzobiapoá  y  Obispos  á  la  Santa  Sede,  y  el  arreglo  de 
as  misiones  y  congrua  de  los  misioneros. 
Al  Poder  Ejecutivo  con  el  Senado  se  atribuyó  el  nombramiento  de  los 

?ue  debían  ocupar  las  Dignidades  y  Canonjías ;  y  por  sí  solo  el  de 
Janónigos  de  Oficio,  Raciones,  Medias  Raciones  y  Curas.  Se  atribuyó 
además  al  RE.  la  presentación  á  Su  Santidad  de  las  leyes  sobre  erección 
de  Arzobispados  y  Obispados,  y  sobre  límites  de  las  Diócesis,  para  que 
fuesen  ratificadas ;  la  presentación  á  la  Santa  Sede  de  los  designados 
por  el  Congreso  para  Arzobispos  y  Obispos  ;  el  dar  su  asenso  para  el 
nombramiento  de  Provisores,  Vicarios  capitulares.  Provinciales  ó  Supe- 
riores de  los  conventos ;  hacer  visitar  las  Diócesis  por  los  Jarciados  y 
examinar  las  providencias  de  éstos  para  hacerlas  cumplir,  anularlas  6 
reformarlas ;  dirimir  las  competencias  entre  los  intendentes  y  las  autori- 
dades eclesiásticas ;  vigilar  la  recaudación  é  inversión  de  las  rentas  de 
^polios  y  de  las  catedrales ;  aprobar  la  erección  de  curatos  y  cumplir 
las  leyes  relativas  á  ellos ;  no  dejar  alterar  la  disciplina  exterior  de  la 
Iglesia,  dí  usurpar  el  patronato,  la  soberanía  y  prerrogativas  *  de  la 
Kepáblica,  y  recoger  las  bulas  de  toda  clase  que  las  afectaran  en  alguna  - 
manera ;  dar  el  paM  á  las  bulas  de  gracia ;  y  finalmente,  "  dictar  las 
providencias  administrativas,  con  arreglo  á  las  leyes  del  Congreso,  para 
proteger  la  religión,  su  culto  público  y  sus  ministros '^  (artículos  5?  y  6?) 

Los  Intendentes  intervenían  en  el  nombramiento  de  los  curas  y 
sacristanes ;  aprobaban  el  de  Vicarios  foráneos ;  erigían  parroquias  y 
fijaban  sus  limites ;  vigilaban  la  conservación  de  la  didcipUna  eclesiás- 
tica, del  patronato  y  preri'ogativas  del  poder  civil ;  recogían  las  bulas, 
breves  ó  rescriptos  que  circulaban  sin  el  pase;  é  informaban  sobre  los 
sacerdotes  dignos  de  ocupar  las  Prebendas  y  Dignidades  (art.  7?) 

Á  los  Gobernadores  correspondía  dar  asenso  provisional  al  nombra- 
miento de  Provisores,  Vicarios  y  Prelados  á  superiores  de  las  órdenes 
regulares ;  nombrar  mayordomos  de  fábrica  de  las  catedrales  y  demás 
iglesias,  síndicos  y  administradores  de  los  hospitales,  y  hacerles  rendir 
cuenta  de  su  administración  y  manejo ;  admitir  á  veces  los  recursos  de 
fuerza  y  hacer  levantar  las  censuras  eclesiásticas  ;  permitir  la  erección 
de  capillas  por  los  particulares ;  dar  permiso  paso  la  formación  de 
jimtas  de  cofradías,  y  vigilar  la  marcha  de  las  que  existían  (art.  8?) 

Á  la  Alta  Corte  se  le  atribuyó  el  conocimiento  de  las  causas  contra 
Io6  Prelados,  por  infidelidad  á  la  República  y  usurpación  de  sus  pre- 
rrogativas^ patronato  y  soberanía,  y  de  las  controversias  sobre  limites  de 
1a8*  Diócesis  y  sobre  Concordato.  A  las  Cortes  superiores,  el  conoci- 
Biiento  de  las  causas  contra  los  Provisores,  Vicarios  capitulares.  Digni- 
dades, Prebendados,  Vicarios  foráneos,  Curas  y  demás  eclesiásticos,  por 
mfidelidad  á  la  República,  y  usurpación  de  sus  prerrogativas,  patronato 
y  soberanía ;  los  recursos  de  fuerza  y  protección  contra  los  Arzobispos, 
Obispos  y  demás  Prelados  y  Jueces  eclesiásticos  ;  las  competencias  entre 
jMces  eclesiásticos ;  y  las  quejas  por  agravios  inferidos  por  los  Prelados 
omB  Visitadores,  en  las  providencias  dictadas  en  el  curso  de  sus  visitas 
l^tícnloe  9?  y  10). 

El  artículo  21-  dispuso  que  para  proveer  Canonjías  que  no  fuesen  4PtTí> 
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oficio^  e]  Pode^  Ejecutivo^  con  acuerdo  d^  su  Conjsejo^  nombrara  al  que 
creyese  coi^  más  méritos  y  virtudes^  y  lo  propusiese  al  llenado  para  que 
éste  prestase  ó  no  su  consentimiento  y  aprobación. 

El  artículo  22  arregló  la  provisión  de  Jas  Baciones  y  Medias  Ba^^iones 
de  una  manera  semejante  á  la  de  las  Canonjías  de  Oficio ;  pero  la  pre- 
sentación debía  bacersje  al  Prelado  ó  al  Cabildo  en  sede  vacante  paia  la 
posesión  y  canói^ica  institución. 

Para  las  Canonjías  de  oficio  se  dispuso  en  el  articulo  23  que  se  pro- 
cediese por  concurso  á  oposición,  según,  costumbre.,  Los  edictos  debían 
expedirse  por  la  autoridad  eclesiástica  con  beneplácito  del  Gobierno.  !fiste 
designaba  una  persona  que  asistiese  á  los  ^tos  de  oposición;  la  autori- 
dad eclesiástica  presentaba  una  terna^  y  el  Poder  Ejecutivo  escogía  uno. 

Agreguemos  á  este  extracto  fiel  y  escrupuloso  de  las  principales  dispo- 
siciones de  la  ley  de  patronato,  el  tenor  literal  de  tres  de  ellas  que  llaman 
particularmente  la  atención. 

La  primera  está  comprendida  en  el  número  5?  del  artículo  10,  y  repro- 
ducida en  el  número  6?,  artículo  5?  de  la  ley  de  16  de  Abril  de  1836, 
que  es  la  2%  parte  1%  tratado  2?  de  la  Recopilación  Granadina»  y  dice 
así: 

Los  asuntos  de  riguroso  patronato,  en  materia  de  nombramiento  y  elecciones, 
nunca  podrán  reducirse  a  competencias  ni  hacerse  contenciosos,  y  el  Poder 
ejecutivo  y  los  Gobernadores,  en  sus  respectivos  casos,  los  determinarán  guber- 
nativamente. 

La  segunda  y  la  tercera  son  los  artículos  16  y  17  de  la  citada  ley  de 
1824  de  que  tratamos,  que  dicen  así : 

Art.  16.  Los  nombrados  por  el  Congreso  para  los  Ari^obispados  y  Obispados, 
antes  de  que  se  presenten  á  Su  Santidad  por  el  Poder  Ejecutivo,  deberán  prestar 
ante  éste,  ó  ante  la  persona  que  deleguen  al  efecto,  el  Juramento  de  sostener  y 
defender  la  Constitución  de  la  Bepública,  ^e  no  usurpar  su  soberanía»  derechos  y 
prerrogativas,  y  de  obedecer  y  cumplir  las  leyes,  órdenes  y  resoluciones  del 
Gobierno.  De  este  juramento  se  extenderán  dos  ejemplares,  firmados  antes  por  el 
nombrado,  y  se  pasará  uno  al  Senado  y  otro  á  la  Cámara  de  Representatites,  para 
que  se  guarden  en  sus  respectivos  archivos. 

Art.  17.  Luego  que  los  nombrados  hayan  prestado  el  juramento  que  antecede, 
podrán  entrar  en  el  ejercicio  de  su  jurisdicción,  excitando  para  ello  el  Poder 
Ejecutivo  á  los  Cabildos  eclesiásticos;  pero  no  percibirán  las  rentan  que  les 
correspondan  hasta  el  Jlat  de  Su  Santidad. 

Agreguemos,  por  último,  que  el  artículo  26  dispuso  que  pata  la  pro- 
visión de  curatos  y  sacristías  se  procediese  conforme  al^Oapítulo  XVIII, 
sesión  XXIY  del  Concilio  de  Trento.  Dispuso,  además,  que  cada  seis 
meses  se  convocase  á  concurso  patTa  llenar  en  propiedad  las  vacantes ;  qoe 
los  edictos  de  convocación  se  expidiesen  por  la  autoridad  eclesiástíoa  con 
anuencia  de  la  civil ;  que  si  un  Prelado  era  omiso  en  el  particular  se  le 
requiriese  para  que  llenase  ese  deber,  si  se  ^obstinaba  en  su  omisión,  ae 
ocurriese  ai  Metropolitano,  y  si  éste  tampoco  expedía  el  edicto  de  convo- 
cación, se  ocurriese  al  sufragáneo  más  iumediato  para  subsanar  todas  esas 
omisiones. 

Según  el  articulo  27,  la  autoridad  eclesiástica  proponía  tres  para  cada 
beneficio,  y  el  Poder  Ejecutivo  presentaba  uno  de  ellos,  6  devolvía  la 
tema  con  expresión  del  justo  motivo  que  hubiese  para  ellp. 
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13.  ¿:En  qué  se  parece  este  moderno  patronato  de  1824  al  que  el  Papa 
Julio  U  concedió  al  Rey  Femando  el  Católico  en  1608,  y  menos  aún  al 
que  el  Papa  Benedicto  XIV  y  algunos  de  sus  antecesores  concedieron  á 
los  Beyes  de  España  sobre  las  iglesias  de  su  Reino,  y  menos  todavía 
al  que  se  ejercía  por  costumbre  durante  la  heroica  lucha  contra  el 
islaniismo? 

Recuérdese  que  en  esos  remotos^  tiempos^  cuando  los.  Reyes  eran 
insignes  benefactores  de  la  Iglesia^  el  derecho  de  patronato  real  estaba 
reducidc^á  dos  cosas,  á  saber :  la  primera»  que  cuando  moría  un  Prelado, 
el  Deán  y  Cabildo  dioaen  cuenta,  del  hecho  al  Rey,  por  medio  de  una 
<)arta  cíondueida  por  mensajeros  especiales,  y  solicitasen  su  venia  para 
proceder  ¡ellos  al  nombramiento  de  eucespr^^y  el  Rey  se  la  debía  otor- 
gar ;  la  segunda^  que  luego  que  era  nombrado  el  Prelado  y  se  confirmaba 
la  elección,  probablemente  por  la  Santa  Sede,  el  electo,  antes  de  tomar 
posesión  de  su  Iglesia,  se  presentara  personalmente  '^  á  hftcer  reverencia 
al  Rey^'  (Ley  18,  T.  5%  P.  1»— Ley  1»,  T.  17,  L.  1?  de  laNov.  Recop.) 

TÁ&B  tarde  los  Reyes  extendieron  un  poco  su  esfera  de  acción,  pues  por 
la  ley  1.*,  título  14,  libro  1?  de  la  Novísj^Ba  Recopiladón,  se  ve  que  ya  en 
1450,  y  quizá  desde  antes  de  1377,  ellos  gozaban  del  derecho  de 
presentar  candidatos  á  la  Santa  Sede  para  las  Prelacias  y  Dignidades 
mir^ores. 

Él  Rey  Fernando  el  CatóHco,  cuando  se  verificó  el  descubrimiento  4e 
América  obtuvo,  como  ya  hemos  visto,  la  bula  de  Julio  II  expedida  en^ 
1508,  por  la  cual  se  concedió  el  derecho  de  patronato  sobre  las  Iglesias* 
de  América,  con  una  extensión  y  una  amplitud  desconocidas  hasta  en- 
tonces. Desde  ese  tiempo  el  Rey  de  España  tuvo  el  derecho  exclusivo  de 
erigir  iglesias  -  de  todas  clases,  y  cualquiera  otra  clase  de  lugares  reli- 
giosofi  ;  el  de  presentar  candidatos  para  Arzobispos,  Obispos,  Prebendados 
y  Beneficiados,  y  finalmente  el  de  nombrar  los  que  debieran  desempeñar 
cualesquiera  otros  oficios  eolesiástícos  6  laicales. 

Al  tiempo  de  la  independencia  estos  considerables  derechos  habían  sido 
ampliados,  no  sabemos  si  con  autorización  expresa  de  la  Santa  Sede,  ó 
sólo  «a  virtud  de  costumbre  tolerada  por  ella ;  pues,  según  las  palabras 
del  historiador  de  Colombia  que  citamos  antes,  ^^los  Reyes  de  España 
nombraban  todos  los  Arzobispos  y  Obispos,  y  el  Papa  les  expedía  inme- 
diatamente las  bulas ;  elegían  también  para  las  Dignidades,  Prebendas, 
Gaoíionjias  y  demás  piezas  eclesiásticajs,  y  con  sólo  su  nombramiento  los 
Oabildos  daban  la  institución  canónica  á  los  electos.  Los  beneficios 
curados  y  otros  menores  se  proveían  por  el  Virrey,  el  Capitán  general  de 
Téaezuela  y  los  Gobernadores  que  ejercían  el  vicepatronato  real." 

Pero  todos  esos  sucesivos  ensanches  son  poca  cosa  si  se  comparan  con 
el  que  le  dio  el  Congreso  de  Colombia  en  1824,  á  pesar  de  que,  según  los 
artiealos  1?  y  2?  de  la  respectiva  ley  trascritos  antes,  parece  que  no  se 
tratara  sino  de,  asumir  el  patronato  en  la  misma  forma  y  sobre  las  mismas 
bues  que  lo  había  ejercido  el  Rey  de  "EspañeL  en  la  época  colonial. 
•  ^Ho  se  limitó  el  Gobierno  republicano  á  pretender  intervención  en  la 
iMCoión  de  iglesias  metropolitana  y  catedrales  y  en.  general  estableció 
iai«ntos  religiosos  de  todas  clases,  así  como  en  el  nombramiento  de  los 
mnpleados  eclesiásticos,  desde  los  Arzobispos  hasta  los  sacristanes,  que  esp 
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lo  quo  constituía  el  patronato  real,  sino  que  entró  en  cosas  de  otro  orden 
y  de  no  poca  trascendencia. 

Prohibió  implícitamente  la  reunión  de  Concilios  sin  su  permiso  ó 
insinuación^  y  se  arrogó  la  facultad  de  examinar  las  disposiciones  que 
emanaran  de  esas  corporaciones  para  aprobarlas  ó  improbarlas.  ¿  No  es 
una  cosa  repugnante  en  sumo  grado,  y  que  peca  aun  contra  el  simple 
sentido  común,  que  un  Congreso  compuesto  de  laicos,  por  instruidos  y 
piadosos  que  sean,  tenga  derecho  de  revisar  lo  quo  otro  Congreso  de 
Prelados  y  sacerdotes  ha  dispuesto,  ya  sobre  puntos  de  dogma^ya  sobre 
disciplina  de  la  Iglesia,  moral  y  buenas  costumbres  ? 

Se  arrogó  también  el  derecho  de  arreglar  las  rentas  y  aranceles  ecle- 
siásticos. Tal  pretensión  de  parte  del  Gobierno  es  tan  absurda,  como  lo 
sería  la  de  que  las  autoridades  eclesiásticas  arreglasen  las  rentas  y  aranceles 
de  la  potestad  civil. 

Se  reservó  asimismo  el  derecho  de  examinar  las  bulas  emanadas  de  la 
Santa  Sede  sobre  disciplina  universal  y  reforma  de  regulares.  Cuando 
á  una  autoridad  se  le  concede  el  derecho  de  revisar  lo  que  otra  hace,  es 
sin  duda  porque  aquélla  es  n^  elevada  en  el  orden  respectivo,  más 
instruida  en  el  asunto  de  que  se  trate,  y  da  mayores  garantías  de  acierto 
que  ésta. 

Ahora  bien,  la  disciplina  universal  es  asunto  que  pertenece  única  y 
exclusivamente  al  orden  religioso.  ¿  Y  quién  hay,  en  ese  orden,  que  sea 
^  superior  al  Padre  Santo,  Jefe  supremo  de  la  Iglesia  católica,  Vicario 
'  de  Jesucristo  en  la  tierra  ?  ¿  Quién  hay  que  sea  más  instruido  en  asuntos 
religiosos,  y  que  dé  mayores  garantías  que  él  de  acierto  en  el  particular  ? 
¿  Sería,  por  ventura,  un  Congreso  compuesto  casi  exclusivamente  de  laicos, 
algunos  de  ellos  ignorantes  y  otros  de  escasa  fe  y  de  costumbres  depra- 
vadas ó  dudosas ;  ó  un  Congreso,  como  varios  de  los  que  se  han  reunido 
en  nuestro  país  en  los  últimos  treinta  años,  compuesto  de  individuos  sin 
fe  religiosa,  algunos  de  notoria  inmoralidad,  y  casi  todos  ardientes 
enemigos  del  catolicismo  P 

Espectáculo  ciertamente  curioso :  todos  los  Concilios,  aun  los  ecumé- 
nicos, es  decir  las  reuniones  más  respetables  del  mundo  entero  por  la 
ciencia  y  la  virtud  de  sus  miembros,  se  inclinan  reverentes  ante  la  Cátedra 
del  sucesor  de  Pedro  y  piden  la  confirmación  de  sus  decretos,  ya  versen 
sobre  el  dogma,  ya  sobre  la  disciplina,  comp  garantía  necesaria  de  acierto 
en  el  particular ;  y  después  de  eso,  ¿  pretende  el  Congreso  de  Colombia 
que  esa  misma  Cátedra  de  Pedro,  maestra  suprema  de  la  Iglesia,  someta 
á  su  examen  y  consideración  las  bulas  que  expida  sobre  disciplina 
universal  de  la  Iglesia,  sin  duda  con  el  fin  de  que  sean  enmendados  loa 
errores  en  que  haya  incurrido  ?  Tal  pretensión  es  neciamente  soberbia, 
y  soberanamente  ridicula. 

Al  Poder  Ejecutivo  se  le  concedió  el  derecho  de  revisar  las  providen- 
cias de  los  Prelados  en  sus  visitas,  para  hacerlas  cumplir,  reformarlas  6 
anularlas.  Tan  irregular  es  esto,  como  sería  el  derecho  que  se  conce- 
diese al  Prelado  para  examinar  las  providencias  de  las  autoridades  del 
orden  político  ó  militar,  con  el  fin  de  reformarlas  ó  anularlas.  Creemos 
que  esta  observación  basta  para  hacer  comprender  la  inconveniencia  y  la 
injusticia  de  semejante  facultad.  r^  i 
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Se  le  ordenó  también  al  Poder  Ejecutivo  no  dejar  alterar  la  disciplina 
exterior  de  la  Iglesia ;  lo  cual  equivale  á  negar  á  la  Santa  Sede  el  derecho 
de  introducir  variaciones  en  ese  particular^  cuando  las  necesidades  de  los 
tiempos  ó  de  las  circunstancias,  6  la  notoria  conveniencia  de  la  Iglesia 
lo  exijan. 

De  suerte  que  si  acontecía  alguna  vez  que  el  anciano  Pontífice  de 
Koma^  después  de  maduro  examen  y  atenta  deliberación,  y  después  de  oír 
y  recoger  las  opiniones  y  los  votos  de  más  de  mil  Prelados  que  existen  en 
el  mundo,  levantase  su  voz  para  anunciar  á  los  fíeles  que  había  llegado 
el  caso  de  hacer  determinada  variación  en  la  disciplina  general  de  la 
Iglesia,  cuando  los  trescientos  millones  de  católicos  que  están  diseminados 
por  toda  la  vasta  redondez  de  la  tierra  se  inclinasen  respetuosos  para 
acatar  y  obedecer  la  voz  de  su  Pastor  supremo,  el  Presidente  de  Colombia 
tenía  que  permanecer  de  pies,  y  dirigir  al  augusto  sucesor  de  Pedro  estas 
palabras  :  "  Santísimo  Padre,  no  se  puede  alterar  la  disciplina  general 
de  la  Iglesia,  porque  una  ley  de  Colombia  lo  prohibe/^  ¿  Puede  haber 
nada  más  necio,  ni  más  ridiculo  P 

Á  la  Alta  Corte  de  justicia  se  atribuyó  el  conocimiento  de  las  contro- 
versias sobre  concordato,  sin  que  tal  concordato  se  hubiese  celebrado 
aun ;  pues  apenas  en  esa  ley  se  ordenó  que  se  procediese  á  dar  los  pasos 
necesarios  para  celebrarlo. 

Llama  aun  más  la  atención  la  disposición  que  atribuyó  á  las  Cortes 
superiores  el  conocimiento  de  las  competencias  entre  jueces  eclesiásticos» 
¿  Qué  se  diría  si  la  Iglesia  pretendiese  que  sus  j'ueces  fueran  los  llama- 
dos á  dirimir  las  competencias  que  se  suscitasen  entre  los  jueces  civiles? 
No  habría  quien  no  sintiese  extrañeza  por  tal  pretensión,  y  los  enemigos 
de  la  Iglesia  la  alegarían  como  ima  prueba  acabada  del  espíritu  invasor 
de  que  la  suponen  animada,  y  de  sus  agresiones  injustificables  en  el  campo 
que  pertenece  clara  y  evidentemente  á  la  potestad  civil  de  una  manera 
absoluta  y  exclusiva.  Eso  mismo  podemos  decir  nosotros  del  poder 
civil,  porque  él  es  ahora  y  siempre  el  que  quiere  segar  en  mies  ajena, 
aunque  públicamente  y  á  cada  instante  haga  alarde  de  lo  contrario. 

Creemos  que  las  observaciones  que  preceden  bastan  para  convencer  á 
toda  persona  imparcial,  honrada  y  de  sano  criterio,  de  los  graves  é 
infundados  ataques  contra  la  Iglesia  que  envolvía  la  ley  de  patronato  de 
1824,  que  es  la  de  que  tratamos.  Fué  sin  duda  por  eso  por  lo  que  uno  de 
los  miemlm)s  del  Congreso  de  1880,  enemigo  declarado  de  la  Iglesia, 
dijo  públicamente  en  una  de  las  Cámaras  que  es  la  ley  más  sabia  de 
cuantas  se  han  expedido  después  de  la  independencia. 

No  se  crea  por  esto  que  nosotros  atribuimos  esas  disposiciones,  y  otras 
muchas  que  prescindimos  de  examinar,  á  espíritm  irrehgioso  de  la  mayo- 
ría do  los  legisladores  de  1824.  No,  si  entre  ellos  tenía  la  Iglesia 
algunos  enemigos,  formaban  de  seguro  una  insignificante  minoría,  y  no 
se  atrevían  á  hacer  gala  de  su  irreligión  y  de  su  incredulidad ;  pero  la 
grande,  la  inmensa  mayoría  era  sin  duda  alguna  católica  sincera, 
amante  de  su  religión  y  firmemente  adicta  á  la  Cátedra  del  sucesor  de 
Pedro ;  bien  que  muchos  de  los  que  la  componían  estuviesen  imbuidos 
en  las  más  exageradas  ideas  regalistas,  por  consecuencia  de  la  mala 
dirección  dada  á  los  estudios  desde  la  expulsión  de  los  jesuítas.  ¿<-^  i 
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Pero  di  la  mayoría  de  ese  Congreso  era  sinoera  y  firmemente  cató- 
lica, ¿  cómo  puao  sancionar  las  disposiciones  qne  hemos  examinado^ 
L otras  qne  vulneran  los  intereses  y  los  derechos  de  la  Iglesia  cató- 
a?  Varias  causas  contribuyeron  probablemente  á  ese  resultado. 
En  primer  lugar,  fuera  del  ^  filosofismo  regalista  y  de  otras  que  hemos 
apuntado  antes^  el  resplandor  de  la  gloria -que  rodeaba  á  la  gran 
Colombia  era  suficientemente  vivo  para  deslumhrar 'á  la  mayor  parte 
de  los  Diputados  y  hacerles  creer  que  la  voluntad  soberana  <de  esa 
Nación,  íiacida  gigante,  debía  sobreponerse  á  todo,  y  que  nadie  tenía 
derecho  áe  cercenar  en  lo  mínimo  su  vastísima  esfera  de  acción. 

Creemos  también  que  contribuyó  poderosamente  á  ese  mal  la  con- 
fianza del  Congreso  en  el  catolicismo  del  Poder  Ejecutivo,  y  el  convenci- 
miento en  que  estaba  de  que  nunca  llegaría  á  abusar  de  sus  facultades 
para  promover  conflictos  con  la  Iglesia;  sino  que  al  contrario  las 
dos  potestades  marcharían  en  armonía  completa,  apoyándose  en  todo 
recíprocamente. 

Pero  aunque  sean  tan  honrados  como  se  quiera  las  intenciones  y 
los  propósitos  del  Congreso  de  1824,  resulta  claro  como  la  luz  que 
él  invadió  en  mucho  el  terreno  de  la  Iglesia,  sin  que  -por  parte  de  ésta 
hubiera  la  más  mínima  provocación,  ni  falta  ó  abuso  de  ningún  género. 

Otra  reflexión  se  nos  .ocurre  de  paso  al  meditar  en  este  asunto,  y  ee 
ésta :  si  ese  Congreso  de  1824,  á  pesar  de  ser  compuesto  de  católicos 
sinceros,  hizo  eso,  ¿  qué  no  hubiera  hecho,  qí  se  hubiese  compuesto  de 
enemi^s  del  catolicismo  ?  Si  los  amigos  abusan  de  esa  manera,  ¿  cómo 
serán  los  abusos  de  los  enemigos  francos  y  declarados  P  No  tardaremos 
en  tener  ocasión  de  saberlo,  en  el  curso  de  esta  obra. 

14.  Dejando  ya  la  ley  de  patronato  de  1824,  veamos  otras  expedidas 
después^  relativas  á  esa  misma  materia.  Desde  luego  viene  la  de  8 
de  Marzo  de  1825,  que  autorizó  al  Poder  Ejecutivo  para  devolver  las 
temas  sobre  provisión  de  las  Canonjías  de  oficio,  siempre  que  se  debiera 
haber  preferido  en  ellas  á  otros  más  dignos. 

No  podemos  creer  que  los  Gobiernos  sean  más  á  propósito  para 
calificar  la  idoneidad  en  estos  casos  que  el  respectivo  Prelado.  Natural- 
mente éste  se  halla  en  mejores  condiciones  para  acertar  en  este 
particular ;  así  como  aquéllos  son  los  llamados  á  conocer  los  mejores 
empleados  políticos,  militares  y  de  policía. 

15.  En  1832  hizo  uso  el  Congreso,  por  la  primera  vez,  del  derecho  que 
se  había  arrogado  de  variar:  los  límites  de  las  Diócesis  ;  pues  por  la  ley 
de  30  de  Enero,  que  es  la  5*,  parte  1*,  tratado  4?  de  la  Recopilación 
Granadina,  agregó  al  Arzobispado  de  Santafé  las  parroquias  de  Pam- 
plona, San  José  de  Cúouta,  Limoncito  y  San  Faustino  de  los  Ríos ;  y  al 
Obispado  de  Popayán  las  parroquias  de  Tumaco,  Barbacoas,  Iscuandé, 
Guapí,  Trapiche,  San  José  de  la  Laguna,  Timbiquí,  Zaija,  Micay  y  laa 
de  la  provincia  de  Pasto. 

Si  se  tiene  en  cuenta  el  tiempo  en  que  se  expidió  esa  ley,  que  filé 
inmediatamente  después  de  la  disolución  de  Colombia,  se  puede  creer  que 
el  principal  móvil  de  la  medida  fué  el  de  hacer  coincidir  los  límites  del 
Arzobispado  de  Santafé  y  de  la  Diócesis  de  Popayán  con  los  de  la 
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Bepublica^  amoldando  asi  las  divisioneB  eolefiiásticas  á  las  civfles  y 
políticas. 

Sin  duda  esa  ley  fué  presentada  á  la  Santa  Sede  para  su  ratificación, 
en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  número  19  del  artículo  .6?  de  la  ley  sobre 
p^atrouato  de  1824;  pero  el  Padre  Santo^  en  lugar  de  limitarse  á  dar  una 
simple  ratificación,  lo  que  hizo  fué  estudiar  á*  fondo  el  asimto  y  expedir 
doft  bolaa,  la  upa  el  6  de  Mayo  de  1834  y  la  otra  el  22  de  Septiembre  de 
1835,  en  las  cuales,  sin  mencionar  siquiera  la  ley  granadina  sobre 
.variación  de  límites^  resolvió  el  punto^  y  expuso  extensamente  los 
fundamentos  de  su  decisión.  En  la  primera  de  dichas  bulas  se  lee  lo 
siguiente:  .         . 

Hace  poco  tiempo  hemos  sabido,  por  informes  de  los  que  ejercen  la  suprema 
/autoridad  Bn  el  territorio  de  la  NTiieva  Granada  en  la  América  meridional,  que  es 
tal  la  extensión  de  aquellas  Diócesis,  que  impide  á  los  Obispos  no  sólo  conocer 
bien  á  las  ovejaa  ¡jue  se  les  han  encomendado  y  apacentarlas  con  la  administración 
de  la  palabra  divina  y  los  sacramentos,  sino  aun  recorrer  alguna  vez  los  lugares 
mismos.  .  .  . 

•  Eso  es  lo  único  que  dice  sobre  intervención  del  Gobierno  granadino ; 
y  después  de  exponer  los  motivos  que  había  para  dictar  la  medida, 
concluye  por  separar  las  parroquias  indicadas  antes,  que  pertenecían  al 
Obisj^o  de  Mérida,  y  agregarlas  al  Arzobispado  de  Santafé. 

Existían  ya  la  ley  granadina  y  la  bula  pontificia  sobre  variación  de 
Umites  :  ¿  qué  más  se  necesitaba  P  Cualquiera  creerla  que  nada ;  pero  el 
Gobierno  granadino  creyó  que  no  debía  dejar  correr  la  bula  sin  el  pase 
corresponmente,  y  se  extendió  por  decreto  ae  25  de  Septiembre  de  1834 
con  ciertas  condiciones^  entre  ellas  la  siguiente : 

En  la  ejecución  de  lo  que  se  prescribe  en  las  dichas  letras,  para  llevar  á  efecto 
la  segregación  de  las  Iglesias  arriba  mencionadas  de  la  jurisdicción  del  ordinario 


de  Merida  y  consiguiente  agregación  al  Arzobispado  de  Bogotá,  se  procederá 
conforme  á  las  leyes  de  la  Nueva  Granada,  sin  hacer  ni  resolver  cosa  que  se  oponga 
á  la  soberanía  y  prerrogativas  de  la  Nación.^ 

Eso  de  pedir  á  la  Santa  Sede  cierta  medida^  y  luego  que  ella  la 
concede  y  ordena,  salir  con  que  al  ejecutarla  se  proceda  conforme  á  las 
leyes  de  la  Bepública,  sin  hacer  ni  resolver  cosa  que  se  oponga  á  la 
soberanía  y  prerrogativas  de  la  nación,  nos  parece  soberanamente 
ridículo.  ¿  Qué  clase  de  soberanía  y  qué  clase  de  prerrogativas, de  la 
nación  son  esas  que  pueden  ser  heridas  y  maltratadas  con  la  ejecución 
de  un  acto  pontificio  pedido  por  el  Gobierno  mismo  de  la*nación  P  j  No 
se  ve  en  esto  una  injusta  y  temeraria  suspicacia  del  Poder  civil  contraía 
Iglesia? 

Veamos  ahora  la  bula  de  22  de  Septiembre  de  1835,  sobre  agrega- 
ción de  varias  parroquias  á  la  Diócesis  de  Popayán.  Hay  en  ella  dos 
pasajes  que  dicen : 

Se  nos  expuso  además  reverentemente  'tiempo  há,  por  los  que  administran  el 
Gobierno  civil  de  la  Nueva  Granada  en  la  América  meridional,  que  de  la  poco 
Vroporeioiíada    demarcación   de  las    Diócesis    existentes    en  aquel   Estado,    se 


*  Ley  4',  parte  4%  tratado  4?  de  la  Eecopilación  Granadina.  ^-^  , 
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originan    gravísimos    inconvenientes   para  la  administración  espiritual  de*  las 
mismas  y  para  la  salud  de  los  fíeles  que  allí  habitan. 

Y  así  Nos,  habiendo  pesado  con  madura  consideración  el  estado  de  las  cosas  y 
atendido  á  las  circunstancias  de  los  lugares  y  de  los  tiempos,  y  á  todas  las  demás 
que  debían  examinarse  seria  y  diligeiitemente  (pero  desechando  en  nn  todo 
la  razón  de  la  conformidad  de  los  confínes  civiles  con  los  límites  diocesanos, 
como  manifiestamente  contraria  á  la  costumbre,  disciplina  y  libertad  de  la 
Iglesia).  ,  .  . 

Tampoco  esta  bula  hace  mención  de  la  ley  granadina  de  1832 
sobre  variación  de  límites  de  la  piócesis  de  Popayán,  sino  únicamente 
de  la  solicitud  del  Gobierno  de  la  Eepublica ;  y  advierte  expresamente 
que  rechaza  la  razón  de  conformidad  de  los  límites  eclesiásticos  con  los 
civiles  como  contraria  á  la  costumbre,  disciplina  y  libertad  de  la  Iglesia. 
No  obstante,  por  otras  razones  poderosas  ordena  la  segregación  y 
agregación  solicitadas. 

También  á  esta  bula  se  le  expidió  el  pase  por  decreto  de  25  de  Enero 
de  1836.  En  los  considerandos  se  dice  que  la  bula  es  la  ratificación  de 
la  ley  de  1832,  y  que  '^  ha  sido  el  resultado  de  las  gestiones  oficiales 
hechas  cerca  de  Su  Santidad  por  el  Poder  Ejecutivo."  Sin  embargo  de 
eso,  el  decreto  por  el  cual  se  concedió  el  pase  contiene  esta  disposición  : 

En  la  ejecución  ...  se  procederá  conforme  á  las  leyes  de  la  Nueva  Granada, 
sin  hacer  ni  resolver  cosa  que  se  oponga  á  la  soberanía  y  prerrogativas  de  la 
Nación.* 

Si  la  Santa  Sede  hubiese  reconocido  el  derecho  de  patronato  en  la 
República  conforme  á  la  ley  de  1824,  se  habría  limitado  á  ratificar  la  ley 
granadina  ;  pero,  lejos  de  eso,  apenas  hace  mérito  de  las  exposiciones 
del  Gobierno,  y  decide  el  punto  como  quien  tiene  plena,  absoluta  y 
exclusiva  potestad  de  resolverlo. 

Vimos  antes  que  el  artículo  2?  de  la  ley  de  patronato  mandó  celebrar 
,  un  concordato  que  asegurase  á  la  República  el  goce  de  aquel  derecho, 
y  vimos  también  que  una  de  las  primeras  leyes  importantes  expedidas 
en  ejercicio  anticipado  del  mismo  derecho,  fué  la  de  30  de  Enero  de 
1832  sobre  límites  de  la  Arquidiócesis  de  Santafé  y  del  Obispado  de 
Popayán. 

Pocos  días  después,  el  24  de  Febrero,  se  sancionó  otra  ley  por  la  cual 
se  estableció  una  legación  ante  la  Silla  Apostólica.  Esa  ley  fué  después 
la  4%  parte  1*,  tratado  7?  de  la  Recopilación  Granadina, 

Naturalmetfte  el  objeto  principal  de  la  Legación  fué  el  de  celebrar  el 
concordato,  tan  encarecido  en  la  ley  de  1824;  pero  tal  concordato  no* 
llegó  á  celebrarse,  lo  que  puede  alegarse  como  una  prueba  mes  de  que 
la  Santa  Sede  desconoció  el  derecho  que  pretendía  la  República   de 


*  Ley  6%  parte  4\  tratado  4T,  Eecopilación  Granadina. 

'  En  el  año  de  1826,  con  fecha  28*  de  Abril,  se  había  expedido  nna  ley  por 
la  cual  se  ordenó  que  no  se  llenasen  las  vacantes  qne  ocurriesen  en  los  Gapítolos 
metropolitano  y  catedrales,  sino  hasta  completar  diez  Prebendados  en  aquél,  y 
siete  en  cada  uno  de  éstos.  Esa  ley  es  la  16,  parte  If,  tratado  4?  de  la  Becopuación 
Granadina,  y  probablemente  había  sido  derogada  en  1828,  porque  la  restablecieron 
en  1832. 
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ejercer  el  patronato,  y  no  creyó  conveniente  otorgarlo.  Quedó  la  cosa 
así  en  un  simple  estado  de  tolerancia,  porque  sin  duda  no  surgieron 
entonces  cuestiones  de  aquellas  que  exigen  de  parte  de  la  Iglesia  una 
oposición  decidida  y  completa  á  las  pretensiones  del  poder  civil. 

Otro  acto  abusivo  del  Gobierno  hubo  en  el  año  de  1832,  y  fu^  el 
decreto  del  Poder  Ejecutivo  de  8  de  Marzo  de  dicho  año,  por  el  cual 
señaló  asignaciones  á  las*  curias  de  Bogotá  y  Santamarta  en  Sede 
vacante,  y  de  esta  última  en  sede  plena.  Ese  asunto,  por  su  naturaleza 
debe  pertenecer  exclusivamente  á  las  autoridades  eclesiásticas.  No 
obstante,  fué  ratificado  en  cuanto  á  las  dos  primeras  de  dichas  asigna- 
ciones, por  una  ley  sancionada  el  2  de  Junio  de  1846. 

La  ley  de  3  de  Mayo  de  1833  ordenó  que  se  nombrase  un  Obispo 
auxiliar  del  Metropolitano,  y  el  10  de  Diciembre  del  mismo  año 
expidió  la  Santa  Sede  un  decreto  sobre  el  mismo  asunto,  y  concedió  al 
Ilustrísimo  señor  Arzobispo  deSantafé  derecho  de  presentar  candidato 
en  caso  de  vacante,  sin  hacer  alusión  alguna  á  la  ley  granadina  ni  á 
gestiones  del  Gobierno  de  la  República. 

Entonces  el  Congreso  expidió  un  decreto  legislativo,  con  fecha  10  de 
Junio  de  1834,  con  el  fin  de  mandar  cumplir  la  orden  pontificia ;  pero 
como  para  borrar  lá  mala  impresión  que  pudiera  producir  en  algunos  el 
silencio  de  la  Santa  Sede  respecto  de  la  ley  granadina  y  de  las  gestiones 
del  Gobierno,  advirtió  en  un  considerando  que  el  citado  decreto'pontificio 
<<ee  conforme  alo  dispuesto  en  la  ley  de  3  de  Mayo  de  1833,  que  fué 
oportunamente  presentada  á  la  Curia  Apostólica  por  el  Encargeulo  de 
negocios  de  la  Nueva  Granada  cerca  de  Su  Santidad.'^ 

No  obstante,  como  el  derecho  de  presentación  concedido  al  señor  Arzo- 
bispo por  el  decreto  pontificio  era  contrario  á  lo  dispuesto  en  los  artículos 
4?  y  6*  de  la  ley  de  1824  sobre  patronato  y  aun  á  los  derechos  concedidos 
expresamente  al  Eey  por  el  Papa  Julio  II  en  su  bula  de  28  de  Julio  de 
1508  sobre  patronato  real  en  América,  se  dispuso  que  en  esa  parte  no 
fuese  cumplido. 

Establecida  desde  1832  la  legación  granadina  en  Boma,  es  natural 
que  su  primer  cuidado  fuese  poner  al  corriente  á  la  Santa  Sede,  de  un 
modo  oficial,  de  las  disposiciones  que  i*egían  en  la  Eepública  sobre 
patronato  y  demás  asuntos  en  que  se  rozan  las  dos  potestades ;  porque 
es  claro  que  esos  preceptos  legales  señalaban  su  línea  de  conducta  al 
Enviado  granadino  y  explicaban  el  porqué  de  las  gestiones  que  hix2Íera 
ante  el  Padre  común  délos  fieles. 

Si,  á  pesar  de  eso,  al  año  siguiente  y  tal  vez  en  el  primer  acto  pontificio 
de  importancia  destinado  á  surtir  sus  efectos  en  este  país  después  de  la 
independencia,  la  Santa  Sede  dicta  una  disposición  clara  y  evidentemente 
contraria  no  sólo  á  la  ley  de  1824  sino  también  al  patronato  tal  como  él 
habla  sido  concedido  al  Rey  de  España  desde  el  año  de  1508,  bien 
podemos  creer  que  eso  no  fué  una  simple  inadvertencia  de  la  Santa  Sede, 
sino  un  hecho  deliberado  que  sirviese  de  protesta  contra  las  pretensiones 
inaceptables  del  Gobierno  granadino.  * 

La  ley  7*,  parte  1*,  tratado  4?  de  la  Recopilación  Ghranadina,  sancionada 
el  11  de  Mayo  de  1834,  ordenó  la  erección  de  la  provincia  de  Pamplona 
en  Obispado.    Igual  medida  se  tomó  por  la  Santa  Sede,  como  se  ve  en  la 
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bula  de  25  de  Septiembre  de  1^35,  que  es  la  ley  7%  parte  4*,  tratado  4*  de 
la  Becopilación  Ghranadina.  Llaman  la  atención  en  esa  bula  los  siguientes 
conceptos : 

Por  esta  j-azón  los  que  administran  el  Gobierno  civil  en  el  Estado  Neo 
Ghranadino  en  la  América  meridional,  nos  pidieron  tiempo  bá  con  bnmildísimas 
preces  c[ae  separásemos  benignamente  de  la  Diócesis  y  jurisdicción  del  ordinario 
de  Ménda  algunas  parroquias.  .  .  .  Mas  al  implorar  esta  nuestra  proTidencia, 
ya  tenían  los  postulantes  el  designio  de  acudir  de  nuevo  á  la  Silla  Apostólica  para 
que  segre^emos  del  todo  de  la  Arquidiócesis  de  Santafé  de  Bogotá  la  provincia 
de  Pamplona,  arriba  mencionada,*  y  nos  dignásemos  erigir  en  ella  una  nueva 
Diócesis  y  Silla  episcopal.  »  .  . 

Se  ve  por  este  fragmento  que  la  Santa  Sede  le  reconoce  al  Gobierno 
granadino  la  simple  calidad  de  postulante  ó  peticionario ;  lo  cual  no 
sucedería  si  le  reconociese  los  derechos  que  con  el  nombre  de  patronato 
le  atribuía  la  ley  de  1824. 

Á  consecuencia  de  esa  bula  dictó  el  Poder  Ejecutivo  el  decreto  de  13 
de  Marzo  de  1837,  en  el  cual  se  dice  que  la  bula  es  confirmatoria  del 
decreto  legislativo  de  11  de  Mayo  de  1834  y  obtenida  por  gestión  del 
Encargado  de  negocios  de  la  Bepública  ante  la  Santa  Sede,  y  se  hacen 
notar  algunas  eqmvocaciones  que  contiene  dicha  bula  al  hacer  la  enume- 
ración de  las  parroquias  del  Obispado.  Hape  luego  algunas  consideraciones 
que  queremos  consignar  literalmente^  y  son  las  siguientes : 

2f  Que  al  designarse  las  sillas  de  que  ha  de  componerse  el  Capítulo  catedral 
de  la 'nueva  Iglesia,  se  corroboró  la  disposición  del  articulo  2?  del  decreto  legisla- 
tivo de  11  de  Mayo  de  1834,  el  cual  fué  refonnado  por  otro  decreto  legislativo 
de  28  de  Mayo  de  1836,  que  consta  haber  sido  posteriormente  ratificado  por  la 
Santa  Sede. 

3?  Que  se  deja  al  prudente  arbitrio  del  M.  B.  Arzobispo,  como  delegado 
ejecutor  de  la  bula  pontificia,  el  señalamiento  de  las  cuotas  que  de  los  productos 
de  diezmos  del  nuevo  Obispado  hayan  de  disfrutar  el  Obispo,  los  capitulares  y 
la  fábrica  ó  sagrario  de  la  Iglesia,  hecha  la  deducción  que  corresponde  con  arreglo 
á  las  leyes'  y  costumbres  legítunamente  introducidas;  no  obstante  que  dicho, 
señalamiento  pertenece  por  las  mismas  leyes  á  la  potestisul  civil,  y  está  hecho  en 
cuanto  al  Obispo  y  los  capitulares  por  los  decretos  legislativos  de  11  de  Mayo 
de  1834  y  28  de  Mayo  de  1836,  v  en  cuanto  á  la  mbrica  y  sagrario  por  las 
disposiciones  generales  orgánicas  de  la  renta  de  diezmos. 

4°  Que  se  autoriza  al  aelegado  ejecutor  de  la  bula  pontificia  para  decidir  y 
pronunciar  aun  en  definitiva,  y  quitada  toda  apelación,  sobre  cualquiera  (Posi- 
ción que  acaso  pudiera  suscitarse  en  el  acto  de  la  ejecución,  refrenando  a  los 
contradictores  por  medio  de  sentencias,  censuras  y  penas  eclesiásticas  y  otros 
remedios  de  derecho  y  de  hecho:  lo  cual  podría  en  la  práctica  resultar  en 
desacuerdo  con  las  leyes  judiciales  granadinas. 

Por  tanto  y  considerando : 

El  primer  considerando  se  reduce  á  decir  que  debe  ejecutarse  la  bula ; 
y  luego  continúa  asi : 

2?  Que  toca  al  Poder  Ejecutivo  disponerlo  asi,  para  los  fines  eclesiásticos  y 
civiles,  pero  salvando  todo  aquello  que  de  cualquier  modo  se  oponga  á  la  soberanía 
y  prerrogativas  de  la  Nación, 


^  La  bula  no  habla  de  leyes,  sino  de  e{rcun$tuneiaB  de  las  cosas,  eosiumbret  y 
usos  de  los  liiga/res,  que  es  muy  diferente. 
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Decreto : 

Artículo  1?  La  bula  pontificia  de  25  de  Septiembre  de  1835  sobre  erección  del 
nuevo  Obispado  de  Pamplona,  que  empieza  por  las  palabras  Coelestum  Agricolam, 
se  llevara  a  ejecución  en  todo  aquello  en  que  esto  en  consonancia  con  la  lej  de  28 
de  Julio  de  Í824  sobre  patronato  eclesiástico  y  con  los  decretos  legislativos  de 
11  de  Mayo  de  1834  y  2^  de  Mayo  de  1836,  y  que  no  se  oponga  ¿  ninguna 
otra  ley  de  la  Bepública. 

Especifica  en  seguida  cada  una  de  las  salvedades  respectivas^  que  son 
las  mismas  que  se  enuncian  en  los  párrafos  trascritos  ante^. 

Se  ve  claramente  que,  aunque  las  dos  potestades  estaban  en  perfecto 
acuerdo  en  cuanto  á  lo  principal,  no  lo  estaban  en  lo  relativo  á  los 
accesorios,  y  á  la  manera  de  proceder  para  llevar  á  efecto  la  medida. 

El  Gobierno  pretendía  que  en  todo  se  procediese  con  arreglo  á  las 
leyes  de  la  República,  y  la  Santa  Sede  daba  sus  disposiciones  acomodán- 
dose á  las  leyes,  costumbres  y  disciplina  de  la  Iglesia,  sin  reconocer  ni 
expresa  ni  tácitamente  el  tan  apetecido  y  pretendido  derecha^ de 
patronato. 

En  el  año  de  1834  expidió  la  Santa  Sede  un  breve  sobre  reducción  de 
días  festivos.  En  la  exposición  de  los  motivos  que  servían  de  apoyo  á 
esa  medida,  se  dijo^  entre  otras  cosas^  lo  siguiente :  ^ 

Se  nos  ba  expuesto  poco  tiempo  hace,  á  nombre  de  los  que  ejercen  la 
autoridad  suprema  en  el  Estado  de  la  Nueva  Granada  en  la  Amórica  meridional, 
que  del  multiplicado  número  de  días  festivos  se  originan  muchísimos  incon- 
venientes. .  .  . 

•  Queriendo,  pues,  usar  de  particular  beneficencia  .  .  .  encargamos  y  mandamos 
en  fuerza  de  ellas  á  los  venerables  hermanos  Arzobispos,  Obispos  y  otros  Prelados 
ordinaTios  del  mismo  Estado  en  la  América  meridional,  que,  siendo  las  cosas  tales 
como  han  sido  expuestas,  contraigan  y  reduzcan  por  nuestra  autoridad  apost^ca 
los  días  festivos  en  que  está  impuesta  la  obligación  de  oír  misa  y  vacar  fas  obras 
serriles  y  laboriosas,  i  los  siguientes  solamente.  .  .  . 

Ese  breve  fué  mandado  ejecutar  por  acto  legislativo  de  30  de  Marzo 
de  1835 ;  no  obstante  que  en  él  un  espíritu  caviloso  y  mal  intencionado 
hubiera  creído  encontrar  un  grave  desacato  contra  el  poder  civil  en  la 
frase  ^'  siendo  las  cosas  tales  como  han  sido  expuestas/'  que^  m^  enten- 
dida, puede  considerarse  como  la  expresión  del  temor  de  ser  engañada  la 
Santa  Sede  por  el  Gobierno  granadino.^ 

Por  la  ley  de  20  de  Mayo  de  1835,  que  es  la  9f,  parte  1%  tratado  4?  de 
la  Beoopilación  Granadina,  se  ordenó  que  se  erigiera  un  Obispado 
auxiliar  al  de  Popayán,  con  residencia  en  Pasto ;  y  al  año  siguiente  se 
obtuvo  de  la  Santa  Sede  el  decreto  correspondiente,  en  el  cual  son  de 
notarse  estos  conceptos : 

^  Poco  tiempo  ha  qne  á  nuestro  Santísimo  Señor  Gregorio,  por  la  Divina  Pro- 
videncia Papa  XVl,  se  le  expuso  por  el  insigne  varón  Ignacio  Tejada,  Encargado 
de  negocios-  de  la  Bepúblioa  llamada  Neo  Granadina  ante  la  Santa  Sede,  á 
nombre  de  los  que  ejercen  el  Gobierno  civil  de  la  misma  Bepública,  qne  entre  sos 
provincias  más  espaciosas  y  pobladas  se  encuentra  la  denominada  de  Fasto.  .  •  • 

.  .  .  Por  lo  cual,  los  que  en  aquel  Estado  ejercen  el  Gobierno  político  y 
temporal,  inflamados  de  un  piadoso  deseo  de  encaminar  aquellas  genxes  á  la  luz 

*  Ley  2?,  parte  4'.,  tratado  4?,  Kecopilación  Granadina. 
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del  eT&Dgelio  j  al  seno  de  la  Iglesia  católka,  se  empeuan  en  promorer  entre  ellas 
con  todo  coidado  j  trabajo  lan  misiones  apostólicas,  á  fin  de  que  con  la  ajmda  j 
cqXo  de  los  sagrados  ministros  se  las  instmja  saladablcmente  en  los  preceptos  de 
la  divina  lej,  y  en  los  institutos  de  la  misma  Iglesia ;  j  aplicando  los  anxinos  que 
suministra  la  religión  católica,  se  les  confirma  en  ellos.     ^ 

La  Santa  Sede  hace  justicia  de  ana  manera  clara  y  explícita  á  las 
piadosas  intenciones  del  Gobierno ;  y  aunque  se  apresuro  á  acceder  á 
sus  deseos,  lo  hizo  sin  embargo  de  manera  que  no  pudiese  creerse  que 
reconocía  el  pretendido  derecho  de  patronato,  y  mucho  menos  con  la 
enorme  extensión  que  había  querido  darle  el  Gobierno  republicano  tanto 
de  Colombia  como  de  la  Nueva  Granada. 

En  prueba  de  lo  expuesto,  puede  verse  el  tenor  literal  del  decreto 
ejecutivo  de  16  de  Agosto  de  1836  sobre  ejecución  del  acto  ponti6cio^ 
el  cual  dice  así : 

Aft.  1*  El  decreto  pontificio  arriba  inserto,  de  26  de  Febrero  de  este  año,  tendrá 
su  cumplimiento  en  tooo  aqaello  qae  este  en  consonancia  con  la  ley  de  patronato 
eelesiástioc  7  con  el  decreto  legislativo  de  20  de  Majo  de  1835. 

Art.  2t  Cfonsignientemente  se  declara  : 

ir  Que  la  Süla  episcopal  á  qne  se  refiere  el  decreto  pontificio,  denominándola 
Haraganea  de  la  de  Popayán,  debe  entenderse  auxiUará%  la  misma. 

2r  Qne  sn  dotación  queda  sometida  á  las  reglas  establecidas  por  las  leyes,  6  que 
en  adelante  se  establecieren. 

3?  Qae  las  palabras  .  .  .  facxUtaiido  al  Obispo  de  Popaijdn  para  ocurrir  á  la 
SíUa  Apostólica^,  con  él  objeto  de  obtener  un  nuevo  Obispo  con  tüulo  de  Iglesia  "in 
partibus  infidelium,**  cuantas  reces  sucediere  que  vaque  él  sufragáneo  de  Pasio,^ 
deben  tenerse  como  saprimidas  y  suplicadas.  .  .  .* 

Por  donde  se  ve  que  la  Santa  Sede  arreglaba  las  cosas  como  lo  ^timaba 
conveniente,  sin  cuidarse  de  las  disposiciones  que  sobre  patronato  regían 
en  la  República,  según  las  cuales  correspondía  á  la  potestad  ci^  la 
.  presentación  de  Prelados  en  los  casos  de  vacante. 

En  el  mismo  año  de  1835^  se  expidió  im  breve  sobre  reforma  de  regu- 
laresy  con  fecha  19  de  Mayo,  y  en  él  se  leen  estas  palabras : 

.  .  .  Por  lo  cnal,  Inégo  qne  hemos  sabido  aue  las  familias  religiosas,  por  la 
calamidad  de  los  tiempos  y  por  la  vicisitud  ae  las  cosas  decaen  ae  sn  antiguo 
esplendor,  procuramos. con  todo  empeño  poner  por  obra  lo  qne  juzgamos  qne 
puede  convenir  para  restablecer  sn  disciplina  regular. 

Después  de  otras  consideraciones  á  propósito  para  justificar  la  medida, 
la  Santa  Sede  confiere  al  señor  Arzobispo  el  encargo  de  visitar  y  reformar 
las  órdenes  religiosas  existentes  en  el  país. 

£1  Gobierno  no  encontró  que  objetar  á  esto ;  pero  receloso  y  descon- 
fiado, no  se  atrevió  á  darle  el  pase  lisa  y  llanamente^  síijlo  que  se  expresó 
en  los  términos  siguientes,  en  el  decreto  legislativo  de  8  de  Mayo  de 
1840: 

Art.  If  Se  concede  el  ¿yase  al  breve  pontificio  expedido  en  Boma  d  19  de  Hayo 
de  1835,  en  virtud  del  cual  el  M.  B.  Arzobispo  de  Bogotá  puede  visitar  los 
institutos  regulares  y  ejercer  las  facultades  que  por  él  se  le  confieren,  sin  perjuicio 
de  la  soberama  y  prerrogativas  de  la  Nación,  y  sin  contrariar  las  leyes  j  dis-  * 
posiciones  legales  vigentes.' 


*  Ley  i?,  parte  4*,  tratado  4?,  Becopilación  Granadina 
'  Ley  6%  parte  4%  tratado  4%  Becopilación  Granadina. 
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Siempre  las  mismas  susceptibilidades  y  las  mismas  injustas  descon- 
fianzas. 

^  Hasta  entonces  la  silla  de  Panamá  había  sido  sufragánea  del  Arzo- 
bispado de  Lima.  El  Gobierno  granadino  gestionó  ante  la  Santa  Sede 
su  agregación  al  Arzobispado  de  Santafé  de  Bogotá,  y  la  obtuvo,  como 
86  ye  en  la  bula  de  22  de  Abril  de  1836.  De  dicha  gestión  hace  mérito 
eea  bula,  como  se  Te  en  los  siguientes  pasajes : 

Además  á  Nos,  que  por  inefable  clemencia  de  la  Divina  bondad  hemos  sido 
llamados  á  r^^  j  gobernar  la  Iglesia  nniversal,  nos  expnso  hace  poco  tiempo  el 
amado  hijo  Ignacio  Tejada,  Encargado  de  n^ocios  del  Grobieroo  Keo  Granadino 
en  la  América  meridional  ante  Nos  y  ante  esta  Sede  Apostólica,  á  nombre  del 
mencionado  Gobierno,  qne  la  Iglesia  de  Panamá.  .  .  . 

.  .  .  Por  lo  cnal  dicho  Encargado  nos  pidió  humildemente  y  con  instancia,  á 
nombre  del  mismo  Gobierno,  qne  nos  dignásemos  de  separar  la  Iglesia  de  Panamá 
del  derecho  metropolitano  del  Arzobispo  de  Lima  y  someterla  perpetuamente 
como  sufragánea  á  la  Iglesia  metropolitana  de  Santafé  de  Bogotá. 

El  GK>biemo  concedió  el  pase  lisa  y  llanamente,  lo  que  no  deja  de  ser 
raro,  como  ha  podido  notarse  en  los  casos  anteriores*^ 

Oonsecuente  el  Gobierno  granadino  con  sus  pretensiones  á  un  patronato 
mucho  más  amplio  que  el  de  que  disfrutaba  el  Rey  antes  de  la  indepen- 
dencia, ordenó  en  el  náínero  3?  del  artículo  5?  de  la  ley  de  16  de  Abnl  de 
1836,  que  es  la  2%  parte  1%  tratado  2?  déla  Recopilación  Granadina,  que 
los  Tribunales  de  distrito  conocieran  de  las  quejas  que  se  intentasen 
contra  los  Prelados  y  Visitadores  eclesiásticos  por  consecuencia  de  las 
medidas  que  tomaran  en  el  curso  de  sus  Tisitas  pastorales.  El 
numero  4?  les  atribuyó  también  los  recursos  de  fuerza  contraías  provi- 
dencias de  los  jueces  eclesiásticos,  y  el  hacer  levantar  las  censuras  im- 
Ímestas  por  éstos ;  y  el  número  6?  los  recursos  de  protección  á  los  regu- 
ares. Estableció  asi  la  supremacía  de  los  tribunales  civiles  sobre  los 
eclesiásticos  en  asuntos  que  con  pocas  ó  quizá  ningunas  excepciones, 
pertenecen  exclusivamente  al  orden  religioso  y  espiritual  ¿  Qué  se 
diría  de  la  Iglesia,  si  alguna  vez  ella  pretendiera  fundar  la  supremacía 
de  sus  tribunales  y  juzgados  sobre  los  civiles  tratándose  de  asuntos  que 
por  su  naturaleza  debieran  pertenecer  á  estos  últimos  P  Pues  lo  mismo 

Siede  y  debe  decirse  del  poder  civil,  en  razón  de  las  disposiciones  alu- 
das. 

En  el  año  de  1838  se  expidió  la  ley  de  14  de  Mayo,  que  es  la  18,.  parte 
1?,  tratado  4?  de  la  Recopilación  Granadina,  por  la  cual  se  dispuso  que 
loe  fondos  de  las  dos  canonjías  de  la  Merced  se  agregasen  á  los  de  la 
Doctoral,  y  que  ésta  se  proveyese  siempre  en  caso  de  vacante.  Esta 
disposición  es  enteramente  extraña  á  las  naturales  funciones  del  'poder 
eñril,  y  para  ella  no  había  una  atribución  clara  y  explícita  en  la  ley 
de  patronato  de  1824,  y  mucho  menos  en  el  antiguo  patronato  tal  como 
fue  concedido  por  la  Santa  Sede  al  Rey  de  Espa^. 

Vino  después  la  ley  de  12  de  Janio  de  1840,  que  es  la  4í,  parte  1% 
tratado  4?  de  la  Recopilación  Granadina,  en  la  cual  se  dispuso  que  todos 
loB  fieles' pudiesen  ocurrir  á  la  Santa  Sede,  por  el  remedio  de  sus  necesi- 


*  Ley  9f,  parte  4?,  tratado  4?,  Recopilación  Granadina. 
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dadea  espirituales ;  pero  que  los  breves,  bulas  ó  rescriptos  fiíesen  presen- 
tados para  obtener  el  j)ase.  Se  dispuso  también  que  las  facultada 
concedidas  por  la  Santa  Sede  á  sus  Internuncios  en  este  pais^  necesitaban 
el  pase  del  Poder  Ejecutivo  para  surtir  sus  «efectos ;  que  las  permutas  de 
los  curatos  no  pudiesen  verificarse  sin  el  permiso  de  la  autoridad  civil,  y 
algunas  otras  cosas  de  menor  importa.ncia. 

¿  Con  qué  derecho  ni  por  qué  motivo  pretende  el  poder  civil  la  revisión 
de  los  actos  pontificios  relativos  única  y  exclusivamente  al  remedio  de  las 
necesidades  espirituales  de  los  fieles  P  ¿  No  es  ésa  la  cosa  más  irregular 
y  más  absurda  que  puede  verse  ?  ¿Es  aue  el  Poder  Ejecutivo  puede 
impedir  que  la  Santa  Sede  atienda  á  los  clamores  de  los  fieles,  j  los  haga 
participantes  de  los  tesoros  de  gracia  de  que  dispone  la  Iglesia  P  Y  si 
no  tiene  tan  extraña  facultad,  ¿  para  qué  exigir  el  pase  en  actos  de 
esa  clase  P 

Igualmente  irregular  es  la  disposición  relativa  á  las  facultades  de  los 
Internuncios.  Los  Internuncios  son  verdaderos  Ministros  diplomáticos, 
y  tienen  como  tales  las  prerrogativas  que  cdlrresponden  á  todos  los 
empleados  de  esa  clase.  ¿  Qué  se  diría  de  un  Gobierno  que  pretendiese 
rcAÓsar  y  dar  ó  negar  su  pase  á  las  autorizaciones  concedidas  á  los 
Ministros  que  ante  él  gestionan^  por  los  Gobiernbs  á  quienes  representan  P 
¿  Ni  qué  Gobierno  extranjero  se  sometería  á  una  hmnillación  semejante  ? 
¿  Con  qué  derecho,  pues,  se  quería  irrogar  tal  ofensa  al  Padre  común 
de  los  fieles,  que  en  ese  tiempo  era  además  soberano  de  un  pequeño 
dominio  temporal  P 

Pero  no  bastaba  todo  eso ;  era  necesario  levantar  sobre  la  Iglesia  el 
brazo  de  la  policía,  que  si  bien  es  á  veces  protector  de  la  inocencia  y 
salvaguardia  de  la  sociedad^  suele  entre  nosotros  abusar  de  la  fuerza  que 
tiene  en  sus  manos,  para  ensalzar  á  los  perversos  y  perseguir  á  los 
hombres  de  bien.  El  artículo  61  de  la  ley  de  18  de  Mayo  de  1841,  que 
es  la  2%  parte  3%  tratado  1?  de  la  BecopUación  Granadina^  dispuso  lo 
siguiente : 

Supervigilarán  los  jefes  de  policía  para  descubrir  si  los  Preladoi  6  Cabildos 
eclesiásticos,  los  Yicarios  generales  y  foráneos  j  los  curas  párrocos  in'U'oduoeiL 
alguna  novedad  en  la  disciplina  exterior  de  la  Iglesia  granadina ;  y  si  se  usurpan 
el  patronato,  soberanía  y  prerrogativas  de  la  I^pública,  y  la  autoridad  y  facul- 
tades propias  del  poder  civil.  ... 

•£n  los  años  siguientes  no  se  dio  ley  alguna  importante  en  materia  de 
patronato  ;'  pero  fueron  acumulándose  lentamente  los  elementos  de 
una  deshecha  borrasca  que  debía  causar  inauditos  males  á  la  Iglesia  y 
á  sus  ministros. 

16.  Antes  de  entrar  á  hablar  de  los  incidentes  de  esa  borrasca,  veamos 


>  Citemos,  sin  embargo,  la  ley  de  25  de  Mayo  de  1844,  que  es  la  10,  parte  1%  tratado 
4?  de  la  Becopilación  Granadina,  sobre  creación  de  un  Obispo  auxiliar  del  de 
Panamá,  que  no  llegó  á  surtir  sus  efectos ;  así  como,  aunque  es  de  tiempos 
anteriores,  la  le^  de  18  de  Marzo  de  1828,  que  es  la  2^,  parte  2?,  tratado 
4?  de  la  Recopilación  Granadina,  por  la  cual  se  mandó  marchar  a  sus  beneficios  á 
los  que  estuvieran  fuera  de  ellos,  y  ocurrir  para  conseguirlo  á  los  Prelados,  y  en 
caso  necesario  á  los  Gobernadores. 
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lo  que  sobre  el  particular  opinaba  el  Presidente  que  terminó  su  período 
en  1849.  En  su  Mensaje  al  Congreso  de  ese  año  se  manifiesta  complacido 
de  los  resultados  obtenidos  con  la  tolerancia  religiosa,  aconseja  que  se 
derogue  la  ley  de  patronato,  y  que  el  Gobierno  se  limite  á  dotar  al  clero  y 
reconocer  '^  los  institutos  monásticos  y  religiosos  como  meras  asociaciones 
morales,  derogando  todo  fuero,  y  dejando  á  los  Ministros  del  altar 
consagrados  al  servicio  de  la  Religión,  sin  ningún  carácter  de  autoridades 
civiles  ó  funcionarios  del  régimen  político/' 

En  el  Mensaje  del  año  anterior  de  1848  había  dicho  sobre  ese  mismo 
asunto  lo  siguiente : 

...  La  libertad  de  conciencia  tiene  aún  algunas  trabas  qne  el  Legislador  debe 
qnitar.  Con  tal  objeto  se  os  presentarán  varios  proyectos  f  entre  ellos  os  re- 
comiendo el  que  deroga  las  leyes  que  ponen  bajo  la  autoridad  pública  á  los 
regulares  de  ambos  sexos.  EsUis  corporaciones  pueden  existir  como  sociedades 
morales,  sin  que  se  prohiba  que  entren  ó  dejen  de  pertenecer  ¿  ellas  los  que 
oDierao,  si  no  dañan  a  las  costumbres,  y  no  se  mezclan  en  negocios  de  competencia 
oel  poder  público.  En  un  país  en  que  se  toleran  todas  las  creencias  no  se  debe 
ingerir  la  autoridad  en  la  de  los  católicos,  que  forman  en  la  Kueva  Granada  la 
gnn.  ma^rla  del  pueblo,  sin  encargarse  de  inspeccionar  sus  rentas  j  propiedades. 

Por  nuestra  parte,  juzgamos  que  se  habría  hecho  bien  en  derogar  las 
leyes  sobre  patronato,  y  promover  la  celebración  de  un  concordato  con 
la  Santa  Sede,  para  arreglar  satisfactoriamente  los  asuntos  religiosos  del 
país.  Esta  era  la  ánica  manera  de  cortar  dificultades  que  de  otro 
modo  no  dejarían  de  presentarse  más  tarde  ó  más  temprano. 

Nos  llaman  la  atención  los  conceptos  del  Presidente  relativos  á  las 
comunidades  religiosas  y  á  sus  bienes  y  rentas ;  porque,  en  el  curso  de 
loB  tiempos,  fué  ese  mismo  individuo  quien  extinguió  las  comunidades 
religiosas  y  se  apoderó  de  todo  cuanto  tenían,  como  lo  veremos  á  su 
tiempo. 

17.  En  ese  mismo  año  de  1849  principió  la  tormenta  de  que  hablamos 
antes,  pero  no  vino  á  tomar  proporciones  alarmantes  sino  en  1850  y 
1851.  Fué  en  este  último  año  cuando  se  reformó  Ia  ley  dd  patronato 
de  una  maner^  tal,  que  forzosamente  había  de  producir  un  conflicto 
entre  las  autoridades  eclesiástica  y  civil.  Toamos,  en*primer  lufi;ar,  los 
términos  de  la  ley  reformatoria,  que  fué  sancionada  el  27  de  Mayo  de 
dicho  aña 

Art.  1?  Corresponde  á  los  Cabildos  parroquiales  el  nombramiento  y  presen- 
tftñén  de  curas,  tomados  de  entre  las  propuestas  qne  les  pasen  los  respectivos 
Diocesanos,  observándose  todo  lo  dispuesto  para  la  provisión  de  curatos  por  las 
kjes  1-  y  4'rparte  1',  tratado  4*  de  la  Recopilación  GranacUna;  y  entendiéndose 
de  los  Cabildos  lo  que  en  ellas  se  dice  del  Presidente  de  la  Bepública  y  Qoberna- 
dores  de  las  provincias. 

Art  2?  Pueden  concurrir  a  la  sesión  del  Cabildo  en  que  se  trate  del  nombra- 
miento de  curas  los  vecinos  padres  de  familia  católicos,  teniendo  en  ella  voz  y 
voló,  á  cuvo  efecto  el  Cabildo  anunciará  con  ocho  dias  de  anticipación  por  lo 
9a¡moñ  el  día  y  hora  en  que  deba  tener  lugar. 

'Art.  3?  Los  Obispos  y  sas  Secretarios  no  podrán  cobrar  derechos  de  visita,  de 
tullios,  ni  ninguno  otro  eventual,  desde  la  sanción  de  esta  ley. 

Art.  4t  Corresponde  á  las  Cámaras  de  provincia,  y  donde  éstas  lo  dispongan 
4  los  Cal»ldo8  parroquiales  decretar  los  gastos  y  apropiar  los  fondos  convenientes 
k  ú  sostenimiento  del  culto  en  las  parroquias.    JBn  consecuencia,  pueden  dichas  (> 
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Cámaras  y  los  Cabildos  en  su  caso,  suprimir,  reformar,  ó  en  cualquier  sentido 
alterar  las  contribuciones  que  actualmente  existen  aplicadas  al  expresado  objeto. 

La  ley  tiene  otro  artículo  por  el  cual  se  suprimen  los  destinos  de 
sacristanes  mayores,  salvo  en  las  catedrales,  y  se  aplican  las  fundaciones 
destinadais  á  ellos  á  los  curas,  con  cargo  de  cumplir  las  obligaciones 
respectivas,  siempre  que  la  fundación  no  disponga  otra  cosa. 

Para  combatir  la  más  notable  de  las  innovaciones  introducidas  por 
esta  ley,  ninguna  cosa  mejor  podemos  hacer  que  ceder  la  palabra  al 
ilustre  Metropolitano  de  Bogotá.  Más  de  dos  meses  antes  de  sancio- 
narse esta  ley  dirigió  el  Prelado  una  nota  al  Secretario  de  Gobierno,  con 
carácter  de  reservada  y  confidencial ;  en  términos  de  haberla  escrito  él 
mismo  con  su  propia  mano,  como  para  que  se  viera  que  había  querido 
dar  ese  paso  sin  que  nadie  lo  supiese.     Dicha  nota  principia  así : 

Desde  que  recibí  el  informe  de  esa  Secretaría  al  Congreso  del  presente  año,  y  me 
impuse  de  los  proyectos  presentados,  conocí  las  graves  dificultades  que  en  materias 
eclesiásticas  iban  á  ofrecerse :  dificultades  que  versan  sobre  puntos  de  vital  in- 
terés para  la  Iglesia  católica ;  pero  debiendo  esperar  el  giro  que  estos  negocios 
tomaran  en  las  Cámaras,  para  tener  también  entonces  una  id!ea  menqp  incierta 
de  lo  que  en  realidad  tuviera  probabilidad  de  sancionarse,  he  aguardado  hasta  hoy, 
en  que  han  tomado  incremento  las  discusiones  sobre  estos  proyectos.  El  deber  de 
Obispo  y  de  Metropolitano  en  tales  circunstancias  no  puede  ser  dudoso  para  mí ; 
y  empiezo  á  llenarlo  dirigiéndome  á  U.,  porque  habiendo  tenido  origen  en  su 
Despacho  estos  proyectos,  estimo  un  deber  mío  dar  este  paso. 

Cualesquiera  que  hayan  sido  los  motivos  que  causaran  la  presentación  de 
aquellos  proyectos,  conño  en  que  la  ilustración  y  católicos  principios  de  U.,  harán 
que  esta  exposición  mía  sea  recibida  como  el  cumplimiento  de  uq  deber  riguroso 
de  conciencia,  y  como  muestra  de  mi  respetuosa  consideración  al  Gobierno,  antes 
de  satisfacer  también  á  ese  deber  ante  las  Cámaras  legislativas. 

Las  materias  sobre  que  debo  hablar  son :  1?  las  causas  eclesiásticas  comprendidas 
en  el  proyecto  número  3" ;  2^  el  nombramiento  de  curas  por  los  Cabildos  y  vecino» 
de  las  parroquias ;  y  3°  sobre  los  Capítulos  catedrales. 

Después  de  hablar  de  las  causas  eclesiásticas,  que  no  debemos  tratar 
en  este  lugar,  entra  á  examinar  lo  relativo  al  nombramiento  de  curas, 
sobre  lo  coial  dice  lo  siguiente  : 

El  nombramiento  de  curas  por  los  Cabildos  y  padres  de  famüia  es  de  todo 
punto  contrario  á  ia  autoridad  y  disciplina  de  la  Iglesia.  Yióse  tambión  esta* 
novedad  en  la  constitución  civil  del  clero,  y  fué  punto  igualmente  resistido  y 
reprobado.  '  * 

Jd  recibir  la  Iglesia  en  su  constitucióu  el  derecho  de  conservarse  y  perpetuarse, 
recibió  también  de  su  divino  fundador  el  de  constituir  todos  los  ministros  en  los 
diversos  grados  de  la  jerarquía  que  debía  ejercer  el  ministerio.   San  Pablo  mandó  á 
Tito  que  constituyese  presbíteros  én  las  ciudades.    Jamás  la  Iglesia  ha  reconocido 
en  el  pueblo,  bajo  ninguna  forma,  derecho  para  disponer  de  la  designación  de  los 
sujetos  que  deban  ocupar  los  ministerios  y  magistraturas  eclesiásticas.    A   los 
principios  era  inseparable  esta  designación  de  la  ordenación ;  y  cuando  en  siglos 
posteriores  se  vanó  esta  disciplina,  ni  se  alteró  ni  pudo  alterarse  por  ella   el 
derecho  de  la  Iglesia.    Ella  ha  concedido  varias  veces  la  facultad  de  nombrar  ó 
proponer ;  pero  jamás  ha  consentido,  ni  aun  tolerado,  elecciones  de  curas  ni  otros 
ministros  por  el  pueblo  cristiano.    Este  daba  su  testimonio  en  los  primeros  tiempos 
sobre  la  vida  del  promovendo,  y  entonces,  como  después,  se   le  ha  permitido 
postular ;  pero  elegir,  nombrar  con  perfecto  dereclio,  nunca.     La  misma  ley    1?, 
parte  1*,  tratado  4?  de  la  Recopilación  Granadina  reconoce  esta  verdad  en  su  artí- 
culo  2"". 

El  Cura,  como  todo  sacerdote  encargado  de  alguno  de  los  diversos  ministerios,  ea 
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un  enviado  con  misión  y  potestad :  tiene  el  derecho  de  predicar,  ejercer  el  culto 
divino  y  la  operación  de  las  divinas  virtudes ;  y  es  correlativo  el  delier  de  los  fieles 
de  recibir  al  enviado,  escucharlo  v  santificarse  en  el  culto  j  en  los  sacramentos  que 
él  administre.  En  la  constitución  de  todo  oficio  de  ministerio  hay  un  derecho  de 
la  Iglesia  regente  y  docente,  y  un  deber  en  la  Iglesia  regida  y  enseñada ;  derecho 
sagrado  que  la  Iglesia  no  puede  ceder,  y  deber  imprescindible  cujro  cumplimiento 
está  identificado  con  el  carácter  de  cristiano  y  con  la  eterna  salvación. 

Pero  el  proyecto  somete  el  Obispo  al  pueblo ;  desnaturaliza  la  constitución  de 
la  Iglesia,  introduciendo  una  novedad  inadmisible ;  y  abre  la  puerta  á  abusos  y 
funestísimas  consecuencias.  El  nombramiento  de  los  curas  sería  objeto  de  parti- 
dos, de  intrigas  en  cada  parroquia;  semejantes  pastores  no  llevarían  ningún  pres- 
tigio religioso ;  y  la  benéfica  institución  de  los  párrocos  vendría  á  ser  manantial 
inagotable  de  desavenencias  y  de  luctuosos  acontecimientos.  Omito  entrar  en 
otros  inconvenientes,  porque  el  punto  cardinal  es  opuesto  á  la  constitución  de  la 
Iglesia ;  pero  sí  indicaré  que  serían  interminables  los  concursos  procediendo  del 
modo  que  el  proyecto  lo  establece. 

Dada  la  ley,  á  pesar  de  las  buenas  razones  expuestas  por  el  Prelado 
para  impedirlo,  volvió  éste  á  tratar  de  ella  en  su  exposición  y  protesta 
de  18  de  Junio.  En  ese  extenso  y  excelente  escrito  hace  mérito  el  Pre- 
lado de  los  pasos  dados  por  él  para  impedir  que  se  aprobara  el  proyecto. 
Trata  luego  de  las  causas  eclesiásticas^  y  en  seguida  dice : 

La  ley  de  27  de  Mayo  del  presente  año  da  á  los  Cabildos  y  vecinos  de  las  parro- 
quias el  derecho  de  nombrar  los  coras,  con  todas  las  demás  atribuciones  que  allí  se 
encierran  :  lo  cual  introduce  una  novedad  contraría  á  la  autorídad  y  disciplina  de 
la  Iglesia,  como  lo  representó  el  Arzobispo  desde  el  19  de  Marzo  último. 

La  Iglesia  tiene  por  su  constitución  el  derecho  nativo  de  nombrar  para  todos  los 
beneficios,  sea  cual  fuere  su  calidad,  y  bien  que  la  misma  Iglesia  conceda  á  algunos 
hacer  estos  nombramientos,  jamás  lo  ha  concedido  al  pueblo  crístiano  que  debe 
recibir  al  ministro  ó  pastor  de  segundo  orden.  Siempre  ha  profesado  la  Iglesia 
por  máxima  inviolable  esta  doctrina,  y  la  sostuvo  con  invencible  constancia  en  la 
luctuosa  época  de  las  turbaciones  de  la  Francia.  ...  El  Sumo  Pontífice  Pío  VI 
aprobó  la  uniforme  conducta  del  Episcopado  francés,  que  se  negó  á  admitir  el 
nombramiento  de  los  curas  por  las  asambleas  cantonales,  según  se  disponía  en  la 
llamada  constitución  civil  del  clero. 

Cuando  se  dio  la  ley  1%  parte  1*,  tratado  4*?  de  la  Eecopilación  Granadina,  se 
reconoció  el  derecho  de  la  SiUa  Apostólica  para  el  arreglo  de  esta  disciplina  en 
nuestras  Iglesias ;  y  no  habiéndose  verificado  hasta  ahora  ese  arreglo,  no  le  es 
lícito  aJ  Arzobispo  de  Bogotá  convenir  en  la  novedad  que  introduce  la  citada  ley 
de  27  de  Mayo,  sm  la  autorización  de  la  Süla  Apostólica.^ 

¿  Quién  se  hubiera  imaginado  entonces  que  esta  prudente^  sencilla  y 
razonada  exposición,  terminada  con  ima  protesta  comedida  y  respetuosa, 
exigida  por  el  cumplimiento  del  más  imperioso  deber^  sería  uno  de  los 
principales  motivos  que  se  alegaran  más  tarde  para  una  acusación 
criminal  y  un  destierro  fuera  del  país  P  Asi  fué,  sin  embargo ;  porque 
cuando  las  pasiones  y  la  iniquidad  hablan,  la  justicia  y  la  razón  tienen 
que  callar. 

La  protesta  del  Metropolitano  fué  seguida  inmediatamente  de  la  del 
resto  del  Episcopado.  El  29  de  Junio  m'mó  la  suya  el  Obispo  auxiliar 
del  Metropolitano;  el  cual  á  sus  buenas  razones  propias,  agrega  el 
testimonio  de  dos  altas  lumbreras  de  la  Iglesia  y  de  Francia :  Bossuet 
y  Fenelón.    Insertamos  esos  dos  fragmentos^  porque  dan  á  conocer  cómo 


1  Véase  el  documente  C. 
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se  ha  entendido  y  practicado  el  derecho  de  patronato  en  las  más  impor- 
tantes naciones  del  mundo.    El  de  Bossuet  dice  así : 

En  todo  lo  demás  la  potestad  Beal  da  la  ley,  j  marcha  la  primera  como  soberana : 
en  los  asuntos  eclesiásticoe  no  hace  más  qne  secundar  y  prestar  su  servicio.  En 
los  negocios  concernientes  no  solamente  á  la  fe  sino  también  á  la  disciplina,  á  la 
Iglesia  pertenece  decretar :  al  Príncipe  proteger,  defender  y  auxiliar  la  ejecución 
de  los  cañones  y  proyidencias  eclesiásticas.  ...  El  espíritu  del  cristianismo  es  que 
la  Iglesia  sea  goDemada  por  los  cánones. 

El  fragmento  de  Fenelón  es  del  tenor  siguiente : 

No  permita  Dios  que  el  protector  gobierne,  ni  prevenga  jamás  los  reglamentos 
de  la  Iglesia.  En  esta  parte,  él  aguarda,  escucha  con  sumisión,  cree  lo  que  ella 
enseña,  obedece  lo  que  nianda,  y  hace  que  se  obedezca.  ...  En  una  paLabra  el 
protector  de  la  libeitad,  jamás  la  disminuye ;  su  protección  no  sería  ya  un  socorro 
sino  un  yugo  disfrazado,  si  quisiese  dirigir  la  Iglesia  en  vez  de  dejaua  dirigirse  á 
sí  misma. 

Compárense  esas  doctrinas  con  las  que  han  sido  acogidas  por  el 
Gobierno  de  nuestra  patria,  y  se  verá  que  la  Iglesia  ha  sido  6  puede 
ser  más  libre  en  países  sometidos  á  gobiernos  absolutos  que  en  el 
nuestro,  regido  por  instituciones  populares. 

El  líustrísimo  señor  Obispo  de  Pamplona^  con  fecha  2  de  Julio  ;  el 
de  Santamarta,  el  8  de  las  mismos;  el  de  Cartagena,  el  17;  el  de 
Popayán,  el  22,  y  el  auxiliar  de  éste^  el  12  de  Agosto,  enviaron  sus 
protestas  en  armonía  con  la  del  líustrísimo  señor  Arzobispo.  Hizo 
lo  propio  el  señor  Provisor  de  Antioquia^  que  tantas  amarguras  había  de 
causar  después  &  la  Iglesia ;  bien  que,  como  el  hijo  pródigo,  volvió 
al  fin  arrepentido  al  hogar  paterno  y  enjugó  las  lágrimas  de  su 
buena  y  santa  Madre.  Algunos  de  los  Prelados  no  se  conformaron 
con  eso  y  elevaron  otras  varias  exposiciones  razonadas  y  respetuosas, 
pero  firmes  y  enérgicas,  en  defensa  de  los  intereses  de  la  Iglesia,  con- 
culcados con  éstas  y  otras  varías  leyes  dadas  en  esos  tiempos. 

18.  Debemos  hacer  mérito  también  de  las  protestas  del  clero  en 
diversas  localidades.  La  del  de  la  capital  contiene  entre  otras  de- 
claraciones las  dos  siguientes,  que  merecen  ser  insertadas : 

4f  Que  protestamo%igualmente  que  aunque  uno  y  otro  clero  sean  reducidos  á  1% 
mendicidad,  no  por  eso  abandonaremos  el  servicio  del  altar  y  el  cuidado  de  las 
almas ;  y  antes  si  nos  someteremos  á  todo  género  de  privaciones  por  mantener  la 
Religión  de  N.  S.  Jesucristo,  prestar  á  Dios  el  culto  público  que  le  es  debido,  y 
servir  al  pueblo  católico  en  el  ejercicio  del  ministerio  sacerdotal. 

b?  Que  no  pretendemos  sublevamos  y  desobedecer  las  leyes  y  las  autoridades 
legítimas,  á  las  cuales  estamos  prontos  á  prestar  obediencia  y  apoyo  basta  donde 
nuestra  conciencia  lo  permita ;  pues  proceder  contra  ella  en  casos  para  nosotros 
claros,  no  lo  podemos  ni  lo  debemos. 

Al  pie  de  dicha  protesta  aparecen  144  firmas,  lo  que  prueba  la 
imiformidad  del  clero  en  esas  graves  y  delicadas  materias ;  pues  pocos 
serían  los  que  dejaran  de  suscribir  ese  importante  documento,  que  tanto 
honor  les  hace.  Las  de  otros  pueblos  fueron  numerosas  y  cubiertas  de 
abundantes  firmas;  pero  no  tenemos  espacio  suficiente  para  hablar 
individualmente  de  cada  ima  de  ellas. 

Quizá  fué  entonces  cuando  por  primera  vez  se  cayó  en  la  cuenta  de 
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los  grayes  inconvenientes  que  presentaba  la  ley  de  patronato  de  1824,  j 
86  estudió  á  fondo  ese  gravísimo  asunto.  En  el  número  45  de  El  Cato- 
licisma,  correspondiente  al  15  de  Julio  de  1851,  se  publicó  un  excelente 
escrito  sobre  tó  materia,  del  cual  tomamos  el  siguiente  fragmento : 

Cuando  en  naciones  católicas  la  autoridad  temporal  ha  tenido  alguna  ingerencia 
ó  participación  en  estas  materias  (las  eclesiásticas),  ha  sido  por  convenio  con  la 
Silla  Apostólica :  y  desgraciadamente  la  Nueva  Granada  no  ha  celebrado  estos 
convenios  y  la  misma  Constitución  política  de  la  República  se  ha  limitado  sobre 
estos  puntos  á  disposiciones  de  mera  protección,  sin  facultar  al  Poder  Ejecutivo  para 
legislar  sobre  ellos,  porgue  esto  habría  sido  exótico  y  muy  ajeno  del  objeto  de  las 
leyes  civiles.  Tan  obvios  son  estos  principios  y  tan  clara  la  Historia  de  los  pueblos 
católicos,  que  nos  parece  superfino  extendemos  sobre  el  particular. 

Ese  escritor  había  sido  Diputado  en  el  Congreso  de  1824,  y  fué  de 
los  que  mayor  empeño  tomaron  en  la  expedición  de  la  ley  de  patronato, 
como  lo  confiesa  él  mismo  en  la  siguiente  pregunta^  que  figura  en  dicho 
escrito: 

¿Por  qué  los  mismos  le^sladores  de  Colombia,  al  expedir  la  ley  1*,  parte 
1',  tratado  4?  de  la  Recopilación  Granadina  en  cuya  sa/nción  tomáyrws  'por  nuestra 
desgracia  grande  interés,  dijeron  que  debía  reclamarse  de  la  Silla  Apostólica  que 
en  nada  se  innovase  el  derecho  de  patronato,  promoviéndose  para  el  efecto  la 
cdebrcíeidn  de  un  Concordato  ?  * 

Más  importante  fué  aún  el  escrito  que  se  publicó  en  el  número  68  de 
dicho  periódico.  Insertaremos  de  él  algunos  de  sus  trozos  más 
notables. 

No  hay  bula,  breve,  ni  algún  otro  documento  de  donde  pueda  deducirse  siquiera 
que  alguno  de  los  cuatro  rapas  ^  que  han  ocupado  la  Silla  de  San  Pedro  desde 
qne  se  fundó  la  República  de  Colombia,  concediese  á  su  Gk)biemo  ó  después  al  de 
í&  Nneva  Granada,  el  derecho  de  presentar  para  los  beneficios  eclesiásticos ;  y  hay. 
por  el  contrario,  actos  positivos  que  comprueban  á  no  dejar  duda,  que  Su 
Ssuitidad  no  sólo  se  ha  denegado  á  reconocerlo,  sino  que  ha  hecho  varías  reclama- 
ciones contra  su  ejecución.  Cuando  por  primera  ve?  se  pidió  al"  Santo  Padre  que 
instituyese  Obispos  á  los  individuos  que  nuestro  Enviado  en  Roma,  señor  Ignacio 
Tejada,  le  presentara  en  nombre  -del  Gobierno  de  Colombia,  Su  Santidad  se 
denegó  á  ello,  no  reconociendo  en  el  Gk>biemo  de  la  República  el  derecho  de  pre- 
sentar. Mas,  redoblando  sus  esfuerzos  el  señor  Tejada,  ayudado  de  su  Secretario, 
señor  Femando  Lorenzana,  y  queriendo  Su  Santidad  ocurrir  á  las  necesidades  de 
Jas  Iglesias,  convino  al  fin  en  instituirlos,  declarando  que  no  recibiría  las  presenta- 
ciones sino  como  meras  indicaciones  é  informes ;  que  la  institución  la  hacía  do 
Tñotu  propio  y  de  su  plena  autoridad,  y  que  así  se  expresaría  en  las  bulas  de 
institución,  denegándose  abiertamente  á  mencionar  para  nada  el  G<>bierno 
colombiano.  El  señor  Tejada  en  una  larga  nota  dio  cuenta  de  todo  lo  ocurrido 
manifestando  que  se  había  consegnido  demasiado,  y  que  era  imposible  conseguir 
más,  porque  Su  Santidad  no  reconocía  el  patronato.  El  Gobierno  tuvo  Cjue  con- 
formarse y  guardar  silencio,  lo  mismo  que  cuando  resistiéndose  el  Papa  á  mstituir 
á  los  señores  Talavera  y  Sotomayor  como  Obispos  diocesanos  de  Guayana  y 
Cartagena,  los  instituyó  solamente  Obispos  in  partibus,  nombrándoles  después  de 
motu  propio  y  por  la  plenitud  de  su  autoridad.  Vicarios  Apostólicos  de  las 
respedtivas  Diócesis. 

Así  de  motu  propio  y  sin  hacer  siquiera  mención  del  Gobierno  se  han  hecho 
todas  las  instituciones,  de  lo  que  dan  buen  testimonio  las  bulas  de  los  Obispos 
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instituidos,  cada  una  de  las  cuales  enyuelve  un  acto  de  formal  desconocimiento 
del  supuesto  patronato.  El  señor  León  XII  en  las  cartas  apostólicas  dirigidas  al 
Deán  de  JBoffotá  y  al  Capítulo  metropolitano  de  Caracas,  desconoció  exíjresamente 
á  los  gue  haoían  entrado  en  los  beneficios  por  oresentación  del  Poder  Ejecutivo  de 
Colombia ;  mandó  con  el  objeto  de  conservar  el  culto,  (jue  se  les  diese  nuevamente 
la  institución  canónica,  con  lo  cual  declaró  nula  la  primera,  y  por  especial  gracia 
les  condonó  los  frutos  injustamente  percibidos.  El  mismo  Pontífice  permitió  al 
señor  Obispo  de  Popayán  dar  la  institución  canónica  á  los  presentados  por  el 
Gobierno,  siempre  que  los  considerase  con  méritos  y  aptitudes ;  pero  con  calidad 
de  que  no  se  hiciese  mérito  de  la  presentación.  El  señor  Gregorio  XVI  en  las  bulas 
de  erección  del  Obispo  auxiliar  del  Metropolitano  y  del  de  Popayán,  desconoce 
formal  y  explícitamente  en  el  Gobierno  de  la  Nueva  Granada  el  derecho  de 
presentar  para  los  Obispados,  pues  que  en  ellas  da  facultad  al  Arzobispo  y  al 
enunciado  Obispo  de  PopayaD,  siempre  q^ue  vacase  el  destino  de  auxiliar,  de 
suplicar  cada  uno  en  su  caso  por  un  eclesiástico  recomendable  por  sus  méritos  y 
cualidades,  á  quien  considerase  apto  para  encararle  de  este  ministerio.  ¿  Se 
quieren  actos  más  positivos  del  terminante  desconocimiento  de  la  Silla  Apostólica 
respecto  al  patronato  que  se  cree  reside  en  el  Gobierno  de  la  Nueva  Granada  P 
Pues  el  actual  Sumo  Pontífice  Pío  IX  en  una  memoria  dirigida  al  Gobierno 
granadino  el  año  de  1850,  ha  manifestado  que  Su  Santidad  no  reconoce  en  él 
semejante  derecho. 

19.  El  Gobierno  estaba^  desde  tiempos  atrás,  más  preocupado  que 
nadie  con  las  cuestiones  de  patronato.  Desde  el  12  de  Febrero  de  1852 
dirigió  una  circular  á  los  Prelados  en  la  que'les  dijo  que  algunos  creían 
que  el  remedio  mejor  y  más  oportuno  para  las  dificultades  religiosas  era 
decretar  la  absoluta  separación  de  la  Iglesia  y  el  Estado.  Formuló,  en 
consecuencia^  esta  pregunta  respecto  de  la  cual  deseaba  obtener  contes- 
tación : 

¿  Es  más  útil,  necesario  y  conveniente  establecer  la  absoluta  independencia  de  la 
Iglesia  y  del  Estado;  ó  continuar  sus  actuales  relaciones  bajo  la  tuición  del 
Soberano,  y  con  los  derechos  y  obligaciones  que  tal  estado  de  cosas  origina 
recíprocamente? 

El  Metropolitano  dio  una  larga  y  razonada  contestación  el  1?  de  Marzo 
de  1852.  Se  nos  permitirá  insertar  algunos  párrafos  de  ese  oficio,  en 
atención  á  la  importancia  del  asunto. 

Séame  permitido  prescindir  de  la  primera  parte  de  la  cuestión,  sobre  absoluta 
separación  de  la  Iglesia  y  el  Estado ;  porque  reprobado  este  sistema  por  la  Süla 
Apostólica,  un  Obispo  no  puede  abrazarlo  ni  desearlo.  Toda  la  tradición,  toda  la 
liistoria  de  la  Iglesia  testifican  que  ella  ha  deseado  siempre,  y  que,  en  cuanto  ha 
estado  de  su  parte,  también  ha  procurado  siempre,  una  santa  y  sincera  unión 
entre  ^las  dos  potestades ;  reprobando  y  combatiendo  las  tentativas  de  ruptura  y 
de  separación  absoluta. 

"  La  unión  de  las  dos  potesdades,  dice  el  publicista  Du  Lac,  es  un  estado  regular 
y  normal ;  pero  el  modo  de  esta  unión  varia  según  los  lugares  y  los  tiempos.  Lo 
que  es  posible  en  una  ópoca,  deja  de  serlo  en  las  edades  siguientes ;  lo  que  se 
puede  en  un  país,  no  es  posible  en  otro.  Sería  absurdo  querer  en  el  siglo  XIX 
restablecer  entre  la  Iglesia  y  el  Estado  las  relaciones  que  los  unían  en  la  edad 
media ;  ó  pretender  que  estas  relaciones  debieran  ser  las  mismas  en  Francia,  por 
ejemplo,  que  en  los  Estados  Unidos.  Pero  estas  relaciones  no  son  arbitrarias : 
resultan  en  cada  país,  de  las  creencias,  de  las  costumbres,  de  los  hábitps  que 
dominan  en  él,  y  de  su  situación  religiosa  y  moral ;  y  como  esta  situación  varía 
de  un  siglo  á  otro,  de  un  país  á  otro,  se  sigup  que  las  relaciones  que  de  eUa  se 
derivan,  varian  igualmente,  y  que  las  leyes  que  son  su  expresión  deben  variar 
también.  De  que^  la  Iglesia  haya  hecho  en  otro  tiempo  tal  ó  cual  concesión, 
no  se  puede  concluir  legítimamente  que  deba  conceder  lo  mismo  hoy  que  mañana : 
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de  que  ella  conceda  algo  á  nn  Estado,  no  puede  concluirse  que  deba  concederlo 
á  otro."  ■ 

Lógicamente,  y  de  liecho,  la  Iglesia  y. el  Estado  en  la  Nueva  Granada,  son  dos 
poderes  que  existen  el  uno  al  lado  del  otro :  dos  principios,  el  e8pii:Ltual  y  el  tem- 
poral, que  deben  obrar  cada  uno  en  su  esfera ;  dos  sociedades  con  su  constitución 
particular,  sus  leyes,  su  modo  de  acción,  y  que  tienen  derecho  á  moverse  cada  una 
en  la  plenitud  de  su  libertad  recíproca. 

•  •••••*• 

La  dificultad  de  la  presente  situación  entre  la  Iglesia  y  el  Estado  en  la  Nueva 
Granada,  no  lleva,  pues,  la  Eepública  á  elegir  entre  la  separación  absoluta  de  la 
Iglesia  y  el  Estado,  ó  la  tuición,  sino  entre  el  majjror  ó  menor  número  de  re- 
laciones que  deban  existir,  y  el  modo  como  estas  relaciones  deban  arreglarse,  bajo 
el  sistema  de  tuición.  Tal  es  el  verdadero  aspecto  de  la  cuestión  social  y  religiosa 
que  hoy  existe  y  su  proi)ia  naturaleza ;  porque  la  fe  que  profesan  los  granadinos, 
sus  costumbres,  sus  nábitos,  la  situación  religiosa  y  moral  del  país,  originan  indu- 
dablemente aquellas  relaciones  y  exigen  la  tuición  del  Soberano  para  la  Iglesia  y 
para  sus  miembros  asf  jerárquicos  como  legos. 

Pero  la  tuición  ea  defensa,  es  protección ;  y  así  como  un  ^Estado  que  se  pone 
bajo  la  protección  de  otro,  ni  renuncia,  ni  puede  renunciar  á  su  soberanía ;  la 
Iglesia  cuando  acepta  la  tuición  ó  protección  del  Estado,  ni  renuncia  ni  puede 
renunciar  su  soberanía  espiritual.  Un  Estado  al  ponerse  bajo  la  protección  de 
otro,  celebra  convenios  ó  tratados  definiendo  los  casos  de  protección,  sus  modos 
etc. ;  para  que  jamás  el  poder  protector  absorba  al  protegido,  ni  obre  contra  sus 
principios  y  sus  intereses.  La  Iglesia  también  al  aceptar  la  tuición  ó  protección 
del  Estado,  necesita  fijar  por  convenios  hasta  dónde  deba  extenderse  esa  protección, 
ó  qué  puntos  comj>renda  etc.,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  los  deberes  y  derechos  que 
resultan  de  las  relaciones,  con  el  mismo  fin  de  que  el  poder  protector  no  sojuzgue 
al  protegido,  ni  dé  leyes  en  sentido  contrario  á  los  principios  de  su  constitución  y 
8D8  intereses. 

En  consecuencia,  mi  convicción  y  concepto  es  que  debe  seguirse  en  la  Nueva 
Granada  el  sistema  de  tuición  ó  protección  de  la  Iglesia  por  el  Soberano,  como 
base  de  las  relaciones,  entre  eUa  y  el  Estado;  arreglándose  los  derechos  y  obliga- 
ciones recíprocas  que  de  ellas  nacen,  de  conformidad  con  las  circunstancias  del 
país  y  de  los  tiempos.  • 

Este  arreglo  no  puede  ser  otro  que  el  de  un  convenio  ó  concordato  con  la  Silla 
Apostólica ;  como  se  ha  verificado  siempre  ya  en  los  países  ó  naciones  católicas, 
ya  en  las  disidentes,  donde  hay  una  población  considerable  de  católicos,  cuyos 
soberanos  han  arreglado  con  la  Santa  Sede  las  relaciones  de  la  Iglesia  y  el 
Estado  en  sus  reinos ;  dando  así  protección  á  sus  subditos  católicos  en  su  religión, 
ó  lo  que  es  lo  mismo,  siguiendo  el  sistema  de  tuición  en  la  medida  proporcional  á 
la  situación  religiosa  y  moral  de  esos  países. 

Lo  ^ue  se  hace  y  siempre  se  ha  hecho  en  las  naciones  católicas,  lo  que  no  se 
desdeñan  de  hacer  las  disidentes  respecto  de  sus  subditos  católicos,  no  puede 
cosecharlo  la  Nueva  Granada,  cuando  es  un  derecho  y  una  necesidad  de  sus 
ciudadanos.  La  necesidad  de  este  convenio  no  nace  solamente  de  los  principios  y 
reflexiones  que  dejo  expuestos,  sino  del  Estado  en  que  se  hallan  hoy  los  asuntos 
religiosos  por  falta  de  él.  Desde  luego  no  es  ésta  la  oportunidad  de  enumerar 
pormenores  acerca  de  los  abusos  que  se  han  introducido  y  siguen  introduciéndose 
contra  la  autoridad  y  disciplina  de  la  Iglesia ;  que  turban  las  conciencias  de  los 
sacerdotes  y  de  los  fieles,  y  que  preparan  interminables  reclamos  y  controversias ; 
pero  no  prescindiré  de  indicar  que  se  han  dado  por  las  corporaciones  y  autoridades 
subalternas  tales  disposiciones  sobre  párrocos,  sobre  el  culto  y  otros  puntos  de 
discipHna,  que  han  invadido  el  Santuario,  y  se  ha  l]egado  hasta  señalar  por 
atríbación  obligatoria  del  cura  el  celebrar  misa  todos  los  días ;  y  á  desnaturalizar 
su  carácter  de  prepósito  de  la  Helicón  en  la  parroquia,  declarándole  empleado 
del  dútrito  paaroguial^  é  imponiéndole  deberes  como  tal. 

Estas  graves  dificultades,  cuja  existencia  en  la  Nueva  Granada  no  puede 
ocultarse  á  la  sabiduría  del  Gobierno,  dicen  bien  los  felicísimos  resultados  que 
debería  traer  un  convenio  como  el  que  dejo  apuntado.    Las  conciencias  tranquilas, 
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nna  armonía  inalterable  entre  las  dos  potestades,  el  ténnino  de  las  presentes 
cuestiones,  evitándose  otras  ulteriores,  4  que  da  lugar  lo  incierto  de  las  relaciones 
entre  la  Iglesia  y  el  Estado  actualmente,  serían  acontecimientos  fecundos  para 
el  bienestar  de  la  República;  dándola  mayor  estabilidad  y  fuerza,  porque 
es  indudable  qpe  cuando  los  ciudadanos  se  hallan  tranquilos  en  su  conciencia 
con  respecto  á  las  leyes,  éstas  tienen  más  vigor  y  los  hombres  se  dedican 
con  mayor  consagración  y  confianza  á  las  tareas  de  sus  oficios,  industrias  y 
profesiones. 

...  No  dudo  que  se  llevará  á  un  término  feliz  el  arreglo  de  las  relaciones  entre 
la  Iglesia  y  el  Estado;  y  por  él  dirijo  los  más  fervientes  votos  y  oraciones  á 
Nuestro  Señor. 

El  23  del  mes  anterior  (Febrero  de  1852)  habiá  contestado  el  Ilustrí- 
simo  señor  Obispo  de  Pamriona  en  el  mismo  sentido  que  el  Metropolitano 
lo  hizo  á  los  pocos  días.  Lo  propio  sucedió  con  el  de  Santamarta ;  pero 
la  contestación  de  éste  lleva  fecha  8  de  Marzo. 

El  10  de  este  último  mes  dio  contestación  el  Provisor  de  Popayán, 
también  en  el  sentado  de  optar  por  el  concordato.  Citaremos  un  frag- 
mento de  su  contestación,  por  el  dato  histórico  que  contiene ;  el  cual 
concurre  á^  probar  lo  que  hemos  dicho  en  más  de  un  lugar  acerca  de  los 
estrechos  limites  que  tiene  el  derecho  de  patronato,  aun  en  aquellos  países 
en  que  existe  realmente.  Después  de  exponer  los  fundamentos  que 
tiene  para  decidirse  por  el  patronato^  agrega  : 

Así  no  pasará  el  Gobierno  de  mi  Patria  por  el  pesar  de  recibir  de  la  Silla 
Romana  nna  respuesta  semejante  á  la  que  el  venerable  Pontífice  Pío  YII  dio  al 
Rey  de  España,  manifestándole  los  motivos  que  obraban  en  su  ánimo  para  no 
preconizar  á  los  Obispos  qne  se  le  presentaban.  **  No  puede  V.  M.  ni  otro  alguno 
(decía  el  Padre  Santo)  exigir  de  ííós  que  por  complacerle  ofendamos  á  Dios  y 
hagamos  traición  á  los  mas  sagrados  intereses  de  la  Iglesia."  Así  el  católico 
pueblo  de  la  Nueva  Granada  no  llegará  á  temer  las  épocas  de  orfandad  que 
afligieron  á  Colombia,  de  cuyos  doce  obispados,  diez  se  hallaron  vacantes,  sin  que 
los'bongresos  de  1825  y  1826  tratasen  de  elegir  personas  para  eUos ;  tal  era  la 
seguridad  que  se  tenía  de  que  no  serían  preconizados  en  el  consistorio,  siendo 
necesario  que  en  el  año  de  1827  se  contara  anticipadamente  con  la  gracia  de  la  Santa 
Sede,  para  darse  pasos  dirigidos  al  fin  de  obtener  la  proconización  de  los 
presentados  desde  el  año  de  1823. 

Es  de  advertir  que  todos  6  la  mayor  parte  de  los  Prelados  hicieron 
observar  que  la  protección  del  Estado  le  era  necesaria  á  la  Iglesia  para 
subsistir ;  ó  por  lo  menos  manifestaron  temores  más  6  menos  serios  de 
que,  faltando  dicha  protección,  no  se  reunirían  los  recursos  indispensables 
para  el  sostenimiento  del  culto  j  de  sus  ministros. 

Aunque  no  conocemos  el  tenor  literal  de  las  contestaciones  de  los  otros 
Prelados,  fueron  en  el  mismo  sentido,  y  no  podía  ser  de  otro  modo 
porque  la  separación  absoluta  ha  sido  condenada  repetidas  veces  por  la 
Santa  Sede. 

20.  La  circunstancia  de  no  tener  á  la  vista  las  exposiciones  de  todos 
los  Prelados,  la  importancia  intrínseca  del  asunto,  y  el  deseo  que  nos 
anima  de  que  todos  nuestros  lectores  conozcan  plenamente  la  doctrina 
de  la  Iglesia  católica  en  el  particular,  nos  mueven  á  presentarles 
algunos  té^imonios  importantes  que  la  dan  á  conocer  con  perfecta 
claridad. 

Principiaremos  por  insertar  un  fragmento  de  la  encíclica  dirigida  jior 
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el  Papa  Gregorio  XVI  con  fecha  15  de  Agosto  de  1832,  que  es  termi- 
náhte  en  el  asunto. 

Qae  finalmente  no  trae  menos  daño  á  la  Religión  y  al  Estado  el  pretender  que 
puedan  separarse  de  una  manera  absoluta  la  Iglesia  j^  el  Estado,  y  anhelar  por 
nacer  cesar  la  concordia  del  imperio  con  el  sacerdocio ;  porque  aborrecen  esta 
concordia  todos  los  que  aman  una  libertad  sin  regla. 

El  Santo  Pontífice  no  es  sino  el  eco  de  la  cristiandad  en  todos  los 
tiempos  y  lugares.  Veamos  si  Ao,  entre  el  sinnúmero  de  testimonios 
que  pudiéramos  citar,  lo  que  decían  sobre  este  particular  los  Arzobispos 
y  Obispos  reunidos  en  Wurzbourg,  en  ^  Memorándum  que  lleva  fecha 
4  de  Noviembre  de  1848. 

La  Iglesia  no  quiere  provocar  su  separación  del  Estado ;  es  decir  del  orden,  que 
descansa  necesariamente  sobre  una  base  moral  y  religiosa.  Si  el  Estado  se 
separa  de  ella,  la  Iglesia,  sin  aprobar  esta  separación,  dejará  cumplúr  lo  C[ue 
no  le  es  posible  impedir,  pero  jamás  cortará  por  sí  los  lazos  de  unión 
recíproca  que  ella  misma  ha  anudado,  á  menos  que  lo  exija  el  deber  de  su  propia 
conservación. 

Á  esa  respetabilísima  asamblea  asistieron  seis  ArzobÍ9po8  y  veinte 
Obispos. 

Otro  documento  importante  aduciremos  y  es  la  representación  del 
Episcopado  granadino  al  Congreso  de  la  Bepública^  con  motivo  de  una 
causa  seguida  contra  el  Ilustrísimo  señor  Obispo  de  Panamá.  Toma- 
remos sólo  un  pequeño  fragmento^  y  es  el  siguiente  :  * 

...  Es  igualmente  cierto  que  en  una  Nación  católica,  es})ecialmente  donde  la 
Eeligión  es  única,  el  Soberano,  sea  cual  fuere  la  forma  de  gobierno  adoptada  en  el 
país,  da,  y  no  puede  dejar  de  dar,  una  protección  directa  á  la  Eeligión  nacional,  y 
|>or  lo  mismo  a  los  ministros  de  su  jerarquía ;  porque  no  puede  concebirse  sociedad 
sin  Eeligión,  Eeligión  sin  culto  público,  culto  publico  sin  sacerdocio,  sacerdocio 
sin  jerarquía,  jerarquía  sin  autoridad  y  jurisdicción  propia. 

Agreguemos  aun  la  opinión  de  dos  célebres  escritores.  El  primero  es 
Domat^  quien  dice  en  su  Draii  public,  libro  1?,  tratado  19 : 

Todos  los  Estados  donde  se  profesa  la  verdadera  religión  son  gobernados  por 
dos  suertes  de  potesdades,  por  la  espiritual  y  la  temporal,  que  Dios  ha  establecido 
para  r^lar  su  orden.  Y  como  la  una  y  la  otra  tienen  sus  fuentes  distintas,  y 
derivan  inmediatamente  de  Dios  su  autoridad,  son  independientes  la  una  de  la  otra, 
pero  de  tal  suerte,  que  aunque  los  que  tienen  el  ministerio  de  la  una  potesdad, 

Suedan  ejercerlo  independientemente  de  los  que  tienen  el  ministerio  de  la  otra ; 
eben,  sin  embargo,  estar  recíprocamente  sometidos  los  unos  al  ministerio  de  los 
otros  en  lo  que  les  corresponde.  Así  los  príncipes  temporales  deben  estar  sometidos 
á  las  potestades  espirituales  en  lo  que  mira  a  lo  espiritual,  y  los  ministros  de  la 
Iglesia  deben  por  su  parte  someterse  también  á  los  Príncipes  en  lo  que  toca  á  lo 
temporal. 

El  segundo  es  el  siguiente  pasaje  de  Natal  Alejandro : 

Cuando  la  Iglesia  y  la  potestad  civil  proceden  con  armonía,  se  observa  que 
aprovechándose  mutuamente  la  una  de  la  autoridad  de  la  otra,  ya  parece  que  la 
Ig^efda  se  entromete  en  la  jurisdicción  de  la  potesdad  civil,  ya  que  ósta  dicta  leyes 
que  pertenecen  á  la  jurisdicción  eclesiástica:  ninguna,  a  la  verdad,  obra  por 
aotondad  propia,  sino  bien  persuadida  de  la  voluntad  f  la  satisfacción  de  la 
«ka. 
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Creemos  inútil  multiplicar  \ñk  citas  en  una  materia  en  que  sería 
fácil  abundar  en  ellas  cuanto  se  quisiera  ;  digamos,  en  conclusión,  que 
es  Proposición  condenada  por  la^Santa  Sede,  en  el  Syllabm,  la  siguiente : 

Es  bueno  que  la  Iglesia  esté  separada  del  Estado  y  el  Estado  de  la  Iglesia. 

Paro  mejor  inteligencia  de  nuestros  lectores  en  una  materia  de  suyo 
grave,  importante  y  delicada,  agreguemos  el  comentario  que  hace  un 
escritor  contemporáneo  acerca  de  la  condenación  de  esa  máxima. 

Aquí  hay  un  hecho  y  un  derecho. 

El  hecho  es  que  muchos  Gobiernos,,  faltando  á  sus  deberes,  se  obstinan  en 
proclamar  el  ateísmo  de  la  autoridad,  ó  sea  su  separación  de  la  Iglesia.  El 
derecho  ó  la  doctrina  es  que  hay  gentes  que  creen  que  esta  separación  puede  y 
debe  considerarse  como  un  principio  legítimo  de  Gobierno. 

Lo  primero,  el  admitir,  tolerar  ó  soportar  el  Iwclio  puede  ser  lícito  y  hasta  in- 
dispensable en  muchas  ocasiones.  Cuando  la  autoridad  se  empeña  en  ser  atea, 
los  católicos  no  pueden  menos  de  separarse  de  ella  y  pedir  al  Cielo  que  tenga 
misericordia  de  las  naciones  regidas  por  Gobiernos  que  no  creen,  ün  Gobierno 
incrédulo  es  la  mayor  plaga  que  puede  caer  sobre  una  nación. 

Lo  segundo,  es  decir,  el  derecno  ó  la  doctrina,  por  más  que  se  proclame  por 
los  impíos,  nunca  podrá  ser  proclamada  por  los  católicos. 

Para  demostrar  esto  no  necesitamos  más  que  explicar  ó  manifestar  lo  que  es 
el  error  que  impugnamos. 

En  efecto,  la  Proposición  55  tiene  dos  partes,  á  saber : 

Ir  La  que  dice  que  la  Iglesia  debe  separarse  del  Estado ; 

2.'  La  que  dice  que  el  Estado  debe  separarse  de  la  Iglesia. 

Lo  primero,  es  decir,  que  la  Iglesia  debe  separarse  del  Estado,  equivale  á  suponer 
que  la  Iglesia  puede  renunciar  á  su  propósito  de  convertir  á  todos  los  hombres, 
para  que  todos  los  hombres  se  salven,  sean  ó  no  Gobierno,  y  formen  ó  no  lo  que 
se  llama  Estado.  La  Iglesia  no  podría  querer  separarse  nunca  del  Estado  sin 
faltar  á  su  misión,  que  le  prescribe  trabajar  siempre  y  sin  descanso  porque 
«todas  las  gentes  vengan  al  conocimiento  de  la  verdad. 

Además,  el  Estado  ó  el  Gobierno  no  puede  separarse  de  la  Iglesia  sino  para 
entregarse  en  brazos  de  la  incredulidad  ó  el  ateísmo,  ó  para  hacer  leyes  materialistas 
que  perviertan  ó  corrompan  á  los  pueblos.  Y  ¿  puede  querer  esto  la  Iglesia  ? 
¿  Puede  c[uerer  separarse  del  Estado  y  abandonar  el  Estado  para  que  haga  3  mal  P 
La  Iglesia  no  puede  querer  positivamente  el  mal. 

Lo  segundo,  que  el  Estado  debe  separarse  de  la  Iglesia,  supone  que  los  hombres 
que  constituyen  el  Grobiemo  no  están  sometidos  ala  ley  divina,  ó  son  independientes 
de  Dios. 

Esto  es  falso  é  impío,  y  no  puede  admitirlo  nins^tin  católico. 

De  aquí  inferimos  que  la  separación  de  la  Iglesia  y  el  Estado  podrá  aceptarse 
como  un  mal  inevitable;  pero  nunca  podrá  proclamarse  como  nn  principio  de 
sana  política,  ó  de  justicia. 

La  doctrina  católica  sobre  el  particular  puede,  pues,  resumirse  en 
estas  cortas  proposiciones : 

lí  La  Iglesia  y  el  Estado  deben  marchar  en  perfecta  armonía, 
para  la  dicha  y  la  prosperidad  de  los  pueblos  y  de  las  naciones. 

2?  La  separación  absoluta  es  siempre  un  mal. 

3?  No  obstante,  si  la  unión  de  las  dos  potestades  ha  de  ser  sobre  la 
base  de  la  esclavitud  de  la  Iglesia  y  la  tiranía  del  poder  civil,  es  pre- 
ferible la  separación  si  se  practica  leal  y  honradamente. 

21.  Demostrado  que  la  doctrina  católica  rechaza  el  sistema  de  la 
absoluta  separación  de  la  Iglesia  y  el  Estado,  no  hay  porqué  extrañar 
que  los  Prelados  granadinos  respondiesen  uniformemente  al  Poder  Ejecu- 


uiyiii-/t;u  uy  -x^-j  v_y  x_-' 


e>'^ 


PATRONATO   DE    LA   REPÚBLICA.  177 

tÍTO^  que  no  debía  pensarse  en  llevar  á  cabo  semejante  medida.  Veamos 
ahora  el  efecto  que  produjeron  esas  contestaciones  en  el  ánimo  del 
Presidente.  En  su  Mensaje  al  Congreso  de  ese  mismo  año  de  1852,  se 
expresa  así,  sobre  asuntos  de  patronato  y  otros  eclesiásticos :  \ 

La  disposición  coijitenida  en  el  artíctdo  If  de  la  ley  de  27  de  Mayo  último, 
adicional  y  ref  ormatoría  de  las  de  patronato»  que  confiere  á  los  cabildos  parroquiales 
el  nombramiento  y  presentación  de  los  coras;  el  conocimiento  atribuido  ¿los  jueces 
y  tribunales  comunes  por  la  ley  de  14  del  mismo  Mayo  en  las  causas  de  respon- 
sabilidad que,  por  mal  desempeño  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  se  sigan  contra 
individuos  dd  clero ;  el  acuerdo  de  las  Cámaras  provinciales  exigido  para  la  pro- 
visión de  las  sillas  que  vacaren  en  los  coros  catedrales ;  y  la  autorización  de  redimir 
en  el  Tesoro  público  los  censos  de  fundaciones  piadosas,  constituyéndose  éste  en 
censatario ;  todas  estas  disposiciones  legales  han  excitado  de  parte  del  Arzobispo 
de  esta  Arquidiócesis,  así  como  de  los  demás  Obispos  invitados  por  el  primero, 
ardientes  reclamaciones  y  protestas  que  toca  á  vosotros  examinar  y  apreciar  debi- 
damente. El  Enviado  extraordinario  de  Su  Santidad  ba  solicitado  igualmente  ki 
reforma  de  estas  leyes  y  extendido  sus  observaciones  á  varios  otros  puntos  de 
nuestra  legislación  que  él  estima  no  armonizan  bastantemente  con  las  reglas  que 
el  Sumo  rontífíce  quisiera  ver  adoptadas  por  todas  las  naciones  católicas.  El 
Ejecutivo  no  ha  podido  contestar  categóricamente  en  cuanto  á  la  solicitud  de 
reforma  porque  ella  compete  exclusivamente  á  la  Legislatura ;  y  se  ha  limitado 
á  manifestar  que,  por  mucha  que  sea  su  deferencia  á  los  deseos  expresados  por  Su 
Santidad,  mientras  las  leyes  existan,  no  puede  prescindir  de  procurar  sostener  su 
ejecución.  El  deber  del  Ejecutivo  es  claro  y  sencillo,  y  no  na  vacilado  en  cum- 
plirlo. Así,  cuando  se  persuadió  de  que  el  Provisor  del  Arzobispado,  encardado  de 
BU  Gobierno  por  enfermedad  del  Arzobispo,  no  cumplió,  empleando  di&rentes 
alegaciones,  el  deber  de  convocar  á  concurso  para  la  provisión  de  curatos,  dio  la 
orden  del  casa  al  Fiscal,  y  le  pasó  los  documentos  conexionados  con  la  falta,  para 
la  acusación  y  juicio  consiguiente.  En  ellos  resulta  complicado  el  referido  Arzo- 
bispo; y  ya  se  ha  puesto  en  conocimiento  del  Fiscal  de  la  Nación  para  que 
promueva  igualmente  la  acusación  á  que  ha^a  lu{|^r. 

Estas  disputas,  estos  confiictos,  entre  el  ejercicio  de  la  potestad  civil  y  las  preten- 
siones de  la  Iglesia  católica,  tan  frecuentes  en  todos  los  países  en  que  el  catolicismo 
es  el  culto  dominante,  y  de  que  se  encuentran  tan  notables  ejemplos  en  la  historia, 
provienen  sin  duda  alguna  de  la  liga  que  ha  querido  establecerse  entre  el  Gobierno 
y  la  Iglesia  romana.  Los  soberanos  que  han  tenido  necesidad  de  ponerse  á  la 
sombra  del  fanatismo,  haciendo  de  éste  un  elemento  de  gobierno,  han  legado  á 
los  pueblos  una  semilla  de  discordia  que  las  más  veces  mL  producido  frutes  per- 
niciosos y  aun  guerras  sangrientas  y  prolongadas,  y  han  creado  la  barrera  más 
fuerte  contra  el  ensanche  de  las  libertades  públicas. 

He  meditado  profundamente  sobre  esta  materia,  y  al  fin  me  he  decidido  á  indicaros 

la  conveniencia  de  sancionar  la  completa  independencia  de  la  Iglesia.    La  Oons- 

titucion  vigente  se  opone,  es  verdad,  á  la  adopción  entera  de  este  pensamiento ; 

pero  ella  debe  quedar  reformada  en  el  año  entrante,  y  entre  tanto  pueden  avanzarse 

*  algunas  disposiciones  en  este  sentido. 

£n  años  anteriores,  no  muy  distantes,  algunos  individuos  del  alto  clero  manifes- 
taron, hasta  en  las  Cámaras  legislativas,  deseos  de  que  se  sancionara  tal 
independencia;  mas  el  temor  que  entonces  afectaba  á  los  defensores  de  la  potestad 
civil  de  que  el  sacerdocio,  sin  vínculo  alguno  con  el  Gobierno,  causara  graves 
males  en  la  opinión,  hizo  desechar  toda  idea  de  esa  especie.  Así,  unas  veces 
por  egoísmo,  otras  por  temor,  no  se  ha  llevado  á  cabo  este  deslinde  que  ahorraría 
esos  conflictos,  esas  disputas  interminables.  Pero  ya  es  tiempo  de  poner  término 
á  la  cuestión.  Por  fortuna  la  civilización  ha  hecho  grandes  progresos,  y  nada 
hay  que  temer  en  aquel  sentido. 

ií  fin  de  proceder  con  más  acierto,  guiado  siempre  por  el  espíritu  de  concilia- 
ción, dispuse  que  por  la  Secretaría  de  Gobierno  se  consultara  a  este  respecto  el 
Toto  de  los  Prelados  de  la  Iglesia  granadina,  para  saber  lo  que  sobre  el  particalar 
piensan  al  presente.    Es  del  caso  recordaros  que  en  el  programa  de  pnncipios  y 
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reglas  qne  me  propase  seguir,  presentado  al  Congreso  7  á  la  Nación  el  If  de  Abril 
de  184*9|  día  en  que  empezó  mi  administración,  ofrecí  trabajar  por  la  independenda 
de  la  Iglesia;  y  esta  idea  fae  bien  acogida  entonces  7  lisonjeó  las  miras  del 
clero  granadino,  hasta  el  punto  de  que  individuos  notables  pertenecientes  i 
él  me  manifestaran  su  explícita  aprolmción,  7  me  excitaran  á  Henar  pronto  mi 
promesa. 

El  Presidente  se  mostraba  celoso  en  demasía  por  el  cumplimiento  de 
las  leyes  que  vulneraban  los  intereses  de  la  Iglesia^  y  no  advertía 
siquiera  que  la  Constitución  es  la  ley  de  las  leyes,  y  que,  conforme  á  la 
que  regia  entonces,  que  era  la  de  1843,  su  deber  era  proteger  á  la 
ICeligion  católica.^  Entre  la  Constitución  que  le  mandaba  proteger, 
y  una  ley  que  mandó  perseguir,  el  Presidente  cumplió  ésta  y  violó 
aquélla.  No  nos  parece  razonable  su  conducta,  por  máfi  que  después  baya 
encontrado  numerosos  imitadores.  T  téngase  en  cuenta  que  para  la  ma7or 

f)arte  de  los  actos  de  persecución  no  se  contó  siquiera  con  el  apoyo  de  una 
ey  inconstitucional,  como  tendremos  ocasión  de  hacerlo  notar  en  el 
curso  de  esta  obra.  Los  juicios  que  se  siguieron  contra  algunos  Prelados 
no  fueron  sino  insignes  iniquidades,  abusos  inauditos  de  la  fuerza, 
verdaderos  y  escandalosos  desafíos  lanzados  á  la  parte  más  respetable  y 
más  virtuosa  de  la  sociedad,  que  lamentaba  tantas  maldades  y  devoraba 
en  silencio  tantas  provocaciones.  Si  alguno  cree  demasiado  severos  estos 
juicios  nuestros,  suspenda  el  suyo  hasta  que  lea  lo  que  sobre  el 
particular  tenemos  que  decir,  y  creemos  que  al  fin  será  de  nuestro 
parecer. 

Se  equivoca  completamente  el  Jefe  de  la  República  cuando  afirma  qae 
en  los  países  catóucos  son  frecuentes  las  disputaa  provocadas  por  las 
pretensiones  de  la  Iglesia  católica  contra  el  ejercicio  del  poder  cítíL 
Ocurren  á  veces  tales  disputas  en  los  países  católicos ;  pero  casi  siempre 
son  provocadas  por  actos  de  la  autoridad  civil  que  vulneran  los 
derechos  de  la  Iglesia  en  puntos  en  que  ésta  cree  que  no  puede  ceder. 
Muchos  casos  hemos  presentado  ya,  y  muchos  otros  presentaremos  aún, 
en  los  cuales  la  autoridad  civil  ha  invadido  el  legítimo  campo  de  acción 
de  la  Iglesia  ;  pero  no  se  nos  podrá  presentar  uno  siquiera  en  que  la 
autoridad  eclesiástica  de  nuestro  país  haya  atacado  los  derechos  y  las 
prerrogativas  del  poder  civil.J 

Ahora,  en  cuanto  á  hi  Julta  de  convictos  entre  las  autoridades  civil  y 
eclesiástica  en  los  países  que  no  son  católicos,  el  hecho  se  explica 
sencillamente :  consiste  en  que  en  dichos  países  la  secta  respectiva  es 
una  mera  esclava,  que  no  tiene  otros  derechos  que  los  que  de  grado  le 
concede  el  Soberano  temporal,  quien  por  lo  común  es  en  realidad  jefe  de 
la  misma  secta.  El  Presidente  no  se  fijó  en  eso,  y  nos  salió  con  aquello 
de  los  soberanos  que  han  tenido  necesidÁd  de  ponerse  á  la  sombra  del 
fanatismo,  y  que  lo  han  empleado  como  elemento  de  Gobierno. 

Asevera  el  Presidente  que  en  años  anteriores  no  muy  distantes  algunos 
individuos  del  alto  clero  manifestaron  deseos  de  que  se  sancionase  la 
independencia  de  la  Iglesia ;  pero  que  los  defensores  de  la  potestad  cítíI 


'  Art  15.    Es  también  un  deber  del  Gobierno  proteger  á  los  granadinos  en  el 
ejercicio  de  la  Religión  Católica»  Apostólica,  Romana. 
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temieron  que*  el  sacerdocio/ sm  vinculo  alguno  con  el  Gobierno,  causase 
graves  males  en  la  opinión,  y  desecharon  la  idea.  Agrega  luego  que  ya 
no  hay  nada  que  temer^  y  que  es  tiempo  de  poner  término  á  la  cuestión. 

No  sabemos  que  seria  lo  ocurrido  realment.e  con  los  altos  dignatarios  de 
la  Iglesia  de  quienes  se  habla  ;  pero  creemos  que  hubo  mala  inteligencia 
en  lo  que  ellos  dijeron,  pues  no  es  probable  que  proclamaran  así  una 
doctrina  condenada  por  la  Santa  Sede  como  perniciosa.  Mas^  sea  de  ello 
lo  que  fuere,  debemos  llamar  la  atención  á  esta  circunstancia  :  cuando 
los  defensores  de  la  autoridad  civil  *  creyeron  que  la  Iglesia  ganaba  con  la 
independencia,  se  negaron  á  sancionarla ;  ahora,  que  por  las  exposiciones 
de  los  Prelados  saben  que  se  teme  fundadamente  le  sea  perjudicial^ 
los  vemos  apresurarse  á  decretarla.  Es  el  mismo  Presidente  quien  nos 
hace  notar  tan  curioso  contraste.  ¿  No  autoriza  eso  suficientemente  para 
creer  que  lo  que  buscabais  y  apetecían  no  era  la  justicia  y  el  provecho 
para  todos^  sino  lo  que  pudiera  ser  más  nocivo  y  pernicioso  á  la  Iglesia  P 
Posible  es  que  no  fuesen  ésas  sus  intenciones,  pero  las  circunstancias 
autorizan  para  presumirlo ;  aunque  es  probable  que  muchos  hubieran 
contribuido  á  hacer  el  mal  por  engaño,  y  sin  conciencia  plena  de  lo  que 
hacían. 

A  pesar  de  las  insinuaciones  del  Presidente  sobre  que  se  podftin 
avanzar  algunas  disposiciones  en  el  sentido  de  la  libertad  de  la  Iglesia, 
no  se  expidió  en  ese  año  de  1852  ley  alguna  de  importancia  que  afectase 
los  derechos  de  la  Iglesia  en  la  tan  agitada  y  debatida  cuestión  de 
patronato. 

22.  De  otra  ley  dada  en  1851  debemos  hacer  mención  aquí,  porque  se 
roza  directamente  con  el  ramo  de  patronato.  Es  la  de  1?  de  Junio, 
adicional  á  la  de  descentralización  de  gastos^  en  la  cual  se  dispuso  que 
fueran  obligatorios  los  de  personal  del  episcopado,  y  personal  y  coro  de 
la  catedraL  El  primero  se  fijó  en  3,200  pesos  ó  en  2,400,  según  que  la 
población  de  la  Diócesis  pasara  ó  no  de  150,000  habitantes.  Para 
material  de  la  catedral  se  fijó  la  tercera  parte  de  la  renta  del  Prelado. 
Se  dispuso,  además,  lo  siguiente : 

No  se  proveerá  niogima  vacante  de  aquellas  plazas  pasadas  por  las  rentas 
municipales  qne  pneda  ocurrir  después  de  la  sanción  de  esta  ley,  sino  en  el  caso  de 
que  así  lo  resuelva  la  mayoría  de  las  Cámaras  de  provincia  comprendidas  en  las 
IHócesis  respectivas. 

Este  último  punto  fué  motivo  de  reclamación  por  parte  del  Metro- 
politano; y  no  podía  ciertamente  dejar  de  serlo,  atendida  su  gravedad  é 
importancia,  y  el  celo  de  dicho  Prelado.  En  la  nota  reservada  y  con- 
fidencial de  19  de  Ma^zo  de  1851,  que  citamos  antes,  dijo  al  Secretario 
de  Gk)biemo  lo  siguiente : 

Los  Capítulos  catedrales,  de  una  alta  institución  en  la  Iglesia,  reciben  su  consti- 
tndón  especial  7  son  organizados  por  la  erección  de  cada  Iglesia.  De  aquí  la 
Querencia  de  oficios  y  prebendas  de  unos  con  otros ;  pero  todos  tienen  las  condi- 
ción^ ó  requisitos  sustcmciales,  sin  los  cuales  no  podrían  existir.  Entre  ellos  es 
ú  principal  la  perpetuidad  de  la  institución  canónica  en  cada  miembro ;  perpetui- 


1  Como  quien  dice,  los  per8eguid4?re$  de  la  Iglesia, 
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dad  de  tal  manera  inherente  al  oficio,  que  no  Hay  ejemplar  en  la  historia  de  la 
Iglesia  qne  la  contradiga.  Todos  los  oficios,  preposituras  6  magistraturas  de  la 
Iglesia  en  el  ejercicio  de  la  jerarquía,  no  pueden  dejar  de  ser  perpetuos  :  sólo  los 
oncios  meramente  auxiliares,  conocidos  bajo  el  nombre  genérico  de  vicarios,  son 
variables  ó  amovibles,  pues  que  solamente  hacen  las  veces  de  otro,  obrando  en  su 
nombre,  6  supliendo  su  falta.  No  pueden,  por  tanto,  admitirse  jamás  beneficios 
instituidos  para  un  tiempo  dado :  esto  es  inaudito. 

Las  erecciones  de  las  Iglesias  catedrales  establecen  el  número  de  prebendas,  y 
las  dignidades  y  canonjías  que  á  ellas  deban  corresponder :  cada  una  tiene  sos 
oficios  y  atribuciones  por  derecho  común  y  por  el  de  la  erección,  y  no  pueden  ser 
alterados  sino  por  quien  pudo  constituirlos. 

Con  respecto  á  la  diminución  de  prebendas  en  los  coros,  no  puedo  dejar  de 
observar  que  aunque  el  proyecto  no  suprime  las  instituciones  de  número  de  cada 
Iglesia,  les  retira  la  renta,  que  es  la  base  de  la  prebenda.  Pero  no  es  posible  que 
cinco  ministros  llenen  las  atenciones  de  las  Iglesias  catedrales,  menos  todavía 
recargados  de  obligaciones  como  los  recarga  el  proyecto.  Sabido  es  cuan  defec- 
tuoso es  el  servicio  del  culto,  donde  el  número  de  capitulares  es  corto  :  la  muerte, 
las  enfermedades  suelen  reducirlos  á  veces  á  insignificante  número,  el  culto 
decae,  y  el  cuerpo  que  representa  al  Obispo  en  la  vacante  corre  peligro  de  lle^r  á 
faltar.  El  decoro  de  la  Kación,  la  majestad  del  culto,  mil  otras  consideraciones 
exigen  la  subsistencia  en  ejercicio  del  número  conveniente  de  capitulares. 

•Hemos  copiado  antes  el  principio  de  esta  nota  y  la  parte  relativa  al 
nombramiento  de  los  curas.  Otro  fragmento  insertaremos  al  tratar  del 
fuero  eclesiástico  ;  y  aquí  creemos  que  viene  bien  la  parte  final.  Ella 
pinta  elocuentemente  la  situación  de  ánimo  del  ilustre  Prelado^  y  basta 
para  hacer  patente  la  iniquidad  con  que  fué  perseguido  más  tarde^  á 
consecuencia  de  las  mismas  leyes  contra  las  cuales  reclamaba  aqui^ 
desde  antes  de  expedirse.     La  expresada  parte  final  dice  así : 

Estas  indicaciones  manifestarán  k  TI.  lo  angustiado  que  debe  estar  mi  espíritu 
con  la  perspectiva  de  que  puedan  sancionarse  las  medidas  propuestas.  Me  vería 
entonces  en  conflicto  entre  un  deber  sagrado  y  una  ley.  ü.,  que  conoce  lo  que 
nuestra  santa  Religión  prescribe,  y  que  sabe  lo  que  la  historia  nos  dice  de  los 
Apóstoles  y  de  sus  sucesores,  me  hará  desde  luego  la  justicia  de  convenir  en  que 
no  me  quedaría  arbitrio,  y  que  la  línea  de  mi  conducta  no  podría  ser  otra  que  la  de 
los  mismos  Apóstoles.  Sensible  me  será  verme  en  el  caso  de  hacerlo ;  pero  ll^^o 
que  ^ese,  sería  de  todo  punto  imposible  obrar  de  otra  manera. 

Buego  á  TJ.  con  el  mayor  encarecimiento  que  considere  estas  reflexiones.  Se 
atraviesan  los  más  caros  intereses  de  la  Iglesia  y  de  un  pueblo  católico.  Hoy 
que  en  Francia,  Alemania,  en  la  misma  España,  cuyos  abusos  heredamos,  se 
derriban  las  barreras  que  una  desconfianza  inmerecida  é  indecorosa  oponía  al 
Ubre  ejercicio  de  la  autoridad  de  la  Iglesia,  no  sería  honroso  para  la  Nueva 
Granada  añadir  á  esas  barreras  el  trastorno  de  la  disciplina  de  la  Iglesia,  y  de  su 
misma  autoridad.  Me  lisonjeo  de  c^ue  U.  hallará  en  su  sabiduría  y  tino  algún 
medio  para  que  no  se  sancionen  las  disposiciones  que  he  enumerado,  salvando  así 
á  la  Nueva  Granada  de  males  infinitos  en  el  orden  espiritual  y  á  sus  Obispos  de 
conflictos  amargos.  ' 

Más  tarde,  expedida  ya  la  ley,  así  como  otras  varias  que  afectaban 
los  derechos  de  la  Iglesia,  el  Metropolitano  elevó  su  exposición  y  pro- 
testa de  18  de  Junio,  en  la  cual  dijo  sobre  este  particular  lo  siguiente  : 

El  artículo  9^  de  la  ley  de  V.  de  los  corrientes,  sobre  descentralización  de  rentas 
prohibe  proveer  las  sillas  de  los  Capítulos  catedrales,  sino  en  el  caso  de  aue  asi  lo 
resuelva  la  mayoría  de  las  Cámaras  de  provincia  comprendidas  en  la  dióceeis  res- 
pectiva.   Pero  los  Capítulos  catedrales  son  de  discipuna  general^  y  su  conserva- 
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ción  es  absolutamente  necesaria  en  la  Igleeia :  por  lo  mismo  no  puede  quedar  la 
provisión  de  sus  sillas  á  la  discreción  de  ningún  cuerpo,  porque  esto  equivale  á  que 
sean  suprimidos  lentamente  los  Capítulos,  y  con  ellos  el  culto  de  las  Catedrales,  y 
el  Senado  de  la  Iglesia,  en  quien  los  cánones  tienen  depositado  el  ejercicio  de  la 
jurisdicción  para  las  vacantes.  El  punto  es  de  disciplina  general  en  que  no  cabe 
temperamento;  ni  el  Arzobispo  puede  consentir  en  la  prohibición  de  proveer  las 
sillais  de  los  Capítulos  catedrales. 

Terminó  manifestando  que,  no  quedándole  otro  recurso,  protestaba 
contra  las  leyes  reclamadas ;  '^  dando,  añadió^  cuenta  de  todo  á  la  Silla 
Apostólica^  cuya  decisión  será  la  regla  infalible  de  mi  conducta  en  estos 
negocios,  así  como  en  los  temporales  no  vacilo  ni  he  vacilado  en  prestar 
la  más  pronta  obediencia  á  las  leyes."  Y  fueron  ese  documento  y  otro, 
en  que  no  se  mentaba  siquiera  al  poder  civil,  los  motivos  para  su  per- 
secución y  destierro  del  país ! 

El  Gobierno  contestó  á  esta  exposición,  y  dijo,  con  fecha  23  dé  Junio, 
que  al  Gobierno  no  se  le  había  disputado  antes  el  derecho  de  nombrar 
curas  según  la  ley  de  patronato,  y  que,  por  lo  mismo,  podía  variarla  á  su 
voluntad ;  y  que  en  cuanto  á  la  provisión  de  sillas  para  los  Capítulos 
catedrales,  nadie  podía  obligar  al  Gobierno  á  hacer  un  gasto  de  su  tesoro, 
cuando  no  tenía  voluntad  de  hacerlo.     Terminó  así  su  oficio  : 

.  .  .  Por  lo  demás  el  Gobierno  no  exige,  ni  podía  someter  á  tal  prueba  el  éxito  de 
ley  alguna,  que  se  le  den  aceptaciones  explícitas,  pruebas  escritas  de  asenti- 
miento, aquiescencia  ó  conformidad  á  un  precepto  legal.  Cuando  una  dis- 
posición cualquiera  tenga  ese  carácter,  se  limitará  á  exigir  su  camplimiento.  No 
naj  en  la  Bepública  poder  en  quien  resida  la  facultad  de  sobreponerse  á  las  leyes. 

Keplicó  á  ese  oficio  el  Metropolitano,  el  30  de  los  mismos,  hacién- 
dole observar  al  Gobierno  que  no  se  trataba  de  sobreponerse  á  las  leyes, 
sino  del  derecho  de  la  Iglesia  sobre  la  disciplina,  y  del  ejercicio 
de  su  poder ;  que  aunque  la  disciplina  no  es  dogma,  si  lo  es  que 
la  Iglesia  tiene  poder  para  determinarla  y  para  oponerse  á  las  varia- 
ciones que  se  quieran  introducir  sin  su  anuencia  ;  y  finalmente,  que  la 
sanción  civil  no  da  poder  al  protector  para  juzgar  sobre  las  materias 
propias  del  protegido.     Después  agregó  lo  siguiente : 

Separados  estos  países  de  la^onarquía  e8i>añola,  dijo  la  lejr  1*,  parte  1*,  tratado 
4?  de  la  Recopilación  Granadina  que  la  Bepública  debía  continuar  en  el  ejercicio 
del  patronato  que  los  Beyes  de  España  tuvieron  en  las  Iglesias  de  esta  parte  de 
la  América,  y  que  debía  reclamarse  de  la  Silla  Áj^ostólica^  que  en  nada  se  variase 
ni  innovase  este  derecho,  promoviendo  para  el  efecto  la  celebración  de  un  con- 
cordato (artículos  1?  y  2?).  Es  natural  pensar  que  cuando  reconoció  la  Santa  Sede 
la  independencia  de  la  Nueva  Granada,  no  estimó  conveniente  hacer  novedad 
alguna  en  el  ejercicio  del  patronato  eclesiástico  por  las  autoridades  de  la  Bepública, 
tajQto  porque  en  lo  sustancial  continuaban  las  cosas  lo  mismo  que  estaban  bajo 
él  /!§gimeo  español,  como  por  la  promesa  que  el  legislador  había  hecho  de 
celebrar  un  concordato. 

Estos  hechos  manifiestan :  1?  Que  el  ejercicio  del  patronato  eclesiástico  en  la 
Bepública  no  es  un  negocio  difínitivamente  concluido  y  arreglado;  2?  Que  la 
Nueva  Gi*anada  está  en  el  deber  de  celebrar  un  concordato  con  la  Santa  Sede, 
como  lo  tiene  prometido  ;  y  3?  Que  en  tanto  debe  permanecer  todo  in  statu  quo, 
tan  avanzarse  á  introducir  novedades  en  la  disciplina  de  la  Iglesia;  menos 
todavía  una  novedad  que  choca  de  frente  con  sus  máximas. 

Guando  una  Nación  promete  celebrar  un  tratado  para  el  arreglo  de  un  negocio, 
eontrae  virtualmente  el  empeño  de  no  alterarlo  ni  variarlo  por  sí  sola.  Ahora, 
m»  concordato  es  un  tratado  público  que  los   Gobiernos  católicos  siempre  han^ 
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tenido  cuidando  de  celebrar  cuando  han  querido  tomar  parte  en  los  negocios 
eclesiásticos,  y  hoy  mismo  algunos  Gobiernos  se  ocupan  en  reformar  los  an- 
teriormente celebrados,  sin  pretender  obrar  por  si  solos  en  tan  delicado  negocio. 

Bien  ha  podido  consentir  la  Silla  Apostólica  al  menos  tácitamente  y  mien- 
tras tiene  lugar  el  concordato  prometido  por  una  ley,  que  los  curas  sean  pre- 
sentados por  el  Poder  Ejecertivo  y  por  los  Gobernadores  en  su  caso,  y  obrar 
en  el  mismo  sentido  todos  los  Prelados  ecresiásticos  de  la  Nueva  Granada,  [>orque 
este  procedimiento  era  conforme  á  la  práctica  •  anterior  y  no  ofrecía  incon- 
venientes por  su  naturaleza ;  pero  no  es  seguro  que  convenga  en  ^ue  el  derecho 
de  presentar  pase  á  los  Cabildos  y  vecindarios  parroquiales.  Y  si  no  hay  esta 
seguridad,  ¿na,  podido  decretarse  la  traslación  sin  la  previa  celebración  de  un 
concordato  á  que  está  comprometida  la  Bepública  ?  Quizá  no  es  fuera  del  caso 
que  sobre  este  punto  me  permita  llamar  la  atención  del  ciudadano  Presidente,  que 
por  haber  ejercido  las  funciones  de  Ministro  piiblico  cerca  de  la  Santa  Sede,  no 
puede  desconocer  la  exactitud  de  mis  observaciones. 

Bien  se  ve  que  el  ilustre  Prelado  trata  el  asunto  de  patronato  según 
la  ley  de  1824  desde  el  punto  de  vista  más  favorable  al  Gobierno,  y  que 
se  esfuerza  en  justificar  á  éste  hasta  donde  podía  serlo  por  la  expe- 
dición de  esa  ley.  Terminó  manifestando  que  su  reclamación  respecto 
de  provisión  de  vacantes  en  los  Capítulos  catedrales^  no  se  refirió  precisa- 
mente al  pago  de  su  renta  sino  á  la  prohibición  absoluta  de  proveer- 
las sin  anuencia  de  las  Cámaras  de  provincia. 

Evidentemente  el  Gobierno  había  tergiversado  la  cuestión  en  este 
ultimo  punto ;  pero  aun  aceptando  la  discusión  en  el  terreno  á  que  él 
quería  conducirla,  su  falta  de  razón  es  manifiesta.  ¿  Por  qué  ?  1?  porque 
él  se  había  apoderado  de  todas  las  rentas  de  la  Iglesia ;  2?  porqiue  la 
Constitución  le  imponía  la  obligación  de  sostener  el  culto  ;^  y  3?  porque 
los  Capítulos  catedrales  son  necesarios  en  la  Iglesia,  como  lo  prueba'  el 
Metropolitano  de  una  manera  incontestable. 

23.  Otra  de  las  medidas  que  había  propuesto  el  Gobierno  al  Congreso 
de  1851,  era  la  unión  de  los  curatos  de  las  catedrales  á  una  de  las  Pre- 
bendas, sobre  lo  cual  dijo  el  Ilustrísimo  señor  Morquera,  en  su  oficio  de 
19  de  Marzo  del  mismo  año,  lo  siguiente  : 

La  unión  del  curato  de  la  Catedral  á  una  Prebenda,  aunque  pudiera  en  realidad 
hacerse  conforme  al  Concilio  de  Trento,  no  sería  unión,  si  teniendo  el  doble  oficio 
de  párroco  y  Canónigo,  no  tuviera  la  remuneración  correspondiente.  En  varias 
Iglesias  de  España  y  América,  y  aun  de  otros  países  de  la  cristiandad,  se  ven  esas 
uniones;  pero  eUas  llevan  consigo  la  necesiclad  de  <yie  el  cura  canónigo  tenga 
coadjutor  permanente  con  quien  dividir  el  oficio  y  ministerio  parroquial :  necesi- 
dad que  entraña  un  doble  honorario.  Estos  dobles  honorarios  tienen  su  origen 
en  la  misma  disciplina  apostólica,  como  consta  de  San  Pablo. 

La  medida  no  fué  tomada  ese  año  de  1851,  pero  el  siguiente  se  auto- 
rizó á  los  Capítulos  catedrales  para  que  pudiesen  adoptarla.  Hó  aqui 
los  términos  en  que  se  expresó  la  ley  de  14  de  Mayo  de  1852,  sobre  esa 
materia : 

Los  Capítulos  catedrales  en  todas  las  Diócesis  de  la  República  pueden  asumir 
el  servicio  y  administración  de  los  curatos  de  las  catedrales  ó  parroquias  matrices 
vacantes,  y  que  en  lo  sucesivo  vacaren. 


>  Art.  16.  La  Religión  Católica,  Apostólica,  Romana,  es  la  única  cííí/o  culto  sostiene 
y  mantiene  la  República.  ^-^  , 
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Naturalmente  el  asunto  quedó  a  la  discreción  de  los  Capítulos  cate- 
draleSy  puesto  que  la  ley  no  contenía  un  mandato  sino  un  permiso- 
Hasta  eso  nos  parece  irregular  é  inaceptable  de  parte  del  poder  civil, 
tratándose  de  asuntos  puramente  eclesiásticos,  pues  es  á  la  Iglesia  á 
quien  compete  única  y  exclusivamente  el  arreglo  de  éstos. 

24.  Resta  sólo  que  veamos  lo  que  sobre  estos  puntos  dijo  el  Presi- 
dente al  Congreso  de  1853.  La  parte  correspondiente  del  respectivo 
Mensaje  se  expresa  así : 

Ofrecí  esforzarme  en  romper  los  odiosos  lazos  con  qne  la  tiranía  de  algunos 
Beyes  ligara  la  Religión  á  las  miras  del  Trono,  persuadido  de  gne  ella  no  brillaría 
con  toda  su  pureza,  ni  llenaría  completamente  su  augusta  misión  mientras  no  se  le 
devolviese  su  independencia  primitiva ;  y  vosotros  sabéis  bien  con  cuánto  celo  he 
trabajado  en  favor  de  esta  medida  radical,  en  cuyo  torno  se  ven  hoy  altas  capacidades 
de  diferentes  partidos  políticos,  que,  después  de  numerosas  disensiones,  han  venido 
á  convencerse  de  que  la  Religión  no  es  materia  de  Gobieruo ;  que  es  uno  de  esos 
derechos  puramente  hidividuales  que  el  pacto  de  asociación  debe  reconocer,  sin  res- 
tringir ni  reglamentar ;  y  que  no  se  comprende  cómo  pueda  entrar  en  alianza  con  el 
poder  civil,  sin  que  suceda  una  de  dos  cosas :  oque  ella  se  convierta  en  instr  amento 
de  opresión,  haciéndose  servir  á  designios  puramente  políticos  ;  ó  que  ella  misma 
oprima  con  la  fuerza  que  saque  del  poder.  Ambos  extremos  de  esta  alternativa 
azarosa,  son  funestos  para  la  causa  de  la  humanidad;  y  las  páginas  más  san- 
grientas de  la  historia  de  un  gran  numero  de  siglos,  dan  testimonio  de  cuan 
peligroso  es  revestir  á  los  Gobiernos  temporales  con  la  influencia  sacerdotal,  y  poner 
en  manos  del  sacerdocio  la  fuerza  de  la  autoridad  pública.  Se  concibe  que,  obrando 
así,  exista  una  liga  de  tiranos ;  pero  no  se  concibe  que  la  Religión  y  el  Gobierno 
inncio^en  libremente  y  en  bien  de  la  especie  humana ;  que  cada  uno  ten^  una 
existencia  propia ;  y  que  llegue  á  verificarse  ese  voto  constante  de  la  filosofía, 
estéril  por  desgracia  hasta  ahora,  de  que  aquellos  dos  grandes  elementos 
concurran  sólo  en  un  punto  con  todos  sus  medios  de  acción  y  de  prestido :  allí 
donde  ee  encuentran  la  libertad  y  la  dicha  del  hombre  en  su  significación  más 
elevada.  ... 

Su  Santidad  el  Papa  reinante,  después  de  todas  las  protestas  que  ha  dirigido 
contraías  leyes  granadinas  sancionadas  de  1845  á  esta  parte,  en  lo  relativo  á 
negocios  eclesiásticos,  no  menos  que  contra  la  antigua  ley  colombiana  sobre  patronato, 
leyes  que  en  nada  pueden  afectar  la  Reli^ón  de  Jesucristo,  ha  pronunciado  en  el 
consistorio  secreto,  celebrado  en  Roma  a  27  de  Septiembre  último,  una  acerba 
alocución,*  en  que,  resumiendo  todas  las  argumentaciones  que  antes  se  han  querido 
hacer  valer  en  favor  de  los  derechos  de  la  Iglesia,  ha  llegado  á  expresar  conceptos 
del  todo  inadmisibles,  entre  los  cuales  algunos  parten  de  datos  eq^uivo^ados. 
Infiérese  de  la  lectura  de  aquella  alocución,  que  el  Papa  pretende  ingerirse  en  los 
asuntos  de  nuestra  poKtica  doméstica,  saliéndose  fuera  de  la  órbil^  trazada  por 
Jesucristo  á  sus  Apóstoles,  y  queriendo  traspasar  la  valla  que  divide  la  Religión  de 
la  potestad  civil.  Basta  una  rápida  mirada  sobre  aquel  documento,  para  que 
vosotros  notéis  la  exactitud  de  lo  que  os  acabo  de  enunciar,  así  como  también  la 
^cageración  y.los  errores  en  muchos  de  los  pasajes  que  allí  se  contienen. 

"So  obstante  todo  esto,  y  la  resistencia  de  Su  Santidad  á  aprobar  la  erección  do 
dos  Obispados  en  el  territorio  granadino,  y  á  preconizar  á  varios  Obispos  elegidos 
por  el  Congreso,  que  le  han  sido  presentados  durante  mi  administración,  nuestras 
relaciones  no  han  cesado  con  la  Silla  Apostólica,  y  su  Enviado  extraordinario  con- 
tinúa aquí  representando  á  su  Gobierno. 

^  Loe  esfuerzos  desgraciadamente  frustráneos  do  nuestro  Ministro,  durante  el 
tiempo  que  permaneció  en  la  Corte  Romana,  son  una  razón  más  para  que  os 
encarezca  la  adopción  de  la  medida  propuesta  en  otro  lugar  de  este  Mensaje,  sobre 
Hbertad  rehgiosa,  6  sea  la  separación  del  Estado  y  de  la  Iglesia. 
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El  Presidente  principia  por  vanagloriarse  de  los  esfuerzos  que  ha  hecho 
con  el  fin  de  obtener  que  se  devuelva  á  la  Iglesia  la  independencia 
primitiva ;  pero  si  se  exceptúan  el  parecer  que  emitió  al  Congreso  del 
año  anterior  y  su  decidida  oposición  á  la  opinión  del  Episcopado,  no 
sabemos  que  hubiera  hecho  otra  cosa  en  el  particular.  Lo  que 
sabemos  es  que  en  su  tiempo  se  duplicaron  las  cadenas  que  ataban  á  la 
Iglesia  y  se  persiguió  inicua  y  atrozmente  á  esclarecidos  varones  que 
regían  la  grey  del  Señor,  y  que  los  Secretarios  de  Estado  hicieron  gala 
repetidas  veces,  en  sus  discursos  ante  las  Cámaras,  de  su  odio  á  la 
Iglesia,  y  apoyaron  la  adopción  de  medidas  contrarias  á  la  libertad  y  á 
los  derechos  de  dicha  Iglesia.  ¿  Cómo,  pues,  viene  á  hablamos  de 
*'  romper  los  odiosos  lazos  con  que  la  tiranía  de  algunos  Heyes  ligara  la 
Religión  á  las  miras  del  Trono?"  ¿Cuándo  puede  compararse  la 
tiranía  de  los  despóticos  Monarcas  españoles  sobre  la  Iglesia  católica,  con 
la  que  ejercía  sobre  la  misma  Iglesia  ese  Gobierno  que  blasonaba  de  hacer 
esfuerzos  por  independizarla  ? 

Yerra  gravemente  el  Mensaje  al  afirmar  que  la  unión  de  la  Iglesia  y 
el  Estado  ha  producido  males  en  parte  alguna.  No :  esa  unión,  arreglada 
sobre  bases  equitativas  y  limitada  á  los  asuntos  en  que  pueden  llegar  á 
ponerse  en  colisión  los  mandatos  de  las  dos  potestades,  es  y  tiene  que  ser 
esencialmente  benéfica  para  todos.  Que  se  pueda  abusar  de  ella,  se 
comprende,  porque  no  hay  cosa  de  que  no  se  abuse  en  el  mundo ;  pero 
nunca  los  abusos  fueron  razón  decisiva  contra  las  buenas  instituciones  de 
donde  los  hacían  surgir  los  hombres  malos. 

Las  quejas  contra  la  alocución  del  Padre  Santo  pronunciada  en  el 
Consistorio  secreto  de  27  de  Septiembre  de  1852,  son  naturales ;  porque 
puestas  de  manifiesto  en  ese  admirable  documento  la  iniquidad  y  la 
sinrazón  de  las  leyes  y  medidas  del  Gobierno  en  lo  relativo  á  los  asun- 
tos que  se  rozan  con  la  Iglesia,  no  podía  esperarse  que  ese  mismo 
Gobierno  reconociese  la  justicia  y  exactitud  de  los  graves  cargos  hechos 
contra  él.  Más  adelante,  cuando  hayamos  estudiado  los  puntos  que  se 
tocan  en  la  mencionada  alocución,  la  insertaremos  íntegramente  para 
que  cada  uno  pueda  hacer  los  cotejos  respectivos  y  cerciorarse  por  sí 
mismo  de  su  veracidad  ó  de  su  inexactitud.' 

No  estimamos  necesario  agregar  el  examen  de  otras  leyes  relacionadas 
con  el  asunto  de  patronato,  y  que  hieren  más  ó  menos  claramente  los 
derechos  de  la  Iglesia.  Lo  dicho  basta  y  sobra  para  probar  plena- 
mente los  hechos  siguientes : 

1*?  La  República  no  adquirió,  con  el  hecho  de  la  independencia,  el 
derecho  de  patronato  que  la  Santa  Sede  había  concedido  á  los  Reyes  de 
España  desde  el  año  de  1508. 

2?  Suponiendo  que  lo  hubiese  adquirido,  lo  adulteró  sustancialmente 
dándole  un  grande  ensanche  en  la  ley  que  sobre  la  materia  expidió  en 
1824,  con  usurpación  manifiesta  de  los  derechos  claros  é  indisputables 
de  la  Iglesia. 

3?  Por  actos  posteriores  se  ha  tratado  de  ensanchar  más  y  más  tLÚxt 
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ese  pretendido  derecho,  vulnerando  así  repetidas  veces  esos  mismos 
claros  é  indisputables  derechos  de  la  Iglesia,  y  los  intereses  religiosos 
de  los  habitantes  del  país. 

4?  La  Santa  Sede  no  reconoció  nunca  el  derecho  de  patronato  eñ  el 
Gobierno  republicano.  No  se  nos  podrá  citar  ningún  acto  explícito 
suyo  en  que  clara  y  solemnemente  lo  haya  reconocido,  al  paso  que 
nosotros  hemos  presentado  numerosos  actos  en  los  cuales  más  6  menos 
explícitamente  lo  ha  desconocido ;  y  mientras  mayor  fué  el  empeño  del 
Gobierno  en  hacer  á  cada  paso  alarde  de  su  derecho  de  patronato,  mayor 
fué  también  el  cuidado  de  la  Santa  Sede  en  no  reconocerlo  en  manera 
alguna,  expedir  sus  actos  de  motu  propio ,  y  considerar  las  gestiones  del 
Gobierno  como  simples  solicitudes  y  á  los  gobernantes  como  meros  peti- 
cionarios. 

Son,  por  consiguiente,  numerosas  y  no  pequeñas  las  invasiones  que, 
á  pretexto  de  patronato,  ha  habido  por  parte  de  la^  autoridades  civiles 
en  los  asuntos  que  son  absoluta  y  exclusivamente  del  resorte  de  la 
Iglesia ;  al  paso  que  de  parte  de  ésta  hay  que  admirar  la  moderación 
y  la  prudencia  con  que  se  portó  siempre,  procurando,  hasta  donde  le  fué 
poeible,  guardar  armonía  con  las  autoridades  públicas  y  evitar  toda  clase 
de  controversias  y  contiendas  con  ellas. 

25.  Pero  no  era  solamente  el  Gobierno  general  de  la  Eepública  el 
que  atacaba  los  intereses  y  los  derechos  de  la  Iglesia.  Hasta  los  simples 
cabildos  de  distrito  tomaron  á  su  cargo  tan  insensata  tarea.  Yeamos 
si  no  el  siguiente  acuerdo  expedido  por  el  Cabildo  de  la  Palma  el  22  de 
Septiembre  de  1849  : 

El  Oabildo  parroquial  en  uro  de  la  facultad  qae  le  confiere  la  atribución  4%  artí- 
cnlo  20,  ley  21,  parte  2%  tratado  2'í  de  la  R.  G.,  y  el  artículo  7^  de  la  ley  2%  parte  3% 
tratado  1"  de  la  misma  Recopilación. 

Acuerda.. 

Art.  2?  En  adelante  en  el  roes  de  Agosto  no  se  celebrará  más  fiesta  en  honor  de 
la  pairona  sino  la  del  día  15,  la  cnal  se  paga  de  la  renta  de  fábrica. 

Art.  3**.  Annqne  la  fiesta  de  la  patrona  debe  pagarse  de  la  fábrica,  sin  embargo 
cualquiera  individao  puede  manifestar  al  tesorero  parroquial  que  quiere  pagar  la 
fiesta,  y  en  este  caso  el  tesorero  cobrará  del  Mayoraomo  de  fábrica  el  valor  de  la 
fiesta,  por  entenderse  qne  el  individuo  hizo  donación  á  las  rentas  comunales. 

Art.  5?  La  infracción  de  este  acaerdo  hace  incurrir  en  la  multa  de  diez  pesos  á 
cada  uno  de  los  infractores. 
Dado  en  la  Palma,  á  22  de  Septiembre  de  1849. 

Para  que  se  vea  basta  dónde  llegaba  la  sinrazón  del  Cabildo  de  la 
Palma,  será  bueno  copiar  aquí  las  disposiciones  en  que  se  fundó  para 
dar  ese  acuerdo.  La  atribución  4?  del  articulo  20  de  la  ley  21,  parte 
2^,  tratado  2?  de  la  EecopilaciÓQ  Granadina,  dice : 

Expedir  los  reglamentos  sobre  policía  especial,  conforme  á  los  artículos  7"?,  8*!  y 
9*.  de  la  ley  sobre  policía  general. 

El  artículo  7?  de  la  ley  2%  parte  3f,  tratado  1?  de  la  Recopilación 
Granadina,  que  es  la  misma  ley  de  policía  general  citada  en  la  atribu* 
don  que  acaba  de  copiarse  é  invocada  por  el  Cabildo,  dice  asi  :^^  , 
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Los  Concejos  municipales  (cabildos  parroquiales)  pneden  también  expedir  regla- 
mentos sobre  los  mismos  ramos  de  policía  especial  sobre  que  versan  los  de  la 
Cámara  de  provincia ;  bien  para  lamas  cumplida  ejecución  de  éstos,  detallando/ 
desenvolviendo  con  más  extensión  sus  bases  y  disposiciones,  sin  contrariarlas ; 
bien  para  arreglar  algunos  puntos  que  no  hayan  sido  comprendidoB  en  aquéllos 
por  ser  de  mera  localidad  y  privativos  del  Cantón,  ó  del  distrito  parroquial. 

El  artículo  8?^  citado  en  la  atribución  que  se  copió  antes,  autoriza  al 
Cabildo  para  imponer  penas  de  multa  que  no  exceda  de  cien  pesos^ 
pérdida  de  ciertos  efectos,  arresto  que  no  exceda  de  dos  meses  y  aperci- 
bimiento judicial ;  y  el  9?  dice  que  no  puede  suspender,  derogar  ó  con- 
trariar las  leyes  ni  las  ordenanzas  vigentes,  ni  imponer  pena  á  la  acción 
que  ya  la  tenga  señalada  en  la  ley. 

De  manera  que  el  raciocinio  del  Cabildo  es  el  siguiente  :  puesto  que 
yo  puedo  dictar  reglamentos  de  policía,  subordinados  á  los  de  la  Cámara 
de  Provincia,  y  sin  infringir  las  leyes  y  ordenanzas  vigentes ;  y  puesto 
que  puedo  también  imponer  pena  de  multa  á  los  que  me  desobedezcan, 
resuelvo :  1?  La  fiesta  de  la  patrona  se  hará  á  costa  de  la  renta  de 
fábrica,  y  en  el  mes  de  Agosto  no  se  permite  sino  la  del  día  15  ;  2?  Si 
algún  individuo  piadoso  quiere  costear  la  fiesta,  y  ahorrar  á  la  renta  de 
fábrica  ese  gasto,  dicha  renta  pagará  una  suma  igual  al  distrito ;  porque 
se  presume  que  lo  que  se  ahorra  á  la  mencionada  renta,  se  le  quiere 
regalar  al  distrito  ;  3?  Si  alguno  creyere  que  no  es  razonable  esta  pre- 
sunción é  infringiere  lo  aquí  dispuesto,  pagará  una  malea  de  diez 
pesos. 

No  era  posible  que  el  Ilustrísimo  señor  Arzobispo  se  conformase  con 
tan  extraña  determinación.  Reclamó  en  efecto  ante  el  Gobernador  de 
la  Provincia,  con  fecha  16  de  Noviembre  del  mismo  año  de  1849,  y  no 
obtuvo  contestación  sino  en  Junio  del  año  siguiente.  Era  tan  hostil  esa 
época  á  la  Iglesia,  que  casi  podemos  decir  que  extrañamos  hubiese  sido 
suspendido  el  acuerdo. 

*26,  En  Agosto  de  1850  llegó  á  noticia  del  mismo  señor  Arzobispo  una 
circular  del  Gobernador  de  la  provincia  de  Tundama  en  la  cual  disponía 
que  los  curas  párrocos  no  pudieran  ausentarse  de  sus  curatos,  sin  permiso 
del  alcalde  del  distrito  respectivo.  Fundábase  el  Gobernador  en  que  los 
curas  estaban  comprendidos  en  la  disposición  del  artículo  13  de  la  ley  2% 
parte  2*,  trata'do  1?  de  la  Recopilación  Granadina,  según-  la  cual  los 
alcaldes  podían  conceder  licencia  por  ocho  días  á  los  empleados  del 
especial  servicio  del  distrito  parroquial,  y  á  los  empleados  nacionales, 
políticos  y  de  hacienda  que  dependiesen  de  su  autoridad. 

No  era  posible  que  el  vigilan  tí  simo  Arzobispo  de  Santafé  dejase  pasar 
inadvertida  tan  absurda  disposición,  y  en  efecto  reclamó  de  ella  con 
fecha  26  del  dicho  mes.  Mas  el  Gobernador  le  contestó  el  4  de  Sep- 
tiembre, y  se  sostuvo  en  su  providencia ;  por  lo  cual  el  señor  Arzobispo 
tuvo  que  ocurrir  al  supremo  Gobierrfo,  como  lo  hizo  el  16  de  los 
mismos. 

Era  tan  notoriamente  injustificable  la  providencia  referida,  que  el 
Gobierno,  á  pesar  de  su  no  disimulada  hostilidad  á  la  Iglesia,  la  revocó. 
No  era  natural,  sin  embargo,  que  la  Iglesia  saliera  completamente  ilesa, 
y  así  fué  que  se  concedió  á  loa  alcaldes  el  derecho  de  vigilancia,  para 
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hacer  qae  los  curas  permaneciesen  en  sus  beneficios.  El  fin  era  bueno, 
pero  eso  no  justificaba  el  mal  medio  empleado  para  conseguirlo. 

27.  Otro  ataque  vino  de  parte  del  Gobernador  de  Mariquita,  auien 
al  reglamentar  la  instrucción  publica,  consignó  disposiciones  absoluta- 
mente inaceptables  para  los  católicos. 

El  señor  Arzobispo  le  dirigió  un  extenso  y  razonado  oficio,  con  fecha 
8  de  Marzo  de  1851,  en  el  cual  le  decía  lo  siguiente,  entre  otras  cosas  : 

Al  reglamentar  la  instrucción  primaria  v  secundaria  de  esa  Provincia,  se  han 
dictado  algunas  disposiciones  contrarias  a  la  Religión  católica,  que  es  la  que 
profesan  esos  pueblos,  cuyo  pastor  soy  yo.  Estas  disposiciones  son  las  que 
prescriben  el  uso  del  texto  del  Evangelio  para  la  enseñanza  de  la  moral  en  las 
escuelas  de  ambos  sexos  y  en  el  Colegio,  y  las  que  prohiben  el  uso  del  catecismo 
de  Astetey  todos  sus  concordantes  (Art.  16,  §  4*! ;  art.  17,  inciso  3° ;  artículos  46  y  85 
del  decreto  de  la  Gobernación  de  30  de  Noviembre  de  1850).  Además,  el  artículo  82 
manda  adoptar  para  las  escuelas  de  niñas  la  obra  de  Aimó  M&rún  Edtieación  de  las 
madres  de  familia,  y  el  83  obliga  á  los  preceptores  bajo  pena  de  remoción,  al 
estadio  de  las  doctrinas  de  esta  (5)ra. 

El  sabio  Prelado  combate  esas  disposiciones  con  argumentos  decisivos. 
Combate  asimismo  otra  disposición  en  que  se  previene  á  los  maestros 

Jue  "  pongan  especial  cuidado  en  la  instrucción  religiosa  de  los  niños  y 
e  las  niñas ;  pero  sin  obligarlos  en  ningan  caso  á  prácticas  devotas  ó 
ceremonias  del  culto,  que  deben  ser  obra  espontánea  de  ellos,  y  están 
bajo  la  vigilancia  de  sus  padres/'  Finalmente  combate  otra  que  dice, 
así : 

Las  preceptoras  dehen  manifestar  á  las  niñas  cuan  triste  es  la  condición  de  las 
que  abandonan  el  trabajo,  buscan  asilo  en  los  institutos  monásticos,  toman  la 
profesión  de  mojigatas,  y  degradan  el  sexo  á  que  pertenecen. 

Sentimos  que  los  limites  á  que  tenemos  que  sujetamos  no  nos  permitan 
insertar  íntegra  esa  importantísima  pieza^  porque  tiene  un  gran  mérito 
literario  y  religioso ;  pero  para  el  objeto  que  nos  proponemos  no  hace 
falta,  pues  los  ataques  al  catolicismo  son  tan  graves  y  tan  torpemente 
disfrazados,  que  no  puede  haber  persona  sensata  que  no  conceda  la  razón 
al  ilustre  Prelado,  aun  sin  enterarse  de  los  argumentos  en  que  apoya  su 
reclamación.  Al  fin  de  su  oficio  el  Ilustrísimo  señor  Arzobispo  so  expresa 
así:' 

Sólo  la  esperanza  de  que  la  Gobernación  reforme  las  providencias  que  reclamo, 
me  detiene  para  no  advertir  á  íos  fieles  que  no  pueden,  sin  pecado  y  sin  exponer 
sus  almas  á  la  eterna  condenación,  enviar  sus  hijos  a  escuelas  donde  se  ejecuten 
las  disposiciones  citadas.  .  .  . 

El  Gobernador  contestó  el  12  del  mismo  mes,  y  dijo  que  con  el  decreto 
que  acompañaba  "  quedan  allanados  los  inconvenientes  principales,  y  en 
cuanto  á  los  otros,  la  Gobernación  considerará  detenidamente  cada  uno 
de  ellos,  y  si  haUare  que,  aunque  se  han  dictado  aquellas  disposiciones 
con  los  fines  más  laudables,  pueden  producir  algún  inconveniente,  no 
vacilará  en  alterarlas/'     Termina  así  su  oficio : 

Con  el  decreto  de  4  del  corriente  os  he  evitado  el  esfuerzo  doloroso  que  os  habriais 
hecho,  para  dirigir  la  palabra  prohibiendo  á  los  fíeles  bajo  pecado,  enviar  sus  hijos 
á  las  escuelas  y  colegios*  y  con  él  también  me  he  evitado,  en  aquel  evento  desa- 
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gradable,  emplear  los  medios  coercitivos  de  qne  dispone  la  Gobernación,  para 
compeler  á  esos  mismos  tieles  á  que  envíen  sus  hijos  á  las  escuelas,  y  hagan  todo 
lo  que  conforme  á  la  ley  se  haya  estatuido. 

No  necesita  comentario  esto  último   trozo.     No  era  posible  que  la 
potestad  temporal,  aunque  representada  aquí  por  un  simple  Gobernador ' 
de  Provincia,  dejase  de  ^ruñirle  á  la  Iglesia  en  cabeza  del  Prelado, 
aunque  éste  se  limitaba  á  la  necesaria  defensa  de  los  más  caros  intereses 
que  le  estaban  confiados. 

Pero  veamos  el  decreto  remitido,  para  poder  saber  si  en  realidad 
allanaba  los  inconvenientes  notados  por  el  sabio  Prelado. 

Art.  V.  Mientras  se  obtienen  catecismos  elementales  propios  para  instruir  á  la 
juventud  en  las  máximas  y  doctrinas  del  cristianismo,  los  preceptores  de  escuelas 
podrán  usar  de  los  que  hasta  iEtbora  han  servido  de  texto  para  aquella  enseñanza, 
ó  de  otros  que  en  su  concepto  sean  mejores. 

Art.  2?  Como  en  algunos  catecismos  se  encuentran  doctrinas  religiosas  mezcla- 
das con  los  principios  políticos  de  las  naciones,  debe  procurarse  inculcar  á  cada 
paso  la  independencia  nacional  y  la  soberanía. 

No  era  posible  que  el  señor  Arzobispo  se  declarara  satisfecho  con 
semejante  decreto  ;  pues  por  una  parte  era  de  carácter  transitorio,  y  por 
otra  deconocía  el  derecho  del  Prelado  para  señalar  los  textos  que  debieran 
adoptarse  en  la  enseñanza  religiosa. 

Contestó,  pues,  el  señor  Arzobispo,  el  23  de  los  mismos,  y  demostró 
patentemente  que  nadie  tenía  derecho  de  dar  enseñanza  religiosa  por  un 
texto  diverso  del  que  se  había  señalado^  que  era  cabalmente  el  que  pro- 
hibía el  decreto  principal.  Adujo  el  hecho  de  haber  querido  en  vano 
uniformar  la  enseñanza  religiosa  en  Francia  Napoleón  I  y  el  Legado 
a  Tañere  de  la  Santa  Sede.  Hubo  Obispos  que  resistieron, porque  esti- 
maban mejor  el  catecismo  adoptado  por  ellos  que  el  que  se  les  recomen- 
daba ;  y  su  derecho  para  esa  resistencia  fué  solemnemente  reconocido  y 
acatado. 

No  encontrando  el  Gobernador  que  contestar  á  las  perentorias  demos- 
traciones del  sabio  y  elocuente  Prelado,  salió  el  29  de  los  mismos  con  la 
sandez  de  que  no  podía  acceder  á  lo  que  se  solicitaba,  porque  él  no  se 
mezclaba  en  asunto  alguno  religioso,  sino  en  la  moral.  Contestó 
victoriosamente  el  Prelado  con  fecha  14  de  Abril ;  pero  parece  qué  el 
mal  no  se  remedió,  al  menos  por  entonces.  ¿  Cómo  iba  el  representante 
de  la  potestad  civil  á  declararse  vencido  por  el  Jefe  de  la  Iglesia  católica 
en  el  país  ?  Porque  es  una  cosa  bien  averiguada  que  aquí  nunca  el 
poder  civil  se  declara  vencido,  por  fuertes  é  incontestables  que  sean  las 
razones  con  que  defiendan  las  autoridades  eclesiásticas  los  derechos  de  la 
Tglesia. 

Ocurrió  en  este  asunto  un  incidente  sobre  el  cual  creemos  conveniente 
llamar  la  atención.  El  individuo  que  como  Gobernador  dictó  el  decreto 
principal,  se  había  separado  del  destino  cuando  el  Ilustrísimo  señor 
Arzobispo  hizo  su  reclamación  de  8  de  Marzo  ya  citada,  y  se  hallaba 
en  la  capital  de  la  Kepública,  Creyó,  no  obstante,  que  debía  refutar  el 
oficio  del  ilustre  Prelado,  y  lo  hizo  en  los  términos  más  impropios  é 
inconvenientes  que  es  posible  imaginarse.  Después  de  hacer  algunas 
consideraciones  de  menor  importancia,  se  expresa  así :         ^  i 
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Yo  he  querido  que  el  tiempo  qne  ban  de  perderlos  niños  estudiando  los  misterios 
imoenetrables  de  la  Trinidad,  de  la  Encamación,  de  la  Concepción  etc.,  que  jamás 
l»oará  concebir  su  débil  inteligencia,  lo  aprovechen  aprendiendo  lo  que  es  bueno 
y  lo  que  es  malo,  lo  que  es  virtud  y  lo  que  es  vicio,  lo  que  merece  recompensa  y  lo 
que  apareja  condenación. 

Se  empeña  luego  en  probar  que  la  doctrina  del  catecismo  de  Astete 
respecto  de  las  obras  de  misericordia,  es  opuesta  á  los  más  claros  y  termi- 
nantes preceptos  del  Evangelio,  y  agrega : 

Yo  he  tomado  á  la  suerte  una  página  del  catecismo,  y  ya  veis,  señor,  que  he  en- 
contrado en  ella  un  mundo  de  iniquidad ;  en  otra  ocasión  puede  ser  que  lo  examine 
parte  por  parte,  punto  por  panto,  y  entonces  ese  librito  ultramontano  tendrá  que 
correr  la  suerte  de  las  obras  del  hipócrita  Malagrida.^ 

¿Pero  qué  mucho?  Os  ponen  á  escoger  entre  el  Evangelio  y  el  catecismo  de 
Astete,  entre  el  libro  de  Dios  j  el  libro  qne  se  le  opone ;  y  vos,  Arzobispo  de  Bogotá, 
primado  de  la  Iglesia  granadina,  dejáis  á  un  lado  la  historia  de  la  Redención  y 
preferís  para  la  enseñanza  el  catecismo,  como  si  quisierais  cambiar  al  Hijo  de  Dios 
por  el  padre  Gaspar  Astete. 

Si  así  juzgáis  vos,  peitnitidme  preguntaros  ¿  qué  religión  es  la  vuestra  que 
diviniza  la  ociosidad,  la  hipocresía  y  todo  género  de  roalds^es  P  Porque  vos  con- 
denáis el  artículo  que  dejo  copiado,  y  ya  veis  que  no  contiene  más  que  máximas 
acordes  con  la  Religión  de  Cristo.' 

Yo  no  extraño  que  defendáis  estos  errores,  cuando  ya  habíais  defendido  otro  en 
vuestra  correspondencia  administrativa  con  la  Grobemación  que  estaba  á  mi 
cargo.  .  .  . 

Á  semejante  lenguaje,  todo  comentario  es  excusado.  Y  eran  gentes  que 
profesaban  esa  clase  de  ideas,  ú  otras  por  el  estilo,  las  que  tenían  en  sus 
manos  la  suerte  de  la  Eepública.  Natural  era  que  quisiesen  avasallar 
por  completo  á  la  Iglesia,  y  desquiciar  la  Religión  de  N.  S.  Jesucristo,  y 
á  eso  tendían  muchas  de  las  leyes  que  se  expidieron  entonces. 

Al  principiar  el  año  de  1852  vino  otro  ataque  de  parte  de  las  autori- 
dades políticas  de  la  misma  Provincia.  Habiendo  sabido  el  Jefe  poli  - 
tico  de  Ambalema  que  algunos  feligreses  habían  hecho  un  donativo  al  cura 


^  Malagrida  fué  un  jesuíta  italiano  que  evangelizó  durante  veintinueve  años  á  los 
salvajes  del  Marañón.  Por  su  fama  de  piedad  y  de  virtud  fuó  llamado  á  la  Corte 
de  Portup^l;  algunos  años  después  se  le  aTtribnyó  complicidad  en  una  conjuración, 
yfoé  declarado  culpable  del  delito  de  lesa  majestad  (1759).  Tres  años  después  fué 
entr^;ado  á  la  inquisición,  como  falso  profeta  y  falso  devoto ;  pero  se  le  absolvió. 
Entonces  se  creó  un  tribunal  especial  para  juzgarlo  por  dos  obras  tituladas  Vida 
de  Santa  Ana  6  Historia  del  Anticristo.  Este  tribunal  lo  declaró  hereje  y  lo  entregó 
al  brazo  secalar,  por  el  cual  fué  condenado  á  ser  quemado  vivo ;  lo  que  se  verificó 
el  21  de  Septiembre  de  1761.  Se  cree  qne  las  obras  por  las  cuales  se  le  condenó,  que 
tal  vez  son  las  que  cita  el  ex- Gobernador,  fueron  escritas  por  el  P.  Norberto,  que 
firmaba  sus  producciones  con  el  seudónimo  de  abate  Platil,  y  que  era  asalarisido 
por  Carvalbo,  Presidente  del  tribunal  que  condenó  á  Malagrida  y  lo  entregó  al  brazo 
secular.  Por  estos  pocos  datos  biográficos  verán  nuestros  lectores  que  el  califi- 
cativo de  hipócritti,  aplicado  á  Malagrida,  puede  muy  bien  ser  injusto  o  exagerado. 

*  Este  articulo  tan  aeoi'de  con  la  Keligión  de  Oristo  es  el  86,  que  dice  así :  "  Las 
precentoras  deben  manifestar  á  las  niñas  cuan  triste  es  la  condición  de  las  que 
■iMudonan  el  trabajo,  huscan  asilo  en  los  institutos  monásticos ^  toman  la  profesión 
í«  mojigatas,  y  degradan  el  sexo  á  que  pertenecen.  ^-^  , 
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por  dos  bautizo^  y  un  entierro,  lo  llevó  muy  á  mal,  ordenó  al  cura 
devolver  el  donativo,  y  le  previno  que  se  abstuviese  de  recibir  otros,  y  que 
anunciase  en  voz  falta  y  con  la  mayor  claridad  que  nadie  tenía  que  pagar 
nada  por  esas  cosas.  El  Gobernador  aprobó  lo  hecho,  mandó  vigilar  la 
observancia  de  las  nuevas  disposiciones,  y  dispuso  que  se  iniciara  sumario 
para  comprobar  el  abandono  del  curato,  á  fin  de  que  se  declarase  la 
vacante  por  la  autoridad  civil  confof^ne  á  la  ley. 

Dejamos  al  criterio  de  nuestros  lectores  el  juzgar  de  la  extraña  con- 
ducta de  esas  autoridades,  y  la  tristísima  situación  del  clero  entregado 
indefenso  é  inerme  á  la  discreción  de  gentes  que  le  eran  notoriamente 
hostiles,  y  que  no  se  paraban  en  los  medios  para  llevar  adelante  sus 
pretensiones  contra  los  ministros  del  culto,  y  aun  contra  el  mismo 
culto. 

28.  Tócale  su  turno  al  Cabildo  de  Jesús  María,  distrito  que  pertenecía 
entonces  á  la  provincia  de  Velez.  A  pretexto  de  ejercer  la  atribución 
21  del  artículo  34  de  la  ley  de  3  de  Junio  de  1848,  expidió  el  acuerdo 
de  18  de  Julio  de  1852,  que  es  del  tenor  siguiente  : 

Art.  1"  El  cura  6  su  excusador,  en  caso  que  dejen  de  cumplir  con  alguno  de  los 
deberes  que  les  impone  el  acuerdo  de  11  de  Abril  último,  incurrirán  en  las  multas 
siguientes : 

1*  Cuaudo  se  les  excite  á  que  hagan  alguna  confesión  en  el  campo,  y  no  lo  verifi- 
quen dentro  de  dos  horas  después  de  hecha  la  excitación,  sufrirán  una  multa  de 
doscientos  reales. 

2*  Cuando  se  les  excite  á  que  administren  el  sacramento  del  bautismo,  y  no  lo 
verifiquen  dentro  de  una  hora  después  de  que  se  les  haya  hablado  con  tal  objeto, 
sufrirán  una  multa  de  ochenta  reales. 

3*  Por  la  denegación  de  hacer  un  entierro  de  los  que  tienen  obligación  de  ejecutar, 
sufrirán  una  multa  de  cien  reales. 

4'  Por  cada  casamiento  que  dejen  de  autorizar,  cuarenta  reales.  .  .  . 

Todo  comentario  es  excusado  ante  la  audacia  y  el  descaro  de  este 
acuerdo.  El  cura  era,  pues,  en  el  pueblo  un  miserable  esclavo  de  las 
municipalidades,  y  éstas  disponían  á  su  antojo  cuándo,  cómo  y  á  quiénes 
se  les  debían  administrar  los  santos  sacramentos. 

29.  Á  proporción  que  iban  andando  los  tiempos  y  se  iba  haciendo 
notorio  en  los  pueblos  el  espíritu  de  marcada  hostilidad  á  la  Iglesia  que 
animaba  al  Gobierno,  eran  también  más  frecuentes  y  más  graves  los 
atentados  contra  la  Iglesia  por  parte  de  las  autoridades  locales,  que 
contaban  con  el  aplauso  y  tal  vez  con  recompensas  emanadas  de  los 
altos  empleados  nacionales. 

Mas,  como  no  nos  proponemos  escribir  la  crónica  de  aquel  tiempo,  sino 
sólo  comprobar  lo  que  hemos  dicho  acerca  del  espíritu  hostil  á  la 
Iglesia  que  animaba  á  un  Gobierno  que  por  la  Constitución  tenía  el 
indeclinable  deber  de  ser  protector  de  esa  misma  Iglesia,  nos  limita^ 
remos  á  insertar  algunos  párrafos  de  una  nota  del  señor  Provisor  del 
Arzobispado,  dirigida  al  Gobernador  de  la  provincia  de  Tundama  el  19  de 
Febrero  de  1853,  en  la  que  enumera  algunos  de  los  atentados  cometidos 
contra  los  derechos  é  intereses  de  la  Iglesia  por  las  autoridades  locales. 
Dicen  así : 

Al  cura  de  Paipi  se  le  asignaron  qólo  doscientos  pesos,  y  este  cara  no  puedo 
administrar  aquel  extenso  curato  sin  compañero. 
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Al  cura  de  Panqueba  ee  le  asignan  sólo  csiento  noventa  y  cinco  pesos,  y  se  le 
prohibe  que  paeda  recibir  las  oblaciones  de  los  fieles. 

Al  cora  de  Daitama  se  le  despoja  violentamente  de  la  casa  cural. 

El  Cabildo  de  Cocny  nombra  por  sí  sacristán,  cantores,  monagnillos,  y  le  pre- 
viene al  cara  las  misas  que  debe  aplicar  y  que  dé  precisamente  dos  misas  en  los 
días  festivos. 

El  de  Corrales  manda  enajenar  las  propiedades  de  la  Iglesia  sin  contar  con  el 
Prelado,  y  que  se  ponga  su  producto  á  un  intesés  en  que  no  conviene  la  autoridad 
de  la  Iglesia,  y  se  entromete  hasta  en  el  modo  de  tocar  las  campanas. 

No  ofenderemos  el  buen  sentido  común  de  nuestros  lectores,  entrando 
á  hacer  observaciones  para  probar  que  esas  medidas  vulneran  los 
más  santos  derechos  y  las  prerrogativa^  más  preciosas  de  la  Iglesia. 
Nos  limitaremos  á  decirles :  hé  ahí  la  situación  á  que  había  reducido  el 
Estado  á  la  Iglesia,  á  pretexto  de  un  patronato  que  nunca  ejerció  con 
pleno  y  verdadero  derecho,  y  que  la  Iglesia  toleró  en  cierta  manera  y 
dentro  de  ciertos  límites,  pero  no  reconoció  nunca  explícitamente. 

Tal  era  el  estado  de  las  cosas  en  lo  relativo  á  la  cuestión  de  patronato^ 
cuando  se  sancionó  la  ley  de  1 5  de  Junio  de  1853,  que  dispuso  en  su 
artículo  1?  lo  siguiente  : 

Desde  el  día  1'  de  Septiembre  próximo,  cesa  toda  intervención  de  las  au- 
toridades civiles,  nacionales  y  municipales  en  la  elección  y  presentación  de 
cualesquiera  personas  para  la  provisión  de  beneficios  eclesiásticos,  y  en  todos  y 
cualesquiera  arreglos  y  negocios  relativos  al  ejercicio  del  culto  católico,  ó  de 
cualquiera  otro  que  se  profese  por  los  habitantes  de  la  Nueva  Granada,  en  uso  de 
la  libertad  que  se  les  garantiza  por  el  inciso  5*7  del  artículo  5"  de  la  Constitución. 

30.  Aquí  principia  una  nueva  era  para  la  Iglesia ;  era  que  debiera 
ser  de  libertad  pero  que  se  pretendió  tornar  á  poco  en  servidumbre 
oprobiosa.  Mas  antes  de  estudiar  esos  sucesos  y  de  pasar  á  tratar  de 
otra  materia  en  la  época  de  la  unión  de  la  Iglesia  y  el  Estado  durante 
el  Gobierno  republicano,  presentaremos  á  nuestros  lectores  las  princi- 
pales disposiciones  del  Concilio  de  Trente  relativas  á  la  materia  en  que 
nos  hemos  ocupado  en  este  capítulo.  En  la  sesión  XIV  de  reforma, 
^pítulo  XII  se  expresa  así : 

Ninguno  tampoco  de  cualquiera  dignidad  eclesiástica  ó  secular  que  sea,  puede 
ni  del:^  impetrar,  ni  obtener  por  ningún  motivo  el  derecho  de  patronato,  si  no 
fundare  ó  constituyere  de  nuevo  Iglesia,  beneficio  ó  capellanía,  ó  dotare  compe- 
tentemente de  sus  bienes  patrimoniales  la  que  esto  ya  fundada,  pero  que  no  tenga 
dotación  suficiente.  En  el  caso  de  fundación  ó  dotación,  resérvese  al  Obispo,  y 
no  á  otra  persoáa  inferior,  el  mencionado  nombramiento  de  patrono. 

Vuelve  á  tratar  del  asunto  en  el  capítulo  IX  de  la  sesión  XXV  de 
reforma,  en  estos  términos : 

Así  como  es  injusto  quitar  los  derechos  legítimos  de  los  patronatos,  y  violar  las 
piadosas  voluntades  que  tuvieron  los  fieles  al  establecerlos ;  del  mismo  modo  no 
debe  permitirse  con  este  pretexto,  que  se  reduzcan  á  servidumbre  los  beneficios 
eclesiásticos,  como  con  impudencia  se  reducen  mucbos.  Para  que  se  observe,  pues, 
en  todo  el  orden  debido,  decreta  el  Santo  Concilio  que  el  título  de  derecho  de 
patronato  se  adquiera  por  fundación,  ó  por  dotación,  el  cual  se  haya  de  probar 
con  documentos  auténticos,  y  con  las  demás  circunstancias  requeridas  p|or  derecho, 
ó  también  por  presentaciones  multiplicadas  por  larguísima  serie  de  tiempo,  que 
exceda  memoria  de  los  hombres ;  ó  de  otro  modo  conforme  á  lo  dispuesto  en  el 
derecho.  Mas  en  aquellas  persouas,  ó  comunidades,  ó  universidades,  de  las  que 
se  suele  presumir  más  probablemente   que   las  más  veces  han  adquirido  aquel  . 
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derecho  por  usurpación ;  se  ha  de  pedir  una  probanza  más  plena  y  exacta  para 
autenticar  el  verdadero  título.  Ni  les  sufrague  la  prueba  de  tiempo  inmemorial, 
á  no  convencer  con  escrituras  auténticas,  ()ue  además  de  todas  las  otras  circuns- 
tancias necesarias,  han  hecho  presentaciones  continuadas  no  menos  que  por 
cincuenta  años,  y  que  todas  han  tenido  efecto.  Entiéndanse  enteramente  abrro* 
gados,  e  írritos,  con  la  quasi  j^oseavSn  que  se  haya  subseguido,  todos  los  demás 
patronatos  respecto  de  beneficios,  así  seculares  como  regulares,  ó  parroquiales,  ó 
dignidades,  6  cualesquiera  otros  beneficios  en  catedral  ó  colegiata ;  y  todas  las 
facultades  y  privilegios  concedidos  tanto  en  fuerza  de  -patronato,  como  de  cual- 
quiera otro  derecho,  para  nombrar,  elegir  y  presentar  á  ellos  cuando  vacare ;  excep- 
tuando los  patronatos  que  competen  sobre  Iglesias  catedrales,  así  como  los  que 
pertenecen  al  Emperador  y  Reyes,  ó  á  Jos  que  poseen  reinos  y  otros  sublimes  y 
superiores  príncipes  que  tienen  derecho  de  imperio  en  sus  dominios,  y  ios  que 
están  concedidos  á  favor  de  estudios  generales.  Confieran,  pues,  los  coladores 
estos  beneficios  como  libres,  y  tengan  estas  provisiones  todo  su  efecto.  Además 
de  esto  pueda  el  Obispo  recusar  las  personas  [presentadas  por  los  patronos,  si  no 
fueren  suficientes.  Y  si  perteneciere  su  institución  á  personas  inferiores,  examíne- 
las no  obstante  el  Obispo,  se^n  lo  que  ya  tiene  establecido  este  Santo  Concilio ;  y 
la  institución  hecha  por  inferiores  en  otros  términos,  sea  írrita  y  de  ningún  valor. 
Ni  se  entremetan  por  ninguna  causa,  ni  motivo,' los  patronos  de  los  beneficios  de 
cualquier  orden,  ni  dignidad,  aunque  sean  comunidades,  universidades,  colegios 
de  cualquiera  especie  de  clérigos  ó  legos,  en  la  cobranza  de  los  frutos,  rentas, 
obvenciones  de  ningunos  beneficios,  aunque  sean  verdaderamente  por  su  fundación 
y  dotación  de  derecho  de  sii  patronato ;  sino  dejen  al  cura  ó  al  beneficiado  la  dis- 
tribución de  ellos,  sin  que  obste  en  contrario  costumbre  alguna.  Ni  presuman 
traspasar  el  derecho  de  patronato,  por  título  de  venta,  ni  por  ningún  otro,  á 
otras  personas  contra  lo  dispuesto  en  los  sagrados  cánones.  Si  hicieren  lo  contrario, 
queden  sujetos  á  la  pena  de  excomunión  y  entredicho,  y  privados  ipsojure  del  mismo 
patronato.  Ademas  de  esto,  repútense  obtenidas  por  subrrepción  las  agregaciones 
hechas  por  vía  de  unión  de  beneficios  libres  con  Iglesias  sujetes  á  derecho  de  patro- 
nato, aunque  sea  de  legos.  .  .  . 

La  severidad  de  estas  disposiciones  abona  lo  que  hemos  dicho  en  otro 
lugar  acerca  de  la  necesidad  de  que  derechos  de  esa  clase  se  constituyan 
de  una  manera  clara,  patente  y  expresa ;  sin  que  basten  para  el  efecto 
conjeturas  más  ó  menos  fundadas,  acerca  de  su  constitución  ó  trasmi- 
8Í(fn. 

31.  Agregaremos  aún  el  comentario  que  hace  un  escritor  español 
de  las  Proposiciones  del  Syllabus  relativas  á  esta  materia.     Dice  así  : 

En  la  Proposición  50  se  condena: 

V.  A  los  que  dicen  que  la  autoridad  civil,  por  derecho  propio,  puede  presentar 
á  los  Obispos. 

2"  A  los  que  afirman  gue  tambión  puede  exigir  á  los  Obispos  presentados  el  que 
se  encarguen  de  la  administración  de  sus  diócesis  antes  de  ser  confirmados  por 
la  Santa  Sede. 

Los  Obispos  pueden  ser  : 

1"  Sólo  electos, 

2°  Electos  y  confirmados, 

S*.  Electos,  confirmados  y  consagrados. 

El  Obispo  electo  no  tiene  potestad  de  orden  ni  de  jurisdicción.  La  elección  ó 
presentación  no  es  más  que  una  designación  que  da  al  elegido  ó  j^resentado  el 
derecho  á  que  se  le  examine  para  ver  si  es  idóneo,  y  se  le  confirme  si  lo  es.  Sin 
embargo,  inientras  la  confirmación  no  exista,  la  elección  es  lo  que  se  llama  un. 
título  nominal,  ó  iítulo  sine  re,^ 


'  Lo  ^ue  aquí  se  dice  supone  la  existencia  de  un  concordato,  en  virtud  del  cual 
el  Gobierno  elija  ó  p^^esente  candidatos  para  llenar  ciertas  vacantes ;  ó  bien  un 
acto  de  la  Santa  Sede  que  confiera  ese  derecho  á  algnna  persona  ó  entidad. 
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La  confírpaaciÓD,  que  sólo  puede  hacerse  por  el  Samo  Pontífice,  da  la  potestad 
de  Jarisdicción. 

La  consagración,  que  según  el  Pontifical  Romano  se  hace  por  tres  Obispos,  da  la 
potestad  de  orden. 

De  modo  que  el  Obispo  consagrado  puede  ordenar,  confirmar  y  ejercer  todos  los 
actos  correspondientes  á  la  potestad  de  orden  y  á  la  de  jurisdicción.  El  Obispo 
confirmado,  pero  todavía  no  consagrado,  no  puede  ordenar  ni  confirmar;  pero  sí 
encargarse  ae  la  administración  de  su  diócesi»  y  ejercer  actos  de  jurisdicción.  El 
Obispo  electo,  por  el  contrario,  que  no  es  aun  Obispo  ni  sabe  siquiera  si  lo  será, 
no  puede  ordenar,  ni  confirmar,  porque  carece  de  la  potestad  de  orden,  ni  hacerse 
caigo  de  la  administración  de  la  diócesis,  porque  carece  de  jurisdicción. 

De  aquí  se  infiere  que  obstinarse  en  que  el  Obispo  electo  tenga  jurisdicción 
e^vale  á  sn|)oner  que  ó  en  el  episcopado  no  hay  juri^cción  especial,  ó  la  juris- 
dicción del  episcopado  emana  de  la  autoridad  civil.  Ambas  hipótesis  envuelven 
la  negación  de  la  divina  jerarquía,  y  son  igualmente  impías. 

Por  otra  parte,  la  autoridad  civil  no  tiene  derecho  propio  para  presentar  los 
Obispos.  Si  hasta  ahora  los  ha  estado  presentando  en  las  naciones  católicas,  ha 
sido  por  privilegio  ó  gracia  de  la  Santa  Sede. 

Esto  que  los  regalistas  llaman  prerrogativa  regia  ó  regalía  de  la  Corona,  los 
católicos  no  pueden  considerarlo  mas  que  como  un  privilegio  temporal  y  revocable 
concedido  por  la  Santa  Sede. 

Este  pnvüegio  os  y  no  puede  menos  de  ser  condicional.  Por  lo  mismo  los 
gobiernos  podran  continuar  naciendo  uso  de  él  mientras  sean  católicos.  Si  pier- 
den la  fe,  ó  86  declaran  perseguidores  de  la  Iglesia,  hasta  el  sentido  oomún  dice 
que  no  pneden  continuar  eligiendo  ó  presentando  los  pastores  de  las  Iglesisbs. 

Los  regalistas,  tanto  antiguos  como  modernos,  hacen  en  este  punto  asevera- 
ciones que  son  verdaderamente  estupendas. 

En  efecto,  ¿  en  qué  razones  se  fundarían  para  afirmar  que  la  autoridad  civil 
puede  elegir  los  Obispos  por  derecho  propio  P  ¿  Quién  ha  dado  este  derecho  &  la 
autoridad  civil?  ¿  Se  le  concede  en  el  Evangelio?  No,  porque  el  Evangelio 
prescinde  por  completo  en  este  punto  de  las  potestades  civiles.    ¿  Se  le  concede 

Sor  la  antigua  tradición  eclesiástica?  Menos  aún,  porque  en  los  primeros  siglos 
e  la  Iglesia,  no  contaban  los  cristianos  para  nada  con  la  intervención  de  los 
gobiernos  civiles.  ¿  Se  le  concede,  en  fin,  por  la  misma  índole  de  la  autoridad 
civil  P  De  ninguna  manera,  porque  la  autoridad  civil  no  tiene  en  sí  nada  que 
obligue  ¿  considerarlo  como  inseparable  del  derecho  de  elegir  Obispos. 

ao  hay,  pues,  razón  ninguna  que  justifique  la  tan  falsa  como  sacrilega  preten- 
ñón  del  regalismo. 

En  la  Proposición  51  se  condena  á  los  que  dicen  que  la  autoridad  civil  tiene 
atribaciones  para  deponer  ¿  los  Obispos,  y  no  está  obligada  á  obedecer  al  Sumo 
Pontífice,  ni  aun  en  las  cosas  que  se  refieren  á  la  institución  de  los  episcopados 
7  de  los  Obispos. 

Este  error  es  la  consecuencia  necesaria  del  precedente.  En  efecto,  si  la  autoridad 
ci?il  es  la  queda  juiisdicción  álos  Obispos,  los  Obispos  no  pueden  considerarse 
ni  más  ni  menos  que  cual  meros  empleados  civiles.  Así  es  que,  admitida  esta 
absurda  hipótesis,  el  derecho  canónico  sería  inútil  y  la  autoridad  eclesiástica 
He  reduciría  á  cero.  Decir  esto,  y  negar  su  caráter  divino  á  la  Iglesia,  es  todo 
una  misma  cosa. 
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1.  Antes  que  el  Gobierno  republicano  expidiese  leyes  relacionadas  con 
este  asunto,  hubo  de  parte  de  las  autoridades  p&blicas  una  grave  tentativa 
para  hacer  ineficaz,  en  determinado  punto,  el  fuero  de  que  gozaban  los 
miembros  del  clero  en  ese  tiempo. 

El  cobrador  de  anualidades  denunció  al  Gobierno  el  3  de  Enero  de 
1811^  que  el  clero  debía  á  ese  ramo  60,000  pesos ;  y  dicho  Gobierno 
dispuso  inmediatamente  el  cobro  de  esa  suma,  sin  tocar  para  nada  con 
la  autoridad  eclesiástica.  Al  efecto  se  ordenó  el  embargo  del  haber  de 
los  Prebendados  en  la  renta  decimal,  hasta  lograr  el  pago  de  lo  que  se 
cobraba.  El  clero,  por  conducto  del  Dr.  Caicedo,  elevó  una  reclamación 
tan  enérgica  y  bien  razonada,  que  el  Gobierno  tuvo  á  bien  desistir  de 
sus  pretensiones  en  el  particular. 

Para  que  pueda  juzgarse  de  la  injusticia  con  que  se  procedía  en  ese 
asunto  por  parte  del  Gobierno,  insertaremos  un  trozo  de  la  citada 
reclamación. 

K.  consecuencia  de  la  denuncia  que  dio  el  cobrador  de  anualidades,  de  que  la  can- 
tidad que  se  debía  por  el  clero,  perteneciente  á  este  ramo,  ascendía  á  más  de  sesenta 
mil  pesos,  se  sirvió  V.E.  contestarle  dándole  las  gracias  por  el  buen  celo,  y  man- 
dándole que  con  la  mayor  eficacia  y  brevedad  hiciese  efectiva  la  cobranza.  En  el 
mismo  día  ó  poco  después  se  dio  orden  al  tesorero  de  diezmos  para  qne  retuviese  en 
calidad  de  embargo  el  haber  de  los  Prebendados  hasta  el  íntegro  pago  del  alcance 
que  se  le  bacía  á  cada  uno  en  la  póliza  de  deudores  que  presentaba  el  demandante. 
Al  mismo  tiempo  dictó  V.E.  otro  decreto  para  la  Sala  de  Grobierno,  previnién- 
dole hiciese,  sin  perder  tiempo,  enterar  en  las  cajas  reales  la  cantidad  deman- 
dada. .  .  .  ¿  Qué  es  esto,  señor  P  ¿  Con  tanta  prisa  y  por  tantas  manos  se  ha  de 
cobrar  á  los  eclesiásticos  P  ¿Se  teme,  por  ventura,  qne  ellos  se  hayan  de  escapar 
ó  trampear  la  deuda  si  fuere  legítima  P  ¿Es  capaz  la  cantidad  de  sesenta  mil 
pesos  de  deslumhrar  tanto  á  V.E.  que  no  repare  en  inconvenientes  ni  sosiegue  hasta 
no  verla  encerrada  en  sus  arcas  P  ¿  Las  leyes  y  aun  la  misma  razón  natural  no 
dictan  que  á  nadie  se  le  condene  sin  ser  oído  ?  Seguramente  que  V.E.  al  dictar 
esta  providencia  se  olvidó  de  que  en  cualquiera  demanda  se  pregunta,  á  lo  menos, 
al  demandado  si  es  cierto  qne  debe  y  cuánto  debe.  En  todo  juicio  de  cuentas  se  da 
traslado  al  deudor,  de  los  cargos  que  se  le  hacen ;  se  le  ^asa  el  pormenor  de  la 
cuenta,  para  (jue  vea  si  tiene  que  "glosar  alguna  partida;  si  el  cargo  es  legítimo ;  si 
hay  equivocaciones  en  el  cálculo  y  otras  mil  circunstancias  por  donde  puede  tacharse 
una  cuenta.  Pero  V.E.  sin  hacer  alto  en  nada  de  esto,  parte  de  ligero  :  manda 
embargar  todas  las  rentas  de  los  Prebendados  y  capellanes  comprendidos  en  el 
denuncio,  procediendo  en  esto  aun  contra  la  misma  humanidad,  pues  á  cualquiera 
á  quien  se  le  embarga  el  sueldo,  se  le  deja,  alo  menos,  la  tercera  parte  para  que  se 
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mantenga ;  mas  estos  reparos  j  consideraciones  no  se  tienen  con  los  eclesiásticos  : 
paguen  la  deuda  íntegra»  sea  jnsta  ó  no  lo  sea,  con  tal  que  así  lo  afirme  el  denun- 
ciante. No  importa  que  al  eclesiástico  le  quede  ó  no  Con  que  vivir.  ¡  Oh  qué  priu- 
cipos  tan  buenos  éstos  para  establecer  un  Gobierno  útil,  liberal  y  franco,  como  V.E 
ofrece  en  todos  sus  papeles  públicos  ! 

Es  injustísima  la  tal  providencia,  porque  en  toda  buena  razón  y  justicia  d!ebía 
oírse  á  los  eclesiásticos,  pasándoles  la  cuenta  por  lo  menos  para  que  alegaran  su 
derecho ;  que  viesen  si  eran  legítimas  las  partidas  del  cargo ;  si  éste  se  les  hacía  ' 
conforme  a  lo  concedido  por  la  Silla  Apostólica  y  á  los  reglamentos  que  el  Rey  ha 
dado  para  esta  cobranza  y  si  tenían  documentos  con  que  probar  que  estaban  ya 
libres  de  deuda  en  todo  ó  en  parte.  Es  injustísima  también  por  el  irreparable 
agravio  que  en  eUa  hace  Y.E.  á  todos  los  eclesiásticos  desaforándolos  y  sujetán- 
dolos á  un  tribunal  secular,  en  donde,  sin  otra  consideración,  se  ha  decretado  el 
embargo  para  realizar  el  pago  de  una  deuda  que  aun  no  está  calificada,  sin  contar 
con  que  los  deudores  gozan  de  fuero  y  que  por  lo  mismo  no  pueden  ser  juzgados  sino 
por  sus  propios  superiores.  Es  cosa  fuerte  que  cualquier  zapatero,  ú  otro  del  ínfimo 

reblo,  tenga  la  satisfacción  de  decir  que  se  le  ha  sacado  de  la  esclavitud  y  que  se 
ha  restituido  á  los  derechos  de  hombre  libre,  y  los  eclesiásticos  lejos  de  ser 
favorecidos  con  el  nuevo  Gobierno  se  vean,  sin  saber  cómo,  despojados  del  sagrado 
fuero  que  les  conceden  los  cánones,  los  Concilios  generales  y  el  mismo  Jesucnsto,  y 
sujetos  sin  apelación  á  la  sentencia  de  un  tribunal  enteramente  lego.  ¿  Qué  delito 
han  cometido  los  eclesiásticos  para  que  se  les  trate  de  un  modo  tan  arbitrario  y 
despótico  ?  Mejor  lo  hacia  en  el  anterior  Gobierno  el  cobrador  denunciante,  que  á 
lo  menos  ocurría  al  señor  Provisor  como  á  Juez  legítimo  de  los  eclesiásticos,  para 
que  los  hiciese  pagar.  Éste  les  oía  sus  excepciones,  conforme  á  derecho,  y' después 
ae  calificada  y  confesada  la  deuda,  se  procedía  á  embargo,  si  se  resistía  al  pago. 

Ese  lenguaje  franco  y  severo  no  fué  parte  á  impedir  que  se  hiciese 
justicia.  El  Gobierno  conoció  que  había  obrado  con  ligereza  é  injusticia 
y  desistió  de  sus  pretensiones^  lo  que  prueba  que  no  había  mala  voluntad 
de  su  parte.  Preciso  es  reconocer  q«e  esto  le  hace  honor,  pues  sacrificó 
en  aras  de  la  equidad  el  resentimiento  que  pudieran  inspirarle  las  palabras 
del  Dr.  Caicedo. 

2.  La  primera  ley  que  se  expidió  por  el  Congreso  de  Colombia 
relacionada  con  el  negocio  de  fuero  eclesiástico,  fué  la  de  17  de  Septiembre 
de  1821,  que  es  la  ley  23,  parte  3',  tratado  2?  de  la  Recopilación 
Granadina.     Su  artículo  1?  dice : 

Se  extingue  para  siempre  el  tribunal  de  la  Inquisición,  llamado  también 
"  Santo  oficio :"  jamás  podrá  restablecerse,  y  sus  bienes  y  rentas  se  aplicarán  al 
aumento  de  los  fondos  públicos. 

En  esa  disposición  hay  irregularidad,  cualquiera  que  sea  el  punto  de 
vista  desde  donde  se  considere ;  porque  si  á  la  Inquisición  se  la  con- 
sideraba como  tribunal  civil,  quedó  extinguida  de  hecho  con  la 
independencia,  como  sucedió  con  el  de  la  E^  Audiencia ;  y  si  se  la 
consideraba  como  tribunal  eclesiástico  ó  mixto,  el  poder  civil  no  podía 
suprimirlo,  sin  contar  para  nada  con  la  Iglesia ;  y  mucho  menos  podía 
apropiarse  sus  bienes  y  rentas,  como  lo  hizo. 

Ya  nos  parece  que  oímos  exclamar  á  muchos :  Cómo  !  ¿  Todavía  hay 
quien  defienda  la  Inquisición  ?  Porque  hay  gentes  para  quienes  es  un 
erimen  no  aplaudir  todo  lo  que  directa  ó  indirectamente  vaya  contra  la 
Inquisición;  como  si  el  fin,  por  santo  que  sea,  pudiera  justificar  los 
Biedios. 

Nosotros  por  nuestra  parte,  no  tenemos  que  tratar  el  asunto  en  el 
londo.    Que  la  Inquisición  fuera  buena  ó  mala,  que  debiera  existir  ó  . 
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suprimirse,  son  cuestiones  que  no  nos  atañen.  Podemos  admitir,  si  se 
quiere,  que  era  más  mala  de  lo  que  se  dice  ;  y  sin  embargo  la  observación 
que  hicimos  hace  poco  conservará  toda  su  fuerza,  porque  ella  no  se 
refiere  al  fondo  de  la  medida,  sino  á  la  manera  como  se  procedió  al 
decretarla,  y  á  la  circunstancia  de  que  se  aplicasen  al  fisco  los  bienes  y 
rentas  pertenecientes  al  tribunal  suprimido. 

El  articulo  2?  disponía  que  las  causas  de  fe  se  siguieran  ante  los 
ordinarios,  salvo  el  derecho  de  fuerza ;  y  el  3?  ordenaba  que  tales  causas 
no  pudieran  seguirse  sino  contra  los  colombianos  y  contra  los  extranjeros 
que  se  hiciesen  inscribir  en  los  registros  de  los  católicos.  De  suerte  que 
el  Congreso  se  arrogó  la  facultad  de  dar  y  quitar  jurisdicción,  para 
conocer  en  causas  absoluta  y  exclusivamente  espirituales ;  cosa  que  no  es 
admisible  eú  manera  alguna,  aunque  se  alegue  para  justificarla^  el  deber 
que  tenía  el  Gobierno  de  conservar  en  toda  su  pureza  la  Beligión 
católica,  como  se  dijo  en  un  considerando  de  la  citada  ley. 

Si  se  mira  el  asunto  desde  otro  punto  de  vista,  la  ley  puede  considerarse 
inútil;  porque  en  estos  países  no  había  más  tribunal  de  la  Inquisición 
que  el  que  existía  en  Cartagena,  el  cual  fué  abolido  por  ley  del  Estado 
de  Cartagena  sancionada  el  11  de  Noviembre  de  1811 ;  y  es  natural 
que  el  Gobierno  republicano  diera  eficacia  á  ese  acto  del  de  Cartagena, 
preferentemente  al  de  Morillo,  que  restableció  dicho  tribunal  en  1815. 

Afines  de  1823  hubo  una  ruidosa  competencia  entre  la  autoridad  civil 
y  la  eclesiástica,  con  motivo  de  una  acusación  contra  el  Dr.  Manuel 
ÍFernández  Saavedra,  cura  de  Facatativá,  por  ciertas  providencias 
que  él  tomó  para  conservar  las  buenas  costumbres  en  el  pueblo. 

Comparando  la  futilidad  de  los  cargos  con  la  importancia  dada  al 
asunto  por  la  Alta  Corte  y  la  injusticia  de  la  sentencia  dictada  por  ésta, 
se  convence  cualquiera  de  que  ese  procedimiento  no  era  sino  la  forma 
que  tomaba  una  venganza  ruin  por  acontecimientos  independientes  de  los 
que  motivaban  la  acusación. 

El  mismo  Dr.  Saavedra  explicó  el  misterio.  Él  había  sido  de  los 
primeros  sacerdotes  que  se  inscribieron  en  la  logia ;  pero  después  abjuró 
públicamente  sus  errores,  y  se  consagró  con  celo-  al  desempeño  de  sus 
funciones  de  párroco.  Eso  le  atrajo  el  odio  de  los  altos  empleados,  que  en 
ese  tiempo  eran  ardientes  partiaarios  de  la  masonería.  No  decimos 
nosotros  que  la  Alta  Corte  procediese  única  y  deliberadamente  por  espíritu 
de  venganza ;  pero  sí  es  indudable  que  los  que  la  componían  é  ínter • 
vinieron  en  el  asunto,  pagaron  en  esa  ocasión  un  crecido  tributo  á  la 
flaqueza  humana,  dejándose  alucinar  por  acusaciones  insignificantes,  y 
arrastrar,  tal  vez  sin  advertiilo,  por  el  furor  de  las  pasiones,  hasta 
cometer  una  insigne  injusticia. 

Un  golpe,  y  no  pequeño,  recibió  el  fuero  eclesiástico  con  la  ley  de 
patronato  de  1824.  Muchas  de  sus  disposiciones  cercenan  las  naturales 
atribuciones  de  las  autoridades  eclesiásticas,  y  atacan  por  lo  mismo  las 
legítimas  prerrogativas  de  la  Iglesia  en  el  ramo  do  fuero.  Basta,  para 
convencerse  de  ello,  ver  el  rápido  análisis  que  hicimos  de  esa  ley  en  el 
capítulo  anterior,  y  que  no  repetimos  aquí  por  ser  innecesario. 

3.  Otro  nuevo  ataque  sufrió  el  fuero  eclesiástico  en  la  ley  de  7  de 
Abril  de  1826,  que  es  la  1*,  parte  2%  tratado  4?  de  la  Recopilación 
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Granadina.  El  artículo  15  dispone  que  "  el  conociitiiento  de  las  deman- 
das sobre  esponsales  toca  exclusivamente  á  los  juzgados  y  tribunales 
civiles,'^ 

Anteriormente  esa  clase  de  demandas,  así  como  todas  las  que  se 
rozaban  con  el  matrimonio,  debían  intentarse  ante  la  autoridad  ecle- 
siástica^ porque  las  leyes  no  reconocían  sino  el  matrimonio  religioso. 
¿  Por  qué,  pues^  se  establece  de  repente  la  grave  innovación  de  arrancar 
de  las  manos  de  la  autoridad  eclesiástica  tmo  de  los  incidentes  á  que 
puede  dar  lugar  un  proyectado  matrimonio,  cuando  se  dejan  sujetos  á  su 
conocimiento  el  asunto  principal  y  los  demás  incidentes  ? 

Omitimos  aquí  otras  observaciones,  porque  al  matrimonio  y  á  las 
cuestiones  que  con  él  se  rozan  dedicaremos  un  capítulo  especial  en  la 
parte  tercera  de  esta  obra. 

El  16  de  Abril  de  1836  se  dio  una  lev  adicional  á  la  Orgánica  de 
Tribunales  y  Juzgados,  y  en  ella  figuran  las  siguientes  disposiciones  : 

Art.  2".  La  Corte  Suprema  de  justicia  conocerá  en  primera  y  segunda  instancia 
de  los  negocios  signientes : 

I"  De  los  pleitos  que  resulten  entre  dos  ó  más  Diócesis,  sobre  límites  de  ellas. 

2T  De  las  controversias  que  resulten  en  los  Concordatos  que  el  Poder  Ejecutivo 
hiciere  con  la  Silla  Apostólica. 

3^  De  las  causas  que  se  formen  álos  Arzobispos  y  Obispos,  para  hacer  efectiva, 
la  responsabilidad  que  determine  la  ley,  en  los  casos  de  mal  desempeño  en  el 
ejercicio  de  su  jurisdicción,  en  materias  que  no  pertenezcan  al  dogma  ó  á  la 
moral. 

4*  De  las  causas  que  se  formen  á  los  mismos  Prelados  sobre  infidelidad  á  la  Ee* 
páblica,  usurpación  de  la  soberanía  ó  prerrogativas  de  la  Nación^  usurpación  de) 
derecho  de  patronato ;  y  generalmente,  dé  todas  a(}uellas  causas  por  las  que  los 
referidos  Prelados  deben  ser  expulsados  del  territorio  de  la  Eepiiblica. 

Art.  5*^  Corresponde  á  los  Tribunales  de  Distrito  : 

1*  Conocer  en  primera  y  ses^unda  instancia  de  las  causas  de  responsabilidad  que 
se  formen  á  los  Provisores,  Vicarios  capitulares  ó  foráneos  por  mal  desempeño  en 
el  ejercicio  de  la  jurisdicción  que  ejercen  en  materias  que  no  pertenecen  al  dogma 
ó  á  la  moral. 

2*!  Conocer  en  primera  y  segunda  instancia  d*»  las  causas  contra  Provisores, 
Vicarios  capitulares.  Dignidades  y  Prebendados,  Vicarios  foráneos,  curas  y  demás 
eclesiásticos,  por  delitos  de  infidelidad  á  la  República,  usurpación  de  su  soberanía, 
prerrogativas  ó  derecho  de  patronato,  usurpación  de  autoridad  ó  jurisdicción  civil; 
y  generalmente,  de  todas  aquellas  causas  por  las  que  lostreferidos  eclesiásticos 
deben  ser  expulsados  del  territorio  de  la  Eepública. 

3!  Conocer  en  primera  y  segunda  instancia  de  las  quejas  sobre  agravios  que 
hicieren  en  sus  visitas  los  prelados  eclesiásticos,  ó  los  visitadores  nombrados  por 
ellos  en  sede  plena  ó  vacante* 

4*.  Conocer  de  los  recursos  de  fuerza  en  conocer  y  proceder,  en  el  modo  de  conocer 
y  ijroc^er  y  en  no  otorgar,  que  se  intenten  c<ftitra  los  Arzobispos,  Obispos  y  cuales- 
quiera otros  Prelados  ó  jueces  eclesiásticos,  haciéndoles  que  levántenlas  censuras 
que  hubieren  impuesto. 

¿*  Conocer  del  recurso  de  protección  de  r^ulares. 

6*-  Conocer  de  las  competencias  entre  jueces  eclesiásticos  y  civiles  del  territorio 
á  que  se  extienda  la  jurisdicción  del  Tribunal  del  Distrito.  Si  los  Arzobispos  y 
Obispos,  después  de  requeridos  tres  veces  por  los  Tribunales  de  Distrito  no  levan- 
taren sus  censuras,  estos  Tribunales  darán  cuenta  á  la  Corte  Suprema,  para  que 
proceda  á  lo  que  haya  lugar. 

Si  se  comparan  esas  disposiciones  con  las  que  sobre  esta  materia 
ODQtenia  la  ley  de  patronato  de  1824,  se  echará  de  ver  al  momento  que  ^ 
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la  ley  de  patronato  no  hablaba  de  causas  de  responsabilidad  contra  los 
Arzobispos,  Obispos,  Provisores  y  Vicarios  capitulares  ó  foráneos  por 
mal  desempeño  en  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  que  ejercen  en  materias 
que  no  pertenezcan  al  dogma  6  á  la  moraL  Quedaron,  pues,  por  la 
nueva  ley  sujetas  al  conocimiento  do  los  Tribunales  seculares,  las  causas 
de  responsabilidad  contra  los  empleados  eclesiásticos,  por  mal  desempeño 
en  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  que  ejercen  en  materias  de  culto  y  de 
disciplina,  porque  lo  único  exceptuado  es  el  dogma  y  la  moral. 

¿  Quién  no  comprende  al  primer  golpe  de  vista  toda  la  absurdidad  de 
esta  disposición  ?  ¿  Desde  cuándo  los  miembros  de  los  Tribunales 
seglares  son  doctores  y  jueces  en  materias  de  culto  y  de  disciplina  ? 
¿  Fué  por  ventura  á  ellos  á  quienes  confirió  N.  S.  Jesucristo  la  potestad 
de  regir  y  gobernar  su  Iglesia^  ?  ¿  Fué  sobre  ellos  sobre  quienes  bajó 
el  Espíritu  Santo,  para  infundirles  sus  dones  y  ponerlos  en  aptitud  de 
desempeñar  dignamente  tan  santa  y  augusta  misión  ?.  No  por  cierto ;  y 
bien  al  contrario  puede  observarse  que  cuando  el  Espíritu  consolador 
caía  sobre  el  Colegio  Apostólico,  en  el  día  de  Pentecostés,  para  iluminar 
y  engrandecer  las  almas  de  sus  miembros  y  encender  en  sus  corazones 
el  sagrado  fuego  de  la  caridad,  el  espíritu  del  mal  se  aproximaba  á  los 
Tribunales  seculares  de  Jerusalén,  para  encender  en  los  corazones  de  sus 
miembros  el  odio  y  e^  deseo  de  venganza  contra  los  pacíficos  discípulos 
de  Cristo. 

¿  Se  nos  objetará  que  los  Tribunales  seglares  de  los  tiempos  presentes, 
y  especialmente  los  de  nuestra  patria^  no  son  comparables  coa  los  de 
Jerusalén  en  la  época  de  los  Apóstoles  ?  Sea  así,  si  se  quiere ;  mas  nadie 
desconocerá  que  el  Colegio  Apostólico  era  quien  tenía  la  plena  potestad 
en  asuntos  de  culto  y  de  disciplina,  al  paso  que  los  Tribunales  seculares 
de  su  tiempo  se  arrogaban  el  ejercicio  de  funciones  semejantes  á  las  que 
la  ley  que  hemos  copiado  atribuye  á  nuestros  Tribunales  civiles. 

No  una  sino  repetidas  veces,  ni  en  cierta  época  sino  en  diversos 
tiempos,  los  Tribunales  civiles  se  han  opuesto  con  todo  el  poder  de  su 
brazo  al  libre  ejercicio  de  la  autoridad  eclesiástica  en  asuntos  de  culto  y 
de  disciplina,  pretendiendo  aveces  impedir  y  á  veces  dirigÍR  á  su  capricho 
la  acción  de  esas  mismas  autoridades  en  los  negocios,  referidos ;  pero 
nunca  la  Iglesia  ha  reconocido  tan  exorbitante  derecho  en  el  poder 
temporal,  ni  se  ha  plegado  á  sus  injustos  mandatos.  No  ha  ahorrado  en 
defensa  de  su  preciosa  libertad,  ni  la  sangre  de  sus  mártires,  ni  las 
prisiones  ó  el  ostracismo  de  sus  pastores,  ni  las  vigilias  y  los  más 
arduos  trabajos  científicos  é  intelectuales  de  sus  doctores. 

Por  lo  demás,  que  no  se  nos  en|q.lcen  demasiado  la  justicia  y  la  equidad 
de  nuestros  Tribunales.  Sin  que  nosotros  queramos  decir  que  todos 
ellos  sean  fieles  imitadores  del  Sanhedrín,  pronto  haremos  ver  con  hechos 
patentes,  que  cuando  ha  llegado  la  oportunidad  no  han  faltado  algunos 
que  conservan  y  trasmiten  fielmente  las  tradiciones  de  aquel  Tribunal 
de  fama  y  renombre  secular. 

Se  ve,  pues,  que  á  medida  que  van  avanzando  los  tiempos  van  también 
adelantando  lab  invasiones  del  poder  temporal  en  los  dominios  de  la 
Iglesia.  Pocas  veces  trascurre  un  año  sin  que  haya  que  lamentar 
algún  nuevo  atentado ;  que.  si  bien  es  cierto  á  veces  no  causa  alarma  ni 
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provoca  reclamaciones  y  protestas^  allana  el  terreno  para  otros  más 
graves  y  más  hirientes,  que  nadie  puede  pasar  inadvertidos.  Es  esa 
marcha,  lenta  á  veces  y  á  veces  rápida,  en  el  camino  de  las  usurpaciones, 
emprendida  por  el  Gobierno  civil  desde  siglos  atrás  contra  los  derechos, 
la  libertad  y  los  intereses  de  la  Iglesia,  la  que  hemos  querido  hacer 
patente  y  poner  de  manifiesto  en  este  estudio,  para  ver  si  logramos 
iniciar  una  reacción  saludable  en  el  sentido  de  dar  garantías  verdaderas 
H  la  Iglesia,  para  que  pueda  llenar  digna  y  provechosamente  su  santa 
y  sublime  misión  en  nuestra  patria. 

Sobre  las  demás  disposiciones  de  la  ley,  nada  diremos  ahora,  porque  á 
ellas  son  aplicables  las  observaciones  que  hicimos  á  las  que  sobre  los 
mismos  puntos  contenía  la  ley  de  patronato  sancionada  en  1824. 

Por  lo  demás,  preciso  es  reconocer  que  la  peor  de  las  disposiciones  del 
proyecto  que  sirvió  de  base  de  discusión,  no  fué  aprobada.  Á  ella  hacía 
referencia  el  Ilustrísimo  señor  Arzobispo  en  su  sentida  carta  al  Padre 
Santo  de  fecha  5  de  Mayo  de  1836,  de  la  cual  sólo  tomaremos  unos 
pocos  fragmentos,  para  que  se  vea  que  el  ilustre  Prelado  conocía 
perfectamente  la  situación  en  que  se  encontraba  el  país,  y  las  tendencias 
de  muchos  de  los  hombres  públicos  de  su  tiempo,  hostiles  al  catolicismo. 
Dichos  fragmentos  dicen  así : 

.  .  .  Hallándose,  pues,  nuestro  corazón  en  la  mayor  angustia,  porqite  jn'eveinos 
qiie  «e  acercan  tiempos  calamitosos  para  la  Iglesin^  querernos  desahogamos  poniendo 
en  conocimiento  de  Vuestra  Santidad  la  peligrosa  situacióii  en  que  aquí  se  halla  la 
jurisdicción  eclesiástica, 

.  .  .  Pero  están  amenazadas  y  en  gran  riesgo  la  libertad  y  la  inmunidad  de  la  juris- 
dicción de  la  Iglesia ;  pues  naaie  ignora  qne  en  más  de  una  vez  se  han  manifestado 
conatos  de  violar  esta  misma  jurisdicción.  Muy  pocos  días  há  que  en  una  de  las 
Cámaras  legislatÍTas  se  discutía  un  proyecto  de  ley,  el  más  hostil  4  la  jurisdicción 
eclesiástica;  y  si  Dios  no  hubiera  permitido,  por  su  gran  misericordia,  qué  se 
disidiesen  en  opiniones  los  mismos  legisladores,  hoy  estaríamos  los  Obispos  de 
esta  provincia  envueltos  en  los  mayores  trabajos.  Tal  es  la  tiiste  condición  de  las 
cosas,  y  tal  el  peligro,  que  se  aumenta  cada  día. 

El  proyecto  estaba  concebido  en  estos  términos :  **  Los  Tribunales  de  Distrito 
conocerán  en  segunda  instancia  por  apelación,  ó  por  cualquier  otro  recurso,  de  las 
cansas  civiles,  y  de  las  criminales  por  delitos  comunes  de  que  hayan  conocido  en 
primera  instancia  los  ordinarios  eclesiásticos  "...  Acaso  pudiera  considerarse  este 
acffocio  como  de  poco  momento,  si  no  se  hallase  comprometida  en  él  la  libertad  de  la 
Iglesia.  Pero  tenemos  el  dolor  de  afirmar  como  cierto,  que  luista  en  esa  misma  libertad 
Hencuentra  un  peligro ;  pues  diariamente  vemos  tomar  asiento  entre  los  legisladores 
¿  muchos  nováes  doctores,  imbuidos  en  falsas  doctrinas.  .  .  .  Conpiamos  entke 

TASTO,  KN  EL  SeÍÍOR,  QUE  SIEMPRE  NOS  HALLARÁ  PRONTOS  Á  SUFRIR  TODA  SUERTE  DE 
XALIS,  HASTA  EL  DESTIERRO  Y  LA  MISMA  MUERTE,  ANTES  QUE  CONSENTIR  EN  QUE  POR 
CAUSA  NUESTRA  SE  SIGA  DETRIMENTO  Á  LA  LIBERTAD  DE  LA  IGLESIA.   ... 

.  Parece  que  el  ilustre  Prelado  veía  ya  entre  las  brumas  de  lo  porvenir 
alzarse  en  el  horizonte  la  mano  que  debía  lanzarlo  de  su  país  á  buscar  la 
muerte  en  una  playa  extranjera,  porque  defendía  esforzada  y  varonilmente 
los  derechos  de  Dios  y  de  su  Iglesia. 

4.  Para  que  se  vea  hasta  dónde  llegaban  el  espíritu  de  suspicacia  en  el 
poder  civil  y  su  presunción  y  ensimismamiento  en  los  asuntos  en  que  se 
rosa,  con  el  poder  espiritual,  trascribiremos  las  siguientes  disposiciones 
déla  ley  1%  parte  2%  tratado  2*^  de  la  Recopilación  Granadina^  que  había 
ddo  expedida  desde  1834,  con  el  ñn  de  organizar  el  procedimiento  civil :  j 
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Art.  108.  En  los  recursos  de  fuerza  que  se  lleven  á  los  Tribunales  de  apelación, 
tendrá  lugar  el  recurso  de  nulidad  para  la  Stiprelna  Corte  en  los  casos  siguientes : 
*■•..«•  . 

2"  Cuando  en  el  modo  de  conocer  y  proceder  el  eclesiástico  contravenga  á  lej 
expresa,  y  el  Tribunal  Superior  á  quien  se  eleve  recurso  no  declare  la  fuerza  que  se 
hace  contraviniendo  á  ella. 

3°  Cuando  la  resolución  del  Tribunal  de  apelaciones  ceda  en  perjuicio  de  la  juris- 
dicción civil. 

.    §  tínico.  Queda  en  su  fuerza  y  vigor  el  parágrafo  5"  del  artículo  S".  de  ley  de  28 
de  Julio  de  1824,  sobre  patronato  eclesiástico. 

La  disposicióa  que  se  acaba  de  citar  dice  así  : 

Art,  &'.  Corresponde  á  los  Gobernadores : 

5°  Admitir  los  recursos  de  fuerza  contra  los  Prelados  eclesiásticos,  si  no  hubiere 
Corte  dé  justicia  (Tribunal  Superior  de  Distrito)  en  la  Provincia,  con  el  único 
objeto  de  disponer  gubernativamente  que  el  Prelado  suspenda  sus  procedimientos 
y  levante  las  censuras  que  hubiere  impuesto,  pasando  el  expediente  á  la  mayor 
brevedad  á  la  Corte  de  justicia  respectiva  para  que  provea  lo  que  corresponda. 

Resulta  de  aquí  que  la  autoridad  eclesiástica  tenía  casi  atadas  las  manos 
aun  para  proceder  en  los  asuntos  en  que  las  mismas  leyes  civiles  le  reco- 
nocían pleno  derecho  para  sustanciarlos  y  resolverlos. 

Sobre  ella  estaba  desde  luego  el  Gobernador,  que  podía  ordenarle 
levantar  las  censuras  que  hubiese  impuesto  de  acuerdo  con  los  cánones, 
y  suspender  sus  procedimientos  hasta  que  el  Tribunal  resolviera  lo  con- 
veniente. .  Estaba  después  ese  mismo  Tribunal,  quien  tenía  un  poder 
idéntico,  pero  no  de  efectos  transitorios  sino  permanentes ;  y  luego  la 
Corte  Suprema,  á  quien  podía  ocurrirse  por  vía  de  nulidad  en  casos  en 
que  no  habría  tal  recurso  si  se  tratara  de  providencias  dictadas  por  los 
jueces  civiles.  jSiempre  la  le^slación  civil  sobreponiéndose  á  la  de 
la  Iglesia,  y  las  autoridades  civiles  sobre  las  eclesiásticas,  aun  en  asuntos 
que  por  su  esencia  y  su  naturaleza  debían  corresponder  única  y  exclusi- 
vamente al  fuero  espiritual. 

5.  Llegó  entre  tanto  el  año  de  1843,  y  el  Congreso  expidió  la  ley  de  8 
de  Abril  sobre  procedimiento  en  los  juicios  de  responsabilidad  contra  los 
empleados  y  funcionarios  públicos,  en  la  cual  figuran  estas  disposiciones  : 

Art.  22.  Siempre  que  un  Tribunal  6  Juzgado,  previos  los  requisitos  en  el  artícnlo 
2.','  declare  que  hay  lugar  á  formar  cansa  criminal  de  responsabilidad  <x>ntra  un 
empleado  ó  funcionario  público,  se  entiende  por  el  mismo  hecho  decretadla  la 
suspeusión  del  emplea,  destino  6  cargo  piiblico  que  tenga  al  tiempo  de  dictarse  la 
expresada  declaratoria;  y  el  Tribunal  6  Juez  procede  en  el  seguimiento  de  la 
causa  por  los  trámites  que  las  leyes  establecen  ó  en  adelante  establecieren 
pam  la  instrucción  criminal  de  los  procesos. 

Art.  23.  El  Tribunal  ó  Juzgado  que  decreta  la  formación  de  causa  criminal  de 
responsabilidad  y  consiguientemente  la  suspensión  del  empleado  ó  funcionario 
l^úblico,  tiene  el  deber  de  avisarlo  inmediatamente,  con  copia  legalizada  de  su 
determinación,  á  la  autoridad  á  quien  conforme  á  las  leyes  corresponda  hacer  el 
nombramiento.  Igual  aviso  debe  darlo  del  resultado  de  la  causa,  cuando  se 
fenezca,  acompañando  copia  legalizada  de  la  sentencia  que  cause  ejecutoria  ó   que 


'  Este  artículo  2"  exige  para  proceder  que  haya  prueba  legal  del  hecho,  y  que  el 
delito  tenpi  señalada  pena  corporal  ó  infamante,  ó  de  privación  de  los  derecHo» 
políticos  o  civiles,  ó  de  inhabilitación  para  ejercer  empleo,  ó  pérdida  de  61. 
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haya  pasado  en  autoridad  de  cosa  juzgada,  la  cual  debe  hacer  que  se  publique  por 
la  imprenta,  donde  la  hubiere,  en  alguno  de  los  periódicos  nacionales.* 

Poco  antee  de  darse  esta  ley  habíd  ocurrido  en  Panamá  un  suceso  que 
tuvo  después  gran  resonancia  en  toda  la  República.  Los  siguientes 
documento»  dan  de  él  una  idea  bastante  exacta : 

llustrísimo  Señor. 

V.  S.  Uustrísima  está  en  el  caso  de  llevar  al  cabo  la  sentencia  ejecutoriada 
que  pronunció  el  digno  predecesor  de  V.  S.  Uustrísima  el  día  diez  de  Octubre  de 
mil  ochocientos  veinte,  expulsando  por  sus  excesos  al  presbítero  señor  José 
Joaquín  Gómez,  fuera  de  los  límites  del  Obispado  con  destino  á  la  ciudad  de 
Cuenca.  Hoy  es  tanto  más  necesaria  esta  medida,  cuanto  que  dicho  presbítero 
Gómez,  lejos  de  arreglar  su  conducta  á  los  preceptos  del  Apóstol,  por  el  con- 
trario, su  conducta  pésima  ha  dado  y  da  repetidas  pruebas  (según  me  consta  de  los 
diferentes  negocios  a  cual  más  escandalosos,  que  Y.  S.  Uustrísima  se  ha  servido  pa- 
sarme en  asesoría  respecto  de  los  hechos  de  este  eclesiástico)  de  su  incorregibiHdad, 
y  de  los  estragos  que  causa  en  la  viña  del  Señor,  que  debiera  cultivar  en  vez  de 
destruirla,  según  el  santo  ministerio  que  se  le  ha  encomendado.  Tal  es  mi  parecer, 
y  V.  S.  Uustrísima,  si  se  conforma  con  él,  puede  acomodarse  en  un  todo,  ó  con  las 
variaciones  que  crea  convenientes,  al  literal  sentido  de  la  expresada  sentencia 
que  está  demandando  su  cumplimiento. — Panamá,  Diciembre  22  de  1842. — Miguel 
Echeverría. 

De  conformidad  con  el  dictamen  antecedente,  y  en  cumplimiento  del  superior  auto 
*lel  Tribunal  de  apelaciones  de  20  de  Agosto  de*! 841,  que  mandó  llevar  á  efecto  el  de 
nuestro  digno  predecesor,  el  llustrísimo  señor  fray  Higinio  Duran,  de  diez  de  Octubre 
de  mil  ochocientos  veinte,  intérnese  al  presbítero  señor  Joaquín  Gómez,  que  en  la 
tarde  del  siguiente  día  partirá  á  la  ciudad  de  Cuenca  suspenso  del  ejercicio  de  orden  y 
jurisdicción,  permanecerá  de  ese  modo  á  la  obediencia  de  aquel  Prelado  y  lo 
conducirá  la  goleta  nacional  Délphin,  su  capitán  Francisco  Luna,  que  dará  la  vela 
de  este  puerto  al  de  Paita  en  la  tarde  del  citado  día  de  mañana,  cuyo  pasaje  y 
demás  consiguiente  tenemos  arreglado  con  los  personeros  del  buque.  Compúlsese 
testimonio  del  superior  auto  del  Tribunal  de  justicia ;  del  de  10  de  Octubre  ael820 
dd  llustrísimo  señor  Duran,  de  esta  providencia  y  del  dictamen  que  precede  para 
remitirlo  al  ordinario  del  Obispado  el  Cuenca ;  y  pásese  oficio  al  señor  Gobernador 
de  la  Provincia  participándole  esta  medida  con  el  objeto  de  que  Su  Señoría  se  sirva 
acordar  sus  providencias  á  fin  de  que  el  presbítero  señor  Gómez  sea  escoltado  de  la 
foerza  armada  de  la  cárcel  al  muelle,  hasta  que  se  embarque  á  bordo  del  buque  en 
que  debe  conducírsele  á  su  destino ;  y  su  Señoría  dicte  al  mismo  tiempo  sus  órdenes 
más  enérgicas  al  capitán  para  que  no  le  permita  salir  á  tierra  en  ningún  puerto  del 
Istmo. — El  Obispo. — Se  proveyó  por  el  lllmo.  Sr.  Obispo  diocesano  Dr.  Juan  José 
Oabarcas,  con^onsejo  del  Sr.  Dr.  Miguel  Echeverría. — Panamá,  á  23  de  Diciembre 
de  1842. — Testigo,  José  del  Garrtien  Escala. — ^Testigo,  José  M,  Herrera  y  Urriola. 

No  se  conformó  con  esa  providencia  el  presbítero  Gómez ;  y  antes  bien 
hÍ2o  uso  del  recurso  de  queja^  acusando  al  efecto  al  llustrísimo  señor 
Cabarcas  ante  la  Corte  Suprema,  que  era  quien  debía  conocer  del  asunto 
según  la  ley  de  1836,  que  hemos  citado  hace  poco.  La  Corte  dictó  la 
«¡guíente  lacónica  providencia : 

Autos  y  vistos.  Se  oye  y  admite  por  la  vía  criminal  la  queja  contra  el  R. 
Otñspo  de  Panamá  Dr.  Juan  José  Uabarcas,  que  propuesta  por  el  presbítero 
Joaquín  José  Gómez  Martínez,  y  apoyada  por  el  señor  fiscal,  se  reproduce  por 
éste,  adoptándola  de  oficio  por  su  ministerio.  En  consecuencia,  y  quedando 
iwspenso^  aqiiel  Prelado,  con  arreglo  al  arttcido  22  de  la  ley  de  8  de  Abril  de  este. 
A>,  del  ejercicio  publico  de  su  Jurisdicción  que  aidorizan  las  leyes  civiles,  com- 


Esa  ley  fué  después  la  2?,  parte  3',  Recopilación  Granadina.  (T^ooolp 
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parecerá  ante  este  TribuDal  á  los  cargos  que  se  le  hacen  y  sobre  gue  versa  h 
acusación  propuesta.  Líbrese  la  correspondiente  provisión  cometida  al  señor 
Presidente  del  Tribunal  del  Distrito  del,  Istm©,  á  erecto  de  que  haga  saber  este- 
auto  al  Prelado  expresado,  y  cuide  de  su  cumplimiento ;  y  dése  noticia  de  él  al 
Poder  Ejecutivo,  por  el  conducto  conveniente,  y  al  M.  B.  Arzobispo  de  Bogotá,  y 
venerable  Deán  y  Cabildo  de  Panamá^  para  el  fin  gue  expresa  el  arttctih  28  de  la 
misma  ley. — V  erg  ara. — Proveído  por  el  señor  Ministro  Juez  de  la  causa. — Bogotá, 
15  de  Diciembre  de  1843. — Esguetra,  secretario  interino. 

No  podía  el  ilustre  Arzobispo  que  regía  la  Iglesia  granadina  en  ese 
tiempo  reconocer  esa  suspensión,  y  mucho  menos  entrar  á  nombrar  quien 
reemplazase  al  Ilustrísimo  señor  Obispo  de  Panamá  en  el  ejercicio  público 
de  la  jurisdicción  que  le  reconocían  las  leyes.  Conocedor  de  sus  deberes  y 
celosísimo  cumplidor  de  ellos,  reclamó  contra  la  providencia  inserta,  y 
adujo  contra  ella  argumentos  y  raciocinios  incontestables.  Veamos 
siquiera  algunos  de  los  principales  párrafos  de  ese  notable  documento, 
que  tiene  fecha  21  de  Diciembre  de  1843,  y  que  es  contestación  al  oficio 
que  recibió  de  la  Corte. 

Quisiera  poder  limitarme  á  acusar  recibo  de  esta  nota,  pero  los  deberes  que  me 
impone  el  carácter  de  Metropolitano  de  esta  provincia  son  tan  sagrados,  la 
responsabilidad  á  ^ue  ellos  me  sujetan  delante  de  Dios  tan  tremenda,  lo  ^ue  debo 
á  la  Iglesia  católica  y  á  la  Nueva  Granada  tan  caro,  que  no  me  es  posible 
prescindir  de  contestar  de  la  manera  que  paso  á  hacerlo. 

Al  admitir  el  recurso  y  acusación  contra  el  E.  señor  Obispo  de  Panamá,  la 
Suprema  Corte  lo  ha  declarado  suspenso  con  arreglo  al  artículo  22  de  la  ley  de  8 
de  Abril  de  este  año,  del  ejercicio  público  de  su  jurisdicción  que  autorizan  las 
leyes  civiles. 

No  encuentro  que  esta  ley  pueda  ser  aplicable  á  los  Obispos ;  y  si  al  promulgarse 
lo  hubiésemos  entendido  asi  los  de  la  Nueva  Granada,  habríamos  reclamado  en 
cumplimiento  de  nuestras  más  sagradas  obligaciones.  Toda  esta  ley  se  halla 
concebida  en  términos  que  suponen  funcionarios  ó  empleados  públicos  que  reciben 
su  autoridad  del  supremo  poder  público ;  pero  los  Obispos  la  reciben  de  Dios ;  su 
autoridad  no  se  deriva  de  la  política,  y  por  lo  mismo  tampoco  puede  ser 
quitada  ni  alterada  por  ella.  Suspender  á  un  Obispo  es  privarlo  del  ejercicio  de 
su  jurisdicción  recibida  de  Jesucristo,  y  privarlo  de  manera  que  se  invalidan  los 
actos  que  durante  la  suspensión  ejerciere ;  pero  no  puede  producir  tales  efectos 
en  un  Obispo  otra  suspensión  que  la  que  luciera  el  único  que  entre  ellos  recibí*^ 
la  autoridad  suprema  sobre  los  demás ;  único  que  por  derecho  divino  la  tiene  para 
juzgarlos  en  la  Iglesia.  Estos  son  principios  aogmáticos,  de  los  cuales  no  puede 
separarse  ningún  católico,  y  mucho  menos  un  Metropolitano,  que  participando 
de  los  atributos  del  primado  universal,  tiene  doble  responsabilidad  y  doble  deber 
de  defender  los  derechos  del  Episcopado. 

La  potestad  del  Episcopado  jamás  puede  depender  de  las  leyes  civiles,  ni  de 
los  Tribunales  que  ellas  establecen :  sea  cual  fuere  la  forma  de  Gobierno 
adoptada  en  el  orden  político ;  sea  cual  fuere  el  carácter  civil  que  las  leyes  den 
á  los  cánones  ^  á  los  Obispos,  todo  esto  es  accesorio ;  podrá  el  poder  civil  dar  ó 
quitar  privilegios  ;  conceder  ó  negar  su  sanción  civil  de  penas  coactivas  del  orden 
temporal  á  las  leyes  canónicas,  y  á  los  actos  jurisdiccionales  de  los  Obispos; 
pero  por  nada  de  esto  se  aumenta  ó  disminuye  en  ningún  caso  la  fuerza  de  la 
ley  canónica,  ni  la  autoridad  del  Obispo. 

Jamás  en  las  naciones  católicas  se  ha  visto  suspender  la  autoridad  civil  ú 
un  Obispo  del  ejercicio  de  su  lurisdicción.  ... 

El  artículo  28  de  la  citada  ley  dice  que  **  decretada  la  formación  de  cansu 
y  consiguientemente  la  suspensión  del  funcionario  publico,  se  avisa  ala  autoridad 
a  quien  corresponde  el  nombramiento."  Por  consiguiente,  al  decir  el  auto  de  la 
Corte  Suprema  que  se  comunique  al  venerable  Deán  y  Cabildo  de  Panamá.,  y 
al  Metropolitano  de  ia  provincia  para  los  fines  que  expresa  dicho  artículo^  se  Ixu 
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qiierido  desde  luego  que  el  Cabildo  6  el  Metropolitano,  en  su  caso,  provean  de 
Gobernador  á  la  Iglesia  de  Panamá.  Líbreme  Dios  de  semejante  atentado,  por  el 
cual  convertiría  yo  el  poder  pontifical  qne  obtengo  en  destrucción  de  ki»  Iglesia»  y 
en.  ruina  de  las  almas,  introduciendo  un  cisma.  Creo  que  el  Capítulo  catedral 
de  Panamá  tampoco  se  aventure  á  trastornar  aquella  Iglesia. 

Estas  reflexiones,  y  el  mismo  tenor  del  auto  de  la  Suprema  Corte,  indican 
bien  claramente  que  al  dictarlo  no  dejó  de  conocerse  la  inmensa  dificultad,  insu- 
perable, que  se  presentaba;  puesto  que  no  se  declaró  sencillamente  la  suspensión, 
como  se  hace  con  los  funcionarios  del  orden  temporal,  sino  que  se  dijo :  "  queda 
so^enso  el  K.  Obispo  de  Panamá  del  ejercicio  público  de 'su  jurisdicción  que 
autorizan  las  leyes  civiles."  ¿  Para  qué  estas  limitaciones,  si  la  ley  puede  sus- 
pender á  los  Obispos  ?  ¿  Qué  quiere  decir  ejercicio  público  de  su  junsdieción 
auiorizado  por  las  leyes  civiles f  ¿Tiene  el  Episcopado  jurisdicción  que  no 
sea  publica  P  Toda  lo  es  esencialmente,  porque,  lo  repito,  el  carácter  civil  que 
se  le  allega  por  la  ley  es  accesorio,  y  en  nada  altera  ni  la  naturaleza  ni  el 
ejercicio  de  la  jurisdicción  episcopal.  Véase,  pues,  que  la  ley  de  8  de  Abril  de 
este  año  no  ha  podido  comprender  á  los  Obispos ;  y  que  de  entenderla  como  se 
ha  aplicado  con  resr)ecto  al  R.  Obispo  de  Pao  ama,  se  seguiría  que  dejaba  de-  ser 
católica  la  autoridad  del  que  gobernase  la  Iglesia  de  Panamá,  por  la  suspensión 
de  BU  legítimo  Prelado  decretada  por  la  potestad  temporal ;  que  habría  cisma,  y 
con  él  trastorno  de  la  Iglesia  y  ruma  de  las  almas. 

En  la  ansiedad  en  que  me  veo  boy,  combatido  de  un  lado  por  mi  respeto  y 
sumisión  á  las  autoridades  constituidas  de  la  Eepública,  y  de  otro  por  la  imperiosa 
voz  de  los  deberes  de  Metropolitano ;  después  de  tomar  el  consejo  de  mi  Cabildo 
conforme  á  los  cánones,  no  creo  separarme  de  los  límites  del  respeto  y  de  la  sumisión, 
de  que  debo  dar  ejemplo  con  mis  obras  y  con  mi  palabra,  diciendo  á  la  Suprema 
Corte,  que  no  me  es  lícito  reconocer  la  suspensión  del  R.  Obispo  de  Panamá. 
Para  llegar  á  este  paso,  yo  he  pesado  delante  del  Juez  Supremo,  con  la  prudencia 
y  la  simplicidad  que  aconseja  el  divino  Maestro,  lo  que  debo  á  IHos  y  lo  que  debo 
al  César:  mi  conciencia  me  ha  dicho  que  debo  obedecer  primero  á  Dios  que 
á  los  hombres,  contestando  respetuosamente  como  los  santos  Apóstoles :  Non 
possumus, 

Dióse  de  esta  importante  nota  vista  al  Fiscal,  suspendiendo  entre 
tanto  el  curso  del  asunto ;  y  ese  funcionario,  después  de  hacer  un 
brevísimo  resumen  de  tal  documento,  se  expresa  asi : 

Comprende  el  Fiscal  que  el  M.  R.  Arzobispo. se  contrae  á  hablar  de  las  augustas 
funciones  del  sacerdocio  y  de  la  potestad  esplHtual  de  los  Obispos,  cucmdo  manifiesta 
que  ellos  no  reciben  su  autoridad  del  supremo  poder  público  ;  pues  nadie  ignora  que 
M  jueces  eclesiásticos  no  han  recibido  la  potestad  temporal  que  ejercen  sino  de 
«Be  supremo  poder  que  ha  querido  crear  una  jurisdicción  privilegiada,  y  que  puede 
Hmitarla  ó  aboliría  cuando  y  como  le  parezca. 

Continúa  diciendo  que  Jesucristo  no  fundó  sino  un  reino  puramente 
^piritual;  y  que  tanto  Él  como  los  Apóstoles -y  sus  sucesores  vivían 
sometidos  á  las  autoridades,  y  establecieron  ima  obligación  semejante 
para  todos  los  fieles.  Cita  luego  las  leyes  en  virtud  de  las  cuales  las 
autoridades  temporales  pueden  juzgar  á  las  del  orden  eclesiástico,  y 
agrega: 

La  cuestión  quedará  reducida  á  saber,  si  debiendo  responder  los  Prelados  ante 
las  autoridades  constituidas  en  los  casos  que  lo  determine  la  ley,  declarada  una 
ves  la  formación  de  causa  quedan  suspensos  de  la  jurisdicción  temporal  qu« 
ejercen,  y  en  tal  caso,  quién  debe  nombrar  el  funcionario  que  deba  ejercerla  en  su 
logar  y  durante  la  suspensión. 

Sigue  haciendo  mérito  de  que  durante  ciertas  causas  de  responsabili- 
dad contra  algunos  Prelados,  cada  Obispo  proveyó  al  Gobierno  de  su 
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Diócesis  por  medio  de  sub  Vicarios.  Cita  luego  ciertas  disposiciones  de 
la  Constitución  en  virtud  de  las  cuales  debe  precederse  siempre  así,  y 
continua  en  estos  términos : 

Los  Prelados  y  Jneces  eclesiásticos,  como  tales,  son  responsables  de  su  mala 
condacta  en  el  ejercicio  de  su  jurisdicción  ó  funciones  (art.  1%  ley  de  8  de  Abril 
último) ;  dada  la  declaración  de  que  hay  lugar  á  formación  de  causa  criminal, 
según  el  artículo  2**.  de  la  ley,  por  el  mismo  hecho  queda  decretada  la  suspensión 
del  empleo,  destino  ó  cargo  público  que  ejerzan  (art.  22  de  la  citada  ley).  Ni  puede 
suscitarse  sobre  estas  disposiciones  duda  alguna,  ni  puedo  dudarse  que  ellas 
tomprendan  á  los  Obispos,  como  funcionarios  públicos  que  ejercen  aquella  juris- 
iicción  que  él  poder  supremo  les  ha  conferido. 

Dice  en  seguida  el  Fiscal  que  el  nombramiento  del  que  debe  reem- 
plazar al  Ilustrísimo  señor  Ooispo  debe  hacerse joor  quien  coi^responda ;  y 
jue  aunque  el  señor  Arzobispo  tuvo  razón  para  creer  que  se  previene  el 
Aombramiento  por  él  ó  por  el  Cabildo  eclesiástico  de  Panamá,  no  debe  en- 
tenderse así.  Agrega  que  se  trata  del  ejercicio  de  la  potestad  temporal; 
y  que  aun  por  razón  de  la  espiritual  podría  ocurrirse  al  poder  público. 
Termina  diciendo  que  no  debe  afectarse  el  poder  espiritual  de  los 
Obispos ;  pera  que  debe  defenderse  la  soberanía  con  celo  y  eficacia,  y 
pide  que  se  lleve  á  cabo  lo  resuelto,  con  la  explicación  indicada  respecto 
del  que  deba  nombrar  á  quien  ha  de  reemplazar  al  Obispo  encausado. 

La  Corte  Suprema  dictó  una  larga  providencia  encaminada  á  demos- 
trar la  misma  tesis  desarrollada  por  el  Fiscal,  á  saber :  que  los  Obispos 
tienen  una  jurisdicción  que  les  es  propia  y  de  la  cual  no  pueden  ser 
suspensos  por  el  poder  civil ;  pero  que  tienen  otra  concedida  por  dicho 
poder,  que  les  puede  ser  quitada,  suspendida  ó  modificada  por  él,  y  en 
ejercicio  de  la  cual  pueden,  comprometer  su  responsabilidad  ante  los 
poderes  públicos.  En  consecuencia,  resolvió  llevar  adelante  lo  resuelto, 
y  dar  cuenta  de  ello  al  Tribunal  del  Istmo,  al  Deán  y  Cabildo  do 
Panamá  y  al  Metropolitano,  para  su  conocimiento. 

Nos  parece  contradictoria  la  afirmación  de  que  se  respetaba  la  juris- 
dicción espiritual  del  Obispo  y  que  sin  embargo  se  le  suspendía  de  su 
ejercicio  publico.  Una  jurisdicción  destinada  á  ejercerse  pública  y 
solemnemente,  como  la  de  los  Obispos,  no  puede  conservarse  incólume 
si  se  suspende  el  ejercicio  público  de  ella,  aunque  sea  sólo  en  la  parte  en 
que  ha  sido  reconocida  y  autorizada  por  las  leyes.  ¿  De  qué  sirve  tener 
una  jurisdicción  que  no  puede  ejercerse  públicamente  ?  ¿Y  qué  es  lo 
que  se  entiende  por  ejercicio  público  de  la  jurisdicción  ?  ik  jurisdicción 
consiste  en  la  facultad  de  administrar  justicia ;  y  por  lo  mismo^  si  el 
poder  público  desconoce  los  actos  ejecutados  por  el  Prelado  en  virtud  de 
ella,  no  puede  conservarla  intacta.  Al  contrario,  si  la  conserva  intacta 
hay  que  reconocer  todos  los  actos  que  se  ejecuten  en  virtud  de  ella, 
con  todas  las  consecuencias  públicas  6  privadas  que  de  ellos  se  des- 
prendan. 

No  podía,  pues,  el  Ilustrísimo  señor  Arzobispo  conformarse  con  la  ex- 
posición fiscal  ni  con  la  resolución  de  la  Corte ;  y  en  efecto  dirigió  una 
segunda  nota  tan  bien  razonada  como  la  primera,  pero  que  no  produjo 
efecto  alguno  favorable  en  el  ánimo  de  la  Corte. 

El  sabio  Prelado  demuestra,  en  primer  lugar,  que  el  auto  de  la  Corte 
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no  se  le  comunicó  simplemente  para  su  conocimiento,  sino  para  que 
nombrase  el  que  debía  reemplazar  al  señor  Obispo  de  Panamá,  aunque  al 
fin  se  haya  sostenido  otra  cosa.  Pone  al  efecto  en  relación  las  palabras 
de  la  ley  con  las  de  la  providencia  de  la  Corte,  y  lo  demuestra  paladi- 
namente. Hace  notar  en  seguida  que  de  nada  vale  que  se  le  reconozca 
al  señor  Obispo  de  Panamá  una  jurisdicción  espiritual  independiente  del 
poder  civil,  si  se  le  juzga  comprendido  en  las  disposiciones  de  la  ley  de 
8  de  Abril ;  porque  el  cumplimiento  de  dicha  ley  respecto  del  Obispo 
y  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  espiritual  de  éste,  son  incompatibles. 
Advierte  luego  que  el  hecho  mismo  de  que  los  Obispos  que  cita  el 
señor  Fiscal  hayan  administrado  sus  Diócesis  por  medio  de  sus 
Vicarios,  durante  los  juicios  que  se  les  siguieron,  prueba  que  no  fueron 
suspendidos,  puesto  que  ellos  mismos,  en  ejercicio  de  su  jurisdicbión, 
nombraron  sus  Vicarios ;  y  hace  notar  que  los  nombramientos  no  se 
hicieron  sino  al  tiempo  de  salir  los  Obispos  de  sus  Diócesis,  y  que 
mientras  estuvieron  en  ellas,  gobernaron  por  sí  misnaos,  lo  que  no 
podrían  haber  heche  si  hubiesen  estado  suspensos.  Á  propósito  de 
esto^  agrega  lo  siguiente : 

Si  hubiese  de  entrar  en  esta  nota  á  examinar  la  historia  de  los  Obispos 
encausados  por  el  poder  temporal,  no  hallaríamos  un  solo  caso  de  suspensión  en 
ninguna  nación  católica ;  pues  los  atentados  de  la  última  época  en  España,  na 
hacen  más  que  corroborar  los  principios  que  sostengo,  y  que  sostiene  todo  el 
Episcopado  granadino  por  deber,  para  no  dejar  de  ser  católico.  "No  temo  afir- 
mar, dice  el  docto  Fej,  que  seria  de  muy  peligrosas  consecuencias  dar  ¿  loa 
decretos  de  los  jueces  seculares  la  fuerza  de  suspender  de  sus  funciones  a  los 
Obispos,  porque  jamás  la  Iglesia  ha  presumido  consentir  en  ello.  Sería  esto 
reducir  á  los  Obispos  á  nna  esclavitud  incompatible  con  la  libertad  Aecesaria  á  la 
misión  apostólica,  haciéndolos  depender  de  los  tribunales  legos  en  el  ejercicio  de 
8U  jurisdicción" 

El  ilustre  Prelado  termina  así  su  brillante  exposición  : 

Los  casos  canónicos  de  enfermedad,  perturbación  mental,  distante  ó  larga 
ausencia  de  los  Obispos,  á  que  se  refiere  el  señor  Fiscal,  para  equipararlos  á  la 
suspensión  del  Obispo,  tienen  distinta  regla  en  derecho  canónico,  y  por  lo  mismo 
no  puede  haber  pandad ;  y  también  porque  en  ninguno  de  ellos  se  suspende  al 
Obispo,  ni  lo  considera  suspenso  el  derecho.  Excepto  en  el  de  perturbación 
mental,  el  mismo  Obispo  nombra  Vicario,  y  permanece  en  el  pleno  goce  y  ejer- 
cicio de  su  jurisdicción  :  en  sn  nombre  y  por  su  autoridad  la  ejerce  el  Vicario ;  es 
decir  continúa  el  Obispo  obrando  por  medio  de  otro.  Así  que,  admitiendo,  y  no 
concediendo  la  paridad,  por  ella  misma  resultaría  que  el  B.  señor  Obispo  de  , 
Panamá  no  estaba  suspenso. 

Todo  lo  expuesto  convence  que  la  ley  de  8  de  Abril  no  comprende  á  los  Obispos, 
pnesto  que  su  ejecución  en  el  presente  caso  es  incompatible  con  los  principios 
católicos,  como  lo  he  manifestado ;  y  anu  pudiera  añaair  varias  consideraciones 
tomadas  de  la  Constitución  y  de  las  leyes.  Quedan  empero  reducidas  á  una 
fórmula,  á  saber :  que  la  Constitución  de  1832,  la  reformada  en  1843,  el  Código 
penal  y  otras  mucnas  leyes,  cuando  quieren  comprender  en  sus  disposiciones  á 
Io8  Obispos  y  demás  ministros  de  la  Iglesia,  ó  los  individualizan,  ó  hablan  por  lo  . 
menos  de  funcionarios  eclesiásticos.  Luego  no  estamos  comprendidos  en  la  fórmula 
general  de  empleados  ó  funcionarios  públicos.  Así  lo  enseñan  una  lógica  recta  y 
0Í  nao  recibido  en  todas  las  naciones  católicas.  Eeciente  es  el  caso  de  juicio,  y  aun 
de  expulsión  del  B.  Arzobispo  de  Caracas.  No  fné  suspendido  :  durante  el  juicio 
gobernó  por  sí,  y  al  ausentarse  dejó  Vicario  que  Gobernara  su  Iglesia. 

Kn  conclusióif:  repitiéndose  por  el  auto  de  30  de  Enero  mtimo  el  d^  15  de^ 
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Diciembre  anterior,  tengo  el  honor  de  contestar  á  la  nota  de  V.  S.  del  día  10,  rei»ro 
duciendo  la  mía  de  21  de  Diciembre. 

La  ineficacia  de  esta  nota,  que  lleva  fecha  16  de  Febrero  de  1844,  y 
la  importancia  y  gravedad  del  asunto,  determinaron  al  Episcopado 
granadino  á  elevar  al  Condeso  una  admirable  exposición  en  defensa 
de  los  intereses  y  derechos  de  la  Iglesia.  Ese  notabilísimo  documento 
tiene  fecha  &  de  Marzo  del  citado  año  de  1844,  y  fué  suscrito  x  por  los 
Ilustrísímos  señores  Arzobispo  de  Bogotá  y  Obispos  de  Antioquia, 
Santamaría,  Pamplona,  y  el  auxiliar  del  Metropolitano.  Los  de  Car- 
tagena y  Popayán,  que  no  pudieron  suscribirlo  por  la  distancia  á  que 
se  hallaban,  elevaron  reclamaciones  en  idéntico  sentido  desde  el  mes  de 
Febrero  del  citado  año. 

Los  sabios  Prelados  principian  por  hacer  presente  el  conflicto  en  que 
se  encuentran,  colocados  entre  sus  más  caras  afecciones  y  sus  más 
sagrados  deberes ;  dilucidan  en  seguida  la  cuestión  de  si  ellos  son  real- 
mente empleados  6  funcionarios  públicos,  y  demuestran  patentemente 
que  lo  son  tan  sólo  de  la  Iglesia  y  no  de  la  Nación,  y  que  el  reconoci- 
miento y  sanción  de  ésta  no  altara  la  sustancia  y  naturaleza  de  las  cosas. 
A  propósito  de  esto  dicen  lo  siguiente  : 

La  protección  que  dispensa  el  Soberano  á  la  Religión  nacional,  puede  ser  de 
diversos  modos,  y  dispensarse  á  los  diferentes  actos  ú  objetos  del  culto  ;  pero  con 
respecto  á  la  jerarquía^  esta  protección  consiste  principalmente  en  dar  á  los  minu- 
tros  jerárquicos  el  carácter  de  funcionarios  ^  empleados  6  magistrados  públicos,  jpia.m 
que  revestidos  de  un  doble  carácter  sean  en  el  ejercicio  de  sus  diversas  fanciones 
respetados  no  sólo  por  el  deber  de  conciencia,  sino  por  el  temor  de  la  pena  tem- 
poral ;  no  sólo  por  los  creyentes,  sino  también  por  los  incrédulos ;  así  como  la  Reli- 
gión católica  reviste  4  todos  los  ministros  de  la  jerarquía  civil  del  carácter  de 
ministros  de  Dios  en  el  orden  temporal,  para  que  nó  sólo  sean  obedecidos  por  temor 
de  la  pena  temporal  sino  también  por  deber  de  conciencia. 

El  estado  de  la  cuestión  ea,  por  tanto,  saber  si  por  el  carácter  civil  que  el 
Soberano  da  á  los  ministros  jerárquicos  de  la  Iglesia  católica,  éstos  quedan  conver- 
tidos en  funcionarios,  empleados  ó  magistrados  públicos  de  la  Nación,  como  si  lo 
fueran  del  orden  temporal. 

Admitida  la  divinidad  de  la  Religión,  y  por  consiguiente  la  de  los  jerarcas,  ea 
claro  que  éstos  no  han  podido  perder  la  naturaleza  de  funcionarios,  empleados  ó 
magistrados  de  la  Iglesia  por  el  carácter  civil  que  han  recibido  del  protector ;  ni 
puede  suponerse  que  una  protección  que  es  debida  á  la  Religión  nacional,  j  no 
gratuita,  hubiera  de  darse  á  condición  de  perder  ó  menoscabar  la  jerarquía  católica 
su  independencia  y  sus  atributos,  porque  aquélla  y  éstos  les  vienen  de  Dios,  y 
nadie  sino  Dios,  y  en  su  nombre  el  Vicario  de  Jesucristo  en  la  tieira,  puede  limitar 
la  autoridad  de  la  jerarquía  católica. 

Infiéreííe  ya  rectamente :  que  los  ministros  jerárquicos  de  la  Iglesia  católica  son 
considerados  por  un  carácter  accesorio  funcionarios,  empleados  ó  magistrado» 
públicos ;  pero  no  son  por  esto  funcionarios,  empleados  ó  magistrados  públicos  de  la 
Nación,  sino  de  la  Iglesia ;  que  no  reciban  su  autoridad  de  aquélla  sino  de  Dios  y 
por  medio  de  ésta,  es  decir  de  la  Iglesia  regente ;  y  <)ue  sólo  por  las  leyes  de  ésta, 
y  en  lo  relativo  al  orden  de  la  misma  escala  jerárquica  y  conforme  á  ellas  se  les 
limita,  altera  ó  suspende  el  ejercicio  de  su  jurisdicción,  ó  de  sus  funciones  jerár- 
quicas. 

Es  indudable  que  pertenece  al  Soberano  crear  todos  los  empleos  para  el  servicio 
nacional,  señalarles  sus  atribuciones  y  la  duración  de  los  empleados  en  sus  des- 
tinos. En  la  República  está  atribuida  esta  facultad  al  Congreso  para  el  servicio 
nacional,  y  á  las  corporaciones  inferiores  para  el  municipal. 

Toca  también  al  Soberano  proveer  todos  los  empleos  nacionales,  ó  atribuir  á  las 
diversas  corporaciones  y  autoridades  esta  provisión.  ^  rír%n]c> 
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Pero  ni  la  Constitución  ni  las  leyes  han  dado  ni  podido  dar  la  facultad  de  crear 
empleos  para  el  servicio  de  la  Iglesia,  señalarles  sus  atribuciones  y  la  duración  de 
los  empleados  en  sus  destinos.  Los  empleos  de  la  Iglesia  son  los  grados  jerárquicos, 
y  todos  ellos  son  criados  por  derecho  divino  ó  por  la  Iglesia ;  de  aquél  y  de  ésta 
tienen  sus  atribuciones  y  su  duración ;  jamás  en  ninguna  nación  católica  hahabido 
ni  puede  haber  excepción  en  el  particular.  Al  derecho  divino  se  añade  en  esta  parte 
un  derecho  público  de  la  cristiandad ;  pues  aun  en  las  naciones  donde  la  Beligión 
católica  no  es  una,  ni  la  del  Estado,  pero  tiene  carácter  civil,  como  en  Prusia, 
Bélgica  y  otros  países,  se  reconocen  estos  principios. 

Tampoco  atribuye  la  Constitución  ni  la  ley  á  las  autoridades  públicas  la  provi- 
sión de  los  destinos  eclesiásticos  que  sirven  los  empleados  de  la  Iglesia.  En  toda 
nación  católica  la  misma  Iglesia,  en  sus  divinos  grados  jerárquicos,  hace  estas 
provisiones.  Porque  proveer  empleos  es  conferir  el  empleo,  es  decir,  dar  la  auto- 
ridad, jurisdicción  ó  facultad  inherente  al  empleo. 

Las  mismas  leyes,  tanto  antiguas  como  nuevas  acerca  de  esta  materia,  dan  la 
prueba  más  relevante  en  este  punto.  Todas  ellas  cuando  tratan  de  la  erección  de 
beneficios,  bajo  cuyo  nombre  se  comprende  la  creación  de  destinos  que  deben 
servir  los  empleados  de  la  Iglesia,  disponen  que  se  hagan  las  erecciones  por  parte 
do  la  autoridad  temporal,  y  que  so  ratifiquen  por  la  de  la  Iglesia;  y  que  se 
nombren  y  presenten  los  eclesiásticos  á  la  Silla  Apostólica  ó  á  los  Obispos  para 
que  reciban  la  colación  ó  institución  canónica,  que  es  el  acto  por  el  cual  la  Iglesia 
autoriza  la  trasmisión  de  la  autoridad  divina,  y  en  el  cual  da  el  empleo  ó  dignidad, 
la  jurisdicción  y  las  facultades.  Por  este  modo  de  proceder,  el  Soberano  temporal 
anticipa  su  sanción  protectora  y  el  carácter  y  efectos  civiles  que  da  á  la  erección 
canónica  del  beneficio,  magistratura  ó  ministerio  eclesiástico,  y  al  funcionario 
canónicamente  instituido ;  pero  este  mismo  procedimiento  manifiesta  con  evidencia 
que  todo  lo  que  da  el  Soberano  temporal  es  accesorio ;  y  por  consiguiente,  que 
lejos  de  atraer  á  sí  la  naturaleza  de  lo  principal,  debe  seguiria. 

Todas  estas  diferencias  establecen  una  muy  notable  y  esencial  entre  funciona- 
rios ó  empleados  de  la  Nación,  y  funcionarios  ó  empleados  de  la  Iglesia ;  y  por 
consiguiente  la  denominación yw/icion^r/o*  ó  empleados  públicos  nó  puede  aplicarse 
absolutamente  á  los  segundos ;  ni  bajo  do  ella  pueden  ni  deben  ser  comprendidos 
en  todo  caso  los  ministros  de  la  Religión,  aunque  podrán  serlo  algunas  veces. 

Demuestran  en  seguida  los  Prelados  que  la  aplicación  á  los  Obispos 
de  la  le)^  de  8  de  Abril  de  1843,  copiada  antes,  conduciría  infaliblemente 
á  la  acefalía  ó  al  cisma.  Exiiminan  la  restricción  puesta  por  la  Corte 
Suprema  á  la  suspensión  del  señor  Obispo  de  Panamá,  y  prueban  que 
es  ineficaz  para  salvar  los  inconvenientes  que  se  presentan,  y  opuesta  al 
tenor  literal  de  la  ley.  Demuestran  luego  que  no  es  necesario  que  los 
Obispos  estén  en  el  ejercicio  de  los  derechos  de  ciudadanos  para  poder 
ejercer  sus  funciones,  como  lo  había  insinuado  el  Fiscal.  En  seguida 
añaden : 

Por  último,  8Í  la  t)otestad  civil  pudiera  suspender  á  los  ministros  jerárquicos  de 
la  Iglesia  del  ejercicio  de  su  jurisdicción  y  de  las  funciones  anexas  á  la  dignidad, 
podría  proveer  de  sustjítuto  en  lugar  del  suspenso ;  si  pudiera  proveer,  daría  la 
misión  y  la  jurisdicción ;  si  daba  la  misión  y  la  jurisdicción,  cesaría  de  ser  diviua 
la  Iglesia,  donde  tal /cosa  sucediese :  sería  ya  una  institución  humana,  como  las 
Iglesias  de  Busia,  de;  Prusia  y  de  Inglaterra,  y  todas  las  que,  separándose  de  la 
Iglesia  principal,  hr^n  desnaturalizado  la  obra  de  Jesucristo;  sería  una  rama 
cortada  ael  tronco,  como  se  expresa  el  grande  Obispo  de  Cartago,  que  no  partici- 
paba de  la  sabia  de  la  unidad  y  de  la  artodoxía.  ¿  Puede  abrirse  a  nuestro  país 
un  abismo  naás  horroroso?  Pero  lógicamente  hablando,  á  él  conduce  infalible- 
mente el  principio  de  que  la  potestad  civil  puede  suspender  el  ejercicio  y  las 
fupciones  de  la  lerarquía  de  la  Iglesia. 

No  ignoran  ion  Obispos  que,  sin  negar  los  principios,  se  objeta  que  no  puede 
haber  un  Estado  dentro  de  otro  Estado,  un  soberano  ¿entro  de  otro  soberano  :  una 
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sociedad  con  dos  cabezas.  Semejante  argumento  es  un  sofisma,  que  estriba  en  la 
falsa  suposición  de  que  la  sociedad  civil  sea  idénticamente  la  mii^ma  que  la  religiosa. 
"  Es  muy  difícil  á  un  Gobierno  protestante,  por  ilustrado  que  sea,  dice  Saint  Marc- 
Girardin,  comprender  la  constitución  de  la  Iglesia  católica,  y  tolerar  la  inde- 
pendencia que  ella  reclama."  Pero  los  Obispos  granadinos  hablan  al  Congreso 
de  una  Nación  católica,  y  no  tienen  que  temer  semejante  dificultad.  "  La  anión 
de  la  Iglesia  y  el  Estado,  ó  más  bien  la  sumisión  de  la  Iglesia  al  Estado,  con- 
tinúa Girardin,  forma  el  principio  protestante.  La  separación  del  poder  temporal 
y  el  poder  espiritual  parece  á  los  protestantes  un  contrasentido,  un  inconveniente 
peligroso.  La  unidad  del  Estado  es  para  ellos  su  bello  ideal  en  política.  'De 
este  modo  se  estableció  la  reforma  :  separóse  y  sustrájose  del  poder  espiritual  de 
la  Corte  romana ;  pero  fué  para  unirse  y  someterse  al  poder  temporal.  El  principio 
del  catolicismo  es  del  todo  diferente,  y  no  admite  esa  unidad  del  Estado  tan 
querida  de  algunos  publicistas  protestantes.  Á  sus  ojos  hay  dos  poderes,  dos 
soberanías :  la  del  poder  temporal  y  la  del  poder  espiritual,  el  cuerpo  y  el  alma, 
la  acción  y  el  pensamiento.  ...  La  independencia  de  la  Iglesia  católica  se  per- 
sonifica en  el  Papa,  soberano  independiente  que  desde  Boma  manda  á  todas  las 
conciencias  católicas.  .  .  .  Los  Gobiernos  protestantes  no  pueden  acostumbrarse 
á  la  idea  de  no  poder  mudar  á  su  voluntad  la  disciplina  de  la  Iglesia,  y  á  que  haya 
en  el  Estado  us||^leyque  no  dependa  de  ellos,  un  poder  distinto  del  suyo.  En 
cuanto  á  nosotros/^ecimos  con  Benjamín  Constant  en  sus  principios  de  política, 
que  el  hombre  no  híL.abdicado  todos  sus  derechos  individuales  en  provecho  del 
Estado ;  que  hay  derechos  que  se  ha  reservado :  derechos  que  la  sociedad  no  puede 
violar,  aunque  se  reuniesen  todos  los  miembros  contra  uno  solo;  y  entre  esos 
reservados  é  inviolables,  que  no  entran  en  el  boletín  de  las  leyes,  pero  que  están 
defendidos  en  el  santuario  de  la  conciencia,  colocamos  en  pnmer  lugar  la  inde- 
pendencia del  pensamiento  religioso.  Esta  independencia  es  el  principio  católico 
.  .  .  este  principio  es  para  nosotros  el  verdadero  fundamento  de  la  civilización, 
porque  él  es  la  garantía  de  la  dignidad  del  hombre.*' 

.  .  .  Los  dignos  representantes  de  la  Nueva  Granada  no  pueden  dejar  de  repre- 
sentarla como  ella  es,  eminentemetite  católica,  y  harán  por  lo  mismo  justicia 
reconociendo  la  constitución  de  la  Iglesia  católica,  conservando  los  derechos  de  los 
miembros  jerárquicos ;  los  cuales  se  glor&»^  de  ser  fieles  á  la  doctrina  de  su  religión, 
que  les  manda  ser  los  primeros  en  inclinar,  su  frente  delante  de  la  majestad  de  las 
leyes  y  de  las  autoridades  legítimas  en  todo'^Jo  que  sea  del  orden  temporal.  Así  lo 
hemos  Lecho  siempre  :  nuestra  conciencia  no^  da  testimonio  de  ello,  sin  temor  de 
que  nadie  pueda  desmentirnos  produciendo  heíshos  en  contrario.  El  clero  secular 
y  regular  ba  dado  pruebas  de  su  couÉÍtante  fidelidad  y  obediencia.  .  .  . 

Pero  la  obediencia  y  el  respetó  no  están  en  contradicción  con  la  libertad  de  recla- 
mar ;  libertad  que  por  derecho  natural  tiene  todo\er  inteligente  y  libre ;  libertad 
que  da  á  los  Obispos  su  carácter  de  legados  de  Jesucristó ;  libertad  que  la  misma 
Coristitución  de  la  República  tiene  garantizada  pai»  todos.  Triste  sería  cierta- 
mente la  suerte  de  la  Iglesia  en  America,  si  habiendo^  conquistado  ésta  su  libertad 
política  con  todo  linaje  de  sacrificios  (desde  el  año  de  1810  nasta  la  fecha)  hubiesen 
de  caer  sobre  aquélla  cadenas  más  pesadas  que  las  que  ipuchas  veces  los  Reyes  de 
Castilla  echaron  á  su  cuello.  Felizmente  vivimos  en  uí\a  época  en  que  los  únicos 
límites  que  puede  hallar  nuestro  celo  en  vuestra  presenciaí  son  los  de  la  misma 
Iglesia,  los  de  la  justicia  y  los  del  decoro.  Hemos  hablado  dentro  de  ellos,  como 
dentro  de  ellos  habló  también,  en  otra  ocasión  solemne^  el  venerable  Emery  á 
Napoleón ;  y  este  hombre,  que  quería  someter  el  universo  á  su  voluntad,  desoyó 
consejos  de  almas  débiles  contrarios  á  la  Iglesia,  y  adoptó  los  de  Emery ;  apareciendo 
con  más  pura  é  inmarcesible  gloria  por  ceder  á  la  verdad  que  salía  de  los  labios  de 
un  simple  presbítero,  que  cuando  brilló  su  nombre  en  mil  costinos  y  ensangrentados 
triunfos.  Del  mismo  modo  procedió  el  Episcopado  francés  en  el  siglo  próximo 
pasado,  y  en  el  presente  el  español.  Unísona  fué  su  voz  en  es-e  puntó,  y  todos  los 
Obispos  españoles  hablaron  de  la  misma  manera  que  el  de  íuertó  Rico  al  Rey 
Fernando  VII  en  1822.  "  Conforme  á  lo  acordado  por  las  Coítes  y  por  la  orden 
de  V.M.  me  hallo  inhibido  de  ejercer  la  jurisdicción;  pero  \*.M.|y  las  Cortes 
conocen  que  el  Obispo  no  puede  ser  privado  de  la  autoridad  que  rícibió  de  Dios  por 
el  ministerio  de  su  Iglesia,  y  que  sólo  la  potestad  que  pudo  aarle  la  institución,  la 
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iDÍBÍ6n  y  el  apostolado,  puede  disolver  el  víqcqIo  con  que  lo  unió  á  su  cátedra 
episcoped ;  y  que  la  disposición,  la  suspensión  ó  interrupción  del  ejercicio  de  la 
jurisdicción  son  actos  muy  ajenos  de  la  potestad  temporal :  asi  lo  ha  confirmado  el 
último  Concilio  ecuménico,  repitiendo  la  doctrina  establecida  por  los  Concilios 
generales  anteriores,  y  la  de  todos  los  siglos  de  la  Iglesia." 

Siguiendo  esta  doctrina  de  la  Iglesia  católica,  ó  más  bien,  ohedeciendo  d  la 
imponente  voz  de  su  autoridad^  el  Episcopado  giunadino  solicita  hoy  con  el  más 
profundo  respeto,  no  que  se  sacrifiquen  los  derechos  del  Estado  á  los  de  la  Iglesia, 
sino  que  se  salven  éstos  en  la  legislación  nacimiaL  La  misma  libertad  política  está 
interesada  en  la  libertad  de  la  Iglesia,  porque  la  libei-tad  de  la  Iglesia  hace  parte  de 
los  derechos  políticos  de  los  granadinos,  estando  reconocida  la  Religión  católica  como 
reli^ón  del  Estado ;  pero  si  en  esta  ley  encuentra  el  hombre  en  pugna  sus  deberes 
de  ciudadano  con  los  de  católico,  á  prueba  se  pone  su  conciencia,  á  la  prueba  más 
dura  en  que  puede  colocarse  á  quien  la  firmeza  de  su  fe  y  el  amor  de  su  religión, 
que  le  mandan  ser  fiel  al  Estado,  le  prohiben  ser  infiel  á  Dios  y  rebelde  á  la 
Iglesia. 

Suspendemos  aquí  mil  reflexiones  más  que  se  aglomeran  por  instantes,  y  á  cada 
paso  hemos  tenido  que  hacer  lo  mismo  en  el  curso  de  esta  exposición;  para  no 
separamos  del  aspecto  bajo  el  cual  únicamente  hemos  querido  considerar  la  cuestión. 
Si  como  granadinos  no  pretendemos  acriminar  nuestro  siglo,  ni  nuestra  Patria,  no 
nos  era  licito  como  Obispos  dejar  de  atender  á  los  peligros  á  que  se  vería  expuesta 
la  jerarquía  de  la  Iglesia.  Y  si  ápesar  de  la  respetuosa  libertiad.  con  que  hablamos, 
capaz  de  imponer  silencio  á  la  misma  maledicencia,  se  pretendiere  dar  á  nuestro 
celo  y  á  nuestros  reclamos  un  color  sedicioso,  alzaremos  nuestras  frentes  humilladas, 
rechazaremos  con  justa  indignación  tan  odiosas  calumnias,  y  juntos  todos  los 
Obispos  granadinos,  diremos :  en  medio  de  los  males  que  nos  afligen,  la  prosperidad 
y  la  gloria  de  nuestra  Patria  sólo  tiene  en  nuestros  corazones  un  sentimiento 
superior  :  el  del  amor  de  Dios :  nuestro  celo  no  se  desdeña  en  acudir,  en  la  manera 
íjue  debemos,  á  la  defensa  y  sostenimiento  de  los  sagrados  derechos  de  la  República : 
mientras  más  urgente  sea  nuestra  obligación  de  defender  la  libertad  de  la  Iglesia, 
porque  es  lo  que  Dios  más  ama  en  el  mundo  según  el  pensamiento  del  gran 
Arzobispo  de  Cantorbery  san  Anselmo,  más  obligados  nos  consideramos  á  ciar 
ejemplos  de  sumisión  y  obedioDcia;  y  jamátj,  en  ningún  caso,  nos  creeremos 
dispensados  de  los  deberes  de  granadinos,  que  ciertamente  no  pueden  estar  en 
contradicción  con  los  del  Episcopado,  siendo  aquéllos  dictados  por  legisladores  que 

Írofesan  la  misnia  religión  que  nosotros,  y  que  lejos  de  mirar  con  ojo  airado  á  la 
glesia,  debe  ser  atendida  por  ellos  como  un  objeto  especial  de  la  protección  de  las 
leyes.  Si  óstas  hoy  ofrecen  obstáculos  insuperables,  no  los  ha  inspirado  una. 
enemistad :  la  rectitud  y  la  sabiduría  de  los  legisladores  los  removerán,  poniendo 
los  derechos  del  Estado  con  los  de  la  Iglesia  en  la  armonía  que  reclama  el  miSmo 
bienestar  de  la  República.     Nada  más  pide  el  Episcopado  granadino. 

Este  notabilísimo  documento  fué  suscrito  en  Bogotá  á  9  de  Marzo  de 
1844,  y  el  30  de  los  mismos  se  reunió  el  Capítulo  catedral  de  Panamá 
con  el  objeto  de  elegir  el  que  debiera  ejercer  la  jurisdicción  temporal 
del  Prelado  durante  la  suspensión  de  éste.  Convinieron,  en  efecto,  en 
que  el  Vicario  General  del  Ilustrísimo  señor  Obispo  continuase,  en 
ejercicio  de  la  jurisdicción  temporal,  mientras  el  Metropolitano  resolvía 
lo  conveniente. 

Á  pesar  de  eso,  el  Ilustrísimo  señor  Obispo  continuó  gobernando  su 
Diócesis  por  medio  de  su  Vicario,  y  el  acuerdo  de  30  de  Marzo  no  surtió 
efecto  alguno.  Así  se  'conservó  la  unidad  del  Gobierno  de  la  Diócesis, 
y  se  evitaron  los  graves  males  que  eran  de  temerse. 

Mas  sucedió  desgraciadamente  que  el  Gobernador  de  la  Provincia 
retiró  su  asentimiento  al  Provisor  Vicario  General  para  funcionar,  y 
excitó  al  Capítulo  para  que  nombrara  nuevo  Vicario.  Accedió  á  eso  el 
Capítulo  en  Diciembre  de  1844,  pretendiendo  fundar  su  procedimiento  en 
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las  disposiciones  contenidas  en  el  Concilio  de  Trento  para  otros  casos 
diversos.  Llegó  é  tanto  el  desacierto  en  algunps  de  los  capitulares  que, 
habiéndoles  pedido  el  Ilustrísimo  señor  Obispo  cierto  informe,  lo  cali- 
ficaron de  civilmente  miiei^to  y  quisieron  que  se  le  negase  lo  que  pedía. 

Desde  entonces  sucedió  lo  que  habían  anunciado  los  Obispos  en  su 
exposición  al  Congreso :  el  cisma  apareció  en  la  Diócesis,  con  todo  su 
cortejo  de  inconvenientes  y  de  calamidades.  Á  virtud  de  convenio  del 
Deán  y  uno  de  los  Canónigos,  se  dio  por  Vicario  capitular  el  Dr. 
Manuel  de  la  Barrera,  y  aprehendió  el  conocimiento  de  todos  los 
asuntos,  hasta  convocar  á  concurso  para  la  provisión  de  curatos  vacantes 
y  disputar  al  Ilustrísimo  señor  Obispo  el  derecho  de  proveer  interi- 
namente los  curatos. 

Tuvo  conocimiento  de  eso  el  Metropolitano,  pero  se  negó  á  reconocer 
al  Dr.  Barrera  como  Vicario  legítimo  de  Panamá ;  porque  en  verdad 
el  Cabildo  eclesiástico  no  tenía  derecho  de  hacer  nombramiento  alguno 
mientras  el  Obispo  estuviera  en  posibilidad  de  gobernar  por  sí  mismo  su 
Iglesia,  ó  pudiera  encomendar  á  otro  el  régimen  y  administración  de 
ella. 

¿  Cómo  se  zanjó  la  dificultad?  Todo  pudo  allanarse  merced  á  la 
elevación  de  miras  y  al  espíritu  recto,  justiciero  y  patriótico  tanto  del 
Gobierno  de  la  Bepublica,  como  de  los  Ilustrisimos  señores  Arzobispo  de 
Bogotá  y  Obispo  de  Panamá.  En  efecto,  este  último,  de  motu  prapio, 
autorizó  ampliamente  al  Ilustrísimo  señor  Arzobispo»  con  fecha  14  de  Mayo 
de  1846,  para  arreglar  el  asunto  y  cortar  el  cisma  que  principiaba  ya  á 
producir  amargos  frutos ;  y  mediante  esa  autorización,  dicho  señor 
Arzobispo,  con  beneplácito  del  Gobierno,  expidió  im  edicto  el  17  de 
Julio  del  mismo  año,  en  el  cual,  después  de  historiar  fielmente  los  hechos 
y  demostrar  la  irregularidad  del  procedimiento  del  Cabildo  y  la  nulidad 
del  nombramiento  hecho  en  el  Dr.  Barrera,  dispuso  lo  siguiente : 

1?  Nombramos  Vicario  General  y  Gobernador  del  Obispado  de  Panamá  al  señor 
Arcediano  José  María  Blanco,  con  el  pleno  ejercicio  de  la  jurisdicción  ordinaria, 
tanto  voluntaria  como  necesaria,  que  es  propia  del  Ilustrísuno  señor  Obispo  dio- 
cesano. En  cuanto  á  facultades  extraordinarias,  qne  por  delegación  de  m  Silla 
Apostólica  obtiene  el  mismo  señor  Obispo,  se  entenderá  el  Vicario  con  su  señoría 
Ilustrísima  parala  subdelegación  de  las  que  son  snbdelegables.  Y  con  unas  j otras 
facultades,  según  los  casos,  procederá  á  subsanar  y  convalidar  lo  qne  necesite  este 
remedio. 

2?  Todos  los  actos  del  Vicario  General  Gobernador  del  Obispado  de  Panamá,  se 
ejercerán  en  nombre  y  por  autoridad  del  Ilustrísimo  señor  Obispo  de  Panamá. 

3?  Luego  que  el  Ilustrísimo  señor  OhÍ9Y>o  inpartihua  de  Misiofitos,  coadjutor  del 
de  Panamá,  vaya  á  esa  Diócesis,  cesará  esta  disposición,  y  se  estará  en  todo  á  lo  qne 
la  Santa  oede  Apostólica  baya  dispuesto  en  la  bula  de  institución  del  señor  coad- 
•  .i^tor. 

4?  Declaramos  nulos  y  de  ningún  valor  ni  efecto  los  citados  acuerdos  de  algunos 
Capitulares  de  Paiiamá,  por  los  cuales  se  procedió  á  nombrar  Vicarios  en  Sede 
plena ;  y  del  mismo  modo  los  actos  que  como  tal  Vicario  Gobernador  del  Obispado 
de  Panamá  ha  ejercido  el  señor  Manuel  de  la  Barrei-a*  Quedan  á  salvo  los  dere- 
chos de  tercero  en  lo  que  le  convenga  reclamar. 

6?  El  presente  edicto,  librado  con  plena  autoridad  y  jurisdicción  del  Ilustrísimo 
señor  Obispo  diocesano,  será  publicado  en  la  Iglesia  catedral,  puesto  en  ejecución  por 
el  señor  Vicario  General  Gobernador  del  Obispado  José  María  Blanco,  luego  que 
preste  el  juramento  constitucional,  con  arreglo  a  los  órdenes  del  Supremo  Gobierno, 
con  cuyo  asenso  ha  sido  nombrado.    Y  si,  lo  que  Dios  no  permita,  alguno  pretendiera 
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oponerse  al  cumplimiento  de  lo  que  queda  aquí  resuelto  y  mandado  para  cortar  el 
cisma  y  restablecer  el  orden  canónico  en  la  Iglesia  de  Panamá,  lo  conminamos  con 
es^comunión  mayor  latae  sententiact  por  la  autoridad  de  la  Santa  Iglesia  católiea. 

6.  Parece  que  este  desagradable  incidente  debiera  haber  abierto  los 
ojos  á  todas  las  personas  sensatas  para  que  se  esforzasen  en  poner  en 
armonía  la  legislación  del  país  con  las  disposiciones  de  la  Iglesia^  y  evitar 
de  esa  manera  colisiones  y  dificultades  ;  pero  no  fué  así.  Espíritus  rectos, 
*  ilustrados  y  de  buena  voluntad  que  tenían  en  el  particular  ideas 
erróneas,  perseveraron  en  ellas,  á  pesar  de  la  brillantísima  defensa  que 
hizo  el  Episcopado  de  los  derechos  de  la  Iglesia.  Resultó  de  ahí  que 
desde  1844,  y  precisamente  en  el  tiempo  en  que  se  presentó  al  Congreso 
la  célebre  exposición  de  los  Obispos,  que  esclarecía  perfectamente  la 
cuestión,  se  introdujeron  en  el  Congreso  proyectos  que  atacaban  las 
más  preciosas  prerrogativas  de  la  Iglesia  y  ponían  los  Prelados  á  la 
merced  de  los  caprichos  y  de  las  odiosidades  del  poder.  Tal  vez 
la  justicia,  la  moderación,  la  prudencia  y  el  tino  de  los  hombres  que  en 
esa  época  manejaban  el  timón  del  Estado,  hicieron  creer  á  muchos  que 
nunca  se  abusaría  de  esas  leyes  en  detrimento  de  la  Iglesia ;'  pero  pocos 
años  bastaron  para  que  el  más  cruel  de  los  desengaños  viniese  á  probar 
que  no  puede  tenerse  confianza  en  los  hombres  ni  en  los  Gobiernos  for- 
mados por  ellos,  y  que  las  instituciones  que  son  malas  eu  sí  mismas 
darán  malos  frutos  más  tarde  ó  más  temprano. 

La  mayoría  de  las  Cámaras  estaba  animada  de  buenos  deseos; 
pues  rechazó  las  peores  de  las  disposiciones  propuestas,  y  procuró 
remediar  en  lo  posible  la  premiosa  necesidad  que  entonces  se  sentía  de 
armonizar  las  leyes  civiles  con  las  de  la  Iglesia.  Al  efecto  aprobó  un 
proyecto  que  fué  pasado  al  Poder  Ejecutivo  el  26  de  Mayo  de  1844  ; 
pero  éste  no  lo  sancionó  sino  que  dispuso  el  10  de  Julio  que  fuese 
objetado  y  que  se  propusiesen  las  variaciones  convenientes.  Las  ob- 
jeciones no  se  formularon  sino  el  3  de  Marzo  de  1845.  ' 

El  artículo  1?  del  proyecto  disponía  que  los  empleados  y  corporaciones 
eclesiásticos  fuesen  responsables  por  mala  conducta  en  el  ejercicio  de  las 
funciones  que  les  estaban  atribuidas  por  las  leyes  de  la  República ;  y  que 
respondieran  ante  los  tribunales  y  juzgados  civiles  y  eclesiásticos,  que 
según  las  mismas  leyes  tenían  la  atribución  de  juzgarlos. 

El  Poder  Ejecutivo  dijo  que  esa  disposición  era  inútil,  porque  eso 
mismo  disponían  leyes  anteriores;  y  que  por  tanto  no  había  incon- 
veniente en  8upri^^rla  ó  dejarla  subsistente. 

El  artículo  2?  disponía  que  las  causas  de  responsabilidad  se  siguieran 
con  arreglo  á  la  ley  de  8  de  Abril  de  1843,  con  las  siguientes  limitéteiones  : 
1*  Que  cuando  la  Corte  llamara  á  juicio  á  un  Arzobispo  ú  Obispo,  no  se 
entendería  decretada  la  suspensión  ;  pero  que  fuera  llamado  á  responder 
en  juicio  y  ejerciera  las  funciones  civiles  por  medio  del  Provisor 
Vicario  General  ó  designado  por  las  leyes  canónicas ;  2*  Qu^  cuando 
hubiera  lugar  á  seguir  causa  de  responsabilidad  contra  otro  Prelado  ó 
empleado  eclesiástico,  ante  un  tribunal  ó  juzgado  también  eclesiástico, 
SQ  decretara  suspensión  y  se  nombrara  por  quien  correspondía  el  que 
debiese  reemplazarlo  ;  3^  Que  cuando  un  tribunal  ó  juzgado  civil 
llamara  á  juicio  á  un  empleado  eclesiástico  que  dependiera  de  otro 
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Prelado  ó  funcionario  eclesiástico,  se  solicitara  de  éste  la  suspensión  y  el 
nombramiento  de  quien  debiera  reemplazarlo. 

El  Poder  Ejecutivo  opinó  que  lo.  principal  del  artículo  era  inútil, 
porque  eso  ya  estaba  dispuesto  ;  y  que  las  excepciones  eran  inadmisibles 
por  inconstitucionales,  deficientes  é  ineficaces. 

El  argumento  de  inconstitucionalidad  se  fundaba  en  atribuir  á  los 
funcionarios  eclesiásticos  el  carácter  de  empleados  públicos  de  la  nación, 
cosa  inadmisible  según  la  [perentoria  demostración  hecha  á  este  res-* 
pecto  por  los  Prelados  granadinos  en  su  célebre  exposición  citada 
antes. 

Que  la  restricción  1*  era  deficiente,  sí  lo  demostró  satisfactoriamente 
el  Poder  Ejecutivo ;  pero  eso  significaba  apenas  que  debía  extenderse 
á  los  casos  que  no  comprendía,  según  el  proyecto. 

La  ineficacia  de  dicha  restricción  la  hacÍ£r  consistir  el  Poder  Eje- 
cutivo  en  que  no  se  dispuso  lo  que  debía  hacerse  cuando  el  Prelado 
suspenso  no  quería  reconocer  su  suspensión,  y  no  se  prestaba  por  tanto 
á  nombrar  otro  que  entrase  á  ejercer  sus  funciones. 

Á  propósito  de  esta  misma  restricción,  el  Poder  Ejecutivo'  hacía 
notar  que  el  proyecto  suponía,  aunque  no  lo  decía  expresamente,  que 
el  Prelado  suspenso  continuaría  ejerciendo  sus  funciones  puramente 
episcopales ;  y  annque  reconocía  que  eso  no  era  impracticable  ni  in- 
compatible con  la  suspensión  de  las  funciones  civiles,  creía  que  no 
era  conveniente  y  que  la  autoridad  debía  procurar  evitarlo,  haciendo 
uso  del  derecho  de  protección  3'  tuición  que  le  correspondía.  Al  efecto 
propuso  que  en  tal  caso  se  le  retirase  al  Prelado  el  permiso  para  fun- 
cionar, y  se  cuidara  de  que  el  Gobierno  de  hi  Diócesis  no  quedara 
abandonado,  obligando  al  efecto  al  Prelado  á  nombrar  nn  Vicario  que  lo 
reemplazase. 

Consecuente  con  esas  ideas,  el  Poder  Ejecutivo  propuso  una  serie  de 
reformas  al  proyecto  objetado,  y  lo  devolvió  á  la  consideración  del 
Congreso  el  3  de  Marzo  de  1845. 

Antes  de  decidir  definitivamente  acerca  de  las  variaciones  propuestas 
por  el  Poder  Ejecutivo,  se  expidió  la  ley  de  12  de  Abril  del  mismo  año, 
con  la  cual  se  vulneraron  los  derechos  de  la  Iglesia  en  lo  relativo  al 
fuero  eclesiástico.     El  artículo  1°  de  esa  ley  se  expresa  así : 

En  todas  las  causas  que  ante  los  juzgados  eclesiásticos  se  sigan  contra  individuos 
que  gozan  del  beneficio  de  fuero  eclesiástico,  por  actos  que  tengan  señalada  pena 
en  el  Código  penal  ó  en  otra  ley  de  la  "República,  en  vez  de  oír  la  voz  del  Promotor 
íiscal,  se  oirá  la  voz  del  Ministerio  público. 

¿  Coa  qué  derecho  la  autoridad  civil  le  impone  a  la  eclesiástica  la 
obligación  de  reemplazar  un  empleado  eclesiástico  con  uno  civil  en* 
ciertas  causas  ?  Se  comprende  que  pueda  ser  materia  de  controversia 
si  determinada  causa  ó  juicio  es  ó  no  de  la  competencia  de  la  autoridad 
eclesiástica ;  pero  una  vez  decidida  la  cuestión  de  un  modo  afirmativo,  no 
se  comprende  que  la  autoridad  civil,  por  sí  y  ante  sí,  vaya  á  desvirtuar 
la  tramitación  del  misino  juicio  cambiando  una  de  las  personas  que 
debei^  ser  parte  en  él. 

Y  no  es  ésta  una  cuestión  baladí  ó  de  poca  importancia.     Basta  tener 
ligeras  nociones  en  jurisprudencia  para  comprender  que  de  la  legitimi- 
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dad  de  las  partes  depende  muchas  veces  la  validez  del  proceso.  Cambiar^ 
pues,  una  de  las  partes  es  alterar  profundamente  la  ritualidad  del 
juicio. 

¿  Qué  diría  el  poder  civil,  si  el  eclesiástico  pretendiese  que  en  ciertas 
causas  los  jueces  6  tribunales  laicos  admitieran  á  funcionar  á  los  Pro- 
motores fiscales,  que  son  empleados  de  la  Iglesia^  en  reemplazo  de  los 
req)ectivos  agentes  del  Ministerio  público  P  Diría,  y  con  razón,  que 
la  autoridad  eclesiástica  estaba  usurpando  las  funciones  de  la  potestad 
civil,  y  rechazaría  enérgica  y  decididamente  sus  pretensiones.  Lo  que 
sucede  aquí  es  preciamente  todo  lo  contrario.  La  usurpadora,  como  de 
costumbre,  es  la  potestad  civil. 

Entre  tanto  se  tomaban  en  consideración  por  el  Congreso  las  ob- 
jeciones del  Poder  Ejecutivo,  relativas  al  proyecto  sobre  juicios  de 
responsabilidad  de  los  empleados  eclesiásticos.  La  Comisión  había 
presentado,  desde  el  18  de  Marzo,  un  informe  del  tenor  sigtúente: 

Tuestra  Comisión  eclesiástica  ha  visto  las  objeciones  (jue  el  Poder  Ejecutivo,  por 
la  unánime  opinión  del  Consejo  de  Gobierno,  se  determinó  &  hacer  sobre  el  pro- 
yecto de  ley  de  juicios  de  responsabilidad  de  funcionarios  eclesiásticos,  y  que  se  le 
|>asó  en  25  de  Mayo  de  1844. 

La  cuestión  es  por  su  naturaleza  de  las  más  graves  y  espinosas  que  pueden  pre- 
sentarse, así  como  son  jo^randes  y  sagrados  los  derechos  que  por  ella  pudieran 
comprometerse ;  porque  si  los  fueros  civiles  son  el  fundamento  del  orden  y  esta- 
bilidad de  un  Gobierno,  lo  son  también  los  intereses  que,  relacionados,  con  la 
Beligión,  tienen  su  poder  todo  espiritual,  por  el  cual  se  asegura  la  dicha  del  hombre 
6  se  ejerce  la  más  cruel  de  las  violencias,  la  de  tiranizar  la  conciencia.  Difícil  es, 
ó  mejor  dicho  imposible,  deslindar  dónde  comienzan  y  dónde  deben  acabar  los 
limites  que  demarquen  estos  dos  poderes.  En  abstracto,  y  sin  profundizar  la 
cueetión  con  el  criterio  y  principios  consiguientes,  cualq^uiera  diría  <^ue  nada  es  más 
lácü,  porque  por  sólo  los  sentidos  se  distingue  la  materia  del  espíritu;  pero  no  es 
un  acto  nsico  el  de  que  se  trata,  y  aun  en  la  calificación  de  éstos,  inmensas 
dificultades  han  encontrado  los  filósofos  para  determinar  cuáles  son  producidos  por 
el  mecanismo,  y  cuáles  por  el  espíritu.  La  Comisión  puede  evitar  tales  controver- 
sias, cnando  los  razonamientos  con  <i'ue  el  Poder  Ejecutivo  acompaña  sus  ob- 
jeciones, ponen  en  claro  los  inconvenientes  que  resultan  por  el  actual  estado  de  la 
jurisprudencia,  y  los  que  ofrece  el  proyecto  de  ley  objetado.  Si,  pues,  es  preciso 
entre  los  dos  extremos  establecer  un  medio,  si  hay  que  fijar  estas  dudas,  quitar 
motivo  á  la  arbitrariedad  de  los  jueces,  y  procurar  atejar  todo  pi'etexto  que  pudiera 
9er  ocasión  de  competencias  funestas  á  la  justicia  y  d  la  armonía  de  las  dos  potes- 
tades, Ll.  COMISIÓN  HJLCE  BL  SACBIFICIO  DE  SU  EAZÓN,  DE  SUS  DESEOS  POR  UNA  COSA  MAS 
FKRFECTA,    DECIDIÉNDOSE     POR     CREER     FUNDADAS    LAS    OBJECIONES    DEL    EJECUTIVO, 

pidiendo  en  su  virtud  se  aprueben  los  artículos  reemplazados  al  proyecto  original, 
Y  que  darán  una  ley  que  por  lo  menos  servirá  de  regla  en  los  arduos  y  graves  casos 
que  puedan  ocurrir  sobre  juicios  de  responsabilidad  de  funcionarios  eclesiásticos. 

Por  lo  expuesto  la  Comisión  es  de  concepto  que  declarándose  fundadas  las 
objeciones  del  Poder  Ejecutivo,  se  aprueben  los  artículos  que  se  han  sustituido  á 
.los  del  proyecto,  en  la  forma  que  lo  acompaña. 

^o  es  fácil  de&nir  los  sentimientos  que  despierta  en  el  alma  la  lectura 
ÍB  este  informe.  La  Comisión  encargada  especialmente  por  el  Senado 
4e  examinar  y  estudiar  los  asuntos  eclesiásticos  era  natural  que  se  compu- 
«Lera  de  algunos  de  los  teólogos  y  canonistas  más  notables  del  país ; 
j«ro  en  vano  se  buscan  en  ese  informe  la  ciencia  que  resuelve  atinada- 
senté  las  difioultades^  el  talento  que  las  dilucida  con  maestría,  ni  la 
«mdición  que  trae  en  apoyo  de  las  ideas  propias,  los  pareceres  ajenos  y 
%  autoridad  de  los  doctos. '  Todo  el  nervio  del  informe  se  reduce  a  decir 
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.  que  la  cuestión  es  muy  grave  y  espinosa ;  que  el  Poder  Ejecutivo  ha 
puesto  en  claro  los  inconveniente^  que  presenta  el  estado  actual  de  la 
legislación  y  los  que  ofrece  el  proyecto  objetado ;  que  para  establecer  un 
medio  entre  los  extremos^  fijar  las  dudas  y  alejar  motivo  de  competencias 
funestas,  la  Comisión  sacrifica  su  razón  y  sus  deseos  de  una  cosa  más 
perfecta,  y  se  decide  por  creer  fundadas  las  objeciones  del  Ejecutivo. 
Tal  informe,  en  negocio  de  tamaña  trascendencia,  *  deja  ciertamente 
mucho  que  desear.  Faltan  en  él  ciencia  y  erudición  eclesiástica,  y 
sobran  contemplaciones  con  el  poder,  que  podía  estar  equivocado  y  lo 
estaba  reahnente,  aunque  fuese  ejercido  por  algunos  de  los  más  eminentes 
hombres  del  país.  • 

Parece  que  el  Congreso  hubo  de  hacerse  las  mismas  reflexiones  que  la 
Comisión  del  Senado,  porque  el  hecho  es  que  expidió  la  ley  en  los  propios 
términos  indicados  por  el  Poder  Ejecutivo ;  y*este  la  sancionó  el  26  de 
Abril  del  mismo  año  de  1845»  Se  nos  permitirá  que  en  atención  á  su 
gravedad  é  importancia,  la  injertemos  literalmente. 

Art.  I"  Los  Arzobispos,  Obispos  y  demás  Prelados,  empleados  y  corporaciones 
eclesiásticos  en  la  Nneva  Granada,  son  responsables  por  mala  conducta  en  el 
ejercicio  de  aquellas  funciones  que  les  son  atribuidas  por  las  leyes  de  la  República, 
y  responden  ante  los  tribunales  y  juzgados  civiles  o  eclesiásticos,  que  según  las 
mismas  leyes  tienen  respectivamente  la  atribución  de  juzgarlos  por  mal  desempeño 
en  el  ejercicio  de  aquellas  funciones. 

^  Art.  2?  Las  causas  de  responsabilidad  de  los  funcionarios  y  empleados  eclesiás- 
ticos, de  que  habla  el  artículo  anterior,  se  seguirán  conforme  á  los  trámites  esta- 
blecidos en  la  ley  2?,  parte  8',  tratado  2^  de  la  Recopilación  Granadina. 

Art.  3*  En  el  caso  del  artículo  145  de  la  Constitución,  en  el  del  22  de  la  ley  2*,  parte 
3*,  tratado  2^  de  la  Recopilación  Granadina,  y  en  cualquiera  otro  en  que  al  dedanur 
que  hay  lugar  á  la  formación  de  causa  queda  de  hecho  decretada  la  susj>ensión 
del  empleado  contra  quien  se  procede ;  si  la  causa  fuere  contra  un  funcionario 
eclesiástico,  no  se  entenderá  que  se  le  suspende  de  la  dipiidad  eclesiástica  ni  del 
poder  espiritual  que  le  es  propio,  sino  del  ejercicio  de  la  ]urisdicción  y  demás  frui- 
ciones temporales  anexas  á  dicha  di^idad,  de  los  sueldos  y  rentas  del  empleo,  y  del 
permiso  otoi^^o  por  la  autoridad  civil  para  ejercer  en  la  República  las  funciones 
del  ministeno  eclesiástico. 

Art.  4*  Si  el  empleado  contra  quien  se  procede  fuere  un  Prelado  diocesano, 
luego  que  se  le  notifique  el  auto  de  suspensión,  nombrará  un  Provisor  Vicario 
General,  que  ejerza  sus  funciones  como  en  los  casos  de  absoluta  imposibilidad  fíáica 
ó  moral  del  Prelado. 

Art.  5"*.  Nombrado  el  Provisor  Yicario  General,  se  abstendrá  el  Prelado  suspen- 
dido del  ejercicio  de  sus  funciones ;  y  si  no  se  abstuviere,  ó  si  resistiere  el  nom- 
bramiento de  Provisor,  se  le  aplicará  la  pena  de  extrañamiento  y  ocupación  de 
temporalidades. 

Art.  6'  Si  el  auto  por  el  cual  se  juzga  al  Prelado  tuviere  señaladas  penas  más 
graves  que  el  extrañamiento  y  la  ocupación  de  temporalidades,  se  lej)on(Jr4  en 
reclusión  aislada  durante  el  juicio. 

Art.  7*".  Si  el  eclesiástico  contra  quien  se  haya  decretado  la  suspensión  depen- 
diere de  algún  Prelado  ó  de  otro  Superior  eclesiástico  residente  en  la  República,,  se 
comunicará  á  óste  el  acto  de  suspensión,  para  que  provea  lo  conveniente  á  fin.  de 
que  las  funciones  del  eclesiástico  suspendido,  relacionadas  con  el  público,  sean 
ejercidas  por  otro,  y  él  se  abstenga  de  ejercerlas. 

Art.  8?  Si  el  Prelado  superior  resistiere  á  dictar  aquella  providencia,  incnnii-4  ©n 
la  pena  de  extrañamiento  y  ocupación  de  temporalidades. 

Art.  9*  La  pena  de  extrañamiento  y  ocupación  de  temporalidades  que  conforme  á 
esta  ley  debe  aplicarse,  se  considerará  como  medio  coactivo,  y  durará  sólo  por  el 
tiempo  necesario  para  hacer  que  el  funcionario  contra  quien  se  procede  CTxxnpla 
la  ley.  ^ 
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El  artículo  1?  puede  engañar  á  primera  vista  á  los  que  no  se  fijan  en 
el  fondo  de  las  cosas,  ni  están  al  corriente  de  la  manera  como  se  encon- 
traban los  asuntos  eclesiásticos  en  ese  tiempo  en  nuestra  patria.  Se 
dirá,  en  efecto,  que  atribuyendo  las  leyes  de  la  República  algunas 
funciones  puramente  civiles  á  las  autoridades  eclesiásticas^  y  siendo 
posible  que  éstas  ejerciesen  mal  tales  funciones,  era  necesario  consignar 
en  las  leyes  la  condición  natural  de  su  responsabilidad,  y  disponer  la 
manera  de  hacerla  efectiva ;  pero  eso  no  basta  para  justificar  la  dispo- 
sición aludida,  como  es  fácil  demostrarlo. 

Desde  luego  es  inadmisible  que  la  potestad  civil  tenga  la  plenitud  de 
facultades  necesaria  para  determinar  por  sí  y  ante  si  cuáles  de  las 
fvnciones  de  las  autoridades  eclesiásticas  tienen  el  carácter  de  espirituales, 
y  cuáles  el  de  temporales  ¿  porque  naturalmente  esa  misma  clasificación 
es  la  que  sirve  de  base  para  determinar  cuándo  se  siguen  las  causas 
de  responsabilidad  ante  los  tribunales  eclesiásticos  y  cuándo  ante  los 
civiles. 

lío  tiene  tampoco  potestad  el  poder  civil  para  hacer  ventilar  ante  ms 
fribufiaks  causa  alguna  de  responsabilidad  contra  empleados  eclesiásticos, 
aun  en  asuntos  que  sq  rocen  más  ó  menos  directamente  con  los  negocios 
temporales.  Para  todo  eso  necesita  la  aquiescencia  del  Poder  supremo 
de  la  Iglesia,  aquiescencia  que  toma  generalmente  la  forma  de  un 
concordato. 

8i  el  Gobierno  de  la  República  hubiese  principiado  por  ahí,  como  se 
disponía  en  la  ley  de  patronato  de  1824,  y  la  disposición  que  exa- 
minamos en  lugar  de  formar  parte  de  una  simple  ley  estuviese  consig- 
nada en  un  convenio  hecho  con  la  Santa  Sede,  nada  le  objetaríamos. 
Podría  abusarse  de  ella,  como  se  puede  abusar  de  todo  en  el  mundo ; 
pero  la  potestad  civil  tendría  entonces,  y  sólo  entonces,  verdadero  derecho 
de  intervenir  en  esa  clase  de  asuntos. 

Preciso  es  tener  en  cuenta  que  la  Santa  Sede  no  convendría  nunca 
en  otorgar  al  poder  civü  la  plenitud  de  potestad  que  le  atribuye  el*  artí- 
culo en  cuestión.  Eso  sería  poner  la  Iglesia  á  la  merced  del  Gobierno, 
que  en  cualquier  día  podría  convertirse  de  protector  fiel  y  sincero  en 
perseguidor  inicuo  y  desenfrenado.  La  Santa  Sede  no  convendrá  nunca 
en  someter  á  los  juzgados  y  tribunales  civiles  causas  que  á  su  juicio  sean 
de  carácter  espiritual,  ó  provenientes  de  funciones  eclesiásticas.  Á  lo 
más  convendrá  en  que  determinadas  causas  de  responsabilidad  por  mal 
desempeño  en  ejercicio  de  funciones  que  á  su  juicio  sean  puramente 
temporales,  se  ventilen  ante  los  tribunales  civiles;  en  tanto  que  el 
Gobkmo  cumpla  por  su  parte  las  obligaciones  que  contraiga. 

Hay  otra  cosa  que  debe  tenerse  en  cuenta,  para  comprender  el  alcance 
del  artículo  de  que  tratamos.  En  ese  tiempo  estalwtn  vigentes  en  la 
Bepública  las  leyes  de  la  partida  1^  y  las  del  libro  1?  de  la  Novísima 
Kecopilacion  que  se  ocupaban  en  asuntos  religiosos,  y  en  las  cuales  se 
arreglaba  la  administración  de  los  sacramentos  y  en  general  todo  lo 
i^tivo  á  la  fe,  á  la  Religión  y  á  las  funciones  de  los  ministros  de  ella. 
Baste  decir  que  en  una  ley  se  insertó  el  símbolo  de  los  Apóstoles,  y  en 
•tnuí  machas  se  habla  de  misterios  y  de  dogmas.  De  suerte  que,  según 
á  articulo  de  que  se  trata,  el  Gobierno  podría  en  cualquier  tiempo 
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declarar  sque  todas  y  cada  una  de  las  funciones  de  las  autoridades  ecle- 
siástica le  estaban  atribuidas  por  las  leyes  de  la  República^  y  esas 
mismas  leyes  ^)odrían  atribuir  el  conocimiento  de  las  causas  de  responsa- 
bilidad en  todo  caso  á  tribunales  pura  y  exclusivamente  civiles. 

Claro  es  que  ese  orden  de  cosas  es  en  absoluto  inaceptable  para  los 
católicos ;  y  que  el  Congreso  de  1845  comprometió  gravisimamente  los 
intereses  y  los  derechos  relifi;iosos  de  los  granadinos.  No  diremos  que 
lo  hubiera  hecho  deliberadamente;  pero  es  indudable  que  abrió  la 
puerta  por  donde  los  lobos  poc^n  entrar  más  tarde  en  el  aprisco  del 
beñor.  Tal  vez  creyeron  que  no  entrarían,  mas  desgraciadamente 
entraron. 

El  artículo  2?  de  la  ley  referida  mandaba  observar  en  las  causas  de  res- 
ponsabilidad contra  los  empleados  eclesiásticos  la  ley  2^  parte  3%  tratado 
2?  de  la  Recopilación  Granadina,  y  el  3?  disponía  que,  cuando  fueran 
suspendidos,  la  suspensión  se  refiriese  sólo  al  ejercicio  de  la  jurisdicción 
y  demás  funciones  temporales,  á  la  percepción  del  sueldo  6  renta  del 
empleo,  y  al  permiso  otorgado  por  la  autoridad  civil  para  ejercer  en  la 
República  las  funciones  del  ministerio  eclesiástico ;  pero  que  no  com- 
prendía la  dignidad  eclesiástica  ni  el  poder  espiritual. 

Esto  es  contradictorio  en  realidad,  pues  el  retirarle  el  permiso  para 
funcionar  á  un  empleado  eclesiástico,  cuando  las  leyes  exigen  semejante 
permiso,  equivale  á  suspenderlo  en  el  ejercicio  de  sus  funciones  ;  por- 
que, después  de  retirado,  no  puede  funcionar.  De  manera  que  la  Jey 
viene  á  decirle  á  todo  empleado  eclesiástico  sometido  á  juicio  de  res- 
ponsabilidad, que  apareje  suspensión,  lo  siguiente :  "  Yo  no  lo  suspendo 
á  U.  ni  de  su  dignidad,  ni  de  su  poder  espiritual :  U.  queda  gozando 

{teñamente  de  aquélla  y  en  el  completo  uso  de  éste :  me  limito  á  quitarle 
a  renta  asignada  á  su  dignidad,  y  á  retirarle  el  permiso  que  le  había 
otorgado  para  ejercer  sus  funciones.  En  suma  :  yo  no  lo  suspendo  á  TJ. ; 
pero  cuidado  con  funcionar,  porque  lo  castigaré  severamente."  ¿  De 
qué  sirve  un  poder  espiritual  que  no  puede  ser  ejercido,  y  una  dignidad 
que  no  habilita  para  desempeñar  funciones  de  ninguna  clase  ?, 

Ahora,  para,  que  se  vea  el  alcance  del  citado  artículo  3?  de  que 
-tratamos,  debemos  advertir  que,  según  el  145  de  la  Constitución  que 
regia  en  1845,  toda  causa  de  responsabilidad  que  se  ventilaba  ante  el 
Senado,  traía  aparejada  suspensión  ;  y  según  los  artículos  2?  y  22  de  la 
ley  2%  parte  3^  tratado  2?  da  la  Recopilación  Granadina,  también  había 
suspensión  cuando  el  delito  tenia  señalada  pena^  corporal  ó  infamante, 
ó  privación  de  los  derechos  ^políticos  y  civiles,  ó  inhabilitación  para 
ejercer  empleo,  profesión  ó  cargo  publico,  ó  privación  de  empleo.  Eran, 
pues,  muy  numerosos  los  casos  de  suspensión  en  las  causas  de  responsa- 
bilidad ;  y  eso  hacía  temer  que  se  presentaran  con  alguna  frecuencia 
motivos  do  conflicto  entre  las  dos  potestades,  por  la  aplicación  de  las 
disposiciones  citadas. 

Por  los  artículos  4?  y  5?  de  la  ley  que  examinamos  se  disponía  que  si 
el  empleado  á  quien  se  suspendía  era  Prelado  diocesano,  debía  nombrar 
Provisor  Yicario  General,  como  en  los  casos  de  absoluta  imposibilidad 
física  ó  moral,  y  abstenerse  del  ejercicio  de  sus  funciones;  y  que  si 
resistía  el  nombramiento,  se  le  extrañase  del  país  y  se  le  ocupasen  las 
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temporalidades.     De  suerte  que  en  este  caso  sí  había  verdadera  y  com- 
pleta Buspension  del  poder  espiritual. 

Tal  suspensión  es  de  todo  pimto  inaceptable,  decretada  por  un  tribunal 
laico  ;  porque  la  autoridad  episcopal  no  les  viene  á  los  Obispos  del  poder 
civil,  ni  éste  puede  por  lo  mismo  privarlos  de  ella.  La  suspensión  de 
las  autoridades  eclesiásticas^  en  lo  relativo  al  carácter  espiritual^  es 
asunto  de  la  exclusiva  y  absoluta  competencia  de  esas  mismas  autori- 
dades, según  su  clase  y  la  categoría  que  ocupan  en  la  jerarquía  eclesiás- 
tica ;  cosa  plenísimamente  probada  por  los  Obispos  en  su  reclamación 
al  Congreso  de  1844,  citada  antes,  y  que  también  reconoció  el  Poder 
Ejecutivo  en  las  objeciones  que  examinamos. 

.  Más  injusta  es  aun  la  disposición  del  artículo  6?,  según  la  cual  en  el 
caso  de  que  el  delito  tuviera  señalada  pena  más  grave  que  la  de  extra- 
ñamiento y  ocupación  de  temporalidades^  el  Prelado  debía  ser  puesto  en 
reclusión  aislada  durante  el  juicio. 

El  aislamiento  ó  incomunicación  es  reputado  tan  grave  por  la  ley^  que 
aun  á  los  más  insignes  malhechores,  no  se  les  puede  aplicar  durante 
el  seguimiento  del  juicio,  por  más  de  veinticuatro  horas ;  y  aquí  venia  á 
^licarse  á  los  Prelados  durante  todo  el  juicio,  por  sólo  el  hecho  de  que 
desconocieran  en  los  tribunales  civiles  la  potestad  de  suspenderlos  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones  espirituales. 

Ahora  bien,  coiao  ningún  Prelado  católico  puede  reconocer  en  los 
tribunales  civiles  el  derecho  de  suspenderlo  en  el  ejercicio  de  sus  funciones 
espirituales,  es  claro  como  la  luz  que  las  disposiciones  de  que  hemos 
hablado  tenían  forzosamente  que  ser  equivalentes  en  sus  efectos  á  otra 
que  estuviese  redactada  en  los  términos  siguientes:  '*  Todo- Prelado  á 
quien  se  juzgue  por  delito  que  apareje  suspensión  y  que  se  castigue  con 
la  pena  de  extrañamiento  y  ocupación  de  temporalidades,  será  condenado 
breve  y  sumariamente,  sin  oírlo  ni  vencerlo  en  juicio,  á  dicha  pena  por 
tiempo  indefinido ;  pero  si  la  pena  fuere  más  grave,  se  le  pondrá  en 
reclusión  aislada  durante  el  proceso,  y  se  sentenciará  su  causa  sin  oírlo  ni 
vencerlo  en  juicio.^' 

Perdónesenos  que  insistamos  un  poco  más  en  este  pmto  porque  él  es 
de  mucha  gravedad  é  importancia,  y  conviene  dejarlo  suficientemente 
bien  esclarecido.  Supongamos  que  á  un  Prelado  diocesano  cualquiera  se 
le  siguiese  ante  un  tribunal  civil  un  juicio  de  responsabilidad  porque 
86  le  imputase,  con  razón  ó  sin  ella,  la  comisión  de  ua  delito  que  el 
antiguo  Código  penal  castigara  con  pena  de  muerte,  ó  de  trabajos 
forzados,  ó  presidio,  que  son  más  graves  que  la  de  ektrañamiento  y 
ocupación  de  temporalidades ;  ó  bien  con  estas  dos  últimas.  ¿  Qué 
sucedería  al  declararse  con  lugar  á  la  formación  de  causa  P  Pues  una 
cosa  muy  sencilla.     El  Tribunal  diría  al  Prelado  : 

— ^Nombre  TJ.  un  Provisor  Vicario  General,  para  que  lo  sustituya  en 
el  ejercicio  de  sus  funciones,  como  si  TJ.  estuviera  en  absoluta  imposibili- 
dad física  ó  moral  de  ejercerlas ;  y  absténgase  TJ.  en  lo  sucesivo  del  dicho 
^ereicio  de  sus  funciones. 

— ^No  puedo,  contestaría  el  Prelado.  Mi  autoridad  eclesiástica  me 
viene  de  JJios  y  de  su  Iglesia,  y  no  de  TJ. ;  y  no  me  es  posible,  por  lo 
mimio,  reconocer  en  TJ.  el  derecho  de  suspenderme  de  ella.     ¿<^  t 

^  u,y,u..dbyLrO(>gie 
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— Haga  U.  lo  que  le  ordeno,  replicaría  el  Tribunal  civil.  Sü  deber  es 
perfectamente  claro  en  los  artículos  4?  y  5?  de  la  ley ;  y  si  TJ.  no  lo  lle^ia 
en  el  acto^  le  aplicaré  los  apremios  que  ordenan  el  último  de  dichos 
artículos  y  el  6?  de  la  misma  ley. 

— No  puedo^  replicaría  el  Prelado. .  Por  doloroso  que  sea  este  conflicto, 
no  está  en  mis  manos  el  evitarlo.  U.  puede  hacer  lo  que  estime  conve- 
niente ;  en  cuanto  á  mí,  cumpliré  con  mi  deber  suceda  lo  que 
sucediere.^ 

Lo  que  acontecería  después  de  eso  es  perfectamente  claro.  El  Tribunal 
civil  examinaría  el  cargo  hecho  contra  el  Prelado  y  la  pena  que  podría 
aplicársele  en  caso  de  condenación.  Si  esa  pena  era  la  de  extrañamiento 
y  ocupación  de  temporalidades  se  las  aplicaba  en  el  acto,  hasta  que 
cumpliera  la  ley,  es  decir  hasta  que  reconociese  el  derecho  de  la  potestad 
civil  á  suspenderlo  de  su  autoridad  espiritual;  y  como  nunca  podía 
verificarse  ese  reconocimiento  y  la  pena  se  aplicaba  breve  y  sumariamente 
como  medio  coercitivo,  resultaba  enrealidad  que  el  Prelado  era  condenado 
sin  ser  oído  ni  vencido  en  juicio,  y  se  le  aplicaba  una  pena  que  muchas 
veces  llegaría  á  ser  mayor  que  la  que  merecería  en  caso  de  ser  con- 
denado por  los  trámites  legales. 

Ahora,  si  el  delito  por  que  se  procediera  merecía  pena  mayor,  como 
trabajos  forzados,  presidio  6  reclusión,  lo  que  se  hacía  con  el  Prelado  era 
ponerlo  en  reclusión  aislada  durante  el  juicio ;  y  como  el  que  está  en 
aislamiento  no  puede  defenderse  porque  para  defenderse  tiene  que 
estar  en  comunicación  con  los  demás,  el  resultado  sería  que  la  causa 
se  sentenciara  sin  oírlo  ni  vencerlo  en  juicio.  ¿  Quién  puede  desconocer 
la  iniquidad  de  disposiciones  de  esta  clase  P 

Agreguemos  otra  observación  más,  para  que  se  comprenda  hasta  dónde 
son  inicuos  los  preceptos  legales  referidos.  La  pena  de  extrañamiento  6 
sea  expulsión  del  territorio  de  la  República  era  corporal,  según  lo  dis- 
puesto en  el  numero  7?  d.el  artículo  19  del  Código  penal  que  regía  en  ese 
tiempo,  que  era  la  ley  1^  parte  4,*,  tratado  2?  de  la  Recopilación  Granadina  ; 
y  el  simple*  hecho  de  imponerla  llevaba  consigo,  según  el  artículo  23  del 
mismo  Código,  Iftprivación  de  todo  destino,  cargo  6  empleo  público  y  de 
toda  pensión  pagada  por  la  República;  la  pérdida  de  los  derechos 
políticos,  y  la  suspensión,  mientras  durara  la  pena,  de  los  civiles 
siguientes:  los  de  ciudadanía;  de  acusar,  salvo  en  causa  propia;  de 
declarar  en  juicio,  salvo  para  dar  simples  noticias  ;  de  ser  perito,  jurado, 
albacea,  tutor,  curador,  arbitro,  ó  ejercer  el  cargo  de  hombre  bueno ;  ser 
heredero  ó  legatario,  salvo  de  los  descendientes  y  ascendientes,  ote 
De  suerte  que  un  Prelado,  por  sólo  el  hecho  de  no  poder  reconocer  en  loa 
tribunales  civiles  el  derecho  de  suspenderlo  del  ejercicio  de  sus  funciones 
espirituales,  incurría  en  todas  esas  sanciones,  y  no  podía  ni  aun  ser 
testigo,  ni  hondero  ni  legatario.     Se  convertía,  pues,  en  una  especie   de 


^  Sabemos  muy  bien  que  según  la  tramitación  forense  las  cosas  no  pasarían  ■  en. 
fonma  de  diálogo,  sino  en  forma  do  autos,  notificaciones  etc.  Hemos  usado,  sin 
embargo,  el  diálogo,  porque,  sin  alterar  la  sustancia,  tiene  la  ventaja  de  poner  el 
asunto  al  alcance  de  las  gentes  más  sencillas  é  ignorantes.  ^  j 
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paria,  incapaz  de  ejercer  los  derechos  que  están  al  alcance  de  casi  todas 
las  gentes^  aunque  sean  viciosas  y  corrompidas. 

^  Imposible  era  que  un  acto  de  esa  naturaleza  pasara  inadvertido  á  los 
ojos  del  vigilante  sucesor  de  Pedro.  En  efecto,  apenas  fué  conocida  esa 
ley  en  Roma,  cuando  el  Soberano  Pontífice  dirigió  al  Presidente  de  la 
República  la  siguiente  cart-a  :  -^ 

Al  muy  amado  hijo,  vakón  ilustuk,  Tomás  Cipriano  db  Mosquera. 

Amado  hijo,  varÓQ  ilustre,  salud  y  bendición  apostólica.  Pocos  días  después  que 
respondimos  á  tu  carta,  amado  hijo,  varón  ilustre,  nos  fué  presentado  un  ejemplar 
impreso  de  la  Gaceta  de  la  Nueva  Granada,  en  lengua  española,  por  el  cual  cono- 
cimos con  suma  y  grande  admiración,  la  ley  dada  allí  el  25  del  próximo  pasado  mes 
de  Abril.  Porque  por  esta  ley  de  tal  manera  es  atacada  la  potestad  de  la  Iglesia  y 
su  libertad  por  el  poder  civil,  que  en  ciertos  casos  á  los  sacerdotes  del  Señor  y  aun 
á  los  miamos  Obispos,  puestos  por  el  Espíritu  Santo  para  regir  la  Iglesia  de  Dios, 
88  1^  interdicen  el  ejercicio  de  su  jurisdicción  episcopal  y  los  oficios  de  su  propio 
niinisterio,  con  pena  de  cárcel,  destierro  y  otras.  En  realidad  de  verdad,  amado 
hijo,  no  podemos  explicar  con  palabras  cuál  y  cuánto  haya  sido  el  dolor  de  nuestra- 
alma  al  leer  esta  ley  en  la  cual  se  hacen  tan  graves  heridas  á  la  Beligión  católica,  a 
los  sagrados  derechos  de  la  Iglesia,  y  á  sn  potestad  é  inmunidad,  con  grandísimo 
detrimento  de  los  fieles.  Por  tanto,  en  cumplimiento  de  nuestro  oficio  apostólico, 
sin  demora  alguna,  te  dirijimos  esta  carta,  por  la  cual,  amado  hijo,  te  pedimos 
encarecidamente  con  repetidas  instancias  que  en  este  negocio  tan  importante  de  la 
Beligión  católica,  muestres  un  celo  digno  ae  un  varón  cristiano,  para  que  no  sólo 
se  revoque  prontamente  esa  ley,  sino  también  para  que  en  lo  sucesivo  se  conserven 
ilesos  en  esa  República  los  derechos  de  la  Iglesia.  Y  si  trabajares  en  esto  como 
confiamos,  recibirás  por 'cierto  grande  premio  de  Dios,  remunerador  de  todos  los 
bueno3,*nuestra  benevolencia  y  la  de  la  Silla  Apostólica.  Fiados  en  esta  esperanza, 
ie  damos,  amado  hijo,  varón  ilustre,  lo  mismo  que  á  todo  ese  pueblo,  con  grande 
amor,  la  bendición  Apostólica,  como  presagio  de  todos  los  bienes  celestiales  y  en 
testimonio  de  nuestra  caridad  paternal. 

Dado  en  Roma  en  Santa  María  la  Mayor  á  17  de  Septiembre  del  año  de  1845, 
decimoquinto  de  nuestro  pontificado. 

Gregorio  P.P.  XVI. 

Vanos  esfuerzos ;  trabajo  perdido.  La  Brcpública  estaba  condenada  á 
pasar  por  situaciones  terribles ;  y  hasta  los  mismos  hombres  honrados  y 
de  buena  voluntad  contribuían  á  preparar  la  catástrofe  con  actos  de 
lamentable  imprivisión,  que  cada  día  iban  siendo  más  frecuentes  y  de 
m^or  trascendencia. 

Tal  vez  algimo  habrá  creído  que  exageramos  los  alcances  de  la  referida 
ley^  y  que  nunca  llegaría  el  caso  de  que  ella  se  aplicase  en  la  forma  que 
hemos  indicado.  Ojalá  asi  hubiera  sido.  Muchos  males  se  habrían 
ahorrado  tal  vez  al  país  ;  pero  no  sucedió  tal.  En  el  caso  más  grave  é 
importante  én  que  podía  tener  aplicación^  la  tuvo  con  un  lujo  de  injus- 
ticia y  de  crueldad  que  excede  en  mucho  á  lo  que  hemos  dicho.  Con- 
veniente nos  parece  tratar  de  ese  asunto  con  alguna  detención,  y  lo 
haremos  á  su  debido  tiempo. 

Á  pesar  de  las  disposiciones  de  la  le^  que  acabamos  de  examinar,  es 
preciso  reconocer  que  todavía  en  ese  tiempo  se  tenían  consideraciones 
por  el  clero  en  las  altas  regiones  oficiales.  Veamos,  en  comprobación  de 
ello,  lo  que  decía  relativamente  á  él  el  Secretario  de  Gobierno  en  su 
Memoria  al  Congreso  de  1846  : 

£1  respeto  que  se  debe  á  los  ministros  del  culto,  y  la  consideración  por  la 
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grandeza  de  sns  funciones,  aun  cuando  delincan,  exigen  qne  no  se  les  confunda  con 
el  común  de  los  delincuentes  para  la  ejecución  del  castigo  y  que  no  arrastren  en* 
público  cadenas  y  prisiones  como  los  demás ;  que  no  se  les  ocupe  en  trabajos  riles, 
ni  se  les  coloque  bajo  la  dirección  de  un  capataz ;  porque  todo  esto  redunda  igual- 
mente en  desdoro  del  clero  en  general.  Son  hombres,  pueden  delinquir,  pero  son 
también  sacerdotes,  es  indeleble  su  carácter,  se  han  cousa^ado^^al  alto  y  augusto 
•ministerio  del  altar,  y  merecen  bien  ¡jue  se  haga  una  distinción  en  su  favor,  así 
como  se  ha  hecho  respecto  de  las  mujeres.  La  ley  debe  ser  igual,  en  igualdad  de 
personas  y  de  circunstancias,  y  por  lo  mismo  sus  disposiciones  deben  variar  según 
la  calidad  de  aquéllas  y  la  naturaleza  de  éstas. 

7.  Poca  cosa  era,  sin  embargo,  lo  expresado  antes,  en  comparación  de 
las  grandes  iniquidades  que  pronto  se  habían  de  cometer  contra  los 
ministros  del  Altísimo.  Continuemos  entre  tanto  la  enumeración  de  las 
leyes  que  en  alguna  manera  afectaron  los  intereses  religiosos  del  país. 

En  11  de  Mayo  de  1848  se  sancionó  el  Código  de  procedimiento  en. 
los  negocios  criminales,  y  en  el  artículo  11  se  atribuyó  á  los  Prelados, 
Provisores  y  Vicarios,  tanto  capitulares  como  cantonales,  la  cedidad  de 
funcionarios  de  instrucción,  para  practicar  los  sumarios  en  negocios 
criminales  sujetos  al  conocimiento  de  la  jurisdicción  eclesiástica. 

El  artículo  12  dispuso  que  actuaran  con  un  notario,  ó  con  un  escribano 
6  dos  testigos.  El  artículo  100  incluyó  á  los  Vicarios  cantonales  y  á 
los  Prelados  diocesanos  entre  los  jueces  competentes  para  conocer  de 
los  negocios  criminales.  Los  artículos  308  y  309  dispusieron  que  los 
Vicarios  cantonales  procedieran  por  los  trámites  señalados  para  los 
jueces  de  distrito,  y  los  Prelados  en  la  forma  que  deben  proceder  los 
Jueces  de  Circuito. 

Nos  parece  irregular  eso  de  que  la  potestad  civil  señale  á  las  autori- 
dades eclesiásticas  la  manera  de  proceder ;  así  como  sería  irregular  que 
la  potestad  espiritual  determinara  el  procedimiento  que  debiesen  seguir 
los  jueces  y  tribunales  civiles  ó  criminales  del  orden  seglar,  en  los 
asuntos  de  su  competencia.  Lo  razonable  es  que  cada  potestad  arregle 
el  procedimiento  en  los  asuntos  que  son  de  su  resorte. 

8.  El  ataque  definitivo  al  fuero  eclesiástico  se  hizo  en  el  año  de  1851, 
en  la  ley  de  14  de  Mayo,  sobre  desafuero  eclesiástico.  Insertaremos  casi 
todas  sus  disposiciones  porque  son  bien  importantes. 

Art.  1?  Desde  la  sanción  de  esta  ley  queda  extinguido  todo  fuero  ó  privil^o 
eclesiástico. 

Art.  2*?  La  Corte  Suprema  de  Justicia  conocerá  en  primera  y  segunda  instancia 
de  las  causas  criminales  que  por  mal  desempeño  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  ó 
por  delitos  comunes  que  teugan  detallada  pena  en  alguna  ley  civil  de  la  República, 
se  sigan  contra  los  Arzobispos  y  Obispos. 

Art.  3?  Conocerá  también  el  mismo  Tribunal  de  los  recursos  de  nulidad  6  injus- 
ticia notoria  que  se  interpongan  contra  las  sentencias  pronunciadas  en  segunda 
instancia  en  negocios  civiles  del  orden  temporal,  y  en  los  pleitos  promovidos  contra 
individuos  del  clero  secular  ó  regular,  de  que  hasta  ahora  ha  conocido  la  autoridad 
eclesiástica,  en  los  casos  en  que  haya  lugar  á  estos  recursos,  con  arreglo  á  las 

Art.  4?  Los  Tribunales  de  distrito  conocerán  en  primera  y  segunda  instancia 
de  las  causas  criminales  que  se  sigan  contra  los  Provisores,  Vicarios  generales 
y  capitulares  por  los  delitos  de  que  habla  el  artículo  2?. 

Art.  5?  Conocerán  los  mismos  Tribunales  en  segunda  instancia  de  las  causas 
civiles  que  se  sigan  contra  individuos  del  clero  secular  y  regular,  y  que  versen 
sobre  asuntos  del  orden  temporal,  de  que  ha  conocido  hasta  ahora  la  autoridad 
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I 
eclesiástica,  y  también  de  los  criminales  que  se  sigan  contra  individuos  de  uno 
y  otro  clero,  por  los  delitos  expresados  en  el  artículo  2?  si  de  ellos  han  conocido 
en  primera  instancia  los  Jueces  de  Circuito. 

Art.  6*  Los  Jueces  de  Circuito,  6  los  que  hagan  sus  veces,  y  los  parroquiales 
conocerán  respectivamente  y  según  los  casos,  en  primera  instancia  de  las  causas 
civiles  que  se  promuevan  contra  individuos  del  clero  secular  y  regular,  y  de 
todos  los  demás  asuntos  del  orden  temporal  de  que  hasta  ahora  ha  conocido  la 
autoridad  eclesiástica.  Conocerán  también  en  primera  instancia  de  las  causas 
criminales  que  por  los  delitos  expresados  en  el  artículo  2f  se  sigan  á  los  individuos 
del  clero  secular  y  regular. 

Art.  8?  La  suspensión  que  debe  decretarse  en  el  procedimiento  criminal  de  qae 
habla  esta  ley  se  verificará  por  la  autoridad  civil  que  fuere  competente  para  co- 
nocer en  primera  instancia,  dando  parte  de  esto  al  funcionario  superior  eclesiástico 
respectivo,  para  los  efectos  de  la  ley  de  25  de  Abril  de  1845,  que  queda  en  su 
fuerza  y  vigor. 

El  articulo  1?  mandó  cesar  completamente  el  fuero  eclesiástico.  Si 
esto  hubiera  de  entenderse  sólo  respecto  de  aquellos  asuntos  pura- 
mente temporales  atribuidos  por  las  leyes  civiles  á  los  tribunales 
eclesiásticos,  y  que  no  pertenecen  á  éstos  según  el  derecho  canónico, 
nada  habría  que  objetar  en  el  fondo  á  esa  disposición  ;  pero  por  los  artí- 
culos que  siguen  se  ve  que  en  esa  derogación  quedó  comprendido  el 
derecho  de  conocer  de  asuntos  que  por  su  naturaleza  pertenecen  exclu- 
sÍTamente  al  dominio  de  la  autoridad  eclesiástica,  y  en  cuanto  á  ellos 
es  absolutamente  inadmisible  la  disposición. 

Hemos  hablado  de  objeción  en  el  fondo,  porque  en  cuanto  á  la  forma 
nos  parece  de  todos  modos  defectuoso  el  procedimiento  de  que  la  autoridad 
civil  "por  sí  y  ante  sí  esté  haciendo  variaciones  en  la  manera  de  conocer 
de  asuntos  en  que.  es  tan  interesadas  ambas  potestades.  Lo  razonable  es 
que  para  toda  alteración,  sea  en  cuanto  á  la  extensión  del  fuero  sea  en 
ía  manera  de  ejercerlo,  se  proceda  de  acuerdo  entre  las  dos  potestades, 
para  evitar  así  colisiones  y  conflictos  de  toda  clase. 

El  artículo  2?  atribuyó  á  la  Corte  Suprema  el  conocimiento  de  las 
causas  de  responsabilidad  por  mal  desempeño  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones  contra  los  Arzobispos  y  Obispos,  siempre  que  tuvieran  señalada 
pena  en  alguna  ley  civil  de  la  República. 

Las  mismas  objeciones  que  hicimos  al  artículo  1?  de  la  ley  de  25  de 
Abril  de  1845,  pueden  hacerse  á  éste,  y  con  mucho  mayor  razón ;  pues 
bajo  el  dominio  de  aquella  ley  se  concibe  que  la  autoridad  eclesiástica 
pudiera  á  veces  ejercer  funciones  en  asuntos  pura  y  exclusivamente 
civiles,  al  paso  que  en  la  de  que  aquí  tratamos,  se  les  priva  absoluta- 
mente de  toda  intervención  en  esa  clase  de  asuntos.  Asi  es  patente  en 
loe  artículos  2?  y  siguientes  de  la  ley. 

Extinguir  todo  fuero  ó  privilegio  eclesiástico,  es  declarar  que  las 
funciones  de  las  autoridades  de  ese  orden  queden  reducidas  á  los  asuntos 
que  son  espirituales  por  su  naturaleza ;  y  atribuir  á  pesar  de  eso  á  los 
tribunales  civiles  el  conocimiento  de  las  causas  de  responsabilidad  contra 
loe  Arzobispos  y  Obispos,  es  conceder  á  dichos  tribunales  una  potestad 
eqxirítual  superior  á  la  de  los  Prelados,  cuando  fué  á  éstos  y  no  á  aquéllos 
í^  quienes  Dios  y  la  Iglesia  concedieron  la  jurisdicción  y  la  potestad 
eqpmtual. 

X  no  se  diga  que  el  hecho  de  imponer  pena  la  ley  civil  da  al  asunto  el 
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Cjarácter  de  temporal,  porque  muchas  leyes  de  las  que  regían  en  ese  tiempo 
imponían  penas  por  faltas  délos  Prelados  en  el  ejercicio  de  sus  funciones 
espirituales ;  y  es  una  cosa  sabida  que  la  naturaleza  de  una  falta  no 
puede  variar  por  el  hecho  de  que  las  leyes  le  impongan  ó  dejen  de 
imponer  alguna  pena. 

Los  artículos  4?  y  6?  contienen  disposiciones  semejantes  respecto  de 
las  otras  autoridades  eclesiásticas,  las  cuales  deben  ser  juzgadas  por  los 
Tribunales  de  distrito  y  por  los  Jueces  de  Circuito  y  de  distrito,  segün 
los  casos.  Á  ellos  son  aplicables  las  mismas  observaciones  que  acabamos 
de  hacer. 

Los  artículos  3?,  5?  y  6?  disponen  que  todos  los  juicios  civiles  del  orden 
temporal,  y  todos  los  pleitos  promovidos  contra  los  miembros  de  uno  y 
otro  clero  y  atribuidos  antes  á  las  autoridades  eclesiásticas,  sean  en  lo 
sucesivo  del  dominio  de  los  tribunales  y  juzgados  civiles.  Se  arrebató 
así  á  la  autoridad  eclesiástica  el  conocimiento  de  todo  asunto  relativo  al 
orden  temporal ;  y  á  pesar  de  eso  se  la  dejó  sometida  á  las  potestades 
civiles,  cuando  no  le  quedaban  más  funciones  que  las  del  orden  espiri- 
tual. 

Casi  dos  meses  antes  de  darse  esta  ley,  el  vigilante  Metropolitano 
se  dirigió  al  Secretario  de  Gobierno,  con  el  fin  de  exponerle  los  gravea 
inconvenientes  qi^e  presentaba  su  sanción  para  el  mantenimiento  de  las 
buenas  y  cordiales  relaciones  de  las  potestades  civil  y  eclesiástica.  Hó 
aquí  lo  que  sobre  el  particular  le  decía  en  nota  reservada  y  confidencial, 
escrita  de  su  propio  puño,  con  focha  19  de  Marzo  de  1851 : 

La  potestad  de  la  Iglesia  reside  por  derecho  divino  en  el  cuerpo  episcopal  con 
el  Sumo  Pontífice ;  y  de  esta  proposición  de  fe  resulta,  que  nadie  en  la  Iglesia 
puede  ejercerla  por  derecho  propio,  sino  el  Papa  y  los  Obispos.  Á  estos  principios 
dogmáticos,  de  los  cuales  ni  la  misma  Iglesia  puede  prescindir,  está  ajustada  la 
disciplina  desde  el  principio  de  la  Iglesia  á  nuestros  días.  No  hay  ni  puede  haber 
más  jueces  competentes  para  juzgar  las  causas  eclesiásticas  que  el  Obispo  en  cada 
Diócesis,  el  Metropolitano  y  el  Concilio  provincial  en  las  provincias,  los  generales 
y  el  Papa  en  toda  la  Iglesia. 

Los  Obispos  han  ejercido  siempre  el  poder  judicial  en  la  Iglesia,  ya  solos,  ya 
unidos  á  otros  Obispos,  jra  por  delegados.  Los  Arcedianos  desde  el  siglo  VI 
fueron  los  primeros  Vicarios  de  los  Obispos,  que  ejercían  de  una  manera  perma- 
nente esta  delegación,  qne  más  tarde  quedó  sólo  en  los  Vicarios  diocesanos  ó 
generales,  oficiales  ó  jueces  eclesiásticos.  El  Concilio  IV  de  Lctrán  fué  el  qne 
excitó  á  los  Obispos  á  tener  estos  Vicarios  permanentes,  exponiéndoles  la  necesi- 
dad de  atender  á  otros  cargos  interesantes  del  oficio  pastoral.  Hé  aquí  la  suma 
de  la  Iglesia  en  diez  y  ocho  siglos  de  su  existencia. 

Más  tarde,  expedida  ya  la  ley  con  fecha  14  de  Mayo,  elevó  el  Metro- 
politano, el  26  de  los  mismos^  una  comedida  y  razonada  protesta  contra 
ella.  No  llevarán  á  mal  nuestros  lectores  que  insertemos  algunos  frag- 
mentos de  ese  bellísimo  escrito,  en  el  que  campean,  como  en  todos  los  de 
ese  ilustre  Prelado,  la  sabiduría  consumada,  la  prudencia  inalterable  y 
la  firmeza  nunca  desmentida  en  el  cumplimiento  del  deber.  Nos  limi- 
taremos á  los  más  notables,  que  son  los  siguientes  : 

La  ley  atribuye  á  los  tribunales  y  juzgados  civiles  el  conocimiento  de  las  causas 
criminales  que,  por  mal  desempeño  en  el  ejercicio  de  stis  fu^bciones  se  sigan  á  los 
Obispos,  Provisores,  Vicarios  Generales  y  capitulares,  y  á  los  individuos  de  uno  y 
otro  clero.    Pero  quitando  la  misma  ley  á  los  jueces  y  tribunales  eclesiásticos  la 
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competencia  de  los  negocios  civiles  del  orden  temporal,  y  de  las  cansas  sobre 
delitos  comunes,  ya  no  hay  funciones  en  los  Obispos,  Provisores  y  Vicarios  Gene- 
rales y  en  los  individuos  de  nno  y  otro  clero,  que  no  sean  del  orden  espiritual :  no 
existen  las  que  eran  atribuidas  por  las  leyes,  como  lo  decía  la  de  25  de  Abril  de 
184o :  por  consiguiente,  las  causas  qtie  j}or  mal  desempeño  en  el*  ejercicio  de  sus 
funciones  se  sigan  contra  los  Prelados  y  contra  los  indíividuos  de  uno  y  otro  clero, 
son  causas  del  orden  espiritual;  versan  sobre  el  ejercicio  de  la  misión  y  jurisdic- 
ción espiritual  recibida  de  Jesucristo,  cuyos  actos  dependen  exclusivamente  de  la 
Iglesia,  y  su  autoridad  es  la  única  competente  para  ]uzgar  á  los  individuos  de  la 
jerarquía  católica  por  mal  desempeño  en  el  ejercicio  de  sus  funciones.  Esta 
proposición  es  dogma  de  fe,  como  lo  es  que  solamente  la  Iglesia  posee  la  autoridad 
espiritual  que  le  pertenece  exclusivamente  para  arr3glar  el  ejercicio  de  esta  autori- 
daii,  y  juzgar  de  todas  las  causas  espirituales. 

Así,  pues,  en  mi  carácter  de  Metropolitano  de  e^ta  Provincia,  y  á  nombre  de 
mi  Iglesia,  reclamo  ante  los  poderes  nacionales,  la  libertad  é  inmunidad  de  la 
Iglesia  en  el  ejercicio  de  su  autoridad  divina  en  las  causas  criminales  que,  por  mal 
desempeño  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  pudan  tener  lufi;ar  contra  los  indivi- 
duos de  la  jerarquía  católica  en  uno  y  otro  clero.  Jamás  m  Iglesia  ha  consen- 
tido en  que  las  causas  eclesiásticas  sean  juzgadas  Y>or  la  autoridad  civil.  Cuando 
Constancio  se  propuso  dar  leyes  sobre  cosas  espirituales  á  los  Obispos,  Osio  de 
Córdoba,  el  oráculo  de  las  concilios,  le  dijo  con  santa  libertad  :  "  Has  visto,  oh 
Emperador,  que  Constantino  se  haya  entrometido  en  los  juicios  eclesiásticos? 
No  te  mezcles,  pues,  tú  en  las  cosas  de  la  Iglesia,  ni  nos  des  preceptos,  sino  más 
bien  apréndelos  de  nosotros.  Á  ti  se  te  ha  dado  el  Imperio,  á  nosotros  se  nos 
dio  la  Iglesia."  En  la  persecución  de  San  Atanasio  por  los  arríanos,  decían  los 
Obispos  de  Oriente  al  mismo  Constancio  :  "  Si  los  Obispos  han  dado  ya  su  juicio 
sobre  esto,  A  qué  tiene  que  ver  el  Emperador  P  ¿  Cuándo,  desde  que  se  crió  el 
mundo,  se  ha  visto  tal  cosa  ?  ¿  Cuándo  el  juicio  de  la  Iglesia  ha  recibido  su 
autoridad  del  Emperador  ?  "  Sería  interminable  si  hubiese  de  referir  la  multitud 
de  monumentos  que  presenta  la  historia  eclesiástica  en  esta  materia ;  básteme 
recordar  la  conducta  del  episcopado  francés  á  fines  del  siglo  pasado  cuando  se  dieron 
leyes  como  la  presente ;  conducta  aprobada  y  sostenida  también  por  el  inmortal 
Pontífice  Pío  Vi,  especialmente  en  su  breve  de  13  de  Abril  de  1791. 

No  se  limitó  á  eso  el  Prelado.  El  18  de  Junio  elevó  al  Gobierno  una 
larga  exposición  relativa  á  ésta  y  otras  varias  leyes.  Después  de  hacer 
mérito  de  sus  pasos  conciliatorios  para  prevenir  el  conflicto,  hace  notar 
que  el  Poder  Ejecutivo  reconoció  en  su  resolución  de  31  de  Mayo  de 
1851  que  á  la  Iglesia  no  le  quedaban  sino  asuntos  espirituales,  de  donde 
deduce,  con  razón,  que  no  puede  haber  causa  de  responsabilidad  contra 
los  empleados  eclesiásticos  por  asuntos  temporales,  y  que  no  puede  ya 
tener  lugar  la  distinción  que  establecía  la  ley  de  1845.  Se  extiende  , 
largamente  sobre  esos  puntos,  y  luego  añade  lo  siguiente : 

La  posibilidad  de  que  coincida  en  el  ejercicio  de  las  funciones  del  poder  espi- 
ritual algún  delito  cometido  por  el  respectivo  funcionario  eclesiástico,  que  es  á  io 
que  se  reduce  el  informe  de  la  comisión  del  Senado,  sobre  la  reclamación  del  Arzo- 
bispo de  Bogotá,  no  constituye  mal  desempeño  en  el  ejercicio  de  sus  funciones, 
que  son  espirituales ;  pero  si  lo  hubiera,  sería  de  la  competencia  de  la  Iglesia. 
Para  corregir  y  castigar  el  delito  incidente,  ni  se  necesita,  ni  se  puede  conocer  del 
mal  desempeño  de  las  funciones  del  eclesiástico,  sino  sólo  del  hecho  de  que  la  ley 
hubiese  sido  violada  á  sabiendas.  De  otra  parte,  la  misma  ley  de  14  de  Ma^o 
distingue  la  competencia  de  conocer  de  causas  por  mal  desempeño  en  el  ejercicio 
de  sus  funciones  contra  los  eclesiásticos.  Esta  distinción  prueba  que  las  causas 
de  responsabilidad  por  mal  desempeño  en  el  ejercicio  de  sus  fnnciones  contra  los 
eclesiásticos  son  distintas  de  las  que  versan  soore  delitos,  y  no  pueden  tener  lugar 
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sino  en  materia  espiritual,  única  que  ha  qnedado  á  la  Iglesia,  y  única  sobre  la 
cual,  en  consecuencia,  puede  haber  causas  por  mal  desempeño. > 

La  misma  moderación  que  se  observa  en  este  fragmento^  brilla  en 
todo  lo  demás  de  este  importante  documento.  Y  sin  embargo,  fué  su 
presentación  al  Gobierno  uno  de  los  motivos  principales  para  enjuiciarlo 
y  desterrarlo,  como  lo  veremos  pronto. 

El  Gobierno  replicó  en  una  larga  nota,  en  la  que  principió  por  reco- 
nocer el  incuestionable  derecho  del  Prelado  á  protestar  contra  las  leyes 
que  no  eran  de  su  agrado.  Se  esforzó  luego  en  probar  que  la  ley  decía 
realmente  lo  que  el  llustrísimo  señor  Arzobispo  quería  que  dijera;  pero 
por  desgracia,  los  hechos  posteriores  probaron  patentemente  que  era 
el  Prelado  quien  tenía  razón.  No  insertaremos  esa  nota,  ni  la  réplica 
del  llustrísimo  señor  Arzobispo,  porque  creemos  que  no  arrpjan  nueva 
luz  en  la  cuestión  de  que  tratamos. 

Contra  la  ley  que  examinamos  se  levantó,  como  era  natural,  el  Episco- 
pado, como  si  todo  él  formara  un  solo  Prelado;  y  además  de  las 
protestas  generales  que  citamos  al  hablar  del  patronato,  que  se  extendían 
expresamente  á  este  punto,  elevaron  otras  encaminadas  especial  y  ex- 
clusivamente á  tratar  de  esta  ley.  Conocemos  las  siguiente»-:  la  del 
señor  Obispo  auxiliar  del  Metropolitano,  de  9  de  Junio  de  1851 ;  las 
de  los  señores  Obispos  de  Popayán  y  Pamplona,  de  11  de  Junio ;  la  del 
señor  Provisor  de  Antioquia,  de  21  de  Junio ;  la  del  señor  Obispo  de 
3antamarta,  de  21  de  los  mismos ;  la  del  señor  Obispo  auxiliar  del  de 
Popayán,  de  24  de  dicho  mes ;  y  la  del  señor  Obispo  de  Cartagena,  de 
26  de  los  misinos.  ¿  Cómo  creer  que  estén  errados  todos  esos  Prelados 
hablando  á  la  vez  sobre  una  misma  materia,  con  perfecta  uniformidad, 
y  en  tiempos  y  lugares  en  que  era  casi  imposible  que  pudiesen  conferen- 
ciar y  ponerse  de  acuerdo  previamente  ?  ¿  No  es  ésa  una  prueba  patente, 
de  simple  sentido  común,  de  que  el  Gobierno  atacaba  realmente  los 
derechos  y  las  legitimas  prerrogativas  de  la  Iglesia  ? 

Nos  es  imposible  insertar  todos  esos  documentos  ;  pero  tomaremos 
siquiera  un  fragmento  de  la  protesta  del  señor  Obispo  auxiliar  del 
Metropolitano,  que  puede  servir  como  de  muestra. 

Permitid,  ciudadano  Presidente,  que  os  di^ :  que  si  como  baen  patriota  he 
contribuido  con  mis  débiles  esfuA^zos  á  los  tnnnfos  de  la  independencia  y  liber- 
tad nacional  de  nuestra  República,  como  Obispo  tengo  también  un  deber  sagrado 
de  defender  el  depósito  de  la  fe,  teniendo  la  gloria  de  confesar  4  Jesucristo  de-, 
lante  de  los  hombres,  para  que  Él  me  confíese  delante  de  su  Padre  celestial  .  .  . 

Yo  siempre  dirijo  al  cielo  mis  humildes  votos  por  la  prosperidad  de  nuestra 
República  y  por  el  acierto  de  sus  dignos  Magistrados,  y  para  que  tenga  un 
favorable  éxito  esta  adhesión  4  la  reclamación  expresada  (la  del  llustrísimo  señor 
Arzobispo). 

El  llustrísimo  señor  Obispo  de  Santamarta,  que  tenia  ya  un  pie  en  la 
tumba,  quiso  dar  mayor  fuerza  á  sus  palabras  citando  este  fulminante 
pasaje  del  célebre  San  Atanasio : 

i  Cu4ndo  jamás  se  oyó  en  el  mundo  que  las  causas  de  la  Iglesia  se  tratasen  en 
la  Curia  de  los  Príncipes,  ó  recibiesen  de  ellos  su  autoridad  P 


*  Véase  el  documento  C.  r^  i 
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Cita  también  estas  palabras  del  grande  Osio,  dirigidas  al  Emperador 
Constancio : 

El  Señor  te  ba  entregado  á  ti  las  riendas  del  Imperio  y  á  los  Obispos  los  nego- 
cios eclesiásticos ;  y  asícomo  atentaría  contra  la  orden  de  Dios  el  qne  tratara  de 
nsorpar  tu  poder,  tú  no  podrás  tampoco,  sin  pecar,  atraer  á  ti  los  asuntos  de  la 
Iglesia. 

Esas  respetables  autoridades  y  mil  otras  que  se  citaron  en  ese  tiempo, 
anidas  á  la  voz  unánime  del  Episcopado  y  del  clero^  eran  más  que  sufi- 
cientes para  bacer  abrir  los  ojos  al  Gobierno^  si  era  que  realmente  y 
de  bueiia  fe  estaba  en  un  simple  é  inocente  error.  Pero  por  desgracia 
no  era  eso  lo  que  sucedía.  El  Gobierno  sabía  mejor  que  nadie  lo  que 
bacía,  y  el  fin  que  se  proponía  alcanzar  ;  y  todos  los  esfuerzos  que  se 
bacían  con  el  objeto  de  persuadirlo  de  que  sus  medidas  tendían  á  la 
destrucción  del  catolicismo,  producían  el  natural  efecto  de  afirmarlo  más 
y  más  en  ellas,  porque  esa  destrucción  era  cabalmente  el  punto  objetivo 
de  sus  esfuerzos. 

Poco  después  de  sancionada  la  ley  de  que  tratamos  quiso  ponerla  en 
ejecución  el  señor  Juez  1?  del  Circuito  de  Bogotá,  aplicándola  á  un  caso 
á  que  no  era  aplicable.  En  efecto,  el  27  de  tlunio  de  1851  pasó  al  señor 
ProTÍsor  del  Arzobispado  la  siguiente  nota : 

Sírvase  ü.  dar  la  orden  necesaria  á  efecto  de  que  se  pase  á  este  Jnz^ado  y 
escribanía  de  José  Lucio  de  Elorga,  el  expediente  seguido  por  Natividad  Caballero 
contra  Francisco  Castañeda,  sobre  divorcio.  De  lo  cual  se  acusará  el  recibo  co- 
rrespondiente. 

El  30  de  los  mismos  contestó  el  señor  Provisor  lo  siguiente : 

He  recibido  el  oficio  de  U.  del  27  del  presente,  pidiéndome  que  mande  pasar  á 
la  escribanía  de  José  Lncio  Elorga  el  expediente  sobre  divorcio  que  en  esta  Curia 
se  signe  entre  Natividad  Caballero  y  su  marido  Francisco  Castañeda.  Esta 
causa  es  del  fuero  eclesiástico,  y  de  ello  hay  una  definición  dogmática  del  Santo 
Concilio  de  Trento  (Ses.  XXIY,  can.  12),  cuyos  términos  son  éstos  :  "  Si  alguno 
,  ¿ijere,  que  las  cansas  matrimoniales  no  pertenecen  á  los  jueces  eclesiásticos,  sea 
excomuLB^o.*'  En  consecuencia,  no  puedo  remitir  á  U.  dicho  expediente ;  porque 
lo  prohibe  esta  solemne  decisión  y  la  naturaleza  de  la  causa,  que  es  sacramental, 
pues  qne  sólo  se  signe  por  lo  relativo  al  vínculo. 

Aunque  creemos  que  el  Juez  desistió  d^  sus  pretensiones,  el  incidente 
daba  la  medida  de  lo  que  podían  esperar  las  autoridades  de  la  Iglesia 
de  unas  leyes  tan  hostiles^  ejecutadas  por  iempleados  más  hostiles  aún. 
Empero,  por  grandes  que  fuesen  los  temores  que  debieran  abrigarse^  la 
realidad  de  los  hechos  les  excedió  en  mucho. 

9.  Dijimos  en  el  capítulo  anterior  que  en  el  año  de  1851  se  reformó 
la  ley  de  patronato  de  1824  en  varios  puntos,  entre  otros  el  nombra- 
miento de  curas,  que  se  atribuyó  á  los  cabildos  con  violación  manifiesta 
de  la  disciplina  de  la  Iglesia,  que  nunca  ha  querido  consentir  en  seme- 
jante novedad.  También  dijimos  que,  según  el  artículo  26  de  la  citada 
ley  de  patronato  expedida  en  1824,  cada  seis  meses  debía  convocarse 
á  concurso  para  la  provisión  de  los  curatos  vacantes ;  si  el  Prelado 
omitía  la  convocación,  se  le  requería  para  que  la  hiciese ;  y  en  caso  de 
contumacia  se  recurría  al  Metropolitftno  ó  al  sufragáneo  inmediato^  9egún 
el  caso^  para  suplir  la  negligencia  con  arreglo  á  los  cánones.  ^^ 
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En  virtud  de  esas  disposiciones,  el  Gobierno  requirió  al  Provisor 
del  Arzobispo,  á  fin  de  que  convocara  á  concurso  para  la  provisión  de 
los  curatos  vacantes  en  la  Arquidiócesis.  El  Provisor  no  podía  acceder 
á  eso,  sin  afrontar  de  hecho  y  de  lleno  la  cuestión  del  nombramiento  do 
curas  por  los  cabildos,  es  decir,  sin  provocar  un  conflicto  inevitable  con 
el  Gobierno.  Obrando,  pues,  con  prudencia  y  cordura,  buscó  medios 
para  eludir  la  dificultad,  y  lo  consiguió  por  unos  pocos  días ;  pero  como 
el  Gobierno  tenía  interés  en  provocar  el  oonflicto,  .volvió  á  poco  con 
nuevas  y  reiteradas  excitaciones,  hasta  por  cinco  veces ;  y  convencido  al 
fin  de  que  el  Provisor  no  convocaría  á  concurso  en  ningún  caso,  lo 
mandó  encausar,  y  excitó  al  Provisor  de  Antioquia,  con  fecha  1?  de 
Diciembre  de  1851,  á  fin  de  que  supliera  la  negligencia  del  Metro- 
politano, en  cuyo  nombre  obraba  el  Provisor  de  la  Arquidiócesis. 

£1  15  de  los  mismos  pasó  una  nota  el  Provisor  de  Antioquia  al  del 
Arzobispado  en  la  que  le  trascribe  la  que  había  recibido  del  Secretario 
de  Gobierno,  y  le  pide  la  lista  de  curatos  vacantes  para  expedir  el 
edicto  de  convocación  solicitado  por  el  Gobierno.  Al  Secretario  referido 
le  dio  cuenta  de  lo  que  había  resuelto  en  el  particular. 

El  7  de  Enero  de  1852  le  contestó  el  Provisor  del  Arzobispado  al  de 
Antioquia  su  nota  de  15  del  mes  anterior,  y  le  expuso  las  razones  que 
tenía  para  creer  que  no  había  negligencia  de  parte  del  Metropolitano,  y 
que,  por  lo  mismo,  el  citado  Provisor  de  Antioquia  estaba  usurpando 
ajena  jurisdicción  al  intervenir  en  un  negocio  que  no  le  correspondía 
desde  ningún  punto  de  vista.  Como  este  asunto  llegó  á  tener  más  tarde 
altísima  importancia,  y  como  en  la  nota  aludida  se  discute  y  dilucida 
con  una  claridad  y  un  acierto  que  no  dejan  que  desear,  nos  permitimos 
insertar  dicha  nota,  para  que  el  lector  pueda  formar  juicio  acerca  de  la 
iniquidad  de  los  ulteriores  procedimientos  del  Gobierno. 

He  recibido  el  oficio  de  U.  de  15  de  Diciembre  líltimo,  en  que  me  pide  la 
lista  de  loa  curatos  vacantes  que  haya  en  esta  Arquidiócesis  para  proceder  á 
convocar  concurso. 

Conforme  al  artículo  26,  ley  1',  parte  1',  tratado  4?  de  la  Recopilación  Grana- 
dina, se  le  pasó  á  U.  aviso  de  haberme  denegado  yo  á  convocar  concurso,  para 
que  supliera  la  negligencia  conforme  á  Ion  cánones. 

Un  aviso  no  envuelve  orden  que  exija  obedecimiento, y  ejecución  :  el  aviso 
80  refiere  á  hechos  y  derechos  c^e  deben  ser  examinados  y  considerados  para 
formar  criterio  conforme  á  los  sagrados  cánones.  Pero  con  aquel  aviso  se  ha  dado 
por  cierta  y.  existente  la  negligencia ;  se  procede  ya  á  asumir  la  jurisdicción  del 
Prelado  Metropolitano,  introduciendo  en  la  Arquidiócesis  una  novedad  inaudita,  é 
hiriendo  al  mismo  tiempo  el  honor  del  Provisor.  Sin  guardar  la  más  ligera  fór- 
mula, se  ha  dictado  una  providencia  que  8uj>one  declaratoria  en  materia  muy  grave 
y  delicada,  y  que  amenaza  de  cisma  la  Arquidiócesis. 

Negligencia  canónica  es  la  omisión  del  Prelado  ordinario  en  proveer  los 
beneficios  dentro  del  tiempo  prefinido  por  los  cánones,  siempre  que  no  concurra 
impedimento  de  hecho  ó  de  aerecho.  Esta  es  regla  imiversal  del  Derecho  canó- 
nico en  la  materia.  Se  requiere,  pu^s,  (^ue  exista  tiempo  definido  por  Ion 
sagrados  cánones :  que  éste  se  naya  trascurrido  sin  proveerse  el  beneficio,  y  que 
no  haya  habido  impedimento  d6  hecho  ó  de  derecho.  Cuando  concurran  todos 
estos  requisitos,  y  se  comprueben,  guardadas  las  fórmulas  canónicas,  resulta  que 
hay  en  efecto  negligencia  canónica. 

El  efecto  de  Ta  negligencia  canónica,  es  que  por  el  mismo  hecho  de  habersts 
trascurrido  el  tiempo  prefinido  por  los  cánones,  pierde  por  esa  vez  el  Prelado  del 
beneficio  el  derecho  de  proveerlo,  y  pasa  al  inmediato  superior;   y  es  de   tal 


FÜEBO   ECLESlASnCO.  227 

natnraleza  este  efecto,  que  trascurrido  el  término,  no  se  purga  la  mora  por  la 
pronta  á inmediata  provisión,  porque  ya  el  derecho  no  existe  y  ha  sido  devuelto  al 
inmediato  superior. 

En  el  caso  presente  de  la  Arquidiócesis,  no  existe  negligencia  canónica,  y  de  ello 
habría  tenido  Ü.  plena  constancia,  si  no  hubiese  procedido  de  plano,  sin  ninguna 
consideración  á  los  derechos  del  Prelado  Metropohtano. 

^  No  hay  tiempo  prefinido  ipor  loa  cánones  para  los  concursos  generales  en  la 
prorisión  de  curatos.  La  historia  de  América  lo  dice  en  alta  voz.  Jamás  se 
han  celebrado  estos  concursos  como  sujetos  á  tiempo  prefinido;   y   es  notorio 

Sue  desde  las  fundaciones  de  estas  Iglesias  hasta  nuestros  días,  la  celebración 
e  concursos  ha  sido  eventual,  hasta  pasarse  años  sin  quo  hubiese  concui'so.  Así 
ha  sucedido  también  en  esta  araiiidiócesis,  tanto  bajo  el  Gobierno  español,  como 
bajo  él  Colombiano  y  el  Granaoino.'  Si  hubiera  tiempo  prefinido,  es  claro  que  los 
Prelados  habrían  perdido  por  aquellas  veces  su  derecho,  habría  quedado  éste 
devuelto  al  superior,  ^  las  provisiones  que  después  hicieron,  habrían  sido  nulas  y 
todos  ^us  efectos  ilegítimos.  Pero  suponer  tal  cosa  de  tantos  venerables  y  sabios 
Prelados  que  en  más  de  t^es  centurias  han  gobernado  las.  Iglesias  de  América, 
sería  una  audacia  criminal. 

Las  mismas  leyes  de  Indias  reconocen  que  no  hay  tiempo  prefinido  por  los  sa- 
grados cánones  para  los  concursos  generales  en  provisión  de  curatos.  La  ley  48, 
'  título  6?,  libro  1?  de  la  Recopilación  de  Indias  exigía  que  dentro  de  cuatro  meses 
se  proveyesen  los  curatos  Tacantes,  y  que  pasado  este  término,  no  se  acudiese  al 
intenno  con  estipendio  y  salario  de  Cajas  reales.  Aunque  después  se  dijo  por 
otra  ley  que  se  celebraran  cada  año  los  concursos,  quedó  en  las  Cajas  reales  la 
práctica  ae  no  dar  al  interino  el  estipendio,  sino  por  los  cuatro  primeros  meses. 
Ninguna  de  estas  leyes  habla  de  negligencia,  reconoce  el  derecho  vigente  de  los 
Premdos,  aun  corrido  el  término  que  la  ley  civil  señalaba,  el  cual  ni  causaba  ni 
,  podía  causar  negligencia  canónica >  porque  todos  los  soberanos  del  mundo  juntos 
no  pueden  hacer  que  un  Prelado  pierda  su  jurisdicción  espiritual  y  la  adquiera 
otro.  Siempre  respetaron  las  leyes  españolas  estos  derechos  de  los  Obispos  y 
jamás  se  prewndió  suplir  negligencia  por  la  no  convocación  de  concursos. 

El  procedimiento  de  estas  leyes  de  señalar  ya  cuatro  meses,  ya  un  año,  y  el 
del  artículo  26  de  la  ley  I",  parte  I*,  tratado  4?  de  la  Recopilación  Granadina, 
que  señala  seis  meses,  confirman  la  verdad  de  que  no  hay  tiempo  prefinido  por 
los  cánones ;  porque  la  ley  no  podría  variarlo. 

El  artículo  26  ya  citado  de  la  Recopilación  Granadina  reconoce  que  no  existe 
la  negligencia  canónica.  Dice :  "  que  se  abra  concurso  cada  seis  meses  á  lo  más ; 
y  que  cuando  no  lo  convoquen  oportunamente  loa  Frelados,  los  exciten  á  que  lo 
verifiquen,  y  de  no  prestaxse  á  ello  se  dé  aviso  al  Metropolitano,  etc.,  para  que 
conforme  á  loa  cánones  suplan  la  negligencia.*'  Si  existiese  negligencia  canónica, 
inútil  era  la  excitación,  por  no  haber  convocado  oportunamente,  porque  desde 
que  se  termina  el  tiempo  pierde  el  Prelado  la  jurisdicción  por  esa  vez,  y  se  le 
excitaba  á  una  cosa  que  no  podía  hacer;  pejo  se  le  excita  reconociendo  q^ue 
puede  convocar  á  concurso,  luego'  no  hay  negligencia.  Así  la  ley  se  contradice 
reconociendo  en  el  Prelado  el  derecho  después  de  corrido  el  término,  y  pretendiendo 
que  otro  Prelado  supla  una  negligencia  que  no  existe  ni  puede  existir.  La  exci- 
tación de  que  habla  esta  ley  y  la  negativa  del  Prelado  no  puede  causar  negligencia 
canónica,  por  lo  que  ya  he  dicho  arriba. 

Las  precedentes  reflexiones  concluyen  perentoriamente  que  yo  no  he  incurrido 
en  negligencia  canónica  :  que  el  Prelado  Metropolitano  no  ha  perdido  ni  podido 
perder  su  derecho  á  la  provisión  de  los  curatos  vacantes ;  y  que  al  contrario  existe 
intefi^ra  y  vigente  su  jurisdicción  y-  no  j)uede  ser  menoscabada  por  ninguno. 

Añora  debo  manifestar  á  U.  que  existe  impedimento  insuperable  para  convocar 
concurso  y  por  Consiguiente,  aunque  hubiera  tiempo  prefinido  por  los  sagrados 
cánones,  y  hubiese  trascurrido  íntegro,  no  había  negligencia  canónica. 

Son  notorios  los  actos  del  Prelado  Metropolitano  en  que  protesta  contra  la  ley 
de  27  de  Mayo  de  1851,  por^contraria  á  la  autoridad,  á  la  libertad  y  á  la  disciplina 
de  la  Iglesia.  El 'Prelado  Metropolitano  no  puede  sacrificar  su  alma  prestán- 
dose á  la  ejecución  de  Actos  contra  la  Iglesia,  y  por  consiguiente,  es  el  deber 
tagmdo  de  la  concienpia  el  que  le  impide  convocar  á  concurso.    Por  mi  oficio  de 
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Provisor,  no  tendría  yo  que  obrar  en  este  negocio,  si  no  fuera  por  la  enferme- 
dad del  Prelado.  Yo  no  puedo  revocar  ni  alterar  sus  actos,  y  si  hubiese  con- 
vocado á  concurso  habría  cometido  nn  atentado  sobreponiéndome  á  los  actos 
solemnes  del  Metropolitano  :  bien  que  ix)r  otra  parte,  yo  como  Provisor,  como 
sacerdote  y  como  católico,  tampoco  puedo  sacrificar  mi  alma  cooperando  á  actos 
que  invaden  los  derechos  de  la  Iglesia. 

Por  lo  expuesto  me  persuado  que  ü,  quedará  satisfecho  de  que  no  puedo  acce(kr 
á  la  demanda  de  su  citado  oficio,  y  que  no  tiene,  ni  ha  podido  devolverse 
derecho  alguno  para  la  provisión  de  curatos  en  esta  arquidiócesis. 

La  fuerza  de  las  observaciones  del  señor  ProvisoV  es  incontestable. 
La  misma  ley  en  virtud  de  la  oual  se  obraba,  disponía  que  la  negligencia 
de  los  Prelados  se  llenara  con  arreglo  d  los  cánones;  luego  con  arreglo  á 
ellos  se  debía  calificar  esa  misma  negligencia,  y  por  lo  mismo  no  existía 
ni  podía  existir  sino  cuando  los  cánones  hubiesen  señalado  tiempo  preciso 
para  la  convocación,  lo  cual  no  se  verificaba  en  el  presente  caso. 

Verdad  es  que  de  los  términos  literales  del  citado  artículo  26  de  la  ley  , 
de  patronato  se  desprendía  que  la  negligencia  de  que  él  hablaba  era 
la  de  no  convocar  á  concurso  dentro  de  los  seis  meses  que  allí  se  fijaban ; 
pero  eso  lo  que  quiere  decir  es  que  la  disposición  era  contredictoría  consigo 
misma,  y  en  tal  caso  era  lo  natural  aceptar  su  ineficacia,  pues  no  había 
razón  para  darle  cumplimiento  en  un  sentido  más  bien  que  en  otro. 

Si  en  tal  situación  el  Gobierno  se  empeñaba  en  dar  cumplimiento  á  la 
parte  de  esa  disposición  que  afectaba  los  derechos  de  la  Iglesia  desenten- 
diéndose en  absoluto  de  la  parte  que  los  favorecía  y  ponía  en  salvo, 
era  naturalmente  porque  tenía  el  deliberado  propósito  de  perseguirla 
con  uno  ú  otro  pretexto  y  de  una  ú  otra  manera.  Eso  era,  por  desgracia, 
lo  que  sucedía,  como  lo  probará,  entre  otros  muchos,  el  incidente  que 
vamos  narrando. 

El  Gobierno  no  dejó  pasar  ocasión  alguna  de  manifestar  el  empeño  que 
tenía  en  este  asunto ;  así  es  que  el  día  8  de  Enero  de  1852  le  trascribió  al  % 
Provisor  del  Arzobispado  la  nota  del  de  Antioquia  y  lo  excitó  á  que  pasara 
la  lista  de  los  curatos  vacantes.  El  Provisor  del  Arzobispado  contestó 
el  12  de  los  mismos,  y  dijo  que  ya^  había  contestado  por  su  parte  al 
Provisor  de  Antioquia,  y  le  había  negado  el  derecho  que  pretendía  tener 
para  mezclarse  en  el  asunto. 

Volvió  á  insistir  el  Gobierno,  por  medio  de  un  oficio  dirigido,  al  Pro- 
visor del  Arzobispo  el  22  de  los  mismos,  en  que  éste  enviase  al  de 
Antioquia  el  dato  solicitado ;  y  le  anunció,  quizá  por  vía  de  amenaza, 
que  su  nota  se  trascribía  al  Fiscal  del  Tribunal  de  Bogotá,  para  Iob 
efectos  convenientes.  El  Provisor  contestó  el  6  de  Febrero  con  una 
larga  y  comedida  nota  en  la  que  exponía  gran  parte  de  las  razones  que 
lo  habían  movido  á  obrar  así.  Naturalmente  omitió  de  entre  las  que  le 
había  hecho  al  Provisor  de  Antioquia  aquellas  que  pudieran  reputarse 
ofensivas  al  Gobierno  y  á  sus  leyes,  porque  quena  á  todo  trance  evitar 
conflictos  con  la  autoridad  civil 

Fácilmente  se  comprende  la  diferencia  de  lenguaje  al  dirigirse  á  dos 
empleados  de  tan  distinta  categoría  y  de  tan  diversa  posición.  A^ 
Secretario  de  Gobierno,  que  se  conocía  andaba  á  caza  de  un  conflicto^ 
sólo  debía  decírsele  lo  que  fuera  indispensable,  procurando  no  ofender 
en  lo  mínimo  ni  á  él,  ni  al  Gobierno,  ni  á  las  leyes ;  al  paso  que    al 
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Provisor  de  Aníioquia  debía  decirle  todo  aquello  que  tendiera  á  sacarlo 
de  su  error,  y  á  hav^srlo  volver  al  buen  camino. 

Por  deshacía  el  Provisor  de  Antioquia,  aunque  había  protestado 
ioontra  las  leyes  que  vulneraban  los  derechos  de  la  Iglesia,  lejos  de  per- 
manecer fiel  á  su  protesta,  ayudaba  á  echar  combustibles  á  la  hoguera. 
Así  es  que  apenas  recibió  la  larga  nota  que  hemos  insertado,  la  trascribió 
al  Gobierno,  con  fecha  30  de  Enero  de  1852. 

Cuando  la  copia  de  esa  nota  llegó  á  Bogotá,  ya  se  había  llamado  á 
juicio  al  Provisor  del  Arzobispado,  pero  la  causa  se  seguía  por  los  trámites 
extraordinarios.  Las  apreciaciones  que  dicha  nota  contenía,  hicieron  que 
el  asunto  cambiara  de  rumbo ;  y  en  lugar  de  seguir  el  juicio  por  los 
trámites  indicados,  se  siguió  por  los  ordinarios,  y  se  redujo  á  prisión  al 
ilustre  Provisor ;  bien  que  al  fin  se  le  admitió  fianza  carcelera,  y  salió  de 
la  prisión. 

Al  fin  el  Gobierno  obtuvo  lo  que  quería.  Por  una  parte  se  seguía 
activamente  la  causa  contra  el  Provisor  del  Arzobispado,  y  por  otra  el 
Provisor  de  Antioquia  se  prestó  á  librar  el  edicto  de  convocación,  con 
fecha  1?  de  Marzo.  Después  de  una  larga  serie  de  considerandos  de 
escaso  mérito,  viene  la  parte  resolutiva  que  principia  así : 

Primero,  súplase  por  Nos  la  negligencia  del  ordinario  Metropolitano,  procediendo 
á  convocar  concurso,  y  á  proveer  los  caratos  que  se  hallan  vacantes  en  la  Arqui- 
diócesis  de  Bogotá,  con  arreglo  &  lo  dispuesto  por  el  Santo  Concilio  de  Trento  y 
por  la  ley  1*,  parte  1*,  tratado  4f  de  la  Recopilación  Granadina,  y  la  ley  de  27  de 
Mayo  de  1851. 

No  era  posible  que  el  señor  Arzobispo  permaneciera  impasible  ante  un 
ataque  de  tanta  gravedad.  Conocía  suficientemente  su  deber,  era  sobre- 
manera celoso  .en  su  cumplimiento,  y  no  podía  por  lo  mismo  callar. 
Habló,  en  efecto,  con  la  moderación  y  la  firmeza  que  el  asunto  requería, 
por  medio  de  un  edicto  expedido  el  29  de  los  mismos,  que  principiaba 
así : 

Entre  las  angastias  de  nuestro  espíritu  qae  traen  consigo  las  angustias  de  los 
tiempos,  ha  venido  á  a^pregarse  una  muy  grave  por  el  hecho  del  señor  Vicario  Capi- 
tular de  Antioquia,  quien  arrogándose  derechos  que  no  tiene,  pretende  constituirse 
en  superior  de  su  Metropolitano,  y  suplir  una  no  menos  pretendida  negligencia  en 
la  provisión  de  beneficios  de  nuestra  Arquidiócesis,  con  cuyo  fin  ha  libn^o  ya  en 
1*  de  los  corrientes  un  edicto  ó  convocatoria  á  concurso  dirigido  al  clero. 

Dice  en  seguida  que  no  tratará  las  cuestiones  que  se  ventilaban  en  el 
edicto  del  Provisor  de  Antioquia,  sino  sólo  la  de  jurisdicción  6  incom- 
petencia. Demuestra,  con  citas  del  Concilio  de  Sárdica,  del  Papa  San  , 
Calixto,  del  Concilio  de  Constanza,  del  de  Trento  y  otras,  que  dicho 
Provisor  no  tiene  derecho  de  intervenir  en  el  asunto.  Cita  las  disposi- 
ciones en  virtud  de  las  cuales  el  Metropolitano  no  tiene  otro  Superior  que 
el  Papa,  y  la  siguiente  máxima  del  derecho  canónico  :  Qui  non  est  supe- 
rwr,  non  poteat  supplere  negligentiam  alterius  kon  sibi  sübjecti,  y  con- 
cluye así : 

En  tales  circunstancias,  nuestro  deber  sagrado  de  que  no  podemos  prescindir  en 
conciencia,  es  contener  el  atentado,  sosteniendo  ios  derechos  de  nuestra  Silla  y  la 
autoridad  de  Metropolitano  de  esta  provincia  que  recibimos  del  Soberabo  Pontífice 
con  el  Palio.  En  uso,  pues,  de  esta  autoridad,  y  de  la  que  nos  compete  como  Pre- 
lado ordinario  de  la  Arquidiócesis,  decretamos  y  mandamos  lo  siguiente : 
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1"  No  reconocemos  en  el  señor  Vicario  Capitular  de  Antioqnia  ningán  derecho 
ni  autoridad  para  ingerirse  en  la  provisión  de  beneficios  de  nuestra  ArauidióceBÍs, 
sea  con  el  título  de  suplir  negligencia,  sea  con  cualquier  otro ;  y  su  procedimiento  lo 
hace  intruso  y  usurpador  de  nuestra  autoridad  y  de  los  derechos  de  la  Silla  Metro- 
politana. 

2"  Ningún  eclesiástico  secular  6  regular  de  cualquier  grado  6  condición,  recono- 
cerá, acatará,  ni  obedecerá  el  edicto  ó  providencia  del  señor  Vicario  Capitular  de 
Antioquia,  bajo  la  pena  de  excomunión  mayor  laiae  gententiae, 

3^  íljese  este  edicto  en  nuestra  santa  Iglesia  Metropolitana  y  en  las  demás  de  la 
Arquidiócesis. 

Antes  de  que  el  Metropolitano  diese  este  paso^  y  por  haber  variado  la 
persona  del  Provisor  del  Arzobispado,  el  Qt)biemo  excitó  al  nuevo  Pro- 
visor á  que  hiciese  la  convocación  de  concurso  para  la  provisión  de 
curatos.  Esto  sucedió  el  13  de  Marzo,  es  dee^*  trece  días  después  de 
expedido  el  edicto  por  el  Provisor  de  Antioquia.  El  Provisor  contestó 
el  día  23  manifestando  que  ése  era  ya  un  asunto  decidido  en  la  Coria ; 
y  que  él  no  podía  revocar  las  resoluciones  dictadas  por  su  antecesor.  Á 
pesar  de  aue  esto  era  evidente,  y  á  pesar  también  de  que  ya  estaba 
expedido  el  edicto  por  el  Provisor  de  Ajitioquia,  se  mandó  encausar  al 
nuevo  Provisor  del  Arzobispado. 

La  irregularidad  de  ese  procedimiento  salta  á  la  vista.  ¿  Era  compe* 
tente  el  Vicario  de  Antioouía  para  intervenir  en  el  asunto  ?  Si  lo  era, 
no  podía  serlo  á  la  vez  el  Provisor  del  Arzobispado,  y  la  causa  contra  el 
nuevo  Provisor  carecía  de  base  y  de  objeto  ;  y  si  no' lo  era,  y  la  potestad 
de  convocar  á  concurso  en  el  asunto  permanecía  aún  en  el  Metropolitano^ 
entonces  no  había  habido  verdadera  negligencia,  y  carecía  de  motivo  y  de 
objeto  la  causa  contra  el  anterior  Provisor.  Eso  era  evidente ;  pero  hé 
aquí  cómo  raciocinaba  el  Gobierno :  para  hacer  seguir  causa  al  anterior 
Provisor  existía  negligencia,  que  debía  ser  suplida  por  el  Provisor  de 
Antioquia :  había  perdido,  por  lo  mismo,  el  de  la  Arquidiócesis  la  jurisdic- 
ción para  ocuparse  en  el  asunto  ;  pero  esa  misma  jurisdicción  se  entendía 
devuelta  al  nuevo  Provisor,  para  el  efecto  de  hacerlo  encausar,  sin  que  la 
perdiera  sin  embargo  el  de  Ajdtioquia,  para  que  se  prolongara  el  coiiflicto 
suscitado,  se  pudiera  continuar  la  causa  contra  el  anterior  Provisor,  y 
prfibover  una  contra  el  Metropolitano.  Todo  eso  prueba  que  la  tal 
negligencia  no  era  sino  un  mero  pretexto  para  perseguir  á  los  Prelados. 

Volviendo  al  edicto  del  Ilustrísimo  señor  Arzobispo,  aunque  las  razones 
en  que  se  fundaba  eran  incontestables  causó  un  gran  escándalo  en  Ih 
Cámara  de  Representantes,  dopde  fué  leído  en  la  sesión  de  31  de  Marzo. 
Un  Diputado  dijo,  hablando  del  asunto,  que  con  dicho  edicto  se  habían 
cometido  unaporcivn  de  delitos,  y  propuso  que  se  pidiera  copia  de  él,  á  lo 
que  se  accedió. 

Ya  se  comprendía  muy  bien  á  dónde  se  encaminaba  la  Cámara,  y 
no  había  quien  pudiera  forjarse  ilusicmes  en  el  particular.  Sin  embfirgo 
algunas  gentes  sencillas  y  candorosas  concibieron  esperanzas  cuando 
oyeron  decir  al  Secretarro  de  Gobierno  en  la  sesión  ddl  3  de  Abril  lo 
siguiente : 

Hasta  cierto  punto  tiene  razón  el  Arzobispo ;  el  artículo  26  de  la  ley  de  patronato 
dice  que  el  sufragáneo  supla  la  falta  del  Metropolitano,  conforme  á  loa  anones,  á 
los  cuales  les  da  fuerza  de  ley ;  j  conforme  á  los  cánones,  las  faltas  del  sufragáneo 
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las  suple  su  mayoral,  que  es  el  Metropolitano ;  pues  éste  no  tiene  otro  vfui^oral 
que  él  Pa(pa, 

Esto  era  confesar  paladinamente  que  el  señor  Arzobispo  y  sus  Pro- 
visores tenían  la  razón  en  el  asunto,  y  que  al  expedir  aquel  su  edicto  de 
29  Marzo,  apenas  se  había  hecho  uso  de  un  derecho  incontestable.  ¿  Por 
qué,  pues,  ese  mismo  Secretario  había  hecho  encausar  á  los  Provisores  del 
Arzobispado,  y  tomado  tanto  empeño  en  que  se  usurpase  la  jurisdicción 
del  Metropolitano  por  el  Provisor  de  Antioquia  P 

El  Gbbiemo,  entre  tanto,  hacía  esfuerzos  por  difundir  entre  los  miem- 
bros del  clero  sus  ideas,  para  ver  si  podía  levantar  una  tempestad  contra 
los  Prelados  en  el  seno  mismo  de  la  Iglesia.  Como  un  ejemplo  de  sus 
manejos  en  el  particular  citaremos  la-  nota  circular  pasada  por  un  jefe 
político  á  los  curas  de  su  cantón,  en  la  cual  alude  al  edicto*  del  Ilustrísimo 
señor  Mosquera,  los  incita  á  desobedecerlo,  y  los  amenaza  con  que  hará  cum- 
plir fielmente  las  leyes.  De  las  contestaciones  de  los  curas  sólo  conocemos 
ladeldeMiraflores^  fechada  el  19  de  Abril  de  1852,  que  es  por  cierto  un 
documento  bien  notable.  Dice  que  obedecerá  fielmente  el  edicto  del  señor 
Arzobispo,  y  luego  agrega : 

En  tercer  lugrar,  como'  sacerdote,  como  ciudadano  y  como  buen  patriota  amo  y 
venero  las  institueiones  do  mi  país :  ectoy  pronto  á  hacer  todo  género  de  sacrificios 
en  obsequio  de  mi  Patria,  y  por  consiguiente,  soy  sumiso  á  las  leyes  de  mi  nación 
y  &  las  disposiciones  de  sus  agentes,  mientras  que  éstos  y  aquéllas  no  contraríen 
mis  deberes,  ni  el  sagrado  de  mi  conciencia  como  sacerdote  cristiano,  apostólico, 
romano. 

Por  la  paz  y  tranquilidad  del  Gobierno  y  de  la  Iglesia  ruega  á  Dios  el  que  á 
honor  tiene  ser  de  TJ.  su  atento  y  obediente  servidor. 

Nada  deía  que  desear  esa  contestación  ni  al  patriota,  ni  al  creyente  ; 
y  ella  prueba  que  no  sólo  los  Obispos  sino  también  el  clero  tenían  conoci- 
miento exacto  de  la  naturaleza  y  clase  de  sus  deberes,  ya  como  patriotas, 
ya  como  ministros  del  Altísimo. 

Á  la  vez  las  cosas  se  iban  desarrollando  gradualmente  en  la  Cámara  de 
Bepresentantes.  Esta  había  nombrado  una  Comisión  á  la  cual  se  pasó  la 
protesta  del  Ilustrísimo  señor  Arzobispo  contra  las  leyes  anticatólicas 
expedidas  en  1851,  y  el  edicto  de  que  hemos  hablado.  La  Comisión 
presentó  su  trabajo  con  fecha  4  de  Mayo.    En  él  se  lee  lo  siguiente : 

Al  manifestaros  los  infrascritos  el  juicio  que  han  formado  sobre  los  hechos 
sometidos  á  su  examen,  prescindirán  absolutamente  de  aplicar  á  ellos  los  cánones 
déla  Iglesia  óatólica;  porque  juzgan  que  su  misión,  asi  como  la  de  la  Cámara  de 
B^resentantes,  está  reducida  en  el  caso  á  que  se  refieren,  á  examinar  y  resolver  si 
el  Arzobispo  de  Bogotá  ha  violado  las  leyes  de  la  Bepública,  sin  consideración 
alguna  á  que .  tal  violación  haya  sido  perpetrada  contra  las  prescripciones  de  la 
I^esia  6  conforme  á  ellas  r  supuesto  el  quebrantamiento  de  una  ley,  ninjgruna  de 
estas  dos  cirounstaneias  huria  variar  la  naturaleza  del  delito  cometido ;  ni  podría 
aumentar  ó  disminuir  la  culpabüidad  del  delincuente.  Sin  embar^,  no  por  esto, 
d^arán  los  infras<^toB  de  aceptar  la  discusión  de  la  cuestión  canónica. 

Este  fragmento  no  necesita  comentario.  La  Comisión  g[ueria  que  la 
C&oara  dellepresentantes  acogiera  sus  ideas  y  declarara  así«^aladinamente 
á  la  faz  del  mundo  entero,  que  en  la  Kueva  Granada^  cuando  la  Religión 
ontólieai  apostólica^  romana,  era  religión  oficial,  sostenida  y  defendida  por 
4  Cbbiemo^  éste,  sin  embargo,  juzgaba  y  condenaba  á  los  Preladod  de 
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dicha  Beligión  si  infringían  las  leyes  del  pais^  aunque  al  proceder  así 
no  hicieran  otra  cosa  que  defender  los  más  claros  é  indisputables  derechos 
de  la  Iglesia,  y  exigir  la  efectividad  de  una  garantía  constitucional  ini- 
cuamente vulnerada  por  dichas  leyes.  ¿  No  es  esto  querer  anular  comple- 
tamente la  acción  benéfica  de  la  Iglesia^  humillarla  y  envilecerla  ante  el 
poder  civil  P  ¿  Son  éstas  la'protección  y  la  defensa  ordenadas  por  la  Carta 
fundamental,  ó  más  bien  persecución  y  ataque  manifiestos  F 

Cuatro  cargos  dedujo  la  Comisión  contra  el  Ilustrísimo  señor  Arzobispo, 
á  saber : 

1?  Violación  del  artículo  270,  con  relación  al  269  del  Código  penal, 
consistente  en  la  protesta  de  18  de  Junio,  el  hecho  de  dar  cuenta  á 
Su  Santidad  de  lo  ocurrido,  y  el  haber  comunicado  dicha  protesta  al  señor 
Obispo  de  Cartagena,  }'  probablemente  á  los  demás  de  la  República. 

2?  Violación  del  artículo  540  de  dicho  Código,  con  el  edicto  que  publicó 
contra  el  del  señor  Provisor  de  Antioquia. 

3?  Violación  del  artículo  273,  con  relación  al  272  del  Código  citado, 
consistente  en  la  protesta  y  edicto  mencionados. 

4?  Violación  del  artículo  275,  con  relación  al  274,  consistente  en  el  fin 
de  su  protesta^  y  declaración  de  que  obedecería  lo  que  la  Santa  Sede 
dispusiera. 

El  informe  termina  con  estas  palabras  : 

Son  tales  resoluciones  las  que  la  Comisión  juzga  no  sólo  estrictamente  legales, 
sino  también  exigidas  imperiosamente  por  la  conveniencia  pública  en  la  situacióa 
actual,  y  por  la  necesidad  de  conservar  siempre  incólume  la  majestad  de  las  leyes. 

Aunque  dicho  informe  tenía  facha  4  de  Mayo,  no  fué  leído  en  la 
Cámara  sino  el  11 ;  y  su  discusión  se  aplazó  para  el  día  siguiente,  á 
petición  del  Representante  señor  Glano. 

Sentimos  que  los  límites  á  que  tenemos  que  reducirnos  no  nospermitau 
dar  un  extracto  de  las  sesiones  de  la  Cámara  de  Representantes  en  los  díaa 
12,  13  y  14  de  Mayo  de  1852,  en  lo  relativo  á  esta  incalificable  acusa- 
ción. Nos  limitaremos,  pues,  á  hacer  conocer  la  naturaleza  y  la  injusticia 
de  los  cargos,  y  lo  más  importante  de  lo  que  sobre  cada  uno  de  ellos 
se  dijo  en  la  Cámara  en  defensa  del  Ilustrísimo  señor  Arzobispo. 

El  artículo  269  del  Código  penal,  á  que  hace  referencia  el  primer 
cargo,  se  expresa  así : 

El  que  de  palabra  ó  por  escrito  excitare  6  provocare  directamente  á  desobedecer 
al  Gobierno  ó  alguna  autoridad  pública,  ó  á  resistir  ó  impedir  la  ejecución  de 
alguna  ley  ó  acto  de  los  expresados  en  el  artículo  265,  sufrirá  una  reclusión  de  seis 
á  diez  y  ocho  meses,  si  la  excitación  ó  provocación  no  hubiere  surtido  efecto ; 
pero  si  lo  hubiere  surtido,  será  dicha  pena  de  uno  á  cuatro  años. 

El  artículo  270,  mencionado  en  el  mismo  cargo,  se  limita  á  agravar  la 
pena  con  dos  años  más,  si  el  que  delinque  es  empleado  público  ó 
eclesiástico  secular  ó  regular,  cuando  ejerza  las  funciones  ^e  su  ministerio. 

Se  hace  consistir  el  cargo  en  que  el  Ilustrísimo  señor  Arzobispo  protestó 
el  18  de  Junio  de  1851  contra  las  leyes  anticatólicas  expedidas  en  dicho 
año;  en  que  dio  cuenta  de  eso  á  la  Santa  Sede,  y  en  que  comunicó  la  pro* 
testa  al  Obispo  de  Cartagena  y  probablemente  á  los  otros  sufragáneos. 

Hemos  insertado  en  los  lugares  correspondientes  la  protesta  de  18  de 
Junio  elevada  por  el  Ilustrísimo  señor  Arzobispo,  y  cualquier  lector 
puede  persuadirse,  volviéndola  á  leer,  de  que  el  ilu^Jif©  JSF^ÍPJ^ÍíS^*^ 
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alli  á  exponer  las  razones  por  las  cuales  las  leyes  que  impugnaba  eran 
contrarias  á  los  derechos  y  á  la  libertad  de  la  Iglesia.  No  hay  una  sola 
palabra  que  pueda  estimarse  como  una  excitación  ó  provocación  directa  khi 
desobediencia. 

La  demostración  de  que  una  ley  ataca  los  intereses  de  la  Iglesia  es  y 
debe  ser  un  acto  inocente  á  los  ojos  del  Gobierno  que  dio  la  ley  ;  pero 
respecto  del  Prelado  Metropolitano,  es  un  ineludible  deber  de  conciencia, 
que  no  puede  dejar  de  cumplir  en  ninguna  ocasión. 

La  ley  no  ha  prohibido,  ni  podía  ni  debía  prohibir  esa  clase  de  dis- 
cusiones, que  eran,  por  tan to>  lícitas  ante  la  ley,  y  necesarias  ante  la  con- 
ciencia. Lrf  propio  puede  decirse  de  la  simple  protesta ;  y  en  prueba  de 
ello  permítasenos  invocar  el  testimonio  del  mismo  Secretario  de  Gobierno 
autor  y  promotor  oficial  del  conflicto.  En  oficio  de  83  de  Jimio  de 
1851  dirigido  al  señor  Arzobispo,  y  referente  á  la  protesta  aludida,  se 
expresa  así- :  * 

El  Grohiemo  no  puede  impedir  á  un  Prelado  eclesiástico,  ni  á  ningún  particular 
cualquiera,  que  proteste  contra  una  ley  qne  en  su  concepto  hiere  sus  principios 
ó  doctrinas  privadas,  siempre  que  la  protesta  misma  no  envuelva  la  comisión  de  un 
delito  :  lo  único  que  la  autoridad  exige,  y  lo  que  hará  efectivo  en  todo  caso,  es  el 
cumplimiento  de  la  ley  escrita,  respecto  de  cuya  obediencia  no  permitirá  la  menor 
trasgresión,  ni  tendrá  el  más  pequeño  disimulo. 

Eso  es,. por  otra  parte,  una  cosa  patente.  La  ley  ^róhihe  provocar 
directamente  la  desobediencia  d  las  leyes,  pero  no  protestar  contra  ellas,  que 
son  cosas  muy  distintas.  El  señor  Arzobispo  hizo  sólo  esto  último,  y 
no  infiíngió  la  ley. 

En  cuanto  al  hecho  de  comunicar  su  protesta  á  los  Obigpos  y  á  la 
Santa  Sede,  si  dicha  protesta  era  en  difinitiva  inocente,  como  lo  hemos 
probado,  su  circulación  no  {k)día  ser  criminal,  tanto  menos  cuanto  se 
sabía  que  los  Obispos  estaban  en  perfecto  acuerdo  con  el  Metropolitano 
respecto  de  las  leyes  de  que  allí  se  tíataba,  y  era  inútil  por  consiguiente 
cualquiera  excitación  de  éste  relativamente  al  asunto. 

Entre  los  que  defendieron  la  noHe  causa  del  célebre  Prelado  en  la 
Cámara,  descolló  el  ilustre  Bepresentante  Antonino  Olano.  Hablando  de 
este  primer  cargo,  hizo  notar  que  el  objeto  con  el  cual  el  Prelado  había 
elevado  su  protesta,  estaba  claramente  explicado  en  la  nota  que  dirigió 
al  Gobierno  con  la  exposición  citada  de  18  de  Junio,  nota  en  la  cual  se 
leen  estas  palabras : 

Siendo  gravísimo  el  deber  de  un  Obispo  en  estas  circunstancias,  mi  silencio  me 
haría  criminal  delante  de  Dios  y  de  los  hombres.  En  consecuencia  y  para  que 
jamás  se  pueda  alegar  consentimiento  alguno  de  parte  de  la  Iglesia  en  estas  dis- 
posiciones, tengo  el  honor  de  presentar  al  Supremo  Gobierno,  por  el  órgano  de  U., 
la  adjunta  exposición. 

Agregó  luego,  en  corroboración  de  eso,  las  siguientes  palabras  de  un 
memorial  elevado  al  Gobierno  por  el  Ilustrísimo  señor  Obispo  de  Santa- 
marta: 

El  infrascrito  Obispo  de  Santamarta  ha  sido  .impuesto  de  la  exposición  que 
oficialmente  y  con  fecha  18  de  Junio  os  ha  dirigido  el  M.B.  señor  Arzobispo 
Metropolitano,  manifestando  los  motivos  que  le  im{>iden  acei)tar  algunas  disposi- 
cioBes  legislativas  .  .  ,  de  todo  lo  cual  se  ha  servido  remitirme  copia  auténtica 
pura,  que  meditando  con  reflexión  el  contenido  de  ella,  determine  si  lo  juzgaba 
OQVTSXTENTE,  adherirme  á  la  reclamación  ó  protesta  formal  que,  estimulado  dek 
espirita  apostólico  que  lo  anima,  se  ha  visto  en  el  caso  de  presentaros.      '^^^^^^ 
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Aunque  á  eso  nada  había  que  replicar,  agregó  á  mayor  abundamiento 
que  tanto  el  Secretario  de  Gobierno  como  el  Fiscal  de  la  Nación  habían 
reconocido  explícita  y  terminantemente  que  las  protestas  no  enyolvían 
delito  algimo. 

Pasemos  al  segundo  cargo.  Consiste  en  la  violación  del  artícido 
540  del  Código  penal,  por  haber  publicado  un  edicto  contrario  al  del 
ProYÍsor  de  Antioquia.     El  artículo  referido  se  expresa  así  : 

leales  penas  (reclusión  por  nno  ¿  cuatro  años  y  arresto  por  cierto  tiempo) 
sufriré,  el  funcionario  6  empleado  público  que,  aunque  sea  sin  concierto  previo 
con  otro  ú  otros,  resista,  impida  ó  frustre  directamente  4  sabiendas  la  ejecución  de 
alguno  de  los  actos  referíaos  (ejecución  de  ley,  decreto,  acto  de  jultieia,  servicio 
legítimo  ú  orden  superior). 

Ta  hemos  presentado  á  nuestros  lectores  copia  literal  de  la  parte 
resolutiva  del  edicto  de  que  aquí  se  trata,  la  cual  estaba  reducida  á  des- 
conocer la  jurisdicción  del  señor  Provisor  de  Antioquia  que  intervino 
en  el  asunto  de  provisión  de  curatos  de  la  Arquidiócesis,  á  disponer  que 
los  eclesiásticos  no  reconocieran,  acataran  ni  obedecieran  el  edicto  de 
dicho  Provisor,  bajo  pena  de  excomunión,  y  á  mandar  fijar  el  edicto  en 
las  iglesias  de  la  Arquidiócesis.  No  se  mentaba  allí  al  Gobierno  ni 
para  bien  ni  para  mal,  ni  tampoco  á  ninguna  de  sus  autoridades  polí- 
ticas y  civiles. 

Hemos  demostrado,  aun  con  la  confesión  del  Secretario  de  Gobierno 
en  la  Cámara  de  Representantes  en  la  sesión  del  3  de  Abril  de  1852, 
que  en  la  cuestión  de  provisión  de  curatos  el  señor  Arzobispo  tenía  la 
razón.  Por  consiguiente,  el  negocio  en  su  mayor  sencillez  era  el 
siguiente :  un  Prelado  sufragáneo  del  Metropolitano  se  levanta  contra 
éste,  usurpa  su  autoridad  y  se  entromete  en  asuntos  que  no.  son  de  su  in- 
cumbencia ;  el  Metropolitano,  celoso  en  el  cumplimiento  de  sus  deberes, 
opone  á  un  edicto  del  usurpador  otro  expedido  por  él  en  ejercicio  de  sus 
legítimas  facultades,  y  en  cumplimiento  de  sus  más  premiosos  deberes  ; 
el  Gobierno  entonces  echa*sobre  el  Metropolitano  el  peso  de  su  poder,  y 
lo  llama  á  juicio  por  impedir  ó  frustrar  directamente  y  á  sabiendas  el 
cumplimiento  de  órdenes  superiores,  ^  Exponer  semejante  cargo,  es  refu- 
tarlo victoriosamente. 

Agreguemos,  sin  embargo,  una  observación  que  hizo  el  Diputado 
señor  Olano  en  la  Cámara  de  Representantes.  £1  edicto  del  Provisor  de 
Antioquia  fijaba  neventa  días  de  plazo  para  oponerse  á  los  curatos,  y 
apenas  habían  trascurrido  cuarenta  y  dos.  I^o  se  sabía,  pues,  si  al  fin  los 
sacerdotes  que  podían  optar  beneficios  se  opodrían  ó  no,  y  mucho  menos 
si,  caso  de  no  oponerse,  era  por  consecuencia  del  edicto  del  Metropolitajio. 
La  ley  no  habla  de  los  que  pretendan  impedir  ó  frustrar  una  orden  su- 
perior, sino  de  los  que  en  realidad  la  impidan  ó  frustren.  Bepetimos  esta 
observación,  no  porque  le  hagamos  al  clero  la  ofensa  de  creer  que  hubiera 
pensado  siquiera  en  desobedecer  al  Metropolitano,  sino  para  que  se 
vea  la  ligereza  y  sinrazón  con  que  procedía  el  Gobierno  en  asuntos  de 
tanta  gravedad  y  trascendencia. 

Por  último,  el  edicto  del  Provisor  de  Antioquia  no  era  ley,  ni  era 
decreto,  ni  era  servicio  legítimo  ú  orden  superior,  respecto  del  Prelado  ; 
porque  en  la  jerarquía  católica  el  Metropolitano,  lejos  de  ser  inferior 

"jOOgk 


uiyiu^itiu  uy  ' 


PÜBEO  ECLESIÁSTICO.  235 

á  los  Provisores,  les  es  superior.  Luego,  desde  cualquier  punto  de 
-vista  que  se  considere  el  asunto,  era  inaplicable  al  Prelado  la  dispo- 
sición del  artículo  540  del  Código  penal  que  dejamos  copiada. 

El  tercer  cargo  consiste  en  la  yiolación  del  artículo  273,  con  relación 
al  272  del  Código  penal.    Dichos  artículos  dicen  así : 

Art.  272.  Elqtie  presentare  como  contrarías  á  la  Religión  ó  á  los  príncipios  de  la 
moral  eyangélica  las  operaciones  ó  providenoias  legales  de  cualquiera  autoridad 
pública,  sufrirá  una  reclnsión  por  seis  meses  &  dos  años  7. una  malta  de  veinticinco 
á  cien  pesos. 

Si  denigrare  con  alguno  de  estos  caliñcativos  al  Congreso  ó  &  algnna  de  sus 
Cámaras  ó  al  Oobiemo  Supremo  de  la  Nación,  sufrirá  una  reclusión  por  seis 
meses  á  dos  años  7  una  multa  de  veinticinco  á  cien  pesos. 

Art.  273.  Si  un  eclesiástico  secular  ó  regalar  cometiere  el  delito  expresado  en 
el  artículo  anterior,  en  sermón  ó  discurso  í3  pueblo,  ó  en  edicto,  carta  pastoral  ú 
otro  escrito  oficial,  snfrirá  en  el  primer  caso  una  reclusión  por  dos  á  seis  años  y 
una  multa  igual  á  la  décima  parte  del  valor  libre  de  sus  bienes,  j  en  el  segundo 
será  expulsado  del  territorio  de  la  Nueva  Granada  por  diez  á  quince  años,  7  se  lo 
impondrá  una  multa  igual  á  la  octava  parte  del  valor  libre  de  sus  bienes. 

El  fundamento  de  este  cargo  consiste  en  la  protesta  y  el  edicto 
mencionados. 

El  delito  que  podía  cometerse  aquí,  consistía  en  presentar  como 
contrarias  á  la  Religión  ó  á  la  moral  las  operaciones  ó  providencias 
LEGALES  de  las  autoridades^  es  decir,  las  operaciones  ó  providencias  de  las 
autoridíides  que  estuvieran  conformes  á  los  mandatos  de  la  ley. 
No  se  refería^  pues,  á  las  simples  demostraciones  de  que  tales  ó  cuales 
leyes  fueran  contrarías  á  la  Religión  ó  á  la  moral,  ni  tampoco  á  las 
protestas  á  que  esas  demostraciones  condujeran  naturalmente ;  y  como 
el  Snstrísimo  señor  Arzobispo  lo  que  hizo  en  su  protesta  de  18  de  Junio 
ííié  simplemente  demostrar  aue  ciertas  leyes  eran  contrarias  á  las  de  la 
Iglesia,  y  protestar  contra  ell^s,  se  deduce  forzosamente  que  no  incurrió 
ni  pudo  incurrir  en  la  sanción  de  las  disposiciones  copiadas. 

Si  aceptáramos  que  dichas  disposiciones  prohibieran  no  el  calificar  las 
operaciones  ó  providencias  de  las  autoridades^  como  ellas  dicen,  sino  el 
demostrar  que  ciertas  leyes  civiles  están  en  pugna  con  las  de  la  Iglesia, 
sería  necesario  concluir  que  ellas  eran  eminentemente  absurdas,  y  que 
tendían  á  esclavizar  la  Iglesia  y  sujetarla  inerme  é  indefensa  á  los 
oaprichos  y  á  las  iniquidades  del  poder  público ;  pero  aun  en  ese  caso,  no 
era  arreglado  al  derecho  y  á  la  justicia  el  enjuiciamiento  del  señor  Arzo- 
bispo. 

En  efecto,  en  ese  tiempo  regía  la  unión  de  la  Iglesia  y  el  Estado,  y 
las  leyes  estaban  y  debían  estar  calcada^  en  el  principio  de  una  armonía 
completa  en  las  legislaciones  civil  y  eclesiástica.  Se  suponía,  y  debía 
suponerse,  que  esas  dos  potestades  giraban  armónicamente  en  sus  órbitas 
respectivas^  sin  que  nunca  las  leyes  de  la  Iglesia  invadieran  los  dominios 
de  la  autoridad  civil,  ni  las  leyes  civiles  los  límites  de  la  potestad  espiri- 
tual. Tin  conflicto  no  era  posible  sino  en  el  caso  de  que  una  de  las  dos 
entidades,  civil  y  eclesiástica,  faltando  á  sus  más  claros  deberes,  invadiera 
el  campo  de  acción  de  la  otra ;  y  entonces  el  invtwor  era  el  verdadero 
responsable,  y  el  que  debía  ser  perseguido  eni^icio  y  castigado  por  su 
criminal  conducta. 

Ahora  bien,  hemos  demostrado  patentemente  que  las  leyes  expedidas 
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por  el  Congreso  de  1851  rompieron  esa  armonía,  invadieron  y  concul- 
caron indebidamente  los  derechos  de  la  Iglesia^  y  constituyeron  al  Go- 
bierno civil  en  la  condicionado  agresor  y  perseguidor  de  esa  misma  Iglesia, 
á  la  cual  debía  proteger,  según  la  terminante  disposición  del  artículo  15 
de  la  Constitución  que  regia  en  ese  tiempo.^ 

Si  alguien  había,  pues,  que  pudiera  reputarse'como  criminal  y  justicia- 
ble era  el  Gobierno,  que  de  protector  se  convertía  en  perseguidor ;  no 
el  ilustre  Prelado,  que  apenas  defendía  con  varonil  entereza,  pero  con 
moderación  y  prudencia  consumadas,  los  indisputables  é  inprescriptibles 
derechos  de  la  Iglesia,  injusta  6  inicuamente  conculcados  por  el  poder 
civil. 

Lo  repetimos,  pues :  la  protesta  de  que  hablamos  era,  por  una  parte, 
el  inocente  ejercicio  de  un  derecho  indisputable ;  y  por  otra,  el  cumpli- 
miento fiel  de  un  deber  ineludibla  ¿  Cómo  pretender  que  ella  envuelva  la 
comisión  de  un  delito  P 

Agreguemos,  no  obstante,  una  observación.  El  artículo  272,  copiado 
antes,  exige,  para  que  se  cometa  el  delito,  dos  cosas  ;  la  primera,  que  las 
operaciones  ó  providencias  de  las  autoridades  sean  presentadas  como  contra- 
rias á  la  Religión  ó  á  la  moral ;  y  la  segunda,  que  dichas  operaciones  ó 
providencias  sean  legales.  Para  que  se  admita  que  la  denominación  de 
operación  6  promlencia  comprende  á  las  leyes,  es  preciso  admitir  que  la 
condición  de  legalidad  comprende  también  la  de  €onstituciona^¡id<id\ 
puesto  que  la  expresión  ley  legal  es  un  pleonasmo,  á  menos  que  se 
eniplee  como  sinónima  de  ley  constitudonaL 

Kesulta  de  ahí  claramente,  que  para  que  fuese  delito  el  hecho  de  pre- 
sentar una  ley  como  contraria  á  la  Religión  ó  á  la  moral,  era  necesario 
que  dicha  ley  estuviera  acorde  con  las  disposiciones  de  la  Constitución,  y 
aquellas  contra  las  cuales  había  protestado  el  señor  Arzobispo  eran 
evidentemente  opuestas  al  precepto  constitucional  que  acabamos,  de  citar. 
Luego,  aun  aceptando  las  leyes  tales  como  existían  en  ese  tiempo,  no  las 
quebrantaba  el  señor  Arzobispo  con  el  hecho  de  protestar  contra  las  que 
juzgara  inconstitucionales ;  ni  tampoco  con  el  hecho  de  demostrar  que 
eran  contrarias  á  la  Religión  ó  á  la  moral. 

Por  lo  que  hace  al  edicto  del  señor  Provisor  de  Antioquia,  él  no  cons- 
tituía una  operación  ó  providencia  legal  de  la  autoridad  publica  j  puesto 
que  no  teniendo  dicho  Provisor  derecho  para  expedir  el  referido  edicto, 
como  lo  demostramos  antes,  no  puede  tenor  carácter  de  legalidad  ese 
documento. 

El  último  cargo  que  se  hizo  al  señor  Arzobispo  fué  el  de  violación 
del  artículo  275,  con  relación  al  274  del  Código  penal  citado.  Dichos 
artículos  dicen  lo  siguiente : 

Art.  274.  El  que  de  palabra  ó  por  escrito  negare  á  la  potestad  civil  ^s  facul- 
tades que  en  materias  eclesiásticas  le  han  declarado  la  Constitución  y  leyes,  ó  su 
independencia  y  supremacía  en  todo  lo  temporal,  ó  su  autoridad  sobre  el  clero,  ó 
su  inspección  suprema  en  lo  relativo  á  la  disciplina  exterior  de  la  Iglesia  neográ.- 
nadina,  sera  castigado  con  una  multa  de  cincuenta  á  doscientos  pesos.  .  .  . 


^  Art  15.  Es  también  un  deher  del  Gobierno  jprofeyer  k  los  granadinos  en  el 
ejercicio  de  la  Beligión  Católi  ca,  Apostólica,  Romana. 
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Ail  275.  Si  cometiere  este  delito  un  funcionario  6  empleado  público  ó   un 
eclesiástico  secular  ó  regular,  ejerciendo  su  ministerio,  en  discurso  ó  sermón  al 
pueblo,  edicto,  carta  pastoral  ú  otro  escrito  oficial,  sufrirá  una  expulsión  del  terri-  • 
torio  de  la  Nneva  Granada  por  ocho  á  doce  años. 

La  yiolación  de  esas  disposiciones  se  hace  consistir  en  la  parte  final  de 
la  protesta  de  18  de  Junio,  es  decir  en  el  hecho  de  protestar  contra  las 
leyes  que  violan  los  derechos  de  la  Iglesia,. y  en  la  manifestación  de  que 
daría  cuenta  de  todo  á  la  Santa  Sede,  para  saber  la  línea  de  conducta  que 
debía  seguir. 

Esta  acusación  se  destruye  por  sí  misma,  con  sólo  fijar  la  atención  en 
la  parte  final  del  citado  artículo  274,  que  dice  así : 

Esta  clisposición  no  embaraza  la  facultad  de  reclamar  ante  los  depositarios  de 
la  autoridad  pública,  y  de  representar  al  Congreso  ó  al  Poder  Ejecutivo,  cuanto 
se  considere  conveniente  al  buen  servicio  público,  conforme  al  artículo  203  de  la 
Constitación. 

Esta  cita  se  refería  á  la  Constitución  de  1832,  que  era  la  que  regía 
cuando  se  expidió  el  Código  penal  en  1837.  Dicha  Constitución  rigió 
hasta  1848,  en  que  se  sancionó  otra  ;  y  en  esta  última  se  encuentra  un 
artíedo  que  reemplaza  al  203  de  la  anterior,  y  que  es  del  tenor  siguiente: 

Art.  164.  Todos  los  granadinos  tienen  la  facultad  de  reclamar  sus  derechos 
inte  los  depositarios  de  la  autoridad  pábhca,  con  la  moderación  y  el  respeto  debi- 
taos; j  todos  tienen  derecho  de  representar  por  ■  escrito  al  Congreso  ó  al  Poder 
Ejecutivo,  cuanto  consideren  conveniente  al  bien  púbhco ;  pero  ningún  individuo 
6  asociación  particular  podrá  hacer  peticiones  á  las  aut<3ridades  en  nombre  del 
pueblo,  ni  menos  arrogarse  la  calificación  de  pueblo.  Los  que  contravinieren  á 
esta  disposición  serán  juzgados  conforme  á  las  leyes. 

Está,  pues^  probado  claramente,  por  la  misma  disposición  que  se  dice 
infringida  y  por  la  que  se  acaba  de  citar,  que  el  señor  Arzobispo  tuvo 
perfecto  derecho  de  hacer  sus  reclamaciones,  ya  ante  el  Congreso,  ya  ante 
d  Poder  Ejecutivo,  con  sólo  dos  condiciones :  la  primera,  que  lo  hiciera 
ccm  la  moderación  y  el  respeto  debidos ;  y  la  segunda,  que  no  gestionara 
wi  nombre  del  pueblo,  ni  se.  arrogara  la  calificación  de  pueblo. 

¿Había  faltado  el  señor  Arzobispo  á  alguna  de  esas  dos  condiciones  P 
Es  claro  que  no.  La  moderación  y  la  prudencia,  la  civilidad  y  la  cultura, 
te  dan  la  mano  con  la  firmeza  y  la  energía,  en  esos  bellísimos  escritos, 
timbre  de  gloria  para  el  ilustre  Prelado. 

Y  es  de  notarse  la  previsión  y  acuciosidad  del  Prelado  en  esa  grave  y 
dificil  época.  Cuando  vio  la  Memoria  del  Secretario  de  Gobierno  y  los 
proyectos  que  en  ella  se  recomendaban,  entre  los  cuales  figuraban  algunos 
claramente  opuestos  á  los  derechos  de  la  Iglesia,  tuvo  la  esperanza  de 
<pe  el  buen  juicio  del  Congreso  rechazara  tan  injustas  y  perniciosas 
I^etensiones,  y  guardó  silencio  porque  no  quería  se  dijera  que  andaba  á 
<*aa  de  pretextos  para  promover  cuestiones  ó  discusiones  enojosas  al 
QoWemo. 

Más  tarde  vio  con  dolor  que  los  proyectos  tenían  séquito  considerable 
en  las  Cámaras  legislativas,  y  pasó  una  larga  nota,  reservada,  escrita  de 
8»  propio  puño^  en  la  que  manifestaba  al  Secretario  los  gravísimos  in- 
convenientes que  iban  á  surgir  de  la  expedición  de  tales  leyes.  Con  esa 
Prudente  medida,  el  Prelado  ponía  en  conocimiento  del  Gobierno  que 
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SUS  proyectos^  si  Uegaban  á  convertirse  en  leyes^  afectarían  hondamente 
los  intereses  y  los  derechos  de  la  Iglesia;  y  como  nadie  sabía  que  él 
había  dado  ese  paso^  el  Gobierno  podía  de  motu  propio  retirarles  su  apoyo 
y  hacerlos  encallar. 

Las  esperanzas  del  Prelado  resultaron  fallidas.  Las  leyes  se  fueron 
expidiendo  una  á  una^  á  sabiendas  de  que  atacaban  los  intereses  de  la 
Iglesia  y  que  iban  á  suscitar  un  conflicto  con  la  autoridad  eclesiástica, 
aunque  ésta  hiciera  cuanto  estuviese  de  su  parte  para  impedirlo. 

Lo  más  grave  de  la  expedición  de  esas  leyes  fué  que  se  dejó  conocer  el 
deliberado  propósito  que  había  en  el  Gobierno  de  perseguir  la  Iglesia  por 
todos  los  medios  de  que  se  pudiese  disponer^  sin  descubrir  á  las  claras  su 
intención  para  no  levantar  contra  sí  el  sentimiento  unánime  de  la  nación, 
que  era  y  es  esencialmente  católica. 

No  era  posible  en  tal  situación  evitar  la  tormenta  ni  la  catástrofe.  Se 
quería  que  el  Uustrísimo  señor  Arzobispo,  feíltando  á  sus  más  sagrados 
^  deberes,  hioiera  causa  común  con  los  perseguidores  de  Jla  Iglesia,  y  eso  era 
imposible.  Yarón  eminente^  comparable  á  los  Atañamos  y  á  los  Crisóstomos^ 
conocía  su  deber  y  sabía  llenarlo.  En  vano  las  enfermedades  del  cuerpo 
y  las  aflicciones  del  espíritu  lo  combatieron  reciamente^  sin  dejarle  un 
momento  de  tregua  ni  descanso  :  su  grande  alma  se  sobreponía  á  todo,  y 
permanecía  firme  como  la  roca  en  medio  de  los  mares,  sin  doblegarse  á 
los  halagos  ni  á  las  amenazas,  á  la  perspectiva  de  los  bienes  que  podría 
disfrutar  en  su  patria  ni  á  las  penalidades  que  le  aguardaban  en  el 
destierro.  Era  decididamente  un  obstáculo  que  los  perseguidores  de 
la  Iglesia  encontraban  en  su  camino,  y  que  no  podían  remover  sino 
lanzándolo  del  seno  de  la  patria  á  morir  en  lejanas  tierras. 

No  es  extraño,  pues,  que  el  día  14  de  Mayo  de  1852  se  resolviera  la 
acusación  en  primer  debate,  y  al  día  siguiente  en  segundo.  Se  nombró 
acusador  al  Representante  Garlos  Martín,  el  cual  introdujo  la  acusaoión 
el  18  de  los  mismos.  El  Senado  nombró  una  Comisión  compuesta  de  los 
Senadores  Joaquín  José  Gori,  Eugenio  Castillo  y  Nicomedes  Flórez, 
para  que  informase  respecto  de  la  acusación  intentada.  La  Comiaíón 
presentó  su  informe  favorable  á  la  acusación  el  21  de  los  mismos,  y  el 
24  fué  admitida  ésta.  Al  día  siguiente  se^  dirigió  im  oficio  por  el 
Secretario  del  Senado  al  señor  Arzobispo,  en  el  que  le  participaba  su 
enjuiciamiento ;  pero  habiéndose  creído  que  la  notificación  debía  hacerse 
en  persona^  renunció  su  destino  dicho  Secretario  por  no  practicar  la  refe- 
rida diligencia.  También  renunció^  por  el  mismo  motivo,  el  Oficial 
mavor.  Dichas  renuncias  se  hicieron  el  día  26,  y  entonces  el  Senador 
Flórez  fué  nombrado  Secretario,  y  aceptó,  manifestando  que  prestaría  el 
Bervicio  patnótico  de  hacer  la  notificación  indicada. 

Fué,  en  efecto,  á  las  cuatro  de  la  tarde  á  practicar  la  diligencia,  y  no 
pudo  hacerlo  en  persona  como  lo  deseaba,  y  como  era  necesario,  porque 
el  Uustrísimo  señor  Arzobispo  estaba  en  cama  gravemente  enfermo.  Lie 
dejó  ima  boleta  de  notificación,  con  el  señor  Manuel  María  Peña ;  pero 
dudamos  de  la  eficacia  legal  de  semejante  acto. 

No  obstante  su  enfermedad,  el  liustrísimo  señor  Arzobispo  dirigió 
á  los  Sena4ores  ese  mismo  día  26  el  siguiente  memorial : 

Ayer  ee  me  ha  comunicado  ofíciahneiite  yuestra  resolación,  en  que  habéis  tenido 
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á  bien  admitir  la  acusación  intentada  por  la  Cámara  de  Representantes  por 
responsabilidad  en  el  desempeño  de  mis  funciones  arquiepisoopafes ;  y  aunque  en 
la  comunicación  no  se  einpresan  de  una  manera  explícita  el  objeto  j  los  efectos  para 
que  se  me  ha  dirigido,  debo  suponer  que  es  para  que  reconocióndome  suspenso  de 
mis  funciones  por  la  admisión  de  la  acusación  proceda  á  nombrar  Vicario  General 
según  lo  dispuesto  en  los  artículos  3**.  y  4e*.  de  la  lej[  de  25  de  Abril  de  1845. 

ror  grande  que  sea,  como  lo  es  en  efecto,  mi  decisión  á  dar  cumplimiento  á  las 
disposiciones  legales,  j  á  las  providencias  de  las  autoridades  públicas,  no  puede 
esta  inclinación  natural  sobreponerse  á  las  altas  obligaciones  que  ligan  á  un  Obispo 
en  cuanto  á  la  autoridad  que  na  recibido  de  Dios,  para  resir  y  gobernar  la  Iglesia ; 
obligaciones  sagradas  por  su  naturaleza  j  afirmadas  por  Toa  luramentos  de  la  con- 
sagración. Nombrar  yo  Vicario  General,  como  en  caso  de  absoluta  imposibilidad 
fícoca  ó  moral,  sería  abdicar  una  autoridad  que  debo  conservar  ilesa ;  sería  reconocer 
que  ella  puede  ser  suspendida  y  trasferida  á  virtud  de  la  ley  civil,  siendo  toda 
espiritual ;  sería  obrar  en  abierta  oposición  con  los  actos  expresos  y  solemnes  de 
la  Santa  Silla  Apostólica,  que  desde  17  de  Septiembre  de  1845,  recíamó  la  citada 
ley  de  25  de  Abril,  como  que  ataca  la  potestad  de  la  Iglesia  y  au  Ubertad  .  ,  .  y 
hace  graves  heridas  á  la  Religión  católica^  á  los  sagrados  derecAos  de  la  Iglesia  y  a 
su  potestad  é  inmunidad.  Ai  hablar  de  esta  manera  el  Santo  Padre  hizo  especial 
mención  de  qucpoi*  dicha  ley  se  ivter decía  á  los  Obispos  d  ejercicio  de  sujurisdic' 
ción. 

Á  loe  principios  y  máximas  generales  de  la  Religión,  se  une  aquí  la  voz  del 
Vicario  de  Jesucristo,  que  los  Obispos  estamos  doblemente  obligados  á  escuchar  y 
seguir,  y  que  yo  he  tenido  por  norte  en  los  mismos  actos  por  que  ahora  se  me 
acusa :  obrar  de  otro  modo,  sería  hacerme  criminal  en  el  Tribunal  de  Dios  y  ante 
la  ^^lesia.  Tengo^pues,  que  pasar  por  el  duro  trance  de  manifestaros  que  no  me 
es  l&to  desprenderme  de  la  autoridsíá  espiritual  que  he  recibido  de  Dios,  ni  nom- 
brar un  Vicario  General  como  en  caso  de  absoluta  impotencia  física  ó  moral. 

Os  ruego,  ciudadanos  Senadores,  que  prestáis  vuestra  atención  y  reflexionéis  un 
momento  sobre  la  situación  especial  en  que  me  encuentro  :  vo  tengo  deberes  para 
con  la  asociación  política  de  que  soy  miembro ;  pero  también  los  tengo  para  con 
la  Iglesia  de  que  soy  Prelado.  Como  ciudadano,  acato,  cumplo  y  obeaezco  las 
leyes  civiles,  dictadas  en  asuntos  de  su  competencia,  respeto  las  autoridades  y 
me  someto  ciegamente  á  sus  decisiones.  Como  Arzpbispo,  acato,  cumplo  y 
obedesco  las  leyes  en  negocios  canónicos,  estoy  sometido^  á  la  Santa  Sede  Apos- 
tólica, y  tengo  que  conn)rmarme  con  sus  mandatos.  Á  esta  obediencia  estoy 
solemnemente  obli^^do  por  un  juramento  que  prestó  no  clandestinamente,  sino 
á  la  faz  de  la  nación,  y  con  el  asenso  de  la  ley  y  el  beneplácito  del  Gobierno. 
Si  por  una  fatalidad  deplorable,  se  pone  en  contiudicción  la  lej  civil  con  la  ley 
canónica  sobre  materias  eclesiásticas,  ¿  qué  deberá  hacer  un  Obispo,  que  es  en  su 
Diócesis  el  depositario  y  el  guardián  de  la  potestad,  de  los  derechos  y  de  la 
disciplina  de  la  Iglesia  P  La  misma  Iglesia  le  tiene  trazado  el  camino  que  han 
seguido  otros  ObÍ8X)os,  y  del  cual  no  puede  desviarse. 

No  se  sabe  qué  admirar  más  en  este  excelente  memorial  si  la  dulzura 
de  la  forma,  la  firmeza  del  fondo,  la  claridad  y  precisión  de  los  razona- 
mientos, ó  la  solidez  de  las  doctrinas  desarrolladas  en  él.  Es  uno  de 
los  mejores  comentarios  que  pueden  hacerse  á  aquella  célebre  sentencia 
de  Nuestro  Señor  Jesucristro :  ^'  Dad  al  César  lo  que  es  del  César,  y  á 
Dios  lo  que  es  de.  Dios/' 

¿  Cómo  es  que  el  Senado,  en  vista  de  semejante  exposición,  no  se  declaró 
Batisfecho,  y  buscó  algún  medio  de  salir  airosamente  de  la  hondura  á 
donde  se  había  dejado  arrastrar  por  los  odios  y  las  pasiones  P  Por  una 
razón  muy  sencilla ;  porque  el  ilustre  Prelado,  después  de  dar  al  César 
eoanio  era  del  César,  quería  reservar  para  Dios  lo  que  es  de  Dios ;  al 
paso  que  sus  victimarios  querían  apropiarse  lo  que  es  de  Dios,  después  de 
tener  en  sus  manos  cuanto  pertenecía  al  César.  ^  ^ 
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El  destierro  del  ilustre  Arzobispo  era  una  cosa  decidida  y  resuelta  en 
los  consejos  de  la  persecución,  y  la  cuestión  estaba  reducida  íinicaraente 
al  niodus  operandL 

El  referido  memorial  se  leyó  en  la  sesión  del  día  27,  é  inmediatamente 
hizo  el  Senador  Flórez  la  siguiente  proposición,  que  llevaba  preparada 
en  una  tira  de  papel : 

En  atención  á  que  el  señor  Arzobispo  de  Bogotá,  Dr.  Manuel  José  Morquesa.  ha 
resistido  dar  cumplimiento  á  lo  dispuestp  en  los  artículos  31*  y  4?  de  la  ley  de  25 
de  Abril  de  1845,  sobre  juicios  de  responsabilidad  de  funcionarios  eclesiásticos,  el 
Senado,  procediendo  en  este  asunto  como  Tribunal  de  justicia,  decreta:  que  en 
obsenrancia  de  lo  ordenado  en  el  artículo  3?  de  la  citada  ley,  sea  extrañado  el 
Prelado,  á  quien  se  ocuparán  también  sus  teviporaltdades.  Comuniqúese  al  Poder 
Ejecutivo  con  advertencia  de  que  considerándose  esta  pena  como  medio  coercitivo, 
según  lo  declara  el  artículo  9?  de  la  misma  ley,  durará  éste  por  el  tiempo  necesario 
para  hacer  que  el  Arzobispo  de  Bogotá  cumpla  la  ley.  Publíquese  en  la  Gaceta 
esta  Resolución  y  póngase  de  ella  una  copia  legalizada  en  los  autos. 

La  proposición  fué  aprobada  y  al  día  siguiente,  28  de  los  mismos,  ya 
había  sido  comunicada  al  Poder  Ejecutivo,  quien  había  comisionado  al 
Gobernador  de  Bogotá  para  hacer  cumplir  lo  resuelto,  y  este  último  le 
había  intimado  al  ilustre  Prelado,  agonizante  en  el  lecho  del  dolor,  que 
saliera  inmediatamente  del  país.  Por  toda  contestación  dijo  que  obede- 
cería tan  luego  como  el  estado  de  su  salud  se  lo  permitiese. 

Apenas  el  19  del  mes  siguiente  se  pudo  poner  en  camino ;  pero  en  tan 
mal  estado  de  salud  que  en  cuatro  días  de  marcha  sólo  pudo  recorrer  la 
distancia  que  media  entre  Bogotá  y  ViUeta,  y  tuvo  que  hacer  parte  de 
esas  jornadas  en  guando. 

En  esa  población  tuvo  que  suspender  su  marcha,  y  estuvo  fluctuando 
algunos  días  entre  la  vida  y  la  muerte.  Al  fin  se  mejoró  algo,  y  pudo  con- 
tinuar ;  y  el  2  de  Septiembre  de  1852  se  embarcó  en  el  vapor  Calamar 
y  se  dirigió  á  la  Costa  del  Atlántico ;  de  donde  siguió  á  Neuva  York,  y 
de  allí  é  Europa. 

Antes  de  ausentarse  para  siempre  del  suelo  patrio,  el  buen  pastor  diri- 
gió á  su  rebaño  una  tierna  despedida  en  forma  de  pastoral.  Insertaremos 
de  ella  sólo  la  parte  que  se  refiere  al  Gobierno  y  á  los  asuntos  públicos. 
Dice  así : 

Pero  si  la  Keligión  nos  prescribe  tan  estrechos  deberes  en  el  orden  espiritual, 
también  nos  manda  en  lo  temporal^ la  sumisión  y  la  obediencia  á  las  leyes  civiles, 
y  el  respeto  á  los  magistrados.  La  insubordinación  y  el  desorden  que  turban  la 
tranquilidad  pública,  son  reprobados  por  la  Iglesia.  El  actual  esclarecido  Pontí- 
fice nos  repite  en  su  encíclica  de  9  de  Noviembre  de  1846  la  doctrina  del  Evangelio 
en  esta  parte,  como  todos  sus  predecesores.  Sus  palabras  son  las  que  debéis 
escucha^*  y  practicar ;  penetraos  de  ellas  y  arreglad  vuestra  conducta  4  su  ense- 
ñanza.  '*  Cuidad,  nos  dice,  de  que  se  inculque  en  el  pueblo  cristiano  la  debida 
obediencia  y  sujeción  á  los  soberanos  y  á  las  potestades,  enseñándole  conforme  á  la 
doctrina  del  apóstol,  que  no  hay  potestad  que  no  venga  de  Dios,  y  que  resisten  4 
la  ordenación  divina,  y  se  adquieren  su  condenación,  los  que  resisten  a  la  potestad  ; 
y  por  tanto,  que  no  puede  violarse  sin  pecado  el  precepto  de  obedecer  á  la 
potestad,  á  no  ser  que  se  mande  alguna  cosa  contraría  á  las  leyes  de  Dios  ó  de  la 
Iglesia. 

Se  necesita  ciertamente  una  grandeza  de  alma  poco  común,  para  usar 
ese  lenguaje  tratándose  de  im  Gobierno  de  quien  había  recibido  el  Prelado 
tantos  y  tan  graves  motivos  de  queja,    verse  expulsado  del  seno  de  la 
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patria  contra  toda  ley,  contra  toda  justicia  y  contra  todo  derecho ;  verse 
arrancado  en  cierta  manera  del  lecho  del  dolor,  para  seguir  moribundo  al 
destierro ;  verse  calumniado  y  lleno  de  baldón  y  de  oprobio  por  el  mismo 
Gobierno  de  quien  debía  esperar  protección  eficaz  y  decidida,  y  todo 
eso  porque  defendía  varonil  y  esforzadamente  los  derechos  de  Dios  y 
de  su  Iglesia ;  y  á  pesar  de  todo  levantar  su  voz  para  encarecer  sumisión 
y  obediencia  á  esos  mismos  inicuos  magistrados,  es  una  cosa  que  revela 
bien  la  magnanimidad  de  un  corazón  que  nunca  aborreció  á  nadie,  ni  dio 
acogida  al  odio,  á  la  venganza,  ni  á  ninguna  de  las  otras  pasiones  que  se 
encuentran  á  veces  hasta  en  hombres  ae  notorias  virtudes  y  de  buenas 
prendas  personales. 

No  podemos  detenemos  á  hablar  de  las  numerosas  pruebas  de  aprobación 
y  aplauso  que  recibió  el  ilustre  proscrito  de  muchas  naciones  y  pueblos 
diferentes ;  pero  debemos  mencionar  siquiera  la  grande  y  magnífica  so- 
lemnidad de  Amiens,  á  la  que  concurrió  nuestro  excelente  Metropolitano. 

Habíanse  descubierto  poco  tiempo  antes  en  las  catacumbas  de  Koma 
los  venerables  restos  de  Santa  Teodosia,  virgen  de  Amiens,  que  había 
sufrido  el  martirio  en  la  ciudad  eterna,  andando  el  siglo  III  de  la  era 
cristiana. 

Los  vecinos  de  Amiens  solicitaron  permiso  de  la  Santa  Sede  para  tras- 
ladar á  su  ciudad  los  restos  de  su  ilustre  compatriota,  para  tributarle 
culto  en  los  mismos  lugares  donde  diez  y  seis  siglos  antes  nabían  brillado 
sus  primeras  virtudes. 

Fácil  es  comprender  la  innumerable  muchedumbre  de  gentes  que  se 
agolparían  en  la  ciudad  para  presenciar  tan  imponente  y  majestuosa 
ceremonia.  Distinguíanse  entre  los  concurrentes  los  siguientes  personajes : 

Los  Eminentísimos  señores  Cardenales  Wiseman,  Arzobispo  de  West- 
minster ;  Gousset,  Arzobispo  de  Reims ;  y  Marlot,  Arzobispo  de  Tours ; 

Los  Dustrísimos  señores  Arzobispos  de  Dublín,  de  Toscana,  de  Sens, 
de  Babilonia  y  de  Bogotá  ; 

Los  Ilustrísimos  señores  Obispos  de  Mans,  de  Soissons,  de  Beaubeais, 
de  Arras,  de  Poitiers,  de  Angulema,  de  Versalles,  de  Bruges,  de  Gand, 
de  Toumai,  de  Namur,  de  Gmebra,  de  Lausana,  de  Autum,  de  Guada- 
lupe, de  Taití,  de  Siam,  de  Adras  y  de  Amiens  ; 

Finalmente,  los  Ilustrísimos  señores  Dupuch,  antiguo  Obispo  de  Argel; 
Vecchiotti,  Encargado  de  Negocios  de  la  Santa  Sede ;  Lactoix,  Caire, 
Blanquart,  déla  Motte  y  Searle,  Prelados  romanos. 

El  periódico  VTJnivevB^  en  su  número  de  21  de  Octubre  de  1853, 
describe  minuciosamente  la  augusta  ceremonia,  en  im  artículo  lleno  de 
bellezas  de  todo  género,  que  concluye  así : 

No  terminaremos  estas  reflexiones,  sin  referir  un  episodio  de  las  solemnidades  de 
Amiens»  que  ha  conmovido  vivamente  á  los  asistentes  y  que  aun  no  hemos  leído 
en  relación  alguna.  Sábese  que  Monseñor  el  Arzobispo  de  Bogotá  concurrió  á 
ellas.  El  venerable  proscrito  quebrantado,  menos  por  la  edad  que  por  las  fatigas 
y  las  penas,  no  se  encontraba  en  estado  de  segjuir  la  procesión;  mas  para  que 
no  se  careciese  de  su  presencia  y  no  fuese  privado  el  mismo  de  este  espectá- 
culo de  fe,  único  consuelo  que  puede  recibir  en  su  destierro,  se  le  preparó  lugar 
en  el  umbral  de  una  casa  de  caridad,  situada  en  la  carrera  de  la  procesión,  y 
allí  se  colocó  revestido  de  sus  ornamentos  pontificales :  de  su  silla  rió  desfilar  y 
dio  BU  bendición  dos  veces  preciosa,  á  esos  sacerdotes,  á  esas  religiosas,  á  esos 
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íovencitos,  á  todos  esos  cristianos  que  le  recordaban  el  rebaño  querido  por  cn^a 
salvación  padece  las  actuales  persecuciones.  Al  pasar  los  Cardenales  y  los  Obis- 
pos»  se  puso  de  pie ;  y  ellos  apartando  un  momento  sus  ojos  del  carro  en  que 
triunfaba  la  Santa  mártir,  se  inclinaron  con  afectuoso  y  profundo  respeto  delante 
del  Confesor  desterrado,  delante  del  fiel  Pastor  que  na  luchado  hasta  la  última 
hora  x>or  los  derechos  del  Señor  y  por  la  fe  de  su  rebaño.  El  que  haya  presenciado 
tan  augusta  escena,  sabrá  en  adelanto  por  qué  son  imperrecederas  la  yerdad  y  la 
libertad  cristiana. 

La  imponente  ceremonia  se  celebró  el  12  de  Octubre  de  1853 ;  y  al 
terminarse  la  procesión  dirigió  la  palabra  al  inmenso  auditorio  el  sabio  y 
elocuente  Cardenal  Wiseman,  y  pronunció  un  largo  y  hermoso  discurso. 
En  él  dirigió  un  apostrofe  á  la  Santa,  en  el  cual  dijo,  entre  otras  cosas, 
lo  siguiente: 

.  .  .  Pero  eso  no  basta  :  evocad  aquellos  tiempos  antiguos  en  que  los  confesores 
de  la  fe  rodeaban  y  conducían  al  sepulcro  los  cuerpos  de  sus  mártires:  haced, 
pues,  que  se  presenten  aquí  los  Prelados  venerables  que  en  nuestros  días  han 
combatido  el  buen  combate ;  hacedles  venir  no  solamente  de  los  países  vecinos, 
sino  también  hasta  de  las  regiones  ardientes  de  la  América  meridional  1 

Aludía  el  elocuente  Cardenal  en  sus  últimas  palabras  al  Ilustrísimo 
señor  Mosquera,  de  quien  decía  que  había  combatido  el  buen  combate.  Al 
día  siguiente  por  la  mañana  predicó  el  Ilustrísimo  señor  Obispo  de 
Poitiers.     Tomemos  siquiera  un  fragmento  de  su  hermoso  discurso : 

Por  esto  cuando  el  Omnipotente  llama  hoy  de  más  allá,  de  los  montes  y  de 
la  noche  de  los  siglos  entre  los  habitantes  de  esta  ciudad,  á  Teodosia  la  mujer 
cristiana  de  los  tiempos  paganos,  le  decreta  un  triunfo  como  no  pudo  decretarlo 
jamás  Boma  pagana  á  sus  conquistadores  en  sus  días  más  brillantes  de  gloría ; 
y  para  dar  á  la  triunfadora  un  acompañamiento  sin  par,  aun  en  los  fastos 
de  los  tiempos  cristianos,*  convoca  del  Oriente  y  del  Occiaente,  del  Aquilón  y  del 
Mediodía,  d!e  las  islas  y  de  los  continentes,  de  los  polos  y  de  los  trópicos  cuanto  la 
Religión  tiene  de  más  ilustre  :  sus  Pontífices,  sus  Apóstoles,  sus  Confesores  y  casi 
sus  mártires. 

En  sus  últimas  palabras  aludía  el  predicador  al  Ilustrísimo  señor 
Mosquera,  á  quien  califica  de  casi  mártir.  Por  la  noche  tocó  su  tumo  al 
abate  Combalot.  Hablando  de  la  caja  que  contenía  las  reliquias  de  la 
Santa,  se  expresó  así : 

Este  relicario  perpetuará  la  memoria  y  conservará  la  imagen  de  este  venerable 
y  santo  Arzobispo  de  Bogotá,  de  ese  noble  confesor,  de  ese  mártir  que  ha  venido 
á  esta  festividad  de  3,000  leguas  de  distancia,  como  Teodosia  de  la  de  quince  siglos. 

No,  jamás  se  apartará  de  vuestra  memoria  la  imagen  de  este  santo  Pontínce, 
reclinado  sobre  su  trono  en  medio  de  esta  procesión  á  quien  no  ha  podido  acompañar 
por  sus  enfermedades,  y  delante  del  cual  se  inclinaban  al  pasar  los  Cardenales 
y  los  Obispos. 

Ah !  carísimos  hermanos  míos,  las  bendiciones  de  este  generoso  confesor,  de 
este  noble  desterrado  se  unían  á  las  de  Santa  Teodosia  y  hacían  bajar  sobre  la^ 
ciudad  y  sobre  la  Francia  toda,  una  lluvia  de  bendiciones  y  de  misericordias. 

Pero  resuelto  estaba  en  los  consejos  de  la  eterna  sabiduría :  el  generoso, 
confesor,  el  noble  desterrado,  el  mártir  del  deber,  no  debía  volver  á  gozar 
de  las  dulzuras  del  bogar,  en  el  seno  de  su  amada  grey  j  no  debía  siquiera 
cumplir  el  ardiente  deseo  de  su  corazón,  de  ver  sd  Padre  común  de  loa 
fieles,  qne  lo  esperaba  ansioso  y  le  preparaba  la  más  grande  recompensa/ 
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Íae  él  puede  conceder  sobre  la  tierra  al  mérito  y  á  la  virtud  de  los 
^relados  perseguidos :  la  púrpura  cardenalicia.    Murió  en  Marsella  el 
10  de  Diciembre  del  mismo  año  en  vía  para  Roma. 

Veamos,  antes  de  pasar  á  otra  cosa^  la  manera  como  el  Padre  Santo 
juzgó  la  conducta  de  ese  ilustre  confesor  de  la  fe,  en  la  defensa  que  hizo 
de  los  derechos  de  la  Iglesia  en  el  año  de  185 1,  que  fué  el  origen  de  su 
persecución.  En  carta  fechada  en  Roma  el  6  de  Septiembre  de  dicho  año, 
el  inmortal  Pío  IX  decía  al  ilustrísimo  señor  Arzobispo  lo  siguiente : 

Nos  llegó  tu  carta,  fecha  20  de  Janio  próximo  pasado,  la  cnal  confirma  las  tristes 
noticias*  sabidas  ya  por  todos  y  muy  divulgadas  j)or  todas  partes,  esto  es  de  las 
leyes  dadas  allí  por  la  potestad  civil  contra  m  autoridad  é  inmunidad  de  la  Iglesia. 
Apenas  podemos  declarar  con  palabras,  Venerable  Hermano,  cuánta  es  la  tristeza 
que  nos  ha  causado  esto :  j^orque  prevemos  males  más  graves  que  han  de  se- 
gairse  ciertamente  á  tu  Iglesia  y  á  todo  el  Estado  Neo  Granadino  por  esa  mons-*' 
truosa  violación  de  las  santísimas  leyes  de  la  Iglesia.  Pero  .en  medio  del  dolor 
qae  atraviesa  nuestra  alma  por  tu  suerte  y  la  de  tocio  ese  tu  clero  y  pueblo, 
que  nos  es  muy  amado,  nos  alegramos  en  el  valor  y  en  la  preclara  firmeza  de 
tu  ánimo,  pues  no  has  vacilado  en  defender  muy  hábilmente  los  derechos  de  la 
Iglesia  y  oe  esta  Santa  Silla,  y  reclamar  como  era  de  tu  deber,  contra  las  leyes 
dadas  allí  que  trastornan  y  claramente  destruyen  aquellos  derechos.  Por  tanto. 
Venerable  Hermano,  ten  buen  ánimo,  y  compórtate  esperando  mucho  en  Dios, 
porque  él  es  quien  cuida  de  nosotros.  Boguémosle  al  mismo  Señor  con  mayor 
esfuerzo  que  hasta  aquí,  con  preces  j  oraciones  fervorosas,  para  ^ue  en  la  abundancia 
de  su  poder,  que  impera  sobre  los  vientos  y  el  mar,  dé  á  esa  región  la  deseada  tran- 
quilidad. Entre  tanto,  te  abrazamos  cpn  singular  amor  en  Jesucristo  N.S.  y  en 
testimonio  de  este  amor,  y  en  señal  de  una  entera  protección  del  cielo,  te  damos 
muy  amorosamente  á  ti  mismo.  Venerable  Hermano,  y  á  todo  el  clero  y  pueblo 
que  gobiernas,  nuestra  bendición  apostólica. 

En  otra  carta^  de  15  de  los  mismos^  le  decía  lo  siguiente : 

Por  tus  cartas  de  fecha  1*?  del  próximo  pasado  mes  de  Julio  y  por  otros  oon- 
'ductos,  conocemos  más  y  más  cada  día,  con  acerbísimo  dolor  de  nuestra  alma,  la 
cruda  guerra  que  ciertamente  se  hacjB  á  nuestra  santísima  Beligión,  y  las  diversas 
leyes  del  todo  contrarias  á  la  Iglesia  católica,  á  su  libertad,  á  sos  derechos,  á  sus 
nJbdmas,  á  sus  sagrados  ministros  é  instituciones,  por  las  cuales  la  Potestad  civil 
pretende  reducir  la  misma  Iglesia  á  una  indecorosísima  servidumbre,  deprimirla, 
y  si  posible  fuera,  arruinarla.  Nos  faltan  en  realidad  de  verdad.  Venerable  Her- 
mano, palabras  para  expresar  la  pesadumbre  q^ne  íntimamente  nos  oprime  y  nos 
angustia,  viendo  las  heridas  que  se  hacen  á  la  inmaculada  Esposa  de  (cristo,  con 
agudísimo  detrimento  de  las  almas,  por  sacrilegos  consejos  y  esfuerzos  de  hombres 
enemiffos.  Empero,  mitiga  en  gran  manera  esta  grandísima  tristeza  de  nuestra 
alma/Venerable  Hermano,  tu  egregia  solicitud  pastoral  y  vigilancia,  y  tu  sacer- 
dotal fortaleza  jr  constancia ;  porque  conocemos  bien  el  espíritu  episcopal,  el  celo  y 
la  firmeza,  propia  de  un  ánimo  católico,  con  que  despreciando  cualesquiera  peligros 
graves  y  Uenando  tu  ministerio,  no  omitirás  ya  de  palabra,  ya  por  escrito,  oef  ender 
con  fortaleza,  prudencia  y  sabiduria  la  causa  de  Dios  y  de  su  Santa  Iglesia,  hacer 
frente  con  impavidez  á  los  impíos  designios  de  los  adversarios,  é  invigilar  solícita- 
mente en  la  salud  de  tus  amadas  ovejas.  Por  tanto.  Venerable  Hermano,  no  pode- 
mos prescindir  de  congratularte  muy  de  corazón,  de  este  tu  eximio  modo  de  obrar, 
ciertamente  digno  de  un  Obispo  católico,  y  que  nos  gozamos  en  aplaudir  con 
gnuides  y  merecidas  alabanzas.  Y  no  hemos  recibido  en  verdad  menor  consolación 
oe  que  otros  Venerables  Hermanos,  Obispos  sufragáneos  tuyos,  animados  de  igual 
le  respecto  de  la  Iglesia  y  encendidos  por  el  celo  episcopal,  se  te  han  adherido  por , 
una  muy  concorde  unión  de  intenciones  y  deseos,  y  combaten  por  la  Iglesia  y  sus 
4erech(08  con  toda  aplicación  y  trabajo,  diligente  y  denodadamente.  Por  lo  cual 
al  mismo  tiempo  que  nos  congp-atulamos  una  y  otra  vez  con  los  mismos  Venerables 
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Hermanos,  y  les  tributamos  las  mayores  alabanzas,  os  animamos  á  ti  y  á  elloS:  para 
que  confortados  en  el  Señor  y  en  el  poder  de  sn  fuerza,  y  poniendo  toda  esperanza 
en  Dios,  que  levanta,  corrobora  y  anima  á  los  que  combaten  y  defienden  su  nombre, 
continuéis  como  buenos  soldados  de  Crísto  con  un  empeño  más  sereno  combatiendo 
con  valor  en  oponer  defensa  por  la  casa  de  Israel.  Ahora  queremos  ante  todo  que 
tú  y  los  mismos  Venerables  Hermanos  estéis  muy  persuadidos,  que  nada  nos  es  tan 
preferente  ni  deseamos  tanto,  como  aplicar  conforme  al  cargo  de  nuestro  supremo 
apostólico  ministerio,  todos  nuestros  ciudados  y  pensamientos  á  fin  de  que,  con  el 
favorable  aujdlio  de  Dios,  podamos  socorrer,  remediar  y  atender  aUí  á  los  agitados 
negocios  de  la.  Eeligión  y  á  vuestras  angustias,  que  reputamos  nuestras.  Mas 
entre  tanto  no  omitimos  con  nuestra  oración  y  ruegos,  con  hacimiento  de  gracias, 
el  suplicar  con  humildad  y  eficacia  al  Clementísimo  Padre  de  las  misericordias, 
que  en  la  abundancia  de  su  divina  gracia,  se  digne  de  ser  siempre  propicio  4  ti  y  á 
tus  coepíscopos,  y  que  bendiga  la  solicitud  y  trabajos  episcopales  tuyos  y  de  ellos. 

Creemos  que  los  pocos  datos  que  dejamos  consignados  servirán,  ya  que 
*no  para  conocer  á  fondo  al  Hustrísimo  señor  Mosquera,  al  menos  para 
convencer  á  nuestros  lectores  de  que  era  un  varón  eminente  en  ciencia  y 
en  virtudes,  y  que  su  nombre  será  imperecedero  en  los  anales  de  la  Iglesia. 
Sin  embargo,  en  la  época  que  medió  entre  su  destierro  y  su  muerte, 
la  más  gloriosa  de  su  vida,  fué  el  blanco  de  las  más  negras  é  infames  ca- 
lumnias de  parte  de  la  prensa  ministerial  de  nuestra  patria,  que  formulaba 
contra  él  á  cada  momento  cargos  como  el  de^^r/wroy  otros  semejantes. 
¡  Cuan  grande  es  el  poder  de  las  pasiones  y  las  injusticias  los  hombres ! 

El  deseo  de  dar  una  idea  de  la  persecución  contra  el  Hustrísimo  señor 
Arzobispo,  que  al  fin  le  causó  la  muerte,  nos  ha  hecho  alterar  el  orden 
cronológico  de  los  sucesos,  y  omitir  el  hacer  mención  de  algunos  impor- 
tantes que  hubo  entre  tanto. 

Figura  en  primer  lugar  la  causa  contra  el  señor  Herrán,  Provisor  del 
Arzobispado,  que  después  fué  sucesor  del  señor  Mosquera.  Dicha  causa  fue 
sentenciada  el  2  de  Junio.    Se  condenó  al  señor  Herrán  á  las  penas  si- 
guientes :  1?  Privación  del  empleo,en  cuanto  á  las  funciones  y  jurisdicción 
temporal;   2?  Inhabilitación  perpetua  para  desempeñar  empleo  ó  cargo 
público  ;   3?   Arresto,  por  dos  meses ;   4?  Reclusión  por    seis  meses  ; 
69-  Multa  de  diez  pesos ;  y  6?  Costas  procesales.     Todo  esto  por  haberse 
negado  á  convocar  á  concurso  para  la  provisión  de  curatos  vacantes ;  es 
decir  por  haberse  negado  á  cumplir  una  orden  del  poder  civil  en  asuntos 
pertenecientes  exclusivamente  á  la  potestad  eclesiástica,  y  en  circuns- 
tancias en  que  con  arreglo  á  los  cánones  no  era  dable  hacer  semejante 
convocación.   Fué  indultado  el  2  de  Octubre  por  el  J^oder  Ejecutivo ; 
pero  ese  acto,  en  lugar  de  tener  el  carácter  de  una  reparación  aunque 
tardía  é  incompleta,  fué  considerado,  con  razón,  como  *  un  lazo  que  se 
tendía  al  clero  en  general,  para  hacerlo  aparecer  débil  y  contemporizador 
en  el  cumplimiento  de  sus  deberes.    El  mismo  señor  Herrán,  que  había 
guardado  silencio  y  esperaba  ser  arrastrado  de  nuevo  á  la  cárcel  y  llevado 
á  la  reclusión,  no  pudo  prescindir  de  hacer  algunas  observaciones,  para 
que  los  fieles  no  fuesen  á  creer  que  los  ponsiderandos  del  decreto  del 
Poder  Ejecutivo  fueran  la  expresión  fiel  y  sincera  de  la  verdad.  Para  que 
se  conozca  la  firmeza  con  que  se  manejó  en  este  asunto  el  señor  Herrán, 
insertaremos  algunos  fragmentos  de  su  Manifestación, 

El  primer  considerando  del  decreto  parte  de  nna  premisa  inexacta,/  se  funda  en 
nn  supuesto  eventual, que  yo  no  podría  admitir  sin  juzgarme  traidor  é  mis  más  sagra* 
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dos  deberes.  He  sido,  es  verdad,  vencido  en  la  especie  de  juicio  que  se  me  siguió  en  el 
tribunal  incompetente  de  Bogotá,  porqae  tal  vencimiento  era  de  esperarse  desde  que 
se  inició  el  proceso  fraguado  conhu  mí ;  pero  convencido  de  crimen  .  .  •  no,  mil 
veces  no,  porc[ue  no  es  crimen  en  un  eaceraote  el  anteponer  el  cumplimiento  de  los 
deberes  que  tiene  por  el  Evangelio  v  leyes  de  la  Iglesia,  a  los  que,  en  contrario,  quieran 
imponérsele  por  actos  emanemos  de  los  Hombres,  aunque  ¿  esos  actos  se  les  califique 
con  el  dictado  augusto  de  lej,puesto  que  primero  es  obedecer  á  Dios,  autor  de  toda  ley 
justa,  que  ¿  los  nombres,  que  tan  de  ordinario  revisten  ó  atavían  sus  injusticias  y 
usurpaciones  con  el  manto  zurcido  de  todos  los  errores  y  extravagancias  del  siglo, 
apellidando  ley  á  lo  que  no  es  sino  el  producto,  la  obra  de  las  pasiones,  aliadas  con 
la  inorancia  j  la  presunción,  sus  compañeras  inseparables.  ... 

Siempre  deütos  e'á  actos  que  se  practican  por  un  deber  imperioso  de  conciencia ; 
siempre  delincuentes  en  laspersonas  que  ejecutan  esos  actos :  hé  aquí  lo  que  respiran 
los  considerandos  d^  y  4*í  El  buen  sentido  y  la  sensatez  católica  de  la  gran  mayoría 
de  los  granadinos  decidirán,  mientras  el  cielo  lo  tiene  decidido  ya,  bi  sus  venerables 
Pontífices  y  sacerdotes  arrastrados  ante  los  tribunales,  conducidos  á  las  prisiones  ó 
lanzados  á  playas  extranjeras,  para  expiar  la  firmeza  y  la  integridad  de  su  ortodoxia, 
son  realmente  criminales.  En  cuanto  á  esos  mismos  Pontífices  y  sacerdotes,  entre 
éstos  yo,  el  menor  de  ellos,  nos  gloriamos  y  nos  reputamos  dichosos  en  haber  mere- 
cido sufHr  algo  por  la  causa  de  nuestro  Divino  Maestro  y  Señor,  que  fué  colmado  de 
afrentas  y  de  oprobios»  y  aun  llamado  rnálliechor,  en  un  tribunal  que  parelCe  .haber 
servido  de  tipo  ó  modelo  á  todos  los  otros  tribunales  que  de  propio  motu  se  han 
avooadoel  conocinúentade  la  causa  de  la  Beligión  en  pugna  con  las  pasiones  de 
los  hombres.  ... 

La  causa  que  se  me  ha  seguido  ha  sido  una  de  las  más  raras  y  anómalas  de  que 
puede  haber  mención  en  los  fastos  judiciales.  Se  me  sometió  á  ella  sin  haber  come- 
tido delito  ó  culpa,  y  se  iia  cortado  por  medio  de  un  decreto  llamado  de  indulto,  que 
no  solicité  ni  podía  solicitar,' directa  ni  indirectamente.  ... 

Por  último,  como  una  prenda  que  quiero  dar  á  todos  los  fieles  católicos,  de  mi  con- 
ducta en  los  calamitosos  tiempos  que  atravesamos,  les  diré  que  esa  mi  conducta  será 
recolada  por  los  preceptos  contenidos  en  los  Libros  Santos,  y  en  especial  en  el 
principio  del  capítulo  I Y  de  la  segunda  Epístola  del  Apóstol  de  las  gentes  á  Timo- 
teo :  "  Te  conjuro  delante  de  Dios  y  de  Jesucristo  en  su  gloriosa  venida  y  en  el  cUa  del 
,  establecimiento  de  su  reino,  á  que  anuncies  la  palabra  de  Dios  con  foi'taleza  y  con 
intrepidez.  TJr^e  á  los  hombres  oportuna  é  importunamente:  reprende.  Suplica, 
amenaza  sin  dejar  nunca  de  tolerarlos  y  de  instruirlos,  porque  llegará  un  tiempo  en 
que  los  hombres  no  podrán  tolerar  la  sana  doctrina,  y  con  un  prurito  de  oír  fo  que 
les  lisonjea^  recurrirán  á  una  turba  de  doctores  propios  para  satisfacer  sus  deseos, 
y  cerrando  los  oídos  ala  verdad,  los  abrirán  á  cuentos  y  fábulas.  Pero  tú  vela  de 
continuo  para  detener  el  curso  de  estos  desórdenes  ;  sufre  conslantemente  todos  los 
trabajos  que  para  esto  te  verás  precisado  á  arrostrar;  desempeña  el  cargo  de  un 
buen  evangelista  que  anuncia  el  Evangelio  en  toda  su  fuerza:  en  una  palabra, 
cumple  to<K>B  los  deberes  de  tu  ministerio." 

Por  ese  mismo  tiempo  fueron  llamados  á  juicio  de  responsabilidad  los 
Obispos  de  Cartagena  y  Santamarta,  con  el  mismo  pretexto  de  haberse 
negado  á  convocar  á  concurso  para  proveer  los  curatos  vacantes.  Se  mandó 
seguir  el  juicio  por  los  trámites  ordinarios^  lo  que  equivalía  á  decir  que 
quedaban  suspensos  de  sus  funciones  y  en  la  obligación  de  nombrar 
Provisor,  como  en  los  casos  de  impedimento  ó  falta  absoluta.  Poco  des- 
pués sucedió  lo  mismo  con  el  Ilustrísimo  señor  Obispo  de  Pamplona, 
anciano  octogenario,  en  cuyo  obispado  sólo  había  un  curato  vacante. 

Todos  tres  estaban,  pues,  condenados  de  antemano  al  destierro  ;  y  no 
podían  librarse  de  él  sino  faltando  á  sus  deberes  de  Prelados  católicos  y 
haciendo  causa  común  con  los  perseguidores.  Fueron,  en  efecto,  extra- 
ñados el  primero  y  el  último  :  la  muerte  libró  al  segundo  de  esa  pena, 
á  la  vez  que  le  privó  de  la  gloria  consiguiente  al  que  es  perseguido  por 
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defender  la  juatícia  y  la  buena  cansa.  De  los  dos  desterrados  sólo  volvió 
el  primero  al  seno  de  la  patria :  el  otro  durmió  en  el  Señor  el  sneño  del 
justo  en  extranjera  tierra. 

10.  Veamos  ahora  cómo  calificó  esos  sucesos  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica, en  su  Mensaje  al  Congreso  de  1853.  Sobre  ellos  dice  lo  siguiente : 

Si  las  reflexioiies  precedentes  no  fueran  bastantes  á  justificar  la  conveniencia 
de  separar  de  una  vez  el  poder  civil  de  la  Religión,  jo  liaría  entrar  en  vnesbras 
consideraciones  bs  últimos  lamentables  sucesos  de  que  acabamos  de  ser  testigos 
en  nuestra  común  patria.  Desde  el  momento  en  que  el  Episcopado  granadino 
no  encontró  en  las  leves  de  la  Bepública  la  utilidad  que  buscaba  en  la  confusa 
mezcla  de  lo  espiritual  y  lo  material,  protestó  contra  esas  leyes,  las  resintió  abierta- 
mente, y  aun  oió  luffar  con  su  conducta  á  que  las  pasiones  políticas  se  lanzaran 
en  la  rebelión.  Verdad  es  que  nunca  pueblo  alguno  se  ha  mostrado  tan  digno  del 
goce  de  las  instituciones  liberales  como  el  nuestro,  venciendo  eñ  todos  los  campos 
de  batalla  á  las  facciones  y  á  los  fanáticos,  sin  dojar  de  respetar  por  eso  4  los 
sacerdotes  obedientes  y  dignos  de  sus  elevadas  funciones.  Pero  ni  estos  recuerdos 
gloriosos,  ni  la  rectitud  con  que  el  Senado  y  Tribunales  de  justicia  han  condenado  á 
destierro  á  algunos  Prelados  granadinos,  como  medio  coercitivo  para  que  obedezcan 
y  cumplan  \&s  leyes  que  estaban  obligados  con  juramento  á  obedecer  y  cum|HÍr, 
nada  de  esto  salva  los  conflictos  pasados,  ni  los  nuevos  en  que  se^ramente  entra- 
ríamos si  no  se  diese  á  los  unos  y  á  los  otros  una  solución  defímtiva,  aplicando  á 
Dios  lo  que  es  de  Dios  y  al  César  lo  que  es  del  César.  Yo  os  declaro,  ciudadanos 
Senadores  y  Representantes,  que  lleno  de  estas  ideas  he  visto  con  amargura  la 
separación  de  la  Nueva  Granada,  de  los  Prelados  á  que  aludo,  no  obstante  que  en 
elfos  se  han  cumplido  leyes  que  yo  encontré  rigiendo  al*  subir  al  poder,  porque  el 
extrañamiento  de  esos  ministros  del  culto  da  al  Gobierno  de  la  República  el  carácter 
de  perseguidor,  cuando  nada  dista  tanto  de  él  como  ese  carácter.  Yo  os  declaro 
también,  que  no  hubiera  vacilado  en  restituir  á  sus  Diócesis  á  los  Prelados  ex- 
pulsos, poniendo  en  ejercicio  la  preciosa  facultad  de  conceder  indultos  generales 
6  partictilares,  si  con  esa  medida  hubiera  podido  alcanzar  el  cumplimiento  de  las 
leyes  quebrantadas.  Vosotros  sabéis  el  resultado  que  ha  tenido  el  perdón  que 
en  meses  pasados  otorgué  á  una  Dignidad  eclesiástica  sentenciada  por  los  Tribu- 
nalps  á  sufrir  la  pena  de  reclusión  por  algunos  meses. 

A  fuerza  de  abusar  del  nombre,  ae  esa  Religión  y  de  mezclarlo  en  los  festines  do 
B&^i^Q  y  de  persecuciones,  los  granadinos  oyen  con  desconfianza,  si  no  fuera  con 
desprecio,  las  palabras  de  esos  falsos  apóstoles  que  predican  la  guerra,  en  vez  de 
la  paz ;  que  excitan  ^los  odios,  en  vez  del  amor ;  q^ue  exhortan  á  la  desobediencia^ 
en  vez  de  aconsejar  él  respeto,  á  la  autoridad  constituida.  Y  esto  porque  quieren 
mantener  al  pueblo  en  la  degradación  y  en  la  ignorancia ;  porque  aspiran  á  ser, 
en  la  mitad  del  siglo  de  las  luces  y  en  la  patria  de  los  ilustres  proceses  de  nuestra 
independencia,  verdaderos  señores  feudales,  porque  no  se  conforman  con  la 
humilde  condición  de  su  Maestro,  sino  que  protestan  contra  ella,  rebelándose  así 
contra  una  de  las  grandes  virtudes  del  sacerdocio  cristiano.  Ministros  de  esa 
clase  han  roto  sus  títulos ;  y  si  alguna  vez  sobreviniere  la  tibieza  en  el  senti- 
miento religioso,  no  hay  necesidad  de  preguntar  quién  la  ha  originado. 

Contrista  ciertamente  encontrar  en  un  documento  de  tan  alta  importan* 
cia  como  un  Mensaje  solenme  del  primer  Jefe  de  la  República  al  Congreso, 
tantas  inexactitudes,  tantos,  tan  injustos  y  tan  apasionados  cargos,  que 
más  parecen  desahogos  de  una  alma  baja  y  mezquina,  roída  iocesante- 
mente  por  la  envidia  y  el  rencor,  que  apreciaciones  serias  del  encargado 
del  Poner  Ejecutivo.  Nos  limitaremos  á  algunas  observaciones  sobre  los 
puntos  principales  de  los  apartes  trascritos,  ya  que  no  podemos  detenemos 
á  refutar  uno  á  uno  los  cargos  y  las  inexactitudes  que  ellos  contienen. 

Principia  por  hacerle  al  Episcopado  el  cargo  de  que  vino  á  protestar 
contra  las  leyes  cuando  no  encontró  en  ellas  la  utilidad  que  buscaba,  en 
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la  confasa  mezcla  de  lo  espiritual  y  lo  materiaL  De  suerte  que,  según 
esa  aseveración  del  Presidente^  el  Episcopado  aceptó  las  leyes  en  tanto 
qne  ellas,  haciendo  nna  confusa  mezcla  de  lo  espiritual  y  lo  material, 
le  permitieron  atender  á  su  propia  utilidad ;  pero  luego  que  esas  leyes 
hicieron  la  debida  separación  de  lo  uno  y  de  lo  otro,  y  dejó  de  existir 
esa  mezcla  confusa,  que  le  permitía  medrar^  protestó  contra  ellas  y  aun 
las  resistió  abiertamente. 

La  injusticia  de  este  cargo  resaltará  con  sólo  recordar  que  las  leyes 
contra  las  cuales  protestó  el  Episcopado^  no  hicieron  separación  alguna 
de  los  asuntos  temporales  y  espirituales.   Tales  leyes  fueron : 

1?  La  de  14  de  Mayo  de  1851  sobre  desafuero  eclesiástico,  en  virtud 
de  la  cual  los  juzgados  y  tribunales  civiles  quedaron  conociendo  de  las 
causas  de  responsabilidad  que  se  siguieran  á  los  Prelados  por  mal  desem- 
peño en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  aun  en  asuntos  pura  y  exclusiva- 
mente espirituales,  siempre  que  hubiese  señalada  alguna  pena  en  las  leyes 
dé  la  Bepública.  Estp  no  contribuye,  por  cierto,  á  separar  lo  espiritual  de 
lo  temporal^  sino  á  confundirlo,  con  perjuicio  evidente  y  manifiesto  de 
la  Iglesia  y  sus  ministros. 

2?  La  ley  de  27  de  Mavo  del  mismo  año,  adicional  á  la  de  patronato^ 
por  la  cual  se  atribuyó  á  los  cabildos  el  nombramiento  de  curas^  contra 
lo  que  dispone  la  disciplina  de  la  Iglesia.  Tampoco  contribuye  esto  á 
separar  lo  espiritual  de  lo  material,  sino  á  confundir  lo  uno  con  lo  otro, 
haciendo  que  los  cabildos,  que  son  corporaciones  puramente  políticas, 
intervengan  en  nombramientos  eclesiásticos,  contra  la  voluntad  y  leyes 
de  la  Iglesia. 

3?  La  ley  de  1?  de  Junio^  adicional  á  la  de  descentralización  de  gastos, 
según  la  cual  quedó  á  la  merced  de  las  Cámaras  de  provincia  la  provi- 
sión de  las  sillas  vacantes  en  los  Capítulos  catedrales,  contrariando  así  la 
disciplina  de  la  Iglesia.  Esto  tampoco  tiende  á  la  separación  sino  á  la 
mezcla  de  lo  espiritual  y  lo  temporal ;  y  precisamente  una  confusión  per- 
niciosa y  funesta  en  todo  sentido  á  la  Iglesia. 

4?  Finalmente  la  ley  que  permitió  la  redención  de  censos,  por  la  cual 
se  arrebató  una  parte  de  sus  haberes  á  las  entidades  religiosas,  pero  no  se 
hizo  deslinde  alguno  entre  los  al^untos  espirituales  y  los  matenales. 

Falta^  pues,  á  la  verdad  el  Mensaje  cuando  afirma  que  fué  esa  preten- 
dida 8e{)aración  de  negocios  lo  que  movió  al  Episcopado  á  protestar  contra 
las  leyes  citadas;. y  no  hay  circunstancia  alguna  que  disculpe  la  in- 
exactitud^ porque  el  Presidente  procedió  con  pleno  conocimiento  de  causa 
y  4  sabiendas. 

Más  gravé  y  más  injusto  es  el  cargo  de  que  la  conducta  del  Episcopado 
hubiera  hmzado  las  pasiones  políticas  á  la  rebelión.  Nunca  inexactitud 
mayor  ha  salido  de  k>s  labios  de  hombre  alguno^  aun  de  aquellos  que 
parece  hacen  gala  de  adulterar  la  verdad  en  todo  cuanto  refieren.  Jamás 
el  Episcopado  procuró  ni  aconsejó  la  revolución  de  1851.  Siempre  predicó 
la  paz,  la  concordia,  la  humildad  y  la  resignación ;  y  cuando  debía  espe- 
rar que  se  hiciese  justicia  á  su  generoso  proceder,  viene  á  recibir  el  más 
sangriento  insulto  y  á  ser  victima  de  imputaciones  infundadas  y  calumnio- 
Msm,  hechas  por  el  Supremo  Gobierno  en  uno  de  sus  más  importantes 
doeamentos  oficiales.  ^  t 
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Herido  por  la  viva  luz  de  la  evidencia,  el  Presidente  confiesa  que  la 
expulsión  de  los  Obispos  da  al  Gobierno  de  la  República  el  carácter  de 
perseguidor  ;  y  aunque  trata  de  dorar  su  confesión  agregando  que  "  nada 
dista  tanto  de  él  como  ese  carácter,"  esta  afirmación  tiene  en  su  contra  la 
misma  evidencia  que  sirve  de  fundamento  indestructible  á  la  anterior.  Y 
esto  lo  dice  el  Jefe  de  un  Gobierno  que  por  la  Constitución,  que  es  la  ley 
de  las  leyes,  tenía  el  ineludible  deber  de  proteger  á  los  granadinos  en  el 
amplio  y  libre  ejercicio  de  la  Religión  católica,  apostólica,  romana. 
Cambió,  pues,  el  Gobierno  su  carácter  constitucional  efe  protector,  por  el 
arbitrario  y  odioso  papel  de  perseguidor ;  y  quiere  luego  arrojar  la  respon- 
sabilidad de  sus  propios  atentados  sobre  los  inocentes  Prelados  de  la 
Iglesia  catóUca  en  la  Nueva  Granada. 

Pero  donde  el  odio  frenético  rompió  toda  valla  y  se  esparció  á  sus 
anchas,  fué  en  el  último  de  los  apartes  copiados.  AlH  se  habla  de  abasos 
del  nombre  de  la  Religión  para  festines  de  sangre  y  persecuciones  ;  de 
falsos  apóstoles  que  predican  guerra  en  vez  de  paz,  excitan  odios  en  vez 
de  amor,  y  exhortan  á  la  desobediencia  en  vez  de  aconsejar  el  respeto  á  la 
autoridad ;  y  se  afirma  que  esto  lo  hacen  porque  quieren  la  degradación 
y  la  ignorancia  del  pueblo^  aspiran  á  ser  señores  feudalps,  y  no  se  con- 
forman  con  la  humilde  condición  de  su  Maestro,  sino  que  protestan  contra 
ella  y  se  rebelan  contra  una  de  las  grandes  virtudes  del  sacerdocio  oristia* 
no.  Agrega  al  fin,  que  tales  ministros  han  roto  sus  títulos,  y  serán  res- 
ponsables de  que  la  irreligión  cunda  por  el  país,  si  tal  cosa  llega  á  suceder. 

¿Y  de  quiénes  se  afirman  tantos  horrores,  y  qué  ha  dado  causa  á  seme- 
jantes afirmaciones  P    Eso  se  les  imputa  á  los  virtuosísimos  Prelados  que 
gobernaban  la  Iglesia  granadina  en  1851 ;  esos  varones  esclarecidos  que 
prefirieron  ir  á  comer  el  amargo  pan  de  los  proscritos  en  extrañas  tierras, 
antes  que  faltar  á  los  deberes  que  habían  contraído  para  con  Dios  y  su 
Iglesia,  y  de  los  cuales  sólo  uno  debía  volver  á  pisar  las  verdes  playas  de 
la  dulce  patria.    Se  afirma  eso  de  aquellos  por  quienes  no  sólo  no  se 
derramó  nunca  ni  una  gota  de  sangre  ni  una  lágrima,  sino  ^ue  pasaban 
su  vida  haciendo  el  bien  por  todas  partes ;  de  aquellos  que,  perseguidos 
inicuamente  por  el  mismo  Gobierno  que  debía  protegerlos,  se  esforzaban 
sin  embargo  en  mantener  á  los  pueblos  'en  la  sumisión  debida  á  las  potes- 
tades de  la  tierra.    Así  es  como  juzgan  la  pasión  y  el  odio  á  la  virtud  y 
al  mérito  ;  pero  no  insistamos  más  en  este  punto,  porque  si  quisiéramos 
hacer  todas  las  observaciones  que  sobre  él  se  nos  ocurren,  nos  haríamos 
interminables. 

1 1 .  Presentemos,  no  obstante,  á  nuestros  lectores  el  concepto  que  tenían 
formado  de  esos  Prelados  y  de  ese  clero  las  personas  que  habían  regido 
los  destinos  del  país  en  los  últimos  tiempos.  Así  podremos  juzgar  con 
mayor  acierto  del  mérito  é  importancia  de  los  cargos  que  ahora  se  les 
hacen. 

Hablando  del  clero  en  general  el  Secretario  de  Gobierno  decía  en  su 
Memoria  de  1846  lo  siguiente : 

Ninguna  cuestión  de  importancia  se  ha  ofrecido  en  todo  el  año  á  que  se  refiere 
CBte  informe,  relativamente  á  los  negocios  eclesiásticos.  El  clero  ha  contai^ruido 
sometido  á  las  leyes,  llenando  fielmente  sus  obligaciones,  y  dando  cada  día  nuevas 
pruebas  de  sus  v&tudes  y  de  su  patriotismo.    Los  Seminarios  conciliares  por  nn^ 
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parte,  j  el  infatigable  celo  de  los  Prelados  por  otra,  brindan  segara  esperanza  de 
qae  los  buenos  eclesiásticos  que  boj  existen,  irán  siendo  bien  reemplazados  por 
hombres  qne  habiendo  recibido  nna  edncación  á  propósito,  ejercerán  su  ministerio 
con  provecno  de  la  Religión  j  del  Estado. 

En  la  Memoria  de  1847^  decía  ese  mismo  empleado : 

Dignos  son  de  la  estimación  del  país  los  virtuosos  Prelados,  qne,  á  la  par  con  el 
Gobierno,  defienden  la  moral  y  el  respeto  á  la  ley. 

En  el  siguiente  año  de  1848,  dijo  el  mismo  funcionario  en  su  Memoria : 

Los  Prelados  diocesanos,  los  curas  y  demás  funcionarios  del  clero  secular  han 
desempeñado  cnmi)lidamente  sus  funciones,  en  la  localidad  á  que  canónica  y  civil- 
mente están  adscritos,  y  no  se  ha  turbado  la  armonía  de  las  dos  potestades. 
Mención  igual  merece  el  clero  regular. 

El  Presidente  había  dicho  en  su  Mensaje  de  ese  mismo  año  lo  siguiente : 

M  Episcopado  y  clero  granadinos,  por  su  celo  apostólico  y  virtudes  sociales, 
merecen  vuestra  consideración! 

El  Secretario  de  Gobierno  en  su  Memoria  de  1849  insiste  en  elogiar  la 
conducta  del  clero.    Oigamos  sus  propias  palabras : 

El  clero  regular,  como  el  secular,  se  encuentra  en  el  mejor  pie  posible  en  moral 
y  virtud,  y  en  lo  material  y  formal. 

Dentro  de  poco  no  habrá  un  solo  ministro  del  culto  que  no  lleve  á  los  rincones 
más  desiertos  y  salvajes  del  país  las  simientes  de  su  prosperidad,  con  el  tesoro  de 
la  ciencia  que  pueda  difundir.  ... 

Tanto  el  Arzobispado  como  los  Obispados  de  la  Eepública  se  encuentran  pro- 
vistos, y  los  dignos  Prelados  dirigen  la  grey  de  Jesucristo  con  el  celo  evangélico  y 
la  cariiíad  que  el  Divino  Maestro  recomienda :  así  la  armonía  de  las  dos  potes- 
tades no  ha  sufrido  detrimento  alguno  desde  que  la  una  respeta  las  prerrogativas 
de  la  otra,  y  desde  que  el  sacerdote  granadino  es  tan  digno  ministro  de  la  Iglesia 
como  buen  ciudadano  de  su  Patria.  La  soberanía  y  prerrogativas  nacionales  se 
lian  mantenido,  pues,  ilesas;  la  disciplina  no  ha  sido.lastunada,  v  se  conserva 
pura  y  ejemplar ;  la  moral  no  ha  sufrido ;  y  tributo  un  homenaje  á  la  justicia  y  á 
la  verdad  aseverando  á  las  muv  honorables  Cámaras,  que  el  patrono  &  la  Iglesia 
granadina  nada  ha  tenido  que  hacer*  á  este  respecto,  y  que  por  donde  quiera  ha 
visto  en  los  Prelados  celo  y  edificación,  y  encontrado  en  la  vúrtud  y  patriotismo 
que  los  elevara  á  tan  augusta  dignidad,  eco  y  cooperación  en  las  emergencias 
políticas,  y  eficaz  empeño  en  díEundir  la  moral  evangélica,  que  es  la  única  social, 
u  sola  verdadera. 

En  la  presente  época  de  suspicacia  política  y  de  odio  contra  la  Iglesia 
y  BUS  mmistros,  tal  vez  habrá  algunos  que  tachen  esos  brillantes  y 
elocuentes  testimonios  en  favor  del  Episcopado  y  del  clero^  diciendo  que 
eran  farsas  de  los  empleados  del  anti^o  régimen  conservador.  Á  esos 
talesy  8Í  los  hubiere^  vamos  á  presentarles  otro  testigo  que  no  nos  recusa- 
rán :  es  el  Secretario  de  Gobierno  de  la  administración  del  7  de  Marzo^ 
quien,  dirigiéndose  al  Congreso  de  1850,  se  expresa  en  estos  términos : 

Parecería  imposible  que  en  un  país  gobernado  democráticamente  v  con  prin- 
ei{ño6  que  tienen  por  base  la  igualdad,  la  justicia  y  el  bien  general,  sólo  una  clase 
de  la  socdedad — el  clero — se  bailase  fuera  de  las  influencias  protectoras  de  la 
Ckmfltítución  y  de  la  ley.  El  clero  que  en  nuestra  patria  gallardamente  apoyó  el 
gtito  de  la  independencia,  trabajando  desde  la  cátedra  de  la  verdad  en  difímdir 
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los  dogmas  luminosos  de  libertad,  fraternidad  é  igualdad,  y  que  selló  con  inau- 
ditos sacriñcios  su  consagración  ¿  la  causa  americana;  el  clero  solamente  no  ha 
sido  partícipe  de  los  beneñcios  á  que  es  tan  acreedor  por  sus  eminentes  servicios. 

¿  Quiéa  será  capaz  de  reconocer  en  ese  Episcopado  y  en  ese  clero,  que 
tantos  y  tan  excelsos  seryicios  prestaron  á  la  patria  y  que  tan  dignos  eran 
de  recompensa  en  1850,  aquellos  monstruos  de  que  nosbabla  el  Presidente 
en  su  Mensaje  al  Congreso  de  1853,  como  promovedores  de  festines  de 
sangre,  en  nombre  de  la  Religión ;  predicadores  de  guerra,  en  vez  de  paz ; 
excitadoi^es  de  odio,  en  vez  de  amor ;  exhortadores  á  la  desobediencia  y 
á  la  rebelión,  en  lugar  de  predicar  la  sumisión  á  las  autoridades  consti- 
tuidaa  P 

La  explicación  de  tan  extrañas  contradicciones  es,  sin  embargo,  muy 
sencilla.  Los  Secretarios  pintaron  al  Episcopado  y  al  clero,  como  eran  en 
realidad :  en  cierta  manera  no  Jiicieron  otra  cosa  que  tomar  una  msía 
fotográfica  de  esa  importante  clase  de  la  sociedad.  Ni  el  odio  ni  el  amor 
movían  su  pluma  ;  al  paso  que  el  Presidente  tenía  que  ocuparse  en  mul- 
titud de  iniquidades  cometidas  por  el  poder  público  contra  esa  mismo 
Episcopado  y  ese  mismo  clero ;  y  no  le  era  posible  explicar  la  conducta 
de  dicho  poder  público  y  justificar  los  atentados  referidos  sino  lanzando 
sobre  sus  víctimas  la  calumnia  y  el  baldón  ;  medios  infames  de  justificar 
una  causa  infame  de  suyo  :  la  causa  de  la  iniquidad. 

12.  En  esos  días  de  luto  para  la  Iglesia  tuvo  ésta  que  sufrir,  fuera  de 
las  persecuciones  del  Gobierno,  los  males  consiguientes  á  la  debilidad  6 
el  error  de  algunos  de  Bus  ministros  constituidos  en  dignidad,  principal- 
mente los  señores  Provisores  de  Antioquia  José  María  Herrera  y  LinoGarro 
y  el  señor  Provisor  de  Popayán  Manuel  A.  Bueno ;  pero  por  fortuna  todos 
ellos  abrieron  al  fin  los  ojos  á  la  luz,  dieron  satisfacción  pública  y  solemne 
á  la  Iglesia,  y  repararon,  en  cuanto  estaba  á  su  alcance,  el  mal  que 
habían  hecho. 

El  primero  que  volvió  sobre  sus  pasos  fué  el  Dr.  Herrera.  Desde  el 
1?  de  Enero  de  1858  firmó  una  manifestación,  en  la  cual  decía  qlie  temía 
mucho  haber  errado  en  la  convocación  á  concurso  que  hemos  visto  en 
otro  lugar>  y  que  siempre  era  y  sería  fiel  y  sincero  católico. 

Más  tarde  llegó  á  sus  manos  la  siguiente  carta  del  Padre  Santo,  tierna 
y  severa  á  la  vez,  como  convenía : 

Amado  hiio,  salud  y  bendición  apostólica. 

A  las  muchas  y  gravísimas  penas  qne  asiduamente  nos  atormentan,  ha  venido 
¿  agregarse  el  muy  acerbo  dolor  de  <jae  verdaderamente  hemos  sido  penetrados  al 
llegar  a  nuestras  manos  en  estos  últimos  días,  el  edicto  impreso  que  expediste  coa 
fecna  V.  de  Marzo  de  este  año,  por  medio  del  cual  no  tuviste  embarazo  en  cpn- 
vocar  para  concurso  á  las  parroquias  de  la  Arquidiócesis  de  Santafó  de.  Bogotá, 
con  violación  de  las  disposiciones  canónicas  y  grande  ofensa  de  los  buenos  católi- 
cos. No  te  detuvo,  por  cierto,  al  expedir  aquel  edicto  la  consáderaoión  de  qm^ 
con  él  no  sólo  guaroabas  y  sostenías  una  ley  dada  por  un  poder  ilegitimo,  j- 
enteramente  contraria  4  la  potestad  de  la  Iglesia,  sino  que  con  infracción  de  los 
preceptos  de  los  sagrados  cañones,  te  sobreponías  á  tu  Metropolitano  el  Yenera-- 
bleB!ermano  Manuel  José  Mosquera,  ArzoDÍspo  de  Santafé  de  Bogotá,  invadías 
su  autoridad  y  jurisdicción,  y  te  la  arrobabas.  Semejante  manera  d^  prooedor 
exige  tanto  m&s  y  demanda  de  Nos  su  im})roba(HÓn,.  cuanto  tú,  amado  l^jo,  xm» 
demás  ignorar  como  católico,  como  eclesiástioo,  y  especialmente  como  investicb» 
del  carácter  de  Vicario  Capitular,  aquel  gravísimo  y  genend  mandato  de  €¡pm 
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nmtiene  obedecer  á  Dios  más  hien  qiie  á  los  iLonibres;  en  cuja  virtud  nada  debió 
serte  de  mayor  preferencia,  que  adherirte  inviolablemente  á  las  sanciones  de  los 
sagrados  cánones,  y  sobrellevar  y  snfrir  gxLstosamóite  cualesquiera  penalidades 
por  lidiar  en  favor  de  la  causa  de  la  Iglesia  y  soste&w  su  libertad  y  unidad ;  en 
vez  de  atreverte,  guiado  de  pésimo  consejo,  á  violar  y  conculcar  las  leyes  canónicas 
j  los  venerandos  derechos  de  la  Iglesia,  y  abrirla  puerta  á  un  cruel  y  f onestísimo 
«isma.  En  fuerza,  pues,  de  nuestro  apostólico  ministerio,  te  dirigimos  sin  demora 
las  presentes  letras,  y  por  ellas  te  manifestamos  que  reprobamos  y  condenamos  el 
mencionado  edicto  que  i>romulga8te  para  concurso  á  las  parroquias,  placado  de 
falsas  y  erróneas  sentencias,  lo  mismo  que  los  motivos  y  toda  tu  manera  de  obrar 
en  este  negocio.  Portante  te  ordenamos  y  mandamos  que  inmediatamente  de- 
sistas del  piocedimiento  iniciado,  y  te  amonestamos  y  exhortamos  una  y  dos  veces 
que  trates  de  reparar  con  una  digna  y  conveniente  retractación,  el  escándalo  dado 
al  pueblo ;  y  consultes  tu  conciencia,  no  pudiendo  ignorar  las  ^nas  canónicas 
que  están  impuestas  al  que  se  atreva  á  apropiarse  ajena  jurisdicción.  Kós  abri- 
gamos la  esperanza  de  que,  con  la  ayuda  de  Dios,  tú,  amado  hijo,  obedecerás 
gustoso  nuestros  mandatos  y  moniciones,  á  fin  de  que  no  seamos  obligados^  bien 
a  nuestro  pesar,  á  decretar  contra  ti  lo  que  exigen  la  severidad  de  los  sacados 
cánones  y  el  desempeño  de  nuestro  mmisterio  apostólico.  Animados  de  tal 
esperanza,  te  damos  amorosamente  nuestra  amplísima  bendición,  hijo  amado>  en 
muesÍTa  de  nuestro  paternal  amor. 

Ese  breve  tenía  fecha  10  de  Junio  de  1852  y  fué  contestado  el  18  de 
Febrero  de  1863^  de  la  manera  siguiente : 

Santísimo  Padre. 
'Impuesto  del  breve  de  Su  Santidad,  dirigido  á  mí  con  fecha  10  de  Junio  del  año 
pasado  de  1852,  por  el  cual  Su.  Santidad  imprueba  mi  conducta  como  Vicario. 
Captular  de  la  diócesis  vacante  de  Antíoquia  con  relación  al  edicto][que  como 
tal  Yieario  expedí,  convocando  á  concurso  para  la  provisión  de  los  curatos  vacantes 
en  la  Arquidiócesis  de  Santafé  de  Bogotá,  y  demás  actos  relacionados  con  este 
negocio.  Humildemente  me  someto  á  la  decisión  de  Su  Santidad,  y  como  hijo 
fi^de  la  Iglesia  católica,  unido  al  Vicario  de  Jesucristo  on  la  tierra,  respeto,  acato 
y  obedezco  el  mandato  de  Su  Santidad,  declarando,  como  solemnemente  declaro, 
aue  obré  contra  los  cañones  y  disciplina  de  la  Iglesia  al  ingerirme  en  los  negocios 
de  la  jurisdicción  de  mi  superior  el  Metrop^^tano  de  Bogotá,  convocando  á 
concurso  para  los  curatos  vacantes  de  la  Arquidiócesis  -.  impruebo  como  erróneos 
los  fundamentos  en  que  me  apoyé  para  la  expedición  del  mencionado  edicto.  Mi 
intención  ha  sido  pura,  y  si  erré,  provino  esto  de  la  "debilidad  de  que  no  está  libre  * 
la  naturaleza  humana,  y  confesando  mi  error,  y  arrepentido  de  él,  humildemente 
me  postro  á  los  pies  de  Vuestra 'Santidad,  implorando  la  paternal  y  apostólica 
benoición  de  Vos,  Santísimo  Padre,  vuestro  humilde  hijo  en  Jesucristo. 

La  retractación  fué  explícita  y  solemne :  nada  dejo  que  desear.   Vino 
luego  la  del  Dr.  Bueno,  Provisor  dé  Popayán,  fechaba  el  19  de  Mayo ; , 
de  la  cual  insertaremos  sólo  algunos  fragmentos. 

fpeatísimo  Padre. 

...  La  alocución  de  Vuestra  Santidad  es  la  que  me  ha  hecho  conocer 
claramente  mis  yerros ;  pero  tengo  íntima  confianza  de  que,  de  la  misma  fuente 
que  me  iluminó  para  que  conociera  mis  faltas,  de  allí  venará  el  dulce  consuelo  para 
tranquilizar  mi  conciencia.    Las  faltas  cometidas  son  las  siguientes : 

1?  Como  Senador  di  mi  voto  para  que  el  Seminario  conciliar  de  la  Arquidiócesis 
de  Bogotá  se  uniera  al  Colero  nacional  de  San  Bartolomé  y  fuese  sustraída  al 
señor  Arzobispo  la  suprema  dirección  de  aquel  establecimiento  eclesiástioo. 
.  2t  Si  como  Senador  rehusé  mi  voto  para  la  admisión  de  la  acusación  que  se 
intuito  en  aquella  Corporación,  en  materias  religiosaa,  contra  el. expresado  señor 
Aisobispo;  lo  di  después  para  que  se  le  aplicaran  las  pKdnas  establecidas  en  la  ley 
de  25  de  Abril  de  1845^  improbada  por  la  Santa  Sede,  es  decir  que  se  le  conminara 
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con  la  pena  de  destierro  si  no  nombraba  Vicario  General,  como  en  el  caso  de  absoluta 
imposibilidad  física  ó  moral. 

3?  Gomo  Vicario  Gapitnlar  de  la  Diócesis  de  Popayán,  puse  en  piiactica  vanas 
veces  la  ley  de  27  de  Mayóle  1851,  sobre  provisión  de  curatos,  que  ha  sido 
resistida  por  el  Episcopado  granadino,  que  la  juzgó  contraría  á  la  autoridad  y 
disciplina  de  la  Iglesia.  .  .  . 

He  aquí.  Beatísimo  Padre,  la  confesión  gennina  y  sincera  de  las  «faltas  que  he 
cometido.  Las  refiero  con  la  sinceridad  de  un  hijo  que  desea  la  reconciliación  con 
su  padre.  Yo  no  intento  disculparme,  sino  obtener  la  absolución  de  la  Santa 
Sede.  .  .  . 

Por  último,  la  del  Dr.  Garro,  de  fecha  28  de  Septiembre,  es  tamlbién 
explícita,  terminante  y  satisíactoria.    He  aquí  sus  términos  precisos : 

Declaro : 

1?  Que  me  arrepiento  de  haber  dado  la  institución  canónica  á  los  curas  que 
fueron  presentados  por  los  cabildos  parroquiales  en  el  Obispado  de  Antioquia ; 

2?  Que  sólo  en  la  Iglesia  reconozco  el  derecho  para  arreglar  todo  lo  que  concierne 
a  la  disciplina  de  ella ;  y 

3?  Que  respeto  y  acato  las  decisiones  del  Sumo  Pontífice  relativas  al  asunto  que 
motiva  esta  declaratoria,  como  es  obligación  de  los  católicos,  especialmente  de  los 
eclesiásticos. 

Con  la  narración  de  estos  sucesos  llegamos  á  la  época  en  que  fué  sepa- 
raba la  Iglesia  del  Estado.  Haremos  alto  aquí,  para  pasar  á  tratar  de 
otro  asunto ;  pero  antes  llamaremos  la  atención  á  ima  observación  que 
no  carece  de  importancia,  y  es  la  siguiente :  por  la  rápida  reseña  que  cout 
tienen  este  capítulo  y  el  II  de  la  parte  primera,  se  ve  que  en  el  asunto 
de  fuero  eclesiástico,  así  como  en  el  de  patronato,  el  poder  civil  ha  ido 
invadiendo  con  mayor  6  menor  lentitud,  con  mayor  6  menor  prudencia  el 
campo  de  acción  que  las  antiguas  leyes  españolas  reconocían  clara  y 
patentemente  á  la  Iglesia ;  pero  esas  invasiones  no  principiaron  en 
ambas  materias  sino  algún  tiempo  después  de  terminada  la  guerra  contra 
los  moros.  La  Iglesia,  lejos  de  aparecer  nunca  como  agresora,  ha  sido 
siempre  víctima  de  los  indebidos  procedimientos  del  poder  civil. 

13.  Agreguemos,  para  concluir,  el  comentario  que  hace  un  escritir  español 

Ía  citado,  á  las  Proposiciones  del  Syllabtts  relativas  al  fuero  eclesiástico, 
[élo  aquí  : 

En  la  Proposición  31  se  condena  el  error  de  los  que  afirman  que  debe  desaparecer, 
aun  contra  la  voluntad  de  la  Santa  Sede,  el  fuero  eclesiástico  para  las  causas 
temporales,  tanto  civiles  como  criminales,  de  los  clérigos. 

Este  error  no  es  más  ^ue  una  consecuencia  del  sacrilego  empeño  de  la  política 
contemporánea  en  disminuir  más  y  más  cada  día  la  autoridad  y  el  prestigio  de  la 
Iglesia. 

El  reconocer  en  la  Iglesia  el  derecho  de  juzgar  á  los  eclesiásticos  no  es  ni  más  ni 
menos  que  una  prueba  de  fe  j  de  respeto  á  la  Iglesia.  De  fe,  porgue  el  que  es 
católico,  no  puede  negar  que  la  Iglesia  tiene  autoridad  y  puede  constituir  tribunal 
para  conocer  de  las  causas  de  los  clérigos,  y  de  respeto,  jporque  al  hacer  esta 
concesión,  que  es  de  justicia,  se  tributa  un  Homenaje  de  consideración  ó  se  da  un 
testimonio  de  confianza  á  las  autoridades  eclesiásticas. 

Hoy  no  se  admite  esta  doctrina.  Esto  se  explica  bien.  Los  Grobiemos,  que  han 
pensado  muy  poco  en  la  prepotencia  de  la  demagogia,  no  Han  pensado  ni  piensan 
más  que  en  que  desaparezca^  poco  á  poco  toda  la  influencia  de  la  Iglesia. 

Además,  como  boy  no  hay  más  razón  que  la  fuerza,  los  Gobiernos  civiles,  porque 
se  creen  fuertes,  han  negado  á  la  Iglesia  el  derecho  de  juzgar  á  los  eclesiásticos. 

En  esto  los  Gobiemos  civiles  de  Europa  ó  de  la  cristiandad  han  querido  ponerse 
al  nivel  de  loruÓBtemos  musulmanes  o  idólatras  de  Marruecos  ó  el  Japón.     En 
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efecto,  aanqne  esto  parezca  escandaloso,  la  verdad  es  que  en  nuestros  días  y  en 
Soropa,  en  la  Europa  cristiana,  se  mira  como  nn  gran  progreso  el  aplicar  la  ley 
común  al  clero,  como  se  le  pnede  aplicar  en  Turquía  ó  en  la  China. 
.  En  la  Proposición  32  se  condena :  • 

1?  El  error  de  los  que  dicen  que  sin  ninguna  violación  del  derecho  natural  y  déla 
equidad,  puede  derogarse  la  inmunidad  personal  con  la  cual  los  clérigos  se  eximen 
de  la  obligación  de  entrar  en  quintas. 

2^  El  de  los.  que  afirman  que  la  derogatoria  de  esta  inmunidad,  principalmente  en 
las  nadones  regidas  por  el  sistema  representativo,  es  una  reforma  que  exige  el 
proffreso  civil. 

El  error  condenado  en  esta  Proposición  es  consecuencia  natural  de  la  filosofía 
materialista,  que  tanto  prepondera  en  nuestros  tiempos. 

La  inmunidad,  aparte  su  orieen  divino,  bajo  el  punto  de  vista  civil  se  funda  en  el 
principio  de  equidad  de  que  nadie  tiene  obligación  de  sacrificarse  dos  veces,  y  á  un 
mismo  tiempo,  por  el  bien  común. 

£n  toda  sociedad  hay  dos  clases  de  intereses  generales,  á  saber : 

If  Los  materiales,  ó  los  relativos  á  la  defensa  del  orden  en  lo  interior  y  del 
territorio  en  lo  exterior. 

2?  Los  espirituales,  ó  sean  los  relativos  á  la  predicación  de  la  fe  y  la  moral  y  la 
administración  de  los  sacramentos  en  lo  intenor,  y  la  propagación  de  la  civilización 
y  la  difusión  del  cristianismo  en  lo  exterior. 

El  militar bace  lo  primero,  es  decir,  consagra  su  vida  á  la  defensa  de  la  patria,  y, 
por  esto,  tiene  los  privilegios  ó  inmunidades  que  todo  el  mundo  conoce. 

Loe  clérigos  hacen  lo  segundo,  es  decir,  consagran  su  vida  á  la  defensa  de  los 
intereses  espirituales  y^  morales  de  la  sociedad,  y,  por  esto,  han  tenido  y  debnen 
tener  siempre  la  inmunidad  que  ahora  se  les  niega. 

Rechazar  esta  inmunidad,  equivale  á  suponer  que  el  que  consagra  su  vida  á  la 
defensa  de  Ioh  intereses  espirituales  y  mondes  no  sirve  a  la  patria,  ó  que  la  patria 
no  tiene  intereses  espirituales  y  morales  que  defender. 

Admitiendo  esta  máxima  se  admite  el  materialismo  con  todas  sus  funestas  conse- 
cuenciae,  y  se  deja  expuesta  la  sociedad  á  la  violencia  y  á  la  desorganización,  que 
son  el  resultado  necesario  de  la  aceptación  de  las  ideas  materialistas.  .  .  . 

En  la  Proposición  41  sé  condena : 

1*  El  decir  que  el  poder  civil,  aunque  se  ejerza  por  herejes  ó  infieles,  tiene  potestad 
netrativa  sobre  las  cosas  sagradas. 

2"  El  suponer  que,  por  lo  mismo,  el  poder  civil  tiene  el  derecho  de  exequátwrj  de 
apelación  por  abuso  ó  como  recurso  de  fuerza. 

Estos  errores  corresponden  al  regalismo.  La  potestad  indirecta  negativa  de  que 
aquí  se  habla  es  el  recurso  hipócrita  y  farisaico  mventado  por  los  regalistas  para 
eludir  todas  las  disposiciones  de  la  Santa  Sede. 

En  efecto,  sentado  el  principio  de  que  el  poder  civil  tiene  una  potestad  indirecta 
sóbrelas  cosas  sagradas,  se  reconoce  en  teoría  toda  la  autoridad  de  la  Iglesia,  y  en 
la  práctica  se  puede  impedir  siempre  su  ejercicio. 

La  Iglesia,  por  ejemplo,  tiene  el  derecho  de  legislar ;  pero  la  autoridad  civil,  con 
sn  potestad  indirecta  negativa,  no  da  el  pase  ó  el  exequátur  á  las  leyes  eclesiás- 
ticas, y,  por  lo  mismo,  estas  leyes  no  se  pueden  cumplir.  ¿  Se  comprende  ahora 
toda  la  malicia  que  entraña  esté  sacrilego  principio  del  regalismo  P       . 

Y  lo  que  se  dice  del  exequátur  puede  decirse  igualmente  de  la  apelación  por 
abuso,  o  del  recurso  de  fuerza.  " 

En  efecto,  la  apelación  y  el  recurso  suponen  inferioridad  é  injusticia  en  los  tri- 
bnnales  eclesiásticos,  y  superioridad  y  justicia  en  los  tribunales  civiles. 

Y  ^de  dónde  vienen  estas  prerrogativas  á  los  tribunales  civiles  P  ¿  Tienen  más 
dencia,  más  virtud,  más  legítimo  origen,  ó  más  garantías  de  acierto  que  los  tribu- 
nales eclesiásticos  P  Nada  de  esto.  Lo  aue  hay  es  que  la  autoridad  civil  tiene 
fuerza,  y  abusando  de  la  fuerza  ultraja  a  los  tribunales  eclesiásticos  imponién- 
doles su  caprichosa  voluntad.  .  . 

Un  tribunal  eclesiástico  dicta,  verbigracia,  una  sentencia.  Este  tribunal 
eclesiástico  tiene  tribunales  superiores  en  Iel  misma  Iglesia.  ¿  Por  qué,  pues,  no  ha 
de  apelarse  á  los  tribunales  superiores  P  ¿  Por  qué  se  recurre,  por  eí  contrario, 
pretextando  que  hay  abuso,  ó  que  se  hace  fuerza,  al  tribunal  civil  P    ¿Se  dirá 
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fuizá,  que  el  tribunal  eclesiástico  pnede  equivocarse  y  dictar  sentencia  inicaa  P 
^ero  i  quién  ha  dicho  que  el  tribunal  civil  es  infalible,  6  que  está  exento  de  ini- 
quidad P 

La  verdad  es  que  el  tribunallsivil  acepta  la  apelación  por  abuso  ó  el  recurso 
por  fuerza,  porque  abusa  y  sólo  porque  abusa  sacrilegamente  de  la  fuerza. 

£n  el  regalismo,  h&j  muchas  cosas  absurdas ;  pero  ninguna  lo  es  tanto  como  ésta. 

El  negar  á  la  Iglesia  la  autoridad  judicial  es  un  horrendo  crimen ;  pero,  al  fin, 
se  comprende,  ho  c^ue  no  puede  comprenderse  de  ninguna  manei^a  es  que  se 
reconozca  en  la  Iglesia  la  autoridad  judicial,  y  cjue  al  propio  tiempo  se  arranquen 
eon  violencia  las  causas  de  los  tribunales  eclesiásticos  para  trasladarlas  á  los  tri- 
bunales civües. 
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CAPITULO  III. 

BIENES  DE   MANOS   MUERTAS. 

1.  Principiemos,  ante  todo,  por  insertar  un  aparte  de  lalntrodumón 
á  la  Historia  de  Colombia  del  JDr.  José  Manuel  Bestrepo,  quien  hablando 
de  este  asunto,  dice  (pág.  XXVII) : 

lios  miembros  del  clero  no  eran  ricos  como  en  otras  partes  de  la  América  española. 
Cada  xma  de  las  órdenes  regulares  tenía  haciendas  j  otros  bienes  raíces,  asi  como 
capitales  impuestos  á  censo  para  sostenerse. 

^o  obstante  esa  pobreza  del  clero  y  las  entitades  religiosas,  los  ataques 
contra  sus  bienes  principiaron  antes  de  concluir  la  guerra  de  la  Indepen- 
dencia. 

En  efecto,  el  primer  Congreso  colombiano,  reunido  en  1821,  adjudicó 
al  £sco  todos  los  bienes  y  rentas  de  la  inquisición,  como  yimos  antes ;  y 
además  expidió  el  6  de  Agosto  una  ley  por  la  cual  suprimió  ciertos  con- 
Tentos;  ley  que  fué  incluida  en  la  Recopilación  Granadina,  bajo  el  número 
8?  de  la  parte  3?,  del  tratado  4?  Hé  aqui  lo  que  dic^n  ios  artículos  ' 
2?  y  4?  de  esa  ley  : 

Art.  2°  Los  edificios  de  los  conventos  suprimidos  se  destinarán  con  preferencia 
por  el  Gohíemo  para  casas  de  educación,  v  los  restantes  para  otros  objetos  de 
beneficencia  pública.  Todos  los  bienes  muebles,  raíces,  censos,  derechos  y  acciones, 
qué  la  piedad  de  los  fíeles  había  dado  á  los  mencionados  conventos,  se  aplican  i)ara 
la  dotación  y  subsistencia  de  los  colegios  ó  casas  de  educación  de  las  respectivas 
provincias,  á  quienes  pasarán  con  todos  los  gravámenes  impuestos  por  los  fundadores. 

Art.  4*  Se  prohiben  absolutamente,  desde  el  día  de  la  sanción  de  esta  ley,  todas 
*  las  reducdonea  de  censos  y  enajenaciones  de  bienes  mueUes,  raíces,  derechos  y 
acciones  pertenecientes  á  los  conventos  de  regulares  que  no  tensan  el  número 
asignado  en  el  artículo  1',  declarándose  nulos  y  de  ningún  valor  ni  efecto. 

¿  Con  qué  derecho  entraba  la  potestad  civil  á  suprimir  conventos  P 
i  &a  en  ejercicio  del  derecho  de  patronato  ?  Pero  el  patronato,  aun  con 
la  latitud  que  lo  concedió  Julio  II  á  Femando  el  Católico,  no  concedía 
derecho  para  suprimir  conventos^  ni  menos  afín  para  opoderarse  de  sua 
bienes  y  destinarlos  á  usos  profanos,  no  importa  cuáles.  La  ley  misma 
reconoce  que  los  bienes  de  los  conventos  que  suprimía  habían  sido  dados 
¿  esos  institutos  por  la  piedad  de  los  fieles.  Estaban,  pues,  destinados 
al  sostenimiento  de  los  respectivos  monasterios  y  á  las  necesidades  del 
culto.  ¿  Con  qué  derecho  se  apodera  de  ellos  al  Óobiemo  y  los  destina  á 
usos  distintos,  contra  la  voluntad  expresa  de  los  donantes  P  ¿  Autorizaba 
pftra  ello  el  patronato  P    No,  ni  tampoco  para  apoderarse  de  los  bienes  de 
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la  inquisición  sin  contar  para  nada  con  la  Iglesia^  más  interesada  en  el 
asxtlito  que  el  poder  civil. 

Si  el  (jobiemo  de  Colombia  hubiese  tenido  realmente  derecho  de  e[jercer 
el  patronato  concedido  á  los  Reyes  de  España^  habría  podido  fundar  y 
dotar  conventos,  pero  no  suprimirlos  y  arrebatarles  sus  bienes,  porque  esto 
ultimo  no  constituye  oficio  dej)adre  sino  de  verdugo,  j  los  patronos  no 
deben  ser  verdugos  sino  padres.  Respecto  de  la  inquisición,  aunque  se 
estimase  inconveniente,  no  podía  hacerse  otra  cosa  que  negociar  su  extin- 
ción con  la  Santa  Sede,  y  proteger  á  la  Iglesia  en  el  goce  de  los  bienes 
y  rentas  que  le  pertenecían,  y  de  los  cuales  se  apoderó  el  Gobierno  injusta 
é  indebidamente. 

Pero  el  Gobierno  republicano  no  tenía  tal  derecho  de  patronato,  como 
lo  hemos  demostrado  en  el  capítulo  I  de  esta  parte  segimda;  aunque  en 
los  primeros  días  de  la  República  había  pretendido  ejercerlo,  el  clero  no 
se  había  conformado  con  ello.  La  República,  que  en  esos  tiempos  no 
estaba  aun  asentada  sobre  bases  sólidas^  defendió  al  principio  flojamente 
su  derecho,  y  se  conformó  con  lo  que  el  clero  le  concedió  provisionalmente. 
Ahora  que  ya  está  segura  con  las  grandes  victorias  obtenidas  por  el 
genio  de  Bolívar,  abandona  todo  miramiento,  no  consulta,  na  oye,  no 
tiene  consideración  alguna.  Marcha  con  la  cabeza  alta^  segura  de  que  si 
sus  actos  provocan  alguna  resistencia,  tiene  medios  suficientes  para 
destruirla  y  aniquilarla. 

No  obstante,  lo  repetimos:  no  creemos  que  en  la  mayoría  de  los 
Diputados  del  Congreso  de  Cúcuta  hubieran  prevalecido  ideas  irreligiosas 
ó  impías.  No  :  ellos  eran  católicos  sinceros ;  creían  que  obraban  dentro 
de  la  órbita  de  sus  funciones,  y  que  disponían  en  el  asunto  lo  que  justa  y 
razonablemente  debían  disponer.  Si  se  equivocaron,  lo  que  es  mdudable^ 
su  error  debe  atribuirse  á  la  falibilidad  humana,  y  no  á  mala  fe,  que  no 
podía  abrigarse  en  nobles  y  generosos  corazones.  Pero  no  por  eso  deja 
de  ser  claro  y  evidente  el  injusto  ataque  hecho  á  los  intereses  católicos 
con  esa  ley,  fruto  natural  del  ensimismamiento  que  produjo  en  los  poderes 
públicos  la  gloria  de  la  joven  República  fundada  en  las  admirables  victo- 
rias de  Boyacá  y  Carabobo,  y  en  esa  larga  y  gloriosísima  guerra  dirigida 
con  tanto  talento  y  acierto,  y  coronada  con  un  éxito  completo  y  asombroso. 

La  República  era  entonces  un  resplandeciente  sol  cuyos  deslumbradores 
rayos  cegaban  aun  á  las  inteligencias  privilegiadas ;  y  eran  pocos,  poquí- 
simos, los  que  tímidamente  se  atrevían  á  creer  y  sostener  que  su  poder  y 
sus  derechos  tuvieran  algún  límite  determinado.  De  ahí  resiütó  ese 
ensimismamiento  y  esa  especie  de  orgullo  que  se  nota  en  los  primeros 
pasos  del  Gobierno,  en  ios  años  de  1821  y  siguientes.  Eso  sucedió,  y  eso 
era  lo  que  lógicamente  debía  suceder.  Limitémonos,  pues,  á  hacer  cons- 
tar el  hecho,  sin  atribuirlo  á  malas  causas,  y  sin  formular  cargo  alguno, 
por  razón  de  ello,  contra  persona  determinada. 

2.  En  ese  mismo  año  de  1821  se  proclamó  la  independencia  del  Istmo  ; 
y  como  las  autoridades  patriotas  carecían  de  recursos  pecuniarios, 
ocurrieron  al  Obispo  en  solicitud  de  un  auxilio  de  las  rentas  eclesiásticas. 
£1  Prelado  se  acordó  en  esa  ocasión  más  de  las  necesidades  de  la  patríci 

Sue  de  las  disposiciones  canónicas  sobre  enajenación  de  bienes  de  laa 
glesias,  y  resolvió  ceder  al  Gobierno  varias  propiedades  de  cofradías  y 
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fundaciones  de  obras  pías^  por  valor  de  sesenta  mil  pesos,  haciéndose  el 
Gobierno  responsable  del  principal  y  reconociendo  un  rédito  de  cinco  por 
ciento  anual.  Esta  fué  una  nueva  prueba  de  que  el  clero  no  es  indife- 
rente á  los  necesidades  de  la  patria,  ni  apegado  ciegamente  á  los  bienes 
terrenales.  El  procedimiento  del  señor  Obispo  no  puede,  sin  embargo, 
aprobarse,  porque  no  se  ajustó  fielmente  á  las  disposiciones  canónicas  que 
ngen  en  el  particular. 

3.  Poco  tiempo  se  hizo  esperar  un  segundo  ataque.  Vino  con  la  ley 
de  28  de  Junio  de  1823,  que  es  la  ley  1^  parte  2%  tratado  3?  de  la  Reco- 
pilación Granadina.  Por  ella  se  destinaron  al  Colegio  de  ordenandos  el 
edificio  de  ]os  capuchinos,  sus  alhajas,  paramentos  y  los  libros  que  juz- 
gara conveniente  el  Poder  Ejecutivo.  Los  demás  se  mandaron  agregar 
á  la  Biblioteca  nacional. 

También  se  aplicaron  al  mismo  objeto  los  réditos  de  algunas  capellanías 
de  jure  devoluto  fincadas  en  la  Provincia  de  Bogotá^  y  el  uno  por  ciento 
de  las  cofradias  de  la  diócesis. 

El  Colegio  de  ordenandos  tenía  naturalmente  por  objeto  crear  un  clero 
ilustrado  y  que  estuviera  en  todo  sentido  á  la  altura  de  su  importantísima 
y  sublime  misión.     Veremos,  sin  embargo^  al  tratar  de  la  instrucción 

Súblíca,  que  en  su  establecimiento  no  se  procedió  con  el  acierto  que  era  de 
esearse ;  y  por  lo  pronto  nos  limitaremos  á  hacer  notar  que  aunque  fuera 
dic:no  de  las  simpatías  y  de  la  protección  de  todo  Gobierno  ilustrado  y  de 
todo  hombre  de  bien,  eso  no  autorizaba  para  adjudicarle  bienes  de  una 
entidad  religiosa  sin  contar  con  la  respectiva  autoridad  eclesiástica. 

Si  el  Gobierno  hubiese  tomado  dinero  ú  otros  objetos  cualesquiera  de 
6U  propiedad  y  los  hubiese  destinado  al  Colegio  de  ordenandos,  habría 
ejecutado  una  acción  digna  de  aplauso  en  todo  sentido ;  pero  .tomar  los 
bienes  de  los  capuchinos  para  sostener  dicho  Colegio,  era  atentar  contra 
el  derecho  manifiesto  de  aquéllos,  garant^ado  ampliamente  por  varias 
disposiciones  de  las  leyes  civiles  que  entonces  regían.  Tal  disposición  no 
Bería  defensable  ni  aun  en  el  caso  de  que  los  capuchinos  se  hubieran 
extinguido  totalmente  en  la  República,  porque  entonces  sus  bienes  serían 
de  la  comunión  católica ;  y  era  la  autoridad  eclesiástica  quien  debía 
disponer  la  inversión  que  debiera  dárseles. 

En  cuanto  á  la  parte  de  libros  adjudicada  á  la  Biblioteca  nacional 
ocurre  pregimtar,  ¿  qué  derecho  tenía  á  ellos  el  Gobierno,  para  mandar- 
los agregar  á  una  Biblioteca  suya  P  ¿  No  es  ésta  una  verdadera  expolia- 
ción, injustificable  en  todo  sentido  y  contraria  al  tenor  expreso  de  las 
leyes  que  regían  en  el  país  y  garantizaban  la  propiedad  ? 

Igual  carencia  de  facultades  se  nota  en  cuanto  á  la  aplicación  de  los 
réditos  de  ciertas  capellanías,  y  del  uno  por  ciento  de  los  fondos  de  las 
cofradías  de  la  Arquidiócesis.  El  Gobierno  civil  y  político  entrando  á 
las  cajas  de  las  cofradías  reli^osas  para  tomar  el  uno  por  ciento  de  lo 

Íue  tenían  y  darlo  al  Colegio  de  ordenandos,  desempeña  el  papel  que 
esempeñaria  la  autoridad  eclesiástica  si  introdujera  la  mano  en  el 
tesoro  de  un  distrito  para  tomar  de  él  una  suma  y  darla  al  Colegio  del 
Estado. 

4  Otra  ley  se  expidió  el  10  de  Julio  de  1 824  relacionada  con  los  bienes 
eclesiásticos.   Fué  incluida  en  la  Recopilación  Granadina,  bajo  el  numero 
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7?  de  la  parte  2*,  del  tratado  2? ;  y  contiene,  entre  otras,  estas  dispo- 
siciones : 

Art.  8^  Es  nula  toda  fundación  de  capellanías  j  patronatos  de  legos  qne  se  ha^a 
con  la  cláusula  directa  ó  indirecta  de  no  enajenar  los  bienes  en  que  consista  la 
fundación. 

Axt  9°  Se  permite  la  fundación  de  capellanías  y  patronatos  de  legos  cuyos 
bienes  puedan  enajenarse  libremente,  ó  traspasarse  por  contrato  de  censo. 

Art.  10.  Todas  las  fincas  correspondientes  á  capellanías,  patronatos  de  legos,  6 
á  cualquiera  otra  obra  pía,  se  podran  vender,  ó  reconociéndose  á,  censo  redimible  su 
valor  4  favor  de  la  fundación,  ó  al  contado  imponiéndose  en  otras  fincas  con  las 
formalidades  prescritas  para  estos  casos. 

Art.  11.  Los  bienes  raíces  que  por  testamento  ó  de  cualquiera  otro  modo  se 
dejaren  en  lo  sucesivo  á  la?  manos  muertas,  deben  venderse  é  imponerse  su  pro- 
ducto ¿  censo,  aplicándose  la  pensión  anual  al  objeto  señalado  en  el  contrato  que 
sea  título  para  la  adquisición. 

No  negaremos  la  conveniencia  de  que  las  fincas  raíces  sean  enajenables. 
Al  contrario,  la  reconocemos,  y  nos  parece  evidente  á  todas  luces.  De 
consiguiente,  no  impugnamos  e^i  el  fondo  los  disposiciones  que  tienden 
á  establecer  la  libre  enajenabilidad  de  las  fincas ;  pero  no  por  eso  creemos 
que  se  procedió  atinadamente  al  sancionar  las  disposiciones  de  la  ley 
copiada. 

Desde  luego,  tratándose  de  un  asunto  en  que  se  rozan  las  dos  potes- 
tades, lo  razonable  habría  sido  ponerse  previamente  de  acuerdo  ambas,  y 
no  arreglarlo  á  su  amaño  la  potestad  civil;  porque  el  proceder  de  esta 
última  manera  revela  poca  deferencia  y  consideraciones  hacia  la  potestad 
eclesiástica,  y  hace  temer  con  fundamento  que  los  intereses  católicos  sean 
comprometidos  más  ó  menos  seriamente  en  dicho  arreglo. 

Respecto  de  las  disposicionfes  especiales  de  esa  ley,  nos  limitaremos  á 
las  dos  siguientes  observaciones : 

l'^  Creyéndose  conveniente  y  razonable  permitir  las  fundaciones  de 
capellanías  y  patronatos,  siempre  que  los  bienes  fueran  enajenables,  como 
se  ve  en  el  artículo  9?,  no  debió  declararse  que  eran  nulas  aquellas  en  las 
cuales  se  estipulase  la  condición  de  no  enajenar :  bastaba  declarar  la 
ineficacia  de  dicha  cláusula,  y  la  subsistencia  de  la  fimdación,  sin  la 
cortapisa  que  ella  envolvía. 

2?  jSTo  hay  justicia  ni  conveniencia  en  ordenar  que  los  bienes  adquiridos 

Íor  las  entidades  religiosas  se  vendan  para  imponer  su  producto  á  censo. 
!ste  fué  quizá  el  primer  paso  que  dio  en  la  vía  de  atacar  las  propie- 
dades de  las  entidades  religiosas  el  Gobierno  republicano  ;  fué  el  primer 
eslabón  de  una  larga  cadena  de  iniquidades,  que  terminó  en  la  completa 
y  absoluta  confiscación.  Esa  disposición  fué  ratificada  en  lo  principal 
por  el  artículo  2?  de  la  ley  de  25  de  Enero  de  1880,  que  es  la  ley  8*,  parte 
2^?,  tratado  2?  de  la  Recopilación  Granadina. 

5.  En  el  año  de  1826  vino  la  ley  de  7  de  Abril,  que  es  la  10,  parte 
3?,  tratado  4?  de  la  Recopilación  Granadina,  en  la  cual  figuran  estas 
disposiciones : 

Art.  4"  Los  edificios  y  bienes  muebles  de  los  conventos  menores  snpiiznidos  6 
que  en  adelante  se  suprimieren,  que  no  estuvieren  aplicados,  ni  pudieren  con> 
bervarse,  ni  fueren  adaptables  para  el  servicio  de  colegios,  podrán  enajenarse  al 
contado  ó  á  censo. 

Art.  7*^  Los  demás  bienes  raices  de  los  conventos  que  se  suprimieron  serán  pre- 
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eisamente  adjudicados  á  los  colegios  ya  establecidos,  ó  que  se  establecieren  en  lo 
suoenvo. 

Son  semeíantes  en  un  todo  estas  disposiciones  á  las  de  la  ley  de  1821 
deque  hablamos  antes.  Las  observaciones  que  entonces  hicimos  son 
perfectamente  aplicables  á  las  de  la  ley  que  acabamos  de  copiar,  y  no 
Iiay  para  que  repetirlas. 

En  esos  tiempos  pasaba  la  República  por  una  gran  crisis,  que  terminó 
al  fin  con  la  disolución  de  la  antigua  Colombia.  Ni  el  espacio  de  que 
disponemos,  ni  la  naturaleza  de  esta  obra  permiten  que  hagamos  una 
reseña  de  esos  sucesos,  y  nos  limitaremos  por  ello  á  observar  que  en  1828 
el  Libertador  Bolívar,  investido  de  facultades  omnímodas,  expidió  los 
decretos  de  10  y  SO  de  Julio,  en  virtud  de  los  cuáles  dejaron  de  surtir  sus 
efectos,  en  parte,  las  leyes  de  1821  y  1826."  Dio  lugar  eso  á  la  ley  de 
13  de  Enero  de  1832,  que  es  la  11,'parte  3%  tratado  4?  de  la  Recopilaición 
Granadina,  cuyo  tenor  es  el  siguiente : 

Art  V.  Son  nulos  en  todas  sus  partes  los  decretos  expedidos  por  Simón 
BoKvar  en  10  y  30  de  JuHo  de  1828,  y  cualesquiera  otras  órdenes  posteriores  contra 
el  tenor  de  las  leyes  de  6  de  Agosto  de  1821  y  7  de  Abril  de  1826,  sobre  supresión 
de  conventos  menores.    Las  expresadas  leyes  están  en  su  fuerza  y  vigor. 

Art  2^  El  Ejecutivo  disponorá  que  las  órdenes  regulares  que  liabían  recibido 
algnno  ó  alanos  de  dichos  conventos  los  devuelvan  inmediatamente,  con  los 
Üenee,  principales  y  rentas  que  les  son  anexos  para  que  se  apliquen  á  los  objetos 
determinados  por  dichas  leyes. 

Art  3*  Si  se  hubieren  perdido,  menoscabado  ó  enajenado  algunos  de  dichos 
tones,  deberán  reponerse  ó  entregarse  otros  equivalentes  por  las  respectivas 
oomonidades  religiosas  que  se  habkn  encargado  de  ellos  en^  calidad  de  adminis- 
tradoras, y  con  la  obligación  de  mantenerK)s  íntegros,  según  se  expresó  /^n  el 
artículo  4^?,  condición  5'  del  citado  decreto  de  10  de  Julio  de  1828 ;  pero  no  serán 
obligadas  á  devolver  las  rentas  y  usufructos  consumidos  hasta  el  día  de  la  publi- 
cición  del  presei^te  decreto. 

Hablase  en  el  artículo  1?  de  esa  ley  del  Libertador  Bolívar  con  un  tono 
tin  despreciativo  y  tan  hiriente,  que  más  parece  que  se  tratara  de  un 
malhechor,  que  del  Libertador  y  fundador  de  la  República.  No  se  hubie- 
lan  sentado  de  seguro  en  sus  enrules  esos  legisladores,  sin  los  esfuerzos, 
J  las  fatigas,  y  la  constancia  imperturbable,  y  el  genio  asombroso  de  ese 
mismo  grande  hombre,  en  quien  la  envidia  y  la  ingratitud  hincaban  á 
porfía  su  diente  venenoso  para  llenar  de  amargura  y  de  tristeza  los  últi- 
mos días  de  su  vida. 

Pero  no  nos  dejemos  arrastrar  por  consideraciones  de  esa  clase,  que  son 
i^as  á  nuestro  objeto  :  vengamos  á  las  disposiciones  de  la  ley.  Por 
«Das  cesaron  los  efectos  reparadores  de  los  decretos  del  Libertador,  y  se 
Tolvió  a  levantar  la  injusticia  primitiva  con  todo  lo  que  tenía  de  repug- 
nante y  de  odioso.  No  se  concedió  derecho  á  las  entidades  sino  á  las 
rentas  y  usufructos  consumidos  hasta  el  día  de  la  publicación  de  la  ley ; 
y  en  can^bio  se  les  impuso  el  deber  de  reponer  los  bienes  que  se  hubieran 
peidido,  menoscabado  ó  deteriorado. 

Otras  dos  leyes  se  expidieron  el  mismo  año,  relacionadas  con  la  Iglesia 


•  *  Uno  de  esos  decretos,  que  conocemos,  lo  insertaremos  en  el  capítulo  VI,  qu« 
tntiide  comunidades  religiosas. 
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j  SUS  bienes.  La  primera,  de  5  de  Marzo,  que  es  la  7%  parte  2?,  tratado 
4?  de  la  Kecopilación  Granadina,  por  la  cual  se  destinó  la  iglesia  de  Io« 
capuchinos  en  Bogotá  para  parroquial  de  San  Victorino.  Conceder  derecho 
á  la  potestad  civil  para  determinar  el  destino  especial  de  cada  templo,  es 
tan  irregular  como  conceder  á  la  autoridad  eclesiástica  el  derecho  de 
determinar  á  qué  debe  destinarse  cada  uno  de  los  edificios  de  la  nación. 
¿  Soportaría  eso  el  poder  civil  ?  De  seguro  que  no.  ¿  Por  qué  ?  Por- 
que, diría  el  Gobierno,  la  nación  es  dueña  de  sus  edificios,  y  puede  desti- 
narlos al  uso  que  estime  conveniente,  sin  que  nadie  tenga  derecho  de 
mezclarse  en  el  asunto.  Pues  cabalmente  eso  mismo  puede  decir  el  poder 
eclesiástico :  la  Iglesia  es  dueña  de  sus  templos,  y  es  ella  quien  debe 
señalar  á  cada  uno  su  destino.  ¿  Por  qué,  pues,  el  Gobierno  viene  á  intro- 
ducir su  hoz  en  mies  ajena,  con  menoscabo  de  los  naturales  derechos  de 
la  Iglesia  ? 

6.  La  segunda  de  dichas  leyes  fué  expedida  el  16  de  Marzo  del 
mismo  año  de  1832,  y  es  la  13,  parte  2*,  tratado  4?  de  la  Recopilación 
Granadina.  Por  ella  se  destinaron  las  haciendas  de  Guanapalo,  Macuco, 
Surimena  y  Casimena  al  sostenimiento  de  los  pueblos  de  los  mismos 
nombres.  •  Si  no  nos  equivocamos,  esas  haciencUts  pertenecían  antes  á 
los  jesuitas,  y  de  ellas  se  apoderó  el  Gk>bierno  español  al  expulsar  de  sus 
dominios  á  aquellos  religiosos  el  siglo  pasado.  La  injusticia,  pues,  se 
remonta  á  una  época  lejana  y  no  le  es  imputable  al  Gobierno 
republicano. 

El  siguiente  año  de  1833  se  expedió  la  ley  de  15  de  Mayo,  que  es  la 
14,  parte  2f,  tratado  4?  de  la  Recopilación  Granadina,  complementada  en 
época  posterior  por  la  de  28  de  Mayo  de  1840,  que  es  la  15,  parte  2% 
tratado  4?  de  la  misma  Recopilación.  Por  ellas  se  organizaron  las 
misiones  de  Gasanare  v  la  administración  de  las  haciendas  de  las  del 
Meta,  sin  anuencia  ni  intervención  de  la  autoridad  eclesiástica,  como  si 
fuera  un»  negocio  puramente  civil. 

7.  En  el  año  de  1834  se  dio  una  ley,  fecha  19  de  Mayo,  por  la  cual  se 
ordenó  que  para  vender  bienes  de  las  iglesias  se  consultara  á  los  párro- 
cos, y  que  la  venta  se  hiciese  en  pública  subasta,  previo  avaluó.  Se 
dispuso  también  que  pudiera  hacerse  á  censo  redimible.  Esta  ley  y 
otras  que  ya  hemos  citado  expedidas  en  idéntico  sentido,  prueban  que 
lejos  de  ser  inalienables  los  bienes  de  las  iglesias,  como  malignamente 
se  ha  querido  hacer  creer  en  los  últimos  tiempos,  para  justificar  la  des- 
amortización, las  leyes  estaban  á  veces  poniendo  trabas  para  que  no  se 
trasmitiesen  fácilmente  á  otros  dueños.^ 

8.  Nuevo  ataque  á  los  bienes  de  los  conventos  suprimidos  trajo  consigo 
la  ley  de  11  de  Mayo  de  1835,  que  es  la  17,  parte  3%  tratado  4?  de  la 
Recopilación  Granadina.    Hé  aquí  sus  términos : 

Art.  1"  Aquellos  edificios  de  cónventofi  suprimidos  á  virtud  de  las  leves  de  1821, 
1826  y  1832,  y  que  no  están  ocupados  por  establecimientos  de  educación,  ó  que  no 
se  hayan  apUcado  á  beneficio  de  dichos  establecimientos,  se  adjudican  ¿  las  rentas 
provinciales. 


*  Artículos  197  y  228  de  la  ley  1%  parte  2%  tratado  11  de  la  Recopilación  Grana- 
dina. 
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Art.  2*í  Los  edificios  pertenecientes  *  la  extinguida  Compañía  de  Jesús,  en  que 
no  haya  actnalmente  establecimientos  de  educación  y  que  no  sean  necesarios  para 
las  oficinas  nacionales,  se  enajenarán  en  pública  subasta  por  vales  de  deuda  con* 
BoHdada  y  en  el  mejor  postor. 

Art.  3"  Se  aplican  al  fomento  de  la  educación  primaria  los  edificios  de  aquellos 
conventos  cuya  supresión  provino  de  los  decretos  dictados  por  las  Cortes  españolas, 
ó  que  86  hallaban  suprimidos  de  hecho  antes  de  la  publicación  de  la  ley  de  6  de 
Agosto  de  1821  porque  los  abandonaron  ó  desampararon  los  religiosos  qne  había 
en  ellos,  destinándose  al  mismo  objeto  los  fundos  y  bienes  muebles  que  les  per- 
tenezcan. 

Nada  tenemos  que  agregar  á  lo  que  sobre  esto  dijimos  ya  en  otro 
lugar. 

9.  Vino  luego  la  ley  de  19  de  Abril  de  1836,  que  es  la-  13,  parte  3*, 
tratado  4?  de  la  RecopilaciÓQ  Granadina.  En  eUa,  después  de  exceptuar 
de  la  supresión  de  conventos  menores  los  Colegios  de  las  misiones  de 
Cali  y  Popayán,  se  dijo  en  el  artículo  4? : 

Cuando  alguna  grave  necesidad  exija  vender  ó  enajenar  cualc^uier  valor,  ya  sea 
del  convento,  ya  de  las  iglesias,  capillas  y  obras  pías  unidas  á  dichos  conventos,  se 
la  deberá  comprobar  ante  la  autoridad  eclesiástica  ordinaria,  por  cuyo  conducto  se 
solicitará  la  competente  aprobación  del  Gobierno. 

JN^ueya  prueba  es  ésta  de  que,  hasta  este  tiempo,  el  Gobierno,  lejos  de 
estimar  necesario  fomentar  la  venta  de  los  bienes  de  las  entidades 
religiosas,  lo  que  hacía  era  ponerle  trabas ;  argumento  decisivo  contra  la 
pretendida  inalienabilidad  de  dichos  bienes.  Por  lo  demás,  ya  hemos 
visto  que  en  las  antiguas  leyes  españolas  se  disponía  lo  mismo. 

Más  grave  fué  lo  que  se  dispuso  en  la  ley  de  16  de  Mayo  del  mismo 
año,  que  es  la  6^  parte  3^,  tratado  4?  de  la  Recopilación  Granadina. 
En  su  artículo  1?  se  ordenó  que  se  llevase  un  libro  para  registrar  en  él 
tcidos  los  bienes  de  los  conventos,  las  escrituras^  censos,  etc.  que  les  per- 
teneciesen, y  después  se  expresa  la  ley  en  estos  términos  : 

Art  2?  Todos  los  Prelados  están  obligados  á  hacer  registrar  los  documentos  de 
que  se  ha  hablado  en  el  artículo  anterior  l^jo  la  pena  de  la  privación  de  la  Prelatura, 
é  inhabilitación  para  obtener  otra,  si  ha  habido  culpa  n  omisión  de  parte  de  ellos. 

Art.  4".  Ningún  principal,  finca  raíz  ó  alhaja  de  oro  ó  plata  perteneciente  á  un 
convento  ó  monasterio,  podrá  venderse  ó  cambiarse  sino  con  las  formalidades 
■iguientes: 

1'  Información  de  la  utilidad  ó  necesidad  de  la  venta  ó  cambio ; 

2r-  Avalúo  de  las  fincas  por  peritos ; 

3^  Que  la  venta  se  haga  en  pública  subasta ; 

4f  Aprobación  del  contrato  respectivo  por  la  Cámara  de  provincia,  y  durante 
él  receso  de  ésta  por  el  Gobernador. 

Art.  6?  Todo  principal  qne  se  redima,  será  con  el  objeto  de  imponerse  de  nuevo : 
al  alecto  se  dará  cuenta  á  la  Gobernación  de  la  provincia,  la  cual  cuidará  de  que 
así  se  verifique,  y  que  se  registre  el  documento  respectivo. 

Art.  7?  La  redención  del  principal  no  puede  hacerse  sino  por  cuartas  partes 
cuando  menos,  si  el  total  no  excediere  de  mil  pesos?  y  cuando  fuere  de  mayor 
eantídad  no  se  admitirán  redenciones  por  menos  de  quinientos  pesos. 

Encontramos  aquí  desde  luego  una  exigencia  infundada  :  ¿  por  qué  ni 
para  qué  mandar  hacer  el  Gobierno  un  registro  de  bienes  que  no  le 
pertenecen,  á  los  cuales  no  tiene  derecho  alguno  actual  ni  eventual,  y  en 
caya  administración  no  tiene  absolutamente  motivo  alguno  plausible 
para  intervenir  ? 
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Pero  hay  otra  cosa  más  extraña  y  más  injustificable.  El  Gobierno 
temporal^  por  desobediencia  á  una  orden  que  no  tiene  derecho  de  expedir 
impone  á  los  Prelados  pena  de  privadón  de  su  Prelatura,  é  inhabilitación 
para  obtener  otra.  Que  el  Gobierno  civil,  que  crea  y  suprime  á  su 
voluntad  los  destinos  civiles,  remueva  de  ellos  á  los  que  los  ejercen,  se 
comprende ;  así  como  se  comprende  también  que  el  Gobierno  eclesiás- 
tico, que  crea  y  suprime  ciertos  destinos  eclesiásticos,  remueva  de  ellos  á 
los  que  los  ejercen  ;  pero  un  Gobierno  civil  removiendo  empleados  ecle- 
siásticos é  inhabilitándolos  para  desempeñar  otros  empleos,  6  un  Gobierno 
eclesiástico  removiendo  empleados  civiles  é  inhabilitándolos  para  ejercer 
otros,  son  cosas  tan  irregulares  y  tan  absurdas,  que  ni  siquiera  pueden 
comprenderse. 

Sin  embargo,  la  potestad  civil,  que  de  seguro  no  toleraría  que  la  Igle- 
sia le  removiese  un  simple  agente  de  policía,  se  arroga  la  facultad  de 
remover  Prelados  é  inhabilitarlos  para  ejercer  toda  otra  Prelatura. 

Vienen  luego  las  trabas  que  se  ponen  á  la  enajenación  de  bienes  de 
los  conventos,  semejantes  á  las  que  la  ley  6*  de  que  hablamos  antes 
estableció  para  los  bienes  de  las  iglesias. 

El  artículo  6?  contiene  una  disposición  sobre  la  cual  queremos  llamar 
la  atención.  En  él  se  ordena  que  todo  principal  que  se  redima,  se 
imponga  de  nuevo.  De  suerte  que  hasta  entonces  no  se  creía  que  los  censos 
pudieran  ser  perjudiciales  al  progreso  de  la  sociedad ;  puesto  que  en 
lugar  de  procurar  extinguirlos,  se  ordenaba  clara  y  terminantemente 
su  perpetuación,  sustituyendo  con  otros  nuevos  los  que  se  fuesen  extin- 
guiendo. 

10.  Más  tarde,  en. 1838,  se  sancionó  la'  ley  de  20  de  Marzo,  que  es  la 
1%  parte  2%  tratado  5?  de  la  Recopilación  Granadina  ;  y  en  el  número  3? 
del  artículo  7?,  se  ordenó  que  el  producto  de  las  ventas  de  fincas  dejadas 
á  entidades  religiosas  se  aplicara  al  pago  de  la  deuda  interior,  con  cargo 
de  satisfacer  oportunamente  los  réditos  á  la  respectiva  entidad.  Esos 
réditos,  según  una  ley  anterior,  debían  invertirse  en  el  objeto  á  que 
estaban  destinados  los  bienes  por  el  acto  de  adquisición.* 

La  injusticia  dé  esta  disposición  salta  á  la  vista,  y  no  tenemos  que 
hacer  grandes  esfuerzos  para  demostrarla.  Con  esa  ley  el  Gobierno 
dice  á  las  entidades  religiosas :  *^  Si  alguno  os  regala  \ma  6  más  fincas,  yo 
no  os  las  dejo  disfrutar,  porque  no  quiero.  Os  obligo  á  que  las  vendáis, 
aun  en  el  caso  de  que  las  fincas  produzcan  una  suma  mayor  que  el  rédito 
del  capital  que  den  por  ellas ;  y  no  me  limito  á  eso,  sino  que,  con  vuestra 
voluntad  ó  sin  ella,  me  apropio  el  precio  de  las  fincas  para  pagar  lo 
que  debo,  y  me  limitaré  á  pagaros  los  réditos,  para  que  los  mvirtóis 
en  el  objeto  á  que  estén  destinados  por  el  acto  ó  contrato  constituía vo 
de  vuestro  derecho." 

En  vista  de  esa  actitud  podría  preguntársele  al  Gobierno :  "  ¿  Qué 
pensáis  hacer,  si  la  finca  se  dejó  lisa  y  llanamente  á  una  entidad. 
religiosa,  sin  determinar  el  objeto  á  que  debieran  aplicarse  sus  pro^ 
ductps ?  ¿Y  qué  se  hará  si  algún  día  os  viene  en  mientes  no  pa^;ar 
réditos  á  nadie  ?  '^    Las  contestaciones  pudieran  tal  vez  ser  satisfactorios  j 

^  Art.  11,  ley  7',  parte  2',  tratado  2?  de  la  Eecopilación  Granadina. 
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pero  dudamos  que,  llegado  el  caso,  los  heclios  guardasen  armonía  con 
ellas. 

Un  Gobierno  que  por  sí  y  ante  sí  obliga  á  ciertas  entidades  á  que 
vendan  lo  que  adquieren,  aunque  la  venta  no  les  convenga  ;  que  altera 
las  obligaciones  civiles  de  los  particulares  y  de  las  asociaciones ;  y  que 
obliga  á  los  acreedores  á  cambiar  de  deudor,  contra  su  voluntad  y  contra 
BUS  intereses,  desempeña  el  insensato  papel  del  dueño  de  ima  casa  que 
se  divierte  en  socavar  los  cimientos  del  edificio,  porque  la  propiedad,  y 
la  garantía  del  fiel  cumplimiento  de  las  obligaciones  tales  como  fueron, 
contraidas,  forman  una  de  las  bases  principales  del  edificio  social. 

11.  Vimos  antes  que  el  edificio  de  los.  capuchinos  había  sido  cedido 
para  Colegio  de  ordenandos.  Ahora  se  dispone  que  éste  se  refunda  en 
el  Seminario,  y  que  el  edificio  referido  se  dé  al  Colegio  de  la  Merced. 
Para  ese  efecto  se  expedió  la  ley  de  16  de  Abril  de  1838,  que  es  la  11, 
parte  2*,  tratado  3?  de  la  Recopilación  Granadina. 

Pocos  días  después  se  dio  la  ley  de  30  de  Mayo  del  mismo  año,  que  es 
la  4%  parte  4%  tratado  2?  de  la  citada  Becopilación,  por  la  cual  se  dispuso 
que  de  los  conventos  suprimidos  ó  que  se  suprimieran  se  destinasen  loft 
que  fuesen  necesarios  para  los  establecimientos  de  trabajes  forzados, 
presidio  ó  reclusión ;  como  si  tales  edificios  fuesen'  pertenecientes  á  la 
nación,  sin  duda  alguna. 

Otra  invasión  del  poder  civil  en  los  dominios  del  eclesiástico  hubo  el 
año  siguiente,  que  fué  el  de  1839.  La  ley  de  5  de  Junio  de  dicho  año, 
que  es  la  14,  parte  3*,  tratado  4?  de  la  Recopilación  Granadina,  decretó 
la  supresión  de  los  conventos  de  la  Merced,  Santo  Domingo,  San  Fran- 
cisco y  San  Agustín,  ubicados  en  Pasto ;  y  dispuso  que  la  mitad  de  sus 
fondos,  bienes,  rentas  y  acciones  se  destinase  para  el  fomento  de  las 
misiones  de  Mocoa,  y  la  otra  mitad  para  la  instrucción  pública  de 
Pasto. 

Santa  cosa  son  laa  misiones  que  tienen  por  objeto  llevar  la  luz  del 
Evangelio  á  los  corazones  de  los  salvajes.  También  es  cosa  importan- 
tísima la  instrucción,  cuando  se  hace  que  la  ciencia  se  apoye  en  la  fe, 
en  lugar  de  tratar  de  desquiciarla  y  procurar  su  extinción.  Mas,  ni  la 
santidad  de  la  una,  ni  la  importancia  de  la  otra,  pueden  justificar  *  la 
medida  de  fomentarlas  á  costa  de  una  injusticia,  aplicando  á  ese  efecto 
bienes,  rentas  y  acciones  de  entidades  religiosas  á  las  cuales  se  hiere 
de  muerte  para  poder  arrebatarles  lo  que  tienen. 

Mina  inagotable  como  que  era  esa  de  los  conventos  suprimidos; 
porque  después  de  tantas  leyes  relativas  á  la  aplicación  y  distribución 
de  sus  bienes  y  rentas  todavía  en  1840  se  autorizó  á  las  Cámaras  de  pro- 
vincia para  aplicar  á  beneficio  de  la  instrucción  primaria  ú  otros  usos 
públicos  los  edificios  de  conventos  suprimidos  de  que  aun  no  se  había 
dispuesto,  y  aplicar  á  los  pueblos  que  careciesen  de  iglesias  parroquiales 
las  de  los  mismos  conventos  suprimidos. 

Pero  no  todo  había  de  ser  ataques  é  injusticias.  La  ley  de  27  de 
Mayo  de  1841,  que  es  la  20,  parte  3%  tratado  1?  de  la  Recopilación 
Granadina,  dispuso  que  los  bienes  de  los  establecimientos  públicos  de 
beneficencia  y  caridad  quedasen  exentos  de  toda  contribución  provincial, 
municipal  y  comunal. 
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De  este  año  hasta  1848  no  tenemos  noticia  de  ley  alguna  que  afectase 
los  bienes  de  las  entidades  religiosas.  En  dicho  año,  por  ley  de  28 
de  Abril  se  destinó  la  parte  necesaria  del  convento  de  la  Merced  para 
escuela  normal  de  la  Provincia  de  Cartagena  y  la  primaria  anexa. 

El  9  del  mes  siguiente  de  dicho  año  se  expidió  otra  ley,  cuyos  dos 
artículos  primeros  insertaremos. 

Art.  1?  Los  capitales  y  rentas  del  extinguido  convento  de  la  Merced  de  Pasto, 
qué  existan  sobre  bienes  ubicados  en  el  territorio  de  la  Provincia  de  Túquerres, 
se  aplican  á  los  establecimientos  de  educación  pública  de  dicha  provincia. 

Art.  2f  El  resto  de  los  bienes  y  rentas  del  expresado  convento  de  la  Merced» 
se  aplican  á  los  establecimientos  de  educación  pública  en  la.  Provincia  de  Pasto. 

Lo  repetimos  una  vez  más :  la  instrucción  es  una  cosa  muy  impor- 
tante ;  pero  no  es  aceptable  el  fomento  de  ella^  cuando  para  ese  efecto 
sea  preciso  arrebatar  sus  bienes  á  las  iglesias  y  á  los  conventos,  ó  4 
cualquiera  otra  persona  ó  entidad. 

12.  ^Una  nueva  expoliación  hubo  en  el  año  de  1852.  La  ley  de  20  de 
Marzo  dispuso  que  todos  los  bienes,  rentas  y  alhajas  que  correspondían 
at  Seminario  conciliar  de  Bogotá  se  adjudicasen  al  Colegio  nacional  de 
San  Bartolomé. 

¿  Con  cjué  derecho  se  hacía  eso  ?  Vana  pregunta.  No  era  esa  época 
á  proponte  para  hablar  de  derechos  de  la  Iglesia.  El  Gobierno  se 
había  declarado  perseguidor  publico  y  manifiesto  de  la  Religión  y  de  sus 
ministros,  y  no  había  que  extrañar  los  más  grandes  atentados  y  las 
iniquidades  más  monstruosas.^ 

13.  Tal  era  el  estado  de  laa  cosas  en  lo  relativo  á  los  bienes  de  las 
^itidades  religiosas^  cuando  se  sancionó  la  ley  de  separación  absoluta  de 
la  Iglesia  y  el  Estado,  que  lleva  fecha  15  de  Junio  de  1863.  En 
cuanto  á  los  bienes  de  las  entidades  referidas^  esa  ley  contiene  las  dis- 
posiciones siguientes : 

Art.  4?  Los  tem()los  católicos  qne  boy  ansten,  así  como  los  bienes  y  rentas  que 
les  pertenecen,  corresponden  á  los  vecinos  católicos  de  la  respectiva  parroquia,  con 
excepción  :  1?  de  las  Catedrales,  qne  pertenecen  á  los  vecinos  católicos  de  la  Dió- 
cesis, inclusive  sus  bienes  y  rentas ;  2?  de  los  qne  tengan  patrono  e8pe<»al,  loa 
onales  se  rigen  conforme  4  su  fundación ;  y  3*  de  los  templos  de  conventos  snpri* 
midos,  qne  pertenecen  á  la  provincia  ó  á  los  Colegios  nacionales,  como  todos  los 
bienes,  rentas  y  edificios  de  tales  conventos. 

Art.  5?  lílngnna  corporación  religiosa  tiene  carácter  público  en  la  Nneva  Gra- 
nada. Esta  disposición  no  afecta  en  manera  alguna  á  las  comunidades  existentes , 
m  k  las  propiedades  que  poseen,  de  las  cuales  podrán  disponer  como  lo  crearL 
conveniente,  pasados  veinticinco  años,  los  habitantes  oatóucos  de  la  respectiva 
Diócesis.  Sin  embargo,  cualquiera  disposición  que  se  adopte,  no  privará  L  loa 
miembros  de  esas  comunidades  del  derecho  á  que  se  les  asegure  una  decente  8xil>- 
sistencia  por  toda  su  vida. 

Á  pesar  de  que  esta  ley  se  expidió  con  el  fin  de  separar  absolutamjeixt^ 
las  dos  potestades,  no  pudó  prescindir  el  Gobierno  de  atacar  loa  dereolioa 
de  la  Iglesia  en  lo  relativo  á  los  bienes  que  le  pertenecen^ 

Entró  en  primer  lugar  la  ley  á  determinar  á  qué  porción  de  la  g^rey 
católica  pertenecían  los  templos  destinados  al  servicio  del  cultOi  cosa  q^ue 

*  Véase  documente  C. 
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por  su  naturaleza  y  su  esencia  pertenece  á  la  autoridad  eclesiástica, 
principalmente  en  el  estado  de  absoluta  separación  de  las  dos  potes- 
tades. 

Dejó  consumada  la  iniquidad  de  apoderarse  el  Gobierno  aun  de  los 
templos  de  los  conventos  que  había  suprimido,  los  cuales  declaró  que 
eran  de  propiedad  exclusiva  de  los  Colegios  nacionales,  así  como  todos 
los  bienes,  rentas  y  edificios  de  tales  conventos. 

Quitó  á  las  corporaciones  religiosas  todo  carácter  público  en  la  Nueva 
Granada ;  pero  exceptuó  expresamente  á  las  que  existían  entonces  y 
sus  propiedades.  No  obstante,  á  renglón  seguido  dice  que  de  dichas 
propiedfiídes  podrán  disponer  los  habitantes  católicos  de  la  respectiva 
Diócesis,  pasados  veinticinco  añosj  mas  á  continuación  vuelve  en 
parte  sobre  sus  pasos,  para  disponer  que  en  todo  caso  se  dé  á  los 
miembros  de  las  comunidades  religiosas  lo  necesario  para  subsistir 
durante  toda  su  vida. 

Se  conoce  que  la  autoridad  civil  no  buscaba  de  buena  fe  la  libertad  de 
la  Iglesia,  cuando  sancionaba  tales  disposiciones  en  el  momento  misi]|o 
en  que  blasonaba  de  conceder  la  tan  decantada  libertad.  '  Si  realmente 
se  andaba  en  busca  de  esto,  debió  decirse  simplemente  :  '^La  Iglesia  y 
las  diversas  entidades  que  ella  comprende,  dispondrán  de  sus  cosas  á  su 
voluntad,  como  los  particulares  y  asociaciones  laicas.  El  Gt)bfterno  no 
tomará  en  ello  participación  de  ningún  género.'^  Pero  no  era  eso  lo 
que  se  quería,  y  por  tal  raísón  se  dispuso  otra  cosa. 

Estudiemos  ahora  otro  asunto  en  la  misma  época  que  acabamos  de 
recorrer. 
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CAPITULO  IV. 

DIEZMOS,   PRIMICIAS   Y   OTROS   IMPUESTOS   ECLESIÁSTICOS. 

1.  Verificada  apenas  la  revolución  de  1810,  surgió  naturalmente  la 
cuestión  de  diezmos  entre  los  gobiernos  republicanos  y  las  autoridades 
eclesiásticas.  Veamos,  en  efecto,  lo  que  sobre  esto  dice  el  Dr.  José 
Manuel  Restrepo  en  su  Sutoria  de  Colombia,  páginas  269  y  270  del 
tomo  I. 

En  cuanto  á  diezmos,  también  sostenía  el  nuevo  Gobierno  disputas  con  la  autori- 
dad eclesiástica.  Al  mismo  tiempo  ^ue  el  Papa  concedió  á  los  Beyes  de  España 
el  derecho  de  patronato,  les  dio  los  diezmos  que  se  debían  pactar  a  la  Iglesia  en. 
todos  los  nuevos  establecimientos  de  América.  Así  era  que  Tos  diezmos  por  las 
leyes  de  Indias  v  por  otras  disposiciones  del  Código  español,  se  contaban  entre  los 
ramos  de  la  real  hacienda-  En  consecuencia,  la  autoridad  civil  los  había  distri- 
buido entre  los  Arzobispos,  Obispos,  miembros  de  los  capítulos,  seminarios, 
hospitales,  curas  y  sacristanes,  reservándose  una  parte  considerable.  Muchos 
eclesiásticos  querían  persuadir  que  siendo  los  diezmos  de  derecho  divino  y  conce- 
didos á  los  Heves  de  España  por  un  privilegio  especial,  supuesto  que  habían 
cesado  estos  países  de  estar  sometidos  á  su  dominación,  debían  distribuirse  al  clero 
en  su  totalidad,  y  que  era  un  crimen  del  Gobierno  republicano  el  percibir  la  parte 
que  tocaba  antes  al  Rey,  Sin  embargo  de  los  clamores  de  los  eclesiásticos,  principal- 
mente del  Capítulo  metropolitano  de  Santafé,  el  Congreso  y  los  Gobiernos  provin- 
ciales sostuvieron  sus  derechos  con  firmeza, y  continuaron  administrando  los  diezmos 
y  repartiéndolos  del  mismo  modo  'que  en  la  época  de  la  Monarquía.  Estaban  per- 
suadidos con  mucha  razón  que  cumpliendo  con  las  cargas  impuestas  de  sostener  el 
culto  y  el  clero,  como  en  efecto  lo  hacían  los  Gobiernos  republicanos,  no  podría 
darse  mejor  destino  al  sobrante  de  los  diezmos,  que  emplearlo  en  beneficio  de  los 
mismos  pueblos,  defendiendo  su  independencia  y  libertad. 

Á  pesar  del  respieto  que  nos  merecen  las  opiniones  del  ilustrado 
historiador  de  Colombia,  no  creemos  que  el  Gobierno  republicano  tuviese 
derecho  alguno  á  los  diezmos  ;  pero  no  entraremos  á  examinar  á  fondo 
la  cuestión,  porque  todo  lo  que  dijimos  al  tratar  del  patronato  es  apli- 
cable á  los  diezmos,  y  en  general  á  todos  los  privilegios  concedidos  por  la 
Iglesia  á  los  Beyes  de  España  y  que  gozó  después  ó  pretendió  gozar  el 
Gobierno  republicano. 

Haremos,  sin  embargo,  una  observación  que  nos  sugiere  el  mismo 
historiador  citado,  con  lo  que  agrega  á  continuación  del  fragmento  que 
hemos  copiado,  relativamente  á  la  venta  de  bulas.     Él  dice  : 

Los  fanáticos  enemigos  de  esta  noble  causa  hacían  mucho  ruido  y  alucinaban  4 
las  gentes  sencillas  é  ignorantes,  como  eran  la  mayor  parte  de  los  pueblos,  con  la 
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falta  de  bulas  de  cruzada,  de  difontos,  de  composición  y  de  dispensa  para  comer 
carne  eo  los  días  de  ayuno.  Algunos  acaso  ignoraran  que  las  ventas  de  estas  bulas 
concedidas  por  los  Papas  á  los  Beyes  de  España  como  una  gracia  especial  y  favor 
muy  señalado,  les  daban  una  renta  considerable  en  sus  dominios  de  América ;  los 
productos  de  este  ramo  debían  emplearse,  según  la  concesión  primitiva,  en  hacer 
la  guerra  á  los  infieles  y  herejes. 

LíOs  Grobiernos  republicanos  se  abstuvieron  de  tocar  aquel  punto,  y  de  continuar 
vendiendo  bulas,  pues  creían  que  necesitaban  otro  nuevo  privilegio  del  Papa,  y  que 
este  arbitrio  fiscal  acaso  no  era  conforme  á  las  luces  del  siglo. 

.  Claramente  se  ve  aquí  que  el  Gobierno  republicano  creyó  que  para 
vender  bulas  no  bastaba  el  privilegio  concedido  por  la  Santa  Sede  á  los 
Reyes  de  España,  y  que  era  necesario  obtener  uno  directo.  ¿  Por  qué 
no  creyó  lo  mismo  en  lo  relativo  al  patronato  y  á  los  diezmos  ?  ¿  No 
eran  también  privilegios  especiales  concedidos  por  la  Santa  Sede  á  los 
mismos  Reyes  ?  ¿  Por  qué  los  unos  son  eficaces  en  favor  del  Gobierno 
republicano  y  el  otro  ineficaz  ?  No  hay  absolutamente  razón  alguna  ;  y 
así,  desde  que  el  Gobierno  se  abstuvo  de  vender  bulas,  porque  el  privi- 
legio especial  respectivo  se  había  concedido  únicamente  á  los  Reyes  de 
España,  debió  también  abstenerse  de  ejercer  el  derecho  de  patronato  f 
de  intervenir  en  los  diezmos,  porque  tales  derechos  fueron  también 
concedidos  únicamente  á  los  Reyes  de  España.  No  concebimos  el  porqué 
de  la  diferencia  que  se  estableció  en  el  particular. 

Creemos  que  nuestros  lectores  verán  con  gusto  lo  que  sobre  este 
mismo  asunto  dice  el  erudito  historiador.  Groot,  en  los  siguientes 
pasajes : 

Desde  que  por  la  revolución  del  20  de  Julio  ^  de  1810.  se  privó  del  mando  á  las 
autoridades  españolas,  cada  provincia,  asumiendo  su  soberanía,  empezó  á  disponer 
de  las  rentas  decimales,  diciendo  que  se  gobernaba  á  nombre  del  Rey  y  que  todos 
eran  interesados  en  lo  que  pertenecía  al  soberano.  Contentáronse  al  principio  con 
sustraer  la  cuarta  de  novenos  que  se  figuraban  tocarles,  y  otros  de  la  renta  de  la 
mitra,  de  vacantes  y  demás  ramos  ;  pero  no  embarazaban  que  los  jueces  delegados 
de  diezmos  enviasen  á  la  tesorería  general  ciertas  cantidades. 

Este  proceder  era  desordenado  y  abusivo ;  pero  el  Cabildo  tuvo  que  tolerarlo  y 
callar  ante  la  razón,  ó  mejor  dicho  disculpa,  de  que  subsistiendo  como  subsistía  la 
autoridad  real  reflejada  en  cada  una  de  aquellas  soberanías,  como  en  los  menudos 
fragmentos  de  un  espejo  que  se  quiebra  se  refleja  el  rostro  de  la  persona  que  los 
.  mira,  subsistían,  por  supuesto,  en  cada  una  de  esas  soberanías  el  patronato,  la 
donación  de  los  novenos  y  demás  privilegios  especiales  que  la  Silla  Apostólica 
había  concedido  á  los  Beyes  de  España.  Por  esta  consideración  toleró  en  silencio 
la  dilapidación  que  de  esos  fondos  se  hacía,  unas  veces  bajo,  pretexto  de  conservar 
en  depósito  lo  perteneciente  al  Arzobispo,  á  fin,  según  decían,  de  que  no  lo  gastase 
el  Grobiemo  de  Santafé;  otras  bajo  el  título  de  empréstito,  con 'calidad  de  rein- 
tegro, y  bajo  de  tales  protestas  ó  pretextos  se  extrajeron,  sólo  por  los  Dictadores 
y  Fresidentes  de  Cundmamarca,  muy  cerca  de  doscientos  mil  pesos. 

Esta  tolerancia  del  Cabildo  eclesiástico  franqueó  más  el  camino  que  se  había 
emprendido,  y  el  Dictador  Nariño,  habiendo  sabido  que  el  Cabildo  había  destinado 
cincuenta  mil  pesos  de  la  renta  arzobispal  para  la  obra  de  la  iglesia  catedral  en 
calidad  de  devolución  de  los  'productos  de  la  renta  de  fábrica,  tuvo  esto  por  un 
atentado  y  trató  de  ejecutar  a  dicha  corporación  para  su  pronto  reintegro.  Con  el 
fin  áa  conseguir  su  intento,  desenterró  de  los  archivos  una  real  orden  del  tiempo  de 
Goáoj,  en  que  se  declaraba  que  todas  las  rentas  decimales  pertenecían  al  real 
Tesoro,  y  acompañando  una  copia,  ofició  al  Cabildo.  Este  cuerpo  creyó  evitar  la 
discordia  con  ailatar  la  contestación ;  pero  Nariño  no  pudo  sufrir  la  demora  y 
apercibió  al  Cabildo  para  que  contestara  dentro  de  veinticuatro  horas.  Eevistién- 
dose  entonces  éste  de  toda  la  firmeza  y  libertad  que  inspira  la  justicia,  contestó 
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denegándose  absolntamenie ;  Hizo  presente  la  insnbsistencia  de  la  pretendida  real 
oi*den  y  el  peligro  de  Uevar  adelante  tan  errado  proyecto.  Nariño,  qne  era  hombre 
político,  conoció  las  dificultades  en  que  se  iba  á  comprometer  y  desistió  del  empeño. 

Cuando  se  jnró  la  independencia  por  las  provincias,  la  autoridad  eclesiástica 
juzgó  que  el  negocio  de  diezmos  iba  á  mudar  de  aspecto,  porque  nadie  podía  fí^- 
rarse  que  los  Gobiernos  independientes  creyesen  que  podían  continuar  en  posesión 
de  privilegios  especiales  concedidos  por  el  jPapa  al  Key  que  acababan  de  desco- 
nocer. 

En  efecto  se  sintió  el  peso  de  la  razón  por  algunos  de  los  hombres  públicos,  y 
entonces  el  Colegio  electoral  del  Socorro  pidió  tan  solamente  que  se  le  permitiese 
usar  de  los  dos  novenos  del  producto  de  la  renta  de  aquella  provincia.  Cundina- 
marca  propuso  que  se  hiciese  nna  especie  de  concordato ;  pero  otras,  sin  reparar  en 
lo  que  merecía  la  primera  atención,  se  negaron  á  restituir  cosa  alguna. 

Entonces  fué  cuando  el  Cabildo,  con  los  Gobernadores  del  Arzobispado,  declaró 
que  todaB  las  rentas  decimales  pertenecían  á  la  Iglesia  desde  el  día  en  que  se  jnró 
la  independencia ;  y  en  virtud  ae  ello,  los  jueces  generales  de  diezmos  comenzaron 
á  providenciar  decididamente.  Pero  también  fué  entonces  cuando  el  Congreso  y 
el  Gobierno  general  tomaron  á  su  cargo  el  asunto,  y  nombraron  una  Comisión  del 
Cuerpo  legislativo  para  que  informase,  y  con  sn  informe  poder  formar  juicio  en  él 
punto  controvertido.  La  Comisión  opinó  que  los  diezmos  pertenecían  al  Estado  y 
que  el  Congreso  debía  prevenir  á  las  provincias  que  de  los  caudales  de  diezmos 
retuviesen  la  cuarta  Arzobispal ;  las  vacantes  menores,  incluyéndose  las  de  los 
Prebendados  ausentes ;  lo  que  tocase  á  la  canonjía  lectoral  que  estaba  suprimida; 
los  dos  novenos  reales  y  el  de  consolidación,  y  por  último  la  pensión  asigmida  k  la 
orden  de  Carlos  III  y  la  cantidad  destinada  al  hospital  de  Santafé.  Algunas 
otras  cosas  pedía  la  Comisión,  consiguientes  al  supuesto  falso  de  que  en  la  situa- 
ción actual,  los  diezmos  pertenecían  al  Gobierno.  En  seguida  el  Congreso  expidió 
un  decreto,  con  fecha  22  de  Octubre  del  mismo  año,  en  todo  de  acuerdo  con  la 
Comisión,  y  no  ])odía  ser  de  otro  modo,  cuando  el  mismo  comisionado,  que  lo  eva 
el  Dr.  Juan  Manmón,  fué  uno  de  los  que  lo  dictaron. 

El  informe  del  Canónigo  Marimón  era  un  tejido  de  proposiciones  decisivas 
desnudas  de  pruebas.  El  Congreso,  para  subsanar  esta  falta  y  dar  consistencia  4 
aquella  obra  aérea,  comisionó  á  un  hombre  más  competente  en  ciencias  eclesiás- 
ticas, axmque  laico,  que  el  Canónigo  de  Cartafi^na,  para  que  tomase  á  su  cargo 
aquel  empeño.  Este  fué  el  Dr.  Frutos  Joaquín  Gutiérrez,  quien,  comprometido  4 
vencer  esta  dificultad,  hizo  una  dilatada  exposición  informativa;  la  cual  fué 
aprobada  por  decreto  del  Congreso  el  12  de  Noviembre  de  1814,  previniendo  que  se 
publicase  por  la  prensa  juntamente  con  lo  informado  y  decrei»do  por  el  Dr. 
Marimón.^ 

Poco  antes  el  mismo  historiador  liabia  dicho  sobre  el  propio  asunto  lo 
siguiente : 

El  Gt>bi0mo  de  la  'Dnión  á  pesar  de  la  indecisión  en  que  estaba  la  cuestión 
sobre  derecho  de  patronato,  no  dejaba  de  disponet  de  la  renta  de  diezmos,  j 
)or  eso  desde  el  año  de  1812  había  dictado  una  providencia  sobre  suspensión 
le  rentas,  incluyendo  ésta.  Entonces  el  Cabildo  metropolitano  acordó  que  se 
oficiase  al  tesorero  de  Vélez,  intimándole  que  incurriría  en  las  censuras  de  la 
Iglesia  si  disponía  de  los  caudales  ^ue  debían  estar  á  órdenes  de  la  autoridad 
eclesiástica.  Esto  dio  lugar  á  cuestiones,  y  el  Cabildo  metropolitano,  para  sos- 
tener los  derechos  de  la  Iglesia,  resolvió  formalizar  la  competencia  con  él  Gbbierao 
civil,  nombrando  para  sostenerla  al  canónigo  magistral  Dr.  Andrés  Mar^ 
Eosillo.  •  .  .     , 

El  Cabildo  siempre  sostenía,  y  con  sobrada  razón,  que  desde  el  momento  en 
que  se  había  declarado  la  independencia  de  los  Eeyes  de  España,*  el  Grobiemo  no 
podía  tener  parte  y  acción  sobre  los  diezmos,  hasta  que  por  medio  de  un  concordato 


§; 


*  Historia  eclesiástica  y  cvcü  de  Nueva  Granada,  tomo  II,  páginas  395  á  S97. 
3  Esto  se  verificó  en  Bogotá  el  19  de  Julio  de  1813. 
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con  la  Santa  Sede  consigniese  esta  gracia  con  el  patronato  eclesiástico,  dereólios 
de  qne  8Ó]o  por  concesión  de  l(5s  Papas  gozaban  los  Eeyes  de  España,  j  de  los 
cuales  no  podía  gozar  nn  Gobierno  que  había  dejado  de  representar  los  derechos 
de  los  soberanos  agraciados,  siendo  de  tan  diversa  cotidición  política.  En  este 
sentido  ofició  el  Dr.  Cuervo  en  21  de  Julio  á  los  tesoreros  del  ramo  y  al  Gobierno 
de  la  Unión,  haciéndoles  saber  que  el  del  Arzobispado  entendía  que  las  rentas  de- 
cimales pertenecían  exclusivamente  j  en  su  totalidad  á  la  Iglesia,  y  que  en  tal 
virtud  debían  remitirse  á  Santafé  los  caudales  perteuecientes  al  ramo.  Esta  pro- 
videncia del  Juez  hacedor  dio  lugar  un  poco  mas  tarde  á  otras  del  Congreso,  que 
fueron  las  que  originaron  una  controversia  entre  los  canonistas  ministeriales  y  los 
del  Capítulo  metropolitano.*  ... 

La  cuestión  sobre  diezmos  que  se  había  suscitado  entre  el  Gobierno  general  y 
el  Cabildo  eclesiástico,  con  motivo  de  lo  acordado  por  éste  en  10  de  Septiembre  de 
1818,  estaba  aún  pendiente.  El  Canónigo  magistral  Dr.  Andrés  María  Rosillo 
había  sido  encargado  por  aquel  cuerpo  para  defender  los  derechos  de  la  Iglesia  en 
esta  cuestión ;  pero  con  las  novedades  de  la  guerra  de  Diciembre  entre  el  General 
Bolívar  y  el  Dictador  de  Ctindinamarca,  aun  no  haHa  podido  concluir  su  trabajo 

Ílaa  cosas  permanecían  en  el  estado  que  antes,  sin  atreverse  el  Cabildo  ¿ 
acer  nada,  hasta  que  pasados  algunos  meses  el  Dr.  Rosillo  presentó  su  trabajo  y 
el  Cabüdo  lo  tomó  en  consideración.  El  8  de  Koviembre  de^l8l5  se  consultó  el  voto 
de  los  capitulares  para  ver  si  se  debía  presentar  ó  no  al  Congreso.  Todos  fueroj^ 
de  parecer  que  se  presentase  menos  el  Maestrescuela  Dr.  Manuel  Andrade,  que 
creyó  encontrar  en  el  escrito  del  Dr.  Rosillo  expresiones  demasiado  fuertes.  No 
obstante,  los  demás  votaron  porque  se  presentase  sin  alteración  alguna.^ 

2.  Para  que  se  conozca  la  fuerza  de  las  principales  argumentaciones 
del  Dr.  Ghitiérrez,  abogado  del  Congreso,  creemos  conveniente  hacer 
Botar  que  en  lo  que  más  hincapié  hacm  era  en  la  circunstancia  de  que  las 
eoDoesiones  pontificias  se  habían  Ixecbo  no  á  las  personas  de  los  Iteyes 
de  España,  ni  á  su  dinastía^  sino  al  Estado  que  cumpliera  las  condiciones 
de  la  concesión  j  se  acomodara  á  la  intención  y  designios  de  la  Santa 
Sdde.    Sobre  esto  ^e  expresaba  así : 

1)08  pueblos  fueron  los  <}ue  á  sus  expensas  y  con  sus  propios  bienes  cumplieron 
eon  la  condición  del  rescnpto  y  llenaron  cuanto  estuvo  de  sfu  parte  la  intención  y 
deágnios  de  la  Silla  Apostólica.  El  Estado,  por  consiguiente,  que  se  compone  de 
«ito0  mismos  pueblos,  es  k  quien  se  dirige  la  gracia  de  los  diezmos,  y  quien  está  en 
pOMÍ6n  de  ellos,  conforme  al  estáritu  de  la  Iglesia.  La  Iglesia,  en  manos  de  la 
Wk,  Apostólica,  por  más  que  Alejandro  YI  quisiera  dispensar  sus  favores  al  Trono 
üpañol,  no  concedió  la  gracia  de  los  diezmos  sino  á  aquel  qne  á  sus  expensan  y 
MU  BUS  propios  bienes  ed^ese,  dotase  y  sostuviese  los  altares  j  sus  ministros. 
OBnoedió  esta  gracia  al  Estado  que  cumpliese  con  estos  requisitos ;  pero  no  ha 
9Ído  la  Nación  Española  quien  ha  Uenaoo  estos  deberes ;  han  sido  los  pueHos 
ifemicanos,  á  quienes  no  se  ^uede  negar  sin  injusticia  la  cualidad  atribuida  de 
W  derechos  qne  concedió  la  Silla  Apostólica  al  Estado  que  cumpliese  con  aquellas 
4Máidones. 

fil  Dr.  Hosillo  en  su  exposición,  que  es  un  escrito  de  mucbo  mérito, 
3kMe  una  oportuna  distinción  entre  el  objeto  de  la  concesión  y  la  condi- 
4Íéii  impuesta  en  lo  relativo  á  la  dotación  de  iglesias^  mantenimiento 
^  ks  ministros  y  demás  gastos  del  culto. 

Sobre  lo  primero  bace  observar  que,  según  el  tenor  literal  de  la  bula 
#í  eoncesion,  ésta  se  bizo  para  soportar  las  impensas  necesarias  para  la 
^ftnervaeiófí  f  manutención  de  la^  Indias  y  partes  adquiridas. 
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8i  nos  trasladamos  con  la  imaginación  al  tiempo  en  que  se  hizo  la 
concesión,  nos  explicaremos  perfectamente  el  santo  objeto  que  se  propo- 
nía el  Papij  al  hacerla.  Descubierta  la  América,  poblada  por  millonee 
de  salvajes,  era  conveniente  auxiliar  á  los  católicos  Reyes  de  España 

1)ara  que  trabajasen  con  interés  y  decisión  en  la  obra  de  la  difusión  de 
as  luces  del  Evangelio  en  esas  inmensas  y  remotas  regiones.  Ninguna 
cosa  mejor  podía  hacerse  que  concederles  algunos  derechos  sobre  los 
diezmos,  porque  para  que  éstos  ascendieran  á  una  suma  considerable  era 

Sreciso  que  se  levantasen  cristiandades  florecientes  en  los  países  recién 
escubiertos.  Por  consiguiente,  la  intención  manifiesta  de  la  Santa 
Sede  fué  conceder  á  los  Keyes  de  España  un  auxilio  pecuniario  para 
que  pudiesen  atender  á  los  gastos  de  administración  y  conservación  de 
sus  dominios  en  América,  como  una  recompensa  á  los  esfuerzos  y  sacrifi- 
cios hechos  por  ellos  en  beneficio  de  la  propagación  del  catolicismo  en 
dichos  dominios.  Desde  que  faltara  la  dominación  real  en  estos  países, 
cesaba  por  lo  mismo  el  objeto  al  cual  debían  destinarse  los  recursos 
cedidos,  y  la  concesión  caducaba  por  el  mismo  hecho;  máxime  si  se 
atiende  á  que  el  Gobierno  republicano  no  había  prestado  los  servicios 
que  se  querían  remunerar. 

Respecto  de  la  condición  de  atender  á  los  gastos  del  culto,  la  concesión 
se  expresa  así : 

Ppr  e8j)ecial  don  de  gracia,  os  concedemos  y  á  los  que  fueren  vuestros  sucesores 
.  .  .  percibir  y  llevar  semejante  décima  .  .  .  precediendo  la  asignación  real  y 
efectiva  &  disposición  de  los  diocesanos  ...  de  la  dote  suficiente  á  las  Iglesias 
que  sean  erigidas. 

Tenían,  pues,  los  Reyes  estricta  obligación  de  atender  á  todos  los 
gastos  del  culto  en  estas  colonias,  y  tenían  el  derecho  de  invertir  los 
diezmos  en  los  gastos  de  su  administración  y  conservación.  La  obliga- 
ción había  cesado  desde  que  terminó  su  dominio,  porque  había  imposi- 
bilidad de  cumplirla ;  lo  propio  sucedía  con  el  derecho,  por  la  naturaleza 
misma  de  las  cosas,  y  porque  la  concesión  no  había  estipulado  que,  á 
falta  del  Gobierno  favorecido,  se  le  reconociese  á  ninguna  persona  ó 
entidad. 

3.  El  Congreso,  menos  cuerdo  que  el  Dictador  Nariño,  no  quiso  echar 
pie  atrás  en  el  asunto,  y  sostuvo  sus  pretensiones,  á  pesar  de  su  falta  de 
razón.     Á  este  propósito  observa  el  señor  Groot  lo-  siguiente  : 

Estas  contiendas  ruidosas  con  la  Iglesia  eran  las  que  daban  fundados  moti- 
vos de  temor  á  los  hombres  previsivos,  escándalo  al  pueblo  y  armas  bien  tem- 
pladas á  los  afectos  al  Gobierno  español  para  atacar  como  irreligioso  el  nuevo 
sistema ;  y  si  hubo  algunos  clérigos  y  frailes' que  persuadiesen  al  vulgo  ignorante 
que  la  Éeligión  católica  iba  k  perecer  con  la  revolución  y  que  todos  los  repu* 
blicanos  se  convertirían  en  otros  tantos  herejes,  la  culpa  la  tenían  los  que  daban 
materia  para  juzgarlo  así;  y  la  prueba  de  todo  lo  que  tenemos  dicho  en  este 
sentido  la  encontrará  el  lector  en  la  proclama  de  Morillo  expedida  en  Cartagena.^ 

Veamos  ahora  el  siguiente  pasaje  de  la  proclama  aludida,  en  compro- 
bación de  lo  que  dice  el  autor  : 


^  Historia  eclesiástica  y  civil  de  Nueva  Granada^  tomo  II,  páginas  403  y  404. 
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¿  Qué  felicidad  habéis  logrado  con  el  soñado  Gobierno  qne  os  ban  presentado 
hasta  ahora  ?...(}  No  han  dispuesto  de  los  diezmos  de  los  ministros  de  Dios, 
á  pesar  qne  el  miedo  al  delito  los  obligaba  á  encargar  el  secreto  ?  ¿No  habéis  visto 
despojar  los  templos  de  sus  alhajas,  j  hasta  de  los  vasos  sagrados  más  preciosos  P 
Y  por  último,  ¿  no  habéis  permitido  poner  las  sacrilegas  manos  en  la  custodia  de 
la  catedral  de  esta  ciudad  y  entregarla  á  las  impuras  de  un  mercader  extranjero, 
negociando  con  una  alhaja  sin  precio,  y  profanájidola  al  punto  de  verla  confundida 
entre  los  tercios  cargados  en  un  buque  y  tirada  en  un  almacén  con  el  último  des- 
precio esperando  comprador,  como  si  fuera  un  fardo  de  vil  mercancía  ?  ¿Y  todos 
estos  sacrilegios  para  qué  ?  Para  comprar  armas  á  fin  de  prolongar  vuestros  males, 
y  formar  con  vuestros  cadáveres  los  perversos  escalones  para  subir  á  un  trono 
nadando  en  sangre,  y  debido  á  vuestra  ceguedad  obra  de  vuestra  irreligión. 

Guando  os  gobernaba  el  Bey,  como  gobierna  á  España,  ¿se  cometían  estos 
sacrilegios  P  Desde  luego  qne  no.  Por  esto  el  trono  de  Fernando  será  el  más 
duradero,  pues  se  apoya  sobre  la  Beligión.  Dios  lo  protege  y  toda  resistencia 
á  sus  preceptos  es  vana. 

Inmediatamente  después  de  la  publicación  de  esta  proclama,  yino  la  época 
del  terrorismo,  que  se  extendió  desde  1816  hasta  1819.  La  espada  victo-' 
liosa  del  gran  Bolívar  restableció  el  Gobierno  republicano,  desmintiendo 
asi  la  promesa  de  perpetuidad  del  dominio  español  hecha  por  Morillo  en 
la  proclama  de  que  acabamos  de  hablar ;  pero  nadie  desconocerá  que  las 
insensatas  disensiones  entre  las  autoridades  civiles  republicanas  y  las  de 
la  Iglesia,  contribuyeron  poderosamente  á  abrir  las  puertas  del  país  á  los 
feroces  pacificadores,  6  hicieron  más  y  más  difícil  y  costosa  la  obra  de 
nuestra  redención. 

4.  Con  el  Gobierno  republicano  renació  la  cuestión  de.  diezmos.  El 
Ilustrísimo  señor  Obispo  de  Mérida  dirigió  una  nota  al  Gobierno  en  la  que 
hacía  presente  que  con  el  cambio  de  Gobierno  había  cesado  la  donación 
de  diezmos  hecha  por  la  Santa  Sede ;  pero  que  no  obstante,  él  creía  justa 
su  distribución  como  se  había  estado  practicando,  con  la  sola  diferencia  de 
que  el  noveno  y  medio  de  hospital  se  aplicase  por  entonces  á  los  militares, 
y  los  dos  que  se  llamaban  reales  se  reservasen  para  los  gastos  de  los 
comisionados  que  se  debían  enviar  á  Roma. 

El  Gobierno  contestó  manifestando  que  él  era  heredero  y  sucesor  de 
los  Reyes  de  España  en  estos  países,  y  que  como  tal  tenía  perfecto  derecho 
á  los  diezmos  con  cargo  de  sostener  el  culto  en  los  términos  exigidos  en 
la  bula  de  concesión.  Esto  era  reproducir  el  mismo  inaceptable  argu- 
mento que  desde  un  principio  venía  haciendo  el  Gobierno  republicano,  y 
que  no  podía  convencer  á  ninguna  persona  sensata  é  instruida ;  pero 
como  el  Gobierno  tenía  en  sus  manos  la  fuerza,  su  parecer  prevaleció  y 
BU  conducta  fué  aprobada  por  el  Congreso  de  Cúcuta  el  11  de  Octubre 
de  1821,  día  en  que  resolvió  que  se  continuasen  observando  las  leyes  vi- 
gentes en  la  materia  mientras  se  celebraba  un  concordato  con  la  Santa  Sede. 
Esta  restricción  prueba  que  el  Congreso,  aunque  aprobaba  la  conducta  del 
Ejecutivo,  no  tenía  pleno  convencimiento  de  que  sus  derechos  fueran 
indisputables,  y  reconocía  la  necesidad  de  una  negociación  directa  con  la 
Santa  Sede.  *.  . 

Pero  sucedió  en  este  ramo,  como  en  el  de  patronato  y  fuero  eclesiástico, 
ue,  apenas  afianzado  sólidamente  en  el  poder  el  Gobierno  republicano, 
ovó  sus  pretensiones  hasta  más  allá  de  donde  lo  permitían  las  concesiones 
pontificias  á  la  Corona  de  España.  /^  t 
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5.  El  primer  abuso  vino  con  la  ley  de  21  de  Junio  de  1823,  que  es  la 
9%  parte  2%  tratado  4?  de  la  Recopilación  Granadina.  Dispuso  esa  ley 
que  no  se  exigiesen  derechos  de  ninguna  clase  por  dispensas  para  contraer 
matrimonios  (art.  1?);  que  no  se  practicasen  informaciones  escritas  sobre 
soltería,  permitiéndose  á  lo  mas  verbales  y  sin  derechos  cuando  no  «e 
pudiese  prescincür  de  ellas  (art.  5?);  y  que  tampoco  se  exigiesen  derechos 
de  ninguna  dase  por  la  dispensa  de  proclamas  (art.  6?). 

¿Qué  derecho  tenía  el  Gobierno  para  intervenir  en  esos  asuntoeP 
Aunque  se  le  reconociesen  de  gracia  todos  los  derechos  que  la  Santa  Sedé 
había  concedido  especialmente  al  Bey  de  Espa^,  no  habría  podido  hacerlo; 
porque  nunca  la  Santa  Sede  autorizó  para  tatnto  á  la  potestad  real.  Este 
fué  un  nuevo  abuso  que  nada  puede  justificar ;  aunque  se  reconozca^  como 
reconocemos,  que  de  parte  del  Congreso  de  1823  no  hubo  la  deliberada 
intención  de  afectar  los  derechos  de  la  Iglesia  con  esa  medida.  Lo  que 
hubo,  de  j)arte  de  la  mayoría  alo  menos^  fué  imprevisión,  ligereza  y  tal 
'  vez  una  aberración  del  momento,  que  no  hubo  quien  disipara  oportuna- 
mente. 

Haciéndonos  cargo  de  las  circunstancias  de  los  tiempos^  comprendemos 
que  en  1823  pudiera  darse  esa  ley,  sin  que  la  mayoría  de  los  que  la  expU 
dieron  advirtiese  la  iniquidad  que  envolví a«  ¿Diremos  lo  mismo  del 
Congreso  de  1832,  que  la  restableció  por  ley  de  13  de  Febrero,  que  es  1|t 
10,  parte  2%  tratado  4?  de  la  Recopilación  Granadina  F  No  nos  atrevemos 
á  tanto ;  y  aunque  tampoco  nos  atrevamos  á  afirmar  redondamente  la 
mala  fe  de  éste  en  el  particular,  hay  muchas  circunstancias  que  concurren 
á  proharla. 

6.  El  Congreso  de  1825,  por  decreto  de  28  de  Marzo  suprimió  las 
contribuciones  que  se  exigían  al  clero  con  el  nombre  de  annatas,  anmdi» 
dades  y  mesadas  eclesiásticas,  desde  la  época  del  Gobierno  español ;  pero 
fueron  restablecidas  por  el  Libertador  en  un  decreto  dado  en  1828,  cuando 
ejercía  el  poder  supremo  en  la  República.  Dicho  decreto,  con  sus 
considerandos,  dice  así : 

Considerando : 
•  I*  Que  el  Congreso,  por  decreto  de  28  de  Marzo  de  1825  suprimió  las  contaría 
buciones  denominadas  annatas,  anualidades  y  mesadas  ^eclesiásticas,  establecidas 
por  las  leyes  antiguas ; 

2!  Qoe  esta  sapresión  se  hizo  á  viriad  de  que  los  eclesiásticos  pagaban  las  ooi^ 
tribuciones  directas  lo  mismo  que  los  demás  ciudadanos,  cuyo  sólido  ñindan^nto 
ha  desaparecido  con  la  abolición  de  las  contribuciones  directas  y  el  restablecimi^siio 
de  las  indirectas,  que  existían  cuando  ellos  satisfacían  las  anualidades  y  mesadas 
eclesiásticas ; 

3*  Que  por  acuerdo  de  hoy  se  ha  quitado  la  suspensión  impuesta  por  el  Oongpreso 
de  que  se  proveyeran  ciertas  piezas  en  los  Cabildos  de  las  I^esiaa  catedrales  cajas 
vacantes  estaban  destinadas  para  satisfacer  la  Aeuda  interior ; 

4t  Que  es  necesario  llenar  la  falta  que  se  cause  en  los  fondos  del  crédito  pú- 
blico con  la  provisión  de  las  prebendas  y  demás  piezas  eclesiásticas,  asignando 
otras  e€[uivalentes  sobre  las  rentas  del  clero  colombiano  beneficiado  por  aquella 
disposición,  en  uso  de  las  facultades  extraordinarias  que  ejerzo  y  con  ú  diotasaea 
del  Consejo  de  Gobierno, 

Decreto  : 

Art.  V  Se  restablecen  las  medias  annatas,  anualidades  y  mesadas  eclesiásticas, 
que  desde  la  publicación  del  presente  decreto  se  cobrarán  bajo  las  mismas  reglas  y 
disposiciones  que  regían  cuando  se  abolieron. 
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Art.  2?  El  producto  de  las  anualidades  se  destina  al  crédito  público  en  com- 
pensación de  las  vacantes  yie  se  hajan  de  proveer.  Igualmente  se  destinan 
al  crédito  público  las  medias  annatas  y  mesadas  eclesiásticas  como  un  fondo 
adicional  y  separado. 

Art.  3?  Se  suspende  el  decreto  de  28  de  Marzo  de  1825  en  todo  lo  que  sea 
contrarío  al  presente. 

Lo  kemoe  dicho  ya,  y  lo  repetimos :  no  creemos  que  el  Gobierno  repu- 
Utioano  tuYÍese  derecho  de  apropiarse  esas  rentas  que  pertenecían  á  la 
Santa  Sede^  ni  que  por  lo  mismo  pudiese  suprimirlas  ó  restablecerlas.  Ni 
aun  los  S«yes  de  España  podían  alegar  una  concesión  expresa  de  la  Santa 
Sede  en  este  particular.  Hubo  á  lo  más  ima  tolerancia  del  Padre  Santo, 
que  en  su  sabiduría  y  en  su  benevolencia  no  juzgó  conveniente  impedir 
eeas  invasiones  del  poder  civil.  Por  lo  menos  no  conocemos  documento 
alguno  que  pruebe  que  la  Santa  Sede  hubiese  trasmitido  al  Gobierno  civil 
semejacttes  derechos. 

Estamos  muy  lejos  de  creer  que  el  Libertador  al  dictar  disposiciones 
sobre  el  particular,  hubiese  tenido  la  intención  de  vulnerar  en  lo  mínimo  • 
los  derechos  de  la  Iglesia.  Él  era  sincera  y  realmente  católico,  y  amaba 
su  fe  con  todo  el  entusiasmo  y  el  ardor  de  su  admirable  genio ;  pero 
quizá  no  tuvo  oportunidad  de  estudiar  el  pimto  con  el  detenimiento 
necesario  para  rectificar  sus  juicios,  y  creyó  que  el  Gobierno  tenía  en 
realidad  derecho  á  esas  rentas,  porque  lo  encontró  en  posesión  de  ellas, 
y  no  se  le  hizo  oportimaménte  reclamación  alguna  sobre  el  particular. 

Por  lo  demás,  si  bien  es  cierto  que  los  considerandos  del  decreto  no 
prueban  el  derecho  del  Gobierno,  sí  se  nota  que  en  ellos  predomina  cierto 
espíritu  de  equidad  y  de  respeto  á  los  compromisos  contraídos.  Pudo 
errarse  por  falta  de  un  conocimiento  suficientemente  perfecto  del  asunto 
y  de  sus  antecedentes ;  pero  la  buena  fe,  la  rectitud  de  intenciones  y  4a 
sinceridad  de  miras  reúsaltan  de  tal  manera,  que  no  puede  abrigarse  sobre 
ello  duda  alguna. 

Sin  embargo,  preciso  es  tener  en  cuenta  que  si  el  Gobierno  republicano 
alegaba  derecho  á  los  diezmos  por  la  concesión  hecha  á  los  Beyes  de 
España,  tenía  que  reconocer  la  obligación  de  hacer  todos  los  gastos  que 
exigiese  el  sostenimiento  del  culto  y  sus  ministros^  y  no  podía  ordenar 
•  que  quedasen  puestos  vacantes  en  los  Capítulos  catedrales,  para  destinar 
aL  crédito  público  lo  q^ue  debiera  invertirse  en  la  provisión  de  dichos 
puestos» 

-  Más  tarde  el  Congreso  de  1832  dictó  el  decreto  de  24  de  Febrero,  en 
el  cual  dispuso  que  el  producto  de  las  rentas  referidas  ingresase  á  los 
fondos  comunes  de  la  Eepública. 

7.  Desde  el  año  de  1826  el  Secretario  de  Hacienda  propuso  al  Congreso 
la  abolición  del  diezmo,  á  pretexto  de  que  era  el  principal  obstáculo  que 
ae  oponía  al  desarrollo  de  la  {^cultura.     £l  dice : 

Debo  indicaros  estos  obstáctdos  por  más  qne  prevea  la  siniestra  interpretación 
qne  hará  el  vnl^o  de  nais  indicaciones,  porque  jamás  sacrificaré  la  verdad,  ni 
el  tpeu  de  la  Bepública  y  de  mis  coDcindadanos  al  temor  de  censuras  malignas  6 
interesadas. 

£1  diezmo  eclesiástico  es  el  primer  obstáculo  que  impide  sus  progresos  y  retarda 
BU  prosperidad  (la  de  la  Bepública). 

ISstas  son  palabras  que  sólo  el  espíritu  anticatólico  ha  podido  dictar. 
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Aunque  realmente  la  exacción  del  diezmo  faese  grave  obstáculo  para  el 
desarrollo  de  la  agricultura,  lo  que  está  muy  lejos  de  haberse  probado,  la 
conclusión  no  podía  ser  que  el  Grobiemo  por  si  y  ante  sí  lo  suprimiese,  que 
era  lo  que  proponía  el  Secretario,  sino  que  se  promoviese  un  acuerdo  con 
la  Santa  Sede,  porque  se  trataba  de  una  renta  eclesiástica,  en  la  cual  no 
se  podían  hacer  alteraciones  de  ninguna  clase  sin  conocimiento  y  consen- 
timiento de  la  Silla  Apostólica.  Lo  que  debía  temer,  pues,  el  Secretario 
no  eran  censuras  malignas  ó  interesadas,  sino  censura^  justas  y  muy 
fundadas  de  todos  los  católicos  sinceros  que  comprendiesen  el  alcance 
de  la  medida  que  proponía. 

,  8.  En  el  año  de  1832  el  Gobierno  de  la  República  dispuso  enviar  una 
Legación  á  Boma.  Expidió  al  efecto  la  ley  de  24  de  Febrero,  que  es 
la  4*,  parte  1*,  tratado  7^  de  la  Recopilación  Granadina,  y  ordenó  en  su 
artículo  2?  que  los  gastos  que  se  ocasionaran  se  hiciesen  de  la  renta  de 
diezmos,  de  preferencia  á  cualquier  otro.  Al  efecto  se  dispuso  que  cada 
Diócesis  contribuyese  á  proporción  de  lo  que  habían  producido  los  diez* 
mos  en  el  quinquenio  de  1826  á  1831 ;  y  que,  una  vez  asignado  lo  que 
correspondía  á  cada  Diócesis,  el  contador  lo  dedujese  preferentemente  de 
la  masa  general  al  formar  el  cuadrante. 

En  el  año  de  1833  se  expidió  la  ley  de  21  de  Mayo,  que  es  la  2^,  parte 
2%  tratado  3?  de  la  Recopilación  Grtmadina,  por  la  cual  se  señalaron  al 
Colegio  académico  de  Antioquia  dos  mil  pesos  de  la  parte  correspondiente 
á  aquella  mitra  en  la  renta  decimal. 

Lo  hemos  dicho  muchas  veces,  y  lo  repetimos :  excelente  cosa  es  la 
instrucción;  pero  es  malo  en  sí  mismo  que  el  Gobierno  la  fomente 
con  recursos  que  no  le  pertenecen  y  de  los  cuales  no  tiene  derecho  de 
disponer.  Los  colegios  públicos  deben  sostenerse  con  los  fondos  públicos, 
así  como  los  Seminarios  deben  sostenerse  con  los  fondos  de  las  Iglesias. 

En  el  mes  de  Mayo  del  año  siguiente  de  1834  se  expidieron  cuatro  leyes 
relacionadas  con  el  negocio  de  diezmos.  La  primera,  de  fecha  11,  es  la 
7*,  parte  1%  tratado  4?  de  la  Recopilación  Granadina,  por  la  cual  se  erigió 
la  Provincia  de  Pamplona  én  Obispado ;  se  señaló  al  Obispo  la  renta  de 
cuatro  mil  pesos  tomados  de  la  cuarta  episcopal ;  y  se  aplicó  el  sobrante 
d^  las  dos  cuartas  á  las  escuelas. 

La  segimda,  de  fecha  17,  es  la  ley  4%  parte  2^  tratado  3?  de  la  Recopi- 
lación Granadina;  y  por  ella  se  concedieron  al  Colegio  seminario  de 
Santamarta  dos  mil  pesos  anuales,  del  ramo  de  vacantes  mayores  y 
menores  de  aquel  Obispado. 

La  tercera  lleva  fecha  22,  corresponde  á  la  ley  17,  parte  3?,  tratado  1? 
de  la  Recopilación  Granadina,  y  por  ella  se  dispuso  que  se  tomasen  cinco 
mil  pesos  anuales  de  la  cuarta  arzobispal,  para  el  establecimiento  y  con- 
servación de  la  Casa  de  Refugio  creada  en»  Bogotá. 

La  cuarta,  que  se  expidió  el  mismo  día,  es  la  ley  3*,  parte  2%  tratado  4? 
de  la  Recopilación  Granadina,  y  por  ella  se  dispuso  que  en  los  Obispados 
donde  la  parte  de  los  diezmos  correspondiente  á  los  Obispos  pasara  de 
cuatro  mil  pesos,  no  se  cobrasen  las  cuartas  funerales  y  de  oblaciones  ;  y 
que  tampoco  se  cobrasen  dichas  cuartas  de  los  beneficios  que  no  diesen 
más  de  seiscientos  pesos. 

No  faltó  en  1835  una  disposición  que  afectara  la  renta  de  diezmos. 
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Fué  la  ley  de  11  de  Junio,  que  es  la  17,  parte  2*,  tratado  3?  de  la  Recopi- 
lación Granadina,  en  la  cual  se  dispuso  lo  siguiente : 

La  parte  de  los  diezmos  de  la  Provincia  de  Neiva  que  toca  á  loe  hospitales  de  la 
renta  decimal  por  la  distribución  que  de  ella  se  hace  según  la  ley,  se  destina  al 
fomento  de  las  escuelas  de  la  misma  provincia. 

9.  El  18  de  Abril  de  ese  mismo  año  de  1835  se  había  expedido  una  ley- 
orgánica  de  la  renta  de  diezmos,  que  es  la  7*,  parte  4%  tratado  5?  de 
la  Kecopilación  Granadina,  de  la  cual  conviene  que  demos  una  idea  á 
nuestros  lectores.     Su  artículo  1?  dice : 

La  dirección  de  la  renta  de  diezmos  corresponde  en  todo  el  Estado  al  P.  E.,  quien 
la  ejercerá  por  medio  del  Secretario  del  Despacho  de  ^Hacienda ;  en  cada  una  de 
las  Diócesis,  á  la  Junta  superior  de  diezmos ;  en  las  Provincias  á  los  Gobernadores ; 
7  en  los  Cantones  á  las  Juntas  subalternas  del  ramo. 

Las  atribuciones  del  Secretario  de  Hacienda  eran  las  mismas  que  tenía 
en  los  demás  ramos  de  la  Hacienda  pública. 

La  Junta  superior  de  diezmos  se  componía  del  Gobernador,  de  un 
Ministro  Juez  del  Tribunal  del  distrito,  del  Fiscal  del  jnismo,  de  un 
Prebendado  nombrado  por  la  mitra  y  otro  por  el  Capítulo,  y  finalmente 
del  Tesorero  del  ramo. 

-  Esta  Junta  debía  tener  á  lo  menos  una  sesión  por  semana,  aprobaba 
las  fianzas  de  los  tesoreros  é  interventores,  revisaba  los  actos  de  las 
Juntas  subalternas,  vigilaba  la  conducta  de  los  empleados  del  ramo,  daba 
informes  y  promovíalo  conveniente  ante  el  Poder  Ejecutivo,  y  examinaba 
y  fenecía  las  cuentas  de  los  colectores. 

Los  Gobernadores  ejercían  en  general  todas  aquellas  facultades  de 
inspección  conducentes  á  la  buena  marcha  de  la  renta^  proponían  una 
tema  para  proveer  la  Tesorería  cuando  quedaba  vacante,  y  suspendían 
á  los  empleados  de  la  Tesorería,  dando  cuenta  al  Gobierno  para  lo  de  su 
cargo. 

Las  Juntas  subalternas  se  componían  del  Jefe  político,  el  Juez  letrado 
de  primera  instancia,  el  personerp  municipal,  el  colector  del  ramo  y  el 
cura  párroco. 

Esa  Junta  tenía  sesiones  ordinarias  cada  quince  días,  y  todas  las  extra- 
ordinarias que  se  necesitaban.  Intervenía  en  los  remates  6  administración 
de  los  partidos  ó  veredas ;  daba  los  informes  y  hacia  las  gestiones  que 
estimaba  convenientes  ante  la  Junta  superior ;  señalaba  la  ca^a  excusada^ 
y  resolvía  las  dudas  que  ocurrieran  en  los  remates. 

£1  sistema  preferido  para  la  administración  de  la  renta  era  el  de 
remates,  y  sólo  en  el  caso  de  no  hacerse  postura  admisible  se  ponía  en 
administración  directa. 

Cuando  un  deudor  y  su  fiadqr  resultaban  insolventes,  pagaban  por  ellos 
los  tniembros  de  la  Junta,  á  menos  que  fuesen  plenamente  satisfactorios 
los  documentos  que  se  les  presentaran  sobre  la  calidad  del  fiador  ó  el  valor 
de  las  hipotecas. 


^  Antiguamente  la  casa  exctisada  era  la  segunda  de  cada  lugar,  por  su  mucho 
producto ;  pero  esta  ley  dispuso  que  se  designara  una  del  término  medio,  de  modo 
que  no  fuera  de  las  máis  ni  de  las  menos  productivas. 
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En  cada  Cantón  había  un  Colector,  que  debía  cobrar  oportunamente  lo 
que  se  debía  al  ramo,  y  era  responsable  de  lo  que  no  cobrase,  salvo  que 
hiciese  cuanto  estaba  á  su  alcance  para  verifícario»  Las  cantidades  recau- 
dadas se  depositaban  en  Tina  caja  tríclave^  cuyas  llaves  manejaban  el  Jefe 
político,  el  J  uez  de  hacienda  y  el  Colector. 

El  Colector  tenia  derecho  á  un  tanto  por  ciento,  que  no  bajaba  de  dos 
ni  excedía  de  «m,  deducidos  previamente  los  novenos  ordinarios,  el  de 
consolidación  y  los  gastos  de  legación  en  Boma ;  y  aseguraba  su  manejo 
á  satisfacción  de  la  Junta  general. 

Á  la  Tesorería  estaba  confiada  la  formación  del  cuadrante^  que  era  una 
especie  de  cuadro  en  que  figuraban  loa  productos  de  la  renta,  y  la 
manera  como  se  distribuían  entre  los  partícipes.  El  Tesorero  era  tam* 
bien  el  encargado  de  pagar  á  cada  uno  lo  que  le  correspondía ;  y  debía 
afianzar  su  manejo  á  satisfacción  de  la  «Tunta  superior,  por  ima  suma 
señalada  por  el  Gobierno. 

Los  Colectores  rendían  cuentas  ante  el  Tesorero,  y  éste  las  examinaba 
en  primera  instancia  y  las  pasaba  á  la  Junta  superior  para  su  fenecimí^ito 
definitivo.     El  .que  resultaba  alcanzado,  era  suspendido  y  juzgado. 

Los  Tesoreros  rendían  cuentas  ante  el  Contador  general  del  Estado, 
quien  cobraba  ejecutivamente  los  alcances  que  resultasen,  para  lo  cual 
estaba  investido  de  la  jurisdicción  coactiva. 

La  jurisdicción  contenciosa  se  ejercía  en  primera  instancia  por  loe 
Jueces  letrados  de  hacienda,  y  en  segunda  por  los  Tribunales  de  distrito  ; 
pero  no  se  reputaba  contencioso  ningún  negocio  relativo  á  cantidad 
líquida,  si  no  se  consignaba  previamente. 

Los  Prebendados  tenían  jurisdicción  coactiva  para  cobrar  las  sumas 
que  los  colectores  no  consignaran  oportunamente  en  la  Tesorería,  y  la 
Contaduría  general  para  hacer  efectivos  los  alcances  de  dicha  Tesorería. 
También  tenían  jurisdicción  coactiva  los  colectores  contra  los  rematadores 
por  las  sumas  que  no  pagasen  oportunamente. 

Los  empleados  del  ramo  se  asimilaban  en  todo  á  los  demás  empleados 
de  hacienda.  Los  fondos  se  declararon  de  aplicación  especial,  y  se  pro* 
hibió  que  se  distrajeran  para  ningún  otro  objeto. 

Se  ve  por  esta  organización,  que  la  autoridad  eclesiástica  casi  no  tomaba 
participación  alguna  en  el  ramo  de  diezmos,  á  pesar  de  ser  ésta  una  con- 
tribución esencialmente  religiosa.  Es  probable  que  en  esto  el*  Gbbiemo 
republicano  no  hubiese  hecho  otra  cosa  que  continuar  el  mismo  sistema 
administrativo  establecido  en  la  época  de  la  Colonia ;  para  lo  cual  ea 
realidad  no  había  derecho,  por  íaha  de  una  concesión  solenme  y  explícita 
de  la  Santa  Sede. 

10.  No  se  hizo  en  esta  materia  cosa  importante  en  el  año  de  1836. 
Apenas  se  expidió  la  ley  de  28  de  Mayo,  que  es  la  8^  parte  1%  tratado 
4?  de  la  Eeoopilación  Granadina,  por  la  cual  se  asignaron  mil  pesos'  al 
Deán  y  novecientos  al  Arcediano,  al  Maestrescuela  y  al  Tesorero ;  y  se 
dispuso  que  si  para  cubrir  esas  asignaciones  no  alcanzaba  la  cuarta,  se 
rebajasen  á  prorrata. 

Jln  1837,  por  leyes  de  28  de  Mayo  y  11  de  Junio,  que  son  las  leyes 
12  y  13,  parte  1%  tratado  4?  de  la  Becopilación. Granadina,  se  asignaron 
ocho  mü  peses  al  señor  Arzobispo  de  Bogotá  y  cuatro  mil  á  los  señores 
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Obispos  de  Cartagena^  Pamplona,  Panamá  y  Santamaría,  sin  derecho 
á  ninguna  otra  pensión  ó  emolumento. 

En  1839  se  dio  la  ley  de  12  de  Mayo,  que  es  la  7%  parte  2%  tratado  3? 
de  la  Recopilación  Granadina,  cuyo  artículo  1?  dice  así : 

Se  aplican  á  la  construcción  del  edificio  del  Colegio  Seminarlo  de  Antioqnia,  el 
seis  por  ciento  deducido  del  uno  j  medio  de  los  novenos  que  corresponden  á  la 
fábrica  de  las  If^lesias,  y  el  producto  de  las  vacantes  de  los  curatos  y  sacristías  de 
aquellas  Diócesis. 

Esa  concesión  se  limitó  al  término  de  seis  años  ;  pero  en  1844  se  pro- 
rrogó por  cuatro  más,  y  en  1848  por  otros  cuatro.  (Ley  8%  parte  2^ 
tratado  3?  de  la  Recopilación  Granadina,  y  íey  de  15  de  Mayo  de  1848.) 

En  el  año  de  1840  se  expidió  la  ley  de  29  de  Mayo,  que  es  la  8*,  parte 
2*,  tratado  4?  de  la  Recopilación  Granadina,  por  la  cual  se  concedió  una 
pensión  de  treinta  pesos  mensuales  al  presbítero  Domingo  B.  Gómez, 
pagadera  de  la  renta  decimal  de  Popayán. 

ll.  No  hubo  disposición  de  importancia  en  los  años  de  1841, 1842  y  1843 
que  impusiese  gravámenes  á  las  rentas  eclesiásticas,  salvo  ciertas  exen- 
ciones de  que  hablaremos  luego ;  pero  en  el  último  de  los  años  citados  se 
expidió  la  ley  de  14  de  Junio,  que  es  la  12,  parte  2%  tratado  4?  de  la 
Hecopilación  Granadina,  con  el  fín  de  organizar  la  administración  de  la 
renta  de  fábrica.     Daremos  de  ella  una  ligera  idea  á  nuestros  lectores. 

Cuando  los  ingresos  ordinarios  de  las  rentas  no  alcanzaban  para  cubrir 
los  gastos,  se  distribuía  por  el  Cabildo  una  contribución  entre  los  vecinos, 
reducida  á  la  suma  que  se  necesitaba  para  el  efecto. 

Los  padres  de  familia,  en  asocio  del  párroco,  debían  fijar  la  minuta  de 
gastos,  eligir  el  mayordomo  de  fábrica,  asignarle  remuneración,  nombrar 
clayero  para  el  arca  triclave  dond^  se  depositaban  los  fondos,  y  determinar 
las  seguridades  que  debía  dar  el  mayordomo. 

Si  no  había  quien  aceptase  la  mayordomía,  se  adscribía  el  encargo  al 
tesorero  del  distrito. 

En  las  Iglesias  catedrales,  el  Cabildo  presentaba  terna  para  el  destino 
de  mayordomo  y  el  Gobernador  hacía  la  elección.  El  individuo  electo 
aseguraba  á  satisfacción  del  Prelado  y  el  Cabildo. 

Loe  fondos  se  mantenían  en  una  caja  triclave.  En  las  catedrales  tenía 
el  Deán  una  llave,  un  Prebendado,  por  turno,  otra,  y  el  mayordomo  la 
otra ;  en  las  parroquias,  el  cura  una,  el  mayordomo  otra,  y  el  clavero 
la  tercera. 

Para  los  gastos  que  ocurrían,  giraban  dos  Prebendados  en  las  catedrales, 
y  el  cura  en  la  respectiva  parroquia. 

Las  cuentas  de  las  catedrales  se  fenecían  en  primera  instancia  por  los 
tesoreros  de  diezmos,  y  en  última  por  la  contaauría  general ;  las  de  las 
parroquias  por  los  cabildos.  Posteriormente,  por  el  artículo  27  de  la  ley 
de  30  de  Mayo  de  1849  se  dispuso  que  las  cuentas  de  fábrica  fuesen 
examinadas  en  primera  instancia  por  el  cura,  y  en  última  por  el  Cabildo. 

Se  ve,  pues,  que  aun  en  este  ramo  en  que  se  trataba  únicamente  de  la 
inversión  de  fondos  de  la  Iglesia  en  asuntos  del  culto,  la  autoridad  civil 
tomaba  una  intervención  excesiva,  que  carecía  absolutamente  de  razón 
de  ser  en  todo  sentido. 
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12.  En  el  año  de  1844  se  expidierou  tres  leyes  de  que  debemos  hacer 
mención. 

La  primera  lleva  fecha  6  de  Abril,  es  la  8*,  parte  1%  tratado  3?  de  la 
Recopilación  Granadina,  y  sa  expresa  asi  en  su  artículo  7? : 

Aplicase  para  auxilio  de  las  Universidades,  además  de  las  rentas  que  actualmente 
les  corresponden : 

1?  Hasta  seis  mil  pesos  de  los  sobrantes  de  las  cuartas  episcopales,  en  donde  los 
Prelados  tengan  señalada  renta  fija,  después  de  pachas  las  pensiones  de  éstos  j 
las  demás  asignaciones  que  por  las  leyes  vigentes  deban  sacarse  de  eUas.  ^  Si  los 
sobrantes  no  alcanzaren  á  cubrir  esta  cantidad,  se  completará  del  Tesoro  nacional. 

2r  Lo  c[ue  d,e  la  cuarta  episcopal  se  deduce  para  la  real  Orden  de  Carlos  m. 
Seminario  de  nobles  de  Madrid  y  nuevo  espolio,  que  actualmente  entra  al  Tesoro 
naciohal. 

La  segunda  es  de  fecha  20  de  los  mismos,  corresponde  á  la  10,  parte  2%    ' 
tratado  S?  de  la  Recopilación  Granadina,  y  dispone  lo  siguiente : 

Se  asignan  seiscientos  pesos  anuales  de  las  vacantes  mavores  y  menores  de  la 
Diócesis  de  Cartagena  para  la  refacción  del  edificio  del  Colegio  seminario  de  la 
misma  Diócesis,  por  el  término  de  cuatro  años. 

La  tercera  es  de  21  del  expresado  mes  de  Abril,  corresponde  á  la  23, 
parte  2%  tratado  1?  de  la  misma  Recopilación,  y  se  expidió,  entre  otros 
fines,  con  el  de  conceder  auxilio  de  la  renta  de  diezmos  para  la  construc- 
ción, reparación  y  reconstrucción  de  varias  iglesias. 

Por  la  ley  de  4  de  Mayo  de  1845  se  aplicó  al  hospital  de  Rionegro  el 
noveno  y  medio  decimal  de  hospitales  del  cantón  Marinilla ;  y  por  la  de 
13  de  Abril  se  había  señalado  á  los  notarios  de  las  Juntas  superiores  de 
diezmos  de  Pamplona  y  Santamaría  el  uno  y  medio  de  los  fondos  del  ramo, 
pero  después  de  sacar  la  parte  del  Estado,  la  de  la  Legación  de  Roma  y 
los  sueldos  del  Promotor  fiscal,  del  Tesorero  y  del  Interventor  de  la  renta. 
Esto  equivalía  á  disponer  que  fuese  la  Iglesia  quien  pagara  exclusivamente, 
de  la  parte  que  se  le  dejeeba  en  los  diezmos,  el  sueldo  de  un  empleado  que^ 
según  la  or&;anización  que  tenía  dich^  renta,  servía  tanto  á  la  Iglesia 
como  al  Gobierno,  y  debía  ser  sostenido  por  ambas  entidades. 

Vino  el  año  de  1846  y  se  expidió  la  ley  de»  11  de  Mayo,  que  dice  lo 
siguiente : 

Art.  1?  La  parte  de  la  renta  de  diezmos  que  en  cada  provincia  corr^psponde  á  los 
hospitales  sin  fundar,  se  aplicará,  en  lo  sucesivo  á  los  hospitales  existentes  ó  que 
se  establezcan  después  en  la  misma  provincia. 

Art.  2?  La  cantidad  que  resulte  á  favor  de  los  cantones  que  no  tengan  hospitales, 
según  la  distribución  que  se  haga  de  la  renta  decimal  con  arreglo  á  la  ley,  se 
repartirá  anualmente  por  iguales  partes  entre  los  hospitales  existentes. 

La  principal  objeción,  y  quizá  la  única,  que  puede  hacerse  á  ésas  y  á  la 
mayor  parte  de  las  disposiciones  que  hemos  relacionado  últimamente,  es 
la  de  que  es  el  Gobierno  quien  dispone  á  su  sola  voluntad  de  la  inversión 
que  debe  darse  á  la  renta  decimal,  asunto  que  debiera  ser  de  la  exclu8ÍT& 
competencia  de  las  autoridades  eclesiásticas. 

13.  Vimos  antes  que  el  Secretario  de  Hacienda  de  1826  había  pedido 
la  supresión  de  la  renta  de  diezmos,  á  pretexto  de  que  impedía  el  desarrollo 
de  la  agricultura.     Parece  que  los  que  le  sucedieron  en  su  destino^  hasta. 


Digitized  by 


Googk 


I 


DIEZMOS,   PRIMIOUS   Y   OTROS  IMPUESTOS   ECLESIÁSTICOS.      279 

1846  no  volvieron  á  mencionar  el  asunto.  En  este  año  el  Secretario 
propuso  reformas  importantes.  Hé  aquí  cómo  se  expresaba  en  el 
particular : 

Son  cosas  notorias  la  complicación  añeja  del  método  del  repartimiento  de  los  ingre- 
sos de  la  renta  decimal  entre  sns  diversos  participes,  y  la  consigaiente  necesidad  de 
reformarla :  la  cobranza  del  impuesto  se  nace  con  irregularidades  monstruosas  que 
deben  corregirse,  pero  lo  que  mas  urge  es  contener  la  rápida  y  continuada  baja  de 
los  remates,  y  sobre  esto  ofrecí  ya  indicar  lo  conveniente. 

Advertía  luego  el  Secretario  que  se  había  trabajado  un  proyecto  sobre 
la  materia,  y  se  habia  pedido  informe  á  los  Prelados  y  á  las  Juntas  supe- 
riores del  ramo,  sobre  la  conveniencia  6  inconveniencia  de  adoptarlo. 

En  ese  mismo  año  el  Secretario  de  Gobierno  se  manifestaba  decidido 
por  el  sistema  de  sueldos  fíjos  para  los  miembros  del  clero,  y  por  la  dero- 
gación de  la  ley  de  espoUos.  En  ninguna  de  las  dos  cosas  debía,  sin 
embargo,  intervenir  la  autoridad  civil,  porque  ambas  eran  del  resorte 
exclusivo  de  la  eclesiástica,  como  lo  bemos  demostrado  antes.  El  Congreso 
no  acogió  las  ideas  de  los  Secretarios,  ó  al  menos  no  expidió  las  leyes 
sólicitaaas. 

En  1847  volvió  el  Gobierno  Ejecutivo  á. instar  por  la  aprobación  del 

Íroyecto  sobre  diezmos.  Tanta  importancia  se  le  dio  al  asunto,  que  el 
Residente  Uegó  hasta  asegurar  en  su  Mensaje  al  Congreso  que  los 
diezmos  daban  16.000,000  de  pesos,  y  que  apenas  3.000,000  entraban  al 
Tesoro.     Ofreció  que  el  proyecto  propuesto  daría  admirables  resultados. 

El  Secretario  de  Gobierno  por  su  parte  manifestó  que  en  los  diezmos 
se  necesitaban  reformas  considerables  y  presentó  un  proyecto  por  el 
cual  se  asignaban  sueldos  fíjos  á  los  Bustrlsimos  señores  Arzobispo  y 
Obispos. 

Más  extensamente  trató  el  asunto  el  Secretario  de  Hacienda,  como  era 
natural.     Se  manifestó  decididamente  adverso  á  la  contribución  decimal, 

S erque  gravaba  sólo  la  agricultura  y  la  ganadería.  Encareció  la  adopción 
e  un  proyecto  que  presentó  relativo  á  una  contribución  para  gastos 
del  culto,  y  manifestó  en  su  apoyo  que  el  agricultor  no  ensapchaba  sus 
producciones  por  miedo  al  diezmo,  y  que  la  contribución  que  proponía 
era  un  castigo  para  el  perezoso. 

El  Ilustrísimo  señor  Arzobispo  dio  cuenta  de  estos  proyectos  á  la  Santa 
8ede  en  carta  de  81  de  Marzo  de  1847,  en  la  cual  le  explicó  bien  el 
estado  de  la  cuestión  y  los  motivos  por  los  cuales  no  había  lanzado  aun 
una  protesta  solemne,  y  le  pidió  que  le  indicara  el  camino  que  debía 
seguir.    Terminó  asi  su  carta : 

Si  contra  mis  esperanzas  llegaren  á  sancionarse  estas  leyes,  es  casi  indudable 
que  me  rehusaré  á  aceptarlas,  y  con  el  auxilio  de  la  misericordia  divina,  llevaré  en 
paciencia  los  males  que  de  ello  se  me  puedan  originar. 

El  Padre  Santo  contestó  el  20  de  Octubre  del  mismo  año,  y  aprobó  en 
todo  la  conducta  del  Prelado,  alabándolo  principalmente,  por  *^  haber 
declarado  franca  y  abiertamente  que  en  semejante  materia  nada  puede 
hacerse  jamás  sin  la  autoridad  y  el  juicio  de  esta  Silla  Apostólica.'^ 

Por  su  parte  el  Presidente  de  la  República  se  había  dirigido  á  la 
Santa  Sede  el  14  de  Mayo,  con  el  fin  de  hablarle  del  estado  de  algunos 
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asuntos  eclesiásticos  en  la  Kepública.  Esa  carta  fué  contestada  el  19  de 
Agosto  de  una  manera  á  la  vez  tierna  y  severa,  como  conyenía  hablando 
á  un  Magistrado  que  hacía  alarde  de  catolicismo^  y  que  apoyaba  sin 
embargo  varios  ataques  contra  los  intereses  religiosos  de  los  católicos. 
Yeamos  siquiera  algunos  fragmentos  de  esa  contestación. 

El  acerbísimo  dolor  que  nos  atormentaba,  conociendo  en  qué  situación  se  halla 
allí  la  religión  católica,  se  aumentó  con  tu  carta  de  14¡  del  próximo  mes  de  Mayo» 
que  hemos  recibido  recientemente ;  pues  en  ella  se  refieren  los  graves  peligros  en 
que  la  licencia  del  siglo  intenta  poner  los  negocios  católicos.  .  .  . 

No  podemos  disimular  aquí  la  grave  pena  que  nos  ha  causado,  entre  otras  cosas» 
el  decreto  que  quita  los  diezmos,  propuesto  por  ese  Gobierno  contra  los  derechos  de 
la  Iglesia,  sin  haber  tocado  antes  con  esta  Silla  Apostólica,  y  la  respuesta  que  fué 
dada  á  nuestro  Encargado  de  negocios  y  de  la  misma  Silhb  Apostólica ;  porque 
habiendo  él  representado  con  razón  y  con  derecho  perfecto  contra  aquel  decreto, 
se  le  dijo  que  ese  Gobierno  no  reconocía  en  los  Ministros  diplomáticos  extranjeros 
ningún  derecho  para  mezclarse  en  los  negocios  de  esa  Bepública  por  ninfinin  motivo 
ni  pretexto,  como  si  esta  Santa  Silla,  en  las  cosas  pertenecientes  á  la  religión 
pucuese  jamás  ser  considerada  como  potestad  extranjera.  .  .  . 

Por  fortuna  la  ley  no  se  expidió,  y  se  evitó  con  eso  un  serio  é  inmediato 
conflicto  entre  las  aos  potestades. 

14.  El  día  6  del  mismo  mes  de  Abril  de  1847  se  dio  otra  ley  por  la  cual 
se  dispuso  que  la  renta  del  Maestrescuela  de  Panamá,  durante  cuatro  años 
so  destinase  á  la  refección  de  la  catedral;  y  el  27  de  Mayo  se  expidió  otra 
por  la  cual  se  previno  que  las  fiestas  de  los  patronos  etc.  no  pasaran  de 
tres,  y  los  derechos  se  le  pagaran  al  cura,  según  el  arancel  hecho  por  el 
señor  Obispo,  y  con  fondos  tomados  de  la  renta  de  fábrica  en  caso  de  no 
haber  fundaciones  ó  cofradías  para  el  efecto. 

Difícil  es  atinar  con  el  pretexto  que  pueda  alegarse  por  la  autoridad 
civil  para  intervenir  en*  esas  cosas,  que  ni  directa  ni  indirectamente  se 
rozan  con  su  misión  y  con  el  ejercicio  de  sus  naturales  funciones. 

I^almente  extraña  es  la  disposición  de  la  ley  de  10  de  Mayo  de  1848, 
por  la  cual  se  ordenó  que  el  examen  y  fenecimiento  de  las  cuentas  de 
lábricas  é  iglesias  catedrales,  se  hiciese  por  la  Corte  de  cuentas.  No  se 
comprende  absolutamente  qué  pueda  tener  de  común  una  corte  de  cuentas 
establecida  por  la  potestad  civü  para  vigilar  su  contabilidad  é  inversión 
de  caudales,  con  las  fábricas  de  las  iglesias ;  y  si  nada  tienen  de  común, 
¿  por  qué  se  le  da  intervención  en  el  examen  de  la  contabilidad  é  inversión 
de  caudales  de  éstas  P 

Justo  es,  ya  que  se  hace  notar  lo  que  hiere  los  intereses  de  la  Iglesia, 
hacer  presente  también  aquello  que  tiende  á  favorecerla  de  cualquiera 
manera.  Consignemos,  pues,  que  la  ley  de  29  de  Mayo  del  mismo  año 
invistió  de  la  facultad  coactiva  a  los  mayordomos  de  fábrica  de  las  iglesias 
catedrales  y  parroquiales.  Esa  es  una  concesión  enteramente  gratuita 
del  poder  civil,  pues  él  no  tenía  obligación  alguna  de  hacerla,  ni  la 
Iglesia  derecho  de  exigirla.  Disminuye,  sin  embargo,  en  mucho  la 
importancia  de  esa  concesión,  si  se  atiende  á  que  el  poder  civil  se  había 
arrogado  la  administración  de  la  renta  y  una  parte  considerable  de  sus 
productos ;  de  donde  resulta  que  la  medida  le  aprovechaba  á  él  tanto 
como  á  la  Iglesia. 

Volvió  á  tratar  del  asunto  de  diezmos  el  Presidente  en  su  Mensaje  al 
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Congreso  de  1849.  Pidió  que  la  contribución  se  redujera  á  un  tigésimo 
en  lugar  de  un  décimo  y  que  se  hiciera  extensiva  á  las  demás  industrias. 
Indicó,  además^  que  se  debía  recaudar  por  los  empleados  de  hacienda  del 
Gobierno^  hacer  frente  con  su  producto  á  los  gastos  del  culto  y  aplicar 
el  excedente  al  Tesoro  público.  Algunas  de  esas  indicaciones  fueron 
acogidas^  como  luego  veremos. 

En  ese  mismo  año  de  1849  se  expidió  la  ley  de  28  de  Mayo^  por  la  cual 
se  dispuso  que  mientras  se  fundaba  el  hospital  de  Tuquerres,  se  aplicara 
á  la  instrucción  pública  la  parte  de  la  renta  decimal  que  le  debía  corres- 
ponder. Se  expidió  también  la  de  2  de  Junio  por  la  cual  se  asignó  renta 
fija  al  Deán  y  demás  empleados  del  Coro  de  Cartagena,  y  se  dispuso  que 
ingresara  al  Tesoro  la  cuarta  capitular  respectiva. 

15.  En  esa  misma  fecha  se  sancionó  ima  ley  por  la  cual  se  reglamentó 
la  renta  de  diezmos. 

El  artículo  1?  declaró  que  la  dirección  de  la  renta  correspondía  al 
Poder  Ejecutivo,  quien  la  ejercería  por  medio  de  sus  agentes.  Se  arrogó 
asi  el  Gobierno  la  potestad  exclusiva  de  dirigir  y  administrar  un  asunto 
que  por  su  naturaleza  debía  ser  dirigido  y  administrado  exclusivamente 
por  la  autoridad  eclesiástica. 

En  el  artículo  14  se  dispuso  que  desde  el  1?  de  Septiembre  de  1849 
gozaran  de  renta  fija  los  empleados  en  el  Departamento  del  culto,  y  que 
no  se  formara  cuadrante  para  la  distribución  de  la  renta  entre  los 
partícipes. 

El  artículo  15  ordenó  que  los  empleados  del  culto  que  tenían  renta  fija, 
si^ieran  con  eUa ;  y  á  los  demás,  así  como  á  los  seminarios,  fábricas  de 
iglesia  etc.,  se  les  asignara  xma  renta  fija  proporcional  á  la  que  recibieron 
en  los  años  de  1842  á  1846 ;  pero  el  artículo  17  advirtió  que  eso  sólo 
«comprendía  las  plazas  provistas  al  tiempo  de  sancionarse  la  ley,  y  que  las 
demás  quedaban  vacantes. 

El  23  invistió  á  los  colectores  de  la  facultad  coactiva ;  pero  ya  no  eran 
en  realidad  sino  empleados  civiles,  como  los  que  recaudaban  las  demás 
rentas. 

Por  último,  el  artículo  25  declaró  que  ningún  asunto  de  diezmos  era 
contencioso,  mientras  no  se  pagara  lo  que  se  cobraba;  y  que  sólo  después 
de  eso  podían  proponerse  excepciones. 

En  resumen,  el  Gobierno  se  apropió  los  diezmos,  y  en  cambio  señaló 
asignaciones  fijas  á  los  que  antes  participaban  de  esa  renta ;  y  dispuso 
que  no  se  llenaran  ciertas  vacantes,  para  moderar  sin  duda  el  desembolso 
que  tenía  que  hacer. 

jQué  derecho  tenía  para  elloP  Ninguno  absolutamente.  Procedía 
en  el  asimto  contra  las  más  triviales  nociones  de  justicia,  de  honradez  y 
de  hidalguía. 

Cosa  rara :  los  Beyes  de  España  á  pesar  de  ser  déspotas  ensimismados 
i  insufribles^  si  se  ha  de  creer  á  ciertos  escritores  y  oradores  republicanos, 
no  se  atrevieron  á  tomar  parte  de  la  renta  de  diezmos,  sino  en  virtud  de 
eoncesiones  expresas  y  especiales  de  la  Santa  Sede  \  y  el  Gobierno  repu- 
blicano se  apodera  de  toda  ella,  y  ofrece  en  cambio  pagar  cierta  renta  fija 
á  los  Prelados,  Cabildos  y  demás  participes  en  la  renta,  dejando,  sin 
embargo,  vacantes  ciertas  plazas ;  y  todo  eso  sin  consultar  para  nada  U 
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voluntad  de  la  Iglesia  ni  la  de  dichos  partícipes.    ¿  De  parte  de  quién 
están  en  esta  yez  el  despotismo  y  el  ensimismamiento  P 

Aun  suponiendo  que  el  Grobiemo  fuera  realmente  partícipe  legítimo 
de  esa  renta^  sabido  es  que  ningún  comunero  tiene  derecho,  por  sí  y 
ante  sí^  de  apoderarse  de  la  cosa  común,  y  dar  en  cambio  á  su  condueño 
una  remuneración  cualquiera;  y  en  materia  de  negocios  hay  que 
considerar  al  Oobiemo  como  un  simple  particular,  porque  los  derechos 
no  cambian  de  naturaleza  ni  se  ensanchan  ó  restringen  según  la  clase  y 
condición  de  acjuel  á  quien  pertenecen,  ó  que  debe  ejercitarlos. 

16.  En  el  siguiente  año  de  1850  se  introdujo  una  reforma  de  gran 
trascendencia  en  materia  de  diezmos  ;  pues  se  cedieron  á  las  provincias^ 
con  facultad  de  ^administrarlos  y  dirigirlos  á  su  voluntad  y  aun  de 
suprimirlos,  con  cargo  de  cubrir  los  sueldos  del  señor  Arzobispo,  de  los 
Obispos  y  de  los  Capítulos  catedrales.  No  quedó  ya,  pues,  obligación 
de  pagar  nada  para  la  fabrica,  los  hospitales  y  otros  partícipes. 

Para  que  se  vea  que  no  exageramos  en  esto,  copiaremos  los  artículos  . 
12  y  13  de  la  ley,  sancionada  el  20  de  Abril  de  dicho  año  de  1850. 

Art.  12.  No  obstante  la  disposición  final  del  artículo  anterior,  es  obligatorio  á 
las  rentas  municipales  cubrir,  de  conformidad  con  las  actuales  leves  de  la  Repú- 
blica, ó  con  las  que^n  adelante  se  dieren,  los  sueldos  del  Arzobispo,  Obispos  y 
Capítulos  catedrales ;  y  los  gastos  del  personal  y  material  de  las  Gobernaciones.  .  .   . 

Art.  13.  Los  ^sto8  correspondientes  al  culto  .  .  .  que  comprendan  más  de  una 
provincia,  se  distribuirán  entre  ellas  por  el  Poder  Ejecutivo,  según  la  base  de 
población,  y  se  exigirá  el  pago  de  las  cuotas  que  se  les  asignen,  de  preferencia  á 
cualquier  otro  gasto.  ... 

El  artículo  14  especifica  las  rentas  pertenecientes  á  la  Nación,  y  no 
menciona  entre  ellas  la  de  diezmos.  El  15  declara  que  todas  las  rentas 
no  especificadas  en  el  anterior,  entre  ellas  la  de  diezmos,  se  ceden  á  laa 
provincias  ;  y  el  16  agrega  que  pueden  hacer  de  dichas  rentas  lo  que 
tengan  por  conveniente,  con  la  sola  limitación  de  no  suprimir  las 
oficinas  ae  hipotecas  y  registro. 

Quedó,  pues,  la  renta  decimal  á  la  merced  de  las  Cámaras  de  provincia, 
que  podían  disponer  de  ella  á  su  capricho,  sin  cortapisa  ni  restricción 
alguna.^ 

Á  esto  había  venido  á  parar  esa  renta,  que  es  de  derecho  divino  y  que 
por  lo  mismo  debía  ser  administrada  exclusivamente  por  la  Iglesia. 
Todo  comentario  y  toda  observación  nos  parecen  inútiles.  La  simple 
comparación  de  lo  que  debía  ser  con  lo  que  de  ella  había  hecho  el 
Oobiemo,  es  en  sí  misma  más  elocuente  que  cuanto  nosotros  pudiéramos 
decir  en  el  particular.  Bien  se  ve :  el  espíritu  anticatólico  soplaba  ya 
decididamente  en  las  regiones  del  poder,  y  no  había  que  esperar  sino 
persecuciones,  más  ó  menos  francas,  más  ó  menos  terribles,  más  ó  menos 
desastrosas. 

Creemos  que  no  carecerá  de  interés  el  siguiente  cuadro  que  manifiesta 
el  provecho  obtenido  por  el  Gobierno,  procedente  de  la  renisL  de  diezmos, 
en  un  cuatrienio  que  terminó  en  1851,  según  los  respectivos  presu- 
puestos : 


Véase  el  documento  O.  í^  } 
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Afios. 

Gastos  del  culto. 

UtiUdad  del  Tesoro. 

1847  &  1848 

1848  á 1849 

1849  41850 
1860  41851 

Totales 

$307,004,40 
180,000. 
217,500 
250,000 

$139^432,30 
153,806 
156,945,10 
140,736,50 

$167,572,10 
26,194 
61,554,90 
109,263,50 

$954,504,40 

$589,919,90 

$364,584,50 

Hemos  omitido  el  hacer  mérito  de  ciertas  leyes  por*  las  cuales  se 
eximia  del  pago  de  impuestos  eclesiásticos  á  determinadas  localidades^  y 
de  las  cuales  se  habían  expedido  ya  más  de  doce  en  1849.  Agreguemos, 
para  ser  justos,  que  hasta  ese  año  se  habían  dado  también  más  da  doce 
leyes  6on  el  fin  de  conceder  auxilios  del  Tesoro  público  para  objetos 
píadoeos ;  y  algunas  más  con  el  fin  de  eximir  de  derechos  de  importa- 
ción algunos  objetos  destinados  para  el  culto. 

Llegados  ya  á  la  época  de  lo  que  se  llamó  libertad  y  separación  de  la 
Iglesia  y  el  Estado,  es  tiempo  de  hacer  alto  y  tratar  de  otro  asunto  en 
el  período  de  1810  á  1853,  que  es  el  que  estudiamos  al  presente. 
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CAPÍTULO  V. 


IGLESIAS  Y   CEMENTERIOS. 


1.  \iA  primera  ley  que  se  expidió  por  el  Gobierno  republicano  relativa 
á  este  asunto,  fué  la  de  23  de  Abril  de  1835,  que  es  la  15,  parte  3', 
tratado  1?  de  la  Recopilación  Granadina,  en  la  cual  figuran  las  siguientes 
disposiciones : 

Art.  1°  Para  cementerios  de  extranjeros  no  católicos  se  adjudica  en  cada  una  de 
las  ciudades,  villas  j  distritos  parroquiales  de  la  Eepáblica,  en  donde  ellos  residan, 
una  área  que  no  exceda  de  una  fanegada  de  tierra. 

Art.  2^*.  Esta  área  se  tomará  de  las  tierras  comunales  de  las  respectivas  ciudades, 
villas  ^  distritos  parroquiales,  y  sedesignará  por  el  Gobernador  en  los  cantones  de 
la  capital  de  provincia,  y  en  los  demás  por  el  Jefe  político,  con  previo  informe  del 
Concejo  municipal. 

Art.  4*  Hecha  la  designación,  se  entregará  el  terreno  á  los  extraigeros  no  católicos 
que  residan  en  la  ciudad,  villa  ó  distrito  parroquial,  para  que  se  construya^  el 
cementerio,  quedando  siempre  sujeto  á  las  leyes  de  policía  que  rijan  en  la  materia. 

Art.  5*  Se  permite  iguaunente  á  los  extranieros  la  edificación  ae  una  capilla  en.  el 
lugar  del  cementerio,  destinada  á  la  práctica  del  ceremonial  de  los  difuntois. 

Nos  parece  que  la  ley  pudo  y  debió  limitarse  é  permitir  á  los  extran- 
jeros la  construcción  de  cementerios^  sin  regalarles  el  terreno ;  pues  no  es 
{usto  que  se  obligue  á  pueblos  netamente  católicos^  donde  sólo  podía 
Laber  unos  pocos  extranjeros,  á  regalar  á  éstos  el  terreno  para  nacer 
construir  sus  cementerios. 

El  año  siguiente  de  1836  se  expidió  la  ley  de  16  de  Mayo,  que  es  la 
2%  parte  2',  tratado  1?  de  la  Recopilación  Granadina,  por  la  cual  se 
permitió  imponer  una  contribución  sobre  los  bienes  de  los  que  fallecían, 
cuando  eso  fuera  necesario  para  construir  ó  terminar  los  cementerios 
(art.  42). 

Kazonable  y  plausible  fué  la  disposición  de  la  ley  de  28  de  Mayo  de 
1839,  que  es  la  14,  parte  3%  tratado  1?  de  la  Eecopilación  Granadina, 
por  la  cual  se  permitió  que  se  sepultaran  los  cadáveres  de  las  monjas  en 
las  bóvedas  que  se  construyesen  en  los  huertos  de  los  respectivos  monaste- 
rios ;  pues  indudablemente  las  pocas  inhumaciones  que  ocurren  en  loa 
monasterios  pueden  hacerse  con  las  precauciones  necesarias  para  que  no 
comprometan  en  manera  alguna  la  salubridad  pública. 

2.  Trató  de  la  construcción  y  reparación  de  cementerios  la  ley  de  8 
de  Junio  de  1842,  que  es  la  24,  parte  2%  tratado  1?  de  la  Recopilación. 
Granadina,  y  dispuso  lo  siguiente  : 

Cuando  para  la  construcción  ó  reparo  délos  cimenterios  ó  iglesias  parroquiales,  no 
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basten  lüfi  rentas  de  fábrica  y  las  demás  que  tengan  esta  aplicación,  y  qne  por  ello 
deban  los  vecinos  contriboir  para  tales  obras  en  la  proporción  que  las  leyes  establecen, 
podrá  aumentarse  un  día  más  de  servicio  personal  en  cada  año,  y  aplicarse  hasta 
cuatro  días  de  este  servicio  á  las  obras  citadas,  seg^ún  lo  permita  el  estado  de  las 
vías  de  comunicación  y  demás  obras  á  que  el  servicio  esté  aplicado. 

3.  Vino  luego  la  ley  de  21  de  Abril  de  1844,  que  es  la  23,  parte  2% 
tratado  1?  de  la  Recopilación  Granadina,  y  estableció  en  el  artículo  2?  lo 
siguiente: 

Para  el  servicio  de  la  parroquia  se  consideran  objetos  necesarios :  una  iglesia  con 
los  vasos  sagrados  y  ornamentos  indispensables  para  la  administración  délos  sacra- 
mentos y  para  las  principales  funciones  del  culto  y  un  cimenterio  cercado. 

El  articulo  3?  dispuso  que  donde  no  hubiera  fondos  suficientes  para  los 
g^tos  expresados  se  repartiese  una  contribución  ajustada  á  ciertas 
reglas,  entre  ellas  ésta  : 

Para  los  gastos  de  los  objetos  necesarios  para  el  servicio  de  la  parroquia  serán 
obligados  á  contribuir  los  habitantes  que,  además  de  hallarse  en  alguno  de  los 
casos  de  las  realas  1*  y  2^  (los  que  contribuyen  para  los  gastos  de  los  dÍ8trito8), 
profesen  la  Behgión  católica,  apostólica,  romana. 

Se  reconoce  aquí  que  el  cementerio  es  objeto  necesario  para  la  parroquia 
y  no  para  el  distrito  parroquial ;  «obre  lo  cual  conviene  observar  que  la 
parroquia  se  componía  de  los  católicos  que  vivían  en  cierta  localidad 
bajo  la  dirección  de  un  cura,  y  el  distrito  parroquial  se  componía  de  los 
habitnrUes  de  cierto  territorio  que  vivían  sujetos  á  la  autoridad  de  un 
alcalde. 

Por  lo  mismo,  se  reconocía  que  el  cementerio  era  un  objeto  purament^ 
religioso ;  lo  cual  esta'ba  en  armonía  con  la  ley  de  1835,  en  la  que  se 
mandaba  dar  á  los  no  católicos  terreno  para  sus  cementerios,  y  se  les 
permitía  construir  en  eUos  capillas  destinadas  á  la  práctica  del  ceremonial 
de  difuntos. 

No  obstante,  esta  ley  difiere  ya  de  las  antiguas  en  que  no  reconoce  á 
los  cementerios  como  simples  anexidades  de  las  iglesias,  que  es  su  verda- 
dero carácter;  pero  en  el  fondo  satisface  á  la  justicia  y  no  hiere  los 
derechos  de  los  católicos. 

4.  El  año  de  1846  se  expidió  la  ley  de  2  de  Junio,  por  la  cual  se 
mandó  que  todos  los  cadáveres  fuesen  enterrados  en  los  cementerios. 
Si  se  quería  con  eso  derogar  la  ley  de  1839  relativa  á  las  inhumaciones 
de  los  cadáveres  de  las  monjas,  debió  decirse  clara  y  expresamente  que 
quedaba  derogada,  porque  es  bien  conocida  la  regla  de  que  la  ley  general 
no  deroga  tácitamente  á  la  especial  anterior ;  y  en  caso  contrario,  no 
comprendemos  cuál  sería  el  objeto  de  la  ley,  porque  el  mandato  era 
fiuperfluo  respecto  de  los  católicos,  que  componían  la  casi  totalidad  de  la 
nación,  y  también  respecto  de  los  no  católicos,  á  quienes  ya  se  habían 
regalado  terrenos  para  cementerios  y  cuyos  cadáveres  naturalnxente  se 
inhumarían  en  ellos. 

La  ley  de  2  de  Junio  de  1848  ordenó  que  se  reputase  causal  suficiente 
de  expropiación  la  necesidad  de  construir  iglesia  ó  cementerio  ;  y  otra 
del  nusmo  año  eximió  á  las  iglesias  del  pago  de  derechos  en  sus  pleitos, 
6al\o  que  obrasen  con  temeridad  notoria.     La  disposición  justa,  respecto 


uiyiii-/t;u  uy  ».>_j  ?k_y  x_-' 


ó'" 


286  .  IGLESIAS   T  CEMENTERIOS. 

de  lo  áltimo,  habría  «ido  eximir  en  todo  caso  á  las  iglesias,  y  obligar  al 
pago  de  dichos  derechos  á  sus  representantes^  cuando  procedieran  con 
temeridad  notoria. 

Resulta  de  este  examen,  que  en  el  ramo  de  iglesias  y  cementerios  fué 
en  el  que  hubo  alguna  moderación  y  prudencia  de  parte  del  Gobierno 
republicano  en  la  época  en  que  intervino  en  los  negocios  eclesiás- 
ticos. 

Sin  embargo,  en  otro  lugar  hemos  visto  que  se  apropió  los  templos  de 
los  conventos  suprimidos^  y  los  retuvo  aun  después  de  decretar  la  sepa- 
ración de  la  Iglesia  y  el  Estado ;  lo  cual  es  digno  de  vituperio  en  todo 
sentido. 
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CAPITULO  VI. 

COMUNIDADES   RELIGIOSAS. 

1.  Tiempo  es  ya  de  que  pasemos  en  rápida  revista  las  leyes  expedidas 
y  los  actos  ejecutados  por  el  Gobierno  republicano  de  nuestra  patria^ 
relacionados  con  las  comunidades  religiosas. 

.  Pero  antes  permítasenos  insertar  un  documento  que  prueba  bien  cuál 
era  el  espíritu  de  los  dominicanos  respecto  de  la  independencia,  advir- 
tiendo  que  las  demás  órdenes  y  el  clero  secular  participaban  en  lo  general 
de  los  mismos  sentimientos.  Así  podrá  apreciarse  m^'or  la  conducta 
del  Gobierno  republicano  para  con  ellas  en  años  posteriores.  Es  una 
contestación  dada  por  el  K.  P.  Prior  del  convento  de  Chiquinquirá  al 
Comandante  general  y  Jefe  político  de  esa  misma  ciudad.  Dice 
así : 

Habiendo  llamado  á  consulta  la  comunidad  de  este  conyento  con  motivo  del  oficio 
de  IJ.,  fecha  de  boy,  en  que  nos  pide  un  préstamo  voluntario  á  nombre  del  Grobienio 
para  atender  á  las  urgencias  de  la  presente  guerra  de  independencia,  ha  acordado 
la  consalta  lo  que  sigue  : 

El  infrascito  notado  de  este  convento  de  predicadores  de  Chiquinquirá  certifico 
en  debida  forma:  oue  el  día  1 9  de  Enero  de  1815  convocó  el  M.R.  P.  Prior  fray  Miguel 
Gramica  á  los  M.  KK.  padrer  de  consulta  á  la  celda  de  su  habitación,  y  estando 
todos  tantos  se  leyó  el  oficio  o^ue  antecede,  y  en  su  inteli^ncia  determinó  esta  co- 
munidad, uniformemente,  resignar  en  las  manos  del  Gk>biemo  general  todos  cuantos 
haberes  posee  en  común  y  en  particular,  hasta  las  personas  de  cada  uno  de  los  reli- 
giosos de  este  convento,  siempre  que  dicho  (Jobiemo  tenga  á  bien  usar  y  disponer 
de  todo  sin  excepción  alguna,  x  que  por  ahora  se  entregue  á  los  comisionados  el 
dinero  y  alhajas  de  oro  y  plata  que  actualmente  existen  en  el  depósito,  para  ocurrir 
con  la  mayor  i)resteza  a  las  urgencias  del  Estado  y  todos  firman  (Aquí  las  firmas). 

En  cumplimiento,  pues,  de  lo  resuelto,  remito  á  Ü.  el  dinero  y  alhajas  que  se  van 
á  expresar,  para  que  lo  ponga  todo  á  disposición  del  Gbbiemo  generad  de  las  Pro- 
vincias Unidas,  cuya  superioridad  mandará  justipreciar  las  alhajas  y  que  se  dé  al 
convento  la  certificación  del  enteco,  como  U.  onrece,  y  sin  calidad  de  rédito/  sintiendo 
no  j)oder  hacer  ún  suplemento  considerable,  porque  la  fábrica  del  templo  de  Nuestra 
Señora  y  la  de  nuestro  convento,  que  aun  no  están  concluidas,  han  consumido  no 
sólo  los  productos  de  los  bienes  de  la  comunidad,  sino  también  cuanto  ha  ofrendado 
la  piedad  de  los  fieles. 

Sigue  luego  la  enumeración  de  las  alhajas  entregadas  junto  con  1^239 
pesos  en  dinero^  y  continúa  así  el  Prior : 

Kuestra  Señora  de  Chiquinquirá  está  pronta  á  desnudarse  de  las  alhajas  que 
adornan  su  venerable  imagen,  siempre  que  el  Gobierno  general  destine  'su  producto 
nara  sostener  la  independencia  de  la  Nueva  Granada  y  la  libertad  de  los  pueblos 
a  cuya  piedad  debe  sus  adornos,  y  son  los  siguientes  ...  GoOqIc 
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Sigue  la  lista  de  alhajas,  que  valen  $95,000,  fuera  de  las  entregadas, 
y  luego  continúa : 

Sin  embargo  de  que  las  liaciendas  del  convento  van  á  hacer  el  servicio  de  prestar 
al  Gobierno  de  la  provincia  la  cantidad  á  que  ascienda  el  tres  por  ciento  deducido 
de  su  valor  total,  según  el  decreto  de  U.  de  12  del  corriente,  y  cálculo  formado  por 
esta  municipalidad,  cayo  empréstito  importa  1,360  pesos,  puede  U.  ofrecer  al  Go- 
bierno general,  á  nombre  de  esta  comunidad,  que,  en  caso  necesario,  disponga  en 
favor  de  la  causa  de  la  independencia,  de  todos  y  cualesquiera  de  ellos ;  asi  como 
también  de  las  personas  de  los  religiosos,  que  van  á  servir  con  su  ministerio  á  los 
ejércitos  de  la  Éepública.  En  fin,  esta  comunidad  penetrada  de  los  vivos  senti- 
mientos de  patriotismo  que  animan  á  U.  y  á  todos  los  miembros  del  Gobierno 
general,  desea  dar  á  ü.  una  prueba  de  que  sus  insinuaciones  y  oficios  han  producido 
el  efecto  que  debía  esperar  de  los  hi]os  de  la  Patria,  y  sólo  aguarda  la  comunidad 
las  órdenes  de  la  Superioridad  para  ponerlas  en  ejecución. 

Tal  vez  el  procedimiento  de  que  se  da  cuenta  en  esa  nota  no  sea  muy 
acorde  con  las  disposiciones  canónicas  relativas  á  la  enajenación  de 
bienes  de  las  comunidades  religiosas ;  pero  indudablemente  revela  un 
patriotismo  y  un  desprendimiento  superiores  á  todo  lo  que  pudiera 
esperarse. 

Veamos  ahora  las  medidas  tomadas  por  el  Gobierno  relativamente  á 
las  comunidades  religiosas^  para  que  podamos  conocer  hasta  dónde 
guardan  armonía  con  tanta  abnegación,  tanta  generosidad  y  tanto 
patriotismo. 

2.  Dos  de  ellas  se  remontan  al  6  de  Agosto  de  1ÍB21.  La  primera,  que 
es  la  ley  15,  parte  2%  tratado  2? 'de  la  Recopilación  Granadina,  dispuso  en 
su  artículo  1?  que  se  establecieran  escuelas  para  niñas  en  todos  los  con- 
ventos de  religiosas,  según  el  breve  de  Su  Santidad  inserto  en  la  real 
cédula  de  8  de  Julio  de  1816. 

Si  el  objeto  de  esa  ley  filé  el  de  hacer  que  la  orden  pontificia 
pudiera  cumplirse  sin  inconveniente  alguno,  podrá  tacharse  sólo  de  in- 
necesaria ;  pero  si  por  ella  se  quiso  imponer  á  los  monasterios  una 
obligación  civil  de  fundar  y  sostener  escuelas,  es  inaceptable  de  todo 
punto  porque  el  Gobierno  na  tiene  ni  puede  tener  el  derecho  de 
señalar  las  ocupaciones  en  que  deben  emplear  su  tiempo  las  comunidades 
religiosas.  Aun  en  el  inaceptable  supuesto  de  que  gozara  del  derecho 
de  patronato  y  aunque  tal  derecho  tuviese  el  mayor  grado  de  desarrollo 
de  que  es  susceptible,  no  podría  nunca  extenderse  hasta  cosas  de  esta 
naturaleza. 

3.  La  otra  ley  es  la  8%  parte  3*,  tratado  4?  de  la  Recopilación  Grana- 
dina, cuyo  artículo  1?  dice  así : 

Se  suprimen  todos  los  conventos  de  reblares  que  el  día  de  la  sanción  de  esta 
ley  no  tengan  por  lo  menos  ocho  religiosos  de  misa,  exceptuando  solamente  los 
hospitalarios. 

Este  fué  un  verdadero  é  injustificable  abuso  de  parte  de  la  autoridad 
pública  de  Colombia,  porque  ella  no  tenía  facultades  para  suprimir 
monasterios  en  ningún  caso  ni  por  ningún  pretexto.  Ya  hemos  hecho 
notar  que  el  antiguo  patronato  real  no  autorizaba  para  suprimir  monas- 
terios, sino  sólo  para  crearlos. 

4.  Desde  esos  tiempos  principió  una  guerra  más  ó  .menos  franca  y 
"\4olenta  contra  las  comunidades  religiosas  en  general ;  y  ya  á  principios 
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de  1822  las  publicaciones  de  la  prensa  estaban  preparando  el  terreno 
para  la  completa  extinción  de  todas  ellas. 

La  Gaceta  de  Cundinamarca,  número  131,  correspondiente  al  31  de 
Enero,  aconsejaba  que  los  monasterios  de  Santa  Clara,  Santa  Inés  y  la 
C!oncepci6n  fuesen  incorporados  en  el  del  Carmen  y  en  el  de  Santa  ' 
Gertrudis,  Uevando  las  monjas  los  principales  que  trajeron  de  sus  casas, 
y  quedándose  el  Gobierno  con  todo  lo  demás,  que  calculaban  ascendería 
á  cuatrocientos  mil  pesos. 

En  el  número  135  del  mismo  periódico  se  ofrecían  cien  pesos  al  que   - 
mejor  desenvolviera  estas  tres  cuestiones : 

1*  Que  los  frailes  y  las  monjas  fueron  instituidos  por  Jesucristo. 

2*-Suprimir  ó  extinguir  sus  conventos  ¿  ofenderá  la  religión  del  cruciñcado  y  nos 
podrá  couvertir  en  herejes  P 

3?  ¿  Toca  á  ]a  potestad  civil  este  negocio  y  todo  lo  demás  que  diga  relación  con 
la  disciplina  externa  de  la  Iglesia,  ó  en  este  punto  el  supremo  poder  civil  es  nada 
y  nadar 

Otras  mucbas  publicaciones  se  hicieron  entonces  con  el  claro  objeto  de 
hacer  calar  en  las  masas  .dos  cosas :  la  primera,  que  era  conveniente  la 
supresión  de  las  comunidades  religiosas ;  y  la  segunda,  que  el  Gobierno 
tenía  plena  potestad  para  decretarla.  ^Por  qué,  pues,  no  se  adoptó 
esa  medida  desde  luego  P  Uno  de  los  escritores  de  entonces  lo 
dijo  claramente :  porque  no  era  todavía  tiempo  de  la  reforma ;  lo  que 
equivale  á  decir :  porque  no  hemos  pervertido  aiín  lo  suficiente  á  los 
pueblos,  para  que  toleren  iniquidades  de  esa  clase.  Esa  era  ciertamente 
la  verdad. 

Como  nuestro  plan  no  nos  permite  detenernos  en  mayores  detalles, 
continuaremos  el  examen  de  las  leyes  que  habíamos  principiado. 

6.  Del  año  de  1826  hay  dos  leyes  relacionadas  con  las  comunidades 
religiosas.  La  una  de  fecha  7  de  Abril^  que  es  la  10,  parte  3%  tratado 
4?  de  la  Recopilación  Granadina,  corrobora  la  del  año  de  1821  de  que 
hablamos  antes^  y  contiene  las  disposiciones  siguientes  : 

Art.  2*  Todos  los  conventos  de  regalares,  excepto  los  hospitalarios,  que  se  hallen 
dentro  de  los  limites  de  la  Bepública^  j  que  en  las  provincias  posteriormente  liber- 
tadas no  tu\4eron  al  tiempo  de  la  publicación  de  la  lej  de  6  de  Agosto  de  1821,  año 
11,  ocho  religiosos  sacerdotes  de  continua  residencia,  aunque  despuós  los  hayan 
tenido,  se  declaran  comprendidos  en  la  supresión  decretada  por  la  citada  ley. 

Art,  3?  También  serán  comprendidos  los  conventos  que  en  lo  sucesivo  no  tuvieren 
el  número  expresado  de  ocho  religiosos,  sacerdotes  dé  continua  y  permanente  resi- 
dencia dentro  de  sus  claustros,  si  no  se  completare  en  el  término  de  tres  meses,  y 
los  conventos  que  no  ten^n  los  fondos  necesarios  para  la  subsistencia  de  los  ocho 
religiosos  de  continua  residencia. 

Nos  parece  una  cosa  enteramente  inaceptable  el  querer  aplicar  «las 
disposiciones  de  una  ley  desde  el  día  de  su  sanción^  á  países  que  entraron 
á  formar  parte  de  la  República  en  una  época  posterior. 

Seran  eso,  si  por  los  circunstancias  de  la  guerra  no  había  ocho 
religiosos  en  un  convento  situado  en  lugares  ocupados  por  los  españoles 
el  6  de  Agosto  de  1821^  aunque  el  número  de  los  que  residían  habitual- 
mente  allí  fuese  mucho  mayor^  quedaba,  sin  embargo,  suprimido,  j  En 
oué  motivo  de  conveniencia  6  de  justicia  podría  fundarse  esa  medida^  aun 
dado  caso  de  que  hubiese  facultades  para  dictarla  P 
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Por  lo  demás,  á  esta  ley  es  aplicable  lo  que  dijimos  de  la  de  1821^ 
relativamente  á  la  falta  de  facultades  en  el  Gobierno  para  decretarla.  . 
Ambas  contienen  la  confiscación  de  los  bienes  de  los  conventos  supri- 
midos ;  pero  de  eso  hemos  hablado  ya  en  otro  lugar. 

La  otra  ley  es  anterior  en  pocos  días,  pues  lleva  fecha  4  de  Marzo 
del  mismo  año  de  1826.  Es  la  ley  1*,  parte  3%  tratado  4?  de  la  Recopi- 
lación Granadina,  y  contiene  las  siguientes  disposiciones : 

Art  1?  Ninguna  persona  sea  del  sexo  que  se  fuere,  podrá  ser  admitida  en  calidad 
de  novicio  en  convento  ó  monasterio,  antes  de  tener  la  edad  de  veinticinco  años 
cumplidos. 

Art.  2?  Los  novicios  que  baya  actualmente  en  los  conventos  6  monasterios 
e^stentes  en  la  República  no  podr&n  hacer  su  profesión  religiosa  antes  de  hál>er 
sufrido  los  años  de  noviciado  que  exija  la  respectiva  regla,  contándolos  para  este  £n 
desde  que  hayan  cumplido  los  años  de  edad  expresados  en  el  artículo  precedente. 

Art.  4¿*  Los  Prelados  seculares  y  regulares  que  otorgaren  licencia  ó  admitieren 
en  calidad  de  novicio  á  quien  no  tenga  la  edad  que  determina  esta  lej,  ó  permitieren 
que  se  haga  la  profesión  religiosa  por  los  novicios  y  las  novicias  actualmente 
existentes  en  los  conventos  y  monasterios,  sin  tener  la  ¿iad  prescrita  en  el  artículo 
2?,  sufrirán  pena  de  destitución  de  su  prelatura,  y  la  de  inhabilitación  perpetua 
para  obtener  otras. 

§  único.  Si  el  Prelado  de  que  habla  este  artículo  fuere  Arzobispo  ú  Obispo, 
sulrirá  por  la  primera  vez  una  multa  de  la  cuarta  parte  de  la  renta  que  disfrute  en 
aquel  año ;  por  la  segunda  vez,  la  mitad  de  dicha  renta ;  y  por  la  tercera  se  le 
impondrá  la  pena  de  extrañamiento  del  territorio  de  Colombia,  y  se  le  ocuparán  sus 
temporalidades. 

No  sabemos  de  dónde  pudo  deducir  el  Gobierno  de  Colombia  que 
estaba  autorizado  para  determinar  la  edad  necesaria  para  entrar  á 
formar  parte  de  las  órdenes  religiosas.  Nunca  llegaron  á  tanto  las 
pretensiones  de  los  Beyes  de  España;  pues  ya  vimos  que,  con  el 
fin  de  hjacer  frente  ala  relajación  que  quería  introducirse  en  los  monas- 
terios, se  limitó  á  suplicar  á  la  Santa  Sede  pusiera  límite  á  los  conven- 
tos y  al  numero  de  reli^osos  de  cada  uno,  y  que  se  dignara  de  disponer 
que  no  se  admitiese  á  ninguno  al  noviciado  antes.de  los  diez  y  ocho  años, 
ni  á  la  profesión  antes  de  los  veinte.  El  Gobierno  de  Colombia,  menos 
escrupuloso,  ó  mejor  dicho  más  atrevido,  se  deja  de  esos  términos 
medios  y  de  medidas  indirectas,  y  ordena  de  redondo  que  nadie  pueda 
entrar  al  noviciado  antes  de  los  veinticinco  años,  ni  profesar,  los  ya 
admitidos  en  los  conventos,  hasta  después  de  cumplir  los  respectivos 
años  de  noviciado,  á  contar  de  los  vienticinco  de  edad  en  adelante. 

Pero  lo  más  grave  es  que  para  los  Prelados  que  contravinieran  á  esas 
disposiciones  se  estableció  la  peim  de  destitución  é  inhabilitación ;  y  si 
eran  Arzobispos  ú  Obispos  multa  por  las  dos  primeras' infracciones,  y 
destierro  y  ocupación  de  temporalidades  por  la  tercera.  ¿  Cómo  puede 
el  Gobierno  civil  privar  á  nadie  de  funciones  puramente  espirituales,  ni 
inhabilitarlo  para  ejercer  otras  de  la  misma  clase  P 

Ese  asunto  es  por  su  naturaleza  pura  y  exclusivamente  del  resorte  de 
la  autoridad  eclesiástica,  y  en  él  nada  tiene  que  ver  la  potestad  civiL 
Toda  intervención  en  él  de  dicha  potestad  constituye,  pues,  una  verda- 
dera usurpación  de  ajenas  funciones,  sin  que  haya  motivo  alguno  que 
pueda  alegarse  para  disculparla. 

Tan  extraña  es  la  intervención  de  la  autoridad  civil  en  la  fijación  de 
la  edad  para  la  profesión  religiosa,  como  sería  la  pretensión  de   la 
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autoridad  eclesiástica  que  quisiese  señalar  la  época  de  la  mayor  edad  para 
los  efectos  políticos  y  civiles,  ¿  Toleraría  la  potestad  civil  esa  usurpación 
de  parte  de  la  Iglesia  P  Es  claro  que  no.  ¿  Cómo  quiere^  pues,  que  en 
ella  sea  un  derecho  lo  mismo  que  en  otros  sería  un  abuso  y  una  usurpa- 
ción de  fticultades  escandalosa  é  injustificable  P 

6.  Los  sucesos  políticos  ocurridos  de  1826  á  1828  pusieron  en  manos 
del  Libertador  Bolívar  el  poder  omnímodo.  En  ejercicio  de  él  trató  de 
subsanar  los  inconvenientes  y  las  injusticias  de  las  leyes  citadas  última- 
mente, con  los  siguientes  decretos : 

Simón  Bolívar,  etc.,  etc. 

Consideraiido : 

1?  Que  las  leyes  que  suprimieron  los  conventos  menores  y  fijaron  el  número  de 
religiosos  que  debía  'tener  por  lo  menos  cada  convento  de  regulares,  han  causado 
mucho  disgusto  á  los  pueblos ; 

2?  Que  estos  recibían  grandes  beneficios  espirituales  de  los  religiosos  que  vivían 
en  los  conventos  suprimidos,  los  que  predicaban  j  administraban  los  sacramentos 
á  los  fieles,  siendo  muy  activos  auxiliares  de  los  párrocos  ; 

3?  Que  los  curas  por  sí  solos  no  pueden  llenar  estos  deberes  en  toda  su  plenitud  en 
las  villas  y  ciudades  de  alguna  población,  por  cuyo  motivo  sufren  grandes  perjuicios 
la  religión  y  la  moral  de  los  pueblos,  que  el  Gobierno  debe  sotuer  por  cuantos 
medios  estén  á  su  alcance ; 

4?  Que  necesitándose  promover  el  restablecimiento  de  las  misiones  parala  reduc- 
ción é  instrucción  de  los  indígenas  y  de  los  cristianos  que  han  abandonado  las 
antiguas  poblaciones  y  retirádose  á  los  bosques,  por  falta  de  curas,  dejando  despo- 
blada provincias  enteras,  se  necesita  igualmente  restablecer  ios  conventos  que 
sirvan  ae  hospicios  ó  escalas  de  las  misiones ;  con  dictamen  del  Consejo  de  Go- 
bierno, y  usando  de  las  facultades  extraordinarias  que  ejerzo, 

Decreto : 

Art.  1?  Se  restablecen  los  conventos  suprimidos  por  las  leyes  de  6  de  Agosto 
de  1821  y  7  de  Abril  de  1826 ;  exceptuando  aquellos  cuyos  edificios  sirvan  actaal- 
mente  de  colegios  v  casas  de  edacación  ó  de  hospitales.  El  Grobiemo  ó  la  autoridad 
que  comisione  declararán  los  que  se  restablecen. 

Art  2f  Se  entregarán  los  conventos  que  deban  restablecerse  por  inventario 
formal,  con  todos  sus  muebles,  paramentos  y  alhajas  de  las  iglesias  que  no  se  hayan 
enajenado  de  un  modo  legal.  Se  recibirán  por  las  personas  que  diputaren  los 
respectivos  superiores  de  las  órdenes  regulares,  y  los  Intendentes  dispondrán  quién 
deba  hacer  la  entrega. 

Art.  3?  Los  demás  bienes  y  rentas  que  pertenezcan  á  los  conventos  suprimidos 
T  que  se  aplicaren  á  los  coleaos  y  casas  de  educación  continuarán  con  este  destino 
fi^al,  aá  en  efecto  sus  proanctos  se  emplearen  en  satisfacer  los  gastos  de  los 
ccuegios  y  casas  de  educación  ya  fundadas.  El  Gobierno  decidirá  en  vista  de  los 
documentos  que  se  le  presenten  los  bienes  y  rentas  que  se  hayan  de  restituir  á  los 
conventos  en  virtud  de  este  artículo. 

Art  4?  Habiéndose  aplicado  á  los  colegios  y  casas  de  educación  los  bienes  de  los 
conventos  suprimidos,  con  la  calidad  de  cumplir  con  los  gravámenes  impuestos  por 
los  fundadores,  los  respectivos  conventos  que  ahora  se  resteblecen  ó  su  orden  con- 
tinuarán cumpliendo  con  dichos  gravámenes,  bajo  las  siguientes  condiciones : 
1*  aue  por  la  autoridad  del  Intendente  ó  Gobernador  respectivo  se  tome  una 
razón  exacta  de  los  bienes  y  capitales  que  se  han  aplicado  á  cada  colegio  ó  casa  de 
educación  y  de  las  cargas  impuestas  por  los  fundadores  ;  2^  que  se  vean  las  limosnas 
que  debían  erogarse  anualmente  por  dichos  establecimientos  para  satisfacer  los 
gravámenes  por  el  estipendio  asignado  á  cada  Diócesis ;  3^  que  de  los  bienes  y 
capitales  aplicados  á  los  colegios  se  devuelva  á  los  conventos  que  se  restablezcan 
una  suma  cuya  renta  computada  al  9Ínco  por  ciento  cubra  toda  la  cantidad  qne 
por  Hmosnas  pjara  cumplir  con  las  cargas  impuestas  por  los  fundadores,  debían  satis- 
facer los  colegios  y  casas  de  educación,  de  modo  que  les  queden  libres'  los  demás 
bienes ;  4f  que  la  designación  de  bienes  y  capitales  que  han  de  restituirse  á  los 
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conventos  qne  se  restablezcan,  se  haga  por  un  convenio  entre  el  Eector  y  el  Sn- 
perior  del  convento  á  presencia  del  Intendente  6  Gobernador  de  la  provincia,  6  de 
la  persona  qne  éste  comisione,  verificándose  la  división  con  justa  igualdad  de  bueno 
7  malo :  el  Gobernador  6  Intendente  decidirá  ^bemativamente  cualquier  dada 
6  diferencia  que  ocurra ;  5*  que  los  bienes  y  capitales  así  designados  queden  bajo 
la  administración  de  los  conventos,  y  lo  mismo  sus  demás  bienes,  y  cuidarán  de 
mantenerlos  íntegros  como  se  líallan  destinados  á  tan  sagrados  objetos. 

Art.  b?  Si  alguno  ó  algunos  conventos  no  se  restablecieren,  cumplirá  con  las 
cargas  y  pensiones  impuestas  á  los  bienes  que  les  correspondían,  bipn  el  convento 
más  inmediato  de  la  orden,  ó  bien  el  convento  mayor  de  la  capital  de  la  Provincia 
de  regulares,  ejecutándose  antes  todo  lo  previsto  en  el  artículo  anterior. 

Art.  6°  Quedan  suspensas  las  disposiciones  de  la  ley  de  6  de  Agosto  de  1821  que 
fueren  contrarias  á  este  decreto,  y  se  suspende  en' todas  sus  partes  la  ley  de  7  de 
Abril  de  1826,  una  y  otra  sobre  supresión  de  conventos  menores ;  por  consiguiente 
en  lo  venidero  podran  subsistir  conventos  de  religiosos,  sea  cual  fuere  el  número 
que  tengan,  el  que  siempre  será  proporcionado  á  los  medios  de  subsistir  que  haya 
en  cada  uno  de  ellos. 

Art.  7?  Se  darán  por  el  Gobierno  y  por  cualesquiera  autoridades  locales  todos 
los  auxilios  y  protección  que  necesiten  los  superiores  de  los*conventos  de  regulares 

Sara  hacerse  obedecer  de  sus  subditos,  y  para  que  éstos  cum{>lan  exactamente  sus 
eberes ;  á  fin  de  que  los  pueblos  reciban  de  ellos  sanas  lecciones  de  moral  y  de 
religión,  y  para  que  de  mngún  modo  la  conducta  de  los  religiosos  desdiga  de  su 
instituto.^ 

Sabemos  que  el  30  del  mismo  mes  se  expidió  otrg  decreto  sobre  esta 
materia^  pero  no  conocemos  su  tenor  literal.  Probablemente  turo  por 
objeto  zanjar  algunas  dificultades  ó  llenar  algunos  vacíos  que  se  echarían 
de  ver  en  el  anterior. 

7.  Relativamente  á  novicios,  se  dictó  el  siguiente  decreto : 

Simón  Bolívar,  etc.,  etc. 

Considerando : 

1?  Que  á  consecuencia  de  la  dilatada  ^erra  que  ha  sufrido  Colombia  para 
asegurar  su  independencia,  han  sido  destruidas  las  misiones  que  había  en  las  Pro- 
vincias de  Cumaná,  Barcelona,  Barinas,  Maracaibo,  Casanare,  Guayana  y  al  sur 
de  los  Andes  ó  Popayán  y  Quito ; 

2?  Que  los  indígenas  qne  se  hallaban  reducidos  á  poblados  por  los  cuidados 
constantes  de  los  misioneros,  se  han  dispersado  en  gran  parte,  abandonando  las 
poblaciones  y  sumiéndose  nuevamente  en  los  bosques  con  mucho  perjuicio  del 
Estado; 

df  Que  es  de  absoluta  necesidad  restablecer  cuanto  antes  las  antiguas  misiones 
de  Colombia,  para  reedificar  las  poblaciones  de  indígenas  é  instruirlos  en  la  religión, 
en  la  moral  y  en  las  artes  necesarias  para  la  vida ; 

4?  Que  esto  no  puede  hacerse  sino  por  medio  de  las  órdenes  regulares,  qne  es 
necesario  conservar  y  aumentar  para  que  haya  ministros  que  sirvan  las  misiones 
y  que  también  prediquen  v  enseñen  á  los  demás  pueblos  la  religión  y  la  moral ; 

5°  Que  para  conseguirlo,  opone  un  grande  obstáculo  la  ley  que  dispuso  que 
ninguno  pudiera  ser  s^mitido  en  los'conventos  antes  de  la  edad  de  veintícmco  anos 
cumplidos,  con  dictamen  del  Consejo  de  Gobierno  y  en  uso  de  las  facultades  extra- 
ordinarias que  ejerzo, 

Decreto : 

Art.  1?  Se  suspende  la  ley  de  4  de  Marzo  de  1826,  respecto  de  todos  los  conventos 
de  reflrulares.  En  consecuencia  podrán  admitirse  en  los  conventos  de  regulares 
novicios,  donados  y  devotos  menores  de  veinticinco  años,  haciéndose  las  pro- 
fesiones á  la  edad  que  hayan  prescrito  los  cánones. 


1  Número  362  de  la  Gaceta  Oficial  de  Colombia,  correspondiente  al  24  de  Julio 
de  1828. 
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Art.  2^  Queda  restringido  el  numero  de  novicios,  donados  y  devotos  que  puedan 
admitirse  en  cada  uno  de  los  noviciados  de  las  diferentes  órdenes  religiosas.  En 
las  provincias  de  regulares  de  la  capital  lo  señalará  el  Gobierno  Supremo,  teniendo 
en  consideración  las  rentas  y  el  námero  de  religiosos  que  hay  ó  necesita  cada 
convento.  En  la  provincia  de  regulares  de  Venezuela,  lo  hará  el  Intendente  del 
Departamento,  en  la  de  Quito  el  Intendente  del  Ecuador,  y  en  cualquiera  otra  el 
intendente  respectivo. 

Art.  3k  En  virtud  de  esta  concesión  cada  una  de  las  órdenes  regulares,  excluidas 
las  hospitalarias,  quedará  comprometida  á  encargarse  de  las  misiones  de  indígenas 
que  el  Gobierno  le  asigne  y  á  emplear  en  ellas  el  número  de  religiosos,  bajo  las 
T^las  prescritas  ó  que  se  prescriban.  Los  nombrados  contraerán  en  las  misiones 
un  manto  muy  distinguido,  y  en  virtud  de  él  obtendrán  los  correspondientes 
ascensos  en  su  religión,  para  lo  cual  en  caso  necesario  el  Gobierno  conseguirá  1^ 
breves  de  la  Silla  Apostólica. 

Art.  4".  Todos  los  novicios  que  profesen  desde  la  publicación  de  este  decreto, 
oontraerán  al  tiempo  de  profesar  la  obligación  de  emplearse  por  cinco  años,  luego 
que  reciban  las  sagradas  órdenes,  en  el  servicio  de  las  misiones  que  se  les  hubieren 
asignado.  Los  Prelados  pasarán  anualmente  á  los  intendentes  una  lista  de  loa 
novicios  que  hayad  profesado  j  ordenádose,  contrayendo  la  expresa  obligación,  á 
fin  de  que  sus  nombres  se  asienten  en  un  libro,  y  en  todo  tiempo  conste  los 
reliffiosos  que  deban  emplearse  en  las  misiones.  Esta  disposición  no  comprende  á 
los  hospitaJaríos.^ 

A  pesar  de  la  veneración  que  nos  inspira  la  memoria  del  Libertador, 
y  de  que  nadie  puode  poner  en^  duda  la  rectitud  de  sus  intenciones, 
encaminadas  á  subsanar  las  iniusticias  y  á  evitar  los  males  que  debían 
producir  las  leyes  de  1821  y  1§26  sobre  supresión  de  conventos  menores 
y  admisión  de  novicios  en  los  conventos,  no  nos  es  posible  aceptar  en 
absoluto  todas  las  disposiciones  de  los  dos  decretos  que  dejamos  tras- 
critos. 

Tratándose  de  reparar  la  injusticia  cometida  al  suprimir  ciertos 
conventos,  ha  debido  ordenarse  el  restablecimiento  de  todos  ellos ;  y  si 
había  algunos  respecto  de  los  cuales  no  fuera  posible  llevar  á  cabo  esa 
medida,  ó  se  presentaban  para  ello  obstáculos  más  ó  menos  graves,  debió 
disponerse  que .  se  hiciese  el  correspondiente  arreglo  con  la  autoridad 
eclesiástica. 

En  lo  relativo  á  los  bienes  de  los  conventos  suprimidos,  debió  orde- 
narse su  devolución  lisa  y  llanamente,  porque  la  expoliación  fué  injusta 
en  absoluto. 

En  cuanto  á  novicios  no  podemos  reconocer  en  la  autoridad  civil  el 
derecho  de  señalar  su  número,  sino  cuando  para  ello  exista  una  delega- 
ción expresa  de  la  Santa  Sede,  ó  un  arreglo  con-  la  autoridad  eclesiástica 
que  tenga  potestad  para  conceder  semejante  prerrogativa. 

Tampoco  reconocemos  derechos  en  el  Gobierno,  salvo  los  casos  indica- 
dos, para  señalar  obligaciones  á  los  novicios ,  ni  en  general  á  los  religiosos 
en  cuanto  á  la  manera  de  ejercer  las  funciones  de  su  ministerio. 

Se  conoce  que  en  esos  tiempos  imperaban  las  ideas  regalistas  tanto 
entre  los  enemigos  de  la  Iglesia  como  entre  sus  amigos.  La  diferencia 
que  había  entre  unos  y  otros,  consistía  en  que  los  primeros  hacían  uso  de 
su  regalismo  para  desquiciar  la  Iglesia  y  perturbar  las  conciencias,  al 


1  Kúmero  863^  de  la  Gaceta  Oficial  de  Colombia,  correspondiente  al  27  de  Julio 
ée  1828.  ^  . 
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paso  que  los  otros  hacían  en  general  un  uso  moderado  y  sin  dañada 
intención,  de  las  prerrogativas  que  erróneamente  creían  tener. 

8.  En  1832  se  expidieron  cuatro  leyes  relacionadas  con  este  asunto 
á  saber : 

La  primera,  de  13  de  Enero,  que  es  la  ley  11,  parte  3%  tratado  4?  de  la 
Recopilación  Granadina,  por  la  cual  se  declararon  nulos  los  decretos  del 
Libertador  de  10  y  30  de  Julio,  relativos  á  la  supresión  de  conventos 
menores  de  que  acabamos  de  hablar,  y  en  su  fuerza  y  vigor  las  leyes  de 
6  de  Agosto  de  1821  y  7  de  Abril  de  1 826.  Esta  ley  la  hemos  analizado 
ya  en  el  capítulo  III  de  esta  parte,  y  no  hay  para  qué  repetir  aquí  lo  que 
allí  dijimos. 

La  segunda,  de  6  de  Marzo,  que  es  la  12,  parte  3*,  tratado  4?  de  la 
Recopilación  Granadina,  por  la  cual  se  exceptuaron  de  la  supresión  los 
conventos  menores  de  Pasto  y  el  de  la  Candelaria  del  Desierto  en  la 
Provincia  de  Tunja.  No  hacía  dos  meses  que  el  Cong^^eso  había  ratifi- 
cado la  supresión  que  ahora  reprueba,  lo  que  basta  par  dar  á  conocer  la 
lamentable  ligereza  con  que  procedía  en  el  asunto. 

La  tercera,  de  2  de  Abril,  qué  es  la  ley  2*,  parte  3%  tratado  4?  de  la 
Recopilación  Granadina,  restableció  la  de  4  de  Marzo  de  1826  sobre 
edad  para  la  profesión  religiosa.  No  citó  para  nada  el  decreto  del 
Libertador  expedido  en  1828  que  insertamos  antes;  pero  de  hecho 
quedo  derogado  por  ser  incompatible  con  la  ley  restablecida.  Para 
comprender  todo  el  desacierto  de  esta  ley,  basta  leer  los  fundamentos 
del  decreto  referido :  ellos  nos  excusan  de  hacer  observación  alguna  en 
el  particular. 

Finalmente,  la  cuarta  es  la  ley  16,  parte  2%  tratado  3?  de  la  Recopi- 
lación Granadina,  y  contiene  la  siguiente  única  disposición  : 

Se  autoriza  el  Poder  Ejecutivo  para  que  de  las  rentas  Bacionales  pueda  mandar 
pagar  cincuenta  pesos  mensuales  al  monasterio  de  Santa  Grertrndis  ae  esta  ciudad 
(Bogotá),  como  indemnización  por  la  enseñanza  gratuita  que  dan  á  las  niñas. 

Este  acto  de  estricta  justicia  hace  honor  tanto  al  Gobierno  que  lo 
expidió,  como  á  la  comunidad  religiosa  que  supo  merecerlo. 

Otra  excepción  vino  á  hacerse  en  1836  á  la  supresión  de  conventos 
menores,  en  favor  de  los  Colegios  de  las  misiones  de  Cali  y  Popayán, 
Está  consignada  en  la  ley  de  19  dé  Abril  de  1836,  que  es  la  13,  parte 
3',  tratado  4?  de  la  Recopilación  Granadina.  Probablemente  hasta  ese 
tiempo  no  se  había  ejecutado  la  ley,  á  pesar  de  que  habían  trascurrido 
quince  años ;  pues  de  otra  manera  no  se  comprende  qué  fin  pudiera 
tener  la  excepción,  ni  cómo  pudiera  hacerse  eficaz. 

En  el  año  de  1839  hubo  una  nueva  borrasca  contra  los  conventos 
menores.  Por  la  ley  de  5  de  Junio,  que  es  la  14,  parte  3%  tratado  4?  de 
la  Recopilación  Granadina,  se  volvió  á  decretar  la  supresión  de  los 
conventos  de  la  Merced,  Santo  Domingo,  San  Francisco  y  San  Augustin 
de  Pasto. 

En  1821  se  había  decretado  la  supresión ;  en  1826  se  ratificó,  con 
alguna  ampliación;  en  1828  el  Libertador  los  restableció  casi  del  todo  ; 
en  1832  se  volvió  á  decretar  la  supresión,  y  luego  en  el  mismo  año  Be 
exceptuaron  algunos  monasterios ;  en  1836,  nuevas  excepciones ;  final- 
mente, ahora  en  1839  se  vuelven  á  suprimir  algunos  de  los  que  autos  se 
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habían  restablecido.  Creemos  que  esa  simple  enumeración  de  actos 
contradictorios  prueba  patentemente  la  inconcebible  ligereza  con  que  se 
procedía  en  asuntos  tan  graves  y  delicados  como  éste.  Sin  duda  el  Go- 
bierno andaba  á  tontas  y  á  locas,  sin  saber  lo  que  hacía^  ni  detenerse  á 
meditar  las  consecuencias  que  podían  surgir  de  sus  actos. 

Las  de  este  último  fueron  terribles  y  desastrosas ;  pues  es  bien  sabido 

Íue  esa  imprudente  é  injusta  supresión  de  los  conventos  menores  de 
^asto,  fué  el  principal  pretexto  que  se  alegó  para  justificar  la  revolución 
de  1840,  que  tanta  sangre  y  lágrimas  costó  á  la  República.  Decimos 
que  fué  sólo  pretexto,  porque  el  mismo  partido  que  alegó  para  insurrec- 
cionarse en  1840  la  supresión  de  dichos  conventos,  suprimió  veinte  años 
más  tarde  todos  cuantos  existían  en  el  país. 

Fué.  ineficaz  para  atajar  la  revolución  la  ley  de  20  de  Mayo  de  1840, 
que  es  la  15,  parte  3*,  tratado  4?  de  la  Recopilación  Granadina,  cuyo 
artículo  1?  dice  lo  siguiente : 

Art.  V.  Se  restablecen  los  conventos  de  Santo  Domingo,  San  Francisco  y  San 
Agustín  de  la  ciudad  de  Pasto,  á  los  cuales  se  restituirán  los  edificios  y  bienes  que 
les  pertenecían ;  quedando  dero^jado  en  esta  parte  el  decreto  'legislativo  de  5  de 
Junio  de  1839.  El  M.  R.  Arzobispo,  como  Delegado  de  la  Silla  Apostólica  para 
visitar  los  conventos  de  regulares,  dictará  las  providencias  convenientes  á  fin  de 
que  los  conventos  que  se  restablecen  dependan  de  los  provinciales  de  las  respectivas 
ordenes  que  Hay  en  Nueva  Granada  y  se  compongan  de  religiosos  granadinos  de 
nacimiento. 

El  huracán  revolucionario  estaba  ya  desencadenado^  y  esta  tardía 
concesión  no  podía  contenerlo  ;  bien  que  reconocemos,  como  ya  se  vio, 

?[ue  la  supresión  de  conventos  no  fué  sino  un  mero  pretexto  alegado  por 
08  jefes  de  la  revolución  para  popularizar  su  causa. 

9.  Pasada  apenas  la  revolución  de  1840,  se  pensó  en  restablecer  las 
misiones  que  en  el  siglo  pasado  producían  tantos  y  tan  buenos  frutos. 
Todos  sabían  que  la  orden  más  á  propósito  para  el  efecto  era  la  de  los 
jesuítas,  quienes  han  obtenido  en  todas  partes  resultados  tanto  más 
sorprendentes  y  admirables  cuantc^  mayor  sea  la  libertad  que  las  autori- 
dades políticas  les  han  concedido, 

lío  era  discreto,  sin  embargo,  expedir  una  ley  especial  para  contratar  la 
venida  de  los  jesuítas,  porque  era  posible  que  no  pudiese  hacerse  el 
arreglo  con  ellos,  y  convenía  que  en  ese  caso  el  Poder  Ejecutivo  pudiera 
hacer  venir  misioneros  de  otra  orden. 

Con  ese  fin,  y  con  pleno  y  perfecto  conocimiento  de  que  la  negocia- 
ción se  haría  preferentemente  con  los  jesuítas,  se  expidió  la  ley  de  28  de 
Abril  de  1842,  que  es  la  16,  parte  2*,  tratado  4?  de  la  Recopilación 
Granadina,  por  la  cual  se  ordenó  la  fundación  de  colegios  de  misiones. 
El  artículo  3?  dice  así : 

Los  colegios  de  misiones  que  se  establecen  por  este  decreto,  serán  del  instituto 
que  el  Poder  Ejecutivo  juzgue  más  á  propósito,  entre  los  que  profesan  el  minis- 
terio de  misiones  en  Europa ;  excitándolos  y  auxiliándolos  para  que  vengan  á  la 
Nueva  Granada. 

Es  probable  que  al  discutirse  esa  ley  nadie  se  acordara  de  la  pragmá- 
tica del  Bey  Carlos  III,  por  la  cual  se  expulsó  de  los  dominios  españoles 
á  la  Compañía  de  Jesús ;  pero  aunque  la  hubieran  recordado,  de  seguro 
que  á  nadie   se  le  habría  ocurrido  derogarla  expresamente,  poi*qu6 
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¿  quién  hubiera  podido  imaginarse  que  ningún  Gobierno  que  se  esti- 
mase en  algo  pretendiera  en  tiempo  alguno  que  esa  insigne  iniquidad 
continuaba  yigente  en  la  República^  después  de  afianzada  la  indepen- 
dencia nacional  P 

Esa  disposición  corría  parejas  con  las  de  expulsión  de  moros  y  judíos, 
prohibición  del  comercio  con  otras  naciones  y  algunas  otras  que  eran 
inherentes  al  régimen  colonial  y  desaparecieron  con  él. 

El  Poder  EjecutivOy  en  cumplimiento  de  la  ley  citada,  dictó  el 
siguiente  decreto : 

Considerando : 

1'  Que  el  decreto  referido  fué  dÍBCutido  y  aprobado  en  las  Cámaras  legislativas 
en  el  supuesto  de  que  el  instituto  de  la  Compañía  de  Jesús  era  el  que  debía  ser 
llamado  para  encargarle  las  misiones ;  lo  que  persuade  que  es  -éste  el  que  la 
mayoi-ía  de  Senadores  y  Representantes  ha  creído  preferible ; 

2?  Que  la  experiencia  ha  demostrado  que  aquel  instituto  es  el  más  adecuado 
para  convertir  los  salvajes  á  la  Beligión  cristiana  y  para  conducirlos  á  la  civiliza- 
ción ;  teniendo  de  ello  pruebas  incontestables  en  lo  que  sucedió  en  la  América  del 
Sur,  donde  la  expulsión  de  los  jesuítas  fué  seguida  de  la  progresiva  decadencia  de 
las  misiones,  desadencia  aue  ha  ido  en  aumento  cada  día,  sin  que  el  celo  de  otros 
misioneros  haya  bastado  a  contenerla ; 

3*!  Que  una  de  las  condiciones  más  precisas  para  que  la  empresa  de  las  misiones 
produzca  fruto,  es  que  los  misioneros  sean  formados  para  esta  profesión ;  siendo 
además  altamente  ventajoso  para  el  país  que  estén  adornados  de  conocimientos  en 
las  ciencias  exactas  y  naturales,  circunstancias  que  se  reúnen  en  el  instituto  de  los 
jesuítas  en  más  alto  grado  que  en  cualquiera  otro ;  que  si  causas  que  no  es  del 
caso  expresar  aquí,  hicieron  que  los  jesuítas  fueran  expulsados  de  varios  países 
á  mediados  del  siglo  {)asado,  la  experiencia  j  el  ejemplo  de  las  naciones  más 
adelantadas  en  civilización  en  Europa  y  América,  como  la  Francia,  la  Inglaterra, 
los  Estados  Unidos,  Buenos  Aires  y  otras,  que  los  han  recibido  en  su  seno  en 
consideración  á  los  bienes  que  la  refilón,  la  moral  y  la  civilización  reportan  de 
ellos,  son  una  razón  bastante  para  disipar  los  temores  de  los  que  han  juzgado 
desventajosamente  de  este  instituto ; 

4".  Que  es  más  fácil  lograr  misioneros  de  este  instituto  que  de  algún  otro,  en 
atención  á  que  con  frecuencia  salen  de  Europa  en  número  considerable  para  Asia 
y  Añica,  donde  su  celo  está  produciendo  los  mejores  efectos  religiosos  y  sociales ; 

5°  Que  el  crédito  que  los  jesuítas  gozan  «n  calidad  de  misioneros  y  las  simpatías 
que  por  ellos  se  conservan  en  el  país,  hacen  que  el  Gobierno  encuentre  una  activa 
cooperación  para  llevar  á  efecto  la  empresa  de  las  misiones, 

Decreto: 

Art.  V-  Se  elige  el  instituto  de  la  Compañía  de  Jesús  para  encargarlo  de  las 
misiones  de  la  Kepública. 

Art.  2^  ComisiÓDase  al  Encargado  de  Negocios  de  la  República  en  Londres,  para 
que  pasando  á  Italia  y  á  las  demás  partes  de  Europa  que  sea  necesario,  arregle 
la  venida  de  los  clérigos  de  la  Compañía  que  deben  fundar  los  colegios  de  misiones. 
Al  efecto  se  darán  las  órdenes  é  instrucciones  conveDÍentes. 

Art.  3?  Por  la  Secretaría  del  Interior  y  Belacíones  exteriores  se  expedirán  las 
órdenes  y  providencias  convenientes  para  reunir  los  datos  é  informes  que  son 
necesarios  para  determinar  el  número  de  colegios  de  misiones  que  hayan  de 
establecerse,  las  ca?as  de  escala  que  haya  de  tener  cada  uno  y  los  edificios  y  fondos 
que  deban  adjudicárseles. 

Art.  4¡°  Excítase  al  M.  R.  Arzobispo  y  RR.  Obispos  á  que  exhorten  á  sus 
diocesanos  á  cooperar  con  limosnas  para  el  establecimiento  de  colegios  de  misiones 
y  traslación  de  los  misioneros  de  Europa  á  la  Nueva  Granada. 

Trasladóse  á  Roma  el  Encargado  de  Negocios  granadino,  señor 
l^ladio  XJrÍ8arri,^con  el  fin  de  negociar  la  vuelta  de  los  jesuítas  al  país. 
Era  general  de  la  orden  en  ese  tiempo  el  P.  Juan  Boothaan,  hombre  de 
vasto  ingenio^  claro  talento  y  admirable  perspicacia.     Manifestóse  desde 
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luego  dispuesto  al  envío  de  misioneros  jesuitas  á  este  país ;  pero  aunque 
los  actos  legislativos  en  virtud  de  los  cuales  selles  llamaba  eran  perfecta- 
mente claros  y  explícitos,  él  quiso  prevenir  todo  motivo  de  dificultad  y 
de  inconvenientes  para  lo  porvenir.  Al  efecto  pasó  al  señor  Urisarri 
'  una  larga  nota,  fechada  el  20  de  Noviembre  de  1843,  de  la  cual  toma- 
remos la  parte  más  importante.    Dice  así : 

Siendo,  pues,  nuestro  instituto  y  su  puntual  observancia  la  pauta  única  sobre 
que  pueden  formarse  misiones  de  la  Compañía,  es  sin  duda  la  intención  de  ambos 
poderes  supremos  (legislativo  j  ejecutivo)  de  aquella  República,  admitir  allí  y 
reconocer  a  la  Compañía  de  Jesús  como  una  de  las  órdenes  religiosas  legalmente  > 
establecidas  en  su  territorio,  autorizada  por  lo  tanto  para  vivir  en  todo  conforme 
á  dicho  instituto,  abrir  su  noviciado,  y  algunos  colegios,  no  sólo  de  misiones 
según  lo  prescrito  en  el  decreto  de  28  de  Abril,  sino  para  poder  proveer  á  éstos  y 
también  otros  de  enseñanza  |>ública  ó  privada,  según  que  de  acuerdo  con  ambas 
autoridades  eclesiástica  y  civil^  se  crea  útil;  y  en  fin  dedicarse  á  todos  los 
ministerios  propios  del  mismo  mstituto,  como  son  el  predicar,  confesar  y  demás, 
guardando  en  todo  la  sumisión  y  acatamiento  que  con  arreglo  á  los  cánones  de 
la  Iglesia  son  debidos  á  los  Bustrísimos  Diocesanos,  y  prestando  á  las  autoridades 
del  Estado  el  obsequio  y  la  obediencia  que  toda  razón  y  el  Evangelio  prescriben :  á 
nnos  y  otros  cuidando  de  ayudar  y  ser  útiles  en  cuanto  sea  conforme  á  nuestra 
profesión  y  estado,  ó  esté  dentro  de  los  Umites  de  nuestro  ministerio,  todo  diri^do 
a  promover  el  bien  de  la  Religión,  la  salvación  de  las  almas  y  las  buenas  j 
cristianas  costumbres,  y  ajeno  totalmente  á  negocios  ó  partidos  políticos.  Bajo 
de  esta  inteligencia  parece  estar  extendido  el  segundo  decreto  en  que  se  nos  designa 
como  aptos  para  cumplir  el  objeto  del  primero :  mas,  no  diciéndolo  expresamente, 
yo  desearia  merecer  la  bondad  de  que  V.  E.,  como  bien  instruido  de  las  intenciones 
y  modo  de  pensar  de  sus  comitentes,  tuviese  la  dignación  de  decirme  si  es  en  efecto 
^tal  la  intención  é  inteligencia  de  aquellos  Swpremos  Poderes, 

No  parece  sino  que  la  penetrante  mirada  del  insigne  discípulo  de  San, 
Ignacio  hubiese  percibido  claramente  lo  que  había  de  suceder  en  nuestro 

Sais  siete  años  más  tarde,  cuando  el  huracán  de  las  pasiones  se  desenca- 
enó  contra  la  Iglesia  de  Dios  y  principalmente  contra  sus  más  firmes 
y  celosos  ministros. 

La  contestación  del  señor  TJrísarri  no  se  hizo  esperar.  Lleva  fecha 
21  del  mismo  mes,  y  es  tan  terminante  como  satisfactoria.  Hé  aquí 
cómo  se  expresa  en  su  parte  principal : 

Meditado  debidamente  el  contenido  de  la  citada  comunicación  y  comparado 
con  la  natural  inteligencia  de  los  decretos  expedidos  sobre  la  materia,  es  muy 
satisfoctorio  al  infrascrito  significar  al  Reverendísimo  P.  General  que  no  es  otro  el 
sentido  en  que  se  han  acordado  aquellos  decretos ;  porque  cuando  el  artículo  V.  del 
decreto  dé  28  de  Abril  ordenó  que  se  estableciesen  colegios  de  misiones  y  casas  de 
escala,  y  el  decreto  ejecutivo  designó  para  ello  el  instituto  de  la  Compañía  de 
Jesús,  quedó  establecido  sin  género  algwno  de  ambigüedad,  que  la  Compañía  de  Jesús 
se  considerase  como  una  de  las  órdenes  religiosas  legalmente  admitidas  en  la  Nueva 
Granada^  y  autorizada  para  vivir  conforme  á  su  instituto^  de  acuerdo  con  la 
constitución  y  las  leyes  de  la  República,  pues  que  según  aquél  los  misioneros  deben 
ser  formados  para  esta  profesión  por  medio  de  una  serie  de  ejercicios  preparatorios, 
religiosos  y  literarios,  lo  cual  no  podrían  ejecutar  los  padres  de  la  Compañía  sino 
en  el  carril  propio  de  su  instituto. 

Ante  tan  explícita  y  terminante  declaración,  toda  vacilación  debía 
cesar  y  cesó  en  efecto.  Los  jesuitas  volvieron  al  país,  del  cual  habían 
Balido  en  1767.  Los  tiempos  habían  cambiado  y  las  personas  eran 
distintafl^  pero  en  ellas  brillaba  el  mismo  celo  por  la  causa  del  Señor^  la 
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misma  abnegación^  el  mismo  anhelo  de  trasmitir  á  los  demás  la  ciencia 
y  la  moralidad  á  raudales ;  en  una  palabra  er^^n  discípulos  de  San 
Ignacio^  y  dignos  sucesores  de  los  que  en  el  siglo  pasado  habían  ilumi- 
nado estas  comarcas  con  el  resplandor  de  su  ciencia  y  sus  virtudes. 

Habían  salido  en  la  segunda  mitad  del  siglo  XVIII  arrojados  por  la 
ingratitud  de  un  Monarca  absoluto,  dominado  por  Ministros  irreligiosos 
é  impíos,  y  volvían  en  la  primera  mitad  del  siglo  XIX  llamados  por  el 
Supremo  Gobierno  de  la  República,  que  estaba  resuelto  á  repai'ar,  6  al 
menos  á  hacer  olvidar,  con  su  conducta  generosa  la  injusticia  de  que 
habían  sido  víctimÉis  en  otro  tiempo.  ¿  Quién  hubiera  podido  prever  que 
é  la  vuelta  de  pocos  años  la  misma  iniquidad  había  de  repetirse  con 
ima  forma  más  repugnante  y  con  circunstancias  que  harían  la  medida 
aim  más  inicua  é  irritante  ? 

Llegados  al  país  los  jesuítas,  emprendieron  sus  tareas  con  \xa  celo  y 
una  actividad  dignos  de  los  mejores  tiempos.  Viven  aún  millares  de 
personas  de  toda  clase,  condición  y  estado,  que  los  conocieron  y  pueden 
atestiguar  cuánto  era  su  celo  por  ía  salvación  de  las  almas,  por  la  mejora 
de  las  costumbres,  por  la  difusión  de  las  luces,  por  la  paz  y  la  tran- 
quilidad tanto  en  la  nación  como  en  el  seno  de  las  familias  ;  cuánta  su 
prudencia  para  manejar  las  situaciones  más  espinosas  y  dar  oportuna- 
mente útilísimos  consejos ;  cuánto  su  desprendimiento,  que  los  inducía 
á  sacrificar  su  propia  dicha  y  su  reposo,  al  reposo  y  á  la  dicha  de  los 
demás ;  cuánta,  en  fin^  su  consagración  absoluta  al  cumplimiento  de  todos 
y  cada  uno  de  sus  deberes. 

No  carecían  de  contradictores:  ¿cuándo  han  carecido.de  ellos  los* 
obreros  de  la  buena  causa  en  el  mundo  P  Uno  de  los  bandos  que  se  dis- 
putaban el  poder  público  en  el  país  los  tomó  por  blanco  predilecto  de 
sus  iras  y  sus  odios.  No  podían  en  verdad  decir  de  ellos  que  fuesen 
viciosos  ó  corrompidos,  ni  negligentes  en  el  cumplimiento  de  sus  deberes, 
ni  nada,  en  fin,  que  pudiese  manchar  la  más  inmaculada  reputación ;  sin 
embargo  sobre  ellos  se  cebaban  con  encarnizamiento  inaudito,  poniendo 
en  juego  la  calumnia,  la  malevolencia,  y  las  demás  bajas  pasiones  que 
se  anidan  en  el  corazón  del  hombre  y  tienden  á  colocarlo  al  nivel  de  las 
bestÍ£is  feroces.  Puede  ser  que  á  algunos  les  parezcan  exagerados  estos 
juicios.  Si  así  fuere,  les  suplicalnos  que  lean  con  atención  lo  que  aun 
tenemos  que  decir  sobre  el  particular,  y  creemos  que  al  fin  suscribirán 
gustosos  á  cuanto  dejamos  ¿Qcho. 

Los  jesuítas  veían  venir  la  tormenta  y  no  se  inquietaban.  Seguros 
como  estaban  de  que  habían  cumplido  y  cumplían  con  lealtad  su  deber, 
tenían  el  ánimo  sereno  y  perfectamente  tranquilo,  y  esperaban  con  admi- 
rable paciencia  el  curso  que  tomaran  los  sucesos. 

En  tal  situación  llegó  el  infausto  7  de  Marzo  de  1849,  que  abrió  las 
puertas  del  capitolio  á  los  más  grandes  y  gratuitos  enemigos  de  lo» 
jesuitas.  Todos  creían  que  la  tempestad  estallaría  sobre  la  Iglesia  y 
preferentemente  sobre  los  jesuítas ;  pero  ninguno  sabía  por  dónde  ni 
cómo  principiaría.  Pasó  así  el  año  de  1849  y  en  sus  últimos  días  y  en 
los  primeros  de  1850  llegaron  á  tal  punto  las  amenazas  y  las  vocifera- 
ciones de  la  prensa  y  de  los  clubs  contra  la  Compañía,  que  el  P.  Gil^ 
superior  de  eUa,  creyó  de  su  deber  dirigirse  al  Gobierno,  para  exponerle 
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franca  y  noblemente  la  situación  en  que  se  encontraba  la  Compañía  y  la 
manera  como  cumplía  su  sagrada  misión.  La  importancia  de  ese 
documento  hace  que  lo  insertemos  íntegramente  en  este  lugar.  Dice  así : 

Ciudadano  Presidente. 

El  infrascrito  Superior  de  los  jesnitas  residentes  en  la  Nueva  Granada,  con 
motÍYO  de  los  rumores  que  se  han  esparcido  en  estos  lÜtimos  días  ha  creído  de  su 
deber  hacer  en  nombre  sujo  y  de  todos  sus  hermanos,  una  manifestación  de  sus 
sentimientos  y  de  sus  actos,  a  vuestro  Grobiemo  y  á  toda  la  Nación.  Declara, 
pues,  en  la  forma  más  auténtica  que  ni  él  ni  ninguno  de  los  jesuítas  existentes 
en  la  EepúbUca,  han  tomado  jamás  parte  alguna  en  los  asuntos  políticos,  que 
jamás  se  han  mezclado  en  elecciones  ni  directa  ni  indirectamente,  que  jamás  han 
aconsejado  á  nadie  entrar  á  sociedades  políticas  de  color  alguno;  sino  quq  hmitándose 
al  ejercicio  de  su  santo  ministerio  y  á  la  enseñanza  de  los  niños,  no  han  predicado 

Ímblica  ni  privadamente  otra  cosa  que  la  observancia  de  los  preceptos  divinos  y  de 
as  leyes  del  Estado. 

El  declarante  se  lisonjea  de  que  todos  los  que  han  honrado  á  los  padres  de  la 
Compañía  con  su  confianza,  y  los  que  los  han  tratado  de  cerca,  atestiguarán  esta 
verdad,  á  pesar  de  las  falsas  imputaciones  que  puedan  hacérseles,  pues  los  hechos 
hablan  en  su  favor.  » 

Declara  igualmente  cfue  todos  los  jesuítas  reconocen  como  legítimo,  respetan  y 
obedecen  al  actual  Presidente  de  la  Éepública,  y  que  están  prontos  á  obedecer  á 
todas  las  leyes  del  Estado :  que  todos  los  que  nan  debido  ejercer  algún  cargo 
público,  han  jurado  la  constitución,  y  ninguno  tiene  ni  ha  tenido  inconveniente  en 
jurarla :  que  á  nadie  han  enseñado,  ni  enseñarán  cosa  contraria  á  la  constitución 
ni  á  las  leyes,  ni  á  la  obediencia  y  subordinación  que  todos  deben  al  Gobierno 
actual ;  pues  su  único  deseo  es  promover  la  gloria  de  Dios  y  la  salvación  de  las 
almas,  contribuyendo  así,  al  mismo  tiempo,  á  la  tranquilidad  v  al  orden,  al  bien 
y  á  la  felicidad  de  una  nación  á  la  cual  los  unen  tantos  vínculos  de  amor  y 
gratitud. 

.  Declara  i^mbién  que,  habiendo  el  Gobierno  Granadino  llamado  á  algunos 
jesuítas  para  las  misiones  de  los  gentiles,  en  virtud  de  la  ley  de  28  de  Abril  de 
1842  y  decreto  del  Poder  Ejecutivo  de  3  de  Mayo  del  mismo  año,  y  establecídose 
dos  colegios  de  misiones,  por  decretos  de  30  de  Agosto  de  1844  y  30  de  Junio  de 
1845,  están  dispuestos  á  continuar  aquellas  misiones,  en  conformidad  con  el 
artículo  5?  de  la  ley  citada.  Buena  prueba  es  de  estas  intenciones  que  á  pesar  de 
haberse  quedado  sin  socorro  alguno  los  primeros  misioneros  que  fueron  al  Pu- 
tumayo,  y  de  que  los  colegios  quedaron  sin  asignación  a^una,  como  se  le  comunicó 
al  declarante  por  el  Secretario  de  Gobierno  el  6  de  Julio  de  1848 ;  no  obstante 
esto,  los  jesuil^s  han  proseguido  la  obra  sin  auxilios,  interesando  para  ello  á  sus 
amiffos  de  Europa  y  América,  como  puede  comprobarse. 

mtimamente  declara  que  aunque  la  Compañía  de  Jesús  se  encargó  del  Seminario 
Menor  de  esta  arquidiócesis  por  un  convenio  celebrado  con  el  Prelado,  y  que  aprobó 
el  Grobiemo  en  23  de  Agosto  de  1845 ;  y  que  algunos  vecinos  de  Medellín  trajeron 
algunos  jesuítas  de  Europa  para  la  educación  de  sus  hijos ;  y  que  el  señor  Obispo 
de  Popayán  hizo  venir,  aprobándolo  el  Gobierno  en  39  de  Julio  de  1846,  otros  para 
su  Seminario ;  y  que  recientemente  otros  señores  Obispos  y  ciudades  de  la  Repú- 
blica los  han  pedido  ;  el  declarante  ofrece  de  hoy  en  adelante  no  procurar  la  venida 
de  más  jesuítas  al  territorio  de  la  República. 

Esta  simple  declaración  servirá  de  protesta  contra  todo  lo  que  de  palabra  ó  por 
escrito  haya  podido  decirse  contra  los  jesuítas  que  han  venido  á  la  Nueva  Granada, 
y  de  respuesta  á  lo  que  sus  enemigos  quieran  alegar  contra  ellos.  Su  conducta 
desde  el  día  que  pisaron  este  suelo  hasta  el  de  hoy,  y  }a  que,  con  el  favor  de  Dios, 
esperan  observar  siempre,  es  el  testimonio  más  fuerte  en  favor  de  su  causa. 

Dignaos,  ciudadano  Presidente,  aceptar  esta  declaración'  y  protesta  como  una 
prueboi  de  los  vivos  deseos  que  nos  animan  de  contribuir  en  cuanto  nuestras  tuerzas 
alcancen  al  servicio  de  Dios  y  del  Estado,  en  el  desempeño  de  nuestros  deberes. 

Bogotá,  19  de  Enero  de  1860.— Mcmml  Oil 

¿Qué  podía  replicarse  á  tan  explícitas  y  terminantes  declaraciones ? 

.•> 
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Nada  ciertamente.  ¿  Era  falso  lo  que  allí  se  decía  ?  No :  todos  y  cada 
uno  de  los  que  conocían  bien  á  los  jesuítas  sabían  que  era  cierto.  ¿  Qué 
más  podía  exigir  el  Gobierno  ?  En  los  limites  de  lo  justo  y  de  lo  razo- 
nable, nada ;  fuera  de  ellos,  todo  cuanto  le  sugiriese  su  odio  injusto  á 
los  jesuítas. 

Fué  ciertamente  una  gran  desgracia  que  el  Gobierno  de  esa  época  se 
cuidase  tan  poco  de  la  justicia  y  de  la  razón.  Hacía  la  guerra  á  la  Iglesia, 
y  no  se  paraba  en  los  medios  de  que  tuviera  que  echar  mano  para 
avasallarla^  envilecerla  y  aniquilarla. 

Entre  tanto  crecía  la  efervescencia,  se  exaltaban  las  pasiones,  y  se  pedía 
al  Gobierno  con  grande  empeño  que  expulsara  á  los  jesuítas,  indicándole 
que  podía  fundarse  en  la  pragmática  de  Carlos  III  que  analizamos  antes. 

10.  ¿Era  razonable  y  fundado  ese  odio  frenético  y  esa  tenaz  preven- 
ción contra  la  Compañía  de  Jesús?  ¿Faltaron  los  religiosos  á  los 
compromisos  que  habían  contraído  para  con  el  Gobierno  ?  ¿  Habían  sido 
negligentes  ó  perezosos,  ó  habían  dado  lugar  á  algiín  otro  motivo  de  queja 
por  parte  del' Gobierno P  Punto  es  éste  de  grande  importancia,  y  que 
debemos  examinar  con  alguna  proligidad ;  aprovechando  á  la  vez  la  opor- 
tunidad para  pintar  el  estado  de  las  misiones  y  las  causas  de  decadencia, 
6  mejor  dicho  de  destrucción  completa,  de  las  que  antes  florecían  en  el 
país.  Insertaremos  al  efecto  algunos  fragmentos  de  importantes  docu- 
mentos oficiales,  relativos  al  indicado  ramo  de  misiones.  Principiemos 
por  lo  que  dice  el  Secretario  de  Gobierno  en  su  Memoria  de  1846,  sobre 
colegios  de  misiones. 

Además  del  Colegio  de  misiones  que  existe  en  esta  capital,  á  yirtudude  la  ley  16, 
parte  2^,  tratado  4?  de  la  Eecopüacion  Granadina,  por  decreto  de  7  de  Mayo  último 
se  estableció  otro  en  la  ciudad  de  Popayán,  á  donde  sé  trasladó  el  noviciado.  Hay 
aUi  un  espacioso  edificio  destinado  antes  para  Colegio  de  misiones  de  San  Fran- 
cisco, que  no  tenía  más  que  un  religioso  conventual,  porque  el  otro  hacía  algún 
tiempo  que  sus  enfermedades  lo  habían  obligado  á  permanecer  en  una  casa  par- 
ticular. Hallábase,  pues,  comprendido  en  la  disposición  número  2?,  artículo  4^**  de 
la  referida  lej[,  j  sus  bienes  derecbos  y  acciones  debían  destinarse  á  los  nuevos 
Colegios  de  misiones.  El  Poder  Ejecutivo  así  lo  decretó  después  de  haber  oído 
todos  los  informes  necesarios,  y  de  acuerdo  con  el  que  evacuó  el  M.  B.  Arzobispo, 
visitador  apostólico  de  regulares.  Ascendiendo  las  rentas  de  aquel  Colegio  á 
más  de  mil  pesos,  su  aplicación  cede  en  beneficio  del  erario  nacional,  que  tendrá 
esto  menos  que  desembolsar  para  el  sostenimiento  de  los  padres  destinados  4 
formar  misioneros. 

Más  adelante^  en  la  misma  Memoria,  hablando  de  misiones,  se  expresa 
así: 

Os  he  hablado  en  otra  parte  de  los  colegios  de  misioneros  como  relacionados 
con  la  instrucción  pública.  Cada  vez  estoy  más  persuadido  de  <jue  sin  estos 
planteles  será  imposible  tener  buenos  misioneros,  ni  por  consiguiente  buenas 
misiones;  porque  ya  se  ha  dicho  muchas  veces,  que  el  misionero  debe  tener  una 
educación  especial  para  este  fin,  y  que  desde  el  punto  en  que  comienza  su  carrera 
debe  estar  persuadido  que  no  se  le  espera  holgada  vida  en  la  tranquilidad  y 
descanso  de  ios  claustros  y  en  el  seno  de  las  comodidades  que  brindan  lais  grandes 
poblaciones,  sino  trabajo  ímprobo  en  medio  de  los  desiertos,  lidiando  con  salvajes, 
luchando  á  cada^paso  con  riesgos  de  todo  género  y  sometido  á  toda  especie  de 
privaciones.  Los  aue  con  este  convencimiento,  y  habiendo  examinado  su  vocación 
y  sus  fuerzas,  en  edad  madura  y  reflexiva  hagan  un  voto  á  Dios  de  dedicarse  á  la 
conversión  de  los  gentiles,  se  ligan  voluntariamente  con  un  vínculo  sagrado  que 
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no  romperán  fácilmente ;  en  tanto  que  aquellos  que  en  sus  primeros  años  emitan 
sn  profesión  religiosa,  ó  no  comprenden  la  extensión  de  sus  compromisos,  ó 
esperan  no  ser  del  número  de  aquellos  pocos  que  ha  jan  de  marchar  alas  misiones. 
Ésta  es  seguramente  una  de  las  principales  causas  del  abandono  en  que  se  hallan 
las  que  en  otro  tiempo  eran  florecientes.  En  algunas  no  han  faltado  misioneros, 
j  el  Poder  Ejecutivo  ha  dictado  repetidas  providencias  para  que  se  envíen;  pero 
se  han  designado  jóvenes  inexpertos  que  casi  nada  han  hecho  ni  podido  hacer :  el 
Erario  se  ha  gravado  con  los  gastos,  y  poco  ó  ninguno  ha  sido  el  beneficio. 

El  Presidente  dispñso  que  otros  dos  religiosos  &1  Colegio  de  Cali  fuesen  á  las 
misiones  del  Chocó.  Este  debe  ser  el  objeto  de  aquel  Colegio,  j  la  Religión  j  el 
Estado  se  interesan  en  que  estos  religiosos  llenen  su  instituto ;  mas  no  ha  sido 

Sosible  hasta  ahora  llevar  á  efecto  esta  providencia.  También  ha  dispuesto  que 
os  ó  tres  Jesuitas  marchen  á  las  misiones  del  Caquetá,  debiendo  principiar  por 
el  lado  de  Mocoa,  cuyo  curato  podi'á  dárseles  en  encomienda,  con  arreglo  á  la  ley 
17,  parte  2^,  tratado  2?  de  la  iUecopilación  Granadina,  y  tiene  la  esperanza  que 
dentro  de  poco  podrán  ir  algunos  más  á  acjuel  vasto  territorio  y  á  otros  pantos 
de  la  República.  Me  parece  que  es  necesario  aguardar  algún  tiempo  el  resultado 
de  los  trabajos  apostóhcos  de  estas  regiones  para  juzgarlos. 

En  la  Memoria  de  1847  vuelve  á  hablar  de  las  misiones.  Censura  el 
descuido  y  la  imprevisión  con  que  se  ha  procedido  en  el  particular, 
principalmente  en  lo  relativo  á  la  formación  de  misiopéros,  que  era  lo 
más  importante.  Repite  que  hay  dos  colegios  de  misioneros,  el  uno  en 
Bogotá  y  el  otro  en  Popayán ;  y  dice  que  ya  están  tomadas  todas  las 
medidas  convenientes  en  ese  ramo,  y  que  no  hay  sino  que  esperar  los  re- 
sultadoe.  Luego  agrega  lo  siguiente : 

Graves  dificultades  se  tocan  para  el  restablecimiento  de  las  misiones  de  Casanare 
y  Meta,  provenientes  en  parte  de  la  naturaleza  de  las  cosas,  en  part^  del  carácter 
de  los  salvajes,  y  en  parte,  como  se  ha  manifestado,  de  los  mismos  misioneros. 

En  el  año  de  1810  existían  en  las  que  estaban  á  cargo  de  los  padres  a^stinos 
descalzos,  los  pueblos  de  San  Miguel  de  Macuco,  San  Juan  Francisco  Regís,  Casi- 
mena,  Guanapalo,  Cuhapane,  Guacana,  Caviona,  Buenavista  y  Arimena.  Los 
tres  primeros  fueron  fundados  en  1730  y  1745,  por  los  PP.  Manuel  Llama, 
José  Cabarte  y  Juan  Díaz  de  la  Compañía  de  Jesús,  y  los  demás  por  los  padres 
agustinos  descalzos  en  diversos  años  desde  1773  hasta  1805:  después  de  la 
expulsión  de  los  padres  de  la  Compañía  de  Jesús  hasta  1810  fueron  servidos  por 
los  expresados  padres  agustinos.  El  número  de  indígenas  reducidos  en  dicnos 
pueblos  alcanzaba  á  8,137,  y  se  componía  de  las  tribus  denomiíjiadas  s^Uivas, 
aohaguas,  guahivos,  cahives,  catavos  y  chucunas ;  y  sus  fondos  y  recursos  con- 
sisiían  en  o,064)  yeguas,  3,081  caballos  y  104,200  reses.  También  fueron  fundados 
por  los  padres  agustinos  descalzos  los  pueblos  de  Cuiloto,  Ele  y  Lipa  en  las  misiones 
de  Cuiloto. 

En  el  día  no  existen  varias  de  aquellas  poblaciones,  según  lo  informa  la  Grober- 
nación  de  la  provincia,  y  sus  bienes  se  han  destruido  casi  absolutamente,  pues  el 
número  de  ganado  vacuno  queda  reducido  como  á  menos  de  200  reses,  y  á  niada  el 
caballar.  La  desastrosa  y  dilatada  guerra  de  la  independencia  y  las  revoluciones 
posteriores,  aniquilaron  aquellos  cuantiosos  bienes,  y  pasará  mucho  tiempo  para 
que  vuelvan,  no  á  su  antiguo  estado  sino  al  de  poder  contribxdr  para  el  sosteni- 
miento de  los  respectivos  pueblos,  á  pesar  del  celo  que  se  despliega  para  su 
conservación  y  acrecentamiento. 

Acerca  de  estas  misiones  se  ha  juzgado  muy  'frecuentemente  tomando  por 
término  de  comparación  el  próspero  estado  en  que  se  encontraban  á  principios  de 
este  siglo  y  la  nulidad  á  que  hoy  se  hallan  reducidas ;  y  por  un  deseo  laudable, 
pero  poco  lógico,  se  ha  imaginado  que  con  ir  tres  ó  cuatro  religjiosos  jóvenes,  sin 
más  recurso  que  una  escasa  asignación,  no  siempre  cubierta  á  tiempo,  se  han  de 
improvisar  poblaciones,  y  volver  las  misiones  á  su  antigua  situación.  Fué  éste 
el  restdtado  de  dos  siglos  de  trabajo  á  la  sombra  de  la  profunda  é  inalterable  paz 
que  reinó  entonces  sobre  el  terreno  virgen  de  aquellas  tribus,  que  no  obstante  la 
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altivez  j  dureza  característica  de  8u  estado  salvaje,  estaban  exentas  de  los  vicios 
de  la  civilización ;  mas  hoy  tienen  nmchos  de  éstos  y  se  ha  hecho  indomable  su 
carácter,  multiplicando  por  consecuencia  las  dificultades  con  que  han  de  combatir 
los  misioneros,  y  hacienao  más  necesarios  los  medios  de  atraer  aquellos  indígenas 
por  dones  y  otros  arbitrios  que  interesan  su  corazón  para  cautivarles  la  voluntad. 

No  todas  estas  dificultades  concurren,  en  las  misiones  de  San  Martín ;  pero  el 
clima  y  la  escasez  de  recursos  son  allí  un  grande  obstáculo.  De  los  misioneros 
últimamente  enviados  sólo  tmo  ha  podido  permanecer  por  algún  tiempo:  dos 
murieron  antes  de  un  año,  y  otro  llevaba  meses  de  graves  enfermedales  contraídas 
aUí. 

No  es,  por  lo  mismo,  de  extrañar  que  las  órdenes  expedidas  en  doce  años,  no  hayan 
dado  resultados  en  las  misiones  de  Casanare  y  San  Martín :  todas  ellas  se  han  con- 
traído á  hacer  marchar  algunos  religiosos  qu&  apenas  han  podido  sostenerse  sin  tener 
medio  alguno  con  que  atraer  á  los  salvajes ;  y  viéndose  al  mismo  tiempo  rodeados 
de  peligros,  preciso  es  que  su  ánimo  se  haya  apocado,  porque  no  son  comunes  los 
caracteres  heroicos,  ni  se  han  formado  especialmente  para  misiones  los  sacerdotes 
enviados. 

En  tales  circunstancias  no  puede  aspirarse  á  nada  mientras  los  misioneros  no 
tengan  más  aptitud  y  no  cuenten  con  más  apoyos  morales  y  físicos.  Por  tanto, 
parece  necesario  que  se  empiece  por  establecer  otra  base  de  igual  manera  indispen- 
sable :  la  creación  de  recursos,  restableciendo  en  Casanare  los  hatos  de  ganados, 
para <jue haya  atractivo  para  los  salvajes  y  medios  de  fomentarlas  poblaciones.  Sin 
esto,  jamás  se  conseguirá  nada  con  los  indígenas  de  esta  provincia.  El  Grobemador 
ha  comprendido  bien  esta  necesidad,  y  ha  puesto  de  su  paite  todo  lo  que  podía  para 
salvar,  por  lo  menos,  de  los  millares  de  ganados  que  allí  había,  los  escasísimos  restos 
que  han  sobrevivido  atan  larga  devastación :  112  reses  era  lo  único  que  existía  en  las 
misiones  de  Betoyes,  Macaguane  y  Meta,  y  la  Gobernación  ha  celebrado  contratos 
en  virtud  de  los  cuales  dos  vecinos  honrados  se  han  hecho  cargo  de  aquellos  ganados 
para  cuidar  de  su  conservación  y  aumento.  Eespecto  de  las  de  San  Martín,  la  falta 
de  recursos  es  mayor,  y  por  consiguiente  lo  es  también  la  necesidad  de  crearlos. 

Los  indígenas  habituantes  del  territorio  del  Caquetá,  ofrecen  por  su  mansedumbre 
felices  resultados  en  su  reducción. 

Se  ha  ordenado  al  Prefecto  del  territorio,  que  haga  una  visita  á  aquel  país,  en 
cuya  diligencia  debe  constar  el  número  de  las  poblaciones  y  caseríos  que  hay 
actualmente.  Aun  no  ha  recibido  el  Gobierno  aqlaellas  noticias ;  pero  sí  consta  la 
existencia  de  los  pueblos  de  Sibundoy,  Mocoa,  San  Francisco,  Solano,  Yurayaco, 
Cuimbí,Mamo,  Concepción,  San  Diego,  San  Miguel,Aguarico,  Descanse, YunguiUo  y 
Pacayo.  No  se  sabe  cuál  sea  el  número  de  habitantes  que  tenga  el  territorio, aunq^ue 
sí  se  sabe  que  excede  de  lo  que  comúnmente  se  cree.  En  1?  de  Mayo  del  año  anterior 
partió  del  pequeño  pueblo  de  Yurayaco  el  presbítero  Carlos  Guerrero  para  lo  interior 
del  territorio, y  después  de  haber  caminado  por  tierra  y  agua  treinta  y  ocho  días,  Uegó 
aun  punto  por  nombre  Mesaya,  encontrando  al  paso  caseríos  de  vanas  tribus  de  más 
ó  menos  ferocidad.  Allí  escogió  el  sitio  llamado  Puerto  de  Imiyá  para  establecer 
una  población,  después  de  haber  reunido  150  personas  de  todas  edades  á  costa  de 
gratificaciones  y  agasajos ;  y  á  su  salida,  que  fué  en  Octubre  último,  quedaban 
principiados  los  trabajos  para  una  gran  labranza,  que  debía  ser  la  primera  operación 
con  aquel  objeto,  lik  concisa  relación  de  aquel  benemérito  sacerdote  iniorma  lo 
suficiente  para  conjeturar  las  penalidades  y  privaciones  que  habían  de  sufrir  él  y 
los  dos  padres  misioneros  de  la  Compañía  de  Jesús  José  Segundo  Laínez  y  Tomás 
Piquer,  que  marcharon  al  mismo  territorio  en  Noviembre  próximo  pasado. 

Termina  el  Secretario  encareciendo  que  se  consigan  misioneros  para  la 
Goajira,  de  donde  los  piden  con  grande  instancia  ;  y  dice  que  se  pueden 
conseguir  capuchinos  para  todas  las  misiones  de  la  Costa,  según  ofreci- 
miento hecho  por  el  General  de  la  orden  desde  Roma  en  el  año  de  1 845. 
Encarece  finalmente,  que  se  doten  con  16,000  reales  los  curas  de  San  Blas 
(islas),  Bocas  del  Toro  y  Darién  ;  porque  á  no  hacerlo  así,  no  se  puede 
civilizar  á  los  indígenas  ni  asegurar  el  dominio  de  la  República  eu  esos 
territorios. 
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Veamos  ahora  lo  que  el  mismo  Secretario  decía  al  Congreso  de  1848, 
sobre  territorios  y  misiones^  asuntos  que  tienen  algunas  relaciones 
reciprocas. 

Ts&RiTOBios.  iSon  Martín.  Hay  en  Coacepción  de  Aranca  168  habitantes  reduci- 
dos, casi  todos  indígenas :  la  tribu  de  los  tamas,  en  el  corregimiento  de  Jiramena» 
consta  de  78  individuos,  y  en  San  Antonio  de  Iraca  de  52 :  la  de  los  arbaguas,  que 
viyen  en  Cabuyaro,  consta  de  48.  Del  otro  lado  del  Meta  están  ránidos  en  la  antigua 
misión  de  San  Miguel  como  unos  77  goajivos.  Todos  están  reducidos.  Los  indios 
de  Jiramena  son  de  un  carácter  suave  y  no  será  difícil  civilizarlos.  Algunos  saben 
leer  y  escribir. 

El  número  de  indígenas  errantes  se  calcula  en  80,000,  pertenecientes  á  las  tribus 
de  los  Jananos»  achagaas,  tamas,  mituas,  chumuyes,  goajivos,  cabres,  visaniguas  y 
eamuniguas,  siendo  estos  últimos  los  más  laboriosos  y  los  que  ejecutan  con  mayor 
finura  sus  obras. 

Uno  de  los  medios  más  eficaces  para  su  reducción  serán  los  misioneros.  La  mayor 
parte  de  los  indígenas  aue  hoy  permanecen  errantes,  pertenecieron  á  las  antiguas 
misiones ;  y  no  hay  duaa  de  que  al  llegar  allí  nuevos  misioneros  se  presentarán 
todos  ellos.  .  .  • 

Quanacas  ...  Es  urgentísima  la  necesidad  de  enviar  allí  misioneros!'.  •  •  • 

^  Ctoajira.  Sin  misiones  permanentes  apoyadas  en  fueVtes  destacamentos  de  tropas, 
ninguna  medida  fuera  del  comercio,  por  muy  acertada  que  parezca,  promoverá  la 
reducción  de  los  salvajes. 

Cagueta.  Por  medio  de  los  misioneros  enviados  allí,  y  con  la  actividad  y  eficacia 
de  las  personas  <)ue  han  servido  la  Prefectura,  se  estuí  logrando  rápidas  mejoras 
morales  y  materiales:  ya  concurren  gustosos  los  indios  a  ser  instruidos  en  los 
rudimentos  del  catecismo,  lo  mismo  que  á  las  ceremonias  religiosas ;  y  van  aban- 
donando sus  extrañas  costumbres  y  vicios  degradantes  principalmente  el  de  la 
embriaguez,  á  gue  son  muy  inclinados.  ... 

•  .  .  Está  dividido  en  cinco  corregimientos,  y  sus  habitantes  ascienden  á  más 
de  80,000.  Entre  éstos  los  de  la  tribu  mesaya,  que  alcanzan  á  unos  6,000,  son 
antropófagos.  Hay  también  otra  tribu  denominada  los  guitotos  que  no  comunican 
con  la  gente  civilizada.  Fuera  de  estas  tribus,  los  demás  indios  son  humildes, 
serviciales  v  fáciles  de  civilizar. 

Boca»  del  Toro  ...  En  general  existe  en  todas  ellas  (las  tribus  de  los  mosquitos. 
Mancos,  tiribes  y  valientes)  disposición  á  abrazar  el  cristianismo.  .  .  . 

Las  misiones,  el  comercio  y  la  agricultura,  son  los  medios  eficaces  que  pueden 
emplearse  en  la  reducción  de  los  s^vajes,  para  lo  cual  no  parece  que  haya  grandes 
dificultades  que  vencer.  •  •  . 

MisiouBs.  La  experiencia  confirma  cada  día  la  necesidad  que  hay  de  pensar  sería- 
mente  en  todo  lo  que  tenga  relación  con  este  importantísimo  negociado.  Parto  del 
Srincipio  de  que  la  Nación  está  en  el  estricto  deber  de  proporcionar  al  gran  número 
e  tribus  de  indígenas  errantes  que  existen  en  el  territorio  de  la  EepúbUca,  el  bene- 
ficio inestimable  de  la  Religión,  y  el  consiguiente  de  la  civilización,  bien  sea  que  se 
considere  ésta  respecto  de  la  situación  de  aquellos  desdichados  en  sí  misma»  o  bien 
bajo  el  punto  de  vista  que  se  refiere  al  país  mirado  en  sus  relaciones  políticas. 

bebo  dar  cuenta  á  las  muy  honorables  Oámaius  del  estado  en  que  se  encuentran 
las  diferentes  misiones  á  que  se  tiene  que  atender,  las  providencias  que  para  su 
pirogreso  se  han  dictado,  y  lo  que  pudiera  hacerse  para  su  fomento. 

Las 'misiones  de  los  gentiles  en  la  Nueva  Granada  lueron  atentidas  con  el  mayor 
esmero  por  el  Gobierno  español,  no  sólo  con  los  auxilios  que  daba  á  los  misioneros, 
sino  proporcionando  un  numero  considerable  de  éstos,  que  venían  periódicamente 
de  España,  por  no  ser  suficiente  el  número  y  aptitudes  de  los  que  se  formaban  en 
los  conventos  del  país.  Se  preparaban  los  medios  de  extender  las  misiones  cuando 
la  trasformación  política  de  las  colonias  puso  término  á  aquellos  proyectos.  El 
adelantamiento  y  buenos  resultados  que  en  esta  obra  obtuvieron  por  más  de 
trescientos  años,  fué. debido,  ya  al  celo  apostólico  que  la  observancia  monástica 
desenvolvió  en  los  conventos,  ya  á  los  recursos  que  recibían  oportunamente  los 
misioneros,  ya  ala  paciencia  y  perseverancia  con  que  se  trabwaba  en  tan  ardua  y 
difícil  empresa.    Prosperaban  al  fin  del  siglo  pasado  las  del  Meta  y  Casanare,  las 
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de  San  Martín  y  el  Andaquí.  Aun  queda  memoria  de  las  reducciones  de  Guanapalo, 
Macuco,  Surimena,  Casimena,  Santa  Rosalía,  Guacaica,  Cavionar  San  ííicolás  de 
Buenavista,  Clavo,  Cuiloto,  Iguanitas  y  Lipa.  Centurias  de  trabajo  y  de  fatigas 
no  interrumpidas  en  medio  de  la  más  profunda  paa  y  con  todos  los  elementos  de 
buen  éxito,  se  perdieron ;  consecuencia  inevitable  de  la  guerra  de  la  independencia. 
Ella  influyó  mas  que  en  otras  misiones  en  las  del  Meta  y  Casanare. 

Habla  en  seguida  el  Secretario  de  las  dificultades  mayores  que  hay 
ahora  para  la  reducción,  porque  á  las  malas  inclinaciones  naturales  de 
los  salvajes,  se  han  unido  los  vicios  adquiridos  en  el  roce  con  la  gente 
civilizada.  Agrega  que  aun  van  abandonando  las  poblaciones  que  se 
creían  bien  establecidas ;  que,  á  pesar  de  eso  y  de  la  insalubridad  del 
clima,  existen  tres  religiosos  dominicanos  en  Casanase ;  que  se  ha  excitado 
á  los  agustinos  á  que  envíen  misioneros  á  las  misiones  del  Meta  que  les 
pertenecen ;  que  se  ha  designado  un  franciscano  para  la  de  San  Miguel 
y  Cabuyaro  en  San  Martín ;  que  las  misiones  del  Caquetá  se  dividieron 
en  dos  partes,  la  una  inmediata  á  los  recursos  para  los  seglares,  y  la  otra 
distante  de  ellos  para  los  regulares  ;  y  que  el  Obispo  de  Popayán  nombró 

{ara  las  primeras  sacerdotes  entre  los  cuales  hay  dos  que  son  muy  buenos, 
luégo  continúa  así :  , 

Desde  el  mes  de  Septiembre  marcharon  á.  las  misiones  del  Putumayo  dos  sacer- 
dotes europeos  regulares  de  la  Compañía  de  Jesús»  acompañados  de  un  coadjutor, 
y  si  por  lo  que  en  aquellas  regiones  hicieron  en  otros  puntos  del  territorio  anterior- 
mente, se  ha  de  juzgar  de  lo  futuro,  hay  fundados  motivos  para  esperar  satisfactorios 
resultados. 

Continúa  el  Secretario  hablando  de  otras  misiones.  Dice  que  las  del 
Cuna  y  Costas  del  Darién  eran  del  Colegio  de  misiones  de  Cali,  que  no 
podía  atenderlas  por  falta  de  misioneros.  Que  el  año  anterior  pudo  ^iviar 
dos  á  Turbo,  donde  se  hospedaron  con  menores  comodidades  que  las  que 
disfrutan  comúnmente  los  animales  domésticos.  '*  Sin  embargo,  agrega, 
el  desinteresado  celo  de  aquellos  dignos  sacerdotes,  los  sostiene  j  fortifica, 
excita  su  valor  y  los  anima  á  emprender  cuanto  antes  las  funciones  de  su 

f)eno80  ministerio ;  y  cabiendo  la  dura  oposición  que  debían  encontrar  en 
os  salvajes,  que  anticipadamente  la  dieron  á  conocer, nacida  de  sugestiones 
de  traficantes  extranjeros,  para  no  recibir  en  sus  aduares  sacerdote  ninguno, 
los  misioneros  se  preparaban  á  dejar  los  vestidos  de  su  instituto  para 
poder  penetrar  entre  los  cunas  sin  peligro  de  ser  despedazados  brutalmente 
y  sacrificados  sin  fruto  alguno/^ 

Agrega  luego  que  se  ha  dispuesto  que  el  Obispo  de  Panamá  mande  dos 
curas  al  Darién,  y  que  éstos  hagan  cuanto  esté  á  su  alcance  á  fin  de 
reducir  los  salvajes.  Que  las  misiones  de  San  Martín  sufrieron  menos  que 
las  otras ;  y  que  aunque  se  disolvieron,  se  restablecerán  con  menores 
dificultades  y  trabajo  que  las  otras.  Que  hay  otras  muchas  tribus  que 
reclaman  los  beneficios  de  la  civilización.  Que  aunque  es  cierto  que  el 
asunto  de  misiones  no  ha  estado  en  total  abandono,  no  ha  habido  plan  fijo 
en  los  esfuerzos  que  se  han  hecho,  y  se  ha  querido  cosechar  cuando 
apenas  se  sembraba. 

Mirando  luégo  el  asunto  desde  el  punto  de  vista  de  su  interés  político 
en  lo  porvenir,  hace  notar  que  el  establecimiento  de  las  misiones  de  una 
macera  enteramente  satisfactoria  envuelve  también  la  defensa  del  territorio 
que  pueden  ir  ocupando  los  vecinos,  al  paso  que  reducen  los  salvajes  ;  y 
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que  la»  mejor  defensa  de  las  fronteras  consiste  en  ciyílizar  los  indígenas  j 
nacionalizarlos.     Á  propósito  de  esto  agrega  lo  siguiente : 

El  medio  para  obtenerlo  son  las  misiones  consideradas  bajo  nn  plan  iijo  que  debe, 
acordarse  y  desenvolverse  con  paciencia  j  con  tesón.  Obt-ar  de  otra  manera  es ' 
aventarar  tal  vez  la  snerte  de  inmensos  é  importantes  territorios,  j  deiar  á  nuestros 
hijos  la  eventualidad  de  perderlos,  la  imposibilidad  de  conservarlos,  6  la  gnerra  para 
recuperarlos. 

No  hace  sino  treinta  j  tres  años  que  esas  palabras  fueron  escritas^  y  ya 
easi  puede  tenerse  por  cierto  el  cumplimiento  de  tan  funesta  profesía. 

Termina  el  Secretario  repitiendo  que  no  bastan  medidas  á  medias ;  que 
se  necesitan  medidas  radicales  y  decisivas ;  que  los  misioneros  hay  que 
traerlos  6  formu*los;  y  que  aunque  ya  se  tienen  tres  pequeños  fundamentos 
en  Bogotá,  Cali  y  Popayán,  eso  no  basta ;  y  si  se  quieren  los  resultados 
apetecidos,  hay  que  proceder  en  la  forma  indicada. 

£1  Gonereso  no  dio  al  asunto  la  importancia  que  tenía  realmente,  y  no 
proveyó  al  Poder  Ejecutivo  de  medios  bastantes  para  realizar  el  pensa- 
miento del  ilustre  Secretario  de  Gobierno,  que  lo  era  el  Dr.  Alejandro 
Osorio.  Así  es  que  en  la  Memoria  del  año  de  1849  se  limita  ese  funcionario 
á  decir  que  en  lo  relativo  á  misiones  se  ha  hecho  poco  por  falta  de 
recursos ;  y  que  aunque  de  todas  partes  piden  misioneros,  no  se  pueden 
enviar  por  falta  de  medios.     Luego  agrega : 

Á  estas  cansas  j  á  la  pennria  del  Tesoro  débese  el  cuadro  poco  halagüeño  que 
ofrecen  las  misiones.  No  basta  el  celo  evangélico  para  desempeñar  tan  ardua 
empresa :  hombres  son  los  que  las  acometen,  j  sus  primeras  necesidades  físicas 
deben  satisfacerse.  Por  esto  el  Poder  Ejecutivo  se  ba  visto  con  sentimiento  en  el 
caso  de  no  impulsar  el  negocio,  j  de  tolerar  hasta  donde  no  ha  podido  ser  menos  su 
mal  estado.  Así  quedan  sin  resultado  los  esfuerzos  hechos  para  montar  colegios 
en  donde  se  formasen  misioneros  prácticos,  las  casas  de  escala  establecidas  con  tal 
fin,  y  todos  los  trabajos  organizando  general  y  parcialmente  tan  útiles  institutos. 

Forman  contraste  con  las  claras  y  elevadas  ideas  del  Secretario  de 
Gobierno  en  el  asunto  de  que  tratamos,  los  conceptos  que  emitió  el 
Presidente  de  la  Kepublica  en  su  Mensaje  al  Congreso  de  ese  mismo  año. 
Allí  llegó  hasta  afirmar  lo  siguiente : 

La  religión  revelada  del  Hijo  de  Dios  no  necesita  del  apoyo  de  los  hombres  para 
conservarse  y  para  extenderse  sobre  las  tribus  gentiles  que  ocupan  un  vasto  territorio 
en  la  Nación. 

Dice  más  adelante  que  se  han  cumplido  las  disposiciones  sobre  misiones ; 
que  la  de  Mocoa  prometía  mucho  basta  que  murió  el  misionero  principal ; 

Lque  si  se  quiere  obtener  buen  éxito  en  las  misiones  deben  protegerse 
9  sociedades  de  benevolencia  y  auxiliarse  á  los  misioneros,  ^'sin 
imponerles  otras  rei^bricciones  que  la  prohibición  de  adquirir  propiedades 
inmuebles  en  aquellas  comarcas." 

No  entraremos  en  largos  comentarios  acerca  de  estos  conceptos.  Nos 
limitaremos  á  observar  que  si  bien  es  cierto  que  Dios,  por  solo  un  acto 
de  su  soberana  y  omnipotente  voluntad,  puede  convertir  á  los  gentiles  que 
existen  en  la  República^  sin  auxilio  alguno  del  hombre,  también  lo  es  que 
no  debe  esperarse  que  eso  suceda  asi ;  porque  en  los  tiempos  modernos 
la  propagación  del  Evangelio  se  verifica,  generalmente  hablando,  por 
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medios  ordinarios  j  humanos.  En  cuanto  á  las  sociedades  de  benevolencia 
son  absolutamente  inútiles  é  ineficaces  en  la  obra  de  las  misiones. 

De  todo  lo  que  allí  dice  ese  altó  funcionario,  no  hay  aceptable  sino  el 
auxilio  á  los  misioneros;  pero  es  curioso  eso  de  prohibirles  adquirir 
propiedades  inmuebles  en  las  comarcas  que  evangelicen  y  logren  atraer 
á  la  vida  civilizada.  Eso  es  querer  que  los  misioneros  tengan  todo  el 
trabajo  en  la  empresa,  sin  que  puedan  siquiera  adquirir  un  techo  propio 
donde  abrigarse.  La  injusticia  es  tan  patente,  que  tal  vez  la  oscurecería 
el  que  quisiera  comprobarla  y  esclarecerla. 

Pero  lo  má«  curioso  es  que  el  mismo  Presidente  que  pregona  en  este 
Mensaje  lo  innecesario  de  la  cooperación  del  hombre  para  difundir  y 
conservar  la  religión  entre  los  salvajes,  dijo  en  su  l^moria  del  año 
anterior : 

Las  misiones  del  Caquetá  comienzan  á  trasformar  aquellas  regiones.  El  Secretario 
de  (Gobierno  os  dará  inforn>es  más  detallados.  Si  perseveramos  en  la  empresa  de 
traer  á  la  vida  social  á  tantos  millares  de  bárbaros  que  las  habitan,  Habremos  hecno 
un  gran  bien  al  país.  Aun  no  se  ha  podido  atender  á  otros  lugares,  ya  por  falta  de 
suficiente  número  de  misioneros,  ya  por  la  pequeña  suma  de  que  he  podido  disponer. 

Los  dos  fragmentos  trascritos  pueban,  á  nuestro  juicio,  que  el  Presidente 
no  entendía  el  asunto  de  misiones,  ni  tenía  sobre  él  ideas  fijas  y  bien 
formadas.  Á  su  Secretario  de  Gobierno  hay  que  reconocerle  el  mérito,  bien 
notable  por  cierto,  de  haber  comprendido  toda  la  alta  importancia  de  ese 
asunto,  y  hecho  cuanto  estaba  á  su  alcance  para  oreanizarlo  y  arreglarlo 
convenientemente.  Por  desgracia  no  encontró  el  apoyo  necesario  de 
parte  del  Congreso,  y  fué  poco  relativamente  lo  que  se  hizo  en  esa 
importantísima  materia. 

Veamos  por  ultimo,  lo  que  decía  en  1850  el  Secretario  de  Gobierno  del 
Presidente  López  en  su  Memoria  al  Congreso,  en  lo  relativo  á  las  misiones. 

.  .  .  Debiéronse  todos  los  progresos  que  se  alcanzaron  al  celo  eminentemente 
evangélico  de  los  misioneros  católicos,  que,  sin  más  armas  que  la  cruz  y  sin  más 
elementos  de  riqueza  que  el  poder  de  la  palabra  evangélica,  lograron  civilizar  una 
parte  bien  numerosa  de  los  aborígenes  americanos. 

...  La  excursión  de  misioneros  en  el  territorio  del  Caquetá,  dejó  huellas  sen- 
sibles de  la  posibilidad  de  una  reducción  completa  en  aquellas  extensas  comarcas ; 
y  este  hecho  único  positivo  en  la  empresa  de  misiones,  demuestra  á  la  vez  los  pasos 
vacilantes  que  apenas  se  dieron,  y  lo  que  promete  una  organización  completa  üe  ese 
sistema. 

Hoy  tiene  la  Legislatura  que  formular  un  pensamiento  generador,  que  vaya  direc- 
tamente á  su  objeto,  sin  más  tendencia  que  m  urgente  necesidad  de  difundir  la  luz 
del  EvanffeHo,  sin  otra  idea  extraña  que  la  de  levantar  la  morada  del  hombre  civili- 
zado en  el  seno  de  la  barbarie,  y  traer  en  tomo  suyo  la  numerosa  y  exótica  población 
cuya  sola  existencia  sirve  de  eterno  baldón  á  los  Grobiernos  de  AJín  erica. 

Con  esos  documentos  oficiales  y  otros  que  beq^os  citado  antes,  se 
comprueban  plenamente  los  hechos  siguientes : 

1?  Que,  á  pesar  del  decaimiento  de  las  misiones  originado  por  la 
expulsión  de  los  jesuitas  en  1767,  todavía  en  1810  había  algunas  que  fie 
conservaban  en  estado  de  contribuir  poderosa  y  eficazmente  á  la  civiK- 
zación  y  reducción  completa  de  todos  los  salvajes. 

2?  Que  en  la  guerra  de  la  independencia  se  arruinaron  dichas  misiones, 
unas  completamente  y  otras  en  su  mayor  y  mejor  parte.  ^^  , 
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3?  Que  el  Libertador  dio  en  1828  algunos  pasos  con  el  fin  de  fomentar 
la  formación  de  misioneros  para  restaurar  completamente  las  misiones. 

4?  Que  en  1832  el  Congreso  derogó  esas  medidas,  y  frustró  así  los 
buenos  designios  del  Libertador. 

5?  Que  de  1832  á  1842  no  se  tomó  medida  alguua  de  importancia 
respecto  á  las  misiones. 

6?  Que  en  1842  se  resolvió  por  el  Congreso  autorizar  al  P.  E.  para 
contratar  la  venida  de  misioneros  europeos  para  fundar  colegios  de 
misiones ;  y  que  se  discutió  y  aprobó  la  ley  en  el  supuesto  de  que  debían 
ser  jesuítas  los  misioneros  que  se  trajeran  al  país. 

7?  Que,  en  virtud  de  todo  eso,  el  foder  Ejecutivo,  por  medio  de  uno 
de  sus  agentes,  contrató  con  el  General  de  los  Jesuítas  la  venida  de  éstos, 
con  declaración  expresa  de  que  sería  imo  de  los  institutos  que  tenían 
existencia  legal  en  el  país,  y  que  podría  emplearse  en  todos  los  asuntos 
á  que  se  dedica  la  Compañía. 

8?  Que  vinieron  efectivamente  los  jesuítas,  se  encargaron  del  Colegio 
de  misiones  de  Bogotá  y  fundaron  otro  en  Popayán,  á  donde  trasladaron 
el  noviciado. 

9?  Que  apenas  el  Qobiemo  dispuso  que  dos  religiosos  fueran  al  Caquetá, 
fueron  efectivamente,  y  de  su  viaje  resultó  no  sólo  la  posibilidad  sino  la 
facilidad  de  reducir  y  civilizar  los  indígenas  de  esa  inmensa  región ;  bien 
que  el  principal  de  los  misioneros  perdió  la  vida  en  la  expedición. 

10.  Que  el  Secretario  de  Gobierno  comprendió  muy  bien  la  importancia 
de  las  misiones,  aun  desde  el  punto  de  vista  político,  para  asegurar  á  la 
República  el  dominio  de  esos  importantísimos  territorios ;  y  especialmente 
en  1847^  cuando  dijo,  que  no  prestar  al  asunto  la  importancia  que 
tenía,  era  **  dejar  á  nuestros  hijos  la  eventualidad  de  perderlos  ^os 
territorios  expresados),  la  imposibilidad  de  conservarlos,  ó  la  guerra  para 
recuperarlos." 

11.  Que  la  opinión  del  Presidente  relativa  á  la  propagación  del 
Evangelio  entre  los  salvajes,  sin  necesidad  de  auxilio  alguno  del  hombre, 
era  evidentemente  errónea  y  absurda  mirado  el  asunto  desde  el  punto  de 
vista  humano,  único  desde  el  cual  debía  mirarlo  el  Gobierno. 

12.  Que  á  pesar  da  eso  el  Congreso  no  dio  al  Poder  Ejecutivo  los  fondos 
necesarios  para  impulsar  la  empresa,  motivo  por  el  cual  apenas  pudo 
hacerse  la  correría  de  los  PP.  Laínez  y  Piquer  en  el  Caquetá. 

13.  Que  en  1850^  un  año  después  de  inaugurada  la  administración  del 
general  López,  se  reconocía  por  el  Gobierno  la  eficacia  extraordinaria  de 
los  esfuerzos  de  los  misioneros  católicos ;  la  probabilidad  de  obtener  por 
ellos  la  reducción  completa  de  los  salvajes  que  pueblan  las  inmensas 
regiones  del  Caquetá;  lo  insuficiente  de  las  medidas  tomadas  hasta 
entonces  para  esa  obra  redentora;  y  en  fin  lo  mucho  que  debía 
esperarse  de  una  organización  completa  y  adecuada  de  ese  ramo,  y  la 
necesidad  de  proceder  á  ello  inmediatamente,  de  una  manera  eficaz  y 
provechosa. 

En  una  palabra,  las  misiones  antiguas  arruinadas ;  dados  los  primeros 
pasos  para  restablecerlas^  con  la  traída  de  excelentes  misioneros  y  el 
ensanche  de  los  establecimientos  destinados  á  educar  operarios  á  propósito 
para  tan  delicadas  funciones ;  y  reconocida  la  necesidad  de  obrar  decidida- 
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mente  en  el  asunto  y  la8  probabilidades  de  obtener  buen  éxito :  tal  era  el 
estado  en  que  se  encontraba  ese  importante  negociado  en  los  primeros 
meses  de  1850. 

¿  Qué  era  lo  que  razonablemente  debía  esperarse  P  La  cosa  es  clara, 
y  no  se  necesita  ni  talento  ni  instrucción  para  conocerla.  Lo  que  debía 
esperarse  razonablemente  era  que  el  Poder  Ejecutivo  pidiera  al  Congreso 
los  fondos  necesarios  para  sostener  y  ensanchar  los  colegios  de  misiones, 
y  para  traer  todos  los  demás  misioneros  que  fueran  necesario^  á  fin 
de  establecer  prontamente  las  misiones  que  tan  felices  é  import€tntes 
resultados  prometían.  Tanto  más  natural  era  eso,  cuanto  los  misioneros 
traídos  al  país  eran  los  más  á  propósito  para  una  empresa  de  esa  clase  ; 
y  lejos  de  haber  faltado  en  lo  mínimo  á  lo  que  era  de  su  deber,  habían 
hecho  aun  más  de  lo  que  según  el  tenor  de  sus  compromisos  podía 
exigirseles. 

11.  No  fué  eso,  sin  embargo,  lo  que  sucedió.  Al  contrario,  el  Gobierno, 
que  debía  acometer  y  llevar  á  cabo  esa  importantísima  empresa  y  dar 
seguridades  y  garantías  á  los  jesuítas  caso  ae  que  la  inicua  guerra  que 
se  les  hacía  llegase  á  traducirse  en  actos  de  agresión  material,  plegó  en 
mala  hora  ante  las  exigencias  de  sus  sostenedores ;  y  á  pesar  de  que  nabía 
empeñado  su  palabra  de  que  no  haría  cosa  algima  conlra  esos  misioneros, 
á  menos  que  el  Congreso  se  lo  ordenase  por  medio  de  una  ley,  se  resolvió 
á  decretar  su  expulsión.  Al  efecto  expidió  un  decreto  que  lleva  fecha 
18  de  Mayo  de  1850,  aunque  se  mantuvo  en  reserva  hasta  el  21,  día  eu 
que  fué  publicado  en  la  Gaceta  Oficial.     Dice  así : 

El  Presidente  de  la  República, 

Considerando  que  por  el  artículo  1?  de  la  ley  1%  parte  2'," tratado  2°  de  la  Recopila^ 
ción  Granadina,  se  han  mandado  ob'seryar,  enta^  otras  leyes,  las  comprendidas  en  la 
Nueva  Recopilación  de  Castilla,  y  las  pragmáticas,  cédulas,  órdenes,  decretos  y 
ordenanzas  del  Gobierno  español,  sancionadas  hasta  el  18  de  Marzo  de  1806,  que 
estaban  en  observancia  bajo  el  mismo  Gobierno  en  el  territorio  que  forma  la 
República  de  la  Nueva  Granada ; 

á?  Que  la  pragmática  sanción  de  2  de  Abril  de  1767  expedida  por  Carlos  III  Rey 
de  España  é  Indias,  por  la  cual  se  mandó  extrañar  de  toaos  los  dominios  de  aquel 
Soberano  á  los  regtdares  de  la  Compañía  de  Jesús,  así  sacerdotes  como  coadjutores 
y  legos  que  hubiesen  hecho  la  primera  profesión,  con  prohibición  expresa  de  volver 
a  ellos,  está  vigente  en  la  República,  asi  por  ser  una  de  las  pragmáticas  mencionadas 
antes,  como  por  hallarse  comprendida  en  la  Recopilación  Castellana,  de  que  es  la  ley 
38,  título  3Mibrol?; 

3?  Que  ninguna  ley  posterior  de  la  República  de  Colombia  ni  de  la  Nueva  Granada 
la  ha  derogado,  y  estuvo  en  completa  v  ri^rosa  ejecución  desde  que,  en  virtud  de 
ella,  salieron  de  este  país,  como  de  los  demaa  dominios  españoles,  los  dichos  regulares 
jesuítas  hasta  que  en  medio  del  estupor  y  desaliento  producidos  entre  nosotros  por 
los  escándalos  y  excesos  sangrientos  de  la  guerra  civil  de  1840  á  1841  el  Poder 
Ejecutivo,  contraviniendo  á  aquella  ley,  Uamó  á  los  padrea  de  la  Compañía  de  Jesús 
con  el  ostensible  objeto  de  encargarlos  de  los  Colegios  de  misiones  y  casas  de  escala 
mandadas  establecer  por  la  ley  lo,  parte  2^,  tratado  4°  de  la  Recopilación  Granadina, 
al  paso  que  ellos  se  han  situado  en  su  mayor  parte  en  las  principales  ciudades  de  la 
República ; 

4?  Que  esta  ley  16  no  puede  considerarse  derogatoria  de  la  real  pragmática,  por- 
que aquélla  es  de  un  carácter  general,  como  que  autoriza  al  Poder  Ejecutivo  para 
que  excite  y  auxilie  la  venida  a  la  Nueva  Granada  de  los  individuos  que  juzg&e  más 
aparentes  entre  los  que  profesan  en  Europa  el  ministerio  de  misiones,  y  ésta  de  un 
carácter  especial  por  cnanto  se  refiere  sólo  al  instituto  de  la  Compañía  de  Jesús, 
siendo,  como  es,  un  principio  universal  de  jurisprudencia  que  las  leyes  generales  no 
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deroí?an  las  especiales  si  no  haoen  expresa  mención  de  ellas,  y  cuando  el  Poder 
Ejecutivo  pudo  cumplir  el  mandato  del  legislador  sin  violar  la  real  pragmática, 
auxiliando  la  venida  de  misioneros  &  la  Eepiiblica,  que  no  fueran  de  la  Compañía 
de  Jesús ; 

5f  Que  una  de  las  cuestiones  que  más  se  agitaron,  y  más  fervorosamente  se 
sostuvieron  durante  la  gran  disensión  nacional  que  preparó  la  última  elección  de 
Presidente  de  la  Be^ública,  fué  la  conveniencia  de  confiar  el  Poder  Ejecutivo  á  un 
sujeto  que  por  sus  principios  y  enérgica  decisión  republicana  dictase  las  providencias 
convenientes  para  hacer  cumplir  la  citada  pra;?mática  de  Carlos  III ;  y  fué  especial- 
mente bajo  esta  invocación  como  el  nombre  del  actual  Presidente  entró  en  la  urna 
electoral  y  obtuvo  un  considerable  número  de  sufragios ; 

6?  Que  para  obrar  más  cnerda  y  atinadamente  el  Presidente  se  ha  ocupado  durante 
todo  el  último  año  en  examinar  impasiblemente  la  caestión  legal  y  estudiar  la 
.  opinión  pública  á  este  respecto,  recibiendo  con  frecuencia  memoriales  áe  diferentes 
puntos  de  la  República,  ya  pidiéndole  la  expulsión  ya  la  permanencia  de  los  padres 
de  la  Compañía,  mostrando  los  solicitantes  en  uno  y  otro  sentido  sama  exacerbación 
y  ahinco,  con  lo  cual  se  ha  corroborado  el  concepto  de  muchos  hombres  ilustrados, 
de  que  la' existencia  de  los  expresados  regalares  en  la  Rspáblica  sería  una  causa 
permanente  de  discordia,  división  y  alarma  ; 

7?  Que  aunque  por  la  índole  y  naturaleza  de  las  instituciones  democráticas,  los 
hombres  que  trabajamos  por  su  desenvolvimiento  desearíamos  no  rehusar  nuestro 
asilo  y  territorio  á  ninguno  de  los  miembros  de  la  gran  familia  humana,  todo  senti- 
zoiento  generoso  de  esta  especie  debe  subordinarse  al  alto  y  trascendental  interés 
social  del  riguroso  cumplimiento  de  las  leyes,  que  es  la  garantía  del  porvenir ; 

8?  Que  es  un  deber  también  imprescindible,  en  los  hombres  á  quienes  el  sufragio 
popular  ha  confiado  la  misión  de  asegurar  para  siempre  el  reinado  de  la  libertad  y 
Se  la  democracia  en  estos  países  que  fueron  colonias  españolas  y  eij  que,  por 
consiguiente,  la  superstición  y  el  fanatismo  dejaron  hondas  raíces,  trabajar  ince- 
santemente por  remover  todas  las  causas  de  atraso,  y  todas  esas  instituciones  que 
sirven  de  remora  á  la  apetecida  consolidación  del  sistema  de  gobierno  adoptado ; 

9?  Que  conforme  á  la  segunda  de  las  atribuciones  que  el  artículo  101  de  la  Consti- 
tución confiere  al  Poder  Ejecutivo,  éste  está  en  el  deber  de  cumplir  todas  y  cada 
una  de  las  leyes  de  la  República  en  cualquier  día  en  que  se  le  represente  su 
vigencia  y  faJta  de  cumplinuento, 

Decreto : 

Art.  1?  Los  Grobemadores  de  las  provincias  dentro  de  cuyo  territorio  se  hallen 
actualmente  alganos  de  los  regulares  de  la  Compañía  de  Jesús,  así  sacerdotes  como 
coadjutores  ó  legos  que  hayan  hecho  la  primera  profesión,  notificarán  á  éstos  por  sí 
ó  por  medio  de  los  Jefes  políticos  del  cantón  respectivo  y  dejando  de  ello  la  debida 
constancia,  que  estando  vigente  en  la  República  la  ley  38,  título  3%  libro  1?  de  la 
Eecopilación  Castellana,  por  la  cual  fueron  extrañados  dichos  regalares  de  la  España 
y  de  sus  posesiones  de  América,  el  Poder  Ejecutivo,  en  cumplimiento  del  deber  que 
le  impone  el  número  2?  del  artículo  101  de  la  Constitución,  ordena  salgan  del 
territorio  de  la  República,  por  la  vía  que  los  mismos  Gobernadores  designen  de 
conformidad  con  las  instrucciones  que  por  separado  se  les  comunican,  y  con  los 
fondos  que  por  vía  de  auxilio  á  los  mismos  regulares  se  ponen  á  disposición  de  dichos 
Gobernadores. 

Art.  2*!  No  se  comprenderán  en  la  disposición  del  artículo  anterior  los  sacerdotes, 
coadjutores  ó  legos  de  la  dicha  Compañía  que  fueren  granadinos  v  hayan  profesado 
en  la  Nueva  Granada  durante  el  tiempo  que  los  jesuítas  han  existido  en  la  República; 
pero  dichos  sacerdotes,  coadjutores  ó  legos  profesos  nacidos  en  la  Nueva  Granada 
no  serán  considerados  como  miembros  de  comunidad  alguna  religiosa. 

Art.  3?  En  caso  de  que  la  Legislatura  abra  al  Poder  Ejecutivo  los  créditos 
correspondientes,  se  contratará  en  Earopa  la  venida  del  número  necesario  de  padres 
capuchinos  para  el  servicio  de  las  misiones  de  la  República. 

Hemos  insertado  integro  este  decreto  con  todos  sus  considerandos,  para 
que  no  se  crea  que  queremos  disminuir  la  fuerza  de  sus  fundamentos  inter- 
calando entre  ellos  observaciones  nuestras  encaminadas  á  desvirtuarlos. 
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Ahora  se  nos  permitirán  unas  pocas  reflexiones  sobre  asunto  de  tamaña 
gravedad  y  trascendencia  ;  pero  ante  todo  hagamos  notar  que  el  decreto 
mé  dictado  por  el  mismo  Gobierno  que  reconoció  la  necesidad  de  las 
misiones,  y  que  con  esa  medida  se  perdió  hasta  la  esperanza  de  poder 
restablecerlas  algún  día. 

El  primer  considerando  consiste  en  afirmar  que  entre  las  leyes  nían- 
dadas  observar  en  la  República  figura  la  38,  título  3?,  libro  1^  de  la 
Ilecopilación  Castellana^  sobre  expulsión  de  los  jesuítas.  Eso  no  es  cierto; 
y  si  lo  fuese,  habría  que  convenir  en  que  las  leyes  sobre  exptdsión  de  los 
moros,  contra  los  herejes  y  otras  de  la  misma  clase  estaban  también 
-vigentes.     ¿  Quién  aceptaría  eso  ? 

Cuando  un  país  experimenta  una  trasformación  tan  completa  y  radical 
como  la  que  se  verificó  entre  nosotros  con  la  independencia^  quedan  de 
hecho  derogadas  todas  las  leyes  incompatibles  con  la  índole  y  tendencias 
de  la  trasformación  verificada,  sin  necesidad  de  que  se  decrete  la 
derogación  por  actos  especiales  y  expresos  del  Soberano.     Eso  sucede 

{>rincipalmente  con  las  leyes  de  represión,  persecución  y  protección,  y  con 
as  de  organización  de  los  diversos  ramos  del  poder  publico. 

Además^  la  disposición  que  se  cita  no  determina  cuáles  leyes  están 
ingentes  sino  sólo  *'  el  orden  con  que  deben  observarse  las  leyes  en  todos  los 
tribunales  del  Estado,"  como  expresamente  lo  dice  la  parte  primera  de 
dicha  disposición. 

•Finalmente,  el  Presidente  y  sus  consejeros,  en  un^año  que  emplearon 
en  estudiar  el  asunto,  no  alcanzaron  á  vez  el  artículo  2?  de  esa  misma  ley, 
que  dice,  entre  otras  cosas,  lo  siguiente : 

.  .  .'  Tampoco  tendrán  fuerza  y  vigor  las  demás  leyes  españolas  expresadas  en 
el  artículo  anterior,  en  todo  lo  que  se  opongan  á  la  Constitución. 

Ni  el  artículo  158  de  la  Constitución  que  entonces  regía,  que  se 
expresaba  así : 

Ningún  granadino  será  obligado  á  ...  ni  condenado  sin  ser  oído  y  vencido  en 
juicio :  ni  podrá  imponérsele  pena  que  no  esté  señalada  al  hecho  por  que  se  le 
juzga,  por  ley  anterior  al  mismo  hecho. 

^  ¿  Se  dirá  acaso  que  no  se  trataba  de  condenar  á  una  pena  sino  de 
ejecutar  una  providencia  elevada  á  la  categoría  de  ley  ? 

Sea  así,  si  se  quiere  ;  pero  ya  se  mire  el  asunto  como  cumplimiento  de 
una  providencia  gubernativa  ó  como  ejecución  de  una  ley,  lo  cierto  es  que 
lleva  consigo  la  imposición  de  una  pena,  porque  la  expulsión  era  pena  reco- 
nocida en  el  número  7?  del  artículo  19  del  Código  penal,  y  no  podía  tener 
lugar,  por  lo  mismo,  sin  que  previamente  fueran  oídos  y  vencidos  en 
juicio  aquellos  á  quienes  debiera  aplicarse,  según  la  garantía  constitu- 
cional citada. 

Se  alega,  en  seguida,  que  fué  en  medio  del  estupor  y  desaliento  produ- 
cidos por  la  guerra  de  1840,  cuando  el  Poder  Ejecutivo,  contrariando  la 
ley,  llamó  á  los  jesuítas,  á  pretexto  de  encargarles  de  los  colegios  de 
misiones,  y  cuando  se  situaron  en  su  mayor  parte  en  las  principales 
ciudades  de  la  República. 

Para  refutar  victoriosamente  esa  aserción,  nada  mejor  podemos  hacer 
que  remitir  á  nuestros  lectores  al  decreto  expedidopor  el  Poder  Ejecutivo, 
relativamente  al  asunto,  y  que  ya  hemos  insertado.     En  el  considerando 
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1?  se  hace  constar  que  la  ley  de  autorizaciones  se  discutió  y  aprobó  "  en 
el  supuesto  dé  que  la  Compañía  de  Jesús  era  el  instituto  que  debía  ser 
llamado  para  encargarle  las  misiones/^ 

No  bubo,  pues,  en  la  venida  de  los  jesuítas  violación  de  ley,  sino 
cumplimiento  fíel  de  la  voluntad  del  Legislador,  manifestada  claramente, 
sin  ambages  ni  rodeos  en  la  discusión  de  la  ley  expedida.  Ahora,  en  cuanto 
á  que  esa  supuesta  violación  de  ley  hubiese  sido  favorecida  por  el  estupor  y 
el  desaliento  originados  por  una  larga  y  desastrosa  guerra  civil,  tampoco 
es  cierto.  La  paz  reinaba  desde  tiempos  atrás  en  la  República^  y  á  su 
sombra  se  discutió  y  aprobó  la  ley  de  autorizaciones.  Si  ella  se  redactó 
en  términos  generales  para  hacer  venir  misioneros,  fué  porque  ésa,  como 
toda  autorización,  debía  redactarse  así  en  previsión  de  los  inconvenientes 
que  pudieran  presentarse  en  la  negociación  que  se  estimaba  preferible 
para  el  mejor  servicio  público. 

Lo  repetímos,  no  hubo  sorpresa  ni  violación  de  ley,  sino  la  voluntad 
manifiesta  del  Legislador,  capaz  de  derogar  la  vieja  pragmática  de 
Carlos  m,  si  no  hubiera  sido  antes  derogacUi  de  hecho  por  la  trasforma- 
ción  política  del  país. 

Sirve  esta  última  observación  de  cumplida  respuesta  á  aquel  otro 
fundamento  de  que  la  autorización  fué  general  y  no  pudo  derogar  la  ley 
^e  proscripción,  que  era  especial.  La  voluntad  manifiesta  del  Legislador 
era  que  de  preferencia  se  contratase  la  venida  de  los  jesuítas ;  y  esa 
voluntad  daba  á  la  ley  de  'autorizaciones  una  especialidad  igual  ala  de 
la  pragmática-  de  expulsión^  expedida  por  eV  Monarca  español  en  la 
segunda  mitad  del  siglo  precedente. 

Se  alega^  por  otra  parte,  que  loa  que  favorecieron  con  sus  votos  al 
general  José  Hilario  López^  lo  hicieron  porque  deseaban  que  un  sujeto 
de  principios  y  enérgica  decisión  republicana  desterrara  á  los  lesuitas, 
como  sí  fuera  im  acto  de  republicanismo  la  expulsión  de  esos  religiosos. 
Si  esto  último  fuera  así,  residtaría  que  el  despótico  Key  Carlos  UI  era 
un  ardiente  y  aquilatado  republicano,  lo  que  no  dejaría  de  ser  curioso. 
Pero,  dejando  burlas  á  un  lado,  bueno  se  observar  que  el  querer  de  los 
electores  no  es  ni  puede  ser  ley  ante  la  cual  se  inclinen  los  altos  empleados 
de  la  República,  quienes  tienen  señaladas  sus  funciones  en  las  institu- 
ciones del  país  y  no  en  el  veleidoso  capricho  de  las  turbas. 

No  hace  mucho  honor  al  talento  y  á  la  perspicacia  del  Presidente  y 
sus  ministros,  eso  de  que  necesitasen  un  año  entero  para  estudiar  una 
sencilla  cuestión  legal ;  y  resultar  al  fin  con  que  se  formaron  el  errado 
concepto  de  que  estaba  vigente  aún  una  ley  derogada  por  el  hecho  de  la 
independencia  y  por  la  voluntad  expresa  del  Legislador.  Veinticuatro 
horas  sefría  tiempo  suficiente  para  que  cualquier  rábula  adocenado  formase, 
concepto,  favorable  6  adverso,  en  el  particular. 

Más  curiosa  es  la  manifestación  que  candidamente  hace  el  Presidente 
de  las  representaciones  que  recibía  en  pro  y  en  contra  de  los  jesuítas. 
Le  faltó  sólo  añadir  que  la  mayoría  pedía  con  instancia  su  permanencia 
en  el  país ;  pero  él  sacó  la  peregrina  consecuencia  de  que,  puesto  que  eran 
queridos  de  unos  y  odiados  de  otros,  eran  una  causa  permanente  de 
discordia,  división  y  alarma,  y  debían  ser  expulsados.  Con  semejante 
manera  de  razonar^  todos^  inclusive  el  Presidente,  debieran  ser  proscritos ; 
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porque  ¿  quién  es  el  que  no  tiene  amigos  y  enemigos,  que  puedan  pedir 
alternativamente  su  libertad  6  su  proscripción  P 

Olvida  el  Presidente  que  poco  antes  había  invocado  sus  principios  y 
enérgica  decisión  republicana  para  decretar  la  expulsión^  y  ahora,  inme- 
diatamente después  de  lo  anterior,  entra  en  lamentaciones  por  la  necesidad 
en  que  se  veía  de  cumplir  con  un  deber  ineludible,  aunque  opuesto  á  la 
índole  y  naturaleza  de  las  instituciones  democráticas.  ¿  Cómo  no  echó 
de  ver  que  el  simple  establecimiento  de  la  democracia  dio  en  tierra  con 
todas  aquellas  instituciones  que  eran  contrarias  á  su  índole  y  á  su 
naturaleza  ?  Curioso  espectáculo  ver  encender  la  titánica  guerra  de  la 
independencia,  con  el  fin  de  destruir  la  tiranía  y  establecer  la  democracia ; 
y  luego  los  jefes  de  esa  democracia  vencedora^  sentarse  en  el  solio 
presidencial  á  cumplir  y  ejecutar  aquellos  mismos  mandatos  tiránicos 
contra  los  cuales  se  habían  levantado^  por  ser  opuestos  á  la  índole  y  á  la 
naturaleza  de  esa  decantada  democracia. 

No  bien  había  el  Presidente  reconocido  que  la  expulsión  era  contraria 
á  la  índole  y  naturaleza  de  la  democracia^  cuando^  contradiciéndose 
nuevamente,  afirma  oue  es  un  deber  imprescindible  en  los  que  tienen  la 
misión  de  asegurar  el  reinado  de  la  libertad  y  de  la  democracia^  remover 
todaíB  las  causas  de  atraso  y  todas  las  instituciones  que  sirven  de  remora 
para  la  consolidación  del  sistema  de  gobierno  adoptado  y  para  la 
destrucción  de  la  superstición  y  el  fanatismo. 

Se  quiere  dar  á  entender  con  eso  que  los  jesuitas  son  fautores  de  la 
superstición  y  el  fanatismo,  una  causa  de  atraso  para  los  pueblos  y  un 
obstáculo  para  la  consolidación  del  sistema  de  gobierno  republicano. 

No  es  posible  insultar  más  audaz  «^  descaradamente  la  nistoria  y  aun 
el  simple  sentido  común.  ¿  Cuándo  ni  dónde  han  sido  los  jesuitas  fanáticos 
y  supersticiosos  P  Por  todas  partes  han  hecho  brillar  los  esplendores  de 
la  verdad,  opuesta  por  su  esencia  á  esos  dos  vicios.  ¿  Cuándo  y  dónde 
han  sido  causa  de  atraso  para  los  pueblos  P  Al  contrario  son  los  mejores 
maestros  de  la  juventad,  y  en  todas  partes  se  dedican  á  la  enseñanza  con 
un  celo  y  una  abnegación  inimitables.  ¿  Cuándo  y  dónde  han  sido,  por 
último,  remora  para  la  consolidación  de  la  República  P  Sabido  es  que  ellos 
no  se  mezclan  nunca  en  política,  y  que  tanto  se  amoldan  en  política  á  las 
despóticas  instituciones  de  Rusia,  de  Turquía  ó  de  la  China,  como  á  las 
republicanas  de  los  Estados  unidos  del  Norte  y  de  las  repúblicas  hispano 
americanas.  Lo  que  sobre  esto  propalan  sus  enemigos  son  meras  calumnias, 
en  las  cuales  ellos  creen  menos  que  nadie. 

Tales  son  los  ridículos  fundamentos  de  ese  inicuo  decreto,  padrón  de 

ignominia  para  el  Gobierno  republicano.     No  debieron  de  dejar  muy 

.  satisfecho  al  mismo  Gobierno,  porque  el  día  21,  al  momento  de  ponerse 

en  circulación  el  decreto,  dio  nuevas  explicaciones  sobre  el  asunto  por 

medio  de  una  proclama  dirigida  á  todos  los  habitantes  del  país. 

Principia  la  proclama  recordando  la  agitación  de  los  partidos  por  la 
cuestión  de  los  jesuitas ;  dice  que  las  últimas  votaciones  para  Presidente 
y  miembros  del  Congreso  se  hicieron  bajo  el  influjo  de  las  opiniones  que 
se  tenían  sobre  su  expulsión  ó  permanencia  en  el  país,  y  luego  agrega : 

Cincnenta  miembros  de  las  Cámaras  legislativas,  qne  hacen  la  mayoría  4le  éstas, 
me  han  pedido  con  encarecimiento  la  expolsión  de  aquéllos  (los  jesiiitfts)  de  confor- 
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midad^con  la  ley  38,  título  8f,  libro  1°.  de  la  Becopilación  Castellana,  que  los 
proscribió  de  todos  los  países  españoles  de  Europa  y  América ;  y  yo  bieu  convencido 
ya  de  que  dicha  ley  no  puede  considerarse  derogada  sino  antes  bien  vigente, 
obedeciendo  la  voz  de  los  pueblos  expresada  por  los  sufragios  de  los  dos  últimos 
años,  siguiendo  el  espíritu  del  sistema  representativo  que  prescribe  acatar  la 
opinión  de  la  mayoría  de  los  representantes  del  paeblo,  he  cumplido  con  mi  deber 
<¿denando  la  inmediata  salida  de  dichos  padres  extranjeros  que  en  contravención  á 
la  citada  ley  de  la  Becopilación  Castellana  se  encuentran  en  el  país.  La  disposición 
no  comprende  á  los  granadinos  que  se  han  hecho  jesuítas,  mientras  la  compañía  ha 
existido  entre  nosotros. 

Sigue  diciendo  que  muchos  sienten  la  salida  de  los  padres  del  país ; 

?Bro  que  hay  que  cumplir  la  ley,  y  obedecer  las  exigencias  de  la  opinión, 
ermina  así : 

Por  mucho  tiempo  vaciló  en  la  adopción  de  la  medida,  por  consideraciones  deri- 
vadas del  espíritu  de  tolerancia  y  de  seguridad,  propias  de  la  civilización  moderna 
y  de  las  instituciones  democráticas,  pero  estas  consideraciones  han  debido  ceder 
delante  del  mandamiento  de  la  ley  vigente  y  de  la  persuación  de  que  todavía  nuestra 
naciente  civilización  é  industria  y  nuestras  recientes  instituciones  no  tienen  la  fuerza 
bastante  para  luchar  con  ventaja  en  la  regeneración  social  con  la  influencia  letal  y 
corruptora  de  las  doctrinas  del  jesuitismo. 

Resolviendo,  pues,  así  una  cuestión  tan  trascendental,  que  tanto  ha  agitado  los 
ánimos  y  hecho  palpitar  á  todas  las  clases  de  la  sociedad,  creo  firmemente  haber 
llenado  mi  deber,  prometiéndome  que  todos  mis  conciudadanos  llenarán  igualmente 
el  suyo,  conservando  la  tranqnihdad  pública  y  robusteciendo  por  su  conducta  el 
poder  de  la  autoridad  constitucional  qne  ejerzo. 

Alegar  las  aspiraciones  vagas  y  las  pretensiones  exageradas  de  los 
partidos,  para  justificar  la  medida  de  expulsar  del  país  sin  fórmula  alguna 
á  un  gran  nCimero  de  hombres  tan  eminentes  en  virtud  y  en  ciencia,  es 
una  cosa  que  salva  los  limites  de  lo  inadmisible  para  entrar  en  el  dominio 
de  lo  escandaloso.  Con  esa  clase  de  principios,  toda  administración  sería 
una  insoportable  tiranía;  porque  ¿cuándo  es  que  hay  moderación  y 
justicia  en  los  más  violentos  y  exagerados  círculos  de  los  partidos,  que 
son  generalmente  los  que  con  mayor  entusiasmo  concurren  á  las  elecciones 
y  los  que  con  mayor  frecuencia  hacen  exigencias  á  los  mandatarios  ? 

El  ^residente  reconoce  que  la  medida  decretada  es  contraria  al  espíritu 
de  tolerancia  y  seguridad  propias  de  la  civiUzación  moderna  y  de  las 
instituciones  democráticas.  Pero  entonces  ¿  por  qué  la  decretó  P  ^  Dirá 
acaso  que  porque  la  ley  lo  mandaba  ?  Pero  la  ley  no  estaba  vigente ;  y  aun 
suponiendo  que  lo  estuviese,  el  Congreso,  reunido  ala  sazón,  podía  derogarla. 
Mas  la  mayoría  de  ese  mismo  Congreso  y  la  opinión  pública,  ó  mejor 
dicho  la  opinión  de  los  vencedores  en  la  lid  electoral,  exigían  con 
instancia  y  con  encarecimiento  la  adopción  de  la  medida;  luego  las 
pretensiones  de  esa  mayoría  del  Congreso  y  de  esa  opinión,  eran  contrarias 
al  espíritu  de  la  civilización  moderna  y  de  las  instituciones  democráticas, 
y  en  vez  de  obedecerse  á  su  impulso  ha  debido  resistirse  á  él  hasta  donde 
fuera  posible. 

En  cuanto  á  la  influencia  letal  y  corruptora  de  las  doctrinas  del  jesuitis^mo^ 
sólo  haremos  tma  sencilla  observación.    Las  doctrinas  de  los  jesuítas,  en 
moral  y  religión,  son  las  de  la  Iglesia  católica ;  en  ciencias  y  artes,  las  de 
la  verdadera  y  sólida  civilización  moderna :  la  política  no  entra  absoluta- ' 
mente  en  sus  propósitos  ni  en  sus  aspiraciones.    Luego  el  que  rechace  la| 


314  COMUNIDADES   RELIGIOSAS. 

doctrinas  de  los  jesuítas  como  kiaJes  y  corruptoras,  aplica  ese  calificativo 
á  las  de  la  Iglesia  católica  en  lo  relativo  á  la  moral  y  6  la  religión,  y  á 
las  de  la  civiíización  moderna  en  lo  que  concierne  á  las  ciencias  y  á  las 
artes. 

Examinemos  ahora  la  parte  resolutiva  del  decreto. 

Como  éste -mismo  lo  dice,  el  fundamento  capital  para  la  expulsión 
consiste  en  que  se  reputaba  vigente  la  pragmática  del  Rey  Carlos  III 
que  analizamos ;  y  aunque  ese  inicuo  acto  de  despotismo  y  de  perse- 
cución se  extendía  á  todos  "  los  regulares  de  la  Compañía,  así  sacerdotes 
como  coadjutores  ó  legos  que  hayan  hecho  la  primera  profesión,"  el 
decreto  exceptuaba  á  los  granadinos  que  hubiesen  profesado  en  la  Naeva 
Granada,  quebrantando  así  el  mismo  Gobierno  la  disposición  en  que  se 
fundaba  para  decretar  la  expulsión. 

Esto  es  perfectamente  claro.  La  pragmática  no  podía  estar  vigente 
respecto  de  algunos  de  los  jesuítas,  y  derogada  en  cuanto  á  los  otros ; 
porque  ella  no  hacía  distinción,  y  entre  la  vigencia  y  la  derogación  de 
una  ley,  no  hay  ni  puede  haber  término  medio  alguno.  ¿  Estaba  vigente? 
Entonces  la  expulsión  debió  comprender  á  todos  los  jesuítas  así  sacerdotes 
como  coadjutores  ó  legos  y  así  extranjeros  como  granadinos,  sin  excepción 
alguna,  porque  la  pragmática  no  la  reconocía.  ¿Estaba  derogada? 
Entonces  no  podía  ni  debía  expulsarse  á  ninguno.  Pero  eso  de  expulsar 
á  unos  y  á  otros  no,  era  tanto  como  declarar  la  pragmática  vigente  y 
derogada  á  la  vez.  ¿Puede  creerse  que  no  echaran  de  ver  esto  los 
miembros  del  Gtibinete  que  firmaron  el  decreto  que  examinamos  P  No  les 
haría  eso  honor,  porque  ésa  no  es  cosa  que  requiera  gran  talento 
ni  considerable  instrucción  para  comprenderla.  Basta  un  poco  de  sentido 
común  y  de  honradez  é  imparcialidad. 

¿  Cuál  fué,  pues,  la  causa  de  ese  contrasentido  ?  Difícil  es  averiguarla ; 
porque  aunque  no  es  razonable  admitir  una  inadvertencia  en  asunto  de 
tanta  cuantía,  tampoco  lo  es  creer  que  á  sabiendas  violaran  la  misma  ley 
que  protestaban  cumplir,  puesto  que  con  eso  destruían  por  su  base  el 
fundamento  de  su  propio  procedimiento.  Por  último,  no  es  razonable 
admitir  que  ellos  creyeran  en  realidad  que  la  ley  comprendía  á  unos 
jesuítas  y  á  otros  no,  porque  ésa  es  una  opinión  patente  y  notoriamente 
absurda. 

Los  rumores  alarmantes  que  se  esparcían  inmediatamente  antes  del 
21  de  Mayo,  respecto  á  las  medidas  que  se  preparaban  contra  los  jesuítas, 
movieron  á  varios  padres  de  familia,  que  tenían  confiada  la  educación  de 
sus  hijos  á  esos  religiosos,  á  suplicar  al  Ilustrísimo  señor  Arzobispo 
inteipusiese  su  mediación  en  favor  de  tan  excelentes  y  afamados  maestros. 
Nada  iftás  grato  para  el  ilustre  Prelado  que  cumplir  con  ese  deber,  y  en 
una  comédt^^  nota  que  dirigió  el  día  21  al  Gobierno,  le  hizo  presentes 
los  rumores  que  circulaban  y  los  perjuicios  que  con  ellos  se  causaban,  y 
lo  excitó  á  queSks  desmintiese  para  volver  la  calma  y  la  tranquilidad  á 
los  ánimos.  Á  pí^co  recibió  la  contestación  y  con  ella  la  Gaceta  Oficial 
de  ese  día,  en  la  quk  se  había  publicado  el  decreto  de  expulsión.  La  nota 
del  Secretario  terminaba  así : 

Con  este  motivo  me  há.  encargado  el  Presidente  de  la  República  exhortaros  á 
contribuir  con  vnestra  autoridad,  vuestra  palabra  y  ejemplo  a  hacer  qne  se  res- 
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pete  la  autoridad,  los  ánimos  se  calmen  y  se  conserve  inalterable  la  tranquilidad 
pública. 

Esto  parecerá  inaudito,  y  con  razón,  á  todo  el  que  no  conozca  la  situa- 
ción de  nuestro  país  en  esa  época,  y  los  hombres  notables  que  figuraban 
en  la  escena  pública. 

El  Gobierno  desenvainaba  la  vieja  y  enmohecida  espada  de  la  persecu- 
ción, hería  con  ella  del  primer  golpe  á  los  más  firmes  y  celosos  defensores 
de  la  Iglesia,  alegando  para  ello  pretextos  miserables  y  ridículos,  y  luego 
salía  exhortando  al  Jefe  de  la  Iglesia  en  el  país  á  que  contribuyera  con 
su  autoridad,  su  palabra  y  su  ejemplo  á  hacer  que  se  respetase  la  autoridad, 
se  calmasen  los  ánimos  y  se  conservase  inalterable  la  tranquilidad  pubUca. 
Era  tanto  como  decir:  "Voy  á  privaros  de  vuestros  mejores  y  más  eficaces 
operarios  y  á  heriros  en  lo  más  sensible  del  alma  ;  y  como  puede  ser  que 
eso  comprometa  mi  autoridad  y  turbe  la  paz  pública,  venid  en  mi  auxilio 
para  evitar  tamaños  males/'  ¿  Dónde  hay  una  cosa  más  inicua  ni  más 
vituperable  ? 

Sin  embargo,  el  Gobierno  sabía  muy  bien  lo  que  hacía  y  por  qué  lo  hacía. 
ISo  se  le  escapaba  que  la  expulsión  de  los  jesmtas  iba  á  conmover  honda- 
mente el  país  entero,  cuya  mmensa  mayoría  tenía  por  ellos  el  más  vivo 
afecto  y  la  adhesión  más  completa.  Si  en  tal  estado  de  cosas  los  jesuítas 
y  el  señor  Arzobispo  hubiesen  querido,  no  diremos  encabezar,  siquiera 
permitir  una  revolución,  nadie  habría  podido  impedirla ;  y  quién  sabe 
qué  habría  sido  del  Gobierno.  Por  eso  éste  se  dirigió  al  Prelado  y  lo 
excitó  á  que  procurara  la  conservación  de  la  paz  y  el  respeto  y  obediencia 
á  las  autoridcMdes.  En  efecto  al  día  siguiente  expidió  el  señor  Arzobispo 
una  carta  pastoral,  en  la  que  recomendaba  á  sus  pueblos  la  paciencia,  la 
resignación,  la  mansedumbre  y  la  humildad. 

M  mismo  día  21  el  Gobernador  de  la  Provincia  de  Bogotá  pasó  una 
nota  al  R.  P.  Visitador,  en  la  cual  le  decía  lo  siguiente : 

Por  decreto  ejecntivo  de  18  del  presente  mes  ha  resuelto  el  Supremo  Grobiemo  que 
los  padres  de  la  Compañía  de  Jesús  residentes  en  la  Nueva  Qranada  salgan  del 
territorio  de  la  República,  y  emprendan  su  marcha  dentro  de  cuarenta  y  ocho  horas, 
contadas  desde  la  en  que  se  les  notifique  el  decreto  de  expulsión.  .  .  . 

...  La  Grobemacion  desea  que  los  padres  de  la  Compañía  verifiquen  su  salida 
«n  una  hora  que  consulte  la  conservación  de  la  tranquilidad  pública,  que  bien  podía 
turbarse  si  los  mismos  padres  no  tienen  la  condescendencia  de  adoptar  algunas 
precauciones,  en  favor  del  orden  y  de  la  prevención  de  malas  consecuencias,  y  lo 
mdico  así  á  nombre  de  la  paz  pública. 

Aquí  reconoce  el  Gobierno  paladinamente  que  si  los  padres  no  tenían 
la  condescendencia  de  adoptar  algunas  precauciones  en  favor  del  orden, 
bien  podía  suceder  ([ne  se  turbase.  Eso  es  poco  menos  que  declararse 
impotente  para  conservar  la  paz  publica  y  hacer  cumplir  el  decreto  contra 
la  Compañía,  sin  el  concurso  de  la  misma  Compañía.  Ese  lenguaje  en 
l)oca  del  Gobierno  equivale  á  este  oiro :  "  Os  voy  á  desterrar,  á  pesa^ 
de  que  yo  mismo^  os  llamé  y  os  hice  venir,  garantizándoos  plena  libertad 


*  El  Gobierno  de  Ja  ÉepdhUca  los  llamó,  y  el  Crohiemo  de  laBepública  los  expulsó. 
Aunque  hubieran  cambiado  las  personas,  la  entidad  era  la  misma.  Sabido  es  que 
todo  gobernante  tiene  que  cumplir  los  compromisos  contraídos  por  su  antecesor. 
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y  el  cumplimiento  de  lo  que  os  prometí;  pero  bien  puede  suceder  que 
este  proceder  mío  baga  imposible  la  conservación  de  la  tranquilidad 
pública,  si  vosotros  no  tenéis  la  condescendencia  de  adoptar  algunas 
precauciones  en  favor  del  orden  y  en  previsión  de  malas  consecuencias^ 
y  así  os  lo  indico  en  nombre  de  la  paz^  pública.  Cooperad,  pues,  á 
vuestra  propia  expulsión." 

No  era  ese,  en  verdad,  un  vago  y  vano  temor.  Si  los  padres  de  la 
Compañía  de  Jesús  hubiesen  llamado  en  su  defensa  á  los  pueblos,  es  más 
que  probable  que  el  Gobierno  no  hubiera  podido  llevar  á  cabo  su  inicua 
medida.  Pero  ellos  no  pensaron  sino  en  obedecer,  y  así  se  lo  dijo  el 
Er.  P.  Visitador  al  Gobernador  de  Bogotá  en  la  siguiente  nota,  fechada  el 
mismo  dia  21  de  Mayo  de  1850  : 

Á  las  tres  menos  once  niinntos  de  esta  tarde  he  recibido  el  oficio  de  U.  en  que  me 
comTinica  el  decreto  ejecutivo  de  18  del  corriente  relativo  á  los  religiosos  de  la 
Compañía  de  Jesús.  Lo  he  comunicado  á  los  individuos  de  esta  casa  y  todos  nos 
sometemos  á  las  órdenes  del  Gobierno,  ofreciendo  hacer  cuanto  esté  de  nuestra 
parte  no  sólo  para  su  cumplimiento  sino  también  para  que  en  nada  se  turbe  la  paz 
de  la  República,  por  la  cual  ofrecemos  á  Dios  nuestros  votos  y  plegarias. 

No  eran  éstas  vanas  palabras  y  meras  promesas.  Veamos  en  compro- 
bación de  ello  lo  que  dice  un  escritor  de  esa  época,  testigo  presencial  de 
los  sucesos,  sobre  este  particular : 

Yo  vi  y  oí  entonces,  no  sin  una  profunda  emoción,  á  esos  mismos  hombres  (los 
jesuitas)  hoy  vil  y  torpemente  calumniados,  rogando  y  suplicando  á  sus  amigos 
que  se  conformaran  y  que  hicieran  todos  sus  esfuerzos  jjara  impedir  el  mes  leve 
desordenJ !  .  .  .  En  esa  época  de  funesta  recordación,  se  vio  en  el  país,  y  principal- 
mente en  la  capital,  un  fenómeno  único  quizá  en  los  anales  del  mundo :  se  vio  á 
un  Gobierno  provocando  al  pueblo  por  todos  los  medios  posibles  á  la  turbación  del 
orden  público,  y  á  la  oposición  haciendo  esfuerzos  inauditos  para  conservarlo. 

Triunfó  ésta  x)or  fortuna,  no  sin  gran  dificultad,  y  la  paz  se  conservó. 

Por  su  parte  la  Cámara  de  Representantes,  es  decir  la  corporación 
encargada  por  la  Constitución  de  acusar  al  primer  Magistrado  de  la 
República  cuando  viola  las  instituciones  ó  falta  á  sus  deberes,  en  lugar 
de  cumplir  en  esta  vez  con  ^sa  importante  y  delicada  función,  quiso  unir 
su  nombre  al  del  Poder  Ejecutivo,  para  compartir  con  él  ante  la  posteridad 
la  responsabilidad  de  tan  inicua  cuanto  injustificable  medida.  Al  efecto 
en  la  sesión  de  1?  de  Junio  de  lá50  aprobó  la  siguiente  resolución  : 

La  Cámara  de  Representantes  se  ha  impuesto  con  calma  del  contenido  del  decreto 
que  ordena  el  regreso  de  los  padres  de  la  Compañía  de  Jesús  al  punto  de  donde 
fueron  traídos,  con  abierta  infracción  de  las  leyes  de  la  República. 

La  Cámara  felicita  al  Poder  Ejecutivo  por  haber  tenido  la  bastante  firmeza, 
patriotismo  y  energía  para  cumplir  con  un  deber  penoso*  y  delicado ;  y  aplaude 
y  apoya  con  decidido  y  leal  interés  una  medida  de  vital  importancia  ^ara  la 
conservación  del  orden,  de  las  libertades  públicas  y  de  la  independencia  nacional. 

La  Cámara  ordena  se  registre  en  el  acta  de  esto  día  el  nombre  del  O.  Presidente, 
general  José  Hilario  López,  y  de  sus  digios  Secretarios  Dr.  Manuel  Murillo» 
Victoriano  de  D.  Paredes  y  coronel  Tomás  Herrera,  por  haber  merecido  bien  de  La 
Patria. 

No  es  posible  falsear  más  escandalosamente  los  hechos  ni  insultar  más 
audazmente  el  sentido  común.  ¿  Qué  violación  de  ley  puede  haber  en  dar 
cumplimiento  á  la  voluntad  expresa  del  Legislador,  como  lo  hizo  el 
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Presidente  cuando  dispuso  que  se  contratara  con  los  jesuítas  su  venida  á 
esta  Bepüblica  ?  No  sería  tan  manifiesta  la  violación  indicada^  cuando 
el  Presidente  de  1850  y  su  ministerio  necesitaron  nada  menos  que  un  año 
entero  para  estudiar  la  cuestión,  y  aparentar  que  se  habían  persuadido  de 
la  vigencia  de  la  pragmática  de  Cario»  III,  como  aparece  del  decreto 
mismo  insertado  antes. 

Sólo  jpor  un  sarcasmo  indigno  de  tan  alta  corporación  y  del  Jefe  de  la 
República,  puede  calificarse  de  firmeza  y  energía  el  hecho  de  expulsar 
del  país  á  imos  pocos  religiosos  que,  lejos  de  poner  algún  obstáculo  al 
cumplimiento  de  la  caprichosa  voluntad  del  Gobierno,  empleaban  toda  su 
influencia  sobre  los  pueblos  con  el  fin  de  impedir  dificultóles  y  tropiezos 
en  el  cumplimiento  de  esa  misma  caprichosa  voluntad. 

¿  Cuál  era,  por  otra  parte,  el  patriotismo  que  envolvía  esa  medida  P 
Sus  resultados  lo  dicen  con  sobrada  elocuencia :  quitar  hasta  la  esperanza 
del  restablecimiento  de  las  misiones,  y  poner  á  la  patria  en  inmiente 
peligro  de  perder  los  inmensos  territorios  ocupados  por  los  salvajes,  en  la 
imposibilidad  de  conservarlos,  ó  en  la  necesidad  de  usar  de  las  armas  para 
recuperarlos,  como  lo  decía  el  Secretario  de  Gobierno  en  su  Memoria 
de  1848.  Con  actos  repetidos  de  esa  clase  áe  patriotismo,  marcharía  la 
pobre  patria  rápidamente  al  abismo  de  su  perdición  definitiva. 

Más  incalificable  es  la  conducta  de  la  Cámara  cuando,  tratándose  de  la 
expulsión  de  los  jesuítas,  *'  aplaude  y  apoya  con  decidido  y  leal  interés 
una  medida  de  vital  importancia  para  la  conservación  del  orden,  de  las 
libertades  públicas  v  de  la  independencia  nacional.''  ¿  En  qué  contraria- 
ban los  jesuítas  el  orden,  las  libertades  públicas  y  la  independencia 
nacional  r  ¿  Disfrutó  la  República  de  un  orden  más  perfecto,  de  ima 
libertad  más  aceptable,  ó  de  una  independencia  más  completa  y  efectiva  ? 
¿  Cabe  comparación  siquiera  entre  los  horrores  y  las  turbulencias  de  1851 
á  1855  y  la  tranquilidad  y  el  orden  de  1842  á  1860  ?  Y  sin  embargo 
aquellos  horrores  y  aquellas  turbulencias  fueron  posteriores  á  la  expulsión 
de  los  jesuítas,  y  esta  tranquilidad  y  este  orden  coincidieron  con  su  ipansión 
en.  el  país.  Creemos  que  hasta  aquellos  á  quienes  ciegan  el  odio  y  la  pasión 
contra  los  jesuítas,  reconocerán  la  exactitud  de  esta  observación  histórica. 

Tiendo  los  jesuítas  que  el  decreto  permitía  la  permanencia  en  el  país 
de  los  que  eran  granadinos,  con  la  condición  de  que  no  se  les  reconociera 
el  carácter  de  religiosos,  y  atendiendo  á  las  súplicas  de  muchas  personas 
respetables  que  les  instaban  á  que  hiciesen  todo  esfuerzo  y  todo  sacrificio 
posibles  con  el  fin  de  que  continuasen  su  tarea  civilizadora  en  el  país, 
elevaron  una  solicitud  al  Gobierno  en  la  cual  le  manifestaron  que  ellos  se 
deq)ojaban  del  carácter  de  jesuítas,  y  solicitaban  que  se  les  permitiese  la 
reeidenoia  en  el  psus  en  su  simple  calidad  de  extranjeros,  sin  que  se  les 
considerara  como  miembros  de  ninguna  corporación  religiosa.  Nada 
consiguieron  sin  embargo,  y  ni  aun  se  les  hizo  saber  la  resolución  que 
recayó  á  su  solicitud,  antes  de  salir  de  la  capital. 

íái  Santamarta,  á  tiempo  ya  de  embarcarse  para  el  extranjero,  el 
H.  P.  Gil  elevó  una  protesta  formal  al  Gobierno  contra  el  inicuo  acto  de 
la  expulsión.    De  ella  no  trascribiremos  sino  esta  parte  : 

...  La  ley  16,  parte  2*,  tratado  4?  de  la  Recopilación  Granadina  fué  discutida 
en  las  Cámaras  legislatiyas  en  el  supuesto  de  que  el  inatituto  de  la  Compañía  de 
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Jesús  era  el  que  debía  ser  llamado,  cnva  intención  cumplió  el  Poder  Ejecnidvo 
dirí^éndose,  por  medio  de  su  Encargado  en  Boma,  al  General  de  la  Compañía 
M.  K.  P.  Juan  Boothaan  .  .  .  Añádase  á  esto  que  el  actual  Presidente  de  la 
República,  entre  otras  garantías,  había  dado  su  palabra  de  honor  á  los  jesuítas  y  & 
otras  personas,  de  que  durante  su  administración  aseguraba  la  ecdstencia  de  la 
Compañía  en  la  República,  á  no  ser  que  una  ley  viniera  a  disponer  lo  contrario. . . . 

No  creemos  que  haya  quien  pueda  desconocer  las  poderosas  razones 
que  tenían  los  jesuítas  para  conservar  algún  resentimiento  contra  los 
que  tan  cruel  é  injustamente  los  habían  persegxddo  en  la  Nueya  Ora- 
nada.  Lejos  de  eso,  sin  embargo,  ellos  no  conservaban  rencor  contra 
ningimo.  Véase,  en  prueba  de  ello,  el  siguiente  fragmento  de  la  contesta- 
ción que  dieron  desde  Kingston,  con  fecha  17  de  Agosto  de  1850,  á 
una  despedida  de  sus  amigos  de  Bogotá : 

.  .  .  Bogamos  4  Dios  les  perdone  (á  los  perseguidores)  porque  no  saben  lo  qne 
han  hecho,  v  les  protestamos  con  toda  sinceridad  que  no  tenemos  rencor  con  nadie 
que  jamás  nemos  sido  hostiles  á  ningún  partido,  ni  nos  hemos  prestado  como 
palanca  política  á  ningún  otro.  Siempre  hemos  mirado  á  todos  los  granadinos 
como  hermanos  nuestros,  como  redimidos  todgs  con  la  sangre  preciosa  de  Nuestro 
Señor  Jesucristo,  deseando  empleamos  en  el  bien  de  todos  por  medio  de  los  santos 
ministerios. 

¿  En  qué  se  parecen  estos  hombres  de  tan  excelsas  virtudes,  á  esas 
hienas  que  pintaban  aquí  sus  gratuitos  y  crueles  enemigos  P 

En  «famaica,  colonia  inglesa,  donde  predorpina  el  protestantismo, 
encontraron  acogida  tan  cordial  y  sincera  los  nobles  proscritos,  q[ue 
resolvieron  fijarse  allí  y  abrir  un  colegio  que,  según  inifermes,  subsiste 
aún  y  ha  dado  excelentes  y  abundantes  frutos. 

12.  Empero,  todavía  no  quedó  saciado  el  odio  de  los  enemigos  de  los 
jesuítas.  Un  año  después  de  esa  expulsión,  el  Congreso  de  laKepública 
expidió  la  ley  de  9  de  Mayo  de  1851,  sobre  comunidades  religiosas^  de  la 
cual  tomamos  los  artículos  siguientes : 

Art.  1?  Con  excepción  de  la  Compañía  de  Jesús  ó  cualquiera  otra  que  se  forme 
con  miembros  de  ella,  es  permitida  la  fundación  de  toda  sociedad  o  comunidad 
religiosa,  siempre  que  no  sea  contraria  á  las  leyes  de  la  moral 

Art.  2?  Se  reputan  contrarias  á  la  moral,  y  como  tales  prohibidas,  todas  las 
sociedades  y  comunidades  religiosas  que  tengan  por  base  de  su  instituto  el  secreto 
de  sus  operaciones,  la  delación  mutua  y  la  obediencia  pasiva. 

Art.  7?  La  prohibición  que  tienen  los  miembros  de  la  Compañía  de  Jesús  para 
entrar  al  territorio  de  la  BiepúbHca,  se  extiende  á  los  granadinos  por  nacimiento 
ó  naturalización  que  hagan  parte  de  dicha  Compañía. 

Además  de  esas  disposiciones,  el  artículo  4?  ordenó  que  las  autoridades 

Súblicas  prestasen  ayuda  y  protección  á  los  miembros  de  las  comuni- 
ades  religiosas  que  quisieran  abandonar  su  convento  para  recobrar  su 
libertad  y  llevar  una  vida  mundana ;  y  el  8?  derogó  la  disposición  dd 
año  de  1842  por  la  cual  fué  autorizado  el  P.  E.  para  contratar  «y  traer 
misioneros  de  Europa  para  la  reducción  de  los  salvajes,  y  retiró  el  pase 
concedido  por  acto  legislativo  de  8  de  Mayo  de  1840  al  Éreve  pontificio 
de  19  de  Mayo  de  1835,  relativo  á  la  visita  de  comunidades  religiosas. 

El  artículo  1°  de  esa  ley  revela  odio  frenético,  tanto  hacia  la  CompaSia 
en  su  caUdad  de  tal,  como  contra  cada  uno  de  sus  miembros  individual- 
mente considerados.     Recordamos,  á  propósito  de  esto,4iue  en  cierta 
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ocasión,  conyersando  con  uno,  de  los  miembros  más  notables  del  partido 
Kberal  de  Antioc^^uia  que,  como  empleado  público,  intervino  en  la 
expulsión  de  los  jesuitas  que  existían  en  Medellin  el  año  de  1850,  le 
preguntamos : 

— ¿  Qué  delitos  babían  cometido  los  jesuitas  ? 

—Ellos,  como  bombres^  ninguno,  nos  contestó.     Eran  de  unas  cos- 
tumbres y  de  ima  moralidad  severísimas,  intachables. 
I       —Pero  entonces,  ¿  por  qué  los  expulsaron  P 

—Los  expulsamos  porque  no  nos  convenia  que  existiera  ese  instituto 
en  la  República. 

— ¿  T  qué  les  disgustaba  de  él  P 

—Varias  cosas,  entre  ellas  y  como  principal  la  obediencia  pasiva. 

—¿Y  no  manifestaron  ellos  rencor  6  disgusto  hacia  los  que  los 
expulsaban? 

—No,  absolutamente  nada.  Ellos  veían  que  aquí  no  hacíamos  sino 
cumplir  las  órdenes  vellidas  de  Bogotá  ;  pero  ni  aun  contra  el  Gobierno 
de  la  República  se  manifestaban  resentidos.  Yo  era  amigo  de  ellos, 
agregó,  y  como  amigos  nos  despedímos.  Como  hombres  no  tienen  pero ; 
mas  el  instituto  de  la  Com^ñía  no  debe  permitirse  en  ningún  país 
republicano. 

un  concepto  semejante  hemos  oído  emitir  á  otras  varias  personas  ;  y 
creemos  que  no  hay  una  sola  que  pueda  enrostrar  á  ninguno  de  los 

Suitas  que  han  estado  en  el  pais^  ninguna  falta  contra  la  moralidad  y 
buenas  costumbres. 

Se  presenta^  pues,  aquí  un  problema  bien  curioso.  ¿  Cómo  es  que  una 
reunión  de  hombres  excelentes  puede  formar  una  Compañía  tan  per- 
nickma^  que  no  se  deba  permitir  su  existencia  en  ningún  país  republi- 
cano ?  ¿  Cómo  es  que  ñ:Tito8  tan  buenos  pueden  ser  producidos  por  un 
übo\  tan  malo  P 

Kuchos  apelarán^  como  sucede  en  el  artículo  2?  de  la  ley,  al  secreto  en 
h%  operaciones,  á  la  delación  mutua  y  á  la  obediencia  pasiva  ;  sin  que 
por  eso  dejen  dé  clamar  contra  la  Iglesia,  porque  prohibe  y  proscribe 
las  sociedades  secretas,  que  tienen  en  realidad  esos  caracteres^  ni  se  hagan 
iKorar  de  aquella  á  que  pertenecen^  si  se  han  afiliado  en  alguna. 

Mas,  volviendo  á  los  jesuitas,  preguntaremos  ¿  dónde  está  el  secreto 
ea  sus  operaciones  P  Apenas  llegan  á  un  país,  despliegan  esa  prodigiosa 
actividad  de  que  están  dotados,  y  pasman  y  admiran  á  las  gentes  por 
los  maravillosos  resultados  de  sus  trabajos.  La  enseñanza,  la  predi- 
cación, la  formación  de  congregaciones  para  el  fomento  de  la  piedad  y 
mejora  de  las  costumbres,  y  el  confesonario,  hé  ahí  sus  ocupaciones 
habituales. 

Sus  cátedras  son  admirablemente  servidas,  y  atraen  numeroso  con- 
curso de  toda  clase  de  gentes,  j  Qué  enseñan  en  ellas  P  La  ciencia  ; 
pero  la  ciencia  cristiana,  no  la  ciencia  atea  ó  indiferentista;  y  precisa- 
mente es  por  eso  por  lo  que  los  Gobiernos,  que  por  lo  general  se  in- 
clman  del  lado  del  ateísmo  y  del  indiferentismo,  los  miran  de  reojo 
cuando  no  los  persiguen  á  las  claras,  les  hacen  cerrar  ^us  estableci- 
ürántoe,  Y  los  expulsan  del  país. 
TSxí  sos  predicaciones  son  también  incomparables.     No  bastan  á  veces 
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los  dilatados  recintos  de  las  grandes  basílicas  en  las  ciudades  para 
contener  las  apiñadas  muchedumbres  que  corren  ansiosas  á  oír  la 
palabra  de  vida  que  brota  con  arrebatadora  elocuencia  de  los  labios  del 
humilde  hijo  de  San  Ignacio^  y  discípulo  feryoroso  de  Cristo.  Allí 
defienden  la  verdad  contra  el  error,  la  virtud  contra  el  vicio,  la  verda- 
dera civilización  cristiana  contra  el  antieuo  paganismo,  que  algunos 
insensatos  pretenden  revivir  hoy,  disfrazado  con  los  oropeles  del  falao 
progreso  y  de  la  mentida  ciencia.  Eso  tampoco  agrada  á  muchos 
Gobiernos  que  se  complacen  en  viciar  las  fuentes  donde  aplacan  su  sed 
de  ciencia  y  de  saber  las  generaciones,  que  se  levantan,  y  por  tanto  les 
profesan  odio  y  mala  volimtad. 

Sus  congregaciones  no  se  reúnen  en  verdad  en  las  tabernas  ni  en  los 
garitos,  sentinas  de  corrupción  y  de  inmoralidad,  sino  en  los  templos» 
mansiones  de  paz  y  de  virtud  ?  ¿  Qué  van  á  hacer  allí  ?  ¿  Van,  por 
ventura,  los  menestrales  y  jornaleros  á  disipar  en  los  vicios  el  salario  de  la 
última  semana,  para  dejar  sin  pan  á  sus  mujeres  y  á  sus  hijos  en  la 
siguiente  P  ¿  Yan  las  madres  de  familia  á  poner  en  peligro  su 
propio  honor  y  el  de  sus  hijas  P  ¿  Yan  los  jóvenes  á  encenagarse 
.  en  los  vicios  desde  temprana  edad,  y  á*  marchitar  el  brillo  de  su 
limpia  tez  con  las  manchas  que  producen  liviandades  precoces  ? 
No,  nada  de  eso.  Allí  van  todos  á  regenerarse  en  las  fuentes  salu- 
dables de  la  gracia,  á  animarse  recíprocamente  en  el  ejercicio  de  las 
virtudes  cristianas,  á  manifestar  su  gratitud  á  Dios  por  los  benefi- 
cios recibidos,  y  á  implorar  su  protección  para  lo  porvenir.  Allí 
se  ora  fervorosamente  por  los  parientes  y  por  los  extraños,  por  los 
amigos  y  por  los  enemigos,  por  los  buenos  y  por  los  malos ;  aun  por 
aquellos  mismos  que  con  la  sonrisa  del  desdén  en  los  labios  y  la  hiél  en 
el  corazón,  insultan  y  persiguen  á  los  congregantes. 

Naturalmente  eso  no  place  á  los  hombres  viciosos  y  corrompidos,  á 
los  que  atentan  á  cada  paso  contra  el  pudor  y  la  decencia,  á  ios  que 
quieren  arrastrar  en  su  carrera  de  perdición  á  las  gentes  sencillas  é 
ignorantes  para  explotarlas  y  alimentar  así  sus  vicios  á  costa  de  ellas ; 
no  les  place,  repetimos,  á  esos  que  se  bautizan  á  sí  mismos  con  el 
pomposo  título  de  abogados  y  tribunos  de  la  democracia,  y  no  son  sino 
rábulas  del  vicio  y  agentes  oficiosos  de  la  inmoralidad ;  no  les  place, 
porque  esas  congregaciones  levantan  una  barrera  que  no  pueden  traspasar 
ellos  fácilmente  y  van  así  reduciendo  á  pesar  suyo  á  estrechos  límites 
el  campo  de  sus  vergonzosas  especulaciones. 

Tales  son  las  razones  que  pueden  hacerse  valer  para  explicar  el  odio 
que  profesan  á  los  jesuítas  no  sólo  las  gentes  viciosas  y  corrompidas, 
sino  también  muchos  Gobiernos,  y  no  pocas  personas  importantes  y 
recomendables  desde  otro  punto  de  vista.  El  hecho  se  explica  por  sí 
mismo  satisfactoriamente,  en  cuanto  á  las  gentes  viciosas  y  álos  Gobier- 
nos revolucionarios  y  perversos ;  pero  respecto  de  los  hombr^s  honrados, 
que  ya  como  empleados,  ya  como  particulares,  buscan  de  buena  fe  el 
progreso  positivo  de  su  patria,  no  tiene  explicación  alguna  plausible. 
Hombres  de  esta  clase  debieran  reconocer,  aplaudir  y  admirar  los 
inmensos  servicios  prestados  por  los  jesuítas  á  la  causa  de  la  civilización 
en  todos  los  tiempos  y  en  todos  los  países  dond^  encuentran  siquiera 
garantías  para  subsistir.  uyu^t^u uy  ^^^^-s,^^^^ 
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En  cuanto  á  la  delación  mutua,  no  hemos  querido  hacer  mérito  de  ella, 

Sorque  lo  que  á  este  respecto  se  dice  no  pasa  de  ser  un  medio  mezquino' 
e  forjar  una  imputación  calumniosa  á  las  órdenes  religiosas ;  pues  en 
este  particular  es  bien  sabido  que  ninguna  de  ellas  exige  obligaciones 
\     especiales  distintas  de  las  que  tenemos  todoalos  que  vivimos  en  sociedad, 
I     y  de  las  que  son  necesarias  para  que  el  instituto  respectivo  cumpla 
\    satisfactoriamente  su  benéfica  misión.  • 

Respecto  de  la  obediencia  pasiva,  existe  de  hecho,  y  no  de  derecho; 
pero  eso  es  no  sólo  entre  los  jesuítas  sino  también  en  todas  las  órdenes 
religiosas.     Nos  explicaremos  más  claramente. 

Los  superiores  de  las  órdenes  dichas  conocen  sus  derechos,  saben  lo 
que  deben  mandar,  y  no  mandan  sino  aquello  en  que  tienen  derecho  de 
ser  obedecidos.  Por  su  parte  los  inferiores  conocen  sus  deberes,  saben 
cuáles  son  las  cosas  que  se  les  pueden  mandar,  y  obedecen  en  todo  lo  que 
tienen  obli^ción  de  obedecer.  Por  eso  son  tan  raros  los  casos  de 
desobediencia,  que  puede  prescindirse  de  ellos  por  completo,  y  dar  por 
cierto  que  existe  de  hecho  la  obediencia  pasiva.  Pero  si  se  quiere 
sentar,  por  pura  suposición,  que  algún  superior  mande  hacer  ima  cosa 
mala,  no  será  obedecido  por  nadie  ;  y  por  eso  hemos  dicho  que  no  existe 
la  obediencia  pasiva,  de  derecho.  ÍEn  suma,  en  las  órdenes  religiosas  se 
acostumbra  mandar  sólo  lo  que  se  debe  mandar,  y  se  obedece  siempre  lo 
que  se  debe  obedecer  j  y  eso  solo  basta  para  explicar  el  orden  admirable, 
la  armonía  y  la  regularidad  perfectas  que  reinan  entre  ellas. 

Pero  hay  ima  cosa  que  ño  debemos  pasar  inadvertida.  Ese  mismo 
Gobierno  que  tan  enemigo  de  la  obediencia  pasiva  se  mostró  en  la  ley, 
exigió  poco  después  esa  misma  obediencia  pasiva  para  sus  leyes,  órdenes 
y  mandatos,  aun  en  puntos  en  que  eran  notoriamente  inconstitucionales 
é  inicuos ;  es  decir  en  puntos  en  los  cuales  ni  aun  los  jesuitas  mismos 
tendrian  obligación  de  obedecer.  De  esto  hablamos  con  alguna 
extensión  en  el  capítulo  II  de  esta  misma  parte,  á  donde  remitimos  á 
quien  nos  pida  pruebas  de  lo  que  acabamos  de  afirmar. 

13.  Por  no  interrumpir  la  narración  de  los  sucesos  referentes  á 
los  jesuitas  omitimos  hacer  mérito,  en  lugar  oportuno,  de  dos  leyes  que 
se  relacionan  con  las  órdenes  religiosas  y  las  misiones.  La  primera,  de 
25  de  Mayo  de  1842,  es  la  ley  4*,  parte  3%  tratado  4?  de  la  Recopilación 
Granadina,  por  la  cual  se  permitió  profesar  á  los  novicios  mayores  de 
veintiún  años  que  pertenecieran  á  conventos  que  tuviesen  noviciados  y 
misiones  asignados.  Ya  hemos  dicho  otras  veces  que  no  podemos 
reconocer  en  el  Gobierno  el  derecho  de  intervenir  en  asuntos  de  esa  clase 
que  son  pura  y  exclusivamente  religiosos. 

La  segunda,  de  2  de  Junio  de  lb43,^  la  ley  13,  parte  2»,  tratado  1? 
'de  la  Recopilación  Granadina,  y  por  ella  se  destmó  el  producto  de 
cierto  impuesto  á  favor  de  las  misiones  de  Bocas  del  Toro ;  acto  4e 
generosidad  espontánea  digno  de  toda  alabanza  (art.  28). 

14.  Cerramos  con  esto  el  examen  de  lo  relativo  á  las  órdenes  religio- 
sas en  la  época  del  pretendido  patronato  de  la  República ;  pero  antes 
insertaremos  el  comentario  de  una  Proposición  del  Syllabus  referente  á  uno 
de  los  puntos  que  hemos  examinado,  y  que  tomamos  de  un  escrito  citado  ya. 

En  la  Proposición  62  se  condenan  los  dos  siguientes  trrores :  C^OOolp 
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1?  El  de  los  que  dicen  que  la  autoridad  civil  puede  variarla  edad  requerida  por  lia 
Iglesia  para  la  profesión  religiosa ; 

2?  El  de  los  que  afirman  que  los  Gobiernos  temporales  tienen  facultades  para 
prescribir  á  las  órdenes  religiosas  que  no  admitan  á  la  profesión  sino  las  personas 
autorizadas  por  ellos. 

Esto  equivale  á  suponer  s 

If  Que  la  autoridad  eclesi^tica  no  sabe  acerca  de  este  punto  qué  es  lo  mas  justo, 
ó  lo  más  conveniente ;  *  I 

2°  Que  la  autoridad  civil  lo  sabe  mucbo  mejor ;  y  O 

3?  Que  la  autoridad  civil  es  superior  á  la  autoridad  eclesiástica,  j  puede  dirimir  1 
ó  resolver  á  su  antojo  las  cuestiones  eclesiásticas.  -  ' 

\  Siempre  el  mismo  empeño  de  negar  á  la  Iglesia  su  propia  autoridad !  ¡  Siempre 
el  mismo  empeño  en  desconocer  la  obra  de  Jesucristo,  ó  en  someter  la  Iglesia  álos 
Gobiernos  temporalee ! 

j  Qué  saben  ni  qué  pueden  saber  los  Gobiernos  civiles  acerca  de  la  profesión 
religiosa?  ¿ Conoce  quizá  la  autoridad  civil  mejor  que  la  eclesiástica  los  misterios 
de  la  divina  vocación  r  ¿  Tiene  la  autoridad  civil  más  interés  que  la  eclesiástica 
en  que  en  las  profesiones  no  haya  violencia,  ó  en  que  los  profesos  entren  en  los 
conventos,  no  para  llorar  su  perdida  libertad,  sino  para  dar  gloria  á  Dios  por  verse 
convertidos  en  hijos  de  obediencia  y  esclavos  de  Jesucristo? 

Ocurre  en  esto  una  cosa  bastante  singular.  La  potestad  civil  reconoce  en  todo 
hombre  el  derecho  de  pervertirse,  de  corromperse,  de  arruinarse  y  hasta  de 
suicidarse. 

Sin  embarco,  no  se  reconoce  el  derecho  de  creer  que  debe  consagrarse  á  Dios,  y 
consagrarse  a  Dios  por  medio  de  la  profesión  religiosa. 

,  Está  visto  que  los  Gobiernos  amparan  todo  derecho  que  pueda  conducir  al 
infierno,  y  niegan  ó  por  lo  menos  desamparan  todo  derecho  que  pueda  facilitar  la 
salvación.  No  es  de  extrañar.  La  política  que  hoy  prepondera  es  enemiga  eistemática 
de  la  redención. 
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L  Extrañaba  alguno  quizá  que  no  hayamos  mencionado  este  asunto 
en  la  parte  primera,  y  lo  introduzcamos  en  la  segunda.  Depende  eso 
de  que  no  hemos  creído  necesario  hacer  \m  estudio  crítico  de  las  dispo- 
siciones españolas  relativas  á  censos  y  capellanías.  Nos  limitaremos, 
{nes,  á  dar  una  libera  idea  de  las  clases  de  gravámenes  de  cuya  existencia 
emos  tenido  noticia,  y  que  puedan  comprenderse  en  las  denptninaciones 
indicadas.  Advertimos  desde  luego  que  lo  que  sobre  este  punto  vamos 
á  decir  se  refiere  especialmente  al  estado  de  Antioquia»  y  lo  sabemos  por 
el  conocimiento  que  hemos  tenido  durante  algunos  años  de  las  contro- 
versias judiciales  suscitadas  en  él.  En  seguida  haremos  un  rápido 
análisis  de  las  leyes  expedidas  entre  nosotros  sobre  el  particular,  que  son 
las  únicas  que  tienen  importancia  en  el  asunto^  desde  el  punto  de  vista 
de  donde  nosotros  lo  consideramos. 

La  mayor  parte  de  los  censos  que  existían  entre  nosotros  pertenecían  á 
loe  que  los  jurisconsultos  españoles  llamaban  consignativos.  Su  constitu- 
ción 88  verificaba  de  la^  manera  siguiente :  un  individuo  daba  á  otro 
cierta  suma  y  este  se  comprometía,  en  cambio,  á  pagarle  un  rédito 
anual,  genersUmente  el  cinco  por  ciento,  y  le  garantizaba  la  obligación 
con  una  hipoteca  suficiente.  Por  lo  común  la  duración  del  censo  era 
indefinida^  y  la  redención  á  voluntad  del  censatario,  es  decer  del  que 
tenía  que  pagar  la  pensión. 

Había  también  algunos  censos  de  los  que  llamaban  reservativos ;  pero 
por  el  modo  como  se  constituían,  sería  difícü  encontrar  ima  diferencia 
nistancial  entre  éstos  y  los  anteriores.  Se  constituían  generalmente  de 
esta  manera :  un  individuo  tenía  una  finca  que  quería  enajenar  para 
proporcionarse  una  renta ;  la  vendía  á  otro,  por  cierta  suma,  estipulando 
<pñ  dicha  suma,  en  lugar  de  pagarla,  la  reconocería  á  censo,  y  la  asegu- 
raría en  la  misma  ó  en  otras  fincas. 

Qoizá  alguno  objetará  que  estos  censos  no  eran  en  realidad 
reeervatÍYOs  porque  el  vendedor  no  daba  la  cosa  simplemente  por  el 
derecho  de  percibir  la  renta  durante  cierto  tiempo  ó  perpetuamente,  sino 
por  xma  suma  determinada,  que  se  puede  suponer  pagada  é^impuesta 
luego  á  censo  consignativo. 

'  ^o  entraremos  á  discutir  el  punto,  porque  eso  á  nada  conduciría. 
Nos  basta  hacer  presente  que  no  tenemos  noticia  de  censo  alguno  que 
tuviera  el  carácter  de  irredimible  ;  así  como  tampoco  la  tenemos  de  finca 
ninguna  sobre  la  cual  pesara  gravamen  que  la  hiciese  inalienable.  Todos 
los  cenaoe  eran  esencialmente  redimibles,  y  todas  las  fincas  esencialmente 
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enajenables ;  y  si  aquéllos  no  se  redimían  ni  éstas  se  enajenaban^  era 
porque  los  respectiyos  interesados  no  estimaban  conveniente  ejecutar  eeas 
operaciones. 

Tocante  á  capellanías^  las  había  de  dos  clases :  las  unas  laicales  y  las 
otras  colativas. 

Una  capellanía  laical,  mirada  desde  el  punto  de  vista  civil,  es  na 
capital  impuesto  sobre  un  inmueble,  á  un  módico  interés,  en  1>eneficio 
de  ciertas  personas,  y  con  cargo^  por  parte  de  estas  últimas,  de  ejecutar 
determinados  actos  piadosos. 

una  capellanía  colativa  es  semejante  á  la  laical  en  cuanto  á  su  coub- 
titución,.  pero  difiere  de  ella  en  cuanto  á  la  aplicación  de  sus  réditos  ; 
pues  ellos  se  destinan^  á  manera  de  beneficio  eclesiástico,  á  proporcionar 
congrua  sustentación  á  un  ministro  d^  culto,  requiere  colación  y  canó- 
nica institución  por  parte  de  la  autoridad  eclesiástica,  y,  en  otra  época, 
en  cierta  manera  se  espiritualizaban  los  bienes  en  que'  estaba  asegurada. 
También  impone  al  capellán,  así  como  la  laical,  la  obligación  de  ejecutar 
por  sí  ó  por  otra  persona  determinados  actos  piadosos. 

Por  consiguiente,  si  la  cosa  se  mira  tan  sólo  desde  el  punto  de  vista 
civil,  la  capellanía,  sea  laical  ó  colativa,  se  asimila  perfectamente  á  un 
censo  simple,  y  corre  parejas  con  él. 

2.  Teniendo  en  cuenta  estas  nociones,  vamos  á  entrar  en  el  examen 
de  las  leyes  expedidas  en  nuestra  patria  relacionadas  con  el  asunto. 

Fué  la  primera  la  ley  de  6  de  Agosto  de  1821,  que  es  la  8*,  parte 
3*,  tratado  4®  de  la  Eecopilación  Granadina,  por  la  cual  sé  dispuso  que 
los  censos  pertenecientes  á  los  conventos  menores  suprimidos  por  ella  se 
aplicaran  á  los  colegios  ó  casas  de  educación  de  la  respectiva  provincia. 
Esta  fué  una  verdadera  expoliación,  precursora  de  la  grande  expoliación 
desamortizadora  del  año  de  1861.  Nada  hay  que  pueda  justincar  una 
cosa  semejante. 

Vino  luego  la  ley  de  10  de  Julio  de  1824,  que  es  la  7%  parte  3%  tra- 
tado 2?  de  la  Recopilación  Ghranadina.  Por  ella  se  declararon  nulas  las 
capellanías  fimdadas  con  pacto  de  no  enajenar  los  bienes,  y  se  perinitió 
expresamente  la  fundación  de  las  que  no  contuvieran  semejante  pacto 
(art.  8?). 

Si  el  Gobierno  en  lugar  de  disponer  eso  de  propia  autoridad,  se  hubiese 
tomado  el  trabajo  de  ponerse  de  acuerdo  con  la  Santa  Sede  para  declarar 
nula  la  cláusula  de  no  enajenar,  habría  hecho  un  beneficio  ai  país  de  una 
manera  razonable  y  equitativa  ;  porque  de  seguro  que  Su  Santitad  no  se 
habría  opuesto  á  ello.  De  la  manera  como  lo  hizo,  lastima  en  algo  los 
intereses  de  la  Iglesia,  si  es  que  esa  clase  de  fundaciones  existía  en  el 
país,  lo  que  no  nos  consta. 

Hagamos  notar,  aunque  de  paso,  que  esta  ley  permitió  expresamente 
la  fundación  de  capellanías  y  la  constitución  de  censos,  y  echó  natural* 
mente  sobre  el  Gobierno  la  obligación  de  respetar  por  sí  y  hacer  respetar 
por  todos  el  derecho  allí  concedido,  y  consiguientemente  la  validez  y 
eficacia  de  los  contratos  y  fundaciones  emanados  de  él.  Bespecto  de  las 
capellanías  y  censos  anteriores  á  dicha  ley,  tenía  la  misma  obligación, 
una  Vez  que  ellos  se  habían  constituido  y  fundado  bajo  la  garantía  des  la 
leyes  existentes  en  su  tiempo. 
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Tomemos  nota  también  de  una  disposición  consignada  en  el  artículo 
228  de  la  ley  de  19  de  Mayo  de  1834,  que  es  la  1%. parte  2?,  tratado  1? 
de  la  Recopilación  Granadina^  por  la  cual  se  permitió  expresamente 
la  Tenta  de  los  bienes  ^e  las  Iglesias  á  censo  redimible,  y  con  ciertas 
condiciones.  Véanse,  pues,  dos  leyes  del  Gobierno  republicano  que 
autorizan  expresamente  la  constitución  de  censos. 

Desde  el  año  de  1821  se  había  dado  el  primer  golpe  á  la  propiedad, 
como  vimos  hace  poco ;  y  era  natural  que  esa  violación  de  todo  derecho 
produjese  sus  frutos  más  ó  menos  tarde.  Así  fué  en  efecto  :  el  27  de 
Abril  de  1836  se  sancionó  una  ley,  que  más  tarde  fué  la  18,  parte  2% 
tratado  3?  de  la  Eecopilación  Granadina,  y  cuyo  tenor  es  el  siguiente : 

Los  réditos  del  principal  de  trece  mil  pesos  de  que  dispone  la  junta  general  de 
diezmos  del  Arzobispado  de  Bogotá,  desde  el  tiempo  de  la  dominación  española,  y  sin 
la  sanción  posterior  de  ley  alguna,  se  adjudican,  conforme  á  la  sohcitud  de  la 
Cámara  de  provincia  de  Bogotá,  en  la  forma  siguiente : 

1?  Los  réoitos  de  ocho  mil  pesos  impuestos  sobre  la  hacienda  de  Fute,  para  la 
propagación  de  la  educación  primaria :  y  su  distribución  se  hará  por  la  sociedad  de 
educación  primaria  de  Bogotá. 

2?  Los  réditos  de  los  cinco  mil  pesos  restantes,  impuestos  sobre  diversas  fincas, 
Á  favor  de  la  casa  de  refugio,  instrucción  y  beneficencia  de  esta  bapitaL 

lío  es  de  presumirse  que  ese  principal  de  trece  mil  pesos  no  tuviera 
dueño  anterior  conocido ;  porque  si  así  fuera  lo  habría  dicho  la  ley, 
como  lo  único  que  podía  disculpar  su  procedimiento.  La  razón  que  se 
alega,  en  cambio,  consistente  en  la  falta  de  sanción  posterior  de  ley  alguna 
para  el  derecho  de  la  Junta,  es  inaceptable ;  pues  ningún  derecho 
verdadero  está  sujeto  á  la  posterior  sanción  de  la  ley.  Lo  que 
importa  es  que  al  tiempo  de  constituirse  el  derecho  se  observen  las  for- 
miuidades  prescritas  por  las  leyes  preexistentes ;  y  una  vez  hecho  eso 
toda  modificación  que  introduzcan  las  leyes  posteriores  es  un  simple 
abuso,  que  no  puede  constituir  derechos. 

Estas  observaciones  nos  las  sugiere  el  texto  simple  de  la  ley,  pues  no 
conocemos  los  antecedentes  del  asunto.  Por  lo  demás,  si  se  prescinde 
de  la  falta  de  derecho,  única  cosa  que  objetamos,  la  aplicación  se  hizo  á 
objetos  de  incontestable  utilidad  pública ;  pero  no  hay  nunca  utilidad 
alguna  que  autorice  á  violar  leLjusiida  y  el  derecho. 

Ese  mismo  año  se  dictó  una  ley  en  la  cual  se  dispuso  que  todo  censo 
perteneciente  á  las  comunidades  religiosas  que  se  redimiera,  se  volviese 
á  imponer  de  nuevo  ;  lo  que  prueba,  como  ya  lo  dijimos  en  otro  lugar, 
que  hasta  ese  tiempo  el  Gobierno  no  consideraba  perjudicial  al  progreso 
social  la  existencia  de  los  censos.  Agregaremos  ahora  que,  lejos  de 
eso,  los  consideraba  convenientes,  puesto  que  ordenaba  estricta  y  severa- 
raente  su  conservación ;  y  cuando  alguno  era  redimido,  lo  mandaba 
imponer  de  nuevo.  El  texto  de  esa  ley,  que  es  la  6*,  parte  3%  tratado 
4?  de  la  Becopilación  Granadina,  lo  hemos  consignado  ya  en  otra  parte. 

Todavía  hasta  1844  estaba  el  Gobierno  creyendo  que  la  imposición  de 
censos  no  era  perniciosa  para  el  progreso  del  país ;  pues  en  la  ley  de  16 
de  Junio,  que  es  la  14,  parte  2%  tratado  3?  de  la  Kecopilación  Grana- 
dina, mandó  expresamente  imponer  á  censo  ciertos  fondos  del  Colegio  de 
ninas  dQ  Panamá ;  y  dispuso  que,  en  caso  de  que  ese  censo  se  redimiese, 

T 


326  CENSOS  \   CAPELLANÍAS. 

volviera  á  imponerse  de  nuevo.     Pronto  se  verá  la  razón  que  tenemos 
para  insistir  en  hacer  notar  estas  circunstancias. 

Ese  mismo  año  se  expidió  la  ley  de  8  de  Julio,  que  es  la  10,  parte  1% 
tratado  3?  de  la  Recopilación  Granadina,  en  la  .cual  figuran  estas  disposi- 
ciones : 

Art.  6?  Los  réditos  de  las  capellanías  eclesiásticas  j  laicales  que,  como  de  juro 
¿Levoluto,^  se  hayan  aplicado  ó  se  aplicaren  á  los  colegios  provinciales,  pertenecen 
íntegramente  á  estos  establecimientos,  por  todo  el  tiempo  que  Haya  dnraao  6  durare 
la  aplicación,  sin  que  tengan  obligación  de  restituir  ninguna  parte  de  ellos  al  capellán 
ó  capellanes  que  se  nombren  conforme  á  las  fundaciones.  Los  rectores  ó  superiores 
de  esos  colegios  barán  cumplir  con  las  obligaciones  impuestas  por  los  fundadores, 
con  relación  á  los  réditos  que  se  hubieren  recaudado. 

Art.  7?  En  donde  haya  colegios  seminarios,  les  corresponden  también  íntegra* 
mente  los  réditos  de  capellanías  eclesiásticas  que  como  de  Jure  devolvió  se  les  hayan 
aplicado  ó  aplicarcD,  en  los  mismos  términos  establecidos  en  el  artículo  anterior; 
mas  no  podrán  aplicárseles  otras  capellanías  que  las  que  haya  en  el  recinto  de  la 
provincia  donde  se  halla  el  seminario  y  de  aquellas  en  que  no  haya  colegio  á  que 
puedan  aplicarse. 

Esa  ley  hace  presumir  la  existencia  de  otra  en  virtud  de  la  cual  se 
hubieran  hecho  las  aplicaciones  de  que  allí  se  habla ;  pero  nosotros  no 
conocemos  ninguna  que  haya  tratado  de  ese  asunto.  No  podemos  por 
consiguente  hablar  con  pleno  conocimiento  de  causa.  Diremos,  sin  em- 
bargo, que  el  tenor  literal  de  las  disposiciones  copiadas  autoriza  para  creer 
que  la  ley  tuvo  por  objeto  alterar  sustancialmente  las  disposiciones  de  la 
nmdación ;  porque  si  la  aplicación  mencionada  se  hubiese  hecho  de  acuerdo 
con  la  fundación,  la  ley  era  innecesaria  y  no  se  habría  expedido. 

3.  Tal  era  el  estado  de  la  legislación  en  materia  de  censos  y  capellanías 
cuando  se  sancionó  la  ley  de  30  de  Mayo  de  1851,  por  ía  cual  se  autorizó 
al  Poder  Ejecutivo  para  varias  operaciones  rentísticas.  En .  ella  se 
encuentran  las  siguientes  disposiciones : 

Art.  V*  Se  autoriza  al  Poder  Ejecutivo  para  que  durante  el  presente  y  el  próximo 
año  económico,  pueda  hacer  uso  de  los  siguientes  arbitrios  rentísticos : 

2?  Admitir  la  consignación  de  la  mitad  de  los  capitales  impuestos  á  censo  en 
favor  de  cualquiera  persona  ó  corporación  de  la  Nueva  Granada  en  redención  de  la 
totalidad  del  censo,  del  cual  quedará  completamente  libre  el  que  haga  la  redención. 
En  reemplazo  del  primitivo  deudor,  se  subrrogará  el  Estado,  y  al  efecto  se  emitiráQ 
certificaciones  de  reconocimiento  sobre  el  Tesoro  por  el  total  valor  nominal  del  censo 
redimido,  y  al  interés  que  le  correspondiera  antes  de  la  redención.  Los  cupones  de 
dichas  certificaciones,  que,  así  como  éstas,  serán  nominales  y  no  al  portador,  serán 
admitidos  en  las  époóas  de  su  rendimiento  y  de  ahí  en  adelante  en  pago  de  las 
contribuciones  nacionales  y  de  los  efectos  venales  del  Estado. 

Axt,  2".  Los  censos  de  que  se  habla  en  esta  ley  son  aquellos  en  que  el  que  los 
reconoce  no  tiene  plazo  alguno  señalado  para  la  redención  del  capital,  y  cuyo  interés 
estipulado  en  la  correspondiente  escritura  pública  antes  de  la  sanción  de  la  presente 
ley,  no  exceda  del  seis  por  ciento  anuaL 

Dos  cosas  diferentes  hay  necesidad  de  examinar  aquí,  á  saber:  la 
primera,  el  derecho  que  el  Gobierno  tuviera  para  dictar  la  medida  que 
adoptó ;  y  la  segunda,  la  conveniencia  publica  que  pudiera  hacerse  valer 
para  justificarla. 

El  censo  no  era  otra  cosa  que  un  contrato  celebrado  entre  dos  particu* 
lares,  como  pudiera  serlo  el  mutuo,  la  compraventa  ó  la  permuta ;  y  la 
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redención  permitida  por  la  ley,  no  era  otra  cosa  en  el  fondo  que  una 
novación  por  el  cambio  de  deudor  hecho  sin  anuencia,  y  aun  contra  la 
voluntad  manifiesta,  del  acreedor. 

¿Tenía  el  Gobierno  facultad  para  eso  ?  Evidentemente  no,  y  la  razón 
-es  muy  clara :  desde  que  la  legislación  de  un  país  reconoce  como  legítimo 
y  reglamenta  un  contrato  determinado,  garantiza  consiguientemente  la 
•eficacia  de  los  derechos  adquiridos  y  de  las  obligaciones  contraídas  en 
virtud  de  ól. 

¿  Era  el  censo  un  contrato  reconocido  y  reglamentado  por  las  leyes  P 
Es  claro  que  sí.  Fuera  de  la  legislación  española  que  estaba  en  vigor  en 
esos  tiempos,  hemos  citado  varias  leyes  del  Gobierno  republicano  por  las 
cuales  no  sólo  se  reconocen  la  legalidad  y  la  eficacia  del  contrato  de  censo, 
«ino  que  se  mandan  expresamente  constituir  algunos. 

Por  consiguiente,  desde  que  un  censo  se  constituía  el  censualista 
adquiría  pleno  y  perfecto  derecho  de  cobrar  del  censatario  el  rédito  que 
producía  periódicamente  el  capital  del  censo,  y  el  censatario  se  constituía 
en  la  ineludible  obligación  de  pagar  dicho  rédito  en  la  debida  oportunidad. 

Y  en  presencia  de  esa  situación,  ¿  cual  era  la  oblig^ión  del  Gobierno  P 
T^ada  más  claro :  prestar  el  apoyo  de  su  brazo  al  censualista  para  hacer 
'efectivo  su  derecho,  y  obligar  al  censatario^  por  todos  los  medios  legales, 
Á  pagar  el  rédito  en  su  debida  oportunidad. 

¿  X  qué  fué  lo  que  hizo  P  Decirle  al  censatario  que  debía  una  suma 
de  diez  mil  pesos,  en  suposición :  "  U.  debe  diez  mil  pesos.  ¿  Quiere 
ciarme  sólo  cinco  mil  pesos,  y  lo  declaro  libre  de  esa  obligación  P 
Verdad  es  que  dicha  obligación  está  bien  constituida,  y  que  debiera  ser 
por  lo  mismo  inviolablemente  observada ;  pero  yo,  que  soy  Gobierno  y 
tengo  la  fuerza  en  mis  manos,  no  permitiré  que  nadie  le  moleste  á  XT.  en 
nada ;  y  yo  sabré  cómo  me  arreglo  con  el  censualista.' ' 

La  tentación  era  demasiado  fuerte.  Cancelar  uno  sus  deudas  al 
cincuenta  poi;  ciento,  era  realizar  un  beneficio  líquido  de  otro  cincuenta 
por  ciento ;  y  eso  sin  necesidad  de  fingir  quiebras,  ni  en^^añar  á  los 
acreedores,  ni  tener  siquiera  que  pasar  por  el  sonrojo  de  pedirles  rebaja 
alguna,  sino  sólo  aceptar  la  propuesta  del  Gobierno.  Era  necesaria, 
pues,  una  honradez  muy  firme  y  muy  severa  para  no  caer  en  la  tenta- 
<ñón  de  redimir  los  censos  que  cada  uno  reconocía ;  y  lo  que  razona- 
blemente sucedería  en  el  caso  supuesto  antes,  sería  que  el  censatario 
sacara  de  su  caja  los  cinco  mil  pesos,  los  llevara  á  la  del  Gobierno,  y 
v^olviera  con  su  documento  cancelado,  no  por  el  acreedor  legítimo,  pero  sí 
por  quien  tenía  el  poder  suficiente  para  impedir  .al  acreedor  el  usar  de 
su  derecho ;  bien  que  su  obligación  clara  y  explícita  fuera  el  prestarle  el 
apoyo  de  la  fuerza  para  hacerlo  efectivo. 

En  cuanto  al  censualista,  el  Gobierno  le  decía :  '*  Íl  U.  le  debían  diez  mil 
pesos  á  censo ;  pero  de  hoy  en  adelante  con  quien  debe  entenderse  para 
cobrar  sus  réditos  es  conmigo,  porque  yo  soy  su  deudor,  y  el  anterior 
está  ya  completamente  libre  de  toda  obligación.  En  cambio,  pues,  de 
la  obligación  del  deudor,  yo  le  daré  á  U.  certificaciones  de  reconoci- 
miento ;  y  los  cupones  de  ellas  serán  admitidos  en  mis  oficinas  en  pago 
4e  las  contribuciones  y  efectos  venales,  luego  que  estén  vencidos.'^ 

Eso  equivalía  á  decir  al  acreedor :  "  Yo  soy  ya  su  deudor  en  reem-^ 
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plazg  del  anterior  ;  y,  en  lugar  de  dinero)  le  daré  á  TJ.  unos  papeles  que 
cobrará  si  puede,  ó  negociará  con  algún  agiotista,  ó  destinará  á  lo 
que  guste ;  pero  cuidado  con  molestar  al  deudor  antiguo^  porque  no  lo 
consentiré/' 

Sería  en  vano  que  el  censualista  alegara  la  eficacia  de  su  derecho  ante 
la  ley,  y  la  obligación  en  que  se  encontraba  el  Gobierno  de  protegerlo 
eficazmente  en  el  ejercicio  de  ese  mismo  derecho  hasta  hacerlo  efectivo. 
El  Gobierno  contestaría  como  en  otro  tiempo  Pilatos :  *^  Lo  escrito, 
escrito.  Lo  dicho,  dicho,  gústele  á  XJ.  ó  no  lo  guste ;  yo  tengo  la  fuerza 
en  la  mano  y  arreglo  el  asunto  como  á  mí  me  acomode.  Si  U.  no 
quiere  recibir  sus  papeles,  no  los  reciba :  perderá  íntegramente  sus 
réditos,  y  menos  tendré  que  pagar  yo." 

No  creemos  que  pueda  tachársenos  de  que  calumniamos  al  Gobierno 
al  personificarlo  y  poner  en  sus  labios  esas  expresiones ;  porque  ellas 
apenas  pintan  las  cosas  con  suficiente  fidelidad,  según  los  términos 
claros,  precisos  y  terminantes  de  la  ley.  Tampoco  creemos  que  pueda 
haber  persona  que  conozca  suficientemente  los  deberes  de  la  honradez  y 
las  fuentes  del  crédito,  que  emprenda  la  demostración  de  que  el  Gobierno 
tenía  derecho  de  hacer  lo  que  hizo :  alterar  por  sí  y  ante  sí  la  constitu- 
ción de  las  obligaciones  civiles  contraídas  de  acuerdo  con  las  leyes, 
forzando  al  acreedor  á  aceptar  una  novación  que  lastimaba  sus  derechos 
y  sus  intereses. 

Pero  demos  por  sentado  que  el  Gobierno  hubiera  tenido  derecho  de 
hacer  lo  que  hizo,  ¿  es  aceptable  esa  operación  desde  el  punto  de  vista 
puramente  fiscal  y  de  la  conveniencia  pública  ? 

Creemos  que  bastará  recordar  que  el  Gobierno  quedaba  debiendo 
el  doble  de  lo  que  recibía,  para  que  sea  patente  á  todos  que  la  medida 
era  ruinosísima  en  todo  sentido. 

¿  Se  dirá  tal  vez  que  la  tasa  del  interés  en  los  censos  no  podía  pasar 
de  seis  por  ciento  anual,  y  que  así  el  Gobierno  ejecutaba  una  operación 
equivalente  á  la  del  que  toma  la  mitad  del  valor  del  censo  á  un  inter^ 
doble  del  que  se  había  estipulado ;  interés  que,  por  lo  mismo,  no  podía 
subir  del  uno  por  ciento  anual?  En  efecto,  se  dirá:  el  Gobierno 
recibe  sólo  cinco  mü  pesos  y  queda  debiendo  diez  mil ;  pero  como  estos 
diez  mil  no  ganan  más  del  seis  por  cierto  anual,  la  operación  equivale  á 
tomar  los  cinco  mil  pesos  al  doce  por  ciento  anual ;  y  la  cuestión  del 
capital  no  importa,  porque  como  es  un  censo  con  no  redimirlo  pierde 
toda  su  importancia,  y  no  hay  que  tenerla  en  cuenta. 

Contestaremos  á  eso  que  el  doce  por  ciento  es  un  interés  excesivo  y 
muy  superior  á  la  tasa  común,  no  sólo  en  Europa  sino  aun  en  nuestras 
plazas  comerciales  de  alguna  importancia  ;  y  en  cuanto  á  lo  del  capital 
nos  limitaremos  á  preguntar :  ¿  qué  deudor  que  tenga  razón  natural  y 
sentido  común  consentiría  en  duplicar  el  capital  de  la  deuda,  á  cambio 
de  obtener  que  la  tasa  del  interés  se  rebajara  á  la  mitad  ?    ¿Lo  haría 
el  Gobierno  ?    Claro  es  que  no.     Ahora  si  es  lo  mismo  en  materia  ¿Le 
censos  diez  mil  pesos  al  seis  por  ciento  que  cinco  mil  al  doce  por  cientb^ 
debe  también  ser  lo  mismo  cinco  mil  al  doce  por  ciento  que  sesenta  mil  al 
uno,  porque  ambos  capitales  producen  un  mismo  Rédito.     ¿  Admitirla-  eL 
Gobierno  la  propuesta  que  le  hiciese  un   censualhte   de    reconooerl^ 
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sesenta  mil  pesos  al  uno  por  ciento  anual^  en  lugar  de  diez  mil  al  seis  por 
ciento  ?  No  creemos  que  fuese  suficientemente  insensato,  para  ejecutar" 
tan  torpes  y  ruinosas  operaciones.  Sin  embargo,  lo  fué  el  Gobierno  de 
aquellos  tiempos,  porque  la  operación  de  que  tratamos  pertenece  al 
mismo  género.  Y,  cosa  verdaderamente  admirable :  no  ha  faltado  quien 
la  ensalce  como  una  fecunda  y  brillante  operación  rentística. 

No  era  posible  que  el  vigilautísimo  Arzobispo  de  Bogotá  dejara  pasar 
inadvertido  un  acto  que  hería  de  lleno  los  intereses  de  las  entidades 
religiosas ;  pues  en  su  favor  estaban  constituidos  la  mayor  parte  de  los 
censos  que  existían  en  la  RepubUca.  Beclamó,  pues,  con  fecha  24  de 
Junio ;  y  como  en  su  reclamación,  dirigida  al  Presidente  de  la  Repú- 
blica, considera  la  cuestión  desde  un  puesto  de  vista  diferente  en  parte 
del  que  nosotros  hemos  examinado,  seta  conveniente  trascribir  algunos 
de  las  párrafos  de  ella,  que  servirán  para  acabar  de  ilustrar  la  materia. 
Dicen  así : 

La  ley  de  arbitrios  saDcioDada  el  30  de  Mayo  óltimo,  autorizó  al  Poder  Ejecutivo 
para  admitir  la  consignación  de  la  mitad  de  ios  capitales  á  censo,  reconociendo  el 
Estado  el  valor  integro  y  dando  por  libre  al  censatario.  Aunque  personas  de 
conciencia  y  honor  han  manifestado  ya  que  no  redimirán  los  censos  por  este  medio, 
como  no  puede  ser  uniforme  el  modo  de  pensar  de  todos,  y  es  fácil  la  preocupación 
en  este  género  de  negocios ;  no  es  prescindible  de  parte  de  los  censualistas  el 
procurar  poner  á  cubierto  sus  derechos,  y  yo  debo  hacerlo  por  las  Iglesias  y  las 
Corporaciones  y  fundaciones  eclesiásticas. 

El  artículo  162  de  la  Constitución  reouiere  el  libre  consentimiento  del  dueño  para 
que  su  propiedad  sea  aplicada  a  usos  públicos,  y  el  único  caso  de  excepción  es  el 
ae  necesidad  pública  calificada  con  arreglo  á  la  ley,  y  con  indemnización  de  su  valor. 

En  las  redenciones  que  autoriza  la  mencionada  ley  no  se  observan  los  requisitos 
constitucionales :  el  propietario  es  privado  de  su  propiedad  sin  su  libre  consenti- 
miento y  contra  su  voluntad ;  no  se  califica  la  necesidad  con  arreglo  á  la  ley,  que  es 
la  de  2  de  Junio  de  1848 ;  no  se  estipula  nada  con  el  propietario,  y  se  alteran  sus 
contratos  sin  ninguna  intervención  suya  con  el  censatario;  y  en  fin  no  es  indemni- 
zado como  lo  requiere  la  Constitución. 

Con  arreglo  á  ésta  sólo  puede  exigirse  algo  de  su  propiedad  á  los  granadinos  por 
TÍa  de  contribución,  ó  por  necesidad  pública.  No  es  el  caso  de  contribución,  para 
el  cual  la  ley  habría  fijado  base  de  contribución.  Lue^o  se  toman  los  capitales  á 
censo  como  una  propiedad  aplicable  por  necesidad  pública ;  pero  para  este  caso  se 
necesita  por  el  mandato  constitucional,  proceder  conforme  i  los  trámites  de  la  ley 
de  la  materia. 

Los  censualistas  tienen  contratos  con  los  censatarios,  que  no  pueden  alterarse 
sin  el  libre  consentimiento  de  ambos;  y  aunque  los  segundos  tengan  el  derechd  de 
redimir  no  puede  obligarse  á  los  primeros  ni  por  los  censatarios  ni  por  la  ley  á  recibir 
deudor  contra  su  volunted.  Pero  la  ley  de  30  de  Mayo  y  el  reglamento  ejecutivo 
de  ella  disponen  sin  voluntad  é  intervención  del"  censualiste,  de  los  censos  de  éste, 
se  manda  extender  una  nueva  obligación  y  cancelar  la  anterior;  destruyéndose  así 
la  garantía  del  artículo  162  de  la  Constitución. 

En  la  hipótesis  de  reconocer  los  censos  por  el  Tesoro,  se  paga  el  rédito  de  cinco 
por  ciento  en  cupones  que  no  tienen  en  el  mercado  estimación  por  su  valor  nominal, 
y  no  pueden  tenerlo  porque  es  noterio  que  el  Estado  no  puede  cubrir  esos  réditos. 
Corren  siempre  esos  cupones  con  descuento ;  y  suponiendo'  que  valgan  al  cuatro,  los 
censualitítas  tendrían  una  pérdida  de  veinte  por  ciento,  L  veces  una  de  cuarenta  por 
ciento ;  y  en  todo  caso  quedaría  gravando  sobre  ellos  una  contribución  permanente 
«xtraorcunaria,  &  parte  de  las  que  tienen  que  pagar  los  poseedores  de  estos  fondos 
por  las  leyes  vigentes,  tanto  nacionales  como  provinciales. 

La  garantía  constitucional  de  la  propiedad  no  subsiste  con  estas  disposiciones 
para  los  censualistas.  ... 

Fundado  en  esta  garantía  constitucional,  de  conformidad  con  e^  dictamen 
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canónico  de  Capítulo  metropolitano,  y  con  las  peticiones  que  me  han  dirigido  los- 
interesados,  hago  ante  la  Autoridad  Suprema  de  la  República,  por  las  Iglesias, 
Corporaciones  de  uno  y  otro  clero  y  fundaciones  eclesiásticas  de  esta  Arquidiócesis 
la  protesta  y  declaración  de  no  consentir  de  ninguna  manera  en  las  redenciones  é 
imposiciones  ¿fe  sus  censos  sobre  el  Tesoro,  ni  en  las  cancelaciones  de  las  escrituras ; 
salvando  los  derechos  de  todas  las  Iglesias,  Corporaciones  y  fundaciones  susodichas^ 
para  hacerlos  valer  ante  el  Congreso  hasta  conseguir  plena  justicia  en  la  reinte- 
gración de  la  garantía  constitucional. 

Para  que  el  lector  puede  juzgar  del  mérito  de  las  argumentaciones 
del  ilustre  Prelado  en  lo  relativo  al  artículo  162  de  la  Constitución  que 
regía  entonces,  lo  copiaremos  á  continuación : 

A  excepción  de  las  contribuciones  establecidas  por  la  ley,  ningún  granadino  será 
privado  de  parte  algwna  de  su  propiedad  para  aphcarla  á  usos  públicos,  sin  su  Hbre 
consentimiento ;  á  menos  que  alguna  pública  necesidad,  calificada  tal  con  arreglo  á 
la  ley,  así  lo  exija,  en  cuyo  caso  debe  ser  indemnizado  de  su  valor. 

¿  Era  propiedad  de  todo  censualista  su  crédito  contra  el  censatario,  y 
el  derecho  de  hacerlo  efectivo  á  su  tiempo  ?     Evidentemente  sí. 

¿  Era  privado  de  su  propiedad,  caso  de  que  el  censatario  verificase  la 
redención  ?     Es  claso  que  sí. 

¿  Se  procedió  con  el  consentimiento  del  censualista  ?  Visto  es  que 
no  :  se  procedió  más  bien  contra  su  expresa  voluntad. 

¿  Se  aplicó  su  propiedad  á  usos  públicos  ?  Sí,  porque  ingresó  en  el 
Tesoro  de  la  República  para  atender  á  esos  gastos. 

¿  Hubo  necesidad,  calificada  de  tal  con  arreglo  á  la  ley  ?  Nada  de 
eso. 

¿  Se  indemnizó  su  valor  ?  No,  porque  los  cupones  que  daban  había 
que  negociarlos  con  descuento. 

Luego  la  inconstitucionalidad  era  patente,  manifiesta,  incontestable. 

Once  Prelados  de  las  comunidades  religiosas  elevaron  también  su 
protesta  contra  la  ley  mencionada.  Tonlaremos  algunos  párrafos  de  ese 
documento,  que  lleva  fecha  2  de  Julio  de  1851. 

Es  un  deber  del  Gobierno  proteger  á  los  granadinos  en  el  ejercicio  de  la  Religión 
católica,  apostólica,  romana,  porque  es  la  única  cuyo  culto  sostiene  y  mantiene  la 
Bepública,  como  esté  establecido  en  ios  artículos  15  y  16  de  la  Constitución  política 
que  todos  hemos  jurado  obedecer  y  cumplir.  Todos  los  principales  de  las  comuni- 
dades religiosas  impuestos  4  censo,  no  tienen  otro  objeto  que  sostener  con  sus  réditos 
el  culto  público  católico  y  la  subsistencia  de  sus  ministros.  ¿  Y  podrá  decirse  que 
la  ley  de  que  hablamos  protege  el  ejercicio  de  la  Religión  católica,  apostólica,  romana, 
y  que  sostiene  su  culto,  amortizando  los  capitales  con  cuyos  réditos  se  sostenían  el 
culto  y  la  manutención  de  sus  ministros  P  ¿  No  es  público  y  notorio  que  los  cupones 
que  se  mandan  expedir  en  pago  de  réditos,  hay  que  negociarlos  con  un  descuento 
muy  considerable  P  Luego  también  es  cierto  que  habrá  que  cerrar  las  iglesias  por 
no  tener  ya  con  que  sostener  el  culto  público,  y  que  los  reli^osos  de  las  comuni- 
dades que  tenemos  el  honor  de  presidir,  tendrán  que  sahr  de  sus  conventos  á 
mendigar  el  sustento  por  haberse  extinguido  las  rentas  que  aseguraban  la  estabilidad 
de  los  institutos  monacales. 

Desde  el  tiempo  de  los  Apóstoles  las  Iglesias  tenían  sus  temporalidades,  como 
consta  del  capítulo  VI,? versos  2?  y  3?  de  los  Hechos  Apostólicos^  y  después  de  la  paz 
dada  por  Constantino  se  aseguró  por  leyes  civiles  el  derecho  de  adquirir  bienes 
temporales  los  institutos  monacales.  Así  es  que  si  se  piden  títulos  de  legítima 
adquisición,  ahí  están  todas  los  archivos,  tanto  de  los  juzgados  seculares,  comp  de 
las  curias  eclesiásticas ;  si  se  pide  el  derecho  de  adquirir,  ahí  están  todos  nuevos 
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códigos,  7  allí  hallaréis  las  reglas  para  la  adqnisicdón  y^  conservación  de  los  bienes  de 
las  comnnidades  religiosas :  allí  encontraréis  también  el  modo  de  administrarlos, 
las  circunstancias  y  precauciones  para  su  arrendamiento,  venta,  prescripción  j 
hasta  el  privilegio  4©  restitución  in  iyitegrñm,  sin  que  haya  un  sólo  jurista^  que  en 
esta  parte  abrigue  seriamente  convicciones  opuestas.  .  .  .* 

4.  Pero  en  vano  se  hacían  esas  reclamaciones.  En. vano  el  ilustre 
Arzobispo  esperaba  que  el  Congreso  volvería  sobre  sus  pasos :  la  ola . 
de  la  persecución  ganaba  terreno ;  á  cada  momento  se  levantaba  más 
alta  y  más  temible  que  nunca  sobre  la  Iglesia  de  Cristo,  y  nada  había 
por  entonces  que  fuera  capaz  de  contenerla.  Asi  el  Congreso  de  1852^  en 
lugar  de  atender  las  justísimas  reclamaciones  del  Jefe  de  la  Iglesia  y  de 
los  Prelados  de  las  comunidades  religiosas^  expidió  la  ley  de  31  de  Mayo, 
en  la  cual  figuran  las  siguientes  disposiciones : 

Art.  2?  Autorízase  al  Poder  Ejecutivo  para  admitir  en  redención  de  los  capitales 
impuestos  á  censo,  al  rédito  del  cinco  por  ciento  anual,  la  mitad  de  estos  mismos 
capitales,  declarándose,  como  se  declara,  que  en  viVtud  de  tal  consignación  queda, 
]>or  ministerio  de  la  ley,  el  individuo  que  la  hace  completamente  exento  de  toda 
responsabilidad  personal  |)roveniente  del  reconocimiento  del  censo  redimido,  y  libre 
la  finca  sobre  la  cual  está  impuesto  el  capital,  sea  cual  fuere  la  persona,  corporación 
ó  establecimiento  á  cuyo  favor  se  hubiere  impuesto  aquél,  ó  que  estuviere  disfru- 
tándolo. < 

Parágrafo.  En  la  misma  proporción  establecida  para  los  capitales  acensuados 
al  cinco  por  ciento  anual,  será  admisible  la  redención  de  todos  los  demás  capitales 
que  ganen  rédito  mayor  ó  menor,  es  decir,  que  por  los  que  reditúan  seis  por  ciento 
anual,  podrá  admitirse  sesenta  por  ciento,  y  por  los  que  reditúan  al  tres,  el  treinta 
por  ciento,  y  así  respectivamente  de  Chalesquiera  otros ;  de  manera  que  el  Gobierno 
quede  pagando  el  diez  por  ciento  de  interés  anual  de  todas  las  cantidades  con- 
signadas para  la  redención. 

Art.  3?  El  Tesoro  nacional  regonocerá  íntegramente  el  censo  reducido,  y  al  efecto 
se  emitirán  en  favor  de  los  censualistas,  certificaciones  nominales  de  censo  sobre  el 
Tesoro,  cuya  cuota  de  interés  sea  igual  á  la  que  pagaba  el  censatario  antes  de  la 
redención.  Las  mencionadas  certificaciones  se  emitirán  con  cupones  al  portador, 
pagaderos  cada  seis  meses  en  los  mismos  términos  que  los  cupones  de  renta  sobre 
el  Tesoro. 

Art.  4?  Todas  las  certificaciones  de  censo  que  se  emitan  ganarán  el  cinco  por 
ciento  anual,  y  para  el  efecto  de  que  la  suma  de  este  interés  sea  igual  á  la  que 
pagaba  el  censatario  antes  de  la  redención,  se  rebajará  el  capital  si  el  interés  era 
menor  del  cinco  por  ciento,  ó  se  aumentará  el  mismo  capital  si  el  interés  era  mayor, 
todo  en  la  proporción  correspondiente. 

Art.  7°  Los  censos  de  que  trata  esta  ley  son  los  que  existen  en  la  Eepública,  sean 
de  la  clase  que  fueren.  .'  .  . 

Hace  poco  hacíamos  notar  que  la  operación  de  aumentar  el  capital 
disminuyendo  proporcionalmente  la  rata  del  interés,  es  una  combinación 
torpe  y  ridicula  como  recurso  fiscal ;  y  eso  lo  decíamos  á  proposito  de  la 
resolución  del  Gobierno  de  reconocer  el  capital  del  censo  por  la  mitad 
de  él,  que  recibía  en  dinero.  Ahora  resulta  que  toma  por  tipo  para  la 
conversión  de  los  censos  el  cinco  por  ciento,  y  dispone  que  los  que  se 
reconozcan  á  una  rata  superior  ó  inferior  se  reduzcan  á  la  del  cinco  por 
ciento,  aumentando  ó  disminuyendo  el  capital  en  la  debida  propor- 
ción. 

Aplicando  esa  regla  á  una  suma  de  dos  mil^  pesos  que  estuviera 


Véase  el  documento  C. 


Digitized  by 


Google 


332  CENSOS   Y   CAPELLANÍAS. 

impuesta  al  Teinte  por  ciento  anual,'  hari^  que  el  capital  del  censo  se 
convirtiese  en  ocho  mil  pesos^  porque  lo  misoo  dan  ocho  mil  pesos  al 
cinco  por  ciento  que  dos  mil  al  veinte.  De  suerte  que  para  esa  redención 
tenía  que  desembolsar  el  censatario  cuatro  mil  pesos  en  dinero,  cuando 
el  principal  del  censo  eran  apenas  dos  mil.  El  resultado  sería  que 
ninguna  redención  se  verificaría  en  censos  de  una  rata  elevada. 

Supongamos  ahora  un  censo  del  mistno  capital  de  dos  mil  pesos  al  uno 
por  ciento  anual.^  Convertido  pse  capital  en  otro  del  cinco  por  ciento  se 
reduciría  á  cuatrocientos  pesos,  porque  lo  mismo  dan  cuatrocientos  pesos 
al  cinco  por  ciento  que  dos  mil  al  uno.  En  este  caso  el  censatario 
podía  hacer  la  redención  con  la  suma  de  doscientos  pesos^  mitad  del 
capital  del  censo  después  de  reducido  al  tipo  de  cinco  por  ciento.  En 
casos  como  éste,  las  redenciones  se  verificarían  en  el  acto,  pero  el  Go- 
bierno obligaba  al  acreedor  á  dos  cambios :  primero,  el  de  deudor, 
porque  en  lugar  del  deudor  primitivo,  aceptado  por  él,  tenía  que 
entenderse  con  el  Gobierno,  que  se  le  imponía  por  la  fuerza ;  y  segundo,  el 
de  capital,  pues  en  lugar  de  los  dos  mil  pesos  del  capital  primitivo,  sólo 
le  reconocía  cuatrocientos. 

Pero  dejando  á  un  lado  estos  casos  extremos,  imaginados  sólo  para 
poner  más  en  relieve  la  injusticia  de  la  disposición,  examinemos  el 
ejemplo  que  trae  la  ley,  de  un  censo  al  tres  por  ciento.  Un  capital  de  dos 
mü  pesos  al  tres  por  ciento,  equivale  en  razón  del  rédito  á  otro  de  mil 
doscientos  pesos  al  cinco  por  ciento ;  y  como  para  redimir  mil  doscientos 
pesos  al  cinco  por  ciento  bastaba  consigfnar  seiscientos  pesos  en  dinero, 
resulta  que  el  Gobierno,  por  cada  seiscientos  pesos  que  recibía,  en 
razón  de  censos  al  tres  por  ciento  reconocía  un  capital  de  mü  doscientos, 
y  dedúcense  forzosamente  tres  cosas  inacep^bles,  á  saber :  la  primera, 
que  recibiendo  sólo  seiscientos  pesos,  reconocía  deber  mil  doscientos  ;  la 
segunda,  que  siendo  el  capital  del  oenso  dos  mil  pesos,  lo  reducía  á  mil 
doscientos,  sin  contar  para  nada  con  el  acreedor,  cuyo  crédito  disminuía 
en  ochocientos  pesos  ;  y  la  tercera,  que  obligaba  al  acreedor  á  aceptar  por 
deudor  al  Gobierno  que  tan  poco  respetuoso  se  mostraba  hacia  el 
derecho  ajeno,  y  que  muy  bien  podía,  en  cualquier  momento  dado, 
declarar  canceladas  en  absoluto  todas  sus  deudas.  Si  ésa  no  es  una 
iniquidad  patente  y  manifiesta,  no  hay  iniquidades  en  el  mundo. 

El  artículo  8?  de  la  ley  varió  la  manera  de  pagar  los  cupones ;  pues, 
según  la  ley  de  1851,  una  vez  que  se  habían  vencido,  eran  admisibles  en 
pago  de  las  contribuciones  y  efectos  venales  del  Estado ;  y  ahora  se 
disponía  que  el  pago  se  hiciera  cada  seis  meses,  en  los  mismos  términos 
que  los  cupones  de  renta  sobre  el  Tesoro.  En  todo  caso  es  patente  que 
no  se  pagaban  en  dinero  y  con  estricta  puntualidad  como  lo  hacían  los 
antiguos  censatarios,  ó  por  lo  menos  la  mayor  parte  de  ellos ;  y  que,  por 
lo  mismo,  la  operación  era  ruinosa  para  el  Gobierno  que  quedaba 
debiendo  un  capital  doble  del  que  recibía,  y  para  los  censualistas  que 


*  Evidentemente  no  había  ningún  capital  impuesto  á  semejante  rata;  pero 
hacemos  la  suposición  para  que  resalte  con  mayor  viveza  la  ininsticia  de  la  disposi- 
ción, tal  como  está  redactada.  La  injusticia  no  dejará  de  serlo  porque  disminuya 
el  valor  numérico  de  la  cantidad  que  ía  represente 
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cambiaban  deudores  buenos  y  abonados  y  créditos  perfectamente  seguros 
por  un  deudor  fraudulento,  que  alteraba  sus  obligaciones  por  sí  y  ante 
8Í  y  que  podía,  si  se  le  antojaba,  declarar  extinguidas  sus  deudas  en 
lagar  de  cubrirlas. 

Pero  se  dirá :  si  tanto  el  Gobierno  como  el  censualista  hacían  mal 
negocio,  ¿  quién  lo  hacía  bueno  P  La  contestación  es  bien  sencilla  :  el 
censatario;  y  precisamente  para  que  se  resolvieran  á  redimir,  fué 
necesario  ofrecerles  el  cebo  de  una  considerable  ganancia ;  mas  aun  así, 
muchos  hombres  de  honradez  estricta  y  buena  conciencia  se  negaron  á 
ello. 

Parécenos  claramente  inmoral  el  procedimiento  del  Gobierno  en  este 
particular.  En  lugar  de  obligar  á  los  censatarios  á  cumplir  sus  deberes 
hacia  los  censualistas,  les  aconseja  que  falten  á  ellos  y  les  promete 
además  una  buena  recompensa  en  el  caso  de  que  quieran  seguir  sus 
malos  consejos,  asegurándoles  á  la  vez  que  quedarán  completamente  á 
cubierto  de  toda  reclamación  por  parte  del  censualista. 

6.  Ese  mismo  año  de  1852  se  expidió  otra  ley  que  afectó  el  ramo  de 
capellanías.  Fué  la  ley  de  28  de  Mayo,  en  la  cual  se  hallan  las  dos 
disposiciones  siguientes : 

Art.  2?  Destíñanse  ignalmente  al  dicho  colegio  provincial  (el  de  Santamarta)  los 
réditos  de  las  capellanías  eclesiásticas  y  laicales  de  jure  dsvoluto,  fincadas  en  la 
Provincia  de  Santamarta.  * 

Art  3?  Los  principales  ie  capellanías  de  jure  devoluto  que  posee  el  Colegio 
Seminario  de  Santamarta  procedentes  de  fundaciones  hechas  por  vecinos  de  la 
Provincia  de  Yalle  Dupar,  serán  puestos  á  disposición  de  la  Cámara  de  esta  última 
provincia,  para  que  se  mviertan  sus  réditos  en  un  colegio  provincial. 

No  sabemos  en  qué  pudiera  fundarse  el  Congreso  para  disponer  asi  á 
6U  voluntad  de  unas  capellanías  que  ño  le  pertenecían ;  ni  mucho  menos 
para  privar  de  sus  derechos  sin  fórmula  alg;una  al  Seminario  de  Santa- 
marta,  y  trasferirlos  á  un  colegio  provincial.  Se  ve  bien  que  cuando 
el  Gobierno  toma  el  camino  de  la  arbitrariedad  y  la  injusticia,  le  es 
difícil  volver  al  buen  sendero.  Tina  injusticia  produce  otra,  como  fruto 
enteramente  natural ;  y  así  se  van  acumulando  unas  á  otras  hasta  formar 
un  conjunto  á  que  en  un  principio  nadie  creyó  que  se  pudiera  llegar. 

En  este  año  de  1852  no  fué  sólo  el  Congreso  el  que  afectó  los  derechos 
provenientes  de  capellanías.  En  la  Provincia  de  Mariquita  se  dio  ima 
ordenanza  el  30  de  Septiembre,  y  en  su  artículo  5?  se  dispuso  lo  si- 
guiente : 

Se  declaran  renta  provincial  los  réditos  de  las  capellanías  vacantes  nbicadas 
dentro  de  la  provincia.  En  consecuencia,  serán  i^ecaudados  por  el  administrador 
y  colectores,  habiendo  éstos  de  celebrar  con  los  tenedores  de  las  fincas  respectivas 
ios  arreglos  necesarios  para  asegurar  el  cobro  de  tales  réditos. 

Ya  lo  hemos  dicho,  y  lo  repetimos:  nunca  la  injusticia  ha  sido 
eetéril  ó  infecunda.  Los  ataques  á  la  propiedad  emanados  de  la  primera 
j  más  alta  corporación  del  país  debian  encontrar  naturalmente  imita- 
dores en  las  corporaciones  de  segundo  orden ;  y  las  violencias  é  injusti- 
cias de  éstas  no  eran  otra  cosa  que  un  eco  de  las  violencias  6  injusticias 
de  aquélla. 
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1.  Desde  los  primeros  días  de  la  independencia  se  notó  la  tendencia 
que  tenían  algunos  á  falsear  las  bases  de  la  sociedad  con  la  recomen- 
dación de  doctrinas  malas  en  sí  mismas  6  por  lo  menos  peligrosas. 

En  prueba  de  ello  podemos  citar  el  nombramiento  de  una  comisión  de 
la  Junta  de  Bogotá,  para  entenderse  con  el  claustro  de  la  Universidad 
á  fin  de  que  se  pusiesen  en  armonía  las  enseñanzas  con  los  principios 
proclamados  por  la  revolución. 

Los  comisionados  pasaron  el  29  de  Julio  de  1810  á  Santo  Domingo, 
donde  estaban  reunidos  los  profesores,  y  les  hicieron  saber  los  deseos  de 
la  Junta.  D.  Camilo  Torres  y  D.  Fruto  Joaquín  Gutiérrez  desarro- 
llaron los  principios  de  la  soberanía  popular,  y  encarecieron  á  los  catedrá- 
ticos la  necesidad  de  inculcar  á  la  juventud»  el  aborrecimiento  á  la 
tiranía,  enseñando  que  los  pueblos  tenían  derecho  para  sacudir  el  yugo 
de  los  tiranos,  sin  que  para  ello  fuera  inconveniente  lo  resuelto  por  el 
Concilio  de  Constanza. 

Hacía  parte  de  la  asamblea  de  profesores  el  célebre  Dr.  Francisco 
Margallo,  el  cual  guardó  silencio  hasta  que  la  comisión  lo  excitó  á  que 
expresara  su  opinión.-  Pronunció  entonces  un  admirable  discurso,  tan 
erudito  como  elocuente,  en  el  cual  demostró  lo  peligroso  que  era  insinuar 
á  los  jóvenes  la  doctrina  del  tiranicidio,  y  la  prudencia  y  previsión  con 
que  había  obrado  el  Concilio  de  Constanza  al  prohibirla.  Hizo  ver  en 
conclusión,  los  grandes  abusos  á  que  naturalmente  debía  dar  lugar 
semejante  doctrina,  y  el  peligro  de  que  los  malvados  á  pretexto  de 
tiranía  quitaran  la  vida  á  los  mejores  soberanos.  La  tentativa  del  25 
de  Septiembre  de  1828  se  encargó  de  probar,  años  después,  que  el  Dr. 
Margallo  tenía  razón. 

Los  comisionados  no  tuvieron  que  replicíir,  y  al  fin  se  retiraron  á  las 
seis  de  la  tarde,  después  de  reiterar  su  encargo  á  los  catedráticos,  advir- 
tiendo que  debían  prevenir  á  los  jóvenes  contra  los  abusos  de  la  doctrina 
dicha ;  como  si  semejantes  restricciones  pudieran  tener  la  eficacia 
necesaria  para  evitar  los  naturales  resultados  de  las  malas  doctrinas, 

2.  En  la  larg^  guerra  de  la  independencia  sufrió  menoscabo  la 
instrucción  pública,  como  lo  sufrieron  todos  los  elementos  de  progreso 
del  país.  Naturalmente  no  se  hizo  en  ella  cosa  alguna  de  grande 
importancigí  que  debamos  consignar  en  esta  rápida  reseña. 

Poco  después  de  la  gloriosa  batalla  de  Boyaoá,  continuó  la  enseñanza 
en  los  Colegios  de  San  Bartolomé  y  el  Rosario.  El  Gobierno  dispuso 
que  se  enseñase  á  los  jóvenes  el  ejercicio  militar  ;  lo  que  prueba  que  se 
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deseaba  formar  soldados  para  la  patria,  cosa  razonable,  y  que  el  Colegio 
do  San  Bartolomé  continuaba  secularizado  de  un  modo  absoluto,  cosa 
indebida  porque  pertenecía  de  derecho  á  la  Iglesia  desde  su  fundación, 
hasta  que  fué  usurpado  por  la  potestad  civil. 

Las  atenciones  de  la  guerra  no  le  impidieron  al  Libertador  ocuparse 
en  las  necesidades  de  los  indígenas^  en  yarios  ramos,  especialmente  en  la 
instrucción  pública.  Un  decreto  que  dictó  en  el  Rosario  de  Cúcuta  el 
año  de  1820,  mandaba  establecer  escuelas  en  todos  los  pueblos  para 
enseñar  á  los  indios  y  en  general  á  los  niños  del  vecindario^  las  primeras 
letras,  doctrina  cristiana,  aritmética  y  los  deberes  del  ciudadano.  No 
sabemos  hasta  qué  punto  sería  cumplido  semejante  decreto. 

Hemos  hablado  en  otro  lugar  de  las  disposiciones  del  Congreso  de 
1821  sobre  instrucción  pública  en  lo  que  se  relaciona  con  la  supresión 
de  los  conventos  menores  y  con  la  aplicación  de  los  réditos  de  capella- 
nías de  jure  devoluto.  Ahora  agregaremos  que  ese  mismo  Congreso 
mandó  que  en  los  conventos  de  ambÍDS  sexos  se  estableciesen  escuelas^  para 
lo  cual  se  pondría  de  acuerdo  el  Gobierno  civil  con  el  Prelado  eclesiástico. 
En  esto  obraba  el  Gobierno  fuera  de  su  órbita  de  acción,  pues  á  él  no 
le  toca  señalar  á  las  corporaciones  religiossis  los  asuntos  en  que  se  deben 
ocupar ;  pero  en  esta  vez  siquiera  se  procedía  con  anuencia  de  la  auto- 
ridad eclesiástica. 

En  1822  dictó  el  Gobierno  varias  medidas  importantes  relativas  á  la 
instrucción  pública.  Por  decreto  de  9  de  Octubre  estableció  un  Colegio 
en  Medeilín.  Ese  mismo  mes  se  instaló  el  de  Boyacá,  á  lo  cual  cooperó 
eficazmente  el  P.  Francisco  Antonio  Florido.  Se  establecieron,  además, 
una  escuela  en  Puente  Nacional  y  un  Colegio  en  Mariquita,  al  cual  se 
asignaron  58,000  pesos  de  capitales  pertenecientes  á  conventos  supri- 
midi>s. 

3.  Regía  por  ese  tiempo  el  Arzobispado  el  Dr.  Femando  Caicedo,  quien, 
en  lugar  de  reclamar  el  Seminario  de  San  Bartolomé,  secularizado  in^ 
debidamente  por  el  Gobierno,  proyectó  la  fundación  de  un  Colegio  do 
ordenandos.  El  Vicepresidente,  general  Santander,  acogió  bien  el 
pensamiento  ;  y  entonces  el  señor  Caicedo  representó  al  Congreso,  el 
cual  expidió  el  decreto  legislativo  de  20  de  Junio  de  1823. 

Lo  peor  fué  que  el  señor  Caicedo  eñ  su  representación  dio  como  cierto 
que  el  poder  civil  debía  intervenir  no  sólo  en  la  concesión  de  permiso 
para  fundar  el  establecimiento,  sino  también  en  el  nombramiento  de 
empleados  y  en  la  aprobación  de  sus  estatutos  y  reglamentos, . 

El  Congreso  no  perdió  la  ocasión  de  introducir  la  intervención 
del  poder  civil  en  un  asunto  que  era  y  debía  ser  exclusivamente  del 
dominio  de  la  autoridad  eclesiástica.  Sometió,  pues,  el  Colegio  de  orde- 
nandos al  plan  general  de  estudios  que  .  debía  sancionarse  después,  y  el 
Poder  Ejecutivo.quedó  en  cierta  manera  de  Jefe  y  director  de  los  estudios 
eclesiásticos. 

Para  que  se  vea  que  no  es  ésta  una  pura  exageración,  copiaremos  el 
artícido  6?  de  dicho  decreto.     Dice  así : 

Por  el  plan  general  de  estudios  se  expresará  todo  lo  conveniente  á  la  dirección  de 
la  enseñanza  y  régimen  interior  del  Colegio  de  ordenandos.  Entre  tanto  que  so 
establece  ^ho  plan,  el  Gobierno  decretará  provisionalmente  el  reglamento  interior 
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y  de  estudios  que  debe  guardarse  en  el  Colegio,  y  la  pensión  que  hayan  de  pagar 
sus  alumnos,  sometiéndolo  todo  á  la  aprobación  del  Congreso. 

Se  dir6  tal  vez  que  el  espíritu  que  guió  al  Congreso  fué  piadoso  y 
digno  de  elogio^  como  lo  prueban  los  siguientes  considemndos,  que 
preceden  al  decreto  referido  : 

1°  Que  es  un  deber  de  toda  República  bien  ordenada  proporcionar  los  medios 
más  eficaces  para  que  todos  los  ministros  de  la  Religión  tengan  las  virtudes  é 
instrucción  que  pide  su  sagrado  ministerio,  pues  que  son  los  inspectores  é  institu- 
tores morales  que  deben  combatir  los  vicios,  origen  funesto  de  los  crímenes. 

2*!  Que  desgraciadamente  el  Gobierno  espa&ol  había  descuidado  esta  parte  de  sus 
obligaciones,  y  por  lo  mismo  el  clero  nunca  pudo  sustraerse  al  ominoso  influjo  de 
las  instituciones  opresivas  de  Madrid. 

3?  Que  en  fuerza  de  estas  razones  y  por  el  influjo  que  tienen  los  sacerdotes  en 
la  dirección  de  las  almas,  Colombia  se  halla  en  la  imperiosa  necesidad  de  promover 
la  ilustración  y  la  regularidad  de  costumbres  de  los  que  aspiran  al  ministerio  del 
altar. 

Ciertamente  esos  considerandos  revelan  interés  por  la  instrucción  del 
clero,  pero  eso  no  basta  para  justificar  disposiciones  como  la  que  copia- 
mos antes.  Además,  en  el  segundo  considerando  se  hace  al  Gobierno 
español  un  cargo  que  indudablemente  es  infundado,  pues  desde  el  año 
de  1592  había  ordenado  que  los  seminarios  se  arreglasen  conforme  á  las 
prescripciones  del  Concilio  de  Trente,  que  era  lo  mejor  que  podía  hacer 
en  el  particular. 

El  Colegio  de  ordenandos,  aunque  no  tuviese  nombre  de  Seminario  lo 
erji  en  realidad,  y  debía  ser  regido  por  el  señor  Arzobispo  sin  inter- 
vención alguna  del  poder  civil,  por  exigirlo  así  el  Concilio  dé  Trento, 
que  era  ley  de  la  República.^  Obró,  pues,  sin  previsión  el  Prelado  al 
ocurrir  con  el  asunto  al  Gobierno  civil,  y  al  concederle  una  iüterven- 
ción  que  no  debía  tener  en  manera  alguna. 

Lo  que  de  todo  esto  se  desprende  es  que  el  Gobierno  estaba  animado 
de  buenos  sentimientos  ;  pero  á  pesar  de  eso,  algunas  de  las  disposiciones 
que  dictó  relativas  al  Colegio  de  ordenandos  son  inaceptables.  Prueba 
además  que  en  ocasiones  la  autoridad  eclesiástica  de  esos  tiempos,  en 
lu^ar  de  defender  esforzada  y  varonilmente  los  intereses  y  derechos  de 
la  Iglesia,  hacía  en  cierta  manera  causa  común  con  el  Gobierno  contra 
ella,  ó  al  menos  hacía  á  éste  concesiones  indebidas,  y  creaba  así  no  pocos 
inconvenientes  y  peligros  para  lo  porvenir. 

4.  Los  certámenes  públicos  presentados  en  1824  por  los  Colegios  de 
San  Bartolomé,  Santo  Domingo  y  el  Rosario,  dieron  á  conocer  los 
primeros  frutos  de  las  enseñanzas  anticatólicas  fomentadas  mañosamente 
por  el  Gobierno  y  aplaudidas  en  todos  los  tonos  por  la  prensa  oficial  y  * 
por  algunos  periódicos  notoriamente  irreligiosos.  En  San  Bartolomé 
se  sostuvo  que  el  arreglo  de  la  disciplina  exterior  de  la  Iglesia  y 
nombramiento  de  sus  ministros  era  asunto  de  la  incumbencia  de  los 
poderes  civiles,  ya  en  el  ramo  legislativo,  ya  en  el  ejecutivo  y  judicial  ; 


*  Esta  aseKión  se  funda  en  aue  las  disposiciones  de  dicho  Concilio  tienen  fuerza 
de  ley  en  España,  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  la  real  cédula  de  12  de  Julio  de  Xo64 ; 
y  esa  cédala  fué  de  las  que  se  mandaron  observar  en  la  Eepáblica,  aun  después  de 
expedida  la  ley  de  14  de  Mayo  de  1834,  según  el  número  3?  de  su  artículo  6? 
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en  Santo  Domingo,  que  la  religión  era  esencialmente  tolerante  con  todo  ; 
y  en  el  Eosario,  que  la  autoridad  eclesiástica  debía  estar  sometida  á  la 
civil,  la  cual,  en  caso  de  conflicto,  debía  prevalecer.  De  este  año  en 
adelante  fué  cuando  principió  á  mostrar  abiertamente  una  parte  notable 
de  la  juventud  ideas  y  tendencias  irreligiosas  é  impías,  con  aplauso  de 
algunos  de  los  que  figuraban  como  altas  notabilidades  del  país. 

A  pesar  del  marcado  giro  anticatólico  que  principiaba  á  tomar  la  ins- 
trucción con  aprobación  del  Gobierno,  éste  hacía  á  veces  justicia  al  celo 
y  desinterés  desplegados  por  algunos  miembros  del  clero  en  la  instrucción 
de  la  juventud.  Así,  en  las  Gacetas  Oficiales  de  esa  época  se  encuentra 
constiuicia  de  muchos  actos  de  desprendimiento  y  patriotismo  del  clero, 
especialmente  en  el  ramo  de  instrucción  pública.  En  el  número  186, 
por  ejemplo,  se  habla  de  la  donación  de  trescientos  pesos  anuales  hecha 
por  el  Obispo  de  Popayán  al  Colegio  de  Antioquia,  mil  doscientos  al  de 
Popayán,  una  suma  no  pequeña  al  de  Cali,  y  algunos  otros  rasgos  dignos 
Aq  elogio.  El  numero  191  hace  gi*andes  elogios  de  las  monjas  de 
la  enseñanza,  y  termina  con  estas  significativas  palabras :  La  Repúblka 
está  llena  de  excelentes  madres  de  familia  cnadas  y  educadas  en  este  monas- 
ieriú  y  en  otros. 

Por  lo  demás,  es  indudable  que  en  esa  época  la  instrucción  progresaba. 
Todas  6  casi  todas  las  capitales  importantes  tenían  colegios,  y  las 
escuelas  de  náutica  establecidas  en  Cartagena  y  Guayaquil  daban 
buenos  resultados.  El  Gobierno  promovió  el  restablecimiento  del 
Colegio  fundado  en  Mompós  por  el  señor  Pinillos,  y  que  por  las  calami- 
dades' de  los  tiempos  se  había  suspendido. 

6.  Desgraciadamente  ese  mismo  año  de  1826  el  Vicepresidente 
Santander  dictó  el  decreto  de  8  de  Noviembre,  por  el  cual  ordenó  que 
en  todos  los  colegios  se  enseñase  legislación  por  Bentham.  Esto  era 
mucho  peor  que  destruir  de  un  golpe  todos  esos  colegios ;  porque  evi- 
dentemente vale  más  para  la  dicha  pública  una  generación  ignorante  y 
virtuosa,  que  otra  instruida  y  perversa.  Ese  decreto  ponía  á  los  padres 
de  familia  en  esta  penosa  alternativa :  dejar  crecer  á  sus  hijos  en  la 
ignorancia,  ó  sacrificar  sus  creencias  religiosas,  en  cambio  de  lo  poco  6 
mucho  que  pudieran  aprender. 

Como  no  escribimos  un  curso  de  polémica  religiosa,  no  nos  detenemos 
á  probar  que  el  utilitarismo  de  Bentham,  base  esencial  de  su  tratado  de 
legislación,  es  absolutamente  incompatible  con  las  creencias  católicas, 
l^uestro  escrito  va  dirigido  á  los  católicos,  á  los  cuales  debe  bastarles  el 
saber  que  la  obra  mencionada  ha  sido  condenada  por  la  Iglesia,  como 
opuesta  á  las  sanas  doctrinas  y  á  la  moralidad  y  buenas  costumbres. 

Sobre  el  decreto  de  que  hablamos  dice  el  señor  Groot,  que  era  en 
ese  tiempo  empleado  en  una  de  las  Secretarías  de  Estado,  lo  siguiente  : 

Este  funestísimo  decreto  causó  el  perjuicio  de  ahnveutar  de  las  aulas  algunos 
jóvenes  é  impedir  el  ingreso  de  otros,  porque  entonces  había  padres  de  familia  que 
preferían  la  moralidad  y  bujenas  ideas  de  sus  hijos  al  brillo  de  una  carrera  que  no 
podía  menos  que  hacerle  a  costa  de  tan  altos  intereses ;  y  este  perjuicio  se  hizo 
presente  al  Grobiemo  por  medio  de  la  prensa  y  de  representaciones,  jnas  nada  valió 
paia  que  se  sostituyese  otro  texto  en  la  clase  de  legislación,  lo  que  nizo  ver  que  no 
era  tanto  la  instrucción  en  esa  ciencia  lo  (^ue  se  qaeiía,  cuanto  inocular  en  los 
espíritus,  á  la  sombra  de  et a  ciencia,  el  principio  del  sensualismo  materialista.    Así 
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se  minaban  los  fundamentes  de  la  Bepública,  cuando  el  Libertador  complementaba 
el  grande  edificio,  no  ya  de  Colombia  solamente,  ni  de  sus  protegidas  las  repúblicas 
peruanas,  sino  de  todos  los  Estados  del  Nuevo  Mundo  con  la  grande  institución 
anfictiónica  de  Panamá,  obra  admirable  del  genio  de  Bolívar  que  iba  á  ser  el  lazo 
común  que  atase  como  en  un  solo  baz  la  fuerza  de  voluntad  de  esas  naciones  para 
asegurar  su  libertad  é  independencia  y  arreglar  sus  cuestiones  sobre  derecho  de 
gentes  sin  el  empleo  de  la  fuerza,  bajo  el  imperio  de  la  razón  y  la  bandera  de  la  paz. 

La  autoridad  eclesiástica  de  ese  tiempo  parece  que  no  hizo  lo  quo 
debiera  para  impedir  tan  grave  mal.  No  quedó  sin  embargo  la  mala 
doctrina  sin  impugnadores.  Fué  el  principal  de  ellos  el  célebre  Dr. 
Francisco  Margaflo,  elocuentísimo  predicador  y  Iiombre  de  las  más 
santas  costumbres.  Su  impugnación  á  las  doctrinas  sensualistas,  é  indi- 
rectamente k  los  decretos  del  Gobierno  que  las  mandaban  establecer  en 
los  colegios^  le  valió  acusaciones,  persecuciones  y  castigos  aun  de  parte 
de  las  autoridades  eclesiásticas,  que  es  lo  más  doloroso  y  lo  que  mejor 
puede  pintar  la  calamidad  de  los  tiempos.  Mas  esas  impugnaciones 
no  pudieron  atajar  el  mal,  que  se  fué  agravando  de  día  en  día.^ 

La  censura  que  en  este  particular  hacemos  á  la  autoridad  eclesiástica 
de  ese  tiempo,  es  más  fundada  de  lo  que  á  primera  vista  pudiera 
creerse.  Baste  decir  que  esa  autoridad  coadyuvó  poderosamente  á 
establecer  en  el  país  una  Sociedad  Bíblica  que  aunque  ofrecía  acomo- 
darse á  las  disposiciones  del  Concilio  de  Trente,  era  en  realidad  una 
especie  de  sacursal  de  la  Sociedad  Bíblica  protestante  de  Inglaterra;  y 
aun  hicieron  parte  de  dicha  sociedad  varios  eclesiásticos  constituidos  en 
dignidad. 

Llegó  entre  tanto  el  año  del  1826.  El  Congreso  autorizó  al  Poder 
Ejecutivo,  por  decreto  de  18  de  Marzo,  para  formar  el  plan  general  de 
estudios ;  y  en  virtud  de  tal  autorización,  se  dictó  el  decreto  de  S  de 
Octubre,  en  el  cual  se  organizó  el  ramo  de  la  manera  más  perniciosa 
para  las  sanas  ideas  religiosas  y  morales. 

Se  mandó  enseñar  la  filosofía  por  Destutt  de  Tracy,  materialista  decla- 
rado ;  y  esta  enseñanza  se  daba  en  todos  los  cokgios.  Sin  ese  estudio 
previo  no  podía  ningún  joven  ser  matriculado  en  la  Universidad. 

Maleados  así  los  jóvenes,  principiaban  sus  estudios  de  facultad  mayor ; 
pero  en  éstos,  lejos  de  repararse  el  daño  causado  por  los  anteriores,  se 
agravaba  más  y  más.  Baste  decir  que  casi  todos  los  textos  estaban 
prohibidos  por  la  Iglesia,  aun  los  que  se  señalaban  para  las  materias  que 
debían  aprender  los  que  seguían  la  carrera  eclesiástica. 

El  menos  avisado  comprende  al  primer  golpe  de  vista  cuáles  debían 


^  Despnés  de  terminada  esta  obra,  ha  llegado  á  nueptras  manos  un  folleto  publi- 
cado por  el  Dr.  José  María  Botero  á  ñnes  de  1835  contra  las  enseñanzas  anticatólicas 
ordenadas  en  el  decreto  de  1825,  que  había  sido  restablecido  en  sn  fnerza  y  vigor 
jiOT  la  ley  de  30  de  Mayo  de  1835,  de  la  cual  no  teníamos  noticia  anteriormente. 
Á  nuestro  juicio  son  incontestables  los  argumentos  aducidos  por  el  Dr.  Botero;  y 
sentimos  poaitivamente  no  haber  conseguido  dicho  folleto  con  anticipación  suficiente 
para  hacer  de  él  un  extracto,  que  verían  con  gusto  nuestros  lectores.  Corresponde, 
pues,  al  Dr.  Botero  la  gloria  de  haber  sido  uno  de  los  más  enérgicos  y  decididos 
impugnadores  de  las  malas  doctrinas  en  nuestro  país.  Fué  víctima,  como  era 
natural,  de  grandes  y  terribles  persecuciones;  pero  no  hemos  hablado  de  ellas, 
porque  la  premura  con  que  hemos  tenido  que  an-eglar  este  trabajo  no  nos  ha 
permitido  reunir  y  estudiar  suficientemente  los  datos  necesarios  al  efecto.        t 
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ser  los  resultados  naturales  de  semejante  organización  de  los  estudios. 
En  la  carrera  política  debían  resultar  hombres  irreligiosos  ó  impíos, 
partidarios  decididos  del  sensualismo  materialista;  y  en  la  eclesiástica, 
nombres  imbuidos  en  ideas  y  doctrinas  condenadas  por  la  Iglesia,  y 
partidarios  del  regaUsmo,  que  quiere  someter  en  todo  la  Iglesia  al  poder 
civil.  Se  quería,  pues,  preparar  campeones  para  la  obra  de  demolición 
que  debía  emprenderse  más  tarde,  y  privar  á  la  Iglesia  de  defensores 
enérgicos  y  decididos,  que  hicieran  abrir  los  ojos  á  los  pueblos  á  fin  de 
impedir  que  fuesen  engañados,  y  que  opusieran  resistencia  oportuna  y 
eficaz  á  las  indebidas  pretensiones'  del  poder  civil  y  á  las  maquinaciones 
satánicas  de  los  enemigos  de  la  Religión.  No  afirmamos,  sin  embargo, 
qye  todos  los  que  cooperaron  á  esas  medidas,  lo  hiciesen  á  sabiendas  de 
los  resultados  que  se  debían  alcanzar.  Tal  vez  sólo  unos  pocos  estaban 
en  situación  de  poder  estimar  los  efectos  inmediatos  de  ese  sistema ; 
los  demás  les  prestaba^  apoyo  engañados  ellos  mismos,  y  contribuían 
á  hacer  engañar  á  las  masas.  Si  los  resultados  no  correspondieron 
completamente  á  lo  que  debía  esperarse,  consistió  en  que  el  sentimiento 
religioso  estaba  muy  bien  arraigado  en  el  ánimo  de  las  poblaciones  de  la 
Hepública,  y  presentó  una  resistencia  pasiva  más  fuerte  de  lo  que  se 
esperaba ;  pero  el  hecho  es  que  de  los  hombres  que  se  educaron  por  ese 
sistema,  sólo  lograron  retroceder  al  buen  camino  unos  pocos  talentos 
privilegiados,  á  quienes  la  reflexión,  el  estudio  y  la  experiencia  hicieron 
volver  sobre  sus  pasos  y  tornar  á  la  piedad  de  sus  primeros  años  y  á 
laa  buenas  ideas  de  la  niñez. 

Á  mediados  de  1827  se  multiplicaron  de  tal  manera  las  reclamaciones 
contra  la  designación  de  Benthaúx  como  texto  para  la  clase  de  legisla- 
ción, que  el  Gobierno  al' fin  tuvo  que  dictar  una  providencia  en  el 
particular.  En  efecto  dispuso  que  informara  la  dirección  de  estudios. 
Informaron  los  Doctores  Bestrepo,  Azuero  y  Soto ;  el  primero,  que  el 
libro  era  malo  y  que  se  debía  reemplazar  con  otro  ;  y  los  dos  restantes, 
que  se  podía  enseñar  por  dicho  texto  sin  inconveniente,  con  tal  que  el 
catedrático  les  advirtiera  á  los  estudiantes  que  tenía  algunas  cosas  malas, 
ijue  no  debían  aprender.  Estaban,  como  se  ve,  de  acuerdo  todos  en  que 
el  libro  tenía  cosas  malas  que  no  debían  seguirse.  ¿  Por  qué,  pues, 
señalarlo  como  texto  ?  ¿  Por  qué  no  cambiarlo  por  otro  que  no  tuviera 
cosa  alguna  mala  P  Si  á  eso  se  atiende,  y  si  además  se  tiene  en  cuenta,  la 
gran  repugnancia  que  los  padres  experimentaban  en  que  se  enseñase  á 
sos  hijos  por  ese  texto  y  las  numerosas  reclamaciones  hechas  al  Gobierno 
sobre  el  particular,  era  de  esperarse  que  el  cambio  se  hiciera,  si 
verdaderamente  lo  que  se  quería  era  difundir  la  instrucción  por  donde 
quiera  todo  lo  más  que  fuese  posible. 

lío  fué  eso  sin  embargo  lo  que  se  hizo.  La  enseñanza  continuó  como 
antes ;  y  el  Gobiemí,  como  para  justificarse,  hizo  publicar  el  informe  de 
los  Doctores  Soto  y  Azuero,  y  guardó  el  del  Dr.  Restrepo,  que  no  le 
convenía  fuese  conocido  del  publico. 

6.  Encargado  del  mando  el  Libertador  poco  tiempo  después,  oyó 
benignamente  y  con  interés  el  clamor  de  los  pueblos  contra  las  ense- 
ñanzas utilitarias.  Así,  el  12  de  Marzo  de  1828  expidió  un  decreto, 
cuyo  articulo  1?  decía  así : 
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Ed  ninguna  do  las  Universidades  de  Colombia  se  enseñarán  los  tratados  de 
legislación  de  Bentham,  quedando  por  consiguiente  reformado  el  artículo  168  del 
plan  general  de  estudios. 

No  bastó  eso,  sin  embarco.  El  impulso  estaba  dado  y  ya  se  sabe  que, 
desencadenadas  las  malas  ideas,  es  difícil  refrenarlas  y  hacerles  pei^er 
su  dominio  en  los  corazones  de  que  se  han  apoderado. 

El  crimen  del  25  de  Septiembre  de  1828  vino  á  sacudir  hondamente 
nuestra  sociedad,  y  á  hacer  pensar  seriamente  en  las  funestas  conse- 
cuencias de  la  instrucción  pública  tal  como  estaba  organizada,  no 
obstante  las  reformas  sustanciales  introducidas  por  el  Libertador. 

Naturalmente  fué  el  Gobierno  uno  de  los  primeros  que  lo  advirtieron. 
Lo  presidía  entonces,  como  ya  dijimos,  el  Libertador,  cuyo  genio  admi- 
rable descubría  por  lo  común  el  fondo  de  las  cosas  desde  la  primera 
mirada,  aun  en  materias  que  no  le  eran  bien  conocidas.  Él  ordenó  que 
se  hicieran  reformas  sustanciales  en  el  plan  general  de  estudios,  entre 
otros  la  de  suprimir  la  enseñanza  de  la  legislación  mientras  se  podía 
organizar  satisfactoriamente,  y  la  de  establecer  una  cátedra  de  funda- 
mentos de  la  E/eligión  católica  é  historia  eclesiástica.  Sobre  esto  último 
decía  el  Gobierno : 

Procurando  que  sea  el  tiempo  bastante  para  que  los  cursantes  se  radiquen  en  los 
principios  de  nuestra  Santa  BelÍRÍóa  y  puedan  así  rebatir  por  una  parte  los  sofismas 
y  por  otra  resistir  los  estímulos  de  sus  pasiones.  Esta  cátedra  se  pagara  con  lo 
que  se  diera  al  catedrático  de  principios  de  legislación,  y  se  cuidará  mucho  de 
escoger  la  persona  más  apta  para  regentarla,  así  por  sus  luces  como  por  su  piedad. 

En  materia  de  instrucción  dictó  además  el  Gobierno  del  Libertador 
un  decreto  que  fué  publicado  en  el  numero  390  de  la  Gaceta  Oficial^ 
correspondiente  al  14  de  Diciembre  de  1828,  cuyo  artículo  1?  decía  lo 
siguiente : 

Se  restablecen  los  Colegios  de  San  Bartolomé  y  del  Rosario  en  esta  ciudad  al 
estado  que  tenían  cuando  se  publicó  el  plan  de  estudios  de  3  de  Octubre  de  1826, 
con  las  variaciones  que  se  expresan. 

Según  lo  dispuesto  en  el  artículo  29,  cada  uno  de  esos  colegios  debía 
tener  una  cátedra  de  fílosoña  y  matemáticas,  una  de  derecho  civil 
romano  comparado  con  el  patrio,  una  de  derecho  canónico,  una  de 
derecho  constitucional  y  economía  política  y  dos  de  teología.  Continuaba» 
pues,  la  usurpación  que  el  Gobierno  había  hecho  de  esos  dos  colegios» 

{)uesto  que  reglamentaba  en  ellos  la  instrucción  sin  contar  para  nada  con 
a  autoridad  eclesiástica.  Creemos,  no  obstante,  que  si  la  autoridad 
eclesiástica  hubiera  hecho  en  ese  tiempo  una  reclamación,  apoyada  en 
buenos  documentos,  habrían  sido  reconocidos  los  indisputables  derechos 
de  la  Iglesia  á  los  dos  establecimientos.  Desgraciadamente  no  se  hizo 
asi  por  entonces,  y  la  usurpación  continuo,  tel  vez  porque  el  Libertador 
no  estuviera  instruido  de  los  antecedentes  del  negocio. 

7.  En  1838,  el  Ilustrísimo  señor  Arzobispo  Mosquera,  varón  eminente 
en  ciencia  y  en  virtudes,  estableció  la  correspondiente  reclamación 
respecto  del  Seminario  de  San  Bartolomé,  y  la  apoyó  en  documentos  qne 

Í robaban  claramente  el  derecho  de  la  Iglesia  al  edificio  reclamado, 
'eamos  algunos  de  los  más  in^portantes  pasajes  de  esa  reclamación, 
que  lleva  fecha  2  de  Abril  de  1838,  y  en  la  cual  se  relacionan  muy 
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bien  él  origen  del  Seminario  y  los  mQtivos  por  los  cuales  tuvo  en  él 
intervención  la  autoridad  civil. 

Fundadas  las  Iglesias  de  Anrórica  al  tiempo  de  la  celebración  de  aquel  Concilio 
fué  una  de  las  preferentes  atenciones  de  nuestros  primeros  Obispos  el. estableci- 
miento de  Seminarios  clericales  en  sas  respectivas  diócesis  :  en  ellos  se  regaron  las 
primeras  semillas  de  las  letras  en  nuestra  América ;  y  en  ellos  estuvo  por  mucho 
tiempK)  el  único  medio  de  instrucción  para  los  amerveanos,  que  sólo  podían  instruirse 
á  la  sombra  benéfica  de  la  Iglesia  en  siis  Seminarios,  únicos  dios  cuales  se  dispensad 
los  principios  la  protección  real.  De  aquí  nació  qae  los  Seminarios  clericales,  como 
únicos  establecimientos  literarios  en  nuestras  provincias»  fuesen  adquiriendo  el 
doble  carácter  de  colegios  públicos  y  de  Seminarios  clericales,  como  en  efecto  vino  á 
suceder  con  el  tiempo,  mezclándose  fundaciones  de  naturaleza  y  objetos  diferentes 
por  su  origen.  ... 

El  Colegio  de  San  Bartolomé  fué  fondado  por  el  santo  Arzobispo  de  esta  Iglesia 
metropoli^na  D.  Bartolomé  Lobo  Guerrero,  a  18  de  Octubre  de  1605,  como  aparece 
del  documento  número  1?  De  él  j  del  que  acompaño  bajo  el  número  2?,  consta  que 
las  casas  que  hoy  forman  el  palacio  de  Gobierno,  y  el  local  de  otras  que  siguen  en 
la  misma  manzana,  fueron  el  del  Seminario  conciliar  establecido  á  expensas  del 
fundador,  y  aumentado  con  sus  rentas ;  por  lo  cual  á  principios  de  este  siglo  se 
declaró  el  patronato  de  dicho  Colegio  á  la  Mitra  de  Bogotá  por  real  cédula  expedida 
•  á  consecuencia  de  un  pleito  sobre  la  materia  (Documento  número  3f  §  4ñ).  Encomen- 
dado el  Seminario  conciliar  por  su  fundador  á  la  Compañía  de  Jesús,  lo  gobernaron 
los  padres  de  esta  Provincia  nasta  su  expulsión ;  en  cuyo  tiempo  existía  el  edificio 
del  Senúnario  con  su  capilla  y  oficios  correspondientes  en  el  local  dado  por  el 
fundador.  La  Junta  de  aplicaciones  de  temporalidades,  en  Diciembre  de  1771, 
destinó  el  edificio  del  Colegio  Máximo  de  los  ex-jesnitas  para  Seminario  conciliar, 
con  el  doble  objeto  que  este  debe  te^er  de  Colegio  de  ordenandos  y  de  corrección 
de  eclesiásticos ;  y  el  Virrey  D.  Pedro  Mesia  de  la  Cexda,  por  orden  de  12  de  Febrero 
de  1772,  comunicó  aquel  acuerdo  al  Rector  del  Seminario  de  San  Bartolomé,  quien 
procedió  luego  á  trasladarlo  al  nuevo  local;  dejando  el  antiguo,  propio  del 
oeminario  conciliai:,  para  dedicarlo  á  otros  objetos  útiles  al  público  (Documentos 
números  2?  y  3f  §  1") ;  como  que  sirvió  de  cuartel,  de  biblioteca,  etc. 

El  Prelado  especifica  en  seguida  las  rentas  que  solicita  para  el 
Seminario,  y  las  que  deben  dejarse  al  Colegio  nacional ;  y  habla 
extensamente,  en  conclusión,  de  la  conveniencia  de  hacer  la  separación 
debida. 

Enumeremos  ahora  rápidamente  los  principales  documentos  que 
presentó  el  señor  Arzobispo  en  apoyo  de  su  reclamación. 

Bajo  el  número  1?  se  comprende  una  carta  autógrafa  del  Bey  al 
Arzobispo  de  Santafé,  fechada  en  Tordesillas  á  22  de  Junio  de  1 592,  en 
la  cual  le  instaba  á  que  fundase  un  Seminario.  ''  Mi  voluntad  es,  le 
decía,  que  vos  tengáis  el  gobierno  de  dicho  Colegio,  y  hagáis  la  nomina- 
ción de  los  colegiales  y  personas  que  en  él  deben  servir." 

Se  comprende  también  en  el  número  1?  el  documento  de  erección  y 
fundación  del  colegio  Seminario,  en  el  cual,  después  del  preámbulo  de 
estilo  y  de  advertir  que  se  procedió  de  acuerdo  con  el  Presidenta  D.  Juan 
de  Borja,  el  Visitador  D.  Ñuño  de  Villavicencio,  la  Real  Audiencia  y  el 
Deán  y  Cabildo  eclesiástico,  se  dice  lo  siguiente  : 

Primeramente  declaramos  que  conforme  á  lo  dispuesto  por  el  Sacrosanto  Concilio 
Trideutino  y  por^otros  Concilios,  y  por  cédulas  de  S.  M.,  á  Nóa  y  á  nuestros  sucesores 
pertenece  in  integrwm  el  gobierno  y  administración  de  dicho  Colegio,  así  en  lo 
espiritual  como  en  lo  temporal  .  •  .  y  asimismo  queremos  que  se  funde  y  perma- 
nezca para  siempre  jamás  en  las  casas  que  para  él  habemos  comprado  a  Juan 
Chacón  de  Porras,  que  fuei^n  del  Arcediano  de  esta  santa  Iglesia  su  hermano :  que 
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son  á  la  cnadra  snperior  á  la  casa  de  la  Compañía  de  Jesús,  como  se  ya  al  cerro,  j 
se  compraron  en  ocho  mil  y  quinientos  pesos  de  trece  quilates.  .  .  . 

Contiene  también  ese  mismo  número  1.  una  real  cédula  de  21  de 
Diciembre  de  1753,  en  la  cuál  consta  que  los  estatutos  del  Seminario 
fueron  aprobados  por  el  Rey  ;  que  éste  fundó  cuatro  becas  para  aquellos 
de  los  hijos  y  descendientes  de  sus  ministros  que  fuesen  designados  por 
el  Presidente  de  la  Audiencia,  y  que  se  encomendó  el  gobierno  y 
dirección  del  Seminario  á  los  padres  de  la  Compañía  de  Jesús. 

El  documento  número  2?  comprende  una  resolución  de  la  Junta 
superior  de  aplicaciones  de  los  bienes  de  los  jesuitas,  en  la  cual 
se  dispuso  que  el  colegio  Seminario  dejara  el  edificio  que  ocupaba,  para 
destinarlo  á  otros  objetos  útiles  é  importantes  al  público,  y  se  trasladase 
al  que  con  el  nombre  de  Colegió  Máximo  ocupaban  los  jesuitas. 

En  el  documento  número  •S?  figuran  unos  fragmentos  de  las  relaciones 
de  mando  de  cuatro  Virreyes,  á  saber :  D.  Manuel  Guirior  (§  1?), 
D.  Antonio  Caballero  y  Góngora  (§  2?),  D.  José  Ezpelata  y  D.  Pedra 
Mendinueta  (§  3?). 

El  del  señor  Guirior  decía,  en  el  año  de  1776,  que  se  había  destinado 
un  edificio  que  presentaba  muchas  comodidades  para  el  Seminario  de 
ordenandos. 

El  señor  Caballero  decía  en  1789  que  el  Seminario  estaba  incorporado  en 
el  Colegio  real  de  San  Bartolomé  ;  y  encarecía  la  separación  de  los  dos 
establecimientos,  que  decía  ser  muy  fácil,  hasta  en  las  rentas  que 
debían  asignarse  á  tino  y  otro. 

El  señor  Ezpeleta  se  expresó  así  en  1796 : 

El  Colegio  de  San  Bartolomé  también  reconoce  al  Rey  por  patrono ;  pero  se  hiUa 
iTicorporado  en  el  Seminario  conciliar^  cuya  dirección  corresponde  al  ordinario 
eclesiástico,  y  de  aquí  ha  nacido  una  complicación  de  jurisdicciones  que  alguna  vez 
ha  llegado  á  turbar  gravemente  la  buena  armonía  de  ambas  potestades. 

Para  evitar  seme."¡antes  acontecimientos  en  lo  futuro;  para  que  la  educación 
literaria  pueda  recibir  un  sistema  uniforme ;  y  para  que  el  colegio  Seminario  siga 
la  dirección  y  método  que  le  conviene,  se  ha  propuesto  últimamente  á  S.  M.  que  se 
agreguen  al  del  Eosario  las  becas  ó  aolegiaturas  del  de  San  Bartolomé  que  no  sean 
seminarias  con  sus  respectivas  dotaciones ;  y  dejándose  éste  en  calidad  de  puro 
Seminario  encargado  al  señor  Arzobispo,  siga  el  Eosario  en  la  de  público  ó  Beal. 
como  ahora  se  halla,  pam  todos  los  que  no  quieran  precisamente  ceñirse  á  la  carrera 
de  la  Iglesia. 

Esto  mismo  había  insinuado  el  actual  señor  Arzobispo  (D.  Baltasar  Jaime 
Martínez  Compañón)  en  el  papel  reservado,  de  30  de  Septiembre  de  1795,  que  iút& 
más  arriba. 

El  señor  Mendinueta  decía  el  año  de  1803  : 

El  Colegio  de  San  Bartolomé  y  su  patronato,  origen  de  grandes  altercados  que- 
hubo  en  otro  tiempo  entre  el  Vin'ey  y  el  Arzobispo  y  g^ue  por  desgracia  se  renovaron 
en  parte  durante  mi  mando,  son  ya  de  cargo  de  la  Dignidad  ^zobispal  á  oonse- 
cuencia  de  lo  que  últimamente  tuvo  á  bien  declarar  S.  M.  en  este  punto  (Real 
cédula  do  20  de  Noviembre  de  1801). 

Se   deduce    rectamente  de    esos  documentos,    y  en  especial   de    ]& 
relación  de  los  Virreyes  Guirior,   Ezpeleta  y  Mendinueta  y  del  acta. 
misma  de  fundación,  que  lo  que  se  llamaba  Colegio  de  San  Bartolomé  no. 
era  sino  el  Seminario  de  la  Arquidiócesis ;   que  el  loQal  primitivo- 
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destinado  para  es6  plantel  por  su  fundador,  había  sido  cambiado  por  el ' 
loeal  del  Colegio  Máximo  de  los  jesuítas ;  jr  que  los  derechos  que  en  él 
pudiera  pretender  el  Gobierno  dependían  de  la  circunstancia  de  haber 
creado  y  dotado  algunas  becas,  y  de  la  de  enseñarse  en  el  Colegio  materias 
extrañas,  en  cierto  modo^  á  la  carrera  sacerdotal,  como  la  jurisprudencia 
y  la  medicina.  Con  razón  decía,  pues,  el  señor  Ezpeleta  que  el  Qolegio  de 
San  Bartolomé  estaba  incorporado  en  el  Seminario,  y  que  era  bueno  pasarlo 
al  Rosario^  agregando  con  ese  fín  á  este  último  las  becas  que  no  fueran 
seminarias  con  sus  respectivas  dotaciones.  Es  como  quien  dice :  Estas 
enseñanzas  extrañas  á  la  carrera  sacerdotal  y  estas  becas  destinadas  á  la 
ÍQstraccíón  puramente  laical,  deben  separarse  del  Seminario  y  trasladarse 
al  Colegio  del  Rosario ;  para  que  aquél  quede  exclusivamente  bajo  el 
dominio  y  dirección  de  los  Prelados,  y  cesen  así  las  dificultades  que  se 
han  suscitado  á  veces  sobre  el  particular.  Esa  separación  no  llegó  á 
ordenarse  ;  pero  la  real  cédula  de  20  de  Koviembre  de  1801  sí  declaró 
rotimdamente  que  el  Colegio  de  San  Bartolomé  y  su  patronato  pertenecían 
exclusivamente  á  jia  Arquidiócesis. 

lío  obstante  ese  cúmulo  de  documentos  decisivos  y  de  excelentes 
razones,  ni  el  Congreso  de  1838  ni  el  de  1839  atendieron  á  la  justa 
reclamación  del  señor  Arzobispo,  que  pedía  se  mandara  ^t  separar  el 
Seminario  conciliar,  dejándole  su  edificio,  sus  rentas  y  lo  que  se  traslada 
del  Colegio  de  ordenandos."  Según  esa  solicitud  debían  quedar  al  Colegio 
nacional  ^'las  cátedras  de  jurisprudencia  y  gramática  que  reconoce 
el  Tesoro  nacional ;  siete  becas  fundadas  sobre  el  mismo ;  otras  funda- 
dones  particulares ;  la  hacienda  de  Techo ;  y  otros  libros  é  instrumentos, 
qne^  atoqae  adquiridos  con  fondos  del  Seminario  conciliar,  no  se 
necesitan  para  éste  y  hacen  falta  al  Colegio  nacional.^' 

Vista  la  inutilidad  de  esa  primera  reclamación,  el  Ilustrisimo  señor 
Arzobispo  se  dirigió  nuevamente  al  Congreso   en  el  año  de   1840; 

r'  tó  con  la  mayor  energía  y  fidelidad  las  necesidades  de  la  Iglesia  y 
urgencia  de  remediarlas,  por  la  falta  cada  día  creciente  de  buenqs 
operarios  evangélicos ;  y  agregó  en  seguida  lo  siguiente : 

Sn  tales  circunstancias,  cuando  la  necesidad  de  mi  Iglesia  me  obliga  á  representar 
da  nuevo ;  cuando  todos  los  pueblos  me  claman  por  pastores  que  ha^an  frutos  dignos 
M  ministerio  evangélico ;  coando  ha  sido  ampliamente  favorecida  la  edncación 
ái3á  expensas  del  mismo  culto  con  fondos  destinados  á  él  en  los  conventos  menores ; 
OBSDdo  nú  alma  sumergida  en  amargura  anbeía  todos  los  días  por  dar  á  los  pueblos 
^  2a  Providencia  me  ha  confiado,  la  resurrección  de  la  vida  en  pastores  fieles, 
^o  ejemplo  sea  la  sal  de  la  tierra  j  cuya  doctrina  sea  la  luz  del  mundo,  en  medio 
de  tuitoe  motivos  que  .urgen  mi  caridad,  no  pido  más  al  Congreso,  sino  que  se 
«levuelva  á  mi  Iglesia  su  Seminario  con  sus  fonaos,  como  lo  pedí  en  mi  representa- 
da de  2  de  Abril  de  1838,  que  reproduzco. 

í  eoBBecuencia  de  esta  segunda  reclamación  se  expidió  la  ley  dé  28 
4a  Abril  de  1840,  que  es  la  9%  parte  2?,  tratado  3?  de  la  Recopilación 
6fnmadiua,  en  la  cual  se  dispuso  que  se  separasen  el  colegio  Seminario 
dfit  nacional  de  San  Bartolomé  y  se  dividiese  el  edificio  de  la  manera  más 
feímoáa  para  ambos. 
Si  al  antiguo  edificio  del  Colegio  Máximo  de  los  jesuitas  se  había 
pido  algún  edificio  del  Gobierno,  lo  razonable  no  era  dividir  el 
del  modo  más  conveniente  á  ambos  colegios,  sino  devolver  el  4ftTí> 
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los  jesuitas  al  señor  Arzobispo,  j  destinar  el  otro  al  Colegio  nacional ; 
pero  creemos  que  no  había  habido  tal  agregación,  y  que  la  división  del 
edificio  no  fué  en  realidad  *otra  cosa  que  la  usurpación  indebida  de 
una  parte  de  él.  • 

La  ley  expresada  contenia,  además/ las  siguientes  disposiciones : 

Art.  3^.  Son  rentas  del  Seminario  conciliar  el  tres  por  cienio  de  todas  las  rentas 
eclesiásticas,  con  arreglo  al  Concilio  de  Trento  v  disposiciones  de  la  materia;  el 
capital  de  cinco  mil  seiscientos  pesos  que  cedió  el  ií.  B.  Arzobispo  D.  Claudio 
Álvarez  de  Quiñones  para  la  fundación  de  cuatro  becas  en  dicho  Seminario ;  7  las 
rentas,  muebles  y  alhajas  que  pertenecían  al  Colegio  de  ordenandos  7  que  se  manda- 
ron pasar  al  Seminario  por  el  decreto  legislativo  de  16  de  Abril  de  1838. 

Art.  4?  El  M.  R.  Arzobispo  hará  Ids  estatutos  del  colegio  Seminario,  que  apro- 
bará el  Poder  Ejecutivo ;  7  siempre  será  necesario  el  asenso  de  éste  en  el  nombra- 
miento de  Eector. 

Atribuimos  á  la  manía  que  se  tenía  en  ese  tiempo  de  que  el  Gobierno 
interviniera  en  todo  (fruto  natural  de  las  doctrinas  regalistas)^  las 
disposiciones  copiadas,  en  cuanto  por  ellas  se  señalaban  las  rentas  del 
Seminario,  y  se  reservaba  el  Gobierno  el  derecho  4©  intervenir  en  la 
aprobación  difínitiva  de  los  estatutos  y  nombramiento  de  Rector.  Para 
nins^una  de  esas  dos  cosas  tenia  el  Gobierno  derecho  positivo  y 
perfecto. 

Al  señalar  las  rentas  del  Seminario  se  omitieron  algunas  que  le 
pertenecían  evidentemente,  como  son  ciertos  censos  procedentes  de 
rentas  eclesiásticas  y  libros  é  instrumentos  comprados  con  fondos  de 
dicho  Seminario. 

Someter  á  la  voluntad  del  Gobierno  la  aprobación  definitiva  de  los 
estatutos  del  Seminario,  es  dar  por  cierto  que  el  Gobierno  es  más  com- 
petente en  la  materia  que  las  respectivas  autoridades  eclesiásticas ;  y 
esto  es  notoriamente  absurdo.  ¿Qué  diriamos  de  un  Arzobispo  que 
quisiera  arrogarse  el  derecho  de  revisar  y  aprobar  los  reglamentos 
de  las  escuelas  militares,  destinadas  á  enseñar  la  táctica  y  la  estrategia 
militar,  el  uso  de  l£is  armas,  la  organización  de  los  ejércitos,  las 
evoluciones  de  los  cuerpos,  el  servicio  de  campaña,  etc.  P  De  seguro 
que  diríamos  que  no  entendía  el  asunto,  y  no  era  el  llamado  á 
intervenir  en  él.  Pues  eso  mismo  diremos  del  Gobierno  en  lo  que 
respecta  á  los  Seminarios :  ni  él  entiende  de  ciencias  eclesiásticas,  ni 
sabe  cuál  debe  ser  la  organización  de  esos  establecimientos,  ni  quiénes 
las  personas  más  á  propósito  para  regirlos  y  hacerlos  marchar  bien.. 

Hay  que  considerar,  pues,  como  una  verdadera  usurpación  de  las 
funciones  naturales  de  la  autoridad  eclesiástica,  la  intervención  que  el 
Gobierno  se  atribuía  en  los  Seminarios,  inaceptable  en  todo  tiempo  y 
en  todas  circunstancias. 

8.  La  ley  de  16  de  Mayo  del  mismo  año  de  1840,  que  es  la  4^  parte  1*^ 
tratado  8?  de  la  Eecopilación  Granadina,  dispuso  en  su  artículo  14 
que  los  Colegios  costeados  con  fondos  públicos  quedaran  bajo  la 
dirección  de  las  Cámaras  de  provincia.     £1  artículo  15  se  expresa  asi : 

Se  exceptúan  délas  disposiciones  del  artículo  anterior :  V  los  colegios  Seminarioa, 
en  los  cuales  se  estudiaran  las  ciencias  eclesiásticas  bsgo  la  dirección  dé  los  respec- 
tivos Prelados.  ... 

Se  reconoció,  pues,  el  derecho  de  los  Prelados  á  la  dirección  exclusiva 
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de  sus  Seminarios  ;  pero  no  se  dijo  clara  y  expresamente  si  quedaban  ó 
no  subsistentes  las  trabas  impuestas  al  de  Bogotá  por  la  ley  de  que 
hablamos  antes. 

El  año  siguiente  se  expidió  la  ley  de  15  de  Mayo  á%  1841,  que  es  la 
5*,  parte  1%  tratado  3?  de  la  Keeopilación  Granadina,  y  en  ella  se 
dispuso  en  general  que  los  Prelados  formaran  los  estatutos  de  los 
Seminarios  y  los  presentaran  al  Poder  Ejecutivo  para  que  los  aprobara, 
oyendo  previamente  el  informe  del  Gobernador  de  la  provincia  respectiva. 
Ya  no  era,  pues,  solo  el  Poder  Ejecutivo  el  que  tenía  intervención  en  el 
asunto,  sino  también  los  Gobernadores,  de  provincia,  lo  cual  es  inad- 
Tnisible  en  todo  caso. 

Hacia  el  año  de  1846  la  mayor  parte  de  las  Diócesis  tenían  sus 
Seminarios  conciliares,  que  prestaban  grandes  servicios  é  la  Iglesia. 
Sobre  ellos  decía  el  Secretario  de  Gobierno  al  Congreso,  en  su  Memoria 
de  dicho  año : 

Los  Seminarios  conciliares,  tan  importantes  para  la  educación  del  clero  granadino, 
se  hallan  casi  todos  en  regalar  estado,  no  obstante  la  escasez  de  recursos.  El  de 
la  Arquidiócesis  progresa  considerablemente  y  está  sometido  al  régimen  nniversi- 
tario.  En  él  se  enseñan  literatura,  filosofía  j  ciencias  eclesiásticas.  La  división  del 
Seminario  en  dos  secciones,  á  saber  mayor  y  menor,  ha  proporcionado  local  al 
Colegio  de  misiones,  entrada  á  nn  número  considerable  de  alumnos,  economías  al 
Tesoro  y  la  ventaja  que  para  1»  buena  edncación  moral  y  para  el  más  exacto  arreglo 
ofrece  la  separación  ae  jóvenes  en  razón  de  sus  edades. 

En  la  Memoria  al  Congreso  de  1848  decía  sobre  el  mismo  asunto  lo 
siguiente : 

Puedo  informaros  con  satisfacción  que  se  hallan  establecidos  y  bajo  nn  pie  lison- 

Í'ero,  los  Seminarios  conciliares  de  las  Diócesis  de  Bogotá,  Antioquia,  Pamplona, 
Panamá  y  Santamarta. 

Los  de  Cartagena  y  Popayán  aun  no  lo  están  por  causas  independientes  de  la 
voluntad  de  los  respectivos  Prelados.  Es  de  esperar  qne  andando  el  tiempo  la 
totalidad  del  clero  de  la  Nueva  Granada  preste  todas  las  seguridades  de  qne  será  lo 
qne  debe  ser,  y  lo  ^ne  es  hoy  una  gran  parte  de  él.  En  estos  establecimientos  se 
enseñan  las  ciencias  eclesiásticas,  y  debe  suponerse  que  sea  con  éxito  feliz  si  se 
confddera  la  ilustración  y  eficacia  oe  los  reverendos  Obispos  diocesanos.  A  ellos 
hace  éi  Poder  Ejecutivo  extensivo  el  principio  de  dejarlos  en  libertad  bajo  la 
dependencia  de  los  Prelados,  y  únicamente  sujetos  á  la  inspección  del  Gobierno. 

De  la  buena  y  progresiva  marcha  de  esos  planteles  habla  el  mismo 
Secretario  de  Gobierno  en  su  Memoria  al  Congreso  de  1849.  Después 
de  bacer  grandes  elogios  de  ellos  se  expresa  en  los  términos  siguientes^ 
que  hemos  hecho  notar  ya  en  otro  lugar : 

Dentro  de  poco  no^  habrá  nn  solo  ministro  del  culto  que  no  Heve  á  los  rincones 
más  distantes  y  salvajes  del  país  las  simientes  de  su  prosperidad  con  el  tesoro  de  la 
ciencia  que  pueda  difundir. 

En  vista  de  estos  importantes  documentos^  creemos  que  nadie  puede 

Eoner  en  duda  siquiera  el  celo  de  los  Prelados  por  la  instrucción  y 
uenas  dotes  del  clero,  todo  lo  cual  parece  que  debiera  haberlo  hecho 
acreedor  á  las  consideraciones  del  Gobierno,  y  no  víctima  de  ataques 
injustos  como  lo  fué  desgraciadamente. 

Estaban  así  las  cosas,  cuando  llegó  el  año  de  1850,  y  en  él  se  expidió 
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la  ley  de  15  de  Mayo,  por  la  cual  se  suprimieron  las  universidades,  se 
reconoció  el  derecho  de  los  Prelados  á  reglamentar  sus  Seminarios  y 
permitir  que  en  ellos  se  concedieran  grados,  siempre  que  hubiera  un 
Consejo  de  cua^o  profesores  y  que  el  candidato  fuese  aprobado  en 
cierto  examen  que  debía  presentar. 

Hay  motivo  para  extrañar  que  se  expidiera  esta  ley,  porque  ella  era 
favorable  á  los  intereses  d^  la  Iglesia»  y  en  esa  época  el  Gobierno  se 
esforzaba  de  varias  maneras  en  hacer  creer  que  lo  que  deseaba,  era  el 
exterminio  del  catolicismo. 

9.  Poco  duró,  sin  embargo,  esa  benevolencia,  al  menos  en  lo  relativo 
al  Seminario  de  Bogotá,  pues  en  ese  mismo  año  se  presentó  un  proyecto 
de  ley  por  el  cual  el  Gobierno  se  apoderaba  nuevamente  de  la  parte  de 
edificio  restituido  diez  años  antes.  No  obstante,  el  Congreso  se  disolvió 
sin  tomar  en  consideración  tal  proyecto,  que  no  pasó  por  entonces  de 
pura  amenaza. 

Pero  ya  la  idea  estaba  lanzada,  y  no  podía  quedarse  en  un  simple 
proyecto.  Apenas  reunido  el  Congreso  de  1851,  la  Cámara  tomó  en 
consideración  el  proyecto  presentado  el  año  anterior,  y  le  manifestó  desde 
im  principio  marcadas  simpatías. 

El  viguantísimo  Arzobispo  ocurrió  á  defender  los  intereses  de  su 
Iglesia  inmediatamente  que  se  presentó  el  proyecto,  y  elevó  al  efecto  la 
siguiente  exposición,  fechada  el  14  de  Marzo  de  dicho  año  de  1851  y 
dirigida  á  los  Senadores  y  Kepresentantes : 

Un  deber  sagrado  para  mi  y  un  derecho  de  grande  interés  para  mí  Iglesia,  es  el 
motivo  de  elevar  hoy  mi  voz  a  la  Legislatura. 

En  la  Cámara  de  Representantes  se  está  discatiendo  un  proyecto  incorporando  el 
Seminario  conciliar  de  la  Arquidiócesis  al  Colegio  nacional  de  San  Baztolomé,  en 
lo  material  y  formal,  arrancándolo  en  ambos  sentidos  de  la  natural  dependencia  y 
dirección  del  Prelado  diocesano.  Si  este  proyecto  se  sancionara  quedarían  violadas 
con  un  solo  golpe  la  libertad  de  la  Iglesia,  su  autoridad,  su  propiedad,  y  la  libertad 
de  enseñanza. 

La  Iglesia  posee,  por  derecho  divino,  el  de  educar  á  los  levitas  en  la  forma  y  modo 
que  á  bien  tenga,  sin  que  ningún  poder  pueda  con  razón  ni  justicia  perturbarla  en 
el  ejercicio  de  este  derecho,  menos  privarla  de  61.  .  .  . 

Ko  hav  pueblo  católico  ni  protestante  donde  este  derecho  de  la  Iglesia  no  sea 
reconocido  y  respetado.  La  misma  constitución  civil  del  clero,  formada  en  Francia 
en  tiempos  de  turbación  ó  incredulidad ;  esa  constitución  jansenista,  que  tantos 
derechos  conculcó,  reconoció  el  de  los  Seminarios,  conservándolos  bajo  la  plena 
dirección  del  Obispo:  era  una  constitución  herética  y  cismática,  pero  salvó  el 
principio  de  la  conservación  de  los  Seminarios ;  fué  lógica,  ya  que  no  ortodoxa. 
Ahí  está  la  Prusia,  nación  protestante,  que  respeta  los  Seminarios  católicos  y  los 
provee  de  fondos  á  nombre  de  seis  millones  de  católicos  que  son  subditos  contribu- 
yentes del  Estado  :  ahí  está  la  Inglaterra,  <}ue  ha  respetado  desde  antes  de  la  eman- 
cipación los  Seminarios  de  la  Iglesia  católica :  ahí  está,  finalmente,  la  República  de 
los  Estados  Unidos,  que  no  sólo  respeta  el  derecho  de  la  Iglesia  católica  en  sus 
Seminarios,  sino  que  los  honra  con  una  estimación  de  preferencia. 

Todo  lo  que  coarte  ó  impida  la  conservación  de  estas  instituciones  de  la  Iglesia 
es  opuesto  á  su  libertad,  es  opuesto  á  su  autoridad;  la  priva  de  un  derecho  8ac;rado 
recibido  del  mismo  Dios,  y  que  los  Obispos,  sucesores  de  los  Apóstoles,  prepósitos 
de  la  Religión,  sus  custocüos  y  defensores,  deben  conservar  sin  reparar  en  sacrificios. 

El  proyecto  arrebata  á  la  Iglesia  de  Bogotá  su  Seminario  y  lo  pone  bajo  una 
dirección  extraña,  sin  misión,  sin  autoridad,  sin  aptitud  proporcional  para  el  objeto, 
porque  es  sagrado.    Con  esto  solo  sería  gravísimamente  nerida  nu  Iglesia  en  su 
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libertad  y  antoridad,  y  puesta  en  una  cjondiciÓA  de  indecorosa  tutela,  que  no  dudo 
llamar  esblavitud,  hasta  en  la  doctrina.  ... 

La  propiedad  de  mi  Iglesia  en  su  Seminario  es  tan  sagrada  como  la  de  cualquiera 
persona  individual  6  moral  en  la  Eepública.  Fué  fundado  por  mis  disonísimos 
antecesores,  que  lo  costearon  con  sus  rentas,  y  el  edificio  que  hojr  posee  le  fué  dado 
•en  indemnización  del  propio  suyo,  de  que  el  Gobierno  español  dispuso,  como  lo 
comprobé  al  Congreso  de  1838.  Todos  sus  fondos  son  eclesiásticos  de  origen  y 
donaciones  hechas  á  la  Iglesia  para  su  Seminario.  El  considerable  aumento  y 
mejoras  que  en  estos  diez  años  he  puesto,  son  costeados  con  auxilios  del  61ero  y  de 
loe  padres  de  familia  católicos,  y  con  mis  ahorros.  Por  consiguiente,  el  proyecto 
ataca  la  propiedad  de  mi  Iglesia,  despojándola  de  lo  que  le  pertenece  por  derecho 
perfecto,  y  ataca  también  la  propiedad  de  los  donantes,  que  traspasaron  su  derecho 
al  Seminario  de  la  Iglesia  y  no  para  un  colegio  lego.  ... 

He  hablado  en  tiempo  oportuno ;  he  alegado  la  justicia  de  mi  Iglesia  en  defensa 
de  BUS  derechos,  y  debo  concluir  diciendo :  que  jamás  cooperaré  ni  consentiré,  en 
cuanto  esté  de  mi  parte,  que  sean  violados ;  en  lo  cual  mi  conciencia,  con  aquella 
Toz  que  no  engaña,  me  da  plena  seguridad  de  que  en  ello  no  llevaré  reato  al 
Tribunal  del  Señor.  Debo  esperar,  ciudadanos  Senadores  y  Representantes,  de 
vuestra  rectitud,  que  haciendo  justicia  a  mi  Iglesia,  la  dejéis  en  posesión  de  sus 
derechos,  como  os  lo  pido  encarecidamente. 

Pero  era  inútil  hablar  de  justicia  y  de  derecho  á  una  corporación  que, 
«contra  todo  d^echo  y  toda  justicia,  se  proponía  desencadenar  el  azote 
de  la  persecución  sobre  la  Iglesia  y  sus  ministros.  No  fué,  pues,  oída  la 
voz  del  Prelado,  y  la  ley  se  expidió. 

Para  que  se  pueda  juzgar  de  la  naturaleza  y  fuerza  de  las  razones  que 
se  hicieron  valer  contra  la  reclamación  del  señor  Arzobispo,  creemos 
conveniente  insertar  los  principales  párrafos  del  informe  de  la  Comisión 
^  qué  se  pasó  la  solicitud  del  sabio  Prelado.     Dicen  ad : 

Dos  cuestiones  deben  tenerse  en  cuenta : 

IT  La  conveniencia  pública,  al  incorporar  el  Seminario  al  Colegio  nacional ;  y 

2^  Si  existe  esa  conveniencia,  el  derecho  que  tenga  el  Congreso,  no  atacando  la 
soberanía  de  la  Iglesia. 

En  la  primera  cuestión  no  tiene  voto  el  Arzobispo,  ni  debe  oírsele,  especialmente 
en  su  calidad  de  Prelado.  .  .  . 

Entra  el  infrascrito  á  ocuparse  de  la  secunda  cuestión,  en  la  que  debe  ser  oído  el 
Arzobispo,  como  Jefe  de  la  Iglesia  granadina.  •  .  . 
.  Siempre  ^ue  la  Iglesia  procura  enseñar  á  sus  levitas  en  la  pura  doctrina  del 
Salvador,  sin  olvidarse  de  sus  palabras  caando  dijo  que  su  reino  no  era  de  este 
mundo,  es  evidente  que  ningún  poder  puede  perturbarla  en  el  ejercicio  de  este 
4Íerecho.  Pero  siempre  que  los  Obispos,  olvidándose  de  su  verdadera  misión  apostó- 
lica, no  se  encierran  en  los  límites  que  les  trazara  el  mismo  Jesucristo  en  la  ense- 
ñanza de  óu  doctrina,  j  c|ue,  so  pretexto  de  instruir  en  la  alta  ciencia  de  la  Religión, 
se  usurpen  las  prerrogativas  del  Poder  temporal,  y  trabajen  contra  los  dogmas  de 
las  repúblicas ;  entonces  no  es  verdad  que  la  Iglesia  pueda  educar  á  sus  levitas  en 
la  forma  j  en  el  modo  que  á  bien  tenga.  ... 

Alega  el  Prelado  en  contra  del  proyecto  los  muchos  seminarios  y  universidades 
edesii&ticas  que  el  mundo  ha  visto  en  épocas  anteriores.  Y  es  bueno  recordar  a  la 
Cámara  que  desde  el  siglo  lY  de  la  Iglesia,  en  que  el  poder  temporal  en  Boma 
unió  sus  intereses  á  los  intereses  de  los  Obispos,  como  el  sistema  más  adecuado 
para  embrutecer  y  dominar  á  los  pueblos,  el  poder  eclesiástico  comenzó  á  robuste- 
cerse extraordinariamente:  viniendo  los  tiempos,  sus  dimensiones  fueron  colosales, 

BE  ALIZO  EL  CENTAURO  DE  LA  EÁBULAÍ  Y  LUEGO  CONVERTIDO  EN  VORÁGINE  SE  TRAGÓ  EL 

PODER  TEMPORAL  DE  AQUELLOS  SIGLOS.  La  historia  de  la  Iglesia  en  esas  épocas  lamen- 
tables, manchada  con  la  sangre  del  género  humano,  que  derramaron  la  lalsa  caridad 
cristiana  y  el  mentido  celo  apostólico  de  los  soberbios  ministros  de  Jesucristo, 
•ofrece  una  serie  sucesiva  de  mandatos  espantosos,  cruentos,  nunca  bastantemente 
bien  deplorados  y  maldecidos  por  las  generaciones. 
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Después  de  otras  observaciones  por  ese  estilo,  entra  á  enumerar  los 
actos  de  intervención  del  Gobierno  en  el  Seminario,  como  son  :  el  permiso 
ú  orden  de  fundarlo,  la  fundación  y  dotación  de  ciertas  becas  por  el 
Gobierno,  el  cambio  de  local,  y  otros  semejantes,  para  sacar  la  peregrina 
consecuencia  de  que  el  establecimiento  pertenecía  al  Gobierno,  el  cual 
podía  disponer  de  él  á  su  arbitrio.  Cita  luego  lo  que  dicen  sobre  el 
particular  los  Virreyes  Caballero  y  Góngora  y  Ezpeleta ;  pero  adultera 
las  palabras  de  este  último,  con  el  fin  de  que  aparezca  el  Seminario 
como  incorporado  en  el  Colegio  real,  y  no  éste  en  el  Seminario.* 
Fundado  en  eso,  y  en  que  el  señor  Arzobispo  citó  en  los  estatutos  del 
Seminario  la  ley  que  se  lo  mandó  devolver,  concluye  que  es  patente  el 
derecho  que  tiene  el  Gobierno  para  incorporar  el  Seminario  en  el  Colegio 
de  San  Bartolomé ;  sin  que  por  eso  pudiese  decirse  que  atacaba  la  libertad 
de  la  Iglesia,  ni  su  autoridad,  ni  su  propiedad,  ni  la  libertad  de  enseñanza. 
El  argumento  de  la  Comisión  equivale  á  éste  :  Puesto  que  el  Gobierno 
autorizó  la  fundación  del  Seminario  y  dotó  unas  clases  en  él,  y  después 
se  apoderó  del  establecimiento,  y  luego  se  convenció  de  su  mal  proceder 
y  devolvió  parte  de  lo  usurpado  ;  el  mismo  Gobierno  tiene  derecho  pleno 

ÍT  perfecto  para  apoderarse  otra  vez  de  lo  que  había  devuelto  porque  no 
e  pertenecía.     Veamos  ahora  cómo  termina  el  informe : 

Pero  en  otra  parte,  conciudadanos  Representantes,  arroja  (el  señor  Arzobispo) 
un  pensamiento  que  la  Comisión  no  sabe  cómo  calificar.  "  No  olvidéis,  dice,  que  es 
sobremanera  injusto  poner  las  conciencias  en  extremos  en  que  no  quede  elección." 
Y  esto  después  de  manifestaros  que  sus  principios  que  cree  atacados  por  el  proyecto, 
merecen  en  su  defensa  hasta  el  sacrifício  de  su  vida. 

¿  Es  acaso  ésta  una  amenaza  á  los  legisladores  P  ¿Es  que  el  Arzobispo  de  Bogotá 
ofrece  resistir  á  la  voluntad  del  Congreso,  en  caso  de  que  resuelva  incorporar  el 
Seminario  de  la  Arquidiócesis  al  Colegio  nacional  de  San  Bartolomé  P  Pero  entonces 
no  duda  la  Comisión  que  el  Congreso  estaría  resuelto  á  llevar,  por  el  camino  de  la 
ley,  á  una  mitra  soberbia  al  banco  de  los  acusados. 

¿  Ó  POR  VENTURA  SE  PIENSA  QUE  COX  UNA  MANO  SACRÍLEGA  PUEDEN  ARROJARSE  SOBRB 
LA  FE  DE  LOS  PUEBLOS  ENCENDIDAS  LAS  VESTIDURAS  DEL  SALVADOR,  PARA  CONVERTIR 
LA  BePÚBLICA  en  una  HOGUERA  DE  FANATISMO  RELIGIOSO  EN  QUE  SB  DEVOREN  LOS  HER- 
MANOS, Y  LEVANTAR  DESPUÉS  SOBRE  MÁS  DE  UN   MILLÓN  DE   CADÁVERES  EL  ESTARDARTE 

DE  UNA  PERPETUA  DOMINACIÓN  TEOCRÁTICA  p  Pero  csto  scría  uu  dcHrio,  cíndadanos 
Eepresentantes ;  y  el  señor  Arzobispo,  para  no  ser  ingrato  nunca,  para  no  desobe- 
decer al  Gobierno  de  su  Patria,  debe  recordar  que  el  Congreso  le  tendió  una  mano 
generosa  y  lo  elevó  hasta  sentarlo  en  las  sillas  de  los  Apóstoles;  debe  recordar  que 
na  jurado  con  su  carácter  apostólico  y  sobre  los  evangelios  de  Cristo  obedecer, 
sostener  y  defender  la  Constitución  y  las  leyes  de  la  Eepública ;  y  que  sería  horrible, 
muy  horrible  ante  su  Patria  y  ante  el  Ser  Supremo,  el  que  hoy  sus  palabras  entra- 
ñaran el  propósito  de  un  perjurio. 
No  es  posible  esto,  ciudadanos  Eepresentantes :  incorporad  el  Seminario  al  Coleg^io 


*  Palabras  del  Yirrey  Ezpeleta :  "  El  Colegio  de  San  Bartolomé  también  reconoce 
al  "R&y  por  patrono,  ^«'o  se  halla  incorporado  en  el  Semi/naHo  conciliar.  .  .  ."  La 
Comisión  las  cita  de  esta  manera :  '*  El  Colegio  de  San  Bartolomé  también  reconoce 
al  B;ey  por  patrono ;  pero  se  halla  incorporado  el  Seminario  conciliar.**  Se  ve  pues 
que  suprimió  la  preposición  en,  j  llamó  la  atención  sobre  la  palabra  incorpora.i>o, 
para  que  esa  frase  mi|tilada  é  incorrecta  se  entendiese  en .  el  sentido  de  que  el 
Seminario  estaba  incorporado  en  el  Colegio  real  y  no  éste  en  aquél,  que  fué  lo  <^tiie 
claramente  dijo  el  Virrey  Ezpeleta.  La  lectiuu  del  fragmento  que  insertamos  antes 
no  deja  duda  alguna  en  el  particular. 
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nacional,  que  el  Prelado  de  la  Arquidiócesis  inclinará  su  frente  respetuoso  ante  la 
decisión  del  Congreso.  Y  sancionad  ese  proyecto,  porque  el  Gobierno  democrático 
de  la  Nueva  Granada  necesita  saber,  si  en  ese  Colegio  se  dictan  enseñanzas  contra- 
rias á  los  principios  fundamentales  de  la  Kepública ;  si  allí  se  sostiene,  siguiendo 
las  máximas  de  varios  escritores  de  derecho  publico  eclesiástico,  que  el  Gobierno  de 
la  Iglesia  es  esencialmente  monárquico  y  que  no  puede  hermanarse  con  las  doctrinas 
republicanas. 

Sancionadlo,  porque  no  ni  muchos  días  que  ese  plantel  de  educación  p^lica 

DEJÓ  de  ser  la  guarida  DE  LOS  HüOS  DE  LOYOLA  ;  Y  ESA  ATMÓSFERA  TODAVÍA  CORROM- 
PIDA CON  EL  ALIENTO  EJÍVENENADO  DE  LOS  JESUÍTAS,  DEBE  RENOVARSE  TOTALMENTE. 

Es  preciso  volver  al  Colegio  su  antigua  respetabilidad,  y  derribar  los  muros 

QUE  DIVIDIENDO  LOS  DOS  ESTABLECIMIENTOS,  SEPARAN  LA  LUZ  DE  LAS  TINIEBLAS,  LA 
CIENCLá.  DEL  EMBRUTECIMIENTO,  Y  EL  PORVENIR  DEL  PASADO:  ESOS  MUROS  QUE  DEVOL- 
VIENDO LA  LUZ  DE  LA  DEMOCRACIA,  IMPIDEN  QUE  SU  VOZ  OMNIPOTENTE  PENETRE  EN 
AQUEL  RECINTO»  Y  AHOGUE  LOS  ÚLTIMOS  GRITOS  DESTEMPLADOS  DEL  JESUITISMO  QUE 
ACASO  SE  OYEN  AÚN  SOMBRÍA  Y  MISTERIOSAMENTE  EN  ESOS  CLAUSTROS  TENEBROSOS. 

Sancionadlo,  que  la  doctrina  de  Jesucristo  no  debe  vivir  emboscada  en  unos 

ANTROS  OSCUROS. 

No  merece  comentario  alguno  ese  fárrago  de  necedades.  Lo  entre- 
gamos así  lisa  y  llanamente  al  buen  criterio  de  nuestros  lectores ;  y  les 
advertimos  que  la  Comisión,  al  principio  del  informe,  dijo  que  iba  á 
expresar  su  juioio,  formado  en  una  consideración  calmada.  Si  ése  es  el 
lenguaje  de  la  calma  anticatólica,  ¿  cuál  será  el  de  la  pasión  ?  Este 
informe  revela  bien  el  estado  de  los  ánimos  en  aquellos  tiempos,  en  las 
regiones  oficiales,  respecto  á  los  as^untos  religiosos. 

Expedida  la  ley,  na  le  quedaba  al  ilustre  Prelado  más  camino  que 
ocurrir  al  Poder  Ejecutivo,  y  pedirle  que  objetara  el  proyecto  ;  y  así  lo 
hizo  en  una  larga  y  razonada  nota  de  16  de  Abril,  que  no  podemos 
insertar  íntegra  por  su  mucha  extensión,  pero  de  la  cual  tomaremos  los 
párrafos  siguientes,  que  son  los  más  importantes  : 

Del  documento  impreso  en  ocho  fojas  que  acompaño,  consta  sumariamente  la 
historia  del  Seminano  de  la  Arquidiócesis :  que  siempre  estuvo  bajo  el  inmediato 
Gobierno  y  dirección  del  Prelado  arqnidiocesano ;  yque  en  el  último  tercio  del  siglo 
pasado,  por  haber  metido  la  hoz  en  mies  ajena  los  Virreyes,  se  suscitaron  fuertes 
contestacioqes  entre  ellos  y  los  Arzobispos ;  habiéndose  terminado  la  cuestión  por 
una  real  cedida  de  20  de  Noviembre  de  1801,  que  declaró  tocar  al  Prelado  arqni- 
diocesano el  gobierno  j  patronato  del  Colegio  de  San  Bartolomé.  La  Comisión  de 
la  Cámara  de  Representantes  ha  callado  en  su  informe  este  hecho,  refiriendo  trun- 
cado lo  que  dijo  Ezpeleta  en  1796  en  su  relación  de  mando. 

La  casi  inmediata  muerte  del  Arzobispo  que  entonces  regía  esta  Iglesia ;  la  larga 
vacante  de  veinticuatro  años  que  se  siguió,  pues  el  sucesor  de  aquél  sólo  gobernó 
sesenta  días  la  Arquidiócesis ;  y  lo  que  es  mas,  las  vicisitudes  políticas,  hicieron  que 
se  trastornase  de  nuevo  el  reamen  y  dirección  del  Seminario,  creciendo  el  perjuicio 
de  la  Iglesia  mucho  más  de  lo  que  antes  había  sido.  Representados  estos  males 
y  las  necesidaíles  de  mi  Iglesia  al  Cpnffreso  de  1838  y  1840  soUcitando  que  se  resti- 
tuyese Bn  Seminario  á  la  ígleúa^  se  dio  la  ley  9;^,  parte  2^,  tratado  3?  de  la  Keoopilación 
Granadina,  por  la  cual  tomó  ser  de  Colegio  nacional,  con  nombre  de  San  Bartolomé, 
lo  que  hasta  entonces  no  eran  sino  fundaciones  de  estudios  públicos  que  se  habían 
puesto  en  el  Seminario,  por  manera  que  nunca  existió  legalmente  Colegio  de  San 
Bartolomé  antes  de  esta  ley. 

El  acto  legislativo  citado,  no  hizo  concesión  ninguna  á  la  Iglesia,  sino  que  le 
restituyó  lo  que  le  pertenecía ;  á  quien  se  benefició  fué  al  nuevo  Colegio  de  San 
Bartolomé,  dándole  existencia  con  parte  del  edificio,  y  con  libros  é  instrumentos 
de  ciencias  que  pertenecían  al  Seminario  como  comprados  con  sus  rentas. 

Considerado,  pues,  el  proyecto  byo  el  aspecto  de  los  derechos  que  corresponden 
á  una  institución  reconocida  en  el  Estado,  él  ataca  la  justicia,  ataca  la  propiedad 
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y  hace  una  odiosa  excepción  con  el  Seminario  conciliar  de  la  Arqnidiócesis ; 
excepción  qne  al  mismo  tiempo  qae  viola  los  más  bien  fundados  derechos  en  el 
orden  social,  invade  los  que  la  Iglesia  tiene  en  el  orden  religioso. 

En  efecto,  parece  f  andarse  el  proyecto  en  un  principio  contrario  á  estos  derechos 
en  materia  evidentemente  espiritual ;  pues  que  mira  á  la  misma  perpetuidad  del 
sacerdocio,  á  saber,  que  las  escuelas  eclesiásticas,  ó  Seminarios,  sean  de  tal  modo 
del  resorte  de  la  autoridad  civil,  que  ella  pueda  instituirlas,  alterarlas,  secularizarlas, 
confiarlar  á  superiores  legos,  trasferir  y  cambiar  su  dirección.  Porque  esto  es  lo 
que  hace  el  proyecto,  refundiendo  el  Seminario  conciliar  en  un  colegio  leeo ;  dán- 
dole todo  el  gobierno,  dirección  y  organización  al  Poder  civil ;  y  privando  al  Prelado 
arquidiocesano,  y  en  su  persona  á  la  Iglesia,  del  incontestable  derecho  que  ella  tiene 
para  educar,  instruir  y  preparar  los  levitas  para  el  sacerdocio.  ... 

Sería  preciso  desconocer  enteramente  la  naturaleza  del  sacerdocio  y  las  disposi- 
ciones que  él  requiere,  para  imaginarse  que  puedan  formarse  Sacerdotes  en  un  colegio 
que  no  sea  exclusivaiaente  eclesiástico. 

No  ignoro  que  se  alega  la  época  en  que  el  Seminario  de  la  Arqnidiócesis  contenía 
nna  educación  mixta;  pero  debe  notarse  :  I?  Que  aquellos  tiempos  de  uniformidad 
universal  de  creencia  minoraban  los  inconvenientes ;  no  habiendo  perdido  jamás  del 
todo  el  Colegio  su  dependencia  del  Prelado,  como  que  él  nombraba  los  superiores  etc. 
hasta  que  de  hecho  se  le  quitó  esta  atribución  en  1822 ;  2"  Que  ann  en  aquella  época 
de  creencias  y  costumbres  tan  diferentes  de  las  (^ue  hoy  vemos,  se  tocaban  gravísimos 
inconvenientes,  jwr  lo  cual  el  virtuoso  Arzobispo  D.  Baltasar  Jaime  Martínez  y 
Compañón  proyectó  la  separación  de  los  estudios  públicos  unidos  al  Seminario.  .  . . 

Es  notorio  y  evidente  que  no  hay  derecho  para  privar  á  mi  Iglesia  de  su  Seminario 
y  de  los  derechos  que  en  él  tiene  por  muchos  títulos.  En  esta  parte  no  vacuo  en 
afirmar  que  el  proyecto  viola  la  lústicia,  priva  á  La  Iglesia  del  justo  ejercicio  de  su 
autoridad  y  de  su  libertad,  y  es  al  mismo  tiempo  inconstitucional  porque  lejos  de 
proteger  la  Religpión  católica  en  un  punto  tan  cardinal,  es  deprimida,  y  porque  se  la 
priva  de  su  propiedad. 

El  Poder  Ejecutivo  se  resolvió  al  fin  á  objetar  la  16}%  aunque 
manifestó  en  sus  objeciones  que  estaba  de  acuerdo  con  el  pensamiento 
cardinal  del  proyecto,  que  era  devolver  al  Colegio  nacional  de  San 
Bartolomé  las  rentas  que  la  ley  de  1840  habla  mandado  restituir  al 
Seminario.  Propuso,  por  lo  mismo,  que  se  variara  la  redacción  del 
artículo  1?  en  el  sentido  de  derogar  dicha  ley,  y  que  se  adoptaran  otras 
disposiciones  encaminadas  á  reconocer  el  derecho  de  los  Prelados  para 
crear  y  mantener  seminarios;  pero  que  se  derogara  la  disposición  en 
virtud  de  la  cual  se  tomaba  el  tres  por  ciento  de  las  rentas  eclesiásticas 
para  mantener  el  Seminario.  Lo  que  el  Poder  Ejecutivo  quería  era,  pues^ 
que  se  le  reconociera  al  señor  Arzobispo  el  derecho  de  tener  su  Seminario, 
y  se  le  despojara  de  los  recursos  con  que  contaba  para  el  efecto ;  pero  las 
Cámaras  declararon  infundadas  sus  objeciones.  No  obstante,  según  lo 
dispuesto  en  el  artículo  75  de  la  Constitución  que  entonces  regía,  no  pudo 
sancionarse  por  entonces  la  ley,  y  quedó  pendiente  hasta  las  próximas 
sesiones. 

El  artículo  79  de  la  misma  Constitución  disponía  que  las  Cámaras  en 
la  próxima  reunión  pudieran  tomar  nuevamente  en  consideración  las 
objeciones  del  Poder  Ejecutivo,  hechas  á  los  proyectos  de  ley  del  año 
anterior ;  y  que  si  cada  una  de  ellas  volvía  á  declarar  infundadas  dichas 
objeciones  por  el  voto  de  las  dos  terceras  partes  de  sus  respectivos 
miembros,  se  pasase  el  proyecto  respectivo  al  Poder  Ejecutivo,  el  cual  ya 
no  podía  negarle  su  sanción. 

Y  eso  sucedió  con  el  proyecto  relativo  al  Seminario.  Apenas  reunidas 
las  Cámaras  en   1852,   trataron  el  asunto^  declararon  infundadas   las 
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objeciones,  y  el  proyecto  fué  ley  de  la  República.  Lo  más  doloroso  es 
que  en  el  Senado  se  completaron  las  dos  terceras  partes,  que  era  la 
mayoría  necesaria,  con  el  voto  del  Dr.  Manuel  A.  Bueno,  Vicario  capitular 
de  Popayán.  Posteriormente  el  Dr.  Bueno  se  retractó,  como  lo  hemos 
visto  ya  en  otro  lugar.     La  ley  sancionada  es  del  tenor  siguiente  : 

Art.  1?  Desde  la  sanción  de  este  decreto  queda  incorporado  el  colegio  Seminario 
conciliar  de  la  Arquidiócesis  de  Bogotá  al  nacional  de  San  Bartolomé,  lo  mismo 
qne  todos  los  bienes,  rentas  y  alhajas  que  correspondan  al  mencionado  colegio 
Seminario. 

Art.  2?  El  Poder  Ejecntivo  dictará  los  reglamentos  convenientes  para  qne  vnelva 
la  enseñanza  al  estado  en  qne  se  encontraba  antes  de  la  sanción  de  la  ley  9f,  parte 
2*,  tratado  3?  de  la  B^copilación  Granadina,  qne  queda  derogada  en  todas  sus  partes 
por  este  decreto. 

Art  3?  Las  facultades  conferidas  por  la  ley  de  16  de  Mayo  de  1850  al  Prelado 
diocesano  respecto  del  colegio  Seminario  de  que  trata  este  decreto,  serán  ejercidas 
por  el  Poder  Ejecutivo  luego  que  se  haya  efectuado  la  incorporación. 

Quedó,  pues,  suprimido  [el  Seminario,  y  su  edificio,  sus  bienes  y  sus 
rentas  incorporados  en  el  Colegio  de  San  Bartolomé,  que  en  realidad  no 
debia  ser  sino  una  mera  dependencia  del  Seminario.  Quedó  también 
autorizado  el  Poder  Ejecutivo  para  reglamentar  á  su  voluntad  los  estudios 
eclesiásticos,  y  todo  lo  concerniente  á  la  formación  del  clero  en  la 
Arquidiócesis. 

Monstruoso  era  esto  de  suyo,  cualquiera  que  fuese  el  Presidente  de  la 
República ;  y  si  se  tiene  en  cuenta  que  aquel  que  debía  entrar  á  ejercer 
tan  augustas  y  delicadas  funciones  era  declaradamente  hostil  á  la 
Iglesia,  no  habrá  palabras  bastante  severas  para  condenar  tan  escandaloso 
abuso,  cometido  por  el  Gobierno  mismo  de  la  Nación,  que  era  cabalmente 
el  llamado  á  hacer  efectivo  y  eficaz  todo  derecho  legítimo. 

10.  Ese  mismo  año  de  1852  se  sancionó  otra  ley,  el  28  de  Mayo,  cuyo 
articulo  1?  dice : 

^  Devuélvanse  al  Colegio  provincial  de  Santamarta  los  bienes  y  rentas  que  corres- 
pondieron originariamente  á  conventos  suprimidos  en  aquella  provincia,  y  de  que 
actualmente  goza  el  Seminario  conciliar  de  la  Diócesis. 

Suprimido  un  convento  de  acuerdo  con  la  respectiva  autoridad 
eclesiástica,  que  es  el  único  medio  de  supresión  aceptable,  sus  bienes  y 
rentas  deben  ser  naturalmente  de  la  orden  respectiva,  á  menos  que 
disponga  otra  cosa  la  autoridad  eclesiástica  competente  ;  pero  si  ya,  con 
razón  ó  sin  ella,  se  han  adjudicado  á  un  Seminario,  ¿  con  qué  derecho  se 
le  arrebata»,  por  medio  de  una  ley,  para  entregárselos  á  un  Colegio 
provincial  P  Si  fuera  para  devolvérselos  á  su  dueño  primitivo,  en  hora 
buena ;  pero  ¿qué  derecho  tenía  á  ellos  el  Colegio  de  la  provincia,  ó  el 
Gobierno  que  se  los  mandó  entregar  P     Ninguno  absolutamente. 

11.  Sancionado  el  decreto  que  despojó  á  la  Arquidiócesis  de  su 
Seminario,  no  era  posible  que  el  Prelado  dejara  de  protestar  contra  tíui 
insigne  iniquidad.  Así  lo  hizo,  con  fecha  10  de  Septiembre,  apoyando 
au  protesta  en  este  pasaje  del  célebre  Santo  Tomás  de  Aquino : 

Pero  la  voluntad  del  Soberano  para  tener  fuerza  de  ley  en  las  cosas  que  se 
mandan,  debe  estar  regulada  por  alguna  razón ;  y  de  este  modo  se  entiende  que  la 
voluntad  del  Soberano  tiene  fuerza  de  ley :  de  lo  contrario,  la  voluntad  del  Soberano 
sería  más  bien  iniquidad  que  ley. 
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Luego  agrega  estos  notables  conceptos^  que  son  como  un  hermoso 
comentario  de  ese  pasaje  del  sabio  doctor : 

Los  pneblos  deben  obedecer  las  leyes,  pero  los  le^sladores  deben  acatarla  justicia ; 
y  cuandg  hay  injusticia  evidente,  cuando  el  legislador  decreta  cosas  en  contra- 
dicción con  las  leyes  naturales  y  divinas,  es  preciso  decir  que  las  leyes  en  tal  caso, 
no  son  leyes :  son  violencia,  como  lo  enseña  el  ilustre  doctor  citado  arriba,  y  la 
voluntad  del  legislador  no  es  ley  sino  iniquidad. 

Era  lo  más  que  el  Prelado  podia  hacer  en  defensa  de  lolb  intereses  de  su 
Iglesia.  Fuera  de  eso,  no  quedaba  otro  recurso  que  el  de  la  fuerza  ;  y 
como  el  Prelado  carecía  de  ella,  preciso  era  que  la  iniquidad  se  consu- 
mase al  fin,  como  se  consumó. 

Creemos  que,  en  vista  de  lo  que  dejamos  dicho  en  este  capítulo,  no 
puede  dudarse  que  el  Gobierno  ha  hecho  el  mayor  perjuicio  que  ha 
podido  al  país,  y  principalmente  á  la  instrucción  pública  maleando  esta 
última  en  su  propia  fuente  con  la  difusión  del  utilitarismo  materialista. 
Surgieron  de  allí  la  mayor  parte  de  los  males  que  han  azotado  á 
nuestro  país;  porque  resulta  que  una  gran  parte  de  los  hombres 
instruidos  son  irreligiosos  é  impíos,  enemigos  jurados  de  la  Iglesia,  á  la 
cual  han  perseguido  con  todas  sus  fuerzas,  por  todos  los  medios  posibles. 
Como  el  principal  obstáculo  con  que  han  tropezado  en  esa  obra  de 
iniquidad  viene  del  episcopado  y  del  clero,  han  dirigido  contra  ellos  sus 
más  fuertes  y  terribles  ataques,  y  han  procurado  impedir  que  los 
loiembros  de  este  ultimo  se  instruyan  suficientemente.  Eso  explica  el 
porqué  de  las  frecuentes  medidas  contra  el  Seminario  de  Bogotá,  que 
estaba  llamado  á  ser  un  gran  foco  de  sólida  instrucción  para  el  clero. 
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TERCERA  PARTE. 

ÉPOCA  DE  LA  SEPARACIÓN  DE  LAS  DOS 
POTESTADES. 


CAPITULO  I. 

SEPARACIÓN   DE   LA   IGLESIA   Y   EL   ESTADO. 

1.  El  Presidente  de  la  República  en  su  Mensaje  al  Congreso  de  1852, 
tratando  de  las  relaciones  entre  la  Iglesia  y  el  Estado^  dijo  lo  siguiente  : 

He  meditado  profundamente  sobre  esta  materia,  j  al  fin  me  he  decidido  á 
indicaros  la  conveniencia  de  sancionar  la  completa  independencia  de  la  Iglesia. 
La  Constitnción  se  opone  es  verdad,  á  la  adopción  de  este  pensamiento ;  pero  ella 
debe  quedar  reformada  en  el  año  entrante,  y  entre  tanto  pueden  avanzarse  algunas 
disposiciones  en  este  sentido. 

En  su  Mensaje  del  año  siguiente  de  1853^  dijo : 

Ofrecí  romper  los  odiosos  lazos  con  que  la  tiranía  de  algunos  revés  ligara  la 
Beligión  &  las  miras  del  Trono,  persuadido  de  que  ella  no  brillaría  en  toda  su 
fuerza,  ni  llenaría  completamente  su  augusta  misión  mientras  no  se  le  devolviese 
BU  independencia  primitiva ;  j  vosotros  sabéis  con  cuánto  celo  he  trabajado  en 
favor  de  esta  medida  radical,  en  cnjo  tomo  se  ven  hoj  altas  capacidades  ae  dife- 
rentes partidos  políticos.  .  .  . 

No  puede  dejar  de  admirarse  quien  oiga  este  lenguaje  y  recuerde  lo 
ue  se  había  hecho  en  ese  tiempo  en  los  asimtos  en  que  están  en  roce  las 
ios  potestades ;  porque  no  hay  contraste  más  hiriente  que  el  que  resulta 
de  cotejar  estos  hechos  con  aquellas  palabras» 

¿  Qué  se  había  hecho,  en  efecto,  en  materia  de  patronato?  Dictar 
leyes  que  redoblaban  las  cadenas  del  antiguo  patronato  español,  que 
afectaban  hondamente  la  libertad  y  la  disciplina  de  la  Iglesia,  y  que 
habían  de  producir  un  conflicto  entre  las  autoridades  de  uno  y  otro 
orden.  Después,  á  pretexto  de  hacer  cumplir  esas  leyes  y  otras  antiguas 
no  menos  inicuas,  expulsar  del  territorid  de  la  República  á  todos  los 
Prelados  diocesanos  que  permanecieron  fíeles  al  cumplimiento  de  su 
deber. 

En  lo  relativo  al  fuero  eclesiástico,  lo  habían  suprimido  en  absoluto ; 


di 


uiyiu^tiu  uy  ' 


ó'" 


354  SEPAEACldN   DE   LA   IGLESIA   Y   EF,^  ESTADO. 

no  para  libertar  á  la  Iglesia  de  las  ligaduras  con  que  la  atara  el  antiguo 
poder  de  los  reyes,  sino  para  aherrojarla  con  pesadas  cadenas  y  colocarla 
maniatada  é  indefensa  á  los  pies  de  los  tribunales  seglares,  prontos  á 
abusar  escandalosamente  de  su  poder,  como  lo  hicieron  en  breve. 

Sespecto  de  los  bienes  pertenecientes  á  la  Iglesia  y  á  las  diversas 
asociaciones  religiosas,  el  Gobierno  ya  había  principiado  á  apoderarse 
de  ellos  desde  tiempo  atrás,  y  no  eran  pocos  los  ataques  que  se  habían 
recibido  de  parte  del  mismo  Gobierno  que  tales  aseveraciones  hacía. 

En  lo  relativo  á  diezmos,  el  Gobierno  se  había  apoderado  de  ellos,  sin 
derecho  alguno,  desde  tiempos  pasados,  y  ahora  acababa  de  entregarlos 
á  la  voluntad  y  discreción  del  poder  seccional ;  lo  cual,  lejos  de  dar 
libertad  á  la  Iglesia,  la  sometía  á  nuevo  vasallaje  ante  otro  señor,  tanto 
más  temible  y  arbitrario  cuanto  más  pequeño  y  mezquino. 

Las  comunidades  religiosas  habían  sufrido  en  las  personas  de  los 
jesuítas  uno  de  esos  ataques  cuya  iniquidad  forma  época  en  los  anales 
del  país.  Ese  mismo  Presidente  que  blasonaba  de  quebrantar  las 
cadenas  con  que  el  despotismo  español  había  atado  á  la  Iglesia,  no  vaciló 
en  rehacer  las  que  el  Rey  Carlos  III  había  forjado  con  el  destierro  de  esa 
insigne  orden  de  todos  sus  dominios,  y  que  ya  los  tiempos  y  las  institu- 
ciones habían  despedazado  por  completo. 

¿  Y  qué  decir  de  los  censos  y  capellanías  ?  Ya  lo  hemos  visto  :  si  el 
tener  rentas  para  subsistir  se  puede  reputar  como  un  lazo  ó  uua  cadena, 
verdaderamente  el  Gobierno  había  procurado  quebrantar  las  que  la 
piedad  de  los  fíeles  había  puesto  en  manos  de  la  Iglesia ;  pero  si  la 
verdadera  cadena  está  en  la  miseria,  ese  mismo  Gobierno,  defensor  de  la 
libertad  é  independencia  de  la  Iglesia,  había  hecho  lo  posible  por 
echarle  al  cuello  una  excesivamente  pesada  y  gravosa. 

¿  En  dónde  están,  pues,  los  resultados,  de  los  esfuerzos  y  del  celo  del 
Gobierno  en  beneficio  de  la  libertad  de  la  Iglesia  P  ¿  Cómo  es  que  lo 
que  se  hacía  con  la  mira  de  obtener  un  fiu,  producía  resultados  diametral- 
mente  opuestos  ? 

No  hay  medio :  ó  el  Gobierno  lo  que  quería  realmente  era  esclavizar, 
envilecer  y  degradar  á  la  Iglesia,  tal  vez  aniquilarla  por  completo,  y  á 
eso  dirigía  sus  medidas  y  sus  esfuerzos,  ó  había  un  genio  maléfico,  como 
los  de  los  cuentos  de  hadas,  que  por  arte  de  encantamiento  convertía  las 
medidas  de  libertad  en  pesadas  cadenas  de  esclavitud  y  de  servidumbre. 

2.  Como  es  conveniente  fijar  bien  el  carácter  dominante  de  la  época, 
ya  que  el  Gobierno  no  era  sino  genuino  representante  de  cierta 
parcialidad  política,  nos  detendremos  un  poco  más  en  este  punto  para 
esclarecerlo  debidamente,  aunque  sin  salimos  de  los  límites  -á'  que 
tenemos  que  reducimos. 

Creemos  que  nada  mejor  podemos  hacer  á  este  respecto  que  presentar 
un  resumen  de  parte  de  lo  ocurrido  en  las  sesiones  de  los  días  2  y  3  de 
Abril  de  1852,  en  las  cuales  hubo  una  discusión  relativa  á  la  persona  de 
Monseñor  Lorenzo  Barili,  que  ejercía  en  ese  tiempo  el  encargo  de 
Delegado  apostólico  de  la  Santa  Sede  en  la  Nueva  Granada. 

El  día  2  el  señor   Ponce,  Bepresentante  de  Santamarta,  hizo  una 

Í)roposición  reducida  á  que  se  pidiese  informe  al  Poder  Ejecutivo  sobre 
os  tres  puntos  siguientes :    1?  Si  Monseñor  Barili  ha  presentado  para  el 
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pase  algún  documento  pontificio  que  le  conceda  facultades  en  lo  relativo 
á  la  disciplina  eclesiástica ;  2?  Si  sabe  que  haya  ejercido  facultades  ó 
algún  acto  de  jurisdicción  eclesiástica ;  3?  Si  sabe  que  el  Secretario  de 
Monseñor  Banli  exige  derechos.  Se  proponía  además  que,  en  caso  de 
ignorar  los  hechos  2?  y  3?,  el  Poder  ejecutivo  los  hiciese  averiguar 
debidamente. 

En  apoyo  de  esa  proposición  manifestó  el  señor  Ponce  que  era 
preciso  pon/er  término  á  las  pretensiones  de  la  Silla  Romana,  que 
excitaba  á  los  Obispos  á  que  desobedeciesen  las  leyes ;  por  lo  cual  dichos 
Obispos  pretendían  arrogarse  privilegios  y  derechos  que  se  les  habían 
quitado. 

El  Representante  Rojas  Garrido  se  opuso  á  la  proposición  porque  no 
llenaba  su  pensamiento,  y  ofreció  presentar  otra  con  el  fin  de  que  se 
despidiese  á  Monseñor  Barili. 

Entonces  el  Representante  Ponce  retiró  su  proposición,  y  el  señor 
Rojas  Garrido  hizo  la  siguiente  : 

Excítese  al  Poder  Ejecutivo  para  que  á  la  mayor  brevedad  expida  pasaporte  á 
Monseñor  Barili. 

El  Representante  Lombana  apoyó  la  proposición.  Para  él.  Monseñor 
Barili  tenía  una  misión  del  averno,  y  había  venido  á  fortificar  á  los 
Obispos  y  clérigos  en' sus  protestas  de  no  cumplir  las  leyes  del  Congreso 
en  materias  eclesiásticas ;  y  si  no  se  le  hacía  salir,  se  volvería  á 
conmover  el  país,  en  el  cual  el  señor  Arzobispo  había  hecho  ya  prender 
las  chispas  de  la  discordia,  excitando  el  fanatismo. 

El  Representante  Martín  apoyó  también  la  proposición,  y  dijo  que  el 
Gobierno  era  débil ;  que  las  pretensiones  de  la  Silla  Romana  eran  una 
remora  para  plantear  las  instituciones  liberales  ;  y  que  era  insoportable 
que  el  Ministro  de  una  potencia  extraña  viniese  á  pedir  que  no  se  cum- 
plieran las  leyes  del  año  anterior  en  asuntos  religiosos. 

El  señor  Plata,  Secretario  de  Gobierno,  dijo  que  Monseñor  Barili  no 
había  dado  motivo  para  que  se  le  expidiese  pasaporte.  Explicó  la  con- 
ducta del  Gobierno,  y  agregó  lo  siguiente  : 

Es  verdad  que  las  leyes  que  reclaman  son  conh'a  los  cánones,  ¿  y  qud  tenemos 
con  eso  ?  También  podrían  ser  contrarias  á  las  leyes  de  Mahoma,  ¿  y  qué  tendría- 
mos con  eso  ? 

El  señor  Murillo,  Secretario  de  Hacienda,  dijo  que  su  opinión  habría 
sido  que  no  se  erigieran  Obispados,  ni  se  nombraran  Obispos,  ni  se 
costeara  legación,  para  cortar  así  toda  relación  con  la  Silla  Romana  ; 
pues  siendo  el  representante  del  oscurantismo  y  de  los  previlegios  ultra- 
montanos, no  podía  variar  sin  cortarse  la  cabeza,  y  siempre  estaría 
apoyando  á  los  Obispos  en  su  resistencia  á  los  progresos  que  cada  día 
hacía  la  democracia. 

La  proposición  no  se  votó  el  día  2,  y  eu  la  sesión  del  siguiente  dijo 
el  Secretario  señor  Plata  lo  siguiente,  que  ya  en  otra  ocasión  citamos  : 

Hasta  cierto  punto  tiene  razón  el  Arzobispo ;  el  artículo  26  de  la  ley  de  patro- 
nato dice  qne  el  sufragáneo  supla  la  falta  del  Metropolitano,  conforme  á  los 
cánones,  á  los  cuales  les  da  fuerza  de  ley ;  y  conforme  á  los  cánon^,  las  faltas  del 
sufragáneo  las  suple  su  mayoral,  que  es  el  Metropolitano ;  pues  éste  no  tiene 
otro  mayoral  que  el  Papa.  ^  t 
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La  proposición  al  fin  no  llegó  á  aprobarse. 

3»  Ya  que  con  tan  negros  colores  se  nos  pinta  á  la  Santa  Sede  y 
quiere  hacérsenos  creer  que  es  el  principal  enemigo  de  la  patria^  bueno 
es  que  con  documentos  auténticos  del  Gobierno  mismo  demostremos  la 
injusticia  de  semejante  cargo.  Verdad  es  que  en  1827  se  quejaba  el 
general  Santander,  Vicepresidente  de  la  República,  de  que  la  Santa  Sede 
Bo  hubiera  querido  entrar  en  relaciones  con  el  Gobierno  de  Colombia  ; 
pero  al  tratar  del  patronato  hemos  explicado  ese  punto,  y  demostrado 
que  lejos  de  haber  espíritu  de  hostilidad  de  parte  del  Padre  común  de 
los  fieles,  había  una  marcada  benevolencia  y  constantes  esfuerzos  desde 
1822  en  favor  de  los  países  hispano  americanos. 

Poco  después  la  Sant^  Sede  entró  en  relaciones  oficíales  con  el  Gobier- 
no de  la  República,  y  atendió  solícita  y  cuidadosamente  á  las  necesi- 
dades espirituales  de  los  fieles ;  bien  que  en  términos  tales  que  nunca  se 
pudiera  hacer  mérito  de  esos  actos  para  alegar  derecho  perfecto  al 
patronato  general  sobre  la  Iglesia  del  país. 

Veamos  ahora  los  términos  en  que  se  expresa  el  señor  Eladio  Urisarri, 
Encargado  de  Negocios  de  la  República  en  Roma.  Después  de  decir,  en 
nota  de  7  de  Diciembre  de  1843,  q^ue  Su  Santidad  lo  recibió  con  las 
mayores  muestras  de  bondad  y  de  simpatía,  continúa  así  : 

Su  Santidad,  que  es  de  un  carácter  noblemente  dulce  y  benévolo,  ha  excedido  los 
deseos  del  infrascrito  manifestándole  en  las  conferencias,  entre  otras  cosas,  que 
las  relaciones  de  la  Kueva  Granada  con  la  Silla  Apostólica  son  altamente  esti- 
mables ;  que  desea  que  ellas  se  estrechen  cada  día  más,  contando  como  desde 
luego  debe  contar  el  Gobierno  con  la  más  perfecta  amistad  y  decidida  protección 
del  Gobierno  pontificio ;  que  profesa  una  particular  estimación  al  actual  Presi- 
dente de  la  República,  así  como  está  muy  complacido  de  la  conducta  prudente  del 
Gobierno  en  ffeneral ;  que  siempre  tiene  como  á  su  vista  al  clero  de  la  Nueva 
Granada,  gobernado  docta  y  piadosamente  por  un  Arzobispo  que  le  es  muy 
querido;  y  en  resumen,  que  el  puebl<j  todo  de  la  Nueva  Granada,  cuya  bella 
índole  conoce,  atraerá  siempre  sus  más  solícitos  cuidados. 

El  Pontífice  á  quien  se  alude  en  esta  nota  era  Gregorio  XVI,  que 
perseveró  hasta  su  muerte  en  su  conducta  benévola  hacia  los  países 
americanos.  Prueba  de  ello  son  las  siguientes  palabras  del  Mensaje  del 
Presidente  de  la  República  al  Congreso  de  1846 : 

La  Santa  Sede  ha  continuado  su  Encargado  de  Negocios  en  esta  capital,  y  se  ha 
servido  atender  á  las  preces  que  por  conducto  del  que  la  Eepública  mantiene  en 
Roma  se  le  dirigieron  sobre  la  institución  del  Obispo  coadjutor  de  Panamá. 

Murió  entre  tanto  el  señor  Gregorio  XVI,  y  le  sucedió  en  el  pontifi- 
cado el  Cardenal  Juan  María  Mastai  Ferretti,  con  el  nombre  de  Pío  IX. 
El  Presidente  de  la  República  dio  cuenta  de  ese  suceso  al  Congreso  de 
184.7,  en  estos  términos  : 

Su  Santidad  Pío  IX  ha  sucedido  al  Pontífice  Gregorio  XVI,  que  tan  leal  amiga 
fué  de  la  Nueva  Granada.  He  recibido  las  cartas  de  gabinete  del  Sacro  Colegio 
anunciando  la  vacante,  y  de  Su  Santidad  comunicando  su  elección  al  pontificado, 
en  que  se  ha  reconocido  como  era  de  justicia  y  deber  nuestro. 

La  marcha  de  progreso  que  con  paternal  cuidado  ha  emprendido  el  nuevo 
Pontífice  es  digna  del  mayor  elogio,  y  sin  duda  nuestras  relaciones  internacionalea 
y  las  que  hayan*de  mantenerse  con  el  Jefe»  de  la  Iglesia  católica  serán  tan  cordia— 
les  como  las  hemos  tenido  con  su  digno  antecesor. 
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Sabido  es,  por  lo  demás,  que  ese  gran  Pontífice  desplegó  constante- 
mente el  mismo  celo,  la  misma  prudencia  y  la  misma  bondad  que  en 
los  primeros  días  de  su  glorioso  pontificado. 

Si  de  un  Pontífice  adornado  de  tan  excelsas  cualidades  se  afirma  que 
ha  de  excitar  á  los  Obispos  á  la  desobediencia  á  las  leyes,  es  preciso 
reconocer  que  esa  desobediencia  será  motivada,  no  por  la  mala  voluntad 
de  la  autoridad  eclesiástica,  sino  por  la  injusticia  y  la  iniquidad  con  que 
en  tales  leyes  se  vulneren  los  derechos  do  la  Iglesia. 

No  desconocemos  ni  pretendemos  negar  que  el  Pontífice  alentó  á  los 
Obispos  y  al  clero  en  su  resistencia  á  las  leyes  contra  la  Iglesia ;  pero 
eso  lejos  de  ser  un  cargo  fundado  contra  el  gran  Pontífice,  es  un  timbre 
de  gloria  impeucedera,  porque  las  prescripciones  de  dichas  leyes  eran 
evidentemente  contrarias  á  los  intereses  y  á  los  derechos  de  la  Iglesia, 
de  los  cuales  era  él  el  natural  y  primer  defensor.  ¿  Cómo  pretender 
que  aprobara  semejantes  disposiciones  P  ¿  Ni  cómo  exigirle  que  se 
limitara  á  una  improbación  mañosa  é  ineficaz,  y  que  aconsejase  á  los 
Obispos  y  al  clero  que  las  obedeciesen P  ¿No  dijeron  los  Apóstoles 
mismos  que  primero  es  obedecer  á  Dios  que  a  los  hombres  P  ¿  Qué 
duda  ni  qué  vacilación  podían  caber  en  un  asunto  tan  claro  y  tan 
sencillo  P 

Debe  tenerse  en  cuenta  que  las  palabras  pronunciadas  en  ese  tiempo 
por  los  Secretarios  del  Presidente,  no  dejan  duda  alguna  en  cuanto  á  las 
intenciones  del  Gobierno  y  al  objeto  con  que  se  expidieron  las  leyes 
reclamadas  por  los  Obispos  de  la  República. 

Confesaron  que  dichas  leyes  eran  anticanónicas  y  que  no  había 
motivo  para  increpar  la  conducta  del  Ilustrísimo  señor  Arzobispo ;  y 
pregunto  sin  embargo  uno  de  ellos  con  una  candidez  que  admira  :  *'  á  Y 
qué  tenemos  con  eso  P  *' 

Cualquiera  podría  haberle  contestado :  ''  Lo  que  tenemos  con  eso  es 
que  la  Constitución  de  la  República  ordena  expresamente  proteger  á  los 
granadinos  en  el  ejercicio  de  la  Religión  católica,  apostólica,  romana,  y 
esa  protección  es  incompatible  con  leyes  anticanónicas,  y  con  la  pros- 
cripción de  los  Prelados.  En  suma,  lo  que  tenemos  es  que  el  Gobierno 
cambia  su  papel  de  protector  que  le  asigna  la  Constitución,  por  el  de 
perseguidor  que  le  impone  cierto  círculo  audaz  y  perverso." 

4.  Tan  patente  era  el  estado  de  plena  persecución,  que,  como 
vimos  antes,  hasta  el  Presidente  lo  reconoció  en  su  Mensaje  al  Congreso. 
También  en  las  Cámaras  se  alzaron  voces  honradas  que  reconocieron 
el  hecho  claro  de  la  persecución.  Oigamos  si  no  lo  quo  decía  el 
Representante  Ignacio  Gómez  en  la  sesión  del  18  de  Abril  de  1863,  al 
discutirse  el  articulo  del  proyecto  de  constitución  relativo  á  la  libertad 
sEfligiosa. 

Es  extraño  qne  los  eclesiásticos  sean  los  qne  más  se  empeñan  en  sostener  el 
derpcho  de  protección.  Quieren  protección  loa  señores  ministros  del  altar,  jjo  no 
sé  cómo  ellos  están  contentos  con  esta  especie  de  protección  hasta  ahora  dispen- 
sada á  la  Iglesia  católica  en  este  país,  rorqne  ¿  será  protección  el  dar  lugar  á  qne 
los  Obispos,  los  pastores  de  la  Iglesia  tengan  qne  ausentarse  de  sus  Diócesis 
retirándose  á  tierras  extrañan,  y  dejar  en  orfandad  á  los  fieles  quetiecesitan  cons- 
tantemente de  los  beneficios  espirituales  P  j  Será  protección  el  hacer  recaer  las  elec- 
dones  para  Obispos  en  personas  de  sospechosa  ortodoxia,  y  sin  más  méritos  para  el 
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Episcopado  aae  algnnos  precedentes  políticos  F  ¿  Ser&  protección  elegir  Obispos  para 
qne  rayan  áWantar  sociedades  democráticas^qne  siguiendo  cierta  bandera  política 
bajo  el  nombre  de  nn  jefe  de  partido,  no  hacen  sino  prodncir  la  división  y  discordia 
en  los  pueblos  P  ¿  Será  protección  privar  &  un  Obispo  de  sn  seminario,  del 
establecimiento  donde  se  educa  la  juventud  para  el  ministerio  de  la  Iglesia,  en 
donde  se  forman  los  ministros  del  altar,  j  arrebatarle  las  rentas  de  semejante 
establecimiento  ?  ¿  Será  protección  el  consentir  que  los  curas  párrocos  anden 
vagando  de  pueblo*  en  pueblo,  para  bnscar  la  subsistencia  qne  no  encuentran^ 
en  sus  parroquias,  porque  se  les  ha  querido  sujetar  á  una  miserable  dotación? 
Si  esto  es  lo  que  algunos  llaman  protección,  yo  digo  que  es  persecución,  perse- 
cución que  debe  cesar,  como  debe  desearlo  todo  buen  católico. 

La  estrañeza  del  señor  Representante  Gómez  no  es  fundada  real- 
mente; y  depende,  á  nuestro  juicio,  de  no  haberse  fijado  en  que  la 
protección  que  deseaban  los  Obispos  y  el  clero  era  todo  lo  contrario  de  la 
persecución  que  dirigía  en  esa  época  el  Gobierno.  Es  claro  que  ellos  no 
querían  la  unión  de  las  dos  potestades  para  que  la  Iglesia  fuera  esclaTa ; 
y  lo  probaban  asi  claramente  las  terribles  persecuciones  á  que  se  suje- 
taron en  ese  tiempo,  por  defender  la  libertad  y  los  derechos  de  la  Iglesia. 
Lo  que  querían  era  la  armonía  de  las  dos  potestades  y  sú  unión  para 
la  publica  felicidad,  porque  ésa  ha  sido  siempre  la  doctrina  de  la  Iglesia 
católica  en  el  particular. 

Distinguióse  también  en  esa  discusión  el  Eepresentante  señor 
Gonzalo  Tavera,  liberal  como  el  anterior  y  como  él  católico  sincero 
y  hombre  de  perfecta  honradez  e  indisputable  buena  voluntad.  Princi- 
pió su  discurso  manifestando  que  la  Religión  no  necesitaba  de  la  protec- 
ción de  nadie,  y  que  subsistiría  siempre  por  sí  misma  y  por  la  piedad  de 
los  fieles,  y  luego  agregó : 

Por  otra  parte,  en  la  Nueva  Granada,  aun  con  un  artículo  expreso  de  la 
Constitución  actual,  no  ha  habido  tal  protección.  No,  ciudadano  Presidente : 
aquí  lo  qno  ha  habido  es  tiranía  contra  las  conciencias,  tiranía  coutra  la  Iglesia, 
tiranía  contra  sus  ministros  j  tiranía  contra  los  buenos  principios,  que  sólo 
prescriben  una  protección  general  para  todos  los  cultos  y  no  una  especial  y 
ficticia  para  uno  solo  de  eflos;  y  esa  protección  para  todos,  no  excluye  la  de 
ninguna 

5.  Oigamos  ahora  la  voz  del  nuevo  Presidente,  posesionado  el  día  1? 
de  Abril  de  1853.  En  una  alocución,  fechada  ese  mismo  día,  dice  sobre 
la  separación  de  la  Iglesia  y  el  Estado,  lo  siguiente : 

No  se  me  oculta  que  la  unión  de  la  Iglesia  j  el  Estado,  desde  los  tiempos  de 
la  jerarquía  judaica  hasta  los  nuestros,  ha  fortificado  el  fanatismo  y  la  supers- 
tición, y  engendrado  todas  las  persecuciones  religiosas  que  han  sido  la  deshonra 
de  la  humanidad.  Y  sé  también  que,  siendo  tal  unión  por  una  parte 
fuente  de  tiranía,  j  de  hipocresía  y*  corrupción  por  otra,  no  ha  sido  la 
Iglesia,  bajo  su  influjo  venenoso,  como  dice  nn  célebre  publicista,  sino  la  escala 
de  la  ambición  para  trepar  al  poder,  la  profesión  de  sus  dogmas  una  mera  moda 
mundanal,  y  hasta  se  ha  degradado  el  cristianismo  á  medio  de  distinciones 
temporales  y  terrenas,  en  vez  de  ser  el  objeto  grande  y  supremo  de  la  existencia 
inmortal. 

Emjpero  en  las  actuales  circunstancias  de  la  Nueva  Granada,  la  ruptura  de  los 
vínculos  qne  ligan  a  su  Gobierno  con  la  Iglesia  y  la  consiguiente  derogatoria 
de  las  lejres  que  han  entristecido  a  los  pastores  y  atribulado  las  cbnciencias, 
¿  devolverán  la  paz  á  los  espíritus,  asegurarán  á  los  eclesiásticos  una  decente 
sustentación  por  ofrendas  voluntarias  de  los  fieles,  y  darán  al  principio  religioso 
todo  el  esplendor  de  sus  tiempos  primitivos?    ¿No  habrá  peligro  en  entregar 
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desamparada  la  Iglesia  granadina,  cuyas  libertades  deben  sernos  caras  pnesto  qnd 
h  ella  pertenecemos,  á  los  dictador  más  6  únenos  caprichotos  de  la  Ouria  de  Boma  f 

Termina  diciendo  que  si  no  se  resuelve  nada  en  el  particular  le 
''  tocará  cumplir  y  hacer  cimiplir  las  disposiciones  vigentes^  manteniendo 
la  supremacía  del  poder  cimly  y  defendiendo  los  fueros  nacionales  de  toda 
usurpación." 

Los  despropósitos  históricos  del  primer  párrafo  pueden  tolerarse,  por- 
que al  fin  di  Presidente  no  tenia  motivo  alguno  para  conocer  la  historia 
y  comprender  todos  los  desatinos  que  le  hicieron  decir  allí. 

El  temor  de  que  al  separarse  completamente  las  dos  potestades  los 
'ministros  del  culto  no  tuvieran  con  que  subsistir  lo  abrigaban  muchos^ 
entre  ellos  algunos  de  los  Prelados  ;  pero  dudamos  de  la  sinceridad  del 
Presidente  en  cuanto  á  desear  una  buena  dotación  al  olere. 

Lo  que  es  verdaderamente  inconcebible  es  aquello  del  peUgro  de 
entregar  desamparada  la  Iglesia  granadina  á  los  diciados  más  ó  menos  capri- 
chosos de  la  Curia  de  Roma,  ¿  Desde  cuándo  los  extraños,  y  extraños  liber- 
tinos, han  llegado  atener  tanto  interés  en  el  honor  y  pureza  de  una  hija^ 
que  quieran  tomar  precauciones  aun  para  entregarla  ásu  santa  y  amorosa 
madre  P  Porque  madre  santa  y  amorosa  es  la  Iglesia  romana ;  hija 
Buya  muy  amada  la  Iglesia  granadina ;  y  extraños,  extraños  libertinos, 
los  que  pretendían  arrancar  á  ésta  de  los  brazos  de  aquélla,  para  envile- 
cerla, degradarla  y  prostituirla. 

La  sustancia  de  lo  que  el  Presidente  dijo  en  la  parte  de  alocución  que 
dejamos  trascrita,  es  m  siguiente  :  La  unión  de  la  Iglesia  y  el  Estado  es 
la  fuente  de  innumerables  males.  No  obstante,  yo  vacilo  en  aceptar  la 
separación,  por  temor  de  que  no  se  consiga  lo  necesario  para  el  sosteni- 
mi^ito  de  los  ministros  del  culto,  y  de  que  la  moral  del  Evangelio  no 
recobre  el  esplendor  de  los  tiempos  primitivos.  Temo  también  que  se 
una  más  de  lo  conveniente  á  Boma,  y  que  los  caprichos  de  ésta  sean 
funestos  para  el  país. 

Hay  contradicción  entre  eso  de  que  el  principio  religioso  y  la  moral 
evangélica  recobren  la  pureza  de  los  tiempos  primitivos,  y  que,  á  la  vez, 
06  mire  con  desconfianza  y  con  recelo  á  la  Iglesia  romana.;  pues  para 
que  lo  primero  se  verifique  es  precisó  que  no  suceda  lo  segundo. 

Pocos  días  después  el  mismo  Presidente  decía  á  las  Cámaras  en  su 
Mensaje  de  27  de  Mayo : 

...  El  Gobierno  ni  quiere  ni  puede  querer,  segdn  sus  principios  tolerantes, 
filosóficos  y  humanitarios,  que  continúe  el  actual  estado  de  cosas,  estado  que 
obli^  á  los  fanoionarios  públicos  ¿  dictar  órdenes  que  son  resistidas,  á  iniciar  j 
seguir  causas  á  los  eclesiásticos  por  tal  resistencia,  é  imponer  á  los  Obispos  él 
extrañamiento  del  país,  como  medida  coercitiva,  á  mantener  al  clero  católico  en 
alarma,  en  tribulación  la  conciencia  de  los  fieles,  en  peligro  la  administración  de 
los  sacramentos,  en  inquietud  á  los  pueblos,  j  en  esperanzado  éxito  á  los  azuzadores 
de  trastomoSj  i  los  traficantes  en  fanatismo,  á  los  enemigos  de  la  Constitución  7  de 
las  formas  republicanas  que  hemos  adoptado  felizmente,  7  que  no  necesitan  sino 
de  paz,  nada  más  que  de  paz,  para  plantearse,  crecer,  robustecerse  7  producir 
frutos  sazonados  que  promete  una  bien  entendida  libertad. 

No  es  fácil  explicar  cómo  es  que  observando  el  Gobierno  principéis 
tolerantes^  filosóficos  y  humanitarios^  como  lo  asegura  el  Presidente, 
resulta  un  orden  de  cosas  que  obliga  á  los  funciong^f^^  ^  .Kt^^mty 
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desterrar  á  los  Obispos,  que  mantiene  al  clero  en  alarma,  que  atribula  la 
conciencia  de  los  fíeles,  que  pone  en  peligro  la  administración  de  los 
sacramentos  y  que  alimenta  constantemente  la  inquietud  y  la  intran- 
quilidad en  los  pueblos.  ¿  Puede  haber  en  eso  tolerancia  filosófica  y 
humanitaria?  ¿En  qué  consisten,  pues,  y  qué  efectos  producen  la  in- 
tolerancia y  la  inhumanidad  ? 

Pero  lo  más  raro  y  más  injusto  es  que  existiendo  esos  males  de  que 
había  el  Presidente,  y  que  bien  pueden  llamarse  enormes,  califique  de 
azuzadores  de  trastornos^  de  traficantes  en  fanatismo  y  enemigos  de  la  Consti- 
tución y  de  la  forma  republicana,  á  los  hombres  de  buena  voluntad 
que  procuraban  encontrarle  remedio  á  tan  azarosa  y  apremiante  situa- 
ción. 

Hemos^yisto  ya  varias  veces  que  la  Constitución  ordenaba  proteger  la 
Religión  católica,  y  que  el  Gobierno  en  lugar  de  protegerla  la  perseguía. 
¿Cómo,  pues,  nos  sale  el  Presidente  con  que  son  enemigos  de  la  Constitu- 
ción los  que  deseaban  que,  de  acuerdo  con  ella,  se  diera  la  paz  á  la 
Iglesia,  y  amigos  los  que  la  violaban  sólo  por  el  gusto  de  seguir  sus 
instintos  de  persecución  y  de  iniquidad  P 

En  cuanto  á  aquello  de  enemigos  de  la  forma  republicana  de  gobierno^ 
es  sólo  una  de  tantas  frases  de  moda  que  usan  los  enemigos  de  la  Iglesia 
para  engañar  á  los  tontos ;  porque  bien  sabido  es  que  entre  nosotros 
todos  son  amigos  de  esa  forma  de  gobierno.  ¿  Quién  es  el  que  ha 
proclamado  la  monarquía  P  ¿Ni  por  qué  había  de  imputarse  á  delito  el 
tener  ideas  monárquicas,  cuando  ya  nos  tienen  aturdidos  con  tanto 
gritar  que  vivimos  en  un  país  libre,  donde  cada  uno  puede  sostener  y 
difundir  las  ideas  que  tenga  por  conveniente  P  ¿  Y  el  mismo  Presi- 
dente no  defendía  con  las  armas,  treinta  años  antes,  la  monarquía  de 
Fernando  VII  ? 

Por  lo  demás,  los  términos  de  ese  Mensaje  prueban  que  el  Presidente 

Írincipiaba  ya  á  inclinarse  á  la  separación  absoluta  de  la  Iglesia  y  el 
¡stado,  á  pesar  de  que  poco  antes  había  manifestado  el  temor  de  que  esa 
medida  produjera  graves  males,  y  á  pesar  también  de  que  ya  algunos 
miembros  del  clero,  entre  ellos  el  Vicario  capitular  de  Pamplona, 
habían  instado  por  la  celebración  de  un  concordato,  á  fin  de  que  los 
sacerdotes  adictos  al  Gobierno  se  libraran  de  la  suerte  lamentable  á  que 
creían  se  les  reduciría  al  decretarse  la  separación.^ 

6.  Otras  voces  se  levantaron  también  entonces  en  el  seno  de  las 
Cámaras,  que  merecen  ser  oídas  porque  contribuyen  á  pintar  bien  y 
fielmente  la  fisonomía  de  aquella  época.    Al  discutirse  en  el  Senado  la 


^  Véase  la  representación  de  dicho  Provisor  al  Congreso,  fechada  el  10  do 
Mayo  de  1853,  en  la  cnal  después  de  reconocer  qne  todo  el  pueblo  es  católico,  se 
lamenta  de  que  no  se  tenga  calma  en  la  importante  cuestión  religiosa;  hace 
presente  qne  ¿atenido  qne  salir  prófugo  para  evitar  una  cansa  de  responsabilidad, 

Ír<[Tie  si  no  se  celebra  prontamente  nn  corcordato,  ya  á  ser  lamentable  la  suerte  de 
os  clérigos  liberales  entregados  sin  defensa  ni  escudo  alguno  al  capricho  de  las 
autoridades  eclesiásticas.  No  sabemos  á  qué  atribuir  esto  indigna  suposición,  de 
parte  de  un  eclesiástico  elevado  á  la  dignidad  de  Vicario  capitular,  y  qne  débla 
saber  por  lo  mismo  que  tal  peligro  no  existía  en  realidad,  y  era  una  mera  calnmnil^ 
levantada  contra  las  autorioades  de  la  Iglesia^  ^  t 
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cuestión  de  la  libertad  relinosa,  el  Dr.  Azoero  manifestó  que  era  opuesto 
á  ella^  no  porque  no  fuese  liberal,  sino  porque  ése  no  era  el  partido  que 
se  debía  tomar :  que  él  iba  más  adelante  que  los  demás,  pues  en  su 
opinión  lo  que  debía  hacerse  era  independizar  enteramente  á  las  granadinos 
de  la  Curia  Romana. 

Si  alguno  cree  que  llevamos  muy  á  mal  esa  franqueza  del  Senador 
Azuero,  se  equivoca  de  medio  á  medio.  Al  contrario  la  aprobamos^ 
no  porque  sea  hiieno  en  sí  mismo  qi^e  se  quiera  destruir  el  catolicismo 
en  el  país,  sino  porque  es  mucho  peor  el  que  alguien  tenga  los  mismos 
pensamientos  y  aspiraciones  que  tenía  el  Senador  Azuero  y  trabaje  por 
conseguir  los  mismos  resultados  a  que  éste  aspiraba^  y  á  pesar  de  eso 
esté  fingiéndose  católico  sincero,  engañando  á  las  gentes  y  aparentando 
Ber  lo  que  no  es^  como  sucedía  á  varios  de  los  compañeros  del  citado 
Senador  Azuero« 

Si  todos  tuviesen  la  misma  fran(]jueza  del  Dr.  Azuero,  ¿  qué  sucedería  ? 
Una  cosa  muy  sencilla.  En  el  pnmer  Congreso  que  se  reuniera,  pro- 
pondrían la  separación  absoluta  de  la  unidad  eatóhca,  y  la  creación  de 
una  Iglesia  puramente  nacional.  Si  la  medida  era  adoptada  por  el 
Congreso,  la  nación  se  levantaría  como  un  solo  hombre  en  defensa  de  su 
fe ;  los  ilusos  y  engañados  abrirían  los  ojos  y  verían  que  aquellos  á 
quienes  estaban  dispuestos  á  seguir  ciegamente  los  habían  engañado  del 
modo  más  miserable,  y  losllevaban  en  derechura  al  abismo ;  verían  entonces 
que  la  Iglesia  es  madre  amorosa  y  paciente  que  á  nadie  ataca,  á  nadie 
ofende,  á  nadie  quiere  causar  perjuicio  alguno,  salvo  á  las  malas  doc- 
trinas, á  los  vicios  de  los  hombres  y  á  los  impulsos  desarreglados  del 
corazón  que  se  deja  avasallar  por  las  pasiones;  verían  que  eV^  apenas  se 
defiende  de  los  ataques  injustos  de  que  es  objeto ;  y  el  resultado  sería 
una  reacción  inmediata,  instantánea  y  decisiva  eii  favor  de  la  buena 
causa  en  toda  la  vasta  extensión  de  la  BepúbHca. 

Si  la  proposición  era  rechazada,  se  obtendría  un  resultado  semejante» 
probablemente  menos  ostentoso  y  menos  seguro,  pero  también  menos 
€M>stoso  y  menos  expuesto  á  ser  contrariado  por  las  pasiones  políticas, 
que  en  tal  caso  se  procuraría  exasperar  para  impedir  la  vuelta  definitiva 
e  irrevocable  á  la  fe  de  nuestros  mayores. 

Si  se  nos  permite  un  símil  para  pintar  la  diferencia  que  hallamos 
entre  el  Dr.  Azuero  y  sus  compañeros,  en  lo  relativo  á  las  cuestiones 
religiosas,  diremos  que  aquél  se  nos  parece  á  un  lobo  que  rodea  el 
aprisco  aterrando]  con  sus  aullidos  á  las  ovejas  y  despertando  á  los  pas- 
tores para  que  puedan  defender  oportunamente  su  rebaño ;  al  paso  que 
los  otros  son  Iodos  no  menos  rapaces  pero  más  diestros  que  visten  el 
vellón  de  las  ovejas,  entran  con  ellas  en  el  aprisco,  aguardan  á  que 
los  pastores  se  entreguen  al  reposo  del  sueño,  y  luego  destruyen  el 
rebaño.  Si  aplaudimos  al  primero,  no  es  por  lo  malo  que  en  sí  tiene, 
sino  por  el  aviso  que  da  para  que  pueda  evitársele;  al  paso  que  en 
los  otros  todo  es  vituperable  de  una  manera  absoluta. 

7.  Cuando  se  discutía  la  garantía  de  la  libertad  religiosa,  el  presbítaro 
liuis  B.  Boldán,  liberal,  manifestó  que  él  estaba  por  el  concordato ; 
porque  aunque  quizá  podrían  ser  exorbitantes  las  pretensiones  de  la 
Uorte  Bomana,  convema  hacer  patente  que  se  queria  llegar  á  un  arreglo 
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razoBable ;  y  qUe  si  eao  no  se  conseguía,  no  dependía  del  Gobierno. 
Que  no  había  otro  medio  para  allanar  las  difioultades  surgidas  de  las 
leyes  de  1861 ;  y  concluyo  así : 

Si  este  medio  se  desprecia,  nuestros  males  continnarán  aumentándose  cada  día : 
las  reclamaciones  y  protestas  de  la  Santa  Sede  se  multiplicarán,  y  la  Iglesia 
granadina,  privada  de>aB  Pastores  y  el  clero  reducido  á  un  reba^  miserable  j 
'sujeto  á  la  caprichosa  voluntad  de  los  cabildo^  y  de  los  leguleyos  que  los  dirigen, 
eontinuaráo  gimiendo  bajo  la  más  odiosa  y  detestable  de  todas  las  tiranías,  cual 
ciertamente  lo  es  la  que  se  ejerce  á  nombre  de  la  Libertad. 

No  se  dirá  que  el  presbítero  B,oldán  tenia  interés  en  desacreditar  al 
Gobierno  de  sus  simpatías.  Sus  palabras  lleran  el  sdllo  dé  la  impar« 
vialidad  y  de  la  justicia ;  y  si  en  él  pudiera  haber  habido  algún  interés 
distinto  del  de  la  verdad,  sería  más  bien  en  el  sentido  de  atenuar  que  en 
el  de  agravar  los  atentados  que  imputa  al  Gobierno. 

8.  Otro  tanto  sucede  con  el  presbítero  Emeterio  Ospino,  ¿  quien 
vamos  á  oír  ahora.    Dijo  francamente  ^ue  él  era  liberal,  pero  no  impío ; 

Í  sostuvo  el  concordato,  porque  si  el  Gobietpo  no  necesitaba  de  la 
¿lesia,  la  Iglesia  sí  necesitaba  del  Gobierno.    Agregó  lo  siguiente : 

¿  Cómo  salir  del  estado  actual  de  angustia  en  que  nos  hallamos  P  Pues,  señor 
t^resideute,  por  medio  de  un  concordato  qae  ponga  á  cubierto  á  los  curas  de  la 
práseoución  j  de  la  humillación  que  hoy  su&en  estando  á  merced  de  los  caprichos 
de  los  cabildos  parroquiales. 

9.  Tampoco  de  éste  podrá  decirse  que  calumuiaba  al  Gobierno  de  sus 
simpatías/^ó  exageraba  al  menos  sus  arbitrariedades.  Pero  oigamos  otra 
voz  más  autorizada,  la  del  Secretario.de  Belacioues  Exteriores.  Hablando 
en  una  de  las  Cámaras  en  nombre  del  Poder  Ejecutivo  sobre  la  cuestión 
de  emancipación  de  Ift  Iglesia^  profirió  estas  palabras : 

*(iT  quó  sucederá  si  se  acej^ki  la  medida  propuesta?  Que  se  habría  cambiado 
el  principio  popular  por  el  principio  despótico,  el  Grobiemo  propio  por  el  extranjero, 
el  pueblo  por  el  Papa.  El  Papa  nombrará  Obispos  sin  el  consentimiento  del 
pueblo. 

Esto  se  decía  el  1?  de  «Tunio ;  de  suerte  que  el  Presidente^  que  en  el 
Mensaje  de  27  de  Mayo  se  inclinaba  á  la  separación  de  las  dos  potes- 
tades, ya  en  1?  de  Junio^  cuatro  días  desptiés^  se  oponía  decididamente 
á  ella ;  y  eso  lo  hacía^  no  porque  creyera  que  esa  libertad  de  la  Iglesia 
pudiese  causar  perjuicio  al  Estado,  sino  porque  deseaba  mantener 
aherrojada  á  sus  plantas  á  esa  misma  Iglesia,  en  la  cual  segán  sus 
hipócritas  manifestaciones,  quería  ver  revivir  en  toda  su  pureza  el 
esplendor  de  sus  primiitivos  tiempos. 

¿  No  se  vé  claro  como  la  luz  que  los  directores  del  círculo  que  domi- 
naba en  el  país  desd^  1849  estaban  en  perfecto  acuerdo  en  su  odio  á  la 
Iglesia  y  en  su  deseo  de  envilecerla  y  destruirla,  y  que  las  divergencias 
que  se  notan  entre.ellos  de  cuando  en  cuando  se  retieren  únicamente  á 
los  medios  de  que  se  debía  echar  mano  para  llegar  más  pronto  y  con 
más  seguridad  al  fin  que  todos  ellos  se  proponían  ?  Si  unos  estaban  por 
la  libertad,  como  el  anterior  Presidente,  era  porque  creían  que,  sin  el 
apoyo  del  brazo  secular,  la  Iglesia  no  podrí^  subsistir  porque  no 
contaría  con  los  fondos  necesarios  para  la  alimentación  de  los  ministros 
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del  culto,  y  los  gastos  cuantioeyDs  que  éste  exige.  ¿  De  dónde  .sacaría 
tales  recursos  si  el  Gobierno  de  antemano  había  procurado  hacer 
nugatorio  el  de  los  diezmos,  único  á  que  podía  apelar  la  Iglesia  con 
esperanza  de  buen  éxito  ?  Si  otros',  por  el  contrario,  como  él  nuevo 
Presidente,  impugnaban  la  emancipación  era  porque,  una  vez  admitida, 
no  podría  intervenir  el  Gobierno  en  él  nombramiento  de  Obispos  y 
demás  empleados  eclesiásticos :  éstos,  si  lograban  sostenerse  y  sostener 
el  culto,  obrarían  en  todo -prescindiendo  entera  y  absolutamente  del 
poder  civil. 

No  se  había  hecho  en  esos  tiempos  él  famoso  descubrimiento,  debido 
Á  los  posteriores,  según  el  cual  en  el  estado  de  plena  y  absohUa  libertad 
é  independencia  de  la  Iglesia,  el  pbder  civil  puede  encadenar  á  los  minis- 
tros del  culto  á  su  sabor,  y  obrar  respecto  de  ellos  como  lo  exijan  sus 
intereses  y  sus  caprichos.  Pero  no  nos  anticipemos :  su  turno  les  llagará 
á  esos  tiempos  de  mentida  libertad  y  de  verdadera  esclavitud  y  servi- 
dombre. 

10.  Ya  se  ha  visto  que  el  nuevo  Presidente  hacía  votos  por  la 
restauración  de  la  libertad  y  el  esplendor  que  tenia  primitivamente  la 
Iglesia.  No  estará,  pues,  por  demás  echar  una  rápida  ojeada  acerca  de 
lafl  relaciones  entre  la  Iglesia  y  el  Estado  en  esa  época.  , 

Principiaremos  por  insertar  una  página  de  nuestros  libros  santos, 
más  elocuente  por  sí  misma  que  todo  lo  que  nosotros  pudiéramos 
decir. 

1.  Y  cuando  se  cumplían  los  días  de  Pentecostés,  estaban  todos  unánimes  en  un 
mismo  Ingar. 

2.  Y  vino  de  repente  un  estruendo  del  Cielo,  como  el  viento,  que  soplaba  con 
ímpetu,  7  llenó  toda  la  casa  endonde  estabají  sentados. 

3.  Y  se  les  apareciero&.unas  lenguas  repartidas  como  de  fuego,  y  se  posó  sobre 
cada  uno  de  ellos. 

4.  Y  fueron  todos  llenos  del  Espíritu  Santo,  y  comenzaron  á  hablar  en  varías 
lenguas,  como  el  Espíritu  Santo  les  daba  (jne  hablasen. 

5.  Y  residían  entonces  en  «Terusalén  judíos,  varones  religiosos  de  todas  las 
naciones  qne  hay  debajo  del  Cielo. 

6.  Y  hecha  esta  voz  acudió  macha  gente,  y  quedó  pasmada,  porque  les  oía  hablar 
cada  nno  en  su  propia  lengua. 

7.  Y  estaban  todos  atónitos,  y  se  maravillaban,  diciendo:  ¿No  veis  que  son 
(^alileos  todos  estos  que  hablan  r 

8.  Pues  ¿  cómo  los  oímos  nosotros  hablar  cada  uno  en  nuestra  lengua,  en  que 
nacimos  F 

9.  Partos,  y  medos,  y  elamitas,  y  los  que  moran  en  la  Mesopotamia,  en  Judea, 
en  C^adocia,  Ponto  y  Asia. 

10.  En  Frigia  y  Panfilia,  Egipto  y  tierras  de  la  Libia,  que  está  comarcana  á 
Cireneo^  los  que  han  venido  de  Koma. 

11.  y  jadíes  también  y  prosélitos  cretenses  y  árabes,  los  habernos  oído  hablar 
en  nuestras  leneaas  las  grandezas  de  Dios. 

12.  Se  pasmaban,  pues,  todos,  y  se  maravillaban,  diciendo  unoS  á  otros :  i  Qué 
viene  á  ser  esto  P 

13.  Mas  otros  burlándose  decían :  Estos  llenos  están  de  mosto. 

14.  Mas  Pedro  en  compañía  de  los  once,  puesto  en  pie  alzó  su  voz  y  dijo: 
Varones  de  Jadea,  y  todos  los  que  habitáis  en  Jera  salen,  esto  os  sea  notorio^  y 
oíd  con  atención  mis  palabras. 

•  ••••••• 

36.  Por  tanto,  sepa  certísimamente  toda  la  casa  de  Israel,  que  Dios  hizo  Señor 
j  Cristo  á  este  Jesús  á  quien  vosotros  crucificasteis. 
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41.  T  los  que  recibieron  su  palabra,  fueron  bautizados;  y  fueron  añadidas 
aquel  día  cerca  de  tres  mil  personas. 

42.  Y  ellos  perseveraban  en  la  doctrina  de  los  apóstoles,  y  en  la  comunión  de  la 
ñucción  del  pan  y  en  las  oraciones. 

43.  T  toda  persona  tenía  temor.  Y  los  apóstoles  hacían  muchos  prodigios  y 
señales  en  Jerusalén,  y  en  todos  había  gran  temor. 

44.  Y  todos  los  que  creían,  estaban  unidos,  y  tenían  todas  las  cosas  comu- 
nes. 

45.  Vendían  sus  posesiones  y  haciendas,  y  las  repartían  á  todos  conforme  la 
necesidad  de  cada  uno. 

46.  Y  diariamente  perseveraban  unánimemente  en  el  templo,  y  partiendo  el  pan 
por  las  casas,  tomaban  la  comida  con  alegría  y  sencillez  de  corazón. 

47.  Alabando  á  Dios,  y  hallando  gracia  con  todo  el  pneblo.  Y  el  Señor  aumen- 
taba cada  día  los  que  se  habían  de  salvar  en  esta  unidad.^ 

Tal  fué  el  origen  de  la  predicación  del  Evangelio  el  gran  día  de 
Pentecostés^  y  tal  la  vida  que  llevaban  los  primeros  cristianos.  ¿  Sus- 
pirarían de  veras  los  que  gobernaban  la  República  en  la  época  de  que 
tratamos  por  el  restablecimiento  de  esa  vida  de  perfección^  de  caridad^  de 
amor  y  de  desprendimiento  P  ¿  Consentirían  en  vender  sus  posesiones 
y  haciendas^  para  repartir  su  producto  entre  todos»  como  lo  hacían  los 

5 rimeros  cristianos P  ¿O  pertenecerían  más  bien  á  la  clase  de  aquellos 
e  quienes  decía  Nuestro  Señor  Jesucristo :  *^  Atan  cargas  pesadas  é 
insoportables,  y  las  ponen  sobre  los  hombros  de  los  hombres;  mas  ni 
aun  con  su  dedo  las  quieren  mover "  ? "  Dejamos  la  contestación  al 
buen  juicio  del  discreto  lector. 

Omitamos  otras  consideraciones,  y  volvamos  de  nuevo  los  ojos  al 
través  de  diez  y  nueve  siglos  á  la  época  de  la  primera  predicación  del 
Evangelio,  para  presenciar  un  gran  portento  que  ocasionó  la  primera 
persecución  contra  los  discípulos  de  Cristo.  Veamos  cómo  refiere  el 
hecho  con  su  admirable  sencillez  el  sagrado  Libro. 

1.  Pedro  y  Juan  iban  al  templo  á  la  oración  á  la  hora  nona. 

2.  Y  traían  á  un  hombre,  qne  era  cojo  desde  el  vientre  de  su  madre,  al  cual 
ponían  cada  día  á  la  puerta  del  templo  llamada  la  Hermosa,  para  que  pidiese 
limosna  á  los  que  entraban  en  el  templo. 

3.  Este  cuando  vio  á  Pedro  y  á  Juan  que  iban  á  entrar  en  el  templo,  rogaba 
que  le  diesen  limosna. 

4.  Y  Pedro,  fijando  en  él  los  ojos,  juntamente  con  Juan,  le  dijo :  Míranos. 

5.  Y  él  los  miraba  con  atención,  esperando  recibir  de  ellos  alguna  cosa. 

6.  Y  Pedro  dijo :  No  tengo  oro  ni  plata ;  pero  lo  que  tengo,  esto  te  doy.  En  el 
nombre  de  Jesucristo  Nazareno,  levántate,  j  anda. 

7.  Y  tomándole  por  la  mano  derecha,  le  levantó,  y  en  el  mismo  punto  fueron 
consolidados  sus  pies  j  sus  plantas. 

8.  Y  dando  un  salto  se  puso  en  pie,  y  echó  á  andar ;  y  entró  con  ellos  en  el 
templo  andando  j  saltando  y  alabando  á  Dios. 

12.  Y  viendo  esto  Pedro  dijo  al  pueblo :  Varones  israelitas,  ¿  por  qué  os  mara- 
villáis de  esto,  ó  por  qué  ponéis  los  ojos  en  nosotros,  como  si  por  nuestra  virtud  ó 
poder  hubiéramos  hecho  andar  á  éste  P 

13.  El  Dios  de  AbraJiam,  y  el  Dios  de  Isaac,  y  el  Dios  el  Jacob,  el  Dios  de  núes- 


^  Los  Hechos  de.  los  ApóatoUa,  cap.  II. 
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tros  i>adre8,  ba  glorificado  á  su  Hijo  Jesús,  á  quien  Yosotros  entregasteis,  y  negas- 
teis delante  de  Pilatos,  juzgando  él  que  se  dema  librar. 

14.  Mas  Yosotros  negasteis  al  Santo,  al  Justo,  y  pedisteis  que  se  os  diese  un 
liombre  homicida. 

15.  T  matasteis  al  Autor  de  la  TÍda,  4  quien  Dios  resucitó  de  entre  los  muertos, 
de  lo  cual  nosotros  somos  testigos. 

16.  Y  en  Li  fe  de  su  nombre  na  confirmado  su  nombre  á  este  que  vosotros  habéis 
iristo,  7  conocéis ;  y  la  íe  que  es  pK>r  él,  le  ha  dado  esta  entera  sanidad  á  vista  de 
todos  vosotros. 

1.  Y  estando  ellos  hablando  al  pueblo,  sobrevinieron  los  sacerdotes,  y  el  magis- 
trado del  templo  y  los  saduceos. 

2.  Pesándoles  de  que  enseñasen  al  pueblo,  y  de  que  predicasen  en  Jesús  la 
resurrección  de  los  muertos. 

3.  Y  les  echaron  mano,  y  los  metieron  en  la  cárcel  hasta  el  otro  día,  porque  era 
ya  tarde. 

4.  Mas  muchos  de  los  que  habían  oído  la  predicación  creyeron ;  y  fué  el  número 
de  los  varones  cinco  mil. 

5.  Y  acaeció  que  al  día  siguiente  se  juntaron  en  Jerusalén  los  principales  de 
ellos,  y  los  ancianos,  j  los  escribas. 

6.  Y  Anas  el  príncipe  de  los  sacerdotes,  y  Oaifásr  y  Juan,  y  Alejandro,  y  todos 
cuantos  eran  de  linaje  sacerdotal. 

7.  Y  haciéndoles  presentar  en  medio,  les  preguntaron :  ¿  Con  qué  poder,  ó  en 
nombre  de  quién  habéis  hecho  vosotros  esto  r 

8.  Entonces  Pedro,  lleno  del  Espíritu  Santo,  les  dijo ;  Príncipes  del  puebb,  y 
Tosotros  ancianos,  escuchad : 

9.  Puesto  que  hoy  se  nos  pide  razón  del  beneficio  hecho  á  un  hombre  enfermo, 
por  virtud  de  quién  éste  ha  sido  sanado, 

10.  Sea  notorio  á  todos  vosotros,  y  á  todo  el  pueblo  de  Israel,  que  en  el  nombre 
de  Nuestro  Señor  Jesucristo  Nazareno,  á  quien  vosotros  crucificasteis,  y  á  quien 
Dios  resucitó  de  entre  los  muertos,  por  virtud  de  él  está  sano  éste  delante  de 
vosotros. 

^  11.  Esta  es  la  piedra  que  ha  sido  reprobada  de  vosotros  los  arquitectos,  que  ha 
sido  puesta  por  cabeza  del  ángulo. 

12.  Y  no  nay  salud  en  ningún  otro ;  porque  no  hay  otro  nombre  debajo  del 
Cielo  dado  á  los  hombres,  en  que  nos  sea  necesario  ser  salvos. 

^  13.  Ellos  viendo  la  firmeza  de  Pedro  y  de  Jnan,  entendiendo  que  eran  hombres 
sin  letras,  é  idiotas,  se  maravillaban;  y  los  conocían  que  habían  estado  con 
Jesús. 

14.  Y  viendo  estar  también  con  ellos  el  hombre  que  había  sido  sanado,  no 
podían  decir  nada  en  contra. 

15.  Mas  los  mandaron  salir  fuera  de  la  Junta ;  y  conferían  entre  sí, 

16.  Diciendo :  ¿  Qué  hiuremos  á  estos  hombres  ?  porque  han  hecho  un  milagro 
notorio  á  cuantos  moran  en  Jerusalén ;  patente  es  y  no  lo  podemos  negar. 

17.  Pero  para  que  no  se  divulgue  más  en  el  paeblo,  amenacémoslos  que  en 
adelante  no  nablen  más  á  hombre  alguno  en  este  nombre. 

18.  Y  llamándolos,  les  intimaron  qne  nunca  más  hablasen,  ni  enseñasen  en  el 
nombre  de  Jesús. 

19.  Entonces  Pedro  y  Juan  respondiendo  les  dijeron':  Si  es  justo  delante  de 
Dios  oíros  á  vosotros  antes  que  á  Dios,  juzgadlo  vosotros ; 

20.  Pues  no  podemos  dejar  de  hablar  las  cosas  que  hemos  visto  y  oído. 

21.  Ellos  entonces  amenazándoles,  los  dejaron  ir  libres,  no  hallando  achaque 
para  castisarlos,  por  miedo  del  pueblo,  porque  todos  ensalzaban  este  glorioso  hecho 
en  lo  que  había  acontecido. 

22.  Porque  tenía  ya  más  de  cuarenta  años  el  hombre  en  quien  había  sido  hecho 
aquel  prodigio  de  sanidad. 

23.  Puestos  ellos  en  libertad,  vinieron  a  los  suyos,  y  les  contaron  cuanto  les 
habían  dicho  los  Príncipes  de  los  sacerdotes  y  los  ancianos. 

24.  Y  cuando  lo  oyeron  todos  á  una  levanteron  la  voz  á  Dios  y  dijeron :  Señor, 
tú  eres  el  que  hiciste  el  cielo,  y  la  tierra,  el  mar,  y  todo  lo  que  hay  en  ellos ; 
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25.  Que  en  el  Espirita  Santo,  por  boca  de  nuestro  padre  David,  tu  siervo, 
dijiste :  á  **  Por  qué  bramaron  las  gentes,  y  los  pueblos  pensaron  cosas  vanas  P  " 

26.  Se  levantáronlos  Reyes  de  la  tierra  j  los  principes  se  juntaron  en  uno  contra 
el  Señor  y  contra  su  Cristo.  ^  . 

27.  Porque  verdadertunente  se  ligaron  ¿  una  en  esta  ciudad  contra  tu  santo  Hijo 
Jesús,  al  que  ungiste,  Herodes  y  roncio  Pílatoa  con  los  gentiles  y  con  los  pueblos 
de  Israel, 

'     28.  Para  bacer  lo  que  tu  mano  y  tu  consejo  decretaron  que  se  biciese. 

29.  Y  abora.  Señor,  pon  los  ojos  en  sus  amenazas,  y  concede  á  tus  siervos,  que 
con  toda  libertad  bablen  tu  palabra, 

30.  Extendiendo  tu  mano  á  sanar  las  enfermedades,  y  á  que  se  bagan  maravillas 
y  prodigios  en  el  nombre  de  tu  santo  Hijo  Jesús. 

31.  X  cuando  bubieron  orado  tembló  el  lugar  en  donde  estaban  con^gados ;  y 
fueron  todos  llenos  del  Espíritu  Santo,  y  bablaron  la  palabra  de  Dios  con  fir- 
meza. 

32.  Y  de  la  mucbedumbre  de  los  creyentes  el  corazón  era  uno,  y  el  alma  una ; 
y  ninguno  de  ellos  decía  ser  suyo  propio  nada  de  lo  que  poseía,  sino  que  todas  las 
cosas  les  eran  comunes. 

33.  Y  con  esa  gran  fortaleza  daban  los  Apóstoles  testimonio  de  la  Besurreoción 
de  Jesucristo  Nuestro  Señor ;  y  babía  mucba  gracia  en  todos  ellos. 

34.  Y  no  babía  ningún  necesitado  entre  ellos,  porque  cuantos  poseían  ^campos  ó 
casas  las  vendían,  y  traían  el  precio  de  lo  que  vendían, 

35.  Y  lo  ponían  á  los  pies  de  los  Apóstoles ;  y  se  repartía  á  cada  uno  según  lo 
que  babían  menester.^ 

De  esta  sencilla  y  hermosa  narración  del  historiador  sagrado  resaltan 
patentemente  tres  cosas^  á  saber :  primera,  que  los  Apóstoles  hachan 
el  bien  tanto  á  los  fieles  como  á  los  extraños ;  segunda,  que  desempe> 
ñaban  su  santo  ministerio  no  sólo  sin  el  permiso  de  las  autoridades 
públicas,  sino  contra  su  expresa  y  terminante  prohibición ;  tercera, 
que  la  piedad  de  los  fieles  atendía  superabundantemente  á  las  neceáis 
dades  de  la  naciente  Iglesia,  por  lo  cual  no  había  necesidad  de  bienes 
especiales  y  rentas  determinadas  para  el  sostenimiento  del  culta. 
Veamos  ahora  otro  fragmento  del  mismo  sagrado  libro  que  hemos 
citado. 

12.  Y  por  las  manos  de  los  Apóstoles  se  hacían  muobos  milagros  y  prodigios  en 
el  pueblo ;  y  estaban  todos  unánimes  en  la  galería  de  Salomón. 

17.  Mas  levantándose  el  principe  de  los  sacerdotes,  y  todos  los  que  con  éH 
estaban  (que  es  la  secta  de  los  saduceos),  se  Uenaron  de  celo. 

18.  Y  prendieron  á  los  Apóstoles,  y  los  pusieron  en  la  cárcel  pública, 

19.  Mas  el  Ángel  del  Señor  abriendo  de  noche  las  puestas  de  la  cárcel,  y  saduidolos 
fuera,  les  dijo : 

20.  Id,  y  presentándoos  en  el  templo,  predicad  al  pueblo  todas  las  palabras  de 
esta  vida. 

21.  Ellos  cuando  esto  pyeron,  entraron  de  mañana  en  el  templo,  y  enseñaban. 
Mas  lle^ndo  el  Príncipe  de  los  sacerdotes,  y  loa  que  estaban  con  él,  convocaron 
al  Concilio  y  á  todos  los  ancianos  de  los  hijos  de  Israel,  y  enviaron  á  la  cárcel,  para 
que  los  trajesen. 

22.  Mas  cuando  fueron  los  ministros,  y  abriendo  la  cárcel  no  los  hallaron,  volvie- 
ron á  dar  aviso, 

23.  Diciendo :  La  cárcel  ciertamente  bailamos  muy  bien  cerrada,  y  los  g^a ardas 
que  estaban  delante  de  las  puertas ;  mas  babióndolas  abierto,  no  bailamos  dentro 
a  ninguno. 


L  08  Sechos  de  los  Apóstoles,  capítulos  III  y  lY. 
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24.  Onando  esto  oyeron  el  magistrado  del  templo  y  los  Príncipes  de  los  sacer- 
dotes, estaban  en  duda  de  lo  qae  se  babria  hecho  de  míos. 

25.  Pero  al  mismo  tiempo  Üegó  uno  que  les  dijo  :  Mirad,  aquellos  hombres  que 
metisteis  en  la  cárcel,  están  en  el  templo,  7  enseñan  al  pueblo. 

26.  Entonces  fué  el  magistrado  con  sus  ministros,  y  los  trajo  sin  violencia ; 
I)orque  temían  al  pueblo  que  no  los  apedrease. 

27.  Y  luego  que  los  trajeron,  los  presentaron  al  GondHo;  y  el  Príncipe'  de  los 
sacerdotes  les  preguntó 

28.  Diciendo :  Con  expreso  mandato  os  mandamos  que  no  enseñaseis  en  este 
nombre.  Y  ved  que  haoéis  llenado  a  Jerusalén  de  vuestra  doctrina ;  y  qñer^ 
echar  sobre  nosotros  la  sangre  de  ese  hombre. 

29.  Y  respondiendo  Pedro  y  los  Apóstoles  dijeron :  £s  ménesteJr  obedecer  4  Dios 
antes  que  4  los  hombres. 

30.  El  Dios  de  nuestros  padres  resucijUS  á  Jesús,  4  quien  vosotros  matasteis, 
poniézidole  en  un  madero. 

31.  A  éste  ensalzó  Dios  con  su  diestra  por  Príncipe  y  por  Salvador,  parja  dar 
arrepentuniento  4  Israel ;  y  remisión  de  pecados. 

32.  Y  nosotros  somos  testigos  de  estas  palabras ;  y  también  el  Espíritu  Santo, 
^e  ha  dado  Dios  4  todos  los  que  le  obedecen. 

33.  Cuando  esto  oyeron,  reventaban,  y  consultaban  cómo  les  darían  la  muerte. 
31.  Mas  levant4ndose  en  el  Concilio  un  fariseo  llamado  Gamaliel,  doctor  de  la 

ley,  hombre  de  respeto  en  todo  el  pueblo,  mandó  que  salieran  fuera  aquellos 
liombres  por  un  breve  rato. 
35,  Y  les  dijo.  ... 

38.  .  .  .  No  os  met4is  con  esos  hombres  y  d^adbs ;  porque  si  este  consejo  ó 
esta  obra  viene  de  los  hombres,  se  desvanecedL; 

39.  Mas  si  viene  de  Dios,  no  la  podréis  deshacer,  para  que  no  parezca  que 
queréis  resistir  hasta  4  Dios.    Y  ellos  siguieron  su  consejo. 

40.  Y  habiendo  llamado  4  los  Apóstoles,  después  de  haberlos  hecho  azotar,  les 
mandaron  que  no  hablasen  más  en  el  nombre  de  Jesús,  y  los  soltaron. 

41.  Pero  ellos  salieron  gozosos  de  delante  del  Concilio^  porque  habían  sido 
hallados  dignos  de  sufrir  afrentas  por  el  nombre  de  Jesús. 

42.  Y  ccula  día  no  cesaban  de  enseñar  y  de  predicar  4  Jesucristo  en  el  templo  y 
por  las  casas.^ 

Parécenos  que  bastan  estos  pasajes  para  probar  plenamente  que  la  tan 
deseada  independencia  de  la  Iglesia  en  esos  primeros  tiempos  consistía  en 
predicaren  el  nombre  de  Jesús  una  doctrina  opuesta diametralmente  ala 
que  enseñaban  y  practicaban  los  Príncipes  dA  pueblo  y  los  magistrados 
civiles ;  desafiando  así  las  iras  del  Gobierno,  que  podían  desencadenarse 
sobre  ellos  de  un  momento  á  otro,  para  castigarles  su  desobediencia  á 
las  órdenes  explícitas  y  terminantes  de  las  autoridades  publicas. 

No  tardó,  en  efecto,  la  primera  persecución  en  atacar  de  lleno  á  la 
nueva  Iglesia.  Veamos  su  origen,  trazado  á  grandes  rasgos  por  la  mano 
maestra  del  historiador  sagrado. 

8.  Mas  Esteban,  lleno  de  gracia  y  de  fortaleza,  hacía  grandes  prodigios  y  mila- 
gros en  el  pueblo. 

9.  Y  algunos  de  la  Sinagoga,  que  se  llama  de  los  Libertinos,  }r  de  los  Cireneos, 
y  de  los  Alejandrinos,  y  de  aquellos  que  eran  de  Cilioia  y  de  Asia,  se  levantaron 
a  disputar  con  Esteban : 

10.  Mas  no  ]x>dían  resistir  á  la  sabiduría  y  al  Espíritu  que  hablaba. 

11.  Entonces  sobornaron  á  algunos,  que  dijeron  que  ellos  le  habían  oído  decir 
palabras  de  blasfemia  contra  Moisés  y  contra  Dios. 

12.  Y  conmovieron  al  pueblo,  y  á  los  ancianos,  y  á  los  escribas ;  y  conjurados,  lo 
arrebataron,  y  lo  llevaron  al  Concilio. 

*  Los  HeehoM  rfe  los  Apóstoles,  capítulo  Y. 
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13.  Y  presentaron  testigos  falsojs  que  dijeron :  Este  hombre  no  cesa  de  liablar 
palabras  contm  el  Ingar  santo  y  contra  la  ley. 

14.  Porque  lo  hemos  oído  decir :  Que  ese  Jesús  Nazareno  destruirá  este  lugar,  y 
cambiará  ms  tradiciones  que  nos  dio  Moisés. 

15.  Y  fijando  en  él  los  ojos  todos  cuantos  estaban  en  el  Concilio,  vieron  su  rostro 
como  de  nn  ángel. 

1.  Entonces  el  Sumo  Sacerdote  le  preguntó :  si  eran  así  estas  cosas. 

2.  Y  él  dijo :  Varones  hermanos  y  padres,  escuchad.  ... 

51.  Duros  de  cerviz,  é  incircuncisos  de  corazones  y  de  orejas,  yosotros  resistís 
siempre  al  Espíritu  Santo :  como  vuestros  padres,  asi  también  vosotros. 

52.  ¿  A  cuál  de  los  Profetas  no  persiguieron  vuestros  padres  ?  Y  mataron  á  los 
que  anunciaban  la  venida  del  Justo,  áeí  cual  vosotros  ahora  habéis  sido  traidores 
y  homicidas, 

53.  Que  recibisteis  la  ley  por  ministerio  de  Ángeles,  y  no  la  guardasteis. 

54.  Al  oír  tales  cosas  reventaban  en  su  interior,  y  crujían  los  dientes  contra  él. 

55.  Mas  como  él  estaba  lleno  del  Espíritu  Santo,  mirando  al  Cielo,  vio  la  gloria 
de  Dios,  j  á  Jesús  que  estaba  en  pie  á  la  diestra  de  Dios,  y  dijo :  Hé  aquí  veo  los 
cielos  abiertos,  y  al  Hijo  del  Hombre  que  está  en  pie  á  la  diestra  de  Dios. 

56.  Mas  ellos  clamando  á  grandes  voces,  taparon  sus  orejas,  y  todos  de  un 
ánimo  arremetieron  impetuosamente  contra  él. 

57.  Y  sacándole  iuera  de  la  ciudad  lo  apedreaban  ;  y  los  testigos  pusieron  sus 
ropas  á  los  pies  de  un  mancebo,  que  se  llamaba  Sanio. 

58.  Y  apedreaban  á  Esteban,  que  oraba,  y  decía :  Señor  Jesús,  recibe  mi  espí- 
ritu. 

69.  Y  puesto  de  rodillas,  clamó  en  voz  alta  diciendo :  Señor,  no  les  imjmtes  este 
Flecado.  Y  cuando  esto  hubo  dicho,  durmió  en  el  Señor.  Y  Sanio  era  consen- 
tiente  en  su  muerte. 

1.  Y  en  aquel  día  se  movió  una  gran  persecución  en  la  Iglesia,  que  estaba  ea 
Jerusalén ;  y  fueron  todos,  esparcidos  por  las  provincias  de  la  Judea  y  de  Samaría, 
salvo  los  Apóstoles. 

2.  Y  unos  hombres  piadosos  llevaron  á  enterrar  á  Esteban,  é  hicieron  gran  llanto 
sobre  éL 

3.  Mas  Sanio  asolaba  la  Iglesia ;  entrando  por  las  casas,  y  sacando  con  violencia 
hombres  y  mujeres,  los  hacía  poner  en  la  cárcel.^ 

Ese  Saulo  perseguidor  se  convirtió  poco  después,  y  llegó  á  ser  Pablo, 
el  grande  Apóstol  de  las  gentes. 

Al  fin  calmó  esa  primera  persecución,  pero  no  tardó  en  sobrevenir 
otra.  Veamos  siquiera  lo  concerniente  á  uno  de  sus  más  importantes 
episodios. 

1.  Y  en  ese  mismo  tíempo  el  Bey  Herodes  envió  tropas,  para  mahratar  á  algunos 
de  la  Jblesia. 

2.  X  mató  á  cuchillo  á  Santiago,  hermano  de  Juan. 

3.  Y  viendo  que  hacía  placer  á  los  judíos,  pasó  también  á  prender  á  Pedro. 
Eran  entonces  los  días  de  los  ázimos. 

4.  Y  habiéndole  hecho  prender,  le  puso  en  la  cárcel  y  le  dio  á  guardar  á  cuatro 
piquetes  de  cuatro  soldados  cada  uno,  queriendo  sacarle  al  pueblo  después  de  la 
fascua. 

5.  Y  mientras  que  Pedro  era  allí  guardado  en  la  cárcel,  la  Iglesia  hacía  sin 
cesar  oración  á  Dios  por  éL 

6.  Mas  cuando  Herodes  le  había  de  sacar,  aquella  misma  noche  estaba  Pedro 
durmiendo  entre  dos  soldados  aherrojado  con  dos  cadenas ;  y  los  guardas  estaban 
delante  de  la  puerta,  guardando  la  cárcel. 

7.  Y  hé  aquí  sobrevino  el  Ángel  del  Señor,  y  resplandeció  lumbre  en  aquel 
lugar;  y  tocando  á  Pedro  en  el  lado  lo  despeírtó  y  dijo:  Levántate  pronto.  Y 
cayeron  las  cadenas  de  sus  manos. 


Los  Eechoa  de  loa  Apóstole$,  capítulos  VI  y  YII. 
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8.  T  el  ángel  le  dijo:  Cíñete  y  cálzate  tus  •sandalias.  Y  lo  hizo  así.  Y  le 
dijo :  Échate  encima  tu  ropa,  y  sígneme. 

9.  Y  salió  y  le  iba  siguiendo;  y  no  sabia  que  fuese  verdad  lo  que  hacía  el 
¿ngel ;  mas  pensaba  que  él  veía>  visión. 

10.  Y  pasando  la  primera  y  la  segunda  guardia,  llegaron  á  la  puerta  de  hierro, 
que  va  á  la  ciudad,  la  que  se  les  abrió  de  suyo.  Y  habiendo  salido  pasaron 
Tina  calle ;.  y  luego  se  apartó  de  él  el  ángel.^ 

No  era  sólo  en  Jerusalén  donde  se  perseguía  á  los  discípulos  de 
Cristo.  Las  demás  ciudades  imitaban  su  ejemplo.  En  Listria,  por 
ejemplo,  después  de  querer  adorar  á  Pablo  y  á  Silas  como  dioses  por 
un  milagro  que  hicieron,  se  dejaron  engañar  de  los  obreros  del  mal  y  los 

Sersiguieroü.     Hé  aquí  cómo  se  expresa  sobre  el  particular  el  historia- 
or  sagrado : 

18.  Mas  sobrevinieron  alanos  judíos  de  Antioquía  y  de  Iconio  ;  y  habiendo 
ganado  la  voluntad  del  pueblo,  y  apedreando  á  Pablo,  le  sacaron  arrastrando  fuera 
de  la  ciudad,  creyendo  que  estaba  muerto. 

^  19.  Mas  rodeándole  los  discípulos  se  levantó,  y  entró  en  la  ciudad,,  y  al  día 
siguiente  se  partió  con  Bernabé  á  Derbes.' 

Veamos,  por  último,  otro  episodio  de  las  persecuciones  que  sufrió 
aquel  mismo  Pablo  que  antes  había  sido  perseguidor. 

16.  Acaeció,  pues,  que  yendo  nosotros  (Pablo,  Timoteo  y  Silas)  á  la  oración  nos 
encontró  una  muchacha  que  tenía'  espíritu  de  Pitón,  y  daba  mucho  que  ganar  á 
sus  amos  adivinando. 

17.  Ella  siguiendo  á  Pablo  y  á  nosotros,  daba  voces  diciendo:  Estos  hombres 
son  si^os  del  Dios  excelso,  que  os  anuncian  el  camino  de  la  salud. 

18.  Y  esto  lo  hacía  muchos  días.  Mas  indignado  ya  se  volvió  y  dijo  al  espíritu : 
Te  mando  en  el  nombre  de  Jesucristo  que  sa^s  de  ella.  Y  en  la  misma  hora 
salió. 

19.  Y  cuando  vieron  sus  amos  que  se  les  había  escapado  la  es()eranza  de  su 
ganancia,  echando  mano  de  Pablo  y  de  Silas,  los  llevaron  al  juzgado  de  los 
Principes. 

20.  Y  presentándolos  á  los  magistrados,  dijeron :  estos  hombres  son  judíos,  y 
alborotan  nuestra  ciudad. 

21.  Y  predican  ritos  que  á  nosotros  no  nos  es  lícito  recibir,  ni  guardar,  sino 
romanos. 

22.  Y  el  pueblo  se  atropello  contra  ellos ;  y  los  magistrados,  haciéndoles  rasgar 
las  ttinicas,  109  mandaron  azotar  con  varas. 

23.  Y  después  de  haberles  dado  muchos  golpes,  los  metiei'on  en  la  cárcel,  man- 
dando al  carcelero  que  los  tuviese  á  buen  recauao. 

24.  Él  luego  que  recibió  esta  orden,  los  puso  en  un  calabozo,  y  les  apretó  los 
]ñes  en  el  cepo. 

25.  Mas  á  media  noche,  puestos  en  oración  Pablo  y  Silas,  alababan  á  Dios ;  y 
loe  que  estaban  presos,  los  oían. 

2d.  y  súbitamente  se  sintió  un  terremoto  ta.n  grande  que  se  movieron  los 
cimientos  de  la  cárcel ;  y  se  abrieron  luego  todas  las  puertas,  y  fueron  sueltas  las 
prisiones  de  todos. 

27.  Y  habiendo  despertado  el  carcelero,  cuando  vio  abiertas  las  puertas  de  la 
cárcel  desenvainó  la  espada,  y  se  quería  matar,  pensando  que  se  habían  huido  los 
presos. 

28.  Mas  Pablo  clamó  en  alta  voz  diciendo :  No  te  hagas  ningún  mal,  porque 
todos  estamos  aquí. 


^  Los  Hechos  de  los  Apóstoles,  capítxdo  XII. 
'  Los  Hechos  de  los  Apóstoles,  capítulo  XIY. 
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29.  Él  entonces  pidió  una  lu2,  y  entró  dentro ;  y  temblando  se  arrojó  á  los 
pies  de  Pablo  y  de  Silas. 

80.  Y  sacánaoles  fuera,  les  dijo:  Señores,  ¿qué  es  lo  que  yo  debo  hacer  para 
ser  salvo  P 

31.  Y  ellos  le  dijeron :  Cree  en  el  Señor  Jesús ;  y  serás  salvo  tú  y  tu  casa. 

32.  Y  le  predicaron  la  palabra  del  Señor,  y  á  todos  los  que  estaban  en  su  casa. 

33.  Y  tomándolos  en  aquella  misma  hora  de  la  noche,  les  lavó  las  llagas ;  é 
inmediatamente  fué  bautizado  él  y  toda  su  familia. 

34.  Y  habiéndolos  llevado  á  su  casa  les  puso  la  mesa,  y  se  alegró  con  todos  los 
de  su  casa,  creyendo  en  Dios. 

35.  Y  cuando  fué  de  día,  le  enviaron  los  migistrados  á  decir  por  los  alguaciles  : 
Deja  ir  libres  á  ^sos  hombres. 

36.  Y  el  carcelero  dio  aviso  de  esto  á  Pablo:  Los  magistrados  han  enviado 
orden  pa^ra  que  os  ponga  en  libertad :  pues  ahora  salid,  ó  id  en  paz. 

37.  JSntonces  Pablo  les  dijo :  ¿  Azotados  públicamente,  y  sin  forma  de  juicio 
siendo  romanos  nos  pusieron  en  la  cárcel,  y  ahora  nos  echan  fuera  en  secreto  ? 
Ne  será  asi,  mas  vengan, 

38.  Y  sáquennos  ellos  mismos.  Y  los  alguaciles  hicieron  saber  estas  palabras  á 
*los  magistrados.    Y  ellos  temían,  cuando  oyeron  decir  que  eran  romanos : 

39.  X  vinieron  pidiéndoles  perdón,  y  sacándoles,  les  rogaban  que  saliesen  de  la 
ciudad. 

40.  Y  luego  que  salieron  de  la  cárcel,  entraron  en  casa  de  Lidia;  y  visitando 
á  los  hermanos,  los  consolaron,  y  se  fueron. 

Creemos  que  bastan  estos  fragmentos  de  un  libro  inspirado,  y  que  por 
lo  mismo  no  contiene  sino  la  verdad,  para  establecer  clara  y  patente- 
mente estos  hechos : 

1?  El  cristianismo  fué  predicado  en  el  mundo  en  virtud  de  la  misión 
que  los  Apóstoles  y  sus  sucesores  recibieron  de  Dios  mismo,  y  contra  la 
voluntad  y  los  mandatos  de  los  poderes  de  la  tierra. 

2?  Era  mdependiente  de  los  Gobiernos,  en  el  sentido  de  que  éstos  no 
pretendían  intervenir  en  la  administración  de  los  negocios  eclesiásticos 
cristianos  ;  pero  esa  abstención  era  motivada  por  la  circimstancía  de 
que  lo  que  querían  era  el  completo  exterminio  de  la  nueva  fe,  para 
impedir  que  nunca  pudiese  establecerse  sólidamente. 

3?  No  había,  pues,  disidencias  ó  contiendas  entre  las  autoridades  ecle- 
siásticas cristianas  y  las  políticas  y  civiles,  ni  en  cuanto  á  elecciones,  ni  en 
cuanto  á  extensión  de  facultades,  ni  en  cuantía  la  intervención  que  las 
unas  pudieran  tomar  en  los  asuntos  pertenecientes  por  su  naturaleza  alas 
otras :  lo  que  había  era  antagonismo  completo  y  absoluto,  porque  los 
Gobiernos  temporales  lo  que  querían  era,  como  dijimos  antes,  exterminar 
de  raíz  lá  nueva  doctrina. 

4?  Por  la  misma  razón  que  acabamos  de  exponer,  no  había  ni  podía 
haber  relaciones  de  ningún  género  entre  las  dos  potestades.  La  potes- 
tad religiosa  reconocía,  respetaba  y  obedecía  á  la  civil  en  todo  lo  que 
ésta  mandaba  en  asuntos  que  eran  de  su^  competencia;  pero  resistíct, 
hasta  derramar  la  última  gota  de  sangre,  cuando  se  la  quería  obligar 
á  hacer  una  cosa  opuesta  de  cualquiera  manera  á  la  ley  divina.  Al 
contrario,  la  potestad  temporal  no  reconocía  en  los  cristianos  derechos 
de  ninguna  clase.  El  hecho  solo  de  ser  cristianos  los  hacía  dignos  de 
la  muerta  y  de  todo  género  de  males. 

5?  En  cuanto  á  los  bienes  temporales,  la  Iglesia  no  los  tuvo  en  sob 
primeros  días  porque  la  generosidad  de  loa  fieles  estableció  ima  especie 
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de  comtmidad,  de  donde  se  sacaba  cuanto  era  menester  para  el  culto  y 
para  el  sostenimiento  de  sus  ministros ;  pero  la  Iglesia  administraba 
esa  comunidad  con  absoluta  exclusión  del  poder  temporal. 

Poco  después  de  los  sucesos  á  que  se  refíeren  los  fragmentos  que 
hemos  insertado^  principiaron  las  célebres  persecuciones  generales,  que, 
como  se  sabe,  fueron  diez  y  se  prolongaron  por  el  espacio  de  tres  siglos, 
con  algunos  intervalos ;  pero  esos  intervalos  deben  entenderse  respecto 
de  las  persecuciones  generales,  pues  si  se  tienen  en  cuenta  las  parciales,  no 
faltó  persecución  en  tiempo  alguno  desde  la  primera  de  Nerón,  hasta  la 
paz  de  la  Iglesia  bajo  Constantino. 

Durante  ese  largo  período  de  tiempo,  la  situación  de  la  Iglesia  fué  la 
misma  de  que  acabamos  de  hablar.  El  poder  inmenso  de  los  Empera- 
dores romanos  se  estrelló  en  vano  contra  la  obra  de  Dios.  Más  de 
diez  y  ocho  millonea  de  mártires  de  todo  sexo,  edad,  estado  y  condición, 
eraron  con  su  propia  sangre  la  santidad  de  su  doctrina.  JSIillares  de 
familias  opulentas  sufrieron  las  consecuencias  de  la  confiscación,  en  toda 
aquella  parte  de  sus  bienes  que  habían  resuelto  conservar  para  sí. 
[Exterminio  completo  de  los  cristianos  y  su  doctrina,  fué  la  palabra 
sagrada  que  resonó  durante  largo  tiempo  en  todos  los  ámbitos  del 
imperio.  Y  sin  embargo,  al  cabo  de  tres  centurias,  que  bien  pueden 
calificarse  de  una  sola  y  no  interrumpida  persecución,  esa  Cruz  malde- 
cida y  odiada,  se  levantó  de  repente  para  ir  á  colocarse,  vencedora, 
sobre  los  soberbios  alcázares  de  los  señores  del  mundo. 

Tal  es  la  época  que  querían  revivir  para  la  Iglesia  los  Presidentes  que 
gobernaron  este  país  en  la  persecución  de  1850  á  1853.  Mas  aquí 
ocurre  una  duda:  ¿ con  qué  objeto  querían  revivir  semejante  época? 
¿£ra  por  la  independencia  de  hecho  que  tenia  la  Iglesia,  ó  por 
Ift  persecución  terrible  y  tenaz  de  que  era  víctima,  ó  con  algún  otro  fin 
diverso  de  ésos  P  Dura  cosa  es,  y  peligrosa  por  demás,  sondear  las 
intenciones  de  los  hombres.  Muchas  veces  las  exterioridades  engañan 
y  hacen  formar  juicios  errados  acerca  de  los  propósitos  que  tuvieron  en 
mira  ciertos  hombres  al  ejecutar  determinadas  acciones;  pero  en  el 
caso  presente,  creemos  que  los  numerosos  hechos  analizados  en  el  curso 
de  esta  obra  nos  autorizan  para  creer  que  no  era  el  beneficio  de  la  Iglesia 
lo  que  buscaban  al  querer  que  volviese  al  estado  de  sus  primeros  días. 

No  diremos,  sin  embargo,  que  ellos  aspiraran  á  restablecer  la^ 
antiguas  persecuciones  de  los  Nerones  y  Dioclecianos.  Sus  aspiraciones, 
ó  mejor  dicho  las  del  círculo  que  los  movía  y  al  cual  servían  de 
instrumento,  se  limitaban  probablemente  á  retirar  á  la  Iglesia  la  pro* 
lección  del  brazo  secular,  convencidos  de  que  así  ella  no  podría  sos- 
tenerse y  caería  agobiada  por  su  propio  peso. 

En  cuanto  á  la  especie  de  independencia  que  tenía  la  Iglesia  en  sus 
primeros  tiempos,  y  que  consistía  en  llenar  su  santa  misión  aun  contra 
las  órdenes  y  los  mandatos  de  los  poderes  temporales,  arrostrando  todo 
género  de  ultrajes,  baldones  é  ignominias,  ésa  la  ha  tenido  antes,  la 
tiene  ahora  y  la  tendrá  úempre  hasta  el  fin  de  los  tiempos  ;  porque  la 
Iglesia  en  general,  no  puede  faltar  á  su  misión. 

Kespecto  de  la  Iglesia  granadina,  ella  tenía  también  esa  misma  in* 
dependencia  en  la  época  de  los  sucesos  de  que  tratamos;  y  la  prueba 
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más  patente  que  de  ello  podemos  presentar,  es  la  resistencia  pasiva  que 
opuso  á  todas  las  medidas  del  Gobierno  que  afectaban  más  ó  menos 
directamente  sus  intereses  y  sus  derechos,  y  el  sinnúmero  de  iniquidades 
de  que  fué  objeto  por  parte  de  la  potestad  temporal. 

11.  Tiempo  es  ya  de  que  veamos  cómo  se  sancionó  entre  nosotros  la  tan 
decantada  libertad  religiosa^  para  saber  si  ella  dejó  á  la  Iglesia  asegurada 
su  primitiva  independencia  sin  las  persecuciones  que  sufrió  en  los 
primeros  siglos. 

Aparte  del  número  5?,  artículo  5?  de  la  Constitución  de  21  de 
Mayo  de  1853,  que  garantizaba  á  todos  la  libertad  religiosa,  sin  más 
restricción  que  la  de  no  turbar  la  paz  pública,  ni  ofender  la  sana  moral, 
ni  impedir  á  otros  el  ejercicio  de  su  culto,  se  expidió  la  ley  de  15  de 
Junio  de  dicho  año,  cuyo  articulo  1°  mandó  cesar  toda  intervención  de 
las  autoridades  civiles,  nacionales  y  municipales,  en  la  elección  y 
presentación  de  personas  para  la  provisión  de  beneficios,  y  en  todos 
y  cualesquiera  arreglos  y  negocios  relativos  al  ejercicio  del  culto 
católico,  ó  de  cualquiera  otro  que  profesasen  los  habitantes  de  la  re- 
pública. 

Hasta  allí  la  ley  tendía  ciertamente  á  reconocer  en  la  Iglesia  el  pleno 
derecho  de  regirse  y  gobernarse  á  su  voluntad,  sin  intervención  alguna 
del  poder  civil;  y  si  se  hubiese  limitado  á  eso,  habría  podido  decirse 
siquiera  que  se  trataba  de  cumplir  leal  y  honradamente  lo  prometido. 
Pero  no  sucedió  así :  la  ley  ^ntró  en  detalles  que  en  realidad  privaban  á 
la  Iglesia  de  esa  misma  libertad  que  se  pretendía  devolverle.  De  esos 
detiules  hablamos  en  otros  lugares  al  ocuparnos  en  las  materias  á  que 
ellos  se  refieren. 

No  obstante  lo  que  acabamos  de  expresar,  permítasenos  que  recor- 
demos aquí  uno  de  dichos  detalles,  consignado  en  el  artículo  4?  de  la 
ley,  que  consiste  en  haber  entrado  el  Gobierno  á  decidir  acerca  de  la 
propiedad  de  los  templos  católicos.  Nunca  los  Emperadores  romanos 
pretendieron  intervenir  en  asuntos  de  esa  clase,  que  son  del  resorte 
exclusivo  de  la  Iglesia.  Sólo  habrá  que  exceptuar  algunos  de  los 
Emperadores  arríanos,  que  por  odio  á  la  verdadera  Iglesia  y  amor  á  su 
herejía,  quisieron  apoderarse  de  algunos  templos  que  pertenecían  á  los 
fieles,  para  entregarlos  á  sus  secuaces. 

Permítasenos  recordar  también  que  el  artículo  5?  dispuso  de  los  bienes 
de  los  conventos,  que  adjudicó  á  los  católicos  de  la  diócesis  respectíya 
después  de  cierto  tiempo  y  con  determinados  gravámenes.  Tampoco 
pretendieron  los  Emperadores  ingerirse  en  asuntos  de  esa  clase,  en  los 
cuales  fué  siempre  la  Iglesia  señora  absoluta  en  sus  primeros  tiempos. 

Becordemos,  por  último,  otro  ejemplo  tomado  de  la  disposición  dd 
artículo  8?,  según  el  cual,  á  pesar  de  lo  dispuesto  en  la  ley,  continuó 
vigente  la  prohibición  que  tenían  los  jesuítas  de  volver  á  la  república. 
Ese  artículo  vendría  muy  bien  en  una  ley  de  proscripción  del  culto  ; 
pero  en  una  ley  de  libertad  religiosa,  es  un  contrasentido.  jCóxno 
puede  decirse  que  es  libre  una  religión  en  un  país,  si  es  prohibido 
establecer  en  él  las  asociaciones  creadas  y  protegidas  por  esa  misma 
religión  P 

Y  nótese  que  esa  prohibición  se  decía  subsistente,  después  de  sanólo- 
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nada  la  Constitución  que  garantizaba  la  libertad  religiosa  sin  excepciones 
personales  ó  colectivas  de  ninguna  clase. 

Si  en  ese  tiempo  hubiese  ido  un  particular  á  un  jurisconsulto^  y  le 
hubiese  preguntado : 

— ¿  Tengo  libertad  para  ejercer  mi  religión  ? 

— Sin  duda,  le  habría  contestado. 

— ¿  Plena  y  completa  ? 

— Sí,  señor,  plena  y  completa.  Vea  U,  el  articulo  5?  de  la  Constitu- 
ción que  acaba  de  sancionarse :  es  terminante.  La  Kepublica  garan- 
tiza ese  derecho  á  todos  los  granadinos. 

— ^Pero  entienda  U.  que  yo  soy  católico,  y  que  tengo  deseo  de  abrazar 
la  carrera  eclesiástica. 

— Muy  bien.  Puede  U.  hacerlo  cuando  guste.  No  hay  derecho 
mejor  ni  más  claramente  definido  en  nuestras  instituciones. 

— ¿  Y  si  quiero  hacerme  religioso  P 

— Puede  ü.  satisfacer  su  deseo  sin  inconveniente  alguno.  Ahí  están 
los  conventos  de  Santo  Domingo,  San  Francisco  y  otros,  entre  los  cuales 
puede  TJ.  elegir.     Ninguna  autoridad  puede  oponerse  á  su  deseo. 

— Yo  preferiría  más  bien  la  Compañía  de  Jesús. 

— ¿  Qué  me  dice  U.  ?  ¿La  Compañía  de  Jesús ?  Eso  ya  es  otra  cosa. 
La  Compañía  no  puede  existir*  en  la  República.  Hay  una  prohibición 
especial  y  expresa.  Vea  U.  el  artículo  8?  de  la  ley  de  15  de  Junio, 
posterior  á  la  Constitución. 

Tenía  á  resultar,  pues,  en  fín  de  fines,  que  con  tantas  garantías  como 
estaban  escritas,  el  pobre  consultante  no  tenía  realmente  amplia  y  verda- 
dera libertad  de  practicar  su  religión,  puesto  que  no  podía  -establecerse 
en  el  país  \ma  orden  creada  y  aplaudida  por  esa  misma  religión,  y  en  la 
cual  él  deseaba  incorporarse. 

£n  lo  relativo  á  rentas  eclesiásticas,  el  artículo  10  dispuso  que  desde 
el  1?  de  Septiembre  en  adelante  no  se  cobrase  ninguna  contribución  para 
el  sostenimiento  del  culto  y  sus  ministros,  ni  se  invirtiese  en  ello  suma 
alguna  tomada  de  las  arcas  públicas  con  tal  objeto.  Sobre  esto  mismo 
disponía  el  artículo  2?  lo  siguiente : 

No  podrá  establecerse  contríbnción  alguna  forzosa  para  sosteniíniento  de  ningún 
coito  religioBO,  ni  para  sus  ministros ;  pero  las  obligaciones  volnntarias  que  se 
contrajeren  por  los  creyentes  de  una  congregación  cualquiera,  para  sostenimiento 
de  su  culto  y  de  sus  ministros,  tendrán  siempre  el  carácter  de  individuales ;  y  las 
antoridades  públicas  respectivas  las  liarán  cumplir  según  las  leyes. 

No  tenemos  nada  que  objetar  á  esa  disposición.  Sin  embargo,  no 
encontraríamos  irregular  que  el  poder  civil  obligara  á  los  miembros  de 
cada  religión  á  cumplir  los  deberes  que  les  corresponden  como  á  tales, 
en  materia  de  contribuciones  eclesiásticas  para  el  sostenimiento  del 
culto,  sin  necesidad  de  que  mediase  una  obligación  especial  y  expresa, 
individualmente  contraída ;  porque  no  vemos  en  eso  inconveniente 
alguno,  y  es  por  el  contrario  justo  y  razonable. 

Se  dirá  acaso  que  eso  es  en  cierta  manera  obligar  á  uno  á  pertenecer  á 
una  religión  determinada ;  pero  no  hay  razón  para  ello,  porque  el  que 
no  quisiese  contribuir  podría  apostatar  pública  y  solemnemente,  y  así 
acababa  la  obligación.    Con  una  disposición  de  esa  clase,  dejaría  dé 
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Terse  lo  que  se  ve  de  cuando  en  cuando :  personas  que  quieren  gozar  de 
todas  las  yentajas  y  comodidades  de  los  católicos,  sin  llevar  ninguna  de 
las  cargas  anexas  á  esa  calidad.  Pero  ese  inconveniente  puede  subsa- 
narlo la  Iglesia  haciendo  que  los  católicos  contraigan  la  obligación 
especial  y  expresa  de  pagar  sus  contribuciones  eclesiásticas,  y  en  este 
caso  ya  la  ley  da  acción  civil  para  cobrarlas  ante  las  respectivas  auto- 
ridades judiciales. 

Por  esos  tiempos  como  que  se  había  vuelto  una  verdadera  moda  poner 
trabas  y  embarazos  á  la  Iglesia  en  todo  sentido  y  por  todas  partes. 
Como  por  no  quedarse  atrás,  el  Cabildo  de  Zapatoca  dictó  un  acuerdo 
encaminado  á  reglamentar  la  inversión  que  debía  darse  á  lo  que  produ- 
jera el  indulto  de  carnes.  ¿  Qué  tendría  qué  ver  en  ese  asunto  el  Cabildo, 
estando  como  estaban  absolutamente  separados  la  Iglesia  y  el  Estado? 
No  lo  sabemos,  ni  podemos  barruntarlo  siquiera.  • 

Cuál  sea  la  suerte  que  le  hava  tocado  á  la  Iglesia  en  esta  época  de  la 
separación  de  las  dos  potestades,  es  lo  que  nos  &lta  por  examinar  paia 
dar  fín  á  nuestra  tarea.  A  ello  están  destinados  los  capítulos  si- 
guientes. 
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CAPITULO  II. 

BIENES  DE  MANOS  MUERTAS. 

1,  Eliminados  el  patronato  civil  y  el  faero  eclesiástico,  debemos 
principiar  por  tratar  de  los  bienes  de  manos  muertas,  para  seguir  en  lo 
posible  el  mismo  orden  de  exposición  que  hemos  observado  anterior- 
mente. 

Los  que  no  sepan  lo  que  ha  sucedido  entre  nosotros,  extrañarán  que^ 
después  de  sancionada  la  separación  absoluta  de  las  dos  potestades, 
dediquemos  un  capitulo  especial  á  los  bienes  de  manos  muertas.  Esos 
bienes,  dirán  con  razón,  han  debido  seguir  exactamente  la  misma  suerte 
que  todos  los  demás  bienes  de  propiedad  particular ;  porque  en  el  estado 
de  absoluta  separsCbión  de  las  dos  potestades,  la  Iglesia  y  sus  diversas 
entidades  no  deben  ser,  á  los  ojos  del  Gobierno,  sino  asociaciones  licitas, 
capaces  de  ejercer  derechos  y  adquirir  obligaciones.  En  ese  estado  de 
cosas  las  lejres  deben  limitarse  á  garantizar  la  propiedad  de  las  entidades 
religiosas,  como  garantiza  las  de  los  individúes  particulares. 

Asi  debía  ser,  y  así  fué  durante  algún  tiempo.  Desde  1853  hasta  1861, 
sólo  se  expidieron  tres  leyes  con  respecto  á  los  bienes  referidos. 

Fué  la  primera  la  de  30  de  Marzo  de  1854,  por  la  cual  se  cedieron  las 
ruinas  del  edificio  antiguo  de  la  Compañía  de  Jesús  á  la  instrucción 
publica  de  las  Provincias  de  Panamá,  Azuero,  Veraguas  y  Chiriquí. 
Los  jesuitas  habían  levantado  con  no  pequeños  ^stos  y  sacrificios  ese 
edificio,  donde  establecieron  im  excelente  colegio.  Fueron  expulsados  en 
1767,  y  el  colegio  no  pudo  sostenerse  en  lo  sucesivo.  En  más  de  ochenta 
años  de  estar  en  poder  del  Gobierno,  por  la  usurpación  que  se  hizo  de 
todos  los  bienes  de  los  religiosos  expulsados,  apenas  se  consiguió  que  el 
edificio  se  arruinara,  para  ceder  sus  ruinas  á  la  instrucción  pública  de 
cuatro  provincias.  ¿  Cuántos  no  habrían  sido  los  frutos  de  ese  excelente 
plantel  en  tan  larcx)  tiempo,  regentado  por  profesores  tan  hábiles  como 
son  generalmente  los  jesuitas  P  Sin  embargo,  en  el  lenguaje  de  la  época 
presente  éstos  son  oscurantistas,  y  los  Gobiernos  que  cierran  sus  estableci- 
mientos y  los  expulsan,  son  amantes  de  las  luces  y  de  la  ilustración, 

2.  La  segunda  disposición  fué  dada  el  24  de  Abril  de  1855  relativa- 
mente á  los  bienes  de  las  comunidades  y  entidades  religiosas,  y  sobre  síis 
antecedentes  debemos  dar  algunas  nociotíes. 

Yimqs  antes  que  la  ley  de  15  de  Junio  de  1853,  sobre  libertad  religiosa, 
declaró  én  el  artículo  5?  que  los  vecinos  católicos  de  cada  diócesis  podrían 
disponer,  después  de  pasados  veinticinco  años,  de  todos  los  bienes  de  las 
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comunidades  religiosas ;  y  en  el  artículo  4?  había  dispuesto  que  los  templos 
católicos  perteneciesen  á  los  vecinos  de  la  parroquia  ó  de  la  diócesis 
respectivamente. 

En  ejecución  de  esa  ley  dictó  el  Poder  Ejecutivo  un  decreto,  el  29  de 
Julio,  precedido  de  dos  considerandos  encaminados  á  hacer  presente  que 
ya  los  Prelados  y  demás  empleados  eclesiásticos  no  tenían  otro  carácter 
que  el  de  individuos  particulares,  y  que  por  lo  mismo  gozaban  de  los 
mismos  derechos  y  estaban  sujetos  á  las  mismas  obligaciones  que  éstos. 
El  artículo  8%  que  es  el  que  por  ahora  debemos  tener  en  cuenta,  dispuse 
lo  siguiente : 

Para  los  efectos  del  artícuTo  4?  de  la  expresada  ley  debe  entenderse  por  vecifios 
católicos^  todos  aquellos  vecinos  que  residiendo  en  la  parroquia  ó  diócesis  respecti- 
vas, hayan  sido  bautizados  conforme  al  culto  católico,  hasta  el  1°  de  Septiembre 
inmediato;  y  los  que  de  esa  fecha  en  adelante,  además  de  tener  la  residencia 
requerida,  pertenecieren  á  la  comunión  de  creyentes  que  profesa  en  la  República  el 
referido  culto. 

No  se  sabe,  desde  luego,  de  dónde  sacó  el  Poder  Ejecutivo  la  facultad 
de  entrar  á  definir  quiénes  son  miembros  de  la  comunión  católica,  cosa 
extraña  absolutamente  á  sus  funciones  aun  en  el  caso  de  unión  de  las  dos 
potestades,  y  mucho  más  en  el  de  separación  absoluta. 

En  seguida,  sería  difícil  ó  más  bien  imposible  dar  una  razón  satisfac- 
toria acerca  de  la  diferencia  que  establece  la  definición,  entre  los  que 
eran  católicos  hasta  el  1?  de  Septiembre,  y  los  que  lo  fueran  de  ahí  en 
adelante ;  porque  es  patente  que  la  Iglesia  no  atiende  á  fechas  para  con- 
ceder ó  negar  á  una  persona  su  calidad  de  miembro  de  ella. 

No  era  posible  que  tan  extraña  determinación  pasase  inadvertida ;  y 
esta  vez  el  Gobierno  tuvo  la  pena  de  ver  que  uno  de  los  que  reclamaban 
contra  ella  era  el  Provisor  de  Popayán  Dr.  Manuel  A.  Bueno,  en  quien 
había  encontrado  antes  un  fiel  aliado  contra  la  Iglesia.  El  Dr.  Bueno, 
en  ima  excelente  exposición  fechada  el  26  de  Octubre,  probó  de  la 
manera  más  patente  y  decisiva  lo  absurdo  del  procedimiento  del 
Gobierno  en  este  punto  y  en  otros  varios.  De  la  contestación  que  dio 
el  Secretario  respectivo,  tomamos  el  fragmento  que  se  refiere  á  este  punto. 
Dice  así : 

Otro  tanto  sucede  de  lo  que  se  hace  del  artículo  S?  (que  no  hay  fundamento  para 
reclamar),  pues  en  él  no  se  define  quiénes  son  católicos  en  la  acepción  religiosa  de 
la  palabra,  sino'  quiénes  son  vecinos  católicos  para  los  efectos  del  artículo  4?  de  la 
ley ;  de  manera  que  puede  muy  bien  reputarse  como  vecino  católico,  para  ese  mismo 
efecto,  un  individuo  que  no  lo  sea  para  la  Iglesia. 

Esta  es  de  las  cosas  que  es  necesario  ver  para  poderlas  creer.  La  ley 
declara  que  tales  bienes  pertenecen  á  los  vecinos  católicos;  el  Poder 
Ejecutivo  se  arroga  la  facultad  de  definir  quiénes  son  vecinos  católicos, 
para  los  efectos  de  la  ley ;  da  luego  una  definición  inaceptable  para  la 
comunión  católica;  se  le  reclama  de  ella,  y  entonces  contesta  con  mucha 
frescura  :  ^'  Yo  no  estoy  definiendo  quiénes  son  católicos  en  la  acepción 
religiosa  dé  la  palabra,  sino  quiénes  son  vecinos  católicos  para  el  efecto 
de  reconocerlos  como  dueños  de  los  bienes  de  la  comunión  católica. 
Puede  ser  que  mi  definición  no  esté  de  acuerdo  con  la  de  la  citada  comu- 
nión ;  pero  no  importa :  cuando  mucho  querrá  decir  que  el  derecho  á  loa 
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bienes  pertenece  á  aquellos  á  quienes  yo  califique  de  católicos,  sin  perjui- 
cio de  que  la  comunión  católica  pueda  desconocer  en  ellos  ese  carácter." 
De  suerte  que  si  al  Gobierno  se  le  hubiese  propuesto  declarar  que  por 
Tecinos  católipos  se  entiende  los  que  negaren  la  obediencia  al  Padre  Santo, 
con  esa  sola  definición  se  privaba  á  la  Iglesia  de  todos  sus  bienes,  inclusive 
loe  mismos  templos,  destinados  principal  y  exclusivameinte  al  culto.  No 
ofenderemos  el  sentido  común  de  nuestros  lectores  acumulando  otras 
observaciones  sobre  el  particular. 

3.  Dieron  lugar  las  disposiciones  citadas  á  que  unos  cuantos  vecinos 
de  Honda  pretendieran  apoderarse  de  los  bienes  de  la  Iglesia  existentes 
en  ese  distrito,  y  consiguieran  sacarlos  de  poder  del  cura  que  los  adminis- 
traba para  ponerlos  en  manos  de  un  depositario.  Siguieron  luéfí^p  un 
largo  pleito,  hasta  que  al  fin  el  Tribunal  de  Mariquita,  desentendiéndose 
de  la  definición  dada  por  el  Gobierno,  ó  interpretando  la  ley  de  una 
manera  razonable  y  atinada,  declaró  que,  siendo  esos  bienes  de  la  comunión 
católica  y  reclamándolos  los  demandantes  en  su  calidad  de  católicos,  el 
asunto  debía  ventilarse  ante  las  autoridades  eclesiásticas.  Anuló,  en 
consecuencia,  radicalmente  el  juicio,  y  mandó  que  se  le  devolviesen  al 
cura  los  bienes  expresados.  Esa  decisión  fué  pronunciada  el  12  de  Julio 
de  1856,  é  impidió  que  la  Iglesia  fuese  despojada  de  sus  bienes  por 
algunos  que  se  titulaban  y  que  acaso  no  serían  realmente  hijos  suyos. 

No  tenemos  noticia  de  otros  abusos  á  que  diera  lugar  la  ley  citada. 
Tal  vez  no  los  habría,  porq^ue  el  espíritu  verdíderamente  católico  y 
justiciero  de  nuestras  poblaciones  los  impidió ;  pues  por  lo  que  hace  á 
dicha  ley,  ancho  era  el  campo  que  abría  á  los  abusos  y  á  las  reclamaciones. 

4.  Las  comunidades  religiosas  elevaron  al  Congreso  de  1854  una  larga 
é  importante  exposición  contra  las  disposiciones  mencionadas,  de  la  cual 
sólo  insertaremos  los  fragmentos  más  notables. 

Las  comunidades  religiosas  han  adquirido  propiedades,  como  las  han  adquirido 
cnalesqnier  otros  cuerpos  morales.  lia  facultad  de  adquirir  bienes  en  propiedad, 
no  emana  de  la  ley  pohtica  ni  de  la  ley  civil :  es  un  derecno  nataralde  aquellos  que 
no  deben  hacer  más  que  proteger,  pero  que  no  pueden  arrebatar.  Natural  es  que 
el  hombre  haga  suyo  lo  que  gana  con  su  trabajo,  porqne  su  trabajo  es  una  propiedad 
natural  y  personal ;  es  el  libre  uso  de  sus  acciones  y  facultades,  y  en  consecuencia, 
es  suyo  y  no  de  otro,  cuanto  de  ese  libre  uso  provenga.  Y  siendo  suyo  lo  que  gana, 
es  conforme  á  la  naturaleza  que  pueda  disponer  de  ello  según  su  voluntad  y  trasmi- 
tirlo á  otro  gratuitamente,  ó  mediante  aJ^pina  indemnización,  y  que  aquel  que  lo 
recibe  por  cualquiera  de  estos  medios,  adquiera  la  propiedad  que  el  dueño  le  tractmita. 
Haciendo  abstracción  de  las  sociedades  políticas  ó  civiles,  es  evidente  que  aunque 
ellas  no  existiesen,  y  se  hallasen  los  homares  unidos  solamente  por  los  vínculos  con 
que  la  naturaleza  los  ha  ligado,  nadie  podría  negar  la  ezactitud  de  estos  principios 
sin  incurrir  en  el  desatino  de  que  en  ese  estado  el  hombre  no  podía  trahajar,  ó  de 
que  trabajaba  en  utilidad  de  otro,  ó  de  que  no  podía  disponer  del  fruto  de  su  trabajo. 

Es,  pues,  incontrovertible  que  el  derecho  que  tiene  el  hombre  de  apropiarse  lo 
que  con  su  trabajo  gana,  y  de  disponer  de  ello  libremente  y  de  trasmitirlo  por  lo 
tanto  al  que  á  bien  tenga,  es  independiente  de  toda  ley  positiva,  y  que  la  ley  posi- 
tiva que  le  quitase  estos  derechos  sería  bárbara,  arbitraria  y  tiránica. 

Lo  que  se  dice  de  los  individuos,  se  dice  por  la  misma  razón  do  las  corporaciones 
que  de  ellos  se  componen,  porque  su  reunión  en  asociaciones  de  cualquiera  clase 
que  sean,  no  les  quita  su  cualidad  de  hombres,  ni  disminuye  los  derechos  que  como 
a  tales  les  corresponden. 

Lo  que  poseeo  las  corporaciones  religiosas,  ó  lo  han  adquirido  con  el  trahaio 
de  sus  miembros,  ó  lo  han  obtenido  á  virtud  de  válidos  contratos,  ó  lo  han  recibido 
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de  aquellos  que  quisieron  yolnntariamente  donárselo.  No  es  más  justa  ni  reposa 
sobre  más  sólidas  bases  la  adquisición  de  lo  que  hoy  poseen  los  particulares,  y  si  la 

Í)ropiedad  de  éstos  es  sagrada  á  los  ojos  de  la  tJonstitución,  ¿  por  qué  dejará  de  serlo 
a  de  aquéllos?  ¿Sera  porque  viven  en  comunidad?  ¿Pero  qué?  ¿Ha  estado 
prohibido  esto  por  la  ley  ?  ¿Y  podrá  prohibirlo  sin  atacar  la  libertad  personal  ? 
¿  Será  porc^ue  su  objeto  es  entregarse  en  los  claustros  á  las  prácticas  reli^osas  del 
culto  católico  P  Pero  esto  sería  el  colmo  de  la  intolerancia ;  una  persecución  propia 
de  tiempos  bárbaros,  y  diametrahnente  contraria  por  esto  mismo  á  la  ConsUtacion, 
como  lo  demostraremos  después. 

Empero,  lo  que  hace  resaltar  más  la  injusticia  de  esta  disposición,  es  qne  en 
desprecio  de  la  voluntad  de  los  donantes,  voluntad  que  en  todos  tiempos  y  en  todos 
los  países  en  que  se  obra  por  principios,  ha  sido  siempre  acatada,  se  ha  querido  dar 
otra  inversión  á  los  bienes  de  los  conventos,  que  aquéllos  como  dueños  de  sus  pro- 
piedades han  dejado  precisamente  para  asegurar  la  subsistencia  de  estos  mismos 
conventos.  Y  no  es  esto  sólo,  sino  que  se  autoriza  á  los  habitantes  católicos  de  la 
diócesis,  sean  ó  no  vecinos,  para  que  dispongan  de  ellos  cottio  á  hisn  tengan^  dQ  snerte 
que  pueden  repartirlos  entre  sí,  destinarlos  á  teatros,  ó  aplicarlos  á  cualesaoiera 
otros  objetos  profanos.  ¿Es  esto  acatar  el  derecho  de  propiedad  en  fuerza  del  cual 
disponen  los  donantes  de  sus  bienes  ?  Eespetad,  ciudadanos,  estos  derechos  si 
queréis  que  los  vuestros  sean  respetados ;  no  nolléis  la  voluntad  de  vuestros  ante- 
pasados si  aspiráis  á  que  las  vuestras  no  sean  holladas  á  la  vez  por  los  que  han  de 
sucederos. 

Diráse  acaso  que  el  Supremo  Gobierno  de  la  Nación  tiene  el  dominio  eminente 
sobre  los  bienes  y  propiedades  de  las  corporaciones  religiosas.  Mas  también  tiene 
este  dominio  sobre  los  bienes  de  los  particulares,  en  cuya  virtud  puede  gravarlos  y 
hasta  disponer  de  ellos  en  casos  urgentes  y  señalados  de  una  manera  abstracta  por 
las  leyes ;  pero  jamás  quitárselos  sin  una  pública  necesidad  para  darlos  á  otros  á 
quienes  por  ninguna  razón  pertenecen,  que  es  precisamente  lo  que  hace  el  memorado 
axtícnlo.  .  .  . 

Admitida  en  el  país  la  tolerancia  de  cultos,  es  preciso  aceptarla  con  todas  sus 
consecuencias,  y  dejar  que  cada  unp  obre  en  este  sentido  como  á  bien  tenga;  lo 
contrario,  es  hacer  que  esa  decantada  tolerancia  sea  puramente  nominal.  Si  es 
conforme  á  la  índole  de  la  Religión  católica  y  al  espíritu  del  Evangelio  que  haya 
comunidades  religiosas,  si  las  leyes  las  acuerdan,  protegen,  favorecen  y  garantizan 
su  existencia,  admitida  en  la  Eepública  esta  Eeligión  católica,  no  puede  la  ley  civil 
ponerle  costapisas,  ni  oponerse  a  sus  reglas,  ni  perseguir  esas  comunidades,  porque 
la  persecución  destruye  esencialmente  la  tolerancia,  y  los  estorbos  é  impedimentos 
son  incompatibles  con  la  entera  libertad.  Es,  pues,  seguro  que  la  disposición  que 
combatimos  entraña  el  bárbaro  principio  de  la  intolerancia,  y  el  germen  de  la 
persecución.  .  .  . 

Aunque  algunos  de  nosotros  de  avanzada  edad,  no  habremos  de  existir  cuando  el 
tiempo  prefijado  se  cumpla,  existirá  alguno  de  los  que  han  profesado  y  los  que 
puedan  profesar  después.  Y  ¿  quién  quita,  además,  que  otra  Legislatura,  arrogán- 
dose la  misma  autoridad  que  la  del  año  pasado,  no  limite  esa  época  y  que  también 
alcancemos  á  ver  el  exterminio  de  nuestras  religiones,  el  despojo  de  la  propiedad 
de  las  comunidades  y  la  violenta  expulsión  de  los  claustros  de  aquellos  que,  usando 
de  su  natural  libertad,  han  abrazado  la  perfección  evangélica  y  que  rinden  á  Dios 
de  ese  modo  el  culto  católico  ?  Mas  no  es  esto  solamente  lo  que  nos  obliga  á  hacer 
la  presente  reclamación ;  es  también  el  interés  que  tenemos  de  que  nuestra  Patria 
no  presente  al  mundo  repugnantes  contradicciones  en  sus  leyes,  que  no  se  desacre- 
dite hollando  los  principios  que  proclama,  y  que  no  sean  los  poderes  públicos  los 
primeros  en  pisar  la  Constitución  cuando  deben  ser  sus  más  celosos  guardianes  ; 
porque  nosotros,  ciudadanos  Senadores  y  Representantes,  aunque  somos  religiosos, 
somos  también  patriotas  y  republicanos. 

Ciertamente  no  dejan  nada  que  desear  las  razones  contenidas  en  esa  im- 
portantísima pieza.  Sus  argumentos  son  decisivos,  y  no  pueden  dar  lugar 
á  duda  en  ninguna  persona  que  sea  honrada  y  entendida.  No  obstante, 
no  se  expidió  ley  alguna  en  ese  año,  tal  vez  por  consecuencia  de  los 
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disturbios  políticos  que  sobreyinieron  y  que  se  prolongaron  desde  Abril 
hasta  Diciembre. 

5.  En  la  Memoria  del  Secretario  de  Gobierno  al  Congreso  de  1855 
se  emitieron  conceptos,  respecto  de  este  asunto,  que  merecen  ser  tras- 
critos.    Dicen  así : 

La  Administración  en  su  programa  lia  formulado  el  principio  constitucional  y 
filosófico  do  libertad  y  tolerancia,  que  los  granadinos  tienen  el  derecho  de  exigir  y 
el  Gobierno  el  deber  de  mantener. 

Este  principio,  como  be  dicho,  no  ha  sido  completamente  sancionado  en  las  leyes, 
y  por  consiguiente  no  ha  podido  ser  puntualmente  practicado.  Esto  ha  dado  lugar, 
por  una  parte,  á  justas  quejas  y  reclamaciones ;  por  otra  á  procederes  abusivos  y 
violentos,  y  siempre  á  conflictos  entre  la  autoridad  y  la  conciencia.  '  Es  tiempo  de 
hacer  desaparecer  esos  males,  y  para  contribuir  á  ello,  creo  de  mi  deber  haceros 
algunas  observaciones,  que  espero  acogeréis  con  benevolencia,  como  nacidas  de  la 
máa  íntima  y  desapasionada  convicción. 

Para  que  la  ley  de  16  de  Junio  hubiera  dejado  perfectamente  establecido  el 
precepto  de  la  no  intervención  de  la  autoridad  pública  en  loa  negocios  relativos  al 
culto,  debiera  haberse  limitado  á  las  disposiciones  de  los  artículos  If  y  11 ;  pues  los 
artículos  restantes  de  la  ley,  ó  son  superfinos,  ó  son  contrarios  al  artículo  1?  No 
os  hablaré  de  los  inconvenientes  que  estos  últimos  ofrecen,  porque  ellos  no  pueden 
ser  desconocidos,  y  únicamente  lo  haré  sobre  un  punto  en  que,  viéndose  compro- 
metida la  i>ropiedady  sufren  no  sólo  las  conciencias,  sino  los  principios  en  que  des- 
cansan los  intereses  materiales  de  la  sociedad. 

Los  templos  católicos,  los  bienes  que  les  pertenecen  y  los  de  corporaciones  religio- 
sas desde  que  adquirieron  tal  carácter,  quedaron  sometidos  á  las  leyes  que  rigen  en 
la  más  grande  asociación  que  existe  en  el  mundo :  la  Iglesia  católica.  Si  en  las 
pequeñas  y  éñmeras  asociaciones  de  comercio,  industria  etc.  la  ley  respeta  sus 
institutos  y  hace  que  se  cumpla  lo  que  ellas  han  acordado  relativamente  á  sus 
propios  intereses,  ¿  con  qué  derecho  puede  dar  á  los  bienes  de  la  gran  sociedad 
católica  otra  aplicación  distinta  de  la  que  ella  les  ha  dado  por  sus  propias  leyes  ? 
Este  simple  razonamiento  basta  para  que  se  conozca  que  los  artículos  4?  y  5f  de  la 
ley  no  sólo  están  en  oposición  con  el  principio  de  prescindencia  de  la  autoridad  en 
lo  relativo  al  culto,  sino  que  ofenden  los  derechos  perfectos  de  la  Iglesia.  Y  en  el 
mismo  caso  se  halla  la  <usp03ición  en  virtud  de  la  cual  quiere  establecerse  el  uso 
que  ha  de  darse  á  los  cementerios,  de  que  ha  estado  en  posesión  y  de  que  son  dueños 
los  católicos.  Esa  disposición  está  causando  graves  males ;  y  más  de  una  vez  se  ha 
visto  ya,  que  por  intervenir  la  autoridad  jmra  hacer  sepultar  violentamente  un 
cadáver,  ha  quedado  privada  toda  la  población  del  uso  de  ese  cementerio. 

Toca  al  Legislador  remediar  todos  esos  males,  estableciefndo  que  sean  respetadas 
las  reglas  ó  disposiciones  de  la  Iglesia,  con  arreglo  á  las  cuales  se  fundaron  los 
establecimientos  ó  bienes  de  que  se  trata. 

6.  Como  era  de  esperarse,  la  ley  de  15  de  Junio  de  1853  fué  reem- 
plazada con  otra  de  fecha  14  de  Mayo  de  1855,  en  la  cual  figura  esta 
disposición : 

Art.  2f  Las  respectivas  Iglesias  y  las  congregaciones  de  cualquiera  comunión 
que  sean,  serán  incorporadas  por  una  ley  que  les  dé  carácter  y  personería  para 
manejar  sus  rentas,  bienes  muebles  é  inmuebles,  siempre  que  guarden  las  reglas  esta- 
blecidas por  la  ley  para  adquirir,  ó  que  hayan  sido  adquiridos  legalmente,  en  cuya 
posesión  se  mantiene  á  las  que  hoy  existen,  con  absoluta  independencia  de  todo 
poder  extraño  y  con  personería  conforme  á  sus  constituciones  y  estatutos. 

.  Esa  disposición  vino  á  zanjar  toda  dificultad ;  y  no  volvieron  á 
presentarse  por  entonces  colisiones  de  ninguna  clase  entre  las  dos 
potestades.  Cada  una  marchaba  por  su  órbita  especial,  sin  pretender 
salirse  de  ella,  ni  mezclarse  indebidamente  en  negocios  ajenos.>  t 
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7.  Llegó  entre  tanto  el  año  de  1858,  en  el  cual  se  díó  una  nueva 
Constitución  por  haberse  adoptado  la  forma  federal.  En  su  artículo  67 
se  lee  lo  siguiente  : 

Ninguna  ley  de  la  Confederación  ni  de  los  Estados  podrá  dar  á  los  templos  y 
edificios  destinados  al  culto  público  de  cualq^uiera  religión  establecida  en  el  país,  ni 
á  los  ornamentos  y  vasos  sagrados,  otra  aplicación  distinta  de  la  que  hoy  tienen, 
ni  gravarlos  con  ninguna  especie  de  contribuciones.  Las  propiedades  y  rentas 
desfinadas  al  sostenimiento  del  culto,  y  las  que  pertenezcan  á  comunidades  ó  corpo- 
raciones religiosas,  gozarán  de  las  mismas  garantías  <me  las  de  los  particulares,  y 
no  podrán  ser  ocupadas  ni  gravadas  de  una  manera  (ustinta  que  las  de  éstos. 

Á  poco  de  expedida  esa  Constitución,  principiaron  á  sentirse  síntomas 
precursores  de  un  próximo  sacudimiento  social.  Relámpagos  siniestros 
cruzaban  de  cuando  en  cuando  los  espacios  de  la  atmósfera  política. 
Nubes  negras  se  apiñaban  en  los  lejanos  horizontes  de  la  patria  y  avan- 
zando en  varias  direcciones  amenazaban  interceptarnos  los  rayos  del 
hermoso  sol  de  la  paz  de  que  disfrutábamos  hacía  cerca  de  seis  años. 

La  inquietud  y  el  alarma  cundieron  rápidamente  por  todas  partes  y 
al  fin  la  guerra  estalló  y  vino  á  cubrir  de  luto  y  de  sangre,  de  lágrimas  y 
de  desolación  el  suelo  de  la  patria. 

Recia  y  porfiada  fuéla  lucha ;  gigantescos  y  desesperados  los  esfuerzos 
hechos  por  una  y  otra  parte  para  adquirir  el  triunfo. 

8.  Sabido  es  que  en  el  curso  de  eea  guerra,  y  andando  el  mes  de  Julio 
de  1861,  el  Jefe  de  la  revolución  ocupó  la  capital  de  la  república. 

Una  de  sus  primeras  medidas  fué  la  expulsión  de  los  jesuítas,  que  de 
años  atrás  habían  vuelto  al  país,  y  la  confiscación  de  sus  bienes.  Sólo 
trataremos  aquí  de  lo  último,  porque  lo  primero  pertenece  á  otro 
lugar. 

El  argumento  principal  en  que  se  fundó  dicha  confiscación,  consiste 
en  que  la  Compañía  de  Jesús  no  fué  incorporada  por  la  ley,  en  confor- 
midad con  lo  dispuesto  en  el  artículo  2?  de  la  ley  de  14  de  Mayo  de 
1855,  que  copiamos  hace  poco  ;  y  que  por  lo  mismo  no  tuvo  personería 
para  adquirir  bienes.  Mas  en  eso  se  sufrió  una  grave  equivocación : 
vigentes  estaban  á  la  sazón  en  la  capital  de  la  República  los  artí- 
culos 659  y  661  del  Código  civil  de  Cundinamarca,  expedido  en  1868, 
y  qujB  principió  ó  regir  el  1?  de  Enero  de  1860.  Dichos  artículos  son 
del  tenor  siguiente : 

Art.  659.  lAkmsLBe  persona  jurídica  uno,  entidad  moral  6  persona  ficticia,  capaz 
de  ejercer  derechos  y  contraer  obligaciones  civiles,  y  de  ser  representada  jndicial  y 
extraj  adiciaJmente. 

Art.  661.  Son  personas  jurídicas  las  Iglesias,  Comunidades  y  congregaciones 
religiosas  de  la  Religión  Católica. 

lia  ley  civil  mantiene  á  dichas  Iglesias,  Comunidades  y  congregaciones  religiosas 
de  la  Helicón  Católica,  en  los  derechos  de  posesión  y  propiedad  sobre  sus  bienes 
muebles  é  tnmAiebles,  de  administrar  los  mismos  bienes,  manejar  sus  rentes,  adquirir 
y  enajenar  con  arreglo  á  sus  cánones,  constituciones  ó  estatutos  j  conforme  á.  la 
misma  ley  civil,  y  comparecer  activa  ó  pasivamente  en  juicio,  reconociéndoles  para 
todo  esto  su  personería  jurídica,  conforme  á  sus  cánones,  constituciones  ó  estatatos. 

¿  Era  la  Compañía  de  Jesús  una  Comunidad  religiosa  de  la  Beli^ón 
católica  P  Creemos  que  no  habrá  nadie  tan  insensato  que  pretencLa 
negarlo. 
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¿  Estaba  legalmente  incorporada  por  la  ley  civil  ?  Tampoco  creemos 
que  haya  quien  pueda  ponerlo  en  duda,  teniendo  á  la  vista  las  dos  dis- 
posiciones citadas. 

No  existía,  pues,  el  fundamento  principal  para  la  confiscación  aludida, 
y  lo  que  se  hizo  fué  consumar  una  insigne  iniquidad,  sin  motivo  alguno 
real  para  ello. 

9.  Esto  no  era  sino  un  débil  preludio  de  lo  que  poco  más  tarde  debía 
acontecer.  En  efecto,  el  9  de  Septiembre  del  mismo  año  se  expidió 
un  decreto  sobre  desamortización  de  bienes  de  manos  muertas,  la 
mayor  parte  de  cuyas  disposiciones  insertaremos  para  examinarlas  con 
algún  detenimiento.  Principiaremos  por  los  considerandos.  El  primero 
dice  asi : 

Que  uno  de  los  mayores  obstáculos  para  la  prosperidad  de  la  Nación,  es  la  falta 
de  movimiento  y  libre  circulación  de  una  gran  parte  de  las  propiedades  raíces,  que 
son  la  base  fundamental  de  la  riqueza  pública. 

El  movimiento  y  la  libre  circulación  no  son  en  sí  mismos,  y  hablando 
de  una  manera  absoluta,  elementos  de  riqueza.  Si  lo  fueran,  bastaría 
disponer  que  frecuentemente  fuesen  vendidos  todos  los  bienes  muebles 
é  inmuebles,  para  aumentar  indefinidamente  la  riqueza  pública.  No 
obstante,  como  sí  es- verdad  que  la  circunstancia  de  que  fuesen  inalie- 
nables una  gran  parte  de  los  inmuebles  de  un  país  sería  contraria  al 
desarrollo  de  la  riqueza  pública,  debemos  agregar  que  las  fincas  de  las 
entidades  religiosas  eran  una  pequeñísima  parte  de  la  propiedad  in- 
mueble de  la  república.  Hemos  dicho  mal :  eran  una  parte  mínima, 
insignificante,  inapreciable,  casi  imperceptible,  relativamente  hablando. 

Cuenta,  en  efecto,  la  nación  con  más  de  40,000  leguas  cuadradas 
de  superficie  según  unos,  y  según  otros  más  de  50,000,  de  las  cuales  más 
de  las  cuatro  quintas  partes  están  completamente  incultas  y  desiertas. 
Diseminados  acá  y  allá  en  la  parte  que  llamamos  poblada,  viven  poco 
más  de  tres  millones  de  habitantes,  en  un  territorio  que  podría  contener 
una  población  cinco  veces  mayor.^ 

¿  Qué  parte  de  ese  inmenso  territorio  pertenecía  á  las  entidades  religio- 
sas ?  ¿  JPodrá  merecer  el  nombre  de  una  gran  parte  de  las  propiedades 
raíces  de  la  nacióny  como  dice  el  considerando?  La  respuesta  es 
excusada.  Medidas  que  no  pueden  justificarse  sino  con  razones  de  esa 
clase,  son  medidas  absolutamente  injustificables. 

El  segundo  considerando  dice : 

Que  las  corporaciones,  con&^regaciones  y  sociedades  anónimas  no  pueden  poseer 
4  perpetuidad  bienes  inmuebles,  tanto  por  ser  esto  contrario  á  los  principios  gene- 
rales de  legislación  para  adquirir,  comp  porque  la  Constitución  de  1858  sólo  concede 


*  Bélgica,  en  una  extensión  de  1,700  leguas  cuadradas,  tiene  cinco  millones  de 
habitantes.  Suponiendo  que  la  parte  poblada  de  nuestro  territorio  alcance  á  10,000 
leguas,  podría  contener  á  esa  proporción  treinta  millones,  que  es  diez  veces  más  de 
lo  que  hoy  tiene.  Sólo  decimos,  sin  embargo,  que  puede  contener  quince  millones, 
ateniéndonos  á  la  proporción  que  guarda  en  Francia  la  población  con  el  territorio ; 
porque  Bélgica  está  en  condiciones  especiales,  que  quizá  no  llegarán  á  reunirse 
en  un  jpran  país.  La  proporción  en  Francia  nos  parece  que  sí  puede  obtenerse  en 
cualquier  otra  nación.  ^cs\(> 
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esta  garantía  á  las  personas  ó  individuos  por  los  derechos  que  en  ella  núsnia  se 
reconocen. 

No  es  verdad  que  laa corporaciones,  congregaciones  y  sociedades  anóni- 
mas no  puedan  poseer  á  perpetuidad,  si  por  esto  ha  de  entenderse  el  poseer 
hasta  que  ka  convenga  vender,  pues  de  esa  manera  poseen  sus  bienes  todaa 
las  sociedades  anónimas  del  mundo.  Si  al  fundarse  una  sociedad  se  le 
exigiese  que  se  comprometiera  á  no  poseer  sus  fincas  sino  durante  cierto 
tiempo  determinado,  pocas  ó  tal  vez.  ninguna  existirían. 

Ahora,  si  por  poseer  á  po^etuidad  bienes  raíces  ha  de  entenderse  la 
circunstancia  de  que  sean  inalienables,  no  lo  son  los  de  las  sociedad^ 
anónimas,  ni  lo  eran  los  de  las  entidades  religiosas  de  la  república. 
En  otro  lugar  hemos  citado  las  leyes  que  sobre  el  particular  han  regido 
en  otras  épocas.  Aquí  nos  limitaremos  á  trascribir  la  disposición  del 
artículo  662  del  Código  civil  de  Cundinamarca,  que  dice  así : 

Los  bienes  adquiridos  por  dichas  Iglesias,  Comunidades  y  congregaciones 
religiosas,  y  los  que  en  lo  sucesivo  adquieran,  no  tienen,  ni  pueden  tener  el  carácter 
de  inenajenables :  todo  pacto,  condición  ó  cláusula  en  contrario,  es  nulo  y  de  ningún 
valor  ni  efecto. 

Esto  mismo  ordenaban  las  disposiciones  siguientes :  el  artículo  8?,  ley 
7%  parte  2^  tratado  2?  de  la  Recopilación  Granadina,  el  artículo  166  de 
la  Constitución  de  1843,  y  quizá  algunas  otras.  Cuanto  se  diga,  pues,  en 
el  sentido  de  hacer  creer  que  los  bienes  desamortizados  eran  inalienables^ 
es  una  pura  patraña  que  demuéstrala  falta  de  razones  verdaderas  en  que 
apoyar  tan  grande  iniquidad. 

Verdad  es  que  los  bienes  de  las  corporaciones  religiosas  no  se  enaje- 
naban con  la  misma  facilidad  que  los  que  pertenecían  á  los  simples 
particulares,  pero  eso  dependía  antiguamente  de  que  las  leyes  ponían 
obstáculos  de  diverso  género  ;  y  después,  de  los  estatutos  de  las  corpo- 
raciones que  prescribían  determinadas  formalidades  para  enajenar  sus 
bienes.  Mas  no  por  eso  se  puede  decir  que  tales  bienes  eran  inaliena- 
bles, como  no  lo  son  los  de  los  pupilos,  los  de  las  mujeres  casadas  y  los 
de  las  entidades  políticas,  que  tampoco  pueden  enajenarse  sin  llenar 
ciertos  requisitos  previoa 

En  cuanto  á  aquello  de  que  "  la  Constitución  de  1858  sólo  concede 
esta  garantía  (la  de  la  propiedad)  á  las  personas  ó  individuos,^^  ¿  qué 
diremos  ?     ¿  Cómo  desvaneceremos  tan  formidable  argumentación  ? 

Diremos,  en  primer  lugar,  que  los  derechos  individuales  que  las 
instituciones  garantizan  á  las  personas,  subsisten  inalterables,  ya  se  las 
considere  aislada  ó  colectivamente.  Admitamos  por  un  momento  una 
interpretación  contraría,  y  veamos  las  consecuencias  á  que  forzosamente 
tendríamos  que  llegar. 

Supongamos  que  exista  ima  sociedad  regular  colectiva,  constituida  con 
todas  las  formalidades  legales  y  dueña  de  considerable  número  de 
inmuebles  de  inmenso  valor.  El  Gobierno,  tentado  por  el  mal  espíritu  de 
la  codicia,  se  apodera  de  todos  esos  bienes,  y  reduce  de  xm  golpe  á  la 
miseria  á  las  familias  de  los  socios,  que  hasta  allí  habían  nadado  en  la 
opulencia ;  sin  más  razón  ni  más  derecho  para  ello  que  la  avaricia 
desenfrenada  y  la  fuerza  de  las  bayonetas.     ¿  Diréis  que  ha  violado  la 
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garantía  5*^  del  artículo  5?  de  la  Constitución,  relativa  á  la  propiedad  ? 
£1  Gobierno  podrá  contestaros  que  esa  garantía  se  refiere  á  los  individuos, 
y  que  una  sociedad  no  es  un  inditndtw.  ¿  Diréis  que  si  bien  no  es  uti  indi- 
ridtso  aislado  sí  es  un  conjunto  de  individuos,  que  por  €¿l  hecho  de  asociarse 
no  han  perdido  sus  derechos  propios  individuales  P  Diréis  muy  bien  ; 
pero  cabalmente  en  ese  caso  se  encuentran  las  comunidades  religiosas. 
£n  el  estado  de  separación  de  las  dos  potestades,  ellas  son  para  el 
Gobierno  meras  agrupaciones  de  individuos  que  se  han  asociado  con 
cierto  fin  y  bajo  pactos  determinados,  sin  renunciar  por  eso  sus  derechos 
individuales. 

£1  día  en  que  se  admita  generalmente  la  teoría  de  que  la  garantía 
individual  de  la  propiedad  no  se  extiende  á  las  colectividades  lícitas, 
será  la  víspera  de  la  amortización  def  los  bienes  de  todas  las  asociaciones ; 
y  el  día  en  que  se  practique  leal  y  honradamente  la  doctrina  opuesta, 
habrá  de  convenirse  en  que  la  desamortización  de  bienes  de  manos 
muertas  fué  un  escandaloso  ataque  al  sagrado  derecho  de  propiedad. 

Pero  dejemos  á  un  lado  esta  clase  de  argumentaciones,  porque  tenemos 
una  respuesta  fulminante  á  la  observación  de  que  la  carta  fundamental 
de'  1858  no  concedía  la  garantía  de  la  propiedad  sino  á  las  personas 
individualmente  consideradas.  Esta  respuesta  consiste  en  copiar  laff 
siguientes  palabras  del  artículo  67  de  esa  misma  Constitución : 

Lias  propiedades  y  rentas  destinadas  al  sostenimiento  del  culto,  y  las  que  pertenez" 

can   á  COMUNIDADES  ó  CORPOBACIONES  RELIGIOSAS,  G0ZABÍN  DE  LAS  MISMAS  GARANTÍAS 

gne  las  de  loa  particulares,  j  no  podrán  ser  ocupadas  ni  gp:uvadas  de  una  manera 
distinta  que  las  de  éstos. 

Es  pues  evidente  que  la  Constitución  de  1858  no  sólo  no  dice  lo  que 
afirma  el  considerando^  sino  que  ordena  clara  y  explícitamente  lo  con- 
trario. 

£1  tercer  considerando  se  expresa  asi : 

Que  los  abusos  que  en  todos  tiempos  han  tenido  luj^ar,  por  el  establecimiento  de 
prácticas  contrarias  á  las  reglas  con  que  se  ban  formado  dichas  asociaciones  ó  con- 
gregaciones comúnmente  conocidas  con  el  nombre  de  manos  mtíertas  han  producido 
conai>licaciones  y  conflictos  en  >  arios  países,  impidiendo  ó  tendiendo  á  impedir,  el 
ejercicio  de  la  autoridad  publica. 

Es  diñcil  desentrañar  el  verdadero  sentido  de  lo  que  aquí  se  quiso 
exponer  ;  pero  creemos  que  está  reducido  á  las  siguientes  afirmaciones : 

1^  Que  en  todo  tiempo  ha  habido  abusos,  que  consisten  en  establecer 
prácticas  contrarias  á  las  reglas  con  que  se  han  formado  las  asociaciones 
ó  congregaciones  conocidas  con  el  nombre  de  manos  muertas ;  y 

2*  Que  esos  abusos  han  producido  complicaciones  y  conflictos  que  han 
impedido  ó  tendido  á  impedir  el  ejercicio  de  la  autoridad  pública. 

No  sabemos  si  en  otros  países  habrá  sucedido  lo  que  aquí  se  expresa ; 
pero  entre  nosotros  no,  y  la  razón  es  perfectamente  clara  y  perentoria. 
En  efecto,  hemos  visto  ant«s  que  según  la  ley  1*,  título  3?,  libro  1?  de  la 
Kecopilación  de  Indias,  concordante  con  la  bula  del  Papa  Julio  II  expe- 
dida en  Koma  á  28  de  Julio  de  1508,  no  se  podía  fundar  convento  alguno 
en  las  Indias  sin  permiso  del  Rey  ;  y  el  que  se  fundaba  sin  ese  requisito, 
era  demolido.   Por  consiguiente,  y  atendida  la  severidad  de  las  autoridades , 
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españolas  en  el  cumplimiento  de  las  órdenes  reales,  y  su  malquerencia 
no  disimulada  hacia  los  misioneros  y  sacerdotes^  debe  concluirse  que 
todas  las  comunidades  religiosas  establecidas  lo  fueron  con  previo  y 
especial  permiso  del  Monarca ;  y  es  claro  que  ese  permiso  no  se  concedió 
nunca  con  menoscabo  del  ejercicio  de  la  autoridad  pública. 
*  Por  otra  parte,  es  constante  que  nunca  las  comunidades  religiosas  han 
impedido  6  tendido  á  impedir  el  ejercicio  de  la  autoridad  pública.  No 
podrá  citarse  un  solo  ¡techo  que  sirva  para  desmentirnos. 

Por  lo  demás,  la  misma  vaguedad  del  cargo  prueba  que  no  había 
hechos  reales  en  que  apoyarlo,  concernientes  á  nuestro  país  ;  y  es  posible 
que  no  los  haya  respecto  de  los  otros  países  á  que  pudiera  hacerse  alu- 
sión. 

El  cuarto  considerando  dice  : 

Que  las  rentas  de  los  comanes  ó  mnnicipios,  hospitales,  colegios  j  establecimientos 
de  beneficencia  han  perdido  capitales  considerables,  en  concursos  y  quiebras,  por 
haber  dado  en  venta  o  censo  las  propiedades  inmuebles,  con  perjuicio  de  las  mismaa 
institaciones. 

Este  considerando  está  en  contradicción  con  el  1?  En  efecto,  antes  se 
decía  que  el  ser  inalienable  la  propiedad  raíz  era  funesto  para  el  progreso 

Eúblico ;  y  aquí  se  asevera  que  la  enajenación  de  esa  misma  propiedad 
a  sido  funesta  á  los  hospitales,  colegios,  establecimientos  de  beneficencia 
etc.  De  que  se  deduce  rectamente  que  los  bienes  raíces  de  esas  enti- 
dades no  deben  venderse  porque  eso  es  ruinoso  y  funesto  para  ellas,  ni 
dejarse  de  vender  porque  es  ruinoso  y  funesto  para  la  república ;  y  de 
ahí  viene  la  autoridad  pública  á  concluir  lo  siguiente :  luego  el  Gobierno 
debe  apoderarse  de  los  bienes  que  existen,  para  impedir  todo  género  de 
males. 

Todo  eso  sería  muy  bueno  si  concurrieran  dos  circunstancias  que  en 
realidad  no  existen,  á  saber:  la  primera,  que  de  veras  el  Gobierno 
cumpliera  oportuna  y  eficazmente  sus  compromisos,  porque  tuviese 
voluntad  y  medios  para  ello  ;  y  la  segunda,  que  se  procediera  en  todo 
de  acuerdo  con  los  dueños  de  los  bienes,  sin  que  se  les  obligase  á  despren- 
derse contra  su  voluntad  de  lo  suyo. 

Por  lo  demás,  ni  está  probado  ni '  puede  probarse  que  el  público  sufra 
perjuicio  alguno  con  que  las  entidades  de  cualquiera  clase  posean  unos 
cuantos  bienes,  que  forman  una  mínima  parte  de  la  riqueza  pública;  y 
ésa  es  la  mejor  y  más  sólida  contestación  al  considerando  indicado. 

Que  ellas  hayan  perdido  algunos  principales  de  censos  por  razón  de  con- 
cursos y  quiebras  es  cosa  posible ;  pero  lo  que  eso  significa  no  es  que  el 
Gobierno  deba  obligar  á  los  censatarios  á  redimir  los  censos  en  el  Tesoro, 
que  es  el  peor  de  todos  los  deudores,  sino  que  en  la  imposición  de  los  censos 
se  debe  proceder  con  prudencia  y  cordura,  para  que  los  capitales  queden 
perfectamente  bien  asegurados,  y  no  llegue  el  caso  de  que  se  pierdan. 

Veamos  el  quinto  considerando. 

Que  la  desamortización  de  los  bienes  inmuebles  para  reconocer  su  valor  en  renta 
sobre  el  Tesoro,  al  mismo  tiempo  que  respeta  la  posesión  de  la  cosa,  afianza  bajo 
la  fe  y  responsabilidad  de  la  Nación  la  subsistencia  de  los  estaJblecimientos  ae 
utilidad  y  oenefícencia  publica. 

No  comprendemos  cómo  es  que  la  desamortización  de  bienes  in- 
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muebles  para  reconocer  su  valor  en  renta  sobre  el  Tesoro,  pueda  respetar 
la  posesión  de  la  cosa;  pues  esta  posesión  consiste  en  la  tenencia  de  la 
cosa  con  ánimo  de  señor  ó  dueño,  y  la  desamortización  lleva  consigo 
necesariamente  la  privación  de  dicha  tenencia. 

En  cuanto  á  la  garantía  del  Gobierno,  no  la  estimamos  suficiente- 
mente abonada;  y  aunque  lo  fuera,  no  sería  razonable  obligar  á  los 
dueños  á  desprenderse  de  sus  cosas  para  venderlas  á  otro. 

Por  último,  el  sexto  considerando  dice  así : 

Que  la  Nación  tiene  derecho  de  suceder  en  la  posesión  de  los  bienes  á  las  corpo- 
raciones  que  dejan  de  existir,  y  que,  por  tanto,  es  á  ella  á  quien  corresponde  cuidar 
y  conservar  los  valores  destinados  á  los  objetos  de  utilidad  pública,  como  también 
al  culto  de  cualquiera  denominación,  en  virtud  de  Jas  prerrogativas  del  patronato 
universal  y  dominio  eminente. 

No  es  .cierto,  desde  luego,  que  la  Nación  tenga  derecho  de  suceder  en 
la  posesión  de  sus  bienes  á  las  corporaciones  que  dejan  de  existir. 
¿  Dónde  esta  la  disposición  que  le  conceda  semejante  derecho  ?  No 
existe ;  y  faltando  la  premisa,  falta  por  lo  mismo  la  consecuencia. 

Pero  prescindiendo  de  eso,  hagamos  notar  que  es  un  verdadero  insulto 
hecho  al  sentado  común  y  á  la  sana  razón,  eso  de  arrebatarle  á  uno  sus 
bienes  á  pretexto  de  conservar  sus  valores. 

Recordemos,  además,  que  el  mismo  jefe  de  la  revolución,  que  ahora 
lleva  á  cabo  tan  inicua  expoliación,  había  dicho  en  un  Mensaje  como 
Presidente  de  la  República  al  Congreso  de  1848,  lo  siguiente : 

En  un  país  en  que  se  toleran  todas  las  creencias,  no  se  debe  ingerir  la  autoridad 
en  la  de  los  católicos,  que  forman  en  la  Nueva  Granada  la  gran  mayoría  del  pueblo, 
ni  encargarse  de  la  inspección  de  sus  rentas  y  propiedades, 

¿  Cómo,  pues,  nos  viene  á  salir  ahora,  no  ya  con  la  pretensión  de  que 
se  inspeccionen  las  rentas  y  propiedades  de  las  entidades  religiosas,  sino 
arrebatándoselas  poc*  la  fuerza,  con  los  más  frivolos  é  inadmisibles 
pretextos  ? 

Respecto  del  patronato  universal,  neg^amos  que  el  Gobierno  lo  tenga 
respecto  de  nuestra  Religión,  y  ya  hemos  dado  pruebas  concluyentes  de 
nuestra  negativa.  £1  mismo  Gobierno  derogó  la  ley  que  había  expedido 
en  1824  con  el  fin  de  arrogarse  ese  derecho  ;  y  desde  que  tal  derogación 
se  hizo,  se  desprendió  de  lo  que  él  llamaba  sus  derechos,  y  que  nosotros 
llamamos,  con  mayor  razón,  sus  abusos. 

Fundamentos  tan  frágiles  no  eran  suficientes,  por  cierto,  para  justi- 
ficar un  decreto  como  el  de  desamortización,  cuyas  principales  disposi- 
ciones son  las  siguientes : 

Art.  1?  Todas  las  propiedades  rústicas  y  urbanas,  derechos  y  acciones,  capitales 
de  censos,  usufructos,  servidumbres  ú  otros  bienes,  ^ue  tienen  ó  administran  como 
propietarios  ó  que  pertenezcan  á  las  cori>oraciones  civiles  ó  eclesiásticas  y  estableci- 
mientos de  educación,  beneficencia  ó  caridad,  en  el  territorio  de  los  Estados  Unidos 
se  adjudican  en  propiedad  &  la  Nación  por  el  valor  correspondiente  á  la  renta  neta 
que  en  la  actualidaa  producen  6  pagan,  calculada  como  rédito  al  seis  por  ciento,  en 
los  términos  de  los  artículos  siguientes. 

Art.  2?  Bajo  el  nombre  de  corporaciones  se  comprenden  las  comunidades  religio- 
sas de  uno  y  otro  sexo,  cofradías  y  archicof radías,  patronatos,  capellanías,  congrega- 
ciones, hermandades,  parroquias,  cabildos,  muuicipalidades,  hospitales,  y,  en  general, 
todo  establecimiento  y  fundación  que  tenga  el  carácter  de  auración  perpetua  ó 
indefinida.  ^-^  ^ 
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Art.  3?  Tanto  las  fincas  rusticas  como  las  urbanas  que  se  hallan  arrendadas 
directamente  por  las  corporaciones,  continuarán  en  poder  de  los  arrendatarios  hasta 
la  conGlu8Í<5ii  ael  año  en  curso  de  sus  arrendamientos ;  y  los  inquilinos  se  entenderán 
con  los  agentes  de  la  suprema  Junta  del  cródito^nacional,4  cuya  caja  de  amortización 
deben  entrar  los  productos  de  dichas  fincas  y  de  los  bienes  muebles  y  semovientes 
anexos  á  ellas. 

Art.  4°  Sólo  se  exceptúan  de  la  adjudicación  que  ^ueda  prevenida,  los  edificios 
destinados  inmediata  y  directamente  al  servicio  ú  objeto  del  culto  ó  del  instituto, 
como  los  templos,  casas  de  reunión  episcopales  y  municipales,  cole^rios,  hospitales, 
hospicios,  mercados,  cárceles,  penitenciarías,  casas  de  corrección  y  las  habitaciones 
en  que  residan  los  religiosos  ó  monjes ;  y  por  razón  de  oficio,  las  que  sirvan  al 
objeto  de  la  institución,  como  las  casas  de  los  párrocos,  de  los  magistrados,  y  locales 
de  las  oficinas  publicas.  Se  exceptúan  también  las  propiedades  pertenecientes  á 
,  las  municipalidades,  los  edificios,  ejidos  y  terrenos  destinados  exclusivamente  al 
servicio  público  de  las  poblaciones  a  que  pertenezcan. 

Art.  5?  La  Junta  suprema  del  crédito  nacional  dispondrá  qne  se  forme  un  inven- 
tario formal  de  tales  propiedades  tomando  todos  los  títulos  y  documentos  en  qne 
conste  la  propiedad ;  y  es  de  cargo  de  la  Nación  cumplir  con  los  gravámenes  que 
legalmente  se  hayan  impuesto  sobre  tales  propiedades. 

Art.  9?  El  valor  neto  que  se  adjudique  á  la  Nación  de  las  fincas  de  propiedad  de 
las  comunidades  religiosas^  de  uno  y  otro  sexo,  so  reconocerá  á  los  individuos  que 
compongan  la  comunidad,  inscribiendo  en  favor  de  cada  uno  de  ellos  una  renta 
viajera  al  seis  por  ciento  anual,  según  el  capital  que  corresponda,  dividiendo  el 
total  entre  todos  en  razón  del  tiempo  corrido  desde  el  día  de  la  profesión  del  indi- 
viduo hasta  el  de  la  fecha  en  que  se  desamortiza  la  propiedad,  y  reservando  la 
suma  necesaria  para  pagar  los  gastos  ó  limosnas  con  que  deba  contribuirse,  sobre 
el  valor  de  las  propiedades,  para  obras  piadosas. 

Agreguemos  una  ligera  idea  de  los  artículos  no  insertados^  paiti 
foraiar  mejor  concepto  sobre  el  conjunto  del  decreto  referido. 

El  artículo»  6?  ordena  que  luego  que  se  inventaríen  los  bienes,  se  vendan 
con  ciertas  condiciones ;  el  7?  dice  que  los  arrendamientos  anteriores 
pertenecen  á  la  comunidad  respectiva ;  el  8?  habla  de  los  postores  en  los 
remates ;  el  10  dispone  que  para  la  redención  de  tensos  se  consignen 
documentos  de  deuda  publica  consolidada  exterior  ó  interior,  6  deudas 
flotantes  de  cualquiera  clase,  y  se  reconozcan  en  inscripciones  al  seis  por 
ciento;  el  11  declara  que  todo  lo  que  fué  de  manos  muertas  es  del 
Gobierno,  á  menos  que  se  pruebe  la  legítima  enajenación ;  el  12  da 
derecho  á  los  que  denuncien  bienes  ocultos,  á  que  se  les  adjudiquen  por 
su  avaluó  en  documentos  de  deuda  pública,  j  ordena  que  si  de  la  oculta- 
ción tuvo  conocimiento  el  administrador  ó  superior  respectivo,  se  le 
juzgue  criminalmente ;  el  13  manda  que  los  censos  se  impongan  si^npre 
sobre  el  Tesoro ;  el  14  prohibe  los  traspasos,  y  ordena  que  en  lugar  de 
eso  haya  redenciones,  exceptuando  los  de  propiedad  particular;  el  15 
atribuye  á  la  Junta  suprema  de  crédito  nacional  la  administración  y 
cuidado  de  los  bienes  desamortizados ;  y  el  16  ordena  á  los  Presi- 
dentes de  los  Estados  y  Gobernador  del  distrito  federal  el  cumplimi^ito- 
del  decreto. 

Tal  fué  el  inicuo  acto  que  arrebató  con  una  sola  plumada  todos  sus 
bienes  á  las  Iglesias  y  á  las  entidades  religiosas  de  todas  clases  ;  y  no 
traemos  á  cuento  las  demás  entidades  contra  quienes  parecía  dirigida  la 
medida,  porque  á  ellas  se  las  ha  ido  exceptuando  poco  á  poco,  como  lo 
veremos  luego,  al  paso  que  respecto  de  aquéllas  dicha  medida  ha  ido 
haciéndose  más  y  más  gravosa  de  día  en  día. 
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Pero  por  más  cuidado  que  puso  el  Gobierno  en  disfrazar  su  pensa- 
miento cardinal,  el  artículo  9?  vino  á  ponerlo  de  manifiesto.  Allí  Se  dijo 
que  lo  que  el  Gobierno  reconocía  á  las  comunidad^  religiosas  se 
distribuyese  entre  sus  miembros  en  razón  del  tiempo  de  su  profesión, 
con  el  objeto  patente  de  irse  apoderando  paulatinamente  del  capital 
reconocido,  á  la  muerte  de  cada  uno  de  los  religiosos.  Eso  era  disolver 
de  hecho  y  con  anticipación  las  comunidades  religiosas. 

No  hay  en  la  lengua  palabras  suficientemente  severas  para  condenar 
tamaña  iniquidad.  ¿  Eran  mal  adquiridos  los  bienes  de  las  comuni- 
dades religiosas  ?  ¿  Eran  fruto  de  rapiñas  y  de  crueldades,  y  estaban 
teñidos  en  sangre  de  los  naturales  ó  de  los  españoles  ?  No  por  cierto  : 
eran  el  fruto  de  trescientos  años  de  esfuerzos  y  fatigas  en  favor  de  la 
civilización  del  país,  y  del  cariño  y  el  reconocimiento  de  los  pueblos  por 
innumerables  servicios  prestados  en  tan  largo  espacio  de  tiempo. 

Preciso  ^  repetirlo :  no  era  la  ciencia,  ni  la  justicia,  ni  la  conveniencia 
pública,  ni  la  prosperidad  y  engrandecimiento  de  la  nación  lo  que 
motivaba  la  desamortización ;  era  más  bien  la  codicia,  el  espíritu  de 
rapiña,  la  necesidad  de  pagar  indirectamente  servicios  hechos  á  la 
revolución  de  1860.  No  era  el  genio  tutelar  del  bien  el  que  inspiraba 
semejante  medida ;  era,  al  contrario,  el  genio  del  mal  que  quería  lanzar 
el  país  en  la  más  honda  sima  que  se  haya  visto  nunca.  Ya  veremos  que 
los  resultados  de  la  medidli  confirman  nuestras  aserciones. 

10.  El  mismo  día  9  de  Septiembre  se  expidió  otro  decreto  que 
llevaba  este  título-:  "  Orgánico  del  crédito  nacional '' ;  y  en  él  figuran 
las  siguientes  disposiciones  :  « 

Art.  24.  .  .  . 

Son  fondos  para  la  Caja  de  amortización.  ... 

6*  El  producto  de  la  venta  y  arrendamiento  de  los  bienes,  valores  y  fincas  de 
maños  muertas  que  se  destinan  para  la  amortización  de  la  deuda  flotante  y  de  renta 
sobre  el  Tesoro  de  que  trata  el  artículo  10,  con  excepción  del  número  2?  del 
mismo  artículo. 

Art.  29.  Los  bienes  de  manos  muertas  destinados  para  la  amortización  de  la 
deuda  flotante  y  de  renta  sobre  el  Tesoro,  se  venderán  en  subasta  pública  por  dichos 
bonos  ó  billetes,  y  por  lotes,  según  los  reglamentos  que  acuerde  la  Junta  suprema 
directiva  del  crédito  nacional. 

11.  Á'  los  dos  decretos  citados  se  acompañó  una  circular  del  Jefe  del 
Poder  Ejecutivo  á  los  Gobernadores,  Presidentes  y  Jefes  superiores  de 
loB  Estados,  en  la  cual,  después  de  varias  consideraciones  y  de  calificar 
la  redención  de  censos  de  empréstitos  levantados  al  cincuenta  por  ciento  de 
descuento,  dice  lo  siguiente : 

El  capítulo  4?  es  el  fundamento  de  la  ley.  Por  él  se  crea  la  Caja  de  amortización, 
que  es  el  alma  del  crédito  nacional,  el  tesoro  sagrado  de  cuya  inviolabilidad  depende 
la  salud  pública.  La  cuestión  no  es  de  derecho  sino  de  hechos,  de  recursos  y  de 
medios  para  hacer  frente  á  las  necesidades  del  crédito  nacional.  No  se  pospone 
ningún  derecho,  se  ocurre  á  todos  los  castos ;  pero  si  la  dotación  de  la  Caja  no  puede 
ser  suficiente,  por  eso  he  acordado  el  decreto  de  desamortización  de  bienes  de  manos 
muertas.  Pasan  estos  bienes  á  los  tenedores  de  las  obligaciones  de  rentas  y  de 
deuda  flotante,  y  al  mismo  tiempo  que  se  destruye  en  los  capitalistas  esa  tendencia 
i  vivir  de  las  rentas,  se  pone  en  sus  manos  una  propiedad  que  pueden  mejorar,  y 
se  tra8X>a8a  la  renta  en  calidad  de  viajera^á  individuos  que,  como  los  religiosos  y  las 
monjas,  no  están  destinados  á  producir.  A  los  establecimientos  civiles  de  educación. 
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inetrncción  y  beneficencia,  se  les  asegura  la  renta  para  qne  los  establecimientos 
progresen  y  no  se  destmyan. 

Al  dar  esto  pa^  importante  no  se  ha  hecho  otra  cosa  sino  segnir  el  ejemplo  de 
nn  gran  monarca  que  lo  ejecutó  en  la  nación  que  gobernaba  cuando  se  vio  en  cir- 
cunstancias aflictivas  su  Tesoro,  y  no  podrá  atribuírsele  á  Luis  XIV  prevención  nin- 
guna contra  el  clero  regular.  El  uabinete  español  hizo  otro  tanto  en  1887  y  la 
E.epública  mejicana  ha  adoptado  las  mismas  medidas,  y  sin  embargo  de  que  en  el 
fondo  es  una  misma  cosa,  me  atrevo  á  creer  que  el  decreto  acordado  y  aue  acompaño 
á  este  informe  con  el  de  crédito  nacional,  es  m4s  perfecto  y  justo  que  los  que  cito  y 
á  que  hago  alusión. 

La  propiedad  ha  estado  mal  constituida  entre  nosotros ;  fué  constituida  por  nn 
Gobierno  despótico,  por  la  inquisición  y  el  fanatismo,  y  por  la  aristocracia  clerical 
y  de  sangre.  Se  constituyó  en  consecuencia,  oprimiendo  ¿  las  clases  trabajadoras 
en  beneficio  de  las  privilegiadas.  Pero  esta  constitución  de  la  propiedad  no  es  la 
que  corresponde  á  un  pueblo  libre ;  á  un  pueblo,  digo,  que  para  usar  de  sus  dere- 
chos no  debe  estar  embarazado  por  estas  trabas.  Coloquemos,  pues,  la  propiedad 
en  consonancia  con  la  democracia ;  demos,  pues,  la  tierra  á  los  que  tralmjan  y  la 
hacen  producir  y  dejemos  la  renta  á  los  que  tienen'que  consagrarse  al  estudio  de 
las  ciencias  y  al  culto,  y  á  todos  aquellos  que  no  pueden  producir. 

En  el  primero  de  esos  fragmentos  se  descubren  muy  bien  el  objeto  y 
alcances  de  la  desamortización.  El  Gobierno  vivía  acosado  por  acree- 
dores á  quienes  no  podía  pagar  y  contra  los  cuales  se  enfurecía  como  los 
deudores  fallidos  contra  sus  acreedores  particulares.  "Fundaré  el 
crédito,  se  dijo  ;  pero  cómo  P  Para  fundar  el  crédito  se  necesitan 
recursos  y  no  los  tenffo.  No  obstante,  es  preciso  buscar  algún  medio  de 
librar  el  Tesoro  de  las  garras  de  estos  capitalistas  que  tari  acostum- 
brados están  á  vivir  de  las  rentas :  ¿  qué  hacer  P  AH !  ya  caigo  en  la 
cuekita  :  los  bienes  de  manos  muertas  me  pueden  sacar  del  paso.  Los 
conventos  y  las  Iglesias  no  tienen  bayonetas  ni  cañones  que  oponerme : 
tienen  su  derecho,  que  ciertamente  es  indisputable;  pero  ¿quién  me 
habla  de  derechos  á  mí  que  soy  revolución,  y  revolución  vencedora  P 
Á  la  desamortización  !  Arrojaré  esos  bienes  á  los  acreedores,  como  el 
pasajero  acosado  por  los  perros  les  arroja  un  hueso  para  que  se  lo  disputen, 
y  mientras  tanto  me  pondré  en  salvo  con  el  Tesoro,  que  debe  ser 
exclusivamente  mío  y  de  los  míos/^ 

Así  vino  la  desamortización.  Los  bienes  desamortizados  cayeron  en 
la  inmensa  vorágine  del  Tesoro  público.  Pronto  acabaron  con  ellos 
los  acreedores,  y  volvieron  á  rodear  al  Gobierno  con  el  mismo  encarni- 
zamiento de  siempre.  Nunca  tuvo  cumplimiento  más  exacto  aquel 
célebre  aforismo  vulgar  que  dice :  lo  mal  habido  se  lo  lleva  el 
diablo. 

Poca  importancia  concedemos  á  los  ejemplos  q>ue  se  aducen  para 
justificar  la  desamortización.  Nunca  las  ajenas  iniquidades  han  podido 
servir  de  excusa  y  justificación  á  las  iniquidades  propias ;  y  decimos 
eso,  porque  la  desamortización  hecha  en  los  términos  en  que  se  hizo 
aquí,  6  en  otros  peores,  será  siempre  una  insigne  iniquidad. 

Lo  que  se  dice  acerca  de  la  constitución  de  la  propiedad  pudiera  ser 
cierto,  al  menos  en  parte,  si  se  refiriese  á  las  propiedades  adquiridas 
por  los  conquistadores  y  encomenderos;  porque  es  notorio  que  algunos 
abusaron  escandalosamente  de  la  sencillez,  ignorancia  y  timidez  de  los 
indígenas  para  saquearlos  y  hacer  fortuna  á  su  costa.  Mas  en  lo 
que  respecta  á  las   Iglesias    y  comunidades  religiosas  es  del  todo 
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inexactOi  porque  es  sabido  que  no  había  en  el  país  propiedades  de 
origen  más  puro  que  las  que  pertenecían  á  las  entidades  religiosas. 

Eso  de  que  la  inquisición  y  el  fanatismo  y  la  aristocracia  clerical 
influyeran  en  la  constitución  de  la  propiedad  raíz  es  de  las  cosas  que 
suelen  decirse^  á  falta  á  razones,  para  engañar  á  los  tontos  y  fomentar 
las  bajas  pasiones  de  los  perversos  contra  los  hombres  virtuosos  y 
honrados^  á  quienes  se  señala  de  antemano  óomo  víctimas  de  ajenos 
extravíos. 

Pero  lo  curioso  es  que,  viniendo  los  abusos  de  que  se  habla,  en  lo  que 
tienen  de  real,  de  los  conquistadores  y  encomenderos,  en  lugar  de  hacer 
recaer  las  consecuencias  sobre  ellos  y  sus  descendientes,  las  echaron 
exclusivamente  encima  de  las  Iglesias  y  comunidades  religiosas. 

La  teoría  de  que  la  tierra  debe  entregarse  á  los  que  la  trabajan  y  la 
hacen  producir,  no  debe  ser  muy  tranquilizadora  para  los  propietarios, 
que  generalmente  no  se  ocupan  en  trabajos  materiales  ;  y  tiende  á  pre- 
parar el  terreno  para  establecer  la  periódica  distribución  de  tierras.         « 

Suspendemos  aquí  estas  reflexiones  para  examinar  otros  decretos 
expedidos  algún  tiempo  después,  sobre  la  misma  materia. 

12.  Es  el  primero  el  de  12  de  Junio  de  1862,  que  consta  de  un  solo 
artículo,  del  tenor  siguiente  : 

Las  deudas  al  ramo  de  desamortización  procedentes  de  ventas  á  plazo  de  bienes 
raíces  urbanos  6  rurales,  poarán  pagarse  con  los  documentos  admisibles  en  compra 
de  los  bienes  correspondientes  al  mismo  ramo ;  pero  consignando  también  el  diez 
por  ciento  en  dinero  sonante. 

Aquí  reconoce  el  Gobierno  paladinamente  que  los  bienes  de  las 
entidades  contra  las  cuales  se  decretó  la  desamortización  no  son  ina- 
lienables, puesto  que  había  deudas  del  ramo  de  desamortización  proce- 
dentes de  ventas  á  plazo  de  bienes  raíces. 

La  disposición  en  si  misma  es  injusta;  porque  si  las  compras  se 
habían  hecho  en  el  supuesto  de  que  el  pago  se  haría  en  dinero,  el 
admitir  el  noventa  por  ciento  en  papeles  equivalía  á  rebajar  la  diferencia 
que  existía  entre  el  precio  real  de  tales  papeles  en  el  mercado  y  su  valor 
nominal.  Esa  diferencia  ha  sido  siempre  muy  considerable,  y  no 
se  ve  motivo  algimo  de  justicia  para  rebajarla  así  de  una  manera 
general. 

13.  El  segundo  decreto  es  el  de  28  de  Junio  de  1862  relativo  & 
mejoras  hechas  por  los  arrendatarios  en  los  bienes  desamortizados.  £1 
artículo  primero  reconoció  las  que  se  habían  hecho  en  virtud  de  con- 
trato ;  cosa  inútil^  porque  si  se  profesa  la  doctrina  de  que  el  Gobierno 
no  puede  modificar  á  su  capricho  los  contratos  que  celebre  con  los 
particulares,  ahí  estaban  los  contratos  que  determinaban  lo  que  debía 
nacerse  con  tales  mejoras ;  y  si  se  sustentaba  la  doctrina  contraria,  y  el 
contrato  no  era  por  lo  mismo  garantía  suficiente,  tampoco  lo  sería  un 
decreto  que  podía  ser  modificado  ó  derogado  por  el  Gobierno. 

El  artículo  2?  dispone  que  respecto  de  las  mejoras  hechas  sin  contrato 
previo^  no  se  reconoce  á  los  arrendatarios  sino  el  derecho  de  gozarlas 
por  cinco  años ;  y  ordena  que,  en  caso  de  que  no  las  hayan  disfrutado 
por  ese  tiempo^  se  les  prorrogue  la  parte  proporcional  del  valor  de  su 
goce  en  el  tiempo  no  disfrutado. 
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Disposiciones  como  ésa  tienen  siempre  de  malo  y  de  peligroso  que 
envuelven  la  teoría  de  que  el  Gobierno  puede  modificar  á  su  capricho, 
por  medio  de  providencias  especiales,  sus  derechos  y  sus  obligaciones 
respecto  de  los  particulares ;  de  suerte  que  éstos,  aceptada  tan  injusta  V 
extraña  doctrina,  no  saben  nunca  á  qué  atenerse  en  sus  negociaciones 
con  el  Gobierno.  Si  el  Gobierno  se  creía  propietario  de  esas  fincas  y  en 
ellas  se  habían  hecho  mejoras,  ahí  estaban  las  leyes  comunes  que  deter- 
minan lo  que  en  tales  casos  debe  hacerse,  y  qué  derechos  y  obligaciones 
teñí  a. cada  interesado. 

Todo  Gobierno  debiera  ser  honrado,  aunque  no  fuese  sino  por  su 
propio  interés ;  porque  es  bien  sabido  que  el  negociante  poco  delicado 
tiene  que  hacer  siempre  malos  negocios,  pues  los  demás  no  se  pr^tan  i 
hacer  transacciones  con  él  sino  cuando  el  cebo  de  una  ganancia  con- 
siderable viene  á  compensar  los  peligros  y  eventualidades  de  la  opera- 
ción. 

14.  El  tercero  de  dichos  decretos  es  de  la  misma  fecha  23  de  Junio  de 
^862,  y  va  precedido  del  siguiente  preámbulo  : 

Con  el  objeto  de  facilitar  la  enajenación  ¿  precios  convenientes,  de  los  bienes 
nacionales  aplicados  á  la  desamortización  de  la  deuda  interior ;  y  ¿  fin  de  qne  qnede 
para  lo  sucesivo  completamente  redimida  esta  parte  importante  de  la  nqnesa 
publica  de  todo  obstáculo  capaz  de  entrabar  su  circulación,  distribución  y  mejora. 

La  parte  diapositiva  se  expresa  así : 

Art.  1"  Reconócese  á  cargo  de  la  Unión,  en  deuda  flotante  al  tres  por  ciento 
anual,  el  valor  de  todos  los  ffravómenes,  distintos  de  los  censos,  que  afecten  &  los 
bienes  nacionales  aplicados  a  la  amortización  de  la  deuda  interior. 

Art.  2?  Los  censos  de  propiedad  particular  impuestos  sobre  los  mismos  bienes,  se 
entenderán  trasladados  al  Tesoro  de  la  Unión  en  la  proporción  correspondiente  ¿  la 
rata  de  seis  por  ciento,  que  es  la  base  general  adoptada  para  todas  las  inscripciones 
de  esta  especie. 

Art  3?  El  Gobierno  garantiza,  por  tanto,  de  una  manera  absoluta,  á  los  respectivos 
compradores,  la  hbre  propiedad  ue  los  bienes  cuya  venta  ha  dispuesto  para  el  pago 
de  la  deuda  interior ;  y  en  consecuencia,  asume  la  responsabilidad  de  todas  las 
acciones  y  reclamos  de  que  pudieran  ser  objeto,  por  cualquier  motivo,  los  expresados 
bienes,  por  causas  anteriores  á  su  enajenación. 

Si  tan  importante  es  para  el  aumento  de  la  riqueza  pública  el  destruir 
los  gravámenes  constituidos  sobre  propiedades  raíces^  no  ha  debida 
permitirse  la  constitución  de  tales  gravámenes ;  y  si^  una  vez  consti- 
tuidos^ se  entra  en  la  vía  de  extirparlos,  ha  debido  extenderse  la  medida 
á  todos  los  que  existían  y  no  limitarla  á  los  bienes  desamortizadoa. 
Eso  es  considerando  el  asunto  desde  el  punto  de  vista  más  general : 
examinémoslo  ahora  en  sus  detalles. 

El  artículo  1?  dispone  que  los  gravámenes  existentes  sobre  ka  bienes 
desamortizados  se  reconozcan  en  deuda  flotante  al  tres  por  ciento^  Para 
que  se  comprenda  la  injusticia  de  esta  medida,  no  hay  más  que  exi^ 
minar  lo  que  sucedería  en  uno  cualquiera  de  muchos  casos  que  podrían* 
presentarse.  Supóngase  que  una  persona  había  adquirido  un  dex^ho  de 
usufructo  sobre  una  finca  desamortizada.  Tenía,  pues,  derecho  á  peroibip 
los  frutos  de  e^  finca  hasta  la  terminación  del  derecho  adquirido» 
AhDra  con  esta  medida,  im.  lugar  de  frutos  para  atender  á  sus  neeeai^ 
dades,  recibe  unos  cuantos  papeles  de  difícil  realización  y  de  bajo  precio 
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en  el  mercado.  Eso  era  en  realidad  extender*  la  desamortización  á  los 
que  tenian  derechos  reales  constituidos  sobre  fincas  desamortizadas^  sin 
más .  razón  ni  más  derecho  que  la  fuerza  de  las  bayonetas.  Es,  en 
sustancia,  un  deudor  que  le  dice  á  su  acreedor :  "  To  le  debo  á  IT-  cien 
pesos ;  pero  en  lugar  de  su  dinero,  le  doy  una  tira  de  papel  por  lar 
cual,  á  duras  penas,  podrá  adquirir  unos  pocos  reales  en  el  increado ;  y 
sí  á  U.  no  le  acomoda  eso,  pierda  su  derecho  completamente.^' 

El  articulo  2?  trasladaba  los  censos  particulares  de  las  fincas  al  Tesoro 
público.  Esa  operación  hecha  por  el  Gobierno  que  había  asumido  la  ' 
calidad  de  deudor,  es  profundamente  inmoral.  Es  decirle  á  su  acreedor : 
''Yo  le  he  garantizado  su  derecho  con  una  hipoteca  suficiente:  su 
crédito  está  perfectamente  asegurado ;  pero  yo,  por  mi  propia  y  sobe- 
rana Toluntad,  destruyo  la  hipoteca  y  en  su  reemplazo  le  doy  mi 
simple  firma,  firma  desacreditada  como  la  de  todo  deudor  fraudulento. 
¿No  le  satisface  á  U.  esoP  Pues  entonces  perderá  su  derecho,  y 
mejor  para  mí.  ¿  Olvida  TJ.  que  yo  soy  Gobierno,  y  que  no  pago  sino  lo 
que  quiero  y  cuando  quiero?" 

En  cuanto  al  artículo  3?  él  no  es  sino  una  consecuencia  de  los  dos 
anteriores. 

15.  Poco  después,  el  28  de  los  mismos,  dictó  el  Gobierno  otra  medida 
tan  atentatoria  como  las  anteriores.    Hela  aquí : 

El  plazo  para  el  pago  de  los  capitales  pertenecie&tes  &  bienes  desamortizados,  y 
qae  en  la  actualidad  se  hallan  colocados  a  interés,  se  repata  terminado  en  el  año  en     ^'■ 
curso  del  contrato.  • 

De  suerte  que  ese  Gobierno  que  como  deudor  altera  sus  obligaciones 
á  su  capricho  en  perjuicio  de  sus  acreedores,  cuando  le  corresponde  el 
papel  de  acreedor  altera  también  los  contratos  en  perjuicio  de  los 
deudores.  ¿Con  qué  derecho  hace  esto?  ¿Por  qué  reduce  á  un  año 
cuando  más,  plazos  que  en  virtud  de  estipulaciones  solemnes  y  expresas 
debían  durar  un  tiempo  mayor  P  ¿  En  qué  principio  de  justicia,  de 
equidad  6  de  bien  entendida  conveniencia  publica  se  funda  medida 
semejante  P  Visto  está :  las  bayonetas  eran  la  única  razón  que  podía 
hacerse  valer  para  el  efecto ;  razón  que  si  bien  no  es  muy  convincente, 
es  al  menos  muy  eficaz. 

16.  Pocos  días  después  de  dictarse  la  ultima  medida  se  expidió  un 
documento  importante  relacionado  con  este  asunto.  Es  la  nota  circular 
del  Secretario  del  Tesoro  y  Crédito  nacional  á  los  de  los  Estados, 
fechada  el  14  de  Julio  de  1862,  y  dirigida  con  el  fin  d»  explicar  lo  que 
es  la  desamortización.     Dice  así : 

La  vasta  operación  económica  que,  por  orden  del  Presidente,  ha  principiado  k 
realizarse  y  cnya  forma  exterior  es  la  venta  de  los  bienes  adjudióidos  &  la  Nación 
por  el  memorable  decreto  de  9  de  Septiembre  del  año  último,  merece,  por  lo  complexo 
de  su  fondo  y  por  lo  indefinido  de  sns  miras,  que  se  hagan  acerca  de  ella  alganas 
explicadones  y  comentarios ;  j  ése  es  el  objeto  con  que  ha  redactado  este  despacho 
la  presente  circular. 

La  desamortización  es  nna  de  esas  medidas  que  tiene  su  día  preplsOí  necesario, 
providencial  de  realizarse  en  la  marcha  laboriosa  délos  pneblos^acia  la  civilización; 
y  así  ella  ya  es  del  dominio  de  la  historia  en  casi  todos  los  países  de  Earopa,  inclu- 
sive los  más  católicos  como  Austria  y  España,  porque  es  un  absurdo  monstruoso 
imaginar  que  tenga  carácter  religioso  de  ninguna  especie  lo  que  siendo  rigurosa- 
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mente  mondano  y  tempoitá,  no  se  roza  ni  puede  remotamente  rozarse  con  el 
espirita  6  la  conciencia. 

La  desamortización  es  simplemente  nn  movimiento  hacia  adelante ;  nna  estación 
del  itinerario  qae  Teñimos  recorriendo  desde  1810,  estación  posterior  de  aquellas  en 
nne  ja  bemos  visto  realizadas  otras  trasformaciones  semejantes,  como  la  abolición 
de  los  antos  de  fe  y  el  tormento,  la  de  los  mayorazgos,  la  de  los  derechos  diferen* 
ciales,  la  de  la  esclavitud  etc.  etc. ;  y  precursora  de  otras  en  que  sólo  Dios  sabe  lo 
que  veremos,  siemi>re  en  el  mismo  sentido  del  progreso  por  la  libertad. 

La  desamortización  era,  pues,  una  cosa  que  se  esperaba;  que  debía  lógicamente 
llegar ;  y  que  al  fín  ha  llegado  en  medio  de  la  cnsis  que  aun  expeiimentamos,  ó 
acaso  por  consecuencia  de  eUa ;  porque  como  ha^ dicho  el  célebre  historiador  contem- 
poráneo Cósar  Cantú  :  el  destino  de  la  humanidad  et  progresar  padeciendo. 

Son  diferentes  las  pombinaciones  colaterales  hechas  en  los  i)aÍ8es  en  que  esta 
medida  se  ha  adoptado,  para  el  efecto  de  su  consumación ;  pero  es  seg^uro  que  nin- 
guua  de  ellas  excede  en  previsión,  ni  en  amplitud  y  fecundidad  de  tendencias  á 
aquella  que  ha  tocado  el  honor  de  cumplir  á  este  Jespacho. 

Porque  aquí  no  se  trata  solamente  de  sacar  á  la  vida  y  á  la  circulación  una  masa 
considerable  de  valores  inertes,  lo  cual  era  bastante ;  ni  se  trata  tampoco  solamente, 
además  de  lo  dicho,  de  amortizar  la  deuda  pública,  lo  cual  era  más  todavía :  aquí 

r)r  la  índole  de  los  precedentes,  porque  se  trabaja  en  suelo  eminentemente  fértil  y 
la  luz  de  una  época  más  adelantada ;  aquí,  repito,  se  trata  de  resolver  con  la  des- 
amortización, hasta  dónde  es  posible,  el  arduo  é  inmenso  problema  de  la  distribución 
equitativa  de  la  propiedad,  sin  perjuicio  de  ningún  derecho  individual  anterior. 

Los  benéficos  resultados  de  la  desamortizacióu,  considerada  bajo  el  primero  de 
estos  tres  puntos  de  vista,  casi  se  tocan  con  la  mano,  por  ser  demasiado  notorios. 
¿  Quién  no  presiente  la  animación  que  habrá  de  producir  en  el  modo  de  ser  económico 
ae  dos  millones  y  medio  de  habitantes,  la  súbita  aparición  de  una  masa  de  valores 
cinco  ó  seis  v/»ces  mayor,  según  los  cálculos  más  racionales  P  Pero  no  es  sólo  esto 
lo  que  se  logra;  porque  se  impide  también  la  disolución  á  que  estaban  fatalmente 
condenados  esos  valores,  como  su  historia  escrita  en  sus  inventarios  lo  atestigua, 
disolución  q^ue  podría  decirse  total  si  los  fraudes  y  los  abusos  de  confianza,  inevi- 
tables también  por  desgracia,  no  hubiesen  estaolecido  y  no  hubiesen  seguido 
estableciendo  excepciones. 

Bajo  el  punto  de  vista  de  la  amortización  de  la  deuda,  los  resultados  deben 
anunciarse  con  números ;  y  para  ponerlos  al  alcance  de  todos,  usaré  de  una  fórmula 
rigurosamente  sintética  y  aun  familiar ;  á  saber : 

Los  diez  ó  doce  millones  de  bienes  desamortizados  valen  al  mayor  precio  del 
mercado  actual  de  nuestra  deuda,  veinte  ó  veinticuatro  millones,  por  lo  menos.  ^ 
toda  nuestra  deuda,  inclusive  la  aun  no  reconocida,  apenas  alcanzará  á  diez  ó  doce 
millones.     Saldo  á  favor  del  Tesoro :  cinco  ó  seis  millones. 

Con  este  saldo  hay  más  de  lo  que  se  necesita  para  pagar  el  gravamen  de  la 
operación,  que  es  el  reconocimiento  de  las  rentas  viajeras ;  las  cuales,  por  una 
injustificable  obcecación  ó  por  un  estéril  egoísmo,  han  quedado  reducidas,  de  hecho 
y  de  derecho,  á  cifras  relativamente  insigmfícantes. 

Para  más  claridad  en  este  punto  importante,  haré  observar  que,  aun  suponiendo 
reducido  el  saldo  á  5.000,000  y  el  producto  anual  de  este  saldo  a  un  tres  por  ciento ; 
con  los  $150,000  resultantes  habrá  el  doble  de  lo  que  se  necesita  para  el  gravamen 
mencionado. 

La  consecución  del  tercero  de  los  objetos  de  la  desamortización  ha  sido  materia 
de  muy  detenidas  meditaciones  para  el  Gobierno ;  porque  éste  deseaba  naturalmente 
Uegar.á  él  sin  sacrificar  los  otros,  ó  mejor  dicho,  el  segundo,  único  que  podía  ser 
contrariado  por  aquél. 

Creo  que  esto  se  ha  oonseguido  por  medio  de  las  disposiciones  c^ue  siguen  : 

1^  La  concesión  de  plazos  para  el  pago  de  las  propiedades  adjudicadas  en  remate ; 

2'  La  división  en  lotes  de  estas  propiedades ; 

3^  La  supresión  de  la  fianza  personal,  que  no  está  al  alcance  de  muchos  conse- 
guir; y 

4'  La  anticipación  de  los  remates  á  la  época  de  completa  paz  en  que  el  capital 
reservado  y  tímido  en  los  tiempos  de  peligro,  da  la  ley  en  estas  operaciones  de  una 
manera  absoluta.  ^-^  , 
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Además,  se  ha  establecido  (¡ne  las  propiedades  se  enajenen  libres  de  toda  respon- 
sabilidad proveniente  de  mejoras,  censos,  etc. ;  y  esto,  aijarte  de  emanciparíais  de 
todo  obstacnlo  capaz  de  entrabar  su  circulación  y  mejora  en  lo  porvenir,  ha 
aumentado,  puede  decirse,  el  dividendo  real  de  los  valores  ofrecidos,  y  suprimido 
el  privilegio  de  hecho  de  que  gozarían  en  las  ventas  los  respectivos  acreedores. 

Y  es  probable  que  se  naga  aun  más  todavía  en  este  sentido,  si  la  práctica 
demuestra  <)ue  las  disposiciones  mencionadas  son  insuficientes. 

Una  medida  tan  complexa,  tan  vasta  y  trascendental,  no  podía  seguramente  dejar 
de  tener  adversarios. 

Unos  la  han  llamado  expoliación ;  otros  la  han  llamado  impiedad;  otros  la  han 
calificado  de  extemporánea.  * 

Lugares  comunes !  Todas  las  reformas  hieren  intereses,  desconciertan  esperanzas 
é  inspiran  zozobras ;  y  hé  aquí  la  causa  de  la  resistencia  que  ellas  de  ordinario 
suscitan. 

¿  Pero  cuál  sería  de  estado  de  la  civilización  si  esa  resistencia  hubiera  triunfado 
siempre  del  espíritu  de  progreso  P 

Sería  necesaria  una  gran  dosis  de  justicia  y  de  filantropía  de  parte  de  los  privi- 
legiados para  que  se  sometieran  tranquilamente  al  acto  que  les  quita  sus  privilegios. 

Sería  necesario  ese  mismo  ^rado  de  justicia  j  de  filantropía  en  los  qxie  especula- 
ban á.mansalva  con  la  inactividad  é  incuria  inherentes  á  las  comumdades,  para 
que  encontraran  razonable  la  desamortización. 

El  Gobierno  no  ha  cometido  despojo,  en  el  sentido  filosófico  de  la  palabra ;  no  ha 
hecho  más  que  dar  una  nueva  organización  al  sistema  rentístico  de  las  corporaciones. 

Además,  lo  que  se  llama  derecho,  cuando  por  el  trascurso  del  tiempo  y  el  cambio 
de  las  necesidades  públicas  Uega  á  convertirse  en  germen  de  mal,  debe,  en  estricta 
justicia,  ser  abolido  ó  trasformado  consiguientemente,  y  tal  es  el  motivo  productor 
de  las  revoluciones,  unas  sangrientas  y  otras  pacíficas,  según  la  magmtud  de  la 
reforma  que  hay  urgencia  de  •  realizar.  La  palabra  derecho  evocada  en  esos 
momentos  solemnes,  es  más  ^ue  un  sofisma,  una  imprudente  crueldad,  si  se  intenta 
con  ella  contrariar  el  movimiento  regenerador. 

En  cuanto  á  la  inoportunidad  de  la  medida,  ó  de  su  realización,  los  resultados 
responden  elocuentemente.  El  Gobierno  ofreció  en  venta,  en  sólo  el  distrito  federal, 
$500,000;  y  en  pocos  días  se  le  han  dirigido  propuestas  que  no  bajarán  de 
$700,000,  aceptándose,  por  lo  general,  los  avalúos  hechos  conforme  á  las  disposi- 
ciones respectivas,  como  base  obligada  de  la  operación. 

Es  probable  que  la  falta  de  confianza  haya  retraído  á  algunos  de  formular  propues- 
tas y  hachóles  creer  sinceramente  que  no  era  tiempo  de  que  se  principiara  á  consumar 
la  obra ;  pero,  como  acaba  de  verse,  está  demostrado  plenamente  lo  contrario. 

Por  otra,  psürte,  la  administración  de  los  bienes  desamortizados  es,  por  la  natura- 
leza y  ubicación  de  ellos,  tan  costosa,  que  sus  productos  ordinarios  no  nan  alcanzado 
á  cubrir  los  nuevos  gastos  con  que  ha  gravado  al  Tesoro  su  adquisición,  sin  embargo 
de  ser  esos  gastos  mucho  menores  de  lo  que  debieran  ser  por  consecuencia  de  lo  que 
en  otro  lugar  de  esta  nota  se  ha  expuesto. 

Era,  pues,  urgente  acelerar  su  enajenación. 

La  buena  fe  y  la  conveniencia  pública  tambión  exigían  que  se  cumplieran  sin 
más  demora  las  promesas  hechas  á  los  tenedores  de  deuda  nacional,  cuyos  fondos 
de  amortización  primitivos  fueron  tomados  para  la  guerra  por  el  último  Gobierno 
de  la  Confederación  Granadina,  hace  ya  el  espacio  de  tres  años ;  oiiginándose 
consecuencialmente  en  esos  considerables  valores  una  depreciación,  casi  absoluta, 
de  que  hoy  principian  á  salir. 

La  desamortización,  puesta  en  actividad,  ha  sacado,  puede  decirse,  de  la  nada 
todos  esos  capitales  que  no  lo  eran  ya  sino  en  esperanza,  y  ha  fomentado  propor- 
.cionalmente  el  movimiento  económico  del  país,  procurándole  también  nuevos  apoyos 
á  la  actual  situación  política. 

La  amortización  no  ba  sido  una  medida  de  partido,  en  el  sentido  apasionado  do 
esta  palabra.  PruebEi  irrecusable  de  ello  es,  que  al  mismo  tiempo  que  se  disponían 
las  ventas,  se  mandaba  reconocer  y  admitir  en  ellas  la  deuda  de  tesorería  de  la 
Confederación,  cuyos  dueños  son,  en  la  generalidad,  antipáticos  al  presente 
r^men. 

Tampoco  ha  ñdo  una  medida  de  odio  contra  nuestras  comunidades  religiosa^, 
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aunque  sea  evidente  qne  éstas  han  perdido  ya  sn  razón  de  ser,  como  lo  perdieron 
hace  tiempo  y  desaparecieron  los  templarios  y  los  teutónicos.  Prueba  de  ello  es 
que  á  todos  los  regulares  que  lo  han  solicitado  se  les  ha  pagado  y  se  les  sigue 
pagando  con  escrupulosa  exactitud,  y  aun  con  anticipación,  su  respectiva  renta. 

%9  seguro  que  cada  lote  <][ue  se  saque  á  licitación  no  tendrá  muchos  postores ; 
pero  esto  no  proviene  de  las  circunstancias  presentes,  toda  vez  que  lo  único  que  se 
exige  de  contado  es  el  diez  por  ciento,  v  para  la  casi  totalidad  del  valor  de  los 
remates  se  conceden  largos  plazos,  lo  cual  es  una  amplísima  garantía  aun  para 
los  especuladores  más  pobres  de  espíritu,  respecto  de  la  posibilidad  de  una  contra 
revolución.  La  causa  de  ese  fenómeno  es  otra  más  general  y  permanente,  cual  es 
el  crecido  número  de  valores  que  deben  enajenarse  para  consumar  la  desamortiza- 
ción, circunstancia  que  distribuye  naturalmente  las  posturas  é  impide  yie  afluyan 
á  TJta  solo  punto ;  mucho  más  contrayéndose  la  operación  á  valores  raices,  que  ni 
los  particulares^  con  todos  los  recursos  que  da  el  interés  individual,  logran  conjurar 
fácilmente  en  un  momento  dado,  aun  tratándose  de  pocos  objetos,  rara  realizar 
la  desamortización  á  estilo  de  mostrador,  sería  preciso  un  espacio  de  tiempo  sufi- 
ciente para  que  el  resto  se  aniquilara  del  todo,  aespués  de  haberse  invertido  sumas 
considerables  en  su  administración.  Lo  importante,  lo  racional  era,  pues,  dar 
pronto  princii>io  á  la  obra ;  y  cuando  venga  la  calma,  época  en  que  aun  estará  en 
poder  del  Gomemo  la  mayor  parte  de  los  bienes  desamortizados,  se  verá  práctica- 
mente que  no  se  obtiene  mas  de  lo  que  ahora,  como,  en  proporción,  tampoco  se 
obtuvo  antes  de  la  guerra  de  la  venta  de  otras  propiedades  nacionales ;  aparte  de 
que  el  mayor  precio  que  tendrá  entonces  la  deuda,  principalmente  la  contraída  por 
el  nuevo  reglen,  contrapesará  en  los  remates  á  la  inflaenoia  que  pueda  ejercer 
la  paz  en  sentido  favorable  al  valor  venal  de  los  bienes. 

jGuál  es,  pues,  la  ex^liación,  cuál  es,  pues,  la  impiedad,  cuál  es,  pues,  la 
inconveniencia  ó  la  injusticia  de  esta  gran  reforma  p 

En  cuanto  á  la  impiedad,  la  sangre  cristiana  que  se  ha  derramado,  en  la  parte 
central  del  paí^  principalmente,  por  las  sugestiones  del  interés  mundano,  envuelto 
en  el  sangrado  manto  de  la  religión,  y  á  pesar  de  la  constante  benevolencia  del 
Oobiemo  con  los  revoltosos,  dice  suficientemente  que  no  es,  de  nin^na  manera,  de 
nuestro  lado  que  está  la  impiedad.  No  hay  ni  una  letra  en  los  Evangelios  en  virtud 
de  la  cual  se  pueda,  no  digo  justificar,  dejar  de  proscribir  y  condenar  el  derrama- 
miento de  una  sola  gota  de  sangre  humana  por  cuestiones  de  casas  y  de  haciendas 
para  el  servicio  del  que  es  Padre  de  todos,  creador  j  dueño  de  todo  y  cuya  encar- 
nación en  la  tierra  fué  el  ejemplo  vivo  del  desprendimiento  de  las  cosas  temporales. 

Grande  es  la  labor:  grande  la  responsabilidad  que  se  ha  impuesto  á  los  encar- 
gados de  llevar  á  cima  esta  magna  reforma  en  todos  sus  varios  y  complicados 
pormenores,  y  uno  de  los  objetos  G[ue  se  han  ouerido,  de  paso,  alcanzar  dando 
principio  en  estos  momentos  á  la  ejecución  de  las  ventas,  es  el  de  adscribir  á  las 
agencias  para  el  efecto  de  descubrir  propiedades  ocultas,  inventariarlas  y  avaluarlas, 
tatitos  colaboradores  adicionales  cuantos  sean  los  interesados  en  aquélías.  Es  muy 
posible  c^ue  se  cometan  errores  involuntarios,  y  no  es  difícil  que  haya  algunas 
irregularidades,  sobre  todo  á  los  ojos  de  los  que,  sin  percibir  las  tendencias  funda- 
mentales de  la  operación,  quieran  examinarla  como  un  negocio  comúnMe  compra- 
venta; pero  todos  éstos  serán  accidentes  secundarios  de  que  el  juicio  ilustrado  del 
país  habrá  de  prescindir  seguramente ;  y  un  día  llegara  en  que,  palpándose  x>or 
todos  el  inmenso  bienestar  resultante,  todos  sin  excepción  nos  harán  justicia. 

1^08  permitimos  hacer  algunas  observaciones  generales  acerca  de  los 
conceptos  emitidos  en  este  aocumento,  qne  es  el  más  importante  de  los 
qne  conocemos  entre  los  qne  se  encaminan  á  justificar  la  desamortización. 

Principia  el  Secretario  por  afirmar  qne  la  desamortización  es  nn  asunto 
complexo  en  el  ft>ndo  é  indefinido  en  las  míras^  por  lo  onaL  se  nece8Ít& 
hacer  acerca  de  eUa  algunas  explicaciones  y  comentarios. 

Nosotros  no  creemos  que  ese  asunto  tenga  nada  de  complexo  ni  de 
indefinido :  él  es  al  contrario  sumamente  sencillo  y  perfectam^ite 
definido.     Consiste  en  arrebatar  lo  suyo  á  las  Iglesias  y  comnnidadee 
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religiosas,  para  darlo  á  los  tenedores  de  ciertos  papeles  de  crédito  en 
cambio  de  éstos  y  de  algunas  monedas.  Para  las  entidades  religiosas  es 
una  confiscación ;  para  el  Gobierno  la  aplicación  de  bienes  ajenos  al  pago 
de  las  deudas  propias.     Nada  hay  allí  complicado  ni  indefinido. 

Dice  luego  que  la  desamortización  es  una  de  esas  medidas  que  tienen 
su  día  proyidencial  en  la  marcha  laboriosa  de  los  pueblos  hacia  la 
civilización ;  y  que  es  un  absurdo  monstruoso  imaginar  que  tenga 
carácter  religioso,  cuando  es  absolutamente  mundano  y  temporal. 

Tocante  a  lo  primero,  reconocemos  desde  luego  la  intervención  de  la 
Providencia  en  los  asuntos  del  mundo,  pero  establecemos  esta  diferencia : 
hay  veces  que  Dios  interviene  directamente  para  que  suceda  una  cosa,  y 
entonces  la  cosa  es  necesariamente  buena  porque  Dios  no  puede  hacer  el 
mal ;  otras  veces  hace  el  hombre  el  mal,  abusando  de  su  libre  albedrío 
y  de  los  medios  de  que  puede  disponer,  y  entonces  si  Dios  interviene 
es  para  hacer  que  de  los  hechos  del  hombre,  encaminados  por  su  voluntad 
al  mal,  surja  nn  bien  que  el  autor  de  tales  hechos  no  había  previsto  ni 
querido  producir. 

Según   esa  doctrina,   creemos    que  si  Dios  ha  intervenido   en  la  . 
desamortización,    no   es  para  que    se  lleve   á    cabo,  sino  para  hacer 
surgir  de  eUa  algimos  bienes  que  sus  autores  no  tenían  ánimo  de 
producir. 

Respecto  de  la  necesidad  de  la  desamortización,  la  negamos  por  com- 
pleto en  todas  partes ;  y  en  nuestro  país  no  sólo  no  era  necesaria  sino 
que  ha  sido  desastrosísima,  como  lo  probaremos  en  el  curso  del  presente 
capítulo. 

Por  lo  demás,  poco  importa  saber  si  la  desamortización  tiene  6  no 
carácter  religioso.  Esa  puede  ser  una  cuestión  de  palabras.  Lo  que 
importa  saber  es  que  por  ella  se  priva  de  lo  suyo  á  las  Iglesias  y  entidades 
religiosas^  á  las  cuales  por  lo  mismo  se  les  ponen  graTes  obstáculos  para 
el  desempeño  de  su  santa  y  sublime  misión. 

Se  animcia  en  seguida  que  la  desamortización  es  precursora  de  otras 
trasformaciones  en  que  sólo  Dios  sabe  lo  que  veremos,  siempre  en  el 
mismo  sentido  del  progreso  por  la  libertad. 

¿  Qué  entenderá  el  Secretario  por  progreso  y  qué  por  libertad  P  Si 
confiscar  bienes  ajenos  para  pagar  deudas  propias  es  progreso  hacia  la 
libertad,  será  preciso  que  renuncien  á  la  libertad  y  al  progreso  todos 
aquellos  que  tengan  nociones  de  derecho  y  de  honradez^  porque  la  honradez 
y  el  derecho  prohiben  privar  á  nadie  de  lo  suyo  sin  su  volimtad  ó  sin 
necesidad  pública  y  con  previa  y  competente  indemnización. 

Si  dice  que  la  desamortización  se  esperaba,  y  esto  es  verdad  en  cierto 
sentido.  La  esperaban  los  que  codiciaban  los  bienes  de  las  entidades 
religiosas  para  satisfacer  sus  apetitos  de  rapiña ;  y  la  esperaban  también 
las  comunidades  religiosas,  á  quienes  atac^ues  anteriores  habían  hecho 
comprender  lo  que  tenían  que  temer  de  ciertos  Gobiernos  y  de  ciertas 
doctrinas. 

Presentaremos  en  comprobación  de  lo  primero,  un  hecho  que  ocurrió 
en  una  de  las  Cámaras  legislativas  el  7  de  Abril  de  1853,  al  dis- 
cutirse un  proyecto  sobre  reducción  de  censos.  El  señor  José  María 
Plata,  Secretario  de  Hacienda,  dijo  que  consideraba  ruinoso  para  e]^ 
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Gobierno  el  sistema  de  reducción  de  censos^  tal  como  se  hallaba  estable- 
cido ;  que  habría  sido  mejor  que  el  Gobierno  se  hubiera  apoderado  de  los 
censos  y  los  hubiera  negociado  por  su  cuenta,  pero  que  entonces  no  se 
habría  obtenido  el  bien  de  libertar  las  fincas  de  tal  gravamen.  Que  él*iio 
conocía  otro  medio  más  expeditivo  para  que  el  Goniemo  saliera  de  sus 
actuales  angustias,  que  el  siguiente  :  que,  por  medio  de  wia  ley  y  se  apoderare 
de  todas  la»  fincas  urbanas  y  rurales  de  los  monasterios,  conventos  etc., 
conocidas  con  el  nombre  de  tnanos  muei'tas,  en  virtud  del  supremo 
imperio  de  la  Nación.  Para  justificar  la  medida  alegó  que  era  necesario 
ya  olvidar  ese  sistema  vejatorio  de  la  propiedad,  hasta  ahora  adoptado, 
de  contribuciones  directas  y  de  otra  clase. 

El  señor  Alejo  Morales  impugnó  al  Secretario,  y  se  admiró  de  que 
declamando  contra  los  ataques  á  la  propiedad  expusiera  ideas  que  la 
atacan  más  directamente,  puesto  que  las  comunidades  religiosas  tenían 
propiedades,  y  que  en  ellas  como  en  todos  los  ciudadanos,  debían  respetarse ; 
á  no  ser  que  procediendo  con  más  franqueza  se  diese  una  ley  que  eliminase 
todos  los  institutos  monásticos  y  señalase  como  heredero  de  sus  bienes 
al  Gobierno,  en  virtud  del  dominio  eminente  que  ejerce  la  Nación. 
Agregó  que  eso  quería  él  que  se  hiciera  con  algunos  institutos,  sin 
señalarlos.  El  Secretario  le  hizo  notar  la  inconsecuencia  en  que  incurría, 
pero  no  obtuvo  contestación. 

En  comprobación  de  que  las  entidades  religiosas  esperaban  también  la 
desamortización,  recordaremos  este  pasaje  de  su  reclamación  al  Congreso 
de  1854,  por  una  injusticia  cometida  por  el  de  1853 :  "  Aunque  algunos 
de  nosotros  de  avanzada  edad,  no  habremos  de  existir  cuando  el  tiempo 
prefijado  se  cumpla,  existirá  alguno  de  los  que  han  profesado  y  los  que 
puedan  después  profesar.  Y  ¿  quién  quita,  además,  que  otra  legislatura, 
arrogándose  la  misma  autoridad  que  la  del  año  pasado,  no  limite  esa  época 
y  que  también  alcancemos  el  exterminio  de  nuestras  religiones  y  el 
despojo  de  la  propiedad  de  las  comunidades  y  la  violenta  expulsión  de  los 
claustros  de  aquellos  que,  usando  de  su  natural  libertad,  han  abrazado  la 
perfección  evangélica,  y  que  rinden  á  Dios  de  ese  modo  el  culto 
católico  ?''  Ocho  años  más  tarde,  la  funesta  profecía  estaba  cumplida. 
Los  bienes  de  las  comunidades  religiosas  habían  sido  confiscados ;  y  sus 
miembros,  lanzados  violentamente  de  sus  sagrados  asilos,  tenían  que 
acogerse  bajo  techo  ajeno  para  librarse  de  la  intemperie. 

Pero  ¿  desde  cuándo  el  deseo  de  ver  consumada  ima  iniquidad,  ó  la 
previsión  que  la  ve  venir  á  la  vuelta  de  algunos  años,  ha  podido  hacerla 
cambiar  de  naturaleza  y  convertir  en  acto  virtuoso  y  benéfico,  ó  al  menos 
indiferente  ? 

Se  extasía  el  Secretario  al  pintar  los  benéficos  resultados  de  la  des- 
amortización, desde  el  triple  punto  de  vista  de  la  adquisición  de  valores, 
la  amortización  de  la  deuda  pública  y  la  distribución  equitativa  de  la 
propiedad,  y  pregunta  sobre  lo  primero : 

¿  Quién  no  presiente  la  ammación  qne  habrá  de  producir  en  el  modo  de  ser  econó- 
mico de  dos  millones  y  medio  de  habitantes,  la  súbita  aparición  de  una  masa  de 
yalores  cinco  ó  seis  veces  mayor,  según  los  cálculos  más  racionales  P 

¿Pero,  por  ventura  esos  doce  ó  quince  millones  de  valores  ^ue  nos  van 
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á  inimdar  como  un  torrente,  vendrán  del  extranjero,  o  caerán  déla  luna 
6  del  sol  6  de  las  nebulosas  ?  Porque  si,  como  nos  parece,  están  en  el 
país,  el  asunto  se  reducirá  á  que  pasen  de  manos  de  sus  dueños  á 
las'  de  los  agiotistas  y  especiüadores  con  papeles  de  créditos  contra  el 
Gobierno. 

Hoy  día  estamos  ya  á  cerca  de  veinte  años  de  distancia  de  aquella 
época  en  que  el  Secretario  anunciaba  alborozado  al  país  tan  halagüeñas 
esperanzas;  y  con  excepción  de  unas  pocas  docenas  de  especuladores 
que  se  han  enriquecido  con  los  bienes  de  las  entidades  reUgiosas,  nadie 
ha  visto  esa  asombrosa  animación  que  él  presagiaba  como  segura  é 
indefectible. 

Pero  agrega  el  Secretario  que  no  se  trataba  solamente  de  esa  fabulosa 
adquisición  de  riqueza  para  la  nación,  sino  también  de  evitar  la 
disolución  de  esos  valores  *^  que  podría  decirse  total  si  los  fraudes  y  los 
abusos  de  confianza,  inevitables  también  por  desgracia,  no  hubiesen 
establecido  y  no  hubiesen  seguido  estableciendo  excepciones." 

No  comprendemos,  desde  luego,  cómo  es  que  los  fraudes  y  los  abusos 
de  confianza  puedan  haber  evitado  la  destrucoión  total  de  los  bienes  de 
las  entidades  y  comunidades  religiosas,  porque  si  no  es  eso  lo  que  afirma 
el  señor  Secretario  en  el  pasaje  trascrito,  no  sabemos  qué  pueda  ser. 

Por  lo  demás,  nos  parece  muy  sospechoso  ese  cariño  del  Gobierno  hacia 
las  entidades  y  comunidades  religiosas,  que  lo  impele  á  hacerles  el  bien 
aun  contra  su  voluntad. 

En  lo  relativo  á  la  amortización  de  la  deuda,  el  Secretario  dice  que 
los  resultados  deben  animciarse  con  números,  para  ponerlos  al  alcance  de 
todos,  y  así  lo  hace.  Según  él  los  diez  ó  doce  millones  de  los  bienes 
desamortizados  valían,  al  mayor  precio  de  la  deuda,  veinte  6  veinti- 
cuatro ;  y  como  toda  la  deuda  no  pasaba  de  diez  ó  doce,  se  podía  pagar 
con  la  mitad  de  los  bienes,  y  quedaban  por  consiguiente  cinco  ó  seis 
millones  en  efectivo.     Estos  al  tres  por  ciento  daban  $150,000  anuales, 

3ue  era  el  doble  de  lo  que  se  necesitaba  para  hacer  frente  á  los  gravámenes 
e  la  operación. 
Eso  era  lo  que  se  esperaba;  y  ¿qué  sucedió  P  Que.  se  vendieron  casi 
todos  los  bienes,  no  se  pagó  toda  la  deuda,  y  á  poco  el  Gobierno 
declaró  por  sí  y  ante  sí  que  no  pagaría  sino  una  parte  de  la  renta  de  las 
Iglesias  y  entidades  religiosas  ;  y  después,  que  no  pagaría  nada.  ¿  Y  se 
creerá  después  de  esto  que  somos  excesivamente  severos  si  calificamos 
tales  Gobiernos  de  deudores  fallidos  y  fraudulentos  P 

Para  que  se  vea  la  exactitud  de  las  afirmaciones  del  principio  del 
párrafo -precedente,  permítasenos  insertar  un  fragmento  de  las  excelentes 
Lecciones  de  legislación  fiscal  di^Y  señor  D.  Ramón  Guerra  Azuela,  publi- 
cadas el  año  anterior  (1880).  Hablando  del  golpe  que  recibió  el  crédito 
público  con  la  desamortización,  se  expresa  así  á  la  página  13  : 

En  efecto,  el  9  de  Septiembre  de  1861  se  publicó  el  decreto  dictatorial  de 
Mosquera  sobre  confiscación  de  bienes  de  la  Iglesiaj  de^as  comunidades  religiosas, 
destinando  su  valor  al  pago  de  la  deuda  interior.  lís  decir,  que  para  restablecer  el 
crédito  se  desconoció  el  derecho  de  propiedad,  primero  y  principal  elemento  de  vida 
material  de  los  pueblos,  y  se  arrebataron  los  bienes  á  los  más  débiles  para  pasarlos 
á  otras  manos,  al  mismo  tiempo  qne  se  suspendió  todo  pago  de  documentos  de 
crédito  distintos  de  los  que  para  ese  efecto  se  mandaron  expedir.    Los  bienes  se 
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vendieron  con  prontitud,  pero  con  mayor  brevedad  se  emitieron  docnmentoB  de 
crédito  para  pagarlos,  de  tal  manera  qne  el  señor  Paláu,  actual  Secretario  del  Tesoro 
y^  Crédito  nacional,  asegura  en  su  Memoria  de  este  año  que  existen  todavía  en 
circulación  $1.342,236  en  bonos,  sin  otra  esperanza  de  pago  qne  la  venta  de  ciento 
veinticinco  fincas  que  valen  $131,470,  último  resto  de  los  116.000,000  que  valían 
las  incautadas. 

TJn  resaltado  semejante,  despaés  de  las  promesas  que  se  hacían  y  de  los 
halagüeños  resultados  que  se  esperaban,  prueba  de  un  modo  claro  una  de 
tres  cosas  :  6  el  Gobierno  era  supremamente  imbécil,  para  poder  enga- 
ñarse en  tan  alto  grado ;  ó  á  sabiendas  prometía  como  seguro  lo  que 
sabía  muy  bien  que  no  habia  de  realizarse,  y  eso  con  el  fin  de  en- 
contrar apoyo  para  consumar  una  insigne  iniquidad ;  ó  finalmente,  el 
ramo  de  desamortización  ha  estado  á  cargo  de  empleados  sin  conciencia 
ni  honradez,  que  se  han  apropiado  los  caudales  confiados  á  su  cuidado  y 
administración. 

En  cuanto  al  arduo  é  inmenso  problema  de  la  distribución  equitativa 
de  la  propiedad,  el  señor  Secretario  dice  que  quedó  resuelto  hasta  donde 
es  posible,  con  las  medidas  siguientes:  conceder  plazos,  dividir  las 
fincas  en  lotes,  suprimir,  la  fianza,  anticipar  los  remates  para  que 
principiaran  cuando  aun  no  se  había  terminado  la  guerra,  y  enajenar 
las  fincas  libres  de  todo  gravamen  ó  reclamación  por  mzón  de  mejoras. 

La  concesión  de  plazos  servía  apenas  para  que  pudieran  rematar  los 
que  no  tenían  dinero  con  que  pagar  al  contado ;  pero  no  para  hacer  que 
las  fincas  enajenadas  quedaran  equitativamente  distribuidas  entre  los 
que  podían  hacerlas  producir. 

La  división  en  lotes  no  era  tampoco  eficaz  para  este  último  objeto, 
porque  una  misma  persona  podía  comprar  cuantos  quisiese. 

La  supresión  de  la  fianza  debía  surtir  apenas  el  efecto  de  que  concu- 
rrieran al  remate  individuos  sin  responsabilidad,  que  al  fin  no  podriaa 
pagar  el  valor  de  lo  que  remataran. 

Finalmente,  la  anticipación  de  los  remates  tendía  únicamente  á 
deprimir  el  precio  de  las  cosas  que  se  remataran,  consecuencia  natural 
de  la  falta  de  competencia  entre  los  rematadores. 

^  Pero  demos  por.  sentado  que  todos  los  bienes  desamortizados  quedaran  ' 
distribuidos''con  perfecta  proporcionalidad  :  ¿  era  eso  resolver  el  arduo  e 
inmenso  problema  de  la  distribución  equitativa  de  la  propiedad  P     ¿  Sra 
por  ventura  la  mayor  parle  del  suelo  de  la  república  lo  que  se  iba   á 
vender  ? 

Pasa  luego  el  señor  Secretario  á  tratar  de  las  objeciones  que  se  han 
hecho  á  la  desamortización,  y  dice  que  unos  la  han  calificado  de  expo- 
liación, otros  de  impiedad  y  otros  de  extemporánea. 

Tocante  á  lo  primero  afirma  que  el  Gobierno  no  ha  cometido  deq>ojo 
en  el  sentido  filosófico  de  la  palabra,  porque  no  ha  hecho  otra  coea 
que  "dar  una  nueva  organización  al  sistema  rentístico  de  las  corpo* 
raciones.^' 

Podría  preguntarse  desde  luego,  ¿  de  dónde  saca  derecho  el  Gobierno 
temporal,  sancionada  la  separación  absoluta  de  la  Iglesia  y  el  Estado» 
para  entrar  á  organizar  el  sistema  rentístico  de  las  entidades  religiosas  P 
Mas,  prescindiendo  de  eso,  ¿no  nos  acaba  de  decir  el  mismo  señoi^ 
Secretario   que  con  los  bienes  desamortizados  se' pagaban  diezódooift 
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mfllones  de  deuda  pública  y  sobraba  una  suma  que  sólo  al  tres  por 
ciento  alcanzaba  para  el  gravamen  de  la  operación  ?  ¿  Qué  maravillosa 
organización  es  ésa^  que  permite  al  organizador  aprovecharse  de  diez  ó 
doce  millones  sin  menoscabo  alguno  de  los  derechos  del  dueño  de  la 
cosa  organizada  ? 

Dice  el  señor  Secretario  que  se  necesitaría  una  gran  dosis  de  justicia 
y  de  filantropía  de  parte  de  los  privilegiados»  para  que  se  sometieran 
tranquilamente  al  acto  que  les  quitaba  sus  privilegios ;  pero  no  se  trata 
aquí  de  privilegios  ó  bosa  que  se  les  parezca.  ¿  Qué  privilegio  alegaban  ó 
pretendían  las  entidades  y  comunidades  religiosas  P  Ninguno.  Querían 
ser  medidas  con  la  misma  vara  con  que  se  ludiese  á  los  demás  propietarios ; 
y  eso  no  esprivilegio,  sino  derecho  indisputable  y  justicia  emdente. 

Pero  agrega  el  señor  Secretario  que  hablar  en  estos  casos  de  derecho 
es  una  imprudente  crueldad,  si  se  intenta  contrariar  el  movimiento 
regenerador.  Con  esa  doctrina,  nunca  violencia  ni  desafuero  alguno 
del 'Gobierno  podrían  serle  impugnados,  aunque  el  derecho  fuera  patente 
y  manifiesto. 

— Señor,  diría  él  ofendido,  mi  derecho  es  claro  é  indisputable,  está 
definido  expresamente  en  la  ley,  y  el  Gobierno  lo  ha  vulnerado.  Pido 
que  se  me  haga  efectivo. 

— ^Aparta  de  ahí,  insensato,  le  contestarían.  ¿  Como  tienes  la  impru- 
dente cruddad  de  intentar  detener  el  movimiento  regenerador  ? 

Y  como  no  hay  Gobierno  alguno,  por  inicuo  y  violento  <]jue  sea,  que 
no  aspire  al  papel  de  reger*eraaor,  todos  podrían  hacer  la  misma  obser- 
vación, y  ninguno  sería  obligado  á  respetar  el  derecho  ajeno.  Esto  es, 
por  desgracia,  lo  que  sucede  frecuentemente  entre  nosotros. 

Después  de  hablar  el  señor  Secretario  de  las  maravillas  que  harían  ^n 
los  bienes  desamortizados,  viene  á  confesar  que  los  productos  ordinarios 
de  ellos  no  han  alcanzado  para  cubrir  los  nuevos  gastos  con  que  su 
adquisición  ha  gravado  al  Tesoro,  sin  embargo  de  que  tftles  gastos 
estaban  reducidos  á  cifras  insignificantes,  como  lo  había  dicho  antes  él 
mismo. 

Por  una  parte  nos  afirmaba  hace  poco  el  señor  Secretario  que  el 
Gobierno  no  había  hecho  otra  cosa  que  dar  una  nueva  organización  al 
sistema  rentístico  de  las  corporaciones,  y  por  otra  nos  sale  con  que  lo 
que  tiene  que  darles  á  dichas  corporaciones  ha  quedado  de  hecho  y  de 
derecho  reducido  á  cifras  insignincantes.  La  consecuencia  natural  es 
ésta :  luego  la  organización  tan  decantada  consistía  en  apoderarse  de 
un  gran  capital,  para  dar  una  renta  insignificante.  ¿  Qué  se  hacia  lo 
den^?  Se  aplicaba  á  beneficio  del  organizador.  Admirable  sistema 
de  organización  1 

Hace  mérito  en  seguida  el  señor  Secretario  de  que  la  buena  fe  y  la 
conveniencia  pública  exigían  que  se  cumpliesen  sin  más  demora  las 
promesas  hechas  á  los  tenedores  de  deuda  nacional.  Cómo !  j  es  el 
Gobierno  que  decreta  la  desamortización  el  que  viene  á  hablamos  de 
buena  fe  y  de  cumplimiento  de  promesas  hechas  á  los  acreedores  de  cierta 
clase  P  J  Y  la  buena  fe  del  Gobierno  no  estaba  empeñada  también  para 
cumplir  la  promesa  hecha  solemnem^ite  y  reiteradas  veces  á  todos  los 
propietarios  de  conservarloo  en  sus  derechos  P    j  Y  no  figuraban  entre 
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tales  propietarios  las  Iglesias,  comunidades  y  demás  entidades  religio- 
sas? ¿ror  qué  quebrantar  unas  promesas  á  pretexto  de  cumplir 
otras  P 

Alega  el  señor  Secretario  que  la  desamortizacióa  ha  sacado  de  la  nada  los 
documentos  de  deuda  pública,  que  ya  principiaban  á  valer  algo ;  pero  ¿  qué 
tiene  eso  de  extraño  ?  ¿  No  es,  al  contrario,  una  cosa  perfectamente  natural  ? 
Si  el  Gobierno  arrebata  á  las  entidades  religiosas  sus  bienes  pata  pagar 
la  deuda  publica^  ¿  qué  tiene  de  extraño  que  los  tenedores  de  ella 
ganen  en  la  misma  proporeión  que  pierden  las  eiftidades  dichas  P  La 
cuestión  no  era,  pues,  saber  si  los  acreedores  del  Gobierno  mejoraban 
de  condición^  porcfue  eso  tenía  que  suceder  asinecesariamenta  LacuestiiSn 
era  saber  si  era  justo  y  razonable  que  para  que  ellos  ganasen  algo  se 
confiscasen  sus  bienes  á  las  Iglesias,  comunidades  y  demás  entidades 
religiosas. 

Asegura  el  señor  Secretario  que  la  desamortización  no  es  una  medida 
de  odio  contra  las  comunidades  religiosas  ;  y  alega,  para  probarlo,  que  á 
los  religiosos  .que  lo  han  solicitado  se  les  paga  su  renta  con  escrupulosa 
exactitud. 

Quitarle  á  uno  todos  sus  bienes,  y  luego  tirarle  á  la  cara  un  pedazo 
de  pan  y  decirle :  "  Coma  TJ.  para  que  después  no  vaya  á  decir  que 
por  odio  le  quité  lo  que  tenía,  es  una  cosa  que  no  nos  atrevemos  á 
calificar ;  pero  que  seguramente  el  buen  sentido  de  las  gentes  honradas 
no  aceptará  en  manera  alguna. 

Es  de  admirar  que  después  de  todo  eso  pregunte  el  señor  Secretario 
con  candidez  de  niño  :  **  ¿  Cuál  es,  pues,  la  expoliación,  cuál  es,  pues,  la 
inconveniencia  6  la  injusticia  de  esta  gran  reforma  P  " 

^La  contestación  no  es  difícil :  la  expoliación  consiste  en  arrebatar  á 
las  Iglesias,  comunidades  y  demás  entidades  religiosas  sus  bienes ;  y  la 
injusticia  en  eso  mismo  y  en  que  el  Gobierno  pague  sus  deudas  con 
bienes  ajenos.  Si  eso  no  es  expoliación  ni  injusticia^  ya  no  las  hay  en  el 
mundo.  • 

Califica  luego  el  señor  Secretario  de  verdadera  impiedad  el  que  los 
amigos  del  Gobierno  de  la  Confederación  Granadina,  á  quienes  califica 
de  revoltosos,  hubieran  sostenido  la  guerra  en  el  centro  por  interés 
mimdano,  envuelto  en  el  sagrado  manto  de  la  Religión.  Esa  es  una 
mera  imputación  injusta  y  gratuita.  La  guerra  de  1860  á  1862  se 
sostuvo  en  el  centro,  como  en  todas  partes,  con  el  fin  de  defender  al 
Gobierno  legítimo  contra  una  de  las  más  injustas  revoluciones  que  haya 
habido  nunca.  Si  hubiésemos  de  imitar  la  ligereza  del  señor  Secretario, 
diríamos  que  él  y  sus  amigos  envolvieron  en  ese  tiempo  la  república  en 
un  mar  inmenso  de  lágrimas  y  de  sangre,  con  el  único  fin  de  apoderarse 
de  los  bienes  de  las  entidades  religiosas  y  enriquecerse  con  ellos.  ¿  Nos 
toleraría  él  esa  ligereza  P  De  seguro  que  no.  Pues  entonces,  que  nos 
permita  que  tampoco  aceptemos  la  suya. 

Termina  el  señor  Secretario  diciendo  que  *^un  día  llegará  en  que, 
palpándose  por  todos  el  inmenso  bienestar  resultante,  todos  sin  excepción 
nos  harán  justicia.'* 

Con  mejor  derecho  pudiéramos  nosotros  concluir  que  llegará  un  día,  y 
no  muy  lejano,  en  que,  palpándose  por  todos  los  hombres  nonrados  las 
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funestas  consecuencias  de  la  desamortización,  la  maldecirán,  y  unirán 
sus  esfuerzos  con'  el  fin  reparar  en  lo  posible  los  inmensos  males  que 
ha  causado  al  país. 

17.  Poco  después  de  decretada  la  desamortización,  el  2  de  Octubre  de 
1861,  el  Presidente  de  la  Junta  directiva  de  Crédito  nacional  pasó  una 
circular  á  los  superiores  de  las  comunidades  reli^osas  en  la  que  les  decía 
que  el  Gobierno  estaba  dispuesto  á  anticiparles  lo  que  necesitaran  para 
**  su  propia  y  cómoda  subsistencia ''  y  para  "  los  gastos  que  demande  el 
culto '';  pero  naturalyíente  fueron  muy  pocos  los  religiosos  que  hicieron 
uso  de  tal  ofrecimiento,  y  así  lo  confiesa  el  señor  Secretario  del  Tesoro 
y  Crédito  nacional  en  la  nota  que  acabamos  de  examinar. 

Aunque  el  Gobierno  hacía  á  veces  esfuerzos  por  aparentar  cierta 
moderación  y  ciertos  miramientos  personales,  como  para  hacer  menos 
odiosa  la  desamortización,  había  ocasiones  en  que  como  á  pesar  suyo  se 
descorría  el  velo,  y  aparecían  en  toda  su  desnudez  el  odio  y  la  mezquindad 
que  en  unióp  de  la  codicia  y  la  iniquidad  constituían  el  fondo  de  la 
desamortización.     Veamos  siquiera  una  prueba  de  ello. 

El  6  de  Junio  de  1862  pasó  el  Secretario  del  Interior  una  nota  al 
Agente  general  de  bienes  desamortizados  en  la  cual  le  ordenaba  que 
hiciese  desocupar  inmediatamente  los  edificios  en  que  vivían  los  capellanes 
de  los  conventos.     He  aquí  las  propias  palabras  de  dicho  empleado : 

.  .  .  que  los  capellanes  de  los  conventos  qne  hoy  habitan  en  casas  pertenecientes 
á  bienes  de  manos  muertas,  á  titulo  del  destino  que  desempeñan,  no  sigan'  en 
adelante  con  tal  beneficio,  por  cnanto  el  Tesoro  nacional  ...  no  está  en  el  ckso  de 
hacer  tales  erogaciones. 

Esos  edificios  habían  sido  expresamente  exceptuados  de  la  desamor- 
tización por  el  artículo  4?  del  decreto  de  9  de  Septiembre,  que  principia 
así : 

Sólo  se  exceptúan  de  la  adjudicación  que  queda  prevenida,  los  edificios  destinados 
inmediatamente  al  servicio  del  culto  ó  del  instituto  •  •  .  y  por  razón  de  oficio,  los 
que  sirvan  al  objeto  de  la  instititción,  como  las  casas  de  los  párrocos.  .  .  . 

No  creemos  que  antre  la  casa  de  un  párroco  y  la  de  un  capellán  de 
convento  haya  diferencia  sustancial;  y  no  habiéndola,  ésta  quedaba* 
también  comprendida  en  la  excepción,  puesto  que  aquélla  se  citaba 
únicamente  por  vía  de  ejemplo.    . 

Digamos  no  obstante,  que  el  Secretario  podía  alegar  en  apoyo  de  su 
orden  la  circunstancia  de  haber  sido  extinguidas  las  comunidades 
religiosas  por  decreto  de  5  de  Noviembre  de  1861 ;  pero  ni  en  ese  decreto, 
ni  en  ningún  otro  acto  del  Gobierno  provisional  que  nosotros  conozcamos, 
86  declararon  comprendidas  en  la  desamortización  las  casas  de  habitación 
de  los  capellanes  de  las  comunidades  religiosas. 

¿  Era  á  título  de  heredero  de  las  comunidades  religiosas,  según  la 
curiosa  doctrina  del  considerando  6?  del  decreto  de  desamortización, 
como  el  Gobierno  pretendía  derecho  á  las  casas  indicadas  P  Eso  probaría 
una  vez  más  que  la  extinción  de  tales  comunidades  se  decretó  precisa- 
mente para  apoderarse  de  lo  poco  que  les  había  quedado  :  sus  casas  de 
habitación  y  ks  de  sus  capellanes.  Eso  es  como  quien  dice :  "  Matemos 
á  aquellos  á  quienes  debemos  heredar,  para  que  más  pronto  venga  á  n^ós 
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la  herencia/'  No  creemos  que  tal  razonamiento  pueda  hacer  honor  á 
nadie,  y  menos  á  un  Gbbiemo  que  debe  ser  el  primer  guardián  de  los 
derechos  de  todos. 

El  28  de  Noviembre  del  mismo  año  de  1862  pasó  una  nota  el  Secre- 
tario del  Tesoro  ya  citado  al  de  Hacienda,  y  en  ella  le  habla  de 
los  primeros  remates  de  bienes  de  manos  muertÍEts  en  los  términos 
sigmentes : 

Esos  oiiadros  comprenden  ciento  veintidós  propuestas  6  remates ;  y  segán  ellos 
mismos,  siendo  el  avalúo  total  de  las  fincas  rematadas  ^trescientos  noventa  mil 
setecientos  diez  pesos  ($890,710),  el  producto  definitivo  monta  á  quinientos  siete 
mil  cuarenta  y  cinco  (?507,046). 

Superávit. 
$507,045 
890,710 
$116,835 
Entre  tanto  estos  documentos  (los  de  deuda  púbHca)  han  revivido,  v  hoj  el  país 
comienza  á  contarlos  entre  sus  valores  efectivos  circulantes ;  la  lista  ae  los  intere- 
sados en  la  paz  ha  crecido  en  la  misma  proporción,  y  ese  agradecido  colaborador  de 
los  (gobiernos  que  se  llama  el  crédito,  principia  también,  en  cambio  de  la  vitalidad 
que  se  le  ha  dado,  á  facilitar  las  arduas  y  tormentosas  tareas  de  este  despacho. 
Ésto,  aparte  de  que  la  desamortización,  entrando  como  ha  entrado  en  el  período  de 
realidaa  tangible,  puede  desafiar  &  sus  enemigos  con  mucha  m&s  seguridad,  que  al 
principio,  contando,  como  cuenta  hoy,  con  la  ayuda  enér^ca  del  interés  individual 
representado  en  la  multitud  de  compradores  y  sos  famibas. 

Como  se  ve,  la  ilusión  del  señor  Secretario,  si  es  que  ilusión  podía  ser, 
continuaba  quizá  con  mayor  firme;sa  que  antes. 

18.  Vino  entre  tanto  la  Convención  de  Rionegro  y  expidió  la  Cons- 
titución de  8  de  Mayo  de  1863,  con  el  fin  de  reconstituir  el  país.  En 
su  articulo  6?  se  dispuso  lo  siguiente : 

Los  Estados  convienen  en  consignar  en  sas  constituciones  y  en  su  legislación 
civil  el  principio  de  incapacidad  de  las  comunidades,  corporaciones,  asociaciones  v 
entidades  relieiosas,  para  adauirir  bienes  raíces,  y  en  consagrar,  por  punto  general, 
aue  la  propiedad  raíz  no  pueae  adauirirse  con  otro  carácter  que  el  de  enajenable  y 
aivisibfe  a  voluntad  exclusiva  del  propietario,  y  de  trasmisible  á  los  herederos 
conforme  al  derecho  común. 

Esa  disposición  contiene  dos  partes  distintas  y  extraña  absolutamente 
la  una  á  la  otra.  La  primera  es  la  incapacidad  de  las  entidades  religio- 
sas de  todas  clases,  para  adquirir  bienes  raices ;  y  la  segunda,  lo  ma^ 
tivo  al  carácter  con  que  debe  adquirirse  la  propiedad  raiz. 

En  un  país  como  el  nuestro  dcnide  no  existen  mayorazgos  de  ninguna 
clase,  donde  la  primogenitura  no  altera  en  nada  el  orden  de  sucesión 
ni  la  cuota  de  cada  heredero,  y  donde  todas  las  fincas  pueden  venderse  6 
dividirse  á  voluntad  del  propietario,  es  una  verdadera  superfluidad  venir 
á  salir  con  aquello  de  que,  por  pimto  general,  la  propiedad  raíz  no  puede 
adquirirse  con  otro  carácter  que  el  de  enajenable  y  divisible  á  voluntad 
exclusiva  delpropietario,  y  de  trasmisible  á  los  herederos  conforme  al 
derecho  común.  Eso  es  tanto  como  decir :  en  lo  sucesivo  se  continuará 
adquiriendo  la  propiedad  raíz  de  la  misma  manera  que  hasta  ahora; 
lo  cud.  no  deja  de  ser  curioso  en  la  eoMtitudón  política  de  una 
nación. 

Además,  si  eso  apenas  se  conat^gra  por  punto  general^  quiere  decir  qoe 
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las  constituciones  y  leyes  de  los  Estados  pueden  establecer^  por  Tía  de 
excepción,  algunos  casos  en  que  la  propiedad  raíz  se  adquiera  con 
carácter  de  inalienable  ó  indivisible ;  pero  á  juzgar  por  lo  que  se  dispone  • 
en  la  parte  primera  del  artículo  y  en  algunos  otros  de  que  hablaremos 
luego»  el  verdadero  objeto  de  esta  disposición  fué  impedir  que  de  alguna 
manera  se  aprovecharan  en  beneficio  del  culto  las  ventajas  especiales  que 
proporciona  la  adquisición  y  goce  de  la  propiedad  inmueble. 

"Éa  cuanto  á  }a  otra  parte  de  la  disposición^  el  asunto  es  más  grave 
y  más  serio.  Segihu  ella  las  entidades  religiosas  de  todas  clases  son 
incapaces  para  adquirir  bienes  raices. 

jEn  qué  puede  fundarse  esa  prohibición?  Probablemente  en  lo 
mismo  que  se  fundó  la  desamortización  de  bienes  de  manos  muertas ; 
pues  naturalmente  las  mismas  razones  que  indujeron  al  Gobierno  á 
apoderarse  de  los  bienes  de  dichas  entidades,  fueron  loa  que  motivaron 
la  prohibición  de  que  pudieran  adquirir  otros  nuevos.  Ya  hemos  visto 
esas  razones^  que  más  que  de  razones  merecen  el  nombre  de  pretextos^ 
y  noe  abstendremos  de  repetir  lo  que  á  este  respecto  hemos  dicho ; 
pero  si  observaremos  que  tratándose  de  unadisposición  tan  clara,  tan  corta, 
tan  rotunda  y  tan  explícita,  no  parece  creíble  que  los  convencionistas 
dejaran  de  advertir  los  efectos  que  estaba  llamada  á  producir ;  antes 
bien  lo  que  se  ocurre  naturalmente  es  que^  deseando  obtener  dichos 
efectos^  sancionaron  la  disposición. 

Enumeremos  algunas  de  las  consecuencias  naturales  de  ese  precepto 
constitucional. 

1^  No  pueden  adquirir  los  católicos  de  cada  parroquia  una  casa  para 
que  viva  en  ella  el  cura,  que  es  el  encargado  de  los  intereses  religiosos 
en  la  localidad.  ^ 

2f  No  puede  ninguna  comimidad  católica  docente  adquirir  en  pro- 

Siedad  siquiera  un  edificio  para  vivir  en  él,  y  fundar  un  establecimiento 
e  enseñanza  de  carácter  permanente;  ni  puede  tampoco  adquirir  un 
terreno  |)ara  levantar  en  él  un  edificio  de  condiciones  especiales  ade- 
cuadas al  mismo  objeto 

3^  No  puede  tampoco  ningán  instituto  caritativo  adquirir  la  propiedad 
de  un  buen  edificio  para  fundar  en  él  im  hospital^  y  asistir  y  ahviar  á 
los  «ifermos. 

4^  Si  cansadas  de  la  vida  del  mundo^  algunas  almas  piadosas  quieren 
reunirse  en  un  lugar  apropiado,  para  dirigir  sus  plagarías  al  Todo- 
poderoso, y  pedir  las  gracias  celestiales  en  favor  suyo  y  de  sus  seme- 
jantes, no  podrán  hacerlo^  al  menos  bajo  un  techo  propio. '  Tropezarán 
siempre  con  la  prohibición  constitucional,  que  no  les  permite  adquirir 
siquiera  un  paLoEio  de  tierra  en  el  más  remoto  é  inculto  rincón  del 
país. 

5*  No  pueden  los  católicos  de  ningún  pueblo  dedicar  una  pequeña 
porcia  de*  terreno  á  la  construcción  de^  un  templo^  para  rendir  culto  á  la 
divinidad,  ni  pueden  tampoco  adquirir  el  espacio  necesario  para  ensan- 
char 6  mejorar  los  que  existan. 

¿  Es  ésta  libertad  para  el  catolicismo  P  jNo  es  más  bien  una  persecución 
tanto  más  terrible  y  odiosa  cuanto  se  encierra  en  los  pliegues,  al  parecer 
inofensivos,  de  una  disposición  constitucional  P 
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Veamos  ahqra  uno  siquiera  de  los  muchos  contrastes  á  que  da  lugar  la 
disposición  que  examinamos. 

Varios  individuos,  que  poseen  bienes  suficientes,  se  reúnen  y  forman 
una  asociación  que  tiene  por  objeto  fomentar  el  lujo  y  ciertos  vicios  que, 
aunque  tolerados  por  la  ley,  son  siempre  perniciosos  para  la  sociedad. 
¿  Quién  puede  impedir  que  lleven  á  cabo  su  pensamiento,  aunque  de 
realizarlo  le  resulten  al  país  inmensos  perjuicios  P  Nadie  por  cierto. 
Esa  asociación  puede  adquirir  casa  prq[>ia^  y  las  haciendas  que  tenga  por 
conveniente ;  y  las  autoridades  publicas  tienen  quQ  cruzarse  de  brazos, 
porque  en  todo  eso  no  hay  sino  el  simple  uso  de  un  derecho  perfecto  que 
les  garantizan  la  Constitución  y  las  leyes^  á  saber  :  la  libertad  de  ejercer 
toda  industria  y  de  trabajar  como  lo  estimen  conveniente,  sin  atacar  la 
industria  ajena,  ni  contravenir  á  las  leyes  fiscales. 

A  la  vez  otros  individuos  á  quienes  Dios  ha  concedido  el  goce  de 
fortunas  cuantiosas^  dándoles  además  generosidad  y  patriotismo  en  alto 
grado,  quieren  ser  útiles  á  sus  semejantes  y  fandar  en  su  patria 
establecimientos  de  carácter  permanente,  para  el  alivio  de  las  miserias 
y  las  desgracias  humanas,  oe  reúnen  á  conferenciar  sobre  el  particular, 
y  el  más  notable  de  entre  ellos  diris^e  á  los  otros  las  siguientes  palabras : 
''Dos  clases  de  miserias  sufren  los  hombres  :  las  unas  afectan  el  cuerpo, 
como  son  las  enfermedades,  y  las  otras  el  alma,  como  es  la  ignorancia. 
Nosotros  podemos  contribuir  al  remedio  de  ambas.  Tenemos,  en  efecto, 
recursos  suficientes  para  construir  dos  edificios  excelentes  ;  el  uno  para 
hospital  y  el  otro  para  colegio.  El  primero  se  lo  regalamos  á  las  Her- 
manas de  la  Caridad,  y  el  segundo  á  Jos  Hermanos  de  las  Escuelas 
cristianas ;  y  llegarán  á  ser  así  dos  etablecimientos  que  nada  dejarán  que 
desear.'^ 

Todos  aplauden  tan  hermoso  pensamiento,  pero  al  ir  á  realizarlo 
tropiezan  con  una  dificultad  que  no  habían  imaginado  encontrar  en  su 
camino.  Ni  las  Hermanas  de  la  Caridad  ni  los  Hermanos  de  las 
Escuelas  cristianas  pueden  adquirir  bienes  raíces,  ni  éstos  pueden  adqui- 
rirse por  nadie  con  el  fin  de  dedicarlos  perpetuamente  á  un  objeto 
cualquiera,  por  santo  y  laudable  que  sea.  No  se  llevarán  á  cabo>  pues, 
esas  excelentes  obras  de  verdadero  y  sólido  progreso,  aunque  haya 
quien  quiera^  y  pueda  acometerlas,  merced  á  la  disposición  constitu- 
cional que  hemos  examinado. 

19.  Poco  después  de  sancionada  la  Constitución,  se  expidió  la  ley  de 
19  de  Mayo  de  1863  sobre  desamortización  de  bienes  de  manos  muertas, 
en  la  cual  se  encuentran  las  siguientes  disposiciones  : 

Art.  1?  Ratifícase  expresamente  el  decreto  sobre" desamortización  de  bienes  de 
manos  muertas  **  expedido  por  el  Presidente  provisorio  de  los  Estados  Unidos  de 
Nneva  Granada  en  9  de  Septiembre  de  1861,  con  sólo  las  modificaciones  expresadas 
en  esta  ley. 

Art.  2f  Exceptúanse  de  la  disposición  del  artículo  1?  del  citado  decreto  los  capitales 
en  dinero  puestos  4  rédito  por  un  tiempo  limitado,  de  los  que  derivan  los  Estados  y 
los  distritos  rentas  para  el  sostenimiento  de  colegios,  escuelas,  hospitales  j  para  su 
administración  propia. 

Art.  3?  No  quedan  comprendidos  en  el  artículo  1?  del  citado  decreto  los  bienes  y 
rentas  de  las  escuelas  primarías.  La  legislación  de  cada  Estado  dispondrá  acerca 
de  ellos  lo  que  crea  conyeniente. 
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Art  5?  Quedan  comprendidos  en  la  desamortización  los  edificios  en  qne  habitaban 
las  extinguidas  comunidades  religiosas^  los  cuales  se  rematarán  ó  se  destinarán  á 
usos  públicos  nacionales  6  municipales. 

A^  principió  á  desvirtuarse  la  desamortización  primitiva,  ó  mejor 
dicho  á  perfeccionarse  pues  esa  medida  se  dirigía  principalmente  contra 
las  entidiades  religiosas ;  TPor  eso  aquí  se  exceptúan  ya  de  ella  capi- 
tales pertenecientes  á  los  Estados  y  á  los  distritoái  y  los  bienes  y  rentas 
de  las  escuelas,  y  se  incluyen  los  edificios  ^^e  habitaban  las  comuni-. 
dades  religiosas,  y  que  de  hecho  se  les  habían  arrebatado  desde  tiempos 
anteriores. 

Aquí  ocurre  naturalmente  esta  observación:  si  la  desamortización 
era  un  bien  para  las  entidades  afectadas  por  ella,  ¿  por  qué  se  excluyó 
de  ese  beneficio  á  las  escuelas,  y  en  parte  á  las  entidades  políticas  P  Y 
si  era  im  mal,  ¿  por  qué  se  les  hacía  á  las  entidades  religiosas  P 

El  artículo  24  de  esa  misma  ley  exigió  que  los  títulos  públicos  v 
fehacientes  no  tuviesen  mérito  alguno  para  reclamar  bienes  desamorti- 
zados, sino  en  el  caso  de  que  se  remontasen  por  lo  menos  al  9  de 
Septiembre  de  1858,  es  decir  á  tres  años  antes  de  decretarse  la  desamor- 
tización. 

Eso  equivale  á  anular  de  una  sola  plumada  los  contratos  sobre  enaje- 
nación de  bienes  válidamente  celebrados  entre  las  entidades  religiosas 
y  los  particulares,  durante  el  trienio  de  9  de  Septiembre  de  1858  á  9  de 
Septiembre  de  1861. 

T  esto  se  decía  el  19  de  Mayo  de  1863,  once  días  después  de 
fiancionada  la  Constitución  de  8  de  los  mismos,  que  contiene  el  artículo 
siguiente : 

ArL  15.  Es  base  esencial  é  invariable  de  la  Unión  entre  los  Estados  el  reconoci- 
miento j  la  ffarantía,  por  parte  del  Grobierno  general  7  de  los  Gobiernos  de  todos  j 
cada  nno  de  los  Estados,  de  los  derechos  individuales  que  pertenecen  á  los  habitantes 
7  trancíeúntes  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia,  á  saber : 

•  •.•  •••  . 

6?  La  propiedad ;  no  nndiendo  ser  privados  de  ella  sipo  por  pena  6  contribución 
general,  con  arreglo  &  las  le7es,  6  cnando  así  lo  exija  algda  grave  motivo  de 
necesidad  pública,  judicialmente  declarado  7  previa  indemnización. 

Ahora  bien :  ¿  eran  las  Iglesias  y  comunidades  religiosas  dueñas  de 
sus  bienes  durante  el  trienio  de  9  de  Septiembre  de  1858  al  9  de 
Septiembre  de  1861?  Nadie,  ni  aun  el  Gobierno  mismo,  podría 
ponerlo  en  duda. 

Si  eran  dueñas  de  sus  bienes,  ¿  podían  venderlos  P    Evidentemente  sí. 

Si  podían  venderlos  y  los  vendieron,  ¿  adquirieron  los  compradores  el 
dominio  de  ellos?    Es  claro  que  sí. 

Yesos  compradores,  que  adquirieron  la  propiedad  de  los  bienes  contras- 
tados, fueron  privados  de  ella  por  un  simple  artículo  de  ley,  once  días 
después  de  sancionada  la  Constitución  que  garantizaba  la  propiedad. 

¿  Á  título  de  qué  se  les  privaba  de  su  propiedad  ?  ¿  Como  pena  P 
¿ Qué  delito  habían  cometido P  ¿ Como  contribución  ^neral P  ¿Y  con 
cuánto  contribuían  los  que  les  arrebataban  su  propiedad  P  ¿  Era  por 
vía  de  expropiación?  ¿Quién,  cuándo  y  cómo  la  había  decretado? 
¿  Dónde  estaba  la  indemnización  que  se  les  concedía  P  r^  1 
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Así,  en  el  primer  mes  de  estar  rigiendo  la  Constitución,  era  violada 
clara  y  manifiestamente  por  los  mismos  que  la  habían  expedido.  ¿  Cómo, 

{mes^  tener  confianza  en  la  buena  fe  y  en  las  aptitudes  de  semejantes 
orladores  P 

JBueno  es  consignar  aquí  los  siguientes  conceptos  de  la  Comisión  á 
que  se  pasó  el  jMroyecto  sobre  desamortización  de  bienes  de  manos 
muertas,  después  de  aprobado  en  primer  debate^  para  que  informase 
sobre  él  antes  dé  principiar  el  segundo : 

Mas  si  todo  se  convierte  en  amortizar  papeles,  de  aqui  á  pocos  años,  no  sólo  los 
fañ&tícÓB  sino  tal  rez  hasta  la  historia  dirlm,  que  á  las  comonidades  religiosas  se 
lea  privó  del  uso  de  su  riqueza  para  entregársela  á  una  docena  de  judíos.  •  -,  •  ^ 
annque  el  pueblo  vea  que  las  ciudades  se  nan  adornado  porque  las  casas  viejas  y 
desm'antelaoas  se  han  convertido  en  palacios,  como  no  te  es  permitido  pasar  del 
portón  para  adentro,  ni  el  dueño  le  ofrece  un  cuarto  para  que  se  aloje,  acabara  de 
formar  la  idea  de  ^ue  eso  se  arrebató  á  los  Ministros  de  la  Beli^ión  para  qne  se  lo 
enguyeran  los  Ministros  del  "  Becerro  de  Oro,"  y  con  la  rabia  en  el  corazón  y  el 
escrúpulo  en  la  conciencia  correrá  á  formar  en  las  filas  de  los  ietea  de  bonete  para 
derribar  á  los  impíos  liberales. 

Pero,  señores,  invertid  parte  de  esos  bienes  en  abrir  vías  de  comunicación  para 
que  lleven  la  baratura  á  la  clase  pobre  y  ha^n  enriquecer  á  los  que  trabajan,  j  os 
aseguro  que  la  desamortización  será  bendecida  por  los  mismos  que  hoy  la  maldicen. 

La  Convención  no  estimó  conveniente  aceptar  la  medida  propuesta 
por  la  Comisión;  y  la  desamortización  quedó  reducida  á  una  mera 
expoUaoión  verificada  contra  los  Ministros  de  la  Religión  y  en  favor  de 
los  ministros  del  Becerro  de  oro,  como  lo  dice  la  Comisión. 

No  tienen,  pues,  derecho  á  extrañar  los  señores  desamortizadores  que 
los  pueblos  "  con  la  rabia  en  el  corazón  y  el  escrúpulo  en  la  conciencia^' 
corran  **  á  formar  en  las  filas  de  los  jefes  de  bonete  para  derribar  á  los 
impíos  liberales.'^  Eso  es  lo  que  razonablemente  debe  suceder,  según  el 
parecer  de  la  Comisión  indicada,  que  se  componía  de  algunas  de  las  más 
altas  notabilidades  del  partido  desamortizador.  •  .       ' 

20.  Nueva  ley  sobre  bienes  desamortizados  se  expidió  en  el  año  de 
1864,  con  fecha  29  de  Mayo,  pero  sus  disposiciones  fueron  semejantes 
casi  en  todo  á  las  que  regían  entonces'  respecto  de  dichos  bienes.  No 
obstante^  bueno  es  insertar  algunas  de  ellas» 

Art  l!  Son  bienes  de  la  Nación,  desde  el  9  de  Septiembre  de  1861, todo^  los  enume- 
rados en  el  artículo  1?  del  decreto  de  aquella  fecha,  sobre  desamortización  de  bienes 
de  manos  muertas,  que  continúa  vigente,  inclusos  los  edificios  que  habitaban  las 
extinguidas  comunidades  religiosas,  los  bienes  correspondientes  a  las  f  ondaciones 
denominadas  patronatos,  capellanías  laicales  y  colativas,  y  en  general  á  todo 
establecimiento  y  fundación  que  dentro  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia  tenga 
el  carácter  de  duración  peipetua  ó  indefinida. 

Art.  2?  Exceptúanse  de  la  adjudicación  de  que  trata  el  artículo  anterior,  los 
bienes  que  se  expresan  en  seguida,  los  cuales  continuarán  á  cargo  de  sus  anteriores 
administradores  ó  de  los  Estados,  según  su  legislación : 

1?  Los  edificios  destinados  inmediatamente  ai  objeto  de  la  f  andadón  ó  institiito, 
como  los  templos,  cementerios,  casas  de  servicio  e{)iscopales  y  municipales,  colegios, 
hospitales,  hospicios,  mercados,  cárceles,  penitenciarías  j  casas  de  corrección ;  y, 
por  razón  de  oncio,  los  que  sirvan  al  obieto  de  la  institución,  como  las  casas  de  los 
párrocos,  de  los  ma^strados,  y  locales  de  las  oficina  públicas. 

2?  La  generali4aa  de  las  fincas  de  cualquier  clase,  c^>itale8  y  rentas  periene- 

uiyiu^tid  by  VjOOQIL 


BIENES   DE   MANOS   MüBETAS.  407 

eientes  &  los  estableoimieatos  de  educación  primaria  y  secundaria,  sea  cual  fuere 
su  denominación. 

3^  Los  capitales  en  dinero  j>ue8tos  á  interés  por  tiempo  limitado,  de  los  que 
derivan  los  Estados  ó  los  distritos  rentas  para  el  sostenimiento  de  hospitales  ó 
establecimientos  semejantes  de  beneficencia  j  caridad. 

£1  artículo'  3?  reprodujo  la  disposición  de  ineficacia  de  los  titulosr 
correspondientes  al  trienio  de  1858  á  1861. 

El  artículo  74  dispuso  que  á  cada  entidad  se  le  reconociera  en  renta 
sobre  el  Tesoro  del  seis  por  ciento^  lo  que  hubiesen  producido  los  bienes 
en  el  año  anterior ;  y  el  término  medio  en  los  cinco  anteriores,  los  que 
estaban  en  administración. 

Para  que  se  comprenda  bien  la  injusticia  de  esta  disposición^  debe 
tenerse  en  cuenta  que  el  año  de  1863  fué  año  de  intranquilidad  y  (ie 
zozobras,  y  Iqs  productos  de  los  bienes  desamortizados  probablemente  no 
excedieron  á  los  del  año  precedente  de   1862.    En  este  último  los 

Í reductos  no  alcanzaron  á  cubrir  los  gastos  que  la  operación  exigía  del 
'esoro,  á  pesar  de  que  dichos  gastos  fueron  reducidos  á  cifras  insigniñ- 
cantes^  como  lo  dijo  el  Secretario  de  Tesoro  y  Crédito  nacional  en  la 
larga  nota  que  insertamos  antes.  Resulta,  pues,  que  los  bienes  que 
estuvieron  arrendados  en  1863,  produjeron  sumas  insignificantes;  y  que 
el  Gobierno,  en  lugar  de  reconocer  el  valor  real  de  los  bienes  como  era 
lo  razonable,  lo  que  hizo  fué  mandar  reconocer  la  renta  que  ellos  produ- 
jeron en  un  año  de  calamidades. 

Ahora,  respecto  de  los  bienes  que  estuvieron  en  administración,  se 
mandó  abonar  el  término  medio  en  los  últimos  cinco  años,  es  decir 
de  1869  á  1863 ;  y  como  durante  casi  todo  ese  quinquenio  el  país 
estuvo  en  plena  revolución  y  además  de  la  revolución  los  bienes  pasaron 
en  esa  época  por  el  gravísimo  trastorno  de  la  desamortización,  es 
evidente  que  al  reconocer  sólo  el  término  medio  de  la  renta  de  esos  cinco 
años,  se  reconoció  una  cantidad  muy  inferior  á  la  que  se  debía  reconocer. 

La  desamortización  no  era  razonable  en  ningún  sentido,  ni  desde 
ningún  punto  de  vista ;  pero  naturalmente  debía  hacerla  más  y  más 
odiosa,  más  y  más  inicua,  el  arrebatar  bienes  por  cierto  valor  y  reco- 
nocer sólo  otro  muy  inferior. 

Por  lo  demás,  quizá  la  única  diferencia  que  merece  citarse  entre  laa 
dos  leyes  consiste  en  que  la  de  1863  exceptuó  los  capitales  en  dinero 
puestos  á  interés  por  tiempo  limitado,  de  los  que  derivaban  rentas 
para  sa  administaración  propia  los  Estados  y  los  distritos ;  loa  cuales  no 
están  exceptuados,  al  menos  claramente,  en  la  ley  de  1864. 

21.  La  ley  de  22  de  Mayo  de  1865  dijo  en  su  artículo  14  lo  siguiente : 

Los  capitales  en  dinero  puestos  á.  interés  por  tiempo  limitado,  con  destino  á  obras 
de  utilidad  pública,  quedan  comprendidos  en  la  excepción  del  artículo  2?  de  la  ley 
de  29  de  Mayo  de  18t54. 

Signen,  pues,  haciéndose  excepciones  relativas  á  las  entidades  no 
religiosas,  porque  no  era  sobre  estas  últimas  sobre  quienes  quería  hacerse 
reeaer  en  definitiva  las  consecuencias  de  la  desamortización. 

22.  Nuevas  excepciones  vinieron  á  introducirse  en  la  desamortización 
por  la  ley  de  15  de  Mayo  de  1866,  que  dice  aw :  •         r^ 
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Ari  único.  Autorízase  al  Poder  E jecntivo  para  devolver  &  los  distritos  j  aldeas, 
si  lo  solicitan  dentro  del  término  de  nn  año,  todos  los  bienes  que  les  pert¿iecían  y 
qne  fueron  adjudicados  á  la  Kadón  por  el  decreto  de  9  de  Septiembre  de  1861, 
siempre  que  nó  hayan  sido  enaíenadoa  basta  la  fecha  de  la  sanción  de  esta  ley. 

Parágrafo.  La  disposición  de  este  artículo  no  comprende  los  capitales  á  censo, 
cuya  r^ención  en  el  Tesoro  nacional  habrá  siempre  de  verificarse  según  las  leyes 
vigentes. 

23.  Ea  ese  mismo  año  se  expidió  la  ley  de  26  de  Junio,  y  en  su 
artículo  2?  se  dispuso  que  la  renta  que  se  debía  reconocer,  por  razón  de  los 
bienes  desamortizados^  fuera  igual  á  la  que  producían  los  bienes  expre- 
sados el  9  de  Septiembre  de  1861^  es  decir  en  lo  más  encendido  y  más 
desastroso  de  la  revolución  que  devastó  el  país  en  aquel  tiempo.  Tomar 
bienes  valiosos  para  reconocer  únicamente  lo  aue  producían  en  esa 
época  de  calamidades  y  de  desquiciamiento  social,  es  á  todas  luces  una 
expoliación  indigna  de  un  Gobierno  que  tenga  medianas*  nociones  de 
honradez  y  de  lealtad. 

La  Legislatura  del  Estado  del  Cauca  expidió  una  ley  por  la  cual 
eximió  á  los  arrend^djbarios  de  predios  rústicos  del  pago  del  precio  del 
arrendamiento  desde  el  1?  de  Enero  de  1860  hasta  el  16  de  Septiembre 
de  1863,  fundándose  en  que  las  calamidades  de  esa  época  no  permitieron 
hacer  producir  lo  necesario  para  pagar  dicho  precio,  y  el  Senado  declaró 
válida  la  ley.  Aquí  el  Gobierno  se  apodero  por  la  fuerza  de  bienes 
valiosos  y  declaró  que  no  pagaría  por  razón  de  ellos  sino  la  renta  que 

E reducían  en  lo  más  aflictivo  de  esa  luctuosa  época.    ¿  Cómo  desconocer 
k  iniquidad  de  semejante  procedimiento  ? 

24.  Sobre  el  mismo  asunto  de  excepciones  á  la  desamortización  volvió 
á  legislarse  en  1867.  La  ley  de  5  de  Abril  dijo  sobre  el  particular  lo 
siguiente : 

Art.  1?  Se  devolverán  á  los  distritos  y  aldeas  todos  los  bienes  que  les  pertenecen 
y^  qne  fueron  adjudicados  á  la  Nación  por  el  .decreto  de  9  de  Septiembre  de  1861. 
siempre  que  no  nayan  sido  enajenados  hasta  el  15  de  Marzo  de  1866. 

Art.  2!*  Se  reconocerá  á  carj^  del  Tesoro  nacional,  y  al  interés  del  seis  por 
ciento  anual,  el  valor  de  los  bienes  de  los  distritos  que  hayan  sido  enajenaoos. 
Este  valor  será  el  que  le  dieron  los  peritos  para  el  pregón  y  remate. 

Lo  que  antes  era,  pues,  simple  permiso,  como  vimos  antes,  se  convirtió 
en  precepto  terminante.  ¿  Era  este  mandato  conveniente  á  los  distritos  P 
Si  la  desamortización  era  un  mal,  evidentemente  les  convenía ;  pero  sí  era 
un  bien,  les  perjudicaba.    ¿  Quién  habrá  que  pueda  creer  esto  último  ? 

En  cuanto  á  que  respecto  de  los  bienes  rematados,  se  reconociera  6U 
valor  según  el  avalúo  de  los  peritos,  cuando  á  las  entidades  religiosas 
sólo  se  les  reconocía  lo  que  produjeron  en  1861,  eso  prueba  lo  que  ya 
hemos  dicho  antes,  á  saber :  que  la  desamortización  se  encaminaba  real- 
mente  contra  las  entidades  referidas^  sobre  las  cuales  se  quería  hac^r 
pesar  todos  los  funestos  resultados  de  tan  inicua  medida. 

25.  En  ese  año  dQ  1867^  estaba  de  Presidente  de  la  Bepúblíca  el 
general  Tomás  C.  de  Mosquera^  quien  había  dictado  un  decreto  el  IL 
de  Agosto  de  1866,  en  el  que  mandaba  revisar  varios  remates  de  bienea 
de  manos  muertas,  probablemente  porque  los  estimaba  perjudicialee-& 
los  intereses  del  fisco.  Se  alarmaron  con  eso  los  rematadores,  que  am 
duda  habían  ¿echo  buen  negocio  con  sus  remates;  y  después  de    loa 
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graY^  sucesos  políticos  de  1867  obtuvieron  la  expedición  de  la  ley  de  20 
de  Agosto  de  dicho  año,  por  la  cual  se  ratificaron  tales  remates. 

No  hemos  tratado  en  este  capítulo  de  los  censos  aunque  la  mayor 
parte  pertenecían  al  ramo  de  bienes  desamortizados,  porque  ellos  tienen 
destinado  un  capítulo  especial. 

26.  Tal  fué  el  fin  que  tuvieron  en  nuestro  país  los  bienes  de  manos 
muertas.  Todo  otro  comentario  es  inútil  en  el  particular.  Los  hechos 
hablan  con  una  elocuencia  abrumadora,  y  pregonan  en  voz  alta  que  no 
en  balde  se  quebrantan  nunca  las  leyes  de  hi  justicia  y  los  derechos 
iiEidisputables  de  los  asociados. 

Guando  el  Gobierno  soñaba  sacar  á  la  circulación  muchos  millones  de 
Talores  estancados,  lo  que  hizo  fué  precisamente  lo  contrario :  tomar  esos 
millones  que  realmente  circulaban,  y  estancarlos.  ¿  Quién  no  ha  visto  que 
en  los  anuncios  sobre  venta  y  arrendamiento  de  inmuebles,  lo  primero 
que  advierte  el  dueño  de  la  nnca  es  que  no  ha  sido  de  manos  mtcertas  ? 
dignifican  con  esa  expresión,  no  precisamente  que  no  haya  sido  nunca 
de  Iglesia  ó  entidad  religiosa,  sino  que  no  figura  entre  los  de  que  se 
apoderó  el  .Gobierno.  Eso  quiere  decir  que  la  inmensa  masa  de  los 
compradores  y  arrendatarios  prefieren  siempre  fincas  que  no  hayan 
pertenecido  al  ramo  de  desamortización;  y  por  ima  consecuencia 
rigurosa  y  exacta,  estas  últimas  sufren  sensible  reducción  de  precio  y 
dmcultades  para  colocarlas,  lo  qué  no  sucedía  antes  de  decretarse  la 
desamortización.  Puede  decirse,  en  ese  sentido,  que  han  sido  estan- 
cadas ;  no  porque  en  realidad  haya  un  estancamiento  riguroso  y  abso- 
luto. 

Pero  no  habían  de  parar  en  esto  las  injusticias  contra  la  Iglesia 
católica.  El  Gobierno  había  sentado  el  deplorable  principio  de  que 
podía  á  su  capricho  disponer  de  los  intereses  materiales  de  ella,  y  con 
eso  había  dejado  la  puerta  abierta  á  nuevos  y  más  injustificables  abusos. 
Veamos,  en  efecto,  lo  que  dijo  la  ley  60  de  10  de  Junio  de  1872  sobre 
el  palrticular. 

Art.  10.  Continuará  igualmente  reconociéndose  sobre  el  Tesoro  la  renta  nominal 
qne  no  pertenece  i  los  establecimientos  de  instrucción  j  beneficencia,  á  razón  de 
tres  por  ciento  anual;  cuyo  interés  se  pa^^á  en  dinero  efectivo,  y  con  la  prefe- 
rencia con  que  se  cubren  los  gastos  ordinarios  de  la  administración  pública. 
^  Art.  11.  Él  Poder  Ejecutivo  convertirá  los  vales  de  renta  nominal  del  seis  por 
ciento  anual,  en  vales  de  intereses  del  tres  por  ciento,  siempre  que  no  se  ofrezcan 
á  la  amortización  los  vales  de  esta  clase  que  puedan  amortizarse,  conforme  á  la 
presente  ley.  El  P.  E.  señalará  un  término  prudencial  é  improrrogable  para  que 
se  presenta  los  vales  que  no  se  quieran  amortizar. 

Cron  motivo  de  la  expedición  de  esta  ley  se  publicó  en  el  numero  8?  de 
La  Sociedad  de  Medelíín,  correspondiente  al  3  de  Agosto  de  1872,  un 
articulo  que  insertamos  en  su  mayor  parte  porque  contiene  un  buen 
comentario  á  esas  disposiciones,  y  porque  en  él  se  encuentran  algunos 
otros  datos  importantes  en  la  materia  de  que  tratamos.    Dice  así : 

Desde  que  se  publicó  el  informe  presentado  en  el  corriente  año  por  el  Agente 
general  de  bienes  desamortizados  al  señor  Secretario  del  Tesoro  y  Crédito  nacional, 
pudo  preverse  que  el  Congreso  no  cerraría  su  sesiones  sin  afectar  más  ó  menos' 
uirectamente  los  intereses  del  catolicismo. 

En  efecto,  en  dicho  documento  se  leen  los  párrafos  siguientes : ,  ^  I 
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'*  TodoB  saben  qaé  la  Iglesia  católiéa  ha  lanzado  anatemas  contra  los  remata- 
dores dé  bienes  desamortizados,  anatemas  que  si  bien  no  tienen  significación  moral 
para  las  personas  despreocupadas,  que  desgraciadamente  no  son  muchas,  sí  aca- 
rrean persecuciones  inmorales  y  atroces,  que  no  en  pocos  casos  se  han  llevado  por 
el  clero  respecto  de  algunas  personas  hasta  el  lecho  de  muerte,  y  hasta  más  allá 
de  la  tumba,  y  como  estos  anatemas  y  persecuciones  no  tienen  más  remedio  conocido 
que  el  dinero,  los  especuladores  tienen  que  poner  en  sus  cálculos  el  rescate  de 
ellos.  Resulta  de  esto  que  hay  que  pagar  dos  veces  el  valor  de  una  misma  finca, 
una  al  Gobierno  y  otra  al  clero,  y  por  consiguiente  no  son  muchos  los  sujetos  que 
se  atreven  á  entrar  en  esta  clase  de  negocios  sometidos  á  tantas  aventuAts  y  de 
tan  pocas  probabilidades  de  lucro. 

"  Dedúcese  también  de  esto  que  el  clero  exige  y  toma  dos  veces  el  precio  de  los 
bienes  desamortizados :  la  una  del  Gobierno  en  renta  sobre  el  Tesoro  al  seis  por 
ciento,  y  la  otra  de  los  rematadores  en  dinero. 

"  En  todas  las  naciones  civilizadas  las  autorídades  religiosas  están  sometidas  en 
el  ejerdcio  de  sus  funciones  á  la  autoridad  civil,  siendo  preciso  en  algunas  de  sos 
disposiciones  el  pase  ó  licencia  de  ésta  para  su  ejecución.  Aquí  esta  sucediendo 
al  contrario :  loa  contratos  sobre  bienes  desamortizados,  por  ejemplo,  edebrados 
por  el  Gobierno,  no  tienen  valor  alguno  hasta  que  reciben  el  pase  de  la  autoridad 
eclesiástica :  pase  que  cuesta  dinero,  como  toda  gracia  espxeitual  que  se  concede 
por  la  curia. 

"No  sé  que  haya  en  las  leyes  remedio  para  este  mal,  y  ya  que  no  lo  hay,  buene 
sería  que  el  Congreso  hiciera  algo  en  este  asunto.  Con  ello  podría  levantar  en 
alto  la  dignidad  de  la  Nación  ultrajada,  y  dar  seguridad  y  confianza  a  multitud  de 
ciudadanos  poseedores  de  bienes  desamortizados  bajo  la  f e  y  gai'antía  del  Gobierno.* 

Por  éstas  y  otras  consideraciones  análogas  fue,  sin  duda,  por  lo  que  el  señor 
Aníbal  Guindo  presentó  el  célebre  proyecto  sobre  suspensión  del  pago  de  la  renta 
nominal  á  las  entidades  religiosas,  por  la  que  reconocieran  solemnemente  el  derecho 
y  la  justicia  con  que  fueron  despojadas  de  lo  suyo. 

Y  fué  sin  duda,  también,  por  esas  mismas  consideraciones  ú  otras  análogas-  por 
lo  que  el  Congreso,  después  de  rechazar  el  proyecto  del  señor  Galindo,  dio  acceda 
favorable  á  ideas  hostiles  á  la  Iglesia,  y  ordenó  en  el  artículo  10  de  la  ley  de  10 
de  Junio  último  sobre  amortización  de  la  deuda  interior,  que  la  renta  nominal 
perteneciente  á  las  entidades  eclesiásticas^  continuara  reconocida  sólo  al  tres  "pcfi 
ciento,  cuando  antes  lo  estaba  al  seis. 

Así  el  Gobierno,  que  para  este  efecto  es  un  simple  deudor,  redujo  de  xma 
plumada,  por  si  y  ante  sí,  las  obligaciones  que  tenía  para  con  las  entidades  reli- 
giosas, á  la  mitaa  de  lo  que  en  un  principio  había  ofrecido  solemnemente  pagar, 
comprometiendo  para  ello  su  fe  púbhca. 

No  creemos  que  pueda  defenderse  por  ningún  aspecto  la  conducta  del  Gobierno 
en  este  particular.  Si  él  tiene  recursos  suficientes  para  pagar  lo  que  había 
ofrecido,  debe  cumplir  su  promesa;  porque  el  pago  completo  de  lo  que  se  debe  es 
consecuencia  forzosa  é  indeclinable  de  la  honradez  del  deudor  pudiente,  y  nosotros 
no  podemos  admitir  diferencia  alguna  entre  la  honradez  del  Gobierno  y  la  de  los 
particulares.  Y  si  es  que  no  se  cuenta  con  los  recursos  necesarios  para  hacer 
frente  á  esa  obligación  debe  al  menos  reconocerRc  su  existencia,  aunque  las  necesi- 
dades presentes  y  la  falta  de  medios  hagan  aplazar  su  cumplimiento  para  una  épo^ 
más  ó  menos  lejana. 

Que  se  nos  permita  decir  aquí  francamente  que  no  creemos  que  el  Gobierno  se 
encuentre  en  este  último  caso.  En  efecto,  él  ha  acometido  empresas  que  d^aa 
comprender  que  tiene  recursos,  si  no  en  abundancia  al  menos  los  necesarios  pcura 
cumplir  regularmente  sus  compromisos  y  dar  impulso  á  algunas  mejoras  quñ 
juzga  importantes.  ¿  No  se  están  practicando  ya  los  reconocimientos  preliminare« 
necesarios  para  la  grande  obra  de  un  ferrocarril,  que  ha  de  costar  algunas  decenas 
de  millones  de  pesos  P  ¿  Cómo  es,  pues,  que  cuenta  con  recursos  para  todo  eso,  y 
no  los  tiene  para  pagar  el  trea  por  ciento  de  una  parte  de  la  renta  nominal  f 

Parece  que  el  Gcnnemo  no  se  hubiese  detenido  á  meditar  un  poco  sobre  loe 
efectos  que  debe  producir  en  su  'crédito  la  medida  de  que  tratamos,  «i  No  es 
natural  en  efecto  que  los  grandes  capitalistas  se  retraigan  de  admitir  por  deudor 
suyo  á  un  Gobierno  que  profesa  y  practica  el  principio  de  declarar  por  sf  y  ante  sí 
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extmgoidas  las  obHgadones  contraídas  para  con  stls  acreedores  P '  Esto  7  la  Mta 
de  deorecho  en  el  GK^iemo  para  descargarse  de  sns  obligaciones  sin  contar  con  el 
acreedor,  7  más  qne  todo  la  grave  injnsticia  cometida  con  las  entidades  religiosas 
al  arrebatarles  aun  lo  mismo  qne  se  les  había  reconocido  por  los  qne  las  despojaron 
de  sns  bienes»  hubiera  debido  evitar  el  expedirse  7  sancionarse  nna  disposición 
como  la  de  qne  venimos  hablando. 

Creemos,  por  lo  demás,  ane  en  los  páiralos  qne  hemos  copiado  del  informe  del 
Agente  general  de  bienes  desamortizados  se  encnentran  consignadas  las  razones 
qae  se  alegan  para  jnstifícar  la  expoliación  á  qne  nos  referimos ;  7  es  por  esto  por 
lo  qne  en  el  resto  de  nuestras  observaciones  vamos  á  ocnpamoe  en  las  ideas  con- 
signadas allí. 

Se  habla,  en  primer  lugar,  de  las  censuras  de  la  Iglesia.  Sí,  es  cierto  que  eUa, 
desde  siglos  atrás,  ha  lanzado  terribles  anatemas  contra  los  qne  usurpan  sus  bienes 
7  contra  los  que  coadTuvan  on  cualquiera  manera  á  la  usurpación.  El  Santo 
OonciUo  de  Trento,  reimido  más  de  tremta  años  há,  y  cuTas  decisiones  son  obliga- 
torias para  todos  los  católicos  porque  fué  un  Concilio  ecnménico,  se  expresa  sobre 
este  particular  con  palabras  tan  terminantes  que  ningún  verdadero  católico  puede 
creer  que  á  Gobierno  alguno  le  sea  lícito  apoderarse  de  los  bienes  de  las  Iglesias,  ni 
á  los  particutarea  el  adquirirlos  del  Gbbiemo  teniendo  conocimiento  del  vicio  quer 
loe  afecta.' 

¿  Y  qué  tiene  de  extraño  el  procedimiento  de  la  Iglesia  en  este  particular  P 
¿  Podría  ella,  que  no  tolera  gustosamente  ninguna  injusticia,  ninguna  violencia, 
Tiingtín  despojo,  dejar  pasar  inadvertidas  las  usurpaciones  que  se  cometieran  ^ 
respecto  de  sus  propios  bienes  P  ¿  Podría  inclinarse  reverente  ante  sus  enemigos, 
besar  7  bendecir  como  bienhechora  la  mano  qne  la  azota,  7  pregonar  por  todo  el 
mundo  que  con  justicia,  con  razón  7  con  derecho  se  la  persigue  7  despoja  de  lo 
que  tiene  P 

Si  alguien  pudiere  pretender  esto,  debe  saber  que  nunca  lo  conseguirá  de  la 
Iglesia  católica.  Acostumbrada  está  ella,  por  una  parte  á  vivificarse  7  renovar 
sus  fuerzas  en  medio  de  las  persecuciones  7  de  los  martirios,  7  por  otra  á  perder 
reinos  enteros  por  no  cejar  ante  la  iniquidad  7  el  desenfreno;  7  no  habrá  en  toda  la 
redondez  de  la  tierra,  ni  en  todo  el  curso  de  los  siglos  poder  humano  que  sea  capaz 
de  hacerla  variar  de  conducta  en  el  particular. 

Carácter  esencial  7  distintivo  de  la  Iglesia  católica  es  la  intolerancia  con  las 
malas  doctrinas,  7  la  inflexibilidad  en  el  cumplimiento  del  deber.  Diez  7  nueve 
siglos  de  combates  terribles  contra  el  error  7  la  maldad  son  la  más  completa 
prueba  de  ello.  4  Podría,  pues,  pretenderse  ahora  que  por  conservar  una  escasa 
renta  quebrantara  la  norma  de  su  invariable  conducta,  rompiendo  así  de  un  golpe 
sus  continuas  7  constantes  tradiciones  7  poniéndose  en  contradicción  consigo 
misma  P 

Eso  no  lo  verán  nunca  los  enemigos  de  la  Iglesia.  Ya  le  han  negado  la  mitad 
de  lo  que  le  reconocían  á7er;  pero  ¿qué  importa P  Que  le  quiten  mañana  si 
quieren  la  otra  mitad ;  que  le  prohibiÉui  aun  recibir  las  oblaciones  voluntarias  de 
los  fieles ;  que  impidan  las  reumones  de  éstos  para  orar  en  común;  que  derrumben 
los  altares  en  donde  se  ha  tributado  culto  al  Dios  de  nnestrbs  padres  por  más  de 
trescientos  años;  que  crucifiquen  los  ministros  del  santuario  que  permanezcan 
fides  á  su  deber ;  en  una  palabra,  que  lleven  á  cabo  todas  cuantas  obras  de  maldad 
pueda  inspirarles  Satanás  mismo ;  pero  (fxie  tengan  entendido  que  primero  dejará 
de  asomar  el  sol  por  el  Oriente,  que  salir  del  órgano  in£Edible  de  la  Iglesia  una 
sola  palabra  de  aprobación  á  sos  iniquidades. 

Asegura  el  Agente  que  '*  el  clero  exige  7  toma  dos  veces  el  precio  de  los  bienes 
desamortizados :  la  una  del  Gk)biemo  en  renta  sobre  el  Tesoro  al  seis  por  ciento,  7 
la  otra  de  los  rematadores  en  dinero ;''  7  que  para  esto  ultimo  persiguen  tnmoral  7 
atrozmente  á  algunas  personas  hasta  en  su  lecho  de  muerte,  7  aun  más  allá  de  la 
tumba. 

No  creemos  que  pueda  acusársenos  de  temerarios,  si  admitimos  al  menos  como 


'  Al  fin  del  presente  capítulo  pttede  ver  el  lector  la  doctrina  del  Concilio  sobre 
este  asunto. 
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prol)able,  que  el  Agente  general  de  bienes  desamortizados  al  asentar  esta  falsa  y 
oalnmniosa  aseveración,  raciocinaría  de  esta  manera :  *'  Todos  saben  que  los  valores 
desamortizados  son  unos  $12.000,000  poco  más. ó  menos.  Por  consiguiente, 
todas  las  gentes  de  pocos  alcances  y  de  no  muy  rectas  intenciones  van  á  creer  qae 
efectivamente  el  clero  ha  recibido  del  Grobiemo  $12.000,000  en  renta  sobre  el  Tesoro 
al  seis  por  ciento,  que  le  producen  $720,000  completos  cada  año ;  y  ha  exigido 
además  de  los  particulares  otros  $12.000,000  en  dinero.  Yan  así  á  creer  que  el  clero 
no  es  otra  cosa  que  una  gran  compañía  de  estafadores  públicos  que  merecen  ser 
ahorcados  en  la  primera  ventana  que  se  presente." 

Pero  dejando  á  un  lado  esas  suposiciones,  es  inneg;able  que  al  clero  se  le  hace 
cargo  de  haber  exigido  el  precio  de  los  bienes  desamortizados,  tanto  del  Gobierno 
como  de  los  rematadores.  De  suerte  que  según  eso,  el  clero  ha  recibido  del  Gobierno 
en  renta  sobre  el  Tesoro  al  seis  por  ciento  y  sólo  por  razón  de  los  bienes  Taícee, 
$4453,334-09^  centavos  si  se  atiende  al  informe  de  este  año,  ó  algo  más  de 
$5.880,000  si  se  tiene  en  cuenta  el  de  1869;  pues  hay  entre  ellos  easkpequsña  diferencia. 
A  la  vez  ha  recibido  de  los  ramatadores  en  dinero  $3.532,079-20^  centavos,  ó  bien 
algo  más  de  $4.958^746;  pues  la  existencia  actual  en  fincas  es  de  $921,254-89 
centavos,  según  el  citado  informe  del  corriente  año.  En  definitiva,  según  estas 
cuentas  ba'ss^as  en  lo  que  afirma  el  actual  Agente  general  de  bienes  desamortizadoe, 
y  en  lo  que  dijo  el  que  desempeñaba  ese  cargo  en  1869,  el  clero  ha  recibido,  sólo 
por  razón  de  fincas  raíces,  $7.985,413;  ó  bien  $10.838,746,  según  el  informe  que  se 
tome  por  base  para  saber  el  monto  de  los  bienes  raíces  desamortizados;  sumas 
que  ai  seis  por  ciento  anual  producen,  la  primera  una  renta  de  $479,124  y  la 
segunda  de  $650,324. 

V  éase  ahora  lo  que  hay  de  cierto  en  el  particular.  De  los  cuadros  acompañados 
al  informe  del  comente  año  aparece  que  las  fincas  desamortizadas  pertenecientes  á 
iglesias,  cofradías,  etc.,  cuyo  valor  haya  de  reconocerse  al  clero  como  representante 
de  entidades  religiosas,  no  alcanzan  á  valer  $820,000.  Todas  las  otras  fueron 
arrebatadas  á  las  comunidades  religiosas  á  quienes  el  Gobierno  extinguió  ó  disolvió 
para  no  tener  que  reconocerles  cosa  alguna,  y  á  otras  entidades  como  estableci- 
mientos de  beneficencia  y  caridad,  seminarios,  colegios,  capellanías,  etc.,  cuyos 
intereses  no  manejad  clero. 

Por  consiguiente  y  suponiendo  nue  se  pagara  puntualmente  el  seis  por  ciento  de 
esos  $820,000,  lo  que  no  ha  sucedido  nunca,  el  clero  apenas  recibii*ía  $49,200,  suma 
que  es  algo  inferior  á  la  de  $650,324,  que  se  quiere  hacer  comprender  recibe  en 
realidad. 

Antigua  es  la  manía  que  tienen  algunos  de  demostrar  que  el  Gobierno  no  ha 
violado  en  realidad  derecho  alguno  en  la  desamortización.  El  mismo  Gobierno  ha 
sostenido  pública  y  solemnemente,  que  "no  ha  cometido  despojo  en  el  sentido 
filosófico  de  la  palabra ;"  y  que  no  ha  hecho  más  que  dar  una  nueva  organización 
al  sistema  rentístico  de  las  corporaciones.^ 

Pero  si  el  Gobierno  no  ha  hecho  otra  cosa  que  reorganizar  el  sistema  rentístico 
de  las  corporaciones  ó  entidades  dueñas  de  los  bienes  desamortizados,  naturalmente 
pagara  con  entera  puntualidad  los  réditos,  que  son  algo  más  de  $720,000  anuales. 
Esto  se  le  ocurre  á  cualquiera  que  tenga  sentido  común.  Veamos,  pues,  cómo  ha 
cumplido  con  su  deber ;  y  para  ello  nos  bastará  recordar  aquí  que  en  los  presa- 
puestos  pasados  figuran  sólo  las  siguientes  cantidades  pa/ra  toda  la  deuda  iiUerior 
conéolidada : 

$ 

En  el  de  1863  á  1864  .  .  .  350,000 
En  el  de  1864  á  1865  .  .  .  399,000 
En  el  de  1865  á  1866  .    .    .    665,000 


^  Véase  la  circular  de  14  de  Julio  de  1862,  que  hemos  insertado  en  otro  lugar 
de  este  capítulo.  Es  de  advertir  que  cuando  esto  se  afirmaba  hacia  ya  más  de 
ocho  meses  que  habían  sido  disueltas  las  comunidades  religiosas,  como  puede  verse 
en  la  página  199  de  los  Actos  oficiales.  No  baátaba  la  injusticia :  era  necesario 
agregar  la  amarga  burla. 
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En  el  de  1866  á  1867  .  .  .  396,000 
En  el  de  1867  &  1868  .  .  .  567,000 
En  el  de  1868  á  1869  .  .  .  743,794 
En  el  de  1870  4 1871  .  .  .  810,000 
En  el  de  1871  á  1872  .    .    .    683,356 

Para  qne  se  pneda  calcular  ahora  cuan  pequeña  debe  ser  la  suma  que  pa^  por 
razón  de  los  bienes  desamortizados,  baste  saber  que  la  deuda  interior  consolidada 
comprende  las  rentas  sobre  el  Tesoro,  nominal  y  bÍ portador,  y  las  pensiones  civiles 
y  militares,  y  que  en  sólo  la  renta  sobre  el  Tesoro  al  portador,  están  refundidas 
once  especies  de  créditos  contra  el  Gobierno,  entre  ellos,  "todos  los  créditos 
causados  á  deber  y  p.o  pagados  antes  ó  después  del  9  de  Septiembre  de  1861,  hasta 
el  31  de  Marzo  de  1868/'  Y  si  á  esto  se  agrega  que  en  favor  del  dero  no  se  gira 
sino  por  una  parte  de  la  renta  nominal,  habr¿  de  convenirse  en  que  la  suma  que 
recibe  tiene  que  ser  bien  exigua. 

Mas  se  dirá :  lo  que  el  clero  recibe  del  Grobiemo  es  en  realidad  muy  poca  cosa ; 
pero  es  ^ue  él  cobra  á  los  rematadores  el  valor  íntegro  de  las  fincas  rematadas,  y 
eso  en  dmero  efectivo.  Tal  es  al  menos  la  aseveración  del  Agente  general  de  bienes 
desamortizados,  quien  asegura  además  que  para  conseguir  este  resultado  persigue 
á  dichos  rematadores  inmoral  y  a^-ozmente  hasta  en  el  lecho  de  muerte,  y  hasta 
más  aUá  de  la  tamba. 

Hay  aquí  de  parte  del  Agente  la  más  crasa  y  lamentable  ignorancia  de  cosas 
que  todos  saben,-ó  la  más  inconcebible  mala  fe ;  y  en  uno  ú  otro  caso,  su  conducta 
es  injustificable  en  todo  sentido. 

La  Iglesia  no  persigue  á  nadie.  Ella  se  limita  á  señalar  á  los  hombres  el  camino 
de  la  salvación  y  á  exhortarles  á  marchar  por  él;  presentándoles  á  la  vez  los 
medios  de  tolver  al  buen  sendero,  cuando  se  han  extrayido  de  él  por  el  pecado. 
Esto  lo  saben  hasta  los  más  infelices  labriegos,  y  de  seguro  que  no  lo  ignoran  los 
altos  empleados  federales. 

Así,  cuando  uno  de  esos  que  pasan  la  vida  blasonando  de  espíritus  fuertes  ve 
a^^roximarse  la  muerte,  y  noi^  que  no  sólo  no  es  tan  despreocupado  como  pensaba 
sino  que  conserva  la  fe  que  recibió  de  sus  padres,  y  llama  en  consecuencia  un 
confesor;  en  vez  del  perseguidor  inmoral  y  atroz  de  que  nos  habla  el  Agente 
encuentra  al  contrario  un  amigo  benéfico,  un  ángel  de  paz,  de  caridad  y  de  amor, 
que  escudriña  con  asombrosa  habilidad  y  con  la  mayor  prudencia  los  más  secretos 
pH^rues  de  su  conciencia,  que  toma  parte  en  sus  dolores  y  en  sus  angustias, 
y  derrama  sobre  sus  profundas  heridas  el  precioso  bálsamo  de  salud. 

En  ese  momento  solemne  cae  de  los  ojos  del  desgraciado  enfermo  la  venda  que 
las  pasiones  y  los  intereses  mundanos  habían  mantenido  constantemente  sobre 
ellos ;  y  al  resplandor  benéfico  de  un  rayo  de  la  divina  gracia  que  cae  del  cielo 
para  iluminar  su  espíritu,  él  puede  medir  con  una  sola  ojeaoa  toda  la  extensión  del 
mal  que  ha  causado  á  la  Iglesia. 

Es  entonces  cuando  hay  ya  pleno  conocimiento  y  arrepentimiento  sincero  de  la 
falta,  cuando  ocurre  naturalmente  la  idea  de  la  indemnización ;  pero  entiéndase 
bien,  de  una  indemnización  proporcional  al  daño  efectivo  causado  á  la  Iglesia^  á 
las  ventajas  que  tuvo  el  enfermo  en  esa  ilícita  negociación  y  á  sus  recursos  actuales, 
no  del  vaíor  íntegro  de  la  finca,  como  falsa  y  mfi£gnamente  lo  asegora  el  Agente. 

Tal  es  la  conducta  de  la  Iglesia,  no  sólo  con  los  qne  han  rematado  bienes  perte- 
necientes á  ella  sino  también  con  los  que  han  reoimido  censos  sin  anuencia  del 
censualista,  causándole  con  eso  algún  perjuicio. 

Nada  tiene  eso,  por  otra  parte,  qae  pueda  considerarse  como  nuevo  ó  especial. 
Es  solamente  la  aplicación  ae  la  regla  general  que  ordena  la  restitución  ó  indem- 
nización correspondiente  para  poder  obtener  el  perdón  de  los  pecados  que  han 
causado  menoscabo  en  los  bienes  ó  intereses  de  un  tercero;  regla  que  está  en 
práctica  desde  que  existe  la  Iglesia.  Cuántos  de  los  mismos  que  forman  hoy  en 
las  filas  de  los  enemigos  de  la  Iglesia  deberán  la  conservación  de  su  fortuna  ó  de 
8Q  honra  á  ese  sabio  precepto  que  atacan  hoy  inicuamente,  sin  echar  de  vez  quizá 
que  tratan  de  desquiciar  una  de  las  grandes  columnas  que  sostienen  el  edificio 
social  ... 

Extraña  el  Agente  que  el  dinero  sea  el  dnico  remedio  conocido  para  la  recon- 
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ciliación  de  los  rematadores  de  bienes  desamortizados  con  la  Iglesia ;  pero  lo  que  - 
es  verdaderamente  extraño  es  qae  haya  quien  manifieste  semejante  estrañeza,  qae 
no  tiene  absolutamente  fundamento  alguno  razonable.    Para  hacer  esto  patente 
bastará  que  comparemos  la  conducta  de  la  Iglesia  con  la  del  Grobiemo  en  eate 
particular. 

La  Iglesia  dice,  no  sólo  á  los  rematadores  de  bienes  desamortizados  sino  en 
general  á  todos  los  que  le  causan  algún  daño  en  bus  intereses :  "  8%  uetedas  tienen 
con  quéf  es  preciso  que  me  resarzan  los  peijuicios  que  he  stifrido  por  cansa  de 
ustedes»  para  que  yo  abra  mis  brazos  y  los  admita  en  mi  seno;  pero  si  han 
diápado  ya  el  fruto  de  sus  ilícitas  especulaciones  y  están  frente  á  frente  con  la 
miseria.,  no  exijo  sino  un  arrepentimiento  sincero  y  una  confesión  paladina  y 
explícita  de  su  falta  para  concederles  gustosa  mi  perdón." 

El  Gobierno  por  su  parte,  dice  á  Tos  que  malversan  sus  rentas,  ó  afectan  de 
cualquier  manera  sus  intereses  ó  los  de  los  particulares :  "  Ustedes  indenmizarán 
cumplidamente  todo  el  daño  que  han  causado,  y  pagarán  además  una  multa  pro- 
porcionada á  la  gravedad  de  la  falta,  y  si  ésta  alcanza  á  cierta  categoría  van  á 
exp>iarla  por  más  ó  menos  tiempo  en  la  cárcel,  en  la  penitenciaría  ó  en  el  presidio ; 
y  si  ya  están  en  la  miseria  y  no  tienen  con  aue  pagar  la  multa  se  van  á  la  cárcel, 
aunque  sus  familias  se  mueran  de  hambre. 

No  se  crea  que  nosotros  censuramos  la  conducta  del  Gk>biemo  en  este  particular. 
Al  contrario,  la  aplaudimos  sinceramente,  y  sólo  hacemos  notar  que  la  conducta  de 
la  Iglesia  es  mucho  más  dulce  y  más  suave :  aquól  es  como  un  padre  severo, 
rígido,  inflexible,  que  no  i>erdona  falta  alguna ;  y  ésta  como  una  madre  tierna  y 
amorosa  que  no  castiga  sino  en  casos  de  extrema  necesidad,  y  que  está  dispuesta 
siempre  á  perdonarlo  todo,  hasta  las  mayores  iniquidades,  apenas  ve  que  es  sincero 
el  arrepentimiento  de  sus  hijos  extraviados ;  y  á  pesar  de  eso  los  agentes  de  aquél 
llaman  á  ésta  perseguidora  inmoral  j  atroz,  qae  no  se  apacigua  ni  aun  presenciando 
la  agonía  del  moribundo,  y  que  lleva  su  odio  hasta  más  allá  de  la  tumba. 

•Afirma  el  Agente  que  toda  gracia  espiritual  que  se  concede  por  la  curia  cuesta 
dinero.    Sobre  esto  sólo  diremos  dos  palabras. 

Algunas  de  las  gracias  que  concede  la  curia,  y  en  general  la  Iglesia  por  medio 
de  sus  ministros,  cuestan  dinero  y  otras  no.  Hay  pues  exageración  en  lo  qoa 
afirma  el  Agente. 

Ahora  bien,  ¿  por  qué  se  cobra  dinero  por  ciertos  servicios  que  presta  la  Iglesia  ? 
Pues  por  una  razón  muy  sencilla ;  porque  sus  ministros  no  son  santoi  de  papel  .* 
ellos  son  hombres  que  tienen  necesidades  á  que  atender ;  y  como  decía  el  Apóstol, 
es  justo  que  el  que  sirve  en  el  altar  viva  del  altar. 

Por  lo  demás,  desde  este  punto  de  vista  la  Iglesia  puede  considerarse  coino  una 
grande  asociación  cuyos  miembros  gozan  de  ciertos  derechos  y  están  sujetos  4 
ciertas  cargas.  Pretender  disfrutar  aquéllos  sin  soportar  éstas,  sería  lo  mismo  qae 
pretender  en  una  república  cualquiera  disfrutar  de  los  derechos  de  ciudadanía  sin 
prestar  ninguno  de  los  servicios  que  pueden  exigirse  de  los  ciudadanos.  .  .  . 

A  pesar  de  la  enormidad  del  atentado  á  que  el  escrito  anterior  se 
refiere^  no  había  de  ser  el  más  grave  ni  el  último  de  los  que  se  dirigieran 
contra  la  Iglesia.  Otro  más  monstruoso  vino  á  consumar  la  ley  8^  de 
19  de  Marzo  de  1877  en  las  siguientes  disposiciones : 

Art.  1^  Declárase  cancelada  toda  la  renta  nominal  pertetieciente  á  igleeiae, patrona- 
tos, capellanías  y  en  general  á  todas  las  entidades  religiosas  y  eclesiásticas  de 
cualquiera  clase  y  denominación  que  sean. 

§.  Queda  exceptuada  de  esta  cancelación,  la  renta  viajera  de  los  frailes  y  moinas 
exclaustrados  y  los  patronatos  y  capellanías  que  tengan  el  carácter  de  propiedad, 
particular. 

Art.  2f  La  oficina  de  crédito  nacional  procederá  inmediatamente  á  cancelar  en 
favor  del  Tesoro,  los  saldos  y  la  cuenta  de  todos  los  documentos  de  esta  clase 
emitidos  hasta  el  día  de  la  sanción  de  la  presente  ley. 

Todo  comentario  es  excusado.  El  Gobierno  se  apoderó  de  los  bienes 
de  la  Iglesia,  y  le  mandó  reconocer  y  pagar  cierta  renta.    Pasado  algún 
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4iempOy  redujo  esa  renta  á  la  mitad.  Pocos  años  después,  negó  la  otra 
mitad.  Se  quedó,  pues^  con  todos  los  capitales  pertenecientes  á  la 
Iglesia,  como  si  fuesen  botín  de  guerra  cogido  sobre  el  campo  de  batalla 
á  los  enemigos  de  la  patria. 

Eso  es,  en  dos  palabras,  la  desamortización  entre  nosotros.  Agreguemos 
sin  embargo^  para  ser  justos^  que  el  Congreso  ha  derogado  recientemente 
la  áltima  de  las  leyes  de  que  acabamos  de  hablar. 

27.  Creemos  que  nuestros  lectores  verán  con  gusto  lo  que  sobre  este 
asunto  dice  el  señor  Guerra  Azuela  en  sus  excelentes  Lecciones  de 
legislación  fiacalf  que  ya  hemos  citado  antes  (páginas  88  á  93). 

La  llamada  desainortizoMn  de  bienes  de  manos  muertas  fué  un  aboso  incalifi- 
cable de  la  fuerza  contra  la  parte  más  débil  de  la  nación ;  un  atentado  contra  las 
instttaciones  patrias ;  un  ejemplo  pernicioso  y  de  trascendentales  consecuencias 
para  el  país ;  y  una  medida  gnoemativa  qae  no  ha  producido  los  efectos  qoe  se 
propusieron  los  que  la  dictaron. 

Las  comnnid^es  religiosas  de  ambos  sexos,  las  catedrales  y  parroquias,  las 
ermitas  y  oratorios,  las  cofradías,  colegios  y  demás  establecimientos  católicos  tenían 
rentas  establecidas  por  sus  fundadores,  ya  sobre  fincas  propias  dadas  en  arrenda- 
miento ó  administraidas  por  sus  directores,  ya  en  fincas  ajenas  sobre  las  cuales  se 
reconocía  ¿  bajo  precio  una  parte  de  su  valor,  recibido  á  censo  perpetuo  de  los 
expresados  establecimientos.  Con  las  rentas  de  esas  fundaciones  se  mantenían  los 
agraciados,  se  daba  el  culto  debido  á  Dios,  y  se  hacía  todo  el  bien  que  quisieron  sus 
iniciadores,  sin  enivar  en  lo  mínimo  á  la  masa  social  en  favor  de  la  cual  redundaban 
esos  servicios.  £[asta  la  más  pobre  ermita  tenía  un  terreno,  un  hato  de  vacas,  ^go 
de  valor,  con  cnyos  réditos  hacía  sus  gastos  con  independencia.  Esos  valores 
fueron  confiscados  por  la  revolución  triui^ante  el  año  de  1861,  y  como  los  dueños 
de  ellos  y  sus  admmistradores  eran  los  clérigos,  los  frailes,  las  monjas,  personas 
en  fin  impotentes  para  defenderlos,  para  protestar  siquiera  de  un  modo  eficaz 
contra  el  oespojo  violento,  el  abuso  de  la  fuerza  fué  más  hiriente,  más  deshonroso 
que  en  los  casos  comunes. 

El  derecho  de  propiedad  estaba  ffarantizado  por  nuestras  instituciones,  como  que 
es  la  base  y  fundamento  material  ae  toda  sociedad  huinana.  Los  mismos  incauta- 
dores  lo  reconocían  á  su  favor  al  declarar  que  el  dominio  de  esos  bienes  pasaba  á 
ellos,  Y  que  lo  trasferirían  á  quien  los  comprase ;  luego  el  atentado  se  cometió 
conculcando  ios  principios  y  las  instituciones  del  país ;  y  falseadas  éstas,  la  sociedad 
ha  tenido  que  resentirse  de  la  falta  de  seguridad,  del  predominio  de  la  fuerza  sobre  el 
derecho,  como  lo  hemos  visto  algima  vez  en  nuestras  contiendas  civiles,  en  las  que 
el  triunfante  ha  confiscado  las  propiedades  y  bienes,  burlándose  de  la  Constitución 
y  de  las  leyes  y  haciendo  escarnio  de  los  clamores  de  las  víctimas. 

Al  decir  de  los  desamortizadores,  esa  medida  tuvo  por  objeto :  1  ?  pagar  las  deudas 
de  la  Nación  y  fundar  el  crédito  público ;  2f  poner  en  circulación  comercial  esos 
valores  que  estaban  estancados  en  perjuicio  de  los  pueblos ;  3f  hacer  mal  al  enemigo 
en  los  limites  permitidos  por  el  Derecho  de  gentes ;  y  4f  deshacer  el  nido  (asilo 
decían)  á  las  sociedades  monásticas  y  concluir  con  el  culto.  Examinemos  los 
resultados  que  obtuvieron.' 

If  L&  deuda  pública  no  se  pagó,  como  lo  vimos  al  principio,  ni  el  crédito  pudo 
fundarse  teniendo  el  despojo  y  kb  rapiña  por  base,  oi  en  antes  se  temía  que  la 
Nación  no  pagara  lo  que  voluntariamente.se  le  había  prestado,  después  se  vió  que 
también  podía  arrebatar  lo  que  los  particulares  tuviesen,  y  los  ricos  temblaron  al 
considerar  que  quedaban  á  merced  de  los  que'  quisieran  aplicarles  el  Derecho  de 
gentes  con  la  punta  de  la  bayoneta.  La  sociedad  se  conmovió  desde  sus  cimientos, 
y  pasarán  algunas  generaciones  antes  que  se  restablezca  la  seguridad. 

2?  Loe  bienes  impropiamente  llamados  de  manos  muertas,  que  antes  se  compraban 
y  vendían  libremente,  pasaron  á  manos  de  los  rematadores  con  un  vicio  tan  mar- 
cado, que  no  han  podido  entrar  en  el  comercio  común  sino  á  duras  penas,  porque 
la  conciencia  púUica  rechaza  la- especulación  que  con  ellos  pueda  hacerse. . . .  Diez 
y  nueve  años  van  trascurridos,  y  la  conciencia,  el  instinto  si  se  quiere,  rechaza 
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todavía  la  circt^ación  de  esos  bienes;  luego  tampoco  se  logró  ese  objeto.  Para 
conseguirlo  será  preciso  remediar  el  vicio  que  consigo  llevan,  haciendo  <}ue  la  cabeza 
visible  de  la  Iglesia,  como  representante  de  los  legítimos  dneños,  legalice  lo  hecho 
hasta  ahora  y  permita  el  libre  comercio  de  esos  bienes.  CFn  concordato  con  el 
Snmo  Pontífice  es  el  único  recurso  que  queda.    ¿  Cuándo  podremos  hacerlo  P 

Por  otra  parte :  para  los  pueblos  quedfaron  esos  bienes  más  estancados  que  antes. 
Las  innumerables  nncas  que  se  decían  muertas  estaban  dadas  en  arrendamiento  á 
precios  ínfimos,  al  alcance  de  la  clase  desvalida,  es  decir,  de  la  masa  social ;  hoy 
no  pueden  tomarlas  sino  las  personas  acomodadas,  que  no  son  muchas,  y  la  gente 
pobre  ha  tenido  que  refugiarse  en  barracas  formadas  de  escombros  y  desperdicios, 
en  donde  agonizan  y  mueren  en  horroroso  abandono  centenares  de  individuos  que 
podían  ser  útiles  a  la  sociedad.  Luego,  si  se  quiso  hacer  el  bien,  se  produjo  un 
grave  mal ;  y  con  razón,  porque  no  es  posible  hacer  el  bien  conculcando  la  moral. 

3?  El  clero  y  las  monjas  no  eran  enemigos  de  la  revolución.  Esta  había  levan-  ' 
tado  como  bandera  "  la  soberanía  de  los  Estados,"  y  los  que  habían  consagrado  su 
vida  á  Dios  nada  tenían  que  vez  con  que  los  Estados  fueran  ó  no  soberanos.  Cierto 
es  que  la  revolución  entrañaba  el  desprecio  por  las  cosas  sagradas,  el  odio  á  la 
reli^ón  católica,  pero  tuvo  buen  cuidado  de  ocultarlo,  y  aun  hoy  día  vemos  candidos 
escritores  que  se  empeñan  en  probamos  que  la  revolución  no  ha  hfecho  nada  que 
desdiga  de  la»  fidelidad  religiosa  de  sus  padres.  Si  antes  de  triunfar  hubiera  dejado 
entrever  los  fines  que  se  proponía,  no  hubiera  encontrado  el  apoyo  que  le  dieron 
los  pueblos,  porque  la  rebgion  es  una  herencia  que  no  se  renuncia  fácilmente,  j  por 
defenderla  se  habrían  lanzado  en  masa  al  lado  del  Grobierao  legítimo ;  pefo  ni  aun 
así  las  monjas  y  el  clero  habrían  sido  sus  enemigos,  y  su  intervención  en  la  guerra 
se  habría  limitado  á  orar  por  la  conversión  de  los  extraviados,  con  lo  cual  habrían 
cesado  los  males  que  aflijan  á  la  república.  Llaniarlos,  pues,  enemigos  para  con- 
fiscarles BUS  bienes,  no  pudo  tener  más  objete  que  acallar  ios  gritos  de  la  conciencia, 
y  hacer  creer  á  los  incautos  que  el  Derecho  de  gentes  que  invocaban,  era  algo  que 
se  sobreponía  á  las  ideas  de  justicia  que  habían  adquirido  en  mejores  tiempos. 
Llevaron  á  efecto  la  confiscación  de  los  bienes  de  los  que  no  podían  defenderlos, 
pero  ni  entonces  ni  después  han  podido  probar  que  tenían  derecho  de  hacerlo. 

4?  Tampoco  pudieron  exterminar  las  órdenes  monásticas,  que  todavía  están  en 
pie  á  pesar  de  las  persecuciones  de  que  han  sido  victimas,  y  el  culto  se  ha  aumentado 
y  mejorado,  de  manera  que  su  mal  proyecto  fué  frustrado  en  esta  parte,  quedando 
únicamente  como  resultado  de  todas  sus  maquinaciones  este  hecho:  los  bienes 
destinados  al  culto  de  Dios  pasaron  sin  justicia  ni  derecho  al  poder  del  Gobierno. 

Según  las  cuentas  generales  del  Presupuesto  y  del  Tesoro,  el  producto  de  los 
bienes  desamortizados,  desde  el  año  de  1864  hasta  el  de  1879  alcanza  á  $12.707,694. 
Agregúese  á  esta  cifra  lo  que  valían  las  fincas  cedidas  á  particulares  y  las  cedidas 
á  los  Estados  ó  que  mantiene  en  su  poder  el  Gobierno,  y  se  tendrá  una  idea  del 
inmenso  caudal  que  se  ha  perdido  para  sus  dueños,  y  que  no  supieron  aprovechar 
sus  incautadores.  De  los  primeros  nada  podemos  decir,  porque  carecemos  de  docn- 
mentos  fehacientes,  aunque  según  el  dicho  de  un  Senador  en  el  Congreso  de  este 
año  su  valor  pasó  de  dos  mülones  de  pesos.  De  los  segundos,  sabemos  que  «I 
Estado  de  Antioquia  se  cedieron  una  casa  y  dos  terrenos ;  al  de  Bolívar  el  convento 
de  la  Merced,  el  de  Santa  Teresa  y  un  terreno  en  Manatí ;  al  de  Boyacá  los  con* 
ventee  de  Santo  Clara,  Santo  Domingo,  la  Concepción,  todos  en  Tunja,  y  el  ^^ra^on 
de  Leiva;  al  del  Cauca  los  conventos  de  San  Francisco  y  el  Carmen  de  Popayán, 
las  tiendas  de  la  Ermita,  y  el  solar  y  parte  del  convento  de  la  Encamación ;  al  éñ 
Cnndinamarca,  los  conventos  de  San  Diego  y  San  Francisco,  y  cuatro  hectáreas 
de  terreno  en  las  afueras  de  Bogotá ;  al  del  M^dalena,  el  convento  de  Santa  Teresa 
y  el  terreno  del  Sacramente ;  y  finalmente,  al  de  Panamá  el  convento  de  San  Joan 
de  Dios  y  los  terrenos  del  Santísimo.  El  Gobierno  general  conserva  los  conventos 
de  Santo  Domingo,  la  Candelaria,  Santa  Inés,  Santa  Clara,  el  Carmen  y  San 
Agustín ;  y  quedan  por  venderse  135  fincas,  así :  14  en  el  Estedo  de  Bolívar;  26  en 
el  de  Boyacá;  30  en  el  del  Cauca ;  7  en  Cnndinamarca ;  4  en  el  Magdalena;  14  en 
el  de  Panamá;  27  en  el  de  Santender  y  13  en  ol  del  Tolima. 

28.  Después  de  las  palabras  del  señor  Guerra  Azuolai  creemos  que 
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nuestros  lectores  verán  con  gusto  el  comentario  que  hace  un  escritor 
contemporáneo  de  las  Proposiciones  26  y  27  del  St/Uabus,  relacionadas 
coii  la  desamortización.  '  Dice  así : 

En  la  Proposición  26  se  condena  el  principio  f  andamental  de  la  desamortización» 
6  sea  el  error  de  los  que  dicen  que  la  iglesia  no  tiene  nativo  y  legítimo  derecho  de 
adquirir  y  poseer. 

Los  que  niegan  á  la  Iglesia  el  derecho  de  poseer  no  han  presentado  hasta  ahora 
más  qne  el  siguiente  argumento :  "  Nosotros  somos  fuertes,  j  la  Iglesia  es  débil, 
liuego  debemos  emplear  la  fuerza  para  usurparle  todos  sus  bienes. 

Este  arj^mento  »o  tiene  más  que  un  inconveniente,  y  es  q^ne  en  seguida  aparecen 
los  sociabstas  y  comunistas  y  dicen :  **  Si  no  hay  m¿s  lusticia  que  la  fuerza, 
nosotros  que  somos  los  más  fuertes,  vamos  á  despojar  de  toda  su  propiedad  á  todos 
lospropietaríos." 

Hay  muchas  ^ntes  que  se  asustan  de  la  deaamortizaeión  que  desea  la  Inter- 
nacional, y  consideran,  por  el  contrarío,  como  muy  natural  y  muy  conveniente  la 
desamortización  que  han  realizado  los  revoluciónanos  ó  regalistas.  Hé  aquí  una 
diferencia,  que  no  podemog  comprender.  La  primera  desamortización  sólo  se 
diferencia  de  la  segunda  en  lo  que  se  distingue  el  acto  de  empezar  á  rodar  por  el 
precipicio,  del  acto  de  llegar  al  fondo  del  abismo.  La  desamortización  no  es  más 
que  una  escala  en  cuya  primera  grada  sejencuentran  los  ministros  de  Felipe  Y,  y 
en  cuyo  término  se  ven  los  incendiarios  o  comunistas. 

Pero,  prescindiendo  de  este  argumento,  ^ue  tan  poderoso  es  por  fundarse  en  las 
desastrosas  consecuencias  de  la  desamortización,  ¿  en  quó  razón  se  apoyarán  los 
desamortizadores  para  negar  á  la  Iglesia  el  derecho  de  poseer? 
j^Tienen  ó  no  tienen  fe  P 

Si  tienen  fe,  por  fuerza  han  de  creer  en  las  leyes  de  Dios  y  de  la  Iglesia.  Y  ¿  hay 
alg^una  le^  divina  ó  eclesiástica  que  niegue  á  la  Iglesia  el  derecho  de  poseer  P  No. 
Si  no  tienen  fe,  los  desamortizadores  no  pueden  ver  en  la  Iglesia  nada  más  que 
una  sociedad  cualquiera.  Para  los  que  no  tienen  fe,  la  Iglesia  es  sólo  una  reunión 
de  hombres  que  forman  parte  de  la  humanidad,  y  que  tienen  todos  los  derechos  que 
á  la  humanidiad  corresponden. 

Ahora  bien :  si  se  conviene  en  que  la  Iglesia  es  una  colección  de  hombres,  ¿qué 
principio  filosófico  ó  de  derecho  podrá  mvocarse  para  negar  á  esta  colección  de 
nombres  el  derecho  de  poseer  P 

No  hay,  pues,  razón  ninguna  para  negar  á  la  Iglesia  el  derecho  de  adquirir  y 
poseer. 

En  la  Proposición  27  se  condena  el  error  de  los  que  dicen  que  los  sagrados  minis- 
tros  de  la  Iglesia  y  el  mismo  Bomano  Pontífice  han  de  excluirse  enteramente  de  todo 
dominio  y  cuidado  de  las  cosas  temporales. 

Es  extrafio  y  más  aue  extraño  lo  que  sucede  en  este  punto.  Herejes  é  impíos  que 
tienen  odio  mortal  á  la  Iglesia,  muestran  sin  embargo  un  interés  tan  grande  como 
hipócrita  por  lo  que  llaman  la  pureza  del  catolicismo.  Si  no  tienen  fe,  si  sólo  piensan 
en  desprestigiar  y  aun  en  destruir  si  pudieran  la  Iglesia,  ¿k  qué  ese  farisaico 
interés  por  la  ohiervaneia  rigurosa  del  Evangelio  P 

Si  el  cuidado  de  las  cosas  temporales  es  un  mal,  cuenta  será  de  la  Iglesia  el  evitar 
eu  lo  posible  el  maL  £1  enemigo,  por  el  hecho  solo  de  ser  enemigo,  hasta  por  su 
propia  dignidad  debería  abstenerse  de  dar  tan  pérfidos  consejos. 

renf,  prescindiendo  de  esto,  ¿  por  qué  razón  han  de  ser  excluidos  los  sagrados 
ministros  de  la  Iglesia  y  el  mismo  Biomano  Pontífice,  de  todo  dominio  y  de  todo 
cuidado  de  las  cosas  temporales  P  j  En  qué  se  funda  esta  exclusión  tan  general  y 
tan  absoluta  P  j  La  exige  el  Evangelio  P  ¿La  prescribe  la  Iglesia  P  ¿La  acón* 
8^an  siquiera  la  razón  y  el  buen  sentido  P  No.  ¿  A  qué  pues  se  supone  lo  que  ni 
es  justo,  ni  de  ning^a  manera  se  puede  demostrar  P 

La  Iglesia  es  sociedad  visible,  y  tione  por  lo  mismo  intereses  visibles  ó  materiales. 
La  ^lesia  tiene  por  objeto  conseguir  el  reinado  de  la  virtud  en  la  tierra  y  la  eterna 
saJvación  en  el  cielo.  Aunque  camina  hacia  el  cielo,  vive  en  el  mundo,  y  si  por 
proceder  del  cielo  y  caminar  hacia  el  cielo,  tiene  intereses  espirituales,  por  vivir  en 
el  mundo  y  trabajar  por  la  restauración  espiritual  del  mundo,  tiene  y  no  puede 
menos  de  tener  intereses  materiales. 
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La  Iglesia  tieBe  ministros  j  necesita  alimentarlos;  tiene  culto  y  necesita  soste- 
nerlo ;  tiene  caridad  y  necesita  practicarla,  manteniendo  hospicios  y  hospitales  y 
dando  limosnas  álos  pobres ;  tiene  el  deber  de  enseñar  y  necesita  enseñar,  fundando 
colegios,  dotando  cataras,  formando  bibliotecas  y  distribuyendo  libros ;  en  ñn,  tiene 
el  deber  de  difundir  el  Evangelio  y  necesita  difundirlo,  enviando  misioneros  que  lo 
lleven  hasta  las  regiones  más  apartadas  del  globo. 

Para  todo  esto  necesita  los  bienes  temporales.  Negar,  pues,  á  la  Iglesia  los 
bienes  temporales,  equivale  á  imposibilitarla  para  desempeñar  su  divina  misión. 

29.  Aunque  para  todo  católico  debe  bastar  la  voz  del  Sumo  Póntifioe 
en  lo  relativo  &  los  asuntos  religiosos^  en  atención  á  lA  gravedad  é  im- 
portancia del  presente  se  nos  permitirá  que  agreguemos  ahora  lo  que 
sobre  el  particular  han  dicho  tres  célebres  congregaciones  de  Prelados. 

Sea  la  primesa^  la  que  se  reunió  en  1848  en  Wurzbonrg,  com- 
puesta de  seis  Arzobispos  y  veinte  Obispos.     Al  tratar  de  los  bienes 

eclesiásticos  en  su  Memorándum,  se  expresa  asi : 

é 
En  se^ida  la  Iglesia  tiene  el  derecho  ¿  ser  protegida  en  cuanto  á  los  bienes  de 
las  Iglesias  y  de  las  fundaciones  piadosas  católicas,  como  propiedad  suya  adquirida 
con  títulos  legales,  y  á  exigir  que  ella  se»  protegida  lo  mismo  que  la  .de  cualquier 
otro  ciudadano,  ó  de  cualquiera  otra  asociación  lega,  contra  todo  ataque  violento. 

La  segunda  es  la  que  se  reunió  en  Baltimore^  en  el  año  de  1852, 
compuesta  de  seis  Arzobispos  y  veintiséis  Obispos.  .  Tratando  del  mismo 
asunto,  se  expresa  en  estos  términos : 

Todo  lo  que  he  ofrece  á  Dios  y  se  consagra  solemnemente  á  su  servicio,  ya  sea  el 
templo  material  en  que  se  juntan  sus  adoradores ;  ya  el  campo  destinado  para 
enterrar  á  los  que  reposan  en  el  Señor,  esperando  la  resurrección  prometida ;  ya  1a 
propiedad  real  ó  personal  consagrada  al  servicio  de  Dios  ó  para  la  educación,  apoyo 
y  mantenimiento  del  Clero ;  todo  esto  es  sagrado,  pertenece  á  la  Iglesia,  y  no  puede 
arrebatarse  del  servicio  de  Dios  sin  cometer  xm  crimen  de  sacrilego.  S^uiradas 
asi  estas  cosas  temporales  del  fin  común  y  del  servicio  del  santuario,  la  Iglesia  no 
puede  conceder  intervención  alguna  que  no  esté  subordinada  á  su  autoridad.  £1 
Obispo  de  cada  diócesis  es  el  órgano  representativo  de  aquella  autoridad,  y  sin  aa 
sanción  ningún  arreglo,  aunque  sea  de  naturaleza  puramente  temporal,  que  ha§^ 
relación  al  culto  religioso,  tiene  ni  puede  tener  ñierza  ó  validez.  Cuando  el  Obispo 
cree  prudente  consentir  en  arreglos  para  la  administración  de  las  temporalidades 
de  la  Iglesia,  que  no  han  nacido  con  la  autoridad  eclesiástica,  ó  que  pueden  haber 
venido  de  ignorancia  de  sus  derechos  ó  de  un  espíritu  de  oposición  á  ellos,  declara- 
mos que  tales  arreglos  tienen  fuerza  y  efecto  en  la  Iglesia  católica,  por  motivo  de 
su  conseutimiento  y  no  por  cualquiera  otra  causa  ó  principio.  Y  mas  declaramos, 
que  cuando  el  Obispo  de  una  Diócesis  reconozca  tales  arreglos,  ó  convenga  en  ellos, 
los  encargados  de  las  temporalidades  de  la  Iglesia,  jdk  sean  eclesiástioos  ó  simples 
legos,  están  obligados  á  dar  cuenta  anual  de  su  administración  al  Obispo,  seirán  la 
regla  prescrita  en  tales  casos  por  el  Santo  Concilio  de  Trento  (Ses.  XXU,  De 
reformatione,  cap.  IX). 

Oigamos  abora  la  tercera,  más  célebre  y  más  antigua  que  las  otras. 
Es  el  santo  y  ecuménico  Concilio  de  Trento,  que  en  la  Sesión  XXII, 
capítulo  XI  de  reforma,  se  expresa  asi : 

Si  la  codicia,  raíz  de  todos  los  males,  llegare  á  ilominar  en  tanto  grado  á  cualquier 
clérigo  ó  lego,  distinguidos  con  cualquiera  dignidad  que  sea,  aun  la  imperial  y  real, 
que  presamicre  invertir  en  su  propio  uso,  y  usurpar  por  sí  ó  por  otros  con  violen- 
cias, ó  infundiendo  terror,  ó  valiéndose  también  de  personas  supuestas,  eclesiásticos 
ó  seculares,  ó  con  cualquier  otro  artificio,  color  ó  pretexto,  la  jurisdicción,  bienes, 
censos  y  derechos,  sean  feudales  ó  enfitéuticos,  los  frutos,  emolumentos  ó  cuales- 
quier  obvenciones  de  alguna  Iglesia,  ó  de  cualquier  beneficio  secular  ó  regular,  de 
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monte  de  piedad,  6  de  otros  lagares  piadosos,  que  deben  invertirse  en  socorrer  las 
necesidades  de  los  ministros  j  pobres ;  ó  qne  presnmiere  estorbar  que  los  perciban 
las  personas  á  qnienes  de  derecho  pertenecen ;  qaede  snjeto  á  la  excomunión  por 
todo  el  tiempo  qne  no  restituya  enteramente  á  la  Iglesia,  y  á  su  administrador  ó 
beneficiado» las  jurisdicciones,  bienes,  efectos,  derechos,  hntou,j  rentas  que  haya 
ocupado,  6  que  de  cualquier  modo  hayan  entrado  en  su  poder,  aun  por  don^ión  de 
persona  supuesta,  y  además  de  esto  haya  obtenido  la  absolución  del  Romano 
Fontífíce.  X  si  fuere  patrono  de  la  misma  Iglesia,  quede  también  por  el  mismo 
hecho  privado  del  derecho  de  patronato,  además  de  las  penas  mencionadas.  El 
clérigo  que  fuere  autor  de  este  detestable  fraude  y  usurpación,  ó  consienta  en  ella, 
quede  sujeto  á  las  mismas  penas,  ^  además  de  esto  privado  de  cualesquiera  bene- 
ncios,  inhábil  para  obtener  cualquiera  otro,  y  suspenso,  á  voluntad  de  su  Obispo, 
del  ejercicio  de  sus  órdenes,  aun  después  de  estar  absuelto  y  haber  satisfecho 
enteramente. 

El  mismo  Concilio  de  Tiento  en  el  eapítulo  III,  sesión  XXV  de 
reforma,  agrega  lo  siguiente : 

El  Santp  .Concilio  concede  que  puedan  poseer  en  adelante  bienes  raíoes  todos  los 
monasterios  y  casas  así  de  hombres  como  de  mujeres,  4  igualmente  de  los  mendi- 
cantes, á  excepción  de  las  casas  de  religiosos  capuchinos  de  San  Francisco,  y  de  los 
que  se  llaman  menores  observantes ;  aun  aquellos  á  quienes  ó  estaba  prohibido  por 
sus  constituciones,  6  no  les  estaba  concedido  por  privilegio  apostólico.  Y  si  algunos 
de  los  referidos  Inflares  se  hallaren  despojados  de  semejantes  bienes,  que  lícitamente 
poseían  con  jiermiso  de  la  autoridad  apostólica ;  decreta  que  todos  se  les  deben 
restituir. 

Después  de  todo  lo  que  dejamos  diolio  y  de  los  documentos  aducidos, 
creemos  que  no  habrá  ninguna  persona  honrada  y  de  sano  criterio  que 
no  convenga  en  que  la  desamortización  fué  injusta,  inconveniente,  per- 
niciosa y  opuesta  á  la  disciplina,  á  los  intereses  y  á  los  derechos  de* la 
Iglesia, 
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CAPITULO  III. 

IGLESIAS  Y  CEMENTERIOS. 

1.  Hemos  hecho  notar  antes  que  en  lo  relativo  á  las  iglesias  y  á  los 
.cementerios  fué  en  lo  que  hubo  mayor  moderación  por  parte  del  Gobierno 
republicano  en  la  época  de  la  unión  de  los  dos  poderes.  Reservado 
estaba  á  la  época  de  la  libertad  de  la  Iglesia  y  separación  absoluta  de  las 
dos  potestades,  el  cometer  abominables  profanaciones  en  las  iglesias  y 
apoderarse  de  los  cementerios  de  los  católicos. 

La  ley  de  15  de  Junio  de  1853  había  reconocido  el  derecho  de  los 
católicos  á  sus  iglesias,  bien  que  había  entrado  en  clasificaciones  ajenas 
á  las  funciones  del  poder  temporal.  Respecto  de  cementerios^  guardó 
silencio. 

Pero  si  la  ley  guardó  silencio,  no  así  el  Poder  Ejecutivo.  En  el  decreto 
que  expidió  en  ejecución  de  la  ley»  se  encuentra  la  siguiente  disposición : 

Los  cementerios  públicos  quedan  sujetos  exclasivamente  á  las  respectivas  corpo- 
raciones y  autoridades  civiles,  sin  perjuicio  de  las  ceremonias  religiosas  que  paedan 
celebrar  en  ellos  las  diferentes  congregaciones  de  creyentes  6  sus  ministros. 

Esta  disposición  no  podía  reputarse  como  ejecución  de  la  ley  de  1853 
sobre  libertad  religiosa,  pues  se  refería  á  un  asunto  de  que  no  trataba 
absolutamente  la  ley.  Tenía  además  el  inconveniente  de  arrebatar  á  la  ^ 
comimión  católica  sus  cementerios,  sin  motivo  alguno  justificativo ;  pues  * 
las  leyes  de  1835  y  1844,  relativas  &  esta  materia  que  examinamos  en 
otro  lugar,  establecían  claramente  el  derecho  de  la  comunión  católica  á 
sus  cementerios,  y  no  podía  ser  privada  de  ellos  sin  violación  manifiesta 
de  la  garantía  constitucional  déla  propiedad. 

Remmó  contra  esa  disposición  el  señor  Provisor  de  Popayán,  haciendo 
patente  su  injusticia,  en  un  memorial  de  fecha  26  de  Octubre  del  mismo 
año  de  1853.  Entre  otras  razones,  el  señor  Provisor  hizo  valer  la  de  que 
las  autoridades  podían  hacer  enterrar  en  los  cementerios  católicos  cadá- 
veres de  individuos  de  otra  religión^  lo  cual  era  inaceptable  en  todo 
sentido.  • 

El  Gobierno  sostuvo  su  decreto^  y  tratando  de  esta  última  razón^  dijo 
lo  siguiente  en  nota  de  21  de  Noviembre  del  mismo  año : 

Además,  dicho  artículo  4T  no  establece,  como  se  entiende,  que  en  un  cementerio 
de  católicos  se  inhumen  cadáveres  de  individuos  de  otras  congregaciones,  ni  vice- 
versa, debiendo  suceder  que  cada  una  de  ellas  tenga  el  suvo,  pero  sujeto  cada  uno 
exclasivamente  á  la  autoridad  civil,  lo  qne  más  se  conoce  ae  los  precisos  términos 
en  que  está  concebido.  No  hay,  pues,  fundamento  para  ningún  género  de  redama* 
ción  respecto  de  dicho  articnlo  4? 

Francamente  no  comprendemos  cómo  es  que  el  cementerio  pueda  estar 
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mjeto  exclmimmente  á  la  autoridad  civil,  y  que  ésta  no  tenga  derecho  á 
disponer  cuáles  son  los  cadáyeres  que  en  él  pueden  sepultarse.  Lo  uno  es 
contrario  á  lo  otro. 

2.  Sobre  este  particular,  dispuso  la  ley  de  14  de  Mayo  de  1855  lo 
siguiente : 

Art.  3?  Loe  cementerios  reconocidoe  como  de  la  comunión  católica  y  bendecidos 
por  sus  ritos,  serán  de  la  ezclnsiva  pertenencia  de  esa  comunidad  para  la  inbmnación 
de  sus  cadáyeres ;  pero  fti  tales  cementerios  hubieren  sido  constraidos  con  la  concu- 
rrencia de  las  rentas  municipales  de  algún  distrito,  éstas  tendrán  derecho  á  ser 
indemnizadas  en  la  parte  respectiva  por  las  rentas  de  aquella  comunión  religiosa. 

§  Esta  disposición  es  extensiva  á  los  cementerios  de  cualquiera  secta  ó  asociación 
rebgiosa.  "* 

Axt,  4**  En  los  lugares  en  que,  á  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior, 
no  quedare  cementerio  público  para  que  la  autoridad  civil  haga  sepultar  los  cadá- 
veres que  sean  rechazados  del  cementerio  de  una  comunión  religiosa  cualquiera,  es 
obligatorio  á  la  corporación  muidcipal  del  distrito  costear  con  sus  rentas  xui 
cementerio,  en  que  obtengan  sepultura  libremente  aquellos  para  los  cuales  Be 
solicite. 

Nada  puede  objetarse  absolutamente  á  esta  disposición.  Beconoce  el 
derecho  de  la  comunión  catóHca  á  sus  cementerios,  porque  en  realidad  era 
evidente;  y,  previendo  la  posibilidad  de  'que  algún  distrito  hubiera 
contribuido  con  fondos  para  la  construcción  del  cementerio  respectivo,  le 
concedió  derecho  á  ser  indemnizado  de  las  rentas  de  la  comunión « 
católica.  Baro  sería,  sin  embargo,  que  esto  hubiera  sucedido  en  alguna 
parte ;  porque,  como  lo  vimos  en  otro  lugar,  los  cementerios  pertenecían 
á  l^parroquiay  es  decir  á  la  entidad  católica,  y  se  construían  y  refeccio- 
naban con  fondos  suministrados  por  los  individuos  que  formaban  dicha 
entidad. 

La  disposición  del  artículo  4?  era  previsora  y  razonable,  y  quitaba  de 
antemano  todo  pretexto  que  pudiera  alegar  en  ningún  tiempo  el  poder 
civil  para  apoderarse  de  los  cementerios  católicos. 

Fué,  en  efecto,  desde  la  sanción  de  ese  artículo  una  obligación  estricta 
da  loe  distritos,  el  construir  un  cementerio  diverso  de  los  que  tuvieran 
las  comunidades  religiosas,  para  que  fuesen  sepultados  en  él  los  cadáveres 
de  los  que  no  podían  serlo  en  aquéllos  conforme  á  los  estatutos  de  las 
respectivas  comuniones. 

Si  algo  puede  objetarse  á  esas  disposiciones,  es  el  no  haber  reconocido 
expresamente  en  los  c^oienterios  el  carácter  de  anexidades  de  las  iglesias ; 
pero  eso  no  era  necesario  para  llenar  el  objeto  que  se  proponía  la  ley. 

Sancionadas  esas  disposiciones  y  existiendo  la  garantía  de  la  propiedad, 
nadie  podía  imaginarse  que  ^i  tiempo  alguno  la  autoridad  civil  preten- 
diera arrebatárselos  á  la  Iglesia  católica. 

Cuando  vino  la  inmensa  vorágine  de  la  desamortización,  pasó  sobre 
los  cementerios  sin  afectarlos  en  nada.  Yerdad  es  que  no  los  mencionó 
'expresamente  el  artículo  4?  del  decreto  de  9  de  Septiembre  de  1861  entre 
los  bienes  exceptuados  de  esa  inicua  confiscación,  pero  siempre  se  entendió 
que  ésta  no  los  comprendía ;  y  ^1  número  1?  del  artículo  2?  de  la  ley  de 
29  de^Mayo  de  1864,  sobre  la  misma  materia,  los  exceptuó  expresamente. 

Creemos  que  no  se  ha  expedido  ley  alguna  nacional  que  los  afecte ; 
pero  en  cambio  han  quedado  sometidos  á  los  caprichos  de  los  legisladores 
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seccionales,  que  han  abusado  escandalosamente  en  el  particular,  con  apoyo 
más  6  menos  explícito  de  los  poderes  federales. 

3.  Boyacá  fué  quizá  el  primero  de  los  Estados  que  cometieron  abusos 
en  esta  materia.  En  la  ley  de  17  de  Diciembre  de  1864,  sobre  régimen 
de  los  distritos,  figuran  estas  disposiciones : 

Art.  15.  Decláranse  como  propiedad  de  los  distritos  las  áreas  de  poblskción,  los 
cementerios  públicos  que  hasta  ahora  se  han  destinado  para  inhumar  cadáveres  de 
católicos,  las  casas  de  los  párrocos  j  los  templos  j  adóratenos  con  todos  sus  enseres 
y  paramentos,  que,  no  siendo  de  particulares,  hayan  sido  construidos  para  el 
ejercicio  del  culto. 

§  Los  cabildos  dictarán  las  providencias  más  convenientes  á  fin  de  que  estos 
edmcios  y  sus  adornos  no  sean  distraídos  del  objeto  á  qne  están  destinados. 

Art.  lo.  Los  bienes  j  las  rentas  pertenecientes  á  los  templos  y  que  no  estén 
comprendidos  en  los  bienes  desamortizados,  serán  administrados  por  los  cabildos 
para  que  tengan  su  debida  inversión. 

Esas  disposiciones  equivalen  á  esto:  todo  lo  que  pertenecía  á  las 
entidades  católicas  y  que  se  haya  escapado  de  las  garras  de  la  desa- 
mortización, pertenece  á  los  distritos ;  pero  éstos  no  podrán  disponer 
que  eso  se  distraiga  del  objeto  á  que  está  destinado,  bien  que  tendrán 
la  administración  de  todo  eljo. 

jEn  qué  se  pudo  fundar  la  Legislatura  de  Boyacá  para  decretar 
semejante  expoliación  ?  Ni  la  ignorancia  más  lamentable^  ni  el 
descuido  más  excesivo,  ni  la  ligereza  más  inconcebible,  alcanzan,  no 
diremos  á  justificarla,  pero  ni  siquiera  á  explicarla.  Sólo  el  odio  al  cato- 
licismo y  la  maldad  han  podido  inspirarla. 

Aun  en  la  época  del  pretendido  patronato  de  la  República  era  bieu 
conocida,  hasta  de  los  más  infelices  rábulas  de  aldea,  la  marcada 
diferencia  que  existía  entre  la  parroquia ,  entidad  religiosa,  y  el  distrito 
parroquial,  entidad  política.  Claramente  la  establecía  la  ley  23,  parte 
2í,  tratado  1?  de  la  Recopilación  Granadina,  de  que  hemos  hablado 
antes.  Para  los  objetos  necesarios  al  distrito  parroquial,  como  cárcel, 
oficinas  públicas  etc.,  contribuían  todos  los  vecinos,  inclusive  los  católicos  ; 
y  para  los  de  la  parroquia,  como  templo,  cementerio  etc.,  contribuían 
única  V  exclusivamente  los  católicos. 

¿  Oomo,  pues,  en  la  época  de  la  libertad  religiosa  y  de  la  absoluta 
separación  de  las  dos  potestades,  viene  la  entidad  política  á  despojar  de 
sus  bienes  á  la  entidad  religiosa  P 

4.  Con  razón,  pues,  el  Hustrísimo  señor  Arzobispo  de  Bogotá  pidió  & 
la  Corte  Suprema  la  suspensión  de  esas  disposiciones  ;  y  dicho  Tribunal 
la  decretó,  con  fecha  9  de  Marzo  de  1865,  exceptuando  los  objetos  qne 
antes  pertenecían  á  las  comunidades  religiosas.  Para  poder  formar 
juicio  acerca  de  los  motivos  de  esa  excepción,  y  de  los  fundamentos 
principales  de  la  decisión  dictada,  creemos  conveniente  trascribir  la  parte 
principal  de  ella. 

La  Corte,  para  resolver  acerca  de  la  nulidad  solicitada,  considera : 

2?  Que  los  cementerios  destinados  para  inhumar  cadáveres  de  católicos  fueron 
reconocidos,  después  de  la  separación  de  la  Iglesia  y  el  Estado,  como  de  la  excln- 
siva  pertenencia  de  la  comunión  católica,  pu^s  el  artículo  3f  de  la  lej  de  14:  de 
Mayo  de  1855,  sobre  libertad  religiosa,  dispone  lo  siguiente  : 
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"  Los  cementerios  reconocidos  como  de  la*  comunión  católica  y  bendecidos  por 
ros  ritos,  serán  de  la  exclusiva  pertenencia  de  esa  comunidad  para  la  inhumación  de 
BUS  cadáveres ;  pero  si  tales  cementerios  hubieren  sido  construidos  con  la  con- 
.oarrencia  de  las  rentas  municipales  de  algunr  distrito,  éstas  tendrán  derecho  áser 
indemnizadas  en  la  parte  respectiva  por  la^  rentas  de  aquella  comunión  religiosa." 

•  Como  se  ve  por  este  articulo,  se  declaró  que  los  cementerios  de  católicos  pertene- 
cían á  la  comunión  católica,  aun  cuando  hubiesen  sido  construidos  con  parte  de 
las  rentas  municipales  de  algún  distrito.  Por  tanto,  el  artículo  de  la  ley  de 
Bojacá,  de  cuya  suspensión  se  trata  en  este  punto,  es  contrario  al  inciso  5?  del 
artículo  15  de  la  Constitución  nacional. 

Es  cierto  que  por  el  artículo  23  de  la  Constitución  general,  tanto  el  Grobiemo  de 
la  Unión  como  el  de  los  Estados  ejercen  el  derecho  de  suprema  inspección  sobre 
los  cultos  religiosos  ;  pero  este  derecho  no  envuelve  la  facultad  de  disponer  de  las 
propiedades  y  rentas  ae  una  comunión  ó  congregación  religiosa,  pues  conforme 
a  dicho  artículo,  la  inspección  sólo  puede  ejercerse  para  sostener  la  soberanía 
nacional  y  mantener  la  seguridad  y  tranquilidad  públicas. 

3f  Que  las  casas  de  los  párrocos  fueron  exceptuadas  de  la  adjudicación  que  se 
hizo  á  la  Nación  de  los  bienes  desamortizados  en  el  decreto  del  9  de  Septiembre  de 
1861  y  en  la  ley  de  29  de  Mayo  de  1864,  por  razón  de  oficio,  esto  es  pt>r  estar  des- 
tinadas á  una  institución  rehgiosa.  Las  leyes  citadas  dicen :  "  Quedan  exceptua- 
dos de  la  desamortización,  por  razón  de  oficio,  los  edificios  que  sirven  de  objeto  de 
la  institución,  como  las  casas  de  los  párrocos,  de  los  magistrados,  y  locales  de  las 
oficinas  públicas."  Y  como  las  casas  de  los  párrocos  no  pueden  ser  consideradas 
como  destinadas  al  objeto  déla  institución  política  de  los  distritos,  es  claro  que  el 
legislador,  al  no  comprenderlas  en  los  bienes  desamortizados,  fué  porque  las  tuvo 
como  pertenecientes  a  la  comunidad  católica,  v  quiso  dejarlas  á  ella  para  el  objeto 
6  servicio  de  su  instituto,  y  en  este  caso  una  ley  de  un  Í3stado  no  puede  disponer 
^e  pertenezcan  á  loe  distritos,  porque  los  cabildos,  por  la  naturaleza  de  nuestras 
instituciones,  no  son  ni  pueden  ser  representantes  de  la  comunidad  católica  ni  de 
ninguna  comunidad  religiosa. 

4?  Que  respecto  á  los  templos,  adoratorios,  enseres  y  paramentos  que  no  son  de- 
propiedad  particular,  hay  que  distinguir  los  que  son  de  las  parroquias,  y  los  que 
pertenecían  á  las  comunidades  religios^  que  antes  existían  en  el  país. 

Respecto  á  los  primeros,  es  indudable  que  son  de  propiedad  de  los  vecinos  cató- 
licos de  la  parroquia  respectiva,  y  el  decreto  de  9  de  Septiembre  de  1861  los  excep- 
tuó de  la  desamortización,  por  estar  destinados  inmediatamente  al  servicio  del 
óilto;  y  como  esos  templos  y  sus  enseres  los  han  obtenido  los  católicos  con 
contribuciones  que  han  dado  en  su  calidad  de  creyentes  y  miembros  de  una  comuni- 
dad religipsa,  es  evidente  que  los  incisos  5°  y  16  del  articulo  15  de  la  Constitución 
nacional  han  sido  violados  al  disponer  en  los  artículos  15  y  16  de  la  lej  de  Boyacá, 

rse  considerasen  como  propiedad  de  la  entidad  política  llamada  distrito,  y  que 
cabildos  administrasen  sus  rentas  y  bienes. 

Pero  no  sucede  lo  mismo  con  los  templos,  adoratoñós,  enseres  y  paramentos  que 
eran  de  propiedad  de  las  comunidades  religiosas  suprimidas  por  el  decreto  de  5  de 
Noviembre  de  1861  y  por  el  artículo  6?  de  la  ley  de  23  de  Abril  de  1863.  Hoy  esos 
teiiu>los,  con  sus  ornamentos,  no  pertenecen  á  la  Nación,  por  estar  exceptuados  en 
ú  decreto  de  9  de  Septiembre  de  1861  y  en  la  ley  de  29  de  Mayo  de  1864 ;  pero 
lampocp  se  les  puede  tener  como  pertenecientes  á  los  vecinos  católicos  de  la 
parroquia  donde  se  hallan  edificados,  porque  no  fué  con  rentas  de  los  católicos 
láno  de  la  comunidad  religiosa  respectiva  con  lo  que  se  construyeron. 

Y  como  ninguna  ley  ha  determinado  á  quién  se  debe  reconocer  como  dueño  de  las 
propiedades  de  las  comunidades  religiosas  suprimidas,  que  no  están  declaradas 
nenes  nacionales,  la  Corte  Suprema  no  encuentra  motivo  para  suspenderla  dispo- 
flici'Sn  acordada  acerca  de  ellas  por  la  Asamblea  del  E.  S.  de  Boyacá,  por  no 
esístir  mandato  constitucional  ó  legal  al  cual  sea  contraria. 

B"os  parece  extraño  que  la  Corte,  después  de  examinar  con  tanto  tino 

y  maestria  lo  principal  de  la  cuestión^  hubiera  acabado  por  reconocer  el 

L"¡ri-  derecho  de  lá  Legisfetura  de  Boyacá  para  adjudicar  á  los  distritos  los 
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templos,  enseres,  paramentos  etc.,  de  las  comunidades  religiosas  supri- 
midas. Brevemente  expondremos  las  razones  que  hacen  inadmisible  la 
resolución  de  la  Corte  en  este  punto. 

Desde  luego  nosotros  no  le  reconocemos  al  poder  civil  el  derecho  de 
entrar  á  determinar  á  cuál  de  las  entidades  que  forman  la  gran  colec- 
tividad católica,  pertenecen  determinados  bienes.  Sabiendo  que  ciertos 
objetos  son  de  dicha  colectividad,  debe  limitarse  el  poder  civil  á  reco- 
nocer lisa  y  llanamente  ese  derecho ;  dejando  al  cuidado  de  ^ella  el 
decidir  cuál  entidad  especial  puede  ejercer  determinados  derechos  sobre 
los  refmdos  objetos. 

Tal  vez  el  ejemplo  de  una  ley  de  1853,  que  entró  á  definir  derechos 
entre  las  diversas  entidades  católicas,  ha  dado  lugar  á  este  juicio  erróneo 
de  la  Corte  ;  pero  siempre  será  verdad  que  mientras  la  Iglesia  y  el  Estado 
estén  separados,  es  á  aquélla  á  quien  corresponde  el  arreglo  de  sus  asuntos 
internos  entre  sus  diversas  entidades. 

Así,  para  nosotros  la  cuestión  es  clara  y  sencilla.  Las  iglesias  y  sus 
muebles,  los  accesorios  de  las  iglesias,  como  son  los  cementerios,  los 
bienes  y  rentas,  y  en  general  todo  lo  destinado  al  servicio  del  culto,  es 
de  la  comunión  católica,  y  el  Gobierno  debe  limitarse  á  reconocerlo  así,  y 
á  impedir  que  ningún  extraño  se  apodere  de  ello  ó  perturbe  á  didia 
comunión  en  el  ejercicio  de  sus  derechos.  Que  esos  templos  ó  cemente- 
rios hayan  sido  construidos  con  recursos  suministrados  por  los  vecinos 
católicos,  ó  con  rentas  de  la  Iglesia  ó  de  una  comunidad  ú  otra  entidad 
religiosa,  poco  importa.  El  derecho  á  tales  bienes  por  parte  de  la  gran 
comunión  católica,  es  incuestionable ;  y  ese  derecho  es  tan  perfecto  en 
cuanto  á  los  edificios  construidos  por  el  vecindario  católico,  como  res- 
pecto de  los  que  se  levantaran  por  las  comunidades  religiosas. 

Por  no  considerar  el  asunto  desde  este  elevado  punto  de  vista,  se 
encontró  la  Corte  en  una  posición  falsísima.  Los  templos  construidos 
por  las  comunidades  religiosas,  dijo,  no  son  de  la  Nación,  porque  están 
expresamente  exceptuados  de  la  desamortización  ;  no  son  de  las  comu- 
nidades, porque  ellas  han  sido  extinguidas  y  disueltas  legalmente ;  no 
son  tampoco  de  los  vecinos  católicos  de  la  parroquia,  porque  no  se 
construyeron  con  rentas  de  los  católicos,  sino  de  las  comunidades 
religiosas :  luego  no  tienen  dueño,  y  la  Legislatura  pudo  disponer  de 
ellos.  Esa  conclusión  es  inaceptable,  porque  sea  cual  fuere  él  origen  de 
tales  bienes,  pertenecen  indudablemente  á  la  comunión  católica  ;  pu^to 
que  todos  los  que  podían  alegar  algún  derecho  á  ellos,  no  eran  sino 
simples  entidades  de  una  gran  colectividad  llamada  comunión  católica. 

Por  otra  parte,  el  razonamiento  de  la  Corte  tiene  un  lado  flaco,  y  es 
éste  :  que  los  templos  de  los  conventos  no  fiíeron  construidos  con  rentas 
de  los  católicos,  sino  de  las  comtmidades  religiosas  respectivas.  Pero 
esas  comunidades  religiosas  ¿  qué  otra  cosa  eran  que  una  agrupación 
de  católicos  P  ¿No  eran  rentas  católicas  las  de  esas  comunidades  ?  ¿Y 
no  lo  eran  también  las  de  los  simples  católicos?  Pues  entonces  la 
conclusión  se  cae  de  su  propio  peso :  también  los  templos  construidos 
con  esas  rentas,  ó  con  las  limosnas  y  el  trabajo  personal  de  los  fieles, 
son  de  los  católicos.  ¿  De  cuáles  P  ¿  De  los  de  la  parroquia,  ó  de  la 
diócesis,  ó  de  la  provincia  eclesiástica,  ó  del  mundo  en  fin  P    Eso   Ijs 
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importa  poco  á  la  autoridad  civil.  Á  ella  debe  bastarle  el  saber  que 
son  bienes  de  la  gran  comunión  católica^  para  que  deba  reconocer  y 
garantizar  ese  derecho.  Si  en  el  seno  de  esa  comimión  se  levanta  con- 
tienda sobre  cuál  de  sus  entidades  especiales  puede  ejercer  derechos 
determinados  en  tales  bienes,  ella  sabrá  cómo  la  decide  ó  arregla ; 
porque  el  asunto  es  absolutamente  extraño  á  la  potestad  civil. 

Dictada  por  la  Corte  su  resolución,  pasó  el  asunto  al  Senado  para  su 
decisión  definitiva.  Allí  se  sometió  al  estudio  de  ima'^Oomisión  com- 
puesta de  cinco  miembros^  los  cuales  no  pudieron  ponerse  de  acuerdo. 
Tres  de  ellos  opinaron  lisa  j  llanamente  por  la  validez  de  las  disposi- 
ciones impugnadas,  y  los  otros  dos  por  su  nulidad,  aun  respecto  de  los 
bienes  que  eran  de  las  comunidades  religiosas.  Queremos  que  todos 
nuestros  lectores  puedan  pesar  el  mérito  de  las  razones  aducidas 
en  sostenimiento  de  la  extraña  doctrina  de  la  mayoría  de  la  Comisión, 
y  para  evitar  el  peligro  de  desvirtuarlas  presentando  un  simple  extracto 
de  ellas,  insertaremos  los  párrafos  de  su  informe  que  tienen  algima  im- 
portancia.    Dicen  así : 

.  .  .  Después  de  haber  revisado  con  la  debida  escrupulosidad  las  disposiciones  de 
la  Constüación  j  de  las  leyes  que  se  rozan  j  pudieran  rozarse  con  el  punto  en 
cuestión,  no  trepida  en  avanzar  la  siguiente  opinión  : 

Los  artículos  de  la  ley  arriba  citada  en  nada  pecan  contra  la  Constitución  y 
leyes  de  la  Unión.  .  .  . 

II 

Desde  que  se  expidieron  las  leyes  de  15  de  Junio  de  1853  y  de  14  de  Mayo  de 
1855,  sobre  libertad  religiosa,  los  cementerios  públicos,  templos,  adoratorios,  para- 
mentos etc.,  quedaron  adjudicados,  unos  á  la  comunidad  católica,  y  otros  a  las 
parroquias  donde  se  hallasen  radicados.  El  artículo  4*  de  la  primera  ley  mencio- 
nada dice  lo  siguiente  : 

"  Los  templos  católicos  que  hoy  existen,  así  como  los  bienes  y  rentas  que  les 
pertenecen,  corresponden  a  los  vecinos  católicos  de  la  respectiva  parroquia,  con 
excepción  :  If  de  las  catedrales,  que  pertenecen  ¿  los  vecinos  católicos  de  la 
diócesis,  inclusive  sus  bienes  y  rentas ;  2?  de  los  que  tengan  patrono  especial,  los 
cuales  se  rigen  conforme  á  la  fundación  ;  y  3*!  de  los  templos  de  los  conventos 
suprimidos,  que  pertenecen  á  la  provincia  ó  á  los  colegios  nacionales>  como  todos 
los  bienes,  rentas V  edificios  de  tales  conventos." 

Y  aunque  esta  ley  fué  derogada  en  todo  por  la  de  1855,  dicha  dispNOsición  surtió 
sus  naturales  efectos,  y  auedó  admitida  como  principio  inconcuso,  siendo  por  eso 
por  lo  que  el  artículo  2?  de  esta  otra  ley  vino  á  expresarse  así : 

"  Art.  2"  Las  respectivas  Iglesias  y  las  congregaciones  de  cualquiera  comunión 
que  sean,  serán  incorporadas  por  una  ley  que  les  dé  carácter  y  personería  para 
mailejar  sus  rentas,  bienes  muebles  é  inmuebles,  siempre  que  guarden  las  reglas 
establecidas  por  la  ley  para  adquirir,  ó  que.  hayan  sido  adquiridor  legalmente,  en 
cuya  posesión  se  mantiene  á  las  que  hoy  existen,  con  absoluta  independencia  de 
touo  poder  extraño  y  con  personería  conforme  á  sus  constituciones  y  estatutos." 

Luego  si  se  dejaba  á  una  ley  dar  carácter  y  personería  á  las  comuniones  para  el 
manejo  de  sus  bienes  y  rentas  siempre  que  hubieran  fardado  las  reglas  estable- 
cidas para  adquirir»  y  hoy  se  les  ha  desconocido  ese  justo  título  por  las  leyes  de 
desamortización,  ¿  cómo  consentirles  la  propiedad  de  los  templos  y  adoratorios  ? 
Indudablemente  que  si  esos  bienes  fueron  exceptuados  de  la  desamortización,  no  por 
eUo  quiso  el  legislador  que  continuaran  perteneciendo  á  la  comunidad  religiosa  que 
no  los  había  adquirido  por  su  propia  y  sola  cuenta,  sino  que,  basado  en  la  doc- 
trina ya  sentada  en  el  artículo  3^.  de  la  ley  de  1853,  dejo  esos  templos  como  de 
propiedad  exclusiva  de  los  vecinos  católicos  de  las  respectivas  parroquias,  puesto 
que  á  ningún  otro  podrían  ni  debían  pertenecer. 
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Y  8Í  es  así,  cindadanos  Senadores,  ^ne  nuestro  clero,  por  ana  mnj  lamoitable 
desgracia  se  mezcla  é  interviene  siniestramente  en  toaos  los  asnntos  del  orden 
civu,  haciéndose  instrumento  de  mezquinas  aspiraciones,  el  sagrado  templo  de 
CrÍ8Íx>  se  verá  despojado  de  esa  poderosa  arma,  qne  tan  bien  ha  sabido  manejar. 
Qne  los  templos,  correspondiendo  á  los  respectivos  distritos,  vendan  á  ser  servidos 
por  párrocos  del  contentamiento  de  los  vecinos,  y  entonces  macho  se  habrá  estor- 
bado j  más  se  habrá  conseguido.  La  religión,  así,  no  podrá  ser  impuesta,  j  los 
abusos,  serán  eficazmente  prevenidos. 

En  cuanto  á  los  ceméntenos  bendecidos  por  los  ritos  católicos,  aun  cuando 
faeron  adjudicados  á  la  comunión  católica  por  la  misma  ley  de  55,  respecto  de 
éstos  debe  decirse  lo  mismo  que  de  los  templos.  Construidos  ellos  con  el  contin- 
gente de  los  fíeles  de  cada  población,  y  en  muchas  ocasiones  con  la  concurrencia 
de  las  rentas  municipales,  no  hay  razón  para  ^ue  ellos  sean  de  propiedad  de  dicha 
comunión,  y  menos  para  que  queden  bajo  su  mmediata  administración.  Pena  da 
decirlo,  pero  mucho  mayor  debe  causar  tener  que  reconocerlo  :  si  las  puertas  de 
los  templos  se  han  cerrado  en  multitud  de  veces  á  individuos  y  familias  enteras, 
por  motivos  que  no  es  del  caso  enumerar,  ¿  con  cuánta  más  facilidad  y  menos 
escrúpulos  se  cerrarían  también  á  cada  paso  las  puertas  de  los  cementerios,  si 
ellos  quedaran  bajo  el  dominio  de  las  dignidades  eclesiásticas  P 

Ahora,  no  habiéndose  dispuesto  en  ninguna  ley  que  las  casas  de  párrocos,  tem- 
plos, cementerios  etc.,  se  consideren  como  propiedad  nacional,  y  no  reconociéndose 
derecho  para  adquirir  ni  mantener  propiedad  a  la  comunión  católica,  es  incuestio- 
nable que  todos  sus  bienes  corresponden  á  las  respectivas  poblaciones,  que  vienen  á 
ser  representadas  por  entidades  polítícas  que  se  denominan  distritos. 

m 

Todos  los  bienes  y  rentas  de  los  templos  que  no  han  sido  comprendidos  en  la 
desamortización,  están  sujetos  á  la  legislación  especial  de  los  Estados,  según  el 
texto  del  artículo  2f  de  la  ley  de  29  de  Mayo  de  1864 ;  y  como  la  del  Eoti^o  de 
Boyacá,  de  cuya  validez  se  trata,  precisamente  disponjB  de  esos  bi^ies  y  rentas, 
que  ni  son  de  ía  Nación,  ni  puede  considerárseles  como  de  propiedad  particular,  no 
es  posible  sostener  que  ella  sea  defectuosa.  Para  admitir  lo  contrario,  tendría- 
mos que  entrar  en  el  siguiente  dilema  :  ó  los  bienes  exceptuados  de  la  desamorti- 
zación deben  volver  á  pertenecer  á  la  comunidad  católica,  ó  estiui  bajo  el  dominio 
absoluto  de  los  Estados.  Si  lo  primero,  como  parece  se  quiere  hacer  valer,  el  gran 
principio  de  la  desamortización  queda  profundamente  minado  por  su  base,  y  éste 
no  ha  podido  ser  el  pensamiento  del  legislador.  Lo  secundo,  pues,  es  evidente- 
mente lo  más  natural  y  lógico,  y  eso  es  lo  que  se  ha  surtido  en  Boyacá  con  relación 
á  esos  bienefl.  Ni  podría  decirse  que  por  este  medio  se  estorbaba  ó  no  se  protegía 
en  el  ejercicio  del  culto  á  los  ministros  católicos,  porque  en  nada^  se  les  subordina 
con  el  hecho  de  negarles  la  propiedad  sobre  dichos  bienes. 

lY 

Que  las  comunidades,  de  cualquiera  orden  que  sean,  no  están  comprendidas  ni 
amparadas  por  la  garantía  constitucional  que  habla  sobre  propiedad,  es  cosa  bien 
definida  y  ^ue  no  necesita  esfuerzo  alguno  en  la  demostración.  Una  opinióh  en 
contrario  significaría  tanto  como  la  destrucción  de  todas  las  conquistas  hecnas  hasta 
ahora  ;  pero,  por  fortuna,  demostrar  esa  opioión  es  imposible,  estando  de  frente  el 
expreso  y  terminante  precepto  del  artículo  15  de  la  Constitución,  que  dice  :  "  Es* 
base  esencial  é  invariable  de  la  Unión  entre  los  Estados  el  reconocimiento  y 
garantía. . .  de  los  derechos  individuales  *'  etc.  Y  ¿  habráse  querido  hablar  ahí  de 
los  derechos,  no  sola  y  exclusivamente  del  individuo,  sino  también  de  los  de  las 
comunidades,  asociaciones  etc.,  que  no  constituyen  una  entidad  política  recono- 
cida por  ley  expresa  P  De  ninguna  manera,  y  esta  ded acción  es  tan  natural  y 
precisa,  como  que  no  de  otro  modo  podrá  hacerse  efectiva  la  desamortización.  No 
apartamos,  pues,  de  esto,  qne  es  lo  que  forma  la  esencia  ó  punto  cardinal  de  toda 
cuestión  en  el  asunto,  es  lo  que  importa  en  todo  caso.  Desde  que  comencemos 
por  desconocer  la  extensión  de  este  absoluto  principio  entrando  en  interpretaciones 
más  ó  menos  libres,  todo  habrá  venido  por  tierra,  y  la  obra  no  será  perfecta. 
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« 

La  gravedad  de  los  cargos  que  se  hacen  en  este  informe  y  la  forma 
y  naturaleza  de  ciertas  observaciones  contenidas  en  él,  exigen  que  nos 
detengamos  &  examinarlo,  aunque  no  con  la  prolijidad  qué  deseáramos 
en  atención  á  la  importancia  del  asunto^  porque  no  lo  permiten  los 
limites  á  que  tenemos  que  reducimos. 

La  Comisión  copia  íntegramente  el  artículo  2?  de  la  ley  de  14  de 
Mayo  de  1855,  que,  hablando  de  la  incorporación  de  las  Iglesias  y 
congregaciones  religiosas  para  que  pudieran  adquirir,  poseer  y  manejar 
bienes,  y  tener  personería,  termina  con  estas  psdabras :  en  cuya  posesión 
se  mantiene  á  las  que  hoy  existen,  con  absoluta  independencia  de  todo  poder 
extraño  y  con  personería  conforme  á  sus  constituciones  y  estatutos. 

Sin  embargo,  á  renglón  seguido  agrega :  ''  Luego  si  se  dejaba  á  una 
ley  dar  carácter  j  personería  á  las  comuniones  para  el  manejo  de  sus 
bienes  y  rentas. siempre  que  hubieran  guardado  las  reglas  establecidas 
para  adquirir,  y  hoy  se  les  ha  desconocido  ese  justo  título  por  las  leyes 
de  desamortización,  ¿  cómo  consentirles  la  propiedad  de  los  templos  y 
adóratenos  ?" 

Muchos  son  los  errores  en  que  se  incurre  «n  ese  cortx>  párrafo.  Hare- 
mos notar  sólo  los  dos  principales. 

1?  Dar  por  cierto  que  el  articulo  2?  copiado  d^aba  á  una  ley  posterior 
el  encargo  de  incorporar  todas  las  Iglesias  y  congregaciones  religiosas. 
Basta  fijarse  en  la  parte  final  de  dicho  artículo,  que  acabamos  de  in- 
jsertar,  para  ver  que  por  él  quedaron  incorporadas  las  Iglesias  y  congre- 
gaciones que  entonces  existían  en  el  país.  En  efecto,  la  incorporación 
de  una  entidad  cualquiera  no  es  otra  cosa  que  el  reconocimiento  que 
hace  de  su  existencia  la  potestad  civil^  para  que  dicha  entidad  pueda 
adquirir  derechos  y  contraer  obligaciones  conforme  á  la  ley,  y  para  que 
pueda  gestionar  con  personería  legítima  ante  las  justicias  del  país.  ¿  No 
están  flenos  esos  requisitos  en  la  disposición  citada,  respecto  de  las 
Iglesias  y  congregaciones  que  entonces  existían  P  ¿  No  se  les  reconoce 
aUí  el  derecho  de  manejar  sus  rentas  y  sus  bienes  muebles  é  inmuebles 
"  con  absoluta  independencia  de  todo  poder  extraño  y  con  personería 
conforme  á  sus  constituciones  y  estatutos  "?  j  En  qué  otra  cosa  consiste, 
pues,  la  incorporación  P 

Creemos  que  estas  razones  son  incontestables.  Mas  si  se  quieren  otras 
aun  más  decisivas  y  terminantes^  las  daremos. 

El  artículo  661  del  Código  civil  de  Boyacá  contiene  la  siguiente  dis- 
posición : 

Son  {Mrsonas  jurídicas  las  Iglesias,  comunidades  y  congregaciones  religiosas  de 
la  Beligión  catóbca. 

*  La  ley  civil  mantiene  4  dichas  Iglesias,  comunidades  j  congregaciones  de  la 
Beligión  católica,  en  los  derechos  de  posesión  y  propiedad  sobre  sus  bienes,  muebles 
é  inmuebles,  de  administrar  los  mismos  bienes,  manejar  sus  rentas,  adquirir  y 
enajenar  con  arreglo  á  sus  cánones,  constituciones  ó  estatutos  y  conforme  ala  misma 
ley  civü,  y  comparecer  activa  ó  pasivamente  en  juicio,  reconociéndoles  para  todo 
esto  su  personería  jurídica  conforme  á  sus  dichos  cánones,  constituciones  ó 
estatutos. 

Este  Códiffo  comenzó  á  regir  en  el  Estado  el  día  10  de  Noviembre  de 
1864^  según  lo  dispuesto  en  la  ley  de  15  de  Diciembre  de  1863,  y  en 
el  decreto  ejecutivo  de  18  de  Octubre  de  1864.     Diez  y  siete  días  después 
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de  haber  entrado  á  regir  tan  amplías  j  completas  garantías,  vino  la  ley 
de  despojo  de  que  tratamos.  Así  son  siempre  para  la  Iglesia  las 
garantías  de  sus  enemigos.  .  » 

2?  Que  las  leyes  de  desamortización  hayan  desconocido  el  justo  titulo  de 
las  entidades  religiosas  á  sus  bienes.  Eso  no  es  cierto ;  pues,  al  contrario, 
la  desamortización  consiste  en  trasmitir  al  Gobierno  los  derechos  de 
las  entidades  religiosas,  y  supone  necesariamente  la  existencia  real  de 
tales  derechos. 

Así,  pues,  la  pregunta  aquella  de  "  ¿  cómo  consentirles  la  propiedad 
de  los  templos  y  adoratorios  ?  "  se  contesta  naturalmente  de  este  modo : 
No  es  un  simple  permiso ;  es  una  protección  eficaz  y  decidida  lo  que 
debe  darse  á  las  entidades  religiosas  en  el  goce  y  posesión  de  sus  templos, 
adoratorios  y  demás  bienes^  porque  sus  derechos  á  este  respecto  son 
sagrados,  patentes  é  incontestables. 

Da  por  cierto  en  seguida  el  informe  que  indudablemente  si  esos  bienes 
fueron  exceptuados  de  la  desamortización,  no  fué  para  dejárselos  á  la 
comunidad  religiosa  sino  á  los  Tocinos  católicos.  ¿Por  qué  razón? 
Porque  la  ley  de  1853  los  dejó  á  los  vecinos  católicos ;  y  aunque  esa 
ley  fué  derogada  por  la  de  1855,  ya  había  surtido  sus  efectos. 

Tal  es  la  manera  de  razonar  de  la  mayoría  de  la  Comisión ;  y  ella 
prueba  que,  ó  no  conocía  la  historia  del  establecimiento  de  las  leyes  de 
1853  y  1855,  ó  se  desentendía  de  ella  para  poder  herir  los  intereses 
del  catolicismo  á  pretexto  de  cumplir  las  leyes.  Ya  hemos  tratado 
este  punto  en  otro  lugar ;  y  aquí  nos  limitaremos  á  observar  que  las 
redamaciones  que  se  hicieron  por  las  entidades  católicas  contra  la  ley  de 
1853,  apoyadas  con  razones  incontestables  por  el  Secretario  de  Gobierno 
en  1855,  produjeron  la  derogación  de  dicha  ley ;  derogación  que  tuvo 
por  único  objeto  hacer  desaparecer  esas  disposiciones,  que  afectaban 
más  6  menos  directamente  los  intereses  de  la  Iglesia,  y  todos  los  efectos 
que  estaban  llamadas  á  producir.  ¿  Cómo,  pues,  se  viene  á  sostener  que, 
á  pesar  de  la  derogación,  surten  aún  sus  afectos  como  si  estuviesen 
vigentes^? 

Pero  aunque  concediésemos,  por  vía  de  argumentación,  que  los  bienes 
de  que  se  trata  perteneciesen  á  los  vecinos  católicos  y  no  á  la  comunión 
católica^  ¿  con  qué  derecho  se  les  arrebataban  para  adjudicárselos  á  los 
distritos  ?  De  suerte  que,  aun  concedido  eso,  la  injusticia  y  la  ilegalidad 
continúan  siendo  manifiestas. 

En  el  párrafo  que  sigue  deja  la  Comisión  conocer  bien  el  objeto 
con  que  ha  sebtado  la  insostenible  proposición  de  que  los  templos  y 
demás  bienes  de  aue  tratamos  no  pertenecen  á  la  comunión  católica  sino 
á  los  vecinos  católicos.  Allí  insinúa  que  ya  á  quien  pertenecen  es  á  1  js 
respectivos  distritos,  como  si  fuese  lo  mismo  la  entidad  política  Uamada 
distrito,  que  el  conjunto  de  los  vecinos  católicos  que  moran  en  él ; 
y  agrega  en  seguida,  que  luego  que  '^  vengan  á  ser  servidos  por  párrocos 
del  contentamiento  de  los  vecinos  .  .  .  mucho  se  habrá  estorbado  y  más 
se  habrá  conseguido.'* 

Efectivamente,  luéeo  que  se  consiga  sentar  la  máxima  de  que  los 
templos  son  de  los  distritos,  como  entidades  políticas,  y  que  los  curas 
deben  ser  nombrados  por    los  vecinos,    mucho  se  habrá    estorbado^ 
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porque  se  habrá  estorbado  el  ejercicio  del  culto  católico ;  y  mucho  se 
habrá  conseguido,  porque  se  habrá  conseguido  sustituirlo  con  un  ver- 
dadero cisma.  En  tal  orden  de  cosas  la  Religión  católica  no  podrá 
en  verdad  ser  impuesta  á  nadie ;  pero  sí  podrá  ser  arrancada  de  cuajo 
de  nuestras  poblaciones,  como  algunos  insensatos  lo  desean;  y  los  abusos 
contra  el  catolicismo^  lejos  de  ser  eficazmente  prevenidos  y  severamente 
castigados,  serán  estimulados  de  mil  modos  y  ampliamente  recompen- 
sados Quien  no  vea  en  esto  el  más  odioso  espíritu  de  persecución 
inicua  é  injustificable^  está  ciego  por  demás. 

Bespecto  de  cementerios,  no  pueden  negar  los  miembros  de  la  mayoría 
de  la  Comisión,  que  la  ley  de  1855  reconoció  expresamente  el  derecho  de 
la  comunión  católica ;  pero  á  pesar  de  eso  dicen  con  la  mayor  frescura  que 
no  hay  razón  para  que  sean  de  dwha  comunión.  ¿  Cómo  es  que  no  hay  razón 
para  que  una  entidad  sea  dueña  de  una  finca  comprada  con  sus  fondos, 
en  la  que  ha  edificado  también  con  sus  fondos  y  el  trabajo  de  sus 
miembros,  de  la  que  ha  estado  en  posesión  durante  centenares  de  anos, 
y  á  la  cual  se  le  ha  reconocido  pleno  derecho  de  dominio  y  posesión 
por  una  ley  expresa,  especial  y  terminante  P  ¿  Cuándo  es,  pues,  que  hay 
razón  para  ser  uno  dueño  de  xma  cosa  P  No  hay  duda ;  la  Comisión 
estaba  poseída  de  un  odio  frenético  que  la  hacía  ver  lo  que  no  existía,  y 
le  ocultaba  lo  que  tenía  patentemente  á  la  vista. 

Pero  alega  otra  razón  curiosa  por  delnás  para  quitar  á  la  comunión 
católica  la  administración  de  sus  cementerios ;  y  es  que  esa  comunión 
puede  cerrar  á  cada  paso  las  puertas  de  ellos  á  los  que  mueren. 

No  puede  concederse  ciertamente  privilegio  de  invención  por  ese 
deecubrimiento.  Desde  las  antiguas  leyes  7?  a  10  del  título  13,  de 
la  partida  1%  hasta  la  moderna  de  14  de  Mayo  de  1855,  ha  sido  un 
derecho  legal  incontestable  el  de  la  comunión  católica  á  excluir  de 
BUS  cementerios  á  todos  aquellos  á  quienes  no  deba  concederse  sepultura 
eclesiástica ;  y  precisamente  por  esa  circimstancia  dispuso  el  artículo  4? 
de  la  citada  ley  de  1855,  que  en  todo  distrito  que  no  tuviese  cementerio 
propio  distinto  del  de  los  católicos,  se  construyera  uno,  con  las  rentas 
del  mismo  distrito,  ^'  para  que  la  autoridad  civil  haga  sepultar  los  cada- 
veres  que  sean  rechazados  del  cementerio  de  una  comunión  religiosa 
cualquiera,''  dice  textualmente  la  ley. 

Los  distritos  no  cumplieron  con  ese  deber,  y  ahora  se  quiere  zanjar 
la  dificultad  despojando  de  sus  cementerios  á  la  comunión  católica, 
para  enterrar  en  ellos  á  toda  clase  de  gentes. 

Aunque  la  Comisión  había  sentado  la  base  de  que  los  bienes  de  que 
tratamos  pertenecen  á  los  católioos  de  las  respectivas  parroquias,  y 
después  había  insinuado  la  idea  de  que  eran  de  los  distritos,  ahora, 
creyendo  el  terreno  bien  preparado,  arroja  la  careta  y  plantea  la 
cuestión  en  la  forma  en  que  quiere  verla  resuelta.  Si  tales  bienes  no  son 
de  la  Nación,  ni  se  reconoce  el  derecho  para  adquirir  ni  para  conservar 
propiedad  á  la  comunión  catóUca,  *'  es  incuestionable,  (fice,  que  todos 
esos  bienes  corresponden  á  las  respectivas  poblaciones,  que  vienen  á  ser 
representadas  por  entidades  políticas  que  se  denominan  distritos.^' 

La  manera  ae  preceder  la  Comisión  no  deja  de  ser  ingeniosa.     De  la 

comunión  católica  hace  que  el  derecho  se  traslade  á  los  vecinos  católicos  ; 
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como  éstos  forman  las  poblaciones,  lo  que  es  de  ellos,  perteneoiB  también 
á  estas  últimas ;  j  como  las  poblaciones  son  representadas  por  entidades 
políticas  llamadas  distritos,  todo  viene  á  éstos,  y  á  ser  administraclo  por 
el  cabildo,  que  es  quien  maneja  las  cosas  del  distrito.  Así,  sin  saberse 
cómo  ni  cuándo,  por  una  serie  de  sustituciones  y  trasformaciones,  como 
si  se  tratara  de  resolver  una  ecuación,  bienes  que  pertenecían  ala 
comunidad  católica  y  eran  administrados  por  las  autoridades  eclesiás- 
ticas,* resultan  perteneciendo  á  los  distritos  y  administrados  por  los 
cabildos. 

Pasando  en  seguida  la  Comisión  á  otro  género  de  consideraciones, 
dice  que  los  bienes  y  rentas  de  los  templos  no  comprendidos  en  la 
desamortización  quedaron  sujetos  &  la  legislación  especial  de  los  Estados, 
según  el  artículo  2?  de  la  ley  de  29  de  Mayo  de  1864 ;  y  como  la  de 
Boyacá  precisamente  dispone  de  esos  bienes  y  rentas,  que  ni  son  de 
la  Nación  ni  de  particulares,  no  es  posible  sostener  que  sea  defectuosa. 

Si  esa  manera  de  razonar  fuese  aceptable,  no  habría  derecho  alguno 
ue  no  pudieran  anular  los  Estados.  En  efecto,  todos  los  bienes  de 
os  particulares  están  sujetos  á  las  leyes  de  los  Estados  respectivos ;  y 
¿  podrán  éstos,  por  eso  sólo,  decretar  la  confiscación  general  de  todos 
ellos  P  Es  claro  que  no ;  pero  como  á  las  entidades  católicas  se  las 
mide  siempre  con  una  vara  especial,  los  bienes  de  ellas  sí  pueden  ser 
confiscados  por  sólo  el  hecho  de  estar  sujetos  á  la  legislación  del 
Estado. 

Mas  veamos  si  el  tenor  literal  del  citado  artículo  de  la  ley  de  1864 
admite  la  interpretación  que  se  le  quiere  dar.     Dice  así : 

Ezceptúanse  de  la  a^ndicaoión  de  que  trata  el  artículo  anterior,  los  bienes  (|ne  se 
expresan  en  seguida,  los  cuales  continuarán  á  cargo  de  sus  anteriores  administra- 
dores 6  de  los  Estados,  según  su  legislación. 

Enumera  luego  los  bienes  exceptuados,  entre  los  cuales  figuran  unos 
de  las  entidades  católicas,  otros  de  la  instrucción  pública,  otros  de 
hospitales  y  demás  establecimientos  de  beneficencia  y  caridad,  y  otros 
finsdmente  del  Estado  mismo. 

¿Qué  significa  la  frase  ^^continuarán  á  cargo  de  sus  anteriores 
administradores  ó  de  los  Estados,  según  su  legislación  '^  P  ¿  No  es  claro 
que  con  eso  se  quiso  decir  que  las  cosas  que,  según  la  legislación  del 
Estado,  estaban  confiadas  á  administradores  particulares,  siguieran  del 
mismo  modo,  y  las  que  administraba  el  Estado  directamente,  conti- 
nuaran también  así  ?  j  ó  se  cree  por  ventura  que  el  Estado,  por  sólo  lo 
dispuesto  en  ese  artículo,  adquinó  el  derecho  de  arrebatar  todos  sua 
bienes  y  rentas  á  los  hospitales,  casas  de  beneficencia,  instrucción, 
pública  etc.P  De  seguro  que  no ;  pero,  como  decíamos  antes,  lo  que  se 
niega  respecto  de  esas  entidades,  se  concede  respecto  de  las  Iglesias  y 
demás  entidades  religiosas.  ¿  No  es  manifiesto  el  espíritu  de  persecucióm 
que  existe  respecto  de  estas  últimas  ? 

Esa  especiaUdad  contra  las  entidades  reli^osas  aparece  más  de  mani- 
fiesto en  el  argumento  que  formula  luego  la  Comisión,  á  saber :  Ó  los 
bienes  exceptiiados  de  la  desamortización  deben  volver  á  pertenecer  & 
la  comunión  católica,  6  están  bajo  el  dominio  absoluto  de  los  Estados. 
Si  lo  primero,  el  gran  principio  de  la  desamortización  queda  minado  por 
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8u  base^  y  é^  no  ha  podido  ser  la  intención  del  legislador ;  luego  es  lo 
segundo. 

Tan  ciega  estaba  la  Comisión,  que  no  echó  de  ver  que  aquí  no  se 
trata  de  bienes  desamortizados^  sino  precisamente  de  los  que  se  excep- 
tuaron de  la  desamortización.  ¿  Cómo  es  posible  que  mine  por  sij^base 
la  desamortización^  el  hecho  de  que  se  adjudiquen  á  unos  ó  á  otros^  ó  se 
administren  de  tal  ó  cual  manera  los  bienes  exceptuados  expresamente 
de  ella  ?  El  hecho  mismo  de  exceptuarlos  ¿  no  está  pregonando  que  la 
suerte  que  ellos  corran  no  afecta  en  nada  el  objeto  ni  los  alcances  de 
esa  medida  ? 

'  Lo  que  afirman  en  seguida  los  miembros  de  la  mayoría  de  la  Comisión, 
es  todavía  más  curioso.  Dicen  que  eso  en  nada  estorba  á  los  ministros 
el  ejercicio  del  culto^  ^'  porque  en  nada  se  les  subordina  con  el  hecho  de 
negarles  la  propiedad  sobre  dichos  bienes/' 

Se  suerte  que,  según  la  teoría  de  la  Comisión,  los  templos  y  demás 
bienes  de  la  comunión  católica  *'  están  bajo  el  dominio  absoluto  de  los 
Estados,'^  los  cuales  por  lo  mismo,  pueden  destinarlos  aun  para  casas  de 
perversión  y  de  infamia ;  y  sin  embargo,  eso  en  nada  estorba  el  ejer- 
cicio del  culto,  porque  los  ministros  no  quedan  subordinados  á  nadie. 
Eso  es,  en  yerdad,  agregar  el  escarnio  y  el  baldón  á  la  iniquidad  y  á  la 
impudencia. 

Sostiene  en  seguida  la  Comisión  que  la  garantía  de  la  propiedad  no 
comprende  á  las  comunidades  de  cualquier  orden  que  sean.  Y  ¿  cómo 
lo  prueba P  ¿En  qué  se  funda  para  sostener  tan  extraña  y  aventurada 
doctrina  P  Pues  en  esta  peregrma  razón :  que  si  no  se  sostiene  eso,  no 
podrá  hacerse  efectiva  la  desamortización.  Pero  ¿cómo  no  cayó  en 
la  cuenta  esa  Comisión  que  eso  lo  que  prueba  es  que  la  desamortización  es 
un  atentado  inaudito  y  escandaloso  P  En  efecto,  el  argumento  aceptable 
en  tal  caso  es  el  siguiente  :  la  propiedad  está  y  debe  estar  asegurada  y 
garantizada  á  todos  los  individuos  y  entidades ;  y  como  la  desamortiza- 
ción ataca  de  lleno  esa  garantía,  base  necesaria  de  todo  progreso  sólido 
y  estable,  no  debe  llevarse  á  cabo. 

Querríamos  saber  qué  juicio  formaría  la  Comisión  de  un  caso  como 
éste :  un  déspota  hace  llamar  á  uno  de  sus  subditos,  y  le  dice  : 

— He  puesto  fuera  de  la  ley  todos  tus  bienes. 

— ¿  Podríais  hacerme  saber  la  causa  de  esa  determinación  P 

— Sí,  y  es  muy  sencilla.  Yo  quería  apoderarme  de  la  mayor  parte- 
de  tus  bienes,  y  dejarte  el  resto ;  pero  he  visto  que  la  garantía 
concedida  á  esta  pequeña  parte,  era  una  confesión  de  que  el  procedi- 
miento contra  la  otra  era  injusto  é  indebido.  Para  no  falsear,  pues, 
por  su  base  la  operación  que  voy  á  ejecutar,  pongo  todos  tus 
bienes  fuera  de  la  ley ;  me  apodero  de  los  que  me  convengan,  y  dejo  el 
resto  para  que  se  apoderen  de  él  mis  tenientes;  pero  tú  no  podrás 
recobrar  ni  imo  solo  de  ellos. 

Ése  es  apenas  un  símil  que  manifiesta  cuál  debe  ser  la  conducta  del 
Oobiemo  hacia  las  entidades  religiosas,  se^ún  las  teorías  de  la  Comisión. 
Él  ddbe  decirles  :  '*  Yo  me  he  apoderado  de  casi  todos  vuestros  bienes ; 
y  si  os  dejara  disfrutar  en  paz  de  los  otros,  falsearía  el  gran  principio 
de  la  desamortización,  que  es  lo  que  me  importa  tener  presente  en  todo  j 
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caso.  Si  comenzara  por  desconocer  la  extensión  absoluta  del  principio, 
ó  entrara  en  interpretaciones  más  ó  menos  libres,  todo  vendría  á  tierra, 
j  la  obra  sería  incompleta.  Lo  que  yo  no  me  lleve^  queda,  pues,  baio 
el  dominio  absoluto  del  Estado.  Tal  es  mi  voluntad,  j  para  hacerla 
cumplir  tengo  bayonetas  y  cañones."  Eso  es,  en  resumen,  lo  que  en 
concepto  de  la  Comisión  debe  hacerse. 

Desgraciadamente  tan  extrañas  y  absurdas  ideas  encontraron  eco  en 
el  Senado ;  y  á  pesar  de  las  buenas  razones  expuestas  por  la  minoría  de 
la  Comisión,  se  aprobó  el  9  de  Mayo  del  1865  el  proyecto  de  resolución 
propuesto  por  la  mayoría,  que  es  del  tenor  siguiente : 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  uso  de  la  atribución  que  le  otorga  el 
inciso  5?,  artículo  51  de  la  Constitución,  declara  y&lidos  los  artículos  15  y  16*de  la 
ley  de  17  de  Diciembre  de  1864,  sobre  réránen  de  los  distritos,  expedida  por  la 
Asamblea  del  Estado  S.  de  Boyacá,  en  todo  lo  que  ellos  no  puedan  referirse  i  las 
áreas  de  población,  cementerios,  casas  de  párrocos,  templos,  adoratoríos  con  sus 
enseres  y  paramentos,  bienes  y  rentas,  que  sean  de  propiedad  particular. 

5.  No  tardó  en  presentarse  un  serio  conflicto,  con  motivo  de  esa  injusta 
é  inconsulta  disposición.  El  Cabildo  de  Chiquinqúirá  dictó  un  acuerdo 
por  el  cual  creó  una  junta  denominada  "  Junta  del  culto/'  á  la  cual 
confío  la  dirección,  manejo,  administración  é  inversión  de  los  bienes  y 
rentas  de  la  Iglesia. 

Si  examinamos  la  conducta  del  Cabildo  de  Chiquinqúirá  desde  el 
punto  de  vista  religioso,  es  vituperable  en  sumo  grado ;  pero  si  la  con- 
sideramos desde  el  punto  de  vista  civil  y  político,  es  claro  y  evidente 
que  no  hizo  otra  cosa  que  ejercer  una  atribución  que  le  había  conferido 
una  disposición  expresa  de  la  ley. 

No  obstante,  ese  procedimiento  no  podía  pasar  inadvertido  para  los 
católicos.  El  vecindario  se  levantó  en  masa  y  dirigió  una  sentida 
queja  al  Senado,  tal  vez  más  con  el  objeto  de  hacerle  conocer  el  hondo 
abismo  que  había  abierto  con  su  inconsulta  resolución,  que  con  eq)eranza 
de  que  el  mal  fuera  remediado. 

Ese  memorial  pasó  en  comisión  al  Senador  Ignacio  Fernández,  quien 
presentó  el  30  de  Abril  de  1866  un  excelente  informe,  del  cual  inser- 
taremos los  más  notables  pasajes,  aunque  tal  vez  incurramos  en  algunas 
repeticiones.  Suscribimos  gustosos  cuanto  se  dice  en  los  fragmentos 
que  vamos  á  insertar,  salvo  dos  cosas  :  la  primera,  los  cargos  contra  el 
Cabildo  de  Chiquinqúirá,  pues  su  conducta  sólo  es  vituperable  desde  el 
punto  de  vista  religioso ;  y  la  segunda,  la  idea  de  que  la  resolución 
propuesta  por  el  Senador  Fernández  pueda  considerarse  como  simple 
aclaración  á  la  primera,  cuando  le  es  enteramente  opuesta*  Veamos  los 
fragmentos  del  informe  aludido. 

Tal  resolución  (la  del  Senado  que  insertamos  hace  poco)  asi  concebida  y  redac- 
tada, ha  dado  margen  para  que  el  Cabildo  del  distrito  de  Chiquinqúirá  se  liaya 
creído  investido  de  facultades  bastantes  para  mezclarse  en  los  negocios  concernien- 
tes al  culto  católico,  partiendo  del  lupnesto  falso  de  que  dicha  resolución  había 
dejado  abierta  una  ancha  brecha  para  que  las  municipalidades  pudieran  adminis- 
trar los  bienes  y  rentas  pertenecientes  a  los  templos  de  la  comunidad  católica,  en 
los  términos  que  lo  permitían  los  artículos  15  y  16.  El  expresado  Cabildo  eipidio 
al  efecto  un  decreto  en  el  cual  se  organiza  entre  otras  cosas,  nna  junta  titulada 
"  Junta  del  culto,"  se  determinan  sus  facultades  y  se  le  atribuye,  por  decirlo  así,  la 
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dirección  suprema  en  el  manejo,  administración  é  inversión  de  loa  bienes  y  rentas 
pertenecientes  á  la  Iglesia. 

Satos  procedimientos  verdaderamente  festinados  é  incalificables  del  Cabildo, 
han  motivado  la  sentida  queja  que  el  vecindario  católico  de  Cbiqninqnirá,  casi  en 
masa,  os  ha  elevado  para  qae,  en  ejercicio  de  las  augustas  funciones  de  que  estáis 
investidos  y  del  j^áer  regulador  de  la  soberanía  é  independencia  de  los  Estados 
que  la  Constitución  federal  ha  colocado  en  vuestras  manos,  restablezcáis  su 
legítimo  imperio  y  el  de  las  leyes  nacionales,  que  también  han  sido  lastimadas  por 
los  citados  artículos  15  y  16  de  la  ley  de  Boyacá ;  haciendo  que  el  Cabildo  se  ^nan- 
tenga  dentro  de.  la  esfera  que  esa  misma  Cfonstitución  y  leyes  le  han  señalado,  y 
consiguientemente  os  pide  una  aclaratoria  de  la  citacía  resolución  de  9  de  Mayo 
último.  • 

Vuestra  Comisión,  ciudadanos  Senadores,  ha  procurado  examinar  detenida  y 
concienzudamente  los  citados  artículos  15  y  16,  comparándolos  con  las  disposi- 
ciones de  la  Constitución  nacional  aplicables  á  esta  cuestión,  algún  tanto  esca- 
brosa y  delicada  de  suyo  por  rozeuree  con  la  independencia  de  k.  Igksia,  j  no 
trepida  un  momento  en  manifestaros  que  aquellos  dos  artículos  pugnan  abierta- 
mente con  la  absoluta  y  completa  libertad  religiosa  de  conciencia  y  de  culto, 
otorgada  á  todos  los  colombianos,  habitantes  y  transeúntes  en  los  Estados  de  la 
Union.  En  cuanto  á  la  resolución  del  Senado,  vuestra  Comisión  es  también  de  sentir 
que  ella  no  ha  debido  referirse  únicamente,  como  parece  á  primera  vista,  á  los 
templos,  adoratorios  con  sus  enseres  y  paraimentos,  oienes  y  rentas  que  sean  de 
propiedad  particular,  sino  que  debió  comprender  también  los  templos,  adora- 
torios,  enseres  y  paramentos,  bienes  y  rentas  de  una  comunidad  religiosa  cualquiera, 
tanto  porque  estas  congregaciones  se  hallan  bajo  el  amparo  j  egida  i>odero8a  de  la 
garantía  definida  en  el  inciso  6%  artículo  15  de  la  Constitución  nacional,  cuanto 

gorque  esto  mismo  es  lo  que  aconseja  el  principio  ya  inconcuso  de  la  absoluta 
bertad  religiosa  y  de  la  completa  y  leal  prescmdencia  del  Grobiemo  en  puntos 
de  dogma,  de  moral  y  de  culto,  tanto  interno  como  extemo,  así  público  como 
privado.  ... 

La  Constitución  de  21  de  Mayo  de  1853^  ^garantizaba  á  todos  los  gpranadinos,  en 
su  inciso  5%  artículo  5V  la  profesión  púbbca  ó  privada  de  la  Religión  (|ue  k  bien 
tengan,  con  tal  <}ue  no  turben  la  paz  publica,  ni  ofendan  la  sana  moral,  ni  impidan 
á  otros  el  ejercicio  de  su  culto."  La  ley  de  22  de  Mayo  de  1858  decía  en  su  inciso 
10,  artículo  56 :  "La  profesión  pública  ó  privada  de  cualquiera  religión ;  pero  no 
será  permitido  el  ejercicio  de  actos  que  turben  la  paz  pública,  ó  que  sean  calificados 
de  punibles  por  las  leyes  preexistentes."  Esta  misma  Constitución  en  bjÍ  artículo 
67  dispuso  que  las  propiedades  y  rentas  destinadas  al  sostenimiento  del  culto, 
gozaran  de  las  mismas  garantías  que  las  de  los  pacticulares.  El  citado  inciso  16, 
artículo  15  de  la  Constitución  vigente,  garantiza  a  todos  los  colombianos  "  la  pro- 
fesión pública  ó  privada  de  cualquiera  religión,  con  tal  que  no  se  ejecuten  hechos 
incompatibles  con  la  soberanía  nacional,  ó  que  tengan  por  objeto  turbar  la  paz 
pública.** 

Se  ye,  por  tanto,  ciudadanos  Senadores,  con  la  mayor  evidencia,  aue  la  única 
limitación  sust^icial  que  tales  Constituciones  han  trazado  á  la  Ubertad  religiosa  ha 
sido  la  de  *}>oner  en  salvo  la  soberanía  nacional  y  la  paz  pública,  por  el  derecho 
inmanente  que  corresponde  á  los  gobernantes  civiles  para  mantener  ilesos  estos 
objetos  importantes  de  toda  sociedad  regularmente  organizada. 

Ahora  más,  ciudadanos  Senadores.  La  ley  de  15  de  Junio  de  1853,  explicando 
la  ffarantía  constitucional,  prohibió  la  intervención  de  las  autoridades  civiles, 
nacionales  y  municipales,  en  cualesquiera  arreglos  y  negocios  relativos  al  ejercicio 
del  culto  católico  ó  de  cualquiera  otro ;  y  en  su  artículo  4?  declaró  que  los  templos 
católicos  y  los  bienes  y  rentas  q^ue  les  pertenecen,  correspondían  á  los  vecinos 
católicos  de  la  respectiva  parroquia,  es  decir,  á  la  secta  ó  comunidad  religiosa.  Pero 
como  esta  ley  aun  todavía  daba  origen  á  complicaciones  ó  dificultades  «ntre  la 
potestad  civil  y  la  eclesiástica,  con  el  fin  de  establecer  el  principio  de  la  libertad 
religiosa  en  su  legítima  y  genuina  significación  se  expidió  la  ley  de  14  de  Mayo  de 
1855,  y  en  su  artículo  1?  se  prohibe  á  las  autoridades  públicas  de  cualquiera  clase  y 
categoría  que  sean,  el  intervenir  en  los  actos,  arreglos  y  negocios  concernientes  á  la 
creencia  y  caito  de  los  granadinos ;  y  en  el  artículo  2?  se  establece :  "  que  las 
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respectivas  Iglesias  y  las  congregaciones  de  cualquiera  comunión  que  sean,  serán 
incorporadas  por  una  lev  que  les  dé  carácter  y  personería  para  manejar  sus  rentas, 
bienes  muebles  é  inmuebles,  siempre  que  guarden  las  reglas  establecidas  por  la  ley 
para  adqidrir,  ó  que  hayan  sido  adquiridos  legalmente,  en.  cuva  posesión  se  mantiene 
a  las  que  hoy  existen,  con  absoluta  independencia  de  todo  poder  extraño  y  con 
personería  conforme  á  sus  estatutos. "' 

Todas  estas  premisas  guían  directamente  á  sacar  la  conclusión  legítima  y  nece- 
saria de  que  el  poder  civü  no  puede  mezclarse  en  manera  alguna  en  los  asuntos 
religiosos  ó  relativos  al  culto ;  luego  los  citados  artículos  15  y  16  de  la  ley  de 
Boyacá,  que  factiltan  á  los  cabildos  para  administrar  los  bienes  y  rentas  de  las 
Iglesias,  declarando  que  los  templos,  enseres  y  paramentos  son  propiedad  de  loe 
distritos,  despojan  á  la  comunión  católica  existente  en  los  distritos  parroquiales  del 
mismo  Estado,  de  sus  propiedades,  con  manifiesto  quebrantamiento  del  inciso  5% 
artículo  15  de  la  Consmtución  federal ;  y  por  una  consecuencia  igualmente  lógica^ 
socavan  también  por  sus  cimientos  la  libertad  é  indejpendenda  de  la  Iglesia,  la  cual 
tiene  en  su  propia  constitución  las  provisiones  necesarias  en  lo  relativo  a  la  posesión, 
manejo  é  inversión  de  los  bienes  y  rentas  que  la  piedad  de  los  fíeles  ha  consignado 
para  el  mantenimiento  de  su  culto.  Asi,  en  concepto  de  vuestra  Comisión,  la 
garantía  constitucional  sobre  libertad  religiosa,  sería  letra  muerta  toda  vez  que  las 
autoridades  civiles  pudieran  mezclarse  en  los  negocios  del  culto,  estorbando  ¿  sos 
ministros  el  ejercicio  de  sus  funciones  sagradas.  No  es  esto,  en  verdad,  lo  que  está 
establecido  por  el  artículo  10  de  la  ley  de  17  de  Mayo  de  1864,  sobre  inspección  de 
cultos,  cuando  dice : 

"Los  funcionarios  de  la  Nación  y  de  los  Estados  tienen  el  deber  de  proteger,  en 
el  ejercicio  de  su  culto  respectivo,  á  los  ministros  de  cualquiera  religión,  impidiendo 
todo  acto  que  de  alguna  manera  tienda  á  estorbarles  este  derecho. 

Considerad  ahora,  ciudadanos  Senadores,  la  situación  anormal  y  tirante  en  que 
va  á  quedar  colocado  el  vecindario  religioso  y  esencialmente  católico  del  distrito  de 
Chiquinquirá,  si  el  citado  decreto  del  Cabildo  se  lleva  á  cabo.  Tened  presente  que 
está  acostumbrado  desde  tiempos  muy  remotos,  á  mirar  sus  templos,  sus  estatuas  y 
sus  vasos  sagrados  como  un  santuario  inviolable  y  venerado,  que  á  ninguna  mano 
profana  es  permitido  tocar. 

Por  último,  considerad,  ciudadanos  Senadores,  que,  en  la  hipótesis  de  que  se 
ejecute  tal  decreto,  será  infalible  la  clausura  de  sus  templos  j  la  suspensión  del 
culto  público  por  orden  del  Prelado,  y  que  entonces  un  vecindario  católico  que 
diaria  y  colectivamente  dirige  las  adoraciones  internas  del  alma  al  Ser  Supremo,  y 
que,  prosternado  ante  los  altares,  eleva  sus  preces  al  Dios  de  bondad,  que  fué  tam- 
bién de  sus  mayores,  quedará  privado  de  los  consuelos  inagotables  que  brinda  la 
religión. 

Por  estas  consideraciones,  vuestra  Comisión  os  propone  muy  respetuosamente  el 
siguiente  proyecto  de  resolución : 

El  Senado  de  Plenipotenciarios  declara  que  en  la  resolución  dictada  con  ^ha 
9  de  Mayo  de  1865,  que  declaró  válidos  los  artículos  15  y  16  de  la  ley  de  17  de 
Diciembre  de  1864,  sobre  régimen  de  los  distritos,  expedida  por  la  Asamblea  del 
Estado  S.  de  Boyacá,  quedaron  exceptuados  de  la  administración  de  los  cabildos  los 
templos,  adoratorios  con  sus  enseres  y  paramentos,  bienesy  rentas  que  pertenezcan 
á  una  comunión  religiosa  cualquiera,  á  laxíual,  según  la  Constitución  y  leyes  de  la 
Unión,  corresponden  en  propiedad. 

Ese  proyecto  de  resolución  fué  aprobado  en  la  sesión  de  14  de  Mayo 
de  1866,  con  la  sola  variación  de  introducir  la  palabra  legislatim  después 
de  Asamblea ;  y  de  esa  manera  se  zanjaron  los  gravísimos  inconyenientes 
á  que  daba  lugar  la  imprudentísima  é  infundada  resolución  del  año 
anterior. 

La  mencionada  resolución  de  1866  como  un  acto  reparador  y  de 
estricta  justicia,  intrínsecamente  hablando  es  digna  del  aplauso  de  todos 
los  hombres  buenos ;  pero  no  nos  parece  claro  é  indudable  el  derecho 
que  tenga  el  Senado  para  modificar  ó  revocar  esa  clase  de  resoluciones. 
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6.  Partió  de  Cundinamarca  el  segundo  ataque  á  los  intereses  católicos, 
en  lo  relativo  á  tjementerios.  El  Código  de  policía  de  ese  Estado  con- 
tenía las  siguientes  disposiciones : 

^  Art.  414.  Ningún  cadáver  podrá  inhumarse  dentro  del  recinto  de  una  pobla- 
ción. 

La  inhumación  de  los  cadáveres  se  hará  en  cementerios  establecidos  ó  que  se 
establezcan  fuera  de  las  poblaciones.  Cuando  esto  no  pueda  verificarse,  se  hará  en 
lugares  retirados  de  las  mismas  poblaciones,  con  las  precauciones  necesarias  para 
que  los  cadáveres  no  sean  desenterrados. 

Art.  415.  No  obstante  lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior,  podrán  sepultarse 
los  cadáveres  de  las  monjas  en  oóvedas  construidas  en  las  huertas  de  los  respec- 
tivos monasterios,  siempre  que  las  bóvedas  se  construyan  de  inodo  que  no  naya 
lugar  á  la  infección. 

^  Art.  416.  Los  cementerios  son  de  cargo  de  las  respectivas  congregaciones  reli- 
giosas ;  y  á  ninguna  podrá  obligarse  á  dar  sepultara  en  su  cementerio  á  un  cadáver 
cuando  esto  sea  contrario  á  sus  respectivos  estatutos. 

Art.  417.  Cuando  muera  en  un  distrito  un  individuo  cnyo  cadáver  no  pueda 
ser  sepultado  en  el  cementerio  ó  en  alguno  de  los  cementerios  de  las  congregaciones 
religiosas  que  existan  en  él,  el  Jefe  de  policía  del  distrito  determinará  el  lagar 
en  que  debe  hacerse  la  inhumación,  si  de  antemano  no  se  hubiere  señalado  por  la 
corporación  municipal  un  cementerio  especial  para  los  cadáveres  que  se  hallen  en 
este  caso. 

Tales  disposiciones,  armónicas  con  los  derechos  de  todos,  hubieron  de 
disgustar  á  los  que  no  se  avienen  con  que  las  entidades  católicas  puedan 
gozar  de  lo  suyo ;  tos  cuales,  contando  con  mayoría  en  la  Legislatura 
del  Estado,  expidieron  la  ley  de  10  de  Agosto  de  1868  sobre  adminis- 
tración de  cementerios^  que  dice  asi : 

Art,  1?  La  administración  de  los  cementerios,  como  objeto  de  policía  especial 
de  cada  distrito,  corresponde  á  las  corporaciones  municipales. 
Art.  2f  Se  derogan  los  artículos  415,  416  y  417  del  Código  de  policía. 

El  31  del  mismo  mes  de  Agosto^  el  Hustrísimo  señor  Arzobispo  pidió 
ante  la  Corte  Suprema  la  suspensión  de  esta  ley ;  y  su  solicitud  fué 
coadyuvada  por  el  señor  Procurador,  en  lo  relativo  al  artículo  1? 

En  la  Corte  se  dividieron  los  pareceres.  Tres  de  los  Magistrados 
esturderon  por  la  suspensión,  y  dos  la  impugnaron.  Las  dos  razones 
principales  que  alegaron  los  primeros,  fueron  éstas  : 

1*  Que  el  articulo  1?  de  la  ley  desconoce  en  las  comuniones  religiosas 
el  derecho  de  poseer  cementerios,  y,  de  consiguiente,  las  priva  de  la 

Sropiedad  que  les  reconoció  ú  otorgó  el  artícmo  3?  de  la  ley  de  14  de 
layo  de  1855  j  y 

2^  Que  la  Asamblea  legislativa  de  Cundinamarca,  obrando  dentro 
de  su  esfera  de  acción  constitucional,  no  ha  podido  expedir  la  disposi- 
ción contenida  en  dicho  artículo  1?,  porque  no  puede  despojar  á  las 
personas  ó  entidades  de  sus  propiedades. 

Al  exponer  los  otros  dos  Magistrados  las  razones  de  su  voto,  dijeron 
lo  siguiente : 

La  primera  y  fundamental  consiste  en  el  respeto  que,  por  nuestra  confianza  y 
devoción  al  sistema  político  desarrollado  en  la  Constitución,  tenemos  por  el  poder 
soberano  de  los  Estados.  .  .  • 

De  suerte  que,  según  el  parecer  de  esos  Magistrados,  es  razón  primera 
y  fundamental  para  no  anular  una  ley,  la  devoción  que  profese  el  que 
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deba  anularla  al  sistema  político  que  rija  en  el  pais^  y  su  respeto  por  el 
poder  soberano  de  los  Estados.  ¿  Y  sería  razón  bastante  para  anularla 
la  ojeriza  que  tuviese  al  sistema  político  y  la  desconfianza  al  poder 
de  los'  Estados  P  Nosotros  creemos  que  quien  funda  una  grave  deci- 
sión judicial  en  razones  de  esa  clase,  merece  el  anatema  de  todos  los 
hombres  de  bien. 

Dicen  luego,  que  la  ley  de  Cundinamarca  *^en  nada  se  refirió  al 
derecho  de  propiedad  que  individuos  particulares  ó  comunidades 
pudieran  tener  en  determinados  terrenos  donde  hasta  entonces  se 
hubiesen  inhumado  cadáveres/' 

Ciertamente  1&  ley  de  Cundinamarca  no  usó  la  palabra  propiedad ;  lo 
que  dijo  fué  que  "  la  administración  de  los  cementerios,  como  objeto  de 
policía  especial  de  cada  distrito,  corresponde  á  las  corporaciones  muni- 
cipales.'' Mas  eso  basta  para  que  el  despojo  se  consume,  porque  ¿  de 
qué  le  vale  á  nadie  cjne  lo  llamen  dt^ño  de  una  cosa  si  no  puede  tenerla 
en  su  poder,  ni  admmistrarla,  ni  usar  de  ella  en  manera  alguna  P  Eso 
se  llama  en  derecho  civil  propiedad  nuda,  que  dista  tanto  de  la  propiedad 
plena  como  la  esperanza  de  conseguir  una  cosa  del  goce  real  de  la  cosa 
misma. 

Por  lo  demás,  contra  los  hechos  nada  valen  argucias  de  rábula,  ni 
distinciones  sutiles  y  metafísicas  ;  y  bien  sabido  es  que  en  virtud  de  esa 
ley,  se  apoderó  la  autoridad  civil  de  Cundinamarca  de  los  cementerios 
de  la  comunión  católica. 

Alegaron  también  que  el  asunto  es  de  la  exclusiva  competencia  de  los 
Estados,  y  que  si  la  ley  de  1857  pudo  decir  que  "  los  cementerios  son 
de  cargo  de  las  respectivas  corporaciones  religiosas,"  la  de  1867  ha 
podido  decir  también  que  "  la  administración  de  los  cementerios  corres- 
ponde á  las  corporaciones  municipales." 

Si  se  tratara  de  cementerios  pertenecientes  al  Estado  y  la  ley  tuviera 
por  objeto  arreglar  su  administración,  tendrían  sin  duda  razón  los 
señoree  Magistrados  disidentes ;  pero  el  caso  no  es  ése.  Se  trata  de 
cementerios  pertenecientes  á  la  comunión  católica,  en  los  cuales  el  Estado 
no  puede  intervenir  sino  sólo  para  poner  á  salvo  los  intereses  higiénicos 
del  país.  Cumpla  esa  comunión  los  reglamentos  de  policía  sobre  el 
particular,  y  en  lo  demás  puede  disponer  de  lo  suyo  como  lo  estime 
conveniente,  sin  que  el  Estado  ten^a  derecho  de  intervenir  para  nada  en 
el  asunto.  Todo  lo  que  pase  de  aní,  conculca  los  fueros  de  la  justicia  y 
del  derecho. 

Tan  cegados   estaban  esos  Magistrados,   que  llegaron  hasta  negar 
que  la  comunión  católica  fuera  persona  jurídica,  y  que  el  Ilustrísimo 
señor  Arzobispo  pudiese  representarla. 
■   En  seguida  se  expresan  de  esta  manera  : 

La  Asamblea  de  este  Estado  yió  por  esa  faz  la  cuestión,  y  considerando  loe 
cementerios  como  re*  nuUius,  6  como  pertenecientes  al  Estado,  dispuso  ponerlom 
á  cargo  de  las  corporaciones  religiosas  y  no  habló  más  de  pertenencia. 

Si,  pues,  no  hay  quien  pueda  reclamar  la  propiedad  de  la  cosa,  ¿  cómo  prooedéar 
á  suspender  una  ley  por  sólo  el  temor  de  que  ella  ofenda  un  derecho  hipotético» 
no  preestablecido  ni  probado  P 

En  el  Código  de  policía,  á  que  se  alude  en  el  primero  de  los  áom 
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párrafos  trascritos,  no  se  encuentra  cosa  alguna  que  sirva  de  apoyo  á  lo 
que  afirman  los  señores  Magistrados.  Al  contrario^  allí  se  habla  de 
cementerios  de  las  congregaciones  religiosas;  es  decir^  pertenecientes  á 
dichas  entidades.  Mas^  suponiendo  que  la  Asamblea  hubiera  conside* 
rado  realmente  los  cementerios  como  pertenecientes  al  Estado^  ¿  prueba 
eso  por  ventura  que  lo  fueran  en  realidad  P 

¿  X  de  dónde  deducen  los  señores  Magistrados  que  no  había  quien  pudie- 
se reclamar  la  propiedad  de  la  cosa,  y  que  el  derecho  de  la  comimión 
católica  era  hipotético,  no  preestablecido  ni  probado?  ¿No  fueron 
construidos  esos  cementerios  por  la  comunión  católica^  para  su  uso 
exclusivo?  jKo  estuvo  en  posesión  de  ellos  desde  su  construcción 
hasta  que  le  lueron  arrebatados  violentamente  P  ¿  No  fué  reconocido 
su  derecho  de  dominio,  repetidas  veces,  por  leyes  claras  y  terminantes  ? 
Si  eso  es  apenas  im  derecho  hipotético,  ¿  que  será  lo  que  se  entiende  por 
un  derecho  efectivo  P 

Aseguran  después  que  tampoco  hay  violación  de  la  libertad  religiosa 
y  que  la  ley  de  Cundmamarca  ha  hecho  lo  mejor^  '^  sobre  todo  después 
de  haber  palpado  que  la  intolerancia  unas  veces^  y  otras  la  prosecución 
de  miras  mundanas,  exponen  las  poblaciones  á  la  infección  por  rehusar 
la  sepultura  á  los  cadáveres  no  solamente  de  los  que  no  fueron  católicos, 
sí  que  también  de  los  católicos  que  por  cualquiera  causa,  por  respetable 
que  fuera,  como  obedecer  las  leyes  de  la  Kepública,  incurrieron  en  el 
desagrado  de  los  ministros  de  su  religión ;  con  lo  cual^  digámoslo  de 
paso,  se  violaría  el  mismo  derecho  de  propiedad  que  ahora  se  implora, 
pues  que  siendo  católicos  serian  comimeros  en  la  pertenencia  de  esos 
icementerios  ;  y  si  la  propiedad  viene  de  una  ley  civil,  no  puede  perderse 
sino  por  los  medios  que  la  misma  ley  haya  establecido.  ..." 

Motivos  sobrados  hay  para  extrañar  que  Magistrados  de  la  Corte 
Suprema  federal,  que  deben  ser  hombres  de  vastos  conocimientos 
jurídicos^  de  calma  imperturbable,  y  de  circunspección  y  mesura,  se 
dejen  arrebatar  por  las  malas  pasiones  hasta  hacerse  eco  de  calumnias 
vulgares,  y  avanzar  conceptos  que  no  harían  honor  á  un  estudiante  de 
segundo  año  de  jurisprudencia. 

¿  Dónde  se  han  visto  epidemias  provenientes  de  la  prohibición  indebida 
de  inhumar  cadáveres  en  los  cementerios  de  la  comunión  católica  ?  ¿  Desde 
cuándo  tienen  los  señores  Magistrados  el  derecho  de  calificar  la  justicia 
ó  injusticia  con  que  la  autoridad  eclesiástica  prohiba  ó  permita  la  sepul- 
tura eclesiástica  P  ¿  Quién  los  ha  constituido  á  ellos  en  legisladores  de 
la  Iglesia P  ¿En  qué  código  han  aprendido  la  peregrina  doctrina  de 
que  los  miembros  de  las  comunidades  religiosas  tenían  en  los  bienes  de 
su  comunión  los  derechos  de  los  comuneros  sobre  la  cosa  común  P  ¿  No 
1^  ha  dejado  su  odio  á  la  Iglesia  el  tiempo  necesario  para  aprender  que  ' 
toda  comunión  religiosa  forma  una  persona  jurídica  esencialmente  dis- 
tinta de  la  persona  natural  de  cada  uno  de  sus  miembros  P  ¿  Dónde 
han  visto  que,  ni  aun  en  las  sociedades  anónimas^  pueda  ningún  socio 
ejecutar  sobre  una  cosa  de  la  sociedad^  alguna  de  los  derechos  que  el 
comunero  tiene  respecto  de  la  cosa  común  P  Con  razón  se  ha  dicho  que 
nada  hay  más  ciego  que  el  odio ;  y  en  verdad  que  es  frenético  el  que 
alsrunos  tienen  á  la  Iglesia  en  nuestro  país.  A  t 
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Veamos,  por  áltimo,  otra  de  las  observaciones  de  los  señores  Magis- 
trados. Después  de  asegurar  que  los  primeros  cristianos  no  tuvieron 
cementerios  propios,  agregan  lo  siguiente : 

.  .  .  En  el  régimen  Je  la  prescindencia  del  Gobierno  sobre  las  cuestiones 
religiosas,  el  asunto  es  de  mncna  significación.  En  tal  caso  es  forzoso  asegurar 
nn  cementerio  universal,  y  volver  á  los  tiempos  de  Roma,  antes  de  la  unión  de  la 
Iglesia  j  el  Estado,  en  los  cuales  hemos  visto  que  todos  los  cadáveres  de  paganos 
y  de  cristianos  iban  á  un  cementerio  común.  ... 

¿  De  dónde  pueden  deducir  los  señores  Magistrados  que  en  el  caso  de 
separación  de  la  Iglesia  y  el  Estado,  es  forzoso  asegurar  un  cementerio 
universal  ?  ¿  Qué  inconveniente  hay  para  que  las  entidades  religiosas 
tengan  cada  una  el  suyo  y  otro  la  autoridad  política^  para  los  cadáveres 
que  no  sean  admitidos  en  aquéllos  ?  Eso  fué  lo  que  se  mandó  en  1855 
y  1857 ;  y  porque  la  autoridad  publica  no  cumplió  con  su  deber  en  el 
particular,  se  echa  ahora  sobre  los  cementerios  católicos,  para  turbar  las 
conciencias,  producir  conflictos  y  ejercer  el  ingrato  papel  de  verdugo 
de  los  buenos. 

La  discordancia  de  pareceres  éntrelos  Magistrados  de  la  Corte  Suprema 
federal  impidió  que  pudiese  suspenderse  la  ley  referida,  y  el  asunto 
pasó  al  Senado  para  su  decisión  definitiva. 

Sometido  el  asunto  á  una  Comisión  de  cinco  miembros,  no  pudieron 
ponerse  de  acuerdo  acerca  de  lo  que  debieran  informar.  Dos  de  ellos 
opinaron  por  la  nulidad,  y  los  otros  tres  por  la  validez ;  bien  que  uno 
de  estos  últimos  presentó  su  exposición  por  separado,  en  razón  de  no 
haberse  podido  poner  de  acuerdo  con  sus  compañeros  respecto  de  la 
exposición  de  los  fundamentos  de  su  común  parecer. 

Vamos  á  insertar  algunos  fragmentos  de  dichos  informes,  procurando 
escoger  aquellos  en  que  se  aduzcan  razones  que  no  hayamos  dado  á 
conocer  á  nuestros  lectores  hasta  ahora.  Principiaremos  por  "el  délos 
Senadores  que  sostuvieron  la  validez.  Después  de  una  especie  de  exor- 
dio ó  introducción,  dicen : 

Los.  derechos  individuales  qne  reconoce  el  artículo  15  de  la  Constitución,  son 
garantizados  por  el  Gobierno  general  y  por  los  Grobiernos  de  los  Estados  á  los 
individuos  que  sean  capaces  de  dichos  derechos,  ó  no  estén  privados  de  ellos  por 
ministerio  de  la  ley. 

La  libertad  in(£TÍdual  y  la  seguridad  personal,  por  ejemplo,  se  pierden  por 
pena,  conforme  á  las  leyes,  y  no  pueden  ser  reclamadas  por  los  individuos  á  quienei» 
la  autoridad  pública  detiene  ó  impone  la  pena  de  prisión. 

Si  los  7?ior>Howefi  ó  los  disidas  aparecieran  en  Colombia,  no  podrían  reclaínar 
el  ejercicio  libre  de  su  respectiva  religión  porque  la  práctica  de  ella  sería  incompa- 
tible con  la  paz  pública  y  las  garantías  de  los  demás  individuos. 

La  incapacidad  de  ías  comunidades,  asociaciones  y  entidades  religiosas  para 
adquirir  bienes  raíces,  es  un  canon  en  nuestra  asociación  política :  es  el  primero  de 
los  deberes  que  han  contraído  los  Estados,  expresado  en  el  artículo  6"  con  estas 
terminantes  palabras  :  "Los  Estados  convienen  en  consignar  en  sus  constituciones 
y  en  su  legislación  civil  el  principio  de  la  incapacidad  de  las  comunidades»  cor- 
poraciones, asociaciones  y  entidades  religiosas,  para  adquirir  bienes  raices,  y  en 
consagrar,  por  punto  general,  que  la  propiedad  raíz  no  puede  adquirirse  con  %iro 
carácter  que  el  de  enajenable  y  divisible  á  voluntad  exclusiva  del  propietario,  y 
de  trasmifiible  á  los  herederos  conforme  al  derecho  común.** 

Es,  pues,  evidente  que  si  la  ley  de  algún  Estado  permitiese  adquirir  bienes 
raíces  á  alguna  congregación  ¿  entidad  religiosa,  esa  ley  sería  eojUraria  á  2* 
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Oonsiñiición,  y,  por  consiguiente,  sería  suspendida  por  la  Corte  Suprema  federal 
7  anulada  por  el  Senado. 

De  manera  que  todo  a^to  legislativo  de  los  Estados  que  reconozca  directa  6 
indirectamente  la  incapacidad  de  las  entidades  religiosas  para  adquirir  bienes 
nuces,  es  an-eglado  al  artículo  6*  de  la  Constitución,  y  de  consiguiente,  no  puede 
ser  suspendido  ni  anulado  i)or  los  poderes  federales. 

Lias  entidades  religiosas  no  pueden,  pues,  reclamar  la  garantía  consignada  en  el 
inciso  6?  del  artículo  15  de  la  Constitución  porque  son  incapaces  del  derecho  decla- 
rado en  dicho  artículo ;  y  el  señor  Arzobispo,  reclamando  en  nombre  de  una  entidad 
religiosa  el  derecho  de  propiedad  en  una  finca  raíz,  ha  hecho  una  solicitud 
inoficiosa. 

Todo  ese  castillo  levantado  con  tantos  trabajos  y  tantos  esfuerzos, 
viene  al  suelo  con  esta  sencilla  observación :  no  se  trata  de  adquirir 
bienes  raíces,  sino  de  conservar  los  que  se  tenían  desde  mucho  tiempo 
otras;  y  la  ley  de  Cundinamarca  no  tiene  por  objeto  impedir  una 
adquisición  inconstitucional  de  bienes,  sino  arrebatar  inconstitucional- 
mente  algunos  de  los  que  pertenecen  á  las  entidades  religiosas. 

Dicen  luego  que  la  ley  de  14  de  Mayo  de  1855  no  está  vigente;  y 
que  ella  sólo  reconoce  el  derecho  de  los  católicos  á  ser  enterrados  en  los 
cementerios.  El  tenor  literal  de  la  ley  es  éste :  "  Los  cementerios 
reconocidos  como  de  la  comunión  católica  y  bendecidos  por  sus  ritos, 

SERÁN  DE   LA   EXCLUSIVA  PERTENENCLi   DE   ESA  COMUNIÓN.''      Do   esto  al 

simple  derecho  de  ser  enterrados  en  los  cementerios  hay  alguna  diferen- 
cia, si  no  estamos  engañados. 

Para  que  se  vea  el  espíritu  de  hostilidad  á  la  Iglesia  de  que  están 
animados  esos  Senadores,  insertaremos  los  siguientes  fragmentos,  aunque 
no  se  rozan  directamente  con  la  cuestión  que  se  ventila  : 

Si  la  libertad  religiosa  comprendiera  la  obediencia  á  los  cánones  de  la  Iglesia 
católica,  desaparecería  el  poder  civil,  porque  la  jurisdicción  de  aquélla  comprende 
todos  los  casos  en  que  se  cometa  ó  pueda  cometerse  algún  pecado  ;  y  razonando 
sobreestá  tesis,  difícilmente  se  encontraría  algún  hecho  o  algún  objeto  que  no 
estuviera  bajo  el  dominio  de  la  Iglesia  católica. 

Los  cánones  de  esta  comunión,  dictados  en  la  época  en  que  los  Papas  y  Obispos 
gobernaban  la  Europa  bárbara,  no  han  sido  reformados  como  lo  ha  exigido  el 
derecho  púbHco  del  siglo  en  que  vivimos,  y  de  aquí  resulta  esa  lucha  constante 
entre  la  Tiara  y  la  soberanía  de  las  naciones. 

Profunda  ignorancia  ó  notoria  mala  fe  se  necesita  para  poder  afirmar 

3ue  la  verdadera  libertad  de  la  Religión  católica  llevaría  consigo  la 
esaparición  del  poder  civil.  La  Iglesia  no  exige  sino  aquello  que  se  le 
debe  de  derecho,  y  que  no  puede  negársele  sin  cometer  una  marcada 
injusticia.  Su  admirable  organización  se  amolda  perfectamente  á  la 
existencia  de  todas  las  formas  de  gobierno  y  á  todas  las  combinaciones 
posibles  para  el  ejercicio  del  poder  público ;  y  la  santidad  y  la  pureza 
de  su  doctrina  la  hacen  esencial  y  admirablemente  l^enéfica  para  todos 
los  países^  en  todas  las  situaciones  imaginables.  Los  conflictos  con  las 
potestades  del  siglo  vienen  siempre  de  que  éstas  quieren  esclavizarla  y 
negarle  sus  más  claros  é  indisputables  derechos. 

Sobre  la  inmutabilidad  de  los  cánones  hay  que  hacer  una  advertencia. 
Si  por  cánones  entienden  los  Senadores  de  la  Comisión  los  dogmas^  no 
es  cierto  que  fiteran  dictados  en  la  edad  media.  Se  remontan  á  la 
fuente  misma  de  la  Beligíón,  y  por  su  naturaleza  y  por  su  esencia  son 
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mmutables  como  Dios  mismo,  de  quien  emanan.  Si  lo  <Jue  quieren 
significar  con  la  palabra  cánones  son  las  leyes  disciplinarias,  afirman  dos 
inexactitudes :  la  primera,  que  daten  de  la  época  en  que  los  Papas  y 
Obispos  gobernaban  la  Europa  bárbara,  porque  las  leyes  de  disciplina 
de  la  Iglesia  se  remontan  también  basta  su  origen ;  y  la  segunda,  que 
no  se  hayan  reformado,  pues,  por  el  contrario,  se  han  modificado  de  la 
manera  que  lo  han  exigido  los  tiempos,  las  necesidades  y  las  circuns- 
tancias particulares  de  cada  país. 

Entran  en  seguida  en  algunas  disertaciones  sobre  el  respeto  que 
merecen  los  cadáveres,  y  afirman  que  siempre  la  lev  ha  señalado  los 
cementerios,  y  lá  Religión  los  ha  bendecido ;  que  la  iglesia  ha  preten- 
dido derecho  á  ellos,  pero  que  lo  tiene  mejor  la  autoridad  civil;  y 
agregan : 

En  todos  los  asuntos  mixtos,  es  preciso  fijar  los  límites  de  cada  potestad.  La 
Iglesia  católica  eleva  sus  preces  por  las  almas  de  los  que  mueren  en  bu  seno,  honra 
y  bendice  sus  cadáveres,  como  también  los  lugares  donde  son  depositados,  y  en 
estos  actos  obra  dentro  de  su  esfera  legítima  y  natural.  Pero  las  operaciones  de 
inhumación  y  conservación  de  los  cadáveres  y  guarda  de  los  lugares  donde  están 
depositados,  corresponden  y  deben  corresponder  á  la  autoridad  civil 

Todo  eso  sería  tal  vez  muy  bueno  y  muy  corriente,  si  en  nuestro  país 
hubieran  pasado  así  las  cosas ;  pero  aquí  han  pasado  de  otra  manera. 
No  fué  la  potestad  civil  sino  la  comunión  catóhca  quien  construyó  los 
cementerios,  quien  los  administró  á  su  voluntad  y  quien  disfruto  de 
ellos ;  en  una  palabra,  quien  tuvo  el  pleno  dominio  y  la  tranquila  y 
p^acífica  posesión  de  ellos,  hasta  que  fueron  arrebatados  por  la  autoridad 
civil,  sin  derecho  alguno.  ¿  Que  mérito  tiene,  pues,  entre  nosotros  la 
circunstancia  de  que  en  otros  países  las  cosas  hayan  sucedido  de 
otra  manera  ?  Si  en  alguna  parte  el  poder  temporal  es  dueño  de  los 
cementerios,  que  los  administre  como  á  bien  tenga ;  aquí,  que  lo  es  la 
comunión  católica,  que  los  disfrute  y  administre  ella  á  su  voluntad,  de 
manera  que  no  comprometa  la  salubridad  pública.  Esto  es  lo  único 
razonable  :  lo  que  pase  de  ahí  es  injusticia  patente. 

El  informe  termina  con  estas  palabras  : 

La  ternura  paternal,  la  piedad  de  los  hijos,  los  vínculos  sagrados  de  los  esposos, 
el  amor  j  la  gratitud  exicen  que  los  despojos  humanos  de  los  seres  que  nos  han 
sido  queridos  reposen  en  los  lugares  mismos  donde  se  veneran  las  reliquias  de 
nuesin-os  antepasados,  deudos  yl^enef actores. 

El 'Corazón  numano  exige  estas  complacencias  y  justo  es  satisfacerlo. 

De  lo  expuesto,  vuestra  Comisión  na  concluido  que  la  ley  de  16  de  Agosto, 
tantas  veces  citada,  no  es  contraria  á  la  Constitución  ni  ¿  las  leyes  de  la  Bepú- 
blica,  Y,  en  consecuenóia,  os  propone  el  siguiente  proyecto  de  resolución  : 

El  Secado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atribución  que  le  confiere  el 
artículo  51  de  la  Constitucióu,  declara  valida  la  ley  de  10  de  Agosto  de  1868  sobre 
administración  de  los  cementerios  expedida  por  la  Asamblea  del  Estado  de 
Cundinamarca,  en  cuanto  no  comprende  los  cementerios  de  propiedad  particular. 

Esta  última  parte  indica  que  el  objeto  principal  de  la  medida  de 
apoderarse  de  los  cementerios  de  la  comunión  católica,  fué  el  de  hacer 
enterrar  en  ellos  individuos  á  quienes,  según  las  leyes  de  la  Iglesia, 
debe  excluirse  de  ese  recinto  sagrado.  Si  hay  algo  más  repugnante 
que  la  injusticia  misma^  es  el  objeto  con  que  se  cometió. 

Si  tan  importante  es  satisfacer  las  exigencias  del  corazón  humano, 
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que  para  ello  puede  llegarse  hasta  vulnerar  los  fueros  de  la  justicia, 
¿cómo  no  ecnó  de  ver  la  Comisión  que  las  e:&igencLas  mismas  del 
corazón  humano  se  encuentran  en  esta  vez  del  lado  de  la  nulidad  de  la 
ley  P  En  efecto^  si  es  doloroso  para  toda  familia  que  alguno  de  sus 
miembros  sea  rechazado  del  lugar  santo  donde  reposan  los  restos  de  sus 
antepasados^  mucho  más  doloroso  debe  serle  la  profanación  continua  y 
constante  de  ese  mismo  lu^ar  santo,  por  la  repetida  violación  de  las 
leyes^  fueros  y  derechos  de  la  Religión  y  de  la  iglesia,  cometida  por  el 
poder  civil,  sin  más  título  que  la  fuerza  bruta. 

Veamos  ahora  un  fragmento  del  informe  del  Senador  que  opinó  por 
la  validez  de  la  ley,  y  discrepó  en  cuanto  á  la  exposición  de  los  motivos. 
Después  del  preámbulo  y  disculpas  de  estilo,  dice  lo  siguiente : 

La  ley  del  Estado  de  Cundinamarca,  objeto  de  la  reclamación,  es  estrictamente 
constitucional,  y  no  viola,  en  mi  concepto,  ninguna  de  las  garantías  de  los  colom- 
bianos, pues  que  en  ninguna  de  sus  disposiciones  afecta  los  derechos  adquiridos, 
ya  sea  por  la  comunión  católica  en  el  libre  ejercicio  de  su  culto  y  en  el  de  pro- 
piedad  sobre  los  cementerios  consagraos,  ya  sea  por  los  particulares  y  demás 
sectas  disidentes.  La  referida  ley  dispone  cómo  deben  ser  administrados  en  lo 
sucesivo  los  cementerios,  y  á  nadie  despoja  de  derechos  adquiridos,  ni  en  parte 
alguna  comprende  los  cementerios  que  actualmente  son  administrados  por  cató- 
licos, protestantes  etc.,  por  lo  cual  oreo  ^ue  no  debe  accederse  á  la  solicitud  del 
reyerendo  señor  Arzobispa  Si  en  la  aphcación  de  esta  ley,  estos  derechos  que  se 
creen  existentes,  fueren  vulnerados  por  las  autoridades  de  Cundinamarca,  los  Tri- 
bunales del  Estado  son  los  competentes  para  decidir  el  asunto  y  no  el  Senado. 

Ciertamente  no  podemos  entender  cómo  es  que  se  sostiene  que  la 
ley  no  comprende  los  cementerios  de  las  entidades  religiosas,  cuando 
habla  en  general  de  cementerios  sin  excepción  alguna,  y  atribuye  su 
administración  á  los  cabildos.  Si  arrebatarle  á  uno  el  Gobierno  sus 
cosas  para  administrarlas  él  á  su  voluntad  y  á  su  capricho  no  es  despojo, 
no  sabemos  qué  es  lo  que  pueda  significar  esta  palabra;  pero  de  este 
punto  hemos  tratado  ya  en  otro  lugar,  y  debemos  evitar,  en  lo  posible^ 
repeticiones. 

Para  acabar  de  ilustrar  la  materia,  insertaremos  ahora  la  parte  tercera 
del  informe  que  presentaron  los  áos  Senadores  que  opinaron  en  favor  de 
la  anulación.  Las  otras  partes  las  omitimos^  porque  ya  hemos  hablado 
de  los  puntos  que  en  ellas  se  tocan.  La  i*eferida  parte  tercera  dice 
así: 

Dicho  artículo  (el  15  de  la  Constitución  nacional)  en  el  inciso  citado  (el  16)  se 
expresa  así :  '*  Es  base  esencial  é  invariable  de  la  Unión.  ...  La  profesión  Ubre, 
pública  ó  privada,  de  cualquiera  reli£^ón,  con  tal  que  no  se  ejecuten  hechos  incom- 
patibles con  la  soberanía  nacional,  o^que  tengan  por  objeto  turbar  la  paz  púbHca." 

Profesar  una  religión  es  no  sólo  ejercerla,  sino  confesar  y  reconocer  y  seguir  su 
doctrina :  ésta,  entre  los  católicos,  viene  de  su  divino  fundador,  y  por  su  mandato, 
el  de  los  concilios  y  el  de  los  jefes  á  quienes  dio  potestad  de  dirigirla  y  gobernarla, 
la  intervención  de  la  Iglesia  en  las  preces  de  los  difuntos  y  en  los  lugares  en  que 
deben  sepultarse.  Estos  lugares  deben  ser  consagrados  por  los  Obispos :  en  ellos 
se  prohiben  adornos  y  juegos  profanos :  en  ^llos  se  presentan  los  cristianos,  en  varios 
días  del  año,  á  implorar  con  sus  oraciones  por  el  descanso  de  los  muertos ;  y  son 
por  esto  considerados  como  accesorios  de  las  iglesias. 

Véanse  si  no  las  leyes  del  título  13,  partida  1^  que  así  lo  disponen,  fundada^  en 
las  doctrinas  canónicas,  ó  sea  en  los  estatutos  que  en  sus  notas  se  citan.  Y  si  tal 
es  el  carácter  de  los  cementerios ;  si  este  carácter  lo  mandó  guardar  la  real  cédula 
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de  3  de  Abril  de  1787  para  respetar  las  disposiciones  canónicas ;  si  por  esta  misma 
real  cédula  su  costo  debía  hacerse  con  las  rentas  de  las  Iglesias  y  con  los  diezmos, 
¿  quién  podrá  dudar  que  los  cementerios,  por  su  consagración  y  respeto,  á  la  manera 
de  las  Iglesias,  con  necesarios  para  la  profesión  y  ejercicio  del  culto  ? 

Su  institución  es  tan  antigua  casi  como  el  cristianismo.  Ensebio,  en  su 
Historia  eclesiástica,  libro  7%  capítulo  11,  lo  dice  asi  y  lo  confirman  todos  los 
historiadores  profanos  y  eclesiásticos,  pues  todos  refieren  que  los  cuerpos  de  los 
cristianos,  por  pena  ó  por  respeto  á  los  dioses  del  paganismo,  eran  excluidos  de  los 
cementerios,  botados  en  los  campos  ó  á  las  aguas  para  <jue  sirviesen  de  pasto  á  las 
fieras  ó  á  los  peces  y  que  de  allí  los  recogían  los  cristianos,  cuando  podían,  para 
sepultarlos  en  sus  cementerios,  que  eran  en  los  mismos  lugares  donde  se  reunían  á 
orar.  ¿  Qué  de  extraño  tiene,  pues,  su  institución  y  que  se  hayan  dedicado  á  la 
exclusiva  sepultura  de  los  correligionarios  ? 

Las  leyes  romanas,  en  tiempo  del  paganismo,  declaraban  sagrado  el  ca^po  donde 
se  enterraba  un  hombre,  ó  por  lo  menos  su  cabeza,  y  prohibían  labrarlo  ó  cultivarlo : 
todas  las  naciones  paganas  tributaban  profundo  respeto  a  los  muertos  y  sus  sepul- 
turas ;  á  y  tiene  algo  de  extraño  que  los  cristianos,  los  que  creemos  en  la  resurrección 
y  que  en  el  día  final  nuestras  almas  se  han  de  volver  á  unir  á  los  mismos  cuerpos 
que  en  vida  mortal  animaron,  profesemos  ese  mismo  respeto  y  aun  mayor  al  sitio 
destinado  á  guardar  esos  cuerpos  P  ¿  Esos  sitios  no  son  el  recuerdo  constante  de 
uno  de  los  m&  grandes,  de  los  más  adorables  misterios  de  nuestra  creencia  ?  ¿  Cómo, 
pues,  negar  que  ésta  se  ataca  atacándolos  para  confundir  en  uno  los  restos  de 
todos,  católicos  y  no  católicos,  para  profanarlos  é  impedir  las  preces  de  la  Iglesia  ? 

Los  Estados  Unidos  del  Norte,  país  que  tenemos  por  modelo  por  la  semejanza 
de  instituciones,  país  en  que  el  Gobierno  no  tiene  religión  y  en  que  la  tolerancia 
es  una  realidad,  nos  enseña  lo  que  en  este  caso  debemos  practicar.  Allí  cada 
religión  que  quiere,  tiene  su  cementerio  costeado  por  ella  :  en  ese  cementerio  se 
admiten  sólo  los  cadáveres  de  los  que  tienen  derecho  á  sepultura,  conforme  á  sus 
ritos,  y  la  autoridad  pública  provee  de  cementerios  para  los  que  no  quieren  ó  no 
pueden  ser  llevados  a  los  de  las  respectivas  congregaciones  religiosas.  Esta  doc- 
trina es  la  justa,  porc[ue  se  respetan  los  derechos  de  todos  y  se  provee  á  la  necesidad 
común ;  y  esta  doctrina,  ordenada  por  el  artículo  4?  de  la  ley  de  10  de  Mayo  de 
1855  y  confirmada  por  los  artículos  414  y  417  del  Código  de  policía  del  Estado,  es  la 
que  quiere  suplantarse  con  la  consignada  en  la  ley  de  cuya  anulación  se  trata. 

Pero  no  sólo  los  Estados  Unidos  la  profesan :  la  profesan  todas  las  naciones,  y 
todas  procuran  asegurarla  en  los  tratados  de  amistad  que  celebran.  Entre  nosotros 
pueden  verse  los  ajustados  con  Francia,  país  católico,  y  con  Inglaterra,  protestante. 
En  el  artículo  7?  del  primero,  su  fecha  27  de  Enero  de  1857,  se  lee  : 

"  Los  granadinos  en  Francia  y  los  franceses  en  la  Kueva  Granada  gozarán  áe 
perfecta  é  ilimitada  libertad  de  conciencia,  3i|podrán  ejercer  su  culto,  publica  6  pri- 
vadamente, en  los  templos  ó  capillas  destinados  á  las  funciones  religiosas,  ó  en  el 
interior  de  sus  casas,  conforme  al  'sistema  de  tolerancia  establecido  en  ambo8 
países.  Tendrán  asimismo  la  libertad  de  enterrar  los  muertos  en  los  cementerios  dé 
su  commiión  religiosa,  6  en  los  que  ellos  designen  6  establezcan  con  asenUmienio  de 
las  autoridades  locales ;  y  las  sepulturas  no  podrán  ser  trastornadas,  ni  intemím- 
pidas  las  ceremonias  rehaiosas  de  inhuma/n^ón  6  exhumación,  de  nin^na  manera 
ni  bajo  ningún  pretexto. 

Esto  mismo  en  esencia,  y  acaso  con  las  mismas  palabras,  se  lee  en  el  segundo 
(art.  15),  su  fecha  16  de  Febrero  de  1866;  y  así  se  lee  en  los  tratados  con  los  Esta- 
dos Unidos  de  12  de  Diciembre  de  1846  (arfc.  14)  y  en  varios  otros. 

Si,  pues,  tal  doctrina  está  consagrada  por  nuestro  derecho  público  ;^  si  por  ella 
se  aceptó  el  principio  de  que  hace  parte  del  culto  lo  relativo  á  cementerios ;  y  si  no 
puede  alterarse,  como  la  ley  en  cuestión  la  altera,  sin  exponemos  á  reclamaciones 
diplomáticas,  es  fuera  de  dudíi  que  la  ley  en  cuestión  ataca  la  libertad  religiosa 
garantizada  por  la  Constitución  y  por  los  tratados  ajustados  por  la  Nación,  y  qne 
para  ella  son  leyes  que  los  Estados  deben  cumplir  y  respetar. 

En  resumen,  pues,  el  derecho  que  los  catóhcos  tienen  por  su  culto  á  tener  4  su 
cargo  los  cementerios  bendecidos  por  sus  ritos  y  costeados  por  ellos,  es  claro  ;  y 
como  lejos  de  ser  este  hecho  contrario  á  la  soberanía  nacional  ó  á  la  paz  pública. 
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es  consagrado  por  la  Constitución  y  por  la  ley,  viene  á  ser  innegable  que  la  mencio- 
nada ley  pugna  con  el. inciso  16,  articulo  15  de  dicha  Constitución. 

Sí  después  de  oír  razones  como  las  que  se  han  expuesto  para  demostrar 
la  nulidad  de  la  ley^  y  de  hacerse  cargo  de  la  futilidad  de '  las  que 
hacen  valer  los  otros  miembros  de  la  Comisión,  saben  nuestros  lectores 
que  el  Senado  se  adhirió  á  estos  últimos,  y  declaró  válida  la  ley  impug- 
nada,  tendrán  motivo  suficiente  para  admirarse  del  odio  que  animaba  á 
la  mayor  parte  de  los  miembros  de  esa  corporación  contra  la  comunión 
católica ;  porque  es  de  aquellas  cuestiones  en  que  no  puede  admitirse 
como  dificulpa  ni  la  i^orancia^  ni  la  ligereza,  ni  el  impulso  de  las 
pasiones,  ni  el  cansancio,  ni  ninguna  de  las  otras  pequeñas  flaquezas  de 
IOS  cuerpos  colegiados  que  explotan  á  veces  las  gentes  intrigantes  y 
fraudulentas. 

Así,  contra  toda  razón,  contra  todo  derecho,  contra  toda  justicia,  fué 
privada  de  sus  cementerios  la  comunión  católica  en  Gundinamarca,  no 
obstante  las  terminantes  disposiciones  de  la  Constitución  y  de  las  leyes 
nacionales  que  la  favorecían  de  lleno. 

Esta  resolución  vino  á  quedar  en  patente  y  manifiesta  contradicción 
con  la  de  14  de  Mayo  de  1866,  relativa  á  la  ley  de  Boyacá  de  que 
tratamos  antes;  pues  la  una  declaró  que  los  cementerios  católicos 
debían  ser  administrados  por  los  cabildos,  y  la  otra  los  exceptuó  expresa- 
mente de  esa  administración. 

7.  Tócale  ahora  su  turno  al  Estado  de  Santander.  El  23  de  Octubre 
de  1874  se  expidió  la  ley  51  de  policía,  que  contiene  las  disposiciones 
siguientes : 

Art.  1?  Las  corporaciones  municipales,  inmediatanaente  después  de  publicada  la 
presente  ley,  procederán  á  designar  el  lugar  que  debe  servir  para  cementerio  en 
cada  distrito  o  caserío,  y  una  vez  becba  esta  designación,  qnedan  prohibidas  las 
inhumaciones  en  lugares  diversos  del  señalado. 

Art.  2?  Corresponde  al  Cabildo  la  administración  de  los  cenaenterios,  y  es  de  su 
deber  dictar  todas  las  disposiciones  conducentes  á  su  conservación,  ornato  y  aseo. 

Art.  3?  Quedan  derogados  los  artículos  375,  377,  379,  380  y  381  del  Código  de 
poHcía. 

Como  se  ye,  aquí  son  ya  rsfás  injustificables  las  pretensiones  del 
poder  temporal ;  pues  no  contento  con  abrir  á  las  corporaciones  munici- 
pales la  puerta  para  apoderarse  de  los  cementerios  de  los  católicos^ 
señalándolos  al  efecto  como  cementerios  del  distrito  ó  caserío  respectivo, 
establece  la  prohibición  de  inhumar  cadáveres  en  otros  lugares  diversos 
del  señalado. 

De  suerte  que  aun  en  el  caso  de  que  las  municipalidades  no  arreba- 
taran sus  cementerios  á  los  católicos,  y  construyesen  otros  por  su  propia 
cuenta,  el  conflicto  tenía  que  llegar  porque  la  ley  prohibía  continuar 
haciendo  uso  de  cualquier  otro  cementerio  diverso  del  que  señalara  la 
municipalidad. 

Kdióse  la  suspensión  y  anulación  de  tan  atentatoria  ley,  por  ser 
opuesta  á  las  garantías  de  la  libertad  religiosa,  de  la  libertad  individual 
y  de  la  propiedad,  lo  cual  se  demostró  en  un  extenso  y  razonado 
memorial,  en  el  que  se  defendieron  con  brío  y  entereza  los  derechos  de 
loe  católicos,  que  ciertamente  eran  incontestables. 

El  señor  Procurador  general  de  la  Nación  en  una  larga,  difusa  y 
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pesada  exposición^  trató  de  probar  que  la  libertad  religiosa  no  es  otra 
cosa  que  una  de  las  manifestaciones  de  la  libertad  individual^  sujeta,  por 
lo  mismo,  á  todas  las  trabas  y  restricciones  establecidas  para  ésta ;  que 
la  cuestión  de  inhumación  no  es  religiosa  sino  de  pura  policía ;  que  la 
Corte  y  el  Senado  pueden  suspender  y  anular  las  leyes  que  á  su  juicio 
hieran  la  garantía  de  la  libertad  individual ;  y  que  no  hay  peligro  de 
que  la  Corte  ó  el  Senado  suspendan  y  anulen  leyes  constitucionales.. 

Á  pesar  de  eso,  el  señor  Procurador  tuvo  que  terminar  coadyuvando 
la  petición  de  suspensión,  porque  era  patente  que  la  obligación  impuesta 
á  los  deudos  de  un  £nado  de  inhumar  su  cadáver  en  cierto  y  determi- 
nado lugar,  con  exclusión  de  cualquiera  otro,  no  podía  menos  de  afectar 
hondamente  el  derecho  de  la  libertad,  que  permite  hacer  lo  que  no  cause 
perjuicio  á  tercero  ó  á  la  comunidad. 

La  Corte  consideró  el  asunto  en  un  orden  inverso.  Desarrolló  la 
curiosa  teoría  de  que  ella  no  podía  suspender  las  leyes  que  fueran  con- 
trarias á  la  libertad  individual,  porque  no  encontraba  en  la  Constitución 
y  en  las  leyes  fundamentos  suficientes  para  resolver  y  se  vería  obligada 
á  buscarlos  en  la  ciencia  de  la  legislación,  extralimitando  sus  ñmciones. 
Pero  es  bueno  que  oigamos  los  palabras  mismas  de  la  Corte,  que  son 
del  tenor  siguiente : 

La  Corte  considera  que  de  la  vaguedad  con  qne  está  concebido  el  precepto  que 
garantiza  la  libertad  individnal,  surgen  graves  dificultades  cuando  se  trata  de 
aplicarlo  á  casos  particulares  para  juzgar  á  la  luz  de  la  doctrina  allí  consagrada  una 
medida  cualquiera,  pues  haciendo  depender  la  constitucionaJidad  ó  inoonstituciona* 
lidad  de  ella  de  que  el  acto  que  prohibe  sea  bueno  6  malo,  nocivo  á  la  comunidad 
ó  inocente,  hay  que  recurrir  para  calificarlo  á  fuentes  distintas  de  la  misma  Consti- 
tución, porque  ésta  no  suministra  los  medios  de  conocer  las  propiedades  de  las 
acciones  humanas.  Las  opiniones  personales  de  los  llamados  á  resolver  sobre  la 
validez  ó  invalidez  de  las  leyes  de  los  Estados,  tendrían  forzosamente  que  ser  la 
única  razón  de  sos  fallos,  quedando  subordinado  el  criterio  del  lefirislador  que  dio 
la  ley  porque  la  creyó  justa  y  conveniente,  al  criterio  individual  de  los  que  la 
revisan  y  encuentran  acaso  inexequible,  porque,  á  su  juicio,  el  acto  que  prohibe  no 
es  de  aquellos  cuya  ejecución  ^uede  causar  daño  á  la  comunidad  ó  á  un  tercero. 

Por  este  camino  se  llegaría  inevitablemente  á  revestir  de  un  poder  arbitrario  al 
Senado  y  á  la  Corte  Suprema,  porque  sus  facultades  no  quedarían  ya  circunscritas 
dios  estrechos  limites  que  les  traza  el  articulPl4  de  la  Constitución,  según  el  caal 
los  actos  legislativos  de  las  Asambleas  de  los  Estados  sólo  pueden  ser  suspendidos 
y  anulados  cuando  salen  evidentemente  de  su  esfera  de  acción  constitucional ;  sino 
que  esas  fsbcultades  recibirían  un  ensanche  tan  grande,  como  es  grande  la  variedad 
ae  las  opiniones  de  los  hombres  en  punto  á  teorías  legislativas,  pues  acciones  que 
unos  reputan  punibles  son  para  otros  de  una  perfecta  licitud.  De  esto  ofrece  un 
ejemplo  la  misma  ley  de  Santander,  que,  á  juicio  del  señor  Procurador,  es  viola- 
toria  de  la  libertad  individual  poraue  prohibe  un  hecho  de  cuya  ejecución  cree  él 
aue  no  resulta  daño  á  la  comunidad,  en  tanto  que  la  Asamblea  por  quien  fué  ezpe- 
oida  pensó  sin  duda  lo  contrario.  El  señor  Procurador  ve  el  acto  prohibido  bajo 
la  relación  de  la  salubridad  púbKca,  y  el  legislador  que  lo  prohibió  pudo  creerlo 
perjudicial  por  otros  motivos. 

Si  en  este  conflicto  de  opiniones  debiera  la  Corte  decidir  de  qué  lado  está  la 
razón,  no  htillaria  en  la  Constitución  ni  en  las  leyes  nacionales  que  le  corresponde 
aplicar,  fundamentos  para  resolver,  y  se  vería  precisada  á  buscarlos  en  la  ciencia  de 
la  legislación,  extralimitando  sus  funciones  y  convirtiéndose  de  juez  en  legislador, 
con  evidente  menoscabo  de  la  soberanía  de  los  Estados. 

Para  amparar  á  los  ciudadanos  en  el  goce  de  derechos  que  no  alcance  á  proteger 
el  Gobierno  general,  la  Constitución  de  la  República  ha  confiado  á  los  mismos 
ciudadanos  la  guarda  de  sus  libertades,  gantizándoles  la  existencia  de  Gobiernos 
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seccionales  organizados  con  arreglo  al  sistema  popular,  electivo,  representativo, 
alternativo  y  responsable ;  y  á  la  verdad  ésa  es  la  mejor  y  más  eficaz  salvaguardia 
de  las  libertades  públicas,  ])orque  queda  encomendada  al  mismo  pueblo  a  quien 
interesa  conservarlas. 

Con  ar^mentaciones  de  esa  clase,  pronto  llegaría  á  hacerse  ilusorio  el 
derecho  de  recurrir  á  la  Corte  y  al  Senado  en  busca  de  remedio  contra 
los  desafueros  de  las  Legislaturas  6  Asambleas  de  los  Estados ;  pues 
quizá  no  hay  disposición  alguna  constitucional  que  no  adolezca  de 
vaguedad,  y  las  suspensiones  y  anulaciones  de  las  leyes  se  decretan 
siempre  de  acuerdo  con  las  ideas  y  opiniones  personales  de  los  llamados  á 
decretarlas;  y  siempre  tiene  que  estar  sometido  el  criterio  del  legislador 
que  expide  la  ley  al  del  que  debe  revisarla^  con  derecho  á  suspenderla 
6  anularla ;  y  nunca  se  hallan  en  la  Constitución  ni  en  las  leyes  todos  los 
fundamentos  que  se  necesitan  para  juzgar  con  acierto  de  la  validez  ó 
nulidad  de  las  leyes,  y  finalmente  siempre  tienen  los  Estados  la  obliga- 
ción de  sostener  determinada  dase  de  Gobierno^  sin  que  con  todo  eso 
86  adelante  mucho  en  materia  de  efectividad  de  las  garantías  indivi- 
duales. 

Ko  obstante^  la  Corte  terminó  por  suspender  la  segunda  parte  del 
artículo  1?  de  dicha  ley,  y  el  2?  en  cuanto  se  refería  á  cementerios  de 
propiedad  particular,  por  ser  contrarias  esas  disposiciones  á  la  garantía 
de  la  libertad  religiosa.  Al  efecto,  demostró  que  el  dar  sepultiura  á  los 
cadáveres  es  un  acto  religioso,  y  agregó  después  lo  siguiente  : 

Por  donde  se  ve  que  el  derecho  de  tener  cementerios  lo  han  reconocido  constante- 
mente loe  le^ladores  del  país,  como  consecuencia  del  derecbo  de  tributar  culto  á 
la  I^vinidad  según  las  creencias  de  los  respectivos  religionarios,  y  que  se  halla  con- 
siguientemente amparado  por  la  garantía  del  inciso  16,  artículo  15  de  la  Constitu- 
ción, puesto  que  con  ejercerlo  no  se  ejecuta  un  hecho  contrario  á  la  soberanía 
nacional,  ni  que  tenga  por  objeto  turbar  la  paz  púbUoa,  que  es  la  única  limitación 
allí  señalada;  * 

Esa  resolución  de  la  Corte  fué  dictada  el  24  de  Diciembre  de  1874 ; 
y  el  año  siguiente  pasó  el  asunto  á  la  consideración  del  Senado  para  su 
decisión  definitiva. 

La  Comisión  encargada  de  irflbrmar  y  proponer  lo  conveniente,  no 
pudo  obtener  la  unanimidad,  pues  uno  de  sus  miembros  sostuvo  la 
validez  de  la  enunciada  ley. 

La  mayoría  de  la  Comisión  principió  su  informe  con  un  fiel  extracto 
de  la  exposición  del  señor  Procurador  y  de  la  resolución  de  la  Corte ; 
combatió  las  ideas  de  ésta  en  lo  relativo  á  la  garantía  de  la  libertad 
individual,  y  manifestó  que  el  asunto  debía  considerarse,  además^  desde 
el  punto  de  vista  de  la  propiedad. 

insertaremos  algunos  de  los  principcdes  párrafos  de  ese  informe,  para 
que  se  vea  que  la  miustícia  de  la  resolución  final  dictada  en  el  asunto 
no  admite  siquiera  las  malas  disculpas  de  la  ignorancia  y  la  inadver- 
tencia.   Dicen  así : 

El  acto  de  enterrar  á  los  muertos  tiene  sus  fórmulas  y  ritualidades  en  las  varias 
religiones ;  los  lugares  destinados  para  cementerios  son  preparados  con  formalidades 
religiosas  más  ó  menos  solemnes,  j  en  algunas  religiones  se  estima  como  profana- 
ción el  hecho  de  enterrar  en  un  mismo  cementerio  á  individuos  de  distintas  creen- 
cias.   El  hecho,  pues,  de  enterrar  á  los  muertos  se  ha  considerado  como  un  acto 
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religioso,  como  lo  Lace  notar  la  Corte  Suprema  federal,  y  Hasta  en  los  tratados 
públicos  aquel  hecho  se  ha  tenido  en  cuenUí  cuando  se  ha  hablado  de  los  derechos 
relacionados  con  la  Religión. 

Si  aquel  hecho  es  'un  acto  religioso,  no  hay  duda  de  que  la  ejecución  de  ól  hace 
parte  del  ejercicio  de  alguna  religión,  y  como  tal  está  comprendido  en  la  garantía 
del  inciso  16  del  artículo  15  de  la  Constitución,  siempre  que  no  esté  comprendido  en 
alguna  de  las  restricciones  contenidas  en  el  mismo  inciso,  esto  es,  con  tal  que  no  sea 
incompatible  con  la  soberanía  nacional,  ni  ten^  por  objeto  turbar  la  paz  publica. 
Pero  como  el  hecho  de  enterrar  los  muertos,  evidentemente  no  ataca  la  soberanía 
nacional,  ni  tiene  por  objeto  turbar  la  paz  pública,  se  deduce  que  está  bajo  el 
amparo  de  la  citada  garantía,  y  que  por  lo  mismo,  cualquiera  tiene  el  derecno  de 
enterrar  sus  muertos  donde  lo  crea  más  conveniente.  ... 

Con  el  derecha  de  enterrar  un  muerto  ó  de  tener  un  cementerio,  nc  se  ataca  el 
derecho  de  otro  individuo  ni  el  déla  comunidad,  como  puede  convencerse  cualquiera 
recorriendo  el  catálogo  de  los  derechos  individuales.  Puede  suceder  sí  que  al 
ejercer  aquel  derecho  se  ejecuten  actos  que  perjudiquen  á  otro  individuo  ó  á  la 
comunidad ;  pero  tales  hechos  no  hacen  parte  del  derecho  y  pueden  ser  prohibidos 
para  proteger  el  derecho  que  llegue  á  conculcarse. 

Si,  pues,  se  llega  á  prohibir  el  hecho  inocente  de  inhumar,  y  sólo  se  permite 
ejecutarlo  en  determinado  lugar,  en  concepto  de  la  Comisión  se  procede  contra 
el  derecho  de  libertad  individual,  reconocido  y  garantizado  por  el  inciso  3.*  del  artí- 
culo 15  de  la  Constitución. 

En  este  caso  cree  la  Comisión  que  se  encuentra  la  segunda  parte  del  artículo 
1°  de  la  ley  de  Santander,  á  la  que  se  ha  contraído  el  presente  informe.  .  .  . 

Reconocida  la  propiedad  sobre  los  cementerios,  parece  que  no  se  puede  menos  de 
convenir  en  que  los  dueños  de  ellos  pueden  usarlos  como  se  usa.  de  cualquier  otra 
propiedad.  Si  hay  una  ley  que  lo  prohiba,  esa  ley  es  contraria  al  derecho  de  pro- 
piedad ;  y  en  ese  caso  cree  la  Comisión  que  también  se  encuentra  la  parte  del 
artículo  1°  de  la  lejr  de  Santander  de  que  ha  venidx>  haciéndose  referencia. 

Respecto  del  artículo  2'i  de  aquella  ley  que  atribuye  á  los  cabildos  la  administra- 
ción de  los  cementerios,  reconocido  que  puede*  haber  cementerios  distintos  de  los 
que  establezcan  ó  hayan  establecido  los  cabildos,  la  administración  de  estos  últimos 
no  debe  estar  sino  á  caigo  de  sus  respectivos  dueños,  pues  el  derecho  de  administrar 
es  inherente  a^  dominio  ó  propiedad.  La  ley  que  establezca  otra  cosa,  es  contraria 
á  este  derecho. 

A  pesajp  de  tan  fuertes  y  decisivas  razones,  el  Senado  improbó  el 
proyecto  de  resolución  presentado  por  la  mayoría  de  la  Comisión,  y 
aprobó  el  de  la  minoría,  en  el  sentido  de  la  validez  de  la  ley. 

¿  Qué  razones  tan  poderosas  pudo  alegar  la  minoría  de  la  Comisión 
que  arrastraran  en  pos  de  sí  á  la  mayoría  del  Senado  ?     Preciso  es  qne 

f)resentemos  siquiera  algunas  muestras  de  ellas.     Después  de  prohijar 
a  curiosa  teoría  de  la  Corte  en  lo  relativo  á  los  ataques  contra  la 
libertad  individual,  agrega  lo  siguiente  : 

Se  dice  :  el  legislador  de  Santander  ataca  la  libertad  individual  cuando  dispone 
que  se  inhumen  los  cadáveres  en  determinado  lugar,  porque  en  ejercicio  de  esta 
libertad,  cualquier  individuo  puede  ejecutar  el  mismo  acto,  por  cuanto  que  él  no  es 
perjudicial  á  otro  individuo  ni  á  la  comunidad. .  . .  Supone  que  muere  una  persona. 
y  que  tres  ó  cuatro  individuos,  para  quienes  el  cadáver  es  un  objeto  de  veneración 
y  respeto,  pretenden  sepultarlo  y  conservarlo  en  sus  respectivas  here^ides :  la  pro- 
tección de  cada  cual  tendría  el  mismo  grado  de  justicia,  se  apoyaría  en  el  mismo 
fundamento,  la  libertad  individual :  ¿  en  cuál  de  ellos  se  realizaría  la  garantía  quo 
pretendían  ejercer  á  la  vez  P 

Eso  es  desnaturalizar  completamente  el  asunto^  con  absurdas  suposi- 
ciones que  no  pueden  entrar  nunca  en  el  terreno  de  la  realidad.  ¿  Cuándo 
se  ha  visto  á  los  católicos  disputándose  los  cadáveres  de  sus  deudos, 
para  enterrarlos  cada  uno  en  su  propia  y  especial  heredad  ?    Lo  que 
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todos  ellos  pretenden  es  únicamente  que  se  les  permita  inhumar  los  cadá- 
veres de  sus  deudos  en  su  propio  cementerio.  ¿  A  quién  ofenden  con 
eso  P  ¿  Qué  derecho  vulneran  ?  Ninguno ;  pero  los  enemigos  de  la 
Iglesia  no  quieren  dejarla  en  paz  ni  siquiera  al  borde  de  las  tumbas  de 
sus  miembros. 

Apoya  ó  defiende  en  seguida  la  minoría  de  la  Comisión  la  errónea  ^ 
doctrina  del  señor  Procurador,  según  la  cual*  basta  demostrar  que  una 
ley  no  afecta  la  libertad  individual,  para  dar  por  cierto  que  no  afecta 
tampoco  la  libertad  religiosa ;  y  agrega : 

La  inhumación  de  los  cadáveres  no  pnede  ser  considerada»  con  relación  á  la 
libertad  religiosa,  sino  de  una  de  dos  maneras  :  ó  como  acto  no  religioso,  ó  como 
acto  religioso.  Si  lo  primero,  la  ley  de  Santander  no  es  objetable  ;  si  lo  segundo, 
lejos  de  ser  inconstitucional,  es  simplemente  el  desarrollo  de  la  misma  Constitu- 
ción, que  por  el  articulo  6°  establece  como  base  esencial  de  la  Unión,  que  los  Estados 
convienen  en  consignar  en  sus  constituciones  y  en  su  legislación  civil  el  ,'principio 
de  incapacidad  de  las  comunidades,  corporaciones  ó  asociaciones  y  entidades 
religiosas  para  adquirir  bienes  raíces  ;  y  como  no  pudiendo  adquirir  bienes  raíces 
no  pueden  ejecutar  el  acto,  por  más  religioso  que  se  le  suponga,  es  claro  que  la  ley 
que  así  lo  reconoce  y  suministra  medio  de  remediarlo,  es  apenas  una  ley  en  ejecu- 
ción de  la  Constitución. 

El  raciocinio  de  la  minoría  de  la  Comisión  es,  en  sustancia,  el  siguien- 
te :  la  Constitución  no  permite  á  las  entidades  religiosas  adquirir 
bienes  raíces,  y  como  los  cementerios  tienen  esa  calidad,  no  pueden  ser 
adquiridos  por  dichas  entidades ;  por  lo  mismo,  aunque  la  inhumación 
sea  un  acto  religioso,  no  puede  ser  ejecutado  por  la  comunión  cató- 
lica. 

Esta  argumentación  tiene  un  vicio  capital,  que  cualquiera  descubre  al 
primer  golpe  de  vista.  Las  entidades  religiosas  católicas  tenían  siis 
cementerios  cuando  la  Constitución  se  sancionó  ;  y  es  en  esos  cementerios 
á  los  cuales  conservan  pleno  derecho  según  el  precepto  de  la  misma 
Constitución  sobre  la  propiedad,  donde  deben  hacer  las  inhumaciones  de 
sus  miembros  ;  y  la  ley  que  lo  prohibe,  lejos  de  ser  simple  desarrollo  de  la 
Constitución,  envuelve  una  violación  clara  y  patente  de  ella.  La 
Constitución  sólo  establece  la  incapacidad  de  adquirir,  que  es  muy 
diferente  de  la  de  conservar  y  gozar. 

¿  Qué  podría  replicarse  á  esto  ?  Lo  más  que  podría  suceder  sería  que 
cuando  se  expidió  la  ley,  rigiese  ya  otra  en  virtud  de  la  cual  se  hubieran 
arrebatado  á  los  católicos  sus  cementerios,  caso  en  el  cual  podría  decirse 
que  les  estaba  prohibido  adquirirlos  de  nuevo.  Creemos  que  no  existía 
tal  ley  anterior  de  despojo ;  pero  suponiendo  que  existiese,  eso  probaría 
que  la  expoliación  se  remontaba  á  una  época  anterior  á  la  expedición 
de  la  nueva  ley  con  la  cual  vendría  á  impedirse  á  los  católicos  que  en 
su  calidad  de  simples  propietarios  atendieran  á  las  necesidades  de  su 
comunión  reliposa.  Cudquiera  que  sea,  pues,  el  punto  de  vista  desde 
el  cual  se  considere  el  asunto,  se  tropieza  á  poco  con  la  injusticia  y  la 
persecución. 

Pero  oigamos  otra  vez  á  la  minoría  de  la  Comisión. 

Se  ha  argumentado  (^ue  con  arreglo  á  algunos  tratados  públicos,  existen  en  el 

rís  corporaciones  religiosas  que  tienen  derecho  de  adquirir  inmuebles  con  destino 
servir  de  cementerios,  y  que  si  no  se  reconoce  igual  derecho  á  los  colombianos,  se 
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les  haría  de  peor  condición.  Dado  por  cierto  el  hecho  que  sirve  de  argumento  él 
conducirá  á  no  respetar  el  tratado,  porque  un  tratado  no  es  sino  un  convenio  cele- 
brado por  el  Poder  Ejecutivo  con  aprobación  del  Congreso,  y  es  sabido  que  estos 
dos  poderes  no  tienen  facultad  de  derogar  ó  reformar  la  Constitución ;  y  además,  la 
ejecución  de  actos  inconstitucionales  debe  ser  reprimida  y  no  servir  de  excusa  y 
menos  de  causa  justificativa  de  su  repetición. 

La  minoría  de  la  Comisión  da  por  cierto  el  hecho  ;  lo  que  equivale  á 
decir,  que  no  está  bien  segura  de  su  exactitud,  pero  que  la  admite  por 
vía  de  discusión.     Sin  embargo,  lo  sabía  perfectamente,  porque  firmó  el  • 
informe  de  la  mayoría  en  el  cual  se  citan  los  tratados  y  se  inserta  el 
artículo  7?  del  que  se  celebró  con  Francia. 

Cegado  ese  Senador  por  su  odio  alas  instituciones  católicas^  no  echó 
de  ver  que  la  mayor  parte  de  los  tratados  de  que  se  habla  son  anteriores 
á  la  Oonstituctón,  y  por  lo  mismo  ésta  no  puede  afectarlos  en  nada.  ¿  Se 
daría  por  satisfecha  la  Francia  si  á  una  reclamación  suya,  por  viola* 
ción  del  tratado,  le  saliera  el  Gobierno  con  que  las  estipulaciones  con- 
tenidas en  él  eran  va  incompatibles  con  las  instituciones  sancionadas 
recientemente  en  el  país?  Claro  es  que  no.  Pero  veamos  lo  que' 
sigue  á  lo  que  insertamos  antes. 

La  garantía  consignada  en  el  inciso  5*!  del  artícxdo  15  de  la  Constitución,  también 
se  dice  vulnerada  por  la  ley  de  Santander  de  que  se  viene  tratando.  Esta  ley  en 
nada  se  refiere  al  derecho  ae  propiedad :  por  ella  no  se  prohibe  ni  la  venta;  ni  la 
donación,  ni  el  usufructo,  ni  el  ejercicio  de  ninguno  de  los  actos  que  nacen  de  la 
propiedad  ó  del  dominio. 

Efectivamente,  la  ley  de  que  se  trata  no  mienta  siquiera  el  derecho  de 
propiedad,  ni  prohibe  vender  ni  permutar  ni  donar  los  cementerios,  ni 
constituir  sobre  ellos  derecho  de  usufructo  ó  cualquiera  otro.  Lo  único 
que  prohibe  es  inhumar  cadáveres  en  ellos  ;  pero  como  los  cementerios 
no  sirven  sino  para  eso,  tal  prohibición  eqíúvale  á  anular  por  completo 
el  derecho  de  propiedad  que  se  tiene  en  ellos.  Vuelve  en  seguida  á 
desvirtuar  la  cuestión  cuando  dice  : 

En  efecto,  discátese  si  en  todos  loe  predioSy  boslh  de  particulares  ó  de  entidades, 
pueden  sepultarse  cadáveres,  ó  si  sólo  puede  verificarse  esto  en  los  lugares  señalados 
por  la  policía. 

Eso  no  es  lo  que  se  discute.  Lo  que  se  discute  es  si  los  cemenierioa 
de  la  comunión  católica^  que  existen  en  cada  pueblo  desde  la  época 
de  su  fundación  y  que  han  estado  destinados  siempre  exclusivamente 
á  la  inhumación  de  los  cadáveres  de  los  católicos^  pueden  continuar  oon 
ese  mismo  destino,  6  si  la  autoridad  pública  tiene  derecho  de  obligar  ¿ 
los  católicos  á  ir  á  confundirse  en  un  cementerio  común  con  los  que 
siguen  creencias  diferentes,  entre  los  cuales  no  faltan  algunos  que  hayan 
sido  arrojados  del  seno  de  la  Iglesia  por  haberse  hecho  indignos  de  per- 
tenecer á  ella. 

Observa  en  seguida  la  minoría  de  la  Comisión  que  en  el  caso  de  los 
cementerios,  "  el  ejercicio  del  derecho  de  propiedad  tiene  dos  referencias 
precisas  y  correlativas  :"  la  una,  al  inmueble  donde  deben  hacerse  las  in- 
humaciones^ y  la  otra  á  los  cadáveres  que  deben  ser  inhumados ;  y  míe 
como  nadie  puede  adquirir  derecho  de  propiedad  á  los  cadáveres,  na2Ue 
puede  tampoco  pretender  el  ejercicio  del  derecho  de  que  se  trata,  j 
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Hasta  el  buen  sentido  común  se  rebela  contra  esa  manera  de  tergi- 
versar las  cosas^  para  disimular  la  falta  de  razones.  La  comunión 
católica  tiene  sus  cementerios  j  tiene  los  cadáveres  de  sus  miembros 
para  inhumarlos  en  ellos.  Si  algo  falta,  es  sólo  una  pequeña  dosis  de 
rectitud  y  de  justicia  en  los  encargados  de  administrar  la  cosa  pública, 
para  que  le  dejen  disfrutar  de  uno  de  sus  más  claros  é  indisputables 
derechos..  Veamos  ahora  los  párrafos  finales  de  ese  informe.  Dicen 
así: 

Concluido  el  examen  constitucional,  os  presentaré  algunas  de  las  consideraciones 
que,  es  posible,  motivaran  la  expedición  de  la  ley  de  Santander. 

La  autoridad  no  impide  que  la  Iglesia  eleve  preces  por  el  alma  de  los  que  mueren 
en  BU  seno,  aun  cuando  para  ejercer  esa  acción  piadosa  sea  precisa  la  presencia  de 
los  cadáyeres ;  pero  cuando  ya  se  trate  del  acto  material  de  la  inhumación,  la 
salubridad  y  la  seguridad  personal  exigen  la  acción  protectora  de  la  policía.  La 
tran<^uilidaa  pública  no  es  la  que  menos  reclama  que  sea  la  autoridad»  y  no  los 
indÍTiduoB  ó  las  corporaciones  religiosas,  quien  ejecute  ese  acto.  Por  general  que 
sea  para  los  católicos  el  precepto  de  enterrar  á  los  muertes,  es  la  verdín  que  en  la 

E Táctica  se  limitan  á  inkumar  los  restos  de  sus  correligionarios  y  no  de  todos,  y  qae 
ii  denegación  de  sepultar  es  un  medio  coercitivo  que  se  emplea  contra  la  familia 
del  difunto  en  determinados  casos  para  obligarla  &  nacer  reparaciones. 

El  respeto  por  los  cadáveres  es  universal,  y  esto  no  obstante  entre  nosotros  se  ha 
presentado  el  caso  de  que  los  católicos  pretendan  exhumar  cadáveres  sepultados  en 
cementerios  públicos,  sosteniendo  que  los  restos  mortales  de  quien  no  fué  de  su 
religión  profanan  los  cementerios ;  j^  por  razonable  que  entre  ellos  sea  esté  procedi- 
miento, la  autoridad  no  f>uede  permitir  que  se  ejecuten  semejantes  hechos,  que  sin 
duda  turbarían  la  tranquilidad  pública. 

De  estos  párrafos  se  desprende  desde  luego  que  la  minoría  de  la 
Comisión  juzga  tan  bueno  el  ataque  hecho  á  los  derechos  de  la  comunión 
católica,  que  hay  necesidad  de  discusión  no  sólo  sobre  su  ilegalidad  sino 
también  sobre  su  injusticia  y  su  inconveniencia.  De  suerte  que  para 
defenderse  de  un  ataque  sea  necesario  probar  que  él  es  á  la  yez  ilegal, 
injusto  é  inconveniente. 

Á  propósito  de  esto,  se  invocan  en  primer  lugar  los  intereses  de  la 
salubridad  y  de  la  seguridad  personal;  pero  se  ignora  6  más  bien 
se  finge  ignorar  que  por  regla  general  los  cementerios  católicos  nada 
dejan  que  desear  desde  el  punto  de  vista  de  la  salubridad  publica. 
Ahora,  si  hay  alguno  que  presente  cudquier  género  de  peb'^ro,  el 
derecho  del  Gobierno  está  reducido  á  hacer  que  se  reieccione  á 
satisfacción  ;  y  nadie  ha  pretendido  privarlo  de  tal  derecho. 

£n  cuanto  á  la  denegación  de  sepultura  eclesiástica,  nada  tiene  que 
ver  con  ello  la  autoridad  civil.  La  comunión  católica  es  dueña  de  sus 
cementerios  y  como  tal  los  reglamenta  á  su  volimtad.  Tiene  derecho 
indisputable  de  excluir  de  ellos  á  todos  los  que  no  son  católicos,  y  tam- 
bién á  los  que^  siéndolo,  incurran  en  alguna  de  las  faltas  que  privan  del 
beneficio  de  la  sepultura  en  lugar  sagrado.  Lo  que  se  ve  aquí  al  vuelo 
es  que  los  enemigos  de  la  Iglesia  hacen  causa  común  con  los  malos 
católicos  y  toman  á  pechos  la  defensa  de  éstos  con  el  fin  de  atacar  más 
fácilmente  y  con  mayor  provecho  á  la  Iglesia  misma.  ¿  Qué  derecho 
tiene  la  autoridad  civil  para  impedir  que  la  comunión  católica  adopte 
la  negación  de  sepultura  como  medio  coercitivo  para  obligar  á  las 
familias   á  indemnizar  los  perjuicios  causados  á  la  Iglesia  por  sus 
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miembros  P    ¿No  emplea  el  Gobierno  en  casos  semejantes  las  cárceles, 
las  multas,  las  persecuciones  y  otros  semejantes  P 

No  comprendemos  cómo  ni  por  qué  pueda  turbar  la  tranquilidad 
pública  el  hecho  de  exhumar  los  restos  de  una  persona  enterrada  inde- 
bidamente en  un  cementerio  á  que  no  tenía  derecho.  La  exhumación 
en  esos  casos  constituye  un  derecho  indisputable  de  parte  del  dueño  del 
cementerio ;  y  bien  sabido  es  que  á  nadie  causa  injuria  el  que  se  liniita 
á  usar  de  su  derecho.  Lo  más  que  puede  hacer  la  autoridad  pública 
en  tales  casos  es  yelar  á  fin  de  que  la  exhumación  se  haga  de  manera 
que  no  comprometa  en  nada  la  salubridad  pública. 

Después  de  todos  esos  antecedentes  y  circunstancias,  ¿cómo  no 
extrañar  que  la  mayoría  del  Senado  se  dejara  arrastrar  por  tan  malas 
razones,  y  sancionara  en  última  instancia  la  validez  de  una  ley  tan 
inicua  y  tan  injustificable  P 

8.  Animados  por  el  buen  éxito  los  enemigos  de  la  Iglesia,  y  enfure- 
cidos contra  ella  por  la  revolución  de  1876,  que  no  le  es  imputable  en 
manera  alguna,  se  atrevieron  á  intentar  y  consumaron  al  fin  ataques 
más  graves  y  más  injustos  que  los  que  hemos  examinado  hasta  ahora. 

Tocóle  al  Tolima  la  triste  celebridad  de  encabezar  esta  nueva  y  más 
injustificable  persecución.  En  efecto  en  la  Constitución  de  20  de 
Febrero  de  1877,  se  consignó  el  artículo  59,  que  dice  así : 

El  Estado  no  reconoce  personería  jurídica  en  las  corporaciones,  comunidades, 
asociaciones  y  entidades  religiosas ;  en  consecnencia,.no  pueden  tener  bitoes  de 
ninguna  clase. 

Congruentes  con  esa  disposición  son  las  de  los  artículos  63  y  64  de 
la  ley  22  del  mismo  año,  que  dicen  así : 

Art.  63.  Cédese  el  uso  de  los  edificios,  aJhajajB,  bienes  y  demás  objetos  que  perte- 
necieron á  las  personas  jurídicas  que  han  quedado  extinguidas  por  el  artículo  69  de 
la  Constitución,  á  las  resj^ectivas  comunidades  religiosas  para  ex  servicio  de  sa  coito 
con  las  obligaciones  siguientes  : 

1*^  Que  el  respectiyo  ministro  del  culto  mantenga  en  buen  estado  los  edificios, 
alhajas,  muebles  y  demás  bienes  que  se  le  entreguen. 

2^  Que  no  preste  su  ministerio  religioso  en  todo  lo  relativo  á  los  nacimientos» 
matrimonios,  defunciones,  mientras  no  se  le  compruebe  con  la  copia  respectiva  que 
los  interesados  han  hecho  describir  la  partida  correspondiente  en  el  registro  dd 
estado  civil,  ó  que  han  contraído  matrimonio  conforme  á  la  ley. 

Art.  '64.  El  ministro  del  culto  que  falte  al  deber  que  se  le  impone  por  el 
inciso  2?  del  artículo  anterior,  será  condenado  como  trastornador  del  orden  público 
y  castigado  por  el  Presidente  del  Estado  con  uno  á  dos  años  .de  expulsión  del 
territorio  del  Estado,  previa  comprobación  sumaria  del  hecho. 

Pero  no  bastaba  eso.  Era  necesario  ir  más  adelante  en  la  vía  de'  la 
iniquidad,  y  por  eso  se  expidió  en  dicho  año  la  ley  5í  reformatoria  dd 
Código  de  policía,  cuyo  tenor  es  el  siguiente : 

Art.  1*  La  administración  y  régimen  de  los  cementerios  corresoonde  única  y 
exclusivamente  á  las  corporaciones  municipales  de  los  distritos  y  alaeas.  En  con- 
secuencia, en  ningún  distrito  habrá  más  cementerios  que  los  que  determine  la 
respectiva  corporación  municipal. 

Art  2^  Por  las  plazas,  calles  y  demás  vías  publicas  de  los  distritos  y  aldeas  es 
prohibida  toda  procesión  ó  reunión  de  gentes  con  cualquier  fin  ú  objeto  reli^ooo. 
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Ijos  que  contrayinieren  &  lo  dispuesto  en  este  artículo,  pagarán  una  multa  de 
cinco  á  diez  pesos. 

AH.  3^  La  policía  tiene  el  deber  de  disolver  las  reuniones  de  que  trata  el  artículo 
anterior,  haciendo  uso  de  la  fuerza  si  fuere  necesario. 

Art.  4*  Quedan  expresamente  derogados  los  artículos  358,  416  j  417  del  Código 
que  se  reforma  por  la  presente  ley. 

En  presencia  de  ataques  de  esta  naturaleza  pudiéramos  limitarnos  á 
tomar  nota  de  ellos,  y  presentarlos  á  nuestros  lectores  desnudos  de  toda 
observación.  Mas,  en  atención  á  que  escribimos  principalmente  para 
*  las  gentes  sencillas  é  ignorantes,  que  quizá  no  comprenderán  al  primer 
golpe  de  vista  la  magnitud  de  la  ofensa  hecha  al  catolicismo  con  seme- 
jantes medidas,  y  con  la  mira  de  patentizar  el  espíritu  general  y  las 
tendencias  de  muchos  de  los  hombres  públicos  que  figuran  en  nuestro 
país,  haremos  algunas  observaciones. 

Hav  desde  luego  contradicción  manifiesta  entre  el  artículo  59  de  la 
Constitución  y  el  artículo  63  de  la  ley  22.  Por  el  primero  se  niega 
la  persoueria  jurídica  á  las  entidades  religiosas,  y  por  el  segundo 
se  concede  á  esas  mismas  entidades  el  uso  de  ciertos  bienes.  Pero 
¿  como  puden  esas  entidades  ejercer  el  derecho  de  uso  que  les  concede  una 
ley,  si,  conforme  á  la  Constitución,  ante  esa  misma  ley  no  pueden 
tener  siquiera  existencia  civil  ?  ¿  Desde  cuándo  se  ha  hecho  el  descubri- 
miento de  que  lo  que  no  existe  ni  puede  existir,  tenga  sin  embargo 
derechos  y  pueda  ejercitarlos  P 

Considerando  ahora  el  acto  constitucional  en  sí  mismo,  él  se  reduce  á 
desconocer  la  personería  jurídica  de  las  entidades  religiosas,  y  á  declarar 
que  no  pueden  tener  bienes  de  ninguna  clase.  No  se  desconoce  la  exis- 
tencia de  esas  entidades,  porque  ellas  no  pueden  desaparecer  de  hecho 
sino  junto  con  las  sociedades  mismas  que  las  constituyen ;  pero  se 
deconoce  que  puedan  ser  capaces  de  ejercer  derechos  civiles  de  ninguna 
clase. 

Decir  eso  de  las  entidades  religiosas,  es  decir  claramente  que  se 
estiman  indignas  de  adquirir  y  ejercer  derechos  de  ningún  género ;  que 
son  acreedoras  al  odio  y  á  la  mala  voluntad  del  Gobierno ;  y  que  la  ley 
debe  hacer  cuanto  esté  á  su  alcance  con  el.  fin,  no  de  destruirlas 
porque  eso  no  es  posible,  pero  sí  de  perseguirlas  y  hacer  miserable  su 
existencia. 

No  entraremos  á  examinar  si  la  Asamblea  del  Tolima  podía  cometer 
esta  iniquidad,  conforme  á  las  instituciones  del  país ;  porque,  suponiendo 
que  así  fuese,  eso  probaría  apenas  que  fuera  de  las  disposiciones  que 
aquí  examinamos  hay  otras  inaceptables,  puesto  que  permiten  con- 
sumar semejante  clase  de  atentados. 

Hagamos,  sin  embargo,  una  observación.  Las  entidades  religiosas, 
tomadas  de  un  modo  general,  existen  y  tienen  que  existir  en  todas 
•  partes  donde  habite  el  hombre ;  porque  los  seres  racionales  son  esencial- 
mente religiosos.  La  ley  no  puede  pues  crearlas :  lo  más  que  puede 
hacer  es  dar  ó  quitar  eficacia  civil  á  los  derechos  (fue  adquieran  y  á  las 
obligaciones  que  contraigan.  Por  consiguiente  si  el  poder  civil  concede 
hoy  personería  jurídica  á  esas  entidades  para  que  aaquieran  bienes  de 
cualquiera  clase,  y  mañana  se  la  retira  con  la  mira  de  apoderarse  de  los 
bienes  adquiridos,  comete  un  ^abuso  injustificable ;  sanciona  una  ini- 
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quidad  que  no  puede  caliñcar  con  suficiente  severidad  ningún  lenguaje 
humano. 

Eso  es  lo  que  ba  hecho  la  Asamblea  del  Tolima.  Las  institaciónes 
anteriores  del  Estado  habían  reconocido  la  personalidad  jurídica  de  las 
entidades  católicas,  y  al  abrigo  de  ellas  se  habían  conservado  los  bienes 
adquiridos  desde  tiempo  inmemorial,  y  se  habían  conseguido  otros. 
¿  Cómo,  pues,  viene  ahora  la  Asamblea  del  mismo  Estado^  no  sólo  á 
quitar  la  eficacia  civil  á  los  derechos  de  las  entidades  reli^osas,  sino  á 
arrebatar  de  raíz  todos  los  bienes  para  adjudicárselos  al  mismo  Estado, 
como  si  éste  pudiese  tener  algún  derecho  á  ellos  ? 

Si  esto  se  ha  hecho  no  contra  cualquiera  entidad  religiosa,  sino 
contra  la  Iglesia  católica,  fundada  especialmente  por  N.  S.  Jesucristo  y 
dotada  por  Él  de  suficiente  potestad  tanto  para  los  negocios  espirituales 
como  para  los  temporales^  ¿  cómo  no  ver  la  contraoUcoión  manifiesta 
que  hay  entre  las  leyes  civiles  y  las  religiosas  en  este  particular  P 

Viniendo  ahora  a  la  cesión  hecha  á  las  entidades  religiosas  de  los 
bienes  que  se  les  arrebataron,  para  destinarlos  al  servicio  del  culto,  obser- 
varemos, en  primer  lugar^  que  ningún  cura  que  conociera  sus  deberes  y 
quisiera  cumplirlos  leaímente,  podía  aceptarla  ;  salvo  que  tuviese  para 
ello  expresa  autorización  de  la  competente  autoridad  eclesiástica.  .  Eso 
consiste  en  que  la  jerarquía  sacerdotal  está  organizada  de  tal  manera 
que  ninguno  de  sus  miembros  puede  hacer  lo  qué  se  le  propon^  con  los 
bienes  de  la  Iglesia,  ni  aceptar  los  arreglos  que  respecto  de  eUos  quiera 
hacer  la  autoridad  civil. 

Eso  en  cuanto  se  refiere  á  la  cesión  considerada  en  sí  misma.  Si 
ahora  nos  fijamos  en  las  condiciones^  veremos  fácilmente  que  ningún 
cura  podía  comprometerse  á  dejar  de  administrar  los  sacramentos 
mientras  que  los  fieles  no  cumplieran  con  determinados  requisitos 
civiles. 

Según  esas  condiciones,  para  que  los  católicos  pudieran  continuar 
tributando  culto  á  Dios  en  sus  templos,  era  necesario  que  el  cura  se 
comprometiese  solemnemente  á  faltar  á  sus  deberes  de  párroco.  ¿  Es 
eso  libertad  religiosa  ?  ¿  No  es  por  el  contrario  la  más  dura^  la  más 
inicua,  la  más  ignominiosa  de  todas  las  tiranías  ? 

Pero  no  era  eso  bastante.  Todavía  los  fieles,  aunque  privados  de  sus 
templos  y  de  todo  cuanto  habían  destinado  al  culto  divino^  podían  hacer 
ostentación  pública  de  su  reconocimiento  al  Ser  Supremo  y  destinar 
algún  lugar  para  recibir  los  cuerpos  de  aquellos  á  quienes  el  Señor 
llamara  á  su  seno  ;  bien  que  á  esto  último  no  podía  dársele  el  carácter 
de  cementerio  público  de  la  comunidad  religiosa,  y  tenía  que  conservarse 
como  una  simple  propiedad  privada. 

Hasta  allá  persiguió  á  los  fieles  la  saña  de  los  enemigos  de  la  Iglesia : 
'*  No  quiero,  dijo  el  Gobierno,  que  podáis  depositar  en  lugares  vuestros, 
bendecidos  por  la  Iglesia,  los  cadáveres  de  vuestros  hermanos:  qne 
vayan  á  la  fosa  común,  en  unión  de  aquellos  con  quienes  nunca,  ni  en 
vida  ni  en  muerte,  han  querido  estar  juntos.  No  quiero  tampoco  que 
en  mis  calles,  plazas  y  aemás  lugares  públicos  hagáis  la  más  leve  mani- 
festación de  religiosidad,  ni  tributéis  el  más  insignificante  acto  de 
culto  á  la  Divinidad.     Esas  manifestaciones  son  contrarias  á  mi  espíritu 
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de  libertad  j  de  tolerancia.  Guardaos  bien  de  contravenir  á  mis  man- 
datos^ porque  os  haré  obedecer  á  balazos.  ¿  Pensáis  que  yo  soy  algún 
estafermo,  de  quien  podéis  burlaros  á  vuestro  talante  ?  " 

Así,  en  el  seno  de,  un  país  que  se  dice  civilizado  y  tolerante,  en 
{deno  siglo  XTX,  cuando  los  vicios  levantan  orgullosamente  la  cabeza 
oon  escándalo  de  la  sociedad  y  en  perjuicio  de  la  moralidad  y  de  las 
buenas  costumbres,  esa  misma  sociedad  tiene  que  huir  de  los  lugares 
públicos  y  ocultarse  en  el  santuario  del  bogar  privado  para  rendir  culto 
á  la  Divinidad  y  cimiplir  así  el  primero  y  más  importante  de  sus  deberes. 
¿  Es  ésta  libertad  religiosa  verdadera  ?  ¿  Qué  es,  pues,  lo  que  se  entiende 
por  tiranía  ? 

Contra  ese  cúmulo  de  abusos  injustificables  levantó  su  voz  el  Ilustrí- 
bíuqo  señor  Arzobispo  de  Bogotá,  quien  solicitó  la  suspensión  y  anula- 
ción de  tales  disposiciones.  Yano^  esfuerzos :  el  genio  del  mal  había 
soplado  sobre  esta  pobre  y  desventurada  tierra^  para  hundirla  en  el 
abismo.  Los  poderes  federales,  lelos  de  remediar  tan  insignes  iniqui- 
dades, las  hicieron  más  y  más  hirientes  y  repugnantes  esforzándose  en 
probar  que  estaban  en  armonía  con  las  mstituciones  del  país  y  con  la 
justicia  y  la  conveniencia  pública.  Creemos  que  nuestros  lectores  verán 
con  gusto  una  corta  y  exacta  exposición  del  debate  á  que  dio  lugar  esa 
reclamación,  en  el  cual  no  todos  lo  que  tomaron  parte  fueron  entera- 
mente hostiles  á  la  Iglesia. 

Prueba  de  esto  último  es  la  exposición  del  señor  ProciLrador,  el  cual 
coadyuvó  casi  en  todo  la  solicitud  del  señor  Arzobispo.  Esa  exposición 
es  corta  y  bien  razonada,  en  general ;  pero  no  creemos  necesario  insertar 
aquí  parte  alguna  de  eUa,  porque  no  le  encontramos  cosa  que  llame 
especialmente  la  atención. 

No  presidieron  la  misma  moderación  y  la  misma  cordura  en  las  deli- 
beraciones de  la  Corte  Suprema  federal.  Dos  de  sus  Magistrados,  los 
Doctores  Enúgdio  Paláu  y  José  María  Roías  Garrido,  votaron  por  la 
validez  de  todas  las  disposiciones  citadas ;  los  tres  restantes.  Doctores 
Juan  A.  XTricoechea^  Manuel  Ezequiel  Carrales  y  Pafeiel  B.  Martínez, 
votaron  por  la  suspensión  del  artículo  59  de  la  Constitución  y  de  los 
artículos  63  y  64  de  la  ley  22 ;  el  último  de  ellos  votó  además  por  la 
suspensión  de  los  artículos  2?  y  3?  de  la  ley  5^ 

veamos  cómo  hacen  los  señores  Magistrados  Paláu  y  Rojas  Garrido 
para  sostener  la  validez  del  artículo  59  de  la  Constitución,  que  niega  la 
personería  jurídica  á  las  entidades  religiosas.     Razonan  así : 

Para  resolver  esta  cuestióii,  es  preciso  considerar  que  las  corporaciones,  comuni- 
dades, asociaciones  y  entidades  religiosas  no  tienen  derechos  indiviámáleSf  sino 
aquellos,  simplemente,  que  la  ley  les  otorgue  como  personas  jurídicas,  cuando 
quiera  reconocerlas ;  porque  el  artículo  15  de  la  Constitución  establece  terminante- 
^mente  la  garantía  ae  los  derechos  mdivid/vudes  ^ue  'pertenecen  á  los  habitantes  y 
'tramsetmtes  en  los  Estados  Unidos  de  Colombia ;  pero  no  garantiza  ni  podía 
garantizar,  derechos  imMvidAíales  á  entidades  jurídicas  que  no  son  individuos  sino 
personas  ficticias  que  ezisten  y  desaparecen  legalmente  á  voluntad  del  legislador, 
a  las  cuales  sólo  corresponden  los  derechos  que  la  ley  quiere  otorgarles,  en  tanto 
que  tiene  á  bien  reconocer  su  existencia. 

La  naturaleza,  únicamente,  crea  individuos,  y  por  esto  ellos  tienen  derechos 
inditnduales,  que  constituyen  el  límite  del  derecho  público,  y  que  no  les  otorga 
sino  que  leB.^oron^a  ^  legislador :  las  entidades  llamadas  corporaciones  ó  comuni- 
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dades  religiosas,  así  como  los  hospitales,  colegios,  distritos,  iglesias  y  congrega- 
ciones, no  son  creadas  por  la  naturaleza,  es  decir,  no  son  individuos,  que  es  lo 
único  que  ella  crea ;  son  obras  de  hombres,  como  particulares,  legisladores,  creyentes, 
sacerdotes  6  de  cualquier  oti-o  carácter,  esto  es,  son  productos  del  esfuerzo 
humano,  y  por  tal  razón,  cuando  la  ley  quiere  reconocer  tales  creaciones,  como 
entidades  jurídicas,  califícalas  de  personas  ficticias,  y  así  lo  dice  el  artículo  633  del- 
Código  civil  de  la  Unión,  en  estos  términos :  8e  Uama  persona  jurídica  tma 
persoTUL  ficticia  capaz  de  ejercer  derechos  y  contraer  obligaciones  civiles,  y  de  ser 
representada  judicial  ó  extrajudidaVmsnte.  ux^A persona  ficticia  no  es  ijidividuo, 
habitante  ó  transeúnte,  y  es  á  éstos,  únicamente,  ¿  los  que  garantiza  el  artículo  15 
de  la  Constitución  los  derechos  individuales. 

De  antemano  había  pulverizado  este  argumento  el  señor  Procurador, 
con  esta  sencilla  observación : 

Las  comunidades  y  corporaciones  no  las  constituyen,  entes  imaginarios  ó  cosas 
en  el  sentido  jurídico  de  esta  palabra  :  ellas  se  forman  áe  personas,  que  viven  unidas 
bajo  ciertas  constituciones  ó  reglas,  y  si  esas  personas  en  su  calidad  de  tales  están 
bajo  el  amparo  y  protección  del  supracitado  artículo  15,  no  se  comprende,  ni  hay 
razón  alguna  filosófica  ó  de  equidad  para  sostener,  que  dejen  de  estarlo  como  xniem- 
bros  de  una  asociación  cualquiera.  La  inter|>retación  restrictiva  que  se  le  diera  al 
mencionado  artículo  15  limitando  sus  disposiciones  á  los  individuos  aislados,  podría 
Uevai'nos  al  punto*  de  declarar  que  estaban  fuera  de  su  protección  los  bienes  de  las 
socie4ade8  mercantiles,  de  instrucción  pública,  beneficencia  etc.,  lo  cuál  sería  á 
todas  luces  evidentemente  insostenible. 

Agreguemos,  por  otra  parte,  que  aquí  no  se  trata  de  saber  si  bay 
obligación  de  conceder  personería  jurídica  á  las  entidades  religiosas, 
sino  de  esta  otra  cuestión,  que  es  muy  diferente  :  ¿  puede  privarse  á  las 
personas  jurídicas  solemnemente  reconocidas  por  el  Gobierno,  de  los 
derechos  que  adquirieron  por  el  hecho  de  su  reconocimiento  P  Porque  d 
articulo  69  de  la  Constitución  del  Tolima  al  desconocer  la  personería  de 
las  entidades  religiosas,  lo  que  hace  no  es  sólo  negar  una  solicitad  de 
reconocimiento,  sino  arrebatar  un  derecho  adquirido  legalmente  desde 
siglos  atrás. 

Si  las  entidades  religiosas  no  hubiesen  sido  nunca  reconocidas  como 
personas  jurídicas,  vendría  bien  el  discutir  si  ellas  existen  por  la 
naturaleza  6  por  el  esñierzo  del  hombre,  y  si  hay  6  no  conveniencia  y 
justicia  en  concederles  ó  reconocerles  el  derecho  disputado;  pero  aquí 
el  caso  es  muy  diverso.  Xas  entidades  religiosas  católicas  existen  en  d. 
país  desde  su  descubrimiento  y  colonización,  y  desde  entonces  se  les  han 
reconocido  y  garantizado  sus  derechos  como  personas  jurídicas.  ¿  Pueden 
hoy,  de  una  sola  plimiada,  arrebatárseles  tales  derechos  P 

Ensálcense  cuanto  se  quiera  la  preeminencia  y  las  facultades  del  poder 
civil  en  el  asunto  de  que  se  trata.  Ellas  alcanzarán  apenas  á  impedir  que 
adquieran  la  calidad  de  personas  jurídicas  entidades  que  no  han  gozado  ni 
gozan  del  carácter  de  tales ;  pero  no  á  privar  de  esa  calidad  á  las  que 
la  han  disfrutado.  ¿  Por  qué  P  Porque  toda  entidad  reconocida  como 
persona  jurídica,  aunque  sea  persona  ficticia  y  aimque  deba  su  existencia 
al  esfuerzo  humano,  tiene  capacidad  suficiente  para  adquirir  v  ejercer 
derechos  civiles,  j  para  contraer  obligaciones  del  mismo  genero;  es 
decir  para  ser  asimilada  á  las  personas  naturales  en  el  goce  de  los 
derechos  reconocidos  á  éstas  por  las  instituciones. 

En  suma,  no  se  trata  de  conceder  ó  negar  una  gracia,  sino  de  respetar 
ó  arrebatar  un  derecho  adquirido  en  conformidad  con  las  institacionee 
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del  país  y  garantizado  por  ellas.  ¿  Cómo  no  vieron  esto  esos  señores 
Magistrados^  en  quienes,  sólo  por  el  hecho  de  serlo,  deben  presumirse 
notable  talento  y  vasta  instrucción  ? 

Veamos  ahora  cómo  salvan  la  dificultad  que  insinúa  el  señor  Procu- 
rador, respecto  de  los  derechos  de  las  sociedades  mercantiles  y  otras 
entidades  semejantes. 

La  diferencia  respecto  de  las  sociedades  mercantiles  se  halla  en  que  los  indivi- 
duos que  las  forman  no  trasfieren  sus  bienes  á  la  entidad  mercantil,  como  sucede 
en  las  religiosas,  sino  que  cada  miembro  conserva  el  derecho  individual  de  la  prO' 
piedad  con  la  cual  se  asocia  á  otro  para  trabajar.  ... 

La  explicación  no  satisface  porque  se  funda  en  un  hecho  inexacto,  á 
saber :  que  los  socios  conserven  derecho  individual  de  propiedad  en  los 
bienes  que  aportan  á  la  sociedad.  Ningún  socio  conserva  derecho 
individual  de  propiedad  á  los  bienes  que  aporta  á  la  sociedad :  al  con- 
trario, el  derecho  que  tenía  en  ellos  se  trasmite  á  la  sociedad,  y  se 
ejerce  por  ella  única,  directa  y  exclusivamente^  porque  la  sociedad  forma 
una  persona  Jurídica  diferente  de  los  socios  individualmente  considerados.^ 
Esto  lo  saben  aun  los  estudiantes  que  apenas  han  hojeado  cualquier 
Código  civil,  V  no  debieran  ignorarlo  personas  elevadas  al  alto  rango  de 
Magistrados  de  la  Corte  Suprema  federal. 

Veamos  ahora  lo  que  dicen  acerca  de  la  violación  de  la  disposición 
constitucional  que  prohibe  dar  á  las  leyes  efecto  retroactivo. 

Tampoco  hay  violación,  por  efecto  retroactivo,  del  artículo  24  de  la  Constitución 
nacional,  pues  no  se  refiere  el  59  de  la  del  Tolima,  á  los  hechos  cumplidos,  mien- 
tras los  bienes  fueron  de  las  entidades  religiosas  reconocidas  por  la  ley,  sino  á 
disponer  que  en  lo  futuro  no  les  pertenecen  dichos  bienes,  ya  que  desaparecen 
tales  entidades  jurídicas  por  ministerio  del  mismo  artículo. 

Ciertamente  es  curiosa  la  idea  que  tienen  esos  señores  Magistrados 
de  lo  que  es  efecto  retroactivo.  Á  juzgar  por  lo  que  dicen  en  este 
pasaje,  lo  hacen  consistir  no  en  que  la  ley  se  aplique  á  hechos  verifi- 
cados antes  de  su  sanción^  sino  en  que  se  cumpla  y  ejecute  y  surta  sus 
.'efectos  en  im  tiempo  anterior  á  dicha  sanción.  El  artículo,  dicen,  no 
surte  efecto  retroactivo  porque  se  limita  á  disponer  qué  en  lo  futuro  no 
les  pertenezcan  sus  bienes  á  las  entidades  religiosas ;  de  donde  se  deduce  que 
para  que  lo  surtiera  se  necesitaría  que  la  ley  dispusiese  que  los  bienes 
no  hubieran  pertenecido  á  las  entidades  en  tiempos  anteriores  á  su 
sanción. 

lia  disposición  que  se  examina  dice  que  á  las  entidades  religiosas  no 
se  les  reconoce  personería  iurídica,  y  que  no  pueden  tener  bienes  de 
ninguna  dase.  Para  que  eUa  no  surtiera  efecto  retroactivo,  se  necesi- 
taría que  se  aplicara  únicamente  á  las  entidades  no  reconocidías  aún  y  á 
los  bienes  que  todavía  no  habían  adquirido;  pero  extenderla  á  las  que 
existían  desde  tiempo  inmemorial  y  á  bienes  que  habían  adquirido  en 
conformidad  con  las  instituciones  del  país  y  por  medios  justos  y  legíti- 

*  Palabras  textuales  del  artículo  2,121  del  Código  civil  de  Cundinamarca,  que 
ha  servido  de  base  para  todos  los  que  existen  en  la  Unión  sobre  esa  materia.  En 
el  de  Antioquia  ese  artículo  lleva  el  número  2,110.  No  tenemos  actualmente  á  la 
.mano  los  de  los  otros  Estados/  Este  principio  está  consignado,  casi  con  las  mismas 
palabras,  en  el  artículo  2,079  del  Código  civil  de  la  ümón,  que  parece  debieran 
conocer  los  señores  Magistrados.  ^^  , 
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mos,  es  destruir  un  derecho  anterior  por  medio  de  una  ley  posíeriorj  que 
es  en  lo  que  sustanciabnente  consiste  el  efecto  retroactivo. 

Pero  veamos  cosa^  más  extrañas  aún  en  boca  de  los  señores  Magis- 
trados cuyo  parecer  examinamos.  Dicen  lo  siguiente^  en  otra  parte  de 
su  exposición  : 

Pero  86  dirá :  es  cierto  qae  este  artículo  no  viola,  con  relación  ¿  la  entidad  como 
individuo,  que  no  lo  es,  el  artículo  15  de  la  Oonstítución  nacional^  que  garantiza 
los  derechos  individuales ;  y  también  que  el  reconocimiento  de  las  personas  ficticias, 
como  personas  jurídicas,  corresponde  en  cada  Estado  á  la  Legislatura ;  pero  que 
dicho  articulo  59  de  la  Constitución  del  Tolima  sí  vulnera  la  garantía  16  del  expre- 
sado articulo,  no  respecto  de  la  entidad,  sino  de  los  individuos  que  de  hecho  la 
componen,  aunque  carezca  de  personería  jurídica,  en  virtud  de  que  al  estatuir,  en 
su  segunda  parte,  que  no  puede  la  mencionada  entidad  tener  bienes  de  ninguna 
clase,  priva  ¿  los  individuos  que  la  componen  de  los  medios  de  profesar  su  reli^ón, 
quitándole  á  aquélla  los  templos,  ornamentos,  vasos  sf^^radoe  y  demás  objetos 
indispensables  para  el  ejercicio  del  culto.  Además,  si  las  entidades  religiosas  no 
pueden  tener  bienes  de  ninguna  clase,  como  lo  dispone  el  artículo  59  que  se  examina, 
no  perciben  los  suministros  voluntarios  de  los  respectivos  fieles  para  el  sosteni- 
miento del  culto,  y  así  se  viola  el  parágrafo  del  urtículo  25  de  la  Constitución, 
baciendo  nugatoria  la  profesión  libre  de  la  Beligión,  que  consagra  la  citada  garantía 
16  del  artícTÜo  15. 

"No  se  ocultó,  pues^  á  esos  señores  Magistrados  el  formidable  argu- 
mento que  podía  hacerse  por  violación  de  la  garantía  de  la  libertad 
religiosa ;  pero  procuraron  presentar  la  objeción  de  la  maneta  menos 
grave  posible.  Ensayemos  presentarla  en  su  verdadero  j  razonable 
pimto  de  vista. 

Las  entidades  religiosas  católicas  civilizaron  este  país,  y  recibieron 
de  la  generosidad  y  del  reconocimiento  público  algunos  bienes  de 
fortuna,  con  anuencia  y  bajo  la  protección  especial  y  expresa  del 
Grobierno  existente.  Andando  los  tiempos  se  desencadenó  una  vio- 
lenta tempestad  contra  esas  entidades,  y  les  arrebató  sus  bienes.  Sólo 
pudieron  salvarse  los  templos,  los  cementerios^  las  casas  episcopales 
y  cúrales,  y  las  alhajas^  ornamentos  y  demás  objetos  pertenecientes  al 
culto.  Después  de  esa  terrible  borrasca,  que  siquiera  respetó  la  perso-' 
neria  jurídica  de  las  entidades  arruinadas,  vino  la  Constitución  y  ^ 
garantizó,  entre  otras  teosas,  la  propiedad  y  la  profesión  pública  6 
privada  de  cualquiera  religión,  con  la  única  restricción  de  no  ejecutar 
hechos  incompatibles  con  la  soberanía  nacional  ó  que  tuvieran  por 
objeto  turbar  la  paz  pública.  Muchos  años  después,  viene  la  Asamblea 
del  Tolima  y  arrebata  de  una  plumada  á  la  comunión  católica  todo 
cuanto  la  desamortización  le  había  dejado,  personeiia  jurídica,  casas, 
templos,  vasos  sagrados^  alhajas  y  ornamentos  del  culto,  facultad  de 
recibir  suministros  voluntarios  para  el  sostenimiento  de  ese  mismo 
culto^  etc. ;  y  todavía  después  de  todo  eso^  vienen  los  señores  Magistrados 
á  decimos  con  admirable  frescura  :  "  Nada  de  eso  afecta  en  lo  mínimo 
la  libertad  religiosa  :  podéis,  continuar  tributando  culto  á  la  Divinidad, 
lo  mismo  exactamente  que  lo  hacíais  antes. ^'  Yealnos,  en  efecto,  cónao 
zanjan  ellos  la  dificultad  de  que  hablan  en  el  pasaje  insertado  antes^  y 
qvte  venimos  examinando : 

Para  responder  á  esto,  debe  considerarse,  en  primer  lugar,  que  los  inditnd^€€>s^ 
pueden  profesar  libremente  sa  religión,  sin  organización  en  corporaciones  ó  asocia* 
clones  que  formen  personas  ficticias,  con  personería  jurídica.     El  artículo  2^  de  la 
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ley  de  14  de  Mayo  de  1865  declaró  incorporadas  las  iglesias  y  congregacioiies  aue 
entonces  existían  y  les  dio  personería  jurídica,  principio  adoptado  después  por  las 
leyes  de  los  Estaaos ;  pero  no  por  esto  los  individuos  que  no  pertenecían  ¿  dichas 
ijflesiaa  y  congregaciones,  han  dejado  de  profesar  libremente  su  religión  en  virtud 
oe  la  libertad  de  cultos,  sin  embargo  de  no  estar  organizados  en  congregación  reli- 
giosa con  personería  jurídica.  Esta  personería  nada  tiene  que  ver  con  1m  creenoias 
religiosas  del  individuo  ni  con  el  ejercicio  del  culto,  y  por  consiguiente,  bajo  este 
aspecto,  no  puede  decirse  que  el  artículo  59  que  se  examina,  viola  la  garantía 
individual  iJudida. 

En  segundo  lugar,  si  es  verdad  que  desconocida  la  personería  jurídica  de  las  enti- 
dades rdíigiosas,  éstas  no  pueden  percibir  los  suministros  voluntarios  de  loe  fíeles 
pcura  el  sostenimiento  del  culto,  también  lo  es  que  sus  suministros,  en  calidad  de 
particulares,  sí  puede  percibirlos,  lo  mismo  que  las  personas  encargadas  al  efecto, 
en  su  calidad  de  individuos,  como  puede  cualquiera  á  su  costa,  ó  asociado  á  otros, 
construir  templos,  comprar  ornamentos,  vasos  y  demás  objetos  para  el  servicio. del 
culto,  en  toda  la  amplitud  constitucional,  sin  que  ningún  funcionario  esté  autorizado 
para  disponer  de  dichos  bienes,  porque  de  esta  manera  constituyen  una  propiedad 
^rticular  garantizada  á  los  individuos  por  el  número  5?  del  artículo  15  de  la 
Constitución  nacional,  y  esto  es  suficiente  para  que  el  culto  se  sostenga  con  su- 
ministros voluntarios,  conforme  al  parágrafo  del  artículo  23  de  la  Constitución,  sin 
que   se  i^trinja  en  lo  mínimo  la  profesión  Hbre  de  la  religión,  consagrada  por  la 

rantia  16  de  dicho  artículo  15.  l5e  esta  suerte  los  religionarios  que  en  su  calidad 
particulares  hacen  al  cura,  como  individuo,  el  suministro  voluntario  para  una 
fiesta  religiosa,  pueden  obligarlo  personalmente,  cual  acontece  con  un  mandatario, 
á  que  cumpla  el  compromiso  que  al  aceptar  el  suministro  contrajo  con  ellos,  como 
mandantes,  y  de  esta  manera  sostienen  el  culto,  sin  necesidad  que  el  ministro 
respectivo  tenga  personería  jurídica,  ni  que  los  religionarios  asuman  este  carácter 
legal  bajo  el  concepto  de  pefrsonas  ficticias.  De  otro  modo,  seria  preciso  sostener 
que  cuando  los  individuos  no  se  hallan  en  este  predicamento,  les  es  imposible  de 
hecho  la  profesión  Kbre  de  su  religión,  ó  el  ejercicio  del  cuHo,  lo  cual,  a  primera 
vista,  se  comprende  que  es  un  absurdo.  Bajo  ningún  aspecto,  pues,  el  artículo  59 
de  la  Constitución  del  Tolima  es  contrarío  á  la  Constitución  ni  á  las  leyes 
nacionales. 

Preciso  es  ver  estas  cosas  para  poder  creerlas,  j  Con  que  los  cató- 
licos podemos  ejercer  nuestro  culto  de  la  misma  manera  exactamente, 
organizados  en  corporaciones  6  asociaciones,  con  templos^  vasos  sagrados, 
ornamentos  y  demás  enseres  destinados  al  efecto,  que  aislados 
los  unos  de  loe  otros   y  privados  de  todo  eso?     ¿Y    cuál    es    la 

Erueba  de  ello  P  Que  los  miembros  de  otras  religiones,  que  nunca  se 
an  profesado  públicamente  en  el  país,  que  jamás  han  estado  organi- 
zadas y  reconocidas  como  personas  jurídicas,  y  á  quienes  de  nada  se  ha 
despojado  nunca,  han  profesado  libremente  su  religión.  En  otros 
términos:  por  cuanto  el  Gobierno  ha  permitido  á  los  pocos  miem- 
bros .de  las  sectas  disidentes  que  existen  en  el  Tolima  el  ejercicio 
del  culto  privado,  único  que  podían  ej[ercer  porque  no  tien«i  templos, 
ni  ornamentos,  ni  vasos  sagrados,  ni  saceraotes  para  el  público,  ese 
mismo  Gobierno  ha  podido  arrebatar  á  los  católicos  su  personería  jurídica, 
y  sus  templos  y  sus  ornamentos  y  sus  vasos  sagrados  y  todo  lo  demás 
que  habían  destinado  para  ejercer  su  culto  públicamente,  sin  que  por  eso 
les  coarte  ea  lo  mínimo  su  libertad  religiosa,  porque  todavía  se  les 
permite  el  culto  privado  como  se  lo  ha  permitido  á  los  miembros  de  las 
sectas  disidentes.  En  suma :  por  cuanto  las  sectas  dichas,  á  pesar  de  la 
libertad  y  garantías  que  les  ha  concedido  el  Gobierno,  sólo  han  alcan- 
zado al  culto  privado,  ese  mismo  Gx)biemo  nos  obliga  á  los  catóUcos  Jl 
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limitamos  al  mismo  culto  privado,  valiéndose  del  medio  de  arrebatamos 
todo  lo  que  habíamos  destinado  para  el  público,  y  dice  que  no  ataca  la 
libertad  religiosa^  porque  de  hecho  todos  los  habitantes  del  país  tienen 
que  conformarse  con  el  culto  privado.  He  aquí  una  manera  bien 
absurda  de  razonar. 

Pero,  nos  dice  el  Gobierno  :  "No  os  quejéis,  que  en  balde  levantáis 
vuestras  quejas.  Yo  os  he  arrebatado  vuestros  tenaplos,  es  verdad,  y  ya 
no  podéis  congregaros  en  ellos  á  tributar  cidto  é  Dios ;  pero  cada  uno 
de  vosotros  puede  si  á  bien  lo  tiene,  construir  un  templo,  propiedad 
exclusiva  suya,  que  será  sagrado  para  mí.  Yo  me  he  apoderado  de  todos 
vuestros  vasos  sagrados,  ornamentos  y  demás  objetos  necesarios  para  el 
culto ;  pero  aun  no  he  prohibido  á  ninguno  que,  en  su  calidad  de 
simple  particular,  compre  cualquiera  de  esas  cosas  6  todas  ellas,  y  les 
dé  la  inversión  que  estime  conveniente.  Yo  he  privado  á  la  asociación 
católica  del  derecho  de  percibir  los  suministros  voluntarios  de  los  fíeles 
p^ra  atender  á  los  gastos  del  culto ;  pero  aun  no  he  prohibido  á  cada 
uno  de  vosotros,  que  para  cada  acto  del  culto  os  entendáis  con  el  cura  y 
le  confiráis  el  mandato  de  celebrar  cualquier  fiesta  religiosa  no  como 
cura  sino  como  particular,  y  de  esa  manera  podéis  sostener  el  culto;  con 
la  ventaja  de  que  podéis  llamar  á  cuentas  al  cura,  como  á  cualquier  otro 
mandatario.  Ea,  nadad  en  ese  océano  de  libertad  religiosa  en  que  os 
he  sumergido,  y  agradeced  que  aun  no  os  haya  prohibido,  en  desarrollo 
de  la  libertad  religiosa,  que  elevéis  el  corazón  á  Dios  en  el  seno  de 
vuestro  hogar,  y  le  pidáis  aUí  el  remedio  de  vuestras  necesidades." 

Tal  sería  en  realidad  el  lenguaje  del  Gobierno,  si  hubieran  de  acep- 
tarse raciocinios  como  los  que  hemos  copiado  antes.  ¿  Es  ésa  libertad 
verdadera  y  verdadera  garantía  para  los  católicos  P  Que  conteste  el 
simple  sentido  común. 

Ko  acabaríamos  si  hubiésemos  de  exponer  todas  las  observaciones  que 
se  nos  ocurren  en  vista  de  raciocinios  de  semejante  clase,  en  boca  de 
Magistrados  de  la  Corte  Suprema  federal.  Ellos  prueban  patentemente 
la  más  crasa  ignorancia  en  asuntos  religiosos,  y  la  más  necia  presuncióa 
de  acertar  en  cosas  que  se  ignoran  por  completo ;  unido  todo  eso  á  un 
odio  ciego  y  desenfrenado  contra  la  Keligión  católica.  Sólo  así  es  posible 
afirmar  que  el  culto  católico  puede  sost^ierse  independientemente  de 
toda  organización,  de  toda  jerarquía  y  de  toda  disciplina,  cosa  que  hasta 
los  niños  de  escuela  saben  que  es  imposible.  Lo  ignoran,  sin  embargo, 
ó  fingen  ignorarlo  los  señores  Magistrados  de  qmenes  hablamos ;  así 
como  ignoran  ó  fingen  ignorar  la  diferencia  que  hay  entre  el  culto 
privado  é  interno  que  practican  los  que  si^en  una  religión  que  no 
se  profesa  públicamente  en  el  país,  y  el  ciato  público  y  extemo  que  as 
esencial  en  los  que  siguen  la  religión  única  ó  dominante  en  el  país.  Si 
esa  manera  de  pensar  de  los  señores  Magistrados  hubiera  de  prevalecer 
en  nuestro  país,  desaparecería  de  él  el  catolicismo  y  sería  reemplazado 

Sor  una  especie  de  anarquía  religiosa,  muy  del  agrado  de  los  enemigos 
e  nuestra  Religión.     ¿  Serán  é^  las  aspiraciones  de  dichos  Magis- 
trados ?    No  creemos  que  haya  temeridad  en  pensarlo  así. 

Pasando  á  la  cesión  de  templos,  ornamentos  etc.,  á  las  entidades  á 
quienes  se  les  arrebataron  á  pretei^to  de  que  no  existían,  los  señores 
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Magistrados  se  esfuerzan  en  probar  que  en  todo  ministro  del  culto  hay 
que  distinguir  el  carácter  de  tal,  del  que  se  le  reconoce  como  individuo ; 
que  como  individuos  tienen  plena  j  completa  libertad  para  ejercer  su 
culto,  pero  no  como  ministros  de  él,  porque  la  garantía  constitucional 
es  sólo  para  los  individuos ;  que  por  razón  de  esa  diferencia^  pudo  la 
Asamblea  del  Tolima  imponer  condiciones  á  los  ministros  del  culto,  á 
consecuencia  de  la  cesión  referida ;  que  esa  cesión  pudo  hacerse  á  las 
entidades  religiosas,  porque  á  pesar  de  su  desconocimiento  por  la 
Constitución  del  Estado  el  hecho  social  de  m  existencia  no  puede  desco- 
nocerse ;  y  que  finalmente  *''  no  es  menester  que  los  ministros  del  culto 
sean  personas  jurídicas  para  que  en  ejercicio  de  la  suprema  inspección 
de  cultos,  el  Gobierno  nacional  y  los  de  los  Estados,  en  su  caso,  según 
lo  determine  la  ley,  puedan  imponerles  ciertas  obligaciones  con  la  sanción 
respectiva  para  hacerlas  eficaces." 

Nos  cae  en  gracia  eso  de  que  no  es  menester  que  los  ministros  del  culto 
sean  personas  jurídicas,  tratándose  especialmente  del  cura  de  cada  parro- 
quia; porque  nunca  éstos  por  si  solos  han  tenido  ni  pueden  tener  esa 
calidad^  que  reside  en  el  conjunto  de  los  fieles.  En  efecto,  toda  persona 
jurídica  tiene  que  ser  im  conjunto  de  personas  naturales,  y  no  una  sola ; 
y  esto  no  lo  ignora  ningún  rábula  infeliz. .  ¿  No  estará  ello  al  alcance 
de  los  Magistrados  de  que  hablamos  P  Pero  veamos  lo  que  sigue,  que 
es  bien  curioso : 

Y  no  se  diga,  c^ue  de  este  modo  se  restringe  á  los  ministros  del  culto  el  libre 
ejercicio  de  sn  ministerio,  y  á  los  particulares  la  profesión  libre  de  su  religión ; 
pues  es  preciso  no  olvidar  que  estos  derechos  llevan  la  restricción,  en  uno  y  otro 
caso,  de  qne  no  se  ejecuten  hechos  incompatibles  con  la  soberanía  nacional  ó  que 
tengan  por  objeto  turbar  el  orden  púbHco.  La  calificación  de  estos  hechos  corres- 
ponde sin  dada  al  (Gobierno  general  y  á  los  de  los  Estados,  en  su  caso,  según  el 
artículo  23  de  la  Constitución,  C[ne  les  atribuye  la  suprema  inspección  de  cultos ;  y 
el  artículo  64  de  la  ley  del  Tolima  que  se  examina,  declara  que  el  ministro  del 
eolto  qae  falte  al  deber  impuesto  por  el  número  2f  del  artículo  64,  será  considerado 
como  trastomador  del  orden  público,  por  lo  cual  le  impone  la  pena  de  expulsión, 
declarando  asi  el  legislador  de  aquel  Estado,  en  la  órbita  de  sus  facultades,  que  el 
ministro  del  culto  perturba. la  tranquilidad  pública  cuando  ejecuta  los  hechos  de 
prestar  su  ministerio  religioso  en  todo  lo  relativo  d  los  nadmientosy  matrimonios  y 
defimeiones,  sin  que  se  le  compruebe  primero  que  los  interesados  ham,  hecho  describir 
la  partida  correspondiente  en  el  Begxsbro  del  estado  civil,  6  que  han  contraído  matriz 
monto  conforme  a  la  ley.  La  Constituyente,  pues,  del  Tolima,  no  ha  violado,  al 
expedir  las  disposiciones  de  oue  se  trata,  la  Constitución  ni  las  leyes  nacionales. 
Y  no  se  observe  en  contra  ae  esto,  que  los  actos  indicados  son  simplemente 
r^k^íoBos ;  pues,  una  vez  establecido  el  Eegistro  para  ellos,  porque  producen  efectos 
oivues  de  suma  importancia,  todo  lo  aue  contribuya  á  eludir  el  mandato  de  la  ley  á 
ese  respecto,  es  un  hecho  qne  |>enuaica  al  orden  civil,  ó  que  prescindiendo  del 
carácter  religioso,  está  bajo  la  jurisdicción  de  la  Legislatura  del  Estado,  la  cual  puede 
declarar  perturbador  del  orden  público  al  que  lo  ejecute,  como  podría  erigirlo  en 
delito,  bajo  cualquier  otro  aspecto. 

Despojemos  esa  argumentación  de  los  circunloquios  de  que  está  reves- 
tida, para  que  se  vea  más  patentemente  su  repugnante  deformidad.  Se 
reduce  á  lo  siguiente :  la  libertad  religiosa  no  es  absoluta,  pues  no  es 
permitido,  á  pretexto  de  ella,  ejecutar  hechos  incompatibles  con  la 
soberanía  nacional,  6  que  tengan  por  objeto  turbar  el  orden  público ;  y 
como   la  calificación  de  los    hecnos  incompatibles  con  W   soberanía 
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nacional,  6  que  turban  el  orden  páblico,  corresponde  al  Oobiemo 
general  y  á  los  de  los  Estados,  habiendo  el  del  Toltma  elevado  á  eaa 
cs^tegoría  el  hecho  de  prestar  los  curas  su  ministerio  religioso  en  lo 
relativo  á  nacimientos,  matrimonios  j  defunciones,  sin  ciertos  requisitos 
previos,  no  ha  violado  con  eso  la  garantía  constitucional. 

La  consecuencia  forzosa  de  tal  raciocinio  es  ésta :  lue^  m  mngím 
caso  puede  ser  atacada  la  libertad  religiosa  que  garantiaa  la  Cons- 
titución, píor  medio  de  leves  excedidas  por  los  Estados,  j  Por  qué  P 
porque  á  toda  ley  que  se  dé,  aun  la  más  absurda  y  monstruosa,  le  es 
aplicable  el  mismo  raciocinio.  Supóngase^  por  ejemplo,  que  la  Legisla- 
tura de  un  Estado  dice  en  una  ley :  ''  Se  declara  perturbador  del  orden 
público  á  todo  aquel  que,  de  cualquiera  manera  y  en  cualquier  lugar^ 
dirija'sus  oraciones  á  Dios.'^  ¿  Sería  esa  ley  opu^ita  á  la  garantía  de  la 
libertad  religiosa  P  Según  la  manera  de  razonar  de  los  señores  Masiis- 
trados,  no ;  porque  la  Legislatura  era  la  llamada  á  calificar  los  hechos 

Jue  turban  el  orden  publico,  y  desde  que  ella  elevó  á  esa  categorh  el 
e  orar  nadie  tiene  derecho  para  tachar  su  procedimiento. 

¿  Se  dirá  tal  vez  que  hemos  supuesto  im  caso  que  no  se  presentará^ 
y  que  por  esto  apenas  es  aparente  el  absurdo  de  que  hablamos  P  Pero 
preciso  es  confesar  que  es  poco  menos  el  absurdo  que  resulta  en  el  caso 
preciso  de  que  tratamos.  En  efecto,  según  el  tenor  literid  de  la  ley 
constituye  atentado  contra  el  orden' público  el  simple  hecho  de  que  un 
sacerdote  bautice  á  un  niño,  antes  de  extender  ef  funcionario  civü  la 
partida  correspondiente  en  el  Registro ;  de  suerte  que  si  el  niño  está  e^ 
inminente  riesgo  de  morir,  el  pobre  cura  se  encuentra  en  esta  penooa 
alternativa :  si  no  lo  bautiza  en  el  acto,  se  expone  á  que  muera  sin  el 
bautismo,  y  falta  á  sus  deberes  de  párroco ;  si  lo  bautiza,  es  perturbador 
de  la  paz  pública,  y  se  le  castigará  como  á  tal,  breve  y  sumariamente. 
¿  Es  ésta  libertad  religiosa  P 

Todos,  aun  los  más  ignorantes»  con  tal  que  obren  de  buena  fe,  com* 
prenderán,  en  vista  de  lo  que  llevamos  expuesto,  que  la  garantía  consti- 
tucional en  materias  religiosas  no  tiene  otros  límites  que  la  prohibidón 
de  estas  dos  clases  de  hechos:  1?  Los  que  sean  incompatibles  con  la 
soberanía  nacional ;  2?  Los  que  tengan  por  objeto  turbar  la  pam 
pública,  ¿  Y  hay  uno  siquiera  de  los  actos  del  culto  católico  que  reaimente 
se  encuentre  eu  dichos  casos  P  Es  patente  que  no.  Luego  todos  los 
actos  del  culto  católico  están  bajo  la  garantía  constitucional,  y  pecan 
contra  ella  todas  las  leyes  de  la  Nación  y  de  los  Estados  que  en  cual- 
quiera manera  los  restrinjan  ó  estorben.  Esto  es  perfectamente  claro 
y  perentorio,  y  sólo  dejan  de  verlo  así  los  que  por  odio  ó  por  engaño 
están  cooperando  á  la  destrucción  del  catolicismo  en  nuestro  paía. 
Veamos  ya  otro  curioso  pasaje  de  la  exposición  que  examinamos. 

Nadie  negará  qae  el  legislador,  al  diotav  sns  disposiciones  debe  tener  en  cuenta 
los  hechos  tales  como  se  cumplen  en  la  sociedad,  y  que  notoriamente  se  ekide,  en 
el  mayor  número  de  casos,  la  ley  de  registro  de  nacimientos  y  defuntnones,  lo 
mismo  que  la  de  matrimonio,  cuando  los  ministros  del  culto  ejercitan  sn  ministerio 
en  estos  actos,  antes  de  darse  cumplimiento  á  dichas  leyes.  £1  legislador,  en 
virtud  de  la  soberanía  del  Estado,  puede,  en  el  punto  de  que  se  trata»  imponer 
obligaciones  al  ministro  del  culto  para  que,  por  sus  actos,  no  sean  nugatorias  las 
leyes,  ni  se  trastorne  de  esto  modo  el  orden  público.  /-^  i 
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Sí  el  Oabiemo  no  es  sino  tm  representante  ó  mandatario  de  la 
sociedad,  como  lo  dice  la  Constitución ;  si  al  legislar  se  deben  tener  en 
cuenta  los  hecbos  tales  como  se  cumplen  en  la  sociedad^  como  lo 
reconocen  los  señores  Magistrados ;  y  finalmente  si  la  gran  mayoría  de  la 
sociedad  rechaza  las  leyes  de  registro  y  matrimonio,  la  consecuencia 
natural  y  f  orsosa  es  ésta :  luego  dichas  leyes  deben  ser  derogadas.  Los 
señores  Magistrados  deducen  esta  otra :  luego  el  Gbbiemoy  en  virtud  de 
la  soberanía  del  Estado,  debe  obstinarse  en  contrariar  la  voluntad  desús 
comitentes ;  y  para  obligarlos  á  someterse  á  su  capricho,  debe  privarlos 
del  ejercicio  de  su  culto  mientras  no  cumplan  la  ley ;  y  á  los  sacerdotes 
que  no  acepten  el  ignominioso  y  degradante  yugo  que  quiere  impo- 
nérseles, debe  juzgarlos  breve  y  sumariamente  y  castigarlos  como* 
perturbadores  de  la  paz  pública.  No  importa  que  no  haya  ni  el  más 
remoto  asomo  de  perturbación  del  orden  público ;  ni  que,  caso  de  haberlo, 
no  les  sea  imputable  á  los  ministros  del  culto,  porque  lo  que  interesa 
es  perseguirlos  y  vejarlos  de  todas  maneras  y  en  todo  sentido. 

Bespecto  de  cementerios,  los  Magistrados  referidos  se  limitan  á  decir 

Íue  ya  el  Senado  había  declarado  válidas  leyes  semejantes  y  que  la  del 
Colima  debía  entenderse  en  el  sentido  de  que  no  comprendía  los 
de  propiedad  particular,  no  obstante  que  se  expresa  en  estos  precisos 
términos: 

En  consecnenpia,  en  ningún  distrito  habrá  más  cementerios  que  los  qne  deter- 
mine la  respectiva  corporación  manicipaL 

Finalmente,  en  lo  relajiivo  á  los  actos  públicos  del  culto,  no  exponen 
razón  alguna,  salvo  la  simple  afirmación  de  qlie  el  culto  debe  ejercerse 
en  los  templos  y  no  en  las  plazas  y  calles. 

Los  señores  Magistrados  restantes  de  la  Corte  sostuvieron  y  demos- 
traron con  razones  incontestables  los  siguientes  principios  : 

1?  Que  los  legisladores  de  los  Estados  pueden  expedir  leyes  inconstitu- 
cionales, aun  sobre  las  materias  que  son  de  su  exclusivo  resorte,  como 
sucede  cuando  dan  á  las  leyes  efecto  retroactivo  ó  imponen  pena  de 
muerte,  etc. ;  ' 

2?  Que  las  garantías  individuales  se  refieren  no  sólo  á  las  personas 
naturales,  sino  también  á  las  jurídicas;  y 

3?  Que  las  disposiciones  del  Tolima  sobre  templos^  ornamentos,  vasos 
sagrados  v  demás  objetos  de  las  entidades  religiosas^  y  de  la  persona- 
lidad jurídica  de  éstas,  son  opuestas  á  las  disposiciones  de  la  Constitu- 
ción nacionaL 

El  señor  Magistrado  Martínez  sostuvo  además  ^ue  son  inconstitu- 
cionales las  disposiciones  de  la  legislación  del  Tohma  sobre  culto  en 
lugares  públicos. 

Lia  falta  de  la  unanimidad  requerida  en  tales  casos^  impidió  la 
suspenden  de  las  diq>osicÍDnes  mencionadas ;  y  el  asunto  pasó  al 
Senado  para  su  decisión  definitiva. 

Sometido  allí  al  examen  de  una  Comisión  de  cinco  miembros,  resultó 
que  no  hubo  entre  todos  ellos  imo  siquiera  que  alzara  su  voz  en  defensa 
de  los  fueros  de  la  justicia  claramente  conculcados  con  'las  escandalosas 
disposiciones  que  b^os  examinado.  Sólo  en  cuanto  á  la  cesión  hecha 
á  las  entidades  religiosas  de  los  bienes  que  se  les  habían  arrebatado,  no 
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hubo  uniformidad  de  pareceres,  porque  cuatro  de  los  Senadores  la  esti- 
maron aceptable^  y  el  otro  no. 

No  encontramos  en  el  largo  informe  que  presentaron  los  miembros  de 
esa  Comisión  argumentos  de  importancia  para  defender  su  indefensable 
opinión.  Por  eso  nos  limitaremos  á  insertar  algunos  párrafos  que 
prueban  el  espíritu  irreligioso  y  anticatólico  que  presidió  á  las 
deliberaciones  de  la  Comisión.  Hablando  de  la  personería  jurídica 
dicen  lo  siguiente : 

Cuando  tentó  la  ambición  á  los  Prelados,  y  el  Emperador  Constantino  compren- 
dió sagazmente  el  partido  qae  para  sa  antoridad  podía  sacar  de  la  nueva  rehgión 
al  eztin^rse  la  pagana,  verificóse  aqnel  consorcio  del  cual  han  manado  los 
'  privil^ios  qne,  como  éste,  no  son  sino  Testos  de  la  preponderancia  en  el  Grobierno 
del  poder  teoci^tico.  T  es  oportuno  hacer  notar  aqm  que  desde  que  la  religión 
cristiana  cedió  su  alba  vestidnra  para  hacerse  instrumento  de  un  poder  político,  ó 
asumir  ella  misma  ese  poder,  descendiendo  á  la  arena  de  las  luchas  profanas,  la  . 
equidad  no  consiente  que  se  le  concedan  privilegios  v  armas  especiales  de  que  sólo 
hará  uso  para  combatir  los  progresos  de  la  civilización  moderna. 

Se  ye^  pues^  que  la  Comisión  juz^a  aue  la  Iglesia  se  preocupa  princi- 
palmente con  la  idea  de  combatir  los  progresos  de  la  civilización 
moderna^  hecho  notoriamente  falso;  pues  nadie  tanto  como  ella  ha 
coadyuvado  al  desarrollo  de  dicha  civilización  en  todo  lo  que  tiene  de 
bueno^  de  noble  y  de  santo. 

Tratando  de  las  condiciones  impuestas  para  la  cesión  de  los  templos^ 
ornamentos  j  demás  objetos  de  que  fueron  privadas  las  entidades 
religiosas^  condiciones  que^  como  hemos  yisto,  equivalen  á  la  destruc- 
ción del  catolicismo^  dice : 

Considerando,  sin  prevención,  lo  dispuesto  á  este  respecto,  se  miraría  como  una 
concesión  generosa,  porque  las  condiciones  son  relativamente  insignificantes  en 
cambio  de  una  posesión  tranquila  de  duración  indefinida. 

No  puede  menos  de  ser  un  sarcasmo  bien  cruel  y  bien  inicuo  eso  de 
priyar  á  los  católicos  de  todo  lo  que  habían  destinado  al  ejercicio  del 
culto,  y  ofrecerles  después  el  uso  de  tales  objetos,  con  la  condición  de  que 
desfiguren  y  desvirtúen  absolutamente  su  íleligión  con  la  admisión  de 
prácticas  opuestas  á  ella ;  y  luego  hacerse  lenguas  para  pregonar  y 
ensalzar  la  generosidad  de  semejante  procedimiento. 

Respecto  de  la  disposición  en  virtud  de  la  cual  los  sacerdotes  pueden, 
ser  condenados  breve  y  sumariamente  á  la  s^ravísima  pena  de  expulsión 
del  territorio  del  Estado,  juzga  la  Comisión  que  es  perfectamente 
exequible,  y  la  sola  razón  que  alega  es  la  de  que  no  es  ésa  la  únioa 
disposición  de  su  clase  que  existe,  porque  hay^  una  ley  nacional  que 
consagra  un  principio  semejante.  Eso  es  decir:  esta  injusticia  deja 
de  serlo,  porque  ya  el  Congreso  había  cometido  otra  semejante  de 
antemano.  "Ño  creemos  muy  sólida  tal  manera  de  argumentar*  . 
Veamos  ahora  cómo  se  expresa  en  lo  relatiyo  al  registro  del  estado 
civil. 

Desde  que,  por  interés  mismo  del  clero  católico,  se  consejó  en  nuestra  legislacidn. 
la  abstención  del  Gobierno  en  las  materias  religiosas  ;  o  lo  que  por  entonces  ae 
llamó  la  separación  de  las  dos  potestades  que  habían  estado  umdas  desde  si^^los 
atrás,  el  Grobierno  tuvo  que  proveer  á  la  creación  de  los  registros  del  estado  ciyil»  4 
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la  manera  de  reconocer  el  matrimonio  para  sns  efectos  civiles,  j  á  la  manera  de 
dar  sepnltnra  á  los  cadáveres  consaltando  la  salubridad  y  la  seguridad  de  las 
poblaciones.  Nada  parecía  más  natoral,  más  propio  de  la  administración  publica, 
una  vez  verificada  la  separación  de  las  dos  potestades ;  pero  á  nada  se  han  opuesto 
con  más  tenacidad,  con  mayores  abusos  y  mayor  rebeldía,  los  eclesiásticos. 
Abusando  del  poder  de  la  costumbre  y  del  prestigio  de  la  Bieligión,  han  contrariado 
de  cuantas  maneras  han  estado  á  su  alcance,  el  cumplimiento  de  las  leyes  sobre 
registro,  matrimonio  y  sepultura,  poniendo  á  prueba  la  tolerancia  y  moderación  de 
la  potestad  civil  hasta  causar  graves  daños  á  las  familias  y  una  perturbación 
completa  en  la  moral  de  la  sociedad.  Los  abusos  han  llegado  en  los  Estados  á 
tal  punto,  que  la  tolerancia  ha  venido  á  ser  una  abdicación  del  poder  público  en 
los  negocios  de  más  trascendencia ;  y  ha  sido  forzoso  que  la  inspección  de  cultos 
se  ejercite  principalmente  en  impedir  que  se  siga  contrariando  el  cumplimiento  de 
tan  imprescindibles  leyes. 

Si  nuestros  lectores  tienen  la  paciencia  de  volver  á  leer  lo  que 
decimos  en  los  diversos  lugares  de  esta  obra  en  que  tratamos  de  las 
materias  á  que  alude  aquí  la  Comisión,  tendrán  que  admirarse  al  ver 
hasta  dónde  llega  la  manía  de  adulterar  las  cosas  entre  los  enemigos 
del  catolicismo,  con  el  fin  de  atacar  á  esta  santa  B>eligión  y  á  sus 
ministros.  Allí  pueden  ver  que  lo  único  que  ha  ocurrido  es  que  los 
Gobiernos  civiles  se  han  empeñado  en  establecer  el  registro  del  estado 
civil,  contra  el  querer  unánime  de  los  pueblos.  Éstos  han  resistido 
pasivamente,  lo  que  daba  el  resultado  de  dejar  escritas  las  leyes. 
Entonces  los  Gobiernos,  en  lug^r  de  reconocer  su  error  y  desistir  de  sus 
propósitos,  se  han  obstinado  más  y  más  en  llevarlos  adelante,  y  hian 
apelado  para  el  efecto  al  medio  de  dirigir  sus  ataques  sobre  los  ministros 
del  culto.  !&stos,  atacados  injustamente,  han  hecho  lo  posible  para 
reivindicar  los  fueros  de  la  Iglesia  y  conservar  intactas  las  prerroga- 
tivas que  recibió  de  su  divino  fundador.  Esos  esínerzos puramente  defen- 
sivos, son  los  que  han  provocado  más  y  más  las  iras  del  Gobierno  contra  el 
clero  fiel,  y  dado  lugar  á  la  multitud  de  leyes  inicuas  de  persecución  que 
hoy  existcñi.    Veamos  ahora  lo  que  agrega  en  seguida. 

Se  recordará  que  no  obstante  la  previsora  disposición  del  artículo  23  de  la 
Constitución,  y  de  que  el  clero  jamás  quiso  someterse  á  las  leyes  de  esta  categoría, 
á  pretexto  de  ser  contrarias  a  las  de  la  Iglesia,  el  Qongreso  de  1867  llevó  su 
magnanimidad  hasta  derogar  la  ley  de  inspección  de  cultos  de  1864,  quedando  la 
¿Multad  constitucional  como  letra  muerta  en  nuestras  prácticas  oe  gobierno. 
Fueron  necesarios  los  escándalos  de  los  últimos  años  en  que  se  disputó  palmo  á 
palmo  á  las  autoridades  el  poder  en  materia  no  ya  solamente  de  matrimonio  y  de 
sepultura,  sino  de  instrucción  y  educación,  pretendiendo  ceiTar  las  escuelas, 
para  que  se  despertaran  el  celo  y  la  energía  de  la  administración  en  el  cumplimiento 
de  sus  deberes  en  algunos  Estados.  Los  poderes  especiales  de  que  la  Convención 
constituyente  dejó  armados  á  los  Gobiernos  para  hacer  frente  á  esa  conspiración 
permanente,  con  tanta  eficacia  proseguida,  no  menos  que  la  historia  de  los  últimos 
años,  demuestran  que  la  denunciada  disposición  del  Tolima  no  sólo  es  estricta- 
mente  constitucional,  sino  de  todo  punto  mdispensable  y  benéfica. 

¿  Qué  hay  de  cierto  en  todo  eso  P  Nuestros  lectores  lo  saben  muy 
bien.  El  Óobiemo  de  la  Unión  y  la  mayor  parte  de  los  Gobiernos  de 
los  Estados  se  propusieron  diñmdir  considerablemente  la  instrucción^ 
pero  haciéndola  indiferentista  é  incrédula,  con  la  mira  bien  marcada  de 
desquiciar  el  catolicismo  en  el  país.  El  Episcopado^  el  clero  y  muchos 
legos  hicieron  lo  que  estuvo  á  su  alcance,  no  para  impedir  la  instruc- 
ción^ como  malignamente  se  dice^  sino  para  que  ella  tuviese  por  base  ^ 
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obligada  la  instmcción  religiosa  para  los  niños  católicos.  ¿Tenia 
el  Gobierno  el  designio  dé  destruir  el  catolicismo  en  el  país  P  Entonces 
el  Episcopado,  el  clero  j  los  seglares  apenas  cumplieron  con  un  inelu- 
dible deber  de  conciencia^  defendiendo  sua  creencias  religiosas  contra  el 
más  funesto  y  artificioso  de  los  ataques  de  ^ue  han  sido  víctimas  ^i  el 
país,  y  merecen  por  ello  toda  suerte  de  elogios.  ¿  No  había  ese  propó- 
sito P  Entonces  ha  debido  decirlo  así  franca  y  noblemente ;  reconocer 
la  justicia  y  la  conveniencia  de  las  observaciones  que  le  hacían  en  el 
particular^  y  dar  completas  garantías  en  tan  importante  y  delicado 
punto.  Si  no  lo  hizo  así,  él  es  el  verdadero  responsable  de  todos  los 
males  que  se  han  seguido  al  país  con  la  lucha  referida.  Veamos^  en 
fin^  lo  que  dice  sobre  cementerios. 

Acaso  en  ningiíin  otro  afiunto  resaltará  más  la  sinrazón  7  hasta  el  absordo  de  las 
pretensiones  del  clero,  como  el  de  sepultara  de  los  cadáveres,  y  desde  luego  que  es 
indispensable  para  la  claridad  hacer  notar  ^ae  son  cosas  distintas  la  propiedad 
sobre  el  terreno  ó  sobre  el  edificio  qne  ha  tenido  6  tiene  el  destino  de  cementerio,  j 
la  potestad  de  determinar  dónde  y  cómo  debe  hacerse  la  inhumación  ó  la  exhuma- 
ción, dentro  de  qué  tiempo  7  segnon  lo  exijan  el  aseo,  la  salubridad,  el  respeto  debido 
á  los  muertos  7  las  exigencias  de  la  aoción  criminal.  Es  tan  claro  e^  deber  de 
parte  de  la  autoridad,  que  ni  á  las  fairnlias  puede  ser  ^rmitido  oponer  la  menor 
dificultad ;  7  apenas  es  concebible  que  ha7a  habido  tiempos  en  los  que  se  ha7an 
tolerado  cementerios  particulares  ó  cementerios  al  cuidado  de  individuos  ó  congre- 
gaciones irresponsables  Nada  de  lo  que  con  esta  operación  se  relaciona  puede 
estar  fuera  de  la  autoridad  y  vigilancia  de  la  policía,  desde  el  mismo  momento  de 
la  muerte  7  algunas  veces  desde  antes,  si  ha7  motivo  para  temer  la  oomisábón  da 
un  crimen,  aunque  no  sea  otro  que  el  de  estafa. 

No  creemos  que  á  nadie  se  le  haya  ocurrido  confundir  el  derecho  de 
propiedad  á  una  finca  cualquiera^  con  el  uso  á  que  ella  se  destine,  si  con 
el  derecho  de  determinar  el  tiempo,  lu^ar  y  forma  de  laa  inhumacíonea ; 
ni  nadie  ha  pretendido  nunca  nesgar  á  la  policía  el  derecho  de  tomar  ea 
el  asimto  la  intervención  necesaria  para  atender  á  la  salubridad  de  las 
poblaciones  y  á  la  investigación  de  los  delitos. 

Habla  la  Comisión,  como  de  una  cosa  muy  rara,  que  algona  Tez  se 
hayan  tolerado  cementerios  al  cuidado  de  particulares  ó  congregaciones 
irresponsabks,  queriendo  sin  duda  designar  con  este  calificativo  la 
congregación  católica ;  pero  el  hecho  cierto^  indudable  y  notorio,  es  ^ue 
nunca  habían  existido  otros  en  el  país  que  los  que  esa  congregaciÓB. 
construyó  con  sus  recursos  propios,  los  cuales  poseyó  has^  que  la 
autoridad  tuvo  por  conveniente  usurpárselos. 

Lo  de  intervención  de  la  autoridad  pública  en  las  enfermedadea  de 
los  individuos,,  cuando  se  teme  la  comisión  de  un  delito,  aunqiAe  no  aea 
otro  que  el  de  estafUj  guarda  relación  con  una  ley^  de  que  tratareoios 
más  tarde,  que  erige  en  estafa  la  exigencia  hecha  por  los  ministros  del 
culto  católico  á  los  enfermos  y  sus  familias,  con  el  fin  de  obtener 
reparación  de  los  perjuicios  inferidos  á  la  Iglesia  en  sua  bienes  mate- 
riales. 

El  resultado  final  del  negocio  ñié  que  el  Senado  declaró  válidas 
todcís  las  disposicioi^es  menciQ^adas. 

9.  En  el  mismo  año  de  1877  se  expidió  una  ley  ^1  el  Estado  de 
Bolívar,  'que  lleva  fecha  8  de  Octubre,  por  la  cual  se  derogo  la  de  23  d© 
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Octubre  de  1874,  que  había  exceptuado  el  cementerio  universal  de  BavTsuí' 
quilla  de  lo  dispuesto  en  la  ley  de  8  de  FebreK)  de  1862  sobre  cemen- 
terios.^ De  suerte  que,  en  virtud  de  las  leyes  primera  y  últimamente 
citadas,  el  dicho  cementerio  universal  fué  declarado  propiedad  del  distrito 
de  Barran^uilla. 

Varios  individuos  pidieron  la  suspensión  y  anulación  de  la  ley  de 
1877 ;  pero  la  Corte  Suprema  federal  la  declaró  exequible,  y  el  Senado 
apenas  convino  en  declararla  nula  en  cuanto  concedía  al  distrito  la 
administración ;  y  la  declaró  válida  en  cuanto  á  la  derogación  en  sí 
misma,  y  en  cuanto  ella  pudiese  envolver  la  negación  á  los  particulares 
del  derecho  de  tener  cementerios.  Así  pues,  apenas  se  mandó  devolver 
el  cementerio  universal  á  su  dueño  ;  pero  con  advertencia  de  que  no  por 
eso  se  entendía  que  pudiera  continuar  aplicado  al  uso  que  tenía  antes^ 
pues  se  reconoció  el  derecho  que  tenía  la  Legislatura  para  disponer  en 
el  particular  lo  que  estimase  conveniente. 

10.  Dos  días  después  de  sancionada  esa  ley  se  sancionaba  en  Antioquia 
el  decreto  número  15  de  1 0  de  Octubre  de  1877,  sobre  propiedad  y 
administración  de  cementerios,  que  dice  así : 

Ari.  I?  Los  cementerios  existentes  en  el  Estado,  bien  hayan  sido  costeados  por  ' 
las  rentas  de  fábrica  de  las  iglesias  católicas,  bien  por  los  distritos,  ó  con  fnhda- 
ciones,  donaciones,  limosnas  ú  oblaciones  de  los  fíeles,  pertenecen  en  propiedad  á 
los  distritos  en  que  tales  cementerios  se  hallen  nbicados.  En  consecuencia,  la 
administración,  posesión  j  gobierno  de  dichos  establecimientos  corresponden  á  las 
respectivas  corporaciones  municipales. 

Art.  2*.  Los  cementerios  de  cualquiera  congregación  religiosa  C[ue  hubieren  sido 
fondados  ó  costeados  por  determinadas  personas  para  su  uso  particular,  pertenecen 
á  los  individuos  que  los  hubieren  fundado  ó  costeado,  y  subsidiariamente  á  sus 
herederos  ó  sucesores  conforme  á  la  legislación  civil. 

Art.  3?  En  los  cementerios  de  que  trata  el  articulo  anterior,  no  tendrá  la 
autoridad  publica  más  intervención  que  la  puramente  necesaria  para  hacer  efectivos 
los  derechos  de  posesión  y  dominio  de  ellos,  para  cuidar  de  su  salubridad  y  para 
el  esclarecimiento  de  hechos  criminosos. 

Art.  4f  Queda  derogada  la  ley  141  de  V*.  de  Septiembre  de  1869. 

La  ley  de  1869  derogada  por  la  anterior,  dice  así : 

Art.  If  Los  cementerios  que  hayan  sido  costeados  j)or  las  rentas  de  fábrica  de 
las  iglesias  católicas,  ó  con  donaciones,  fundaciones,  hmosnas  ú  oblaciones  de  los 
fieles,  pertenecen  á  los  habitantes  catóUcos  de  la  pairoquia  en  que  tales  cementerios 
se  encuentran  ubicados. 

La  administración,  posesión  y  gobierno  de  tales  cementerios  corresponden  al 
respectivo  párroco,  con  dependencia  de  sus  superiores  en  la  jerarquía  eclesiástica. 

Él  dominio  de  tales  cementerios  sólo  puede  trasferirse  por  disposición  de  los 
respectivos  Obispos,  ó  ministros  superiores  de  la  comunión  católica. 

Art.  2^  Los  cementerios  de  cualquiera  congregación  religiosa  que  hubieren  sido 
fundados  ó  costeados  por  determinadas  personas  para  su  uso  paríicular,  pertenecen 
á  los  individuos  que  los  hubieren  fundado  ó  costeado,  y  subsidiariamente  á  los  que 
sean  herederos  ó  sucesores  de  ellos  conforme  á  la  legislación  civil. 

Art.  3^  En  los  cementerios  de  que  trata  la  presente  ley  no  tendrá  la  autoridad 
públioA  más  intervención  que  la  puramente  necesaria  para  hacer  efectivos  los 


1  Parece  que  esta  ley  arrebató  á  los  católicos  desde  1862  sus  cementerios.  Sin 
embargo,  como  no  conocemos  su  tenor  literal,  no  hemos  querido  hacer  mérito  de 
ella  en  esta  obra. 
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derechos  de  posesión  j  dominio  de  ellos,  para  cuidar  de  sn  salubridad  j  para  el 
esclarecimiento  de  hechos  criminosos. 

Basta  el  simple  cotejo  de  estas  dos  leyes  para  que  todo  hombre 
hoiiirado  y  de  buena  voluntad  comprenda  de  parte  de  cuál  de  ellas  está 
el  respeto  á  la  justicia  y  al  derecho.  Creemos  inútil  agregar  por 
nuestra  cuenta  observación  alguna;  pero  en  cambio  insertaremos  la  parte 
respectiva  de  una  importante  solicitud  elevada  á  la  Asamblea  legisla- 
tiva por  el  Ilustrísimo  señor  Obispo  de  Medellín,  contra  ésa  y  otras  leyes 
expedidas  por  la  Constituyente  de  1877.     Dice  así : 

Si  hay  algún  cementerio  construido  por  el  distrito,  la  disposición  es  innecesaria 
respecto  de  él,  porque  bien  sabido  es  que  las  cosas  son  de  su  dueño,  sin  necesidad 
de  que  este  Decreto  venga  á  decirlo.  Nuestra  reclamación  se  contrae  á  los  c^tib  han 
sido  construidos  con  las  rentas  de  fábrica,  ó  con  fundaciones,  donaciones,  limosnas 
ú  oblaciones  de  los  fíeles ;  es  decir,  los  que  pertenecen  á  la  comunión  católica. 

¿  Qué  derecho  hay  para  declarar  que  pertenecen  en  propiedad  á  los  distritos  P 
No  lo  sabemos  ni  pocemos  imaginarlo  siquiera. 

Esos  cementerios  han  sido  construidos  al  amparo  y  bajo  la  protección  de  las 
instituciones  del  pais,  y  forman  una  propiedad  tan  perfecta  y  tan  sagrada  como 
nuestros  hogares  mismos.  ¿  Por  que,  pues,  se  nos  priva  de  ellos  P  ¿  Qué 
confianza  podemos  tener  en  que  las  leyes  y  las  autoridades  nos  garanticen  eficaz- 
mente nuestros  otros  bienes,  cuando  han  principiado  por  arrebatarnos  éste,  tal  vez 
el  más  querido  de  todos  P 

No  es  de  ahora  cuando  la  Iglesia  santifica  el  lugar  de  la  sepultura  común  de  sus 
hijos,  y  excluye  de  él  á  los  que  no  lo  son. 

£se  uso  principió  con  la  Iglesia  lAisma  ;  y  para  poder  hacerlo  efectivo  en  los 
primeros  siglos,  cuando  los  cristianos  eran  perseguidos  con  el  hierro  y  el  fu^o  por 
todas  partes,  cavaron  nuestros  padres  en  la  fe  esas  inmensas  y  admirables 
catacumbas  de  Aoma,  que  excitan  á  la  vez  la  admiración  de  los  viajeros^  el  interés 
de  los  anticuarios,  y  la  piedad  y  devoción  de  los  peregrinos. 

Y  ¡  cosa  verdaderamente  rara  y  triste  á  la  vez  !  JL  esos  antiguos  Emperadores 
romanos,  que  representaban  el  máximo  de  la  tiranía  y  del  despotismo,  y  que  habían 
jurado  exterminar  hasta  el  nombre  cristiano,  no  se  les  ocurrió  nunca  ni  negar  á  la 
Iglesia  el  derecho  de  tener  sus  cementerios,  ni  mucho  menos  apoderarse  de  ellos  por 
la  fuerza,  para  hacer  enterrar  allí  indistintamente  á  cristianos  y  á  gentiles ;  y  hoy, 
en  el  último  cuarto  del  siglo  XIX,  á  la  luz  de  una  civilización  tan  avanzada,  bajo 
el  imperio  de  gobiernos  liberales  que  blasonan  de  justos,  ilustrados  y  tolerantes,  al 
amparo  de  constituciones  y  leyes  €[ue  elevan  á  la  categoría  de  derechos  sagrados, 
base  esencial  é  invariable  oe  la  existencia  misma  de  la  Nación,  k.  garantía  j^ecta 
y  eficaz  de  la  propiedad  y  de  la  libertad  religiosa;  esos  mismos  gobiernos  se 
apoderan  de  los  cementerios  católicos  y  los  entregan  á  las  corporaciones  munici- 
pales, para  que  los  administren  á  su  voluntad.  ¿  Cómo  puede  concebirse  siquiera 
una  violación  tan  clara  y  tan  escandalosa  de  toda  justicia  y  de  todo  derecho  r 

¿  Quién  ha  construido  los  cementerios  católicos  P  ¿  Por  ventura  el  Grobiemo  en 
nombre  del  Estado,  ó  las  municipalidades  en  nombre  de  los  distritos  P  No,  por 
cierto  :  los  ha  construido  la  comunidad  católica,  con  valores  pertenecientes  á  ella 
misma  y  con  el  trabajo  personal  de  sus  miembros. 

¿  Y  con  qué  derecho  los  ha  construido  P  Con  el  mismo  derecho  exactamente  coa 
que  cada  particular  puede  construir,  cuando  le  plazca,  una  casa  que  le  sirva  de 
hogar. 

¿Por  qué,  pues,  la  ley  y  las  autoridades,  que  reconocen  y  respetan  nuesfaro 
derecho  al  hogar  que  nos  sirve  de  morada,  lo  desconocen  y  lo  destruyen  al  tratarse 
del  lugar  santo  donde  reposan  las  cenizas  de  nuestros  antepasados,  y  las  de  otros 
hermanos  nuestros  que  nos  han  precedido  en  la  señal  de  la  fe,  y  duermen  el  sueño 
de  la  paz  P    ¿  Hay  por  ventura  diferencia  entre  esos  dos  derechos  P 

Afectos  vivos  y  varios  hav  en  el  corazón  humano,  unos  desean  riquezas,  <raA 
amontonan  á  porfía ;  otros  los  honores  y  las  dignidades,  que  los  elevan  sobre  los 
demás ;  quiénes  la  gloria,  que  resplandece  y  deslumhra ;  otros  las  desordenada» 
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concnpiscencias  de  la  carne,  ^ae  embotan  el  entendimiento  j  empañan  la  razón ; 
pero  hay  pocos,  mnj  pocos,  mngnno  tal  vez  entre  bs  católicos,  que  no  amen  con 
delirio  la  cana  de  sus  hijos,  donde  se  mecen  las  generaciones  que  se  levantan,  7 
la  tnmba  de  sus  padres,  donde  han  depositado  los  restos  de  aquellos  á  qnienes 
deben  la  existencia  7  todo  lo  qne  son. 

j  Cómo  no  extrañar,  pues,  que  la  Convención  constitu7ente,  en  lugar  de  respetar 
Y  nacer  efectivo  el  derecho  de  los  católicos  á  sus  cementerios,  se  los  arrebate 
bruscamente,  sin  razón  nipretexto  alguno  P 

Pero  ¿  obró  siquiera  la  Convención  dentro  de  sus  facultades  constitucionales,  al 
expedir  la  disposición  de  que  tratamos  P    Contestación  satisfactoria  da  á  esta 

Í>regunta  la  garantía  6?  del  artículo  15  de  la  Constitución  nacional,  que  es  una  de 
as  que  fueron  elevadas  á  la  categoría  de  base  esencial  é  invariable  de  la  Unión 
entre  I08  Estados.    Hé  aquí  sus  términos  : 

"  La  propiedad  ;  no  pudiendo  ser  privados  de  ella,  sino  por  pena  ó  contribución 
general,  con  arreglo  á  las  le7ee,  ó  cuando  así  lo  exija  un  grave  motivo  de  necesidad 
ptiblica,  judicialmente  declarado  7  previa  indemnización," 

Ni  de  pena,  ni  de  contribución  general  se  trata  aquí ;  7  si  ésas  son  las  dos  ¿nicas 
vías  perlas  cuales  i)ueda  uno  ser  privado  de  sus  bienes  conforme  á  la  Constitución, 
¿  por  qué  motivo,  ni  con  qué  derecho  se  nos  arrebatan  nuestros  cementerios  P 

Sabemos  mu7  bien  que  algunos  han  tratado  de  justificar  este  procedimiento 
haciendo  notar  que  las  garantías  establecidas  en  la  Constitución,  pertenecen 
únicamente  &  las  personas,  individualmente  consideradas,  7  que  la  comunión 
católica  no  es  un  individuo  sino  un  conjunto  de  individuos.  Pero  ¿  merece,  por 
ventura,  ese  ^bre  argumento  que  se  le  saoue  á  lucir  en  una  reunión  de  personas 
de^mediano  criterio  7  de  alguna  instrucción  r 

Si  el  Gobierno  puede  apoderarse  á  su  capricho  de  los  bienes  de  las  entidades 
religiosas  fundándose  en  que  no  son  shnpCes  individuos^  puede  hacer  igual  cosa 
con  los  bienes  de  toda  clase  de  compañías  civiles  7  de  comercio,  porque  estas 
entidades  tampoco  son  individuos  particulares,  sino  que  forman  personas  jurídicas 
distintas  de  los  socios,  individualmente  considerados.  Así  puede  verse  en  el  inciso 
2r  del  artículo  2,110  del  Código  civil 

Pero  los  que  argumentan  de  esa  manera  han  olvidado  que  en  las  10703  ha7 
disposiciones  terminantes  que  ponen  á  la  Iglesia  á  cubierto  de  eso  que  bien 
pudiéramos  llamar  simple  argucia  de  rábula.  Yed,  si  no,  lo  que  disponen  los 
artículos  659  7  661  del  Código  civil  7a  citado  : 

"  Llámase  persona  jurídica  una  entidad  moral  ó  persona  ficticia  capaz  de  ejercer 
derechos  7  contraer  obligaciones  civiles,  7  de  ser  representada  judici^  ó  extrajudi- 
eialmente. 

'*  Son  personas  iurídicas  las  Iglesias,  comunidades  7  congregaciones  religiosas 
de  la  Beligión  católica. 

"  La  le7  civil  mantiene  á  dichas  Iglesias,  comunidades  7  congregaciones  de  la 
Eeligión  católica,  en  los  derechos  de  posesión  7  propiedad  sobre  sus  bienes  muebles 
é  inmuebles,  de  administrar  los  mismos  bienes,  manejar  sus  rentas,  adquirir  7 
enajenar  con  arreglo  á  sus  cánones,  constituciones  ó  estatutos,  7  conforme  á  la 
misma  le7  civil,  7  comparecer  activa  ó  pasivamente  en  juicio,  reconociéndoles 
para  todo  esto  su  personería  juiidica,  conforme  á  sus  cánones,  constituciones  ó 
estatutos." 

Claramente  se  ve  en  estas  disposiciones  que  la  le^  civil  considera  á  las  Iglesias, 
comunidades  7  congregaciones  religiosas  de  la  Eeligión  católica  como  verdaderas 
personas  que,  aunque  ficticias,  son  capaces  de  adquirir,  conservar  7  administrar 
sus  bienes ;  es  decir,  las  asimila  á  simples  individuos  particulares  en  lo  relativo  á 
la  adquisición  7  goce  de  sus  derechos,  7  al  cumplimiento  de  sus  obligaciones. 
i  Cómo  se  viene  a  sostener  que  la  garantía  constitucional  relativa  á  la  propiedad 
no  las  cubre  con  su  ala  protectora  P 

Ha7  más  :  si  la  Constitución  garantiza  realmente  el  derecho  de  propiedad,  para 
que  esta  garantía  sea  eficaz  es  preciso  que  se  permita  al  dueño  de  una  cosa  hacer 
de  ella  lo  que  quiera,  con  tal  que  no  contravenga  al  derecho  ejeuo,  á  la  moral  ó  á 
las  Ie7e3.  Si  el  uso  que  un  individuo  haga  lícitamente  de  10  SU70  no  se  respeta 
por  las  leves,  aquella  garantía  se  convierte  en  una  burla.  Pues  bien :  si  una 
persona  destina  su  dinero,  ó  sus  bienes,  ó  parte  de  ellos,   ai  servicio  de  una  ^ 


468  IGLESIAS   Y    CEMENTEEIOS. 

congregación  religiosa  admitida  en  el  país,  Haj  que  respetar  esa  destinaciÓD,  j  hay 
que  acunitir  esa  trasmisión  como  sagrada.  Por  consiguiente,  la  lej  no  puede 
confiscar  los  bienes  así  trasferidos,  so  pena  de  violar  la  propiedad  ajena. 

De  lo  que  hemos  dicho  y  de  los  actos  y  leyes  que  hemos  examinado^ 
resulta  claramente  que  son  numerosos  y  grayes  los  ataques  que  ha 
sufrido  la  Iglesia  por  parte  del  poder  civil,  en  lo  relativo  á  sus  templos 
y  cementerios.  Aquí  desempeña  también  la  Iglesia  el  papdL  de  víctima, 
comp  sucede  en  los  demás  asuntos,  y  al  Gobierno  le  corresponde  el  de 
verdugo. 

No  hablaremos  en  esta  obra  de  las  numerosas  profanaciones  ^ue  ha 
habida  en  los  templos  y  otros  lugares  sagrados.  £n  otro  trabajo  que 
tenemos  emprendido,  haremos  conocer  algunas  de  las  más  notables. 
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CAPITULO  IV. 

COMUNIDADES   RELIGIOSAS. 

1 .  La  época  de  la  unión  de  las  dos  potestades  durante  el  Gobierno 
republicano  terminó  para  las  comunidades  religiosas,  con  la  inicua  ex- 
pulsión de  los  jesuítas,  y  la  ley  de  1851  que  examinamos  en  otro  lugar 
y  que  revela  profundo  odio  contra  ellas. 

Así  estaban  las  cosas  cuando  vino  la  ley  de  15  de  Junio  de  1853^  por  la 
cual  se  separó  absolutamente  la  Iglesia  del  Estado.  En  ella  figuran 
dos  disposiciones  que  se  rozan  con  las  comunidades  religiosas,  y  son  laé 
siguientes : 

Art.  6*  Ningún  acto  de  coacción  de  parte  de  los  ministros  del  culto,  ó  de  las 
comunidades  religiosas  de  cualquiera  clase,  que  de  algún  modo  ataque  las  libertades 
garantizadas  á  los  granadinos  por  el  artículo  5?  de  la  Constitución  de  la  BepúbHca, 
será  en  ninf^ún  caso  permitido ;  y  los  funcionarios  públicos  respectivos  lo  harán 
cesar  inme£atamente  que  tengan  conocimiento  de  él. 

Art.  8*;  Á  pesar  de  lo  dispuesto  en  esta  lev,  continúa  vigíente  la  prohibición  que 
tienen  los  padres  de  la  Compañía  de  Jesús  de  venir  al  territorio  de  la  BepúbHca. 

Si  él  artículo  6?  se  refiriese  únicamente  á  las  coacciones  materiales^  no 
le  objetaríamos  cosa  algima,  porque  entonces  sería  apenas  una  conse- 
cuencia natural  de  la  separación  de  las  dos  potestades ;  pero  tal  como 
está  redactado  tiene  el  gravísimo  inconveniente  de  que  la  autoridad 
temporal,  que  por  lo  común  no  anda  corta  en  materia  de  abusos, 
pretenderá  prohibir  el  empleo  de  apremios  puramente  espirituales  para 
obligar  á  los  relinosos  y  fieles  al  cumplimiento  de  los  deberes  contraídos 
voluntariamente  nacía  la  Iglesia  y  sus  diversas  entidades. 

Más  repugnante  es  el  artículo  8?,  que  prohibe  á  los  jesuítas  volver 
al  territorio  de  la  Bepública ;  pero  de  esto  hemos  hablado  ya  extensa- 
mente en  otro  lugar,  y  no  hay  para  que  repetir  lo  que  dijimos. 

Ninguna  disposición  importante  se  dictó  desde  entonces  hasta  1861  con 
relación  á  las  comunidades  religiosas,  salvo  la  derogación  de  la  ley  de 
1853,  la  cual  se  hizo  el  14  de  Mayo  de  1855.  Las  comunidades 
religiosas  gozaron  de  paz  y  tuvieron  seguridad  y  garantías  durante  las 
administraciones  que  supieron  cumplir  leal  y  honradamente  su  deber. 
Los  Jesuítas  volvieron  al  país  y  derramaron  por  todas  partes  los 
beneficios  de  su  admirable  celo  por  la  gloria  de  Dios  y  la  salvación  de 
las  almas. 

2.  En  el  dicho  año  de  1861,  vencedora  la  revolución  en  la  capital  de 
la  Bepública^  tropezó  inmediatamente  con  los  hijos  de  San  Ignacio,  y  ^ 
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descargó  sobre  ellos  los  primeros  golpes  de  su  odio  insensato  y  brutal. 
Hé  aquí  el  decreto  expedido  el  26  de  Julio,  es  decir  seis  días  después  de 
la  ocupación  de  la  capital  por  las  fuerzas  revolucionarias. 

T.  O.  DE  MOSQTTEBJL  etC.    ' 

Vista  la  ley  de  14  de  Mayo  de  1855,  y  considerando  : 

V.  Que  por  lo  dispuesto  en  el  artícnlo  2"*.  de  la  expresada  ley,  las  respectivas 
Iglesias  y  congregaciones  deben  incorporarse,  conforme  á  la  ley,  para  tener  perso- 
nería y  manejar  sus  rentas,  siempre  que  guarden  las  reglas  establecidas  por  la  ley 
para  adquirir ; 

2?  Que  los  padres  de  la  Compañía  de  Jesús  han  venido  al  país  constituidos  en 
sociedad  ó  congregación  y  adquirido  bienes,  sin  guardar  las  reglas  para  adquirir 
las  sociedades  ó  comunidades,  por  no  haber  esqpedido  el  poder  legítimo  la  ley 
respectiva ; 

^  Que  las  garantías  y  derechos  individuales  son  para  las  personas  y  no  para 
las  corporaciones,  mientras  éstas  no  hayan  recibido  la  incorporación  ó  autorización 
legal  para  existir ; 

4?  Que  una  sociedad  ó  corporación  en  que  sus  miembros  tienen  votos  solenmes 
de  obediencia  pasiva,  no  son  personas  libres  para  obrar,  y  tienen  que  estar  sujetos 
á  mandatos  superiores  que  los  ponen  en  contradicción  con  la  obeaiencia  debida  á 
las  autoridades ; 

•  ••••  •  •  • 

7?  Que  esta  compañía  ó  sociedad  tiene  tendencias  contrarias  ¿  la  paz  pública, 

Decreto  : 

Art.  1°.  La  Compañía  de  Jesús,  que  no'  ha  podido  establecerse  sin  la  ley  de 
incorporación,  será  disuelta  por  la  autoridad,  y  ocupados  los  bienes  que  hn,  adquirido 
sin  tener  personería. 

Art.  2t  Como  medida  de  alta  policía  se  le  hará  salir  del  país  inmediatamente, 
extrañando  á  sus  miembros  como  infractores  de  la  ley  y  enemigos  del  Gobierno  de 
los  !E)stados  Unidos. 

Los  considerandos  1?,  2?  y  3?  parten  del  supuesto  inexaxsto  de  que  los 
jesuítas  no  estaban  incorporados  legalmente.  Sí  lo  estaban  por  el 
artículo  661  del  Código  civil  de  Cundinamarca^  que  hemos  copiado  en 
otro  lugar. 

Bespecto  de  la  obediencia  pasiva^  hemos  explicado  ya  cómo  debe 
entenderse^  y  cómo  y  en  qué  sentido  puede  decirse  que  ella  existe* 
También  Jiemos  explicado  cuáles  son  las  verdaderas  tendencias  de  los 
jesuítas,  armónicas  en  todo  con  la  paz  y  el  orden  público. 

Sobre  el  decreto  en  sí  mismo,  nada  hay  que  decir.  La  mano  pode- 
rosa de  una  rebelión  triunfante  se  levantó  por  encima  de  toda  justicia 
y  de  todo  derecho,  para  herir  á  unos  pobres  religiosos  indefensos,  loa 
mejores  maestros  de  la  juventud,  ^os  más  íirmes  y  decididos  defensores 
de  la  causa  católica  en  el  mundo.  Nada  había  que  objetar  á  esa  ini- 
quidad apoyada  en  las  bayonetas  de  un  ejército  vencedor ;  y  los  jesuítas 
tuvieron  que  salir  desterrados  por  tercera  vez  del  país^  sin  que  pudiese 
dárseles  en  rostro  con  delito  alguno ;  y  sin  que  se  les  permitiese  ftevi^ 
siquiera  consigo  el  valor  de  los  bienes  que  legítimamente  habían  adquirido. 

jtíadie  pudo  decir  este  ó  aquel  jesuíta  cometió  (al  delito,  porque  en 
todos  ellos  resplandecía  la  virtud  en  grado  eminente;  pero  eraa  los 
abanderados  de  la  buena  causa,  la  causa  de  la  verdadera  civilización,  y 
era  preciso  acabar  con  ellos  de  un  golpe,  para  quitar  ese  estorbo,  y  para 
hacer  saber  á  las  otras  órdenes  la  suerte,  que  se  les  esperaba  si  no  íncli* 
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naban  humildemente  la  cabeza  y  se  prestaban  á  quebrantar  sus  más 
solemnes  y  sagrados  votos. 

3.  El  segundo  golpe  contra  las  comunidades  religiosas  no  se  hizo 
esperar :  vino  con  el  decreto  de  5  de  Noviembre  de  1861,  que  dice 
así: 

T.  G.  DB  MosquERA  etc. 
Consideratido  : 

If  Que  las  comunidades  religiosas  resisten  la  ejeonción  del  decreto  de  9  de 
Septiembre  del  corriente  año,  sobre  desamortización  de  bienes  de  manos  maertas, 
ba30  el  pretexto  de  que  no  pueden  obedecerlo  basta  que  reciban  órdenes  ó 
instrucciones  de  sus  superiores,  residentes  en  el  extranjero,  los  cuales  no  tienen 
por  qué  intervenir  en  asuntos  qne  son  peculiares  del  Gbbiemo  y  régimen  interior 
de  los  Estados  Unidos  de  Colombia  ; 

2?  Que  esta  re8istencia  incalificable  coloca  á  los  miembros  de  dichas  comunidades 
en  rebelión  contra  el  Gobierno  de  la  Unión,  puesto  que  así  le  niegan  la  obediencia 
debida,  á  la  que  están  sujetos  los  colombianos  ; 

3?  Que,  según  los  datos  que  ba  recogido  el  Poder  Ejecutivo,  se  pretende  tra8toi:nar 
el  orden  púbuco,  bajo  el  pretexto  de  qne  el  mencionado  decreto  concxQca  los  derechos 
de  la  Iglesia,  cuando  por  lo  dispuesto  en  él,  en  nada  quedan  vulnerados ; 

4?  Que  el  Gk>biemo  no  puede  ni  debe  mirar  con  indiferencia  el  desobedecimiento 
de  sus  providencias,  que  indudablemente  tienden  al  mejoramiento  j  progreso  de  la 
Unión  ; 

5?,  Que  se  ba  ofrecido  á  dicbas  comunidades  lo  necesario  para  el  sostenimiento 
del  culto,  en  sus  respectivas  iglesias  y  capillas,  y  para  la  subsistencia  de  sus 
miembros ;  y  no  obstante  esto  se  esfuerzan  en  bacer  creer  que  se  les  ba  privado  de 
los  medios  ae  sostener  el  culto  y  de  los  de  subsistencia  individual,  con  el  objeto  de 
excitar  las  paraones  v  subvertir  el  orden  público  ;  y 

6?  Que  el  artículo  3^  del  **  pacto  transitorio "  de  20  de  Septiembre  último, 
autoriza  al  Poder  Ejecutivo  para  dictar  las  providencias  que  estune  convenientes 
con  el  fin  de  asegurar  la  .tranquilidad  de  la  Unión  y  la  buena  marcha  de  la 
administración  publica, 

Decreto : 

Art.  1*^  Se  extinguen  en  el  distrito  federal  y  en  el  Estado  de  Boyacá  todos  los 
conventos,  monasterios  y  casas  de  religiosos  de  uno  y  otro  sexo. 

Art.  2f  En  los  demás  Estados  en  qne  los  individuos  de  las  comunidades 
religiosas  resistan  ó  entorpezcan  de  cualquiera  manera  el  decreto  sobre  desamor- 
tizaron de  bienes  de  manos  muertas,  se  extinguirán  igualmente  dichas  comuni- 
dades, á  juicio  del  Poder  Ejecutivo  nacional. 

Art.  3?  Las  iglesias  ó  capillas  anexas  á  los  conventos  y  monasterios  continuarán 
abiertas  para  rendir  el  culto  debido  á  la  Divinidad ;  y  al  efecto  el  señor  Arzobispo 
ó  superior  eclesiástico  respectivo  las  proveerá  de  rectores  ó  capellanes. 

Art.  4**  Los  rectores  ó  capellanes  nombrados  para  las  iglesias  y  capillas  anexas  á 
los  extinguidos  conventos  y  monasterios,  recibirán  bajo  inventario  formal  los  vasos 
sagrados,  ornamentos  y  demás  objetos  pertenecientes  al  culto. 

Art.  5?  Los  archivos,  cuadros,  bibliotecas  y  demás  objetos  perteneciraites  á 
ciencias  y  artes  ^e  las  comunidades  qne  existan  en  el  distrito,  se  adjudican  á  la 
biblioteca  nacional;  y  los  mismos  objetos  que  existan  en  el  Estado  de  Boyacá,  al 
colegio  del  mismo,  umcado  en  la  ciudad  de  Tanja. 

Art.  6?  Los  miembros  de  las  comunidades  religiosas  de  uno  y  otro  sexo  que 
obedezcan  los  decretos  sobre  tuición  v  desamortización  de  bienes  de  manos 
muertas,  dé  20  de  Julio  y  9  de  Septiembre  últimos,  podréu  continuar  viviendo  en 
comunidad,  y  con  derecho  á  la  renta  viajera  que  les  asigna  el  decreto  expresado 
sobre  desamortización  de  bienes  de  manos  muertas. 

Art.  7?  No  obstante  lo  dispuesto  en  el  artículo  1?  las  monjas  profesas  podrán 
continuar  viviendo  en  los  edificios  en  que  han  habitado  hasta  ahora  en  vida  común, 
pero  sin  ser  consideradas  como  comunidad  religiosa. 

Art.  8f  La  Junta  Suprema  del  Crédito  nacional  asignará  la  suma  mensual  de  que 
deban  disfrutar  las  religiosas  profesas  á  que  se  refiere  el  artículo  anterior.  >  _  _  _t^ 
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Art  9?  Los  religiosos  profesos  que  quieran  salir  de  las  casas  que  se  les  dejan 
para  habitación,  podrán  hacerlo  libremente  j  sin  tocar  con  autoridad  alguna, 
teniendo  derecho  á  gozar  de  la  renta  viajera  que  les  corresponde. 

Art.  10.  Habiendo  destinado  el  Gobierno  las  rentas  necesarias  para  el  sosteni- 
miento de  las  monjas  de  que  trata  el  articulo  8?,  éstas  no  podrán  pedir  limosnas 
para  tal  objeto. 

Parágrafo.  La  infracción  de  este  artículo  sujetadl  á  sus  trasgresores  á  las  penas 
ó  correcciones  señaladas  para  los  vagos,  sin  perjuicio  de  las  demás  providencias 
que  tenga  á  bien  dictar  el  Poder  Ejecutivo  de  la  unión. 

Art.  11.  Los  miembros  exclaustrados  de  las  comunidades  religiosas  á  que  se 
refiere  este  decreto,  que  se  sometan  al  Gk)bierno  v  autoridades  de  la  Unión  y  juren 
obediencia  á  los  actos  del  poder  público,  podran  vivir  libremente  en  el  distrito 
federal  ó  donde  lo  crean  más  conveniente.  Los  que  no  se  sujeten  y  cumplan  las 
condiciones  expresadas,  serán  confinados  ó  expulsados  del  territorio,  s^ún  lo 
determine  el  Poder  Ejecutivo  nacional. 

El  considerando  1?  no  es  otra  cosa  que  un'  refinamiento  de  crueldad 
contra  unos  pobres  religiosos  sujetos  á  la  confiscación  de  todos  sus 
bienes.  ¿  Que  era  lo  que  se  pretendía  de  ellos  P  ¿  Que  reconocieran 
como  justa  una  insigne  iniquidad  P  Eso  no  era  posible.  ¿  Que  besaran 
humildemente  la  mano  que  los  azotaba  sin  pieidad,  y  dieran  las  más 
rendidas  gracias  por  tan  eminente  servicio  ?    Tampoco  era  posible. 

Hoy  día,  á  pesar  de  haber  pasado  ya  veinte  años  sobre  esos  sucesos, 
cuando  uno  los  recuerda  no  puede  menos  de  sentirse  indignado  al  ver 
el  cinismo  con  que  la  tiranía  brutal  de  esa  época  se  cebaba  en  unas 
pobres  é  indefensas  víctimas. 

No  es  más  fundado  el  2?  considerando.  Los  miembros  de  las 
comunidades  religiosas  no  opusieron  nunca  al  decreto  que  les  arrebataba 
sus  bienes  sino  una  resistencia  pasiva  y  esencialmente  pacífica;  y  al 
obrar  así,  apenas  cumplieron  con  un  estricto  é  indeclinable  deber. 
Ellos  no  formaban  sino  uno  de  los  anillos  de  esa  larga  cadena  que  cons- 
tituye una  comunidad  religiosa.  Habían  recibido  de  sus  antecesores 
esos  bienes  para  emplear  sus  rentas  en  la  mayor  gloria  de  Dios  y 
beneficio  de  los  desvalidos,  y  debían  trasmitirlas  intactos  á  sus 
sucesores,  con  igual  ñu.  ¿  Cómo  se  quería,  pues^  éue  aplaudiesen  un 
acto  arbitrario  y  tiránico  que  los  ponía  en,impon)ilidad  de  cumplir 
una  parte  de  su  misión  P 

Pero,  prescindiendo  de  eso,  ¿  cuándo  ha  sido  repuifida  jamás  en  parte 
alguna  una  simple  resistencia  j[?ímm  p  pacífica  comortecto  de  verdadera 
rebelión,  capaz  de  autorizar  la  disolución  completa  ^e  la  personalidad 
jurídica  P  * 

Se  pretende  inculcar  con  el  considerando  3?  la  idea  de  que  la 
desamortización  no  afectó  en  lo  mínimo  los  intereses  ni  los  derechos  de 
la  Iglesia.  ílse  es  un  punto  que  ya  hemos  discutido  extensamente  en 
el  lugar  correspondiente,  por  lo  cual  nada  agregaremos  aquí  sobre 
el  particular. 

Se  observa  en  el  4?  considerando  que  el  Gobierno  no  debe  mirar 
con  indiferencia  el  desobedecimiento  de  sus  providencias ;  pero  no  se 
echa  de  ver  que  las  comimidades  religiosas  tampoco  podían  ver  con  indi- 
ferencia la  confiscación  de  sus  propiedades. 

En  el  5?  considerando  se  dice  que  el  Gobierno  había  ofrecido  á  las 
comunidades  lo  necesario  para  los  gastos  del  culto  y  la  subsistencia  de 
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BUS  miembros,  y  que  ellas  se  empeñaban  en  hacer  creer  que  habían 
sido  privadas  de  los  medios  de  sostenerse  y  sostener  el  culto ;  pero  no 
se  para  mientes  en  que  los  religiosos  no  podían  recibir  esa  clase  de  renta 
sin  contar  con  sus  superiores^  aunque  no  fuera  sino  para  que  no  pudiese 
decirse  que  habían  aprobado  de  motu  proprio  la  confiscación  de  sus 
bienes. 

¿  Bastan  esos  considerandos^  ridiculos  unos,  inexactos  otros,  exagerados 
los  demás,  para  herir  de  muerte  á  las  corporaciones  religiosas  ?  ¿  Cuál 
era  la  oposición  temible  que  podían  hacer  sus  miembros,  ancianos 
valetudinarios  los  más,  á  un  Gobierno  revolucionario  y  vencedor,  que 
no  conocía  ley,  ni  fuero,  ni  freno  de  ningima  clase  P 

No :  no  había  nada  de  eso.  Aquí,  como  en  la  desamortización,  eran 
motivos  de  codicia  y  de  rapiña  los  que  movían  realmente  al  Gobierno. 
Ya  él  se  había  declarado,  por  sí  y  ante  sí,  en  el  decreto  sobre  desamorti- 
zación de  bienes  de  manos  muertas  heredero  de  las  comunidades  religiosas; 
ahora  las  hería  de  muerte,  y  quedaba,  por  lo  mismo,  en  el  pleno  goce  y  en 
la  tranquila  posesión  de  la  herencia  que  ya  estaba  en  sus  manos. 
¿Quién  puede  dejar  de  reconocer  en  esas  huellas  inequívocas,  la 
marcha  de  un  espíritu  irreligioso,  enemigo  declarado  de  la  Iglesia,  que  no 
vacila  en  dar  forma  de  ley  á  sus  meros  caprichos  por  indignos  é  inicuos 
que  sean  P 

El  artículo  3?  ordena  que  las  iglesias  ó  capillas  anexas  á  los  conventos 
y  monasterios  continuarán  abiertas  para  rendir  culto  á  la  Divinidad,  y 
que  al  afecto  el  señor  Arzobispo  ó  superior  eclesiástico  respectivo  las 
provea  de  rectores  ó  capellanes.  De  manera  que  el  Gobierno  procedía 
ya  como  Jefe  supremo,  civil  y  religioso  del  país,  y  daba  órdenes  é 
imponía  deberes  á  las  autoridades  eclesiásticas,  como  á  las  civiles  y 
políticas. 

Igual  observación  nos  sugiere  el  artículo  4?  ¿  Con  qué  derecho  se 
mezclaba  el  Gobierno,  y  un  Gobierno  notoriamente  irreligioso  y  perse- 
guidor de  la  Iglesia,  en  los  asuntos  del  culto  católico P  ¿Es  ésa  la  tan 
s^amada  libertad  primitiva  que  se  venía  prometiendo  á  la  Iglesia  por  el 
círculo  que  dominaba  de  1850  á  1853,  J  que  era  el  mismo  que  en  esta 
época  regía  los  destinos  del  país  ? 

El  artículo  5?  dio  nuevo  ensanche  á  la  desamortización.  Los  archivos, 
cuadros,  bibliotecas  y  demás  objetos  pertenecientes  á  ciencias  y  artes 
que  tenían  las  comunidades  religiosas,  cayeron  en  sus  garras  y  pasaron 
á  la  biblioteca  nacional  y  al  colegio  de  Tunja.  Inútil  es  preguntar  el 
derecho  con  que  esto  se  hiciera :  tratándose  ¿e  asuntos  religiosos  ó  del 
culto,  ó  que  se  rocen  directamente  con  ellos,  no  debe  hablarse  de 
derechos  á  un  Gobierno  como  el  que  entonces  existía.  Tres  palabras 
pintan  lo  que  en  esa  época  podían  esperar  las  entidades  religiosas  del 
Gk)biemo :  expoliación,  persecución,  ruina. 

Por  el  artículo  6?  se  permitió  á  los  miembros  de  las  conaunidades 
religiosas  que  obedecieran  los  decretos  de  tuición  y  desamortización  el 
que  pudiesen  vivir  en  comimidad,  y  con  derecho  á  la  renta  que  se  les 
había  asignado. 

¿  Era  esta  disposición  contradictoria  con  la  del  artículo  1?  del  mismo 
decreto P    Así  pudiera  parecer  á  primera- vista;  pero  examinando  el 
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asunto  con  alguna  detención,  se  echa  de  vez  que  el  objeto  de  esa  disposi- 
ción no  ^a  otro  que  introducir  la  semilla  de  la  discordia  en  el  seno 
mismo  de  las  comunidades  religiosas ;  fomentar  las  resistencias  de 
aquellos  de  sus  miembros  que  no  quisieran  estar  sometidos  á  sus  legítimos 
superiores,  y  acelerar  asi  la  destrución  real  y  completa  de  las  comuni- 
dades religiosas. 

El  articulo  7?  puede  considerarse,  más  bien  que  como  ima  gracia  á 
las  monjas,  como  una  intimación  a  los  religiosos  de  abandonar  su  hogar ; 
el  hogar  donde  pensaban  pasar  los  años  de  su  peregrinación  sobre  la 
tierra,  para  salir  á  buscar  un  techo  ajeno,  que  pudiera  ponerlos  á 
cubierto  de  la  intemperie.  Pronto  veremos,  empero,  que  esa  gracia,  si 
gracia  puede  llamarse,  duró  poco,  y  las  monjas  al  fin  fueron  también 
arrojadas  de  sus  queridos  asilos  sobre  el  pavimento  de  las  calles,  por  la 
generosidad  y  la  tolerancia  de  los  predicadores  de  libertad  é  indeperulencia 
para  la  Iglesia. 

Pero  donde  la  iniquidad  se  excedió  á  sí  misma,  fué  en  el  artículo  10. 
Allí  se  dispuso  que  las  monjas  que  pidieran  limosna  para  subsistir 
fuesen  perseguidas  y  castigadas  como  los  vagos,  sin  perjuicio  de  las 
demás  providencias  que  tuviera  á  bien  dictar  el  Oobiemo. 

De  suerte  que  ese  tolerantísimo  Gobierno  decía  á  las  monjas:  ^^Os 
arrebato  todo  cuanto  tenéis ;  os  arrojo  un  pedazo  de  pan  negro  para 
que  lo  comáis  en  la  amargura  de  vuestro  corazón ;  y  reeordad 
siempre  que  soy  yo  quien  os  ha  reducido  á  esta  triste  situación  ;  pero  eso 
si,  escuchad  bien  lo  que  os  digo,  para  que  no  lo  olvidéis :  cuidado  con 
recibir  cosa  aleuna  de  la  mano  generosa  de  los  fieles,  porque  en  el  acto 
os  asimilaré  á  los  vagos,  á  menos  que  en  mi  paternal  clemencia  tenga  á 
bien  trataros  con  mayor  rigor.  Yedlo  y  entendedlo  bien  :  mi  voluntad 
firme  é  irrevocable  es  que  todo  bocado  de  pan  que  llevéis  á  vuestra 
boca,  vaya  humedecido  con  las  lágrimas  de  amargura  que  mi  recuerdo  os 
arranque,  y  no  con  las  de  reconocimiento  que  puedan  excitar  la  piedad 
y  la  generosidad  de  los  fieles." 

¿  Cómo  es  posible  conservar  la  calma  ante  una  iniquidad  tan  hiriente 
y  tan  monstruosa  P  ¿  Quién  mo  siente  sublevarse  en  el  fondo  de  sa 
alma,  no  tan  sólo  los  sentimientos  religiosos,  si  que  tambiái  los  de  la 
más  común  honradez  y  los  de  la  generosidad  más  vulgar,  unidos  á  los 
de  la  simple  justicia  y  de  la  recta  razón  natural  ? 

Corre  parejas  con  el  artículo  10,  el  11  del  decreto  que  ^exami- 
namos. Dispúsose  en  él  que  loe  miembros  de  las  comunidadeB 
religiosas  extinguidas  que  se  sometieran  el  Gobierno  y  á  las 
autoridades  de  la  unión  y  juraran  obediencia  á  los  actos  del  poder 
publico^  pudieran  vivir  libremente  en  el  distrito  federal  ó  en  cualquiera 
otra  parte ;  y  que  los  que  así  no  lo  hicieran,  fuesen  confinados  ó  expul- 
sados del  territorio  déla  República,  á  voluntad  del  Poder  Ejecutivo. 

Grande  iniquidad  es  sin  duda  arrebatarle  á  tmo  sus  bienes ;  mayor 
aún  querer  que  acepte  como  bueno  ese  despojo ;  pero  inmensamente 
mayor  todavía  colocarlo  entre  un  juramento  de  obediencia  á  las  iniqui- 
dades del  Gobierno,  y  el  destierro  ó  el  confinamiento. 

Eso  no  tiene  sino  una  sola  explicación  razonable  :  el  Gobierno  quería 
no  sólo  apoderarse  de  los  bienes  de  las  entidades  religiosas  por  medio  de 


COMUNIDADES   BBLIGIOSAS.  4?75 

la  desamortización,  y  disolver  las  oomimidades  que  existían,  sino  también 
vejar,  humillar  y  envilecer  si  era  posible,  á  los  miembros  de  tales 
comunidades  y  en  general  á  todo  el  clero.  Así  se  adelantaba  considera- 
blemente la  tarea  de  destruir  el  catolicismo  en  el  país,  que  parecía  ser 
el  punto  objetivo  de  las  medidas  del  Golnerno,  por  más  que  él  protestara 
á  cada  paso  lo  contravio. 

4.  A  propósito  del  citado  decreto  de  5  de  Noviembre  de  1861,  que 
acabamos  de  examinar,  creemos  conveniente  insertar  la  siguiente 
diligencia,  que  encontramos  publicada  en  el  número  27  del  Registro 
Oficial,  correspondiente  al  19  de  Noviembre  de  1861.     Dice  así : 

En  la  exudad  de  Tanja  á  9  de  Noviembre  de  1861  rennidos  en  la  Sala  del 
Despacho  del  C.  Presidente  del  Estado  los  BB.  PP.  Fra%  Bicardo  Oancino,  Prior 
del  convento  de  Santo  Domingo  de  esta  ciudad,  v  Fray  Miguel  González,  Guardián 
de  San  Francisco  de  la  misma,  con  el  objeto  de  dar  la  ultima  razón  de  la  intimaci<Jn 
que  se  les  hizo  ayer  á  las  -seis  de  la  noche,  sobre  si  se  sometían  á  los  decretos  de 
tuición  y  desamortización  de  bienes  de  manos  muertas  y  protestaban  obediencia  al 
€k)biemo  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia,  manifestaron :  que  de  acuerdo  con 
sus  respectivas  comunidades  se  sometían  á  los  mencionados  decretos  y  prestaban 
obediencia  al  Gk)biemo,  teniendo  en  consideración : 

If  Que  la  no  aceptación  de  los  referidos  decretos  podría  producir  alguna  alarma 
que  hiciera  continuar  el  derramamiento  de  sangre  en  la  Bepública,  que  como 
ministros  de  pcbz  y  de  caridad  están  obligados  á  evitar  ; 

2*  Que  la  extinción  de  los  conventos  haría  decaer,  tal  vez  absolutamente,  el  culto 
católico,  que  están  obligados  á  sostener ; 

3?  Que  por  la  no  aceptación  de  los  decretos  tendrían  que  salir  desterrados  de 
sus  conventos,  quedando  los  fíeles  sin  quien  les  administrara  los  sacramentos  por 
la  escasez  que  hay  de  sacerdotes  en  esta  ciudad,  y  que  en  tal  caso  serían  respon- 
sables ante  Dios  de  los  que  pudieran  morir  sin  loe  aunlios  espiritualm ; 

4*"  Que  si  los  conventos  se  disolvieran*  quedando  loe  religiosos  dispersos,  sería 
muy  posible  la  relajación  de  algunos ; 

b?  Q^e  no  han  recibido  de  sus  superiores  la  línea  de  conducta  que  deban  observar, 
aun  cuando  ha  habido  tiempo  para  ello  ; 

6?  Que  dejándoles  el  decreto  de  6  del  presente,  sobre  extinción  de  comunidades 
religiosas,  con  libertad  para  elegir  entre  dos  tórminos,  ellos  han  debido  aceptar, 
como  aceptan,  el  que  consulta  la  conservación  de  loe  conventos ;  y 

7?  Que  por  el  C.  Presidente  del  Estado  no^  se  les  concedió  más  término  para 
deliberar  que  el  de  doce  horas,  aun  cuando  pidieron  seis  días,  y  que  en  dichas  doce 
horas  no  era  posible  consultar  á  sus  superiores  de  Bo^tá; 

Y  en  tal  virtud,  hecha  la  promesa  por  los  mencionados  reverendos  Padree  de 
sujetarse  á  los  decretos  de  tuición  y  desamortización,  y  prestar  obediencia  al 
Gobierno,  el  O.  Presidente  dispuso  que  continuaran  en  esta  ciudad,  viviendo  en 
comunidad,  los  religiosos  de  los  conventos  de  Santo  Dominga  y  San  Francisco,  de 
acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  artículo  6?  del  decreto  sobre  extinción  de  comunidad^es 
reÜRiosas. 

Con  raeón  el  Gobierno  se  apresuró  á  publicar  esa  acta  y  la  solemne 
aprobación  de  la  conducta  del  Presidente  de  Boyacá  '^  lo  mismo  que  del 
acta  que  acompaña ;"  pues  quedaba  conseguido,  al  menos  en  parte,  el 
objeto  del  articulo  6?  del  decreto  citado. 

5.  Algún  fruto  obtuvo  también  en  Bogotá ;  pues  cuarenta  y  cuatro . 
religiosos  se  sometieron,  contrariando  la  linea  de  conducta  seguida  por 
los  superiores  y  aconsejada  por  sus  deberes. 

No  podemos,  por  nuestra  parte,  aprobar  la  conducta  de  esos  religiosos, 
y  mucho  menos  la  exposición  de  motivos  en  que  pretendieron  apoyarla. 
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Los  decretos  de  tuición  y  desamortización  de  bienes  de  manos 
muertas  eran  evidentemente  opuestos  á  las  leyes  de  la  Iglesia  y  á  sus 
más  claros  derechos ;  y  por  consiguiente»  aunque  el  heclio  de  que  el 
clero  protestara  contra  eÚos,  pudiese  contribuir  á  aumentar  el  derrama- 
miento de  sangre  en  la  guerra  civil  que  entonces  se  agitaba^  lo  que  no  es 
cierto,  no  era  responsable  de  esto  el  clero,  que  apenas  cumplía  con  im 
deber,  sino  el  Gobierno  que  había  expedido  tan  inicuos  decretos. 
¿Quería  evitarse  completamente  el  derramamiento  de  sangre,  si  ese 
hecho  hubiese  podido  producirlo  ?  El  remedio  estaba  en  las  manos : 
derogar  tales  disposiciones. 

El  sostenimiento  del  culto  y  la  administración  de  los  sacramentos 
son  sin  duda  de  altísima  importancia ;  pero  no  pueden  sacrificarse  en 
aras  de  esos  bienes  los  grandes  y  permanentes  intereses  de  la  Iglesia, 
unidos  estrechamente,  ó  mejor  dicho  vinculados,  á  la  conservación  de  su 
libertad  y  de  sus  derechos.  Si  de  ahí  resultaba  que  algunos  fíeles 
morían  sin  los  sacramentos^  el  responsable  era  el  Gobierno  que  atacaba 
á  la  Iglesia,  y  no  el  clero  que  la  defendía. 

ISo  es  motivo  suficiente  tampoco  la  relajación  de  algunos  de  los 
religiosos,  aunque  eso  llegara  á  suceder.  Nunca  es  ni  ha  sido  lícito 
aceptar  un  mal  cierto  ó  ejecutarlo^  para  prevenir  otro  contingente. 

Menos  aceptable  es  el  fundamento  de  la  falta  de  instrucciones,  pues 
el  punto  era  tan  claro  que  no  se  necesitaban. 

Al  aprobar  el  Gobierno  el  acta  referida,  sin  excepción  ó  restricción 
alguna,  aprobó  el  considerando  6?  que  establece  la  concesión  de 
tomar  una  línea  de  conducta  que  permitiese  la  conservación  de  los 
monasterios.  Cualquiera  pensaría  que  en  realidad  esos  conventos, 
sometidos  así  discrecionalmente  al  Gobierno,  se  habrían  librado  de  la 
suerte  común  de  los  demás.  Ilusión :  en  la  mente  del  Gobierno  estaba 
decretada  la  destrucción  de  todos  ellos  j  y  así,  tanto  los  que  resistieron 
con  valor  las  iniquidades  del  Gobierno,  como  los  que  humildemente 
se  sometieron  á  ellas,  corrieron  igual  suerte ;  con  la  sola  diferencia  de 
que  los  unos  perecieron  con  honra  y  los  otros  sin  ella. 

El  7?  fundamento,  según  el  cual  el  Presidente  no  quiso  conceder  á 
los  religiosos  sino  doce  horas  para  deliberar,  se  estampó  allí  tal  vez 
providencialmente,  para  eterno  baldón  é  igaominia  de  esos  tiránicos 
gobiernos  que  no  sólo  conculcan  todo  derecho,  toda  razón  y  toda  justi- 
cia, sino  que  se  complacen  en  torturar  á  sus  víctimas,  y  hacen  ridículo 
alarde  de  su  fuerza  y  su  poder. 

6.  Á  pesar  del  lazo  tendido  á  los  religiosos  con  el  fin  de  concitar 
disensiones  entre  ellos,  como  lo  hemos  visto,  la  mayor  parte  permaneció 
fiel  á  sus  deberes,  arrostrando  la  persecución  que  era  el  resultado  natural 
de  su  generosa  conducta.  Sobre  ellos  se  lahzó  otro  rayo  de  las  regiones 
del  poder  con  el  decreto  de  7  de  Junio  de  1862,  que  extendió  y 
encendió  por  todas  partes  la  persecución.  El  artículo  1?  dispuso  lo 
siguiente : 

Los  miembros  de  las  comunidades  religiosas  de  uno  y  otro  sexo,  que  á  la  fecha 
de  la  publicación  del  presente  decreto  no  se  hubieren  sometido  expresamente,  ante 
la  antoridad  respectiva,  á  los  decretos  de  20  de  Julio  y  9  de  Septiembre  últimos, 
sobre  tuición  y  desamortización  de  bienes  de  manos  muertas,  aunque  despuéa  se 
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sometan,  no  tendrán  derecho  á  la  renta  viajera  que  les  asigna  el  decreto  expresado 
sobre  desamortización  de  bienes  de  manos  mnertias. 

El  artículo  2?  dispuso  que  los  religiosos  que  no  se  sometieran  á 
dichos  decretos^  dentro  de  quince  dias^  fuesen  extrañados  del  territorio  de 
la  República  ó  confinados  á  un  lugar  distante  j  ocupadas  isus  temporali- 
dades ;  el  3?  mandó  publicar  esa  orden  por  bando  ;  el  4?  dispuso  que  el 
sometimiento  fuese  oajo  juramento ;  el  5?  ordenó  que^  al  que  no  se 
sometiera^  lo  redujese  á  prisión  en  la  cárcel  pública  la  primera  autori- 
dad del  distrito,  barrio  ó  cuartel,  y  diera  cuenta  al  Presidente  ó 
Gobernador  respectivo,  para  la  expulsión  ó  confinamiento  y  ocupación 
de  temporalidades ;  el  6?  mandó  castigar  á  los  empleados  morosos  con 
destitución  y  multa  de  ciento  á  quinientos  pesos ;  el  7?  prohibió  bajo 
gravísimas  penas  prestar  auxilio  á  ningún  religioso  que  no  se  hubiese 
sometido  y  anduviese  huyendo;  el  8?  finalmente  mandó  seguir  un 
procedimiento  breve  y  sumario  para  la  imposición  de  las  penas  estable- 
cidas. 

Nunca  hasta  entonces  la  iniquidad  habla  levantado  la  cabeza  de  una 
manera  más  soberbia,  más  audaz,  más  desvergonzada.  El  Oobiemo  que 
había  disuelto  las  comunidades  religiosas  y  se  había  apoderado  de 
cuanto  tenían,  como  si  se  hubiese  sentido  alarmado  en  un  principio 
por  la  ma^itud  de  la  iniquidad,  había  señalado  á  los  religiosos  cierta 
renta  vitahcia.  Ahora  priva  de  ella  á  la  mayor  parte  de  ellos,  para 
castigarles  su  fidelidad  á  la  Iglesia  y  su  abnegación  en  el  cumplimiento 
de  sus  deberes;  y  más  adelante,  en  el  mismo  decreto,  les  ordena  some- 
terse, bajo  las  penas  de  destierro,  confinamiento  y  despojo  de  lo  poco 
que  pudieran  haber  salvado  en  el  naufragio  de  sus  bienes  temporales ; 
y  como  si  eso  no  fuese  bastante  para  saciar  la  rabia  y  el  furor  de  los 
perseguidores,  extiende  la  persecución  hasta  á  los  que  cumplan  las 
sagradas  leyes  de  la  hospitalidad.  No  parece  sino  que  se  hubiese 
querido  renovar  la  época  de  las  terribles  proscripciones  de  Mario  y  de 
Sila,  tan  justamente  condenadas  por  la  historia. 

7.  Vino  entre  tanto  el  año  de  1863,  y  en  él  se  reunió  la  Convención 
que  expidió  la  Carta  fundamental  de  la  Bepública.  Pródigo  es  ese 
cuaderno  en  definición  de  derechos ;  pues  en  él  figuran  como  base  esencial 
é  invariable  de  la  unión  entre  los  Estados,  la  garantía  de  la  vida,  la 
libertad  individual,  la  seguridad  personal,  la  propiedad,  la  libertad 
absoluta  de  la  imprenta  y  de  la  expresión  del  pensamiento,  la  libertad 
de  viajar,  la  de  industria,  la  de  enseñanza,  la  igualdad,  la  inviolabilidad 
del  domicilio,  el  derecho  de  asociarse  sin  armas,  el  de  comerciar  con 
elementos  de  guerra,  el  de  profesar  pública  ó  privadamente  cualquiera 
religión,  salvo  la  ejecución  de  hechos  contrarios  á  la  soberanía  nacional 
6  encaminados  á  turbar  la  paz  publica,  etc. 

Al  ver  ese  gran  cúmulo  de  libertades  tan  ampliamente  escritas, 
cualquiera  se  imaginaría  que  en  esa  Convención  dominaba  el  más  alto 
espíritu  de  libertad  que  haya  existido  nunca  en  nuestros  cuerpos  parla- 
mentarios. Puede  ser  que  así  fuese  en  algunas  materias ;  pero  en  lo 
relativo  á  asuntos  religiosos,  faltaba  mucho  para  que  hubiese  un  verda- 
dero espíritu  de  libertad.  En  prueba  de  ello,  y  por  lo  que  se  refiere  al 
asunto  especial  del  presente  capítulo,  podemos  presentar  el  articulo  5?  p 
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de  la  ley  de  23  de  Abril  de  1863^  sobre  policía  nacional  en  materia  de 
cultos,  que  dice : 

Es  proUbido  el  establecimiento  de  comunidades  6  corporaciones  religiosas 
regulares,  sin  distinción,  quedando  extinguidas  y  disueHas  las  que  existían  en  la 
Nación. 

En  este  artículo  se  probibió  expresamente  el  establecimiento  de 
comunidades  6  corporaciones  religiosas  regulares,  j  se  declararon 
dísueltas  las  que  existían  ;  pero  á  la  vez  se  aprobaban  las  garantías  14 
y  16  del  articulo  15  de  la  Constitución  que  se  sancionó  pocos  días 
después  y  que  autorizaban  á  todo  mundo  para  asociarse  sin  armas  y  para 
ejercer  su  religión,  en  tanto  que  no  se  atacara  la  soberanía  nacional  ni 
la  paz  pública.  ¿Qué  respeto  ni  qué  consideraciones  merecen  esas 
Convenciones  que  así  se  burlan  del  sentido  común  y  de  la  sana  razón, 
por  el  mero  placer  de  perseguir  á  la  Iglesia  católica,  es  decir  la 
depositaría  de  la  fe  religiosa  de  casi  todos  los  habitantes  del  país  P 

Por  lo  demás,  hé  aqvd  el  comentario  aue  hace  xm  escritor  español, 
que  hemos  citado  ya,  á  una  Proposición  ael  SyllahtM  relacionada  con  el 
asunto  de  la  desamortización. 

En  la  Proposición  53  se  condena  t 

If  Á  los  que  dicen  que  deben  dero^^ao^e  Is»  leyes  hechas  con  el  objeto  de  amparar 
y  defender  los  derechos  de  las  órdenes  religiosas ; 

2f  k  los  que  enseñan  que  ]a  autoridad  civü  paede  prestar  auxilio  á  todos  los 
apóstatas  que,  después  de  haber  profesado  libremente,  deseen  abandonar  el 
claustro ; 

3f  Á  los  ^ue  propalan  la  tan  falsa  como  perniciosa  idea  de  que  los  Gobiernos 
pueden  suprimir  las  corporaciones  religiosas  y  apoderarse  de  todos  sus  bienes. 

Los  errores  que  contiene  esta  Proposición  son  todos*  relativos  ¿  la  supresión  de 
las  órdenes  religiosas  y  .'á  la  desamortización.  Acerca  de  esto,  sólo  necesitamos 
recordar  lo  que  ya  hemos  dicho  en  muchos  lugares  de  esta  obra.  'Suprimir  las 
órdenes  reli^osas  es  atentar  contra  la  libertad  de  la  Iglesia,  j  además  -contra  la 
libertad  individual,  y  legitimar  la  desamortización  es  lo  mismo  que  negar  la 
propiedad,  justificar  á  Ftoudhon  y  allanar  el  camino  &  la  Internacional.  Jja 
desamortización  no  tiene  más  razón  que  la  fuerza,  y  la  fuerza  está  siempre  cam- 
biando de  manos.  La  desamortización  eclesiástica  ha  abierto  una  inmensa  br^^ha 
en  la  propiedad  partáculac  ¡  Plegué  al  Oielo  que  la  sociedad  pueda  retroceder  ¿ 
tiempo  para  que  no  penetre  por-  esta  brecha  el  socialismo  ! 

Otras  disposiciones  de  la  misma  ley  ordenaron  que  el  clero  prestara 
juramento  de  fidelidad  al  €k)biemo  y  á  las  leyes,  bajo  pena  de  expul- 
sión 6  confinamiento,  que  se  aplicarm  breve  y  sumariamente ;  pero  de 
eso  trataremos  al  hablar  de  la  inspección  de  cultos. 

8.  Poco  después  de  sancionada  la  ley  y  quizá  como  una  consecuencia 
natural  suya,  fué  expedido  el  siguiente  acuerdo  de  la  Junta  directiva 
del  Crédito  nacional,  el  18  de  Junio  de  1863  : 

La  Junta  Suprema,  directiya  del  Crédito  nacional,  considerando  : 
1?  Que  el  artículo  6?  del  decreto  de  6  de  Noviembre  de  1861,  sobre  extineián  de 
comunidades  religiosas,  concedió  renta  viajera  de  que  hoy  están  disérutando  los 
miembros  de  las  mismas  comunidades,  bajo  el  concepto  de  que  éstos  obedeoieseii 
las  disposiciones  vigentes  sobre  tuición  y  desamortización  de  bienes  de  manoB 
muertas ; 

2?  Que  el  clero  de  Bogotá  se  resiste  á  |»estar  el  juramento  de  obediencia  6  '^ 
Constitución  y  leyes  de  la  Eepáblica,  exigido  por  la  ley  de  23  de  Abril  del  presente 
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año ;  j  en  consecuencia  se  le  debe  ropatar  en  pngna  abierta  con  los  decretos  antes 
mencionados ; 

3?  Que  el  artículo  4?  del  citado  decreto  de  5  de  Noviembre  dispuso  que  las 
iglesias  Y  capillas  anexas  á  los  conventos  y  monasterios  continuasen  abiertas  para 
rendir  el  cuito  debido  ¿  la  Divinidad ;  y  hoy  el  Provisor  de  la  Arquidiócesis,  en 
testimonio  de  su  lesistenoia  á  las  leyes,  na  dispuesto  se  mantengan  cerradas  todas 
las  de  la  capital ; 

Acuerda : 

\?  Suspéndese  el  pago  de  la  renta  viajera  de  que  han  estado  disfrutando  hasta 
hoy  los  miembros  délas  comunidades  religiosas,  hasta  q^ue  presten  el  juramento  de 
obedecer  la  Constitución  y  leyes  de  la  República,  mandado  exigir  por  la  ley  de 
23  de  Abril  último. 

2;  Excítese  al  Jefe  municipal  para  que  obligue  á  los  capellanes  de  las  iglesias  y 
monasterios  ¿  que  los  tengan  abiertos,  para  que  los  particulares  pueden  rendir  el 
culto  debido  ¿  la  Divinidad 

3?  Si  dichos  capellanes  se  denegaren  &  cumplir  con  lo  dispuesto  en  el  número 
anténor,  el  Jefe  mtinicipal  nombrará  comisionados  que  se  hagan  cargo  de  dichas 
iglesias  y  capilk.s  y  de  abrirlas  diariamente  para  el  efecto  indicado. 

4?  Los  comisionados  gozarán  de  la  asignación  de  diez  y  seis  pesos  mensuales, 
pagaderos  por  la  Caja  de  amortización,  siendo  responsables  de  los  edificios  y  enseres 
que  se  les  entreguen. 

5f  No  se  librará  eantídad  alguna  para  el  culto  de  la  Iglesia  catedral  y  demás 
capillas  en  que  los  ministros  encargaoos  de  ellas  no  den  el  culto  púbHeo. 

Tanto  iba  calando  en  los  empleados  la  idea  de  qae  contra  la  Iglesia 
todos .  se  podían  estrellar  impunemente^  que  la  J  unta  se  atrevió  á 
tomar  unas  resoluciones  como  ésas,  ajenas  enteramente  á  las  funciones 
que  le  estaban  atribuidas.  No  obstante,  aquí  la  invasión  de  facultades 
era  tan  patente  y  repugnante,  que  el  Gobierno  no  creyó  deber  tolerarla ; 

Íno  sólo  declaró  nulo  el  acuerdo,  sino  que  apercibió  seriamente  á  la 
unta  para  que  en  lo  sucesivo  no  volviera  á  usurpar  las  ajenas  facul- 
tades y  atribuciones. 

9.  Mucho  se  engañaría,  sin  embargo,  quien  creyese  que  el  Gobierno 
babia  improbado  en  el  fondo  el  procedimiento  de  la  Junta.  Al  contrario^ 
lo  prohijó  expresamente,  como  puede  verse  en  el  decreto  de  7  de  Agosto 
del863. 

Art.  1?  Declárase  nulo  y  de  ningún  valor  el  acuerdo  de  la  Junta  Suprema  direc- 
tiva de  Crédito  nacional  de  18  de  Junio  de  1863. 

Art.  2f  Los  artículos  1?  á  5f  de  aquel  acuerdo  se  estimarán  como  informe 
acordado  por  la  Junta  para  exigir  una  resolución  del  Poder  Ejecutivo  en  favor  de 
los  intereses  nacionales. 

Art.  3?  Siendo  justas  las  opiniones  de  la  Junta  y  fundado  su  juicio  en  el  asunto, 
se  resuelve  de  conformidad ;  a  cuyo  efecto  los  Secretarios  de  lo  Interior  y  Relaciones 
Exteriores  y  del  Tesoro  y  Crédito  nacional  extenderán  las  órdenes  circulares  de  su 
resorte  para  que  se  proceda  de  acuerdo  con  la  opinión  de  la  Junta  Suprema  sobre 
el  particular* 

El  desacuerdo  entre  esas  autoridades  no  jprovenia,  pues^  de  que  una 
de  ellas  quisiera  vulnerar  los  úitereses  Ue  la  justicia  y  de  la  razón  y  la 
otra  defenderlos,  sino  de  que  cada  una  quería  tener  hi,  honra  áñ  descargar 
el  injusto  golpe  sobre  los  ministros  del  culto  y  los  intereses  de  la  Iglesia. 

Nada  diremos  sobre  eso  de  convertir  un  acuerdo^  es  decir  una  decisión 
solemne,  en  un  mero  informe,  es  decir  una  solicitud  encaminada  á 
ol)tener  que  se  resuelva  lo  que  ya  se  ha  resuelto  realmente.  £se  es  un 
defecto  de  pura  forma  que  carece  de  importancia. 

Tampoco  diremos  nada  acerca  de  algimas  inexactitudes  que  contienen  ^ 
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los  considerandos  del  decreto  mencionado,  porque  también  son  puntos 
de  menor  importancia.  Pero  sí  haremos  unas  pocas  observaciones  acerca 
de  lo  principal  del  decreto. 

El  I^resioente  desconoció  en  la  Junta  el  derecho  de  suspender  el  pago 
de  la  renta  vitalicia,  porque  no  tenia  facultad  para  ello;  pero  en 
seguida  decretó  él  mismo  dicha  suspensión.  jCon  qué  derecho? 
¿  Dónde  está  la  facultad  que  le  dan  las  instituciones  P  Él  se  encuentra 
á  ese  respecto  en  la  misma  situación  que  la  Junta,  y  le  cae  de  lleno 
el  mismo  vituperio  que  ésta  merece  por  la  usurpación  de  facultades  que 
no  le  correspondían.  ' 

Lo  propio,  y  con  mayor  razón,  puede  decirse  de  las  medidas  que  se 
rozan  con  el  culto.  ¿  Quién  ha  conferido  las  funciones  de  Pontífice  al 
Presidente,  para  que  pueda  disponer  lo  conveniente  en  lo  relativo  á  la 
manera  como  deba  rendirse  el  culto  público  al  Ser  Supremo,  y  el  tiempo 
en  que  deba  tributarse  ?  ¿  Quién  lo  ha  facultado  para  crear  funcionarios 
con  calidad  de  públicos,  y  con  funciones  relativas  únicamente  al  mismo 
culto ;  no  con  la  mira  de  que  se  tribute  con  la  debida  regularidad,  sino 
más  bien  para  perturbarlo,  á  despecho  de  la  voluntad  de  los  ministros 
religiosos  y  de  la  parte  sana  de  4os  £eles  P  Pero  está  visto  :  en  la  guerra 
contra  la  Iglesia,  no  se  necesitan  ni  razón  ni  justicia,  ni  facultades  para 
herirla:  todo  lo  que  se  haga  contra  ella,  merece  el  aplauso  de  sus 
enemigos. 

10.  En  el  mismo  año  de  1863  se  sancionó  la  ley  de  6  de  Mayo,  en  la 
cual  se  dispuso  lo  siguiente  : 

Art.  1?  Asignase  á  cada  una  de  las  monjas  exclaustradas  residentes  en  los  Esta- 
dos Unidos  de  Colombia,  una  renta  vitalicia  de  doscientos  cuarenta  pesos  annal^ 
pagaderos  del  Tesoro  nacional,  por  duodécimas  partes,  al  fin  de  cada  mes,  j  en 
moneda  metálica. 

Art.  2?  Dará  también  el  Poder  Ejecutivo  á  las  monjas  exclaustradas,  previa 
solicitud  de  éAtas,  uno  ó  más  edificios  de  propiedad  nacional,  distintos  de  los  con- 
ventos suprimidos,  para  que  habiten  en  ellos  durante  su  vida.  En  los  lugares 
donde  la.  Nación  no  tuviere  edificios  distintos  de  los  conventos  suprimidos,  6  en 
donde  los  que  tuviere  no  fueren  adecuados,  se  tomarán  en  arrendamiento  los  que 
lo  fueren,  haciéndose  el  gasto  del  Tesoro  nacional. 

Antes  vimos  que,  como  á  manera  de  gracia,  se  petmitía  á  las  monjas 
el  residir  en  su  nogar ;  ahora,  cansado  ya  el  Gobierno  de  tanta  gene* 
rosidad,  dispone  que  se  les  dé  local,  pero  con  la  condición  precisa  de 
que  no  sea  en  ningún  caso  aquel  en  que  ellas  deseaban  terminar  aus 
días.  Á  todo  trance  q^uería  el  Gobierno  que  vivieran  en  hogares 
distintos  del  suyo  propio,  como  si  temiera  que  esos  sagrados  asilos 
hubiesen  de  proteger  con  alguna  eficacia  á  las  víctimas  de  su  furor  y  de 
sus  iniquidades ;  ó  más  bien,  porque  quería  cebarse  en  ellas  con  crueldad 
inusitada,  y  no  permitirles  ni  aun  el  consuelo  de  morir  bajo  el  techo 
que  habían  escogido  para  hogar. 

11.  Al  año  siguiente  de  1864  se  dispuso  en  la  ley  de  29  de  Mayo  que 
á  cada  monja  se  le  diesen  desde  que  los  pidiese  doscientos  cuarenta 
pesos  anuales,  y  á  los  íraües  de  ciento  ochenta  á  cuatrocientos  ochenta, 
en  proporción  á  los  años  de  profesión  que  tenía  en  1861.  Esto  era 
lo  que  el  Gobierno  dejaba  al  fin  á  las  comunidades  religiosas,  después  de 
arrebatarles  cuanto  tenían.  *    ^qqqJp 

o 


uiyiu^itiu  uy  ' 


COMUNIDADES  EELIGIOSAS.  481 

Asi  terminó  en  nuestra  patria  la  existencia  legal  de  las  comunidades 
religiosas.  Á  ellas  somos  deudores  de  casi  todo  lo  que  somos,  y  de  lo 
que  podamos  llegar  á  ser  en  lo  futuro  ;  porque  sin  ellas  probablemente 
no  se  Habría  aclmiatado  en  este  suelo  la  civilización  cristiana,  fuente  de 
todo  progreso- sólido  y  durable. 

Sin  las  injustificables  prevenciones  de  que  fueron  víctimas  varias 
veces,  y  que  interrumpieron  el  curso  de  sus  tareas  é  hicieron  malograr 
grandiosos  proyectos  que  estaban  ya  seriamente  en  via  de  ejecución, 
nuestra  patria  sin  duda  ocuparía  un  lugar  mucho  más  distinguido  del 
que  ocupa  en  el  rol  de  las  naciones. 

Si  Carlos  III,  en  lugar  de  dar  acogida  á  la  insensata  medida  de  ex- 
pulsar á  los  jesuítas  de  todos  sus  dominios,  les  hubiese  proporcionado 
abundantes  recursos  y  protección  decidida  para  ensanchar  sus  misiones 
y  llevar  á  cabo  la  reducción  de  los  innumerables  salvajes  que  poblaban 
nuestro  territorio,  serian  incalculables  los  resultados  que  se  habrían 
obtenido.  Tal  vez  en  esas  inmensas  soledades  del  Sureste  de  nuestra 
patria  florecerían  hoy  grandes  ciudades  y  numerosos  pueblos,  que  explo- 
tasen con  provecho  las  grandes  y  abundantes  riquezas  de  ese  suelo 
virgen. 

Otra  vez,  después  de  eso^  estuvimos  en  vía  de  abrir  esas  dilatadas 
regiones  al  dulce  influjo  de  la  civilización ;  pero  la  nueva  expulsión  de 
los  jesuítas  en  1850^  vino  á  matar  esa  que  tal  vez  era  la  última  espe- 
ranza. Hoy  no  queda  sino  lamentar  el  deplorable  extravio  de  gobiernos 
puestos  para  hacer  la  pública  felicidad^  y  que  se  empeñan,  por  miras 
mezquinas  de  odios  infundados  6  insensatos,  en  cerrar  para  ^  siempre  la 
puerta  de  nuestro  suelo  á  los  más  esforzados  y  hábues  obreros  del 
verdadero  progreso  y  de  la  civilización  verdadera:  las  órdenes  religiosas, 
y  principabnente  los  jesuítas. 

Nunca  deploraremos  suficientemente  el  mal  inmenso  hecho  á  nuestra 
patria  en  este  particular.  El  Gobierno  mismo,  como  que  á  veces  ha 
tenido  momentos  lúcidos,  en  los  cuales  ha  alcanzado  á  sondear  ;toda  la 
trascendencia  de  las  faltas  cometidas;  de  donde  es  natural  le  haya 
venido  el  deseo  de  remediarlas,  pero  nada  se  ha  hecho  que  pueda  se^ 
verdaderamente  eficaz.  Es  cierto  que  en  1868,  en  1870  y  en  1874 
se  expidieron  leyes  con  el  fin  de  procurar  la  conversión  de  los 
salvajes,  y  se  autorizó  al  Oobiemo  para  emplear  al  efecto  misioneros 
cristianos ;  pero  no  se  ha  llegado  á  acometer  seriamente  la  empresa^ 
ni  creemos  fácil  que  entre  gobiernos  como  los  que  han  regido  el  país  en 
los  últimos  veinte  años  y  h)s  misioneros,  pudiera  conservarse  la  buena 
armonía  necesaria  para  el  éxito  de  la  empresa. 

¿  Quedarán  sin  reparación  tantas  iniquidades  como  las  que  se  han 
cometido  entre  nosotros  contra  los  más  grandes  benefactores  de  la 
patria,  los  miembros  de  las  órdenes  religiosas  P  Plegué  á  Dios  que  no^ 
porque  la  ingratitud  es  el  más  repugnante  de  los  vicios  que  pueden 


anidarse,  ya  sea  en  el  corazón  de  un  hombre,  ya  en  el  seno  de  una 
nación.  Un  hombre  ingrato  merece  el  desprecio  de  todos  sus  conciu- 
dadanos ;  una  nación  ingrata,  el  anatema  de  la  humanidad.  Pero  no 
desesperemos :  un  día,  tal  vez  no  muy  lejano,  las  pasiones  calmarán,  la 
verdad  se  abrirá  paso  al  través  de  las  sombras  que  los  errores  y  las 
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preocupaciones  mantienen  aun  hoy  dÍEj  y  los  méritos  inmensoB  de  esas  ! 
comunidades^  cuna  de  multitud  de  egregios  varonesj  serán  reconocidos  y  ' 
proclamados  por  todos  los  que  sientan  latir  en  sus  pechos  corazones  nobles 
y  generosos.  Así  BollYar,  el  insigne  Libertador  de  cinco  B^públíc&s^ 
aquel  á  quien  llamaron  muchos  en  sus  últimos  años  rii  íirarWj  al 
trascurso  de  solo  medio  siglo  ha  llegado  é  ocupar  el  primer  logar  en 
todo  corazón  patriota^  aun  entre  sus  antiguos  y  gratuitos  enemigos. 
Esperemos ! 
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CAPITULO  V. 

CENSOS  T  CAPELLANÍAS. 


1.  Los  años  que  precedieron  imnediatamente  á  la  separación  de  la 
Iglesia  j  el  Estado  habían  sido  funestos  para  el  ramo  de  censos,  porque 
se  dictaron  medidas  que  vulneraban  de  un  modo  claro  y  evidente  los 
derechos  de  los  censatarios,  y  que  á  la  vez  eran  gravosísimas  para  el 
Tesoro  nacionaL 

No  obstante^  todavía  no  se  había  desarrollado  contra  esos  contratos 
un  ftiror  tan  grande  como  el  que  se  desarrolló  después.  En  prueba  de 
eUo  podemos  citar  la  ley  de  30  de  Marzo  de  1854  que  mandó  hacer 
ciertas  ventas  á  censo. 

Las  disposiciones  sobre  redención  duraron  en  vigor  hasta  que  fueron 
derogadas  por  la  ley  de  24  de  Abril  de  1855 ;  pero  parece  que  en  los 
últimos  tiempos  no  se  habían  verificado  redenciones  de  ninguna  clase. 

Vino  la  desamortización  en  1861,  y  comprendió,  como  era  natural,  los 
censos  y  las  capellanías.  El  artículo  10  del  decreto  de  9  de  Septiembre 
sobre  esa  materia,  dispuso  que  para  las  redenciones  se  consignaran  docu- 
mentos de  deuda  pública  consolidada  interior  ó  exterior  ó  de  deuda 
flotante  de  cualquiera  clase,  para  reconocer  los  capitales  en  inscrip- 
ciones al  seis  por  ciento. 

Además,  el  artículo  13  dispuso  que  loe  censos  se  impusieran  sobre  el 
Tesoro  y  no  sobre  fincas  raíces ;  y  el  14,  ^ue  no  se  permitieran  traspasos 
sino  redenciones.  Posteriormente  la  disposición  del  articulo  13  fué 
elevada  á  la  categoría  de  mandato  constitucional,  como  se  ve  en  el 
articulo  7?  de  la  Constitución  nacional,  de  que  luego  hablaremos. 

2.  Hucha  urgencia  como  que  tenía  el  Gobierno  en  llevar  á  cabo  la 
redención  de  censos  y  principalmente  los  que  pertenecían  al  ramo  de 
desamortización.  Fruíalo  asi  un  decreto  expedido  el  8  de  Junio  de 
1S62,  precedido  de  los  siguientes  considerandos : 

Que  es,  además,  de  notoria  conyeniencia  pública,  realizar,  cnanto  antes,  el 
pensamiento  social,  económico  y  político  de  la  desamortización;  entre  otros 
motivos,  con  eJ  de  que  principien  &  hacerse  sentir  los  efectos  saludables  de  la 
presen  te*  trasformaciim,  tan  fecunda  en  sacrificios,  como  todas  las  de  su  especie. 

Que  atmqne  el  objeto  preferente  de  esta  importante  operación  no  es  de  carácter 
fiscal,  pueden  j  deben  obtenerse  de  ella  algunos  recursos  de  esta  natur^eza,  para 
acelerar  con  menores  gravámenes  para  los  pueblos,  el  término  defiíutívo  de  la 
guerra.  ^  j 
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El  decreto  consta  de  un  solo  artículo^  que  dice  así : 

Se  permite  desde  la  fecha,  la  consignacióa  de  los  docamentos  de  deuda  pública 
correspondieDtes,  para  la  constitucióa  6  redención  en  el  Tesoro  de  los  censos  perte- 
necientes al  ramo  de  desaniortización. 

3.  Estaban  asi  las  cosas  cuando  se  reunió  la  Convención  de  Bionegro, 

3ue  expidió  la  Constitución  de  8  de  Mayo  de  1863,  cuyo  artículo  7? 
ice :    • 

Ifj^almente  convienen  los  dichos  Estados  en  prohibir  á  perpetuidad  las  funda- 
ciones, mandas,  legados,  fideicomisos  j  toda  clase  de  establecimientos  semejantes 
con  qne  se  pretenda  sacar  una  finca  de  la  libre  circulación. 

Asimismo  convienen  y  declaran  que  en  lo  sucesivo  no  se  podrán  imponer  censos 
&  perpetuidad  de  otro  modo  que  sobre  el  Tesoro  público,  y  de  ninguna  manera  sobre 
fincas  raíces. 

Sif  como  creemos^  en  el  resto  de  la  BepúbUca  estaban  los  asuntos  á 
que  se  refiere  este  articulo  en  un  pie  semejante  al  que  tenían  en  el 
Estado  de  Antioquia,  el  golpe  á  la  Iglesia  católica  no  pudo  ser  mejor 
asestado  y  dirigido. 

Cuando  se  discutía  esa  Constitución,  ya  las  entidades  religiosas  habían 
sido  privadas  de  sus  bienes.  Los  convencionistas,  sin  embargo^  como 
que  hubieran  temido  que  ese  despojo  inicuo  y  eucandaloso  no  fuera 
suficientemente  eficaz  para  arruinar  á  la  Iglesia,  y  le  prohibieron,  por  d 
artículo  6?  de  la  Constitución,  que  pudiese  adquirir  propiedad  inmueble 
de  ninguna  clase. 

Empero,  no  era  bastante  eso :  ellos  echaron  de  ver  que  por  medio 
de  censos,  capellanías  y. otras  fundaciones  semejantes,  podían  los  fíeles 
crecur  recursos  de  carácter  permanente  para  atender  á  las  necesidades 
del  culto.  El  remedio  estaba  en  las  manos^  y  el  artículo  7?,  que  deiamoa 
copiado,  prohibió  que  pudiera  ocurrirse  á  esos  medios  para  desviar  en 
parte  el  fuerte  golpe  de  la  desamortización. 

En  Antioquia,  y  creemos  que  en  el  resto  de  la  Bepublica^  las  unicaa 
fimdaciones  de  alguna  importancia  eran  las  capellanías  y  los  censos  redi» 
mibles.  No  tenemos  noticia  de  que  hayan  existido  censos  verdadera  y 
rigurosamente  irredimibles.  Contraeremos,  pues,  á  aquéllos  nuestras 
observaciones. 

El  que  pretenda  que  una  capellanía  puede  sustraer  una  finca  de  la 
libre  circulación,  da  á  conocer  que  no  tiene  idea  clara  de  lo  que  es  una 
capellanía,  y  de  la  manera  como  se  trasmite  entre  nosotros  el  derecho  de 
dominio  á  la  propiedad  inmueble. 

¿Qué  es  una  capellanía  P  Si  se  mira  desde  el  pimto  de  vista  civil, 
es,  como  ya  lo  hemos  dicho,  un  capital  que  se  impone  sobre  un  in- 
mueble, á  un  módico  interés^  en  beneficio  .de  ciertas  personas,  y  con 
obligación,  por  parte  de  estas  últimas,  de  ejecutar  ó  hacer  ejecutar  deter- 
minados actos  piadosos.  Si  se  mira  desde  el  punto  de  vista  religioso,  es  el 
medio  que  tenían  en  otro  tiempo  las  personas  piadosas  y  pudientes 
para  atender  á  dos  cosas  igualmente  importantes  en  el  orden  espiritual, 
á  saber :  el  sostenimiento  de  los  ministros  del  culto,  y  el  alivio  de  las 
almas  Que  se  purifican  en  el  purgatorio.  Examinemos  el  asunto  desde 
ese  doble  punto  de  vista. 
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El  contrato  de  mutuo  á  interés  y  con  cauciones  hipotecarias^  ha 
existido  desde  antiguos  tiempos,  y  nunca  se  ha  pretendido  siquiera 
eliminarlo.  La  razón  de  esto  selta  á  la  vista,  y  la  comprende  al 
momento  hasta  el  más  ignorante.  Es  que  con  frecuencia  sucede  que 
hay  personas  que  tienen  valiosos  bienes  raíces,  pero  carecen  de  dinero 
para  impulsar  sus  empresas  y  hacerlas  producir,  y  ocurren  al  medio  de 
tomar  dmero  á  interés  sobre  ellos,  con  el  fin  indicado. 

En  dos  puntos  importantes  están  en  pu^na  los  intereses  del  mu- 
tuante con  los  del  mutuario :  el  interés  y  el  plazo.  Al  mutuante  le 
conviene  estipular  interés  elevado  para  que  su  capital  le  deje  conside- 
rable provecho  ó  ganancia,  y  plazo  corto  por  la  contingencia  de  que  el 
deudor  venga  á  menos  en  bienes  de  fortuna,  y  se  pierda  el  todo  6  parte 
de  la  deuda.  Al  mutuario  le  conviene^  al  contrario,  el  menor  interés 
para  tener  que  pagar  menos  en  calidad  de  réditos,  y  el  mayor  plazo 
porque  disponiendo  del  capital  por  más  largo  tiempo,  puede  dar  mejor 
giro  á  sus  negocios. 

Basta  lo  dicho  para  comprender  que  el  que  posea  inmuebles  y  necesite 
dinero  para  atender  á  sus  negocios,  debería  reputarse  por  dichoso  si 
encontrara  quien  le  diese  la  cantidad  solicitada,  á  un  interés  más 
módico  que  el  corriente,  y  con  un  plazo  indefinido,  a  su  propia  y  exclu- 
siva voltmtad.  Eso  no  lo  puede  conseguir  hoy  nadie,  con  motivo  de  la 
disposición  que  examinamos.  Antes  podía  conseguirlo  reconociendo 
sobre  sus  bienes  el  capital  de  un  censo  ó  una  capellanía. 

Tales  son  los  contratos  que  la  Constitución  federal  prohibe,  alegando 
que  sustraen  las  fincas  raíces  de  la  libre  circulación. 

Pero  ¿es  cierto  que  por  la  fundación  de  una  capellanía  quede 
excluida  de  la  libre  circulación  la  finca  en  que  se  asegura  el  capital  ? 
lío  :  la  finca  puede  enajenarse  cuando  y  como  se  quiera,  llevando  consigo 
el  gravamen,  como  lo  llevaría  en  el  caso  de  una  hipoteca  especial  y 
ordinaria,  y  subsistiendo  la  obligación  personal  del  anterior  dueño  si  no 
se  ha  trasladado  al  otro  en  forma  legal,  como  subsistiría  también  en  el 
caso  de  hipoteca. 

Si  las  cosas  se  examinan  á  la  luz  de  la  experiencia  y  de  la  razón,  lo 
que  sucede  con  los  gravámenes  de  las  capellanías  y  de  los  censos  es  que, 
lejos  de  sustraer  las  fincas  de  la  libre  circulación,  fopentan  ésta  y  la 
facilitan  considerablemente. 

No  es  por  cierto  ardua  empresa  la  de  probar  esto.  En  efecto,  en 
toda  sociedad  el  número  de  personas  que,  en  la  generalidad  de  los  casos, 
puedan  pretender  adquirir  un  inmueble  cualquiera,  está  limitado  á  las 
que  tengan  los  recursos  pecuniarios  que  se  necesitan  para  ello.  Si 
por  un  medio  cualquiera  se  aumenta  el  número  de  los  que  pueden  com- 
prarlo, naturalmente  crece  en  la  misma  proporción  el  de  los  que  se 
presentan  como  compradores ;  y  el  movimiento  circulante  de  las  fincas 
será  más  v  más  activo. 

Ahora  bien,  una  finca  libre  no  puede  comprarla  sino  el  que  tenga  su 
valor  íntegro  en  dinero,  ya  al  celebrar  el  contrato  si  la  venta  se  hace 
al  contado,  ya  al  tiempo  del  vencimiento  del  plazo  que  se  estipule  si  se 
hace  á  crédito ;  al  paso  que  si  sobre  ella  se  reconoce  el  capital  de  im 
censo  6  de  una  capellanía,  puede  adquirirla  el  que  tenga  siquiera  la  t 
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diferencia  que  existe  entre  el  gravamen  y  el  valor  total  de  la  finca.  Así, 
una  hacienda  libre  que  valga  10,000  pesos^  sólo  puede  comprarla  el  que 
disponga  de  esa  suma ;  al  paso  que  si  tiene  gravámenes,  por  censos  6 
capellanías,  que  valgan  8,000  pesos,  puede  comprarla  todo  el  que  disponga 
de  2,000.    Esto  nos  parece  de  una  evidencia  incontestable. 

Examinemos  ahora  el  asunto  desde  el  punto  de  vista  religioso. 

Desde  la  antigua  ley  mosaica  eran  reconocidos  y  solemnemente 
proclamados  los  dogmas  del  purgatorio  y  de  la  comunión  de  los 
santos ;  en  virtud  de  los  cuales  creemos  que  las  almas  de  los  que 
mueren  en  pecado  venial  ó  sin  satisfacer  la  pena  temporal  que 
merecen  por  los  mortales,  son  atormentadas  hasta  su  completa  puni- 
cación ;  y  ésta  puede  apresurarse  por  las  oraciones  y  demás  buenas 
obras  de  los  vivos.  Por  eso  está  escrito  en  el  libro  de  los  Macabeoe, 
capítulo  XII : 

43.  Y  hecha  ana  colecta,  envió  á  Jernsalén  doce  mil  dracmas  de  plata,  para  que 
se  ofreciera  sacrificio  por  los  pecados  de  los  que  habían  mnerto,  pensando  con 
rectitnd  y  piedad  de  la  resarrección. 

44.  (Pues  si  no  esperaran  que  habían  de  resucitar  aquellos  que  habian  mnerto, 
tendrían  por  cosa  vana  é  inútil  el  orar  por  los  muertos). 

45.  Y  porque  consideraba,  que  los  que  habían  muerto  en  la  piedad,  tenían 
reservada  una  grande  misericordia. 

46.  Es  pues,  santa  y  saludable  la  obra  de  rogar  por  los  muertos,  para  que  sean 
libres  de  sus  pecados. 

¿Entonces  por  qué  extrañar  que  las  personas  piadosas  que  gozando 
bienes  de  f  ortima  anhelen  por  proporcionarse  á  sí  mismas  y  á  aauellos  á 
quienes  aman  el  alivio  de  sus  penas  cuando  estén  sufriendo  en  el  purga- 
torio P  ¿  No  es,  por  el  contrario,  ésa  una  cosa  perfectamente  razonaUe, 
justa  y  conveniente  ?  Aun  los  que  tengan  la  desgracia  de  no  creer  ea 
tan  consoladores  dogmas,  tendrán  que  contestar  afirmativamente  esta 
última  pregimta,  si  la  mala  fe  ó  las  borrascas  de  las  pasiones  no  extra- 
vían su  razón  y  ofuscan  su  entendimiento. 

Fué  principalmente  para  atender  á  esa  gravísima  necesidad  del  alma 
para  lo  que  se  establecieron  las  capellanías.  También  se  tuvo  en  mira 
proporcionar  á  los  descendientes  de  ciertas  personas  algún  auxilio 
pecuniario  para  su  subsistencia,  y  á  veces  para  que  pudiesen  seguir  la 
carrera  sacerdotal,  cuando  se  sintiesen  con  vocación  para  ello  y  no  con- 
tasen con  los  recursos  necesarios  al  efecto. 

Tocante  á  los  censos^  el  objeto  principal  de  su  establecimiento  entre 
nosotros,  fué  presentar  á  las  entidades  religiosas  un  medio  de  propor- 
Clonarse,  con  sus  capitales  legal  y  legítimamente  adquiridos,  una  renta 
permanente  para  atender  á  las  necesidades  del  culto  y  al  objeto  espedal 
de  su  fundación.  ¿  Qué  hay  en  eso  de  vituperable  ni  de  reprensible  ea 
el  fondo  ?  Al  contrarío,  todo  es  razonable  y  conveniente,  y  merece 
protección  y  garantía  cumplida  y  eficaz,  en  lugar  de  la  proscrípción 
ordenada  en  la  carta  fundamental. 

En  resumen,  ni  las  capellanías  ni  los  censos  sustraían  finca  alguna 
de  la  libre  circulación,  ni  perjudicaban  en  lo  mínimo  los  derechos  de 
nadie.  Al  contrarío,  ellos  eran  benéficos,  por  la  santidad  de  su  objeto 
y  por  la  protección  indirecta  que  prestaban  á  la  industria^  como  lo  hemos 
demostrado.    ¿  Qué  motivo  puede  haber  existido,  pues,  para  prohibirloSi 
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y  para  consignar  esa  prohibición  en  una  Constitución  tan  difícil  de 
reioTmax,  que  bien  puede  reputarse  irreformable  ? 

Si  á  eso  se  agrega  que  el  asunto  no  eg  por  su  naturaleza  materia  de 
disposición  constitucional^  y  si  se  tiene  en  cuenta  que  ya  por  una  dispo* 
sición  anterior  estaba  prohibido  á  las  entidades  religiosas  el  adquirir 
inmuebles,  y  por  otras  se  les  había  arrebatado  lo  que  tenían^  nos  parece 
que  resulta  claro  y  patente  el  espíritu  de  persecución  que  presidió  á  la 
sanción  de  todas  esas  disposiciones. 

Permítasenos  insistir  en  esto,  atendida  su  importancia.  El  Gobierno 
les  arrebató  á  las  entidades  católicas  todo  cuanto  tenían  con  insigni£* 
cantes  excepciones ;  luego  les  j^rohibió,  sin  razón  alguna  justificatiya, 
adquirir  bienes  raíces ;  en  seguida  prohibió,  también  sin  razón  alguna^ 
que  pudieran  fundarse  capellanías  ó  imponerse  censos^  únicos  medios 
que  les  quedaban  de  proporcionarse  rentas  permanentes  para  atender  á 
los  permanentes  intereses  que  les  están  confíadod  ¿!^o  hay  en  eso  un 
espíritu  marcado  y  evidente  de  persecución  á  las  entidades  católicas  P 

Se  comprende  al  vuelo  la  manera  de  razonar  que  han  empleado  los 
enemigos  del  catolicismo.  Ellos  han  dicho  para  sí :  si  quitamos  á  la 
Iglesia  sus  bienes,  le  prohibimos  adquirir  otros,  y  procedemos  de  manera 
que  le  sea  imposible  proporcionarse  rentas  de  carácter  permanente, 
morirá  de  hambre;  y  conseguiremos  así  nosotros  con  poco  ruido  y 
sin  mucha  dificultad,  lo  que  otros  no  han  conseguido  derramando 
torrentes  de  sangre  y  estableciendo  las  más  crueles  é  irritantes  persecu- 
ciones. 

4.  En  esa  misma  Constitución  se  garantizó  amplia  y  plenamente  el 
derecho  de  propiedad,  y  no  obstante  eso  á  los  once  días  se  expidió  tma 
ley  por  medio  de  la  cual  se  ratificó  de  un  modo  expreso  la  desamortización 
de  bienes  de  manos  muertas,  que  es  el  más  grave  de  los  atentados  que 
han  podido  cometerse  en  el  país  contra  tan  sagrado  derecho.  En  esa 
^^Jy  que  es  de  19  de  Mayo  de  1863,  figuran  las  siguientes  disposi- 
ciones : 

Art.  19.  Los  censatarios  á  fiívor  de  manos  muertas  quedan  en  libertad  para 
redimir  el  censo  en  el  Tesoro,  dando  bonos  de  deuda  pública  cuyos  intereses 
anuales  produzcan  una  suma  igual  á  la  producida  por  los  réditos  del  censo. 

Art  20.  Hecha  la  redención  de  un  censo  que  se  reconocía  á  favor  de  manos 
muertas,  el  poseedor  de  la  finca  antes  gravada  queda  libre  de  toda  responsabilidad 
por  los  réditos  devengados  en  los  años  precedentes  á  los  cinco  anteriores  á  la 
redención. 

Art.  21.  Las  fincas  en  que  se  hayan  fundado  capellanías  y  que  se  hallen  en  el 
caso  del  artículo  2°  de  la  ley  de  2  de  Junio  de  1853,  sin  que  la  familia  de  los 
fundadores  haya  hecho  uso  del  derecho  que  le  concede  esta  ley,  se  rematarán  como 
los  demás  bienes  desamortizados ;  pero  el  excedente  en  el  remate  del  valor  de  la 
fundación  será  entregado  por  el  Gobierno  á  los  que  prueben  que  les  corresponde  de 
conformidad  con  el  articulo  2f  ya  citado. 

La  disposición  del  articulo  19  prueba  que  el  Gobierno  seguía  en  la 
manía  de  prescindir  completamente  del  monto  de  los  capitales,  fijándose 
tan  sólo  en  la  cantidad  que  debía  pagar  por  razón  de  rédito  ;  de  suerte 
que  para  él  parece  que  fuera  lo  mismo  aeber  100  pesos  al  cinco  por 
ciento^  que  500  al  uno,  que  5^000  al  décimo  por  ciento  anual. 

La  disposición  del  artículo  20  alcanza  verdaderamente  á  los  limites 
de  lo  inicuo.    Según  ella,  bastaba  que  un  censatario  redimiese  el  oenso^ 
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que  reconocía  al  ramo  de  manos  muertas^  para  que  quedase  libre  de  toda 
responsabilidad  por  los  réditos  devengados  en  los  años  precedentes  á  loa 
cinco  anteriores  á  la  redención.  De  suerte  que  un  censatario  que  recono- 
ciese un  censo  de  1,000  pesos  al  cinco  por  ciento,  y  debiera  réditos  por 
la  suma  de  1,000  pesos  ó  más,  quedaba  libre  con  sólo  pagar  los  réditos 
de  los  últimos  cinco  año8,y  redimir  el  principal.  ¿  Quién  perdía  en  ese 
caso  los  réditos  condonados  P  De  seguro  que  no  sería  el  Gobierno.  En 
realidad  éste  remitía  una  deuda  ajena  como  si  fuera  propia,  y  privaba 
así  de  su  propiedad  á  la  entidad  respectiva,  no  obstante  que  ya  regía 
la  Oonstitución  que  garantizaba  ampliamente  la  propiedad. 

Más  grave  fué  aún  el  ataque  hecho  á  la  propiedad  en  el  artículo  27 
de  dicha  ley,  que  se  expresa  así : 

Desde  la  publicación  de  esta  ley,  el  Tesoro  nacional  sólo  pagará  á  los  usufruc- 
tuarios, patronos  ó  capellanes  por  razón  de  los  réditos  de  todos  los  censos 
desamortizados,  las  sumas  necesarias  para  atender  al.  objeto  piadoso  de  las 
respectiyas  fundaciones,  sea  que  aquéllos  se  hayan  redimido  en  el  Tesoro  nacional 
en  virtud  de  las  leyes  de  1861  y  1852,  ó  que  se  rediman,  ó  que  no  se  rediman. 

Lo  que  más  llama  la  atención  en  este  articulo  es  que  el  ataque  va 
contra  el  capellán,  en  lugar  de  ir  contra  la  parte  piadosa  de  la  funda- 
ción, como  ha  sucedido  con  otros ;  pero,  como  ataque  contra  la  propiedad, 
tanto  vale  lo  uno  como  lo  otro. 

Con  esa  disposición,  diez  días  después  de  garantizada  la  propiedad  en 
la  Constitución,  se  apoderó  el  Gobierno  de  lo  que  los  fundadores  de  las 
capellanías  querían  dejar  á  beneficio  de  los  capellanes  de  las  respectivas 
fundaciones,  sin  que  núblese  motivo  ni  circunstancia  alguna  que  justifi- 
cara ó  explicara  siquiera  tan  repugnante  é  injusta  expoliación. 

6.  Poco  después  vino  el  decreto  ejecutivo  de  7  de  Jimio  del  mismo 
año  de  1863,  cayo  tenor  es  el  siguiente : 

Art.  1?  Los  usufructuarios,  patronos  ó  capellanes  á  quienes  se  manda  pagar 
sólo  las  sumas  necesarias  para  atender  al  objeto  piadoso  de  las  respectivas  funda- 
ciones son  los  comjjrendiaos  en  el  artículo  2?  de  la  ley  de  9  de  Septiembre  de  1861, 
pero  aquella  disposición  no  comprende  á  los  actuales  propietarios  de  capellanías 
laicales  y  colativas,  ni  á  los  patronatos  de  legos  fundados  no  solamente  con  un 
objeto  piadoso,  sino  con  el  de  mejorar  á  individuos  de  una  familia. 

Art.  2?  Corresponde  á  los  Estados  disponer  por  medio  de  sus  leves  y  conforme  á 
los  artículos  6?  y  7?  de  la  Constitución  el  modo  de  extinguir  tales  patronatos  ó 
capellanías  que  Hoy  tengan  legítimo  poseedor,  conforme  á  las  leyes  civiles,  y 
declarar  los  que  deben  entrar  en  la  Caja  de  amortización. 

Art.  o?  Comuniqúese  este  decreto  á  la  Junta  Suprema  de  Crédito  nacional  para 
que  se  arregle  á  él  en  la  administración  que  le  está  encargada,  y  á  los  Presidentes, 
Gobernadores  ó  Jefes  superiores  de  los  Estados,  con  el  objeto  de  que  se  sirvan 
pasarlo  á  las  respectivas  legislaturas,  para  su  conocimiento  y  fines  que  puedan 
convenirles. 

Este  decreto  está  en  abierta  oposición  con  el  artículo  27  de  la  ley  do 
19  de  Mayo  de  que  acabamos  de  hablar,  y  con  el  artículo  2?  del  decreto 
de  9  de  Septiembre  de  1861,  que  aquí  se  cita  con  el  nombre  de  ley,  tal 
vez  porque  fué  ratificado  por  1^  citada  ley  de  19  de  Mayo  de  1863. 
Para  entender  esto,  basta  recordar  que  por  el  artículo  2?  del  decreto 
de  1861  fueron  comprendidos  en  la  desamortización  todo»  los  patronaioBt^ 
capellanías  y  demás  establecimientos  y  fundaciones  de  carácter  perpetuo  ó 
indefinido;  y  por  el  artículo  27  de  la  ley  de  1863  se  declaró  que  el  Gobierno 
sólo  pagaría  á  los  usufructnarios,  patronos  y  capellanes,  por  razón  de 
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réditos  de  los  censos  desamortizados,  lo  necesario  para  atender  al  piadoso 
objeto  de  las  fundaciones.  ¿  Cómo,  pues^  viene  Qste  decreto  á  decir  que 
estft  última  disposición  no  comprende  á  los  actuales  propietarios  de 
capellanías  laicales  y  colativas,  ni  á  los  patronatos  de  legos  fundados  no 
sólo  con  objeto  piadoso  sino  con  el  fin  de  mejorar  á  individuos  de  una 
familia  ? 

Si  no  estamos  mal  informados,  las  fundaciones  llamadas  capellanías 
laicales  que  existían  en  la  República  gozaban  todas  ellas  de  esa  doble 
calidad.  Así  es  que  excluidas  éstas  quedaban  excluidas  todas  las  que 
fueron  comprendidas  en  la  desamortización.  No  era  posible  cumplir 
á  la  vez  la  ley  y  el  decreto,  porque  contenían  disposiciones  contradic- 
torias sobre  un  mismo  asunto.  La  disposición  quedaba,  pues,  reducida 
á  las  capellanías  colativas,  y  envolvía  asi  un  ataque  especial  á  los  minis- 
tros del  culto  católico. 

liO  que  se  dijo  en  este  decreto  sobre  extinción  de  patronatos  y  capella- 
nías, surtió  más  tarde  sus  efectos. 

6.  Vino  luego  la  ley  de  29  de  Mayo  de  1864  y  en  ella  se  volvió  á  tratar 
de  censos  y  capellanías. 

El  artículo  5?  dispuso  que  el  que  hubiese  comprado  alguna  finca  con 
obligación  de  reconocer  en  ella  alfi;ún  principal  de  censo  ó  capellanía,  y 

Íue  no  hubiese  cumplido  con  tai  deber  hasta  el  9  de  Septiembre  de 
861,  fuera  obligado  á  hacer  la  constitución  sobre  el  Tesoro  público,  con- 
signando, al  efecto,  en  la  Dirección  del  Crédito  nacional  una  cantidad  tal 
de  bonos  flotantes  de  nueva  emisión  ó  de  renta  sobre  el  Tesoro,  que 
devengara  el  mismo  interés  que  el  capital  del  censo. 

Fecundos  son,  como  se  ve,  estos  Gobiernos  nuestros  en  expedientes 
para  alterar  las  obligaciones  que  nacen  de  contratos  celebrados  entre 
particulares.  Es  ya  en  ellos  una  especie  de  manía  de  que  no  pueden 
prescindir,  y  de  la  que  hacen  frecuente  alarde  como  para  que  nadie 
«  vaya  á  tener  alguna  confianza  en  la  garantía  constitucional,  que  está  sin 
embargo  en  pleno  vigor. 

El  articulo  7?  reprodujo  el  21  de  la  ley  de  1863  de  que Tiablámos  hace 
poco.    El  9?  dice  : 

Son  nulas,  de  ningún  valor  ni  efecto  las  cláusolas  por  las  que  en  los  instrumen- 
tos de  fundación  de  capellanías,  patronatos,  memorias  etc.,  se  ordene  la  caducidad 
de  las  respectivas  fundaciones  como  consecuencia  exclusiva  de  la  adjudicación  que 
en  cualquier  tiempo  pudiera  hacer  la  Nación  en  su  favor  de  los  bienes  afectos  á 
ellas,  ó  de  la  extinción  de  las  comunidades  religiosas  ;  j  se  declara  que  tales  bienes 
han  i)asado  como  los  demás  de  manos  muertas  al  dominio  de  la  Nación. 

He  aquí  un  nuevo  ataque  contra  todo  derecho,  contra  toda  justicia, 
ó  una  disposición  completamente  inútil  y  baldía.  En  efecto ;  los  pactos 
de  que  aquí  se  trata  eran  válidos  según  la  legislación  que  regía  al  tiempo 
de  estipularlos,  ó  no  lo  eran.  En  el  primer  caso,  el  ataque  á  los  derechos 
de  los  contratantes,  garantizados  por  la  Constitución,  es  patente  á  todas 
luces,  é  injustifiable  la  disposición ;  y  en  el  segundo,  la  disposición  es 
inútil  porque  tenía  por  objeto  hacer  ineficaz  lo  que  en  sí  mismo  lo  era 
por  naturaleza.     Lo  primero  era  lo  que  en  realidad  sucedía. 

Esta  disposición  viene  á  probar  de  un  modo  claro  que  k>  que  el  Gobierno 
66  proponía  no  era  propiamente  la  extinción  de  los  gravámenes  que  pesa- 
ban sobre  las  fincas,  puesto  que  con  cumplir  las  cláusulas  de  que  se  tr^tfC 
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tenía  lugar  la  extinción.  Lo  que  esa  disposición  revela  es  un  invariable 
deseo  de  apoderarse  de  los  bienes  ajenos,  contra  toda  razon^  contra  todo 
derecho  y  contra  toda  justicia. 

Ese  mismo  deseo  revela  el  artículo  10,  según  el  cual  bastaba  que  tras- 
curriese un  año  desde  la  publicación  de  una  inscripción  en  los  registros 
de  los  bienes  de  manos  muertas^  para  que  ya  nadie  pudiera  reclamar 
contra  ella,  salvo  los  menores  y  los  ausentes. 

Otro  ataque  no  menos  manifiesto  y  escandaloso  á  los  derechos  de  los 
particulares  contienen  los  artículos  67  y  68  de  la  misma  ley^  que  dicen 
así  : 

Art.  67.  Todos  los  censos  y  deudas  de  plazo  indefinido  á  favor  del  ramo  de 
desajnortización,  inscritos  en  los  registros  antes  del  If  de  Jolio  del  present^  año,,  se 
considerarán  de  plazo  cmnplido  tres  años  después  de  la  publicación  de  esta  lej ;  y 
el  Gobierno  nacional  podra  Hacerlos  efectivos  por  la  vía  ejecutiva  y  en  dinero  o 
sacarlos  á  remate  con  esta  condición  á  favor  del  rematador,  si  antes  no  hnbieren 
sido  redimidos  los  expresados  censos  ó  deudas. 

Art.  68.  Durante  los  tres  años  de  que  habla  el  artículo  anterior  serán  admisibles 
las  redenciones  de  censos  y  los  pagos  de  deudas  de  plazo  indefinido,  ó  de  pla7X> 
mayor  del  expresado,  que  se  propongan  á  la  Dirección  del  Crédito  nacional  ó  á  las 
Agencias  principales  de  los  Estados,  consignando  los  censatarios  ó  deudores,  ó  los 
recomendados,  en  aquellas  oficinas,  xma  cantidad  tal  en  bonos  flotantes  de  nueva 
emisión  ó  de  renta  sobre  el  Tesoro,  que  devengue  el  mismo  interés  que  el  capital 
del  censo  ó  deuda  que  se  trata  de  redimir  ó  pagar. 

No  le  bastaba  al  Gobierno  alterar  las  obligaciones  primitivas  susti- 
tuyéndose él  al  acreedor,  violentamente,  sin  derecho  alguno;  era 
necesario  además  alterar  los  términos  precisos  de  las  primitivas  obliga- 
ciones restringiendo  á  un  corto  término  el  plazo  indefinido  estipulado 
entre  las  partes,  con  pleno  y  perfecto  derecho  para  ello.  ¿  De  qué  sirven, 
pues,  en  este  pobre  país  las  garantías  constitucionales,  si  los  Gobiernos 
se  burlan  así  miserablemente  de  todas  ellas,  y  son  letra  muerta  cuando  . 
les  conviene  violarlas  P  Pero  ya  veremos  que  las  respetan  hasta  mucho 
más  alia  de  lo*  que  su  tenor  literal  exige,  cuando  ese  respeto  exagerado  é 
inaceptable,  porque  se  extiende  á  cosas  que  no  debe  comprender,  se  armo- 
niza con  la  satisfacción  de  sus  pasiones  y  el  logro  de  sus  miras  bien 
conocidas  y  mal  disimuladas,  de  desquiciar  el  catolicismo. 

El  Gobierno  como  que  tenía  ima  ansia  indecible  de  cobrar  todo  lo  que 
se  debía  al  ramo  de  bienes  desamortizados.  Al  menos  eso  se  deduce 
de  las  anteriores  disposiciones  y  de  la  siguiente,  consignada  en  el  artículo 
69  de  la  misma  ley : 

Las  deudas  de  cualquiera  procedencia  con  plazo  fijo  podrán  redimirse  un  año 
antes  del  vencimiento  de  los  plazos,  en  la  Dirección  del  Crédito  nacional,  como  si 
fueran  censos.  También  podrán  redimirse  en  las  respectivas  Agencias  principales 
de  bienes  desamortizados,  en  cuyo  caso  se  consignará  para  efectuar  el  pa^o  una 
suma  en  bonos  flotantes  de  tres  por  ciento  igual  al  capital  de  la  deuda,  y  diez  por 
ciento  más,  en  la  misma  forma  en  que  se  satisface  el  derecho  de  título  en  los  remates 
de  Ancas  raíces. 

De  suerte  que  el  Gobierno  admitía  como  dinero  papeles  que  en  el 
mercado  tenían  «n  gran  descuento,  á  cambio  de  obtener  una  insi^ifi- 
cante  reducción  de  plazo. 

7*  En  el  siguiente  año  de  1865  volvió  á  leirislarse  sobre  la  materia  de 
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que  tratamos  en  el  presente  capítulo.    En  la  ley  de  28  de  Mayo  se 
encuentran  las  siguientes  disposiciones  : 

Art.  15.  Las  redenciones  de  censos  correspondientes  al  ramo  de  desamortización 
que  se  verifiquen  desde  la  publicación  de  esta  ley  hasta  el  31  de  Agosto  próirimo 
continuarán  naciéndose  con  los  vales  de  deuda  pública  en  ella  prescritos,  menos  un 
cinco  por  ciento  del  capital  del  censo,  que  se  consignará  en  dinero  sonante.  Res- 
pecto ae  las  que  se  verifiquen  en  el  año  económico  de  1865  á  1866,  la  consignación 
será  de  un  ocho  por  ciento ;  y  en  cuanto  á  las  que  se  realicen  de  ahí  en  delante 
hasta  el  vencimiento  de  los  tres  años  de  que  trata  la  ley  de  29  de  Mayo  de  1864,  la 
parte  pagadera  en  dinero  será  un  diez  por  ciento. 

Parágrafo.  Belativamente  á  la  reaención  de  censos  no  pertenecientes  al  ramo 
de  desamortización,  las  cuotas  pag^eras  en  dinero  serán,  respectivamente,  en  las 
épocas  indicadas  de  diez,  diez  y  seis  y  veinte  por  ciento. 

Art.  16.  En  la  redención  de  censos  no  inscritos  hasta  la  fecha  en  que  se  decla- 
raron definitivamente  cerrados  los  registros,  se  exigirá  de  la  persona  o  corporación 
one  debiendo  denunciar  el  bien  oculto  no  lo  hubiere  hecho,  el  doble  de  las  cuotas 
njadas  en  el  articulo  anterior. 

Por  lo  dispuesto  en  el  artículo  15,  se  ve  que  el  Gobierno  insistía  en  la 
pretensión  de  alterar  las  obligaciones  á  su  voluntad.  Principió,  el  año 
anterior,  por  declarar  que  las  deudas  y  censos  de  plazo  indefinido  debían 
pagarse  dentro  de  tres  años  en  cierta  clase  de  papeles ;  y  que  á  no  hacerse 
am,  se  exigirían  en  dinero  pasado  ese  tiempo.  Ahora  echó  de  ver  que  los 
papeles  que  le  daban  valían  muy  poco,  y  subsanó  la  dificultad  ordenando 
que  en  los  pagos  hasta  el  31  de  Agosto  de  1865  se  consignase  el  cinco 
por  ciento  en  dinero ;  en  los  que  se  hicieran  hasta  el  31  de  Agosto  de  1866, 
el  ocho  por  ciento ;  y  en  los  que  se  hicieran  en  el  año  siguiente  el  diez 
por  ciento.  Pasado  ese  tiempo,  el  pago  se  hacía  integramente  en  dinero. 
Esas  cuotas  debían  ser  dobles  en  caso  de  que  no  se  hubiese  practicado 
oportunamente  la  inscripción  en  los  registros  respectivos. 

8.  Otro  ataque  más  hubo  á  la  propiedad  en  materia  de  censos  y 
capellanías  con  la  ley  de  26  de  Junio  de  1866,  cuyo  artículo  1?  dice  así : 

Los  censos  de  que  hablan  los  artículos  7f  y  8T  de  la  ley  de  29  de  M^o  de  1864 
sobre  bienes  desamortizados,  se  redimirán  en  el  Tesoro  nacional,  conforme  á  las 
disposiciones  vigentes,  como  los  demás  censos  que  se  reconocen  á  favor  del  ramo  de 
desamortización. 

TTna  vez  más  se  ve  con  esta  disposición  que,  tomado  el  camino  resba- 
ladizo de  la  arbitrariedad,  no  hay  que  esperar  que  se  haga  alto  en  parte 
alguna.  De  una  tropelía  nace  otra  ;  de  ésta  una  tercera ;  y  así  se  forma 
una  cadena  no  interrumpida  que  se  extiende  hasta  mucho  más  allá  de 
donde  se  proponían  llegar  los  que  dieron  el  primer  impulso. 

9.  Hacemos  estia  observación  aquí,  aunque  sería  más  oportuna  al  tratar 
de  otros  atentados  más  graves  cometidos  en  épocas  posteriores,  para  <jue 
se  comprenda  por  qué  aplaudimos  y  agradecemos  la  siguiente  disposición 
de  la  ley  de  2  de  Junio  de  1 869  : 

Los  capitales  en  dinero  puestos  á  interés  después  del  9  de  Octubre  de  1861  por 
tiempo  limitado,  no  pertenecen  al  ramo  de  bienes  desamortizados. 

No  es  concebible  ciertamente  que  se  hubiera  podido  resolver  otra  cosa ; 
pero  lo  agradecemos,  sin  embargo,  como  ya  lo  dijimos,  porque  en  estas 
materias  son  muchas  las  disposiciones  que  se  han  dictado,  aunque  nadie 
pudiera  concebir  que  llegaran  á  dictarse.  ^,y„,,,  ,y  ^oiOgle 
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10.  Por  la"  ley  de  18  de  Mayo  de  1870  se  dispuso  que  los  réditos  de 
las  capellanías  que  se  declararan  de  jure  devoluto  y  se  destinaran  á  la 
educación^  fueran  cubiertos  al  Estado  respectivo. 

11.  La  ley  de  13  de  Junio  de  ese  mismo  año  vino  á  establecer  una 
nueva  excepción  en  lo  relativo  á  bienes  desamortizados^  que  es  una 
nueva  prueba  de  que  la  desamortización  se  dirigía  principalmente  contra 
las  entidades  religiosas.  Se  dispuso  en  dicha  ley  que  se  devolvieran  á 
los  Estados  los  capitales  y  los  réditos  de  ciertos  censos,  y  que  se  borra- 
ran del  registro  de  bienes  desamortizados  los  que  aun  no  se  hubiesen 
redimido.  ¿  Por  qué  no  se  tomaba  una  medida  semejante  con  las  enti- 
dades religiosas  ?  Porque  para  éstas  se  reservaba  otra  que  no  muy 
tarde  había  de  ponerse  en  planta. 

12.  Pero  no  na  sido  sólo  el  Congreso  de  la  unión  el  que  ha  atacado 
la  propiedad  en  lo  relativo  á  censos  y  capellanías.  Las  Legislaturas  de 
los  Estados  han  contribuido  también  con  su  contingente  de  injusticia  en 
este  particular.  Pasaremos  en  revista  los  actos  de  que  tenemos  noticia, 
que  de  seguro  no  son  los  únicos  que  se  han  expedido. 

Es  imputable  el  primero  al  Estado  del  Cauca,  y  se  remonta  al  22  de 
Octubre  de  1863.  No  tenemos  á  la  vista  el  tenor  literal  de  esa  ley,  pero 
sí  una  resolución  de  la  Corte  Suprema  que  resume  así  el  contenido  de  las 
disposiciones  á  que  nos  referimos  : 

Por  dichos  artículos  (8,  9, 10, 11  y  12)  se  dispone  qne  loa  reconocedores  de  prin-. 
cipales,  censos,  capellanías  etc.,  no  tendrán  obligación  de  pagar  las  respectivas 
pensiones  qne  se  cansaran  desde  el  If  de  Enero  de  1860  á  16  de  Septiembre  ae  1863; 
qne  durante  este  término  no  había  obligación  de  pagar  intereses  vencidos  de  nna 
denda  ;  que  en  iguales  términos  no  podrá  obligarse  á  los  colonos  ó  arrendatarios 
de  predios  rústicos  al  pago  de  los  arrendamientos  estipulados  ó  de  costumbre  ;  qne 
respecto  de  los  censos  etc.  que  corresponden  á  bienes  desamortizados,  las  disposi- 
ciones de  dicha  ley  no  tendrán  efecto  sino  hasta  el  9  de  Septiembre  de  1861 ;  <jne 
los  dendores  de  réditos  no  podrán  ser  obligados  á  la  indemnización  de  perjuicios 
ocasionados  por  no  haber  pagado  los  réditos,  intereses  etc. 

La  Corte  suspendió  esas  disposiciones  ;  y  como  se  había  alegado,  para 
defenderlas,  la  necesidad  publica^  impugnó  esa  razón  en  los  términos 
siguientes : 

La  necesidad  |)úblíba  por  más  imperiosa  que  se  la  suponga,  no  pnede  ser  reme- 
diada con  perjuicio  de  tercero,  á  menos  que  a  éste  se  le  inaemnice  del  menoscabo 
qne  se  le  infiere.  La  propiedad  reposa  bajo  la  salvaguardia  de  la  garantía  definida 
en  el  inciso  5f  del  artículo  15  de  la  Constitución  qne  asegura  la  inviolabilidad  de 
la  propiedad,  que  no  puede  ser  ocupada,  ni  aun  por  grave  motivo  de  necesidad 
pública,  á  no  ser  que  ésta  se  declare  judicialmente  y  previa  la  indemnizadón 
correspondiente. 

Pasado  el  asunto  al  Senado,  la  Comisión  se  decidió  por  la  validez  ;  pero 
no  encontró  otro  argiunento  mejor  para  sostenerla  que  el  siguiente  : 

La  soberanía  de  los  Estados,  ciudadanos  Senadores,  es  ilusoria  porque  la  Oorfce 
Suprema,  fnndándose  en  la  atribución  que  le  confiere  el  artículo  72  de  la  Constitu- 
ción, se  juzga  con  derecho  para  suspender  actos  que  en  concepto  de  vuestra 
Comisión,  son  de  la  exclusiva  competencia  de  los  mismos  Estados. 

ff 

El  Senado  acogió  el  parecer  de  la  Comisión,  y  declaró  válida  la  ley 
por  resolución  de  11  de  Mayo  de  1864. 
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Así,  en  perfecta  paz  y  bajo  el  amparo  de  una  Constitución  que  garan- 
tizaba plenamente  la  propiedad^  la  Legislatura  del  Cauca  dispuso  de 
eUa  á  su  capriclio  y  el  Senado  confirmó  el  abuso^  en  nombre  de  la  sobe- 
ranía de  los  Estados. 

13.  El  segundo  ataque  vino  del  Estado  de  Bolívar.  Por  ley  de  10  de 
Noviembre  de  1866  se  dispuso  lo  siguiente  : 

Art.  1?  Desde  la  publicación  de  la  presente  ley  quedan  extinguidas  en  el  Estado 
todas  las  fundaciones  conocidas  con  el  nombre  de  patronatos  de  legos  y  capellanías 
laicales  6  colativas  que  estén  vacantes  y  respecto  de  las  coales  los  que  debieran 
ocuparlas  no  se  encuentren  dentro  del  cuarto  grado  civil  con  el  fundador. 

Art.  2f  Los  actuales  poseedores  de  patronatos  ó  capellanías  continuarán  disfru- 
tándolos, sea  cual  fuere  el  grado  de  parentesco  en  que  se  encuentren  con  los 
fundadores ;  pero  cuando  vacaren,  quedarán  también  extinguidos. 

Art.  3f  El  producto  de  las  rentas  que  reconozca  y  pague  la  Nación  á  virtud  de 
las  leyes  sobre  desamortización  de  bienes  de  manos  muertas,  procedente  de  tales 
fundaciones,  en  los  casos  de  los  dos  artículos  anteriores,  ingresará  al  Tesoro  del 
Estado. 

Pedida  la  suspensión  á  la  Corte  Suprema  federal,  no  pudo  obtenerse 
respecto  de  toda  la  ley  la  unanimidad  requerida  para  decretarla.  Tres 
de  los  Magistrados  sostuvieron  que  sólo  eran  anulables  los  artícxdos  3°  y 
5?,  respecto  de  los  cuales  dijeron : 

Que  por  el  artículo  3°  de  la  ley  del  Estado  de  Bolívar,  lejos  de  respetarse  este 
derecho  (el  de  los  descendientes  de  los -fundadores)  se  ha  decretado  una  especie  de 
conBscación  á  favor  del  Estado,  violatoria  del  derecho  de  propiedad,  como  lo  asienta 
el  señor  Procurador  general  de  la  Nación,  encontrMidose  en  igual  caso  el 
artículo  5f  de  la  misma  ley. 

Los  dos  Magistrados  restantes  estuvieron  por  la  suspensión  de  toda  la 
ley ;  fundándose  principalmente  en  que  no  era  de  extinción  de  capellanías^ 
sino  de  smtitución  de  un  capellán  á  otro. 

El  Senado  se  adhirió  á  este  último  parecer^  y  por  resolución  de  14  de 
Agosto  de  1867  anuló  la  ley  totalmente. 

lia  ley  anulada  ataca  evidentemente  el  derecho  de  propiedad,  y  en  ese 
sentido  la  resolución  del  Senado  es  digna  de  aplauso  ;  pero  es  evidente 
también  que  había  inconsecuencia  en  anular  esa  ley,  y  sostener  sin 
embargo  y  llevar  adelante  la  desamortización^  porque  ésta  es  en  sí 
misma  más  atentatoria  que  aquélla. 

14.  El  tercer  ataque  vino  del  Estado  de  Cundinamarca«  La  ley  de 
23  de  Enero  de  1874  expedida  por  la  Legislatura  de  ese  Estado,  contiene 
las  siguientes  disposiciones : 

Art.  1?  Para  facilitar  al  Gobierno  general  la  amortización  de  la  renta  nominal 
perteneciente  á  patronatos  y  capellanías,  se  extinguen  los  patronatos  y  capellanías 
de  ¿bmilia,  y  los  capitales  de  los  existentes  se  distribuirán  por  terceras  paji;es  así  : 
una  para  los  actuales  usufructuarios  (jue  comprueben  sus  derechos,  otra  para  el 
inmediato  sucesor  en  el  usufructo,  nacido  ó  concebido  por  nacer,  y  la  otra  para  la 
inatrucción  pública  y  el  lazareto  del  Estado. 

Art.  2?  Lo  dispuesto  en  el  anterior  artículo  sólo  hace  referencia  á  los  usufructos 
de  capellanías  que  hoy  gravan  el  Tesoro  de  la  Unión  y  cuyos  capitales  estaban 
impuestos  antes  del  9  de  Septiembre  de  1861,  sobre  fincas  raíces  situadas  en  el 
territorio  del  Estado  de  Cundinamarca.^ 

Art.  3?  Se  exceptúan  de  la  presente  ley  los  capitales  que  reconocía  el  Gobierno 
de  la  Unión,  pertenecientes  a  patronatos  ó  capellanías  que  estén  vacantes  de 
patronos  ó  capellanes ;  pero  toda  persona  de  las  comprendidas  en  el  artículo  2*  de 
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esta  ley,  deberá  cnmplir  con  lo  que  ella  dispone  hasta  tres  meses  después  que  por 
la  autoridad  competente  le  sea  expedido  el  título  de  patrono  ó  capellán. 

Curiosa  es  por  demás  esta  ley;  pero  más  que  curiosa,  injusta.  £1 
pretexto  alegado  para  expedirla  fué  el  de  facilitar  al  Gobierno  general  la 
amortización  de  la  renta  nominal  proveniente  de  patronatos  y  capella- 
nías ;  y  para  ese  efecto  mandó  dividir  el  capital  en  tres  porciones : 
una  para  los  capellanes  que  disfrutaban  la  fundación^  otra  para  loe 
inmediatos  sucesores^  y  la  restante  para  el  Estado. 

Esa  disposición  en  nada  facilitaba  las  operaciones  del  Gobierno  ;  porque 
dichas  operaciones  estaban  reducidas  á  reconocer  los  principales  y  pagar 
los  réditos,  y  lo  mismo  era  hacer  eso  en  favor  de  unos  que  en  favor  de 
otros. 

¿  Y  á  título  de  qué  se  adjudicaba  el  Estado  una  tercera  parte  de  esos 
capitales  P  ¿  Con  qué  derecho  se  alteraba  así  la  voluntad  de  los  funda- 
dores, destruyendo  por  completo  la  obra  piadosa  instituida  por  ellos  ? 

Remontémonos  por  un  momento  al  origen  de  esas  fundaciones,  para 
que  podamos  apreciar  toda  la  enorme  iniqmdad  de  la  medida  que  exami- 
namos. 

Si  en  la  época  de  la  colonia,  ó  en  los  primeros  tiempos  de  la  República, 
un  hombre  rico  quería  atender  á  las  necesidades  de  algunos  de  sus  descen- 
dientes pobres,  y  proporcionar  á  la  vez  algún  alivio  en  sus  penas  á  las 
almas  del  purgatorio,  ocurría  al  medio  de  fundetr  una  capellanía.  Des- 
tinaba al  efecto  una  parte  de  su  caudal,  más  ó  menos  considerable  segiin. 
su  voluntad  y  la  cuantía  de  sus  haberes,  pero  nunca  superior  &  aqudla 
parte  de  que  podía  disponer  libremente.  Aseguraba  ese  capital  en  sus 
propias  fincas,  ó  lo  daba  á  otro  para  que  lo  asegurase  en  las  suyas ;  y 
principiaba  desde  luego  la  inversión  de  los  réditos  de  la  manera 
dispuesta,  que  consistía  generalmente  en  tomarlos  para  sí  el  capellán,  y 
decir  ó  hacer  decir  algunas  misas  por  las  almas  del  purgatorio.  El 
derecho  á  percibir  esos  réditos  iba  pasando  de  unos  á  otros  individuos, 
según  el  llamamiento  de  la  fundación ;  siempre  con  las  cargas  consi- 
guientes. 

El  derecho  de  hacer  esas  fundaciones  era  indisputable,  y  lo  reconocían 
expresa  y  solemnemente  las  leyes ;  y  la  voluntad  de  los  fundadores  fue 
siempre  respetada^  hasta  que  se  dictó  el  decreto  de  9  de  Septiembre 
de  1861  sobre  desamortización  de  bienes  de  manos  muertas. 

Á  pretexto  de  volver  á  la  libre  circulación  fincas  que  nunca  habían 
salido  de  ella,  el  Gobierno  general  por  sí  y  ante  sí,  obligó  á  los  que 
reconocían  esos  capitales  á  redimirlos  en  el  Tesoro,  y  á  los  capellanes  á 
que  se  entendieran  con  él  para  el  cobro  de  sus  réditos.  Alteró,  pues, 
sustancialmente  la  constitución  de  esas  fundaciones,  sin  necesidad 
alguna  real,  sin  provecho  justo  y  equitativo  para  los  legítimamente 
interesados,  con  perjuicio  íiotorio  para  ambos  á  veces,  y  á  "veces,  al 
menos,  para  el  capeUán.  No  obstante,  todavía  podía  el  capelláb  cobrar 
parte  de  los  réditos,  y  cumplir,  siquiera  en  parte,  las  carga?  de  la 
fundación.  Esto  último  ha  venido  á  impedirlo  la  ley  de  Cundmamarca. 
Consolidó  en  el  capellán  presente  un  tercio  del  capital,  sin  graV^men 
alguno ;  otro  tercio,  en  el  futuro  capellán,  también  sin  gravamen ;  y  el 
otro  tercio  lo  destinó  á  la  instrucción  publica  y  al  lazareto,  sin  saber^ 
con  qué  derecho  ni  por  qué  motivo.  ^  I      / 
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De  ahí  resultan  cuatro  alteraciones  sustancíales  en  la  voluntad  mani- 
fiesta de  todo  fundador :  la  primera^  la  extinción  absoluta  de  sufragios 
por  las  almas  del  purgatorio,  que  fué  sin  duda  lo  que  sirvió  de  estimulo 
más  poderoso  al  fundador ;  la  segunda,  el  privar  á  los  llamados  al  goce 
de  la  capellanía  en  lo  futuro  de  la  parte  de  réditos  que  debía  perene- 
cerles^  según  la  fundación ;  la  tercera,  consolidar  los  dos  tercios  del 
capitaJ  en  dos  de  los  capellanes,  que  apenas  debían  percibir  los  réditos^ 
según  la  voluntad  del  fundador ;  y  la  cuarta,  apoderarse  el  Estado  de 
la  otra  tercera  parte  sin  razón  ni  motivo  alguno^  y  destinarla  á  la 
instrucción  publica  y  al  lazareto. 

Pero  entiéndase  que  si  líablamos  de  capital^  es  por  emplear  la  misma 
palabra  que  usa  la  ley ;  pues,  en  realidad,  ni  los  capellanes,  ni  el  Estado, 
ni  nadie  podía  cobrar  el  capital  sino  sólo  los  réditos  ;  y  eso  cuando  el 
Gobierno  tuviese  con  que  y  voluntad  de  pagarlos. 

En  último  análisis,  los  resultados  de  la  operación  eran  los  siguientes  : 
el  capellán  actual  perdía  dos  terceras  partes  de  sus  réditos,  durante  su 
vida ;  pero  gozaba  de  otra  tercera  y  la  trasmitía  á  sus  herederos,  con 
exclusión  de  los  capellanes  futuros.  Al  capellán  sucesor  del  actual 
le  acontecía  lo  mismo.  Los  demás  capellanes  futuros,  perdían  abso- 
lutamente todo  derecho.  El  Gobierno  del  Estado  ganaba  la  parte  de 
que  se  apoderó.  Finalmente  los  sufragios  por  las  almas  del  purgatorio 
terminaDan  por  completo.  ¿  Cómo  justificar  ni  siquiera  disculpar  en 
manera  alguna  ese  cúmulo  de  injusticias  y  de  iniquidades,  come- 
tidas por  una  Legislatura  que  debía  ser  guardiana  fiel  de  todos  los 
derechos  de  los  asociados  ? 

Los  artículos  2?  y  3?  son  puramente  secundarios ;  pero  la  parte  final 
de  este  último  llama  la  atención  por  lo  oscuro  de  su  redacción,  que 
permite  apenas  adivinar  su  sentido. 

15.  Probablemente  fué  el  espíritu  de  imitaci^  el  que  produjo  ese 
mismo  año  otro  ataque  á  la  propiedad  en  el  Estado  de  iBoyacá.  La 
Asamblea  expidió  la  ley  CCVIII  de  10  de  Octubre  de  1874,  semejante 
á  la  de  Cundmamarca  de  que  acabamos  de  hablar,  menos  en  cuanto  á  la 
distribución  del  capital,  que  se  ordenó  de  la  manera  siguiente :  dos 
terceras  partes  para  los  actuales  capellanes,  y  la  otra  para  los  sucesores 
inmediatos,  si  ya  estaban  nacidos.  Los  capitales 'de  las  capellanías 
vacantes  se  aplicaron  á  la  instrucción  pública. 
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CAPITULO  VL 

INSTRUCCIÓN    PUBLICA. 

1.  Duró  la  usurpación  del  Seminario  de  la  Arquidiócesis  de  que 
hablamos  antes  basta  el  1?  de  Septiembre  de  1858 ;  pues  á  virtud  de  la 
ley  sobre  separación  de  la  Iglesia  y  el  Estado,  expedida  el  15  de  Junio 
de  dicho  año,  dictó  el  Poder  Ejecutivo  su  decreto  de  29  de  Julio,  en  el 
cual  figura  la  siguiente  disposición : 

Art.  12.  El  edificio,  los  bienes  y  las  rentas  del  antiguo  Seminario  de  la 
Arquidiócesis,  serán  devueltos  el  día  1?  de  Septiembre  venidero  al  eclesiáetioo 
que  en  calidad  de  Arzobispo  dirigía  y  reglamentaba  su  administración,  antes  de 
sancionado  el  decreto  legislativo  de  20  de  Marzo  de  1862  que  los  incorporó  al  Colegio 
de  San  Bartolomé,  y  en  su  defecto  al  que  haga  sus  veces  ;  y  quedarán  sometidos 
á  la  condición  en  que  se  encontraban  antes  de  exi>edido  dicno  decreto,  y  por 
consecuencia  de  las  disposiciones  contenidas  en  la  ley  9.',  parte  2',  tratado  S?  de  la 
Becopilación  Granadina.  Pero  si  la  aplicación  de  algunos  de  estos  bienes  y  rentas 
hubiere  sido  reglamentada  por  fundación  especial,  se  estará  preferentemente  á  lo 
que  en  ella  se  establece  respecto  de  los  bienes  y  rentas  gue  se  encuentran  en  tal 
caso,  de  conformidad  con  lo  que  estatuye  el  inciso  2f,  artículo  4?^  de  la  ley  de  15  de 
Junio  citada.  ...  •* 

No  sabemos  si  estas  disposiciones  tendrían  puntual  cumplimiento  en  la 
debida  oportunidad;  pero,  aunque  lo  hubiesen  tenido^  los  trastornos 
sufridos  en  el  establecimiento  fueron  tan  grandes,  que  apenas  el  13  de 
Jimio  de.  1855  pudo  continuar  sus  tareas  en  su  local  propio. 

2.  Ese  mismo  año  de  1853,  y  un  poco  antes  de  sancionarse  la  ley  sobre 
separación  de  las  dos  potestades,  se  había  expedido  la  ley  de  10  de 
Marzo  relativa  al  Colegio  de  Rosario,  la  cual  dice : 

r 

Se  restablece  el  Colegio  del  Eosario  de  Bogotá,  al  estado  que  tenía  antes  que  se 
, declarasen  universitarias  las  enseñanzas  de  facultades  mayores.  En  consecuencia 
desde  la  sanción  de  este  decreto,  queda  dicho  Colegio  independiente  de  la  Clunara 
provincial  de  Bogotá,  y  será  regido  con  arreglo  á  las  instituciones  que  le  dejó  su 
ilustre  fundador,  en  todo  lo  que  no  sean  contrarias  á  la  Constitución  y  leyes  de  la 
Eepública. 

Nada  más  justo  que  disponer  sea  respetada  la  voluntad  del  fundador 
en  un  establecimiento  de  fundación  particular ;  pero  lo  que  no  podemos 
explicarnos  es  la  restricción  de  que  los  estatutos  no  se  cumplan  en  lo  que 
sean  contrarios  á  la  Constitución  y  leyes  de  la  República.  No  se  com- 
prende, desde  luego,  qué  pueda  haber  en  los  estatutos  de  un  Colegio 
que  sea  contrario  á  la  Constitución  y  leyes  del  país ;  pero  si  había  a^go 
en  ese  sentido,  lo  mejor  era  haberlo  especificado  claramente,  y  no  dejar 
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esa  arma  vaga  é  indefinida  en  poder  de  un  Gobierno  tan  propenso  á 
abusar  de  todo. 

3.  El  mismo  defecto  de  vaguedad  puede  hacerse  notar  en  la  ley  de  18 
de  Marzo  de  1865,  que  se  expresa  en  estos  términos : 

Art.  1?  El  Colegio  de  N.  S.  del  Bosario  de  Bogotá  contmtiará  independiente, 
como  lo  reconoció  el  decreto  legislativo  de  10  de  Marzo  ¡de  1858,  y  se  regirá 
conforme  á  las  instituciones  que  estableció  sa  fundador,  en  cuanto  sean  compatibles 
con  la  legislación  nacional. 

Art.  2f  Corresponde  al  Gk>biemo  del  Estado  S.  de  Cnndinamarca  la  administra* 
ÓÓD,  del  Colegio  de  San  Bartolomé  de  Bogotá. 

De  suerte  que  basta  que  al  Gobierno  se  le  proponga  que  una  dispo- 
sición de  los  estatutos  es  contraria  á  la  legislación  nacional,  para  que  no 
tenga  efecto  y  aun  para  que  se  proceda  en  contravención  á  la  expresa 

L manifiesta  yolimtad  del  fundador.  ¿  Será  ése  el  medio  de  que  se 
m  valido  para  introducir  á  aquel  establecimiento  la  enseñanza  de 
doctrinas  condenadas  expresa  y  solemnemente  por  la  Iglesia^  como  el 
utilitarismo  de  Bentham  y  otras  P 

Como  no  tratamos  de  la  instrucción  pública  sino  en  cuanto  se  roza  á 
la  vez  con  las  dos  potestades^  no  haremos  mérito  ni  de  las  medidas 
tomadas  por  el  Gobierno  relativamente  á  la  instrucción  científica  y 
profesional  en  sus  Universidades  y  Colegios^  ni  de  las  que  han  dictado 
Los  Prelados  para  el  ensanche  y  perfeccionamiento  de  la  enseñanza  en  los 
Seminarios.  Haremos^notar  únicamente  que  el  Gt>biemo^  cuando  resol- 
vio  fomentar  en  grande  escala  la  instrucción  primaria^  excluyó  la 
instrucción  religiosa  é  hizo  traer  maestros  protestantes  para  las  escuelas 
normales ;  por  lo  cual  y  por  algunos  otros  motivos,  se  ha  creído  que 
sus  miras  eran  destruir  el  catolicismo  en  el  país.  Nos  falta  espacio  para 
resumir  siquiera  los  principales  episodios  de  la  larga  y  encarnizada 
polémica  suscitada  con  ese  motivo  entre  los  peurtidarios  de  las  medidas 
del  Gobierno  y  los  que  las  impug^naban.  Nos  limitaremos  por  eso  á 
hacer  conocer  á  nuestros  lectores  las  doctrinas  de  la  Iglesia  católica  en 
esta  materia. 

4.  Principiemos  por  insertar  un  fragmento  del  célebre  Memorándum 
del  Episcopado  alemán  firmado  en  Wurzbourg  el  4  de  Noviembre  de 
1848»  y  que  en  lo  concerniente  al  asunto  dice  así : 

Al  frente  de  todos  los  derechos  de  la  Iglesia  eatd  el  derecho  de  la  enseñanza  y  de 
la  educación.  Jamás  podrá  olvidar  ni  renunciar  la  misión  que  se  le  ha  conferido 
por  estas  palabras  :  Id  y  enseñad  d  iodos  los  ^pueblos,  ba/utizadlos  en  el  nombre 
del  Padre  y  del  Hijo  y  del  Espíritu  Santo,  y  enseñadles  á  guardar  todo  lo  qtie  os 
he  ordenado.  En  el  cumplimiento  de  esta  misión  no  pueden  ya  separarse  de  la 
convicción  de  su  libertad.  .  •  • 

Los  Obispos  declaran,  pnes,  que  la  intervención  del  Estado  en  los  examen^  de 
aquellos  que  se  presentan  para  entrar  en  el  estado  eclesiástico,  antes  de  recibirlos 
en  los  Seminarios,  como  también  su  cooperación  en  los  concursos  á  curatos, 
constituye  una  coerción  esencial  de  la  lilirtad  eclesiástica  y  una  usurpación  de 
los  derechos  episcopales. 

Dijimos  antes  que  esa  declaración  Ueva  las  firmas  de  veintiséis 
Prelados,  entre  ellos  seis  Arzobispos. 

Tomemos  ahora  un  pasaje  de  la  carta  sinodal  del  episcopado  norte- 
americano^ fechada  enialtimore  el  día  de  la  asunción  del  año  de  1852, 
y  firmada  por  seis  Arzobispos  y  veintiséis  Obispos.    Dice  así ;    ^^^^T^ 
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No  prestéis  oídos  á  los  que  os  quieren  persuadir  que  la  Beli^ón  puede  separarse 
de  la  instrucción  secular.  Si  mientras  adelantan  vuestros  hijos  |  en  las  ciendaí 
humanas,  no  aprenden  la  ciencia  de  los  Santos,  su  espíritu  se  llenará  de  toda  clase 
de  errores,  su  corazón  será  receptáculo  de  todo  vicio,  j  todo  lo  que  hayan  aprendido, 
por  bueno  y  útil  que  sea,  carecerá,  de  la  verdadera  luz  del  Cielo,  y  vendrá  &  ser  un 
medio  muy  aparente  para  destruir  la  felicidad  de  los  jóvenes,  llenando  de  amargura 
el  conLzón  paterno  y  derribando  las  bases  del  orden  sociaL 

Se  ye^  paes^  que  están  en  perfecto  acuerdo  las  ideas  de  los  episco- 
pados alemán  y  norteamericano  acerca  del  gravísimo  punto  de  la  ense- 
ñanza, no  obstante  la  radical  diferencia  que  existe  entre  las  instituciones 
políticas  de  los  dos  países.  Si  bien  se  examinan  las  cosas,  esto  no 
tiene  nada  de  extraño^  porque  ésa  es  la  doctrina  de  la  Iglesia  católica 
en  el  particular. 

Para  dar  á  conocer  ahora  á  nuestros  lectores  los  errores  principales 
que  se  han  propagado  en  esta  importantísima  materia,  nos  limitaremos 
á  insertar  el  comentario  hecho  por  un  célebre  escritor  español  contem- 
poráneo, á  las  Proposiciones  del  Syllabm  referentes  al  asunto.  Dice 
así: 

En  la  Proposición  33  se  condena  el  error  de  los  que  aseguran  no  pertenece 
únicamente  a  la  Iglesia,  por  propio  y  nativo  derecho,  el  dirigir  la  enseñanza  de  la 
teología. 

El  error  aue  aquí  se  considera  tiene  dos  partes.  La  primera  comprende  la 
enseñanza  ae  la  teología,  ó  de  las  ciencias  sagradas  en  las  universidades 
puramente  civiles  ó  indiferentistas,  en  las  cuales  no  se  admite,  ó  sólo  se  admite  de 
una  manera  nominal,  la  intervención  del  Obispo.  La  segunda  se  refiere  á  los 
Gobiernos  que  se  empeñan  sacrilegamente  en  dirigir  la  instrucción  qoe  seda  al 
sacerdocio,  ó  sea  en  intervenir  en  la  enseñanza  de  los  Seminarios  ó  colegios 
episcopales. 

Es  unposible  desconocer  la  justicia  y  la  necesidad  con  que  la  Santa  Sede  ha 
reprobado  estos  errores.  La  teología  es  la  ciencia  de  Dios  v  de  la  Iglesia,  y  sólo 
puede  diriprla  quien  ha  recibido  de  Dios  mismo  el  encargo  de  regir  y  apacentar  la 
Iglesia.  La  enseñanza  de  la  teología  exige  tres  cosas  que  no  pueden  hallarse  de 
ninguna  manera  en  la  potestad  civü.    Estas  tres  cosas  son  : 

If  Pureza  de  doctrina  ; 

2?  Práctica  reli^osa  ó  vida  canónica ; 

3°  Magisterio  divino  ó  misión  de  enseñar. 

Lo  primero,  ó  sea  la  pureza  de  doctrina,  no  lo  tiene  ni  lo  puede  tener  la  aatorídad 
civil,  que  no  ha  recibido  encargo  ninguno  de  guardar  el  depósito  sagrado. 

Lo  segundo,  ó  sea  la  práctica  religiosa  ó  vida  canónica,  no  puede  tenerlo  ni 
conocerlo  la  autoridad  civil,  que,  enteramente  absorbida  en  los  cuidados  dd  mundo, 
no  puede  pensar  siquiera  en  lo  que  se  refiere  á  la  devoción  y  á  la  santüicación.  ^ 

lío  tercero,  ó  sea  el  ministerio  divino,  tampoco  puede  tenerlo  la  autoridad  civil, 
cuyo  objeto  es  la  defensa  de  los  intereses  materiales. 

Á  estas  razones  puede  añadirse  otra,  que  es  también  de  bastante  peso. 

En  efecto,  las  autoridades  civiles  que  más  se  empeñan  en  dirigir  la  instrucciótt 
del  clero,  son  al  propio  tiempo  las  que  más  se  obstinan  en  que  el  clero  sea 
indiferentista,  se  separe  de  la  fe  ó  acepte  el  cisma,  rebelándose  contra  la  Santa 
Sede.  Guando  la  potestad  civil  es  católica,  jamás  piensa  en  negar  á  los  Obispos 
el  derecho  exclusivo  de  instruir  en  la  ciencia  de  Dios  á  los  eclesiásticos. 

Esto  prueba  que  en  la  intervención  de  la  potestad  civil  en  la  enseñanza  de  las 
ciencias  sagradas,  manifiéstese  ó  disimúlese,  hay  siempre  un  plan  sacxíl^» 
encaminado  á  arrancar  la  fe  del  corazón  dcd  sacerdocio. 

La  teología  y  todas  las  demás  ciencias  sagradas  que  se  enseñan  en  las 
nniversidactes  legas  ó  indiferentistas,  podrán  ofrecer  algunas  garantías  por  parte 
de  determinados  profesores ;  pero,en  lo  general,  deberán  ser  siempre  miradas  por 
lo  menos  con  proninda  desconfianza. 
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En  las  Tiniversidades  legas  que  hoy  existen  se  respira  por  todas  partes  una 
atmósfera  indiferentista  que  destruye  la  devoción,  mata  el  espíritu  eclesiástico  y 
familiariza  con  el  ateísmo  y  el  materialismo,  ó  al  menos  hace  perder  el  horror  á  la 
enseñanza  atea  y  materialista.  Como  esta  atmósfera  materialista  es  tan  general 
y  tan  densa,  es  muy  difícil  el  que  se  preserven  de  ella  los  teólogos  universitarios. 
Habrá  profesores  que  hagan  laudables  esfuerzos  por  destruir  este  mal  efecto ;  pero 
es  muy  difícil  que  lo  puedan  conseguir.  .  .  . 

En  este  punto  con  la  mayor  buena  fe  pueden  cometerse  muy  grandes  errores. 
Hay  seglares  que  se  figuran  que  la  enseñanza  eclesiástica  es  cosa  muy  fácil,  que 
los  Seminarios  episcopales  no  son  lo  que  deberían  ser,  y  que  ellos,  los  seglares, 
pueden  dar  mejor  y  mas  útil  enseñanza  al  clero. 

Este  error  es  consecuencia  legítima  de  la  manía  que  suelen  tener  muchas  gentes 
de  creer  que  no  tienen  necesidad  de  pensar  en  sus  propias  obligaciones,  sino  en  las 
obligaciones  ajenas.  Nada  tan  funesto  como  el  tropezar  con  personp,8  que, 
teniendo  muy  olvidados  sus  deberes,  están  siempre  declamando  contra  lo  que 
llaman  el  abandono  ú  olvido  de  los  deberes  ajenos, 

Para  no  alimentar  funestas  ilusiones,  conviene  desengañar  á  estas  gentes 
manifestándoles  : 

1?  Que  no  son  ellas  las  llamadas  á  enseñar  la  sagrada  teología ; 

2i  Que  como  en  sus  proyectos  puede  haber  mucho  de  fantástico,  aunque  crean 
y  deseen  hacer  mucho  bien,  en  la  realidad  no  han  de  adelantar  gran  cosa ; 

3f  Que,  á  causa  de  esto,  con  muy  raras  excepciones,  por  lo  general  la  mejor 
universidad  católica  que  funden  ha  de  ser  peor  que  el  seminario  menos  perfecto  que 
hoy  exista ; 

4Íf  y  último.  Que,  por  lo  mismo,  lo  más  conveniente  sería  se  ocupasen,  en  vez  de 
hacer  gastos  para  fundar  nuevas  universidades,  en  suministrar  recursos  materiales 
á  los  señores  Obispos  para  que  puedan  mejorar  sus  Seminarios.  Todas  las  faltas 
denlos  Seminarios  se  reducen  a  escasez  de  medios.  Facilítense  estos  medios  y 
desaparecerá  el  maL  Los  seglares  pueden  hacer  mucho  bien,  no  enseñando  la 
teología,  que  no  es  ésta  su  misión,  smo  haciendo  donativos  á  los  Prelados  para 
que  puedui  enseñarla. 

Esto  no  obstante,  si  hay  seglares  que  se  empeñen  en  fundar  universidades  cató- 
licas, para  no  contrariar  lo  dispuesto  por  la  Iglesia  necesitan  : 

ir  Someter  los  reglamentos  á  la  aprobación  y  censura  del  Ordinario ; 

2f  Someter  el  nombramiento  de  profesores  á  la  aprobación  del  Obispo; 

3f  Someter  los  libros  ó  textos  á  la  aprobación  del  Obispo ; 

4f  Someter  la  disciplina  interna  del  establecimiento  á  la  vigilancia  efectiva  del 
Obispo; 

5f  No  considerar  como  aprobados  ni  como  válidos  los  cursos  y  grados,  mientras 
no  tengan  la  sanción  del  Obispo. 

Sin  estas  condiciones,  las  universidades  católicas  que  se  funden  merecerán  la 
censura  contenida  en  la  Epístola  Ttíos  liberUv/r,  de  Pío  IX,  que  poco  antes  hemos 
cornado.  •  •  • 

En  la  Proposición  46  se  condena  el  erroPide  los  que  dicen  <jue  la  Iglesia  no  debe 
tener  intervención  ningxma  en  la  enseñanza,  y  que,  prescindiendo,  por  alguna 
razón  especial,  de  los  colegios  Seminarios,  los  demás  establecimientos  de  instrucción 
corresponden  todos  y  enteramente  al  Gobierno  civil. 

£1  error  condenado  por  esta  Proposición  consiste  pura  y  simplemente  en  negar  á 
la  Iglesia  el  derecho  de  dirigir  las  conciencias.  La  Iglesia  fué  fundada^  por 
Jesucristo  para  que  velase  por  la  fe  y  la  moral,  y  el  poder  civil  no  quiere  permitirle 
que  desempeñe  su  misión  en  este  punto.  La  guerra,  pues,  es  al  mismo  Jesucristo, 
cuyo  reino  no  se  quiere. 

tia  política  hoy  preponderante  desea  el  laicalismo  y  rechaza  por  sistema  la 
intervención  de  la  Iglesia.  Al  proceder  así,  no  tiene  má[s  objeto  que  el  de  alejarse 
del  supematuralismo,  ó  sea  de  Dios,  para  sepultarse  en  el  naturalismo,  ó  sea  en  la 
anarquía  y  en  la  corrupción.  Para  llegar  á  este  fin  horrible  necesita  el  poder  civil 
anular  la  influencia  de  la  Iglesia,  porque  sabe  perfectamente  que  las  autoridades 
eclesiásticas  no  pueden  dejar  nunca  de  exigir  la  verdad  en  el  orden  religioso  y  la 
virtud  en  el  orden  moral. 

Bechazar,  pues,  la  intervención  de  la  Iglesia  en  la  enseñanza,  equivale  á  excluir 
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la  fe  y  la  moral  de  Dios,  para  dirigir  el  mundo  según  el  orgullo  y  el  sensualismo  de 
los  hombres. 

De  este  principio  brotan  naturalmente  el  socialismo  y  el  comunismo.  Los 
Gobiernos  que  hoy  aparentan  horrorizarse  de  los  espantosos  excesos  de  la 
Commune,  obran  como  el  que  aplica  la  mecha  y  reprueba  después  kt  explosión. 

La  enseñanza  llamada  lega  o  anticristiana  es  k.  causa  principal,  por  no  decir 
única,  de  los  males  que  hoy  se  deploran. .  Los  extravíos  ó  desórdenes  de  las  turbas 
no  son  ni  más  ni  menos  que  el  ateísmo  que  se  enseña  por  los  Gk>biemo8,  aplicado 
por  el  sensualismo,  que,  cuando  no  hay  fe,  nunca  puede  faltar  en  los  pueblos.^ 

Cuando  se  prescinde  del  orden  sobrenatural  ó  de  Dios,  no  hay  ni  puede  haber 
justicia,  ni  autoridad,  ni  obediencia,  ni  leyes.  La  justicia,  cuando  es  meramente 
humana,  carece  de  sanción.  Las  leyes,  cuando  no  tienen  más  prestigio  que  el  de  la 
fuerza,  no  obligan  más  que  al  débil,  mientras  sea  débil.  En  fin,  donde  no  hay 
obediencja,  no  puede  haber  paz,  y  la  obediencia  no  puede  ni  aun  concebirse  donde 
no  existe  la  resignación  que  da  el  Evangelio. 

El  odio,  pues,  á  la  Iglesia  lleva  á  la  exclusión  de  la  intervención  de  la  Iglesia. 
La  exclusión  de  la  intervención  de  la  Iglesia,  lleva  á  la  exclusión  de  la  moral 
divina.  La  exclusión  de  la  moral  divina,  en  fin,  lleva  al  desenfreno  de  las  turbas 
que,  cuando  pierden  el  temor  de  Dios,  no  pueden  menos  de  apelar  á  la  violencia 
para  hallar  por  medio  del  crimen  los  placeres  que  no  quieren  buscar  por  medio  del 
trabajo. 

Examinando  así  la  cuestión,  penetrando  en  él  fondo  mismo  de  las  cosas,  no 
podrá  menos  de  convenirse  en  que  los  Gobiernos  que  rechazan  la  intervención  de  la 
Iglesia  en  la  instrucción  púbnca  son  los  que  pervirtiendo  y  corrompiendo  las 
maeas,  dan  fuerzas  á  la  Internacional. 

En  la  Proposición  46  se  condena  el  errorde  los  que,  avanzando  aun  más,  suponen 
que  la  autoridad  civil  debe  examinar  hasta  el  plan  de  estudios  de  los  Saninarios 
ó  colegios  episcopales. 

El  empeño  de  la  autoridad  civil  en  examinar  el  plan  de  estudios  de  los  Seminarios, 
no  tiene  otro  objeto  que  el  de  influir  para  que  el  clero  pierda  el  fervor  y  el  espíritu 
eclesiástico  ó  de  propaganda.  La  política  se  figura  yie  interviniendo  ella  en  los 
colegios  episcopales,  la  enseñanza  será  menos  eclesiástica  y  más  profana.  El  clero, 
formado  según  los  deseos  de  la  autoridad  civil,  tendria  mucho  espíritu  mundano  y 
ningún  celo  por  la  salvación  de  las  almas.  Donde  quiera  que  la  enseñanza  del 
clero  se  confíe  á  la  autoridad  civil,  los  eclesiásticos  pierden  hasta  el  sentimiento  de 
su  propia  dignidad.  En  Busia  é  Inglaterra,  por  ejemplo,  donde  el  clero  dsmátioo 
y  protestante  está  en  la  realidad  educado  por  el  Gobierno,  salvas  excepciones  muy 
contadas,  no  es  posible  encontrar  eclesiásticos  que  tengan  amor  á  la  Iglesia,  6 
que  se  sacrifiquen  por  defender  la  fe  ó  propagar  la  religión  en  el  mundo. 

Y  esto  se  explica  bien.  El  civilismo  es  el  naturalismo,  y  el  naturalismo  inspira 
amor  á  los  goces  del  mundo,  y  destruye,  ó  por  lo  menos  hace  que  se  olvide,  la 
esperanza  de  la  vida  eterna.  Y  ¿  cómo  es  posible  que  haya  abnegación  donde  no 
se  conoce  la  esperanza  divina,  ó  se  aman  los  placeres  del  mundo  P  EL  que  ama  el 
mundo,  no  traoaja  para  Dios,  y  el  civilismo  sólo  se  esf aerza  por  aumentar  más  j 
más  cada  día  el  amor  al  mundo. 

En  la  Proposición  47  se  condena  el  error  de  los  que  proclaman  la  enseñanza 
laical,  ó  quieren  que  la  Iglesia  sea  enteramente  alejada  de  todos  los  establecimieiitos 
de  enseñanza,  aun  de  los  de  instrucción  primaria. 

El  error  de  esta  Proposición  avaoiza  aun  más  que  los  erroi^s  antes  examinadoe 
acerca  de  la  enseñanza. 

Para  que  se  comprenda  toda  la  trascendencia  de  esta  Proposición,  se  necesita 
recordar  el  estado  de  esta  cuestión  en  varios  puntos  de  Europa. 

La  francmasoneria,  que  trabaja  sin  descanso  por  lograr  que  la  Iglesia  sea  excluida 
por  completo  de  la  instrucción  pública,  procura  para  no  suscitarse  obstáculos, 
declarar  más  ó  menos  sus  intenciones,  según  las  circunstancias. 

Así  es  que  en  España,  v.  g.,  donde  todavía  hay  fe,  no  se  desenmascara  entera- 
mente. En  Francia,  Bélgica  y  Alemania,  donde,  por  el  contrario,  cuenta  con 
fuerzas  propias,  descorre  por  completo  el  velo  y  dice  sin  temor  alguno  lo  qtie 
quiere.    Por  esto  en  estas  naciones  pide  la  instrucción  gratuita  y  obligatoria. 

La  instrucción  de  la  francmasonería  no  tiene  por  objeto  el  hacer  á  los  hombres 


uiyiii-/t;u  uy  -^..^-j  v_y  x_^ 


ó'^ 


INSTRÜOCIÓN   PUBLICA.  501 

dóciles  y  virtuosos,  sino  el  llenarlos  de  orgullo»  hacerles  perder  el  temor  de  Dios,  y 
prepararlos  para  que  sean  instrumentos  ciegos  de  la  demagogia  ó  de  la  impiedad. 

Esta  instrucción  se  auiere  que  sea  gratuita  ó  costeada  por  el  Estado^  con  el  fin 
de  que  nadie  huya  de  ella  pretextando  la  pobreza. 

£n  esto  los  francmasones  no  hacen  naaa  nuevo.    La  Iglesia  ha  qulrido  siempre 

?ue  la  enseñanza  fuese  de  todo  punto  gratuita.    La  diferencia  única  está  en  que  la 
glesia  enseñaba  y  enseña  gratis  por  fe  y  caridad,  mientras  que  la  francmasonería 
enseña  gratis  por  impiedad  y  por  odio. 

Jjsl  francmasonería  quiere  que  la  enseñanza  sea  universal,  es  decir,  que  en  cada 
nación  no  haya  más  que  un  plan  de  estudios  y  que  este  plan  de  estudios  sea  el  del 
Gobierno.  l5e  modo  que,  siendo  el  Gobierno  ateo  y  escogiendo  textos  impíos  y 
nombrando  profesores  ateos  y  materialistas,  la  enseñanza  no  podrá  menos  de  ser 
como  hoy  se  dice  lega.  Estas  palabras  enseñanza  lega  sirven  en  Francia  y  Alema- 
nia como  de  bandera  á  todos  los  sectarios  conjurados  contra  Jesucristo.  En  sus 
libros,  en  sus  periódicos,  en  sus  discursos,  en  sus  asociaciones,  y  en  todas  partes 
no  ocultan  el  propósito  de  que  la  enseñanza  sea  atea  y  de  que  no  haya  más  ense- 
ñanza que  la  atea  para  que  la  juventud  no  pueda  recibir  otra. 

Por  ultimo,  la  francmasonería  quiere  que  la  enseñanza  sea  obligatoria.  De  esta 
manera  se  propone  conseguir  que,  no  habiendo  más  que  una  enseñanza  y  siendo 
esta  obligatoria,  los  padres  de  familia  se  vean  en  la  necesidad  de  dejar  ó  sufrir  el 
que  sus  nijos  sean  imbuidos  en  las  máximas  horriblemente  impías  del  ateísmo  y 
materialismo. 

Y  no  se  confíe  en  lo  que  suele  llamarse  la  libertad.  La  demagogia,  sea  del  grado 
que  sea,  no  cree  en  la  libertad.  Para  los  revolucionarios,  la  sociedad  se  encuentra 
en  dos  estados  distintos,  á  saber : 

1?  Cuando,  por  ser  católica,  es  preciso  mostrar  respeto  á  sus  creencias. 

2f  Cuando,  por  haberse  hecho  indiferentista,  ó  no  tiene  fe,  ó  no  exige  que  se 
respete  su  fe. 

Cuando  la  sociedad  está  en  el  primer  <^o,  lá  revolución  pide  tolerancia  y  pro- 
clama la  libertad,  no  j>orque  ame  la  tolerancia  ni  la  libertad,  sino  porque  necesita 
impunidad  para  conspirar. 

£n  el  segundo  caso,  es  decir  cuando  prepondera  en  la  sociedad  el  indiferentismo, 
la  revolución  se  olvida  de  la  tolerancia,  escarnece  la  libertad,  y  apela  al  despotismo 
para  imponer  sus  abominables  máximas.  £sta  es  la  verdad.  Así  es  que  los  que 
crean  en  la  libertad  de  enseñanza  se  hallan  en  un  gravísimo  error.  La  francmaso- 
nería pondrá  en  juego  todos  los  recursos  imaginares  para  impedir  el  que  los  cató- 
licos enseñen.  Se  valdrá  al  intento  de  la  ley,  y  si  la  ley  no  le  líasta,  de  la 
violencia  de  las  turbas.  .  .  . 

En  España  no  se  habla  todavía  de  enseñanza  atea  y  obligatoria,  pero  no  es 
porque  no  haya  el  propósito  de  hablar,  sino  porque  se  supone  que  aim  no  estamos 
Bofícientemente  preparados  para  el  ateísmo. 

£n  la  Proposición  48  se  condena  el  error  de  los  que  sostienen  (jue  en  las  escuelas 
de  instrucción  primaria  debe  descartarse  por  completo  la  doctrina  cristiana,  y  no 
enseñarse  más  que  cosas  independientes  de  toda  religión. 

Este  error  es  el  término  de  todos  los  precedentes  errores.  Los  que  así  se 
expresan,  arrojando  toda  máscara,  piden  ja  abiertamente  que  desaparezca  de  las 
escuelas  el  catecismo  de  la  doctrina  cristiana,  y  ni  aun  se  pronuncie  el  nombre  de 
Dios  en  ellas.  En  España  ha  habido  ya  algún  ministro  que  se  mostrase  dispuesto 
á  emplear  las  fuerzas  de  que  dispone  todo  Gobierno  en  secularizar  la  instrucción 
primaría  ó  para  que  se  arranque  el  orístianismo  del  corazón  de  la  juventud.  Este 
peligro  parece  por  ahora  conjurado ;  pero,  desgraciados  los  que  se  descuiden  con- 
fiando en  esta  aparente  calma  !  La  francmasonería  no  renuncia  á  su  propósito 
lo  único  que  hace  es  dar  una  tregua  ó  aceptar  una  suspensióf^de  hostilidades.  Ya 
aprovechará  la  primera  ocasión  que  se  le  presente  para  renovar  la  lucha. 

5.  Permítasenos  ahora  agregar  unas  pocas  observaciones  relativas  al 
estado  en  que  se  encuentran  estos  asuntos  en  nuestra  patria,  desde  que 
el  Poder  Ejecutivo  nacional  tomó  á  su  cargo  el  ramo  de  instrucción 
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Se  habrá  extrañado  quizá  que  traigamos  á  cuento  la  Proposición  33 
del  8yllábu8  que  habla  de  los  que  aseguran  que  no  pertenece  únicamente 
á  la  Iglesia,  por  propio  y  natural  derecho,  el  dirigir  la  enseñanza  de  la 
teología ;  y  ^rán  que  aquí  nadie  le  disputa  ahora  ese  derecho,  como 
sucedía  antes.  Eso  es  verdad  en  el  sentido  de  que  el  Gobierno  temporal 
no  pretende  tomar  intervención  de  d^reclw  en  la  marcha  de  los  Semina- 
rios, y  en  la  instrucción  que  en  ellos  se  da;  pero  en  el  hecho  no 
desperdicia  ocasión  de  entorpecer  y  hacer  más  difícil  y  menos  provechosa 
la  enseñanza  con  medidas  indirectas,  como  la  expropiación  de  los 
edificios,  la  suspensión  del  pago  de  la  renta  que  les  debe,  y  otras  por  el 
estilo.  De  suerte  que  el  Gobierno  no  pretende  aquí  dirigir  la  enseñanza, 
sino  entorpecerla  y  dificultarla ;  lo  cual  conduce  por  diverso  camino  al 
mismo  resultado. 

Otro  objeto  hemos  tenido  al  insertar  el  comentario  que  se  hace  á  la 
Proposición  dicha,  y  es  que  nuestros  lectores  puedan  imponerse  de  los 
requisitos  que  se  necesitan  para  que  den  garantías  verdaderas  las 
enseñanzas  de  ciencias  eclesiásticas  en  colegios  puramente  particulares ; 
lo  cual  es  muy  importante  y  está  muy  bien  explicado. 

La  Proposición  45  sí  le  viene  de  molde  á  nuestro  país.  En  las 
escuelas  públicas  de  primeras  letras,  apenas  se  tolera  que  se  dé  una 
enseñanza  religiosa  que  muchas  veces  será  insuficiente ;  y  en  los  estable- 
cimientos superiores,  se  difunden  á  raudales  el  materialismo  y  el 
indiferentismo.  El  resultado  final  lo  ha  apuntado  el  autor :  el  desenr 
fr^no  de  las  turbas  que  y  cuando  pierden  el  temor  de  Dios,  no  pueden  menos  de 
apelar  á  la  violencia  para  hallar  por  medio  del  crimen  los  placeres  que  no 
quieren  buscar  por  medio  del  trabajo. 

En  cuanto  á  la  Proposición  46,  que  habla  de  la  intervención  de  la 
autoridad  civil  en  el  plan  de  estudios  de  los  Seminarios,  no  tiene  que  ver 
con  nosotros  en  la  actualidad,  de  un  modo  directo  ;  pero  hemos  insertado, 
sin  embargo,  el  comentario  respectivo,  porque  en  tiempos  pasados  existió 
esa  intervención,  y  no  será  extraño  que  el  día  menos  pensado  quieran 
revivirla.  Bueno  es  pues  que  las  gentes  de  buena  voluntad  estén 
precavidas  contra  ése  que,  en  realidad,  es  un  peligro  tal  vez  más  próximo 
de  lo  que  parece. 

Pero,  si  entre  nosotros  no  se  pretende  dirigir  la  educación  del  clero,  sí 
se  pretende  encadenarlo  é  impedirle  el  libre  eiercicio  de  su  ministerio* 
Una  parte  considerable  de  este  trabajo  está  destinada  á  presentar  loe 
numerosísimos  hechos  que  prueban  palpablemente  esta  verdad.  En  el 
fondo  hay  poca  diferencia  entre  lo  uno  y  lo  otro.  Por  ambos  caminos 
se  anda  en  busca  de  un  mismo  fin. 

Vienen  también  de  molde  á  nuestro  país  las  Proposiciones  47  y  48^  que 
tratan  de  la  pretensión  de  alejar  la  Iglesia  de  los  establecimientos  de 
enseñanza,  aun  los  de  instrucción  primaria. 

La  medida  se  tomó  aquí  en  toda  su  horrible  desnudez  desde  el  año  de 
1871;  pero  las  enérgicas  reclamaciones  hechas  por  la  gran  mayoría 
nacional  hicieron  cejar  un  poco  al  Gobierno  en  su  sistema.  Hoy  la 
escuela  no  está  absoluta  y  rigurosamente  cerrada  á  la  Religión  y  á  la- 
Iglesia  ;  pero  éstas  apenas  son  admitidas  á  cortos  intervalos,  como  pcwr 
pura  tolerancia,  y  quién  sabe  si  en  muchos  casos  van  apenas  á  servir 
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^e  escudo  á  las  malas  doctrinas  que  se  deslizau  mañosamente  entre  los 
jóvenes,  como  la  serpiente  entre  las  flores. 

¿  Qué  es,  pues,  lo  que  nosotros  pretendemos  en  materia  de  instrucción 
pública  ?  ¿  Queremos  ahogar  la  ciencia  en  su  cuna,  cortar  las  alas  al 
ingenio,  mantener  las  tinieblas  de  la  ignorancia  y  embrutecer  las  masas 
para  gobernarlas  y  explotarlas  á  nuestro  sabor  P  No  por  cierto :  lo 
que  queremos  es  aquello  á  que  tenemos  perfecto  derecho,  y  que  no 
puede  negársenos  sin  una  marcada  y  patente  injusticia.  Helo  aquí  en 
resumen :  ' 

1"  Queremos  que  la  instrucción  primaría  se  difunda  cuanto  sea  posible 
en  las  masas  sociales,  siempre  que  sea  acompañada  de  una  verdadera  y 
sólida  educación  cristiana ;  pero  no  queremos  que  se  amengüe  en  nada 
la  autoridad  de  los  padres,  obligándoles  á  llevar  sus  hijos  á  las  escuelas, 
con  menosprecio  de  la  garantía  constitucional  que  consagra  claramente  el 
derecho  de  abstenerse  de  hacerlo. 

2?  Queremos  que  la  instrucción  secundaria  se  difunda  y  perfeccione 
cuanto  sea  posible  según  los  recursos  del  país,  y  que  todos  los  talentos 
notables  reciban  un  esmerado  cultivo  para  honra  y  provecho  de  la  patria ; 
pero  no  queremos  que  se  difundan  doctrinas  condenadas  por  la  Iglesia, 
ni  que  se  adopten  como  textos  libros  que  contengan  alguna  ó  algunas  de 
tales  doctrinas. 

3?  Queremos  que  las  enseñanzas  profesionales  sean  á  propósito  para 
formar  verdaderos  sabios  en  los  diversos  ramos  del  saber  humano ;  y  no 
eruditos   á  la  violeta  y   pedantescos   charlatanes,  propios   sólo    para 

gsrvertir  las  masas  y  atraer  sobre  la  patria  días  de  luto  y  de  desolación, 
or  lo  mismo  queremos  que  tampoco  en  estas  enseñanzas  se  difundan 
malas  doctrinas  ni  se  adopten  como  textos  libros  prohibidos  por  la 
Iglesia. 

4?  Queremos,  sobre  todo,  que  tanto  en  los  establecimientos  de 
instrucción  primaria  como  en  los  de  instrucción  secundaria  y  profesional, 
se  den  cursos  sucesivos  y  progresivos  de  Religión ;  de  suerte  que  todo 
individuo  tenga  conocimientos  en  esa  materia,  proporcionados  á  la 
instrucción  que  haya  adquirido  en  las  otras.  Tales  cursos  deben  ser 
obligatorios  para  todos  los  alumnos  católicos,  pero  nada  más  que  para 
ellos.  La  razón  es  bien  sencilla :  el  pueblo  colombiano  es  eminente- 
mente católico  y  tiene  derecho  perfecto  á  que  la  educación  ó  instrucción 
de  sus  hijos  se  den  por  un  sistema  netamente  católico.  Hacer  eso  el 
Gobierno,  no  es  conceder  ninguna  gracia ;  es  cumplir  apenas  con  uno  de 
los  deberes  más  estrictos  é  indeclinables,  descuidado  ó  mejor  dicho 
pisoteado  por  los  gobiernos  que  han  regido  el  país  en  los  últimos  años. 

Tales  son  nuestras  pretensiones  :  ¿  quién  puede  calificarlas  de  exage- 
radas ó  injustas  P  Queremos  la  ciencia ;  pero  la  verdadera  ciencia,  no 
los  errores  que  con  el  nombre  de  tal  se  difunden  hoy  á  raudales  por  todas 
partes. 

6.  Hemos  hablado  de  medidas  dé  hostilidad  tomadas  por  el  Gobierno 
contra  los  Seminarios ;  y  aunque  no  podemos  detenernos  á  enumerarlas 
todas,  sí  debemos  mencionar  la  que  tomó  el  Gobierno  de  Cundinamarca 
contra  el  Seminario  de  la  Arquidiócesis  en  el  año  de  1877. 

Recordarán  nuestros  lectores  que  el  Gobierno  general  había  cedidt)  aL 
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de  Cundinamarca  la  adminiatración  del  Colegio  de  San  Bartolomé  desde  el 
año  de  1865.  La  Asamblea  de  ese  Estado  expidió  la  ley  29  de  27  de 
Noviembre  de  1877,  en  la  cual  dispuso  lo  siguiente  : 

Eeint^ase  el  edificio  de  San  Bartolomé  con  el  local  que  ha  servido  de  Seminario 
conciliar.  En  consecuencia,  el  Poder  Ejecntivo  dictará  todas  las  disposiciones 
y  hará  todo  lo  qne  sea  necesario  para  el  pronto  j  fiel  complimiento  de  esta  ley. 

El  Ilustrísimo  señor  Arzobispo  de  Bogotá  ocurrió  á  la  Corte  Suprema 
federal  pidiendo  la  suspensión  de  esa  ley,  por  ser  clara  y  evidentemente 
violatona  del  derecho  de  propiedad  garantizado  en  la  Constitución 
nacional,  y  en  una  larga  y  razonada  exposición  trazó  á  grandes  rasgos  la 
historia  del  Seminario  desde  su  fundación  por  eV  señor  Arzobispo  Lobo 
Guerrero,  hasta  los  últimos  ataques  de  que  había  sido  objeto. 

El  señor  Procurador  coadyuvó  la  solicitud,  aunque  no  entró  á  exami- 
nar á  quién  pertenecía  en  realidad  el  edificio  de  que  se  trata.  Se  apoyó 
principalmente  en  que  los  dos  edificios  estaban  separados  legal  y 
matenalmente  cuando  el  de  San  Bartolomé  fué  cedido  al  Estado  ;  que 
éste  no  adquirió  por  la  cesión  otro  derecho  que  la  administración  del  que 
le  cedían ;  y  que  si  creía  tener  por  cualauier  motivo  algunos  derechos  al 
edificio  del  Seminario,  debía  hacerlos  valer  ante  el  poder  judicial. 

Esas  razones  eran  concluyentes  por  cierto ;  pues  á  nadie  se  le  oculta 
que  la  propiedad  de  los  objetos  no  puede  ser  trasladada  de  unas  manos  á 
otras  por  medio  de  leyes  especiales,  destinadas  exclusivamente  á  ese 
efecto.  No  obstante,  la  Corte  no  suspendió  la  ley,  poraue  sus  Magis- 
trados fueron  de  pareceres  muy  diferentes  en  cuanto  al  derecho  que 
tuviera  el  Estado  de  Cundinamarca  para  expedirla. 

El  Magistrado  sustanciador  propuso  que  se  declarase  exequible,  y  se 
fimdó  en  que  la  misma  Legislatura  de  Cundinamarca  había  expedido  otra 
ley  por  la  cual  se  declaraba  que  las  entidades  religiosas  eran  incapaces 
de  poseer  otros  inmuebles  que  templos,  capillas^  casas  de  reunión 
episcopales  y  casas  de  párrocos. 

Toda  la  fuerza  de  la  argumentación  del  Magistrado  sustanciador  se 
reduce  á  lo  siguiente  :  no  se  ha  pedido  la  suspensión  de  la  l^y  sobre 
incapacidad  para  poseer  inmuebles,  ni  tal  suspensión  puede  decretarse  de 
oficio ;  luego  hay  que  tener  como  cierto  que  las  entidades  religiosas  son 
incapaces  de  poseer  edificios  para  seminarios ;  y  como  lo  que  se  pide  es 
que  se  suspenda  una  ley  en  la  que  se  dispone  lo  mismo,  tal  ley  no  puede 
ser  suspendida  porque  si  se  suspendiera  resultaría  que  la  entidad 
reb'giosa  era  capaz  de  poseer  el  edificio  del  Seminario  que  motiva  la 
reclamación :  dicho  edificio  ha  quedado  sin  poseedor  legítimo,  y  el  Estado 
está  en  su  derecho  para  darle  la  aplicación  que  á  bien  tenga. 

Otro  de  los  Magistrados  de  la  Corte  se  adhirió  á  ese  parecer  y  lo 
reforzó  con  la  consideración  de  que  la  garantía  de  la  propiedad  no  se 
extiende  á  las  personas  jurídicas 

TTn  tercero,  aceptó  el  proyecto  de  resolución  propuesto  por  el  sustan- 
ciador pero  no  por  las  razones  aducidas  para  apovarlo,  sino  por  la 
siguiente  :  que  no  se  sabe  con  suficiente  claridad  quien  sea  el  dueño  del 
Seminario ;  y  que  por  lo  mismo,  no  hay  datos  bastantes  para  saber  si  la 
ley  atacará  algún  derecho  legítimo. 

Los  dos  señores  Magistrados  restantes  votaron  por  la  suspensión  de  la 
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ley,  y  se  fundaron  en  que  la  de  incapacidad  para  poseer  es  posterior  á  la 
de  reintegración  de  San  Bartolomé;  que  la  garantía  de  la  propiedad  no  se 
limita  á  los  individuos,  sino  que  comprende  á  las  asociaciones  licitas ;  que 
la  ley  no  puede  suprimir  las  personas  jurídicas  reconocidas  legalmente,  y 
que  el  edificio  reclamado  pertenece  á  la  entidad  religiosa  representada 
por  el  Ilustrísimo  señor  Arzobispo,  en  virtud  de  títulos  preexistentes  y  de 
escrituras  ó  títulos  de  compra. 

Pasado  el  asunto  al  Senado,  la  respectiva  Comisión  fué  de  parecer  que 
la  ley  se  declarase  exequible,  y  se  fundó  en  las  dos  consideraciones 
siguientes  : 

V  Qne  aunque  la  gestión  del  Arzobispo  tiene  la  forma  de  una  solicitad  de  sus- 
pensión 7  anulación  de  la  ley  á  que  se  refiere,  lo  qne  hay  en  el  fondo  de  ella  es  una 
disputa  con  el  Estado  de  Candinamarca,  acerca  de  la  proi)iedad  ó  dominio  sobre  el 
edificio  mandado  reincorporar  al  de  San  Bartolomé ;  y  siendo  asi,  á  quien  debió 
ocurrir,  ante  todo,  fué  á  los  tribunales  del  mismo  Estado,  supnesto  qne  cíe  la  simple 
enunciación  de  la  ley  no  puede  deducirse  ninguna  violación  de  la  propiedad  de  otro. 

2f  Qne  aun  cuando  se  nubiese  ocurrido  á  esos  tribunales,  y  ellos  bnoiesen  decidido 
la  cuestión  de  propiedad  en  favor  del  demandante,  no  por  eso  estaría  el  Senado  en 
el  caso  de  anidar  la  ley ;  pues  se  lo  impedirían,  por  una  parte  el  articulo  6?  de  la 
Constitución  de  la  Eepública,  según  el  cual  las  entidades  religiosas  no  pueden 
adquirir  propiedad  sobre  bienes  raíces,  y  por  otra  la  inteligencia  ¿ida  al  artículo  15 
del  mismo  Código,  en  el  sentido  de  que  él,  cuyo  inciso  5P  es  la  disposición  qne  se 
dice  violada,  no  alcanza  á  garantizar  otros  derechos  que  los  d!e  las  personas 
naturales. 

¿  Quién  no  se  admira  de  que  con  tan  pésimas  razones  el  Senado  se 
adhiriese  al  parecer  de  la  Comisión,  y  declarase  válida  la  ley  P  Así  fué 
sin  embargo. 

Si  lo  que  habia  en  el  fondo  era  una  controversia  entre  el  Estado  y  el 
Ilustrísimo  señor  Arzobispo  sobre  propiedad  del  edificio  del  Seminario, 
¿  quién  no  ve  que  tal  disputa  no  podía  terminarse  por  medio  de  una  ley 
especial,  porque  eso  equivalía  á  erigirse  una  parte  en  juez  de  su  propia 
contienda,  y  que  quién  debía  ocurrir  á  los  tribunales  ordinarios  era  el 
Estado,  si  creía  tener  derecho  á  un  edificio  poseído  por  la  comunión 
católica  P  Si  argumentos  de  esa  clase  pudieran  tener  cabida  alguna  vez^ 
nunca  habría  propiedad  segura  contra  las  invasiones  del  Gobierno 
del  Estado,  el  cual  en  todo  caso  podría  apropiarse  lo  ajeno  y  obligar  al 
dueño  á  constituirse  actor  en  una  contienda  en  la  que  debía  figurar 
como  simple  demandado.  ¿  Y  qué  se  hacía  en  el  casó  muy  probaUe  de 
que  loó  tribunales  del  Estado  declararan  que  mientras  no  se  anulase  la 
ley  habia  que  cimiplirla,  y  desechasen^  por  consiguiente,  la  pretensión  del 
demandante  P 

Ese  primer  argumento  sería^  pues,  decisivo  contra  el  Estado^  para  el 
efecto  de  anular  la  ley ;  pero  no  podía  hacerse  valer  contra  la  entidad 
católica,  porque  ella  estaba  en  posesión  del  edificio  y  no  podía  des- 
pojársela de  el,  sin  oiría  y  vencerla  en  juicio. 

La  otra  razón  es  aun  más  peregrina.  Consiste  en. que,  aunque  el 
señor  Arzobispo  hubiese  vencido  al  Estado  en  juicio  ordinario,  no  se 
podría  anular  la  ley  porque  lo  impediría  el  artículo  6^  de  la  Constitución 
de  la  República,  en  virtud  del  cual  las  entidades  religiosas  no  pueden 
adquirir  propiedad  sobre  bienes  raices ;  pero  ¿  qidén  ha  dicho  que  se 
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trate  aquí  de  adquirir  bienes,  sino  de  conservar  los  que  se  tenían  cuando 
esa  disposición  se  sancionó  ? 

Ahora,  en  cuanto  á  que  la  garantía  de  la  propiedad  no  se  extienda  sino 
é  las  personas  naturales,  es  punto  que  hemos  examinado  en  otro  lugar, 
donde  hemos  demostrado  que  ella  comprende  á  las  entidades  ó 
asociaciones  lícitas  de  toda  clase.  Argumentos  de  esta  especie  no 
son  otra  cosa  que  armas  puestas  sin  previsión  por  los  enemigos  del 
catolicismo  en  manos  de  los  comunistas,  que  á  su  turno  pueden  esgri- 
mirlas contra  toda  clase  de  asociaciones  de  comercio  é  industriales.  De 
estos  vientos  que  se  siembran  ahora,  se  cosecharán,  á  su  tiempo, 
tempestades. 

Lo  curioso  es  que  tres  por  lo  menos  de  los  miembros  de  la  Comisión 
son  altas  notabilidades  del  país.  No  eran  pues  la  ignorancia  ni  la 
imprevisión  las  que  obraban ;  eran  más  bien  el  odio  al  catolicismo,  y  el 
deseo  de  poner  trabas  á  la  formación  de  sacerdotes  notables  por  su 
instrucción  y  su  virtud. 

No  obstante  todo  eso,  el  Senado  aprobó  definitivamente  el  2  de  Abril 
de  1878  el  proyecto  de  resolución  que  propuso  la  Comisión,  y  puso  el 
último  sello  á  la  insigne  iniquidad  cometida  por  la  Asamblea  de 
Cundinamarca.  Quedó  así  sentado  el  funestísimo  precedente  de  que  los 
bienes  de  la  comunión  católica  están  al  capricho  de  los  gobiernos 
seccionales ;  y  éstos  pueden  apoderarse  de  ellos  cuando  lo  tengan  por 
conveniente,  contando  con  que  los  poderes  federales  se  pondrán  de  su 
lado  para  consumar  y  hacer  irreparable  la  expoliación.  ¿  No  prueba 
esto  un  espíritu  de  marcada  hostilidad  contra  la  Religión  católica  de 
parte  de  la  Unión  y  del  Estado  de  Cundinamarca  ?  Dígalo  el  simple 
sentido  común. 

Debemos  agregar  en  obsequio  de  la  justicia  que  dos  años  más  tarde  la 
Asamblea  de  Cundinamarca  devolvió  á  la  comunión  católica  su  Seminario; 
y  que  el  Ilustrísimo  señor  Arzobispo  permutó  ese  edificio  con  el  Gobierno 
de  la  Unión  por  otro  ;  sin  que  ahora  fuese  obstáculo  para  asa  adquisición 
el  artículo  constitucional  que  prohibe  adquirir  bienes  á  las  entidades 
religiosas. 

Tal  ha  sido  la  suerte  de  la  importantísima  fundación  del  señor 
Arzobispo  Lobo  Guerrero.  ¿  Quién  puede  desconocer  las  muchas 
injusticias  y  las  repetidas  usurpaciones  cometidas  por  el  Gobierno  contra 
los  intereses  y  los  derechos  claros  é  indisputables  de  la  Iglesia  ? 

7.  Para  terminar  este  capítulo  haremos  mención  de  otro  hecho  que 
prueba  más  y  más  el  marcado  espíritu  de  hostilidad  contra  todo  lo  que 
tienda  á  defender  las  creencias  religiosas  de  los  colombianos,  que  anima 
á  los  poderes  federales.  Es  el  caso  que  la  Legislatura  del  lÉstado  del 
Tolima  expidió  en  Noviembre  de  1875  una  ley  cuyo  artículo  3?  dice  así : 

El  Poder  Ejecutivo  cuidará  de  que  los  nombramientos  de  directores  de  las 
escuelas  normales  j  primarias  recaigan  en  personas  que  no  solamente  enseñen  bies 
las  correspondientes  materias  de  instrucción,  sino  que  den  á  los  niños  ejemplos  de 
moralidad  y  buenas  costumbres ;  procediendo  en  conformidad  en  todo  con  las 
creencias  de  la  mayoría  de  los  habitantes  del  Estado. 

La  exagerada  susceptibilidad  de  un  señor  Landinez  le  hizo  ver  ea    la 
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parte  final  de  esa  disposición  un  acto  de  protección  á  la  Religión 
católica,  y  pidió  la  suspensión  y  anulación  de  la  ley. 

El  señor  Procurador  reconoció  que  la  disposición  no  se  refería 
claramente  á  las  creencias  religiosas,  y  que  bien  podía  entenderse  de  las 
políticas  ó  morales;  pero,  en  caso  de  duda  y  por  cuanto  tal  vez 
si  quisieron  poner  en  salvo  los  intereses  católicos  de  los  tolimenses,  se 
decidió  por  la  suspensión  de  la  ley,  y  la  Corte  la  decretó  el  22  de  Marzo 
de  1876. 

Semetido  el  asunto  al  examen  y  decisión  del  Senado,  se  pasó  á  la 
Comisión  respectiva ;  pero  los  miembros  de  ésta  no  pudieron  ponerse  de 
acuerdo.  Dos  de  ellos  sostuvieron  la  validez  de  la  ley,  y  los  otros  su 
nulidad.  El  Senado  se  adhirió  al  parecer  de  estos  últimos,  y  la  ley  fué 
anulada  definitivamente  el  22  de  Febrero  de  1 877,  en  la  parte  en  que 
mandaba  al  Poder  Ejecutivo  proceder  *'  de  conformidad  en  todo  con  las 
creencias  de  la  mayoría  de  los  habitantes  del  Estado.^' 

De  manera  que  el  Senado  y  la  Corte  juzgaron  inconstitucional  la 
simple  recomendación  hecha  por  la  Legislatura  al  Poder  Ejecutivo,  de 
que  acatara  las  creencias  de  la  mayoría  de  los  habitantes  del  Estado  al 
hacer  los  nombramientos  de  maestros,  por  cuanto  esa  recomendación 
podía  entenderse  en  el  sentido  de  que  tales  maestros  fuesen  católicos. 

Nada  es  sin  embargo  más  conforme  al  sistema  de  gobierno  represen- 
tativo que  una  recomendación  semejante,  ya  se  entienda  referente  á  las 
creencias  religiosas,  ya  á  las  morales  ó  políticas,  ya  á  cualesquiera  otras. 

¿  Qué  es,  en  efecto,  lo  que  se  recomienda  ?  Que  se  proceda  de  confor- 
midad en  todo  con  las  creencias  de  la  mayoría  de  los  habitantes  del 
Estado.  ¿Y  no  es  ésa  una  obligación  indeclinable  del  Gobierno  en  todo 
país  regido  por  instituciones  que  sean  verdaderamente  representativas  ? 
Así  es  en  verdad  ;  porque  para  proceder,  en  la  elección  de  maestros,  de 
conformidad  con  las  creencias  de  los  habientes  del  país,  no  se  necesita 
precisamente  elegir  á  individuos  que  las  profesen  :  basta  que  las  respeten 
y  no  las  ataquen  en  manera  alguna.  ¿  Qué  cosa  más  razonable  que 
ésa?  Si  estamos  ea  un  país  republicano  y  católico,  quería  la 
Legislatura  que  no  se  nombrase  para  maestros  á  personas  que,  á  pretexto 
de  enseñanza,  se  ocupasen  en  difundir  y  propagar  ideas  monárquicas,  ó 
errores  protestantes  y  costumbres  inmorales,  y  esto  fué  lo  que  encon- 
traron inconstitucional  el  Senado  y  la  Corte,  no  por  el  lado  político 
sino  por  el  religioso.  ¿Qué  era,  pues,  lo  que  querían  r  ¿  Que  el  Gobierno 
del  Tolima,  siguiendo  las  huellas  del  nacional,  buscara  ex  profeso 
maesti^os  protestantes  para  enseñar  á  jóvenes  católicos  ?  ¿  No  prueba  eso 
que  en  tan  elevadas  corporaciones  prevalecía  un  espíritu  de  marcada 
hostilidad  y  de  persecución  contra  el  catolicismo ;  y  qué  posponían  el 
cumplimiento  de  sus  sagrados  deberes  á  la  satÍ3facción  de  su  odio  y  su 
mala  voluntad  hacia  la  Keligión  dominante  y  casi  exclusiva  del  país  ? 
Creemos  que  sí. 
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CAPITULO  VIL 


MATRIMONIO. 


1.  Si  queremos  principiar  á  tratar  del  matrimonio  por  su  institución, 
tenemos  que  remontamos  á  la  cuna  misma  de  la  humanidad. 

Veamos  cómo  pinta  la  inspirada  pluma  de  Moisés,  admirable  caudillo 
y  gran  legislador  de  los  hebreos,  la  creación  de  nuestros  primeros 
padres,  en  la  cual  va  envuelta  la  institución  del  matrimonio. 

Y  dijo  (Dios) :  Hagamos  al  hombre  á  nuestra  imagen  y  semejanza  :  y  tenga 
dominio  sobre  los  peces  del  mar,  y  sobre  las  aves  del  cielo,  y  sobre  las  bestias,  y  sobre 
toda  la  tierra  y  sobre  todo  reptil  que  se  mueva  en  la  tierra. 

Formó,  pues,  el  Señor  Dios  al  hombre  del  barro  de  la  tierra,  é  inspiró  en  su 
rostro  soplo  de  vida,  y  fué  hecho  el  hombre  en  ánima  viviente. 

Dijo  también  el  Señor  Dios,  no  es  bneno  qne  el  hombre  esto  solo  :  hagámosle 
ayuda  semejante  á  eL 

Por  tanto  el  Señor  Dios  hizo  caer  en  Adán  nn  profundo  sueño :  y  habiéndole 
dormido  tomó  una  de  sus  costillas  ó  hinchó  carne  en  su  lugar. 

Y  formó  el  Señor  Dios  de  la  costilla  que  había  tomado  de  Adán,  sn  mujer  :  y 
llevóla  á  Adán.* 

Las  circunstancias  de  los*  tiempos  y  la  dureza  de  corazón  de  los 
hebreos,  hicieron  que  en  la  ley  mosaica  se  tolerasen  el  divorcio  y  la 
poligamia.  Mas  ésa  no  era  la  ley  primitiva.  Declarólo  así  soleóme- 
mente  Jesucristo  cuando,  tentado  por  los  fariseos,  les  dijo  : 

4.  ....  á  No  habéis  leído  que  el  que  hizo  al  hombre  desde  el  principio,  varón  y 
mujer  los  hizo,  y  dijo  : 

5.  Por  ésta  dejara  el  hombre  padre  y  madre,  y  se  unirá  á  su  mujer,  y  serán  dos 
en  una  carne  P 

6.  Así  que  ya  no  son  dos,  sino  una  carne.    Por  tanto  lo  que  Dios  iüntó,  ei. 

HOMBRE  NO  LO  SEPARE.' 

Elevado  así  á  la  sublime  dignidad  de  sacramento,  el  matrimonio 
cristiano  ha  sido  siempre  el  vínculo  más  firme  que  liga  á  los  hombres 
reunidos  en  sociedad. 

Las  armas  de  un  conquistador  afortunado  pueden  avasallar  momentá- 
neamente á  un  pueblo,  y  llenarlo  de  lágrimas,  de  sangre  y  de  desola- 
ción ;  pero  si  la  santidad  de  la  familia  se  conserva  intacta ;  si  el  marido 
ama  y  es  fiel  á  su  mujer,  y  la  mujer  ama  y  es  fiel  á  su  marido ;  si  los 
hijos  aman  y  respetan  á  sus  padres,  y  los  padres  aman  verdaderamente 


»  Génesis,  1,26 ;  II,  7,  18,  21  y  22. 

2  Evangelio  de  San  Mateo,  XIX,  4,  6  y  6. 


Digitized  by 


Google 


MATRIMONIO.  509 

á  SU8  hijos  y  los  encaminan  por  el  sendero  del  honor  y  del  deber ;  en 
una  palabra^  si  los  santos  lazos  de  la  familia  cristiana  se  conservan 
intactos,  esa  sociedad  se  regenerará  y  se  levantará  como  el  fénix  de  entre 
sus  mismas  cenizas,  más  joven,  más  lozana,  más  vigorosa  que  nunca ;  y 
podrá  en  poco  tiempo  remontarse  á  la  cumbre  de  la  gloria. 

Sabiamente  obran,  pues^  los  Gobiernos  que  ponen  la  fuerza  de  su 
brazo  al  lado  de  la  santidad  del  matrimonio,  para  hacer  firme  y  eficaz 
ante  el  mundo  lo  que  por  su  naturaleza  es  firme  y  eficaz  ante  Dios ; 
pero  á  nada  más  que  á  eso  debe  extenderse  el  círculo  de  su  acción  entre 
la  gran  muchedumbre  de  los  creyentes;  porque  el  matrimonio  es  entre 
eUos  anterior  á  la  sociedad  misma,  y  ésta  carece  de  derecho  para 
adulterarlo  ó  modificarlo  en  manera  alguna. 

Tan  claro  nos  parece  eso,  que  no  concebimos  cómo  es  que  los  Gobiernos 
contemporáneos  han  emprendido  la  insensata  tarea  de  secularizar  el 
matrimonio^  y  profanar  así  en  cierto  modo  la  santa  unión  conyugal,  que 
siempre  había  bendecido  Dios  por  medio  de  sus  ministros. 

Parece  que  esos  Gobiernos  hubiesen  olvidado  dos  cosas,  que  son 
notorias  y  sabidas  de  todos :  la  primera^  que  el  vínculo  más  poderoso 
que  puede  ligar  al  hombre  sobre  la  tierra  es  el  vínculo  religioso ;  y  la 
segunda,  que  todas  las  religiones  han  arreglado  el  matrimonio  con  ritos 
y  ceremonias  más  ó  menos  solemnes,  y  acoonodados  á  su  espíritu  y  ^ 
sus  tendencias  generales. 

En  tal  situación,  el  simple  sentido  común  enseña  que  el  poder  civil 
debe  limitarse  á  reconocer  el  matrimonio  religioso,  y  darle  efectos  civiles ; 
y  eso  fué  lo  que  se  hizo  en  España  desde  los  más  remotos  tiempos,  y  en 
nuestra  patria  desde  su  descubrimiento  y  colonización  hasta  la  época  de 
la  independencia.  Así  es  que  en  este  particular  no  puede  formularse 
queja  alguna  contra  la  legislación  española ;  pues  no  afectó  nunca  en  lo 
mínimo  los  intereses  y  los  derechos  de  la  Iglesia,  ni  los  especiales  de 
los  fieles  individualmente  considerados. 

No  queremos  decir  con  esto  que  no  hubi^se  leyes  en  España  relativas 
al  matrimonio.  Sí  las  había,  pero  eran  acordes  en  todo  con  los  preceptos 
de  la  Iglesia.  Más  que  leyes  civiles,  eran  las  leyes  de  la  Iglesia 
acogidas  y  sancionadas  por  la  autoridad  pública  é  incrustadas  en  los 
códigos  del  reino,  como  sucedía  con  otras  relativas  á  la  fe,  á  los  sacra- 
mentos y  á  otros  asuntos  pura  y  exclusivamente  religiosos. 

Obtenida  la  independencia,  el  Gobierno  republicano  no  tardó  en 
introducir  su  hoz  en  el  campo  de  la  Iglesia  en  asuntos  matrimoniales. 

2.  La  primera  de  las  leyes  expedidas  en  el  particular  es  de  fecha  21 
de  Junio  de  1823,  y  es  la  9%  parte  2?,  tratado  4?  de  la  Recopilación 
Granadina.  Dispúsose  en  ella  que  no  se  exigiesen  derechos  por  las 
dispensas ;  que  para  solicitarlas  no  se  practicaran  informaciones 
escritas ;  que  todo  se  redujera  á  una  certificación  del  cura  sobre  el 
resultado  de  las  diligencias  hechas  por  él;  que  no  se  practicaran 
informaciones  de  soltería ;  y  que,  en  caso  de  ser  necesarias,  se  hiciesen 
verbales  y  sin  derechos ;  y  finalmente,  que  no  se  exigiesen  derechos  por 
las  dispensas  de  proclamas. 

Es  extraña  desde  lué^  la  intervención  de  la  autoridad  civil  en 
esa  clase  de  asuntos.    Eso  era  entrar  á  arreglar  el  poder  civil  la 
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manera  de  administrar  uno  de  los  sacramentos ;  y  para  eso  no  había 
recibido  autorización  alguna  de  la  Santa  Sede.  Además,  todas  ó  casi 
todas  esas  disposiciones  eran  de  notoria  inconveniencia ;  pues  tendían 
á  hacer  que  se  procediese  ligeramente  en  un  asunto  de  tanta  impor- 
tancia como  la  administración  de  los  sacramentos. 

No  sabemos  si  fué  por  razón  del  espíritu  religioso  de  esos  tiempos,  6 
por  alguna  disposición  del  Gobierno  ;  pero  el  hecho  es  qué  en  el  año  de 
1832  no  estaba  en  observancia  esa  ley,  y  fué  restablecida  expresamente 
por  la  de  13  de  Febrero,  que  es  la  10,  parte  2',  tratado  4?  de  la  Recopila- 
ción Granadina. 

8.  Otras  disposiciones  legales  relacionadas  con  este  asunto  contiene 
la  ley  de  7  de  Abril  de  1826,  que  es  la  1%  parte  2*,  tratado  4?  de  la 
Recopilación  Granadina. 

Dispuso  en  sus  artículos  1?  y  2?  que  el  varón  mayor  de  veintiún  años 
y  la  mujer  de  diez  y  ocho  necesitaban,  para  casarse,  licencia  del  padre, 
de  la  madre,  del  abuelo  paterno  ó  materno,  del  curador  ó  del  alcalde, 
en  sus  respectivos  casos. 

El  artículo  6?  prescribía  que  los  varones  de  veintiuno  á  veinticinco 
años  y  las  mujeres  de  diez  y  ocho  á  veintiuno  pidieran  el  permiso  paterno, 
y  si  se  les  negaba  aguardaran  tres  meses  y  lo  volvieran  á  pedir;  y  en 
caso  de  nueva  negativa,  que  durara  otros  tres  meses,  se  pudiesen  casar 
libremente. 

El  artículo  14  dispuso  que  no  se  admitiesen  demandas  sobre  esponsales, 
sino  en  el  caso  de  que  constaran  por  escritura  pública. 

Las  objeciones  hechas  á  la  ley  anterior  son  exactamente  aplicables  a 
ésta,  por  lo  cual  las  omitimos. 

En  ese  mismo  año  se  propuso  que  se  derogara  el  impedimiento  de 
disparidad  de  cultos  ;  lo  cual  dio  lugar  á  una  larga  y  escandalosa  dis- 
cusión en  la  cual  sostuvieron  los  amigos  del  proyecto  que  ese  impedi- 
mento había  sido  establecido  por  las  leyes  civiles,  y  que  ellas  podían 
suprimirlo  como  lo  habían  creado.  Se  alegó  además  que  en  los 
primeros  siglos  del  cristianismo  se  casaban  cristianos  con  paganas,  y 
que  aun  ahora  en  Europa  se  verifican  matrimonios  entre  católicos  y 
protestantes,  con  sólo  obtener  dispensa. 

En  realidad  esto  último  era  reconocer  que  el  impedimento  existía  y  que 
era  de  derecho  eclesiástico,  puesto  que  las  autoridades  de  ese  orden 
eran  las  que  lo  dispensaban  en  Europa ;  pero  agregaban  á  propósito  de 
esto  que  el  impedimento  no  era  de  derecho  divino,  porque  si  lo  fuera  no 
podría  dispensarlo  la  Iglesia. 

Lo  que  .en  realidad  había  en  todo  eso  era  ignorancia  ó  tnala  fe. 
Ignorancia  en  el  caso  de  que  los  defensores  del  proyecto  no  supiesen  que 
la  Iglesia  puede  establecer  impedimentos  dirimentes  que  no  sean  de 
derecho  divino  ^;  mala  fe,  si  lo  sabían  y  á  pesar  de  eso  sostenían  el  proyecto. 
4.  Tal  era  el  estado  de  las  cosas  cuando  vino  la  guerra  contra  la 
Iglesia  que  se  desencadenó  en  el  año  de  1849.  Sancionada  al  fin  la 
separación  de  la  Iglesia  y  el  Estado  por  ley  de  15  de  Junio  de  1853,  ee 
expidió  casi  al  mismo  tiempo,  el  20  de  los  mismos,  una  sobre  matrimonio 

*  Concilio  de  Trento,  sesión  XXTV,  canon  4" 
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civil.  En  ella,  lejos  de  seguirse  el  camino  trazado  por  la  antigua  legisla- 
ción cristiana  de  las  partidas,  se  principió  por  desnaturalizar  completa- 
mente tan  santa  y  augusta  institución.  He  aquí^  en  efecto,  algunas  de 
sus  más  perniciosas  disposiciones  : 

Art.  30.  El  matrimonio  se  disuelve  por  la  muerte  de  alguno  de  los  cÓDjuges,  ó 
por  divorcio  legalmente  decidido. 

Art.  39.  El  consentimiento  mutuo  de  los  cónyuges  es  causa  de  divorcio ;  pero 
d^ará  de  serlo  en  los  casos  siguientes  : 

1?  Si  el  varón  es  menor  de  veinticinco  años  cumplidos  y  la  mujer  de  veintiún 
años. 

2'*.  Cuando  no  han  trascurrido  dos  años  despu^Ss  de  la  celebración  del  matri- 
monio. 

S?  Cuando  han  trascurrido  veinte  años  después  de  celebrado  el  matrimonio. 

4^  Si  la  mujer  tiene  cuarenta  años  cumpUaos. 

5?  Cuando  los  padres  de  los  cónyuges  no  convienen  en  que  el  divorcio  se  efectúe. 

Olvidó  el  Congreso  granadino  en  esa  ocasión  el  célebre  pifecepto  de 
Nuestro  Señor  Jesucristo :  Lo  que  Dios  juntó j  el  hombre  no  lo  separe} 
^  Esa  ley  llamada  á  socavar  por  su  base  el  edificio  social  no  produjo, 
sin  embargo,  las  funestas  consecuencias  que  eran  de  temerse,  porque  el 
espíritu  católico  de  los  pueblos  la  dejó  escrita  y  sin  aplicación  alguna. 

5.  Vino  después  la  ley  de  8  de  Abril  de  1856,  que  corrigió  en  parte 
los  defectos  de  la  de  1853.     Veamos  algunas  de  sus  disposiciones. 

Art.  4?  El  matrimonio  sólo  puede  disolverse  por  la  muerte  de  alguno  de  los  con- 
trayentes :  todo  pacto  en  contrario  es  nulo. 

Art.  30.  Es  válido  para  los  efectos  civiles  el  matrimonio  celebrado  conforme  al 
rito  reUgioso  de  los  contrayentes,  con  tal  de  que  después  de  la  celebración  comparez- 
can ante  el  Notario  ó  Juez  del  distrito  de  la  vecindad  de  la  mujer  y  dos  testigos, 
y  expresen  que  ha  habido  mutuo  y  libre  consentimiento,  y  concurren  las  cuali- 
dades y  condiciones  de  que  trata  el  título  2^.  de  esta  ley.  .  .  . 

Art.  68.  Los  matrimonios  celebrados  después  de  la  sanción  de  la  ley  de  20  de 
Junio  de  1853,  sin  llenar  las  formalidades  exigidas  en  ella,  serán,  no  obstante, 
válidos,  con  tal  que  se  hayan  verificado  conforme  al  rito  religioso  de  los  contra- 
yentes, y  de  que  éstos  cumplan  lo  dispuesto  en  el  artículo  30  de  la  presente. 

Además,  el  artículo  54  dispuso  que  los  matrimonios  contraídos  ante 
una  autoridad  religiosa  pudieran  ser  anulados  por  ésta ;  y  el  63  declaró 
que  ella  podría  también  decretar  la  separación  de  los  cónyuges. 

Se  conoce  que  este  Congreso  no  estaba  animado  del  espíritu  anticató- 
lico que  respiran  los  actos  del  de  1853;  pero  no  obstante,  se  dejó 
arrastrar  por  la  pueril  preocupación  de  que  se  necesitaba  un  registro  del 
estado  civil  de  las  personas  que  reemplazase  á  los  que  habían  llevado 
hasta  entonces  los  curas  párrocos ;  y  no  se  fijó  en  que  los  pueblos  no  se 
acostumbrarían  fácilmente  á  esa  clase  de  inscripciones ;  y  que,  en  tal 
caso,  la  ley  venía  á  ser  inútil. 

No  se  le  ocurrió  á  nadie  por  entonces  que  el  artículo  68  que  queda 
copiado  pudiese  ser  tachado  de  inconstitucional  por  ningún  lado.  Más 
tarde  fué  cuando  se  hizo  ese  descubrimiento,  respecto  de  una  disposición 
semejante,  como  luego  veremos. 

No  sabemos  si  la  ley  de  que  tratamos  surtiría  algún  efecto  ó  si  se 
quedaría  escrita,  como  la  de  1853.     Es  de  creerse,  sin  embargo,  que  los 
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rábulas  y  aun  los  abogados  sin  fe  y  sin  conciencia  se  hayan  valido  de 
esas  disposiciones  más  de  una  vez  para  armar  pleitos  y  arrebatar  á  los 
hijos  el  fruto  del  honrado  y  constante  trabajo  de  sus  padres. 

6.  Vino  entre  tanto  la  federación^  que  dejó  á  cargo  de  los  Estados 
el  legislar  sobre  todos  los  puntos  de  derecho  civil,  inclusive  el  matri- 
monio y  sus  efectos. 

No  podemos  dar  cuenta  á  nuestros  lectores  de  todas  las  disposiciones 
dictadas  en  cada  uno  de  los  Estados  en  el  particular,  porque  no  tenemos 
los  datos  necesarios ;  pero  al  menos  hablaremos  de  las  de  Condina- 
marca  y  Antioquia  y  de  unas  pocas  de  los  demás  Estados. 
'  En  el  primero  de  dichos  Estados  se  destinó  el  título  4?  del  Código 
civil  al  arreglo  del  matrimonio.  En  él  se  encuentran  las  siguientes 
disposiciones : 

Art.  99.  El  contrato  de  matrimonio  se  constituye  y  perfecciona  por  el  libre  y 
mntno  consentimiento  de  los  contrayentes,  expresado  ante  el  fancionarío  compe- 
tente, en  la  forma  y  con  las  solemnidades  y  requisitos  establecidos  en  este  Código, 
y  no  prodacirá  efectos  civiles  y  pNolíticos  si  en  su  celebración  se  contraviniere  á 
tales  forma,  solemnidades  y  requisitos. 

Art.  134.  Son  válidos  para  los  efectos  civiles  y  políticos  los  matrimonios 
celebrados  ante  los  respectivos  ministros  de  los  cultos  conforme  á  los  cánones  ó 
constituciones  religiosas  á  que  los  contrayentes  se  hayan  sujetado  para  celebrar  el 
matrimonio. 

Creemos  que  esas  disposiciones  tienen  un  defecto  de  forma  que 
consiste  en  colocar  como  disposición  principal  el  matrimonio  puramente 
civil,  y  como  excepción  el  matrimonio  puramente  religioso. 

No  era  eso  razonable^  porque  la  inmensa  mayoría,  mejor  dicho,  la 
totalidad  de  los  matrimonios  se  celebrarían  conforme  al  rito  religioso  de 
los  contrayentes.  Karo  sería  que  alguna  vez  se  presentase  el  caso  de  un 
matrimonio  civil.  Lo  razonable  era,  pues,  aceptar  el  matrimonio 
religioso  y  darle  efectos  civiles^  y  determinar  los  trámites  seffun  los 
cuales  debieran  celebrar  sus  matrimonios  los  que  no  pudieran  nacerlo 
conforme  á  sus  ritos  religiosos.  Intencionalmente  hemos  dicho  pudie- 
ran y  no  quisieran,  porque  creemos  que  la  ley  civil  debería  limitarse  á 
reconocer  la  eficacia  del  matrimonio  religioso,  y  á  permitir  el  civil  en  los 
casos  en  que  aquél  no  pudiese  verificarse  por  falta  de  ministro  del 
culto  respectivo. 

La  razón  de  esto  es  patente.  La  ley  debe  procurar,  en  todo  lo  posible» 
fortificar  los  lazos  religiosos^  que  son  el  más  firme  sostén  de  toda 
sociedad,  y  oponerse  á  su  relajación;  y  como  todas  las  religiones 
tienen  arreglado  el  matrimonio,  la  ley  debe  obligar  á  los  religionarios 
que  quieran  casarse  á  hacerlo  con  arreglo  á  sus  ritos  relis^osos.  S^o 
cuando  esto  no  sea  posible^  debe  tolerar  el  matrimonio  civu. 

Veamos  otras  disposiciones  del  mismo  Código  relativas  al  divorcio 
y  á  la  nulidad  del  matrimonio^  y  que  se  encuentran  en  los  títulos  6?  y 
7?  del  mismo  Código. 

Art.  185.  La  separación  ó  divorcio  decretado  por  el  ministro  ó  funcionario 
competente  de  la  comunión  religiosa,  conforme  á  cuyos  cánones  ó  constituciones  se 
ha^a  celebrado  el  matrimonio,  tendrá  la  misma  validez  j  surtirá  los  mismos  efectos 
civiles  que  si  hubiera  sido  decretado  por  la  autoridad  civil  y  con  las  formalidades 
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que  se  han  prescrito  en  este  Código,  si  las  partes  sujetaren  voluntariamente  el 
negocio  al  conocipaiento  del  expresado  ministro  ó  funcionario  religioso,  quien  para 
que  su  decisión  ejecutoriada  pueda  surtir  los  expresados  efectos  ciyileS)  la  pasará 
al  respectivo  Registrador,  á  fin  de  que  sea  inscrita  en  el  libro  correspondiente. 

Art.  186.  Una  vez  que  las  partes  hayan  sujetado  voluntariamente  la  causa  de 
divorcio,  ó  separación  del  matrimonio,  al  conocimiento  del  respectivo  ministro  ó 
funcionario  religioso,  conforme  al  artículo  que  precede,  no  será  potestativo  á  una 
sola  de  ellas  privar  de  dicho  conocimiento  al  referido  ministro  ó  funcionario 
religioso ;  tal  privación  sólo  tendrá  lugar  en  alguno  de  los  tres  casos  siguientes  : 

1?  Por  convenir  en  ello  todas  las  partes ; 

2?  Cuando  se  probare  sumariamente,  ante  el  competente  Juez  civil,  que  en  la 
causa  de  separación  ó  divorcio  no  procede  el  respectivo  ministro  ó  funcionario 
religioso  ciñéndose  á  las  formalidades  del  respectivo  procedimiento ; 

3?  Cuando  se  probare  sumariamente  que  el  ministro  ó  funcionario  religioso 
respectivo  no  ha  otorgado  las  apelaciones  á  que  hubiere  lugar  según  dicho  procedi- 
miento. 

Art.  208.  Las  demandas  sobre  nulidad  del  matrimonio  se  propondrán  ante  el 
mismo  fuilcionario  y  en  los  mismos  términos  que  las  de  divorcio,  según  el  artículo 
179. 

Exceptúanse  de  esta  disposición  las  demandas  sobre  nulidad  de  los  matrimonios 
celebrados  conforme  al  artículo  134  de  este  Código,  de  las  cuales  podrá  conocer,  si 
en  ello  convienen  los  cónyuges,  el  respectivo  ministro  ó  funcionario  de  la  comu- 
nión religiosa  á  cuyo  rito  se  sujetaron  los  mismos  cónyuges  al  celebrar  el  matri- 
monio. 

Art.  209.  Las  disposiciones  contenidas  en  el  artículo  186  se  hacen  extensivas  á 
los  juicios  sobre  nulidad  del  matrimonio  que  las  partes  convinieren  voluntaria- 
mente en  sujetar  al  conocimiento  del  competente  ministro  ó  funcionario  reli^oso. 

Art.  214.  La  declaratoria  sobre  nulidad  del  matrimonio  dictada  por  el  ministro 
ó  funcionario  competente  de  la  comunión  religiosa,  conforme  á  cuyos  cánones  ó 
instituciones  se  haya  celebrado  el  matrimonio,  tendrá  la  misma  validez  y  surtirá 
los  mismos  afectos  civiles  en  el  caso  del  artículo  208,  inciso  2*í  que  si  hubiese  sido 
decretada  por  la  autoridad  civil  y  por  los  trámites  establecidos  en  este  Código  ; 
mas  para  ello  deberá  el  ministro  ó  funcionario  religioso  hacer  registrar  la  decisión 
ejecutoriada  sobre  nulidad,  cual  respecto  de  la  de  divorcio  se  previene  en  el  artí- 
culo 186. 

Haremos  justicia  á  la  rectitud  de  intenciones  del  legislador  cundina- 
marqués.  El  hizo  lo  que  creyó  conveniente  para  armonizar  todos  los 
intereses,  sin  lastimar  los  fueros  de  la  Iglesia ;  pero  creemos  que  no 
anduvo  atinado  en  todo  lo  que  dispuso  sobre  el  particular. 

Desde  que  se  reconocen  efectos  civiles  á  los  matrimonios  celebrados 
conforme  al  rito  religioso  de  los  contrayentes  y  ante  los  ministros  de  la 
Beligión,  debe  reconocerse  también  que  sólo  dichos  ministros  pueden 
conocer  de  las  causas  de  divorcio  y  nulidad  de  tales  matrimonios ;  por 
la  sabida  regla  general  de  que  las  cosas  se  desatan  de  la  misma  manera 
que  se  atan. 

¿  Cómo  haría  un  juez  lego  para  decidir  acerca  de  la  validez  de  un 
matrimonio  religioso  ?  ¿  Qué  leyes  aplicaría  ?  ¿  Las  civiles  P  pero 
sería  absurdo  juzgar  de  la  validez  de  un  sacramento  por  las  reglas 
consignadas  en  las  leyes  para  una  ceremonia  civil.  ¿Las  religio- 
sas P  pero  seria  no  menos  absurdo  ver  á  un  juez  lego,  á  quien  no 
se  ha  conferido  potestad  alguna  j)or  la  Iglesia,  decidiendo  acerca  de 
hi  validez  6  nulidad  de  una  sacramento,  de  acuerdo  con  las  leyes  de  la 
misma  Iglesia. 

En  esto  no  hay  medio.  Sabido  que  el  matrimonio  es  un  acto 
religioso  y  sabido  que  todas  las  religiones  que  puedan  permitirse  en  ^ 
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un  pueblo  civilizado  lo  santifican  y  ennoblecen  con  ritos  especiales,  lo 
único  que  razonableraente  puede  y  debe  hacerse,  es  dejar  el  acto  bajo 
el  dominio  exclusivo  de  la  autoridad  religiosa  respectiva,  y  dar 
eficacia  y  validez  á  todas  las  decisiones  de  la  potestad  espiritual  re- 
lacionadas con  ese  acto.  ¿  Diréis  que  se  puede  abusar  de  eso  P  Sea  en 
hora  buena;  pero  preguntamos  á  nuestro  turno :  ¿ la  autoridad  civil  no 
abusará  más  frecuente  y  escandalosamente?  De  seguro  que  si.  En  la 
Iglesia  raro  será  que  se  cometa  algún  abusq ;  en  los  tribunales  civiles 
serán  siempre  mucho  más  frecuentes  ¿  Por  qué,  pues,  permitir  que  iina  de 
las  partes  obligue  á  la  otra  á  venir  á  ventilar  ante  los  tribunales  civiles 
asuntos  que  por  su  naturaleza  y  su  esencia  deben  ser  del  resorte  de  las 
autoridades  eclesiásticas  ? 

Otro  inconveniente  presentan  las  disposiciones  que  examinamos: 
según  ellas,  cuando  el  ministro  competente  no  se  ceñía  á  las  fórmulas 
del  respectivo  procedimiento^  podía  cualquiera  parte  arrancar  el  asunto  de 
sus  manos  y  pasarlo  alas  del  juez  civil,  cosa  enteramente  indebida; 
pues  en  ese  caso  el  remedio  está  en  ocurrir  al  superior,  á  fin  de  que  haga 
efectivos  los  derechos  que  indebidamente  conculca  el  inferior.  Lo 
propio  puede  decirse  del  caso  en  que  se  negara  una  apelación. 

La  intervención  de  los  jueces  civiles  en  esa  especie  de  recurso  de 
fuerza,  es  del  todo  indebida.  Si  el  asunto  por  su  naturaleza  es  y 
debe  ser  del  conocimiento  de  la  autoridad  civil,  dispóngase  que 
en  todo  caso  sea  ella  quien  debe  conocer  de  él  con  exclusión  absoluta 
del  poder  espiritual.  Mas  si  el  asunto  por  su  naturaleza  debe  ser  del 
■conocimiento  del  poder  espiritual,  téngase  la  entereza  suficiente  para 
declararlo  así,  y  para  hacer  que  siempre  sea  la  autoridad  eclesiástica 
la  que  interviene  exclusivamente  en  él,  hasta  su  completa  y  definitiva 
terminación.  En  tales  casos  no  es  aceptable  que  el  poder  civil  haga 
otra  cosa  que  dar  eficacia  á  las  decisiones  del  poder  eclesiástico,  y  prestar 
mano  fuerte  para  que  sean  cumplidas. 

No  obstante,  creemos  que  la  ejecución  de  esas  disposiciones  no  pro- 
dujo inconveniente  alguno,  porque  como  la  población  del  Estado  es 
católica  casi  unánimemente,  todos  fueron  á  la  Iglesia  para  cuanto  se 
les  ocurría  en  asuntos  de  matrimonio. 

7.  Llegó  entre  tanto  la  terrible  borrasca  de  1860,  que  tantos  y  tan 
inmensos  males  produjo  en  el  país,  sobre  todo  á  la  Iglesia  y  á  sos 
ministros. 

No  era  posible  que  el  matrimonio  católico  saliera  ileso  en  esa  deshecha 
tormenta.  En  efecto  la  ley  de  30  de  Agosto  de  1864  dispuso  lo 
siguiente : 

Desde  la  publicación  de  esta  ley,  sólo  producirán  efectos  civiles  y  políticos  los 
matrimonios  que  se  celebren  ante  los  Notarios  ó  Jueces  de  distrito  con  las  formali- 
dades establecidas  en  los  artículos  11'9  y  131  del  Código  civiL  Esta  disposición 
no  comprende  á  los  matrimonios  celebrados  fuera  del  territorio  del  Estado. 

§.  Tampoco  comprende  esta  disposición  á  los  matrimonios  celebrados  hasta  la 
publicación  de  esta  ley,  y  treinta  días  después. 

No  hay  por  qué  extrañar,  pues,  que  las  cosas  siguiemn  de  mal  en 
peor,  hasta  que  la  Legislatura  del  Estado  expidió  la  ley  de  28  de  Enero 
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de  1873,  probablemente  con  la  mira  de  zanjar  las  dificultades  que  se 
habían  presentado. 

El  artículo  4?  dispuso  que  los  que  contrajeran  matrimonio  conforme 
á  sus  ritos  religiosos,  legitimaran  el  contrato  matrimonial  practicando 
las  formalidades  exigidas  para  el  matrimonio  civil;  y  que  tanto  los 
contrayentes  como  los  ministros  del  culto  dieran  parte  al  funcionario 
encargado  de  presenciar  el  matrimonio  civil,  dentro  de  tercero  día  de 
iniciado  el  religioso.  Castigó  la  infracción  de  esta  disposición  con 
multa  de  cincuenta  centavos  á  cien  pesos,  para  los  cónyuges ;  y  de  cinco 
á  veinte  pesos  para  los  ministros  del  culto. 

El  artículo  5?  impuso  una  multa  al  ministro  religioso  que  á  sabiendas 
casara  á  una  persona  con  otra  distinta  de  aquella  con  quien  se  hubiese 
unido  en  matrimonio  civil. 

El  artículo  6?  determinó  el  empleado  que  debía  imponer  la  multa,  y 
la  aplicación  que  debiera  dársele. 

El  artículo  7?  finalmente,  revalidó  los  matrimonios  celebrados  ante 
los  ministros  del  culto  en  épocas  anteriores. 

Á  nadie  satisfizo  esa  ley.  Tanto  los  amigos  como  los  enemigos  del 
catolicismo  alzaron  el  grito  contra  ella,  y  pidieron  su  suspensión  á  la 
Corte  y  su  anulación  al  Senado ;  cada  uno  en  la  parte  respectiva.  Dio 
lugar  eso  a  una  larga  y  detenida  discusión  sobre  el  particular,  de  la  cual 
conviene  que  demos  alguna  idea  á  nuestros  lectores  insertando  al  efecto 
los  fragmentos  más  importantes  sobre  el  asunto,  tanto  de  la  resolución 
de  la  Corte  como  de  las  informes  de  las  Comisiones  del  Senado. 
Creemos  que  así  se  formará  más  fácilmente  un  juicio  acertado  aeerca 
de  las  ventajas  ó  de  los  inconvenientes,  y  de  la  justicia  6  de  la  injusticia 
de  dichas  disposiciones. 

La  decisión  de  la  Corte  lleva  fecha  11  de  Marzo  del  mismo  año  de 
1873  ;  y  su  parte  más  importante  dice  así : 

El  artículo  4^  impone  en  su  primera  parte,  á  los  que  se  casen  de  un  modo 
religioso,  el  deber  de  legitimar  su  unión  por  medio  de  la  práctica  de  las  formali- 
dades establecidas  por  la  lev  civil ;  j  hasta  ahí,  el  artículo  es  perfectamente  exequible, 
porque  el  precepto  establecido  en  dicha  parte,  que  es  el  siguiente:  **la  ley  no 
reconoce,  para  los  efectos  civiles,  otros  mammonios  que  los  contraídos  con  arreglo 
k  ella,"  en  nada  se  opone  á  la  Constitución  y  á  las  leyes  federales. 

Empero  el  legislador  cundinamarqués  debió  limitarse  á  negar  la  protección  de 
la  ley  á  los  matrimonios  no  celebrados  con  arreg[lo  á  sus  prescripciones,  ó,  lo  que 
es  lo  mismo,  á  no  reconocer  en  dichas  uniones  ningún  efecto  civil.  Para  el  artí- ' 
culo  que  se  examina,  ésa  era  la  única  sanción  posible  :  con  cualquiera  otra  se  corre 
el  riesgo  de  tropezar,  como  sucedió  al  legislador  citado,  con  la  libertad  reliposa, 
^ue  es  una  de  las  garantías  constitucionales  de  los  habitantes  de  Colombia  (inciso 
6,  art.  15  de  la  Constitución). 

En  efecto,  siendo  la  celebración  del  matrimonio  ante  el  ministro  del  culto  res- 
pectivo, un  acto  religioso,  tanto  respecto  de  los  contrayentes  como  del  ministro 
mismo,  tal  acto  no  es  susceptible  de  otras  condiciones  que  las  que  tengan  por  objeto 
prevenir  ataques  á  la  soberanía  nacional  ó  perturbaciones  á  la  paz  pública,  porque 
éstas  son  las  únicas  restricciones  impuestas  á  la  garantía  de  que  se  trata.  Y  como 
tal  no  es  ni  puede  ser  el  objeto  de  la  condición  ó  deber  impuesto  en  la  segunda 
parte  del  artículo  4.*"  á  los  contrayentes  de  los  matrimonios  religiosos  y  á  los 
ministros  que  los  autoricen,  semejante  condición  sí  afecta  inconstitucionalmente 
la  garantía  de  la  libertad  religiosa,  tanto  más  cuanto  que  en  el  parágrafo  1?  del 
citado  artículo  se  establece  el  medio  coercitivo  de  las  multas,  para  asegurar  en 
cada  caso  ^  cumplimiento  de  la  condición  impuesta.  Y~^  T 
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Si  como  se  ha  dicho  y  es  la  verdad,  la  libertad  religiosa  de  los  colombianos  no 
tiene  otra  limitación  que  la  de  no  atacar  con  ello  la  soberanía  de  la  Nación,  ni 
turbar  la  paz  pública,  es  clara  la  inconstitucionalidad  de  toda  condición  que  no 
tienda  á  asegurar  la  efectividad  de  aquellas  restricciones.  .  .  . 

Por  el  artículo  5?  se  prohibe,  bajo  la  pena  de  multa,  á  los  ministros  de  los  cidtos 
casar  religiosamente  á  una  persona  con  otra  distinta  de  aquella  con  quien  está 
unida  en  matrimonio  civil. 

A  este  artículo  es  aplicable  la  razón  de  inconstitucionalidad  con  que  se  ha 
declarado  inexequible  en  parte  el  artículo  4",  pues  por  él  también  se  impone  una 
condición  á  un  acto  religioso,  no  con  la  mira  de  amparar  la  soberanía  nacional  j 
la  paz  pública,  sino  para  un  objeto  de  legislación  civil. 

Pero  nay  más  todavía :  como  el  artículo  5?  establece  un  nuevo  impedimento  para 
el  matrimonio  reli^oso,  resulta  que  el  legislador  civil  ha  extendido  su  acción  k  un 
asunto  de  la  exclusiva  competencia  délas  comunidades  religiosas,  y  de  esta  manera 
ha  afectado  también  la  libertad  garantizada  á  aquéllos. 

En  lo  relativo  al  artículo  7?  la  Corte  se  expresó  así  : 

Pero  por  laudable  que  fuera  la  intención  del  legislador,  es  lo  cierto  que,  exten- 
diendo los  efectos  de  la  disposición  que  se  examina  á  actos  anteriores  á  ella,  á  los 
cuales  da  un  carácter  legal  de  que  carecían,  ha  dado  á  dicha  disposición  un  efecto 
retroactivo  que  ni  en  las  leyes  nacionales  ni  en  las  de  los  Estados  permite  el  artículo 
24  de  la  Constitución  federal. 

La  Corte  terminó  por  suspender  la  segunda  parte  del  artículo  4?  y 
sus  parágrafos,  y  los  artículos  5?,  6?  y  7?,  y  declaró  exequibles  los  demás, 
que  no  tienen  relación  alguna  con  el  asunto  del  matrimonio.     " 

Los  argumentos  de  la  Corte  nos  parecen  incontestables,  salvo  en  lo 
relativo  al  artículo  7?  No  es  cierto  que  esta  disposición  tenga  efecto 
retroactivo ;  pues  es  necesario  distinguir  entre  lo  que  es  la  esencia  de  un 
contrato,  la  forma  que  prescribe  la  ley  para  perfeccionarlo,  y  la  manera 
como  puede  justificarse  su  celebración. 

Considerado  el  matrimonio  como  un  simple  contrato,  su  esencia  consiste 
en  el  concurso  de  las  voluntades  de  los  contrayentes ;  su  forma,  en  el 
modo  como  deba  manifestarse  esa  voluntad ;  y  la  prueba,  en  la  copia 
del  acta  que  debe  extenderse  en  el  libro  respectivo,  y  á  falta  de  ella,  en 
pruebas  supletorias,  y  á  falta  de  éstas,  en  la  posesión  notoria  (artículos 
376,  421,  422  y  1,609  del  Código  civü  de  Cundinamarca). 

Copiemos,  por  su  importancia,  los  artículos  421  y  422  ya  citados. 

Art.  421.  Cuando  se  hayan  perdido  los  registros  del  estado  civil,  podrán 
admitirse  las  pruebas  supletorias  de  testigos  que  hayan  presenciado  los  neclioe 
constitutivos  del  estado  civil  de  que  se  trate,  y  los  documentos  auténticos. 

También  se  admitirán  las  mismas  pruebas  supletorias,  para  comprobar  los  actos 
del  estado  civil  en  el  caso  de  no  haberse  llevado  los  registros,  6  por  no  haber 
comparecido  las  partes  interesadas  á  verificar  el  registro, 

Art.  422.  La  posesión  notoria  del  estado  del  matrimonio  consiste  principalmente 
en  haberse  tratado  los  supuestos  cónyuges  como  marido  y  mujer  en  sus  relaciones 
domésticas  }r  sociales  ;  y  en  haber  sido  la  mujer  recibida  en  ese  carácter  por  los 
deudos  y  amigos  de  su  marido,  y  por  el  vecindario  de  su  domicilio  en  generaL 

Resulta  de  estas  disposiciones  oue,  aunque  según  el  artículo  99  el 
matrimonio  no  produce  efectos  civiles  y  políticos,  si  en  su  celebración  se 
contraviniere  á  la  forma,  solemnidades  y  requisitos  exigidos  en  la  ley, 
puede  llegar  sin  embargo  á  producirlos  en  el  caso  de  que  los  supuestos 
cónyuges  prueben  la  posesión  notoria  del  estado  del  matrimonio. 
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Eso  quiere  decir  que  la  ley  civil  da  tanta  eficacia  á  la  Toluntad  firme 
y  decidida  de  dos  personas  de  unirse  en  matrimonio,  que  aunque  no  se 
encuentre  en  loe  bbros  el.  acta  respectiva  y  aunque  no  haya  un  solo 
testigo  directo  del  hecho,  le  basta  para  darlo  por  establecido  que  se  pruebe 
la  posesión  notoria  por  un  tiempo  que  no  baje  de  diez  años.  Puede  así 
llegar  á  ser  ante  la  ley  un  matrimonio  legítimo  lo  que  antee  era  s^o  en 
realidad  un  simple  cúmido  de  relaciones  üícitas  á  las  cuales  sólo  faltaría 
el  escándalo  para  constituir  un  verdadero  amancebamiento*  Si  esto  es 
absurdo,  el  absurdo  viene  de  la  ley  porque  el  sentido  de  la  disposición 
es  obvio. 

No  se  comprende  que  la  ley  adulterara  la  esencia  de  los  contratos. 
Con  eso  atacaría  manifiestamente  los  derechos  de  las  partes ;  pero  muy 
bien  puede  facilitar  la  manera  de  probar  los  contratos  celebrados  por  las 
partes^  sin  que  con  eso  ataque  intereses  de  nadie,  sino  antes  bien  proteja 
más  eficazmente  los  de  todo». 

La  ley  no  puede  decir :  "  Para  que  tales  contratos,  celebrados  antes 
con  las  K)rmalidades  que  la  ley  exigía,  sean  válidos  y  eficaces,  es  necesario 
que  ahora  llenen  tal  otro  requisito,'^  porque  eso  sería  dar  efecto  retro- 
activo á  esos  gravámenes  y  alterar  decidida  y  sustancialmente  los 
derechos  y  las  obligaciones  de  las  partes ;  pero  sí  puede  decir  muy 
bien:  ''Yo  había  creído  conveniente  exigir  tal  formalidad  para  la 
eficacia  de  ciertos  contratos ;  y  ahora  veo  que  no  hay  motivo  para  esa 
exigencia  y  la  retiro.  Declaro,  pues,  que  la  voluntad  de  las  partes  debe 
cumplirse,  aunque  no  hayan  llenado  dicho  requisito/'  ¿  Afecta  eso  en 
algo  los  derechos  verdaderos  de  las  partes  P  ¿  Hay  en  realidad  efecto 
retroactivo  P  De  seguro  que  no.  Lo  que  hay  es  una  gracia  concedida 
en  beneficio  de  los  dos  contratantes,  puesto  que  el  querer  de  amhoa 
era  uniforme  en  el  cumplimiento  de  la  obligación  que  voluntariamente 
contrajeron. 

Bespecto  del  artículo  4?,  estimamos  decisiva  la  observación  de  la 
Corte;  pero  la  parte  del  artículo  que  es  válida  adolece  de  suprema 
imprevisión  y  de  injusticia.  Más  taxde  trataremos  este  punto  con  mayor 
ext^:i8Íón. 

Ese  mismo  año  de  1873  pasó  el  asunto  al  conocimiento  del  Senado. 
Los  miembros  de  la  Comisión  no  pudieron  ponerse  de  acuerdo.  Dos  de 
ellos  sostuvieron  la  validez  délas  disposiciones  que  afectaban  los  intereses 
de  la  Iglesia  y  la  nulidad  de  la  que  podía  favorecerlos.  El  otro  sostuvo 
enteramente  lo  contrario.  Hé  aquí  los  fundamentos  principales  de  la 
mayoría  de  la  Oomisión : 

El  señor  Arzolnspo  de  Bogotá  pide  la  nalidad  de  los  artículos  4**,  5?  y  6?  y 
parágrafo  2f  del  articulo  7?  de  la  ley  reformatoria  del  Código  cítü,  expedida  por  la 
L^islatara  de  Cundinamarca  eu  2§  de  Enero  del  presente  año.  ... 

£1  señor  Arzobispo  no  cita  la  disposición  constitucional  que,  en  su  opinión, 
viole  él  acto  legislatiyo  c^ne  se  acusa ;  pero  se  infiere  que  sea  el  inciso  16  del 
artículo  15  porque  el  referido  Prelado  "  asegura  que  las  restricciones  de  parte  de  la 
1^  <de  OuBoinamarca)  no  solamente  son  atentatorias  contra  la  libertad  de  la  Iglesia 
y  el  libre  ejercicio  pastorali  sino  que  son  una  completa  violación  de  hm  garantías 
mpÜviduales"(P)!I 

Debemos,  pues,  examinar  si  la  disposición  constitucional  que  consigna  el  derecho 
individual  de  la  Hbertadde  conciencia  ha  sido  contrariado  por  la  ley  de  Cundina- 
dnarca  que  se  ha  acusada 
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El  inciso  16  del  articulo  15  de  la  Constítación  nacional  garantiza  el  signiente 
derecho: 

"La  profesión  libre,  pública  ó  privada,  de  cualquiera  religión,  con  tal  que  no  se 
ejecuten  hechos  incompatibles  con  la  soberanía  nacional  ó  que  tengan  por  objeto 
turbar  la  paz  pública.' 

Este  derecho,  que  ha  sido  calificado  por  la  encíclica  de  1864  como  un  delirio  y 
que  el  SyUabua  condena  como  uno  de  los  errores  máa  pestilenciales  ^números  77, 
78  y  79),  es  sin  embargo  reclamado  entre  nosotros  por  el  Jefe  de  la  Iglesia  catóhca 
de  Colombia. 

Pero  no  es  de  este  contraste  de  lo  que  debemos  ocupamos,  sino  de  la  doctrina 
constitucional  aplicable  al  caso. 

La  libertad  de  conciencia  religiosa  está  garantizada  por  nuestras  constituciones ; 
pero  los  actos  de  esas  conciencia.s  estáu  sujetos  á  la  inspección  que  el  Gobierno 
general  y  los  Estados  tienen  derecho  de  ejercer  por  el  artículo  23  de  la  Constitución 
federal.  Ese  derecho  de  inspección  tiene  por  objeto  impedir  que  se  ataque  la 
soberanía  nacional,  ó  se  comprometan  la  seguridad  y  tranquilidad  públicas. 

Todo  acto  religioso  (|ue  no  sea  compatible  con  las  condiciones  constitucionales 
referidas,  no  sólo  debe  impedirse  sino  castigarse  con  la  severidad  y  eficacia  que  exige 
la  dignidad  nacional. 

El  artículo  23  citado,  dice  : 

<*  Para  sostener  la  soberanía  nacional  y  mantener  la  seguridad  y  la  tranquilidad 
públicas,  el  Gobierno  nacional  y  los  de  los  Estados,  en  su  caso,  ejercerán  el  derecho 
de  suprema  inspección  sobre  los  cultos  religiosos,  según  lo  determine  la  ley." 

Es,  pues,  inconcuso  que  en  Colombia  no  hay  libertad  de  profesar  la  religión 
que  usurpe  la  soberanía  nacional  y  ataque  el  orden  social 

La  autoridad  de  la  Iglesia  católica,  que  por  tanto  tiempo  estuvo  colocada  sobre 
el  poder  civil,  no  cesa  ae  reclamar  las  prerrogativas  que  ha  perdido ;  ypor  esto  nos 
hallamos  constantemente  discutiendo  esos  fueros  que  ya  es  imposible  concederle. 

El  matrimonio,  base  de  la  familia,  ha  sido  para  el  catolicismctuna  de  las  primeras 
fuentes  de  su  poder,  y  haciendo  del  contrato  conyugal  un  sacramento,  ha  pretendido 
siempre  que  ese  acto  sea  de  su  excluaiva  competencia. 

Ningún  embarazo  tienen  los  ministros  del  culto  católico  en  desconocer  el  matri- 
monio civil,  es  decir  la  ley  ante  la  cual  debieran  inclinarse,  al  mismo  tiempo  que 
reclaman  la  absoluta  independencia  y  la  libertad  de  su  Iglesia,  invocando  el  princi- 
pio contenido  en  proposiciones  condenadas  por  el  Svllahus, 

Sin  ocurrir  á  otras  pruebas  traigamos  á  la  vista  la  solicitud  que  os  ha  dirigido  el 
Prelado  arquidiocesano,  y  tomemos  nota  de  las  siguientes  frases  :  No  reconociendo 
la  Iglesia  el  matrimonio  civil,  y  pudiendo  presentarse  casos  en  los  cuales  los  que  la 
hanfo/n  contraído  no  quieran  continuar  en  él,  no  hay  Tazón  por  la  cual  la  Iglesia 
haya  de  abstenerse  de  sancionar  el  matrimonio  de  una  de  esas  personan  con  una 
tercera,  cuando  no  medie  impedimento  canónico. 

De  manera  que  el  Prelado  colombiano  no  sólo  desconoce  la  ley,  sino  que  se  cree 
con  derecho  á  violarla  y  á  amparar  el  adulterio  que,  como  no  ignoráis,  está  erigido 
en  delito  en  el  Estado  de  Cundinamarca,  autorizando  así  las  uniones  que  la  ley 

{>rohibe  y  condena.  ¿  Y  esto  no  es  un  ataque  á  la  soberanía  del  país  P  Qué !  ¿  el 
egislador  de  Cundinamarca  no  tiene  derecno  para  imponer  una  pena  á  los  autores 
de  un  delito  y  á  sus  cómplices  y  auxiliadores  P  Vuestra  Comisión  se  abstiene  de 
hacer  las  innumerables  reflexiones  á  que  da  lugar  el  memorial  que  se  os  ha  dirig[ido, 
para  ocuparse  directamente  de  las  disposiciones  legislativas  que  se  han  denunciado 
como  contrarias  a  la  Constitución. 

Á  la  primera  parte  del  artículo  4*.  no  hay  objeción  que  hacerle :  se  trata  de 
imponer  á  los  contrayentes  de  matrimonio  que  quieran  solemnizarlo  con  ritos 
religiosos,  el  deber  de  legitimar  el  contrato  matrimonial,  á  fin  de  que  esas  uniones» 
que  la  ley  desconoce,  no  sean  un  eermen  de  discordia  entre  las  familias.  La  s^^rtndiL 
parte  exige  de  los  ministros  de  Tos  cultos  ante  Quienes  se  inicie  el  contrato  matii« 
monial,  y  á  los  mismos  contratantes,  el  deber  de  dar  parte,  dentro  de  tercero  días 
al  funcionario  encardado  de  presenciar  el  matrimonio  civiL 

Es  contra  esta  disposición  contra  la  que  el  Eeverendo  Arzobispo  protesta,  cali* 
fícándola  de  íma  completa  violación  de  la  libertad  en  el  qfercicio  det  sagrado  mi 
terio  que  les  está  garantizada  por  la  Constitución. 
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Pero  en  vista  de  esta  protesta,  y  con  relación  á  la  disposición  lej^slativa  citada, 
tiene  que  preguntarse  :  ¿  se  ataca  la  libertad  de  conciencia  porque  se  ordene  á 
los  ministros  de  los  cultos  que  participen  á  ciertos  funcionarios  públicos  la 
ejecución  de  hechos  relativos  á  su  ministerio,  que  interesan  vivamente  al  orden 
social  ?  á  Se  impide  con  esa  ley  la  administración  de  los  sacramentos,  la  práctica 
del  culto  público,  la  predicación  de  la  doctrina  religiosa,  ó  algÚn  acto  de  los  que  las 
constituciones  ^garantizan  P 

Se  protesta  contra  una  ley  que  impone  nn  simple  deber  á  individuos  de  cierta 
profesión.  Qué  1  ¿  la  ley  no  puede  exigir  del  individuo  cuyos  derechos  sociales 
reconoce  y  defiende,  ningún  servicio  relativo  á  la  profesión  que  ejerce  P  ¿  No 
debe  obligarse  al  médico  a  que  reconozca  una  herida  ó  un  envenenamiento  P  ¿  No 
debe  ser  llamado  el  arquitecto  á  reconocer  el  edificio  que  amenaza  ruina  P  Sin- 
gular sociedad  sería  aquella  en  que  sus  miembros  extuvieran  exentos  de  todo 
aeber  relativo  á  la  profesión  que  ejercieran  ! 

Los  ministros  de  los  cultos,  por  las  instituciones  nacionales  y  expresamente  por 
las  que  rigen  en  Cundinamarca,  están  colocados  en  una  situación  privilegisula. 
"VerdiEid  es  que  no  tienen  derecho  de  elegir  ni  de  ser  elegidos ;  pero,  en  compensa- 
ción, están  exceptuados  de  los  servicios  onerosos  que  pesan  sobre  los  demás  ciuda- 
danos, y  desempeñan  sus  funciones  con  absoluta  independencia,  siempre  que  sus 
actos  no  comprometan  el  orden  social. 

Mas  si  pretenden  autorizar  la  unión  conyugal  desconociendo  á  la  vez  el  matri- 
monio civil,  éste  es  un  ataque  á  la  soberanía  popular  que  en  ningún  caso  debe 
tolerarse,  porque  tal  hecho  es  incompatible  con  la  independencia  nacional. 

De  consigmente,  todos  los  actos  legislativos  que  tengan  por  objeto  prevenir  esas 
usurpaciones,  por  desgracia  demasiado  frecuentes  todavía  en  nuestro  presente 
estado  social,  no  sólo  tienen  los  Estados  derecho  perfecto  de  expedirlos,  sino  que  es 
un  deber  de  los  más  imperiosos  para  mantener  la  dignidad  del  poder  civil. 

Sabido  es  que  el  matrimonió  es  un  coptrato  cuya  iniciación  se  verifica  en  lo 
general  ante  los  ministros  de  los  cultos,  y  especialmente  ante  los  párrocos  católicos ; 
y  sucede  con  frecuencia  que  los  contrayentes  no  legitiman  su  unión  ante  los  fun- 
cionarios encargados  de  celebrar  el  matrimonio  civil.  Este  vicio  social,  que  abate 
el  poder  civil  y  compromete  la  suerte  de  las  familias,  es  el  que  ha  querido  corregir 
el  legislador  de  Cundinamarca,  de  un  modo  poco  eficaz  en  nuestro  concepto,  pero 
en  uso  de  sus  derechos  y  sin  contrariar  en  nada  las  instituciones  vigentes. 

Pero  si  á  los  ministros  de  los  cultos  les  es  tan  gravoso  el  simple  servicio  que  les 
exige  la  ley  de  Cundinamarca,  ¿  por  qué  se  prestan  á  autorizar  la  unión  de  los 
sexos  que  la  ley  desconoce  P  ¿  Por  que  no  exigir  de  los  contrayentes,  como  condi- 
ción esencial  para  bendecir  las  nupcias,  que  éstas  se  celebren  previamente  conforme 
¿  la  legislación  del  país  en  que  viven  y  que  tantos  derechos  les  reconoce  y  ffaran- 
tiza  P  A  Por  qué  invocar  la  independencia  de  su  Iglesia  pretendiendo  la  depen- 
dencia ael  poder  civil  P 

Lo  repetimos  una  vez  más :  la  disposición  legal  que  examinamos  lejos  de  ser 
contraria  á  la  Constitución  nacional,  es  conforme  á  su  letra  y  su  espíritu. 

El  parágrafo  1?  del  mismo  artículo  4P  establece  la  sanción  consiguiente  al  deber 
impuesto  en  la  disposición  que  hemos  examinado.  Establecido  el  derecho  de 
legislar  sobre  la  materia,  ninguna  objeción  puede  hacerse  á  los  medios  coercitivos 
que  el  legislador  establezca  para  hacer  efectivo  el  cumplimiento  de  las  disposiciones 
que  dicte. 

El  artículo  5?  impone  la  multa  de  veinte  pesos  á  doscientos  al  ministro  del 
culto  que,  á  sabiendas,  case  á  una  persona  con  otra  distinta  de  aquella  con  quien 
está  unida  en  matrimonio  civil. 

Si  alguna  objeción  puede  hacerse  á  este  acto  legislativo,  es  la  lenidad  de  la  pena. 
Los  reues  caioLicoa  de  España  y  los  críatianütmoa  de  Francia  castigarían  esa 
infracción  de  la  jurisdicción  civil  con  la  ocupación  de  temporalidades  del  respectivo 
ministro  y  el  extrañamiento  perpetuo  ó  por  largo  tiempo  del  territorio  nacionaL 

Ya  se  ha  hablado  antes  de  la  doctrina  expuesta  por  el  Prelado  arquidiocesano 
sobre  este  punto,  fundándose  en  que  la  Iglesia  desconoce  el  matrimonio  civil;  así 
es  que  la  Iglesia,  ó  sean  sus  Prelados,  pretenden  no  sólo  la  subordinación  del  poder 
civü  á  los  ntos  eclesiásticos,  sino  también  la  justificación  del  adulterio  y  de  todas 
las  faltas  provenientes  de  la  relajación  del  vínculo  conyugal  r^^^^T^ 
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Si  en  algún  caso  debiera  hacerse  eficaz  el  derecbo  de  inspección  de  cultos,  sería 
en  aqnel  en  qne  los  ministros  de  los  cultos  disolviesen  por  medio  de  actos  religiosos 
las  familias  organizadas  por  ministerio  del  matrimonio  civil,  invocando  el  desoono» 
cimiento  de  una  lej  cuyo  obedecimiento  debe  exigirse  de  un  modo  absoluto. 

Nadie  desconocerá  el  derecho  que  tengan  todos  los  religionarios  existentes  ea 
Colombia  de  celebrar  ritos,  administrar  sacramentos  7  ejercer  todos  los  demás 
actos  relativos  á  la  creencia  c[ue  profesen ;  pero  las  instituciones  no  permiten,  ni 
podrían  permitir,  la  tolerancia  de  hechos  religiosos  que  tuvieran  por  objeto  desco- 
nocer las  leyes,  amparar  los  delitos  j  trastornar  la  paz  de  las  familias. 

Tales  son  en  concepto  de  vuestra  Comisión,  las  consecuencias  que  tendría  la 
anulación  del  artículo  5f  que  se  ha  examinado. 

El  artículo  6f,  que  tamáén  ha  sido  acusado,  designa  los  empleados  que  pued^i 
decretar  j  hacer  efectívas  las  multas  de  que  habla  el  artículo  5f  7  su  aplicación  al 
ramo  de  instrucción  pública.  Establecido  el  dereeho  de  erigir  en  delito  un  hecho 
que  perjudica  á  la  sociedad,  natural  es  la  facultad  que  tiene  el  legislador  de  desig- 
nar í&  pena  j  el  funcionario  que  debe  aplicarla. 

La  Comisión  terminó  pidiendo  que  se  declararan  válidos  los  seis 
primeros  artículos  y  nulo  el  7?  Veamos  ahora  los  principales  párrafos 
del  informe  de  la  minoría  de  la  Comisión. 

El  matrimonio  fué  un  acto  religioso  antes  que  un  contrato  reglamentado  por  la 
lev  civiL  No  la  espada  ni  el  cetro,  sino  la  voz  del  misionero,  sacó  en  todo  tiempo 
á  los  hombres  del  estado  salvaje,  para  constituirlos  en  lociedad  civil  j  política. 
Someterlos  á  leyes  morales  y  penetrarlos  de  sus  obligaciones  como  inoividaos 
miembros  de  una  familia,  fué  antes  qne  organizarles  en  cuerpo  de  Nación,  hacerles 
comprender  que  eran  ciudadanos  y  persuadirlos  de  sus  deberes  y  derechos  como 
tales.  La  familia  ha  sido,  y  tiene  que  ser  siempre^  en  virtud  de  leyes  que  rigen,  á 
la  humanidad,  el  fdndamento  de  la  sociedad  civil  y  política ;  v  tan  cierto  es  esto, 
que  no  se  podrá  citar  un  solo  caso  de  excepción  en  la  historia  del  género  humano. 

La  organización  que  las  enseñanzas  religiosas  dan  á  la  familia,  influyen  directa- 
mente en  las  ideas,  en  las  costumbres  sociales  y,  por  consecuencia  necesaria,  en  las 
instituciones  civiles  y  políticas  que  rigen  á  los  pueblos.  Dad  nueva  forma  á  la 
familia,  si  es  que  lo  podéis,  y  habréis  cambiado  completamente  el  carácter  de  la 
sociedad,  y  habréis  hecho  una  revolución  en  el  orden  moral,  en  el  orden  social,  en 
el  orden  civil  y  en  el  orden  político :  así  fué  como  mudando  la  ley  de  la  familia,  se 
trasformó  la  cruel  sociedad  pagana  en  esta  sociedad  culta  y  caritativa  en  que  nos 
ha  tocado  nacer,  y  así  fué  como  las  civilizadas  regiones  del  Asia  Septentrional  se 
convirtieron  rápidamente  en  morada  de  berberiscos  y  guarida  de  los  piratas  de 
Trípoli  y  Argel.  Al  matrimonio  cristiano,  á  esta  institución  admirable  que,  dando 
derechos  al  débil,  concilio  la  subordinación  de  la  mujer  con  el  respeto  debido  á  sus 
encantos ;  la  relación  material  de  los  dos  sexos  con  la  virtud  seductora  de  la  pureza ; 
y  la  sumisión  de  los  hijos  al  padre  con  el  amor  y  la  ternura  desconocidos  de  los 
antiguos;  á  esta  institución  que  supo  unirla  libertad  con  el  orden,  se  debe  la 
enorme  diferencia  que  se  advierte  entre  la  civilización  de  los  antiguos  y  la  civiliza- 
ción de  los  modernos,  y  entre  esa  civilización  estéril  y  egoísta  de  las  naciones  de 
Oriente  y  demás  pueblos  no  cristianos  y  esta  otra  civilización,  siempre  expejisiva, 
siempre  progresista,  que  alumbra  en  las  regiones  de  Occidente,  rico  en  ciencias,  en 
artes,  en  sentimientos  delicados  y  nobles  y  en  virtudes  sociales.  Á  la  Iglesia 
católica  que,  en  lucha  de  siglos,  impuso,  por  la  fuerza  portentosa  de  su  palabra,  la 
ley  de  la  familia  cristiana,  no  menos  que  á  los  civilizados  grifos  y  romanos,  á  los 
bárbaros  y  salvajes  de  todas  las  razas  y  de  todos  los  climas,  se  debe  exclusivamente 
esta  que  hoy  llamamos  libertad  y  civihzación.  Ella  fué,  y  bóío  ella,  quien  organi-^ 
zando  la  familia  en  su  forma  actual,  hizo  posibles  las  instituciones  políticas  de  la 
edad  moderna ;  quien  uniformando  á  los  pueblos  en  la  profesión  de  una  misma 
moral  privada,  preparó  el  advenimiento  de  la  democracia  pacífica ;  quien,  peA»- 
trando  á  los  individuos  de  respeto  por  una  autoridad  espiritual,  suma  6  infaübls» 
y  enseñando  en  el  seno  de  la  familia  á  resi)etar  los  derechos  y  la  libertad  del  peydtr^ 
de  la  esposa  y  del  hiio,  dio  los  elementos  con  que  debían  formarse  estas  socíedadea 
en  que  prevalece  el  derecho  sobre  la  faerza,  y  en  que  se  equilibran  la  autoridad  7  fin 
libertad;  la  autoridad  en  el  orden,  y  la  libertad  fuente  perenne  del  progreso  humaüo. 
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La  Iglesia,  poder  paramente  e8i)iritual  inalterable  en  sus  dogmas  y  enseñanzas, 
no  reconoce  en  sn  calidad  de  Iglesia  el  matrimonial  civil,  ni  lo  puede  reconocer  en 
el  sentido  de  someterse  4  él,  sin  dejar  de  ser  la  Iglesia  católica,  sin  borrar  la 
historia  de  diez  j  ocho  siglos,  sin  renunciar  á  su  misión  providencial  de  hacer 
efectivas  sobre  la  tierra  la  libertad  del  hombre  y  la  libertad  de  las  naciones. 
Pero  no  reconocer  una  institución  como  ley  que  la  obligue,  es  cosa  muy  dife- 
rente de  desconocerla  como  ley  que  rija  otra  sociedad ;  y  la  mayoría  de  la  Comisión, 
cambiando  un  verbo  por  otro  y  atribuyendo  á  los  ministros  de  la  Religión  como 
individuos,  lo  que  se  dice  de  la  Iglesia  en  conjunto  como  sociedad  espiritual, 
ha  incurrido  en  un  error  y  deducido,  por  supuesto,  consecuencias  falsas. 
La  Iglesia  no  desconoció  jamás  las  leyes  del  imperio  romano;  pero  no  las 
reconoció  nunca  como  obligatorias  en  su  seno.  Los  fíeles  como  ciudadanos 
estaban  sometidos  al  emperador  y  ásus  leyes,  y  antes  que  desconocerlas  iban 
al  martirio;  mas  como  miembros  de  la  Iglesia,  obedecían  á  sus  cánones  y 
preceptos  morales.  Fué  así  como  el  mundo  se  regeneró ;  y  gracias  á  eso,  pudieron 
aparecer  la  familia  cristiana,  que  tantos  goces  nos  brinda,  y  estas  sociedades  libres, 
en  que  *domina,  no  el  César  divinizado,  sino  la  mayoría  popular  sometida  á  las 
leyes  «temas  de  la  justicia. 

Contra  este  régimen  saludable  que  había  imperado  sobre  Europa  por  cerca  de 
diez  7  ocho  siglos,  se  pronunció  la  Francia  revolucionaria,  estableciendo  el  matri- 
monio puramente  civil;  y  despojándole  así  de  su  carácter  sagrado,  relajó  los 
vínculos  de  la  familia,  desmorahzó  la  sociedad,  v  abrió  de  nuevo  el  camino  al 
oesarismo.  Las  consecuencias  hasta  hoy  producidas  por  este  suceso,  son  una  lec- 
ción terrible  para  los  pueblos,  y  las  que  están  por  venir  aterran  la  imaginación 
del  hombre  previsor. 

Parece,  sm  embargo,  que  para  las  naciones  son  siempre  inútiles  las  enseñanzas 
de  la  historia,  cuando  no  las  reciben  en  cabeza  propia.  Aceptadas  entre  nosotros 
la  absoluta  independencia  de  la  Iglesia  y  la  indiferencia  del  Gobierno  en  materia 
de  religión  y  de  culto,  se  hizo  indispensable  dar  una  ley  que  organizara  el  matri- 
monio como  contrato  puramente  civil.  De  dos  maneras  podía  resolverse  el 
diñcil  problema  que  se  presentó  entonces  al  legislador.  Era  la  primera,  reconocer, 
como  sucede  en  los  Estados  Unidos,  en  donde  no  se  ha  tratado  nunca  de  perse- 
guir á  ninguna  religión,  los  matrimonios  celebrados  conforme  á  todos  los  ritos 
religiosos,  con  tal  que  no  autorizasen  la  poligamia  ni  la  unión  dentro  de  ciertos 
grados  de  consanguinidad  y  afinidad;  y  la  segunda,  no  desconocer  la  legitimidad 
de  los  matrimonios  así  celec^ikdos,  pero  reservar  no  obstante  á  los  que  se  hicieran 
civilmente  determinados  derechos,  prerrogativas  y  distinciones  que  sirvieran  á  los 
contrayentes  de  estímulo  para  conformarse  á  la  ley ;  pero  ni  una  ni  otra  cosa 
quiso  hacerse.  Por  lo  dispuesto  en  20  de  Junio  de  1853,  vino  á  ser  amanceba- 
miento público  la  unión  matrimonial  consagrada  por  la  Religión  de  los  granadinos; 
fueron  privados  de  sus  derechos  los  hijos  legítimos,  los  niños  venidos  al  mundo 
con  las  bendiciones  de  la  Iglesia  y  la  aprobación  general  de  la  sociedad,  y  se 
despojó  á  los  párrocos  hasta  del  derecho  de  certificar  sobre  matrimonios  y  pau- 
tismos.  Desde  entonces  se  introdujo  el  desorden  en  las  familias,  no  hubo  re^stro 
civil,  quedó  autorizada  en  cierto  modo  la  desmoralización,  v  se  halló  el  Goluemo 
hasta  sin  los  medios  de  obtener  datos  estadísticos  en  queiundar  con  acierto  sus 
providencias.  Entonces  se  vio  por  primera  vez  en  nuestra  tierra  á  hijos  que  la 
sociedad  reputaba  le^timos,  despoiaoos  de  sus  haberes  hereditarios,  ya  por  mujeres 
de  mala  vida  á  quienes  la  ley  llamaba  viudas  y  madres  legítimas,  ó  ya  .por 
hermanos  desnaturalizados  que  desconocían  los  naturales  derechos  de  sus  hermanos. 
De  entonces  acá,  las  Asambleas  legislativas  han  cambiado  frecuentemente  la 
legislación  civil  en  materia  de  matrimonios  y  testamentos,  según  las  conveniencias 
transitorias  de  los  partidos  y  acaso  también  (lo  que  es  peor)  según  el  querer 
interesado  de  tales  ó  cuales  mdividuos  de  influencia.  No  lo  extrañemos :  cuando 
se  dejan  loe  principios  eternos  de  justicia  para  reemplazarlos  con  los  distintos  de  la 
lEBÓn  humana,  sucede  en  lo  moral  lo  que  acontece  en  lo  ñsico  luego  que  se  abandona 
la  tierra  firme  para  lanzarse  al  océano,  sin  cesar  abitado  de  vientos  y  tempestades. 

La  ley,  que  debe  ser  la  expresión  de  la  voluntad  general,  fué  en  Nueva  Gtanada 
desde  1853,  en  lo  relativo  á  matrimonios,  la  expresión  de  doctrinas  que  la  nación 
unánimemente  condenaba.     Salvo  raras  excepciones,  nadie  se  sometió  á  ella,  nadi%» 
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la  obedeció  :  chocaba  con  las  ideas»  costumbres  j  preocnpaciones  populares  ;  algo 
más  :  chocaba  hasta  con  el  idioma  castellano  que,  formado  bajo  el  influjo  de  las 
enseñanzas  cristianas,  no  se  presta  para  expresar  ideas  que  son  contrarias  4  ellas. 
Si  de  esto  se  quisiera  una  piueba,  no  seria  preciso  ir  a  buscarla  muy  lejos,  pues 
bastaría  leer  la  ley  de  Cundinamarca  de  cuya  nulidad  tratamos. 

La  resistencia  general  y  las  dificultades  de  ejecución  consiguientes,  obligaron  al 
legislador,  tres  años  después,  á  expedir  ana  nueva  ley  de  matrimonio  (8  de  Abril  de 
1856),  en  cuyos  artículos  30  j  68  se  reconocieron  como  válidos,  para  los  efectos 
civiles,  los  matrimonios  religiosos  contraídos  ya,  ó  que  en  adelante  se  contrajeran ; 
pero  como  insistiese  todavía  en  someter  el  contrato  á  condiciones  que  no  se  confor- 
maban con  las  costumbres,  la  nueva  ley  fué  poco  menos  infructuosa  <][ae  la  anterior. 

En  vista,  sin  duda,  de  tan  tristes  resultados,  el  Estado  de  Candín amarca,  tan 
luego  como  se  adoptó  el  régimen  federal,  expidió  (año  de  1858)  sa  Código  civil,  oue 
empezó  á  regir  el  1*  de  Enero  de  1860,  y  en  su  artículo  134  declaró  validos  todoe 
los  matrimonios  celebrados  ante  los  respectivos  ministros  de  los  cultos,  conforme  á 
los  cánones  y  constituciones  religiosas  a  que  los  contrayentes  se  hubieran  jiajetado. 

Por  medio  de  este  indulto  ó  amnistía,  aconsejada  por  la  política,  se  puso  por 
entonces  término  al  conflicto  social ;  pero  surgió  de  nuevo  el  30  de  Agosto  de  1864^ 
en  cuya  fecha  volvió  el  legislador  á  estatuir  que  sólo  producirían  efectos  civiles  y 
políticos  los  matrimonios  hechos  ante  los  notarios  ó  jueces  de  distrito.  Con  esto 
reapareció  el  desorden  en  las  familias,  se  reprodujo  el  descontento  y  hubo  la 
sociedad  de  presenciar,  por  segunda  vez,  esas  contiendas  judiciales  indignas  en 
que,  so  capa  de  legitimidad  y  de  justicia,  se  pretende  despojar  á  las  familias  que  la 
opinión  tiene  por  legítimas,  en  favor  de  otras  á  quienes  ella  condena  por  espurias. 
Acostumbrados  los  pueblos  á  verificar  el  matrimonio  con  una  sola  ceremonia  suma- 
mente sencilla,  no  era  posible  que  de  un  día  á  otro  se  habituaran  á  practicar  nuevas 
fórmulas  y  duplicar  diligencias.  Instituciones  de  esta  clase  no  se  arraigan  en  las 
costumbres  sino  al  cabo  de  muchos  años,  y  tal  vez  de  siglos.  En  más  de  setenta 
años,  el  Gobierno  francés  no  ha  podido  hacer  popular  en  aquella  culta  nación  el 
sistema  métrico  decimal :  ¿  cómo  pretender,  pues,  aquí,  que  en  cada  cuatro  años 
se  amolde  nuestro  pueblo,  atrasado  y  diseminado  en  vastísimos  disiertos,  á  una 
nueva  legislación  civil  F  Convengamos  en  que  es  desacordado  el  Gobierno  que 
introduce  novedades  sin  un  grave  motivo  que  las  autorice,  cuando  estas  novedades 
han  de  causar  una  revolación  social. 

Sin  duda  con  la  mira  laadable.de  remediar  los  males  causados  por  la  ley  de 
1864,  la  Legislatura  de  Cundinamarca  expidió,  en  28  de  Enero  del  comente  año,  la 
ley  adicional  al  Código  civil ;  mas  esta  quinta  ley,  esta  quinta  revolución  no  ha 
sido  más  afortunada  que  las  anteriores ;  ha  desagradado  tanto  á  los  que  abogan  por 
el  matrimonio  civil  como  á  los  partidarios  del  religioso,  según  lo  dejan  ver  las 
solicitudes  por  unos  v  otros  elevadas  á  la  Suprema  Corte  j  al  Senado ;  ella  ha 
violado  á  un  tiempo  los  principios  coi^signados  en  la  Consutución  política  y  los 
consagrados  por  las  creencias  religiosas  del  paeblo.  Dicha  ley  ha  Querido  conciliar 
lo  inconciliable,  aceptar  á  un  tiempo  el  error  y  la  verdad,  y  sentarlos  uno  al*  lado 
de  otro  con  iguales  títulos  y  derechos. 

En  diez  y  nueve  años,  ciudadanos  Senadores,  en  diez  y  nueve  años  se  ha  mudado 
cinco  veces  en  Cundinamarca  la  legislación  civil  en  la  materia  de  matrimonio,  que 
por  su  naturaleza  debe  estar,  más  que  otra  alguna,  firme  y  establemente  asegurada, 
y  cuando  se  tropieza  con  las  dificultades  que  son  consiguientes  á  empresa  tan 
difícil,  se  pretende,  para  no  confesar  la  propia  temeridad,  echar  de  ellas  la  culpa  k 
la  Iglesia  católica,  de  quien  se  dice  que  ha  hecho  del  matrimonio  la  base  de  sa 
poder ;  que  lo  ha  elevado  á  sacramento  para  convertirlo  en  un  acto  de  su  exclusiva 
competencia ;  que  por  ella  estamos  en  continuas  discusiones,  pues  pretende  y  no 
cesa  de  reclamar  prerrogativas  que  ha  perdido  y  que  es  ya  imposible  concederle,  j 
se  llega  al  extremo  de  manifestar  sorpresa  de  que  los  ministros  de  esa  religión  no 
tengan  embarazo  de  asegurar  que  la  Iglesia  como  Iglesia,  poder  puramente  espi- 
ritual é  inalterable  en  sus  enseñanzas,  no  reconoce  el  matrimonio  civil ;  ley  ante  la 
cual,  se  agrega,  debían  esos  ministros  inclinar  la  frente  respectaosos.  Los  qae  asi 
se  expresan  no  se  han  detenido,  sin  duda,  á  considerar  lo  qae  son  en  esta  materia 
todas  las  religiones  de  este  mundo.  No  hay  una  sola  que  no  haya  organizado  la 
familia  y  en  la  cual  el  matrimonio  no  sea  como  una  especie  de  aogxna.     Si  de  2a 
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Iglesia  católica,  dice  la  mayoría  de  la  Gomisión  que  ella  6  sean  sns  Prelados, 
pueden  jastifícar  el  adnlteno  7  todas  las  faltas  provenientes  de  la  relajación  del 
YÍncnlo  conyugal,  porqiie  no  se  someten  á  la  ley  de  matrimonio  civil,  lo  propio 
tendrá  qne  decir  de  todas  las  reli^ones  nacidas  y  por  nacer ;  y  si  por  eUo  hemos 
de  castigar  á  los  sacerdotos  catóucos,  Iiabremos  de  castigar  también,  igualmente, 
á  los  ministros  de  todos  los  cultos  y  acabar  de  una  vez  con  cuantas  creencias 
existen,  para  que  no  quedo  otro  dios  que  el  dios  Bepública,  que  será  bien  Inégo 
reemplazado  por  el  dios  César.  Á  esto  quedará  reducida  la  garantía  consignada 
en  el  inciso  16,  artículo  15  de  la  Constitución.  Para  que  se  vea  que  el  infras- 
crito no  exagera  ;  para  que  se  vea  que  sus  honorables  colegas  toman  en  esta  vez 
el  camino  de  la  intolerancia  absoluta,  llama  la  atención  de  los  señores  Senadores 
á  aquel  pasaje  del  informe  en  que  se  contesta  ¿  la  reclamación  que  hace  el  señor 
Arzobispo  para  sí  y  su  grey  de  la  expresada  garantía.  En  él  se  nace  befa  de  tal 
solicitud  y  se  traen  maléente  ¿  cuento  la  encíclica  del  Sumo  Pontífice  de  8  de 
Diciembre  de  1864,  y  algunas  proposiciones  del  Sj^llabus,  á  las  cuales  se  atribuyen 
expresiones  que  no  se  encuentran  en  ellas.  El  infrascrito  lamenta  que  se  hagan 
burlas  de  esta  especie  en  presencia  del  Senado  y  en  documentos  de  un  carácter 
tan  serio  cual  deoen  ser  los  informes  de  las  comisiones  legislativas.  La  política 
aconseja  al  estadista  guardar  miramientos,  no  sólo  con  las  creencias  religiosas 
sino  hasta  con  las  preocupaciones  de  los  pueblos,  v  las  conveniencias  sociales  nos 
imponen  á  todos  el  deber  de  no  chocar  nunca  con  las  convicciones  que  en  materia 
de  religión  tengan  los  hombres  con  quienes  vivimos  en  sociedad.  ... 

Diga  lo  que  quiera  la  ley  escrita,  las  costumbres,  las  convicciones,  y  para  decirlo 
de  una  vez,  la  voz  soberana  del  puebb,  lej  sobre  toda  ley  humana,  no  reconocen 
como  legítimo  otro  matrimonio  que  el  rehgioso.  Será  esto  un  desprecio  de  la  ley, 
pero  la  ley  á  su  vez  ha  sido  un  desprecio  del  querer  de  los  pueblos,  y  si  el  l^islador 
debe  ser  el  representante  de  la  opinión  pública,  porque  el  pueblo  es  soberano,  él  se 
halla  hoy  en  el  caso  de  dar  oído  a  la  voluntad  de  su  comitente. 

No  86  decidió  el  asunto  ese  año^  y  al  siguiente  toIyíó  á  someterse  al 
estudio  de  una  nueya  Comisión.  Los  miembros  de  ésta  no  pudieron 
ponerse  de  acuerdo.  Veamos  la  parte  principal  del  informe  de  la  mayo- 
ría. 

El  ajrtículo  4?  dispone  en  su  primera  parte  que  los  contrayentes  de  matrimonio 
que  quieran  solemnizarlo  por  medio  de  ritos  religiosos,  tienen  el  deber  de  legitimar 
el  contrato  matrimonial  practicando  las  formalidades  exigidas  para  el  matri- 
monio civil :  V  en  la  segunda  parte  ordena  tanto  á  los  contrayentes  como  á  los 
ministros  de  los  cultos  ante  quienes  se  inicie,  que  den  parte  de  ello  al  funcionario 
encargado  de  presenciar  el  matrimonio  civil  dentro  de  tercero  día  después  de 
iniciado  el  matrimonio  religioso. 

El  parágrafo  1?  castiga  la  omisión  en  el  cumplimiento  de  este  deber  con  multas 
<de  cincuenta  centavos  á  cien  pesos  á  cada  uno  de  los  cónyuges ;  y  de  cinco  á 
veinte  pesos  al  ministro  c|ue  hubiere  autorizado  el  matrimonio  religioso ;  y  el  pará- 
grafo 2^  da  cierta  aplicación  al  producto  de  las  multas. 

En  concepto  de  vuestra  ComisiÓD,  este  artículo  y  sus  parágrafos  atacan  la  libre 
profesión  de  una  religión,  porc^ue  impone  oblijraciones  que  provienen  de  la  práctica 
de  un  hecho  puramente  religioso.  El  matnmonio  que  presencia  el  ministro  de 
<an  culto  no  es  un  acto  civil  que  las  leyes  reconozcan,  sino  un  sacramento  ó  cere* 
tnonia  reli^osa  que  practican  los  que  profesan  ciertas  creencias.  Imponer  trabas 
á  ios  que  mtervengan  en  esa  ceremoma  como  contrayentes  ó  ministros,  si  no  dan 
cuenta  de  ese  acto  á  los  funcionarios  encargados  de  la  celebración  del  piatrimonio 
civil,  es  poner  trabas  al  libre  ejercicio  de  una  reli^ón,  en  la  ejecución  de  hechos 
que  no  son  incompatibles  con  la  soberanía  nacional,  ni  que  tienen  por  objeto 
turbar  la  paz  pública ;  únicos  casos  en  los  cuales  puede  la  ley  intervenir  ó  res- 
tringir los  actos  religiosos,  conforme  al  inciso  16,  aitículo  15  de  la  Constitución. 
BelMdn,  pues,  anularse  el  artículo  4?  y  sus  pará^giafos  expresados. 

El  artículo  5°  conmina  con  una  multa  al  ministro  religioso  que  á  sabiendas  case 
á  una  persona  con  otra  distinta  de  aquella  con  quien  esté  unida  en  matrimonio^ 
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civil ;  y  el  artículo  6".  determina  el  empleado  que  puede  imponer  la  mnltay  dispono 
la  aplicación  que  debe  dársele. 

El  legislador  onndinamarqnés  lia  querido  dar  e£ectoe  U^ifalee  &  lae  uniones 
matrimoniales  de  conciencia,  sin  duda  con  ke  más  plausibles  ^nes ;  p«ro  ba  tenido 
que  contrariar  las  instituciones  nacientes.  Si  el  matrimonio  religioso  no  tiene 
deotos  legales,  ¿  con  qué  objeto  se  les  imponen  condiciones  para  su  celebración  á 
los  ministros  de  los  cultos  ?  Además  de  ser  esto  claramente  inútil,  se  ataca,  como 
en  el  articulo  4s,  la  libertad  religiosa ;  se  imponen  obligaciones  especiales  á  los 
ministros  de  los  cultos,  é  interviene  la  ley  en  asuntos  que  son  del  exclusivo 
dominio  de  la  conciencia.  Deben,  por  lo  tanto,  anularse  los  artículos  expre- 
sados. 

Luego  sigue  la  mayoría  de  la  Comisión  tratando  de  demostrar  que  el 
artículo  7?  es  contrario  á  la  emancipación  religiosa.    Expone  en  seguida 

Sue  la  mayoría  de  la  Comisión  del  año  anterior  sostuvo  que  la  Asamblea 
e  Gundinamarca  tuvo  derecho  de  imponer  obligaciones  á  los  contra- 
yentes de  matrimonios  religiosos  y  á  ios  ministros  del  culto  que  los 
autoricen^  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  articulo  23  de  la  Constitución 
nactcmal,  y  continúa : 

Mas  este  derecbo,  que  es  la  salvaguardia  de  la  soberanía  nacional  y  la  defensa 
del  {>oder  civil,  no  puede  ejercerse  sino  en  los  únicos  casos  en  que  los  becbos 
religiosos  sean  incompatibles  con  la  soberanía  nacional,  ó  que  tengan  por  objeta 
turbar  la  paz  pública ;  porque  sólo  á  estos  puntos  se  refiere  el  expresado  artículo 
28,  V  sólo  estas  restricciones  contiene  el  derecbo  individual  de  profesar  libremente 
cuíJquiera  religión,  conforme  al  inciso  16  del  artículo  15. 

Silos  actos  Te^ipslatívoB  de  los  Estados  extienden  á  otros  puntos  el  derecbo  de 
suprema  inspección,  ó  aumentan  las  prescripciones  de  la  libertad  religiosa,  salen 
emdentemente  de  su  órbita  constitucional,  y  el  Senado  tiene  el  deber  de  anularlos. 

La  celebración  de  las  nupcias  conforme  al  rito  católico,  es  un  becbo  que  puede 
tener  y  tiene  en  el  Estado  de  Gundinamarca  ciertos  efectos  sociales ;  pero  no  se 
podrá  demostrar  que  ese  hecho  religioso  ataque  la  soberanía  nacional  ni  comprometa 
la  paz  pública.  El  carece  absolutamente  de  efectos  civiles,  en  términos  ^ue  los 
casados  por  el  rito  católico  pueden  contraer  matrimonio  civil  con  personas  distintaa 
de  aquellas  con  las  cuales  estón  unidas  por  ceremonias  religiosas ;  y  los  enlaces  verifi- 
cados ante  loe  funcionarios  civiles  son  los  que  cambian  el  estado  civil,  dan  legiti- 
midad á  los  bijos,  patria  potestad,  derecbos  bereditarioe,  y  producen  todos  loe 
efectos  legales  del  contrato  matrimonial,  sin  que  legalmente  tenga  influencia 
alguna  el  matrimonio  religioso  contraído  anteriormente.  ... 

Verdad  es  que  las  leyes  sobre  matrimonio  civil  no  ban  tenido  su  debida  obter- 
vancia,  porque  la  Iglesia  católica  en  Colombia  lo  ba  desconocido,  y  ba  ensefiado 
que  sólo  el  celebrado  conforme  á  sus  ritos  es  legítimo ;  y  también  por  el  descuido, 
negligencia  ó  desprecio  con  que  los  que  ban  contraído  el  matrimonio  eclesiástico 
ban  mirado  esa  institución.  .  .  . 

La  observación  que  se  bace  de  que  el  matrimonio  católico  es  él  que  reconocen 
como  legítimo  los  colombianos,  puede  aplicarse  á  los  Estados  en  donde  la  legklaoión 
oivU  no  ba  emancipado  el  matrimonio  de  la  autoridad  eclesiástica;  pttt>  no  es 
i4>licable  al  Estado  de  Gundinamarca  ni  á  otros  de  la  Unión,  en  los  cuales  no  tiene 
validez  aJguna  el  matrimonio  eclesiástico. 

Tennina  la  mayoría  de  la  Comisión  pidiendo  que  se  anulen  los  arti- 
(míos  4?,  J5^,  6?,  y  7?,  y  se  declaren  válidos  los  demás. 

La  mincñría  de  la  Comisión  presentó  también  su  informe^  del  cual 
sólo  insertaremos  lo  siguiente : 

Esta  primera  parte  del  artículo  4f  sólo  dice  lo  que  muchas  leyes  ban  venido 
diciendo  desde  1853,  á  saber : 

•*  El  matrimonio  puramente  religioso  no  produce  efectos  políticos  ni  civiles,** 
Por  más  insignificante  que  las  leyes  bayan  querido  bacer  el  acto  de  contraer  ma- 
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trímomo  mediando  eolameote  formalidades  religiosas,  la  verdad  es  que,  c<m  raras 
excepciones,  loe  colombianos  estiman  eso  como  bastante  para  aparecer  casados  ante 
la  sociedad,  para  legitimar  sn  posteridad  en  el  concepto  público,  y  para  tranquilizar 
su  conciencia.  Y  de  que  las  cosas  sucedan  así,  no  se  puede  inculpar  á  nadie,  6 
mejor  dicho,  todos  somos  culpables,  porque  todos  obedecemos  á  las  enseñanzas 
recibidas  en  la  niñe;,  á  las  impresiones  que  nos  causa  lo  <iue  remos  7  palpamos 
diariamente,  y  son  ocmtados  los  que  pueden  librarse  de  la  influencia  de  los  princi- 
pios dominantes  en  su  época.  Las  inculpaciones  ^ue  á  e.ste  respecto  se  hacen  al 
clero  católico  son  injustas,  porG[ue  él  ¿  nadie  le  mipide  que  se  case  como  i  bien 
tenga ;  pero  faltaría  a  su  deber  si  no  dijera  &  los  creyentes  :  *'  La  Iglesia  no  reconoce 
los  matrimonios  que  no  sean  consagrados  por  la  bendición  sacerdotal,"  ó  lo  que  es 
lo  mismo :  *'  las  uniones  en  que  eso  falta  no  son  el  sacramento  instituido  por  la 
Iglesia."  En  el  actual  estado  de  nuestra  legislación,  esas  doctrinas  son  inofensivas 
á  los  poderes  nacionales ;  así  como  son  y  deben  ser  inofensivas  á  la  Iglesia  las  fór- 
mulas y  requisitos  que  el  poder  civil  establece  para  que  esos  ac&)s  produzcan 
efectos  que  en  nada  se  rozan  con  las  creencias  religiosas. 

Termina  ^  informe  pidiendo  que  se  declaren  válidos  les  artículos  1?» 
2?  y  3?,  primera  parte  del  4?  y  el  7?,  y  nulos  los  demás. 

Se  ve,  puesy  que  sólo  la  mayoría  de  la  primera  Comisión  del 
Senado  sostuvo  la  validez  de  la  secunda  parte  del  artículo  4?,  y  de  los 
artículos  5  y  6?    La  resolución  del  Senado  iué  la  siguiente  : 

El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  atribución  que  le  confiere  el 
inciso  5%  artículo  51  de  la  Constitución,  declara  válidos  los  artículos  If,  2r  y  3?  de  la 
ley  de  Cundinamarca,  expedida  el  28  de  Enero  de  1873,  por  la  cual  se  reforma  el 
Código  civil,  y  nulos  los  artículos  4?,  5?,  6f  y  7?  de  la  misma  ley,  por  ser  contrarios 
á  la  Constitución  nacional. 

Permítasenos  ahora  que  agreguemos  unas  pocas  observaciones  acerca 
de  algunas  de  las  ideas  emitidas  en  el  informe  de  la  mayoría  de  la 
primera  Comisión  del  Senado. 

Esa  Comisión,  aparte  del  tono  burlesco  y  sarcástico,  inconveniente  é 
indigno  por  la  corporación  á  quien  se  dirigía  y  por  el  ilustre  Prelado  de 
quien  trataba,  incurre  en  numerosos  y  graves  errores,  de  los  cuales  sólo 
mencionaremos  los  más  notables. 

Manifiesta  suma  extrañeza  porque  el  Ilustrísimo  señor  Arzobispo 
invoque  la  garantía  de  la  libertad  religiosa,  después  que  la  Santa  Sede 
ha  condenado  la  separación  de  la  Iglesia  y  el  Estado ;  pero  hay  en  eso, 
no  un  simple  error  de  observación,  sino  más  bien  una  verdadera  tergi- 
versación de  los  hechos  y  una  patente  adulteración  de  los  antecedaites 
del  asunto.  Fácil  es  convencerse  de  ello,  con  sólo  recordar  la  manera 
como  se  han  verificado  las  cosas. 

La  Santa  Sede  ha  condenado  la  doctrina  de  la  completa  separación  de 
la  Iglesia  y  el  Estado,  y  nadie  podrá  mostrar  un  solo  hecho  del 
Episcopado  de  la  República  que  contradiga  esa  condenación.  Cuando 
en  1853  se  sancionó  la  ley  que  adoptaba  esa  medida,  se  procedió  contra 
el  parecer  unánime  del  Episcopado,  como  hemos  visto  en  otro  lugar. 
De  suerte  que  el  poder  civil,  contra  el  querer  del  poder  edesiástico, 
rompió  los  lazos  que  á  él  lo  unían;  y  definió  por  sí  y  ante  sí  los 
derechos  que  quería  conceder  á  los  católicos  en  el  ejercicio  de  su 
culto. 

Más  tarde  el  mismo  poder  civil  pretende,  por  medio  de  leyes 
seccionales,  restringir  6  anular  esos  derechos  que  la  Carta  fundamental 
del  país  había  reconocido  y  garantizado ;  y  el  ilustre  Arzobispo  reclang,^€ 
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contra  dichas  leyes,  que  violan  tío  sólo  los  derechos  de  la  Iglesia^  sino 
también  las  bases  esenciales  é  invariables  de  la  Unión.  ¿  Reconoce  con 
eso  la  bondad  de  la  doctrina  de  la  separación  absoluta  de  las  dos  potes- 
tades, y  se  rebela  asi  contra  la  decisión  de  la  Santa  Sede,  que  la  ha  con- 
denado P  No  por  cierto :  apenas  difíende  los  interese^de  la  Iglesia  que 
se  le  han  connado,  y  de  los  cuales  es  el  primero  y  principal  guardián. 
La  Comisión  no  vio  eso,  á  pesar  de  ser  clarísimo,  porque  la  cegaba  el 
•espíritu  de  hostilidad  contra  la  Beligión  y  la  Iglesia  católicas. 

Largos  rodeos  emplea  la  Comisión  para  probar  una  cosa  que  es 
patente  por  sí  misma  con  sólo  leer  el  número  16  del  artículo  15  de  la 
Constitución  nacional,  á  saber :  que  la  libertad  religiosa  tiene  por 
únicos  límites  los  que  exijan  el  mantenimiento  de  la  soberanía  nacional 
y  el  sostenimiento  de  la  paz  publica. 

Reconoce  luego  la  Comisión  que  el  matrimonio  es  uno  de  los  sacra- 
mentos de  la  Iglesia  católica ;  y  da  por  cierto  lo  que  debía  probar^  á 
saber  :  que  ese  sacramento  es  incompatible  con  la  soberanía  nacional^  6 
que  tiene  por  objeto  turbar  la  paz  pública. 

Tan  extraña  aserción  la  funda  únicamente  en  que  la  Iglesia  católica 
no  reconoce  el  matrimonio  civil,  ni  se  presta  á  los  caprichos  del  poder 
temporal  en  la  administración  del  santo  sacramento  del  matrimonio. 

Y  llega  á  tan  alto  grado  su  espíritu  de  odio  y  de  rencor  contra  la 
Iglesia  y  sus  ministros,  que  á  sus  ojos  el  ilustre  f^relado  desciende  de  su 
alto  puesto  para  convertirse  en  cómplice  y  auxiliador  del. delito  de 
amancebamiento,  sólo  porque  declara  que  la  Iglesia  no  reconoce  que  el 
matrimonio  civil  contraído  por  una  persona  pueda  ser  impedimento 
canónico  para  recibir  el  sacramento  del  matrimonio  con  otra. 

Sin  embargo  la  cuestión  es  perfectamente  clara  y  sencilla,  desde  el 
punto  de  vista  legal.     Puede  reaucirse  á  los  términos  siguiente  : 

¿  El  sacramento  del  matrimonio  es  contrario  á  la  soberanía  nacional^ 
^  tiene  por  objeto  turbar  la  paz  pública  P  La  sola  razón  natural  y  el 
simple  sentido  común  bastan  para  contestar  negativamente  esta  pregunta. 
Y  como  esas  dos  son  las  únicas  cortapisas  que  tiene  la  libertad  religiosa, 
resulta  claro  como  la  luz  que  el  sacramento  del  matrimonio  puede  y 
debe  administrarse  con  plena  y  perfecta  libertad ;  y  que  el  poder  civil 
viola  la  Constitución  siempre  que  quiera  ponerle  trabas  ó  embarazos  de 
cualquiera  clase,  ó  impedir  que  surta  sus  naturales  y  necesarios  efectos. 

Y  no  obstante  esto,  la  Comisión  encuentra  perfectamente  arreglado 
á  la  letra  y  al  espíritu  de  la  Constitución  nacional  el  imponer  obliga- 
ciones á  los  ministros  del  culto  en  lo  relativo  á  la  administración  del 
sacramento  del  matrimonio^  y  castigar  con  penas  más  ó  menos  severas  á 
los  que  no  las  cumplan. 

Extraña  la  Comisión  que  el  artículo  6?  de  la  ley  se  limite  á  imponer 
una  multa  á  los  ministros  del  culto  que  casen  á  una  persona  con  otra 
distinta  de  aquella  con  quien  contrajo  matrimonio  civil ;  y  parece  como 
que  deseara  que  el  castigo  fuese  la  ocupación  de  temporalidades  y  el 
extrañamiento  perpetuo  o  por  largo  tiempo.  Pertenecen,  sin  embargo, 
«US  miembros  á  la  escuela  que  profesa  el  principio  de  que  á  ninguno^ 
por  más  insigne  y  famoso  malhechor  que  sea,  se  le  pueda  imponer  pena 
corporal  que  pase  de  diez  años.     Dejemos  á  un  lado  ese  contrasto  que  á 
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cada  paso  se  presenta  en  los  anales  de  las  persecuciones  de  la  Iglesia^ 
y  pasemos  á  otra  cosa. 

Si  el  matrimonio  es  un  acto  único  é  indivisible^  debe  descebarse  por 
completo  el  civil  ó  el  religioso,  y  quedar'  establecido  uno  solo  de  los 
dos ;  y  como  la  Constitución  no  permite  destruir  el  religioso,  debería 
prohibirse  absolutamente  el  civU.  Si,  por  el  contrario,  es  un  acto 
múltiplo,  que  pueda  dividirse  y  celebrarse  ya  civil,  ya  religiosamente,  ya 
de  ambas  maneras,  de  suerte  que  la  parte  religiosa  sea  del  todo 
distinta  é  independiente  de  la  parte  civil,  no  hay  motivo  alguno  para 
exigir  que-el  religioso  sé  celebre  previamente  entre  los  que  contrajeron 
el  civil. 

Por  otra  parte,  ¿  quien  ha  autorizado  al  poder  civil  para  definir  y 
establecer  impedimentos  en  la  administración  de  los  sacramentos? 
j  No  es  ése  un  asunto  pura  y  exclusivamente  del  dominio  de  la  potestad 
espiritual P  ¿Y  con  qué  derecho  pretende  la  ley  del  Estado  impedir 
actos  religiosos  que  en  nada  afectan  la  soberanía  nacional  ni  la  paz 
publica  P 

8.  Animados  los  enemigos  del  matrimonio  religioso  con  la  anulación 
del  artículo  7?  de  la  ley  de  Cundinamarca  que  hemos  examinado, 
quisieron  avanzar  más  en  su  ingrata  tarea  de  desquiciar  el  orden 
fiocial;  y,  por  medio  de  una  solicitud,  dirigieron  sus  tiros  contra 
el  artículo  134  del  Código  civil,  y  contra  el  artículo  1?  de  la  ley  de  30 
de  Agosto  de  1864,  en  cuanto  de  él  se  pudiera  deducir  un  argumento  en 
apoyo  de  la  doctrina  contenida  en  el  primero.  El  fundamento  prin- 
cipa de  esa  solicitud  consiste  en  que  las  disposiciones  citadas  tienen 
efecto  retroactivo^  contra  lo  dispuesto  en  el  artículo  24  de  la  Constitu- 
ción nacional. 

Bueno  es  que  principiemos  por  copiar  las  dos  disposiciones  citadas. 
Dicen  así : 

Art.  134  (Código  civil).  Son  válidos  para  los  efectos  civiles  v  políticos,  los  matri- 
monioB  celebrados  ante  los  respectivos  ministros  de  los  cultos,  conforme  á  los 
cánones  6  constitnciones  religiosas  á  qne  los  contrayentes  se  hayan  snjetado  para 
celebrar  el  matrimonio. 

Art.  1?  (Lev  de  30  de  Agosto  de  1864).  Desde  la  pnbHcación  de  la  presente  ley 
sólo  producirán  efectos  civiles  y  políticos  los  matrimonios  que  se  celebren  ante  los 
Notiurios  ó  Jueces  de  distrito  con  las  formalidades  establecidas  en  los  artículos  119 

L131  del  Código  civil.    Esta  disposición  no  comprende  á  los  matrimonios  celebrados 
era  del  territorio  del  Estado. 

§.  Tampoco  comprende  esta  disposición  á  los  matrimonios  celebrados  hasta  la 
publicación  de  esta  ley,  y  treinta  dms  después. 

Desde  luego  es  patente  que  hay  contradicción  entre  las  primeras 
palabras  del  artículo  1?  copiado  y  el  §  ;  pues  si  desde  la  publicaciSn  de  la 
ley  no  debían  surtir  efecto  sino  los  matrimonios  puramente  civiles,  no 
podía  aplazarse  la  eficacia  de  la  ley  para  treinta  días  de^ués  de  dicha 
publicación. 

Prescindiendo  de  eso,  es  claro  que  el  artículo  134  del  Código  civil  fué 
derogado  por  la  ley  de  1864,  porque  es  del  todo  imposible  darles 
cumplimiento  simultáneamente  á  ambos. 

El  objeto  con  que  se  pidió  la  suspensión  y  anulación  era  nada  menos 
que  el  de  destruir  de  un  golpe  la  legitimidad  de  todos  los  matri- 
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luonios  celebrados  en  el  Estado  desde  1853  Lasta  1864;  y  convertir  en 
ilegítimos  todos  los  parentescos  legítimos  originados  de  tales  matrimo- 
nios. 

Parece  que  ttn  asunto  de  tan  alta  importancia  se  hubiera  meditado 
maduramente  para  darle  la  forma  más  conforme  á  las  disposiciones 
aplicables  al  caso^  p^o  no  fué  así.  Se  procedió  con  tan  poco  tino^  que 
en  lugar  de  pedir  la  suspensión  y  anulación  del  artículo  134  ya 
«itado^  que  es  lo  que  permiten  las  instituciones^  se  pidió  la  suspensión 

{r  anulación  de  los  efectos  de  dicho  artículo ;  lo  cual  no  pueden  conceder 
a  Corte  ni  el  Senado  en  sus  respectiyos  casos.  Véanse,  si  no,  fes  siguien- 
tes disposiciones  de  la  Constitución  nacional : 

Art  14.  Los  Ciclos  legisleUivoe  de  las  Asambleas  de  los  Estados  que  sálf^ 
evidentemeiite  de  su  esfera  de  acdóa  constitacional,  se  hallan  sujetos  á  suspensión 
y  anulación  confarme  á  lo  dispuesto  en  esta  Constituoión. 

Art.  51.  Son  atribuciones  del  Senado : 

5'  Decidir  definitivamente  sobre  la  nulidad  6  validez  de  los  actos  legisl^Uivos  de 
las  Asambleas  de  los  Estados,  y  que  se  denuncien  como  contrarios  4  la  Constitu- 
ción de  la  República. 

Art.  72.  Corresponde  ¿la  Corte  Suprema  suspender  por  unanimidad  de  votos,  á 
pedimento  del  Procurador  general  6  de  cualquier  ciudadano,  la  ejecución  de  loe 
actos  legisVlUivos  de  las  Asambleas  de  los  Estados  en  cuanto  sean  contraíaos  á  la 
Constitución  ó  á  las  leyes  de  la  Unión. 

El  asunto  era^  pues^  hien  sencillo  j  y  sin  embargo  dio  lugar  á  un 
larguísimo  debate  que  duró  varios  años  y  en  el  cual  intervino  un 
numero  considerable  de  personas.  Daremos  siquiera  una  ligera  idea 
de  él. 

La  exposición  del  señor  Procurador  fué  corta  y  sencilla.  Aunque  no 
se  fijó  en  que  lo  que  se  pedia  era  la  suspensión  de  los  efectos  del  artí- 
culo 134  del  Código  civil,  hizo  presente  qiie  ese  artículo  era  anterior  & 
la  Constitución  nacional ;  y  que,  por  lo  mismo,  si  era  opuesto  á  ella, 
había  quedado  derogado  desde  que  ella  se  sancionó^  y  no  había  para  que 
i9uspenaerlo.  Bespecto  del  artículo  1?  do  la  ley  de  30  de  Agosto  de 
18649  opinó  que  no  era  opuesto  á  la  Constitución  ni  á  las  leyes. 

En  la  Corte  Suprema  ae  la  Unión  no  fueron  acordes  los  parecerefi. 
El  Magistrado  sustanciador  sostuvo  que,  aunque  di  Código  civil  de 
Cundinamarca  fuera  anterior  á  la  Constitución,  sí  podían  ser  sue{>en- 
didas  y  anuladas  sus  disposiciones ;  que  el  artículo  134  era  claramente 
inconstitucional,  porque  producía  efectos  retroactivos ;  que  dicho  artí* 
culo  se  refería  sólo  á  los  matrimonios  anteriores  á  su  sanción ;  que 
estaba  vigente,  y  que  debía  ser  suspendido. 

De  los  Magistrados  restantes  de  la  Corte,  uno  se  adhirió  á  ese  parecer 
y  los  demás  ló  impugnaron.  Estos  últimos  sostuvieron  que  la  Legisla- 
tura de  Cundinamarca  tuvo  perfecto  derecho  para  sancionar  el  artículo 
134  ya  citado ;  xjue  ese  artículo  surtió  sus  efectos  antes  de  la  vigenduk 
de  la  Constitución,  y  no  pudo  por  lo  mismo  ser  violatorio  de  eDa ;  y 
finalmente,  que  la  suspensión  j  anulación  pedidas  producirían  un  graa 
trastorno  sociaL  Uno  de  esos  Magistrados  agregó  otras  considera- 
ciones, siendo  la  principal  la  de  que  sólo  podían  suspenderse  los  actos  de 
las  Asambleas  y  no  sus  qfectoSf  que  era  lo  único  que  restaba  de  la  diq)08Í- 
ción  aludida. 

Ese  mismo  año  pasó  el  asunto  al  Senado :  y  la  Comisión  respectív» 
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no  pado  tampoco  obtener  uniformidad  de  pareceresw  La  mayoría 
presentó  un  largo  informe^  en  el  eaal  se  cuidó  poco  de  disimular  su 
odio  frenético  al  matrimonio  católico. 

Principia  la  mayoría  de  la  Comisión  por  resumir  lo  que  sobre  el 
particular  habían  (Úcho  el  peticionario  y  los  empleados  que  babian  ínter- 
Tenido  en  el  asunto ;  y  agrega  que  la  divergencia  de  opiniones  prueba  la 
gravedad  de  la  cuestión,  como  si  en  cuestiones  de  poca  importaneia  no 
pudiera  haber  también  diversidad  de  pareceres. 

Heconoce  en  seguida  que  el  matrimonio  es  base  áe  la  familia  y  del 
orden  social ;  y  asevera  que  debe  su  institución  á  la  naturaleza,  y  su 
perfección  á  la  ley.  Lo  primero  es  evidente  de  suyo;  pero  en  lo 
segundo  yerra  lamentablemente.  La  institución  y  el  perfeccionamiento 
del  matrimonio  no  vienen  de  la  naturaleza  ni  de  la  ley^  sino  de  Dios, 
como  lo  hemos  demostrado  al  principio  de  este  capítulo. 

Hace  luego  referencia  á  las  disposiciones  sobre  matrimonio  de  las 
leyes  de  1853  y  1856 ;  recuerda  el  precepto  de  la  Constitución 
de  1858  sobre  libertad  religiosa^  y  la  prohibición  que  imponía  á  los 
Estados  de  intervenir  en  amntos  religiosos ;  el  precepto  de  la  Constitu- 
ción de  Cimdinamarca  de  1858  sobre  no  retroactividad  de  las  leyes  ;  los 
de  la  Constitución  de  1863  sobre  inspección  de  cultos  y  sobre  libertad 
religiosa ;  y  dice  que  ésas  son  las  disposiciones  que  deben  tenerse  en 
cuenta  al  examinar  y  decidir  el  asunto. 

Entra  luego  á  examinar  si  el  Estado  de  Cundinamarca  tenía  derecho 
para  expedir  los  actos  de  que  se  trata^  y  si  el  Senado  era  competente 
para  decidir  sobre  su  validez  ó  nulidad. 

Tocante  á  lo  primero,  sostiene  la  mayoría  de  la  Comisión  la  negativa; 
y  se  funda  en  la  prohibición  que  tenían  los  Estados  de  intervenir  en 
usuntos  religiosos.    Á  este  propósito  se  expresa  así : 

''  Intervenir  es  asistir  con  autoridad,  inspeccionar."  Darle  fuerza  legal  &  un 
acto  religioso,  es  asistir  con  autoridad  á  ese  acto ;  inspeccionarlo  es  intervenir  en 
ese  mismo  acto.  . 

Imponer  obligaciones  legales  provenientes  de  actos  6  ritos  religiosos,  es  restringir 
la  libertad  de  profesar  la  religión  referente  ¿  esos  actos  ó  ritos. 

De  consiguiente,  las  leyes  que  han  declarado  el  acto  religioso  llamado 
matrimonio,  como  u|i  hecho  que  impone  derechos  y  obligaciones  civiles,  han 
saUdo  evidentemente  de  la  órbita  constitucional  que  les  han  señalado  las  institu- 
ciones. 

Difícilmente  puede  uno  creer  que  hombres  de  talento  e  instrucción  se 
atrevan  á  autorizar  con  su  £rma  esa  clase  de  aserciones.  Sólo  el  odio 
ciego  á  las  instituciones  católicas  puede  explicarlo. 

Tr«6  solas  líneas  le  bastan  para  entrar  en  un  círculo  vicioso.  ''  Inter- 
venir ,  dice,  es  .  .  .  inspeccionar.'*  *'  Inspeccionarlo  (un  acto  cualquiera) 
es  intervenir  en  ese  mismo  acto.^^  Esto  no  se  le  toleraría  á  un  estudiante 
de  primer  año  de  filosofía;  pero  hay  que  tolerarlo  á  los  enemigos 
de  las  instituciones  católicas  aunque  sean  Senadores  de  la  Itepública, 
porque  á  ellos  todo  ha  de  serles  permitido. 

Admitiendo  que  intervenir  sea  asistir  con  autoridad,  es  claro  que  por 
el  artículo  134  de  que  tratamos  el  legislador  no  intervino  en  el  acto 
religioso  del  matrimonio.  Declarar  válidos  los  matrimonios  religiosos 
páralos  efectos  civiles  y  políticos,  no  es  asistir  con  ^pl^^jt^^  Jiv^sp^ 
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matrimonios  ni  inspeccionarlos.  Quien  asiste  con  autoridad  á  ellos^  es  la 
autoridad  eclesiástica  que  determina  cuándo  ^  cómo  puede  verificarse  su 
celebración  y  preside  á  ella;  quien  los  inspecciona^  es  la  misma 
autoridad  eclesiástica  que  interviene  en  ella.  Esto  tiene  que  verlo  claro 
todo  el  que  tenga  razón  natural^  y  no  esté  cegado  por  el  odio  contra 
los  matrimonios  católicos. 

La  libertad  de  profesar  una  religión  cualquiera  no  se  restringe  con 
el  hecbo  de  dar  efectos  civiles  al  matrimonio  religioso^  sino  que  por 
el  contrario  esto  constituye  una  verdadera  y  eficaz  garantía  de  esa 
misma  libertad.  Tan  patente  es  esto,  que  tememos  oscurecerlo  que- 
riendo explicarlo  y  comentarlo.  Agreguemos^  sin  embargo,  algunas 
consideraciones  sobre  el  particular ;  y  para  ser  más  claros,  supongamos 
el  caso  de  dos  católicos  oe  los  cu^es  el  uno  reside  en  un  país  donde 
rige  el  artículo  134  del  Código  civil  de  Cundinamarca,  y  el  otro  en  un 
lugar  donde  se  ba  sustituido  á  esa  disposición  el  matrimonio  civil 
forzoso  y  exclusivo. 

¿  De  qué  manera  ni  desde  qué  punto  de  vista  puede  restringir  al 
primero  su  libertad  religiosa  el  hecho  de  que  la  ley  dé  efectos  civiles  á 
su  matrimonio  religioso  P  j  Es  obligado  por  eso  á  seguir  tal  ó  cual 
religión  ?  No.  ¿  Le  está  prohibido  cambiar  de  religión,  cuando  á  bien 
lo  tenga?  Tampoco.  jSe  le  ordena  casarse  ó  dejarse  de  casar,  6 
hacerlo  con  tal  ó  cual  persqna  P  Menos  aun.  ¿  Á  qué  se  le  obliga 
pues  P  Á  que  reconozca  á  su  mujer  como  legítima  mujer,  y  á  sus  bijos 
como  hijos  legítimos ;  jos  decir,  á  que  reconozca  lo  mismo  que  él  quiere 
reconocer  de  grado,  á  que  acepte  la  misma  posición  social  que  está 
anhelando  obtener,  á  que  aparezca  ante  la  sociedad  y  ante  la  ley  en  la 
calidad  y  en  el  estado  en  que  se  ha  colocado  deliberadamente  por  su 
propia  y  espontánea  voluntad. 

Veamos  ahora  cómo  es  protegido  el  católico  en  el  ejercicio  de  su  oulto 
con  el  matrimonio  civil  forzoso  y  exclusivo.  Desde  luego  es  verdad  que 
no  se  le  obliga  á  seguir  tal  ó  cual  religión,  ni  á  perseverar  en  la  suya^ 
ni  á  que  se  case  ó  deje  de  casarse,  ni  á  que  lo  haga  ó  deje  de  hacerlo 
con  determinada  persona.  Hasta  aquí  corre  parejas  este  caso  con  el 
anterior.  Veamos  ahora  las  diferencias.  Á  pretexto  de  no  afectar  en 
lo  mínimo  su  libertad  religiosa,  la  ley  principia  por  convertir  su  matri- 
monio cristiano  en  un  amancebamiento  legal ;  su  mujer,  en  quien  ve 
brillar  las  virtudes  y  que  es  el  encanto  y  la  alegría  del  hogar,  rebajada 
á  la  torpe  condición  de  las  mujeres  percudas  y  de  mala  yí&  ;  sus  mjoe, 
pedazos  del  alma,  en  hijos  ilegítimos,  cuando  no  sean  adulterinos  6 
incestuosos;  su  hogar,  que  quería  fundar  como  jefe  de  una  familia 
honrada  y  digna  de  respeto  y  consideración,  convertido  en  luglr  de 
libertenaje  que  las  leyes  y  las  autoridades  se  esfuerzan  en  reprimir  y 
castigar.    En  una  pcdabra,  su  voluntad  firme  y  decidida,  formada  con 

Siena  deliberación  y  con  maduro  examen,  desatendida,  pisoteada, 
estruida,  á  pretexto  de  hacerle  efectiva  su  libertad  religiosa.  ¿  Es  ésa 
verdadera  libertad,  verdadera  protección  P  ¿  No  es  más  bien  una 
tiranía  tanto  más  infame  é  insoportable,  cuanto  se  ejerce  sobre  lo 
más  santo  que  tiene  el  hombre  sobre  la  tierra,  su  hogar,  su  mujer,  sus 
hijos  y  demás  parientes  P 

Es,  pues,  evidente  que  al  dar  la  ley  efectos  cijdl^M^di@Bíríw>mo 
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reKgioso,  lejos  de  menoscabar  la  libertad  religiosa,  la  protege  y  la  hace 
eficaz,  al  paso  que  al  privarlo  de  ellos  la  ataca  directamente  de  la 
manera  mas  injusta  y  tiránica  que  pueda  verse. 

Se  pretenderá  tal  vez  que  todo  inconveniente  queda  zanjado  con  que 
el  que  contrajo  matrimonio  religioso  haga  practicar  también  la  dili- 
gencia civil,  para  que  así  el  matrimonio  sea  completamente  eficaz  y 
nrme  tanto  ante  la  ley  como  en  el  fuero  de  la  conciencia.  Mas  eso  no 
será  posible  siempre,  aunque  se  quiera ;  porque  habrá  casos  en  que  el 
matrimonio  sea  permitido  por  la  ley  religiosa  y  prohibido  por  la  ley 
civil,  y  al  contrario. 

En  esos  casos  de  oposición  6  contrariadad  entre  las  dos  legislaciones» 
es  cuando  se  presenta  más  clara  y  patente  la  absurdidad  de  la  doctrina 
que  combatimos.  Un  católico  ve  escrita  en  las  instituciones  políticas 
del  país  la  garantía  amplia  y  completa  de  ejercer  su  culto,  sin  restric- 
ción alguna ;  y  en  uso  de  esa  libertad  recibe  el  santo  sacramento  del 
matrimonio.  Ya  en  seguida  á  legitimar  su  unión  ante  la  ley,  y 
resulta  algún  obstáculo  que  no  es  posible  zanjar.  ¿  Qué  hacer  entonces  ? 
¿  Abandonar  la  mujer  á  quien  acaba  de  unir  su  suerte,  y  desmantelar 
el  hogar  que  apenas  estaba  principiando  á  establecer  P  Eso  quieren 
las  leyes  y  las  autoridades  públicas,  que  pueden  llegar  hasta  hacer 
aparecer  su  unión  como  un  simple  amancebamiento  legal ;  pero  á  ello 
se  oponen  los  preceptos  de  su  religión  y  su  propia  voluntad.  ¿Es 
eso  protección,  ó  más  bien  persecución  tiránica  ?  Dígalo  el  que  tenga 
siqmera  sentido  común  y  no  esté  cegado  por  el  odio  y  la  mala  voluntad. 

Veamos  ahora  el  copientario  que  hace  la  mayoría  de  la  Comisión  al 
citado  artículo  134  del  Código  civil  de  Cundinamarca. 

Por  este  artículo  no  es  el  contrato  matrimonial,  cuyas  reglas  debió  fijar  el 
legislador  del  Estado,  el  que  tiene  efectos  civiles  y  políticos,  sino  el  acto  religioso 
celebrado  ante  los  minisixos  de  los  cultos  conforme  á  los  cánones  j  respectivas 
eonsiituciones  religiosas ;  así  es  que,  si  por  tales  cánones  y  constihiciones  es  diso- 
luble el  matrimonio,  el  artículo  expresado  lo  declara  disoluble ;  si  el  contrayente 
pertenece  &  la  reli^ón  mahometana  y  el  matrimonio  se  celebra  con  tres  ó  más 
mujeres,  este  matrimonio  es  válido  por  ministerio  del  mismo  artículo. 

Si  las  constituciones  religiosas  de  los  contrayentes  permiten  que  se  case  el 
hermano  con  la  hermana,  el  adoptante  con  la  hija  adoptiva,  6  que  se  celebre  entre 
personas  á  quienes  la  civilización  cristiana  ha  prohibido  contraer  ese  enlace,  la  ley 
de  Cundinamarca  que  se  examina,  declarará  válidos  tales  matrimonios. 

Es  cosa  curiosa  ver  defender  la  indisolubilidad  del  matrimonio  á  lo» 
apóstoles  de  la  misma  escuela  que  estableció  la  disolubilidad  en  1853, 
como  lo  vimos  antes,  y  que  la  ha  planteado  después  en  el  Estado  de 
Bolív%r ;  y  ver  que  apelan  á  la  civilización  cristiana  para  defender  la 
santidad  del  matrimonio,  aquellos  mismos  que  están  haciendo  hercúleos 
esfuerzos  pior  falsear  y  destruir  esa  santa  y  venerable  institución  desde- 
el  punto  de  vista  religioso. 

En  lo  demás,  las  observaciones  de  la  mayoría  de  la  Comisión  carecen, 
de  toda  importancia  y  se  destruyen  con  esta  simple  observación :  la  ley 
de  Cundinamarca  habla  de  matrimonios  celebrados  ante  los  ministros 
del  culto,  conforme  á  los  cánones  ó  constituciones  religiosas ;  es  decir, 
de  los  matrimonios  celebrados  con  arreglo  á  las  prácticas  de  los  cultos. 
qtí€  se  profesan  públicamente  en  el  país,  ifo  corresponde  á  la  legislación  de^ 
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Cundinamarga  sino  á  la  de  la  Unión,  determinar  cuáles  deben  ser  esos 
cultos;  y  si  conforme  á  ésta^  figuran  entre  ellos  d  mahometismo  ó 
algún  otro  que  permita  enlaces  matrimoniales  prohibidos  por  la  civili- 
zación cristiana,  la  ley  de  Cundinamarca  no  puede  rechazarlos  sin 
atacar  la  garantía  de  la  libertad  religiosa  consignada  en  las  instituciones 
nacionales.  El  mal^  pues,  si  pudiera  llegar  á  existir,  no  vendría  de  la 
ley  de  Cundinamarca,  que  se  inclinó  respetuosa  ante  las  creencias 
religiosas  que  se  profesan  públicamente  en  el  país,  sino  de  la  legislación 
nacional  que  permitía  el  ejercicio  público  de  cultos  inaceptables  ante  la 
civilización  cristiana. 

Veamos  otro  de  los  conceptos  de  la  Comisión. 

El  matrimoBÍo,  conforme  ¿  los  cánones  de  la  comunión  católica,  es  un  sacramento 
qae  tiene  efectos  espirítaales  que  le  atriba jen  los  respectivos  religionarios ;  y  darle 
efectos  civiles  k  nn  sacramento,  es  no  sólo  violar  el  principio  de  la  emancipación 
religiosa,  contrariando  evidentemente  la  Constitación  j  leyes  nacionales,  sino  tam- 
bién colocar  de  nnevo  el  poder  civil  bajo  la  dependencia  de  la  potestad  eclesiástica, 
sin  obtener  los  derechos  que  en  otra  época  emanaban  de  las  relaciones  entre  el 
Estado  y  la  Iglesia. 

¿  Por  qué  se  viola  el  principio  de  la  emancipación  religiosa,  con  sólo 
dar  efectos  civiles  al  matrimonio  católico,  ó  en  general,  al  matri- 
monio religioso  ?  La  mayoría  de  la  Comisión  no  lo  dice,  quizá 
porque  no  podía  explicarlo  satisfactoriamente.  Tampoco  ex{¿ica  cómo 
ni  por  qué  queda  el  poder  civil  bajo  la  dependencia  de  la  potestad 
eclesiástica,  con  el  hecho  de  aceptar  el  matrimonio  religioso.  '  Esas  son 
meras  frases  que  se  emplean  para  engañar  tontos,  y  á  las  cuales  se 
apela  cuando  no  se  tienen  razones  que  exponer. 

Bueno  es  copiar  otro  fragmento  del  citado  informe. 

Establecida  la  federación  y  atribuida  ¿  los  Estados  la  legislación  civil,  ellos 
pudieron  legislar  libremente  sobre  el  contrato  matrimonial  y  abrrogar  las  leyes 
nacionales  que  regían  sobre  la  materia,  pero  sin  contrariar  la  libertad  religiosa, 
sin  intervenir  en  asuntos  religiosos,  sin  hacer  de  los  ministros  de  los  cultos 
funcionarios  públicos  que  sustituyan  á  los  jueces  y  notarios,  infringiendo  no  sólo 
la  Constitución  sino  la  ley  nacional  de  15  de  Jumo  de  1863,  vigente  todavía  en  la 
Bepáblica,  y  por  la  cual  se  declararon  sin  fuerza  alguna  legal  los  actos  eclesiásticos. 

Beconoce  la  mayoría  de  la  Comisión  que  los  Estados  podían  disponer 
lo  que  á  bien  tuviesen  sobre  el  matrimonio,  con  tal  que  no  contrariaroa 
la  libertad  religiosa,  ni  intervinieran  en  asuntos  religiosas,  ni  hicieran 
funcionarios  públicos  á  los  ministros  del  culto ;  y  como  hemos  demos* 
trado  antes  patentemente  que  el  dar  efectos  civiles  al  matrimonio 
religioso  ni  restríngela  libertad  religiosa,  ni  constituye  intervenci&i 
de  las  autoridades  civiles  en  los  asuntos  religiosos,  y  como  por  otnt 

Sarte  es  evidente  de  suyo  que  por  ese  hecho  no  adquieren  los  ministros 
el  culto  el  carácter  de  funcionarios  públicos,  es  claro  que  la  Legislatora 
de  Cundinamarca  tuvo  perfecto  derecho  para-  expedir  el  cutículo  134 
del  Código  civil  de  que  tratamos. 

La  mayoría  de  la  Comisión  hizo  al  fin  otro  argumento  consistente  bxl 

que  la  Constitución  de  Cundinamarca  prohibía  dar  leyes  con  efecto 

retroactivo ;  pero  ella  misma  convino  en  que  eso  no  se  debe  tener 

cuenta  al  decidir  el  asunto. 

En  cuanto  á  la  cuestión  de  competencia  del  Senado  para  anular 
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ley,  la  mayoría  de  la  Comisión  hizo  notar  que  había  antecedentes  en 
pro  y  en  contra ;  pues  tanto  la  Corte  como  el  Senado  han  estado  unas 
veces  por  la  afirmativa  y  otras  por  la  negativa.  .  Para  la  mayoría  de  la 
Comisión  es  indudable  que  existe  la  potestad  suficiente  para  decidir  los 
casos  que  se  presenten. 

En  definitiva,  la  mayoría  de  dicha  Comisión  opinó  que  debía  anu- 
larse el  artículo  134  del  Código  civil,  no  por  el  efecto  retroactivo,  sino 
porque  restringe  la  libertad  religiosa,  porque  interviene  en  un  acto 
religioso  y  *'  por  la  flagrante  violación  del  pri^ncipio  de  la  emancipación 
promulgado  desde  1863  y  desarrollado  en  la  citada  ley  de  15  de  Junio 
de  1853,  cuya  vigencia  es  incontrovertible." 

Sobre  lo  de  restricción  de  la  libertad  religiosa  é  intervención  en 
acto  religioso,  es  inútil  agregar  nada  á  lo  dicho  antes ;  y  en  cuanto  á 
lo  que  se  dice  de  la  ley  de  15  de  Junio  de  1853,  bastan  estas  dos  observa- 
ciones : 

La  primera,  que  ninguna  de  sus  disposiciones  pugna  con  la  del  artículo 
134  de  que  se  trata,  como  puede  verlo  cualquiera  leyendo  la  citada  ley, 
que  bemos  analizado  en  otra  lugar ;  y 

La  segunda,  que  esa  ley  cuya  agencia  es  incontrovertible,  según  lo 
afirmadla  mayoría  de  la  Comisión,  fué  derogada  especial  y  expresamente 
por  el  artículo  5?  de  la  ley  de  14  de  Mayo  de  1855. 

Parécenos,  pues,  que  no  puede  ser  más  patente  la  sinrazón  con  que 
obró  la  mayoría  de  la  Comisión,  así  como  el  odio  frenético  que  mani- 
festó contra  el  matrimonio  católico. 

La  minoría  de  la  Comisión  presentó  un  informe  corto  y  bien  razonado, 
en  el  cual  demostró  que  la  Legislatura  de  Cundinamarca  no  sólo  había 
tenido  derecho  de  expidir  el  artículo  134  del  Código  civil  tantas  veces 
citado,  sino  que  había  obrado  sabiamente  al  expedirlo  para  afirmar  así 
en  lo  posible  el  orden  social.  Demostró  además  que  la  misión  de  la 
Corte  y  el  Senado  se  refería  á  las  leyes  vigentes,  y  ese  artículo  no  lo 
estaba  desde  1864,  En  el  proyecto  de  resolución  con  que  terminó  se 
ve  que  la  minoría  sí  cayó  en  la  cuenta  de  que  lo  que  se  pedia  que  se 
suspendiera  y  se  anulara  no  era  el  artículo  134  sino  sus  efectos,  cosa 
inaceptable  como  vimos  antes. 

El  Senado  no  decidió  el  punto  en  1874,  y  en  el  siguiente  año  volvió 
á  someterse  al  estudio  de  una  nueva  Comisión ;  pero  en  ésta  tampoco 
pudo  obtenerse  uniformidad  de  pareceres.  Hubo,  pues,  tres  informes  : 
uno  de  la  mayoría  de  la  Comisión,  compuesta  de  tres  de  sus  miembros, 
y  otros  dos  de  cada  uno  de  los  dos  miembros  restantes. 

La  mayoría  terminó  pidiendo  que  se  declarara  válido  el  artículo 
1?  de  la  ley  de  1864,  y  opinando  que  no  era  el  caso  de  resolver  nada 
acerca  del  artículo  134  del  Código  civil,  por  cuanto  fué  derogado  por 
aquél.  Del  largo  informe  que  presento  no  creemos  necesario  insertar 
sino  el  concepto  de  que  ''.el  matrimonio  no  es  en  su  esencia  y  en  sus 
santos  fines  un  verdadero  contrato  ni  una  institución  religiosa ;  aunque 
de  otro  lado  sea  cierto  que  lleve  en  su  apoyo  la  sanción  de  la  ley  y  la 
santificación  de  las  diversas  religiones.  Es  anterior,  preexistente  á 
toda  convención  humana ;  nace  en  el  fondo  de  los  corazones,  subsiste  en 
la  unión  de  los  afectos  y  de  la  mutua  correspondencia,  y  cuando  éstosb 
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faltan  ó  desaparecen,  no  hay  ley  ni  poder  alguno  que  alcance  á  resta- 
blecer su  existencia/' 

En  nuestro  concepto  la  Comisión  confunde  lo  que  es  el  matrimonio 
con  el  simple  y  recíproco  amor  entre  un  hombre  y  una  mujer.  Al 
principio  de  este  capitulo  demostramos  que  el  matrimonio  fué  en  su 
establecimiento  y  en  su  perfección  un  acto  esencialmente  religioso. 
Inútil  nos  parece  insistir  más  en  eso. 

TJno  de  los  informes  de  la  minoría  fué  corto  y  sencillo.  En  él  se  llega 
á  las  mismas  conclusiones  de  la  mayoría  por  fundamentos  diversos.  No 
encontramos  en  él  cosa  sobre  la  cual  debamos  llamar  la  atención  de 
nuestros  lectores. 

No  podemos  decir  lo  mismo  del  informe  del  otro  miembro  de  la 
minoría.  El  odio  al  catolicismo  y  la  inconyeniencia  de  lenguaje  se 
dan  la  mano  con  la  ligereza  é  inexactitud  de  las  apreciaciones,  y  la 
futilidad  de  los  razonamientos.  Copiemos,  en  comprobación  de  ello, 
siquiera  dos  fragmentos. 

Por  los  artículos  11  y  52  de  la  ley  nacional  de  20  de  Junio  sobre  matrimonio, 
7  por  el  artículo  19  de  la  ley  de  8  de  Abril  de  1856  sobre  la  misma  materia,  se 
estableció  que  los  matrimonios  eclesiásticos  no  produjeran  efectos  civiles  ni 
políticos.  Éstas  disposiciones  legales,  en  pugna  con  las  costumbres  y  con  erróneas 
creencias  religiosas,  no  tuvieron  aplicación  en  la  práctica,  y  su  desuso  formó 
delincuentes  en  vez  de  esposos  legítimos,  y  extinguió  los  derechos  que  nacen  de 
los  matrimonios  reconocidos  por  la  ley;  y  con  el  objeto  de  variar  esta  situación, 
se  ^trodujo  el  artículo  134  del  Código  civil  por  el  cual  se  declara  que  son 
válidos,  para  los  efectos  civiles  y  políticos,  los  matrimonios  celebrados  ante  los 
respectivos  ministros  de  los  cultos.  .  .  . 

.  .  .  Hoy  como  en  1858  y  1859,  los  matrimonios  puramente  eclesiásticos  no 
producen  efectos  civiles  ni  políticos,  y  los  que  así  se  casan  son  simplemente  reos 
del  delito  de  amancebamiento,  defimdo  y  penado  por  nuestros  códigos.  Mañana, 
como  en  1860,  viene  al  Gobierno  de  Cundinamarca  un  partido  político  que  tiene 
afinidades  con  la  curia,  y  encuentra  las  mismas  razones  que  determinaron  la 
sanción  del  artículo  134  del  Código  civil ;  lo  lógico,  lo  natural  y  lo  seguro  es  que 
vuelva  á  reproducirse  el  mismo  artículo  en  la  legislación.  .  .  . 

Se  necesita  una  audacia  poco  común  para  calificar  de  meros  delin^ 
cuentea  á  todas  las  personas  que  contrajeron  matrimonio  del  año  de  1853 
en  adelante,  sólo  porque  no  observaron  las  disposiciones  de  leyes  que 
pugnaban  con  las  costumbres  y  con  las  creencias  reb'giosas  de  los 
habitantes  del  país;  y  más  que  audacia,  una  inaudita  ]irt-suoci6n  y  aii 
odio  frenético,  son  necesarios  paracalificar  decreenctas  erróm  ^is  ka  creencias 
católicas.  ¿  Quién  es  este  pobre  Senador  para  calificar  do  errores  laa 
creencias  religiosas  que  ban  seguido  y  siguen  los  más  itisignea  sabios 
de  la  edad  media  y  de  los  tiempos  modernos  P 

La  minoría  de  la  Comisión  reconoce  que  las  leyes  sobre  matrimonio 
cítíI  son  contrarias  á  las  costumbres  y  á  la  religión  de  lo3  habitantes 
de  la  República.  ¿  Cuál  debía  ser  la  consecuencia  de  eso  ?  Esta  y  ou 
otra :  esas  no  son  verdaderas  leyes  sino  iniquidades  en  forma  do  leyes^ 
que  no  obligan  á  ningún  individuo  y  que  el  legislador  ha  debido 
apresurarse  á  derogar^  tratando  así  de  curar  las  llagas  abiertas  por  ella^s 
en  el  cuerpo  social  Eso  pedían  la  simple  honradez  y  el  buen  sentí  ilo 
común ;  pero  la  minoría  de  la  Comisión  dedujo  esta  otra  consecuencia  z 
Segó  deben  anularse  todas  las  leyes  que  tiendan  á  poncí"  en  armtjf í^  Im 
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jurisprudencia  con  las  costumbres  y  con  las  creencias  religiosas  de  la 
sociedad,  é  insistir  en  obligar  á  ésta  á  que  sacrifique  sus  más  puras 
costumbres  y  sus  más  santos  principios  religiosos,  en  aras  del  capricho 
y  de  la  terquedad  de  los  enemigos  del  catolicismo.  ¿  Es  ésta  libertad  P 
¿  Es  ésta  tolerancia  ?     ¿  Son  éstas  garantías  P 

Si  la^  leyes  sobre  matrimonio  civil  son  contrarias  á  las  costumbres  y  á 
la  religión  que  se  profesa  en  el  país,  no  se  comprende  cómo  puedan 
producir  escándalo  las  uniones  matrimoniales  en  que  se  prescinda 
de  tales  leyes ;  y  sin  escándalo  no  puede  haber  verdadero  delito  de  aman- 
cebamiento, según  la  definición  que  de  él  dan  eti  la  actualidad  nuestras 
leyes.  Decimos  en  la  actualidad,  porque  reconocemos  que  las  tendencias 
de  los  enemigos  del  catolicismo  llegan  hasta  pretender  que  se  erija  en 
amancebamiento  el  matrimonio  religioso ;  y  prueba  de  ello  es  el  informe 
en  que  nos  ocupamos.  Por  lo  demás,  el  Senador  que  £rmó  ese  informe 
ha  sido  mucho  tiempo  juez  de  Circuito  en  Bogotá,  y  sin  embargo  da  por 
cierto  que  en  la  actualidad  el  matrimonio  religioso  es  verdadero  amance- 
bamiento legal.  Eso  no  se  le  perdonaría  al  más  lerdo  estudiante  de 
jurisprudencia ;  pero  hay  que  perdonárselo  hasta  á  los  Senadores  de  la 
Kepáblica  y  abogados  de  profesión,  siempre  que  sean  enemigos  del  cato- 
licismo, porque  á  éstos  todo  les  es  permitido,  aun  lo  más  extravagante  y 
absurdo. 

En  ouanto  á  aquello  de  que  el  partido  que  dé  validez  á  los  matrimonios 
religiosos  deba  tener  afinidades  ion  la  cuna,  no  lo  creemos  preciso.  No 
las  tenía  el  que  estaba  representado  en  la  Asamblea  de  Cundinamarca  en 
el  año  de  1873,  y  sin  emoargo  sancionó  una  disposición  semejante.  Lo 
que  se  necesita  para  eso  es  sólo  tener  mediano  sentido  común,  y  querer 
armonizar  las  leyes  con  las  costumbres  y  la  religión  de  los  asociados, 
como  es  lo  razonable. 

Tampoco  el  Senado  de  1875  decidió  el  punto  ;  por  lo  cual  en  1876  se 
sometió  de  nuevo  al  estudio  de  ima  Comisión  compuesta  de  cinco  Sena- 
dores, la  cual  redactó  y  presentó  im  corto  y  excelente  informe  en  el 
cual  probó  que  el  Senado  no  tenia  por  qué  entrar  á  examinar  el 
artículo  134  del  Código  civil,  ni  los  efectos  producidos  por  él,  y  sostuvo 
que  era  válido  el  articulo  1?  de  la  ley  de  30  de  Agosto  de  1864.  En 
ese  sentido  fué  su  proyecto  de  resolución,  aprobado  por  el  Senado  en 
los  días  22  y  24  de  Mayo  de  dicho  año  de  1876. 

El  que  lea  el  corto  y  luminoso  informe  de  que  acabamos  de  hablar, 
tandrá  que  admirar  lo  que  puede  el  espíritu  de  odio  y  de  hostilidad 
contra  el  matrimonio  católico  que  abrigan  muchos  de  los  hombres  que 
figuran  en  los  más  eminentes  puestos  públicos,  cuando  ha  podido 
sostenerse  tan  larga  controversia  sobre  una  cuestión  trivial  y  sencilla 
como  la  de  que  hemos  hablado.  Veamos,  en  comprobación  de  esto,  los 
tres  fundamentos  que  expuso  la  Comisión  en  apoyo  de  su  proyecto  de 
resolución. 

!•  Qne  la  Corte  Suprema  tiene  facultad  de  suspenderlas  leyes  inconstitucionales, 
pero  no  la  de  suspender  los  efectos  que  ellas  havan  producido. 

21  Que  no  pueden  suspenderse  leyes  que  están  ya  derogadas,  porque  la  ley  dero- 
gada no  existe. 

3?  Que  la  Con&titución  de  Bionegro,  que   prohibe  que  las  leyes  tengan  efecto^ 
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retroactivo,  no  puede  tenerlo  ella  misma  para  anular  leyes  qne  se  sancionaron  y 
cumplieron  tres  años  antes  de  que  ella  fuera  discutida  y  sancionada. 

La  cuestión  era,  pues,  en  extremo  trivial  y  sencilla,  y  sólo  el  odio  á 
las  instituciones  católicas  ha  podido  hacerle  dar  la  inusitada  importancia 
que  se  le  concedió. 

9.  Recorramos  ahora  rápidamente  las  disposiciones  del  Estado  de 
Antioquia  en  este  mismo  asunto. 

Apenas  erigido  ese  Estado,  su  Asamblea  constituyente  expidió  la  ley 
de  27  de  Noviembre  de  1856  sobre  matrimonio,  en  la  cual  se  encuentran 
las  disposiciones  siguientes : 

Art.  3?  El  matrimonio  sólo  puede  disolverse  por  la  muerte  de  alguno  de  los 
cónyuges :  todo  pa-oto  en  contrario  es  nulo. 

Art.  4?  La  ley  reconoce  como  válidos  los  matrimonios  que  se  hayan  celebrado  y  se 
celebren  conforme  á  las  prácticas  y  ritos  religiosos  de  los  contrayentes,  y  les  da 
efectos  civiles  y  políticos,  con  tal  que  se  conformen  á  la  disposición  del  artículo 
anterior,  y  se  limiten  á  la  unión  de  un  solo  varón  con  una  sola  mujer. 

Art.  22.  Los  matrimonios  celebrados  conforme  á  las  prácticas  y  ritos  religiosos 
de  los  contrayentes,  sólo  podrán  declararse  nulos  por  la  autoridad  correspondiente 
de  la  congregación  religiosa  á  cuyo  rito  se  hubieren  sujetado  los  casados  al  tiempo 
de  contraer  matrimonio  y  conforme  á  los  cánones  que  los  rijan. 

§.  Copias  autorizadas  de  las  decisiones  sobre  nulidad  serán  pasadas  por  los 
interesados  al  Notario  público  respectivo,  para  que  registradas  por  aquél  suAan  los 
efectos  legales. 

Art.  39.  Respecto  de  los  matrimonios  de  que  trata  el  artículo  4?  de  esta  ley,  sólo 
la  autoridad  correspondiente  de  la  congregación  religiosa  á  cuyo  rito  se  hayan 
sujetado  los  cónyuges  al  celebrar  el  matrimonio,  podrá  decretar  la  separaxiión  de 
los  esposos  conforme  á  los  cánones  respectivos  y  quedando  subsistente  el  vínculo 
matrimoniaL 

§.  Copias  autorizadas  de  las  decisiones  sobre  separación  de  los  esposos  serán 
pasadas  por  los  interesados  al  Notario  público  respectivo,  para  que  debidamente 
registradas  por  aquél  surtan  los  efectos  legales. 

Art.  53.  Los  matrimonios  celebrados  después  de  promulgada  la  ley  de  20  de 
Junio  de  1853,  y  en  que  sólo  se  han  guardado  los  ritos  y  pr£ticas  religiosas  de  los 
contrayentes,  se  vali<mn  por  la  presente  en  sí  mismos  y  en  todos  sus  efectos  poU- 
ticos  y  civiles  que  emanan  del  contrato  matrimonial. 

Se  ve  bien  que  el  legislador  de  Antioquia  comprendió  que  en  iin  país 
eminentemente  religioso  como  el  nuestro,  deben  amoldarse  las  leyes  á 
las  necesidades  y  á  las  costumbres  sociales ;  sobre  todo  en  asuntos 
que  se  rozan  con  los  intereses  religiosos,  como  el  matrimonio. 

No  obstante^  tan  sagaz  y  tan  sutil  es  el  espíritu  del  mal^  que  aun  en. 
esa  Asamblea^  compuesta  en  su  totalidad  de  católicos  fervientes,  se 
adoptó  una  disposición  incompatible,  en  parte,  con  la  libertad  y  los 
derecbos  de  la  Iglesia.  Fué  la  del  artículo  11,  en  virtud  del  cual  podía 
imponerse  una  multa  á  los  ministros  del  culto  si  autorizaban  el  malxi» 
monio  de  menores  de  edad,  sin  el  respectivo  permiso  de  los  padres.  JSso 
era  inaceptable^  porque  la  autoridad  civil  carece  de  derecbo  para  fijar 
las  reglas  que  deben  observar  los  ministros  del  culto  en  la  administracióm 
de  los  sacramentos.  Eso  no  duró  sino  basta  el  27  de  Febrero  de  1857, 
fecha  de  una  ley  especial  que  reformó  convenientemente  el  precepto 
legal  aludido. 

10.  Estas  disposiciones  rigieron  hasta  el  1?  de  Enero  de  1865,  día  en. 
que  entró  á  regir  el  Código  civil  de  Cundinamarca,  en  virtud  de  lo 
dispuesto  en  una  ley  expedida  por  la  Asamblea  constituyente  del  Estado 
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en  1 864,  y  con  las  variaciones  dispuestas  en  ella.  Como  algunas  de  esas 
yaríaciones  se  refieren  al  matrimonio,  y  como  después  se  hizo  una  edición 
antioqueña  del  Código  citado^  copiaremos  las  disposiciones  que  se  rela- 
cionan con  nuestro  objeto,  tales  como  las  encontramos  en  dicha  edición. 
Son  las  siguientes : 

Art.  101.  El  contrato  de  matrimonio  se  constituye  y  perfecciona  por  el  libre  y 
mntao  consentimiento  de  los  contrayentes,  expresado  ante  el  funcionario  compe- 
tente, en  la  forma  y  con  las  solemnidades  y  requisitos  establecidos  en  este  Códico, 
y  no  producirá  efectos  civiles  y  políticos  si  en  su  celebración  se  contraviene  á  tales 
forma,  solemnidades  y  requisitos. 

Art.  136.  Son  válidos  para  los  efectos  civiles  y  poKticos  los  matrimonios 
celebraflos  ante  los  respectivos  ministros  de  los  cultos,  conforme  á  los  cánones  ó 
constituciones  religiosas  áque  los  contrayentes  se  hayan  sujetado  para  celebrar  el 
matrimonio. 

La  ley  no  reconoce  como  válidos  para  los  efectos  civiles  los  matrimonios  de 
católicos  (jue  no  se  hayan  celebrado  en  conformidad  con  este  artículo.  Para  tales 
matrimonios  no  se  observarán  las  formalidades  prevenidas  en  los  artículos  121  á 
135,  137  y  138,  las  cuales  tampoco  tendrán  lugar  respecto  de  ac[uello8  individuos  no 
católicos  que  puedan  celebrar  sus  matrimonios  conforme  á  los  ntos  de  su  respectiva 
comunión  religiosa. 

Art.  181.  Las  demandas  sobre  separación  ó  divorcio  se  propondrán  por  escrito 
ante  los  Jaeces  de  Circuito,  quienes  las  oirán,  sustanciaran  y  decidirán  por  los 
trámites  de  la  vía  ordinaria. 

Exceptúanse  de  la  disposición  de  este  artículo  las  demandas  á  que  se  contrae  el 
artículo  187. 

Art.  187.  Respecto  de  los  matrimonios  de  que  tratan  el  artículo  136  y  su  pará- 
grafo, sólo  la  autoridad  correspondiente  de  la  congregación  religiosa  á  cuyos  ritos 
se  hayan  sujetado  los  cónyuges  al  celebrar  su  matrimonio,  podra  decretar  la  sepa- 
ración de  los  esposos,  conforme  á  los  cánones  respectivos,  y  quedando  subsistente 
el  vínculo  matrimonial. 

Art.  209.  L^s  demandas  sobre  nulidad  del  matrimonio  se  propondrán  ante  el 
mismo  funcionario  y  en  los  mismos  términos  que  las  de  divorcio,  según  el  artículo 
181. 

Exceptúanse  de  esta  disposición  las  demandas  sobre  nulidad  de  los  matrimonios 
celebrados  conforme  al  artículo  136  y  su  inciso  2°,  de  las  cuales  deberá  conocer  el 
respectivo  ministro  ó  funcionario  de  la  comunión  religiosa  á  cuyos  ritos  se  suje- 
taron los  mismos  cónyuges  al  celebrar  el  matrimonio. 

Art.  214.  La  declaratoria  sobre  nulidad  del  matrimonio  dictada  por  el  ministro  ó 
funcioiíario  competente  de  la  comunión  religiosa  conforme  á  cuyos  cánones  ó 
constituciones  se  haya  celebrado  el  matrimonio,  tendrá  la  misma  validez  j  surtirá 
los  mismos  efectos  civiles  en  el  caso  del  artículo  209,  inciso  2?,  que  si  hubiera  sido 
decretada  por  la  autoridad  civil  y  por  los  trámites  establecidos  en  este  Código. 

Basta  la  simple  lectura  de  esas  disposiciones,  para  comprender  que  en 
Antioquia  se  previeron  y  subsanaron  la  mayor  parte  de  los  inconvenientes 
que  pueden  resultar  de  las  disposiciones  del  Código  de  Cundinamarca 
qnne  examinamos  en  otro  lugar.  Sólo  quedó  en  pie  el  defecto  de  reconocer 
el  matrimonio  puramente  civil  como  regla  general,  y  el  puramente 
religioso  como  excepción,  cuando  debía  ser  todo  lo  contrario. 

11.  Diez  años  hacía  que  estaba  en  vigor  eata  nueva  legislación,  acorde 
en  el  fondo  con  la  antigua,  sin  que  se  tropezara  con  inconveniente  alguno, 
cuando  el  señor  Procurador  general  de  la  Nación,  al  revisar  el  Código 
civil  de  Antioquia,  encontró  los  artículos  copiados,  en  la  mayor  parte  de 
los  cuales  creyó  hallar  graves  ataques  contra  la  Constitución  de  la 
Bepública ;  por  lo  cual  pidió  su  suspensión. 

Fero  lo  máa  raro  y  sorprendente  en  el  particular  es  que  fundó  su 
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solicitud  de  suspensión  erx  qué  las  disposiciones  citadas  herían  la  garantía 
de  la  libertad  religiosa;  de  suerte  que  precisamente  en  defensa  de  esa 
santa  libertad  tan  invocada  á  cada  paso  por  los  católicos  y  tan  atacada 
por  los  gobiernos,  se  pidió  el  desconocimiento  y  adulteración  del 
matrimonio  cristiano.  ¿  Cómo  no  hemos  de  admirarnos  de  semejantes 
anomalías  P  Que  en  nombre  de  la  soberanía  nacional  y  á  pretexto  de 
defenderla  de  golpes  que  nadie  le  dirige,  se  ataque  nuestra  religión,  es 
cosa  grave  y  sensible ;  pero  que  en  defensa  de  la  libertad  religiosa  se 
nos  arrebate  esa  misma  libertad  y  se  nos  oprima,  es  cosa  que  no  puede 
concebirse  siquiera,  y  que  no  la  creeríamos  si  no  la  estuviésemos  viendo. 

Todos  saben  que  en  el  catolicismo  el  matrimonio  está  elevado  á  la 
categoría  de  sacramento ;  y  que  á  ningún  católico  le  es  permitida  la  cele- 
bración del  matrimonio  civil,  con  desprecio  del  matrimonio  religioso. 
Por  consiguiente,  la  ley  que  dé  efectos  civiles  al  matrimonio  católico, 
lejos  de  atacar  en  lo  mínimo  la  libertad  religiosa  de  los  catóUcos, 
la  garantiza  y  le  da  cumplida  eficacia. 

Venir,  pues,  á  destruir  el  matrimonio  religioso  y  suplantarlo  con  el 
civil,  á  pretexto  de  defender  la  libertad  religiosa,  es  unir  el  sarcasmo  á 
la  iniquidad ;  es  establecer  el  más  salvaje  de  todos  los  despotismos,  en 
nombre  de  la  libertad  ;  es  querer  que  tributemos  alabanzas  y  veneremos 
como  á  libertadores  nuestros,  á  los  mismos  que  se  esfuerzan  por  cuantos 
medios  pueden  haber  á  los  manos  en  mantenernos  bajo  el  oprobioso  yugo 
de  sus  caprichos  y  de  sus  iniquidades. 

A  pesar  de  todo  eso,  la  Corte  Suprema,  por  acuerdo  de  2  de 
Noviembre  de  1874,  suspendió  los  artículos  136  y  187  y  el  inciso  2? 
del  209  del  Código  civil.  Veamos  los  fundamentos  principales  de  ese 
Tribunal  supremo  del  país,  para  un  acto  de  semejante  trascendencia. 

Declarar,  como  se  declara,  por  el  artículo  136  del  Código  civil  de  Antioquia  que 
queda  copiado,  válidos,  para  los  efectos  civiles  y  políticos,  los  matrimonios  cele- 
brados ante  los  respectivos  ministros  de  los  cultos  religiosos,  v  más  que  esto,  negar 
el  reconocimiento  ó  la  validez  de  los  matrimonios  de  los  católicos,  para  los  mismos 
efectos,  cuando  los  contrayentes  no  los  celebran  ante  los  ministros  de  su  culto, 
como  se  prescribe  terminantemente  por  el  parágrafo  ó  la  segunda  parte  ófi  dicho 
artículo  136,  es  poner  en  pugna  ese  punto  de  la  legislación  sustantiva  del  Estado 
con  la  Constitución  nacional;  es,  por  un  lado,  conferir  á  los  ministros  de  los 
cultos  un  carácter  público  y  oficial,  y  aar  á  los  actos  religiosos  que  se  consuman 
según  los  cánones  ó  constituciones  á  que  los  contrayentes  se  sujeten  para  cele- 
brarlos, efectos  civiles  que  sólo  pueden  nacer  de  la  legislación  sustantiva  civil;  es, 
en  fin,  incorporar  en  esa  legislación  los  estatutos  ó  constituciones  religiosas,  con 
cuyo  procedimiento,  como  muy  bien  lo  hace  notar  el  señor  Procurador  general, 
"se  puede  llegar  á  convertir  en  forzosa  la  profesión  de  determinada  religiónt 
incrustándola  en  el  derecho  civil  de  un  Estado.  Y  por  otro  lado  es  obligar  á  los 
católicos  á  contraer  el  matrimonio  ante  sus  ministros,  y  no  ante  los  notarios  6 
jueces  de  distrito,  como  lo  tiene  establecido  el  artículo  121  del  mismo  Código  civil, 
que  por  tal  razón  parece  sancionado  sólo  para  los  que  no  profesan  la  religión 
catóhca,  con  cuva  coacción  se  quebranta  la  garantía  comprendida  en  el  inciso  16 
del  articulo  15  de  la  Constitución  federa,  es  a  saber: 

"  La  profesión  libre,,  pública  ó  privada,  de  cualquiera  religión,  con  tal  que  no  so 
ejecuten  hechos  incompatibles  con  la  soberanía  nacional  ó  que  tengan  por  objeto 
turbar  la  paz  pública.*' 

El  lepslador  de  un  Estado  no  puede  incorporar  en  la  lev  los  cánones,  estatutos 
6  constituciones  religiosas,  porque  aquélla  es  el  resultado  de  la  voluntad  de  todos  ó 
de  la  mayoría  de  los  miembros  que  componen  la  Legislatura,  que  para  ello  han 
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recibido  misión  del  pueblo,  expresada  conforme  á  los  trámites  determinados  en  la 
respectiva  Constitución  municipal ;  en  tanto  que  para  la  discusión  y  sanción  de 
los  estatutos  religiosos,  no  se  cuenta  con  el  asentimiento  del  legislador,  ni  éste  lo 
llega  ¿  prestar  en  caso  alguno.  Ni  había  razón  para  sostener  que  tales  estatutos 
se  incorporan  en  la  ley  del  mismo  modo  que  se  verifica  la  incorporación  de  un 
Código  expedido  por  cual<juier  otro  Estado  ó  Nación,  relativo  ¿  un  ramo  ó  asunto 
de  la  admmistración  pública,  como  sucede  con  el  Código  civil  de  Cundinamarca, 
por  ejemplo,  que  ha  sido  adoptado  por  varios  Estados  de  la  Unión  colombiana  ; 
porque  ese  Código  f  uó  no  sólo  conocido,  sino  que  pudo  ser  detenidamente  exami- 
nado, antes  de  su  adopción  por  los  Gobiernos  de  esos  mismos  Estados,  mientras 
que  por  el  artículo  13o  del  de  Antioquia  que  se  censura,  se  aceptan  ó  incorporan 
todos  los  estatutos  y  constituciones  religiosas ;  esto  es  aquellos  cuyos  textos  son  ó 
pueden  ser  bien  conocidos,  y  los  que  son  del  todo  desconocidos,  como  también  las 
reformas  que  esos  textos  puedan  ir  sufriendo,  para  verificar  las  cuales  el  legis- 
lador no  interviene  ni  puede  intervenir,  sin  violar  la  garantía  17  del  artículo  15  de 
la  Constitución  nacional.  ' 

La  obligación  que  por  el  parágrafo  del  citado  artículo  136  se  impuso  á  los 
católicos  residentes  en  Antioquia  que  quieran  contraer  matrimonio,  de  ocurrir 
precisamente  á  los  ministros  del  culto  católico,  para  que  éste  sea  quien  autorice 
el  acto,  no  considerado  como  sacramento,  sino  como  un  contrato  civil  de  los  que 
reconoce  el  derecho  sustantivo,  significa  tomar  ingerencia  en  asuntos  que  no 
competen  al  legislador,  y  coartar  la  libertad  de  ejercer  cuando  y  como  se  quiera, 
ya  pública,  ya  privadamente,  cualquiera  religión ;  cuyo  ejercicio  es  una  de  las  más 
preciosas  garantías  de  aue  gozan  los  habitantes  y  transeúntes  en  los  Estados  Unidos 
de  Colombia,  formanao  su  reconocimiento  la  base  esencial  é  invariable  de  la 
Unión  entre  los  Estados. 

Como  se  ve,  la  Corte  comienza  por  una  petición  de  principio  : 
'^^  Declarar,  dice,  como  se  declara,  por  el  artículo  136  del  Código  civü  de 
Antioquia  que  queda  copiado,  váKdos,  para  los  efectos  civiles  y  políticos, 
los  matrimonios  celebrados  ante  los  respectivos  ministros  de  los 
<;ultos  .  ,  .  es  poner  en  pugna  ese  punto  de  la  legislación  sustantiva  del 
astado  con  la  Constitución  nacional  Eso  es  dar  por  probado  lo  mismo 
que  se  debía  probar,  y  eso  no  se  toleraría  ni  aun  á  fos  estudiantes  d§ 
filosofía. 

Asegura  luego  que  esa  misma  declaración  lleva  consigo  el  ^'  cóñíerír 
á  los  ministros  de  Ibs  cultos  un  carácter  público  y  oficial/'  Eso  no  es 
cierto.  El  hecho  de  que  la  ley  exija  la  concurrencia  de  ciertas 
personas  á  determinados  actos,  no  inviste  á  dichas  personas  de  carácter 
público  y  oficial.  El  guardador,  por  ejemplo,  tiene  que  estar  presente 
y  autorizar  toda  diligencia  judicial  que  se  practique  con  el  pupuo  como 
parte  en  un  juicio,  y  el  guardador,  á  pesar  de  eso,  no  es  empleado 
público.  Lo  propio  sucede  con  los  peritos,  defensores,  partidores  y  otros 
varios  que  intervienen  en  importantes  actos  civiles.  El  que  quiere 
probar  con  testigos  el  pago  de  una  deuda  que  consta  por  escritura 

Eública,  tiene  que  llamar  cinco  á  que  pr^encien  el  pago,  y  esos  testigos 
amados  á  presenciar  el  acto  para  que  él  sea  eficaz  ante  la  ley,  no  son 
empleados  públicos.  De  la  misma  manera  puede  la  ley  disponer  que  el 
acto  del  matrimonio  se  perfeccione  ante  los  ministros  de  la  Iteligión,  sin 
que  éstos  sean  empleados  públicos. 

Dice  también  la  Corte  que  esa  misma  declaración  de  que  tratamos 
lleva  consigo  "  dar  á  los  actos  religiosos  que  se  consuman  según  los 
cánones  ó  constituciones  á  que  los  contrayentes  se  sujeten  para  celebrarlos, 
afectos  civiles  que  sólo  pueden  nacer  de  la  legislación  sustantiva  civil." 
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Ante  la  ley  y  ante  las  autoridades,  los  efectos  civiles  del  matrimonio  no 
dimanan  ael  hecho  de  recibir  el  sacramento,  sino  de  la  disposición  de  la 
ley  civil  en  virtud  de  la  cual  se  asignan  dichos  efectos  á  la  voluntad  de 
las  partes  manifestada  debidamente  ante  los  ministros  religiosos.  Si  lo 
que  la  Corte  quiere  es,  pues,  que  haya  una  ley  civil  en  virtud  de  la  cual 
se  surtan  los  efectos  civiles  del  matrimonio,  ahí  está  la  ley ;  y  si  lo  que 
pretende  es  que  dicha  ley  civil  no  puede  asignarlos  á  un  acto  religioso, 
vuelve  á  incurrir  en  una  petición  de  principio,  pues  da  por  probado  lo 
que  debía  probar. 

Afirma,  por  último,  la  Corte  que  la  declaración  aludida  hace  '*  incor- 
porar en  esa  legislación  (la  civil)  los  estatutos  ó  constituciones  religiosas, 
con  cuyo  procedimiento  se  puede  llegar  á  convertir  en  forzosa  la  pro- 
fesión de  determinada  religión,  incrustándola  en  el  derecho  civil  de  uii 
Estado/'  Este  razonamiento  es  bien  curioso.  En  la  ley  se  dice  iipenas 
que  se  declaran  válidos  para  los  efectos  civiles  y  políticos  los  matrimo- 
nios celebrados  ante  los  ministros  de  los  cultos  conforme  al  rito  religioso 
de  los  contrayentes ;  y  la  Corte  deduce  esta  consecuencia  :  luego  él 
legislador  ha  incrustado  en  la  ley  civil  todos  los  estatutos  religiosos 
conocidos  y  por  conocer,  y  ha  aceptado  de  antemano  las  variaciones  que 
en  ellos  puedan  introducirse  con  el  trascurso  de  los  tiempos.  Nos  parece 
que  basta  el  simple  sentido  común  para  conocer  al  primer  golpe  de  vista 
todo  el  absurdo  de  semejante  deducción. 

Afirma,  por  último,  la  Corte  que  el  hecho  de  obligar  á  los  católicos  » 
contraer  matrimonio  de  acuerdo  con  las  disposiciones  de  su  religión,  es 
tma  violación  de  la  garantía  de  la  libertad ;  pero  sobre  esto  ocurre  pre- 
guntar :  ¿  respecto  de  quién  se  viola  la  libertad  religiosa  P  ¿  Respecto 
de  los  católicos  P  No,  á  los  católicos  nos  satisface  esa  disposición  ;  la 
defendemos,  y  pedimos  que  se  conserve  intacta.  ¿  Respecto  de  los  que  no 
son  católicos  P  No,  porque  á  ésos  no  les  es  aplicable.  En  todo  esto  hÉy 
es  cierto  una  gravísima  violación  de  la  libertad  religiosa,  pero  ella 
consiste  precisamente  en  suspender  y  anular  una  disposición  necesaria 
para  que  la  libertad  religiosa  sea  efectiva  y  eficaz  para  los  católicos. 

El  punto  es  bien  sencillo.  En  efecto,  la  garantía  de  la  libertad 
religiosa  sólo  tiene  esta  restricción :  que  no  se  ejecuten  actos  incompa- 
tibles con  la  soberanía  nacional  ó  (^ue  tengan  por  objeto  turbar  la  paz 
pública.  Dado,  pues,  un  acto  religioso  cualquiera,  para  saber  si  á  es 
lícito  ó  ilícito,  basta  resolver  respecto  de  él  estas  dos  cuestiones  :  ¿  Ese 
acto  es  contrario  á  la  soberanía  nacional  ?  ¿  Tiene  por  objeto  turbar  la 
paz  pública  P  Y  si  las  respuestas  son  negativas,  el  acto  es  perfectamente 
lícito,  y  no  hay  autoridad  alguna  que  tenga  el  derecho  de  prohibirlo, 
entrabarlo  ó  hacerlo  ineficaz  por  cualquier  medio. 

Hablando  de  matrimonio  religioso,  es  evidente  que  él  no  se  opone  a 
la  soberanía  nacional  ni  tiene  por  objeto  turbar  la  paz  pública,  y  por  lo 
mismo  es  un  acto  perfectamente  lícito,  conforme  á  la  Constitución.  Na 
hay,  pues,  autoridad  alguna  que  pueda  prohibir  el  matrimonio  religioso, 
ni  entrabarlo,  ni  hacerlo  ineficaz  por  ningún  medio.  Lue&^o  lo  que  es 
verdaderamente  inconstitucional,  por  opuesto  á  la  garantía  de  la  libertad 
religiosa,  es  el  matrimonio  civil  obligatorio,  que  entraba  el  religioso  y 
lo  hace  á  veces  ineficaz.     Para   no  ver   esto  con  toda  claridad    es 
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necesario  estar  completamente  cegado  por  el  odio   á  las  instituciones 
religiosas. 

Veamos  ahora  los  fundamentos  de  la  Corte  en  lo  relativo  á  las  otras 
disposiciones  de  que  se  trata. 

Entrando  en  el  examen  del  artículo  187  y  del  parágrafo  6  segunda  parte  del  209 
del  referido  Código  civil  de  Antioquia,  por  el  primero  de  los  cuales  se  da  autoridad 

?r  jurisdicción  á  los  ministros  de  los  cultos  religiosos  á  cuyos  ritos  se  hayan  sujetado 
08  cónyuges  al  celebrar  el  matrimonio,  para  decretar  la  separación  de  los  esposos, 
conforme  á  los  cánones  ó  estatutos  respectivos,  y  por  el  segundo  se  confiere 
también  jurisdicción  á  los  ministros  mencionados  para  declarar  nulos  los  matri- 
monios, se  comprende  fácilmente  la  inconstitucionalidad  de  esas  disposiciones. 
Con  ellas  se  confiere  autoridad  á  funcionarios  que  ni  directa  ni  indirectamente  han 
sido  elegidos  por  el  pueblo  antioG[ueño,  ni  hacen  parte  de  ramo  alguno  del  poder 
público  en  que  éste  se  haUa  dividido  para  su  ejercicio. 

Los  Estados  carecen  de  facultad  para  establecer  cualquiera  forma  de  gobierno 
que  hubiere  de  regblos,  y  por  el  contrario,  están  comprometidos  solemnemente,  en 
obsequio  de  la  integridad  nacional,  de  la  marcha  expedita  de  la  Unión  y  de  las 
relaciones  pacificas  entre  los  mismos  Estados,  "á  organizarse  conforme  á  los 
principios  del  Gobierno  popular,  electivo,  representativo,  alternativo  y  respon- 
sable '  (artículo  8*?,  inciso  V  de  la  Constitución). 

El  pueblo  de  Antioquia  no  elige  los  ministros  del  culto,  y  por  consiguiente  éstos 
no  ejercen  sus  funciones  en  representación  de  aquél,  que  no  es  su  comitente.  Los , 
ministros  de  los  cultos  no  alternan  en  el  ejercicio  de  sus  funciones  religiosas,  y  antes 
bien  algunos  de  ellos,  como  los  del  culto  católico,  consideran  sus  beneficios  colados 
como  una  propiedad  de  que  no  se  les  puede  privar  sino  en  muy  raros  casos;  de 
modo  que  los  empleos  que  ejercen  son  ó  pueden  ser  vitalicios.  Por  ultimo,  los 
ministros  de  los  cultos  no  son  responsables  por  la  ma-nera  como  ejercen  su  minis- 
terio ante  el  poder  civil,  que  no  puede  darles  jueces  que  los  juzguen  como  tales 
ministros,  sin  quebrantar  abiertamente  la  garantía  de  la  libertad  religiosa. 

Y  si  á  las  consideraciones  €[ue  preceden,  se  agrega  la  de  que  no  siendo  los  minis- 
tros de  cualquier  culto  religioso  elegibles  para  los  puestos  públicos  del  Gobierno 
general  de  los  Estados  Unidos,  conforme  al  artículo  33  de  la  Constitución 
nacional,  y  que,  según  el  69  de  la  misma,  los  tribunales  y  juzgados  de  los  Estados 
hacen  parte  del  Poder  judicial  federal,  es  claro  que  en  Antioquia,  para  que  puedan 
ser  jueces  dichos  ministros,  según  el  Código  civil,  habría  que  considerarlos  igual- 
mente como  jueces  de  la  Nación,  según  la  última  de  las  citadas  disposiciones 
constitucionales,  no  obstante  carecer  de  las  condiciones  de  elegibilidad  para  el 
desempeño  de  funciones  correspondientes  al  Gobierno  general ;  y  esta  doctrina  es 
opuesta  á  la  Constitución.  Ni  se  diga  que  el  citado  artículo  69  de  la  Constitución, 
únicamente  se  refiere  á  los  tribunales  y  juzgados  del  Estado  soberano  de 
Antioquia,  establecidos  ó  que  se  establecieren  con  arreglo  á  las  leyes  de  organiza- 
ción judicial  de  dicho  Estado;  porque  si  esto  es  cierto  como  lo  cree  la  Corte, 
resulta  como  consecuencia  forzosa  de  este  argumento  la  contradicción  patente  que 
existe  entre  la  legislación  sustantiva,  que  da  autoridad  y  jurisdicción  á  personas 
que  no  son  jueces  en  el  Estado,  y  las  leyes  de  organización  de  los  tribunales,  que 
no  invisten  del  carácter  de  jueces  á  esas  personas  que  funcionan  como  ministros  de 
cultos,  según  determinados  ritos  religiosos 

Todo  ese  grande  aparato  de  argumentación  se  desvanece  como  el  humo 
ante  esta  sencilla  consideración  :  el  hecho  de  dar  efectos  civiles  á  las 
resoluciones  de  los  ministros  del  culto  sobre  'divorcio  y  nulidad  del 
matrimonio^  no  constituye  á  dichos,  ministros  ,en  empleados  públicos, 
ni  les  comunica  directa  ni  indirectamente  potestad  6  jurisdicción  civil. 
La  potestad  y  la  jurisdicción  de  los  ministros  del  culto  católico  les 
vienen  de  Dios  y  de  la  Iglesia,  y  no  de  Gobierno  algimo  temporal. 
Tanto  el  matrimonio  en  sí  mismo  como  su  efecto  primordial,  la  vida 
conyugal,  pertenecen  directamente  al  fuero  religioso ;  y  la  Iglesia  y  sus 
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ministros  intervienen  en  las  causas  de  nulidad  y  de  divorcio,  por  derecho 
y  juñsdicción  propios^  sin  necesidad  de  delegación  alguna  del  poder 
civil,  y  sin  (jue  sea  necesario  considerar  á  dichos  ministros  como  miembros 
del  Poder  judicial  de  la  Unión  6  del  Estado. 

Haga  lo  que  hiciere  el  poder  civil^  no  podrá  impedir  nunca  que  los 
fíeles  defendamos  con  todas  nuestras  fuerzas  la  pureza  é  integridad  del 
matrimonio  cristiano,  ni  que  reconozcamos  y  acatemos  el  poder  y  la 
jurisdicción  de  la  Iglesia  en  lo  relativo  á  la  nulidad  ó  validez  de  los 
matrimonios  y  al  divorcio,  ni  que  respetemos  y  demos  cumplida 
ejecución  y  eficacia  á  las  decisiones  que  en  ese  asunto  dicte  la  autoridad 
eclesiástica.  Podrá,  es  verdad,  desconocer  la  validez  de  esas  decisiones, 
impedir  que  surtan  sus  naturales  efectos  civiles  ante  los  tribunales  laicos, 
y  podrá  también  dictar  sentencias  en  sentido  contrario,  y  para  hacerlas 
cumplir  y  ejecutar  desenvainar  la  vieja  espada  de  la  persecución,  para 
obligamos  por  la  fuerza  á  sacrificar  los  grandes  intereses  de  la  religión 
y  de  la  conciencia,  en  el  altar  de  los  mundanos  intereses  y  de  las 
pasiones ;  pero  eso  probará  á  lo  más  que  tiene  la  fuerza,  no  que  tenga 
la  razón. 

El  carácter  de  verdadera  persecución  es  el  que  corresponde  realmente 
á  estos  actos  del  poder  publico  que  tienden  de  cualquiera  manera  á 
impedir  6  desvirtuar  el  matrimonio  cristiano,  ó  á  impedir  que  surta  sus 
naturales  efectos.  Hay,  pues,  persecución  real  desde  el  momento 
en  que  las  leyes  ó  las  autoridades  dispongan  en  ese  particular  cosas 
opuestas  á  las  que  disponen  las  leyes  ó  las  autoridades  de  la  Iglesia. 
Poco  importa  que  la  persecución  venga  de  las  leyes  ó  de  los  excesos  y 
abusos  de  los  empleados.  El  mal  existe  en  ambos  casos,  y  en  ambos  casos 
es  imputable  al  Gobierno. 

Desde  que  se  reconozca  que  el  matrimonio  es  un  acto  religioso  que 
puede  ejecutarse  lícitamente,  es  preciso  dejarlo  surtir  sus  naturtdes 
efectos,  cuales  son  la  vida  conyugal  y  los  derechos  y  deberes  reci procos 
entre  los  cónyuges  y  entre  padres  é  hijos.  Desde  el  momento  en  que  las 
leyes  ó  las  autoridades  impidan  eso  deja  de  ser  efectiva  la  libertad  reli- 
giosa^ y  existe  una  persecución  más  ó  menos  franca,  más  ó  menos 
violenta,  contra  la  Iglesia.  Es,  pues,  necesario  que  en  este  particular  la 
ley  civil  se  limite  á  conceder  efectos  civiles  á  los  actos  de  los  ministros 
del  culto,  ó  que  or^nice  el  contrato  del  matrimonio  de  la  misma  manera 
exactamente  como  lo  ha  organizado  la  Iglesia;  pero  aun  esto  último  es  á 
veces  ineficaz,  porque  si  se  admite  que  la  autoridad  civil  pueda  conocer 
de  juicios  sobre  nulidad  del  matrimonio  y  sobre  divorcio,  su  fallo  puede 
llegar  á  encontrarse  en  colisión  con  el  de  la  autoridad  eclesiástica^  y  de 
ahí  surge  natural  y  necesariamente  el  conflicto. 

Permítasenos  insistir, en  esto,  por  su  grande  importancia.  La  Iglesia 
no  puede  nimca  dejar  de  enseñar  que  el  matrimonio  es  uno  de  los 
siete  sacramentos  instituidos  por  Jesucristo,  y  que  ella  tiene  potestad 
plena  y  perfecta  para  arreglarlo  convenientemente  y  para  conocer  y 
decidir  las  controversias  que  se  susciten  sobre  su  validez  ó  nulidad»  6 
sobre  la  simple  separación  de  los  esposos.  Primero  desaparecería  et 
catolicismo  de  un  país,  que  renunciar  en  él  al  ejercicio  de  esos  derechos  ; 
y  ahí  está  Inglaterra,  ejemplo  bien  elocuente  en  el  particular.      , 
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En  presencia  de  tal  situación,  la  autoridad  civil  no  puede  hacer  sino 
una  de  cuatro  cosas,  á  saber : 

1?  Ouardar  silencio  sobre  el  particular,  y  no  conceder  al  matrimonio 
efectos  civiles  de  ninguna  clase ; 

2?  Prescindir  por  completo  de  la  Iglesia,  y  arreglar  por  su  cuenta 
el  matrimonio  y  sus  efectos,  como  si  fuera  un  asunto  pura  y  exclusiva- 
mente civil ; 

3^  Arreglar  el  negocio,  procurando  poner  en  armonía  completa  sus 
disposiciones  con  las  de  la  Iglesia ;  y 

4t  Reconocer  los  derechos  de  la  Iglesia  en  el  particular  y  dar  sufi- 
ciente eficacia  á  sus  actos  y  decisiones,  para  surtir  efectos  civiles. 

Lo  primero  sería  ponerse  en  pugna  con  la  legislación  de  todos  los 
pueblos  civilizados,  en  los  cuales  se  conceden  notables  efectos  civiles  á 
ese  importantísimo  acto  de  la  vida.  Lo  segundo  sería  poner  en  perma- 
nente colisión  las  leyes  civiles  con  las  de  la  Iglesia,  y  los  actos  y 
decisiones  de  las  autoridades  públicas  con  los  de  las  eclesiásticas  ;  puesto 
que  el  matrimonio,  que  es  un  acto  enteramente  simple,  era  á  la  vez 
objeto  de  las  unas  y  de  las  otras,  sin  que  hubiese  entre  ellas  correspon- 
dencia ni  armonía  de  ninguna  clase.  Lo  tercero  disminuiría  el  mal, 
por  la  conformidad  de  las  dos  legislaciones,  pero  no  lo  cortaría  por 
completo,  puesto  que  unas  mismas  leyes  podían  ser  aplicadas  de  dife- 
rente manera  por  las  autoridades  de  uno  y  otro  orden.  Lo  cuarto,  en 
fin,  es  lo  único  que  razonablemente  puede  y  debe  hacerse,  sobre 
todo  en  un  país  católico  como  el  nuestro ;  pero  contra  ello  se 
levantan  las  autoridades  federales,  para  impedirlo  á  todo  trance  ¿  Cómo 
no  atribuir  esto  á  espíritu  de  hostilidad  contra  la  Iglesia  católica  y  de 
persecución  contra  sus  ministros  y  aun  contra  los  simples  fieles  ? 

En  el  Senado  la  Comisión  estimó  agotada  la  discusión,  y  se  limitó  á 
dar  por  reproducidos  los  argumentos  del  señor  Procurador  y  de  la  Corte, 
y  á  pedir,  en  consecuencia,  la  anulación  de  las  disposiciones  referidas 
de  los  artículos  136,  187  é  inciso  2?  del  209  del  Código  civil  de  Antio- 
quia.    Así  se  resolvió  al  fin,  en  los  días  14  y  29  de  Junio  de  1876. 

12.  Bueno  es  observar  que  cuando  esa  resolución  se  dictó  ya  las 
disposiciones  citadas  no  estaban  vigentes  en  el  Estado,  porque  habían 
sido  derogadas  por  la  ley  de  7  de  Septiembre  de  1875,  y  de  ello  tenía 
pleno  conocimiento  el  Senado,  puesto  que  las  disposiciones  de  dicha  ley 
fueron  anuladas  el  mismo  día  que  lo  fueron  las  del  Código  civil. 

¿  Qué  había  motivado  la  ext^ición  de  esa  ley  P  La  circunstancia  de 
que  la  Corte  hubiera  suspendido  las  disposiciones  del  Código  civil  en 
que  nos  hemos  ocupado,  y  que  el  Senado  hubiera  dejado  pendiente  la 
decisión  del  asunto  en  el  año  de  1875. 

La  decisión  referida  de  la  Corte  Suprema  había  producido  honda 
sensación  en  Antioquia,  donde  los  asuntos  de  matrimonio  habían  estado 
siempre  arreglados  sobre  el  mejor  pie  apetecible.  Ni  una  sola  queja  se 
había  levantedo  por  parte  de  persona  alguna,  ni  se  habían  presentado 
nunca  inconvenientes  ni  obstáculos  dé  ninguna  clase.  ¿  Cómo,  pues,  no 
había  de  causar  profunda  sensación  un  acuerdo  de  la  Corte  que  venia  á 
destn^r  esa  buena  situación,  que  turbaba  seriamente  las  conciencia  y 
que  venía  á  convertir  ante  la  ley  en  uniones  ilícitas  los  matrimonios^ 
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religiosos,  y  en  simples  parentescos  ilegítimos  los  dulces  vínculos 
de  la  familia  cristiana?  ¿Cómo  creer  que  obraban  realmente  en 
defensa  de  la  libertad  religiosa  esos  altos  empleados,  cuando  lo  que 
hacían  era  anular  y  proscribir  esa  misma  libertad  de  que  se  proclamaban 
defensores  P  ¿  Cómo  no  ver  claro  que  era  el  odio  sistemático  al  catoli- 
cismo y  á  sus  instituciones  lo  que  movía  sus  ánimos  para  venir  4 
destruir  así  de  una  ^la  plumada  el  bienestar  de  uti  pueblo  católico  y 
eminentemente  religioso,  sin  queja  ni  solicitud  de  nadie  ? 

Suspendidas  las  disposiciones  principales  del  Código  civil  relativas 
al  matrimonio  cristiano,  y  aplazada  la  cuestión  en  el  Senado,  la  Legisla- 
tura de  Antioquia  se  esforzó  en  buscar  un  medio  que  remediara  los 
gravísimos  males  causados  al  Estado  con  la  injusta  é  inconsulta  suspen- 
sión decretada  por  la  Corte.  Fruto  de  sus  deliberaciones  fué  la  ley  de 
10  de  Septiembre  de  1875,  precedida  de  los  siguientes  considerandos  : 

Que  la  Coiistitnci<5n  nacional  y  la  del  Estado  reconocen  y  garantizao  la  profesión 
libre  pública  ó  privada  de  cualquiera  religión,  con  tal  que  no  se  ejecuten  hechos 
incompatibles  con  la  soberanía  nacional  ó  del  Estado,  6  que  tengan  por  objeto 
turbar  la  paz  pública  ; 

Que  la  Constitución  y  leyes  de  la  Unión  y  del  Estado  reconocen  para  los  efectos 
civfles  y  políticos,  como  ministros  del  culto  á  las  personas  que  según  su  respectiva 
religión  tengan  ese  carácter,  sin  que  por  ello  haya  que  incorporar  en  la  legislación 
los  cánones  de  todas  las  religiones  admisibles  en  el  país,  ni  dar  á  dichos  ministros 
la  calidad  de  funcionarios  públicos  civiles ; 

Que  de  la  propia  manera,  y  sin  que  se  deduzcan  las  consecuencias  anotadas  al  fin 
del  precedente  inciso,  pueden  también  reconocer,  para  los  mismos  efectos,  como 
unidas  en  matrimonio  a  las  personas  que  lo  estén  según  las  reglas  de  su  religión  ; 

Que  al  estatuirse  una  disposición  semejante  no  se  hace  distinción  ninguna  en 
favor  ni  en  contra  de  los  que  profesan  tal  ó  ííual  religión  de  las  admisibles  en  el  país, 
pues  á  todas  se  las  trata  en  el  asunto  sobre  el  pie  de  la  más  completa  igualdad ; 

Que  la  legislación  civil  de  los  Estados  es  un  negocio  de  su  privativa  competencia, 
que  ellos  se  reservaron  al  ex{)edir  la  Constitución  federal;  y  que  á  esa  múnna 
legislación  corresppnde  determinar  el  número  y  las  formalidades  de  los  contratos 
que  á  ella  convienen,  y  de  los  actos  relativos  al  estado  civil ; 

Que  ninguna  disposición  del  pacto  federal  obliga  á  los  Estados  k  dar  reglas  p>ara 
la  celebración  y  comprobación  del  contrato  de  matrimonio ;  y  que  por  lo  mismo, 
pueden  ellos  á  virtud  de  su  soberanía  abstenerse  de  reglamentarlo,  si  así  lo  quierea, 
y  admitirlo  como  un  acto  le^timo  y  válido,  una  vez  que  los  contrayentes  lo 
celebran,  según  sus  ritos  religiosos. 

El  texto  de  la  ley  dice  asi : 

Art.  1?  La  ley  reconoce  como  acto  lícito,  válido  y  legal,  garantizado  por  la 
Constitución  nacional  y  la  del  Estado,  todo  matrimonio  celebrado  ó  que  se  celebre 
dentro  ó  fuera  de  él,  conforme  á  la  reh^ón  de  los  contrayentes  con  tal  que  xlo 
pugne  con  la  moral,  y  que  la  religión  bajo  la  cual  se  haya  otorgado  6  se  otorgue» 
sea  de  las  admisibles  en  el  país. 

Art.  2*!  Cuando  los  que  quieran  cQ^ntraer  matrimonio  en  el  Estado  de  Antioqnia 
no  puedan  verificarlo  de  la  manera  indicada  en  el  artículo  anterior,  lo  podráii 
celebrar  conforme  al  artículo  121  del  Código  civil,  y  con  las  formalidades  prescritas 
en  el  mismo  Código. 

Art.  3?  La  ley  reconoce  como  separados,  6  como  anulados  en  sus  respeoiávoB 
casos,  los  matrimonios  que  lo  están  según  las  reglas  de  la  religión  que  se  habier^i 
observado  para  celebrarlos. 

Art.  4"  La  celebración,  la  separación  y  la  anulación  de  un  matrimonia  de  loe 
expresados  en  los  artículos  1°  y  3°,  se  probarán  con  la  atestación  del  respectivo 
ministro  del  culto,  sin  perjuicio  de  admitirse,    en  cuanto  á  su  celebración,  laa 
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pruebas  supletorias,  6  la  de  posesión  notoria,  en  sus  respectivos  casos,  y  en  los 
términos  establecidos  en  el  Código  civil,  título  "  Pruebas  del  estado  civil." 

Art.  6?  Los  matrimonios  de  que  trata  la  presente  ley  producen  los  efectos  que 
las  leyes  del  Estado  atribuyen  al  contrato  de  matrimonio. 

13.  Poco  después  de  sancionada  esa  ley^  el  señor  Procurador  pidió  su 
suspensión,  y  la  Corté  la  decretó  en  acuerdo  de  20  de  Diciembre  del 
mismo  año  de  1875. 

Inútil  nos  parece  entrar  á  relacionar  los  fundamentos  del  señor  Pro- 
curador y  déla  Corte  para  la  suspensión  de  las  referidas  disposiciones. 
En  sustancia  todo  se  redujo  á  reproducir  los  sofismas  y  las  sinrazones 
en  que  se  apoyaron  para  la  suspensión  de  las  disposiciones  del  Código 
civil,  de  que  tratamos  antes. 

En  el  Senado  se  procedió  entonces  con  suma  actividad.  Dos  informes 
fueron  presentados,  el  uno  con  fecha  19  de  Mayo  y  el  otro  con  fecha  2 
de  Junio  de  1876.  El  primero,  firmado  por  dos  Senadores,  contiene 
una  extensa  exposición  en  la  que  se  pulverizan  los  argumentos  y  razona- 
mientos del  señor  Procurador  y  de  la  Corte ;  y  el  segundo,  firmado 
})or  tres  Senadores,  se  limitó  á  reproducir  como  decisivos  é  incontestables 
os  mismos  argumentos  pulverizados.  Creemos  que  nuestros  lectores  no 
llevarán  á  mal  que  insertemos  algunos  de  los  más  importantes  párrafos 
del  primero  de  dichos  informes.  Después  de  analizar  rápidamente 
las  disposiciones  del  Código  civil  relativas  al  matrimonio,  se  expresa  así : 

La  regla,  pues,  que  ha  seguido  el  Estado  de  Antioquia  en  materia  de  matrimonio, 
ha  sido  la  cíe  aceptar  los  hechos  cumplidos^  en  virtud  del  derecho  que  á  cada  cual 
rige,  ora  en  el  foro  interno,  ora  en  el  extemo,  sin  periuicio  de  la  sumisión  debida  á 
las  leyes  del  Estado  :  equiparar  el  matrimonio  contraído  en  cualquier  nación  y  bajo 
cualquier  culto,  al  contrato  otorgado  ante  los  notarios  ó  jueces,  y  aplicar  á  los 
casados,  cualquiera  que  haya  sido  la  fórmula  con  que  contrajeron  su  uuión,  las 
leyes  civiles  del  país.  El  Estado  de  Antioquia  ha  salvado,  pues,  las  difíQultades 
que  el  arreglo  de  este  negocio  presenta  de  ordinario,  y  prevenido  las  colisiones  que 
pudieran  surgir,  ya  de  la  diferencia  de  cultos,  ó  ya  de  la  oposición  entre  los  cánones 
religiosos  y  las  leyes  caviles,  por  la  vía  hoy  más  aclamada  en  política,  que  es  la  de 
la  lioertad,  la  del  dejar  hacer,  la  de  no  gobernar  lo  que  no  se  debe  gobernar.  Así 
ha  acatado  él  hasta  donde  era  posible,  á  la  par  que  su  propia  soberanía,  de  que  es 
siempre  celoso,  el  derecho  garantizado  por  el  inciso  16,  artículo  15  de  la  Consti- 
tucimí,  y  así  ha  puesto  a  cubierto  a  sus  propios  ciudadanos  de  los  graves 
perjuicios  que  Gundinamarca  no  ha  sabido  evitar  á  los  suyos.  Y  que  esta 
resolución  ha  sido  sabia  y  acertada,  lo  prueban  no  sólo  razonamientos  teóricos 
sino  la  experiencia  de  diez  años,  durante  los  cuales  el  Código  civil  de  Antioquia 
ha  regido  sin  que  se  haya  presentado  ni  un  caso  siguiera  de  ^oque  ó  colisión  entre 
las  autoridades  civiles  y  políticas  con  las  congregaciones  religiosas,  que  han  gozado 
de  amplia  libertad  para  bendecir  las  uniones  matrimoniales  de  sus  correligionarios. 

No  obstante  esto,  al  cabo  de  diez  años,  en  21  de  Octubre  de  1874,  el  señor  Pro- 
curador general  de  la  Nación  pidió  á  la  Corte  Suprema  que  suspendiese  los 
artículos  136  y  187  con  el  parágrafo  del  209  del  expresado  Código  civil ;  esto  es 
las  disposiciones  que  aceptan  tanto  la  validez  de  los  matrimonios  contraídos  con 
las  fórmulas  religiosas,  como  la  nulidad  y  el  divorcio  relativo  declarados  por  los 
ministros  del  ctdto.  Fundó  el  señor  Procarador  su  pedimento  en  que  el  con- 
sideraba aquellas  disposiciones  contrarias  al  inciso  1%  artículo  8?,  y  al  16,  artí- 
culo 15  de  la  Constitución,  ó  lo  que  es  lo  misnao,  al  deber  que  tienen  los  Estados  de 
organizarse  conforme  4  los  principios  del  Gobierno  popular,  electivo,  representativo, 
alternativo  y  responsable,  y  al  derecho  que  se  garantiza  &  todos  los  habitantes  de 
Colombia,  nacionales  y  extranjeros,  de  profesar  libre,  pública  y  privadamente 
cualquiera  religión,  con  tal  de  que  no  se  ejecuten  hechos  incompatibles  con  la 
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soberanía  nacional  (la  transeúnte,  porque  la  inmanente»  sobre  todo  en  materia 
civil,  corresponde  á  los  Estados),  ó  (^ae  tengan  por  objeto  turbar  la  paz  público. 

De  la  comparación  de  dicbas  disposiciones  constitucionales  con  los  artículos 
acusados,  no  aparece  contradicción  alguna,  ni  mucho  menos  esa  contradicción 
evidente  que  era  necesario  existiera,  según  el  artículo  14  de  la  Constitución,  para 
justificar  la  demanda  del  señor  Procurador,  y  que  es  aquella  que  á  primera  vista 
salta  á  los  ojos,  y  que,  según  el  diccionario  de  la  lengua,  debe  ser  clara,  tnanifiesta 
y  tan  perceptible,  qtts  nadie  pueda  razonablemente  dudar  de  ella.  El  señor  Procu- 
rador no  habla  siquiera  de  tal  evidencia,  sino  que  deduce  la  inconstitucionalidad 
de  los  artículos  que  denuncia,  de  una  serio  de  razonamientos  que,  como  veremos 
después,  esta  muy  lejos  de  soportar  un  análisis  lógico.  Y  tan  persuadido  se  muestra 
ál  ae  que  tal  evidencia  no  existe,  que  en  su  memorial  solamente  expresa  haberse 
formado  él  la  convicción  de  que,  dichos  artículos  cercenan  el  poder  civü  y  ponen 
cortapisa 8  á  la  libertad  religiosa,  especialmente  á  la  de  los  católicos,  por  cuyos 
derechos  parece  el  buen  señor  interesarse  de  preferencia.  No  dice  que  tales  dispo- 
siciones sean  incompatibles  con  la  soberanía  nacional,  ni  tampoco  que  tengan  por 
objeto  turbar  la  paz  pública ;  no.  Aunque  empleado  de  la  Nación  y  encargado 
especialmente  de  los  intereses  nacionales,  se  muestra  de  preferencia  celoso  de  que 
el  Estado  de  Antioquia  no  cercene  su  autoridad  civil,  que  es  propiedad  exclusiva- 
mente suya  y  con  la  cual  nada  tiene  que  ver  la  Corte  Suprema.  És  de  lamentarse 
que  tan  alto  funcionario  de  la  Unión,  el  especial  defensor  de  la  ley,  haya  creído 
necesario  exponer  en  su  solicitud  que  no  pide  la  suspensión  de  los  artículos  citados, 
porque  él  pertenezca  á  determinada  escueta  política  y  sino  en  virtud  de  las  convicciones 
que  ha  llegado  á formarse  y  en  cvmpli/miento  de  un  deber  imprescindible  /  y  es  esto 
de  lamentarse,  dJecimos,  porque  debe  presumirse  que  un  empleado  público  y  sobre 
todo  un  Procurador  general  de  la  Nación,  no  procede  por  intereses  escolares,  sino 
que  obra  siempre  de  acuerdo  con  sus  deberes  legales,  y  que  por  lo  mismo,  no  tiene 
para  que  abonar  su  imparcialidad  con  excusas  y  protestas,  las  cuales  lo  exponen  á 
que,  según  la  sabida  regla  de  derecho  de  que  excusa  no  pedida  equivale  á  acusación, 
se  dude  de  aquello  mismo  de  que  él  quisiera  convencer  á  sus  lectores. 

La  Corte  Suprema,  por  unánime  acuerdo  de  2  de  Noviembre  del  propio  año  de 
1874,  resolvió  de  conformidad  con  la  demanda  del  señor  Procuraaor  por  haber 
hallado  los  artículos  denunciados  en  oposición,  no  sólo  con  el  inciso  1?,  artículo  9*., 
y  el  16,  artículo  15  de  la  Constitución,  sino  también  con  el  artículo  69  de  La  misma, 
ó  sea  con  aquel  en  que  se  dice  que  ''  Él  Poder  judicial  (el  de  la  Unión  se  entiende) 
se  ejerce  por  el  Senado,  por  una  Corte  Suprema,  por  los  tribunales  y  juzgados  de 
los  Estados,  y  por  los  que  se  establezcan  en  los  territorios  que  deben  r^irse  por 
leyes  especiales/*  Cómo  resulte  violado  este  artículo  por  los  del  Código  civil  de 
Ajitioouia,  no  es  cosa  que  á  primera  vista  se  pueda  fácilmente  comprender ;  pero 
más  adelante  veremos  cómo  el  señor  Procurador  y  la  Corte  llegan,  jwr  caminos  no 
pensados,  á  descubrir  esta  inconstitucionalidad  evidente. 

El  mencionado  acuerdo  de  la  Corte  Saprema  causó,  como  era  de  suponerse, 
honda  impresión  en  Antioquia,  que  tan  celoso  se  ha  mostrado  siempre  de  bu 
soberanía  y  de  sus  creencias  religiosas.  La  sociedad  católica,  que  es  allí  numerosa, 
representó  luego  al  Senado  para  que  se  declarase  la  validez  de  los  artículos 
suspendidos,  demostrando  que  en  nada  se  oponen  al  inciso  If  de  su  artículo  8^,  ni 
menos  á  su  artículo  69,  y  que,  lejos  de  violar  el  inciso  16  del  tantas  veces  citado 
artículo  15,  ellos  son  la  expresión  fiel  del  respeto  que  ese  Estado  tiene  por  aqudla 
garantía.  La  Legislatura,  por  su  parte,  se  creyó  en  el  deber  de  protestar  solemne* 
mente  contra  ese  acuerdo  en  que,  con  ir^vmdadas  alega^nones,  habían  sido 
suspendidos  los  mencionados  artículos  del  Código  civil  del  Estado;  y  en  eaa 
protesta  declara  estimar  aquel  acto  de  la  Corte  Suprema  como  una  violación  pateníe 
de  la  soberanía  del  Estado,  .  Dicha  protesta,  que  hemos  agpregado  al  expediente,  es» 
en  nuestro  concepto,  bien  fundada,  supuesto  que  á  los  Estados  corresponde  legislar 
sobre  todos  los  a^umtos  de  gobierno  cuyo  ejercicio  no  haya  sido  delegado  exprema^ 
especial  y  claramente  al  Gobierno  generaí  (art.  66  de  la  Constitución),  y  que  &o 
aparece  en  parte  alguna  de  ella  que  la  legislación  civil,  y  sobre  todo  la  relativa  al 
matrimonio,  haya  sido  delegada  por  los  Estados  á  la  Unión.  Decir  contra  esto» 
como  lo  hace  el  señor  Procurador,  ^ue,  no  siendo  la  religión  materia  de  Gobierno 
sino  cuando  se  ejecutan  en  el  culto  actos  incompatibles  con  la  soberanía  nadonaJ, 
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6  qne  tengan  por  objeto  tnrbar  la  paz  pública,  no  pueden  los  Estados  reconocer 
como  válidos  los  matrimonios  religiosos,  porque  esto  sería  legislar  en  religión  y  en 
materia  qne  no  es  de  su  competencia, — es  hacer  un  razonamiento  vicioso.  La 
religión  no  es  asunto  de  gobierno,  es  cierto ;  pero  hacer  efectivo  el  derecho  de 
profesar  libremente  la  que  uno  quiera,  y  garantizarlas  todas,  no  sólo  es  asunto  de 
^biemo,  sino  un  deber  que  la  Constitución  impone  expresamente  &  la  Nación  y  á 
los  Estados. 

No  obstante  la  mencionada  protesta  y  1^  confianza  que  debió  abrigar  la 
Legislatura  de  que  el  Senado  repararía  el  error  de  la  Corte  Suprema,  para  preve- 
nir, sin  duda,  el  descontento  páblico  y  los  perjuicios  privados  que  la  suspensión  de 
los  artículos  denunciados  habría  de  causar  en  el  Estado,  se  apresuró  á  expedir  un 
nuevo  acto  legislativo  (la  ley  281),  adicional  y  reformatorio  del  Código  civil,  en  el 
cual  después  de  demostrar,  en  seis  considerandos  claramente  redactados,  el  derecho 
con  que  legislaba  en  la  materia  y  la  falta  de  derecho  con  que  habían  sido  suspen- 
didas las  disposiciones  anteriores,  reconoce  por  el  artículo  1?  ser  un  hecho  valido 
y  legal  todo  matrimonio  celebrado  dentro  ó  fuera  del  Estado  conforme  á  la  religión 
de  los  contrayemtes  ;  declara  por  el  2^  ... 

Con  este  acto  legislativo  quedó  derogada  la  segunda  parte  del  artículo  136  del 
Código,  que  tanto  y  tan  mal  había  impresionado  al  señor  Procurador  y  á  la  Corte, 
por  cuanto  en  ella  se  desconocía,  para  los  efectos  civiles,  la  validez  de  los  matrimo- 
nios de  católicos  que  no  se  hubieran  celebrado  de  conformidad  con  los  ritos  de  su 
Iglesia,  y  además  quedó  corregida  la  redacción  del  artículo  187  y  del  parágrafo  del 
209,  los  cuales  por  el  empleo  que  en  ellos  se  había  hecho  de  frases  jurídicas,  tales 
como  conocer  de  la  demanda,  decreta/r  la  separación  de  loa  esposos  etc.  habían 
dado  lugar  á  (|ue  se  juzgase  aue  Antioquia  atribuía  á  los  ministros  del  culto 
funciones  judiciales  y  los  introducía  en  la  gobernación  del  país.  Por  esta  nueva 
ley  se  ve  con  toda  claridad,  que  dichos  ministros  no  ejercen  función  ninguna 
política  ni  civil.  Según  ella,  la  celebración  y  la  anidación  del  matrimonio  son 
nechos  que  se  deben  probar,  llegado  el  caso,  como  el  nacimiento  de  un  niño,  la 
muerte  oe  un  hombre,  la  ruina  de  un  edificio,  y  tantos  otros  que  las  circunstancias 
suelen  exigir  que  se  hagan  constar  ante  los  tribunales;  y  los  ministros  del 
culto  no  tienen  más  intervención  en  esto  que  los  testi^s  ó  peritos,  á  cuyas  atesta- 
ciones y  certificados  reconoce  la  ley  fuerza  probatoria  que  no  les  podría  negar; 
reconocimiento  que  hace  en  virtud  de  un  derecho  inherente  á  la  soberanía,  y  que  la 
Corte  Suprema  y  el  Senado  han  declarado  indisputable  al  resolver  en  este  mismo 
año  sobre  la  vahdez  de  disposiciones  idénticas  del  Código  civil  del  Cauca. 

A  pesar  de  todo  esto,  el  señor  Procurador  no  vaciló  en  denunciar  también  como 
inconstitucionales  los  cinco  primeros  artículos  de  la  nueva  ley  en  su  solicitud  de  10 
de  Noviembre  de  1875,  y  la  Corte  Suprema  acordó  declararlos  tales  y  suspenderlos 
con  fecha  20  del  propio  mes.  .  .  . 

Eo  primer  lugar,  insinúan  tanto  el  seifor  Procurador  como  la  Corte  que  es 
prohibido  dar  efectos  civiles  á  los  actos  ejecutados  por  los  ministros  del  culto ;  pero 
ni  él  ni  ella  citan  el  articulo  constitucional  que  tal  prohibición  contenga.  Esta 
parece  ser  una  de  las  convicciones  que  se  ha  formado  el  señor  Procurador ;  mas 
por  íntimas  y  profundas  que  ellas  sean,  no  merecen  atención  ni  crédito  alguno  ante 
los  tribunales,  si  no  tienen  el  apoyo  de  la  ley.  Si  el  derecho  de  profesar  cualquiera 
religión  se  h^la  reconocido  y  garantizado  por  el  artículo  15  de  la  Constitución  á  la 
par  con  los  de  propiedad,  libertad,  seguridad  personal  etc.,  no  se  alcanza  á  com- 
prender por  que  haya  de  ser  aquél  de  peor  condición  que  éstos.  Por  otra  parte, 
esta  nueva  teoría  no  se  acuerda  oien  con  la  práctica  de  los  tribunales.  Citaremos 
como  prueba  un  ejemplo  de  los  más  comunes,  que  debe  ser  casi  familiar  al  señor 
Procurador  y  á  la  Corte  :  los  Obispos  y  demás  superiores  de  congregaciones  reli- 
giosas nombran  las  juntas  de  fábrica  y  los  síndicos  ó  personas  que  defienden  los 
mtereses  de  las  iglesias ;  éstos  son  actos  de  funcionarios  religiosos  que  han  surtido  y 
surten  hoy  mismo  efectos  civiles. 

A  juzgar  por  los  razonamientos  del  Supremo  Tribunal  de  la  República  j  del 
alto  empicado  que  ante  él  habla  en  nombre  de  la  ley,  Colombia  no  garantiza  la 
libre  profesión  de  todas  las  religiones,  que  es  lo  que  declara  el  inciso  16,  artículo  15 
de  la  Constitución,  sino  que  las  rechaza,  las  desprecia  y  las  persigue  todas.  Esto 
y  no  otra  cosa  significa  la  absoluta  prescindenoia  que  ellos  uectan  de  todo  culto  y 
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de  todo  acto  religioso.  La  religión,  dicen,  no  es  asunto  de  Grobierno,  sino  cuando 
los  actos  del  culto  se  consideran  incompatibles  con  la  soberanía  nacional,  ó  que 
tengan  por  objeto  turbar  la  paz  pública ;  en  todo  otro  caso,  se  debe  proceder  como 
si  no  hubiese  religión  ninguna.  Esto  es  bien  claro  :  el  Gobierno  no  debe  ocuparse  en 
la  religión  sino  para  atacarla,  y  cuando  le  falten  pretextos  para  ello,  prescindir  de 
toda  creencia  religiosa  y  despreciarlas  todas,  que  es  otro  modo  de  perseguirlas,  y 
acaso  peor  que  el  primero. 

Pero  vengamos  ya  á  la  exposición  sencilla  de  los  argumentos  con  que  se  pre- 
tende demostrar  aue  la  ley  281  de  Antioquia  esviolatoria  del  inciso  16  artículo  15, 
del  inciso  1?  articulo  8?  y  del  artículo  69  de  la  Constitución.  No  necesitamos 
hacer  contra  ellos  observación  alguna  :  exponerlos  eerá  rebatirlos. 

Pbimbho.  La  ley  de  Antioquia  reconoce  como  válidos,  para  los  efectos  civiles, 
todos  los  matrimonios  celebrados  conforme  á  los  ritos  de  cualquier  culto,  y  una  vez 
comprobado  el  hecho  de  su  celebración,  los  equipara  al  contrato  civil  del  matri- 
momo;  si  los  equipara  á  contrato  civil,  cuando  uno  de  los  contrayentes  se 
arrepienta  y  quiera  eludir  su  compromiso,  la  ley,  ó  sean  los  jueces  que  lá  aplican, 
lo  forzarán  á  cumplir  los  deberes  de  aquel  contrato ;  esto  es,  los  qdé  la  legislación 
civil  de  Antioquia  impone  á  los  casados :  luego  la  ley  fuerza  á  los  que  contraen 
matrimonio  á  respetar  el  compromiso  procedente  de  un  acto  religioso ;  luego  la  ley 
presta  su  sanción  á  un  acto  reli^oso,  y  coarta  la  libertad  religiosa ;  luego  tal  ley 
es  evidentemente  contraria  al  inciso  16,  articuló  15  de  la  Constitución  que  garantiza 
el  derecho  de  practicar  cualquier  culto. 

Segundo.  Todos  los  asuntos  de  Gobierno  cuyo  ejercicio  no  hayan  delegado  loa 
Estados  expresa,  especial  y  claramente  al  Gobierno  de  la  Unión,  son  de  la  conipe- 
tencia  de  los  mismos  Estados,  según  el  artículo  16  de  la  Constitución ;  y  como, 
se^ún  el  inciso  16,  artículo  15  de  la  misma,  hay  derecho  para  profesar  cualquiera 
religión,  con  tal  que  no  se  ejecuten  actos  incompatibles  con  la  soberanía  nacional, 
ó  que  tengan  por  objeto  turbar  la  paz  pública,  se  sigue  que  la  religión  no  es  asunto 
de  gobierno  sino  cuando  se  trate  de  perseguir  esos  actos  contra  la  soberanía  nacional 
ó  la  paz  pública.  Ahora  bien  :  la  ley  de  Antioquia  concede  al  acto  religioso  por 
el  cual  se  unan  dos  esposos,  una  vez  comprobado,  ó  en  otros  términos  conceae  á 
los  documentos  con  que  ese  acto  se  compruebe,  la  misma  fuerza  de  un  contrato 
civil :  luego  Antioquia  ha  legislado  sobre  religión,  en  la  parte  que  no  es  de  su  com- 
petencia, ni  de  la  competencia  de  ningún  Gobierno ;  luego  su  ley  es  evidentemente 
contraria  al  inciso  16,  artículo  15  de  la  Constitución. 

Teecero.  La  \qj  281  de  Antioquia  admite  como  un  hecho  lícito,  legal  y  garan- 
tizado por  las  instituciones,  el  matrimonio  contraído  ante  un  ministro  de  cualquier 
culto,  y  en  virtud  del  documento  y  demás  pruebas  que  lo  hagan  constar,  le  da  la 
misma  fuerza  de  un  contrato  civil :  luego  esa  ley  atribuye  á  los  ministros  de  la 
religión  funciones  judiciales.  Los  que  ejercen  funciones  judiciales  son  jueces  6 
tribunales ;  los  tribunales  hacen  parte  otel  Poder  judicial ;  el  Podor  judicial  es  una 
rama  de  Gobierno ;  los  Estados  deben  organizarse  según  los  principios  del  Grolíemo 
popular,  representativo,  electivo,  alternativo  y  resjwnsable ;  los  ministros  de  los 
cultos  no  son  de  elección  popular,  ni  son  alternativos,  ni  son  responsables  ante  la 
autoridad  civil,  por  los  actos  religiosos  que  ejecuten :  luego  la  ley  de  que  se  trataos 
evidentemente  contraria  al  inciso  1?,  artículo  8?-  de  la  Constitución. 

Cuarto.  La  ley  á  que  aludimos  reconoce  como  válida  la  unión  matrimonial 
celebrada  conforme  á  los  cánones  ó  constituciones  religiosas  á  que  loa  contrayentes 
se  hayan  sujetado ;  y  como,  según  los  principios  del  Gobierno  representativo,  Its 
leyes  se  discuten  y  expiden  por  una  ó  más  Asambleas  de  elección  popular,  se 
sigue  .  .  .  que  aquella  ley  de  Antioquia  es  evidentemente  contraria  ai  inciso  1?, 
artículo  8^  de  la  Cfonstitución,  por  el  cual  se  comprometieron  los  Estados  á  organi- 
zarse según  los  principios  del  Gobierno  representativo.  Aquí  hacemos  una  pregnata 
al  paso:  ¿cómo,  teniendo  tales  convicciones  el  señor  Procurador  y  la  Uorte,  m 
olvidaron  el  primero  de  pedir  y  la  segunda  de  acordar  la  suspensión  de  los  artíoúlofl 
104  y  105  del  Código  civil  de  Antioquia,  que  reconoce  la  validez  délos  matrimonios 
contraídos  en  otro  Estado  ó  en  otra  Nación  conforme  á  sus  leyes  respectivas,  las 
•cuales  tampoco  son  discutidas  y  expedidas  por  la  Asamblea  legislativa  de  Antioquia  F 

QüDíTo  (Este  es  argumento  de  la  Corte).  La  ley  de  Antioquia  reconoce  como 
válidos  y  les  da  fuerza  de  contratos  civiles,  tanto  al  matrimonio  celebrado  ante  ima 
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congregación  reügiosa,  como  á  la  nulidad  de  él  y  ¿  la  separación  de  los  esposos 
resuelta  por  los  ministros  del  cnlto ;  en  otros  Estados  y  países  es  función  de  los 
jueces  hacer  el  matrimonio  y  decretar  su  nulidad  ó  el  divorcio:  luego  Antioquia 
nace  délos  ministros  del  culto,  jueces  del  Estado  para  conocer  en  una  materia  civil 
que  es  de  su  exclusiva  competencia.  Ahora  bien,  los  jueces  de  los  Estados  hacen 
parte,  en  ciertos  casos,  del  Poder  judicial  de  la  Unión,  para  decidir  cuestiones  de  la 
competencia  de  ésta :  luego  Antioquia  introduce  en  el  Poder  judicial  de  la  Unión 
tribunales  compuestos  de  los  ministros  del  culto ;  los  ministros  del  culto  no  pueden 
ser  funcionarios  de  la  Unión,  según  el  artículo  33  de  la  Constitución :  luego  la  ley  de 
Antioquia  es  evidentemente  contraria  al  citado  artículo  69  de  la  misma,  en  que  se 
halla  dispuesto  que  el  Poder  judicial  se  ejerce  por  el  Senado,  por  una  Corte  Suprema 
federal, por  los  tribunales  y  juzgados  de  los  Estados,  y  por  los  que  se  establezcan  en 
los  territorios. 

Aflige  positivamente,  ciudadanos  Senadores,  que  el  Supremo  Tribunal  de  la 
Beptiblica«  encargado,  como  poder  moderador,  de  velar  por  la  estabilidad  de  las 
instituciones  y  por  la  conservación  del  equilibrio  político  entre  la  Nación  y  los 
Estados,  y  detcual  no  deberían  salir  sino  oráculos  que  el  pueblo  recibiera  con  vene- 
ración y  respeto ;  aflige,  decimos,  que  ese  Supremo  Tribunal,  llamado  á  ser  el 
Areópago  de  Colombia  y  á  distin^^rse  por  su  imparcialidad  y  su  ciencia,  funde 
sus  fallos  en  argumentos  y  raciocinios  como  los  que  arriba  dejamos  expuestos.  No 
por  esto  ponemos  en  duda  la  buena  fe  del  señor  Procurador,  ni  de  los  señores 
Magistrados ;  pues  como  al  principio  lo  indicamos,  por  falta  de  datos  han  podido 
incurrir  en  error.  Además  todos  los  hombres  pertenecen  á  su  época  y  á  su  escuela, 
y  obran  de  conformidad  con  sus  ideas.  ... 

Existe  por  desgracia  en  nuestro  tiempo  una  escuela  política  con  grandes 
pretensiones  de  ser  alumbrada  por  la  ciencia,  la  cual,  donde  quiera  que  toma  el 
poder,  acomete  la  ardua  empresa  de  amoldar  la  sociedad  á  ciertas  teorías  que  ella 
misma  llama  sus  principios  y  doctrinas.  Esa  escuela  legisla  sin  atender  para  nada 
á  \&a  creencias,  costumbres  y  manera  de  ser  de  los  pueblos  que  gobierna.  Todas 
las  leves  del  orden  físico,  del  orden  social,  del  orden  moral  y  del  orden  religioso  han 
de  ceder  á  su  soberana  voluntad,  á  su  razón  infalible:  no  parece  sino  que  ella  cree 
seriamente  que  si  Dios  la  hubiera  llamado  á  sus  consejos  para  organizar  el  mundo 
lo  habría  hecho  mejor  que  lo  hizo  sin  otro  auxilio  que  el  de  su  propia  é  infinita 
sabiduría.  Mas,  para  desesperación  de  la  tal  escuela,  las  inmutiables  leyes  de  la 
naturaleza,  coíno  se  advierte  en  la  materia  que  nos  ocupa,  no  consienten  en  ser 
derogadas. 

El  matrimonio,  considerado  como  medio  de  conservación  del  género  humano,  es 
una  ley  del  orden  físico  que  el  legislador  no  puede  cambiar  m  modificar;  y  sin 
embargo  no  faltó  un  emperador  romano  que^  anticipándose  algunos  siglos  á  la 
escuela  moderna,  se  casara  con  su  favorito  é  hiciera  alternativamente  los  papeles 
de  esposo  y  esposa.  No  lo  extrañéis,  que  aun  en  mayores  extravagancias  incurre 
el  hombre  una  vez  infatuado  con  la  idea  de  su  propia  soberanía;  así  Jerjes, 
irritado  con  el  mar,  ordena  azotarlo  y  encadenarlo. 

No  menos  incontrariables  son  las  leyes  del  orden  social,  moral  y  religioso  á  que 
el  matrimonio  se  halla,  por  otra  parte,  sometido.  Este  acto  importantísimo  de  la 
vida  del  hombre,  ha  sido  en  todo  tiempo  y  en  todas  las  naciones  considerado  como 
acto  del  culto  v  santificado  de  acuerdo  con  la  ley  divina  que  re^  á  la  humanidad 
mucho  antes  ae  que  hubiera  sociedad  civil  y  política:  la  religión.  Sí,  la  religión 
constituyendo  y  organizando  la  familia,  echo  los  fundamentos  de  la  sociedad  civil» 
la  crió  y  la  vivificó.  Los  Gobiernos  encontraron  la  familia  ya  constituida ;  y  las 
leyes  morales  que  la  rigen  están  tan  fuera  del  alcance  del  legislador,  como  las  leyes 
físicas ;  las  creencias,  las  ideas  se  escapan  á  sus  medios  coercitivos,  como  el  mur  á 
las  cadenas  de  Jerjes.  Todo  el  poder  de  los  emperadores  romanos  fué  incapaz  de 
contrarrestar  la  fuerza  de  la  idea  cristiana;' y  la  historia  enseña  gue,  donde  (quiera 
que  se  establece  la  lucha  entre  las  ideas  y  la  fuerza,  triunfan  siempre  las  ideas, 
porqne  el  espíritu  puede  y  vale  más  que  la  materia.  El  medio  cierto  y  Si^^tiro  de 
nacer  triunfar  un  principio  y  arraigarlo  en  las  costumbres,  es  emplear  contra  él  la 
fuerza  física.  El  alma  humana  que  comprende  su  grandeza  y  deidad,  se  rebela 
contra  la  persecución  y  ostenta  contra  ella  todo  su  vigor  y  poderío.  Es  entonces 
cuando  el  hombre  aspira  á  las  glorias  del  martirio,  como  para  comprobar  que  su 
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espíritu  imperecedero  tiene  atin  sobre  la  tierra  derecho  á  la  inmortalidad.  Contra 
las  costumbres  en  que  un  jpueblo  se  ha  formado,  contra  las  ideas  de  que  caas 
costumbres  nacieron,  el  legislador  nada  puede :  si  emprende  contrariarlas  sucombe 
más  tarde  ó  más  temprano,  y  consigna  su  nombre  al  oprobio  de  la  historia. 

El  legislador  tiene  que  reconocer  la  existencia  de  la  familia  tal  como  se  la  hayan 
constituido  la  religión  j  las  costumbres,  y  á  lo  más  puede,  por  medios  indirectos 
(nunca  por  la  fuerza),  fomentar  que  se  mejore  su  organización  si  ésta  fuere  defec- 
tuosa. Suponed  que  al  organizar  el  matrimonio  en  vuestro  Código  civil,  lo  hacéis 
de  conformidad  con  teorías  q^ue  chocan  de  frente  con  las  doctrinas  y  príácticas  de 
todas  las  religiones  que  existen  en  el  país :  j  no  es  cierto  que  vuestra  ley  se 
quedará  escrita,  porque  será  de  todos  rechazada  P  Saponed  que,  siendo  varias  las 
religiones,  vuestra  ley  adopta  como  tipo  la  organización  dada  á  la  familia  en  nna 
de  ellas  con  prescindencia  de  las  otras :  ¿  no  es  cierto  que  todas  las  demás  se 
darán  por  ofendidas,  que  se  rehusarán  á  obedeceros  y  que  tendréis,  ó  que  derogar  la 
ley,  ó  que  peraeguir  á  los  inobedientes,  lo  cual  tanto  quiere  decir  como  hacer  már- 
tires, y  despertar  los  furores  del  fanatismo  ?  Impon  eu  á  los  musulmanes  la  ley  de 
una  sola  mujer,  d  ordenad  la  poligamia  en  los  pueblos  cristianos  y  producirá  el  - 
descontento  *,  un  grito  uniforme  de  condenación  se  alzará  donde  quiera  contra  voso- 
tros ;  no  lograréis  que  vuestra  ley  se  cumpla,  y  la  historia  os  colocará  en  el  número 
de  los  tiranos.  Las  creencias  y  costumbres  son  más  poderosas  que  las  leyefl ;  la 
voluntad  popular  es  en  último  análisis,  la  ley  suprema  de  la  sociedad ;  á  despecho 
de  todo  poder  arbitrario,  Dios  ha  querido  que  la  democracia  impere  sobre  la  tier)*a, 
y  sobre  la  democracia,  Él,  único  soberano  del  universo.  Donde  hay  varías  reli- 
giones ^  donde  se  ha  resuelto  reconocer  á  todas  iguales  derechos,  hay  que  aceptar 
el  matrimonio  tal  como  cada  una  lo  haya  constituido ;  porque  éste  es  un  hecho  del 
orden  religioso  tan  extraño  á  la  acción  del  legislador  como  el  movimiento  de  la  luna. 
Pretender  lo  contrario,  es  aceptar  la  intolerancia  por  principio  y  la  persecución  por 
regla. 

rero  el  matrimonio  es  una  fuente  de  derechos  y  obligaciones  personales  y  reales, 
y  en  esta  parte  se  halla  sin  duda  bajo  la  acción  del  legislador.  Sin  embargo,  ni  aun 
allí  puede  ser  arbitrario :  sus  preceptos  no  han  de  ser  Contrarios  á  la  natuialexa  y 
fines  del  contrato,  ni  ponerse  en  lucha  abierta  con  las  costumbres  y  la  opinión 
pública ;  esto  es»  no  deben  contrariar  jamás  el  principio  democrático,  vida  de  la 
sociedad,  de  que  la  opinión  es  el  órgano. 

Hé  aquí  lo  que  ha  comprendido  bien  el  Estado  de  Antioquia.  Sin  duda  tenía  él 
constitución almente  el  derecho  de  determinar  la  manera  con  que  hubiera  de  con- 
traerse el  matrimonio,  la  fórmula  con  que  los  contrayentes  hubieran  de  expresar 
su  voluntad  de  unirse,  y  el  empleado  público  ante  quien  debieran  presentarse  para 
hacer  constar  su  divorcio  relativo  ó  la  anulación  del  contrato ;  mas  como  el  derecho 
de  hacer  lleva  consigo  el  derecho  de  abstenerse,  Antioquia,  usando  de  este  derecho, 
se  abstuvo  de  legislar  en  la  materia.  Limitóse  á  dar  una  fórmula  civil,  útil  sin 
duda  para  los  que  no  profesen  religión  ninguna,  según  la  cual  contrajeran  sn 
matrimonio  los  que  quisieran  observarla,  y  por  lo  demás  dijo:  yo  acepto  loa 
.  hechos,  ora  sea  civil,  ora  religiosa  la  fórmula  que  haya  servido  para  consumarloB ; 
pero  entiéndase  bien,  que  los  contrayentes  una  vez  unidos,  una  vez  divorciados,  ó 
una  vez  desligados  por  la  nulidad  del  contrato,  quedan  sometidos  á  las  obiigacioiiea 
que  tengo  definidas  en  mi  Código  civil  y  á  ia  responsabilidad  consiguiente.  Ko 
hay  cosa  más  clara,  más  sencilla  ni  más  fácil  de  entender,  y  admira,  por  lo  mismo, 
la  confusión  en  que  han  incurrido  el  señor  Procurador  y  la  Corte. 

La  ley  de  Antioquia  no  hace  obligatorio  un  acto  religioso,  sino  el  cumplimiento 
de  un  compromiso,  cuando  una  vez  conste  que  ka  sido  centrado.  Esa  ley  es  la 
aplicación  a  un  caso  dado  del  célebre  principio  con  que  fueron  desterradas  de  la 
legislación  moderna  las  antiguas  ficciones  del  derecho  romano :  "  El  hombre  eflt4 
OMigado  á  cuanto  parece  que  se  quiso  obligar.*' 

La  sanción  legal  no  recae,  según  la  ley  que  nos  ocupa,  sobre  el  acto  reb'gioso,  siiio 
spbre  la  obligación  civil  contraída  por  loe  esposos ;  y  en  caso  de  violación  de  alffima 
ley,  no  es  responsable  el  ministro  de  la  religión  porque  los  une  conforme  a  loa 
cánones  de  eu  creencia,  ni  lo  son  tampoco  los  contrayentes  por  haber  practicado  «na 
ceremonia  de  su  culto,  sino  que  lo  serán,  cada  cual  en  su  caso,  por  hi^r  violado 
las  l^es  del  Estado  que  teman  obligación  de  conocer  y  observar.  ^-^  , 
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No  ha  legislado  Autioquia  en  materia  de  religióii,  sino  en  matería  civil  y  de 
garantías  individuales,  al  reconocer  como  válidos  todos  los  matrimonios,  cualquiera 
que  haya  sido  la  fórmula  empleada  para  celebrarlos. 

No  ha  atribuido  tampoco  (aunque  bien  pudiera  haberlo  hecho)  funciones  civiles 
ni  judiciales  i  los  minisrtros  del  caito  con  naberlos  autorizado  para  certificar  sobre 
los  matrimonios  que  presencien,  supuesto  que  si  esta  facultad  les  constituye  jueces, 
lo  serán  igualmente  los  notarios,  secretarios  y  testigos  que  dan  fe  ó  declaran  sobre 
lo  que  les  consta.  Si  pertenecieran  al  Poder  judicial  los  ministros  del  coito 
porque  declaran  entre  sus  correligionarios  sobre  la  nulidad  de  un  matrimonio,  á  él 
pertenecerían  también  los  funcionarios  de  cualquiera  asociación  ó  compañía  que 
decidieran  cuestiones  particulares  entre  loa  socios  de  conformidad  con  sus  regla- 
mentos, 7  pertenecerían  á  él,  en  fin,  los  cónyuges  mismos  en  aquellos  Estados 
donde  se  ha  llevado  la  extravagancia  hasta  permitir  el  divorcio  absoluto  por  el 
mutuo  consentimiento  de  los  esposos. 

Y  aun(]^ue  los  ministros  del  culto  fueran  en  Autioquia  jueces  en  las  causas 
matrimoniales  (cosa  que  no  está  prohibida)  no  por  esto  pertenecerían  al  Poder 
judicial  de  la  unión,  como  la  Corte  Suprema  lo  supone ;  supuesto  que  los  tribu- 
nales de  la  Unión  no  conocen  jamás  en  asuntos  civiles  que  son  de  competencia  de 
los  Estados. 

Es  un  error  craso  decir  que  Autioquia  incrusta  en  su  legislación  todos  los 
cánones  conocidos  y  por  conocer  de  todas  las  reUgionea,  porque  declara  válidos 
los  matrimonios  conforme  á  tales  cánones  celebrados ;  ¿  á  quien  se  le  ha  ocurrido 
jamás  que  por  reconocer  el  noatrimonio  celebrado  en  país  extranjero,  conforme  á 
BUS  leyes,  se  haya  incrustado  en  nuestros  códigos  la  legislación  conocida  y  por 
conocer  de  todas  las  naciones  del  globo  ? 

Por  último,  no  puede  sostenerse  que  la  ley  suspendida  sea  violatoria  del  inciso 
IT,  artículo  8^  de  la  Oonstitución ;  porque  éste  no  previene,  ni  podía  prevenir,  que 
todos  y  cada  uno  de  los  funcionarios  públicos  de  cada  Estado  sean  de  elección 
popular  y  alternativos,  sino  que  los  Estados  se  organicen  conforme  á  los  principios 
del  gobierno  popular,  representativo,  electivo,  alternativo  y  responsable;  y  no  deja 
éste  de  hallarse  organizado  conforme  á  esos  principios  porque  algunos  empleados,  y 
aun  la  mayor  parte  de  ellos,  si  se  quiere,  no  sean  elegidos  por  el  pueblo,  ó  duren 
por  el  tiempo  de  su  buena  conducta.  Según  la  teoría  que  hoy  invoca  la  Corte 
Suprema,  no  habríamos  tenido  nunca  en  Colombia  gobierno  de  esa  clase,  ni  lo 
habría  habido  en  las  demás  repúblicas  de  América,  ni  en  nación  alguna  de  la 
tierra.  ¿  De  dónde,  pues,  habrían  tomado  idea  de  aquella  forma  de  organización 
política  los  legisladores  de  Eionegro  P 

Desengañémonos :  una  vez  reconocido  el  derecho  de  profesar  cualquiera  creencia 
ó  mejor  dicho,  una  vez  puestos  todos  los  cultos  en  el  pie  de  perfecta  igualdad,  las 
dificultades  que  se  suscitan  en  la  materia  no  admiten  otra  solución  que  la  dada  por 
la  ley  de  Antioquia :  cualquiera  otra  conduce  al  descontento  publico  y  de  allí  a  la 
rebelión  ó  á  la  tiranía.  Esa  solución  no  es  nueva :  se  presenta  naturalmente  al 
espíritu  como  la  única  racional  y  posible.  Es  la  misma  de  tiempo  atrás  aceptada 
por  los  Estados  Unidos  de  América,  modelo  del  régimen  democrático  federativo 
que  hemos  adoptado  y  al  cual  procuramos  conformar  nuestras  costumbres 
políticas.  En  esa  BepubHca,  formada  de  varios  Estados,  unos  católicos  y  otros 
protestantes  de  diferentes  sectas,  ^  adoptó  por  regla  general  en  los  códigos 
particulares  que  el  matrimonio  se  celebrara  se^n  los  ritos  religiosos  de  los 
contrayentes,  sin  perjuicio  de  que  en  lo  sustancial  del  contrato  rigieran  las  leyes 
civiles;  las  cuales  en  ese  pueolo  afortunado  reconocen  por  base  la  moral  del 
cristianismo,  única  religión  propicia  á  un  tiempo  á  la  libertad  y  al  orden* 

Esa  misma  solución  debieron  tener  en  mira  los  constituyentes  de  Rionespro 
cuando,  imitando  las  constituciones  norteamericanas,  dejaron  la  legislación  civil 
á  cargo  de  los  Estados.  Demasiado  sabían  ellos  que  nuestros  pueblos,  educados 
e^  el  catolicismo,  estaban  acostumbrados  á  la  forma  del  matrimonio  católico  y  á 
contraerlo  ante  los  ministros,  de  su  culto,  y  debieron  comprender,  por  lo  mismo,  aue 
la  familia  continuaría  organizada  en  todos  los  Estados  de  coniormidad  con  ios 
cánones  y  enseñanzas  de  nuestra  Iglesia.  Si  otra  cosa  hubieran  ellos  querido  que 
se  practicase,  lo  habrían  dicho  expresamente,  y  con  esto  habrían  ahorrado  al  señor 
Procurador  v  á  la  Corte  la  dura  tarea  intelectual  de  forjar  aquella  cadena  de  arga- 
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mentoB  cuyo  último  eslabón  viene  á  ser  la  evidente  inoonstitucionálidad  de  la  ley  de 

Antioquia.  .  -r    j     i      i     •  ^  j 

No  somos  nosotros  solos  gnienes  así  interpretan  la  intención  de  los  legisladores 
de  Eion^ro  :  la  mayoría  de  los  Estados,  esa  mayoría  qne  tiene  el  derecho  de 
annlar  las  leyes  de  la  Unión,  ha  opinado  del  propio  modo.  Cnndinamarca,  el 
Tolima,  Antioqnia,  Panamá,  Cauca,  y  á  lo  que  entendemos  también  Bolívar  y 
Boyacá,  adoptaron  fundamentalmente  la  misma  legislación  en  la  materia,  si  bien 
la  de  Ajitioquia  es  más  liberal  que  las  demás,  y  sin  la  suspensión  y  anulación  que 
Estado  por  Estado  se  viene  haciendo  de  ella,  es  seguro  qne  continuaría  indefinida- 
mente vigente  en  toda  la  extensión  de  Colombia.  Los  soberanos  que  concurrieron 
á  formar  el  pacto  de  unión  y  cuya  mayoría  puede  darle  interpretación  auténtica, 
son  sin  duda  autoridad  más  competente  para  fijar  la  inteligencia  de  esas  disposi- 
ciones que  la  Suprema  Corte  federal,  sobre  todo  cuando  resuelve  en  lo  que  no  le 
toca  resolver. 

Á  este  gran  cúmulo  de  excelentes  razones  expuestas  por  dos  de  los 
miembros  de  la  Comisión  ¿  qué  opuso  la  mayoría,  compuesta  de  tres 
miembros  P  Nada  en  sustancia.  Dijo  que  había  estudiado  el  asunto  y 
había  "  adquirido  la  convicción  de  ser  estrictamente  arreglada  á  las 
instituciones  la  suspensión  pronunciada  por  la  Corte  Suprema  federaL'' 
Por  tanto,  y  reproduciendo  las  argumentaciones  del  Procurador  y  de 
la  Corte,  pidió  la  anul^ición  de  las  disposiciones  suspendidas  por  ésta. 
El  Senado,  con  fechas  17  y  29  de  Junio,  resolvió  definitivamente  el 
aj9unto  en  los  términos  pedidos  por  la  mayoría  de  la  Comisión, 

Como  ha  podido  observarse,  las  leyes  de  Antioquia  sobre  matrimonio 
han  sido  suspendidas  y  anuladas  con  argumentos  vagos  y  especiosos, 
con  verdaderos  sofismas  que  no  alcanzaban  siquiera  á  presentar  aparien- 
cias de  razones,  ni  resistían  por  parte  alguna  un  examen  serio  y  con- 
cienzudo. En  otras  ocasiones  para  negar  la  suspensión  y  anulación  de 
disposiciones  contrarías  á  los  derechos  é  intereses  de  la  Iglesia,  se  ha 
razonado  desde  un  puesto  de  vista  enteramente  contrarío.  Hé  aquí  la 
manera  como  se  expresa  la  Corte  en  el  acuerdo  de  5  de  Diciembre  de 
1877,  con  motivo  de  una  ley  de  Cundineimarca  que  atropella  los 
más  claros  derechos  y  los  más  sagrados  intereses  de  la  comunión 
católica ; 

Calcada  la  Constitución  nacional  sobre  el  principio  de  la  soberanía  de  los  Estados 
para  gobernarse  en  todos  los  ramos  que  se  reservaron,  consagró  muchas  de  sus 
disposiciones  al  respeto,  garantía  y  efectividad  de  esa  soberanía.  Y  cuando  para 
anular  los  actos  del  Congreso  ó  del  Poder  Ejecutivo  federal  que  violaran  los  dere- 
chos individuales  ó  atacaran  la  autonomía  de  las  secciones  soberanas  solamente 
exigió,  por  el  artículo  25,  el  voto  de  la  mayoría  de  los  Estados  expresado  por  sus 
Legislaturas,  para  suspender  y  anular  las  leyes  de  éstos  consignó  muchas  condi- 
ciones que  los  pusieran  al  abrigo  de  todo  acto  arbitrario,  intempestivo  ó  ligero  de 
parte  de  los  altos  poderes  nacionales.  Quiso  que  esas  leyes  solamente  pu<^eraii 
ser  suspendidas  ó  anuladas,  en  el  único  caso  en  c^ue  las  Asambleas  que  la^  dictaran 
se  salieran  evicíerUemente  de  su  esfera  de  acción  constitucional;  y  semejantes 
facultades  las  confió  á  dos  respetables  y  augustas  corporaciones.  A  la  Corte 
Suprema,  la  de  suspensión,  sin  que  pudiera  decretar  ésta  por  una  simple  mayoría, 
sino  por  la  unammidad  de  los  votos  de  sas  Magistrados,  quedando  todav^  la 
determinación  unánime  que  se  profiriera,  sujeta  á  la  revisión  ulterior  y  defínitíva 
del  Senado,  al  cual  se  confirió  la  otra  de  las  facidtades ;  según  está  dispuesto  así 
por  sus  artículos  14,  61  (inciso  6?)  y  72. 

De  aquí  se  deduce  que  al  hacer  uso  la  Corte  de  la  grave  autorización  de  que 
está  investida  por  el  artículo  72  i)recitado,  debe  llevar  á  su  ánimo  justiciero  la  luz 
más  completa,  la  evidencia  más  incontestable  y  la  seguridad  más  tranquila  de  que 
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el  acto  legislatÍTO  qae  se  somete  á  sa  fallo,  se  ha  salido  del  campo  de  acción  cons- 
tátacional,  para  decretar  la  suspensión,  sin  dejar  prevalecer  sas  opiniones  priradas 
sobre  la  yolantad  de  las  Legislaturas,  por  más  laudables  que  sean  los  sentimientos 
c|ue  las  sustenten,  ni  entrar  en  consideraciones  abstractas  sobre  la  conyeniencia  ó 
inconveniencia  social  de  tal  acto,  porque  estos  puntos  son  de  la  exclusiva  incum- 
bencia de  las  mismas  Legislaturas.  Bastaría  la  duda  acerca  de  lainconstitncionaH- 
dad  de  una  ley,  para  abstenerse  de  sns^nderla,  porque  donde  hay  nna  duda 
fxmdada,  no  puede  encontrarse  la  plena  evidencia  de  que  habla  el  articulo  14  de  la 
Constitución  nacional. 

¿  Por  qué  no  razonaron  de  la  misma  manera»  cuando  se  trató  de  sus- 
pender «las  leyes  de  Antioquia  sobre  matrimonio  P  Porque  ellas  se 
amoldaban  á  los  intereses  y  derechos  del  catolicismo,  y  era  preciso 
suspenderlas  aunque  hubiese  que  obrar  contra  toda  ley,  contra  todo 
derecho  y  contra  toda  justicia.  ¿  Quién,  pues,  se  atreverá  á  calificar 
de  temeraria  y  calumniosa  la  aserción  de  que  en  estas  materias  asi  la 
Corte  como  el  Senado  han  sido  mcvidos  por  espíritu  de  persecución  y 
de  hostilidad  contra  la  Iglesia  P  ¿  No  es  ésta  una  cosa  patente  y  mani- 
fiesta P  Á  no  ser  asi^  ¿  cómo  explicar  tan  repugnantes  contradicciones 
7  tan  extrañas  anomalías  P 

Mucha  parte  tuvo  esta  grave  ó  inconsulta  decisión  en  la  exaltación 
de  los  ánimos  en  Antioquia  en  esa  época  funesta  ;  pues  muchos  se  con- 
Tencieron  de  que  había  un  plan  bien  arreglado  y  que  se  iba  desarrollando 
lenta  y  gradualmente^  para  destruir  el  catolicismo  en  el  país,  y  que  dicha 
resolución  era  una  de  las  muchas  medidas  destinadas  á  producir  tan 
desastroso  resultado. 

14.  Al  fin  se  desató  la  tormenta  que  dio  por  resultado  el  vencimiento 
del  Estado  de  Antioquia  y  el  consiguiente  cambio  de  Gobierno.  Apenas 
reunida  la  Convención  constituyente,  trató  del  matrimonio,  y  expidió 
la  ley  de  6  de  Diciembre  de  1877,  que  contiene  las  siguientes  dispo- 
siciones : 

Art.  1?  Sólo  producen  efectos  civiles  y  politicoe  los  matrimonios  celebrados  úite 
el  Notario  publico  del  Circuito  6  ante  el  Juez  del  distrito,  con  las  formalidades 
prescritas  en  el  capítulo  3?  del  título  4*  del  libro  1?  del  Código  civil. 

Art.  2?  Todo  ministro  de  cualqnier  cuitó  establecido  ó  que  se  establezca  en  el 
Estado,  tiene  el  deber  de  exigir  á  los  cónyuges  que  ocurrieren  á  celebrar  matrimonio 
eclesiástico,  el  certificado  del  Juez  ó  Notario  respectivo  de  haberse  celebrado 
previamente  el  contrato  matrimonial  conforme  á  las  dÍ6ix>siciones  le^es. 

§.  El  ministro  que  contravenga  á  lo  dispuesto  en  esta  ley  snfnrá  la  pena  de 
multa  de  veinte  á  cien  pesos,  ó  de  prisión  por  ocho  días  á  un  mes,  debiendo  ser  ésta 
mavor  en  los  casos  de  reincidencia. 

Art.  4f  Los  jueces  de  distrito  ante  quienes  se  celebren  matrimonios  confcnrme  á 
lo  dispuesto  en  esta  ley,  tienen  obligación  de  pasar  mensual  mente  una  relación  de 
los  que  hubieren  autorizado,  al  notario  de  su  respectivo  circuito,  y  éste  debe 
formar  una  relación  general  de  todo  el  circuito,  la  que  pasará  á  la  secretaría 
de  Estado  respectiva  para  que  allí  se  disponga  su  pubUcación  en  el  periódieo 
oficial. 

Art  5?  Los  jueces  de  distrito  y  los  notarios  no  cobrarán  derecho  alguno  por  las 
diligencias  que  practiquen  en  estos  casos  ni  por  los  certificados  que  expidsoí  para 
acreditar  el  estaído  civil  de  las  personas. 

Art.  6?  Quedan  derogados  el  inciso  del  artículo  113,  el  136  y  su  parágrafo,  los 
artículos  187  y  209  del  Código  civil,  j  los  artículos  1?  á  5?  de  la  ley  281  de  1875, 
que  tratan  de  la  materia,  y  cualesquiera  otras  disposiciones  que  se  opongan  á  lo 
prevenido  en  la  presente  ley.  .  ^alí> 
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Se  observa  desde  luego  que  esta  ley  carece  de  articulo  3?,  pues  del  2? 
sigue  el  4?,  y  que  el  6?  declara  derogadas  disposiciones  que  ya  lo  estaban 
desde  1875,  y  que,  además^  habían  sido  anuladas  por  el  Senado. 

En  lo  principal,  la  Constituyente  de  Antioquia  se  apresuró  á  sancionar 
el  matrimonio  puramente  civil  y  á  desechar  el  religioso,  como  lo  deseaban 
el  Procurador  general,  la  Corte  Suprema  y  el  Senado  de  la  Unión  ; 
pero  como  no  podía  ocultársele  que  esa  ley  se  quedaría  escrita  y  no 
induciría  á  nadie  á  aceptar  voluntariamente  el  matrimonio  civil,  ocurrió 
al  medio  de  ordenar  á  los  ministros  del  culto  católito,  único  que  se 
profesa  en  el  Estado,  que  no  administrasen  el  sacramento  del  matri- 
monio hasta  que  se  les  presentara  certificado  de  haberse  perfeccionado 
el  contrato  civil. 

Esto  equivale  á  la  creación  de  un  impedimiento  impedtente,  asunto  que 
pertenece  única  y  exclusivamente  á  la  Iglesia,  y  en  el  cual  no  debe 
tener  intervención  alguna^el  poder  civiL  Cosa  rara !  cuando  el  Gh>- 
biemo  no  puede  dar  efectos  civiles  al  matrimonio  religioso  porque  eso 
diz  que  es  legislar  en  asuntos  religiosos,  sí  puede  disponer  que  el  matri- 
monio cristiano,  que  él  reputa  como  una  simple  é  inútil  ceremonia 
religiosa,  no  pueda  celebrarse  sino  después  de  llenado  cierto  requisito 
previsto  y  dispuesto  por  el  mismo  Gobierno. 

Tenemos  pues  al  Gobierno  dando  reglas  para  la  administración  de 
los  sacramentos,  y  eso  no  se  ha  reputado  por  el  Procurador  ni  por  la 
Corte  como  intervención  en  asuntos  religiosos,  ni  como  violación  de  la 
garantía  de  la  libertad  religiosa.  ¿  Cómo  es  que  en  presencia  de  contra- 
sentidos de  esa  clase  puede  dejar  de  creerse  que  lo  que  mueve  á  esos 
altos  empleados  no  es  celo  honrado  por  el  fiel  cumplimiento  de  su  deber, 
sino  im  odio  ciego  y  frenético  contra  el  catolicismo  y  sus  santas  y 
venerables  instituciones?  Destruyeron,  en  nombre  de  la  libertad 
religiosa,  el  matrimonio  cristiano  como  fuente  de  derechos  civiles,  y 
ahora  no  se  atreven  á  invocar  esa  misma  libertad  para  que  los  ministros 
del  culto  puedan  administrar  los  sacramentos  en  la  época  y  con  solas 
las  formalidades  que  prescribe  la  Iglesia.  Es  preciso  adolecer  de  la  más 
terrible  de  las  ceguedades,  la  cegu^ad  voluntaría,  para  no  ver  en  esto  la 
prueba  patente  de  que  el  celo  de  esos  empleados  por  la  libertad  religiosa 
es  simple  celo  farisaico,  verdadera  hipocresía  más  funesta  que  la  perse- 
cución manifiesta  y  declarada. 

15.  Esa  ley  fué  objeto  de  reclamación  por  parte  del  Ilustrísimo  señor 
ObÍOT>o  de  Medellín,  quien  en  su  representación  de  4  de  Noviembre  de 
ISToy  que  ya  hemos  citado,  se  expresa  así,  respecto  de  este  asunto : 

Debe  ser  también  moÜTo  de  reclamacióii  por  nuestra  parte  la  ley  43  de  5  de 
DKttembre  de  1877,  reformatoria  del  Código  civil,  por  la  cual  se  imponen  4  los 
miniatros  del  coito  católioo  obligaciones  qne  no  hav  derecho  de  imponerles,  tratán- 
dose de  la  administración  del  santo  sacramento  del  matrimonio. 

Permitidnos  qne  en  este  particalar  principiemos  por  haceros  observar  qne  en  nn 
Estado  eminentemente  católico,  como  él  de  Antio<}nia,  el  legislador  debiera  limitarse 
á  reconocer  y  dar  efectos  civiles  al  matrimonio  religioso,  va  proveer  de  medios  para 
que  los  no  católicos  que  hay  ó  pueda  haber  algún  ma,  k>  celebren  civilmente. 
Eso  existió  aqni  desde  largos  años  atrás  hasta  hace  poco  tiempo,  sin  que  hubáera 
presentado  nunca  el  más  ligero  inconveniente. 

La  existencia  simultánea  del  matrimonio  cristiano  y  el  matrimonio  civil,  oon 
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formalidades  distintas  7  ante  diversos  fancionarios,  da  lagar  á  difíooltades  de 
mucha  consideración. 

Suponed,  por  ejemplo,  que  en  la  administración  del  sacramento  se  incurre  en 
alguna  causa  de  nulidad,  al  paso  que  el  contrato  civü  se  ha  perfeccionado  debida- 
mente :  ¿  qué  sucederá  P  Ante  la  ley,  el  matrimonio  subsiste,  y  los  que  lo  contra- 
jeron tienen  que  cumplir  los  deberes  de  cónyuges  eu  todo  y  por  todo ;  al  paso  que 
ante  la  religión  tienen  que  separarse,  y  de  no  hacerlo  así,  su  unión  se  reputa  como 
un  mero  concubinato  escandaloso. 

Suponed  ahora  que  el  sacramento  se  administra  debidamente,  pero  que  el 
contrato  civil  se  anula :  ¿  qué  sucederá  ?  Que  la  ley  obliga  á  los  cónyuges  á 
separarse,  quebrantando  así  el  expreso  precepto  de  Nuestro  Señor  Jesucristo,  quien 
di]o  :  "  Por  esto  (el  sacramento  del  matrimonio)  dejará  el  hombre  padre  y  madre,  y 
se  unirá  á  su  mujer,  y  serán  dos  en  una  carne.  Así  que  ya  no  son  dos,  sino  una 
carne.    Por  tanto,  lo  que  Dios  juntó,  el  hombre  no  lo  separe."  * 

Pero  no  son  esos  los  únicos  conflictos.  Puede  suceder  también  que,  tratando  de 
unirse  en  matrimonio  dos  personas,  resulte  que  pueden  hacerlo  según  las  leyes 
civiles,  pero  no  según  las  leyes  de  la  Iglesia ;  o  al  contrario,  que  puedan  satisfacer 
sus  deseos  según  las  leyes  eclesiásticas,  pero  no  según  las  leves  civiles.  ¿No  veis 
[ue  surge  de  allí  un  conflicto,  que  no  está  en  manos  de  los  fieles  ni  délos  ministros 
lel  culto  evitar  ó  eludir  ? 

Pero  no  son  ésas  las  más  graves  dificultades.  Puede  suceder  que  un  hombre 
contraiga  matrimonio  con  una  mujer  según  los  ritos  reli^osos,  y  con  otra  según 
las  leyes  civiles,  a  Cuál  matrimonio  suraistirá  P  j  El  rehffioso  P  Queda  entonces 
burlada  la  acción  de  la  ley.  ¿  El  civil  ?  Separan  entonces  los  hombres  lo  que  Dios 
ha  unido,  y  se  establece  lo  que  la  Iglesia  no  puede  reconocer  sino  como  un  concubi- 
nato escandaloso  y  un  adulterio  permanente.  ¿  Ambos  P  Queda  establecida  y 
sancionada  la  pohgamia,  j  Ninguno?  Quedan  burladas  á  la  vez  la  religión  y 
la  ley. 

Aun  otro  caso  puede  ocurrir,  que  merece  la  pena  de  llamar  vuestra  atención. 
Uno  de  esos  hombres  que  viven  sin  Dios  y  sin  ley  y  que  sólo  piensan  en  satisfacer 
sus  brutales  apetitos,  aunque  para  ello  tenean  que  labrar  la  desdicha  de  una  familia 
entera,  o&ece  su  mano  á  una  mujer  honrada  y  virtuosa  y  le  promete  solemnemente 
santificar  su  unión  con  el  sacramento  del  matrimonio,  tan  luego  como  se  firme  el 
contrato  civil ;  pero  una  vez  que  consigue  esto,  se  deniega  á  cumplir  su  promesa : 
¿  c¡vl6  hacer  en  semejante  caso  P  El  vil  engañador,  armado  con  el  poder  de  la  ley, 
exige  de  su  pobre  victima  que  lo  siga  á  su  nogar,  y  vaya  á  cumplir  fielmente  los 
deMres  de  esposa ;  pero  ésta  no  puede  acceder  á  ello  sin  renegar  de  su  fe  y  hollar 
sus  más  santos  deberes  religiosos  y  sociales. 

Pensad  detenidamente  en  todo  esto,  ciudadanos  Diputados,  con  ánimo  despreve- 
nido j  espíritu  imparcial  é  ilustrado,  y  os  convenceréis  de  que  la  lev  que  ordena  el 
matrimonio  civil,  no  hace  sino  falsear  la  constitución  íntima  de  la  sociedad 
cristiana,  y  preparar  la  ruina  del  Estado,  dando  alas  á  la  inmoralidad  y  á  la 
perversión  de  las  masas. 

Por  mucha  que  sea  la  importancia  que  concedamos  á  este  asunto,  nunca  será 
tanta  como  la  que  él  merece.  Por  esto  pedimos  vuestra  atención  por  alguno» 
momentos  más,  antes  de  tratar  de  las  disposiciones  especiales  de  la  ley. 

Origen  de  las  ñimilias  es  el  matrimonio,  y  fuente  de  las  sociedades  las  familias,  7 
por  ese  motivo  las  virtudes  y  los  vicios  que  en  el  matrimonio  apenas  se  perciben 
como  en  srermen  y  entre  sombras,  crecen  y  se  desarrollan  con  asombrosa  rapidez  en 
las  familias,  y  llegan  á  veces  á  apoderarse  de  la  sociedad  y  á  dominar  en  ella  por 
completo.  Extienden  entonces  por  todas  partes  su  influjo,  benéfico  unas  veces  y 
otras  desastroso. 

Eso  explica  satisfactoriamente  la  importancia  que  en  todos  los  tiempos  y  en 
todos  los  países  ha  tenido  el  matrimonio.  Las  leyes  le  han  prestado  su  apoyo,  las 
religiones  sus  solemnidades  y  sus  sanciones  espirituales,  las  costumbres  sus  rasgos 
más  fijos  y  mejor  definidos ;  y  siempre,  en  1x>das  partes,  la  mayor  pureza  en  el 
matrimonio  determina  la  mayor  felicidad  doméstica,  y  los  mayores  y  más  poderosos 
elementos  de  engrandecimiento  y  prosperidad  social. 
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El  tipo  déla  perfección  de  este  vínculo  sagrado  se  encuentra  en  la  cana  misma 
del  género  humano.     Oigamos  al  Espíritu  Santo,  por  boca  de  Moisés : 

**  Dijo  también  el  Señor  Dios  :  No  es  bueno  que  el  hombre  esté  solo :  hagámosle 
ayuda  semejante  á  él. 

"  Por  lo  cual  dejará  el  hombre  á  su  padre  y  á  su  madre,  y  se  uniré  á  su  mujer ;  y 
serán  dos  eD  una  carne."  * 

Las  pasiones  humanas,  en  el  curso  de  los  tiempos,  habían  desnaturalizado  esta 
santa  institución,  aun  entre  los  judíos;  pero  Jesucristo  Nuestro  Señor  le  restituyó 
su  primitiva  pureza,'  y  la  elevó  á  la  categoría  de  sacramento,  para  sustraerlo  asi 
en  cierta  manera  al  dominio  de  las  pasiones  y  á  los  esfuerzos  desordenados  de  la 
concupiscencia  de  los  hombres. 

Esto  solo  debería  bastar,  como  lo  insinuamos  antes,  para  que  en  países  católicos, 
como  el  nuestro,  el  legislador  se  limitara  á  dar  efectos  civiles  al  matrimonio 
religioso ;  porque  nunca  las  leyes  humanas,  por  buenas  y  justas  que  se  las  suponga, 
podrán  ser  comparables  á  las  inmutables  leyes  establecidas  por  Dios  mismo  y  su 
Iglesia,  para  la  propagación  de  la  especie  humana  y  adelanto  y  perfeccionamiento 
de  las  sociedades. 

Todo  lo  que  las  leyes  humanas  pueden  hacer  en  cuanto  al  vinculo  matrimonial, 
por  lo  que  respecta  á  los  católicos,  se  reduce  en  último  análisis  á  empañar  ó 
destruir  la  santidad  del  sacramento,  y  á  falsear  más  ó  menos  profundamente  las 
bases  sobre  que  descansa  el  edificio  social. 

Entre  nosotros  se  le  ha  quitado  toda  eficacia  ante  la  ley  y  ante  las  autoridades 
al  sacramento,  y  se  ha  dispuesto  que  no  pueda  recibirse  sino  después  de  per- 
feccionado el  contrato  civil ;  y  aunque  éste  se  limita  á  consagrar  la  unión  indi- 
soluble de  un  solo  hombre  con  una  sola  mujer,  es  apenas  el  primer  paso  que  se 
da  en  una  pendiente  resbaladiza  que  conduce  rectamente  á  la  anarquía  socirfL 

Quitad  al  matrimonio  la  elevada  categoría  de  sacramento,  y  no  encontraréis 
sino  un  paso  entre  el  matrimonio  indisoluble  y  el  que  puede  terminar  con  la  sola 
voluntad  de  los  cónyuges ;  y  un  paso  también  entre  éste  último  y  la  poligamia ;  y 
otro  paso  no  más  entre  ésta  y  la  comunidad  de  mujeres,  el  amor  libre.  Detrás  del 
amor  libre  se  alcanzan  á  ver  naturalmente  la  anarquía  y  el  caos  social.  Lo  más 
grave  está  ya  hecho ;  y  si  no  volvéis  atrás,  no  tenéis  por  qaé  extrañar  que  lleguemos 
al  término  de  la  pendiente  cuando  menos  se  piense,  y  que  nos  precipitemos  al 
abismo,  sin  poder  detenernos  en  su  orilla. 

Previas  estas  observaciones  generales,  permitidnos  que  entremos  á  tratar  de  la 
citada  ley  43,  de  5  de  Diciembre  de  1877,  reformatoria  del  Código  civil.  Su  artíciúo 
2?  dice  así : 

"  Todo  ministro  de  cualquier  culto  religioso  establecido  ó  que  se  establezca  en  el 
Estado,  tiene  el  deber  de  exigir  á  los  cónyuges  que  ocurrieren  á  celebrar  matri- 
monio eclesiástico,  el  certificado  del  Juez  ó  Notario  respectivo  de  haberse  celebrado 
previamente  el  contrato  matrimonial  conforme  á  las  disposiciones  legales. 

§.  El  ministro  que  contravenga  á  lo  dispuesto  en  esta  ley  sufrirá  la  pena  de 
multa  de  veinte  á  cien  pesos,  ó  de  prisión  pc^r  ocho  días  á  un  mes,  debiendo  ser  ésta 
mayor  en  los  casos  de  reincidencia." 

La  administración  del  sacramento  del  matrimonio  es  un  asunto  pura  y  exclu- 
sivamente religioso,  y  en  el  cual  no  debe  tomar  intervención  alguna  el  poder  civil. 
Es  á  la  Iglesia  á  quien  corresponde  determinar  los  casos  en  que  debe  administrarse, 
la  forma  en  que  debe  hacerse,  y  los  re<^uisitos  que  deben  cumplirse  previamente. 

Si  reconociéramos  que  el  poder  civil  tiene  el  derecho  de  impedir  que  se  admi- 
nistre el  santo  sacramento  del  matrimonio,  sin  que  previamente  se  haya  celebrado 
el  contrato  civil,  tendríamos  que  admitir  forzosamente  que  puede  también 
prohibirlo  en  cualquier  otro  caso ;  porque,  ¿  qué  límite  tendria  semejante 
derecho  P  ¿El  que  fijara  la  Iglesia  P  Ella  lo  desconoceria  de  una  manera  abeo* 
luta  en  todos  los  casos.  ¿  El  que  fijara  el  poder  civil  P  Él  lo  extendería  en  cada 
caso  hasta  donde  lo  tuviera  por  conveniente. 

Bien  veis  que  la  Iglesia  no  puede  admitir  en  ningún  caso  ni  en  ningún  país  ana 
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condición  semejante.  Qne  por  nn  conyenio  libremente  discutido  y  aceptado  por 
los  poderes  cítíI  j  eclesiástico,  se  hagan  mutuas  concesiones  y  en  puntos  de 
disciplina  se  impongan  ciertos  deberes  al  clero,  lo  comprendemos,  y  se  ve  á  cada 
paso  en  los  países  que  tienen  concordatos  con  la  Santa  Sede ;  pero  qne  el  poder 
civil,  por  sí  7  ante  sí,  se  arrogue  la  facnltad  de  prohibir  ó  permitir  la  administra- 
ción de  los  sacramentos,  en  un  caso  cualquiera,  es  cosa  que  no  puede  admitir 
ningún  Obispo  católico  y  que  rechaza  en  absoluto  la  Iglesia. 

Verdad  es  que  los  Obispos,  cuando  las  invasiones  del  poder  civil  no  pasan  de 
ciertos  límites,  por  evitar  mayores  males  toleran  á  veces  qne  el  clero  pase  por  ellas, 
sin  imponérselo  como  una  obligación ;  pero  ese  mismo  espíritu  de  conciliación,  qne 
en  verdad  no  puede  obrar  sino  en  una  esfera  muy  limitada,  debiera  inducir  al 
poder  civil  á  no  salirse  de  su  órbita  de  acción,  y  á  no  pretender  dirigir  en  manera 
alguna  asuntos  puramente  eclesiásticos ;  porque  con  eso  no  consigue  otra  cosa  qne 
poner  en  tortura  las  conciencias  de  los  neles,  y  provocar  conflictos  de  que  nnnca 
puede  salir  airoso. 

Pasando  de  estas  consideraciones  de  equidad  y  de  justicia  al  terreno  puramente 
constitucional,  nos  bastará  observaros  que  las  mismas  disposiciones  que  exami- 
namos al  tratar  de  la  ley  de  inspección  de  cultos,  han  sido  violadas  con  la  disposi- 
ción de  la  de  qne  vamos  tratando.^ 

En  efecto,  según  esas  disposiciones  la  libertad  religiosa  no  puede  entrabarse 
sino  con  el  objeto  de  impedir  que  se  ejecuten  hechos  incompatibles  con  la  soberanía 
nacional,  ó  que  tengan  por  objeto  turbar  la  paz  pública ;  y  como  la  administración 
de  los  sacramentos  no  se  encuentra  en  ninguno  de  esos  casos,  es  claro  y  evidente 
qne  no  puede  ser  entrabada  en  manera  alpfnna. 

Fué  tanta  la  ligereza  con  que  procedió  en  este  particular  la  Convención,  que 
impuso  la  pena  de  prisión,  que  la  ley  no  reconoce.  Ved,  si  no,  los  artículos  20  y 
21  del  Código  penal  del  Estado  qne  establecen  la  clasificación  de  las  penas,  y  no 
encontraréis  entre  ellas  la  de  prisión.    ¿  Cómo,  pnes,  podrá  aplicarse  P 

Esa  solicitud^  como  era  de  esperarse^  no  surtió  efecto  ninguno.  Yeamos 
ahora  algunas  leyes  expedidas  en  otros  Estados  sobre  este  particular. 

16.  Citemos,  en  primer  lugar,  los  artículos  138,  189,  190,  212,  213  y 
218  del  Código  civil  del  Cauca,  por  los  cuales  se  dispuso  que  fueran 
válidos  los  matrimonios  religiosos,  siempre  que  se  registraran  ante  tin 
notario,  ó  se  diera  aviso  de  ellos  á  un  magistrado  ó  juez,  para  que  se 
pusiera  constancia  de  ello  y  se  avisara  por  la  imprenta  ;  que  la  separa- 
ción ó  divorcio  decretado  por  los  ministros  del  culto  fuera  eficaz,  cuando 
los  cónyuges  se  sometieran  voluntariamente  á  su  decisión;  y  que  lo 
mismo  sucediera  en  lo  relativo  á  la  anulación  del  matrimonio. 

17.  £1  señor  Rafael  Escobar  pidió  la  suspensión  y  anulación  de  estas 
disposiciones,  y  del  inciso  4?  del  artículo  140  de  la  ley  120,  que  da  el 
carácter  de  documentos  públicos  á  las  certificaciones  de  los  ministros  del 
culto,  respecto  al  estado  civil  de  las  personas. 

Como  el  asimto  se  ventiló  en  el  segundo  semestre  de  1875  y  en  1876, 
era  de  esperarse^  atendidas  las  decisiones  dictadas  respecto  de  las  leves  de 
Antioquia,  que  las  de  que  aquí  tratamos  fueran  suspendidas  y  anuladas ; 
pero  no  fué  asi.  Al  contrario,  fueron  declaradas  válidas  tanto  por  la 
Corte  como  por  el  Senado,  poniéndose  asi  esas  altas  corporaciones  en 
contradicción  consigo  mismas. 

En  lo  relativo  á  la  validez  de  los  matrimonios  religiosos  se  dijo,  para 
explicar  la  contradicción,  que  el  hecho  de  tomar  nota  de  ellos  en  una 


^  La  parte  de  la  exposición  del  Prelado  á  qne  aqnf  se  alude,  la  insertaremos  en 
el  capítulo  siguiente. 
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oficina  pública,  daba  al  acto  el  verdadero  carácter  de  acto  civil. 
Nosotros  no  podemos  concebir  que  baya  diferencia  sustancia!  entre  dos 
matrimonios  religiosos,  por  el  becho  de  que  respecto  del  uno  se  haya 
tomado  nota  en  una  oficina  pública  y  no  respecto  del  otro. 

En  lo  relativo  á  las  anulaciones  de  matrimonios  y  a  divorcios,  se  dijo 

3ue  los  ministros  del  culto  desempeñaban  el  papel  de  simples  arbitra- 
ores,  pero  eso  no  es  cierto.  Las  leyes  reconocen  el  arbitramento  como 
medio  de  terminar  las  controversias  entre  los  particulares;  pero  los 
arbitradores  tienen  que  proceder  amoldándose  á  las  prescripciones  de 
las  leyes  civiles,  y  las  autoridades  de  la  Iglesia  cuando  deciden  sobre 
divorcios  ó  anulaciones  de  matrimonios  no  lo  hacen  en  calidad  de  arbi- 
tradores sino  de  jueces,  en  virtud  de  la  jurisdicción  que  han  recibido 
de  Dios  y  de  la  Iglesia ;  y  no  aplican  las  leyes  civiles  ni  para  el  procedi- 
miento ni  para  la  decisión,  sino  las  leyes  eclesiásticas. 

Respecto  de  la  calidad  de  documentos  públicos  concedida  á  las  certi- 
ficaciones de  los  ministros  del  culto  en  lo  relativo  al  estado  civil,  se 
dijo  que  la  Legislatura  del  Cauca  tenia  plena  facultad  para  determinar 
los  documentos  que  debieran  reputarse  como  públicos ;  y  que  si  hacía 
mal  uso  de  esa  facultad,  eso  no  quería  decir  que  careciese  de  ella.  Ese 
argumento  es  perfectamente  aplicable  á  la  validez  de  las  disposiciones 
de  AntioQuia  sobre  matrimonio,  suspendidas  y  anuladas  por  la  misma 
Corte  y  el  mismo  Senado,  con  diferencia  de  unos  pocos  meses  entre  unas 
y  otras  decisiones.  ¿Cómo  conciliar  eso?  ¿Fué  que  después  de 
suspendidas  y  anuladas  las  disposiciones  de  Antioquia  se  cayó  en  la 
cuenta  de  que  se  había  errado,  v  se  enmendó  el  yerro  en  las  del  Cauca  ? 
No,  porque  las  decisiones  relativas  al  Cauca  son  anteriores  á  las  que  se 
refieren  á  Antioquia.  Fué  más  bien  porque  el  espíritu  irreligioso  y 
perseguidor  de  esas  corporaciones  iba  en  aumento.  Al  menos  eso  es  lo 
que  se  infiere  de  la  marcha  que  llevaron  los  negocios  en  esa  época. 

Por  nuestra  parte,  estamos  lejos  de  censurar  las  decisiones  relativas 
al  Cauca  :  lo  que  censuramos  es  que  respecto  de  Antioquia  no  se  haya 

Srocedido  de  idéntica  manera^  pues  los  casos  eran  iguales  desde  el  punto 
e  vista  constitucional ;  bien  que  las  leyes  de  Antioquia  fuesen  más 
razonables  y  más  equitativas  que  las  del  Cauca. 

Agreguemos  de  paso  que  el  Senado  se  denegó  á  resolver  sobre  la 
nulidad  ó  validez  de  los  artículos  112,  113,  114,  116  y  119  del  anterior 
Código  civil  del  Cauca,  porque  ya  estaban  derogados  (resolución  de  24 
de  Mayo  de  1876),  y  no  obstante  el  mismo  Senado  un  mes  después 
(resolución  de  29  de  Junio  de  1876)  anuló  las  disposiciones  del  Código 
de  Antioquia,  aunque  ya  estaban  derogadas.  Contradicciones  como  ésa 
han  sido  tan  frecuentes,  que  con  razón  se  mira  al  Senado,  no  como  el 
guardián  de  los  derechos  de  la  Nación  contra  las  demasías  de  los  Estados, 
sino  como  el  teatro  donde  imperan  con  frecuencia  las  pasiones  y  se  hiere 
á  los  Estados  en  sus  más  claros  derechos  y  en  sus  más  sagrados  inte- 
reses. 

Permítasenos  presentar  un  ejemplo  más  de  tales  contradicciones,  que 
se  relaciona  íntimamente  con  el  asunto  en  que  nos  ocupamos.  Yimoa 
antes  qne  el  Senado  anuló  una  disposición  de  Cundinamarca  en  virtud 
de  la  cual  se  daba  eficacia  civil  á  los  matrimonios  celebrados  en  cierta 
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época  sin  observar  las  leyes  que  durante  ella  regían  en  el  Estado  sobre 
el  particular.  No  obstante,  en  años  atrás  se  había  declarado  válida  una 
ley  de  Panamá  que  daba  eficacia  á  loa  matrimonios  celebrados  en  ese 
Estado  de  conformidad  con  la  ley  nacional  de  8  de  Abril  de  1856,  que 
no  rigió  en  esa  sección  de  la  república.  jPor  qué  esa  diferencia? 
¿  Será  porque  la  ley  de  Gundinamarca  revalidaba  matrimonios  religiosos, 
y  la  de  Panamá  se  refería  á  matrimonios  civiles  ? 

18.  El  Estado  del  Tolima  había  arreglado  satisfactoriamente  el  asunto 
de  matrimonio,  á  lo  menos  en  lo  relativo  á  la  eficacia  civil  del  matri- 
monio cristiano.  El  artículo  184  del  Código  civil  disponía  lo  si- 
guiente: 

Son  válidos  para  los  efectos  civiles  j  poHticos,  los  matrímonios  celebrados  ante 
los  respectivos  ministros  de  los  cultos,  conforme  á  los  cánones  ó  constituciones 
religiosas  á  que  los  contrayentes  se  hayan  sujetado  para  celebrar  el  matrimonio. 

Tal  vez  algunos  pretendieron  que  esa  disposición  se  refería  á  los 
matrimonios  celebrados  antes  de  su  sanción  y  no  comprendía  á  los 
posteriores,  porque  en  la  ley  de  24  de  Noviembre  de  1873  se  reformó 
esa  disposición  agregándole  después  de  cekbrados,  la  expresión  ó  que  en 
adelante  se  celebren  ;  con  lo  cual  ya  no  podía  haber  lugar  á  duda  alguna. 

Esta  disposición  fué  suspendida  por  la  Corte  el  25  de  Octubre  de 
1875  y  anulada  por  el  Senado  el  29  de  Junio  del  año  siguiente  de 
1876.  Las  razones  en  que  se  fundaron  para  ello  fueron  sustancialmente 
las  mismas  expuestas  respecto  de  las  disposiciones  de  Antioquia,  por  lo 
cual  no  nos  detendremos  á  examinarlas. 

19.  Á  medida  que  los  ataques  al  matrimonio  religioso  iban  surtiendo 
buen  efecto,  merced  al  apoyo  que  los  demoledores  de  las  instituciones 
católicas  encontraban  en  los  altos  empleados  federales,  se  iba  ensan- 
chando el  círculo  de  las  usurpaciones  del  poder  civil  sobre  el  terreno 
perteneciente  á  la  Iglesia.  Así  vemos  á  1^  Asamblea  de  Santander 
expedir  la  siguiente  ley,  que  fué  sancionada  el  7  de  Noviembre  de 
1877: 

Art.  V  Los  ministros  de  cualquier  culto  no  prestarán  su  ministerio  religioso  en 
todo  lo  relativo  á  los  nacimientos,  matrímonios  y  defunciones,  mientras  no  se  les 
compruebe  con  la  copia  respectiva,  que  los  interesados  ó  contrayentes  han  hecho 
descríbirla  partida  correspondiente  en  el  ref;^stro  del  estado  civil,  ó  que  han 
contraído  matrimonio  conforme  á  la  ley. 

Para  este  efecto  el  juez  6  notario  respNdctivo  expedirá,  ^tis,  copia  de  la  diligencia 
de  matrimonio  j  de  las  partidas  de  nacimiento  y  defanción. 

Art.  2?  El  ministro  del  culto  que  falte  al  deber  que  se  le  impone  por  el  artículo 
anterior  será  considerado  como  trastomador  del  orden  pábbco  y  castigado  por 
el  jefe  departamental  con  una  multa  de  doscientos  á  quinientos  pesos,  previa 
comprobación  sumaria  del  hecho,  de  oficio  6  á  petición  de  cualquier  ciudadano. 

Art.  3?  Hay  acción  popular  para  denunciar  las  infracciones  de  esta  ley. 

Art.  4?  Además  de  la  publicación  de  esta  ley,  el  Poder  Biecutivo  hará  que 
se  imprima  en  oartelonee,  que  serán  fijados  al  público  en  todos  los  distritos  ó 
caseríos.*. 

20.  Ahora^  como  de  costumbre,  los  perseguidores  aprovecharon  la 
época  en  qae  las  pasiones  de  la  guerra  civil  les  proporcionaban  apoyo 
en  las  masas  para  falsear  el  edificio  católico,  y  quitaban  á  los  hombres 


uiyiu^tiu  uy  -v^j  v^  v.^^ 


a 


.e 


560  MATRIMONIO. 

adictos  á  su  fe  y  á  sus  creencias  el  ánimo  para  defender  sus  fueros 
religiosos^  y  los  medios  de  hacerlo  eficazmente. 

Mas  por  esta  vez  la  buena  caiisa  no  careció  de  defensores.  Las 
señoras  tomaron  la  cuestión  á  su  cargo»  y  elevaron  á  la  Corte  Suprema 
una  admirable  solicitud,  en  la  que  pidieron  la  suspensión  de  las  iniqui- 
dades que,  en  forma  de  ley,  se  quería  imponer  á  la  Iglesia  y  sus  minis- 
tros en  el  territorio  del  Estado.  Creemos  que  nuestros  lectores  nos 
agradecerán  que  les  demos  á  conocer  lo  principal  de  ese  documento,  que 
ha  circulado  poco  entre  nosotros.  Después  de  copiar  los  artículos  1? 
y  2?  de  la  ley,  se  expresa  así : 

La  simple  lectura  de  estos  artíciilos  debe  convencer  ¿  toda  persona  de  sana  é 
imparcial  razón,  de  que  ellos  violan  abierta  y  expresamente  el  inciso  16  del  artí« 
cnlo  16  y  el  23  de  la  Constitución  nacional ;  porque,  por  una  parte,  restringe  el 
ejercicio  de  las  funciones  religiosas  de  los  ministros  ó  sacerdotes  de  los  cultos 
reconocidos  ó  existentes  en  el  país,  y  por  otra,  esta  ley  usurpa  é  invade  atributos 
que  basta  ahora  se  ha  reservado  el  Gobierno  general. 

Esta  es  la  razón  por  que  nosotras,  bijas  de  la  Iglesia  católica  y  heridas  en  lo 
íntimo  de  nuestras  creencias,  como  también  en  lo  más  caro  de  nuestros  afectos, 
sacudiendo  toda  otra  consideración,  é  impulsadas  por  nobles  y  justos  sentimientos, 
ocunimos  á  vosotros,  en  nombre  de  la  mas  sagrada  de  las  libertades,  y  como  intere- 
sadas en  la  estabilidad  de  las  familias,  exponiéndoos  nuestras  quejas  y  solicitando 
de  vosotros  el  amparo  que  podéis  damos  contra  la  más  gratuita  y  la  más  ofensiva 
de  las  agresiones  que  el  desenfreno  de  las  costumbres  y  la  licencia  audaz  han 
podido  producir. 

Puede  ser  que  os  parezca  extraño,  ciudadanos  Magistrados,  que  unas  débiles 
mujeres  se  lancen  así  hasta  el  recinto  del  foro ;  pero  debéis  considerar  que  esta 
novedad  es  el  resultado  de  las  novedades  violentas  que  oprimen  á  la  sociedad. 
Nosotras  vamos  á  presentar  el  singular  espectáculo  de  un  contraste  en  el  que  la 
debilidad  es  la  fuerza  con  el  apoyo  del  derecho,  y  en  el  que  la  fuerza  es  débil  por 
estar  reducida  á  sus  solas  manifestaciones  materiales.  Nosotras  como  Anteo, 
hemos  tocado  la  tierra  de  la  justicia  y  nos  sentimos  fuertes  con  esajusticia;  y  ya 
que  los  hombres  de  nuestro  país  se  encuentran  enmordazados  por  aquella  espada 
multiforme  que,  con  escarnio  de  la  civilización,  ha  dado  en  llamarse  entre  nosotros 
la  aplicación  del  derecho  de  gentes,  preciso  es  que  nosotras  no  abdiquemos  de  los 
fueros  que  la  naturaleza  y  la  razón  nos  dan,  y  que  hagamos  ver  al  mundo  que,  4 
pesar  de  la  degradación  de  nuestra  patria,  nos  consideramos  también  como  seres 
racionales  y  sensibles,  y  con  derecho  á  ^ozar  de  las  justas  libertades  que  la  filosofía 
cristiana  ha  venido  conquistando  de  siglo  en  siglo  y  de  país  en  país,  lachando 
abiertamente  con  todos  los  tiranos,  y  arrancándolas  de  las  entrañas  de  todos  loa 
despotismos. 

¿  Quién  podía  imaginarse  que  en  una  Eepública  que  ha  halagado  á  los  pueblos 
con  un  largo  catálogo  de  garantías  individuales,  y  dirigida  por  un  Gk)biemo  que 
para  blasonar  de  tolerancia  ha  desconocido  todas  las  religiones,  todos  los  coitos» 
todas  las  jerarcjuías  eclesiásticas,  toda  relación  del  hombre  con  Dios,  viniera  ahora 
una  Asamblea  a  dictar  las  reglas  y  pauta  á  los  ministros  de  una  religión  cualquiera» 
señalándoles  el  cuándo  y  el  modo  de  ejercer  sus  funciones,  y,  lo  que  es  más  escan- 
daloso todavía,  prohibiéndoles  la  prestación  de  su  ministerio  religioso  hasta  tanto 
que  le  plazca  á  la  autoridad  civil  ?  ¿  Quién  ha  dicho  que  así  puede  el  poder  tem- 
poral invadir  la  órbita  de  acción  del  poder  espiritual  P  ¿  Qué  libertad  religiosa 
puede  quedar  en  pie  por  este  camino  P  á  No  es  verdad  que  mañana  trillando  por 
esta  senda,  podrán  también  los  legisladores  prohibirles  á  los  ministros  del  culto  la 
administración  de  los  sacramentos,  mientras  se  compruebe  el  pago  del  impuesto, 
cuya  omisión  es  el  delito  más  nefando  que  sus  legisladores  reconocen  P  ¿  De  dónde 
proviene  esta  perversión  en  las  ideas  y  esta  deplorable  confusión  de  las  cosas  P  ^ 

Proviene,  señores  Magistrados,  de  un  error  dominante  actualmente  :  proviene 
de  que  hemos  retrocedido  á  la  época  pagana,  pretendiendo  que  Dios  y  el  hombre,  el 
cspiritn  y  la  materia,  están  bajo  el  iK>der  civü,  y  que  á  éste  le  es  lícito  disponerlo 


uiyiii-/t;u  uy  ' 


ó'^ 


MATRIMONIO.  561 

todo,  gobernarlo  todo,  sujetarlo  todo.  Se  ha  implantado  entre  nosotros  el 
cesarismo  bizantino  7  se  na  arrinconado  á  Dios  como  mneble  inútil,  desechado 
por  los  reformadores  y  los  arquitectos  de  este  nuevo  edificio,  con  el  que  pretenden 
ahogar  y  sepultar  tradiciones  y  costumbres,  moralidad  y  virtudes,  sin  advertir 
^ue  esta  inútil  tarea  dejará  en  el  fondo  de  las  almas  una  inmensa  laguna  que 
jamás  se  podrá  colmar ;  porque  es  necesario  que  se  sepa,  señores,  que  este  viejo 
catolicismo  no  consiente  en  morir.  Se  quiere  que  el  Grobiemo  sea  á  un  tiempo. 
César  y  Pontífice  I 

Pero  esa  pretensión  que,  aunque  ha  tomado  forma  oficial,  es  de  muy  pocos 
porque  pugna  contra  el  sentimiento  común  de  los  colombianos,  es  un  engendro 
tiránico  que  debe  ser  combatido  por  todos  los  espíritus  ubres,  por  todas  las  almas 
nobles,  por  todos  los  que  aprecien  los  sacrificios  hechos  y  la  sangre  vertida  para 
damos  una  patria  en  donde  el  hombre  goce  de  los  derechos  que  Dios  le  ha  otorgado 
como  intuitivos  é  inmanentes,  y  que  el  mundo  civilizado  se  gloría  de  proteger  y 
reconocer  en  donde  quiera  que  la  ilustración  ha  supeditado  á  la  barbarie. 

A  En  qué  consiste  la  profesión  libre  de  cualquiera  religión  P  Consiste,  para  los 
individuos  en  la  libertad  de  profesar  su  fe  y  su  culto ;  y  para  las  Iglesias,  en  el 
derecho  de  organizarse  y  de  gobernarse  según  las  máximas  de  su  fe  y  las  tradi* 
dones  de  su  nistoria,  enseñando  y  projpa^ando  esa  fe  por  todos  los  medios  de 
injfiuencia  intelectual  y  moral ;  y  la  ley  civil  les  debe  á  todos,  individuos,  sacerdotes 
é  iglesias,  una  misma  plenitud  y  una  misma  amplia  seguridad  en  el  ejercicio  de  su 
derecho.  Este  derecho  será  real  ó  nominal,  fecundo  ó  estéril,  según  que  entrañe  ó 
no  esas  consecuencias,  según  que  reciba  ó  no  esas  diversas  aplicaciones.  ^  Y  para 
hacerlo  nugatorio,  para  hacerlo  frustráneo  y  estéril  lo  ha  otorgado  la  Constitución  ? 
No  parece  que  esta  fuera  la  mente  de  los  constituyentes,  que  quisieron  regalar  á  la 
Nación  con  las  más  amplias  libertades,  ó  á  lo  menos  debemos  creerlo  así. 

¿  Y  qué  otra  cosa  sino  la  violación  de  esos  principios  entraña  la  ley  de  Santander 
de  Que  nos  estamos  queíandoP  ¿Cómo,  sin  violación  de  esa  libertad  reli^osa, 
puede  la  ley  civil  pautar  las  condiciones  para  el  ejercicio  del  ministerio  religioso  P 
¿Cómo  puede  conciliarse  la  independencia  Con  la  dependencia?  Considerad, 
señores  Magistrados,  á  donde  lleganan  las  invasiones,  cuál  sería  la  servidumbre 
que  se  impondría  á  la  Iglesia,  y  cuáles  y  cuántas  serían  las  funestas  consecueucias 
que  traería  para  el  orden  social  y  civil  este  sistema  de  arbitraridad,  si  él  no  fuera 
oportunamente  contenido  y  eficazmente  reprimido. 

La  ley  civil  puede  reglamentar  como  quiera  las  condiciones  civiles  del  matrimonio,^ 
del  nacimiento  y  de  la  defunción ;  pero  es  extravagante  c[ue  se  ingiera  en  la  ritualidad 
religiosa,  como  sería  extravagante  el  que  la  Iglesia  exigierlk  para  la  administración 
de  los  sacramentos  formalidades  de  carácter  civil.  Y  ya  que.  la  existencia  de  la 
Beligión  y  de  la  Iglesia,  como  entidades  que  afectan  el  orden  social,  son  hechos  (^ue 
el  Gk>biemo  no  puede  desconocer,  lo  natural  es,  si  se  c[uiere  observar  una  política 
honrada  y  si  se  quiere  en  realidad  la  paz  pública,  facilitar  las  relaciones  de  esas 
entidades  en  la  marcha  civil  y  política,  en  lugar  de  entrabarlas  y  perturbarlas, 
oeasionando  agresiones  de  deplorables  consecuencias.  Y  no  debe  perderse  de  vista 
que  la  Iglesia  no  pretende  primacías  exclusivistas,  como  tal  vez  pudiera  hacerlo 
puesto  que  se  refiere  al  espíritu,  (jue  es  la  parte  superior  y  más  noble  del  hombre, 
eáno  que  se  limita  solamente  á  pedir  su  libertad  y  su  independencia,  de  conformidad 
con  su  origen  y  su  derecho. 

Entre  los  católicos  el  bautismo  es  la  puerta  sin  excusa  para  la  bienaventuranza ; 
y  el  matrimonio  no  es  ^ara  ellos  positivo,  legítimo  ni  aceptable,  mientras  la  unión 
de  los  cónyuges  no  ha  sido  santificada ;  y  esa  santificación  no  se  imparte  sino  por 
medio  del  sacramento,  que  es  la  bendición  en  nombre  de  Dios  Todopoderoso. 
Querer,  pues,  rebajar  estos  actos  solemnes  á  la  condición  de  una  mera  formalidad 
civil,  cambiante  y  mudable,  destituyéndoles  de  su  majestad  y  de  su  santidad ; 
pretender  que  esa  mera  formalidad  civil  lo  supla  todo  y  lo  satisfaga  todo,  como  si  el 


*  Aquí  se  reconoce  únicamente  la  simpU  potestad.    En  otro  lugar  hemos  demos- 
i>r«do  que,  aunque  tenga  dicha  potestad,  debe  limitarse  á  reconocer  la  eficacia  del 
atiimonio  rdigioso. 
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hombre  fnera  sólo  materia ;  j  pretender  el  aTasallamiento  y  la  inferioridad  de  la 
Iglesia,  es  agraviar  directamente  las  creencias  religiosas  dominantes  en  el  país,  es 
insultar  con  inaudito  cinismo  á  las  mujeres  honracbs  7  cristianas,  rebajándolas  de 
su  dignidad  j  queriéndolas  entregar  al  más  afrentoso  envilecimiento. 

Y  no  se  diga  que  ésa  no  es  la  mente  del  legislador,  porque  si  ésa  no  fuera  habría 
paliado  su  invasión  disponiendo  que  el  contrato  civil  aparejaba  obligación  para  la 
formalidad  religiosa ;  pero  no  se  na  hecho  así,  porque  lo  que  se  pretende  es  soltiur 
todas  las  trabas  que  la  moralidad  impone  7  que  la  Iglesia  defiende :  lo  que  se  quiere 
es  derribar  todos  los  diques  hasta  llegar  al  repudio  7  la  promiscuidad,  desorgani- 
Tsaudo  las  familias  y  disolviendo  la  sociedad.  Se  olvida  no  solamente  el  interés 
religioso,  sino  también  el  interés  social^  porque  el  matrimonio  no  importa  tanto  á 
los  cónyuges  como  á  la  sociedad :  el  matrimonio  tiene  por  objeto  primordial  dar  á 
los  hijos  un  padre  y  una  madre,  guardianes  de  sus  destinos  y  proveedores  de  su 
suerte,  que,  en  medio  de  afanes  y  de  láfi^mas,  cargando  el  fardo  de  la  vida, 
trabajan  silenciosamente  en  el  hogar,  para  la  formación  de  ciudadanos  útiles  á  la 
comunidad ;  y  eso,  nada  menos  que  eso,  es  lo  que  se  nos  pretende  arrebatar !  .  .  .  • 

El  señor  Procurador  general  de  la  Nación  coadyuvó  esta  solicitud  en 
su  vista  de  19  de  Diciembre  de  1877,  de  la  cual  creemos  conveniente 
tomar  este  pasaje :  • 

Sabiendo  los  legisladores  de  los  Estados,  como  lo  saben  muy  bien,  que  las 
nupcias  que  se  celebren  ante  los  ministros  de  los  cultos  son  actos  puramente 
rebgiosos,  que  no  producen  efectos  de  ninguna  clase  en  el  orden  civil,  solo  el  buen 
deseo  de  asegurar  la  observancia  de  las  leyes  sobre  matrimonio  civil,  que  hasta  el 
presente  no  se  ha  logrado  sino  en  pocos  casos,  debido  al  descuido  ó  desprecio  con 
que  han  mirado  esta  institución  los  que  se  han  unido  en  matrimonio  eclesiástico, 
puede  explicar  la  expedición  de  leyes  en  el  sentido  de  las  que  se  dejan  apuntadas, 
sin  advertir,  tal  vez,  que  sin  necesidad  de  medidas  de  esta  clase,  que  pugnan  con 
la  libertad  religiosa,  la  ley  de  matrimonio  civil  tendrá  eficaz  cumplimiento,  á 
despecho  de  cualesquiera  resistencias,  en  fuerza  de  la  necesidad  para  el  orden  j 
mantenimiento  de  la  familia  y  luego  que  principie  á  sentirse  la  sanción  dolorosa 
que  ella  apareja. 

De  este  aparte  se  desprende  rectamente  la  exactitud  de  los  siguientes 
importantísimos  hechos  y  circunstancias  : 

1?  Que  los  que  reciben  el  matrimonio  eclesiástico,  es  decir  la  inmensa 
masa  de  la  población  de  la  república,  con  rarísimas  é  insignificantes 
excepciones,  miran  el  matrimonio  civil  con  descuido  ó  con  desprecio. 

2?  Que  de  ahí  nace  el  que  los  legisladores  de  los  Estados,  contrariando 
la  voluntad  unánime  de  sus  comitentes,  se  obstinen  en  expedir  y  hacer 
observar  una  ley  que  á  éstos  les  inspira  odio  y  desprecio,  y  adopten  para 
ello  medidas  tan  violentas  y  tan  absurdas  como  las  de  la  ley  que  exami- 
namos. 

8?  Que  dichos  legisladores  no  tienen  derecho  ni  para  expedir  leyes 
que  pugnen  con  la  voluntad  y  hieran  la  conciencia  de  sus  comitentes,  ni 
para  compeler  á  éstos  á  que  las  obedezcan  y  respeten ;  puesto  que  á 
ningún  mandatario  le  es  permitido  contrariar  la  voluntad  de  su  man- 
dante, ni  sdterar  la  sustancia  del  mandato. 

4?  Que,  no  obstante  eso,  como  tales  legisladores  no  ceden  en  su 
propósito  de  mantener  el  matrimonio  civil ;  y  como  no  pueden  conse- 
guirlo por  medio  de  leyes  como  la  de  que  tratamos,  que  anula  la  libertad 
religiosa,  deben  confiar  en  que  lo  lograrán  al  fin,  '^  á  despecho  de  cuales- 
quiera  resistencias,  en  fuerza  de  la  necesidad  para  el  orden  y  manteni- 
miento de  la  familia  y  luego  que  principie  á  sentirse  la  sanción  dolorosa 
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que  ella  apareja."  Es  como  quien  dice :  Bien  podéis  burlaros^  por 
ahora,  del  matrimonio  civil:  mañana,  cuando  veáis  que  vuestros 
matrimonios  religiosos  son  ante  la  ley  simples  uniones  ilícitas,  y  tal  vez 
amancebamientos ;  que  vuestros  hijos  quedan  destituidos  de  la  calidad  de 
legítimos,  para  ocupar  el  verfi;onzoso  lugar  de  los  ilegítimos,  y  tal  vez 
de  los  adulterinos  ó  de  los  incestuosos ;  que  vuestras  compañeras,  por 
santas  y  admirables  que  sean,  quedan  equiparadas  á  las  mujeres  de 
mala  vida ;  que  vuestro  hogar,  que  tenéis  por  honrado  y  limpio,  debe  ser 
mirado  como  un  lugar  de  libertinaje  y  de  vicios,  por  las  leyes  y  las 
autoridades ;  cuando  veáis  que  el  brazo  poderoso  de  la  ley^  protegido^  en 
caso  necesario,  por  las  bayonetas  del  Gobierno,  arranca  hasta  las 
piedras  del  asilo  doméstico,  y  arrebata  los  bienes  á  vuestros  hijos  para 
entregarlos  á  otros ;  cuando  en  fín  os  convenzáis  de  que  no  hay  otro 
medio  de  remediar  tantos  y  tan  graves  males^  que  cumplir  humildemente 
la  ley  de  matrimonio  civil,  mal  de  vuestro  grado  inclinaréis  la  cabeza  y 
obedeceréis,  ¿  No  tenemos  derecho,  en  presencia  de  semejantes  cosas, 
de  preguntar  si  estamos  regidos  realmente  por  un  Gobierno  represen- 
tativo, como  lo  dice  la  Constitución?  ¿A  quien  representan  y  en 
nombre  de  quién  proceden  de  esa  manera  P 

Dejando  á  un  lado  esas  consideraciones,  debemos  agre^r  que  en  la 
Corte  se  dividieron  los  pareceres.  Tres  de  sus  Magistrados  estuvieron 
por  la  suspensión  y  los  otros  dos  en  contra  de  ella,  por  lo  cual  no  pudo 
decretarse.  No  encontramos  en  las  exposiciones  de  unos  y  otros  razones 
diferentes  de  las  que  ya  hemos  notado  en  otros  lugares^  por  lo  cual 
omitimos  hablar  de  ellas  en  especial. 

La  Comisión  del  Senado  á  quien  se  sometió  el  estudio  de  la  ley,  se 
limitó  á  exponer  que  era  semejante  á  una  del  Tolima  que  se  había 
declarado  válida ;  y  pidió  que  ésta  lo  fuera  igualmente,  como  lo  fué  en 
los  días  26  y  27  de  Abril  de  1878.  De  la  ley  del  Tolima  hemos  hablado 
en  otro  lugar.  Las  observaciones  que  á  ella  hicimos^  son  aplicables  á 
la  presente. 

21.  La  altísima  importancia  de  esta  materia,  nos  mueve  á  dar  á  cono- 
cer á  nuestros  lectores  los  principales  errores  condenados  por  la  Santa 
Sede  en  el  particular ;  para  lo  cual  insertaremos  el  comentario  hecho  á 
las  respectivas  Proposiciones  del  Syllahm  por  el  escritor  que  hemos 
citado.^ 

En  la  Proposición  65  se  condena  4  los  que  dicen  qne  no  pnede  demostrarse  qne 
Cristo  elevó  el  matrimonio  á  la  dignidad  de  Sacramento. 

Este  error  es  evidentemente  contrarío  á  la  Sagrada  Escrítnra.  San  Pablo  dice 
terminantemente  qne  el  matrimonio  es  sacramento  j  gran  sacramento.  *  .  ^ 

En  Ja  Proposición  ^^  se  condena : 

If  A  los  que  dicen  qne  el  Sacramento  del  matrimonio  no  es  sino  una  cosa 
accesoria  al  contrato  y  qne  pnede  separarse  de  él. 
^  2f  Á  los  qne  dicen  que  el  Sacramento  consiste  sólo  en  la  bendición  nupcial. 

En  esta  Proposición  se  resuelve  una  cuestión  importantísima.  En  efecto,  ya  no 
pnede  sostenerse  de  nii^na  manera  la  opinión  de  los  poc(»s  teólogos  que  sostenian 
qne,  aun  después  de  Cristo,  podía  haber  entre  los  cristianos  un  contrato  matrimo- 
nial qne  no  fuese  sacramento.  Ya  se  sabe  de  una  manera  indudable  que  el  Sacra- 
mento no  es  cosa  accesoria  ni  separable  del  contrato.  .  .  . 

^  Yéase,  además,  el  documento  O,  al  fia  de  la  obra.  ^  , 
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En  Ja  Proposición  67  se  condena : 

If  A  los  que  dicen  que  el  vínculo  del  matrimonio  no  es  indisoluble  por  derecho 
natural. 

2?  Á  los  que  creen  que  en  algunos  casos  la  autoridad  civil  puede  sancionar  el 
divorcio  absoluto  ó  propiamente  dicho. 

Aqní,  como  se  ve,  se  condena  el  divorcio  absoluto,  6  la  inmoral  j  antisocial 
teoría  de  los  que  creen  que  haj  casos  en  los*cuales  puede  disolverse  el  matrimonio 
de  modo  que  los  legítimamente  casados  puedan  pasar  á  segundas  nupcias.  Esto 
es  imposible.  El  matrimonio  es  la  unión  de  uno  con  una  j  para  siempre.  En  el 
matrimonio,  como  dice  la  sagrada  Escritura,  hay  dos  en  una  sola  carne.  Además, 
como  enseña  el  Evangelio,  lo  que  Dios  nne,  el  hombre  no  lo  puede  separar.  .  .  . 

En  la  Proposición  68  se  condena  : 

1?  Á  los  oue  dicen  que  la  Iglesia  no  tiene  potestad  para  establecer  impedimentos 
dirimentes  ael  matrimonio. 

2?  Á  los  que  opinan  que  esta  potestad  compete  &  la  autoridad  civil. 

3f  A  los  que  enseñan  que  la  autoridad  civu  es  la  que  puede  suprimir  los  impedi- 
mentos dirimentes  ó  dispensar  en  ellos. 

Aquí,  como  se  ve,  resalta  el  sacrflego  empeño  de  los  doilistas  de  negar  su  potes- 
tad a  la  Iglesia  y  aumentar  en  todo  y  siempre  la  potestad  de  la  au^ridad  civil. 
Es  un  propósito  constante  de  ir  dismmuyendo  la  autoridad  de  la  Iglesia  ó  absor- 
biéndola poco  á  poco  por  medio  de  la  autoridad  civil. 

Esto  no  podra  conseguirse  nunca,  porque  Dios  ha  fundado  su  Iglesia,  no  para 
que  la  absorba  la  potestad  civil,  sino  para  que  subsista  hasta  la  consumación  de  los 
siglos.  Los  regahstas  ó  civilistas,  por  no  comprender  esto,  perturban  la  Iglesia, 
agitan  y  debilitan  la  potestad  civil,  y  allanan  el  camino  á  Isís  revoluciones. 

En  la  Proposición  69  se  condena  á  los  que  aseguran  que  la  Iglesia  en  los  primeros 
siglos  comenzó  á  establecer  impedimentos  dirimentes  del  matrimonio,  no  por  derecho 
propio,  sino  usando  del  derecho  que  había  recibido  ó  tomado  de  la  potestad  civil. 

Esto  equivale  á  suponer  que  Cristo  al  fundar  su  Iglesia  no  legisló  ni  dio  facul- 
tades para  legislar  acerca  del  sacramento  del  matrimonio.  Esto  es  absurdo  y  hasta 
inconcebible.  El  que  funda  una  sociedad,  le  da  todas  las  facultades  que  para  sus 
fines  necesita. 

Además,  la  Iglesia  se  fundó,  no  por  autoridad  de  los  Césares,  sino  por  Jesucristo. 
Por  lo  tanto,  la  potestad  legislativa  de  la  Iglesia  proviene  de  Jesucristo,  fuente  de 
toda  potestad,  v  no  de  los  Césares,  que  no  sólo  no  dieron  autoridad  á  la  Iglesia, 
sino  que  hasta  le  negaron  el  derecho  de  existir. 

En  la  Proposición  70  se  condena  á  los  que  dicen  que  los  anatemas  impuestos  por  el 
Concilio  Tridentino  contra  los  que  niegan  á  la  Iglesia  la  facultad  de  establecer 
impedimentos  dirimentes,  ó  no  son  dogmáticos,  6  deben  entenderse  en  el  sentido  de 
esta  facultad  recibida  ó  tomada  de  la  potestad  civil. 

El  error  condenado  en  esta  Proposición  no  puede  ser  más  ridículo.  Es  una 
explicación  arbitraría  que  carece  de  todo,  absolutamente  de  todo  fundamento. 

¡  Que  los  anatemas  del  Concilio  Tridentino  no  son  dogmáticos  !  Y  ¿  qué  es  un 
anatema  dogmático  P 

Los  anatemas  no  son  do^as,  son  penas  eclesiásticas  con  las  cuales  la  Iglesia. 

Sriva  de  los  bienes  eclesiásticos,  sujetos  á  su  jurisdicción,  á  los  (fCLe  niegan  la  fe, 
esprecian  la  moral,  ó  no  respetan  la  disciplina,    l  Que  ni  siquiera  entiendan  lo 
que  dicen,  los  adversarios  de  la  Santa  Sede  !  .  .  . 

En  la  Proposición  71  se  condena  el  error  de  los  que  dicen  que  el  decreto  del 
Concilio  de  Trento  contra  los  matrimonios  clandestinos  no  tiene  ningún  valor  donde 
las  leyes  civiles  consideran  estos  matrimonios  como  válidos. 

En  esta  Proposición  no  se  hace  más  que  repetir  en  distintos  términos  el  error 
capital  de  que,  en  caso  de  conflicto  entre  las  potestades  eclesiástica  j  civil,  prepon- 
dera la  potestad  civil.  En  efecto,  se  supone  que,  aunque  el  Concilio  Tridentino- 
ó  la  ley  eclesiástica  anule  los  matrimonios  clandestinos,  estos  matrimonios  seri&n 
válidos  cuando  así  lo  quiera  la  autoridad  civil. 

Antes  se  decía :  Ceda  la  JUerza  d  la  ley.  Ahora  se  dice,  por  el  contrario :  /  Que 
teda  eZ  decreto  del  Concilio^  ó  sea  la  ley  eclesiástica  ó  moral,  a  la  ley  civH,  ósea  d  {<i 
representación  de  la  fuerza !    Otra  consecuencia  del  materialismo.  

En  la  Proposición'72  se  condena  á  los  que  dicen  que  el  Papa  Bonifacio  VIH  fnd  el 
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primero  qne  consideró  el  voto  de  castidad  inherente  al   Orden   Sagrado  como 
impedimento  dirimente  del  matrimonio.  .  .  . 


JJn  la  Proposición  73  se  condena : 

If  Á  los  qne  dicen  que,  en  yirtnd  del  contrato  meramente  civil,  pnede  haber 
verdadero  matrimonio  entre  cristianos. 

2?  Qne  no  es  cierto  qne  el  matrimonio  entre  los  cristianos  sea  siempre  sacra- 
mento. 

3?  Que  no  es  nulo  el  contrato  cuando  se  excluye  el  sacramento. 

Los  errores  condenados  en  esta  Proposición  son  muy  parecidos  á  los  que  se 
condenan  en  la  Proposición  66.  En  efecto,  tanto  en  una  como  en  otra,  se  hace 
constar  que  entre  los  cristianos  no  hay  matrimonio  si  no  hay  sácram^to,  ó  es  nulo 
todo  contrato  matrimonial,  aunque  se  celebre  según  las  leyes  civiles,  como  no  se 
celebre  con  arreglo  á  las  leyes  do  la  Iglesia. 

En  la  Proposición  74  se  condena  á  los  que  dicen  que  las  causas  matrimoniales  y  los 
esponsales  pertenecen  por  su  propia  naturaleza  al  fuero  civil. 

En  España,  el  autor  de  la  ley  sobre  matrimonio  civil  ha  querido  eludir  esta 
condenación,  prescindiendo  de  los  esponsales  y  sentando  el  principio  de  que  las 
causas  deben  ser  dobles. 

La  supresión  de  los  esponsales  es  una  simplificación  bastante  extraña.  Consiste 
en  esquivar  una  cuestión  negando  el  valor  civil  de  un  contrato  válido,  según  todas 
las  leyes  civiles  y  humanas. 

Bespecto  á  las  causas  matrimoniales,  la  nueva  ley  dice  en  sustancia  :  **  Yo  no 
quiero  conflictos  con  la  legislación.  Para  esto  apelo  al  recurso  de  complicar  la 
cuestión,  suponiendo  que  en  el  matrimonio  toda  cuestión  es  doble,  ó  todo  pleito 
eclesiástico  tiene  á  su  lado  un  pleito  civil." 

En  efecto,  si  se  trata  de  dispensas,  hay  que  recurrir  al  Sumo  Pontífice  por  la 
dispensa  eclesiástica  y  al  Gobierno  central  por  la  dispensa  civil.  Si  se  trata  de 
celebrar  el  matrimonio,  hay  que  duplicar  las  diligencias  por  tener  que  celebrarlo 
ante  el  cura  párroco  y  ante  el  Juez  municipal.  Si  se  trata,  en  fín,  de  un  divorcio, 
hay  que  entablar  la  demanda  y  seguir  el  pleito  por  duplicado,  ó  sea  ante  los  tribu- 
nales eclesiásticos  y  ante  los  tribunales  civiles. 

De  esta  manera  no  se  negará  á  la  Iglesia  la  facultad  de  conocer  de  las  causas 
matrimoniales,  según  el  derecho  canónico ;  pero  se  fatigará  no  poco  á  los  fieles  y  se 
les  ocasionarán  grandes  perjuicios  obligándoles  á  repetir  ó  á  practicar  dos  veces 
unas  mismas  diligencias. 

Esto  no  poede  ser  más  inconveniente  ni  más  absurdo. 

Como  por  vía  de  nota  á  la  Proposición  74  qne  acabamos  de  examinar,  se  condena 
á  los^ue  dicen  que  debe  abolirse  el  celibato  eclesiástico  ó  que  el  estado  del  matri- 
monio es  más  digno  que  el  estado  de  virginidad. 

De  seguro  que  no  son  las  leyes  que  hemos  examinado  las  únicas  que 
existen  en  la  república  contra  lo9  intereses  y  los  derechos  de  los  cató- 
licos en  el  gravísimo  asunto  de  matrimonio.  De  las  que  rijan  en  los 
demás  Estados  no  tenemos  conocimiento  y  por  eso  no  podemos  exami- 
narlas. 
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1.  Hemos  visto,  al  tratar  del  fuero  eclesiástico,  algunas  de  las  leyes 
que  regían  en  la  antigua  monarquía  española  y  que  encargaban  el 
mayor  respeto  y  las  más  grandes  consideraciones  hacia  las  personas 
constituidas  en  dignidad  eclesiástica.  Ahora  que  vamos  á  tratar  prin- 
cipalmente de  las  persecuciones  desencadenadas  contra  el  clero,  á 
pretexto  de  lo  que  se  ha  llamado  derechos  de  tuición  y  de  infección  de 
cultos,  conviene  que  insertemos  ante  todo  parte  de  las  leyes  2^  y  3í, 
título  18,  partida  1?,  para  que  se  vea  cómo  eran  respetados  los  miembros 
del  clero,  y  cómo  se  reputaban  las  violencias  ejercidas  contra  ellos.  Los 
fragmentos  citados  dicen  asi : 

Ley  2f — Fazese  sacríllejo  en  quatro  maneras :  La  primera  es,  qnando  alguno  mete 
manos  ajradas  en  Olerí^,  o  en  ome  de  Ereligion,  quier  sea  Clérigo,  o  lego,  o  varón 

0  mnjer.  ...  La  segunda  es  furtando,  e  for9ando  cosa  sagrada  de  logar  sagrado  .  .  . 
e  qnien  quier  que  quebrantasse  las  puertas,  e  foradasse  las  paredes,  o  el  techo, 
para  entrar  a  la  Egfesia 

Ley  3.^ — Ciertas  son  las  cosas  en  qne  se  faze  el  sacrillejo,  assi  como  en  las  p^- 
sonas  de  los  Clérigos,  o  de  los  otros  ornes  de  Religión.  .  .  .  E  en  las  personas  se 
faze  el  sacrillejo,  assi  como  cuando  alguno  fíriesse  por  saña  a  algún  Clérigo»  o  a 
otro  cualquiera  de  EeHgion,  o  lo  prendiesse,  o  lo  metiesse  en  cárcel  o  en  otra 
prisión  cualquiera  que  f  nesse»  o  lo  touiesse  de  otra  manera  recabdado  sin  derecho 
contra  su  voluntad,  maguer  non  fuesse  preso,  o  lo  empellasse,  o  lo  despqjasse, 
toUendole  sus  vestidos,  o  alguna  cosa  de  las  que  trae :  e  esso  mismo  seria  del  que  lo 
maudasse  fazer. 

En  cuanto  á  las  exenciones  de  que  gozaban  los  miembros  del  clero, 
insertaremos,  para  dar  una  muestra  de  ellas^  parte  de  la  ley  6%  título  9?^ 
libro  1?  de  la  Novísima  Recopilación,  que  es  la  antigua  ley  II,  título 
3?,  libro  1?  de  la  Recopilación  Castellana,  expedida  por  el  BÜey  D.  Joan 

1  en  Guadalajara,  el  año  de  1890. 

Exentos  deben  ser  los  Sacerdotes  y  Ministros  de  la  Santa  Iglesia  de  todo  tribato 
según  Derecho :  y  por  esto  ordenamos  y  mandamos,  que  en  quanto  á  los  pedidos  de 
que  nos  entendemos  servir,  y  en  otros  pedidos  de  cualquiera  otra  calidad,  loe 
Clérigos  sean  libres  de  contribuir  y  pechar  con  los  Concejos  ...  ó  qnaJquier  que 
esta  ley  quebrantare,  que  pague  con  el  doblo  á.los  dichos  Clérigos  todo  lo  que  de 
ellos  llevare  ...  y  en  esta  misma  pena  cayan  é  incurran  qnalesquiera  que  apre- 
miaren á  los  Clérigos  y  á  los  vasallos  de  las  Iglesias,  que  los  hagan  servicio  de  pan 
y  de  vino  y  de  otras  cualesquiera  cosas,  6  apremiaren  á  llevar  madera  ó  piedras  á 
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las  casas  é  fortalezas,  6  á  hacer  otra  servidumbre  6  hacendería  alguna,  ó  otra  cosa 
contra  voluntad  de  los  Perlados  diocesanos  donde  esto  se  hace. 

Probablemente  esta  disposición  dio  lugar  á  algunos  abusos ;  y  entonces 
el  'Rey  ocurrió  á  la  Santa  Sede  solicitando  que  fuesen  remediados.  Se 
comprende  muy  bien  que  en  una  monarquía  tan  extensa  como  la  de 
España  no  todos  los  miembros  del  clero  estuvieran  á  laalturade  su  ^lisión ; 
y  que  algunos  se  prestasen  á  aparentar  que  eran  dueños  de  ciertos  bienes^ 
sin  serlo^  para  exceptuarlos  de  contribuir  ;  y  otros  adquirieran  realmente 
grandes  patrimonios  sobre  los  cuales  no  podía  pesar  gravamen  alguno 
según  el  fuero  antiguo  de  la  monarquía. 

xa  hemos  visto  en  otro  lugar  cómo  remedió  la  Santa  Sede  el  primero 
de  dichos  abusos  por  medio  de  un  breve  de  14  de  Noviembre  1737^  que 
después  se  insertó  en  otro  de  23  de  Diciembre  de  1740,  el  cual  fué 
publicado  en  el  edicto  del  Nuncio  de  Su  Santidad  de  18  de  Enero  de 
1741.  Ese  breve  fuá  elevado  á  la  categoría  de  ley  por  el  Rey  D.  Felipe 
V  en  su  decreto  de  28  de  Febrero  y  provisión  del  Consejo  de  12  de 
Mayo  de  1741,  que  forman  la  lejr  3%  título  12,  libro  1?  de  la  Novísima 
Becopilación ;  y  en  él  se  atendió  también  cumplidamente  al  remedio 
del  segundo  de  los  abusos  indicados^  con  la  siguiente  disposición : 

Para  ocurrir  y  precaver  los  muchos  engaños  y  fraudes,  que  freqüentemente  se 

Sractlcan  en  los  reynos  de  España  en  la  erección  de  patrímonioR,  para  ordenarse 
e  clérigos  algunas  personas,  ordenamos  y  mandamos  que  los  patrimonios  de  esta 
clase,  que  en  adelante  se  establecieren,  no  excedan  de  la  cierta  y  determinada  renta 
en  cada  un  año  de  sesenta  escudos  de  moneda  romana,  por  cuyo  medio  esperamos 
que  se  destierren  del  todo  las  colusiones  que  se  acostumbran  hacer  en  la  institución 
de  semejantes  patrimonios. 

Esta  disposición  pontificia  es  una  nueva  prueba  que  podemos  presentar 
á  nuestros  lectores  de  que  la  Santa  Sede  no  patrocina  fraudes  ni  injusticias 
de  ningún  género  contra  el  Gobierno  temporal.  Que  el  Padre  Santo 
condenara  los  contratos  simulados  es  natural,  y  lo  contrario  no  tendría 
explicación  satisfactoria ;  pero  que  conviniera  en  poner  cortapisa  á  un 
derecho  de  que  estaba  en  plena  posesión  el  clero,  desde  tiempo  inmemo* 
rial,  derecho  consuetudinario  reconocido  y  sancionado  no  sólo  por  la 
costumbre  sino  por  leyes  expresas  y  terminantes,  es  cosa  que  no  pudo 
hacerse  sin  un  elevado  espíritu  de  justicia  y  de  desprendimiento,  una 
marcada  benevolencia  hacia  el  Gobierno,  y  una  confianza  plena  de  que 
no  se  abusaría  de  semejante  concesión. 

Esa  confianza  de  la  Santa  Sede  fué  burlada  pocas  veces  por  los  reyes 
de  España.  Entre  varios  actos  de  deferencia  del  Monarca  español,  cita- 
remos uno  ejecutado  por  Carlos  III ;  y  escogemos  éste,  porque  dicho 
Bey  es  quien  ha  dado  mayores  motivos  de  queja,  principalmente  por 
su  indigno  ó  inicuo  manejo  para  con  los  jesuítas.  El  Papa  Gregorio 
Xni  había  expedido  una  bula  por  la  cual  confería  al  Rey  ciertos  derechos 
en  lo  relativo  á  diezmos,  bula  que  fué  insertada  y  confirmada  en  la  de 
Benedicto  XIV  de  30  de  Julio  de  1749.  Á  pesar  de  que  ese  derecho 
pertenecía  evidentemente  al  Rey,  por  la  concesión  referida,  renunció  á 
él  por  resolución  á  consulta  de  23  de  Noviembre  de  1765,  y  cédula  del 
Consejo  de  21  de  Junio  de  1766,  que  después  formaron  la  ley  13,  título 
6%  libro  1?  de  la  Novísima  Recopilación.     Insertaremos  un  fragmento 
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€e  la  exposición  de  los  motivos  que  lo  determinaron  á  la  expresada 
renuncia.    Dice  así : 

.  .  .  Excitado  mi  Real  ánimo  de  la  justa  piedad  y  notoria  propensión  al  Estado 
eclesiástico,  y  enterado  del  contexto  de  la  bula  y  gracias  que  contiene  .  .  . 
deseando  yo  dar  esta  prueba  más  del  amor  que  me  merece  el  venerable  Estado 
eclesiástico  en  una  materia  en  que  el  Beal  Patrimonio  es  el  único  interesado,  he 
tenido  á  bien  mandar.  .  .  . 

Sigue  la  orden  de  que  no  se  hiciera  uso  de  los  derechos  concedidos  por 
la  Santa  Sede. 

2.  Compárese  este  acto  del  peor  de  los  reyes  de  España,  desde  el 

Sunto  de  vista  religioso,  con  los  que  ejecutan  á  cada  paso  los  gobiernos 
e  los  últimos  años  en  nuestra  patria,  muchos  de  los  cuales  respiran 
odio  frenético  y  venganza  ciega,  y  se  comprenderá  cuánta  es  la  dife- 
rencia que  existe  entre  una  y  otra  época  en  lo  relativo  al  manejo  de  los 
asuntos  en  que  se  rozan  las  dos  potestades. 

Nos  referimos  especialmente  á  los  últimos  años,  porque  es  preciso 
reconocer  que  en  los  primeros  tiempos  de  la  República  gozó  también  el 
clero,  hablando  de  un  modo  general,^  del  respeto  y  de  las  considera- 
ciones de  la  sociedad  y  principalmente  de  las  autoridades.  La  mano 
protectora  del  poder  público  se  extendía  sobre  él  y  le  garantizaba  las 
personas,  las  propiedades,  y  los  fueros  y  libertades  de  que  gozaba  para 
el  ejercicio  de  su  santo  ministerio.  Todavía  en  el  año  de  18'57,  al 
expedirse  el  Código  penal  se  señalaron  penas  para  los  "que  por  vías  de 
hecho  ó  amenazas  impidieran  el  culto  (art.  202) ;  para  los  que  con 
desacatos,  irrespetos  ú  otro  medio  interrumpieran  el  culto  (203);  para 
los  que  hiciemn  lo  mismo  en  reunión  tumulteraria  (204) ;  para  los 
blasfemos  (205) ;  para  "  los  que  en  público  escarnecieren,  se  burlaren  6 
maldijeren  de  alguno  ó  algunos  de  las  dogmas  de  la  religión  católica, 
apostólica,  romana  "  (206);  para  ''  el  que  con  palabras,  acciones  ó  gestos 
ultrajare  ó  escarneciere  manifiestamente  y  á  sabiendas  á  alguno  ó  algunos 
de  los  objetos  del  cultb  religioso,  en  los  lugares  destinados  al  ejercicio 
de  éste  ó  en  cualquiera  otro  que  se  ejerza'^  (207);  para  el  que  "intea- 
cionalmente  y  con  menosprecio  derribare,  rompiere,  inutilizare  ó  des- 
truyere en  los  lugares  destinados  al  culto  publico  los  altares,  las  imágenes 
ó  ouadro^  de  los  santos,  los  vasos  ú  ornamentos  sagrados,  las  alhajas  ó 
joyas  del  servicio  divino,  ó  la  parte  material  de  las  capillas  ó  templos'^ 
(208).  Para  "el  que  hiera  ó  maltrate  de  obra,  ultraje  ó  injurie  á  un 
ministro  de  la  religión,  cuando  se  halle  ejerciendo  sus  funciones,"  sin 
perjuicio  de  la  pena  que  merezca  por  el  delito  contra  la  persona  (209). 

En  el  año  de  1842,  en  la  ley  de  21  de  Junio,  que  es  la  21,  parte  2% 
tratado  1?  de  la  Eecopilación  Granadina,  se  dispuso  que  el  cura  párroco 
fuera  miembro  del  cabildo  abierto  (art.  18),  que  ejercía  las  más  impor» 
tantes  de  las  funciones  de  las  corporaciones  de  distrito,  y  por  lo  mismo 
era  una  señal  de  consideración  y  respeto  la  que  se  daba  á  los  curas 
al  hacerlos  miembros  de  él. 

Todavía  en  1849  se  encuentran  señales  de  que  se  conservaba  alguaa 

^  Nos  expresamos  así  porque  desde  los  primeros  tiempos  de  la  Bepública  hubo 
varios  actos  de  persecución,  algunos  de  los  cuales  mencionamos  en  esta  obra. 
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confianxa  en  el  clero,  y  sé  le  tenían  ciertas  consideraciones ;  bien  que 
en  esa  época  principia  la  terrible  borrasca  qne  terminó  con  la  separación 
de  la  Iglesia  en  1853.  Como  prueba  de  ello  podemos  citar  la  ley  de  29 
de  Mayo  de  dicho  año  de  1849  en  la  que  se  dispuso  que  los  curas  de  Gasa- 
nare  y  Sanmartín,  que  gozaban  de  renta  del  Tesoro  nacional,  sirvieran 
las  escuelas  de  sus  respectivas  localidades  (art.  4?);  que  á  los  que  no 
tuvieran  doscientos  cuarenta  pesos  de  asignación,  se  les  aumentara  á  esa 
suma  (art.  5?);  que  se  les  computara  doble  el  tiempo  de  servicio  (art.  6?); 
y  que  los  de  Sanmartín  gozaran  del  usufructo  de  quinientas  fane- 
gadas de  baldíos,  de  los  que  estuviesen  desocupados  (art.  7?). 

8.  Al  tratar  del  fuero  eclesiástico  y  de  las  órdenes  religiosas  hemos 
bosquejado  las  principales  persecuciones  &  los  Prelados  y  clero  de  la 
Nueva  Granada  de  1849  á  1853.  En  este  último  año^  al  expedirse  la 
ley  de  libertad  de  la  Iglesia  se  dijo  en  el  artículo  3?  lo  siguiente ; 

Jios  Prelados  eclesiásticos  y  miniatros  ó  funcionarios  de  cualquier  culto  reKgipso, 
sean  de  la  clase  j  condición  que  fueren,  quedan  sometidos  á  las  leyes  de  la  Bepú- 
blica,  tanto  en  los  asuntos  civiles  como  en  los  criminales,  en  los  mismos  términos, 
ante  la»  mismas  autoridades  temporales,  y  por  los  mismos  trámites  que  los  grana- 
dinos que  pertenecen  al  estado  civil 

Ko  diremos  nosotros  que  semejante  disposición  sea  buena  en  sí^  ni 
razonable  en  un  país  emmentemeute  catóhco  como  el  nuestro  ;  pero  sí 
reconocemos  que  era  una  consecuencia  natural  de  la  separación  de  la 
Iglesia  y  el  Estado.  Ojalá  que  el  Gobierno  temporal  se  hubiese  limitado 
á  cumplir  con  lealtad  y  honradez  esa  disposición,  pero  por  desgracia  no 
fué  asi ;  y  pronto  veremos  la  tenaz  é  injustificable  persecución  declarada 
contra  los  Obispos  y  el  clero,  sin  otro  motivo  que  el  querer  cumplir  fiel 
y  estrictamente  su  deber  en  todo. 

Semejante  á  esa  disposición  es  la  del  artículo  1?  de  la  ley  de  14  de 
Mayo  de  1855^  que  dice  asi  : 

De  conformidad  con  el  derecho  reconocido  á  los  granadinos  por  el  inciso  5? 
artículo  5?  de  la  Constitución,  sobre  libertad  de  creencia  v  de  cuUo»  no  hay 
religión  del  Estado,  y  en  consecuencia  las  autoridades  públicas  de  cualquiera 
claise  y  categoría  que  sean  se  abstendrán  de  intervenir  en  los  actos,  turemos  j 
negocios  concernientes  á  la  creencia  y  culto  de  los  ^nadinos,  en  tanto  que  por 
djAsM  agencia  y  culto  no  se  turbe  la  paz  pública,  ni  se  ofenda  la  sana  moral,  ni 
se  altere  el  orden  consUtueional  y  legaL    ~ 

Diremos  de  esta  disposición  lo  mismo  que  de  la  anterior.  Ko  es 
buena  en  sí  misma ;  pero  es  una  consecuencia  natural  y  forzosa  del 
estado  de  separación  absoluta  de  las  dos*  potestades,  <|ue  se  había  san« 
clonado.  Ojalá  los  poderes  públicos  se  hubiesen  liinitado  á  cumplirla 
leal  y  honradamente. 

1^0  se  había  vuelto  á  expedir  ley  alguna  de  importancia  en  est& 
materia  hasta  el  año  de  1861. 

4.  Dueño  el  general  Mosquera  de  la  capital  de  la  República^  se 
apresuró  á  daj*  el  siguiente  decreto^  que  lleva  fecha  20  de  Jubo  de  dioho 
año: 

T.  O  DI  MosQUEBA.  etc. 
En  uso  d0  las  facultades  qne  me  han  conferido  los  pueblos  para  el  mejor  aiteglo 
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y  dirección  de  bus  negocios  en  el  sentido  de  los  principios  propiamente  federales, 

y  con  el  objeto  de  evitar  infle       '         ^     -       —   ---^ — ^—  -'  ^ 1-,'-»:^^*^ 

ie  los  enunciados  principios, 


y  con  el  objeto  de  evitar  influencias  extrañas  que  contraríen  el  desenvolvimiento 


Decreto : 

Art.  If  El  Poder  Ejecutivo  de  la  Unión  ejercerá  en  lo  sucesivo  el  derecho  de 
tuición  respecto  de  todos  los  cultos  que  Haya  en  el  territorio  que  se  ha  puesto  bajo 
su  administración. 

Art.  2?  En  consecuencia  ningún  ministro  superior  podrá  ejercer  sus  fundones, 
sea  cual  fuere  el  caito  á  que  pertenezca,  sin  el  pase  ó  autorización  del  Encargado 
del  Poder  Ejecutivo,  ó  de  los  Presidentes  ó  Gobernadores  de  los  Estados,  en  sus 
respectivos  casos. 

Art  8?  Los  contraventores  áeste  decreto  serán  tratados  como  usurpadores  délas 
prerrogativas  de  la  Unión  Granadina,  y  en  consecuencia  extrañados  del  territorio. 

El  preámbulo  6  introducción,  no  es  sino  una  vana  palabrería  á  pro- 
pósito para  engañar  á  los  tontos.  En  efecto,  ¿  qué  tienen  que  ver  los 
principios  federales  con  el  ejercicio  de  las  funciones  del  culto  P  Lo  uno 
es  asunto  puramente  político  y  lo  otro  reKgioso.  Puede  plantearse  6 
destruirse  la  federación,  6  falsearse  más  ó  menos,  sin  que  los  principios 
religiosos  experimenten  menoscabo  alguno  ;  y  pueden,  por  el  contrario, 
alterarse  como  se  quiera  las  creencias  religiosas  de  un  pueblo,  sin  que 
sus  instituciones  políticas,  sean  ó  no  federaUstas,  se  afecten  en  lo 
mínimo.  Venir,  pues,  á  hablar  de  principios  federales,  para  salir  con 
una  persecución  á  los  n^inistros  del  culto,  es  un  despropódito  que  no 
puede  disculparse  ni  con  la  exaltación  de  las  pasiones  políticas,  ni  con 
ninguno  de  los  otros  pretextos  que  pudieran  alegarse  al  efecto. 

Pasando  á  la  parte  dispositiva  del  decreto,  se  observa  desde  luego  que 
en  él  se  habla  en  general  de  los  cultos,  como  para  que  se  vea  que  no  se 
impone  al  católico  gravamen  ninguno  especial,  y  que  todos  son  tratados 
sobre  el  pie  de  una  perfecta  igualdad.  Eso  probaría,  á  lo  sumo,  que 
todos  los  cultos  eran  trateidos  con  la  misma  iniquidad,  lo  que  no  serviría 
en  manera  algima  para  justificar  el  decreto;  pero  lo  cierto  es  que  el 
golpe  se  dirigió  exclmwamente  contra  el  católico,  por  la  sencilla 
razón  de  que  es  el  único  que  se  profesa  publicamente  en  el  país,  y  tiene 
templos  y  ministros  destinados  á  ello. 

Por  lo  demás,  es  inconcebible  el  derecho  de  tuición  en  el  estado  de 
reparación  é  independencia  entre  las  dos  potestades.  Tuición  significa 
protección,  j  nadie  protege  sino  á  aquellos  con  quienes  lo  ligan  rela- 
ciones y  compromisos  más  ó  menos  solemnes.  Protección  y  separación 
son  términos  absolutamente  incompatibles. 

Pero  lo  más  curioso,  á  la  vez  que  lo  más  grave,  es  que  lo  que  el  decreto 
llama  tuición,  lejos  de  ser  protección,  como  lo  indica  el  significado  de  la 
palabra,  es  persecución. 

En  efecto,  el  decreto  dispone  que  los  ministros  superiores  del  culto 
no  puedan  funcionar  sino  mediante  el  pase  de  la  potestad  civil,  y  que 
los  que  contravengan  á  esa  disposición,  sean  extrañados  del  territorio 
de  la  República,  como  usurpadores  de  las  prerrogativas  de  ésta. 

El  hecho,  pues,  de  que  un  ministro  superior  funcionara  sin  elpasú^ 
producía  el  maravilloso  resultado  de  convertir  en  usurpaciones  de  las 

Írerrogativas  nacionales^  actos  que  en  sí  mismos  eran  buenos  y  loables, 
^ero  i  cuáles  son  esas  prerrogativas  P    Sean  cuales  fueren,  ellas  parte- 
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necen  exclusivamente  al  orden  político  y  civil^  y  nada  tienen  que  ver 
con  el  ejercicio  de  las  funciones  de  los  ministros  del  culto,  que  perte- 
necen exclusivamente  al  orden  religioso. 

Curiosos  serían  casos  como  éste:  un  Provisor  concede  dispensa 
para  que  se  efectúe  un  matrimonio ;  y  sabedor  de  ello  nao  de  tantos  defen- 
sores oficiosos  que  tiene  el  poder  civil,  va  al  Provisor  y  le  pregunta : 

—¿  Qué  ha  hecho  TJ  P 

— ^He  concedido  dispensa  de  un  impedimento,  á  fin  de  que  pueda 
celebrarse  un  matrimonio  :  ¿  tiene  eso  algo  de  vituperable  ó  de  repren- 
sible P 

— ^Todo  deipende  de  las  circunstancias.  Si  TJ.  tenía  el  pase  de  la 
potestad  civil,  ha  obrado  perfectamente  bien^  y  nada  le  objeto  á  su 

Erocedimiento^  sea  que  haya  cumplido  las  leyes  de  la  Iglesia^  ó  que  las 
aya  violado ;  al  contrario,  si  carecía  del  pase  lo  que  ha  hecho  es  usur- 
par las  prerrogativas  de  la  Nación  á  incurrir  en  la  pena  de  expulsión . 
del  territorio  de  la  República,  aunque  se  haya  limitado  á  observar  y 
cumplir  las  leyes  de  la  Iglesia-  en  el  particular. 

Lo  que  no  se  nos  ocurre  es  qué  podría  contestar  el  oficioso  defensor 
del  poder  civil,  si  el  Provisor  le  replicase  en  estos  términos : 

— ¿  Desde  cuándo  es  prerrogativa  de  la  República  conceder  dispensas 
para  recibir  el  santo  sacramento  del  matrimonio,  cuando  hay  algún 
impedimiento  canónico  P  Y  si  no  lo  es,  ni  lo  ha  sido,  ni  lo  puede 
ser  nunca,  ¿  cómo  es  que  yo  usurpo  las  prerrogativas  de  la  República 
con  el  hecho  de  ejecutar  actos  que  son  absolutamente  extraños  á  dichas 
prerrogativas  P 

6.  M  Ilustrísimo  señor  Arzobispo  de  Bogotá,  luego  que  se  eftteró  del 
decreto  copiado  y  de  los  pretextos  alegados  por  el  Gobierno  para  expe- 
dirlo, presentó  una  larga  y  comedida  á  la  vez  que  firme  y  enérgica 
reclamación  contra  dicho  decreto.  La  extensión  ae  esa  notable  pieza 
hace  que  no  la  podamos  insertar  íntegra ;  pero  sí  copiaremos  algunas 
de  BUS  partes  más  importantes. 

La  Iglesia  catóHca  tiene  su  constitnción  j  su  jerarquía,  desde  el  Sumo  Pontífice, 

2ae  la  rige  como  sncesor  del  Príncipe  de  los  Apóstoles  j  Vicario  de  Jesucristo, 
asta  los  ministros  de  los  grados  inferiores.  En  sn  propio  seno  tiene  ella  la 
vigilancia  necesaria  para  impedir  la  intervención  de  los  poderes  extraños,  así  en  lo 
concerniente  á  la  inviolabili(£ui  del  depósito  de  la  doctrina,  á  la  conservación  de  la 
moral  y  á  la  observancia  de  la  disciplina,  como  en  lo  relativo  á  la  posesión,  al 
manejo  y  á  la  inversión  de  las  rentas  y  de  los  bienes  que  la  piedad  délos  fíeles  ha 
querido  consagrar  al  mantenimiento  de  su  culto,  y  esta  misma  representación  es 
un  testimonio  de  tal  vigilancia. 

El  conocimiento  apriori  por  parte  de  la  autoridad,  sobre  si  los  ministros  del 
culto  son  personas  que  pueden  ó  no  turbar  la  paz  pública,  ofender  la  sana  moral, 
ó  alterar  á  orden  constitucional  ó  legal,  que  es  otra  de  las  razones  que  da  el  señor 
Secretario  en  sostenimiento  del  pase^  sujetaría  el  nombramiento  de  tales  ministros 
&  las  apreciaciones  más  ó  menos  exactas  que  quisieran  hacer  los  individuos  en  cuyatf 
manos  estuviera  el  eiercicio  del  poder  publico.  ^  La  Iglesia^  procura  siezopre,  con 
solícito  cuidado,  no  llamar  á  las  sublimes  funciones  del  mimsterio  sagrado  sino  á 
sujetos  idóneos  que  den  garantías  de  amor  al  orden,  de  sumisión  á  los  poderes 
constituidos,  j  de  una  conducta  ejemplar ;  pero  si  contra  sus  previsiones  alguno  ó 
algunos  de  tales  sujetos  no  correspondieren,  por  desgracia,  á  su  confianza  y 
burlaren  dolorosamente  sus  esperanzas,  los  sagrados  cánones  fulminan  penas  contra 
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los  refractarios»  independientemente  déla  aoción  del  poder  civil,  en  cnanto  elbecho 
sea  de  sn  dominio.  ... 

Habéis  notado,  ciudadano  Presidente,  que  si  de  un  lado  j  preferentemente  he 
sostenido  la  libertad  é  independencia  en  que  fué  establecida  la  Iglesia  por  su 
celestial  fundador,  he  demostrado  de  otro  que  esta  independeiicia  y  acyuella 
libertad  se  encuentran  reconocidas  y  sancionadas  en  la  Nueva  Granada  por  las 
instituciones  políticas  y  civiles  que  habéis  declarado  vigentes,  por  el  órgano  de 
vuestro  Secretario  de  éobierno.  Así  la  cuestión  de  derecho  divino  está  en  conso- 
nancia con  la  de  derecho  humano,  y  al  sustentar  la  integridad  del  primero,  no  he 
hecho  al  mismo  tiempo  otra  cosa  que  reclamar  la  fiel,  la  estricta  observancia  del 
segundo.  El  Obispo  católico  y  el  ciudadano  granadino  están,  pues,  acordes :  yo 
no  he  tenido  que  optar  entre  la  ley  de  Dios  y  la  ley  del  hombre,  disyuntiva  que  si 
de  otra  parte  se  me  hubiese  presentado,  no  por  eDo  me  vería  vacilante  en  el  partido 
que  me  correspondería  abrazar,  puesto  que  el  grande  Apóstol  nos  ha  enseñado  que 
la  obediencia  a  Dios  prevalece  con  macho  á  la  obediencia  al  hombre. 

'Esta  nota  lleva  fecha  12  de  Agosto  de  1861,  y  en  ella  se  expone  con 
acierto  y  previsión  el  estado  de  la  cuestión,  tomando  por  base  las  insti- 
tuciones del  país  declaradas  vigentes  por  el  mismo  Gol)ierno  provisional 
?ne  presidía  el  general  Mosquera.  Replicó  á  ella  el  Secretario  de 
Fobierno  en  un  larguísimo  oficio  fechado  el  29  del  mismo  mes. 
Enumerando  en  él  las  medidas  que  podía  tomar  el  Gobierno,  en  virtud 
del  pretendido  derecho  de  tuición^  dice : 

.  .  .  Idéntico  derecho  á  exigir  el  pase  á  los  Ministros  superiores,  sería  el  que 
podía  ejercerpara  prevenir  que  ningún  individuo,  ya  se  llame  Nuncio,  Yicario  etc., 
pueda  en  la  U  nión  desempeñar  funciones  relativas  al  servicio  de  los  cultos  incor- 
porados en  ella,  sin  recibir  del  Grobiemo  el  pase  correspondiente ;  igual  derecho 
podría  ejercer  para  ordenar  ^ue  los  funcionarios  de  dichos  cultos  hayan  de  ser 
precisamente  naturales  de  la  Unión ;  lo  mismo  puede  decirse  para  prevenir  la 
reunión  d&  Concilios,  Asambleas,  Congregaciones  deliberantes  etc.,  sin  el  permiso 
del  Gobierno ;  y  en  fin,  adoptar  cuantas  precauciones  vaya  aconsejando  la  expe* 
riencia,  para  mantener  incólumes  la  paz  y  la  dignidad  de  la  Nación* 

Con  quien  razona  de  esta  manera  no  es  posible  sostener  ima  polé- 
mica decorosa  y  digna,  que  esclarezca  los  puntos  dudosos  y  aproveche  á 
los  contendores ;  porque  eso  de  contestar  á  la  reclamación  contra  una 
injusticia,  haciendo  la  enumeración  de  otras  injusticias  mayores  que 
también  se  podrían  cometer,  es  declararse  vencido  en  el  campo  de  la 
discusión,  y  dar  por  única  razón,,  en  definitiva,  la  del  león  de  la  fábula : 
quia  nominor  ko.  Puede  el  argumento  ser  tan  eficaz  como  se  qui^ra^ 
pero  de  seguro  que  á  nadie  se  convencerá  con  él. 

Por  lo  demás,  el  empeño  principal  del  señor  Secretario  en  su  larsa 
réplica  fué  probar  que  en  otros  países  se  ejerce  también  el  derecho  da 
tuición,  lo  que  á  nada  conduce :  porque  si  eso  es  en  virtud  de  arreglos 
hechos  con  la  Santa  Sede,  no  hav  semejanza  de  casos ;  y  si  es  obraba 
autoritativamente  el  Grobiemo,  lo  único  que  prueba  es  que  en  otras 

J artes  también  hoy  gobernantes  que  desconocen  su  deber  y  los  verda- 
eros  intereses  del  país,  y  se  constituyen  en  verdugos  de  la  Iglesia^ 
Nunca  hemos  dicho  nosotros  que  el  Oobiemo  de  nuestro  país  «ea  el 
único  de  los  que  existen  en  el  mundo  que  en  ciertas  épocas  haya  pre- 
tendido semejante  cosa. 

Beplicó  el  señor  Arzobispo  á  ese  oficio  con  otro  de  12  de  Septiembre, 
cuyo  tenor  literal  no  conocemos,  porque  no  fué  publicado  por  el  Go- 
bierno,    Sabemos  sí  que  á  virtud  de  él  recibió  el  ilustre  Pr^do,  1a 
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sígaiente  contestación  del  señor  Secretario»  fechada  el  14  de  Septiembre 
del  mismo  año  de  1861 : 

He  dado  caenta  al  Presidente  de  los  Estados  unidos  de  la  carta  qne  me  ha 
diriffido  ü.,  con  fecha  12  de  los  corrientes,  j  qne  he  recibido  hoj ;  y  como  en  ella 
9e  ofende  al  Gobierno  tratándole  de  partidario  de  ideas  erróneas  y  condenadas  por 
^  Silla  Apostólica,  al  mismo  tiempo  qne  se  pretende  desnaturalizar  el  decreto  de 
tnición,  suponiendo  que  el  Gobierno  se  ingiere  en  asuntos  religiosos,  he  recibido 
orden  del  Presidente  de  devolver  k  U.  su  carta,  por  injuciosa,  la  cual  unida  á  los 
documentos  que  remiti  á  U.  en  mi  carta  de  esta  misma  fecha,  número  29,  forman 
el  expediente  de  sedición  j  de  guerra  eclesdástica  ó  religiosa  que  parte  del  clero  gra* 
nadino  comienza,  para  secundar  las  miras  proditorias  de  los  enemigos  de  la  pass 
pública,  vencidos  en  la  revolución  que  está  terminando. 

_  Jamás  creyó  el  Gobierno  que  el  Arzobispo  de  Bogotá  fuera  uno  de  los  eclesiás- 
ticos <}ue  pretendían  sobreponerse  á  la  autoridad  temporal  usurpándole  su 
dominio,  pues  es  lo  mismo  negar  obediencia  al  decreto  de  tuición  que  constituirse 
en  supremo  Ma^strado  para  pretender  que  la  autoridad  política  no  pueda  impedir 
la  entrada  de  ciertos  eclesiásticos  á  ejercer  funciones,  no  puramente  eclesiáslicas 
sino  políticas,  bajo  el  velo  de  ministros  del  culto. 

Enumera  en  seguida  el  señor  Secretario  algunos  cargos  especiales 
contra  determinados  clérigos ;  habla  del  proyecto  que  asegura  se  tenia 
de  enviar  Obispos  europeos ;  hace  luego  algunos  cargos  generales  contra 
el  clero,  como  reyoludonario ;  y  luego  agrega : 

La  carta  que  devuelvo  á  U.  no  contesta  los  raciocinios  de  la  mía,  y  no  es  sino 
ana  diatriba  propia  solamente  para  exaltar  el  fanatismo  en  los  ánimos  y  derramar 
sangre  en  la  República.  Las  medidas  para  conservar  el  orden  público  se  han 
tomado,  y  la  sangre  que  se  vierta  caerá  sobre  la  cabeza  de  ü.  y  demás  eclesiásticos 
que  propenden  á  una  guerra  de  religión. 

El  Presidente  y  yo,  que  nos  gloriamos  de  pertenecer  á  la  Iglesia  católica,  la  con- 
sideramos como  dijo  jEsucaiSTo:  "la  congregación  de  todos  los  fieles,  bajo  su 
cabeza  visible  que  es  el  Papa,"  y  no  convenimos  en  que  sea  una  ilustre  obetinada, 
porque  la  obra  de  Dios  no  puede  ser  una  institución  imperfecta,  como  la  quieren 
pintar  alanos  de  sus  falsos  amigos. 

£1  Gk>biemo  dispone  que  obedezca  ü.,  y  que  si  tiene  que  representar,  lo  haga 
como  ciudadano  granadino  y  no  como  funcionario  público,  porque  el  Gobierno  no 
reconoce  en  los  Obispos  otra  cosa  que  ciudadanos  sujetos  á  los  preceptos  de  la  ley 
y  á  loe  mandatos  de  la  autoridad. 

Llama  desde  luego  la  atención  en  este  oficio  la  descortesía  en  el  leu* 
guaje,  pues  se  habla  al  Ilustrísimo  señor  Arzobispo  como  á  cualquier 
ganapán,  contrariando  así  los  usos  que  la  simple  urbanidad  y  buenas 
maneras  han  introducido  en  la  sociedad ;  pero  eso  es  de  ninguna  impor- 
tancia, si  se  compara  con  el  fondo  del  oficio. 

Se  devuelve  el  del  señor  Arzobispo  á  pretexto  de  descortesía,  y  se 
hace  gala  á  la  vez  de  una  tan  notable  que  nunca  podría  asemejársele 
la  del  señor  Arzobispo,  suponiendo  que  existiese. 

Se  da  el  Gobierno  por  ofendido  con  el  hecho  de  que  se  le  atribuyan 
ideas  erróneas  y  condenadas  por  la  Silla  Apostólica.  Mas  ¿  qué  otra 
cosa  podía  httcer  el  señor  Arzobispo  P  ¿  No  había  el  Oobierno  provi- 
sional desterrado  del  país  al  Delegado  de  la  Santa  Sede  y  á  los  jesuítas  ? 
¿  No  se  había  arrogado  el  derecho  de  perse&^uir  á  los  ministros  del  culto 
á  pretexto  de  tuición  ?  ¿  No  se  había  apoderado  de  todos  los  bienes  de 
las  Iglesias,  conventos  y  obras  pías  P  j  No  son  esas  cosas  condenadas 
por  la  Santa  Sede  y  resultado  natural  de  errores  condenados  también 
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por  ella  misma  P  No  estaba  blasonando  el  Gobierno  de  que  podía  ir 
mucho  más  lejos  en  la  vía  de  la  persecución,  como  fué  realmente  á  los 
pocos  días  P  ¿  Cómo  pretender  que  el  señor  Arzobispo,  guardián  de  los 
intereses  religiosos  de  los  católicos,  aceptara  tan  inicuos  procedimientos, 
y  se  declarara  satisfecho  con  ellos  P  No  era  posible  semejante  cosa. 
Reclamó  los  derechos  de  su  Iglesia,  y  por  eso  fué  calificado  de  pertur- 
bador de  la  paz  publica  y  prohijador  de  los  planes  proditorios  de*  los 
enemigos  de  esa  misma  paz.  ¿  Por  yentura  la  tranquilidad,  el  orden  y 
el  reposo  públicos  pueden  estar  cifrados  en  la  persecución  á  la  Iglesia 
católica,  sobre  todo  en  países  eminentemente  católicos  como  el  nues- 
troP 

Y  cosa  rara !  al  mísrao  tiempo  que  el  Gobierno  se  sobreponía  á  la 
autoridad  eclesiástica,  la  perseguía  y  pretendía  ayasallarla  y  envilecerla, 
la  acusaba  de  sobreponerse  á  la  autoridad  temporal  usurpándole  su 
dominio.  Esa  ha  sido  siempre  la  táctica  de  los  enemigos  de  la  Iglesia : 
la  persiguen,  y  la  acusan  de  perseguidora ;  le  usurpan  sus  más  preciosas 
prerrogativas,  y  le  imputan  el  usurpar  las  atribuciones  del  poder  civil ; 
en  una  palabra,  la  reducen  á  la  triste  condición  de  víctima,  y  quieren  que 
asuma  el  ignominioso  papel  de  verdugo.  Tal  es  el  rasgo  más  saliente 
y  más  marcado  de  la  persecución  en  todas  partes  ;  y  porque  la  Iglesia 
no  acepta  de  grado  el  papel  que  quieren  asignarle,  desencadenan  contra 
ella  el  poder  de  los  tiranos,  las  pasiones  desenfrenadas  de  las  muche- 
dumbres, y  todo  cuanto  puede  causarle  algún  daño.  Los  más  crueles  y 
encarnizados  enemigos  suelen  reconciliarse,  sirviendo  de  lazo  de  unión 
su  odio  común  á  la  Iglesia. 

Peca  por  ridicula  á  la  vez  que  por  insensata  la  afirmación  de  que  el 
desobedecer  el  decreto  de  tuición  equivale  á  constituirse  en  Magistrado 
supremo  del  país. .  No  haremos  sobre  ella  comentario  alguno,  porque 
ofenderíamos  el  simple  buen  sentido  de  nuestros  lectores. 

Asegura  el  señor  Secretario  que  las  funciones  de  los  ministros  del 
culto  no  son  *' puramente  eclesiásticas  sino  políticas  ;''  pero  inmediata- 
mente olvida  eso,  para  notificarle  al  señor  Arzobispo  que  "  no  reco- 
noce en  los  Obispos  otra  cosa  que  ciudadanos  sujetos  á  los  preceptos  de 
la  ley  y  á  los  mandatos  de  la  autoridad.'' 

Los  cargos  especiales  contra  determinados  sacerdotes,  pueden  ser 
fundados  ó  infundados ;  pero,  aun  en  el  primer  caso,  ellos  no 
autorizan  una  persecución  contra  el  clero.  Proceder  de  otro  modo 
sería  sancionar  el  absurdo  principio  de  que  pueden  castigarse  en  los 
inocentes  los  crímenes  cometidos  por  los  malhechores ;  y  así  podría 
decirse  que  Nuestro  Señor  Jesucristo  sufrió  justamente  el  ignominioso 
suplicio  de  la  Cruz,  porque  entre  sus  discípulos  figuraba  el  desventurado 
traidor  Judas. 

No  creemos  que  haya  existido  nunca  el  proyecto  de  traer  Obispos 
europeos  á  estos  psuses,  después  de  obtenida  la  independencia ;  pero  si 
asi  fuera,  no  encontraríamos  en  ello  motivo  de  alarma,  ni  mucho  menos 
derecho  en  el  Gobierno  para  oponerse  á  tal  medida,  salvo  que  existiese  na 
compromiso  solemne  de  la  Santa  Sede  en  el  particular.  En  materia  de 
Obispos,  lo  que  importa  es  que  sean  virtuosos,  instruidos,  progresistas, 
prudentes  y  moderados,  pero  firmes  y  enérgicos  para  cumplir  lealmente 


TÜIOIÓN,   INSPECCIÓN   DE   CULTOS   T   PERSECUCIÓN,  575 

SU  deber  en  todo ;  y  como  los  intereses  católicos  son  solidarios  en  el 
mundo,  la  nacionalidad  es  \m  punto  secundario,  que  no  hay  para  qué 
traer  á  cuento,  á  menos  que  circunstancias  especiales  le  hagan  tomar 
mayor  importancia  de  la  que  tiene  por  naturaleza. 

Eso  de  querer  echar  sobre  el  Ilustrísimo  señor  Arzobispo  la  responsa- 
bilidad de  la  sangre  que  las  yiolencias  del  poder  hicieran  derramar,  no 
tiene  nombre  adecuado  en  ningún  idioma.  El  Gobierno  civil  faltaba  á 
su  deber  atacando  á  la  Iglesia,  y  el  eclesiástico  apenas  cumplía  con  el 
suyo  al  defenderla.  ¿  Quién  es  el  responsable  de  las  consecuencias  que 
de  allí  pudiesen  resultar,  inclusive  el  derramamiento  de  sangre,  si  ■  á 
tanto  había  de  llegarse  ?  Que  responda  el  buen  sentido  común.  ¿  Qué 
diriamos  hoy  del  que  pretendiera  arrojar  sobre  la  frente  venerable  del 
Principe  de  los  Apóstoles,  la  sangre  que  hizo  derramar  Nerón  en  la 
primera  persecución  general  P  Y  sin  embargo  no  hay  diferencia  sustan- 
cial en  los  dos  casos.  En  ambos  hubo  conflicto,  y  en  ambos  provino  el 
conflicto  de  que  la  potestad  civil  dio  órdenes  que  no  podían  acatar  ni 
cumplir  la  autoridad  eclesiástica  ni  los  simples  fieles. 

Justo  motivo  de  admiración  hay  en  ver  que,  después  de  los  antece- 
dentes enunciados,  venga  á  decimos  el  señor  Secretario,  con  sorprendente 
frescura,  y  refiriéndose  á  él  y  al  Presidente  provisional :  •*  nos  gloriamos 
de  pertenecer  á  la  Iglesia  católica."  ¿  Á  cuál  Iglesia  ?  ¿  Á  la  que 
estaban  persiguiendo,  y  á  la  que  hubieran  querido  aniquilar  si  les 
hubiese  sido  posible  P  ¿  Por  que,  pues,  la  perseguían,  si  era  motivo  de 
gloría  el  pertenecer  á  ella  P 

Keconoce  en  seguida  que  la  Iglesia  es  obra  de  Dios,  y  que  por  lo 
mismo  no  puede  ser  imperfecta.  En  este  particular  estamos  perfecta- 
mente acordes  ;  pero  discrepamos  en  las  consecuencias  que  deben  dedu- 
cirse de  tan  sólida  premisa.  Para  nosotros  la  Iglesia,  por  lo  mismo  que 
es  una  sociedad  perfecta  establecida  directamente  por  Dios  mismo,  es  la 
cosa  más  santa  y  digna  de  respeto  que  existe  debajo  del  sol.  Nadie 
debe  temer  de  ella  ataques  injustos,  ni  usurpaciones  indebidas ;  ni  ella 
necesita  de  aiixilio  alguno  humano  para  subsistir  y  gobernar  á  los 
miembros  que  la  componen.  El  Gobierno,  al  contrario,  ve  en  ella  un 
poder  invasor,  al  cual  tiene  que  reprimir  á  cada  momento,  para  que  no 
se  salga  de  su  esfera  de  acción  é  invada  los  términos  del  poder  civil. 
Pero  si  esos  temores  fueran  fundados,  ¿cómo  sería  la  Iglesia  una 
sociedad  perfecta  P  ¿  Puede  consistir  la  perfección  en  errar  á  cada  paso  P 
Y  si  no  es  perfecta,  ¿  cómo  puede  ser  obra  de  Dios,  según  lo  reconoce  el 
señor  Secretario  P 

Á  la  conminación  con  que  termina  su  oficio  el  señor  Secretario  de 
Gobierno  no  se  le  encuentra  otro  objeto  que  dificultar  al  Ilustrísimo 
señor  Arzobispo  la  defensa  de  los  intereses  de  la  Iglesia,  rechazando  sus 
reclamaciones  en  forma  de  notas,  y  sujetándolo  á  las  trabas  con  que 
tropiezan  los  particulares  que  tienen  que  gestionar  asuntos  en  las  altas 
oficinas  nacionales. 

No  arredró  eso  al  celoso  Prelado.  Al  contrario,  continuó  la  defensa 
de  su  Iglesia  por  medio  de  memoriales,  como  lo  prueba  el  siguiente 
documento,  que  se  publicó  en  el  periódico  oficial  del  Gobierno : 
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EeSOLTJCIÓN  i  VABUS  REPKESENTACIONES  DBL  AbZOBISPO  DE  BOGOli. 

Despacho  el  Grobiemo  de  la  Unión. — Bogotá,  30  de  Septiembre  de  1861. 

Besnelto : 

La  pretensión  del  muy  reverendo  Arzobispo  de  Bogotá  en  su  tercera  protesta 
contra  los  decretos  del  Gobierno,  es  de  un  caiv^ter  tanto  más  serio  cuanto  que  ella 
encierra  un  elemento  de  subversión  del  orden  público,  queriendo  sobreponerse  á  la 
autoridad  suprema  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia,  que  emana  del  Pacto  de  20 
de  Septiembre  último,  y  conculcando  su  origen. 

Dice  lluego  que  el  Gobierno  ejerce  el  derecho  de  tuición,  no  obstante 
la  independencia  de  la  Iglesia  sancionada  en  1853 ;  y  hablando  de  la 
declaración  de  libertad  religiosa  contenida  en  la  Constitución,  se  expresa 
así: 

Declaración  que  encierra  en  sí  el  derecho  de  tuición,  puesto  que  se  reservaba  el 
legislador  resolver  sobre  los  casos  en  ^ue  se  pudiera  turbar  la  paz  pública,  ofender 
la  sana  moral,  ó  se  impidiese  el  ejercicio  del  culto  á  otros  granadinos.  La  ley  de 
15  de  Junio  del  mismo  año  explicó  la  garantía  constitucional  y  derogó  todas  las 
layes  de  patronato  eclesiástico,  reservando  en  sus  disposiciones  el  derecho  d« 
tuición,  inmanente  á  la  soberanía  nacional* 

Manifiesta  en  seguida  que  esa  ley  de  1858  fué  reformada  por  la  de 
1855,  de  la  cual  da  un  extracto,  y  agrega  lo  siguiente,  hablando  del 
artículo  2? : 

El  mismo  artículo  da  por  incorporadas  á  las  comunidades  ó  congregaciones  paT& 
que  se  mantengan  en  la  posesión  de  sus  bienes  y  rentas  con  absolu^  independencia 
de  todo  poder  extraño  y  con  personería  conforme  á  sus  constituciones  y  estatutos. 

Habla  después  de  las  disposiciones  constitucionales  de  1858  sobre  la 
propiedad  j  y  cita  el  artículo  67,  del  cual  deduce  que  el  Gobierno  ejerce 
el  derecho  de  tuición.  Reconoce  que  se  prohibió  ocupar  ó  gravar  los 
bienes  de  las  Iglesias  etc.  de  otro  modo  que  los  de  loa  particulares,  y 
sigue  así: 

El  decreto  sobre  bienes  de  manos  muertas  es  general,  y  por  lo  tanto  ha  podido 
darse,  porque  ól  comprende  así  á  establecimientos  civiles  como  eclesiásticos ;  j 
lejos  de  distraer  del  objeto  á  que  están  destinados  esos  bienes,  les  da  una  perma- 
nencia  eterna,  como  es  la  existencia  de  la  sociedad ;  y  la  Nación  se  hace  carffo  de 
entregar  las  rentas  de  ellos  á  los  que  deban  emplearlas  en  los  objetos  de  su 
instituto. 

En  seguida  reprende  severamente  al  Uustrísimo  señor  Arzobispo  pov 
querer  sobreponerse  al  Gobierno^  y  lo  apercibe  con  las  penas  que  señaluí 
los  artículos  270  á  276  del  Código  penal.  Sostiene  á  continuación  que 
al  Gobierno  le  corresponde  "  reglamentar  esta  necesidad  social  (el  ciuto 
extemo),  para  proteger  á  los  ciudadanos  en  el  ejercicio  de  su  culto  y 
evitar  las  usurpaciones  que  constantem^ite  han  intentado  los  eclesiás* 
ticos  en  todos  los  tiempos,  de  que  la  bistoría  está  llena  de  ejemplos/' 

Habla  en  seguida  ae  algunos  Prelados  y  clérigos  á  quienes  insulta 
cínicamente,  así  como  al  ilustre  Delegado  Apostólico ;  y  agrega : 

...  El  clero  considerado  en  su  eompuesto  como  cuerpo  moral,  ha  pretendido 
que  los  bienes  eclesiásticos  pertenecen  á  la  jerarquía  de  &os ;  y  tal  pretensión  hft 
sido  siempre  considerada  como  de  derecho  abusivo  en  todos  los  pueblos,  y  no  como 
de  derecho  verdadera  Los  jurisconsultos  europeos,  particularmente  españoles  y 
franceses,  han  profundizado  bien  esta  cuestión  y  demostrado  que  los  verdaderos 
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propietarios  de  los  bienes  eclesiásticos,  son  las  comimidades  religiosas,  es  decir  los 
comunes  6  parroquias,  para  mejor  comprender  la  caestión,  los  fieles  de  cada 
congregación,  las  iglesias  en  el  sentido  pnmitiyo  de  la  palabra. 

Diserta  luego  largamente  el  Secretario  sobre  la  antigua  cuestión  de 
las  investiduras ;  habla  de  la  falta  de  derecho  en  el  señor  Arzobispo 

fara  representar  como  interesado,  porque  no  se  ataca  el  dogma  6  el  culto ; 
abla  también  de  la  revolución  francesa  del  siglo  anterior,  y  termina 
así: 

La  cuestión  qne  ba  afrontado  hoj  el  Gobierno  de  Colombia,  es  de  nna  trascen- 
dencia inmensa  :  ella  afianza  la  hbertad  religiosa  de  los  colombianos  con  los 
derechos  de  la  Nación  para  conservar  sn  soberanía ;  da  á  loe  sacerdotes  del  cnlto 
católico  garantías,  respetabilidad  é  independencia,  siempre  qne  no  pretendan 
ingerirse  en  el  ejercicio  de  la  autoridad  publica  ;  les  asegura  las  rentas  con  que 
puedan  sostener  el  culto  de  un  modo  permanente  bajo  la  fe  de  la  Nación.  £o8 
inmuebles  que  de  día  en  día  van  desapareciendo  por  fraude  j  dilapidación,  van  á 
ponerse  en  movimiento  y  á  sacar  á  la  Nación  de  una  bancarrota  nacional  que  sería 
el  principio  de  anarquía  social,  y  con  ella  la  desaparición  del  mismo  culto  que  boy 
se  pretende  defender,  identificándolo  con  los  bienes  materiales.  Elévese  el  muy 
reverendo  Arzobispo  sobre  las  ideas  que  sostienen  los  revolucionarios,  queriendo 
identificar  su  doctrina  política  con  la  religión  y  la  moral,  y  encontrará  que  sin 
quererlo  se  ha  constituido  el  primer  rebelde  en  la  presente  cuestión. 

Haj  en  la  conducta  del  Arzobispo  ciertos  hechos  al  parecer  inocent.ee,  que  son 
también  una  clara  infracción  de  la  lev  y  una  pretensión  exagerada  de  carácter 

Solítico.  En  sus  solicitudes  firma  fechando  sus  escritos  en  Santafé  de  Bogotá, 
esconociendo  las  leyes  que  desde  1819  y  1^1  la  mandaron  denominar  Bogotá,  y 
que  respetaron  sus  antecesores  Caicedo  y  Mosquera.  Bien  puede  el  Arzobispo, 
separándose  de  la  práctica  de  sus  antecesores,  llamarse  Arzobispo  de  Santafé  de 
Bogotá  ó  de  Jerusalén,  pero  no  alterar  el  nombre  de  las  ciudades  é  introducir 
practicas  ilegales.  Acaso  piensa  el  Arzobispo  que  se  llama  esta  ciudad  Santafé, 
porque. la  pab,bra  indica  algo  religioso  y  no  considera  que  Gonzalo  Quesada  le 
dio  este  nombre  por  la  ciudad  de  Santafé  de  Granada,  de  que  era  natural.  Hay, 
pues,  en  la  infracción  legal  un  principio  de  subversión  y  de  desobediencia  á  la  ley. 
Admite  el  Arzobispo  como  otros  Obispos  el  tratamiento  de  Ilustrisimo  señor,  que 
las  leyes  españolas  les  daban  considerándolos  honorarios  de  la  Cámara  de  Indias, 
cuando  la  ley  les  quitó  todo  tratamiento  oficial  á  los  granadinos,  pretendiendo  así 
pasar  como  autoridades  políticas ;  y  es  otro  hecho  de  usurpación. 

Después  de  todos  los  fundamentos  qu«  ha  querido  el  Presidente  de  los  Estados 
Unidos  de  Colombia  que  se  expresen  en  esta  resolución,  concluye  previniendo : 

If  Que  el  muy  reverendo  Arzobispo  obedezca  y  cumpla  el  decreto  sobre  tuición, 
como  obedeció  y  cumplió  las  leyes  de  patronato,  á  virtud  de  las  cuales  recibió 
empleos  y  rentas  eclesiásticas. 

^  Que  obedezca  laS  disposiciones  sobre  desamortización  de  bienes  de  manos 
muertas  én  cuanto  tenga  que  intervenir  como  interesado  ó  Prelado  eclesiástico,  sin 
exponerse  á  los  juicios  á  que  baja  lugar. 

B""  Que  dé  ejemplos  de  sumisión  k  las  autoridades  y  á  la  ley,  conforme  á  los 
preceptos  de  la  rehgión  de  que  es  pastor,  y  amoneste  á  sus  sufragáneos  v  vicarios 
para  que  no  turben  la  paz  publica,  porque  el  Golnemo  tiene  la  fuerza  y  el  poder  de 
nacerse  obedecer. 

4?  Que  se  absteiiga  de  usar  el  nombre  de  Santafé  al  fechar  sus  escritos  ó  cartas, 
'bajo  el  apercibimiento  de  una  multa  de  c;en  pesos  cada  vez  que  falte  á  la  disposi- 
cion  legal,  sin  que  esto  se  extienda  al  título  que  se  da  de  Arzobispo  de  ^antafe,  en 
qne  el  Gobierno  no  se  mezcla ;  y  que  no  se  dé  ni  admita  el  tratamiento  español  de 
señoría  Ilustrísima,  que  es  contrario  á  las  prácticas  republicanas  de  la  Nación  y  en 
infracción  de  la  ley. 

El  jefe  municipal  en  el  distrito  y  las  autoridades  de  los  Estados  tendrán  presentes 
el  títnlo  2?  de  la  ley  2.%  parte  3?,  tratado  1?  de  la  Eecopilación  Granadina  y  espe- 
cialmente los  artículos  61,  62  y  63,  para  proceder  en  los  casos  allí  señalados  contra 
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cualquier  ministro  que  desobedezca  las  disposiciones  de  los  decretos  reclamados  pox 
el  Arzobispo  de  Bogotá. 

Trascríbase  esta  resolución  al  Gobernador  del  distrito  federal  j  á  los  (Gobernadores 
de  los  Estados,  para  que  el  primero  lo  haga  con  el  Arzobispo  en  contestación  4  sns 
solicitudes ;  7  estando  suspendida  la  garantía  de  libertad  de  imprenta,  se  niega  el 
permiso  que  pide  el  Arzobispo  para  publicar  sus  escritos,  por  cuanto  se  ve  que  el 
objeto  es  suscitar  embarazos,  y  levantar  el  espíritu  revolucionario  j  fanático.  Á  su 
tiempo  se  publicará,  j  se  daxa  cuenta  á  la  Convención  nacional. 

No  emprenderemos  una  análisis  extensa  y  minuciosa  acerca  de  los 
diversos  conceptos  contenidos  en  esa  resolución,  porque  tendríamos  que 
extendemos  mucho  más  de  lo  que  permite  el  espacio  de  que  disponemos. 
Nos  limitaremos,  pues,  á  lo  principal,  aun  á  nesgo  de  omitir  observa- 
ciones de  alguna  importancia  en  el  asunto. 

No  es  cierto  que  en  las  leyes  de  16  de  Junio  de  1853  y  14  de  M^o 
de  1855  se  hubiera  reservado  el  Gobierno  el  derecho  de  tuición.  £n 
esas  leyes  no  se  alude  siquiera  &  tal  derecho  ;  y  la  libertad  religiosa  no 
se  podía  restringir  conforme  á  la  Constitución,  sino  para  poner  á  salvo 
la  paz  pública,  la  sana  moral  y  el  orden  constitucional  y  legal. 

A  nada  conduce,  pues,  el  extracto  de  la  última  de  las  leyes  citadas^ 
que  hace  el  señor  Secretario.  Si  dicha  ley  no  reconoce  el  derecho  de 
tuición,  es  extraña  al  asunto  ;  y  en  caso  de  que  lo  contuviera,  caso  que 
por  cierto  no  ocurre,  la  disposición  sería  inconstitucional,  y  no  debería 
observarse. 

No  se  comprende  ciertamente  cómo,  después  de  reconocer  que  laa 
entidades  religiosas  poseían  sus  bienes  con  perfecto  derecho,  y  sin  que 

Í)udieran  ser  ocupados  ni  gravados  de  otro  modo  que  los  de  los  partica- 
ares,  se  sostenga,  sin  embargo,  que  pudo  legalmente  decretarse  la  desa- 
mortización. La  razón  que  se  alega  de  que  dicha  desamortización 
comprendía  también  á  los  establecimientos  civiles,  probaría  á  lo  sumo 

Íue  á  éstos  se  les  sometía  á  la  misma  iniquidad  que  á  los  religiosos, 
ero  ¿  desde  cuándo  la  iniquidad  deja  de  serlo  porque  se  ensanche  su 
órbita  de  acción  P  Además,  en  su  lugar  oportuno  hemos  visto  que  la 
desamortización  se  desvirtuó  considerablemente  respecto  de  las  entidades 
civiles,  y  se  llevó  á  cabo  con  encarnizado  rigor  en  lo  relativo  á  las  religio- 
sas. 

En  cuanto  al  beneficio  de  la  permanencia  eternu  de  los  bienes,  vinculada 
en  la  del  Gobierno,  y  del  empleo  de  sus  productos  en  los  objetos  de  los 
í'espectivos  institutos,  nos  limitaremos  á  recordar  que  estos  Gobiernos 
nuestros  no  atienden  casi  nunca  al  cumplimiento  fiel  y  honrado  de  sos 
más  sagrados  y  solemnes  compromisos ;  y  en  prueba  de  ello  podemos 
citar  la  ley  que  redujo  á  la  mitad  la  renta  de  las  entidades  religiosas,  y 
la  que  canceló  por  completo  las  obligaciones  procedentes  de  dicha  renta. 
Ante  la  fuerza  abrumadora  y  decisiva  de  los  hechos,  tiene  que  ceder  la 
vana  palabrería  del  señor  Secretario. 

Nada  diremos  de  las  amenazas  con  los  artículos  270  á  276  del  Códiffo 
penal,  porque  eso  no  conduce  á  esclarecer  punto  alguno  relativo  á  la 
cuestión.  Apenas  sirve  para  probar  que  el  Gobierno,  vencido  en  el 
terreno  de  la  discusión  y  de  la  justicia,  apela  á  la  fuerza,  que  es  la 
última  razón  de  los  tiranos. 

Patente  de  privilegio  merece  el  descubrimiento  de  que  al  Gobierno 
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corresponde  reglamentar  el  culto  externo^  con  el  objeto  de  proteger  á 
los  ciudadanos  contra  las  usurpaciones  de  los  eclesiásticos.  ¿  Qué  diría 
el  Poder  civil  si  la  Iglesia  pretendiera  reglamentar  el  ejercicio  de  la 
autoridad  pública  y  la  administración  de  justicia,  á  pretexto  de  proteger 
á  los  ciudadanos  contra  las  usurpaciones  de  los  empleados  del  orden 
civil  ?  ¿  Aceptaría  tan  vergonzoso  pupilaje  P  Es  claro  que  no.  Pues 
entonces,  que  no  pretenda  imponerlo  á  la  Iglesia. 

Nos  parece  curioso  el  descubrimiento  que  el  señor  Secretario  atribuye 
á  los  jurisconsultos  europeos^  respecto  del  verdadero  propietario  de  los 
bienes  que  dicho  Secretario  llama  eclesiásticos,  y  que  son  sin  duda  los 
Que  adquieren  y  administran  las  entidades  religiosas  de  toda  clase. 
Según  esos  jurisconsultos,  tales  bienes  pertenecen  á  la  comunidad 
religiosa  respectiva,  es  decir  á  los  comunes,  á  las  parroquias,  á  la 
Iglesia  en  el  sentido  primitivo  de  la  palabra ;  pero  es  raro  que  tales 
jurisconsultos  no  hayan  caído  en  la  cuenta  de  que  una  Iglesia  ó  congre- 
gación de  fíeles  tiene  ó  puede  tener  diversas  clases  de  entidades  inde- 
pendientes unas  de  otras,  y  capaz  cada  una  de  ellas  de  ejercer  derechos 
y  adquirir  obligaciones  exclusivamente  suyas.  Sin  embargo,  eso  es 
claro  y  evidente  por  sí  mismo. 

Por  lo  demás,  no  es  cierto  que  el  clero  haya  pretendido  nunca  que  los 
bienes  expresados  pertenezcan  á  la  jerarquía  sacerdotal.     Lo  que  él  ha 

Íretentido^  y  con  razón,  es  que  pertenecen  á  las  respectivas  entidades. 
lO  único  que  el  señor  Secretario  podría  sostener  con  justicia  es  que 
cuando  desaparece  por  cualquier  motivo  una  entidad  religiosa  especial 
sin  disponer  de  sus  bienes,  pasarán  éstos  á  la  congregación  religiosa  á 
que  pertenecía  dicha  entidad,  para  darles  una  inversión  adecuada  al 
objeto  á  que  antes  estaban  destinados  ;  pero  lo  cierto  es  que  la  ley  no 
dispone  eso,  sino  que  la  autoridad  pública  los  invierta  por  sí  misma  en  el 
objeto  a  que  estaban  destinados,  y  que  el  Gobierno  lejos  de  hacer  eso 
se  los  ha  apropiado  con  la  razón  del  más  fuerte.  Para  fiegar  á  ese  resul- 
tado han  debido  prescindir  de  jurisconsultos,  y  alegar  como  la  mejor  y 
la  más  convincente  razón,  las  bayonetas  de  que  disponían  á  su  voluntad. 

No  podemos  comprender  cómo  es  que  las  meoidas  de  persecución 
adoptadas  por  el  Gobierno,  afiancen  la  libertad  religiosa  de  los  colom- 
bianos y  den  á  los  sacerdotes  del  culto  católico  garantías,  respetabilidad 
é  independencia.  Á  nosotros  nos  parecen  más  á  propósito  para  extin- 
guir la  libertad  religiosa  y  proporcionar  á  los  sacerdotes  vejámenes  y 
violencias,  si  no  quieren  humillarse  ante  el  poder  civil  y  prostituir  la 
santidad  de  su  ministerio. 

Sobre  los  beneficios  de  la  desamortización  nada  diremos^  porque  ése 
es  asunto  que  hemos  tratado  extensamente  en  otro  lugar. 

Injustas,  á  la  vez  que  ridiculas^  son  las  observaciones  que  hace  el 
señor  Secretario  con  motivo  de  la  manera  de  fechar  sus  escritos  el  señor 
Arzobispo  en  Santafé  de  Bogotá.  Ese  fué  el  nombre  puesto  primitiva- 
mente á  la  ciudad  por  su  fundador,  el  conquistador  del  país  D.  Gonzalo 
Jiménez  de  Quesada  ;  y  si  bien  leyes  recientes  hablan  de  ella  con  sólo  el 
nombre  de  Bogotá,  ninguna  ha  cometido  la  insigne  tontería  de  pro- 
hibir que  se  la  llame  con  el  nombre  que  le  fué  dado  primitivamente. 

Son  también  injustas  y  ridiculas  las  observaciones  del  señor  Secretario 
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con  motivo  del  tratamiento  de  Ilustríaimo  señor  dado  á  loe  Obispos  por 
costumbre  inmemorial.  Ningún  Obispo  se  lo  da  á  sí  mismo,  pero 
tampoco  puede  impedir  que  otros  se  lo  den ;  y  de  seguro  que  no  habrá 
hombre  alguno  tan  insensato  que  se  imagine  que  un  Obispo  tiene 
carácter  político,  por  el  hecho  de  ser  tratado  de  Ilustríaimo  señor. 
Solo  al  señor  Secretario  se  le  pueden  ocurrir  semejantes  cosas. 

Tocante  á  las  resoluciones,  diremos  que  la  del  numero  1?  contiene 
un  grave  error  histórico  cuando  da  como  cierto  que  el  Ilustrísimo  señor 
Herrán  obedeció  y  cumplió  siempre  las  leyes  sobre  patronato,  ^l  las 
obedeció  en  lo  que,  según  su  conciencia,  podía  obedecerlas  lícitamente  ; 
y  las  resistió  en  lo  que  la¿  estimó  incompatibles  con  las  leyes  y  los 
derechos  de  la  Iglesia.  En  su  lugar  correspondiente  dimos  cuenta  del 
juicio  que  se  le  siguió  y  de  las  penas  á  que  fué  condenado  inicua- 
mente, por  resistir  á  dichas  leyes  de  patronato. 

La  segunda  de  dichas  resoluciones  era  de  esperarse ;  pero  en  vano  se 
dictó,  porque  el  Ilustrísimo  señor  Arzobispo  no  podía  cumplirla. 

La  tercera,  si  se  entendiera  de  una  manera  razonable,  era  innecesaria, 
porque  el  ilustre  Prelado  obedecía  siempre  todas  las  órdenes  del 
Gobierno  que  no  afectaban  los  intereses  de  su  Iglesia.  En  el  sentido 
en  que  la  entendía  el  Gobierno,  que  era  referente  á  las  disposiciones 
contra  la  Iglesia,  la  resolución  era  inicua  ;  y  el  Prelado  podía  contestar 
al  Gobierno  lo  que  los  Apóstoles  al  Sanhedrín : 

Si  es  justo  delante  de  Dios  obedeceros  á  vosotros  antes  que  á  Dios,  jazgadlo 
vosotros.* 

En  cuanto  á  la  conminación  con  multa  para  que  dejara  de  designar 
á  la  ciudad  de  Bogotá  con  el  nombre  de  Santafé  de  Bogotá,  es  tan 
ridicula  como  tiránica.  Es  castigar  un  hecho  inocente  del  todo,  por 
sólo  el  necio  placer  de  molestar  al  Prelado  y  darle  en  rostro  con  faltas 
que  no  había  cometido. 

Por  ultimo,  la  negativa  á  la  publicación  de  las  solicitudes  del  señor 
Arzobispo,  era  la  confesión  paladina  de  que  el  Gobierno  no  se  sentía  con 
fuerzas  suficientes  para  vencerlo  en  el  terreno  de  la  discusión.  Á  falta 
de  razones  convincentes,  ahí  estaban  las  órdenes,  las  amenazas,  las 
multas,  y  algo  del  sarcasmo  y  de  la  burla  que  tan  impropios  son  de 
todo  Gobierno  que  estime  en  algo  su  honra  y  la  del  país. 

6.  Poco  tiempo  se  necesitó  para  convertir  las  amenazas  en  reali* 
dades.     Pruébalo  patentemente  el  siguiente  documento : 

Decreto  de  3  de  Noviembre  de  1861,  en  ejecución  de  los  de  tuición  y  desamorti- 
zación de  bienes  de  manos  muertas. 

T.  C.  DE  Mosquera  etc.,  etc. 

Considerando: 
1?  Que  el  muy  reverendo  señor  Arzobispo  no  ha  querido  prestar  obediencia  4 
los  decretos  ejecutivos  de  20  de  Julio  y  9  de  Septiembre  últimos,  sobre  tuioidn  y 
desamortización  de  bienes  de  manos  muertas,  no  obstante  las  insinuaciones  ofkiialec 
que  se  le  han  hecho. 
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2?j  (^ae  es  evidente  el  propósito  que  se  tiene  de  trastornar  el  orden  público, 
suponiendo  que  se  vulneran  los  derechos  de  la  Iglesia,  por  lo  dispnesto  en  los 
decretos  de  que  se  ha  hecho  mención. 

df  Que  el  muy  reverendo  señor  Arzobispo  presenta  una  resistencia  iníústifícable 
á  todos  los  actos  del  Grobiemo  ejecutivo,  especialmente  á  los  decretos  sobre  tuición 
7  desamortización  de  bienes  de  manos  muertas,  con  el  objeto  de  exacerbar  kts 
pasiones  populares  y  alterarla  paz  pública. 

4?  Que  habiendo  reconocido,  en  las  conferencias  de  31  de  Octubre  próximo 
pasado  y  2  del  actual  Noviembre,  los  padres  superiores  de  las  comunidades  religiosas 
existentíBs  en  esta  ciudad  el  derecho  indisputable  que  ha  tenido  el  Qobiemo  para 
expedir  los  decretos  de  que  se  ha  hecho  referencia ;  j  que  aunque  el  señor  ijraio- 
bispo  no  contrarió  la  manifestación  del  ciudadano  Presidente  sobre  la  facultad  para 
la  expedición  de  los  supradichos  decretos,  se  resisten  á  obedecerlos  y  darles  cumpli- 
miento, por  instigaciones  del  mencionado  señor  Arzobis^. 

b?  Finalmente :  que  el  articulo  3?  del  Pacto  transitorio  de  20  de  Septiembre  del 
corriente  año  autoriza  al  Poder  Ejecutiyo  para  dictar  todas  las  medidas  conducentes 
al  afianzamiento  de  la  paz  nacional  é  inalterabilidad  del  orden  público ; 

Decreto : 

Art.  If  Eedúzcase  á  prisión  al  señor  Arzobispo,  hasta  tanto  que  el  Poder 
Ejecutivo  de  la  Unión  determine  el  lugar  &que  deoa  ser  confinado,  o  su  expulsión 
del  territorio  de  la  Bepública. 

Art.  2f  El  Jefe  municipal  del  distrito  federal  se  apoderará  y  pondrá  en  perfecta 
seguridad  el  archivo  de  la  curia  eclesiástica  y  todos  los  documentos,  pápeles  y  libros 
que  tengan  conexión  con  el  Arzobispado. 

Art.  8?  Durante  la  prisión  del  señor  Arzobispo,  se  le  mantendrá  en  un  local 
decente  y  con  todas  las  comodidades  compatibles  con  la  situación,  evitando  que 
esté  en  comunicación  con  individuos  hostiles  al  Gobierno  de  la  Unión  colombiana. 

Art.  4?  El  Poder  Ejecutivo  nacional  y  la  Junta  Suprema  directiva  del  crédito 
nacional,  dictarán  respectivamente  todas  las  medidas  que  estimen  convenientes 
para  proveer  á  las  capillas  é  iglesias  de  lo  necesarip  con  el  objeto  de  sostener  de- 
centemente el  culto  á  la  Divinidad. 

Gomo  de  costumbre,  haremos  algunas  obseryaciones  sobre  los  puntos 
más  importantes  tratados  en  este  deoreto,  sin  descender  á  detalles  y 
minuciosidades  para  no  extendemos  demasiado. 

Es  verdad  sin  duda  alguna  que  el  Ilustrísimo  se&or  Arzobispo  no 
obedecía  los  decretos  sobre  tuición  y  desamortización ;  pero  como  tales 
decretos  eran  contrarios  á  los  derechos  é  intereses  de  la  Iglesia,  hacia 
muy  bien  en  rechazarlos^  y  su  resistencia  es  su  mejor  timbre  de  gloria 
ante  Dios  y  ante  la  historia. 

El  segundo  considerando  contiene  ima  falsedad  en  cuanto  afirma  que 
el  señor  Arzobispo  tenía  el  propósito  de  trastornar  el  orden  público. 
Nunca  lo  tuvo :  su  único  propósito  fué  el  de  cumplir  lealmenjfce  su  deber. 
Contiene  también  una  falsa  apreciación  cuando  califica  de  mera  suposi- 
ción el  que  tales  decretos  vulneraran  los  derechos  de  la  Iglesia :  ésa 
no  era  una  simple  suposición,  sino  una  realidad  patente  y  manifiesta, 
como  lo  tenemos  demostrado. 

Contiene  asimismo  una  falsedad  el  tercer  considerando,  cuando 
afirma  que  el  Hustrísimo  señor  Arzobispo  presentaba  una  resistencia 
injustificable  á  todos  los  actes  del  Gobierno.  £l  no  resistía  sino  los 
que  atacaban  injustamente  los  derechos  é  intereses  de  la  Iglesia ;  y  en 
esa  parte  no  sólo  era  justificable  su  resistencia,  sino  necesaria^  á  menos 
que  quisiera  falter  á  sus  más  claros  y  sagrados  deberes. 

Falta  también  á  la  verdad  ese  considerando  cuando  afirma  que  el 
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mÓTÜ  de  la  resistencia  del  Ilustrísimo  señor  Arzobispo  era  cooperar  á  la 
exacerbación  de  las  pasiones  y  alteración  de  la  paz  publica.  £l  móvil 
único  y  verdadero  no  podía  ser  otro  que  defender  los  derechos  de  la 
Iglesia,  y  cumplir  así  los  sagrados  deberes  de  pastor  del  rebaño  grana- 
dino, confiado  á  su  cuidado. 

Nada  diremos  de  las  conferencias  á  que  alude  el  considerando  cuarto, 
porque  no  sabemos  lo  que  en  ellas  ocurrió,  y  nos  expondríamos  á  incurrir 
en  equivocaciones ;  pero  nos  parece  muy  inverosímil  que  los  superiores 
de  las  comunidades  religiosas  le  reconocieran  al  Gobierno  derecno  para 
expedir  los  decretos  referidos,  porque  eso  probaría  que  no  conocían  ni 
remotamente  los  derechos  de  sus  comunidades,  ni  los  deberes  de  los  que 
las  dirigen.  Que  el  Ilustrísimo  señor  Arzobispo  no  contradijera»  es 
posible^  porque  él  sabía  muy  bien  que  la  contradicción  ningún  buen 
fruto  podía  producir,  y  ya  áí  había  hecho  lo  que  estaba  en  su  poder 
para  evitar  esas  iniquidades.  Finalmente,  que  el  Ilustrísimo  señor 
Arzobispo  aconsejara  á  los  superiores  de  las  comunidades  religiosas  la 
resistencia  á  los  aludidos  decretos,  es  muy  natural  y  muy  acorde  con  el 
celo  y  la  firmeza  de  aquel  ilustre  Prelado.  Alabanza  y  no  vituperio, 
merece  por  ello. 

Respecto  del  considerando  quinto,  debemos  observar  que  el  afianza- 
miento de  la  paz  y  la  inalterabilidad  del  orden  público  no  pueden  alcan- 
zarse con  la  injusta  prisión  del  señor  Arzobispo,  la  ocupación  de  los 
archivos  del  Arzobispado  y  la  intervención  de  la  potestad  civil  en  los 
asuntos  del  culto ;  pues  por  el  contrario^  esas  medidas  tienden  á  destnúr 
y  hacer  imposibles  la  paz  y  el  orden. 

IJna  cosa  más  nos  Uama  la  atención  en  esta  inicua  medida,  y  es  la 
incomunicación  en  que  fué  colocado  el  Ilustrísimo  señor  Arzobispo.  Á 
los  más  insignes  malhechores  no  se  les  incomunica  sino  por  veinticuatro 
horas^  al  ilustre  Prelado,  indefinidamente.  Eso  solo  da  la  medida  de 
la  injusticia  que  prevalecía  en  las  altas  regiones  del  poder. ^ 

7.  Vino  después  el  decreto  de  11  de  ifoviembre  de  1862,  precedido 
del  siguiente  considerando : 

Que  es  un  deber  del  Gobierno,  por  el  derecho  de  tuición  que  ejerce  la  Eepública. 
proteger  á  los  colombianos  en  el  ejercicio  del  culto  religioso,  y  evitar  las  contra- 
riedades que  nacen  de  la  interyención  de  los  eclesiásticos  en  los  asuntos  políticos, 
debiendo  estar  exclusivamente  encargados  del  ejercicio  de  su  ministerio  como 
maestros  de  la  moral  para  que  prediquen  la  paz  y  enseñen  á  los  pueblos  la  virtud 
evangélica,  sin  distraerse  en  ocupaciones  mundanas,  guardando  la  prescindencia 
que  cumple  á  sus  altos  deberes,  respecto  de  asuntos  terrenales  en  que  las  pasiones 
suelen  extraviar  la  rectitud  del  corazón  que  se  necesita  para  ser  verdaderos 
apóstoles  del  Evangelio. 

El  Gobierno  no  tiene  derecho  alguno  para  prohibir  á  los  miembros 
del  clero  la  intervención  en  asimtos  políticos ;  porque  así  como  ellos 
tienen  que  cumplir  los  deberes  que  les  impone  el  Gobierno,  por  ser 


1  El  Ilustrísimo  señor  Arzobispo  fuó  confinado  por  largo  tiempo  á  uno  de  los 
lugares  de  nuestra  ardiente  Costa  atlántica ;  pero  no  tenemos  detalles  de  lo  que 
entonces  le  ocurrió.  Lo  propio  decimos  del  Ilustrísimo  señor  Obispo  Arbeláec, 
confinado  desde  antes  en  una  isla  del  mar  de  las  Antillas. 


Digitized  by 


Google 


TUICIÓN,    INSPECCIÓN   DE   CULTOS   Y   PEESECÜCIÓN.  583 

miembros  de  la  sociedad,  así  también  deben  tener  facultad  de  concurrir 
á  la  formación  de  ese  mismo  Gobierno. 

Es  verdad  que  á  yeces  puede  haber  inconveniente  en  que  el  clero  se 
mezcle  en  determinadas  cuestiones  políticas;  pero  en  ese  caso  es  ala 
autoridad  eclesiástica  á  quien  compete  dictar  las  providencias  convenien- 
tes á  fin  de  impedirlo.  La  mano  del  poder  civil  no  entrará  nunca 
con  provecho  en  ese  terreno;  al  paso  que  su  intervención  producirá 
frecuentemente  inconvenientes  más  ó  menos  graves. 

Las  disposiciones  de  dicho  decreto  son  las  siguientes  : 

Art.  V  Exímese  &  los  ministros  del  cnlto  qne  pertenezcan  &  cualquiera  religión 
establecida  en  el  país,  de  todas  las  carcas  municipales  j  del  servicio  de  jurados^ 

Art.  2?  Se  les  exime  igualmente  de  toda  contribución  personal  por  lo  que 
perciban  de  limosnas  j  derechos  eclesiásticos,  reconocidos  en  el  país  desde  tiempo 
mmemorial,  por  razón  del  ejercicio  de  su  ministerio,  quedando  también  exentos 
de  cualquier  serrido  militar. 

Art  3?  Como  ima  consecuencia  de  las  exenciones  que  se  les  conceden  en  los 
artículos  anteriores,  es  prohibido  i  los  ministros  del  culto,  de  cualquiera  religión, 
mezclarse  en  negocios  ^líticos  directa  ó  indirectamente. 

Art.  4f  Ningún  mimstro  del  culto  será  nombrado  para  desempeñar  destinos 
públicos,  ni  puede  ser  elector  ni  elegido. 

Art.  5f  Es  motivo  de  nulidad  en  toda  elección,  el  haber  intervenido  en  ella,  de 
cualquier  modo,  algún  ministro  del  culto. 

Art.  6?  El  Gobierno  proveerá  de  capellanes  á  las  iglesias  que  sean  abandonadas 
por  los  que  han  estado  encargados  de  servir  los  respectivos  beneficios  eclesiásticos ; 
j  suministrará  los  fondos  que  se  necesiten  para  los  gastos  del  culto  católico.  Los 
jefes  de  las  Iglesias  que  hay  en  la  EepúbHca,  procimirán  ponerse  de  acuerdo  con 
el  Grobiemo,  para  que  disponga  lo  conveniente  a  fin  de  que  la  fi^erza  de  la  autoridad 
pública  los  apoye  cuando  tengan  que  hacer  efectivas  las  limosnas  7  oblaciones  á 
que  se  hayan  comprometido  los  fieles  en  favor  del  sostenimiento  del  culto. 

Art.  7f  Ninguna  bula,  breve  ú  otro  acto  pontificio,  ó  de  los  jefes  de  alguna  otra 
Iglesia,  de  cusuquiera  clase  que  sea,  podrá  publicarse,  circularse  ni  cumplirse  en  el 
territorio  de  la  Unión,  sin  obtener  antes  el  pase  del  Poder  Ejecutivo  nacional,  con  el 
objeto  de  que  se  examine  si  dicha  bula  ó  acto  es  contrario  á  la  soberanía  nacional, 
en  cuyo  único  caso  no  podrá  concederse :  el  Gobierno  no  se  mezcla  en  asuntos 
puramente  reHgiosos ;  cuando  sólo  de  ellos  se  trate  en  dichos  actos,  deberá  darles 
el  pase  correspondiente. 

Art.  8f  El  que  contravenga  á  la  disposición  anterior,  si  fuere  eclesiástico  será 
extrañado  ó  confinado,  á  juicio  del  Poder  Ejecutivo ;  si  no  lo  fuere  pagará  una 
multa  de  ciento  á  quinientos  pesos,  ó  sufrirá  una  prisión  subsidiaria  de  un  día  por 
cada  ^so.  Bastadla  justificación  del  hecho  para  imponer  la  pena,  con  la  decla- 
ración de  dos  testigos  idóneos. 

Las  disposiciones  de  los  artículos  1?  y  2?  son  de  evidente  justicia ; 
pero  no  así  las  de  los  artículos  3?,  4?  y  5? 

ISo  es  en  verdad  aceptable  que  de  las  concesiones  de  los  artículos  1?  y 
2?  se  deduzca  la  consecuencia  de  que  sea  prohibido  á  los  ministros  del 
culto  mezclarse  en  los  negocios  políticos  directa  ni  indirectamente.  No 
hay  entre  las  dos  cosas  relación  de  ningún  género,  y  la  una  puede 
existir  perfectamente  con  independencia  absoluta  de  la  otra. 

Si  algunos  de  los  ministros  del  culto  no  merecen  esto  por  sus  prendas 
personales,  sí  lo  merece  ^siempre  la  comunión  católica  á  cuyo  serbio 
están  consagrados.  Sucede  en  esto  con  los  ministros  del  culto^  lo  que 
sucede  con  otras  personas  que  están  dedicadas  á  tareas  eminentemente 
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provechoeas  á  la  sociedad,  oomo  los  institutores.  Comanmente  se  les 
exonera  de  ciertas  cargas  públicas^  como  la  milicia,  sin  que  por  eso  se 
les  prohiba  votar  en  las  elecciones  ó  ejercer  los  demás  derechos  políticos 
que  concede  la  lej  al  comtín  de  los  ciudadanos. 

£1  artículo  4?  prohibe  á  los  ministros  del  culto  el  poder  ser  electores 
6  elegidos.  Examinaremos  este  punto  cuando  analicemos  una  disposi- 
ción constitucional  que  contiene  el  mismo  precepto. 

El  artículo  5?  declara  nula  toda  elección  en  que  haya  intervenido  de 
cualquier  moda  un  ministro  del  culto.  Este  artículo  prueba  hasta 
dónde  puede  llegar  el  espíritu  de  odio  contra  el  clero.  Aquí  donde  las 
elecciones  son  hechas  comanmente  por  el  fraude  ó  por  la  violencia^  no 
sabemos  qué  es  lo  que  provoca,  si  risa  6  indignación,  el  ver  que  se 
declare  nula  toda  elección  en  que  intervenga  algún  ministro  del  culto. 
¿  Hace  la  fuerza  pública  una  elección  votando  cada  scddado  varias  veces, 
é  impidiendo  Totar  á  los  que  tienen  pretensiones  contrarias?  Santo  y 
bueno :  la  elección  surte  sus  efectos.  ¿  Se  reúne  una  criminal  junta 
escrutadora,  y  hace  las  elecciones  en  los  escrutinios,  burlando  así  los 
esñierzos  y  la  voluntad  de  la  mayoría  de  los  electores  que  concurrieron 
á  la  votación  P  Santo  y  bueno  :  también  el  escrutinio  surte  sus  efectos. 
Pero  que  no  vaya  á  resultar  que  un  ministro  del  culto  insinuara  á  los 
electores  que  votasen  por  hombres  ilustrados  y  virtuosos,  porque  aquí 
fué  Troya.  La  intervención  de  ese  sacerdote  hace  que  la  elección  sea 
nula,  radicalmente  nula,  aunque  el  electo  represente  verdadera  y  real- 
mente  la  voluntad  unánime  de  todos  los  que  tienen  el  derecho  de  votar. 
Basta  ese  contraste  para  condenar  tan  absurda  disposición. 

El  nombramiento  de  capellanes  por  el  Gobierno  en  época  de  la 
separación  absoluta  de  la  Iglesia  y  el  Estado,  es  una  cosa  tan  curiosa 
como  sería  el  nombramiento  de  cdcaldes  por  el  Obispo.  El  resto  del 
artículo  6?,  es  decir  la  eficacia  de  los  compromisos  contraídos  por  los 
religionarios  para  el  sostenimiento  del  culto,  nos  parece  justo  y 
razonable ;  pero  pronto  veremos  desaparecer  ese  último  resto  de  defe- 
rencia é  interés  por  el  sostenimiento  del  culto. 

En  cuanto  al  pase  para  las  bulas,  breves  y  demás  actos  y  documentos 
procedentes  de  la  Santa  Sede,  no  era  sino  una  de  tuntas  usurpack>nes 
manifiestas  que  por  las  calamidades  de  esos  tiempos  podían  pasar  y 
pasaron  inadvertidas.  Lo  de  los  jefes  de  alguna  otra  Iglesia  scf  decía 
como  por  el  gusto  de  decirlo  y  para  aparentar  imparcialidad  en  los 
ataques  contra  la  Iglesia.  Hipocresía  y  no  convencimiento  de  que  se 
dispusiera  una  cosa  justa  y  razonable^  es  lo  que  se  descubre  en  esa  parte 
de  la  disposición  del  artículo  7?  Las  penas  son  dignas  de  quien  las 
impuso  y  de  la  época  en  que  fueron  impuestas. 

Pero  no  bastaba  eso  contra  el  clero  :  era  necesario  cebarse  en  él  de 
una  miinera  particular,  y  hacerle  sentir  el  pesado  yugo  de  la  servi- 
dumbre á  que  se  le  quería  reducir.  Con  ese  fin  se  expidió  el  siguiente 
decreto,  el  9  de  Diciembre  del  mismo  año : 

Art.  If  Los  Presidentes,  Gobernadores  ó  Jefes  superiores  de  los  Estados  y  el  J^ 
municipal  del  distrito  federal  procederán  inmediatamente  k  exigir  de  los  eclesiástiooe 
que  se  encuentran  en  el  territorio  de  su  mando,  el  reconocimiento  del  GobierHO  de 
los  Estados  Unidos  ^de  Colombia  y  el  sometimiento  &  los  decretos  de  tuición  y 
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desamortUacióií  de  bienes  de  manos  muertas,  y  demás  disposiciones  qne  dimanen 
del  Poder  Ejecntiyo  nacional. 

Art.  2?  Los  eclesiásticos  que  se  denieguen  á  hacer  las  declaratorias  de  que  trata  el. 
artículolanterior,  serán  confinados  á  los  lugares  que  determine  el  Poder  Ejecutivo, 
6  extrañados  del  territorio  de  la  Unión. 

8.  "No  puede^  sin  embargo,  ese  decreto  dar  una  idea  bien  exacta 
acerca  del  estado  de  las  cosas  en  esa  triste  época.  La  persecución  se 
había  desencadenado  con  inaudito  furor,  en  varios  lugares,  desde  antes 
de  expedirse  dicho  decreto.  En  prueba  de  ello  podemos  presentar  la 
siguiente  circular  del  Prefecto  de  Ambalema  á  los  alcaldes  de  su 
dependencia,  anterior  á  dicho  decreto,  y  publicada  en  el  numero  33  del 
JRegütro  Oficial: 

Señor  alcalde  de  ,  ,  , 

Ordeno  á  TJ.  qne  tan  Inégo  como  reciba  la  presente  nota,  exija  de  cada  uno  de 
los  individaos  del  clero,  regular  y  secular,  que  se  eníjuentren  en  el  distrito  de  su 
mando,  una  protesta  bajo  juramento  j  palabra  de  honor,  que  tenga  los  puntos 
siguientes : 

If  Beconocimiento  y  aceptación  del  Gobierno  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia 
y  sometimiento  á  él. 

2f  Promesa  de  no  hostilizar  directa  ni  indirectamente  al  Gobierno  de  la  Unión, 
ni  á  las  autoridades  y  funcionarios  de  los  Estados. 

3?  Consagración  exclusiva  al  ejercicio  de  su  ministerio  y  prescindencia  absoluta 
de  toda  intervención  en  los  negocios  pdbHcos. 

Hecha  la  protesta,  U.  la  remitirá  original  á  esta  Prefectura,  dejando  copia  de 
ella  en  el  archivo  de  su  oficina. 

Desgraciadamente  no  fueron  pocos  los  espíritus  débiles  que  se  dejaron 
intimidar;  pues  el  19  de  Noviembre  del  mismo  año  prestaron  la 
promesa  veintidós  religiosos^  unos  de  la  Candelaria^  otros  de  San 
Agustín,  y  otros  de  San  Diego. 

Como  se  ve,  esta  circular  es  más  severa  que  el  decreto»  en  cuanto 
exigía  el  sometimiento ye(r(7^  y  no  una  simple  promesa;  pero  el  decreto, 
á  su  tumo,  tenía  una  parte  más  severa  que  la  circular,  en  cuanto 
amenazaba  á  los  contraventores  con  el  confinamiento  y  el  destierro  del 
territorio  de  la  república. 

Ambos  documentos  y  otros  muchos  de  ese  tiempo  prueban  que  se 
qnería  colocar  al  clero  en  la  penosa  alternativa  de  envilecerse  haciendo 
promesas  y  juramentos  incompatibles  eon  el  desempeño  fiel  de  su  santa 
y  au^sta  misión,  ó  sufrir  las  persecuciones  más  encarnizadas  hasta  ser 
expulsados  del  país  ó  confinados  á  tierras  lejanas  y  frecuentemente 
insalubres  y  sujetas  á  otras  muchas  calamidades. 

No  obstante,  la  mayor  parte  del  clero  permanecía  fiel.  Vagando  por 
los  bosques  y  perseguidos  como  fieras,  hacían  el  bien  en  la  medida  de 
sus  facultades  y  de  sus  recursos,  sin  dejarse  arredrar  por  los  sufri- 
mientos, ni  halagar  por  las  promesas  de  sus  perseguidores. 

9.  El  Gobierno,  por  su  parte,  no  permanecía  ocioso.  Sus  órdenes  de 
persecución  eran  cada  día  más  frecuentes  y  más  apremiantes ;  de  suerte 
que  parecía  que  se  hubiera  propuesto  á  todo  trance  obtener  la  humilla- 
ción y  el  envilecimiento  del  clero,  6  la  ruina  completa  del  culto  público 
extemo,  por  falta  de  pastores  que  lo  encabezaran  y  dirigieran.     En 

Srueba  de  ello,  permítasenos  insertar  los  siguientes  artículos  del  decreto 
e  7  de  Junio  de  1862 :  ^  i 
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Art  2?  Los  cnras  de  las  parroqtdas,  los  capellanes  j  demás  eclesiásticos  seculares 
y  regalares  que  no  se  hayan  sometido  expresamente  6  qne  no  se  sometan  del  mismo 
modo  á  los  decretos  mencionados  en  el  artícnlo  anterior  (los  de  tuición  j  desamor- 
tización) dentro  de  quince  días  de  publicado  el  presente,  serán  extrañados  del 
territorio  de  Li  Eepública  ó  confinados  á  un  lugar  distante  7  ocupadas  sus  tempo- 
ralidades. 

Art  3?  El  Grobernador  del  distrito  federal  y  los  Presidentes,  Gk)bemadore8  ó  Jefes 
superiores  de  los  Estados,  dispondrán  que  este  decreto  se  publijjue  inmediatamente 
por  bando  en  todas  las  poblaciones  de  sus  respectivos  territorios,  y  desde  la  fecha 
de  esa  publicación  se  contarán  los  quince  df  as  señalados  para  el  sometimiento. 

Art.  4?  La  promesa  de  someterse  á  los  decretos  se  hará  bajo  juramente  ante  la 
primera  autoridad  política  del  distrito,  barrio  ó  cuartel  en  que  residiere  el  eclesiás- 
tico que  deba  hacena. 

Art.  5f  Trascurridos  los  <]^uince  días  señalados  para  hacer  la  promesa,  la  primera 
autoridad  del  distrito,  hamo  ó  cuartel  reducirá  á  prisión  inmediatamente  en  la 
cárcel  pública  á  todos  los  eclesiásticos  seculares  ó  regulares  que  no  se  hEtyan 
sometido  expresamente  y  bajo  juramento  á  los  mencionados  decretos  de  tuición  y 
desamortización  de  bienes  de  manos  muertas,  y  dará  cuenta,  en  el  distrito  federal 
al  Gobernador  y  en  los  Estados  á  los  Presidentes,  Gobernadores  ó  Jefes  superiores, 
para  que  en  el  acto  hagan  efectiva  la  pena  de  extrañamiento  ó  confinamiento  y 
ocupación  de  temporalidades. 

Art.  6?  El  funcionario  ó  empleado  público  del  distrito,  barrio  ó  cuartel,  á  ^uien* 
toque  el  cumplimiento  de  este  decreto,  que  sea  omiso  ó  moroso,  será  destituido  y 
pagará  una  multa  de  ciento  á  quinientos  pesos,  á  juicio  del  Presidente,  Gobernador 
ó  Jefe  superior  respectivo ;  si  no  tuviere  con  qué  pagar  la  multa^  sufnrá  un  día  de 
prisión  por  cada  peso. 

Art.  7f  Los  que  oculten  en  sus  casas  á  los  eclesiásticos  seculares  ó  regulares, 
mandados  reducir  á  prisión,  por  no  haberse  sometido  á  los  decretos,  ó  que  de 
cualquiera  otra  manera  los  auxilien,  protejan  ó  encubran  para  que  se  oculten  ó 
eviten  ser  aprehendidos,  confinados  ó  extrañados,  pagarán  una  multa  de  cient<>  á 
quinientos  pesos,  á  juicio  de  la  primera  autoridad  política  del  distrito,  barrio  ó 
cuartel  en  que  se  haya  cometido  la  falta ;  si  no  tuvieren  con  quó  pa^ar  la  multa  y 
fueren  hábiles  para  el  servicio  de  las  armas,  serán  destinados  al  éjércitcT  en  calidad 
de  reclutas ;  y  si  no  fueren  hábiles  para  este  servicio,  sufrirán  una  prisión  de  un  día 
por  cada  peso  de  multa  que  hubiere  de  imponérseles. 

Art.  8?  Para  imponer  la  destitución,  las  multas  y  las  penas  subsidiarias 
establecidas  en  este  decreto,  se  comprobará  la  falta  con  un  documento  fehaciente 
ó  la  información  sumaria  de  dos  testigos,  por  lo  menos,  contestes. 

Aquí  puede  muy  bien  decirse  que  la  iniquidad  se  excedió  á  sí  misma. 
Á  los  miembros  del  clero  que  rehusasen  el  indigno  sometimiento  que 
se  les  exigía  no  sólo  se  les  desterraba  del  país  6  se  les  confinaba  en 
lugares  distantes,  sino  que  se  les  ocupaban  sus  temporalidades.  Se  les 
lanjzaba,  pues,  á  extrañas  y  lejanas  tierras^  y  á  la  vez  se  les  privaba  de 
los  recursos  necesarios  para  proporcionarse  un  pan  «en  el  lugar  de  su 
suplicio. 

Aquí  ya  se  exigió  juramento,  como  en  la  circular  del  Prefecto  de 
Ambalema^  que  yimos  antes^  y  se  advirtió  expresamente  que  la  prisión 
de  los  sacerdotes  tenía  que  ser  en  la  cárcel  pública,  es  decir^  no  en 
lugares  decentes  y  decorosos,  sino  en  medio  de  los  más  grandes  malhe- 
chores que  hay  en  el  país,  ¿  No  se  ve  en  todo  esto  la  tendencia  á 
envilecer  al  sacerdocio  y  hacerlo  despreciable  á  los  ojos  de  las  gentes  P 

El  mal  éxito  de  la  persecución  era  manifiesto.  La  parte  débil  dd. 
clero  se  había  sometido,  es  verdad ;  pero  en  ella  nunca  podían  abrig^arse 
grandes  y  fundadas  esperanzas.  La  parte  mád  sana,  más  ilustrada,  más 
firme  y  más  numerosa  permanecía  fiel  á  sus  deberes,  ejercía  su  minis- 
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terio  en  las  selvas^  hacia  el  bien  hasta  dónde  podía^  y  pocos  eran  los 
que  habían  sido  aprehendidos. 

Tal  Tez  esa  esterilidad  de  la  persecución  hizo  que  el  Gobierno 
Supremo  creyera  que  de  parte  de  las  autoridades  había  falta  de  celo  en 
este  particular,  y  por  eso  en  el  articulo  6?  se  señaló  á  los  negligentes 
la  pena  de  destitución  y  multa  de  ciento  á  quinientos  pesos ;  y  en  el 
artículo  8?  se  dispuso  que  esas  penas  se  impusieran  de  una  manera 
breve  y  lumaria,  como  si  la  persecución  al  clero  fuera  el  más  sagrado 
y  el  más  importante  de  los  deberes  de  los  empleados  públicos  en  esa 
calamitosa  época. 

Pero  donde  se  llegó  al  colmo  de  la  iniquidad  en  las  disposiciones  de 
este  decreto,  fué  en  la  del  artículo  7?,  en  el  cual  se  previno  que  los  que 
favorecieran  en  algo  á  los  perseguidos  fueran  castigados  con  multas  de 
ciento  á  qxdnientos  pesos  y  subsidiariamente  con  reclutamiento  ó 
prisión. 

Las  leyes  ordinarias  señalan  penas  á  los  que  son  cómplices,  auxilia* 
dores  ó  encubridores  de  los  malhechores ;  pero  esas  leyes  no  podían 
tener  aplicación  en  estos  casos^  porque  los  sacerdotes  perseguidos,  lejos 
de  ser  criminales^  eran  generalmente  modelos  de  virtudes.  Aquí  de  lo 
que  se  trataba  era  de  extender  la  persecución  á  todas  aquellas  personas 
que  de  cualquiera  manera  pudieran  favorecer  á  las  víctimas.  Se  quería 
hacer  algo  parecido  á  las  proscripciones  de  Mario  y  de  Sila,  ó  á  las 
persecuciones  en  la  época  del  terrorismo  francés  de  fines  del  sielo 
X>asado ;  pero  por  fortuna  el  terreno  no  estaba  suficientemente  preparado, 
y  la  empresa  de  los  perseguidores  fracasó  al  fin  por  completo  en  esa 
época. 

En  efecto^  si  bien  es  cierto  que  algunas  autoridades  subalternas 
excedieron  en  celo  á  lo  que  de  eUas  se  esperaba,  también  lo  es  que 
no  pocas  engañaron  más  de  una  vez  á  sus  superiores  con  un  íelso 
celo  y  con  una  aparente  actividad,  cuando  en  realidad  obraban  de 
manera  que  sus  providencias  no  surtieran  efecto  alguno.  Eso,  unido 
al  celo  y  á  la  generosidad  del  pueblo  fiel,  hizo  que  los  sacerdotes 
pudieran  sacar  no  poco  provecho  de  la  misma  persecución.  Pueblo 
importante  hubo  que  antes  de  la  persecución  seguía  en  lo  general 
malas  doctrinas,  y  después  de  ella  resultó  verdaderamente  regenerado ; 
es  decir,  convencido  de  que  sus  falsos  apóstoles  lo  que  hacían  era  enga- 
ñarlo para  servirse  de  él  en  la  obra  de  demoler  lo  que  le  era  más 
querido  :  su  fe  religiosa.  Así  es  como  Dios  en  su  misericordia  hace  á 
veces  surgir  grandes  bienes  del  fondo  mismo  de  las  maldades  de  los 
hombres.^  * 

10.  Llegó  entre  tanto  el  año  de  1863,  y  encontró  triunfante  de  nna 
manera  completa  y  absoluta  la  revolución.  El  Jefe  de  ella  expidió  un 
decreto  sobre  indulto,  que  lleva  fecha  19  de  Febrero  de  dicho  año, 
sobre  el  cual  debemos  llamar  la  atención  de  nuestros  lectores. 

Por  el  artículo  1?  declaró  libres  de  toda  pena  á  los  reos  de  delitos 


^  Á  esta  época  se  remonta  el  principio  de  la  persecución  del  llastrísimo  señor 
Riafio,  Obispo  de  Antioquia,  sobre  la  cual  debe  verse  el  documento  D. 
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poUtioos.  Este  artículo  era  innecesario,  porque  los  únicos  reos  de  esa 
clase  que  existían  en  la  República  eran  los  revolucionarios  vencedores ; 
y  es  patente  que  á  nadie  se  le  puede  ocurrir  que  los  vencedores  se 
juzguen  á  sí  mismos  y  se  apliquen  las  penas  que  pudieran  imponérseles^ 
en  caso  de  que  hubiesen  sido  vencidos. 

El  artícmo  2?  se  refirió  á  los  reos  de  delitos  comunes.  Así  los 
asesinos  y  los  incendiarios^  y  todos  cuantos  malhechores  expiaban  sus 
crímenes  en  las  cárceles  y  en  16b  presidios,  se  vieron  de  repe&te  Kbres 
de  toda  pena  é  igualados  enteramente  á  los  hombres  de  bien.  Pudieron 
salir  así  con  la  frente  alta  y  la  cabeza  erguida  á  insultar  á  los  deudos 
de  sus  víctimas,  á  continuar  su  carrera  de  crímenes,  y  á  incitar  á  otros  á 
emprenderla. 

El  artículo  3?  se  refiere  á  los  delitos  cometidos  por  los  empleados 
públicos  en  el  ejercicio  de  sus  funciones.  Nada  hay  más  funesto  ni 
más  peligroso  que  cerrar  la  puerta  al  castigo  de  los  abusos  de  los 
empleados  públicos ;  pero  hay  que  convenir  en  que  ésta  era  la  parte 
menos  inicua  de  ese  inicuo  decreto. 

Veamos  ahora  el  tenor  literal  del  artículo  4? 

En  este  indulto  no  se  comprenden  los  apremios  impuestos  de  confinamiento  6 
destierro  á  los  ministros  del  culto  y  demás  eclesiástico»  que  no  se  han  sometido  á  los 
decretos  del  Gobierno. 

De  suerte  que  el  Gobierno  abría  con  la  una  mano  las  puertas  de  laa 
cárceles  y  presidios  para  poner  en  libertad  á  los  más  grandes  malhechores, 
y  con  la  otra  perseguía  á  los  Obispos  y  sacerdotes  fíeles,  como  si  fueran 
insignes  criminales. 

Sin  embargo,  hablando  de  ima  manera  absoluta,  nos  parece  razonable 

Íue  no  se  expidiera  indulto  en  favor  del  clero,  porque  el  indulto  supone 
eUto  cometido  y  pena  merecida ;  y  á  los  miembros  del  clero  no  se  les 
podía  imputar  la  comisión  de  delito  alguno,  y  se  les  perseguía  única- 
mente porque  permanecían  fieles  al  cumplimiento  de  sus  deberes, 
defendiendo  los  mtereses  y  los  derechos  de  la  Iglesia. 

11.  Después  de  eso  se  reimió  la  Convención  de  Rionegro,  y  consignó 
en  la  Carta  fundamental  de  la  Bepública  la  garantía  de  la  libertad 
religiosa  en  estos  términos  : 

^  La  profesión  libre,  pública  ó  privada,  de  cualquiera  religión,  con  tal  que  no  ae 
ejecuten  hechos  incompatibles  con  la  soberanía  nacional,  ó  que  tengan  por  oljeto 
turbar  la  paz  pública. 

En  un  país  católico  que  quiera  establecer  la  tolerancia  de  cultos,  en 
la  elevada  y  legítima  significación  de  esa  palabra,  y  donde  el  cuerpo 
legislativo  sea  verdadero  y  fiel  intérprete  de  la  voluntad  de  los  pueblos, 
esa  disposición  no  presentaría  inconveniente  alguno  ;  porque  es  visto 
que  ningún  católico  podrá  creer  que  el  libre  ejercicio  de  su  culto  pueda 
ser  incompatible  con  la  soberanía  nacional^  ni  tener  por  objeto  turbar 
la  paz  pública. 

Mas  entre  nosotros  se  han  entendido  la  soberanía  nacional  y  la  fnz 
pública  de  una  manera  tan  caprichosa,  irregular  y  contraria  al  simple 
sentido^  común  y  á  la  razón  natural^  que  esa  disposición  se  practica, 
como  si  estuviese  redactada  en  estos  términos  :  '^  La  profesión  públic& 
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6  privada  de  cualquiera  religión^  distinta  de  la  católica^  apostóHoa, 
romana,  con  tal  que  no  se  ejecuten  hechos  incompatibles  con  la  soberanía 
nacional,  ó  que  tengan  por  objeto  turbar  la  paz  pública.  En  cuanto 
á  la  reHgión  católica,  apostólica,  romana^  ella  se  ejercerá  también 
libremente,  en  todo  lo  que  no  se  opotfga  á  lo  que  los  caprichos  j  las 
pasiones  de  las  autoridades  tengan  á  bien  disponer,  relativamente  á 
ella/'  Creemos  que  nadie  calificará  de  aventurada  ó  calumniosa  esta 
aseveración,  si  lee  con  detenimiento  é  imparcialidad  el  presente  capítulo 
y  el  anterior. 

De  esa  arbitraria  interpretación  nace  que  los  católicos  no  quedemos 
satisfechos  con  ese  simple  precepto  constitucional.  No  es  (^xxb  temamos 
á  la  libertad  de  cultos.  Bajo  el  hierro  de  la  persecución  fué  convertido 
el  mundo  por  los  Apóstoles  y  sus  sucesores,  y  no  será  la  libertad,  razo- 
nablemente entendida  y  lealmente  practicada^  la  que  nos  haga  retro- 
gradar al  paganismo  ni  á  la  herejía.  A  lo  que  nosotros  tememos  es 
á  las  pasiones  y  á  los  odios  de  los  pocos  que  en  nuestro  país  quieren  á 
todo  trance  destruir  el  catelioismo,  y  que  abusan  á  cada  paso  de  la 
influencia  que  ejercen  en  el  Gobierno  y  de  las  criticas  circunstancias  de 
la  patria,  para  procurar  con  todas  sus  fuerzas  el  desquiciamiente  del 
edificio  católico  y  la  persecución  de  los  ministros  encargados  de  éL 

Por  eso,  y  sólo  por  eso,  queremos  que  tal  disposición  sea  comple- 
mentada con  otra  concebida  en  estes  términos :  '*  Se  declara  expresa- 
mente que  la  profesión  libre,  publica  ó  privada,  de  la  religión  católica, 
apostólica,  romana,  no  puede  considerarse  en  ningún  caso  incompatible 
con  la  soberanía  nacional,  ni  contraria  á  la  paz  pública.'' 

Contra  esa  disposición  no  puede  alegarse  smo  que  es  innecesaria, 
por  enante  apenas  contiene  una  verdad  que  nadie  puede  negar  ni 
desconocer,  y  contra  la  cual  no  es  de  temerse  que  nadie  pretenda 
estrellarse.  Eso  es  verdad,  pero  contra  la  experiencia  no  hay  argu- 
mento posible  en  estas  materias ;  y  los  católicos  sabemos  por  una  que 
es  bien  dolorosa  y  bien  cruel,  que  dicha  disposición  es  necesaria  para 
que  nuestra  fe  religiosa  no  sea  perseguida  por  toda  clase  de  corpora- 
ciones y  empleados  públicos. 

Examinemos  otro  precepte  constitucional.     El  artículo  23  dice  así : 

Para  soBtener  la  soberanía  nacional  v  mantener  la  seguridad  y  la  tranquilidad 
públicas,  el  Gobierno  nacional,  y  los  de  los  Estados  en  sn  caso,  ejercerán  el  derecho 
de  suprema  inspección  sobre  los  cuites  religiosos,  según  lo  determine  la  ley. 

Para  los  gastos  de  los  cuites  establecidos  6  que  se  establezcan  en  los  Estados 
Unidos,  no  podrán  imponerse  contribuciones.  Todo  culto  se  sostendrá  con  lo  que 
los  respectivos  religionarios  suministren  voluntariamente. 

Yimos  antes  que,  según  el  número  16  del  artíciüo  15  de  la  misma 
C<mstituciÓD,  es  completamente  libre  la  profesión  pública  ó  privada  de 
cualquiera  religión  con  tal  que  no  se  ejecuten  hechos  incompatibles  con 
la  soberanía  nacional  ó  que  tengan  por  objete  turbar  la  paz  pública. 

Ahora  viene  esta  disposición  á  poner  en  oíanos  del  Gobierno  la 
suprema  inspección  sobre  los  cultos,  según  lo  determine  la  ley.  ¿  Qué 
quiere  decir  este  P  ¿  Que  la  ley  puede  prohibir  otros  actes  que  los  que 
sean  incoippatibles  con  la  soberanía  nacional  ó  que  tengan  por  objeto 
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turbar  la  paz  publica  ?    Pero  entonces  ¿  á  qué  queda  reducida  la  libertad 
religiosa  P    Ai  capricho  del  legislador :  esto  es  evidente. 

Y  si  no  se  pueden  prohibir  otros  actos  que  los  que  ya  estaban  pro- 
hibidos^ ¿para  qué  sirve  la  disposición?  ¿Para  que  el  legislador 
pueda  desarrollar  el  pensamiento  consignado  en  el  número  16  del 
artículo  15  por  medio  de  una  ley  P  Pero  en  ese  caso^  se  ocurren  desde 
luego  dos  observaciones :  la  primera,  que^  I)or  regla  general^  el  legis- 
lador no  necesita  autorización  expresa  para  desarrollar  por  medio  de 
leyes  los  principios  generales  consignados  en  la  Constitución;  y  la 
segunda,  que  en  este  caso  especial,  si  quería  concederse  al  Congreso  la 
facultad  de  legislar  en  el  particular,  la  disposición  debió  consignarse  en 
el  número  16,  artículo  17,  que  es  donde  se  determinan  los  asuntos  que 
pueden  ser  materia  de  leyes  nacionales,  entre  los  cuales  no  figura  la 
inspección  de  cultos. 

Sucede  en  éste  como  en  otros  muchos  casos,  que  la  Constitución 
contiene  disposiciones  en  cierto  sentido  contradictarias,  que  los  gober- 
nantes van  poniendo  alternativamente  en  vigor  ó  en  receso  según  su 
capricho  ó  las  necesidades  del  momento. 

Así,  si  un  Congreso  quiere  expedir  ima  inicua  ley  sobre  inspección  de 
cultos,  dice  que  tiene  facultad  de  hacerlo,  según  la  terminante  disposi- 
ción de  la  parte  final  del  primer  inciso  del  articulo  23  de  la  Constitu- 
ción ;  y  si  llegara  el  caso,  que  ciertamente  no  Uceará,  de  ima  verdadera 
necesidad  de  expedir  una  ley  sobre  el  particmar,  y  el  Congreso  no 
quisiera  hacerlo,  le  bastaría  razonar  así :  el  número  16  del  artículo  17 
de  la  Constitución  determina  las  únicas  materias  sobre  las  cuales  puede 
legislar  el  Gobierno  de  la  Unión,  y  no  está  comprendida  entre  ellas  la 
inspección  de  cultos;  ahora,  como  según  el  artículo  16,  "  todos  los  asuntos 
de  gobierno,  cuyo  ejercicio  no  deleguen  los  Estados  expresa,  especial 
y  claramente  al  Gobierno  general,  son  de  la  exclusiva  competencia  de 
los  mismos  Estados,^^  y  como  según  el  artículo  89  "  es  prohibido  á  todo 
funcionario  ó  corporación  pública,  el  ejercicio  de  cualquiera  función  ó 
autoridad  que  claramente  no  se  le  haya  conferido,"  es  claro  que  el 
Congreso  carece  de  facidtades  para  intervenir  en  el  asunto.  ¿  Será  esto 
lo  que  uno  de  los  principales  miembros  de  la  facción  perseguidora  de  la 
Iglesia  ha  calificado  de  salvdahi-e  elasticidad  ?  Mejor  hubiera  dicho» 
fuente  y  origen  de  la  anarquía  en  todos  los  ramos  de  administración  y 
de  gobierno. 

En  un  país  como  el  nuestro,  en  el  cual  la  casi  totalidad  de  la  pobla- 
ción es  católica  y  los  pocos  protestantes  que  hay  son  gentes  pacificas,  no 
tiene  el  Gobierno  que  venir  á  hablar  de  suprema  inspección  de  los  cultas, 
para  sostener  la  soberanía  nacional  y  para  mantener  la  seguridad  y  la 
tranquilidad  pública ;  porque  eso  lo  consideraremos  siempre  IcfS  católicos 
como  una  arma  de  persecución  que  quiere  tener  en  sus  manos,  para 
esgrimirla  cuando  le  convenga.  Los  inauditos  abusos  cometidos  con 
motivo  de  esa  disposición,  y  de  los  cuales  trataremos  luego,  abonaa 
suficientemente  esta  aserción  nuestra. 

En  cuanto  á  que  no  se  establezcan  contribuciones  por  las  autoridades 
públicas  para  atender  á  los  gastos  del  culto,  si  es  eso  lo  que  se  quiere 
decir  en  el  inciso  2?  del  artículo  que  examinamos,  no  tenemos  incon- 
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Teniente  alguno  en  que  asi  sea ;  pero  si  lo  que  se  quiere  es  destruir  la 
eficacia  civil  de  las  obligaciones  pecuniarias  que  contraen  voluntaria- 
mente los  fieles  para  con  las  entidades  religiosas  á  que  pertenecen^  es 
inaceptable  la  disposición. 

En  este  particular  ni  pedimos  ni  necesitamos  protección.  Pedimos 
únicamente  igualdad,  j  el  Gobierno  no  puede  negarla  sin  incurrir  en 
patente  injusticia. 

Si  varios  individuos  forman  una  asociación  cualquiera,  no  tienen 
derecho  de  obligar  á  nadie  á  que  se  inscriba  en  %l  número  de  los  socios ; 
pero  al  que  voluntariamente  y  con  pleno  conocimiento  de  causa  se  ha 
inscrito^  y  alega  y  quiere  hacer  efectivos  los  derechos  que  tiene  como 
socio^  pueden  compelerle  á  que  llene  las  obligaciones  civues  impuestas  á 
cada  uno  de  los  miembros  de  la  sociedad.  Eso  es  perfectamente  claro 
y  razonable. 

No  es  sino  eso  lo  que  pretendemos  los  católicos.  •  En  hora  buena  que 
no  se  obligue  á  nadie  á  hacerse  católico.  Eso  ni  lo  pedimos,  ni  lo  acep- 
taríamos si  graciosamente  se  nos  ofreciese;  pero  sí  tenemos  derecho 
perfecto  á  que  las  autoridades  públicas  obliguen  á  los  que  son  católicos 
y  disfrutan  de  los  derechos  de  tales,  á  llenar  las  obligaciones  pecuniarias 
que  de  un  modo  voluntario  han  contraído  para  el  sostenimiento  de  su 
culto.  Lo  contrarío  seria  una  desigualdad  repugnante  y  una  injusticia 
manifiesta. 

Para  nosotros  es  claro  que  el  artículo  que  examinamos  fué  sancio- 
nado únicamente  con  el  fin  de  establecer  esa  injusticia  y  esa  desigualdad, 
pues  á  ninguna  autoridad  se  le  podía  ocurrir  decretar  contribuciones 
públicas  para  atender  á  los  gastos  del  culto. 

Pasemos  á  la  disposición  del  articulo  33,  que  dice  asi : 

Son  elegibles  para  los  puesíos  piiblicos  del  Gobierno  general  de  los  Estados 
Unidos,  los  colombianos  varones  mayores  de  veintiún  años  o  que  sean  6  hayan  sido 
casados ;  con  excepción  de  los  ministros  de  cualquiera  religión. 

Esa  prohibición  carece  absolutamente  de  fundamento  sólido.  Verdad 
es  que,  por  punto  general,  los  ministros  del  santuario  deben  estar  consa- 
grados al  desempeño  de  sus  santas  y  augustas  funciones,  y  que  rara 
vez  habrá  conveniencia  en  separarlos  de  eUas  y  ocuparlos  en  asuntos  de 
otro  género;  pero  eso  lo  único  que  significa  es  que  los  encargados  de 
proveer  los  destinos  públicos  deben  nombrar,  por  regla  general,  á 
personas  laicas. 

Mas  esa  regla  no  es  tan  absoluta  que  carezca  de  excepciones;  y 
basta  la  simple  consideración  de  qup  pueda  presentarse  un  caso  en  que 
la  persona  más  apta  y  más  á  propósito  para  desempeñar  cierto  destino 
sea  un  ministro  del  culto,  que  no  tenga  inconveniente  alguno  para 
entrar  á  ejercerlo,  para  que  deba  permitirse  su  elección. 

Hoy,  como  están  las  cosas,  puede  ser  que  el  país  se  vea  lanzado  al 
abismo ;  y  si  la  única  mano  que  puede  contenerlo  y  salvarlo  es  la  de  un 
sacerdote,  la  Constitución  ordena  que  se  le  deje  perecer,  antes  que 
recibir  su  salvación  de  manos  de  un  nombre  de  semejante  clase.  Eso 
solo  basta  para  hacer  el  proceso  de  esa  disposición. 

En  éste  y  en  los  precedentes  capítulos  hemos  examinado  las  principales 
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disposiciones  constitucionales  que  se  rozan  con  los  intereses  de  los 
catóUcos.  Ellas  fueron  dictadas  inmediatamente  después  de  liaber  sido 
despojadas  las  entidades  reli^;iosas  católicas  de  todo  lo  que  poseían;  y 
contienen  las  siguientes  medidas,  que  hemos  examinado  ligeramente  : 

1^  Que  dichas  entidades  no  puedan  adquirir  bienes  raices  de  ninguna 
clase; 

2?  Que  no  puedan  proveerse  de  rentas  de  carácter  permanente  para 
atender  á  los  sagrados  intereses  que  les  están  confiados  ; 

3^  Que^  á  pretexto  def  la  suprema  inspección  en  materia  de  cultos,  el 
Gobierno  pueda  hacer  ilusoria  la  garantía  de  la  libertad  religiosa ; 

4?  Que  no  tengan  eficacia  civil  las  obligaciones  que  contraen  volun- 
tariamente los  católicos  para  atender  al  sostenimiento  del  culto ;  y 

5?  Que  ningún  ministro  del  culto  pueda  ser  nombrado  para  servir 
destino  publico^  aimque  de  su  nombramiento  dependa  la  salvación  del 
país. 

En  vista  de  eso  creemos  que  nadie  puede  desconocer  que  la  Constitu- 
ción federal  contiene  disposiciones  que  son  de  verdadera  y  permanente 
persecución  contra  la  Iglesia  católica.  Se  necesita  ser  ciego  voluntario 
para  i\o  ver  esto  claramente. 

*  Mas,  preciso  es  confesarlo.  En  materia  de  persecución  religiosa, 
estas  disposiciones  constituyen  la  forma  menos  odiosa  y  repugnante,  y 
el  fondo  menos  agresivo  á  los  derechos  de  los  católicos.  Lo  que  existe 
y  ha  existido  en  las  leyes  es  mucho  más  grave,  más  irritante  y  de 
consecuencias  más  desastrosas.  De  parte  de  ello  hemos  tratado  ya,  y 
del  resto  trataremos  en  el  presente  capítulo. 

12.  Principiemos  por  la  ley  de  23  de  Abril  de  1863  sobre  policía 
nacional  en  materia  de  cultos,  ley  que  vino  a  legalizar  por  decirlo  así 
la  atroz  persecución  de  que  eran  objeto  los  Obispos  y  el  clero.  Hé 
aquí  sus  disposiciones : 

Art.  1?  Ningún  ministro  de  cnalquiera  de  los  .cnltos  establecidos  ó  que  se  esta- 
blezcan en  la  Nación,  podrá  ejercer  las  funciones  de  sn  ministerio  sin  prestar 
previamente  ante  la  primera  autoridad  política  del  lu^ar  en  qne  ha  de  ejercerlo,  el 
raramento  de  obedecer  la  Constitución,  leves  7  autoridades  de  la  Bepública  7  del 
Estado,  7  someterse  7  respetar  la  soberanía  de  la  Nación. 

Parágrafo.  De  este  juramento  se  extenderá  una  diligencia  suscrita  por  la  auto- 
ridad política,  j  por  el  ministro  del  culto  respectivo,  que  se  enviará  original  á  la 
Secretaría  nacional  de  lo  Interior,  dejando  copia  en  el  archivo. 

Art.  2?  Los  que  no  cumplan  lo  prevenido  en  el  artículo  anterior,  serán 
extrañados  de  los  Estados  unidos  de  Colombia ;  v  si  no  obedecieren  7  pretendieren 
no  obstante,  ejercer  su  ministerio,  serán  castigados  como  perturbadores  de  la  paz 
pública. 

El  artículo  3?  declaró  que  dichos  ministros  no  podían  elegir  ni  ser 
elegidos,  ni  quedaban  sujetos  á  ningún  servicio  civil  ó  militar.  Veamos 
los  demás  que  contiene  la  ley. 

Art.  4?  Los  juicios  á  que  dé  lugar  esta  le7  se  seguirán  ante  los  Tribunales  y 
Juzgados  de  los  Estados  7  del  distrito  federal,  en  la  forma  ordinaria. 

Aít.  5?  Es  prohibido  el  establecimiento  de  comunidades  7  corporaciones  reli- 
giosas regulares,  sin  distinción,  quedando  extinguidas  7  disueltas  las  que  existían 
en  la  Nación. 

Art.  6?  Cuando  por  razón  de  jerarquía,  algún  ministro  ejerciere  funciones  que 
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de  Cualquiera  manera  se  rocen  con  los  intereses  sociales,  necesitari  para  ello  del 
permiso  de  la  autoridad  dviL 

Art.  7?  Los  ministros  del  culto  que  estén  desterrados  6  confinados  podrán  volver 
á  sus  destinos,  siempre  que  se  sometan  á  las  dispK>RÍciones  de  la  presente  ley  j 
presten  una  fianza  de  mil  á  diez  mil  pesos,  á  juicio  del  Presidente,  Gobernador  ó 
Jefe  superior  del  Estado  respectivo. 

Caando  la  Iglesia  está  imida  al  Estado  y  es  armónica^  por  consiguien- 
te^  la  acción  de  las  dos  potestades,  moviéndose  cada  una  en  su  esfera 
de  acción  sin  invadir  ni  cercenar  la  de  la  otra^  se  comprende  muy 
bien  que  las  autoridades  eclesiásticas  puedan  prestar  juramento  de 
obediencia  y  fidelidad  al  Gobierno;  pero  en  el  estado  de  separación 
absoluta,  y  cuando  dicho  Gobierno  no  perdía  ocasión  alguna  de 
atestiguar  su  odio  y  su  mala  voluntad  á  la  Iglesia  y  de  perseguirla»  era 
claro  que  al  exigir  ese  juramento  trataba  de  colocar  al  clero  en  los 
extremos  de  esta  terrible  alternativa :  6  prestar  el  juramento,  ó  no 
funcionar ;  y  si  funcionan  sin  jurar,  se  les  persigue  como  rebeldes. 
En  otros  términos  :  ó  se  destierra  el  culto  público,  ó  juran ;  y  como  no 
podían  lícitamente  jurar,  ahí  estaba  terminado  de  hecho  el  culto  público, 
con  la  ventaja  de  que  se  engañaría  á  muchos  incautos  haciéndoles  creer 

Íue  el  clero  tenia  la  culpa  de  todo  porque  no  quería  obedecer  al 
Gobierno. 

Naturalmente  los  que  dirigían  la  campaña  contra  la  Iglesia  debieron 
raciocinar  de  esta  manera :  no  es  posible  que  todos  los  miembros  del 
clero,  sin  exceptuar  uno^  resistan  el  juramentó,  y  los  que  logremos  hacer 
jurar  serán  nuestros  mejores  aliados,  porque  nos  sirven  para  demostrar 
á  los  pueblos  que  el  juramento  no  tiene  nada  de  opuesto  á  la  ReUgión,  y 
que  los  que  no  lo  prestan  son  rebeldes  á  quienes  perseguimos  y  castiga- 
mos con  pleno  y  perfecto  derecho. 

Y  así  sucedió  realmente :  unos  pocos  ministros  del  culto  que  cayeron 
en  el  lazo  arrastraron  en  pos  de  sí  una  parte  considerable  de  la  pobla- 
ción de  la  república,  y  se  produjo  una  especie  de  cisma,  que  dio  resul- 
tados fimestos  en  algunos  puntos. 

Sin  embargo,  la  gran  mayoría  del  clero  permaneció  firme  en  el 
cumplimiento  del  deber  y  fiel  á  su  santa  misión.  Besistió  el  juramento, 
y  no  convino  en  dejar  al  pueblo  fiel  como  abandonado  á  sí  mismo, 
sin  atender  á  sus  intereses  espirituales.  Continuó,  pues,  vagando  por 
las  selvas,  ftigitivo  y  proscrito,  perseguido  como  fiera  por  aquellos  mismos 
que  debían  protegerlo  en  el  desempeño  de  su  santa  y  augusta  misión. 

Yentíre  tanto  los  malhechores  indultados  por  el  Gobierno  se  paseaban 
ufanos  por  las  calles  y  plazas  de  las  ciudades,  causando  no  pocas 
inquietudes  á  la  parte  sana  y  honrada  de  la  sociedad. 

i)ías  fueron  ésos  de  triunfo  para  el  crimen,  de  luto  y  duelo  para  la 
virtud. 

El  artículo  6?  dispuso  que  necesitaba  permiso  de  la  autoridad  pública 
para  ejercer  sus  funciones  todo  ministro  que  al  ejercerlas  estuviera  en 
roce  con  los  intereses  sociales.  En  el  antiguo  patronato,  la  autoridad 
intervenía  en  el  nombramiento^*  ahora  en  la  época  de  la  libertad  completa 
de  la  Iglesia,  lo  que  quiere  es  tener  las  rienaas  de  todo,  y  que  nada  se 
haga  sin  su  beneplácito.  ^  I 
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Con  semejante  disposición,  se  autorizaba  al  Gobierno  temporal  para 
intervenir  en  todos  los  actos  de  la  autoridad  eclesiástica;  porque 
¿  cuál  ^  la  función  de  dicba  autoridad  que  no  se  roza  directa  ó  indirec- 
tamente con  los  intereses  sociales  P 

Así^  hasta  para  regenerar  con  las  aguas  del  bautismo  la  frente  del 
recién  nacido,  ó  para  bendecir  la  unión  de  los  esjposos,  ó  para  llevar  á 
su  última  morada  los  restos  de  los  seres  queridos  que  nos  habían 
precedido  en  el  camino  de  la  eternidad,  había  que  contar  con  la  potestad 
civil.  ¿  Era  ésta  la  tan  decantada  libertad^  la  tan  alabada  independencia 
de  la  Iglesia  P  ¿  No  era  más  bien  el  pupilaje  más  indigno,  la  servi- 
dumbre más  Yergonzosa  y  humillante  P  ¡  Creed  ahora,  pueblos  católicos^ 
en  las  promesas  de  Gobiernos  regidos  por  círculos  irreUgiosos  é  impíos^ 
como  el  que  levantaba  la  bandera  de  la  separación  absoluta,  de  la 
libertad  completa^  de  la  independencia  primitiva  de  la  Iglesia,  en  los 
años  de  1852  y  1853 ! 

Afortunadamente  para  el  clero^  la  inmensa  mayoría  de  la  población^ 
axm  la  mayor  parte  de  aquellos  que  habían  concurrido  con  su  fuerza  al 
triimfo  de  la  reyolución  y  que  sostenían  al  Gt)bierno  perseguidor,  le 
continuó  prestando  protección  y  ayuda  eficaz  para  ejercer  su  santo 
ministerio  entre  las  gentes,  y  escapar  á  los  continuos  lazos  y  asechanzas 
que  le  armaban  las  autoridAdes  públicas. 

13.  La  exigüidad  de  los  resultados  obtenidos  en  la  persecución  contra 
el  clero^  á  pesar  de  la  ferocidad  desplegada  por  algunos  de  los  persegui- 
dores, hizo  comprender  al  Gobierno  que  el  terreno  no  estaba  todavía 
suficientemente  preparado  para  volcar  en  nuestro  país  la  barca  del 
pescador,  galileo;  y  que  si  se  obstinaba  en  ese  camino,  el  resultado 
sería  que  al  íin  labraba  su  propia  ruina.  Eevolvió,  pues^  amainar  un 
poco  en  la  persecución,  y  al  efecto  se  expidió  la  ley  de  17  de  Mayo 
de  1864^  en  la  cual  figuran  las  siguientes  disposiciones : 

Art.  2?  El  derecho  de  suprema  inspección  sobre  los  cnltos  tiene  por  objeto 
sostener  la  soberanía  nacional,  mantener  la  seguridad  y  tranquilidad  públicas,  é 
impedir  toda  perturbación  de  la  paz  general. 

Art.  3?  Atentan  contra  la  soberanía  nacional,  y  son  responsables  con  arreglo  á 
esta  ley,  los  ministros  de  cualesquiera  cultos  que  se  hallen  comprendidos  en  alguno 
ó  algunos  de  los  casos  siguientes  : 

1?  El  que  cumpliere  ó  hicieíe  cumplir  decretos,  bulas,  breves,  rescriptos,  órdenes 
ó  resoluciones  de  cual(juier  género  que  sean,  que  provengan  directa  ó  indirecta- 
mente de  a^ún  funcionario,  congregación.  Iglesia  ó  Concilio  residente  en  país 
extramero,  sin  haber  obtenido  antes  el  pase  corresjpondiente  del  Poder  Ejecutivo 
de  la  Unión.  Este  pase  se  negará  cuando  la  disposición  de  que  se  trata  sea  con- 
traria á  la  soberanía  nacional  ó  á  la  seguridad  y  tranquilidad  piiblicas,  Ó  infrinja 
las  leyes  vigentes.  La  negación  no  podrá  fundarse  en  otro  motivo,  y  el  Senado 
puede  revocarla,  si  la  considera  injusta! 

2?  El  que  cumpliere  ó  hiciere  cumplir  los  mismos  actos,  cuando  éstos  hubieren 
sido  declarados  sm  efecto  y  mandados  recoger  por  el  Poder  Ejecutivo. 

3?  El  que  en  ejercicio  ó  por  razón  de  su  ministerio,  negare  al  Gobierno  general 
ó  al  de  los  Estados  el  derecho  de  suprema  inspección  sobre  los  cultos  y  la  potestad 
que  le  ha  conferido  la  Constitución  para  legislar  sobre  esta  materia. 

4^  El  que  en  los  términos  del  inciso  anterior  negare  á  los  mismos  Grobiemos  an 
independencia  y  su  primacía  en  todo  lo  temporal,  y  su  autoridad  sobre  los  ministre» 
de  cualesquiera  cultos. 

5?  El  que  usurpare  la  jurisdicción  y  potestad  civil,  ó  eludiere  y  confraviniere  4 
las  leyes,  órdenes  y  disposiciones  del  Gobierno. 
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6*  El  que  para  sostener  estas  nsnrpaciones  j  contrayenciones,  hiciere  nao  de 
censuras  7  no  lá>s  levantare  siendo  requerido  para  ello  por  la  autoridad  que 
determinen  las  leyes  de  los  Estados. 

Art.  4?  Los  ministros  de  cualesquiera  cultos  que  atenten  contra  la  soberania 
nacional,  ejecutando  alguno  6  algunos  de  los  hechos  comprendidos  en  el  artículo 
3f,  incurrirán  en  la  pena  de  dos  a  seis  años  de  extrañamiento  del  territorio  de  los 
Estados  Unidos  de  Colombia. 

Art.  5?  Los  miembros  de  cualesquiera  cultos  que  ejerzan  potestad  sobre  uno  6 
más  de  los  ministros  de  los  respectivos  cultos  que  quieran  ejercer  su  ministerio  ó 
residir  en  el  territorio  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia,  deberán  dar  aviso  á  la 
autoridad  que  determine  la  ley,  la  cual  les  ezi^rá  el  juramento  de  "  someterse  á  la 
Constitución  y  leyes  de  la  Unión  y  de  los  Estados,  de  no  usurpar  su  soberanía,  y 
de  obedecer  y  cumplir  las  leyes,  ordenanzas  y  disposiciones  del  Gk>biemo  general 
y  de  los  Estados,  en  todo  lo  perteneciente  al  orden  temporal."  Sin  dar  el  aviso  y 
prestar  el  pramento  que  previtne  este  artículo,  no  podrán  los  ministros  de  los 
cultos  á  quienes  se  impone  esta  obligación,  continuar  ejerciendo  las  funciones  de 
su  ministerio,  ni  residir  en  territorio  colombiano. 

Parágrafo  I?  Copia  de  esta  diligencia,  certificada  por  la  autoridad  y  el  Secretario 
que  la  presencien,  se  expedirá  inmediatamente  al  ministro  del  culto  que  haya  pres- 
tado el  juramento  de  que  trata  este  articulo. 

Parágrafo  2?  La  diugencia  original  se  remitirá  al  Secretario  de  Gobierno,  por 
conducto  de  los  Presidentes,  Gobernadores  ó  Jefes  superiores  de  los  Estados. 

Art.  7f  Los  ministros  del  culto  que,  después  de  tres  días  de  publicada  esta  ley  en 
los  lugares  de  sus  respectivas  residencias,  no  hubieren  dado  el  aviso  y  prestado  el 
juramento  de  que  trata  el  artículo  5f,  serán  extrañados  del  territorio  de  los  Estados 
Unidos  de  Colombia. 

Art.  8f  La  primera  autoridad  local,  en  el  orden  administrativo,  es  la  competente 
para  oír  el  aviso,  recibir  el  juramento  y  dar  la  copia  certificada  de  que  trata  el 
parágrafo  1?  del  artículo  5?  Es  también  la  competente  para  ordenar  el  eztraña- 
núento  prevendido  en  el  artículo  7° 

Art.  10.  Los  funcionarios  de  la  Nación  y  de  los  Estados  tienen  el  deber  de 
proteger  en  el  ejercicio  de  su  culto  respectivo  á  los  mismos  ministros  de  cualquiera 
religión,  impidiendo  todo  acto  que  de  alguna  manera  tienda  á  estorbarlos. 

Axt,  12.  No  será  admitido  en  el  país  ningún  agente  de  la  Curia  E^mana,  sea 
cual  fuere  el  título  que  se  dé  á  In  misión  que  traiga  á  éL  Tampoco  serán  admi- 
tidos en  el  país  para  el  efecto  de  ejercer  funciones  religiosas,  los  Arzobispos, 
Obispos  ó  vicarios  generales  que  no  sean  naturales  de  los  Estados  Unidos  de 
Colombia. 

El  articulo  6?^  que  no  hemos^opiado,  se  reduce  á  eximir  de  prestar 
juramento  á  los  que  hubieran  prestado  el  que  exigía  la  ley  de  1863 ;  el 
9?  contiene  la  prohibición  de  que  los  ministros  del  culto  puedan  elegir  ó 
ser  elegidos  y  desempeñar  empleo  ó  cargo  públipo  de  ningún  género ; 
por  último^  el  11  previene  que  se  castigue  á  loa  empleados  que  no 
cumplan  con  el  deber  que  les  impone  el  10,  y  á  los  particulares  que 
molesten  á  los  demás  en  el  ejercicio  de  su  culto.  Conocidas  las  disposi- 
ciones de  la  ley,  permítansenos  unas  pocas  observaciones  acerca  de  su 
contenfdo. 

El  artículo  2?  está  en  armonía  con  lo  que  dispone  el  articulo  23  de 
la  Constitución  nacional,  y  á  él  es  aplicable  lo  que  dijimos  al  hablar  de 
éste. 

El  articulo  3?  define  los  atentados  contra  la  soberania  nacional ;  y  al 
leerlo  no  puede  uno  menos  de  pregimtarse  ¿  qué  idea«tenía  el  Congreso 
de  1864  de  lo  que  se  entiende  por  soberanía  de  la  Nación  ? 

Según  ^  celebre  publicista  D.  Andrés  Bello,  la  soberanía  de  una 
Nación  consiste  '*  en  la  existencia  de  una  autoridad  suprema  que  la 
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dirige  y  representa ; "  y  de  ahí  se  deduce  rectamente  qne  todo  atentado 
contra  dicha  soberanía  ha  de  tener  forzosamente  por  objeto,  ó  privar 
á  la  Nación  de  la  autoridad  suprema  que  la  dirige  y  representa^  ó  impe- 
dir á  dicha  autoridad  el  ejercicio  de  las  funciones  que  por  naturaleza 
le  correq>onden. 

Veamos  ahora  los  curiosos  atentados  contra  la  soberanía  de  la  Nación 
tales  como  los  define  la  disposición  citada. 

El  primero  consiste  en  cumplir  ó  hacer  cumplir  bulas,  breves,  rescriptos, 
órdenes  ó  resoluciones  de  cualquier  género  que  provengan  directa  ó 
indirectiunente  de  la  Santa  Sede,  sin  el  pase  correspcmdiente  del  Poder 
Ejecutivo  de  la  XJnión.  De  suerte  que  el  atentado  no  concáste  ni  aun  en  el 
cumplimiento  de  la  disposición,  sino  en  el  hecho  de  no  tener  el  pase 
correspondiente ;  ¿  y  por  esa  falta  del^o^^  nejará  la  Nación  de  tener  sa 
autoridad  suprema,  ó  dejara  esa  autoridad  suprema  de  cumplir  sus 
naturales  deberes  hacia  la  Nación  P    Eso  es  soberanamente  ridiculo. 

Nosotros  no  reconocemos  en  autoridad  alguna,  sea  cual  fuere,  el 
derecho  de  interponerse  entre  nuestro  padre  en  Jesucristo,  Jefe  de  la 
Iglesia  imiversal^  y  nosotros,  para  examinar  los  actos  que  emancm  de  la 
SiUa  Apostólica  y  permitir  ó  impedir  que  lleguen  hasta  nosotros.  La 
razón  de  esto  es  bien  sencilla :  nunca  en  nuestro  país  se  ha  visto  acto 
alguno  de  la  Santa  Sede  que  pueda  considerarse  como  incompatible  con 
la  soberanía  é  independencia  de  la  Nación ;  pero  sí  se  han  visto  muchos^ 
muchísimos,  emanados  del  Gobierno  temporal^  que  afectan  los  intereses 
y  los  derechos  de  la  Iglesia  católica.  Por  consiguiente,  si  alguien  neceúta 
restricciones  para  la  buena  y  pacífica  marcha  de  la  soci^ad,  no  és  el 
poder  espiritual  de  nuestro  común  Padre,  el  Vicario  de  Jesucristo^  sino 
el  poder  temporal  de  nuestros  gobiernos. 

Hemos  dicho  que  la  disposición  se  refiere  á  los  actos  procedentes  de 
la  Santa  Sede,  aunque  ella  habla  de  funcionarios,  congregaciones,  iglenas 
etc.  porque  es  notorio  que  al  país  no  vienen  decretos,  bulas,  breves  etc.  sino 
de  la  Silla  Apostólica.  De  manera  que  la  disposición  no  puede  hacerse 
eficaz  sino  respecto  de  los  católicos  únicamente. 

El  número  2?  erige  en  atentado  contra  la  soberanía  nacional  el  hecho 
de  cumplir  ó  hacer  cumplir  los  indicados  actos  cuando  hayan  ádo 
declarados  sin  efecto  y  mandados  recoger  por  el  Poder  Ejecutivo.  Eso 
equivale  á  declarar  reos  de  atentado  contra  la  soberanía  nacional  4 
todos  los  catóUeos  del  país,  cuando  al  Gobierno  se  le  proponga  impedir 
el  cumplimiento  de  alguna  disposición  espiritual  emanada  de  la  Suita 
Sede ;  puesto  que  es  una  cosa  patente  que  no  hay  católico  verdadero  que 
pueda  vacilar  en  cumplir  tales  disposiciones,  aun  en  el  caso  de  que  seatk 
prohibidas  por  aquél. 

¿  No  diz  que  era  á  la  independencia  primitiva  de  la  Iglesia  á  lo  que 
aspiraba  el  círculo  que  dominaba  en  el  país  de  1850  á  1853  P  ¿  Cuándo 
ni  dónde  se  vio  que  las  órdenes  emanadas  de  San  Pedro,  ó  San  Lino^  6 
San  Clemente,  o  de  alguno  de  sus  inmediatos  sucesores  fuesen  prestí* 
tadas  á  Nerón  ó  St  algún  otro  Emperador  de  los  primeros  tiempos  ÓÁ 
cristianismo  para  obtener  el  pase  P  ¿  Cuándo  ni  dónde  se  vio  nunea 
que  la  Iglesia  se  sometiese  así  á  los  poderes  de  la  tierra  en  la  época 
primitiva  de  su  establecimiento P    ¿No  fué  precisamente  por  resifitarijea 
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en  lo  que  mandaban  contrarío  á  la  libertad  y  derecbos  de  la  Iglesia, 
por  lo  que  derramaron  su  sangre  tantos  millones  de  mártires  de  toda 
edad,  sexo,  condición  y  estado  ?    Pero  sigamos  el  examen  de  la  ley. 

El  número  3?  coloca  entre  los  criminales  que  atentan  contra  la 
soberanía  nacional,  á  los  que,  por  razón  del  ejercicio  de  su  ministerio, 
negaren  al  Gobierno  general  ó  los  de  los  Estados  el  derecho  de  suprema 
inspección  sobre  los  cultos,  y  la  potestad  que  le  ha  conferido  la  Consti- 
tución para  le^lar  sobre  la  materia. 

Esta  disposición  se  dirige  á  los  ministros  del  culto,  á  quienes  se 
prohibe  que  puedan  discutir  la  facultad  del  Gobierno  para  asumir  la 
suf^ema  inq>ecoión  del  culto  católico.  Los  más  odiosos  tiranos  y 
perseguidores  de  la  Iglesia  se  han  limitado  á  exigir  el  cumplimiento  de 
sus  mandatos,  sin  cuidarse  de  que  se  les  reconozca  ó  se  les  niegue  el 
derecho  de  elpedirlos.  No  así  el  Gobierno  colombiano :  éste  va  más 
lejos,  pues  prohibe  á  los  ministros  del  culto  negar  al  Gobierno  el 
derecho  que  alega  para  perseguir  á  la  Iglesia,  lo  que  equivale  á  ordenarles 
terminantemente  que  reconozcan  ese  derecho^  y  se  cuiden  bien  de 
impugnarlo  en  manera  alguna.  No  obstante  la  Constitución  garantiza 
'^  la  libertad  de  expresar  sus  pensamientos  de  palabra  y  por  escrito  sin 
limitación  ulguna/*  j  "\a  profesión  publica  ó  privada  de  cualquiera 
religión,  con  tal  que  no  se  ejecuten  hechos  incompatibles  con  la 
soberanía  nacional  ó  que  tengan  por  objeto  turbar  la  paz  publica.^' 

¿Cómo  armonizar  semejantes  disposiciones P  ''Habla  y  escribe 
cnanto  quieras,  dice  la  Constitución :  no  temas  excederte,  porque  en  ese 
terreno  no  conocen  límites  mi  generosidad  y  mi  tolerancia.  Convoca 
á  las  muchedumbres  y  en  numerosísimos  comicios  predícales  cuanto 
quieras,  por  absurdo,  por  monstruoso,  por  infame  que  sea.  No  temas 
que  yo  pueda  en  manera  alguna  ir  á  interrumpir  el  hilo  de  tus 
discursos,  ni  que  en  ningún  tiempo  intente  pedirte  cuenta  de  tus 
pidabras/'  Luego  dirigiéndose  á  los  religionarios,  les  dice:  ''Plena 
libertad  tenéis  para  practicar  vuestro  culto  como  os  plazca,  sin  otra  limita- 
ción que  la  soberanía  de  la  Nación-  y  la  paz  pública.  No  ataquéis,  pues, 
la  existencia  de  la  autoridad  suprema  depositaría  del  poder  públioo,  ni 
el  ejercicio  de  sus  naturales  funciones,  ni  invitéis  á  los  pueblos  á  la 
rebelión  á  título  de  ejercer  vuestro  culto,  y  en  lo  demás  haced  lo  que 

Sieráis.  Desde  la  débil  planta,  el  vil  insecto  y  el  becerro  de  oro,  hasta 
Dios  omnipotente  y  clementísimo,  á  todo  podéis  dirigir  vuestras 
adoraciones  y  vuestras  plegarias,  seguros  de  que  yo  no  toleraré  que 
nadie  se  oponga  á  vuestra  voluntad  y  á  vuestros  deseos.^' 

Mas  hé  aquí  que  el  cura  de  aliñas  de  una  parroquia  reúne  á  sus 
feligreses,  les  predica  la  paz,  la  concordia,  la  virtud,  la  obediencia  a  las 
autoridades  en  todo  lo  que  ord^ien  en  asuntos  de  su  competencia ;  pero 
les  advierte  á  la  vez  que  se  ha  expedido  una  ley  opuesta  clara  y 
patentemente  á  los  derechos  y  á  la  libertad  de  la  Iglesia,  y  que  por  eso 
los  Obispos,  el  clero  y  el  pueblo  fiel  se  encuentran  en  el  caso  de  decir  á 
las  autoridades  temi)orales,  como  decían  los  Apóstoles  á  los  principes 
de  los  sacerdotes  en  Jerusalén :  '^  Si  es  justo  delante  4e  Dios  obedeceros 
á  vosotros  antes  que  á  Dios,  juzgadlo  vosotros.'^  Aquí  se  acabó 
la  libertad,  aquí  se  acabó  la  tolerancia,  aquí  se  acabó  el  derecho.    Ré 
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ahí  un  cura  que  se  atreye  á  creer  y  á  decir  que  el  Gobierno  no  tieso 
derecho  de  ser  injusto  y  de  perseguir  aquello  mismo  que  debía  proteger. 
Atenta  contra  la  soberanía  nacional,  es  un  criminal,  y  sobre  él  debe 
caer  el  peso  de  la  ley.    ¿  Cómo  pueden  conciliarse  esas  cosas  P 

Por  el  número  4?  se  reputa  delincuentes  contra  la  soberanía  nacional 
á  los  ministros  del  culto  que  nieguen  al  Gobierno  su  independencia  y  su 
supremacía  en  todo  lo  temporal  y  su  autoridad  sobre  los  ministros  del 
culto. 

Esa  disposición  es  en  parte  inútil  y  en  parte  injusta,  ó  al  menos 
inconveniente,  por  los  abusos  á  que  puede  dar  lugar.  Es  inútil,  en 
cuanto  habla  de  independencia  porque  nadie  ha  de  incurrir  en  la 
sandez  de  negarla  mientras  exista  de  hecho,  y  también  en  cuanto 
habla  de  supremacía  en  lo  temporal  porque  tampoco  hay  quien  la 
niegue.  Las  dificultades  que  en  ese  particular  pueden  presentarse, 
consisten  en  la  determinación  de  los  asuntos  temporales,  y  ésas  no  se 
pueden  zanjar  con  la  disposición. 

De  la  parte  final  se  puede  abusar  escandalosamente  por  la  autoridad 
piíblica,  queriendo  someter  los  ministros  del  culto  á  un  pupilaje  yergon* 
zoso  é  indico. 

Más  curiosa  es  la  disposición  del  número  5?,  pues  por  ella  se  declara 
que  atenta  contra  la  soberanía  nacional  todo  ministro  del  culto  que 
eluda  ó  contravenga  á  las  leyes,  órdenes  y  disposiciones  del  Gt>biemo. 
He  aquí  uno  de  los  muchos  absurdos  á  que  conduciría  el  cumplimiento 
fiel  y  literal  de  esa  disposición.  Supongamos  que  el  Gobierno  dicta  un 
decreto  sobre  cualquier  punto  insignificante  de  policía,  y  al  cura  se  le 
pasa  por  alto  cumplirlo  en  la  debida  oportunidad. 

— ^Al  destierro^  señor  cura,  gritará  la  autoridad  pública. 

— ¿  Por  qué  al  destierro  ?    ¿  Qué  delito  he  cometido  P 

— ¿  Le  parece  á  TJ.  poco  atentar  contra  la  soberanía  nacional? 

— ¿  He  cometido  yo  atentado  contra  la  soberanía  nacional  P  ¿  Cuándo^ 
dónde  ni  cómo  P  Muéstreme  TJ.  uno  siquiera  de  mis  actos  que  tienda 
á  destruir  la  suprema  autoridad  pública,  ó  á  impedirle  el  ejercicio  de 
sus  naturales  funciones. 

— ^No  se  trata  de  eso;  pero  TJ.  ha  desobedecido  el  decreto  sobre 
policía. 

— ^Esa  es  otra  cosa.  Verdaderamente  me  he  descuidado  im'  poco,  y 
pagaré  con  gusto  la  multa,  para  que  eso  sirva  de  ejemplo  á  los  demás. 

— ¿  Multa,  dice  TJ.  ?  La  pena  que  le  corresponde  es  la  de  destierro 
de  la  BepúbUca,  por  dos  á  sies  años. 

— Cómo !  ¿  destierro  de  la  República  porque  no  cumplí  una  ord^i 
sobre  asunto  de  mera  policía  P 

— Sí,  señor ;  y  si  TJ.  me  escucha  con  calma  un  momento,  se  convencerá 
de  que  así  es.  En  efecto,  TJ.  ha  desobedecido  una  (»rden  del  Gobierno 
¿  no  es  verdad  P 

— ^Realmente,  por  un  olvido  involuntario  dejé  de  cumplir  una  ord^ti  ; 
pero  eso  fué  en  im  asunto  de  pura  policía. 

— No  importa.  El  número  6?  del  artículo  3?  de  la  ley  de"!  17  de 
Mayo  de  1864,  sobre  inspección  de  cultos,  declara  que  atenta  contra  1& 
soberanía  nacional  el  ministro  del  culto  que  desobedezca  las  órdenes  del 
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Gtebiemo,  sin  hacer  explicación  ni  excepción  alguna.  TJ.  ha  desobede- 
cido una  orden,  luego  TJ.  ha  atentado  contra  la  soberanía  nacional. 
Ahora,  en  cuanto  á  la  pena  el  artículo  4?  es  terminante  en  el  particular. 
ÁBÍf  pues^  al  destierro  I 

Tal  procedimiento  sería  monstruosamente  absurdo  y  ridículo,  pero 
estrictamente  ajustado  á  la  ley.  ¡  Y  así  hay  quienes  quieran,  aun  entre 
los  que  se  dicen  católicos,  que  la  Iglesia  se  constituya  esdava  de  las 
leyes,  y  reconozca  de  grado  la  omnipotencia  del  poder  civil ! 

El  número  6?  incluye  finalmente  entre  los  atentados  contra  la 
soberanía  nacional,  el  hacer  uso  de  censuras  eclesiásticas,  que  son 
puramente  espirituales,  siempre  que  no  se  leTanten  al  mediar  requirí- 
miento  para  ello.  ^ 

De  suerte  que  esta  soberanía  es  una  cosa  tan  rara  que  puede  ser 
empañada  aun  con  las  excomimiones  de  los  católicos  ó  con  la  privación 
de  los  sacramentos  y  demás  censuras  de  que  puede  echar  mano  la 
Iglesia.  ¿  Cómo  se  pretende  que  reconozcamos  en  el  poder  civil  derecho 
pora  intervenir  en  los  asuntos  que  conciemen  exclusivamente  á  la 
comunión  católica  P 

Los  artículos  6?  y  6?  hablan  del  juramento  que  debían  prestar  los 
miembros  que  tuvieran  potestad  sobre  uno  6  más  de  los  ministros  del 
culto,  para  ejercer  su  ministerio  6  residir  en  la  República. 

¿  Con  que  derecho  ni  por  qué  motivo  se  exigía  semejante  juramento  P 
¿  No  garantizó  la  Constitución  la  plena  y  completa  libertad  del  culto, 
en  cuanto  no  se  opusiera  á  la  soberanía  de  la  Nación  ó  á  la  paz  pública  P 
¿  En  qué  se  oponen  6  pueden  oponerse  la  religión  católica  y  su  respectivo 
culto  á  las  mencionadas  soberanía  de  la  Nación  y  paz  pública  P  Y  si 
no  pueden  oponerse  en  cosa  alguna,  ¿  con  qué  derecho  se  les  ponen  trabas 
j  cortapisas,  que  vienen  á  estar  en  pugna  manifiesta  con  la  letra  y  el 
espíritu  de  nuestra  Carta  fundamental  P 

Pero  no  son  sólo  las  disposiciones  citadas  de  la  Constitución  nacional 
las  que  han  sido  violadas :  lo  ha  sido  también  la  garantía  de  la  igualdad, 
en  virtud  de  la  cual  no  es  licito  ^^  imponer  obligaciones  especiales  que 
hagan  á  los  individuos  á  ellas  sujetos  de  peor  condición  que  los 
demás.''  ¿  Quién  puede  sostener  que  los  ministros  del  culto  quedaron, 
según  la  ley  que  hemos  analizado,  en  pie  de  perfecta  igualdad  con  los 
demás  miembros  de  la  sociedad  P  ¿  No  es  patente  que  sobre  ellos  se 
hicieron  pesar  obligaciones  especiales  que  los  hacían  de  condición  mil 
veces  peor  que  los  demás  individuos  P 

El  artículo  7?  establece  pena  de  destierro  de  la  República  para  los 
ministros  que  no  cumplan  lo  provenido  en  el  artículo  5? ;  y  el  8?  ordenó 
que  fueran  las  autoridades  locales  administrativas  las  competentes  para 
la  aplicación  de  la  pena. 

¿  Á  qué  venía  á  quedar  reducida  aquella  tan  decantada  garantía  de 
la  seguridad  personal,  consistente  en  '^  no  ser  presos  ni  detenidos  sino 
por  motivo  criminal  ó  por  vía  de  pena  correccional :  ni  juzgados  por 
comisiones  ó  tribunales  extraordinarios :  ni  penados  sin  ser  oídos  y 
vencidos  en  juicio  ;  y  todo  esto  en  virtud  de  leyes  preexistentes  P'' 

Dígalo  el  Ilustrísimo  señor  Obispo  Riaño,  aprehendido  por  un  simple 
sixbaltemo  del  orden  político,  y  condenado  por  él  breve  y  sumaria-  j 
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mente,  ein  forma  alguna  de  juicio^  á  destierro  indefinido  del  suelo  de  la 
patria. 

Conducido  por  piquetes  de  fuerza  armada,  ese  santo  y  excelente 
Obispo  había  sido  llevado  violentamente  del  centro  de  su  Diócesis 
á  las  remotas  é  insalubres  playas  de  Iscuandé^  en  la  costa  del  Pacifico. 
Allí  permaneció  por  mucho  tiempo ;  y  cuando  regresaba  al  seno  de  su 
familia,  para  volver  en  seguida  á  su  Diócesis,  encontró  á  su  paso  el 
camino  del  destierro,  en  virtud  de  providencias  de  \m  simple  empleado 
subalterno  del  orden  político  aprobadas  despu^  por  el  Presidente  de  la 
Bepública.^  ¿  Es  ésta  igualdad  ante  la  ley  P  ¿  Son  éstas  garantías 
veinladeras  ?  ¿  No  es  máa  bien  todo  esto  prueba  de  una  persecución  tan 
inicua  y  tan  injustificable  como  las  de  los  antiguos  Emperadores 
romanos  en  los  primeros  siglos  del  cristianismo  P  Juzgúelo  y  decídalo 
cualquiera  que  sea  imparcial. 

¿  Qué  vale  después  de  todo  eso  aquella  disposición  del  artículo  10 
que  manda  proteger  en  el  ejercicio  de  su  culto  á  los  mismos  ministros 
de  cualquiera  rmigión,  impidiendo  todo  acto  que  de  alguna  manera 
tienda  á  estorbarles  este  derecho  P  ¿  No  es  esto  ima  burla  miserable  é 
indigna  P 

¿  X  qué  decir  de  aquel  artículo  12  que  prohibe  venir  al  país  ¿  ningún 
agente  de  la  Curia  Itomana,  con  cuyo  nombre  se  quiere  designar  al 
Padre  Santo,  el  ilustra  sucesor  de  Pedro,  el  Yicario  de  Jesucristo  ^i  la 
tierra  P  ¿  Será  ima  señal  de  superabundancia  de  libertad  pora  el 
ejercicio  del  culto  católico  P 

14.  En  1867  volvió  á  encenderse  la  persecución^  en  plena  paz  y  á 

Í retexto  de  dar  cumplimiento  á  la  ley  de  que  acabamos  de  hablar.  £1 
Lustrísimo  8e£k>r  Ihr.  Yicente  Arbeláez,  que  era  entonces  Obispo 
auxiliar  del  Metropolitano,  se  vio  de  repente  reducido  á  prisión, 
privado  de  comunicación,  y  conducido  bajo  escolta  de  íu^za  armada, 
hasta  arrojarlo  fuera  del  país.  El  archivo  fué  violado,  y  sorprendidos 
naturalmente  secretos  de  conciencia  de  que  en  él  había  constancia. 

El  Ilustrisimo  señor  Tejada,  nombrado  Obispo  de  Pasto,  fué  preso  en 
Honda :  logró  fugarse ;  atravesó  de  incógnito  á  Antioquia,  la  antigua 
Provincia  del  Chocó  y  el  Estado  de  Panamá,  y  tuvo  que  fijar  su  resi- 
dencia fuera  del  territorio  de  la  República. 

Fueron  igualmente  expulsados  y  perseguidos  algunos  otros  ministros 
del  culto ;  hasta  que  la  ley  de  13  de  Abm  de  dicho  año  de  1867  puao 
término  á  tantas  iniquidades. 

Poco  después,  el  19  de  Julio  del  mismo  año,  se  expidió  una  ley  por 
la  cual  se  derogó  la  que  hemos  examinado  de  1864.  Su  artículo  2^ 
dispuso  lo  siguiente : 

Los  hechos  punibles  que  ejecuten  los  ministros  del  culto  contra  el  orden  pública 
y  la  soberanía  nacional,  quedan  sometidos  á  la  jurisdicción  de  los  tribunales 
ordinarios. 

Así  entró  la  Iglesia  en  un  período  de  descanso  relativo^  especie 
de  tregua  durante  la  cual  no  tuvo  que  sufrir  sino  los  efectc»  de  las 

*  Sobre  la  persecución  del  señor  Biaño,  véase  el  documento  D. 
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leyes  que  se  habían  expedido  en  distintas  épooas  y  que  lastimaban  más 
ó  menos  hondamente  sus  derechos  y  sus  intereses. 

15.  Vinieron  después  los  sucesos  políticos  que  produjeron  la  guerra 
general  de  1876  y  1877.  Extraña  como  había  sido  la  Iglesia  á 
esos  sucesos^  debía  esperar  que  no  la  afectaran  en  nada,  y  mudio 
menos  con  menosprecio  y  TÍolación  de  la  Constitución  política  del  país. 
Sin  embargo,  sucedió  lo  que  ordinariamente  ha  sucedido  entre  nosotros : 
la  Iglesia^  que  no  había  necho,  ni  procurado,  ni  aconsejado  la  guerra ; 
que  se  había  limitado  á  defender  sus  derechos  y  los  intereses  que 
le  están  confiados ;  y  que  á  lo  sumo  había  llegado  á  exhortar  á 
los  pueblos^  de^puéé  de  principiada  la  guerra,  á  que  prestaran  apoyo  y 
obediencia  á  las  autoridades  constituidas  en  Antioquia,  porque  dichas 
autoridades  erando  origen  indisputablemente  legitimo,  y  cumplían  mejor 
con  sus  deberes  que  las  del  resto  de  la  Unión ;  la  Iglesia^  decimos^  que 
estaba  inocente  de  la  sangre  derramada,  fué  sin  embargo  la  victima 
escogida  para  saciar  en  ella  la  ira  del  vencedor. 

En  efecto^  después  de  terminada  completamente  la  guerra  expidió  el 
Congreso  de  1877  la  ley  35  de  9  de  Mayo  sobre  inspección  civil  en 
materia  de  cultos,  que  contiene  las  dis¡>osiciones  siguientes : 

Art.  1?  Para  sostener  la  soberanía  nacional  y  mantener  la  seguridad  j  tranqni- 
lidad  públicas,  según  lo  dispuesto  en  el  artículo  28  de  la  Constitución,  la  suprema 
inspección  sobre  los  cultos  establecidos  ó  qne  se  establezcan  en  Colombia,  se 
ejercerá  por  el  Gobierno  de  la  Unión  en  los  términos  de  la  presente  ley. 

Art.  2**  Atontan  contra  la  seguridad  y  la  tranquilidad  pública  los  ministros  de 
los  cultos  religiosos  que,  con  exhortaciones,  sermones,  pláticas,  pastorales,  edictos, 
ó  de  cualquiera  otro  modo,  en  ejercicio  de  su  ministerio,  propendan  á  causar  ó 
causen  el  desobedecimiento  de  alguna  ley  nacional  ó  de  los  Estados,  y  de  cualquier 
acto  de  la  autoridad  pública,ó  cuando  después  de  cansado  lo  fomenten  de  algún  modo. 

Art.  d?  Atentan  contra  la  soberanía  nacional  los  ministros  de  los  cultos 
religiosos  que  por  los  medios  indicados  en  el  artículo  que  precede,  ó  cualesquiera 
otros,  cumplieren  ó  hicieren  cumplir  en  la  Nación  ó  en  algún  Estado,  disposiciones 
emanadas  de  un  poder  extranjero,  cuando  esas  disposiciones  fueren  contrarias  á  la 
Constitución  y  legres  nacionales  ó  de  los  Estados,  o  cuando  se  arroguen  funciones 
de  carácter  judicial,  asumiendo  jxuisdicción  en  materias  contenciosas,  civiles  ó 
criminales ;  y  toda  vez  que  quieran  hacer  prevalecer  las  constituciones  ó  cánones  do 
una  religión  sobre  las  instituciones  de  la  Nación  ó  de  los  Estados. 

Art.  4?  Los  juicios  que  se  sigan  para  la  averiguación  de  lasialtas  que  se  cometan 
contra  las  pronibiciones  contenidas  en  los  artículos  anteriores,  serán  juicios  breves 

L sumarios  de  policía  en  los  cuales  sólo  se  dará  á  los  sindicados,  si  pudieren  ser 
bbidos,  el  término  suficiente  para  presentar  sus  descargos :  acto,  continuo  se 
dictará  la  sentencia  del  caso,  absolutoria  ó  condenatoria. 

Art.  5?  Son  competentes  para  conocer  y  decidir  en  e^s  juicios  : 

Los  Presidentes,  Gobernadores  ó  Jefes  superiores  de  los  Estados,  cuando  se  trate 
de  contravenciones  cometidas  por  los  curas,  capellanes,  pastores  parroquiales  ó 
cualesquiera  otros  sacerdotes  inferiores,  y  á  virtud  de  informe  documentado  de  la 
primera  autoridad  política  del  distrito  respectivo,  ó  practicando  las  diligencias  que 
estime  convenientes  para  la  comprobación  de  los  hechos,  cuando  ellos  no  sean  de 
notoriedad  pública ; 

El  Presidente  de  la  Unión,  cuando  se  trate  de  Obispos,  Provisores,  Vicarios 
generales  ó  Pastores  superiores,  y  á  virtud  de  informe  documentado  del  Presidente, 
Gobernador  ó  Jefe  superior  del  respectivo  Estado,  ó  practicando  las  diligencias 
Que  estime  convenientes  para  la  comprobación  de  los  hechos,  cuando  ellos  no  sean 
de  notoriedad  pública. 

Art.  6f  En  los  juicios  á  que  diere  lugar  la  presente  ley,  las  autoridades  encaí^ 
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gadaa  de  ejecutarla,  se  ajustar&n  al  procedimiento  del  Código  de  policía  del  Estado 
ea  que  se  cometiere  el  delito  6  delitos,  cuyo  conocimiento  les  corresponde. 

Art.  7?  Los  ministros  superiores  yencidos  en  juicio  por  la  contravención  ¿  lo 
dispuesto  en  los  artículos  2?  j  3?  de  esta  ley,  incurrirán  en  una  multa  de  trescientos 
á  ocho  mil  pesos,  que  ingresará  al  Tesoro  nacional. 

Art  8?  Los  ministros  inferiores  de  los  caitos  incurrirán  por  el  mismo  motivo  en 
una  multa  de  cincuenta  á  ochocientos  pesos,  que  ingresará  al  Tesoro  del  respectÍTO 
Estado. 

Art.  9?  Á  los  ministros  de  un  culto  que  no  puedan  pagar  las  multas  de  que  trata 
esta  ley»  se  les  impondrá  la  pena  de  confinamiento  á  reinticinco  miríámetros  por 
lo  menos  del  lugar  en  ^ue  cometieron  la  ñdta,  y  en  razón  de  xm  día  por  cada  un 
peso  de  multa ;  no  pudiendo  en  este  caso  exceder  el  confinamiento  de  cuez  años. 

Art.  10.  En  los  casos  de  reincidencia,  se  impondrá  la  pena  de  extrañamiento  del 
país  contra  el  ministro  culpable,  sea  cual  fuere  su  categoría  jerárquica,  por  dos  á 
diez  años. 

Art.  11.  Guando  los  castigos  correccionales  de  aue  tratan  los  artículos  7'  y  8t  no 
sean  suficientes  para  moderar  el  proceder  de  los  ministros  á  quienes  se  haya 
aplicado,  el  Poder  Ejecutívo  de  la  Unión  podrá  decretar  el  extrañamiento  del  país 
contra  el  ministro  culpable,  sea  cual  fuere  su  categoría  jerarquice^  por  el  tiem{K> 
que  juzgue  necesario  para  impedir  que  su  influencia  perturl¿dora  se  haga  sentir 
en  daño  de  las  poblaciones. 

Art.  12.  Siempre  que  la  conducta  de  un  Obispo,  Prelado  ó  Pastor  superior,  sea 
abiertamente  contraria  á  las  instituciones  de  la  República,  el  Congreso,  por  una 
resolución  aprobada  en  dos  debates,  por  ambas  Cámaras  separadamente,  podrá  pro- 
hibirle á  perpetuidad  el  ejercicio  de  ordinario  eclesiástico  en  el  territorio  de  la  Unión. 

Art.  13.  En  lo  sucesivo,  los  ministros  de  los  cultos  establecidos  ó  c^ue  se  esta^ 
blezcan  en  el  territorio  de  la  República,  no  podrán  ejercer  las  funciones  de  en 
ministerio  sin  el  permiso  6  sea  el  pase  del  Poder  Ejecutivo  nacional,  ó  de  los 
Gobernadores  ó  Jefes  superiores  de  los  Estados,  por  delegación  especial  de  aquél. 

Art.  14.  El  Poder  Ejecutivo  nacional  podrá  retirar  el  pase  6  suspender  el  derecho 
de  ejercer  sus  funciones  á.  los  ministros  religiosos  cuando  lo  estime  conveniente. 

Art.  15.  Cuando  el  Poder  Ejecutivo  nacional  ó  los  Presidentes  de  los  Estados, 
en  tiem^  de  guerra,  expulsen  del  territorio  de  la  República  ó  confinen  de  un 
Estado  á  otro  de  la  Unión  á  los  ministros  de* alguna  religión,  el  extrañamiento  se 
llevará  á  efecto  por  todo  el  tiempo  señalado,  aun  despuA  de  restablecido  el  orden 
público,  si  así  lo  creyere  conveniente  la  autoridad  que  lo  decretó. 

Ajrt.  16.  Los  ministros  religiosos  que  actualmente  ejercen  su  ministerio  en  el 
territorio  de  la  República,  y  que  no  mkyan  tomado  parte  en  la  última  revolución, 
serán  reputados  en  posesión  del  pase,  para  los  efectos  de  esta  ley. 

ia  mayor  parte  de  las  observaciones  que  hicimos  á  la  ley  de  inspec- 
ción de  cultos  de  1864  son  aplicables  á  la  presente ;  por  lo  cuál  no  debe 
extrañarse  que  seamos  menos  prolijos  que  de  ordinario  en  el  examen 
de  ésta.  Nos  limitaremos,  pues,  á  las  principales  observaciones  que  se  nos 
ocurran  en  el  rápido  análisis  que  pasamos  á  hacer  de  la  referida  ley. 

El  artículo  2?  erige  en  atentado  contra  la  seguridad  y  la  tranquilidad 
pública  el  hecho  de  qué  los  ministros  del  cmto,  "  con  exhortacionee^ 
sermones,  pláticas,  pastorales,  edictos,  6  de  cualquiera  otro  modo,  en 
ejercicio  de  su  ministerio,  propendan  á  causar  ó  causen  el  desobedeci- 
miento de  alguna  ley  nacional  ó  de  los  Estados,  y  de  cualquier  acto  de 
la  autoridad  pública,  ó  cuando  después  de  causado  lo  fomenten  de  algún 
modo."  Quedan  comprendidos,  pues,  los  ministros  que  de  palabra  6 
por  escrito  inciten  á  la  desobediencia  de  las  leyes. 

¿Hay  derecho  para  semejante  cosa?  Dígalo  el  siguiente  articulo 
de  la  Constitución  federal : 

Art.  15.  Es'base  esencial  é  invariable  de  la  Unión  entre  los  Estados,  el  reconocí- 
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núanto  j  la  garantía,  por  psurte  del  (Gobierno  general  j  de  los  Gobiemoa  de  los 
Estados,  de  los  derechos  individuales  qae  pertenecen  á  los  habitantes  j  transeúntes 
en  los  Estados  Unidos  de  Colombia,  á  saber : 

6r  La  libertad  absoluta  de  imprenta  y  de  circulación  de  los  impresos  así 
nacionales  como  extranjeros. 

7^  La  libertad  de  expresar  sus  pensamientos  de  palabra  ó  por  escrito,  sin 
limitación  alguna. 

16.  La  profesión  libre,  pública  ó  privada,  de  cualquiera  religión ;  con  tal  que 
no  se  ejecuten  hechos  incompatibles  con  la  soberanía  nacional,  ó  que  tengan  por 
objeto  turbar  la  paz  pública. 

No  sabemos  cómo  se  puedan  conciliar  las  disposiciones  de  la  ley  con 
las  de  la  Constitución. 

Supongamos  que  el  Gobierno  expide  una  ley  clara  y  manifiestamente 
oontraria  á  la  ley  divina.  Un  Obispo,  en  cumplimiento  de  su  deber^ 
dirige  entonces  una  pastoral  á  los  fieles,  con  el  fin  de  advertirles  que 
no  pueden  cooperar  á  la  ejecución  de  esa  ley^  sin  faltar  á  sus  deberes 
religiosos ;  y  como  de  costumbre^  la  imprimé  y  hace  circular.  ¿  Qué 
hace  el  Gobierno  en  semejante  casoP  ¿Castiga  al  Obispo?  Pero 
entonces  jaqué  queda  reducida  la  garantía  de  ''la  libertad  absoluta 
de  imprenta  y  de  circulación  de  los  impresos/'  y  la  de  '*  la  libertad  de 
expresar  sus  pensamientos  de  palabra  ó  por  escrito^  sin  limitación 
alguna  t"  ¿  Deja  de  castigar  al  Obispo  ?  Pero  entonces  ¿  qué  objeto 
tiene  la  ley,  y  de  qué  manera  es  que  se  le  da  oportuno  y  eficaz  cumpli- 
miento P 

Se  dirá  tal  vez  que^  segán  lo  dispuesto  en  el  numero  16  del  citado  artí- 
culo 15^  no  es  lícito  ejecutar  acto  alguno  que  tenga  por  objeto  turbar 
la  paz  pública^  y  que  en  ese  caso  se  encuentra  la  circulación  de  la 
pastoral^  según  la  disposición  del  artículo  2?  de  la  ley  de  que  tra- 
tamos ? 

Pero  tal  pretensión  es  inaceptable.  La  Constitución  prohibe  única- 
-  mente  los  actos  que  tengan  por  objeto  turbar  la  paz  pública,  y  nunca  los 
Obispos  pretenden  semejante  cosa.  Ellos  se  Umitan  á  recordar  á  los  fieles 
que  deben  obedecer  á  Bios  antes  que  á  los  hombres.  Propenden  sin  duda 
a  la  desobediencia  de  las  leyes  civiles  que  sean  contrarias  á  las  de  Dios 
6  de  su  Iglesia^  pero  de  eso  á  la  turbación  de  la  paz  publica  hay  tma 
distancia  inmensa.  Todos  los  días  tienen  lugar  centenares  de  desobe- 
diencias á  las  leyes  civiles  y  á  las  órdenes  de  las  autoridades,  sin  que 
tales  desobediencias  turben  la  paz  publica.  ¿  Por  qué  han  de  turbarla  las 
que  sean  imputables  á  los  ministros  del  culto  P 

¿  Biráse  que  la  ley  lo  ha  definido  así,  y  que  cuando  la  ley  define  hay 
que  tomar  las  palabras  en  el  sentido  que  ella  les  da  P  Sea  así,  si  se  quiere^ 
hablando  de  una  manera  general;  pero  ¿quién  puede  sostener  con 
razón,  que  la  ley  pueda  introducir  restricciones  á  garantías  que  la  Cons* 
titución  establece  como  absolutas  y  sin  limitación  alguna,  valiéndose 
para  ello  de  definiciones  absurdas  y  caprichosas,  que  pecan  evidente- 
mente contra  el  sentido  común  y  la  realidad  de  las  cosas P  ¿Qué 
disposición  constitucional  quedaría  en  pie,  si  se  admitiese  esa  curiosa 
manera  de  modificarlas  P 

Por  el  número  16^  ya  citado^  se  prohibe  á  los  ministros  del  culto 
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ejecutar  heclios  que  tengan  por  objeto  turbar  la  paz  pública.  No 
pueden^  pues^  incitar  á  los  pueblos  para  que  tomen  las  armas,  de- 
rriben el  Gobierno,  y  se  sustraigan  violentamente  á  su  obediencia; 
pero  sí  pueden  incitarlos  á  la  simple  desobediencia  de  las  leyes  que  se 
expidan  contra  Dios  y  su  Iglesia,  porque  tal  desobediencia  no  lleva 
ni  puede  llevar  consigo  turbación  alguna  de  la  paz  pública. 

Por  otra  parte,  la  ley  no  puede  declarar  lo  que  se  entiende  por 
turbación  de  la  paz  pública  respecto  de  ciertos  individuos,  sino  respecto 
de  todos  los  habitantes  del  país.  De  lo  contrario,  se  viola  el  número 
10  del  artículo  15  de  la  Constitución  nacional,  que  establece  la  si- 
guiente garantía :  ' 

La  ignaldad ;  y  en  consecuencia  no  es  lícito  conceder  prÍTÍlegio8  6  distinciones 
legales,  qne  cedan  en  puro  favor  6  beneficio  de  los  agraciados ;  ni  imponer  obliga- 
ciones especiales  qne  nagan  á  los  individuos  á  ellas  sujetos  de  peor  condición  que 
los  demás. 

Es,  pues,  de  todo  punto  indefensable  la  disposición  del  artículo  2?  que 
hemos  examinado,  sea  cual  fuere  el  punto  de  vista  desde  el  cual  se  la 
considere. 

El  artículo  3?  define  los  casos  de  atentado  contra  la  soberanía  nacional, 
que  pueden  reducirse  á  tres.  El  primero  comprende  á  los  ministros  del 
culto  que  de  palabra  ó  por  escrito,  6  de  cualquier  otro  modo  cumplan  o 
hagan  cumplir  disposiciones  emanadas  de  un  poder  extranjero;  el 
segundo  se  refiere  á  los  ministros  del  culto  que  se  arroguen  funciones  de 
carácter  judicial  en  materias  contenciosas  civiles  y  criminales ;  y  el 
tercero,  á  los  que  quieran  hacer  prevalecer  las  constituciones  ó 
cánones  de  una  religión,  sobre  las  instítuciones  de  la  Nación  ó  de  loe 
Estados. 

Esas  son  vueltas  y  rodeos  á  que  se  ocurre  para  disimular  la  disposición 
siguiente,  que  es  la  que  se  ha  querido  sancionar :  "  Atontan  contra  la 
soberanía  nacional  los  ministros  del  culto  católico  que  por  cualquier 
medio  cumplan  ó  hagan  cumplir  las  disposiciones  de  la  Santa  Sede  que 
fueren  contrarias  á  la  Constitución  y  leyes  de  la  Nación  ó  de  los  Estados ; 
ó  que  ejerzan  jurisdicción  eclesiástica  en  asuntos  civiles  ó  criminales;  6 
que  quieran  hacer  prevalecer  las  leyes  de  la  Iglesia  sobre  las  institu- 
ciones de  la  Nación  ó  de  los  Estados.^' 

Como  puede  verse  en  todo  lo  que  hasta  ahora  hemos  dicho  en  el  curso 
de  esta  obra,  no  es  la  Iglesia  la  que  invade  indebidamente  el  campo  de 
acción  de  la  autoridad  civil,  sino  ésta  la  que  usurpa  á  cada  paso  los 
derechos  y  las  prerrogativas  de  aquélla.  l*uede  asegurarse,  pues,  sin 
riesgo  de  equivocación,  que  los  casos  en  que  hay  colisión  entre  las  dos 
potestades  y  sus  legislaciones  respectivas,  la  razón  y  el  derecho  están 
de  parte  de  la  Iglesia ;  y  la  disposición  que  se  examina  ordena  á  loa 
ministros  de  esa  misma  Iglesia  que,  en  los  casos  de  conflicto,  Mten  & 
sus  más  claros  deberes,  y  formen  entre  los  enemigos  de  ella,  sí  no 
quieren  ser  considerados  como  reos  de  atentado  contra  la  soberanía 
nacional- 
De  suerte  que  la  soberanía  nacional,  respecto  de  los  ministros  del 
culto,  no  consiste  en  la  existencia  de  una  autoridad  suprema  que  dirija 
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j  represente  á  la  Naeión^  sino  en  qne  dichos  ministrafi(  cumplan  y  hagan 
cumplir  las  leyes  civiles  y  las  órdenes  de  las  autoridades  temporales 
preferentemente  á  las  leyes  de  la  Iglesia  y  á  las  órdenes  de  las  autori- 
dades eclesiásticas^  de  manera  ^ue  en  el  ejercicio  de  sus  funciones 
obedezcan  los  mandatos  del  Gbbiemo  civil  expedidos  sin  derecho»  y 
quebranten  y  menosprecien  los  de  la  autoridad  eclesiástioa  expedidos 
con  pleno  y  perfecto  derecho. 

Tal  vez  edguno  pensurá  que  exageramos  las  cosas,  por  el  prurito 
de  hacer  aparecer  al  Gobierno  civil  como  verdugo  y  á  la  Iglesia  v  sus 
ministros  como  víctimas ;  pero  no  es  así.  Guando  el  Gobierno  se  limita 
á  obrar  dentro  de  la  órbita  de  sus  naturales  funciones,  y  acata  y 
respeta  los  derechos  y  las  prerrogativas  de  la  potestad  eclesiástica,  no 
hay  ni  puede  haber  choque  ni  colisión  alguna ;  y  la  disposición  de  que 
tratamos  viene  á  ser  completamente  inátil.  Es  cuando  el  Gobierno- 
hiere  los  intereses  religiosos,  y  surge  así  un  conflicto  entre  las  leyes  civiles 
y  las  de  la  Iglesia,  ó  entre  los  mandatos  de  las  autoridades  civil^  y  los 
de  las  eclesiásticas,  cuando  tal  disposición  está  llamada  á  surtir  sus 
efectos.  En  tales  casos  los  ministros  del  culto  se  encuentran  en  esta 
alternativa  ineludible :  si  obedecen  las  leyes  civiles  y  las  órdenes  del 
Gobierno  temporal,  faltan  á  los  deberes  que  tienen  para  con  la  Iglesia,  á 

Suien  hacen  traición ;  y  si  cumplen  su  deber  y  obedecen  las  leyes  de  la 
fflesia  y  los  mandatos  de  las  autoridades  eclesiásticas,  son  juz^^os  por 
el  Gobierno  como  reos  de  atentado  contra  la  soberanía  naciontd. 

¿Qué  idea  tenían  esos  legisladores  de  la  soberanía P  ¿Puede  ella 
consistir  en  que  los  ministros  del  culto  hagan  causa  común  con  los  ene- 
migos de  la  Iglesia  para  atacarla,  envilecerla  y  destruirla  ?  Es  claro 
que  no  ;  y  como  eso  es  lo  que  significa  en  fin  de  fines  la  disposición  que 
examinamos,  es  evidente  que  ella  es  de  todo  punto  inaceptable. 

Por  otra  parte,  las  observaciones  que  hicimos  para  probar  la  inconsti- 
tucionalidad  de  la  disposición  del  artículo  2?  son  en  su  mayor  parte 
aplicables  al  presente,  así  como  las  que  hicimos  respecto  de  la  defini- 
ción de  atentados  contra  la  soberanía  nacional .  que  contenía  la  ley  de 
1864 ;  por  lo  cual  no  insistiremos  más  en  el  particular. 

El  artículo  4?  ordena  que  los  juicios  se  sigan  breve  y  sumariamente ; 
que  se  déá  loe  sindicados,  si  pudieren  ser  habidos,  tiempo  suficiente 
para  presentar  sus  descargos,  y  que  acto  continuo  se  dicte  sentencia. 
Esto  puede  llegar  á  estar  en  oposición  con  lo  dispuesto  en  el  artículo 
6?,  según  el  cual  en  dichos  juicios  debe  observarse  el  Código  de  policía 
del  Estado  donde  se  cometa  la  falta ;  porque  es  posible  que  algunos  de 
dichos  códigos  no  seüalen  procedimiento  sumario,  ó  exijan  que  para 
seguir  el  juicio  esté  presente  el  reo,  ú  ordenen  la  práctica  de  algimas 
diligencias  entre  el  acto  de  presentar  el  acusado  sus  descargos  y  el  de 
dictar  sentencia  definitiva.  Pronto  veremos  que  en  Antioquia  se  apre- 
suraron los  legisladores  á  dictar  disposiciones  especiales  en  armonía  con 
las  exigencias  de  la  ley  nacional. 

El  ¿*ticulo  6?  señala  los  empleados  que  deben  conocer  de  esos  juicios 
y  da  algunas  reglas  generales  de  procedimiento,  entre  otras  la  de  que 
pueda  prescind^se  de  probar  los  hechos,  cuando  sean  de  notoriedad 
pública.     Todo  es  excusado,  hasta  la  prueba  de  los  hechos  que  oonsti- 
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tuyen  el  oargo^  cuando  se  trata  de  castigar  á  los  ministros  del  culto.  Lo 
que  importa  á  los  perseguidores  es  poner  en  manos  de.  la  potestad  civil 
una  espada  que  pueda  esgrimir  á  toda  hora,  según  su  capricho^  coatra 
las  autoridades  eclesiásticas. 

Los  artículos  7?  y  8?  señalan  penas  para  los  ministros  del  culto  que 
infrinjan  las  disposiciones  de  la  ley ;  aquéllas  consisten  en  midtas  de  tz^ 
cientos  á  ocho  mil  pesos  para  los  ministros  superiores,  y  de  cincuenta 
á  ochocientos  pesos  para  ios  inferiores.  El  9?  dispone  que  si  el  penado 
no  puede  pagar  la  multa,  se  le  conmute  en  confinamiento  á  veinticinco 
miriámetros,  por  lo  menos,  del  lugar  donde  se  cometió  la  falta,  á  razóa 
de  un  día  por  cada  peso  de  multa ;  pero  que  este  confinamiento  no  pue- 
da exceder  de  diez  años.^  Se  detuvieron  ahí  porque  el  número  2?  del 
artículo  15  de  la  Constitución  no  permite  pasar  de  ese  límite,  ni  aun  para 
jcastigar  el  parricidio  ó  el  in.cendio. 

La  regla  general  en  la  legislación  del  país  es  que  la  multa  impuesta 
á  un  insolvente  se  convierte  en  arresto  en  el  lu^ar  de  su  domicilio ; 
pero  tratándose  de  ministros  del  culto  era  necesario  hacer  más  gravosa 
la  pena,  imponiendo  en  lugar  de  arresto,  ^confinamiento  á  más  de  cin- 
cuenta leguas  de  distancia  del  teatro  de  los  sucesos. 

El  objeto  de  la  disposición  es  patente.  Llegado  un  caso  de  conflicto^ 
los  ministros  del  culto  se  encontrarán  en  esta  alternativa  :  hacen  causa 
común  con  los  perseguidores  de  la  Iglesia,  ó  son  arrancados  de  sus 
hogares  y  arrojados  á  lejanas  tierras,  tal  vez  á  climas  mortíferos,  donde, 
si  salvan  la  vida,  pierden  la  salud.  Tal  es  la  manera  como  el  Qobiemo 
de  los  últimos  años  entiende  la  libertad  religiosa. 

El  artículo  10  dispone  que  los  reincidentes  sean  extrañados  del 
país  por  dos  á  diez  años,  sea  cual  fuere  su  categoría. 

El  extrañamiento  ó  destierro  fuera  del  país  es  pena  corporal,  s^^  el 
número  4?  del  artículo  27  del  Código  penal  de  la  Unión ;  y  el  máximo 
de  las  penas  de  esa  clase  que  puede  imponerse  á  los  más  insignes  malhe- 
chores es  de  diez  años,  según  la  Constitución  nacional  De  suerte  que 
al  ministro  del  culto  que  después  de  castigado  una  vez  por  su  fidelidad 
á  la  Iglesia,  insistiese  en  cumpUr  los  sagrados  deberes  que  tiene  hacia 
ella,  se  le  podía  imponer  una  pena  corporal  de  tanta  duración  como  la 
mayor  que  se  puede  imponer  á  los  más  insignes  malhechores.  La  ini- 
quidad no  puede  ser  más  monstruosa  y  evidente. 

No  obstante,  la  ley  no  se  contentó  con  eso.  El  artículo  11  dispuso 
que,  cuando  los  castigos  de  los  artículos  7?  y  8°  no  fueran  suficientes 
para  moderar  el  proceder  de  loa  minütros  á  quienes  se  hubiesen  aplicado,  el 
Poder  Ejecutivo  de  la  Unión  pudiera  decretar  el  extrañamiento  del 
país  contra  el  ministro  culpable,  j^or  el  tiempo  necesario  para  impedir  que 
su  influencia  perturbadora  se  hiciera  sentir  en  daño  de  la^  poblaciones. 

Salta  a  la  vista  el  objeto  de  esta  disposición.  Se  quiso  autorizar 
con  ella  al  Poder  Ejecutivo  para  arrojar  del  país  por  tiempo  indefinido  á 
los  ministros  del  culto  que  no  hubiera  esperanza  de  hacer  apostatar 
con  los  castigos  de  los  artículos  7?  y  8?    Puede  así  el  Poder  Ejecutivo 

*  El  confinamiento  es  pena  corporal,  según  lo  dispuesto  en  el  número  5*  del 
artícnlo  27  del  Código  penal  de  la  Unión ;  y  según  el  artículo  47  del  mismo,  no 
puede  pasar  de  cinco  años.  ^  t 
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cuando  lo  tenga  á  bien,  suscitar  un  conflicto  j  lanzar  del  país  á  morir 
de  hambre  en  extranjeras  playas  á  los  ministros  del  culto  que  perma- 
nezcan fieles  al  cumplimiento  de  sus  deberes  para  con  la  Iglesia. 
¿  Dónde  puede  verse  una  iniquidad  más  insigne  ? 

Quizá  es  más  curiosa  la  disposición  del  artículo  12.  Según  él 
cuando  algún  Prelado  permanezca  fiel  á  la  Iglesia  en  el  caso  de  un 
conflicto  con  la  potestad  civil^  puede  el  Congreso,  por  ima  simple  resolu- 
ción aprobada  en  dos  debates  en  cada  Cámarca,  prohibirle  á  perpetuidad 
el  ejercicio  de  ordinario  eclesiástico  en  el  territorio  de  la  Unión. 

¿Quién  ha  dado  al  Congreso  potestad  para  dar  ó  quitar  jurisdicción 
y  autoridad  eclesiásticas  ?  Al  ver  esto  no  podemos  menos  de  recordar 
que  á  los  Apóstoles  también  se  les  ordenó  en  Jerusalén,  que  nunca 
jamás  Tolviesen  á  predicar  en  el  nombre  de  Jesús ;  es  decir  que  nunca 
jamás  volviesen  á  ejercer  las  funciones  del  ministerio  que  se  les  había 
confiado.  Corren  parejas  ambas  prohibiciones ;  pero  ésta  emanaba  de 
un  ^der  que  hacía  gala  de  perseguidor,  al  paso  que  aauélla  se  ha 
sancionado  entre  nosotros  en  nombre  de  la  libertad  y  de  la  tolerancia. 
¿  Qué  idea  es^  pues,  la  que  estos  legisladores  se  han  formado  acerca  de  la 
libertad  y  de  la  tolerancia,  cuando  las  hacen  consistir  en  la  más  inicua 
y  más  injustificable  de  las  persecuciones  P 

El  artículo  13  estableció  la  necesidad  del  pase  del  Poder  Ejecutivo 
para  que  los  ministros  del  culto  pudieran  ejercer  sus  funciones  ;  pero 
como  no  se  ocultaba  á  esos  legisladores  que  el  clero  no  consentiría  en 
sujetarse  á  tal  formalidad^  dispusieron  en  el  artículo  16  que  los  ministros^ 
que  entonces  ejercían  sus  funciones  se  reputaran  en  posesión  del  pase. 
Se  evitó  con  esa  medida  el  promover  un  gran  conflicto  inmediato,  en  el 
cual,  obrando  uniformemente  todo  el  ckrOy  habría  sido  vergonzosamente 
vencido  el  poder  civil,  por  falta  de  apoyo  en  los  pueblos,  que,  fieles  á  su 
fe,  habrían  seguido  con  unanimidad  á  sus  pastores  espirituales. 

Como  esta  última  disposición  tenia  el  inconveniente  de  dejar  al  clero 
funcionando  como  si  hubiese  solicitado  y  obtenido  el  pase,  y  como  esto 
podía  entorpecer  la  acción  perseguidora  del  Poder  Ejecutivo  cuando 
conviniera  ponerla  en  ejecución,  se  excluyó  de  la  gracia  á  los  ministros 
del  culto  que  hubiesen  tomado  parte  en  la  última  revolución,  y  se  auto- 
rizó al  Poder  Ejecutivo  por  el  artículo  14  para  retirar  el  pase  cuando 
lo  tuviera  por  conveniente.  Así  quedó  el  Poder  Ejecutivo  en  aptitud  de 
poder  promover  conflictos  parciales,  que  era  lo  que  naturalmente  le  con- 
venía ;  porque  así  podía  perseguir  á  su  sabor  en  determinadas  locali- 
dades, sin  echarse  encima  la  nación  entera. 

Una  última  iniquidad  consagró  el  articulo  15  de  la  citada  ley. 
Según  él,  cuando  en  tiempo  de  guerra  se  decretara  el  extrañamiento 
de  algún  ministro  del  culto,  la  medida  debía  llevarse  á  efecto  por 
el  tiempo  señalado,  aun  después  de  restablecido  el  orden  público,  si  así 
lo  creía  conveniente  la  autoridad  que  lo  decretó.  De  manera  que  cuando 
las  medidas  de  guerra  tomadas  contra  los  demás  individuos  terminan  con 
la  situación  en  virtud  de  la  cual  fueron  dictadas,  las  que  se  refieren  á  los 
ministros  del  culto  tienen  el  carácter  de  firmes  é  irrevocables ;  ó  al 
menos  su  revocación  se  deja  á  la  merced  de  la  autoridad  que  las 
dictó.  ^  T 
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No  creemos  que  en  TÍsta  de  esto  pueda  desconocer  ninguna  persona 
sensata  que  las  disposiciones  de  esta  ley  constituyen  un  estado  de 
verdadera  y  constante  persecución  de  la  Iglesia  católica  en  nuestro 
país. 
'  16.  No  fué  ése  el  único  acto  del  Congreso  de  1877  que  afectó  los 
derechos  é  intereses  de  los  católicos.  El  mismo  año  se  expidió  también 
la  ley  37,  de  12  de  Mayo^  cuyo  tenor  es  el  siguiente  : 

El  Congreso  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia, 

Considerando : 

Que  los  señores  Carlos  Bermúdez,  Mannel  Cañnto  Restrepo,  Joaquín  GhuUermo 
González  y  José  Ignacio  Montoya,  figuran  en  el  número  de  los  promotores 
principales  de  la  rebelión  que  tan  graves  males  ha  causado  y  esta  causando  á  la 

Decreta : 

Art.  1?  Prohíbese  á  perpetuidad  ¿  los  señores  Carlos  Bermúdez,  Manuel  Canuto 
Bestrepo,  Joaquín  Guillermo  González  y  José  Ignacio  Montoya,  Obispos  respectiva- 
mente de  Popayán,  Pasto,  Antioquia  y  Medellin,  el  ejercicio  de  fcmciones  de 
Prelado  ú  Ordmario  eclesiástico  en  el  territorio  délos  Estados  unidos  de  Colombia. 

Art.  2?  Extráñase  del  territorio  de  la  Bepública  á  los  individuos  mencionados  en 
esta  ley,  por  el  término  de  diez  años. 

Muchas  veces  hemos  hecho  notar  que  es  enteramente  abusivo  de 
parte  del  poder  civil,  ya  esté  representado  por  una  Asamblea^  jra  por 
un  Presidente  6  un  Juez,  el  conferir  6  retirar  6  suspender  el  ejercicio 
de  la  potestad  espiritual  emanada  directamente  de  Dios  y  de  la  iglesia. 
,  Aquí  es  más  y  más  monstruoso  el  abuso  por  cuanto  se  funda  en  un  hecho 
de  pública  y  notoria  falsedad,  cual  es  el  de  que  los  Obispos  de  Popayán, 
Pasto,  Antioquia  y  Medellín  hubieran  sido  promotores  principales  de 
la  guerra  de  1S76.  Ellos  no  hicieron  más  que  defender  los  derechos  de 
la  Iglesia  de  los  injustos  ataques  del  poder  civil ;  pero  ni  prepararon, 
ni  dirigieron,  ni  aconsejaron,  ni  promovieron  la  guerra. 

De  otro  lado,  el  procedimiento  del  Congreso  es  violatorio  de  los  más 
triviales  principios  de  la  ciencia  constitucional,  que  no  permiten  que  el 
cuerpo  legislador  ejerza  como  tal  funciones  judiciales;  y  es  además 
violatorio  de  la  Constitución  nacional,  que  prohibe  al  Congreso  ocuparse 
en  esa  clase  de  asuntos.  Yeamos  si  no  algunas  de  sus  disposiciones  en 
la  parte  en  que  se  relacionan  con  la  materia. 

Art.  16.  Es  base  esencial  ó  invariable  de  la  Unión  entre  los  Estados,  el  recono- 
cimiento y  la  garantía,  por  parte  del  Grobierno  general  y  de  los  Grobiemos  de  todos 
y  cada  uno  de  los  Estados,  de  los  derechos  individuales  que  pertenecen  a  los 
habitantes  y  transeúntes  en  los  Estados  Unidos  de  Colombia,  á  saber : 

4?  La  seguridad  personal ;  de  manera  cfae  no  sea  atacada  impunemente  por  otro 
individuo  ó  por  la  autoridad  pública :  ni  ser  presos  ó  detenidos  sino  por  motivo 
criminal  ó  por  vía  de  pena  correccional :  ni  juzgados  por  comisiones  6  tribunales 
extraordinarios:  ni  i>enados  sin  ser  oídos  y  vencidos  en  juicio;  y  todo  esto  en  virtud 
de  leyes  i)reexistentes. 

10.  La  igualdad;  y  en  consecuencia,  no  es  lícito  conceder  privilegios  ó  distinciones 
legales,  que  cedan  en  puro  favor  6  beneficio  de  los  agraciados,  ni  imponer  obligar 
clones  especiales  que  hagan  á  los  individuos  á  ellas  sujetos  de  peor  condición  que 
los  demás. 

Art.  69.  El  Poder  Jndicial  se  ejerce  por  el  Senado,  por  una  Corte  Suprema 
federal,  por  los  tribunales  y  juzgados  de  los  Estados,  y  por  los  que  se  establezcan 
en  los  territorios  que  deban  regirse  por  legislación  especial. 
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Art  89.  Es  proMbido  á  todo  funcionario  ó  corporadón  pública  el  ejercicio  de 
cualquiera  función  ó  autoridad  que  claramente  no  se  le  baya  conferido. 

Aunque  en  presencia  de  tales  dísposioianes  es  excusado  todo  comen- 
taiio,  agregaremos  imas  pocas  observaciones. 

¿  Son  penas  la  expulsión  del  territorio  de  la  BepúbUca  y  la  proliibi- 
ción  de  ejercer  ciertas  funciones,  sean  de  la  clase  y  naturaleza  que 
fueren  ?  El  simple  sentido  común  y  el  artículo  27  del  Código  penal  de 
la  Unión^  contestan  afirmativamente  esta  pre^funta.'^ 

¿  Esas  penas  pudieron  ser  impuestas  legítima  y  válidamente  por  el 
Congreso,  por  medio  de  ima  ley  P  No,  por  muchas  razones,  entre  otras 
las  siguientes : 

1^  Porque  el  Congreso  no  hace  parte  del  Poder  judicial,  según  el  artí- 
culo 69  de  la  Constitución ;  y  no  puede  por  lo  mismo,  juzmr  á  nadie 
en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  89 ;  y  al  juzgar  á  alguno  viola 
la  garantía  4?  del  artículo  15,  que  prohibe  que  alguien  sea  juzgado  por 
comisiones  ó  tribanales  extraordinarios. 

2t  Porque  caso  que  él  pudiera  juzgar  á  los  Obispos,  tendría  que 
seg^uir  para  el  efecto  un  juicio  por  los  trámites  correspondientes,  y  oírlos 

{'vencerlos  en  él,  sopeña  de  violar,  con  la  pretermisión  de  esas  fórmulas, 
a  citada  garantía  4?  del  artículo  15,  que  prohibe  penar  á  nadie  sin  ser 
oído  y  vencido  en  juicio. 

3?  Porque  aunque  el  Congreso  fuera  juez  competente  y  pudiera 
pretermitir  las  formalidades  del  juicio,  no  podría  imponer  penas  que  no 
estaban  señaladas  por  una  ley  preexistente,  según  la  parte  final  de  la 
citada  garantía  4^  del  artículo  15  de  la  Constitución,  y  según  el  artículo 
24  de  la  misma,  que  se  expresa  así : 

Ninffuna  disposición  legislativa  tendrá  efecto  retroactivo  en  el  Gobierno  general 
ni  en  di  de  los  Estados,  excepto  en  materia  penal  cuando  la  ley  posterior  imponga 
menos  pena. 

Ahora,  téngase  en  cuenta  que  el  objeto  de  la  ley  es  simplemente 
imponer  á  los  individuos  mencionados  en  eUa  dos  penas,  la  tma  de 
carácter  espiritual  y  la  otra  de  carácter  temporal.  La  primera  sólo 
podría  imponerla  la  Iglesia,  en  los  casos  y  con  las  formalidades  que 
tuviese  á  bien  señalar ;  y  en  cuanto  á  la  segunda,  sólo  podría  imponerse 
por  los  tribunales  ordinarios,  después  del  juicio  correspondiente  y 
siempre  que  ella  estuviera  señalada  por  una  ley  preexistenta 

En  vista  de  todo  eso  ocurre  preguntar :  ¿  cómo  es  que  el  Congreso 
pudo  entrar  á  ejercer  funciones  judiciales,  y  cómo  juzgó  y  condenó  á 
unos  individuos  sin  oírlos  y  vencerlos  en  juicio,  y  cómo  les  impuso  penas 
que  no  estaban  señaladas  por  leyes  preexistentes?  Eso  no  puede 
explicarse  sino  por  el  espíritu  de  odio  y  de  persecución  contra  la 
Iglesia  y  sus  ministros,  que  prevalecía  en  el  Congreso  de  1877. 

Bien  sabemos  que  hay  muchos  imbuidos  en  la  doctrina  de  que  en 
los  países   democráticos    el    cuerpo   legislativo   es    omnipotente ;   de 


*  Art.  27.  Las  penas  corporales  son: 

4*  Expulsión  del  territorio  de  la  República. 
Art.  28.  Las  penas  no  corporales  son : 

4*  Inhabilitación  para  ejercer  empleos  públicos.  ...  ^^  . 
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donde  deducen  que  el  Congreso  pudo  hacer  lo  que  hizo  por  medio  de  la 
ley  que  hemos  examinado.  Hasta  dónde  sea  fundada  ó  infundada  esa 
doctrina,  hablando  de  ima  manera  general,  es  punto  que  no  entraremos 
á  discutir.  Mas  por  lo  que  hace  á  nuestro  país^  ella  es  evidentemente 
opuesta  á  preceptos  terminantes  de  nuestra  Carta  fundamental,  como  es 
fácil  demostrarlo. 

En  efecto,  el  numero  16  del  articulo  17  de  la  Constitución^  hablando 
de  las  delegaciones  hechas  al  Gobierno  general,  dice : 

La  facultad  de  expedir  leyes,  decretos  y  resoluciones  civiles  y  penales  respecto  de 
los  negocios  ó  materias  que,  confonne  á  este  articulo  y  al  siguiente^  son  de  compe- 
tencia del  Gobierno  general. 

Esas  materias  que  pueden  ser  objeto  de  leyes  nacionales,  según  los 
artículos  17  y  18  de  la  Constitución^  son  las  siguientes ;  relaciones  ex- 
teriores y  defensa  del  país,  fuerza  publica,  crédito  público  y  rentas 
nacionales,  pie  de  fuerza  y  gastos  públicos^  comercio  exterior,  de  cabotaje 
y  costanero,  vías  interoceánicas  y  navegación  de  ciertos  ríos,  censo 
general,  límites  entre  los  Estados,  pabellón  y  escudo  de  armas^  naturali* 
zación  de  extranjeros,  cuestiones  entre  los  Estados,  moneda,  pesas  y 
medidas,  legislación  marítima,  derecho  internacional,  instrucción  pública, 
correos,  estadística  y  cartas  geográficas,  y  por  último  civilización  de  indí- 
genas. ¿  En  cuál  de  esas  materias  estará  comprendida  la  facultad  de 
dictar  sentencias  en  forma  de  leyes  contra  determinados  individuos  sin 
oírlos  y  vencerlos  en  juicio,  y  aplicarles  penas  caprichosas  no  señaladas 
en  leyes  preexistentes  ? 

Habla  también  de  la  facultad  legislativa  del  Congreso  de  la  Unión  el 
número  16  del  artículo  49,  en  estos  términos : 

Legislar  sobre  las  materias  que  son  de  competencia  del  Gobierno  general. 

Ya  hemos  visto  esas  materias,  y  á  ninguna  de  ellas  puede  referirse  la 
ley  de  que  tratamos. 

¿  Se  dirá,  por  último,  que  el  artículo  23  de  la  Constitución  nacional 
confiere  al  Gobierno  la  suprema  inspección  de  los  cultos,  y  que  en 
ejercicio  de  ella  pudo  expedirse  la  referida  ley  P  Pero  ni  aun  mirado  el 
asunto  desde  ese  punto  de  vista,  puede  sostenerse  la  validez  y  eficacia  de 
la  ley.  ¿  Por  qué  P  Porque  el  citado  artículo  23  de  la  Constitución 
ordena  que  el  derecho  de  suprema  inspección  se  ejerza  se^un  lo  deter^ 
mine  la  ley.  Desde  1867  hasta  1877  no  hubo  ley  sobre  la  materia,  y  no 
podía,  por  lo  mismo,  ejercerse  el  derecho  legalmenie.  En  1877  se 
expidió  la  ley  35,  que  examinamos  antes,  y  desde  entonces  á  ella  han 
debido  ajustarse  los  actos  de  los  poderes  públicos  relacionados  con  la 
inspección  de  cultos ;  pero  basta  ver  que  la  ley  37,  de  que  aquí  tratamos, 
se  expidió  por  consecuenqia  de  hechos  verificados  ante^  de  expedirse  la 
35,  para  comprender  que  no  pudo  ser  cumplimiento  ni  desarrollo  de  ésta. 

Por  lo  demás,  ninguna  disposición  constitucional  que  dé  autoriza- 
ciones al  Gobierno  puede  entenderse  en  un  sentido  tal  que  anule  las 
garantías  individuales;  porque  dichas  garantías  son  base  esencial  é 
invariable  de  la  Unión,  según  el  artículo  15  de  dicha  Constitución. 

17.  Las  consecuencias  de  esas  leyes  no  se  hicieron  esperar.^   Los  Ilua- 
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trísimos  señores  Obispos  de  Medellín  y  Antioquia  elevaron  una  protesta 
razonada  contra  ellas ;  y  el  clero  de  ambas  diócesis  se  adhirió  á  ella. 
Entonces  se  desencadenó  contra  el  clero  la  terrible  persecución  de  1877 
y  1878,  que  hemos  procurado  bosquejar  y  hacer  conocer  en  otro  trabajo 
nuestro.l 

El  Hustrisímo  señor  Obispo  de  Pamplona  protestó  también  contra  las 
leyes,  y  su  protesta  fué  coadyuvada  por  la  mayor  parte  de  su  clero.  En 
el  acto  se  le  siguió  el  correspondiente  juicio  sumario  y  se  le  condenó  á 
confinamiento  en  Barranquilla  por  dos  mil  días  (5  años,  5  meses  y  25  días) . 

De  Cartagena,  á  donde  fué  conducido  por  circunstancias  casuales  el 
ilustre  prelado,  dirigió  á  su  grey  una  corta  y  hermosa  pastoral,  de  la 
cual  tomamos  los  siguientes  fragmentos : 

En  nombre,  pues,  de  los  derechos  de  la  Iglesia  católica,  apostólica,  romana ;  en 
nombre  de  la  übertad  de  las  conciencias  católicas,  violadas  en  nnestra  persona 
como  Prelado  de  la  Diócesis ;  en  nombre  de  los  eternos  principios  de  la  justicia, 
PAOTESTAMOS  contra  el  decreto  y  el  acto  de  destierro,  con  los  cuales  el  Gobierno  de 
Colombia  nos  obliga  á  salir  del  territorio  de  nuestra  Diócesis,  tan  sólo  por  el  hecho 
de  sostener  los  derechos  de  la  Iglesia,  cual  cumple  á  un  Obispo  católico. 

Ante  los  ataques  del  Gobierno  civil  que  vulneran  los  intereses  de  los  católicos, 
sus  instituciones,  su  enseñanza  religiosa,  la  jurisdicción  espiritual  j  la  constitución 
de  la  Iglesia,  es  nuestro  deber  levantar  la  voz  y  salir  á  la  defensa  de  la  fe  y  de  las 
conciencias  católicas  oprimidas,  sin  que  pueda  ni  aun  decirse  que  con  esto 
usurpamos  derechos  ajenos,  ó  que  pretendemos  atacar  al  poder  civil,  como  maligna- 
mente lo  quieren  hacer  creer  los  enemigos  jurados  de  la  Iglesia  y  del  clero. 

Esa  pastoral  fué  impresa  en  Cartagena,  y  el  Ilustrisimo  señor  Obispo 
envió  al  Yicario  de  I^amplona  un  paquete  con  cien  ejemplares.  El 
paquete  llegó  á  manos  del  Gobierno,  no  sabemos  por  que  medio,  y  en  el 
acto  se  dispuso  que  el  Prelado  reconociese  la  pastoral  y  la  carta  remi- 
soria. Obtenido  eso,  dio  orden  para  que  dicho  Prelado  fuese  trasladado 
á  Barranquilla,  á  pesar  de  qne  ese  cambio  era  muy  nociyo  á  su 
salud,  ya  quebrantada  desde  tiempos  atrás  por  diversas  enfermedades. 
Para  dejarlo  en  Cartagena,  se  le  exigió  que  se  comprometiese  á  no 
ejercer  su  ministerio,  á  lo  cual  se  negó  rotundamente. 

De  esa  manera  el  Gobierno  localizaba  la  persecución,  y  evitaba  el 
tener  que  luchar  á  la  vez  con  todas  las  fuerzas  del  clero  y  de  los  fieles 
uniformemente  dirigidas  en  todas  partes  á  la  defensa  de  los  intereses  de 
la  Iglesia. 

18.  Vimos  antes  que  la  ley  nacional  sobre  inspección  de  cultos  señaló 
penas  de  multa  cuyo  mínimo  es  de  cincuenta  pesos,  y  dispuso  que  los 
juicios  á  que  hubiese  lugar  se  ajustaran  á  lo  prescrito  en  las  leyes  de 
policía  del  Estado  respectiyo.  Eso  dio  lugar  á  que  la  Asamblea  consti- 
tuyente de  Antioquia  expidiera  la  ley  IV  de  1?  de  Octubre  de  1877,  que 
adiciona  y  reforma  las  de  policía. 

El  articulo  1?  dispuso  que  los  juicios  de  policía,  cuando  se  tratara  de 
aplicar  pena  de  cincuenta  ó  más  pesos  de  multa,  ó  confinamiento  ó 
extrañamiento,  se  siguieran  por  el  procedimiento  ordinario  que  determina 


^  Aludimos  aquí  á  una  obra  relativa  á  los  sucesos  ocurridos  en  Antioquia  de  1876 
á  1880,  que  tenemos  casi  concluida,  y  que,  con  el  favor  de  Dios,  publicaremos 
dentro  de  poco.    La  persecución  terminó  por  un  arreglo  entre  las  dos  potestades. 

o 
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el  capitulo  14  de  la  ley  213  de  1871,  con  las  Yariaoiones  introducidas 
por  aquella  ley. 

El  articulo  2?  dispone  que  si  el  sindicado  no  se  presenta  después  que 
se  le  notifique  por  edicto  el  auto  de  proceder,  se  le  nombre  defensor,  y  se 
siga  con  éste  d  juicio.  Esta  disposición  modifica  la  del  articulo  150  de 
la  ley  de  1871^  según  el  cual  en  estos  juicios  es  necesario  que  la  notifica- 
ción del  auto  de  proceder  se  haga  en  persona  al  acusado.  Quedó^  pues^ 
en  este  particular  una  anomalía  bien  curiosa.  Si  el  juicio  tiene  por 
objeto  imponer  una  pequeña  multa  ú  otra  pena  insignificante,  no  se 
puede  seguir  sin  que  esté  presente  el  reo,  para  que  se  entere  de  los 
oarffos  y  se  pueda  defender;  pero  si  se  trata  de  imponer  una  gran 
multa^  un  confinamiento  ó  un  extrañamiento  por  largos  años,  entonces 
no  se  necesita  su  presencia,  ni  notificación  alguna  personal^  y  el  juicio 
puede  seguirse  con  un  defensor,  que  no  podrá  hacer  yerdadera  defefisa 
por  falta  de  datos. 

Para  explicar  semejante  anomalía,  basta  tener  en  cuenta  que  la  mayor 
parte  de  los  juicios  á  que  se  refiere  esta  ley  especial  son  los  que  habían 
de  seguirse  con  motiyo  de  la  ley  nacional  sobre  inspección  de  cultos ;  de 
suerte  que  esta  disposición,  y  algunas  otras  de  la  referida  ley^  van 
encaminadas  tan  directamente  contra  el  clero  como  la  flecha  de  Áster 
contra  el  ojo  derecho  de  Filipo.  Esa  es  la  clave  que  debe  tenerse  en 
cuenta,  para  resolver  satisfactoriamente  la  dificultad. 

Fué  fecundo,  por  lo  visto,  el  año  de  1877  en  actos  legislativos  contra 
los  ministros  del  culto  católico,  único  que  se  profesa  públicamente  en  el 
país.;  pero  aun  nos  faltan  por  examinar  los  que  se  expidieron  en  los 
Estados  sobre  inspeoción  de  cultos. 

19.  La  primera  ley  fué  expedida  por  la  Legislatura  del  Canoa  el  5 
de  Octubre  de  dicho  año,  y  es  del  tenor  siguiente : 

Ari.  V  Para  que  la  ley  nacional  número  85  de  9  de  Mayo  del  año  en  curso  sea 
bien  conocida  y  tenga  su  pnntnal  cumplimiento,  será  insertada  en  el  Begüiro 
Oficial  y  en  el  Código  de  leyes  antes  de  la  presente. 

Art.  2?  Además  de  los  actos  prohibidos  por  la  ley  nacional  mencionada,  lo  son 
igualmente  los  siguientes : 

If  Indicar  á  los  religionarios  en  ejercicio  de  sn  ministerio,  bien  sea  de  palabra  ó 
por  escrito,  qne  las  elecciones  populares  se  hagan  á  favor  de  determinados  indivi- 
duos afectos  á  ciertas  creencias  religiosas. 

2?  Excitar  j  apremiar  por  cualesquiera  medios  coercitivos  á  los  religionarios 
para  la  ejecución  de  hechos  que  tengan  por  objeto  someter  á  los  habitantes  del 
Estado  á  las  prácticas  de  ceremonias  púbhcas  que  se  impongan  por  alguna  secta 
religiosa. 

3?  Exigir  por  medio  de  censuras,  ú  otros  medios  morales  coercitivos,  las  contri- 
buciones conocidas  con  el  nombre  de  diezmos,  primicias  ú  otros  semejai^íefl. 

4f  Exigir  á  los  individuos  que  hayan  comprado  bienes  desamortizados  6  redimido 
censos  legalmente,  indemnización  ó  compensación  alguna  con  tal  motivo. 

Art.  3?  Los  ministros  de  los  cultos  establecidos  ó  que  se  establezcan  en  el 
territorio  del  Estado,  que  violen  algunas  de  las  disposiciones  contenidas  en  el 
articulo  anterior,  serán  castigados  con  una  multa  de  seiscientos  á  ocho  mil  pesos, 
que  ingresará  al  Tesoro  del  Estado,  v  además  con  la  pena  de  destíerrot  por  el 
termino  de  uno  á  cinco  años.  El  Poder  Ejecutivo  determinará  la  cantidad  á  que 
deba  ascender  la  multa  v  el  tiempo  del  destierro. 

Art.  4?  Es  prohibido  a  los  ministros  de  cualesquiera  cultos  : 

I."*  Manifestar  en  ejercicio  de  su  ministerio,  que  son  contrarias  á  las  leyes  de  la 
Iglesia  ó  á  los  mandatos  de  sus  Prelados,  las  constituoiones  y  lejres  de  la  Nación 
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6  del  Estado,  los  decretos,  providencias  y  reglamentos  de  las  autoridades  legalmente 
constituidas ; 

2f  Conminar  con  censuras,  excomuniones  ú  otros  apremios  á  los  padres,  guar- 
dadores ó  ascendientes  para  que  no  manden  sus  hijos,  pupilos  ó  dependientes  á  los 
colegios  7  escuelas  del  Estado,  ó  -país,  que  no  se  reciba  o  se  dé  la  instrucción  en 
dichos  establecimientos ;  y  de  igual  manera  les  es  prohibido  conminar  así  6  de 
-  cualquier  otro  modo,  &  los  alumnos  6  alumnas  de  esos  establecimientos ;  j 

3f  Organizar,  fomentar,  presidir  sociedades  rel^osas  de  uno  ú  otro  sexo,  que,  á 
juicio  de  las  autoridades  públicas,  tengan  un  fin  sedicioso  6  antirrepublicano ;  y 
asimismo,  or^j^anizar,  fomentar,  presidir  ceremonias  del  culto  extemo  que,  k  juicio 
de  esas  autoridades,  lleven  igual  fin. 

§.  Los  ministros  de  cualesquiera  cultos  que  infrinjan  este  artículo,  sufrirán  diez 
años  de  extrañamiento  del  territorio  del  Estado,  á  más  de  una  multa  de  trescientos 
á  ocho  mil  pesos,  todo  á  juicio  del  Poder  Ejecutivo. 

Art.  5f  Para  aplicarlas  penas  de  que  habla  esta  ley,  los  Jefes  municipales  seguirán 
los  juicios  breves  y  sumarios  prescritos  por  la  ley  178  de  policía  del  Es^o,  y 
sobre  los  cuales  decidirá  el  Poder  Ejecutivo. 

Art.  6?  El  ministro  de  cualesquiera  cultos  establecidos  6  que  se  establezcan  en  el 
Estado,  que  celebre  bautismo  6  entierro  conforme  á  las  prácticas  de  su  religión,  sin 
que  previamente  se  le  presente  el  comprobante  de  haber  asentado  la  partida  de 
nacimiento  ó  defunción  en  el  "  Registro  del  estado  civil,"  y  el  que  celeore  matri- 
monio conforme  á  los  ritos  de  su  religión,  sin  que  se  hajra  celebrado  este  acto 
previamente  conforme  á  la  ley  civil,  sera  extrañado  del  territorio  del  Estado  por 
uno  á  cinco  años,  adoptándose  para  este  efecto,  por  el  Jefe  municipal  respectivo, 
el  procedimiento  determinado  eu  esta  ley. 

Art.  7f  Los  ministros  de  los  cultos  contra  quienes  el  Poder  Ejecutivo  haya 
decretado  6  decrete  extrañamiento,  á  virtud  del  decreto  numero  238  de  4  de  Febrero 
de  1877,  que  queda  vigente,  no  podrán  regresar  al  territorio  del  Cauca  en  el  término 
de  diez  años. 

Art.  8?  Ningún  ministro  del  culto  podrá  volver  á  ejercer  actos  de  su  ministerio 
•en  el  municipio  de  donde  hubiere  sido  separado  por  mandato  de  la  autoridad. 

Art.  9?  Queda  autorizado  el  Poder  Ejecutivo  del  Estado,  y  también  sus  agentes 
á  quienes  delegue  esta  facultad,  para  impedir  la  organización  y  reunión  de  socie- 
dades religiosas  que  á  juicio  de  la  autoridad  respectiva,  tengan  un  £n  sedicioso 
ó  antirrepublicano,  sea  cual  fuere  el  nombre  que  lleven. 

§.  En  los  mismos  términos  se  faculta  al  Poder  Ejecutivo  para  impedir  ceremonias 
del  culto  extemo  que,  á  su  juicio  ó  el  de  sus  agentes,  lleven  el  mismo  fin. 

Art.  10.  No  podrá  desempeñar  funciones  de  Obispo,  Provisor,  Vicario  general 
^  capitular  ningún  sacerdote  que  no  sea  natural  del  Estisulo. 

Art.  11.  Una  vez  que  el  Poder  Ejecutivo  nacional  dé  el  pase  á  un  ministro, 
cualquiera  que  sea  su  categoría  jerárquica,  éste  no  podrá  empezar  á  ejercer  su 
ministerio  sin  que  preste  antes  la  promesa  de  obediencia  y  respeto  á  la  Constitu- 
•ción  y  leyes  del  Estado,  promesa  que  prestará  ante  la  autoridad  que  determina  el 
Artículo  5?  de  esta  ley. 

§.  El  ministro  ó  ministros  que  infrinjan  lo  dispuesto  en  este  artículo,  sufrirán  la 
pena  que  determina  el  artículo  4f  de  la  misma  ley. 

Llegadas  á  conocimiento  del  Poder  Ejecutivo  las  disposiciones  de  esa 
ley»  las  creyó  inconstitucionales  y  excitó  ú  Procurador  general  para 
que  pidiese  su  suspensión  y  anulación ;  pero  si  alguno  se  ima^na  que 
el  Gt>bi^*no  supremo  alzalÑt  su  voz  en  defensa  de  los  fueros  de  la  Iglesia 
inicuamente  conculcados^  se  engaña  del  modo  más  lamentable.  Lo 
que  él  defendía  eran  las  prerrogativas  que  le  atribuía  la  ley  nacional 
sobre  inspección  de  cultos.  Ponía,  además^  de  manifiesto  las  dificultades 
con  que  tropezarían  las  autoridades  para  ejecutar  á  la  vez  las  dos  leyes* 
Veamos,  en  comprobación  de  lo  que  hemos  dicho,  los  principales  con- 
ceptos de  la  nota  dirigida  al  señor  Procurador  el  30  de  Octubre  de  1877^ 

R  r     ^alp 
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bajo  el  número  28  de  la  sección  2?  de  la  Secretaria  de  lo  Interior  y 
Relaciones  exteriores. 

Descúbrense,  Hasta  tocarse,  la  inconstitucionalidad  é  inconyeniencia  de  la  opuesta 
doctrina  al  analizar  algunas  de  las  disposiciones  de  la  ley  40  del  Cauca,  que 
tomaré  por  ejemplo,  pues  en  el  fondo,  y  neclia  abstracción  de  la  forma,  cualquiera  • 
ley  seccional  habrá  de  decir  lo  mismo  en  su  parte  sustantiva,  si  no  es  que  prohije 
los  principios  de  la  ley  nacional. 

Los  artículos  10  y  11  son  de  un  alcance  peligroso,  porque  tienden  á  hacer 
nugatoria  la  autoridad  del  Poder  Ejecutivo  nacional  para  conceder  el  j}a«e  á  los 
ministros  de  los  cultos  establecidos  ó  que  se  establezcan  en  lo  'sucesivo  en  el 
territorio  de  la  Eepública,  cuyo  derecho  le  concede  el  artículo  13  de  la  ley  35,  el  cual 
categóricamente  no  da  tal  facultad  á  los  Gobernadores  ó  Jefes  superiores  de  los 
Estados,  sino  cuando  les  sea  delegada  de  una  manera  especial  por  aquél. 

Puesto  que  la  le^r  35  no  exige  otro  requisito  para  <jue  los  ministros  de  los  cultos 
entren  en  el  ejercicio  de  las  funciones  de  su  ministerio,  que  la  concesión  del  pase 
del  Ejecutivo  nacional,  no  se  halla  en  las  atribuciones  del  Poder  legislativo  de  un 
Estado  sujetarles  á  otras  trabas,  como  son  la  condición  de  ser  naturales  del  Estado 
en  que  van  á  desempeñar  sus  funciones  eclesiásticas,  j  la  prestación  de  la  promesa 
prevenida  por  el  artículo  11,  lo  que,  según  queda  dicho,  podría  conducir  á  anular 
una  de  las  atribuciones  del  Ejecutivo. 

Estos  son,  señor  Procurador,  los  puntos  principales  del  asunto  que  recomiendo 
á  TI.  para  su  estudio ;  pero  hay  otras  observaciones  que  tienden  á  reforzar  las  que 
se  han  hecho  bajo  el  aspecto  legal  de  la  cuestión. 

Tratándose  de  las  penas  que  se  imponen  á  los  ministros  de  los  cultos  por  la  ley 
35  nacional  y  la  40  del  Cauca,  en  casos  de  infracciones  por  ellos  cometidas,  se 
presentan  dudas  y  dificultades,  hacia  las  cuales  llamo  también  la  atención  de  U. 

En  el  caso  de  que  la  ley  de  un  Estado  imponga  pena  mayor  á  un  ministro  de  un 
culto  cualquiera,  por  un  hecho  de  los  prohibidos,  <^ue  castigue  con  otra  menor  la 
ley  nacional,  ¿  cómo  se  procede  al  dictar  la  sentencia  P  ¿  Cuál  de  las  dos  x>ena8  se 
aplica  al  responsable  P  ¿  Cómo  figura  el  Juez  en  el  sumario,  como  nacional  ó 
como  del  Estado  P  Y  en  tal  caso  j  á  qué  legislación  se  sujeta  P  ¿  Cómo  se  divide 
la  continencia  del  juicio  á  que  esté  sometido  un  ministro  del  culto,  por  un  mismo 
hecho  que  se  castiga  con  una  pena  por  la  ley  de  la  Unión  y  con  otra  por  la  del 
Estado? 

Atendiendo  á  esta  excitación^  el  señor  Procurador  pidió  á  la  Corte 
la  suspensión  de  la  ley  ;  pero  su  acusación  fué  tan  floja  que  más  parece 
que  hubiera  obrado  por  deferencia  al  Poder  *  Ejecutivo  que  por  un 
convencimiento  firme  y  sincero  de  que  tenía  razón  en  lo  que  pretendía. 

En  la  Corte  se  dividieron  los  pareceres.  El  señor  Magistrado  sus- 
tanciador  presentó  un  largo  proyecto  de  resolución,  en  el  cual  trató  de 
demostrar  que  tanto  el  Gobierno  general  como  los  de  los  Estados  tenían 
potestad  para  legislar  en  la  materia ;  y  que^  por  lo  mismo,  no  se  podía 
suspender  en  absoluto  la  ley. 

Entrando  luego  á  examinar  las  disposiciones  de  dicba  ley,  cree  que 
son  válidas  menos  el  inciso  3?  del  artículo  4?,  los  artículos  7?,  10  y  11,  que 
juzga  dignos  de  ser  suspendidos  ;  el  inciso  3?,  por  opuesto  á  la  garantía 
de  la  libertad  religiosa ;  el  artículo  7?,  por  opuesto  á  las  leyes  nacionales 
35  y  62  de  1877;  el  10,  por  contrario  á  la  igualdad;  y  el  11,  por  con- 
trario á  la  citada  ley  35  de  1877. 

Uno  de  los  Magistrados  restantes  de  la  Corte  aceptó  ese  proyecto  en 
la  parte  favorable  á  la  validez  de  la  ley  y  lo  rechazó  en  lo  demás  ;  los 
otros,  al  contrario,  lo  aceptaron  en  la  parte  que  estaba  por  la  nulidad, 
y  lo  rechazaron  en  lo  demás. 
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Sometido  el  asunto  á  la  consideraciÓD  del  Senado^  la  Comisión  se 
limitó  á  decir  que  la  ley  del  Cauca  contenía  disposiciones  casi  textual- 
mente idénticas  á  las  de  las  leyes  6  y  22  del  Tolima,  declaradas  válidas 
por  el  Senado.     He  aquí  sus  propias  palabras : 

Dicha  ley  (la  del  Canea)  encierra  disposiciones  casi  textualmente  idénticas  á  las 
de  ]&&  leyes  5  y  22  del  Estado  del  Tolima,  que  fneron  objeto  de  vnestro  criterio  y 
resolución  en  las  sesiones  de  los  días  13  y  16  de  Marzo  último,  y  qae  declarasteis 
validas.  Qnedaron,  por  tanto,  resueltas  afirmativamente,  en  esa  resolución,  las 
cuestione*  de  poder  ae  inspección  y  de  policía,  propio  de  los  Estados,  que  Habrían 
de  examinarse  abora  para  nacer  la  declaratoria  c^ue  en  cumplimiento  de  nuestro 
deber  os  proponemos  que  hagáis  en  los  términos  siguientes : 

"  El  Senado  de  Plenipotenciarios,  en  ejercicio  de  la  facultad  que  le  confiere  el 
inciso  5?,  artículo  51  de  la  Constitución  de  la  Bepública,  declara  válidas  las  dis- 

Sosiciones  de  la  ley  número  40  del  Estado  soberano  del  Cauca,  fecha  6  de  Octubre 
el  último  año,  sobre  inspección  de  cultos." 

Cualquiera  se  imaginaría  al  ver  tan  rotunda  afirmación  que  efectiva- 
mente la  ley  del  Cauca  es  casi  una  copia  de  las  del  Tolima ;  pero  si 
tiene  la  curiosidad  de  verificar  el  hecho,  se  persuadirá  de  que  las 
únicas  disposiciones  que  tienen  alguna  semejanza  son  la  del  número  2? 
del  artículo  63  de  la  ley  22  del  Tolima  y  la  del  artículo  6?  de  la  ley  del 
Cauca  que  examinamos.  De  resto^  las  disposiciones  de  una  y  otra  ley 
son  diversas,  y  el  lector  puede  persuadirse  de  ello  haciendo  el  debido 
cotejo.  Eso  solo  basta  para  probar  cuánta  es  la  injusticia  y  la  ligereza 
con  que  la  Comisión  procedió  en  el  particular ;  y  no  obstante  el  Senado 
aprobó  lisa  y  llanamente  el  proyecto  de  resolución,  en  las  sesiones  de  3 
y  4  de  Mayo  de  1878. 

Veamos  ahora  algunas  de  las  principales  disposiciones  de  la  ley, 
despojándolas  de  los  adornos  con  que  fueron  cubiertas  para  que  no  se 
echara  de  ver  al  primer  golpe  de  vista  su  verdadero  objeto.  Esa  será 
la  mejor  y  más  acertada  refutación  que  podemos  hacer  de  ella. 

El  artículo  2?  prohibe  .á  los  ministros  del  ctdto  católico : 

1?  Indicar  á  sus  religionarios,  de  palabra  ó  por  escrito,  que  las  elec- 
ciones deben  hacerse  en  favor  de  ciertos  individuos  afectos  al  catoli- 
cismo. 

2?  Apremiar  con  excomuniones,  censuras  ú  otros  medios,  á  los  religio- 
narios á  fin  de  que  concurran  y  hagan  concurrir  á  sus  familias  á  las  cere- 
monias públicas  del  culto. 

3?  Imponer  censuras  ú  otros  apremios  coercitivos  para  recaudar  los 
diezmos,  las  primicias  y  otros  impuestos  eclesiásticos. 

4?  Exigir  mdemnizaciones  ó  compensaciones  de  los  que  han  contri- 
buido directamente  á  la  confiscación  de  los  bienes  de  la  Iglesia,  con 
la  mira  de  enriquecerse  á  costa  y  en  perjuicio  de  ella. 

El  artículo  3?  castiga  á  los  que  ejecutaren  alguno  de  los  hechos 
indicados,  con  pena  de  seiscientos  á  ocho  mil  pesos  de  multa  y  destierro 
del  Estado  por  uno  á  cinco  años. 

El  artículo  4?  prohibe  á  los  ministros  del  culto  católico  : 

I?  Manifestar  á  los  fieles  que  son  contrarias  á  las  leyes  de  la  Iglesia 
ó  á  los  mandatos  de  sus  Prelados,  las  constituciones  y  leyes  de  la 
Nación  ó  de  los  Estados,  ó  los  decretos,  providencias  y  reglamentos  do 
las  autoridades ;  aunque  evidentemente  lo  sean  en  realidad. 
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2?  Conminar  con  censuras,  excomuniones  ú  otros  apremios  á  los  fieles 
para  que  no  manden  á  sus  hijos,  pupilos  6  dependientes  á  los  estableci- 
mientos de  instrucción  pública;  aunque  se  den  en  ellos  enseñanzas 
prc^ndamente  corruptoras  é  inmorales,  y  los  ministros  ó  directores  sean 
nombres  corrompidos  é  insignes  malhechores. 

3?  Presidir  sociedades  religiosas,  cuando  á  las  autoridades  políticas  se 
les  proponga  que  tienen  un  fin  sedicioso  y  antirrepublicano ;  aunque 
esto  ultimo  sea  una  patente  y  manifiesta  temeridad  de  las  autoridades,  ó 
una  medida  de  persecución  sistemática  y  permanente  contra  los  católicos. 

4?  Organizar,  fomentar  y  presidir  las  ceremonias  del  culto  público 
que  á  las  autoridades  se  les  proponga  mirar  como  sediciosas  ó  antirre- 
publicanas ;  aunque  esto  último  sea  con  la  mira  patente  y  manifiesta  de 
destruir  toda  clase  de  culto  público. 

El  parágrafo  de  ese  artículo  castiga  al  que  lo  infrinja  con  la  pena  de 
diez  años  de  destierro  del  Estado  y  una  multa  de  trescientos  á 
ocho  mil  pesos  ;  es  decir  con  ima  pena  superior  á  la  que  se  impone  á 
los  grandes  malhechores  por  la  mayor  parte  de  los  delitos  graves  que 
puedan  cometer. 

El  artículo  6?  ordena  que  los  juicios  sean  breves  y  sumarios,  para 
facilitar  el  castigo  é  imposibilitar  la  defensa. 

El  artículo  6?  prohibe  á  los  ministros  del  culto  católico  : 

1?  Administrar  el  bautismo  á  nin^n  niño,  antes  de  que  se  inscriba 
el  acta  de  nacimiento  en  el  registro  del  estado  civil ;  aunque  por  conse- 
cuencia de  eso  el  niño  haya  de  morir  sin  recibir  ese  sacramento,  necesario 
para  la  eterna  salvación. 

2?  Ofrecer  las  preces  públicas  que  determina  la  Iglesia  para  el  des- 
canso del  alma  del  que  muere,  antes  de  extenderse  el  acta  respectiva  en 
dicho  registro,  aunque  por  consecuencia  de  eso  puedan  prolongarse  los 
sufrimientos  de  esa  alma  en  el  purgatorio. 

3?  Administrar  el  sacramento  del  matrimonio  á  los  que  no  se  han 
casado  civilmente. 

La  infracción  de  tales  prohibiciones  es  castigada  con  la  pena  de  ex- 
pplsión  del  territorio  del  Estado  por  uno  á  cinco  años. 

El  artículo  7?  declara  en  vigor  el  inconstitucional  y  atentatorio  decreto 
de  proscripción  expedido  por  el  Poder  Ejecutivo  del  Caúca  el  4  de 
Febrero  de  1877. 

El  artículo  8?  prohibe  á  los  ministros  del  culto  católico  ejercer  su 
ministerio  en  el  municipio  de  donde  se  les  haya  separado  por  mandato 
de  la  autoridad,  aunque  tal  mandato  sea  evidentemente  inconstitucional 
y  atentatorio  contra  toda  garantía  y  todo  derecho  legítimo. 

El  artículo  9?  prohibe  las  sociedades  reUgiosas,  cuando  al  Poder 
Ejecutivo  ó  á  sus  agentes  se  les  proponga  declararlas  sediciosas  ó  antirre- 
publicanas; aunque  no  tengan  mnguno  de  esos  caracteres,  y  por  el 
contrario  sean  clara  y  evidentemente  benéficas  en  todo  sentido  y  para 
todo  el  mundo.  Prohibe  también  todas  aquellas  ceremonias  del  culto 
extemo  que  los  empleados  referidos  tengan  á  bien  declarar  sediciosas  6 
antirrepublicanas ;  aunque  es  evidente  para  todo  el  que  conozca  el  culto 
católico,  y  tenga  siquiera  sentido  común  y  razón  natural,  que  no  hay  ni 
puede  haber  una  sola  que  se  encuentre  en  ese  caso, 
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El  articulo  10  prohibe  ejercer  funciones  de  Obispo^  Provisor  y  Vicario 
general  ó  capitular  á  los  que  no  sean  cancanos  de  nacimiento. 

El  articulo  11^  finalmente^  prohibe  ejercer  sus  funciones  á  los 
ministros  del  culto  católico  sin  que  previamente  prometan  obedecer  y 
respetar  la  Constitución  y  las  leyes ;  aunque  tales  Constitución  y  leyes 
contengan  disposiciones  clara  y  evidentemente  opuestas  á  las  leyes  de 
Dios  y  de  su  Iglesia.  Á  los  que  no  se  sometan  á  eso.  se  les  castiga 
con  destierro  del  Estado  por  diez  años^  y  multa  de  trescientos  á  ocho 
mil  pesos. 

Tal  es  el  estado  á  que  ha  quedado  reducida  en  el  Cauca  la  libertad 
religiosa  para  los  católicos;  es  deícir  para  todo  el  pueblo  cancano,  con 
pocas  é  insignificantes  excepciones :  es  la  servidumbre  más  ignomi- 
niosa y  más  degradante  que  puede  haber  en  el  mundo.  Y  sin  embargo^ 
ni  la  Corte  ni  el  Senado  han  podido  encontrar  en  tan  monstruosas  y 
absurdas  disposiciones  violación  alguna  de  las  garantias  que  consagra 
y  define  el  articulo  15  de  la  Constitución  nacional,  elevándolas  á  la 
oategoría  de  bases  esenciales  é  invariables  de  la  Unión  entre  los  Estados ; 
entre  las  cuales  figuran  las  siguientes  : 

3f  La  libertad  individual;  que  no  tiene  más  límite  que  la  libertad  de  otro  indivi- 
duo ;  es  decir  la  facultad  de  baoer  ú  omitir  todo  aquello  de  cuya  ejecución  ú 
omisión  no  resulte  daño  á  otro  individuo  ó  á  la  comunidad. 

4^  La  seguridad  personal;  de  manera  ^ue  no  sea  atacada  impunemente  por  otro 
individuo  ó  por  la  autoridad  pública :  ni  ser  presos  ó  detenidos  sino  por  motivo 
criminal  ó  por  vía  de  pena  correccional :  ni  juzgados  por  comisiones  ó  tribunales 
extraordinarios :  ni  penados  sin  ser  oídos  y  vencidos  en  juicio ;  y  todo  esto  en 
virtud  de  leyes  preexistentes. 

7'  La  libertad  de  expresar  sus  pensamientos  de  palabra  ó  por  escrito  sin 
HmitcLción  <úgtma. 

14.  La  libertad  de  asociarse  s^in  armas. 

16,  La  profesión  pública  ó  privada  de  cualquiera  religión ;  con  tal  que  no  se 
ejecuten  hechos  incompatibles  con  la  soberanía  nacional  ó  que  tengan  por  objeto 
turbar  la  paz  pública. 

No  satisfecha  la  Asamblea  del  Cauca  con  la  ley  que  acabamos 
analizar,  expidió  otra,  de  fecha  23  de  Octubre  del  mismo  año  de  "  ^ 
en  la  cual  figuran  las  siguientes  disposiciones  : 

Art.  15.  Pertenecen  á  los  archivos  públicos,  y  serán  en  consecuencia  entregados 
á  los  Notarios  bajo  riguroso  inventario,  los  libros  llamados  parroquiales,  de 
matrimonios,  nacimientos  y  defunciones  que  llevaron  los  curas  nasta  el  año  de 
1852,  en  qué  se  encargó  á  los  Notarios  el  registro  del  estado  civil  de  las  personas. 
Los  libros  pertenecientes  á  los  años  posteriores  se  tomarán  también;  pero  si  fueren 
reclamados  por  los  curas,  se  les  devolverán  dejándose  una  copia  de  ellos  debida- 
mente autorizada  y  en  uno  ó  unos  libros  cuyas  hojas  deben  estar  rubricadas  por  la 
primera  autoridad  política  del  lugar. 

Art.  21.  Los  ministros  de  los  cultos  no  celebrarán  ceremonias  como  bautismos, 
matrimonios  ni  entierros,  sin  que  se  les  compruebe  con  xma  atestación  del  Notario 
que  se  ha  inscrito  en  el  registro  la  partida  de  nacimiento  ó  defunción,  bajo  la  pena 
señalada  en  el  articulo  6f  de  la  ley  40  del  presente  año. 

Esa  pena  es  la  de  destierro  del  Estado  por  uno  á  cinco  años^  decretado 
breve  y  sumariamente  por  los  Jefes  mimicipales  respectivos. 

20.  Pidióse  la  suspensión  y  anulación  de  estas  disposiciones,  y^el 


618  TUICIÓN,  INSPECCIÓN    DE    CULTOS   Y   PERSECUCIÓN. 

señor  Procurador  coadyuvó  la  solicitud  en  lo  relativo  al  artículo  15  pero 
no  en  lo  demás.  Alegó  para  ello  la  circunstancia  de  que  los  ministro» 
del  culto  no  llevaron  sus  libros  en  calidad  de  empleados  civiles  sino 
como  párrocos,  en  virtud  de  disposiciones  eclesiásticas  ;  por  lo  cual,  arre- 
batarles esos  libros  era  despojarlos  de  una  propiedad  perteneciente  á  la 
comunión  católica. 

Eespecto  del  artículo  21 ,  el  señor  Procurador  no  pidió  su  suspensión, 
no  porque  no  lo  creyera  inconstitucional  sino  por  acatar  ciertas  resolu- 
ciones dictadas  ya  en  casos  análogos. 

En  la  Corte  no  se  obtuvo  la  imanimidad  ni  aun  para  la  suspensión, 
del  artículo  15.  Entre  las  razones  que  uno  de  los  señores  Ma^strados 
alegó  para  negar  la  suspensión  figura  la  de  que  las  garantías  individuales 
no  se  extienden  á  los  ministros  del  culto  en  su  calidad  de  tales ;  lo 
que  equivale  á  abandonar  los  derechos  de  las  entidades  católicas  á  la 
merced  de  los  malvados,  libres  de  todo  freno,  de  toda  traba  y  de  todo 
temor. 

Otra  razón,  expuesta  por  el  señor  Magistrado  sustanciador  en  el  pro- 
yecto de  resolución  que  presentó,  fue  la  siguiente : 

Los  párrocos,  reconocidos  como  empleados  públicos  por  la  legislación  civil 
nacional,  eran  los  qae  celebraban  6  autorizaban  los  actos  religiosos  de  bantismo, 
matrimonio  y  entierro  ;  y  á  las  inscripciones  que  hacían  en  sus  libros,  se  daba  x)or 
el  poder  civil  entera  fe  j  crédito ;  de  modo  que  se  consideraban  tales  libros  como 
perteneciente^  á  un  archivo  púbKco  ú  oficial,  de  los  cuales  la  ley  civÜ  pudo  disponer 
en  cualquier  tiempo,  como  ha  dispuesto  ahora  la  ley  del  Cauca. 

Este  razonamiento  fué  impugnado  por  uno  de  los  señores  Magistrados 
de  la  Corte,  en  los  términos  siguientes : 

Dicen  que  los  curas  llevaban  esos  libros  en  calidad  de  empleados  públicos  civiles 
encargados  del  registro  civil  de  las  personas.  Carece  de  verdad  esta  afirmación, 
porque  no  se  encuentra  en  las  constituciones  que  la  República  ha  expedido  ni  en 
las  leyes  antipas  y  modernas,  nin^na  que  haya  creado  tales  funcionarios  ni  que 
les  haya  atribuido  funciones  oficiales.  Ellos  han  existido  en  virtud  de  estatutos 
religiosos,  y  seguirán  existiendo  en  donde  quiera  que  se  profese  la  religión  que  los 
ha  creado.  Y  aunque  ya  esos  libros  no  produzcan  en  Colombia  nin^n  efecto  civil, 
siempre  continuaran  formándose,  en  obedecimiento  de  leyes  eclesis^ticas,  para  los 
fines  del  culto  respectivo. 

Después  de  tan  categórica  y  concluyente  refutación  era  de  esperarse 
que  si  se  insistía  en  sostener  las  ideas  del  Magistrado  sustanciador,  se 
presentase  la  ley  civil  en  virtud  de  la  cual  se  habían  llevado  los  libros 
referidos  por  los  curas.  Mas  como  eso  no  era  posible,  porque  tal  ley 
no  existía  ni  había  existido  nunca,  la  Comisión  del  Senado  encargada 
de  estudiar  el  asunto,  se  limito  á  reproducir,  al  pie  de  la  letra,  el  argu- 
mento de  dicho  Magistrado,  desentendiéndose  de  la  refutación.  Ese  es 
el  sistema  de  los  enemigos  de  la  Iglesia  :  hacen  hoy  un  argumento,  y 
se  les  contesta  victoriosamente ;  pero  mañana  lo  repiten,  como  si  no  se 
les  hubiese  contestado,  y  se  quedan  tan  satisfechos  como  si  su  argumen* 
tación  fiíese  irrefutable. 

El  Senado  aprobó  el  25  y  el  27  de  Mayo  de  1878  el  proyecto  de 
resolución  propuesto  por  la  Comisión,  en  el  sentido  de  la  validez  de  la 
ley  ;  y  quedó  así  despojada  la  Iglesia  de  sus  registros,  llevados  en  con- 
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fonnídad  con  las  leyes  de  la  misma  Iglesia  y  para  fines  exclusivamente 
religiosos. 

Sin  embargo,  el  número  5?  del  artículo  15  de  la  Constitución  garan- 
tiza ''la  propiedad;  no  pudiendo  ser  privados  de  ella  sino  por  pena  ó 
contribución  general,  con  arreglo  á  las  leyes,  6  cuando  así  lo  exija 
algún  grave  motivo  de  necesidad  publica,  judicialmente  declarado  y 
previa  indemnización/'  .  Pero  ¿qué  valen  para  muchos  de  nuestros 
hombres  públicos  las  garantías  constitucionales,  cuando  está  de  por  . 
medio  el  perseguir  directa  ó  indirectamente  á  la  Iglesia  católica,  ó  pri- 
varla de  lo  que  le  corresponde  P 

21.  Vuélvele  su  tumo  al  Estado  de  Antioquia  en  esta  nutrida 
revista  de  iniquidades  contra  la  Iglesia  y  sus  ministros.  No  era  posible 
que  la  Convención  de  1877  dejara  de  legislar  sobre  inspección  de  cultos ; 
y  lo  hizo  expidiendo  la  ley  de  21  de  Noviembre,  que  contiene  los  artí- 
culos siguientes : 

Art.  If  Los  ministrod  de  los  cultos  á  quienes  se  les  hubiere  retirado  el  pase  para 
ejercer  su  ministerio,  serán  expulsados  del  territorio  del  Estado,  por  el  término  de 
cuatro  años,  6  sufrirán  una  pena  de  reclusión  por  igual  tiempo  si  practicaren  de 
algún  modo  funciones  relativas  á  su  ministerio. 

Art.  2?  Todo  funcionario  político  ó  administrativo  en  el  Estado  es  competente 
para  comprobar  ó  imponer  las  penas  establecidas  en  el  artículo  1? 

Art.  3?  La  resolución  que  dicte  la  autoridad  administrativa  se  notificará  al 
ministro  acusado,  conforme  á  las  leyes  de  policía,  para  que  dentro  del  término  de 
veinticuatro  horas  salga  del  territorio  6  comience  la  reclusión  de  que  habla  etta 
ley. 

Art.  4''  Toda  resolución  referente  á  esta  materia  será  consultada  con  el  Encargado 
del  Poder  Ejecutivo,  para  su  reforma  ó  aprobación. 

22.  Ningún  medio  mejor  podemos  adoptar  para  refutar  esta  ley, 
que  reproducir  la  primera  parte  de  una  solicitud  elevada  por  el  Ilustrí- 
simo  señor  Obispo  de  Medellin  á  la  Asamblea  legislativa  del  Estado, 
con  fecha  4  de  Noviembre  de  1878,  relativa  á  ésa  y  á  otras  leyes 
expedidas  por  la  Convención  de  1877 ;  y  de  la  cual  ya  hemos  tomado 
antes  otros  fragmentos.    Dice  así : 

Desde  que  plugo  á  Dios  echar  sobre  nuestros  débiles  hombros  el  grave  peso  del 
Episcopado,  nos  impuso  la  ineludible  obligación  de  defender  los  derechos  y  los 
intereses  de  la  parte  de  la  grey  catóHca  confiada  á  nuestros  cuidados. 

No  extrañéis,  por  lo  mismo,  que  nos  dirijamos  hoy  á  vosotros  con  el  objeto  de 
pediros  la  derogación  de  algunas  disposiciones  que  expidió  la  Convención  consti- 
tuyente del  año  anterior,  y  que  afectan  más  ó  menos  directamente  esos  mismos 
derechos  é  intereses. 

Figuran  en  primer  término  las  disposiciones  de  la  ley  17  de  21  de  Noviembre 
ultimo,  sobre  inspección  en  materia  de  cultos. 

El  artículo  1?  dispone  lo  siguiente  : 

"  Los  ministros  de  los  cultos  á  quienes  se  hubiere  retirado  el  pase  para  ejercer 
su  ministerio,  serán  expulsados  del  territorio  del  Estado,  por  el  término  de  cuatro 
años,  6  sufrirán  una  pena  de  reclusión  por  igual  tiempo,  si  practicaren  de  algún 
modo  funciones  relativas  á  su  ministerio." 

Nunca  ha  reconocido  ni  puede  reconocer  la  Iglesia  á  la  potestad  civil  el  derecho 
de  prohibir  ó  permitir  al  Episcopado  j  al  clero  el  ejercicio  de  las  funciones  de  su 
sagrado  ministerio.  Es,  al  contrario,  á  despecho  de  las  prohibiciones  de  esa 
jmsma  potestad,  como  el  cristianismo  se  ha  ido  difundiendo  de  pueblo  en  pueblo, 
por  todos  los  ámbitos  de  la  tierra,  en  el  largo  trascurso  de  los  siglos. 

No  es  ésta,  en  verdad,  la  primera  vez  que  el  poder  civil  pretende  arrogarse  esa 
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facultad.  En  toAos  los  tiempos  han  existido  idénticas  pretensiones,  ya  en  nnos 
Indares,  ya  en  otros ;  pero  siempre,  en  todas  partes,  la  Iglesia  ha  defendido  esfor- 
za^mente  sn  libertad,  que  es  de  derecho  divino ;  y  sólo  por  concesión  especial 
saya  han  podido  ejercer  legítimamente  semejante  derecho  ciertos  soberanos,  en 
determinados  tiempos  y  paues ;  no  de  nna  manera  absoluta,  sino  dentro  de  los 
limites  expresamente  convenidos. 

AI  resistir  en  esto  los  Obispos  y  el  clero  á  la  potestad  civil,  no  lo  hacen  por  puro 
capricho,  ni  por  espíritu  de  oi^gullo  y  de  presunción.    Cumplen  únicamente  nn 
deber  ineludible,  v  siguen  el  ejemplo  que  les  dejaron  los  Apóstoles,  y  que  ha 
.  recomendado  y  aplaudido  siempre  la  Iglesia. 

Permitidnos,  á  propósito  de  esto,  recordaros  lo  que  ocurrió  en  Jerusalén  con  dos 
de  los  Apóstoles,  indignados  los  Príncipes  de  los  sacerdotes  y  los  ancianos  j 
los  escribas  por  la  maravillosa  curación  de  un  ci^o  de  nacimiento  y  por  la  predi- 
cación de  la  verdad  cristiana,  hicieron  aprehender  a  Pedro  y  á  Juan,  y  les  intimaron 
que  nunca  más  hablasen  ni  enseñasen  en  el  nombre  de  Jesús.  Entonces  Pedro  y 
Juan  respondiendo  les  dijeron:  "  Si  es  justo  delante  de  Dios  oíros  á  vosotros  antes 
que  á  Dios,  juzgadlo  vosotros.  Pues  no  podemos  deiar  de  hablar  las  cosas  que 
habernos  visto  y  oído.    Ellos  entonces  amenazándolos  los  dejaron  ir  libres."  ^ 

Fieles  á  su  misión  y  despreciando  en  esto  los  mandatos  de  los  poderes  públicos, 
siguieron  los  Apóstoles  ejerciendo  su  augusto  ministerio,  hasta  que,  aprisionados 
de  nuevo,  oyeron  de  la  boca  del  Príncipe  de  los  sacerdotes  estas  palabras :  "  Con 
expreso  precepto  os  mandamos  que  no  enseñaseis  en  este  nombre ;  y  ved  que  habéis 
llenado  ¿  Jerusalén  de  vuestra  doctrina :  y  queréis  echar  sobre  nosotros  la 
sangre  de  ese  hombre.  T  respondiendo  Pedro  y  los  Apóstoles  dijeron  :  Es 
menester  obedecer  antes  á  Dios  que  á  los  hombres."* 

Tal  es  y  tiene  que  ser  siempre  nuestra  línea  de  conducta  en  esta  grave  materia. 
En  vano  el  poder  civil  nos  pronibirá  el  ejercicio  de  nuestras  funciones,  bajo  las  más 
severas  penas. 

Nosotros  no  podemos  obedecer  en  esto,  porque  en  nuestros  oídos  resuenan  sin 
cesar  aquellas  terribles  palabras  que  dirigió  Dios  al  profeta  Ezequiel :  "  Hijo  del 
hombre,  te  he  dado  por  centiuela  a  la  casa  de  Israel :  oirás  la  palabra  de  mi  boca  y 
se  la  anunciarás  de  mi  parte.  Si  diciendo  yo  al  impío  :  de  cierto  morirás ;  tú  no 
se  lo  anunciares  ni  le  hablares  para  que  se  aparte  de  su  camino  impío,  y  viva : 
aquel  impío  morirá  en  su  maldad,  mas  la  sangre  de  él,  de  tu  mano  la  demandaré  .  .  . 
y  aun  mas,  si  el  justo  se  apartare  de  su  justicia  é  hiciere  maldad :  pondré  tropiezos 
delante  de  él,  él  morirá  porque  no  le  apercibiste :  morirá  en  su  pecado  .  .  .  mas  su 
sangre  demandaré  yo  de  tu  mano."' 

¿  Qué  son,  en  presencia  de  estas  terribles  amenazas,  que  habrán  de  cumplirse 
irremisiblemente,  vuestras  reclusiones  y  vuestros  destierros  P  ¿  Por  qué  habréis 
de  extrañar,  pues,  que,  llegado  el  evento  que  la  ley  prevé,  los  ministros  del 
santuario  fieles  á  nuestra  misión,  cumplamos  con  los  sagrados  deberes  que  se  nos 
han  impuesto,  aunque  echemos  sobre  nuestras  cabezas  t^o  el  peso  de  la  autoridad 
pública  P 

Y  no  es  que  en  sí  mismas  sean  pequeñas  las  penas  impuestas  por  la  ley  en 
referencia.  Kecorred  el  Código  penal,  y  no  encontraréis  pena  de  cuatro  años  de 
reclusión  ó  de  destierro  sino  para  delitos  de  suma  gravedad ;  y  esa  misma  pena  es 
la  que  quiere  aplicársenos  á  los  ministros  del  culto.  ¿  Por  qué  P  Porque  ejerce- 
mos las  funciones  de  nuestro  ministerio;  es  decir,  porque  celebramos  el  santo 
sacrificio  de  la  misa,  ó  Uevamoe  los  consuelos  de  la  reii^ón  á  los  infelices  con  la 
administración  de  los  sacramentos,  ó  presidimos  los  ejercicios  del  culto,  ó  enseñamos 
á  las  gentes  lo  que  hemos  aprendido  del  divino  Maestro.  ¿  Cómo  imputáis  á  delito 
el  librar  al  niño  de  la  mancha  del  pecado,  con  el  agua  del  bautismo  P  ¿  Ni  cómo 
vais  á  enviar  á  la  reclusión  ó  di  destierro  al  pobre  sacerdote  por  el  solo  hecho  de  oír 
de  los  labios  del  pecador  moribundo  la  confesión  de  sus  crímenes,  para  descargarlo 
del  peso  de  ellos  y  abrirle  la  puerta  de  la  verdadera  vida  P 


'  Actos,  rV,  18, 19  y  20. 

»  Actos,  V,  28  y  29. 

'  Ezech.,  ni,  17,  18  y  20.  r"  T 
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Y  sin  embargo,  ésas  y  otras  machas  iniquidades  podrán  llegar  á  cometerse,  si 
no  derogáis  dicna  ley. 

El  artículo  2f  de  la  citada  ley  dispone  lo  simiente: 

**  Todo  fnncionario  político  6  administrativo  en  el  Estado  es  competente  para 
comprobar  6  imponer  las  penas  establecidas  en  el  articulo  1?  " 

No  puede  comprenderse  cómo  Ha  pKdido  sancionarse  una  disposición  semejante. 
Funcionarios  son,  políticos  y  administrativos,  los  oficiales  y  porteros  de  la 
Presidencia  del  Estado,  los  secretarios  y  oficiales  de  las  prefecturas  y  alcaldías,  y 
los  comisarios  de  policía.  ¿  T  puede  uno  cualquiera  de  ellos,  por  sí  y  ante  si, 
proceder  á  imponer  á  un  Obispo  6  á  un  sacerdote  la  pena  de  cuatro  años  de 
reclusión  ;|^  de  destierro  P  Eso  dice  la  ley,  pero  salta  á  la  vista  que  consagra  una 
enorme  iniquidad. 

Demostrada  ya  la  injusticia  de  las  disposiciones  de  la  ley  que  vamos  examinando, 
permitid  que  os  demostremos  también  que  son  opuestas  a  las  garantías  consti- 
tucionales. 

Yed,  si  no,  lo  que  sobre  el  particular  dispone  la  Constitución  federal. 

'' Art.  15.  Es  base  esenci£kl  é  invariable  de  la  unión  entre  los  Estados  el  recono- 
cimiento y  la  garantía,  por  parte  del  Gobierno  general  y  de  los  Gobiernos  de  todos 
Lcada  uno  de  los  Estados,  de  los  derechos  individuales  que  pertenecen  á  los 
hitantes  y  transeúntes  en  los  Estados  Unidos  de  Colombia,  á  saber : 

"  16.  La  profesión  libre,  pública  y  privada,  de  cualquiera  religión,  con  tal  que 
no  se  ejecuten  hechos  incompatibles  con  la  soberanía  nacional,  ó  que  tengan  por 
objeto  turbar  la  paz  pública. 

"  Art.  23.  Para  sostener  la  soberanía  nacional  y  mantener  la  seguridad  y  tran- 
quilidad públicas,  el  Gobierno  nacional  y  los  de  los  Estados  en  su  caso,  ejercerán 
el  derecho  de  suprema  inspección  sobre  los  cultos  religiosos,  según  lo  determine  la 
ley." 

Disposiciones  semejantes  se  encuentran  en  la  Constitución  del  Estado,  como 
puede  verse  en  el  número  16,  artículo  7" 

Tenemos,  pues,  como  base  perfectamente  fija  y  clara,  que  en  asuntos  religiosos 
no  pueden  prohibirse  otros  hechos  que  los  que  sean  incompatibles  con  la  soberanía 
nacional,  y  los  que  tengan  por  objeto  turbar  la  paz  pública. 

La  soberanía  nacional  consiste  en  el  derecho  que  tiene  todo  país  de  regirse  y 
gobernarse  como  á  bien  lo  tenga,  sin  sujeción  á  ningún  poder  extraño. 

En  aguarda  de  esa  soberanía  se  han  dictado  las  disposiciones  de  los  títulos  1?  y 
2?  del  ubro  3?  del  Código  penal  de  la  Unión,  que  comprenden  desde  el  artículo  11/ 
hasta  el  174 ;  y  allí  puede  verse  cuáles  son  los  hechos  opuestos  á  esa  misma 
soberanía,  que  nada  tienen  de  común  con  el  ejercicio  del  ministerio  eclesiástico. 

En  cuanto  á  los  hechos  que  tienen  por  objeto  turbar  la  paz  pública,  no  pueden 
ser  sino  los  especificados  en  el  título  3?  del  mismo  Hbro,  que  comprenden  del 
artículo  175  al  217,  y  que  también  son  absolutamente  extraños  al  ejercicio  de  las 
funciones  sacerdotales. 

¿  Diréis,  acaso,  que  la  ley  nacional  de  9  de  Mayo  de  1877,  sobre  inspección  civil 
en  materia  de  cultos,  ha  elevado  al  rango  de  atentados  contra  la  soberanía 
nacional  y  contra  la  seguridad  y  la  tranquilidad  públicas  iJgunos  de  los  actos  que 
pueden  ejecutar  los  ministros  del  culto  en  ejercicio  de  sus  funciones  P 

Así  es  en  verdad;  mas  basta  leer  nuestro  Código  fundamental  para  conocer  que 
una  parte  de  los  hechos  allí  prohibidos,  no  son  otra  cosa  que  el  simple  ejercicio  de 
garantías  individuales  consignadas  expresamente  en  los  números  6?  y  7?  del  citado 
artículo  15  de  la  Constitución  federal,  los  cuales  no  están  limitados  por  la  soberanía 
jiacional,  ni  por  las  conveniencias  de  la  fpaz  pública ;  y  en  cuanto  á  los  demás, 
ellos  no  pueden  ser  ejecutados  por  los  ministros  del  culto  católico,  en  lo  que  tienen 
de  realmente  opuestos  á  la  soberanía  nacional  y  á  la  paz  pública. 

Pero  prescindiendo  de  eso,  y  aun  admitiendo  que  todos  los  hechos  allí  especifi- 
cados fueran  en  realidad  opuestos  á  la  soberanía  nacional  y  á  la  paz  pública, 
observad  que  ellos  no  comprenden  sino  una  ptiqueñísima  parte  de  las  funciones  de 
los  ministros  del  culto,  y  que  todas  las  demás  pueden  ser  ejercidas  ampliamente 
bajo  la  garantía  constitucional  citada,  porque  no  están  comprendidas  en  ninguno 
de  los  casos  de  excepción  ya  analizados. 

Verdad  es  que  el  artículo  13  de  la  citada  ley  exige  el  pase  para  poder  funcionar ; 

uiyiu^tíu  uy  -v^j  v^  v.^^  "x  i. v- 
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pero  esa  exigencia  es  evidentemente  opuesta  k  la  Constitución,  porque  ya  hemos 
visto  que  lo  único  que  puede  prohibirse  es  la  ejecución  de  determinados  hechos  jne 
sean  opuestos  á  la  soberanía  nacional  y  á  la  paz  pública,  y  no  en  general  el  ejercicio 
de  funciones  que  la  misma  ley  ha  estimado  armónicas  con  esa  misma  soberania  y 
con  esa  misma  paz  pública.  Tan  inconstitucional  es  la  prohibición  en  sí  misma, 
como  la  pena  con  que  quiso  hacerla  efectiva  la  Convención. 

Por  otra  parte,  si  el  asunto  del  pase  ha  sido  ya  materia  de  una  prohibición  en  la 
ley  nacional,  es  lo  razonable  que  esa  misma  ley  nacional  establezca  las  penas  que 
deben  imponerse  á  los  que  quebrantan  la  prohibición.  La  oficiosidad  de  la  Con- 
vención, y  una  oficiosidad  tan  severa  y  tan  infundada,  no  tiene  disculpa  de  ninguna 
clase,  ni  puede  sostenerse  ante  el  recto  sentido  común  y  la  recta  razón  natural. 

Permitidnos  una  última  observación  relativa  al  asunto  de  que  tratamos.  La 
citada  ley  nacional  fué  expedida  cuando  resonaban  aún  en  los  aires  los  ecos  lejanos 
de  los  mtimos  combates,  en  medio  de  la  embriaguez  del  triunfo,  y  partiendo  del 
supuesto  falso  de  que  eran  los  Obispos  y  el  clero  Quienes  habían  desencadenado 
sobre  el  país  los  horrores  de  la  guerra.  ¿  Qué  mucno  que  en  tales  circunstancias, 
nadie  se  acordara  de  la  justicia  ni  de  las  garantías  de  los  que  se  reputaban  enemigos 
vencidos,  y  se  pensara  sólo  en  enmordazarlos  y  en  hacerles  sentir  el  peso  del  braco 
vencedor  r  Esa  es  la  única  disculpa  que  podrá  alegarse  ante  la  posteridad  y  ante 
la  historia,  para  explicar,  ya  que  justificar  no  es  posible,  la  conducta  de  los  legisla- 
dores nacionales  de  1877  en  este  particular.  Y  ¿qué  podremos  decir  de  los 
convencionistas  de  Antioquia,  que  seis  meses  después  vienen  á  echar  el  peso  de  su 
poder  sobre  el  pobre  clero  perseguido  y  calumniado,  á  semejanza  de  Breno,  que  en 
otro  tiempo  arrojó  su  espada  al  plato  de  la  balanza,  al  grito  de  '*  Ay  de  los 
vencidos    ? 

Al  pediros,  pues,  como  os  pedimos,  la  derogación  de  la  ley  de  que  hemos 
hablado,  apenas  solicitamos  de  vosotros  un  acto  de  estricta  justicia,  y  por  lo  mismo 
de  notoria  conveniencia  pública. 

Inútil  fué  esa  reclamación.  La  ley  continúa  rigiendo,  y  hoy  día  el 
sacerdote  que  bautice  á  un  niño,  6  confiese  á  un  moribundo,  después  de 
que  el  Gobierno  le  retire  el  pase  aunque  esto  sea  por  puro  capricho,  se 
verá  por  ese  solo  hecho  sometido  á  dos  juicios  :  el  uno  ante  el  Presi- 
dente del  Estado,  para  aplicarle  la  multa  de  cincuenta  á  ochocientos 
pesos  ó  el  confinamiento  respectivo,  según  la  ley  nacional,  y  el  otro 
ante  cualquier  comisario  de  policía  ú  otro  empleado  del  orden  político, 
para  ser  enviado  á  la  reclusión  ó  al  destierro  por  cuatro  años,  sin 
perjuicio  de  llevarlo  á  la  cárcel  provisionalmente  si  fuere  reincidente. 
¡  Y  sin  embargo,  está  escrito  en  la  Constitución  nacional  que  nadie  puede 
ser  juzgado  por  comisión  6  tribunal  extraordinario,  ni  preso  6  detenido 
sino  por  motivo  criminal  ó  pena  correccional,  ni  penado  sin  ser  oído  y 
vencido  en  juicio ! 

23.  Yeamos  ahora  otro  ataque  hecho  á  la  Iglesia  ese  mismo  año  de 
1877  por  la  Asamblea  de  Cundinamarca.  La  ley  33  de  28  de  Noviem- 
bre contiene  las  siguientes  disposiciones : 

Artículo  único.  Las  entidades  religiosas  son  incapaces  : 

1?  De  suceder  por  cansa  de  muerte,  y  de  recibir  donaciones  entre  rivos  á  titulo 
universal.  * 

2?  De  poseer  otros  bienes  inmuebles  que  templos,  capillas,  casas  de  reunión 
episcopales  y  casas  de  párrocos. 

3?  De  poseer  otros  bienes  muebles  que  ornamentos,  alhajas  y«  demás  objetos 
destinados  inmediatamente  al  servicio  del  culto,  así  como  también  el  dmero 
procedente  de  los  suministros  voluntarios  á  que  se  refiere  el  parágrafo  del  artículo 
23  de  la  Constitución  nacional. 

Parágrafo.  Tampoco  podrán  poseer  bienes  inmuebles  ni  muebles  de  los  que 
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tenían  las  entidades  religiosas  extinguidas  por  el  articulo  5°  de  la  ley  nacional  de 
23  de  Abril  de  1863. 

24.  Pidióse  la  suspensión  y  anulación  de  esas  disposiciones  por  el 
Ilustrisimo  señor  Arzobispo  de  Bogotá  y  otras  personas,  y  el  señor  Pro- 
curador coadyuvó  la  solicitud  sólo  en  lo  relativo  á  los  números  2?  y  3? ; 
))ue8*creyó  que  el  número  1"  y  el  parágrafo  final  eran  exequibles.  En 
a  Corte  no  se  obtuvo  la  unanimidad  necesaria  para  suspender  dichas 
disposiciones ;  y  el  Senado^  en  sus  sesiones  de  13  y  14  de  Mayo  de  1878» 
declaró  válida  la  ley  en  todas  sus  partes. 

El  argumento  principal  que  se  hace  para  sostener  la  validez  del 
número  1?  consiste  en  que  el  asunto  de  sucesiones  y  trasmisión  de  los 
bienes  vacantes  por  muerte  del  que  los  poseía  pertenece  á  las  leyes 
civiles,  que  aquí  son  de  cargo  de  los  Estados.  Este  argumento  sería 
decisivo,  si  los  Estados  no  tuvieran  cortapisa  alguna  en  lo  relativo  á  sus 
atribuciones  legislativas  ;  pero  como  ellos  están  obligados  á  respetar  las 
disposiciones  de  la  Constitución  y  leyes  nacionales,  falta  probar  que  la 
disposición  aludida  no  pugna  con  alguna  de  las  que  figuran  entre  las 
instituciones  de  la  Nación. 

Á  este  propósito  pudiéramos  observar  que  la  incapacidad  creada  por 
esta  ley  no  está  en  armonía  con  la  garantía  10  del  artículo  15  de  la 
Constitución  nacional,  que  dice  así : 

La  igualdad ;  y  en  consecuencia  no  es  lícito  conceder  privilegios  ó  distinciones 
legales,  que  cedan  en  puro  favor  ó  beneficio  de  los  agraciados ;  ni  imponer  obliga- 
ciones especiales  qne  hagan  á  los  individuos  á  ellas  sujetos  de  peor  condición  qne 
los  demás. 

Pero  si  alguno  cree  que  esa  garantía  no  se  escribió  para  las  entidades 
reli^osas,  é  insiste  por  lo  mismo  en  sostenerla  validez  de  la  incapacidad 
establecida^  le  haremos  presente  que  dicha  incapacidad  no  ha  podido 
sancionarse  sino  por  odio  y  espíritu  de  persecución  á  las  entidades 
religiosas,  y  eso  nos  basta.  ¿  Qué  razón  de  conveniencia  ó  de  justicia 
puede  en  efecto  alegarse  para  sostener  semejante  incapacidad  ?  Nin- 
guna. Su  objeto  claro  y  manifiesto  es  coartar  la  libertad  de  los 
testadores  en  perjuicio  de  los  intereses  religiosos  de  la  comunidad. 

Dos  de  los  Magistrados  de  la  Corte  sostuvieron  la  validez  del  número 
2?  en  los  términos  siguientes :     ^ 

El  principio  de  la  incapacidad  de  las  comunidades,  asociaciones  y  entidades 
religiosas  para  adquirir  bienes  raíces,  lo  dejó  el  artículo  6?  de  la  misma  Constitu- 
ción ¿  la  legislación  civil  de  los  Estados.  De  manera  qne  todo  acto  legislativo  de 
cualquiera  de  éstos  que  reconozca  directa  ó  indirectamente  dicha  incapacidad  en 
las  entidades  rehgiosas,  está  ajustado  ¿  la  disposición  del  artículo  6?  citado ;  y  de 
consiguiente  no  puede  ser  suspendido  por  la  Corte  Suprema  federal.  T  como  el 
inciso  2?  de  la  ley  que  se  exanuna  establece  la  incapacidad  referida  en  las  entidades 
religiosas  que  haya  en  Cundinamarca  para  poseer  bienes  inmuebles  distintos  de 
templos,  capillas,  casas  de  reunión  episcopales  y  casas  de  párrocos,  es  evidente  que 
está  en  el  campo  de  acción  constitucional  del  Estado  mencionado.  Si  las  entidades 
religiosas,  pues,  están  sujetas  á  las  disposiciones  del  artículo  6?  relacionado,  no 
pueden  reclamar  la  garantía  consignada  en  el  inciso  5?  del  artículo  15  de  la  Consti- 
tución nacional,  cuando  se  trata  de  la  ley  de  un  Estado,  que  les  prohibe  tener 
bienes  raíces,  porque,  para  tal  caso,  son  incapaces  de  dicha  garantía. 

Para  que  podamos  juzgar  acertadamente  de  la  fuerza  de  este  razona-    t 
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miento,  conviene  que  trascribamos  la  parte  respectiva  del  artículo  6?  de 
la  Constitución  nacional. 

Los  Estados  conTÍenen  en  consignar  en  sus  constitaciones  y  en  sa  legislación 
civil  el  principio  de  la  incapacidad  de  las  comunidades,  corporaciones,  asociaciones 
y  entidades  religiosas  para  adquvri/i'  bienes  raíces.  .  •  • 

La  manera  de  razonar  de  esos  Magistrados  es,  pues,  la  siguiente : 
El  articulo  6?  de  la  Constitución  nacional  consagra  el  principio  de  la 
incapacidad  de  las  entidades  religiosas  para  adquirir  bienes  raices.  Por 
consiguiente,  todo  acto  legislativo  de  los  Estados  que  reconozca  directa 
6  indirectamente  dicha  incapacidad,  es  constitucional,  y  no  puede  ser 
suspendido.  La  disposición  de  que  se  trata  se  encuentra  en  ese  caso, 
luego  es  válida. 

Pero  dichos  Magistrados  no  cayeron  en  la  cuenta  de  que  la  disposición 
constitucional  se  refiere  á  la  adquisición,  y  la  ley  de  Cundinamarca  á 
la  posesión;  y  se  comprende  que  hay  una  patente  diferencia  entre 
prohibirle  á  uno  adquirir  bienes  y  prohibirle  conserrar  y  disfrutar  los  que 
ya  tiene  adquiridos.  La  Constitución  prohibe  adquirir,  pero  no  conservar  - 
y  poseer ;  la  ley  de  Cundinamarca  mohihe  poseer  aun  lo  que  ya  se  había 
adquirido  cuando  se  sancionó  la  prohibición  de  adquirir ;  y  como  esto  era 
lícito,  según  la  Constitución,  resulta  que  la  ley  de  Cundinamarca  prohibe 
una  cosa  garantizada  por  la  Constitución  nacional  y  es  opuesta  á  ella. 

¿  Se  dirá  tal  vez  que  lo  que  la  ley  de  Cundinamarca  prohibe  poseer  es 
lo  mismo  que  por  la  desamortización  había  perdido  la  entidad  católica, 
y  que  por  esa  razón  hay  armonía  entre  las  dos  prohibiciones  indicadas  ? 
Eso  no  es  cierto ;  y  en  prueba  de  ello  podemos  invocar  el  testimonio  de 
los  mismos  Magistrados  que  sostienen  la  validez  de  esta  disposición. 

En  efecto,  diez  y  seis  días  antes  de  exponerse  esta  doctrina,  se  celebraba 
im  acuerdo  para  decidir  acerca  de  la  suspensión  de  otra  ley  de  Cundina- 
marca, por  la  cual  se  arrebataba  á  la  comunión  católica  el  edificio  del 
Seminario  que  poseía  con  pleno  derecho  de  dominio  desde  tiempo  inme- 
n^>rial ;  y  los  mismos  Magistrados  de  que  tratamos  sostenían  que  esa 
ley  era  válida  porque  guardaba  armonía  con  la  que  examinamos  al 
presente ;  y  que  como  entonces  no  podían  ocuparse  en  suspender  ésta^ 
tampoco  podían  suspender  aquélla.  Oigamos  sus  propias  palabras,  que  se 
encuentrta  después  de  copiar  íntegramente  la  ley  que  examinamos. 

Como  la  Corte  no  pnede  entrar  ahora  en  el  examen  y  calificación  de  esta  última 
ley  (la  de  incapacidad  para  poseer  inmuebles),  porqae  no  se  trata  actualmente  de 
saber  si  deba  suspenderse  ó  no,  tiene  que  respetarla  y  partir  de  ella  para  apreciarla 
29  sujeta  á  su  censura  (la  de  despojo  del  Seminario).  T  si  dicha  ley  no  peimite  á 
las  entidades  religiosas,  tales  como  el  Arzobispo,  la  ArguidÁócesis  etc.,  poseer  más 
bienes  inmuebles  que  templos,  capillas,  casas  de  reunión  episcopales  y  casas  de 
párrocos,  es  claro  y  evidente  que  en  el  Estado  de  Cundinamarca  no  pueden  esas 
mismas  entidades  poseer  locales  y  edificios  de  colegios,  porque  estos  bienes  no 
están  incluidos  entre  los  que  consiente  tener  la  ley  33  citada.  De  lo  cual  se  sigue, 
que  no  siéndoles  lícito  poseer  colegios,  el  local  del  Seminario  quedó  sin  poseedor 
legítimo.  Y  quedándolo,  puede  la  ley  29  que  se  examina  dar  destino  á  tal  loc^  6 
edificio,  como  que  la  legislación  civil  es  de  la  exclusiva  competencia  de  los  Estados ; 
y  entonces  esta  ley,  juzgada  en  relación  con  la  33  preinserta,  no  es  violatoria  de 
ninguna  de  las  disposiciones  de  la  Constitución  y  leyes  nacionales ;  y  por  lo  mismo 
no  puede  suspenderse. 

Gomo  se  ve,  los  mismos  Magistrados  habían  dado  de  antemano  á  la 
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ley  un  alcance  mucho  mayor  que  el  del  artículo  6?  de  la  Constitución. 
¿  Cómo,  pues,  nos  salen  ahora  con  que  basta  la  existencia  de  éste  para 
justificar  aquélla  P  No  había  servido  de  apoyo  el  artículo  6?  de  la 
Constitución  para  suspender  la  ]ey  de  despojo  del  Seminario,  pero  sí  les 
sirvió  para  el  efecto  la  ley  de  incapacidad  para  poseer  inmuebles.  Luego 
estas  disposiciones  tienen  mayores  alcances  que  aquélla,  y  no  pueden  ser 
justificadas  con  ella. 

Mirando  la  cosa  desde  otro  punto  de  vista,  puede  observarse  que  si  la 
ley  de  incapacidad  dice  lo  mismo  que  el  artículo  6?  de  la  Consntución, 
es  inútil ;  y  si  dispone  una  cosa  distinta,  no  puede  ampararse  bajo  el  ala 
de  esta  última  disposición.  Pero  los  enemigos  de  la  Iglesia  no  son 
gentes  que  hagan  las  cosas  sin  objeto,  y  ya  hemos  visto  el  que  se  tenia 
en  mira  con  la  ley  de  incf^acidad  citada,  á  saber :  arrebatar  á  las  enti- 
dades religiosas  los  bienes  que  había  excluido  la  desamortización,  y  que 
no  fueran  templos  y  casas  episcopales  ó  cúrales.  Si  excluyen  ésos 
todavía,  es  porque  creen  que  aun  no  está  suficientemente  preparado  el 
terreno  para  arrebatarlos ;  pero  de  seguro  que  hay  ya  quienes  estén 
haciendo  cálculos  sobre  la  época  en  que  podrán  llevar  á  buen  término 
esa  nueva  iniquidad.  Lo  hecho  en  el  Toiima  es  ima  tentativa  cuyo  buen 
éxito  alentará  de  seguro  á  los  perseguidores  para  nuevas  y  más  impor- 
tantes y  desastrosas  empresas. 

25.  Lisertemos  una  ley  del  Estado  de  Boyacá  que  aunque  de  antigua 
data  es  poco  conocida  en  el  país.  Lleva  fecha  26  de  Octubre  de  1870, 
está  marcada  con  el  número  LXXI,  y  es  del  tenor  siguiente  : 

Art.  Vi  Hallándose  dispuesto  por  el  artículo  23  de  la  Gonstittftión  nacional,  que 
todo  culto  se  sostenga  con  lo  que  los  respectiyos  reli^onarios  suministren  volan- 
tariamente,  está  prohibido  á  todo  funcionario  púbüco  6  autoridad  del  Estado 
prestar  su  acción  para  hacer  efectivo  el  pago  de  cantidtides  que  directa  ó  indirec- 
tamente tengan  por  objeto  el  sostenimiento  de  un  culto,  6  que  tengan  por  origen 
cualquiera  contribución  eclesiástica. 

Alt.  2f  Serán  nulas  las  obligaciones  que  se  contraigan  con  las  iglesias,  corpora- 
ciones, entidades,  funcionarios  ó  prelados  eclesiásticos,  con  el  objeto  de  indemnizar 
perjuicios  recibidos  por  la  ley  de  desamortización  de  bienes  ae  manos  muertas, 
completar  el  valor  de  éstos,  ó  reconocer  bajo  alguna  forma  cualquier  derecho  que 
imi)lique  el  dominio  ó  algún  otro  en  las  expresadas  iglesias,  corporaciones, 
entidades,  funcionarios  ó  prelados  eclesiásticos,  con  excepción  de  los  que  se  les 
otorgan  por  el  decreto  de  9  de  Septiembre  de  1861  sobre  desamortización  de  bienes 
de  manos  muertas,  y  por  las  demás  leyes  que  con  posterioridad  se  han  expedido 
sobre  la  materia. 

Art.  3f  Los  individuos  que  se  hagan  otorgar  documento  por  cantidades 
destinadas  al  sostenimiento  del  culto,  con  el  objeto  de  eludir  las  disposiciones  de 
esta  ley,  é  intenten  cobrarlas  judicialmente,  serán  juzgados  por  el  dehto  de  estafa, 
y  castigados  de  conformidad  con  el  Código  penal. 

Art.  4?  La  persona  natural  ó  jurídica  qne  se  hafi^a  otor^r  documento  ó  que 
pretenda  cobrar  cantidad  alguna  por  cualquiera  de  los  motivos  prohibidos  en  el 
artículo  2?  cometerá  el  delito  de  estafa,  y  por  ól  será  juzgado  y  penado  conforme  á 
las  leyes. 

Á  primera  vista  se  comprende  que  el  objeto  del  artículo  1?  es 
dar  un  golpe  de  muerte  á  los  impuestos  eclesiásticos,  anulando  de  raíz 
todos  los  contratos  que  se  celebren  para  su  percepción,  manejo,  adminis- 
tración é  inversión.  La  ley  dice  á  los  que  deben  algo  á  la  Iglesia  por 
esa  razón  :  **  No  seáis  tontos  :  no  paguéis,  porque  yo  declaro  nulas  las 
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obligaciones  contraidas ;  y  si  habéis  pagado  reclamad,  que  yo  os  haré 
restituir  lo  cubierto  por  pago  indebido.  ¿  Habéis  otorgado  por  ventura 
documento^  ú  os  quieren  cobrar  lo  que  debéis  en  virtud  de  él  ?  Pues  no 
temáis :  sí  lo  intentaren  en  juicio,  no  sólo  desecharé  su  demanda,  sino 
que  castigaré  al  demandante  como  estafador,  á  fin  de  que  no  vuelva  á  tener 
la  osadía  de  cobrar  lo  que  se  le  debe.  Ahí  está  para  el  efecto  el  articulo 
3?delaley.^' 

El  objeto  del  articulo  2?  es  impedir  que  los  que  causaron  perjuicios  á 
la  Iglesia  con  redenciones  de  censos  ó  remates  de  bienes,  los  indemnicen 
an  poca  6  en  mucha  cantidad.  En  estricta  justicia  la  Iglesia  tiene 
derecho  para  que  los  que  redimen  sus  censos  6  rematan  sus  bienes  le 
indemnicen  todo  el  perjuicio  recibido ;  pero  generosa  y  benigna  como  es, 
se  conforma  generalmente  con  que  el  que  hizo  la  redención  ó  el  remate 
le  indemnice  los  perjuicios  sólo  hasta  la  concurrencia  de  lo  que  él  ganó 
en  la  operación.  Aun  ese  género  de  indemnización  limitada  le  parece 
intolerable  á  la  ley  de  Boyacá ;  y  no  solamente  declara  nulos  todos  los 
convenios  que  se  hagan  sobre  el  particular,  sino  que  en  el  artículo 
4?  erige  en  delito  de  estafa  el  simple  hecho  de  hacer  otorgar  documentos 
referentes  á  tales  convenios. 

Tan  ciegos  estaban  esos  legisladores  por  el  odio  contra  la  Iglesia  y  el 
clero,  que  mandaron  juzgar  como  estafadoras  á  persotias  jurídicas,  es 
decir  á  entidades  morales  6  conjuntos  indeterminados  de  individuos. 
¿  Cómo  le  aplicarían  á  la  comunión  católica  la  pena  señalada  para  los 
estafadores  ?  Excusado  nos  parece  agregar  observación  alguna  en  el 
particular.         , 

Tales  son  las  leyes  de  los  Estados,  relacionadas  con  esta  materia,  de 
que  tenemos  noticia  hasta  hoy.  Probablemente  no  son  las  únicas  que 
existen,  porque  son  deficientes  los  datos  que  hemos  podido  proporcio- 
namos al  escribir  esta  parte  de  nuestro  trabajo ;  pero  ellas  bastan  para 
que  se  conozca  el  espíritu  dominante  en  varios  de  los  legisladores 
seccionales,  que  es  eminentemente  anticatólico  y  perseguidor.  Siempre 
encontramos  á  la  Iglesia  en  calidad  de  víctima,  y  acusada  de  verdugo 
por  sus  propios  victimarios. 

26.  Agreguemos,  para  terminar,  el  comentario  que  hace  el  escritor 
español  tantas  veces  citado,  de  algunas  Proposiciones  del  Syllabus  rela- 
cionadas con  esta  materia. 

En  la  Proposición  28  se  condena  el  absurdo  error  de  los  que  dicen  que  no  es 
lícito  á  los  Obispos  el  publicar,  sin  la  autorización  de  la  potestad  civil,  ni  aun  las 
mismas  letras  apostólicas. 

Para  que  resalten  todo  la  impiedad  y  absurdidad  de  este  error,  sólo  se  necesita 
recordar : 

1?  Que  en  todos  los  países  de  Europa  se  admite  hoy  la  libertad  de  imprenta, 
y  que,  por  lo  mismo,  todo  el  mundo  publica  todo  género  de  documentos.* 

2'  Que,  esto  no  obstante,  se  prohibe  á  los  Obispos  el  publicar  documentos 
emanados  de  la  Santa  Sede. 

Tan  monstruoso  es  esto  que,  por  lo  común,  los  miamos  Gobiernos,  por  rubor,  se 
abstienen  de  "perseguir  á  los  Obisjíos  que,  cumpliendo  con  su  deber,  reciben  y 


*  Este  argumento  tiene  mayor  fuerza  entre  nosotros,  porque  aquí,  según  la 
Constitución,  esa  libertad  no  tiene  restricciones  de  ninguna  clase ;  al  paso  que  en 
Europa  sí  tiene  notables  restricciones. 
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publican  Bulas,  Breves  ó  Rescriptos,  que  proYÍenen  de  la  Santa  Sede.    Las  leyes 
en  esta  punto  son  ridiculas  é  inaplicables.  .  .  . 

En  la  Proposición  80  se  condena  el  tan  absurdo  como  abominable  error  de  los 
que  afirman  que  la  inmunidad  de  las  personas  eclesiásticas  proviene  del  derecho 
civiL 
Esto  es  absolutamente  falso,  y  lo  es  : 

If  Porque  la  inmunidad  de  la  Iglesia  se  funda  en  la  misma  índole  de  la  Iglesia. 
Siendo  la  Iglesia  sociedad  divina,  siendo  la  institución  predilecta  de  Dios,  por 
fuerza  ha  de  tener  la  inmunidad  que  Dios  quiere  que  tenga. 

2?  Porque  la  Iglesia,  durante  los  cuatro  primeros  siglos  de  persecución,  sostuvo 
su  inmunidad  y  m  salvó  ¿  costa,  no  de  miles,  sino  de  millones  de  mártires. 

San  Lorenzo,  verbigracia,  so  dejó  asar  á  fuego  lento  por  salvar  la  inmunidad  de 
la  Iglesia,  ó  sea  porque  no  pasasen  á  manos  profanas  los  bienes  sagrados  de  los 
pobres. 

3?.  Porque  á  consecuencia  de  eso,  la  Iglesia  tenía  ya  su  inmunidad  antes  que 
existiesen  como  naciones,  las  naciones  que  hoy  existen. 

4S  Porque  al  darse  la  paz  á  la  Iglesia  en  los  tiemj)os  de  Constantino,  las  leyes 
imperiales  no  concedieron  al  clero  ningún  privilegio  ni  inmunidad,  sino  que  se 
limitaron  á  reconocer  y  garantizar  un  derecho  y  una  inmunidad  que  ya  existían. 

5?  Porque,  además,  los  Gobiernos  que,  piensen  como  piensen,  tienen  el  deber  de 
.someterse  á  la  ley  divina,  se  hallan  en  estrechísima  obligación  de  respetar  la 
inmunidad  que,  por  haber  sido  fundada  por  Dios,  tiene  la  Iglesia. 

La  política,  qae  hoy  es    materialista,  podrá  ne^r  esto;  pero  ya  pasará  el 
tarbelhno  y  acabarán  por  triunfar  la  verdad  y  la  justicia.  .  .  . 
En  la  Proposición  44  se  condena : 

l?^  Á  los  que  dicen  que  la  autoridad  civil  puede  mezclarse  en  las  cosas  que 
pertenecen  al  régimen  espiritual,  á  la  religión  y  á  las  costumbres. 

2?  Á  los  que  sostienen  que  la  autoridad  civü  puede  juzgar  las  instrucciones  que 
los  Pastores  de  la  Iglesia  publican  en  cumplimiento  de  su  deber  para  que  sirvan  de 
norma  á  los  fíeles. 

3?  Á  los  que  afirman  que  la  autoridad  civil  puede  juzgar  acerca  de  las  disposi- 
ciones necesarias  ó  no  necesarias  para  recibir  los  sacramentos. 

Aunque  parezca  extraño,  la  verdad  es  que  en  pleno  siglo  XIX  y  no  obstante  la 
libertad  de  cultos,  los  Gobiernos  suelen  cometer  con  bastante  frecuencia  estos 
sacrilegos  abusos. 

En  1870,  durante  el  Concilio  Vaticano,  los  Gobiernos  civiles,  olvidándose  por 
completo  de  la  revolución,  no  dejaban  de  preocuparse  con  la  idea  de  suscitar 
obstáculos  al  Concilio.  Al  intento  se  valían  de  la  prensa  periódica,  intrigaban 
por  medio  de  la  diplomacia,  hasta  dirigían  notas  amenazadoras  al  Gobierno 
pontificio. 

Y  aun  después  de  la  suspensión  del  Concilio,  ha  habido  Gobiernos  que,  como  el 
de  Prusia,  no  han  vacilado  en  declarar  que  hacen  cierra  á  la  Santa  Sede  sólo 
para  impedir  aue  se  acepten  sus  definiciones  dogmáticas. 

¿  Qué  signinca  esto  P  ^  No  se  admite  la  libertad  de  cultos  P  ¿  Por  qué  entonces 
se  niega  á  la  Iglesia  católica  el  derecho  de  fijar  ó  explicar  su  doctrina  P 

Ah !  Tratándose  de  la  Iglesia  católica,  es  inútil  el  pedir  justicia  á  los  Gobiernos. 
Cualquiera  diría  que  tienen  ligadas  las  manos  para  todo  lo  que  no  sea  hacer  el 
mal. 

También  es  frecuente  encontrar  Gobiernos  que  dejando  su  completa  libertad  á 
los  que  publican  proclamas  incendiarias  ó  demagógicas,  se  ocupen  en  prohibir  á  los 
Obispos  la  publicación  de  cartas  pastorales.  Esto  degraciadamente  lo  hemos  visto 
no  ha  mucho. 

Negar  á  los  Obispos  el  derecho  de  publicar  pastorales  es  lo  mismo  que  negarles 
el  derecho  de  predicar,  enseñar  ó  dirigir  instrucciones  á  sus  diocesanos. 

Además,  el  perseguir  á  los  Obispos  por  lo  que  dicen  en  sus  pastorales,  que  todo 
se  reduce  á  recomendar  la  virtud  y  la  fe,  es  cosa  que  no  puede  ni  aun  caMcarse, 
sobre  todo  cuando  se  trata  de  Gobiernos  que  hacen  publico  alarde  de  conceder 
absoluta  libertad  al  mal. 

Por  último,  hoy  mismo  se  está  viendo  que  abundan  las  autoridades  civiles  que 
se  obstinan  en  manifestar  á  quiénes  se  deben  dar  y  á  quiénes  no  deben  darse  los 
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sacramentos.  Los  Grobiemos,  en  efecto,  quieren  averÍRiiar  á  quién  se  admite  ó  no 
se  admite  para  padrino  de  bautismo,  á  (^uién  se  niega  o  se  concede  la  absolución,  á 
c[uién  se  da  ó  no  se  da  sepultura  eclesiástica,  á  quién,  en  £n,  se  excomulga  6  se 
impone  la  pena  de  suspensión. 

Éstos  son  atentados  contra  Dios,  que  exige  que  se  respete  la  autoridad  de  su 
Iglesia ;  contra  la  razón,  que  prescribe  que  nadie  se  ingiera  en  lo  ^ue  no  es  de  su 
competencia,  y  contra  la  misma  libertad  de  cultos,  que  impone  el  imperioso  deber 
de  conceder  á  la  única  religión  verdadera  siquiera  la  libertad  que  se  concede  á 
todas  las  religiones  falsas.  ... 

En  la  Proposición  61  se  condena  á  los  que  dicen  que  la  autoridad  civil  tiene 
atribuciones  para  deponer  á  los  Obispos  y  no  está  obligada  á  obedecer  al  Sumo 
Pontífice,  ni  aun  en  los  casos  que  se  refieren  á  la  institución  de  los  episcopados  y 
de  los  Obispos. 

Este  error  es  la  consecuencia  necesaria  del  precedente.  En  efecto,  si  la  auto- 
ridad civil  es  la  que  da  la  jurisdicción  á  los  Obispos,  los  Obispos  no  pueden 
considerarse  ni  mas  ni  menos  que  cual  meros  empleados  civiles.  Así  es  que, 
admitida  esta  absurda  hipótesis,  el  Derecho  Canónico  sería  inútil,  y  la  autorioad 
eclesiástica  se  reduciría  á  cero.  Decir  esto  y  negar  su  carácter  divino  á  la  Iglesia, 
es  todo  una  misma  cosa.  .  .  . 

En  la  Proposición  57  se  condena  el  error  de  los  que  dicen  que  la  filosofía,  la 
moral  y  las  leyes  civiles,  pueden  y  deben  desviarse  de  la  autoridad  divina  y 
eclesiástica.  Esto  equivale  á  decir  que  la  ley  de  Dios  no  es  freno  para  el  filósofo, 
para  el  moralista,  ni  para  el  legislador,  ó  lo  que  es  igual,  que  el  filósofo  es  más 
sabio,  el  moralista  i/ndepencUente  más  santo  y  el  legislador  ateo  más  recto  y  más 
prudente  que  Dios. 

I  Cuántas  y  cuan  horrendas  blasfemias !  ¡  Á  qué  extremos  arrastra  la  vanidad 
ó  la  perversidad  del  hombre  1 

¿  Es  ó  no  (es  verdadera  la  doctrina  de  Dios  ?  Si  es  verdadera,  ¿  cómo  ha  de 
poder  prescindir  de  ella  el  fiLlósofo  P 

¿  Es  ó  no  es  santa  la  moral  de  Dios  P  Si  es  santa,  ¿  cómo  ha  de  prescindir  de 
ella  el  moralista  P 

({ Es  ó  no  es  justa,  racional  y  necesaria  la  lej  divina  P  61  es  justa,  racional  y 
necesaria,  ¿  cómo  ha  de  prescindir  de  ella  el  legislador  P 

El  filósofo,  el  moralista  independiente  y  el  legislador  ateo  pueden  desviarse  de  la 
ley  divina,  porque  tienen  libre  albedrío,  se  haUan  en  las  manos  de  sn  consejo,  y 
nadie  les  impide  el  prevaricar ;  pero  ¡  ay  de  ellos  si  prevarican ! 
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1.  Desde  el  punto  á  donde  hemos  llegado^  creemos  conveniente  echar 
una  mirada  general  al  estado  en  que  se  encuentra  actualmente  entre 
nosotros  cada  uno  de  los  asuntos  en  que  nos  hemos  ocupado^  para  saber 
qué  es  lo  que  respecto  de  ellos  debemos  procurar  que  se  consigne  en  las 
instituciones^  á  fin  de  que  la  legislación  del  país  ^arde  armonía  con 
los  intereses  y  las  necesidades  religiosas  de  los  catóucos»  que  forman  la 
inmensa  mayoría^  la  casi  totalidad  de  los  habitantes  de  la  nación. 

Patronato. — Está  extinguido  del  todo ;  y  si  él  debe  entenderse  en 
su  sentido  recto,  es  decir,  el  derecho  del  Gobierno  á  interrenir  en  el 
nombramiento  de  los  ministros  del  culto^  de  cualquiera  clase  y  categoría 
que  sean,  no  debe  restablecerse.  La  razón  es  clara :  entre  nosotros  se 
ven  con  frecuencia  Gobiernos  manifiestamente  hostiles  á  la  Iglesia,  y  su 
intervención  en  el  nombramiento  de  los  ministros  del  culto  sería  siempre 
desastrosa  y  funesta  para  los  intereses  religiosos  del  país.  Nada,  pues^ 
tenemos  que  hacer  en  este  particular. 

Fuero  eclesiástico. — Eistá  también  derogado  de  una  manera  abso- 
luta ;  y  ese  estado  de  cosas  no  es  aceptable,  porque  pone  á  veces  en 
tortura  las  conciencias,  y  a  los  hombres  en  imposibilidad  de  cumplir  á  la 
vez  con  los  deberes  que  tienen  como  empleados  públicos,  como  ciudadanos 
y  como  católicos.  Debe,  pues,  hacerse  lo  posible  á  fip  de  obtener  estos 
dos  resultados :  1?  Que  las  autoridades  eclesiástica  y  civil  se  pongan  de 
acuerdo  y  celebren  up  convenio  en  el  cual  se  reconozca  el  derecho  de 
fue^'Oy  y  se  determinen  clara  y  perfectamente  la  extensión  que  debe  tener, 
la  manera  como  debe  ejercerse  y  el  modo  de  dirimir  las  competencias  que 
se  susciten  entre  las  autoridades  de  uno  y  otro  orden ;  y  2?  Que  mientras 
eso  puede  conseguirse,  se  arregle  de  tal  manera  la  legislación  del  país, 
que  no  choque  en  nada  con  las  leyes  que  rigen  en  la  Iglesia  relativa- 
mente á  su  jurisdicción  y  autoridad  para  conocer  de  cierta  clase  de  asuntos, 
hasta  deci(urlos  en  definitiva. 

Bienes  ns  manos  muertas. — ^En  este  particular  se  tropieza  desde 
luego  con  la  desamortización.  Los  católicos  no  podemos  reconocer 
nunca  que  el  Gobierno  haya  tenido  derecho  para  apoderarse  de  los  bienes 
de  las  entidades  religiosas ;  pero  como  hay  graves  inconvenientes  para  la 
devolución  de  la  mayor  parte  de  esos  bienes  en  especie,  deseamos  que  se 
les  devuelva  lo  que  se  pueda,  y  por  lo  demás  se  celebre  un  arreglo  entre 
las  dos  potestades  en  virtud  del  cual  se  conceda  á  las  entidades  religiosas 
una  indemnización  suficiente,  y  se  legitime  ante  la  conciencia  de  los 
catóUcos  el  derecho  de  los  act)iales  poseedores,  para  que  esos  bienes 
entren  realmente  en  la  libre  circulación. 
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Se  tropieza  también  con  la  injusta  6  inmotivada  prohibición  constitu- 
cional de  adquirir  bienes  raices  las  entidades  referidas.  Debe  trabajarse 
en  el  sentido  de  obtener  la  derogación  de  dicha  prohibición,  y  la  adopción 
de  una  disposición  expresa  en  virtud  de  la  cual  las  entidades  reUgíosas 
sean  tratadas  en  este  particular  sobre  la  base  de  una  perfecta  igualdad  con 
las  demás  entidades  y  con  los  individuos  particulares. 

Diezmos,  primicias  y  otros  impuestos  eclesiásticos. — En  la  actuali- 
dad está  desconocida  la  eficacia  civil  de  todo  impuesto  ó  contribución 
eclesiástica ;  y  aunque  no  es  nuestro  ánimo  pedir  que  el  culto  se  sostenga 
por  medio  de  contribuciones  públicas,  si  creemos  que  debe  expedirse  una 
disposición  en  virtud  de  la  cual  las  obligaciones  pecuniarias  contraídas 
voluntariamente  por  los  religionarios,  sean  eficaces  ante  las  autoridades 
civiles^  como  lo  son  las  demás  obligaciones  personales  que  contraen  los 
individuos  en  la  sociedad. 

Comprendemos  muy  bien  aue  las  autoridades  civiles  no  tengan  inter- 
vención alguna  en  el  arreglo  de  los  diezmos,  primicias,  derechos  de 
estola  etc.,  y  que  esos  derechos  ó  impuestos  no  tengan  el  carácter  de 
contribuciones  públicas  que  pesen  sobre  todos  los  habitantes  del  pais^  y 
sean  recaudadas  é  invertidas  por  empleados  públicos ;  pero  no  encontramos 
injusticia  ni  inconveniente  alguno  en  que  los  individuos  que  profesan 
voluntaria,  deliberada  y  espontáneamente  una  religión  cualquiera  y  que 
disñnitan  y  quieren  seguir  disfrutando  de  los  derechos  aue  les  corres- 
ponden como  miembros  de  su  comunión  religiosa,  sean  obligados  por  las 
autoridades  á  cumplir  con  las  obligaciones  pecuniarias  contrcSdas  en  favor 
de  su  comunión  respectiva. 

Iglesias  y  cementerios. — Muchas  de  nuestras  iglesias  han  sido  pro- 
fanadas por  las  autoridades  políticas  y  militares  y  por  los  particulares. 
Tenemos  indisputable  derecho  de  exigir  que  se  castigue  severa  é  inflexi- 
blemente esa  cíase  de  atentados,  cuya  gravedad  no  puede  ponerse  en  duda. 
En  cuanto  á  cementerios,  casi  en  todas  partes  hemos  sido  privados  de  los 
nuestros.  Tenemos  también  indisputable  derecho  de  exigir  que  se  nos 
devuelvan,  y  que  la  autoridad  civil  no  tenga  en  ellos  otra  intervención 
que  la  que  exijan  la  higiene  y  la  salubridad  pública  y  la  averiguación 
de  los  delitos.  Esa  es  una  propiedad  como  cualquiera  otra,  y  no  hay 
motivo  para  que  deje  de  ser  amparada  por  las  leyes  y  por  las  autoridades. 

Comunidades  religiosas. — Aunque  la  Constitución  en  cierta  manera 
reconoce  su  existencia  ^  y  el  derecho  que  tienen  los  religionarios  para 
constituirlas,"  no  podemos  conformamos  con  eso.  Una  ley  expresa 
declaró  disueltas  las  que  existían '  con  el  fin  de  Jieredar  sus  bienes,  y  una 
ley  expresa  debe  -reconocerlas  de  nuevo  y  concederles  una  razonable 
indemnización  por  los  cuantiosos  bienes  que  se  les  arrebataron.     Mientras 

".hacer  toda 
continuarán, 


que  eso  no  tenga  lugar,  á  los  católicos  sinceros  les  repugnará '. 
clase  de  negociaciones  relativas  á  dichos  bienes,  y  éstos  co 


*  El  artículo  6?  supone  que  existen,  puesto  que  les  prohibe  adquirir  bienes 
raices. 

'  El  número  14  del  artículo  15  reconoce  el  derecho  que  tienen  tanto  los  habitantes 
como  los  transeúntes,  para  asociarse  sin  armas.  El  número  16  consagra  la 
libertad  religiosa,  sin  exceptuar  á  las  comunidades. 

'  Art.  6?,  ley  de  23  de  Abril  de  1863,  sobre  policía  nacional  en  materia  de  cuHos. 
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como  estáa  ahora,  verdaderamente  estancados  6  amortizados.  Además, 
debemos  exigir  que  se  declare  terminantemente  que  las  comunidades 
religiosas^  y  en  general  las  personas  jurídicas,  gozan  de  la  garantía  de 
los  derechos  que  pueden  ejercer,  según  su  naturaleza  y  su  objeto^  sobre 
la  base  de  ima  perfecta  igualdad  con  las  personas  naturales. 

Censos  y  capellanías. — ^Redimidos  en  el  Tesoro  los  censos  y  las 
capellanías^  debe  exigirse  del  Gobierno  aue  pague  los  réditos  en  dinero 
y  con  la  apeticida  regularidad.  Debe^  además,  exigirse  que  se  deroguen 
las  disposiciones  que  prohiben  la  constitución  de  esa  clase  de  funda- 
ciones, á  voluntad  de  los  particulares;  no  porque  sea  probable  que^ 
después  de  lo  ocurrido  en  este  asunto,  vuelvan  á  hacerse  f  undaciones^ 
sino  porque  tales  disposiciones  son  en  sí  mismas  injustas  y  deben  ser 
derogadas. 

Instrucción  pública.— Siendo  los  colombianos  como  somos  una 
nación  eminentemente  católica^  tenemos  derecho  á  exigir  que  la 
instrucción  pública  se  dé  por  im  sistema  que  este  en  plena  armonía  con 
los  intereses  religiosos  del  país*  Debe,  pues,  exigirse  que  en  los  estable- 
cimientos públicos  se  dé  enseñanza  rehgiosa  oUigatoria,  salvo  para  los 
alumnos  que  profesen  una  religión  diferente  de  l&  católica.  Debe 
exigirse  también  que  el  nombramiento  de  maestros  y  la  elección  de 
textos  se  hagan  de  tal  manera  que  no  haya  peligro  alguno  de  que 
contribuyan  á  menoscabar  la  fe  que  recibimos  de  nuestros  padres,  y  que 
esperamos  trasmitir  intacta  á  nuestsos  hijos.  Lo  propio  decimos  de  la 
instrucción  secundaria:  en  ella  deben  crearse  cursos  obligatorios  de 
religión,  acomodados  al  desarrollo  intelectual  de  los  jóvenes ;  y  en  el 
nombramiento  de  directores  y  profesores^  así  como  en  la  designación  de 
textos  y  de  obras  de  consulta,  debe  precederse  de  tal  manera  que  estén 
perfectamente  á  cubierto  los  intereses  religiosos  de  los  católicos.  Por 
consi^iente,  deben  proscribirse  en  aljsoluto  tedos  los  libros  que  defiendan 
doctrinas  y  enseñanzas  condenadas  por  la  Iglesia.  Amamos  apasiona- 
damente la  instrucción  y  queremos  que  en  nu^tra  patria  se  difunda 
hasta  donde  lo  permitan  nuestros  recursos,  pero  preferimos  la 
ignorancia  á  la  mentida  ciencia  aue  se  juzga  incompatible  con  la  fe  y 
que  no  puede  armonizarse  con  los  dogmas  y  enseñanzas  de  nuestra 
religión. 

Matrimonio. — ^En  esta  importantísima  materia,  tanto  las  lejea  como 
la  mala  voluntad  de  algimos  empleados  han  establecido  lo  peor  que  podía 
existir :  el  matrimonio  civil  obligatorio.  En  cuanto  al  sacramento^  va  que 
no  se  han  atrevido  á  prohibirlo,  al  menos  le  han  puesto  trabas  y  dinculta- 
des  y  hecho  todo  lo  posible  para  que  las  gentes  se  vayan  acostumbrando  á 
mirarlo  como  una  ceremonia  inútil  y  superfina.  Tenemos  derecho  de 
exigir  en  este  particular  que  se  restituya  al  acto  religioso  toda  su 
antigua  importancia^  y  que  lae  leyes  se  Umiten  á  reglamentar  sus  efectos 
civiles  en  cuanto  á  los  bienes  de  los  cónyuges  y  demás  cosas  que  por  su 
naturaleza  son  de  su  resorte.  El  acto  en  sí  mismo,  el  juzgar  sobre  su 
validez  ó  nulidad  y  sobre  el  divorcio^  son  cosas  del  exclusivo  resorte  de 
la  autoridad  eclemástioa.  La  potestad  civil  debe  limitarse  á  aceptar  en 
eso  las  decisiones  de  la  eclesiástica  y  darles  cumplida  eficacia.  El 
matrimonio  civil  no  debe  permitirse  sino  para  los  que  np^  puedan 
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contraerlo  conforme  á  su  religión^  por  falta  de  ministro  que  lo 
autorice. 

Tuición  é  inspección  db  cultos. — Las  leyes  sobre  esta  materia» 
tanto  de  la  Unión  como  de  los  Estados»  han  hecho  de  la  Iglesia  una 
verdadera  esclava  sujeta  al  más  ignominioso  de  los  yugos.  Es  necesario 
exigir  la  completa  derogación  de  todas  esas  iniquidades  en  forma  de 
leyes»  y  que' sean  sustituidas  con  una  disposición  expresa  de  la  Consti- 
tución en  la  cual  se  declare  que  el  libre  ejercicio,  páblico  ó  privado,  del 
culto  católico,  no  puede  ser  entrabado  en  manera  alguna,  ni  por  las 
leyes^  ni  por  los  empleados,  ni  por  los  particulares^  por  ningún  motivo 
ni  pretexto. 

2.  Tales  son,  en  resumen,  el  estado  en  que  se  encuentran  entre 
nosotros  los  asuntos  en  que  se  rozan  las  dos  potestades,  y  los  fines  que, 
en  nuestra  opinión,  debemos  proponemos  alcanzar  los  católicos  en  dicnos 
asimtos.  Mas  jcómo  hacer  para  conseguirlos  P  Hé  aquí  la  gran 
dificultad ;  dificultad  que  se  allana  fácilmente  en  teoría,  pero  que  en  la 
práctica  será  difícil  que  llegue  á  zanjarse.  Ensayemos,  sin  embargo, 
exponerla,  para  ver  si  se  puede  destruir  de  alguna  manera. 

El  mal  depende  evidentemente  de  que  la  mayor  parte  de  los  hombres 
que  ocupan  los  puestos  importantes,  tanto  en  el  ramo  lenslativo  como  en 
el  ejecutivo  y  el  judicial,  o  son  enemigos  declarados  del  catolicismo,  ó  se 
dejan  engañar  y  arrastrar  por  los  que  lo  son ;  ^,  dominados  por  las 
pasiones  del  momento,  posponen  sus  intereses  religiosos  á  los  intereses 

S>liticos  de  círculo  ó  de  bandería.  Lo  que  importa  es,  pues,  hacer  que 
chos  puestos  sean  ocupados  por  católicos  sinceros  y  fervorosos,  o  al 
menos  por  hombres  justos  y  equitativos,  que  no  se  dejen  arrastrar 
por  los  enemigos  del  catolicismo  ni  cegar  por  las  pasiones  políticas,  y 
tributen  el  respeto  y  las  consideraciones  debidas  á  la  religión  que  pro- 
fesa la  casi  totalidad  de  los%>olombianos. 

Obtenido  eso,  el  remedio  vendría  naturalmente  en  el  acto  mismo ; 
pues  no  se  nos  ocurre  obstáculo  alguno  que  pudiera  presentarse  para  la 
celebración  de  un  convenio  con  la  Santa  Sede,  sobre  estas  tres  grandes 


1^  La  Iglesia  se  ocupará  en  los  asuntos  que  son  exclusivamente 
espirituales,  como  nombramiento  de  las  autoridades  eclesiásticas,  puntos 
de  dogma,  moral,  culto  etc.,  sin  que  el  Gobierno  tome  nunca  interven* 
ción  alguna  en  ellos,  por  ningún  pretexto ; 

2^  El  poder  civil  arreglará  á  su  voluntad  los  asuntos  que  son  pura  y 
absolutamente  del  orden  político  y  civil,  como  forma  de  gobierno,  sistema 
rentístico,  nombramiento  de  empleados  públicos  etc.,  sin  que  la  Iglesia 
tome  intervención  alguna  en  ellos ;  y 

3^  Los  asuntos  en  que  se  rocen  las  dos  potestades,  que  son  los  de  que 
hemos  tratado  en  este  ensayo,  se  arreglatán  de  común  acuerdo  en  un 
concordato  que  fije  de  una  manera  clara  y  precisa  las  funciones  que 
ejerce  en  eÚos  cada  una  de  las  dos  potestades.  Ya  heñios  indicado 
nuestro  parecer  en  cuanto  á  lo  que  conviene  estipular  en  esos  diversos 
asuntos,  á  saber  :  desconocimiento  del  patronato ;  reconocimiento  del 
fuero  eclesiástico,  y  demarcación  clara  y  explícita  de  su  extensión,  modo 
de  ejercerlo  y  Rectos ;  restitución  de  los  bienes  de  manos  muertas  que 
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existan  en  poder  del  Gobierno»  é  indemnización  por  los  que  se  hayan 
enajenado ;  restitución  de  cementerios,  y  garantía  eficaz  para  ellos  y 
para  las  iglesias ;  restablecimiento  de  las  comunidades  religiosas  y  reco- 
nocimiento de  su  personalidad  jurídica,  con  todos  los  derechos  y  garantílsis 
anexos  á  ella ;  pago  puntual  de  los  réditos  por  censos  y  capellanías 
redimidos,  y  permiso  para  fundar  otros  á  voluntad  de  los  fieles ;  arreglo 
de  la  instrucción  de  manera  que  no  afecte  en  nada  los  intereses  religiosos 
del  país ;  reconocimiento  del  matrimonio  religioso  y  abolición  del  civil, 
salvo  para  los  que  no  puedan  celebrar  el  religioso  por  falta  de  ministro ; 
y  finalmente  derogación  de  todas  las  leyes  que  existen  sobre  inspección 
de  cultos,  y  prohibición  de  expedir  otras  nuevas. 

Pero  se  nos  dirá  ¿de  qué  manera  puede  obtenerse  el  resultado  de 
hacer  respetar  los  derechos  de  la  Iglesia  hasta  llegar  á  un  avenimiento 
semejante^  si  la  mayoría  de  los  hombres  que  ejercen  el  poder  es  enemiga 
de  ella  ó  al  menos  se  deja  arrastrar  por  sus  enemigos  P  Eso,  como  lo 
insinuamos  antes,  es  muy  fácil  en  la  teoría  pero  quizá  no  se  logre  redu- 
cirlo á  la  práctica,  sin  embargo  de  que  lo  único  que  se  necesita  es  lo 
siguiente :  que  los  catóUcos  nos  resolvamos  á  sacrificar  toda  suerte  de 
intereses  políticos,  en  obsequio  de  la  salvación  de  nuestros  intereses 
religiosos. 

Tomada  un  firme  y  decidida  resolución,  todo  lo  demás  sería  muy 
sencillo.  Bastaría  para  el  efecto  que  los  católicos,  que  somos  la  casi 
totalidad  de  los  habitantes  del  país,  exigiéramos  de  los  candidatos  para 
los  puestos  públicos  una  manifestación  franca  y  sincera  acerca  de  la  con- 
ducta que  pensaran  seguir  en  el  ejercicio  del  poder,  en  lo  relativo  á  los 
asuntos  que  se  rozan  con  los  intereses  religiosos ;  y  que  nos  formáramos 
la  firme  é  inquebrantable  resolución  de  no  votar  por  ninguno  que  no 
ofreciera  hacemos  justicia,  ni  por  el  que^  hecho  un  ofrecimiento,  dejara 
de  cumplirlo  en  alguna  circunstancia. 

Una  conducta  semejante,  seguida  con  perseverancia  firme  é  inalterable, 
sin  dejarse  desviar  de  ella  por  consideraciones  políticas  de  ninguna  cletse, 
obtendría  prontamente  un  éxito  completo.  ¿  Por  qué  ?  Porque  sin  la 
concurrencia  de  la  gran  masa  de  electores  católicos^  que  votan  por  per- 
sonas que  son  enemigas  de  la  Iglesia,  ó  se  dejan  arrastrar  por  las  que  lo 
son,  éstas  no  podrían  ser  elegidas. 

Ensayemos  demostrarlo.  Trátase,  por  ejemplo,  de  elegir  Presidente 
de  la  República.  Si  todos  saben  que  ningún  católico  votará  por  el  que 
no  prometa  respetar  los  derechos  de  la  Iglesia ;  como  los  católicos  forman 
la  casi  totalidad  de  los  electores,  resulta  forzosamente  que  los  candidatos, 
y  los  que  por  ellos  trabajen,  se  encuentran  en  esta  ineludible  alternativa : 
ó  se  hace  la  promesa  exigida,  ó  no  se  obtiene  la  elección  en  favor  del 
candidato  respectivo. 

Puede  suceder,  #n  verdad,  que,  lograda  la  elección,  el  Presidente  se 
niegue  á  cumplir  lo  que  el  candidato  ofreció.  Eso  quiere  decir  que  el 
que  en  tan  poca  estima  tenga  su  palabra  empeñada,  desaparecerá  por 
completo  en  lo  sucesivo  de  la  escena  pública^  ó  por  lo  menos  de  los 
puestos  que  se  proveen  por  medio  de  elección  popular;  pues  ningún 
católico  volverá  á  votar  por  él  para  puesto  alguno,  y  la  exclusión  de  los 
católicos  hace  imposible  la  elección.  ^  . 
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Ahora^  si  se  atiende  á  que  es  relativamente  pequeño  el  número  de  los 
hombres  públicos  de  nuestro  país  y  muchos  los  destiaos  de  elección 
popular^  se  comprende  que  al  trascurso  de  pocos  años  conoceremos  per- 
fectamente cuáles  son  aquellos  á  quienes  se  puede  confiar  la  suerte  del 
Estado^  sin  menoscabo  de  nuestros  intereses  religiosos. 

Nótese  que  no  exigimos  precisamente  que  se  vote  siempre  en  todo 
caso  por  católicos  fervientes^  cosa  que  bien  pudiéramos  exigir  por  ser 
nuestro  país  esencialmente  católico.  Lo  único  que  queremos  es  que  no 
se  eleve  á  los  puestos  públicos  á  personas  que  por  cualquier  gáiero  de 
intereses  6  consideraciones  dejen  de  hacer  justicia  á  la  Iglesia»  ó  de 
manejar  los  asuntos  públicos  como  deben  ser  manejados  en  un  país 
católico.  ¿  Es  eso  exigir  demasiado  P  ¿  No  tenemos  pleno  derecho  para 
ello  ?  Nosotros  decimos  á  los  protestantes^  á  los  racionalistas,  i  los 
incrédulos^  y  en  general  á  los  que  no  profesan  nuestra  misma  fe^  y  á 
quienes  consideramos  aptos  para  gobernar  el  país :  "  Somos  un  pueblo 
eminentemente  católico.  En  nosotros,  que  formamos  el  pueblo,  reside 
la  verdadera  soberanía,  según  nuestras  instituciones.  Os  reconocemos 
buenas  dotes  para  regir  el  país,  pero  no  queremos  que  al  ejercer  el  poder 
público  vayáis  á  herir  en  lo  mínimo  nuestros  intereses  rehgiosos.  Que- 
remos el  reconocimiento  de  la  Iglesia  con  todos  los  fueros  y  prerrogativas 
de  que  la  invistió  su  divino  fundador;  queremos  que  ella  sea  protegida 
en  sus  intereses  materiales  sobre  la  base  de  perfecta  igualdad  con  las 
personas  naturales ;  que  sus  institutos  de  toda  clase  sean  reconocidos 
como  personas  jurídicas,  y  se  les  garanticen  y  hagan  efectivos  los  dere- 
chos que  pueden  adquirir,  según  su  naturaleza ;  que  se  reconozca  y  dé 
efectos  civiles  al  matrimonio  cristiano;  y  que,  en  una  palabra,  no 
se  ataque  en  lo  mínimo  ni  el  dogma,  ni  la  moral,  ni  el  culto  católico,  ni 
se  entrabe  en  cosa  alguna  el  ejercicio  de  las  funciones  de  los  ministros 
encargados  de  nuestros  intereses  religiosos.  .jOs  conviene  entrar  á 
ejercer  el  poder  público  con  esas  condiciones  ?''  ¿  Hay  algo' más  razo- 
nable que  esto  P 

.  Bien  se  comprende  que  para  que  esta  medida  pueda  surtir  buen  resul- 
tado se  necesita  romper  decidida  é  inexorablemente  todo  lazo  y  todo 
compromiso  político  que  pueda  oponerse  á  ella.  Desde  que  los  católicos 
dejen  de  llevarla  á  cabo  de  la  manera  más  inflexible,  y  consientan  en 
relajarla  para  atender  á  intereses  políticos  ó  de  circulo  ó  bandería,  todo 
se  habrá  perdido ;  por(|ue  los  enemigos  de  la  Iglesia  cuidarán  siempre 
de  hacer  solidarios  los  mtereses  de  la  secta  anticatólica  con  los  de  cierta 
parcialidad  política^  y  conseguirán  así  que  los  miembros  de  ella  sacrifiquen 
los  intereses  religiosos  á  los  del  círculo  político  á  que  pertenecen,  que  es 
lo  que  ha  sucedido  hasta  ahora. 

Importan,  pues,  sobre  manera  en  este  particular  las  resoluciones  firmes 
é  inquebrantables.  Que  si  para  conservarse  un  círeulo  en  el  poder  se 
necesita  que  un  católico  dé  su  voto  por  un  enemigo  de  su  Iglesia^ 
se  vea  bajar  impasiblemente  á  ese  círculo  las  gradas  del  poder,  para  que 
suba  por  ellas  su  contrarío. 

Este  es  el  nudo  de  la  dificultad ;  porque  las  pasiones  políticas  se 
apoderan  de  tal  manera  del  corazón  del  hombre,  que  á  veces  aun  los  más 
honorables  y  sensatos  ciudadanos  lo  sacrifican  todo  al  triunfo  de  su 
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respectiva  parcialidad^  y  aunque  sean  x^atóUcos^  prefieren  ver  á  la  Iglesia 
perseguida  ^r  el  Gobierno  de  los  sujos,  más  bien  que  libre  y  respetada 
najo  la  dominación  del  Gobierno  de  sus  contrarios.  Romper  esa  mal- 
decida solidaridad  política  entre  una  parte  considerable  del  pueblo 
católico  y  unos  pocos  que  son  enemigos  del  catolicismo^  debe  ser  el  norte 
de  los  esfuerzos  de  los  verdaderos  patriotas^  amantes  decididos  de  su  fe  y 
de  su  país. 

Ese  grave  mal  existe  probablemente  en  todas  las  naciones  civilizadas ; 
pero  tal  vez  en  ninguna  tiene  menoa  disculpa  que  en  la  nuestra^  porque 
entre  nosotros  no  se  agitan  graves  cuestiones  políticas  y  rentísticas 
ó  de  administración^  como  sueíe  suceder  en  otros  países.  Aquí  todos 
aceptamos  la  forma  de  gobierno  republicano,  y  estamos  acordes  en  las 
bases  primordiales  de  la  Constitución  del  país  ;  y  quien  lo  dude>  puede 
convencerse  de  ello  comparando  las  disposiciones  de  la  Constitución  de 
1858,  expedida  por  un  Congreso  en  que  había  mayoría  conservadora,  con 
las  de  la  Constitución  de  1863,  expedida  por  un  Congreso  exclusivamente 
liberal. 

Inútilmente  buscaríamos  una  cuestión  importante  que  pudiera  tomarse 
para  deslindar  los  dos  partidos  que  existen  en  la  república.  No  serviría 
para  el  efecto  la  cuestión  de  centralismo  y  federación,  porque  en  ambas 
parcialidades  hay  partidarios  de  -uno  y  otro  sistema.  Lo  propio 
sucede  con  las  cuestiones  de  sufragio  universal  directo  y  secreto,  juicio 
por  jurados,  ensanche  del  poder  municipal,  libertad  de  imprenta  y  de 
palaora,  libertad  de  industria  y  de  toomercío,  supresión  del  ejército, 
libertad  de  enseñanza,  pena  de  muerte,  duración  de  las  penas  corpo- 
rales etc.  ¿  Cuál  es,  pues,  la  grave  cuestión  de  la  cual  pueda  decirse 
con  estricta  verdad  que  sirve  para  deslindar  los  dos  partidos,  porque 
todos  los  miembros  del  imo  sostengan  el  pro  y  los  del  otro  el  contra  ? 
De  seguro  que  no  existe ;  y  no  creemos  errar  si  afirmamos  que  lo  que 
agrupa  á  las  parcialidades  políticas  son  más  bien  las  antipatías  ó  sim- 
patías hacia  las  personas  notables  que  figuran  en  ellas,  que  reales 
cuestiones  políticas  ó  rentísticas,  ó  de  legislación  civil,  penal  ó  admi- 
nistrativa. 

Lo  que  sucede  es  que  en  cada  una  de  las  verdaderas  cuestiones  de 
principios  que  pueden  agitarse  entre  nosotros,  los  piiembros  de  cada 
partido  se  aiviaen  y  unos  sostienen  el  pro  y  otros  el  contra,  á  menos 
que  se  sientan  ligados  por  los  mezquinos  intereses  de  circulo  y  bandería, 
ó  que  estén  cegados  por  la  pasión  política;  lo  que  suele  expresarse 
diciendo  que  tal  cuestión  se  volvió  cuestión  de  partido,  porque  entonces 
enmudecen  la  justicia  y  la  razón,  los  principios  y  las  convicciones,  y 
sólo  se  atiende  á  los  intereses  políticos. 

Con  frecuencia  hemos  visto  que  se  presentan  en  los  cuerpos  legislativos 
proyectos  que  tienen  en  su  apoyo  los  votos  de  todos  los  miembros  de  cierta 
parcialidad,  y  muchos  de  los  de  la  contraria ;  de  suerte  que  se  cuenta  con 
ima  considerable  mayoría  para  su  aprobación.  ¿  Qué  hace  im  Diputado, 
enemigo  del  proyecto,  para  conseguir  que  sea  negado  P  ¿  Combate  las 
razones  expuestas  para  defenderlo  r  No,  lo  que  hace  es  volcer  el  asunto 
cuestión  de  partido  ;  y  si  consigue  eso,  puede  contar  con  que  retraerá  á 
sus  copartidarios  de  favorecer  el  proyecto  con  sus  votos,  y  lo  hará  negar. 
Esta  es  una  verdad  tan  triste  como  manifiesta.  uyu^^u  uy  ^^^^^ 
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Pero  en  ninguna  materia  es  esto  más  patente  que  en  las  cuestiones 

Íue  se  rozan  con  los  intereséis  reli^osos  del  país.  Zios  enemigos  de  la 
^lesia,  pocos  en  número,  pero  activos^  audaces  y  aguijoneados  por  su 
odio  y  su  mala  voluntad,  tienen  cuidada  especial  de  adherir  á  los 
intereses  y  conveniencias  de  su  circulo  y  bandería  las  medidas  que 
meditan  contra  la  Iglesia  y  sus  ministros.  Cuentan  tai  con  el  apoyo 
de  sus  parciales  para  la  ejecución  de  medidas  que  á  la  mayor  parte  de 
éstos  repugnan,  y  que  no  apoyan  sino  porque  creen  que  eso  es  necesario 
para  cumplir  lealmente  los  deberes  ^que  tienen  hacia  su  partido  6  hacia 
el  círculo  especial  en  que  están  afiliados»  Romped  esa  solidaridad 
que  hace  á  los  hombres  apoyar  aquello  mismo  que  quisieran  combatir, 
y  habréis  vencido  la  principal  de  las  dificultades  que  se  presentan  en 
nuestro  país  para  poner  en  perfecta  armonía  la  legislación  con  los 
intereses  religiosos  de  los  católicos. 

La  grande  habilidad  de  nuestros  políticos  enemigos  de  la  Iglesia,  ha 
consistido  en  convencer  á  sus  copartioarios  de  que  las  cuestiones  políticas 
son  las  más  graves  é  importantes  que  pueden  presentarse,  y  que  debe 
atenderse  á  ellas  con  preferencia  á  todas  las  demás.  En  seguida  han 
logrado  convencerlos  de  que  ciertas  medidas  de  persecución  rebgiosa  son 
únicamente  cuestiones  políticas,  en  las  cuales  la  unidad  del  partido  debe 
mostrarse  pujante  y  decidida^  y  que  á  ningún  partidario  le  es  lícito 
opinar  en  contra  de  su  respectiva  parcialidad.  Conseguido  eso,  la 
persecución  ha  venido  naturalmente  á  pretexto  de  cumplir  las  leyes 
existentes  contra  el  clero,  á  quien  apellidan  rebelde^  y  á  quien  acusan  de 
abandonar  los  intereses  de  Dios  y  de  su  Iglesia,  por  mezclarse  en  asuntos 
políticos,  que  deben  ser  ajenos  de  sus  augustas  funciones. 

Los  pueblos  soportan  entonces  los  males  consiguientes  á  la  persecución; 
pero  en  cada  localidad  una  parte  de  sus  moradores,  engañados  por  los 
que  dirigen  la  persecución,  hacen  causa  común  con  ellos,  y  les  dan  un 
apoyo  sin  el  cual  nada  se  atreverían  á  intentar  contra  la  Iglesia  y  sus 
ministros.  Otra  parte,  amiga  política  de  los  perseguidores  pero  que 
conoce  la  injusticia  de  la  persecución,  se  limita  por  lo  común  á  guardar 
silencio  y  á  favorecer  en  lo  posible  á  los  perseguidos,  sin  comprometer 
sus  personas  y  sus  intereses.  En  cuanto  á  los  demás^  es  decir  á  la  masa 
del  pueblo  adversaria  política  de  los  perseguidores,  tiene  que  proceder 
con  la  mayor  circunspección  y  cordura  ;  porque  éstos  están  espiando 
anhelosos  el  momento  oportuno  para  declanirlos  rebeldes,  ametrallarlos 
sinpiedad  y  saquearlos  sin  misericordia. 

Tal  es,  en  resumen,  la  historia  de  las  persecuciones  religiosas  que  ha 
habido  en  nuestro  país.  ¿  Qué  se  necesita,  pues,  para  hacerlas  impo- 
sibles ?  Esto  y  nada  más :  que  los  católicos,  que  formamos  la  inmensa 
masa,  la  casi  totalidad  de  los  habitantes  del  país,  notf  persuadamos  de 
que  no  hay  entre  nosotros  cuestión  alguna  política  que  tenga  importancia 
suficiente  para  que  debamos  sacrificar  en  su  obsequio  nuestros  intereses 
religiosos ;  y  que  por  el  contrario,  debemos  atender  á  éstos  preferente- 
mente, y  sacrificar  en  obsequio  suyo  toda  suerte  de  intereses  políticos  y 
de  circulo,  bandería  ó  persona.  Tenga  cada  cual  las  opiniones  c|ue 
estime  más  razonables  en  política  y  administración ;  adhiérase  al  partido 
6  círculo  que  juzgue  preferible ;  acompañe  á  los  suyos  en  toda  cuestión 
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verdaderamente  política ;  sea  si  quiere  partidario  y  defensor  decidido 
de  ciertas  personas;  pero  esté  firmemente  resuelto,  no  sólo  á  no 
acompañar  á  su  círculo  6  á  su  partido  en  ninguna  medida  hostil  á  la 
Iglesia^  sino  á  oponerse  á  todas  las  que  se  intenten ;  y  con  eso  solo  la 
persecución  será  imposible  de  hecho,  aunque  haya  leyes  que  la  consientan 
6  que  la  ordenen.  ¿  Por  qué  no  hacer  esto  ?  ¿  Qué  inconvenientes  ni 
qué  dificultades  hay  para  ello  ?  Ninguno,  sino  el  espíritu  de  partido 
que  ciega  á  los  hombres  y  los  hace  ver  blanco  lo  que  es  negro,  y  negro 
lo  que  es  blanco. 

Para  contribuir  por  nuestra  parte  á  que  se  destruya  ese  ciego  espíritu 
de  partido,  ó  que  al  menos  se  modifique  y  modere  en  los  asuntos 
relacionados  con  la  Iglesia,  es  para  lo  que  hemos  emprendido  este 
trabajo.  Creemos  que  con  él  hemos  logrado  poner  de  manifiesto  el 
sistema  de  persecución  adoptado  en  nuestro  país  contra  la  Iglesia  y  sus 
ministros ;  y  que  toda  persona  sensata  y  de  buena  voluntad  que  lo  lea 
con  alguna  atención,  se  encuentra  en  capacidad  de  ponerse  á  cubierto 
contra  los  engaños  y  las  maquinaciones  de  los  enemigos  de  nuestra  fe, 
que  en  todo  tiempo  usarán  de  las  mismas  astucias  y  de  los  mismos 
ardides  para  obligar  á  sus  copartidarios  políticos  á  ayudarles  en  su  obra 
de  perdición  y  de  iniquidad. 

No  obstante,  no  podemos  forjamos  ilusiones.  Existiendo,  como 
existen,  numerosas  leyes  de  persecución,  ésta  volverá  á  encenderse  el  día 
menos  pensado.  Bastará  para  ello  que  las  autoridades  públicas  quieran 
hacer  ejecutar  puntualmente  esas  leyes,  porque  entre  los  preceptos  que 
ellas  contienen  hay  algunos  á  los  cuales  no  puede  sujetarse  el  clero  en 
manera  alguna. 

Preciso  es  tener  en  cuenta  que  la  persecución  se  ha  suspendido  entre 
nosotros  por  dos  motivos.  El  primero,  la  prudencia  excesiva  del  clero, 
el  cual  ha  cedido  en  todo  cuanto  su  conciencia  le  permitía  ceder ;  y  en 
lo  demás  ha  resistido  con  tanta  moderación,  que  a  veces  más  parecía 
que  suplicaba  v  no  que  resistía.  El  segundo,  cierto  espíritu  de  tolerancia 
por  parte  de  las  autoridades  públicas ;  las  cnales,  unas  por  espíritu  de 
justicia,  otras  por  prudencia,  y  algunas  quizá  por  conveniencia  misma 
de  la  secta  perseguidora,  han  dejado  de  dar  cumplimiento  á  las  leyes  en 
la  parte  más  hiriente  á  los  intereses  y  á  los  derechos  de  la  Iglesia  y  sus 
ministros. 

El  día  en  que  ese  espíritu  de  tolerancia  desaparezca  por  cualquiera 
circunstancia,  reaparecerá  la  persecución,  y  probablemente  reaparecerá 
más  violenta  y  más  terrible  que  nunca.  Ojalá  lo  comprendan  así  los 
ilustres  Prelados,  el  clero  y  el  pueblo  fiel ;  porque  si  eso  sucede,  es  muy 
fácil  hacer  nugatorios  y  tal  vez  contraproducéintem  los  esfuerzos  de  los 
enemigos  de  nuestra  fe. 

Ahora  que  nos  encontramos  en  una  época  de  paz  relativa,  que  no  es 
en  realidad  sino  una  tregua  para  la  Iglesia,  es  preciso  que  se  estudien 
con  calma  y  con  interés  las  diversas  cuestiones  que  surgirán  el  día  de  la 
borrasca,  y  que  se  fije  en  lo  posible  la  linea  de  conducta  que  debe 
seguirse.  El  camino  de  los  perseguidores  es  bien  conocido,  y  pocos 
serón  los  conflictos  que  no  puedan  preverse  con  mediana  inteligencia 
y  celo.  > 
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En  materia  de  persecución,  es  de  yital  importancia  la  uniformidad  en 
los  procedimientos  del  clero.  Lo  peor  que  ha  habido  en  las  persecuciones 
anteriores  es  la  fiílta  de  esa  uniformidad,  que  alienta  á  los  perseguidores 
é  introduce  el  desconcierto  y  la  desconfianza  en  el  pueblo  fiel. 

El  día  en  que  el  poder  público,  al  desenvainar  la  espada  de  la  perse- 
cución, encontrara  en  primera  línea  á  los  Obispos  y  al  clero,  perfecta- 
mente unidos  y  perfectamente  acordes,  y  detrás  de  ellos  la  inmensa 
masa  del  pueblo  fiel,  unido  también  y  también  acorde  en  todo,  y 
resuelto  á  seguir  la  suerte  de  sus  pastores,  veríamos  caer  al  suelo  el 
instrumento  de  la  persecución,  ó  romperse  en  mil  pedazos  á  ios  primeros 
golpes.     La  persecución  en  ese  caso  sería  imposible. 

Los  perseguidores  cuentan  en  su  inicua  tarea  con  la  audacia  de  los 
perversos  y  la  pusilanimidad  de  los  buenos.  La  primera  pone  en  sus 
manos  un  cierto  núcleo  de  fuerza  material  que  los  hace  aparecer  poderosos 
á  los  ojos  de  las  gentes  sencillas  é  ignorantes ;  la  segunda  impide  que 
los  fieles  obren  uniformemente  en  la  protección  á  los  perseguidos,  y  en 
la  resistencia  pasiva  á  los  atentados  del  poder. 

Ojalá  todos  se  convenciesen  de  que  en  tales  casos  lo  peor  que  hay  es 
la  pusilanimidad  difundida  en  la  gran  masa  de  la  población.  Sí  la 
prudencia  es  una  virtud  excelente,  la  pusilanimidad  es  un  vicio 
perniciosísimo.  Que  no  lo  olvide  el  pueblo  fiel :  la  primera  medida  de 
los  perseguidores  será  amenazar  con  la  ruina  y  el  exterminio  á  todos 
aquellos  que  auxilien  de  cualquiera  manera  á  las  víctimas.  ¿  Qué  hacer 
en  presencia  de  esa  situación  P  ¿  Obedecer  en  eso  á  las  potestades  del 
siglo,  y  coadyuvar  así  á  la  obra  de  la  persecución  P  No  lo  permita  Dios. 
El  pueblo  fiel  debe  recordar  que  Dios  mismo  nos  ha  recomendado 
encarecidamente  que  no  temamos  á  los  que  sólo  pueden  matar  el  cuerpo, 
como  son  los  perseguidores  de  la  Iglesia  ^  que  temamos  más  bien  á  los 
que  pueden  arrojar  el  cuerpo  y  el  alma  á  los  infiernos,  como  es  el 
coadyuvar  á  la  persecución  de  la  Iglesia  haciendo  causa  común  con  los 
perseguidores. 

Cuando  lleguen  esos  días  de  castigo  y  de  prueba,  todos  debemos  imitar 
la  conducta  de  im  rico  hacendado  de  uno  de  los  pueblos  del  Sur  del 
Estado  en  la  última  persecución.  El  fué  una  verdadera  providencia 
para  los  pobres  sacerdotes,  á  quienes  se  perseguía  como  fieras ;  y  por 
ese  motivo  ya  habían  sido  saqueadas  parcialmente  varias  veces  sus 
haciendas.  Al  fin  se  le  capturó  y  se  le  hizo  comparecer  ante  uno  de  los 
peores  empleados  que  hubo  en  ese  tiempo,  que  tan  fecundo  fué  en  ellos. 
Después  de  hacer  inútiles  esfuerzos  por  intimidarlo,  el  empleado  tuvo  el 
inaudito  descaro  de  decirle : 

— Si  TJ.  persevera  en  su  conducta,  no  le  doy  un  cóndor  por  lo  que  le 
quede  de  toda  su  fortuna. 

— ^To  sé  que  todo  lo  que  tengo  me  lo  pueden  quitar,  contestó  el 
virtuoso  hacendado.  Lo  que  no  podrán  hacer  es  obligarme  á  que  deje 
de  cumplir  con  mi  deber  de  católico,  y  les  ayude  así  á  la  obra  de  la 
persecución,  dejando  de  proteger  en  lo  que  pueda  á  los  ministros 
perseguidos. 

Tal  es  la  línea  de  conducta  que  todo  católico  debe  seguir  en  esas 
calamitosas  épocas  de  persecución ;  y  el  que  no  lo  haga  así,  no  tiene 
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derecho  de  extrañar  que  la  Iglesia  le  retire  todos  sus  auxilios,  todos  sus 
consuelos,  y  que  lo  repute  en  todo  como  enemigo  decidido  y  declarado. 

En  cuanto  á  nosotros^  por  dichosos  nos  tendremos  si  estas  páginas 
contribuyeren  á  que  alganos  espíritus  rectos  y  honrados  abran  los  ojos  á 
la  luz  de  la  evidencia^  y  se  resuelvan  en  lo  sucesivo  á  sacrificar  sus 
intereses  políticos  de  círculo  ó  de  bandería,  ante  los  grandes  intereses 
religiosos  del  psus ;  y  más  aún^  si  ellas  convencen  á  los  católicos  firmes 
y  decididos  de  todos  los  partidos^  de  la  conveniencia)  de  congregamos  y 
ponemos  de  acuerdo  en  los  medios  que  deban  adoptarse  para  conseguir 
el  benéfico  resultado  de  armonizar  en  todo  la  legislación  del  país  y  los 
procedimientos  de  las  autoridades  con  esos  mismos  grandes  intereses. 
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DOCUMENTO  A. 

Ek  nuestra  Introduooión  hemos  examinado  la  oonstitución  íntima  de 
la  Ifflesia  y  las  relaciones  que  deben  mediar  entre  ella  y  los  gobiernos, 
estucando  el  asunto  desde  el  punto  de  vista  de  la  razón  natural  y  el 
sentido  común^  cual  convenía  á  nuestros  cortos  alcances  y  á  la  poca 
instrucción  de  la  generaUdad  de  nuestros  campesinos  y  labriegos,  á 
quienes  principalmente  dedicamos  este  trabajo.  Conviene,  sin  embarffo> 
que  nuestros  lectores  vean  cómo  tratan  esa  importantísima  materia  los 
sabios  católicos ;  y  contal  fin  insertamos  á  continuación  lo  siguiente, 
tomado  del  capítulo  XXX  Vil,  tomo  lY  de  la  célebre  obra  del  abate 
Moigno^  titulada  Los  Esplendores  déla  Fe  : 

La  Iglesia.  — Definición  y  misión  de  la  Iglesia, 

La  Iglesia  es,  según  la  definición  de  San  Pablo,  el  cuerpo  místico  de  Jesucristo. 
Ese  cuerpo  tiene  su  organización  armónica,  perfecta,  con  distinción  de  rangos  y  de 
familias  qne  forman  una  jerarquía  celeste  7  terrestre  á  la  vez. 

£1  Cristo,  la  cabeza  de  ese  cuerpo,  habita  los  Cielos,  de  donde  hace  irradiar  las 
olas  de  sa  luz  divina.  El  sucesor  de  Pedro,  jefe  visible  de  la  Iglesia,  es  el  primer 
ünminado  con  sas  rayos.  Sus  labios,  órgano  del  Espíritu  Santo,  se  abren  para 
promulgar  los  decretos  de  la  sabiduría  eterna. 

Subordinados  á  ese  Jefe  supremo  y  unidos  á  él  por  lazos  sajop-ados,  obran  nobles 
árganos  cuyas  acciones  múltiples  concurren  á  difundir  m  vida  del  Divino 
Siuvador. 

Así  como  Jesucristo,  la  cabeza,  es  uno,  la  Iglesia  es  una ;  así  como  Jesucristo  es 
tanto,  la  Iglesia  es  santa;  santa  en  sus  orígenes  y  en  su  fin;  santa  por  el  espíritu 
que  la  inspira  y  por  las  virtudes  que  florecen  al  soplo  de  ese  espíritu ;  santa  en  su 
doctrina  j  en  sus  preceptos ;  santa  en  la  flor  de  sus  hijos. 

Jesucristo  es  el  camino,  la  verdad  y  la  vida ;  luego  la  Iglesia  sola,  con  exclusión 
de  toda  otra  institución,  es  la  vía  que  conduce  ¿  la  verdad  sin  sombra  y  á  la  vida 
sin  vejez.  Quien  no  la  tenga,  pues,  por  madre,  quien  no  sea  alimentado  con  su 
leche,  quien  no  sea  vestido  por  sus  manos  virginales  y  maternales  con  la  blanca 
túnica  del  cordero,  no  tiene  á  Dios  por  padre,  no  entrará  k  la  sala  del  festín,  no  se 
sentará  á  la  mesa  de  los  hijos  de  la  familia. 

Jesucristo  tenía  una  obra  esencial  j  grande  aue  hacer ;  tenía  la  misión  de  llevarlo 
todo  á  su  último  fin,  libertarlo,  purificarlo  y  deificarlo.  La  Iglesia,  irradiación  y 
expansión  de  Jesucristo,  es  por  lo  mismo  umversal  ó  católica.  Todos  los  tiempos 
y  todos  los  lugares  le  pertenecen.  En  cualquiera  región  donde  ponga  el  pie,  está 
eu  su  propio  dominio;  toda  la  raza  de  los  hijos  oe  Adán  le  na  sido  dada  en 
herencia ;  tiene  la  carga  de  la  humanidad  entera.  Las  naciones  y  los  pueblos  no 
tienen  ya  el  derecho  de  atenerse  á  la  vida  déla  simple  naturaleza,  sometidos  á  las 
solas  le^es  de  la  razón.  Así  como  los  individuos,  ellos  deben  aceptar,  con  la 
revelación,  una  forma  de  vida  superior  y  sobrenatural,  que  lejos  de  absorber  su 
existencia  natural,  la  ensancha,  la  ennoblece  y  la  corona. 

Pero,  ¿  cómo  se  realizará  esta  tema  de  posesión  de  humanidad  por  la  Iglesia? 
Una  palabra  ha  sido  pronunciada,  poderosa  y  fecunda  como  la  palabra  de  Dios  : 
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"  Id  y  enseñad  á  todas  las  naciones !  Vosotros  conquistaréis  las  almas  por  medio 
de  las  almas ;  las  sociedades  por  medio  de  las  sociedades,  y  hasta  el  suelo  en 
que  se  apoyan.  Y  conquistaréis  todo  eso  no  para  dominar  á  la  manera  de  los 
déspotas  de  la  tierra,  sino  para  incorporarme  el  eénero  humano." 

La  Iglesia,  para  ejecutar  la  orden  que  ha  recibido  tiene  derecho  á  la  libertad  de 
recorrer  y  de  hablar ;  libertad  plena  y  entera,  sin  restricciones ;  libertad  que  no 
tiene  que  pedir  á  los  pioderes  temporales,  porque  es  de  derecho  absoluto  y  divino. 

Nada  de  barreras  ni  de  trabas :  es  preciso  que  la  Iglesia  sea  libre ;  y  para  hacerla 
libre.  Dios,  que  quiere  salvar  el  munao,  pondrá  en  efla  la  fuerza  de  su  brazo. 

La  Iglesia  es  una  Sociedad  y  una  Sociedad  peaeecta. 

La  Iglesia  es  una  sociedad,  es  decir  una  multitud  de  seres  inteligentes  y  ^libres, 
unidos  en  la  prosecución  de  un  mismo  fin.  Miembros  de  la  Iglesia,  nosotros  no 
somos  individualidades  aisladas  arrojadas  al  acaso  en  todos  los  puntos  del  globo, 
no  levantándonos  sino  por  nosotros  mismos,  entregados  á  nuestras  propia^  fuerzas, 
es  decir  á  nuestra  debilidad.  Nosotros  formamos  una  sociedad  universal  é 
inmensa.  .  •  .  Esta  sociedad,  la  Iglesia,  es  divina,  espiritual,  sobrenatural ;  sin 
embargo,  por  los  miembros  que  eua  recluta,  por  las  relaciones  exteriores  que 
mantiene  con  ellos  y  entre  ellos,  por  los  medios  sensibles  que  emplea,  es  una 
sociedad  humana,  vive  sobre  la  tierra,  respira  la  atmósfera  que  nos  rodea,  se 
despliega  en  el  espacio  y  en  el  tiempo,  es  una  voz  que  habla,  eco  fiel  de  la  voz  de  lo 
alto,  y  que  resuena  hasta  en  las  extremidades  del  globo ;  es  una  mano  que  se 
extiende,  que  gobierna,  que  bendice  y  también  que  castiga;  ella  es  la  luz  no 
oculta  bajo  el  celemín,  sino  colocada  sobre  el  candelero;  ella  es  la  ciudad 
construida  sobre  la  montaña,  expuesta  á  las  miradas  y  visible  }>ara  todo  el  aprifioo, 
en  donde  todos  deben  entrar,  puesto  que  todos  deben  ser  hijos  suyos,  y  poder 
conocerla  y  distinguirla.  .  .  .  Pues,  ¿  como  no  distinguirla  si  tiene  sobre  su  frente 
signos  inimitables,  y  la  majestad  de  una  corona  colocada  por  mano  divina? 
Quitad  á  la  Iglesia  ese  brillo,  ese  resplandor,  esa  visibilidad,  y  no  queda  sociedad 
religiosa  universal  ó  católica. 

Toda  sociedad  está  constituida  por  el  principio  que  la  especifica,  la  determina,  la 
distingue,  le  imprime  un  carácter  pcürticular,  le  da  su  fisonomía  propia»  la 
caracteriza,  en  fin,  en  la  jerarquía  de  las  sociedades.  Ese  principio  determinante 
y  constitutivo  de  una  sociedad  es  esencialmente  su  fin.  £1  fin  de  la  Iglesia  es 
Dios  visto  en  su  esencia.  Dios  poseído  en  su  dicha  propia  por  los  hombres.  •  •  . 
Conducir  á  los  hombres  á  su  fin  supremo,  hé  ahí  su  misión. 

Toda  sociedad  implica  una  or^nización.  .  .  .  En  la  Iglesia  hay  un  pueblo 
gobernado  y  un  gobierno  constituido  por  mandato  divino,  gobierno  dotado  de  un 
doble  poder :  de  un  poder  de  orden  invariable,  inmediatamente  coordinado  á  la 
santificación  de  las  almas  por  la  administración  de  los  sacramentos :  un  poder  de 
jurisdicción  cuyo  objeto  es  re^  el  rebaño  de  Jesucristo,  sea  proponiendo  de  .una 
manera  oblijg^toria  a  la  intehgencia  humana  la  doctrina  de  la  verdadera  fe,  sea 
dirigiendo  eficazmente  la  voluntad  humana  por  órdenes  propiamente  dichas.  De 
ahí  también  una  doble  jerarquía :  jerarquía  de  orden  y  jerarquía  de  jurisdicción. 

En  la  cumbre,  el  Pontífice  romano,  el  Vicario  de  Jesucristo,  Príncipe  ó  Padre 
supremo,  que  posee  sobre  la  Iglesia  entera  un  pleno  y  universal  poder  que  se 
llama  fri3£ado. 

Después  de  él  están  los  Obispos,  pastores  verdaderos  y  propiamente  dichos. 
Instituidos  en  la  Iglesia  para  ser  los  cooperadores  del  Soberano  Pontífice,  para 
dividir  con  él  el  peso  de  la  solicitud  pastoral,  tienen  en  virtud  de  la  institución 
divina  la  aptitud  necesaria  para  dirigir  perfectamente  á  los  fieles,  colocados  como 
están  en  el  grado  más  alto  de  la  jerarquía  del  orden.  .  .  . 

Vienen  en  seguida  los  sacerdotes,  cooperadores  de  los  Obispos,  en  virtud  de  su 
institución,  en  la  administración  de  los  sacramentos,  exceptuados  el  orden  y  la 
confirmación. 

La  constitución  de  la  Iglesia  es  una  constitución  monárquica,  la  Iglesia  es  una 
monarquía.  .  .  ,  ¿  Pero  qué  monarquía :  absoluta,  templada,  representativa  P  Se 
podría  decir  con  Bellarmino,  que  es  una  monarquía  templada  por  la  aristocracia  y 
la  democracia.    Pero  dejemos  ahí  todos  los  epítetos ;  vale  más  decir  con  el  Concilio 
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de  Florencia,  cuya  expresión  ha  reproducido  el  Concilio  Vaticano,  que  el  Papa 
I)osee  el  pleno  poder  de  gobernar  toda  la  Iglesia. 

(S  Esta  Iglesia  es  una  sociedad  perfecta  P  Se  entiende  por  sociedad  perfecta  en  el 
lenguaje  del  derecho  social,  una  sociedad  autónoma,  independiente,  que  se 
pertenece  plenamente  á  sí  misma  ;^  cuyo  fin,  y  los  medios  necesarios  para  conse- 
guirlo, no  están  subordinados  al  fín'y  á  los  medios  de  otra  sociedad.  Admitida  esta 
definición,  la  Igjlesia  es  una  sociedad  perfecta.  Ella  no  ha  nacido  de  la  yoluntad  de 
los  hombres,  sino  de  la  voluntad  ae  Jesucristo.  Es  el  reino  de  Dios  sobre  la 
tierra;  está  libre  en  derecho  de  toda  sujeción  humana;  goza  soberanamente 
del  triple  poder  legislativo,  judicial,  coercitivo,  aun  por  medios  materiales. 
Porque  si  atendiendo  á  su  origen,  ella  es  un  poder  espiritual,  es  al  mismo  tiempo 
una  sociedad  temporal,  puesto  que  en  las  condiciones  del  tiempo  sus  subditos  son 
hombres  formados  de  espíritu  y  materia.  En  razón  misma  de  su  perfección,  la 
Iglesia  no  está  en  manera  alguna  sujeta  á  la  ley  universal  del  cambio,  permanece 
firme  é  inmutable  en  medio  de  ese  torrente  de  siglos  que  arrastra  hombres  é 
imperios.  Pero  no  es  la  inercia  inmutable  de  la  materia,  es  más  bien  la  viva  y 
fecunda  inmobilidad  de  Dios ! 

La  Iglesia  es  una  Sociedad  viva  y  fecunda. 

La  Iglesia,  de  seguro,  es  una  obra  maestra,  la  obra  maestra  de  Dios.  Yive  por 
sí  misma ;  se  traduce  y  se  revela  en  virtud  de  una  fuerza  íntima,  santa,  que  surge 
de  lo  profundo  de  su  ser  y  la  empuja  hacia  adelante.  Se  mueve  por  sí  misma. 
Habla,  y  se  sabe  bien  que  su  palabra  no  es  un  puro  eco  más  ó  menos  resonante, 
sino  que  está  animada  por  el  soplo  de  un  pecho  vivo.  En  su  porte  lleno  de  gracia 
y  de  majestad  se  reconoce  á  una  reina.  Obra,  y  su  acción  lleva  el  signo  indeleble 
de  una  energía  vital,  que  se  refleja  y  se  manifiesta  al  exterior.  La  Iglesia  está 
dotada  en  una  palabra  del  movimiento  eminentemente  espontáneo,  que  es  el 
carácter  propio  de  la  vida.  Esta  vida  de  la  Iglesia  es  independiente  de  tpdos  los 
poderes  humanos.  Sin  duda  que  en  el  curso  de  los  tiempos,  ha  contratado 
alianzas  íntimas  con  los  poderes  de  la  tierra.  Cree  y  enseña  que  la  unión  de  la 
Iglesia  y  el  Estado  está  en  la  naturaleza  esencial  de  las  cosas  ;  que  es  deseada  por 
Dios ;  que  de  esta  unión  cordial  resultan  grandes  bienes  para  la  vida  de  las  almas 
y  para  la  vida  de  los  cuerpos,  para  la  vida  de  los  individuos  y  para  la  de  las 
naciones. 

EUa  dice  á  los  gobiernos  que  la  rechazan :  Vosotros  no  queréis  tenderme  la 
mano,  marchar  de  concierto  conmigo,  y  hacer  conmigo  la  grande  obra  de  la 
civilización  cristiana ;  tanto  peor  para  vosotros.  Yo  he  recibido  mi  consigna  de  lo 
alto.  .Viviré  sin  vosotros,  y  á  pesar  de  vosotros.  Yo  no  he  estado  nunca  más 
viva  que  cuando  despojada  de  todo  signo  exterior,  entr^ada  al  desprecio  de  los 
sabios,  álos  golpes  de  la  multitud  sanguinaria,  flagelada  por  la  lengua  embustera 
de  los  calumniadores  letrados,  abofeteada  por  la  mano  de  los  validos,  he  represen- 
tado á  los  ojos  del  mundo  la  noble  y  sangrienta  imagen  del  Cristo  coronado  de 
espinas  que  el  vil  procónsul  romano  entregó  á  la  plebe  judaica  diciendo :  Hé  ahí 
el  hombre !  Esa  es  casi  mi  condición  actual.  Mostrándome  aclaman :  Hé  ahí 
el  enemigo !  Y  sin  embargo  yo  estoy  viva,  y  bien  viva.  Á  mi  lado  se  levantan 
iglesias  rivales.  Ellas  hacen  en  apariencia  gran  papel  sobre  la  tierra.  Tienen  á 
su  servicio  el  triple  poder  del  oro  que  lo  compra  todo,  de  la  fuerza  que  todo  lo  hace 
ceder,  de  la  diplomacia  que  todo  lo  consigue.  La  bandera  de  Inglaterra,  la 
espada  del  Emperador  de  Alemania,  y  el  cetro  del  autócrata  de  todas  las  Rusias 
las  protegen.  Viven  ellas  P  Sin  autonomía,  sin  independencia,  sin  acción 
propia,  circunscritas  á  los  limites  que  les  ha  trazado  el  dedo  del  hombre,  verffon- 
zosamente  encorvadas  bajo  el  yugo,  y€«etan,  despreciadas  en  el  deshonor  de  la 
servidumbre* y  en  el  oprobio  de  la  esterilidad. 

La  Iglesia  católica  está  viva ;  ella  tiene  la  vida  en  su  más  alto  grado,  con  sus 
caracteres  distintivos :  la  unidad  y  la  fecundidad.  La  vida  de  la  Iglesia  es  una 
vida  única,  idéntica  á  sí  misma;  una  vida  perpetua  y  de  una  fecundidad 
inagotable.  Una  sola  fe,  un  solo  bautismo,  un  solo  altar,  una  sola  enseñanza. 
Sólo  la  Iglesia  ha  sometido  el  pensamiento  humano  hasta  el  punto  de  que,  tanto 
en  los  espíritus  elevados  como  en  los  humildes,  él  vive  de  su  soplo  y  ^  Cimentado 
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por  su  palabra.  Una  sola  fe  aceptada  por  millones  y  millones  de  hombres ;  qae 
pronuncia  una  misma  palabra  idéntica  á  si  misma,  en  los  tiempos  más  dÍTerBOB  j 
bajo  las  formas  m^  múltiplas ;  engendra  la  unidad  de  las  inteligencias  en  la 
adnesión  á  una  misma  verdad ;  la  unión  de  los  corazones  en  un  solo  j  mismo  amor 
de  Dios  y  de  nuestros  hermanos ;  la  unidad  de  obediencia  en  una  misma  sumisión  á 
una  autoridad  suprema,  que  lleva  en  la  frente*  el  sello  de  la  autoridad  divina  é . 
inclina  todas  las  voluntades  humanas,  tan  rebeldes  y  tan  orgullosas,  bajo  la 
majestad  de  un  mismo  precepto;  en  fin,  unidad  de  las  almas  en  una  misma 
adoración. 

Un  altar,  siempre  el  mismo,  aunque  levantado  en  todos  los  puntos  del  globo. 
Una  víctima,  siempre  la  misma,  aunque  ofrecida  cada  mañaDa  en  el  Oriente  y  en 
el  Occidente,  en  el  Septentrión  y  en  el  Mediodía.  Un  sacerdocio  de  todos  los 
tiempos,  de  todos  los  lugares,  que  repasa  en  su  corazón  y  murmura  con  sus  labios 
la  oración  de  todos  los  afligidos  hijos  de  Adán ;  toma  en  el  corazón  entreabierto  de 
Jesucristo  las  olas  de  la  sangre  regeneradora,  para  hacerla  correr  por  los  canales 
de  los  siete  sacramentos  á  las  venas  agotadas  de  la  humanidad. 

Todo  cuerpo  vivo  oculta  en  sus  entrañas  una  fuerza  secreta  que  le  dota  de  cierta 
inmortalidad ;  porque  gracias  á  ella,  puede  reproducirse  en  otros  cuerpos  y  hacer 
surgir  olas  de  vida  hasta  las  generaciones  más  lejanas.  Así  Jesucristo  ha  dado  á 
su  Iglesia  la  gloria  de  una  fecundidad  sin  ejemplo,  que  escapa  á  todo  desfalleci- 
miento y  que  excede  á  todos  los  limites.  Por  su  catolicidad  y  por  su  santidad,  la 
Iglesia  nos  ofrece  el  doble  milagro  de  una  vida  universal  siempre  conquistadora, 
siempre  adornada  de  hojas,  de  ñores  y  de  frutos. 

Catolicidad  de  vocación  i  Yo  os  he  escogido  :  yo  os  Jie  colocado  para  que  vayáis, 
pi*odtizcáÍ8  frutos,  y  que  esos  frutos  permanezcan.  Catolicidad  de  misión  : 
Idj  enseñad  á  todas  las  naxdones,  bautizadlas  y  enseñadles  á  gua/rdar  mis  man- 
damientos. 

Esta  doble  catolicidad  de  vocación  y  de  misión,  de  aptitud  y  de  hecho,  sólo  la 
Iglesia  la  posee.  Así  como  no  hay  sino  un  sol  que  se  levanta  sobre  nuestras 
cabezas  iluminando  el  mundo  con  su  luz,  no  hay  sino  una  religión  que  abraza  todos 
los  tiempos,  todos  los  lucres,  todas  las  almas,  que  sobrevive  d^e  hace  veinte 
siglos  á  todas  las  veneraciones  extinguidas,  adaptiándose  alternativamente  k  todas 
las  edades  y  á  todas  las  razas  de  la  humanidad ;  respondiendo  á  todas  las  necesi- 
dades ;  tomando  más  y  más  posesión  del  espacio ;  sufriendo  acá  y  allá  pérdidas  y 
disminuciones,  pero  reparando  las  derrotas  de  hoy  con  las  conquistas  de  mañana ; 
llevando  hasta  las  fronteras  extremas  del  mundo  las  legiones  pacíficas  y  conquis- 
tadoras de  un  apostolado  que  no  detiene  ningún  obstáculo,  que  no  espanta 
ninguna  barbarie,  que  no  desalienta  ninguna  resistencia,  que  no  dice  nunca 
basta! 

Sucede  con  la  santidad  de  la  Iglesia  lo  que  con  sa  catolicidad.  Ella  posee  una 
santidad  íntima,  fundamental,  que  es  el  principio  de  su  santidad  exterior,  oue 
constituye  la  sustancia  de  su  vida,  que  le  na  sido  infundida  por  Jesucristo.  De 
esta  fuente  profunda  y  viva,  se  esparcen  las  agpias  fecundlantes  que,  sobre  la 
tierra  inflada  por  el  orgullo,  manchada  por  la  lujuria,  desecada  por  el  egoísmo, 
devorada  por  la  rapacidad,  en  el  seno  de  esa  humanidad  corroída  por  mil  pasiones 
sensuales,  engendran  legiones  de  santos. 

La.  Iglesia  t  el  Estado. 

Cuan  hermoso  es  y  cuan  fecundo  en  preciosas  enseñanzas  el  segundo  salmo  de 
David,  que  jo  no  he  leído  nunca  ni  oído  cantar  sin  un  profundo  terror  :  "  j  Por 
qué  las  naciones  tiemblan  y  meditan  vanos  proyectos  P  ¿  Por  qué  los  reyes  de  la 
tierra  se  han  levantado  y  los  príncipes  se  han  coligado  contra  el  Señen*  y  contra 
su  Cristo  ?  Rompamos  los  lazos  que  nos  unen  á  ellos,  y  rechacemos  su  yuffo  lejos 
de  nosotros !  El  que  habita  los  cielos  se  reirá  de  su  rebelión,  el  Señor  se  ourlará 
de  ellos.  El  Cristo  les  hablará  en  su  cólera,  v  su  faror  los  confundirá.  Yo  he  sido 
establecido  reypor  Dios  mi  Padre,  sobre  Sion  y  su  montaña  santa,  para  intimarle 
sus  órdenes.  El  me  ha  dicho :  Yos  sois  mi  hi]o,  yo  os  he  engendrado  (en  vuestro 
nacimiento  humano,  como  yo  os  he  engendrado  en  vuestra  generación  divina  j 
eterna).    A  petición  vuestra,  os  he  dado  por  herencia  las  naciones  de  la  tierra,  y 
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vuestra  posesión  se  extenderá  hasta  las  extremidades  de  la  tierra.  Vos  las  gober- 
naréis con  vara  de  liierro  y  las  romperéis,  cOmo  el  alfarero  (cuando  le  place) 
«1  vaso  (modelado  por  sus  manos).  (Es  decir  que  seréis  para  ellas  la  resurrección 
ó  la  ruina)  ^  Y  ahora  Reyes,  comprended  (vuestros  deberes)!  Príncipes,  instruíoá  ! 
Servid  al  Señor  en  el  temor,  y  que  vuestra  alegría  en  Él  no  sea  sin  un  cierto  temblor. 
Adorad  su  doctrina,  de  temor  de  que  algún  día  no  se  irrite  y  sorprendiéndoos  fuera 
de  la  vía  de  la  justicia,  os  haga  perecer.  Felices  aquellos  que,  cuando  su  cólera  se 
Inflame  de  repente,  tengan  puesta  su  confianza  en  £1." 

^  Cuan  clara  y  terrible  es  esta  sentencia.  No  son  sólo  los  individuos,  sino  tam- 
bién las  naciones  y  los  pueblos,  los  estados  y  los  gobiernos,  quienes  pertenecen  á 
Jesucristo,  y  deben  obedecerle  de  grado  ó  por  fuerza.  Y  puesto  ^ue  Jesucristo  ha 
trasmitido  todos  los  derechos  á  su  Iglesia,  todos,  naciones  y  gobiernos,  Estados  y  • 
soberanos,  deben  {¡ertenecer  á  la  Iglesia  y  obedecerle.  Tal  es  el  gran  oráculo  de 
Isaías  y  de  David :  **  El  dominará  todas  las  naciones,  todas  las  naciones  le 
servirán."  Ko  es  sólo  á  los  particulares,  sino  también  á  las  naciones  y  á  los 
imperios,  á  quienes  se  aplican  estas  palabras  del  divino  Salvador  •*  **  El  que  no 
está  conmigo,  contra  mí  está."  Y  el  oráculo  de  San  Pedro  :  "  No  hay  salud  sino 
en  Jesucristo.  Niogún  otro  nombre  ha  sido  dado  bajo  el  cielo  á  los  hombres  por 
el  cual  puedan  ser  salvos." 

Jesucristo  ha  dicho  á  todas  las  ciudades  cuando  se  dirigió  á  Jerusalén  :  "  Jeru- 
salén,  Jerusalén,  cuántas  veces  yo  he  querido  reunir  tus  hijos,  como  una  gallina 
reúne  sus  polluelos  bajo  su  ala,  y  tú  no  has  querido  !  .  .  .  Mé  aquí  que  todas  tus 
casas  serán  desiertas  y  que  tu  serás  hollada  por  los  pies  de  los  gentiles  !...*' 

Jesucristo  ha  dicho  de  la  misma  manera  á  todas  las  naciones,  al  hablar  á 
Corozaín  y  Betsaida:  "Av  de  ti,  Corozaín,  ay  de  ti,  Betsaida,  porque  no  habéis 
hecho  penitencia,  ni  os  habéis  rendido  á  la  verdad  á  pesar  de  los  milagros 
brillantes  que  habéis  presenciado." 

Las  consecuencias  sacadas  de  los  Santos  Padres,  de  la  tradición  toda,  de  los 
concilios,  de  los  soberanos  Pontífices  hablando  ex  cátedra  á  la  Iglesia  entera,  son 
numerosas  y  capitales  :  nosotros  no  podemos  aquí  sino  enunciarlas,  reuniendo 
fielmente,  coir  sus  propias  palabras,  el  tratado  dogmático  del  R.  P.  Liboratore,  de 
la  Compañía  de  Jesús  :  La  Iglesia  y  el  Estado  (París,  Víctor  Palmé,  1877). 

La  Iglesia  es  una  sociedad  perfecta  y  suprema  entre  todas  las  sociedades,  y  ella 
no  debe  ser  subordinada  á  ninguna  otra  sociedad  inferior. 

Toda  sociedad  debe  someterse  á  la  Iglesia.  De  nada  sirve  invocar  la  diferencia 
entre  los  dos  órdenes  de  la  sociedad,  el  uno  espiritual  y  el  otro  temporal.  En  sus 
relaciones  mutuas,  esta  diversidad  lleva  consigo  respecto  del  Estado  una  indepen- 
dencia relativa,  pero  no  absoluta,  en  las  cosas  que  por  sí  mismas  se  refieren  exclusi- 
vamente á  la  vida  presente.  Pero  en  las  cosas  que  miran  directamente,  por  sí 
mismas,  á  la  religión  ó  á  la  justicia  y  á  las  costumbres,  el  Estado  debe  conformarse 
á  las  prescripciones  de  la  Iglesia.  En  ^,  aun  en  las  cosas  que  son  de  su  compe- 
tencia, el  deber  del  Estado  es  no  hacer  nada  oue  perjudique  a  la  moralidad  de  sus 
subditos  y  al  culto  de  Dios,  y  la  Iglesia  tiene  el  derecho  de  corregir  y  anular  todas  las 
disposiciones  injustas  ó  inmorales  que  se  hubieren  tomado,  aun  en  el  orden  temporal. 

Habría  confusión  de  la  Iglesia  y  el  Estado,  si  la  Iglesia  estuviese  subordmada 
al  Estado ;  pero  no  resulta  ninguna  confusión  de  la  subordinación  del  Estado  á  la 
Iglesia  :  el  cuerpo  no  se  confunde  con  el  alma,  aunque  le  esté  subordinado. 

Separado  de  la  Iglesia,  el  Estado  no  puede  conseguir  siquiera  el  fin  de  la  sociedad 
civil. 

El  orden  natural  debe  estar  subordinado  al  orden  sobrenatural,  la  naturaleza 
á  la  gracia,  la  vida  presente  á  la  vida  futura.  La  doctrina  católica  no  admite 
ni  la  supremacía  del  Estado  sobre  la  Iglesia,  ni  la  independencia  absoluta 
del  Estado,  ni  aun  la  separación  de  la  Igrlesia  y  el  Estado,  porque  ninguna  sociedad 
constituida  para  bien  del  hombre  puede  hacer  abstracción  de  lo  que  es  el  bien 
supremo  de  la  humanidad.  Es  preciso  ser  insensato  para  imaginarse  que  teniendo 
ambos  su  origen  en  Dios,  el  más  noble,  el  poder  espiritual,  pueda  estar  sometido  al 
poder  temporal.  La  humanidad  es  un  cuerpo  único,  la  Iglesia,  el  cuerpo  de  Jesu- 
cristo. Luego,  aunque  existan  en  su  seno  diversas  potencias,  diversas  magistra- 
turas, es  necesario  que  estén  subordinadas  entre  sí,  a  fin  de  que  sean  referidas  de 
alguna  manera  á  la  unidad. 
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Por  las  palabras  dirigidas  á  Pedro  y  á  sus  sucesores :  **  Apacienta  mis  ovejas,'* 
los  reyes  y  los  emperadores  están  como  sus  subditos  sujetos  á  Pedro,  puesto  que 
también  nacen  parte  de  las  ovejas  d.e  Cristo. 

El  Gobierno  temporal,  para  ser  justo  y  bueno,  debe*^tener  nna  regla  espiritjiaJ ; 
Inego  es  necesario  que  él  sea  reglado  por  el  poder  espiritual.  Los  Papas,  por  su 
parte,  encargados  de  reprender  y  corregir  á  los  reyes  y  á  los  emperadores,  no  sólo 
como  hombres  sino  tamoién  en  el  ejercicio  de  su  poder,  deberán  dar  cuenta  á  Dios 
de  ello. 

Tales  como  sbn  las  relaciones  del  cuerpo  y  el  alma  en  el  Hombre,  son  también  las 
relaciones  de  los  dos  poderes,  tem|)orai  y  espiritual,  en  la  Iglesia.  ...  El  poder 
espiritual  no  se  mezcla  en  los  negocios  temporales,  con  tal  que  los  negocios  temoo- 
rales  no  se  opongan  al  iin  que  el  poder  espiritual  debe  alcanzar.  Si  las  medioas 
temporales  son  necesarias  para  alcanzar  este  fin,  el  poder  espiritual  puede  y  debe 
reprimir  al  temporal,  y  obligarlo  por  todas  las  vías  y  medios  necesarios.  (Bellar- 
mino,  de  Bomano  Pontífice,  Lib.  vi,  c.  VI.) 

Estas  palabras  de  Jesucristo :  "  Como  mi  padre  me  ha  enviado,  yo  os 
fnvío.  .  ,  .  Todo  poder  me  ha  sido  dado  en  el  cielo  y  en  la  tierra :  id,  pnes,  y 
enseñad  á  todas  las  naciones  ! "  asimilan  el  poder  de  la  Iglesia  al  de  Dios,  la  auto- 
ridad de  los  Pontífices  romanos  á  la  de  Jesucristo ;  luego  ella  se  extiende  á  todos,  a 
los  individuos  como  á  las  naciones,  á  los  Estados  y  á  los  soberanos. 

En  su  calidad  de  hombre,  el  soberano  debe  servir  á  pios  viviendo  conforme  á  la 
fe ;  en  su  calidad  de  rey,  debe  servir  á  Dios  poniendo  sus  leyes  y  su  gobierno  en 
conformidad  con  la  fe,  sin  sustraerse  nunca  á  la  subordinación  hacia  la  Iglesia. 

Esta  subordinación  espiritual  no  es  ni  la  exclusión  ni  la  absorción  délos  poderes 
temporales ;  al  contrario,  ella  los  ennoblece  y  los  afirma. 

En  el  gobierno  de  los  pueblos  redimidos.  Dios  une  el  Estado  á  la  Iglesia,  y  esta 
unión  debe  ser  mantenida.  Sin  la  Iglesia,  el  Estado  moderno  pareceiía  un 
cadáver. 

Una  vez  constituida  la  Iglesia  por  el  Cristo  coexisten  dos  poderes,  el  eclesiástico 
y  el  civil ;  y  sus  relaciones  mutuas  no  pueden  ser  sino  la  subordinación  del  segunda 
al  primero. 

inventar  sistemas  para  destruir  esta  subordinación,  no  puede  tener  otro  efecto 
que  excitar  la  guerra,  y  la  guerra  no  puede  acabar  sino  por  el  triunfo  del  imperio 
que  debe  durar  eternamente.  Si  el  coloso  se  levanta  de  nuevo,  de  nuevo  la  piedra 
caída  de  la  montaña  lo  reducirá  á  polvo. 

La  Iglesia  es  el  reino  de  Dios  sobre  la  tierra ;  reino  del  cual  es  Jesucristo  rey 
invisible,  y  su  Yicario  rey  visible.  Cuando  el  Cristo  confesó  delante  del  Gobernador 
romano  que  él  era  rey,  no  dijo,  observa  á  propósito  San  Agustín :  "  Mi  reino  ño  es 
aquí,  sino  no  es  de  aquí.  Mi  reino  no  es  en  este  mundo,  sino  no  es  de  este  mundo  I 
Porque  su  reino  está  realmente  aquí  abajo,  en  este  mundo,  y  durará  hasta  el  fin  de 
los  siglos."  * 

El  territerio  de  ese  reino  abraza  el  mundo  entero.  En  virtud  del  dominio 
universal  y  absoluto  que  le  pertenece,  Jesucristo  ha  dado  á  su  Iglesia  autoridad 
sobre  todos  los  hombres,  bajo  cualquier  clima  (jue  vivaji.  Después  de  eso,  ¿  no  es 
una  locura  calificar  de  extranjera  la  autoridad  del  Papa?  ¿Cómo  podría  ser 
extranjera  la  cabeza  á  los  miembros  P 

Propiamente  hablando,  no  es  la  Iglesia  quien  está  en  el  Estado,  es  al  contrario  el 
Estado  quien  está  en  la  Iglesia.  En  efecto,  no  es  el  todo  el  que  está  en  las  partes» 
sino  las  partes  las  que  estón  en  el  todo.  Pero  la  Iglesia  es  un  tedo,  una  sociedad 
universal,  destinada  á  recibir  en  su  seno  el  género  humano  entero.  La  Iglesia  es 
católica,  universal;  el  Estado  al  contrario  es  siempre  limitado  en  cuanto  al 
territorio,  á  las  personas  y  al  poder. 

El  conocimiento  de  las  causas  espirituales,  es  decir  de  las  que  se  refieren  4  la 
fe,  la  administración  de  los  sacramentos,  los  ritos,  la  moral,  la  dirección  de  los 
fieles  en  la  práctica  de  la  virtud,  en  una  palabra  todas  aquellas  que  se  refieren  al 
culto  de  Dios  y  á  la  salud  de  las  almas,  no  pertenece  de  ninguna  manera  á  la 
autoridad  temporal,  sino  únicamente  á  la  autoridad  espiritual  ó  de  la  Iglesia  :  ésta 
e^  una  verdad  católica,  y  puede  mirarse,  dice  Suárez,  como  una  verdad  de  fe. 

Por  consiguiente :  1?  Las  apelaciones  á  los  recursos  de  fuerza,  protección  y 
queja,  por  las  cuales  el  magistrado  lego  se  arroga  el  dereg^^,4g^1¿:4;^4ribunal 
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&  loe  ministroB  sagrados,  de  juzgarlos  j  de  decidir  acerca  de  los.  actos  de  jurisdicción 
eclesiástica  j  ejercicio  del  ministerio  sacerdotal,  son  una  usurpación  inconsiderada ; 
2?  Sncede  lo 'mismo  con  el  pa$e  j  el  exequátur  exigidos  pcura  la  publicación  j 
ejecución  de  las  bulas,  breves  ó  decretos  emanados  de  la  Santa  Sede. 

Todo  Estado  católico,  t  todo  Grobiemo  que  representa  una  nación  católica,  está 
obligado  por  eso  mismo  a  defender  y  á  proteger  á  la  Iglesia. 

El  grande  error  del  espíritu  moderno  es  el  naturaliamo  6  sea  la  reivindicación  del 
pretendido  derecho  innato  ó  adquirido  de  vivir  en  la  esfera  del  orden  de  pura 
naturaleza,  y  de  emanciparse  del  orden  sobrenatural,  no  teiáepdo  absolutamente 
en  cuenta  el  lazo  necesario  establecido  por  la  voluntad  de  oíios  en^e  el  orden 
natural  y  el  sobrenatural.  Separada  y  ai&lada  de  la  Redención»  la  naturaleza 
humana  no  es  sino  lo  que  las  santas  Escrituras  llaman  el  mundo,  &  quien  no 
pertenece  Jesuóristo,  por  el  cual  no  ora  Jesucristo,  al  cual  Él  ha  maldecido ;  de 
quien  es  padre,  príncipe  y  cabeza,  Satanás ;  cuya  sabiduría  es  enemiga  de  Dios,  y 
cuyas  vías  conducen  á  la  eterna  condenación. 

Fío  IX  ha  señalado  f  condenado  á  los  que  aplicando  á  la  sociedad  civil  el 
principio  impío  y  absurdo  del  naturalismo,  no  temen  enseñar  que  la  mejor  condi- 
ción de  la  sociedad  civil  y  el  progreso  social  requieren  absolutamente  que  las 
sociedades  humanas  sean  constituidas  y  gobernadas  sin  ningún  cuidado  de  la 
religión,  como  si  ella  no  existiese,  ó  al  menos  sin  establecer  ninguna  diferencia 
entn9  la  reli^ón  verdadera  y  las  falsas  (Encíclica  de  8  de  Diciembre  de  1864). 
Esta  separación,  dice  el  santo  Pontífice,  tendría  por  efecto:  oscurecer  y  hacer 
perderla  concepción  y  el  sentimiento  del  deber;  sustituir  al  derecho  la  fuerza 
material ;  conducir  á  la  fatal  teoría  de  la  opinión  pública  y  de  los  hechos  cumplidos ; 
conducir  á  afirmar  que  la  sociedad  doméstica  ó  la  familia  tiene  su  razón  de  ser  del 
derecho  civil  solamente ;  que  de  la  ley  civil  sola  dependen  todos  los  derechos  de  los 
padres  sobre  sus  hijos.  De  donde  resulta  que  el  separarse  de  Dios  y  de  la  Iglesia 
conduce  necesariamente  á  la  negación  del  nn  individual  y  á  la  prevención  del  fin 
social 
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Como  los  asuntos  que  hemos  tratado  en  la  Introducción  son  de  impor- 
tancia capital,  juzgamos  convonftito  insertar  aquí  el  comentario  que 
hace  un  excelente  escritor  español  contemporáneo  á  algunas  Droposiciones 
del  Syllabua  relacionadas  más  ó  menos  directamente  con  dichos  asuntos. 

En  Ja  Proposición  19  se  condena  : 

1'  4  los  que  dicen  que  la  Iglesia  no  es  una  sociedad  perfecta  ó  independiente. 

2?  A  los  que  creen  qne  la  Iglesia  no  tiene  derechos  propios  ó  innegables,  que  le 
dio  su  mismo  divino  fundador. 

3*  Que  corresponde  á  la  autoridad  civil  el  declarar  cuáles  son  los  derechos  de  la 
Iglesia,  y  dentro  de  qué  límites  ha  de  ejercerlos. 

El  primer  error  condenado  en  la  Proposición  19  se  refuta  por  sí  mismo.  Decir 
que  la  Iglesia  no  es  una  sociedad  perfecta  é  independiente,  es  un  error  de  derecho  y 
de  hecho.  Error  de  derecho,  por  suponer  que  I)ios  carece  de  poder  para  fundar 
una  sociedad  independiente  y  perfecta.  De  hecho,  ijorque  no  se  recuerda  que 
Jesús  fundó  su  Iglesia  sin  pedir  autorización  á  ningún  poder  mundano,  y  aun 
contra  la  voluntad  de  los  x>odere8  del  mundo. 

La  Iglesia,  pues,  es  independiente  :  . 

1?  Porque  Dios,  su  f  unoador,  es  omnipotente,  y  hace  cuanto  quiere  en  el  cielo 
y  en  la  tierra.  iOOCjIp 
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2f  Porque,  al  f  andarse  la  Iglesia,  Jesás  no  la  sometió,  como  tal  Iglesia,  á  ningún 
poder  humano.  .         .  .  • 

3f  Porque  en  el  principio  la  Iglesia,  siendo  siempre  perseguida,  viviendo  en  las 
catacumbas  ó  en  el  desierto,  y  aun  llenando  los  campos  de  sepulcros  de  mártires, 
se  arraigó,  se  extendió  y  venció  con  su  sufrimiento,  con  su  santidad  y  con  su 
verdad  a  todos  los  perseguidores. 

4^  Porque  es  anterior  é  todos  ]os  poderes  humanos  que  hoy  existen,  y  muchos 
siglos  antes  aue  las  actuales  sociedades  civiles  existiesen,  la  Iglesia  tenía  ya  todo 
su  poder  y  toda  su  independencia. 

Él  segundo  error,  el  de  los  que  niegan  á  la  Iglesia  los  derechos  que  le  dOió  su 
mismo  divino  fundador,  es  tan  absurdo  qne  ni-  aun  necesita  ser  refutado. 

En  efecto,  ¿  f ando  Jesacristo  su  Igle&ia  P  SL  j  La  fundó  para  que  fuese 
independiente  y  para  qae  se  diese  á  Dios  lo  que  es  de  Dios  y  al  César  lo  que  es 
del  César  ?  Sí.  Y  si  fundó  Jesucristo  la  Iglesia  y  la  fundó  además  para  que  fuese 
independiente,  ¿  cómo  no  había  de  darle  los  derechos,  prerrogativas,  facultades  ó 
atribuciones  que  eran  indispensables  para  su  gobierno  o  independencia?  Ésta  es 
una  verdad  hasta  de  sentido  coman. 

El  tercer  error,  el  que  consiste  en  suponer  que  corresponde  á  la  potestad  civil  el 
definir  y  limitar  los  derechos  de  la  Iglesia,  es  á  la  vez  lo  más  impío  y  lo  más  absurdo 
que  se  puede  imaginar. 

^  Qué  razón  puede  tener  la  potestad  civil  para  arrogarse  ese  derecho  ?  ¿Es 
quizá  la  potestad  civil  más  santa  ó  más  perfecta  q^ue  la  Iglesia  P  Ko.  ¿  Está 
exenta  de  error  la  potestad  civil  P  No.  ¿  Ha  dado  Dios  á  la  potestad  civil  atribu- 
ciones  para  que  juzgue  á  la  Iglesia  ?  No.  ¿  En  qué»  pues,  se  funda  el  sacrilego 
error  que  rechazamos  P 

La  Iglesia  es  el  legítimo  representante  de  la  fuerza  espiritual  y  moraL  El 
Estado  es  el  representante  de  la  fuerza  material. 

Y  siendo  esto  así,  ¿con  qué  derecho  se  conceden  al  Estado  facultades  para  definir 
y  limitar  las  atribuciones  de  la  Iglesia  P  ¿  Basta  tener  fuerzas  físicas  para  poder 
resolver  una  cuestión  de  derecho  P  Decir  que  sí  equivale  á  sancionar  el  mate- 
rialismo,  ó  á  negar  la  verdad  y  la  justicia. 

¡  Cuan  cierto  es  que  en  el  fondo  ae  todas  las  sectas,  llámense  como  se  llamen,  que 
hacen  guerra  á  la  iglesia  católica,  se  oculta  siempre  el  materialismo ! 

En  la  Proposición  20  se  condena  el  error  ae  los  que  creen  que  la  potestad 
eclesiástica  no  puede  ejercer  su  autoridad  sin  el  consentimiento  y  la  autorización 
de  los  gobiernos  civiles. 

El  error  condenado  en  esta  Proposición  es  el  protestantismo,  el  jansenismo  y  el 
regalismo  en  toda  su  esencia  y  con  toda  su  monstruosa  injusticia. 

Enrique  YIII,  al  proclamar  el  protestantismo,  se  erigió  sacrflegamente  en  Sumo 
Pontífice  ó  Jefe  de  la  Iglesia. 

Los  jansenistas  del  sielo  XYII,  mostrando  no  menos  impiedad,  si  no  mayor 
hipocresía  ó  más  profunoo  disimulo,  reconocían  en  teoria  toaas  las  atribuciones 
de  la  Iglesia,  y  en  la  práctica  no  permitían  que  las  autoridades  eclesiásticas  diesen 
v.n  paso  sin  obtener  antes  la  aprooación  de  la  autoridad  civil. 

Los  regalistas  del  siglo  X  v  III,  que  en  el  fondo  eran  verdaderos  jansenistas  ó 
protestantes,  juraban  y  perjuraban  que  eran  católicos  y  muy  católicos,  pero  que 

f)ara  poder  proteger  el  catolicismo  necesitaban  examinar  todas  las  disposiciones  de 
as  autoridades  eclesiásticas. 

Así  es  que,  protestando  que  sólo  trataban  de  dispensar  protección  á  la  Iglesia, 
se  obstinaban : 

If  En  que  ningún  católico,  fuese  simple  fiel,  sacerdote  ú  Obispo,  pudiese  mantener 
comunicación  con  el  Papa,  sin  consentimiento  previo  del  Gobierno  y  por  medio  del 
Gobierno. 

2?  Que  el  Papa  no  pudiese  dirigir  ninguna  bula,  breve  ó  rescripto  á  los  fieles, 
fuese  de  la  índole  que  fuese,  sin  que  el  Gobierno  lo  examinase  y  le  concediese  el 
pase  para  auS  se  pudiese  publicar. 

S?  Que  el  Gobierno  presentase  todos  sus  Obispos,  eligiese  loe  canónigos,  nom- 
brase los  beneficiados  y  hasta  interviniese  en  la  elección  de  los  curas  párrocos. 

4?  Que  el  Gobierno  pudiese  disponer  de  los  bienes  de  la  Iglesia,  ^como  si  se 
tratase  de  bienes  que  no  son  propiedad  sagrada.  uLu^t^uu  ^OOqIc 
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6?  Que  el  Grobierno  pudiese  prescindir  de  la  inmunidad  eclcsiástioa  y  aun 
deroí^rla,  considerándose  como  superior  en  la  Iglesia. 

6*  j  último.  Qae  el  (Jobiemo  pudiese  intervenir  en  los  asuntos  interiores  de  la 
Iglesia,  y  decidir  por  sí  y  ante  si  y  con  autoridad  propia,  acerca  de  la  suerte  de 
las  corporaciones  religiosas. 

La  herejía  regalista  fué  contenida  por  medio  de  los  concordatos.  Sin  embargo, 
para  esto  la  Iglesia  tuvo  que  hacer  muchas  y  muy  grandes  concesiones. 

El  regalismo  al  mostrarse  tan  celoso  defensor  de  las  prerrogativas  déla  autoridad 
real  ante  la  Iglesia,  se  olvidaba  por  completo  de  defender  la  autoridad  real  ante  la 
revolución.  Los  mismos  consejeros  de  Luis  XY,  que  tanto  empeño  mostraban  en 
dar  al  rey  toda  la  autoridad  del  Papa,  no  veían  que  al  proceder  así  arrojaban  á  la 
revolución  toda  la  autoridad  del  rey.  Luis  Xv  aconsejado  x>or  los  regalistas, 
quería  ser  hasta  Papa,  y  Luis  XYI,  su  sucesor,  abandonado  por  los  regalistas, 
murió  en  el  cadalso. 

£stas  son  las  consecuencias  del  empeño  en  someter  la  Iglesia  &  la  potestad 
civil.  Cuando  los  Gobiernos  se  obstinan  en  imponerse  á  la  Iglesia,  la  revolución 
se  obstina  á  su  vez  en  imponerse  á  los  Grobiemos.  Es  que  si  la  autoridad  civil  no 
respeta  á  la  Iglesia,  las  turbas  no  pueden  respetar  de  ningún  modo  á  la  autoridad 
civil. 

La  autoridad  civil  no  tiene  ningún  derecho  para  coartar  la  libertad  de  la 
Iglesia.  Si  lo  hace  es  abusando  de  la  fuerza  ó  sentando  el  principio  de  que  el 
pioder  material  es  superior  al  poder  espiritual. 

Admitido  este  prmcipio,  la  autoridad  civil  dirá  á  la  Iglesia :  "  Te  oprimo  y  te 
despojo  de  tus  propias  atribuciones,  nominor  quia  leo,  porque  soy  el  más  fuerte." 

En  cambio,  la  revolución,  que  siguiendo  el  ejemplo  de  los  Gobiernos,  pierde 
también  el  temor  á  Dios  f  por  lo  tanto  el  respeto  á  la  autoridad,  se  encara  á  las 
potestades  civiles  y  les  dice  :  "  Habéis  sentado  el  principio  de  que  no  hay  más 
razón  que  la  fuerza.  Pues  bien,  si  vosotros  sois  fuertes  ante  el  Papa,  yo  soy  fuerte 
ante  vosotros.  Si  vosotros  no  respetáis  la  autoridad  del  Papa  porque  sois  fuertes, 
yo  desprecio  vuestra  autoridad  porque  soy  más  fuerte  que  vosotros. 

Y  i  qué  se  contesta  á  esto  ?  La  verdad  es  que  el  argumento  de  la  revolución 
contra  la  autoridad  civil  no  es  más  que  un  plagio  del  argumento  de  los  regalistas 
contra  el  Papa. 

En  la  Proposición  21  se  condena  el  error  de  los  (]^ue  dicen  que  la  Iglesia  no  tiene 
potestad  para  definir  dogmáticamente  que  la  Religión  católica  es  la  única  religión 
verdadera. 

Este  error  es  hasta  inconcebible. 

En  efecto,  ¿qué  se  dina  del  que  negase  que  el  Gobierno  español,  por  ejemplo, 
carece  de  facultades  para  decidir  cuál  es  el  territorio  de  la  monarquía  española  r 

En  todas  las  constituciones  se  comienza  por  definir  lo  aue  es  España,  quiénes 
son  los  ciudadanos  españoles,  y  cuál  es  el  territorio  español. 

Y  i  podrá  negarse  a  ningún  legislador  español  la  facultad  de  declarar  cuál  es  el 
territorio  de  España  P 

Pues  esto,  ni  más  ni  menos,  es  lo  que  se  le  niega  á  la  Iglesia  católica,  al  negarle 
el  derecho  de  declarar  que  es  la  verdadera  Iglesia  de  Jesucristo. 

j No  sabe  la  Iglesia  que  fué  fundada  por  Jesucristo  P  ¿No  sabe  qiie  nació  en 
Jerusalén  y  que  conservando  siempre  el  sagrado  depósito,  se  ha  extendiao  por  todas 
partes,  permaneciendo  incólume  en  todos  los  tiempos  P  i  No  sabe  que  comen- 
zando por  Pío  IX,  Papa  que  felizmente  reina,  puede  llegar  á  San  Pedro,  primer 
Papa,  elegido  por  el  mismo  Jesucristo  ?  ¿  No  sabe  que  posee  la  doctrina  de  los 
Apóstoles  y  los  mártires,  de  los  Santos  Padres  y  de  los  confesores  ?  ¿No  sabe,  en 
fin,  «que  posee  el  Arca  Santa,  que  se  ha  trasmitido  hasta  ahora  y  se  trasmitirá  de 
generación  á  generación,  de  Papa  á  Papa,  haata  la  consumación  de  los  siglos  P 

Y  si  sabe  esto,  y  si  no  es  posible  que  se  equivoque  en  esto,  ¿  por  qué  no  ha  de 
poder  declararlo  P  Si  la  religión  no  puede  decir  lo  que  ella  misma  es,  ¿  quién  ha 
de  poder  decirlo  P 

Pero  no  nos  fatiguemos  más  impugnando  tan  absurdo  error.  Negar  á  la  Iglesia 
el  derecho  de  declarar  que  es  la  verdadera  Iglesia,  es  lo  mismo  que  negar  á  España 
el  derecho  de  declarar  que  es  la  verdadera  España. 

En  la  ProposiciÓQ  22  se  condena  el  error  de  los  que  dicen  que  los  profesores  y 


Digitized  by  V_j^ 


ó'" 


650  APÉNDICE. 

escritores  católicos  no  están  obÜgado.s  á  detenerse  sino  ante  lo  definido  como* dogma 
de  fe  por  el  juicio  infalible  de  la  Iglesia. 

En  esta  Proposición  se  envuelven  tres  errores,  todos  tres  muy  gpraves.  Son  los 
siguientes : 

1?  Que  los  profesores  y  escritores  católicos  tienen  el  privilegio  de  no  necesitar 
retroceder,  sino  ante  las  definiciones  dogmática». 

2?  Que,  per  lo  tanto,  no  tienen  obligacióu  ninguna  de  respetar  las  leyes  disci- 
plinales  ni  obedecer  los  preceptos  de  los  superiores  eclesiásticos.  Así  es  que  si  un 
Obispo,  por  ejemplo,  les  condena  una  obra,  no  deben  tenerla  por  condenada  basta 
que  la  íiuesia  en  ultima  apelación  la  condene. 

3?  y  ultimo.  Que  para  que  esta  obligación  comience,  es  preciso  que  intervenga 
el  Juicio  infalible  de  la  Iglesia, 

Y  á  qué  entienden  los  que  esto  dicen  por  Juicio  infalible  de  la  Iglesia  ?  ¿  Creen 
quizá  que  para  condenar  un  libro  se  necesita  reunir  un  Concilio  ?  Aseverar  esto  es 
lo  mismo  que  proclamar  la  impunidad  del  error  ó  negar  la  autoridad  de  la  Iglesia.  ^ 

Este  error  empezó  á  cundir  en  Alemania  en  1863,  y  por  desgracia  aun  no  se  ha 
extinguido  del  todo.  La  soberbia  y  el  espíritu  de  rebeldía  arrastran  á  muchas  gentes 
que  se  creen  católicas,  á  aUsmos  cuyo  fondo  no  puede  ni  aun  vislumbrarse. 

Por  fortuna  los  fíeles,  como  por  instinto,  niegan  instantáneamente  su  confianza  á 
todo  profesor  ó  todo  escritor  que  teniendo  la  osadía  de  llamarse  católico,  muestra 
tan  poco  resjMto  á  la  autoridad  de  la  Iglesia. 

La  Proposición  23  condena  los  tres  sig^uientes  errores,  á  saber  : 

Y  Que  los  Sumos  Pontífices  y  los  Concilios  ecuménicos  han  traspasado  los 
límites  de  su  potestad. 

2f  Que,  además,  usurpan  los  derechos  de  los  principes. 

3?  Que,  por  último,  erraron  en  sus  definiciones  acerca  de  la  fe  y  de  la  moral. 

¿  En  que  se  fundarán  los  ^ue  esto  dicen  para  asegurar  que  los  Concilios  ecumé- 
nicos han  traspasado  los  límites  de  su  potestad,  ó  han  usurpado  los  derechos  de  loa 
príncipes  P  j  Hay  en  todos  los  Concilios  ecuménicos  ni  uno  solo  en  el  cual  se 
nie^e  al  César  lo  que  es  del  César  P  ¿  No  han  asistido  á  los  Concilios  ecuménicos 
Obispos  pertenecientes  á  todas  las  naciones  ?  ¿  Ha  habido  un  solo  Gobierno  que 
crea  3amás  que  los  Concilios  han  atentado  contra  el  poder  civil  P  Pero  no  insis- 
tamos más  en  esto. 

Y  respecto  á  los  Sumos  Pontífices,  ¿  puede  decirse  con  razón  qne  han  traspasado 
los  límites  de  su  autoridad  ó  que  han  intentado  usurpar  los  derechos  de  la  auto- 
ridad civil  ? 

¿  Cuándo  han  hecho  ó  han  podido  hacer  esto  P 

¿  Lo  harían  quizá  en  los  cuatro  primeros  siglos,  ó  sea  antes  de  Constantino  P 
Pero  ¿  cómo  habían  de  hacerlo  cuando  entonces  no  ]>odían  salir  de  la  oscuridad 
de  las  catacumbas,  sin  exponerse  á  ser  arrojados  á  las  fieras  del  Circo  P 

¿  Lo  harian  en  los  cuatro  siglos  posteriores,  ó  sea  desde  Constantino  hasta  Cario 
Ma^o  P  Imposible.  En  estos  cuatro  úglo«,  desde  el  IV  hasta  el  VIII,  trasladada 
la  silla  inipenal  de  Boma  á  Constantinopla  y  desmoronado  el  imperio  Tomano» 
no  había  imperio  ni  autoridad  en  gran  parte  de  la  Europa  central.  Italia,  con. 
especialidad,  estaba  enteramente  abandonada.  Los  emperadores  se  alejaban  cada 
vez  más  hacia  el  Oriente,  y  los  reyes  lombardos,  por  el  contrario,  avanzaban  cada 
vez  más  descendiendo  por  el  camino  del  Norte.  En  cambio  los  escarcos  ó 
gobernadores  imperiales  carecían  do  prestigio  ante  el  pueblo  y  no  recibían  apoyo 
ninguno  del  imperio  para  rechazar  la  invasión  del  Norte. 

En  estas  circunstancias,  los  pueblos  que  se  veían  abandonados  por  la  autoridad 
civil  y  que  tenían  fe,  se  sometían  espontáneamente  al  Papa  para  que  les  aconsejase 
en  todas  sus  dudas  y  decidiese  en  todos  sus  pleitos.  En  el  siglo  VI,  el  Papa  &an 
Gregorio  Magno  se  lamentaba  de  verse  abrumado  por  los  cuidados  civiles,  cual  si 
fuese  un  soberano  temporal.  Por  esto  se  ha  dicho  que  los  Papas  se  encontraron 
convertidos  en  reyes,  porque  inclinándose  los  pueblos  ante  ellos,  ellos  se  quedaron 
únicamente  en  pie. 

En  el  siglo  VIII,  dos  soberanos  franceses.  Pepino  y  Cario  Ma^o,  vencen  á  los 
reyes  lombardos,  que  eran  extranjeros,  se  apodaran  de  Italia  abandonada  ya  por 
completo  por  los  emperadores,  y  entregan  al  Papa  las  llaves  de  Boma  que  ya  antes» 
de  hecho,  le  habían  entregado  los  pueblos. 
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Poca  después  la  princesa  Matilde  cede  sus  Estados  al  Papa  San  Gregorio  VII 
para  el  patrimonio  de  San  Pedro. 

Así  en  el  siglo  XI  se  encontró  ya  enteramente  constituido  el  poder  temporal  de 
los  Papas. 

Había  contribuido  á  c^stitnir  ese  poder : 

1".  El  abandono  del  imperio  ó  la  traslación  de  la  silla  imperial  de  Boma  á  Cons- 
tantinopla. 

2?  La  voluntad  y  la  piedad  de  los  romanos  que,  al  verse  abandonados  por  la 
autoridad  civil,  rodearon,  con  la  cabeza  inclinada,  al  Vicario  de  Jesucristo,  que  era 
un  anciano  inerme  y  sin  más  fuerzas  que  las  del  prestigio  de  su  digfuidad  y  virtud. 

3?  La  donación  de  Pepino  y  Cario  Magno. 

4?  La  donación  de  la  princesa  Matilde. 

b?  El  consentimiento  de  todos  los  pueblos  y  la  sanción  de  todos  los  Gobiernos. 

¿  Hay  aquí  algo  que  pueda  considerarse  como  ilegítimo  ó  injusto  ? 

¿Hay  quizá  un  solo  poder  en  la  tierra  que  pueda  como  el  Poder  pontificio 
descubrir  sin  temor  ninguno  su  origen  P 

Pero  se  dirá  :  ''Los  Papas  no  se  han  excedido  en  esto.  En  lo  que  se  han 
excedido,  ba  sido  en  el  uso  cjue  han  hecho  de  este  poder." 

Y  ¿  cuándo  se  han  excedido  P 

¿  Quizá  en  los  siglos  XI  ó  XIII,  en  los  tiempos  de  Gregorio  VII  é  Inocencio  lU  ? 
Y  ¿en  quó  se  excedieron  P    ¿  Cuál  era  el  derecho  público  en  aquella  época  P 

El  Oriente  se  Callaba  dominado  por  el  islamismo,  en  el  Norte  imperaba  el 
feudalismo  alemán,  Francia  era  víctima  de  horribles  desuniones  intestinas,  y 
España  se  hallaba  en  parte  en  poder  de  los  musulmanes,  y  en  parte  despedazada 
por  sus  muchos  y  pequeños  soberanos.  De  Italia  no  hay  que  hablar,  porque 
gemía  bajo  el  espantoso  yugo  de  la  anarquía. 

En  estas  circunstancias  los  Papas,  que  son  el  único  poder  moral  que  existe, 
levantan  su  voz  y  se  hacen  oír  en  todo  el  orbe. 

Pero  ¿  para  qué  levantan  su  voz  ? 

La  levantan 

1?  Con  el  fin  de  condenar  la  inmoralidad  y  proclamar  la  justicia. 

2?  Para  anatematizar  la  ambición,  y  excitar  al  amor  y  á  la  unión,  que  dan  fuerzas 
y  vigorizan. 

3?  Para  formar  una  liga  de  la  Cruz  y  la  civilización  contra  la  Media  Luna  y  el 
gentilismo,  6  sea  contra  la  barbarie. 

4?  Para  exhortar  á  los  cristianos  á  que  no  tuviesen  guerras  entre  sí,  y  convir- 
tiesen tod^s  sus  armas  contra  el  enemigo  común. 

5?  Para  predicar  las  Cruzadas  ó  contribuir  á  la  formación  de  ejércitos  que 
salvasen  á  Europa,  rechazando  la  invasión  de  la  barbarie  islamita. 

6?  Para  condenar  la  ambición  de  los  pueblos  del  Norte  que,  siguiendo  las  tra- 
diciones de  Atila,  siempre  están  pensando  en  conquistar  el  Mediodm. 

7°  Para  enviar  auxilios  á  Es|)aña,  que  tanta  necesidad  tenía  de  ellos  para  poder 
vencer  el  islamismo. 

Á  esto  y  sólo  á  esto  se  reduce  la  conducta  de  los  Papas  en  el  periodo  en  cues- 
tión. 

¿  Hay  aquí  nada  que  pueda  considerarse  como  reprensible  ó  que  no  sea  tan  útil 
como  justo P  ¿Que  hubiera  sido  de  Europa  ^  en  aquel  período  de  tinieblas, 
cuando  nadie  hablaba,  los  Papas  hubiesen  guardado  silencio  P 

En  los  siglos  posteriores  ya  no  es  posible  ni  aun  hallar  pretextos  para  censurar 
la  conducta  de  los  Papas.  En  efecto,  desde  que  en  el  siglo  XIV  empezaron  las 
revoluciones  contra  los  Gobiernos,  los  Papas  no  han  cesado  de  condenar  la  rebeldía 
y  dar  todo  el  prestigio  posibla^á  la  autoridad. 

4  Dónde  está,  pnes,  el  abuso  de  los  Papas  P 

8e  dice,  por  último,  que  los  Sumos  Pontífices  y  los  Concilios  han  errado  en  sus 
definiciones  acerca  de  la  fe  y  de  la  moral. 

Este  error  puede  refutarse  de  dos  maneras,  á  saber : 
•   1?  Examinando  los  hechos  presentados  por  los  enemigos  de  la  Iglesia,  con  el  fin 
de  hacer  ver  que,  ó  son  inexactos,  ó  están  desfigurados.    Esto  se  ha  hecho  ya 
muchas  veces,  y  se  ha  repetido  y  se  repitirá  con  suma  frecuencia  i>or  los  teólogos. 
Por  esto,  nosotros  dejamos  de  hacerlo  aquí. 
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2?  Pidiendo  pmebas  á  los  mismos  acosadores. 

Más  claro.  Para  probar  que  los  Samos  Pontífices  y  los  Concilios  ecuménicos  han 
errado  es  indispensable  presentar  dos  definiciones  dogmáticas  de  las  cuales  una 
afirme  lo  que  la  otra  niegue.  ¿  Han  presentado  estas  do%  definiciones  contradicto- 
rias los  enemigos  de  la  Santa  Sede  P    No.    ¿  Pueden  presentarlas  ?    Tampoco. 

Si,  pues,  no  demuestran  ni  pueden  demostrar  que  existen  definiciones  contradic- 
torias, ¿  cómo  se  atreven  á  asegurar  que  la  Iglesia  ha  errado  ó  aue  no  es  infalible  ? 

En  la  Proposición  24  se  condenan  los  dos  errores  siguientes,  a  saber : 

If  Que  la  Iglesia  no  tiene  potestad  coercitiva. 

2?  Que  no  tiene  tampoco  potestad  temporal  directa  ó  indirecta. 

Los  jansenistas,  prmcipalmente  los  reunidos  en  el  Conciliábulo  de  Pistoya,. 
condenados  por  el  Papa  Pío  VI  en  la  Bula  Auetorem  Fidei,  por  adalar  á  la  auto- 
ridad civil  negaban  su  legítimo  poder  á  la  Iglesia,  y  osaban  afirmar  que  la» 
autoridades  eclesiásticas  carecen  de  toda  fuerza  coercitiva. 

Este  error  va  encaminado  á  hacer  creer  que  la  autoridad  eclesiástica  es  inerte,  d 
no  tiene  potestad  ninguna  para  sancionar  sus  leyes,  ú  obligar  á  respetar  8U9 
disposiciones.  Afirmar  esto  equivale  á  negar  á  la  Iglesia  hasta  el  derecho  de 
atender  á  su  propia  conservación.  Y  ¿es  siquiera  concebible  el  que  carezc^t  de 
este  derecho  una  sociedad  fundada  por  Dios  ?  Dios,  que  da  á  todo  lo  ciue  crea  lo 
que  necesita  para  conservar  su  existencia,  había  de  hacer  una  excepción  en  per- 
juicio de  la  Iglesia,  que  es  su  obra  predilecta?    Esto  no  puede  jer. 

El  segundo  error,  esto  es  el  que  niega  á  la  Iglesia  toda  potestad  directa  6- 
indirecta,  puede  entenderse  de  dos  maneras  á  saber : 

1?  Como  negando  la  sobeíanía  temporal  del  Papa. 

2?  Como  negando  la  les^ítima  y  necesaria  influencia  que  los  Papas  deben  ejercer 
sobre  todos  los  poderes  públicos,  en  beneficio  de  los  pueblos  y  aun  de  los  mismos 
poderes. 

En  el  primer  sentido,  negar  la  soberanía  de  la  Santa  Sede  es  lo  mismo  que*nO' 
querer  la  independencia  ó  querer  la  esclavitud  ó  la  perturbación  de  la  Iglesia 
católica.  Si  el  Papa.no  es  soberano  temporal,  no  es  libre,  y  mientras  el  Papa  no 
sea  libre,  los  católicos  no  pueden  estar  tranquilos. 

La  guerra  que  se  hace  al  Papa  se  hace  á  toda  la  Iglesia.  Por  esto  donde  qtiiera 
que  hay  un  católico,  hay  y  habrá  un  defensor  del  trono  pontificio  ó  un  amigo 
irreconciliable  del  poder  sacrilego  que  lo  ha  usurpado. 

Los  c[ue  niegan  al  Papa  el  derecho  á  ser  soberano,  niegan  este  derecho  no  sólo  al 
Papa  sino  á  los  fieles  todos,  que  quieren  y  exigen  su  soberanía. 

En  el  segundo  sentido,  esto  es,  en  el  de  suponer  que  el  Papa  no  tiene  ninguna 
potestad  temporal  directa  ó  indirecta,  se  afirma  una  cosa  ó  se  asienta  una  máxima 
que  ha  sido  muy  funesta  para  los  pueblos  y  más  funesta  aún  para  los  Grobiernoff. 
Los  Gobiernos  tienen  necesidad  imprescindible  de  un  tribunal  especial  que,, 
llámese  como  se  llame,  tenga  la  misión  de  examinar  las  grandes  cuestiones  para 
conciliar  los  ánimos  y  evitar  conflictos. 

Un  Gobierno  puede  hallarse  en  disidencia  con  los  pueblos  ó  con  otro  Gt>biemo. 

Cuando  esto  suceda,  ¿  cómo  se  dirime  la  contienda  P 

Para  ello  no  hay  más  que  tres  medios,  á  saber : 

1?  El  de  recurrir  á  las  armas ; 

2?  El  de  apelar  á  la  intervención  de  la  diplomaciat  ó  sea  de  la  fuerza  física. 

3?  El  de  pedir  consejo  á  la  Santa  Sede,  que  es  la  fuerza  moral. 

Lo  primero,  el  recurrir  á  las  armas  y  encender  la  guerra,  es  un  mal  gravísimo, 
que  estremece  á  todo  el  mundo,  y  que  se  debe  evitar  a  todo  trance. 

Lo  segundo,  el  apelar  á  la  intervención  de  la  diplomacia,  que  representa  el  poder 
material,  además  de  ser  peligroso  porque  la  diplomftia  es  bien  poco  desinteresada» 
tiene  el  inconveniente  de  ser  hasta  deshonroso,  porque  inclinarse  ante  la  diplomacia 
equivale  á  doblar  la  cerviz,  no  ante  la  razón,  sino  adte  la  tuerza. 

El  tercer  medio,  el  de  solicitar  la  intervención  de  la  Santa  Sede,  además  de  no 
tener  ningún  inconveniente,  porque  el  Vaticano  no  piensa  en  conquistar,  ofrece  la 
ventaja  de  que  la  parte  que  resulte  condenada,  lejos  de  desagradarse,  se  llena  de 
gloria,  porque  cede,  no  á  la  fuerza  material  que  oprime,  sino  á  la  fuerza  moral 
que  se  dirige  á  la  conciencia. 
En  la  Edad  Media  se  reconocía  en  los  Papas  este  poder;  en  nuestros  tiempos^ 
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baj  tantas  preocnpaciones  acerca  de  este  panto,  qne  basta  entre  los  católicos  bay 
mncbos  qne  no  se  atreven  á  proponer  esta  idea. 

Sin  embargo,  es  necesario  y  justo,  y  el  tiempo  y  los  desenfádanos  obligar&n  á  qne 
se  adopte.  El  Gobierno  qne  lio  quiera  oír  la  toz  de  Boma,  tendrá  que  resignarse  á 
escucbar  las  amenazas  de  los  clubs  y  los  gritos  de  las  barricadas. 

Aquí  no  hay  medio,  ó  hay  ó  no  hay  respeto  á  la  autoridad  moral.  Si  hay 
respeto  á  la  autoridad  moral,  los  Gk>biemos  necesitan  respetar  la  autoridad  de  la 
Santa  Sede ;  si  no  hay  respeto  4  la  autoridad  moral,  es  decir  si  ios  Grobiemos  no 
respetan  á  la  Santa  Sede,  los  gritos  de  las  turbas  enfurecidas  estarán  siempre  ensor- 
deciendo á  los  Gk>biemos.  .  .  . 

En  la  Proposición  39  se  condena  el  siguiente  error : 

El  Estado,  como  origen  y  fuente  de  todo  derecho,  tiene  nn  derecho  qne  carece 
delimites. 

Esto  no  es  ni  más  ni  menos  qne  el  cesarismo  con  distinto  nombre. 

En  lo  antigno  decían  los  regalistas  ó  aduladores  del  poder  real:  ''Todo  lo 
qne  quiere  el  rey  tiene  fuerza  de  ley." 

Ahora  los  racionalistas  adnladores  del  Estado  plagiando  á  los  regalistas, 
exclaman :  "  £1  Estado  lo  puede  todo." 

Este  es  el  despotismo  más  absurdo,  más  desenfrenado.  El  poder  público, 
llámese  rey  ó  presidente,  nación  ó  estado,  necesita  tener  y  reconocer  sobre  sí  nna 
ley  á  la  cual  no  pueda  menos  de  someterse.  Esta  ley,  que  sólo  puede  ser  la  emana- 
ción de  la  ley  eterna  ó  la  ley  natural,  debe  comprender  todos^  los  principios  funda- 
*  mentales  de  la  justicia.  Estos  principios  de  justicia  deben  ser  nna  cosa  santa,  á  la 
cual  no  pueda  tocar  nnnca  ningún  legislador.  Así  es  qne  proclamándose  estos 
principios  el  despotismo  será  imposible,  porque  el  Estado  no  podrá  atentar  nunca 
contra  la  propiedad,  contra  la  yioa  ó  contra  la  honra  de  los  cindadanos.  Las  leyes 
del  Estado  han  de  ser  el  reflejo  de  la  ley  eterna,  hasta  el  punto  de  no  poder  consi-  • 
dorarse  ni  como  válidas  en  el  caso  de  que  no  lo  sean.  Por  último,  admitida  la  ley 
moral,  el  Estado  no  puede  hacer  nada  por  capricho,  porqne  sólo  tiene  facultades 
para  hacer  lo  psto  ó  conveniente  para  el  bien  común. 

De  s^vd  se  infiere,  sentando  el  principio  socialista  de  que  el  Estado  es  el  origen 
y  principio  de  todos  los  derechos  ó  ane  el  derecho  del  Estado  no  tiene  límites,  que 
se  coloca  al  Estado  por  encima  de  la  justicia,  y  la  ley  natural  deja  de  ser  nna 
garantía  contra  los  excesos  del  poder  publico. 

Además,  proclamando  la  máxima  de  qne  el  poder  del  Estado  no  tiene  límites,  se 
niega  radicalmente  la  justicia  de  Dios  y  hasta  la  dignidad  de  los  pueblos.  Se 
niega  la  justicia  de  Dios,  porqne  se  snpone  qne  sobre  el  Estado  no  hay  nada ;  y  se 
megA  la  dienidad  de  los  pueblos,  porq^ne  se  les  entrega  á  un  poder  sm  freno,  que 
no  tiene  mia  límites  qne  el  de  su  capricho  ó  el  de  su  fuerza. 

Esta  noción  del  Estado,  si  no  es  fuente  y  origen  de  derechos,  es  y  no  puede 
menos  de  ser  manantial  inagotable  de  revoluciones. 
El  Estado  está  limitado  : 

1?  Por  la  ley  eterna  de  Dios,  qne  le  traza  nn  círculo  del  cnal  no  puede  salirse 
nunca. 

2f  Por  la  tradición  ó  las  antiguas  oostumbres  de  los  pueblos,  que  constituyen 
legisladores,  contra  los  cuales  no  se  atenta  nunca  impunemente. 

3f  Por  las  formas  legales,  ó  sea  por  las  formalidades  que  las  leyes  requieren  en 
todos  los  actos  del  poder,  con  el  fin  de  evitar  los  efectos  de  la  precipitación  ó  el 
capricho. 

Esto  prueba  qne  el  derecho  del  Estado  no  es  ni  puede  ser  absoluto,  y  tiene  y  no 
puede  menos  de  tener  muchas  y  grandes  limitaciones. 

Por  otra  parte,  el  Estado  no  es  ni  puede  ser  origen  y  fuente  de  derechos,  porque 
el  Estado  no  da  derechos,  sino  que  se  limita  á  defender  y  amparar  los  derechos  que 
da  Dios,  ó  la  misma  naturaleza. 

El  hombre  tiene  derecho  á  que  se  respeten  su  honra,  su  vida  y  su  propiedad ; 
pero  estos  derechos  no  sólo  no  tienen  su  origen  en  el  Estado,  sino  que  son  muy 
anteriores  al  Estado. 

El  hombre  tiene  derecho  á  que  se  le  cumpla  lo  que  con  él  se  pacte ;  pero  este 
derecho  no  se  lo  puede  dar  el  Estado,  sino  la  misma  ley  natural  que  impone  la 
obligación  de  observar  estrictamente  los  pactos.  ^^ 
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La  miaióii  del  Estado  en  estos  casos  se  limita  ¿  reconocer  el  derecho  y  ampararlo 
contra  el  (^ue  lo  nioffa.  Si  se  piensa  de  otra  manera,  si  se  sienta  la  tan  absurda 
como  perniciosa  máxima  de  que  el  Estado  es  la  fuente  y  el  origen  de  todos  los 
derechos,  por  necesidad  habrá  que  convenir  en  que  el  Estado  podrá  negar  cuando 
quiera  los  derechos  que  de  él  proceden. 

En  efecto,  si  el  Estado  es  la  fuente  de  todos  los  derechos,  el  hombre  no  tiene 
más  derecho  á  su  vida  7  á  su  propiedad  que  el  que  el  Estado  le  conceda  7  por  el 
tiempo  que  se  lo  concedaT  Así  es  que  el  Estado  podrá  imponer  la  pena  de  muerte 
á  qmen  mejor  le4>arezca,  6  despojar  de  su  propiedad  á  quien  iuzgue  ooortuno.  La 
razón  de  esto  es  obvia.  Lo  que  el  Estado  da,  el  Estado  puede  quitarlo.  Si,  pues, 
da  el  derecho  á  la  vida  7  á  la  propiedad,  puede  también  quitar  la  propiedad  7  la 
vida. 

Medítese  bien  esto  y  se  comprenderá  cuan  absurdo  7  cuan  impío  es  el  principio 
fundamental  del  socialismo.  Muchas  veces  se  admiten  estos  principios  por  no 
fijar  la  atención  en  las  monstruosas  consecuencias  que  entrañan. 

En  la  Proposición  42  se  sienta  el  siguiente  monstruosísimo  error :  En  el  eonjUcto 
eiytre  loa  leyes  ecleaiásticaa  y  civüea,  prevalece  el  derecho  civil. 

Para  que  resalte  la  enorme  absurdidad  de  este  error  no  se  necesita  masque 
recordar  que,  admitido  el  principio  de  que,  cuando  ha7  conflicto  entre  el  derecho 
canónico  7  el  derecho  civil,  prevalece  el  civil,  para  ganar  el  pleito  no  necesita  el 
Estado  más  que  suscitar  la  cuestión  ó  provocar  el  conflicto.  Se  trata  de  una  ley 
eclesiástica,  y  por  más  que  sea  necesaria  7  justa,  dice  el  Estado:  "  No  me  agr&ia 
esa  I67.  Quiero  que  desaparezca,  7  como  para  que  desaparezca  sólo  se  necesita 
gue  ha7a  conflicto  entre  las  dos  potestades,  70  provoco  ahora  el  conflicto  7  al 
instante  conclu7e  la  le7." 

Esto  es  además  una  negación  terminante  de  la  autoridad  do  la  Iglesia.  Si  la 
Iglesia  hace  sus  le7es,  ella  es  la  que  las  ha  de  reformar  ó  derogar.  Si  es  el  Estado 
quien  las  reforma  ó  las  deroga,  el  Estado  será  superior  á  la  Iglesia.  Y  ¿  de  dónde 
nace  esta  superioridad  P  ¿  Nace  de  la  revelación  de  la  razón  ?  Todo  lo  contrario. 
Nace  y  se  apo7a  en  la  ftierza  7  sólo  en  la  fuerza.  ... 

En  la  Proposición  54  se  condena  á  los  que  dicen  que  los  príncipes  no  sólo  se 
eximen  de  la  jurisdicción  de  la  Iglesia,  sino  que  son  superiores  á  la  misma  Iglesia 
cuando  se  trata  de  dirimir  cuestiones  de  jurisdicción. 

Como  7a  examinamos  este  eiTor  al  expHcar  la  Proposición  42,  aquí  no  necesitamos 
más  que  expnoner  algunas  brevísimas  consideraciones. 

Los  príncipes  son  hombres  7  son  príncipes. 

Gomo  hombres  están  sometidos  á  las  Ie7e8  de  Dios  y  de  la  Iglesia,  y  como 
príncipes  si  no  quieren  perder  para  siempre  sus  almas,  necesitan  no  hacer  nunca 
nada  contra  las  leyes  de  Dios,  y  obrar  siempre  en  armonía  con  las  leyes  de  la 
Iglesia. 

El  Padre  Scío  solía  decir  á  Femando  VII :  "  Señor,  si  se  condena  el  hombre  no 
se  salva  el  rey,  y  si  se  salva  el  rey  no  se  condena  el  hombre." 

Los  Grobiemos  apartan  hoy  la  vista  de  esto,  para  no  acordarse  siquiera  de  que  se 
han  de  morir.  Sin  embargo,  todos,  pequeños  v  grandes,  gobernantes  y  no  gober- 
nantes, todos  hemos  de  comparecer  ante  el  Tribunal  de  Dios. 

El  célebre  Masillen,  predicando  ante  Luis  XI Y,  que  tan  poderoso  ora,  decía : 
'' Señor,  sólo  Dios  es  grande."  Que  sólo  Dios  es  grande!  ¡Qué  dignidad,  qué 
abnegación  y  qué  fort^eza  la  de  la  libertad  apostólica !  Cuando  todo  el  mundo 
colmaba  de  lisonjas  á  Luis  XIY,  llamándole  Luis  el  Grande,  Masillen  recordándole 
que  era  hombre,  que  había  de  morir  y  que  estaba  sujeto  á  la  ley  divina,  le  daba  á 
entender  que  su  título  de  grande  era  vano,  porque  sólo  Dios  es  grande,  y  no  hay 
más  grandeza  que  la  de  Dios. 

El  mismo  Jesucristo  manda  que  se  distingan  los  poderes  y  que  se  dé  á  Dios  lo 
<][ue  es  de  Dios  y  al  César  lo  que  es  del  César.  Por  esto  si  ía  Iglesia,  en  lo  civil, 
intentase  sobreponerse  á  la  autoridad  civil  infringiría  el  precepto  de  Jesuoiisto 
negando  al  César  lo  que  es  del  César.  De  la  misma  manera,  si  la  autoridad  dvil, 
en  lo  eclesiástico,  intenta  sobreponerse  á  la  Iglesia,  infringe  el  precepto  de  Jesu- 
cristo negando  á  Dios  lo  que  es  de  Dios. 

El  Estado,  pues,  no  es  superior  á  la  Iglesia.  La  Iglesia  no  está  en  el  Estado,  ni 
es  subdita  del  Estado.    La  Iglesia  llena  el  mundo  entero,  tiene  objeto  propio,  vida 
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Sropia  y  Ierres  propias.  La  esfera  de  la  Islesia  es  distinta  de  la  del  Estado,  y  el 
eber  del  iTstaao  consiste  en  hacer  lo  que  hacen  los  planetas,  esto  es,  girar  en  sus 
respectivas  órbitas  sin  estorbarse  unos  á  otros.  La  perfección  del  Estado  consiste 
en  nacer  lo  que  debe  dentro  de  su  propia  línea,  no  en  invadir  los  derechos  de  la 
Iglesia  intentando  hacer  lo  que  no  es  ae  su  incumbencia.  Nunca  cobieman  bien 
f  á  los  pueblos  las  autoridades  civiles  que  se  obstinan  en  perturbar  la  Iglesia. 

En  la  Proposición  55  se  condena  dt  error  de  los  que  sostienen  que  la  Iglesia  debe 
separarse  del  Estado  y  el  Estado  debe  separarse  de  la  Iglesia. 

Aquí  hay  un  hecho  y  un  derecho. 

El  hecho  dq  que  muchos  gobiernos,  faltando  á  sus  deberes,  se  obstinan  en  pro- 
clamar el  ateísmo  de  la  autoridad,  ó  sea  en  separarse  de  la  Iglesia.  El  derecho  ó 
la  doctrina  es  que  hay  gentes  que  creen  que  esta  separación  puede  y  debe  conside- 
rarse como  un  principio  legitimo  de  gobierno. 

Lo  primero,  el  admitir,  tolerar  ó  soportar  el  hecho,  puede  ser  lícito  y  hasta 
indispensable  en  muchas  ocasiones.  Cuando  la  autoridad  se  empeña  en  ser  atea, 
los  católicos  no  pueden  menos  de  separarse  de  ella  y  pedir  al  cielo  que  tenga 
misericordia  de  las  naciones  regidas  por  gobiernos  que  no  creen.  Un  gobierno 
incrédulo  es  la  mayor  plaga  que  puede  caer  sobre  una  nación. 

Lo  segundo,  es  decir,  el  derecho  ó  la  doctrina,  por  más  que  se  proclame  por  los 
impíos,  nunca  podrá  ser  proclamada  por  los  católicos. 

JPara  demostrar  esto  no  necesitamos  más  que  explicar  ó  manifestar  lo  que  es  el 
error  que  impugnamos. 

En  efecto,  la  Proposición  55  tiene  dos  partes  á  saber : 

I*  La  que  dice  que  la  Iglesia  debe  separarse  del  Estado. 

2f  La  que  dice  aue  el  Estado  debe  separarse  de  la  Iglesia. 

Lo  primero,  es  decir  que  la  Iglesia  debe  separarse  del  Estado,  ecruivale  á  suponer 
que  la  Iglesia  puede  renunciar  a  su  propósito  de  íx)n vertir  á  todos  los  hombres  para 
que  todos  los  nombres  se  salven,  sean  ó  no  gobierno,  formen  ó  no  lo  que  se  llama 
Estado.  La  Iglesia  no  podría  querer  separarse  nunca  del  Estado,  sin  faltar  á  su 
misión  que  le  prescribe  trabajar,  siempre  y  sin  descanso,  porque  todas  las  gentes 
vengan  al  conocimiento  de  la  verdad. 

Además,  el  Estado  ó  el  Gobierno  no  puede  separarse  de  la  Iglesia,  sino  para 
entregarse  en  brazos  de  la  incredulidad  ó  el  ateísmo,  ó  para  hacer  leyes  materia- 
listas que  perviertan  ó  corrompan  á  los  pueblos.  Y  ¿puede  querer  esto  la 
Iglesia  r  ¿  Puede  querer  separarse  del  Estado  ó  abandonar  el  Estado  para  que 
haga  el  mal  P    La  Iglesia  no  puede  querer  positivamente  el  mal. 

Lo  segundo,  que  el  Estado  debe  separarse  de  la  Iglesia,  supone  que  los  hombres 
que  constituyen  el  Grobiemo  no  están  sometidos  á  la  ley  divina,  ó  son  independientes 
de  Dios. 

Esto  es  falso  é  impío,  y  no  puede  admitirlo  ningún  católico. 

De  aquí  inferimos  que  la  separación  de  la  Iglesia  y  el  Estado  podrá  aceptarse 
como  un  mal  inevitable,  pero  nunca  podrá  proclamarse  como  un  principio  de  sana 
política  ó  de  justicia. 


deseos  y  muy  escasa  instrucción  religiosa.  Éstos  católicos,  como  no  han  estudiado 
la  Sagrada  Teología,  ignoran  que  los  buenos  cristianos  no  pueden  querer  nunca  lo 
que  es  en  sí,  ó  intrínsecamente,  pecaminoso,  y  como  están  además  poco  versados 
en  la  historia  eclesiástica,  no  saben  que  la  impiedad  proclama  siempre  la  libertad 
cuando  se  cree  débil,  para  poder  perseguir  y  oprimir  cuando  se  siente  fuerte. 

Se  dirá  que  los  católicos  en  cuestión  son  muy  elocuentes.  Es  cierto;  pero 
la  experiencia  demuestra  que,  por  desgracia,  la  elocuencia  y  la  brillantez  no  son 
incompatibles  con  la  ignorancia. 

Los  católicos  de  la  escuela  de  Montalembert,  á  los  cuales  nos  referimos,  han 
hecho  y  harán  muchísimo  mal  á  la  Iglesia.  Dicen  que  son  católicos  y  creen  sin 
duda  que  lo  son,  pero  pasan  su  vida  destruyendo  con  una  mano  lo  que  edifican 
con  la  otra. 

Se  trata,  por  ejemplo,  de  la  enseñanza  y  hacen  una  brillantísima  campaña  en 
favor  de  la  Iglesia.    Se  trata  en  seguida  de  purificar  la  enseñanza  preservándola^ 
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del  error  ó  sea  de  la  levadora  de  losfariaeoB,  y  al  momento  levantan  bu  voz  hasta 
el  cielo  separándose  de  la  Iglesia  y  declamando  en  favor  de  lo  qne  llaman  la 
libertad. 

Se  trata  del  p^oder  temporal  del  Papa,  y  lo  sostienen  con  todas  sos  faerzas.    En 
cambio  se  snscita  poco  despnés  la  cuestión  relativa  &  la  infalibilidad  y  basta 
escandalizan  con  sns  correspondencias  y  sus  corresponsales,  sns  libelos  y  sus  libe-  • 
listah,  sns  discursos  y  sns  oradores,  y  basta  sns  intri^s  y  sns  intrigantes. 

Estos  católicos,  como  vulgarmente  se  dice,  son  católicos  de  la  oposición,  v  mur 
amigos  de  declamar  mncbo  para  poder  imponer  sus  opiniones  y  su  volantad. 
Constituyen,  por  decirlo  así,  la  Extrema  izquierda  del  catolicismo  y  están  siempre 
con  un  pie  en  la  verdad  y  otro  en  el  error. 

Por  esto,  esta  fracción  qne  tan  microscópica  es,  no  puede  considerarse  nunca 
como  el  representante  legítimo  de  las  ideas  y  de  los  Sentimientos'  de  la  Iglesia 
católica. 
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Alocución  de  N.  S.  Padre  el  Papa  Pío  IX,  pronunciada  en  el  con- 
sistorio secreto  del  27  de  Septiembre  de  1852. 

Venerahles  Hermanos, 

Queremos  comunicaros  en  este  día,  venerables  bermanos,  el  acerbo  dolor  que  bá 
mncbo  tiempo  sentimos  en  el  fondo  del  alma  por  los  graves  y  nunca  bastante 
deplorados  daños  que  baoe  akunos  años  atormentan  y  afligen  á  la  Iglesia  católica 
en  la  República  de  la  Nueva  Granada.  Jamás  habríamos  podido  imaginar  cosas 
semejantes  después  de  los  testimonios  de  benevolencia,  bien  conocidos  de  todo  el 
mundo,  que  esta  Silla  Apostólica  ba  prodigado  á  esa  Eepública,  y  después  que 
nuestro  predecesor  Gregorio  XVI,  de  feliz  memoria,  no  solamente  se  apresuró  4 
reconocerla  antes  que  á  las  otras  Repúblicas  de  esas  regiones,  sino  que  también 
estableció  allí  una  Nunciatura  apostólica  á  fin  de  procurar  con  esmeralda  solicitud 
el  bien  esniritual  de  ese  pueblo  y  de  estrecbar  mas  y  más  con  esa  República  los 
vínculos  ae  nuestra  amistad.  Nuestro  dolor  es  tanto  más  vivo  cuanto  ríos  bemos 
visto  frustrados  los  medios  que,  con  infatigable  perseverancia,  bemos  empleado 
nuestro  predecesor  y  Nos  mismos  para  con  ese  Gobierno,  á  fin  de  que  se  ponga 
remedio  á  los  males  tan  grandes  irr<^?ados  á  la  Religión  católica  en  ese  país,  y  para 
que  se  abrroguen  las  impías  é  injususimas  leyes  que  el  poder  civil  ba  promulgado 
y  sancionado  allí  con  gravísimo  detrimento  de  los  fieles:  lejres  contrarías  á  la 
divina  institución  de  la  Iglesia,  á  sus  derechos  venerables,  á  su  libertad,  k  la 
suprema  autoridad  de  esta  Silla  Apostólica,  no  menos  que  á  la  autoridad  de  lo» 
sagrados  pastores  y  de  las  demás  personas  eclesiásticas. 

Desde  el  mes  de  Abril  del  año  de  1845  se  había  promul^do  en  la  Nueva  Gra- 
nada una  ley  que  dispone  entre  otras  cosas,  que  cuando  los  tribunales  legos 
admitan  una  acusación  diria^ada  contra  personas  eclesiásticas,  estas  personas,  y  no 
solamente  los  sacerdotes  y  aemás  clérigos  sino  basta  los  mismos  Obispos  estable- 
cidos por  el  Espíritu  Santo  para  regir  la  Iglesia  de  Dios,  deben  inmediatamente 
abstenerse  del  ejercicio  de  su  ministerio  y  encomendarlo  á  otros,  conminando  con 
cárcel,  destierros  y  otras  penas  á  todo  el  que  rehuse  someter^  á  semejantes  pres- 
cripciones. Luego  que  nuestro  predecesor  tuvo  conocimiento  ae  esto,  dirigió  una 
carta  al  Presidente  de  aquella  República,  representándole  enérgicamente  cuan 
diffna  de  reprobación  era  semejante  lejr,  y  solicitando  con  instancia  su  abrroga- 
ción,  y  que  los  derechos  de  la  Iglesia  quedasen  en  toda  integridad.  Nos, 
elevados  por  el  inescrutable  juicio  de  Dios  á  esta  Cátedra  del  Príncipe  de  los 
Apóstoles,  apenas  tomamos  el  timón  de  la  Iglesia  universal,  nos  smitímos  infla- 
mados del  deseo  de  proveer  á  la  situación  angustiada  de  nuestra  santa  Religión  «x^ 
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ese  país,  y  con  este  £n  dirigimos  en  1847  cartas  al  Presidente  de  aquella 
Bepublica,  expresándole  por  una  parte  todo  el  ardor  do  nuestra  ansiosa  solicitud 
por  esa  porción  del  rebaño  de  Jesucrísto  7  la  caridad  paternal  con  que  queríamos 
aplicar  a  las  llagas  de  Israel  los  remedios  propios  para  curarfals,  y  deplorando  por 
otra  parte  la  miserable  situación  á  que  se  veía  reducida  esa  Iglesia.  Nos  recla- 
mamos además  enérgicamente  contra  dos  proyectos  de  ley,  el  primero  de  los  cuales 
abolía  los  diezmos  sin  consultar  con  la  Santa  Sede,  y  el  segundo  garantizaba  á  los 
hombres  de  cualquiera  nación  que  inmigrasen  en  la  Nueva  Grauada,  el  ejercicio 
público  de  su  culto,  sea  cual  fuere.  AI  reprobar  estos  proyectos  solicit&mos  con  el 
más  fuerte  empeño,  que  jamás  fuesen  puestos  en  ejecución  para  que  la  Iglesia 
pudiese  usar  de  todos  sus  derechos  y  gozar  de  su  plena  libertad. 

Nos  nos  consolábamos  con  la  esperanza  de  que  el  Gobierno  de  la  Nueva  Granada 
acogería  estas  palabras,  estas  advertencias,  eatas  peticiones,  estas  quejas  nacidas 
del  corazón  tan  amante  como  afligido  del  Padre  común  de  los  fíeles.  Pero  con 
gran  dolor  de  nuestro  ánimo  nos  vemos  obligados  á  anunciaros  hoy,  que  los  vio- 
lentos y  hostiles  ataques  á  la  Iglesia  de  Cristo  se  multiplican  cada  día  más  en 
aquel  país,  y  que  principalmente  de  dos  años  á  esta  parte,  la  potestad  lega  no  ha 
cesado  de  hacer  á  la  Iglesia  nuevas  y  profundas  heridas.  No  solamente  las  leyes 
injustísimas  de  que  con  dolor  os  acabamos  de  hablar  no  han  sido  abrrogadas,  sino 
que  las  dos  Asambleas  legislativas  de  ese  Grobierno  han  expedido  otras  que 
manifiestamente  violan,  atacan  y  conpulcan  los  más  sagrados  derechos  de  la 
Iglesia  y  de  esta  Silla  Apostólica.  Entre  tanto  se  promulgó  en  el  mes  de  Mayo  del 
año  último,  una  ley  contra  las  órdenes  religiosas  que,  santamente  constituidas  y 

Erudentemente  gobernadas,  hacen  tan  im{>ortantes  servicios  y  dan  tanto,  lustre  asi 
la  sociedad  civil  como  á  la  sociedad  cristiana.  Esta  ley  confirma  la  expulsión 
de  la  Compañía  de  Jesús,  familia  religiosa  que  después  de  haber  sido  deseada  por 
largo  tiempo,  fué  al  fin  llamada  á  aquel  pais,  para  el  cual  era  de  tanta  utiUdad 
bajo  el  doble  respecto  del  interés  social  y  del  interés  católico.  La  misma  ley 
prohibe  establecer  en  el  territorio  de  la  Kepública  ninguna  orden  religiosa  que 
profese,  como  en  ella  se  dice,  la  obediencia  paaivay  prometiendo  ademM  prestar 
auxilio  á  todos  los  que  quieran  abandonar  la  vida  religiosa  que  han  abrazado, 
rompiendo  los  votos  solemnes :  por  último  ella  prohibe  £U  vigilante  Arzobispo  de 
esa  provincia  eclesiástica,  nuestro  venerable  hermano  Manuel,  varón  dignísimo  de 
los  más  altos  encoig^ios  de  Nos  y  de  esta  Sede  Apostólica,  le  prohibe,  degimos, 
ejercer  la  facultad  (^ue  la  Santa  Sede  le  concedió  en  1835  de  visitar  las  familias 
religiosas,  para  restituir  á  su  vigor  la  disciplina  regular. 

En  el  mismo  mes  de  Mayo  de  1851  se  promulgó  otra  ley  por  la  cual  se  abolió 
enteramente  el  fuero  eclesiástico,  de  suerte  que  todas  las  causas  civiles  y  criminales 
que  son  de  su  resorte,  y  aun  hasta  las  que  conciernen  á  los  Arzobispos  y  Obispos, 
deberán  en  lo  sucesivo  ser  juzgadas  por  los  tribunales  legos  v  por  los  Magistrados  de 
la  República.  Á  pocos  días,  esto  es,  el  27  de  Mayo  de  1851,  se  promulgó  una  ley 
sobre  nombramiento  de  curas  en  virtud  de  la  cual  las  Asambleas  nacionales  tras- 
fieren  el  derecho  falso  y  desnudo  de  todo  fundamento,  de  nombrar  los  curas,  del 
Presidente  de  la  República  á  ciertas  Asambleas  parroquiales,  que  llaman  Cabildo 
parroquialf  y  que  se  forman  especialmente  con  los  padres  de  familia  de  cada  parro- 
quia, para  que  cuando  ésta  carezca  de  cura,  la  Asamblea  pueda  nombrarlo.  Otros 
artículos  de  esta  ley  prohiben  á  los  santos  pastores  recibir  por  ningún  título  toda 
esp^ie  de  emolumento  y  atribuyen  á  la  Asamblea  parroquial  derecho  de  fijar  arbi- 
trariamente, de  aumentar  y  disminuir  tanto  las  rentas  de  los  curas  como  los 
gastos  relativos  al  culto ;  agregándose  á  estas  disposiciones  otras  con  las  cuales  se 
violan  y  destruyen  igualmente  los  derechos  de  la  propiedad  eclesiástica. 

Otra  ley  sancionada  en  1?  de  Junio  de  1851,  prohibe  conferir  las  prebendas  de 
las  iglesias  catedrales,  hasta  que  las  mayorías  de  las  Cámaras  provinciales  de  las 
respectivas  diócesis  consientan  en  ello.  Otras  leyes  se  expidieron  dando  á  todos 
facultad  de  libertarse  de  la  obligación  de  pagar  los  censos  que  forman  la  mayor 
parte  de  las  rentas  eclesiásticas,  con  sólo  pagar  al  Gobierno  la  mitad  del  capital. 
Además  los  bienes  del  Seminario  Arquiepiscopal  de  Santa  Fe  de  Boffotá,  han  sido 
adjudicados  al  Colegio  nacional,  y  hasta  la  suprema  inspección  sobre  el  mismo 
Seminario  ha  sido  atribuida  al  poder  lego.  No  debemos  j>asar  en  silencio  que  la 
nueva  Constitución  de  esa  Bepúolica  sancionada  eu  estos  últimos  tiempos  reconoce,  . 
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entre  otros  derecliOB  el  de  libre  instmcción,  y  concede  á  todos  plena  j  entera  libertad 
de  publicar  los  pensamientos  y  hasta  las  opiniones  más  monstraosasi  al  mismo 
tiempo  c^ne  la  libert^  para  profesar  en  público  6  privado  el  cnlto  que  se  quiera.^ 

Ya  veis,  venerables  hermanos,  cnán  terrible  y  sacrilega  es  la  enerra  que  hacen 
á  la  Iglesia  católica  los  qne  dirigen  los  negocios  públicos  en  la  Nneva  Granada,  y 
cnUes  y  cuántas  son  las  injusticias  cometidas  contra  ella,  contra  sus  derechos 
sagrados,  contra  sus  Pastores,  contra  sus  Ministros,  y  contra  la  suprema  autoridad 
nuestra  y  dj||  esta  Santa  Sede.  Las  leyes  de  que  hemos  hablado  empezaron  ¿ 
ponerse  en  ejecución  desde  1851 ;  los  Obispos  y  los  eclesiásticos  que,  animados  de 
sentimientos  católicos,  han  reclamado  justamente  y  con  pleno  derecho  contra  estas 
leyes  y  rehusado  obedecerlas,  son  objeto  de  crueles  vejaciones  y  sufren  los  más 
duros  contratiempos  con  ffran  detrimento  de  las  |>oblaciones  fíeles.  La  sagrada 
autoridad  de  los  Obispos  ha  sido  suprimida,  el  ministerio  de  los  curas  entrabado  y 
encadenado ;  muchos  excelentes  predicadores  de  la  palabra  divina  han  sido  encarce- 
lados, y  los  eclesiásticos  de  toda  clase  han  quedado  reducidos  á  la  más  extrema 
indigencia  sofriendo  toda  suerte  de  males. 

Principalmente  nuestro  venerable  hermano  Manuel  José  de  Mosquera,  vigilante 
Arzobispo  de  Santa  Fe  de  Bogotá,  ha  sido  mortificado  con  trabajos  y  su&imientos, 
á  causa  de  que,  estando  dotado  de  piedad  singular  y  poseyendo  la  doctrina,  la 
prudencia,  el  espíritu  de  consejo  y  el  fuego  del  celo  apostólico,  no  ha  cesado  por 
un  instante  de  protestar  con  tanta  sabiduría  y  firmeza  como  lo  exigía  el  deber  de 
su  ministerio,  contra  esas  leyes  impías,  oponiéndose  á  la  licencia  del  siglo,  combck- 
tiendo  los  perversos  proyectos  de  los  impíos,  y  sosteniendo  enérgicamente  la  cansa 
de  Dios  y  de  su  Iglesia.  Ahora,  sabea,  venerables  hermanos,  cuál  es  el  pretexto 
que  especialmente  hace  valer  el  Gobierno  de  la  Nueva  Granada  para  justificar 
sus  pretensiones  contra  este  ilustre  Metropolitano. 

Se  halla  establecida  en  ese  país  la  costumbre  de  abrir  sínodos  cada  '  seis  meses 
para  examinar  la  doctrina  de  tos  que  deben  ser  promovidos  á  los  curatos  vacantes. 
!ror  una  ley  contraria  á  las  leyes  canónicas,  há  mucho  tiempo  que  el  Gobierno  se 
ha  abrrogsulo  temerariamente  el  derecho  no  solamente  de  obligar  á  los  Obispos  4 
que  abran  estos  exámenes  cada  seis  meses,  silro  también  de  compeler  al  Arzobispo 
u  Obispo  más  inmediato  á  llenar  esta  función  siempre  que  un  Obispo  no  la  haya 
desempeñado  en  la  época  señalada.  En  virtud  de  esta  ley,  el  Gobierno  en  18Í51 
intimo  al  Arzobispo  la  orden  para  que  convocara  á  los  exán&enes.  Estando  en- 
tonces el  Prelado  ^pravemente  enfermo,  su  Vicario  General  respondió  en  su  nombre 
al  Gobierno  resistiendo,  como  creyó  de  su  deber,  por  medio  de  dilaciones,  tan 
injusta  demanda,  siempre  con  ánimo  de  manifestar  que  no  aprobaba  en  lo  mínimo 
la  ley  sobre  nombramiento  de  curas  de  que  hemos  hablado  antes.  Por  haber 
observado  esta  conducta  tui  prudente  como  recta  y  que  es  di^na  de  toda  alabanza, 
el  Vicario  General  fué  acusado  ante  los  tribunales  seculares,  944>^^^^^o  <^cl  ejer- 
cicio de  su  empleo,  públicamente  aprehendido  y  condenado  á  dos  meses  de  cárcel,  seis 
de  detención  y  á  otras  penas  anictivas.  Empero  lo  que  hay  de  má^  doloroso  en 
este  negocio  es  que  el  Vicario  General  Capitular  de  la  Iglesia  vacante  de  Antio- 
ouia,  la  más  inmediata  á  Bogotá,  obedeciendo  vergonzosamente  las  intimaciones 
del  Gobierno  de  la  Nueva  Granada,  no  temió  en  Marzo  de  ese  año  publicar  un 
edicto  por  el  cual  rebelándose  contra  su  propio  Metropolitano  é  invadiendo  su 
jurisdicción,  á  despecho  de  las  prescripciones  canónicas,  convocaba  á  concurso 
para  las  parroquias  del  Arzobispado.  Luego  que  llegó  á  nuestros  oídos  esta 
noticia,  y  sin  la  menor  demora,  Nos  dirigimos  á  ese  Vicario  Capitular  una  carta 
reprendiendo  y  condenando  severamente  tan  enorme  crimen,  y  mandándole,  como 
era  de  nuestro  deber,  que  desistiera  inmediatamente  de  su  atentado  y  previnién- 
dole que  6Í  no  obedecía,  nos  veríamos  obligados  con  sumo  pesar  nuestro  á  tomar 
las  medidas  que  en  semejantes  circunstancias  exigen  la  severidad  de  los  sagrados 
cáuones  y  la  dignidad  de  nuestro  cargo  apostólico.  Entre  tanto  el  reli^oeo 
Arzobispo  llenando  por  su  part^  con  prudencia  y  sabiduría  los   deberes   de  sn 


*  El  Padre  Santo  se  refiere  al  acto  legislativo  del  24  de  Mayo  de  1851,  refor- 
matorio de  la  Constitución,  el  cual  contiene  en  su  artículo  4*?  estes  disposiciones. 
Las  contiene  también  la  Constitución  de  1853  en  los  números  5?,  5t  y  9? 
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ministerio,  promulgó  nn  edicto  por  el  cual  con  toda  josticia  declaraba  nnlo  t 
sin  fuerza  el  acto  promulgado  por  el  Vicario  Capitalar  contra  las  prescripciones 
de  los  santos  oánones,  prohibiendo  al  mismo  tiempo,  coiArme  á  derecno,  que 
se  prestara  obediencia  4  semejante  acto. 

Entonces  subiendo  de  punto  el  encono  de  la  Cámara  de  Diputados,  no  temió 
acusar  4  ese  ilustre  Arzobispo  como  reo  por  la  violación  de  las  leyes,  y  el  Senado 
de  la  Nueva  Granada  por  «u  parte  no  temió  tampoco  admitir  esl^  acusación 
inicua  é  impía.  Á  causa  de  esto  y  en  virtud  de  que  la  abominible  ley  que 
hemos  dicho  íuó  condenada  por  nuestro  predecesor  Gregorio  XVJL,  de  fdiz  memo-  . 
ria,  se  notificó  al  Arzobispo  la  orden  para  que,  renunciando  su  propia  juris- 
dicción, la  resignara  en  manos  de  otro  eclesiástico.  Este  Prelado  tan  distinguido 
por  la  piedad  como  por  la  doctrina,  defensor  acérrimo  de  los  interesas  católicos 
j  de  los  derechos  de  la  Iglesia,  se  mostró  dispuesto  á  padecerlo  todo  por  la 
justicia.  Á  la  notificación  que  se  le  hizo  dio  una  respuesta  llena  de  verdaa  y  de 
sabiduría  y  que  revela  la  firmeza  verdaderamente  episcopal  de  su  alma,  manifes- 
tando que  no  podía  en  manera  alguna  renunciar  á  una  autoridad  que  únicamente 
había  recibido  de  Dios  y  de  la  Silla  Apostólica.  Entonces  con  sumo  dolor  é 
indignación  de  todos  los  buenos,  el  Gobierno  no  sólo  ocapó  las  temporalidades 
arquiepiscopales,  sino  que  también  condenó  á  destierro  á  su  propio.  Arzobispo, 
ilustre  por  tantos  títulos  y  que  tanto  había  merecido  de  su  rebaño.  No  permi- 
tiéndole una  grave  enfermedad  dejar  inmediatamente  el  territorio  granadino,  se 
vio  obli^^ado  a  retirarse  á  un  lugar  distante  dos  jornadas  de  Bogotá.  Muchos 
personajes  distinguidos  f  entre  ellos  el  Bepresentante  de  una  ilustre  nación 
extranjera,  compadecidos  de  tan  indigno  tratamiento,  interpusieron  sus  buenos 
oficios  para  con  el  Gobierno;  empero  lo  único  que  pudieron  conseguir  fué  que 
no  se  obligara  al  Prelado  á  salir  para  su  destierro  nasta  que  estuviera  en  situación 
de  soporttu*  las  fatigas  del  viaje. 

No  na  sido  esto  t^o.  En  estos  últimos  días  hemos  sabido  con  grande  amargura, 
que  nuestro  venerable  hermano  el  Obispo  de  Cartagena  y  nuestro  amado  hijo 
el  Vicario  General  Capitular  de  la  diócesis  de  Santamarta,  habían  recibido  del 
Gobierno  con  motivo  de  los  concursos  para  curatos,  una  intimación  en  todo  igual 
á  la  que  anteriormente  se  le  había  hecho  al  Arzobispo ;  y  habiendo  ambos  resis- 
tido estas  pretensiones  con  una  firmeza  digna  ás  las  mayores  alabanzas,  están 
amenazados  de  sufrir  los  mismos  tratamientos.  Sabemos  también  aue  una  borrasca 
semejante  amenaza  á  nuestro  venerable  hermano  el  Obispo  de  la  Nueva  Pam- 

Slona,  quien  está  pronto  á  llenar  enérgicamente  los  deberes  de  su  ministerio,  y  á 
efender  con  incontrastable  firmeza  los  derechos  de  la  Santa  Iglesia.  Á  las 
mismas  vejaciones,  insultos  y  ultrajes  estuvieron  sometidos  otros  eclesiásticos  dis- 
tinguidos de  la  Bepública,  así  como  también  lo  ha  estado  el  Legado  Nuestro  y  de 
la  Santa  Sede.  Diversas  veces  en  las  Asambleas  deliberantes,  en  medio  de  loa 
ultrajes  más  escandalosos  y  horribles  contra  el  Vicario  de  Jesucristo  en  la  tierra  y 
contra  la  Silla  Apostólica,  se  ha  discutido  la  proposición  de  despedirlo,  porque  con 
tanta  prudencia  como  firmeza  no  ha  prescinoido  de  reclamar  en  nuestro  nombre 
contra  estos  atentados  sacrilegos  y  abominables. 

Omitimos  hablar  aquí  de  varias  nuevas  leyes  propuestas  á  la  Cámara  de  Dipu-» 
tados  por  algunos  de  sus  miembros,  que  son  enteramente  contrarias  á  la  doctrina 
inmutable  de  la  Iglesia  católica  y  á  sus  sagrados  derechos.  Por  tanto  nada  decimos 
de  las  proposiciones  hechas  para  que  la  Iglesia  sea  separada  del  Estado  ,*  para  que 
los  bienes  de  las  órdenes  regulares  y  los  procedentes  de  legados  píos  se  graven 
con  empréstitos  forzosos  ;  para  que  se  abrroguen  las  leyes  que  aseguran  la  existencia 
de  las  familias  religiosas  y  ^rantizan  sus  derechos  y  sus  oficios ;  para  que  sa  atri- 
buya á  la  autoridad  civil  el  derecho  de  regir  diócesis  j  capítulos  de  canónigos, 
determinando  los  límites  de  ellas ;  para  que  la  jurisdicción  eclesiástica  se  confiera 
á  todos  los  que  hz^an  sido  nombrados  por  el  Gobierno.  Tampoco  diremos  nada  de 
otro  decreto  por  el  cual,  despreciando  completamente  la  dignidad,  la  santidad  y  el 
misterio  del  Sacramento  del  Matrimonio,  y  desvirtuando  con  crasa  ignorancia  su 
institución  V  naturaleza  con  menosprecio  de  la  potestad  qae  pertenece  á  la  Iglesia 
sobre  los  Sacramentos,  se  proponía,  siguiendo  las  opiniones  de  los  herejes  ya 
condenadas  y  sin  hacer  caso  de  la  doctrina  de  la  Iglesia  católica,  que  no  se  tuviera 
el  matrimonio  sino  como  un  contrato  civil,  sancionando  en  diversos  casos  el  divorció 
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propiamente  dicho,  y  sometiendo  por  último  todas  las  cansas  matrimoniales  al 
conocimiento  7  3  arisdicción  de  los  tribunales  legos.  No  hay  entre  loa  católicos 
quien  pueda  ignorar  ^ue  el  matrimonio  es  verdadera  y  propiamente  uno  de  los  siete 
Sacramentos  de  la  ley  evangélica  instituidos  por  Nuestro  Señor  Jesucristo ;  por  lo 
cual  no  puede  darse  entre  los  fíeles  matrimonio  que  no  sea  al  mismo  tiempo  un 
Sacramento :  que  entre  cristianos  la  unión  del  hombre  y  la  mujer  fuera  del  Sacra- 
mento, cualesquiera  que  sean  las  formalidades  civiles  y  legales  que  se  establezcan, 
no  puede  ser^tra  cosa  que  un  concubinato  vergonzoso  y  funesto,  que  tantas  veces  ha 
condenado  lalglesia.  De  aquí  se  deduce  evidentemente  que  el  Sacramento  no  puede 
separarse  del  orden  conyugal  y  que  á  la  potestad  de  la  Iglesia  pertenece  exclusiva- 
mente arreglar  todo  lo  que  por  cualquier  título  concierne  al  matrimonio.  Pero 
como  Nos  acabamos  de  aeclararlo,  omitimos  todo  esto  porque  eses  leyes  aunque 
propuestas  por  algunos  diputados,  han  sino  rechazadas  por  la  mayoría  de  la 
Cámara  y  de  los  Senadores,  quienes  por  efecto  de  la  bondad  divina  se  horrorizaron 
de  añadir  nuevas  llagas  á  las  que  ya  despedazan  á  la  Ig[lesia. 

En  medio  de  tanta  amargura  nos  consuelan  la  religión,  la  piedad,  la  firmeza  y 
la  constancia  sacerdotal  del  Arzobispo  de  Bogotá  y  de  los  demás  Prelados  de  esa 
República.  Estos,  teniendo  presentes  el  rango  que  ocupan,  la  dignidad  de  que 
están  revestidos,  el  solemne  juramento  que  prestaron  el  día  de  su  consagración,  y 
siguiendo  las  huellas  de  su  Metropolitano,  no  han  cesado  de  levantar  con  laudable 
tesón  su  voz  episcopal  contra  los  ultrajes  hechos  á  la  Iglesia,  y  están  prontos  á 
correr  toda  clase  de  peligros  para  defenaerla.  Ni  es  nuevo  el  motivo  de  consuelo 
que  encontramos  en  la  virtua  y  piedad  insignes  de  los  pueblos  de  la  Nueva  Gra- 
nada, cuya  mayor  parte  ha  dado  testimonio  de  los  sentimientos  de  dolor  y  de  indig- 
nación que  le  han  causado  tantos  y  tan  horribles  atentados  cometidos  contra  la 
BeligiÓD  y  contra  sus  pastores»  testimonios  que,  dados  de  una  manera  pública  y 
esplendida,  manifiestan  que  aprecian  en  su  corazón  más  que  todas*  las  cosas  la 
profesión  de  fe  católica,  que  tienen  por  sus  Obispos  tanto  respeto  como  amor,  y 
que  están  firmemente  unidos  á  Nos  y  a  esta  Silla  Apostólica,  centro  de  la  verdad  y 
de  la  unidad  católica. 

Ahora,  venerables  hermanos,  desde  que  llegaron  á  nuestra  noticia  las  inicuas  y 
nunca  bastantemente  reprobadas  disposiciones  concebidas  y  eiecutadas  por  el 
Gobierno  de  la  JEtepública  de  la  Nueva  Granada  contra  la  Iglesia,  contra  sus 
sagrados  derechos,  sus  bienes,  sus  Pastores  y  sus  Ministros,  Nos  no  hemos  cesado 
de  reclamar  por  conducto  del  Cardenal  nuestro  Secretario  de  Estado  ante  ese 
Gobierno,  dirigiéndole  reiteradas  quejas  por  las  graves  injurias  hechas  á  la  Iglesia 
y  á  esta  Silla  Apostólica.  Pero,  lo  decimos  con  dolor,  nuestras  palabras,  nuestras 
reclamaciones,  nuestras  quejas  no  han  tenido  resultado  alguno ;  tampoco  lo  han 
tenido  las  de  los  Obispos,  quienes  fortalecidos  con  nuestras  cartas  y  cumpliendo 
con  el  deber  de  su  ministerio  de  servir  de  ejemplo  á  los  demás,  ño  han  rehuido 
oponerse  como  un  muro  para  la  casa  de  Israel.  Por  tanto,  para  que  sepan  los 
fieles  de  esa  República  y  conozca  el  mundo  entero  cuan  vehementemente  impro- 
bamos Nos  todas  estas  cosas  eiecutadas  por  los  gobernantes  de  la  Nueva  Granada 
contra  la  Religión,  contra  la  Iglesia  j  sus  leyes,  contra  los  Prelados  y  los  Ministros 
católicos,  contra  los  derechos  y  autoridad  de  esta  Cátedra  del  bienaventurado  Pedro, 
levantamos  hoy  nuestra  voz  pastoral  con  libertad  apostólica  en  vuestra  plena 
Asamblea,'venerables  hermanos,  para  improbar,  condenar  y  declarar  írritas  y  com- 
pletamente nulas  las  leyes  arriba  mencionadas,  que  se  han  promulgado  allí  por  la 
potestad  civil  con  tanto  menosprecio  de  la  autoridad  eclesiástica  y  de  esta  Santa 
Sede,  con  tanto  menoscabo  y  detrimento  de  la  Religión  y  de  sus  saldos  Pastores. 
Además,  Nos  amonestamos  seriamente  á  todos  aquellos  que  de  cualquiera  manera 
han  contribuido  á  todos  estos  hechos,  bien  con  sus  actos,  bien  con  sus  mandatos, 
para  que  reflexionen  seriamente  sobre  las  penas  y  censuras  yie  las  constituciones 
apostólicas  y  los  sagrados  Cánones  de  los  Concilios  pronuncian  contra  los  profana- 
dores de  las  cosas  y  de  las  personas  sagradas,  contra  los  violadores  de  la  potestad 
y  libertad  eclesiásticas,  y  contra  los  usurpadores  de  los  derechos  de  la  Iglesia  y  do 
esta  Sede  Apostólica. 

¡  Plegué  á  Dios  que  los  autores  de  tantos  males  bajo  cuyo  peso  gime  oprimida 
esa  Iglesia,  presten  al  fin  oídos  dóciles  á  nuestras  palabras,  á  nuesüus  amonesta- 
ciones y  á  nuestraa  qnejas !    ¡  Plegué  á  Dios  que  conmovidos  á  la  vista  de  esta 
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Madre  tan  llena  de  amargnra  como  de  amor,  se  resuelvan  á  consolarla  con 
nna  penitencia  saludable  derramando  sobre  sos  heridas  el  bálsamo  de  sus  lágrimas  ! 
I  Plegué  á  Dios  que  se  apresuren  á  reparar  los  males  antes  de  experimentar  el 
rigor  que  Dios  muestra  cuando  juzga  airado  á  los  que  tienen  el  atrevimiento  de 
manchar,  violar  j  perseguir,  la  Iglesia !  Kós  no  cesamos  ni  de  día  ni  de  noche  de 
clamar  y  pedir  con  asiduas  preces  y  fervorosas  oraciones  al  Padre  clementísimo  de 
las  misericordias  y  Dios  de  todo  consuelo,  para  que  se  digne  reducir  con  su  gracia 
á  las  sendas  de  la  justicia  y  de  la  salvación  á  los  que  de  ellas  se  han  extraviado,  é 
igualmente  para  que  en  virtud  de  su  omnipotencia  haga  que  su  santa  Iglesia,  tan 
violentamente  atacada,  tan  cruelmente  afligida  tanto  allí  como  en  otros  países  por 
los  detestables  manejos  de  los  impíos,  enjugue  sus  lágrimas,  deje  los  vestidos  de 
luto  y  tome  los  de  regocijo,  y  de  día  en  día  vea  aumentar  su  hermosura  y  su  vigor 
con  más  espléndidos  triunfos  desde  el  Oxáente  hasta  el  Ocaso. 

Después  de  terminado  este  trabajo  ha  Ueeado  á  nuestras  manos  un 
folleto  que  contiene  una  causa  criminal  seguida  al  señor  Dr.  Joaquín  G. 
González,  Gura  excusador  de  Santarrosa  de  Osos  y  después  Obispo  de 
Antioquia,  por  el  simple  hecho  de  haber  leído  al  pueblo  la  alocución  an- 
terior. Fué  sometido  á  juicio  por  auto  del  Tribunal  Superior  del  dis- 
trito, dictadojp^ntioquia  el  21  de  Mayo  de  1852 ;  y  probablemente 
habría  sido  cdüdenado  en  definitiva  por  el  mismo  Tribunal,  á  pesar  de 
la  brillantísima  defensa  ^ue  de  él  hizo  el  ilustre  Dr.  Pedro  J.  Berrío,  si 
la  separación  de  la  Iglesia  y  el  Estado  no  hubiese  puesto  de  hecho  tér- 
mino al  juicio.  Es  de  sentirse  que  no  hayamos  recibido  el  folleto  con 
anticipación  suficiente  para  dar  á  nuestros  lectores  una  noticia  más 
detallada  de  esa  curiosa  causa. 


DOCUMENTO  D. 

En  el  texto  no  hablamos  de  la  persecución  de  que  fué  víctima  el 
Ilustrisimo  señor  Obispo  de  Antioquia,  Dr.  Domingo  A*  Biaño.  Para 
subsanar  esa  omisión,  vamos  á  publicar  aquí  lo  que  se  encontró  escrito 
en  la  cartera  del  ilustre  Prelado,  al  tiempo  de  su  muerte,  ocurrida  en 
Quito  el  20  de  Julio  de  1866  durante  su  destierro. 

Por  nn  oficio  del  Secretario  de  Grobiemo  me  llamó  el  Presidente  provisional  de 
los  Estados  Unidos  de  Colombia,  para  tener  nna  conferencia  con  el  clero,  qne  debía 
citar  yo ;  el  segundo  6  tercero  'día  recibí  otro  oficio  en  que  se  me  decía  que  fuera 
á  Medellin  para  arreglar  las  cosas  de  los  eclesiásticos  qne  se  denegaban  al  ejercicio 
de  sn  ministerio  :  con  ese  motivo  tuve  que  tratar  de  hacer  mi  riaje  pronto ;  y  aquí 
comienza  el  derrotero  de  mi  peregrinación,  ó  mejor  dicho  de  mi  confinamiento  en 
lecnandé. 

Itüíerakio. 

Habíamos  convenido  con  el  Prefecto  señor  Pascual  Bravo,  que  mi  viaje  sería  el 
jueves  20  de  Noviembre  de  1862,  es  decir  á  los  dos  ó  tres  días,  pero  no  había 
bestiaB  y  había  otras  dificultades  para  ejecutarlo,  y  por  esto  estaba  ya  determinado 
para  hacerlo  el  21  temprano;  pero  dicho  Prefecto,  ya  por  sí  ya  por  medio  de 
otros,  apuró  que  se  hiciera  el  día  en  que  habíamos  quedado,  sin  que  obstasen  las 
dificultades,  que  eran  bien  palpables.  Con  afanes  y  sin  arreglar  las  cosas 
del  Obispado,  tuve  qne  salir  de  Antioqnia  el  20  de  Noviembre,  á  las  cuatro  de  la 
tarde,  sin  haber  podido  arreglar  lo  mas  preciso ;  llegué  á  la  casa  de  la  viuda  del 
señor  Escandón^  en  donde  dormimos  esa  noche.  ^  t 
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El  21  madrugué  y  f  uí  á  decir  misa  á  Sopetran,  en  donde  después  de  misa  hice  con- 
firmaciones ;  seguimos  y  llegamos  á  la  una  á  Sanjerónimo,  en  donde  pernoctamos. 

El  22  salimos  y  llegamos  a  Sancristóbal,  á  las  cinco  y  media  de  la  tarde. 

El  23,  después  de  decir  misa  y  hacer  confirmaciones,  salimos  terminada  la 
comida,  y  llegamos  á  las  seis  de  la  tarde  á  Medellíu. 

El  24,  á  las  doce  del  día,  acompañado  del  Dr.  José  María  Martíuez  y  del  joven 
José  Miguel  Botero,  que  me  acomf>añaron  desde  Antioc[uia,  y  del  Pr.  Bemi^io 
Martínez,  que  estaba  en  Medellíu,  hicimos  la  visita  al  Presidente  provisional,  quieíi 
indicó  una  conferencia,  sin  hablar  nada  del  arreglo  para  qne  me  había  llamado. 

El  27  por  la  tarde  me  llamó  á  la  conferencia  qne  debía  teoer  lugar  al  día 
siguiente,  sin  que  se  citase  ni  llamase  al  clero,  como  se  me  había  dicho  en  el  oficio 
en  que  se  me  habló  para  la  conferencia  expresando  en  él  todos  los  eclesiásticos  que 
debían  asistir  á  ella,  ni  haber  habido  el  tiempo  necesario  para  esto. 

El  día  28,  á  las  doce  del  día,  fuimos  á  la  conferencia ;  me  acompañaron  los 
PP.  Benítez,  Cura  de  Medellíu,  Valenzuela,  Cnra  de  Santarrosa,  que  ya  se  habían 
sometido,  los  PP.  Juan  María  Bojas,  Cura  de  Santodomingo,  y  Antonio  Eamírez, 
Cura  de  Carolina,  que  iban  á  someterse,  y  no  estaban  de  ticuerdo  con  el  Prelado 
sobre  la  materia.  Se  comenzó  la  conferencia  estando  presentes  todos  los  Secre- 
tarios de  Gobierno  y  multitud  de  personas  que  pensaban  como  el  Presidente  y  que 
se  burlaban  del  Obispo :  yo  no  tenía  (por  lo  que  observé)  otras  personas  de  mi  parte 
que  á  los  señores  Dr.  la  Roche,  Dr.  E^migio  Martínez,  y  al  Dr.  Martínez  del 
Cauca,  qne  había  sido  Ministro  del  Tribunal  de  Medellíu,  quienes  ¿  invitación  mía 
me  habían  acompañado  á  la  conferencia,  y  mi  capellán  el  P.  Naranjito  (Joaquín 
Ignacio).  El  Presidente,  lleno  de  furor,  comenzó  y  concluyó  su  discurso ;  en  el 
discurso,  que  fué  muy  lar^o,  habló  contra  el  Papa,  contra  los  Obispos  de  la  Nueva 
Granada,  exceptuando  al  de  Popayán,  contra  el  clero,  con  excepción  del  señor 
Güilo,  el  P.  Benedicto  Bonilla  de  Santodomingo,  y  de  otros-  pocos  que  son  bien 
conocidos.  Todo  el  discurso  basaba  sobre  el  fundamento  de  que  no  hay  más 
soberanía  que  la  de  la  Nación ;  hizo  una  dilatslda  narración  de  los  soberanos  que 
han  ejercido  el  derecho  de  Tuición.  (Es  lo  mismo  que  decir  que  han  usurpado  la 
jurisdicción  ó  que  han  metido  la  mano  en  la  Iglesia,  y  otros  que  lo  han  hecho  con  el 
consentimiento  del  Papa.  Para  esta  historia  es  necesario  advertir  que  la  historia 
refiere  hechos  buenos  y  malos,  sin  que  por  esto  los  malos  se  conviertan  en  buenos,  y 
que  se  refieren  muchos  falsos  por  algunos  autores,  mutilados,  tergiversados  ó 
adulterados.)  Entre  las  diversas  cosas  que  habló,  dijo  que  el  Génesis  está 
truncado,  que  ¿  quién  creería  C[ue  el  Cántico  de  los  Cánticos  es  libro  sagrado  P ;  á 
esto  le  contesté  que  se  necesita  mucha  prudencia  y  tino  para  hablar  sobre  este 
libro. 

To  procuré  oír  con  atención  ó  urbanidad,  sin  manifestar  desagrado  alguno,  todo 
lo  que  dijo,  me  pareciera  bien  ó  mal,  y  hablar  con  moderación,  como  debe  hacerse 
cuando  se  trata  con  un  hombre  irritaxlo,  principalmente  si  es  persona  de  mucha 
autoridad.  Le  dije  que  los  decretos  ó  leyes  no  tenían  fuerza  retroactiva ;  que  si 
podía  no  admitir  a  un  Obispo  extraño  que  viniera  á  revolver  el  país,  no  era  lo 
mismo  con  los  Obispos  bien  conocidos  que  estamos  ejerciendo  en  pacífica  posesión 
nuestro  ministerio.  Que  por  el  decreto  de  Tuición  se  suspendía  á  los  ministros  del 
culto  de  funciones  espirituales,  que  por  lo  mismo  no  estaban  bajo  el  poder  tem- 
poral :  se  me  contestó  que  no  era  así,  y  por  eso  había  una  aclaración  sobre  eso ; 
continuando  yo  sobre  que  debía  hacerse  una  explicación  mas  explícita,  contestó  que 
no  tenía  embarazo  para  ello,  pero  que  era  bastante  la  aclaración.  Para  hacer  ver 
que  no  se  podía  suspender  por  la  autoridad  temporal  de  funciones  espirituales, 
comencé  á  decir  que  reconocía  dos  potestades  soberanas,  libres  é  indepenaientes,  la 
una  política  ó  civil  y  la  otra  eclesiástica,  pero  se  me  interrumpió  diciéndome  que  me 
salía  de  la  cuestión,  y  que  ésa  no  era  la  cuestión,  de  modo  que  tuve  que  suspender 
lo  que  había  comenzado  sin  poder  continuarlo.  Hablando  de  los  Sagrados 
Cánones,  dijo  que  ésos  eran  para  los  clérigos.  Que  él  sujetaría  a.1  Papa  como  me 
sujetaría  á  mí.  Que  trataba  de  quitar  el  fanatismo  (á  esto  resonaron  las  palma- 
ditas).  Que  las  balas  pasaban  por  las  cabezas  de  los  Obispos  y  clérigos  como  por 
la  cabeza  de  na  desertor  (palmaditas).  Diciéndole  que  el  Concilio  de  Trento 
estaba  recibido  en  la  Nueva  Granada,  preguntó  que  por  quién,  á  lo  que  contesté 
que  por  el  rey  que  había  en  aquel  tiempo,  á  lo  que  dijo  que  él  era  ei  rey  (risa  j 
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raido).  Dijo  qae  no  había  Gobierno  eclesiástico,  y  diciéndole  qne  cómo  lo  había 
<en  tiempo  del  señor  Arzobispo  su  hermaoo,  no  me  acuerdo  de  la  contestación  ^ne 
dio.  Afirmó  qne  no  constaba  en  la  Escritura  que  hubiera  Grobierno  eclesiástico, 
y  contesté  que  había  varios  textos ;  preguntándome  cuáles  eran,  expuse  que  había 
muchos,  que  le  citaría  uno  muy  claro ;  le  citó  el  de  los  Hechos  Apostólicos : 
Spiritu^  Sanctua  posuit  Episcopoa  refere  EecUsiam  JDei,  á  que  contestó  que  eso 
había  sido  escrito  en  hebreo  (risa  y  mido)  (es  de  advertir  que  el  libro  de  los  Hechos 
Apostólicos  no  f  uó  escrito  en  hebreo  sino  en  griego,  y  que  aunque  hubiera  sido  en 
hebreo  no  por  eso  dejaría  de  ser  Escritura  Sagrada ;  pues  es  uno  de  los  libros  canó- 
nicos que  componen  la  Escritura  Sagrada,  como  consta  del  Concilio  de  Trento).  Le 
dije  que  ésa  era  materia  que  no  se  podía  discutir  en  un  rato,  sino  que  eran  necesarias 
semanas  y  aun  meses.  Le  repetí  que  no  se  había  discutido  bien  el  punto,  y 
oontestó  seria  y  severamente  que  estaba  bien  discutido.  Le  manifesté  que  el  medio 
■de  arreglar  ese  negocio  era  el  de  un  Concordato,  á  lo  que  dijo  con  furor  que  él  no 
se  sujetaba  ni  humillaba  su  soberanía  al  Papa,  á  lo  que  repuse  que  eso  no  era 
humillación,  sino  entrar  en  ciertos  tratados.  En  fin,  él  habló  cuanto  quiso  con 
toda  libertad,  rodeado  de  mucha  gente  que  le  aplaudía  y  mil  hombres  que  tenía  a 
«u  mando  en  la  ciudad,  y  el  Obispo  estaba  sin  libertad,  sin  apovo  en  medio  de 
tropas.  El  Presidente  habló,  decidió  y  sentenció  como  le  acomodó :  de  repente  se 
convirtió  lo  que  se  decía  conferencia  en  uu  tribunal  severo,  terrible :  me  mandó  que 
me  sometiera  á  los  decretos  de  Tuición  y  de  Desamortización  de  bienes  de  manos 
muertas,  á  cuyo  mandato  expuse  que  no  podía  sacrificar  mi  conciencia,  lo  que  se 
repitió,  por  dos  veces,  j  negándome  al  sometimiento  mandó  á  un  oficial  que  me 
llevara  a  la  cárcel  publica  y  me  pusieran  allí,  y  que  al  día  siguiente  me  llevaran 
para  Iscuandé.  Al  instante  se  me  llevó  á  la  cárcel  pública  en  medio  do  un  nume- 
roso concurso,  porque  á  más  de  ser  esos  lagares  muy  públicos  era  viernes,  día  de 
mercado,  entre  una  ó  dos  de  la  tarde,  hora  en  que  hav  mucha  gente,  x>or  lo  mismo 
grande  concurrencia,  y  más  por  la  novedad  que  había  en  la  ciudad.  Hubo  una 
equivocación  de  parte  del  Presidente  diciéndome  que  él  me  había  nombrado,  lo 
que  no  fué  así,  pues  ni  fué  en  su  administración  ni  estaba  en  el  ministerio. 
Cuando  lo  hicimos  Presidente  (contribuí  con  mi  voto)  era  canónigo,  y  llevaba 
algún  tiempo  de  serlo. 

Después  de  estar  en  la  cárcel,  por  haberse  interesado  algunas  personas  me 
permitieron  salir. á  la  calle  con  el  objeto  de  arreglar  mi  ropa;  salí,  comí  y  volví 
como  á  las  cuatro  de  la  tarde,  en  que  se  cumplían  las  dos  horas  del  permiso ;  me 
pusieron  nuevamente  en  la  cárcel  privado  ae  comunicación,  me  quitaron  á  mi 
Capellán,  el  padre  Naranjito,  lo  pusieron  en  un  calabozo  bastante  retirado  de  la 
pieza  en  que  yo  estaba,  y  lo  privaron  también  de  comunicación ;  siendo  de  notar 
•que  no  le  dijeron  qué  orden  tenían  para  ponerlo  preso,  mucho  más  en  un  calabozo, 
y  sin  )>reguntarle  cómo  pensaba  él. 

1^0  me  dejaron  decir  misa  en  la  cárcel,  ni  salir  á  decirla  en  alguna  iglesia,  ni 
«.un  en  el  domingo  30  de  Noviembre,  día  en  que  no  hubo  más  misa  qae  la  del 
padre  Yalenzuela,  á  quien  casi  nadie  auería  oírsela ;  así  es  que  se  quedó  sin  misa 
toda  la  ciudad,  á  pesar  de  haberes  dicho  que  el  padre  Naranjito  y  yo  podíamos 
•decir  misa  para  que  la  oyera  el  pueblo. 

Se  olvidaba  decir  que  en  la  conferencia  le  cité  el  capítulo  XI  de  la  sesión  XXII  del 
Concilio  de  Trento,  que  habla  de  las  penas  de  los  que  usurpan  los  bienes  de  cual- 
quiera iglesia  ó  lugar  piadoso,  y  él  lo  sabía  y  dijo  algunas  palabras  del  capítulo, 
pero  no  las  interesantes  (los  qae  lo  aplaudían  quedaron  como  que  les  pareció  sabia 
muchos  cánones,  sin  hacer  alto, que  es  directamente  contra  él  mismo),  y  respondió 
que  eso  no  era  contra  él  sino  contra  otros. 

El  mismo  domingo  30  de  Noviembre,  como  á  las  once  ó  más  de  la  mañana,  estuvo 
á  verme  el  Dr.  Jorge  Gutiérrez  de  Lara  y  estuvieron  otros  cuyos  nombres  no 
recuerdo :  él  fué  con  el  objeto  de  que  no  dejaYa  sin  sacerdotes  expeditos  aquella 
ciudad,  seguramente  porque  los  qne  se  iban  sometiendo  iban  quedando  suspensos 
en  virtud  de  un  decreto  que  yo  había  dado  en  26  de  Mayo  ae  1862 ;  le  dije  que 
pensaría  de  qué  modo  podía  arreglarse  esto ;  y  como  él  exigía  que  lo  determinara 
inmediatamente,  le  repetí  que  después  lo  haría.  A  la  tarde  como  á  las  cinco 
(según  me  parece)  se  me  apareció  el  coronel  Simón  Arboleda  á  decirme  que  iban  á 
poner  en  capilla  al  Dr.  la  Boche  y  al  Dr.  Martínez,  entendí  sería  Bemigio; 
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aunque  después  oí  qoe  también  al  Dr.  Martínez  del  Cauca,  de  suerte  que  eran  lo» 
tres  mismos  sujetos  que  me  habían  acompañado  á  la  conferencia,  4  los  que  habíais 
de  fusilar  á  las  seis  de  la  mañana  del  día  siguiente ;  pregunté  cual  era  la  causa  que* 
había  para  fusilarlos,  y  me  contestó :  i>orque  eran  los  que  me  aconsejaban  para  que- 
no  me  sometiera  á  los  famosos  decretos  antes  dichos  (esto  es  falso,  porque  ni  me 
aconsejaban  ni  me  habían  anudado  en  nada  para  mi  resolución  de  no  someterme), 
á  lo  cual  le  dije  la  verdad  expresándole  que  no  tenian  parte  ninguna,  ni  los 
había  visto  despaés  de  mi  prisión,  ni  habían  tenido  parte  en  el  decreto,  que  lo 
había  dado  en  Antioquia  yo  solo,  sin  consultar  con  nadie.  El  Dr.  la  Boche  dijo 
al  referido  coronel  que  no  me  había  aconsejado  ni  aun  me  había  tratado  sobre  este 
asunto,  y  absolutamente  no  tenía  parte  en  el  decreto ;  iban  á  fusilarlos  estando  de) 
todo  inocentes.  El  coronel  me  refirió  después  lo  que  le  había  dicho  el  Dr.  la 
Bodhe;  este  sujeto  fué  aprehendido  y  lo  pusieron  en  capilla  para  fusilarlo,  de 
suerte  que  tuvo  que  hacer  sus  apuntes  y  se  confesó  en  esa  noche  para  morir ;  á  lo» 
otros  no  pudieron  prenderlos.  Á  mí  me  privaron  más  de  comunicación  y  dieron 
orden  de  que  no  me  dejaran  entrar  alimento  ninguno,  de  suerte  qne  en  esa  noche 
no  me  dieron  de  refrescar.  Según  me  dijo  el  coronel,  el  Presidente  había  dicho  que 
estaba  en  cierta  disposición  contra  mí  (no  quiero  expresarla). 

Para  evitar  la  muerte  de  esos  sujetos  inocentes  y  otros  males  ^vísimos,  me  vi 
en  la  precisión  de  dar  un  decreto  derogando  la  pena  de  suspensión  puesta  en  el 
decreto  de  26  de  Mayo.  Expedí  el  decreto  derogatorio  á  las  nueve  de  la  noche  del  día 
30  de  Noviembre,  y  por  eso  lleva  esa  fecha,  de  manera  que  los  que  se  sometieron 
en  ese  día  quedaron  suspensos.  En  virtnd  de  haber  dado  mi  decreto  se  suspendi6 
la  ejecución  que  estaba  preparada,  y  salió  el  Dr.  la  Boche  á  la  mhma  hora  de  la 
capilla  y  de  la  cárcel. 

En  los  días  que  estuve  en  la  cárcel  me  visitaron  varios  sujetos  que  me  hacían 
reflexiones  para  que  me  sometiera,  lo  mismo  me  sucedió  en  el  camino  hasta 
Iscuandé,  pero  yo  siempre  me  mantuve  constante.  Las  señoras  me  cuidaron 
muchísimo  desde  que  llegamos  hasta  que  salimos  de  Medellín. 

Salida  de  Medellín. — El  día  13  de  Diciembre,  sábado,  salimos  de  Medellín,  nos 
condujo  hasta  Manizales  el  coronel  Vicente  Piñeres  con  dos  oficiales  y  más  de 
veinte  soldados;  no  me  dejaron  montar  en  la  casa  de. mi  alojamiento,  monté  en  la 
puerta  de  la  cárcel,  me  llevaron  por  la  plaza  v  calles  más  públicas  cuando  había 
bastante  gente,  comimos  en  Santaelena  y  llegamos  á  Bion^ro. 

El  14  salimos  de  Bionegro,  en  donde  por  empeños  del  Cura  Bestrepo  y  de  D. 
Juan  Crisóstomo  Gampuzano  nos  alojamos  en  una  casa  solos  y  se  nos  atendió 
bien :  allí  dije  misa  en  una  pieza,  y  también  la  dijo  el  padre  Naranjito,  por  ser 
domingo.  Cuando  lo  supo  el  coronel  Piñeres  dijo  que  yo  iba  suspenso,  á  que  le 
contesté  que  el  Presidente  no  tenía  facultad  para  suspender  á  nadie  de  decir  misa, 
etc.  (¿  Qué  le  parecerá  á  un  cristiano  que  sepa  que  el  soberano  temporal  de  loe 
Estados  Unidos  de  Colombia  daba  órdenes  secretas  suspendiendo  aun  Obispo  legí- 
timo P    ¿  Esto  será  tocar  en  la  Beligión  F). 

El  14  llegamos  á  la  Ceja  del  Tambo,  en  donde  no  ijos  dejaron  alojar  en  la  casa 
del  Cura,  sino  en  otra  en  donde  estaban  los  oficiales  v  soldados ;  el  Cura  nos  cuidó. 

El  15  salimos  y  llegamos  al  río  Buey,  posamos  en  la  casa  de  un  hombre  llamado 
Victoriano  Bedoya,  junto  con  los  soldados,  como  sucedió  en  todo  el  camino  hasta 
Manizales.  En  esta  posada  el  coronel  y  soldados  mataron  las  gallinas,  sacaron 
papas,  etc.  de  la  cementera  para  comer,  de  este  modo  nos  cuidaron ;  las  pobres 
mujeres  de  la  casa,  llenas  de  miedo,  se  acogían  á  la  pieza  en  donde  yo  estaba  para 
favorecerse. . 

El  16  llegamos  á  Abejorral,  donde  hubo  una  cosa  notable :  cuando  el  coronel 
entraba  con  su  escolta  formada,  las  gentes,  principalmente  las  mujeres,  recibían  la 
bendición  episcopal  entre  lágrimas  y  sollozos.    Nos  cuidaron  bastante  las  señoras. 

El  17  salimos  de  AbejornU  y  llegamos  aun  lugar  llamado  Purima,  que  está  cerca 
del  río  Arma. 

Desde  la  Ceja  hasta  Pacora  traía  un  carguero  llamado  José  María  Bermudez,  que 
me  lo  buscó  el  señor  Polo  Ángel,  vecino  de  la  Ceja.  Aucaue  venía  conmigo  dicho 
carguero,  al  tiempo  de  salir  de  Abejorral  se  presentó  otro  hombre  con  él,  que  dijo 
que  también  venía  á  cargarme,  su  nombre  es  José  María  Obando ;  en  efecto,  k 
poco  rato  comenzamos  á  pasar  el  camino  y  me  cargó  Obando  todo  el  camino  malo 
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que  había  :  yo  creía  qae  era  por  ayudar  al  otro,  pero  al  tiempo  de  despedirse  no 
qtuBO  recibir  un  pequeño  obsequio,  y  aunque  le  instamos  que  lo  recibiera  no  quiso, 
oiciéndonos  que  no 7o  había  hecho  por  interés  sino  por  devoción  y  por  Dios,  de 
modo  que  fue  como  una  promesa.  Esto  nos  enterneció  y  llamó  la  atención.  Había- 
mod  convenido  con  el  coronel  que  nos  quedaríamos  antes  de  pasar  el  río,  porque 
pasándolo  ya  no  encontrábamos  posada,  como  que  efectivamente  era  así;  sin 
embargo  cuando  llegamos  4  la  casa  en  que  nos  qaeaámos,  porque  era  un  poco  tem- 
prano quería  que  lo  pasáramos,  lo  reconvine  con  lo  que  habíamos  quedado  antes, 
tuvimos  algunos  alegatos  en  buena  armonía,  y  al  fin  convino  en  que  nos  quedára- 
mos allí. 

El  18  pasamos  una  quabrada  llamada  Circia,  y  después  el  río  de  Arma,  éste  por 
un  puente  de  guaduas ;  las  cargas  se  habían  quedado  atrás  j  al  pasar  dicha  que- 
l>raaa  dejaron  caer  la  carga  de  baúles  en  ella,  que  es  tan  sucia,  y  se  mojó  todo  lo 
que  en  ellos  venía.  Llegamos  á  Aguadas,  en  donde  los  vecinos,  hombres  y  mujeres, 
se  empeñaron  en  secar  la  ropa  y  demás  cosas  mojadas :  según  oí  decir  había  hasta 
<loce  aplanchadoras,  y  sin  embargo  no  se  pudo  secar  un  poco  de  ropa ;  nos  ofrecie- 
ron las  señoras  de  la  casa  del  señor  Francisco  Villegas  que  secarían  la  ropa  y  nos 
la  mandarían  á  Pacora:  el  señor  Villegas  no  estaba  en  el  lugar,  sino  la  familia. 
Vino  después  de  mi  salida  y  nos  mandaron  la  ropa  como  lo  habían  ofrecido  sus 
iiijas,  pusieron  peón  y  quería  pa^lo  dicho  sujeto,  pero  yo  me  impuse  de  cuánto 
valía  el  viaje  dei  peón,  y  con  él  mismo  le  mandé  dicho  importe. 

El  19  llegamos  á  Pacora,  en  donde  nos  detuvimos  el  20  por  haberle  llegado 
AÍ  coronel  unos  amigos  con  quienes  se  entretuvo.    Kos  cuidó  el  Cura. 

£1  21  salimos  y  llegamos  a  SaJamina,  en  donde  nos  cuidaron  mucho  las  señoras. 

El  22  salimos  y  llegamos  á  Aranzazu.    Nos  cuidaron  los  vecinos. 

El  23  salimos  y  llegamos  á  Neira.    Nos  cuidó  el  Gura. 

El  24  salimos  y  llegamos  á  Manizales  á  la  una  de  la  tarde.  Nos  hospedamos  en 
casa  del  señor  Eduardo  Hoyos  y  su  esposa  Amelia  Án^.  Fuimos  entregados  al 
coronel  Venancio  Salazar.  Después  ae  estar  allí  alojados  y  estando  avunando 
por  ser  la  Vigilia  de  Nochebuena,  quería  Salazar  que  inmediatamente  fuéramos  *á 
la  Aldea  de  María  sin  tomar  nada  (sería  consejo  de  Piñeres)  ;  pero  como  le  hablé 
con  seríedad  se  suspendió  la  orden  y  pidió  fiadores,  y  se  presentaron  voluntaria- 
mente como  tales  el  dueño  de  la  casa,  señor  Eduardo  Hoyos,  los  señores  León 
Ángel,  padre  de  la  señora  Amelia,  Eafael  Ángel,  hermano  de  la  misma,  y  Ensebio 
Londoño,  vecino  de  Son»ón.  Estuvimos  en  Manizales  hasta  el  jueves  V  de  Enero 
por  la  tarde,  que  salimos  para  la  Aldea  de  María.  Es  de  advertir  que  en  ésta  no 
nabía  preparación  ninguna,  ni  aun  casa  para  hospedamos,  de  modo  c[ue  el  día  de 
Nochebuena  habríamos  pasado  sin  comer  y  sin  auxilio  alguno,  si  hubi^mos  salido 
en  ese  día  como  lo  quería  el  coronel.  En  estos  días  nos  mantuvieron  los  veeinos, 
«egún  se  me  dio  noticia,  los  dueños  de  casa  se  manejaron  muy  bien  y  el  señor 
Eduardo  Hoyos  ayudó  mucho  para  que  nos  detuviéramos  allí,  mandó  que  me  hicie- 
ran unos  baúles,  esto  es,  fué  encargado  para  mandarlos  hacer:  me  costaron 
veintidós  pesos,  cinco  reales. 

1?  de  Enero  de  1863. — £1 1?  de  Enero  de  1863  salimos  de  Manizales,  por  la  tarde, 
7  nos  quedamos  en  la  Aldea  de  María,  en  donde  no  encontramos  recurso  ninguno, 
y  si  no  hubiera  sido  por  el  capitán  Eicardo  Morales,  no  habríamos  encontrado 
en  donde  posar :  no  había  Cura ;  y  si  no  hubiera  panado  de  Manizales  Catalina 
Barríentos,  <^ue  se  empeñó  en  ir  á  servirme  en  semejante  posada,  no  habríamos 
refrescado  m  almorzado :  ésta  es  una  que  tuve  por  poco  tiempo  de  cocinera  en 
Antioquia  á  causa  de  que  la  negra  Carmen,  que  era  la  cocinera,  se  había  ido  á 
Medelun  á  ver  á  su  madre.  El  capitán  Morales,  que  nos  acompañó  ó  llevó  hasta 
Cartago,  se  manejó  muy  bien,  hasta  servirnos  en  algunas  cosas  tanto  él  como  la 
-escolta  que  llevaban,  procurando  que  ésta  no  se  quedara  en  donde  nosotros  nos 
quedábamos. 

El  2  salimos  y  llegamos  á  Sanjnlián ;  nos  quedamos  en  casa  de  Pascual  Herrera, 
nn  buen  hombre. 

El  3  salimos  y  llegamos  como  á  las  doce  á  Santarrosa  de  Cabal ;  posamos  en  la 
«casa  del  señor  Cura,  llamado  Ramón  ó  Raimundo  Duran,  quien  nos  atendió  y  cuidó 
mucho  en  los  días  que  estuvimos  allí. 

£1 6  salimos  de  aquí  y  nos  quedamos  en  Cartagoviejo.  ^  t  * 
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m  7  salimos  y  llegamos  á  un  Incar  llamado  Chiqueros. 

El  8  salimos  y  llegamos  como  á  las  doce  4  Gartago.  Kos  detuvimos  á  la  entrada 
bajo  unos  árboles,  para  avisar  al  Grobemador,  quien  mandó  á  decir  que  á  la  tarde 
dispondría,  que  era  lo  mismo  que  decir  que  estuviéramos  en  la  calle  hasta  que  él 
quisiera;  pero  el  capitán  Morales  le  manifestó  que  no  debia  tratarse  asi  á  un 
Obispo,  á  lo  que  contestó  que  bajo  la  r^ponsabilidiEul  de  dicho  capitán  podíamos  ir 
á  la  posada  que  éste  j  el  Gura  habían  buscado.  El  tal  Gobernador  (según  se  nos 
dijo),  cuyo  nombre  es  Pedro  José  Murgueitio,  (Quería  mandarnos  á  la  cárcel,  y 
se  denegó  á  prestamos  los  auxilios  aunque  se  le  pidieron  varias  veces,  y  cada  rato 
apuraba  para  que  nos  fuéramos  aunque  fuera  a  pie  i  su  ejecutor  ei*a  su  Alcalde 
Antonio  Ribera  Mazuera,  hermano  del  jefe  que  debía  conducimos :  dicho  Alcalde 
puso  en  la  cárcel  al  Cora  excusador,  P.  José  Joaquín  Hoyos,  porque  se  opuso  á  sus 
tropelías,  lo  que  sucedió  el  10  por  la  tarde.  En  esa  misma  tarde,  por  orden  del 
referido  Gobemador,  me  puso  el  Alcalde  Eibera  Mazuera  escolta  en  toda  la  casa  en 
que  estábamos  Alojados.  Por  diligencias  del  mayordomo  de  Nuestro  Amo,  llamado 
Custodio  Sáenz,  y  de  un  señor  José  María  Piedrahita,  conseguimos  bestias  y  pudi- 
mos salir  á  las  cuatro  de  la  tarde  del  día  11,  y  llegamos  á  Tas  seis  y  media  de  la 
noche  á  la  hacienda  llamada  Potrerogrande,  del  señor  Bonifacio  Zorrilla,  en  donde 
nos  cuidaron. 

El  lunes  12  salimos  de  aquí  en  bestias  c^ue  nos  dio  el  mismo  señor  Zorrilla,  y 
llegamos  á  las  tres  de  la  tarde  á  la  Yictona ;  posamos  en  casa  del  señor  Cura,, 
llamado  Joaquín  Torrijos,  quien  nos  cuidó,  dio  bestias  y  acompañó  hasta  Tuluá. 

El  martes  13  salimos  de  la  Yictx)ria  y  llegamos  á  las  seis  y  media  de  la  noche  á. 
Bugala^'ande,  á  donde  el  señor  Cura  Santos  González:  las  cargas  llegaron  el 
día  siguiente.    El  Cura  nos  cuidó  y  dio  bestias. 

El  15  salimos  de  aquí,  estuvimos  de  paso  en  casa  del  señor  Máximo  Yetgara,  y 
llegamos  á  Tuluá  á  las  tres  de  la  tarde,  á  casa  del  Cura,  llamado  Telésforo  Tas- 
con,  que  salió  á  encontramos.  El  Gk)bernador  GtSnima  quería  que  me  presentwt 
á  él,  lo  que  no  consiguió.    El  señor  Cura  nos  cuidó  y  dio  bestias. 

El  17  salimos  de  Tuluá,  llegamos  de  paso  y  comimos  en  la  casa  del  señor 
Cura  de  Sampedro,  llamado  Pedro  Ignacio  Llano,  y  llegamos  á  las  siete  de  la  noche 
á  la  ciudad  de  Baga :  posamos  en  casa  de  la  señora  Gertrudis  Quintana,  en  donde 
también  estaba  la  señora  Gabriela  Sarmiento.  Desde  Cartago  hasta  la  ciudad  de 
Buga  nos  trajo  un  capitán  llamado  Rafael  Eibera  Mazuera,  quien  de  nada  sirvió  y 
no  cumplió  sus  ofrecimientos. 

(Nombres  de  algunos  eclesiásticos :  P.  Francisco  Laso,  Cura  del  Naranjo ;  P/ 
Cosme  Aldana,  Cura  del  Pescador;  P.  Joaquín  Ledesma,  excusador  de  Palmira: 
iba  con  él  un  P.  Valbuena,  de  la  Arquidiócesis  de  Bogotá ;  P.  Tomás  Scarpetta, 
Cur^de  2jaragoza). 

El  18  permanecimos  en  Buga  y  el  19  salimos,  conduciéndonos  un  capitán  de 
milicias  llamsulo  Manuel  Moreno  y  un  general  venezolano  llamado  José  Antonio 
Oyarzábal,  entrambos  buenos ;  llegamos  al  Carito,  á  casa  del  señor  Cura  Patricie 
Paredes,  oue  nos  atendió ;  el  20  escribí  allí  á  Félix  con  el  señor  Mariano  Medina, 
hermano  del  Obispo. 

El  20  salimos  y  llegamos  á  Palmira ;  inmediatamente  me  visitó  el  Grobemador 
Manuel  Wenceslao  Carvajal ;  posamos  en  casa  de  la  señora  Josefa  QonzéXez,  que 
nos  atendió. 

El  21  llegamos  á  la  Candelaria ;  posamos  en  casa  del  señor  José  María  Patino, 
quien  nos  atendió  bien  y  sin  interés.  El  Cura,  P.  José  Ignacio  Ercobar,  quien  en 
nada  nos  sirvió  ni  atendió  ni  aun  en  la  Iglesia,  tuvo  la  seocillez  de  convidarme  4 
ju^ar  tresillo  sin  conocerme  ni  saber  mi  conducta,  y  no  tuvo  la  atención  de  des- 
peoirse. 

El  22  Uegámos  á  Cali ;  posamos  en  el  colegio  de  misioneros  franciscanos,  y  ocupa- 
mos las  piezas  que  tenía  el  Ilustrisimo  señor  Obispo  Pedro  Antonio  Torres, 
tomando  el  otras  de  menos  comodidad ;  me  obsequió  mucho,  me  regaló  un  vestido, 
convidó  á  una  comida  en  obsequio  mío,  y  me  acompañó  hasta  el  no  el  día  de  mi 
salida. 

El  27  salimos  de  Cali  por  la  tarde;  llamos  como  á  las  siete  de  la  noche  á  una 
posesión  llamada  Sanantonio,  y  nos  alojamos  en  una  casa  que  aunque  buena  se 
hallaba  sola  y  por  lo  mismo  arruinada.  ^  t 
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El  28  salimos,  llegamos  como  ¿  las  once  del  día  á  la  Porquera,  y  nos  desmon- 
tamos en  la  casa  de  una  señora  Echeverri,  tía  de  un  sujeto  llamado  Nicanor 
Echeverría  la  que  nos  atendió  sin  llevar  interés  ninguno  por  la  comida  de  aquél  ni 
¡)or  el  almuerzo  del  día  siguiente. 

El  29  dormimos  en  una  posesión  llamada  el  Dagua,  en  casa  de  un  señor  Ca- 
macho,  mando  de  la  señora  Bafaela  Alomía,  hermana  de  un  eclesiástico  P. 
Manuel  José  Alomía,  que  estaba  sirviendo  el  curato  de  Juntas :  nos  atendió  la 
señora  bien  y  sin  interés. 

El  30  lleg&mos  á  Juntas ;  nos  asistió  la  señora  Justa  Quesada,  á  quien  le  pagó 
el  coronel  que  nos  llevaba  desde  Cali,  señor  Juan  Antonio  Salazar. 

Febrero. — El  3  de  Febrero  salimos  de  Juntas  con  el  mismo  coronel,  y  nos  queda- 
mos en  el  Saltica 

El  4  llegamos  al  Puerto  de  Buenaventura:  posamos  en  casa  del  señor  José 
Maná  Scarpetta :  nos  asistió  la  señora  Rafaela  Orejuela,  cuñada  del  coronel  que 
nos  llevaba,  y  le  pagó  el  Grobemador,  según  me  dijeron. 

£1 13  como  á  las  ocho  de  la  noche  nos  embarcamos  en  un  buque  del  Gobierno 
llamado  La  Honda,  v  como  á  las  diez  de  la  noche  comenzamos  á  navegar.  El 
capitán  del  buque  se  llama  Esteban  Pimentel,  español;  el  2?  Carlos  Tolosa,  francés, 
entrambos  buenos.  Como  á  las  dos  de  la  mañana  me  comenzó  el  mareo.  Por 
falta  de  viento  no  llegamos  á  Guapi  hasta  el  17  de  Febrero,  como  á  las  cuatro  de 
la  mañana. 

En  Guapí  nos  detuvimos  desde  el  17  hasta  el  18  de  Febrero,  que  fué  día  de 
ceniza.  Entre  los  que  venían  estaban  el  coronel  Solano  y  un  Dr.  Bonilla  de 
Popayán. 

El  Cura  de  Guapí,  llamado  Francisco  Javier  Campiño,  nos  proporcionó  casa,  nos 
cuidó  mucho,  nos  oió  fiambre  para  el  camino  y  nos  acompaño  hasta  embarcamos. 

El  19,  antes  de  las  cinco  de  la  mañana,  salimos  de  Guapí,  y  á  las  diez  de  la 
noche  llegamos  á  Iscuandé.  Se  nos  alojó  en  casa  del  señor  Agustín  Hurtado 
(que  se  hallaba  en  Lima) ;  nos  recibió  el  Corregidor  que  vive  en  ella  y  se  llama 
Manuel  María  Ramírez,  sujeto  ^ue  nos  ha  tratodo  bien :  no  tenemos  que  pa^r 
arrendamiento,  el  dueño  ha  escrito  que  nada  se  me  interese  mientras  viva  yo  en 
ella ;  lo  mismo  ha  escríto  la  señora,  estando  contentos  de  que  un  Obispo  ocupe  su 
casa.  La  cocinera  se  Uama  Mariana  Zea,  y  le  pago  un  peso  mensual,  como  lo 
arregló  dicho  señor  Corregidor.  A  nuestra  llegada  nos  visitó  el  Coadjutor  P. 
Manuel  A.  Bolaños.  El  Cura,  que  también  es  bueno,  se  llama  Cipriano  Ortiz  ;  á 
nuestra  llegada  estaba  en  Barbacoas,  vino  el  28  de  Febrero ;  se  interesa  por  nosotros 
y  nos  hace  obsequios ;  el  sacristán,  llamado  Antonio  Peña,  es  formal  c  inteligente. 
«  La  señora  Josefa  GiSneora,  á  quien  no  conocía,  me  ha  mandado  varias  cosas  y  se 
ha  interesado  mucho  en  favorecerme;  es  señora  caritativa  y  obsequiosa.  El  señor 
Juan  Peña,  vecino  de  Iscnandé,  nos  ha  servido  y  aun  dado  algunas  cosas  de  balde, 
que  se  han  necesitado ;  tiene  almacén,  es  bueno,  y  lo  mismo  la  familia.  La  señora 
María  Betancur  y  su  hija  Amelia  Fajardo  nos  han  servido  y  obsequiado ;  la  señora 
Francisca  Mantilla  me  dio  un  frasquito  con  un  remedio  llamado  elixir  de  la  vida, 
con  el  que  me  repuse  del  estómago  y  cesaron  los  vómitos  que  tenía.  Las  gentes 
son  buenas  y  obsequiosas  con  lo  que  pueden. 

Con  fecha  6  de  Julio  de  1863  me  ofició  el  Gobernador  de  Barbac(>as  para  que 
prestara  ante  el  Corregidor  de  la  Aldea  de  Iscuandé  el  juramento,  acompañándome 
una  copia  auténtica  de  la  ley  de  policía  en  materia  de  cultos,  dada  por  la  Conven- 
ción el  23  de  Abril  de  dicho  año ;  al  que  contesté  que  seg^  el  artículo  If  de  la 
misma  ley,  este  punto  debía  tratarse  ante  el  Gobernador  dbl  Estado  de  Antioquia, 
y  pidiéndole  pasaporte;  contestó  con  fecha  19  de  los  mismos,  que  según  la  Consti- 
tución y  las  leyes  no  tenía  necesidad  de  pasaporte,  j  qae  podía  en  tal  virtud 
eniprender  libremente  mi  marcha :  recibí  esta  contestación  en  24  de  los  mismos. 

El  señor  Delegado  Apostólico  se  llama  Francisco  Tabani.    Reside  en  Quito. 

El  día  24  de  Marzo  de  1863  salió  Roque  de  Bogotá,  y  llegó  á  Iscuandé  el  día  6 
de  Junio. 

Cali,  29  de  Agosto  de  1863.— El  2  de  Septiembre  llegamos  á  Popayán.  El  4  la 
conferencia  con  el  general  Mosquera.  ... 

El  11  tuve-  una  conferencia  privada  con  el  Gobernador  Eliceo  Payan,  y  me 
denegaé  á  dar  el  juramento  como  él  quería.  ...       ♦  /^^^^^T^ 
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El  1?  de  Agosto  de  1864  salimos  de  Popaján,  j  dormimos  en  Tierrablanca.  El  3 
de  Agosto  safimos  de  Tierrablanca,  pasamos  el  páramo  de  Gnanaoas  j  nos  queda- 
mos en  el  Tambo  anunciado  de  Corrales. 

El  4  salimos  de  Corrales  j  llegamos  á  Inzá*  á  casa  del  Cura. 

El  5  llegamos  al  Pedregal,  y  posájnos  en  la  casa  del  Cura,  qne  es  el  mismo  Emigdio 
Gómez. 

El  6  salimos  de  Pedregal,  acompañados  del  Cara  de  Tálaga,  llamado  Gkibriel 
Castillo,  y  nos  quedamos  en  las  Laderas. 

El  7  llegamos  á  la  Plata,  y  posamos  en  casa  de  JEtosa  Lizcano.  El  Cura  se  llama 
Francisco  Antonio  Campo.  .  .  . 

El  1 6  salimos  de  la  Plata,  y  llegamos  al  Pital,  en  donde  salieron  &  encontramos  y 
nos  Hicieron  un  magnífico  recibimiento.  Posamos  en  casa  del  señor  Serafín 
Cuéllar,  casado  con  la  señora  Ignacia  Bacines.  El  que  sirve  se  llama  Camilo 
Méndez.'  El  Cura  Facundo  Dejado  (es  pastuso).  Administrador  de  correos; 
Bamón  Gómez  Tregu. 

El  24  salimos  del  Pital,  llegamos  k  Garzón,  y  posamos  en  casa  del  señor  Juan 
Nepomucenu  Silva,  casado  con  la  señora  Susana  Méndez.  Estaba  de  Cura  un 
padre  Ortiz  franciscano. 

El  5  de  Septiembre  salimos  de  Garzón,  llegamos  al  Gigante,  v  nos  hospedamos  en 
casa  de  la  señora  Ana  Joaquina  Silva,  viuda  del  señor  José  María  Borrero ;  tiene 
un  hijo  llamado  José  Napoleón ;  éste  se  educó  en  el  colegio  de  Lleras,  es  doctor  y 
abogado.  ...  El  Cura  se  llama  Domingo  Carvajal  (sometido).         ^ 

El  17  salimos  del  Gigante,  llegamos  á  Hobo,  y  posaos  en  casa  del  Cura  Eulogio 
Herrera. 

El  19  de  Septiembre  salimos  del  Hobo,  llegamos  á  Campoalegre,  posamos  en 
casa  del  señor  Agustín  Blanco,  casado  con  la  señora  Bosa  Bivas,  y  comimos  en 
casa  del  señor  Femando  Duran,  esposo  de  la  señora  María  del  Carmen  Gtiit&n. 

El  22  de  Septiembre  salimos  de  Campoalegre  y  llegamos  á  Neiva ;  posamos  y 
comimos  en  casa  del  señor  José  Antonio  Solano,  casado  con  la  señora  Sinforosa 
Duran.  .  .  . 

El  13  de  Octubre  salimos  de  Neiva,  y  el  15  llegamos  al  Gigante. 

El  24  de  Octubre  visité  al  general  López  en  su  hacienda  llamada  Mayo,  cerca  de 
Garzón,  y  esa  noche  nos  quedamos  en  Santana,  posesión  de  D.  Juan  Nepomuceno 
Silva,  y  el  26  volví  al  Gigante,  en  donde  he  posado  en  casa  de  la  señora  Joaquina 
Silva. 

El  7  de  Noviembre  fuimos  á  la  estancia  inmediata  al  Gigante,  perteneciente  al 
Dr.  Manuel  Teodoro  Silva ;  fuimos  con  la  señora,  que  se  llama  Bufina  Cabrera,  dos 
hijas  llamadas  Blasina  y  Manuelitá,  y  una  cuñada  soltera  llamada  Matilde 
Cabrera. 

Allí  me  pagó  la  visita  el  general  López ;  estuvimos  quince  días,  es  decir  hasta  el 
19  de  Noviembre.  La  estancia  se  llama  Santarrosalía  (que  es  la  patrona)  ó  el 
Cimelal. 

El  20  de  Noviembre  fuimos  á  Sanearlos.  .  .  . 

El  día  5  de  Diciembre  salí  de  allí  y  fué  al  Tejar,  ¿  casa  de  la  señora  Bosalía 
Silva. 

El  19  de  Diciembre  fuimos  al  Espinal,  en  donde  nos  quedamos.  ... 

El  20  llegamos  á  la  posesión  llamada  Vega  del  Páez ;  vive  allí  la  señoiu  Joaquina 
Duran,  viuda  del  señor  Francisco  Borrero.  .  .  . 

Salimos  el  26  de  Diciembre,  y  nos  quedamos  en  Paicol. 

El  30  posemos  donde  la  señora  Bo3a  Vargas,  llamada  el  PotreriUo ;  nos  reci- 
bieron la  señora  Margarita  Calderón  y  su  sobrina  Petronila  Calderón,  que  vive  en 
la  casa.  La  señora  Bosa  Muñoz  vive  en  Paicol,  en'  donde  nos  atendió,  y  algunos 
días  también  en  Potrerillo.  La  señora  Bosa  Vargas  es  hija  de  la  señora  Mai^- 
rita  Calderón. 

El  22  de  Enero  fui  al  Espinal,  y  volví  el  27. 

El  2  de  Febrero  me  fui  del  Potrerillo  y  llegué  á  Potreronuevo,  á  casa  del  señor 
Leopoldo  Barcia,  casado  con  la  señora  Bernarda  Herrera.  Al  salir  de  Potrerillo 
nos  alcanzó  el  señor  Santiago  Marlés,  casado  con  la  señora  MeVcedes  Salas,  su 
hija  Luna  Marlés,  casada  con  el  señor  Francisco  Escobar :  todos  siguieron  á 
Potreronuevo.     Son  vecinos  de  la  Mesa  de  Elias.     El  dicho  señor  Mariis  me  dio 


uiyiii-/t;u  uy  -^^.-j  v^  v_>' 


ó'^ 


APÉNPICE.  6G9 

recado  de  un  señor  Vicente  Díaz,  qne  TÍve  en  Altamira,  ofreciéndome  baenos 
servicios. 

El  5  se  apareció  el  Gobernador  José  María  Alvarez  en  el  Espinal,  junto  con  sn 
Secretario  el  señor  Goillermo  Carrizosa  j  con  el  señor  José  María  Estévez,  & 
intimarme  prisión. 

El  6  volvió  á  las  once,  y  exigió  fianza  para  presentarme  al  otro  día  en  el 
Gigante ;  hubo  tres  fiadores  mnltados  en  diez  mil  pesos  si  no  me  presentaba  en  el 
día  citado.    Fueron  fiadores  los  señores  Dr.  Manuel  Teodoro  Silva  j  Elias  Yega. 

El  7  llegué  al  Gigante  y  me  presenté. 

El  8  se  me  intimó  el  destierro  porque  no  firmé,  y  se  me  entregó  al  Sargento 
maj^or  Policarpo,  para 'que  me  condujera  con  escolta  basta  Popayán,  sin  dar 
au¿lio. 

El  miércoles  8,  á  las  diez  de  la  mañana,  fué  el  Gobernador  con  su  Secretario  i 
tomarme  juramento,  que  no  di,  y  por  esto  se  me  intimó  la'  sentencia  de  destierro 
fuera  del  territorio  colombiano,  y  se  me  puso  á  disposición  del  Sargento  inayor 
Policarpo  Forero  (bijo  del  que  llamaban  en  el  colegio  patán),  con  quien  se 
determinó  el  viaje  para  el  lunes  13 ;  no  faltaron  incomodidÜEMles  y  violencia  para 
que  saliera  dicbo  día. 

El  13  salí  escoltado  del  Gigante,  después  de  baber  tenido  algunas  incomodidades, 
y  llegamos  á  Bío  de  Oro. 

El  14  llegamos  al  Pital. 

El  16  salimos  y  llegamos  á  la  Plata :  posé  en  casa  del  señor  Cura,  Francisco 
Antonio  del  Campo. 

El  18  nos  quedamos  en  Patía :  allí  dije  misa  el  19. 

El  19  en  Inzá. 

El  20  en  el  Tambo  de  la  Ceja. 

El  21  en  Gabriel  López. 

El  22  en  Paniquitá,  en  casa  del  Cura,  Eduardo  Caicedo. 

El  23  llegamos  á  Popay&n. 

El  24  fuimos  á  donde  el  Presidente  Payan ;  instó  repetidas  veces  y  con  empeño 
que  jurara  en  la  forma  que  yo  quisiera,  á  lo  que  me  resistí.  Dijo  que  dentro  de 
veinticuatro  horas  saliera  de  la  ciudad.  En  este  mismo  día  viernes  pasó  orden  á 
las  autoridades  subalternas  mandando  que  en  ninguna  iglesia  se  me  diera 
ornamento  para  decir  misa,  pues  fué  una  susoensión  completa. 

El  27  salimos  de  Popayán  á  las  cuatro  de  la  tarde,  porque  así  lo  mandó  Payan ; 
nos  quedamos  en  el  alto  del  Cauca,  en  casa  de  la  señora  Matilde  Ibarra,  que  nos 
cuidó  gratis. 

El  2o  nos  quedamos  en  la  casa  del  señor  Segundo  Vivar,  en  un  lugar  llamado 
Piendamó. 

El  1?  de  Marzo  nos  (quedamos  en  el  Ático,  en  casa  del  señor  Marcos  Ribera. 

El  día  2  en  Buenosaires,  en  casa  del  señor  Manuel  Antonio  Caicedo :  habíamos 
comido  en  el  Arranche,  y  pasamos  el  río  Ovejas  en  balsa. 

El  día  3  comimos  en  La  Balsa,  en  casa  de  la  señora  Angela  Narváez. 

En  Buenosaires  algunas  señoras  me  hicieron  algún  obsequio,  principalmente  la 
señora  Marta  Bautis&. 

El  que  dio  las  bestias  al  Grobierno  v  nos  acompañó  es  el  señor  José  Trullo.  Otro 
que  se  nos  ag^regó,  acompañó  v  sirvió,  se  llama  J  nan  Isidro  Paz. 

El  3  nos  que&mos  en  Bivelaro,  en  casa  del  señor  Francisco  Antonio  Ortiz. 

El  4  llegamos  á  Cali ;  posamos  en^  una  casa  que  había  preparado  el  padre  fray 
Damián  (^nzález,  que  es  Cura  interino. 

El  jefe  municipal  suplente  (Gobernador),  está  supliendo  al  señor  Martín  Zamo- 
rano. 

El  6  salimos  de  Cali  por  la  tarde,  y  nos  quedamos  en  Sanantonio. 

El  7  nos  quedamos  en  Santana,  en  casa  del  señor  Rafael  Orejuela.  Nos  .  .  . 
él  coronel  Francisco  A.  Escobar.  El  dueño  de  las  bestias,  que  no  es  el  Gobierno,  se 
llama  Luis  Sandoval.  , 

El  8  nos  quedamos  en  el  alto  de  las  Hojas,  mala  posada. 

Cartas  de  recomendación  para  Buenaventura. 

El  señor  José  Yásquez  Córdoba  escribe  á  los  señores  Aníbal  Yásquez  y  Jaime 
Otero. 
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La  señora  Juliana  Caldas  y  sn  hijo,  ¿  la  señora  María  Josefa  Ramírez. 

El  9  llegamos  á  Juntas.  El  Alcalde  es  Domingo  Soárez.  Médico,  Dr.  Manuel 
Antonio  Delgado.    La  señora  que  da  de  comer  á  los  dos,  señora  Justa  Quesada. 

La  señora  Dolores  Scarpeita  escribe  á  su  hijo  .  .  .  para  que  si  hay  desocupada 
alguna  pieza  de  su  casa,  me  la  den  para  posar. 

El  13  salimos  de  Juntas,  gastamos  dos  horas  hasta  el  Salto,  y  de  allí  al  Saltico 
una  hora;  comimos  en  casa  del  señor  Agustín  Orejuela,  y  nos  quedamos  en  el 
lugar  llamado  Callelarga,  en  casa  de  Calixto  Otero. 

El  14  Ueg&mos  al  puerto  de  Buenaventura. 

En  el  mismo  día  mandé  á  Agustín  &  donde  el  señor  Miguel  Vicente  Mercado  con 
una  carta  y  un  cóndor  que  le  mandó  el  señor  Laureano  Espinosa  de  Cali. 

El  16  muy  temprano  llegó  a  la  casa  en  que  estábamos  posados  el  Pbro.  Juan 
Evangelista  Grarcla,  que  vino  á  acompañarme  en  toda  mi  peregrinación :  él  lo  hizo 
voluntariamente  á  pesar  de  que  le  (Eje  que  yo  no  le  podía  ofrecer.  Él  ha  sido  el 
del  empeño,  él  ocurrió  por  la  licencia  al  señor  Obispo  Torres,  que  se  la  concedió, 
como  también  las  demás  para  ejercer  el  ministerio.  Él  es  de  Cali  y  no  ha 
jurado. 

Nosotros  posamos  en  casa  perteneciente  al  señor  José  Yásquez  Córdoba,  que 
ahora  está  en  Cali,  y  le  escribió  á  su  recomendado  el  señor  Jaime  Otero  para  que 
nos  diesa  po.mda  en  ella.  El  recomendado,  que  es  buen  sujeto,  pronto  nos  dio 
alojamiento. 

Señoras  buenas  en  Buenaventura :  Genoveva  Ledesma  é  Isabel  Sanclemente. 

El  21  por  la  tarde  llegó  á  Buenaventura  la  noticia  oficial  del  pronunciamiento 
contra  el  Gobierno  de  aquel  Estado,  triunfando  los  pronunciados.  Fué  el  9  de 
Marzo. 

El  23  de  Marzo  me  visitó  el  Cura  de  Sampedro,  Pedro  Ignacio  Llanos,  que 
regresaba  á  su  curato. 

En  Buenaventura  vive  empleado  el  Dr.  Tomáii  Acebedo,  hijo  del  general 
Acebedo  tunjano. 

El  Cura  de  Montecristi  se  llama  Ángel  Viteri. 

El  24  á  las  seis  de  la  noche  me  embarqué,  y  á  las  nueve  comenzamos  á  navegar. 

El  25  llegamos  á  Tumaco  como  á  las  ocho  de  la  noche,  no  llegamos  al  lugar ; 
como  á  la  una  de  la  mañana  continuó  la  navegación. 

El  que  me  está  asistiendo  se  llama  Felipe  Zamudio,  es  de  Lima. 

El  26  siguió  la  nave«^ión,  que  había  comenzado  á  la  una  de  la  mañana. 

El  capitón  se  llama  Jor^e  Chamber. 

Llegamos  á  las  diez  á  Esmeraldas,  y  salimos  á  los  cuatro  de  la  tarde. 

El  27  llegamos  á  las  diez  á  Manta,  y  salimos  á  las  siete  de  la  noche. 

El  28  llegamos  á  las  siete  y  media  áe  la  mañana  á  Ballenita  ó  Santaelena.  Á 
las  ocho  Y  media  salimos  de  aquí,  sólo  estuvimos  una  hora.  Anclamos  á  las  doce 
de  la  noche. 

El  29  siguió  la  navegación  á  las  cinco  de  la  mañana,  y  llegamos  á  Guayaquil  á 
las  nueve ;  nos  detuvimos  en  salir  como  dos  horas,  de  modo  que  saldríamos  después 
de  las  once  de  la  mañana. 

El  señor  Obispo,  D.  José  Tomás  Aguirre,  me  dio  alojamiento  y  mesa  en  el 
Seminario. 

El  16  de  Mayo  salimos  de  Guavaquil  y  llegamos  á  Bodegas. 

El  17  llegamos  á  Sabaneta.  El  18  salimos  de  aquí  y  llegamos  á  Muñapanda ; 
posamos  en  casa  de  Ascensión  García,  que  es  pasando  á  Cuatronríos  : 

También  posaron  aquí  Leopoldo  Herrera,  ae  Quito,  y  un  señor  Juan  Claudio 
Moya  de  Icaza,  que  viene  del  Perú. 

El  19  nos  quedamos  en  donde  llaman  Caminorreal,  en  casa  de  Manuel  Causcucho, 
marido  de  Mariana  Ujo. 

El  20  nos  quedamos  en  casa  de  Marcelino  Baños,  un  poquito  más  adelante  de 
Chimbo.  Antes  de  llegar  á  Chimbo  pedímos  posada  en  casa  del  señor  Pío  G^aro- 
balo,  V  la  negó  diciendo  que  no  había  campo. 

El  21  llegamos  á  Guaranda,  y  estando  posado  en  casa  del  señor  Antonio  Badülo, 
fué  el  señor  Cura  y  me  trajo  á  su  casa :  se  llama  Gabriel  Uriarte ;  sus  dos  coad- 
jutores «on  el  señor  José  Campana  y  el  señor  Antonio  Galarza :  hay  otro  eclesiás- 
tico  llamado  Benedicto  González. 
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La  casera  se  llama  Ana  Mtkría  Lara. 

La  dueña  de  la  casa  se  llama  María  Jarrío,  mujer  del  señor  Mannel  Oama- 
cho.  .  .  . 

El  1?  de  Junio  salimos  de  Guaranda  y  nos  quedamos  en  el  páramo  Chuqui- 
pc^lio. 

Él  2  lle|fámos  á  Ambato,  posamos  en  la  casa  del  Cura  Vicario,  señor  D. 
Camilo  Qumtana :  tiene  en  su  casa  á  un  padre  dominicano  antiguo  fray  Felipe 
Molina. 

El  catedrátrío  de  gramática,  P.  D.  Mariano  Baca. 

Gobernador,  s^or  D.  Ignacio  Martínez ;  Secretario,  Manuel  Holguín. 

El  padre  mercenario  se  llama  fray  Manuel  Enríqnez. 

El  5  llegamos  áLatacunga,  á  casa  del  señor  Cura,  Dr.  Eamón  Yascones;  en 
esa  noche  llegó  á  visitarme  el  Cura  de  Santarrosa  de  Cabal,  P.  D.  Bamón  Duran. 

El  Gobernador  es  el  Dr.  Felipe  Sarrade. 

El  7  llegamos  á  Bomeríllo,  á  casa  de  Pedro  Bermeo,  arrendatario  del  señor 
Valentín  Núñez,  que  vive  en  Quito. 

El  8  llegamos  á  Quito  á  las  siete  y  media  de  la  nocbe,  y  posamos  donde  la  señora 
María  Uñarte,  hermana  del  Cura  de  Guaranda. 

El  28  de  Julio  salimos  de  Quito  y  nos  quedamos  en  la  hacienda  de  Pomaschi, 
donde  el  señor  Manuel  Enríqnez:  su  esposa  es  la  señora  Mercedes  Espinosa, 
su  cuñada  Alegría  Espinosa  y  su  hija  Joaquina  Enríqnez. 

El  31  salimos  y  vinimos  á  la  hacienda  de  Chipichi,  del  señor  Mañano  Calixto. 

El  If  do  Agosto  nos  quedamos  en  el  pueblo  de  Malchinqui. 

El  2  nos  quedamos  en  la  ciudad  de  Otavalo. 

El  3  llegamos  á  la  ciudad  de  Ibarra. 

El  4  me  recibieron  en  la  iglesia. 

El  6  se  publicó  la  Bula  de  S.  Santidad  y  el  Decreto  ejecutorio  del  S.  Delegado 
Apostólico,  Francisco  Tabani. 

El  15  se  celebró  la  misa  en  acción  de  gracias. 

El  9  de  Agosto  llegó  á  la  casa  el  Pbro.  José  Eamón  Duran,  con  un  joven  subdiá- 
cono  llamado  Vidal  iJgües. 

El  24  fuimos  á  conocer  la  laguna  que  queda  al  oriente  de  Ibarra  á  distancia  de 
una  hora,  llamada  Yaguarcocha,  que  quiere  decir  Lago  de  sangre,  por  la  gran 
guerra  que  tuvieron  los  indios ;  los  revés  que  había  en  Quito  degollaron  40,000  de 
los  que  vivían  en  la  laguna,  y  echaron  los  cadáveres  en  dicha  laguna,  que  se  llenó 
de  sangre. 

El  día  6  de  Septiembre  de  1865  se  fueron  para  la  Nueva  Grranada  el  P.  José 
Bamón  Duran  y  el  subdiácono  Vidal  Egües. 

Nota.  Popayán.Se  me  olvidaban  los  apellidos  de  las  señoras  Claves  y  de  las 
señoras  Mazorras,  que  me  favorecieron  en  Popayán. 

El  día  2  de  Noviembre  de  1865,  á  las  siete  de  la  noche  y  lloviendo,  llegó  á  pie  á 
Ibarra  el  señor  Obispo  fray  José  María  de  Jesús  Yero  vi. 

El  7  á  las  seis  de  la  noche  su  Secretario  D.  Arsenio  Andrade,  llegó  con  un  escri- 
biente Eafael  Sánchez. 

El  10  de  Noviembre  comenzaron  á  despachar,  ^  el  18  se  hicieron  cargo  de  la 
Secretaría,  recibiendo  todo  lo  que  había  perteneciente  á  esta  oficina.  En  este  día 
13  ouedé  descargado  del  despacho. 

El  15  de  Octubre  ordené  de  menores  al  joven  Antonio  Vinuesa. 

El  16  de  Enero  de  1866  salimos  de  Ibiura  para  Quito,  llegamos  á  Sampablo  y 
posamos  en  una  hacienda  que  hay  á  la  salida  del  pueblo,  llamada  Cresín,  propiedad 
de  un  señor  Chiriboga,  y  está  de  administrador  D.  Femando  Prado,  casado  con  la 
señora  Carmen  Larrea. 

El  18  salimos  á  las  once  del  día  y  llamos  á  las  cinco  de  la  tarde  á  una  hacienda 
llamada  Guarapi,  de  los  señores  Uastros ;  allí  estaban  el  señor  Nicolás,  sus  heiv 
manas  Camila,  Carmen  y  Águeda  Castro,  muy  buenas  señoras,  que  nos  atendieron 
mucho.    Es  en  la  parroquia  de  Tabacundo. 

El  20  saUmoB  a  los  doce  y  media,  y  llegamos  á  las  cinco  á  la  parroquia  de 
Guayabamba,  en  la  posada  de  S.  Rafael,  que  es  de  Andrés  Latorre. 

Salimos  el  domingo  21  á  las  diez  de  la  mañana,  y  llegamos  á  Quito  á  las  cinco 
^e  la  tarde.  r"r^r^ríTí> 
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Las  bestias  para  este  viaje,  que  faeron  siete,  costaron  $16,  j  las  dio  Simón  Ortiz, 
vecino  de  Caranqni. 

El  31  de  Enero  de  1866  casé  en  casa  de  la  señora  María  Donoso  á  la  misma  con 
el  señor  José  Francisco  Zarama,  pastoso;  ella  era  viuda  del  señor  Modesto 
Larrea. 

Hasta  aquí  los  apuntamientos  de  cartera.  Al  primer  golpe  de  vista 
se  comprende  que  ellos  no  eran  sino  una  especie  de  memorándum  desti- 
nado á  conservar  las  fechas,  los  nombres  de  los  lugares  y  de  las  personas^ 
y  ciertos  incidentes  que  se  podían  borrar  fácilmente  de  la  memoria. 
Tal  vez  el  ilustre  proscrito  pensaría  escribir  las  memorias  de  su  persecu- 
ción, pero  la  muerte  puso  fin  á  su  destierro  el  20  de  Julio  de  1866,  día 
en  que  durmió  el  sueño  del  justo  en  el  seno  del  Señor.  Posteriormente^ 
sus  restos  fueron  exhumados  y  trasladados  á  la  capital  de  su  Diócesis,  en 
donde  se  les  hizo  una  gran  recepción. 

Deliberadamente  nos  hemos  abstenido  de  hacer  corrección  ó  enmienda 
alguna  :  entregamos  al  público  ese  importante  documento  tal  como  ha 
llegado  á  nuestras  manos. 

Hé  aquí  ahora  ima  relación  más  extensa  de  la  conferencia  de  Medellin 
entre  el  Prelado  y  el  general  Mosquera.  Fué  escrita  por  el  ilustrado 
Dr.  Bamón  Martínez  Benítez,  cuya  temprana  perdida  lamentan  á  la  vez 
la  Iglesia  y  la  Patria. 


LA  CONFERENCIA 


El  27  de  Noviembre  de  1862  el  Ilastrísimo  señor  Obispo  de  Antioqnia,  doctor 
Domingo  Antonio  Riaño,  estando  en  Medellin,  recibió  un  oncio  de  la  Secretaría  de 
lo  Interior,  en  que  á  nombre  del  señor  Presidente  de  los  Estados  Unidos  de 
Colombia  se  le  ordenaba  qne  se  presentase  al  día  siguiente  á  las  doce  en  punto,  á 
tener  nna  conferencia  para  tratar  de  los  decretos  de  tuición  y  desamortización  de 
bienes  de  manos  muertas.  Llegados  el  día  y  la  hora,  el  señor  Obispo  se  poso  en 
marcha  hacia  el  palacio  del  señor  Presidente,  acompañado  de  loa  presbíteros 
Joaqnín  Ignacio  Naranjd,  Francisco  de  P.  Benítez  y  Manuel  Salvador  v  alenznela, 
y  de  los  doctores  Manuel  Y.  de  la  Boche,  Remigio  Martínez  y  Eamón  Martínez 
ISenítez. 

El  Prelado  iba  sin  bastón,  porqne  tuvo  noticia  de  qne  el  general  Mosquera 
había  dicho  que  si  volvía  allá  con  bastón  se  lo  rompería  en  la  cabeza. 

El  coronel  Simón  Arboleda  recibió  al  señor  Obispo,  y  pocos  instantes  dedpnés  se 
presentó  el  general  Mosquera  en  la  sala  de  recibo.  Ambos  se  sentaron  en  nn 
sofá,  á  la  derecha  de  la  entrada.  El  general  Mosquera  ocuDaba  el  extremo  derecho 
del  asiento  y  el  señor  Obispo  el  izquierdo.  Estuvieron  aÜí  presentes,  además  de 
las  personas  mencionadas,  los  Secretarios  del  Despacho,  los  generales  Santos 
Gutiérrez  y  Level  de  Groda,  el  comandante  Piueres,  muchos  otros  militares,  el 
presbítero  Juan  María  Rojas,  los  señores  Jnan  Francisco  y  Ricardo  Posada»  Jnan 
Pablo  Carraec^nilla,  Jnan  Pablo  y  José  Domingo  Sañudo,  Dr.  Nicolás  F.  Villa, 
Alejandro  Unbe  j  otras  muchas  personas ;  pues  hnbo  nna  muy  numerosa  con- 
currencia que  casi  llenaba  el  salón,  y  había  también  gente  en  la  galería  interior. 
Casi  toda  la  barra  pertenecía  al  partido  liberal.  Se  veía  allí  á  muy  pocos  conser- 
vadores. ^ 
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El  general  Mosquera  saludó  al  señor  Obispo.  En  el  onrso  de  la  conferencia  le 
decía  simplemente  "  Padre  Obispo  "  6  "  Señor  Obispo,"  y  le  daba  el  tratamiento 
de  usted,  Lnégo  qne  se  sentaron,  7  se  cruzaron  nnas  pocas  palabras  sobre  la 
salud  del  general,  éste  empezó  su  discurso  manifestando  el  objeto  de  la  confe- 
rencia, que  era  para  demostrar  que  el  señor  Obispo  debía  someterse  á  los  decretos 
del  Gobierno  sobre  tuición  y  desamortización  de  bienes  de  manos  muertas,  los 
cuales,  dijo,'  estaban  dentro  de  las  facultades  de  Ta  autoridad  temporal  j  en  nada 
atacaban  el  dogma  católico.  Atribuyó  al  Episcopado  y  clero  colombiano,  en 
general,  la  prolongación  de  la  guerra,  por  el  hecho  de  haberse  éstos  mezclado  en  las 
cuestiones  ^liticas,  y  yalidose  de  la  religión  para  sostener  la  causa  de  los  centra- 
listas. Dividió  su  discurso  en  dos  partes :  la  |>rimcra  sobre  el  decreto  de  tuición 
y  la  segunda  sobre  el  de  desamortización  de  bienes  de  manos  muertas.  ELabló 
sobre  uno  y  otro  punto,  y  concluyó  diciendo  que  deseaba  oír  qué  se  le  podía  con- 
testar á  sus  razonamientos. 

Llegado  el  tumo  del  señor  Eiaño,  se  lejró  por  el  Secretario  de  lo  Interior  un 
oficio  del  Secretario  de  Gobierno  de  la  anterior  administración  del  Estado  al  señor 
Obispo,  en  que  se  le  pedía  licencia  para  expropiar  el  plomo  de  los  órganos  inútües 
de  algunas  iglesias,  del  cual  se  necesitaba  con  urgencia,  y  la  contesliación  del  señor 
Obispo  en  que  concedía  el  permiso.  El  señor  Obispo  refutó  este  cargo  manifes- 
tando que  en  las  visitas  de  las  parroquias  había  dispuesto  se  vendiesen  los  objetos 
inútiles  de  las  iglesias;  y  que  habiéndose  presentado  la  coyuntura  de  que  el 
Gobierno  comprara  el  plomo  de  los  órganos  dañados,  había  x>ermitido  que  se  le 
vendiera»  como  lo  había  permitido  respecto  de  cualquier  otro  comprador :  que  él  no 
tenía  qué  ver  con  el  U80  que  fuera  á  hacerse  de  aquello,  y  que  hasta  la  fecha  no  se 
le  habui  dado  cuenta  del  resultado  de  esa  licencia.  El  general  replicó  sobre  esto 
^gunas  palabras  insistiendo  en  el  cargo. 

Se  leyó  también  una  nota  del  señor  Obispo  al  presbítero  Bemal,  y  era  la  circular 
relativa  á  la  protesta  del  clero  contra  los  decretos  del  señor  Mosquera,  respecto  de 
negocios  eclesiásticos,  en  la  cual  se  declaraba  suspensos  á  los  clérigos  que  aceptasen 
dichos  decretos,  reservándose  el  señor  Obispo  la  absolución  de  la  censura. 

Hubo  después  un  largo  diálogo  entre  el  señor  Presidente  y  el  señor  Obispo,  en  el 
cual  era  frecuentemente  interrumpido  el  segundo  por  el  primero.  El  señor  Obispo 
habló  extensamente  de  la  distinción  entre  las  dos  potestades,  secular  y  eclesiástica. 
También  se  dio  lectura  al  principio  de  la  contestación  del  señor  Obispo,  á  una 
parte  del  decreto  de  tuición,  á  una  circular  aclaratoria,  con  motivo  de  que  que  el 
señor  Obispo  creía  que  el  decreto  comprendía  en  cuanto  al  pase  á  los  actuales 
Prelados,  lo  cual  negó  al  general  Mosquera.  Durante  el  acto  el  presbítero  Valen- 
zuela  intentó  una  y  otra  vez  tomar  la  palabra,  pero  no  pudo  hacerlo. 

Concluida  la  conferencia,  y  manifestada  por  el  señor  Obispo  su  resolución  de  no 
someterse  á  los  decretos  mientras  el  Papa  no  dispusiese  lo  conveniente,  como  qne 
su  intervención  en  el  asunto  era  indispensable,  el  general  en  tono  fuerte  le  dijo, 
que  si  no  se  sometía  en  el  acto,  siguiera  para  la  cárcel,  para  mandarlo  al  siguiente 
día  para  Iscuandé.  El  señor  Obispo  le  pidió  en  tono  suplicante  unos  pocos  días 
para  arreglar  su  viaje,  lo  cual  se  le  negó.  El  señor  Obispo  le  manifestó  al  fin  al 
señor  Presidente  que  como  que  se  habui  alterado,  y  éste  le  contestó  que  no ;  que 
ése  erft  su  modo  natural  de  hablar.    Esto  sucedió  estando  ya  de  pies  los  dos. 

El  general  concluyó  dando  al  capitán  Carlos  Arboleda  la  orden  de  llevarse  al 
señor  Obispo  á  la  cárcel,  y  terminó  el  acto  como  á  las  dos  y  tres  cuartos  de  la 
tarde.  El  capitán  llevó  al  señor  Obispo  á  la  cárcel,  é  iban  además  en  el  acompa- 
ñamiento el  presbítero  Naranjo,  los  doctores  la  Roche  y  los  dos  Martínez.  Iba 
también  allí  bastante  gente  del  pueblo.  Al  llegar  á  la  cárcel  la  guardia  hizo  los 
honores  al  señor  Obispo,  hincando  la  rodilla  y  presentando  las  armas,  por  lo  cual 
fué  reprendida  por  el  oficial  de  guardia. 

El  señor  Obispo  fué  conducido  á  una  pieza  del  segundo  patio,  donde  se  hacía 
antes  la  visita  de  cárcel,  y  había  entonces  una  mayoría.  La  pieza  no.  estaba 
preparada.  El  señor  Jefe  Municipal,  Cenón  Trujillo,  tomó  las  disposiciones 
necesarias  para  el  arreglo  de  la  pieza.  Se  consiguió  del  Gobierno  que  el  señor 
Obispo  pudiera  pasar  á  su  casa  por  dos  horas,  á  arreglar  sus  cosas  para  el  viaje. 
Fué  en  efecto,  custodiado  por  el  capitán  Arboleda,  (^ue  en  cumplimiento  de  su 
^omisión  se  portó  caballerosamente,  tratando  con  dignidad  al  señor  Obispo  y 
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permitiéndole  todo  aquello  que  éste  exigía  de  él,  sin  traspasar  por  eso  el  mandato 
qae  tenía. 

Luego  que  el  señor  Obispo  hizo  algún  arreglo  en  sus  cosas  y  comió,  volvió  para 
la  cárcel  á  las  cinco  y  media  de  la  tarde.  Allí  fué  separado  de  él  el  presbítero 
Naranjo  á  otra  pieza ,  7  se  quedó  poco  después  el  señor  Obispo  solo  e  incomu- 
nicado. Eran  ja  las  seis  de  la  tarde.  £1  señor  Jefe  Municipal  se  manifestó 
dispuesto  á  i)re8tar  al  señor  Obispo  todos  aquellos  oficios  que  fuesen  compatibles 
con  el  cumplimiento  de  su  deber. 

II 

Volviendo  á  la  conferencia  diremos :  que  no  siendo  posible  retener  uno  á  uno 
todos  los  pormenores  que  Hubo,  todos  los  razonamientos  que  se  cruzaron  de  una 
y  otra  parte,  todos  los  episodios  é  incidentes  de  aquella  escena,  ni  el  orden  minu- 
cioso y  rigurosamente  cronológico  de  todo  lo  que  allí  se  dijo,  nos  limitaremos  á 
referir  en  lo  sustancial  lo  que  se  expuso  por  una  y  otra  parte,  y  los  hechos  más 
notables  que  ocurrieron,  tales  como  los  podemos  recordar,  fuera  de  los  enunciados. 
Preciso  será  también  repetir  algo  de  lo  que  ya  se  ha  dicho,  porque  así  lo  exige  el 
encadenamiento  de  nuestra  narración. 

El  general  Mosquera  reprendió  con  acritud  la  conducta  de  los  Obispos  y  clérigos 
granadinos ;  dijo  que  no  habían  llenado  su  misión  de  paz,  sino  que  habían  fomen- 
tado la  guerra ;  que  los  clérigos  en  general  eran  corrompidos ;  que  el  padre  Sucre 
habia  cambiado  la  candidatura  para  Presidente  de  la  Itepública  suplantando  la 
firma  del  señor  Arzobispo ;  que  el  padre  González  estuvo  en  la  guerra  del  Cauca, 
y  en  vez  de  cruz  llevaba  un  trabuco,  y  sin  embargo  el  Obispo  de  Antioquia  no  lo 
había  suspendido ;  ^  que  nn  clérigo  de  Barranquilla  vivía  alK,  en  la  plaza,  con 
tres  .  .  . ;  que  el  padre  Canuto  Kestrepo  se  jactaba  en  Bogotá  de  haber  sido 
suspendido  por  el  Arzobispo,  lo  cual  había  tenido  lugar  por  su  mala  conducta ;  que 
los  clérigos  lo  habían  llamado  á  él  (al  Presidente)  liereje;  y  ¿cuál  es,  dijo,  la 
conducta  que  yo  he  observado  con  ellos  P  perdonarlos ;  que  el  se  gloriaba  de  ser 
católico,  apostólico,  romano ;  que  el  partido  conservador,  esa  calamidad  la  más 
funesta  que  había  habido  en  la  República,  le  quitó  la  candidatura  para  Presidente 
de  la  Nueva  Granada  porque  no  convino  con  ciertas  ideas  de  los  editores  de  El 
Catolicismo  ;  que  por  esto  se  eligió  á  D.  Mariano  Ospina  Presidente,  haciendo  votar 
80,000  indios,  y  que  él  le  había  hecho  la  guerra,  y  que  aunque  la  había  empezado 
con  60  á  70  nisiles  en  el  Sur  y  con  un  auxilio  en  el  Norte,  había  triunfado  y 
restablecido  á  Colombia ;  que  Dios  lo  había  protegido  porque  sostenía  la  causa  de 
la  libertad  y  del  pueblo ;  que  era  católico  por  convencimiento,  porque  estaba  muy 
impuesto  en  esa  materia ;  que  conocía  las  escrituras  á  fondo,  y  Dios  le  había  dado 
la  capacidad  suficiente  para  entenderlas.  El  señor  Obispo  le  manifestó  que  sólo 
la  Iglesia  podía  explicarlas ;  pero  el  general  dijo  que  la  Escritura  era  para  todos, 
y  que  por  qué  los  clérigos,  por  qué  unos  pocos  hombres  se  atribuían  el  derecho 
exclusivo  de  interpretarlas ;  y  que  él  era  responsable  ante  Dios  de  su  conducta;  que 
para  eso  le  había  dado  inteligencia  para  discernir ;  y  que  él  iba  á  responder  en 
virtud  de  su  propia  conciencia,  y  no  según  la  inteligencia  de  otro. 

Indicó  que  había  provocado  esa  conferencia  para  manifestar  al  católicol^ueblo 
antioqueño,  por  el  cual  tenía  gran  deferencia,  que  él  estaba  en  su  derecho  al  exigir 
la  sumisión  á  los  decretos  de  tuición  y  defamortización ;  que  del  señor  Obispo 
dependía  ciue  se  afianzase  la  paz  y  se  tranquilizasen  las  conciencias,  sometiéndose 
á  la  autoridad ;  que  ki  no  se  sometía,  lo  declararía  responsable  de  los  males  que  se 
siguiesen  á  Antioquia ;  que  él  (el  señor  Mosquera)  era  también  Ministro  de  Dios, 
al  cual  tenía  que  dar  cuenta ;  ^ue  tenía  derecho  de  aconsejarlo ;  que  él  le  había 
permitido  esos  días  funcionar  sm  molestarlo  para  nada ;  que  las  pobres  mujere$, 
que  eran  de  cabeza  débil,  no  entendían  la  materia,  y  que  también  tenían  que  sufrir 
con  esas  cosas  ;  que  qué  se  podría  hacer  con  ellas ;  que  él  era  católico,  pero  no  con 
la  fe  del  carbonero,  sino  por  convencimiento. 


^  El  señor  González   estuvo  ciertamente  en  la  campaña  del  Cauca,  pero  sus 
funciones  fueron  simplemente  las  de  capellán  de  ejército.    (N.  del  ÁJ 

y  Google 


uiyiii^tid  by 


APÉNDICE.  675 

Dijo  que  estaba  resuelto  á  hacer  cumplir  sus  decretos  empleando  la  fuerza  si  era 
necesario ;  y  que,  ó  se  llevaban  á  efecto,  ó  primero  se  acabaría  Colombia ;  que  el 
derecho  de  tuición  era  inherente  á  la  soberaoía  temporal ;  que  aunque  también  lo- 
era  el  de  patronato,  y  en  efecto  lo  ejercíau  no  sólo  los  gobiernos  católicos  sino 
también  los  protestantes,  él  no  quería  mezclarse  en  presentación  para  Obispos ; 
que  él  sólo  pretendía  que  los  ministros  del  culto  que  se  nombrasen  en  lo  sucesivo, 
obtuviesen  el  pase  del  Gobierno  para  el  ejercicio  de  su  ministerio,  y  que  'esto  era 
muy  justo,  porqae  el  Gobierno  debía  ver  qué  clase  de  hombres  eran  los  que  se 
encardaban  del  ministerio  eclesiástico ;  pues  si  eran,  por  ejemplo,  como  un  doctor 
Arbelaez,  aunque  fuera  antioqueño,  les  haría  sacudir,  como  dice  el  Evangelio,  el 
polvo  de  sus  sandalias,  para  que  fueran  a  funcionar  á  otra  parte;  que  él  no  sabia 
por  qué  se  le  negaba  ahora  al  Gobierno  el  derecho  de  tuición,  cuando  siempre  se  le 
reconoció  el  derecho  de  patronato ;  que  por  qué  antes  se  aceptaban  por  los  clérigos 
las  mitras  y  las  sillas  en  los  coros  catedrales  cuando  el  Gobierno  hacía  la  presen- 
tación, y  ahora  se  le  quería  negar  toda  ingerencia  en  la  materia ;  que  el  mismo 
señor  Éiaño  había  sido  canónigo  en  Bogotá  con  intervención  del  Gobierno ;  que  el 
patronato,  por  más  que  se  dijera,  estaba  incrustado  todavía  en  la  legislación ;  que 
nunca  hubo  concordato  entre  el  Gobierno  de  este  país  y  el  Papa ;  que  se  ejecutaba 
siempre  la  ley  de  patronato,  y  el  Papa  por  una  fórmula  rídícula  lo  que  hacía  era 
nombrar  motu  proprio  á  los  que  se  le  presentaban  para  Obispos ;  gue  cuando  el 
Gobierno  quiso,  separó  él  mismo  la  Iglesia  del  Estado.  El  señor  Obispo  manifestó 
entonces  que  el  Papa  había  convenido  en  la  separación,  á  lo  que  replicó  el  general 
Mosquera  que  no  había  habido  tal  convenio :  que  antes  rechazó  esa  separación,  y 
que  cuando  vieron  que  acuello  les  convenía,  fué  cuando  dijeron  que  eso  era  muy 
bueno.  "  Ustedes,  le  dijo  también  al  señor  Obispo,  tienen  una  ley  de  embudo, 
dejando  lo  ancho  para  ustedes  y  lo  angosto  para  los  demás." 

Expuso  además  que  en  la  ley  del  año  de  1855  él  había  introducido  el  artículo  por 
«1  cual  las  congregaciones  religiosas  para  ser  admitidas  en  el  país  tenían  que  ser 
incorporadas  por  una  ley,  lo  que  probaba  que  el  Gobierno  sí  se  había  reservado  el 
derecno  de  tuición ;  que  por  esto  había  eí  extrañado  á  los  jesuítas,  porque  no 
liabían  sido  incorporados  legalmente.  Los  llamó  la  última  secta  cristiana,  porque 
aunque  en  lo  general  eran  unos  sacerdotes  de  buena  conducta  y  de  instrucción, 
pretendían  adueñarse  del- Gobierno  en  los  países  en  que  estaban ;  y  que  en  el'  lugar 
adonde  llegaban  lo  pñmero  que  hacían  era  apoderarse  de  la  riqueza ;  que  el  Arzo- 
bispo le  había  aprobado  la  expulsión  del  Internuncio,  porque  quería  arrogarse  aquí 
funciones  que  no  le  correspondían.  Añadió  el  señor  Mosquera  que  los  Papas  lo 
que  querían  era  sacar  plata  de  aquí;  que  él  les  había  hecho  la  guerra  á  los 
Internuncios  que  habían  venido  de  Boma,  y  que  por  eso  el  señor  Baluffi  no  pudo 
hacer  papel  en  Bogotá;  que  él  le  había  manifestado  al  señor  Arzobispo  que  ese 
monigote  ^hablando  de  uno  de  los  Internuncios  ó  enviados  del  Papa),  no  podía 
venir  aquí  á  usurparse  la  jurisdicción  de  los  Obispos. 

Los  italianos,  dijo  también,  se  han  arrogado  ellos  solos  el  derecho  de  elegir 
Papas.  El  señor  Gregorio  XVI,  antes  cardenal  Cappellari,  le  refirió  que  su  elección 
la  debía  á  las  opiniones  que  había  manifestado  respecto  de  los  negocios  de  patronato 
en  la  América,  indicando  que  debían  confirmarse  los  que  presentaban  los  Gobiernos 
de  aqqLpara  los  Obispados ;  que  el  cardenal  Giuslinianí  había  sido  de  la  misma 
opinión  que  la  primera  elección  había  'recaído  en  éste.  Tal  fué,  poco  más  ó 
menos,  lo  que  dijo  sobre  el  particular. 

Expuso,  además,  que  por  otra  parte  el  Gobierno  debía  vigilar  qué  clase  de 
liombres  eran  los  que  se  encargaban  de  las  funciones  sagradas,  y  que  el  pase  no  se 
rehusaría  por  puro  capricho,  sino  por  motivos  fuertes  y  poderosos ;  que  si,  por 
«jemplo,  venían  aquí  los  musulmanes  ó  mormones  á  ejercer  públicamente  sus 
religiones,  no  se  les  podía  permitir  porque  una  y  otra  eran  ofensivas  á  la  moral ; 
que  los  musulmanes  no  podrían  ejercer  públicamente  la  poligamia,  sino  que  se  les 
podrían  tolerar  en  su  casa  privadamente  sus  harenes.  Que  los  mormones  admitían 
la  poliandria,  lo  que  tampoco  era  tolerable  en  este  país.  Que  por  otra  parte 
también  debía  el  Gobierno  protección  á  los  ciudadanos  en  el  libre  ejercicio  ae  su 
religión ;  que  si  los  particulares  se  comprometían  á  consignar  algunas  sumas  para 
el  sostenimiento  del  culto,  el  Gobierno  haría  obligatorias  esas  promesas ;  que  lo 
que  en  su  concepto  se  debía  hacer  era  reunirse  cierto  número  de  fíeles  para  sostener 
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el  culto  ea  cada  ij^^lesia,  y  hacer  al  efecto  una  suBcripción ;  ^ue  así  se  lo  había 
propuesto  al  dignísimo  Obispo  de  Popayán,  y  habían  convenido  en  arreglar  esos 
negocios  cuando  terminase  la  guerra;  que  éste  era  el  único  Obispo  que  se  había 
manejado  dignamente  en  la  actual  cuestión,  y  había  sabido  llenar  su  ministerio, 

Eues  no  se  había  ingerido  en  la  política,  ni  había  fomentado  la  guerra ;  antes  bien 
abía  trabajado  por  la  paz,  y  aun  se  había  puesto  en  camino  estando  impedida 
de  una  pierna,  para  ver  si  podia  hacer  algo  como  mediador.  El  señor  Mosquera 
•le  indico,  según  dijo,  al  mismo  señor  Torres,  Obispo  de  Popayán,  que  él  como 
decano  de  los  Obispos  de  Colombia  debía  promover  la  celebración  de  un  Concilio 
para  arreglar  la  disciplina  nacional.^ 

Eespecto  del  decreto  de  tuición  dijo  que  deseaba  que  le  mostrasen  algún  texto  de 
la  Escritura  en  que  se  desconociese  en  los  Gobiernos  temporales  este  derecho,  y 
que  él  si  podía  mostrar  los  lugares  que  lo  reconocían  expresamente.    Citó  aquel 

{)a8aje,  cuando  se  intenrogó  á  Jesucristo  por  los  enviados  de  los  fariseos,  si  era 
ícito  ó  no  pagar  el  tributo  al  César,  y  respondió :  ''  Dad  al  César  lo  aue  es  del 
Cesar  y  i  Dios  lo  que  es  de  Dios.*'  Hizo  mención  igualmente  de  las  palabras  del 
Apóstol,  cuando  ordenaba  la  sumisión  á  las  potestades  superiores,  y  que  se 
obedeciese  á  los  ministros  de  espada,  "  y  bastón,"  añadió.  Eespecto  de  esto  dijo 
que  los  Obispos  no  debían  llevar  bastón,  sino  cayado;  que  ellos  no  eran  sino 
pastores :  que  no  tenían  autoridad  sino  potestad*  El  señor  Obispo  le  citó  el  texto 
en  que  se  manda  velar  sobire  sí  mismos  y  sobre  toda  la  grey  á  aquellos  á  quienes 
el  Espíritu  Santo  "posuit  episcopos  reaere  Ecclesiam  Dei."  A  esto  replicó  el 
señor  Mosquera  que  eso  decía  el  texto  latino;  pero  que  el  original  no  usaba  ese 
verbo  sino  otro  y  que  "Jesucristo  no  escribió  en.  latín  sino  en  griego"  También 
le  dijo  él  al  señor  Obispo  que  debían  ellos  imitar  la  conducta  de  algunos  varones 
ilustres  de  la  Iglesia,  como  san  Pío  Y  y  otros. 

Habló  de  cómo  se  manejaba  la  Iglesia  en  los  tres  primeros  siglos,  y  que  desde 
Constantino  fué  cuando  empezó  á  alterarse  en  ella  el  antiguo  orden  de  cosas ;  pues 
ese  Emperador,  por  miras  políticas,  había  fingido  la  visión  de  la  cruz. 

Censuró  aquella  frase  de  uno  de  los  oficios  del  señor  Obispo,  que  decía ''  Gobierno 
Eclesiástico  ;  dijo  que  no  existía  ese  Gobierno;  que  los  Obispos  no  eran  sino 
**  siervos  de  los  siervos  de  Dios."  El  señor  Eiaño  contestó  que  aquella  frase  había 
sido  siempre  usada,  y  qué  el  señor  Arzobispo  Mosquera,  Hermano  del  señor  Presi- 
dente, también  la  había  empleado  en  sus  actos  oficiales.  El  general  replicó  que  en 
ese  tiempo  sí  había  Gobierno  Eclesiástico,  es  decir,  que  en  esa  época,  en  virtud  de 
leyes  vigentes,  sí  se  reconocía  por  el  poder  temporal  que  había  gobierno  en  la 
Iglesia. 

Eespecto  dé  la  desamortización  de  bienes  de  manos  muertas  manifestó  como 
principal  fundamento  de  su  discurso,  que  el  derecho  de  propiedad  no  viene  sino  de 
la  ley  ;  que  ésta  es  la  única  que  puede  darlo  ó  quitarlo;  que  donde  no  hay  legisla- 
ción no  ha^  propiedad  ;  que  ésta  sólo  se  reconoce  en  los  pueblos  que  han  nervado 
la  legislación  romana,  pero  que  en  Asia  no  existe  ese  derecho ;  que  allí  no  hay 
propiedad  particular  en  los  terrenos,  sino  que  todos  son  de  los  gobiernos.  Habló 
del  mal  uso  que  se  había  hecho  aquí  de  los  bienes  de  manos  muertas ;  que  los  de 
Cartagena  valían  siete  millones :  que  él  iba  á  aplicar  los  bienes  de  manos  muertas  á 
la  amortización  de  la  deuda  (probablemente  aludió  á  la  deuda  interior),  que  ^hendía 
á  doce  millones.  "^ 

Según  manifestó,  aunque  había  suprimido  en  Bogotá  los  conventos  de  Monjas,  las 
había  dejado  viviendo  en  los  conventos  y  aun  les  había  señalado  rentas  del  Tesoro» 
y  después  les  dejaría  casas  para  los  capellanes  ;  porque  esas  piadosas  mujeres  na 
hacían  otra  cosa  que  vivir  consagradas  á  la  práctica  de  la  virtud,  y  que  esperaba 
que  la  Convención  le  aprobaría  esos  gastos. 

Explicó  lo  que  tenía  por  bienes  de  la  Iglesia,  que  no  eran  sino  los  destinados 
inmediatamente  para  las  funciones  del  culto,  como  los  ornamentos  y  vasos 
sagrados ;  en  los  cuales  no  se  mezclaría  para  na^a,  ni  tocaría  siquiera  un  amito  ni 
un  purificador  ;  que  los  predios  que  poseían  las  Iglesias  no  eran  propiamente  bienes 
temporales,  aunque  se  había  inventado  la  frase  ridicula  de  espirittuiHzar  esos 
bienes,  como  si  la  materia  pudiera  convertirse  en  espíritu.  Al  señor  Obispo  de 
^ogayáu  le  señaló  una  renta,  según  dijo,  de  su  propio  peculio. 

>lando  de  la  tolerancia  que  él  había  teüido  con  el  clero,  dijo^que  le  había 
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dejado  cobrar  los  diezmos,  aunque  no  tenía  derecho  para  ello.    Segón  la  escritura» 
el  clero  no  debe  vivir  sino  de  las  ofrendas  de  los  fieles :  pi,i  servit  aítari,  etc. 

Dijo  algunas  cosas  respecto  de  la  Escritura,  y  según  él  no  son  necesarios  sino 
los  libros  del  Nuevo  Testamento.  Elogió  el  libro  de  Job  y  el  Eclesiaatós ;  llamó  al 
Eclesiástico  una  parodia  de  éste ;  dijo  <jue  el  Génesis  estaba  truncado  en  alananos 
pasajes,  y  califico  de  pesador  los  Parahpómenos.  Sobre  los  libros  de  los  Keyes 
mamfestó  que  no  contenían  sino  una  historia  de  los  Beyes  del  pueblo  hebreo,  y 
una  relación  de  muchos  hechos  criminales,  y  parece  que  indicó  que  tales  libros  no 
podían  ser  inspirados.  También  dijo  que  Dios  no  se  mezclaba  en  las  cosas  de 
la  tierra. 

Mucho  recalcó  sobre  las  excomuniones,  manifestando  su  ineficacia  cuando  eran 
sin  razón ;  refirió  que  en  el  año  de  1819  el  señor  Obispo  de  Popayán  había  ezco- 
multado  á  los  patriotas,  pero  que  él  también  había  excomulgado  al  Obispo  y 
había  publicado  la  excomunión  en  el  ejército ;  y  que  cuando  se  vieron  en  Pasto,  le 
dijo  el  señor  Mosquera  que  no  podía  tratar  con  sus  familiares  porque  estaba 
excomulgado,  á  lo  que  res^ndió  el  Obispo :  "  Usted  también  nos  excomulgó  á 
nosotros:  con  que  excomunión  por  excomunión."  Que  las  excomuniones  no  eran 
ya  armas  de  este  s^lo.  En  otra  ocasión  manifestó  también  que  los  mártires  tam- 
poco eran  de  este  siglo. 

Se  tocaron  de  paso  muchas  cuestiones  de  dogma,  sobre  las  cuales  se  cruzaban 
a^nos  razonamientos  los  dos  interlocutores.  Habló  de  la  carta  que  él  le  había 
dirigido  á  Su  Santidad  (la  misma  que  se  ha  pubHcado),  y  se  consideraba  justa- 
mente ofendido  porque  el  Papa  le  trataba  de  revolucionario,  siendo  así  que  no 
debía  mezclarse  en  decir  cuál  de  los  dos  partidos  luchaba  por  la  legitimidad,  y  que 
en  este  sentido  se  había  resuelto  la  cuestión  de  D.  Miguel  de  Portugal,  de  que 
habla  en  su  carta,  y  respecto  de  la  cual  vio  en  Europa  los  documentos  origínales. 
Manifestó  que  estaba  muy  versado  en  Religión,  y  que  sabía  más  (^ue  ninguno  la 
historia  de  los  acontecimientos  de  este  país,  en  el  cual  llevaba  ya  cmcuen^  años 
de  vida  pública. 

Admitiendo  la  infalibilidad  de  los  Concilios  ecuménicos  en  materia  de  dogma,  se 
la  neg[ó  en  cuanto  á  disciplina.  Habló  de  paso  sobre  la  poca  necesidad  de  la 
confesión,  que  sólo  era  precisa  cuando  no  hay  más  que  atrición,  pues  ocurriendo  la 
contrición,  era  suficiente. 

Hablando  de  las  invasiones  del  clero  al  poder  temporal,  dijo  que  por  fin  llegarían 
otra  vez  á  quemarlos  restableciendo  los  autos  de  fe. 

Dijo  también,  aunquer  no  de  un  modo  acertivo,  que  en  Bogotá  existía  ya  una 
carta  del  Papa  para  él,  y  que  tenía  noticia  de  que  venía  el  señor  Garay  enviado 
por  Su  Santidad. 

Manifestó  que  había»  como  cien  clérigos  que  se  habían  sometido  á  sus  decretos  ; 

le  no  habría  cisma,  porque  no  habría  separación  de  los  cristianos  en  cuanto  al 
ogma. 

El  señor  Obispo  definió  entonces  lo  c^ue  era  cisma,  é  hizo  la  distinción  entre  el 
cisma,  que  rompe  el  vínculo  de  la^  umdad,  y  la  herejía,  que  es  la  que  ataca  el 
dogma. 

El  BggiOT  Mosquera  indicó  también  que  no  admitía  más  que  el  símbolo  de 
los  Appboles,  explicado  después  por  San  Atanasio ;  que  más  tarde  era  cuando  se 
habían  dañado  las  cosas  en  la  Iglesia  ó  por  los  eclesiásticos ;  que  de  aquí  era  de 
donde  habían  nacido  las  disputas  de  Hus,  de  Wiclef  etc.  Expresó  sus  deseos  de 
que  se  celebrase  un  Ooncilio  ecuménico ;  pero  que  eso  no  se  lograría,  porque  no  les 
convenía  á  los  Papas,  ó  al  clero.  La  primacía  del  Papa,  segúji  él,  no  viene  sino 
de  que  los  Apósteles  en  el  Ooncilio  de  Jerusalén,  cuando  formularon  el  símbolo, 
convinieron  en  dar  el  primer  lugar  á  San  Pedro  para  que  hubiese  unidad  en  la 
Iglesia ;  pero  que  el  Obispo  de  Boma  era  igual  al  Obispo  de  Antioquia.  El  señor 
Obispo  respondió  entonces :  Tu  es  Petrus,  et  sttper  hanc  p^iraan  aedificaho  Eccle- 
siam  fnea^m, 

Al  fin  de  su  discurso  dijo  que  arreglados  aquí  los  negocios  públicos,  se  retiraría 
delpaís,  é  iría á  gozar  de  las  dulzuras  de  la  familia. 

El  señor  Obispo,  cuyos  razonamientos  fueron  en  general  cortos,  protestó  no 
haberse  mezclado  en  la  política ;  dijo  que  estaba  pronto  á  someterse  al  Gobierno  en  % 
lo  temporal,  insistió  en  las  ideas  que  había  emitido  en  su  pastoral  sobre  el  ^creto  ^ 
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de  toición,  y  dijo  que  aquella  pieza  nada  tenia  de  x^fensivo  al  Gobierno,  &  lo  que 
respondió  el  señor  Mosquera  que  esa  producción  er^ubyersiva.  También  se  puso 
i  explicar  el  Prelado  cuáles  eran  las  funciones  del  Kibpo,  á  saber,  la  de  confirmar, 
ordenar,  conceder  dispensas  etc.,  j^  que  las  facultades  para  todo  aquello  no  les 
venían  á  los  Obispos  sino  de  Jesucristo.  El  señor  Mosquera  manifestó  que  en  el 
decreto  no  se  exigía  la  licencia  de  la  autoridad  para  cada  uno  de  esos  actos ;  que  el 
€k>biemo  no  se  mezclabapara  nada  en  semejantes  funciones,  y  que  en  todo  dejaba 
intacto  el  dogma ;  que  solo  se  prevenía  que  se  solicitase  el  pase  cuando  se  nom- 
brase un  ministro  del  culto,  para  que  con  él  entrase  4  ejercer  su  ministerio  si  se 
le  concedía ;  que  el  pase  para  los  Obispos  lo  concedería  el  Presidente,  y  para  los 
curas  los  Gobernadores  de  los  Estados.  El  señor  Obispo  replicó  á  aquello  de  que 
no  se  les  impedían  las  funciones,  <][ue  entonces  para  que  era  todo  eso.  El  señor 
Obispo  entendía  que  el  decreto  exigía  el  pase  aun  á  los  actuales  Prelados;  pero  el 
Presidente  le  dijo  que  no  lo  exigía,  y  con  este  motivo,  como  se  dijo  arriba,  se 
leyeron  parte  del  decreto,  y  la  circular  aclaratoria  ;  y  manifestó  además  que  si  se 
quería,  el  estaba  pronto  á  dar  otra  explicación  sobre  el  particular.  Añadió  el  señor 
Mosquera  que  él  reconocía  al  señor  Kiaño  como  Obispo  de  Antioquia,  y  <^ue  bien 
podía  ejercer  su  ministerio,  lo  mismo  que  los  actuales  curas,  sin  necesidad  del 
T>ase ;  pues  lo  contrario  sería  dar  efecto  retroactivo  al  decreto,  convertirlo  en  una 
^sposición  ex  posé  fado,  lo  cual  no  era  corriente ;  que  eso  se  había  ordenado  para 
lo  raturo ;  que  sólo  exigía  que  el  señor  Obispo  y  el  clero  jurasen  obediencia  a  los 
decretos,  es  decir,  reconociesen  á  la  autoridad  temporal  el  derecho  de  expedirlos,  y 
que  podía  ejercer  la  tuición  como  inherente  á  la  soberanía. 

Como  al  parecer  convenían  hasta  cierto  punto  en  algo  de  lo  relativo  á  estas 
cuestiones,  el  señor  Mosquera  exclamó  :  **  Estamos  de  acuerdo,  i  Por  no  habernos 
entendido  en  las  palabras,  se  han  causado  tantos  males  !  La  cuestión  para  ustedes 
era  de  bolsillo." 

El  señor  Riaño  siguió  hablando,  y  en  el  curso  de  su  razonamiento  trató  la 
cuestión  de  bienes  eclesiásticos,  manifestando  que  la  Iglesia  tiene  pleno  derecho  en 
ellos ;  habló  de  las  Decretales  y  aun  citó  en  su  apoyo  el  Concilio  de  Trento,  que  en 
la  sesión  XXII,  si  mal  no  recordaba,  imponía  pena  de  excomunión  á  los  que  se  los 
apropiasen.  El  señor  Mo8(]^uera  dijo  entonces  :  la  disposición  que  usted  cita  del 
Concilio  de  Trento,  lo  que  dice  es  que  si  alguno  se  apropiare  para  usos  privctch» 
los  bienes  de  la  Iglesia,  sea  excomulgado.  El  señor  Obispo  dijo  también  durante 
la  discusión,  que  el  Concilio  de  Trento  había  sido  admitido  entre  nosotros  por  la 
autoridad  civu.  El  señor  Mosquera  dijo  :  ¿quién  lo  admitió?  ¿El  Beyr  pues 
aquí  j;o  soy  el  Bey.  También  manifestó  el  señor  Biaño  que  había  dos  potestaldes : 
la  espiritual  y  la  temporal,  cada  una  independiente  de  la  otra  en  sus  respectivas 
funciones ;  pero  que  la  Iglesia  era  compuesta  de  hombres,  y  tenia  también  necesidad 
de  cosas  materiales  sobre  las  cuales  ejercía  pleno  derecho ;  que,  por  ejemplo,  para  la 
celebración  de  la  misa  se  necesitaban  el  pan,  el  vino,  el  cáhz,  en  lo  cual  convino  el 
señor  Mosguent. 

El  señor  Obispo  indicó  que  todas  aquellas  materias  de  intervención  del  Gobierno 
eran  muy  delicadas  para  tratarlas  en  una  sola  conferencia  y  en  poco  tiempo ;  que 
se  necesitaban  no  unos  pocos  días,  sino  uno  y  hasta  tres  meeea  para  tratar  la 
multitud  de  cuestiones  que  allí  se  presentaban ;  que  lo  que  le  parecía  q/f^  debía 
hacerse  era  celebrar  un  concordato  con  el  Papa ;  que  Su  Santidad  ya  hama  inter- 
venido en  ese  negocio,  y  él  no  podía  resolverlo  por  sí  solo  ;  que  si  como  decía  d. 
señor  Presidente,  ya  tenía  en  Bogotá  carta  del  Padre  Santo,  ¿  por  qué  no  aguar- 
daban esa  carta  para  determinar  mejor  aquel  negocio?  El  señor  Mosquera 
manifiesto  que  al  ^apa  y  no  á  él  era  á  quien  tocaba  proponer  el  concordato ;  que 
no  había  necesidad  de  la  intervención  del  Papa;  que  en  esa  materia  tenía  el  señor 
Obispo  tantas  facultades  como  el  Papa  mismo ;  que  él  no  estaba  por  ceder  un 
ápice  de  los  decretos  éel  Gobierno  ni  al  mismo  Papa ;  que  si  éste  se  presentara  en 
aquel  acto  allí,  le  diría  lo  mismo  que  le  había  dicho  al  Obispo  de  Antioquia,  y  lo 
haría  someter  á  la  autoridad  del  Presidente ;  que  él  no  quería  que  el  Gobierno 
asumiese  otra  vez  el  anti^o  derecho  de  patronato  en  toda  su  extensión,  sino  que 
se  reservase  sólo  el  de  tuición.  Mi  resolución  irrevocable  en  esta  materia,  dijo, 
es  no  cejar  un  punto.  Estoy  resuelto  á  emplear  la  fuerza  para  hacer  respetar  los 
decretos.    Si  el  Padre  Obispo  no  presta  el  juramento  de  obediencia,  será  confinado 
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en  Tscuandé ;  los  clérigos  qne  no  se  sometan  serán  también  desterrados ;  y  si 
alguno  de  ellos  se  mezclare  en  revolución,  lo  haré  fusilar;  porque  voy  á  probar 
qne  á  nn  Obispo  ó  á  un  clérigo  también  le  caben  cnatro  balazos.  Estas  expre- 
siones pronunciadas  en  tono  fuerte  y  con  semblante  airado,  fueron  acogidas  en  la 
barra  con  estrepitosos  aplausos. 

Padre  Obispo,  le  dijo  para  concluir  el  acto :  ¿  se  somete  ó  no  se  somete  P— 
Señor,  le  respondió,  es  necesario  <jue  el  Papa  intervenga  en  esto  :  la  cuestión  no 
puede  resolverse  en  tan  breve  tiempo.— ¿  Se  somete  6  no  se  somete  P,  volvió  á 
preguntarle.  Y  el  señor  Obispo  contestó: — "Señor,  tengo  qne  atender  á  mi 
conciencia." — Poco  me  importa  su  conciencia,  dijo  el  general ;  lo  que  me  interesa  es 
la  mía. — Señor,  necesito  algún  tiempo  para  arreglar  mis  cosas,  mi  familia.  .  .  . 
—No  hay  término:  ó  se  somete,  ó  va  á  la  cárcel  para  seguir  mañana  para 
Iscuandé.  Gomo  el  señor  Obispo  no  se  prestó  al  sometemiento,  el  general 
exclamó :  "  Capitán  Arboleda,  Heve  al  señor  á  la  cárcel."  Terminó  la  escena,  y  se 
separaron  los  dos  sin  más  despedida. 
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La  posición  de  los  dos  interlocutores  era  por  cierto  mny  designaL  El  Obispo 
delante  del  Presidente  parecía  nn  reo  delante  de  su  acusador.  El  tono,  el  gesto, 
la  actitud  del  general  Mosquera  eran  muy  diferentes  del  tono,  del  gesto  y  de  la 
actitud  del  señor  Biaño. 

El  uno  era  dueño  del  teatro  de  la  controyersia  :  suyo  era  casi  todo  el  auditorio, 
que  le  tributaba  continuos  aplausos,  y  apoyaba  con  nsas  los  sarcasmos  frecuentes 
que  lanzaba ;  mientras  qne  el  otro  no  podía  ver  en  derredor  de  sí  sino  unas  muy 

reas  miradas  amigas  que  le  signiñeasen  compasión.  Así  es  que  el  señor  Obispo, 
los  destemplados  cargos  que  se  le  dirigían  no  contestaba  una  sola  expresión 
ofensÍ?a  :  su  voz  era  sumisa,  bien  que  la  elevó  un  poco  al  tratar  del  deslinde  de  las 
dos  potestades.  La  humildad  propia  de  su  ministerio  no  le  abandonó  un  momento. 
Había  además  otra  circunstancia  que. debe  no  perderse  de  vista  para  juzgar  con 
criterio  de  las  impresiones  y  efectos  de  aquel^  acto.  El  señor  Mosquera  era  un 
hombre  incansable  en  la  palabra,  atleta  viejo  en  las  luchas  parlamentarias,  y 
acostumbrado  á  escenas  de  esa  clase.  El  señor  Riaño,  si  bien  se  trataba  de  una 
materia  que  le  era  propia  y  que  concernía  á  su  ministerio,  no  estaba  allí  en  su 
terreno,  y  el  acto  en  sus  formas  pertenecía  al  género  profano.  El  uno  disponía  de 
la  fuerza  y  del  prestigio  que  el  mundo  y  la  victoria  dan ;  y  el  otro  no  contaba  sino 
con  su  fortaleza. 

El  presbítero  Naranjo,  cruzados  los  brazos,  permanecía  con  los  ojos  fijos  en  la 
tierra.  El  señor  cura  JBenítez  conservaba  un  semblante  sereno  y  al  parecer  impa« 
sible ;  el  presbítero  Valenzuela  intentó  en  vano  una  y  otra  vez  tomar  la  palabra ; 
pero  ahí  no  hablaron  sino  el  Presidente  y  el  Obispo. 

Tales  fueron  en  lo  sustancial  los  hechos  que  nos  propusimos  narrar.  Nosotros 
fuimos  testups  presenciales  de  la  conferencia,  y  ocupamos  un  lugar  que  nos 
permitftl  oírlo  y  presenciarlo  todo.  Nuestra  relación  se  ha  hecho  con  toda  la 
exactitud  posible;  fácil  es  que  en  tamaña  complicación  de  cosas  tan  importantes, 
acaecidas  en  tan  corto  tiempo,  hayamos  podido  incurrir  en  alguna  omisión  ó  en 
alguna  equiyocación ;  pero  sí  respondemos  de  que  no  hemos  buscado  en  todo  sino 
la  verdad. 

Medellín,  Noviembre  30  de  1862. 

El  señor  Dr.  Manuel  Vicente  de  la  Roche^  testigo  presencial  de  la 
conferencia,  ha  manifestado  que  la  anterior  relaoióS  es  exacta,  aunque 
deficiente  porque  el  señor  general  Mosquera  se  permitió  verter  re- 
petidas yeces  expresiones  y  conceptos  que  probablemente  por  ser 
opuestos  al  decoro  y  á  la  moralidad  no  consignó  en  su  escrito  el  señor 
Dr.  Martínez  i    Agreguemos  aun  los  dos  importantes  documentos  que 
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El  Gobernador  de  la  Phoyincla.  del  Süe, 
En  uso  de  sos  facoltades  legales  y 

Considerando : 

1?  Que  el  Obispo  de  Antioqnia  se  lia  denegado  á  prestar  el  juramento  prescrito  á 
los  mmistros  de  toda  religión,  por  la  ley  de  17  de  Mayo  último,  sobre  inspección  de 
cultos,  y  además  ocultándose  y  evadiéndose  á  las  excitaciones  de  la  autoridad» 
concita  á  los  pueblos  á  la  rebelión,  trastorna  el  orden  público  y  desprestigia  la  ley  y 
la  autoridad; 

2?  Que  en  este  despacho  hay  orden  perentoria  de  las  autoridades  superiores  del 
Estado  y  de  la  Unión,  que  manda  á  todos  los  funcionarios  públicos  cumplan  y 
hagan  cumplir  la  ya  citada  ley ; 

Decreto : 

Art.  1?  Extráñase  del  territorio  colombiano  'al  Obispo  de  Antioquia,  Domingo 
Antonio  Biaño. 

Art.  2?  Las  autoridades  de  esta  provincia  donde  resida  el  citado  Obispo,  pon- 
drán inmediatamente  en  ejercicio  el  presente  decreto,  para  lo  que  lo  aprehenderán 
y  pondrán  á  disposición  de  esta  (Gobernación,  con  las  seguridades  necesarias ;  pero 
consultando  las  consideraciones  que  se  deben  á  su  ancianidad  y  posición. 

Art.  3."  Las  autoridades  de  esta  provincia  que  hallándose  en  el  caso  del  artículo 
anterior,  se  muestren  remisas  en  cumplirlo,  pagarán  una  multa  de  cincuenta  pesos, 
sin  perjuicio  de  la  responsabilidad  en  que  incurran  conforme  á  la  ley. 

Dado  en  el  Gigante,  á  2  de  Febrero  de  1865. 

Jo6B  María  Alvarbz  B. — ChiiUermo  Carrizosa,  secretario. 

En  vista  de  la  solicitud  elevada  á  este  despacho  por  el  Hustrísimo  señor  Obispo 
de  Antioquia,  certifico  :  que  cuando  el  señor  Gobernador  de  esta  provincia  exigió 
en  el  sitio  del  Espinal  del  citado  señor  Obispo  cumpliese  con  lo  prevenido  en  el 
articule»  5?  de  la  ley  de  17  de  Mayo  último,  manifestó  :  ser  Obispo  católico  de  una 
diócesis  católica,  que  como  tal  reconocía  en  los  EE.  UU.  de  Colombia  dos  potes- 
tades soberanas  é  independientes  la  una  de  la  otra,  á  saber :  la  potestad  civiJ,  á  la 
que  todos  deben  obedecer  en  conciencia,  la  otra  eclesiástica,  á  la  que  se  debe  acatar 
en  lo  tocante  á  lo  espiritual ;  que  hallando  fimdamentos  teológicos  y  canónicos  que 
le  prohiben  dar  dicho  juramento,  no  lo  prestaba ;  no  por  motivos  ^líticos  sino  por 
razones  de  conciencia,  á  lo  cual  contestó  el  señor  Gobernador  intimándole  prisión 
y  destierro  del  territorio  colombiano  como  hallándose  en  el  caso  del  inciso  3?  del 
artículo  3?  y  en  el  del  artículo  7?  de  la  ley  de  17  de  Mayo  último,  y  en  cumplimiento 
del  decreto  expedido  por  la  Gobernación  cumpliendo  lo  dispuesto  en  el  urtículo  8? 
de  la  misma  ley.  En  seguida,  el  señor  Gobernador  anunció  debía  partir  inme- 
diatamente para  su  destierro  escoltado  por  una  columna  de  la  Guardia  colom* 
biana.  •  •  . 

Gigante,  Febrero  10  de  1865. 

El  secretario,  Guillermo  Carufeoecu 


FIN. 
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